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La Mesa del Congreso de los Diputados, en su reu- 
nión del día de hoy, ha adoptado el acuerdo que se in- 
dica respecto del asunto de referencia: 

(260) Informe anual del Defensor del Pueblo. 

2601000003. 

AUTOR: Defensor del Pueblo. 

Informe del Defensor del Pueblo correspondiente a la 
gestión realizada durante el año 1991. 

Acuerdo: 

Admitir a trámite, conforme al artículo 200 del Regla- 
mento del Congreso de los Diputados y a la Resolución 
de las Mesas de ambas Cámaras en reunión conjunta 
sobre la organización y el funcionamiento de la Comi- 
sión Mixta de Relaciones con el Defensor del Pueblo, 

trasladar a dicha Comisión, publicar en el Boletín, y 
poner este acuerdo en conocimiento del Senado. 

En ejecución de dicho acuerdo, se ordena la publi- 
cación. 

Palacio del Congreso de los Diputados, 21 de abril de 
1992.-El Presidente del Congreso de los Diputados, Fé- 
lix Pons Irazazábal. 

INFORME A LAS CORTES GENERALES 1991 

Introducción 

Como en años anteriores, se presenta este informe co- 
rrespondiente a la actividad del Defensor del Pueblo 
durante el año 1991, para el conocimiento de las Cor- 
tes Generales cumpliendo así lo dispuesto en la Cons- 
titución y desarrollado en la Ley Orgánica 3/1981 de 6 
de abril. 
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A lo largo de las páginas que siguen se ha procurado 
recoger lo más sustancial de las actuaciones institucio- 
nales tanto en el terreno de los derechos y libertades 
fundamentales como en el terreno del funcionamiento 
ordinario de las administraciones y servicios públicos. 

Hemos dejado constancia, como en ocasiones ante- 
riores, de las quejas recibidas y de las actuaciones de 
oficio; de las admisiones, inadmisiones y sus causas; 
de las quejas que han seguido tratándose durante este 
año 1991, pero que provienen de años anteriores y que 
han prolongado su tratamiento por su complejidad o 
necesidad de formular recomendaciones o sugerencias. 

Recomendaciones y sugerencias que igualmente se 
han recogido y que como Sus Señorías ya saben, las pri- 
meras, por su alcance de carácter general entrañan la 
necesidad de modificaciones normativas, legislativas o 
reglamentarias, y en consecuencia exigen un pondera- 
do estudio previo y una aceptación por sus destinata- 
rios para que puedan llegar a superar el terreno de la 
«recomendación» y para pasar al Boletín Oficial del Es- 
tado, resolviendo así no ya el problema que suscita un 
caso individual, sino teniendo efectos para todo un sec- 
tor de nuestra colectividad. 

Sin ningún espíritu triunfalista, porque las páginas 
que siguen impiden cualquier veleidad al respecto, con- 
viene reflejar que recomendaciones reiteradas con es- 
ta institución han dado lugar a distintos proyectos de 
ley hoy en trámite en las Cámaras, como es el caso de 
la regulación de la protección de datos informáticos, 
o el silencio administrativo. 

Por otra parte, la institución ha permanecido activa 
no sólo en la búsqueda y resoluciones de los casos in- 
dividuales y en promover el cambio normativo a tra- 
vés de sus recomendaciones, sino que también ha 
puesto en práctica los distintos mecanismos legales pa- 
ra el ejercicio de sus funciones. 

El lector del informe encontrará a lo largo de sus pá- 
ginas los casos en que se ha actuado de oficio y cuan- 
do la investigación de las quejas así lo ha exigido, los 
supuestos en que ha sido necesario inspeccionar cen- 
tros de la Administración que abarca desde servicios 
municipales hasta hospitales, comisarías, prisiones, es- 
tablecimientos militares, y muchos otros de distinta na- 
turaleza. 

Quede constancia, también, de cuando ha sido nece- 
sario pedir el auxilio del Ministerio Fiscal no sólo pa- 
ra averiguar las causas del mal funcionamiento del 
servicio público de la justicia, sino cuando nos hemos 
encontrado con supuestos en que era necesario poner 
en su conocimiento determinados antecedentes de con- 
formidad con lo que al respecto dispone la propia ley. 

Sin que ello sea algo de lo que pueda sentirse satis- 
fecha la institución, sino que bien hubiera deseado que 
ello no fuere necesario, también se encuentran recogi- 
dos aquellos casos en que la propia Administración ha 
ejercido la potestad sancionatoria sobre sus propios 
funcionarios como consecuencia de las quejas analiza- 
das por el Defensor del Pueblo. 

Y en este orden de cosas también se recoge la acti- 

tud pasiva de administraciones y funcionarios, poco co- 
laboradora o de resistencia a la labor del Defensor del 
Pueblo. Con respecto a los supuestos en que haya sido 
necesario remitir al Ministerio Fiscal las actuaciones 
de determinados funcionarios o autoridades que hayan 
mostrado una notoria resistencia a no contestar en nin- 
gún caso al Defensor del Pueblo, se puede adelantar que 
los casos son mínimos y que si no constan en un apar- 
tado específico es porque en estos momentos se está 
haciendo el último esfuerzo por vencer razonablemen- 
te esta pasividad o resistencia. Si ello no fuera posible, 
el Defensor del Pueblo dará cuenta a la Comisión del 
envío de estos casos al Fiscal General del Estado, así 
como de aquellos otros que se considere que su con- 
ducta con la institución ha sido hostil o entorpecedo- 
ra, según dispone el artículo 24 de la ley orgánica. 

En cuanto a la estructura del informe, este año se in- 
troduce una variación cuyo objeto es el de hacer de es- 
te documento un elemento de trabajo más útil para los 
señores diputados, las administraciones y todo aquél 
que lo quiera consultar. 

En concreto, se trata de delimitar en lo posible las 
distintas quejas e investigaciones no sólo por razón de 
la materia sino también por el órgano y Administración 
del que éste depende. 

Así, y sin tocar para nada el primer capítulo de dere- 
chos fundamentales que por su propia naturaleza nos 
parece esencial conservar como un todo y en el que que- 
dan reflejadas las administraciones en su conjunto, sí 
parece conveniente ir delimitando en capítulos especí- 
ficos las quejas que afectan directamente a la Adminis- 
tración central del Estado, comunidades autónomas y 
municipios y provincias, con lo cual se llegará a tener 
una más exacta realidad de la naturaleza de las quejas 
que se formulan sobre estas administraciones. Dado 
que es la primera vez que se hace esta redistribución 
y la complejidad de ello, hemos de solicitar a Sus Se- 
ñorías comprensión hacia los posibles defectos o caren- 
cias que esta experiencia pueda conllevar y que sin 
duda serán superadas en futuros informes. 

Ha de resaltarse igualmente que con independencia 
de la tramitación ordinaria de las quejas, la institución 
ha llevado a cabo dos importantes investigaciones de 
carácter general o de tipo sectorial, y que fueron anun- 
ciadas en la comparecencia celebrada con motivo del 
informe precedente. En concreto, el primero de ellos ha 
abordado la situación del menor en centros asistencia- 
les y de internamiento y las consiguientes recomenda- 
ciones sobre el ejercicio de las funciones protectora y 
reformadora, y algunos de estos se han visto reflejados 
parcialmente en proyectos de ley posteriores. El segun- 
do estudio se refiere a Ia situación jurídica y asisten- 
cial del enfermo mental en España y al igual que el 
anterior ha supuesto muchos meses de trabajo, visita 
a centros hospitalarios y otras instituciones de todas 
las comunidades autónomas y la formulación de unas 
recomendaciones y sugerencias específicas en la 
rnateria. 

El contenido esencial de ambas investigaciones y re- 
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comendaciones han sido publicados en su integridad 
y se recogen en este informe anual . 

Por último y en el orden de las relaciones institucio- 
nales debe dejarse constancia no sólo de las que se han 
mantenido de manera fluida y coordinada con las ins- 
tituciones autonómicas similares al Defensor del Pue- 
blo. sino también en el orden internacional en la 
colaboración con las instituciones hispanoamericanas 

que ya están en funcionamiento y el Instituto Latino 
Americano del Ombudsman en su tarea propagadora 
de la institución del Defensor del Pueblo en los distin- 
tos países del continente americano . 

De todo ello se da cuenta pormenorizada a lo largo 
del presente informe que se entrega para conocimien- 
to de los señores diputados y senadores . 
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1 nombre del padre y que sus apellidos eran los dos pri- 
meros de su madre. 

Continuaban señalando los comparecientes que ha- 
bían acudido al Registro Civil correspondiente, donde 
habían sido informados de la necesidad de completar 
su inscripción de nacimiento en la forma establecida 
en el artículo 191 del Reglamento del Registro Civil, 

A la vista de estos antecedentes, esta institución dio 1 traslado al Ministerio de Justicia de una serie de con- 
sideraciones, como fundamento de la correspondiente 

1 recomendación. 
Estas consideraciones eran sustancialmente las si- 

guientes: 
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CAPITULO 1 

ACTUACION EN MATERIA DE DERECHOS 
FUNDAMENTALES Y LIBERTADES PUBLICAS 

1. PRINCIPIO DE IGUALDAD (ARTICULO 14 DE LA 
CONSTITUCION) 

1.1. Discriminación por razón de nacimiento 

Se expone en el presente apartado una recomenda- 
ción recientemente remitida al Ministro de justicia, re- 
lativa a la modificación del vigente artículo 191 del 
Reglamento del Registro Civil. 

Dicha recomendación tenía como base las diversas 
quejas que a lo largo del año 1991 se han recibido for- 
muladas por ciudadanos que planteaban su disconfor- 
midad con dicho precepto por su obligatoria aplicación 
a aquellas personas cuya filiación paterna no consta le- 
galmente. 

En todas ellas se ponía de manifiesto por los intere- 
sados que, estando próximo a caducar su Documento 
Nacional de Identidad, habían acudido a la comisaría 
de policía de su domicilio donde habían sido informa- 
dos de que, en cumplimiento de la circular de la Comi- 
saría General de Documentación del Ministerio del 
Interior de 11 de febrero de 1991, no era posible la re- 
novación de dicho documento mientras no presentasen 
certificación de nacimiento expedida por el correspon- 
diente Registro Civil en la que se hiciere constar un 
nombre del padre a efectos de identificación. 

Asimismo, manifestaban estos ciudadanos que cuan- 
do se inscribió su nacimiento en el Registro Civil se 
practicó una raya en blanco en el espacio reservado al 

A. El artículo 191 del Reglamento del Registro Ci- 
vil dispone que «no constando la filiación, el encarga- 
do consignará en la inscripción de nacimiento o en otra 
marginal, en lugar de los nombres de padre o madre, 
otros de uso corriente, con la declaración de que se con- 
signa a efectos de identificar a la persona. Tales nom- 
bres serán los usados en las menciones de identidad)). 

Según la exposición de motivos del Reglamento del 
Registro Civil, aprobado por Decreto de 14 de noviem- 
bre de 1958, son dos las finalidades que el precepto ci- 
tado pretende alcanzar, por una parte, la identificación 
de la persona y, por otra, «el propósito de velar por la 
situación enojosa del que carece de padres conocidos)). 

Siguiendo el mismo criterio, la resolución de la Di- 
rección General de los Registros y del Notariado de 4 
de noviembre de 1966, sobre consignación de nombre 
de padre o madre a efectos identificadores, insiste en 
la doble finalidad del precepto cuestionado, esto es «a 
la vez que facilita la identificación de las personas, ve- 
la con una apariencia, sin daño para nadie, la situación 
del que carece de padres conocidos)). 
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Estas dos finalidades pretendidas por el precepto de- 
ben analizarse con mayor detenimiento en relación con 
la posible supresión de la obligatoriedad de la mención 
de identidad relativa al nombre ficticio del progenitor. 
Y así, dos cuestiones deben ser estudiadas, de un la- 

do, si dicha mención resulta imprescindible para una 
adecuada identificación del sujeto y, de otro, si el ca- 
rácter obligatorio de esta mención ficticia resulta acor- 
de con los principios que derivan de los artículos 10.1, 
14 y 39.2 de la Constitución. 

B. La primera finalidad del artículo 191 del Regla- 
mento del Registro Civil, la identificación de la perso- 
na, tiene un carácter objetivo, en cuanto responde a la 
necesidad ineludible de individualizar a una persona 
de las demás en la vida social, siendo una exigencia ele- 
mental del orden jurídico la que atribuye al Estado el 
derecho de identificar y distinguir a sus súbditos. 

Esta individualización de la persona se logra median- 
te lo que el artículo 12 del Reglamento del Registro Ci- 
vil denomina las menciones de identidad, las cuales 
consisten, si fuera posible, en los nombres y apellidos, 
nombres de los padres, número del Documento Nacio- 
nal de Identidad, naturaleza, edad, domicilio y nacio- 
nalidad. 

Ahora bien, a nuestro juicio, la adecuada identifica- 
ción de la persona se consigue tanto haciendo constar 
en la inscripción de nacimiento el nombre de los pa- 
dres, en el supuesto de ser estos conocidos, como omi- 
tiendo este dato respecto del padre o madre no 
conocido, ya que, por una parte, la concurrencia de las 
demás menciones de identidad aporta elementos sufi- 
cientes para evitar la confusión de la persona y, por 
otra, el dato añadido por esta circunstancia, el nombre 
del padre o de la madre, es de escasa relevancia a efec- 
tos identificativos. 

Por otra parte, el citado artículo 12 del Reglamento 
del Registro Civil autoriza el no reflejar todas las men- 
ciones de identidad que enumera, en el supuesto de que 
ello no fuera posible. 

Así pues, a juicio de esta institución, no parece que 
la finalidad de identificación que dicho precepto per- 
sigue resulte esencialmente perjudicada por la omisión 
en la inscripción de nacimiento del nombre ficticio del 
padre o de la madre que no sean conocidos. 

El segundo fin que persigue el artículo 191 del 
Reglamento del Registro Civil tiene un carácter eminen- 
temente subjetivo en la medida en que pretende evitar 
una situación que el legislador, en su momento, consi- 
deró enojosa para aquellas personas cuya filiación no 
estaba legalmente determinada respecto de uno o am- 
bos progenitores y para los cuales, mediante la consig- 
nación obligatoria de un nombre de padre o madre a 
efectos de identificación, se buscaba una apariencia de 
normalidad. 

Esta situación obedecía a una antigua tradición so- 
cial y jurídica que partía de una radical diferenciación, 
por razón de su origen, entre los hijos legítimos y los 
ilegítimos, distinción que se hallaba reconocida en el 

C. 

plano normativo entonces vigente, pero que no armo- 
niza con nuestro actual sistema jurídico. 

Efectivamente, el principio básico de igualdad entre 
todos los seres humanos y la inadmisibilidad de discri- 
minaciones que tengan como base un determinado ori- 
gen familiar, se encuentra expresamente reconocido en 
nuestra Constitución, al proclamar en su artículo 14 la 
igualdad de los españoles ante la ley, sin que pueda pre- 
valecer discriminación alguna, entre otras cuestiones, 
por razón de nacimiento. 

Asimismo, el capítulo 111 de la Constitución que es- 
tablece los principios rectores de la política social y eco- 
nómica, dispone en el artículo 39.2 que «los poderes 
públicos asegurarán la protección integral de los hijos, 
iguales éstos ante la ley con independencia de su fi- 
liación,,. 

El contenido de los preceptos constitucionales men- 
cionados obligó a una profunda revisión del Código Ci- 
vil en materia de filiación, que se llevó a cabo por la 
Ley de 13 de mayo de 1981. 

Esta modificación dio lugar asimismo a la Circular 
de 2 de junio de 1981, de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, sobre consecuencias regis- 
trales del nuevo régimen legal de la filiación, la cual 
anticipa criterios interpretativos hasta tanto no se rea- 
lice la necesaria y general adaptación de la legislación 
del Registro Civil, que todavía no se ha verificado. 
D. Se trata, por tanto de analizar si esta segunda fi- 

nalidad, que para el legislador de 1958 presidía la obli- 
gatoriedad de la mención de identidad a que venimos 
refiriéndonos, pervive en la actualidad en los mismos 
términos o, por el contrario, los preceptos constitucio- 
nales citados obligan a efectuar una distinta interpre- 
tación. 

Como ya hemos señalado, la actual situación norma- 
tiva en orden a la regulación legal de la filiación es ra- 
dicalmente distinta a la que existía al ser publicado el 
Reglamento del Registro Civil, encontrándose presidi- 
da por un principio igualatorio. 

No obstante, esta absoluta igualdad que desde el pun- 
to de vista jurídico existe actualmente en relación con 
los hijos, cualquiera que sea su filiación, no impide que 
deban exigirse del legislador -o del titular de la po- 
testad reglamentaria- concretas actuaciones tenden- 
tes a corregir situaciones de desigualdad de facto. Así 
se deriva de una interpretdción sistemática del artícu- 
lo 14 y del 39.2 en relación con los artículos 1.1 y 9.2 
del texto constitucional, tal y como ha reconocido rei- 
terada jurisprudencia constitucional (STC 128/1987, de 
16 de julio, entre otras). 

En este orden de cosas, el tratamiento normativo de 
las cuestiones relacionadas con la filiación, como es el 
caso que nos ocupa, no puede en ningún momento per- 
der de vista la actual realidad social en la que todavía 
perviven circunstancias sociales discriminatorias por 
razón de filiación que traen causa de una larga tradi- 
ción cultural y deben corregirse. 

E. Esta sola circunstancia, unida a las exigencias 
que derivan del derecho fundamental a la intimidad 
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personal exigen pues, a juicio de esta institución, que 
el tratamiento normativo de la mención de identidad 
de los padres en la inscripción registra1 de nacimiento 
contemple específicamente y de forma distinta el su- 
puesto de la filiación extramatrimonial del inscrito. 

Ahora bien, este tratamiento específico no puede, en 
ningún caso, determinar que bajo una apariencia pro- 
tectora, se perpetúen en la práctica posiciones discri- 
minatorias que nuestra Constitución ha eliminado del 
mundo jurídico. 

Ello es lo que parece ocurrir en el presente su- 
puesto al obligar en todo caso al que ostenta una filia- 
ción no matrimonial a señalar un nombre ficticio del 
progenitor respecto del que no consta la filiación, pues 
esta obligatoriedad parece llevar consigo un matiz pe- 
yorativo o de rechazo que nuestra Constitución no 
autoriza. 

En consecuencia, el tratamiento normativo corrector 
a que venimos haciendo mención podría conseguirse 
si la actual previsión reglamentaria se convierte en vo- 
luntaria. 

La configuración como voluntaria de esta mención 
de identidad ficticia, a juicio de esta institución, pue- 
de considerarse como una fórmula que permite aunar 
las exigencias derivadas de los distintos principios 
constitucionales en juego: el derecho fundamental a la 
intimidad personal, el principio de igualdad efectiva y 
el de libertad y libre desarrollo de la personalidad. 

A la vista de las consideraciones que acaban de ex- 
ponerse esta institución ha remitido al Ministerio de 
Justicia, al amparo de lo dispuesto en el artículo 28 de 
la Ley Orgánica 3/81, de 6 de abril, una recomendación 
referente a que por dicho departamento se estudie la 
conveniencia de modificar el artículo 191 del Reglamen- 
to del Registro Civil, aprobado por Decreto de 14 de no- 
viembre de 1958, a fin de que la consignación en la 
inscripción de nacimiento del nombre del padre o de 
la madre a efectos de identificación, en los supuestos 
en que no conste la filiación, se practique sólo en 10s 
casos en que no exista manifestación en contrario de 
la persona interesada. 

Dado lo reciente de esta comunicación, nos encontra- 
mos a la espera de recibir el preceptivo informe 
(9108313). 

F. 

1.2. Discriminación por razón de sexo 

El Defensor del Pueblo viene siguiendo con el máxi- 
mo interés el proceso de incorporación de la mujer a 
las Fuerzas Armadas, en la consideración de que ello 
ha supuesto un hito para el pleno y efectivo reconoci- 
miento del principio de igualdad de trato entre hom- 
bre y mujer que se predica en el artículo 14 de la 
Constitución. 

Habiéndose tenido conocimiento de que se estaba 
planteando en el seno de la Guardia Civil problemas 
con ocasión del desempeño de servicios por miembros 
femeninos del Cuerpo que se encontraban en período 

de embarazo se inició de oficio la correspondiente queja 
número 9024766, en la que esta institución puso de ma- 
nifiesto ante el Ministerio del Interior las consideracio- 
nes que a continuación se exponen: 

«La participación de la mujer en los Cuerpos y Fuer- 
zas de Seguridad del Estado, y en concreto en el Cuer- 
po de la Guardia Civil no se produce hasta el año 1988, 
en que se aprueba el Real Decreto Ley 111983, de 22 de 
febrero, por el que se regula la incorporación de la mu- 
jer a las Fuerzas Armadas. 

En este sentido es necesario tener en cuenta que el 
tratamiento de la Guardia Civil, en materia de destinos, 
ofrece aspectos muy similares a los de las Fuerzas Ar- 
madas, por ello cuando quien los desempeña es una mu- 
jer, esta condición debe ser específicamente contem- 
plada por la normativa vigente en la materia. 

En este sentido, cabe destacar que hasta la fecha só- 
lo la Ley 17/1989, de 19 de julio, reguladora del Régi- 
men del Personal Militar Profesional, hace una 
previsión cara a un futuro desarrollo reglamentario de 
las posibles circunstancias que puedan darse en el de- 
sempeño de ciertos destinos militares cuando quien lo 
desempeña sea una mujer. Efectivamente, el artículo 
74.5 señala: “las normas de provisión de destinos po- 
drán establecer particularidades para la mujer, deri- 
vadas de sus condiciones fisiológicas específicas”. 

También, en este mismo punto se incide de una ma- 
nera especial en el condicionante que pueda suponer 
el embarazo para el desempeño de determinados des- 
tinos, señalando: “durante el período de embarazo, se 
podrá asignar, por prescripción facultativa, un puesto 
orgánico, distinto del que estuviera desempeñando”. 

Estas claves sugieren que sin perjuicio de que existe 
un principio de no discriminación por razón de sexo en- 
tre el hombre y la mujer que son miembros de la Guar- 
dia Civil, no obstante, el derecho efectivo de la 
maternidad obliga a otra especial sensibilidad que po- 
sibilite hacer con el derecho precisamente de ser miem- 
bro de ese Cuerpo. 

Con ello, se hace realidad, no sólo un principio cons- 
titucional, sino también se da cumplimiento a los con- 
venios internacionales suscritos por el Estado español, 
y muy especialmente la convención sobre la elimina- 
ción de todas las formas de discriminación de la mu- 
jer, hecha en Nueva York, el 18 de diciembre de 1979, 
y ratificada por España en Instrumento de 16 de diciem- 
bre de 1983 (“BOE” de 21 de marzo de 1984).» 

En esta comunicación remitida al Ministerio del In- 
terior se interesaba del mismo conocer las medidas que 
se habían tomado con relación a la prestación de ser- 
vicios desempeñados por mujeres miembros de la Guar- 
dia Civil en período de embarazo, así como qué criterios 
se tienen para la aplicación directa de la previsión le- 
gal prevista en el artículo 74.5 de la Ley Orgánica 17/89, 
del Cuerpo de la Guardia Civil. 

En su contestación, el Ministerio del Interior mani- 
festó, entre otros aspectos que: 
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«La cobertura de destinos se basa, habitualmente en 
la voluntariedad de los miembros de la Guardia Civil; 
una regulación tuitiva de esta materia, además de re- 
sultar innecesaria, puede ser limitativa de los derechos 
profesionales de la mujer o discriminatoria para el 
hombre. 

Sentado ese criterio con carácter general, los precep- 
tos de rango legal permiten que, con carácter periódi- 
co o, en cualquier momento, a iniciativa del interesado 
o del Jefe de su Unidad, Centro u Organismo, se reali- 
cen reconocimientos médicos destinados a comprobar 
la “aptitud psicofísica” de un profesional cualquiera 
que sea su sexo y, de estimarlo necesario, tal reconoci- 
miento puede establecer limitación para ocupar deter- 
minados destinos. 

La comprobación facultativa e individualizada de 
aquellas condiciones psicofísicas que dificultan o im- 
piden el desempeño de la actividad a desempeñar en 
determinados destinos, parece ser la vía idónea para 
evitar discriminaciones -previas y de carácter 
general- al mismo tiempo que se garantiza la atención 
de aquellos casos en que, un reconocimiento médico, 
ponga de manifiesto limitaciones, profesionalmente re- 
levantes, en las facultades y condiciones del interesado. 

En relación con las limitaciones operativas del esta- 
do de gestación de las Guardias Civiles afectadas, y aún 
no siendo de aplicación directa al Cuerpo el contenido 
de la Ley 17/89, de 19 de julio, se tendrá en cuenta, no 
obstante, lo dispuesto en su artículo 74-5 y, en virtud 
del mismo, se podrán asignar a las interesadas, previa 
prescripción facultativa, cometidos burocráticos en la 
propia Unidad o en otra distinta de la misma residen- 
cia (Planas Mayores de Línea, Compañía y Comandan- 
cia); en los Puestos donde dichas posibilidades no 
existan, se les encomendará principalmente, servicio de 
Puertas, informes u otros que V.E., estima oportunos. 
Todo ello sin perjuicio de las licencias por enfermedad 
o asuntos propios que puedan solicitar. 

El artículo 74.5 de la Ley Orgánica 17/89, aparece re- 
dactado con criterios potestativos y no imperativos; dice 
su tenor literal que las normas de provisión de desti- 
nos podrán establecer particularidades para la mujer 
derivadas de sus condiciones fisiológicas específicas. 

Esas particularidades encuentran su causa legitima- 
dora en la concurrencia de determinadas condiciones 
fisiológicas de la mujer que han de ser médicamente 
comprobadas y evaluadas para determinar su repercu- 
sión en la asignación de determinados destinos. 

Tales condiciones deben considerarse “sobrevenidas” 
porque, de predicarse para todas las mujeres y edades, 
se llegaría a la conclusión de que debieron ser causa 
de exclusión para ingresar en la guardia Civil; no se da- 
rán, por tanto, en todas las mujeres Guardias Civiles 
y será preciso comprobar, caso por caso, la presencia 
y trascendencia de tales condiciones que darán iugar 
o bien a la limitación para ocupar determinados desti- 
nos o al pase a la situación de reserva.» 
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A la vista de todo lo anterior esta institución se ha 
dirigido de nuevo al Ministerio del Interior formulán- 
dole una recomendación acerca de la necesidad de que 
en tanto se desarrolle estatutariamente el conjunto de 
derechos y deberes de los miembros de la Guardia Ci- 
vil, se proceda a una aplicación, por interpretación ex- 
tensiva de lo previsto en la Ley 17/89, reguladora del 
Régimen del Personal Militar Profesional, de lo relati- 
vo a las singularidades específicas, en cuanto a asig- 
nación de destinos, fundamentalmente, aquellas 
previstas para el caso de la mujer embarazada, con ob- 
jeto de que se haga realidad la aplicación del principio 
del trato diferenciado atendiéndose a las especiales con- 
diciones fisiológicas, tal y como señala la aludida ley. 

Es asimismo relevante en este apartado la queja 
9114824 en la que se ponía de manifiesto la posible dis- 
criminación existente con relación al acceso de la mu- 
jer a los institutos politécnicos del Ejército de Tierra. 

En este sentido y teniendo en cuenta el nuevo marco 
diseñado por la Ley del Servicio Militar, que permite 
la incorporación de la mujer a la tropa profesional, es- 
ta discriminación se ha visto corregida al reflejarse en 
la última convocatoria para el año 1992, de ingreso en 
dichos institutos politécnicos, la oportuna modificación 
en el cuadro médico de exclusiones del Reglamento del 
Servicio Militar, previendo en el mismo las causas es- 
pecíficas de carácter físico correspondientes únicamen- 
te a la mujer. 

2. DERECHO A LA VIDA, A LA INTEGRIDAD FISICA 
E INTERDICCION DE TRATOS DEGRADANTES 
(ARTICULO 15 DE LA CONSTITUCION) 

2.1. Fallecimiento de internos en centros peniten- 
ciarios 

Sin perjuicio de lo dispuesto en la Constitución, dis- 
pone expresamente el artículo 3 de la Ley Orgánica Ge- 
neral Penitenciaria que la administración penitenciaria 
velará por la vida, integridad y salud de los internos. 

Esta expresa obligación que la ley atribuye a la ad- 
ministración penitenciaria y la trascendencia de este 
derecho fundamental, determinan que el Defensor del 
Pueblo haya tratado con especial cuidado las investi- 
gaciones iniciadas con motivo de estas cuestiones. 

Así, se exponen en el presente apartado las investi- 
gaciones puntuales que se han llevado a cabo en rela- 
ción con este derecho fundamental que hacían 
referencia a ciudadanos internados en centros peniten- 
ciarios. 

Todas ellas han sido realizadas con la eficaz colabo- 
ración de la Secretaría General de Asuntos Penitencia- 
rios que ha efectuado en todo caso las investigaciones 
precisas para el mejor esclarecimiento de los hechos. 

Algunas han sido iniciadas de oficio y otras en vir- 
tud de los correspondientes escritos de queja. 
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2.1.1. Suicidio de un interno que cumplía una medida 
de seguridad de internamiento en un centro psi- 
quiátrico penitenciario 

El ciudadano que compareció ante el Defensor del 
Pueblo manifestaba que había sido designado letrado 
de oficio en un proceso penal en el que se dictó senten- 
cia condenando a su defendido a una medida de segu- 
ridad de internamiento en un centro psiquiátrico 
durante dos años por concurrir en el mismo la eximente 
incompleta de enajenación mental. 

Continuaba manifestando el reclamante, que por el 
propio juzgado sentenciador se realizaron diversas ges- 
tiones tendentes a buscar la posibilidad de que la me- 
dida de seguridad que le había sido impuesta a su 
defendido, fuera cumplida en algún centro psiquiátri- 
co de la comunidad autónoma vasca para facilitar la 
cercanía del mismo con sus familiares y amigos, ges- 
tiones estas que resultaron infructuosas al no existir 
ningún convenio entre las autoridades sanitarias de di- 
cha comunidad autónoma y la administración peniten- 
ciaria para el cumplimiento de este tipo de medidas de 
seguridad. 

Por ello, el cumplimiento de dicha medida comenzó 
a efectuarse en el Hospital General Penitenciario de 
Madrid. 

Sin perjuicio de lo expuesto y según manifestaba el 
letrado, los servicios médicos penitenciarios decidieron 
unilateralmente y sin poner tal decisión en conocimien- 
to del juzgado sentenciador, el traslado del interno a 
la prisión de Alcalá-Meco dándole de alta. 

Concluía el letrado manifestando que en el mes de 
octubre de 1990, el interno se quitó la vida mediante 
ahorcamiento en una celda de dicho centro de cumpli- 
miento. 

Considerando que esta queja reunía los requisitos 
previstos en nuestra Ley Orgánica reguladora, dimos 
traslado de la misma a la Secretaría General de Asun- 
tos Penitenciarios. 

Recibido el informe preceptivo, del mismo se despren- 
día la realidad de lo manifestado a esta institución por 
el reclamente, esto es, que el interno fallecido, a pesar 
de estar sometido a la medida de seguridad de inter- 
namiento prevista en el artículo 9.1 del Código Penal, 
fue trasladado, al parecer, sin comunicación al órgano 
jurisdiccional, a un establecimiento de régimen ordi- 
nario en el que más tarde se suicidó. 

Se afirmaba igualmente en dicho informe la dificul- 
tad de exigir responsabilidad disciplinaria al entonces 
director gerente del Hospital General Penitenciario, por 
cuanto desde primeros de octubre de 1990 se extinguió 
la relación contractual que le vinculaba a la Adminis- 
tración penitenciaria, sin que ésta fuera renovada. 

En relación con los hechos que acaban de exponerse 
y dada la trascendencia de los mismos, se dio traslado 
a la Secretaría Geueral de Asuntos Penitenciarios y a 
la Fiscalía General del Estado de algunas consideracio- 
nes que a continuación se exponen: 
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A. La medida de seguridad de internamiento previs- 
ta en el artículo 9.1 del Código Penal para los encausa- 
dos que hubieran cometido el delito concurriendo la 
eximente incompleta de enajenación mental, debe cum- 
plirse bajo la directa supervisión del órgano jurisdic- 
cional que decidió su aplicación. 
Y ello, por cuanto al amparo de dicho precepto «el 

tribunal puede dar por extinguida la condena o redu- 
cir su duración en atención al buen resultado del tra- 
tamiento ». 

De esta prescripción legal se desprende, pues, de for- 
ma indubitada tanto la necesidad de que exista un con- 
trol judicial activo de la evolución en el cumplimiento 
de la medida de seguridad impuesta, como la obliga- 
ción por parte de los encargados de dar cumplimiento 
a aquélla de informar al tribunal sentenciador de la evo- 
lución, favorable o no, del tratamiento aplicado duran- 
te el cumplimiento de la medida de seguridad, con la 
finalidad de que éste pueda valorar la aplicación de las 
previsiones contenidas en el último inciso del artículo 
9.1 del Código Penal. 

B. Así pues, en el presente caso, cuando se produjo 
el alta médica del interno, se debió haber informado 
al órgano jurisdiccional sentenciador de la evolución 
favorable del tratamiento médico psiquiátrico, para que 
hubiera podido valorarse la posibilidad, en su caso, de 
reducir la duración de la condena impuesta o incluso 
de darla por extinguida. 

Al no haberse dado cumplimiento a esta obligación 
legal, el interno fallecido fue trasladado directamente, 
al parecer, por decisión del entonces director gerente 
del Hospital General Penitenciario a un centro de régi- 
men ordinario, eludiéndose un pronunciamiento judi- 
cial sobre la evolución del tratamiento que tan sólo al 
órgano jurisdiccional incumbía y que hubiera podido 
determinar, incluso, la extinción de la condena im- 
puesta. 

Es, además, en estas circunstancias en 1% que se pro- 
dujo, trágicamente, el suicidio del interno. 

C. Esta institución coincide con el criterio sosteni- 
do por la Secretaría General de Asuntos Penitenciarios 
en el informe remitido sobre la dificultad de exigir res- 
ponsabilidad disciplinaria al entonces director geren- 
te del Hospital General Penitenciario, por haber 
finalizado la relación contractual que le unía con esa 
administración pública. 

Ello no obstante, la trascendencia de los hechos des- 
critos -el fallecimiento por suicidio de un interno, pro- 
ducido, al parecer, en un marco de circunstancias entre 
las que se encuentra el incumplimiento de una obliga- 
ción legal por parte de un servidor público- ha lleva- 
do a esta institución a valorar la conveniencia de remitir 
estos antecedentes a la Fiscalía General del Estado, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley Or- 
gánica 311981, de 6 de abril, a los fines de que, dentro 
del ámbito de su específica competencia, por el Minis- 
terio Fiscal pueda valorarse la posibilidad de depurar 
la existencia, en su caso, de otro tipo de responsabi- 
lidades. 
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Por otra parte, se ha solicitado también de la Secre- 
taría General de Asuntos Penitenciarios información 
acerca de si por parte de dicha Secretaría General se 
han cursado las instrucciones oportunas para que por 
los funcionarios que de ella dependen se dé estricto 
cumplimiento a las obligaciones que expresamente di- 
manan del artículo 9.1 del Código Penal, con la finali- 
dad de que situaciones como la presente no se vuelvan 
a producir. 

Finalmente, el Defensor del Pueblo ha puesto en co- 
nocimiento del compareciente la posibilidad existente 
de ejercitar otro tipo de acciones previstas en la legis- 
lación vigente y, entre ellas, la que deriva del artículo 
40 de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración 
del Estado. 

Dado lo reciente de estas últimas comunicaciones es- 
tamos a la espera de recibir la nueva información soli- 
citada tanto de la Fiscalía General del Estado como de 
la Secretaría General de Asuntos Penitenciarios 
(9100744). 

2.1.2. Fallecimiento de un interno tras ser atendido por 
servicios sanitarios penitenciarios y extrapeni- 
tenciarios 

Ante esta institución compareció un familiar de un 
interno ingresado en el centro penitenciario de Nancla- 
res de la Oca, manifestando que, a su juicio, dicho in- 
terno había fallecido como consecuencia de una 
enfermedad, al parecer, defectuosamente diagnostica- 
da o tratada. 

Iniciada la correspondiente investigación ante la Se- 
cretaría General de Asuntos Penitenciarios, se recibió 
el correspondiente informe en el que se aludía sintéti- 
camente a las circunstancias que habían concurrido en 
el fallecimiento de este interno. 

En el mismo se hacía también referencia a las suce- 
sivas remisiones de dicho interno al servicio de urgen- 
cia del Hospital Santiago Apóstol de Vitoria, así como 
a que a juicio de la administración penitenciaria, en este 
hospital podría haberse incurrido en un error de diag- 
nóstico. 

Ante la trascendencia de estos antecedentes, y con la 
finalidad de valorar el ejercicio de las competencias que 
a esta institución atribuye el artículo 25.1 de la Ley Or- 
gánica 311981, de 6 de abril, se ha solicitada nuevamente 
de la Secretaría General de Asuntos Penitenciarios la 
remisión de un informe detallado en el que se haga ex- 
presa referencia a los diagnósticos y partes médicos rea- 
lizados por los servicios médicos penitenciarios en 
relación con este interno, así como cualquier otro dato 
que se considere de interés en relación con la atención 
médica de que dicho interno fue objeto. 

Por otra parte y con idéntica finalidad, se ha inicia- 
do la correspondiente investigación ante el Servicio Vas- 
co de Salud del que se ha solicitado un informe 
detallado en el que se haga expresa referencia a los diag- 
nósticos y partes médicos realizados por los servicios 

del Hospital Santiago Apóstol en relación con este in- 
terno, así como cualquier otro dato de interés. 

Recientemente se ha recibido la información solici- 
tada de ambas administraciones públicas que están 
siendo valoradas en orden a su remisión a la Fiscalía 
General del Estado en virtud de lo dispuesto en el artí- 
culo 25 de la Ley Orgánica 3/81 de 6 de abril (9029060). 

2.1.3. Fallecimiento de un interno en una reyerta 

Esta investigación fue iniciada de oficio como con- 
secuencia de diversas noticias aparecidas en los medios 
de comunicación que hacían referencia al fallecimien- 
to de un interno en septiembre de 1991 en el centro pe- 
nitenciario de Burgos en el curso de una reyerta. 

Iniciada la correspondiente investigación ante la Se- 
cretaría General de Asuntos Penitenciarios, por ésta se 
informó con prontitud de la iniciación de la correspon- 
diente información reservada para el esclarecimiento 
de los hechos. 

Recientemente se ha recibido una nueva comunica- 
ción de la que se desprende que dicha información re- 
servada se ha convertido en expediente disciplinario 
que se encuentra actualmente en fase de práctica de in- 
dagatorias. 

Estamos pues a la espera de recibir información so- 
bre la conclusión del expediente disciplinario mencio- 
nado (9120688). 

2.1.4. Fallecimiento de un interno por la presunta 
agresión de otro 

Al igual que en el caso anterior, en este supuesto la 
investigación fue también iniciada de oficio como con- 
secuencia de diversas noticias aparecidas en medios de 
comunicación. 

Según dichas noticias, en septiembre del año 1991 fa- 
lleció un interno en el centro penitenciario de Daroca 
como consecuencia, al parecer, de las heridas de arma 
blanca que recibió en la prisión. 

Iniciada la correspondiente investigación ante la Se- 
cretaría General de Asuntos Penitenciarios, se recibió 
rápidamente el correspondiente informe del que se des- 
prendía que el mismo día del fallecimiento de este in- 
terno, se había ordenado la apertura de una 
información reservada que había sido resuelta median- 
te resolución de sobreseimiento y archivo provisional. 

Dado que de este informe no podían desprenderse las 
actuaciones llevadas a cabo en dicha información re- 
servada, ni los hechos y razonamientos jurídicos deter- 
minantes de la resolución de archivo provisional, se 
solicitó un informe ampliatorio. 

Recientemente se ha recibido un completo informe 
en el que se da cuenta de las actuaciones de investiga- 
ción llevadas a cabo por la Administración penitencia- 
ria para el esclarecimiento de los hechos. 

Se continúa manifestando en el informe recibido que 
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de las actuaciones practicadas no se deduce responsa- 
bilidad disciplinaria para ningún funcionario, si bien, 
al encontrarse pendiente un proceso penal por estos he- 
chos, se había ordenado la remisión de lo actuado al 
juzgado competente, por lo que se archivaba provisio- 
nalmente el expediente. 

Esta institución se encuentra, pues, a la espera de que 
concluya el proceso penal iniciado para proseguir. en 
su caso, la correspondiente investigación ante la admi- 
nistración penitenciaria (9121806). 

2.2. Malos tratos 

Sigue siendo prioritaria la labor de esta institución 
en orden al esclarecimiento de aquellos casos en que 
se denuncian presuntos malos tratos inferidos a ciuda- 
danos por parte de agentes públicos o vigilantes jura- 
dos de empresas privadas de seguridad. 

Aun cuando en términos generales se ha obtenido una 
información casi siempre rápida, entiende esta institu- 
ción que no siempre se realizan todas las diligencias 
necesarias para un mejor esclarecimiento de los hechos. 

Se ha observado que, en alguna ocasión, la informa- 
ción que se remite, fundamentalmente del Ministerio 
del Interior, es muy reducida, sin que se reflejen deter- 
minadas diligencias, como la toma de declaración de 
posibles testigos y otras averiguatorias, quedando re- 
ducida la investigación practicada sobre presuntos ma- 
los tratos a la simple declaración de los agentes 
intervinientes y a la ratificación de esta versión por el 
superior jerárquico de los mismos, sin que se aporte 
al expediente ningún otro testimonio. 

Es pues, imprescindible, que las autoridades compe- 
tentes en estos casos tomen conciencia de la necesidad 
de esclarecer, hasta las últimas consecuencias, este ti- 
po de denuncias, que de acreditarse, supondrían una 
grave quiebra del estado de derecho, resultando, por 
otra parte, imprescindible tal esclarecimiento para sal- 
vaguardar el debido prestigio de los miembros de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. 

Asimismo continúa la práctica de suspender los ex- 
pedientes disciplinarios o informaciones internas abier- 
tas por los hechos, a resultas de la sentencia que recaiga 
en los procedimientos judiciales en trámite. 

En este sentido, hay que insistir que, si bien el prin- 
cipio constitucional de presunción de inocencia afecta 
tanto a los ciudadanos como a los propios agentes po- 
liciales, hay ocasiones en que la adopción de medidas 
cautelares parecería necesaria habida cuenta de las cir- 
cunstancias concurrentes en los hechos. 

Esta institución entiende que las medidas a adoptar 
en vía administrativa son perfectamente compatibles 
con las que se puedan adoptar en vía penal aun cuan- 
do los jueces sobresean o archiven un procedimiento 
por entender que no se aprecia la responsabilidad pe- 
nal de los agentes implicados, pudiendo concurrir, no 
obstante, los condicionamientos precisos para la exigen- 
cia de responsabilidad disciplinaria. 

En todo caso la existencia de procedimientos judicia- 
les conlleva el que, en virtud de lo previsto en el ar- 
tículo 17.2 de la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, re- 
guladora de esta institución, se proceda a la suspensión 
de la investigación iniciada por el Defensor del Pueblo, 
circunstancia esta que, en algunos casos y con el fin de 
llevar a cabo un seguimiento del resultado de las ac- 
tuaciones judiciales, para, en su caso, exigir las posi- 
bles responsabilidades en vía disciplinaria, ha 
aconsejado solicitar la colaboración del Fiscal General 
del Estado. 

En ocasiones se aprecia que algunas personas que 
son objeto de una detención, presentan después lesio- 
nes que difícilmente se las han podido causar ellos mis- 
mos y que, por otra parte, no guardan proporción con 
el rigor inherente al hecho de la detención, tomando 
en consideración que los agentes, como profesionales 
que son, deben utilizar la fuerza mínima necesaria pa- 
ra practicar estas detenciones. 

La constancia de lesiones en los ciudadanos, refleja- 
das en algunos certificados médicos, pone en eviden- 
cia la necesidad de efectuar una labor, si cabe, más 
eficaz, para averiguar la realidad de los hechos, actuan- 
do en consecuencia cuando existan indicios razonables 
de que ha existido una extralimitación o irregularidad 
en la actuación policial. 

N o  ha de servir de obstáculo a dicha labor de inves- 
tigación, la circunstancia de que algunos agentes poli- 
ciales, cuando se ven implicados en una denuncia sobre 
presuntos malos tratos, soliciten la expedición de cer- 
tificados médicos para su defensa, donde constan mí- 
nimas lesiones o, incluso, apreciaciones subjetivas que 
nunca deberían constar en un certificado de esta na- 
turaleza. 

Además, como ya se ha puesto de relieve en informes 
de otros años, se ha apreciado que algunos agentes, 
cuando son objeto de denuncias por presuntos malos 
tratos, o incluso antes, al preverse estas denuncias, for- 
mulan, a su vez, denuncias contra el ciudadano por 
agresión, resistencia a la autoridad, insultos, etc ..., sin 
que las circunstancias de la detención respondan exac- 
tamente a estas calificaciones. 
Lo anterior conduce a la necesidad de que se extre- 

me por las autoridades competentes la vigilancia en es- 
tos casos, por si esta actitud pudiera ser constitutiva 
de responsabilidad penal, valorándose, incluso, la opor- 
tunidad de que la autoridad judicial deduzca testimo- 
nio cuando se aprecie la no veracidad de los hechos 
imputados al ciudadano. 

Finalmente, como en otros años, han continuado re- 
cibiendo quejas sobre malos tratos atribuidas a vigi- 
lantes o guardas de seguridad de empresas privadas, 
por lo que parece urgente la aprobación de  la ley, que 
se encuentra en trámite parlamentario, que regule las 
actuaciones de estas personas y que prevea, en concre- 
to, el carácter o naturaleza de sus funciones, la prepa- 
ración o aprendizaje indispensable para las mismas, sus 
derechos y el marco de la responsabilidad disciplina- 
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ria en que se mueven, como lo solicitó en su día esta 
institución. 

A continuación se ponen de relieve las quejas sobre 
presuntos malos tratos que se han venido recibiendo 
durante el presente año, así como las de años anterio- 
res en las que continúa abierta la investigación inicia- 
da en su día. 

2.2.1. Con motivo de la actuación de miembros de la 
guardia civil 

Quejas que constan en el informe de 1990 en fase de 
investigación: 

A. La queja 9013694 hacía referencia a los presun- 
tos malos tratos inferidos a un ciudadano con motivo 
de su detención y conducción al cuartel de la Guardia 
Civil de San Andrés de la Barca (Barcelona), por una 
infracción del Código de la Circulación. 

En un primer informe remitido, la Dirección Gene- 
ral de la Guardia Civil manifiesta que las lesiones su- 
fridas por esta persona no fueron causadas por agentes 
de la Guardia Civil y que la misma no fue detenida, si- 
no que fue conducida al citado acuartelamiento para 
proceder a su registro. 

Esta institución volvió a dirigir un nuevo escrito a 
ese centro directivo, mostrando su disconformidad con 
el informe emitido, solicitando, en concreto, un infor- 
me cc.:nplementario sobre las averiguaciones que se pu- 
dieran practicar para determinar el origen de las 
lesiones producidas al interesado, así como las medi- 
das correctoras que se pudieran adoptar, habida cuen- 
ta que en este caso concurrían indicios de no haberle 
sido reconocidos a un ciudadano los derechos y garan- 
tías de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

En la contestación se dtLcííi lo siguiente: 

«Entiende esta Dirección General, que aun cuando 
haya que rechazarse la llamada “retención’’, que pudie- 
ra constituir una detención encubierta, es lo cierto que 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal contempla actuacio- 
nes preliminares, tanto de agentes de la autoridad, co- 
mo de la propia autoridad judicial, que suponen 
coerción sobre la pewma y no constituyen detención 
ni en los términos legales ni constitucionales. 

Sirvan de ejemplo la citación del artículo 486, o las 
identificaciones de los artículos 493 y 495. Cuando se 
trate de presencia en las dependencias policiales a los 
solos efectos de recabar documentos o de registro per- 
sonal, obviamente no puede resultar aplicable el artí- 
culo 520 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, pues 
faltan los presupuestos de hecho que justifican la exis- 
tencia del precepto, como son la imputación de hechos 
presuntamente delictivos o toma de declaración.» 

Por lo que se refiere al origen de los supuestos ma- 
los tratos inferidos a esta persona, se manifiesta: 

«De los antecedentes no se deduce indicio alguno que 
indique que la fuerza actuante se apercibiera, o pudie- 

ra apercibirse, de que el conducido hubiera sufrido 
agresión física, ya que según la versión de los hechos 
del denunciante, transcritos en el escrito del Defensor 
del Pueblo, de fecha junio de 1990, la constatación de 
las supuestas contusiones y traumatismos se produce 
después de que su hijo hubiera abandonado el Cuartel 
de la Guardia Civil. 

Por otra parte, analizando el parte facultativo, lo que 
se dice apreciado fue “enrojecimiento de hemitórax e 
hipocondrio” que obviamente no pueden ser aprecia- 
dos con la ropa puesta, y simple epístaxis o flujo san- 
guíneo por la nariz y sin que el parte añada contusión 
o golpe alguno en región nasal, que de existir hubiera 
sido visible. 

A mayor abundamiento el parte fue dirigido por el 
facultativo al Juzgado de Guardia, a cuyas resultas ha- 
brá de estarse.» 

Por todo lo anterior, finaliza el citado informe, a jui- 
cio de esa dirección general, no parece que haya sido 
ilegal la actuación de la fuerza del cuerpo de la Guar- 
dia Civil. 

Al no compartir tal criterio y entender que, en este 
supuesto, se dan los condicionamiento de la detención, 
teniendo en cuenta, además, las circunstancias en que 
esta se produjo, esta institución continua la investiga- 
ción y ha trasladado estos antecedentes al Fiscal Ge- 
neral del Estado, en virtud de lo establecido en la Ley 
Orgánica 3/1981, de 6 de abril, reguladora de esta insti- 
tución aún cuando en este caso habrá de estarse a lo 
que determine la autoridad judicial que está conocien- 
do del caso según se indica en la contestación oficial. 

Es evidente que la existencia o no del hecho de la de- 
tención y el necesario efecto de las garantías constitu- 
cionales previstas para la misma, no depende del 
criterio subjetivo de los agentes de las Fuerzas y Cuer- 
pos de Seguridad del Estado, sino del hecho de que se 
originen los condicionamientos objetivos de las mis- 
mas, es decir, la privación de libertad. 

B. Se trata aquí de presuntos malos tratos inferidos 
a unas personas durante la detención de que fueron ob- 
jeto en el País Vasco, con motivo de una actuación con- 
junta de la Guardia Civil y del Cuerpo Nacional de 
Policía (queja 9029135). 

En esta ocasión se remitió la denuncia a la Fiscalía 
General del Estado, al objeto de que informara sobre 
las diligencias instruidas o que pudieran instruirse por 
estos hechos. 

En la contestación se comunica que todas las diligen- 
cias instruidas sobre la detención de estos ciudadanos, 
así como las denuncias sobre presuntos malos tratos, 
fueron remitidas a la Audiencia Nacional, manifestan- 
do, de igual manera, que se iba a recabar información 
complementaria a la Fiscalía de la Audiencia Nacional. 

En un nuevo escrito del Fiscal General del Estado, 
recibido recientemente, se informa que las diligencias 
instruidas se encuentran en poder de la acusación par- 
ticular y una vez se remitan de nuevo al Juzgado Cen- 
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tral de Instrucción de la Audiencia Nacional que conoce 
de las mismas, se ampliará la información. 

C) En el presente caso, se trataba de presuntos ma- 
los tratos a unos ciudadanos franceses por una patru- 
lla de la Guardia Civil de Rosas (Gerona) (queja 
9025787). 

En un primer momento la Dirección General de la 
Guardia Civil manifiesta haber ordenado la apertura 
de una información reservada para el esclarecimiento 
de los hechos, y posteriormente que de la citada infor- 
mación se desprende que la actuación de los guardias 
civiles intervinientes fue correcta. 

No obstante lo anterior, esta institución solicitó la re- 
misión de una copia de la información abierta por es- 
tos hechos que, una vez recibida y estudiada 
detenidamente, presenta algunas contradicciones, por 
lo que se ha procedido a remitir los antecedentes que 
obran en esta institución al Fiscal General del Estado. 

Quejas recibidas en 1991: 

A. El expediente 9125148, tramitado de oficio, se re- 
fiere a los presuntos malos tratos de que fue objeto la 
propietaria de un establecimiento público, en la loca- 
lidad de Algeciras (Cádiz), por parte de cinco guardias 
civiles pertenecientes a las compañías del Grupo de Se- 
guridad Rural del Campo de Gibraltar. 

Según las noticias aparecidas en diversos medios de 
comunicación estos guardias civiles, en compañía de 
dos mujeres, entraron en el disco-bar de su propiedad 
y tras beber abundantemente fueron recriminados por 
la interesada cuando uno de ellos empezó a adoptar una 
postura inadecuada, según la denunciante. 

Dado que el guardia civil persistía en su actitud, la 
interesada amenazó con avisar a la policía local, mo- 
mento en el que comenzaron las agresiones, de las que 
tuvo que ser atendida en un hospital de la localidad, 
dictaminándose un traumatismo craneo-encefálico con 
cefalea, así como contusión en la región abdominal. 

Sobre estos antecedentes se solicitó información de 
la Dirección General de la Guardia Civil, habiéndose 
recibido un informe en el que se pone de relieve que 
el Magistrado Juez del Juzgado de Instrucción núme- 
ro 3 de los de Algeciras (Cádiz), una vez tomadas las de- 
claraciones a los intervinientes en los hechos, decretó 
la prisión preventiva de los mismos en las dependen- 
cias de la Comandancia de Algeciras, por delito de le- 
siones y daños, donde permanecieron cuatro días hasta 
que fue decretada su libertad provisional. 

Igualmente se informa que al considerar los hechos 
ocurridos como faltas leves, incursos en la Ley Orgáni- 
ca 11/1991, del Régimen Disciplinario de la Guardia Ci- 
vil, han sido sancionados con un mes de arresto. 

B. Esta queja se refiere a presuntos malos tratos in- 
feridos a dos ciudadanos marroquíes por un sargento 
de la guardia civil en la localidad de la Algaba (Sevilla). 

Estas personas manifestaban que les fueron retira- 
dos sus resguardos de solicitud de permiso de residen- 

cia y trabajo y al ir a reclamar su devolución, le fue 
denegada su entrada a uno de ellos, siendo agredido por 
el citado guardia civil. 

Con posterioridad se interpuso una denuncia en las 
dependencias de la policía local de un distrito de Sevi- 
lla acompañando a la misma los partes que le exten- 
dieron en un centro médico donde fue atendido de las 
lesiones que le produjeron. 

De igual manera, la persona compareciente, denun- 
cia haber sido objeto de vejaciones y amenazas en el 
cuartel de la Guardia Civil cuando se personó en el mis- 
mo días más tarde acompañando a los ciudadanos ma- 
rroquíes para que les devolvieran los citados 
resguardos. 

Solicitada información del Ministerio del Interior, se 
pone de relieve por ese departamento que el juez que 
conocía de los hechos ha condenado a uno de los agen- 
tes intervinientes como responsable de una falta de mal- 
trato de obra a uno de los ciudadanos extranjeros. 

Por otra parte se reconoce la existencia de un trato 
incorrecto por parte de este agente y de su superior ha- 
cia la persona que acompañó a estos ciudadanos a las 
dependencias policiales, que no ha originado expedien- 
te disciplinario alguno, al haber prescrito la falta co- 
metida. 

No obstante lo anterior se ha procedido a solicitar 
un nuevo informe al Ministerio del Interior sobre las 
medidas disciplinarias que se van a adoptar en relación 
a los malos tratos que han sido declarados probados 
en la sentencia. (Queja 9120183). 

C. Los comparecientes denunciaban presuntos ma- 
los tratos y violencias inferidos a diversos ciudadanos 
del municipio de Aranguren (Navarra), en actuaciones 
conjuntas de la Guardia Civil y vigilantes jurados de 
una empresa, con motivo de los incidentes que tuvie- 
ran origen en las protestas vecinales por la construc- 
ción de un vertedero en ese municipio. 

Solicitada información del Gobierno Civil de Nava- 
rra, indicó que grupos de oposición a la citada obra, 
han venido protagonizando numerosos incidentes y gra- 
ves alteraciones del orden, materializados en concen- 
traciones, barricadas, insultos y agresiones a vigilantes 
jurados y miembros de la Guardia Civil, incidiendo asi- 
mismo sobre las instalaciones y obras objeto de 
custodia. 

Finalmente, se informa que las diligencias instruidas, 
rn las que se inculpa a los citados grupos y a personas 
concretas por su actitud violenta y radical, han sido re- 
mitidas al Juzgado de Instrucción de Aoiz, Navarra. 

Continuaremos el seguimiento de esta queja en con- 
tacto con el Fiscal General del Estado. (Queja 9118899). 
D. En la queja 9116423, se denunciaba la interven- 

ción desproporcionada de miembros de la Guardia Ci- 
vil con motivo de la disolución de la manifestación de 
un grupo de mineros, que en el mes de mayo, gfectua- 
ron cortes de carretera al paso de la vuelta ciclista a 
España, ocasionando heridas y lesiones de distinta con- 
sideración a cuatro personas. 

De la información del Ministerio del Interior, se des- 
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prende que la actuación de una unidad básica anti- 
disturbios de la Guardia Civil para disolver la manifes- 
tación, se produjo después de dos horas de negociación 
con los manifestantes y ante la actitud de éstos de no 
permitir el paso de los ciclistas. 

Como consecuencia de esta intervención, se practi- 
caron quince detenciones y se instruyeron las corres- 
pondientes diligencias ante el Juzgado de Instrucción 
número 5 de León. 

Igualmente se señala que no hubo desproporción en 
la carga policial, toda vez que, si bien cuatro manifes- 
tantes sufrieron lesiones de escasa importancia, los 
agentes lesionados ascendieron a nueve, que requirie- 
ron asistencia sanitaria. 

No obstante lo anterior, nos mantendremos en con- 
tacto con el Fiscal General del Estado para efectuar el 
seguimiento correspondiente. 

E. En algunas otras, por ejemplo la queja 9116217, 
se ha requerido en diversas ocasiones de la persona 
compareciente una concreción de los hechos denuncia- 
dos en su escrito, imprescindibles para evaluar su con- 
tenido, sin haberse recibido contestación alguna. 

2.2.2. Con motivo de la actuación de miembros del 
Cuerpo Nacional de Policía 

Quejas que constan en el informe de 1990, en fase de 
investigación: 

A. La queja 8903889 trata de los presuntos malos 
tratos inferidos a dos ciudadanos senegaleses en el 
aeropuerto de Madrid-Barajas, por parte de funciona- 
rios policiales del Grupo Primero Operativo de Extran- 
jeros de Madrid. 

En el último informe que nos remitió la Delegación 
del Gobierno en Madrid, se ponía de manifiesto que a 
los funcionarios intervinientes, que en un primer mo- 
mento habían sido suspendidos provisionalmente en 
sus funciones, se les había levantado dicha medida por 
cuanto ni de las actuaciones policiales ni de las segui- 
das en régimen disciplinario, se desprendía responsa- 
bilidad alguna. 

No obstante tal información, en virtud de un segui- 
miento efectuado en este caso, hemos tenido conoci- 
miento de que los funcionarios policiales implicados 
habían sido condenados judicialmente por estos 
hechos. 

Por ello, el Defensor del Pueblo, dentro del ámbito de 
competencias que le atribuye la Ley Orgánica 311981, 
de 6 de abril, requirió de la Delegación del Gobierno 
en Madrid se adoptaran las medidas disciplinarias 
oportunas dentro de las previsiones del artículo 8.3 de 
la Ley Orgánica 2/86, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuer- 
pos de Seguridad del Estado. 

La citada Delegación del Gobierno ha informado en 
fechas recientes, que el expediente disciplinario se en- 
cuentra pendiente de la correspondiente resolución de- 
finitiva por parte del Director General de la Policía. 
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B. La queja 8918783 hacía referencia a unos presun- 
tos malos tratos inferidos a nueve ciudadanos zaireños, 
el 1 de diciembre de 1989, cuando la policía procedía 
a embarcarlos para ser repatriados a su país de origen, 
en el puerto de Barcelona. 

Realizada la oportuna investigación «in situ» por ase- 
sores de esta institución, se solicitó al Ministerio del 
Interior la apertura de un expediente esclarecedor de 
la conducta de los agentes de policía intervinientes. 

De igual manera se solicitó la intervención urgente 
de la Fiscalía General del Estado, por cuanto en aque- 
llas fechas el barco que transportaba a estos ciudada- 
nos, afectados por una denuncia de posibles malos 
tratos, se encontraba en aguas jurisdiccionales es- 
pañolas. 

Asimismo y teniendo noticias de que dicho barco te- 
nía programada la arribada a otro puerto español se 
solicitó de las autoridades competentes que se infor- 
mase de tal circunstancia, si ello se producía en la pe- 
nínsula o Islas Canarias, para que los asesores del 
Defensor del Pueblo pudiesen recoger el testimonio de 
estas personas. Pero dicho barco continuó su viaje y no 
se detuvo en ningún puerto español de los programa- 
dos, por lo que no fue posible cumplimentar esta in- 
formación. 

Por parte del Ministerio del Interior, se ha informa- 
do a esta institución que, tras las diligencias instrui- 
das, no se ha detectado irregularidad alguna por parte 
de los funcionarios de policía actuantes. 

Por su parte, el Fiscal General del Estado, ha remiti- 
do copia de un informe que, con fecha 14 de diciembre 
de 1989 le envió el Fiscal Jefe del Tribunal Superior de 
Justicia de Cataluña, en el que se refleja que tras prac- 
ticarse las declaraciones que fueron pertinentes, no se 
desprende que los ciudadanos del Zaire sufrieran ma- 
los tratos ni fueran objeto de actitud o conducta gene- 
radora, en principio de responsabilidad penal. 

C. La queja 9000004, hacia referencia a los presun- 
tos malos tratos inferidos a un ciudadano en la comi- 
saría de Santa Catalina (Las Palmas), con motivo de ir 
a presentar una denuncia por un incidente acaecido en 
una discoteca de la localidad. 

En su momento se puso de relieve que esta institu- 
ción no se encontraba conforme con la información re- 
mitida por la Delegación del Gobierno, por lo que 
solicitamos un informe complementario sobre los he- 
chos denunciados. 

En la contestación remitida se manifiesta que de las 
actuaciones practicadas no cabe deducir que el intere- 
sado fuera objeto de malos tratos cuando se encontra- 
ba en la comisaría pero que, no obstante, será la 
autoridad judicial, que conoce los hechos, la que en su 
día resuelva sobre el particular. 

Por ello, hemos suspendido nuestra intervención ha- 
bida cuanta de la existencia de un procedimiento judi- 
cial en trámite, sin perjuicio de continuar el 
seguimiento de esta queja en contacto con el Fiscal Ge- 
neral del Estado. 

D. En la queja 9004352 se denunciaban unos presun- 
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tos malos tratos inferidos a un ciudadano cubano por 
agentes del Cuerpo Nacional de Policía en la calle Pre- 
ciados de Madrid. 

Como ya manifestábamos, a instancias de esta insti- 
tución, el Ministerio del Interior había ordenado a la 
comisaría del distrito de Centro, de Madrid, iniciar las 
diligencias oportunas para determinar el origen y auto- 
ría de las lesiones de esta persona, mediante la apertu- 
ra de una información que delimitara si habían existido 
irregularidades en la actuación policial. 

Con posterioridad se recibió nueva información so- 
bre las actuaciones seguidas por el Ministerio del In- 
terior en este caso consistente en copia de las nuevas 
declaraciones efectuadas por los policías actuantes, así 
como las que en su día formularon por estos hechos. 

En las diligencias instruidas a petición de esta insti- 
tución, en las que constan las declaraciones de los fun- 
cionarios policiales intervinientes, se resalta de manera 
coincidente, que esta persona, en el día de los hechos, 
se encontraba por la vía pública insultando y moles- 
tando a los transeúntes y con síntomas de encontrarse 
bajo los efectos del alcohol o de alguna sustancia estu- 
pefaciente. 

También se significa que, como presentaba signos ex- 
ternos de haber sangrado por la nariz, fue trasladado 
al centro de socorro del distrito Centro, donde se negó 
de manera rotunda a ser asistido, no ofreciendo, no obs- 
tante, resistencia alguna a ser detenido. 

Como consecuencia de lo antedicho se practicó el co- 
rrespondiente reconocimiento médico, una vez que la 
Brigada Provincial de Documentación dispuso su tras- 
lado a los servicios médicos de la Jefatura Superior de 
Policía, momento éste en que, al parecer, el interesado 
no ofreció oposición a ser reconocido por un facultativo. 

En estas diligencias, también se indica que las lesio- 
nes de este ciudadano bien pudiera haber sido causa- 
das por un tercero, habida cuenta su actitud insultante. 

No obstante, en el atestado elaborado el mismo día 
de los hechos, es decir, antes que al que ahora nos refe- 
rimos, no consta ni que esta persona tuviese lesiones 
ni que las mismas pudieran haberse producido por un 
tercero, ni que se negó a ser asistido por un falcutati- 
vo, ni que estaba produciendo un altercado en la vía pú- 
blica con síntomas de embriaguez, o bajo los efectos 
de una sustancia estupefaciente. 

Por ello, se valoró la necesidad de solicitar del Mi- 
nisterio del Interior, un nuevo informe en el que se es- 
pecificara el motivo por el que en las primeras 
diligencias no constan estas circunstancias, así como 
el criterio de ese departamento sobre estos anteceden- 
tes y la resolución final adoptada en la información re- 
glamentaria instruida. 

En contestación a este último escrito, el Ministerio 
del Interior informa que sobre los puntos discordan- 
tes en las diversas diligencias instruidas sólo existen 
los testimonios diferentes del interesado y de los fun- 
cionarios que procedieron a su detención, de todo lo 
cual se ha dado cuenta a la autoridad judicial en las 
diligencias tramitadas. 

Iniciada la información reglamentaria correspon- 
diente, se encuentra pendiente de la resolución que 
adopte al respecto la autoridad judicial quien no se ha 
pronunciado hasta el presente. 

Con posterioridad, esta institución solicitó del Fis- 
cal General del Estado información sobre el estado en 
que se encuentran tales diligencias, remitiendo copia 
de todas las actuaciones y documentación obrante en 
nuestro expediente. 

Recientemente se ha recibido comunicación de la Fis- 
calía General en la que se pone de manifesto que por 
el Juzgado de Instrucción número 35 de los de Madrid 
se procedió al archivo de las diligencias instruidas, con 
el «Visto» del Ministerio Fiscal al no quedar suficien- 
temente acreditada la comisión del hecho delictivo. 

E. Como ya poníamos de relieve, en la tramitación 
de la queja 9027296, sobre la intervención policial en 
el barrio de San Adrian del Besós, de Barcelona, se ha- 
bía solicitado la colaboración del Sindic de Greuges, 
de Cataluíia, de acuerdo con lo establecido en el artícu- 
lo 12.2 de la Ley Orgánica 3/81, de 6 de abril, así como 
lo dispuesto en la Ley 36/85, de 6 de noviembre. 

En el informe remitido por el Sindic de Greuges, 
constan, detalladamente, las actuaciones llevadas a ca- 
bo por esa institución para el esclarecimiento de los he- 
chos acaecidos. 

Así, se indica que «los brotes de violencia extrema que 
los últimos días de octubre de 1990, se manifestaron 
en el barrio del Besós, no tuvieron en la actuación de 
las Fuerzas del Cuerpo Nacional de Policía y Mossos 
d’Esquadra su causa determinante ni, admitida la con- 
currencia de varias, la más importante, lo cual no ex- 
cluye de raiz que en algún momento la reacción de los 
agentes de la policía no se ajustara plenamente a la pre- 
determinada en las normas que regulan su actuación, 
cosa que, sin embargo, no ha quedado probada a esta 
institución. 

La decisión definitiva sobre este asunto a la vista de 
las pruebas que esta institución ha tenido en su poder 
y de otras aportadas en el proceso judicial iniciado pa- 
ra esclarecer los hechos, corresponde a los órganos ju- 
risdiccionaies que conocen de él. )) 

En consecuencia esta institución ha procedido a sus- 
pender su actuación, en virtud de lo dispuesto eri el ar- 
tículo 117 de la Ley Orgánica 3/1981 de 6 de abril, sin 
perjuicio de continuar nuestra intervención cuando 
:oncluyan los procedimientos judiciales pendientes. 

F. L.a queja 9023301, hacía referencia a unos presun- 
tos malos tratos inferidos a un ciudadano por parte de 
‘uncionarios policiales adscritos a la comisaría de po- 
licía de Algeciras (Cádiz), cuando permaneció en esas 
lependencias en calidad de detenido. 

En el informe remitido por el Ministerio del Interior, 
;e manifiesta que este ciudadano-ha sido detenido y 
mesto a disposición judicial en diversas ocasiones por 
3i.i presunta participación en la comisión de distintos 
lechos delictivos, sin que se tenga conocimiento de que 
:n ocasión alguna se haya ejercido violencia o maltra- 
o sobre su persona. 
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No obstante y como se tiene conocimiento que esta 
persona denunció los hechos en el Juzgado de Instruc- 
ción número 2 de los de Algeciras, se iba a solicitar in- 
formación al mismo, por parte de la comisaría de esa 
localidad, al objeto de completar la información dada 
a esta institución. 

En el momento de elaboración de este informe y al 
no haberse recibido ninguna otra comunicación sobre 
estos hechos, desde el mes de noviembre de 1991, se ha 
procedido a requerir dicha información. 

Continuaremos el seguimiento de esta queja en con- 
tacto con el Fiscal General del Estado. 

G. La queja 9029306, también se encontraba en fa- 
se de investigación y hacía referencia a unos presun- 
tos malos tratos inferidos a un ciudadano marroquí en 
el tranvía Castellón-Valencia, 

Solicitada información de la Delegación del Gobier- 
no en la Comunidad Autónoma Valenciana, se puso de 
relieve a esta institución que la intervención a que se 
hacía referencia, no fue practicada por miembros de 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, sino 
por vigilantes jurados de una empresa privada. 

Se informa asimismo que estos vigilantes actuaron 
a requerimiento del interventor del tren y condujeron 
al interesado y a otro ciudadano extranjero a la comi- 
saría de policía, donde se instruyeron las correspon- 
dientes diligencias que fueron remitidas al Juzgado de 
Instrucción n.0 19, en funciones de guardia. 

Finalmente, se manifiesta que no se inició investiga- 
ción alguna para esclarecer presuntos malos tratos por 
cuanto al prestar declaración estas personas no hicie- 
ron denuncia alguna al respecto, ni presentaban signos 
externos de lesión. 

Por cuanto las diligencias instruidas fueron remiti- 
das a la autoridad judicial, esta institución suspendió 
la investigación iniciada, habiendo solicitado, recien- 
temente, información al respecto del Fiscal General del 
Estado. 

H. La queja 9023943, hacía referencia a los presun- 
tos malos tratos inferidos a un ciudadano inglés tanto 
cuando fue detenido como, posteriormente, en la comi- 
saría a la que fue conducido, por parte de los agentes 
policiales actuantes. 

Manifestaba que, a consecuencia de las lesiones su- 
fridas, fue conducido a una clínica de urgencia en Ceuta 
y, al día siguiente, al hospital de esa localidad, donde 
se le expidió un certificado en el que se hacía constar 
que presentaba traumatismo en ambos riñones, rotu- 
ra/fractura de nariz, sangre en la orina y traumatismo 
múltiple en el cuerpo. 

Habida cuenta que esta persona manifestó que ha- 
bía denunciado los hechos en el Juzgado de Instrucción 
n.0 1 de Alcalá de Henares (Madrid), se solicitó infor- 
me del Fiscal General del Estado, quien ha indicado que 
el citado juzgado remitió las diligencias al Juzgado Cen- 
tral de Instrucción n.0 1 de la Audiencia Nacional, ha- 
biéndose solicitado información al respecto de la 
Fiscalía de la citada Audiencia Nacional, sin haberse 
recibido hasta el momento dicha información. 
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1. Como se consta en el informe de 1989, la queja 
8904163 se refería a unos presuntos malos tratos infe- 
ridos a un ciudadano argentino cuando se encontraba 
en el centro de internamiento de extranjeros de Mora- 
talaz, de Madrid, a la espera de ser expulsado de nues- 
tro país, por aplicación de la Ley Orgánica 7/85, de 1 
de julio, sobre derechos y libertades de los extranjeros 
en España. 

Las lesiones inferidas a esta persona fueron acredi- 
tadas por funcionarios de esta institución que se per- 
sonaron en dicho centro y mantuvieron una 
conversación con la persona denunciante, si bien en el 
informe urgente que se solicitó de la Delegación del Go- 
bierno en Madrid, no se aclaraba el posible origen de 
las mismas. 

Pues bien, durante 1991, esta institución tuvo cono- 
cimiento que el Juzgado de lo Penal n.0 7 de Madrid, 
había condenado a un funcionario del Cuerpo Nacio- 
nal de Policía por agresión a este ciudadano, por lo que 
solicitó de la Delegación del Gobierno un nuevo infor- 
me sobre las medidas que se fueran a adoptar al res- 
pecto, de acuerdo con lo establecido en la Ley Orgánica 
de Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado. 

Tras diversas contestaciones la citada Delegación del 
Gobierno ha manifestado a esta institución que la sen- 
tencia recaída no es firme, por cuanto se encuentra re- 
currida, sin que se haga mención alguna sobre si se va 
a adoptar alguna medida cautelar al respecto. 

En consecuencia, le hemos remitido una nueva comu- 
nicación en la que se indica que, sin perjuicio de que 
la sentencia no sea firme, si en la misma figuran como 
hechos probados los presuntos malos tratos, sería ne- 
cesaria la adopción de medidas cautelares. 

La queja 8905109, trataba sobre la posible actua- 
ción desproporcionada de la policía en un incidente ori- 
ginado con motivo de una de las sesiones del juicio 
sobre el síndrome tóxico. 

El Ministerio del Interior ya informó a esta institu- 
ción que se había ordenado la apertura de una infor- 
mación reservada que, finalmente se archivó, al estar 
los hechos pendientes de un procedimiento judicial. 

No  obstante hemos continuado efectuando un segui- 
miento de esta queja, habiéndose recibido recientemen- 
te una comunicación de aquel departamento en la que 
se informa que, por resolución de la Dirección General 
de la Policía, se ha impuesto a un funcionario del Cuer- 
po Nacional de Policía, interviniente en los hechos, una 
sanción de pérdida de remuneraciones y suspensión de 
funciones, al considerarle autor de una falta grave ti- 
pificada en el artículo 208.6 del Real Decreto 1346/84, 
de 11 de julio, bajo el concepto de «...el empleo injusti- 
ficado o desmedido de la violencia física o moralv. 

J. 

Quejas recibidas en 1991 

A. En la queja 9105445 una persona denuncia haber 
sufrido presuntos malos tratos en las dependencias de 
policía de la calle Reina Victoria, de Madrid, a las que 
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fue conducido tras un incidente con un inspector de la 
Empresa Municipal de Transportes de esta capital. 

Una vez en las dependencias policiales, fue conduci- 
do a una habitación, donde un funcionario, según ma- 
nifestó, le sujetó por el cuello con la mano izquierda, 
produciéndole lesiones en el cuello y la rotura de una 
funda dental. 

Finalmente, el interesado fue conducido al centro mé- 
dico de Tetuán, donde se le extendió un parte de las le- 
siones que se le apreciaron, siendo llevado, posterior- 
mente, a la comisaría de Tetuán, donde permaneció de- 
tenido por agresión a un funcionario policial, hasta que 
se le tomó declaracih, en presencia de su abogado y 
fue puesto en libertad. 

Esta institución solicitó al Ministerio del Interior in- 
formación sobre los hechos expuestos, así como copia 
de las diligencias instruidas con motivo de la detención 
del interesado y certificado médico de las lesiones su- 
fridas por el funcionario que presuntamente fue agre- 
dido por el detenido. 

La Dirección General de la Policía remitió un infor- 
me indicando que tras la práctica de una información 
reservada para el esclarecimiento de los hechos, en la 
que se tomó declaración a los funcionarios policiales 
implicados, al inspector de la Empresa Municipal de 
Transportes y al propio interesado, se acordó el archi- 
vo de las actuaciones, al no haberse apreciado irregu- 
laridades en la actuación policial. 

Por otra parte, se remitió copia de las diligencias ins- 
truidas con motivo de la detención, pero no así del cer- 
tificado médico solicitado en el que constaran las 
lesiones sufridas por el funcionario policial al ser 
agredido. 

Por todo lo anterior y por cuanto la versibn facilita- 
da por el Ministerio del Interior, en razón a lo manifes- 
tado por los propios funcionarios intervinientes en los 
hechos, se contradice expresamente con la versión ex- 
puesta por el interesado tanto ante esta institución co- 
mo en la declaración efectuada en la comisaría de 
Tetuán, se remitieron estos antecedentes a la Fiscalía 
General del Estado, que recientemente ha informado 
que de las diligencias tramitadas por el Juzgado de Ins- 
trucción número 22 de los de Madrid, se desprende la 
comisión de una falta de daños del interesado a un 
agente policial. 

Por otra parte, en las citadas diligencias judiciales 
se ha acreditado que las lesiones sufridas por esta per- 
sona durante su detención, fueron como consecuencia 
de la redacción del funcionario policial interviniente 
al tener que reducirle tras ser agredido por el mismo. 

S.  En el expediente 9108173, iniciado de oficio por 
esta institución, se ponen de relieve los presuntos ma- 
los tratos inferidos a ciudadanos extranjeros que se en- 
contraban internados en el centro de internamiento de 
Moratalaz (Madrid). 

Esta investigación se inició con motivo de la llama- 
da telefónica efectuada por un interno quien denunció 
que tras una discusión entre varios internos, que moti- 
vó la intervención policial, algunos funcionarios pro- 
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pinaron golpes con sus defensas reglamentarias a estas 
personas. 

Solicitada información de la Delegación del Gobier- 
no en Madrid, en la contestación se indica que los inci- 
dentes se originaron con motivo de una pelea entre dos 
internos, derivando la misma en una reyerta, en la que 
participaron otros, por lo que fue necesaria la interven- 
ción policial para poder separarlos. 

Por estos hechos resultaron con lesiones de pronós- 
tico leve dos internos, que fueron atendidos con poste- 
rioridad, en el equipo quirúrgico municipal nP 3, siendo 
remitidos los certificados médicos y las diligencias ins- 
truidas al Juzgado de Instrucción de Guardia. 

Por todo lo anterior, se procedió a suspender la in- 
vestigación iniciada, teniendo en cuenta que está cono- 
ciendo los hechos la autoridad judicial. 

Continuaremos el seguimiento de esta queja en con- 
tacto con el Fiscal General del Estado. 

C. En la queja 9117452, la persona compareciente 
denuncia la actuación a su juicio indiscriminada lle- 
vada a cabo por agentes de la policía nacional y de la 
policía local de Elche. 

Al parecer, un grupo de personas que se encontraban 
en un establecimiento público, ajenos por completo a 
los incidentes de alteración del orden público provoca- 
dos por terceras personas, fueron objeto de presuntas 
agresiones y de otras violencias, tratados como sospe- 
chosos y conducidos a comisaría sin motivo y causa le- 
gal que lo justificase. 

Se solicitó información al Gobernador Civil de Ali- 
cante y al alcalde-presidente del Ayuntamiento de El- 
che, mediante escrito de 3 de septiembre de 1991, aún 
sin contestar por este último, a pesar del requerimien- 
to que se le efectuó con fecha 17 de diciembre de 1991. 

Por el contrario, el Gobernador Civil de Alicante re- 
mitió un informe elaborado por la Comisaría de Po- 
licía en el que se niegan las imputaciones sobre presun- 
tos malos tratos y detenciones ilegales efectuadas an- 
te esta institución. 

No obstante lo anterior, a juicio de esta institución, 
existen ciertas contradicciones en este informe por lo 
que una vez se reciba el solicitado al Ayuntamiento de 
Elche, se procederá a continuar la investigación abierta. 

D. En la queja 9108713 una persona denuncia pre- 
suntos malos tratos inferidos durante su detención, su- 
friendo diversas lesiones. de las que tuvo que ser 
atendido en el Hospital del Valle Hebrón (Barcelona), 
no siendo informado en el curso de la detención de sus 
derechos constitucionales ni de los motivos exactos por 
los que se le detenía. 

Solicitado informe a la Delegación del Gobierno en 
Cataluña, se remite uno, elaborado por el jefe superior 
de policía de Barcelona, que afirma que la intervención 
policial se motivó por la llamada telefónica del propie- 
tario de un establecimiento púbhco en el que se esta- 
ba produciendo una reyerta. 

Al llegar los componentes de un coche radio-patrulla, 
el propietario les indicó quién era el individuo que ha- 
bía agredido a otros clientes y cuando los agentes pro- 
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cedían a su identificación, éste les insultó y agredió por 
lo que se vieron obligados a reducirlo, pese a lo cual, 
causó lesiones a los policías y desperfectos en el coche- 
patrulla.' 

Tras ser asistidos en diversos centros hospitalarios, 
le condujeron a comisaría, donde se procedió a tomar- 
le declaración, en presencia de un abogado de oficio. 

Por otra parte, se informa que las diligencias instrui- 
das fueron remitidas al Juzgado de Instrucción n.0 3 
de los de Barcelona. 

Finalmente, se tuvo conocimiento que el citado juz- 
gado dictó sentencia condenando al interesado a sen- 
das multas y a indemnizar a los policías que sufrieron 
lesiones durante la detención. 

E. En la queja 9117281, el promovente refiere la de- 
tención de que fue objeto cuando se encontraba en la 
puerta de su domicilio, así como de los presuntos ma- 
los tratos inferidos por agentes de la policía, que le re- 
quirieron su Documento Nacional de Identidad, en la 
localidad de Las Palmas de Gran Canaria. 

Manifiesta que cuando llegaba a su domicilio, en el 
que lleva viviendo más de 15 años, fue abordado por 
dos personas que le requirieron para que se identi- 
ficara. 

El interesado solicitó que se identificaran ellos pri- 
mero y tras hacerlo, les mostró su DNI, que le fue de- 
vuelto y cuando se dirigía a su casa apareció un tercero 
que, tras preguntarle a sus compañeros: ¿Qué pasa con' 
este? y responderle ((el hijo de p... del negro, que no que- 
ría ensefiarnos la documentación», se abalanzó sobre 
el interesado, dándole varios golpes en la nuca y en la 
cara e introduciéndole a empujones en un coche po- 
licial. 

Dentro del vehículo, según el reclamante, fue amena- 
zado con una barra de hierro y, ya en la comisaría fue 
sometido a un registro, seguido de insultos y amena- 
zas, siendo puesto, posteriormente, en libertad. 

Solicitada información del Ministerio del Interior so- 
bre los hechos acaecidos así como de las diligencias 
efectuadas con motivo de la detención, se informó a esta 
institución que los hechos tuvieron lugar tras la inter- 
vención de funcionarios del Cuerpo Nacional de Poli- 
cía, adscritos al Grupo Especial de Estupefacientes de 
la Brigada Provincial de Policía Judicial de Las Palmas 
de Gran Canaria, en el inmueble donde reside el inte- 
res ado. 

Cuando estos funcionarios terminaron un registro en 
uno de los pisos, encontraron en el portal al firmante 
de la queja, a quien estimaron oportuno identificar por 
sí pudiera estar, también, implicado en el tráfico de dro- 
gas, exhibiendo, según la versión policial, una fotoco- 
pia del DNI, donde no se apreciaba la fotografía, debido 
a su mala calidad. 

Por ello, «le invitaron a acompañarles a las dependen- 
cias policiales, donde se realizaron las comprobaciones 
precisas, consultando el archivo del DNI y dándole se- 
guidamente las explicaciones y detalles oportunos so- 
bre el servicio que se había realizado». 

En consecuencia, finaliza el informe, esta persona no 

~~ ~~ 

fue detenida ni tampoco fue víctima, por parte de los 
funcionarios policiales, de malos tratos, insultos o ame- 
nazas, siendo tratado en todo momento con absoluta 
corrección. 

No  obstante lo anterior, este ciudadano formuló una 
denuncia en un Juzgado de Instrucción contra los fun- 
cionarios que supuestamente le maltrataron, amenaza- 
ron e insultaron. 

En razón a esta circunstancia y por imperativo de la 
ley suspendimos la investigación de este expediente ha- 
bida cuenta de la existencia de un procedimiento judi- 
cial en trámite, habiendo solicitado, no obstante, 
información al respecto del Fiscal General del Estado. 

E En el expediente 9117403, iniciado de oficio por 
esta institución, tras la lectura de una noticia apareci- 
da en ciertos medios de comunicación, se solicitó in- 
forme de la Delegación del Gobierno en Cataluña, por 
dos intervenciones policiales en las calles de Barcelona. 

En una de ellas, y según se decía, un ciudadano ma- 
rroquí fue abordado por funcionarios del Cuerpo Na- 
cional de Policía, que le solicitaron la documentación, 
siendo posteriormente abofeteado, insultado y agredi- 
do por otros dos policías que se personaron en el lugar 
de los hechos. 

En la otra, un ciudadano español que se encontraba 
en compañía de unos amigos, fue presuntamente agre- 
dido por un grupo de tres personas que dijeron ser po- 
licías, si bien no se identificaron como tales. 

La Delegación del Gobierno informó, en el primero 
de los casos que, efectivamente, se trataba de una ac- 
ción rutinaria de identificación en plena calle a la que 
el interesado mostró cierta resistencia verbal, sin que, 
en ningún momento, se produjeran otros incidentes. 

Respecto al segundo de los casos, se informó que los 
hechos se enmarcan dentro de unas operaciones ordi- 
narias de control de tráfico de heroína en una zona de- 
terminada de la ciudad de Barcelona, consistiendo las 
mismas en la práctica de identificaciones y cacheos. 

Este fue el caso del interesado, quien al serle reque- 
rida la documentación y efectuado un cacheo prelimi- 
nar asolicitó ser trasladado a la comisaría para la 
conclusión de las actuaciones policiales que tuvieron 
lugar», según se dice textualmente. 

Finalmente se expresa que en ninguno de los dos ca- 
sos se practicaron otras actuaciones policiales que las 
materiales de identificación y, en su caso, cacheo; no 
hubo detención ni puesta a disposición judicial por no 
existir imputación de delito. 

No obstante, el ciudadano marroquí ha presentado 
denuncia ante la autoridad judicial por los hechos acae- 
cidos, por lo que nuevamente y de acuerdo con la ley 
hemos de suspender la investigación en este caso 
concreto. 

En el otro caso, aun cuando la versión oficial del Mi- 
nisterio del Interior niega la existencia de presuntos 
malos tratos, esta institución considera que no fue ade- 
cuada la intervención policial, fundamentalmente en lo 
que se refiere a que esta persona fuera conducida a la 
comisaría para su identificación y registro, sin que en 
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ningún momento se haya acreditado el que fuera volun- 
tariamente, extremo este que además niega el inte- 
resado. 

Por ello, se ha dado traslado de estos antecedentes 
al Fiscal General del Estado, a los efectos pertinentes 
y tanto en este caso como en el anterior haremos el se- 
guimiento en contacto con dicha institución. 

G. En la queja 9119803, comparece la madre de un 
ciudadano que fue detenido por agentes de la policía 
municipal de Santander por su presunta implicación 
en una actividad delictiva, siendo conducido, en cali- 
dad de detenido a una comisaría de policía de esa lo- 
calidad. 

La queja presentada hace referencia al trato de que 
fue objeto su hijo en la citada dependencia por parte 
de algunos agentes policiales destinados en la misma, 
dándole golpes en el cuerpo mientras estaba desnudo. 

Según manifestó a esta institución la interesada, pu- 
dieron comprobar los hematomas que tenía su hijo 
cuando fueron a verle a la prisión provincial, tres días 
después de ser detenido. 

Solicitada información a la Delegación del Gobier- 
no en la Comunidad Autónoma de Cantabria, relieve 
que la detención se produjo a las 13.50 del día 23 y una 
vez en la comisaría le fueron leídos sus derechos y asis- 
tido por un letrado del turno de oficio, 

Finalmente se informa que en la mañana del día 24 
fue atendido por un facultativo de los servicios médi- 
cos de la comisaría, diagnosticándole síndrome de abs- 
tinencia, sin que observara signo alguno de malos 
tratos, siendo puesto a disposición judicial ese mismo 
día a las 12 horas. 

En consecuencia esta institución procedió a suspen- 
der las investigaciones iniciadas, de acuerdo con lo es- 
tablecido en el artículo 17 de la Ley Orgánica 3/81, de 
6 de abril, y a la espera de lo que al respecto resuelva 
la autoridad judicial que está conociendo el caso. 

Continuaremos el seguimiento de esta queja en con- 
tacto con el Fiscal General del Estado. 

H. Los presuntos malos tratos inferidos a una per- 
sona, en la ciudad de Salamanca, por miembros del 
Cuerpo Nacional de Policía y Policía local quedan re- 
flejados en la queja 9102867. 

Esta persona, en el escrito remitido, refiere que vie- 
ne siendo acosado por agentes policiales pertenecien- 
tes a los citados cuerpos, habiendo sido objeto de 
presuntos malos tratos en dos ocasiones, una por par- 
te de la policía local y la más reciente, por parte de fun- 
cionarios del Cuerpo Nacional de Policía. 

Solicitado informe, tanto del Ayuntamiento de Sala- 
manca como del Gobierno Civil de esa provincia, se in- 
forma que este ciudadano ha sido detenido por diversos 
delitos, constando antecedentes desde el año 1979. 

Respecto a la acusación de malos tratos por parte de 
la policía local, se informa que fue detenido y conduci- 
do a comisaría y, a pesar de no presentar lesiones, re- 
conocido en una casa de socorro, siendo puesto a 
disposición judicial. 

Respecto a la acusación de malos tratos por parte de 

~ ~~ ~ 

funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía, se infor- 
ma que el interesado fue denunciado por un ciudada- 
no extranjero al que agredió tras negarse este último 
a comprarle droga. 

Fue perseguido por un coche «Z» ,  alcanzándole tras 
haber caído sobre una valla. 

Posteriormente fue trasladado a comisaría y al Hos- 
pital Clínico Universitario, donde fue asistido de las le- 
siones que presentaba, las cuales se las produjo en la 
huida de la dotación policial. 

El traslado a comisaría se hizo con el fin de identifi- 
carle, cachearle y asistirle de las lesiones, quedando en 
libertad al coiisiderar que los hechos no eran constitu- 
tivos de delito, no precisando asistencia letrada. 

Finalmcnte se informa que por estos hechos, se ins- 
truyeron diligencias que fueron remitidas al juzgado 
de guardia. 

No obstante estas precisiones, esta institución no al- 
canza a comprender el que a una persona que ha sido 
denunciada por agresión, que huye de los agentes poli- 
ciales y es conducida a comisaría, no se le reconozcan 
sus derechos constitucionales en esta detención. 

Por ello, recientemente, se ha estimado necesario vol- 
ver a ponerse en contacto con el Gobierno Civil de Sa- 
lamanca solicitando nuevo informe sobre el particular, 
que aclare los extremos de esta permanencia en co- 
misaría. 

El expediente 9117338 se inició de oficio tras co- 
nocer que dos ciudadanos nigerianos, acompañados de 
un niño, fueron conminados a dirigirse a la comisaría 
del aeropuerto de Madrid-Barajas cuando llegaron a Es- 
paña, negándose a ello ya que tenían que coger un vue- 
lo con destino a Alemania. 

Al parecer un agente de policía intentó coger del hom- 
bro a uno de ellos y al no permitírselo, se produjo la 
intervención de otros tres agentes, golpeándole y rom- 
piéndole las gafas. 

Según ha informado a esta institución la Delegación 
del Gobierno en Madrid, estos ciudadanos, que venían 
de Viena (Austria), carecían de visado de entrada en 
nuestro país y al informarles que no se les permitía la 
entrada, se comportaron de una forma violenta, inten- 
tando rebasar por la fuerza el control policial, siendo 
preciso, para evitarlo, reducirles por la fuerza. 

Como consecuencia de esta intervención resultó con 
lesiones de carácter leve un oficial de policía, dando 
cumplida información de estos hechos a la autoridad 
judicial. 

Finalmente, se pone de relieve que estos ciudadanos 
nigerianos fueron embarcados en un vuelo con desti- 
no a su país, sin que la autoridad judicial dispusiera 
otra cosa. 

J. En el expediente 9125147, iniciado de oficio, se ha 
solicitado información al Gobernador Civil de Jaén, so- 
bre presuntos malos tratos inferidos a un ciudadano en 
la comisaría de policía de Ubeda (Jaén). 

Al parecer este ciudadano, al salir de un estableci- 
miento público, en compañía de un amigo, observó que 

1. 
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un coche-patrulla obstruía la salida de su vehículo por 
lo que solicitó de los agentes que lo retirasen. 

Estos hicieron caso omiso, abandonando el coche- 
patrulla y entrando en un bar; cuando volvieron a sa- 
lir, fueron recriminados por el interesado, momento en 
el que fue requerido por los policías para que mostra- 
se la documentación del vehículo y, posteriormente, pa- 
ra que les acompañasen a la comisaría «para aclarar 
las cosas». 

Una vez en las dependencias policiales le solicitaron 
de nuevo la documentación del vehículo y el DNI, no 
pudiendo mostrar este último al no llevarlo consigo, por 
lo que le informaron que le iban a denunciar. 

El interesado manifestó que podría presentarlo más 
tarde y ante la insistencia de los policías diciéndole que 
le iban a denunciar, manifestó que «hicieran lo que qui- 
sieran», momento en el cual un funcionario de servi- 
cio se abalanzó sobre él, golpeándole en el rostro, 
provocándole diversos ,he 'natomas en la cara y otras 
partes del cuerpo, una heG ic!. en el labio superior, he- 
ridas sangrantes en la boca y derrame en los ojos. 

En el momento de elaborar el presente informe, to- 
davía no se ha recibido la contestación del Gobernador 
Civil de Jaén. 

K. El reclamante denunciaba presuntos malos tra- 
tos cuando se encontraba en el campus universitario 
de Tafira-Las Palmas de Gran Canaria, donde se cele- 
braba una verbena. Según refiere en su escrito, cuan- 
do iba a entrar en un bar fue esposado por agentes de 
policía ayudados por guardias de seguridad, siendo 
agredido sin mediar ningún incidente. 

Posteriormente, fue trasladado a la casa de socorro, 
donde le curaron las lesiones y más tarde a la comisa- 
ría de policía donde estuvo detenido 72 horas, siendo 
puesto, finalmente, a disposición judicial. 

Solicitada información de la Delegación del Gobier- 
no en Canarias, recientemente se ha recibido una co- 
municación en la que se pone de relieve que el 
interesado fue detenido por atentado a un agente de la 
autoridad, hecho que se produjo en la casa de socorro 
de Las Palmas de Gran Canaria. 

Según se informa, los agentes policiales fueron reque- 
ridos por vigilantes jurados del recinto donde se cele- 
braba la verbena, al observar que esta persona estaba 
produciendo una alteración del orden, bajo los efectos 
del alcohol o alguna droga. 

Por esta razón fue conducido a la casa de socorro, 
donde insultó y agredió al personal médico de servicio 
y a los propios agentes policiales, ocasionando lesio- 
nes a uno de ellos. 

Las diligencias instruidas fueron remitidas al Juzga- 
do de Instrucción número 2 de los de Las Palmas de 
Gran Canaria, estando pendiente el señalamiento del 
juicio. 

Por ello y en virtud del artículo 17.2 de la Ley Orgá- 
nica 311981, reguladora del Defensor del Pueblo, se sus- 
pendió la investigación iniciada. 

Continuaremos el seguimiento de esta queja en con- 
tacto con el Fiscal General del Estado. (Queja 9124837). 

L. Los presuntos malos tratos inferidos a dos ciu- 
dadanos marroquíes por un funcionario policial en las 
proximidades de la Puerta del Sol de Madrid dieron lu- 
gar a este expediente iniciado de oficio, en el que se po- 
ne de relieve que, cuando una de estas personas se 
dirigía a un establecimiento público, fue requerido por 
un agente para que se identificara. 

Cuando le estaba enseñando la documentación, va- 
rios compatriotas suyos le saludaron, por cuanto es pre- 
sidente de una asociación de trabajadores inmigrantes, 
siendo recriminados por el agente que les conminó a 
que se marcharan con palabras injuriosas. 

El interesado recriminó al funcionario esta actitud, 
siendo entonces abofeteado, saliendo en su defensa uno 
de sus amigos, que fue también agredido por el poli- 
cía, causándole rotura de mandíbula, como se hizo cons- 
tar en el centro médico donde fue atendido. 

Posteriormente, estas personas presentaron una de- 
nuncia en la comisaría del distrito de centro de Madrid. 

Sobre estos antecedentes se solicitó información a la 
Delegación del Gobierno en Madrid, que ha puesto de 
relieve que por la Jefatura Superior de Policía de 
Madrid se practicó la información reservada correspon- 
diente encaminada a esclarecer los hechos menciona- 
dos, que ha quedado en suspenso al haberse tramitado 
diligencias judiciales. 

Por ello se ha solicitado recientemente, del Fiscal Ge- 
neral del Estado información sobre estos antecedentes. 
(Queja 9123228). 

LL. En la queja 9115692, las personas comparecien- 
tes, dos mujeres, informan de un incidente acaecido 
cuando se encontraban en una discoteca de Santa Cruz 
de Tenerife. 

Según esta queja, agentes del Cuerpo Nacional de Po- 
licía, procedieron a su detención, infringiéndoles pre- 
suntos malos tratos, siendo conducidas, posteriormen- 
te, a las dependencias de una comisaría de policía. 

Solicitada información al Ministerio del Interior, se 
puso de relieve por este departamento que los inciden- 
tes acaecidos se originaron al ser requeridas las Fuer- 
zas de Seguridad del Estado para evitar una reyerta que 
tenía lugar en la puerta de la citada discoteca. 

Al llegar al lugar de los hechos, continúa este infor- 
me, los miembros del Cuerpo Nacional de Policía fue- 
ron recibidos con insultos, siendo golpeados por 
algunas de las personas allí presentes cuando intenta- 
ban separar a los contendientes. 

Entre los agresores se encontraban las interesadas, 
por lo que fueron trasladadas a comisaría para la prác- 
tica de las diligencias correspondientes, pasando pos- 
teriormente a disposición del Juzgado de Instrucción 
número 7 de los de Santa Cruz de Tenerife. 

Por ello, esta institución de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 17.2 de la Ley Orgánica 3/81, de 6 de abril, 
reguladora de esta institución, suspendió su interven- 
ción en este caso. 

Continuaremos el seguimiento de esta queja en con- 
tacto con el Fiscal General del Estado. 

M. El expediente 9103589, iniciado de oficio por esta 
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institución, se refiere a los presuntos malos tratos de 
que fue objeto una ciudadana marroquí que se encon- 
traba en el centro de internamiento de extranjeros de 
Moratalaz (Madrid), por parte de un funcionario del 
Cuerpo Nacional de Policía destinado en el mismo. 

Dado que se tuvo conocimiento de este hecho duran- 
te un día festivo, el asesor de guardia de esta institu- 
ción se personó en dicho centro al objeto de comprobar, 
en su caso, la veracidad de los hechos que habían sido 
descritos. 

En primer lugar, se mantuvo una entrevista con la 
interesada, a la que se le apreció una contusión en el 
pómulo izquierdo, la cual relató su versión de los inci- 
dentes acaecidos esa misma mañana. 

Así manifestó que, cuando fue a desayunar, le dije- 
ron que ya no podía, porque había llegado tarde y soli- 
citó hablar con el jefe de servicio. 

Ya en su presencia, le preguntó el motivo por el que 
no podía desayunar, momento en el que el citado fun- 
cionario la cogió del brazo y comenzó a insultarla, res- 
pondiendo la interesada, a su vez, con insultos. 

A raíz de los mismos, el funcionario policial le dio 
un puñetazo en la cara y posteriormente una patada, 
tirándola al suelo. 

Por otra parte, se mantuvo una entrevista con el agen- 
te policial implicado en los hechos, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 20 de la Ley Orgánica del De- 
fensor del Pueblo. 

En esta entrevista, el funcionario policial puso de re- 
lieve que cuando la interesada salió del comedor, em- 
pezó a proferir insultos en árabe y posteriormente le 
agarró de la chaqueta. 

Fue a causa de esta actitud agresiva por lo que, se- 
gún reconoció, le dio una bofetada en la cara, sin lle- 
gar a pegarle una patada. 

De igual manera, se mantuvieron otras entrevistas 
con varios testigos presenciales de los hechos, así co- 
mo con otros funcionarios policiales. 

El resultado de esta investigación, así como el parte 
médico de las lesiones apreciadas a esta persona fue 
puesto en conocimiento de la Delegación del Gobierno 
en Madrid, solicitando información sobre las iniciati- 
vas a adoptar en este caso y, en concreto, si se había 
dado cuenta de los hechos a la autoridad judicial, si se 
iba a iniciar alguna investigación para esclarecer los 
presuntos malos tratos y, en su caso, si se iba a adop- 
tar alguna medida cautelar. 

La Delegación del Gobierno informó que las diligen- 
cias incoadas en el propio centro de internamiento de 
extranjeros fueron remitidas al Juzgado de Instrucción 
de Guardia. 

Por otra parte se puso de relieve que se le había ins- 
truido al funcionario un procedimiento sancionador 
con el fin de delimitar las responsabilidades a que hu- 
biere lugar y que como medida cautelar, le había sido 
asignado otro servicio fuera del citado centro de inter- 
namiento. Este procedimiento había sido elevado para 
propuesta de expediente disciplinario a la Dirección Ge- 

neral de la Policía, al presumirse la existencia de falta 
grave. 

Finalmente, debe significarse que se inició el expe- 
diente disciplinario habiéndose informado a esta ins- 
titución que el mismo se encuentra en fase final de 
tramitación. 

2.2.3. Con motivo de la actuación de miembros de 
cuerpos de policías municipales 

Quejas que constan en el informe de 1990 en fase de 
investigación: 

A. La queja 8914753, hacía referencia a unos presun- 
tos malos tratos atribuidos a un agente de la policía mu- 
nicipal de Pozuelo de Alarcón (Madrid). 

Ya se ponía de relieve en el informe del año pasado 
que el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción de 
Móstoles había conocido de estos hechos, absolviendo 
a los policías intervinientes pero que, no obstante, se 
había solicitado del ayuntamiento más información so- 
bre uno de los agentes que, al parecer, había sido de- 
nunciado en otras ocasiones. 

En el informe firmado por el suboficial jefe de la po- 
licía municipal de Pozuelo de Alarcón, se ponía de re- 
lieve que este agente nunca había tenido quejas 
fundadas sobre sus actuaciones, ni denuncias por pre- 
suntos malos tratos. 

No obstante esta institución, después de estudiar de- 
tenidamente el expediente personal de este funciona- 
rio en la visita que asesores de esta institución 
efectuaron al ayuntamiento, dirigió un nuevo escrito al 
Alcalde de Pozuelo de Alarcón, en el que, sin perjuicio 
de concluir el expediente iniciado, se hacían las siguien- 
tes consideraciones: 

(( 1. Se observa que este policía municipal ha sido de- 
nunciado, en diferentes ocasiones, por el trato incorrec- 
to mantenido con algunas personas, con motivo de sus 
intervenciones. 

2. De igual manera, la comisaría de policía de esa 
localidad, también ha remitido a ese ayuntamiento di- 
versos escritos en los que se pone de relieve la falta de 
colaboración de este funcionario, motivo por el que se 
le ha llamado la atenciónaen más de una ocasión. 

3. Finalmente, las contestaciones que este policía 
municipal efectúa por escrito, a requerimiento de sus 
superiores, de las distintas actuaciones por las que ha 
sido denunciado, no parece que sean las más adecua- 
das por el modo en que se han redactado las mismas. 

Por todo lo anterior y sin perjuicio de concluir este 
expediente de presuntos malos tratos atribuidos a este 
funcionario, esta institución entieqde que se debería so- 
licitar del citado policía municipal un trato más correc- 
to, tanto en su relación con los ciudadanos, como en la 
que mantenga con funcionarios de otros Cuerpos y 
Fuerzas de Seguridad del Estado, tal como previene a 
este respecto la Ley Orgánica 2/86, de 3 de marzo.» 
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Recientemente, se ha solicitado de este ayuntamien- 
to información acerca de las medidas adoptadas sobre 
este particular. 
B. Ya se ponía de relieve en el informe del año pa- 

sado, el retraso sufrido en la queja 8602948, habiéndo- 
se solicitado distintos informes al Fiscal General del 
Estado sobre el estado de trámite del procedimiento ju- 
dicial instruido por presuntos malos tratos inferidos 
a un ciudadano por agentes de la policía municipal de 
Madrid. 

En el último informe remitido por la Fiscalía Gene- 
ral, se informa a esta inst%ución que el sumario 47/88 
del Juzgado de Instrucción número 29 de los de Madrid, 
procedimiento que afecta al reclamante, ha sido ex- 
traviado. 

En consecuencia, se han dictado las instrucciones 
oportunas a la Fiscalía del Tribunal Superior de Justi- 
cia de Madrid, para que se realice el seguimiento acti- 
vo en orden a la localización de los autos y subsidiaria 
reconstrucción, agilizacion del ulterior desarrollo y exi- 
gencia de las responsabilidades que procediesen por in- 
fracción de los deberes de custodia y vigilancia que 
hubieran dado lugar al extravío de las actuaciones. 

Esta institución valora muy positivamente las medi- 
das anunciadas, por cuanto este caso concreto, cuyos 
hechos se remontan al año 1986, supone una grave quie- 
bra en la protección de los derechos fundamentales a 
la tutela judicial efectiva y a un proceso sin dilaciones 
indebidas. 

C. La queja 8700001, hacía referencia a unos presun- 
tos malos tratos inferidos a una persona afectada de 
una minusvalía por agentes de la policía municipal de 
Madrid. 

Esta persona, que fue condenada por un juzgado de 
lo penal de Madrid, recurrió la sentencia, siendo absuel- 
ta por la Audiencia Provincial que ordenó deducir tes- 
timonio de las actuaciones, al existir indicios de 
extralimitación en el ejercicio de sus funciones por par- 
te de los agentes intervinientes. 

El Defensor del Pueblo dirigió un escrito al Ayunta- 
miento de Madrid, adjuntando copia de esta nueva sen- 
tencia y solicitando información sobre las medidas que 
se hubieran adoptado o se fueran a adoptar al respecto. 

El citado ayuntamiento ha remitido comunicación en 
la que se pone de relieve que el Juzgado de Instrucción 
número 40 de los de Madrid, ha tomado declaración a 
los policías intervinientes, habiendo dictado auto de so- 
breseimiento provisional, al estimarse aplicable el ar- 
tículo 641.1 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, por 
no haberse justificado debidamente la perpetración del 
delito que dio lugar a la formación de la causa. 

Esta institución entiende que, si bien en el ámbito pe- 
nal no ha quedado probada la comisión de un delito y 
por ello se ha dictado el auto ya citado, sí podría el 
Ayuntamiento de Madrid ejercer algún tipo de medida 
disciplinaria por estos hechos, ((ante las irregularida- 
des e indicios de extralimitación detectados en la cau- 
sa, respecto a la actuación policial)), como se ponía de 
relieve en la sentencia de la Audiencia Provincial. 

No hay que olvidar que en esta sentencia se revocan 
los hechos declarados probados y se declaran como ta- 
les, entre otros, que a este ciudadano se le recibió de- 
claración sin la presencia de un letrado y que la prueba 
de alcoholemia dio resultado negativo, a pesar de que 
los agentes manifestaron que presentaba evidentes sín- 
tomas de embriaguez. 

Por todo lo anterior, esta institución ha dirigido un 
nuevo escrito al Ayuntamiento de Madrid, sugiriendo 
la adopción de medidas disciplinarias, por cuanto en- 
tiende que las mismas son perfectamente compatibles 
con el auto dictado por el Juzgado de Instrucción nú- 
mero 40 de los de Madrid y en el que, al parecer, se ba- 
sa ese ayuntamiento para no ejercer ninguna medida 
contra los funcionarios implicados. 

En las contestaciones e informaciones remitidas por 
la citada corporación no se hace mención al respecto, 
ni a favor ni en contra, de la adopción de aquellas me- 
didas tal como ha venido siendo solicitado por esta ins- 
titución, por lo que se ha vuelto a requerir, en fechas 
recientes la adopción de estas medidas. 

En relación a la queja 8806905, sobre presuntos ma- 
los tratos inferidos a un ciudadano, por un agente de 
la policía municipal de Madrid, el ayuntamiento de es- 
ta capital informó, nuevamente, que el expediente dis- 
ciplinario incoado a este funcionario, a sugerencia de 
esta institución, seguía paralizado a la espera de la re- 
solución judicial. 

Por ello, se solicitó informe al Fiscal General del Es- 
tado, quien manifestó que el procedimiento que se si- 
gue por estos hechos se hallaba en poder de las partes 
para calificación, por lo que se iba a interesar de la Fis- 
calía del Tribunal Superior de Justicia de la Comuni- 
dad de Madrid, su seguimiento y actuación. 

Recientemente se ha recibido un informe ampliato- 
rio del Fiscal General del Estado en el que se expresa 
que se ha vuelto a requerir al Juzgado de Instrucción 
número 25 de los de Madrid, la remoción de los obs- 
táculos que impiden la normalización del procedimien- 
to judicial abierto por estos hechos y que se proceda 
a la mayor brevedad posible o la apertura del juicio 
oral. 

E. El expediente 9020750, hacía referencia a unos 
presuntos malos tratos inferidos a ocho ciudadanos ni- 
gerianos, solicitantes de asilo, en la Plaza de España de 
Madrid. 

Solicitada información al Ayuntamiento de Madrid, 
se recibieron diversos escritos con expresión de las ges- 
tiones practicadas para identificar a los policías pre- 
suntamente implicados y esclarecer los hechos 
denunciados. 

No obstante lo anterior, estas gestiones dieron resul- 
tado negativo, al no existir constancia documental al- 
guna ni conocimiento de una intervención por parte de 
La Policía Municipal el día de los hechos en la Plaza de 
España, expresándose la posibilidad de que los policías 
implicados en estos hechos podían pertenecer a otras 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

Por ello se solicitó información del Ministerio del In- 
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terior, que también informó negativamente al respec- 
to, al no existir constancia de intervención alguna del 
Cuerpo Nacional de Policía en el lugar y fecha denun- 
ciados. 

En consecuencia, esta institución procedió a concluir 
las investigaciones iniciadas al respecto. . 

E En relación con la queja 9028910, sobre presun- 
tos malos tratos inferidos a un ciudadano, por agentes 
de la policía municipal de Villajoyosa (Alicante), se re- 
mitió por el ayuntamiento de esa localidad un informe 
en el que se expresaban las circunstancias que motiva- 
ron la intervención de los agentes. 

Así, se manifiesta que el interesado insultó a los po- 
licías municipales y al secretario del ayuntamiento, 
amenazó al alcalde y dio una patada en el brazo izquier- 
do a uno de los agentes. 

El Defensor del Pueblo dirigió un nuevo escrito al 
ayuntamiento solicitando información concreta sobre 
la conducción de esta persona al cuartel de la Guardia 
Civil, así como si fue denunciado por los policías mu- 
nicipales. 

Habida cuenta que en la contestación recibida no se 
aclaraban suficientemente estas cuestiones, se solici- 
tó un informe de la Dirección General de la Guardia Ci- 
vil, que ha manifestado a esta institución que el 
interesado fue denunciado en el puesto de la Guardia 
Civil de Villajoyosa (Alicante), por presuntos insultos 
al secretario del ayuntamiento y a componentes de la 
policía municipal, trasladándose las diligencias instrui- 
das al Juzgado de Instrucción n? 2 de los de Villajoyosa. 

En consecuencia, esta institución suspendió la inves- 
tigación iniciada de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 17.2 de la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril. 

Continuaremos el seguimiento de esta queja en con- 
tacto con el Fiscal General del Estado. 

Quejas recibidas durante 1991: 

A. Según refiere el interesado, vendedor ambulan- 
te, tenía su coche aparcado en doble fila y al volver al 
mismo, se encontró con que estaba siendo retirado por 
el servicio de grúa, en La Coruña. 

Se dirigió entonces al agente de policía municipal que 
acompañaba a la grúa, solicitando que le bajara su co- 
che y que le impusieran la sanción que estimara opor- 
tuna, siéndole manifestado por el policía que debía 
abonar una cantidad por el servicio de grúa para po- 
der devolverle el vehículo. 

Ante las protestas del ciudadano, se personaron en 
el lugar de los hechos varios agentes de policía que in- 
tentaron introducirle en el coche patrulla. 

Ante la resistencia de esta persona, le pusieron las 
esposas, tras retorcerle el brazo y a continuación le gol- 
pearon varias veces contra el coche patrulla, donde fi- 
nalmente le introdujeron a base de golpes y rodillazos. 

Una vez en las dependencias municipales solicitó la 
presencia de un médico y un abogado, sin que este ú1- 
timo hiciera acto de presencia. 

Solicitada información sobre estos hechos, el Ayun- 
tamiento de La Coruña manifestó que la detención fue 
motivada por incitación al desorden público, entorpe- 
cer gravemente la labor policial y resistencia grave. 

Respecto a los presuntos malos tratos denunciados, 
se afirma que el detenido en ningún momento fue mal- 
tratado, ni golpeado y solamente fue empleada la fuer- 
za necesaria para conseguir reducirlo en el momento 
de su detención dada la gran resistencia que ofrecía. 

Finalmente se manifiesta que «no hubo asistencia le- 
trada por negarse el defendido a esperar la asistencia 
del abogado de oficio, manifestando su deseo de decla- 
rar cuanto antes y abandonar las dependencias policia- 
les, ya que su creencia era que el letrado podía tardar 
en llegar, por lo cual también se negó a firmar la lectu- 
ra de sus derechos constitucionales)). 

No obstante lo anterior, esta institución entiende que 
el derecho de asistencia letrada es irrenunciable y, en 
este caso concreto se ha solicitado nuevo informe al 
Ayuntamiento de La Coruña, al objeto de clarificar la 
observación o no de las garantías jurídicas previstas 
para los supuestos de detención, por si de estos hechos 
pudiera derivarse una actuación ilícita por parte de los 
agentes intervinientes, en cuyo caso y de acreditarse es- 
tos extremos remitiríamos los antecedentes al Minis- 
terio Fiscal a los efectos oportunos. (Queja 9117237). 

B. La queja 9103562 la persona compareciente in- 
formaba de unos presuntos malos tratos que le fueron 
inferidos por agentes de la policía municipal de 
Granada. 

Según manifiesta, en compañía de un amigo, se diri- 
gió a las dependencias policiales, sitas en la calle Huer- 
ta del Ramillo, al objeto de interesarse por el paradero 
de un vehículo que había sido retirado de la vía públi- 
ca por la policía municipal como consecuencia de un 
accidente. 

Una vez dentro de las dependencias tuvieron un in- 
cidente verbal con un funcionario que les recriminó el 
haber entrado en un despacho sin antes llamar a la 
puerta. 

Con posterioridad y según manifiesta el interesado, 
este funcionario le agredió en un pasillo, intervinien- 
do también varios policías municipales que se encon- 
traban allí, siendo agarrado por los testículos, tirándole 
al suelo, donde continuaron dándole patadas y la per- 
sona que le acompañaba, ante sus protestas por estos 
hechos, fue obligado a salir del edificio. 

Finalmente el interesado fue reconocido en el Hos- 
pital Universitario de Granada, donde se le apreciaron 
contusiones en varias zonas corporales (frente, cara, 
costado, piernas, testículos). 

Solicitado informe al Ayuntamiento de Granada, se 
remite copia del atestado que hizo el agente implicado, 
estando suspendida la investigación interna que se rea- 
lizó a la espera de la resolución judicial que recaiga en 
estos hechos. 

En el atestado que se acompaña, del cabo de la poli- 
cía municipal interviniente en los hechos, se afirma que 
fue insultado, amenazado y agredido en tres ocasiones 

- 38 - 



CORTES GENERALES 25 DE ABRIL DE 1992.-sERIE A. NOM. 37 

distintas procediendo a su detención tras la última de 
ellas. 

Se indica asimismo que el otro individuo que acom- 
pañaba al agresor se portó de forma correcta y pacífi- 
ca sin intervenir en los hechos. 

No obstante esta declaración, exculpando a la perso- 
na que acompañaba a su agresor, el cabo denunciante 
elevó un informe al subinspector jefe del cuerpo, ela- 
borado media hora antes que el citado atestado, en el 
que, tras poner de manifiesto lo ocurrido, informa: 

«Que ambos individuos, según las averiguaciones per- 
tinentes y de ahí el motivo principal para la emisión 
del presente informe, trabajan para el Ayuntamiento de 
Granada, mediante contrato temporal, como empleados 
o conserjes del Centro de Servicios Sociales y Comuni- 
tarios del Albaicín, creyendo que este extremo debería 
ser puesto en conocimiento del área correspondiente, 
al no considerar a estas personas, por sus modales, tra- 
to a la policía y al ciudadano como tal, aparte de por 
su violencia manifiesta y la falta de la más absoluta 
educación, aptas para desempeñar el puesto que ocu- 
pan al frente de un servicio comunitario de este Ayun- 
tamiento.)) 

Consecuencia de este informe fue la rescisión de los 
contratos de trabajo de ambos ciudadanos, mediante 
decreto de 14 de febrero de 1991, del alcalde de Granada. 

Esta institución, sin perjuicio de haber solicitado un 
nuevo informe de la citada autoridad, por cuanto en- 
tiende que ciertos puntos del informe emitido no que- 
dan suficientemente aclarados, ha solicitado un 
informe del Fiscal General del Estado, por cuanto los 
hechos relatados están siendo conocidos por la autori- 
dad judicial correspondiente. 

C. En la queja 9108853, el interesado refiere haber 
sido objeto de unos presuntos malos tratos inferidos 
por agentes de la policía municipal de Puente Genil 
(Córdoba), tras un accidente de circulación que sufrió 
al colisionar el vehículo que conducía con una ambu- 
lancia que estaba aparcada y producirse un incidente 
con el conductor de esta última. 

Al poco tiempo se personaron en el lugar de los he- 
chos cuatro agentes de la policía municipal que proce- 
dieron a reducir al interesado, esposándole, momento 
en el que según testigos presenciales de los hechos, em- 
pezaron a golpearle con las porras. 

Finalmente se informa que este ciudadano fue asis- 
tido en el Hospital Infanta Margarita de Cabra (Cór- 
doba), donde le apreciaron graves lesiones, teniendo 
incluso que ser escayolado a consecuencia de las 
mismas. 

No obstante lo anterior, fue denunciado por los agen- 
tes municipales por agresión y atentado a la autoridad. 

A un primer informe remitido por el Ayuntamiento 
de Puente Genil, se nos adjunta copia de la investiga- 
ción practicada para el esclarecimiento de los hechos, 
en la que figuran las declaraciones de los agentes in- 
tervinientes en los mismos, de la que no se detectó in- 
dicios de malos tratos en la intervención policial. 

Esta institución volvió a dirigir un escrito al citado 
ayuntamiento, solicitando información sobre si en la 
investigación practicada, además de recabarse el cri- 
terio de los agentes intervinientes, se había tomado de- 
claración a los testigos presenciales de los hechos. 

De igual manera se solicitaba información sobre las 
averiguaciones que se habían practicado para esclare- 
cer el origen de las lesiones que presentaba el inte- 
resado. 

Recibida recientemente la contestación a estas pre- 
guntas, se informa a esta institución que «las lesiones 
se las produjo el detenido al ser trasladado a las de- 
pendencias policiales, en el vehículo policial, así como 
al golpearse contra las rejas y cama del depósito car- 
celario y posiblemente algunas al ser reducido)). 

Por otra parte se nos adjunta copia de las declara- 
ciones efectuadas por algunos testigos. 

En una de ellas se pone de relieve: 

«.. . observó a varias personas concentradas, por lo 
que al llegar a la altura de dicha concentración, un 
agente de policía le dio el alto; por tanto la dicente de- 
tuvo su vehículo, observando cómo a una persona que 
iba esposada a la espalda y custodiada por tres o cua- 
tro agentes, lo conducían hasta el vehículo policial. Que 
los agentes al tiempo que lo conducían hacia el vehículo 
policial le daban golpes con una porra que portaban 
y algunas patadas ... )) 

Esta institución continúa la investigación del presen- 
te caso, por cuanto entiende que los hechos expuestos 
no han sido suficientemente clarificados y existen in- 
dicios de presuntos malos tratos atribuidos a estos 
agentes, razón por la que se van a remitir estos ante- 
cedentes al Fiscal General del Estado, según precep- 
túa el artículo 25 de la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de 
abril. 

D. Los presuntos malos tratos inferidos a un ciuda- 
dano, con motivo de un incidente de tráfico ocurrido 
en un hipermercado de Moratalaz (Madrid) están refle- 
jados en la queja 9100283. 

Según manifiesta el interesado, dos agentes munici- 
pales se dirigieron a su esposa de forma incorrecta, 
siendo recriminados por este comportamiento. 

Ante esta actitud, los agentes se abalanzaron sobre 
él, le agarraron y le empujaron contra una alambrada, 
retorciéndole los brazos. 

Después, fue conducido a una comisaría de policía, 
habiendo tenido conocimiento, posteriormente, que ha- 
bía sido denunciado por los policías. 

Solicitada información del Ayuntamiento de Madrid, 
se manifestó a esta institución que las actuaciones in- 
ternas iniciadas por esa corporación no consideraron 
probadas las acusaciones de presuntos malos tratos 
por lo que se propuso el archivo de las mismas, a la 
espera de la resolución judicial que se dicte en su día. 

Finalmente, se ha tenido conocimiento que el Juzga- 
do de Instrucción número 16 de los de Madrid, absol- 
vió a los policías municipales intervinientes en los 
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hechos, al no poderse acreditar la denuncia de malos 
tratos formulada en su contra. 

E. En la queja 91 18794, una persona ponía de relie- 
ve haber sido objeto de presuntos malos tratos por 
agentes de la policía municipal de Rubí (Barcelona). 

Solicitada información al Ayuntamiento de la cita- 
da localidad, resultó que se había iniciado expediente 
administrativo sancionador, ante la posible conducta 
delictiva de cuatro agentes policiales de esa corpora- 
ción, adoptándose como medida cautelar la suspensión 
de funciones.durante 6 meses de los mismos. 

Por otra parte, se dio conocimiento de los hechos al 
Juzgado de Instrucción número 1 de Rubí, quedando 
el expediente sancionador en suspenso. 

A este respecto, esta institución valora muy positi- 
vamente la actitud adoptada por este ayuntamiento, 
adoptando medidas cautelares contra unos funciona- 
rios a los que se les imputa un hecho delictivo. 

F. En la queja 9104841, remitida por un funciona- 
rio del Cuerpo Nacional de Policía, se ponen de relie- 
ve presuntos malos tratos y actuaciones irregulares de 
la policía municipal de Zaragoza. 

Según refiere este funcionario, cuando se encontra- 
ba en la comisaría del distrito de Centro de esa locali- 
dad se personaron unos agentes de la policía municipal 
llevando detenidas a unas personas, tramitándose di- 
ligencias, y actuando él como instructor de la misma. 

De lo sucedido en esta personación el interesado en- 
tiende que la actuación de los agentes de policía muni- 
cipal pudiera comportar ciertas irregularidades que 
concreta en las siguientes: 

* Incumplimiento del artículo 17 de la Constitución 
y artículo 520 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
toda vez que los detenidos no fueron informados por 
parte de los agentes de la policía local de los derechos 
que les asistían. 

* Posibles malos tratos al detenido que presentó le- 
siones de pronóstico leve documentalmente acre- 
di tadas. 

* Obstrucción o entorpecimiento en las labores de 
investigación, tendentes al esclarecimiento de los he- 
chos encomendadas al funcionario firmante, motiva- 
do por el comportamiento del sargento de la policía 
local y reprobable actitud del mismo agente, tanto con 
el funcionario firmante como con el perjudicado o 
víctima. 

Por otra parte también refiere otras actuaciones de 
la policía municipal, ampliamente difundidas por los 
medios de comunicación, que motivaron, según el in- 
teresado, que los responsables de la policía local dic- 
taran una circular dando instrucciones específicas 
sobre el trato que se debía dispensar a los ciudadanos 
con ocasión de actuaciones policiales, ya que, al pare- 
cer, eran reiterados los traslados a comisaría por in- 
sultos a los agentes, no identificación y, en definitiva, 
actuaciones que pudieran constituir simples faltas pe- 
nales o administrativas. 

Solicitada información al Ayuntamiento de Zarago- 
za y al Ministerio del Interior, sobre los hechos expues- 
tos, de los escritos recibidos recientemente de ambas 
administraciones cabe destacarse los siguientes as- 
pectos: 

- En relación con el posible incumplimiento del ar- 
tículo 17 de la Constitución española y artículo 520 de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal, se significa que los 
agentes de la policía municipal que practicaron la de- 
tención no efectuaron este trámite por cuanto condu- 
jeron a los detenidos rápidamente a la comisaría de 
policía. 
- Por lo que se refiere a los presuntos malos tratos 

inferidos a uno de los detenidos, si bien existe un cer- 
tificado médico que acredita lesiones de pronóstico le- 
ve, no queda acreditado en los informes remitidos la 
autoría de los mismos. 

En este sentido, el informe del Ayuntamiento de Za- 
ragoza significa que «en ningún caso los detenidos re- 
cibieron malos tratos por parte de los policías locales)), 
añadiendo que los mismos quedaron a disposición del 
Cuerpo Nacional de Policía antes de las 4.45 horas, 
ausentándose de la comisaría los policías municipales, 
extendiéndose el parte médico a las 7.30 horas. 

En relación a este extremo, en el informe del Minis- 
terio del Interior, se pone de relieve, únicamente, que 
los presuntos malos tratos «constan en las diligencias 
instruidas y remitidas a la autoridad judicial». 

Del conjunto de los informes recibidos se despren- 
de la existencia de unos presuntos malos tratos, por 
lo que han sido remitidas las actuaciones al Fiscal Ge- 
neral del Estado, a los efectos del artículo 25 de la Ley 
Orgánica 311 98 1 .  

2.2.4. Con motivo de la actuación de miembros de las 
Fuerzas Armadas. 

Quejas que constan en el informe de 1990 en fase de 
investigación: 

La queja 9025601 se refería a presuntos malos tra- 
tos inferidos a un soldado por un capitán, que podrían 
ser el motivo por el que esta persona intentara sui- 
cidarse. 

El Ministerio de Defensa informó que por estos he- 
chos se habían incoado diligencias previas, habiéndo- 
se personado el Fiscal del Tribunal Militar Tercero, con 
sede en Barcelona. 

Solicitada información complementaria se ha reci- 
bido una nueva comunicación de aquel departamento, 
en la que se manifiesta que las citadas diligencias han 
sido archivadas, por entenderse que los hechos inves- 
tigados pueden ser corregidos disciplinariamente al 
constituir, en principio, una falta tipificada en el ar- 
tículo 9 apartado 1 1 ,  de la Ley de Régimen Disciplina- 
rio de las Fuerzas Armadas, de los que aparecería como 
autor el capitán denunciado. 

-40- 



CORTES GENERALES 25 DE ABRIL DE 1992.-SERIE A. NOM. 37 

Por último, parece, en principio, probado que este 
capitán ordenó una serie de ejercicios, inhabituales en 
la unidad de su mando, los cuales produjeron penosi- 
dades innecesarias a sus subordinados por su dureza, 
extremo que habrá de acreditarse en el expediente dis- 
ciplinario expresado. 

Se ha solicitado al Ministerio de Defensa que, en su 
momento, nos informe sobre la resolución final adop- 
tada en relación con los anteriores hechos. 

B. En el expediente 9027909 se ponía de relieve que 
un soldado que cumplía su servicio militar en la Le- 
gión había sido supuestamente agredido por un cabo 
de su unidad, por lo que solicitamos un informe al Mi- 
nisterio de Defensa. 

Recibido el mismo, se manifiesta que en el expediente 
personal y médico de esta persona no aparece ningún 
dato que se refiera a lesiones. 

En el mismo expediente figura también un documen- 
to del alférez médico de su unidad, en el que consta la 
conformidad del interesado, donde se afirma que el 
mismo no padeció enfermedad ni lesión originada du- 
rante su permanencia en la legión. 

Estos antecedentes fueron puestos en conocimiento 
de la persona afectada solicitándole una mayor infor- 
mación al respecto sin que, a pesar del tiempo trans- 
currido, se haya puesto de nuevo en contacto con esta 
institución. 

C. En la queja 9028827, que se encontraba en fase 
previa de investigación, se denunciaban presuntos ma- 
los tratos inferidos a un soldado que cumplía su servi- 
cio militar en el Grupo de Operaciones Especiales, de 
Colmenar Viejo (Madrid), por un suboficial de su 
unidad. 

A este soldado le encontraron cierta cantidad de mu- 
niciones en su taquilla, lo que motivó, al parecer, las 
agresiones que denunciaba ante esta institución. 

Solicitada información al Ministerio de Defensa, se 
puso en relieve que por el robo de municiones ya men- 
cionado, se le sigue una causa, que instruye el Juzga- 
do Militar Territorial número 14 y que, como quiera 
que en su declaración indagatoria esta persona mani- 
festó que fue agredido, el Tribunal Militar Territorial 
Primero, acordó la práctica de las diligencias de prue- 
ba necesarias en este mismo procedimiento para esta- 
blecer la veracidad o falsedad de las manifestaciones 
del procesado. 

Por todo lo anterior y habida cuenta que existía un 
procedimienío judicial pendiente, esta institución sus- 
pendió su intervención, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 17 de la Ley Orgánica 3/81, de 6 de abril. 

Continuaremos el seguimiento de esta queja en con- 
tacto con el Fiscal General del Estado. 

D. Finalmente, el expediente 9021753, en el que se 
referían unos presuntos malos tratos en la Legión ha 
sido archivado por cuanto la persona compareciente, 
familiar de la persona afectada, no ha contestado a los 
diversos escritos y llamadas telefónicas de esta insti- 
tución, dirigidos a obtener una concreción de los he- 

chos ocurridos (cuándo sucedieron, por parte de quién 
fueron inferidos, en qué consistieron los presuntos ma- 
los tratos, etc.) al objeto de poder evaluar la admisibi- 
lidad o no de su queja. 

Quejas recibidas durante 1991: 

A. Comparece un soldado destinado en un acuarte- 
lamiento de Jaca (Huesca), denunciando presuntos ma- 
los tratos inferidos en su persona por un teniente de 
su compañía (queja 91 18675). 

El Ministerio de Defensa ha informado que el citado 
teniente ha sido objeto de una sanción disciplinaria de 
un día de arresto, como autor de una falta leve del apar- 
tado 15 del artículo 8 de la Ley Orgánica de Régimen 
Disciplinario de las Fuerzas Armadas. 

No obstante lo anterior, y con la finalidad de com- 
pletar debidamente este expediente, esta institución so- 
licitó nuevo informe complementario al citado 
departamento, sobre los hechos que habían resultado 
acreditados en el expediente instruido al teniente y si 
se había valorado la posibilidad de un cambio de des- 
tino del soldado en atención a los antecedentes ex- 
pues tos. 

El Ministerio de Defensa ha informado que los he- 
chos consistieron en «corregir de forma improceden- 
te a un subordinado, dándole un empujón» y que el 
soldado ha sido licenciado. 
B. Expediente iniciado de oficio por malos tratos in- 

feridos a un soldado que cumplía su servicio militar 
en el Tercio de la Legión, en Fuerteventura (9123427). 

Al parecer, esta persona, que comenzó su servicio mi- 
litar en Segovia, fue captado por un grupo reclutador 
de la Legión, decidiendo, finalmente, desertar de este 
cuerpo, «cansado de recibir palizas sin razón, pasar 
hambre y no recibir atención médica». 

Según ha denunciado este ciudadano, «la primera 
agresión la recibió cuando llevaba dos días en la Le- 
gión y fue agredido y posteriormente amenazado por 
unos cabos porque no supo decirles sus nombres. En 
los siguientes meses, si bien no hubo palizas, continua- 
ron los golpes si se equivocaba al hacer algún trabajo, 
aunque nadie le explicaba cómo debía hacerlo». 

Solicitada información al Ministerio de Defensa so- 
bre estos hechos, se ha puesto de relieve por ese de- 
partamento que los hechos denunciados carecen de 
fundamento y que sólo podrían tener su causa en un 
intento de justificar su ausencia de la unidad por par- 
te del interesado. 

Asimismo se señala que esta persona siempre ha re- 
cibido la atención médica debida cuando así lo ha soli- 
citado . 

C. En el expediente 91 19394, también iniciado de ofi- 
cio, se ponen de relieve presuntos malos tratos inferi- 
dos a un soldado que cumplía su servicio militar en el 
Tercio D. Juan de Austria de la Legión, en Santa Cruz 
de Tenerife, motivo por el que este ciudadano abando- 
nó su unidad. 
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El Ministerio de Defensa ha informado a esta insti- 
tución que se ha procedido al archivo de las actuacio- 
nes judiciales incoadas contra esta persona por 
presunto delito de deserción, así como que ha sido de- 
clarado excluido total del servicio militar por límites 
intelect ivos. 

Respecto a los presuntos malos tratos denunciados, 
se manifiesta que el responsable del juzgado togado mi- 
litar donde declaró el soldado, entiende que los hechos 
denunciados no han sido probados, puesto que el úni- 
co mando a quien se imputaban los presuntos malos 
tratos confirmó ante el juez que no conocía al solda- 
do, ni lo había tenido nunca bajo su mando. 

2.2.5. Con motivo de la actuación de funcionarios de 
prisiones 

En línea con informes anteriores, debemos destacar 
también en el presente el esfuerzo que tanto la Secre- 
taría General de Asuntos Penitenciarios como los fun- 
cionarios de prisiones, continúan realizando en orden 
a la erradicación de los malos tratos de nuestras pri- 
siones. 

Como ya hemos informado a esas Cortes Generales, 
se trata de una cuestión sobre la que esta institución 
mantiene una permanente atención que determina que, 
como en otros casos, no sólo nos atengamos a las que- 
jas recibidas sino también a lo observado durante las 
visitas que periódicamente realizamos a los centros pe- 
nitenciarios, así como a la apertura de investigaciones 
de oficio. 

También durante este año han sido escasas las que- 
jas recibidas que ponían de manifiesto la existencia de 
casos concretos de presuntos malos tratos en nuestros 
centros penitenciarios. 

Tan sólo dos han sido recibidas, que han sido inme- 
diatamente investigadas ante la Administración peni- 
tenciaria. 

Una de ellas la remitía un interno que alegaba ha- 
ber sido objeto de malos tratos al llegar al centro pe- 
nitenciario de Monterroso procedente de un hospital 
al que había sido llevado para consulta oftalmológica. 
Puesta esta situación en conocimiento de la Secreta- 
ría General de Asuntos Penitenciarios, rápidamente se 
remitió a esta institución un informe al respecto. 

En dicho informe se daba cuenta de la completa in- 
vestigación realizada para el esclarecimiento de los 
hechos, de la que se desprendía la carencia de funda- 
mento de las alegaciones contenidas en la queja reci- 
bida, por lo que se ha dado por conclusa esta 
investigación (91 18972). 

La segunda queja recibida hacía referencia a dos 
cuestiones, de un lado a un posible exceso en la utili- 
zación de medios coercitivos por parte de unos funcio- 
narios de instituciones penitenciarias a internos que 
se encontraban en el centro penitenciario de Herrera 
de la Mancha durante un cacheo. Y, de otro, a unos pre- 
suntos malos tratos en la persona de un interno que 

fue trasladado, tras un motín acaecido en dicha prisión, 
a la enfermería del centro penitenciario de Madrid 11. 

Iniciada la correspondiente investigación ante la Se- 
cretaría General de Asuntos Penitenciarios y en el curso 
de la misma, se ha recibido un nuevo escrito del ciu- 
dadano que planteó la queja, poniendo de manifiesto 
que había presentado una denuncia ante el juzgado de 
vigilancia competente, de la que adjuntaba copia con 
sello de presentación ante dicho juzgado, en la que se 
refería a los mismos hechos que constituían el objeto 
de su queja. 

Ello ha obligado a esta institución a suspender la in- 
vestigación iniciada ante la Administración penitencia- 
ria, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 17.2 
de la Ley Orgánica 311981, de 6 de abril, al encontrar- 
se sometida a conocimiento judicial la cuestión objeto 
de la presente queja. 

Estamos, pues, a la espera de que estas actuaciones 
judiciales concluyan para proseguir, en su caso, esta 
investigación, actualmente suspendida (91 16033). 

Debe también hacerse referencia en este apartado a 
una investigación iniciada de oficio por el Defensor del 
Pueblo durante el año a que este informe se refiere, co- 
mo consecuencia de diversas noticias aparecidas en los 
medios de comunicación. 

Según dichas noticias, un interno habría sido objeto 
de presuntos malos tratos cuando se encontraba en el 
centro penitenciario de Guadalajara, tras un inciden- 
te previo a su traslado al centro penitenciario de 
Alcalá-Meco. 

Se refería igualmente en estas noticias que ante el 
estado en que ingresó en esta última cárcel, su direc- 
tor había ordenado que el interno fuera inmediatamen- 
te asistido en el Hospital Penitenciario de Carabanchel. 

De la información que la Secretaría General de Asun- 
tos Penitenciarios nos remitió con celeridad se despren- 
día que, ante estos hechos, había ordenado la apertura 
y práctica de la correspondiente información reserva- 
da, cuyas amplias conclusiones fueron también remi- 
tidas a esta institución. 

Se informaba, además, que todo lo actuado había si- 
do remitido, a iniciativa de la propia Secretaría Gene- 
ral, al Ministerio Fiscal por si los hechos descritos en 
la información reservada fueran constitutivos de delito. 

Por último, se manifestaba en el informe recibido, 
a la vista de estos hechos, se había abierto un expedien- 
te disciplinario contra varios funcionarios para depu- 
rar posibles responsabilidades de este tipo en el que 
se había acordado la suspensión provisional de funcio- 
nes de determinados funcionarios. 

Dado que estos hechos han determinado la apertura 
de un proceso penal, esta institución ha suspendido la 
investigación iniciada, en cumplimiento de lo dispuesto 
en el antes citado artículo 17.2 de la Ley Orgánica 
3/1981, de 6 de abril, sin perjuicio de lo cual se ha soli- 
citado de la Secretaría General de Asuntos Penitencia- 
rios que informe de la finalización de dicho proceso 
judicial actualmente pendiente, así como de las actua- 
ciones disciplinarias que, en su caso, se lleven a cabo 
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una vez concluido el mencionado proceso (91 12634). 
Y para concluir el presente apartado, debe darse 

cuenta de una investigación iniciada con carácter de 
oficio por esta institución en el año 1989, de la que se 
dio cuenta entonces a esas Cortes Generales, que hu- 
bo de suspenderse por la iniciación de un procedimien- 
to penal sobre la misma cuestión y que ha proseguido 
durante el año 1991, tras ser concluido el mencionado 
proceso. 

Como antes se decía, dicha investigación se inició de 
oficio ante la entonces Dirección General de Institucio- 
nes Penitenciarias, como consecuencia de diversas no- 
ticias aparecidas en los medios de comunicación. 

Según dichas noticias, un interno que había partici- 
pado en un motín que se produjo durante el mes de 
marzo de 1989, en la prisión provincial de Zamora, ha- 
bía sufrido la pérdida de su ojo izquierdo, tras ser, al 
parecer, alcanzado por una pelota de goma utilizada 
por las fuerzas de seguridad del Estado para reducir 
a los reclusos que se encontraban subidos a los teja- 
dos de la prisión. 

Con posterioridad al mencionado motín y en el cur- 
so del mes de abril siguiente, se produjo una manifes- 
tación frente a la prisión provincial de Zamora para 
denunciar la comisión de presuntos malos tratos con- 
tra varios reclusos y así, según las noticias referidas, 
algunos reclusos permanecían desnudos durante todo 
el día :n las celdas de aislamiento, situación ésta, que, 
al paiecer, había sido negada por la dirección de di- 
cho centro penitenciario. 

Iniciada la correspondiente investigación ante la en- 
tonces Dirección General de Instituciones Penitencia- 
rias, se informó rápidamente a esta institución que se 
había practicado una información reservada que ha- 
bía concluido ordenándose la incoación de un expedien- 
te disciplinario en el que w , ,ticontraban encartados 
como funcionarios del centro penitenciario de Zamo- 
ra, incluido el exdirector del mencionado centro. 

En una nueva información obtenida de la antigua Di- 
rección General antes mencionada, ya durante el año 
1990, se informó a e5ta institución que este expedien- 
te disciplinario hubo de suspenderse por seguirse un 
procedimiento penal por los mismos hechos ante el Juz- 
gado de Instrucción riúmero 1 de Zamora. 

Esta circunstancia determinó a su vez que el Defen- 
sor del Pueblo suspendiera su intervención por man- 
dato expreso del artículo 17.2 de la Ley Orgánica 3/81, 
de 6 de abril, sin perjuicio de que se solicitara de la 
Administración penitenciaria que, una vez fueran con- 
cluidas las actuaciones judiciales entonces pendientes, 
se informara al Defensor del Pueblo del curso que hu- 
biera seguido el mencionado expediente disciplinario. 

Recientemente, se ha recibido nueva información de 
la Secretaría General de Asuntos Peninteciarios de la 
que se desprende que, una vez concluidas las mencio- 
nadas actuaciones judiciales, se ha dictado ya resolu- 
ción en el expediente disciplinario en virtud de la cual 
se ha sancionado disciplinariamente a uno de los fun- 
cionarios encartados en el mismo, no apreciándose res- 

ponsabilidad disciplinaria en la conducta de los otros 
tres funcionarios que habían sido también encartados 
en dicho expediente. 

Como consecuencia de lo expuesto, esta institución 
ha dado por conclusa esta investigación (8903435 y 
8902746). 

A la vista de las actuaciones que acaban de rela- 
tarse, esta institución debe destacar la sensibilidad de- 
mostrada por la Secretaría General de Asuntos Peni- 
tenciarios en la investigación de las quejas puntuales 
que el Defensor del Pueblo le ha remitido relativas a 
presuntos malos tratos, actuando siempre con rapidez 
y eficacia, realizando investigaciones exhaustivas de los 
hechos y adoptando las medidas adecuadas cuando 
existían indicios racionales de veracidad en los hechos 
denunciados, remitiendo las actuaciones al Ministerio 
Fiscal y adoptando, entretanto, las medidas cautelares 
pertinentes en los expedientes disciplinarios. 

Es pues, esta la línea que debe mantenerse para evi- 
tar la existencia siquiera sea excepcional de tan exe- 
crables conductas. 

2.2.6. Con motivo de la actuación de vigilantes jura- 
dos de empresas de seguridad 

Quejas que constan en el informe de 1990 en fase de 
investigación: 

A. El expediente 9027295, se trataba de presuntos 
malos tratos inferidos a un ciudadano por vigilantes 
jurados en el Hospital Gregorio Marañón, de Madrid. 

Se informaba así que la Delegación del Gobierno en 
Madrid había iniciado un expediente disciplinario pa- 
ra determinar el grado de responsabilidad de estos vi- 
gilantes. 

En distintos informes remitidos a esta institución se 
ha puesto de relieve que dadas las contradictorias ver- 
siones entre las manifestaciones del ciudadano y del 
vigilante expedientado y habida cuenta de que los he- 
chos fueron puestos en conocimiento de la autoridad 
judicial, se estimó oportuno mantener pendiente el ex- 
pediente hasta que se dictara resolución judicial al 
respecto. 

Recientemente la Delegación del Gobierno ha infor- 
mado que el Juzgado de Instrucción número 40 de los 
de Madrid, ha absuelto al vigilante jurado que había 
sido denunciado por presuntos malos tratos, por lo que 
se procedió al archivo de este expediente. 

B. La queja 9021297, hacía referencia a unos presun- 
tos malos tratos inferidos a dos personas en una esta- 
ción de metro de Madrid. 

Solicitada información de la Delegación del Gobier- 
no, se informó que en las comisarías de esta capital no 
constaba denuncia alguna por estos hechos. 

N o  obstante lo anterior y por cuanto esta queja ha- 
cía referencia a algunos supuestos de malos tratos, se 
solicitó un informe ampliatorio de la citada Delegación 
del gobierno, instando la práctica de cualquier otra di- 
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ligencia a los fines de determinar o no la veracidad de 
los hechos expuestos. 

En la contestación remitida se manifiesta que, ade- 
más de hablar con la persona que compareció ante es- 
ta institución se habían hecho gestiones ante la 
dirección del metro para comprobar si la taquillera o 
el jefe de estación observaron los incidentes, siendo las 
mismas infructuosas. 

Finalmente se resalta que los vigilantes jurados que 
prestaban servicio en esa estación tampoco conocían 
estos hechos que hubieran debido poner de manifies- 
to en los partes de trabajo, así como en la comisaría 
correspondiente. 

Por todo lo anterior, se solicitó de la interesara apor- 
tara algún dato más sobre los hechos denunciados, y 
ante la imposibilidad que manifestó se procedió al ar- 
chivo de este expediente. 

C. La queja 9013731, hacía referencia a una interven- 
ción practicada por vigilantes jurados en unos grandes 
almacenes de Madrid, de la que se tenía solicitada in- 
formación al respecto de la delegación del gobierno, 
según se hacía referencia en el informe del año pasado. 

En la contestación recibida se indica que, pese a las 
averiguaciones practicadas por el departamento de se- 
guridad de los almacenes comerciales, no se tiene cons- 
tancia, en ninguno de sus centros, del caso expuesto. 

Respecto a la denuncia que efectuó la interesada so- 
bre la sustracción de una cartera de su propiedad cuan- 
do fue detenida por los vigilantes jurados, se informa 
que esta persona denunció, en la comisaría de policía 
del distrito de Retiro, ese mismo día, la pérdida, en una 
cafetería, de documentos, tarjeta de crédito y dinero 
en metálico, sin que en ningún momento hiciera alu- 
sión a los malos tratos inferidos ni a la sustracción de 
la cartera en otras circunstancias. 

Finalmente, nos dice que, en relación con la obliga- 
ción de facilitar datos personales a los vigilantes jura- 
dos, el jefe de seguridad de estos almacenes ha 
manifestado lo siguiente: 

«Cuando el personal de seguridad detecta, bien por 
los sistemas electrónicos de seguridad establecidos 
(suelen saltar las alarmas al no ser liberadas las pren- 
das de sus etiquetas magnéticas), o bien por cualquier 
otro medio (aviso de dependientes, clientes, etc.), la 
existencia de una posible compra sin satisfacer, se re- 
quiere a la persona para que aporte el oportuno justi- 
ficante de pago. De poseerlo, pues suele darse el caso 
de que los propios vendedores, por prisas o negligen- 
cia se olvidan de retirar las aludidas etiquetas, se le 
piden disculpas al cliente. 

Por el contrario, si el abono de la mercancía no ha 
sido realizado, el personal de seguridad, traslada a la 
persona sorprendida, siempre dentro de la zona de ven- 
ta, a una dependencia próxima, hasta la llegada de los 
servicios policiales, a cuya disposición se pone al de- 
tenido, quienes en unión de un representante de la em- 
presa formulan la correspondiente denuncia en la 
comisaría de policía del distrito. 

En estos supuestos, siempre se le toman los datos 
personales al detenido, comunicándolo con posterio- 
ridad a los servicios jurídicos de la entidad. 

No obstante, cuando se advierte la inexistencia de 
mala fe o intencionalidad por parte del cliente y que 
éste no ha efectuado el pago del artículo que porta por 
simple olvido, se le recuerda la obligación que tiene de 
abonar su precio o por el contrario reintegrarlo al lu- 
gar en que se hallaba, no procediendo en estos casos 
a la solicitud de sus datos personales de afiliación ni 
por lo tanto a la comunicación del hecho a dependen- 
cia policial alguna. Hay que significar que siempre es- 
tas advertencias se llevan a cabo en el mismo lugar de 
la acción, procurándose la máxima discreción para no 
herir ni su sensibilidad ni la de las personas que se en- 
cuentran a su alrededor. 

Igualmente hay que significar, que en algunos casos, 
los vigilantes jurados de seguridad para determinar la 
cantidad de artículos que la persona detenida pudiera 
haber sustraído se recurre, si procede, a su cacheo, fa- 
cultad que poseen como agentes de la autoridad. 

Sin embargo en ningún caso se hacen o se recaban 
fotografías de los detenidos, limitándose única y exclu- 
sivamente a la toma de los datos imprescindibles para 
ejercer la acción de la justicia». 

Esta institución considera que las actuaciones prac- 
ticadas por los vigilantes jurados con ocasión de pre- 
suntos hechos delictivos, deben ceñirse a una actitud 
de colaboración y auxilio con los agentes de las Fuer- 
zas y Cuerpos de Seguridad del Estado, tal como pre- 
viene su normativa específica y no han de suponer otras 
medidas que las consistentes en poner a disposición de 
aquellos agentes a las personas detenidas, razón por 
la cual no están legalmente autorizadas a reseñar los 
datos de la persona detenida ni constituir un fichero 
particular. 

El ministerio debe advertir de esta circunstancia a 
tales entidades. 

Quejas recibidas durante 1991: 

A. El expediente 9120606, iniciado de oficio, se re- 
fiere a presuntos malos tratos inferidos a unas perso- 
nas por vigilantes jurados de un multicentro de Madrid. 

Al parecer, dos guardias de seguridad, que fueron 
avisados por una empleada de la limpieza porque un 
joven había entrado en el servicio de señoras, golpea- 
ron a esta persona, por lo que sus amigos, intentaron 
defenderle, siendo conducido, uno de ellos, al puesto 
permanente de seguridad donde también fue golpeado. 

Con posterioridad, y a requerimiento del jefe de se- 
guridad del centro comercial, se personó en el mismo 
una patrulla de policía, que procedió a la detención de 
uno de los jóvenes, siendo conducido a la comisaría de 
Fuencarral, donde se presentaron denuncias contra los 
guardas jurados, así como contra los jóvenes que in- 
tervinieron en estos hechos. 

- 44 - 



CORTES GENERALES 25 DE ABRIL DE 1992.-SERIE A. NOM. 37 

Solicitada información de la delegación del gobier- 
no en Madrid, se puso de relieve a esta institución que 
en la citada comisaría se habían instruido diligencias 
que fueron remitidas al juez decano de los de instruc- 
ción, apareciendo encartados en las mismas tres vigi- 
lantes jurados, cuatro guardias de seguridad y siete 
personas más, intervinientes o testigos de los hechos. 

En el detallado informe remitido por la Delegación 
del Gobierno se establecen versiones contradictorias 
de los hechos sobre los que, en su momento, se pronun- 
ciará la autoridad judicial. 

Continuaremos el seguimiento de esta queja en con- 
tacto con el Fiscal General del Estado. 

No obstante lo anterior, con posterioridad a estos su- 
cesos se nos informó que se había propiciado una reu- 
nión entre una asociación de vecinos y el jefe de 
seguridad del centro comercial, acordándose entre 
otros los siguientes extremos: 

a) Moderación futura en las actuaciones de los inte- 
grantes del servicio de seguridad. 

b) Llamada de atención a los miembros del servicio 
de seguridad que habían tenido una participación di- 
recta en los incidentes. 

c) Avisar a los servicios policiales con mayor rapidez 

Finalmente, y dado que en este informe se pone de 
relieve que existen en este centro comercial dos esta- 
blecimientos públicos (discotecas), que son origen de 
enfrentamientos y peleas, permitiéndose en algún ca- 
so la entrada de menores, se han dictado las órdenes 
oportunas a la Comisaría del distrito de Fuencarral pa- 
ra que establezcan el servicio correspondiente, para co- 
rregir las posibles irregularidades detectadas. 
B. En la queja 91 12563, comparece el padre de una 

persona que había sido objeto de presuntos malos tra- 
tos inferidos por vigilantes jurados, en una discoteca 
de la ciudad de Huelva. 

Según refiere esta persona, su hijo perdió el conoci- 
miento con motivo de esta agresión y tuvo que ser con- 
ducido en ambulancia al hospital general de dicha 
ciudad. 

En el informe remitido por el Gobierno Civil de Huel- 
va se expresa que las diligencias instruidas por estos 
hechos, en las que están implicados cuatro vigilantes 
jurados han sido remitidas al Juzgado de Instrucción 
número 7 de los de Huelva. 

Estos vigilantes jurados han sido ingresados en pri- 
sión por disposición de la autoridad judicial, siendo 
puestos tres de ellos, posteriormente, en libertad bajo 
fianza. 

No obstante, sigue el citado informe, las decisiones 
consecuentes en el ámbito administrativo y otras que 
podrían ser de aplicación a estos vigilantes jurados, es- 
tán a la espera de conocer la resolución judicial para 
decidir la procedencia de las mismas. 

Continuaremos el seguimiento de esta queja en con- 
tacto con el Fiscal General del Estado. 

Finalmente se informa que la empresa donde pres- 

taban sus servicios estos vigilantes podría haber incu- 
rrido en diversas infracciones a lo establecido en el 
artículo 26 de la Orden Ministerial, de 28 de octubre 
de 1981, y artículo 17 del Real Decreto 629/78, de 10 
de marzo, habiéndose puesto lo anterior en conocimien- 
to de la Comisaría General de Documentación. 
C. Presuntos malos tratos inferidos a dos personas 

por parte de vigilantes jurados que prestan su servi- 
cio en la Compañía Metropolitana de Madrid. En este 
expediente, iniciado de oficio, se pone de relieve que 
estas personas fueron detenidas por los vigilantes, los 
cuales actuaron a requerimiento de un tercero. 

En un primer momento, a estas personas se les in- 
formó que quedaban detenidos hasta que se persona- 
ra la policía, pero, ante la tardanza de ésta, protestaron 
e intentaron huir, momento en el que fueron agredidos. 

Cuando llegó la policía, dos horas después, fueron 
conducidos a la casa de socorro y más tarde a la comi- 
saría, donde fueron puestos en libertad. 

La Delegación del Gobierno en Madrid manifiesta 
que la actuación de los vigilantes jurados fue motiva- 
da por la solicitud de protección de una persona por 
cuanto era objeto de agresiones por parte de otras dos. 

Por cuanto la versión que facilitaron a la policía las 
dos partes, difieren entre sí totalmente, se hicieron ges- 
tiones para localizar algún testigo, tomando declara- 
ción al jefe de estación que observó parte de lo 
ocurrido. 

Esta persona corroboró y confirmó la versión facili- 
tada por los vigilantes jurados, quienes constantemente 
fueron insultados, amenazados y provocados por los 
dos detenidos. 

Por último se informa que las diligencias que se ins- 
truyeron por estos hechos fueron remitidas al juzga- 
do de instrucción en funciones de guardia. 

Por ello y de acuerdo con lo establecido en el artícu- 
lo 17 de la Ley Orgánica 311 98 1 ,  de 6 de abril, se ha pro- 
cedido a suspender la investigación iniciada por esta 
institución. 

Continuaremos el seguimiento de esta queja en con- 
tacto con el Fiscal General del Estado (9121970). 

D. El expediente 9109023, iniciado también de ofi- 
cio de esta institución, se refiere a unos presuntos ma- 
los tratos inferidos a tres personas por vigilantes 
jurados de un centro comercial de Madrid. 

Al parecer, un joven de 16 años, que se encontraba 
comiendo en un local del citado centro comercial, fue 
recriminado por un vigilante jurado por un incidente 
sin importancia, siendo conducido a una habitación 
donde fue golpeado, produciéndole diversos hemato- 
mas en la cabeza y espalda, así como una gran infla- 
mación en los ojos. 

Con posterioridad, el padre y el tío de este joven acu- 
dieron al centro para averiguar lo ocurrido, teniendo 
un enfrentamiento con la persona encargada del ser- 
vicio de vigilancia, que tras amenazarles con agredir- 
les en caso de que no abandonaran el edificio, avisó a 
otros compañeros, que en número de 8 ó 9, comenza- 
ron a golpearles mientras les empujaban hacia la calle. 
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Sin perjuicio de la denuncia que estas personas pre- 
sentaron en comisaría, un testigo presencial de los he- 
chos también interpuso denuncia con anterioridad. 

Solicitado informe de la Delegación del Gobierno en 
Madrid, en el mismo se afirma que en el primer inci- 
dente, intervinieron dos [(guardas de seguridad», a los 
cuales, al no estar juramentados por la delegación del 
gobierno, no les son de aplicación las medidas disci- 
plinarias previstas en el Real Decreo 62911978, de 10 
de marzo. 

Por lo que se refiere al incidente entre los familia- 
res del joven y un grupo de vigilantes jurados, se in- 
forma de que las versiones son contradictorias, puesto 
que los primeros manifiestan que únicamente preten- 
dían recabar datos de los agresores, a fin de formular 
la correspondiente denuncia, y los segundos refieren 
haber recibido amenazas, insultos, arrojo de piedras 
y otras agresiones. 

Finalmente se informa que los hechos fueron pues- 
tos en conocimiento de la autoridad judicial. 

Por ello, la delegación del gobierno ha dejado en SUS- 

penso el expediente iniciado, a la espera de la resolu- 
ción que se adopte en vía judicial. 

Esta institución, ha recabado recientemente infor- 
mación al respecto, habiendo tenido conocimiento que 
el juicio de faltas que se sigue por estos hechos en el 
Juzgado de Instrucción número 23 de los de Madrid, 
se encuentra pendiente de señalamiento de fecha para, 
la celebración del juicio oral. 

E. En el expediente 91 17405, iniciado de oficio, se 
ponen de relieve presuntos malos tratos inferidos a un 
ciudadano nigeriano, refugiado en un albergue muni- 
cipal de Madrid, por el vigilante jurado que prestaba 
sus servicios en dicho centro. 

La Delegación del Gobierno en Madrid nos informa 
de que el vigilante del centro no figura en sus archivos 
como vigilante jurado, habiendo tenido conocimiento 
de que el mismo es «guarda de seguridad,,. 

Por otra parte se nos dice que las diligencias fueron 
remitidas a la autoridad judicial, por lo que esta insti- 
tución, según lo establecido en el artículo 17 de nues- 
tra ley orgánica, comunicó a la delegación del gobierno 
que suspendía la investigación iniciada. 

Continuaremos el seguimiento de esta queja en con- 
tacto con el Fiscal General del Estado. 

F. En su escrito, la persona compareciente informa 
a esta institución del trato de que fue objeto en unos 
grandes almacenes de Madrid, al haber sido obligado 
por los vigilantes jurados a acompañarles a una habi- 
tación, en la que le tomaron sus datos personales y don- 
de fue objeto de un trato humillante y de amenazas, 
llegando incluso a ser agredido físicamente. 

Solicitada información a la Delegación del Gobier- 
no en Madrid, se participó que se había tomado decla- 
ración a los vigilantes jurados intervinientes en los 
hechos, quienes actuaron a requerimiento de una se- 
ñora por la actitud sospechosa que observó en el inte- 
resado. 

Efectuado un seguimiento de dicha persona, los vi- 

gilantes comprobaron que se dedicaba a observar a las 
mujeres cuando entraban en un probador, por lo que 
fue conducido a una habitación al objeto de identifi- 
carle y por si la señora quería denunciarle. 

Como ella se negó a interponer denuncia fue puesto 
en libertad, destruyéndose los datos personales que ha- 
bían obtenido de este ciudadano, sin que, en ningún mo- 
mento, fuera objeto de vejaciones, amenazas o malos 
tratos. 

Finalmente, concluye el informe de la delegación del 
Gobierno, dadas las versiones contradictorias entre las 
manifestaciones del denunciante y las de los vigilan- 
tes jurados implicados, se considera que no aparecen 
elementos objetivos suficientes que permitan concluir 
sobre responsabilidad exigible en vía administrativa 
(91 18867). 

2.3. Novatadas 

Si bien no han sido numerosas las quejas recibidas 
con motivo de conductas que pudieran vulnerar dere- 
chos reconocidos en el artículo 15 de la Constitución 
Española, aquéllas han sido objeto de una atención 
prioritaria y urgente, al objeto de conocer la realidad 
de las mismas y, en su caso, de que se proceda a su co- 
rrección, tanto en vía disciplinaria como penal. 

Si bien es cierto que la actitud de los responsables 
del Ministerio de Defensa es sensible a la adopción de 
medidas que tiendan a erradicar este tipo de prácticas, 
como lo demuestran las actuaciones habidas en los ca- 
sos que se han producido, se debería ir aún más lejos, 
al objeto de que ninguna actuación vejatoria, por pe- 
queña que sea, pueda ser tolerada. 

Por ello se hace necesario, sin perjuicio de corregir 
cada hecho concreto que se denuncie y resulte ser cier- 
to, volver a insistir en que las instrucciones ya dicta- 
das o que se puedan dictar en el futuro, tengan una 
amplia difusión entre todos los mandos, más aún en 
aquellos que se relacionan directamente con la ti.cpa. 

Finalmente se debe poner de relieve que la declara- 
ción formulada en el artículo 4 de la Ley Orgánica 
13/1991, de 20 de diciembre, del Servicio Militar, no de- 
be ser sólo un punto de referencia para la actuación 
de los mandos con la tropa, sino también la pauta a ob- 
servar entre los propios soldados. En consecuencia los 
mandos están obligados a extremar el rigor al ejercer 
una función de tutela de esos derechos a fin de que, 
en ningún caso, puedan ser vulnerados. 

Las quejas tramitadas durante 1991 han sido las si- 
guientes: 

2.3.1. Unidades de las Fuerzas Armadas 

A. En la queja 9105160, los padres de un soldado des- 
tinado en la Escuela de Dotaciones Aeronavales de la 
Base Naval de Rota, informaron de unas presuntas no- 
vatadas inferidas en la persona de su hijo y otros com- 
pañeros, recién incorporados a ese acuartelamiento, 
después de su jura de bandera en San Fernando (Cádiz). 

- 46 - 



CORTES GENERALES 25 DE ABRIL DE 1992.-SERIE A. NÚM. 37 

Al parecer, esas novatadas, atribuidas a soldados ve- 
teranos, consistían en obligarles a darles dinero, ha- 
cer las tareas o servicios en su mayor parte y 
sustraerles ropa o efectos durante la noche. 

Del informe remitido por el Ministerio de Defensa 
se desprende que el almirante de la flota ordenó la 
apertura de una información para esclarecer los he- 
chos, comprobándose que el grupo de marineros vete- 
ranos que intervinieron en los mismos ya se había 
licenciado, lo que hacía difícil su identificación y que, 
en todo caso, en opinión de la autoridad militar, los ac- 
tos no tuvieron suficiente entidad como para constituir 
responsabilidades mayores que las derivadas del régi- 
men disciplinario el cual ya no podía ser aplicado en 
el momento de la investigación. 

B. En el expediente 91 17406 tramitado de oficio se 
hacía referencia a presuntos malos tratos en el cuar- 
tel de infantería Capitán Mayoral, en Madrid, inferi- 
dos a tres soldados que sufrieron graves quemaduras 
después que otro soldado les rociara con gasolina en 
un foso donde se encontraban reparando automóviles, 
teniendo que ser ingresados urgentemente en el Hos- 
pital ((Gómez Ulla)). 

El Ministerio de Defensa informó que los hechos más 
que constituir una novatada, eran propios de una im- 
prudencia, originada por la actuación de un soldado. 

Como consecuencia de esto, el Ministerio de Defen- 
sa no adoptó las medidas propias del régimen discipli- 
nario sino que trasladó los hechos al Juzgado Togado 
Militar Decano, al objeto de depurar las responsabili- 
dades a que hubiera lugar. 

C. En el expediente 9109024, también tramitado de 
oficio, se hacía referencia a la comisión de novatadas 
y otras conductas delictivas inferidas a reclutas recién 
incorporados en el Grupo de Abastecimiento de Za- 
ragoza. 

Al parecer los autores de estos hechos habían ame- 
nazado y coaccionado a los reclutas, llegando a infe- 
rirles lesiones graves, ocultando incluso en las taquillas 
de éstos drogas, para eludir la responsabilidad en ca- 
so de ser descubiertos. 

El Ministerio de Defensa informó que el Juzgado Mi- 
litar Territorial número 33 de Zaragoza había instrui- 
do una causa, en esclarecimiento de los hechos en los 
que aparecían implicados tres cabos y siete soldados. 

Finalmente se pone de relieve que los encartados se 
encontraban en prisión preventiva y que se habían re- 
chazado los recursos presentados contra esta medida, 
si bien, aún, no se había procedido a dictar auto de pro- 
cesamiento. 

En todo caso, esta institución ha continuado hacien- 
do un seguimiento de todo el tema relativo a las nova- 
tadas, al objeto de prevenir en la medida de lo posible 
estos hechos. 

2.3.2. Voluntariado de la Cruz Roja 

En la queja 91 11278, comparece el padre de un vo- 
luntario que prestaba su servicio militar en el puesto 

de la Cruz Roja de Solsona (Lérida), que fue objeto de 
diversas novatadas, inferidas en su persona por otros 
voluntarios veteranos. 

La Asamblea Suprema de la Cruz Roja informó a es- 
ta institución que, tras practicarse las pruebas opor- 
tunas y oír a los interesados, remitió el expediente a 
la comisión nacional de asuntos disciplinarios que re- 
solvió sancionar a los autores de los hechos con la pér- 
dida de su condición de miembros de la Cruz Roja 
Española. 

Finalmente se informa que esta decisión fue comu- 
nicada al Ministerio de Defensa, quedando estas per- 
sonas a su disposición, para encuadramiento y destino 
en una unidad militar y'continuación del servicio en 
filas durante el tiempo que, en su caso, pudiera corres- 
ponderles como voluntarios normales. 

2.4. Tratamiento psiquiátrico en centros peniten- 
ciarios. 

En informes anteriores hemos venido insistiendo en 
la preocupación de esta institución por la todavía de- 
ficiente regulación normativa de la enfermedad men- 
tal en el marco del Derecho Penal y Procesal Penal. 

Así, hemos venido reiterando la necesidad de refor- 
mar el tratamiento que nuestro Código Penal da a la 
eximente incompleta de enajenación mental prevista 
en el artículo 8.1 de dicho cuerpo legal. 

Como se expone ampliamente en otros apartados del 
presente informe, durante el curso del año 1991 el De- 
fensor del Pueblo ha concluido una investigación de ca- 
rácter general sobre la situación de los internamientos 
psiquiátricos en España. 

En este estudio se ha tratado de profundizar entre 
otras cuestiones, en la vigente configuración normati- 
va de la enfermedad mental desde el punto de vista tan- 
to penal, como procesal penal y penitenciario, 
efectuándose las correspondientes conclusiones .y re- 
comendaciones no sólo de las reformas normativas que 
se han considerado necesarias sino también relativas 
a la actuación de los destinados a aplicar estas normas: 
jueces, fiscales, administración sanitaria y peniten- 
ciaria. 

Por razones sistemáticas se ha considerado oportu- 
no hacer referencia a las cuestiones expuestas en el 
apartado correspondiente al derecho fundamental a la 
libertad personal. 

Así pues, al contenido de dicho apartado nos remiti- 
mos para no romper la unidad de análisis de los diver- 
sos factores que concurren en tan compleja cuestión. 

3. LIBERTAD IDEOLOGICA (ARTICULO 16 DE LA 
CONSTITUCION). 

Se expone en este apartado una queja en la que se 
planteaba la disconformidad del reclamante, militar 
profesional, con la obligatoriedad de que los profesio- 
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nales de las fuerzas armadas hubieran de asistir a ac- 
tos religiosos, por contradecir, a su juicio, tal 
obligación el contenido del derecho fundamental a la 
libertad religiosa. 

Se alegaba, asimismo, una posible discriminación 
que podría llegar a producirse entre estos militares 
profesionales y los de.reemplazo por estar exentos, es- 
tos militares, de asistir a los citados actos religiosos. 

Manifestaba igualmente la inadecuación que, a su jui- 
cio, existía entre el derecho fundamental mencionado 
y la existencia de actos militares que implícitamente 
conllevan manifestaciones religiosas (queja 9022323). 

Si bien esta institución valoró positivamente la trans- 
formación adoptada con la Ley 17/89, de 19 de julio, 
y el Real Decreto 1145/90, de 7 de septiembre, en la me- 
dida en que evita situaciones que obliguen a manifes- 
taciones expresas sobre la religiosidad del personal de 
las Fuerzas Armadas, se consideró procedente poner 
de manifiesto ante el Ministerio de Defensa la necesi- 
dad de adoptar cuantas medidas se estimaran oportu- 
nas para profundizar en la aplicación de los derechos 
constitucionales previstos en los artículos 14 y 16 de 
la Constitución, mediante escrito que ha sido dirigido, 
recientemente, a ese Departamento. 

4. DERECHO A LA LIBERTAD (ARTICULO 17 DE LA 
CONSTITUCION). 

4.1. En el ámbito de la administración de Justicia 

Se exponen en el presente apartado las quejas rela- 
tivas a este derecho fundamental cuando se ha visto 
afectado por una actuación anómala de los tribunales 
de justicia o del Ministerio Fiscal. 

Su importancia radica, pues, no sólo en la entidad 
del derecho fundamental afectado, sino también en que 
su presunta vulneración se ha producido precisamen- 
te por aquellos órganos del Estado directamente encar- 
gados de su protección frente a intromisiones 
ilegítimas de particulares o de otros poderes públicos. 

Alguna de ellas fue ya expuesta en nuestro anterior 
informe, por lo que en el presente debe darse cuenta 
del curso que ha seguido su investigación. 

4.1.1. Detención. de un ciudadano por error 

La investigación de esta queja se inició en el año 1989 
n i  babiendo concluido hasta el año al que se contrae 
el presente informe. 

Este expediente relataba las incidencias de un ciu- 
dadano que fue detenido en Barcelona, el 21 de octu- 
bre de 1986, por orden del entonces titular del antiguo 
Juzgado de Distrito número 21 de Barcelona. 

Al parecer y según la versión del reclamante, la or- 
den de detención fue realizada por error, por ser con- 
fundido el denunciante con la persona que realmente 

debía haber sido detenida, en virtud de un exhorto re- 
mitido al antiguo juzgado de Distrito número 21 de Bar- 
celona por el de igual clase de Arenys de Mar. 

Manifestaba el interesado haber permanecido dos ho- 
ras en una comisaría de policía, siendo después con- 
ducido a la cárcel Modelo de Barcelona. Su puesta en 
libertad se produjo al día siguiente, al haberse apre- 
ciado el error por el juzgado. 

Iniciada la correspondiente investigación directa- 
mente ante el Consejo General del Poder Judicial y tras 
diversas solicitudes de ampliación de información rea- 
lizadas por esta institución, durante el curso del año 
1991 se ha obtenido la información definitiva. 

De la comunicación del Consejo General del Poder 
Judicial se desprende que el antiguo Juzgado de Dis- 
trito número 21 de Barcelona recibió un exhorto del 
de igual clase de Arenys de Mar por el que se solicita- 
ba que se procediera a hacer cumplir al condenado en 
un juicio de faltas dos días de arresto sustitutorio por 
impago de multa y que se requiriera al responsable ci- 
vil subsidiario al pago de la correspondiente indemni- 
zación acordada en la sentencia dictada en dicho 
procedimiento. 

Se continúa manifestando en el informe recibido que 
la funcionaria que redactó el mandamiento de prisión 
para que el condenado cumpliera los dos días de arres- 
to, padeció la equivocación de consignar el nombre y 
apellidos del responsable civil subsidiario, en lugar de 
los del condenado. 

Ello determinó que la policía detuviera e ingresara 
en prisión al primero de los citados, ciudadano com- 
pareciente ante esta institución, que fue excarcelado 
al día siguiente, una vez comprobado el error en vir- 
tud de comunicación telegráfica del juzgado exhortante 
y expedida por la funcionaria la oportuna comunica- 
ción al centro penitenciario de detención de hombres 
de Barcelona, aunque sin informar al juez, que lo fir- 
mó, del error padecido. 

La Comisión Disciplinaria del Consejo, una vez tra- 
mitadas las diligencias informativas, en su reunión del 
día 27 de febrero de 1987 acordó remitir las diligen- 
cias a la Sala de Gobierno de la Audiencia Territorial 
de Barcelona para que incoara expediente disciplina- 
rio a la titular que fue del entonces Juzgado de Distri- 
to número 21 de Barcelona, porpna posible falta grave 
del artículo 418.2." de la Ley Orgánica del Poder Judi- 
cial, y remitir, asimismo, fotocopia de dichas diligen- 
cias al Ministerio de Justicia en cuanto al secretario 
y a la auxiliar. 

La Sala de Gobierno de la entonces Audiencia Terri- 
torial de Barcelona, en sesión del día 29 de junio de 
1988, adoptó un acuerdo de archivo del expediente, no- 
tificándoselo al denunciante y a la Fiscalía de Barce- 
lona, a fin de que pudieran ejercitarse las acciones que 
se estimaran pertinentes. 

En cuanto al expediente disciplinario incoado al se- 
cretario y a la auxiliar, la Sala de Gobierno del Tribu- 
nal Superior de Justicia de Cataluña, en su reunión del 
13 de enero de 1989, de acuerdo con el dictamen del 
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Ministerio Fiscal y la propuesta de la juez instructo- 
ra, acordó el archivo del referido expediente. 

La situación expuesta ha determinado que esta ins- 
titución informe al reclamante de los derechos que pu- 
dieran asistirle al amparo del artículo 121 de la 
Constitución Española y 292 y siguientes de la Ley Or- 
gánica del Poder Judicial por la existencia de un fun- 
cionamiento anormal de la Administración de justicia 
que ha determinado en este caso una situación anómala 
de privación de libertad de un ciudadano sin conse- 
cuencia alguna en el ámbito de la responsabilidad dis- 
ciplinaria o de otra índole de los funcionarios 
intervinientes, lo que a criterio de esta institución re- 
sulta difícilmente comprensible y explicable para cual- 
quier ciudadano que ha sido objeto de tal vulneración 
de sus derechos fundamentales (88000579). 

4.1.2. Detención por error de quien figuraba en autos 
como denunciante. 

En este caso, el ciudadano que compareció ante el 
Defensor del Pueblo manifestaba que en el año 1985 
presentó una denuncia ante la Guardia Civil al haber 
descubierto en un vehículo de su propiedad destinado 
para uso de alquiler, una sustancia que posteriormen- 
te fue identificada como estupefaciente. 

Esta denuncia y el correspondiente atestado de la 
Guardia Civil determinaron la apertura de las corres- 
pondientes diligencias previas por el Juzgado de Ins- 
trucción de Melilla en las que el compareciente fue 
llamado a declarar como denunciante, ratificándose en 
todos los extremos contenidos en el atestado. 

La subsiguiente actuación judicial fue una diligen- 
cia, de fecha 18 de abril de 1988, en la que el compare- 
ciente, denunciante de los hechos, aparecía como 
inculpado. En esta misma diligencia se ordenaba la tra- 
mitación del procedimiento por los cauces estableci- 
dos en la Ley Orgánica 10/80. 

Con fecha 20 de enero de 1989, el Ministerio Fiscal 
formuló escrito de acusación contra el denunciante, ba- 
sando el escrito en que «miembros del grupo antidro- 
ga de la Guardia Civil le aprehendieron la cantidad de 
300 gramos de la sustancia estupefaciente conocida por 
aceite de hachís, droga valorada en 600.000 pesetas y 
que portaba oculta en el interior de un vehículo con 
intención de destinarla en la península al tráfico con 
terceras personas». 

Mediante auto de fecha 31 de enero de 1989, se de- 
claró abierto el juicio oral y dirigida la acusación con- 
tra el compareciente. 

Por auto de fecha 30 de octubre de 1989 se decretó 
la prisión provisional del inculpado y se dictó orden 
de busca y captura. 

El reclamante fue detenido en Granada el día 29 de 
mayo de 1990. Mediante auto de fecha 31 de mayo de 
1990, el Juzgado de Instrucción número 1 de Melilla 
decreto su libertad provisional. 

En la comparecencia que tuvo lugar el día 1 de ju- 
nio de 1990 ante el Juzgado de Instrucción de Melilla, 

el exponente puso de manifiesto el error sufrido al di- 
rigirse el escrito de acusación contra su persona. 

Con motivo de lo expuesto en la mencionada compa- 
recencia, el juzgado competente dictó providencia, de 
fecha 1 de junio de 1990, ordenando la remisión de los 
autos al Ministerio Fiscal para que informara sobre una 
posible nulidad de actuaciones. 

El Ministerio Fiscal interesó, a la vista del error su- 
frido, la nulidad de las actuaciones practicadas a par- 
tir del escrito de acusación. Esta nulidad fue decretada 
por auto de fecha 19 de junio de 1990. 

En el auto precitado se recogía expresamente como 
causa motivadora de la nulidad de actuaciones «el 
error padecido por la Fiscalía al haberse dirigido la 
acusación contra el que realmente había sido el denun- 
ciante de unos hechos que le eran totalmente ajenos». 

En la medida en que de los antecedentes expuestos 
se desprendía que un ciudadano había sido irregular- 
mente privado de libertad en virtud de un presunto 
error de calificación del Ministerio Fiscal, no corregi- 
do posteriormente por el juez, dimos traslado de los 
mismos a la Fiscalía General del Estado. 

Dicha Fiscalía informó inicialmente que «ordenada 
por esta Fiscalía General, se está realizando una ex- 
haustiva información para el esclarecimiento de los 
hechos)). 

Recibido el resultado de dicha investigación que ha- 
bía revestido la forma de diligencias informativas, se 
informó a esta institución de la realidad de los antece- 
dentes de que esta institución le había dado traslado 
y así, el compareciente había sido detenido e ingresa- 
do en prisión como consecuencia de un error de califi- 
cación del Ministerio Fiscal que formuló acusación 
contra aquél, que tan sólo había sido el denunciante 
de los hechos que erróneamente se le imputaban. 

En la resolución dictada por la Fiscalía General del 
Estado se manifiesta que «con la lectura de los esca- 
sos folios de que consta el procedimiento, se eviden- 
cia la errónea comprensión de los hechos al despachar 
la causa, fruto necesariamente de la ligereza y escaso 
detenimiento en su estudio, lo que se hubiera podido 
evitar prestando la atención mínima requerida, que 
también debió omitirse en el extracto de pruebas des- 
truido)). 

Por ello, la Fiscalía General del Estado consideraba 
que la actuación descrita pudiera estimarse constitu- 
tiva de una falta grave y, por tanto, sancionable por vía 
disciplinaria que debía, no obstante, considerarse 
prescrita. 

A la vista de lo expuesto, se ha concluido la tramita- 
ción de este expediente, no sin antes informar al recla- 
mante de los derechos que pudieran asistirle al amparo 
de lo dispuesto en el artículo 121 de la Constitución 
:90i 8969). 

1.1.3. Orden de busca y captura incompleta determi- 
nante de error en una detención 

La presente queja hace referencia a un presunto fun- 
cionamiento anormal tanto de un órgano jurisdiccio- 
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nal como de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 
Estado que determinaron la detención por error de un 
ciudadano. 

Se exponen a continuación los antecedentes que de- 
terminaron la apertura de la correspondiente investi- 
tación. 

El ciudadano que compareció ante el Defensor del 
Pueblo manifestaba que el día 29 de septiembre de 
1990, alrededor de las 23 horas fue detenido, tras un 
control de la Guardia Civil en Aravaca (Madrid), cuan- 
do iba acompañado de unos amigos de regreso a SU do- 
micilio. 

Fue conducido de inmediato al cuartel de la Guar- 
dia Civil de la localidad mencionada, al parecer y se- 
gún le informaron, por la existencia contra él de una 
orden de busca y captura del Juzgado de Instrucción 
número 20 de Madrid desde el año 1988. 

Aproximadamente a las 2 h. de la madrugada fue 
trasladado a las dependencias de los juzgados de la Pla- 
za de Castilla, donde el juez de guardia, titular del Juz- 
gado de Instrucción número 26 decretó la prisión en 
espera de pasar a disposición del Juzgado de Instruc- 
ción número 20 de los de Madrid. 

Aun cuando le hicieron firmar un documento por el 
que se le notificaban sus derechos constitucionales, ale- 
gaba el interesado que, durante su estancia en los ca- 
labozos de la Plaza de Castilla, manifestó directamente 
al juez y con posterioridad, reiteradamente, a los fun- 
cionarios del juzgado de guardia, su voluntad de tener 
un letrado, sin que se accediera a ello en ningún 
momento. 

Manifestaba igualmente que en su brevísimo contac- 
to verbal con el juez de guardia no estaba presente el 
Ministerio Fiscal. 

A las 3 de la madrugada, familiares del detenido se 
personaron en el juzgado de instrucción de guardia con 
el objeto de recabar alguna información sobre la situa- 
ción del mismo. Allí, funcionarios policiales les dije- 
ron que no se preocuparan y que probablemente se 
trataría de algo tan simple como un cambio de domi- 
cilio no notificado. Asimismo, les comentaron que no 
podrían verle porque había salido ya para la prisión 
de Carabanchel. 

Al parecer, la realidad era otra, pues el detenido fue 
trasladado al centro penitenciario en la madrugada del 
domingo al lunes 1 de octubre. 

El lunes, 1 de octubre, a primera hora de la mañana, 
la madre del compareciente fue informada de la exis- 
tencia de una orden de busca y captura contra un ciu- 
dadano de nombre idéntico al de su hijo, en un 
procedimiento oral tramitado en el Juzgado de lo Pe- 
nal número 5 de Madrid. 

En el referido juzgado de lo penal sólo aparecía una 
anotación sobre un libro de registro, sin encontrarse 
documentación alguna relacionada con el asunto. Se- 
gún les informaron, debía haberse devuelto al Juzga- 
do de Instrucción número 20 por faltar alguna 
diligencia. 

Por fin, aparecieron los autos en este último órgano 
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judicial y pudieron ser examinados por la hermana del 
compareciente, quien comprobó la inexistencia del nú- 
mero del Documento Nacional de Identidad del ciuda- 
dano encartado en esas diligencias judiciales. 

Los únicos datos coincidentes del encausado con los 
del compareciente eran el nombre, los dos apellidos, 
la fecha de nacimiento y el nombre de la madre. 

Los demás datos identificatorios como el nombre del 
padre, el domicilio, los estudios o los antecedentes pe- 
nales, inexistentes en el caso del exponente, eran dis- 
tintos de los datos personales del afectado por la 
referida detención. 

Comprobada, al fin, la existencia de un error en la 
identidad del afectado por la orden de busca y captu- 
ra, la Magistrada-Juez titular del Juzgado de Instruc- 
ción número 20 aproximadamente a las 13 h. de ese día 
dictó la orden de libertad, haciendo constar que había 
sido detenido por error y que no era la persona sujeta 
a la orden de busca y captura. 

Manifestaba igualmente el reclamante que descono- 
cía si de esa orden de libertad en la que se hacía cons- 
tar el error sufrido en su detención, se había dado 
traslado a las Fuerzas de Seguridad del Estado con la 
finalidad de que pudiera anularse la ficha policial que 
se hubiera realizado, puesto que al detenido le fueron 
tomadas las huellas dactilares a la salida del juzgado 
de guardia antes de ser conducido al centro peniten- 
ciario de Carabanchel. 

Manifestaba también en su escrito el comparecien- 
te que, a pesar de las intensas gestiones realizadas cer- 
ca de la dirección de la cárcel de Carabanchel, el 
detenido por error no salió del centro penitenciario 
hasta las 20 horas de ese día. 

A la vista de estos antecedentes, esta institución ini- 
ció la correspondiente investigación ante la Fiscalía Ge- 
neral del Estado, con la finalidad de conocer las 
actuaciones llevadas a cabo por los órganos jurisdic- 
cionales que determinaron esta detención errónea. 

También se inició la pertinente investigación ante la 
entonces Dirección General de Instituciones Peniten- 
ciarias, para conocer las razones que habían determi- 
nado la tardanza que, al parecer, se había producido 
en la efectiva cumplimentación del mandamiento de li- 
bertad por parte del centro penitenciario de Cara- 
banchel. 

Recibida, en primer término la información solici- 
tada de la entonces Dirección General de Instituciones 
Penitenciarias, en ella se manifestaba que el día en que 
fue puesto en libertad el compareciente «fueron libe- 
rados 34 internos, la cumplimentación de todas esas 
libertades en los respectivos expedientes, anotación en 
libros destinados al efecto, confección de órdenes de 
salida, aviso a los internos para que recojan sus perte- 
nencias y depositen aquellas que tienen del centro pa- 
ra su uso personal, identificación dactilar y posterior 
libertad efectiva, conlleva un tiempo que, en el caso que 
nos ocupa no puede estimarse como excesivo)). 

Las razones expuestas se estimaron por esta institu- 
ción como suficientemente justificativas del retraso de 
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unas horas en la cumplimentación del mandamiento 
de libertad del reclamante, por lo que concluimos la 
investigación iniciada ante la administración peniten- 
ciaria. 

En cuanto a la investigación en curso ante la Fisca- 
lía General del Estado, se recibieron sucesivos infor- 
mes de los que se desprendía la realidad de lo 
manifestado a esta institución por el reclamante, el 
cual estuvo privado indebidamente de libertad desde 
las 23 horas del sábado 29 de septiembre de 1990 has- 
ta las 20 horas del lunes 1 de octubre de 1990, sin exis- 
tir causa legítima alguna. 

Por ello y dado que de los informes recibidos no po- 
dían desprenderse los motivos por los cuales se pro- 
dujo este grave error, y con la finalidad de estudiar 
fórmulas posibles de colaboración entre la Administra- 
ción de justicia y las Fuerzas y Cuerpos de la Seguri- 
dad del Estado que impidan que en el futuro se repitan 
situaciones de este tipo, se solicitó de la Fiscalía Ge- 
neral del Estado que continuara la investigación ini- 
ciada en orden al total esclarecimiento de las 
circunstancias que determinaron la detención del re- 
clamante y su posterior ingreso en prisión, en virtud 
de una orden de busca y captura dirigida contra dis- 
tinta persona. 

Así, en los informes remitidos por la Fiscalía Gene- 
ral del Estado, no constaban las actuaciones que fue- 
ron practicadas por el juez de guardia una vez que el 
detenido fue puesto a su disposición, ni si se hizo, an- 
te las manifestaciones de éste, comprobación alguna 
sobre la coincidencia de identidad entre la persona con- 
tra la que se libró la orden de busca y captura y la per- 
sona detenida. 

Tampoco constaba si el juez de guardia procedió en 
la forma establecida en el artículo 498 de la Ley de En- 
juiciamiento Criminal, o si dictó auto elevando la de- 
tención a prisión, notificándolo al Ministerio Fiscal, tal 
como establece el artículo 501 de la citada ley proce- 
sal, sin que tampoco en los informes recibidos se es- 
clarecieran las causas por las que el Ministerio Fiscal 
no tuvo conocimiento de esta detención. 

Por otra parte, a la vista de la fotocopia que nos fue 
remitida de la orden de busca y captura, dirigida por 
el Magistrado Juez de Instrucción número 20 al Direc- 
tor de la Seguridad del Estado el 29 de febrero de 1988, 
resultaba necesario conocer si los datos que el juzga- 
do había insertado en la misma eran todas las señas 
de identidad del encausado que constaban en el proce- 
dimiento, tal y como establece el artículo 513 de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal. 

Esta institución se encuentra a la espera de recibir 
la nueva información solicitada de la Fiscalía General 
del Estado sobre los extremos que acaban de ex- 
ponerse. 

Por último y a la vista de los informes que a esta ins- 
titución remitió dicha Fiscalía General, hubo de iniciar- 
se también la correspondiente investigación ante el 
Ministerio del Interior, del que se solicitó información 
en relación con los siguientes extremos: 

- Diligencias practicadas en la comisaría de poli- 
cía de la Arganzuela con motivo de la detención del real- 
mente encausado en el procedimiento seguido ante el 
Juzgado de Instrucción número 20 de Madrid, el 27 de 
noviembre de 1987 y si el mismo fue fichado y dactilo- 
grafiado. 
- Diligencias practicadas por la Guardia Civil el día 

29 de septiembre de 1990 cuando procedieron a la de- 
tención del ciudadano compareciente ante el Defensor 
del Pueblo, en orden a comprobar si coincidían todas 
sus señas de identidad con las de la persona contra la 
que realmente se libró orden de busca y captura por 
el Juzgado de Instrucción número 20 de Madrid. 

Recientemente se ha recibido el informe elaborado 
al respecto por el Ministerio del Interior, del que se des- 
prende que la comisaría del distrito de Arganzuela, 
cuando practicó el día 27 de noviembre de 1987 la de- 
tención del ciudadano verdaderamente encausado, no 
realizó reseña alguna del mismo ni comprobación de 
sus datos de identidad y domiciliarios. 

Ello ha determinado que por dicho departamento 
se haya dispuesto la instrucción de una información 
reservada encaminada a determinar la corrección de 
la actuación de dicha comisaría en la detención citada. 

En la medida en que la correcta actuación inicial de 
aquella comisaría comprobando la identidad y dacti- 
lografiando al realmente encausado en el proceso, hu- 
biera podido evitar la ulterior detención por error del 
ciudadano compareciente ante el Defensor del Pueblo, 
esta institución prosigue también la investigación ini- 
ciada ante el Ministerio del Interior. 

Debe, pues, seguir abierta la investigación de la pre- 
sente queja, toda vez que sucesivas disfunciones en el 
actuar de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Es- 
tado, de los órganos jurisdiccionales y del Ministerio 
Fiscal, han determinado que un ciudadanos totalmen- 
te ajeno a una investigación judicial en curso, se vea 
inopinadamente detenido e ingresado en prisión 
(9026046). 

4.2. En el ámbito de las Fuerzas y Cuerpos de Se- 
guridad. 

En la presentación del informe correspondiente al 
año 1990 en su discurso ante el Pleno del Congreso de 
los Diputados el Defensor del Pueblo dijo textualmente: 

En cuanto a las quejas recibidas sobre el artículo 17 
de la Constitución, es decir, sobre la libertad personal, 
nosotros hemos abordado el tratamiento de estas que- 
jas en el informe siempre desde una perspectiva muy 
clara y que sinceramente tenemos perfectamente deli- 
mitada. La libertad personal, unida a la seguridad per- 
sonal, que son dos valores absolutamente indisolubles, 
son la esencia de todos los demás derechos fundamen- 
tales de la persona. Por lo tanto, para nosotros todos 
los supuestos en que se ponga en peligro o se vulnere 
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la libertad personal y la seguridad personal, son ele- 
mentos esenciales e inmediatos de intervención, y, des- 
de luego, tal como ha dicho el Tribunal Constitucional, 
no hay espacios intermedios, o se es libre o se está de- 
tenido. Y si se está detenido, se está con todas las ga- 
rantías constitucionales. Esto nos parece que es un 
principio esencial y básico, que hemos defendido y que 
naturalmente defenderemos en el futuro. 

Una vez más hemos de insistir en que toda restric- 
ción a la libertad ha de ser conforme a lo dispuesto en 
la Constitución y las disposiciones legales al respecto, 
y, en su caso, en supuestos excepcionales como los con- 
troles de alcoholemia en virtud de la doctrina estable- 
cida al efecto por el Tribunal Constitucional, sin que 
puedan las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Esta- 
do crear otro tipo de restricciones de la libertad per- 
sonal, por cuanto ello supondría una privación o 
restricción de las garantías constitucionales inheren- 
tes a la detención, al margen de las previsiones consti- 
tucionales y legales. 

De esta forma, el reconocimiento de una situación 
de privación de libertad no puede depender de la cali- 
ficación que, en el marco de una actuación estrictamen- 
te policial, pretendan otorgar los agentes de las Fuerzas 
y Cuerpos de Seguridad del Estado a estos casos, sino 
de la existencia de los condicionamientos objetivos que 
concurran en cada supuesto. 

Así, algunos ciudadanos presentan quejas contra ac- 
tuaciones policiales por haber sido detenidos sin las 
garantías jurídicas previstas en el ordenamiento; soli- 
citado informe de la autoridad competente, éste en al- 
gún supuesto ha pretendido justificar el quebranto de 
las garantías constitucionales y legales en que tales he- 
chos se conceptuaron como restricción de libertad y 
no como detención. 

En este sentido resalta la queja 9013694, puesta ya 
de manifiesto en el apartado relativo a presuntos ma- 
los tratos, en la que la Dirección General de la Guar- 
dia Civil, ante la denuncia formulada por un ciudadano 
con motivo de su detención y conducción al cuartel de 
la Guardia Civil de San Andrés de la Barca, en Barce- 
lona, por una infracción del Código de la Circulación, 
pone de manifiesto que aun cuando debe rechazarse 
la llamada retención, por cuanto pudiese constituir una 
detención encubierta, lo cierto es que la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal contempla actuaciones prelimina- 
res, tanto de agentes de autoridad, como de la propia 
autoridad judicial, que suponen coerción sobre la per- 
sona y no constituyen detención ni en los términos le- 
gales ni constitucionales. 

Se aprecia por tanto en esta contestación oficial el 
intento de situar fuera del ámbito de la detención ac- 
tuaciones policiales a las que, según la Dirección Ge- 
neral de la Guardia Civil no les resulta de aplicación 
el artículo 520 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
pues como señalan en su informe ((faltan los presupues- 
tos de hecho que justifican la existencia del precepto, 

como son la imputación de hechos presuntamente de- 
lictivos o la toma de declaración». 

Esta institución no entiende adecuada a la Constitu- 
ción y a las leyes una interpretación de esta naturale- 
za y en consecuencia procede dar traslado al Fiscal 
General del Estado de todos los supuestos de natura- 
leza semejante de que tenga conocimiento. 

El artículo 520 de la Ley de Enjuiciamiento Crimi- 
nal, por otra parte, establece la necesidad de que se 
practique la detención en ia forma que menos perjudi- 
que al detenido. 

Se trata por tanto de que la medida sea proporcio- 
nal y necesaria y que se adopte razonablemente, lo que 
implica evitar situaciones como las detectadas a tra- 
vés de algunas quejas recibidas en esta institución, don- 
de la actividad policial de una detención no está 
preordenada a la inmediata puesta a disposición judi- 
cial del detenido, siendo puesta en libertad la persona 
en cuestión en el plazo máximo de 72 horas. 

Así, con relación a la proporcionalidad y necesidad 
de la detención, destaca la queja 91 17516 en la que un 
ciudadano que tiene un incidente con la policía como 
consecuencia de la permanencia en un local público, 
abierto más allá de las horas establecidas para el cie- 
rre de los mismos, y que inicialmente colabora con la 
policía, personándose en las dependencias policiales 
para su identificación y el esclarecimiento de los he- 
chos, resulta horas después detenido en virtud de la 
acusación que contra él constaba en las diligencias ini- 
ciadas y por las que se había dispuesto su comparecen- 
cia, con un carácter automático sin advertir la actitud 
inicialmente positiva del ciudadano de haberse perso- 
nado voluntariamente en las dependencias policiales. 

Es cierto que de acuerdo al informe remitido por el 
Ministerio del Interior, esta detención pudo durar es- 
casamente 40 minutos, pero no deja de ser menos cierto 
que la detención producida en este caso no responde 
a los presupuestos jurídicos que debe reunir esta me- 
dida, como es la imputación de un hecho delictivo y la 
necesidad de evitar la posible sustracción a la actua- 
ción de la justicia por parte de un presunto delincuente. 

Asimismo, es importante tener en cuenta con arre- 
glo a lo previsto en el artículo 520, párrafo segundo, 
que la detención no puede durar más del tiempo estric- 
tamente necesario para la realización de las averigua- 
ciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, con 
un máximo de 72 horas. 

En este sentido, resulta significativo poner de relie- 
ve que ese plazo de las 72 horas es un plazo máximo 
y que la detención, que debe precisamente practicarse 
en la forma que menos perjudique al detenido, no tie- 
ne que alcanzar, con carácter general, necesariamen- 
te ese plazo. 

Hay que tomar en consideración que ese plazo má- 
ximo es una garantía para el ciudadano detenido, sin 
que suponga un período de libre disposición por parte 
de los agentes policiales. 

Por todo lo anterior, esta institución ha remitido es- 
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tos antecedentes al Fiscal General del Estado, a los 
efectos oportunos. 

La necesidad de que toda persona detenida sea in- 
formada de forma comprensible e inmediata de los he- 
chos que se le imputan y de las razones que motivan 
esa detención, así como de los derechos que le asisten, 
obliga a tomar en cuenta las quejas formuladas ante 
esta institución sobre la irregularidad que puede ser 
cometida por la actuación policial en el momento de 
la detención. 

Efectivamente, se ha detectado que este derecho de 
información y de conocimiento que debería practicar- 
se por la policía con un carácter inmediato a la apre- 
hensión física del detenido, no se ha producido en algún 
caso sino hasta pasado un tiempo, normalmente hasta 
que es conducido físicamente a la comisaría o depen- 
dencia policial y en algunos casos después de que ha 
permanecido durante cierto tiempo en la misma. 

En cuanto a la asistencia de letrado, sin perjuicio de 
insistir en que debe ser obligada en los supuestos le- 
galmente previstos, resulta necesario recabar que se 
facilite su presencia en todos aquellos casos en que el 
extranjero, a su entrada en territorio español, solicite 
asilo o refugio, ya que la Ley 511984 de 26 de marzo, 
reguladora del derecho de asilo y de la condición de 
refugiado, prevé expresamente el derecho a la asisten- 
cia de abogado del solicitante. 

En estos casos, algunas autoridades gubernativas en- 
tienden que no es factible la presencia de letrado por 
no tratarse de una detención, sino de una medida de 
policía de otra naturaleza, incumpliendo así la previ- 
sión expresa de la ley al respecto. 

Las condiciones en que se produce la detención, el 
estado de las dependencias policiales en que el deteni- 
do se encuentra, así como la infraestructura en la que 
puede desarrollarse los interrogatorios deben tender 
a no perjudicar al detenido. 

Asimismo es necesario que estas instalaciones per- 
mitan una atención diferenciada entre el detenido y la 
posible víctima del delito. 

Así en la queja 91 19454, el ciudadano comparecien- 
te que fue detenido y conducido a la comisaría de Sol 
denunció las condiciones higiénicas deplorables en las 
que se encontraban los calabozos de dicha dependen- 
cia, significándose que permanecían al menos cuatro 
personas detenidas en camastros mezclados con per- 
sonas afectas a drogodependencia con síndrome de abs- 
tinencia, lo que originaba una situación de tensión, 
siendo imposible conciliar el sueño durante toda la no- 
che que permaneció en esos calabozos. 

Asimismo señalaba que cuando fue conducido al juz- 
gado de guardia de la Plaza de Castilla, para prestar 
declaración, lo hizo en un vehículo policial en el que 
prácticamente iban hacinadas alrededor de veinte per- 
sonas cuando la capacidad de dicho vehículo no debía 
ser superior a las diez. 

El Ministerio del Interior informó a esta institución 
en relación con las condiciones de los calabozos lo si- 
guiente: 

«En los calabozos de la inspección central de guar- 
dia, en el edificio de la Puerta del Sol, existen celdas 
de dimensiones diferentes, con espacio y capacidad ofi- 
cial suficientes para acoger en condiciones dignas al 
número de detenidos que se encontraban en los días 
señalados por la persona denunciante.)) 

Por lo que se refiere al traslado en un vehículo celu- 
lar, se señala que no se superó el número de plazas que 
tiene determinado este tipo de vehículos, y que en to- 
do caso los elementos de seguridad con que va dotado 
reducen su capacidad y determinan su incomodidad 
por lo que no es utilizado para trayectos de larga du- 
ración. 

En todo caso, el Ministerio del Interior indica, en ese 
mismo informe, la necesidad de dotar al parque móvil 
encargado del traslado de detenidos de vehículos más 
modernos que se ajusten a las especificaciones técni- 
cas dispuestas en la Orden Ministerial de 6 de abril de 
1990, sobre vehículos destinados a la conducción de de- 
tenidos, presos y penados. 

Estas deficiencias, reconocidas por el Ministerio del 
Interior, hacen necesario que se destinen los medios 
económicos precisos para paliar las mismas a la ma- 
yor brevedad, como esta institución ha puesto de re- 
lieve, recientemente, a ese Departamento. 

4.3. En el ámbito de la administración penitenciaria 

Se da cuenta en este apartado de una investigación 
iniciada de oficio ante la Secretaría General de Asun- 
tos Penitenciarios en relación con un retraso en la cum- 
plimentación de un mandamiento judicial de libertad 
de una interna de la cárcel de Nanclares de la Oca 
(Alava). 

Según la información recibida en esta institución, en 
el centro penitenciario de Nanclares de la Oca se reci- 
bió el día 21 de diciembre de 1990 una orden judicial 
de libertad de una interna allí ingresada. 

Esta orden no fue, al parecer, cumplimentada por el 
centro penitenciario hasta el día 17 de enero de 1991 
en que dicha interna fue efectivamente puesta en li- 
bertad. 

Iniciada de oficio la correspondiente investigación 
ante la Secretaría General de Asuntos Penitenciarios, 
se recibieron sucesivos informes de los que se despren- 
día que, tras nuestra intervención, se inició inmedia- 
tamente una información reservada para el 
esclarecimiento de los hechos, que determinó la pos- 
terior apertura de un expediente disciplinario contra 
un funcionario. 

En el curso de dicho expediente pudo acreditarse la 
realidad de los antecedentes expuestos y así, a pesar 
de que el mandamiento judicial de libertad tuvo entra- 
da en el centro penitenciario aludido el día 21 de di- 
ciembre de 1990, no fue cumplimentado, poniendo en 
libertad a la interna, hasta el día 17 de enero de 1991. 

Ello ha determinado que dicho expediente discipli- 

- 53 - 



CORTES GENERALES 25 DE ABRIL DE 1992.-SERIE A. NÚM. 37 

nario haya concluido sancionando al funcionario res- 
ponsable, como autor de una falta grave (9101 197). 

4.4. Internamiento de enfermos en centros psiquiá- 
tricos 

En el informe correspondiente al año anterior se ha- 
cía expresa referencia a una investigación de carácter 
general, que entonces se iniciaba, sobre la situación de 
los centros de internamiento psiquiátricos. 

Esta investigación ha concluido a lo largo del año 
1991, habiendo dado lugar a un estudio monográfico 
sobre la situación jurídica y asistencial del enfermo 
mental en España. 

En los capítulos del presente informe relativos a la 
administración sanitaria, central y autonómica, se da 
cumplida cuenta del contenido de dicho estudio en sus 
diversos aspectos: método seguido para su elaboración, 
situación de la atención a la salud mental y de la asis- 
tencia psiquiátrica en España, marco general e instru- 
mentos para la reforma psiquiátrica, estructura 
asistencial existente, resultados de las visitas realiza- 
das a las unidades de psiquiatría de los hospitales ge- 
nerales, a los hospitales psiquiátricos y a otros 
dispositivos asistenciales, etc. Así como de las conclu- 
siones y recomendaciones a que esta multiplicidad de 
aspectos estudiados ha dado lugar. 

Así pues, en el presente apartado, haremos tan sólo 
referencia sintética a las consideraciones que en dicho 
estudio se contienen relativas a las garantías necesa- 
rias para que la limitación del derecho fundamental a 
la libertad pesonal que el internamiento psiquiátrico 
supone, se lleve a cabo de conformidad con las exigen- 
cias derivadas de la Constitución y del Convenio Euro- 
peo para la Protección de los Derechos Humanos y de 
las Libertades Fundamentales, de 4 de noviembre de 
1950, ratificado por España. 

De otra parte, se exponen también en este apartado 
algunas investigaciones de carácter puntual que se han 
llevado a cabo durante el año al que el presente infor- 
me se contrae, en relación con las garantías que deben 
rodear a todo internamiento psiquiátrico, sea éste de 
carácter civil o penal, investigaciones éstas que, en su 
mayoría, se han iniciado de oficio. 

4.4.1. Aspectos generales de los internamientos 

Bajo el título de «Internamientos e intervención de 
la Administración de Justicia)) se exponen en dicho es- 
tudio una serie de consideraciones relativas a nuestro 
panorama normativo regulador de los internamientos 
psiquiátricos. 

Estas consideraciones abarcan no sólo aquellas nor- 
mas de naturaleza civil o procesal civil reguladoras de 
esta situación de privación de libertad, sino también 
aquellas otras de carácter penal o procesal penal rela- 
tivas a los internamientos psiquiátricos, pues a ambas 

modalidades de internamiento se contrae dicho estu- 
dio monográfico. 

La exégesis mencionada toma como punto de parti- 
da las exigencias derivadas de la Constitución y de la 
jurisprudencia constitucional, del Convenio Europeo 
antes citado y de la jurisprudencia elaborada sobre el 
mismo por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 
así como de algunas recomendaciones del Consejo de 
Europa sobre la materia. 

Tras una amplia exposición de las garantías que de- 
ben acompañar a este tipo de internamientos, deriva- 
das de los textos y de la jurisprudencia que acaba de 
citarse, se efectúa un pormenorizado análisis crítico 
tanto de la legislación civil, penal, procesal y peniten- 
ciaria, como de su aplicación por jueces, fiscales y ad- 
ministración sanitaria. 

Así, y por lo que se refiere a los internamientos rea- 
lizados al amparo de la legislación civil, se abordan tan- 
to los internamientos involuntarios, urgentes y no 
urgentes, como los voluntarios, así como la revisión de 
los internamientos realizados antes de la entrada en 
vigor del vigente artículo 21 1 del Código Civil. 

En cuanto a los internamientos realizados al ampa- 
ro de la legislación penal, se aborda con detenimiento 
la actual situación penal, procesal y penitenciaria de 
los enfermos mentales a los que se aplica la eximente 
completa o incompleta de enajenación mental, así co- 
mo los supuestos de enajenación mental que surgen du- 
rante la tramitación de un proceso penal en curso o 
durante la fase de ejecución de la pena de privación 
de libertad. 

Tras la detallada exposición de estas cuestiones, tan- 
to desde el punto de vista normativo como de su apli- 
cación en la realidad, se recogen una serie de 
conclusiones y de recomendaciones al respecto que se 
ha valorado la conveniencia de incluir en el presente 
informe. 

4.4.1.11 Conclusiones 

A. En cuanto a los internamientos efectuados al am- 
paro de la legislación civil. 

Primera. Lo escueto de la regulación contenida en 
el artículo 21 1 del Código Civil, da lugar a la existen- 
cia de importantes lagunas que están generando en la 
práctica un cierto margen de inseguridad jurídica cu- 
ya trascendencia se encuentra en directa proporción 
con el ámbito en el que se produce: el del derecho fun- 
damental a la libertad personal. Así, tanto la adminis- 
tración sanitaria como jueces y fiscales, aplican 
criterios contradictorios y de muy distinto alcance. 

Segunda. En materia de traslados de los enfermos 
psíquicos, cuyo ingreso ha sido judicialmente autori- 
zado, existen disfunciones en la práctica derivadas fun- 
damentalmente de dos factores. De un lado, de la 
carencia o insuficiencia de ambulancias y de personal 
sanitario especializado y, de otro, de la falta de clarifi- 
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cación en orden a la titularidad de esta competencia 
entre la administración sanitaria y las Fuerzas de Se- 
guridad. 

Tercera. De las visitas realizadas se aprecia una cier- 
ta inactividad del Ministerio Fiscal -a pesar de las ins- 
trucciones dadas al respecto por la Fiscalía General del 
Estado- en orden a promover la incapacitación, cuan- 
do ésta fuera realmente procedente. 

Cuarta. Ha podido también constatarse una caren- 
cia de previsiones organizativas en la administración 
sanitaria o asistencia1 en orden a facilitar el ejercicio 
de la función tutelar o de defensor judicial de los en- 
fermos mentales incapacitados o en curso de incapa- 
citación, que carecen de parientes que puedan ser 
nombrados tutores o defensores judiciales. 

Quinta. En algunos de los centros visitados ha po- 
dido constatarse que el control judicial y del Ministe- 
rio Fiscal que nuestra legislación exige sobre la 
situación de internamiento no se realiza con la efica- 
cia debida, omitiéndose también por parte de los res- 
ponsables de los centros, la remisión de una 
información periódica al juzgado competente sobre la 
evolución clínica de los pacientes ingresados. 

Sexta. En relación con los ingresos involuntarios ur- 
gentes, en muchos casos el control judicial para su 
aprobación no se efectúa cumpliendo los requisitos que 
la ley prevé. Por otra parte, las comunicaciones que los 
centros remiten a los juzgados competentes informan- 
do de este tipo de ingresos suelen ser, como regla ge- 
neral, excesivamente escuetas. 

Séptima. Existen todavía centros que no han em- 
prendido la revisión de internamientos anteriores a la 
Ley 1311983, de 24 de octubre, en colaboración con los 
jueces y el Ministerio Fiscal. 

B. En relación con los internamientos realizados al 
amparo de la legislación penal, procesal penal y peni- 
tenciaria. 

Primera. La todavía inadecuada regulación en nues- 
tro Código Penal de la eximente completa de enajena- 
ción mental, está determinado, en la práctica diaria de 
nuestros tribunales, que se impongan medidas de in- 
ternamiento de duración ilimitada, aplicadas incluso 
a delitos de escasa entidad en cuanto a la pena, que no 
suelen ser revisadas judicialmente para imponer, en su 
caso, las medidas alternativas que la actual redacción 
del Código Penal prevé. 

Segunda. La Ley de Enjuiciamiento Criminal no 
aborda la enfermedad mental durante la fase de ins- 
trucción con todos los matices que esta peculiar situa- 
ción requiere. Ello está determinando que, en la 
práctica, puedan producirse aplicaciones espúreas de 
la medida cautelar de prisión provisional; o bien que 
los jueces adopten medidas cautelares de internamien- 
to del encausado en centros psiquiátricos, carentes de 
cobertura legal alguna y, en consecuencia, sin garan- 
tías de ningún tipo en orden a las causas por las que 
el internamiento se decreta y a su duración. 

Tercera. La defectuosa regulación de la Ley de En- 
juiciamiento Criminal está determinando que los ór- 
ganos jurisdiccionales, con frecuencia, impongan al 
encausado exento de responsabilidad por enajenación 
mental, las medidas previstas en el artículo 8.1 del Có- 
digo Penal mediante auto de sobreseimiento libre, sin 
audiencia ni contradicción previa alguna. 

Cuarta. En no pocos de los casos observados durante 
las visitas, los enfermos ingresados en centros psiquiá- 
tricos en aplicación del artículo 8.1 del Código Penal, 
se encuentran sin haber sido declarados incapaces por 
el correspondiente juez civil. 

Quinta. La regulación de la enfermedad mental que 
surge durante la fase de cumplimiento de la pena, se 
encuentra también deficientemente regulada tanto en 
el Código Penal como en el Reglamento Penitenciario, 
resultando este último, además, de difícil acomodo a 
las previsiones contenidas sobre la misma materia en 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

4.4.1.2. Recomendaciones 

A. 
paro de la legislación civil. 

En cuanto a los internamientos efectuados al am- 

Primera. Que se produzca la imprescindible refor- 
ma legislativa en virtud de la cual, con la prudencia 
reclamada a lo largo de este estudio, se dé regulación 
expresa a las siguientes cuestiones: 

- Garantías que deben rodear a los internamientos 

- Legitimación para solicitar el internamiento. 
- Garantías que deben rodear el internamiento de 

los menores de edad y de los ya incapacitados. 
- Eficacia de la resolución judicial por la que se 

acuerda el internamiento psiquiátrico. 
- Alcance del control judicial sobre el alta médica 

del enfermo internado. 
- Persona concreta obligada a comunicar al juez el 

internamiento involuntario de carácter urgente. 
- Establecimiento de un plazo máximo, que debe- 

rá ser breve, en el que el juez debe dictar la resolución 
aprobatoria o no sobre el internamiento involuntario 
de carácter urgente. 
- Establecimiento de mecanismos de control sobre 

algunos tratamientos médico psiquiátricos especial- 
mente agresivos. 
- Determinación expresa de la competencia terri- 

torial del juez que en cada caso debe autorizar o apro- 
bar el internamiento o controlar su permanencia. 

voluntarios. 

Segunda. Que se generalice la concentración en un 
solo juez de las cuestiones relativas a los internamien- 
tos psiquiátricos e incapacitaciones de los enfermos 
mentales, en las grandes capitales y en las localidades 
en que existan varios jueces. Sería igualmente conve- 
niente que existiera un fiscal en cada provincia que asu- 
miera las competencias en esta materia. 
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Tercera. Que los jueces remitan en todos los casos 
a los centros, copia de la resolución por la que se auto- 
riza el internamiento. 

Cuarta. Que se realicen convenios de colaboración 
entre la administración sanitaria, jueces, fiscales y 
Fuerzas de Seguridad para que la competencia de la 
administración sanitaria en materia de traslados de en- 
fermos psíquicos, pueda llevarse a cabo con la fluidez 
necesaria. 

Quinta. Que por el Ministerio Fiscal se extreme el 
celo en orden a promover la incapacitación de los en- 
fermos internados, cuando ésta fuera realmente pro- 
cedente. 

Sexta. Que por la administración sanitaria o asisten- 
cial se adopten las previsiones organizativas necesarias 
para facilitar el nombramiento de tutor o defensor ju- 
dicial de los incapacitados que carezcan de parientes, 
así como para el adecuado ejercicio de ambas fun- 
ciones. 

Séptima. En cuanto al control periódico judicial y 
del Ministerio Fiscal sobre la situación de internamien- 
to que nuestra legislación exige, sería necesario que se 
generalizaran las visitas periódicas a los centros don- 
de aún no se hace por parte de los jueces y del Minis- 
terio Fiscal; así como que en las resoluciones judiciales 
por las que se acuerda el internamiento, se exija de los 
responsables de los centros información periódica so- 
bre la evolución del tratamiento; y por último, que los 
responsables de los centros remitan también con ca- 
rácter periódico esta información al juzgado. 

Octava. En cuanto a los ingresos involuntarios ur- 
gentes, sería conveniente que por los jueces se visita- 
ra el centro con la finalidad de examinar 
personalmente al enfermo, solicitar el correspondien- 
te dictamen médico y, con posterioridad, remitir la co- 
rrespondiente resolución aprobatoria o denegatoria del 
ingreso, que debería ser comunicada al centro. Esta 
práctica debe desarrollarse tanto en las unidades de 
psiquiatría de los hospitales generales, como en los cen- 
tros de larga estancia. Por otra parte, sería también 
conveniente que las comunicaciones que los centros re- 
miten a los juzgados informando de este tipo de ingre- 
sos fueran menos esquemáticas. 

Novena. Que se generalice la revisión de todos los 
internamientos psiquiátricos llevados a cabo con an- 
terioridad a la Ley 13/1983, de 23 de octubre, que per- 
manezcan en la actualidad. Revisión que debe 
realizarse por los centros en colaboración con los jue- 
ces y el Ministerio Fiscal. 

B. En cuanto a los internamientos llevados a cabo al 
amparo de la legislación penal, procesal penal y peni- 
tenciaria. 

Primera. Reformar la actual redacción del artículo 
8.1 del Código Penal de forma que se limite la posibili- 
dad de adoptar la medida de internamiento exclusiva- 
mente a aquellos casos en que el delito estuviera 

castigado con pena privativa de libertad y que su du- 
ración no pueda exceder de la duración de ésta, debien- 
do el Tribunal fijar expresamente esta duración en la 
sentencia. 

Que se prevea expresamente una obligación de revi- 
sión periódica del internamiento, en intervalos razo- 
nables, por parte del tribunal sentenciador. 

Segunda. Hasta tanto esta reforma legislativa se pro- 
duzca, que los órganos jurisdiccionales y el Ministerio 
Fiscal, adecúen su actuación a los criterios estableci- 
dos por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos y 
la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, que im- 
piden los internamientos de duración ilimitada y obli- 
gan a revisar periódicamente, en intervalos razonables, 
las situaciones de internamiento por ellos decretadas, 
resolviendo siempre motivadamente sobre las peticio- 
nes que al respecto se les formulen. 

Tercera. Reformar la Ley de Enjuiciamiento Crimi- 
nal en su tratamiento de la enfermedad mental duran- 
te la fase de instrucción de tal forma que: 

- Se establezca una limitación temporal a la obser- 
vación médica prevista en el artículo 381. 
- Que se efectúe una remisión expresa a la posible 

aplicación por el juez competente de las previsiones 
contenidas en el artículo 2 1 1 del Código Civil, para el 
caso de que fuera necesario un tratamiento médico en 
régimen de internamiento del inculpado, cuando no 
fuera procedente la adopción de la prisión provisional 
respecto del mismo. Con ello, se evitarían posibles apli- 
caciones espúreas de una medida cautelar tan grave 
como es la de la prisión preventiva. 
- También para evitar posibles aplicaciones inade- 

cuadas de la medida cautelar de prisión provisional se- 
ría conveniente que, durante la instrucción, la ley 
procesal previera, junto a aquélla, la adopción de la me- 
dida cautelar de internamiento en centro psiquiátrico, 
con las mismas garantías de la prisión preventiva y con 
los mismos requisitos que ésta. 

Cuarta. Reformar el artículo 383 de la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal en el sentido de suprimir la posi- 
bilidad de que en el auto de archivo, por el que se 
suspende el proceso cuando se aprecia la enajenación 
del encausado surgida durante el mismo, se adopten 
las medidas asegurativas previstas en el artículo 8.1 del 
Código Penal. 

Quinta. Reformar la Ley de Enjuiciamiento Crimi- 
nal en el sentido de impedir que mediante el auto de 
sobreseimiento libre previsto en el número 3 del artí- 
culo 637, puedan adoptarse las medidas previstas en 
el artículo 8.1 del Código Penal y exigiendo también 
que, en todo caso, cuando se aprecie la posible concu- 
rrencia en el encausado de la eximente de enajenación 
mental, continúe el proceso hasta sentencia. 

Sexta. Reformar el artículo 82 del Código Penal re- 
iativo a la enajenación mental que surge durante el 
cumplimiento de la pena, en relación con los siguien- 
tes extremos: 
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- Que se permita al tribunal imponer al penado al 
que sobreviene la enajenación, las medidas previstas 
en el artículo 8.1 del Código Penal como alternativas 
del internamiento. 
- Que se contemple la posibilidad de que la enaje- 

nación sobrevenida al penado sea de las que hubieran 
dado lugar a la apreciación de una responsabilidad cri- 
minal disminuida. 
- Que el tiempo de cumplimiento de la medida de 

internamiento impuesta al penado no pueda exceder 
al de duración de la pena impuesta y que se tenga en 
cuenta como período de cumplimiento de la pena. 

Séptima. Reformar los artículos 57 y 143 del Regla- 
mento Penitenciario para adecuarlos a las previsiones 
contenidas en el Convenio Europeo para la Protección 
de los Derechos Humanos y de las Libertades Funda- 
mentales y en la jurisprudencia del Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos. 

Octava. Que todas estas reformas normativas se 
aborden en conjunto para evitar defectos de armoni- 
zación entre las distintas legislaciones aplicables. 

Novena. Que hasta tanto todas estas reformas nor- 
mativas se lleven a cabo, tanto los órganos jurisdiccio- 
nales como el Ministerio Fiscal adecúen su actuación 
a los criterios establecidos por la jurisprudencia cons- 
titucional y la del Tribunal Europeo de Derechos Hu- 
manos en la materia. 

Décima. Que en los procesos penales en que se de- 
clare al encausado exento de responsabilidad criminal, 
una vez que se dicte sentencia firme, por el Ministerio 
Fiscal se efectúe la correspondiente valoración sobre 
la conveniencia, en su caso, de iniciar el correspondien- 
te proceso civil de incapacitación del declarado exen- 
to de responsabilidad criminal por concurrir la 
circunstancia de enajenación. 

4.4.2. Investigaciones de carácter puntual 

Se exponen en el presente apartado las investigacio- 
nes concretas llevadas a cabo en relación con el dere- 
cho fundamental a la libertad personal de enfermos 
mentales internados en centros psiquiátricos ordina- 
rios o de carácter penitenciario. 

Todas ellas se han realizado con carácter de oficio, 
trayendo causa alguna del estudio monográfico a que 
venimos haciendo mención. 

4.4.2.1. Aplicación de la medida de seguridad de in- 
ternamiento psiquiátrico en auto de sobresei- 
miento libre 

Se da cuenta a continuación de tres expedientes ini- 
ciados de oficio e investigados ante la Fiscalía Gene- 
ral del Estado que hacían todos referencia a presuntos 
internamientos psiquiátricos acordados al amparo del 
artículo 8.1 del Código Penal en virtud de auto de so- 

breseimiento y que no parecían haber sido revisados 
periódicamente por el tribunal que había acordado la 
medida. 

Como ya hemos expuesto, en el tantas veces citado 
estudio monográfico sobre la asistencia psiquiátrica en 
nuestro país, esta institución ha razonado abundante- 
mente sobre la necesidad de reformar la actual redac- 
ción del artículo 8.1 del Código Penal, así como de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, para evitar que pue- 
dan imponerse medidas asegurativas del encausado en- 
fermo mental mediante un simple auto de 
sobreseimiento libre, sin audiencia ni contradicción al- 
guna, reclamándose también mayor control por parte 
del tribunal sentenciador de la evolución del enfermo 
en el cumplimiento de la medida de seguridad im- 
puesta. 

A la vista de los razonamientos a que acaba de ha- 
cerse referencia, resultaba obligado investigar ante la 
Fiscalía General del Estado aquellos supuestos de los 
que hemos tenido conocimiento en los que la medida 
de internamiento había sido acordada judicialmente, 
sin contradicción previa, en auto de sobreseimiento li- 
bre, y que, aparentemente, no estaban siendo periódi- 
camente revisadas por el órgano jurisdiccional que la 
había aplicado. 

Este es el caso de las actuaciones de oficio que a con- 
tinuación se exponen: 

A. Como consecuencia de diversas noticias apareci- 
das en los medios de comunicación, esta institución tu- 
vo conocimiento de que un ciudadano se encontraba 
internado en un centro psiquiátrico penitenciario en 
virtud de un auto de sobreseimiento libre en el que se 
apreciaba la concurrencia de la eximente completa de 
enajenación mental, dictado el 20 de mayo de 1978 por 
la sección segunda de la Audiencia Nacional, sin que 
constaran las actuaciones llevadas a cabo por la sala 
que adoptó tal resolución en o.rden a conocer la evolu- 
ción del tratamiento de este ciudadano, con la finali- 
dad de aplicar, en su caso, las medidas alternativas 
previstas en el artículo 8.1 del Código Penal. 

Iniciada la correspondiente investigación ante la Fis- 
calía General del Estado, por ésta se informó que efec- 
tivamente la resolución por la que se había acordado 
el internamiento revestía la forma de auto de sobresei- 
miento libre, así como que «en la mencionada fecha (an- 
terior a la promulgación de la Constitución Española), 
no se consideraba de aplicación la doctrina sustenta- 
da por la Sala Segunda del Tribunal Supremo (senten- 
cias de 16 de abril y 5 de noviembre de 1979) de que 
tal medida, que no conocía otras alternativas, debía ser 
impuesta en sentencia, después del correspondiente jui- 
cio oral”. 

La inclusión de otras medidas sustitutorias del in- 
ternamiento en uno de los establecimientos destinados 
a enfermos mentales, tiene lugar por Ley Orgánica 
8/1983, que modificó el artículo 8.1 del Código Penal. 

Consecuente con dicha modificación, periódicamente 
se han realizado informes psiquiátricos, acordándose 
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en numerosas ocasiones, en atención a lo que en ellos 
se dictaminaba la continuación del internamiento. 

El último dictamen médico-forense de 20 de marzo 
de 1991, ha propiciado el acuerdo de la sala (providen- 
cia de 9 de mayo de 1991), permitiendo las salidas del 
interno, aunque con los correspondientes controles y 
vigilancias, ya que «en todo caso, estas salidas deben 
considerarse como un riesgo potencial para la so- 
ciedad ». 

A la vista de lo expuesto, se ha dado por concluida 
esta concreta investigación (9121782). 

B. La presente queja tiene su origen en la investiga- 
ción general que esta institución ha concluido duran- 
te el año 1991 en relación con la atención psiquiátrica 
en régimen de internamiento y, en concreto, durante 
la visita realizada al Hospital Psiquiátrico «San Rafael» 
de Castro de Riberas de Lea, en Lugo. 

Durante el curso de dicha visita y al igual que en el 
caso anterior, se tuvo conocimiento de la situación de 
un enfermo que se encontraba internado en el centro 
en virtud de un auto de sobreseimiento libre dictado 
por la Audiencia Provincial de Lugo el 19 de enero de 
1984, en un proceso penal seguido por un delito de le- 
siones en el que se apreció la concurrencia de la exi- 
mente completa de enajenación mental. 

La investigación ante la Fiscalía General del Estado 
permitió comprobar la realidad de la situación descri- 
ta y así en el informe recibido se manifestaba que, ni 
el fiscal que informó ni la sala que aplicó la medida, 
en el auto de sobreseimiento, tuvieron en cuenta la ju- 
risprudencia que establecía la necesidad de celebrar 
el juicio oral en estos casos, añadiéndose que actual- 
mente se celebra siempre el juicio oral en estos su- 
puestos. 

Se informaba también a esta institucih que la sala, 
mediante resolución de 13 de agosto de 1991, había 
autorizado salidas periódicas del enfermo para visitar 
a sus familiares. 

A la vista de estos antecedentes, la Fiscalía General 
del Estado ha informado que va a profundizar la inves- 
tigación en el ámbito interno del Ministerio Fiscal, ha- 
biendo dado traslado también de los mismos al Consejo 
General del Poder Judicial a los efectos de su compe- 
tencia. 

Estamos, pues, a la espera de recibir la nueva infor- 
mación que deberá ser remitida por dicha Fiscalía Ge- 
neral (9 12265 l). 

C. Especial significación tiene la tramitación de la 
queja 9122649, en la que como consecuencia de esta 
misma visita se tuvo conocimiento de que un interno 
se encontraba en dicho centro desde el año 1962, por 
orden del Capitán General de la 8. a Región Militar, en 
su condición de autoridad judicial, a consecuencia de 
la causa seguida contra él por un delito de desobedien- 
cia y agresión a fuerza armada. 

En este caso se constató que desde noviembre de 
1985, la dirección del hospital, al considerar que el in- 
terno se encontraba en condiciones de salir libremen- 
te e incluso de trabajar, remitió sendos escritos a la 

autoridad judicial poniendo en su conocimiento estos 
antecedentes, sin que ésta diera respuesta a los mis- 
mos, por lo que el interno aún hoy permanece en di- 
cho centro. 

Solicitado el correspondiente informe al Fiscal Ge- 
neral del Estado, ha comunicado haber iniciado una 
investigación, de la que, en principio, se desprende la 
constatación de los hechos como ciertos y, en conse- 
cuencia, se van a adoptar las medidas oportunas para 
dejar sin efecto la orden de internamiento. 

Asimismo, en el informe remitido por el Fiscal Ge- 
neral del Estado se pone de relieve que el seguimiento 
por parte de la Fiscalía de estos internos se hará ex- 
tensivo igualmente al ámbito jurisdiccional castrense. 
D. Esta queja trae también causa de la investigación 

general sobre internamientos psiquiátricos tantas ve- 
ces aludida. 

Como en los dos casos anteriores, su iniciación tuvo 
lugar de oficio durante las visitas realizadas a los hos- 
pitales psiquiátricos de Cádiz y Palma de Mallorca y 
se encuentra actualmente pendiente ante la Fiscalía Ge- 
neral del Estado a la que ha sido remitida en el último 
mes de 1991. 

Se exponen a continuación los hechos que dieron lu- 
gar a la apertura de la investigación: 

a) Por lo que hace referencia al Hospital Psiquiátri- 
co de Cádiz, en el mismo se encontraban ingresados una 
serie de pacientes en virtud de distintas causas pena- 
les, habiéndose ordenado su internamiento, bien por 
auto en el que se acordó el sobreseimiento libre de la 
causa y simultaneamente se ordenó el internamiento, 
bien por resolución de la que no se tenía constancia en 
dicho hospital. 

En todos esos supuestos, a los que inmediatamente 
se va a hacer referencia, el ingresado había quedado 
a disposición de la Audiencia Provincial de Cádiz, sin 
que, a pesar del tiempo transcurrido desde la adopción 
ie la medida de internamiento, se hubiera procedido 
iudicialmente a su revisión. 

1." Los supuestos en virtud de los cuales mediante 
auto en el que, junto al sobreseimiento libre de la cau- 
sa, se acordaba el internamiento han sido los si- 
guientes: 

- Ciudadano ingresado en el hospital citado como 
Zonsecuencia de un procedimiento penal seguido con- 
tra él en el Juzgado de Instrucción de San Fernando 
-Cádiz-, por un presunto delito de amenazas. 

Al parecer, concluido dicho sumario y remitidos los 
autos a la Audiencia Provincial de Cádiz por ésta se 
acordó el día 5 de diciembre de 1962 el sobreseimien- 
to libre, ordenándose en el mismo auto de sobresei- 
miento el internamiento del encausado, continuando 
:1 ingresado a disposición de dicha audiencia. 

Según se desprendía de la información obtenida, en 
:1 año 1988, esto es, 26 años después del ingreso, el tri- 
mnal se pronunció en favor de la medida de tratamien- 
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to ambulatorio. Solicitada posteriormente el cese de 
la medida de seguridad por el hospital, el tribunal, al 
parecer, no había dado respuesta a esta petición. 
- Ciudadano que se encontraba ingresado en el hos- 

pital citado como consecuencia de un sumario del Juz- 
gado de Instrucción de San Roque, por delito de 
amenazas. 

La Audiencia Provincial de Cádiz dictó auto, el día 
22 de diciembre de 1966, acordando el sobreseimiento 
libre y el internamiento del encausado. 

Al parecer, este ciudadanos había sido trasladado re- 
cientemente a un centro ocupacional para deficientes 
mentales, sin que su situación hubiera sido revisada 
por la Audiencia Provincial de Cádiz en ningún momen- 
to, permaneciendo actualmente sin revisar. 
- Ciudadano que fue ingresado en el Hospital Psi- 

quiátrico de Cádiz con motivo de un sumario del Juz- 
gado de Instrucción de San Roque, por delito de 
lesiones, y en virtud de auto dictado por la Audiencia 
Provincial de Cádiz, en el que se acordó el sobresei- 
miento libre de la causa, así como su internamiento. 

Esta situación de internamiento no había sido nun- 
ca revisada por el tribunal. Según se desprendía de la 
información obtenida, por el Hospital Psiquiátrico de 
Cádiz se había solicitado el cese de la medida de inter- 
namiento en el mes de marzo del año en curso, sin que 
tal solicitud hubiera obtenido respuesta de la Audien- 
cia PI lwincial de Cádiz. 
- Ciudadano ingresado en el Hospital Provincial de 

CádiL en virtud de auto de sobreseimiento libre dicta- 
do el día 25 de marzo de 1977 por la Audiencia Provin- 
cial de dicha ciudad en el procedimiento penal que 
contra él se siguió por delito de escándalo público. 

Permanecía internado en el momento de la visita, sin 
que la medida de internamiento hubiera sido nunca re- 
visada por el órgano jurisdiccional que la acordó. 

2." Como hemos indicado anteriormente, en el Hos- 
pital Psiquiátrico de Cádiz se encontraban también dos 
internos ingresados por orden judicial, sin que en el 
centro hubiera constancia de las correspondientes re- 
soluciones judiciales en las que se ordenó su ingreso. 

En esta situación se encontraban los siguientes casos: 

- Ciudadano ingresado en el Hospital Psiquiátrico 
de Cádiz en virtud de un sumario del Juzgado de Ins- 
trucción de San Fernando, seguido por delito de lesio- 
nes. Su ingreso se produjo el día 29 de noviembre de 
1955, si bien no constaba en el centro la resolución por 
la que se ordenó tal medida. 

Según se desprendía de la información que obraba 
en nuestro poder, transcurridos treinta y seis años des- 
de que se produjo su internamiento, este ciudadano 
permanecía internado, sin que su situación hubiera si- 
do nunca revisada por el órgano jurisdiccional que or- 
denó su internamiento. 
- Ciudadano ingresado en el Hospital Psiquiátrico 

de Cádiz el día 12 de enero de 1970. Figuraba como en- 
causado en dos procedimientos penales de los Juzga- 

los de Instrucción de San Fernando y San Roque, 
-espectivamente, sin que en el centro se tuviera cons- 
.ancia de la resolución o resoluciones por las que se 
lrdenó el internamiento, ni tan siquiera se conociera 
:on certeza si tales resoluciones fueron dictadas. 

Esta situación permanecía desde la fecha de su in- 
.ernamiento, sin que hubiera sido objeto de revisión 
ludicial alguna. 

Recientemente, la dirección del centro había puesto 
:Sta anómala situación en conocimiento del Ministe- 
rio Fiscal, sin que, al parecer, hasta el momento de la 
h i t a  se hubiera adoptado resolución al respecto. 

b) Por otro lado, de la documentación relativa al 
Hospital Psiquiátrico de Palma de Mallorca se despren- 
%a que en ese centro se encontraban ingresados dis- 
tintos pacientes en virtud de resolución judicial, 
recaída en procedimiento penal, sin que se tuviera 
zonstancia de las resoluciones por las que se ordena- 
ron los respectivos internamientos. 

El día 19 de abril de 1991, según se desprendía de 
la documentación obtenida, el Hospital Psiquiátrico de 
Palma de Mallorca remitió a la Audiencia Provincial 
de esta ciudad los informes clínicos correspondientes 
a los pacientes crónicos ingresados por orden judicial, 
informando sobre la necesidad o no de permanencia 
en ese hospital, y manifestando en tres de los casos con- 
templados la posibilidad de cese del internamiento o 
la posible modificación de la medida. 

De la documentación que obraba en nuestro poder 
se desprendía que a pesar del tiempo transcurrido des- 
de que los precitados informes fueron remitidos a la 
Audiencia Provincial de Palma de Mallorca no se ha- 
bía adoptado resolución alguna al respecto. 

Dado lo reciente de la remisión de esta queja y la am- 
plitud de la investigación solicitada, estamos a la es- 
pera de recibir la correspondiente información por 
parte de la Fiscalía General del Estado (9125462). 

4.4.2.2. Recomendación sobre el internamiento de an- 
cianos en centros psiquiátricos 

La presente recomendación se formuló también de 
oficio, durante la investigación de una queja puntual 
ante el Instituto Nacional de Servicios Sociales, plan- 
teada por un ciudadano, en relación con la liquidación 
de una deuda contraída con ese instituto por un fami- 
liar del compareciente, que se encontraba ingresado en 
una residencia de la tercera edad que dependía de di- 
cho organismo, de la que fue trasladado a un centro 
de internamiento psiquiátrico. 

La investigación de esta queja puntual ante dicho ins- 
tituto fue concluida por no apreciarse irregularidad al- 
guna en su actuación, en relación con el supuesto 
concreto de la liquidación antes mencionada. 

No obstante, dado que en la información recibida no 
se hacía referencia alguna a las garantías que habían 
rodeado el internamiento psiquiátrico del familiar del 
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compareciente, y teniendo en cuenta que esta cuestión 
no constituía el específico objeto de la queja, esta ins- 
titución continuó de oficio la investigación. 

Efectivamente, en el informe recibido se manifesta- 
ba que, como había ocurrido en el caso concreto obje- 
to de la presente queja, determinadas personas 
ingresadas en centros de la tercera edad dependientes 
de este instituto pueden presentar patologías psíqui- 
cas que aconsejen a la dirección del centro correspon- 
diente solicitar el inicio de los trámites oportunos para 
evaluar su ingreso en un sanatorio psiquiátrico. 

Para adoptar esta medida y según se desprendía del 
informe elaborado por el Instituto Nacional de Servi- 
cios Sociales, se tenían en cuenta además del corres- 
pondiente informe médico, determinadas 
circunstancias tales como la situación socio-familiar 
del interesado, naturaleza y gravedad del diagnóstico, 
desarrollo de la enfermedad y resultado del tratamien- 
to, etc. 

Ahora bien, en el informe comentado no se hacía re- 
ferencia alguna a que por la administración se hubie- 
ra  seguido el procedimiento que para los 
internamientos psiquiátricos determina el Código Ci- 
vil, ni las actuaciones realizadas en relación con la po- 
sible incapacitación del enfermo, en el caso de que éstas 
se considerasen procedentes. 

Por ello, se dirigió a esta instituto la correspondien- 
te recomendación solicitando del mismo la elaboración 
urgente de una instrucción o circular específica en re- 
lación con el procedimiento a seguir en los centros de 
la tercera edad dependientes del mismo para el inter- 
namiento de los ancianos en centros psiquiátricos, así 
como para dar cumplimiento, cuando fuera proceden- 
te a la actuación prevista en el artículo 203 del Código 
Civil en relación con la incapacitación. 

Por parte del Instituto Nacional de Servicios Socia- 
les se ha informado recientemente que iniciaban la ela- 
boración de la circular sugerida por esta institución. 

Estamos, pues, a la espera de su efectiva redacción 
(89 12690). 

5.  DERECHO A LA INTIMIDAD (ARTICULO 18 DE LA 
CONSTITUCION) 

5.1. Propia imagen 

Se hace referencia en el presente apartado a una que- 
ja que fue investigada ante la Dirección General de Te- 
levisión Española y que hacía referencia a una 
entrevista realizada a un menor de edad. 

El ciudadano que compareció ante esta institución 
ponía de manifiesto que en un programa informativo 
nocturno de Televisión Española, apareció la filmación 
de un reportaje sobre la detención por fuerzas de la Po- 
licía Nacional de un niño de unos diez años, el cual ha- 
bía sido calificado, según se nos informó, como 
<< traficante,, y <(delincuente ». 

Al parecer y ya bajo custodia policial, fue sometido 

a una entrevista y facilitada su imagen, filiación y cir- 
cunstancias familiares. 

Iniciada la correspondiente investigación ante dicha 
Dirección General, se recibió el preceptivo informe al 
que se acompañaba una grabación del reportaje 
emitido. 

En dicho informe se manifestaba que las imágenes 
emitidas por Televisión Española fueron compradas 
por ese organismo a una empresa privada, no siendo 
emitido el reportaje íntegro, sino tan sólo una selec- 
ción de imágenes. 

Se manifiesta también en dicho informe que la se- 
lección de imágenes de la entrevista realizada al me- 
nor, al final de la cual fue detenido, se realizó «con el 
máximo respeto y con ausencia de cualquier sensacio- 
nalismo)), sin que se calificara al menor como ((trafi- 
cante» o «delincuente», refiriéndose tan sólo a «la 
presunta implicación» del mismo en actividades de- 
lictivas. 

Ello no obstante, del examen de la grabación facili- 
tada se desprendía que los informativos de Radiotele- 
visión Española, tanto de la primera como de la 
segunda cadena, emitieron en agosto de 1991 sendos 
reportajes consistentes en la entrevista a un menor que 
posteriormente fue detenido por fuerzas de la Policía 
Nacional y en todos ellos se facilitaba la imagen, nom- 
bre, apellido, apodo, circunstancias familiares y per- 
sonales del citado menor y se informaba de su 
condición de toxicómano. 

A la vista de estos antecedentes y en la medida en 
que la cuestión expuesta afectaba a derechos funda- 
mentales constitucionalmente reconocidos, el Defen- 
sor del Pueblo dio traslado a la Dirección General de 
Televisión Española de una serie de consideraciones 
que a continuación se exponen en síntesis. 

Se manifestaba en primer término a aquella direc- 
ción general que con fecha 18 de marzo de 1987 y en 
relación con una queja similar, esta institución le ha- 
bía remitido un conjunto de consideraciones que con- 
cluían en una recomendación para que en los reportajes 
gráficos que por dicho ente público se difundieran re- 
ferentes a concretos ciudadanos, se extremaran los cui- 
dados al objeto de dar escrupuloso cumplimiento a las 
garantías que nuestra Constitución y nuestras leyes es- 
tablecen para dar efectiva protección a los derechos 
Fundamentales constitucionalmente reconocidos, entre 
los que se encuentra el derecho al honor, a la intimi- 
dad y a la propia imagen. Máxime cuando estos repor- 
tajes se refirieran a los menores, por estar estos 
necesitados de una mayor protección por parte de los 
poderes públicos y constituir la protección de la juven- 
tud y de la infancia uno de los límites expresos a las 
libertades reconocidas en el artículo 20 del Texto Fun- 
damental. 

Se continuaba manifestando en nuestro escrito que 
por parte de dicho organismo no se había dado toda- 
vía contestación a dicha recomendación, a pesar de ha- 
3erse reiterado su remisión mediante sendos escritos 
de diciembre de 1987 y de 28 de mayo de 1988. 
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El hecho de que se tratara de una cuestión atinente 
a derechos fundamentales constitucionalmente reco- 
nocidos, determinó además, que en los sucesivos infor- 
mes que anulamente el Defensor del Pueblo presenta 
ante esas Cortes Generales, se diera expresa cuenta de 
la omisión de ese organismo en contestar a esta insti- 
tución. 

A la vista de lo expuesto y dado que se continuaba 
ignorando todavía el criterio de aquella dirección ge- 
neral en relación con las consideraciones fundamen- 
tadoras de nuestra anterior recomendación, se 
consideraba necesario darlas por reproducidas en el 
presente caso ante la similitud con los presupuestos 
que planteaba la presente queja. 

Así, en aquella recomendación tras reconocer la tras- 
cendencia que en un Estado democrático ostentan las 
libertades de expresión e información, debidamente 
destacada por la jurisprudencia del Tribunal Consti- 
tucional, se hacía también expresa referencia a los 1í- 
mites que pueden existir en el ejercicio de aquéllas. 

De esta forma, en el propio artículo 20.4 de la Cons- 
titución se fijan expresamente como límites a la liber- 
tad de expresión, el respeto a los derechos 
fundamentales reconocidos en el Título 1 y, especial- 
mente, el derecho al honor, a la intimidad, a la propia 
imagen y la protección de la juventud y de la infancia. 

Por ello, la Ley Orgánica 111982, de 5 de marzo, de 
protección civil del derecho al honor, a la intimidad 
personal y familiar y a la propia imagen, trata de con- 
jugar el legítimo ejercicio de las libertades de expre- 
sión y de información con la interdicción de 
intromisiones ilegítimas en los derechos fundamenta- 
les a que esta ley se refiere. 

Es en este marco en el que la ley orgánica mencio- 
nada extrema las garantías en los supuestos en que el 
titular de los derechos fundamentales regulados en el 
artículo 18.1 de la Constitución sea un menor de edad. 

Así, tras sentar en su artículo 2 el principio general 
de que el consentimiento del titular de estos derechos 
impide considerar las intromisiones en los mismos co- 
mo ilegítimas, en su artículo 3 expresamente estable- 
ce las específicas garantías de que debe rodearse este 
consentimiento cuando es prestado por menores o in- 
capaces. 

Esta especial protección del menor de edad deriva 
no sólo de las exigencias contenidas en el párrafo 4 del 
artículo 20 de la Constitución, sino también de diver- 
sos textos internacionales suscritos por nuestro país, 
en los que se otorga una protección reduplicada al ám- 
bito de privacidad de los menores de edad y específi- 
camente, como ocurre en el caso que nos ocupa, de los 
menores que realizan comportamientos antijurídicos. 

Ello no obstante, en el informe elaborado por la di- 
rección general mencionada en relación con la presente 
queja no se hacía mención alguna a que por dicho ente 
público se hubiera dado expreso cumplimiento a las 
previsiones contenidas en el artículo 3 de la Ley Orgá- 
nica 1/1982, de 5 de mayo, tendentes a proteger al me- 
nor de posibles intromisiones ilegítimas en los 

derechos fundamentales que aquella ley protege, tal y 
como requiere nuestra Constitución y los textos inter- 
nacionales citados. 

Por todo cuanto antecede, esta institución, de con- 
formidad con lo dispuesto en el artículo 30.1 de la Ley 
Orgánica 311981, de 6 de abril, reiteró a la Dirección 
General de Televisión Española la recomendación que 
el Defensor del Pueblo le formuló el 18 de marzo de 
1987 y que todavía no había obtenido respuesta. 

Dado lo reciente de este escrito, todavía no se ha re- 
cibido el preceptivo informe solicitado (9120487). 

5.2. Secreto de las comunicaciones 

Se exponen a continuación sendas quejas recibidas 
de presos internados en centros penitenciarios, relati- 
vas a este derecho fundamental y que, tras su investi- 
gación ante la Secretaría General de Asuntos 
Penitenciarios, dieron lugar a la formulación de un re- 
cordatorio de deberes legales. 

El ciudadano que presentó la primera de las quejas 
aludidas, interno en el centro penitenciario de Burgos 
manifestaba que en julio de 1991 se negó a recibir una 
carta remitida por esta institución ya que, según ma- 
nifestaba, le era entregada abierta. 

A este respecto, se recibió un informe remitido por 
el director del centro penitenciario de Burgos, corro- 
borando las manifestaciones del interesado y alegan- 
do que dicha carta llegó abierta a ese ceiltro en la 
correspondencia remitida desde el centro penitencia- 
rio del Puerto de Santa María 1, en el que se encontra- 
ba anteriormente el interesado. 

En cuanto a la segunda queja aludida, a su recepción 
en esta institución, como es habitual, se remitió al re- 
clamante el correspondiente acuse de recibo en sobre 
cerrado. 

Posteriormente se recibió un oficio firmado por el 
director del centro penitenciario de Herrera de la Man- 
cha por el que se informaba al Defensor del Pueblo que 
((hechas las averiguaciones pertinentes para informar 
del mismo a la persona o personas interesadas, no ha 
sido posible por no tener constancia en este estableci- 
miento del asunto que nos ocupa por lo que rogamos 
a V. E. nos participe nombre o referencia alguna para 
tramitarlo,). 

A este oficio se acompañaba fotocopia del escrito de 
acuse de recibo que esta institución remitió al recla- 
mante, introducido en sobre cerrado, en el que cons- 
taba un sello de entrada en el centro penitenciario 
aludido. 

Así pues, en este centro penitenciario, según pare- 
ce, se procedió a la apertura del sobre cerrado remiti- 
do por esta institución, sellando el escrito que contenía 
y, tras examinar su contenido, se remitió un oficio a 
esta institución por su director. 

De cuanto ha sido expuesto se desprendía que en am- 
bos casos se había vulnerado lo dispuesto en el artícu- 
lo 16.1 de la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, 
reguladora del Defensor del Pueblo, en virtud del cual: 
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«La correspondencia dirigida al Defensor del Pueblo 
y que sea remitida desde cualquier centro de detención, 
internamiento o custodia de las personas no podrá ser 
objeto de censura de ningún tipo.» 

A la vista de lo expuesto esta institución se dirigió 
a la Secretaría General de Asuntos Penitenciarios, re- 
cordándole el deber legal de los funcionarios que de 
ella dependen de dar estricto cumplimiento al precep- 
to indicado, cuya vulneración se había producido en 
los dos casos descritos. Asimismo, y en base a lo ex- 
puesto, sugerimos a dicha secretaría general que, a la 
mayor brevedad, se dieran las instrucciones oportunas 
para evitar que situaciones como las descritas pudie- 
ran volver a producirse en el futuro, entendiendo que 
la situación producida se debía en este caso a un error 
involuntario. 

Asimismo, se informaba a la secretaría general men- 
cionada que, de reproducirse tal circunstancia, daría 
lugar a la inmediata puesta en conocimiento del Fis- 
cal General del Estado a los efectos que procedieran 
en derecho. 

Recibida la preceptiva comunicación de la Secreta- 
ría General de Asuntos Penitenciarios, de ella se des- 
prendía que, aceptando nuestro recordatorio de 
deberes legales, se habían dado las instrucciones opor- 
tunas a los centros penitenciarios que de ella depen- 
den para dar estricto cumplimiento al contenido del 
artículo 16.1 de la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril 
(91 18236). 

5.3 .  Intimidad 

5.3.1. Censo de población y viviendas 

La realización de los Censos de Población y Vivien- 
das de 1991 dio lugar a la presentación de un cierto nú- 
mero de quejas ante esta institución por parte de 
ciudadanos que consideraban vulnerada su intimidad 
personal y familiar ya fuese por el tenor de las pregun- 
tas a las que obligatoriamente habían de responder, o 
por el uso y destino que finalmente se diese a los da- 
tos personales que debían proporcionar para la elabo- 
ración de tales censos. 

A la vista de ello, y siendo el derecho a la intimidad 
uno de los derechos fundamentales cuya defensa en- 
comienda a esta institución el artículo 54 de la Consti- 
tución y su Ley Orgánica Reguladora, se estimó 
oportuno iniciar actuaciones tendentes a conocer las 
medidas adoptadas por las autoridades competentes 
para proteger la intimidad de los ciudadanos a lo lar- 
go de la operación censal, así como el grado de cum- 
plimiento y eficacia práctica de las disposiciones 
vigentes en la materia. 

Con estas finalidades, en los meses pasados se han 
mantenido diversas entrevistas con los responsables de 
los servicios estadísticos del Estado, la Comunidad 

Autónoma de Madrid y el ayuntamiento de esta capi- 
tal, visitándose las sedes e instalaciones de estos ser- 
vicios, así como los locales habilitados por el 
Ayuntamiento para la operación censal. También se vi- 
sitaron algunas empresas privadas contratadas por el 
Instituto Nacional de Estadística y la Comunidad Autó- 
noma de Madrid para la grabación de los datos censa- 
les tras los convenios de colaboración suscritos por el 
primero de los entes citados con las comunidades autó- 
nomas que estuvieron de acuerdo en ello y en base a 
los cuales éstas se responsabilizaron de las operacio- 
nes de grabación de los datos. Finalmente se recopiló 
el material empleado en la preparación y desarrollo de 
la operación censal -especialmente los diversos cues- 
tionarios distribuidos entre los ciudadanos y los ma- 
nuales destinados a la formación de los Agentes 
Censales y Encargados de Grupo- para analizar su 
contenido y su adecuación a la normativa vigente. 

En todas las actuaciones llevadas a cabo, y que sin- 
téticamente se han descrito en el párrafo anterior, es- 
ta institución ha pretendido tener un conocimiento 
preciso y exacto de la protección otorgada a los datos 
personales aportados por los ciudadanos, tratando de 
localizar aquellos aspectos normativos o prácticos en 
los que esta protección fuese menor o se aplicase de 
un modo menos riguroso. 

Hay que hacer notar que en la medida en que los ins- 
trumentos estadísticos son elementos imprescindibles 
para una adecuada planificación política, económica 
y social, se han arbitrado medidas para que la resis- 
tencia de las unidades informantes a proporcionar los 
datos necesarios sea la menor posible. Por este moti- 
vo tanto los derechos como las obligaciones de los ciu- 
dadanos ante la estadística han sido objeto de 
regulación previa e independiente de aquella a la que 
se refiere el artículo 18.4 de la Constitución para pro- 
teger la intimidad de los ciudadanos frente a la infor- 
mática. 

Sin ánimo de exhaustividad cabe poner de manifies- 
to que la Ley 12/89 reguladora de la función estadísti- 
ca pública contiene un abanico de normas, preventivas 
unas y sancionadoras otras, que buscan garantizar al 
ciudadano la salvaguarda de su intimidad frente a los 
usos indebidos o los abusos. 

Así, por ejemplo, sólo en virtud de Ley pueden exi- 
girse datos con carácter obligatorio (art. 7) debiendo 
ajustarse su petición a los principios de secreto, trans- 
parencia, especialidad y proporcionalidad (art. 4). Ade- 
más, en todo caso «serán de aportación estrictamente 
voluntaria y, en consecuencia, sólo podrán recogerse 
previo consentimiento expreso de los interesados los 
datos susceptibles de revelar el origen étnico, las opi- 
niones políticas, las convicciones religiosas e ideológi- 
cas y, en general, cuantas circunstancias puedan 
afectar a la intimidad personal o familiar),. 

Además de lo anterior, todos los datos personales es- 
tán amparados por el «secreto estadístico),, tanto los 
obtenidos «directamente de los informantes como a tra- 
vés de fuentes administrativas)) (art. 13), secreto que 
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«obliga a los servicios estadísticos a no difundir en nin- 
gún caso los datos personales cualquiera que sea su ori- 
gen» (art. 13.3) y prohíbe «la utilización para 
finalidades distintas de las estadísticas de los datos per- 
sonales obtenidos directamente de los informantes por 
los servicios estadísticos». 

Finalmente, y al margen de otras garantías que con- 
tiene la Ley, los «datos que sirvan para la identifica- 
ción inmediata de los informantes,, se destruirán 
cuando su conservación ya no sea necesaria para el de- 
sarrollo de las operaciones estadísticas ((y, en todo ca- 
so, mientras se conserven ... » se guardarán bajo claves, 
precintos o depósitos especiales (art. 18). 

Lógicamente, estos mandatos legales tienen previs- 
tas sanciones para el caso de su incumplimiento y a ello 
dedica la Ley su Título V, el cual contiene una serie de 
conductas tipificadas como punibles (leves, graves o 
muy graves) y unas sanciones que, al margen de las or- 
dinarias para el personal al servicio de la Administra- 
ción, pueden suponer multas de hasta 5.000.000 de 
pesetas. 

Lo dicho hasta aquí evidencia que en el campo de 
la estadística los ciudadanos disponen de un marco le- 
gal de garantías frente a la actuación de los organis- 
mos encargados de estas tareas pudiendo afirmarse 
que en el momento presente, cuando todavía no se ha 
aprobado la Ley de Protección de Datos Personales pre- 
vista en el artículo 18.4 de la Constitución, la intimi- 
dad personal y familiar de los ciudadanos, en relación 
con las estadísticas públicas, goza de mecanismos es- 
pecíficos de protección, la cual sin duda mejorará en 
el futuro si se desarrolla adecuadamente la previsión 
normativa del ya citado artículo 18.4 de la Constitución. 

No obstante lo anterior, es lo cierto que en las ac- 
tuaciones llevadas a cabo por esta institución se han 
detectado diversas deficiencias, difunciones y lagunas 
normativas a las que a continuación se hace referencia. 

1. A nuestro entender, si un ciudadano en virtud de 
la ley se ve obligado a proporcionar a los servicios es- 
tadísticos datos personales y si estos servicios pueden 
obtener tales datos no sólo de las propias unidades in- 
formantes sino también de otras fuentes administrati- 
vas, debería reconocerse a los titulares de esos datos 
la posibilidad de conocer su existencia, acceder a ellos 
y exigir la rectificación de los errores que pudiesen 
contener. 

Tal régimen de protección sin embargo no es el que 
se contiene en la vigente ley reguladora de la función 
estadística pública, Ley 12/89, de 9 de mayo, 

En efecto, el número 1 del artículo 13 dispone lite- 
ralmente que 

«Serán objeto de protección y quedarán amparados 
por el secreto estadístico los datos personales que ob- 
tengan los servicios estadísticos tanto directamente de 
los informantes como a través de fuentes adminis- 
trativas. D 

A su vez, el número 2 de este mismo artículo 13 defi- 
ne los datos personales 

«Se entiende que son datos personales los referen- 
tes a personas físicas o jurídicas que o bien permitan 
la identificación inmediata de los interesados, o bien 
conduzcan por su estructura, contenido o grado de de- 
sagregación a la identificación indirecta de los 
mismos. N 

Pues bien, el derecho de acceso y rectificación de los 
interesados aparece en el artículo 16.4 de esta ley al 
afirmarse que 

«Los interesados tendrán derecho de acceso a los da- 
tos personales que figuren en los directorios estadísti- 
cos no amparados por el secreto y a obtener la 
rectificación de los errores que contengan. )) 

La interpretación sistemática de estos preceptos re- 
sulta un tanto desconcertante ya que si bien se reco- 
noce a los interesados el derecho a acceder a sus datos 
personales y a obtener la rectificación de los errores 
que contengan, tal derecho sólo es efectivo cuando es- 
tos datos figuren en directorios no amparados por el 
secreto estadístico, lo cual, en principio, ocurre sola- 
mente cuando estos directorios no contienen datos per- 
sonales dado que éstos, en todo caso, están amparados 
por el secreto estadístico. 

Así pues, parece que nos encontramos ante la pro- 
clamación de un derecho formal y carente en la prác- 
tica de contenido, incumpliéndose así la finalidad que 
cabe atribuir al precepto, pues no articula un mecanis- 
mo eficaz a través del cual los ciudadanos puedan ac- 
ceder a los datos personales que les afecten e instar su 
rectificación si ésta procediera. 

Por todo ello entendemos que sería necesario promo- 
ver las modificaciones normativas del rango que pro- 
ceda para que en todo caso y haciéndolo compatible 
con la eficacia de los servicios estadísticos, puedan los 
ciudadanos acceder a los datos personales que obren 
en los ficheros de estos servicios, así como solicitar y 
obtener la rectificación de los mismos cuando éstos 
sean erróneos o incompletos. 

11. La vieja Ley de Estadísticas de 31 de diciembre 
de 1945, establecía en su artículo 8." la obligación que 
afectada a las personas físicas y jurídicas, nacionales 
o extranjeras que se ubicasen en territorio nacional de 
suministrar los datos que el INE precisase para la for- 
mación de estadísticas que éste tuviese encomendadas, 
«con exactitud y dentro de los plazos que se fijen)). 

De acuerdo con el nuevo marco jurídico- 
constitucional, la nueva Ley reguladora de la Función 
Estadística Pública varió significativamente esta regu- 
lación determinando en su artículo 7.O que las estadís- 
ticas para cuya elaboración se exijan datos con carácter 
obligatorio deberán determinarse por ley, la cual, ade- 
más, habrá de tratar los siguientes aspectos esencia- 
les de dichas estadísticas: 

«a) Los organismos que deben intervenir en su ela- 
boración. 
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b) El enunciado de sus fines y la descripción gene- 

c) El colectivo de personas y el ámbito territorial de 

d) La estimación de los créditos presupuestarios ne- 

ral de su contenido. 

referencia. 

cesarios para su financiación.)) 

Con toda certeza el legislador, al variar de este mo- 
do la regulación hasta entonces vigente, pretendió ade- 
cuar ésta, y ello se afirma literalmente en la exposición 
de motivos de la ley, a «...la creciente preocupación de 
los ciudadanos por el manejo informático de datos que 
les conciernen y la particular protección que la Cons- 
titución de 1978 dispensa a los derechos fundamenta- 
les, entre los cuales hay que citar aquí la intimidad)). 

Sin embargo, la loable intención plasmada en el ar- 
tículo 7 . O  ha tenido unos resultados prácticos que ca- 
be calificar de escasos, ya que el establecimiento por 
ley de las estadísticas de cumplimentación obligatoria 
se ha llevado a cabo por el socorrido procedimiento de 
incluir una disposición adicional en una Ley de Presu- 
puestos (adicional tercera de la Ley de Presupuestos 
para 1990), reduciendo al mínimo posible la regulación 
esencial de las estadísticas obligatorias que exige el ya 
citado artículo 7.O de la Ley 12/1989. 

Ciñéndonos al caso de los Censos de Población y Vi- 
vienda, la Ley que impone la obligación a todos los ciu- 
dadanos de proporcionar los datos que a este fin les 
sean solicitados, se limita a establecer que el organis- 
mo competente para la elaboración de dichos censos 
es el INE, que su finalidad consiste en la investigación 
exhaustiva de los colectivos de referencia así como de 
sus principales características de naturaleza estructu- 
ral, que tiene ámbito estatal y que su financiación se 
hará con cargo a los presupuestos del Instituto Nacio- 
nal de Estadística. 

La situación descrita es igual para las restantes es- 
tadísticas de cumplimentación obligatoria, hasta un to- 
tal de 25, donde se incluyen estadísticas de morbilidad, 
mortalidad, epidemias y vacunación, estadísticas de es- 
tablecimientos sanitarios y boletines estadísticos de 
partos, nacimientos, defunciones, matrimonios, nuli- 
dad, separación y divorcio, entre otras. 

A juicio de esta institución la exigencia en el orde- 
namiento de que sea una ley la que determine los su- 
puestos en los que los ciudadanos han de colaborar 
obligadamente en la elaboración de las estadísticas pú- 
blicas requiere un resultado más satisfactorio. No pa- 
rece fácilmente explicable que tal medida, inherente 
a un estado de derecho, se convierta en un puro for- 
nxlismo que desvirtúa la garantía que supone toda re- 
misión a una ley. 

No cabe duda que los ciudadanos han de colaborar 
en la elaboración de instrumentos tan necesarios y va- 
liosos para la toma de decisión política como son las 
estadísticas. Tampoco ofrece duda la legitimidad de es- 
tablecer por ley una obligación general de colaboración 
a cargo de todos los ciudadanos para aquellas estadís- 
ticas que no puedan ser elaboradas mediante la apor- 

tación voluntaria de datos. Sin embargo, entendemos 
que esta obligación debe establecerse precisa y deta- 
lladamente, al menos en cuanto al contenido del deber 
que se impone a los ciudadanos, a fin de que sea la pro- 
pia ley que impone la obligación la que establezca sus 
límites sin que éstos queden indeterminados y depen- 
dientes de decisiones ajenas al legislador. 

Como ejemplo de esta indeterminación y sus negati- 
vos efectos puede servir la información exigida a los 
ciudadanos en la última operación censal de concre- 
tar los nombres y apellidos de las personas no residen- 
tes que hubieran pasado la noche del día 28 de febrero 
de 1991 en el domicilio de la persona principal. 

No tenemos duda que ésta es una cuestión que afec- 
ta a la intimidad de las personas la cual, de acuerdo 
con la Ley 12/89 (artículo 11.2), sería de aportación es- 
trictamente voluntaria para los ciudadanos. 

Sin embargo, no figura así en el correspondiente 
cuestionario del censo de población, lo cual implica, 
bien que las autoridades en la materia no consideran 
como propio de la intimidad personal el declarar quién 
o en qué domicilio se ha pernoctado, o bien que las pre- 
visiones legales no son efectivas para salvaguardar los 
derechos individuales. 

Se comprende que conocer el número de personas 
que tienen una residencia en la que consten, en un de- 
terminado momento se encuentren en otra sea un da- 
to de relevancia estadística que convenga conocer. Pero 
de ahí a obligar a todos los ciudadanos a declarar el 
nombre y apellidos de las personas que han pernocta- 
do en su domicilio en una fecha dada media una dis- 
tancia enorme en la que se basa nuestro desacuerdo. 

Por otra parte, no es imposible y así ha ocurrido en 
la operación censal de 1991 que estas campañas se uti- 
licen para obtener datos o formular preguntas no cla- 
ramente vinculadas a lo que en punidad es objeto de 
la encuesta de cumplimentación obligatoria. Así por 
ejemplo algunas comunidades autónomas han inclui- 
do preguntas relativas a temas propios (lingüísticos, 
educativos, etc.) en los cuadernillos distribuidos en sus 
respectivos territorios. 

A su vez el Instituto Nacional de Estadística, según 
afirma en la publicación efectuada por el propio insti- 
tuto del proyecto de censo de Población y Viviendas de 
1991, ha introducido en dicho Censo toda una serie de 
cuestiones tradicionalmente incorporadas a los padro- 
nes municipales que en este año no se han podido in- 
corporar a éstos a causa de la modificación que se ha 
llevado a cabo en el Reglamento de Población y Demar- 
cación Territorial de las Entidades Locales, para ase- 
gurar que los padrones municipales, en cuanto a 
documentos públicos, sólo contengan aquellos datos 
necesarios para las relaciones jurídico-públicas de los 
administrados. Esta modificación de la normativa lo- 
cal, obligada por reiterada jurisprudencia a tenor de 
la cual ciertas preguntas padronales vulnerarían la ne- 
cesaria confidencialidad de los datos individuales que 
garantiza nuestra Constitución al incorporarse a un do- 
cumento público, ha motivado que el Censo de Pobla- 
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ción de este año tenga entre sus finalidades la de 
atender a las necesidades de información estadística 
de comunidades autónomas y ayuntamientos median- 
te la inclusión en sus cuadernillos de preguntas ajenas 
a las propiamente censales. 

Se comprende que es razonable utilizar una opera- 
ción de un coste tan elevado como el reciente censo de 
1991 para obtener el mayor rendimiento estadístico. 
Sin embargo, no puede olvidarse que, indirectamente, 
se está extendiendo la obligación de los ciudadanos a 
zonas no previstas ni deseadas por el legislador al in- 
cluirse como obligatorias cuestiones ajenas a las pro- 
pias de la estadística legalmente configurada como tal, 
lo que desvirtúa la garantía prevista en la Ley de la Fun- 
ción Estadística Pública. 

Así pues, en opinióntde esta institución constitucio- 
nal, de acuerdo con lo expuesto, debería evitarse acu- 
dir a las leyes de presupuestos para cumplir lo 
preceptuado en el artículo 7.* de la Ley 12/89, trami- 
tándose una norma específica que de manera clara es- 
tableciese las encuestas de cumplimentación 
obligatoria, desarrollase su contenido esencial y limi- 
tase la obligación de contestar a aquellas cuestiones 
esenciales para cada encuesta, pudiendo mantenerse 
las demás únicamente con carácter voluntario, 

111. h a  novedad importante en el censo correspon- 
diente a 1991 ha sido la celebración de convenios con 
13 de las 17 comunidades autónomas en base a los cua- 
les éstas, a cambio de incluir en los cuestionarios co- 
rrespondientes a su territorio las preguntas específicas 
que fuesen de su interés, recibir una cinta con la co- 
pia de los ficheros completos del censo de su territo- 
rio y tener la posibilidad de realizar la explotación de 
los resultados que estimasen oportuna, asumían la res- 
ponsabilidad y parte del coste económico de la graba- 
ción de los cuestionarios en soporte magnético, así 
como la recogida, transporte y custodia de todo el ma- 
terial censal durante el tiempo que resultase necesario. 

Estos convenios, como se ha dicho, fueron suscritos 
por 13 de las 17 comunidades autónomas, de modo tal 
que el Instituto Nacional de Estadística hubo de hacer- 
se cargo de la grabación de los datos correspondien- 
tes a las comunidades autónomas de Castilla y León, 
Castilla-La Mancha, Extremadura y Aragón, así como 
los de las ciudades de Ceuta y Melilla. 

Una actuación de este tipo debe valorarse positiva- 
mente, máxime si se tiene en cuenta no ya el espíritu 
de colaboración que debe existir entre las distintas ad- 
ministraciones públicas, sino el hecho de que muchas 
Comunidades Autónomas tengan asumidas estatutaria- 
mente competencias para la realización de estadísticas 
propias. Sin embargo, a nuestro entender, la iniciati- 
va ha planteado algunos problemas que debieran re- 
solverse adecuadamente para futuras operaciones 
censales. 

Ante el enorme volumen de datos que han de grabar- 
se procedentes de los Censos de Población y Viviendas 
de 1991, ha sido necesario acudir a empresas privadas. 
Ahora bien, dada la firma de los convenios a que antes 
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hemos hecho referencia, en lugar de celebrarse un úni- 
co concurso para la adjudicación centralizada de es- 
tos contratos, se han debido celebrar 14 (uno por parte 
del Instituto Nacional de Estadística y 13 por parte de 
las 13 comunidades autónomas que han suscrito con- 
venio) con el resultado práctico de una gran dispersión 
geográfica de las empresas adjudicatarias, dado que no 
ha habido ningún grado de coordinación en la celebra- 
ción de estos contratos. 

Así, por ejemplo, los datos correspondientes a la Co- 
munidad Autónoma de Galicia se han grabado en Ma- 
drid por la misma empresa que había recibido la 
adjudicación de alguno de los lotes que ofertaba el Ins- 
tituto Nacional de Estadística. Por su parte, la empre- 
sa adjudicataria para la grabación de los datos 
correspondientes a la Comunidad Autónoma de Madrid 
se encontraba ubicada en Gandía (Valencia), empresa 
ésta que a su vez también procedía a la grabación de 
los datos correspondientes a la Comunidad Autónoma 
Canaria. 

Esta dispersión geográfica conlleva, a nuestro enten- 
der, desplazamientos innecesarios de toda la documen- 
tación censal, la cual se ve sometida a los riesgos 
propios del transporte y almacenamiento y, asimismo, 
genera gastos que podrían evitarse. Por otro lado, la 
confidencialidad de los datos personales contenidos en 
los cuadernillos censales peligra debido a las múltiples 
manipulaciones que han de sufrir estos cuadernillos 
en sus numerosos desplazamientos a lo largo de la geo- 
grafía nacional, dificultando el control por parte del 
INE y la comunidad autónoma del proceso de gra- 
bación. 

Para evitar esta variada problemática -sin cuestio- 
nar en absoluto en ningún momento la conveniencia 
y viabilidad de la celebración de convenios entre los 
servicios estadísticos del Estado y los propios’de las 
comunidades autónomas- debería arbitrarse algún 
prdcedimiento para coordinar la celebración de los con- 
cursos para el otorgamiento de contratos de grabación 
de los datos de modo tal que, en la medida de lo posi- 
ble, se evitasen desplazamientos geográficos innecesa- 
rios: Si en prácticamente todas las comunidades 
autónomas existen empresas privadas a las que se han 
adjudicado o podrían adjudicarse algunos de estos con- 
tratos, podrían organizarse los concursos de forma que 
su resultado elimine en lo posible los traslados con los 
riesgos y costes que ello conlleva. 

Al margen de lo anterior, pese a que no se procede 
a la grabación del nombre, apellidos y dirección pos- 
tal de los miembros de las unidades informantes, es- 
tos datos figuran en los cuadernillos que se remiten a 
las empresas privadas con las que se contrata la gra- 
bación. A efectos de garantizar plenamente el derecho 
a la intimidad y en mayor medida la integridad perso- 
nal y familiar de las unidades informantes, es necesa- 
rio que estos datos personales, cuya grabación no está 
prevista ni es necesaria, sean físicamente retirados o 
separados del resto del cuadernillo y custodiados por 
la propia Administración. 
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Por otro lado, en los pliegos de cláusulas adminis- 
trativas para los contratos de grabación del Censo de 
Población y Viviendas de 1991 suscritos por el Institu- 
to Nacional de Estadística o por las comunidades autó- 
nomas que han firmado convenios para ello, se 
especifica claramente que las empresas adjudicatarias 
y su personal quedan sometidos al «secreto estadísti- 
co» y, asimismo, que en ningún caso podrán hacer uso 
de los datos que figuren en los cuadernillos censales 
y cuya grabación se les encomienda. Como garantía adi- 
cional se establece que el Instituto Nacional de Esta- 
dística o, en su caso, el servicio estadístico propio de 
la comunidad autónoma, podrán designar personal 
acreditado que en cualquier momento pueda personar- 
se en las dependencias de las empresas en las que se 
estén realizando los trabajos de grabación con objeto 
de supervisar la custodia de los cuestionarios, la co- 
rrección de los trabajos que se efectúen y el buen uso 
y trato que los adjudicatarios hagan del material 
censal. 

Pues bien, en las visitas efectuadas por personal de 
esta institución a varias empresas adjudicatarias de es- 
tos servicios se ha podido constatar que la presencia 
de personal del Instituto Nacional de Estadística o de 
la comunidad autónoma no es permanente mientras du- 
ran los trabajos de grabación, y que el almacenamien- 
to del material censal no parecía llevarse a cabo con 
las garantías que la propia Ley de la Función Estadís- 
tica Pública exige para los datos personales: esto es, 
((bajo claves, )precintosio (dispositivos iespecialesl (ar- 
tículo 18.2). 

Así pues, para futuras operaciones censales deberían 
tenerse en cuenta estos aspectos de modo tal que en 
la contratación centralizada que se efectuase, o en las 
contrataciones que efectuasen las comunidades autó- 
nomas, figurasen cláusulas específicas estableciendo 
la presencia constante de personal delegado de los ser- 
vicios estadísticos en las empresas privadas, en tanto 
en cuanto durasen las operaciones de grabación, así co- 
mo normas específicas sobre las medidas de seguridad 
obligatorias en el transporte y almacenamiento de to- 
do el material censal. 

Finalmente, el personal delegado por los diversos ser- 
vicios estadísticos en la sede de estas empresas priva- 
das, habría de ocuparse de las copias de seguridad de 
toda la grabación que se van creando a medida que és- 
ta se produce y que en la actualidad permanecen en po- 
der de la empresa hasta que ésta recibe la conformidad 
con el trabajo efectuado en la cinta original, y sin que 
se sepa a ciencia cierta a partir de ese momento qué 
ocurre con tal copia, si se entrega a la Administración, 
se destruye o se queda en poder de la empresa privada 
que ha grabado los datos. 

IV. La Ley 12/89 reguladora de la Función Estadís- 
tica Pública dispone en el número 3 de su artículo 22 
que ((cuando los servicios estadísticos aprecien que la 
conservación de algún tipo de documentación resulte 
evidentemente innecesaria, podrán acordar su destruc- 
ción una vez cumplidos los trámites que reglamenta- 

riamente se determinen». A su vez, el artículo 18.1 
ordena taxativamente que «los datos que sirvan para 
la identificación inmediata de los informantes se des- 
truirán cuando su conservación ya no sea necesaria pa- 
ra el desarrollo de las operaciones estadísticas». 

Ya se ha dicho que en los cuadernillos del censo fi- 
guran los datos personales identificativos de los miem- 
bros de las unidades informantes aun cuando estos 
datos no se graben en los soportes magnéticos en los 
que finalmente se contienen los Censos de Población 
y Viviendas. Cuando esta institución inició actuacio- 
nes tendentes a conocer el grado de cumplimiento de 
las normas que se orientan a salvaguardar la intimi- 
dad de los ciudadanos en la operación censal corres- 
pondiente 2 1991 (meses de junio y julio), se tuvo 
conocimicato de que hasta ese momento no se había 
adoptado ninguna decisión relativa a la destrucción de 
todo el material censal. Por el contrario, el Instituto 
Nacional de Estadística, en cuanto a titular de toda esta 
documentación, se había puesto en contacto con la Di- 
rección del Archivo Histórico Nacional y con todos los 
archivos estatales para que estas entidades manifesta- 
sen si tenían interés y se comprometían a custodiar to- 
do el material resultante del censo. 

Según las últimas noticias de que disponemos, no ha 
existido respuesta por parte del Archivo Histórico Na- 
cional ni de los archivos estatales en orden a hacerse 
cargo y custodiar todo este material, lo cual conduce 
a la destrucción total de la documentación censal. 

Esta institución entiende sin embargo que, fuese cual 
fuese el resultado de la gestión efectuada entre el Ar- 
chivo Histórico Nacional y los archivos estatales, de- 
bería procederse necesariamente a la destrucción de 
la ya citada documentación censal por un doble moti- 
vo. Por una parte para dar cumplimiento a la previsión 
del ya citado artículo 22 en la medida en que una do- 
cumentación cuyos datos ya han sido grabados y res- 
pecto de los cuales se han efectuado ya todas las 
operaciones de comprobación y depuración que se han 
estimado oportunas, resultan evidentemente innecesa- 
rios; por otro lado, para dar cumplimiento a lo orde- 
nado en el también citado artículo 18 y garantizar en 
mayor medida la intimidad de los ciudadanos al des- 
truirse material en el que figuran, no sólo datos iden- 
tificativos personales, sino muchos otros datos que sólo 
deben de ser empleados, y de' manera única, para fi- 
nes estadísticos. 

Así pues, con carácter general sería muy convenien- 
te que se dictasen las disposiciones reglamentarias 
oportunas para regular la destrucción de la documen- 
tación que obre en los servicios estadísticos, de acuer- 
do con lo que dispone el ya transcrito número 3 del 
artículo 22 de la Ley de la Función Estadística Pública. 

V. El principio de transparencia al que según la Ley 
12/89 ha de ajustarse la recogida de datos estadísticos 
implica que «... los sujetos que suministren datos tie- 
nen derecho a obtener plena información, y los servi- 
cios estadísticos obligación de proporcionarla, sobre 
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la proteccidn que se dispensa a los datos obtenidos y 
la finalidad con la que se recaban)) (artículo 4.3). 

A su vez el artículo 1 1.1 de la misma ley dispone ex- 
presamente que «cuando los servicios estadísticos so- 
liciten datos, deberán proporcionar a los interesados 
información suficiente sobre la naturaleza, caracterís- 
ticas y finalidad de la estadística, advirtiéndoseles, ade- 
más, de si es o no obligatoria la colaboración, de la 
protección que les dispensa el secreto estadístico, y de 
las sanciones en que, en su caso, puedan incurrir por 
no colaborar o por facilitar datos falsos, inexactos, in- 
completos o fuera de plazo». 

Finalmente el artículo 12.1 de la Ley 12/89 prevé que 
«la información se solicitará siempre directamente a 
las personas o entidades que proceda, ya sea median- 
te correo, visita personal de agentes debidamente acre- 
ditados o cualquier otro modo que asegure la 
comunicación directa de aquéllos con los servicios es- 
tadísticos o sus agentes)). 

En el caso de los Censos de Población y Viviendas 
la recogida de datos se lleva a cabo mediante visita per- 
sonal de los agentes censales debidamente acreditados 
y la cumplimentación por parte de las unidades infor- 
mantes de los cuestionarios que les son aportados. 

Para el cumplimiento de los preceptos antes citados 
se han arbitrado diversas medidas que sintéticamente 
descritas serían las siguientes: los agentes censales tras 
recibir un curso de formación tienen entre sus misio- 
nes el entregar y recoger personalmente en cada una 
de las viviendas familiares (aparte de los alojamientos 
habitados y los establecimientos colectivos) los cues- 
tionarios, informando adecuadamente a los ciudada- 
nos sobre sus derechos y obligaciones y solventando 
sus dudas. 

Los cuestionarios, a su vez, contienen un mensaje 
suscrito por el Presidente del Instituto Nacional de Es- 
tadística -en el que se solicita la colaboración de to- 
dos los ciudadanos- y una referencia a la legislación 
vigente en la que se menciona la obligatoriedad de fa- 
cilitar los datos solicitados, las sanciones previstas y 
la garantía del secreto estadístico. 

Adicionalmente, a la documentación que se entrega 
a los ciudadanos, se acompaña un tríptico informati- 
vo en el que se aportan diversas informaciones sobre 
la historia y utilidad de los censos y el padrón munici- 
pal y una referencia a la confidencialidad de los datos 
personales que se proporcionan. Al tiempo se ha recal- 
cado el objeto único de la información recabada a efec- 
tos puramente estadísticos y no de utilización por otras 
administraciones a sus propios efectos, cuestión ésta 
sobre la que se insistió en la información pública que 
al respecto se hizo. 

Esta información clara y terminante es esencial pa- 
ra obtener la colaboración ciudadana decidida, como 
así ha sido de hecho, pues la conformación de un cen- 
so correcto es pieza esencial para la vida de un país. 

No obstante, en no pocos casos las instrucciones que 
reciben los agentes censales generalmente no son te- 
nidas en cuenta. Los manuales de formación que edita 

el Instituto Nacional de Estadística disponen claramen- 
te que los agentes censales han de entregar y recoger 
personalmente los cuestionarios en cada vivienda fa- 
miliar, insistiendo en sus visitas las veces que fuese pre- 
ciso hasta lograr este objetivo. Sin embargo, parece 
haber sido una práctica frecuente el depositar en ca- 
da edificio o bloque de viviendas, en manos del porte- 
ro o encargado de la finca, un número suficiente de 
cuestionarios para que fuesen rellenados por los veci- 
nos -que en ningún momento veían al agente censal- 
utilizándose el mismo procedimiento para la recogida 
de los cuestionarios cumplimentados. 

Este modo de actuar, contrario a lo establecido por 
el Instituto Nacional de Estadística, redunda en una 
merma de los derechos de los ciudadanos que se ven 
desprovistos de algunas de las garantías que la ley es- 
tablece y ven como personal ajeno a los servicios esta- 
dísticos y por lo tanto no vinculado por el «secreto 
estadístico)) dispone durante algún tiempo de la docu- 
mentación censal. 

No cabe duda que la presencia física en cada caso 
de los agentes censales informando y asesorando a los 
ciudadanos en el cumplimiento de sus obligaciones es- 
tadísticas, redunda en una mayor garantía de confiden- 
cialidad de los datos aportados y una precisión y 
exactitud a todas luces deseable en la cumplimentación 
de cuestionarios. Sería por ello conveniente que se 
adoptaran medidas tendentes a garantizar que en to- 
dos los casos en los que fuera posible los agentes cen- 
sales tuvieran contacto directo con las personas 
informantes (comprobantes de visita firmados, o cual- 
quier otro medio que se estime oportuno) aunque pa- 
ra ello fuese preciso disponer de un número de agentes 
superior a los 30.000 que han sido necesarios en esta 
última campaña. 

Dado que el censo se realiza cada diez años, si con 
esta ocasión se hace una intensa campaña pública de 
información sobre la garantía de los anteriores extre- 
mos de la confidencialidad y destino único de los da- 
tos recabados, unido a la acción individual de los 
agentes censales, se evitaría de raíz cualquier inquie- 
tud infundada de los ciudadanos. 

En base a todo lo expuesto hasta aquí y de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 30.1 de la Ley Orgáni- 
ca 3/81, reguladora de la Institución del Defensor del 
Pueblo, se han formulado al Ministro de Economía y 
Hacienda las recomendaciones que a continuación se 
transcriben: 

Primera. Que se lleven a cabo las modificaciones nor- 
mativas precisas para que en todo caso, y haciéndolo 
compatible con la eficacia de los servicios estadísticos 
del Estado, se garantice a los ciudadanos el acceso a 
los datos personales contenidos en los ficheros de es- 
tos servicios y el derecho a obtener su rectificación en 
el caso de que sean erróneos o incompletos. 

Segunda. Que se promueva la elaboración y aproba- 
ción de la ley reguladora de las estadísticas de curnpli- 
mentación obligatoria que menciona el artículo 7 de la 
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Ley 12/89, de la Función Estadística Pública, en la que 
se traten adecuadamente los aspectos esenciales de ca- 
da una de ellas de modo que la obligación de propor- 
cionar datos no pueda extenderse más que a las 
cuestiones propias de cada estadística obligatoria. 

Tercera. Que para la realización de futuros Censos de 
Población y Viviendas en los que se suscriban conve- 
nios de colaboración con las comunidades autónomas 
se prevea lo siguiente: 

- La necesaria coordinación en la celebración de los 
concursos de adjudicación de contratos de grabación 
de datos a empresas privadas, para evitar gastos y des- 
plazamientos innecesarios de toda la documentación 
censa 1. 
- La regulación específica de los requisitos y me- 

didas de seguridad que hayan de cumplirse para efec- 
tuar adecuadamente y con las debidas garantías el 
transporte y almacenamiento del material censal por 
parte de las empresas privadas que intervengan en el 
proceso. 
- La presencia efectiva y permanente de personal 

de los servicios estadísticos en las empresas privadas 
contratadas para supervisar la grabación de los datos, 
el buen uso y custodia del material censal y el cumpli- 
miento de todas las condiciones del contrato. 
- La eliminación en la documentación censal que 

se entregue a las empresas privadas contratadas, de los 
datos personales identificativos de los miembros de las 
unidades informantes cuya grabación no esté prevista 
ni sea necesaria. 

Cuarta. Que se dicten las normas reglamentarias pre- 
cisas para regular la destrucción inmediata y con ple- 
nas garantías de los datos identificativos de los 
informantes y de la restante documentación que obre 
en los servicios estadísticos en cuanto no sea necesa- 
ria para sus fines. 

Quinta. Que se adopten las medidas necesarias para 
garantizar que los agentes censales informan y aseso- 
ran directa y personalmente a los ciudadanos sobre sus 
derechos y obligaciones en la cumplimentación de los 
datos que se les soliciten, incrementándose las parti- 
das presupuestarias destinadas a la contratación de es- 
te personal si ello fuera preciso. 

Sexta. Que se incrementen los medios destinados a 
la información de los ciudadanos sobre sus obligacio- 
nes, derechos y garantías en materia de estadísticas pú- 
blicas, aumentándose, de ser ello necesario, los recursos 
previstos para este fin. 

5.3.2. Registro de aceptaciones impagadas 

Durante el ejercicio de 1991 se han continuado reci- 
biendo quejas sobre el funcionamiento del Registro de 
Aceptaciones Impagadas (RAI). 

Estas quejas se refieren a determinadas inclusiones 
que el interesado considera indebidas, a las dificulta- 
des existentes para conseguir la anulación de una ins- 

cripción, una vez que la misma se ha producido y a los 
efectos que la inclusión en este registro produce, sobre 
todo en lo que a denegación de créditos se refiere. 

Las actuaciones del RAI no son objeto de recurso ante 
la jurisdicción administrativa y las responsabilidades 
que pueden derivarse, como consecuencia de irregula- 
ridades o perjuicios que puedan ser causados a terce- 
ras personas, deben ‘dirimirse en el ámbito de la 
jurisdicción civil. 

Por otra parte, el Banco de España ha afirmado, en 
distintas ocasiones, que carecía de competencias en re- 
lación con las actuaciones del RAI que tampoco, al pa- 
recer, están sometidas al ámbito de aplicación de la Ley 
26/1988, de disciplina e intervención de las entidades 
de crédito. 

A los problemas señalados cabe añadir, según los in- 
dicios que se desprenden de algunas de las quejas pre- 
sentadas, ciertas deficiencias en cuanto a la tutela del 
Consejo Superior Bancario. 

En el informe correspondiente al año 1990 el Defen- 
sor del Pueblo recomendaba la necesidad de que se 
abordase sin más demora ala realización de los estu- 
dios pertinentes con el fin de elaborar la correspondien- 
te normativa que actualice el régimen jurídico de los 
Registros de Aceptaciones Impagadas. Tal normativa de- 
bería contemplar, entre otros extremos, su organiza- 
ción, los procedimientos de inclusión, las bajas, los 
mecanismos que hagan posible la rectificación de erro- 
res y la utilización por terceros de este instrumento de 
tan frecuente uso en el tráfico mercantil». 

De las quejas recibidas durante el presente ejercicio 
se deduce que continúan vigentes los supuestos que lle- 
varon al Defensor a plantear la citada recomendación. 

En la 9117330, el promovente insiste en los proble- 
mas explicados, con uno añadido que, en este caso, ha 
sido el causante directo de su inclusión en el RAI por 
la coincidencia de nombres y apellidos con otra 
persona. 

En la queja 9027520, el firmante, contratista de obras, 
expone que, como consecuencia de la demanda de un 
trabajador despedido de su empresa ante el correspon- 
diente juzgado de lo social, recayó sentencia en la que 
fue condenado al pago de los salarios de tramitación, 
indemnización, salarios pendientes y costas judiciales. 

En ejecución de sentencia fueron embargados bienes 
de su propiedad para cubrir los importes a los que fue 
condenado en sentencia firme y, a pesar de haber abo- 
nado las cantidades pendientes a través del juzgado, 
posteriormente tuvo conocimiento de que aparecía en 
el RAI con anotaciones incorrectas respecto a la cuan- 
tía de lo adeudado y porque no se recogía que la cuen- 
ta fallada en sentencia había sido liquidada. 

Como quiera que habían resultado infrutuosas sus 
gestiones en la entidad bancaria que había incluido la 
anotación en el RAI, resolvió dirigirse al Defensor del 
Pueblo. 

Estudiada esta queja se acordó dirigirnos en solici- 
tud de información al Consejo Superior Bancario, que 
nos comunicó en junio de 1991 lo siguiente: 
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«El Consejo Superior Bancario ha asumido en fecha 
reciente la reglamentación del Registro de Aceptacio- 
nes impagadas (RAI) en todo el territorio nacional, con 
objeto de procurar un funcionamiento del mismo que 
garantice su eficacia y la posibilidad de resolver ade- 
cuadamente las incidencias y reclamaciones que pue- 
dan surgir, dado que la organización del RAI en los 
distintos ámbitos territoriales se realizaba, en las fe- 
chas a que se refiere la reclamación que motiva el ex- 
pediente, de forma individualizada por las entidades de 
crédito establecidas en el ámbito territorial respectivo. 

A este respecto debe señalarse, sin embargo, que el 
Registro de Aceptaciones Impagadas (RAI) recoge, de 
acuerdo con su naturaleza, únicamente información so- 
bre el impago de efectos aceptados (letras y recibos) y 
pagarés que cumplen función de giro. 

Por ello, otra información que pudiera proporcionar- 
se por las compañías de servicios conjuntamente con 
los datos del RAI, tal como la relativa a procedimien- 
tos judiciales de ejecución, subastas, supensiones de pa- 
go, quiebras, etc -que es en la que encuentra su origen 
la reclamación presentada-, no tiene relación formal 
alguna con el Registro de Aceptaciones Impagadas ni 
por tanto con el Consejo Superior Bancario, que no par- 
ticipa en modo alguno en su elaboración ni en SU dis- 
tribución, ni por tanto es competente para subsanar 
posibles errores. 

En todo caso, como se ha indicado anteriormente, en 
la época a que se refiere la queja formulada por el Sr. 
1. G. este Consejo no tenía ninguna relación con el re- 
gistro que al parecer se llevaba en G. 

Este Consejo confía haber aclarado las cuestiones 
planteadas en su registro) manifestando en todo caso 
su disposición para ampliar este informe en la medida 
que considere oportuna.» 

En consecuencia con lo expuesto, debemos insistir 
en los términos de nuestra citada recomendación, a fin 
de resolver los problemas planteados en relación con 
las inclusiones efectuadas en el RAI. 

El proyecto de Ley Orgánica de regularización del tra- 
tamiento automatizado de los datos de carácter perso- 
nal afectará a este registro, en cuanto a los plazos de 
caducidad de los datos en él incluidos y a las restantes 
garantías que esta institución ha venido solicitando, si 
se mantiene el actual redactado. 

5.3.3. Inclusión obligatoria en guías telefónicas 

Se han seguido recibiendo a lo largo del presente año 
diversas quejas (9121166 y otras) formuladas por per- 
sonas que mostraban su desacuerdo con las disposicio- 
nes que establecen la inclusión obligatoria de los 
abonados en las guías telefónicas. 

Este problema, ya puesto de manifiesto en una serie 
de quejas recibidas a lo largo de 1990 y en años ante- 
riores, motivó que con fecha octubre de 1990 esta ins- 
titución acordara recomendar la modificación de los 
apartados 24 y 27 del Reglamento del Servicio que re- 

gula las relaciones entre Telefónica y sus abonados) su- 
primiendo la inclusión obligatoria de estos últimos en 
las correspondientes guías y contemplándose la posi- 
bilidad de que la mera manifestación del interesado, en 
el momento de la firma del contrato de abono o en cual- 
quier otro momento posterior, evite la referida in- 
clusión. 

Mediante oficio de fecha 9 de enero de 1991, la Di- 
rección General de Telecomunicaciones, nos manifies- 
ta lo siguiente: 

«Está previsto que en breve plazo se formalice un nue- 
vo contrato entre el Estado y la Compañía Telefónica 
de España. Asimismo, se está tramitando la aprobación 
del Reglamento de desarrollo de la Ley 3111987, de 18 
de diciembre, de Ordenación de las Telecomunicacio- 
nes, en relación con la prestación de los servicios por- 
tadores y finales, de los que forma parte el servicio final 
telefónico. 

Tras la entrada en vigor del Reglamento a que se ha 
hecho referencia en el punto anterior, se procederá a 
la aprobación de los nuevos Reglamentos Técnicos y de 
Prestación del Servicio Telefónico, en sustitución de los 
actualmente vigentes, siendo en este último Reglamento 
de Prestación del Servicio Telefónico en donde se in- 
cluirá el contenido de la recomendación formulada.» 

No obstante, y pese al tiempo'transcurrido desde que 
se remitió este oficio, todavía no se ha producido la 
aprobación del nuevo Reglamento. En este sentido, y 
con ocasión de la queja 9121166, nos hemos vuelto a di- 
rigir a la Dirección General de Telecomunicaciones re- 
cordándole los términos de nuestra citada recomenda- 
ción y solicitando información acerca de los plazos es- 
timados para la modificación normativa anunciada. 

6. LIBERTAD DE CIRCULACION (ARTICULO 19 DE 
LA CONSTITUCION) 

En el expediente 9120848 y otros, se planteaba ante 
esta institución la presunta infracción del artículo 19 
de la Constitución Española, que supone la sanción al 
guardia civil que se ausentara del destino o de su resi- 
dencia, si no era autorizado reglamentariamente, im- 
pidiéndole, de esta manera, que cumplida su jornada 
de trabajo diaria, pudiera desplazarse, libremente, y, 
por ende, circular dentro del territorio nacional. 

Es importante destacar que la limitación de este de- 
recho que sufren los miembros de la Guardia Civil di- 
mana del régimen singularizado deducido de la 
condición de Instituto armado de naturaleza militar de 
la Guardia Civil, dentro del cual la disponibilidad pa- 
ra el servicio de todos sus miembros es un principio 
general consustancial a la dependencia y subordinación 
en que se desarrolla su función. 

Asimismo, la limitación o restricción de ciertos de- 
rechos fundamentales, para preservar la disciplina, ha 
sido declarada constitucional por el Alto Tribunal, en 
su Auto 37511983, de 30 de julio, y reconocido por la doc- 
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trina, con la sola condición de que esos límites se fijen 
por ley. 

Por lo que se refiere al derecho contenido en el ar- 
tículo 19 de la Constitución, el artículo 12.3 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, de 19 de 
diciembre de 1966, prevé la posibilidad de establecer 
restricciones al derecho de libre circulación de toda 
persona por el territorio del Estado, siempre que las 
mismas se encuentren previstas en una ley y en aten- 
ción a otros bienes constitucionalmente protegidos, co- 
mo la seguridad nacional, el orden público o los 
derechos y libertades de terceros. 

No obstante lo anterior, estas limitaciones a la posi- 
bilidad de los miembros de la Guardia Civil de despla- 
zarse fuera de su lugar de destino sin conocimiento o 
autorización previa de sus superiores, es obvio que ha 
de interpretarse por éstos, en su proyección diaria, con 
las limitaciones imprescindibles y que se deriven del 
cumplimiento de las misiones constitucionalmente re- 
conocidas a este instituto, debiendo estar objetivadas 
sin que sea posible articular a través de normas regla- 
mentarias sobre permisos, un amplio margen de dis- 
crecionalidad de la autoridad, que puede llegar a 
entenderse en su aplicación como arbitraria o dé lugar 
a una desviación de poder. 

No hay que olvidar que, sin perjuicio del principio 
de disponibilidad permanente a que antes se ha hecho 
referencia, estos funcionarios gozan de un ámbito de 
relaciones personales y familiares que ha de respetar- 
se, y que la extralimitación en estas restricciones afec- 
taría no sólo al libre desenvolvimiento de su 
personalidad, y dignidad, además de posiblemente al 
propio artículo 19 de la Constitución Espafiola, sino a 
terceras personas que en ningún caso están sujetas al 
principio de disciplina inherente a estos cuerpos, 

7. DERECHO DE ASDCIACION (ARTICULO 22 DE LA 
CONSTITUCION) 

Durante 1991 han seguido planteándose ante esta ins- 
titución quejas relativas al derecho de asociación, y en 
concreto a la potestad del Ministerio del Interior con 
arreglo a la Ley 19111964, de 24 de diciembre, de Aso- 
ciaciones, para la declaración de utilidad pública de las 
mismas. (Quejas 9100344 y 9122725, entre otras). 

En el informe del año pasado ya se ponía de relieve 
la demora que se estaba produciendo en la resolución 
de estos expedientes por parte del Ministerio del Inte- 
rior ante el aumento notable de solicitudes, significán- 
dose que se estaban llevando a cabo una serie de 
estudios tendentes a la aprobación de una disposición 
de carácter general que delimitase claramente las con- 
diciones que habrán de reunir las asociaciones que de- 
seen acceder a esa declaración de utilidad pública. 

Dicha norma no se ha promulgado durante el año 
1991 y se han seguido recibiendo quejas sobre este par- 
ticular, por lo que se ha vuelto a reiterar al Ministerio 
del Interior la solicitud de que manifieste qué tipo de 

medidas se van a adoptar para resolver este problema, 
no habiéndose obtenido hasta el momento contestación. 

8. DERECHO DE PARTICIPACION Y ACCESO A LAS 

DE LA CONSTITUCION) 
FUNCIONES Y CARGOS PUBLICOS (ARTICULO23 

8.1. Sufragio activo de internos en establecimientos 
psiquiátricos 

Se refleja en e4 presente apartado una recomendación 
que se encuentra recogida en el estudio monográfico 
que sobre los internamientos psiquiátricos ha sido ela- 
borado por esta institución en el curso del año 1991 y 
al que ya nos hemos referido en este capítulo. 

Se exponen a continuación los razonamientos que han 
dado lugar a dicha recomendación de modificación del 
artículo 3 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del 
Régimen Electoral General. 

Según dicho precepto, carecen de derecho de su- 
fragio; 

- Los condenados por sentencia firme a la pena de 
privación de este derecho. 
- Los incapacitados por sentencia firme, siempre 

que en la sentencia se declare expresamente la incapa- 
cidad específica para ejercer este derecho. 
- Y los internados en un hospital psiquiátrico con 

autorización judicial, mientras dure el internamiento, 
siempre que en la resolución judicial por la que esta 
medida se adopte se declare expresamente la incapa- 
cidad para el ejercicio de este derecho. 

Así pues, en la vigente legislación y por lo que a los 
enfermos mentales se refiere, son dos los motivos que 
pueden determinar, si así se expresa judicialmente, la 
privación del derecho de sufragio: la incapacitación y 
el internamiento en centro psiquiátrico. 

Antes de analizar ambos supuestos, conviene recor- 
dar los criterios de la jurisprudencia del Tribunal Eu- 
ropeo de Derechos humanos y de las recomendaciones 
del Consejo de Europa en relación con esta cuestión. 

La jurisprudencia de dicho Tribunal sostiene que el 
procedimiento judicial que para garantizar la regula- 
ridad del internamiento establece el artículo 5.4 del 
Convenio Europeo, tan sólo es válido para producir un 
solo.efecto, el de la limitación de la libertad individual 
que implica el internamiento en un centro psiquiátrico. 

La privación de cualquier otro derecho del enfermo 
internado no puede efectuarse, en ningún caso, a tra- 
vés de este proceso rápido, sencillo y sumario, sino que 
requiere la tramitación de un proceso judicial con to- 
das las garantías, tal y como exige el artículo 6,l del 
Convenio mencionado. (Caso Winterwerp, entre otros). 

En esta misma línea se pronuncian las recomenda- 
ciones del Consejo de Europa en virtud de las cuales, 
el internamiento no puede suponer, automáticamente 
y de pleno derecho, una causa de restricción de la ca- 
pacidad de obrar del paciente. 
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Más en concreto, respecto del derecho al voto de los 
enfermos mentales ingresados en establecimientos psi- 
quiátricos, se establece en dichas recomendaciones que 
deberán adoptarse las medidas oportunas para faeili- 
tar el ejercicio de este derecho en relación con aque- 
llos enfermos mentales que comprendan su 
significación. 

A la luz de los criterios expuestos, debe, pues, soste- 
nerse la plena adecuación a los mismos de la previsión 
contenida en la ley electoral respecto de los incapaci- 
tados por sentencia firme. 

Además, esta previsión legal resulta acorde con la re- 
gulación que e1 Código Civil efectúa de la incapacita- 
ción que, no es, per sé, absoluta, sino que el juez en la 
sentencia que la declare debe precisar su extensión y 
límites en relación con la esfera persona1 y patrimonial 
del incapacitado. 

Así pues, acertadamente, la ley electoral no se limita 
a establecer la privación del derecho de sufragio como 
efecto directo y automático de la incapcitación, sino que 
ésta tan sólo se producirá cuando en la sentencia ex- 
presamente se prevea. 

Más problemas de armonización con los criterios ex- 
puestos plantea, sin embargo, la segunda previsión con- 
tenida en la ley electoral, relativa a la posibilidad de 
que el juez en la resolución por la que acuerde el inter- 
namiento -que es una figura distinta e independiente 
de la incapacitación- pueda privar también del dere- 
cho de sufragio al enfermo, mientras el internamiento 
se prolongue. 

A juicio de esta institución, esta previsión no se ajusta 
a los criterios expuestos del Tribunal Europeo de De- 
rechos Humanos y del Consejo de Europa, por cuanto 
el procedimiento judicial de internamiento que el ar- 
tículo 211 del Código Civil prevé, no re&ne las garan- 
tías que exige el artículo 6.1 del Convenio para poder 
privar de algún derecho al internado, distinto, lógiea- 
mente del de la libertad individual queel internamien- 
to supone. 

Efectivamente, el proceso por el que se constituye la 
incapacitación -juicio declarativo ordinario de menor 
cuantía, según dispone la disposición adicional única 
de la Ley 13/1983, de 24 de octubre- sí reúne todas las 
garantías exigidaspor el artículo 6.1 del Convenio para 
que la privación de derechos del incapacitado pueda 
válidamente producirse. 

En cambio, el procedimiento que el artículo 211 del 
Código Civil prevé para la autorización del internamien- 
to psiquiátrico, es de naturaleza sumaria, rápida y sen: 
cialla tal y como exige el artículo 5.4 del Convenio, no 
reuniendo por tanto las garantías que dicho Convenio 
exige para que pueda privarse al internado de sus de- 
rechos civiles o políticos. 

De otra parte y a mayor abundamiento, uno de los 
principios generales del derecho civil es el de que la 
capacidad de obrar se presume siempre plena, como 
corresponde al principio constitucional de libre desa- 
rrollo de la personalidad (art. lO.l), por lo que sus limi- 

taciones deben ser interpretadas siempre de forma 
restrictiva. 

En consecuencia, no puede estimarse acorde con los 
criterios sostenidos por el Tribunal Europeo de Dere- 
chos Humanos y por el Consejo de Europa, la previsión 
de la vigente ley electoral en virtud de la eual, el juez, 
mediante un procedimiento inadecuado a la luz del Con- 
venio, como es el de internamiento, pueda privar a un 
ciudadano de uno de los derechos más importantes ane- 
jo a su condición de tal, como es el derecho al voto. 

En base a lo expuesto, se ha sugerido una reforma 
de la vigente ley electoral en reIación con este concre- 
to extremo. 

8.2. Inscripción en el Registro de partidos políticos 

Cabe resefiar la queja 9104834 en la que se analiza 
el problema referido a las facultades del Ministerio del 
Interior para requerir a quienes promueven un parti- 
do político, al amparo de la Ley 54/1978, de 4 de diciem- 
bre, para la modificación de estatutos, en una labor 
presuntamente fiscalizadora y previa a la inscripción 
de los mismos. 

En concreto, en este expediente el promotor de un 
partido político manifestaba que por el Ministerio del 
Interior se le había requerido para que modificase parte 
de los estatutos de1 mismo, aduciendo que su conteni- 
do hacía referencia a personas físicas o instituciones 
privadas que no habían suscrito los estatutos. 

Esta institución se dirigió al aludido departamento 
poniendo de manifiesto que a tenor de la Ley 5411978 
Ia inscripción de los partidos pdíticos debe de produ- 
cirse dentro de los 20.dias siguientes a la presentación 
de sus estatutos sin perjuicio de qne si se dedujesen 
indicios razonables de ilicitud penal éstos sean pues- 
tos en conocimiento del Ministerio Fiscal. 

En su informe el Ministerio del Interior admite que 
requirió al solicitante para la modificación de sus es- 
tatutos, en el sentido de que no se hiciesen constar per- 
sonas o instituciones que no habian manifestado 
expresamente su adhesión al mismo, pero sin que ello 
hubiese supuesto en ningún caso rechazo en la adqui- 
sición de la personalidad jurídica del partido político 
en cuestión, transcurridos 20 días desde la presenta- 
ción de sus estatutos en el registro. 

A la vista de todo ello, parece necesario incidir en la 
importancia que tiene el respeto escrupuloso al proce- 
so automático de inscripción de los partidos corno ga- 
rantía plena del derecho constitucional de participación 
de los españoles en la vida pública previsto en el ar- 
tículo 23 de nuestra eonstitueión, y que ampara la Ley 
54/1978, de 4 de diciembre. 

9. DERECHO A LA TUTELA JUDICIAL EFE€TIVA 
(ARTICUW 24 DE LA €ONSTITUCIOM) 

En la misma Iínea de informes anteriores, se expo- 
nen en el presente apartado aquellas investigaciones 
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realizadas por el Defensor del Pueblo en el curso del 
año 1991 en relación con los derechos jurídicos com- 
prendidos dentro de este precepto constitucional que 
se han estimado de mayor interés para el conocimien- 
to de las Cámaras. 

Debe también destacarse que de las actuaciones lle- 
vadas a cabo en relación con este precepto el núcleo 
fundamental lo constituye la actividad que el Defensor 
del Pueblo despliega sobre el derecho fundamental a 
un proceso sin dilaciones indebidas. 

Como venimos señalando en todos nuestros informes, 
estas investigaciones se llevan a cabo, con carácter ge- 
neral, a través de la Fiscalía General del Estado, tal y 
como dispone el artículo 13 de la Ley Orgánica 3/1981, 
de 6 de abril. 

A este respecto y en la línea sostenida en los dos in- 
formes anteriores, debe también destacarse en el pre- 
sente la fluidez que continúa caracterizando a la 
colaboración con la Fiscalía General del Estado, cuya 
intervención en las quejas de las que se le da traslado 
es cada vez más exhaustiva, remitiendo periódicamen- 
te información, sin necesidad de previa solicitud por 
parte de esta institución, hasta el total esclarecimien- 
to de los extremos planteados en las quejas, dirigiendo 
para ello precisas instrucciones a los fiscales que de 
ella dependen, de cuyo contenido informa también al 
Defensor del Pueblo. 

Durante el curso del año 1991, también han continua- 
do desarrollándose con normalidad las relaciones con 
el Consejo General del Poder Judicial, al que se han re- 
mitido, bien directamente, bien tras una investigación 
previa ante la Fiscalía General del Estado, aquellas que- 
jas cuyo contenido excedía de las específicas compe- 
tencias del Ministerio Fiscal y requería una 
colaboración que tan sólo aquel órgano constitucional 
podía proporcionar. 

Como viene reconociendo dicho consejo en sus me- 
morias anuales, todas las intervenciones de esta insti- 
tución ante el mismo han partido del necesario respeto 
al principio constitucional de independencia judicial 
y han estado presididas por una finalidad de colabora- 
ción en una mejor prestación del servicio público que 
desarrollan los órganos jurisdiccionales, sin eludir, 
cuando se ha considerado necesario, actuaciones ten- 
dentes a esclarecer concretos comportamientos desde 
el punto de vista de una posible responsabilidad disci- 
plinaria. 

Debe también destacarse que, durante el último año, 
el Consejo General del Poder Judicial ha remitido a es- 
ta institución la información que se le ha solicitado con 
una mayor prontitud, siendo también sus informes, con 
carácter general, cada vez más completos. 

Desde otro punto de vista, en la investigación de este 
tipo de quejas relativas al funcionamiento de juzgados 
y tribunales han sido también frecuentes las investiga- 
ciones realizadas tanto ante el Ministerio de Justicia 
como ante las administraciones autonómicas del País 
Vasco y de Cataluña, a las que han sido transferidas las 

competencias relativas a medios materiales de la Ad- 
ministración de Justicia. 

Cabe ya adelantar aquí la preocupación de esta ins- 
titución por la falta de coordinación que ha podido 
apreciarse, en algunos casos, entre el Ministerio de Jus- 
ticia y la Generalidad de Cataluña, en relación con las 
competencias que han sido objeto de transferencia, que 
está repercutiendo de forma desfavorable en la adecua- 
da prestación del servicio público judicial en esta co- 
munidad autónoma, si bien en apartados posteriores 
volveremos sobre esta cuestión. 

Y, por último, en estas consideraciones introducto- 
rias sólo nos resta hacer referencia al criterio acogido 
para establecer la línea divisoria ante aquellos supues- 
tos que se han estimado contrarios al derecho funda- 
mental a un proceso sin dilaciones indebidas y aquellos 
otros que, aun fuera de esta órbita, ponían sin embar- 
go de manifiesto un anormal funcionamiento del ser- 
vicio público judicial. 

Como venimos reiterando en anteriores informes, este 
criterio no puede ser otro que el proporcionado por la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional y del Tribu- 
nal Europeo de Derechos Humanos que, en síntesis, 
obligan a tomar en consideración factores tales como 
el contenido y la complejidad del litigio, los márgenes 
ordinarios de duración de los litigios del mismo tipo, 
la conducta procesal de las partes y de las autoridades 
y, por último, las consecuencias que de la paralización 
se hayan seguido para las partes. 

La jurisprudencia mencionada ha establecido tam- 
bién que la vulneración de este derecho fundamental 
puede tener su origen en carencias o defectos estruc- 
turales de la organización judicial, por cuanto los po- 
deres públicos están obligados a adoptar las medidas 
adecuadas para que los órganos jurisdiccionales desa- 
rrollen su función con las garantías y eficacia que nues- 
tra Constitución reclama. 

A la vista de estas consideraciones y al igual que en 
interiores informes, se exponen en el presente aparta- 
do no sólo aquellos supuestos concretos de dilaciones 
indebidas que se han estimado contrarios al derecho 
'undamental a un proceso en un tiempo razonable, si- 
io también las investigaciones llevadas a cabo en rela- 
:ión con carencias estructurales de nuestro sistema 
iudicial. 

Por otra parte y en cuanto al derecho fundamental 
a la tutela judicial efectiva propiamente dichos, se ex- 
2onen también algunas investigaciones puntuales lle- 
lradas a cabo en relación con este específico derecho 
'undamental, una de las cuales fue iniciada durante el 
iño anterior, por lo que fue parcialmente expuesta en 
:1 informe correspondiente al año 1990. 

También se hará sucinta referencia a la aceptación 
:n el curso de este año de una recomendación relativa 

este concreto derecho fundamental, que esta institu- 
:ión formuló en el informe correspondiente al año 1987 
y que iba dirigida al Ministerio de Asuntos Exteriores. 
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9.1. Falta de tramitación de una denuncia presentada 
en un juzgado 

El ciudadano que compareció ante el Defensor del 
Pueblo manifestaba en su escrito de queja que en el mes 
de septiembre de 1988 acudieron unos agentes muni- 
cipales al lugar donde había estacionado su vehículo, 
por encontrarse dicho vehículo aparcado en zona reser- 
vada a carga y descarga. 

Se inició en ese lugar una disputa entre el exponen- 
te y los mencionados agentes, los cuales presentaron 
denuncia de los hechos en la comisaría de Ponferrada. 

En la declaración que efectuó el compareciente ante 
la comisaría, inmediatamente después de formulada la 
denuncia, ofreció una distinta versión de los hechos mo- 
tivadores de la denuncia realizada por los citados agen- 
tes. Asimismo, con motivo de los hechos acaecidos, 
presentó a su vez denuncia contra los agentes denun- 
ciantes por coacciones. 

Como consecuencia de la denuncia formulada por los 
mencionados agentes municipales, se instruyó en el an- 
tiguo Juzgado de Distrito número 1 de Ponferrada el 
correspondiente juicio de faltas por ofensas a la 
autoridad. 

En la tramitación de este procedimiento se tomó de- 
claración en varias ocasiones al compareciente, ratifi- 
cándose en la denuncia que presentó en su primera 
declaración en la comisaría. 

El juzgado dictó providencia, de fecha 28 de noviem- 
bre de 1988, por la que, ante la constancia en las actua- 
ciones practicadas de la denuncia presentada por el 
denunciado contra los mencionados agentes municipa- 
les, ordenó se dedujese testimonio de dichas actuacio- 
nes al Juzgado de Instrucción número 1 de Ponferrada. 

Nos comunicaba por último el interesado que, si bien 
el juicio de faltas mencionado finalizó por sentencia 
condenatoria, en la que se le consideró autor de la fal- 
ta de ofensas a la autoridad que le había sido imputa- 
da, no tenía conocimiento de que se hubieran 
practicado actuaciones judiciales con motivo de la de- 
nuncia por él presentada contra los mencionados 
agentes. 

A la vista de estos antecedentes se inició la corres- 
pondiente investigación ante la Fiscalía General del 
Estado. 

c 

En el informe recibido, la Fiscalía General nos daba 
traslado de la diligencia informativa realizada por el 
secretario del Juzgado de Instrucción número 3 de Pon-' 
ferrada (antes Juzgado de Distrito número 1), en rela- 
ción con el procedimiento que afectaba al reclamante. 

En esa diligencia se afirmaba que en los autos del 
precitado juicio de faltas no aparecía denuncia del re- 
clamante; que el juez que conoció de ese procedimien- 
to no había ordenado en ningún momento la remisión 
de testimonio de los autos al juzgado de instrucción co- 
rrespondiente: y que el compareciente ante esta insti- 
tución había solicitado testimonio del juicio de faltas, 
testimonio que le fue entregado personalmente. 

Dado que dicho testimonio nos había sido remitido 
por el reclamante, fue examinado por esta institución 
con detenimiento, extrayéndose del mismo diversas con- 
clusiones de las que se dio traslado a la Fiscalía Gene- 
ral del Estado. 

Y así, del examen de dicho testimonio pudo des- 
prenderse: 

- Que el ciudadano que planteó la queja, en la de- 
claración que realizó en la Comisaría de Policía de Pon- 
ferrada, presentó efectivamente denuncia contra los 
agentes que previamente le habían denunciado. 
- En la declaración realizada por el interesado du- 

rante la tramitación del juicio de faltas del antiguo Juz- 
gado de Distrito número 1 de Ponferrada el día 10 de 
noviembre de 1988, se recogió que éste «se afirma y ra- 
tifica en la declaración prestada en la Policía y en la 
denuncia presentada en el mismo acto)). Posteriormente 
en una segunda declaración había manifestado que «se 
ratifica en la denuncia presentada en la Comisaría de 
Policía el día 7 de septiembre del presente contra la Po- 
licía Municipal que procedieron a su detención ilegal 
obligándole a comparecer ante Comisaría y le amena- 
zaron y le injuriaron)). 

Por último, en providencia de fecha 28 de noviembre 
de 1988, se declaraba que «vistas las precedentes ac- 
tuaciones y toda vez que en las presentes actuaciones 
consta denuncia de ..., dedúzcase testimonio de las pre- 
cedentes actuaciones al Juzgado de Instrucción núme- 
ro 1 de esta ciudad)). 

En consecuencia, habida cuenta de la aparente dis- 
cordancia que existía entre la información que nos ha- 
bía facilitado el interesado, dinamante del testimonio 
de las actuaciones por él solicitado, y el contenido del 
informe que la Fiscalía General nos había remitido, el 
Defensor del Pueblo se dirigió de nuevo a dicha Fisca- 
lía General solicitando que por el Ministerio Fiscal se 
realizaran las investigaciones oportunas en orden al es- 
clarecimiento de los hechos a que la presente queja se 
refería. 

Y ello, por cuanto en caso de confirmarse la realidad 
de los mismos, esto es, la no tramitación de la denun- 
cia presentada por el reclamante contra los agentes de 
la Policía y sí, en cambio, la planteada por éstos contra 
aquél, pudiera verse afectado el derecho del compare- 
ciente a la tutela judicial efectiva consagrado en el ar- 
tículo 24 de la Constitución. 

Estamos a la espera de recibir la nueva información 
solicitada a la Fiscalía General del Estado en diciem- 
bre de 1991 (9016842). 

9.2. Pasividad de un juzgado durante la ejecución de 
una sentencia condenatoria de la Administración 

Esta queja fue ya expuesta en el informe correspon- 
diente al año 1990, por lo que tan sólo deben destacar- 
se aquí las actuaciones llevadas a cabo durante el año 
1991. 

Esta investigación hacía referencia a una aparente 
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vulneración del derecho fundamental a la tutela judi- 
cial efectiva realizada por un órgano jurisdiccional al 
adoptar una actitud de pasividad en la ejecución de una 
sentencia condenatoria de la Administración pública. 

Sucintamente, se trataba de una sentencia dictada 
por la entonces Magistratura de Trabajo de Huelva por 
la que se condenaba al Instituto Nacional de la Salud 
y a la Dirección General de Asistencia HospitaIaria y 
Especialidades Médicas de la Junta de Andalucía a re- 
conocer el derecho del actor, compareciente ante esta 
institución, a ocupar una concreta plaza. 

De la inicial investigación ante las administraciones 
condenadas podía desprenderse que, ante la diversidad 
de fórmulas que podían adoptarse para dar cumpli- 
miento a la sentencia, se había puesto esta situación 
en conocimiento del juzgado para que por éste se de- 
terminara la fórmula o fórmulas que más se adaptaran 
al contenido del fallo. 

En cuanto a la información solicitada de la Fiscalía 
General del Estado, de ella se  desprendía que, efectiva 
mente, no había sido todavía cumplida la sentencia que 
afectaba al reclamante, no obstante lo cual el juzgado 
entendía agotada su intervención en dicho proceso, a 
pesar de que tanto el ejecutante como la administra- 
ción condenada se habían dirigido al órgano jurisdic- 
cional solicitando su previo y vinculante criterio en 
orden a conocer cuál de las diversas fórmulas posibles 
era la que más se ajustaba al contenido del fallo por 
él dictado. 

A la vista de estos antecedentes y sin perjuicio de 
comprender que esta decisión del órgano jurisdicciu- 
nal afectaba directamente a la independencia que cons- 
titucionalmente caracteriza su función, esta institución 
se dirigió de nuevo a la FiscalÍa General del Estado, dán- 
dole traslado de su preocupación por la actuación de 
algunos órganos jurisdiccionales en relación con el 
cumplimiento de sentencias condenatorias de las ad- 
ministraciones públicas. 

En la extensa comunicación remitida a la Fiscalía Ge- 
neral del Estado se contenían amplias consideraciones 
sobre la doctrina del Tribunal Constitucional en rela- 
ción con la cuestión objeto de la queja, en virtud de la 
cual los comportamientos pasivos de los órganos juris- 
diccionales en casos como el descrito, suponen una vul- 
neración del derecho fundamental a la tutela judicial 
efectiva. 

Y así, según dicha jurisprudencia, el derecho funda- 
mental mencionado, al abarcar no sólo el derecho a ob- 
tener un pronunciamiento judicial sino también su 
efectivo cumplimiento oejecución, requiere en estos ca- 
sos una actitud de los órganos jurisdiccionales que per- 
mita emplear, al amparo de la Constitución y de las 
leyes, todos los medios coactivos a su alcance con la 
finalidad de evitar los obstáculos que impiden la reali- 
zación plena de aquel derecho fundamental cuando la 
administración n o  cumple lo judicialmente resuelto. 

Nuestra intervención ha determinado que, en el cur- 
so del año 1991, la Fiscalía General del Estado se diri- 
giera con rapidez a la Fiscalía d e  Wuelva urgiendo la 

intervención del Ministerio Fiscal en el proceso de eje- 
cución que afectaba al reclamante, n~ como parte, pues 
ello no se encuentra legalmente previsto, sino en cum- 
plimiento de su misión de defensa de los derechos de 
los ciudadanos constitucionalmente prevista, con la fi- 
nalidad de velar por la realización del derecho funda- 
mental a la tutela judicial efectiva, que estaba siendo 
vulnerado por la actitud pasiva del órgano jurisdic- 
cional. 

Recientemente se ha informado a esta institución que 
la sentencia ha sido ya definitivamente cumplida. 

El Defensor del Pueblo debe destacar Eavorablemen- 
te en el presente informe la posición adoptad por el Mi- 
nisterio Fiscal en el caso objeto de la presente queja, 
en cuando supone una avanzada interpretación de nues- 
tra legislacibn procesal con la finalidad de velar por el 
cumplimiento de un derecho fundamental como es el 
de la tutela judicial efectiva en un proceso en el que 
el Ministerio Público no puede legalmente constituir- 
se como parte. 

Se trata de una novedosa interpretacih del ordena- 
miento procesal, plenamente acorde con las exigencias 
derivadas del articulo 9.2 de la Constitución espafiola 
y que ha rendido además sus frutos con plena eficacia, 
pues ha conseguido remover la pasividad judicial ob- 
teniendo así el pleno cumplimiento de la sentencia y, 
con ello, Ia satisfacción del derecho fundamental tan- 
tas veces citado. 

El carácter innovador de esta reciente postura adop- 
tada por el Ministerio Fiscal y lo que implica de avan- 
ce en la tarea de establecer mecanismos que permitan 
una mejor realización de los derechos fundamentales 
constitucionalmente reconocidos, nos llevan a transcri- 
bir a continuación algunas de las consideraciones que 
se contienen en el informe que a esta institución remi- 
tió la Fiscalía General de1 Estado: 

«... se ha recibido de1 Defensor del Pueblo un escrito 
en el que se hacen importantes observaciones acerca 
de la abusiva dilación que se está produciendo en la eje- 
cución de dicha sentencia, en perjuicio de la firmante 
en la queja. 

Los limitados elementos de conocimiento obrantes en 
la Fiscalía General del Estado sobre dichas diligencias 
de ejecucibn, así como la evidencia de que se trata de 
un tipo de proceso judicial en el que no tiene interven- 
ción e1 Ministerio Fiscal, hacen particularmente pro- 
blemático la formulación de sugerencias respecto a las 
iniciativas que pudiera adoptar esa Fiscalía Provincia1 
para coadyuvar al efectivo cumplimiento de la senten- 
cia. Sin embargo, a tenw de las reflexiones contenidas 
en el citado escrito del Defensor del Pueblo, hay que 
constatar que la práctica frustración indefinida de la 
ejecución de fallo, está afectando de modo esencial y 
directo a un derecho fundamental del justiciabk recla- 
mante, cual es el de tutela judicial efectiva del wtículo 
24.1 CE. Desde esta perspectiva, el Ministerio Fiscal 
p ~ d e  llegar a tener capacidad legitimadera procesal, 
en cumplimiento de los debems y ejercicio de las fa- 
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cultades que vienen atribuidos por las disposiciones le- 
gales, para la defensa de los derechos fundamentales 
que aparezcan vulnerados en el proceso, así como pa- 
ra el ejercicio de las acciones penales dimanantes de 
posibles comportamientos detectados en las diligencias, 
todo ello de acuerdo con los artículos 24.1 y 162.1.a) de 
la Constitución: 3 (núms. 1, 3, 4, 10) y 4.1 del Estatuto 
Orgánico del Ministerio Fiscal aprobado por Ley 50/81, 
de 30 de diciembre, 109 de la Ley de la Jurisdicción y 
normas concordantes. 

En consecuencia, deberá esa Fiscalía solicitar vista 
de las actuaciones, a los solos efectos de ejercer las mi- 
siones que la ley le atribuye en defensa de los derechos 
fundamentales y eventual ejercicio de las demás accio- 
nes que procedan en defensa de la legalidad, instando 
cuanto resulte pertinente a la vista de las actuaciones 
e informando a la mayor brevedad posible a esta Fis- 
calía General del estado actual del trámite, diligencias 
solicitadas y resolución adoptada por el Juzgado. )> 
(8812236). 

9.3. Reconocimientoy ejecución en otros países de re- 
soluciones dictadas por los tribunales españoles 
en materia laboral 

Se trata de una recomendación formulada al Minis- 
terio de Asuntos Exteriores y ampliamente expuesta en 
el informe correspondiente al año 1987 al que nos re- 
mitimos, haciéndose aquí tan sólo una referencia su- 
cinta a su contenido esencial. 

Estuvo motivada por diversas quejas recibidas que 
ponían de manifiesto las dificultades existentes para 
obtener el reconocimiento y ejecución en otros países 
de resoluciones dictadas por los tribunales españoles 
en materia laboral, bien por no existir convenio sobre 
esta materia con esos países, bien porque los existen- 
tes no comprendían las relaciones jurídicas de natura- 
leza laboral dentro de su ámbito de aplicación. 

Y así, tras analizar con detenimiento las consecuen- 
cias derivadas de los artículos 7 y 220 del Tratado de 
la Comunidad Europea, así como del artículo 3.2 del 
Acta de Adhesión de España a las Comunidades Euro- 
peas, se concluía recomendando: 

- La agilización de los trámites para la ratificación 
del Convenio de Eruselas de 27 de septiembre de 1968 
relativo a la competencia judicial y a la ejeución de re- 
soluciones judiciales en materia civil y mercantil -con- 
cepto éste que, según la jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia de las Comunidades Europeas, abarca también 
la materia laboral-, con la finalidad de eliminar los 
obstáculos que existían para el reconocimiento y eje- 
cución de este tipo de resoluciones judiciales en rela- 
ción con los demás países miembros de la Comunidad 
Económica Europea. 
- De otro, la elaboración de tratados internaciona- 

les bilaterales o rnultilaretales sobre reconocimiento, y 
ejecución de resoluciones judiciales, fundamentalmen- 
te en. materia laboral, con aquellos países que, aun no 

perteneciendo a la Comunidad Económica Europea, 
rnantienen con España relaciones laborales mas nume- 
rosas y fluidas. 

Con fecha 28 de enero de 1991 se ha publicado en el 
((Boletín Oficial del Estado» el instrumento de ratifi- 
cación por parte de España al Convenio de Bruselas an- 
tes citado, por lo que se ha dado cumplimiento a la 
primera de dichas recomendaciones. 

9.4. Recursos jurisdiccionales contra sanciones disci- 
plinarias en la jurisdicción militar 

Se ha continuado, durante este año, analizando, por 
parte de esta institución el problema, planteado ya en 
el informe de 1990, sobre la posible utilización del re- 
curso Contencioso-Disciplinario Militar preferente y su- 
mario del artículo 518 de la Ley Procesal Militar, para 
aquellos casos de correctivos impuestos por la comi- 
sión de faltas leves que conllevan una restricción de li- 
bertad. 

Por otro lado, y con motivo de diversas quejas plan- 
teadas ante esta institución relativas a la imposición 
de sanciones por faltas leves, se ha valorado la conve- 
niencia de considerar en profundidad el informe remi- 
tido por el Ministerio de Defensa con relación a la queja 
9008901, a la luz de la sentencia dictada por el Tribu- 
nal Supremo en el recurso de casación 2-5-90, de 1 de 
octubre, tratando de acercar la realidad disciplinaria 
militar a las garantías procesales previstas en la legis- 
lación vigentes. Y ello fundamentalmente, desde la pro- 
tección de los derechos fundamentales a través del 
amparo judicial que permita la aplicación de la Ley Pro- 
cesal Militar. 

Asimismo se ha tenido en cuenta la reciente publica- 
ción de la Ley Orgánica 11/199€, de 17 de junio, de  Ré- 
gimen Disciplinario de la Guardia Civil que ha venido 
a reforzar los principios en los que se ampara el régi- 
men disciplinario militar y las garantías judiciales pre- 
vistas en la citada Ley Procesal Militar. 

Efectivamente del informe elaborado por el Ministe- 
rio de Defensa y de la sentencia dictada por la Sala Mi- 
litar del Tribunal Supremo el l de octubre de 1990 se 
desprende que los correctivos por faltas leves, cuando 
la sanción afecta a los derechos fundamentales, tienen 
amparo judicial en el aludido procedimiento. 

No obstante esta institución considera necesario. in- 
sistir en el hecho de que dicho.procedimiento se enmar- 
ca dentro del Libro IV sobre Procedimientos Judiciales 
Militares no Penales de la Ley Procesal Militar, por lo 
que &e no es sino una prolongación del Frocedimien- 
to Contencioso-Disciplinario, sin más particularidades 
que las contenidas en el artículo 568 de la aludida ley, 
con el objeto de hacer realidad los dos calificativos que 
determinan la propia naturaleza del procedimiento, es 
decir, la preferencia y la sumariedad. 

Ello significa que en ningún caso puede considerar- 
se a ese procedimiento de carácter excepcional y, por 
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tanto, de utilización no habitual cuando se trate de san- 
ciones por falta leve. 

Por el contrario parece evidente que la voluntad del 
legislador ha sido precisamente dar cobertura a esta 
zona del régimen disciplinario militar como consecuen- 
cia de las reflexiones hechas por el propio Tribunal 
Constitucional y las que se derivan de casos conocidos 
por el Tribunal de Derechos Humanos de Estrasburgo, 
como es el caso Engel. 

De otra parte la reciente publicación de la Ley Orgá- 
nica 1111991, de 17 de junio, del Régimen Disciplinario 
de la Guardia Civil, avala esta tesis al contemplar en 
su artículo 64 como un elemento normalizado la inter- 
posición del recurso Contencioso-Disciplinario Militar 
preferente y sumario contra la resolución del recurso 
por falta leve. 

Resulta, por tanto, necesario que desde un punto de 
vista práctico se proyecte a la realidad la no excepcio- 
nalidad del procedimiento, a cuyo fin esta institución 
considera medio adecuado el que se instruya a todas 
las autoridades militares para que tengan presente que 
en la notificación de la imposición de una sanción por 
falta leve debe hacerse constar, no sólo el derecho al 
recurso en tiempo y forma ante el superior jerárquico, 
con arreglo a lo establecido en el capítulo 5." título IV 
de la Ley Orgánica 12/85, de 27 de noviembre, del régi- 
men disciplinario de las Fuerzas Armadas, sino que ade- 
más debe especificarse la posibilidad de utilizar el 
citado procedimiento Contencioso-Disciplinario Militar 
preferente y sumario de conformidad con lo estableci- 
do en el artículo 453 de la Ley Procesal Militar. 

Se ha valorado la necesidad de esta fórmula, pues 
aunque el informe que se indica señala la existencia de 
la Orden Ministerial 43/86 dictada en desarrollo de la 
Ley Orgánica 12/85, lo cierto es que esa orden al ser tres 
años anterior a la promulgación de la Ley Procesal Mi- 
litar, no contempla la existencia del referido recurso. 

Es necesario hacer realidad un proceso lógico que 
parte de considerar que en el ámbito militar la Ley 
62178, de 26 de diciembre, de Protección Jurisdiccional 
de los Derechos Fundamentales de la Persona, tiene su 
continuidad en dicho procedimiento y, además, que la 
interpretación del apartado b) del artículo 468 y del ar- 
tículo 568 de la Ley Procesal demuestran que la no ad- 
misión del procedimiento Contencioso-Disciplinario 
contra las resoluciones dictadas en los recursos por fal- 
tas leves, obliga necesariamente a la utilización del 
procedimiento Contencioso-Disciplinario Militar prefe- 
rente y sumario prescisamente en el caso de dichas 
faltas. 

Por todo lo anterior, esta institución ha valorado la 
oportunidad de trasladar al Ministro de Defensa las an- 
teriores consideraciones al objeto de conocer su pare- 
cer sobre la conveniencia de incorporar, con carácter 
general, a las notificaciones que se hagan de imposi- 
ción de sanciones por falta leve no sólo el derecho al 
recurso previsto en la Ley Orgánica del Régimen Disci- 
plinario de las Fuerzas Armadas, sino también la posi- 
bilidad de interponer el recurso Contencioso-Discipli- 

nario Militar preferente y sumario de acuerdo con lo 
determinado en la Ley Procesal Militar. 

9.5. Dilaciones indebidas. Causas estructurales 

9.5.1. Consideraciones previas 

Señalábamos en anteriores apartados que nuestra 
Constitución, en su artículo 24, reclama de los pode- 
res públicos una actitud destinada a dotar a nuestros 
tribunales de justicia de los mecanismos adecuados pa- 
ra que puedan desarrollar su función jurisdiccional 
conforme a las exigencias constitucionales de respeto 
al sistema de garantías y eficacia en su funcionamiento. 

Esta exigencia constitucional determina que las ca- 
rencias estructurales que todavía aquejan a nuestros 
órganos jurisdiccionales no puedan justificar, en nin- 
gún caso, irritantes dilaciones que todavía se producen 
en concretos órganos judiciales y que han determina- 
do abundantes intervenciones de esta institución du- 
rante el curso del año 1991, al igual que en años 
anteriores. 

Son, efectivamente, numerosas las quejas que ponen 
de manifiesto, al ser inicialmenmte investigadas ante 
la Fiscalía General del Estado, que el retraso del con- 
creto procedimiento no es sino un reflejo de la situa- 
ción general del órgano jurisdiccional, que responde, 
a su vez, bien a deficiencias estructurales, tan sólo sub- 
sanables con medidas de largo alcance, bien a una si- 
tuación coyuntural que puede ser afrontada con 
medidas de apoyo concretas. 

Todas ellas, tras la inicial información obtenida de 
la Fiscalía General del Estado, han sido investigadas an- 
te el Consejo General del Poder Judicial, el Ministerio 
de Justicia y, en su caso, ante las administraciones auto- 
nómicas del País Vasco y de Cataluña, por ser éstas las 
únicas comunidades autónomas que han asumido, has- 
ta el momento, competencias en relación con los me- 
dios materiales de la Administración de Justicia. 

De todas estas investigaciones se dará cuenta en el 
presente apartado. 

Las carencias estructurales a que venimos haciendo 
mención son las reiteradas en anteriores informes: ina- 
decuación de los vigentes instrumentos procesales; fal- 
ta de medios materiales y personales o defectuosa 
wganización de los mismos; insuficiente preparación 
í e  jueces, fiscales o personal auxiliar; excesiva movili- 
iad de los mismos; inadecuación de los edificios judi- 
:iales; falta de desarrollo de las previsiones legales 
;obre planta judicial; disfunciones producidas como 
:onsecuencia de la conversión de algunos órganos ju- 
isdiccionales por exigencias de la Ley de Planta y De- 
narcación Judicial, etc. 

Desde anteriores informes, el Defensor del Pueblo vie- 
le reconociendo el esfuerzo realizado en los últimos 
iños por los poderes públicos para mejorar la presta- 
:ión del servicio público judicial dentro de los paráme- 
ros de garantías y eficacia que nuestra Constitución 
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exige, como características básicas del sistema judicial 
de una sociedad democrática y moderna. 

Debe también insistirse desde este informe en el im- 
portante avance que para la modernización del servi- 
cio público judicial han supuesto medidas tales como 
la nueva Ley Orgánica del Poder Judicial, la Ley de Plan- 
ta y Demarcación Judicial o el importante aumento de 
recursos de que ha sido objeto la administración de la 
justicia española. 

Ahora bien, no puede perderse de vista que esta pers- 
pectiva modernizadora ha empezado a existir en nues- 
tro país tan sólo desde la etapa democrática. Ello 
significa que las importantes medidas expuestas han 
debido ser aplicadas sobre un sistema judicial ances- 
tralmente obsoleto, que hubiera requerido su moder- 
nización desde décadas muy anteriores. 

La nueva visión constitucional de la cuestión ha de- 
terminado, en consecuencia, que la reforma del servi- 
cio público judicial, que debió haberse realizado 
paulatinamente, a medida que evolucionaban los pos- 
tulados socioeconómicos de nuestra sociedad, haya de- 
bido ser afrontada con urgencia por los poderes 
públicos posconstitucionales, en un período de tiem- 
po relativamente corto, a la vista de la magnitud y com- 
plejidad del esfuerzo. Las disfunciones que esta 
situación conlleva son, pues, evidentes. 

Una de las consecuencias más importantes de cuan- 
to acaba de exponerse, ha sido la dificultad, que se ha 
puesto ya de manifiesto, en alcanzar un adecuado ni- 
vel de preparación del personal que desarrolla sus fun- 
ciones en tan esencial servicio público, jueces, fiscales, 
secretarios y personal auxiliar. 

Efectivamente, el elevado número de órganos juris- 
diccionales que han entrado en funcionamiento tras la 
Ley de Demarcación y Planta, en un período de tiempo 
relativamente corto y cuya rápida creación era una exi- 
gencia inexcusable, no ha podido ir acompañado de la 
adecuada formación de los nuevos profesionales, en de- 
trimento de la calidad del servicio público. 

La dedicación a esta específica cuestión por parte del 
Consejo General del Poder Judicial, con el apoyo del Mi- 
nisterio de Justicia y de las autonomías vasca y catala- 
na, debe ser pues, abordada con rigor, como única 
forma de conseguir una mejora cualitativa del servicio 
público mencionado, que ha sido ya objeto de un im- 
portante avance en los aspectos materiales o cuanti- 
tativos. 

Esta institución debe, pues, congratularse de que la 
formación de los jueces sea una de las prioridades del 
actuar del Consejo General del Poder Judicial, tal y co- 
mo se refleja en su última memoria anual. 

El Ministerio de Justicia debe también profundizar 
en esta línea respecto del resto del personal que de él 
depende, fiscales, secretarios y personal auxiliar. 

Pero, a juicio de esta institución, la tarea de forma- 
ción aludida no debería, sin embargo, circunscribirse 
a los nuevos profesionales. 

La complejidad en avance de nuestro sistema jurídi- 
co interno -en el que existe una multiplicidad de fuen- 

tes emanadoras de este derecho como consecuencia de 
la estructura autonómica del Estado- e internacional, 
-con el específico sistema de fuentes derivados de 
nuestra definitiva incorporación a Europa- requiere 
un constante reciclaje de todos los profesionales que 
prestan sus servicios en los órganos jurisdiccionales, 
si se quiere que éstos atiendan adecuadamente la cada 
vez más amplia y compleja demanda social de tutela 
judicial. 

Por otra parte, el esencial papel que nuestra Consti- 
tución otorga a los órganos jurisdiccionales en la pro- 
tección de los derechos e intereses de los ciudadanos 
y el largo alcance que deriva del reconocimiento cons- 
titucional del derecho fundamental a la tutela judicial 
efectiva, determinan que nuestros órganos judiciales 
deban intervenir en situaciones nuevas de gran com- 
plejidad técnica que reclaman la correspondiente asis- 
tencia técnica cualificada, fundamentalmente en 
materias como la financiera y económica. 

En este sentido, resulta también imprescindible una 
adecuada dotación de psicólogos, asistentes sociales, 
intérpretes, forenses, etc., por ser la actual todavía in- 
suficiente. 

La reclamada reforma de la oficina judicial requiere 
igualmente ser abordada de forma coordinada ante los 
distintos órganos competentes, introduciendo los mo- 
dernos sistemas y modelos de organización, todavía aje- 
nos a su actual configuración, estableciendo servicios 
comunes a distintos órganos judiciales e implantando 
definitivamente en los juzgados los nuevos medios téc- 
nicos informáticos y de comunicación. Sólo así puede 
conseguirse un eficaz aprovechamiento de los recursos, 
que ya existen. 

En cuanto a los edificios que albergan a nuestros ór- 
ganos jurisdiccionales, en el informe anterior se hacía 
especial hincapié en las investigaciones realizadas que 
ponían de manifiesto la existencia de órganos judicia- 
les con deficientes intalaciones. La situación persiste 
actualmente por lo que nuestras investigaciones al res- 
pecto han debido continuar durante el año al que el pre- 
sente informe se contrae. 

Sin duda, el ritmo de creación de nuevos juzgados y 
tribunales impuesto por la Ley de Planta y Demarca- 
ción Judicial ha determinado un importante esfuerzo 
presupuestario para conseguir nuevas ubicaciones que 
debe ser reconocido. Ello, no obstante, debe dejarse 
constancia de que este esfuerzo no siempre ha sido cul- 
minado con éxito, tal y como podrá apreciarse en la ex- 
posición posterior de las investigaciones concretas 
realizadas. 

Las distintas administraciones públicas implicadas 
deben, pues, dar un definitivo impulso a las actuacio- 
nes tendentes a dotar a nuestros órganos jurisdiccio- 
nales de instalaciones suficientes y adecuadas para el 
ejercicio de su función. 

En relación con esta cuestión, debe dejarse constan- 
cia en el presente informe de una disfunción que ha po- 
dido ser apreciada en el curso de las investigaciones 
realizadas tanto ante el Ministerio de Justicia como ante 
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la Generalidad de Cataluña, en relación con la situa- 
ción de los edificios judiciales de dicha comunidad 
autónoma y fundamentalmente los de nueva planta. 

Como ya hemos expuesto, por Real Decreto de 20 de 
julio de 1990, se produjo el traspaso a la Generalidad 
de Cataluña de las funciones del Estado en materia de 
provisión de medios materiales y económicos para el 
funcionamiento de la Administración de Justicia. En re- 
lación con dicho real decreto se están produciendo di- 
ferencias de interpretación entre la administración 
central y la autonómica que están generando situacio- 
nes de descoordinación que repercuten de forma des- 
favorable en las condiciones en que se presta, en 
algunos casos, el servicio público judicial en esta co- 
munidad autónoma. 

Y así, esta falta de coordinación está dando lugar a 
que no se adopten medidas que, en algunos casos, pue- 
den considerarse urgentes, para dar solución a las con- 
diciones de precariedad de algunos edificios judiciales 
de Cataluña. 

Desde esta institución debe ponerse de manifiesto lo 
insostenible de esta situación, que damanda un esfuer- 
zo por ambas partes en encontrar soluciones satisfac- 
torias que tan sólo favorablemente repercutirán en el 
interés público. 

Posteriormente se expondrán algunos ejemplos cla- 
rificadores al respecto. 

En otro orden de cosas, resulta también necesario in- 
sistir en el presente informe en la inaplazable necesi- 
dad de modificar nuestras normas procesales en los 
distintos órdenes jurisdiccionales para adaptarlas, no 
sólo a los postulados constitucionales, sino también a 
la nueva organización judicial derivada de la Ley de 
Planta y Demarcación Judicial. 

Hasta el momento y como ya exponíamos el año an- 
terior, esta reforma tan sólo ha alcanzado al proceso 
laboral. Urge, pues, la de los órdenes jurisdiccionales 
civil, penal y contencioso administrativo. 

En anteriores informes hemos analizado detenida- 
mente las razones de esta reforma y los contenidos esen- 
ciales que debían ser abordados, por lo que a ellos nos 
remitimos evitando aquí innecesarias reiteraciones. 

Tan sólo debemos llamar la atención sobre una cues- 
tión que entendemos de importancia: la necesidad de 
que estas reformas se lleven a cabo de forma coordina- 
da con el desarrollo de la planta judicial, todavía no 
concluida. 

Efectivamente, el desarrollo que aún resta por hacer 
de la Ley de Planta y Demarcación Judicial debiera rea- 
lizarse de forma coordinada con el tenor de las refor- 
mas procesales en marcha. 

Sólo dos ejemplos pueden resultar significativos. La 
planta del orden jurisdiccional penal puede resultar 
distinta según que el nuevo proceso penal adopte o no, 
con carácter general, un sistema de doble instancia. 

Por lo que se refiere al orden contencioso- 
administrativo, la necesaria reforma procesal se en- 
cuentra intrínsecamente relacionada con la efectiva 
creación de los juzgados unipersonales de lo 

contencioso-administrativo, cuya puesta en funciona- 
miento ha sido insistentemente reclamada desde esta 
institución como única medida que puede corregir la 
situación general de sobrecarga de trabajo que actual- 
mente existe en muchos de los órganos de esta juris- 
dicción. 

La puesta en funcionamiento de estos órganos juris- 
diccionales requiere además la adopción previa de las 
medidas oportunas para conseguir la suficiente prepa- 
ración de los jueces o magistrados que habrán de ser- 
virlos. 

Debe, pues, reclamarse un esfuerzo de coordinación 
entre los distintos poderes públicos implicados para 
que el definitivo desarrollo de la planta judicial se efec- 
túe teniendo en cuenta, entre otros factores, las refor- 
mas procesales en marcha. 

Y para concluir estas consideraciones sobre las ne- 
cesarias reformas normativas dejar de mencionar el 
avance que se ha producido en las tareas de prepara- 
ción del nuevo Código Penal que se encuentra ya en ca- 
si ultimados trámites prelegislativos. 

Por último, se exponen también en el presente apar- 
tado algunas investigaciones que ponen de manifiesto 
las carencias que existen en la todavía escasa plantilla 
del Ministerio Fiscal. 

La amplia configuración constitucional del Ministe- 
rio Público, no cicunscrita al ejercicio de la acción pe- 
nal, requiere una suficiente dotación de su plantilla 
orgánica que le permita ejercer con eficacia todas las 
competencias que derivan de la aludida configuración 
constitucional y que se extienden, entre otras, a la pro- 
tección del menor, del incapaz, a los centros de inter- 
namiento públicos o privados de cualquier clase que 
sean, y, en definitiva, a promover la acción de la justi- 
cia en defensa de la legalidad, de los derechos de los 
ciudadanos y del interés público tutelado por la ley. 

9.5.2. Organos colegiados 

9.5.2.1. Sala Segunda del tribunal Supremo 

Las quejas que en el curso del presente año se han 
recibido en relación con esta sala, cúspide del orden 
jurisdiccional penal, han puesto de manifiesto que pau- 
latinamente se está reduciendo el tiempo de duración 
de la tramitación de los recursos de casación que ante 
dicha sala penden. 

Esta institución debe pues destacar la mejora pro- 
ducida en la situación de la misma, en la que se ha re- 
ducido durante este año, de forma notable, el número 
de asuntos a resolver. 

El esfuerzo debe, no obstante, persistir pues aún es 
muy elevado el número de asuntos pendientes de tra- 
mitación. Y así, de la última memoria elevada a las Cor- 
tes Generales por el Consejo General del Poder Judicial 
se desprende que los asuntos pendientes al finalizar el 
año 1990 se habían reducido de 14.177 en el año 1989 
a 11.017, habiendo resuelto la sala durante aquel año 
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10.076 asuntos, cifra ésta que puede considerarse 
elevada. 

Sin duda, en la disminución de recursos pendientes 
ha influido la reducción de los asuntos que acceden al 
Tribunal Supremo a partir de la Ley Orgánica 7/88, de 
28 de diciembre, de creación de los Juzgados de lo Pe- 
nal, y de la reforma de la Ley de Enjuiciamiento Crimi- 
nal por la Ley 21/1988, de 19 de julio. 

El Defensor del Pueblo se mantendrá vigilante en or- 
den a la progresiva normalización de esta sala, cuyo 
funcionamiento eficaz resulta de especial trascenden- 
cia no sólo por su función unificadora en la aplicación 
de las leyes penales, sino también por afectar sus deci- 
siones a derechos fundamentales como la libertad per- 
sonal y al funcionamiento de los centros penitenciarios 
como hemos venido destacando en informes anteriores 
(9120564 y 9100358). 

9.5.2.2. Sala de lo Contencioso-Administrativo de la 
Audiencia Nacional 

En informes anteriores se hacía referencia a las di- 
versas investigaciones que el Defensor del Pueblo ha 
venido llevando a cabo desde su entrada en funciona- 
miento, en relación con la situación de general retraso 
que caracteriza la actuación de esta sala. 

En el informe correspondiente al año anterior se da- 
ba cuenta de la última investigación realizada ante el1 
Consejo General del Poder Judicial, del que esta insti- 
tución solicitó nueva información acerca de la actual 
situación de la misma en cuanto al número de entrada 
de asuntos, los pendientes, medios personales y mate- 
riales con que contaba para hacer frente a su carga 
competencial, así como sobre las medidas que, a corto 
o medio plazo, pudieran adoptarse para conseguir su 
definitiva normalización. 

Del extenso informe que durante el curso del año 1991 
ha remitido dicho Consejo se desprende que el núme- 
ro de asuntos que ingresan en esta sala continúa, preo- 
cupantemente, en aumento y que, sin perjuicio del 
elevado ritmo de trabajo que se ha desarrollado, aún 
continuaban pendientes al finalizar el año 1990, la alar- 
mante cifra de casi veinte mil. 

Se trata, pues, de una situación de grave alejamiento 
del postulado constitucional de eficacia que debe pre- 
sidir el funcionamiento del servicio público judicial. 

En este sentido, no puede olvidarse que es este or- 
den jurisdiccional el que en nuestro sistema jurídico 
controla el ajuste a la legalidad de la actuación de las 
distintas administraciones públicas. 

Desde informes anteriores el Defensor del Pueblo ha 
venido reclamando la inaplazable necesidad de adop- 
tar definitivas resoluciones en relación con el orden ju- 
risdiccional contencioso-administrativo que es, sin 
duda, el que actualmente y con un carácter casi gene- 
ralizado, presenta mayores disfunciones en su ac- 
tuación. 

Estas soluciones exigen la puesta en funcionamien- 
to de los juzgados unipersonales de lo contencioso- 

administrativo, previstos en la Ley de Planta y Demar- 
cación Judicial, con la correspondiente reforma proce- 
sal que ello conlleva. 

Sólo así puede comenzar la normalización de este or- 
den jurisdiccional, pues la creación de dichos juzgados 
supondría una importante descarga de trabajo de los 
actuales órganos colegiados de lo contencioso- 
administrativo, al implicar la creación de una primera 
instancia atribuida a estos órganos unipersonales. 

Esta medida es pues inaplazable y su adopción debe 
ser de nuevo reclamada en el presente informe. 
(8 905 7 7 7). 

9.5.2.3 Sala de lo Social del Tribunal Superior de Jus- 
ticia de Madrid (antiguo Tribunal Central de 
Trabajo). 

En línea con nuestro anterior informe parlamenta- 
rio, debemos dejar constancia en el presente de la fa- 
vorable evolución que continúa apreciándose en el 
ritmo de tramitación del número de asuntos pendien- 
tes ante este órgano jurisdiccional que en años anterio- 
res venía siendo calificado de auténtico punto negro de 
nuestra organización judicial. 

De las quejas recibidas puede, efectivamente, des- 
prenderse que el tiempo de tramitación de los asuntos 
pendientes ante esta nueva sala, que ha asumido las 
competencias del antiguo Tribunal Central de Trabajo, 
sin llegar a ser todavía plenamente satisfactorio es, sin 
duda, menor que el de años anteriores. 

Las cifras proporcionadas por el Consejo General del 
Poder Judicial resultan un claro exponente de cuanto 
se ha manifestado. 

Y así, a finales de año 1989, el número de asuntos pen- 
dientes ascendía a 37.098 y a finales del año 1990 esta 
cifra se había reducido a 18.092. 

No obstante, al igual que advertíamos respecto al fun- 
cionamiento de la Sala Segunda del Tribunal Supremo, 
debe todavía mantenerse el esfuerzo que se viene de- 
sarrollando durante los últimos años, con la finalidad 
de conseguir definitivamente el eficaz funcionamiento 
de esta sala, pues de las quejas recibidas resulta que 
algunos recursos ingresados en el año 1988, a finales 
del año 1991, aún no habían sido resueltos (9110254). 

9.5.2.4 Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri- 
bunal Superior de Justicia de Castilla-León, 
con sede en Burgos 

Durante el curso del año 1991 se ha realizado una in- 
vestigación de carácter general en relación con el fun- 
rionamiento de esta sala, como consecuencia de las 
numerosas quejas recibidas que ponían de manifiesto 
un retraso generalizado en su actuación. 

Y así, algunas de estas quejas ponían de manifiesto 
que recursos planteados en el año 1987 no habían sido 
resueltos cuatro años más tarde, en 1991. 

En los informes recibidos de la Fiscalía General del 
Estado se informaba reiteradamente del elevado núme- 
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ro de asuntos pendientes en dicha sala, que estaba de- 
terminando un retraso incompatible con la adecuada 
prestación del servicio público judicial. 

A la vista de estos antecedentes, el Defensor del Pue- 
blo se dirigió directamente al Consejo General del Po- 
der Judicial en orden a obtener una más amplia 
información sobre la real situación de la misma y las 
medidas que pudieran adoptarse por su definitiva nor- 
malización. 

De la información recibida de este último órgano se 
desprendía que las visitas de inspección que habían si- 
do giradas a la sala, habían demostrado el gran retra- 
so existente, que hacía que los recursos alcanzaran unos 
plazos medios de cerca de cuatro años en su tramita- 
ción y que afectaba a más de 3.600 asuntos pendientes, 
estando resolviéndose en el año 1991 los que habían te- 
nido entrada en el año 1986. 

Se continuaba manifestando en el informe recibido 
del Consejo General del Poder Judicial que la sala te- 
nía una plantilla reforzada tanto con magistrados su- 
plentes como con personal auxiliar, habiendo ello 
determinado que hubiera podido asumir por primera 
vez, en el año 1990, el número de asuntos registrados 
durante dicho año, pero que para su definitiva norma- 
lización y puesta al día, sería preciso duplicar los me- 
dios personales de que dispone, solución ésta 
considerada por el consejo como muy difícil, dada la 
carencia de magistrados a adscribir a esta jurisdicción, 
como lo demostraba que, hasta la fecha, no se hubiera 
podido conseguir el tercer magistrado suplente que ha- 
bía sido concedido por el Ministerio de Justicia. 

En relación con los extremos que acaban de exponer- 
se deben reiterarse aquí las consideraciones efectuadas 
en relación con la Sala de lo Contencioso-Adminístra- 
tivo de la Audiencia Nacional sobre la inaplazable ne- 
cesidad de creación de los juzgados unipersonales de 
lo contencioso-administrativo, como única solución po- 
sible a estas graves situaciones de retraso generaliza- 
do (8906351). 

9.5.2.5 Salas de lo Contencioso-Administrativo de los 
Tribunales Superiores de Justicia de Madrid, 
Galicia y País Vasco 

Al igual que en años anteriores debe dejarse constan- 
cia en el presente informe de la grave situación en que 
continúan encontrándose estas salas por el notable re- 
traso que caracteriza su funcionamiento, agravado por 
el progresivo aumento del número de asuntos que in- 
gresan y, por tanto, de los asuntos pendientes de re- 
solver. 

Las quejas recibidas son numerosas y ponen todas 
ellas de manifiesto retrasos de cuatro años, aproxima- 
damente, en la resolución de los recursos. 

La quiebra de la efectividad de la tutela judicial re- 
sulta, pues evidente, con un efecto perjudicial añadido 
cual es el deficiente control de legalidad efectivo de la 
administración por parte de los tribunales de justicia, 
que esta situación supone. 

En estos casos, como en los anteriores, la solución 
reclama la creación de los juzgados unipersonales de 
lo contencioso-administrativo (9108395, 8704122, 
8907475 y 9106070). 

9.5.3 Organos unipersonales 

9.5.3.1 Comunidad Autónoma de Andalucía 

9.5.3.1.1 Juzgados de la provincia de Cádiz 

Se da cuenta a continuación de dos investigaciones 
de carácter general llevadas a cabo durante el curso del 
año 1991 en relación con la situación de la Administra- 
ción de Justicia en esta provincia. 

La primera de ellas tuvo su origen en las numerosas 
quejas recibidas que ponían de manifiesto el retraso y 
las disfunciones que, con carácter casi general, afecta- 
ban, al parecer, a los órganos jurisdiccionales de esta 
ciudad en las que parecían haberse agudizado con la 
entrada en vigor de la Ley de Demarcación y Planta Ju- 
dicial y con el cierre por obras del Palacio de Justicia 
en abril de 1988, que supuso la separación de sus ser- 
vicios en distintas ubicaciones. 

A la vista de estos antecedentes, se solicitó la corres- 
pondiente información del Consejo General del Poder 
Judicial. 

Recibido el oportuno informe en el que se acredita- 
ba la realidad de los hechos expuestos, del mismo se 
desprendía que para la normalización del funciona- 
miento de los órganos de la Administración de Justi- 
cia de la capital citada sería necesario a juicio del 
consejo informante, la adopción de algunas medias: 

Por un lado, y en lo referente al número de juzgados, 
el Consejo General del Poder Judicial proponía la crea- 
ción de dos nuevos juzgados de primera instancia e ins- 
trucción en Cádiz, a los que corresponderían los 
números 8 y 9. Estos juzgados habían sido creados por 
Real Decreto 653/1991, de 22 de abril. 

Por otra, en cuanto a las sedes de los organismos ju- 
diciales dicho Consejo proponía: la finalización de las 
obras del futuro Palacio de Justicia, en el que tendrían 
acogida las cinco secciones de la Audiencia Provincial 
y las dependencias de la fiscalía; la ubicación de los 
juzgados 1,2,3,4 y 6, y los tres de lo penal, en el llama- 
do edificio San José; y, por último, y los juzgados 5 y 
7, así como los dos de nueva creación en el inmueble 
de la Cárcel Real, todos ellos con las adecuadas dota- 
ciones de mobiliario. 

Por todo ello y teniendo en cuenta que las solucio- 
nes propuestas por el Consejo General del Poder Judi- 
cial -puesta en funcionamiento e inicio de actividades 
de los dos nuevos juzgados, finalización de las obras 
del Palacio de Justicia, ubicación de los juzgados en sus 
respectivas sedes y adecuada dotación de mobiliario de 
todos ellos- eran de la competencia del Ministerio de 
Justicia, esta institución se dirigió a la Dirección Ge- 
neral de Relaciones con la Administración de Justicia, 
solicitando información acerca de las previsiones exis- 
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tentes en el mismo en relación con las medidas ex- 
puestas. 

Recibido el preceptivo informe, de este último orga- 
nismo, en el mismo se manifestaba que los juzgados de 
primera instancia e instrucción números 8 y 9 a que 
antes hicimos referencia, habían entrado ya en funcio- 
namiento el 1 de septiembre de 1991. Asimismo, se in- 
formaba a esta institución que para el próximo ejercicio 
presupuestario se encontraba prevista la constitución 
del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria número 2 de 
esta provincia, así como la creación de un tercer juz- 
gado de lo social, por encima de las previsiones inicia- 
les de la planta. 

Se concluía señalando que para completar la planta 
legalmente prevista en el partido Judicial de Cádiz, que- 
daban pendientes un juzgado de menores y dos juzga- 
dos de lo contencioso-administrativo, cuya constitución, 
de estos últimos, se encuentra pendiente en todo el te- 
rritorio nacional. 

En lo relativo a las deficientes instalaciones judicia- 
les de la ciudad de Cádiz, se informaba que el ministe- 
rio había realizado en los últimos cinco años una de 
las actuaciones más intensas y concentradas del terri- 
torio nacional, en orden a poner completamente al día 
el marco físico de los distintos órganos judiciales con- 
templados en la Ley de Planta, informándose porme- 
norizadamente de la ubicación de dichos juzgados 
(9026138). 

En cuanto a la segunda de las investigaciones a que 
antes aludimos en relación con los órganos jurisdiccio- 
nales de esta provincia, hace referencia a los juzgados 
de lo social y fue ya parcialmente expuesta en el infor- 
me correspondiente al año anterior. 

Efectivamente, en dicho informe se daba cuenta de 
la investigación de carácter general que esta institución 
había iniciado ante el Consejo General del Poder Judi- 
cial en relación con la situación de general retraso que 
caracterizaba a los juzgados de lo social de Cádiz y fun- 
damentalmente al número 1. 

En el curso del corriente año se ha recibido el corres- 
pondiente informe del que se desprende que las cau- 
sas determinantes del retraso en la tramitación de los 
procedimientos pendientes ante el Juzgado de lo Social 
número 1 de Cádiz eran, junto a los problemas motiva- 
dos por las modificaciones competenciales introduci- 
das por la Ley de Demarcación y Planta, la carencia de 
personal al servicio de dicho juzgado, de tal modo que 
la plantilla no se encontraba completa. 

A la vista de estos antecedentes, y teniendo en cuen- 
ta que las carencias de personal que acaban de ser ex- 
puestas, afectan a la competencia de la Dirección 
General de Relaciones con la Administración de Justi- 
cia, el Defensor del Pueblo ha solicitado recientemen- 
te de la misma información sobre las previsiones que 
existan en ese departamento en orden a la dotación de 
personal suficiente a los juzgados de lo social de Cádiz 
(9016872). 

9.5.3.1.2 Juzgado de Primera Instancia e Instrucción 
de Chiclana 

En el informe correspondiente al año anterior se da- 
ba cuenta de la última investigación realizada en rela- 
ción con este órgano jurisdiccional que, en años 
anteriores había sido ya objeto de distintas peticiones 
de información al Consejo General del Poder Judicial, 
a la vista de la situación de retraso de carácter general 
que caracterizaba su funcionamiento. 

Esta Última investigación fue abierta como conse- 
cuencia de una queja que, tras su investigación ante la 
Fiscalía General del Estado, permitió comprobar que 
en el proceso civil que afectaba al reclamante se dictó 
sentencia, tras nuestra reiterada intervención, tres años 
y medio después de que el procedimiento quedara 
concluso. 

Ello determinó, tal y como quedó reflejado en el an- 
terior informe, que por el servicio de inspección del 
Consejo se iniciaran las actuaciones pertinentes en or- 
den a depurar la posible responsabilidad disciplinaria 
en que hubiera podido incurrir el titular de este órga- 
no jurisdiccional. 

Recientemente se ha recibido una última comunica- 
ción de dicho Consejo de la que se desprende que no 
se ha apreciado la existencia de responsabilidad disci- 
plinaria en el titular del juzgado, ya que entre el 12 de 
marzo de 1986 y el 20 de noviembre de 1989, fechas a 
las que se contrae la presente queja, tales funciones ha- 
bían sido desempeñadas por ocho jueces distintos, en- 
tre titulares, sustitutos y jueces nombrados en comisión 
de servicio o con prórroga de jurisdicción, lo que re- 
presentaba, objetivamente, un serio obstáculo para la 
normalización del trabajo pendiente (8700185). 

9.5.3.1.3. Juzgado de Primera Instancia e Instrucción 
número 5 de Marbella 

En el informe correspondiente al año anterior se ha- 
cía referencia a las frecuentes quejas recibidas en re- 
lación con este órgano jurisdiccicnal que habían 
determinado la apertura de una investigación de carác- 
ter general ante el Consejo General del Poder Judicial. 

En el curso del corriente año se ha recibido el infor- 
me solicitado de dicho órgano constitucional, en el que 
se manifestaba que, a la fecha de recepción del escrito 
remitido por esta institución durante el curso del año 
1990, el servicio de inspección de dicho consejo tenía 
programada una visita de inspección a este juzgado, de 
cuyo resultado se habrían de extraer los datos necesa- 
rios para suministrar la información solicitada por el 
Defensor del Pueblo. 

Esta visita no llegó, sin embargo, a realizarse en aque- 
llas fechas por haber quedado vacante la correspon- 
diente plaza de inspector. 

Se concluía manifestando en el informe recibido, que 
una vez provisto este cargo y confeccionado el progra- 
ma de visitas para 1991, en él se había incluido nueva- 
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mente este juzgado, por lo que una vez visitado, se 
informaría a esta institución. 

Estamos, pues, a la espera de recibir esta nueva in- 
formación (8811245). 

92i.3.1.4. Juzgado de Primera Instancia e Instrucción 
de Puente Genil 

Ante esta institución comparecieron un grupo de abo- 
gados y procuradores ejercientes en el partido judicial 
de Puente Genil poniendo de manifiesto la situación de 
colapso que, a su juicio, existía en el juzgado de Prime- 
ra Instancia e Instrucción de esta localidad. 

Iniciada la correspondiente investigación ante el Con- 
sejo General del Poder Judicial, recientemente se ha in- 
formado a esta institución que, si bien era cierto que 
este juzgado mantuvo una situación de atraso durante 
ei año 1990, coincidiendo con la asunción de nuevas 
competencias en los órdenes civil y penal, puesto de ma- 
nifiesto sobre todo en los procesos civiles y adolecien- 
do además de falta de personal, en la actualidad su 
situación debía considerarse normalizada como conse- 
cuencia del trabajo desempeñad9 por el entonces juez 
titular y del nombramiento en comisión de servicio de 
personal de refuerzo. 

No obstante, se continuaha manifestando en dicho in- 
forme, que al haher cesado el juez titular y estar cu- 
bierto dicho juzgado por un juez en prórroga de 
jurisdicción y carecer el juzgado de secretario titular, 
parecía prudente, a juicio de dicho consejo, que se con- 
firiera una nueva comisión de servicio al personal auxi- 
liar de refuerzo que prestó sus servicios con 
anterioridad en este juzgado, habiéndose ello solicita- 
do al Ministerio de Justicia. 

Nuestra investigación debe, por tanto, proseguir an- 
te este departamento minisgerial (9026817). 

Nuestra investigación debe por tanto proseguir ante 
este departamento ministerial (9026817). 

9.5.3.1.5. Juzgados de primera instancia e instrucción 
de Estepona 

También en este caso formularon la queja un grupo 
de abogados y procuradores ejercientes en el partido 
judicial de Estepana, solicitando nuestra intewencih. 

Sustancialmente exponían: que el numero de juzga- 
dos que componen el citado partido judicial era, a su 
juicio, insuficiente para atender la demanda existente 
en dicho territorio, sefialando en su es,crito diversas 
causas que, en su apinión, pudieran considerarse ori- 
ginadoras de tal situación. 

Y así, hacían referencia a la movilidad de 10s jueces 
y del personal auxiliar e insuficiencia de este último 
para atender el númera de asuntos pendientes. 

En la medida en que la situación expuesta afectaba 
al narrmal desempeña de la función jurisdiccional en 
el partido judicial de Estepna, el Defensor del Pueblo 
se dirigiQ directamente al Consejo General del Poder 
Judicial, solicitando su colaboración en orden a infor- 

mar de la situación real de dichos juzgados y de las me- 
didas que pudieran adoptarse para su definitiva 
normalización. 

Del informe recibido de dicho consejo se desprendía 
que eran dos las medidas propuestas para conseguir 
la normalización del funcionamiento de estos juzgados. 

De un lado, el nombramiento de un equipo de refuer- 
zo para cada uno de los juzgados ya existentes, que fue 
solicitado por el Consejo al Ministerio de Justicia en 
marzo y octubre de 1991 y, de otro, se consideraba im- 
prescindible la creación del tercer juzgado de primera 
instancia e instrucción, previsto en la Ley de Demarca- 
ción y Planta Judicial, así como la habilitación de un 
local para la ubicacibn del mismo que contara con las 
instalaciones necesarias. 

A la vista de estos antecedentes y teniendo en cuenta 
que las soluciones propuestas por el Consejo General 
del Poder Judicial eran de la competencia exclusiva del. 
Ministerio de Justicia, el Defensor de1 Pueblo se diri- 
gió a este Departamento, solicitando información SQ. 

bre las previsiones existentes en relación con las 
medidas expuestas. 

Recientemente se ha recibido la información solici- 
tada en la que se da cumplida informacibn sobre los 
extremos expuestos. 
Y así, se informa a esta institución que en cuanto a 

las deficiencias de plantilla observadas en los actua- 
les juzgados números l y 2, el Ministerio ha ofrecido 
las plazas de secretarios vacantes en régimen de provi- 
sión temporal, al haber sido declaradas desiertas en el 
último concurso de trasiado, por lo que se espera que 
en breve sean cubiertas, hasta tanto se ocupen por fun- 
cionarios de nuevo ingreso. 

En cuanto al resto del personal auxiliar se informa- 
ba que ya se encontraba cubierta tatalmente la glanti- 
lla y que había estado reforzada con un equipo que 
había quedado reducido dado que según las preuisia- 
nes del Ministerio el nuevo juzgado número3 entraría 
en funcionamiento el 1 de abril de 1992. 

Se continuaba manifestando que se habían anuncia- 
do ya los correspondientes concursos de traslado de las 
plazas de secretario y personal auxiliar, can 1st finali- 
dad de que todas ellas se encuentren cubiertas en la 
fecha indicada de 1 de abril de 1992, en la que entrará 
en funcionamiento e1 nuevo órgano judicial y que, en 
el caso de que no se cubran, se nombrarían funciana- 
rios interinos hasta su cobertura por los carrespondien- 
tes titulares. 

A la vista de lo expuesto se ha dado por cancluida 
esta investigación (8918454). 

9.5.3.2. Comunidad Autánama de Baleares 

9.5.3.2.1. Juzgado de Primera Instancia e Instrucción 
número 1 de Ibiza 

Durante el curso de1 aña 1991 han sido frecuentes las 
quejas recibidas en relación con este órgano jurisdic- 
cional. 
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Al ser investigadas ante la Fiscalia General del Esta- 
do, se han ido recibiendo diversos informes de los que 
se desprendía la imposibilidad de informar sobre el es- 
tado que mantenían los concretos procedimientos a que 
las quejas se referían debido a que, a pesar de las rei- 
teradas solicitudes de información que el Ministerio 
Fiscal había remitido al titular de este juzgado, había 
resultado imposible obtener la información requerida 
a solicitud de esta institución. 

Ello determinó la iniciación de la correspondiente in- 
vestigación ante el Consejo General del Poder Judicial. 

En la comunicación que dicho Consejo nos remitió 
se daba amplia información sobre la situación en que 
se encontraban los concretos procedimientos a que las 
quejas se referían, haciéndose igualmente referencia a 
la «penosa situación del órgano judicial,,. 

Se informaba igualmente a esta institución que, pe- 
se a las reiteradas peticiones que el Consejo había di- 
rigido al Ministerio de Justicia, en relación con las 
plazas de oficial que se encontraban sin cubrir y con 
la necesidad de que se nombraran un oficial y un auxi- 
liar con carácter interino, no se había recibido la solu- 
ción adecuada del Ministerio de Justicia. 

Nuestra investigación debe, pues, proseguir ante la 
Dirección General de Relaciones con la Administración 
de Justicia (8702532). 

9.5.3.2.2. Juzgado de Primera Instancia e Instrucción 
de Inca 

También en relación con este órgano jurisdiccional 
han sido frecuentes las quejas recibidas durante el cur- 
so del año 1991, que han determinado igualmente la 
apertura de la correspondiente investigación de carác- 
ter general ante el Consejo General del Poder Judicial, 
con la finalidad de conocer la situación real del juzga- 
do y las medidas que pudieran adoptarse para su defi- 
nitiva normalización. 

Durante el curso del año 1991, se ha recibido la in- 
formación solicitada de dicho Consejo de la que se des- 
prende que el retraso en los procedimientos concretos 
que había sido constatado por esta institución, debía 
atribuirse a defectos estructurales de este juzgado, ta- 
les como la falta de personal, la carencia de juez titu- 
lar durante prolongados espacios de tiempo y la 
excesiva carga laboral. 

Se concluía manifestando en el informe recibido que 
esta situación se encontraba en fase de remisión des- 
de la entrada en funcionamiento del Juzgado número 
2, el 15 de junio de 1988, y del número 4, el 8 de junio 
de 1990, por lo que se preveía una normalización pró- 
xima de este juzgado (8402564). 

9.5.3.3. Comunidad Autónoma de Canarias 
9.5.3.3.1. Juzgados de Primera Instancia e Instrucción 

de Granadilla de Abona 
En todos los informes de esta institución se ha ido 

dando cuenta del seguimiento realizado en relación con 
el funcionamiento de estos órganos jurisdiccionales. 
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En el correspondiente al año anterior, se daba cuen- 
ta de la última investigación iniciada al respecto, en vir- 
tud de la cual el Defensor del Pueblo sometió a la 
valoración del Consejo General del Poder Judicial la po- 
sibilidad de acelerar el ritmo de implantación de las 
previsiones contenidas, en relación con esta localidad, 
en la Ley de Planta, que establecía cinco juzgados en 
la misma, de los que tan sólo tres estaban en funciona- 
miento. 

La razón de esta sugerencia no era otra que las defi- 
ciencias que continuaban apreciándose en el funciona- 
miento de estos juzgados, en virtud de la investigación 
de las quejas recibidas ante la Fiscalía General del 
Estado. 

Como en aquel informe se exponía, el Consejo Gene- 
ral del Poder Judicial había informado a esta institu- 
ción que, en cuanto a la situación general de los 
juzgados de esta localidad, se había reiterado del Mi- 
nisterio de Justicia la puesta en funcionamiento del 
cuarto juzgado legalmente previsto, proponiendo, asi- 
mismo, añadir el quinto durante el año 1991, por ser 
las únicas medidas que, a su entender, podían adoptarse 
para que el servicio público judicial de esta localidad 
de Granadilla de Abona pudiera entrar en una vía de 
normalidad. 

Ello determinó que el Defensor del Pueblo se dirigie- 
ra al Ministerio de Justicia asumiendo las sugerencias 
del Consejos obre la efectiva creación y puesta en fun- 
cionamiento de los dos juzgados de primera instancia 
e instrucción que aún restaban para dar cumplimien- 
to a las previsiones contenidas en la Ley de Planta. 

En el informe recibido de la Dirección General de Re- 
laciones con la Administración de Justicia se manifes- 
taba que efectivamente, el Consejo General del Poder 
Judicial, en la relación de necesidades que anualmen- 
te eleva al Gobierno, había solicitado la constitución del 
Juzgado de Primera Instancia e Instrucción número 4 
de Granadilla de Abona. 

Se continuaba manifestando que las razones que han 
impedido su efectiva creación eran consecuencia de se- 
rias dificultades existentes en cuanto a su instalación. 

Se concluía exponiendo que el Ministerio de Justicia 
continuaba haciendo gestiones para su próxima cons- 
titución dentro de la programación correspondiente a 
1991. 

Así pues, transcurrido ya este año, el Defensor del 
Pueblo debe solicitar nueva información en relación 
con estos extremos a dicho departamento ministerial 
(8509819). 

9.5.3.3.2 Juzgado de Primera Instancia e Instrucción 
de La Orotava 

En informes anteriores se ha dado cuenta a esas Cor- 
tes Generales de las diversas investigaciones que esta 
institución ha llevado a cabo en relación con este órga- 
no jurisdiccional. 

La última de ellas se inició en el año 1990, por cuan- 
to de las quejas recibidas se desprendía que todavía no 
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había sido definitivamente normalizada la situación de 
este juzgado. 

Por ello, se reinició una nueva investigación ante la 
Fiscalía General del Estado, con carácter previo, en su 
caso, a la que se inicie ante el Consejo General del Po- 
der Judicial. 

En el curso del año 1991, la Fiscalía General del Es- 
tado ha informado a esta institución de la remisión de 
los oportunos antecedentes al Consejo General del Po- 
der Judicial en relación con la situación general de ese 
juzgado, encontrándonos pues, a la espera de recibir la 
correspondiente información (8904754). 

9.5.3.4. Comunidad Autónoma de Castilla-León 

9.5.3.4.1. Juzgados de Primera Instancia e Instrucción 
de Palencia 

En el informe correspondiente al año anterior, se in- 
formaba de una investigación iniciada por el Defensor 
del Pueblo ante el Consejo General del Poder Judicial, 
como consecuencia de una queja remitida por el Deca- 
no del Ilustre Colegio de Abogados de esta provincia, 
manifestando su preocupación por la situación en que 
se encontraban los Juzgados de Primera Instancia e Ins- 
trucción de esta ciudad. 

En la comunicación que a esta institución remitió di- 
cho Consejo se informaba de la adopción de determi- 
nadas medidas tendentes a disminuir el problema de 
atraso existente, problema que el Consejo esperaba que- 
dase definitivamente resuelto, en un futuro próximo, 
con la puesta en funcionamiento de los Juzgados de Pri- 
mera Instancia e Instrucción números 4 y 5 y la con- 
versión de los juzgados de distrito en juzgados de 
primera instancia e instrucción. 

Ello determinó que, por nuestra parte, se diera por 
concluida la investigación iniciada. 

Sin perjuicio de lo expuesto, durante el año 1991, ha 
comparecido nuevamente ante esta institución el De- 
cano del mencionado Colegio de Abogados manifestan- 
do su preocupación por la situación del Juzgado de 
Primera Instancia e Instrucción número 5, dado que, 
pese a su reciente creación, existía, al parecer, en el mis- 
mo un grave atraso en la tramitación de los procedi- 
mientos tanto civiles como penales. 

A la vista de estos nuevos hechos, el Defensor del Pue- 
blo se ha dirigido nuevamente al Consejo General del 
Poder Judicial, solicitando una mayor información so- 
bre la situación actual de este juzgado. 

Recientemente se ha recibido la información solici- 
tada en la que se manifestaba de que para paliar la si- 
tuación de atraso en que se encuentra el juzgado 
aludido, el Consejo General del Poder Judicial ha inclui- 
do dicho juzgado en el último plan de urgencia, estan- 
do previsto el reforzamiento de su plantilla con un 
nuevo auxiliar en 1992 (8805878). 

9.5.3.5. Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha 

9.5.3.5.1. Juzgado de Primera Instancia e Instrucción 
número 3 de Guadalajara 

Esta investigación fue también expuesta parcialmen- 
te en el informe correspondiente al año anterior. 

En dicho informe dabamos cuenta de las frecuentes 
quejas recibidas que ponían de manifiesto la situación 
general de retraso que caracterizaba a este juzgado, an- 
tiguo juzgado de distrito, que había determinado la 
apertura de la correspondiente investigación ante el 
Consejo General del Poder Judicial. 

Manifestábamos ya en aquél que en la comunicación 
recibida de dicho consejo se exponía que, efectivamen- 
te, dicho juzgado se encontraba en una deficiente situa- 
ción que requería el mantenimiento del refuerzo de 
plantilla de que había sido objeto en los últimos tiem- 
pos y que, no obstante su necesidad, había sido retira- 
do por el Ministerio de Justicia. 

Ello determinó que se solicitara de la Dirección Ge- 
neral de Relaciones con la Administración de Justicia 
información sobre la posibilidad de reforzar de nuevo 
la plantilla de este juzgado por ser considerado toda- 
vía imprescindible por el Consejo General del Poder Ju- 
dicial. 

Recibido el correspondiente informe, se ha manifes- 
tado a esta institución que el Ministerio de Justicia ha 
formalizado ya el nuevo refuerzo de tres funcionarios 
propuesto por el Consejo General del Poder Judicial, 
por un período de seis meses. 

Es pues de esperar que con este refuerzo pueda nor- 
malizarse la situación coyuntural de retraso en que se 
encuentra este juzgado (8912012). 

9.5.3.6. Comunidad Autónoma de Cataluña 

9.5.3.6.1. Juzgados de Primera Instancia e Instrucción 
de Sant Boi de Llobregat 

De esta investigación se dio también cuenta parcial- 
mente en el informe correspondiente al año anterior, 
como consecuencia de las quejas individuales que, de- 
bidamente informadas por la Fiscalía General del Es- 
tado, ponían de manifiesto el deficiente funcionamiento 
del servicio público judicial .en esta localidad. 

Como allí se señalaba, la investigación iniciada ante 
el Consejo General del Poder Judicial permitió obtener 
una amplia información sobre las razones de este anó- 
malo funcionamiento y las medidas que se habían ido 
adoptando al respecto. 

Y así, se informaba a esta institución de la sucesiva 
entrada en funcionamiento de los tres juzgados que ya 
existen en esta localidad, así como de la favorable inci- 
dencia que la Ley de Planta y Demarcación Judicial ha- 
bía supuesto, disminuyendo el territorio comprendido 
en este partido judicial. 

Se destacaba igualmente en el informe del consejo, 
como una causa importante del deficiente funciona- 
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miento aludido, la excesiva movilidad tanto de los titu- 
lares de estos tres órganos jurisdiccionales como del 
personal auxiliar y la insuficiencia de este último. 

Por último, se destacaban también las insuficiencias 
del edificio que alberga a estos juzgados. 

Ello determinó que esta institución prosiguiera la co- 
rrespondiente investigación ante la Dirección General 
de Relaciones con la Administración de Justicia, en re- 
lación, tanto con la situación material del edificio de 
los juzgados como en lo relativo a la formalización de 
los equipos de refuerzo de personal auxiliar que el Con- 
sejo General del Poder Judicial consideraba imprescin- 
dibles. 

En la contestación recibida del Ministerio de Justi- 
cia se daba amplia información sobre la situación de 
estos tres juztados y del cuarto que había sido poste- 
riormente creado, en cuanto al personal auxiliar exis- 
tente en los mismos, así como al personal de refuerzo 
que había sido implantado en los juzgados números 1 
y 2, como consecuencia de la petición expresa del Con- 
sejo General del Poder Judicial. 

Por otra parte, y en cuanto a la situación material del 
edificio que albergaba a los juzgados, el Ministerio de 
Justicia daba cumplida cuenta de las obras de rehabi- 
litación realizadas para mejorar las instalaciones, mien- 
tras dicho edificio estuvo dentro de su ámbito de 
competencias, hasta que se produjo el traspaso del mis- 
mo a la Generalidad de Cataluña, en virtud del Real De- 
creto 966/1990, de 20 de julio. Siendo, por tanto, en 
opinión del Ministerio de Justicia, la Generalidad de 
Cataluña la única competente en el momento presente 
para dar solución a las deficiencias que en cuanto a ins- 
talaciones se apuntaban en el informe remitido a esta 
institución por el consejo. 

Ello determinó que el Defensor del Pueblo iniciara 
la pertinente investigación ante la Consejería de Justi- 
cia de la Comunidad Autónoma de Cataluña que, al pa- 
recer, era la competente en cuanto a estos últimos 
extremos. 

Del informe recibido de la Generalidad de Cataluña 
se desprendía que el edificio donde se encuentran si- 
tuados los juzgados de primera instancia e instrucción 
de esta localidad fue objeto de una cesión temporal de 
uso, fruto de un acuerdo entre el Ministerio de Justi- 
cia y el ayuntamiento de aquella localidad, acuerdo en 
el que además, el ayuntamiento cedía gratuitamente un 
terreno para la construcción de un nuevo edificio en 
el que ubicar los juzgados con cargo, al parecer, a los 
presupuestos del ministerio. 

A este respecto, en el informe remitido por la Conse- 
jería de Justicia mencionada se sostenía que sólo se ha- 
bía traspasado la cesión de uso del edificio en que estos 
juzgados se econtraban, pero no el solar cedido gratui- 
tamente por el ayuntamiento al ministerio para la cons- 
trucción de un nuevo edificio en que instalar dichos 
juzgados ni la dotac'ión existente en el ministerio para 
tal fin. 

Se desprendía, en consecuencia, de dicho informe que 
la Generalidad de Cataluña no consideraba que, en ta- 

les circunstancias fuera asunto de su competencia la 
instalación de estos juzgados en un nuevo edificio, una 
vez finalizara la cesión de uso del edificio en que ac- 
tualmente se encuentra ubicados tales juzgados. 

De cuanto ha sido expuesto puede pues, colegirse que 
los criterios que el Ministerio de Justicia y la Genera- 
lidad de Cataluña matienen en relación con esta cues- 
tión, se encuentran contrapuestos. 

Y así, de un lado, el Ministerio de Justicia considera 
transferidas las competencias en cuanto a la ubicación 
del nuevo edificio de estos juzgados y, de otro, la Gene- 
ralidad de Cataluña, parece considerar que el Ministe- 
rio de Justicia no he ha transferido el terreno que el 
Ayuntamiento de Sant Boi de Llobregat cedió gratuita- 
mente para la construcción del nuevo edificio en que 
ubicar tales juzgados sin que, en consecuencia, estime 
que haya nacido su obligación de construir el nuevo edi- 
ficio indicado. 

Así pues, de lo expuesto se desprende que ni el Mi- 
nisterio de Justicia ni la Generalidad de Cataluña con- 
sieran entre sus funciones la construcción del nuevo 
edificio en el que instalar las oficinas judiciales de Sant 
Boi de Llobregat. 

La situación descrita debe ser calificada por esta ins- 
titución como extremadamente grave, máxime tenien- 
do en cuenta la fecha en la que finalizaba la cesión de 
uso del edificio que actualmente alberga dichos juzga- 
dos, a finales del mes de febrero de 1992. 

A la vista de estos antecedentes, esta institución se 
ha dirigido de nuevo a la Consejería de Justicia de la 
Comunidad Autónoma de Cataluña, así como al Minis- 
tro de Justicia, manifestando que, con independencia 
de la posterior determinación del Organismo a quien 
corresponda la construcción del nuevo edificio judicial, 
caso de considerarse ello necesario, así como la deter- 
minación del terreno sobre el que tal edificio haya de 
levantarsi y la titularidad de dicho terreno, esta insti- 
tución considera imprescindible dar urgente y adecua- 
da solución al problema planteado por la próxima 
finalización de la cesión de uso del edificio en que ac- 
tualmente están ubicados los juzgados de Sant Boi de 
Llobregat. 

Se ha manifestado también en los escritos reciente- 
mente remitidos a los organismos que acaban de men- 
cionarse que, a juicio del Defensor del Pueblo, la 
situación planteada no sólo supone un grave problema 
de descoordinación en cuanto a la determinación de 
competencias entre el Estado y la Generalidad de Ca- 
taluña, sino también, y esto es de especial trascenden- 
cia, esta situación de prolongarse podría afectar 
seriamente a la eficacia del derecho fundamentl con- 
tenido en el artículo 24 de la Constitución. 

Por último, se ha informado al Ministerio de Justi- 
cia y a la Generalidad de Cataluña, que el Defensor del 
Pueblo considera un deber ineludible que por ambos 
órganos administrativos se arbitren cuantos mecanis- 
mos jurídicos sean necesarios para que, de modo inme- 
diato, se adopte una solución que posibilite el 
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funcionamiento normal del servicio público esencial 
que es la Administración de Justicia. 

Se ha dado traslado al Consejo General del Poder Ju- 
dicial de estos antecedentes, por ser conocida la preo- 
cupación del mismo, manifestada en su última 
memoria, por la incidencia que la situación de descoor- 
dinación descrita está generando en la adecuada pres- 
tación del servicio público judicial en la Comunidad 
Autónoma de Cataluiía. 

Dado lo reciente de estas comunicaciones nos encon- 
tramos todavía a la espera de recibir la información so- 
licitada (8810519). 

9.5.3.6.2. Juzgado de Instrucción número 2 de Mataró 

En los dos últimos informes esta institución ha veni- 
do haciendo referencia a la investigación abierta en re- 
lación con este órgano jurisdiccional como consecuen- 
cia de las quejas recibidas que ponían de manifiesto su 
situación general de retraso, tras ser puntualmene in- 
vestigadas ante la Fiscalía General del Estado. 

En el último informe, dábamos cuenta de la apertu- 
ra de la correspondiente investigación ante el Consejs 
General del Poder Judicial, el cual, a pesar del tiempo 
transcurrido, no había informado todavía en el curso 
del año 1990 a esta institución. 

Durante el año 1991 se han recibido ya completas in- 
formaciones de dicho consejo. 

En la primera de ellas el Consejo General se limita- 
ba a informar de las razones que hablan determinado 
el sobreseirniento de las diligencias abiertas para de- 
purar la posible responsabilidad disciplinaria que pu- 
diera derivarse de la queja concreta que motivó la 
apertura de la investigación de carácter general. 

Sin perjuicio de agradecer esta información, el De- 
fensor del Pueblo hubo de dirigirse de nuevo al Conse- 
jo General del Poder Judicial por cuanto el motivo de 
la apertura de la investigación general mencionada no 
hacía referencia a la posible depuración de la respon- 
sabilidad disciplinaria del titular de este órgano juris- 
diccional, antes al contrario, lo que esta institución 
pretendía era obtener una información más amplia so- 
bre la situación general de dicho juzgado ya que, de los 
informes que se habían recibido de la Fiscalía General 
del Estado se desprendía que en dicho juzgado existía 
un gran volumen de asuntos pendientes de tramitación 
que estaban generando una sobrecarga de trabajo. 

Por ello, el Defensor del Pueblo solicitó nuevamente 
la colaboración del Consejo General del Poder Judicial 
en orden a obtener información sobre los extremos que 
acaban de ser expuestos en relación con la actual si- 
tuación de este juzgado y de los medios con que cuen- 
ta para hacer frente a la sobrecarga de trabajo aludida. 

Recientemente se ha recibido un completo informe 
elaborado por dicho Conseejo en el que se da cumpli- 
da cuenta a esta institución de la situación del juzgado. 

En dicho informe se hace referencia a la existencia 
de uun evidente atraso tanto en materia civil como pe- 
nal, si bien dicha situación no puede calificarse de in- 

salvable, teniendo en cuenta que la plantilla del órgano 
jurisdiccional se compone actualmente de secretario 
judicial titular, tres oficiales, cuatro auxiliares y un 
agente judicial interino, resultando sin embargo con- 
veniente, para regularizar la situación del juzgado, la 
cobertura de la otra plaza vacante de agente judicial». 

El contenido de este informe determina que esta ins- 
titución deba ahora dirigirse al Ministerio de Justicia 
en orden a la efectiva cobertura de la vacante mencio- 
nada en la plaza de agente judicial de este juzgado 
(8800581). 

9.5.3.6.3. Deficiencias en las instalaciones de los juz- 
gados de la provincia de Barcelona 

Esta investigación ha sido iniciada, de oficio, en el 
curso del año 1991, como consecuencia de diversas no- 
ticias aparecidas en los medios de comunicación, de las 
que se desprendían presuntas deficiencias en las ins- 
talaciones de los juzgados de primera instancia e ins- 
trucción de la provincia de Barcelona. 

Y así, de las noticias referidas se desprendía que los 
juzgados que parecían encontrarse en tal deficiente si- 
tuación eran los siguientes: los juzgados de instrucción 
números 40 a 44 de, Barcelona, y los juzgados de pri- 
mera instancia e instrucción de Vilanova i la Geltríi, Ga- 
vá, Martorell, El Prat de Llobregat, Rubí y Villafranca 
del Penedés. 

Al parecer, todos estos juzgados carecían de edificio 
propio, por lo que tenían que ubicarse en dependencias 
de otros órganos judiciales, lo que suponia falta de es- 
pacio, de mesas y máquinas de escribir, de ordenado- 
res y abastecimiento ektr ico.  

Por otra parte, y se&n las noticias mencionadas, en 
las localidades de Sant Feliú de Llobregat y Santa Co- 
loma de Gramanet, algunos juzgados habían sido ins- 
talados en edificios inacabados o, en el caso de los 
juzgados de Badalona, en un edificio en mal estado de 
conservación, en el que, al parecer, existían grietas de 
hasta 3 metros de longitud. 

A la vista de estos antecedentes, el Defensor del Pue- 
blo inició de oficio la oportuna investigación, inicial- 
mente ante la Dirección General de Relaciones con la 
Administración de Justicia. 

En el informe recibido se daba cuenta de las actua- 
ciones que se habían llevado a cabo por el Ministerio 
de Justicia en cuanto a las instalaciones de los juzga- 
dos mencionados, advirtiéndose que se trataba ya de 
una competencia de la Generalidad de Cataluña, pues, 
según su criterio, sólo permanecía dentro de la corn- 
petencia de la Administración del Estado la instalación 
y puesta en funcionamiento de órganos judiciales de 
nueva creación, con sede en Cataluña, con la colabora- 
ción y ayuda de la Generalidad. 

Sin perjuicio de proseguir la investigación ante el 
Ministerio de Justicia en cuanto al ámbito de compe- 
tencias que en relación con esta cuestión pertenecen 
todavía a la Administración del Estado, esta institución 
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ha iniciado también recientemente la correspondiente 
investigación ante la Consejería de Justicia de la Ge- 
neralidad de Cataluña, dentro del ámbito de sus espe- 
cíficas competencias. 

Dado lo reciente de esta comunicación estamos a la 
espera de recibir la información solicitada (9103728). 

9.5.3.6.4. Juzgado de Instrucción número 8 de Bar- 
celona. 

El número de quejas recibidas en relación con este 
órgano jurisdiccional y la entidad de los retrasos que 
la investigación ante la Fiscalía General del Estado po- 
nía de manifiesto determinaron que ya en el año 1987 
el Defensor del Pueblo se dirigiera al Consejo General 
del Poder Judicial. 

Hasta el año 1991 no se ha recibido la información 
solicitada. En ella se manifiesta que las visitas giradas 
por el servicio de inspección a este juzgado han pues- 
to de manifiesto una situación de considerable retra- 
so, para paliar la cual se ha propuesto una comisión 
de servicio integrada por un magistrado, dos oficiales 
y dos auxiliares que habrtan de desempeñar sus fun- 
ciones por un período no inferior a cuatro meses. 

Es, pues, de esperar que con esta comisión de refuer- 
zo se normalice a medio plazo la situación de este juz- 
gado (8603653). 

9.5.3.6.5. Juzgados de primera instancia e instruccidn 
de Reus 

Esta investigacion fue iniciada como consecuencia de 
un escrito remitido al Defensor del Pueblo por el Cole- 
gio de Abogados de Reus, solicitando nuestra inter- 
ven c ión . 

En el escrito recibido el Colegio de Abogados expo- 
nía su preocupación por la situación en que se encon- 
traban los juzgados de esta iocalidad, que era calificada 
de insostenible, dado el gran volumen de asuntos que, 
al parecer, habían de tramitar. 

Se hacía referencia también a los problemas que con 
carácter general afectaban a los juzgados de Reus, así 
como a la situación concreta de cada uno de los órga- 
nos judiciales existentes en dicha localidad. 

Dado que las deficiencias expuestas en el escrito de 
queja hacían referencia a competencias tanto del Con- 
sejo General del Poder Judicial como del Ministerio de 
Justicia y la Generalidad de Cataluña, se inició la co- 
rrespondiente investigación ante cada uno de estos 
órganos. 
Y así, al Consejo General del Poder Judicial se soli- 

citó información sobre 10s retrasos que, al parecer, exis- 
tían en los juzgados de primera instancia e instrucción 
niiirneros 1,2 ,3 ,4  y 5, así como sobre 10s problemas alu- 
didas en la queja relativos a la paralización de las ac. 
tuaciones que requerían que el juzgado se desplazara 
Eisicamente fuera de sus dependencias. 

En el escrito remitido 31 Ministerio de Justicia se so- 

licitaba información en relación con las siguientes cues- 
tiones: problemas de ubicación del nuevo juzgado de 
primera instancia e instrucción, ya creado, pero sin en- 
trar en funcionamiento por dificultades para encontrar 
un local donde emplazarlo; cuestiones relativas a va- 
cantes en la plaza de secretario y falta de personal auxi- 
liar suficiente. 

Por último, y en cuanto a las presuntas deficiencias 
que afectaban a la competencia de la Generalidad de 
Cataluña, se solicitó de la Consejería de Justicia infor- 
mación sobre las, al parecer, inadecuadas instalaciones 
del edificio que alberga a los juzgados de esta locali- 
dad y sobre la existencia de un acuerdo con el Ayunta- 
mierito de Reus en virtud del cual se cedía un solar para 
la construcción de un nuevo Palacio de Justicia ea es- 
ta ciudad. 

Recientemente se han recibido los idformes solicita- 
dos de estos tres organismos. 

En el informe recibido del Consejo General del Po- 
der Judicial se manifiesta que, a su juicio, uno de los 
principales inconvenientes de la situación de los cinco 
juzgados actualmente existentes en esta localidad es la 
falta de espacio y de condiciones adecuadas del edifi- 
cio que los alberga. 

En cuanto a las dificultades que existían en relación 
con las actividades que debían practicarse fuera de la 
sede judicial, se informaba que estas dificultades que, 
efectivamente, habían existido, habían sido derivadas 
de la falta de medios económicos para hacer frente a 
los gastos de transporte, pero que dichas dificultades 
se habían resuelto, llevándose a cabo actualtriente las 
saiidas de forma regular, una vez por semana. 

Se manifestaba igualmente en dicho informe que si 
bien el Juzgado niímero 5 se encontr'aba en una situa- 
cián normalizada en cuanto a la tramitación de los 
asuntos, no era éste el caso de ios juzgados números 
1 ,2  y 3, concluyéndose que para la solución de esta si- 
tuación de atraso sería muy conveniente la efectiva 
puesta en funcionamiento de1 ya creado juzgado núme- 
ro 6 .  

En cuanto a la contestación remitida a esta institu- 
ción por el Ministerio de Justicia, se informaba que ya 
habían sido cubiertas las plazas de secretaria y de per- 
sonal auxiliar a que se hacía referencia en nuestro 
escrito. 

Se informaba igualmente que la efectiva puesta en 
funcionamierlto de1 ya creado juzgado número 6 se pro- 
duciría durante el primer cuatrirnestre del año 1942. 

Por último, y en cuanta a la contestaciód recibida áe 
la Consejeria de Justicia de la Generalidad de Catalu- 
ña, en eila se hacía referencia a ias dos c u e s t h e s  que 
le fueron planteadas en 10s siguientes términos: 

En cuanto a las deficiencias observadas en el edifi- 
cio que actualmente alberga a 10s cinco juzgados que 
actualmente existeirí, se infcurrnztba a esta instftucibn que 
dicho edificio se consideraba suficiente, en cuanto a su 
tamaño, para alb ar  a estos órgarios jrtrfsdi~e~~onafes, 
requiriérrdosc, no obstante, una reforma y acondicio- 
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namiento que permitiera dar una nueva ubicación a los 
diferentes servicios, encontrándose en fase de revisión 
el proyecto arquitectónico encargado al respecto. 

En cuanto al acuerdo adoptado por el pleno del Ayun- 
tamiento de Reus, referente a la cesión de un solar pa- 
ra la construcción de un nuevo,edificio judicial, se 
manifestaba en el informe rcibido que se trataba de una 
cuestión de la que la Generalidad de Cataluña no tenía 
conocimiento por tratarse de una competencia del Mi- 
nisterio de Justicia. 

Esta institución deberá por tanto proseguir su inves- 
tigación ante ambas administraciones públicas, central 
y autonómica, en orden a esclarecer la competencia so- 
bre el solar referido (9119005). 

9.5.3.6.6. Juzgado de Primera Instancia e Instrucción 
de Rubí 

Durante el curso del año 1991 se han recibido diver- 
sas quejas que ponían de manifiesto la insuficiencia de 
un solo juzgado de primera instancia e instrucción en 
el partido judicial de Rubí, al ser muy elevada la carga 
competencial que asumía, situación ésta que estaba ge- 
nerando en la práctica un retraso en aumento en la tra- 
mitación de los procedimientos ante él pendientes. 

Iniciada la correspondiente investigación ante el Con- 
sejo General del Poder Judicial, se recibió el correspon- 
diente informe del que se desprendía que el Consejo 
compartía la idea de que la carga competencial de di- 
cho juzgado era abrumadora, al registrar por año una 
media de 6.000 asuntos penales y 1.200 civiles, lo que 
había determinado un notable retraso en su actuación. 

Se continuaba manifestando que por Real Decreto 
152911989, se habían creado tres nuevos juzgados, cu- 
ya entrada en funcionamiento, aunque debió haberse 
producido en octubre de 1990, no pudo hacerse efecti- 
va por deficiencias en las instalaciones donde estos nue- 
vos órganos habían de ubicarse. 

Se concluía manifestando que los jueces titulares de 
dichos juzgados habían tomado posesión el 13 de mar- 
zo de 1991, por lo que era de esperar una normaliza- 
ción a medio plazo del servicio público judicial 
prestado en esta localidad, aunque para alcanzar la 
planta total que para esta circunscripción prevé la Ley 
de Demarcación y Planta Judicial aún falta la creación 
de un quinto juzgado (9026056). 

9.5.3.6.7. Juzgado de Primera Instancia e Instrucción 
número 1 de Arenys de Mar 

La queja que motivó esta investigación hacía referen- 
cia a un procedimiento civil iniciado en el año 1987 que 
en abril de 1990 se declaró visto para sentencia, sin que 
a pesar del tiempo transcurrido, ésta hubiera sido efec- 
tivamente dictada. 

Iniciada ante la Fiscalía General del Estado la inves- 
tigación prevista en el artículo 13 de la Ley Orgánica 
3/81, de 6 de abril, se recibió el correspondiente infor- 
me del que se desprendía la realidad de lo expuesto, esto 

es, que transcurrido más de un año de la conclusión 
de los trámites del proceso, no se había dictado toda- 
vía sentencia. 

Del informe recibido de la Fiscalía General se des- 
prendía también que la demora apreciada en este caso 
concreto no era un caso aislado en este juzgado, sino 
manifestación de la situación de general retraso que pa- 
decía, pues, el cual, en junio de 1991, estaban todavía 
despachándose los asuntos que quedaron vistos para 
sentencia en el año 1988. 

En la medida en que los hechos que acaban de expo- 
nerse podían suponer un serio alejamiento del derecho 
fundamental a un proceso sin dilaciones indebidas, el 
Defensor del Pueblo valoró la necesidad de solicitar di- 
rectamente la colaboración del Consejo General del Po- 
der Judicial en orden a obtener información sobre la 
situación de este juzgado y las previsiones existentes 
para normalizar su funcionamiento. 

Recientemente se ha recibido la información solici- 
tada en la que sustancialmente se manifiesta que: 

«... dicho órgano jurisdiccional soporta desde antiguo 
una importante carga de trabajo, debido a que el parti- 
do judicial es extenso y con una gran parte de zona tu- 
rística, habiéndose agravado la situación a partir del 
año 1989, en que la práctica totalidad de funcionarios 
que constituían la plantilla, hasta entonces estable y de 
gran experiencia, se trasladaron a otros destinos, co- 
menzando una etapa de movilidad contínua en la que 
se suceden titulares de nuevo ingreso que permanecen 
pocos meses, con interinos de escasa o nula experien- 
cia, sin que hasta el momento se haya logrado la nece- 
saria estabilidad». 

En cuanto a las medidas adoptadas para su normali- 
zación, se manifestaba en el informe recibido que: 

«En el mes de abril de 1990 la Junta de Jueces acor- 
dó eximir de reparto en materia civil a este Juzgado, 
exención que continuará hasta el 9 de abril de 1992. 
Otra medida encaminada a normalizar su funciona- 
miento ha sido cubrir con interinos todas las plazas va- 
cantes, de modo que la plantilla del Juzgado, formada 
por tres Oficiales, cinco Auxiliares y dos Agentes, se ha- 
lla al completo, si bien únicamente con tres titulares. 
El 3 de febrero pasado tomaron posesión un Secreta- 
rio titular y un juez sustituto.» (9108643). 

9.5.3.7. Comunidad Autónoma de Galicia 

9.5.3.7.1. Juzgado de Primera Instancia e Instrucción 
número 5 de La Coruña . 

Durante el curso del año 1991 se han recibido diver- 
sas quejas poniendo de manifiesto la lentitud con que 
se tramitaban diversos procedimientos pendientes an- 
te este juzgado. 

En los diversos informes que, sobre las quejas con- 
cretas, se recibieron de la Fiscalía General del Estado 
se podía comprobar que se trataba de una situación ge- 
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neral del juzgado que era incluso calificada por dicha 
Fiscalía como «lamentable». 

En la medida en que la situación expuesta indicaba 
un anormal funcionamiento del servicio público pres- 
tado por el juzgado mencionado, el Defensor del Pue- 
blo continuó la investigación ante el Consejo General 
del Poder Judicial. 

Recientemente se ha recibido el informe solicitado 
en el que se comunica a esta institución que este juz- 
gado es un órgano reconvertido de juzgado de distrito 
en primera instancia e instrucción que presenta, a jui- 
cio del propio consejo, una situación de preocupante 
atraso tanto en los asuntos de naturaleza civil como 
penal. 

Y así, la dilación en los juicios de faltas pendientes 
llega a ser hasta de seis años, en los que se encuentran 
pendientes de notificación de la sentencia recaída en 
la primera instancia; hasta de diez años, entre los que 
se encuentran pendientes de notificar la recaída en la 
segunda instancia y de cinco a ocho años, en las ejecu- 
torias de naturaleza penal. 

Se concluía manifestando en el informe recibido que, 
a juicio del servicio de inspección de dicho consejo, el 
estado de atraso en que se encuentra este juzgado, tie- 
ne tendencia a empeorar, ya que la mayoría de los fun- 
cionarios que componen el personal auxiliar son de 
reciente ingreso y carecen de los conocimientos y de 
la práctica que serían deseables. Por ello, el Consejo Ge- 
neral del Poder Judicial propone como solución el nom- 
bramiento de una comisión de personal auxiliar de 
refuerzo, en régimen de interinidad, por un período de 
seis meses. 

A la vista de estos antecedentes la investigación de- 
be, pues, continuarse ante el Ministerio de Justicia 
(9010276). 

9.5.3.8. Comunidad Autónoma de Madrid 

9.5.3.8.1. Juzgado de lo Social número 19 de Madrid 

En el informe correspondiente al año anterior, se in- 
formaba de la investigación abierta respecto a este ór- 
gano jurisdiccional como consecuencia de las quejas 
recibidas, las cuales, tras la correspondiente investiga- 
ción ante la Fiscalía General del Estado, ponían de ma- 
nifiesto un importante volumen de atraso en la 
resolución de los asuntos. 

Durante el curso del año 1991 ha tenido entrada la 
información solicitada del Consejo General del Poder 
Judicial en relación con este órgano jurisdiccional. 

Del completo informe recibido se desprendía que di- 
cho consejo había constatado también la gravedad del 
retraso padecido por este juzgado que era debido, a su 
juicio, más que a una elevada carga competencial, a ra- 
zones de carácter personal, por lo que se propuso in- 
coar expediente disciplinario al magistrado titular y 
designar a otro en comisión de servicio para dictar las 
sentencias pendientes. 

El expediente disciplinario mencionado, incoado por 
falta muy grave, fue resuelto mediante la imposición 
al titular del juzgado de una sanción de suspensión du- 
rante tres meses, que el interesado no cumplió por ha- 
berse jubilado antes de la firmeza de la misma. 

Se continuaba manifestando en el informe del Con- 
sejo General del Poder Judicial que, ante la situación 
de retraso de este juzgado, se confirió una comisión de 
servicio a otros magistrado y a un secretario judicial 
para que se esforzara el trabajo de los titulares y pu- 
diera normalizarse la situación. 

Dicha comisión de servicio en cuanto al magistrado 
ha sido renovada por un nuevo período de seis meses, 
estándose a la espera de que finalice la misma para que, 
en vista de la evolución que haya experimentado la si- 
tuación del juzgado, proceder o no a su renovación. 

A la vista de estos antecedentes se ha dado por con- 
cluida la presente investigación (8902043). 

9.5.3.8.2. Juzgado de Primera Instancia e Instrucción 
número 1 de Leganés 

En el informe correspondiente al año anterior se da- 
ba cuenta de la investigación que esta institución tenía 
abierta ante el Consejo General del Poder Judicial, en 
relación con este órgano jurisdiccional. 

Como allí se informaba, la razón fundamental del re- 
traso generalizado que caracterizaba el funcionamien- 
to de este órgano jurisdiccional no era sino la actitud 
de pasividad de su titular. Ello determinó que contra 
el mismo se siguieran varios expedientes disciplinarios 
que concluyeron con diversas resoluciones sancionato- 
rias de suspensión, por sendas faltas muy graves de re- 
traso injustificado y reiterado y abandono en el 
desempeño de la función judicial. 

Durante el curso de laño 1991 ha permanecido abierta 
esta investigación ante el Consejo General del Poder Ju- 
dicial, debido al elevado número de quejas que conti- 
nuaban recibiéndose en relación con este juzgado. 

De la nueva información remitida por el Consejo Ge- 
neral del Poder Judicial durante el año 1991, se despren- 
día que se había incoado un último expediente 
disciplinario al titular de dicho órgano jurisdiccional 
que concluyó definitivamente con la sanción de sepa- 
ración del servicio. 

Sin perjuicio de ,lo expuesto, se solicitó del consejo 
nueva información para conocer las medidas de refuer- 
zo que pudieran adoptarse ante la grave situación de 
retraso que sufría dicho juzgado tal y como se ponía 
de manifiesto en las numerosas investigaciones de ca- 
rácter puntual que esta institución continuaba realizan- 
do ante la Fiscalía General del Estado. 

Por .el consejo se ha informado últimamente a esta 
institución de la laboriosa actuación que está llevando 
a cabo el nuevo titular del juzgado, así como del nom- 
bramiento en comisión de servicio de otro magistrado 
y de un equipo de apoyo del personal auxiliar, lo que 
permitirá, a juicio del Consejo General del Poder Judi- 
cial, la normalización del juzgado a medio plazo. 
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Efectivamente, de la investigación de las quejas que 
en esta institución continúan recibiéndose, ha podido 
ya constatarse la paulatina normalización de dicho juz- 
gado que está intentando eliminar el retraso que hasta 
entonces ha venido padeciendo (8903244). 

9.5.3.9. Comunidad Autónoma de Murcia 

9.5.3.9.1. Juzgado de Primera Instancia e Instrucción 
de Yecla 

La presente investigación fue iniciada como conse- 
cuencia del escrito remitido al Defensor del Pueblo por 
el Decano del Colegio de Procuradores de Yecla y un 
grupo de letrados y procuradores ejercientes en dicho 
partido judicial, en el que daban cuenta del, a su jui- 
cio, deficiente funcionamiento de este órgano jurisdic- 
cional que no estaba cubierto por titulares ni en la plaza 
de juez ni en la de secretario, apreciándose también una 
extrema movilidad del personal auxiliar. 

Iniciada la correspondiente investigación ante el Con- 
sejo General del Poder Judicial, se recibió el correspon- 
diente informe del que se desprendía que el servicio de 
inspección de dicho consejo había realizado una visita 
de inspección extraordinaria a este juzgado, en la que 
pudo comprobarse «el desorden de la oficina judicial, 
el lento y defectuoso desarrollo de las causas, la falta 
de asistencia del juez de provisión temporal y la movi- 
lidad del personal)). 

A la vista de esta situación, por el consejo se adopta- 
ron algunas medidas entre las que destacan, la de acep- 
tar la renuncia del juez de provisión temporal, 
designando otro con el compromiso de residir en Ye- 
cla hasta que se produjera la cobertura por un juez ti- 
tular, como ya ha ocurrido, y reciamar del Ministerio 
de Justicia la provisión de la plaza de secretario que 
se encontraba vacante, habiendo sido ya efectivamen- 
te cubierta. 

Se concluía manifestando en el informe recibido que 
al haberse cubierto ya estas plazas y teniendo en cuen- 
ta que el Juzgado de Yecla tiene un volumen de traba- 
jo medio asumible en circunstancias normales, es de 
esperar que su situación mejore en breve plazo. 

A la vista de lo expuesto se ha dado por concluida 
esta investigación (9025621). 

9.5.3.10. Comunidad Autónoma del País Vasco 

9.5.3.10.1. Juzgado de Primera Instancia número 1 de 
Tolosa 

De esta investigación se dio parcialmente cuenta en 
el informe correspondiente al año anterior. 

Como allí se decía, de la información recibida de la 
Fiscalía General del Estado en relación con las quejas 
concretas de que esta institución le había dado trasla- 
do, se desprendía que este juzgado padecía una situa- 
ción general de retraso y así, al parecer, existían ciento 
veinte procedimientos civiles conclusos en su tramita- 

ción y pendientes exclusivamente de ser resueltos por 
sentencia. 

Ello determinó que se iniciara la correspondiente in- 
vestigación ante el Consejo General del Poder Judicial. 

Durante el curso del año 1991 se ha recibido la infor- 
mación solicitada de la que se desprendía que, efecti- 
vamente, el retraso que esta institución denunciaba era 
general en toda la actividad del juzgado, poniéndose de 
manifiesto que, al cesar el titular del mismo, en diciem- 
bre de 1989, tenía pendientes de dictar ciento doce sen- 
tencias civiles, por lo que le fue incoado expediente 
disciplinario por la presidencia del Tribunal Superior 
de Justicia del País Vasco. 

Dado el contenido de este informe, el Defensor del 
Pueblo se ha dirigido de nuevo a dicho consejo con la 
finalidad de obtener información acerca del resultado 
del mencionado expediente disciplinario. 

Recientemente el Consejo General del Poder Judicial 
ha informado que el expediente disciplinario conclu- 
yó por acuerdo de la Sala de Gobierno del Tribunal Su- 
perior de Justicia mencionado, por el que se decretó 
el archivo, al considerar prescrita la responsabilidad 
disciplinaria por falta leve que podía imputarse al en- 
tonces titular del juzgado (8918818). 

9.5.3.10.2. Juzgados de Primera Instancia e Instruc- 
ción de Baracaldo 

Ante esta situación comparecieron un grupo de ciu- 
dadanos exponiendo su preocupación por la situación 
en que, a su juicio, se encontraban los juzgados de pri- 
mera instancia e instrucción del partido judicial de Ba- 
racaldo, analizando detalladamente los problemas que, 
en su opinión, impedían el normal funcionamiento de 
la Administración de Justicia en ese partido judicial. 

Se referían en primer lugar a la provisión de plazas 
de magistrados, comunicándonos que de los siete ór- 
ganos jurisdiccionales que conformaban el partido ju- 
dicial, tres de ellos estaban servicios por sustitutos. 

Comunicaban, asimismo, que si bien en febrero de 
1990 se había creado el Juzgado de Primera Instancia 
número 3, los juzgados de primera instancia se halla- 
ban a su juicio sobresaturados de trabajo. 

Especialmente preocupante parecía a los t-eclaman- 
tes la situación del Juzgado de Primera Instancia nfi- 
mero 2, que realiza funciones de registro civil. 

Hacían también referencia a las deficiencias, a su jui- 
cio, existentes en la cobertura de las plantillas de per- 
sonal auxiliar. 

En lo relativo a la actuación del Ministerio Fiscal, ma- 
nifestaban los reclamantes que los fiscales adscritos a 
los juzgados de Baracaldo excepcionalmente permane- 
cían en la jurisdicción, salvo la asistencia a loa juicios 
orales, originando ello, a su juicio, un retraso injustifi- 
cado en los asuntos sobre los que debían calificar o dic- 
taminar. 

Manifestaban también los ciudadanos que plantea- 
ron la queja su preocupación por la, a su juicio, insufi- 
ciente dotación de médicos forenses en el partido y de 
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la correspondiente infraestructura para el adecuado de- 
sarrollo de su función. 

Hacían por último referencia a la tardanza con que, 
a su juicio, el Colegio de Abogados de Vizcaya efectua- 
ba la designación de los letrados del turno de oficio. 

Dado que las deficiencias apuntadas en esta queja se 
referían a la competencia del Consejo General del Po- 
der Judicial, de la Fiscalía General del Estado, del Mi- 
nisterio de Justicia y del Colegio de Abogados de 
Vizcaya, se inició la correspondiente investigación an- 
te cada uno de estos organismos, recibiéndose de cada 
uno de ellos el correspondiente informe en relación con 
las materias de sus respectivas competencias. 

Del informe remitido por el Consejo General del Po- 
der Judicial se desprendía la realidad de lo manifesta- 
do por los exponentes en cuanto a la situación de los 
juzgados de Baracaldo, en lo relativo al volumen de 
asuntos pendientes que era calificada por dicho con- 
sejo como «deficiente» excepción hacha del Juzgado de 
Instrucción número 1. 

En este sentido, se señalaba en el informe recibido 
que «para la corriente anualidad está prevista la cons- 
titución de dos nuevos juzgados de primera instancia, 
aunque aún quedan por crear otros cuatro de instruc- 
ción para alcanzar la planta prevista en la ley 3811988, 
de 28 de diciembre,,. 

Habida cuenta de que los Juzgados de Primera Ins- 
tancia números 4 y 5 de Baracaldo ya han sido crea- 
dos, esta afirmación hay que entenderla actualmente 
referida a la constitución de los otros cuatros juzgados 
de instrucción. 

Asimismo, en el informe remitido por el Consejo Ge- 
neral del Poder Judicial se realizaba una descripción 
pormenorizada de la situación en que se encontraba ca- 
da uno de los juzgados de este partido judicial. 

En este análisis y en lo que respecta al Juzgado de 
Primera Instancia número 2, que realiza funciones de 
registro civil, se manifestaba que «la situación de di- 
cho órgano puede calificarse de deficiente, debido a la 
excesiva carga registra1 que paraliza los asuntos de fa- 
milia, tanto de este juzgado como del resto de los civi- 
les de Baracaldo, al retrasarse las anotaciones de las 
sentencias en el Registro.. 

El funcionamiento del Registro Civil, según se des- 
prendía del informe del Consejo General del Poder Ju- 
dicial, repercutía en los ciudadanos que accedían al 
mismo, «que en la mayoría de las ocasiones tiene que 
estar hasta cinco horas en la cola». 

Se manifestaba también en el informe elaborado por 
dicho consejo que, en la actualidad, todos los 6rganos 
judiciales de dicho partido judicial se encontraban ya 
servidos por magistrados titulares. 

En cuanto al informe remitido por la Fiscalia Gene- 
ral del Estado en relación con la actuación de los fis- 
cales en la localidad de Baracaldo, se manifestaba que, 
si bien el destacamento de Baracaldo estaba dotado de 
tres plazas, las tres se encontraban desiertas hasta tiem- 
po reciente en que se había destinado a un fiscal a una 

de ellas, por lo que, en consecuencia, quedaban dos pla- 
zas todavía sin cubrir. 

Se continuaba manifestando en el informe de la Fis- 
calía General del Estado que la situación en que se en- 
contraba esta localidad en cuanto a las vacantes de 
plazas de fiscales, constituía un reflejo de la situación 
real de la Fiscalía de Vizcaya puesto que «en la actua- 
lidad aún existen setenta vacantes en la plantilla de la 
carrera fiscal, sin posibilidad de cobertura a corto pla- 
zo, ya que todavía no se ha convocado la oposición a in- 
greso en la carrera fiscal, por lo que a final de año 
existirán las vacantes citadas, incrementadas en las cien 
de aumento previsto de plantilla,,. 

En cuanto a la comunicación inicialmente recibida 
de la Dirección General de Relaciones con la Adminis- 
tración de Justicia, en ella se daba cumplida cuenta de 
las medidas adoptadas en relación con la cobertura de 
plazas de personal auxiliar en los juzgados de esta lo- 
calidad. 

En lo relativo a la insuficiencia de los médicos foren- 
ses, en el informe elaborado por el Ministerio de Justi- 
cia se manifestaba que en la actualidad en la 
agrupación de Baracaldo servían dos médicos forenses 
interinos. 

A la vista del contenido de los informes que acaban 
de ser resumidamente expuestos, esta institución con- 
cluyó la investigación iniciada ante el Consejo General 
del Poder Judicial así como ante la Fiscalía General del 
Estado, por entender que las deficiencias expuestas en 
los mismos hacían referencia a la competencia del Mi- 
nisterio de Justicia y de la Comunidad Autónoma del 
País Vasco. 

De otra parte y dado que aún no se había recibido 
el informe solicitado del Colegio de Abogados de Viz- 
caya, se acordó su remisión. 

Por ello, se remitió un nuevo escrito a la Direccián 
General de Relaciones con la Administración de Justi- 
cia solicitando una ampliación de la información que 
nos había remitido en relación con los siguientes ex- 
tremos: 

- previsiones en cuanto a la creacibn de nuevos ór- 
ganos judiciales en Baracaldo hasta alcanzar la planta 
fijada en la Ley 3811988, de 28 de diciembre. 
- posibles medidas que pudieran adoptarse para 

mejorar el funcionamiento del Registro Civil. 
- previsiones del Ministerio de Justicia en lo rela- 

tivo a la provisión de plazas de fiscales en Baracaldo 
y, en la medida en que influyera en esta cuestión, las 
previsiones que, con carácter general existieran en es- 
te Departamento en relación con la cobertura de las va- 
cantes actualmente existentes en la carrera fiscal. 
- informaciihn sobre el plazo estimado en dicho Mi- 

niterio para la entrada en funcionamiento de los dos 
juzgados de primera instancia creados en Baracaldo en 
el mes de abril de 1991. 
- y por último, en lo que respecta a los dos médi- 

cos Eorenses que servían en las dos agrupaciones de juz- 
gados de Baracakio, solicitábamos información sobre 
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la futura creación de nuevas plazas de médicos foren- 
ses al servicio de los juzgados de reciente creación. 

Por otra parte, y como antes se decía, se abrió tam- 
bién la correspondiente investigación ante el Departa- 
mento de Justicia del País Vasco en orden a conocer las 
deficiencias existentes en las instalaciones de los juz- 
gados de este partido judicial que no permitían que pu- 
dieran instalarse oficinas o despachos destinados a los 
miembros del Ministerio Fiscal, por lo que, como se ma- 
nifestaba en el informe remitido por la Fiscalía Gene- 
ral del Estado, mientras no existiera local adecuado, el 
trabajo de los fiscales tendría que seguir siendo reali- 
zado desde la sede de la Fiscalía en el Tribunal Supe- 
rior de Justicia, sito en Bilbao. 

Recientemente, se han recibido los nuevos informes 
solicitados del Ministerio de Justicia y de la Comuni- 
dad Autónoma del País Vasco. 

En el primero de ellos se ha facilitado al Defensor 
del Pueblo la siguiente información: 

- La puesta en funcionamiento de los Juzgados de 
Primera Instancia números 4 y 5 de Baracaldo tendrá 
lugar en el mes de octubre de 1992. 
- Respecto a las medidas para mejorar el funciona- 

miento del Registro Civil, se han adoptado medidas de 
refuerzo del personal auxiliar. 
- En cuanto a la falta de cobertura de las plazas de 

fiscales de esta localidad, se manifestaba que efectiva- 
mente, en toda la Fiscalía de Vizcaya se encontraban 
sin cubrir diez plazas de fiscales, habiéndose paliado 
esta situación mediante el nombramiento de nueve fis- 
cales de provisión temporal y tres fiscales sustitutos, 
lo que representaba en su totalidad un fiscal por enci- 
ma de la plantilla prevista. 

Se continuaba manifestando en relación con este ex- 
tremo, que la situación en que se encuentra la Fiscalía 
de Vizcaya es, efectivamente, reflejo de la general situa- 
ción existente en la carrera fiscal, ya que, existiendo se- 
tenta y cinco vacantes en la plantilla actual de la misma, 
actualmente hay nombrados ciento seis fiscales susti- 
tutos y veintinueve en régimen de provisión temporal, 
lo que, en efectivos reales, supone superar la plantilla 
actual en sesenta fiscales. 

Se manifestaba por último que, en septiembre de 
1991, se han convocado ciento cincuenta plazas para in- 
greso en la carrera fiscal por oposición libre, estando 
prevista la finalización de dicho proceso selectivo pa- 
ra el último trimestre de 1991. 
- Y por último, en lo relativo a las carencias apre- 

ciadas en cuanto a la estructura médico-forense, se ha 
informado a esta institución del nombramiento de dos 
nuevos forenses. 

A la vista de lo expuesto, hemos dado por concluida 
la investigación iniciada ante el Ministerio de Justicia. 

En cuanto al informe recibido del Departamento de 
Justicia del Gobierno Vasco, en lo relativo a las defi- 
cientes instalaciones de la Fiscalía en los juzgados de 
Baracaldo, se manifestaba recientemente a esta insti- 
tución que desde mediados de 1989, en que se inaugu- 

raron nuevos locales para dos juzgados de instrucción 
y dos de primera instancia de este partido judicial, que- 
daron a disposición de la Fiscalía dos salas con una su- 
perficie total de 60 m2 que hasta el momento no han 
sido ocupadas por el Ministerio Fiscal. 

Dado el contenido de este informe debe reabrirse la 
investigación iniciada en relación con este extremo an- 
te la Fiscalía General del Estado. 

Por último, y en cuanto a la información que fue en 
su día solicitada del Colegio de Abogados de Vizcaya, 
en cuanto a los retrasos que, al parecer, se producían 
en la designación de letrados del turno de oficio, recien- 
temente se ha recibido la información solicitada, cuya 
remisión, como antes se decía, hubo de reiterarse. 

De ella se desprende que este retraso no parece ser 
imputable al funcionamiento de dicho órgano colegial, 
sino al servicio de correos que es el actualmente utili- 
zado para practicar las imprescindibles comunicacio- 
nes entre los juzgados y el Colegio de Abogados. 

En relación con esta cuestión, el Colegio de Aboga- 
dos informa al Defensor del Pueblo que las deficiencias 
observadas podrían evitarse utilizando un sistema de 
comunicación más adecuado, sistema que debería ser 
facilitado por la Administración de Justicia. 

Nuestra investigación debe pues proseguir ante el De- 
partamento de Justicia del Gobierno Vasco en relación 
con este último extremo (9015413). 

9.5.3.11. Comunidad Autónoma de La Rioja 

9.5.3.11.1. Juzgado de Primera Instancia e Instrucción 
número 2 de Logroño 

De la investigación realizada en relación con este ór- 
gano jurisdiccional se dio parcialmente cuenta en el in- 
forme correspondiente al año anterior. 

En aquel informe se exponía que la investigación de 
las quejas recibidas ante la Fiscalía General del Esta- 
do había permitido apreciar una situación de general 
retraso en este órgano jurisdiccional, situación ésta cu- 
ya realidad pudo constatarse como consecuencia de la 
información solicitada del Consejo General del Poder 
Judicial. 

Y así, en la información recibida de dicho Consejo 
se manifestaba que aunque este juzgado había sido ob- 
jeto de un refuerzo de plantilla para abordar la grave 
situación de retraso que padecía, dado que ello no ha- 
bía podido aún conseguirse, se había solicitado del Mi- 
nisterio de Justicia un nuevo refuerzo, como única 
medida que podía adoptarse para la normalización del 
juzgado, sin que se tuviera conocimiento de que el mi- 
nisterio hubiera accedido a esta solicitud del Consejo 
General del Poder Judicial. 

Recabada la correspondiente información al respec- 
to de la Dirección General de Relaciones con la Admi- 
nistración de Justicia, se ha recibido el correspondiente 
informe del que se desprende que dicho departamento 
ha accedido a la solicitud del consejo, ampliando inclu- 
so el reforzamiento de plantilla de personal auxiliar que 
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había sido propuesto por aquel órgano en su plan de 
urgencia. 

A la vista de lo expuesto, se ha dado por concluida 
esta investigación (8918719). 

9.5.2.12. Comunidad Autónoma de Valencia 

9.5.2.12.1. Juzgado de Primera Instancia e Instrucción 
número 1 de Orihuela 

En el informe correspondiente al año anterior se da- 
ba cuenta de la investigación de carácter general que 
esta institución había iniciado en el año 1990 en rela- 
ción con este órgano jurisdiccional. 

El motivo de la misma era el abundante número de 
quejas que se habían recibido, poniendo de manifiesto 
retrasos de importancia en la tramitación de concre- 
tos procedimientos que pendían ante dicho juzgado. 

Iniciada ante la Fiscalía General del Estado la inves- 
tigación prevista en el artículo 13 de la Ley Orgánica 
3/81, de 6 de abril, se recibieron diversos informes de 
los que se desprendía que, efectivamente, existía el re- 
traso general constatado por esta institución, así como 
que la principal causa determinante de esta situación 
era el haber permanecido el juzgado durante algún 
tiempo sin juez titular, careciendo igualmente de secre- 
tario titular. 

En la medida en que esta situación parecía haber 
afectado de forma directa al funcionamiento general de 
dicho órgano jurisdicional, el Defensor del Pueblo so- 
licitó la correspondiente investigación ante el Consejo 
General del Poder Judicial. 

Recientemente se ha recibido la información solici- 
tada en la que dicho consejo califica la situación de es- 
te juzgado como «caótica». 

Como causas determinantes de la misma, el consejo 
destaca la movilidad e inestabilidad en el desempeño 
del juzgado por los jueces o magistrados titulares a la 
que «ha de unirse la inestabilidad en el resto de la plan- 
tilla, su escasa preparación y la frecuente existencia de 
vacantes ». 

En cuanto a las medidas que pudieran adoptarse pa- 
ra paliar la deficiente situación descrita el consejo ha- 
cía referencia al próximo nombramiento de otro 
magistrado titular o en comisión de servicios, así co- 
mo la propuesta que se había remitido al Ministerio de 
Justicia de reforzar la plantilla con dos auxiliares más. 

Por último, se informaba que se encontraba prevista 
una nueva visita de inspección a este juzgado en el pró- 
ximo mes de junio del año 1992. 

Así pues, a la vista de este reciente informe, nuestra 
investigación debe proseguir tanto ante el Consejo Ge- 
neral del Poder Judicial como ante el Ministerio de Jus- 
ticia (8702836). 

9.5.3.12.2. Juzgados de Primera Instancia e Instruc- 
ción de Sueca 

Esta investigación se inició como consecuencia de 
una queja que al Defensor del Pueblo remitió un gru- 

po de procuradores de los tribunales, ejercientes en el 
partido judicial de Sueca. 

Manifestaban los comparecientes que el Juzgado de 
Primera Instancia e Instrucción número 1 de dicho par- 
tido judicial, en su sección civil, se hallaba cerrado des- 
de el mes de septiembre de 1990, al parecer, por falta 
de persbnal, atendiéndose a los profesionales y al pú- 
blico en general, únicamente un día a la semana, en que 
se trasladaba a esta localidad un oficial de un juzgado 
de Valencia. 

En cuanto al Juzgado de Primera Instancia e instruc- 
ción número 2, manifestaban los reclamantes que, en 
virtud de lo dispuesto en las disposiciones transitorias 
de la Ley Orgánica del Poder Judical, había asumido 
desde el día 28 de diciembre de 1989, todos los asuntos 
pendientes ante el antiguo Juzgado de Distrito de Cu- 
llera, que había sido suprimido por la Ley de Demar- 
cación y Planta Judicial. 

Manifestaban en su escrito que este juzgado carecía 
de juez y de secretario titular y que era atendido, al pa- 
recer, solamente por un oficial y un auxiliar, dotación 
que era considerada insuficiente para hacer frente al 
volumen de trabajo del juzgado. 

Esta situación había determinado que, al parecer, to- 
dos los asuntos civiles y penales procedentes del extin- 
guido Juzgado de Distrito de Cullera se encontraran 
todavía sin tramitar. 

Asimismo, nos participaban que todavía no se había 
creado el tercer juzgado previsto en la Ley de Planta, 
a su juicio imprescindible para resolver la situación 
descrita. 

A la vista de estos antecedentes, el Defensor del Pue- 
blo dio traslado de los mismos al Consejo General del 
Poder Judicial. 

De la información recibida de este órgano constitu- 
cional se desprendía que, en la visita de inspección que 
había practicado el Consejo General del Poder Judicial 
en el mes de julio de 1990, se había puesto de manifiesto 
«el carácter preocupante)) de la situación de estos 
juzgados. 

Y así, en el juzgado número 1, tanto los asuntos pe- 
nales como los civiles acusaban un notable retraso. 

Respecto del Juzgado número 2 se manifestaba en el 
informe recibido que al mismo correspondía «la trami- 
tación de los asuntos procedentes del desaparecido Juz- 
gado de Distrito de Cullera, que en aquella época 
estaban guardados en cajas sin tramitar». 

Por ello, y ante la imposibilidad de que la tramita- 
ción en ambos juzgados pudieraponerse al día sin una 
ayuda extraordinaria, ambos juzgados habían sido in- 
cluidos en el plan de urgencia, aprobado por el conse- 
jo, aplicándoseles diversas medidas de refuerzo de 
personal auxiliar. 

Pero dichas medidas eran también consideradas in- 
suficientes por el consejo, por lo que se había propues- 
to en su día al ministerio la urgente creación del tercer 
juzgado previsto en la Ley de Planta y Demarcación, co- 
mo única solución a la grave situación descrita. 

Este juzgado había sido ya creado por Real Decreto 

- 93 - 



CORTES GENERALES 

de 22 de abril de 1991 y estaba prevista su entrada en 
funcionamiento para el 1 de diciembre de aquel año. 
Ello contribuiría, a juicio del consejo informante, a me- 
jorar notablemente las condiciones de trabajo de los 
dos juzgados preexistentes, por lo que se ha concluido 
la presente investigación (9102225). 

9.6. Dilaciones indebidas. Supuestos individuales ex- 
tremos 

Corresponde ahora exponer en este apartado las in- 
vestigaciones más significativas que se han llevado a 
cabo durante el año 1991, en relación con el derecho 
fundamental a un proceso en un tiempo razonable, re- 
lativas a procedimientos cuyo contenido afecta a dere- 
chos fundamentales de los ciudadanos, tales como la 
libertad personal -procedimientos penales-, o bien, 
a derechos sociales o económicos de los grupos socia- 
les más desprotegidos o en los que se solicita alguna 
prestación de alimentos -procedimientos laborales o 
de alimentos: 

A. Esta queja fue parcialmente expuesta en el infor- 
me correspondiente al año anterior y hacía referencia 
a un recurso de suplicación interpuesto en el año 1977, 
ante la entonces Magistratura de Trabajo de Jaén, con- 
tra sentencia por la que se denegaba la pensión de viu- 
dedad solicitada por el compareciente, que no había 
sido todavía resuelto a pesar del tiempo transcurrido. 

Nuestra intervención ante la Fiscalía General del Es- 
tado permitió corroborar esos hechos, así como la in- 
mediata reconstrucción, de oficio y tras la sugerencia 
de esta institución, del procedimiento que había sido 
extraviado al remitirse al antiguo Tríbunal Central de 
Trabajo. 

En el curso del corriente año, la Fiscalía General ha 
informado que con fecha 15 de julio de 1991 el recurso 
de suplicación ha sido definitivamente resuelto por sen- 
tencia, catorce años después de su interposición 
(870978 1). 

B. De esta queja se daba también cuenta en el ante- 
rior informe a esas Cortes Generales y hacía referen- 
cia al extravío en el Juzgado de Primera Instancia 
número 1 de Avila, de un expediente para obtener la de- 
signación de letrado y procurador de oficio, que fue ini- 
ciado en el año 1987. 

La investigación ante la Fiscalía General del Estado 
permitió comprobar la realidad de los hechos expues- 
tos, por lo que se solicitó la urgente reconstrucción y 
tramitación del expediente conforme a los trámites pre- 
vistos en la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

Reconstruido dicho expediente, es de lamentar que 
durante el curso del año 1991 todavía no se haya infor- 
mado a esta institución de la conclusión de su tramita- 
ción, en clara denegación de justicia al ciudadano que 
compareció ante el Defensor del Pueblo. 

Nuestra investigación prosigue, pues, ante la Fisca- 
lía General del Estado (8602034). 
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C. En este caso se trataba de una demanda de sepa- 
ración, con la correspondiente solicitud de alimentos, 
presentada ante el Juzgado de Primera Instancia nú- 
mero 1 de Móstoles en el año 1987. 

Manifestaba el reclamante que a pesar del tiempo 
transcurrido y de los escritos de impulso de parte pre- 
sentados por su representación procesal, el procedi- 
miento no había obtenido resolución judicial definitiva 
en la instancia. 

Nuestra investigación ante la Fiscalía General del Es- 
tado permitió comprobar que el proceso civil de sepa- 
ración había permanecido paralizado, por causa no 
imputable a las partes, al menos durante un ano. 

Ello determinó que se instara la adopción de las me- 
didas pertinentes para normalizar con urgencia el pro- 
cedimiento, que fue definitivamente resuelto por 
sentencia en noviembre de 1990, que se encontraba ya, 
cuatro años más tarde, en el año 1991, en fase de ejecu- 
ción (8808780). 

D. Esta queja hacía referencia a una demanda de di- 
vorcio interpuesta en el año 1986 ante el Juzgado de Pri- 
mera Instancia número 25 de Madrid, que se 
encontraba, al parecer, en fase inicial de tramitación, 
a pesar del tiempo transcurrido. 

La inicial investigación ante la Fiscalía General del 
Estado permitió comprobar que la demanda se encon- 
traba efectivamente paralizada desde su admisión a trá- 
mite, en el año 1986, hasta que, como consecuencia de 
nuestra intervención, en el año 1990 se iniciaron los trá- 
mites tendentes a emplazar al demandado mediante el 
envío de la correspondiente comisión rogatoria, por re- 
sidir aquél en el extranjero. 

Durante el año 1991 ha proseguido esta investigación 
ante la Fiscalía General del Estado hasta que se ha in- 
formado que con fecha 15 de abril de 1991, cinco años 
más tarde desde la iniciación del proceso, se ha dicta- 
do sentencia (8708517). 

Se da cuenta a continuación de dos actuaciones 
puntuales llevadas a cabo ante la Fiscalía General del 
Estado en el curso de la investigación de carácter ge- 
neral que esta institución ha realizado sobre la aten- 
ción psiquiátrica en régimen de internamiento y que 
surgieron durante la visita efectuada al Hospital Psi- 
quiátrico «San Rafael», de Castro de Riberas de Lea 
(Lugo). 

En ambos casos se trataba de sendas demandas de 
incapacitación interpuestas por el Ministerio Fiscal an- 
te el Juzgado de Primera Instancia número 1 de Lugo, 
una en el año 1989 y otra en 1990, en relación con dos 
enfermos ingresados en dicho hospital. 

Durante el curso de la visita, se informó por la direc- 
zión del centro que, a pesar del tiempo transcurrido, 
dos años en el primer caso y uno en el segundo, care- 
cían de noticias sobre la terminación de ambos proce- 
sos de incapacitación. 

De la información obtenida de la Fiscalía General del 
Estado se desprendía que, en el primer caso, desde el 
2mplazamiento del demandado efectuado en mayo de 
1990, no se había practicado por el juzgado actuación 

E. 
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alguna. En el segundo, el procedimiento se encontraba 
también paralizado desde el mes de julio de 1991. 

Se informaba también por la Fiscalía General del Es- 
tado que nuestra intervención había determinado que 
por el Ministerio Fiscal se remitieran al juzgado los co- 
rrespondientes escritos instando la continuación de am- 
bos procesos. Se manifestaba por último en el informe 
recibido que el juzgado mencionado había sido objeto 
de diversas inspecciones por parte del Consejo Gene- 
ral del Poder Judicial debido a las demoras existentes 
en el mismo, fundamentalmente achacables a la falta 
de personal. 

Esta institución debe pues proseguir la investigación, 
de un lado, ante el Consejo General del Poder Judicial 
en orden a esclarecer la situación de general retraso 
que parece caracterizar a este órgano jurisdiccional y, 
de otro, ante la propia Fiscalía General del Estado en 
orden a conocer las razones que han determinado la 
aparente pasividad, en ambos casos, del Ministerio Fis- 
cal en unos procedimientos en los que era parte y de- 
bía proteger a dos presuntos incapaces (9122652 y 
9122653). 

E La presente queja hacía referencia a una deman- 
da de menor cuantía sobre liquidación de sociedades 
gananciales, presentada en el año 1988 y turnada por 
reparto el Juzgado de Primera Instancia número 8 de 
Sevilla. 

Este juzgado, al no considerarse competente para su 
tramitación, acordó remitir el procedimiento al Juzga- 
do número 7 de dicha capital. 

Considerando también este juzgado su incompeten- 
cia, volvió a remitirlo al Juzgado de Primera Instancia 
número 8. 

Este último juzgado declaró de nuevo, ya en el año 
1989, su incompetencia, volviéndolo a remitir al Juz- 
gado número 7. 

Notificada esta última resolución a las partes, se 
planteó cuestión de competencia, que fue resuelta en 
noviembre de 1989 por la sección quinta de la Audien- 
cia Pravincial de Sevilla, en el sentido de declarar la 
competencia del Juzgado de Primera Instancia núme- 
ro 7 para conocer del pracedimiento. 

Recibidas los autos en este juzgado, en mayo de 1990 
se dictó nuevo auto acordando abstenerse de conocer 
del proceso, por entender que su objeto escapaba a las 
materias que reglamentariamente vienen atribuidas a 
la competencia de los juzgados de familia. 

Contra dicho auto se interpuso por el reclamante re- 
curw de reposicián y, desestimado éste, de apelación 
ante la Audiencia Provincial. 

Manifestaba el compareciente que, en el año 1991, 
transcurridos tres años desde que se interpuso la de- 
manda en el Decanato de los Juzgados de Primera Ins- 
tancia de Sevilla, todavía no se había determinado el 
juzgado concreto de ese orden jurisdiccional que de- 
bía considerarse competente para la tramitación del 
proceso. 

Iniciada la investigación prevista en el artículo 13 de 
la b y  Orgánica 3/81, de 6 de abril, ante la Fiscalía Ge- 

neral del Estado, se obtuvo la correspondiente informa- 
ción de la que se desprendía la realidad de los hechos 
expuestos a esta institución por el reclamante, esto es, 
que habían transcurrido casi cuatro años desde que 
aquél interpuso una demanda en los juzgados de pri- 
mera instancia de Sevilla sin que, hasta la fecha, se hu- 
biera resuelto qué juzgado concreto de ese orden 
jurisdiccional era el competente para conocer de dicho 
proceso. 

En la medida en que los hechos que acaban de expo- 
nerse suponen un grave alejamiento del derecho fun- 
damental a un proceso sin dilaciones indebidas, el 
Defensor del Pueblo se ha dirigido de nuevo reciente- 
mente a la Fiscalía General del Estado, solicitando la 
adopción de cuantas medidas fueren oportunas en or- 
den a la urgente y definitiva normalización de este pro- 
ceso (8912645). 

G. En este caso, se dirigió al Defensor del Pueblo un 
ciudadano que se encontraba cumpliendo condena en 
un centro penitenciario y que había solicitado, en ene- 
ro de 1989, de la Audiencia Provincial de Las Palmas 
de Gran Canaria la refundición de las condenas que le 
habían sido impuestas para obtener, en su caso, la de- 
claración del límite máximo de cumplimiento previsto 
en la regla segunda del artículo 70 del Código Penal, 
sin que un año más tarde, en 1990, hubiera recaído re- 
solución alguna al respecto. 

De los dos informes iniciales recibidos de la Fiscalía 
General del Estado se desprendía que la Sección Pri- 
mera de la Audiencia Provincial mencionada, en el año 
1991, es decir, dos años después de la presentación de 
la solicitud del interno, todavía no había dictado reso- 
lución alguna. 

Ello determinó que se urgiera del Ministerio Fiscal 
cuantas medidas se consideraran oportunas para la ur- 
gente resolución del procedimiento. 

Recientemente ha tenido entrada una nueva comu- 
nicación de la Fiscalía General del Estado de la que se 
desprende que, hasta el mes de diciembre de 1991, di- 
cha sección no ha apreciado su incompetencia para la 
tramitación de la solicitud del reclamante, por ser otro 
el último órgano jurisdiccional sentenciador. Es decir, 
que la resolución por la que la sala se ha estimado in- 
competente se ha producido casi cuatro años más tar- 
de de la presentación de la solicitud del reclamante. 

Por tanto, permanece abierta la investigación de la 
presente queja ante la Fiscalía General del Estado, da- 
do el importante retraso padecido en este caso, en cla- 
ro detrimento de los derechos que puedan asistir al 
interno compareciente ante esta institución (9013634). 

H. La presente queja fue presentada por un ciuda- 
dano que había sido víctima de una infracción penal 
en el año 1984, que determinó la apertura por el Juz- 
gado de Instrucción número 2 de Estepona, del corres- 
pondiente juicio de faltas en el que no recayó sentencia 
hasta tres años más tarde, en 1987, en la que se fijaban 
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las cantidades que debía percibir en concepto de indem- 
nización. 

Dicha sentencia, tres años más tarde, en 1990, aún no 
había sido ejecutada en cuanto a los pronunciamien- 
tos indemnizatorios antes citados. 

Nuestra intervención ante la Fiscalía General del Es- 
tado permitió agilizar la tramitación de la ejecutoria, 
habiéndose hecho efectivas al reclamante las indemni- 
zaciones corespondientes en el año 1991, cuatro años 
después desde la fecha de la sentencia y siete desde que 
se inició el procedimiento (9017461). 

1. El ciudadano que compareció ante el Defensor del 
Pueblo manifestaba que, como consecuencia del falle- 
cimiento de su hijo en accidente de tráfico, se inició un 
juicio de faltas en el año 1985 ante el antiguo Juzgado 
de Distrito de Adra, en el que se dictó sentencias dos 
años más tarde, en 1987, en la que se declaraba su de- 
recho a percibir la correspondiente indemnización. 

Esta sentencia fue confirmada en apelación, en abril 
de 1988, sin que hubiera sido ejecutada. 

Nuestra intervención ante la Fiscalía General de'l Es- 
tado ha determinado la definitiva tramitación de la eje- 
cutoria, con la entrega al reclamante de la 
correspondiente indemnización en concepto de respon- 
sabilidad civil durante el curso del año 1991, seis años 
más tarde desde la fecha en que ocurrieron los hechos 
(8915269). 

J. En este caso, el reclamante que compareció ante 
el Defensor del Pueblo manifestaba que en el año 1979 
fue víctima de un accidente de circulación que le cau- 
só lesiones graves dando lugar a la incoación del co- 
rrespondiente proceso penal en el Juzgado de 
Instrucción, entonces único, de San Lorenzo de El Es- 
corial, que concluyó por sentencia dictada tres años 
más tarde, en 1982. Esta sentencia fue confirmada en 
apelación cuatro años más tarde en 1986. 

Continuaba manifestando el reclamante que dichas 
sentencias reconocían su derecho a percibir una con- 
creta indemnización con sus correspondientes intere- 
ses que, a pesar del tiempo transcurrido, en el año 1990, 
aún no había sido satisfecha. 

Nuestra intervención ante la Fiscalía General del Es- 
tado se produjo inicialmente, en su día, para agilizar 
la fase declarativa de este proceso y, en concreto, la se- 
gunda instancia. 

Posteriormente, ha debido reabrirse la investigación 
ante el retraso en la ejecución de lo resuelto, que ha de- 
terminado que en el año 1991 se hayan entregado al re- 
clamante todas las cantidades que le habían sido 
reconocidas en sentencia. 

Así pues, en este caso, unos hechos acaecidos en el 
año 1979 no fueron resueltos por sentencia firme has- 
ta siete años más tarde, en 1986, sentencia ésta que tan 
sólo ha obtenido ejecución cinco años después de ser 
dictada y doce desde que acaecieron los hechos 
(8611872). 

K. En esta queja el compareciente ponía de mani- 
fiesto que, como consecuencia del fallecimiento de un 
trabajador eventual en accidente laboral en el año 1974, 
se inició el correspondiente sumario en el Juzgado de 
Instrucción número 1 de Bilbao, en el que se dictó sen- 
tencia por la Sección Segunda de la Audiencia Provin- 
cial de dicha ciudad, doce años más tarde, en 1986, por 
la que se declaraba la existencia de un delito de impru- 
dencia con resultado de muerte y se fijaban las corres- 
pondientes indemnizaciones a favor de los herederos 
de la víctima. 

Recurrida dicha sentencia en casación, la Sala Segun- 
da del Tribunal Supremo dictó sentencia definitiva en 
enero de 1990, que confirmaba íntegramente la dicta- 
da en instancia, sin que a pesar del grave retraso pade- 
cido en la tramitación de la fase declarativa de este 
proceso, se hubiera procedido a su inmediata ejecución. 

Nuestra intervención ante la Fiscalía General del Es- 
tado permitió agilizar la tramitación de la ejecutoría, 
habiéndose informado recientemente de su terminación 
en diciembre de 1991, tras haber sido satisfechas las 
indemnizaciones. 

Así pues, en este caso, unos hechos acaecidos en el 
año 1974 no han obtenido la efectiva tutela judicial has- 
ta diecisiete años más tarde (8918643). 

L. La presente queja se refería a un proceso penal 
iniciado en el año 1977 en el que se dictó sentencia por 
la Audiencia Provincial de Palma de Mallorca, un año 
más tarde, por la que se declaraba la existencia de un 
delito de homicidio en la persona del hermano del re- 
clamante, concediéndose la correspondiente indemni- 
zación en favor de los herededos de la víctima. 

Continuaba exponiendo el reclamante que dicha in- 
demnización fue consignada en el juzgado en el año 
1983 sin que se hubiera entregado a los herederos, por 
no haber dado resultado satisfactorio las diligencias en- 
caminadas a identificar a los herederos de la víctima. 

Manifestaba el reclamante que, a pesar de haber acre- 
ditado su condición de heredero a través de su letrado, 
no le había sido entregada indemnización alguna. 

Nuestra intervención ante la Fiscalía General del Es- 
tado ha permitido agilizar los trámites para la efectiva 
acreditación de la condición de heredero del reclamante 
y la entrega de la correspondiente indemnización en el 
año 1991 (9014952). 

L1. En este caso manifestaba el compareciente que 
su hijo había fallecido en accidente de circulación en 
el año 1979, por lo que se había iniciado el correspon- 
diente proceso penal ante el Juzgado de Primera Ins- 
tancia e Instrucción, entonces único, de San Lorenzo 
de El Escorial, sin que en el año 1985, fecha en la que 
se presentó esta queja, dicho proceso hubiera sido re- 
suelto. 

Nuestra intervención se inició, por tanto, en el año 
1985 ante la Fiscalía General del Estado, sin que toda- 
vía en el año 1991 haya podido darse por concluida. Y 
así, la sentencia de la primera instancia de este proce- 
dimiento no ha sido dictada hasta el mes de febrero de 
1991, doce años más tarde, habiendo sido recurrida en 
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apelación, sin que ésta haya sido todavía resuelta al con- 
cluir el año al que el presente informe se contrae. 

La investigación de la presente queja debe por tanto 
permanecer abierta (8512127). 

M. El ciudadano compareciente ante esta institu- 
ción manifestaba que desde el año 1983 figuraba como 
encausado en un sumario seguido ante el Juzgado de 
Instrucción número 7 de Madrid, procedimiento éste 
previsto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal para los 
delitos graves. 

Manifestaba el reclamante que, a pesar del tiempo 
transcurrido, dicho proceso no había concluido por lo 
que ignoraba las consecuencias desfavorables o no que 
pudieran derivarse para su situación. 

Iniciada la correspondiente investigación ante la Fis- 
calía General del Estado, del informa recibido se des- 
prendía que el procedimiento, tras haber permanecido 
paralizado en los órganos jurisdiccionales que lo tra- 
mitaron, fue resuelto por auto dictado por la Sección 
15, de reciente creación, de la Audiencia Provincial de 
Madrid, en el año 1991, por el que se había decretado 
el sobreseimiento de la causa al haber prescrito el 
delito. 

Así pues, en este caso, la inactividad de los órganos 
jurisdiccionales ha determinado la imposibilidad de es- 
clarecer los hechos delictivos imputados al encausado, 
al entrar en juego la figura de la prescripción. 

Esta situación ha determinado que el Defensor del 
Pueblo se haya dirigido de nuevo, recientemente, a la 
Fiscalía General del Estado solicitando información so- 
bre las razones que han determinado esta situación de 
alejamiento del derecho fundamental a un proceso sin 
dilaciones indebidas (9024467). 

N. En la presente queja se trataba de un proceso pe- 
nal iniciado por el Juzgado de Instrucción de Tolosa en 
el año 1984, con motivo del fallecimiento del cónyuge 
del reclamante, ocurrido en accidente de circulación. 

Nuestra intervención ante la Fiscalía General del Es- 
tado ha determinado que por el Ministerio Fiscal se 
adopten las medidas oportunas tendentes a la norma- 
lización del proceso, que ha concluido definitivamente 
por resolución dictada en el año 1991 (9001577). 
N. En este otro caso se trataba de un proceso penal 

iniciado en el año 1982, en virtud del fallecimiento del 
cónyuge del reclamante como consecuencia, al parecer, 
de una intervención quirúrgica. 

Estos hechos determinaron la apertura del corres- 
pondiente proceso penal ante el Juzgado de Instrucción 
número 2 de Madrid y, concluida la fase instructora, 
fue remitido, en el año 1987, a la Audiencia Provincial 
de esta ciudad. 

Nuestra intervención ante la Fiscalía General del Es- 
tado ha determinado que por el Ministerio Fiscal se ha- 
ya mantenido una especial vigilancia del procedimiento 
que ha concluido definitivamente por sentencia dicta- 
da en el año 1991, nueve años más tarde desde la fecha 
en que ocurrieron los hechos (8811528). 

La presente investigación se refería a un ciuda- 
dano que había sido víctima, junto con otras treinta y 

O. 

cinco personas, de una presunta estafa que dio origen 
a un proceso penal iniciado en el año 1985 por el Juz- 
gado de Instrucción número 6 de Barcelona. 

Como en los casos anteriores, nuestra intervención 
ante la Fiscalía General del Estado ha determinado la 
normalización del procedimiento y que éste haya con- 
cluido de'finitivamente por sentencia en el año 1991 
(8914969). 

P. En esta queja se ponía de manifiesto el presunto 
extravío de un proceso penal iniciado en el año 1986, 
por el Juzgado de Instrucción número 27 de Madrid, 
por un presunto delito de estafa. 

Tras sucesivos informes de la Fiscalía General del Es- 
tado, se informó a esta institución en el mes de marzo 
de 1991 que el proceso concluyó por sentencia en julio 
de 1990, que adquirió firmeza en octubre de dicho año, 
esto es, cinco años después de su iniciación (8808055). 

9.7. La justicia de menores 

En el informe correspondiente al año anterior, el De- 
fensor del Pueblo avanzaba una investigación de carác- 
ter general, que entonces estaba siendo realizada, sobre 
la actuación de los distintos servicios públicos en rela- 
ción con los menores de edad. 

Durante el curso del año 1991 ha sido definitivamen- 
te concluida dicha investigación, habiendo dado lugar 
a un estudio monográfico sobre la situación del menor 
en España en centros asistenciales y de internamiento. 

En dicho estudio se hace referencia a los diversos as- 
pectos en que se manifiesta la intervención pública so- 
bre los menores de edad, tanto en su actividad 
protectora, respecto de los menores necesitados de cual- 
quier tipo de asistencia social, como en relación con 
los menores que han realizado algún comportamiento 
antijurídico. 

En el apartado correspondiente a la administración 
asistencial, fundamentalmente autonómica, se da cum- 
plida cuenta del método para la elaboración del estu- 
dio, así como de los resultados obtenidos en las visitas 
a los centros, en aspectos tales como estructura y esta- 
do de conservación de los mismos, alojamiento, alimen- 
tación, asistencia médica, actividades recreativas, 
deportivas y culturales, personal y recursos para la 
atención de los menores en España. Exponiéndose 
igualmente las conclusiones relativas a -10s aspectos 
mencionados, así como las recomendaciones de carác- 
ter general o puntual a que dichas conclusiones han da- 
do lugar. 

En los apartados correspondientes al derecho funda- 
mental a la libertad religiosa y a la educación se hace 
también referencia a otros aspectos de dicho estudio. 

Por ello, en el presente apartado se ha valorado la ne- 
cesidad de exponer aquellos aspectos del estudio mo- 
nográfico mencionado relativos al análisis de la 
legislación relativa a la actuación del Estado y de las 
comunidades autónomas respecto de los menores que 
han realizado comportamientos delictivos y también so- 
bre la legislación destinada a la protección del menor, 
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así como de su concreta aplicación por jueces, fiscales 
y administración. 

Y ello, por cuanto, como enseguida se verá, el núcleo 
esencial de las deficiencias observadas por esta insti- 
tución durante la investigación realizada, hace referen- 
cia al derecho fundamental a la tutela judicial efectiva 
por el inadecuado estado de la vigente legislación re- 
lativa a los menores que han cometido acciones antiju- 
rídicas, máxime tras las sentencia del Tribunal 
Constitucional de 14 de febrero de 1991, que declara la 
inconstitucionalidad de algunos preceptos de la vigen- 
te legislación reformadora de menores. 

Se exponen pues, a continuación, resumidamente, las 
conclusiones de mayor interés, tanto en torno a la si- 
tuación normativa de estas cuestiones como a su apli- 
cación en la práctica, así como las recomendaciones a 
que dichas conclusiones han dado lugar. 

9.7.1. Conclusiones 

9.7.1.1. Sobre la legislación de menores 

a) En materia reformadora, la legislación vigente no 
se acomoda a los preceptos constitucionales en los di- 
versos aspectos esenciales que regula. Así, en la tipifi- 
cación de las conductas por las que puede sancionarse 
al menor; en la tipificación de las medidas reformado- 
ras; en el procedimiento para enjuiciar al menor infrac- 
tor; en las garantías de la ejecución de las medidas 
impuestas, y en la regulación de la detención. 

b) La Ley de Demarcación y Planta Judicial no ha 
sido todavía plenamente desarrollada en cuanto a las 
previsiones que en ella se contienen sobre el número 
de juzgados de menores. Ello determina que todavía 
existan jueces destinados en los denominados tribuna- 
les tutelares de menores que carecen de la especializa- 
ción necesaria. 

En cuanto a la ejecución de la medida reforma- 
dora de internamiento, el vacío legislativo destacado es- 
tá determinando un alto grado de inseguridad jurídica, 
siendo distinto, según las Comunidades Autónomas e 
incluso según las provincias, el régimen de garantías 
constitucionales que se aplica en cuestiones tan fun- 
damentales como el control de la medida de interna- 
miento por el juez o el Ministerio Fiscal, el régimen 
disciplinario d el tratamiento, así como que no en to- 
dos los centros se apliquen con la misma intensidad las 
garantías constitucionales antes aludidas. 

d) En materia protectora, la Ley 2111987, de 4 de no- 
viembre supuso un avance en la regulación de este as- 
pecto de la intervención pública para la protección del 
menor, avance éste que se encuentra mediatizado por 
la falta de desarrollo normativo de sus previsiones en 
algunas comunidades autónomas. 

c) 

9.7.1.2. Sobre los centros visitados 

a) Aproximadamente la mitad de los centros visita- 
dos disponían de reglamento de régimen interno y la 

otra mitad carecían del mismo, si bien algunos de es- 
tos últimos disponían de unas normas convivenciales. 

Aunque no existiera reglamento de régimen interior 
ha podido comprobarse que, con carácter general, el 
menor suele ser informado a su ingreso de las normas 
básicas del régimen de vida en el centro, con algunas 
excepciones. 

b) También con algunas excepciones («Suero de Qui- 
ñonesv, y «Santa María», de León; «San Juan Bautis- 
ta», de Badajoz; «Altamira», de Madrid; «Santo Angel», 
de Murcia), en casi todos los centros es respetado el ré- 
gimen legal sobre el derecho de visita de los padres, pa- 
rientes o allegados del menor. No han podido 
constatarse anomalías de interés en el régimen de sali- 
das de los menores internados en centros. Debe no obs- 
tante hacerse una observación respecto del control 
judicial de estas salidas en los centros de reforma. El 
vacío legislativo existente en la materia está determi- 
nando que el sometimiento o no a la autoridad judicial 
de las salidas de los menores derive en unos casos de 
una decisión administrativa y,,en otros, sea el juez el 
que exige esta autorización. No existe, pues, un trata- 
miento igua1itario.de esta cuestión en todas las Comu- 
nidades Autónomas. 

En cuanto al régimen de las comunicaciones telefó- 
nicas o por correspondencia, no se han constatado ano- 
malías de interés. 

c) Debe destacarse la inexistencia de una legislación 
uniforme para todo el Estado que establezca un régi- 
men disciplinario común para los distintos centros de 
cumplimiento de la medida reformadora de interna- 
miento que especifique también el alcance del control 
judicial sobre el mismo, contenido en una norma con 
rango de ley que permita dar cumplimiento al princi- 
pio constitucional de legalidad en materia sancionadora 
en cuanto a las relaciones de sujeción especial. 

Esta situación está determinando, en la práctica, que 
este régimen disciplinario se encuentre configurado, de 
facto, de manera distinta en cada Comunidad Autóno- 
ma, siendo también distinto, incluso en cada provincia, 
el alcance del control judicial sobre el mismo que, an- 
te la laguna legal, queda al arbitrio del titular que en 
cada momento exista en el juzgado o tribunal tutelar 
de menores o bien de la propia administración titular 
del centro. 

Esta situación de inseguridad jurídica se agrava al 
no existir en algunos de los centros visitados noymati- 
va interna alguna que prevea este régimen disciplinario. 

Así pues, un aspecto de tanta trascendencia como el 
régimen de faltas y sanciones, el conocimiento del mis- 
mo por el menor, las vías de recurso contra las sancio- 
nes impuestas y el alcance del control judicial sobre 
la materia, queda, en el mejor de los casos, al arbitrio 
de lo que se establezca en una normativa interior de 
los centros y, en otros muchos, a la propia decisión de 
la dirección del establecimiento o del personal integra- 
do en su plantilla. 

d) Salvo excepciones, los menores suelen participar 
en el funcionamiento del centro en diversas formas y 
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con distinta intensidad. Normalmente se lleva a cabo 
esta participación a través de asambleas periódicas en 
las que los menores suelen reflejar sus opiniones so- 
bre el funcionamiento del centro. En estos casos, esta 
suele ser la vía utilizada para que puedan formular sus 
quejas o reclamaciones. 

La orden judicial por la que se ordena el ingreso 
de un menor en un centro de reforma reviste tanto la 
forma de sentencia como la de acuerdo o auto, según 
los centros. Aunque tampoco es infrecuente que ingre- 
sen por simple providencia o por un escueto oficio en 
el que simplemente se contiene una orden de ingreso 
sin motivación alguna. 

En casi todos los centros visitados ingresan menores 
para el cumplimiento de medidas reformadoras judi- 
cialmente impuestas, tanto con carácter cautelar como 
definitivo. Respecto de las resoluciones que imponen 
medidas cuatelares, la regla general es que no se fije 
su duración máxima. En cuanto a aquéllas que impo- 
nen medidas definitivas, no en todas se limita expresa- 
mente su  duración. 

Por último, mientras que algunas resoluciones se li- 
mitan a señalar el tipo de centro en que el menor debe 
ser ingresado, en otras especifican el establecimiento 
concreto en que debe producirse este internamiento. 

f)  La regla general en los centros de reforma visita- 
dos es la de no aceptar ingresos de menores sin la co- 
rrespondiente resolución judicial, por lo que no suelen 
utilizarse como centros de detención salvo alguna ex- 
cepción concreta como la del Centro de Primera Acogi- 
da de Ceuta. 

Las relaciones entre los jueces y los centros de 
reforma se produce, ya de forma directa, ya a través de 
un órgano específico de la administración autonómica. 

h) La ausencia de norma legal unificadora en la ma- 
teria determina también que el traslado de los meno- 
res a otros centros de reforma se efectúe en unos casos 
con autorización judicial previa y, en otros, informán- 
dose simplemente al juez. 

i) Al no encontrarse previsto en el Texto Refundido 
de 1948 el derecho del menor a la asistencia letrada, 
la visita de letrados a los centros de reforma es excep- 
cional, inclyso en el caso de que el menor esté cum- 
pliendo una medida cautelar. 

Según se nos ha informado en el curso de las vi- 
sitas, en la generalidad de los casos, el Ministerio Fis- 
cal no visita los centros de reforma. 

e) 

g) 

j) 

En cuanto al juez, suele visitar periódicamente algu- 
nos centros («Santo Rostro», de Jaén; ((Castrosenín)), de 
Mourente, en Pontevedra; (1 Josep Pedragosan, de Palau 
de Plegamans; «L'Espigol», «La Ginesta» y «L'Esperan- 
ca», de Barce1ona;wSan Rafael)), de Ciudad Real; Casa 
Juvenil, de Sograndio). En otros casos, las visitas eran 
excepcionales (centro de reforma «Buen Pastor)), de Za- 
ragoza o «i!Alzina», de Palau de Plegamans) y algunos 
centros no eran visitados por la autoridad judicial, se- 
gún la información obtenida (Centro de Primera Aco- 
gida, de Ceuta; «Es Pinaret», de Marratxi; «Renasco» 

y «Sagrado Corazón», de Madrid; «Jesús Redentor», de 
Almería; «San Miguel», de La Laguna). 

k) De las provincias visitadas, existía policial judi- 
cial especializada en Zaragoza, Barcelona, Madrid y 
Granada. No existía, en el momento de la visita, en otras 
provincias tales como Jaén, Almería, Santa Cruz de Te- 
nerife, Baleares, Pontevedra, Ciudad Real y Asturias, así 
como en la ciudad de Ceuta. 

La regla general es que en los centros de protec- 
ción visitados el ingreso del menor se produzca siem- 
pre a través de una resolución administrativa con un 
informe multidisciplinar previo, si bien dicha resolu- 
ción no suele fijar, salvo excepciones, el tiempo máxi- 
mo de duración de la medida protectora de 
internamiento. 

Esta resolución suele notificarse, con alguna excep- 
ción, tanto a los padres como al menor y al Ministerio 
Fiscal. 

La situación de internamiento suele revisarse perió- 
dicamente en casi todos los centros visitados, si bien 
en algunos casos esta revisión se demora excesivamente 
en el tiempo («Nuestra Señora del Prado», de Ciudad 
Real). 

11) En algunos centros de protección, a pesar de que 
los responsables de los mismos remiten periódicamente 
información al Ministerio Fiscal, bien directamente 
bien a través del órgano administrativo competente, por 
éste no se visita el centro ni se mantiene contacto con 
el mismo (Ceuta, Vizcaya, León, Santander, Palma de 
Mallorca). En otros casos, el Ministerio Fiscal sí visita 
periódicamente el centro (Navarra, Murcia, Salaman- 
ca, Badajoz) o bien mantiene contacto con el mismo 
(Ciudad Real, Alicante, La Rioja). 

m) La coordinación entre los centros de una misma 
Comunidad Autónoma es variable, celebrándose en al- 
gunos casos reuniones periódicas de los directores de 
los mismos, mientras que en otros no existen apenas 
contactos entre aquéllos. 

n) Algunos de los centros visitados carecían en el 
momento de la visita de un proyecto educativo de ca- 
rácter general («San Rafael),, de Ciudad Real; «San Mi- 
guel)), de La Laguna). En la mayoría de los centros 
vistados o no existen programas educativos de carác- 
ter individual o éstos no se encuentran debidamente do- 
cumentados, si bien existen excepciones en algunos 
casos (centros de reforma visitados en Cataluña y Ma- 
drid; Centro de Primera Acogida, de Ceuta; cCastrose- 
nin», de Mourente; «Santa María)), de León). 

Así, pudo observarse en el centro U Es Pinaret », de Ma- 
rratixi, dependiente del Ministerio de Asuntos Socia- 
les, la ausencia de programas educativos de carácter 
individual para cada menor. Con anterioridad a la vi- 
sita realizada, la enseñanza obligatoria de los menores 
internados se impartía por profesorado dependiente del 
Ministerio de Educación y Ciencia en virtud del conve- 
nio suscrito con dicho Departamento. Al no estar vigen- 
te dicho convenio en el momento de la visita, no se 
impartía enseñanza reglada, llevándose a cabo exclu- 
sivamente actividades en este campo por los propios 

1) 
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educadores del centro. En la actualidad se ha transfor- 
mado en centro de primera acogida de acuerdo con la 
información obtenida, pasando a cumplir las funciones 
de reforma la Gran Escuela «Can Masera», dedicada 
principalmente a impartir formación profesional agrí- 
cola. Al no haberse renovado el convenio con el Minis- 
terio de Educación y Ciencia la enseñanza se sigue 
impartiendo por los monitores del centro. 

ñ) La integración con carácter permanente en la red 
edcuativa ordinaria se produce usualmente en los cen- 
tros de protección, siendo, por el contrario, excepción 
en los centros de reforma, en los que tampoco, como 
regla general, se proporciona al menor la titulación co- 
rrespondiente a los cursos realizados. (Así, el centro 
«Renasco» de Madrid). En los centros visitados, los me- 
nores suelen distribuirse por pequeños grupos familia- 
res o mediante un sistema de tutorías. 

o) Por último, no pudo apreciarse que en alguna Co- 
munidad Aufonoma exista un auténtico sistema orga- 
nizado en virtud del cual se efectúe un seguimiento 
posterior del menor al cumplir la medida reformado- 
ra, de carácter exclusivamente protector. 

9.7.2. Recomendaciones 

9.7.2.1 Sobre la función protectora 

a) Que por las comunidades autónomas que no han 
desarrollado todavía la Ley 21/1987 de 11 de noviembre 
de reforma del Código Civil, se dicten las normas opor- 
tunas de desarrollo, con la salvedad de aquellas Comu- 
nidades Autónomas que contengan en su Derecho civil 
foral previsiones específicas sobre la materia. 

b) Que en la resolución administrativa en la que se 
adopte la medida protectora de internamiento se esta- 
blezca una limitación temporal del mismo con la fina- 
lidad de garantizar su revisión. 

c) Que los juzgados de primera instancia con com- 
petencia en materia de protección de menores puedan 
disponer de la suficiente información de carácter mul- 
tidisciplinar sobre las circunstancias que concurran en 
el menor. 

9.7.2.2 Sobre la función reformadora 

a) Que se elabore una nueva ley de Estado regula- 
dora de la intervención pública en materia de menores 
infractores. Esta norma deberá regular los siguientes 
aspectos: 

- Fijación de una edad mínima antes de la cual se 
presuma que los niños no tienen capacidad para infrin- 
gir las leyes penales. 
- Procurar que su ámbito personal de aplicación se 

extienda también a los jóvenes adultos. 
- Tipificación precisa de las conductas que pueden 

ser objeto de sanción, acogiendo en esta tipificación el 
principio de intervención mínima o carácter subsidia- 
rio del Derecho Penal. 

- Tipificación precisa de las medidas reformadoras, 
estableciendo mecanismos que permitan conjugar la 
necesaria seguridad jurídica que dimana del principio 
de legalidad y de determinación de la medida con el 
también necesario arbitrio judicial en su aplicación, re- 
cogiéndose para ello técnicas de individualización de 
la medida tanto legales como judiciales que eliminen 
el puro subjetivismo'o intuicionismo judicial (medidas 
alternativas legalmente previstas, posibilidad de revi- 
sión de las mismas por el juez durante la ejecución, so- 
meter el arbitrio judicial en la elección de la medida 
a un razonamiento motivado en base a las circunstan- 
cias del hecho y del menor, etc.) 
- Determinación expresa de que el enjuiciamiento 

por el juez de la acción del menor debe atender exclu- 
sivametne a su configuración típica. 
- Recoger como plenamente aplicables al menor de 

edad penal las circunstancias que eximen de respon- 
sabilidad criminal a los adultos. 
- Prever un catálogo de medidas sancionadoras te- 

leológicamente inspiradas en el principio de reinser- 
ción social, en el que el internamiento se configure 
como último recurso, sólo para delitos graves y por 
tiempo limitado que deberá ser el más breve posible. 
- Limitación temporal expresa de todas las 

medidas. 
- Establecimiento de un proceso para el enjuicia- 

miento y, en su caso, imposición de la medida en el que 
se respeten las garantías constitucionales del proceso 
penal de adultos y, fundamentalmente: 

* el derecho irrenunciable a la asistencia letrada; 
* el derecho fundamental a un juez imparcial; 
* los principios de contradicción y acusatorio y, en 

consecuencia, la intervención preceptiva del Ministe- 
rio Fiscal para, en su caso, sostener la acusación; 

* la presunción de inocencia; 
* el derecho a la prueba; 
* la información al menor de la acusación que se di- 

* el derecho a no confesarse culpable: 
* el derecho al recurso que legalmente se prevea, con- 

figurando como preceptivo en el caso de que se consi- 
dere que el menor ha cometido efectivamente la 
infracción que se le imputa. 

* previsión específica de las medidas cautelares que 
puedan imponerse con carácter excepcional y su dura- 
ción máxima; 

remisión al centro o servicio administrativo en el 
que deba cumplirse la medida cautelar o definitiva de 
testimonio de la resolución judicial en la que aquélla 
se impone, sentencia si es definitiva y auto si fuera 
cautelar. 

rige contra él; 

* 

- Que el proceso conjugue la necesidad de respetar 
las garantías expuestas con la flexibilidad y peculiari- 
dades propias que debe caracterizar a una justicia de 
menores y, entre ellas: 
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* limitación del principio constitucional de pu- 
blicidad; 

* refuerzo del derecho a un proceso en un tiempo ra- 
zonable; 

* evitar formalismos innecesarios sin mengua de las 
garantías; 

* específica previsión de la emisión de informes de 
naturaleza multidisciplinar sobre las circunstancias del 
menor. 

- Regulación de los aspectos esenciales de la eje- 
cución de las medidas sancionadoras en la que se pre- 
vean específicamente aspectos tales como: 

* el régimen disciplinario aplicable al menor por la 
administración durante el cumplimiento de la medida: 

* el alcance del control judicial y del Ministerio Fis- 
cal en cuanto al respeto de los derechos del menor no 
limitados por el contenido de la resolución judicial por 
la que se impone la medida; 

* delimitación precisa de las €unciones que corres- 
ponden al juez, en función del principio constitucional 
de exclusividad de la jurisdicción para juzgar y hacer 
ejecutar lo juzgado y de las que corresponden a la Ad- 
ministración con su necesaria potestad autoorgani- 
zatoria; 

* regulación de los principios a los que debe respon- 
der el tratamiento que se presta al menor que cumpla 
una medida reformadora (reconocimiento del derecho 
fundamental a la educación y en especial a los niveles 
obligatorios de enseñanza; seguimiento sobre la evolu- 
ción del menor: derecho de visita de padres, parientes 
o allegados; asistencia médica; libertad religiosa; reco- 
nocimiento del derecho a las comunicaciones telefóni- 
cas o por correspondencia, etc.); 

* previsión específica de vías de recurso interno y 
ante el juez; 

* participación del menor en el funcionamiento del 
centro o servicio; 

- previsión específica de las garantías constitucio- 
nales y legales de la detención del menor, reforzando 
la limitación del plazo máximo de duración de esta si- 
tuación. 
- regulación específica de los antecedentes policia- 

les del menor. 
b) Que dictada esta ley, por las Comunidades Autó- 

nomas se desarrollen sus previsiones en materia de eje- 
cución de las medidas sancionadoras. 

Desarrollo definitivo de las previsiones conteni- 
das en la Ley de Demarcación y Planta Judicial y en la 
Ley Orgánica del Poder Judicial sobre la implantación 
de los Juzgados de Menores y la especialización de sus 
titulares. 

d) Adscripción a estos juzgados de equipos de ca- 
rácter multidisciplinar. 

e) Creación en los colegios de abogados de turnos 
específicos para la asistencia al menor. 

c) 

f) Extensión a todas las provincias de los grupos de 
policía especializada para intervenir en relación con los 
menores. 

g) Creación de centros de detención gubernativa es- 
pecíficos para menores o habilitación de dependencias 
separadas para éstos en los centros de detención de 
adultos. 

h) Que se establezcan los correspondientes mecanis- 
mos de coordinación para garantizar el derecho funda- 
mental a la educación y, en concreto, a los niveles 
educativos obligatorios que permitan la obtención de 
la titulación oficial correspondiente. 

i) Que se adopten también las medidas de coordi- 
nación oportunas para garantizar, en el caso de que fue- 
ra necesario, el apoyo posterior al menor al terminar 
el cumplimiento de la medida reformadora, grupo que 
debe revestir naturaleza estrictamente protectora. 

j) Que por el Ministerio Fiscal se preste atención es- 
pecífica a los centros de cumplimiento de medidas re- 
formadoras de internamiento. 
k) Sería aconsejable una mayor coordinación de las 

Administraciones Autonómicas competentes, a través 
de fórmulas que favorecieran, en lo posible, el óptimo 
aprovechamiento de los recursos existentes. 

1) Que en el supuesto de que se utilicen entidades 
privadas colaboradoras para el cumplimiento de me- 
didas judiciales reformadoras, por las Administracio- 
nes competentes se establezcan los mecanismos de 
inspección y control necesarios para garantizar la ade- 
cuada protección del servicio público que se les enco- 
mienda. 

10. REEDUCACION Y REINSERCION SOCIAL COMO 
PRINCIPIOS ORIENTADORES DE LAS PENAS 
PRIVATIVAS DE LIBERTAD (ARTICULO 25.2 DE 
LA CONSTITUCION) 

Como en años anteriores, deben también incluirse en 
el presente apartado algunas consideraciones en tor- 
no a la aplicación práctica en nuestras prisiones del ré- 
gimen aplicable al primer grado de tratamiento. 

Como hemos venido señalando en dichos informes, 
se trata del grado penitenciario que se encuentra legal- 
mente configurado con una mayor severidad dentro del 
sistema de individualización científica' acogido por 
nuestra legislación penitenciaria. 

Esta mayor severidad del régimen legalmente apli- 
cable a este grado penitenciario requiere, sin duda, un 
mayor esfuerzo por parte de los destinados a aplicarlo 
en orden a conjugar su carácter restrictivo con la ine- 
ludible finalidad reeducadora que nuestra Constitución 
predica de la pena y que no puede, en ningún caso, ser 
obviada para este grupo de internos. 

Es esta la razón por la que, como en años anteriores, 
las consideraciones y actuaciones del Defensor del Pue- 
blo en torno a este grado penitenciario se incluyen en 
el presente capítulo y no en el relativo al funcionamien- 
to de las administraciones públicas. 
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En los informes inmediatamente anteriores el Defen- 
sor del Pueblo ha venido reconociendo el esfuerzo de 
la Administración penitenciaria por intentar conciliar 
los extremos a que antes aludíamos, que tuvieron su 
fruto en una circular de la entonces Dirección General 
de Instituciones Penitenciarias de 26 de junio de 1989 
que pretendía unificar los criterios de aplicación de la 
legislación penitenciara en relación con este grado, de 
una forma menos restrictiva que la existente hasta 
aquellas fechas y que se caracterizaba por un rigor ex- 
cesivo y una falta casi absoluta de actividades reitera- 
damente puesta de manifiesto por esta institución. 

Durante el curso del año 1991 esta circular ha sido 
sustituida por la de 2 de agosto de dicho año, en la que 
se especifica el distinto régimen aplicable a cada una 
de las tres fases en que se encuentra dividido el primer 
grado de tratamiento. 

A su vez, el 2 de octubre apareció una nueva cirular 
por la que se modificaba la anterior, tan sólo en lo re- 
lativo al régimen aplicabie a la primera fase del primer 
grado penitenciario. 

En esta fase se encuentran los internos clasificados 
en este grado, caracterizados por una peligrosidad ex- 
trema, acreditada por su intervención en motines y 
agresiones violentas a otros presos o a funcionarios, por 
lo que en dicha circular se extreman las cautelas en re- 
lación con el régimen penitenciario aplicable a dichos 
internos. 

La especial sensibilidad que esta institución viene 
manifestando por la situación de los internos clasifi- 
cados en este grado penitenciario, así como algunas 
quejas recibidas, a las que posteriormente se hará re- 
ferencia, nos obligan a realizar algunas consideracio- 
nes en torno a estas nuevas circulares aparecidas en 
el curso del año 1991. 

Sin duda, la administración penitenciaria, en cum- 
plimiento de su deber de tratamiento y custodia de la 
población reclusa, así como de velar por el respeto a 
la vida y a la integridad física de internos y funciona- 
rios, debe utilizar !os medios que se encuentren legal- 
mente a su alcance para impedir que en nuestras 
cárceles se produzcan rechazables situaciones de de- 
sorden, amotinamiento o agresiones a internos o a fun- 
cionarios. 

Pero la adopción de estas medidas, entre las que se 
encuentra Ia aplicación de un régimen más severo, le- 
galmente previsto, a los internos que participan en es- 
tas situaciones, no puede hacernos perder de vista el 
principio constitucional resocializador. 

Y así, preocupa a esta institución que el severo régi- 
men previsto para los internos más peligrosos, que son 
los que se encuentran en la primera fase aludida, al pro- 
longarse en el tiempo, no genere en la práctica más agre- 
sividad de la que se ha pretendido evitar con su 
aplicación, en detrimento del principio constitucional 
mencionado. 

La permanencia en este restrictivo régimen, durante 
períodos prolongados puede generar un deterioro de 

la personalidad que obstaculice en gran medida la pro- 
gresión del tratamiento de estas personas. 

Como en anteriores informes hemos señalado, la pro- 
pia situación genera agresividad, la agresividad provo- 
ca conductas sancionables y éstas impiden la 
progresión de grado. 

De otra parte, no puede olvidarse que el régimen pre- 
visto en la última circular mencionada llega casi a ago- 
tar las previsiones que en cuanto a seguridad y rigor 
se recogen en nuestra legislación penitenciaria. 

Esta circunstancia determina que desde esta institu- 
ción se reclame una especial sensibilidad y pulcritud 
en su aplicación para evitar posibles extralimitaciones 
que serían siempre rechazables y en su caso perse- 
guibles. 

A la vista de lo expuesto, el Defensor del Pueblo ha 
seguido de cerca la aplicación de este régimen especí- 
fico, tanto durante las visitas realizadas a los centros 
donde se encuentran los internos clasificados en este 
grado penitenciario y fundamentalmente en su prime- 
ra fase, como a través de las quejas que se reciban al 
respecto. 

Así, a finales del año 1991, se recibieron diversas que- 
jas de internos del centro penitenciario de Badajoz y 
El Dueso, todos ellos clasificados en el grado y fase 
mencionados, que ponían de manifiesto presuntas ex- 
tralimitaciones en la aplicación de este régimen peni- 
tenciario específico. 

Todas ellas determinaron la apertura de la correspon- 
diente investigación ante la Secretaría General de Asun- 
tos Penitenciarios. 

Recientemente se ha rcibido la información solicita- 
da de la que se desprende que la situación expuesta en 
dichas quejas fue puesta también en conocimiento del 
juzgado de vigilancia penitenciaria por los internos que 
acudieron al Defensor del Pueblo. 

Dicho juzgado ha resuelto ya sobre las denuncias de 
estos internos, dictando el correspondiente auto. En es- 
te auto, en algunos extremos, se confirma la actuación 
de la administración penitenciaria, tales como el régi- 
men de duchas semanales y la utilización de los me- 
dios coercitivos reglamentariamente previstos. 

En otros, se matiza la actuación de dicha adminis- 
tración. Tal es el caso de las pertenencias y vestuario 
y del régimen de comunicaciones y de intervención de 
la correspondencia. 

Y por último, en otros casos se corrige la actuación 
administrativa y así se dispone que en todo caso se de- 
be garantizar una hora de patio a estos internos, de la 
que no disponían, autorizándose que puedan salir es- 
posados y de uno en uno, si se estima conveniente: este 
tiempo deberá prolongarse media hora más cuando fi- 
nalicen las obras que se estaban llevando a cabo; se 
autoriza también que puedan utilizar un transistor y, 
por último, se insta a la administración a que dote de 
mobiliario fijado al suelo a las celdas que ocupaban es- 
tos internos, que carecían del mismo. 

Dado el contenido de dicho auto, recientemente se ha 
solicitado nueva información de la Secretaría General 
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de Asuntos Penitenciarios en orden a conocer las me- 
didas adoptadas para dar cumplimiento a lo dispuesto 
en esta resolución del juzgado de vigilancia penitencia- 
ria. (9114431, 9120522, 9120881, 9121971, 9122102, 
9 122 103). 

11. DERECHO DE PETICION (ARTICULO 29 DE LA 
CONSTITUCION) 

La falta de un desarrollo específico del derecho con- 
tenido en el artículo 29 de la Constitución y la existen- 
cia de disposiciones preconstitucionales en esta materia 
obliga a un cuidado especial cuando se trata de incar- 
dinar determinadas cuestiones en el campo del dere- 
cho de petición, máxime si se hace utilizando alguna 
de las formas propias de manifestación del poder nor- 
mativo de la Administración. 

En este sentido la reciente Instrucción 450/16099/91 
de 28 de octubre de la Dirección General del Servicio 
Militar plantea algunas dudas sobre la técnica utiliza- 
da de reconducir diversos aspectos del proceso de re- 
clutamiento a la vía del derecho de petición y más aún 
a la normativa del mismo prevista para el ámbito 
militar. 

Esta Instrucción, que es un avance del nuevo mode- 
lo de servicio militar, señala, dentro del apartado 5.2 
sobre distribución del contingente e incorporación a fi- 
las del reemplazo de 1992 y agregados al mismo, que 
«los interesados cursarán su solicitud de cambio de de- 
marcación territorial militar al amparo del derecho de 
petición, mediante modelo de instancia del anexo VI». 

Según se desprende del aludido modelo, el interesa- 
do solicita ser agregado a una unidad distinta de la que 
le corresponda, acogiéndose a lo dispuesto en el ar- 
tículo 29 de la Constitución, artículo 199 de las Reales 
Ordenanzas para las Fuerzas Armadas, Ley 9211960 y 
Decreto 9311962. 

Por otro lado, de lo señalado en punto 5.1 de la Ins- 
trucción parece desprenderse que frente a una mate- 
ria que, podría calificarse como susceptible de «acto 
graciable», se determinan en cambio una serie de con- 
dicionantes, para tener derecho a ese cambio de demar- 
cación, que en realidad la convierte en materia reglada. 

En tales circunstancias, utilizar la vía del derecho de 
petición para las fuerzas Armadas supone desechar la 
normativa del derecho de petición en general. 

Las disposiciones en ambos bloques que son coinci- 
dentes en su vértice a través del artículo 29 de la Cons- 
titución, resulta sensiblemente distintas en su 
desarrollo. Así para el derecho de petición en general 
el núcleo fundamental lo constituye el artículo 39 de 
la Ley del Régimen Jurídico de la Administración del 
Estado, el artículo 70 de la Ley de Procedimiento Ad- 
ministrativo, y la Ley 92/1960, de 22 de diciembre, Re- 
guladora del Derecho de Petición. 

En cambio, para el derecho de petición en las Fuer- 
zas Armadas las normas reguladoras son el Decreto 
1408166, de 2 de junio, de adaptación de la Ley de Pro- 

cedimiento Administrativo a Departamentos militares, 
el Decreto 93/1962, de 18 de enero sobre Derecho de pe- 
tición en las Fuerzas Armadas y las Reales Ordenan- 
zas para las Fuerzas Armadas aprobadas por la Ley 
8511978, de 28 de diciembre de sus artículos 199 a 205. 

La aplicación de esta normativa provoca el que toda 
petición en'la Administración militar esté condiciona- 
da por unos límites objetivos y subjetivos, que impiden 
que dicha aplicación se haga a ciudadanos que no tie- 
nen la condición de militar, como es el caso de quienes 
están inmersos en el proceso de reclutamiento. 

Límites objetivos recogidos en el artículo 205 de las 
Reales Ordenanzas al señalarse que los asuntos plan- 
teados en torno a su función no pueden estar directa- 
mente relacionados con la justicia y disciplina, con la 
orgánica y los medios de equipo y material ni con la 
instrucción y formación militar. 

Y límites subjetivos, por cuanto de lo dispuesto en 
el artículo 3 y en el artículo 24 de la Ley del Servicio 
Militar se desprende que los espafioles adquieren la 
condición de militar al incorporarse a las Fuerzas Ar- 
madas para prestar su servicio militar, comenzando esa 
prestación en la fecha de incorporación al destino asig- 
nado, de modo que antes de la incorporación no se tie- 
ne la condición de militar, aun cuando se haya entrado 
dentro del proceso de reclutamiento y ello conlleve el 
que el incumplimiento de determinadas obligaciones 
se consideren infracciones penales, eso sí, tipificadas 
en el Código Penal y no en el Código Penal Militar. 

Todo ello lleva a afirmar que quien solicite un cam- 
bio de demarcación territorial, al no tener fuero mili- 
tar, ni ser ese acto susceptible de calificarse como «acto 
graciablen no puede ser sometido, aunque se establez- 
ca en un instrumento de inferior rango normativo, al 
derecho de petición por las Fuerzas Armadas y, en con- 
secuencia, dicha actuación debe ser sometida a las ga- 
rantías de la Ley de Procedimiento Administrativo. 

En este sentido, esta institución se ha dirigido al Mi- 
nisterio de Defensa poniendo de relieve la necesidad de 
que la vía del derecho de petición se circunscriba a los 
supuestos de materias no regladas y, en todo caso, se 
aplique la normativa general o específica., atendiendo 
a la condición de militar, profesional o de reemplazo, 
o la condición de civil. 

Finalmente cabe resaltar la queja 9027492, tratada 
ya en el informe anterior, en la que un profesional de 
las Fuerzas Armadas ponía de relieve que ante su peti- 
ción de traslado por circunstancias familiares especí- 
ficas, fue contestada la misma advirtiéndole que una 
nueva petición podría ser considerada como una falta 
de régimen disciplinario. 

Al haberse interesado por esta institución informe so- 
bre estos hechos, el Ministerio de Defensa informó que 
no se accedió a lo solicitado debido a la proliferación 
de peticiones, en igual sentido, lo que hacía imposible 
atender la suya sin ocasionar agravios comparativos 
con quienes encontrándose con mejor derecho que el 
interesado no podían acceder por vías regladas a igual 
destino. 
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Por otra parte, se pone de relieve que a esta persona 
no se le coaccionó para no ejercer su derecho de peti- 
ción, sino que, únicamente, se le advirtió que la reite- 
ración de sus peticiones, sin que transcurriesen plazos 
razonables para su atención, sólo produciría una satu- 
ración de la actuación administrativa, sin que ello su- 
pusiese mejores garantías para la obtención de sus 
pretensiones. 

12. OBJECION DE CONCIENCIA 

A lo largo de 1991 las quejas recibidas sobre el dere- 
cho a la objeción de conciencia hacen alusión básica- 
mente a diversos aspectos de gestión del servicio de la 
prestación social sustitutoria, conformándose el hecho, 
ya apuntado en nuestro informe del año pasado, de que 
los problemas que preocupan o afectan a los ciudada- 
nos en este ámbito tienen como punto de interés el mo- 
do y el proceso en que se desarrolla el cumplimiento 
de esta obligación. 
io anterior no obsta a que se sigan recibiendo escri- 

tos de ciudadanos que desde unos planteamientos ideo- 
lógicos y políticos expresan su rechazo al vigente marco 
jurídico regulador del derecho a la objeción de concien- 
cia o también otros que ponen de relieve deficiencias 
en el funcionamiento de los órganos encargados o el em- 
pleo de criterios restrictivos en la aplicación de la nor- 
mativa reguladora de este derecho. 

En lo referente a la gestión del servicio de la presta- 
ción social sustitutoria, debe significarse que continúan 
recibiéndose quejas en las que ciudadanos, que tienen 
reconocida la condición de objetores, nos expresan su 
disconformidad con el hecho de que la oficina para la 
Prestación Social no les haya comunicado la fecha de 
su incorporación para el cumplimiento de la prestación 
social, a pesar de que, en algunos casos, hayan trans- 
currido más de dos años desde el reconocimiento de 
su condición de objetor por parte del Consejo Nacio- 
nal de Objeción de Conciencia. 

Sustancialmente, estas personas en sus escritos po- 
nen de relieve los perjuicios personales y sobre todo 
profesionales que esta situación de pendencia les 
ocasiona. 

En todos estos casos se tramita la queja ante la ad- 
ministración competente a los efectos de obtener la re- 
solución individual de cada una de ellas. 

A título de ejemplo la queja 9121916 en la que el inte- 
resado expone que le fue reconocida la condición de ob- 
jetor, con fecha 15 de mayo de 1989, y que desde esa 
fecha no ha recibido notificación alguna sobre su situa- 
cion y fecha de incorporación, habiendo transcurrido 
más de dos años y medio. 

Asimismo, nos participa que acaba de finalizar sus 
estudios universitarios y que las demoras en el cum- 
plimiento de la prestación social sustitutoria le está ori- 
ginando un grave perjuicio por cuanto no puede 
acceder a ningún trabajo al tener pendiente el cumpli- 
miento de esta obligación. 

Otro motivo que da lugar a numerosas quejas hace 
referencia a retrasos en la tramitación de los recursos 
en materia de objeción de conciencia. 

Baste señalar la queja 9024455, en la que la persona 
compareciente nos manifestaba que con fecha 20 de ju- 
lio de 1990 interpuso recurso de alzada contra la reso- 
lución por la que se acordaba su fecha de 
incorporación, habienda recibido únicamente como res- 
puesta al citado recurso un telegrama en el que se le 
denegaba su solicitud, por lo que tuvo que incorporar- 
se en la fecha señalada a su destino. 

Iniciada la investigación ante el Ministerio de Justi- 
cia, este Departamento confirmó el retraso denuncia- 
do por el interesado, informando que el citado recurso 
fue resuelto desestimatoriamente con fecha 21 de ma- 
yo de 1991, fecha en la que ya había concluido el inte- 
resado la realización de la prestación social. 

A la vista de esta información, hemos solicitado in- 
formación con carácter general sobre los siguientes ex- 
tremos: 

1. Causas que habían podido motivar que la resolu- 
ción del recurso se retrasara casi un año, notificando 
la misma al interesado un mes antes de que éste finali- 
zara la realización de la prestación social, desvirtuan- 
do así la finalidad perseguida con la presentación del 
citado recurso tanto si la resolución hubiera sido po- 
sitiva o negativa. 

2. Si este tipo de retrasos se vienen produciendo en 
supuestos análogos, y en caso de ser así, qué medidas 
se están adoptando para evitar los mismos. 

En respuesta a nuestra petición, el Ministerio de Jus- 
ticia informó que las causas que han motivado el re- 
traso obedecen al notable incremento generalizado y 
sostenido en el número de recursos administrativos 
que son interpuestos en materia de objeción de con- 
ciencia. 

En este sentido, se indica que los recursos adminis- 
trativos en esta materia pasaron de 175 en 1989, a 590 
en 1990 y a 1.124 en 1991. 

Por otra parte se informa que ante el incremento que 
se ha producido en la tramitación de recursos, se han 
adoptado medidas encaminadas a buscar una mejor 
gestión y coordinación a través de la adscripción del 
Area de Recursos a la Secretaría General Técnica, lo 
que se realizó mediante el Real Decreto 19/199 1, de 1 1 
de enero, y a reforzar los medios personales adscritos 
a la misma. 

Otro grupo de quejas hacen referencia también a re- 
trasos, pero en este caso imputan esta anomalía al Con- 
sejo Nacional de Objeción de Conciencia que no 
resuelve con la suficiente celeridad las solicitudes que 
le son presentadas sobre reconocimientos de servicios 
previos. 

En este sentido las quejas 9121975,9122718,9125430 
y 9117435. 

Así, en la queja 91 17435, el interesado manifestaba 
que en la instancia que presentó para el reconocimiento 
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de la condición de objetor solicitaba al mismo tiempo 
le fueran computados los servicios prestados de acuer- 
do con lo previsto en la disposición transitoria tercera 
de la Ley 48/84, de 26 de diciembre, de Objeción de Con- 
ciencia, remitiendo la oportuna documentación acre- 
ditativa de tales servicios. 

En contestación a esta petición, recibe una comuni- 
cación del Consejo Nacional de Objeción de Concien- 
cia de fecha 18 de septiembre de 1989 en la que se le 
informa que su petición será resuelta cuando se con- 
firme su situación para cumplir la prestación social. 

Según manifestaba el interesado, desde aquella fe- 
cha no había recibido respuesta alguna a su petición, 
exponiéndonos la situación de incertidumbre e insegu- 
ridad que ello le provocaba. 

Iniciada la oportuna investigación, el Consejo Nacio- 
nal de Objeción de Conciencia informa que, en efecto, 
la petición de cómputo de servicios previos había sido 
presentada por el interesado junto a la instancia en la 
que solicitaba ser declarado objetor de conciencia. Sin 
embargo esta petición pasó a un posterior estudio da- 
do que la misma tiene que ser presentada una vez que 
le fuera reconocida la condición de objetor. 

No obstante, se informa que el Consejo en su reunión 
de 9 de octubre de 1991 acordó reconocerle 661 días 
por los servicios previos alegados comunicando esta re- 
solución al interesado y a la oficina para la prestación 
social de los objetores de conciencia. 

Resulta también ilustrativo citar la queja 9125430, 
en la que el interesado nos expone que con fecha 14 de 
junio de 1989 remitió al Consejo Nacional de Objeción 
de Conciencia su solicitud de que le fueran computa- 
dos los servicios sociales prestados con anterioridad. 

Sin embargo esta petición no había sido resuelta a 
pesar de haber aportado toda la documentación acre- 
ditativa y se le había señalado fecha para su incorpo- 
ración en su destino. 

Trasladados estos antecedentes al Consejo Nacional 
de Objeción de Conciencia, se está a la espera de reci- 
bir contestación. 

Otro tema que se ha puesto de relieve en algunas de 
las quejas recibidas en materia de objeción de concien- 
cia se refiere al modo en que se practican las notifica- 
ciones de las distintas resoluciones de la oficina para 
la prestación social de los objetores de conciencia. 

En la queja 9100003, el interesado mostraba su dis- 
conformidad con la actuación seguida por esa oficina 
en relación con su clasificación de útil para el cumpli- 
miento de la prestación social sustitutoria por cuan- 
to, según su versión, no se le proporcionó la 
información necesaria en el debido plazo para poder 
acogerse a los aplazamientos previstos, ocasionándo- 
le una situwión de indefensión, además de los graves 
perjuicios de índole familiar y profesional que su in- 
mediata incorporación le originaban. 

Solicitada información de la Oficina para la Presta- 
ción Social, el citado organismo ponía de relieve que 
esta persona había sido debidamente informada me- 
diante una comunicación en la que se le indicaba el pro- 

cedimiento y los plazos para formular la corres- 
pondiente solicitud de aplazamiento en período de ac- 
tividad. 

Remitida esta información al reclamante éste nos in- 
dica que nunca ha recibido tal comunicación de la Ofi- 
cina para la Prestación Social, informándonos, por otra 
parte, que había presentado un recurso contencioso- 
administrativo contra la resolución por la que se le ha- 
bía declarado útil. 

Vistas estas alegaciones, esta institución dirigió un 
nuevo escrito a ese centro solicitando información so- 
bre el modo en que se practican estas comunicaciones, 
en el sentido de si las mismas se efectúan mediante co- 
rreo ordinario o a través de correo certificado. 

En el momento de la elaboración de este informe se 
está a la espera de recibir contestación de esta oficina. 

Otra cuestión que se ha pIanteado a lo largo de este 
año, se refiere a los derechos sociales y económicos que 
la Ley de Objeción de Conciencia reconoce a los obje- 
tores de conciencia durante el cumplimiento de la pres- 
tación social (expediente 9121975 y otros). 

En las quejas, firmadas por objetores de conciencia 
que se encuentran realizando la prestación social, se 
expone que no han recibido información alguna por 
parte de los responsables de los centros donde cum- 
plen la prestación social, sobre los beneficios econó- 
micos y sociales a los que creen tener derecho y aluden 
particularmente a las prestaciones médicas y farma- 
céuticas. 

Teniendo en cuenta el problema general, base de es- 
ta queja, esta institución solicitó información de la ofi- 
cina sobre el ámbito de cobertura dispensado a los 
colaboradores sociales y si dicho marco es equivalen- 
te al dispensado a quienes prestan el servicio militar. 

En el informe recibido de la Oficina para la Presta- 
ción Social de los Objetores de Conciencia se pone de 
relieve lo siguiente: 

«Las prestaciones médico farmacéuticas, con idén- 
tica extensión que en la Seguridad Social (y sin apor- 
tación del usuario en los gastos de farmacia), a las que 
también los colaboradores sociales tienen derecho, se 
hacen efectivas según el procedimiento establecido en 
la Orden del Ministerio de Relaciones con las Cortes 
y de la Secretaría del Gobierno de 29 de diciembre de 
1989. 

Esta Orden permite a los colaboradores sociales dis- 
poner de una tarjeta sanitaria expedida por el 
INSALUD. 

No obstante, en aquellas comunidades autónomas en 
las que el INSALUD ha sido transferido, la Oficina es- 
tá atendiendo directamente los gastos médico- 
farmacéuticos señalados que puedan producirse (en es- 
ta gestión colabora Cruz Roja, que viene anticipando 
las cantidades correspondientes a estos gastos). Estas 
actuaciones se llevan a cabo a la espera de que se esta- 
blezcan con las respectivas comunidades autónomas 
los acuerdos y mecanismos previstos en la Orden Mi- 
nisterial o sea dictada una nueva normativa. 
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En todo caso, la oficina garantiza el ejercicio del de- 
recho con la extensión legalmente establecida. 

De acuerdo con el artículo 10 de la LOC y 34.6 de su 
Reglamento, la cobertura de los objetores de concien- 
cia en el régimen de clases pasivas es idéntica a la de 
los soldados de reemplazo. Así se recoge también en 
los artículos 2.1 .j) y 3.1 .d) del Texto Refundido de la Ley 
de Clases Pasivas del Estado, que se refieren explíci- 
tamente, tanto al personal que cumpla el servicio mi- 
litar, como al personal civil que desempeñe una 
prestación social sustitutoria del servicio militar obli- 
gatorio. 

Por último, en cumplimiento del artículo 10 de la 
LOC que señala que los objetores “disfrutarán, igual- 
mente, de cuantos derechos reconozca el ordenamien- 
to vigente a quienes se encuentran prestando el servicio 
militar activo”, y dado que para los soldados en filas 
el Ministerio de Defensa suscribió durante 1991 una 
póliza de seguro de vida y accidentes, el Ministerio de 
Justicia suscribió el pasado año, asimismo, una póliza 
análoga a la anteriormente señalada que cubre a todos 
los colaboradores sociales. ), 

13. DERECHOS Y LIBERTADES DE LOS EXTRAN- 
JEROS EN ESPAÑA 

13.1. Entrada en territorio nacional 

Como en años anteriores y en función de las quejas 
recibidas se ha venido realizando un seguimiento pun- 
tual de las decisiones adoptadas en los puestos fronte- 
rizos de entrada en España en las que se deniega el 
acceso al territorio nacional a personas extranjeras, 
aduciendo los funcionarios de servicio en esos puestos 
que no reúnen los requisitos que la legislación señala 
al respecto. 

En la mayoría de los supuestos, dichos requisitos se 
concretan por parte de estos funcionarios en cuatro as- 
pectos, extraídos del conjunto de la normativa aplica- 
ble en materia de extranjería: disponer de medios 
económicos suficientes, tal y como señala la Orden Mi- 
nisterial de 28 de febrero de í989, tener un lugar con- 
creto donde residir, traer billete de avión cerrado para 
regresar en una fecha determinada y por último con- 
tar con personas residentes en España que avalen las 
referencias que dan estos ciudadanos extranjeros. 

La discrecionalidad y el excesivo rigor en la aplica- 
ción de la normativa y a veces una orientación exclu- 
sivamente basada en criterios policiales en estos 
puestos fronterizos ocasiona que las negativas de en- 
trada se adopten casi de forma automática, sin una in- 
vestigación mínima en relación a aquellos viajeros 
procedentes de países de bajo nivel de renta que arri- 
ban a España, vía aérea, a los que no se les permite la 
entrada, permaneciendo en algunas ocasiones más de 
72 horas en el aeropuerto en unas condiciones inade- 
cuadas para, finalmente, ser devueltos a sus países de 
origen. 

A lo largo de los años hemos tenido que intervenir 
cerca de esos puestos fronterizos, haciendo hincapié 
en la necesidad de que se practique una investigación 
sobre las circunstancias individuales concurrentes, an- 
tes de decidir si procede la denegación de entrada en 
territorio español de personas extranjeras. 

No desconocemos que, en algunos casos, los proble- 
mas descritos responden a movimientos migratorios 
debido a las deficientes condiciones de vida de deter- 
minados países, a los que se une la necesidad objetiva 
de que los ciudadanos de éstos busquen trabajo en 
España. 

Por ello, sin hacer valoraciones sobre las medidas 
que por la Administración Pública se adoptan para con- 
trolar el flujo migratorio señalado, es deber de esta ins- 
titución intervenir para que estas medidas se apliquen 
dentro del respeto de la legalidad vigente en materia 
de extranjería y, sobre todo, salvaguardando los dere- 
chos fundamentales que nuestra Constitución recono- 
ce a toda persona independientemente de su nacio- 
nalidad. 

Como ha afirmado el Tribunal Constitucional, la dis- 
crecionalidad que la ley confiere a los agentes guber- 
nativos, no ha de conllevar una situación de 
arbitrariedad, por lo que aquellos funcionarios han de 
efectuar una investigación concreta sobre cada perso- 
na que pretende su entrada en territorio nacional (fa- 
miliares en España, lugar de residencia, etc.), sin que 
se adopten otros parámetros generales, como se viene 
observando en algunos casos, tal como puede ser el lu- 
gar de procedencia de la persona o la nacionalidad. 

Esta actitud, además de afectar al principio de se- 
guridad jurídica, puede suponer la adopción de un tra- 
to no adecuado para ciudadanos de algunos países, 
entre ellos los hispanoamericanos, vulnerándose así, 
además, el trato preferente que les otorga la Ley Or- 
gánica 7/85, de 1 de julio, sobre Derechos y Libertades 
de los extranjeros en España, en razón de la particu- 
lar vinculación con España. 

En algunas de las visitas giradas al aeropuerto de 
Madrid-Barajas, se ha podido comprobar que de los «in- 
dicios» que sirven de base para la decisión de devolu- 
ción, apenas queda constancia en una hoja-formulario, 
preparada al efecto en la Comisaría del aeropuerto y 
en la que vagamente constan los datos de las persoiias 
que son devueltas. Igualmente, se ha constatado que 
estas informaciones, en las que en muchos casos se con- 
tienen declaraciones de las personas interesadas, no 
son firmadas por las mismas, limitándose a constar 
únicamente la apreciación del funcionario de guardia. 

Parece, pues, conveniente, que, por la trascendencia 
de la medida de devolución, exista una mínima base 
documental que cuente al menos con la declaración fir- 
mada de la persona afectada, al objeto de que dicha ac- 
tividad pueda ser sometida a un control de legalidad, 
de acuerdo con lo determinado en el artículo 106 de 
la Constitución, evitando así la posible indefensión e 
inseguridad jurídica que puede generar esta actuación 
de la Administración. 
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Es significativo a este respecto que diversas organi- 
zaciones e instituciones soliciten que el Defensor del 
Pueblo se interese por ciudadanos extranjeros que lle- 
gan a nuestro país y que ante la mera sospecha de que 
son personas que no vienen en calidad de turistas, si- 
no con la intención de buscar trabajo, son sistemáti- 
camente rechazadas en los puestos fronterizos y 
devueltas a sus países de origen (expedientes 9104276, 
9104977, 91 11790 y 9122019). 

En este sentido, en la quela 9104276, a un ciudada- 
no peruano que llegó provisto de pasaporte, billete de 
ida y vuelta y con medios económicos (120.000 pesetas), 
no le fue permitida la entrada al no saber en qué hotel 
se iba a alojar, estimándose por el funcionario policial 
que le entrevistó que ello era un indicio sobre su ver- 
dadera pretensión de asentarse en España para traba- 
jar, tal y como reflejó en su informe. 

Tras la intervención de esta institución, y al no dis- 
poner de otros elementos que desvirtuaran las mani- 
festaciones de la persona afectada sobre la razón de 
su viaje, se accedió finalmente por parte de las autori- 
dades policiales competentes a permitir la entrada de 
esta persona. 

De igual modo, en la queja 9123428, la negativa a per- 
mitir la entrada en España de un ciudadano peruano 
se basó en la circunstancia de que los medios econó- 
micos que portaba esta persona le habían sido envia- 
dos desde España, no obstante reunir los demás 
requisitos (billete, reserva de hotel, etc.). Solicitada in- 
formación a las autoridades policiales competentes, se 
manifestó a esta institución que se iba a proceder a per- 
mitir su entrada. 

En otros casos, como en la queja 9125078, la perso- 
na compareciente, Presidenta de la Comisión de Defen- 
sa de los Derechos de la Persona y del Libre Ejercicio 
de la Abogacía del Iltre. Colegio de Abogados de Bar- 
celona, manifestaba que a una ciudadana argentina, 
que había llegado al aeropuerto del Prat con la inten- 
ción de permanecer en España durante 90 días, le ha- 
bía sido denegada la entrada y, en consecuencia, iba 
a ser devuelta a su país de origen. 

Solicitada la oportuna información, las autoridades 
policiales indicaron que en aplicación de la normativa 
vigente, con el dinero que traía sólo podía permanecer 
en España 28 días, por lo que al autorizarle la entrada 
en territorio espafiol, debía cerrar en ese momento su 
billete de vuelta a Argentina, dentro del plazo que se 
le autorizaba, hecho lo cual le fue permitida su entra- 
da en España. 

Otro problema que se ha puesto de relieve en las in- 
vestigaciones practicadas con ocasión de estas quejas, 
se concreta en que las personas retenidas en los aero- 
puertos a las que no se les permite la entrada, se en- 
cuentran en muchos casos con dificultades de 
comunicación con sus allegados, impidiéndoles tam- 
bién mantener contacto con abogados personados en 
estas dependencias para interesarse por su situación. 

En este sentido, en la queja 9104977, a una ciudada- 
na peruana no le fue permitida la entrada por no reu- 

nir los recursos económicos exigidos en la Orden 
Ministerial de 28 de febrero de 1989, manifestación ésta 
que no coincidía con lo expresado por ella, poniéndo- 
se de relieve también, que las autoridades policiales no 
le habían permitido mantener una comunicación con 
un familiar, siéndole denegado igualmente la entrevista 
con el abogado que habían contratado. 

En relación a esta cuestión, hemos de significar, con 
ocasión de la tramitación de la queja 9019458, solici- 
tamos información, entre otros extremos, sobre las con- 
diciones de la obligada permanencia en dependencias 
de los aeropuertos de aquellos extranjeros a quienes 
no se les permite la entrada. 

La Dirección General de la Policía informó que es- 
tas personas permanecen en la sala de tránsito inter- 
nacional hasta la salida de su vuelo, con destino a su 
lugar de origen o procedencia. Asimismo, se indica que 
la persona inadmitida que se encuentra en la citada sa- 
la de tránsito, si dispone de medios económicos pro- 
pios ha de sufragar sus gastos de manutención, y si 
carece de ellos, la compañía aérea le habilita los bo- 
nos de comida necesarios hasta su marcha. 

Finalmente, se señala que en el «caso de que algún 
familiar o abogado solicite entrevistarse con dicha per- 
sona, se localiza a ésta en la sala de tránsito y se per- 
mite que se efectúe la entrevista en las dependencias 
policiales». 

Por lo que se refiere a las condiciones de las salas 
habilitadas para la permanencia de estas personas ca- 
be significar que, recientemente, funcionarios de esta 
institución efectuaron una visita de inspección a los lo- 
cales del aeropuerto habilitados para este fin, compro- 
bando que no reunían las condiciones adecuadas, por 
falta de los servicios necesarios (camas, duchas, luga- 
res de ocio y de atención de menores, etc.). 

Hay que tener en cuenta que estas personas perma- 
necen en algunos casos varios días en estas dependen- 
cias y en el momento de la visita tenían que dormir en 
una cinta transportadora de equipajes que había en 
aquel local, estando mezclados hombres y mujeres, no 
disponiendo tampoco de un teléfono para su comuni- 
cación con el exterior, al estar estropeado el mismo. 

En consecuencia, se ha remitido un escrito a la Di- 
rección General de Política Interior, del Ministerio del 
Interior, sugiriendo que en el aeropuerto de Madrid- 
Barajas, se habilite un local en condiciones para la 
atención de estos casos. 

De igual manera, hay que resaltar la circunstancia 
de que se siguen recibiendo quejas, en el sentido de que 
a algunas personas pendientes de devolución y que se 
encuentran en los locales del aeropuerto no se les per- 
mite mantener entrevistas con los abogados que lo so- 
licitan, en contra de lo ya manifestado por la Dirección 
General de la Policía. 

Situaciones de especial relevancia constituyen aque- 
llos supuestos en los que las personas que son devuel- 
tas han llegado a nuestro país en compañía de menores; 
así, en la queja 91 15485, se pudo comprobar la existen- 
cia en el aeropuerto de Madrid-Barajas de una ciuda- 

- 107 - 



CORTES GENERALES 

dana colombiana que no se le permitía la entrada en 
nuestro país, junto con su hijo, aun cuando contaba con 
medios económicos de vida y billete de regreso a su 
país, aunque, posteriormente, en la visita efectuada por 
asesores de esta institución al aeropuerto se compro- 
bó que dicho billete había sido manipulado por la in- 
teresada precisamente para hacer constar una fecha 
de regreso concreta. 

Por otra parte, y en atención a la urgencia que, en 
la mayoría de los casos, se viene dando para efectuar 
investigaciones en esta materia, es preciso significar 
la importancia que tiene la estrecha colaboración en- 
tre el Defensor del Pueblo y las autoridades competen- 
tes, que han de proporcionar una información clara y 
exhaustiva de todas las circunstancias que concurran 
en cada caso concreto. 

Engste sentido, un caso significativo, es el expedien- 
te 9125031, en el que presentó queja ante esta institu- 
ción una persona a cuya hermana, de nacionalidad 
colombiana, no le era permitida la entrada en nuestro 
país. 

Por ello, esta institución solicitó información sobre 
las causas por las que no se dejaba entrar a esta per- 
sona, indicándose que, después de algunas comproba- 
ciones, no había obstáculo para permitir su entrada en 
España sin añadir más precisiones. Esta decisión se pu- 
so en conocimiento de la familia de la misma. 

Al día siguiente, no obstante, se tuvo conocimiento 
que esta ciudadana extranjera había sido detenida en 
el mismo aeropuerto donde se le acababa de permitir 
la entrada, por un presunto delito relacionado con trá- 
fico de drogas. 

Efectuadas las investigaciones oportunas por parte 
de esta institución se pudo comprobar que las Fuer- 
zas y Cuerpos de Seguridad del Estado, en concreto, 
miembros de la Guardia Civil, tenían sospechas de la 
posible responsabilidad, en este sentido, de esta per- 
sona, días antes de que le fuera permitida su entrada 
en territorio nacional y se procediera a su detención, 
como consta en los atestados policiales que obran en 
nuestro poder. 

Es evidente que estas circunstancias deberían haber 
sido puestas en conocimiento del Defensor del Pueblo, 
por parte de la autoridad competente, desde el primer 
momento en que se solicitó un informe, para evitar po- 
sibles interpretaciones erróneas y, en todo caso, faci- 
litar en el futuro la información con claridad, para una 
eficaz actuación de las instituciones. 

13.2. Expulsiones 

Durante este año se han seguido recibiendo quejas 
sobre expedientes de expulsión, en las que se han po- 
dido detectar ciertas anomalías en la aplicación de las 
garantías formales previstas en la legislación. Así, no- 
tificaciones policiales practicadas casi en el momento 
de la expulsión, alegaciones no suficientemente verifi- 
cadas, expulsiones colectivas o una excesiva sumarie- 
dad en la tramitación del expediente. 
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Se ha observado que en el último semestre de 1991, 
las expdlsiones de extranjeros al amparo de la Ley Or- 
gánica 7/85, se han visto condicionada su resolución al 
proceso de regularización de trabajadores extranjeros 
abierto por el Acuerdo del Consejo de Ministros de 7 
de julio de 1991. 

Así, en relación con los motivos reseñados en el ar- 
tículo 26 de la Ley de Derechos y Libertades de los ex- 
tranjeros que dan lugar a la apertura de expedientes 
de expulsión, y en particular, los contenidos en el apar- 
tado a), b) y f ) ,  este último en lo que afecta a no tener 
medios lícitos de vida vinculado al hecho de no contar 
con permiso de trabajo, este Acuerdo ha supuesto que 
la aplicación de tales preceptos legales se haya visto 
suspendida en determinados casos en función del pro- 
ceso de regularización, que pretendía legalizar las si- 
tuaciones de extranjeros que trabajaban en nuestro 
país sin contar con las autorizaciones pertinentes. 

Resalta, asimismo, la instrucción de expedientes de 
expulsión a ciudadanos extranjeros con arraigo o vín- 
culos familiares en nuestro país, no valorándose estas 
circunstancias de una forma equitativa. 

Así, se dirigió a esta institución una ciudadana es- 
pañola manifestando que se encuentra conviviendo des- 
de hace años con un ciudadano de nacionalidad 
guineana, del que tiene un hijo, nacido en 1986, y aun 
a pesar de haber efectuado los trámites para la regu- 
larización de su residencia sin resultado positivo, fue 
expulsado del territorio nacional con prohibición de en- 
trada en el país durante tres años. 

Tras la intervención de esta institución y comproba- 
dos los vínculos familiares con ciudadana española, que 
acreditaba su arraigo en nuestro país, se revocó el de- 
creto de expulsión iniciando los trámites para su re- 
gularización. 

En otra queja, una ciudadana marroquí casada con 
un ciudadano español, había sido devuelta a Marrue- 
cos por carecer de documentación. 

Trasladados estos antecedentes al Gobernador Civil 
en Ceuta, se le ha concedido el correspondiente permi- 
so de residencia inicial, en base a circunstancias hu- 
manitarias que, aunque no están expresamente 
recogidas en la legislación, deben ser debidamente va- 
loradas, conforme dispone la Instrucción dictada por 
la Dirección General de la Seguridad del Estado, refe- 
rente a personas extranjeras que pretenden permane- 
cer en España con documentación defectuosa o sin ella. 

En la queja 91 14382, una ciudadana chilena, pone de 
relieve su disconformidad con el decreto de expulsión 
acordado por la Delegación del Gobierno en Canarias, 
alegando una situación de arraigo en nuestro país. En 
este sentido manifiesta que se encontraba embaraza- 
da de siete meses, siendo español el padre de su hijo, 
con el que convive, no pudiendo haber contraído ma- 
trimonio al no haber obtenido aún el divorcio de su pri- 
mer matrimonio. 

Inmediatamente a la recepción de este escrito, esta 
institución se puso en contacto con la Delegación del 
Gobierno en Canarias, solicitando información del ex- 
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pediente instruido, significando los perjuicios que tal 
medida podría ocasionar al concebido, en cuanto a su 
nacionalidad de origen, así como los posibles riesgos 
para la salud de la madre que un viaje de estas carac- 
terísticas podría conllevar. 

La Delegación del Gobierno informó que se había 
acordado dejar en suspenso la ejecución de la expul- 
sión por razones humanitarias. 

En la queja 91 17803, la compareciente manifiesta que 
se encuentra casada con un ciudadano marroquí y que 
su esposo fue detenido y conducido a dependencias po- 
liciales, donde le fue instruido un expediente de expul- 
sión por estancia y trabajo ilegal, siendo poste- 
riormente sobreseído, aunque ello no impidió que le 
fuera comunicada la obligación de abandonar nuestro 
país de forma inmediata, diligencia que se hizo cons- 
tar en su pasaporte. 

Finalmente, esta persona al no darse curso a su pe- 
tición de exención de visado, requisito para regulari- 
zar su situación, decidió abandonar el territorio 
nacional. 

Trasladados estos antecedentes al Gobernador Civil 
de Alicante, éste informó que la orden de expulsión fue 
revocada en atención a las circunstancias familiares, 
pero que éstas no le exoneraban de la previsión conte- 
nida en el artículo 86 del Reglamento 1 1  19/86, de 26 
de mayo, al estar afectado por una limitación de estan- 
cia que ya había superado. 

Esta institución, en contestación a dicho informe, pu- 
so de relieve que se debería haber informado a ese ciu- 
dadano de la posibilidad de acogerse a lo establecido 
en el artículo 22.3 del citado Reglamento, permitién- 
dose la regularización de su residencia, ya que si me- 
diante la revocación de la expulsión se pretendía 
mantener la unidad familiar, esta circunstancia, de he- 
cho, no se había producido, al obligar a esta persona 
a salir del país. 

Por lo anterior, se sugirió a ese Gobierno Civil que, 
en casos análogos al expuesto, no se obligue al ciuda- 
dano a abandonar el territorio nacional para evitar la 
ruptura de la unidad familiar, en base a la protección 
de la familia que reconoce el artículo 39 de la Consti- 
tución, informando al extranjero, por el contrario, de 
los cauces legales para regularizar su situación. 

También en la queja 9019492, se hace referencia a 
la orden de expulsión decretada contra un ciudadano 
peruano, casado con una ciudadana española y con dos 
hijos, que había disfrutado de un permiso de residen- 
cia inicial. Trasladados estos antecedentes al organis- 
mo competente, la Delegación del Gobierno en Madrid, 
informó que se había estimado el recurso de reposición 
interpuesto contra la orden de expulsión, revocándo- 
se la misma. 

En otras quejas se han detectado, no ya falta de ga- 
rantías en los expedientes, sino errores en la actuación 
administrativa que han supuesto perjuicios para la per- 
sona afectada. Así en la queja 9103169, un ciudadano 
francés fue detenido por el Grupo de Extranjeros ads- 
crito a la Jefatura Superior de Policía de Sevilla, cuan- 
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do se encontraba en estas dependencias tramitando su 
solicitud de permiso de trabajo y residencia, al tener 
decretada una orden de expulsión a su nombre por el 
Gobierno Civil de Barcelona. 

Según manifestaba el compareciente y, más tarde 
confirmaron las autoridades administrativas, el origen 
de esta situación tuvo su causa en que durante una cor- 
ta estancia en Barcelona, le fue robada su documenta- 
ción y otros efectos, hecho por el que presentó la 
correspondiente denuncia. 

Con posterioridad a esta denuncia, al parecer, la per- 
sona que le sustrajo la documentación, cometió diver- 
sos delitos, utilizando su nombre y carnet de identidad, 
siendo detenida e iniciándose las oportunas diligencias 
judiciales. 

Cuando el compareciente, tras finalizar sus estudios 
en su país, se trasladó a Sevilla, al tener una oferta de 
trabajo de una empresa con domicilio en esta ciudad, 
se encontró que tenía decretada su expulsión, interpo- 
niendo contra esta resolución el correspondiente recur- 
so administrativo. 

Solicitada la correspondiente información del Minis- 
terio del Interior, éste informó que en efecto la perso- 
na objeto del decreto de expulsión acordado por el 
Gobierno Civil de Barcelona, resultaba ser otra, y que 
ello había sido debido a que se había venido utilizan- 
do fraudulentamente su identidad. 

Teniendo en cuenta estas precisiones, esta institución ' 
se dirigió, de nuevo, al Ministerio del Interior solici- 
tando información sobre las medidas adoptadas en or- 
den a reparar los perjuicios ocasionados al 
compareciente, dado que se ha comprobado que no tie- 
ne participación alguna en las actividades delictivas im- 
putadas a su nombre y, en consecuencia, procedería 
revocar la orden de expulsión contra su persona. 

Recientemente se ha informado por el citado depar- 
tamento que el Gobierno Civil de Barcelona ha revo- 
cado la orden de expulsión emitida contra esta persona, 
atendiendo así la sugerencia efectuada por esta insti- 
tución. 

En la queja 9001740 y tras la intervención de esta ins- 
titución, se ha procedido a la revocación de un decre- 
to de expulsión de una ciudadana guineana al no 
haberse podido confirmar el motivo de su expulsión 
-trabajar sin el correspondiente permiso-, dado que 
en la instrucción del expediente sólo constaba la de- 
claración de la interesada y de su avalista en España 
frente a la opinión contraria de los funcionarios ins- 
tructores del expediente. 

La queja 9023153, puesta de manifiesto en el infor- 
me del año pasado, se ha concluido a lo largo de este 
año con el informe remitido por la Delegación del Go- 
bierno en Madrid, en el que, con relación a la expul- 
sión del territorio nacional de un ciudadano guineano, 
a través de un decreto de expulsión dictado a nombre 
de otra persona, se concluye la existencia de esta irre- 
gularidad, que ha motivado la instrucción de la corres- 
pondiente información reservada, de la que se 
desprende la comisión de una falta leve «de retraso o 
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negligencia en el cumplimiento de sus funciones» por 
parte del funcionario responsable del servicio. No obs- 
tante, dicha falta no ha podido ser sancionada al ha- 
ber prescrito. 

En todo caso, se informa que se ha procedido a la 
rectificación del decreto de expulsión, decretándose 
nuevamente a nombre de la persona debidamente in- 
dentificada. 

Por último, hay que dejar constancia del expediente 
9 12300 1, en el que un abogado de Madrid informaba 
sobre la inminente expulsión de un ciudadano chino, 
por parte de la Comisaría del Aeropuerto de Madrid- 
Barajas. 

Al parecer y según se nos informó esta persona, al 
volver a España de un viaje de turismo, fue detenida 
en la citada Comisaría, al tener decretada su expulsión, 
desde el 14 de febrero de 1990, por la Delegación del 
Gobierno en Madrid, al estar incurso en los apartados 
a) y f) del artículo 26.1 de la Ley Orgánica 7/1985, de 
1 de julio, sobre derechos y libertades de los extranje- 
ros en España. 

La incoación de este expediente de expulsión se le 
había notificado en esa misma Comisaría, el día 2 de 
febrero de 1990, sin que fuera detenido ni internado, 
por lo que no fue posible su localización para notifi- 
carle el decreto de expulsión. En mayo de 1991 había 
obtenido una tarjeta de residencia, posiblemente de for- 
ma ilegal, y al tener decretada su expulsión no se le iba 
a permitir la entrada en España. 

Puestos estos antecedentes en conocimiento de su' 
abogado, éste manifestó que su cliente salió de viaje 
con su tarjeta de residencia, expedida por el Gobierno 
Civil de Málaga, y que la misma le fue retirada por la 
Comisaría del aeropuerto, sin verificar si había sido ob- 
tenida de forma fraudulenta. 

Por otra parte, manifestó que el decreto de expulsión 
de 14 de febrero de 1990, le había sido notificado a su 
llegada a España, no permitiéndole se entrevistara con 
él, por lo que entiende que la actuación administrati- 
va pudiera ser irregular. 

Por todo lo anterior, esta institución mantuvo una 
conversación con la Delegación del Gobierno en Ma- 
drid, solicitando una revisión de la actuación seguida 
por entender que una persona que llega a nuestro país 
provista de un permiso de residencia, no se le puede 
retirar el mismo, sin más trámites, ni tampoco se le 
puede notificar un decreto de expulsión sin permitír- 
sele la asistencia letrada prevista en la Constitución y 
en las leyes. 

Finalmente y de forma urgente, la Delegación del GO- 
bierno comprobó que el citado permiso de residencia 
había sido expedido legalmente por el Gobierno Civil 
de Málaga y permitió la entrada de esta persona, pro- 
cediéndose, además, a revocar el decreto de expulsión 
emitido en su día. 

Esta institución quiere insitir, una vez más, en la ne- 
cesidad de que se verifiquen rigurosamente todas las 
circunstancias que concurren en los casos de expulsión, 
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por la grave medida que se va a adoptar y los perjui- 
cios que, en su caso, puede originar. 

Respecto a la asistencia letrada se debe poner de re- 
lieve una vez más, que este derecho, así como los de- 
más reconocidos en nuestra legislación, no puede ser 
sustraído argumetando que una persona no se encuen- 
tra en territorio nacional. 

El hecho de notificar a un ciudadano extranjero un 
decreto de expulsión cuando vuelve a nuestro país, no 
permitiéndole entrevistarse con su abogado, al objeto 
de poder hacer las alegaciones que estime convenien- 
tes en su defensa, no parece acorde con lo preceptua- 
do en la Ley Orgánica 711985, de 1 de julio, sobre 
derechos y libertades de los extranjeros en España. 

13.3. Centros de internamiento 

Durante este año hay que resaltar el interés, tanto 
de esta institución, como de la Fiscalía General del Es- 
tado, por reconducir el problema de los internamien- 
tos de extranjeros a los justos términos de la Ley 
Orgánica 711985, al haberse detectado irregularidades 
y en ocasiones una cierta falta de criterios sobre en qué 
supuestos cabe adoptar esta medida excepcional. 

A este fin el Fiscal General del Estado en su instruc- 
ción de octubre de 1991, sobre garantías en las autori- 
zaciones judiciales de internamientos de extranjeros, 
sometidos a procedimientos de expulsión, ha recogido 
las sugerencias formuladas por el Defensor del Pueblo 
en esta materia, puestas y a  de manifiesto en otros in- 
formes y que se elaboraron a partir de las visitas rea- 
lizadas a diversos centros de internamiento de 
extranjeros y brigadas de documentación. 

En la referida instrucción se pone de relieve que en 
los procedimientos de expulsión se deben observar, al 
menos, las siguientes garantías: 
- Los extranjeros sometidos a procedimientos de 

expulsión han de ser internados en centros o locales 
que no tengan carácter penitenciario. 
- Se ha de ser consciente que la medida del inter- 

namiento, por la naturaleza del bien jurídico implica- 
do, ha de estar inspirada por un principio de 
excepcionalidad. 
- Estos internamientos no pueden verificarse en 

Centros Penitenciarios, ni en Comisarías de Policía. 
- El extranjero queda a disposición del Juez en es- 

tos internamientos, por su carácter de garante princi- 
pal de la libertad. Es en definitiva el Juez el que ha de 
valorar las razones que pueden existir para la adopción 
de tan grave medida. 
- El internamiento se ha de otorgar, previa la pre- 

sencia física del detenido ante la Autoridad Judicial. 

Es importante destacar cómo aún, a seis años de vi- 
gencia de la Ley Orgánica 7185, algunos centros de in- 
ternamiento de extranjeros en determinadas zonas del 
territorio nacional, siguen sin reunir los medios y con- 
diciones adecuados para hacer realidad que esta me- 
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dida esté despojada de cualquier elemento aflictivo, 
que convierta una medida de policía excepcional y pro- 
visional en una pena de hecho. 

Si bien el Ministerio del Interior ha puesto de mani- 
fiesto en varias ocasiones su intención de poner en mar- 
cha la habilitación de centros de internamiento en 
aquellas ciudades en las que se encuentra el mayor nú- 
mero de extranjeros, lo cierto es que las medidas adop- 
tadas resultan aún insuficientes, careciendo algunas de 
ellas de la necesaria infraestructura para hacer frente 
a los procesos migratorios que están afectando a nues- 
tro país, aún cuando en otros sí se han habilitado cen- 
tros específicos. 

En este sentido, destaca la reciente inauguración del 
Centro de Internamiento de Valencia, que supone una 
mejora sustancial en las condiciones generales del mis- 
mo, en relación ron el estado en que se encontq-aba es- 
te centro en la visita efectuada por funcionarios de esta 
institución en el mes de diciembre de 1989. 

Estas insuficiencias se hacen más patentes en loca- 
lidades como Algeciras y La Línea de la Concepción, 
recientemente visitadas por asesores de esta institu- 
ción, donde los teóricos centros de internamiento se 
concretaban en los calabozos de las comisarías y pues- 
tos de la guardia civil, con los problemas que ello con- 
lleva y la falta de acondicionamiento de estas 
dependencias para unas detenciones prolongadas. 

Entre las quejas tramitadas durante este año, cabe 
significar las siguientes: 

En la queja 9021605, un ciudadano yugoslavo fue in- 
ternado en el Centro de Internamiento de Extranjeros 
de Málaga y tras permanecer en el mismo por el plazo 
máximo de 40 días, al no haberse podido documentar 
a esta persona, tuvo que ser puesto en libertad siendo, 
de nuevo, internado a los pocos días para ya proceder 
a su expulsión con la particularidad de figurar bajo dis- 
tintos nombres en los dos casos de internamiento, aun 
cuando se tratase de la misma persona. 

A la vista del informe remitido por el Gobierno Civil 
de Málaga, se ha sugerido la necesidad de que siempre 
que se adopten medidas de internamiento debe procu- 
rarse una identificación lo más completa posible de la 
persona sometida a esta medida a fin de evitar que por 
errores administrativos se produzcan internamientos 
que superen el plazo máximo de cuarenta días. 

En la queja 9115891, iniciada de oficio, al tener co- 
nocimiento de la huelga de hambre protagonizada por 
varios internos del Centro de Internamiento de Extran- 
jeros de Madrid, a raíz de unos presuntos malos tra- 
tos, esta institución pudo constatar que, si bien los 
malos tratos de obra o de palabra parecían no haber 
existido, en cambio el largo período de internamiento 
que venían sufriendo algunos y las condiciones gene- 
rales del centro crearon una tensión que pudo ser la 
causa de la autolesión de uno de ellos. 

Como consecuencia de esta investigación se ha su- 
gerido a la Delegación del Gobierno en Madrid, la adop- 
ción de medidas de régimen interno, tales como 

posibilitar mayor tiempo para salir al patio, así como 
que se incorpore al centro una asistente social que per- 
mita cubrir las necesidades de atención a los internos, 
sugerencia que hasta el momento no han sido con- 
testada. 

Por último cabe señalar que en relación a la queja 
8916103, referente a la detención y expulsión de cua- 
renta y nueve ciudadanos marroquíes en la localidad 
de Vic, acordada por trabajar ilegalmente, que ya fue 
reflejada en el informe del año pasado, el Ministerio 
del Interior ha puesto de relieve, en su reciente infor- 
me, que tanto la detención como los correspondientes 
expedientes de expulsión se tramitaron de forma indi- 
vidualizada y con todas las garantías legales, bajo el 
control de la Autoridad Judicial y que a resultas de és- 
ta actuación, se ha impuesto a la empresa en la que se 
encontraban trabajando ilegalmente, una sanción de 
setenta y tres millones de pesetas por infracción de la 
normativa laboral en materia de trabajo de extranjeros. 

13.4. Proceso de regularización 

Resulta satisfactorio comprobar que el Congreso de 
los Diputados, y posteriormente el Gobierno, hayan 
atendido, de un modo eficaz, el grave problema social 
que estaba originando la bolsa de trabajadores extran- 
jeros, que, por la normativa existente, estaban aboca- 
dos a permanecer en la ilegalidad. , 

Estas situaciones, puestas de manifiesto por el De- 
fensor del Pueblo en los distintos informes anuales y 
en las investigaciones practicadas con motivo de la tra- 
mitación de quejas concretas, han sido paliadas, en 
gran número, con el proceso de regularización abierto 
tras el Acuerdo del Consejo de Ministros, de 7 de junio 
de 1991. 

La práctica ha puesto de manifiesto que este proce- 
so de regularización ha venido a subsanar aquellas si- 
tuaciones injustas a las que se había llegado, en muchos 
casos, por el hecho de la captación de una mano de obra 
barata, que venía a cubrir puestos de trabajo no aten- 
didos por ciudadanos españoles. 

Hay que dejar constancia que los términos del cita- 
do Acuerdo reflejan un criterio amplio y generoso y 
adecuado al fin perseguido, por cuanto ha permitido 
que afloren un número importante de extranjeros que 
trabajaban en situación irregular en nuestro país, ha 
previsto la regularización de los que llevaban muchos 
años en esta situación y solucionada su situación de 
inseguridad jurídica. 

Así, alrededor de 140.000 personas, entre trabajado- 
res y familiares, que se encontraban en situación ile- 
gal en nuestro país, con anterioridad a la iniciación del 
proceso, han presentado sus solicitudes de regulariza- 
ción, según datos facilitados por el Ministerio del In- 
terior. 

Dentro de las positivas iniciativas adoptadas en es- 
te contexto hay que reseñar la creación de las oficinas 
de extranjeros, encargadas de coordinar, en el ámbito 
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provincial, los distintos órganos de la Administración 
del Estado competentes en materia de extranjería, que 
va a permitir una tramitación de expedientes más efi- 
caz y con criterios uniformes, tal como ha venido sugi-. 
riendo esta institución a lo largo de estos años. 

En todo caso, y dado que el citado Acuerdo presen- 
taba algunas dudas de interpretación en su aplicación 
práctica, se ha hecho necesario que, por la comisión 
ad hoc, creada por el Consejo de Ministros para diri- 
gir este proceso, se hayan dictado instrucciones acla- 
ratorias al respecto. 

En este sentido destaca la comunicación enviada por 
el Ministerio del Interior, en contestación al escrito for- 
mulado por esta institución, con ocasión del expediente 
91 16494, tramitado a raíz de la queja presentada por 
la Asociación Diocesana de Inmigrantes Extranjeros, 
en la que se señalaba los criterios a seguir para la apli- 
cación de la cláusula segunda del Acuerdo, en lo que 
respecta a extranjeros incursos o que hayan sido ex- 
pulsados por el apartado f) del artículo 26.1 de la Ley 
Orgánica 7/85 (carecer de medios lícitos de vida, ejer- 
cer la mendicidad o desarrollar actividades ilegales). 

Asimismo, en esta comunicación se ponía de mani- 
fiesto la Instrucción 16/91, de la Secretaría de Estado 
para la Seguridad, mediante la cual se hacía hincapié 
en considerar que la carencia de medios lícitos de vi- 
da no debía conllevar la exclusión del proceso de re- 
gularización, cuando esta carencia tenía su causa en 
la falta de permiso para trabajar. 

En esta línea, la Instrucción ha posibilitado, inclu- 
so, la revisión de órdenes de expulsión cuando sus mo- 
tivos fuesen alguna de las causas a), b) y f )  del artículo 
26.1 de la citada ley y se hubiese acreditado suficien- 
temente la inserción y arraigo del trabajador extran- 
jero en nuestro país. 

Sin embargo, a pesar de estos esfuerzos, esta insti- 
tución ha seguido recibiendo quejas, en muchos casos 
fruto de la desinformación, por lo que se ha procedi- 
do, en todos ellos, a señalar qué cauce era el oportuno 
a fin de que el ya referido Acuerdo del Consejo de Mi- 
nistros sirviese de amparo a las personas que reclama- 
ban su derecho, significándose, en todo caso, que el 
plazo de finalización del proceso de regularización era 
perentorio. 

En otras ocasiones y, fundamentalmente en casos de 
extranjeros expulsados a los que no se contestaba a su 
petición de regularización, se ha intervenido ante los 
Gobiernos Civiles respectivos, recordándoles su obli- 
gación de resolver estas peticiones. 

Así en la queja 9122386, una ciudadana marroquí ex- 
ponía que, habiendo solicitado acogerse al proceso de 
regularización, su expediente no había sido tramitado, 
al tener decretada su expulsión antes del inicio del 
proceso. 

En este caso, el Gobierno Civil de Málaga manifestó 
que recibidas las instrucciones oportunas de la Direc- 
ción General de Política Interior y en cumplimiento de 
las mismas, se había procedido a la revisión de cuan- 
tos casos resultaban comprendidos en las mismas, que- 

dando sin efecto, entre otros, la expulsión de la citada 
ciudadanía marroquí. 

Casos similares a éste han sido tratados en los expe- 
dientes 8917118, 8918553 y 9100376. 

En la queja 9120988 un ciudadano marroquí que se 
encontraba realizando gestiones para completar la do- 
cumentación exigida paca regularizar su situación fue 
detenido intruyéndosele el correspondiente expedien- 
te de expulsión. 

Tras la intervención de esta institución fue puesto 
en libertad, tramitándosele el oportuno permiso de tra- 
bajo y residencia al amparo del Acuerdo de regulari- 
zación. 

13.5. Exenciones de visado 

Han continuado durante este año presentándose que- 
jas por ciudadanos extranjeros que, habiendo solicita- 
do la exención de visado, para obtener el permiso de 
residencia y de trabajo, no han obtenido respuesta o 
las negativas carecen de suficiente fundamento (entre 
otros los expedientes 9010651, 9119517, 9119517, 
9125319, 9122683 y otros). 

Así, en la queja 9125319, una ciudadana uruguaya ca- 
sada con un español solicitó la exención de visado en 
orden a proceder a su regularización, acreditando pa- 
ra tal concesión su matrimonio. 

La Delegación del Gobierno de Madrid, no accedió 
a la solicitud entendiendo que, «los motivos expuestos 
no podían ser considerados como excepcionales)). 

Esta institución ha solicitado el correspondiente in- 
forme del que aún no se ha recibido contestación. 

De igual forma en la queja 9122683, una española ca- 
sada con un ciudadano danés, manifestó que habien- 
do presentado la correspondiente documentación para 
que su esposo obtuviese el correspondiente permiso de 
residencia y trabajo, después de transcurridos casi nue- 
ve meses desde la solicitud de exención de visado, no 
se había obtenido respuesta de la Delegación del Go- 
bierno en Madrid. 

Solicitada información, la citada Delegación del Go- 
bierno ha informado que se va a proceder a resolver 
favorablemente la solicitud. 

En la queja 9026142, un ciudadano norteamericano, 
hijo de madre española y, que ha residido durante va- 
rios años en nuestro país solicitó también la exención 
de visado por reagrupación familiar, no habiendo ob- 
tenido respuesta de la Delegación del Gobierno en Ma- 
drid, hasta que, tras la intervención de esta institución, 
recientemente le ha sido concedida dicha exención. 

Igualmente, en la queja 91 13080, un ciudadano de 
Gambia que había solicitado exención de visado sin ob- 
tener respuesta, tras la intervención de esta institución, 
se le ha comunicado que puede acogerse directamente 
al proceso de regularización previsto en el Acuerdo del 
Consejo de Ministros, de 7 de junio de 1991. 

Finalmente, en la queja 9013679, una ciudadana fran- 
cesa, hija de españoles, que convive desde hace meses 
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con un ciudadano español, había solicitado exención 
de visado, que le fue denegada y, habiendo interpues- 
to recurso de reposición, tras la correspondiente inter- 
vención de esta institución, se ha estimado el mismo, 
al acreditarse que había ostentado la nacionalidad es- 
pañola y que esta circunstancia era un motivo excep- 
cional para conceder la exención. 

Especial relevancia tiene la queja 9022919, suscrita 
por un ciudadano chino, que manifestaba que había so- 
licitado del Gobernador Civil de Alicante exención de 
visado para legalizar su situación en nuestro país, sien- 
do su petición denegada. 

Por el contrario, esta persona alegaba que en su país 
trabajaba en la Academia de Ciencias Sociales y que 
en el mes de mayo de 1989 fue invitado por una orga- 
nización cultural española para dar unas conferencias, 
coincidiendo er, aquellas fechas las protestas desarro- 
lladas por el movimiento estudiantil en Pekín, y los 
acontecimientos de la Plaza de Tian An Men, por lo que 
no podía regresar a su país desde entonces. 

Solicitada información al Gobierno Civil de Alican- 
te, se significa que le fue denegada la exención de vi- 
sado por no existir circunstancias excepcionales. No 
obstante, se pone de relieve que el interesado había in- 
terpuesto recurso de reposición y se había solicitado 
de la Comisaría General de Documentación su criterio 
sobre el caso. 

Finalmente, a esta persona se le ha concedido la exen- 
ción de visado, pudiendo regularizar su situación en 
nuestro país. 

13.6. Permisos de residencia 

Otro aspecto que merece ser destacado, hace referen- 
cia a la concesión de permisos de residencia por estu- 
dios con una vigencia inferior a un año. 

Las personas que se han dirigido a esta institución, 
manifiestan que tal situación provoca que durante un 
período de tiempo se encuentren indocumentados, obli- 
gándoles, bien a volver a su país por un período de tres 
meses, con los gastos que ello supone, bien, permane- 
cer en el país ilegalmente pudiendo intruírseles un ex- 
pediente de expulsión por estancia ilegal. 

Trasladados estos antecedentes al Ministerio del In- 
terior, en el informe remitido por ese Departamento 
se pone de relieve: 

«Los distintos Gobiernos Civiles, que tienen la com- 
petencia de la concesión de las tarjetas, en los supues- 
tos ordinarios y más frecuentes (para estudios 
universitarios o similares, a lo que parece referirse al 
Defensor del Pueblo), a tenor de los requisitos aludi- 
dos y a la necesidad de acreditarlos, habitualmente las 
expiden con vigencia anual, y ello permite a los estu- 
diantes una estancia continuada por espacio, al menos, 
de doce meses, sin que por tanto se vean obligados a 
volver a su país o a permanecer irregularmente en Es- 
paña, si su pretensión es continuar estudiando duran- 

te el curso académico siguiente, habida cuenta que a 
la fecha de caducidad de los permisos pueden iniciar 
los trámites de su renovación. 

Es cierto que también se conceden tarjetas con pla- 
zo de vigencia inferior al año, entendiendo que éste de- 
be ser e1,caso o situación que afecta a los estudiantes 
que se dirigen en queja al Defensor del Pueblo. Las ra- 
zones son diversas y para poder dar una información 
más detallada y precisa, sería necesario conocer la ca- 
suística concreta. No obstante, salvo errores u otros 
motivos marginales, la vigencia de las tarjetas de es- 
tudiantes por tiempo inferior al año normalmente es- 
tá condicionada por la duración, también inferior al 
año, de los estudios, los medios de vida que se acredi- 
tan y que a veces sólo alcanzan a períodos igualmente 
inferiores, y las becas de que suelen disponer que en 
ocasiones sólo se conceden por nueve meses.» 

En otras quejas recibidas, se ponen de relieve las de- 
moras en la concesión de los permisos de residencia 
debido a otras causas. 

Así, en el expediente 9120178, una ciudadana marro- 
quí, casada con un ciudadano español, había presen- 
tado, con fecha 5 de noviembre de 1990, la 
documentación necesaria para obtener un permiso de 
residencia ante la Delegación del Gobierno en Melilla, 
habiendo transcurrido más de un año sin que el cita- 
do organismo hubiera resuelto su petición. 

En contestación a la petición de informe, la Delegad 
ción del Gobierno en Melilla señalaba que, finalmen- 
te, se había denegado la solicitud efectuada por esta 
persona al considerar el domicilio de su marido, que 
por razones laborales se encontraba en Madrid, como 
domicilio familiar. 

Esta institución, recientemente, ha dirigido un nue- 
vo escrito indicando que, para la concesión del permi- 
so de residencia solicitado, es indiferente la 
localización del domicilio, toda vez que al estar casa- 
da la peticionaria con un ciudadano español y por apli- 
cación de la normativa comunitaria, dicho permiso 
debe concederse automáticamente, permitiendo, a par- 
tir de ese momento, la libre circulación por el territo- 
rio nacional. 

En otras quejas, como el expediente 9120320, se des- 
prende una especial rigurosidad, por parte de los or- 
ganismos administrativos competentes en esta materia, 
en relación con la documentación exigida’en los casos 
de renovación de residencia. 

Así, una ciudadana de nacionalidad mejicana que 
convivía desde el año 1983 con un ciudadano español 
y que le había sido concedido su primer permiso de re- 
sidencia en el año 1986, posteriormente renovado en 
1989, encontraba dificultades para obtener la renova- 
ción de su permiso, en base a que no presentó el certi- 
ficado de matrimonio que le había sido requerido, 
habiéndosele notificado que, al no haber aportado di- 
cho documento en el plazo señalado, había caducado 
su expediente. 

No obstante, esta persona manifestaba que en el pla- 
zo señalado aportó el certificado de convivencia expe- 
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dido por el Ayuntamiento donde residía, donde se 
certificaba que venía conviviendo desde el año 1983. 

Solicitada información sobre este particular al De- 
legado del Gobierno en la Comunidad Autónoma de Ba- 
leares, se pone de relieve en la contestación recibida 
que el documento aportado de convivencia, no podía 
estimarse como válido, para la residencia solicitada. 

No obstante lo anterior, se significa que esta perso- 
na ha obtenido su permiso de trabajo y residencia, vá- 
lido hasta 1993, al amparo del proceso de 
regularización. 

13.7. Aplicación de la Ley Orgánica 511984, de 26 de 
marzo, reguladora del Derecho de Asilo y de la 
Condición de Refugiado 

13.7.1. Admisión a trámite de las solicitudes de asilo 
y refugio 

La necesidad de que las solicitudes de asilo y refu- 
gio conlleven la admisión provisional del extranjero so- 
licitante, a tenor de lo previsto en el artículo 4.2 de la 
Ley Orgánica 5/84, viene originando, como en años an- 
teriores, que se hayan recibido escritos de personas, 
así como de organizaciones internacionales que inter- 
ceden por ellas, poniendo de manifiesto el incumpli- 
miento, en algunos casos, por la Administración, de 
deber de facilitar esa admisión provisional. 

Así, en el expediente 9120240, tres ciudadanos ruma- 
nos que llegaron como polizones a la isla de Ibiza a bor- 
do de un buque de bandera hondureña, solicitaron a 
través de la Cruz Roja asilo en nuestro país, no siéndo- 
les permitido el desembarco, ni cursadas sus soli- 
citudes. 

La queja fue presentada por el Centro de Informa- 
ción de las Naciones Unidas para España (CEAR), in- 
teresándose, igualmente, el Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) y esta 
institución, con carácter de urgencia, habida cuenta 
que el barco en que se encontraban estas personas te- 
nía prevista su salida de forma inmediata, se dirigió 
telefónicamente a las autoridades de la isla solicitan- 
do información. 

Dada la urgencia del caso se informó igualmente a 
la Dirección General de Política' Interior, poniendo de 
manifiesto los hechos, así como la preocupación, ex- 
puesta ya al Delegado del Gobierno de Baleares, de que 
pudiese partir el buque con los tres solicitantes a 
bordo. 

En el escrito remitido se señalaba, asimismo, el po- 
sible incumplimiento del artículo 4 de la Ley Orgáni- 
ca 511984, en el que se dispone que la petición de asilo 
supondrá la admisión provisional del extranjero sin 
perjuicio de lo que pueda acordarse definitivamente 
por el Gobierno, tras la instrucción del correspondiente 
expediente. 

Inmediatamente a la realización de estas gestiones, 
el Delegado del Gobierno en Baleares comunicó al De- 

fensor del Pueblo que, al encontrarse todavía el barco 
en aguas jurisdiccionales españolas, se había procedi- 
do al desembarco de los solicitantes, iniciándose el trá- 
mite de asilo, al aceptar las solicitudes formuladas. 

En la queja 9122257, dieciséis personas de naciona- 
lidad rumana que habían llegado al puerto de Motril 
(Granada), en un carguero de la misma nacionalidad, 
solicitaron asilo político no siendo tramitada su soli- 
citud, impidiéndoles desembarcar. 

Por estos hechos los organismos CEAR y ACNUR se 
dirigieron a esta Institución al objeto de que se diese 
cumplimiento a lo previsto en la Ley Orgánica 5/84, so- 
bre asilo. 

El Gobierno Civil de Granada comunicó a esta insti- 
tución que iban a ser desembarcados y conducidos al 
Centro de Acogida de Refugiados de Valencia a la es- 
pera de la resolución de sus peticiones. 

En las quejas 9101058 y 9101059, nacionales mauri- 
tanos que llegaron a Las Palmas de Gran Canaria, en 
tránsito hacia Barcelona, disponiendo de visado pro- 
visional de 7 días, fueron detenidos y retenida su do- 
cumentación, impidiéndoles así continuar su viaje, por 
lo que tras agotar el plazo de estancia iban a ser de- 
vueltos a su país de origen. 

Estas personas manifestaron ante el Diputado del Co- 
mún de Canarias, su temor a regresar a su país por las 
posibles represalias de que pudieran ser objeto, dada 
la situación política que en ese momento se vivía en 
Mauritania. 

Puestos en contacto con la Brigada Provincial de Do- 
cumentación de Las Palmas, se nos informó que a la 
vista de las manifestaciones de estas personas se ha- 
bía iniciado el correspondiente trámite de admisión de 
las solicitudes de asilo y refugio. 

Otro problema detectado, que ya fue reflejado en el 
informe del año pasado, hace referencia a supuestos 
en que, extranjeros que acuden a dependencias policia- 
les al objeto de solicitar asilo o refugio en España, no 
se da curso, en ese momento, a su petición, alegando 
razones de diversa índole, e indicándoles que vuelvan 
otro día, momento en el que se les notifica la incoac- 
ción de un expediente de expulsión. 

Estos hechos se denunciaron en los expedientes 
9118783 y 9110712. 

Así, en la queja 91 10712, dos ciudadanos de nacio- 
nalidad búlgara, internados en el Centro de Interna- 
miento de Extranjeros de Barranco Seco (Las Palmas), 
que se encontraban a la espera de cumplimentar una 
orden de expulsión, por entrada ilegal, manifestaban 
que al llegar a Las Palmas se dirigieron a la oficina de 
CEAR, para solicitar asilo político, donde les informa- 
ron que debían acudir a la Comisaría de Policía para 
efectuar su petición. 

Según su versión, personados en esta dependencia 
policial, el funcionario que les atendió, les expresó cier- 
tos reparos y dificultades sobre la conveniencia de que 
solicitaran asilo, informándoles, finalmente no obstan- 
te, que volvieran otro día para formalizar su petición. 

En el día señalado comparecieron nuevamente en la 
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comisaría, donde, por desconocimiento del idioma, fir- 
maron un escrito, pensando que era su solicitud de asi- 
lo, siendo por el contrario un documento que contenía 
una propuesta de incoación de expediente de expulsión. 

Esta institución, al recibir esta queja, inició una in- 
vestigación urgente, poniéndose en contacto con los 
responsables de CEAR, que confirmaron que estas per- 
sonas se habían presentado en sus oficinas en solici- 
tud de asilo y que por indicación suya, habían acudido 
a la comisaría de policía. 

En el informe remitido por el Gobernador Civil en 
Las Palmas, se pone de relieve que los hechos antes des- 
critos no coinciden con la versión que ofrece el Grupo 
Operativo de Extranjeros, instructor de los expedien- 
tes, significando, asimismo, que estas personas dispu- 
sieron de la asistencia de un letrado en el acto de la 
toma de declaraciones, así como la de un c( traductor, 
si bien conocedor de un idioma distinto al suyo verná- 
culo», lo que a su juicio había impedido que se produ- 
jera indefensión en este caso. 

A la vista de la información recibida, se mantuvo una 
conversación telefónica con el letrado que asistió a es- 
tas personas, quien manifestó que estos ciudadanos pu- 
sieron de relieve, e0 su declaración ante la policía, que 
habían acudido a CEAR a explicar los motivos por los 
que habían huido de su país y a tramitar la solicitud 
de asilo. 

Las circunstancias expuestas por este letrado, así co- 
mo el hecho de que estas personas no fueron asistidas 
por un intérprete oficial, fueron puestas en conocimien- 
to del Gobierno Civil, remitiendo finalmente este or- 
ganismo un nuevo informe en el que se ponía de relieve 
que se habían dejado sin efecto los decretos de expul- 
sión acordados contra estas personas y que se iba a pro- 
ceder a su regularización, en base al Acuerdo adoptado 
por el Consejo de Ministros. 

13.7.2. Demoras en la resolución de los expedientes 
de asilo y refugio 

Sigue siendo una preocupación especial de esta ins- 
titución, los retrasos que se vienen produciendo en la 
resolución de los expedientes de asilo y refugio, por la 
Comisión Interministerial designada al efecto. 

Aun cuando la Dirección General de Política Interior 
informaba en 1990 que «se estaba procediendo a la 
adopción de medidas que evitasen en lo posible esta 
clase de demoras, cuando las mismas no son imputa- 
bles al interesadon, lo cierto es que se han venido reci- 
biendo quejas por esta causa, como así lo refleja la 
tramitación de los expedientes 91 17536, 91 17537, 
9117538,9117539,9117540,9117541,9117077,9110519, 
entre otras. 

Mención especial merecen los expedientes relativos 
a siete ciudadanos somalíes que habían solicitado asi- 
lo el 7 de noviembre de 1990, y que en noviembre de 
1991 aún no había sido resuelta su petición, habiéndo- 
se interesado del Ministerio del Interior la resolución 
de los mismos a la mayor brevedad posible. 

Este retraso origina el que los solicitantes, se vean 
compelidos a subsistir con grandes dificultades econó- 
micas fundamentalmente a partir del momento en que 
dejan de percibir la asignación económica de 30.000 pe- 
setas que concede la Cruz Roja. 

En este sentido y con relación al problema, tratado 
el año pasado en el expediente 9024748, sobre la situa- 
ción de un grupo de extranjeros, la mayoría de ellos 
africanos, solicitantes de asilo o refugio, que se encon- 
traban instalados en las inmediaciones de la Plaza de 
España de Madrid, hemos continuado interesándonos 
cerca de los organismos competentes en la materia, al 
objeto de que la carencia de alojamiento no empeore 
las condiciones generales de vida de estas personas, 
mientras se resuelven sus peticiones. 

A este respecto, la Cruz Roja Española remitió un in- 
forme en el que se señalaba, pormenorizadamente, los 
problemas de alojamiento de algunos ciudadanos de 
origen africano e informaba sobre la situación actual 
de los albergues habilitados, significándose que tem- 
poralmente fueron cerrados para realizar reparaciones 
imprescindibles. 

No obstante lo anterior, la Cruz Roja ponía de mani- 
fiesto la necesidad de una solución complementaria in- 
formando en este sentido lo siguiente: «La Cruz Roja 
Española en su condición de estatutaria de auxiliar y 
colaboradora de las administraciones públicas, está en 
condiciones de responsabilizarse del alojamiento de los 
solicitantes de asilo y refugio, ya que cuenta con expe-' 
riencia y con personal capacitado, siempre que los po- 
deres públicos le faciliten medios y recursos 
económicos para la atención, equipamiento y mante- 
nimiento de los locales para albergue. El problema no 
está resuelto y es previsible que se repita periódicamen- 
te. La Cruz Roja Española está dispuesta a colaborar 
en su solución, ya que la atención de extranjeros mar- 
ginados está dentro de sus fines, pero necesita unos me- 
dios materiales que no tiene». 

CAPITULO 11 
ACTUACION EN MATERIA DE SUPERVISION DEL 
FUNCIONAMIENTO DE LAS ADMINISTRACIONES 

PUBLICAS A LA LUZ DE LO DISPUESTO 
EN EL ARTICULO 103.1 DE LA CONSTITUCION 

SECCION 1. SERVICIO PUBLICO JUDICIAL 

Se expone en el presente apartado las investigacio- 
nes llevadas a cabo por el Defensor del Pueblo, que po- 
nían de manifiesto anomalías en la prestación de este 
esencial servicio público que, a pesar de su importan- 
cia, no han llegado a afectar al contenido esencial del 
derecho fundamental a un proceso sin dilaciones in- 
debidas. 

En todos estos casos, la investigación se ha llevado 
también a cabo a través de la Fiscalía General del Es- 
tado, siendo necesaria en algunos supuestos la colabo- 
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ración tanto del Consejo General del Poder Judicial 
como del Ministerio de Justicia. 

1. RETRASO Y OTRAS DISFUNCIONES DETERMI- 
NANTES DE UN FUNCIONAMIENTO ANORMAL 
DEL SERVICIO PUBLICO JUDICIAL 

En este apartado, daremos cuenta de algunas de las 
quejas recibidas, relativas a retrasos de importancia 
en la tramitación de concretos procedimientos que han 
sido subsanados tras nuestra intervención. 

También se hace referencia a otras anomalías en el 
funcionamiento del servicio público judicial que ponían 
de manifiesto errores procesales en la tramitación de 
los procedimientos como causa fundamental del retra- 
so de los mismos, carencias de medios materiales en 
los órganos jurisdiccionales, disfunciones en los hora- 
rios de atención al público, desaparición de piezas de 
convicción de valor en los juzgados, etc. 

1 . 1 .  Retrasos en la tramitación de procedimientos 

a) La presente queja hacía referencia a un proceso 
civil seguido ante el Juzgado de Primera Instancia e Ins- 
trucción núm. 1 de Huelva, en el que era parte el com- 
pareciente, en el que se había consignado una cantidad 
a su favor, que aquél no había podido percibir a pesar 
de las múltiples gestiones realizadas ante el órgano ju- 
risdiccional. 

Nuestra intervención determinó que un año más tar- 
de desde la fecha de la consignación, se remitiera efec- 
tivamente al reclamante, mediante exhorto, el 
correspondiente mandamiento de devolución de la can- 
tidad consignada a su favor (9027404). 

b) De esta queja se dio ya cuenta en nuestro ante- 
rior informe y hacía referencia al retraso que padecía, 
en su fase declarativa, un procedimiento penal inicia- 
do en el año 1984 en el Juzgado de Instrucción núm. 
1 de Marbella, en el que el reclamante aparecía como 
perjudicado. 

De la investigación iniciada ante la Fiscalía General 
del Estado pudo desprenderse que la causa del retra- 
so se debe a las dificultades existentes para la locali- 
zación del inculpado. 

Ello no obstante, el reclamante informó a esta insti- 
tución de su perplejidad por las dificultades apareci- 
das en la localización de aquél, ya que el encausado era 
agente judicial. 

Continuada la investigación, por el Ministerio Fiscal 
se removieron con rapidez los obstáculos que impedían 
la tramitación del proceso, dictándose sentencia en ju- 
lio de 1991, permaneciendo abierta la investigación de 
esta queja hasta la definitiva ejecución de la misma 
(8805953). 

c) También de esta investigación se dio cuenta par- 
cialmente en nuestro anterior informe a esas Cortes Ge- 
nerales. 

Se trataba en este caso de un recurso contencioso- 
administrativo interpuesto en el año 1986, ante la Sa- 
la de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Su- 
perior de Justicia de Galicia, sin que en el año 1990 
hubiera sido resuelto. 

La investigación ante la Fiscalía General del Estado 
permitió comprobar que en ese año 1990, es decir, cua- 
tro años más tarde desde la interposición del recurso, 
éste fue resuelto por sentencia en la que no se entraba 
en el fondo del asunto por apreciarse la excepción de 
incompetencia de jurisdicción. 

Dado que la sala había tardado cuatro años en esti- 
marse incompetente por entender que la cuestión plan- 
teada pertencía al ámbito de la jurisdicción laboral, 
esta institución sugirió al Ministerio Fiscal que velara 
por la puntual tramitación de las pretensiones del re- 
clamante ante esta otra jurisdicción. 

Todo ello sin perjuicio de que se informara a este ú1- 
timo de los derechos que pudieran asistirle al amparo 
del artículo 121 de la Constitución. 

Durante el curso del año 199 1 se ha informado de la 
definitiva terminación por sentencia del procedimien- 
to laboral iniciado por el reclamante (9015310). 

d) Esta queja hacía referencia al retraso padecido 
en la ejecución de una sentencia en la que se recono- 
cía al reclamante el derecho a percibir una determina- 
da indemnización en concepto de responsabilidad civil. 

El procedimiento fue tramitado por el antiguo Juz- 
gado de Distrito de Castropol. 

Nuestra intervención determinó que se urgiera la 
completa tramitación de la ejecución de la sentencia 
que había permanecido paralizada durante un año, de- 
bido al retraso padecido en la notificación de la mis- 
ma a una de las partes (9028456). 

e) Se trataba en este caso de un procedimiento pe- 
nal iniciado en el año 1984 por el Juzgado de Primera 
Instancia e Instrucción núm. 1 de Arenys de Mar, en 
el que recayó sentencia, confirmada en apelación, por 
la que se condenó a los querellados como autores de 
un delito de falsedad y otro de estafa, estableciendo las 
cantidades que debían satisfacerse en concepto de in- 
demnización a los perjudicados, reclamantes ante es- 
ta institución. 

Nuestra intervención ante la Fiscalía General del Es- 
tado permitió comprobar que el retraso padecido en 
la tramitación de la ejecutoria se había debido al ex- 
travío de la pieza de responsabilidad civil, que fue ha- 
llada tras nuestra inicial intervención. 

La investigación de esta queja debe pues continuar 
hasta la definitiva terminación de la misma (892 1009). 

f )  El ciudadano que se dirigió a esta institución ma- 
nifestaba que había solicitado un testimonio de las ac- 
tuaciones practicadas en un juicio voluntario de 
testamentaria que se tramitó en el año 1960 antes el 
entonces único Juzgado de Primera Instancia e Instruc- 
ción de Lugo, testimonio éste que le había sido impo- 
sible obtener, por haberse extraviado dicho 
procedimiento. 

La investigación ante la Fiscalía General del Estado 
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permitió comprobar la realidad de estos antecedentes, 
habiéndose informado recientemente que el reclamante 
ha debido instar un nuevo procedimiento de testamen- 
taria, ante la imposibilidad de encontrar el que fue tra- 
mitado en su día. 

Nuestra intervención ha concluido, no sin antes in- 
formar al compareciente de los derechos que pudieran 
asistirle al amparo del artículo 121 de la Constitución 
y 292 y siguientes de la Ley Orgánica del Poder Judi- 
cial (8800008). 

g) Se trataba en este caso del retraso en el otorga- 
miento de una escritura pública de adjudicación al re- 
clamante que había adquirido un bien inmueble en 
subasta judicial en el año 1989, celebrada ante el Juz- 
gado de Primera Instancia núm. 2 de Zamora. 

Nuestra intervención ante la Fiscalía General del Es- 
tado permitió comprobar la realidad de los hechos ex- 
puestos, siendo la causa determinante del retraso la 
pendencia de unas tercerías de dominio, que fueron de- 
finitivamente tramitadas, otorgándose posteriormen- 
te la correspondiente escritura pública de adjudicación 
al reclamante (9024978). 

h) Esta queja hacía referencia a un procedimiento 
civil iniciado en el año 1982 ante el Juzgado de Prime- 
ra Instancia e Instrucción núm. 1 de Peñarroya- 
Pueblonuevo, que hubo de suspenderse ese mismo año 
por la incoación de un procedimiento penal por pre- 
sunto delito de falsedad. 

Manifestaba el reclamante que, a pesar de que este 
procedimiento penal había concluido en el año 1989, 
alzada la suspensión del proceso civil y estando los 
autos pendientes exclusivamente de dictar sentencia, 
ésta no había sido todavía dictada. 

Nuestra intervención determinó la agilización del 
proceso, tanto en su fase de instancia, siendo resuelto 
por sentencia en junio de 1991, como de apelación, que 
se resolvió en octubre de dicho año (91 11757). 

i) El ciudadano que compareció ante esta institución 
manifestaba ser de nacionalidad española y residente 
en Alemania, país éste en el que falleció su cónyuge en 
el año 1973. 

En 1986, el compareciente se dirigió por escrito a un 
juzgado de primera instancia de Cádiz, solicitando la 
declaración de herederos abintestato, respecto de los- 
bienes de su difunto cónyuge, adjuntando a dicho es- 
crito la documentación correspondiente. 

Ante la falta de contestación del juzgado, reiteró su 
petición en los meses de marzo y octubre de 1987. 

Al no recibir respuesta, se dirigió al Consulado de Es- 
paña en Bremen (Alemania), a fin de que a través del 
mismo se remitiera su solicitud al juzgado de Cádiz, lo 
que verificó el Consulado en octubre de 1988 y junio 
de 1989, sin que hubiera recibido contestación. 

A la vista de tales manifestaciones, esta institución 
solicitó informe de la Dirección General de Asuntos 
Consulares del Ministerio de Asuntos Exteriores, al ob- 
jeto de conocer el estado actual de la petición formu- 
lada por el reclamante y de las actuaciones llevadas a 
cabo por el Consulado en cumplimiento del Convenio 

de 25 de octubre de 1980, ratificado por España por Ins- 
trumento de 20 de enero de 1988, tendente a facilitar 
el acceso internacional a la justicia. 

Del informe recibido de dicha dirección general se 
desprendía la realidad de los antecedentes expuestos, 
esto es, que a pesar de haber sido remitida la solicitud 
tanto directamente por el reclamante, como a través del 
consulado, en cumplimiento de lo dispuesto en el men- 
cionado convenio, el Juzgado de Primera Instancia de 
Cádiz no había dado respuesta alguna a su pretensión. 

Iniciada la correspondiente investigación ante la Fis- 
calía General del Estado, de ella se desprendía que en 
el Juzgado de Primera Instancia número 3 de Cádiz, se 
había incoado en el año 1989 expediente gubernativo 
de declaración de herederos abintestato, que aún no ha- 
bía concluido dos años más tarde, en 1991. 

Por ello, el Defensor del Pueblo se ha dirigido de nue- 
vo, recientemente, a la Fiscalía General del Estado, so- 
licitando información sobre el estado en que se 
encuentra el mencionado expediente, así como de las 
razones del retraso tanto en su incoación como en su 
posterior tramitación (8915285). 

1.2. Errores procesales determinantes de retrasos en 
la tramitación de procedimientos 

a) Se trataba en este caso de un proceso penal in-, 
coado en el año 1985 ante el Juzgado de Instrucción nú- 
mero 14 de Madrid, que no había concluido en su 
tramitación a pesar del tiempo transcurrido. 

Nuestra intervención ante la Fiscalía General del Es- 
tado permitió comprobar que el proceso se encontra- 
ba todavía en el año 1990, en fase previa a la apertura 
del juicio oral, siendo su retraso atribuible exclusiva- 
mente a los defectos procesales en que se había incu- 
rrido durante su tramitación. 

De la última comunicación recibida de la Fiscalía Ge- 
neral del Estado se desprende que el procedimiento se 
encuentra nuevamente pendiente de señalamiento pa- 
ra la celebración del juicio oral, tras haber sido resuel- 
ta negativamente por la Audiencia Provincial de Madrid 
una cuestión de nulidad solicitada por las partes. 

Nuestra intervención permanece pues abierta hasta 
la definitiva terminación del proceso (9004708). 

b) Esta queja fue expuesta psrcialmene en el infor- 
me correspondiente al año anterior y hacía referencia 
al retraso padecido en un proceso penal iniciado en el 
año 1987 por el Juzgado de Instrucción número 1 de 
Ciudad Real, cuya causa principal era la deficiente tra- 
mitación procesal llevada a cabo por el órgano juris- 
diccional. 

Tras comprobar este hecho en la investigación inicia- 
da ante la Fiscalía General del Estado, nuestra inter- 
vención ha determinado que se urgiera su tramitación 
que ha sido concluida definitivamente tanto en las dos 
instancias de su fase declarativa como en la fase de eje- 
cución, durante el curso del año 1991 (9004600). 

Se exponen a continuación diversas quejas que c) 
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hacían referencia a la defectuosa tramitación de pro- 
cesos penales seguidos como consecuencia de acciden- 
tes de circulación, en los que el órgano jurisdiccional 
efectuaba una errónea interpretación en lo relativo al 
auto ejecutivo previsto en el artículo 10 de la Ley del 
Automóvil, de tal forma que al no dictar dicho auto se 
impedía a los perjudicados acceder a las indemnizacio- 
nes cubiertas por el seguro obligatorio del automóvil. 

En la primera de ellas, el ciudadano que compare- 
ció ante esta institución había resultado lesionado en 
un accidente de circulación que determinó la apertura 
de un juicio de faltas por el Juzgado de Primera ins- 
tancia e Instrucción número 2 de La Bañeza, que con- 
cluyó mediante auto de sobreseimiento provisional, a 
pesar de lo cual y de haberlo solicitado incluso el pro- 
pio perjudicado, el juzgado no dictó el auto menciona- 
do, informando al reclamante de las razones que, a su 
juicio, impedían que este auto se dictara. 

En la medida en que los razonamientos expuestos por 
el juzgado resultaban inadecuados a la legislación vi- 
gente al respecto, esta institución se dirigió a la Fisca- 
lía General del Estado para conocer cuál había sido la 
postura adoptada por el Ministerio Fiscal al tener co- 
nocimiento de las razones que el juzgado alegaba para 
que no fuera dictado el mencionado auto. 

Ello determinó una actuación inmediata del Minis- 
terio Fiscal en orden a subsanar el error padecido por 
el órgano jurisdiccional, siendo dictado por fin el títu- 
lo ejecutivo al que venimos haciendo mención y que per- 
mite a los perjudicados acceder a las indemnizaciones 
cubiertas por el seguro obligatorio del automóvil 
(9007458). 

En este otro caso se trataba de un procedimiento pe- 
nal seguido ante el antiguo Juzgado de Distrito de De- 
nia, que concluyó en el año 1987 por sentencia 
absolutoria, manifestando el compareciente, ciudada- 
no extranjero y no residente en España, que no tenía 
conocimiento de que por el Juzgado se hubiera dicta- 
do el auto ejecutivo al que venimos haciendo mención. 

La inicial investigación ante la Fiscalía General per- 
mitió comprobar la realidad de esta situación, alegán- 
dose en el informe recibido que «no se ha dictado el 
auto ejecutivo al no haber habido solicitud en este sen- 
tido de los perjudicados, lo que es práctica habitual en 
el referido órgano jurisdiccional». 

Nuestra intervención ante la Fiscalía General del Es- 
tado determinó que ésta se dirigiera al Fiscal Jefe de 
la Audiencia Provincial de Alicante para que por éste 
se cursaran las pertinentes instrucciones al Fiscal ads- 
crito al Juzgado de Denia o a cualquier otro en iguales 
circunstancias, para que por el Ministerio Fiscal se re- 
clame de los órganos jurisdiccionales el auto mencio- 
nado, que debe ser en todo caso dictado de oficio, como 
esta institución había señalado, sin que se exija en ab- 
soluto, previa petición de parte (9101915). 

En este último caso, se trataba también de un juicio 
de faltas seguido como consecuencia de un accidente 
de circulación ante el Juzgado de Instrucción número 
2 de Orihuela, en el que, a pesar de haber sido conclui- 

do sin declaración de responsabilidad criminal, no se 
dictó el correspondiente auto ejecutivo por estimar el 
juzgado que debía existir previa petición de parte. 

De nuevo en este caso, esta institución hubo de diri- 
girse a la Fiscalía General del Estado, recordando lo in- 
necesario de tal solicitud de parte, debiéndose dictar 
de oficio la resolución mencionada. 

La Fiscalía General citada se ha dirigido ya al Fiscal 
adscrito a dicho órgano jurisdiccional para que por éste 
se solicite la inmediata adopción del auto que permite 
acceder a las cantidades cubiertas por el seguro obli- 
gatorio del automóvil (9018723). 

1.3. Carencias de medios materiales determinantes de 
retrasos procesales 

En el capítulo correspondiente del presente informe, 
hemos tenido ocasión de exponer la incidencia que tie- 
ne en el funcionamiento del servicio público judicial 
la adecuada dotación de medios materiales a los órga- 
nos jurisdiccionales y su distribución con criterios de 
racionalización. 

Las carencias que todavía existen en esta materia de- 
terminan que en los juzgados no se estén recibiendo, 
en algunos casos, con la prontitud necesaria los medios 
adecuados para el correcto ejercicio de su función. 

Un solo ejemplo puede resultar de interés. 
Se trataba en este caso de un procedimiento laboral 

que se encontraba en fase de ejecución, en el que fue 
ordenada por el Juzgado de lo Social número 3 de Va- 
lladolid la práctica de un embargo para realizar las can- 
tidades a que tenía derecho el ciudadano compareciente 
a esta institución. 

Dicho embargo, según informó inicialmente la Fisca- 
lía General del Estado, no había podido realizarse en 
su momento por carecer el juzgado de los medios sufi- 
cientes para efectuar el correspondiente desplaza- 
miento. 

Nuestra intervención determinó que este obstáculo 
fuera subsanado, siendo trabado definitivamente el em- 
bargo, pudiendo proseguir así su curso normalizado la 
ejecución pendiente (9024260). 

1.4. Disfunciones en los horarios de atención al públi- 
co en los juzgados. 

Como consecuencia de diversas comparecencias efec- 
tuadas en esta institución por abogados y procurado- 
res de los colegios de Madrid, se tuvo conocimiento de 
que los juzgados de primera instancia de esta capital 
mantenían un horario de atención a los profesionales 
que no se ajustaba exactamente a lo previsto en el 
acuerdo del Consejo General del Poder Judicial de 9 de 
septiembre de 1987, en relación con esta materia. 

Y así, según la información que se nos facilitó, los 
horarios de los juzgados de primera instancia e instruc- 
ción de Madrid eran, en algunos casos, inferiores al es- 
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tablecido con carácter mínimo en el acuerdo antes 
mencionado, en concreto, en su artículo segundo, en 
cuanto establece que los secretarios judiciales podrán 
señalar un horario de atención al público y a los profe- 
sionales más reducido que el correspondiente horario 
de trabajo, sin que, en ningún caso, pueda aquél ser in- 
ferior a cuatro horas diarias comprendidas entre las 9 
y las 14 horas. 

Ante la incidencia de esta situación en el adecuado 
funcionamiento del servicio público judicial esta ins- 
titución, en el curso del año 1991, solicitó la colabora- 
ción del Consejo General del Poder Judicial en orden 
a obtener información sobre la realidad de estos ante- 
cedentes. 

Es de lamentar que a pesar del tiempo transcurrido, 
todavía no se haya recibido la información solicitada, 
a pesar de haberse reiterado su remisión (8810195). 

1.5. Desaparición de piezas de convicción en los ór- 
ganos jurisdiccionales 

a) De esta queja se dio parcialmente cuenta en los 
informes correspondientes a los dos años anteriores, 
habiendo concluido su tramitación durante el año al 
que el presente informe se refiere. 

Se trataba sustancialmente de un proceso penal in- 
coado como consecuencia de la desaparición de unas 
alhajas propiedad del reclamante ante esta institución 
que fueron intervenidas por las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado y depositadas posteriormente en 
el Juzgado de Instrucción número 2 de Marbella. 

Dicho procedimiento concluyó en diciembre de 1990, 
mediante auto dictado por la Audiencia Provincial de 
Málaga, por el que se decretaba el sobreseimiento pro- 
visional de la causa al no haberse podido seguir el pro- 
cedimiento contra persona alguna, a pesar de haberse 
tomado declaración a los funcionarios judiciales y po- 
liciales intervinientes. 

En consecuencia, concluido ya el proceso penal me- 
diante el auto de sobreseimiento provisional mencio- 
nado, el Defensor del Pueblo se dirigió al Consejo 
General del Poder Judicial, al Ministerio de Justicia y 
al Ministerio del Interior en orden a conocer las actua- 
ciones que pudieran llevarse a cabo para depurar, en 
su caso, las posibles responsabilidades disciplinarias 
en que pudieran haber incurrido los actuantes en la in- 
tervención y depósito de las alhajas que pertenecían al 
reclamante ante esta institución. 

En el curso del presente año, se han recibido los in- 
formes de los tres organismos mencionados, ninguno 
de los cuales ha estimado procedente la exigencia de 
responsabilidad disciplinaria alguna. 

Sin perjuicio de haber informado al reclamante de 
los derechos que pudieran asitirle en virtud de lo dis- 
puesto en el artículo 121 de la Constitución y 292 y si- 
guientes de la Ley Orgánica del Poder Judicial que 
prevén el derecho a una indemnización por el anormal 
funcionamiento del servicio público judicial, esta ins- 

titución debe dejar constancia de su preocupación por- 
que situaciones como la descrita en la presente queja 
no haya impulsado actuación disciplinaria alguna por 
parte de los órganos responsables del correcto funcio- 
namiento de los distintos cuerpos intervinientes en es- 
te caso, Ministerio del Interior, Ministerio de Justicia 
y Consejo General del Poder Judicial (8901049). 

El ciudadano que compareció ante esta institu- 
ción manifestaba que en el año 1980 se encontró una 
cadena de oro que había sido extraviada y que la depo- 
sitó en la Comisaría de Policía de Usera (Madrid). 

Transcurridos los plazos establecidos en el Código Ci- 
vil y no habiéndose presentado el propietario de la ca- 
dena, solicitó su entrega. 

El Juzgado de Primera Instancia número 2 de Madrid 
resolvió mediante auto dictado en el año 1990, haber 
lugar al derecho del reclamante sobre la cadena inter- 
venida y a la adjudicación de la misma. 

N o  obstante lo anterior, manifestaba el reclamante 
que no había podido cumplirse lo dispuesto por el juz- 
gado por haber desaparecido, al parecer, la cadena de 
oro. 

La investigación iniciada ante la Fiscalía General del 
Estado permitió comprobar la realidad de estos ante- 
cedentes, esto es, la desaparición del mencionado 
objeto. 

Por ello, la Fiscalía General del Estado se ha dirigi- 
do al Consejo General del Poder Judicial, poniendo de 
manifiesto estos hechos, habiendo ello determinado que 
por este consejo se inicien las correspondientes diligen- 
cias informativas. 

Nuestra investigación debe por tanto permanecer 
abierta ante el Consejo General del Poder Judicial 
(9028669). 

La presente queja hacía referencia a un ciudada- 
no al que le fue sustraído en un robo un collar valora- 
do, a su juicio, en 300.000 pesetas, que fue pos- 
teriormente recuperado. 

Dicho objeto fue retenido como pieza de convicción 
en el proceso penal que fue abierto como consecuen- 
cia del robo, indicándole en el juzgado que le sería de- 
vuelto una vez celebrado el juicio. 

Este tuvo lugar en el año 1981 ante la Sección Quin- 
ta de la Audiencia Provincial de Madrid, habiéndose re- 
suelto el proceso por sentencia, a pesar de.10 cual, el 
collar todavía no había sido entregado a su propietario. 

Iniciada ante la Fiscalía General del Estado la corres- 
pondiente investigación, pudo comprobarse que dicho 
collar había sido extraviado, ignorándose su paradero. 

La Fiscalía General ha informado asimismo que se 
ha dado traslado de estos antecedentes al Consejo Ge- 
neral del Poder Judicial a los efectos de su competen- 
cia, habiéndose recabado también de la Fiscalía del 
Tribunal Superior de Justicia de Madrid, una amplia- 
ción del inicial informe remitido para obtener una ma- 
yor concreción respecto a la constancia documental de 
la recepción del collar desaparecido y el lugar concre- 
to del depósito del mismo. 

La investigación permance pues abierta (9100353). 

b) 

c) 

- 119- 



CORTES GENERALES 25 DE ABRIL DE 1992.-sERIE A. NOM. 37 

2. IMPULSO DE LA POTESTAD DISCIPLINARIA DE 

DICIAL O DEL MINISTERIO DE JUSTICIA 
LOS ORGANOS DE GOBIERNO DEL PODER JU- 

En este apartado se exponen las actuaciones lleva- 
das a cabo por el Defensor del Pueblo, inicialmente ante 
la Fiscalía General del Estado, que ponían de manifiesto 
la posible existencia de responsabilidad disciplinaria 
de jueces, secretarios o personal auxiliar de los juzga- 
dos, por lo que la investigación ha debido continuarse 
bien ante el Consejo General del Poder Judicial, bien 
ante el Ministerio de Justicia. 

También se da cuenta de procedimientos incoados pa- 
ra depurar la existencia de posible responsabilidad pe- 
nal de funcionarios adscritos al servicio público 
judicial. 

a) De esta investigación se dio ya cuenta en el infor- 
me correspondiente al año anterior y hacía referencia 
al elevado número de quejas recibidas durante el cur- 
so del año 1990 en relación con el juzgado de Instruc- 
ción número 2 de Alicante que ponían de manifiesto un 
retraso excesivo en la tramitación de los procedimien- 
tos pendientes ante el mismo, según se desprendía de 
la información recibida de la Fiscalía General del Es- 
tado en relación con cada una de las quejas concretas 
de las que esta institución le dio traslado. 

Ello determinó que se solicitara la colaboración del 
Consejo General del Poder Judicial para conocer la real 
situación en que aquel juzgado se encontraba. 

Por dicho Consejo se informó que se encontraba en 
tramitación ante la Sala de Gobierno del Tribunal Su- 
perior de Justicia de la Comunidad Autónoma Valen- 
ciana, un expediente disciplinario incoado al entonces 
titular de dicho juzgado. 

Durante el curso del corriente año se ha informado 
al Defensor del Pueblo que dicho expediente discipli- 
nario fue concluido por la mencionada Sala de Gobier- 
no imponiendo al expedientado la sanción de 
reprensión por la comisión de una falta grave prevista 
en el artículo 418.3 de la vigente Ley Orgánica del Po- 
der Judicial. 

Se informaba, igualmente, que con el fin de contri- 
buir a la puesta al día del retraso que pendía sobre di- 
cho juzgado, se había propuesto al Ministerio de 
Justicia un refuerzo de la plantilla que había sido acep- 
tado por este departamento (8803012). 

b) En el informe correspondiente al año anterior se 
dio también cuenta de esta investigación, de carácter 
general, iniciada ante el Consejo General del Poder Ju- 
dicial, como consecuencia del elevado número de que- 
jas recibidas en relación con el funcionamiento del 
Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. 1 de 
Santander, que determinó según nos informó dicho con- 
sejo, la apertura de un expediente disciplinario contra 
el.titular del mismo, incoado por el Presidente del Tri- 
bunal Superior de Justicia de Cantabria. 

Durante el curso del año 1991 se ha recibido una ú1- 
tima información de dicho consejo de la que se despren- 
de que este expediente fue archivado por la Sala de 

Gobierno del Tribunal Superior de Justicia de Canta- 
bria por entender que la posible responsabilidad dis- 
ciplinaria estaría prescrita, teniendo en cuenta el 
tiempo transcurrido (8901344). 

Sin perjuicio de lo expuesto y dado que continuaban 
recibiéndose un número elevado de quejas en relación 
con el funcionamiento de este órgano jurisdiccional, se 
inició de nuevo otra investigación de carácter general 
ante el Consejo General del Poder Judicial, a fin de te- 
ner conocimiento de la realidad de la situación de di- 
cho órgano jurisdiccional. 

Por éste se ha informado al Defensor del Pueblo que 
como consecuencia de una visita de inspección ordina- 
ria, practicada a este Juzgado de Primera Instancia e 
Instrucción núm. 1 de Santander, el Consejo General 
del Poder Judicial ha incoado un nuevo expediente dis- 
ciplinario al titular del mismo, que ha sido remitido a 
la Sala de Gobierno del Tribunal Superior menciona- 
do, por ser ésta la competente para depurar la posible 
responsabilidad disciplinaria en que haya podido incu- 
rrir su titular. 

Estamos pues a la espera de recibir la correspondien- 
te información sobre el acuerdo que ponga término a 
este último expediente disciplinario (8804745). 

c) Como ya se ha informado en el capítulo corres- 
pondiente del presente informe y se hizo también refe- 
rencia en el informe correspondiente al año anterior, 
el Defensor del Pueblo inició una investigación de ca- 
rácter general en relación con el funcionamiento del 
Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. 1 de 
Leganés, ante el elevado número de quejas recibidas que 
ponían de manifiesto retrasos sustanciales en su fun- 
cionamiento. 

Como ya hemos dejado expuesto, la investigación ante 
el Consejo General del Poder Judicial ha permitido com- 
probar que, tras sucesivos expedientes disciplinarios 
incoados por faltas muy graves al entonces titular del 
juzgado, fue tramitado en último expediente discipli- 
nario que concluyó con la sanción de separación del ser- 
vicio del mismo (8806399). 

d) Esta investigación fue iniciada con motivo de la 
comparencencia ante el Defensor del Pueblo de un ciu- 
dadano que manifestaba que, tras haber presentado 
querella por el fallecimiento de su padre en el año 1978, 
como consecuencia de un presunto hecho delictivo, se 
inició un proceso penal en el Juzgado de Instrucción 
núm. 2 de Málaga que no había concluido por haberse 
extraviado el expediente. 

Iniciado la correspondiente investigación ante la Fis- 
calía General del Estado pudo comprobarse que efec- 
tivamente el expediente había sido extraviado, 
iniciándose tras nuestra intervención los pertinentes 
trámites de reconstrucción y, reproducidas las actua- 
ciones, fueron éstas concluidas mediante auto de archi- 
vo por prescripción del delito imputado. 

Se informaba igualmente que el juzgado había ini- 
ciado nuevo procedimiento penal por presunto delito 
de infidelidad en la custodia de documentos, único me- 
dio posible para la averiguación de las circunstancias 
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que habían motivado el extravío y consiguiente pres- 
cripción del proceso penal que afectaba al reclamante. 

La gravedad de los antecedentes expuestos determi- 
nó que el Defensor del Pueblo prosiguiese su investi- 
gación ante el Consejo General del Poder Judicial, el 
cual informó a esta institución que el último proceso 
penal mencionado se encontraba todavía pendiente, por 
lo que se habían sobreseído las diligencias tramitadas 
en este asunto por su servicio de inspección, interesán- 
dos al propio tiempo del Juzgado de Instrucción núm. 
2 de Málaga informe detallado, una vez concluso el pro- 
ceso penal iniciado por estos hechos, del resultado del 
mismo, a fin de adoptar, en su caso, las medidas que 
procedieran en el orden disciplinario, de lo que se in- 
formaría en su momento al Defensor del Pueblo, 

Estamos, pues, a la espera de recibir dicha informa- 
ción (8711127). 

d) En los informes correspondientes a los dos años 
anteriores se hizo referencia a la investigación a que la 
presente queja se refiere. 

El ciudadano que compareció ante el Defensor del 
Pueblo manifestaba haber intervenido como parte en 
un juicio de faltas seguido ante el antiguo Juzgado de 
Distrito de Sant Boi de Llobregat, que concluyó con sen- 
tencia favorable a sus intereses. 

Apelada la sentencia por los condenados, compare- 
ció el reclamente ante el Juzgado de Instrucción núm. 
1 de dicha localidad, debidamente asistido de letrado, 
poniendo de manifiesto lo que, a su juicio, constituían 
unas presuntas irregularidades en los escritos de per- 
sonación de los recurrentes, por lo que presentó una 
denuncia ante dicho juzgado por presunto delito de fal- 
sedad en los citados escritos de personación. 

Al comparecer de nuevo ante el juzgado de instruc- 
ción para ratificarse en el contenido de su denuncia, 
manifestaba haber sido objeto de un trato inadecuado 
por parte del titular del juzgado, que actuaba por sus- 
titución, situación ésta determinante de que el recla- 
mante presentara una queja por escrito contra el juez. 

Continuaba manifestando el compareciente, que al 
presentar dicha queja por escrito contra el titular del 
juzgado, se produjo una discusión con el mismo, a re- 
sultas de la cual el juez ordenó su detención, siendo con- 
ducido al calabozo de la comisaría de policía de la 
localidad. 

Al día siguiente, al ser conducido a presencia judi- 
cial para serle tomada declaración en presencia de su 
letrado el juez ordenó su ingreso en prisión, decretán- 
dose igualmente el ingreso en prisión de su letrado por 
presunto delito de desacato, sin que llegara a hacerse 
efectiva la prisión acordada por presentar ambos la co- 
rrespondiente fianza. 

En el informe correspondiente al año anterior infor- 
mábamos que esta institución se había dirigido al Con- 
sejo General del Poder Judicial, con la finalidad de 
esclarecer los antecedentes expuestos sin que, a pesar 
del tiempo transcurrido y de la trascendencia de los 
hechos que acaban de describirse, dicho Consejo en el 

curso del año 1990 hubiera remitido la información so- 
licitada. 

Esta información se ha recibido por fin durante el 
curso del año 1991 y de ella se desprende que, como con- 
secuencia de los hechos objeto de la presente queja, se 
incoó expediente disciplinario contra el titular del juz- 
gado mencionado por la Sala de Gobierno del Tribu- 
nal Superior de Justicia de Cataluña, que se encontraba 
todavía en trámite de práctica de pruebas. 

Nuestra investigación permanece, pues, abierta has- 
ta la conclusión del mencionado expediente (8912201). 

e) Esta investigación hacía referencia al retraso ge- 
neralizado que se observaba, a la vista de las quejas re- 
cibidas, en la tramitación de los procedimientos 
pendientes ante el Juzgado de lo Social núm. 2 de Las 
Palmas. 

En este caso, las investigaciones abiertas ante la Fis- 
calía General del Estado determinaron que esta mis- 
ma se dirigiera al Consejo General del Poder Judicial 
que inició las correspondientes diligencias infor- 
mativas. 

Durante el curso del año 1991 se ha informado a esta 
institución del archivo de dichas diligencias incoadas 
a instancia de esta institución porque ((aunque de lo ac- 
tuado se deducen retrasos que podían incardinarse den- 
tro del tipo disciplinario que contempla el número &? 
del artículo 418 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
de la que sería presunto autor el que fue titular del Juz- 
gado de lo Social núm. 2 de Las Palmas, hay que tener 
en cuenta que fue ya sancionado disciplinariamente por 
desidia por el Tribunal Central de Trabajo)) (8905735). 

Se da cuenta a continuación de una investigación 
iniciada hace dos años por esta institución y a la que 
se ha hecho referencia, por tanto, en anteriores in- 
formes. 

Se trata de las quejas recibidas que ponían de mani- 
fiesto serias disfunciones acaecidas en el antiguo Juz- 
gado de Distrito de Castrourdiales, que determinaron 
la apertura de un procedimiento penal contra un ofi- 
cial de dicho juzgado, por presuntos delitos de malver- 
sación de caudales públicos, infidelidad en la custodia 
de documentos y falsedad. 

Desde el inicio de dicho procedimiento esta institu- 
ción tiene abierta la correspondiente investigación an- 
te la Fiscalía General del Estado con el objeto de tener 
conocimiento de su tramitación. 

La última información recibida de dicha Fiscalía 
General, de 30 de diciembre de 1991, pone de manifies- 
to que en el proceso penal, que se sigue con la forma 
de procedimiento abreviado, se ha dictado ya auto de 
apertura del juicio oral ante la Audiencia Provincial, ha- 
biéndose producido retrasos en el trámite de califica- 
ción de la defensa del acusado, debido, de un lado, a 
la tardanza en que han incurrido el Juzgado de Paz de 
Castrourdiales y el Colegio de Abogados de Cantabria 
en cumplimentar los exhortos y oficios que respectiva- 
mente se les ha dirigido, y de otro, a que el primer abo- 
gado designado al acusado desistió de la defensa, 

f )  
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alegando un segundo abogado designado imposibilidad 
de asumir también esta defensa. 

Es de lamentar que este tipo de procesos, destinados 
a esclarecer comportamientos delictivos presuntamente 
cometidos por servidores públicos en el ejercicio de su 
función, no se tramiten con la celeridad que esta cir- 
cunstancia reclama en detrimento de la imagen ciuda- 
dana sobre el funcionamiento del servicio público 
judicial (8710709 y 9009301). 

g) También en años anteriores se ha informado de 
la investigación de la que ahora se da cuenta por ha- 
ber concluido durante el curso del año 1991. 

La queja que determinó su iniciación fue presenta- 
da por un ciudadano que manifestaba que, encontrán- 
dose prestando sus servicios en un centro sanitario 
público, situado en Madrid, se encontró en el tablón de 
anuncios situado en la planta en la que trabajaba, una 
diligencia de mejora de embargo dirigida al reclamante. 

En la propia diligencia, que el interesado nos adjun- 
taba fotocopiada, se hacía constar por el agente judi- 
cial que la practicó, que se había visto obligado a 
colgarla en el tablón de anuncios al no hacerse cargo 
de la misma ningún empleado del centro sanitario men- 
cionado. 

Iniciada ante la Fiscalía General del Estado la inves- 
tigación prevista en el artículo 13 de la Ley 3/81, de 6 
de abril, y tras sucesivos informes de ésta que fueron 
considerados insuficientes por esta institución, se re- 
cibió una última comunicación, de la que se despren- 
día la realidad de estos antecedentes, esto es, que la 
diligencia de mejora de embargo fue colocada en el ta- 
blón de anuncios de la planta del centro hospitalario 
de la seguridad social donde el reclamante desempe- 
ñaba su ocupación profesional. 

La situación que acaba de ser descrita suponía un in- 
cumplimiento de las normas que para la práctica de es- 
ta diligencia se establecen en determinados preceptos 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, de forma que tal mo- 
do de actuar había supuesto no sólo un trato vejatorio 
para el ciudadano, sino que también pudiera entenderse 
afectado el derecho fundamental a la intimidad perso- 
nal que nuestra Constitución garantiza. 

Por ello, el Defensor del Pueblo prosiguió la investi- 
gación ante la Dirección General de Relaciones con la 
Administración de Justicia por corresponder al Minis- 
terio de Justicia las competencias en materia de régi- 
men disciplinario al respecto. 

Durante el curso del año 1991 se ha recibido el pre- 
ceptivo informe en el que se pone de manifiesto que, 
como consecuencia de nuestra intervención, fue incoa- 
do expediente disciplinario a los funcionarios que prac- 
ticaron la diligencia de mejora de embargo, en el que 
se dictó acuerdo considerando que dichos funcionarios 
habían cometido efectivamente una falta muy grave, pe- 
ro que el expediente debía ser archivado por encontrar- 
se dicha falta prescrita (8809162). 

3. DISFUNCIONES EN LA TRAMITACION DE LAS 
PIEZAS DE RESPONSABILIDAD CIVIL DE LOS 
PROCESOS PENALES 

En el curso de la investigación de las quejas que en 
esta institución se reciben sobre el funcionamiento del 
servicio público judicial se ha venido poniendo de ma- 
nifiesto con excesiva frecuencia, la desidia con que en 
numerosos casos se tramitan las piezas de responsabi- 
lidad civil en el curso de los procesos penales. 

La cuestión reviste gran trascendencia en la prácti- 
ca, por cuanto dichas piezas separadas de responsabi- 
lidad civil están destinadas a la averiguación de los 
bienes de los condenados en dichos procesos y a la pres- 
tación de las correspondientes cauciones que permitan, 
al finalizar el proceso, hacer efectivos los derechos de 
las víctimas de los delitos en cuanto a las indemniza- 
ciones que se declaran en las sentencias. 

La tramitación defectuosa de estas piezas, la lentitud 
con que se actúa en las mismas o su extravío, son 
situaciones que se vienen produciendo con relativa fre- 
cuencia y que han determinado múltiples intervencio- 
nes de esta institución ante la Fiscalía General del 
Estado, al poner de manifiesto el escaso celo de los jue- 
ces y fiscales en su tramitación. 

Por ello, en el curso del año 1991, el Defensor del Pue- 
blo dio traslado a la Fiscalía General del Estado de su 
preocupación al respecto, con la finalidad de que fue- 
ra reforzada o intensificada la atención que tanto por 
el Ministerio Fiscal como por los órganos jurisdiccio- 
nales se presta a la adecuada tramitación de estas pie- 
zas, dado que, además de las irregularidades a que 
acabamos de hacer referencia, resulta también frecuen- 
te que se produzcan archivos definitivos de las ejecu- 
torias en cuanto a la responsabilidad civil sobre la base 
de simples manifestaciones de insolvencia, sin que se 
realice averiguación alguna en orden a la posible exis- 
tencia real de bienes. 

Se continuaba manifestando a la Fiscalía General del 
Estado en esta recomendación, que la situación expues- 
ta se agrava en aquellos procedimientos penales segui- 
dos por delitos en los que suelen existir bienes con que 
hacer frente a las responsabilidades civiles declaradas 
en la sentencia, sin que, a pesar de ello, en algunos su- 
puestos se tramiten adecuadamente y conforme a las 
exigencias de la Ley de Enjuiciamiento Criminal las pie- 
zas de responsabilidad civil a que venimos haciendo 
mención. 

A la vista de lo expuesto, el Defensor del Pueblo SU- 
girió a la Fiscalía General que por el Ministerio Fiscal 
se prestara una especial vigilancia en la tramitación de 
estas piezas con la finalidad de dar real cumplimiento, 
en todos sus aspectos, al derecho fundamental a la tu- 
tela judicial efectiva que incluye también, como sabe- 
mos, la ejecución de lo resuelto. 

La recomendación ha sido aceptada y ha determina- 
do que por la Fiscalía General del Estado se dicte la 
instrucción número 1/92 sobre la activa intervención del 
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Ministerio Fiscal en la tramitación de las piezas de res- 
ponsabilidad civil (901 1696, 8920183 y 9002373). 

4. INDEMNIZACIONES A TESTIGOS QUE COMPA- 
RECEN EN PROCESOS PENALES 

Se han recibido diversas quejas que ponían de mani- 
fiesto la inadecuada regulación vigente sobre las indem- 
nizaciones que tienen derecho a percibir los testigos 
llamados a comparecer ante los órganos de la jurisdic- 
ción penal. 

En la medida en que esta cuestión afecta directamen- 
te a la organización del servicio público judicial, el De- 
fensor del Pueblo se ha dirigido al Ministerio de 
Justicia dándole traslado de algunas consideraciones 
como soporte de la correspondiente recomendación. 

Y así, en el escrito recientemente remitido a dicho 
Ministerio, se hacía referencia a lo dispuesto en la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal en cuyo artículo 722 se de- 
clara el derecho de los testigos que comparezcan a de- 
clarar ante los órganos de la jurisdicción penal, a 
percibir una indemnización que será fijada por el Tri- 
bunal «teniendo en cuenta únicamente los gastos del 
viaje y el importe de los jornales perdidos por el testi- 
go con motivo de su comparecencia para declarar)). 

Este precepto, en cuanto a las cantidades a que pue- 
de ascender la indemnización mencionada ha sido de- 
sarrollado, fundamentalmente y por lo que aquí 
interesa, por la Orden Ministerial de 26 de mayo de 
1951. 

Esta orden ministerial fija como cuantía máxima a 
percibir por el testigo en virtud de dicha indemniza- 
ción la de quince pesetas por día, aparte, claro está, de 
los gastos de viaje. 

La cuantía expuesta de quince pesetas por día no pue- 
de menos que considerarse irrisoria y carente de rela- 
ción alguna con la presente realidad económica, por lo 
que, si en el momento en que fue dictada la orden mi- 
nisterial citada esta cantidad podía representar un ajus- 
tado carácter indemnizatorio, su actual alcance queda 
puramente reducido a símbolo. 

La notoria obsolescencia de la Orden de 26 de mayo 
de 1951 ha sido ya, como no podía ser de otro modo, 
apreciada por el legislador y así, la disposición final 
octava de la Ley de Presupuestos Generales del Estado 
para 1990, autorizaba el Gobierno para dictar un regla- 
mento que regulara las indemnizaciones a testigos, sin 
que dicha actualización se haya producido hasta el 
momento. 

Las trascendencia de la cuestión expuesta deriva de 
su directa incidencia en el deber constitucional de co- 
laboración con la justicia, plasmado en el artículo 118 
de nuestro Texto Constitucional, que ha sido, además, 
desarrollado en el artículo 17.1 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial. 

Efectivamente, en este Último precepto, tras reiterarse 
la obligación de colaboración aludida, se reconoce 
igualmente un derecho «al resarcimiento de los gastos 

y al abono de las remuneraciones debidas que proce- 
dan conforme a la ley», sin que este derecho pueda con- 
siderarse satisfecho con la obsoleta regulación vigente. 

A este respecto, no puede tampoco olvidarse el carác- 
ter obligatorio de la comparecencia del testigo, en los 
términos y con las excepciones o matizaciones previs- 
tas en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, cuyo incum- 
plimiento conlleva la correspondiente sanción penal. 

Así  pues, el deber genérico de colaboración con los 
juzgados y tribunales que tanto la Constitución como 
la Ley Orgánica del Poder Judicial consagran, unido a 
la obligatoriedad de la comparecencia del testigo, exi- 
gen, a juicio de esta institución, una actitud de las ad- 
ministraciones competentes tendentes a facilitar su 
ejercicio mediante una compensación adecuada y ajus- 
tada a la vigente realidad económica. 

No puede olvidarse, que el cumplimiento del deber 
público mencionado puede obligar a los ciudadanos a 
desplazarse durante uno o más días lejos de su lugar 
de residencia, como ha ocurrido en los casos de las que- 
jas recibidas, en que los ciudadanos comparecientes ha- 
bían tenido que desplazarse de la península a las islas. 

Por ello, sería conveniente, a juicio de esta institución, 
que la nueva regulación que se sugiere no se limitara 
a actualizar las cuantías indemnizatorias, sino que ar- 
bitrara también los mecanismos necesarios para faci- 
litar al ciudadano su obtención, incluso con carácter 
anticipado, evitándose así innecesarias molestias bu7 
rocráticas que tan sólo desfavorablemente repercuti- 
rían en la imagen del ciudadano sobre este esencial 
servicio público. 

Por todo cuanto antecede, el Defensor del Pueblo ha 
dado traslado al Ministerio de Justicia de la correspon- 
diente recomendación, para que por dicho departamen- 
to se adopten las medidas oportunas en orden a 
efectuar una adecuada regulación del sistema de in- 
demnizaciones a los testigos que deban comparecer an- 
te los órganos de la jurisdicción penal, que se ajuste 
a la actual realidad económica y que facilite su percep- 
ción por los ciudadanos afectados (8918873). 

5. ESTADO DE LAS RECOMENDACIONES RELATI- 
VAS A LA ACTUACION DEL SERVICIO PUBLICO 
JUDICIAL EN RELACION CON LAS VICTIMAS DE 
INFRACCIONES PENALES 

Se expone en el presente apartado el curso seguido 
durante el año 1991 por dos recomendaciones elabora- 
das por el Defensor del Pueblo relativas a la protección 
de los derechos de las víctimas de los delitos cuando 
entran en relación con el servicio público judicial y de 
la que se dio traslado, de la primera de ellas, al Fiscal 
General del Senado y al Consejo General del Poder Ju- 
dicial, y de la segunda también al Ministerio de Justicia. 

Ambas han sido extensamente expuestas en informes 
anteriores, por lo que a ellos nos remitimos en cuanto 
a su contenido concreto. 
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a) Como en dichos informes se exponía, la primera 
de estas recomendaciones hacía referencia a que las re- 
soluciones judiciales no fueran notificadas exclusiva- 
mente a quienes se hubieran constituido legalmente 
como parte, como ocurre en la generalidad de los ca- 
sos, sino también a quienes se refieran o puedan depa- 
rar perjuicio de las mismas, encontrándose incluidas 
en estos casos, las víctimas de las infracciones penales 
cuando, no habiéndose constituido como parte en el 
proceso, se hubiera dictado en el mismo alguna reso- 
lución que les afecte, como la de haberles sido conce- 
dida una indemnización en concepto de 
responsabilidad civil. 

De esta recomendación se dio traslado al Consejo Ge- 
neral del Poder Judicial y a la Fiscalía General del 
Estado. 

Como ya quedó reflejado en nuestro anterior infor- 
me, por otra parte del Consejo se publicó nuestra reco- 
mendación en su Boletín de Información para que 
pudiera ser conocida por jueces y magistrados. 

En cuanto a la contestación de la Fiscalía General del 
Estado, por esta se informó inicialmente que se había 
remitido nuestra recomendación para estudio de la Se- 
cretaría General Técnica. 

Durante el curso del año 1991, la Fiscalía General ha 
informado al Defensor del Pueblo que nuestra recomen- 
dación ha sido íntegramente aceptada y ha dado lugar 
a la Instrucción número 8 dirigida a todas las Fisca- 
lías, abordando el problema expuesto en el sentido re- 
comendado por esta institución (8906267). 

b) La segunda de estas recomendaciones traía cau- 
sa de las quejas recibidas en que se encuentran los ciu- 
dadanos que han sido víctimas de delitos violentos y 
que no han podido obtener reparación alguna, bien por 
ser desconocido el autor, bien por la situación de in- 
solvencia del mismo, judicialmente declarada. 

Ante la falta de respuesta de nuestro sistema legal 
vigente al problema de la protección de los intereses 
de las víctimas de este tipo de delitos, por no estar le- 
galmente previstas fórmulas indemnizatorias por par- 
te del Estado, esta institución elaboró la 
correspondiente recomendación en la que se concluía 
señalando la conveniencia, de un lado, de que por par- 
te de los poderes públicos que intervienen en el ámbi- 
to de la persecución de los delitos se prestara una 
especial atención a la situación de las víctimas, elimi- 
nando los perjuicios agravatorios que el quehacer dia- 
rio burocratizado ocasiona a aquéllas y que se añaden 
al mal producido por el delito y, de otro, una reforma 
de la legislación vigente que previera, con carácter ge- 
neral y sustitutorio el pago de indemnizaciones para 
las víctimas de los delitos violentos, con cargo a los fon- 
dos públicos. 

De dicha recomendación se dio traslado al Consejo 
General del Poder Judicial, a la Fiscalía General del Es- 
tado y al Ministerio de Justicia. 

Como ya se dejó constancia en nuestro anterior in- 
forme, el Consejo General del Poder Judicial informó 
al Defensor del Pueblo que compartía el contenido ín- 

tegro de nuestra recomendación, que fue publicada en 
su Boletín de Información para general conocimiento 
de jueces y magistrados. 

Por parte del Ministerio de Justicia se informó in 
cialmente que se iban a comenzar los oportunos estu- 
dios prelegislativos en orden a hacer efectivo mediante 
la correspondiente norma con rango de ley, el conteni- 
do de nuestra recomendación. 

En el curso del año 1991 dicho ministerio ha infor- 
mado al defensor del Pueblo que se ha aceptado ínte- 
gramente nuestra recomendación, elaborándose por 
dicho departamento un anteproyecto de ley al respec- 
to, que ha sido remitido para informe al Consejo Gene- 
ral del Poder Judicial, informe éste que ha sido ya 
evacuado. 

Esta institución debe pues celebrar esta iniciativa, 
esperando que pronto pueda convertirse en proyecto de 
ley a debatir en el Parlamento y más tarde en ley, que 
venga a paliar tantas situaciones difíciles de personas 
afectadas que se han dirigido a esta institución a lo lar- 
go de estos años. 

Por parte de la Fiscalía General del Estado durante 
el curso del año 1991, se ha recibido también la infor- 
mación solicitada en la que la Fiscalía manifiesta que 
N comparte plenamente el razonamiento y las conclusio- 
nes que se reflejan en su estudio sobre el tema en cues- 
tión, pues de todos los profesionales del derecho es 
sabido que el cobro de las indemnizaciones por parte 
de la víctima como consecuencia del delito es, en mu- 
chos casos, imposible, y en otros tantos se produce con 
un retraso altamente preocupante, de manera que se- 
ría conveniente una reforma de la legislación vigente 
que prevea, en determinados supuestos, el pago de las 
indemnizaciones para las víctimas de los delitos violen- 
tos con cargo al presupuesto público. También sería ne- 
cesario -tal y como apunta V.E. en su informe- la 
ratificación por España del Convenio Europeo sobre in- 
demnización a las víctimas de infracciones violentas, 
de 24 de noviembre de 1983, quedando así en esta ma- 
teria equiparados a los criterios legislativos de los paí- 
ses de nuestro entorno cultural» (8906729). 

6. RELACION DE LAS ADMINISTRACIONES PUBLI- 
CAS CON LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA 

Aunque el título que encabeza el presente apartado 
parece reconducir exclusivamente al orden jurisdiccio- 
nal contencioso-administrativo, por ser éste el especí- 
ficamente encargado de controlar el ajuste a la 
legalidad de la actuación de casi todas las administra- 
ciones públicas, sin embargo, la relación de éstas con 
los tribunales de justicia se produce también en el res- 
to de los órdenes jurisdiccionales. 

Efectivamente, en la jurisdicción penal, además de 
los supuestos en los que aparece el Estado como res- 
ponsable civil subsidiario en relación con delitos co- 
metidos por personas sujetas a su dependencia, la 
intervención de concretas administraciones públicas es 
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también frecuente en los procesos seguidos por infrac- 
ciones penales cometidas a título de imprudencia con 
vehículos de motor. Es así frecuente que los órganos 
jurisdiccionales deban dirigirse al Consorcio de Com- 
pensación de Seguros para hacer efectivas las cantida- 
des cubiertas por el seguro obligatorio del automóvil, 
así como a la Comisión Liquidadora de Entidades Ase- 
guradoras para que en los planes de liquidación que es- 
ta comisión lleva a cabo puedan incluirse los créditos 
de los perjudicados por el delito contra la compañía 
aseguradora del condenado, intervenida por la co- 
misión. 

En cuanto a la jurisdicción laboral, aparte de la in- 
tervención que en concretps procedimientos tienen al- 
gunos organismos públicos como el Fondo de Garantía 
Salarial, esta jurisdicción controla tambikn una face- 
ta muy impcrtante de la administración de los moder- 
nos estados sociales, como es la de la seguridad social 
en sentido amplio. 

Así, pues, aunque los problema derivados de la rela- 
ción de las administraciones públicas con los tribuna- 
les de justicia se producen con mayor frecuencia en el 
orden jurisdiccional contencioso-administrativo, no por 
ello puede dejar de hacerse mención a los órdenes ju- 
risdiccionales citados. 

En cuanto a este último orden jurisdiccional, en la 
línea sostenida en nuestros anteriores informes, el De- 
fensor del Pueblo debe continuar insistiendo en la ur- 
gente necesidad de modificación de la ley reguladora 
de esta jurisdicción, para ajustarla a las exigencias de- 
rivadas no sólo de la Constitución, sino también de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial y de la Ley de Demar- 
cación y Planta Judicial, en cuanto prevén la creación 
de unos nuevos juzgados unipersonales de lo conten- 
cioso-administrativo. 

De cuanto ha sido expuesto en el capítulo anterior 
ha podido ya colegirse que es ésta la única forma de 
conseguir la definitiva normalización del funciona- 
miento de este orden jurisdiccional que, como se des- 
prende de las quejas recibidas, es, sin duda, el que 
actualmente plantea mayores deficiencias en su ac- 
tuación. 

En relación con dicho orden jurisdiccional, las que- 
jas que con más frecuencia se reciben son las relativas 
a las reticencias de las administraciones públicas en 
dar cumplimiento a lo judicialmente resuelto, sin olvi- 
dar, como ya hemos tenido ocasión de exponer en apar- 
tados anteriores, que estas reticencias se ven, en 
algunos casos, favorecidas por la pasividad de nuestros 
tribunales en el ejercicio de su potestad jurisdiccional 
en su manifestación de ejecución de lo resuelto. 

También son todavía numerosas las quejas relativas 
a la tardanza de las administraciones en remitir a las 
Salas de lo Contencioso-Administrativo los expedientes 
administrativos, imprescindibles para la formulación 
de las correspondientes demandas por los recurrentes 
ante este orden jurisdiccional. 
Y, por último, se exponen también dentro de este 

apartado, algunas quejas que ponían de manifiesto re- 

trasos de importancia en la emisión de pericias que de- 
bían ser emitidas por concretos órganos técnicos 
dependientes de la Dirección General de la Guardia Ci- 
vil, a requerimiento de los tribunales de justicia. 

6.1. La administración y la jurisdicción contencioso- 
administrativa 

a) Como acaba de exponerse, continúan siendo nu- 
merosas las quejas que ponen de manifiesto retrasos 
de importancia en la remisión por parte de la adminis- 
tración a las salas de lo contencioso-administrativo de 
los expedientes administrativos, en el curso de los pro- 
cesos que ante este orden jurisdiccional se tramitan. 

Pueden así destacarse algunas quejas que reflejaban 
que estos retrasos se producían con una relativa fre- 
cuencia en la actuación del Ministerio de Educación y 
Ciencia en relación con la Sala de lo Contencioso- 
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid. 

Iniciadas las correspondientes investigaciones ante 
dicho departamento ministerial, se informó que, efec- 
tivamente, se habían producido en los últimos meses 
retrasos de importancia en la remisión de los expedien- 
tes administrativos requeridos por la jurisdicción, sien- 
do la causa de esta situación el proceso de 
remodelación informática en que se encontraban (los 
servicios encargados de estas actuaciones, habiendo 
ello producido ciertas disfunciones y retrasos, que en 
un futuro próximo se esperaba fueran solucionados, 
con la total puesta en marcha de los sistemas de infor- 
matización que permitirían abreviar la gestión y remi- 
tir los expedientes con la rapidez deseable. 

Se informaba, por último, al Defensor del Pueblo que, 
como consecuencia de nuestra intervención y en tanto 
se procediera al pleno aprovechamiento de los nuevos 
medios inforrnáticos, se habían reforzado temporalmen- 
te los efectivos de este departamento, a fin de que no 
volvieran a producirse situaciones como las que dieron 
lugar a las quejas de las que esta institución le había 
dado traslado (9100337 y 9100336). 

b) Se exponen a continuación algunas investigacio- 
nes puntuales en orden al debido cumplimiento de las 
sentencias dictadas por los tribunales por parte de dis- 
tintas administraciones públicas condenadas. 

- El ciudadano compareciente exponía que la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Na- 
cional dictó sentencia en el año 1988, por la que, anu- 
lando los actos administrativos impugnados, se 
declaraba el derecho de los recurGntes a la azctuali- 
zación de sus pensiones según los criterios y coeficien- 
tes determinados en el propio fallo de la sentencia, con 
cinco años de retroactividad anteriores a la recla- 
mación. 

Según manifestaba el reclamante, la sentencia había 
sido objeto sólo de cumplimiento parcial, pues queda- 
ba pendiente un concreto período de tiempo sin haberse 
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efectuado la liquidación requerida por la sentencia con 
la retroactividad que en ella se declaraba. 

Manifestaba el interesado haberse dirigido a la Di- 
rección General de Personal, Sección de Régimen Eco- 
nómico de la Consejería de Educación y Ciencia de la 
Junta de Andalucía, donde había sido informado que 
el cumplimiento definitivo de la sentencia estaba pen- 
diente de algunas actuaciones que debía realizar la Di- 
rección Provincial de Educación y Ciencia de Málaga. 

Dado el contenido de estos hechos, se inició la corres- 
pondiente investigación ante esta última dirección pro- 
vincial quien, en el informe remitido, manifestaba no 
ser ella la competente, sino los Servicios Centrales de 
la Consejería de Educación y Ciencia de la Junta de An- 
dalucía. 

Recibido el preceptivo informe de la consejería, an- 
te la que se continuó la investigación, se informó a es- 
ta institución que la razón del retraso en el 
cumplimiento de la sentencia que afectaba al reclaman- 
te era la existencia de numerosas sentencias de idénti- 
co contenido que afectaban a un número importante de 
ciudadanos, sin perjuicio de que se dieran las instruc- 
ciones oportunas para agilizar los trámites del cumpli- 
miento de dichas sentencias. 

Durante el curso del año 1991 se ha informado a esta 
institución del definitivo cumplimiento de la sentencia 
que afectaba al reclamante y de las demás que conte- 
nían fallos similares (8914164). 
- La presente queja hacía referencia a una senten- 

cia dictada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
de la Audiencia Nacional en materia expropiatoria en 
la que se determinaban los nuevos criterios con que de- 
bía ser fijado el justiprecio de unas fincas expropiadas 
al reclamante, justiprecio que había de fijarse con arre- 
glo a los mismos en fase de ejecución de sentencia por 
la administración condenada. 

Se trataba de una sentencia dictada en el año 1982, 
cuyo cumplimiento fue ordenado por el Instituto de la 
Vivienda de Madrid, dependiente de la comunidad autó- 
noma, en el año 1983, sin que en el año 1991 hubiera 
sido efectivamente cumplida. 

Nuestra inicial intervención ante este instituto per- 
mitió comprobar la realidad de esta situación, infor- 
mándose que la comunidad autónoma había remitido 
el expediente relativo a la ejecución de esta sentencia 
al entonces Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo 
en el año 1989 para la correspondiente fiscalización del 
gasto en el año 1989, sin que se hubiera recibido con- 
testación de este Departamento. 

En consecuencia, nuestra investigación continuó ante 
este último departamento, el cual, en el informe remi- 
tido, tras reconocer la realidad de los antecedentes ex- 
puestos, dio las instrucciones oportunas para efectuar 
el correspondiente libramiento de pago a los reclaman- 
tes, que ha sido ya efectuado, dándose así, tras nuestra 
intervención, cumplimiento a la sentencia (9025803). 
- Ante esta institución comparecieron unos ciuda- 

danos que habían sido favorecidos por una sentencia 
dictada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 

Tribunal Supremo en el año 1988, por la que, anulán- 
dose los actos del Ministerio de Educación y Ciencia 
que eran objeto de impugnación, se reconocía el dere- 
cho de los recurrentes a obtener un título de médico 
especialista, sin que, a pesar del tiempo transcurrido, 
la administración hubiera dado cumplimiento a la sen- 
tencia. 

Dado que los reclamantes manifestaban haber acu- 
dido a la sala de instancia -Sala de lo Contencioso- 
Administrativo de la Audiencia Nacional ,  solicitando 
la adopción de las correspondientes medidas de ejecu- 
ción, la investigación se inició paralelamente ante la Fis- 
calía General del Estado y ante el Ministerio de 
Educación y Ciencia. 

De los diversos informes recibidos de la Fiscalía Ge- 
neral del Estado se desprendía una cierta pasividad de 
la sala en cuanto al control de la ejecución de lo resuelto 
debido al colapso en que se encuentra la misma, situa- 
ción ésta a la que ya hemos hecho referencia a lo largo 
del presente informe, en virtud de la cual se encontra- 
ban pendientes ante la sección concreta que había dic- 
tado la sentencia, en primera instancia, más de 4.000 
recursos en el año 1990 que alcanzaron la cifra de 6.000 
en el año 1991, e innumerables ejecuciones de sentencia. 

Sin perjuicio de continuar la investigación ante la Fis- 
calía General, de la que paralelamente se inició ante el 
Ministerio de Educación y Ciencia, se ha obtenido la 
correspondiente información de la que se desprende 
que se ha producido ya el nombramiento de los recla- 
mantes en la especialidad médica reconocida en la sen- 
tencia, por lo que se ha dado exacto cumplimiento a la 
misma (9010648 y 9010649). 
- En este caso manifestaba el reclamante haber ob- 

tenido en el año 1989 una sentencia favorable a sus in- 
tereses, dictada por la Sala de lo Contenciosoddminis- 
trativo de la entonces Audiencia Territorial de Cáceres, 
por la que se reconocía, frente a la Junta de Extrema- 
dura, su derecho a percibir unas deteminadas retribu- 
ciones complementarias, conforme al nivel declarado 
en dicha resolución judicial. 

Manifestaba el reclamante que a pesar del tiempo 
transcurrido dicha sentencia no había sido todavía 
cumplida. 

Nuestra intervención ante la Consejería de Presiden- 
cia y Trabajo de la Junta de Extremadura determinó 
el estricto cumplimiento de la sentencia durante el cur- 
so del año 1991 (9013293). 

6.2. La Administración y la jurisdicción penal 

Se exponen a continuación algunas investigaciones 
puntuales que ponían de manifiesto deficiencias en la 
colaboración de distintas administraciones públicas en 
este orden jurisdiccional. 
- Se trataba en este caso de una sentencia dictada 

en un proceso penal por la Audiencia Provincial de Bar- 
celona, en la que se había declarado por auto dictado 
en el año 1990, en fase de ejecución, que el Ministerio 
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del Interior debía ingresar en el juzgado una concreta 
cantidad en concepto de costas del procedimiento, sin 
que lo hubiera realizado transcurrido ya un año desde 
la fecha del auto. 

Nuestra intervención ante la Fiscalía General del Es- 
tado permitió comprobar la realidad de estos antece- 
dentes, por lo que se inició la correspondiente inves- 
tigación ante el ministerio del Interior, a consecuencia 
de la cual, dicho Ministerio efectuó inmediatamente el 
ingreso de la cantidad judicialmente requerida, dándo- 
se así satisfacción a la pretensión del reclamante ante 
esta institución (9108212). 
- Manifestaba el reclamante que planteó esta otra 

queja, haber obtenido una sentencia dictada en un pro- 
ceso penal por el Juzado de Instrucción de Posadas en 
la que se reconocía su derecho a percibir una concreta 
indemnización a cuyo pago había sido obligada la Je- 
fatura Provincial de Carreteras de Córdoba, en concepto 
de responsabilidad civil subsidiaria, sin que, tras los 
sucesivos informes recibidos de la Fiscalía General del 
Estado, a petición de esta institución, dicha responsa- 
bilidad subsidiaria hubiese sido efectivamente realiza- 
da por la administración condenada. 

Por ello, se continuó la investigación ante el Ministe- 
rio de Obras Públicas y Transportes, el cual, en el cur- 
so del año 1991, ha informado al Defensor del Pueblo 
que, efectivamente, no se había procedido a tramitar el 
correspondiente expediente de pago, cuya tramitación 
ha sido culminada tras nuestra intervención, ingresán- 
dose las cantidades correspondientes en favor del re- 
clamante en el juzgado antes citado (9023308). 
- Se exponen a continuación sendas quejas que po- 

nen de manifiesto las dificultades que en muchas oca- 
siones se producen durante la tramitación de ejecu- 
torias de procedimientos penales cuando entran en jue- 
go organismos públicos como el Consorcio de Compen- 
sación de Seguros y la Comisión Liquidadora de En- 
tidades Aseguradoras. 

Se trata en todos los casos de procesos penales se- 
guidos en virtud de infracciones penales cometidas a 
título de imprudencia con vehículos de motor, en los 
que la compañía aseguradora del condenado se encuen- 
tra en fase de liquidación general y sometida por tan- 
to, al control de la comisión liquidadora antes men- 
cionada, situación ésta que determina automáticamen- 
te, conforme a la ley, la llamada al proceso del Consor- 
cio de Compensación de Seguros, para que asuma las 
cantidades cubiertas por el seguro obligatorio del 
automóvil. 

En estos casos, las investigaciones ante la Fiscalía Ge- 
neral del Estado ponen de manifiesto retrasos de im- 
portancia en la actuación tanto del Consorcio de 
Compensación de Seguros como de la comisión a que 
venimos haciendo referencia, que impiden la plena rea- 
lización de la tutela judicial efectiva, por demorarse en 
exceso el pago de las cantidades indemnizatorias a que 
los perjudicados, reclamantes ante el Defensor del Pue- 
blo, tienen derecho. 

Algunos ejemplos pueden resultar de interés. 

- Se trataba en este caso de una sentencia dictada 
en el año 1987, por la Audiencia Provincial de Almería, 
en la que se reconocía al reclamante una concreta in- 
demnización. 

Declarada la insolvencia del condenado y del respon- 
sable civil subsidiario, la sala, en el año 1987, al encon- 
trarse en liquidación la compañía aseguradora por los 
seguros obligatorio y voluntario concertados por el con- 
denado en la sentencia, se dirigió a la Comisión Liqui- 
dadora de Entidades Aseguradoras para que los crédi- 
tos de los perjudicados fueran incluidos en el plan ge- 
neral de liquidación que se estuviera realizando sobre 
la compañía. 

De igual manera, en el año 1988, ante la situación de 
liquidación de la compañía, se requirió también al Con- 
sorcio de Compensación de Seguros para que abonara 
las indemnizaciones cubiertas por el seguro obligato- 
rio del automóvil. 

Ante las dilaciones de ambos organismos en dar cum- 
plimiento a los requerimientos judiciales, la sala acor- 
dó dirigirse al Banco de España, solicitando la venta 
en bolsa del número suficiente de títulos del depósito 
de valores necesario de obligaciones del Estado con car- 
go al consorcio, para que pudiera hacerse pago al per- 
judicado de las cantidades que a dicho organismo 
correspondía legalmente abonar. 

Dicha cantidad fue remitida por el Banco de España 
a la sala en el año 1990, dos años después desde el ini- 
cial requerimiento de pago al consorcio. 

En la última información remitida por la Fiscalía Ge- 
neral del Estado se ha informado a esta institución que 
la Comisión Liquidadora de Entidades Aseguradoras no 
se ha dirigido al órgano jurisdiccional hasta el año 1991, 
manifestando haber satisfecho ya a los perjudicados las 
cuantías que les habían correspondido en relación con 
los créditos dimanantes de la ejecutoria que tenían a 
su favor en contra de la compañía liquidada (902614). 
- Este otro supuesto hacía referencia a una senten- 

cia dictada por el Juzgado de Instrucción de Colmenar 
Viejo en el año 1986, en la que concurrían idénticos fac- 
tores que los expuestos en relación con la queja ante- 
rior, esto es, insolvencia de los responsables civiles 
directo y subsidiario, compañía aseguradora interve- 
nida por la Comisión Liquidadora de Entidades Asegu- 
radoras y obligación de pago del Consorcio de Compen- 
sación de Seguros en relación con las, cantidades 
cubiertas por el seguro obligatorio del automóvil. 

La última comunicación remitida por la Fiscalía Ge- 
neral del Estado al terminar el año al que el presente 
informe se contrae, ponía de manifiesto que a pesar del 
tiempo transcurrido y de los diversos requerimientos 
efectuados por el juzgado tanto a la Comisión Liquida- 
dora de Entidades Aseguradoras como al Consorcio de 
Compensación de Seguros, por éstos no se había aten- 
dido debidamente a los pedimentos de la jurisdicción. 

La investigación permanece, por tanto, abierta, ha- 
biendo transcurrido ya cinco años, sin que los perjudi- 
cados hayan todavía visto satisfecho su derecho 
fundamental a la tutela judicial efectiva por la falta de 
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colaboración con la jurisdicción de ambos órganos ad- 
ministrativos (8711778). 

6.3. La Administración y la jurisdicción laboral 

La mayoría de las quejas que en relación con esta 
cuestión se reciben hacen referencia a retrasos en el 
cumplimiento de sentencias en las que resultan conde- 
nadas administraciones públicas dentro del ámbito de 
la jurisdicción laboral. 

Se exponen a continuación algunas investigaciones: 

- El ciudadano que compareció ante el Defensor del 
Pueblo manifestaba que había obtenido sentencia en el 
año 1989, dictada por el Juzgado de lo Social número 
14 de Madrid, en la que se estimaba parcialmente la de- 
manda por él interpuesta y se condenaba al Ministerio 
de Defensa a la readmisión del actor a su puesto de tra- 
bajo o a que le indemnizara en la cantidad que se fija- 
ba, habiendo optado dicho departamento por esta 
última solución. 

Manifestaba el reclamante que, a pesar de los diver- 
sos requerimientos efectuados por la jurisdicción al Mi- 
nisterio de Defensa, éste, transcurridos dos años, no 
había dado aún cumplimiento a la sentencia. 

Iniciada la correspondiente investigación ante la ad- 
ministración condenada, se informó a esta institución 
de la realidad de estos antecedentes y así se alegaba por 
el ministerio «errores de administración)) como justi- 

. ficantes del retraso padecido en el cumplimiento de di- 
cha sentencia. 

Se informó, por último, a esta institución que se ha- 
bía efectuado ya la correspondiente transferencia ban- 
caria, abonando al reclamante la cantidad que le fue 
reconocida judicialmente (9029001). 
- En este otro supuesto, se trataba de una senten- 

cia dictada por la antigua Magistratura de Trabajo nú- 
mero 5 de Sevilla, que adquirió firmeza en el año 1988, 
por la que se condenaba al Instituto Nacional de la Sa- 
lud a abonar al reclamante determinadas cantidades 
en concepto de incrementos mensuales de retribu- 
ciones. 

Nuestra intervención, tanto ante la Fiscalía General 
del Estado como ante el instituto condenado ha deter- 
minado que en el curso del año 1991 dicho organismo 
haya dado definitivamente cumplimiento a dicha sen- 
tencia, abonando al reclamante las cantidades que en 
sentencia le fueron reconocidas (9028667). 

6.4. Emisión de informes periciales por parte de la 
administración para surtir efecto ante la juris- 
dicción 

En el informe correspondiente al año anterior se da- 
ba cuenta de las quejas recibidas que ponían de mani- 
fiesto los retrasos que se observaban en la emisión por 
parte del Departamento de Investigación y Criminalís- 

tica dependiente de la Dirección General de la Guar- 
dia Civil, de informes periciales solicitados por los 
órganos jurisdiccionales para surtir efecto en concre- 
tos procesos, fundamentalmente laborales o penales. 

Todas estas quejas fueron previamente investigadas 
ante la Fiscalía General del Estado, que informó a esta 
institución que la causa de los retrasos concretos apre- 
ciados en los procedimientos de que esta institución le 
dio traslado no era otra que la tardanza que, a su vez, 
se producía en la emisión por este departamento de las 
pericias judicialmente solicitadas. 

En el curso del año 1991 han continuado recibiéndo- 
se quejas que reflejaban idéntica situación. 

Como ya manifestamos en nuestro anterior informe, 
el Defensor del Pueblo se había dirigido a la Dirección 
General de la Guardia Civil, poniendo de manifiesto es- 
ta situación para que se informara al respecto. 

La dirección general mencionada manifestó en su in- 
forme que en el Departamento de Investigación y Cri- 
minalística de ella dependiente, no se podía actuar con 
la diligencia debida por carecer de infraestructura y 
plantilla suficientes, sin que se previera a corto plazo 
la posibilidad de paliar la deficiente situación actual, 
debido a la dificultad existente en la formación de téc- 
nicos especialistas y a la carencia de medios técnicos 
y personales suficientes. 

Por ello, el Defensor del Pueblo se dirigió de nuevo 
a dicho departamento solicitando información sobre las 
previsiones que a medio plazo existieran en orden a la 
dotación adecuada del centro de investigación crimi- 
nalística, con la finalidad de evitar casos como los des- 
critos en las quejas de las que esta institución le había 
dado traslado. 

En el curso del año 1991 se ha recibido la informa- 
ción solicitada, de la que se desprende que el servicio 
encargado de emitir los informes técnicos y periciales 
a requerimiento de la jurisdicción, tiene un gran volu- 
men de trabajo como consecuencia de que la mayoría 
de las peticiones de informes se encomiendan al mis- 
mo, a pesar de existir otros centros oficiales a los que 
pueden también dirigirse los tribunales de justicia. 

Se continuaba manifestando que esta situación ha- 
bía originado que los requerimientos tanto de informes 
como de comparecencias hubieran pasado de 975 y 74, 
respectivamente, en 1988, a 1.306 y 173, en 1990. 

Se concluía informando por el Ministerio del Interior 
que la Dirección General de la Guardia Civil, conscien- 
te de la necesidad de atender tales requerimientos de 
colaboración jurisdiccional, aumentó la plantilla de la 
Jefatura de Investigación y Criminalística en vein- 
tiuna pesonas entre 1987 y 1989 y en once personas más 
en 1990, teniendo previsto realizar nuevas gestiones en 
el futuro, aunque se trataba de una cuestión que no de- 
pendía exclusivamente de aquel departamento, por ser 
necesario contar con las dotaciones presupuestarias co- 
rrespondientes (8910134 y 8510115). 
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SECCION 11 

ADMINISTRACION DEL ESTADO 

1. JUSTICIA 

A lo largo del presente informe se han ido exponien- 
do con suficiente amplitud las quejas recibidas en re- 
lación con el funcionamiento del servicio público 
judicial que ponían de manifiesto carencias en cuanto 
a medios personales o materiales de los juzgados o tri- 
bunales o a una inadecuada organización o distribución 
de los mismos, siendo esta materia de la competencia 
del Ministerio de Justicia, con las excepciones a que 
también se ha ido haciendo mención, respecto de las 
competencias que en cuanto a medios materiales para 
el funcionamiento de la administración de justicia han 
sido objeto de transferencia a las Comunidades Autó- 
nomas del País Vasco y de Cataluña. 

También se ha hecho amplia referencia a aquellas in- 
vestigaciones llevadas a cabo ante el Ministerio de Jus- 
ticia, impulsando el ejercicio de la potestad 
disciplinaria que al mismo corresponde sobre el per- 
sonal auxiliar al servicio de la Administración de Jus- 
ticia, o sugiriendo la definitiva puesta en 
funcionamiento de los órganos jurisdiccionales previs- 
tos en la Ley de Demarcación y Planta Judicial. Sólo 
debe hacerse aquí, por tanto, una referencia genérical 
a estas cuestiones. 

Corresponde, pues, hacer referencia aquí a las que- 
jas y a las investigaciones realizadas que afectan al fun- 
cionamiento de los registros civiles, de los colegios de 
abogados y procuradores y de la administración peni- 
tenciaria. 

1.1. Funcionamiento de los registros civiles 

En línea con lo sostenido en anteriores informes, co- 
mo es sabido, nuestra legislación atribuye el ejercicio 
de la función registral civil, con carácter general, a los 
órganos jurisdiccionales, sin perjuicio de las especifi- 
cas competencias que en esta materia se encuentran 
también atribuidas al Registro Civil Central, a los Re- 
gistros Civiles Consulares y a la propia Dirección Ge- 
neral de los Registros y del Notariado. 

Así pues, las consideraciones que se han ido expo- 
niendo en relación con el funcionamiento del servicio 
público judicial son también predicables del ejercicio 
de la función pública de registro civil. 

Como en años anteriores, continúan recibiéndose 
quejas que ponen de manifiesto retrasos de importan- 
cia en la tramitación de expedientes registrales, extra- 
víos de dichos expedientes al ser remitidos a otros 
órganos registrales, así como disfunciones en la ade- 
cuada dotación de medios a algunos registros civiles. 

En este apartado se incluyen algunas quejas en rela- 
ción con estos extremos que se han considerado de in- 
terés para el conocimiento de las Cámaras. 

El contenido del presente apartado abarca también 
algunas quejas relativas a la tramitación de expedien- 
tes de nacionalidad o a la disconformidad de algunos 
ciudadanos con determinadas previsiones de la nueva 
regulación legal de este instituto jurídico que no han 
podido ser admitidas a trámite. 

Y, por último, se hace también referencia a algunas 
actuaciones enmarcadas dentro del estudio monográ- 
fico relativo a los internamientos psiquiátricos, que se 
encuentran directamente relacionadas con el registro 
civil por hacer referencia a la falta de documentación 
adecuada de los enfermos ingresados en los centros psi- 
quiátricos. 

A. La persona que compareció ante esta institución 
manifestaba que en el año 1989 le fue concedida la na- 
cionalidad española por residencia, habiendo realiza- 
do ya, según manifestaba, los trámites legalmente 
previstos para que esta concesión produzca efectos 
legales. 

Manifestaba la reclamante que en enero de 1990 pre- 
sentó ante el Registro Civil de Porriño, una instancia 
dirigida al encargado del Registro Civil Central, con la 
finalidad de obtener una certificación de nacimiento 
para la obtención del Documento Nacional de Identi- 
dad, sin que hubiera obtenido respuesta a su solicitud. 

Iniciada la correspondiente investigación ante la Di- 
rección General de los Registros y del Notariado se in- 
formó a esta institución que el motivo por el que no se 
había practicado la inscripción de nacimiento del re- 
clamante nacionalizado español, radicaba en la existen- 
cia de un error evidente en el acta de juramento 
realizada por éste en el Registro Civil de Porriño, sin 
que hasta la fecha por dicho registro, se hubiera remi- 
tido la oportuna aclaración al respecto a pesar de ha- 
ber sido solicitada por el Registro Civil Central en dos 
ocasiones durante el año 1990. 

Al concluir el año 1991 la Dirección General de los 
Registros y del Notariado ha informado de riuevo que, 
a pesar de haber reiterado al juez encargado del regis- 
tro civil mencionado la remisison, en trámite de urgen- 
cia, del informe aclaratorio solicitado, ésta no se ha 
recibido todavía. 

La investigación debe por tanto permanecer abierta 
(8804246). 
B. En este caso el ciudadano que compareció, ma- 

nifestaba en su escrito de queja que cuando fue a ins- 
cribir el nacimiento de su hija en el Registro Civil de 
Huelva, se le informó que la práctica de la inscripción 
sólo sería posible diecinueve días más tarde. 

Iniciada la correspondiente investigación se recibió 
un informe elaborado por el magistrado titular de es- 
ta oficina registral en el que se manifestaba que los an- 
tecedentes expuestos respondían rigurosamente a la 
realidad, arguyéndose como explicación que el Regis- 
tro Civil de Huelva se había visto desbordado en los ú1- 
timos años en su actividad, debido a que los principales 
centros hospitalarios se encontraban situados en la ca- 
pital, lo que determinaba que un noventa por ciento de 
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los nacimientos y una gran parte de las defunciones 
acaecidas tanto en la capital como en la provincia se 
inscribieran en dicho registro civil. 

A pesar de ello, se continuaba manifestando, el regis- 
tro civil se hallaba servido por el mismo número de fun- 
cionarios que hace diez años, circunstancia ésta a la que 
se añadía que no era llevado en exclusiva por el magis- 
trado titular, al tener también que asumir las compe- 
tencias propias del juzgado de primera instancia e 
instrucción al que el registro civil estaba adscrito. 

Se manifestaba también en este informe que la tar- 
danza que se produjo en las fechas a que la queja se 
refería se debió, también, a la ausencia de suficientes 
libros de nacimiento, a pesar de haberse solicitado su 
remisión con dos meses de antelación y de haber sido 
recordada esta solicitud tanto telegráfica como telefó- 
nicamente. 

Por ello, se optó por la medida excepcional de no ins- 
cribir a los nacidos en el acto, aplazando la práctica de 
estas inscripciones hasta diecinueve días más tarde, por 
siempre dentro del plazo legal. 

De todo ello se dio conocimiento inmediato al Minis- 
terio de Justicia por el titular de la oficina registral, 
siendo a continuación remitidos los libros solicitados 
a la vez que la plantilla era reforzada con dos nuevos 
oficiales. 

Se concluía manifestando en el informe remitido que 
la situación, sin llegar a ser satisfactoria, había mejo- 
rado bastante por diversos motivos entre los que des- 
tacaban, de un lado, un acuerdo de la junta de jueces 
de liberar de la mitad de los asuntos civiles al juzgado 
que asumía también las funciones registrales y, de otro, 
la entrada en vigor de la ley 4/91, desarrollada por Real 
Decreto 1063/91, normas éstas que habían permitido 
descargar de trabajo a aquellos registros civiles situa- 
dos cerca de los grandes centros hospitalarios, al per- 
mitir que los nacimientos pudieran inscribirse tanto en 
el registro civil del lugar de nacimiento como en el del 
lugar del domicilio de los padres, ampliándose también 
el plazo para la inscripción de diez a treinta días 
(9 100998). 

Han sido también frecuentes durante este año las 
quejas recibidas que ponían de manifiesto retrasos en 
la tramitación de los expedientes de obtención de la na- 
cionalidad española, siendo en algunos casos la causa 
de este retraso, la tardanza en la emisión por parte del 
Ministerio del Interior de los informes legalmente pre- 
vistos, situaciones éstas que se han visto corregidas tras 
la intervención puntual de esta institución (91 17450). 

Por otra parte, debemos también hacer referen- 
cia a algunas quejas que ponían de manifiesto la dis- 
conformidad de los reclamantes con la regulación que 
la ley 18/1990 de 17 de diciembre, de reforma del Códi- 
go Civil en materia de nacionalidad, efectúa del régi- 
men de adquisición de la nacionalidad española por 
parte del cónyuge que conviva con funcionario diplo- 
mático o consular español, acreditado en el extranjero. 

Se alegaba por los reclamantes el carácter, a su jui- 
cio discriminatorio de dicho régimen específico por 

C. 

D. 

cuanto su aplicación se ciñe exclusivamente al cónyu- 
ge que conviva «con funcionario diplomático o consu- 
lar español acreditado en el extranjero», sin que, por 
tanto, pueda extenderse al resto del personal no diplo- 
mático o consular que presta servicios a la Administra- 
ción española en el exterior. 

La pretensión de los reclamantes de que se sugiera 
una reforma legal que acogiera sus intereses fue resuel- 
ta negativamente por esta institución, en base a las con- 
sideraciones que a continuación se exponen: 

La ley mencionada, al regular en su artículo 22 la ad- 
quisición de la nacionalidad española por residencia, 
junto al régimen general, que requiere la residencia en 
España durante diez años, establece algunos regímenes 
específicos en los que basta la residencia durante cin- 
co, dos o LI año para que se produzca uno de los he- 
chos determinantes de la adquisición de la nacionalidad 
por esta vía. 

Entre estos regímenes específicos se encuentra el su- 
puesto del que llevase un año casado con español o es- 
pañola y no estuviera separado legalmente o de hecho, 
caso éste en el que basta un año de residencia legal en 
nuestro país. 

A su vez, dentro de este supuesto, la ley introduce una 
variante relativa al cónyuge extranjero que conviva con 
funcionario diplomático o consular español acredita- 
do en el extranjero. Para estos casos la ley establece una 
presunción de residencia legal en España a favor de di- 
cho cónyuge extranjero. 

Centrando el objeto de la pretensión de los reclaman- 
tes en ella no se cuestionaba y, por tanto, no se consi- 
deraba discriminatoria, la existencia misma de la 
presunción legal de residencia a que acabamos de ha- 
cer mención, como régimen distinto al aplicable el resto 
de los ciudadanos extranjeros que contraigan matrimo- 
nio con español o española. 

La discriminación alegada se produciría, a juicio de 
los comparecientes, en relación con el régimen aplica- 
ble a los cónyuges del resto del personal no diplomáti- 
co o consular que se encuentra el servicio de la 
Administración española en el exterior, respecto de los 
que no rige la presunción legal de residencia antes alu- 
dida, por lo que deben residir efectivamente durante 
un año en España para poder acceder a la nacionali- 
dad española. 

La posible discriminación alegada debe ser analiza- 
da a la luz de la Constitución y de la jurisprudencia sen- 
tada por el Tribunal Constitucional, en relación con su 
artículo 14 que consagra el principio de igualdad. 

Según reiterada jurisprudencia constitucional, para 
que pueda apreciarse la existencia de discriminación, 
y consecuentemente, de vulneración del principio cons- 
titucional de igualdad, es imprescindible que exista, co- 
mo primer y esencial requisito, lo que se ha dado en 
llamar «validez del término de comparación», esto es, 
que las situaciones contempladas sean sustancialmente 
iguales. 

En el presente caso, y como se argumenta a continua- 
ción, nos encontramos, sin embargo, ante situaciones 
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distintas que han provocado, consecuentemente, un tra- 
tamiento distinto por parte del legislador. 

Efectivamente, tanto en el Convenio de Viena sobre 
Relaciones Diplomáticas, de 18 de abril de 1961, como 
en el Convenio de Viena sobre Relaciones Consulares, 
de 24 de abril de 1963, ratificados por España, se efec- 
túa una inicial distinción entre «miembros del perso- 
nal diplomático» o «agentes diplomáticos », que poseen 
la calidad de diplomático, y el resto del personal de la 
Misión Diplomática que no tengan esta calidad, tales 
como el personal administrativo y técnico y el perso- 
nal de servicio de la Misión. Asimismo y respecto de 
las oficinas o secciones consulares, el último convenio 
citado distingue igualmente entre «funcionarios con- 
sulares », que ejercen funciones consulares, y «emplea- 
dos consulares», qiie ejercen funciones administrativas 
o técnicas, o «miembros del personal de servicio». 

Así pues, los funcionarios diplomáticos y consulares 
españoles acreditados en países extranjeros ostentan, 
según los convenios internacionales en la materia, una 
calidad distinta del resto del personal, administrativo 
o laboral, que presta sus servicios en las misiones di- 
plomáticas o secciones consulares, ejerciendo también 
funciones distintas de representación y protección de 
los intereses del Estado acreditante y estando someti- 
dos a un régimen jurídico distinto en el ejercicio de sus 
funciones, cuestiones éstas debidamente pormenoriza- 
das en dichos convenios. 

Esta diferencia de calidad, función y régimen jurídi- 
co aplicable a los funcionarios diplomáticos y consu- 
lares es, lógicamente, mayor si se pone en relación con 
el personal que presta sus servicios en el resto de las 
instituciones o servicios de la Administración españo- 
la en el exterior que no ostentan carácter diplomático 
o consular, a los que no son de aplicación las disposi- 
ciones contenidas en los dos convenios de Viena antes 
mencionados. 

Por otra parte, no puede tampoco olvidarse que el 
cuerpo del que, fundamentalmente, se nutren los fun- 
cionarios diplomáticos y consulares españoles acredi- 
tados en el extranjero es el de funcionarios de la 

, Carrera Diplomática, en cuyo estatuto funcionaria1 se 
encuentra previsto, con carácter obligatorio, la necesi- 
dad de que en determinados períodos de tiempo sean 
destinados en el extranjero. 

Así pues, la inexistencia, a juicio de esta institución, 
de esa «validez del término de comparación» requeri- 
da por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, 
permite, por tanto, justificar esa especificidad en el tra- 
tamiento que efectúa la nueva ley reguladora de la na- 
cionalidad. 

En virtud de lo expuesto y, como antes se decía, esta 
institución resolvió que no procedía la admisión a trá- 
mite de tales quejas. 

Para concluir este apartado, debemos dar cuen- 
ta a continuación de algunas cuestiones directamente 
relacionadas con el funcionamiento de los órganos del 
registro civil y a las que se hace extensa referencia en 
el estudio monográfico que sobre la situación de los in- 

E. 

ternamientos psiquiátricos ha realizado el Defensor del 
Pueblo durante el curso del año al que el presente in- 
forme se contrae. 

Y así, durante las visitas realizadas a los centros psi- 
quiátricos ha podido constatarse que en muchos casos, 
los enfermos mentales en ellos ingresados carecen de 
documentación identificadora alguna. 

Así, es relativamente frecuente que ni tan siquiera 
conste su nacimiento en el registro civil, inscripción és- 
ta que resulta imprescindible tanto para la obtención 
del Documento Nacional de Identidad como, en su ca- 
so, para solicitar las correspondientes pensiones del Es- 
tado a que pudieran tener derecho. 

Esta inscripción de nacimiento es, pues, el dato iden- 
tificador básico de todo ciudadano y su carencia, en es- 
tos casos, supone una importante causa de marginación 
o de falta de integración social de estos enfermos. 

Téngase en cuenta, además, que en la mayoría de los 
casos en que el enfermo carece de inscripción de naci- 
miento, no tiene tampoco familiares que puedan apor- 
tar datos para su identificación y que puedan instar la 
inscripción mencionada. 

Por ello, la intervención activa del Ministerio Fiscal 
al respecto resulta imprescindible. Además de las fun- 
ciones de protección de los incapaces que su Estatuto 
Orgánico le asigna, el artículo 24 de la Ley de Registro 
Civil expresamente atribuye al Ministerio Fiscal la obli- 
gación de proponer, sin demora, la inscripción de los 
hechos que no se encuentran inscritos. 

Sería por tanto conveniente que, con carácter gene- 
ral, el Ministerio Fiscal, en colaboración con los servi- 
cios de asistencia social de los centros psiquiátricos, 
iniciara la correspondiente revisión de estas situacio- 
nes y promoviera los expedientes de inscripción de na- 
cimiento fuera de plazo de los enfermos mentales que 
no estuvieran inscritos. 

La dificultad de obtener, en muchos de estos casos, 
datos fehacientes suficientes para acreditar la identi- 
dad de estos enfermos, no puede suponer un obstácu- 
lo para la promoción por el Ministerio Fiscal de los 
expedientes aludidos. 

Efectivamente, la Circular de la Dirección General de 
los Registros y del Notariado el 20 de octubre de 1980 
se refiere precisamente a la necesidad de integrar en 
la sociedad a los sectores marginados -entre los que 
sin duda todavía, lamentablemente, los enfermos men- 
tales se encuentran-, facilitando para ello la inscrip- 
ción de estas personas, indicando las normas que deben 
aplicarse e, incluso, ofreciendo soluciones eri relación 
con el lugar y la fecha de nacimiento, aunque no exis- 
tan personas a quienes consten estos datos, así como 
sobre el uso de los apellidos que viniera usando el no 
inscrito. 

Por otra parte, en relación con esta cuestión, se ha 
dictado una importante resolución de la Dirección Ge- 
neral de los Registros y del Notariado de 17 de mayo 
de 1991, en virtud de la cual se facilita la inscripción 
de nacimiento fuera de plazo de un enfermo mental res- 
pecto del que no existía dato identificador alguno. 
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Desde otro punto de vista, la inscripción de nacimien- 
to, como es sabido, es el requisito básico para la obten- 
ción del Documento Nacional de Identidad. 

De las visitas realizadas a los centros, ha podido cons- 
tatarse que tampoco esta cuestión se encuentra razo- 
nablemente resuelta y así, se da el caso de enfermos 
mentales internados en los centros psiquiátricos, que 
carecen de Documento Nacional de Identidad. 

La normativa existente en relación con el menciona- 
do documento prevé que un equipo móvil se desplace 
al lugar donde se encuentran las personas impedidas 
para hacerlo, señalándose también la duración ilimi- 
tada del documento en estos casos. 

Ello no obstante, no parece que en la práctica, salvo 
excepciones, se estén efectivamente llevando a la prác- 
tica estas previsiones tendentes a facilitar la obtención 
del Documento Nacional de Identidad en los estableci- 
mientos psiquiátricos. 

1.2. Letrados y procuradores 

Al igual que en años anteriores han sido también fre- 
cuentes las investigaciones realizadas por el Defensor 
del Pueblo ante los colegios de abogados y procurado- 
res en relación con las funciones públicas que por es- 
tos órganos se ejercen, así como las relativas a la 
incidencia que el comportamiento de estos profesiona- 
les produce en la adecuada prestación del servicio pú- 
blico judicial. 

Así, han sido diversas las quejas recibidas que ponían 
de manifiesto que la causa fundamental del retraso pa- 
decido en concretos procedimientos era la actitud di- 
latoria de los letrados o procuradores intervenientes. 

También han sido frecuentes las quejas relativas a la 
falta de respuesta de los colegios de abogados y procu- 
radores a las reclamaciones ante ellos presentadas por 
los ciudadanos o al carácter excesivamente escueto de 
las comunicaciones colegiales remitidas a los inte- 
resados. 

En todos estos casos, nuestra intervención ha deter- 
minado bien que se diera respuesta expresa a los ciu- 
dadanos, bien que se ampliara a éstos la escueta 
información que inicialmente les había sido remitida 
por estos colegios. 

En otros supuestos, las quejas ponían de manifiesto 
actuaciones presuntamente irregulares de letrados O 
procuradores que, o bien no habían sido suficientemen- 
te investigadas, a juicio de esta institución, o bien ha- 
bían concluido con resoluciones respecto de las que el 
Defensor del Pueblo debía manifestar su discrepancia. 

Examinamos a continuación algunas actuaciones sig- 
nificativas en relación con las cuestiones que acaban 
de exponerse, haciendo en primer término referencia 
a aquellas investigaciones de las que se ha dado cuen- 
ta en nuestro anterior informe y que han sido conclui- 
das durante el año a que el presente informe se contrae. 

A. De esta investigación se dio parcialmente cuen- 
ta en el informe correspondiente al año anterior y ha- 

cía referencia a un letrado que fue designado de oficio 
por el Colegio de Abogados de Madrid para asistir a un 
ciudadano en un procedimiento civil, letrado que ha- 
bía reclamado de su defendido y obtenido de éste una 
percepción económica en concepto de indemnización, 
percepción que, a juicio de esta institución, no se ajus- 
taba a la configuración normativa del turno de oficio 
ni a las exigencias derivadas de nuestro texto constitu- 
cional en relación con esta materia. 
Y así, se dio traslado al Colegio de Abogados de Ma- 

drid del criterio que acaba de ser expuesto, debidamen- 
te fundamentado, habiéndose recibido la 
correspondiente respuesta en el curso del año 1991. 

Efectivamente, durante este año, el Decano del Cole- 
gio de Abogados de Madrid se ha dirigido a esta insti- 
tución, manifestando que, aceptando la recomendación 
que le fue formulada, se había estudiado nuevamente 
el expediente informativo abierto en su día por la ac- 
tuación del letrado al que la queja de esta institución 
se refería, habiéndose adoptado el correspondiente 
acuerdo, por el que se daba de baja al letrado por in- 
cumplimiento de las normas reguladoras del turno de 
oficio, se le requería para que reintegrara al reclaman- 
te la cantidad indebidamente percibida, requiriéndo- 
sele igualmente para que procediera a la devolución de 
los emolumentos que en su día había percibido con car- 
go a la partida correspondiente por la designación de 
oficio a que la presente queja se refería. 

A la vista de lo expuesto, esta institución ha dado por 
concluida la intervención en el presente caso (9000246). 
B. Esta queja fue también parcialmente expuesta en 

el informe correspondiente al año anterior y su inves- 
tigación se inicib en principio ante la Fiscalía General 
del Estado al referirse a un presunto retraso en la tra- 
mitación de un recurso contencioso-aministrativo pen- 
diente ante la Audiencia Nacional. 

De esta inicial investigación pudo comprobarse que 
el retraso de la tramitación de este recurso no era de- 
bido al funcionamiento del órgano jurisdiccional, sino 
a la actuación del procurador que le había sido desig- 
nado de oficio al reclamante en septiembre de 1987, 
puesto que desde que le fue notificada la providencia 
informándole del trámite para la formalización de la 
demanda tras la recepción del expediente administra- 
tivo, ésta no había sido presentada. 

Puesta esta situación de manifiesto por la propia sa- 
la al Colegio de Procuradores de Madrid, compareció 
ante el tribunal el mencionado procurador, presenta- 
do un escrito en el que alegaba haber padecido «un 
error en la interpretación del texto de la providencia» 
por lo que no había acudido a recoger el expediente en 
la sala para su entrega al letrado, siendo la demanda 
efectivamente planteada en noviembre de 1989. 

La gravedad de estos antecedentes determinó que el 
Defensor del Pueblo se dirigiera al Colegio de Procu- 
radores de Madrid por si el comportamiento de este 
procurador de oficio fuera merecedor de alguna san- 
ción disciplinaria. 

Ya en el informe correspondiente al año anterior, se 
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daba pormenorizada cuenta de la escueta comunica- 
ción recibida del colegio, en la que se enjuiciaba como 
correcto el comportamiento del procurador, habiendo 
ello determinado que el Defensor del Pueblo se dirigiera 
de nuevo a este órgano colegial, exponiendo con ampli- 
tud los razonamientos por los que se entendía que la 
conducta del procurador mencionado no podía consi- 
derarse adecuada a la debida diligencia profesional. 

En el curso del año 1991 el colegio ha informado a 
esta institución que el asunto al que la presente queja 
se refiere sería tratado en una próxima reunión de la 
Junta de Gobierno de dicho colegio, por lo que estamos 
todavía a la espera de recibir la oportuna información, 
solicitada a finales del año 1991 (8506918). 

C. La investigación de la presente queja tuvo su ori- 
gen en la existencia de un presunto retraso en un pro- 
ceso penal tramilado desde el año 1987 ante el Juzgado 
de Instrucción número 25 de Madrid. 

La inicial investigación ante la Fiscalía General del 
Estado permitió comprobar que la causa fundamental 
del retraso en la tramitación de este proceso, había si- 
do la tardanza con que las representaciones procesa- 
les del acusado y del responsable civil subsidiario 
habían remitido los correspondientes escritos de cali- 
ficación, cuya demora había ascendido a un año por lo 
que el juzgado debió requerirles para la inmediata de- 
volución de la causa con la finalidad de que el proceso 
siguiera su curso normalizado (9103305). I 

D. El ciudadano que compareció ante esta institu- 
ción manifestaba que en el mes de mayo de 1991 se di- 
rigió al Colegio de Abogados de Málaga, mediante 
escrito en el que, entre otras cuestiones, solicitaba su 
mediación a fin de que un letrado perteneciente a di- 
cho colegio le hiciera entrega del poder notarial otor- 
gado por el interesado para que dicho letrado defen- 
diera sus intereses en dos procedimientos penales. 

Según manifestaba el interesado, por el colegio se dio 
en seguida traslado de su escrito al citado letrado, sin 
que hubiera vuelto a tener conocimiento de las poste- 
riores actuaciones practicadas con motivo de su queja. 

Recibida la información solicitada del colegio men- 
cionado, se ha informado a esa institución que la Jun- 
ta de Gobierno adoptó el acueredo de incoar proce- 
dimiento de información previa contra el mencionado 
letrado, que concluyó con el acuerdo de incoación de 
expediente disciplinario contra el mismo el cual, a fi- 
nales del año 1991, se encontraba en período de trami- 
tación. La investigación permanece, pues, abierta 
(91 12057). 

En este caso el ciudadano que compareció ante 
el Defensor del Pueblo manifestaba que el Colegio de 
Abogados de Alicante le había designado un letrado de 
oficio para accionar ante la jurisdicción civil. 

Manifestaba el reclamante que su desacuerdo con la 
actuación de dicho letrado, con carácter previo a la ini- 
ciación del procedimiento judicial, motivó que se diri- 
giera al colegio exponiendo tal situación y solicitando 
su mediación, a fin de obtener la devolución de los do- 
cumentos que había entregado a este profesional para 

E. 

la presentación de la demanda. Concluía manifestan- 
do el interesado que a pesar del tiempo transcurrido, 
no había obtenido respuesta alguna del colegio ni, en 
consecuencia, la devolución de los documentos men- 
cionados. 

Iniciada la correspondiente investigación ante el men- 
cionado colegio, éste ha informado que, efectivamente, 
se produjeron las desavenencias aludidas por el recla- 
mante con el letrado que le había sido designado. 

Realizada la oportuna mediación por el colegio, no 
se pudo obtener del letrado la documentación que el 
reclamante manifestó haberle entregado. 

Por ello, se concluía en el informe recibido, al no ajus- 
tarse la conducta de dicho letrado a las normas éticas 
del ejercicio profesional en el turno de oficio, fue dado 
de baja en dicho turno mediante acuerdo de la Junta 
de Gobierno (9117588). 

E En esta queja exponía el reclamante que su cón- 
yuge había presentado en un juzgado de Barcelona de- 
manda de separación matrimonial, sin que tuviera 
noticias de la terminación del proceso a pesar del tiem- 
po transcurrido. 

Iniciada ante la Fiscalía General del Estado la opor- 
tuna investigación, se recibió el correspondiente infor- 
me, del que se desprendía que en el citado 
procedimiento se había dictado ya sentencia en la que 
se había declarado la rebeldía del demandado, recla- 
mante ante esta institución, debido a que, a pesar de 
haberle sido designado letrado de oficio, éste no había 
comparecido al trámite de contestación de la demanda. 

La gravedad de los hechos que se desprendían del in- 
forme recibido de la Fiscalía General del Estado deter- 
minó que esta institución se dirigiera directamente al 
Colegio de Abogados de Barcelona, dándole traslado de 
los mismos en el mes de julio de 1990. 

A pesar de haberse reiterado en diversas ocasiones 
la remisión de la información solicitada del colegio, ésta 
no se ha recibido hasta un año después, en 1991, y en 
ella se acredita la realidad de los hechos expuestos y 
así, la letrada designada al reclamante presentó el es- 
crito de contestación a la demanda fuera de plazo, por 
lo que fue devuelto por el juzgado, declarándose la re- 
beldía de su defendido que no pudo, por tanto, ser oído 
en su proceso de separación. 

Además, la sentencia fue notificada cuando dicha le- 
trada estaba de baja por pxscripción facultativa, lo que 
determinó un retraso sustancial en la comunicación de 
la misma a su defendido, sentencia ésta que no fue re- 
currida por lo que devino firme. 

Se concluía manifestando en el informe recibido que 
a la vista de estos hechos se había incoado expediente 
disciplinario a la letrada que se encontraba pendiente 
de la remisión por el juzgado de los testimonios que le 
habían sido solicitados por el colegio. 

Nuestra investigación permanece, por tanto, todavía 
abierta (8903735). 

G. El motivo inicial de esta queja obedecía a la fal- 
ta de contestación por el Colegio de Abogados de Ovie- 
do a los escritos que le había dirigido el reclamante 
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denunciando el excesivo montante de la minuta deven- 
gada por un letrado que le había defendido en un pro- 
cedimiento laboral. 

Iniciada la oportuna investigación ante dicho colegio, 
se recibió una primera contestación informando de la 
apertura de un expediente para el esclarecimiento de 
estos hechos. 

PoSteriormente se recibió nuevo informe del colegio, 
en el que se participaba que ya se había comunicado 
al interesado el criterio colegial en relación con la mi- 
nuta de honorarios que el letrado había presentado al 
reclamante, por lo que se dio por concluida la investi- 
gación en relación con este aspecto concreto de la queja. 

Sin embargo, dado que del informe remitido a esta 
institución se desprendía también que, debido a la tar- 
danza del letrado en contestar al colegio en relación con 
la cuestión expuesta relativa a sus honorarios profesio- 
nales, por dicho colegio se había incoado el correspon- 
diente expediente disciplinario, esta institución se 
dirigió nuevamente al mismo, solicitando ser informa- 
da del desarrollo del mencionado expediente. 

Y, así, se recibió una última comunicación colegial 
en la que se informaba que este expediente disciplina- 
rio había concluido apreciándose la prescripción de la 
presunta falta cometida por el letrado al no colaborar 
diligentemente con el colegio, ya que no se había prac- 
ticado actuación colegial alguna en este expediente en 
un plazo superior a seis meses. 

A la vista de estas manifesaciones, esta institución 
dio traslado al colegio mencionado de su preocupación 
porque la pasividad en la actuación colegial hubiera de- 
terminado la prescripción de la posible conducta san- 
cionable disciplinariamente realizada por el letrado 
pues esta situación iba en detrimento de la claridad y 
transparencia que debe presidir el ejercicio de la esen- 
cial misión que constitucionalmente tiene atribuida la 
abogacía y también en menoscabo de la función públi- 
ca que los colegios de abogados tienen encomendada 
de velar por la pureza deontológica en la actuación de 
sus miembros. 

Por ello, se ha solicitado del Colegio de Abogados de 
Oviedo nueva información sobre las razones que han 
determinado que no se practicara diligencia alguna en 
el expediente disciplinario a que venimos haciendo 
mención y que ha originado la prescripción de la posi- 
ble falta que dio origen a su incoación. 

Dado el tiempo transcurrido desde este último escri- 
to, se ha debido recordar al colegio de abogados la in- 
formación solicitada (8809828). 

H. En este caso el ciudadano que compareció ante 
esta institución manifestaba que en el año 1990 presen- 
tó denuncia contra un letrado perteneciente al Colegio 
de Abogados de Vizcaya por su actuación, a su juicio 
negligente, en un procedimiento laboral sobre despido 
en el que ejercitó la defensa del reclamante, iniciándo- 
se por tal motivo un expediente informativo ante este 
colegio. 

Según manifestaba el compareciente, la sentencia re- 
solutoria del precitado proceso laboral fue estimatoria 

de la demanda presentada, entre otros, por el re- 
clamante. 

N o  obstante lo anterior, y siempre según se despren- 
día de las manifestaciones contenidas en el escrito de 
queja, la ejecución de dicha sentencia fue solicitada por 
el letrado una vez transcurridos los plazos establecidos 
por la ley procesal laboral, por lo que el juzgado tuvo 
que apreciar la prescripción de los derechos que la sen- 
tencia había reconocido al interesado. 

Continuaba manifestando éste que el colegio de abo- 
gados mencionado, en resolución adoptada en octubre 
de 1990, acordó el archivo del expediente informativo 
incoado con motivo de su denuncia, por considerar que 
en la tramitación del procedimiento se siguieron por 
parte del letrado los pasos procesales correctos. 

El reclamante manifestaba su disconformidad con di- 
cha resolución y remitía una extensa documentación 
relacionada con el proceso laboral en el que se produ- 
jo la presunta disfunción por él apreciada, que fue ob- 
jeto de un detenido análisis por parte de esta 
institución. 

De este análisis se dio cuenta de forma pormenori- 
zada al colegio de abogados mencionado, por cuanto 
parecía desprenderse que, efectivamente, la ejecución 
de la sentencia que afectaba al reclamante fue solicita- 
da por el letrado en dos ocasiones, pero siempre fuera 
de plazo. 

En consecuencia, se solicitó del colegio información 
sobre las actuaciones que se habían llevado a cabo en 
el expediente colegial informativo y que habían deter- 
minado un acuerdo por el que, a pesar de lo expuesto, 
se estimaba correcta la actuación del letrado. 

Recientemente se ha recibido una inicial contestación 
por la que el Colegio de Abogados de Vizcaya informa 
a esta institución que, a la vista de las consideraciones 
contenidas en nuestro escrito de queja, se está proce- 
diendo a la revisión del expediente informativo men- 
cionado, a cuyo efecto se están examinando los autos 
del proceso laboral en el que intervino el letrado 
afectado. 

La investigación permanece, pues, todavía abierta 
( 9  107000). 

1.3. Administración penitenciaria 

1.3.1. Consideraciones generales 

A lo largo de 1991, la evolución de la situación peni- 
tenciaria española ha continuado siendo objeto de la 
actividad cotidiana del Defensor del Pueblo. 

Durante el año 1 9 9 1  se han visitado treinta y tres 
cárceles: 

- Algeciras. 
- Badajoz. 
- Bonxe (Lugo). 
- Cáceres-1. 

- 134- 



CORTES GENERALES 25 DE ABRIL DE 1992.-SERIE A. N Ú M .  37 

- Cáceres-11. 
- Castellón. 
- Central de Observación. 
- Gijón. 
- Herrera de la Mancha. 
- Hospital Penitenciario. 
- Jerez de la Frontera. 
- Ibiza. 
- La Coruña. 
- León. 
- Liria. 
- Madrid-1. 
- Madrid-11. 
- Madrid-Mujeres. 
- Monterroso (Lugo). 
- Orense. 
- Oviedo. 
- Palencia. 
- Palma de Mallorca. 
-- Puerto de Santa María-1. 
- Puerto de Santa María-11. 
- Salamanca. 
- Santander. 
- Segovia. 
- Soria. 
- Valencia-1. 
- Valencia-11 (Picassent). 
- Vigo. 
- Zamora. 

Cuanto se expone a continuación como valoración de 
conjunto sobre la situación de las cárceles españolas 
ha de entenderse necesariamente en razón a los datos 
recogidos en las visitas realizadas a los centros que ata- 
ban de mencionarse y de las quejas recibidas. A este 
respecto podríamos sintetizar que tal valoración con- 
tinúa presidida por el problema de la masificación que 
todavía presiste enialgunas de nuestras prisiones y que 
condiciona decisivamente todos los demás factores que 
intervienen en un adecuado tratamiento penitenciario. 

Este factor de masificación unido a la anticuada es- 
tructura de un número todavía importante de los cen- 
tros penitenciarios distorsiona en gran medida de 
forma determinante todos los demás aspectos de la vi- 
da penitenciaria: dificulta la adecuada clasificación de 
los internos, con directa repercusión en el tratamien- 
to; supone un factor entorpecedor de la adecuada pro- 
gramación de actividades laborales, educativas, 
culturales y deportivas, etc. 

Por otra parte, el aumento de la población reclusa re- 
clama, a su vez, un aumento de las plantillas funciona- 
riales, así como la mejora cualitativa de su formación. 

Las circunstancias que acaban de referirse determi- 
nan que al panorama penitenciario de nuestro país le 
resta aún realizar un notorio avance para alcanzar la 
plena realización de los postulados constitucionales re- 
socializadores, sin que pueda ignorarse que desde la en- 
trada en vigor de la Constitución se han dado pasos de 
importancia en el acercamiento a sus previsiones. 

Baste pensar en la actitud de la administración pe- 
nitenciaria en su conjunto para conseguir la erradica- 
ción de los malos tratos de nuestras prisiones, aunque 
todavía haya que lamentar la existencia puntual de des- 
viaciones que deben siempre ser corregidas y sancio- 
nadas; en los nuevos centros penitenciarios construidos 
en los últimos años o en fase de construcción, vencíen- 
do en muchas ocasiones la resistencia de los munici- 
pios afectados: en el crecimiento de las plantillas 
funcionariales; o, en fin, en el avance producido en la 
sanidad penitenciaria, en la que se partía de cero. 

Pero aún resta mucho por hacer en un esfuerzo pre- 
supuestario y organizativo que debe ser todavía persis- 
tentemente sostenido. 

La realidad penitenciaria, en la que se encuentran in- 
mersos ciudadanos privados de libertad, sometidos a 
una relación de especial sujeción con la Administración, 
reclama de esta institución una persistente actividad 
no sólo mediante constantes visitas a nuestras cárce- 
les, sino también mediante la investigación de las que- 
jas que a esta institución dirigen los internos o sus 
familiares y los funcionarios y que constituyen el 4% 
del total de las quejas recibidas en el año al que el pre- 
sente informe se contrae, cifra relevante si se pone en 
relación con el número de ciudadanos inmersos en el 
mundo penitenciario. 

También han sido frecuentes las investigaciones ini- 
ciadas de oficio en el año 1991 a algunas de las cuales 
ya se ha hecho referencia en el capítulo anterior. 

Desde este punto de vista, debe también reflejarse en 
estas líneas introductorias algunos sucesos, graves y la- 
mentables, que han ocurrido durante este año en nues- 
tras cárceles. Nos referimos a los atentados terroristas 
contra funcionarios y sus familias, así como a distin- 
tos otros incidentes que han venido a alterar la vida pe- 
nitenciaria en diversos centros. 

Estas líneas introductorias no pueden, por último, 
concluir sin hacer referencia a la colaboración presta- 
da por la administración penitenciaria, tanto de sus Ór- 
ganos rectores como de los funcionarios, en el curso 
de las visitas realizadas a los centros. 

1.3.2. Estructura y población penitenciaria 

El número total de internos en nuestros centros pe- 
nitenciarios continúa paulatinamente en aumento. Así, 
de los 33.400 reclusos existentes en diciembre de 1990, 
se ha pasado a 38.300 en diciembre de 1991. 

Este importante incremento de la población peniten- 
ciaria da lugar a que la masificación, como ya hemos 
destacado, continúe siendo el principal problema de 
muchos centros, constituyendo uno de los mayores obs- 
táculos para el desarrollo de una eficaz y real política 
de reinserción social dado que, por un lado, condicio- 
na de forma muy negativa la calidad de vida de los in- 
ternos en las cárceles y, por otro, dificulta severamente 
la eficacia del tratamiento penitenciario. 

A este respecto, debe destacarse que de los centros 
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visitados a lo largo del año 1991, permanecen más de 
dos internos por celda en los centros penitenciarios de 
Puerto de Santa María 11, Jerez de la Frontera, Algeci- 
ras, Valencia-1, La Coruña, Palma de Mallorca y Vigo. 

Asismismo, algunos de los centros visitados todavía 
tenían algunos dormitorios colectivos o brigadas, tal 
es el caso de Algeciras, Palma de Moallorca y Vigo y 
los departamentos de mujeres de Santander, Oviedo, Cá- 
ceres 1 y León. 

Por otra parte, durante las visitas realizadas ha po- 
dido también constatarse que en algunos centros exis- 
tía una severa carencia de espacio, afectando, no sólo 
a las celdas, sino también a las dependencias comunes 
y patios, así como un deficiente estado de conservación 
y manteniemiento. Así ocurría en los centros peniten- 
ciarios de Algeciras, La Coruña, Palencia, Salamanca 
y Palma de Mallorca. 

Sin perjuicio de lo expuesto, debe no obstante desta- 
carse las medidas adoptadas por la Administración y 
la dirección de algunos centros en cuanto a adecuar las 
condiciones de habitabilidad de los establecimientos, 
como es el caso de Jerez de la Frontera, Valencia 1, San- 
tander, Cáceres 1 y Cáceres 11, centro este último que 
resultó muy dañado tras el motín del pasado verano. 

Asimismo, durante el curso del año 1991 se ha proce- 
dido a la inauguración de los nuevos centros peniten- 
ciarios de Valencia 11 (l? fase), Jaén y Málaga, así como 
al traslado de las presas del centro penitenciario de Ye- 
serías, de Madrid -cuyas deficientes condiciones de 
habitabilidad han sido reiteradas por esta institución 
en anteriores informes-, a su nueva ubicación en el an- 
tiguo departamento de jóvenes de Carabanchel y al cen- 
tro penitenciario de Alcalá 11, así como la clausura del 
centro penitenciario de Pontevedra debido a sus defi- 
cientes condiciones de habitabilidad, también destaca- 
das por esta institución en años anteriores. 

Recientemente, ya en el año 1992, ha sido inaugura- 
da la nueva cárcel de mujeres de Alcalá de Guadaira. 

Es en esta línea de apertura de nuevos centros en la 
que debe continuarse para afrontar seriamente el im- 
portante problema de masificación que todavía pervi- 
ve en nuestras cárceles. Ello requiere no sólo el esfuerzo 
organizativo y presupuestario de la administración pe- 
nitenciaria, sino la colaboración y solidaridad de los 
municipios donde estos nuevos centros han de ubicar- 
se, colaboración ésta que no siempre se produce, retra- 
sando con ello la efectividad de las decisiones 
adoptadas por la Administración penitenciaria en de- 
trimento del interés público. 

Ahora bien, la necesidad de avanzar en esta línea de 
construcción de nuevos centros no debiera permitir el 
abandono de aquellos que en un futuro, que no siem- 
pre es tan próximo, van a ser clausurados y sustituidos 
por otros. Este es el caso de algún centro visitado, co- 
mo el de La Coruña o Algeciras, cuyo estado de aban- 
dono requiere la adopción de soluciones coyunturales 
por parte de la Administración, so pena de producirse 
un severo alejamiento de las previsiones de nuestra le- 
gislación penitenciaria. 

1.3.3. Aspectos higiénico-sanitarios y alimentarios 

1.3.3.1. Higiene 

Sin perjuicio de destacar que en cuanto a las condi- 
ciones higiénicas de los centros penitenciarios conti- 
núa la línea de mejora que se viene apreciando desde 
hace unos años, tanto por el más eficaz control por par- 
te de los funcionarios, como por la paulatina adecua- 
ción y reforma de las instalaciones de algunas de las 
cárceles más antiguas, restan todavía situaciones que 
ponen de manifiesto que los postulados contenidos en 
la legislación penitenciaria al respecto no se llevan a 
la práctica en su totalidad. 

Algunos de los centros visitados mantienen aún unas 
insuficientes instalaciones y dotación de aseos y duchas 
y unas deficientes condiciones higiénicas y de limpie- 
za, tanto en las celdas como en los espacios comunes, 
así en las prisiones de Algeciras, La Coruña, Palencia, 
Salamanca, Palma de Mallorca y Vigo. 

Puestas estas situaciones en conocimiento de la Ad- 
ministración penitenciaria, cuando podían ser solucio- 
nadas con medidas coyunturales, éstas han sido 
adoptadas, pero algunos de estos centros es necesario 
ir sustituyéndolos a medida que se vayan poniendo en 
funcionamiento nuevas cárceles ya construidas o en fa- 
se de construcción, tal y como ha indicado a esta insti- 
tución la propia Secretaría General de Asuntos 
Penitenciarios, ya que las carencias expuestas no son 
sino consecuencia de la propia estructura del centro, 
como en el caso de Algeciras, La Coruña y Palma de Ma- 
llorca. 

1.3.3.2. Sanidad 

Como venimos insistiendo desde anteriores informes 
el análisis de la situación actual de la sanidad en las 
prisiones requiere tomar en consideración la concu- 
rrencia de dos factores de importancia. 

El estrato social de la marginación del que provienen 
la gran mayoría de los presos que ocupan nuestras cár- 
celes, determina en los mismos unas peculiares condi- 
ciones sanitarias adquiridas, de precariedad y 
deterioro, de tal forma que su primer contacto con el 
sistema sanitario público suele producirse a su ingre- 
so en prisión. 

Ciertamente, en muchas ocasiones, ese estado previo 
de deterioro de la salud, no es sino el reflejo de las de- 
ficiencias y carencias, más generales, que se pueden de- 
tectar en el ámbito extrapenitenciario. 

Pero, por otra parte, es necesario considerar que la 
especial situación jurídica de sujeción a la Administra- 
ción por parte de los reclusos hace que cobren una ma- 
yor importancia, si cabe, las obligaciones que la 
Constitución y la legislación penitenciaria imponen a 
los poderes públicos en el terreno de la salud. 

El preso, como ciudadano, en modo alguno pierde el 
ejercicio de los derechos fundamentales que le son in- 
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herentes, a excepción de los expresamente limitados por 
el contenido del fallo condenatorio, por lo que tenien- 
do en cuenta la especial relación recluso- 
administración, destaca de modo preeminente, en este 
caso, el derecho a la salud. 

Para la adecuada cobertura de este derecho, la Secre- 
taría General de Asuntos Penitenciarios, ha elaborado 
un ambicioso proyecto sobre el modelo de atención pri- 
maria de salud. 

Resulta, en cualquier caso, evidente que, aunque se 
pretenda que en el ámbito penitenciario este nivel de 
atención sea lo más completo y autosuficiente posible, 
para poder llevarlo a cabo completamente es necesa- 
ria, por las propias características definitorias de este 
modelo sanitario, la colaboración entre la administra- 
cin penitenciaria y las administraciones, central o auto- 
nómicas que tienen competencia en materia de sanidad. 

Esta colaboración, ya iniciada en diversos aspectos, 
ha producido mejoras apreciables en el nivel asisten- 
cial penitenciario, tendiéndose a que los equipos mé- 
dicos que actúan en nuestras cárceles tengan las 
mismas funciones que los equipos de atención prima- 
ria de salud del sistema sanitario público, elaborándo- 
se para ello diversos programas de actuación. 

Por otra parte, desde el punto de vista cuantitativo, 
ha sido también relevante el esfuerzo realizado en los 
últimos años en orden a un importante aumento del nú- 
mero de médicos y personal sanitario que prestan sus' 
servicios en nuestras cárceles, así como de medios ma- 
teriales y a una más adecuada organización de los re- 
cursos, si bien este aumento resulta todavía insuficiente 
en algunos centros, si se toma como punto de referen- 
cia el ambicioso modelo expuesto. 

N o  obstante, a pesar de los proyectos y programas ci- 
tados y de los esfuerzos realizados, la situación real de 
la sanidad penitenciaria en la actualidad dista mucho 
de ser satisfactoria. 

Son aún diversas las carencias y disfunciones obser- 
vadas en este sentido en algunos de nuestros centros 
penitenciarios. Así, de las visitas realizadas durante este 
año y de las quejas recibidas pueden extraerse las si- 
guientes observaciones: 

A. En algunos centros son todavía deficientes las de- 
pendencias de atención y enfermería, así como escasa 
la dotación de medios clínicos, diagnósticos y terapéu- 
ticos. Así ocurre en los centros penitenciarios de Alge- 
ciras, La Coruña, Palencia, Oviedo, Gijón, León, 
Salamanca, Cáceres 1, Segovia y Palma de Mallorca, lo 
que conlleva, sobre todo en el caso de la carencia de 
medios diagnósticos de laboratorio, que estas analíti- 
cas hayan de realizarse en instituciones extrapeniten- 
ciarias y en pequeños cupos. Ello da lugar a que, en 
ocasiones, se produzcan retrasos en la recepción de los 
resultados, haciéndolos, por tanto, inútiles en cuanto 
a su valor diagnóstico. 

Las deficiencias expuestas pueden ser paliadas cuan- 
do existe una fluida colaboración con los servicios sa- 
nitarios extrapenitenciarios como ocurre en los centros 

de Oviedo, Gijón o León, resultando de más difícil sub- 
canación en otros casos. 

Conviene, en este sentido, referir aquí el contenido 
de una queja que pone de manifiesto algunas de las dis- 
funciones producidas en cuanto a la realización de ana- 
líticas clínicas en los centros penitenciarios. 

Un preso del centro penitenciario de La Coruña afir- 
maba que en el mes de junio de 1991, le fueron practi- 
cados unos análisis clínicos, ya que según manifestaba 
era portador de VIH, de cuyo resultado no recibió in- 
formación alguna. Por otra parte, deseaba enviar una 
copia de los mismos a su familia, manifestando el ex- 
ponente, que según le informó el servicio médico del 
centro, tal envío no iba a ser posible. 

Admitida la queja y efectuada la oportuna investiga- 
ción, la Secretaría General de Asuntos Penitenciarios 
adoptó las medidas correctoras oportunas, de tal for- 
ma que por los facultativos del centro penitenciario de 
La Coruña, se informó al paciente del resultado de los 
análisis que le fueron realizados, adjuntándosele un es- 
crito al respecto (9118963). 

B. En cuanto a la asistencia por especialistas de for- 
ma regular en los centros, de los visitados durante es- 
te año, algunos de ellos tenían una adecuada 
organización al respecto, como es el caso de Puerto de 
Santa María 11, Jerez de la Frontera, Valencia 1, Valen- 
cia 11 y Castellón, siendo en otros suplida con un flui- 
do sistema de relación con la sanidad extrapeniten- 
ciaria. 

El problema surge, pues, cuando esta colaboración 
no resulta todo lo eficaz que esta cuestión requiere, si 
bien sobre este extremo volveremos posteriormente. 

Por otra parte, en la visita realizada a la cárcel de Pal- 
ma de Mallorca, pudo observarse que en ese momento 
carecía de odontólogo. 

C. En cuanto a la asistencia psiquiátrica en nues- 
tras cárceles, como venimos destacando en anteriores 
informes, resulta todavía deficiente. De los centros vi- 
sitados, tan sólo algunos de ellos, como Monterroso y 
Valencia 1, contaban en el momento de la visita con una 
consulta regular de Psiquiatría. En el resto, la asisten- 
cia psiquiátrica queda en manos de las instituciones sa- 
nitarias extrapenitenciarias. 

A este respecto, es necesario reseñar que las deman- 
das de asistencia psiquiátrica en el medio penitencia- 
rio son mucho más numerosas que en el ámbito 
extrapenitenciario ya que la prisión, por sí, supone un 
contexto generador de ansiedad y de agresión ambien- 
tal en el que, sin la necesaria cobertura psiquiátrica, 
no sólo puede deteriorarse la personalidad del indivi- 
duo, sino también el resto del colectivo de reclusos y 
así como las relaciones entre éstos y la institución pe- 
nitenciaria. 

Este problema resulta más notorio aún respecto a los 
presos clasificados penitenciariamente en primer 
grado. 

En línea con lo sostenido en anteriores informes, el 
rigor característico del régimen que se aplica a estos 
internos, hace necesaria no solamente la adecuación de 
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la asistencia sanitaria, sino también la presencia fre- 
cuente y regular de especialistas en Psiquiatría debi- 
do a los desajustes psíquicos que pueden producirse en 
algunos de estos internos que les llevan no sin frecuen- 
cia a comportamientos fuertemente agresivos y a con- 
ductas dictadas por estados de elevada ansiedad. 

Sería conveniente, a juicio de esta institución, que en 
este aspecto de la asistencia psiquiátrica penitenciaria, 
se incrementaran los acuerdos y convenios con insti- 
tuciones del sistema nacional de salud como los que 
ya han sido firmados que permitan una adecuada aten- 
ción psiquiátrica extrapenitenciaria en los centros de 
la red pública de dicho sistema. Todo ello sin olvidar 
la necesidad de fomentar la formación continuada en 
el campo de la salud mental de los profesionales de la 
sanidad penitenciaria, cualificándolos para la atención 
en los mismos centros penitenciarios. 

En otro orden de cosas, continúa vigente el pro- 
blema, destacado en reiteradas ocasiones por el Defen- 
sor del Pueblo, referente a aquellos presos condenados 
afectos de algún tipo de drogodependencia y que soli- 
citan la posibilidad de acceder a un tratamiento reha- 
bilitador. 

La finalidad de rehabilitación y reinserción social que 
caracteriza a las penas y medidas de seguridad, al am- 
paro del mandato constitucional y lo dispuesto en la 
legislación penitenciaria, debe determinar desde el pun- 
to de vista penitenciario la existencia de centros ade- 
cuados para iniciar o continuar el tratamiento curativo 
que solicitan estos condenados. 

Sin embargo, una de las dificultades clave para el de- 
sarrollo en la práctica de estos preceptos hace referen- 
cia a la insuficiencia de centros públicos adecuados 
para la desintosicación y rehabilitación de estos presos. 

Esta carencia ha determinado que algunas resolucio- 
nes judiciales permitan, en estos casos, el cumplimiento 
de la pena en comunidades terapéuticas privadas, en 
las que el condenado pueda obtener el adecuado trata- 
miento, ante la insuficiencia de los medios públicos dis- 
ponibles. 

En la línea sostenida en informes anteriores, desde 
esta institución debe insistirse en la necesidad de que 
se intensifique al máximo el esfuerzo para ofrecer a es- 
tos presos lugares y procedimientos para un eficaz tra- 
tamiento curativo, esfuerzo éste en el que, una vez más, 
resulta imprescindible la colaboración con la adminis- 
tración sanitaria extrapenitenciaria, central y auto- 
n ó m i c a. 

Y así, aunque el Plan Nacional sobre Drogas prevé 
la integración global del tratamiento asistencia1 a los 
internos afectos a toxicomanías en el sistema sanitario 
público, dicho plan se encuentra todavía escasamente 
desarrollado en lo relativo a dicha integración. 

A pesar de lo expuesto, la administración penitencia- 
ria y la dirección de algunos centros en especial han 
potenciado la puesta en práctica de programas de apo- 
yo, información, tratamiento y rehabilitación de toxi- 
cómanos que se llevan a cabo en algunos centros 
penitenciarios, tanto por sus servicios sanitarios como 

D. 

en colaboración con las comunidades autónomas y con 
algunas entidades privadas. 

Y para concluir este apartado relativo a la sani- 
dad penitenciaria, debemos hacer referencia a una 
cuestión que continúa siendo preocupación de esta ins- 
titución, en línea con lo expuesto en anteriores in- 
formes. 

Se trata del adecuado funcionamiento de la asisten- 
cia hospitalaria extrapenitenciaria a los internos, po- 
sibilidad ésta, como sabemos, de uso frecuente, al 
existir un único hospital penitenciario para toda Espa- 
ña, insuficientemente dotado todavía de medios técni- 
cos, organizativos, personales y de infraestructura. 

De otra parte, a lo largo del presente informe se ha 
insistido en la necesidad de una fluida colaboración con 
la sanidad extrapenitenciaria ante la imposibilidad ma- 
terial de que la administración penitenciaria asuma en 
exclusiva la íntegra prestación de la sanidad en las pri- 
siones. 

A este respecto, durante las visitas realizadas duran- 
te el presente año ha podido apreciarse que si bien en 
algunos centros esta relación se llevaba a cabo en tér- 
minos de eficacia (Oviedo, Gijón, León, Puerto de San- 
ta María 11, Jerez de la Frontera, Valencia 1, Valencia 11), 
en otros casos no era del todo fluida. Así, en el centro 
penitenciario de Monterroso la principal dificultad ra- 
dica en que el hospital al que son llevados los internos 
se encuentra excesivamente alejado de la cárcel; en Pal- 
ma de Mallorca, durante la visita realizada, se nos in- 
formó de la inadecuación de las salas que el hospital 
general de la ciudad destina al ingreso de los presos 
que se encontraban situadas, al parecer, en una planta 
sótano; en Cáceres 1 y Cáceres 11 existía una escasa co- 
laboración con ambos centros por parte de los servi- 
cios sanitarios del Instituto Nacional de la Salud, 
circunstancia ésta que fue confirmada por la adminis- 
tración penitenciaria; en cuanto al centro penitencia- 
rio de La Coruña la dificultad radicaba en la escasez 
de plazas disponibles en el hospital de la ciudad que 
determinaba la necesidad de llevar a los internos en ca- 
sos no infrecuentes al hospital de Santiago de Compos- 
tela, circunstancia ésta a la que se añadían las 
deficiencias existentes en la prestación del servicio sa- 
nitario del propio centro, debido no sólo a sus caren- 
cias estructurales, sino también a la escasa iin- 
plantación del equipo sanitario. 

Y, por último, daremos cuenta a continuación de Una 
visita realizada de oficio al Hospital ((Gregario Mara- 
ñón», de Madrid, para comprobar el estado en que se 
encontraba la asistencia médica a los presos en él in- 
ternados. 

En el transcurso de dicha visita se mantuvo una en- 
trevista con el director médico del centro y con la jefe 
del servicio de admisión, en la que nos informaron que 
tras el cierre, hace un año, de la llamada «unidad espe- 
cial para presos)) debido a que no reunía las condicio- 
nes mínimas exigibles para una adecuada atención 
sanitaria, los enfermos provenientes de instituciones pe- 
nitenciarias, son ingresados al igual que el resto de los 

E. 
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enfermos en las plantas y servicios clínicos especiali- 
zados que corresponden a la patología que presentan, 
ocupando generalmente habitaciones individuales o de 
dos camas, pero en ningún caso compartidas con en- 
fermos extrapenitenciarios. 

Estas habitaciones no tienen ningún tipo de acondi- 
cionamiento especial por el hecho de estar ocupadas 
por presos, la única característica diferencial es la pre- 
sencia en la puerta de las mismas de los agentes de se- 
guridad. 

Según nos manifestaron, a juicio de los profesiona- 
les sanitarios del centro, este sistema de ingresos posi- 
bilita una mayor calidad en la atención prestada a estos 
enfermos ya que al encontrarse ubicados en la unidad 
o servicio correspondiente a su patología, son tratados 
por los especialistas del mismo y atendidos por perso- 
nal sanitario adeci.ado y entrenado, evitándose las dis- 
funciones y la descoordinación que en un gran hospital 
supone la existencia de ((enfermos periféricos» ingre- 
sados en lugares distintos y alejados de aquél en que 
se encuentran los profesionales y los medios técnicos 
neceszrios para su tratamiento. 

Además, según nos manifestaron, esta atención con- 
tinuada consigue que las estancias en el centro sean 
más breves ya que la mejoría y la consecuente alta hos- 
pitalaria se produce en menos tiempo. 

N o  obstante, destacaron que esta situación es posi- 
ble mantenerla en la actualidad, dado que la media de 
enfermos penitenciarios ingresados sólo es de seis o 
siete. 

1.3.3.3. Alimentación 

En la actualidad el nivel de calidad de la alimenta- 
ción en los centros visitados, por lo general, es 
aceptable. 

N o  obstante, durante las visitas efectuadas durante 
1991 se han observado algunas deficiencias puntuales 
puestas de manifiesto por las quejas recibidas de los 
internos acerca de la cantidad, calidad o preparación 
de las dietas (Castellón, La Coruña, Oviedo, Salaman- 
ca, Badajoz y Palma de Mallorca). Dichas quejas se pu- 
sieron en conocimiento de la administración 
penitenciaria, la cual, tras las inspecciones realizadas, 
nos informó que se habían adoptado las medidas co- 
rrectoras necesarias, fundamentalmente en los centros 
de Badajoz y Oviedo. 

Otras de las deficiencias observadas durante las vi- 
sitas se refieren al pequeño tamaño de las dependen- 
cias de cocina, carencias o mal estado del mobiliario 
y menaje o a las inadecuadas condiciones de higiene 
y limpieza de las mismas en algunas cárceles, como Al- 
geciras, La Coruña, Palencia, Salamanca, Badajoz y Pal- 
ma de Mallorca. 

A este respecto, la Secretaría General de Asuntos Pe- 
nitenciarios ha informado que sobre estas deficiencias 
se han adoptado ya medidas tendentes a su subsana- 
ción, bien con proyectos de modificación y ampliación 

de estas dependencias (La Coruña, Badajoz), bien con 
la adquisición de nuevos elementos de menaje y mobi- 
liario (Algeciras) o petición a los directores de los cen- 
tros de la descripción de las carencias en esta materia 
para proceder al correcto equipamiento de estas depen- 
dencias (La Coruña, Salamanca, Badajoz). 

En relación con el centro penitenciario de Palma de 
Mallorca, durante el curso de la visita pudo apreciarse 
que la cocina era de reducidas dimensiones, encontrán- 
dose sus dependencias muy deterioradas y sucias con 
una dotación escasa, anticuada y en mal estado de con- 
servación. Las cámaras frigoríficas eran muy antiguas, 
de pequeño tamaño y los alimentos almacenados en su 
interior estaban mezclados y desordenados. 

Puesta esta situación en conocimiento de la adminis- 
tración competente se ha informado que, efectivamen- 
te, urge la ampliación y remodelación de dichas 
dependencias, habiéndose instalado unas nuevas cáma- 
ras frigoríficas. 

Por otra parte y en cuanto al centro penitenciario de 
Palencia, durante la visita pudo apreciarse que las de- 
pendencias de cocina se encontraban situadas en un pe- 
queño local dentro de uno de los patios, así como que 
su estado higiénico y de limpieza podía considerarse 
deficiente en general, no existiendo departamento pa- 
ra el depósito de basuras ni aseos para el personal de 
cocina. A pesar de lo expuesto, no se ha recibido aún 
el informe correspondiente a estos extremos. 

En cuanto al transporte de la comida desde las coci- 
nas a los comedores, ha podido apreciarse que iodos 
los centros visitados cuentan ya con los correspondien- 
tes recipientes isotermos, situación ésta que debe ser 
favorablemente destacada por esta institución. 

N o  obstante, debemos reflejar aquí dos deficiencias 
puntuales apreciadas durante la visita realizada a los 
centros de Orense y Monterroso (Lugo). Se trata, en am- 
bos casos, de centros que por su estructura y la distan- 
cia existente entre las cocinas y los comedores de los 
módulos hacían necesaria la adecuada dotación de 
unos recipientes específicos o carros térmicos ya que 
el trayecto de la comida se realiza prácticamente a la 
intemperie. 

Estos recipientes especiales no existían en el momen- 
to de la visita por lo que la comida no llegaba a los co- 
medores en condiciones adecuadas. 

Puesta de manifiesto esta situación a la Administra- 
ción, se ha informado de la inmediata adquisición de 
suficientes recipientes de este tipo para ambas pri- 
siones. 

Por otra parte, el centro penitenciario de Oviedo ca- 
recía, en el momento de la visita y desde hacía más de 
dos años, de cocinero profesional, por lo que eran los 
propios internos los que se encargaban de la prepara- 
ción y condimentación de las comidas, lo cual reper- 
cutía negativamente en las dietas que se suministraban 
en el centro, las ordinarias y, sobre todo, las de enfer- 
mería, ya que requieren una suficiente cualificación téc- 
nica. En relación con este Último extremo, la 
administración penitenciaria ha informado de que se 
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habían dado las instrucciones oportunas al equipo mé- 
dico para que se corrigieran las deficiencias detecta- 
das en cuanto a variedad y valor específico de las dietas. 

Por último, debemos destacar que se ha podido ob- 
servar en todos los centros visitados, el respeto a las 
convicciones religiosas de los internos en materia de 
alimentación, sobre todo en el caso de aquellos centros 
que por su situación geográfica, acogen a un gran nú- 
mero de presos de religión musulmana (Puerto de Santa 
María 11, Algeciras), donde se confecciona una dieta es- 
pecial para los mismos. 

1.3.4. Tratamiento 

1.3.4.1. Clasificación 

El tratamiento penitenciario es una actividad técnico- 
científica, directamente dirigida a la consecución de la 
reeducación y reinserción social de los penados. 

Para el desarrollo de esta actividad es condición pre- 
via la clasificación penitenciaria, ya que conlleva la apli- 
cación de un régimen distinto en función del 
tratamiento. Así la Ley Orgánica General Penitenciaria 
requiere la separación entre penados y preventivos, jó- 
venes y mayores, y dentro de los penados, según su gra- 
do clasificatorio. 

Una clasificación consecuente requiere un sistema 
penitenciario adecuado, de manera que se establezcan 
los medios, tanto en infraestructura como en recursos 
humanos, para desarrollar un eficaz tratamiento. 

En este sentido, la estructura de algunas de nuestras 
cárceles, provenientes de esquemas penitenciarios de 
épocas pasadas, no responde a las exigencias de la ac- 
tual legislación, dificultando la clasificación al no exis- 
tir espacios adecuados que la posibiliten, unido al 
constante aumento de la población reclusa cuya con- 
secuencia son las condiciones de masificación y haci- 
namiento que sufren dichos centros. 

Así, de los centros visitados, no existía separación en- 
tre preventivos y penados en los centros de Algeciras, 
Valencia 1, La Coruña, Santander, Gijón, León, Zamo- 
ra, Salamanca, Segovia e Ibiza. 

En el centro penitenciario de Oviedo, que fue visita- 
do el veintisiete de agosto de 1991, en su primera gale- 
ría convivían presos sanos clasificados en tercer grado 
con enfermos crónicos, presos con alteraciones psíqui- 
cas e internos de edad avanzada con padecimientos 
físicos. 

Puesta esta situación en conocimiento de la adminis- 
tración penitenciaria se informó que: ((Actualmente en 
la primera galería conviven 54 internos, clasificados en 
tercer grado, artículo 43, con destino en el centro. Jun- 
to a estos internos y dado el clima de tranquilidad exis- 
tente en la galería, se encuentra algún interno en edad 
avanzada o con padecimientos físicos. 

La permanencia de estos últimos internos en la gale- 
ría se produce por recomendación médica, entendien- 
do los servicios médicos que es el sitio más adecuado, 

siendo trasladados a la enfermería o a un centro hos- 
pitalario cualquiera de ellos que lo precise en un mo- 
mento determinado. 

El tiempo de estancia en esta galería es el impres- 
cindible, siendo preferible eso a que se establezca en 
la enfermería un grupo segregado de internos qye pue- 
den recibir los cuidados adecuados en un espacio más 
idóneo para ello que la enfermería.)) 

Añadiendo que: «Las consultas y dependencias sani- 
tarias son de reducido tamaño y además se encuentran 
dentro de una galería, por lo que los internos de enfer- 
mería comparten patio con los restantes internos de 
ella. 

Desde esta Secretaría General, a través de la Subdi- 
rección General de Sanidad se ha dado instrucciones 
de que las horas de patio de la enfermería no coinci- 
dan con las de la galería. 

La convivencia de enfermos crónicos con los restan- 
tes internos no plantea problema alguno respecto al 
contagio, las vías de contagio de estos enfermos son co- 
nocidas y no se produce por la mera convivencia.)) 

Durante la visita realizada a la cárcel de Bonxe (Lu- 
go), pudimos apreciar que uno de los módulos del cen- 
tro estaba ocupado por internos clasificados en 
segundo grado, pero «en régimen de observación)). Se- 
gún se nos informó, tal régimen consistía en un «inter- 
medio)) entre un primer y un segundo grado, aplicado 
provisionalmente a aquellos internos que tenían más 
dificultad para integrarse con el resto de la población 
reclusa. 

Asimismo, los retrasos que continúan produciéndo- 
se en la remisión por los tribunales sentenciadores a 
los centros penitenciarios de los testimonios de seten- 
cia y de las liquidaciones de condena y las deficiencias 
observadas en el funcionamiento de algunos equipos 
de observación y tratamiento (Puerto de Santa María 
1, Cáceres 11 y Palma de Mallorca), no fucientemente do- 
tados en algunos casos o desbordados en ocasiones por 
el continuo aumento de la población penitenciaria, dan 
lugar a que la necesaria vinculación entre clasificación, 
personalidad del interno y tratamiento no se produzca 
con la fluidez necesaria, dificultándose el cumplimiento 
real de los criterios legales y científicos de clasifica- 
ción y, consecuentemente, la programación y eficacia 
del tratamiento penitenciario. 

Dado que las consideraciones relativas al primer gra- 
do de tratamiento han sido ya expuestas en el capítulo 
relativo a los derechos fundamentales, al mismo nos re- 
mitimos para evitar innecesarias reiteraciones. 

1.3.4.2. Trabajo 

El trabajo en las prisiones constituye uno de los ele- 
mentos básicos del régimen penitenciario, un factor 
esencial del tratamiento y un medio eficaz para la ree- 
ducación y reinserción social, tal como establece la 
Constitución y la legislación penitenciaria vigente. 

No obstante las iniciativas de la administración pe- 
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nitenciaria en esta materia, persisten aún muchas de 
las deficiencias apuntadas en informes anteriores, in- 
crementadas por el aumento de la población reclusa y 
su masificación. 

El líneas generales podemos señalar que el porcen- 
taje de presos que han tenido trabajo, remunerado u 
ocupacional y el de aquellos que han tomado parte en 
actividades de formación profesional, continúa siendo 
escaso. Sin embargo, los convenios con el Instituto Na- 
cional de Empleo para la impartición de cursos han 
continuado celebrándose y el número de los mismos ha 
aumentado en el curso del presente año, aunque toda- 
vía sea insuficiente el número de presos que acceden 
a estos cursos. 

Debe también destacarse el aumento de los internos 
empleados en servicios auxiliares comunes y de man- 
tenimiento del centro. 

La Secretaría General de Asuntos Penitenciarios ha 
informado a esta institución que con el fin de paliar las 
carencias de nuestras prisiones en relación con el tra- 
bajo que en ellas se desarrolla, ha elaborado un plan 
de ocupación integral que junto con los convenios de 
colaboración firmados en años anterioes con los depar- 
tamentos ministeriales de Trabajo y Seguridad Social, 
pueden permitir paliar paulatinamente la situación de- 
ficitaria existente. 

A pesar de estos proyectos, como consecuencia de las 
visitas efectuadas a los centros penitenciarios podemos 
concluir que la situación es todavía de insuficiente for- 
mación profesional así como de trabajo productivo y 
remunerado, en los centros de Puerto de Santa María 
1, Puerto de Santa María 11, Jerez de la Frontera, Alge- 
ciras, Castellón, La Coruña, Palencia, Salamanca, Ba- 
dajoz, Segovia, Ibiza, Orense y Vigo. 

En algunos casos, durante las visitas ha podido apre- 
ciarse que las dependencias e instalaciones para el de- 
sarrollo de actividades laborales o la dotación de 
material y medios son insuficientes, como es el caso de 
las prisiones de puerto de Santa María 11, Algeciras, 
Castellón, La Coruña, Palencia, Salamanca, Cáceres 1, 
Segovia, Orense y Vigo. 

En otros, las instalaciones de maquinaria o espacio 
eran adecuadas, pero se encontraban infrautilizadas o 
sin entrar en funcionamiento (Puerto de Santa María 
1 y Monterroso [Lugo]). 

En algunos centros se ha apreciado una carencia de 
monitores ylo maestros de taller en el momento de la 
visita que, puesta de manifiesto a la Secretaría Gene- 
ral de Asuntos Penitenciarios, ha determinado en algu- 
nos casos la adopción de las medidas oportunas para 
la subsanación de tales deficiencias (Puerto de Santa 
María 1, Puerto de Santa maría 11, Algeciras, Castellón, 
La Coruña, Monterroso -Lugo-, Palencia, Zamora, Sa- 
lamanca, Badajoz e Ibiza). 

Por último, existía una escasa actividad ocupacional 
en el momento de la visita, en algunos centros como 
Algeciras, Monterroso (Lugo), Bonxe (Lugo), Badajoz, 
Ibiza, orense, Vigo, Puerto de Santa María 1, La Coru- 
ña, y Salamanca. 

En sentido contrario, es destacable la actividad la- 
boral y de formación profesional que se lleva a cabo en 
otros de los centros visitados. 

Así, en el centro penitenciario de Valencia 1, es nota- 
ble el esfuerzo desplegado por parte de la dirección y 
los funcionarios procurando espacios en todos los lu- 
gares posibles del centro para la instalación de talle- 
res y dependencias en los que poder llevar a cabo 
actividades laborales, consiguiendo que más del 75% 
de la población reclusa se encuentre trabajando, según 
nos informaron. 

En el centro penitenciario de Santander, la actividad 
laboral desarrollada viene propiciada por los trabajos 
de acondicionamiento y reforma que se efectúan en el 
mismo. 

En el de León y según se nos informó, más del 80% 
de los internos está trabajando, llevándose a cabo di- 
versos cursos impartidos por el Instituto Nacional de 
Empleo, combinando las actividades de formación pro- 
fesional con las artesanales y artísticas y con el traba- 
jo productivo. 

El de Zamora cuenta con unos excelentes talleres de 
ebanistería que dan trabajo a un número importante 
de internos, Se imparten asimismo diversos cursos de 
formación profesional y de actividades artesanales y 
artísticas. 

En el centro penitenciario de Palma de Mallorca des- 
tacan, además de los cursos de formación profesional 
y actividades ocupacionales y artísticas, los talleres pro- 
ductivos de confección de prendas de cuero y de grife- 
ría que dan trabajo a más de un centenar de internos, 
los cuales nos manifestaron que sus remuneraciones 
eran correctas. 

Destacamos, por último, las adecuadas instalaciones 
y dependencias, para el desarrollo de estas actividades 
de que disponen los centros penitenciarios de Valencia 
11 y Cáceres 11 que se encontraban en funcionamiento. 

1.3.4.3. Educación. Actividades culturales y deportivas 

En el transcurso de las visitas efectuadas a los cen- 
tros penitenciarios a lo largo de 1991, se ha podido ob- 
servar que la administración penitenciaria ha 
continuado en la línea de mejora en esta materia, ob- 
servada en años anteriores. 

Así, se ha producido un incremento tanto de los re- 
cursos humanos y medios materiales, como de los con- 
venios realizados con el Ministerio de Educación y con 
aquellas comunidades autónomas con competencia en 
materia educativa. 

De los centros visitados, destaca la actividad educa- 
tiva que se lleva a cabo en los centros penitenciarios 
de Jerez de la Frontera, Valencia 1, Valencia 11, Monte- 
rroso (Lugo), Oviedo, León, Cáceres 11 y Segovia, en los 
que se desarrollan diversos programas de enseñanza, 
impartiéndose cursos reglados, monográficos, u aulas 
abiertas », formación permanente de adultos, alfabeti- 
zación, etc. 

- 141 - 



CORTES GENERALES 25 DE ABRIL DE 1992.-SERIE A. NOM. 37 

No obstante, sin perjuicio de lo expuesto, restan to- 
davía diversos centros penitenciarios en los que las ac- 
tividades educativas continúan siendo escasas o 
dispersas y el número de internos que participan en 
ellas reducido. Tal era el caso, en el momento de la vi- 
sita, de los centros de Puerto de Santa María 1, Puerto 
de Santa María 11, Zamora y Badajoz. 

Asimismo, era escaso aún el número de maestros y 
profesores, según se nos informó en el curso de la visi- 
ta a los centros de Puerto de Santa María 1, Puerto de 
Santa María 11, Bonxe (Lugo) e Ibiza. En este sentido, 
la Secretaría General de Asuntos Penitenciarios ha in- 
formado a esta institución de la integración de los pro- 
fesores de EGB de Instituciones Penitenciarias en el 
Cuerpo de Profesores de Educación y Ciencia, a tenor 
de lo dispuesto en la Ley Orgánica General del Siste- 
ma Educativo, circunstancia ésta que paliaría, a su jui- 
cio, en un futuro próximo las deficiencias que presentan 
todavía, en este aspecto, las unidades docentes de al- 
gunos centros. 

También era escasa o inadecuada la dotación de me- 
dios estructurales y materiales, en algunos centros vi- 
sitados como Puerto de Santa María 1, Puerto de Santa 
María 11, Algeciras, Castellón, La Coruña, Salamanca 
y Palma de Mallorca. 

El porcentaje de analfabetos, totales y funcionales 
continúa siendo muy elevado, especialmente en los cen- 
tros de jóvenes, por ello hemos de insistir en la necesi- 
dad de adoptar urgentemente programas de 
alfabetización, que en los centros de jóvenes han de con- 
siderarse como prioritarios y de carácter permanente. 

Por otra parte, se ha observado que las actividades 
educativas suelen cesar totalmente en los meses de ve- 
rano. Como ya se ha señalado en anteriores informes, 
es necesario que durante esos meses continúen estas 
actividades, con cursos de repaso, monográficos, acti- 
vidades complementarias de carácter educativo, que 
mantengan en el centro un clima de trabajo que evite 
la tensión y agresividad que genera la permanencia 
ociosa en los patios. 

En este sentido, además, es necesario potenciar y agi- 
lizar el acceso de los internos a la lectura, formentan- 
do las bibliotecas de módulo, los catálogos de libros, 
la exposición de novedades adquiridas, etc., tal como, 
por ejemplo, se hace en el centro penitenciario de Ibiza. 

Como ya se ha señalado en anteriores informes, las 
actividades deportivas y socio-culturales deben inte- 
grarse en los programas de tratamiento penitenciario, 
sobre todo en los centros de jóvenes, donde la práctica 
de estas actividades adquiere un especial significado, 
tanto por lo que se refiere a su formación como en cuan- 
to a su estabilidad psicológica. 

En este sentido es necesario conseguir el número su- 
ficiente de monitores deportivos, ocupacionales, anima- 
dores culturales, etc., así como su estabilidad y 
permanencia en los centros, para lograr aumentar las 
actividades y, sobre todo, su continuidad y programa- 
ción a medio y largo plazo. 

En el transcurso de las visitas realizadas se ha podi- 

do observar escasa actividad deportiva, por carencias 
o deficiencias en las instalaciones, o por escasa dota- 
ción de medios en algunos centros, como Puerto de San- 
ta María 1, Algeciras, Castellón, La Coruña, Oviedo, 
Gijón y Salamanca. 

Puesta esta situación en conocimiento de la Secreta- 
ría General de Asuntos Penitenciarios, se ha informa- 
do de las previsiones existentes en orden a la próxima 
contratación de monitores deportivos en casi todos es- 
tos centros. 

En cuanto a la actividad cultural, destacan positiva- 
mente los centros penitenciarios de Jerez de la Fronte- 
ra, Valencia 1, Valencia 11, León, Cáceres 1, Cáceres 11 
y Palma de Mallorca, en los que es notable el esfuerzo 
desplegado por los funcionarios para programar y de- 
sarrollar esta actividad. 

Asimismo, merece reseñarse la publicación, en algu- 
nos de los centros visitados, de revistas de circulación 
interna confeccionadas por los presos, conteniendo in- 
formación general, jurídico-penitenciaria, divulgación 
cultural, entretenimiento, etc. (Puerto de Santa María 11, 
Palencia y Cáceres 1). 

Por último, destacamos el modelo implantado en Va- 
lencia 11 y, anteriormente, en Alcalá-Jóvenes, de parti- 
cipación conjunta de internos e internas en las 
actividades educativas, de formación profesional y re- 
creativa. Este modelo, según se nos informó en el trans- 
curso de la visita efectuada a dicho centro, está 
resultando muy positivo en los aspectos de tratamien- 
to penitenciario. 

1.3.4.4. Comunicaciones 

Si bien en relación con los centros visitados en el pre- 
sente año puede sostenerse con carácter general que la 
estructura de los departamentos destinados a locuto- 
rios o a comunicaciones especiales se encuentran en 
adecuado estado de conservación, higiene e instalacio- 
nes, en algunos de estos centros se apreciaron deficien- 
cias estructurales e higiénico-sanitarias. Se trata de los 
departamentos de comunicaciones especiales de los 
centros penitenciarios de Algeciras, La Cruiia, Oviedo, 
Salamanca, Cáceres 1, Segovia y Palma de Mallorca. 

Respecto de estos centros y fundamentalmente de los 
de Cáceres 1, Oviedo, Segovia y Palma de Mallorca, la 
Administración ha comunicado la realización de obras 
de remodelación para corregir las deficiencias apre- 
ciadas. 

1.3.5. Juez de Vigilancia 

El todavía incompleto desarrollo de las previsiones 
contenidas en la Ley de Demarcación y Planta Judicial 
en cuanto a los juzgados de vigilancia penitenciaria de- 
termina que en las visitas a algunos centros peniten- 
ciarios se pongan de manifiesto todavía abundantes 
quejas de los internos sobre la tardanza con que son 
resueltos sus expedientes en dichos juzgados. 
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Se trata de juzgados de vigilancia penitenciaria que 
tienen que atender a un número elevado de centros y, 
en algunos casos, ejerciendo esta función de forma com- 
partida con la ordinaria jurisdiccional. 

Resulta, pues, necesario dar un impulso definitivo a 
la creación y puesta en funcionamiento del número su- 
ficiente de estos juzgados que permita ejercer con efi- 
cacia sus competencias en relación con el 
funcionamiento de los centros penitenciarios y los de- 
rechos de los reclusos. 

Se da cuenta a continuación de algunas investigacio- 
nes puntuales llevadas a cabo por esta institución en 
el curso del año 1991 en relación con la cuestión obje- 
to de este apartado: 

A. Se trataba en este caso de una queja abierta de 
oficio por esta institución al tener conocimiento a tra- 
vés de los medios de comunicación de la situación de 
colapso en que, al parecer, se encontraba la justicia pe- 
nitenciaria en Cataluña, al ser insuficientes los tres juz- 
gados de vigilancia penitenciaria que existían en dicha 
comunidad autónoma, dos en Barcelona y uno en Uri-  
da para atender a los más de 5.000 presos que alberga- 
ban las prisiones catalanas. 

Esta investigación se llevó a cabo ante el Consejo Ge- 
neral-del Poder Judicial, el cual en su respuesta mani- 
festó a esta institución que la Ley 38/88, de 28 de 
diciembre, de Demarcación y Planta Judicial, prevé pa- 
ra los servicios de vigilancia penitenciaria de Catalu- 
ña la constitución de tres órganos unipersonales en 
exclusividad de funciones, de los cuales los números 
1 y 2 extenderían su jurisdicción a las provincias de 
Barcelona y Girona, y el número 3 abarcaría el ámbito 
territorial de las provincias de Lleida y Tarragona. 

Se continuaba manifestando en el informe recibido 
que en aquel momento se encontraban en funciona- 
miento los juzgados de tal clase números l y 2 de Bar- 
celona, sin que se hubiera constituido el tercero de los 
previstos en la referida Ley, por lo que las funciones 
de vigilancia penitenciaria de Lleida las desarrollaba 
un magistrado de esa Audiencia Provincial. 

Por último, se informaba a esta institución, que el Ple- 
no del Consejo, en su reunión de 24 de julio de 1991, 
al aprobar la relación de necesidades a que se refiere 
el artículo 37.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
había propuesto al Gobierno de la Nación completar 
el cuadro de órganos judiciales previsto para este tipo 
de cometidos, mediante la creación, durante 1992, del 
tercero de los juzgados de vigilancia penitenciaria que 
prevé la Ley 38/88 antes citada (9108578). 

En el transcurso de la visita realizada a los cen- 
tros penitenciarios de Orense y Vigo, se nos informó, 
tanto por los equipos de dirección y de tratamiento, co- 
mo por los internos de dichos centros, de diversas de- 
ficiencias en el funcionamiento del Juzgado de 
Vigilancia Penitenciaria de La Coruña relativas, funda- 
mentalmente, a retrasos en su actuación y a las esca- 
sas visitas que realizaba a estos centros. 

La investigación se inició ante el Consejo General del 

B. 

Poder Judicial que remitió un extenso informe en el que 
se ponían de manifiesto determinadas carencias que 
afectaban a este juzgado y que obstaculizaban su ade- 
cuado funcionamiento, tales como la insuficiencia de 
personal, la carencia de servicio de fax, así como de ve- 
hículo oficial que facilitara la movilidad del titular del 
juzgado que debía atender diversos centros dispersos 
geográf icamente. 

Elló determinó que nuestra investigación prosiguie- 
ra ante el Ministerio de Justicia, por el que, como con- 
secuencia de nuestra intervención, se han adoptado las 
medidas correctoras oportunas, de tal forma que los 
desplazamientos que precise el titular del juzgado de 
vigilancia penitenciaria mencionado puedan realizar- 
se a través de vehículos del Parque Móvil que se han 
afectado al Decanato, el equipo de telecopias FAX ha 
sido ya instalado, estando también previsto un aumen- 
to de plantilla en breve plazo con un oficial y dos auxi- 
liares (9108026). 

C. Por último, el titular del Juzgado de Vigilancia 
Penitenciaria de Santa Cruz de Tenerife, remitió direc- 
tamente a esta institución un escrito en el que se po- 
nían de manifiesto diversas deficiencias que, a su juicio, 
se producían en el funcionamiento del mismo debido 
al aumento de expedientes que, al parecer, se había pro- 
ducido en dicho juzgado, a partir de la creación del cen- 
tro penitenciario de Tenerife 11. 

Destacaba también en su escrito que el magistrado, 
y el secretario adscritos a este juzgado habían de com- 
partir estas funciones con sus destinos ordinarios en 
la Audiencia Provincial, no pudiendo por ello atender 
adecuadamente, a su juicio, el volumen de asuntos que 
generaba la función de vigilancia penitenciaria. Por ello, 
reclamaba la creación de un juzgado de vigilancia pe- 
nitenciaria específico, con personal suficiente en San- 
ta Cruz de Tenerife. 

Dado que en este escrito se hacía referencia a cues- 
tiones de la competencia del Consejo General del Po- 
der Judicial, esta institución le dio traslado de su 
contenido, solicitando información sobre las iniciativas 
que, en su caso, pudieran ser adoptadas al respecto. 

En el momento de redactar el presente informe no 
se ha recibido en esta institución la información soli- 
citada de dicho Consejo (9121682). 

1.3.6. Conducciones y traslados 

En el transcurso de las visitas efectuadas a los cen- 
tros penitenciarios y a partir de las quejas recibidas de 
los internos, se ha podido comprobar que continúan 
existiendo deficiencias en las conducciones y traslados 
de los presos a los distintos centros penitenciarios. 

Estos traslados son, lógicamente, frecuentes debido 
a las propias exigencias del régimen o del tratamiento 
penitenciario y a las derivadas de la situación proce- 
sal de los presos. 

La falta de una adecuada organización y racionali- 
zación de los mismos, así como la falta de una coordi- 
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nación eficaz entre la administración penitenciaria y 
las Fuerzas de Seguridad del Estado, encargadas de la 
realización material de los traslados, determina que, en 
ocasiones, como ha señalado esta institución en ante- 
riores informes, se empleen varios días para recorrer 
la distancia (a veces, de unos pocos kilómetros), entre 
el centro penitenciario de partida y el lugar de desti- 
no, así como la estancia del preso en sucesivos depar- 
tamentos de tránsito de diversos centros penitenciarios. 

Estas circunstancias dan lugar, por una parte, a que 
durante esos trayectos sea difícil conocer la exacta si- 
tuación de los presos y, por otro, a la posibilidad de ex- 
travío o sustracción de efectos personales de los mismos 
ya que, frecuentemente, los internos carecen de bolsos 
de viaje adecuados. 

Aunque estas deficiencias han sido puestas de mani- 
fiesto en varias ocasiones por esta institución, es nece- 
sario insistir en que la administración penitenciaria 
debe incrementar los esfuerzos para organizar eficaz- 
mente estas inevitables conducciones y traslados de los 
presos. 

En este sentido, conviene dejar constancia de algu- 
nas quejas significativas formuladas por presos que, en 
el transcurso de su traslado, han perdido alguna de sus 
pertenencias. 

A. Se trataba en este caso de una presa que mani- 
festaba en su escrito de queja que al ser trasladada de 
la cárcel de Málaga a la de Córdoba, en este último cen- 
tro no le fue entregada una bolsa que contenía diversa 
documentación, así como que en la cárcel de Yeserías 
no le habían entregado diversos objetos de su pro- 
piedad. 

Efectuada la correspondiente investigación ante la 
Secretaría General de Administración Penitenciaria por 
ésta se informó que, efectivamente, en el centro peni- 
tenciario de Córdoba se encontraba depositada una bol- 
sa de esta interna que contenía diversa documentación 
que no le fue entregada en su momento por no haberla 
solicitado. 

Por otra parte, se continuaba informando que el cen- 
tro penitenciario de mujeres de Madrid había remiti- 
do ya los artículos de la interna mencionada al centro 
en que actualmente se encontraba. 

Se concluía manifestando en el informe recibido que 
se habían dado instrucciones a los directores de am- 
bos centros para que, en lo sucesivo, no volvieran a pro- 
ducirse estas situaciones (9025657). 
B. En este otro supuesto se quejó un preso del cen- 

tro penitenciario de Ocaña 1, que afirmaba en su escri- 
to que cuando se encontraba en el centro penitenciario 
de Madrid 1 había comprado una televisión de color con 
la pertinente autorización por medio de instancia. La 
compra fue autorizada en el economato central, retiran- 
do de su peculio personal la cantidad de 29.000 ptas. 

Al ser traslado a Ocaña 1, la televisión quedó en Ma- 
drid 1 sin que hasta el momento y a pesar de sus múlti- 
ples reclamaciones, la hubiera recuperado. 

La investigación iniciada ante la Secretaría General 
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de Asuntos Penitenciarios permitió comprobar que, 
efectivamente la televisión se había extraviado, deter- 
minando nuestra intervención que por la Administra- 
ción se iniciara un expediente de indemnización al 
interno que ha sido ya resuelto favorablemente, entre- 
gándosele la correspondiente indemnización (9027291). 

1.3.7. Funcionarios 

Como se viene señalando reiteradamente en los in- 
formes parlamentarios, debe continuarse en la línea de 
cualificación y profesionalización de todos los funcio- 
narios de prisiones en la función rehabilitadora y re- 
socializadora de los internos, superando la rígida 
división entre funcionarios de vigilancia y de trata- 
miento. 

En este sentido, además, debe avanzarse hacia una 
mejor preparación cualitativa y una especialización se- 
gún los distintos aspectos del tratamiento y los distin- 
tos tipos de internos, sobre todo en el caso de los 
reclusos jóvenes y aquellos clasificados en primer 
grado. 

En el transcurso de las visitas efectuadas a los cen- 
tros se ha podido observar en algunos de ellos una in- 
suficiencia de personal de tratamiento y en concreto 
del número de educadores asignados a los equipos de 
tratamiento. 

A este respecto, la administración penitenciaria ha 
informado de que en las nuevas relaciones de puestos 
de trabajo se contempla el incremento de este tipo de 
personal, así como que durante el aAo 1991 se han lle- 
vado a cabo actuaciones tendentes a optimizar el per- 
sonal existente, fundamentalmente a través de la 
realización de cursos de formación de funcionarios, lo- 
grando con ello su cualificación como monitores de di- 
versas especializaciones ocupacionales. 

Es pues, en esta línea en la que debe continuarse. 

1.3.8. Departamentos de mujeres 

El proceso de aumento de la población penitencia- 
ria femenina ha continuado durante este año, siendo 
también mayor el número de mujeres que cumplen con- 
denas largas. 

Ambos factores, unidos a la todavía deficiente estruc- 
tura de muchos de los departamentos de mujeres situa- 
dos en centros penitenciarios de hombres, propician 
que pueda decirse que en la mayoría de ellos, la situa- 
ción de estas presas sea cualitativamente peor que la 
de los presos del mismo centro. 

La insuficiencia de los centros penitenciarios espe- 
cíficos que ya existen para mujeres, hace que éstas ha- 
yan de albergarse todavía en unos reducidos espacios 
dentro de la estructura principal de la prisión, gene- 
ralmente en unas severas condiciones de masificación 
y en algunos casos con unas deficientes condiciones 
higiénico-sanitarias y de habitabilidad. 
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Algunos ejemplos observados durante las visitas a los 
centros penitenciarios pueden ilustrar esta situación. 

Todavía en algunos de estos departamentos persisten 
las brigadas o dormitorios colectivos (Algeciras, San- 
tander, Oviedo, León y Cáceres 1), en otros, se agolpan 
cinco y hasta siete internas en celdas de pequeñas di- 
mensiones (Puerto de Santa María 11, La Coruña). Per- 
manecen más de dos internas por celda en los 
departamentos de Santander, Oviedo y Palma de Ma- 
llorca. 
Por otra parte y en cuanto a las condiciones higiénico- 
sanitarias, es insuficiente la dotación de aseos y duchas 
o se encuentran en deficiente estado de conservación 
en los departamentos de Puerto de Santa María 11, Al- 
geciras, La Coruña, Oviedo, Salamanca (sección abier- 
ta), Cáceres 1 y Palma de Mallorca. 

Mención especial merece, en este sentido, la deficien- 
te situación que presentaba el denominado departa- 
mento de madres del centro penitenciario de Palma de 
Mallorca, cuando fue visitado por esta institución en 
el curso del año 1991. 

Este departamento consiste en una brigada, mal ven- 
tilada e iluminada, de pequeño tamaño y en mal esta- 
do de conservación que en el momento de la visita 
estaba ocupada por cinco presas y cinco niños. Las con- 
diciones de habitabilidad, higiene y salubridad que reú- 
ne esta brigada en la que se encuentran varias madres 
con sus hijos, con los que comparten la cama durante 
la noche, son gravemente deficientes y nocivas, en es- 
pecial para los niños. 

Puesta de manifiesto esta situación a la Secretaría 
General de Asuntos Penitenciarios, se ha informado que, 
efectivamente, debe acometerse con urgencia la remo- 
delación y acondicionamiento de este departamento, d e  
tándolo adecuadamente de mobiliario con camas y 
cunas para los niños, así como crear un espacio de re- 
creo para ellos. 

Por otra parte, las deficiencias de infraestructura y 
carencia de espacio que se aprecia con carácter gene- 
ral en estos departamentos impide la correcta separa- 
ción entre las internas con arreglo a su clasificación 
(excepto en Valencia II), permaneciendo mezcladas pre- 
ventivas con penadas, jóvenes con mayores, en distinto 
grado de clasificación, etc., generando serios problemas 
regimentales y de convivencia e impidiendo la aplica- 
ción del tratamiento penitenciario. 

En cuanto a las actividades ocupacionales y labora- 
les en estos departamentos, como reiteradamente se ha 
destacado por esta institución, la situación continúa 
siendo de grave carencia, más aún si se considera que 
esta inexistencia de actividades se da frecuentemente 
en departamentos de mujeres situados en centros pe- 
nitenciarios, donde para los hombres existe un abun- 
dante programa de actividades. 

Durante las visitas realizadas, se ha podido observar, 
en este sentido, que las actividades de formación pro- 
fesional, ocupacionales o artísticas son, efectivamen- 
te, muy escasas en casi todos los departamentos de 

mujeres visitados, con la excecpión de Valencia 11 y San- 
tander. 

El trabajo productivo es prácticamente inexistente en 
todos los departamentos. 

Las actividades educativas son, asimismo, muy esca- 
sas, bien por falta de maestros y porfesores que acu- 
dan al departamento, o bien por ser insuficiente el 
número de cursos y actividades (Algeciras, Castellón, 
La Coruña, Bonxe y Orense). 

Las actividades culturales y deportivas son también, 
en general, muy escasas o dispersas, salvo en los de- 
partamentos de Valencia 11, Santander y León. 

A la vista de lo expuesto, resulta pues imprescindi- 
ble la adopción de medidas que permitan corregir es- 
ta situación y hacer realmente efectivo el principio de 
reinserción social, así como el acceso a la cultura y al 
desarrollo integral de su personalidad de las mujeres 
presas. 

A este respecto, no pueden dejar de reflejarse algu- 
nas medidas adoptadas en el curso del presente año por 
la administración penitenciaria en orden a obtener una 
mejor redistribución de estas internas. 

Así, durante 1991 se ha clausurado la vieja cárcel de 
Yeserías, cuyas deficiencias habían sido puestas de ma- 
nifiesto reiteradamente por esta institución, habiéndose 
puesto en funcionamiento el nuevo centro penitencia- 
rio de mujeres de Carabanchel, así como unos módu- 
los específicos de adecuada configuración en' 
Alcalá-jóvenes y Valencia 11, donde ha sido satisfacto- 
riamente resuelto el problema del hacinamiento, que 
hemos denunciado en relación con otros centros, faci- 
litando el adecuado tratamiento de los internos. 

Además, la reciente inauguración del centro peniten- 
ciario de Alcalá de Guadaira (Sevilla), junto con los tam- 
bién recién inaugurados departamentos de los nuevos 
centros penitenciarios de Jaén y Málaga, están permi- 
tiendo mejorar la grave situación descrita. 

No obstante, a pesar de estos notables esfuerzos, es 
necesario continuar acercando a los mandatos consti- 
tucionales, la situación de las mujeres en los estable- 
cimientos penitenciarios, mediante la progresiva 
creación de nuevas cárceles o departamentos de muje- 
res o la remodelación de los existentes que permita unas 
condiciones de vida dignas y una separación y clasifi- 
cación correctas, como así ocurre ya en los centros nue- 
vos o remodelados; elaborar programas de actividades 
laborales, ocupacionales y educativas que permitan la 
aplicación de un eficaz tratamiento; y crear centros o 
departamentos específicos para mujeres jóvenes, con 
sus peculiaridades en régimen y tratamiento. 

Por otra parte, debe persistirse en las medidas adop- 
tadas para dar adecuada solución al problema de la pre- 
sencia de los niños en las prisiones a lo que está 
contribuyendo favorablemente la instrucción dictada 
al respecto en diciembre de 1990 por la Fiscalía Gene- 
ral del Estado, que desarrolla adecuadamente respec- 
to de estos menores las funciones que al Ministerio 
Fiscal asigna la Ley 2111987, de 11 de noviembre, de re- 
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forma del Código Civil en relación con la protección del 
menor en general. 

2. INTERIOR 

2.1 Tráfico 

A lo largo del año al que se refiere el presente infor- 
me se han recibido numerosas quejas en las que se ex- 
pone por los interesados su disconformidad con los 
expedientes sancionadores que se instruyen por infrac- 
ción de la legislación sobre tráfico y seguridad vial. 

De nuevo, como se señalaba en el informe anterior, 
los aspectos jurídico-formales adquieren en este ámbito 
una especial relevancia, ya que constituyen las garan- 
tías necesarias para que el ciudadano tenga una defensa 
efectiva en la protección de sus derechos. 

Pero, a pesar del marco jurídico definido por la nue- 
va Ley de Seguridad Vial, las disfunciones que se po- 
nen de relieve en las quejas recibidas, siguen, en gran 
medida, siendo idénticas a las abordadas en años an- 
teriores y se refieren a deficiencias en las notificacio- 
nes, retrasos en la resolución de los recursos 
administrativos, no verificación de las alegaciones efec- 
tuadas por los interesados, concesión de las autoriza- 
ciones en materia de circulación de vehículos, etc, y que 
se han ido tratando y resolviendo con una eficaz cola- 
boración de la Dirección General de Tráfico. 

A continuación procede analizar las distintas cues- 
tiones que han sido tratadas. 

2.1.1. Tramitación defectuosa de notificaciones 

Por su transcendencia, debemos reseñar, al abordar 
esta materia, el problema relativo a la tramitación de- 
fectuosa de las notificaciones, por parte de las distin- 
tas Jefaturas Provinciales de Tráfico, que las siguen 
enviando por correo ordinario, en su inmensa mayoría, 
o bien depositando tales notificaciones en lista de co- 
rreos, por lo que se instruye un procedimiento sin te- 
ner constancia de que el afectado por el mismo tenga 
conocimiento de los hechos que se le imputan. 

Las quejas en este sentido se siguen recibiendo en un 
número significativo, poniéndose de relieve por los in- 
teresados haber tenido conocimiento de la sanción que 
se les impone, en algunos casos, a través de la Delega- 
ción de Hacienda correspondiente, al comunicarle su 
cobro en vía de apremio. 

Hemos de reiterar una vez más, que la práctica ad- 
ministrativa de depositar las notificaciones en las lis- 
ta del servicio de correos, dejando el cartero los 
correspondientes avisos al ciudadano para que se per- 
sone a recoger el documento enviado por la Jefatura 
de Tráfico, justificando este proceder en aras de la efi- 
cacia administrativa, no se corresponde con la regula- 
ción del régimen y forma de las notificaciones 
administrativas contenidas en los artículos 79 y 80 de 

la Ley de Procedimiento Administrativo, y pudiera su- 
poner una reducción, por la vía de los hechos, de una 
garantía legal en perjuicio de los ciudadanos. 

En un informe solicitado a la Dirección General de 
Tráfico, cuestionando la eficacia jurídica de estas no- 
tificaciones que, por razones de diversa índole, son de- 
vueltas por el servicio de correos, el citado centro 
directivo traslada un informe en el que efectúa un pro- 
nunciamiento de indudable interés sobre la interpre- 
tación de las normas reguladoras en materia de 
notificaciones, concluyendo, en síntesis, «que el aviso 
de correos y consiguiente devolución de la correspon- 
dencia a su procedencia, una vez caducada, por haber 
permanecido en el negociado de lista durante le tiem- 
po reglamentario de un mes, sin haber sido recogida 
por el destinatario, que en el momento de personarse 
en su domicilio el funcionario de correos, se encontra- 
ba ausente, -supuesto totalmente diferenciado del con- 
templado en el artículo 80.3 de la Ley de Procedimiento 
Administrativo-, encuentra su apoyo y grado de efica- 
cia legal en la sentencia del Tribunal Supremo de 27 
de septiembre de 1967, así como la abundante norma- 
tiva dimanante del Reglamento del Servicio de 
Correos ». 

Esta conclusión se fundamenta en base a una inter- 
pretación conjunta de los artículos 79 y 80 de la Ley 
de Procedimiento Administrativo y de los artículos 
253.3 y concordantes del Reglamento del Servicio de 
Correos, en virtud de los cuales se justifica la plena va- 
lidez de las notificaciones remitidas a los ciudadanos 
y devueltas por el servicio de correos, cuando dicho ser- 
vicio ha cumplimentado los requisitos previstos para 
estos supuestos de ausencia del destinatario de su do- 
micilio, cuales son que la entrega a domicilio se inten- 
tará por dos veces consecutivas, diligencia expresiva de 
la causa de la devolución (ausente), dejando al destina- 
tario aviso de la correspondencia certificada y mante- 
ner durante el plazo de un mes la notificación en lista 
de correos para poder ser recogida. 

Atribuye la Dirección General de Tráfico plena efica- 
cia a este proceder cuando consta que se han cumpli- 
mentado los requisitos antes mencionados y el 
destinatario ha sido «avisado*, siguiendo la línea mar- 
cada por la sentencia del Tribunal Supremo antes 
citada. 

Por otra parte, la Dirección General de Tráfico entien- 
de que este problema se deriva también de una «acti- 
tud de resistencia y conducta pasiva adoptada por el 
destinatario, receptor de la notificación, al emplear to- 
dos los medios a su alcance, ya legales e incluso abusi- 
vos, engañosos y arbitrarios para defenderse de la 
decisión y potestades de la Administración)). 

De igual manera, se pone de relieve que <(si a las cau- 
sas antes expuestas, unimos la ausencia en nuestros tex- 
tos legales de una adecuada y actualizada normativa, 
fácilmente se comprenderá la problemática que entra- 
ñan las notificaciones administrativas, pues es cierto 
y de todos conocido que la notificación fehaciente y la 
prueba documental de ello, resulta de difícil aplicación 
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en la práctica, colocando con frecuencia con ello a la 
Administración a merced del arbitrio de los destinata- 
rios o recipiendarios de dichas notificaciones, con la 
consiguiente mengua del principio de eficacia adminis- 
t rativa ». 

A este respecto, esta institución ha tomado en consi- 
deración y así lo trasladará a la Dirección General de 
Tráfico que la doctrina reiterada del Tribunal Supre- 
mo establece que «la jurisprudencia sobre notificacio- 
nes no se elabora en abstracto, sino atendiendo 
principalmente a las particularidades de cada caso 
concreto ». 

No obstante, las afirmaciones efectuadas por la Di- 
rección General de Tráfico otorgan un tratamiento ge- 
neralizado a la notificación, cuando ésta tiene un 
carácter individual, por lo que habrá que acudir en ca- 
da supuesto a conocer todos y cada uno de los elemen- 
tos que han concurrido en el caso. 

Asimismo, no parece adecuado considerar como un 
quebrantamiento de la normativa por parte de los ad- 
ministrados, el que éstos hagan uso de las disposicio- 
nes legales al objeto de ejercitar su defensa, incluso 
cuando ésta se basa en el instituto de la prescripción 
y traiga su causa de posibles disfunciones en el funcio- 
namiento del servicio de correos. 

Por tanto la presunción que se hace inicialmente, de 
que todos los ciudadanos afectados por un expediente 
sancionador y que son avisados por el servicio de co- 
rreos para que vayan a recoger la notificación, no acu- 
den voluntariamente con ánimo de eludir el 
cumplimiento de sus obligaciones, parece un tanto ex- 
cesiva, pudiendo ser ésta una vía para eludir el proble- 
ma de fondo que ha sido puesto de manifiesto por la 
propia Dirección General. 

2.1.2. No verificación de las alegaciones 

Preocupa también a esta institución los casos en los 
que los ciudadanos, una vez notificada la incoación de 
un expediente sancionador, presentan el correspondien- 
te pliego de descargo, sin que por parte de las Jefatu- 
ras Provinciales correspondientes se entre en el fondo 
de las alegaciones formuladas, contestando con un to- 
tal automatismo mediante la comunicación de la san- 
ción correspondiente. 

Sirven de muestra los expedientes 9107009 y 9120640, 
entre otros, en los cuales los interesados recibieron no- 
tificación de una presunta infracción del artículo 72.3 
de la Ley de Seguridad Vial, al no identificar al con- 
ductor responsable de otra supuesta infracción come- 
tida con vehículos de su propiedad. 

En el pliego de descargo remitido a la Jefatura de Trá- 
fico instructora del expediente se hacía constar que 
nunca habían recibido notificación del expediente san- 
cionador que dio origen al que ahora se le estaba noti- 
f icando. 

Por toda respuesta, recibieron nueva notificación, en 
un modelo impreso, por la que se acuerda dar por con- 

cluso el expediente e imponer la multa que se expresa 
en el mismo. 

En otros casos, como ya se puso de relieve en el in- 
forme de 1990, los interesados, después de abonar la 
sanción impuesta, efectúan los pliegos de descargo den- 
tro del plazo establecido para ello y la Jefatura corres- 
pondiente archivaba los mismos, al entender que se 
estaba de acuerdo con la sanción impuesta por el he- 
cho de haberla abonado. 

En este año, se han seguido tramitando expedientes 
análogos, como por ejemplo el expediente 9024764 en 
el que el interesado informaba haber sido sancionado 
por la Jefatura Provincial de Burgos por infracción del 
artículo 20 del Código de la Circulación. 

Posteriormente, efectuó el pago de dicha sanción, a 
la vez que presentaba un pliego de descargo ante la ci- 
tada Jefatura Provincial. 

Por toda respuesta recibe otra notificación por la que 
se le requiere el abono de 5.000 pesetas más de las que 
había pagado, sin recibir contestación a su pliego de 
descargo. 

Admitida a trámite esta queja ante la Dirección Ge- 
neral de Tráfico, se informa que la Jefatura de Tráfico 
de Burgos procedió al archivo del expediente del inte- 
resado al entender que al haber abonado la sanción es- 
taba conforme con la denuncia impuesta; respecto al 
aumento en la cuantía de esta sanción, se informa que 
no se procede al cobro de la nueva cantidad reclamada 
y se entiende que por parte de la Jefatura de Burgos 
se debería de haber explicado más detalladamente al 
interesado este cambio en la cuantía. 

Esta institución se ha dirigido reiteradamente a la Di- 
rección General de Tráfico, poniendo de relieve que el 
abono de una sanción no implica dar conformidad a la 
supuesta infracción que se imputa y que por tanto los 
pliegos de descargo o los recursos que se presentan con 
posterioridad al abono de una sanción, deben ser con- 
testados, como, así ha reconocido dicho Centro Direc- 
tivo, en otros expedientes de análoga naturaleza. 

Por todo lo anterior, se ha sugerido a la Dirección Ge- 
neral de Tráfico se deje sin efecto la sanción que se im- 
puso en su día, declarando prescritos los hechos 
denunciados y, en consecuencia, proceder a la devolu- 
ción de la cantidad entregada en su día por el inte- 
resado. 

En el momento de la elaboración de este informe se 
está a la espera de la contestación a esta sugerencia. 

2.1.3. Retirada del permiso de conducir 

Especial atención merecen los casos en los que se pro- 
cede a la retirada del permiso de conducir por aplica- 
ción de lo establecido en el artículo 67.1 en relación con 
el 69.1 de la Ley de Seguridad Vial. 

Estos preceptos conceden un margen de discreciona- 
lidad en la imposición de sanciones por infracciones 
graves, al señalar que, además de la multa, podrá im- 
ponerse la sanción de suspensión del permiso o licen- 
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cia de conducir hasta tres meses en atención a la 
gravedad y trascendencia del hecho, antecedentes del 
infractor y el peligro potencial creado. 

Así, en la queja 9111960, el compareciente informa 
que le fue impuesta una sanción de 15.000 pesetas y la 
retirada del permiso de conducir, al haberse denuncia- 
do al mismo como infractor del artículo 30, en relación 
con el 289 del Código de la Circulación, cuando circu- 
laba por el arcén de una autovía trasladando a un 
enfermo. 

La Dirección General de Tráfico, en su informe, fun- 
damenta la imposición de la sanción de retirada del pe- 
remiso de conducir basándose en el peligro potencial 
concurrente en los hechos. 

Hay que señalar a este respecto que en dicho infor- 
me, la Dirección General de Tráfico no valoró debida- 
mente la prueba aportada por el infractor, de la que se 
podía desprender un supuesto de fuerza mayor. 

En este sentido, es de gran trascendencia, en los ex- 
pedientes originados por sanciones que conllevan la re- 
tirada del permiso de conducir, el que la 
Administración atienda las peticiones de prueba que 
los infractores soliciten, precisamente con el objeto de 
concretar, en la medida de lo posible, el ámbito de dis- 
crecionalidad aludido. 

De esta forma, circunstancias como el caso fortuito, 
o la fuerza mayor que pueden perfectamente suceder 
en este tipo de infracciones graves, han de ser valora- 
das, si no para dejar sin efecto la infracción, sí al me- 
nos para graduar la sanción. 

2.1.4. Retrasos en la resolución de los recursos 

Como en años anteriores, se tiene que constatar el 
elevado número de quejas que se reciben y que denun- 
cian los retrasos en la resolución de los recursos que 
los ciudadanos plantean contra diversas sanciones que 
le son impuestas. 

Esta situación, que ha venido siendo reflejada en in- 
formes anteriores, debe, una vez más, plantearse habi- 
da cuenta que, hasta el momento no se ha encontrado 
por parte de la Administración una solución real y 
eficaz. 

Como contestación al último informe solicitado a la 
Dirección General de Tráfico, sobre la evolución y re- 
sultados de las medidas que ya se habían anunciado, 
tendentes a mejorar el servicio de recursos, se pone de 
relieve que la actual situación, lejos de haber mejora- 
do, ha sufrido una agravación por cuanto, con la entra- 
da en vigor de la nueva Ley de Seguridad Vial, por la 
que se elevó sustancialmente la cuantía de las sancio- 
nes por infracción de las normas en ella contenidas, el 
número de recursos presentados durante 1990 fue de 
104.000, frente a los 46.000 recibidos en 1989, previén- 
dose que para 1991 el número de recursos presentados 
superará con creces la cantidad antes citada. 

Por otro lado, se informa de que las medidas puestas 
en funcionamiento para paliar la falta de personal cua- 

lificado, ha sido la informatización de algunos impre- 
sos, así como la contratación de 22 licenciados en 
derecho, de acuerdo con el convenio firmado entre el 
Ministerio del Interior y el INEM, señalándose, no obs- 
tante, que se trata de una solución provisional y que 
se desconoce si para 1992 podrá prorrogarse. 

Finalmente, la Dirección General de Tráfico ha infor- 
mado de que se ha elaborado un plan estratégico que 
tiene, entre sus objetivos más urgentes, incrementar los 
medios personales, poniendo de relieve que esta medi- 
da está condicionada a su aprobación por los Ministe- 
rios de Economía y Hacienda y de Administración 
Pública. 

En consecuencia, esta institución se ha dirigido re- 
cientemente a los expresados departamentos ministe- 
riales solicitando informe sobre estos antecedentes a 
los fines que se pongan en práctica las medidas perti- 
nentes para solucionar este problema, contestación que 
aún no ha sido remitida. 

2.1.5. Pruebas de aptitud 

Otro número significativo de quejas hacen referen- 
cia a los problemas que se plantean en relación con las 
aptitudes psicofísicas y de conocimiento de las normas 
de circulación a la hora de la obtención de un permiso 
de conducir. 

En la mayoría de los casos, esta institución informa 
a los interesados de los requisitos que se exigen para 
la superación de estas pruebas, indicando, en su caso, 
la vías legales para mostrar su disconformidad con las 
resoluciones recaídas. 
No obstante, cabe reseñar los casos, referentes a per- 

sonas que carecen de la formación necesaria para po- 
der realizar la prueba teórica en forma escrita y con 
respecto a las cuales se ha solicitado una información 
puntual a la Dirección General de Tráfico, la cual re- 
mitió un informe de carácter general en el que se po- 
nían de relieve las medidas que se venían adoptando 
para resolver estas situaciones (expediente 9027825). 

En este sentido, informó que, en aras de facilitar la 
integración social de estas personas, se había suscrito 
un convenio con las Comunidades de Madrid, Andalu- 
cía y Extremadura, así como con varios Ayuntamien- 
tos para facilitar el acceso al permiso de conducción 
de aquellas personas que, careciendo de la formacibn 
necesaria, tras un breve período de instrucción apren- 
dar a leer lo necesario para después poder realizar la 
prueba teórica en forma oral. 

Por otra parte, se significa que se está intentando que 
en todos los procesos de alfabetización que se llevan 
a cabo por las comunidades autónomas se contenga un 
aprendizaje de la conducción de vehículos, lo que sin 
duda redundará en un beneficio para estas personas. 

Esta institución valora muy positivamente estas ini- 
ciativas adoptadas para buscar vías de integración a es- 
te colectivo de personas que carecen de formación. 
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2.1.6 Prescripción de infracciones 

En otro grupo de quejas los ciudadanos exponen que 
no han sido tomadas en consideración, por parte de las 
distintas Jefaturas Provinciales de Tráfico, las alegacio- 
nes efectuadas sobre la posible prescripción de la pre- 
sunta infracción cometida. 

En estos supuestos (expediente 9024764), la Dirección 
General de Tráfico, al recibir la sugerencia del Defen- 
sor del Pueblo efectúa las correcciones pertinentes, al 
comprobar, en efecto, que ha transcurrido en exceso el 
plazo de prescripción establecido en la Ley. 

Resulta evidente que las demoras en la tramitación 
de estos expedientes, así como otras disfunciones de- 
rivadas de la falta de medios materiales adecuados a 
estos efectos, no ha de ser óbice para restringir la vir- 
tualidad del instituto de la prescripción, en aras de la 
seguridad jurídica. 

Igualmente, debe hacerse mención del problema plan- 
teado en el expediente 9119957, sobre la falta de espe- 
cificación en el boletín de denuncia de la infracción 
supuestamente cometida. 

El interesado manifestaba su disconformidad con la 
Jefatura Provincial de Tráfico de Cáceres, aduciendo la 
situación de indefensión que le había originado el que 
la denuncia sólo hiciera referencia a «no obedecer una 
señal de prohibición», sin especificar la señal concreta. 

Al solicitar informe de la Dirección General de Tráfi- 
co, se puso de relieve que el hecho denunciado, sin es- 
pecificar cual fue la señal infringida, pudiera no 
resultar adecuado con la necesaria concreción del he- 
cho origen de un expediente sancionador, exigible des- 
de la perspectiva del derecho a la defensa y del 
principio de legalidad. 

En el informe remitido por aquel centro directivo se 
acepta el criterio sostenido, dejando sin efecto las ac- 
tuaciones practicadas y sobreseyendo el expediente. 

Asimismo, se informa que se han dado instrucciones 
para que en lo sucesivo, en el texto de la denuncia apa- 
rezca claramente la señal de prohibición que sea obje- 
to de infracción. 

2.1.7. Otras quejas 

Otro grupo de quejas hace referencia a posibles irre- 
gularidades producidas en la tramitación de expedien- 
tes sancionadores por parte de distintos ayuntamientos, 
habida cuenta del ámbito de competencia que les atri- 
buye la Ley de Seguridad Vial. 

En este apartado, ha de insistirse en que estos entes 
locales han de seguir, escrupulosamente, las garantías 
jurídicas previstas en nuestro ordenamiento para la ins- 
trucción de este tipo de expedientes sancionadores, por 
lo que se refiere, en concreto, a las notificaciones, to- 
ma en consideración de las alegaciones efectuadas por 
el ciudadano en sus distintos recursos, motivación de 
la resolución recaída, etc. 

Como ejemplo de este tipo de queja, hay que resal- 

tar la número 9105564, en la que el ciudadano compa- 
reciente mostraba su disconformidad por la imposición 
de cuatro sanciones consecutivas, en el mismo momen- 
to, por parte de un agente de la policía municipal de 
Madrid. 

Según manifestaba el interesado, su vehículo se en- 
contraba estacionado en doble fila, y después de ser re- 
querido por el agente para que lo. retirara, al 
manifestarle que esperase unos instantes pues se en- 
contraba realizando unas labores de carga y descarga, 
el agente, contrariado, procedió a extender sendos bo- 
letines de denuncia por diversos conceptos, como no 
tener la póliza de seguro, el permiso de circulación, el 
certificado de la ITV, etc. 

Solicitado informe del Ayuntamiento de Madrid so- 
bre este caso, se limita a describir en su contestación 
las sanciones recaídas, no adoptando medida correc- 
tora alguna en estos antecedentes que pudieran cons- 
tituir una desviación de poder de un agente policial; 
por lo que se ha solicitado una ampliación del referido 
informe. 

2.2. Seguridad ciudadana 

Con independencia de las quejas que individualmente 
se han presentado en esta materia por parte de los ciu- 
dadanos, la institución ha actuado de oficio en todos 
aquellos supuestos en que por la significación de los 
hechos objetos de investigación era aconsejable hacerlo. 

Así la queja 9122255 hace referencia a los incidentes 
acaecidos en el barrio valenciano de Malva-Rosa en oc- 
tubre del pasado año en el que un grupo de vecinos de 
esta barriada agredieron física y verbalmente a otros 
grupos a los que acusaban de ser drogopendientes y co- 
mo consecuencia de las concentraciones que se venían 
produciendo en protesta por el tráfico de drogas exis- 
tente en esa zona. 

La Delegación del Gobierno en la Comunidad Valen- 
ciana ha informado a esta institución que el motivo de 
rstos enfrentamientos ha sido consecuencia del fuerte 
deterioro urbanístico de la zona que había propiciado 
una ocupación ilegal de viviendas ruinosas o deterio- 
radas donde se traficaba con droga. 

Asimismo indica dicho informe, que desde el año 1987 
se viene prestando a esta zona una especial atención 
por un grupo de investigación de seguridad ciudada- 
na, de la Comisaría del distrito de Grao-Cavañal, al que 
pertenece la Malva-Rosa. 

No obstante, el aumento de personas afectas a dro- 
godependencias y traficantes en esa zona originó una 
respuesta por parte de la asociación de vecinos del ba- 
rrio, con persistentes concentraciones y manifestacio- 
nes que culminaron en los acontecimientos del día 7 
de octubre en el que se produjo un enfrentamiento en- 
tre fuerzas efectivas del Cuerpo Nacional de Policía y 
los vecinos, con el resultado de 9 policías y 23 manifes- 
tantes heridos. 

En la madrugada del día 8, un grupo de vecinos apa- 
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lean a dos jóvenes habiéndose detectado la existencia 
de cócteles molotov y porras, produciéndose a conse- 
cuencia de todas estas actuaciones la detención de cua- 
tro jóvenes que pasaron a disposición judicial. 

Terminaba señalando el informe que se había mon- 
tado un fuerte dispositivo policial de vigilancia, con la 
tarea de registros domiciliarios en busca de droga a la 
par que se han celebrado reuniones con los represen- 
tantes de los sectores implicados para tratar de pacifi- 
car la zona. 

Asimismo, en la queja 9122256, esta institución se di- 
rigió al Gobierno Civil de Barcelona para conocer las 
medidas adoptadas con relación a los incidentes acae- 
cidos también en el mes de octubre del pasado año en 
el barrio de San Cosme, del Prat de Llobregat, en Bar- 
celona, en el que un grupo de ciudadanos de esa barria- 
da, patrullando las calles, habían agredido a otros 
ciudadanos que transitaban por la misma, llegando a 
arrojar los enseres por la ventana de la vivienda de un 
presunto traficante. 

En su informe el Gobierno Civil señala que los agre- 
sores identificados en todos estos hechos han sido pues- 
tos a disposición de la autoridad judicial, habiendo 
intervenido las fuerzas policiales en evitación de estos 
enfrentamientos, así como para impedir que aquellas 
personas que acuden a esta zona en busca de droga per- 
noctasen en la misma. 

En la queja 9122296, un grupo de vecinos de Jaén, 
comparecen ante esta institución manifestando que en 
unos solares próximos a sus domicilios se producían 
a diario actos de gamberrismo, siendo utilizados estos 
locales por algunas personas para llevar a cabo sus ac- 
tividades relacionadas con drogas; asimismo, estos ve- 
cinos señalando la situación de temor que vienen 
padeciendo y la inactividad de la policía gubernativa, 
ya que a sus requerimientos ésta manifestaba que no 
podían hacer nada. 

Solicitado el correspondiente informe al Gobierno Ci- 
vil de Jaén, se está a la espera de su contestación, que 
ha sido recientemente requerida. 

Finalmente, cabe destacar la queja 9108159, en la que 
una persona manifestaba cuando accedió a presentar 
una denuncia en una comisaría de policía, de la ciudad 
de Valencia, no le fue posible interponer la misma, acu- 
diendo a otras, incluida la Jefatura Superior de Poli- 
cía, ya que en estas dependencias los funcionarios le 
remitían a otras dependencias. 

Insistía en que durante el tiempo que transcurrió in- 
tentando interponer la denuncia por robo de su auto- 
móvil se cometió un atraco con él. 

Solicitada información del Ministerio del Interior, se 
han manifestado que los motivos de no recibir la de- 
nuncia fueron porque, en la primera dependencia a que 
acudió, se estaban practicando diligencias con unos de- 
tenidos, y en otra, porque sólo es un servicio de expe- 
dición de DNI. 

El Defensor del Pueblo, recientemente, ha dirigido 
una sugerencia al Ministerio del Interior, en la que se 
pone de relieve que se dicten las órdenes oportunas pa- 

ra que, en casos similares al presente, se facilite al má- 
ximo a las personas que sean víctimas de un delito, la 
interposición de las correspondientes denuncias. 

Las irregularidades y deficiencias existentes en el mo- 
mento de presentar una denuncia, que ya fueron ex- 
puestas en distintos informes anuales de esta 
institución, han sido asumidas en la contestación da- 
da por el Gobierno al informe correspondiente al año 
1990, al poner de relieve que las medidas propuestas 
por esta institución parecen absolutamente correctas 
que el Ministerio del Interior está intentando llevarlas 
a cabo. 

2.3. Indemnizaciones a víctimas del terrorismo 

La actuación llevada a cabo por el Defensor dé1 Pue- 
blo en relación con estos casos ha estado dirigida a dar 
respuesta a situaciones como la planteada en el expe- 
diente 9118150 en que un ciudadano de Madrid mani- 
festaba que a consecuencia del atentado del día 23 de 
junio, en el barrio de San Blas, había perdido su vehí- 
culo, cuando este le era imprescindible para su trabajo. 

De igual forma en la queja 9102222 otro ciudadano 
señalaba la pérdida de su vehículo en otro atentado su- 
frido el 21 de diciembre de 1991 en Valencia. 

De esta forma se ha incidido en la necesidad de que 
las indemnizaciones y previsiones protectoras a las víc- 
timas del terrorismo gocen de una especial atención y 
celeridad para que se hagan efectivas lo antes posible 
y no sufran retrasos como el advertido a través del ex- 
pediente 9101470 en que un ciudadano de Llodio (Ala- 
va) no percibió indemnización por hechos ocurridos en 
diciembre de 1988, hasta mayo de 1990. 

La constatación, por otra parte, a través de varias que- 
jas y de la propia realidad vivida a lo largo de 1991 con 
relación al fenómeno terrorista llevó a esta institución 
a remitir una recomendación al Ministro de Relaciones 
con las Cortes y de la Secretaría del Gobierno articu- 
lada en los siguientes términos: 

«Que a través de los mecanismos establecidos en el 
ordenamiento jurídico, se valore la oportunidad de 
adoptar la iniciativa que proceda para elaborar una nor- 
ma con rango de Ley, que racionalice y refunda toda 
la normativa actualmente dispersa, de protección a las 
víctimas del terrorismo, proporcionando una cobertu- 
ra efectiva a todas las personas que sufran estas accio- 
nes con un criterio de homogeneidad e igcaldad, 
cubriendo las lagunas o insuficiencias antes detecta- 
das y valorándose la oportunidad de extender esta pro- 
tección a otros sistemas de ayuda complementarias de 
las meras pensiones o indemnizaciones. 

Por otra parte, que se considere la posibilidad de que 
bien en esta norma u otra específica de rango adecua- 
do se renuevan los obstáculos ahora existentes y deri- 
vados de la disposición transitoria del Real Decreto 
1576/90, de 7 de diciembre, en cuanto a la percepción 
de estos beneficios con independencia del momento en 
que se produzcan las acciones terroristas. 
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Que de igual forma se valore la oportunidad de arti- 
cular algún sistema de cobertura para ciertos daños 
materiales derivados de hechos terroristas y en aten- 
ción a las circunstancias personales de las víctimas. )) 

En la Ley de Presupuestos para 1992, han sido reco- 
gidas, en las disposiciones adicionales decimonovena 
y vigésimo octava, las correspondientes previsiones pa- 
ra el resarcimiento por el Estado de los daños ocasio- 
nados en la vivienda habitual de personas físicas que 
se vean afectadas por actos terroristas y la previsión 
de cobertura mediante pensión extraordinaria para to- 
da persona que sufra lesiones permanentes o fallezca 
como consecuencia de actos de terrorismo siempre que 
no tuviere protección por algún régimen de Seguridad 
Social. 

2.4. Servicios de documentación 

Durante el año 1991 se han continuado recibiendo 
quejas sobre el deficiente funcionamiento del servicio 
de expedición de DNI. 

Sin perjuicio de la admisión a trámite de las quejas 
presentadas, en las que se ha solicitado información al 
Gobierno Civil competente, en relación con las disfun- 
ciones concretas planteadas por los reclamantes, esta 
institución, al entender que el problema subyacente ha- 
ce referencia al funcionamiento, en general, de los ser- 
vicios de expedición de DNI, está efectuando un 
seguimiento de las medidas y demás iniciativas pues- 
tas en marcha por el Ministerio del Interior, comuni- 
cadas a esta institución y que fueron reflejadas en el 
informe parlamentario del año pasado. 

A este fin, habiendo transcurrido un tiempo pruden- 
cial desde la puesta en marcha de estas medidas (con- 
venio con el INEM para contratación de personal de 
apoyo, cita previa mediante contratación de dicho ser- 
vicio con una empresa especializada y los trabajos ini- 
ciados para la implantación progresiva de un nuevo 
modelo de Documento Nacional de Identidad que, en- 
tre otras ventajas supondría una mayor celeridad en su 
tramitación) y, teniendo en cuenta que continúan lle- 
gando quejas de ciudadanos acerca de esta problemá- 
tica, se ha considerado conveniente conocer la puesta 
en marcha efectiva de las iniciativas desarrolladas, di- 
rigiendo una comunicación a distintos delegados de go- 
bierno y gobernadores civiles, solicitando informe en 
cuanto a tiempos medios de tramitación para la expe- 
dición o renovación del Documento Nacional de Iden- 
tidad, así como qué iniciativas de las anunciadas y a 
las que antes se ha hecho referencia, están efectivamen- 
te funcionando. 

De igual modo y al objeto de tener un conocimiento 
preciso y exacto de la protección otorgada a los datos 
personales aportados por las personas a la empresa 
contratada para el servicio de cita previa, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 18 de la Constitución es- 
pañola, se ha solicitado, recientemente, al Ministro del 

Interior informe sobre las medidas arbitradas en orden 
a que estos datos sean custodiados y destinados para 
el fin previsto, evitándose una utilización fraudulenta 
de los mismos y si estos datos se destruyen una vez que 
su conservación no es necesaria. 

Cuando lleguen las distintas contestaciones se estu- 
diarán con detenimiento, dejando reflejo de las conclu- 
siones a que se llegue en el presente informe. 

2.5. Otras actividades sujetas a control gubernativo 

Los expedientes recibidos en este apartado se refie- 
ren a la concesión de permisos de armas, espectáculos 
taurinos, juego e indemnizaciones por daños catas- 
tróficos. 

Así, cabe reseñar el expediente 9108900, en el que un 
ciudadano ponía de relieve que le había sido impues- 
ta, por la Delegación del Gobierno de Cantabria, una 
sanción por infracción del Reglamento de Máquinas Re- 
creativas y de Azar, aprobado por RD 1794/81, de 24 de 
julio, por tenencia de una máquina recreativa sin la co- 
rrespondiente autorización. 

Manifestaba esta persona la posible vulneración del 
artículo 25 de la Constitución Española, al habérsele 
impuesto una sanción en virtud de una norma regla- 
mentaria, sin que existiera a su juicio en este caso, una 
cobertura legal suficiente, de acuerdo con la doctrina 
reiterada por el Tribunal Constitucional. 

Esta institución solicitó un informe del Ministerio del 
Interior, sobre la base de sentencias del Tribunal Cons- 
titucional y del Tribunal Supremo, en las que se exa- 
mina la insuficiencia de cobertura legal, en materia 
sancionadora del real decreto antes mencionado, po- 
niendo de relieve la posible nulidad de la sanción im- 
puesta. Esta solicitud de informe aún no ha sido 
cumplimentada, por lo que recientemente se ha vuelto 
a requerir su envío. 

En el expediente 9121337 se solicitó información de 
la Delegación del Gobierno en la Comunidad Autóno- 
ma del Principado de Asturias, en relación con la de- 
nuncia formulada por la Asociación para la Defensa de 
los Derechos del Animal, sobre la presencia de los me- 
nores de 14 años en espectáculos taurinos. 

Esta materia, que ya ha sido objeto de investigación 
por esta institución en años anteriores, se sigue repi- 
tiendo, por lo que parece necesario que por parte de 
las autoridades competentes se efectúe un control más 
eficaz para que se cumpla la normativa siguiente al 
respecto. 

Un grupo de expedientes (9120569,9108831,9123559, 
9122248, 9117799 y otros) tienen por objeto cuestiones 
diversas entorno a la utilización de armas por particu- 
lares y al control que en definitiva desarrolla el Minis- 
terio del Interior sobre este particular. 

Básicamente las personas que acuden a esta institu- 
ción manifiestan su disconformidad con la no renova- 
ción o no concesión del permiso de armas, así como la 
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existencia de silencio administrativo en la resolución 
de los expedientes. 

En este sentido esta institución no entra a valorar la 
oportunidad de la concesión o denegación de los per- 
misos de armas, sino, únicamente, que se den cumpli- 
miento a las garantías formales que deben observarse 
en estos procedimientos. 

Por último cabe mencionar varias quejas sobre los 
retrasos en el reconocimiento y pago de las ayudas por 
daños catastróficos, que han sido tramitadas a fin de 
acelerar la finalización de estos expedientes. 

Así en la queja 9028006 el interesado manifiesta que 
resultó afectado por las inundaciones acaecidas en el 
año 1989 en Murcia y que le ocasionaron graves pérdi- 
das en su local comercial y que tras solicitar la corres- 
pondiente ayuda ante el ayuntamiento de esa localidad 
en el transcurso de estos dos últimos años no había co- 
nocimiento de la resolución final a su petición. 

Iniciada la oportuna investigación, la Delegación del 
Gobierno en Murcia informó que el Ayuntamiento de 
Murcia remitió a esa delegación la instancia del inte- 
resado y que a la vista de su contenido y al quedar fue- 
ra de la Orden del Ministerio del Interior de 31 de 
octubre de 1989, según la cual sólo se concede ayuda 
cuando el daño afecte a viviendas familiares dio tras- 
lado a la Comunidad Autónoma de Murcia al objeto de 
que fuese estudiada esa petición por si procedían otro 
tipo de ayudas. 

Se está a la espera del informe solicitado a dicha co- 
munidad, que recientemente se ha vuelto a requerir. 

3. ADMINISTRACION MILITAR 

3.1. Servicio Militar 

3.1.1. Consideraciones generales 

Durante el año 1991, la temática del servicio militar 
ha continuado siendo un objetivo de especial atención 
por parte del Defensor del Pueblo, dentro del ámbito 

, de competencias que prevé el artículo 54 de la Ley Or- 
gánica 311981, de 6 de abril, reguladora de esta insti- 
tución. 

Por otro lado, la previsión contenida en la reciente 
Ley del Servicio Militar, al desarrollar la posibilidad 
de que la tropa de reemplazo pueda dirigir al Defensor 
del Pueblo quejas individuales sobre aspectos de su ré- 
gimen de vida durante la prestación del servicio mili- 
tar, ha venido a facilitar el mejor conocimiento de esta 
institución a los soldados y marineros que se incorpo- 
raron a filas. 

Ha de destacarse el hecho de que a lo largo de este 
año han sido los propios soldados de reemplazo quie- 
nes han comparecido en mayor número ante la institu- 
ción de un modo directo, planteando sus problemas con 
relación a los diversos aspectos del régimen de vida del 
servicio militar, produciéndose un cambio importante 
en lo que venía siendo pauta normal de comportamien- 

to en otros años, en que eran familiares o amigos de 
los interesados quienes planteaban las quejas. 

Aun cuando en la tramitación de los expedientes so- 
bre el servicio militar se ha venido contando con la co- 
laboración efectiva del Ministerio de Defensa, lo cierto 
es que en este año ante el incremento del número de 
quejas recibidas, se ha reforzado esta colaboración 
complementándola con un nuevo cauce de relación con 
dicho ministerio a través de la Dirección General del 
Servicio Militar, órgano administrativo al que la nue- 
va ley le encomienda una directa intervención en todo 
el proceso de este servicio. 

Por ello, se hace necesario que, sobre todo en casos 
urgentes, la expresada Dirección General proporcione 
a esta institución una pronta y directa información de 
las circunstancias que concurren en estos casos, adop- 
tándose, por otra parte, las medidas que resulten indi- 
cadas para una mejor protección de los derechos de los 
soldados. 

Por otra parte, conviene destacar que han continua- 
do las visitas giradas a distintos centros disciplinarios 
para constatar las condiciones generales y modo de 
cumplimiento de las sanciones por falta grave previs- 
tas en la Ley de Régimen Disciplinario para las Fuer- 
zas Armadas. 

Con estas visitas y las que durante 1992 se efectúen 
a diversas unidades militares se intenta potenciar al má- 
ximo la relación entre el Defensor del Pueblo y el ciu- 
dadano en su condición temporal de militar y que no 
por ello debe verse privado de la protección en sus de- 
rechos fundamentales. 

Por esta causa se han primado los contactos direc- 
tos y las conversaciones del Defensor del Pueblo y sus 
representantes con la tropa de reemplazo de los tres 
ejércitos, a los fines de conocer de cerca las condicio- 
nes en que se viene desarrollando la prestación de su 
servicio, así como los problemas o dificultades que pu- 
dieran derivarse con ocasión del mismo. 

Interés especial ha merecido por parte de esta insti- 
tución, durante 1991, las condiciones en que se desa- 
rrolla la prestación del servicio militar en unidades 
especiales del ejército. 

A este respecto, cabe señalar la existencia de un nú- 
mero importante de quejas con un denominador común 
como es la problemática que suscita el modo de incor- 
poración a dichas unidades de soldados de reemplazo, 
no siempre fruto de una decisión meditada y los pro- 
blemas que tal forma de acceso originan no pocos ca- 
sos de inadaptación al especial régimen de estas 
unidades. 

De otra parte, y aunque se siguen recibiendo quejas 
cuya temática abarca aspectos relacionados con el mo- 
mento de la incorporación a filas (prórrogas, etc.) o los 
cambios de demarcación territorial, es la materia re- 
lativa a cobertura de accidentes durante el servicio mi- 
litar, la que aún este año ha seguido teniendo una 
especial relevancia, puesto que el sistema legal diseña- 
do el año anterior con el Real Decreto 1234/90 y la pre- 
visión de una póliza de seguro, más la partida 
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presupuestaria de indemnización por fallecimiento, no 
ha permitido cubrir todos los supuestos anteriores a 
1985 que quedaron fuera del aludido sistema de co- 
bertura. 

Se ha detectado en relación con la aplicación del ci- 
tado real decreto una excesiva lentitud en la tramita- 
ción de los expedientes dimanantes del mismo o en fase 
de adaptación, no cumpliéndose el plazo de seis meses 
que se prevé para su conclusión. 

Un problema que ha seguido poniéndose de manifies- 
to en las quejas tramitadas durante este año, es el rela- 
tivo a las quejas presentadas por organizaciones o 
personas a título individual en relación con ciudada- 
nos que se niegan a cumplir la obligación militar, no 
aceptando tampoco el marco legal regulador de la ob- 
jeción de conciencia. A este respecto esta institución 
ha hecho un seguimiento de aquellos ciudadanos pro- 
cesados por la jurisdicción militar por estos hechos, con 
el fin de garantizar en todos los casos sus derechos, sin 
perjuicio de no intervenir en el caso concreto objeto de 
enjuiciamiento. 

Por último, cabe destacar el problema relativo a la 
insuficiencia de las garantías jurídicas en el ámbito de 
las resoluciones adoptadas por los distintos órganos en- 
cargados del reclutamiento, al haberse acreditado una 
cierta confusión entre lo que pueden ser actos admi- 
nistrativos sujetos a un posterior control en vía juris- 
diccional y aquellos otros que pueden ser actos 
graciables, vía derecho de petición. Esta cuestión re- 
sulta especialmente trascendente de cara a la aplica- 
ción del modelo diseñado en la Ley del Servicio Militar 
con relación a aquellas incidencias previas al inicio de 
la prestación del servicio militar, como por ejemplo, 
destinos, fechas de incorporación etc., que constituyen 
el contenido de la denominada oferta de plazas. 

Así, existen quejas basadas en las peticiones que cur- 
san los mozos, las cuales son resueltas en muchos ca- 
sos, bien con el silencio administrativo, o bien con una 
nueva comunicación denegatoria sin especificar si con- 
tra la misma cabe algún tipo de recurso y ante qué 
autoridad. 

Esta cuestión ha sido específicamente abordada en 
el apartado de este informe sobre derechos funda- 
mentales. 

3.1.2. Centros disciplinarios 

La decisión adoptada por esta institución al realizar 
visitas a los centros disciplinarios militares supone una 
continuación de la línea iniciada en el año 1989, en la 
consideración de que una profundización en el respe- 
to de los derechos fundamentales de la persona requiere 
que cualquier restricción de libertad, independiente- 
mente de su naturaleza jurídica, no comporte condicio- 
nes de vida que hagan más aflictiva la pena o sanción 
que se ha de cumplir. 

Por otro lado, la naturaleza excepcional del régimen 
sancionador en el ámbito militar que comporta priva- 

ciones de libertad, obliga a supervisar los aspectos for- 
males que sirven de garantías y límites para el uso de 
esta facultad, así como el nive1.de idoneidad de las ins- 
talaciones destinadas al cumplimiento de dichas san- 
ciones. 

Así en la primera visita efectuada al centro discipli- 
nario sito en las instalaciones del Acuartelamiento &e- 
neral Menachon, próximo a la localidad de Badajoz, se 
pudo constatar que dicho centro está ubicado en un edi- 
ficio de nueva planta, y que el mismo contaba con ins- 
talaciones suficientes para el cumplimiento de las 
sanciones que en todo caso no pueden superar los 3 
meses. 

Si bien el día de la visita no existía más que un solo 
arrestado, próximo a cumplir su sanción, de las entre- 
vistas mantenidas con soldados del acuartelamiento y 
del recorrido efectuado por todo el recinto se pudo com- 
probar que éste respondía a una unidad moderna cu- 
yas instalaciones, de reciente construcción, permitían 
ofrecer unas condiciones adecuadas de vida a la tropa 
allí destinada. 

No obstante, y estimando como idóneas las condicio- 
nes de infraestructura de este centro, se puso de mani- 
fiesto la falta de unas normas de régimen interior que 
permitieran conocer, tanto a los internos como a quie- 
nes los custodian, sus derechos y deberes, así como per- 
mitir el desarrollos de actividades que posibiliten una 
mayor ocupación del tiempo de los sancionados. 

En la visita girada al centro disciplinario de la Base 
de San Pedro, sito en la localidad de Colmenar Viejo 
(Madrid), se constató, igualmente, que el mismo estaba 
ubicado en un edificio de nueva planta, con instalacio- 
nes y servicios suficientes. 

De las entrevistas llevadas a cabo con los internos que 
en aquel momento se encontraban en número de 18, se 
advirtió una situación de tensión en las relaciones en- 
tre éstos y los miembros de la policía militar encarga- 
dos de su custodia. 

Esta circunstancia se veía agravada por el hecho de 
que el personal de vigilancia son tropa de reemplazo, 
sin una especial preparación, lo que había originado 
en muchos casos situaciones conflictivas debidas a la 
falta de experiencia en el desempeño de estas funciones. 

A esta situación también contribuye precisamente, la 
falta de unas normas que regulen el régimen interno 
de este tipo de establecimientos, que provocan inciden- 
tes, como los que relataron algunos internos en el trans- 
curso de la visita, que pueden considerarse 
extralimitaciones en el ejercicio de la potestad discipli- 
naria y que afectan a la dignidad de la persona. 

Así, algunos internos pusieron de manifiesto a los re- 
presentantes de la institución que era práctica común 
imponer sanciones a los arrestados, consistentes en per- 
manecer de pie cara a la pared varías horas diarias a 
lo largo de la semana, u obligar a efectuar ejercicios 
físicos inmediatamente después de terminar la comi- 
da, habiendo provocado que algunos de ellos sufrieran 
cortes de digestión. 

Por otro lado, pusieron de relieve el diferente trato 
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dispensado en relación con el tiempo permitido para 
recibir visitas, según fueran familiares directos o per- 
sonas ligadas sentimentalmente a los internos. 

Todos estos hechos fueron puestos en conocimiento 
del Ministerio de Defensa solicitando información so- 
bre las medidas que se fueran a adoptar para corregir 
estas situaciones. 

Por otra parte y sin perjuicio de que se continúen 
efectuando a lo largo del año 1992 nuevas visitas, es pre- 
ciso llamar la atención sobre la necesidad de definir 
el modelo de cumplimiento de sanciones del régimen 
disciplinario en el seno de las Fuerzas Armadas, pues 
dada su naturaleza, al comportar una privación de li- 
bertad, resulta básico que durante su cumplimiento se 
conozca el régimen general en el que debe desarrollar- 
se éste, ya que la indefinición puede dar lugar a exce- 
sos en quienes tienen la misión de custodiar y vigilar 
a los internos, y por otro lado éstos no pueden, en mu- 
chas ocasiones, ser corregidos por el temor de sus guar- 
dadores a excederse en sus atribuciones. 

Recientemente, el Ministerio de Defensa ha informa- 
do que con independencia de adoptar las medidas co- 
rrectoras y preventivas para que no vuelvan a 
producirse hechos como los denunciados por esta ins- 
titución, se ha constituido un grupo de trabajo, dedi- 
cado a elaborar las directrices de una futura 
disposición, sobre régimen interior de los centros dis- 
ciplinarios. 

Hay que resaltar, por otra parte, la queja 9028703, en 
la que compareció un letrado del Colegio de Abogados 
de Madrid en representación de un soldado de Infan- 
tería de Marina que cumplía arresto por falta grave en 
el centro disciplinario militar de la BRIPAC de Alcalá 
de Henares, poniendo de manifiesto las deficientes con- 
diciones generales del lugar donde estaba cumpliendo 
dicho correctivo, así como el que no se le permitió a 
él entrevistarse con su cliente a solas, no siéndole tam- 
poco permitida la recepción de paquetes. Igualmente 
se puso de manifiesto por el letrado que el oficial de 
guardia no permitía comunicación telefónica alguna 
con el arrestado y que éste y los demás internos, ape- 
nas tenían actividades diarias salvo las de la limpieza 
de las propias dependencias. 

Solicitado el correspondiente informe al Ministerio 
de Defensa, éste manifestó que efectivamente el oficial 
de guardia no permitió en su momento la entrevista con 
su cliente por entender dicho oficial que con ello inter- 
pretaba correctamente las normas sobre visitas, habien- 
do sido amonestado el jefe del establecimiento por 
parte del coronel de la unidad, al objeto de que se die- 
se estricto cumplimiento a la instrucción 43/86, de 27 
de mayo, del Ministerio de Defensa. 

En este informe, aquel departamento informó que se 
está desarrollando un programa de infraestructura pe- 
nitenciaria y disciplinaria, de manera que pueda dotar- 
se a las unidades, situadas hoy en edificaciones 
antiguas, de medios de los que carecen por esta razón; 
y que asimismo el Secretario de Estado de Administra- 
ción Militar ha dirigido una comunicación al Jefe del 

Estado Mayor del Ejército de Tierra para que sean re- 
visadas las normas de régimen interior con el fin de que 
no puedan surgir dudas de interpretación por los en- 
cargados de su aplicación. 

La queja 9028043, que ya fue tratada en el informe 
de 1990, se refiere a la comparencencia del padre de 
un soldado de Ejército del Aire denunciando deficien- 
cias en el centro disciplinario de la Base Aérea de Cua- 
tro Vientos, de Madrid, en la que su hijo cumplía un 
arresto disciplinario por falta grave. 

Efectuada la correspondiente visita de inspección, no 
solo a los locales sino también conversando individual- 
mente con aquellos soldados que allí estaban internos, 
pudo observarse la existencia de distintas quejas en 
cuanto al estado de las instalaciones, comidas, etc., y 
de otra parte también deficiencias jurídicas en la ins- 
trucción de algunos de los expedientes sancionatorios, 
todo lo cual fue puesto de inmediato en conocimiento 
del Ministerio de Defensa. 

El Ministro de Defensa en un informe ampliatorio al 
respecto destacó que su departamento iba a dar prio- 
ridad al programa correspondiente de adaptación de 
los centros disciplinarios, fundamentalmente aquellos 
ubicados en edificaciones antiguas, a las nuevas nece- 
sidades, al objeto de contar con inmuebles adecuados 
a estos fines. 

Por otra parte, y en respuesta a las cuestiones plan- 
teadas en esta queja por esta situación, referidas al ré- 
gimen interno de estos establecimientos, aquel 
departamento consideró suficiente la aplicación de la 
Orden Ministerial 43/86, de 27 de mayo, y las normas 
dictadas por los generales jefes de Región Militar, Zo- 
na Marítima o Mando Aéreo para el correcto funciona- 
miento de estos centros. 

También en este informe, sobre el centro disciplina- 
rio de Cuatro Vientos, en Madrid, se pone de manifies- 
to el problema común que ha sido detectado en las 
recientes visitas efectuadas a otros centros disciplina- 
rios como es el de la inexistencia de unas normas de 
régimen interior para estos establecimientos que per- 
mitan conocer los derechos y deberes de todo el perso- 
nal que de una manera u otra residen en los mismos. 

Con ocasión de esta queja, se ha puesto de relieve al 
Ministerio de Defensa la conveniencia de que estos ex- 
pedientes sancionadores por falta grave, por la comple- 
jidad jurídica que implica, sean instruidos por oficiales 
del Cuerpo Jurídico de las Fuerzas Armadas. 

3.1.3. Condiciones de la prestación del servicio militar 

Preocupación prioritaria de esta institución, a lo lar- 
go de 1991, ha sido el análisis de las condiciones en que 
viene cumpliéndose la prestación del servicio militar, 
en las distintas unidades, por parte de la tropa de reem- 
plazo, procurándose que el desarrollo de la misma se 
adecúe a los principios constitucionales y a la natura- 
leza y finalidad de esta obligación. 

Así en el informe del pasado año se resaltó la queja 
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8900629 en la que se denunciaba que soldados desti- 
nados en una unidad de equitación y remonta del ejér- 
cito prestaban servicios tales como el cuidadado de 
caballos que, en algunos casos, además, eran de pro- 
piedad particular. 

El resultado de esta investigación ya fue reflejado en 
nuestro anterior informe. No obstante, con posteriori- 
dad, y debido a que esta institución volvió a solicitar 
del Ministerio de Defensa nueva información sobre la 
puesta en marcha de las medidas que nos fueron anun- 
ciadas para evitar estas situaciones, este departamen- 
to recientemente ha dictado la Orden Ministerial 
7011991, de 1 de octubre, por la que se regula la compo- 
sición y competencia de la junta de adquisición y se- 
lección de caballos especiales (BOD de 7 de octubre). 

En el preámbulo de esta norma se resalta la disposi- 
ción de mantener el espíritu de fomento de la equita- 
ción como deporte de aplicación militar, 
suprimiéndose, no obstante, la prestación de ayudas a 
caballos de propiedad particular, medida que tendrá 
lugar a partir del 1 de marzo de 1992. 

En el informe recibido se pone de relieve: 

((Desde las premisas de esta disposición se produci- 
rá una reordenación del sistema actual que autoriza la 
existencia de tres tipos distintos de caballos en unida- 
des militares, los de la propia unidad, los del Estado, 
adjudicados a militares profesionales en su condición 
de deportistas y concursantes y, por último, los de pro- 
piedad particular, aunque acogidos hoy a protección 
oficial, que como se ha dicho se suprimirán en marzo 
del próximo año. 

Ello implica que se mantendrán caballos en unida- 
des militares (yeguadas, depósitos de sementales, uni- 
dades de remonta, secciones de enseñanza ecuestre de 
Academias y centros de formación, unidades de mon- 
taña, guardia real, etc.) en las que es necesario mante- 
ner instalaciones y medios adecuados para ello. 

En estas unidades deberán existir soldados a los que 
se asignen cometidos de atención al ganado, al igual que 
en otras atienden el mantenimiento de vehículos, arma- 
mentos o explosivos, y que acompañen a éste en sus des- 
plazamientos ». 

Si bien la adopción de estas medidas evitará, ante to- 
do, que se reproduzcan situaciones como las denuncia- 
das ante esta institución por soldados que cumplen 
tareas de apoyo en Unidades de remonta, depósitos de 
sementales, yegüadas, etc., fundamentalmente, de ca- 
sos en los que su actividad estaba dirigida al cuidado 
de caballos de propiedad particular, lo cierto, es que 
la orden ministerial aludida y las propias medidas de 
aplicación de la misma no van a impedir el que milita- 
res de reemplazo, sin una profesionalidad específica, 
sigan desempeñando labores en estos centros y unida- 
des que pueden resultar especialmente ingratas y, a ve- 
ces, sean causa de un rechazo generalizado por lo 
especialmente gravosas que puedan resultar para de- 
terminados individuos. 

Por ello, sin perjuicio de considerar sumamente vá- 
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lid0 el avance sustancial que en esta materia se ha con- 
seguido, esta institución quiere poner de relieve la 
necesidad de que, por parte de I.a administración mili- 
tar se siga haciendo el esfuerzo necesario a fin de lo- 
grar que dentro de estas unidades aquellas tareas más 
singulares sean desempeñadas, en la medida de lo po- 
sible, por personal profesional especializado, acudien- 
do para ello, si es necesario, a la vía de la concertación 
con otros organismos del Estado, ya que en última ins- 
tancia de las yeguadas, depósitos de sementales y uni- 
dades de remonta se obtienen beneficios para el 
conjunto del Estado que no van implícitamente unidas 
a las funciones propias de las Fuerzas Armadas, y que 
en cambio favorecen a la sociedad en general. 

Durante este año ha sido también objeto de atención 
la problemática que plantea la inadaptación de solda- 
dos de reemplazo al régimen de vida en unidades espe- 
ciales y que origina en algunos casos situaciones de 
riesgo. 

Estas situaciones ponen de manifiesto la necesidad 
de reiterar que la incorporación de este personal ha de 
hacerse con criterios más rigurosos, evitándose el mo- 
do que actualmente se utiliza de captar, impartiendo 
charlas y ofreciendo posibilidades y expectativas que 
impactan a los jóvenes y por las que éstos, sin una de- 
cisión meditada, asumen un compromiso que les vin- 
cula durante un período largo de tiempo, bajo el 
especial régimen de vida militar que se exige en estas 
unidades. 

Entre las quejas recibidas a lo largo de este año, re- 
lativas al modo de incorporación de la tropa de reem- 
plazo a unidades especiales de las Fuerzas Armadas, 
destacan las 9110648, 9101385, 9111222 y 9103679. 

Así, una persona destinada en el Tercio Gran Capi- 
tán de la Legión, participaba a esta institución que da- 
das las circunstancias familiares y personales en las 
que se encontraba, la decisión tomada de incorporar- 
se a la Legión había sido poco meditada y ello estaba 
originando un grave problema de inadaptación con el 
régimen militar de esa unidad. En ese sentido, mani- 
festó que habiendo solicitado un permiso para visitar 
a su madre, gravemente enferma, dicho permiso le fue 
denegado, así como un cambio de destino para poder 
estar próximo al domicilio familiar, desprendiéndose 
de sus manifestaciones un posible trastorno psicológi- 
co, dado que expresó la posibilidad de suicidarse. 

Como consecuencia de esta queja y de otras recibi- 
das en el mismo sentido, se dirigió una comunicación 
al Ministro de Defensa cuyo objetivo se orientaba a tras- 
ladar dos cuestiones: de un lado, poner en conocimiento 
los casos concretos de estas personas y, por otro, cono- 
cer con carácter general las circunstancias, el procedi- 
miento y las garantías en que se produce el acceso a 
unidades especiales y, en particular, a la Legión. 

En su respuesta, el Ministerio de Defensa puso de re- 
lieve lo siguiente: 

«Las unidades de la Legión se nutren de voluntarios 
especiales y de soldados procedentes del servicio mili- 
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tar obligatorio, en porcentajes aproximados del 50% de 
cada origen. A su vez, quienes proceden del voluntaria- 
do especial acceden directamente de la vida civil o del 
servicio militar obligatorio. 

Los voluntarios especiales firman un compromiso ini- 
cial de 18 meses, tras un período de servicio de dos me- 
ses, tiempo que les permite modificar su decisión antes 
de vincularse de modo definitivo. 

La incorporación de soldados de reemplazo se reali- 
za siempre de modo voluntario, es decir, después de que 
expresan su intención de acceder a estas unidades y de 
firmar un compromiso que tiene una duración máxi- 
ma de 12 meses, la del propio servicio militar todavía 
hoy, estando sujetos a las mismas normas y vicisitudes 
que los soldados de igual procedencia. 

En ambos casos, la rescisión de los compromisos fir- 
mados o los cambios de Unidad o Región están contem- 
plados en la actual Ley del Servicio Militar, en su 
Reglamento y en Instrucciones Generales del Ejército 
de Tierra. 

Conocemos y es motivo de preocupación, que algu- 
nos soldados del servicio militar obligatorio que optan 
por incorporarse a estas unidades muestran actitudes 
de inadaptación a su régimen, sin duda por su desco- 
nocimiento o por reproches exteriores a su decisión. 

Tenemos el firme propósito de modernizar estas uni- 
dades de modo que sean integradas en el núcleo de una 
futura Fuerza de Acción Rápida que se compondrá prác- 
ticamente en su totalidad por soldados profesionales, 
condición que abre la futura Ley Orgánica del Servi- 
cio Militar, y que responde a los criterios decididos por 
el Congreso sobre el modelo de nuestras Fuerzas Ar- 
madas en el año 2000 en su relación con el servicio 
militar. )) 

Debe reseñarse que, por estas condiciones en el mo- 
do de cumplimiento del servicio militar, se derivan, fre- 
cuentemente, situaciones que de acuerdo con la 
legislación aplicable pueden ser consideradas delicti- 
vas, como es el caso de las deserciones, abandonos de 
destino, en las que en algunos casos más que un ánimo 
de incumplimiento de las obligaciones militares, lo que 
existe es la inadecuación del soldado para prestar ser- 
vicios en estas unidades. 

Resultan evidentes los problemas familiares y de 
adaptgación social que se originan a estas personas al 
verse implicadas en procesos penales por estos hechos, 
lo que en consecuencia aconseja extremar el rigor en 
la selección de estas personas. 

Otras quejas recibidas hacen referencia, en algunos 
casos, a las condiciones materiales en que se desarro- 
lla el cumplimiento del servicio militar y que se refie- 
ren a diversos aspectos sobre insuficiencias en la 
habitabilidad de los cuarteles destinados a la tropa (fal-. 
ta de calefacción, agua caliente, etc.), así como a la ca- 
rencia de un régimen alimenticio adecuado. 

Hay que tomar en consideración, sin perjuicio de los 
posibles condicionamientos presupuestarios de la Ad- 
ministración militar, que estas deficiencias se acentúan 

por el hecho de que el soldado está separado de su do- 
micilio, durante un prolongado tiempo, así como por 
la cuantía asignada a la clase de tropa, en concepto de 
haber en mano (poco más de 1.000 peseteas). 

3.1.4. Accidentes y fallecimientos en el servicio militar 

Han continuado las quejas referentes a personas que 
han sufrido accidentes durante el servicio militar, si 
bien se ha apreciado una cierta variación con respecto 
a años anteriores, al concentrarse en diversos aspectos 
de la aplicación del Real Decreto 1234/90, de 11 de oc- 
tubre, por el que se regula la concesión de pensiones 
e indemnizaciones del régimen de clases pasivas del Es- 
tado a quienes prestan el servicio militar y a los alum- 
nos de los centros docentes militares de formación. 

Por otra parte, y aun cuando el sistema creado para 
hacer frente a las secuelas derivadas de los accidentes 
ocurridos en el servicio militar desde 1985 ha paliado 
en gran medida la falta de cobertura existente, lo cier- 
to es que durante este año se ha recibido un número 
significativo de quejas en que las personas compare- 
cientes han cuestionado la eficacia retroactiva limita- 
da hasta 1985 de los beneficios del Real Decreto 1234/90, 
exponiendo la necesidad de extender los mismos a fe- 
chas anteriores por razones de justicia. 

Teniendo en cuenta el número de quejas recibidas y 
las situaciones de desamparo puestas de manifiesto por 
estas personas, esta institución dirigió una comunica- 
ción al Ministerio de Defensa dando traslado de las mis- 
mas e interesando particularmente la posibilidad de 
adoptar algún tipo de medida que paliase tales defi- 
ciencias. 

En contestación, el Ministerio de Defensa informó: 

«Las solicitudes de indemnización o pensión por ac- 
cidentes acaecidos con anterioridad al día 1 de enero 
de 1985 han sido denegadas toda vez que los beneficios 
previstos en el artículo 52 del Real Decreto Legislativo 
67011987, de 30 de abril, en su redacción dada por la 
Disposición Adicional Decimocuarta de la Ley 1711989, 
cubren única y exclusivamente aquellas lesiones sufri- 
das desde el día 1 de enero de 1985. 

De otro lado, y siendo las instancias de los solicitan- 
tes posteriores al 1 de diciembre de 1989, la legislación 
vigente ha impedido igualmente su ingreso en el Cuer- 
po de Mutilados, ya que la Disposición Final Sexta de 
la Ley 17/1989, Reguladora del Régimen del Personal Mi- 
litar Profesional establece “que el personal militar que 
tuviese derecho a ingresar en el Cuerpo de Mutilados 
de Guerra por la Patria, o a cambiar la calificación de 
su mutilación, tendrá de plazo hasta el 1 de diciembre 
de 1989 para ejercerlo. De no hacerlo, se entenderá que 
renuncia al mismo”. 

N o  obstante lo anterior, por la Dirección General de 
Personal se ha procedido a la conversión de determi- 
nados expedientes de inutilidad física instruidos al am- 
paro de la Orden Ministerial 21/85, en expedientes de 
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ingreso en el Cuerpo de Mutilados, siempre y cuando 
la tramitación de los mismos fuera anterior al día 1 de 
diciembre de 1989 y quede acreditado que las lesiones 
padecidas lo fueran en acto de servicio. 

Respecto a las instancias de padres de soldados fa- 
llecidos, que solicitan acogerse a la indemnización pre- 
vista en la Ley de Presupuestos Generales del Estado 
para 1991, éstas han sido igualmente desestimadas 
cuando el fallecimiento ocurrió con anterioridad al 1 
de enero de 1985, fecha a la que se retrotraen los bene- 
ficios previstos en la Disposición Adicional Séptima de 
dicha Ley.)) 

La realidad creada por la irretroactividad de las dis- 
posiciones aludidas que impiden la cobertura de acci- 
dentes ocurridos durante el servicio militar, con 
anterioridad a 1985, hace necesario que por el Minis- 
terio de Defensa se estudie la fórmula legal que permi- 
ta dar una adecuada cobertura a estos casos. 

Por otro lado, se han recibido quejas relativas a las 
demoras en la resolución de los expedientes tramita- 
dos al amparo del Real Decreto 1234/1990, de 11 de oc- 
tubre, por el que se regula la concesión de pensiones 
e indemnizaciones del régimen de clases pasivas del Es- 
tado a quienes prestan el servicio militar y a los alum- 
nos de los centros docentes militares de formación, 
junto con otras, también, referidas a posibles retrasos, 
sobre el pago de la indemnización fijada en la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado para 1991, estable- 
cida para los fallecimientos ocurridos en el servicio mi- 
litar a partir de 1985. 

Así, en la queja 9001680, la persona compareciente 
manifestaba que habiendo sufrido un accidentes mien- 
tras cumplía su servicio militar en 1985, hasta el mo- 
mento no había recibido ningún tipo de indemnización 
o pensión a consecuencia de las secuelas padecidas. 

Solicitado el correspondiente informe al Ministerio 
de Defensa, éste participó que el interesado había re- 
currido en trámite de audiencia el expediente que le ha- 
bía sido instruido, concretamente, la decisión del 
Tribunal Médico Militar que diagnosticó el alcance y 
efecto de sus lesiones. 

Por otro lado, se hacía constar que el número tan ele- 
vado de peticiones sobre indemnizaciones con ocasión 
de accidentes durante el servicio militar, no permitía 
dar la suficiente celeridad para la solución de las 
mismas. 

En este sentido, los expedientes 9123910, 9118862, 
9113045 o 9111484. 

Es preciso, pues, que por el Ministerio de Defensa se 
arbitren las medidas oportunas que permitan dar cum- 
plimiento al plazo de 6 meses que prevé el Real Decre- 
to 1234/90, de 11 de octubre, para la finalización de los 
expedientes tramitados con ocasión de accidentes ocu- 
rridos durante el servicio militar. 

Asimismo, durante el año 1991 se han recibido que- 
jas relativas al criterio sostenido por el Ministerio de 
Defensa en relación con las pensiones previstas en fa- 
vor de padres de soldados fallecidos durante su servi- 
cio militar. 

En este sentido cabe destacar la queja 9013572 en la 
que tras la intervención de esta institución, finalmen- 
te fue admitido por el Ministerio de Defensa el hecho 
de la dependencia económica de los padres respecto de 
su hijo, el soldado fallecido, que ha conllevado finalmen- 
te el reconocimiento del derecho de pensión a favor de 
ambos. 

La cuestión debatida tiene como principal problema 
que el Real Decreto Legislativo 670/87 no determina qué 
requisitos o elementos formales son necesarios tomar 
en consideración para acreditar, precisamente, el nivel 
de dependencia económica, requisito esencial para la 
concesión de estas pensiones, habiéndose basado has- 
ta ahora la Subdirección General de Costes de Perso- 
nal y Pensiones Militares del Ministerio de Defensa en 
la documentación, por otro lado genérica, aportada por 
los interesados que, en muchos casos, lo único que acre- 
dita es el patrimonio de los posibles beneficiarios de 
la pensión, siendo este dato el determinante para la con- 
cesión de la misma. 

No obstante, en la queja antes citada, la persona com- 
pareciente manifestaba su disconformidad con la reso- 
lución del Ministerio de Defensa por la que se le 
denegaba el derecho a pensión por cuanto tanto él co- 
mo su esposa dependían de su hijo, el cual colaboraba 
con su trabajo a las faenas agrícolas que exige la ex- 
plotación de la finca que poseen, único recurso de in- 
gresos del que disponen. 

En este caso, el Ministerio de Defensa había denega- 
do la pensión en base a los bienes patrimoniales que 
disponía esta familia (una finca de 1,8355 Ha, y una vi- 
vienda), sin tomar en consideración el hecho, por otra 
parte reconocido por el propio departamento, de que 
el hijo fallecido cooperaba en la explotación de la fin- 
ca agrícola. 

Esta institución al trasladar estos antecedentes al Mi- 
nisterio de Defensa puso de relieve que el requisito de 
dependencia económica ha de ser interpretado en sen- 
tido amplio, abarcando no sólo los casos en que la apor- 
tación del causante fuera la base para el sostenimiento 
familiar, sino también aquellos otros en que éste «ayu- 
dase a cooperar)) en el núcleo familiar. 

Esta interpretación es sin duda armónica con la fi- 
nalidad y naturaleza jurídica de estas prestaciones por 
muerte que tratan de compensar y reparar la pérdida 
o detrimento de ingresos sufridos por la familia a los 
que contribuía el causante. 

De otro lado, deben destacarse las quejas que hacen 
referencia al desarrollo de cuestiones contenidas en las 
disposiciones adicionales y finales del Real Decreto 
123411990, de significativa trascendencia, para la ade- 
cuada cobertura de prestaciones durante el servicio 
militar. 

Así, de un lado la disposición adicional primera que 
modifica lo dispuesto en el artículo 217.3 del Reglamen- 
to del Servicio Militar y de otro lado la disposición fi- 
nal primera que extiende el ámbito de aplicación de los 
beneficios del real decreto al personal que presta su ser- 
vicio militar en la Cruz Roja. 
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Para el caso de la disposición adicional primera sir- 
ve de ejmplo la queja 9126703, donde la persona com- 
pareciente refiere que durante la prestación del servicio 
militar sufrió un accidente que le produjo secuelas en 
una rodilla, que conllevaron el correspondiente trata- 
miento de rehabilitación, el cual se extendía más allá 
de la fecha de su licenciamiento, siendo informado por 
las autoridades militares que no causaría baja hasta 
tanto no estuviese completamente curado, salvo que fir- 
mase un documento eximiendo de responsabilidad a los 
servicios médicos que le atendieron. 

El interesado firmó el citado documento que le per- 
mitía obtener el licenciamiento, teniendo que continuar 
su rehabilitación a través de un especialista particular 
con una intervención quirúrgica que le supuso un cos- 
te de 700.000 pesetas. 

A la vista de lo anterior se solicitó información al Mi- 
nisterio de Defensa sobre dos cuestiones: una, por qué 
no había sido aplicado lo previsto en la disposición adi- 
cional primera del Real Decreto 1234/90 que contem- 
pla la asistencia sanitaria hasta su total curación, con 
independencia de causar o no baja en filas, y otra so- 
bre, si la Sanidad Militar iba a hacerse cargo del coste 
de la intervención quirúrgica a la que se ha tenido que 
someter el compareciente. 

El Ministerio de Defensa remite informe en el que se- 
ñala, entre otros extremos, que el artículo 217.3 del Re- 
glamento del Servicio Militar no había sido modificado, 
por lo que el soldado o marinero en situación de acti- 
vidad que se encuentra de baja por herido no cesa en 
esa situación hasta su curación, salvo que medie peti- 
ción expresa del interesado, y que en la fecha del acci- 
dente sufrido por el compareciente y de su pase a la 
situación de reserva no estaba en vigor el Real Decreto 
1234/90, por lo que no cabía aplicarle lo previsto en el 
mismo y, en consecuencia, la sanidad militar tampoco 
podía asumir el coste de la operación al no existir vín- 
culo con las Fuerzas Armadas. 

Resulta a la vista de la respuesta dada por el depar- 
tamento que si bien no se ha producido una modifica- 
ción expresa del artículo 217.3 del Reglamento del 
Servicio Militar, parece obvio que los términos del ci- 
tado artículo se han visto modificados tácitamente por 
la disposición adicional primera del Real Decreto 
1234/90, que tiene por objeto evitar situaciones injus- 
tas en las que se ligaba la atención sanitaria a la baja 
o no en filas de los soldados de reemplazo, conllevan- 
do lógicamente todo ello que los costes sanitarios sean 
asumidos por la sanidad militar, como lógica conse- 
cuencia del accidente sufrido. 

Por otra parte, en cuanto a los efectos de la retroacti- 
vidad, debe entenderse que el silencio del Real Decre- 
to 1234/1990, respecto a esta materia, debe interpretarse 
a la luz del principio «in dubio pro administrado)). 

Recientemente se han puesto de relieve al Ministerio 
de Defensa estas consideraciones, al objeto de que va- 
lore la conveniencia de una aplicación extensiva de la 
previsión contenida en el Real Decreto 1234/90, sobre 

asistencia sanitaria a militares de reemplazo que han 
sufrido lesiones y han finalizado su servicio en filas. 

En relación a la disposición final primera, la queja 
8919747, aún en trámite, plantea un problema también 
de desarrollo del Real Decreto 1234/1990, en cuanto que 
pone de manifiesto la existencia de un vacío legal que 
permita una aplicación eficaz de los beneficios previs- 
tos en el decreto en el ámbito de la Cruz Roja, para quie- 
nes prestan su servicio militar como soldados 
voluntarios en esta institución. 

Dicha disposición establece que por el Ministerio de 
Asuntos Sociales, de acuerdo con el de Defensa, se dic- 
tarán las disposiciones de desarrollo que permitan la 
adaptación del presente real decreto para su aplicación 
a la estructura y estatutos de la Cruz Roja. 

Si bien el Ministerio de Defensa en este caso, no es 
el departamento competente para la iniciativa legal a 
efectos del desarrollo de la disposición citada, sí que 
es el responsable último dada la condición y situacio- 
nes de estos voluntarios, ya que precisamente, si cau- 
san baja en la Cruz Roja a consecuencia de un 
accidente, retornan a su situación militar de origen y, 
por tanto, quedan bajo el control de organismos mi- 
litares. 

Esta realidad, además de la experiencia de dicho de- 
partamento en la materia, hace necesario que el que 
se promueva la correspondiente iniciativa, junto al Mi- 
nisterio de Asuntos Sociales, a fin de que se proceda 
a dictar la norma de adaptación de lo previsto en el Real 
Decreto 1234/1990 a la estructura y estatutos de la Cruz 
Roja. 

Capítulo especial merece el grave problema de las 
condiciones psicológicas en que se encuentran muchos 
soldados de reemplazo en el momento de su incorpo- 
ración a filas y durante la prestación del servicio, que 
se ven agravadas en aquellos casos en que su incorpo- 
ración se efectúa en unidades especiales de las Fuer- 
zas Armadas, aspecto que ya ha sido tratado desde otra 
óptica. 

Las quejas recibidas en este sentido (9124620, 
9101385,9122160,9100210) han hecho que esta institu- 
ción haya intervenido repetidamente ante el Ministerio 
de Defensa, trasladando la preocupación sobre estos su- 
puestos, ya que estas personas manifiestan en muchos 
casos graves síntomas psíquicos que pueden llegar a 
dar lugar a un luctuoso desenlace. 

Esta situaciójn es asimismo constatable en aquellos 
jóvenes con problemas de adicción a las drogas o con 
trastornos psicológicos anteriores a su incorporación 
a filas, que al no acostumbrarse al régimen y condicio- 
nes de la vida militar les llevan en ocasiones a la auto- 
lesisón o al abandono de sus destinos. 

Por todo ello y como hemos expuesto en informes an- 
teriores, es necesario reiterar aquí la necesidad impe- 
riosa de que se proceda a un reconocimiento médico 
riguroso de todos los jóvenes que se incorporan al ser- 
vicio militar, bien a través de los propios servicios de 
la sanidad militar o si ello no fuere posible concerta- 
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damente con los servicios médicos del Estado u otras 
administraciones públicas. 

3.1.5. Prórrogas, exenciones y reconocimientos 
médicos 

Durante el año 1991 la tramitación de quejas sobre 
aspectos relativos a la concesión de prórrogas por sos- 
tenimiento de familia, consolidación de puesto de tra- 
bao, participación en cargos de elección popular o sobre 
cambio de demarcación territorial por fallecimiento de 
hermanos, han resultado significativas. 

En la mayoría de los casos la intervención de esta ins- 
titución ha consistido en solicitar del Ministerio de De- 
fensa el correspondiente informe, resultando el que un 
número importante de respuestas de este departamento 
se ha limitado a constatar la desestimación ya conoci- 
da y a comunicar las vías de recursos que podían ser 
utilizadas por los interesados. 

Así, entre otras, las quejas 9018370,8919279,9023573, 
9116133 tienen en común que, frente a situaciones fa- 
miliares complejas, en las que advirtiéndose elemen- 
tos objetivos que pudieran valorarse dentro del marco 
general del Reglamento del Servicio Militar para la con- 
cesión de prórroga y para el cambio de demarcación, 
han sido tratadas por los órganos encargados de resol- 
ver las peticiones y recursos administrativos del Minis- 
terio de Defensa con excesiva rigurosidad, sin tener en 
consideración todo el conjunto de circunstancias per- 
sonales, finalizando en todos los casos con una lacóni- 
ca remisión a la vía contencioso-administrativa. 

En la queja 9116133 la persona compareciente seña- 
laba que habiendo disfrutado de prórroga de l.a clase 
por sostén de familia, en el momento de su renovación, 
ésta le fue desestimada debido a que su hermana de 
19 años, tenía un contrato laboral temporal, por cuyos 
ingresos superaba mínimamente la cuantía estableci- 
da para esta prórroga. 

Trasladados estos antecedentes al Ministerio de De- 
fensa, este departamento informó que ala prórroga de 
l.a clase solicitada fue denegada al superar los ingre- 
sos familiares el baremo establecido en el artículo 74 
del Reglamento de la Ley del Servicio Militar)). 

Estas situación ha originado que la familia de esta 
persona subsista, únicamente, con los ingresos de la 
pensión de invalidez de su padre. 

De igual forma en la queja 9023573, los hechos pues- 
tos de manifiesto por la persona interesada denotan 
que, tras haber disfrutado de prórroga de l.a clase des- 
de 1987 por ser sostén de familia de padres y herma- 
nos y al producirse la circunstancia de que este último 
se independizase económicamente, aún a pesar de con- 
tinuar el interesado conviviendo en el domicilio fami- 
liar tras contraer matrimonio, siendo sus ingresos 
esenciales para el sostenimiento de la agrupación fa- 
miliar, la revisión de dicha prórroga conllevó su deses- 
timación al estimarse por el Ministerio de Defensa que 
de conformidad con el artículo 74 y 75 del Reglamento 

del Servicio Militar ala no convivencia de su hermano 
en el núcleo familiar no le excluye de la condición de 
familia y sus ingresos deberían’ser computados en el 
volumen de los ingresos totales de la unidad familiar», 
concluyendo la respuesta de ese departamento con la 
referencia a la vía contencioso-administrativa que ya 
había sido notificada a la persona compareciente. 

Por el contrario, las quejas 9028684,8920721,9101865 
y 9019520 cuya temática se refiere a peticiones de pró- 
rroga por circunstancias excepcionales de auxilio o ayu- 
da personal, debido al estado físico o psíquico de sus 
familiares, sin tomar en consideración el dato econó- 
mico de sostén de familia propiamente dicho, el Minis- 
terio de Defensa ha dado una respuesta en la mayoría 
de los casos de carácter positivo, tras la intervención 
de esta institución, por razones de carácter huma- 
nitario. 

Así en la 9101865, la solicitud de prórroga de 13 cla- 
se se basaba en las graves enfermedades que padecían 
los padres por lo que era necesaria la presencia del hi- 
jo para poder atenderles personalmente. Trasladados 
estos antecedentes al Ministerio de Defensa, se solici- 
tó informe sobre la resolución de la petición cursada 
por el interesado habida cuenta de su inminente incor- 
poración a filas. 

En contestación este departamento informó que le ha- 
bía sido concedida la prórroga de l.= clase. 

Otro aspecto relevante en esta materia es la conce- 
sión de prórroga de incorporación a filas a consecuen- 
cia del fallecimiento de un hermano durante la 
prestació del servicio militar. 

De la tramitación del expediente número 9114685, se 
deduce que, si bien el Ministerio de Defensa tiene pre- 
visto la concesión de prórroga para estos supuestos, y 
siempre que el fallecimiento haya sido en acto de ser- 
vicio o a consecuencia del mismo, lo cierto es que exis- 
te un desconocimiento público sobre esta cuestión ya 
que al no estar previsto expresamente en el Reglamen- 
to del Servicio Militar, dicha concesión obedece a la dis- 
crecionalidad del Ministerio de Defensa en base a una 
instrucción dictada por el ministro en el año 1986. 

En base a lo anterior y precisamente al hilo de la que- 
ja 9119150, en la que la Asociación Española Corazones 
Unidos compareció ante esta institución poniendo de 
manifiesto esa misma problemática sobre la concesión 
de prórroga de l.a clase a hermanos de personas falle- 
cidas durante el cumplimiento del servicio militar, se 
ha sugerido al Ministerio de Defensa que valore, con 
la máxima amplitud, todas las circunstancia concretas 
en cada solicitud de prórroga de l.a clase que se base 
en esos extremos, así como si es posible hacer extensi- 
va la concesión de dicha prórrogaa a los casos, en que 
el fallecimiento de un hermano sea consecuencia de un 
suicidio durante el cumplimiento del servicio militar, 
a fin de paliar las secuelas que este tipo de hechos luc- 
tuosos suelen dejar en el seno de las familias. 

Sí es en cambio más habitual la concesión de cam- 
bio de región militar por la existencia de fallecimiento 
de un hermano. Así, en el expediente 9019520, la perso- 
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na compareciente informaba que su madre, aquejada 
de un síndrome depresivo como consecuencia del fa- 
llecimiento de un hijo mientras cumplía el servicio mi- 
litar, podía ver agravada su enfermedad por el 
alejamiento de otro hijo de la residencia familiar. 

A este respecto, y aun cuando el fallecimiento no tu- 
vo lugar en acto de servicio, el Ministerio de Defensa 
concedió el citado cambio de región militar. 

Hay que significar el supuesto planteado en los ex- 
pediente 91129181 y 9119779, que hacen referencia a la 
concesión de prórroga de 5 a  clase (relativa al desem- 
peño de cargos públicos de elección popular) y donde 
los cargos electos de alcaldes y concejales tienen un tra- 
tamiento diferenciado con relación a la prórroga que 
pueden disfrutar diputados y senadores. 

Esta cuestión fue planteada ante el Ministerio de De- 
fensa que informó que la misma estaba siendo objeto 
de debate, dentro del contexto del proyecto de ley del 
servicio militar, en trámite parlamentario en aquellas 
fechas. 

La Ley Orgánica 1311991, de 20 de diciembre, del Ser- 
vicio Militar, ha establecido que la concesión de pró- 
rroga de incorporación a filas para diputados y 
senadores y miembros del Parlamento Europeo, tendrá 
la duración que corresponda a su mandato y que para 
el caso de los cargos electos en la Administración local 
y autonómica, se concederá una única prórroga. 

Este hecho de ligar necesariamente la concesión de 
las prórrogas al derecho de sufragio pasivo hace nece- 
sario reconducir esta materia y, en consecuencia, su tra- 
tamiento, a la vía de la Ley Electoral General, y las 
posibles modificaciones que se puedan realizar para 
acomodarla a la legislación comunitaria. 

Como en otros años se siguen recibiendo quejas en 
las que las personas comparecientes manifiestan su dis- 
conformidad con la clasificación inicial de útil y apto 
para el servicio, expresando que padecen enfermeda- 
des o dolencias que no han sido detectadas o aprecia- 
das en grado suficiente para motivar su exclusión. 

En muchos casos y a la vista de las alegaciones y do- 
cumentos que aportan estas personas, solicitamos in- 
forme del Ministerio de Defensa, que se concreta en la 
mayoría de los casos en la petición de un nuevo reco- 
nocimiento médico. 

Así del expediente 9112553 se desprende que el com- 
pareciente, que presentaba un problema de obesidad 
manifiesto, fue incorporado a filas, siendo los propios 
mandos de la unidad los que determinaron su pase por 
el Tribunal Médico Militar a efectos de su exclusión del 
servicio militar, como finalmente se produjo. 

De igual modo, en el expediente 9105315, el interesa- 
do, a pesar de su petición de exclusión del servicio mi- 
litar por padecer una grave dolencia vertebral y haber 
agotado todos los recursos administrativos, fue decla- 
rado útil y apto para el servicio, hasta que una vez in- 
corporado a filas los propios servicios médicos de la 
unidad lo remitieron al Hospital Militar «Gómez Ulla», 
donde se confirmó la dolencia por él alegada, pese a 
lo cual se estimó que no lo era en grado suficiente pa- 

ra su exclusión, sin perjuicio de estimarse necesario un 
control por el servicio médico de la unidad y que se evi- 
tara la bipedestación y sedestación prologanda. 

También en el expediente 9121086 se pone de mani- 
fiesto que a pesar de acreditarse una enfermedad que 
obliga a un régimen de alimentación especial y al co- 
rrespondiente tratamiento farmacológico, situación és- 
ta corroborada por los propios servicios médicos de la 
unidad, el interesado fue calificado como apto para el 
servicio. 

Habiendo dado traslado de estos antecedentes al Mi- 
nisterio de defensa, se informó por parte de este depar- 
tamento que la dolencia padecida no estaba incluida 
dentro del vigente cuadro de exclusiones aun cuando 
por otra parte, se le estaba prestando la atención nece- 
saria, tanto de orden farmacológico, como alimentario, 
para prevenir cualquier complicación. 

En el expediente 912130 y aun a pesar de haber ale- 
gado el interesado epilepsia, fue declarado útil y apto 
para su incorporación a filas, siendo destinado en una 
unidad de la Policía Militar, hasta que finalmente sus 
propios mandos, debido a la situación de inadaptación 
que presentaba el soldado, ordenaron su traslado a otra 
unidad que tuviera menor presión psicológica, para fi- 
nalmente y tras la intervención de esta institución, ser 
excluido del servicio militar. 

En otros expedientes, como el 9110040 el compare- 
ciente manifiesta que su hijo, después de practicar una 
prueba de superviviencia consistente en una marcha 
de 60 kilómetros, sufrió un desvanecimiento y tras el 
consiguiente reconocimiento médico se determinó la 
existencia de una «diabetes melitus», que originó su ex- 
clusión para el servicio militar. 

Esta enfermedad, que requiere un proceso latente, no 
fue detectada, según manifiesta el propio Ministerio de 
Defensa, durante las pruebas físicas realizadas para in- 
gresar en el grupo de Operaciones Especiales en el que 
ingreso voluntariamente. 

Por otra parte, el Ministerio de Defensa informó que 
se había presentado una denuncia por presunta negli- 
gencia de los mandos ante los tribunales, por lo que esta 
institución suspendió su intervención. 

De esta queja se desprede la necesidad de extremar 
las medidas preventivas que deben adoptarse para que 
cualquier manifestación de una posible enfermedad sea 
atendida con la debida prontitud, para evitar el agra- 
vemiento de esta dolencia, denunciando en este caso los 
padres del soldado la negligencia de los mandos al ha- 
ber permitido que el soldado continuase efectuando la 
marcha a pesar de su situación de agotamiento. 

En el informe correspondiente a 1990, quedó refleja- 
do el expediente 9023963, en el que se ponía de mani- 
fiesto un caso de fallecimiento por paro cardíaco 
durante la realización de una marcha, no habiéndose 
detectado 1a.lesión de corazón que padecía el soldado 
con anterioridad a su ingreso en filas. 

Recientemente el Ministro de Defensa ha informado 
que se ha incoado el correspondiente expediente para 
la determinación de la existencia de la posible respon- 
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sabilidad patrimonial del Estado por el fallecimiento 
del soldado, conforme a los criterios previstos en el Real 
Decreto 1234/90, de 11  de octubre. 

Por otra parte en la queja 9027353, también citada 
en el informe del año pasado, un ciudadano manifesta- 
ba haber sido clasificado como útil y apto para el ser- 
vicio militar, después de alegar que tenía una miopía 
equivalente a cuatro dioptrías en un ojo, y tras presen- 
tar el correspondiente recurso contra esta decisión, fue 
citado en el Hospital Militar de Valladolid donde, se- 
gún sus manifestaciones, fue obligado a permanecer du- 
rante tres días, siéndole retirado su DNI y 
posteriormente le fue requerido el pago de 67.740 pe- 
setas en concepto de gastos de reconocimiento y hos- 
pitalización. 

El Ministro de Defensa, en los informes remitidos, 
contestaba a las diversas cuestiones que fueron plan- 
teadas por esta institución, poniendo de relieve lo si- 
guiente: 

En cuanto a los motivos por los que permaneció hos- 
pitalizado durante tres días se indica que la razón es- 
tuvo en «la necesidad de practicar primero unas 
pruebas subjetivas, en las que el sujeto no colaboró, des- 
pués la aplicación de un colirio que provoque la dila- 
tación pupilar para ser observado objetivamente, lo que 
no se produce hasta pasadas unas horas de la aplica- 
ción del medicamento. 

Después de la observación es norma del especialis- 
ta, que permanezca hospitalizado unas horas hasta que 
desaparezca el efecto dilatador, pues si la persona a la 
que se aplica este tipo de observaciones sale a la calle, 
y no digamos nada, si se expone a conducir un vehícu- 
lo, está expuesta a un accidente)). 

En relación con la retención del DNI, se informa que 
en estos establecimientos no se retiene este documen- 
to personal, y que únicamente dicho documento es re- 
cogido por la enfermera, en el momento de la consulta, 
para comprobar los documentos obrantes en la docu- 
mentación del hospital. 

Finalmente, .en lo referente al abono de las cantida- 
des por hospitalización, se ponía de manifiesto que es- 
ta circunstancia viene amparada por el Reglamento del 
Servicio Militar y se basa en la tarifa aplicada de ma- 
nera general para estos casos, teniendo en cuenta por 
otro lado que la facturación de estos gastos en todo ca- 
so la hace suya la propia Hacienda Pública aplicando 
incluso el correspondiente recargo por el impago que 
se pueda producir. 

Con carácter general esta institución no entra a va- 
lorar las pruebas concretas para apreciar la idoneidad 
física para el cumplimiento de las obligaciones mi- 
litares. 

No obstante, en casos como el planteado en esta que- 
ja, el trato dispensado en lo referente a la decisión de 
hospitalización durante tres días, pudieran resultar no 
proporcionados a las características y tiempo de obser- 
vación requeridos para apreciar el grado de miopía, 
ocasionando al mozo ya sólo una pérdida de un tiempo 

personal innecesario, sino además unos gastos excesi- 
vos, dato este último que puede suponer un factor di- 
suasorio a la hora de interponer recurso contra estas 
decisiones. 

Se trata, por tanto, de hacer una llamada de atención 
para aquilatar estos procedimientos para que sin des- 
virtuar su objetivo -apreciar la aptitud física de los 
mozos-, no entrañen, de hecho, obstáculos o posible 
perjuicios que frenen el ejercicio de este derecho. 

Por ello y en cuanto al cobro de determinadas canti- 
dades, debe considerarse que la administración mili- 
tar para comprobar determinadas alegaciones del 
mozo, no acepta como válida la documentación médi- 
ca que éste pueda aportar a su solicitud, provinente de 
certificados médicos particulares, y considere que de- 
be practicar directamente por sus servicios sanitarios 
las pruebas que entiende más adecuadas para compro- 
bar la veracidad de tales manifestaciones, en este caso 
los gastos ocasionados no debieran ser cargados al ciu- 
dadano sino al propio servicio y administración que las 
ordenó. 

En la queja 8901888, los padres de un soldado infor- 
man que su hijo falleció hace años por suicidio, cuan- 
do se encontraba realizando un servicio de guardia, en 
una garita, con su arma reglamentaria, y que aún a pe- 
sar de haber alegado en su momento «cuadros de an- 
siedad y tristeza)), se le dio útil y apto para el servicio 
hasta que finalmente se produjo el luctuoso suceso que 
originó su fallecimiento. 

Tras la intervención de esta institución, el Ministe- 
rio de Defensa, alegando la imposibilidad final de con- 
ceder la pensión por el fallecimiento de su hijo, ha 
sugerido la reapertura de las diligencias judiciales, por 
si cupiese establecer a través de las mismas algún tipo 
de responsabilidad a favor de los padres del fallecido. 

Dada la gravedad de las consecuencias, y ante la even- 
tual modificación de las causas de exclusión del servi- 
cio militar por defectos físicos o psíquicos, que puede 
originar que se incorporen a filas jóvenes que hasta aho- 
ra estaban excluidos, parece necesario que se extremen 
las pruebas médicas para acreditar la idoneidad física 
de los mozos. 

A la vista de ello, parece lógico insistir en la necesi- 
dad de que los reconocimientos médicos previos a la 
incorporación a filas se hagan con una mayor riguro- 
sidad, a cuyo efecto deberá ponerse en marcha lo an- 
tes posible la previsión de la Ley del Servicio Militar, 
que prevé los conciertos con el INSALUD a fin de con- 
tar con los medios necesarios para llevar a cabo estos 
reconocimientos. 

3.1.6. Cumplimiento de sanciones 

En los expedientes 9118684 y 9118799, soldados que 
prestaban su servicio militar en un cuartel de Jaca 
(Huesca) fueron sancionados con 14 días de arresto, 
quedando en suspenso dicho arresto mientras transcu- 
rrieran las maniobras de la unidad, y continuando el 
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cumplimiento una vez finalizadas las mismas, originan- 
do este hecho el que perdieran parte del permiso ofi- 
cial de verano por efecto del arresto. 

Solicitado al Ministerio de Defensa el correspondien- 
te informe, este departamento señaló que la interrup- 
ción fue ordenada por su mando al realizar la unidad 
una fase de instrucción de montaña fuera de núcleos 
urbanos en los que el arresto de restricción de liber- 
tad no podía ser efectivamente cumplido, puesto que 
debían desarrollar el mismo régimen de vida que sus 
compañeros, señalando más adelante: «si bien es cier- 
to que la Ley Orgánica de Régimen Disciplinario no ar- 
bitra con certeza la posibilidad de un cumplimiento 
fraccionado de sanciones, las razones singulares que 
concurrieron en este caso permiten concluir que la 
autoridad disciplinaria ha actuado con criterios racio- 
nales y de compatibilidad de la disciplina con un trato 
favorecedor a los soldados». 

Es evidente, a la vista de lo anterior, que no existe 
una definición clara del cumplimiento de sanciones tal 
como prevé la Ley Orgánica de Régimen Disciplinario 
y que tan reiteradamente ha puesto de relieve esta ins- 
t itución. 

No obstante es evidente que la previsión del artículo 
15 del Código Penal Militar en el que se establece: «que 
se podrá participar en las actividades de la Unidad per- 
maneciendo en los lugares señalados el resto del tiem- 
po» y la del artículo 46, de la que «las sanciones 
comenzarán a cumplirse el mismo día en que se notifi- 
que al infractor la resolución por la que se impone», 
permite deducir que el marco jurídico actual, impide 
a la autoridad militar sancionadora interrumpir el cum- 
plimiento de las sanciones una vez que fundamental- 
mente se ha iniciado éste. 

Parece comprensible que este arrestro debería haber- 
se cumplido, sin perjuicio de participar en las manio- 
bras de la unidad, día a día y que no cabe una justicia 
distributiva, pues se produce una mayor aflicción en 
el cumplimiento de la sanción. 

3.1.7. Otras quejas 

Resulta significativa la constatación en la queja 
9119176 de un mal funcionamiento de los servicios de 
reclutamiento, que ocasionaron que un ciudadano que 
había finalizado su servicio militar en 1986 haya sido 
en varias ocasiones llamado para cumplir su servicio 
militar, incluso dictándose una orden de busca y cap- 
tura, a pesar de haber comunicado personalmente al 
centro de reclutamiento correspondiente el error co- 
metido. 

Solicitada información del Ministerio de Defensa, 
hasta el momento no se ha recibido contestación, por 
lo que recientemente se ha vuelto a requerir. 

También merece destacarse la queja 9122398, en la 
que un ciudadano se dirige al Defensor del Pueblo de- 
nunciando que en el Centro Disciplinario de Alcalá de 
Henares (Madrid) se encuentra interno un soldado, aun 

cuando el mismo tiene reconocida la condición de ob- 
jetor de conciencia desde noviembre de 1991. 

Como consecuencia de la intervención de esta insti- 
tución, el soldado fue puesto inmediatamente en li- 
bertad. 

Estos hechos obligan a que necesariamente el Minis- 
terio de Defensa adopte medidas tendentes a evitar que 
casos como el expuesto puedan volver a repetirse. 

4. TRIBUTOS 

4.1. Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 

4.1.1. Aspectos normativos 

Durante el año 1991, las quejas formuladas, en rela- 
ción con el Impuesto sobre la Renta de las Personas Fí- 
sicas y tramitadas por esta institución ante los 
organismos administrativos competentes en materia fis- 
cal, no han ocupado un lugar destacado desde el pun- 
to de vista cuantitativo. 

Sin embargo, las novedades producidas en la regula- 
ción de este impuesto, desde el año 1989, han provoca- 
do una presencia continua de información referidas al 
IRPF, no sólo en foros especializados, sino también en 
todos los medios de comunicación. 

La Ley 2011989, de 28 de julio, de Adaptación del Im- 
puesto sobre la Renta de las Personas Físicas y del Im- 
puesto Extraordinario sobre el Patrimonio, se hizo 
necesaria como consecuencia de la sentencia 4511989, 
de 20 de febrero, del Tribunal Constitucional, que de- 
claró la inconstitucionalidad y nulidad de determina- 
dos preceptos de la ley 4411978, de 8 de septiembre, con 
los efectos indicados en la propia sentencia, perfecta- 
mente delimitados en su alcance, que no se extiende a 
la totalidad del Impuesto. 

La Ley 17/1991, de 27 de mayo, de Medidas Fiscales 
Urgentes, se promulga como consecuencia del aplaza- 
miento de la fecha inicialmente prevista para la entra- 
da en vigor de las nuevas leyes del Impuesto sobre la 
Renta y del Impuesto sobre el Patrimonio, que han con- 
tinuado su tramitación durante los cinco primeros me- 
ses del año. 

Esta institución extrajo, en su momento, los proble- 
mas más relevantes presentes en las quejas y sugeren- 
cias recibidas en relación con el proyecto de la nueva 
ley, dando traslado de los mismos al Ministerio de Eco- 
nomía y Hacienda para su eventual consideración en 
la nueva regulación legal del Impuesto que, una vez 
aprobada por las Cortes, ha sido publicada en el «BOE» 
de 7 de junio de 1991 (Ley 18/1991, de 6 de junio, del Im- 
puesto sobre la Renta de las Personas Físicas) y ley 
1911991, de la misma fecha, sobre el Patrimonio. 

A las personas que formularon tales sugerencias se 
les informó puntualmente de las gestiones realizadas 
con anterioridad a la aprobación por el Gobierno del 
proyecto de ley. 

Al tratar la normativa reguladora del Impuesto so- 
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bre la Renta de las Personas Físicas hay que señalar 
también que el ejercicio de la potestad reglamentaria 
y los actos de gestión en materia tributaria constitu- 
yen una actividad reglada y son impugnables, en los tér- 
minos establecidos en las leyes, en vía administrativa 
y jurisdiccional. 

Por ello, en muy diversos aspectos de la gestión del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y en 
razón a problemas suscitados como consecuencia o en 
relación con la inconstitucionalidad parcial de su re- 
gulación legal, existe buen número de cuestiones pen- 
dientes de resolución judicial, sin perjuicio de la 
presunción de legalidad de que gozan los actos de de- 
terminación de las bases y deudas tributarias (artículo 
8 de la Ley General Tributaria). 

La nueva regulación ha tenido muy en cuenta que la 
evasión fiscal y el fraude son fenómenos que se opo- 
nen a la justicia fiscal, de modo que su persecución es 
una actividad imprescindible para el desarrollo de un 
sistema tributario justo. 

En este sentido, y entre otras medidas encaminadas 
a atajar y reducir el fraude, la Ley 18/1991, de 6 de ju- 
nio, ordena los cauces por los que proceder, a estos efec- 
tos, en sus disposiciones adicionales 13 y 14. 

De acuerdo con las previsiones de la disposición adi- 
cional decimocuarta, uno, y desde el día siguiente a la 
publicación en el «BOE.» de la nueva ley (disposición 
final segunda, tres), podrán presentarse declaraciones 
complementarias y realizar ingresos por cualquier con- 
cepto tributario devengado antes de 1 de enero de 1990 
(excluidos sanciones e intereses de demora), siempre 
que no medie requerimiento o actuación administrati- 
va o judicial. 

Los ingresos realizados conforme a la anterior regu- 
lación podrán fraccionarse sin garantía en cuatro pa- 
gos iguales anuales consecutivos, debiendo ingresarse 
el primero en el momento de presentar la declaración 
complementaria y los períodos restantes antes del 20 
de diciembre de cada año, devengando los correspon- 
dientes intereses de demora. 

Esta institución no puede dejar de señalar, a este res- 
pecto, que esta situación contrasta con la de aquellos 
sujetos pasivos que por ignorancia, error e, incluso, en 
ocasiones, por enfermedad, no han presentado una de- 
claración en el plazo reglamentariamente establecido 
y han sido sancionados por ello por infracción tribu- 
taria simple, con cantidades relativamente importan- 
tes, si se trata de economías modestas, puesto que la 
imposición de tales sanciones sólo resulta posible si las 
fuentes de renta están identificadas como las obliga- 
ciones formales. 

En la misma disposición -apartado dos- se da una 
nueva redacción al artículo 61.2 de la Ley General Tri- 
butaria y se endurece el régimen sancionador, de mo- 
do que si la demora excediera de los tres meses 
siguientes al término del plazo voluntario, se procede- 
rá a un recargo del 50%, recargo que será, como míni- 
mo, del lo%, si el ingreso efectuado, sin mediar 
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requerimiento, tuviera lugar antes de transcurridos 
esos tres meses. 

Y en el mismo sentido comentado antes, respecto a 
la posibilidad de presentación de declaraciones com- 
plementarias, por cualquier concepto tributario deven- 
gado antes de 1 de enero de 1990, debemos añadir que 
la nueva redacción del artículo 61.2 de la Ley General 
Tributaria tiene el lógico riesgo, al ser de general apli- 
cación, de que, en algún caso, la presión de la medida 
pudiera ser aplicada a contribuyentes cuya situación 
es regular y ya conocida por Hacienda y continuar im- 
punes otros cuya situación es opaca. 

4.1.2. Problemática reflejada en los expedientes trami- 
tados en relación con el Impuesto sobre la Ren- 
ta de las Personas Físicas 

Las cuestiones planteadas en aquellas quejas que no 
han podido ser admitidas, por no corresponder su con- 
tenido al ámbito de competencias de esta institución, 
han consistido en: 

- Sugerencias sobre la nueva regulación legal del 
impuesto, a las que se ha hecho referencia en el apar- 
tado anterior. 
- Consultas sobre posible aplicación de determina- 

das deducciones. 
- Desacuerdos con resoluciones desestimatorias de 

recursos interpuestos contra liquidaciones paralelas. 
- Desacuerdos con la no aceptación por Hacienda 

de la pretensión de extender la exención que asiste a 
las pensiones por mutilación al resto de los ingresos 
del mutilado. 
- Disconformidad con las retenciones practicadas 

a los pensionistas residentes en el extranjero que, de 
acuerdo con la legislación vigente, es del 8%. 
- Disconformidad con la asignación tributaria pa- 

ra fines religiosos u otros, prevista en la regulación del 
IRPF, en razón a su mera existencia. 
- Desacuerdo con la decisión de la delegación de 

Hacienda que exigía a la interesada la presentación de 
la declaración de herederos para poder cobrar el im- 
porte de la cuota a devolver del ejercicio 1990, corres- 
pondiente a la declaración de la renta de su padre, 
fallecido antes de percibir esta devolución, cuyo impor- 
te era de 15.634 pesetas. 
- Desacuerdo con la obligación de pagar el IRPF 

por las cantidades correspondientes a pensiones a fa- 
vor del cónyuge y anualidades por alimentos, en casos 
de separaciones matrimoniales. 

En todos estos expedientes, se ha informado a los in- 
teresados de la correspondiente regulación legal y en 
el caso de disconformidad o desacuerdos con resolu- 
ciones producidas por el órgano administrativo com- 
petente, con respeto a la legislación vigente, se les ha 
informado igualmente de que no resulta posible la in- 
tervención de esta institución, puesto que no se obser- 
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va actuación irregular por parte de la Administración. 
En el último supuesto señalado se ha informado a los 
interesados de que el asunto que les preocupa quedará 
resuelto a la entrada en vigor de la nueva regulación 
legal del IRPF (Ley 18/1991) el 1 de enero de 1992. 

De otra parte, aunque se trata de una queja que no 
se ha admitido a trámite, exponemos a continuación el 
contenido de la 9102228, por tratarse de un tema de in- 
terés, ya que, como en los expedientes explicados ante- 
riormente, el desacuerdo que se refleja en la misma con 
aspectos de la actual regulación del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas ha quedado resuelto con 
la entrada en vigor de la Ley 1811991. 

Un grupo de becarios de investigación de la Facul- 
tad de Ciencias de la Universidad de Málaga manifies- 
tan que «siendo becarios recibirán durante el año 1991 
una cuantía en concepto de beca, de un millón ochen- 
ta mil pesetas, por las que fiscalmente pagarán la can- 
tidad de ciento ocho mil pesetas)). 

También explican que (<por su condición de becarios 
no existe ningún tipo de relación contractual con el or- 
ganismo (Universidad o Centro de Investigación donde 
se disfrute la beca), siendo la duración de ésta de un 
año, prorrogable a cuatro años como máximo. 

Conforme a derecho, éstos no podrán estar inscritos 
en la oficina de Empleo y por ello acumular antigüedad. 

Que no cotizan durante el período de disfrute de la 
beca en la Seguridad Social, por lo que al término de 
la misma no percibirán ninguna ayuda de desempleo. 

Considerando que, aun siendo legal esta nueva situa- 
ción es injusta, suplican: 

Poder estar inscritos en la Oficina de Empleo o bien 
percibir una ayuda al término de la beca. 

Que la ayuda recibida no sea considerada un salario 
por la que fiscalmente haya que pagar, o bien tener de- 
recho a cotizar en la Seguridad Social». 

En contestación a este escrito se ha informado a la 
primera firmante de lo que sigue: 

«Este Impuesto, en coherencia con la exigencia cons- 
titucional (art. 31.3) según la cual sólo podrán estable- 
cerse prestaciones personales o patrimoniales de 
carácter público con arreglo a la ley, está regulado en 
la actualidad por la Ley 4411978, de 8 de septiembre, 
y por la Ley 2011989, de 28 de julio, de Adaptación del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y del 
Impuesto Extraordinario sobre el Patrimonio. 

Como usted sabe, la Ley 2011989 de Adaptación del 
Impuesto se hizo necesaria como consecuencia de la 
sentencia 4511989, de 20 de febrero del Tribunal Cons- 
titucional que declaró la inconstitucionalidad y nuli- 
dad de determinados preceptos de la Ley 4411978, de 
8 de septiembre, con los efectos indicados en la propia 
sentencia, perfectamente delimitados en su alcance que 
no alcanza a la totalidad del Impuesto. 

Partiendo del hecho de que también constituye un 
mandato constitucional la obligación para todos de con- 
tribuir al sostenimiento de los gastos públicos de acuer- 

do con su capacidad económica “mediante un sistema 
tributario justo inspirado en los principios de igualdad 
y progresividad”, esta institución, extrayendo los pro- 
blemas relevantes presentes en las sugerencias recibi- 
das debidamente fundamentadas, dio traslado de los 
mismos al Ministerio de Hacienda para su eventual con- 
sideración en la nueva regulación legal del Impuesto, 
que aprobada por las Cortes ha sido publicada en el 
«BOE» de 7 de junio de 1991 (Ley 1811991, de 6 de ju- 
nio, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físi- 
cas, cuya entrada en vigor tendrá lugar el 1 de enero 
de 1992. 

En esta Ley se declara la exención (art. 9.j) de las be- 
cas públicas percibidas para cursar estudios, en todos 
los niveles y grados del sistema educativo, hasta el de 
licenciatura o equivalente, inclusive. 

Por otra parte, la inexistencia de los efectos y presta- 
ciones propias de las relaciones laborales incluidas en 
el Régimen General de la Seguridad Social, no es sino 
consecuencia de la inexistencia de tales relaciones y, 
por tanto, de las cotizaciones -de empresa y 
trabajador- que otorgan el derecho a aquellas presta- 
ciones. )> 

Una gran mayoría de las quejas admitidas lo han si- 
do por silencio administrativo, al no haber obtenido 
contestación los interesados en recursos u otras preten- 
siones instadas de la administración tributaria, con 
arreglo a procedimiento legal o reglamentariamente es- 
tablecido. Estas quejas admitidas a trámite en base a 
que los interesados no han recibido contestación a di- 
versas reclamaciones presentadas ante la Administra- 
ción, se refieren a solicitudes de intereses de demora; 
denuncias de retrasos, superiores a un año, en la reso- 
lución de reclamaciones económico administrativas in- 
terpuestas contra diversos actos de gestión del IRPF 
demoras producidas por la administración tributaria 
en liquidaciones acordadas por resoluciones de Tribu- 
nales Económico-Administrativos y demoras en la de- 
volución de ingresos indebidos. 

Entre las restantes quejas admitidas a trámite, se pue- 
den destacar las siguientes: 

A. Un capitán náutico-pesquero había aplicado en 
su declaración la deducción prevista en el artículo 130.2 
del Decreto Foral 35185 y muestra su desacuerdo por- 
que esta deducción no ha sido aceptada por la Admi- 
nistración foral, por considerar que el trabajo del 
interesado no se adapta al carácter de asistencia técni- 
ca para el que estaba prevista esta deducción. 

B. Un ciudadano se queja de la actuación de una 
funcionaria del servicio de orientación gratuita que, al 
asistir al firmante para la realización de su declaración 
sobre la renta se limitó a ir tomando los datos sin in- 
formarle de.la posibilidad de acogerse a la modalidad 
de declaración conjunta. 

C. Se denuncia un error producido en el centro de 
Proceso de Datos de la Dirección Provincial del Minis- 
terio de Educación y Ciencia, por el que se ha retenido 
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a un profesor de BUP el 50% de la nómina en concepto 
de IRPF. 

D. La interesada manifiesta no haber recibido por 
transferencia, cuando lo había solicitado, la cuota a de- 
volver del IRPF. Admitida a trámite esta queja, se reci- 
be el correspondiente informe de la Delegación de 
Hacienda de Madrid, en el que se aclara y resuelve la 
situación planteada. 

E. Un problema similar se plantea en la queja 
9027487, en la que un ciudadano de Almería expone que 
en noviembre de 1990 aún no había recibido la devolu- 
ción correspondiente al impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas del ejercicio de 1988, que había soli- 
citado le fuera ingresado mediante transferencia ban- 
caria. Al parecer, la delegación de Hacienda había 
enviado un cheque al antiguo domicilio del interesado 
que éste no había recibido. 

Admitida a trámite la queja, la Delegación de Hacien- 
da de Almería remitió el informe solicitado por esta ins- 
titución, en el que comunicaba que se había realizado 
el pago pendiente mediante transferencia bancaria el 
16 de enero de 1991, con lo que el problema se resolvió 
favorablemente. 

Se han tramitado también quejas por discrepancia 
con las diligencias de embargo correspondientes a una 
declaración del ejercicio de 1985 y por demoras produ- 
cidas en el abono de las cuotas a devolver por el ejerci- 
cio 1988. 

Una de las quejas relacionadas con la cuota a devol- 
ver por el ejercicio de 1988, y que ha quedado resuelta 
tras la intervención de esta institución, fue motivada 
por no haberse producido resolución en un recurso de 
reposición presentado en junio de 1990 contra la deci- 
sión de la Delegación de Hacienda Especial de Madrid, 
que fijaba la cantidad a devolver en 44.823 pesetas, fren- 
te a las 99.985 que figuraban en la autoliquidación prac- 
ticada por la interesada. Con fecha 27 de agosto fue 
comunicada por Hacienda la resolución producida en 
el citado recurso, que fijaba finalmente el importe de 
la devolución en 47.025 peseteas. 

En la queja 9113868, una persona comparece en que- 
ja ante esta institución, exponiendo que la Delegación 
de Hacienda de Madrid le ha comunicado que le había 
sido pagada, mediante talón nominativo, la cuota a de- 
volver correspondiente al ejercicio de 1984 y que ella 
no había recibido esa cantidad de 54.430 pesetas. 

La Delegación de Hacienda Especial de Madrid con- 
testó a la petición de informe explicando que en el año 
1986 se había enviado talón por importe de 15.355 pe- 
setas, como consecuencia de una liquidación paralela 
en la que se había comprobado que la interesada se ha- 
bía excedido en el límite de inversiones. A este informe 
se acompañaba fotocopia del acuse de recibo del cita- 
do talón, firmado por la interesada, así como la rela- 
ción de talones no pagados por el Banco de España, en 
la que no figuraba éste. Dicho informe se estimó con- 
forme y se trasladó a la interesada. 
- En la queja 9100048 el interesado, residente en el 

extranjero, expone que en el mes de abril de 1990 la De- 

legación de Hacienda de Madrid expidió un talón del 
Banco de España por importe de 261.822 pesetas, co- 
rrespondiente a la devolución del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas del ejercicio de 1988. 

Dicho talón fue remitido a su último domicilio en Ma- 
drid aunque desde la declaración del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas correspondiente al ejer- 
cicio de 1987 había hecho constar su nuevo domicilio 
en una capital extranjera. 

Como consecuencia de las gestiones personales rea- 
lizadas ante la Delegación de Hacienda Especial de Ma- 
drid en los meses de junio y agosto de 1990 fue 
informado de que el talón no había sido devuelto por 
el servicio de Correos y, en consecuencia, se iba a pro- 
ceder a la anulación del mismo y a la expedición de uno 
nuevo, que se remitiría a su nuevo domicilio. Hasta la 
fecha no ha recibido el nuevo talón. 

Hacia el mes de junio de 1990 solicitó mediante es- 
crito, al que se adjuntaba la correspondiente certifica- 
ción consular, el cambio de domicilio fiscal, sin que, 
al parecer, la Delegación de Hacienda lo haya tomado 
en cuenta, ni le haya informado sobre su procedencia 
o improcedencia. 

Así, el número de identificación fiscal le ha sido re- 
mitido, en septiembre de 1990, al último domicilio de 
Madrid. 

Tampoco ha tenido noticia alguna sobre la devolución 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas co- 
rrespondientes al ejercicio de 1989. 

Admitida a trámite esta queja, se acordó dirigirnos 
a la Delegación de Hacienda Especial de Madrid y a la 
Dirección General de Correos y Telegráfos, para acla- 
rar la situación planteada respecto a Hacienda, en cuan- 
to a las devoluciones pendientes, y, respecto a Correos 
en cuanto al talón no devuelto por este organismo. 

Se han recibido los informes solicitados y la Delega- 
ción de Hacienda Especial de Madrid informó que se 
había extendido mandamiento de pago, por importe de 
261.822 pesetas, correspondiente a la devoluclón por el 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, ejer- 
cicio 1988 y se había ordenado la transferencia banca- 
ria solicitada por el contribuyente. 

En cuanto a la devolución por el Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, ejercicio 1989, se nos ha 
comunicado que el talón correspondiente ha sido de- 
vuelto por el servicio de Correos, por lo que el contri- 
buyente deberá presentar la oportuna reclamación para 
proceder a su devolución. 

Todo ello le ha sido trasladado al interesado, así co- 
mo la información de Hacienda sobre el cambio de do- 
micilio fiscal, que al ser español no residente en 
territorio español, deberá designar a una persona físi- 
ca o jurídica con domicilio en España para que le re- 
presente ante la Administración tributaria. 

Igualmente, se ha dado traslado al interesado de las 
conclusiones del informe solicitado a la Dirección Ge- 
neral de Correos y Telégrafos. 
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4.1.3. Devolución resultante de declaraciones del Im- 
puesto sobre la Renta de las Personas Físicas del 
ejercicio 1989 

Durante el presente ejercicio han comparecido ante 
esta institución distintos ciudadanos planteando una 
queja común: la demora en recibir el importe de la cuo- 
ta a devolver resultante de sus declaraciones del Im- 
puesto sobre la Renta de las Personas Físicas del 
ejercicio 1989. 

Por otra parte, en fechas posteriores a la recepción 
de las citadas quejas, se publicaron en la mayoría de 
los medios de comunicación diferentes informaciones, 
todas ellas coincidentes en que, al parecer, según fuen- 
tes del Ministerio de Economía y Hacienda, se habían 
producido demoras en la devolución a más de 200.000 
contribuyentes de las cuotas resultantes de sus decla- 
raciones, por errores, omisiones de documentos acre- 
ditativos y otras deficiencias de las declaraciones, cuya 
subsanación sería condición previa necesaria para la 
percepción de las devoluciones solicitadas. 

Estudiada por el Defensor del Pueblo la situación 
planteada y examinada la correspondiente normativa, 
se acordó iniciar una investigación de oficio sobre es- 
tos hechos y, en consecuencia, con fecha 12 de febrero 
de 1991 se dirigió escrito al Secretario de Estado de Ha- 
cienda en el que después de hacer alusión a las quejas 
planteadas al respecto, así como a las informaciones 
aparecidas en los medios de comunicación, se argumen- 
taba como sigue: 

«El artículo 159 del Real Decreto 2384/1981, de 3 de 
agosto, por el que se aprueba el Reglamento del Impues- 
to sobre la Renta de las Personas Físicas, según la re- 
dacción dada por el RD 33811985, de 15 de marzo, 
dispone que si la liquidación provisional no se hubiera 
practicado en el plazo de seis meses, la Administración 
procederá a devolver de oficio, dentro de los 30 días si- 
guientes, el exceso ingresado sobre la cuota resultan- 
te, «sin perjuicio de la posterior comprobación en la 
declaración del Impuesto y de las circunstancias a que 
se refieren los artículos 109 y siguientes de la Ley Ge- 
neral Tributarian. 

Si bien conforme al apartado 3) del artículo 150 del 
Reglameto citado, ((transcurrido el plazo legal para efec- 
tuar ésta (la devolución) el sujeto pasivo podrá solici- 
tar por escrito que le sean abonados los intereses de 
demora en la forma dispuesta en el artículo 45 de la 
Ley General Tributaria», con el fin de esclarecer los su- 
puestos en que se basan las quejas recibidas, damos 
cuenta a VE para que, a la mayor brevedad posible y 
sin perjuicio de la resolución que proceda en cuanto 
a la tramitación individual de todas y cada una de ta- 
les quejas, con carácter previo, se dé traslado a esta ins- 
titución constitucional de información suficiente que 
permita conocer con precisión la situación planteada. 

Con fecha 1 de marzo siguiente se recibió el informe 
solicitado a la Secretaría de Estado de Hacienda en los 
siguientes términos: 

«En relación a su escrito de 12 de febrero, en el que 
expone la queja de una serie de ciudadanos que han 
acudido a esa institución, relativa a la demora en reci- 
bir el importe a devolver de las declaraciones del Im- 
puesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
correspondiente al ejercicio de 1989, he de informarle 
lo siguiente: 

Las declaraciones-liquidaciones presentadas duran- 
te los meses de mayo, junio y julio de 1990 correspon- 
dientes al IRPF de 1989 ascendieron a 9.631.994, según 
las grabaciones realizadas a 31 de enero de 1991. . 

Del total señalado, un 29% (2.834.587) resultaron con 
cuota a ingresar; un 69% (6.613.594) solicitaban devo- 
lución y un 2% (183.813) eran negativas o renunciaban 
a la devolución resultante de la declaración-liquidación 
o autoliquidación practicada. 

Los contribuyentes cuyas declaraciones liquidaciones 
resultaban «a devolver», solicitaron tal devolución por 
cheque (un 14%) o por transferencia (un 86%). 

El día 7 de febrero, fecha límite para proceder a la 
devolución de oficio contemplada en el artículo 159 del 
Reglamento del Impuesto, las devoluciones pendientes 
eran 51.734, es decir el 0,78% del total de devoluciones 
solicitadas. 

Estas devoluciones, pendientes de emitir, responden 
a diversas circunstancias e incidencias que precisarían 
un estudio concreto de cada una de ellas, pues la no 
devolución puede deberse a distintos motivos, entre los 
cuales cabe destacar: 

- No atender los contribuyentes los requerimientos 
administrativos efectuados para que aporten justifican- 
tes necesarios para efectuar la devolución (certificados 
de retenciones, ingresos a cuenta ...) 
- No haber sido posible localizar: al contribuyente 

en el domicilio consignado en la declaración- 
liquidación. Este supuesto se da con gran frecuencia 
en las devoluciones solicitadas por talón. 
- Cancelaciones de cuentas corrientes que aparece- 

rían como destinatarias de la devolución, con el consi- 
guiente retraso al tener que practicarse la devolución 
por talón. 

En todo caso, hay que ser consciente que el tatamien- 
to de más de 9.500.000 de declaraciones produce erro- 
res y retrasos que, siempre que sean imputables a la 
Administración, se satisfarán los correspondientes in- 
tereses. 

El artículo 159.3 del Reglamento del Impuesto prevé 
que, transcurrido el plazo legal para efectuar la devo- 
lución sin haber tenido lugar ésta, al sujeto pasivo po- 
drá solicitar por escrito que le sean abonados los 
intereses de demora en la forma dispuesta eq el artículo 
45 de la Ley General Presupuestaria. 

En el caso que nos ocupa, los contribuyentes deben 
solicitar mediante escrito presentado ante la Delegación 
o Administración de Hacienda de su domicilio fiscal, 
el abono de los intereses previstos en el artículo 36.2 
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de la Ley General Presupuestaria que, de acuerdo con 
la Disposición Adicional Segunda de la Ley de Presu- 
puestos Generales del Estado para 1991, se fijan en el 
10% para dicho ejercicio. 

El abono de tales intereses se efectuará desde que el 
acreedor reclame por escrito el cumplimiento de la obli- 
gación». 

Se consideró satisfactoria la información recibida 
que fue transladada a los interesados. 

Con posterioridad a la realización de esta actuación 
por parte del Defensor del Pueblo, se han tramitado 
otras quejas que hacen referencia también a la devolu- 
ción de la cuota resultante, correspondiente al ejerci- 
cio de 1989 y cuyas causas no coinciden con los motivos 
expuestos por la Secretaría de Estado de Hacienda, pa- 
ra explicar las devoluciones pendientes de emitir, así 
por ejemplo: 

La 9119656 ha sido admitida por silencio de la Dele- 
gación de Hacienda de Sevilla, en un recurso de repo- 
sición presentado por el interesado, que afecta a la 
cuota a devolver en el ejercicio 1989, pero que tiene su 
origen en su disconformidad con el resultado de una 
liquidación paralela, en la que se rebaja sustancialmen- 
te la cuota diferencial resultante de la autoliquidación, 
por no aceptarse por Hacienda la deducción correspon- 
diente a la cuota anual abonada al Colegio Oficial de 
Aparejadores. 

La 9101065 está motivada por dos problemas: una re- 
clamación de devolución de ingresos indebidos, que se 
tratará en el apartado correspondiente, y no haber re- 
cibido la cuota a devolver resultante del ejercicio 1989. 
Socilitado el correspondiente informe de la Delegación 
de Hacienda se ha podido comprobar que se había efec- 
tuado la devolución del IRPF correspondiente al ejer- 
cicio 1989, mediante transferencia ordenada pocos días 
después de que el interesado se hubiera dirigido al De- 
fensor del Pueblo. 

En el escrito en el que se agradece al Delegado de Ha- 
cienda Especial de Asturias el envío de este informe, 
se ha recordado a esta autoridad la obligación de la Ad- 
ministración de resolver expresamente en tiempo y for- 
ma las peticiones y recursos que le hayan sido 
formulados. 

Una tercera queja 9118915, relacionada también con 
la cuota a devolver resultante del ejercicio de 1989, es- 
tá motivada porque la interesada no había recibido el 
talón correspondiente, por importe de 45.829 pesetas. 
Como lo había solicitado y tras haber reclamado en di- 
versas ocasiones a las Delegaciones de Hacienda de La 
Orotava y en Santa Cruz de Tenerife, había presentado 
una última reclamación ante el Delegado de Hacienda 
de Santa Cruz de Tenerife el 12 de junio de 1991 y en 
ella manifestaba también que había sido tratada con 
evidente desconsideración por el K Encargado Jefe de 
la Delegación de la Orotava (sic)». 

Esta queja fue tramitada y se solicitó información so- 
bre los problemas expuestos en la misma al Delegado 
de Hacienda de Santa Cruz de Tenerife, quien ha infor- 

mado a esta institución de que el problema que motivó 
esta denuncia ha quedado resuelto y que con fecha 18 
de octubre de 1991 se habían transferido las 45.829 pe- 
setas a la cuenta de la interesada. 

Por último, en la queja 9123384, la interesada denun- 
cia el silencio de la administración tributaria en rela- 
ción con la devolución de la cuota resultante del 
ejercicio 1989. Ante la falta de respuesta de la Delega- 
ción de Hacienda Especial de Madrid (Administración 
de Salamanca), a dos escritos sobre esta devolución, re- 
solvió evacuar consulta por escrito antes de la presen- 
tación de la declaración del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas de 1990. Esta consulta se efec- 
tuó el 11 de mayo de 1990 y no se contesta hasta el 6 
de junio de 1991, según datos facilitados por la intere- 
sada. Es decir, transcurrido más de un año desde la 
consulta. 

Debe señalarse que esta institución no ha podido 
comprobar esta cuestión porque, incomprensiblemen- 
te, en el citado escrito, firmado por la Jefa de la Sec- 
ción 1: de Gestión Tributaria de la Administración de 
Hacienda del distrito de Salamanca, no figura ni fecha, 
ni registro de salida. En el mismo sólo se indica a la 
interesada que traslade su consulta a la Dirección Ge- 
neral de Tributos, actuación que ella realiza en escrito 
registrado el 7 de junio de 1991. 

Como quiera que el día 4 de noviembre de 1991 no 
había recibido ninguna contestación de la Administra- 
ción de Hacienda sobre el expediente de devolución de 
la cuota resultante de 1989 y de la Dirección General 
de Tributos sólo un escrito de acuese de recibo de 17 
de junio de 1991, en el que se le comunica que se han 
iniciado las actuaciones oportunas para la evacuación 
de la contestación a la consulta tributaria, se resolvió 
admitir a trámite esta queja ante el Secretario de Es- 
tado de Hacienda, solicitando a dicha autoridad infor- 
me sobre la tramitación de estos expedientes, así como 
sobre las causas que han podido motivar el silencio ad- 
ministrativo. 

4.1.4. Devolución de ingresos indebidos 

Los procedimientos y plazos para la devolución por 
la administración tributaria de cantidades indebida- 
mente ingresadas han sido objeto de preocupación pa- 
ra esta institución en los últimos años, como ha 
quedado reflejado en los informes anuales. 

En el correspondiente al ejercicio de 1989 se reco- 
mendaba por el Defensor del Pueblo que, a la mayor 
brevedad posible, se procediera al adecuado desarro- 
llo reglamentario para la devolución de los ingresos in- 
debidos, conforme a lo previsto en el artículo 155 de 
la Ley General Tributaria. 

Igualmente se recomendaba la articulación de medi- 
das para proceder a las devoluciones pendientes, en los 
términos indicados en el mismo informe, y a la mayor 
urgencia posible. 

El Ministerio de Hacienda comunicó, en respuesta a 

- 167 - 



CORTES GENERALES 25 DE ABRIL DE 1992.-SERIE A. NOM. 37 

esta Recomendación, que se iba a proceder a la elabo- 
ración de un proyecto de Real Decreto, en el que se re- 
cogía lo esencial de las recomendaciones del Defensor 
del Pueblo en esta materia y que, entre tanto se apro- 
baba definitivamente esta norma reglamentaria, se iba 
a proceder a dar instrucciones a las distintas delega- 
ciones para un tratamiento más adecuado de estos su- 
puestos. 

Una vez publicado el Real Decreto 1.163/1990, de 21 
de septiembre, se han producido modificaciones sus- 
tanciales respecto a la anterior regulación, al dar una 
nueva redacción al artículo 121 del Reglamento de Pro- 
cedimiento de las Reclamaciones Económico- 
Administrativas, que antes limitaba a un año el plazo 
en el que los contribuyentes podían plantear reclama- 
ciones, desde la presentación de la autoliquidación. 

El actual artículo 121 articula un procedimiento or- 
dinario al expresar sin limitaciones que la resolución 
expresa o presunta que dicte la Administración será sus- 
ceptible de impugnación en vía económico- 
administrativa. 

Las quejas recibidas durante el presente ejercicio, en 
relación con la devolución de ingresos indebidos, no han 
sido tan numerosas como en años precedentes, pero de 
las mismas se desprende que siguen produciéndose re- 
trasos injustificables en el reconocimiento de estos de- 
rechos, lo que hace que resulte imprescindible que, una 
vez más, se recomiende a la administración tributaria 
que, a la mayor urgencia, y en el ejercicio de las facul- 
tades que le asisten, practique las liquidaciones que 
proceden y dicte para ello las instrucciones oportunas, 
a fin de acordar las devoluciones a que hubiere lugar, 
dado el tiempo ya transcurrido y los derechos indivi- 
duales en juego. 

Una vez publicada la expresada norma reglamenta- 
ria por la que han desaparecido las limitaciones «con- 
tra legem)) que contenía la primitiva regulación, no está 
justificado que no se apliquen estas modificaciones de 
forma positiva a cuantos reclamantes lleven esperan- 
do varios años para ver reconocidos sus derechos y que 
se subsane así una situación discriminatoria. 

De las quejas recibidas durante el presenta ejercicio, 
referentes a esta materia, sólo una no ha sido admitida 
a trámite, ya que la interesada formulaba una consul- 
ta relativa al plazo de que dispone la Administación pa- 
ra la devolución de ingresos indebidos, sobre lo que se 
le ha informado puntualmente. 

Entre las admitidas a trámite destacan, como en años 
anteriores, aquéllas que hacen referencia a las canti- 
dades solicitadas por pensionistas con invalidez perma- 
nente que han sufrido retenciones indebidas. 

Un ejemplo significativo, por plantear el problema en 
toda su amplitud, es el contenido en la queja 9108248, 
presentada en nombre de una asociación de mutilados 
e inválidos en la que se manifiesta, entre otras cosas, 
lo siguiente: 

«Primero.-El Tribunal Económico-Administrativo 
Central, reunido en sesión plenaria para la unificación 

de criterio, dictó una resolución, con fecha 26 de mayo 
de 1987, declarando que las pensiones reconocidas al 
amparo de la Ley 35/80, de 26 de junio, de los mutila- 
dos excombatientes de la zona republicana en la gue- 
rra civil 193611939, están exentas del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas. 

Segundo.-Amparados en la resolución indicada del 
TEAC, gran número de mutilados permanentes y abso- 
lutos formalizaron durante el año 1988 solicitud a dis- 
tintas Delegaciones o Administraciones de Hacienda 
para la devolución de ingresos indebidos, referidos a 
los cinco últimos ejercicios en aplicación del artículo 
64 de la Ley General Tributaria. 

Tercero. Algunas Delegaciones o Administraciones de 
Hacienda han aplicado silencio administrativo a dichas 
reclamaciones, no resolviendo absolutamente nada res- 
pecto de ninguno de los ejercicios reclamados; otras re- 
solvieron atender la devolución de los pagos indebidos 
reclamados correspondientes a los cinco ejercicios; y 
la mayoría de las Delegaciones o Administraciones de 
Hacienda atendieron la devolución del último ejercicio, 
no indicando nada del resto en unos casos, o denegan- 
do la petición, en aplicación del artículo 121 del Regla- 
mento de Procedimiento de las Reclamaciones 
Económico-Administrativas, según la redacción ante- 
rior a la entrada en vigor del Real Decreto 116311990, 
de 21 de septiembre, aprobado por el Real Decreto 
1999/1981, de 20 de agosto, en otros casos. 

Cuarto. Publicado el Real Decreto 116311990, de 21 de 
septiembre, en el «Boletín Oficial del Estado,) número 
230, de 25 de septiembre, por el que se regula el proce- 
dimiento para la devolución de ingresos indebidos de 
naturaleza tributaria, los titulares del derecho a la de- 
volución de pagos indebidos o sus herederos o causa- 
habientes, amparados en la nueva Norma, reiteraron su 
petición del año 1988 durante los meses de octubre, no- 
viembre y diciembre de 1990, en la confianza de ver re- 
sueltos con prontitud sus expedientes, al haber 
desaparecido la laguna legal anterior en la que entra- 
ba en colisión el artículo 64 de la Ley General Tributa- 
ria con el artículo 121 del Real Decreto 199911981, antes 
mencionado. 

Quinto. Las expectativas abiertas con la entrada en 
vigor del Real Decreto 1163/1990, se han convertido una 
vez más en desesperanza, ya que, habiendo transcurri- 
do casi tres años desde la presentación de la primera 
reclamación y tres meses desde la segunda, se estima 
por la Dirección de la Liga de Mutilados que no se han 
resuelto ni un cinco por ciento de los expedientes de 
devolución de pagos indebidos, además de que alguna 
Administración de las que ha iniciado la revisión de los 
expedientes está pidiendo a los interesados documen- 
tación que la propia Administración obligada a facili- 
tarla les niega como se indicará a continuación. 

En efecto, alguna Administración de Hacienda está 
reclamando a los solicitantes de la devolución de ingre- 
sos indebidos los justificantes de los ingresos y reten- 
ciones correspondientes a la pensión de mutilado de 
guerra de alguno o varios ejercicios, en unos casos por- 
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que no fue acompañada con la reclamación por haber- 
la aportado a la Administración al haberle resultado su 
declaración «a devolver )> cuando practicaron la corres- 
pondiente autoliquidación del ejercicio; en otros casos, 
porque la habría perdido o destruido por no conside- 
rarla necesaria y, probablemente, en otros casos, por- 
que se haya extraviado en las propias Administraciones 
de Hacienda que ahora los reclaman. 

Los interesados, que cuentan la mayoría de ellos en- 
tre 75 y 85 años acuden a la Dirección General de cos- 
tes de Personal y Pensiones Públicas del Ministerio de 
Economía y Hacienda, a solicitar los oportunos certi- 
ficados de ingresos y retenciones de su pensión de mu- 
tilado de guerra y reciben por contestación que «la 
Administración ya no dispone de datos de dichos ejer- 
cicios», refiriéndose a los años 1982, 1983, 1984 e in- 
cluso del ejercicio de 1985; «ya se lo dieron en su 
momento y ahora ya no se le puede dar»; «no hay obli- 
gación de facilitarlo después de transcurridos cinco 
años porque ha prescrito)), etc. -tal y como me han par- 
ticipado varios interesados-, cuando lo cierto es que 
la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones 
Públicas tiene obligación de facilitar los certificados 
correspondientes a los ingresos y retenciones de las 
pensiones de mutilación de cualquiera de los ejercicios 
de los que le sean solicitados por las siguientes razones: 

a) Los mutilados solicitaron en el año 1988 la devo- 
lución de ingresos indebidos de los ejercicios de 1982 
a 1986, es decir, de los cinco últimos ejercicios en los 
que habían incluido la pensión de mutilación en las 
autoliquidaciones de la renta de las personas físicas. 

b) En el último trimestre del pasado año han reite- 
rado su reclamación, referida a los cinco ejercicios in- 
dicados. 

c) La Dirección General de Costes de Personal y Pen- 
siones Públicas, aún en el supuesto que haya destrui- 
do el banco de datos correspondiente a las pensiones 
percibidas por los mutilados de guerra, puede repro- 
ducirlo porque son pensiones públicas actualizadas ca- 
da año por las Leyes de Presupuestos generales del 
Estado para los distintos ejercicios y las retenciones 
que le fueron aplicadas hasta el año 1988 están igual- 
mente amparadas en las Normas que han regulado di- 
chas retenciones, por lo que en ningún caso es 
justificable no entregar los Certificados de ingresos y 
retenciones correspondientes a las pensiones de muti- 
lación por parte de la Dirección General de Costes de 
Personal y Pensiones Públicas cuando son requeridos 
por la misma Administración (Delegaciones o Adminis- 
traciones de Hacienda), para lo que, además, se les da 
en la mayoría de los casos un plazo de diez días, con 
la advertencia de que si no se atiende el requerimiento 
se procederá al archivo del expediente. 

De todo lo indicado se deduce que la situación es caó- 
tica: no se resuelven los expedientes; se obstruye su re- 
solución por algunas Administraciones Tributarias y 
por la Dirección General de Costes de Personal y Pen- 
siones Públicas, mientras que los interesados están lle- 

gando al fin de sus vidas; téngase presente el grado de 
incapacidad física o psíquica que padecen desde la gue- 
rra civil y que los pocos que viven tienen alrededor de 
los ocheta años. 

Como resumen de todo lo expuesto, representando a 
una Asociación de Mutilados e Inválidos, se concreta 
la presente queja ante esa institución en los siguientes 
puntos: 

Uno. No se cumplen los plazos legales previstos para 
resolver las reclamaciones de pagos indebidos de na- 
turaleza tributaria, a pesar de que fueron presentadas 
en el año 1988 y reiteradas en el último trimestre de 
1990, al amparo del Real Decreto 1163A990, de 21 de 
septiembre. 

No se colabora ni por parte de las Delegacio- 
nes y Administraciones de Hacienda ni por parte de la 
Dirección General de Costes de Personal y Pensiones 
Públicas para facilitar la resolución de los expedien- 
tes de devolución de ingresos indebidos». 

Valorando en toda su intensidad de desesperanza de 
estas personas y la incomprensible actuación adminis- 
trativa de esta materia, nos dirigimos a la Secretaría 
General de Hacienda solicitando una información pun- 
tual sobre la situación de estos expedientes y especial- 
mente sobre la circunstancia de no facilitar documentos 
indispensables para que estos ciudadanos ejerzan sus 
derechos. 

En dicho escrito insistía esta institución en que no 
debe olvidarse que la situación planteada ha derivado 
precisamente de un error de derecho de la Administra- 
ción tributaria, cuya nulidad de pleno derecho fue pues- 
ta de manifiesto por el Tribunal Supremo y que, a 
efectos de la resolución de estos expedientes, el mismo 
Tribunal Supremo, en sentencias de 14-2-67, 4-11-79 y 
27-7-86, entre otras, ha declarado que la falta de impug- 
nación en plazo no puede perjudicar aquel derecho ma- 
terial que, gozando de una vida más larga conforme a 
la Ley, asiste al interesado, quien puede dirigirse a la 
Administración e instar la revisión de la autoliquida- 
ción y un pronunciamiento sobre la misma, en tanto no 
se practique la liquidación definitiva. 

La Dirección General de la Agencia Estatal de Admi- 
nistración Tributaria (antes Secretaría General de Ha- 
cienda) nos ha informado de que están pendientes de 
resolución 2.160 expedientes de devolución de ingresos 
por cantidades indebidamente retenidas a perceptores 
de pensiones de invalidez. «De ellos, 357 se encuentran 
a la espera de que los interesados aporte los documen- 
tos que les han sido requeridos por la Administración 
tributaria. 293 están pendientes de pago ... y 2.150 es- 
tán en proceso de tramitación.» 

Dos. 

Por lo que se refiere a los certificados de ingresos y 
retenciones, se nos dice lo siguiente: 

«Nos comunican de la Dirección General de Costes 
de Personal y Pensiones Públicas, centro competente en 
la materia, que no se han cursado instrucciones a su 
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red territorial en el sentido vertido en la queja, es de- 
cir, los Centros pagadores de las pensiones han de fa- 
cilitar las certificaciones solicitadas con independencia 
de si han transcurrido más de 5 años desde su per- 
cepción. 
No obstante, habría que conocer los casos puntua- 

les en los que se ha negado la expedición de las certifi- 
caciones y las circunstancias particulares que 
concurren para, en su caso, arbitrar una solución indi- 
vidualizada. )> 

Igualmente, se nos comunica que en el plazo de tres 
meses se enviará información sobre las devoluciones 
efectuadas y sobre las circunstancias que, en su caso, 
concurran en determinados expedientes que pudieran 
conllevar un retraso en la finalización de los mismos. 

Se ha trasladado este informe a la Liga de Mutilados 
e Inválidos de la Guerra de España y se ha remitido a 
la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones 
Públicas la sugerencia de «que por ese centro Directi- 
vo se considere la conveniencia de dirigir a su red te- 
rritorial instrucciones precisas de que se han de 
facilitar las certificaciones de ingresos y retenciones 
solicitadas por los perceptores de pensiones, con inde- 
pendencia de que hayan transcurrido más de cinco años 
desde su percepción)). 

El expediente 9108298 ha sido promovido por un ciu- 
dadano que había solicitado la devolución de cantida- 
des indebidamente ingresadas por retenciones de 
pensiones por invalidez permanente en los ejercicios 
1983, 1984 y 1985, sin que en el momento de la recla- 
mación hubiera obtenido respuesta a la solicitud pre- 
sentada. 

Se tramitó esta queja en el mes de abril del presente 
año ante la Delegación Especial de Hacienda de Ma- 
drid. Efectuado un requerimiento, al no recibir el in- 
forme solicitado, éste fue finalmente emitido en los 
siguientes términos: 

«En contestación a sus escritos de fechas abril-91 y 
junio-91, por los que solicita información sobre la soli- 
citud de devolución de cantidades indebidamente in- 
gresadas por el Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas, ejercicios 1983, 1984 y 1985, le comunico que 
se tramita en la Administración de Hacienda de Cha- 
martín el expediente de devolución número 264/88, sien- 
do necesario para su resolución la aportación de una 
serie de documentos por parte del contribuyente. 

Dicha Administración está intentan& ponerse en 
contacto con el contribuyente, sin poder conseguirlo 
hasta la fecha, por lo que sería conveniente que se diri- 
giera a esa Administración de Hacienda, sita en la ca- 
lle Uruguay con vuelta a Víctor de la serna, teléfono 
519 63 32, con el fin de completar su expediente de de- 
volución y proceder a su resolución.)) 

En esta respuesta no se aclaran las razones por las 
que la Delegación de Hacienda Especial de Madrid no 
ha podido ponerse en contacto con el interesado para 

solicitarle la remisión de documentos necesarios para 
la resolución del expediente. Una vez más se lanza so- 
bre el ciudadano la carga de establecer nuevos contac- 
tos con esa Administración. Cabría preguntarse si esa 
misma Delegación de Hacienda hubiera encontrado di- 
ficultades para contactar con el reclamante en el su- 
puesto de que éste fuera deudor de la Hacienda pública. 

Se ha trasladado al interesado la información reci- 
bida y quedamos a la espera de que se nos informe so- 
bre la resolución definitiva del expediente. 

Igualmente la queja 9121797 se refiere a devolución 
de ingresos indebidos en concepto del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas del ejercicio 1986, co- 
rrespondientes a pensión de invalidez absoluta. 

Estamos a la espera de que la Administración nos in- 
forme sobre la respuesta dada a esta reclamación. 

En la 9027830, un jubilado por incapacidad física per- 
manente se queja de no haber obtenido resolución so- 
bre la reclamación de devolución de ingresos indebidos 
presentada en julio de 1987. Admitida a trámite esta 
queja y solicitado el correspondiente informe, se reci- 
be el 25 de enero de 1991 contestación de la Delegación 
de Hacienda de Albacete, en la que dice lo que sigue: 

«El escrito presentado con fecha 16 de julio de 1986 
por el Sr. D. S.  impugnando sus declaraciones del Im- 
puesto sobre la Renta de las Personas Físicas de años 
anteriores, por haber declarado como renta sujeta la 
pensión que percibe por incapacidad física permanen- 
te, fue remitido con fecha 5 de abril de 1988 a la Admi- 
nistración de Hacienda de Hellín, oficina competente 
para su resolución en razón al domicilio del reclamante. 

La citada Administración informa que al reclamante 
se le solicitó la justificación documental del reconoci- 
miento de la jubilación por incapacidad física perma- 
nente por la Sección de Clases Pasivas, ya que la 
Sección mencionada le consideraba como jubilado con 
su correspondiente retención del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas y no como persona con 
incapacidad permanente. Que, ante la situación plan- 
teada, se solicitó certificado a la Sección de Clases Pa- 
sivas, contestando el 1 de marzo de 1990 “que don 
R. D. S.  cobra la pensión como practicante titular, ju- 
bilado por incapacidad física, en la cual a partir de 1 
de marzo de 1990, no se descontará el IRPF, por lo que 
no estará sujeto a ninguna retención”. No se hacía men- 
ción a la situación de ejercicios anteriores, en el senti- 
do de si las retenciones efectuadas fueron o no 
correctas. 

Ante el evidente retraso en la tramitación de este re- 
curso, justificado en parte por la endémica falta de per- 
sonal cualificado en la Administración de Hellín, se ha 
ordenado la rápida ultimación de la reclamación, ya 
que, en principio, la Oficina Gestora parece disponer 
de los datos necesarios para dictar el pertinente 
acuerdo. )) 

Conviene resaltar que en marzo de 1990 y transcu- 
rridos más de tres años desde que el Tribunal Supre- 
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mo sancionó el 23-12-86 que las pensiones de invalidez 
no ven alterada su naturaleza por la edad del benefi- 
ciario, como venía siendo el criterio mantenido por la 
Dirección General de Tributos, a partir de su explicita- 
ción en la Circular 4/1981, la sección de clases pasivas 
expone todavía el criterio de que, a partir de esa fecha, 
no se descontará el IRPF al interesado, sin hacer nin- 
guna mención, como explica el propio Delegado de ha- 
cienda, a las retenciones efectuadas en años anteriores. 

En la 9104380, presentada también por un pensionis- 
ta de invalidez, el motivo de la queja es no haber reci- 
bido contestación a reclamaciones de devolución de 
ingresos indebidos por IRPF de los años 83 y 84. 

El interesado había presentado con posterioridad re- 
clamación ante el Tribunal Económico-Administrativo 
Regional de Andalucía, que dictó resolución al respec- 
to. Remitida esta resolución a la Dependencia de Ges- 
tión Tributaria de Almería, para su cumplimiento, esta 
institución ha considerado resuelto el problema, una 
vez conocido que la Delegación de Hacienda había so- 
licitado ya al interesado la documentación necesaria pa- 
ra completar el expediente, pero conviene señalar que 
esta reclamación se encontraba en la fase final para su 
resolución, seis años después de la iniciación del pro- 
cedimiento. 
Y, por último, hacer mención a la queja 9025517, pro- 

movida por no haber recibido contestación a las recla- 
maciones de devolución de ingresos indebidos 
efectuados en las declaraciones de la renta de los años 
1985, 1986 y 1987, por haber transcrito erróneamente 
las cantidades de rendimientos de trabajo y haber omi- 
tido, en el apartado relativo a gastos, el tanto por cien- 
to de ingresos íntegros en el resumen de rendimientos. 

Admitida a trámite esta queja, se solicita informe de 
la Delegación de Hacienda Especial de Madrid, debien- 
do requerirse el envío del mismo que, finalmente, es 
emitido en fecha 20 de marm de 1991. En él se comuni- 
ca que se ha extendido el correspondiente mandamiento 
de pago para la devolución de las cantidades objeto de 
reclamación, con lo que el asunto ha quedado resuelto 
favorablemente. 

4.1.5. Deducciones 

Ya se ha explicado en el apartado 4.1.2 que entre las 
quejas que no han podido ser admitidas a trámite se 
encontraban las de aquellos ciudadanos que se han di- 
rigido a esta institución para formular consultas sobre 
la posible aplicación de determinadas deducciones, al 
realizar la declaración sobre el Impuesto de la Renta 
de las Personas Físicas. 

En todos estos casos, como se indicaba, se ha infor- 
mado a los interesados de la correspondiente regula- 
ción legal. 

En la queja 9028545, el firmante, en nombre y repre- 
sentación de la Asociación Celíaca Española, plantea 
la posiblidad de un tratamiento fiscal especial para los 

enfermos celíacos. Admitida a trámite esta queja, se so- 
licitó informe de la Dirección General de Tributos. 

Este centro directivo, con fecha 30 de julio de 1991, 
emitió el informe solicitado en los siguientes términos: 

.lP) En 4 de febrero de 1991 se ratificó el criterio 
sustentado en la anterior consulta, en cuanto a los gas- 
tos alimenticios, declarando en correcta aplicación de 
la normativa fiscal que los gastos de tratamiento, tales 
como honorarios de facultativo, adquisición de medi- 
camentos o especialidades farmacéuticas, sí tendrían 
derecho a una deducción al porcentaje del 15%, siem- 
pre que se acredite documentalmente. 

2:) N o  han experimentado variación los elementos 
de la cuestión planteada, por lo que no es posible dar 
otra solución a la misma, siendo de advertir que en la 
documentación aportada por la asociación consultan- 
te, son los menos los países en los cuales la ayuda a es- 
tos enfermos consiste en deducciones fiscales. >) 

4.2. Impuesto sobre el Valor Añadido 

4.2.1. Aspectos normativos 

Durante el presente año se han producido modifica- 
ciones en la regulación de este impuesto que resuelven 
problemas planteados, en su momento, ante esta insti- 
tución. 

Como consecuencia de la modificación del artículo 
108 de la Ley del Mercado de Valores, introducida en 
la Disposición Adicional 12 de la Ley 18/1991, de 6 de 
junio, del IRPF, se declara la exención por IVA en las 
transmisiones de valores. 

Asimismo, y en relación con un problema que ha mo- 
tivado quejas en años precedentes, la Dirección Gene- 
ral de Tributos, en razón a las sentencias del Tribunal 
de Justicia de las Comunidades Europeas, en particu- 
lar las de 23 de mayo de 1990 y 26 de febrero de 1991, 
ha dictado instrucciones en la Circular 2111991, de 26 
de julio, con referencia expresa a la última de las sen- 
tencias citadas «para unificar criterios en la ejecución 
de la mencionada sentencia),, en las importaciones de 
bienes no exentas y efectuadas por personas que no tie- 
nen la condición de empresarios o profesionales, a efec- 
tos del IVA. 

El tratamiento que venía haciéndose, en estos supues- 
tos, por la administración tributaria española era con- 
dicionar la exención tributaria a que el importador 
acreditase el pago del impuesto en el país de origen y, 
si el tipo impositivo aplicado era inferior al vigente en 
España, se deducía la cuota soportada en el país de ori- 
gen, debiendo pagar por la diferencia. 

En la citada sentencia se declara que España había 
incumplido las obligaciones contraídas como conse- 
cuencia de su adhesión a las Comunidades Europeas, 
«al no conceder la franquicia total del Impuesto sobre 
el Valor Añadido a la importación definitiva por un par- 
ticular, de vehículos automóviles de uso privado, remol- 
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ques, motocicletas o embarcaciones de recreo y aviones 
de turismo, procedentes de otro Estado miembro, en 
contra de lo dispuesto en la Directiva 83/183/CEE del 
Consejo, de 28 de marzo de 1983.» 

La expresada circular 21/1991 completa el desarro- 
llo del procedimiento de despacho aduanero de bienes 
importados por traslado de residencia y prevé, además, 
que la exención correspondiente a las importaciones 
que en ella se mencionan se aplicará a las ((efectuadas 
antes del 30 de junio de 1990, cuyas liquidaciones no 
hubieren adquirido firmeza ... » y, en su caso, podrá re- 
clamarse la devolución de ingresos indebidos que pro- 
ceda en la forma prevista en el Real Decreto 1163/1990, 
de 21 de septiembre. 

Deben valorarse positivamente los pasos dados para 
la acomodación del régimen español sobre franquicias 
aduaneras al régimen comunitario, pero hay que aña- 
dir, también, que podría haberse hecho antes, sin for- 
zar una sentencia ya reiterativa, hecho que ha venido 
reflejándose como se ha indicado en las quejas plan- 
teadas en relación con este asunto en años procedentes. 

4.2.2. Problemática reflejada en las quejas recibidas 
en relación con el Impuesto sobre el Valor 
Añadido 

Entre las quejas admitidas destacan las siguientes:, 

En la 9111902 el interesado muestra su desacuerdo 
con la resolución de la Delegación de Hacienda de Mur- 
cia confirmada más tarde por el Tribunal Económico- 
Administrativo Regional, en fecha 21-12-90. 

En ambas resoluciones se le deniega la devolución 
del 22% del Impuesto sobre el Valor Añadido pagado. 
Este 22% es el resultado de la diferencia entre el 33% 
fijado en factura y el 12% que es el que corresponde 
aplicar a los vehículos de minusválidos. 

Las resoluciones denegatorias se basan en el hecho 
de que para disfrutar de la aplicación del tipo imposi- 
tivo general se requiere el previo reconocimiento del 
derecho por la Delegación de Hacienda, en cuya cir- 
cunscripción radique el domicilio fiscal del adquiren- 
te, previa presentación de la certificación de invalidez 
expedida por el INSS, según contempla el artículo 58, 
1.0 f )  del Reglamento del impuesto. 

Pero se da la circunstancia en este caso de que para 
la presentación de la solicitud previa para el reconoci- 
miento del derecho, a la aplicación del 12% en concep- 
to de IVA, es preciso adjuntar fotocopia del permiso de 
conducir y don C.M.F. tuvo que adquirir el vehículo pre- 
cisamente para realizar las prácticas correspondientes 
y la prueba práctica para la obtención del carnet de con- 
ducir, al no existir en la localidad de iorca ningún ve- 
hículo preparado para minusválidos. 

Se ha solicitado informe sobre la situación produci- 
da a la Delegación de Hacienda de Murcia. 

En la 9026455 se plantea la devolución del importe 
del IVA, aplicado indebidamente, a juicio del reclaman- 

te, durante el ejercicio de 1986 y parte de 1987, a las 
entregas de carbón realizadas por una empresa mine- 
ra a su personal en activo y a los jubilados. 

La queja está motivada, porque el interesado, al que 
la administración tributaria había denegado una soli- 
citud de devolución de ingresos indebidos, en base a 
que él no era el sujeto pasivo del IVA, ni, por tanto, quien 
había ingresado en Hacienda las correspondientes can- 
tidades, consiguió que la empresa minera solicitase, co- 
mo sujeto pasivo del referido impuesto, la devolución 
de estos ingresos realizados indebidamente, con inten- 
ción de proceder después a la entrega de estas canti- 
dades a los mineros en activo y jubilados. Transcurridos 
más de tres años desde la presentación de esta recla- 
mación no se había obtenido repuesta a la misma. 

Se aceptó a trámite esta queja y se solicitó informe, 
en primer lugar, a la Delegación de Hacienda de Astu- 
rias. Este organismo nos informó de la desestimación, 
en fecha 22 de noviembre de 1988, de la solicitud de de- 
volución de cantidades indebidamente ingresadas en 
concepto de IVA, por importe de 17.199.986 pesetas, pre- 
sentada por la empresa, por considerar que debe ser 
el sujeto pasivo que repercutió el Impuesto sobre el Va- 
lor Añadido, o sea, la empresa, la que podía solicitar 
la devolución. Igualmente nos informó de la remisión 
del expediente al Tribunal Económico-Administrativo 
Regional de Asturias. 

Con posterioridad esta institución tuvo conocimien- 
to de la existencia de un Recurso Extraordinario de Al- 
zada para unificación de criterios, interpuesto ante el 
Tribunal Económico-Administrativo Central por el Di- 
rector General de Tributos, por lo que nos dirigimos al 
citado Tribunal en solicitud de información sobre la si- 
tuación de este expediente y las razones que habían mo- 
tivado su no resolución hasta esa fecha. 

El 19 de septiembre del presente año fue remitida por 
rl TEAC al Defensor del Pueblo la resolución estimato- 
ria del recurso planteado por el citado director gene- 
ral. En dicha resolución se declara que «las entregas 
de carbón efectuadas por empresas mineras en cum- 
plimiento de lo dispuesto en las ordenanzas de trabajo 
que les sean aplicables están sujetas al Impuesto so- 
bre el Valor Añadido». Se ha trasladado esta informa- 
ción al interesado, dando por finalizadas nuestras 
actuaciones. 

En la 9021032, planteada por la Asociación de Mode- 
los de España, se exponen los perjuicios que pueden 
derivarse de la no regulación legal de las agencias de 
modelos, como empresas de servicios y de los modelos 
publicitarios y maniquíes de moda como auténticas 
profesiones. 

Se explican, igualmente, las divergencias producidas 
entre el Ministerio de Economía y Hacienda, que en- 
tiende que los modelos son trabajadores por cuenta pro- 
pia, obligados a tener licencia fiscal si son profesionales 
-ay que no se sabe cuándo empiezan a ser profesiona- 
les» y que están sujetos al impuesto sobre el Valor 
Añadido- y el Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
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cial, que considera que son trabajadores por cuenta aje- 
na y deben estar asegurados como los artistas. 

Estudiada la situación planteada, así como la docu- 
mentación aportada por los interesados en la que se in- 
cluyen diversos escritos de los citados departamentos, 
en los que se exponen los criterios divergentes a los que 
se ha aludido, nos hemos dirigido, en solicitud de in- 
forme, al Secretario de Estado de Hacienda. 

En la queja 9026150, el firmante manifiesta su dis- 
conformidad con el criterio establecido por la Direc- 
ción General de Tributos, en su resolución de 29 de 
septiembre de 1986 («BOE» 15 de octubre de 1986), en 
relación con lo establecido en el artículo 30 del Regla- 
mento del Impuesto sobre el Valor Añadido, al consi- 
derar que, de acuerdo con este criterio, no existe 
alternativa alguna que permita reducir la base del Im- 
puesto en los casos de morosidad o falta de pago de la 
contraprestación en los arrendamientos de locales de 
negocio. Esta queja fue admitida a trámite y la Direc- 
ción General de Tributos nos ha trasladado, en respues- 
ta a nuestra solicitud, el siguiente informe sobre la 
interpretación del artículo 30 del Reglamento del IVA, 
establecida en la Resolución de dicho Centro directivo 
de fecha 29 de septiembre de 1986: 

«El artículo 1.” de la Ley 3011985, de 2 de agosto, re- 
guladora del Impuesto sobre el Valor Añadido, establece 
que dicho Impuesto es un tributo de naturaleza indi- 
recta, que recae sobre el consumo y grava, en la forma 
y condiciones previstas por esta Ley, las entregas de bie- 
nes y prestaciones de servicios efectuadas por empre- 
sarios y profesionales, y las importaciones de bienes. 

De dicho proyecto resulta que, todo consumo real de 
bienes y servicios está gravado por el Impuesto sobre 
el Valor Añadido, sin que la Ley recoja excepción algu- 
na para los casos en que el adquirente de los bienes o 
destinatario de los servicios no hiciera efectiva la co- 
rrespondiente contraprestación. 

El artículo 30, número 2 del Reglamento del impues- 
to, cuyo texto coincide con el del artículo 17, número 
4 de la Ley, establece que “cuando por resolución fir- 
me, judicial o administrativa, o con arreglo a derecho 
o a los usos de comercio queden sin efecto total o par- 
cialmente las operaciones gravadas, o se altere el pro- 
ceso después del momento en que la operación se haya 
efectuado, la base imponible se modificará en la cuan- 
tía correspondiente”. 

Los supuestos contemplados en el aludido precepto 
como causas de modificación de la base imponible, son 
todos ellos supuestos en los que no se realiza efectiva- 
mente, de forma total o parcial, el consumo de los bie- 
nes o servicios sujeto al Impuesto, como ocurre cuado 
se devuelve la mercancía al proveedor, en virtud de las 
cláusulas del contrato o por resolución judicial o ad- 
ministrativa (deficiencia, incumplimiento de condicio- 
nes, etc.) o por falta de la prestación del servicio en las 
condiciones pactadas. 

También puede modificarse la base imponible por al- 
teración del precio después del devengo de la operación 

sujeta, cuando tales alteraciones se produzcan por cau- 
sas legales (generalmente por las revisiones que se pre- 
vean en el contrato). 

La falta de pago a título de contraprestación de la 
operación gravada, no puede entenderse que deja sin 
efecto dicha operación, por cuanto que ello no signifi- 
ca que deje de consumirse el bien o servicio recibido; 
tampoco supone la falta de pago una alteración del pre- 
cio pactado, por cuanto que el crédito en favor de quien 
realiza la operación permanece inalterable y es recla- 
mable íntegramente en vía judicial. 

En los supuestos de morosidad o impago del precio 
de los contratos de arrendamiento, contemplados en la 
Resolución de este Centro directivo a que se refiere su 
escrito, no se produce, como se indica en dicha Resolu- 
ción, la ineficacia de la operación gravada (el servicio 
de arrendamiento), toda vez que el sujeto pasivo pres- 
ta el servicio de arrendamiento y el arrendatario efec- 
tivamente lo consume. 

En consecuencia, y por las razones alegadas, este Cen- 
tro directivo ratifica los criterios establecidos en su Re- 
solución de 29 de septiembre de 1986, según los cuales 
la morosidad o falta de pago del precio de arrendamien- 
to no determinan la ineficacia del servicio prestado y, 
por tanto, no son causa de modificación de la base im- 
ponible del Impuesto sobre el Valor Añadido.» 

Esta contestación ha sido considerada satisfactoria 
por parte de esta institución y ha sido trasladada al in- 
teresado. 

Por último, relacionamos la queja 9100049, referida 
al extiguido Impuesto General de Tráfico de Empresas, 
antecedente del IVA. 

En ella, el interesado, empresario de la construcción, 
manifestaba que mediante reso1ució.n de diciembre de 
1988, el Tribunal Económico-Administrativo Central re- 
solvió estimar su reclamación y reconocerle el derecho 
a la devolución de las cantidades retenidas, declaran- 
do que se encuentra comprendida en la exención esta- 
blecida por el artículo 34, apartado 13, del Reglamento 
del IGTE, al tener la obra la consideración de ser equi- 
pamientos comunitarios primarios. Se trataba de la 
construcción de la Casa Cuartel de la Guardia Civil en 
un pueblo de Castilla-La Mancha. 

El total de las cantidades retenidas era de 1.439.747 
pesetas, más los correspondientes intereses de demo- 
ra desde la fecha del ingreso. 

A pesar de haber instado de la Administración del Es- 
tado la ejecución de esta resolución en repetidas oca- 
siones desde 1989, transcurrido más de año y medio 
desde la primera reclamación, no se había producido 
la misma. 

Admitida a trámite esta queja, nos dirigimos al Se- 
cretario General Técnico del Ministerio del Interior en 
el mes de enero del presente año y un mes después, di- 
cha autoridad comunicó la resolución favorable de es- 
te asunto, acompañando informe del Director General 
de la Guardia Civil, así como copia de los documentos 
contables por los que se había iniciado el expediente 
para el abono de la cantidad adeudada. Igualmente co- 
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munica que se confecciona expediente aparte para el 
abono de los intereses devengados. 

4.3. Otros tributos del Estado 

En la 9022587, la interesada se queja de que, habien- 
do estimado el Tribunal Económico-Administrativo Re- 
gional de Madrid, una reclamación en relación con la 
liquidación del Impuesto sobre Transmisiones Patrimo- 
niales que le había sido practicada, dos años después 
le había sido notificado por Hacienda talón de cargo, 
sin tener en cuenta 1a.anterior resolución. Interpuso re- 
curso de reposición contra esta decisión, adjuntando 
fotocopia de la resolución del citado Tribunal, pese a 
lo cual, la Delegación de Hacienda acordó el embargo 
de las cuentas corrientes de la interesada. 

Esta queja se tramitó ante la Delegación de Hacien- 
da Especial de Madrid en octubre de 1990. 

En febrero de este año se ha recibido informe de es- 
te organismo comunicando que «en la sección de 
Devoluciones-Sucesiones se tramita expediente de de- 
volución núm. ..., por el que con fecha 23 del pasado 
mes de enero dicha sección requiere a la contribuyen- 
te el original de la escritura de compraventa que dio 
lugar a la liquidación, documento necesario para po- 
der tramitar apropiadamente su expediente». 

Este informe se ha considerado insatisfactorio, por 
lo que nos hemos vuelto a dirigir a la Delegación de Ha- 
cienda, en escrito en el que se constata la insuficiencia 
de los datos remitidos, puesto que, en contraste con la 
sucesión de hechos expuestos, el informe de la Delega- 
ción se limita a comunicarnos que se tramita un expe- 
diente de devolución con el núm .... Al no recibir la 
información solicitada, se ha vuelto a requerir su en- 
vío del centro directivo competente. 

En la queja 9102643 el firmante muestra su discon- 
formidad con la desestimación de un recurso de repo- 
sición por la Delegación de Hacienda Especial de 
Madrid, en el que solicitaba la anulación de una liqui- 
dación por el Impuesto de Transmisiones Patrimonia- 
les con ocasión de un contrato de compraventa, nulo 
de pleno derecho, por no ser el presunto vendedor el 
titular del piso. 

El promovente ha presentado reclamación 
económico-administrativa ante el Tribunal Económico- 
Administrativo Regional de Madrid con fecha 2 de fe- 
brero de 1991, por lo que se le comunicó que el Tribu- 
nal dispone reglamentariamente del plazo de un año 
para dictar resolución. 

En la 9117217 se denuncia un supuesto error de la 
Diputación de Cádiz, en la tramitación de las escritu- 
ras de propiedad de unas viviendas que se presentaron 
como exentas del Impuesto sobre Transmisiones Patri- 
moniales, cuando en realidad no era así, puesto que se 
trataba de segundos propietarios. 

En consecuencia, la Delegación de Hacienda ha efec- 
tuado las liquidaciones de este impuesto con los corres- 
pondientes recargos. 
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Los interesados han interpuesto recurso ante el Tri- 
bunal Económico-Administrativo Regional contra las li- 
quidaciones efectuadas, argumentando que Hacienda 
no puede hacer pagar a los vecinos las consecuencias 
de un error administrativo. 

Estamos pendientes de recibir el informe solicitado, 
cuya elaboración el Presidente de la Diputación de Cá- 
diz ha comunicado que se había encargado al Diputa- 
do Delegado de Vivienda. 

Respecto al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, 
en la queja 9112291 se solicitó información acerca de 
dónde procede presentar denuncia contra un presunto 
fraude fiscal. 

En la 9110030 se denuncia silencio del Tribunal 
Económico-Administrativo Central en recurso presen- 
tado contra resolución del Tribunal Económico- 
Administrativo Regional de Asturias, en relación con la 
liquidación del Impuesto sobre Sucesiones. 

En la 9119315, la compareciente denuncia que fue mal 
informada por la persona encargada en la entonces De- 
legación de Hacienda Especial de Madrid sobre la rea- 
lización de un acto de liquidación del impuesto de 
Liquidaciones y Sucesiones y que de esta información 
incorrecta se habían derivado importantes perjuicios 
económicos. 

Se ha recibido el informe correspondiente de la De- 
legación de Hacienda, que se ha trasladado a la inte- 
resada. 

4.4. Procedimiento económico-administrativo 

La mayoría de las quejas referentes a la actuación de 
los Tribunales Económico-Administrativos, coinciden 
en denunciar los retrasos que se producen en la reso- 
lución de las reclamaciones interpuestas ante estos or- 
ganismos administrativos. 

El artículo 70.1 del Real Decreto 199911981, de 20 de 
agosto, determina que los Tribunales Económico- 
Administrativos deben resolver las reclamaciones que 
reciben en el plazo de un año. Lo habitual es que se su- 
pere este plazo muy ampliamente, como se desprende 
de los expedientes de los que se va a tratar a conti- 
nuación. 

En diversas respuestas de los Tribunales Económico- 
Administrativos se justifican estos retrasos por la fal- 
ta de personal o por la tardanza con la que los órganos 
administrativos competentes remiten los expedientes, 
pero no parece que después de tantos años pueda ad- 
mitirse que perviva una situación que sigue generan- 
do tantas quejas. 

En el año 1988, la Secretaría General de Hacienda ex- 
plicaba a esta institución que el nuevo marco organi- 
zativo configurado por el Real Decreto 1524/1988, de 1 
de diciembre, era el adecuado para resolver los proble- 
mas de funcionamiento existentes y mejorar las actua- 
ciones de los Tribunales Económicos-Administrativos. 

En el informe del Defensor del Pueblo correspondien- 
te a 1989, se alude a un nuevo escrito del Secretario Ge- 
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neral de Hacienda, en el que, como respuesta a lo 
expuesto por esta institución en el anterior informe al 
Parlamento, se da cuenta de las medidas adoptadas du- 
rante 1989 para regularizar el funcionamiento de estos 
tribunales y eliminar los retrasos producidos en la sus- 
tanciación de los recursos y de las reclamaciones. 

No  obstante, dos años después, al analizar las que- 
jas presentadas durante este ejercicio encontramos una 
situación parecida o incluso empeorada) como se pue- 
de deducir de los datos que nos han aportado los ciu- 
dadanos que han acudido al Defensor del Pueblo y de 
los propios informes de los tribunales. 

Además, los Tribunales Económico-Administrativos 
Regionales (TEAR), que resuelven con grandes demo- 
ras los asuntos de su competencia, son también respon- 
sables de la acumulación de retrasos en el Tribunal 
Económico-Administrativo Central (TEAC), por la tar- 
danza en la remisión de los expedientes que deben 
enviar. 

En el informe del Secretario General de Hacienda de 
junio de 1989, al que hemos aludido antes, se reconoce 
que se resuelven en plazo menos del 12% de las recla- 
maciones, que en más del 5% tarda en dictar resolu- 
ción 3 años o 3 años y medio y que ha habido algún 
recurso que ha tardado más de 10 años en resolverse. 

Por todo lo expuesto, resulta necesario que se abor- 
de y solucione, sin mayor demora, esta situación que 
está causando enormes perjuicios a los ciudadanos 
afectados. 

En alguna de las quejas recibidas, se alude explíci- 
tamente a estos perjuicios. 

Por ejemplo, en la 9121062, el interesado que se ha 
dirigido a esta institución en septiembre de 1991, por- 
que no había tenido hasta esa fecha ninguna noticia de 
un recurso económico-administrativo presentado en el 
Tribunal Económico-Administrativo Regional de Ma- 
drid el 2 de febrero de 1988, alude al perjuicio econó- 
mico que le está ocasionando el retraso de este 
expediente. 

«Al transcurrir más de tres años y medio de la entra- 
da en el mencionado Tribunal, y tener que pagar tri- 
mestralmente la comisión correspondiente del aval 
bancario, lo que supone un constante gasto y después 
de varias gestiones ante el citado organismo, tanto de 
forma verbal como escrito de queja en el pasado año 
de 1990, sólo recibió la información (desde hace más 
de dos años) de que está pendiente de ello. 

Por todo lo detallado anteriormente y como ciudada- 
no de a pie, ante la poderosa Administración y querien- 
do regularizar su situación tributaria es por lo que 
suplica a V.E. su mediación ... » 

Estamos pendientes de recibir respuesta del TEAC 
de Madrid sobre el estado en que se encuentra este ex- 
pediente. 

En noviembre de este año nos hemos dirigido al Tri- 
bunal Económico-Administrativo Central para requerir 
el envío del informe solicitado en relación con quejas 

recibidas en los años 1987 (3), 1988 (7), 1989 (18) y 
1990 (3) (expediente 8701150 y otros). 

En 19 de noviembre recibimos respuesta a este reque- 
rimiento, en la que se nos comunicaba que 22 de estas 
reclamaciones estaban resueltas, quedando 9 pendien- 
tes de resolución. 

Respecto a estos expedientes sin resolver, el TEAC co- 
munica lo siguiente: 

Queja 8708707: (<Solicitado el expediente administra- 
tivo a la Dirección General de Costes de Personal y Pen- 
siones Públicas y reiterada la petición del mismo, no 
ha tenido entrada hasta la fecha en el Tribunal. No obs- 
tante, se están haciendo gestiones directas ante el cita- 
do Centro gestor, con objeto de solucionar las 
dificultades existentes respecto de este expediente. A 
partir del momento en que se reciba, se impulsará el 
estudio de la reclamación para su resolución en el más 
corto plazo posible». 

Queja 8810071: «La reclamación tuvo entrada en el 
Tribunal el 9 de febrero de 1989. Se solicitó el expedien- 
te administrativo al Centro gestor con fecha 28 de abril 
de 1989 y 20 de octubre de 1990, siendo recibido el 11 
de abril de 1991. El día 15 de abril pasó a la correspon- 
diente Vocalía de Clases Pasivas, para su estudio y pos- 
terior tramitación, que se acelerará cuanto sea posible 
con objeto de que sea resuelta antes del próximo 31 de 
enero, en caso de que no pueda resolverse en Sala a ce- 
lebrar antes de fin de año». 

Queja 8813783: «Ultimada la tramitación del proce- 
dimiento, se espera poder incluir la ponencia de reso- 
lución en una sesión a celebrar el próximo mes de enero, 
en caso de que no sea posible resolver esta reclamación 
antes del 31 de diciembre». 

Queja 8900358: «La reclamación tuvo entrada en es- 
te Tribunal el 1 de diciembre de 1987. Se pidió el expe- 
diente administrativo a la Dirección General de Costes 
de Personal y Pensiones Públicas el 29 de enero de 1988, 
siendo recibido en el Tribunal el 27 de febrero de 1989. 
Remitido el expediente a la Vocalía correspondiente pa- 
ra su estudio, se observó que podría hallarse incomple- 
to, al no obrar en el mismo un supuesto acuerdo que 
había sido objeto de impugnación) por lo que se solici- 
tó del Centro gestor la remisión del mismo, la cual no 
se ha producido hasta este momento)). 

Queja 8905709: «Ha sido fijada la sesión del día 21 
de noviembre de la Sala Tercera del Tribunal para co- 
nocer y resolver sobre este asunto. Del correspondien- 
te acuerdo se enviará copia a esa institución)). 

Queja 8907517: «Se ha fijado el día 21 de noviembre 
de 1991 para su conocimiento y deliberación por la Sa- 
la Tercera de este Tribunal. Del correspondiente acuer- 
do se enviará copia oportunamente)). 

Queja 8917122: «Se ha fijado la sesión de la Sala Ter- 
cera de este Tribunal del próximo día 21 de noviembre 
para el conocimiento y deliberación por la misma de 
las dos reclamaciones formuladas por el interesado. De 
las resoluciones que se adopten se enviará copia de in- 
mediato)). 
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Queja 9017501: «Se ha pedido el expediente adminis- 
trativo al Centro gestor con fecha 29 de mayo de 1989 
y 21 de julio de 1990, sin que hasta el momento se haya 
recibido. Se están haciendo gestiones para solucionar 
los problemas que dificultan su envío, y una vez resuel- 
tos se impulsará el estudio de la reclamación con obje- 
to de que sea acordada resolución en el más breve 
plazo ». 

Queja 9023060: «Ha quedado ultimado el procedi- 
miento y formulada ponencia de resolución respecto a 
este asunto, para su deliberación y fallo en una próxi- 
ma Sala a celebrar antes del 31 de diciembre». 

La situación planteada en relación con estos expe- 
dientes, así como las explicaciones facilitadas por el 
propio Tribunal resumen el estado de la cuestión. 

Con posterioridad, el Tribunal nos ha remitido las re- 
soluciones pendientes, salvo una. En las dos últimas, 
referidas a acuerdos producidos por la Administración 
en 1984 y 1988, se devuelven los expedientes al Centro 
gestor revocando las denegaciones acordadas, es decir, 
que se dictan las resoluciones correspondientes, pero 
los problemas que han motivado las reclamaciones que- 
dan aún por resolver, pendientes de nueva resolución 
del centro directivo competente. 

En el mes de diciembre se han tramitado 22 expedien- 
tes cuya causa es también el silencio administrativo del 
TEAC ante reclamaciones contra distintas resoluciones 
de la Dirección General de Costes de Personal y Pen- 
siones Públicas. 

Estas reclamaciones habían sido planteadas en 1982 
(2), 1983 (9), 1985 (7) y 1986 (4). En 10 de enero de 1992, 
recibimos respuesta a este requerimiento, en el que se 
nos comunicaba que 21 de estas reclamaciones estaban 
resueltas y, en 18 de febrero de 1992 se nos comunica- 
ba la última resolución pendiente. 

También el silencio, en este caso del Tribunal 
Económico-Administrativo Regional de Barcelona, es la 
causa que motiva la queja 9110733. 

Se remitió al Tribunal la petición de informe en el 
mes de mayo y en noviembre se ha vuelto a reiterar es- 
ta solicitud. Finalmente, se ha recibido respuesta co- 
municando la resolución del expediente. 

En la investigación relacionada con el expediente 
8802404, que se inició en esta institución en el año 1988 
ante la Dirección General de Costes de Personal y Pen- 
siones Públicas y se continuó ante el Tribunal 
Económico-Administrativo Central, se ha recibido un 
escrito de este último organismo, en el que se dice lo 
siguiente: 

«En relación con este asunto, he de informar a V.E. 
que tras haber sido reiterada la petición del expedien- 
te administrativo, por la Dirección General de Costes 
de Personal y Pensiones Públicas se manifestó haber 
sido remitido aquél, sin que exista en este Tribunal 
constancia de la recepción del mismo. 

No ha sido posible hasta la fecha resolver la cuestión 
planteada por el qparente extravío de este expediente, 

al no disponer de datos que permitan formar criterio 
sobre el fondo del asunto planteado en la resolución. 
No obstante, por la Vocalía correspondiente se están 
haciendo gestiones con vistas a obtener la información 
imprescindible para resolver la reclamación en los tér- 
minos que resulten procedentes. 

Por otra parte, se tiene conocimiento de que el in- 
teresado ha interpuesto recurso contencioso- 
administrativo ante la Audiencia Nacional contra la de- 
sestimación presunta de la reclamación interpuesta an- 
te el Tribunal Económico-Administrativo Central)). 

Nos hemos dirigido nuevamente al Tribunal y des- 
pués de recordarle el deber legal que incumbe a los or- 
ganismos administrativos en la resolución de los 
asuntos de su competencia, se ha solicitado nuevo in- 
forme sobre la situación del expediente y sobre las ac- 
tuaciones emprendidas por el Tribunal para la 
reconstrucción del mismo. 

Con motivo de la tramitación de la queja 9110733 se 
ha recibido informe del Tribunal Económico- 
Administrativo Regional de Cataluña, con el que se re- 
mite la resolución dictada en el asunto de referencia 
y en el que entre otros términos se reflejan las siguien- 
tes consideraciones: 

«Dispuesto por el artículo 70 del Reglamento de es- 
ta jurisdicción, el plazo de un año para la resolución 
de la reclamaciones que ante este Tribunal se interpon- 
gan, resulta evidente que dicho plazo ha transcurrido 
con exceso, mas ello, como es notorio, obedece al gran 
número de asuntos que se hallaban pendientes de re- 
solución en los antiguos Tribunales Provinciales y, aho- 
ra, en los Tribunales Regionales cuyo funcionamiento 
se inició en 1 de julio de 1989, dotándoles de unos me- 
dios, tanto personales como materiales, que en plazo 
breve debe conducir al cumplimiento estricto de los 
plazos. 

Sin justificación específica para el asunto concreto 
que motiva la queja sí debe hacer constar este Tribu- 
nal que en 1990 resolvió la mitad del pendiente acumu- 
lado y confía en que a partir del ejercicio próximo, salvo 
posibles excepciones, se hallará en condiciones de re- 
solver en plazo todas las reclamaciones. )) 

Sería deseable que se cumplieran las previsiones del 
TEAR de Cataluña y durante el año próximo se resol- 
vieran, efectivamente, en plazo todas las reclamaciones, 
pero no podemos dejar de decir que, si no se acompa- 
ña esta buena voluntad de resolver en los plazos regla- 
mentarios de medidas y cambios profundos, tememos 
que se trate de una loable declaración de intenciones. 

El expediente 8901063 inició su tramitación en el 
TEAR de Pontevedra el 23 de marzo de 1987 y tiene su 
origen en una impugnación contra un liquidación pro- 
visional del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas del ejercicio 1984. 

Se dictó resolución por la que se estimaba parcial- 
mente este recurso el 25 de febrero de 1991. Es decir, 
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casi cuatro años después de la iniciación del procedi- 
miento económico-administrativo. 

En el informe del Tribunal se lee lo siguiente para 
explicar el retraso con el que se ha producido esta re- 
solución: 

«El retraso en la resolución, hasta 1989, estuvo oca- 
sionado por la situación en la que se encontraba el Tri- 
bunal de Pontevedra . y, en general, los Tribunales 
Económico-Administrativos Provinciales, dotados insu- 
ficientemente para hacer frente a la carga de trabajo. 
En condiciones normales el expediente debió ser resuel- 
to en los primeros meses de 1990, junto con los restan- 
tes recursos relativos al Impuesto sobre la Renta 
presentados en 1987 que recibió el Tribunal Regional; 
sin embargo, las dudas que surgieron sobre la califica- 
ción de las cantidades percibidas por el reclamante, que 
él entendía que no estaban sujetas por ser indemniza- 
ción de una situación de invalidez y la oficina gestora, 
por el contrario, consideraba sujetas, originadas por la 
escasa documentación existente en el expediente y la 
falta de aportación de pruebas por el reclamante hizo 
que se rechazara una primera Ponencia de resolución 
y se intentara completar el expediente. 

El 7 de febrero de 1991 se recibió en el Tribunal co- 
pia del plan de bajas de 1984 de la Empresa CH, S. A., 
solicitado a la misma tras varios intentos infructuosos 
de obtenerlo de la Administración y el día 25 de ese mes 
se dictó resolución por la que se estimaba parcialmen- 
te el recurso, ordenando a la oficina gestora la prácti- 
ca de una nueva liquidación en la que se excluya de 
gravamen el importe de doce mensualidades de 
salario. )) 

Por último nos referiremos a un problema al que no 
hemos aludido anteriormente, que son las dudas e in- 
decisiones que se observan a veces en los Tribunales 
Económico-Administrativos, al dictar determinadas re- 
soluciones, por lo que optan, en ocasiones, por devol- 
ver los expedientes al centro administrativo competente 
para que dicte una nueva resolución, que será igualmen- 
te recurrible en vía administrativa, en vez de resolver 
y dejar expedita la vía contencioso-administrativa. 

Como ejemplo podemos citar al expediente 8920403, 
en el que el TEAR de Madrid se declaró incompetente 
mediante resolución de fecha 27 de julio de 1989. Las 
reclamaciones afectadas por estas resoluciones se ha- 
bían presentado en el año 1987 y se referían a devolu- 
ciones de ingresos indebidos de los ejercicios 1981 y 
1982. 

En el expediente obrante en la oficina del Defensor 
del Pueblo consta también un informe del Tribunal 
Económico-Administrativo Central de fecha 1-4-91, en 
el que se nos indica que <(procede enviar la queja al De- 
legado de Hacienda de Madrid)). 

Esta autoridad comunicó al Defensor del Pueblo el 
16-7-91, en respuesta a nuestra solicitud de informe de 
julio de 1990, requerida en abril de 1991, que «la sec- 

ción de Devoluciones-Renta está tramitando los expe- 
dientes por los que notificará al contribuyente». 

Se ha vuelto a enviar un requerimiento al Delegado 
de Hacienda Especial de Madrid reclamando el envío 
de información sobre la resolución definitiva de este 
expediente. Resolución que, como ya hemos explicado, 
puede volver a ser recurrida en vía administrativa, 

La mera exposición de estos hechos excusa las con- 
clusiones, pero todavía podemos añadir que el fallo de 
este recurso se había producido, como se ha explicado, 
el 27 de julio de 1989, pero la notificación a la interesa- 
da se efectuó casi siete meses más tarde, según consta 
en el escrito firmado por el abogado del Estado Secre- 
tario del TEAR de Madrid: 

((Informamos que la reclamación económico- 
administrativa número ... se encuentra fallada por es- 
te TEA Regional, declarándose incompetente, con fecha 
27 de julio de 1989 y notificado al interesado el 12 de 
febrero de 1990.)) 

Procede recordar que los tribunales Económico- 
Administrativos tienen obligación de remitir las.noti- 
ficaciones en el plazo de diez días. 

5. ORDENACION DE LA ACTIVIDAD ECONOMICA 

5.1. Agricultura 

Como consecuencia lógica de las competencias asu- 
midas por las comunidades autónomas, son pocas las 
quejas planteadas ante esta institución que afecten al 
ámbito de actuación de la Administración central, y que 
se refieran a problemas del sector agrario. 

Este reparto de las responsabilidades públicas, y de 
los campos de actuación, entre la Administración del 
Estado y las comunidades autónomas, exige el desarro- 
llo de mecanismos de coordinación eficaces que per- 
mitan superar las disfunciones advertidas, 
especialmente en los casos en que el traspaso de servi- 
cios y funciones se ha materializado en una fecha pró- 
xima. Este problema se pone de manifiesto en la queja 
9118385, a la que nos referiremos más adelante. 

También se han producido disfunciones derivadas de 
transferencias de servicios entre órganos de la propia 
Administración del Estado. Este es el caso planteado 
en la queja 9100347 a la que hacemos referencia a con- 
tinuación. 

5.1.1. Traspaso de competencias sobre la industria ali- 
mentaria entre departamentos ministeriales 

El Real Decreto 2924/1981, de 4 de diciembre, atribu- 
yó al Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación 
las competencias que hasta entonces correspondían al 
Ministerio de Industria y Energía en relación con el 
Plan de Reestructuración de Harinas Panificables y Sé- 
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molas, y en consecuencia la Comisión Gestora del cita- 
do Plan pasó a ser presidida por el Director General de 
Industrias Agrarias y Alimentarias del MAPA. 

Las disfunciones derivadas de este traspaso de com- 
petencias se ponen de manifiesto en la queja 9100347, 
que denuncia la demora de la Dirección General de In- 
dustrias Agrarias y Alimentarias, del Ministerio de Agri- 
cultura, en resolver una solicitud de traslado de una 
industria harinera, situada en Ronda (Málaga), a Huer- 
cal (Almería). Esta solicitud fue presentada por el pro- 
pietario de la industria, en base a lo previsto en el Real 
Decreto 224411973, de 17 de agosto, ante la Dirección 
General de Industrias Alimentarias y de la Pequeña y 
Mediana Industria, del Ministerio de Industria. 

Una vez admitida a trámite la queja, nos dirigimos 
a la Dirección General de Industrias Agrarias y Alimen- 
tarias, que nos remitió con fecha 8 de mayo de 1991 el 
correspondiente informe en el que manifestaba que se 
había dirigido por escrito en diversas ocasiones al Di- 
rector General de la Pequeña y Mediana Industria del 
MINER, solicitando que le fueran remitidos la docu- 
mentación y los antecedentes del Plan de Reestructu- 
ración del Sector de Harinas Panificables y Sémolas, 
con la finalidad de poder extender las autorizaciones 
pertinentes en relación con las solicitudes presentadas 
en aquel Departamento, sin que hasta la fecha se hu- 
biera remitido la mencionada documentación. 

En relación con el expediente que había originado la 
reclamación ante esta institución, se decía: 

«Concretamente, la solicitud presentada por don 
RHD continúa en poder de la Dirección General de la 
Pequeña y Mediana Industria del MINER, ya que fue 
presentada en la Delegación Provincial de dicho Depar- 
tamento, pese al cambio de competencia ordenado por 
el RD 2924181. 

A pesar de todo ello, la Comisión Gestora del Plan ha 
tenido varias reuniones entre los años 1982 y 1987 en 
las que se han informado varios expedientes de insta- 
lación, traslado o modificación de industrias harineras, 
que han dado lugar a una anómala doble Resolución: 
una por parte de la Dirección General de Industrias 
Agrarias y Alimentarias del MAPA, sobre la que ha re- 
caído la competencia según el RD 2924/81, y otra por 
parte de la Dirección General de la Pequeña y Mediana 
Industria del MINER, que no ha querido ceder sus com- 
petencias en esta materia. 

Las reuniones de la Comisión Gestora, en las condi- 
ciones ya mencionadas, de no disponer de los expedien- 
tes de solicitud por no aportarlos el representante del 
MINER, y tener que tomar acuerdos en base a los in- 
formes realizados por la Dirección General de la Peque- 
ña y Mediana Industria de dicho Departamento, dio 
lugar a que esta Comisión no se haya vuelto a reunir 
desde el 8 de enero de 1987. 

No obstante, y con el fin de intentar desbloquear la 
situación existente, que va en perjuicio de los industria- 
les que tienen presentada solicitud de instalación, am- 
pliación, modificación o traslado de una fábrica de 

harinas, como es el caso del Subdirector General de In- 
dustrias Agrícolas y Forestales de la Dirección Gene- 
ral de Industrias Agrarias y Alimentarias del MAPA, 
como Presidente del Grupo de trabajo (Subcomisión 
Gestora) que propone a la Comisión Gestora la valora- 
ción de expedientes, ha convocado reuniones del gru- 
po de trabajo los días 29 de octubre de 1990 y 13 de 
febrero de 1991, teniendo que suspenderse en ambos ca- 
sos sin poder tomar ningún acuerdo por no disponer 
de los expedientes, ya que los representantes de la Di- 
rección General de la Pequeña y Mediana Industria del 
MINER se ha negado sistemáticamente a aportarlos, 
pese a las intensas gestiones realizadas por esta Direc- 
ción General con el Director General de la Pequeña y 
Mediana Industria, entre una y otra reunión, que pare- 
cían iban a poder desbloquear la situación. Los repre- 
sentantes del MINER han insistido una y otra vez en 
llevar al grupo de trabajo solamente el informe precep- 
tivo (que ha de emitir la Comisión Gestora) ya cumpli- 
mentado, sin dar otra opción a los demás miembros del 
grupo de trabajo que dar el visto bueno a su propues- 
ta. En estas condiciones las reuniones no han podido 
prosperar. 

En la actualidad, esta Dirección General continúa en 
el empeño de realizar gestiones con los responsables 
del MINER para que los expedientes pendientes de re- 
solución puedan ser llevados a una próxima reunión del 
grupo de trabajo.)) 

En base a lo expuesto, nos hemos dirigido a la actual 
Dirección General de Industria, con el fin de contras- 
tar el contenido del informe remitido a esta institución 
por el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, 
así como para instar de dicho centro directivo la adop- 
ción de las medidas necesarias para la rápida solución 
del problema planteado. 

Se ha recibido el informe solicitado a la Dirección Ge- 
neral de Industria, en el que se facilita explicación so- 
bre los problemas planteados en el pasado como 
consecuencia del traspaso de competencias y se comu- 
nica que se ha urgido al Ministerio competente para que 
se convoque la Comisión Gestora a fin de que se resuel- 
van los expedientes pendientes. 

Como se ha comunicado a los dos departamentos im- 
plicados, quedamos a la espera de que esta resolución 
se produzca lo antes posible, dado el tiempo transcu- 
rrido sin una explicación razonable y los perjuicios que 
se derivan para los interesados, como consecuencia de 
estos retrasos. 

5.1.2. Traspaso de funciones y servicios a la Comuni- 
dad Autónoma de Andalucía 

La Comunidad de Regantes Santa María Magdalena, 
de Mengíbar, Jaén, nos plantea en la queja 9118385 los 
problemas derivados de los graves defectos de las obras 
complementarias a la Concentración Parcelaria de Men- 
gíbar, realizadas por el Instituto Nacional de Reforma 
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y Desarrollo Agrario (IRYDA) y dirigidas a la creación 
de nueva superficie de riego, 

La transformación de regadío se realizi, en base a tres 
proyectos: 

a) Estación elevadora y depósito regulador de la 
captación y elevación de aguas del río Guadalquivir. 

b) Red de distribución para la transformación de 
regadío. 

c) Redes terciarias para la transformación en 
regadío. 

El importe de las liquidaciones de las obras realiza- 
das ascendía a una suma de 726.352.899 pesetas, de las 
cuales el 40% estaba subvencionado. El 60% restante, 
que constituye la parte reintegrable de las obras debía 
ser pagado por los intereses en el plazo máximo de vein- 
te arios contados desde la terminación de la obra, con 
un interés del 4% anual. 

Mediante resolución del Presidente del Instituto An- 
daluz de Reforma Agrario (IARA), de 17 de mayo de 
1988, se acordó hacer entrega definitiva de las obras 
y transmitir el dominio a la Comunidad de Regantes. 
El citado acuerdo era recurrible en el plazo de 60 días 
ante la Consejería de Agricultura y Pesca de la Junta 
de Andalucía y fue recurrido con fecha 9 de agosto de 
1988, alegando el incumplimiento por parte de la Ad- 
ministración del proyecto correspondiente, así como di- 
versas deficiencias estructurales de las obras 
realizadas. 

Con fecha 3 de noviembre de 1988 el IRYDA acuerda 
hacer entrega de las obras y comunicar la liquidación 
practicada con fecha 4 de octubre de 1988. El citado 
acuerdo es recurrible en el plazo de 60 días ante el Mi- 
nistro de Agricultura, Pesca y Alimentación y es recu- 
rrido con fecha 7 de diciembre de 1988 en base a las 
mismas alegaciones expuestas anteriormente. 

El 31 de octubre de 1988 la presidencia del IRYDA 
aprueba la liquidación definitiva correspodiente al ex- 
pediente de obras número 24.685, y con fecha 7 de mar- 
zo de 1989 la correspondiente al expediente número 
31.557. Posteriormente, el 30 de abril de 1991, se dicta- 
ron las correspondientes providencias que iniciaban la 
vía ejecutiva de apremio. 

Como consecuencia de las numerosas averías que 
afectan a las conducciones, así como a la estación ele- 
vadora de aguas, con fecha 2 de mayo de 1987, 21 de 
abril de 1989 y 15 de febrero del mismo año se levanta- 
ron actas notariales de presencia, acreditando los des- 
perfectos causados. En mayo de 1990 la Comunidad de 
Regantes tuvo que reponer los contadores de agua ins- 
talados, al ser éstos inadecuados, siendo el coste apro- 
ximado de la instalación de los nuevos contadores de 
36 millones de pesetas. 

Asimismo, la Comunidad reclamante exponía su preo- 
cupación por la resistencia del IRYDA a recibir a los 
interesados, a facilitar la información contenida en los 
referidos expedientes a asumir la responsabilidad que 

le pudiera corresponder como consecuencia de los gra- 
ves defectos detectados en las obras realizadas. 

Admitida a trámite la queja ante el Instituto de Re- 
forma y Desarrollo Agrario (IRYDA), este organismo nos 
remitió informe en el que se decía: 

«Previamente ... parece conveniente recordar el hecho 
de la publicación del Real Decreto 1129/84, de 4 de abril, 
por el que se traspasan las funciones y servicios de la 
Administración del Estado en materia de Reforma y De- 
sarrollo Agrario a la Comunidad Autónoma de An- 
dalucía ... 

Ello no impide que el IRYDA, con objeto de no pro- 
ducir una paralización de las obras por posibles pro- 
blemas presupuestarios de las Comunidades 
Autónomas afectadas, continúe haciendo frente, con 
cargo a sus propios presupuestos, a los importes de las 
certificaciones realizadas por los técnicos del Institu- 
to Andaluz de Reforma Agraria (IARA) en las obras que 
se encuentran en ejecución. 

Por todo ello se debe indicar que a los aspectos pre- 
supuestarios sigue haciendo frente el IRYDA, mientras 
los aspectos técnicos de las obras corresponden al 
IARA. 

Esta circunstancia da lugar a la existencia de una do- 
ble entrega a la Comunidad de Regantes de las obras 
correspondientes a los expedientes 31.557 y 24.685, co- 
rrespondiendo al IARA la entrega física de la obra, 
mientras que la del IRYDA tiene por objeto poner en 
marcha el procedimiento administrativo de recauda- 
ción de las cantidades que ha de reintegrar la Comuni- 
dad de Regantes. 

En su momento, la Comunidad de Regantes interpu- 
so recurso de alzada, relativo a las obras del expedien- 
te 31.557, ante el Excmo. Sr. Ministro de Agricultura, 
Pesca y Alimentación, el cual fue desestimado según 
se acredita. 

La entrega de las obras correspondientes al expedien- 
te 24.685 ha sido recurrida por la Comunidad de Re- 
gantes ante el IARA y el IRYDA, estando pendiente de 
sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalu- 
cía, como consecuencia del recurso Contencioso- 
administrativo presentado contra el acto de entrega por 
la Consejería de Agricultura de la Junta. 

Por lo que se refiere a su solicitud de informe sobre 
las medidas adoptadas para la comprobación de los de- 
fectos observados en las instalaciones de riego, el IARA 
ya realizó los correspondientes estudios técnicos e ini- 
ció contactos sobre este tema con la Comunidad de Re- 
gantes, contactos, al parecer, suspendidos hasta tanto 
no se resuelva el recurso Contencioso-administrativo en 
marcha. 

En cuanto a la resistencia de este organismo a reci- 
bir a los interesados o a facilitar información, manifes- 
tado por el Presidente de la Comunidad de Regantes de 
Santa María Magdalena, no deja de soprendernos, pues- 
to que el Director General Económico-Financiero del 
IRYDA, con fecha 25 de marzo, dio respuesta a la infor- 
mación solicitada por el Presidente de la Comunidad 
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de Regantes. Con posterioridad a esta fecha, se produ- 
jo una reestructuración del Ministerio con cambio de 
personas, tanto en la Presidencia del IRYDA como en 
la Dirección General citada. 

En cuanto a los proyectos técnicos, debo indicarle que 
la obra realizada responde al proyecto elaborado ini- 
cialmente más las órdenes dadas al contratista por el 
director de la obra a lo largo de la ejecución de la mis- 
ma. Si bien el proyecto elaborado en su día se encuen- 
tra tanto en el IRYDA como en el IARA, es este segundo 
Organismo el que dispone de las órdenes dadas por el 
director de la obra.» 

Analizadas detenidamente las manifestaciones del 
IRYDA, nos dirigimos de nuevo al citado organismo so- 
licitando una ampliación del informe remitido en rela- 
ción con la paralización de los procedimientos 
ejecutivos de apremio tramitados por la Administración 
de Hacienda de Andújar. 

Posteriormente, al tener conocimiento de que se ha- 
bía procedido al embargo de las cuentas corrientes de 
la Comunidad, nos pusimos en comunicación con el ci- 
tado Instituto, reiterándole nuestro interés en que se 
nos confirmase la suspensión de los procedimientos de 
apremio. El Presidente del IRYDA nos comunicó, en fe- 
cha 28 de Noviembre de 1991, que se había procedido 
a la anulación de las certificaciones de descubierto, cur- 
sadas en su momento, con lo que el problema que ha- 
bía motivado esta queja ha quedado resuelto 
satisfactoriamente. 

5.2. Suministro de energía eléctrica 

Las actuaciones de las compañías eléctricas están su- 
jetas, en tanto que concesionarias de un servicio públi- 
co, a la reglamentación y control del Ministerio de 
Industria, Comercio y Turismo. Esta intervención del 
Estado en los suministros de energía eléctrica está di- 
rigida a garantizar la seguridad e intereses de los con- 
sumidores y empresas, constituyendo un instrumento 
básico de este control el Reglamento de Verificaciones 
y de Regularidad en el Suministro. 

La actuación fiscalizadora de la Administración so- 
bre las actuaciones de las compañías eléctricas, se po- 
ne de manifiesto en la queja 9025997 en la que el 
interesado expone que la Dirección Provincial del Mi- 
nisterio de Industria y Energía, de Melilla, dictó con 
fecha 1 de marzo de 1990, una resolución por la que se 
concedía provisionalmente el suministro de energía 
eléctrica a un establecimiento público, dado que había 
sido cortado irregularmente por la compañía. Asimís- 
mo, manifestaba que la citada Dirección Provincial ha- 
bía acordado la ejecución forzosa del acto 
administrativo por el que se imponía a la compañía 
eléctrica la obligación de restablecer el suministro de 
energía. N o  obstante, a pesar de la citada resolución, 
la empresa suministradora se había negado a suscri- 
bir el correspondiente contrato, y había procedido en 
dos ocasiones al corte injustificado del suministro. 

Tramitada la queja la queja ante la citada Dirección 
Provincial, este órgano nos remitió informe de fecha 23 
de enero de 1991 en el que en síntesis se manifestaba 
que siendo el suministro de energía eléctrica un bien 
de primerísima necesidad y más aún para un local de 
negocio, se había procedido a dictar resolución por la 
que se obligaba a la compañía a conceder el citado su- 
ministro al interesado. Asimismo, se señalaba que no 
habiéndose ejecutado la anterior resolución, se comu- 
nicó a la citada compañía un apercibimiento de ejecu- 
ción forzosa, y una vez acordada la misma y habiendo 
transcurrido los plazos legalmente prevenidos, sin que 
se hubiese producido su ejecución se procedió a la eje- 
cución subsidaria del acto incumplido. Posteriormen- 
te, la compañía suministradora, disconforme con la 
actuación de ese centro directivo, formuló recurso de 
alzada contra la resolución que le obligaba a conceder 
el suministro de energía eléctrica. 

A la vista de lo anterior, nos dirigimos a la Dirección 
General de Energía solicitando nuevo informe en rela- 
ción con la resolución adoptada en el mencionado re- 
curso. La Administración dio respuesta a nuestro 
requerimiento manifestando que se había dictado re- 
solución de fecha 29 de julio de 1991 desestimatoria del 
recurso interpuesto, confirmando la resolución im- 
pugnada. 

Una vez valorada la respuesta secibida de la Direc- 
ción General de Energía, esta institución consideró que 
la actuación de la Administración había sido correcta, 
por lo que se dieron por concluidas las actuaciones ini- 
ciadas. 

5.3. Industria 

5.3.1. Pararrayos radiactivos 

El desmantelamiento, retirada y almacenamiento de 
los pararrayos radiactivos sigue siendo un problema sin 
resolver, a pesar de lo dispuesto en el Real Decreto 
1428/1986, de 13 de junio, que regula la legalización o 
retirada de los pararrayos de cabezales radiactivos, ya 
instalados. El citado Real Decreto establece que la Em- 
presa Nacional de Residuos Radiactivos, S. A. (ENRE- 
SA) es la única autorizada en todo el Estado español 
para llevar a cabo la gestión de residuos radiactivos, 
entre los que se encuentran los citados pararrayos;pe- 
ro su actuación se ha visto obstaculizada, según nos ha 
comunicado, por la inexistencia de instalaciones de al- 
macenamiento con suficiente capacidad, sin que hasta 
este momento se haya resuelto el problema planteado. 

Durante este ejercicio se han tramitado seis quejas 
en relación con este asunto, de las cuales cuatro se han 
recibido en este mismo año, la 9112638 presentada por 
el Sindicato de Trabajadores de la Enseñanza en Cana- 
rias, la 91 1191 l planteada por la Federación de Asocia- 
ciones de Padres de Alumnos de colegios públicos, la 
9122466 formulada por el Director de un colegio públi- 
co, y la 9122766 formulada por la Federación de Aso- 
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ciaciones de Padres de Alumnos de Ibiza. Las otras dos 
quejas, iniciadas en ejercicios anteriores, aunque las ac- 
tuaciones han continuado a lo largo de este año, son 
la 8905185 presentada por la Confederación Estatal de 
Consumidores y Usuarios, y la 8905336, planteada por 
el Ayuntamiento de Oria (Almería). En todas ellas se 
continuaba poniendo de manifiesto la preocupación por 
os posibles riesgos de estas instalaciones en distintos 
centros públicos, así como por la demora en el desman- 
telamieto de las mismas. 

En la primera de las quejas citadas se expone, tam- 
bién, que en otro colegio público de Tenerife, un para- 
rrayos radiactivo ha sido manipulado por personas no 
autorizadas que volvieron a colocarlo en su sitio, tras 
haberse desprendido accidentalmente del tejado del 
edificio. 

En el informe de fecha 2 de julio de 1991 remitido 
a esta institución por la Empresa Nacional de Residuos 
Radioactivos, S. A., se dice: 

«Primero: La Empresa que dirijo tuvo conocimien- 
to de la existencia del pararrayos radioactivo en el Co- 
legio Público “G.” de Tenerife a través de la Consejería 
de Gobierno, Cultura y Deportes de la Comunidad Autó- 
noma Canaria en fecha 11 de julio de 1988. 

Con posterioridad a la inclusión en el censo del men- 
cionado pararrayos, al que se asignó el código de EN- 
RESA TF0076, se solicitó del referido colegio público 
determinada información complementaria que fue fa- 
cilitada e incluida en su correspondiente ficha. 

Segundo: Sobre los hechos en cuestión, comunico 
a V. 1. que ENRESA tuvo conocimiento mediante escri- 
to de la Consejería de Eduación del Gobierno de Cana- 
rias (CEGB), fechado el 18 de marzo de 1991, entre otros 
extremos, de la manipulación por personal no cualifi- 
cado, así como una serie de datos sobre la ausencia de 
mantenimiento eléctrico, que no radiológico, del para- 
rrayos radioativo existente en el Centro. 

El mencionado escrito fue contestado por otro de EN- 
RESA fechado el 10 de abril de 1991 por el que se co- 
municaba a la Secretaría del Consejo Escolar del 
Centro “G.” que ante una manipulación inadecuada del 
pararrayos habría de dirigirse al Consejo de Seguridad 
Nuclear, único organismo competente en materia de 
protección radiológica. 

Tercero: ENRESA no puede aún llevar a cabo las re- 
tiradas de los pararrayos radiactivos por no disponer 
de un almacén donde alojarlos. Esta situación viene da- 
da por la negativa de todos los Ayuntamientos contac- 
tados hasta ahora para conceder a ENRESA una 
autorización de almacenamiento. Se adjunta informe 
explicativo de la situación de la problemática en mate- 
ria de pararrayos radiactivos. 

Esta empresa debe valorar muy positivamente las 
gestiones que el propio Defensor del Pueblo realizó ante 
los Presidentes de las Comunidades Autónomas de Ma- 
drid, Castilla-La Mancha, Cataluña y Valencia, tenden- 
tes a obtener los correspondientes permisos para la 
apertura de una instalación de almacenamiento de pa- 

rarrayos, gestiones que hasta la fecha han resultado, no 
obstante, infructuosas.)) 

Por otra parte, de la información adicional sumins- 
trada por la Empresa Nacional de Residuos Radiacti- 
vos, se desprende que se siguen desarrollando las 
gestiones tendentes a dotarse de almacenes debidamen- 
te autorizados, para iniciar lo antes posible la retirada 
masiva de los pararrayos radiactivos. 

En este sentido, el segundo Plan General de Residuos 
Radiactivos establece lo siguiente: 

«La retirada de los cabezales y su transporte se rea- 
lizará por empresas especializadas subcontratadas, ba- 
jo la responsabilidad de ENRESA. El almacenamiecto 
temporal y el definitivo serán realizados por ENRESA 
directamente. 

El censo de que se dispone en la actualidad cifra en 
alrededor de 20.000 los pararrayos radiactivos existen- 
tes en el territorio nacional. 

Para el almacenamiento temporal se han proyectado 
tres instalaciones, con una capacidad unitaria inicial 
de 8.000 pararrayos. Los cabezales de los pararrayos lle- 
garán al almacén en cajas de transporte adecuadas, las 
cuales se utilizarán para el almacenamiento temporal. 
La ubicación de estos almacenes no está aún determi- 
nada, si bien se están haciendo gestiones para su loca- 
lización en aquellas zonas donde mayor número de 
pararrayos hay instalados: Centro, Cataluña y Valencia. )) 

La información remitida por la citada empresa na- 
cional insiste en las dificultades con que se enfrenta 
para hacer realidad las previsiones del RD 1438/86. En 
relación con estos obstáculos manifiesta: 

((La consecución de todas las autorizaciones pertinen- 
tes para operar un centro de este tipo plantea múlti- 
ples problemas políticos, derivados de temores 
infundados de las poblaciones, lo que ha sido la causa 
de que los programas de retirada previstos se hayan re- 
t rasado. 

ENRESA ha realizado múltiples gestiones ante muy 
diversos ayuntamientos y comunidades autónomas con 
vistas al licenciamiento de una instalación de almace- 
namiento temporal de cabezales de pararrayos radiac- 
tivos, sin que hasta la fecha estas gestiones hayan 
culminado con éxito. Entre otros ayuntamientos, EN- 
RESA ha contactado con el de Palma de Mallorca en 
diversas ocasiones, habiendo recibido en fecha recien- 
te la negativa de dicho Ayuntamiento a autorizar una 
instalación de almacenamiento temporal en su térmi- 
no municipal. 

Así pues, si bien esta Empresa dispone de la infraes- 
tuctura necesaria para realizar las actividades que son 
de su competencia, las reticencias técnicamente infun- 
dadas de las autoridades municipales y autonómicas, 
han dado lugar en diversas ocasiones a su negativa a 
emitir las autorizaciones pertinentes, como administra- 
ciones competetentes, para que se pueda construir y 
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operar una instalación de almacenamiento temporal de 
cabezales de pararrayos radiactivos, imprescindible pa- 
ra proceder a la retirada masiva de dichos pararrayos.)) 

Una vez analizadas las consideraciones anteriores nos 
dirigimos nuevamente a la Empresa nacional de Resi- 
duos Radiactivos solicitando una ampliación de su in- 
forme anterior en los siguiente términos: 

«Teniendo en cuenta el tiempo transcurrido desde la 
publicación del Real Decreto 1428/1986, esta institución 
ha considerado insuficiente el informe remitido por V. 1. 
al que se hace referencia en el primer párrafo de este 
escrito y resulta preciso que el mismo se complete con 
un nuevo informe en el que se expliciten los siguientes 
puntos: 

- Las gestiones realizadas por ENRESA para la lo- 
calización de las instalaciones de almacenamiento de 
los pararrayos radiactivos, si las mismas han tenido éxi- 
to o no, así como las entidades públicas o privadas con 
las que se han realizado, y otras actuaciones previstas 
en cumplimiento de lo ordenado en el citado Real De- 
creto 142811986. 
- Los criterios y orden de prioridades recogidos en 

los programas de retirada de pararrayos radiactivos, es- 
pecialmente en lo que se refiere a aquellas instalacio- 
nes que resultan especialmente conflictivas por sufrir 
algún tipo de deterioro o por las características y uso 
del edificio en el que se encuentran situadas. 
- Las medidas adoptadas para garantizar el adecua- 

do mantenimiento de los pararrayos actualmente ins- 
talados. >) 

Dando respuesta a nuestra solicitud, la citada empre- 
sa nos ha remitido informe en el que se detallan las ges- 
tiones realizadas desde el año 1987 con la finalidad de 
obtener las licencias y autorizaciones necesarias para 
dotarse de una instalación de almacenamiento de ca- 
bezales de pararrayos radiactivos. 

En relación con este problema, manifiesta lo si- 
guiente: 

«Por otro lado, y ante los problemas que han apare- 
cido de índole política tanto a nivel municipal como de 
Comunidades Autónomas, que hace poco previsible que 
el tema se resuelva a corto plazo, esta Empresa conti- 
nuó realizando gestiones para dar otro tipo de solucio- 
nes. Para ello contactó con diversas empresas 
extranjeras, a fin de encontrar una salida alternativa 
al almacenamiento que evitase la necesidad de gestio- 
nar los productos radiactivos que se encuentran en los 
cabezales de los pararrayos como residuos radiactivos. 
Esta solución supone el reciclado de las partes activas 
y su uso como materia prima para la fabricación de 
otros productos que utilicen esos isótopos radiactivos. 

En este sentido, en octubre de 1991, se llegó a un 
acuerdo con la empresa británica A. que quedó condi- 
cionado a la aprobación de las autoridades británicas 

de la operación y que, en principio, se considera como 
un proyecto de investigación y desarrollo que afecta a 
200 unidades, ya que la separación de las cápsulas del 
resto de los materiales debe ponerse a punto para su 
uso industrial posterior. Si este proceso fuera satisfac- 
torio, se podría efectuar a mayor escala con un núme- 
ro significativo de pararrayos. 

En fecha tan reciente como el 10-2-92 se ha recibido 
la autorización correspondiente de las autoridades in- 
glesas, y el pasado día 18 de febrero se ha solicitado 
al Ministerio de Industria, Comercio y Turismo autori- 
zación para efectuar la transferencia del material ra- 
diactivo a la citada empresa. Tan pronto se obtenga esta 
autorización esperamos poder hacer frente en breve 
plazo a la retirada de aquellos pararrayos que, por mo- 
tivos de protección radiológica, han sido desmantela- 
dos, y de aquellos otros que han originado una mayor 
conflictividad social. 

Sin perjuicio de esta solución, ENRESA continúa tra- 
bajando para que se licencie en España una instalación 
de almacenamiento temporal de pararrayos, si bien has- 
ta la fecha estos esfuerzos han tropezado con la incom- 
prensión por parte de las autoridades políticas 
responsables de otorgar las correspondientes autoriza- 
ciones. )> 

A continuación, el informe aborda las cuestiones re- 
lativas a los criterios y orden de prioridades para la re- 
tirada de los pararrayos, y a las medidas adoptadas para 
garantizar el adecuado mantenimiento de las instala- 
ciones, en los siguientes términos: 

«En lo que respecta a los criterios de prioridad, EN- 
RESA está actuando, en principio, sobre todos los pa- 
rarrayos seriamente deteriorados que procede a 
acondicionar debidamente, y que serán los primeros en 
ser retirados, para continuar con los ubicados en cen- 
tros de enseñanza y hospitales y todos aquellos que pu- 
dieran causar problemas de preocupación social, aun 
cuando no presenten ningún problema de riesgo radio- 
lógico. 

En relación con las actuaciones realizadas por esta 
Empresa hasta la fecha, además de las citadas, se han 
centrado fundamentalmente en dos actividades: Por un 
lado, se ha elaborado un censo de los pararrayos radiac- 
tivos existentes en el país, censo que se continúa com- 
pletando y se ha procedido a informar a todos aquellos 
propietarios que han solicitado la retirada de sus pa- 
rarrayos, tanto sobre los riesgos como sobre los planes 
de ENRESA para su retirada masiva. 

Por otra parte, respecto de aquellos pararrayos que 
directamente, o a través de autoridades de la Adminis- 
tración Central, Autonómica o del propio Consejo de Se- 
guridad Nuclear, se ha tenido conocimiento de que 
podrían plantear problemas de protección radiológica, 
se ha actuado acondicionándolos debidamente. 

En lo que se refiere a la peligrosidad de estos apara- 
tos, nos remitimos a lo que en su día expuso el Consejo 
de Seguridad Nuclear en su declaración institucional. 
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En aquellos casos en que se ha encontrado riesgo ra- 
diológico, ENRESA, como una primera actividad pre- 
via a su retirada, está efectuando unas operaciones de 
acondicionamiento in situ de las que da información 
pertinente al Consejo de Seguridad Nuclear, actuacio- 
nes que hasta la fecha han totalizado la cifra de 170. 

Asimismo ENRESA, a solicitud del Consejo de Segu- 
ridad Nuclear o del Ministerio de Industria, ha reali- 
zado puntualmente operaciones de evaluación 
radiológica, que han permitido determinar la conve- 
niencia de realizar las actuaciones citadas en el párra- 
fo anterior. 

El marco de actuación de ENRESA viene delimita- 
do por los Reales Decretos 142811986, de 13 de junio, 
y 903/1987, de 10 de julio, así como por el contrato sus- 
crito entre esta Empresa y el Ministerio de Industria 
de fecha 23 de marzo de 1988, cuyo alcance es única- 
mente el desmantelamiento y retirada de los citados pa- 
rarrayos, única actividad para la que el Ministerio de 
Industria dota de recursos económicos a esta Empre- 
sa, con cargo a los Presupuestos Generales del Estado. 
La retirada masiva viene asimismo condicionada en el 
contrato antes citado a que ENRESA disponga de ins- 
talaciones adecuadas debidamente licenciadas para 
ello. 

Sin perjuicio de que ENRESA no considera necesa- 
rio el establecimiento de actividades generalizadas de 
mantenimiento preventivo, por consideraciones de ti- 
po técnico, éste viene siendo realizado en algunas Co- 
munidades Autónomas, como en el caso de Cataluña, 
por diversas empresas contratadas por la propia Comu- 
nidad, y en otros casos por otras empresas especializa- 
das, siendo su coste a cargo de los propietarios. 
ENRESA informa, en este sentido, a aquellos titulares 
interesados, acerca de las empresas que pueden reali- 
zar este servicio.» 

Analizado el informe anterior, debemos señalar que 
el acuerdo alcanzado por ENRESA con la empresa bri- 
tánica A., afecta únicamente al uno por ciento de las 
instalaciones censadas, y, por tanto, sigue sin resolver- 
se el núcleo del problema, a pesar de haber transcu- 
rrido más de cinco años desde la publicación del RD 
1428186. 

De todo ello se deduce en consecuencia, un incum- 
plimiento de las previsiones legales sobre la retirada 
de pararrayos radioactivos por parte de ENRESA, in- 
cumplimiento que esta institución seguirá poniendo de 
relieve hasta que se cumplimente dicha obligación. 

En la queja 9122466 el Director de un colegio públi- 
co plantea el peligro que representa el pararrayos ins- 
talado en el mencionado centro y, por tanto, la 
necesidad de revisar su estado de conservación, de for- 
ma que, en el caso de existir riesgo para la salud de las 
personas, se adopten las oportunas medidas de seguri- 
dad. Este mismo problema se ha planteado en el expe- 
diente 9112638, citado anteriormente, en relación con 
el pararrayos radiactivo instalado en otro colegio pú- 

blico de Tenerife, como consecuencia de una manipu- 
lación inadecuada de la instalación. 

Teniendo en cuenta lo manifestado en estos expedien- 
tes, nos dirigimos al Consejó de Seguridad Nuclear po- 
niendo en su conocimiento estos hechos. 

Mediante escrito de fecha 24 de febrero de 1992 el ci- 
tado Consejo nos informa de que en abril de 1989 hizo 
una declaración institucional en los siguientes 
términos: 

((El Consejo de Seguridad Nuclear se reitera en la 
postura que adoptó en su día, en relación con los para- 
rrayos radiactivos. 

Un pararrayos radiactivo no supone riesgo alguno pa- 
ra la población, si se mantiene en el lugar donde ha si- 
do instalado y no está seriamente deteriorado. 

Un pararrayos puede significar un riesgo si existe la 
posibilidad de que caiga en manos de una persona sin 
los debidos conocimientos. 

Solamente puede significar algún riesgo si se some- 
te a una manipulación inadecuada». 

Asimismo, manifiesta que el término ((seriamente de- 
teriorado)) se refiere exclusivamente a peligro de des- 
prendimiento o caída de tal modo que puedan darse los 
dos últimos supuestos de la declaración institucional 
que son los únicos que podrían significar algún riesgo 
para las personas. 

De acuerdo con lo manifestado por el Consejo de Se- 
guridad Nuclear y del contenido del informe remitido 
por ENRESA en fecha 27 de febrero de 1992 en el que 
nos informa de las actuaciones desempeñadas en las 
operaciones de acondicionamiento previas a la retira- 
da de los citados pararrayos, hemos procedido a diri- 
girnos a esa empresa pública solicitando que nos 
informe en relación con los hechos que han dado lu- 
gar a estas quejas, así como las actuaciones de inspec- 
ción y acondicionamiento que realice en relación con 
los citados pararrayos. 

5.3.2 Un problema derivado de la reestructuración del 
sector siderúrgico: los poblados de ENSIDESA 

A partir de los años cincuenta y como consecuencia 
de la instalación en Avilés de la factoría de la Empresa 
Nacional Siderúrgica, S. A. (ENSIDESA) esta sociedad 
promovió la construcción de ocho poblados, que ocu- 
pan en la actualidad una superficie de 461.370 m2, y en 
los que se integran 1.781 viviendas, locales comercia- 
les, instalaciones deportivas, colegios, viales y zonas 
ajardinadas, una residencia y una iglesia. 

Desde el año 1983 en el que se acometió la reestruc- 
turación del sector siderúrgico, ENSIDESA modificó 
su política de viviendas, intentando reducir los costes 
netos derivados para la empresa de la conservación de 
viviendas y urbanizaciones, así como de la prestación 
de servicios a sus ocupantes. 

La difícil situación económica de esta empresa con- 
dicionó la utilización de nuevos criterios de gestión de 
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su patrimonio que repercutieron negativamente en el 
mantenimiento de los poblados. 

En relación con este tema, la Asociación de Vecinos 
de los barrios dependientes de Ensidesa: Llaranes, Ga- 
rajes, El Cruce y otros, todos ellos del municipio de Avi- 
lés (Asturias), planteaban en la queja 8812049 que 
vienen sufriendo un deterioro progresivo de las condi- 
ciones de habitabilidad de los mismos, tanto por el es- 
tado de las viviendas como por el acondicionamiento 
urbanístico, social y cultural, habiéndoles manifesta- 
do la empresa propietaria: ((lamentamos comunicarles 
que la situación de nuestra Empresa no permite otra 
actuación que la que se está llevando a cabo en mate- 
ria de conservación de inmuebles y urbanizaciones». 

Asimismo, los interesados afirmaban en su escrito 
que estas actuaciones son tan mínimas que no dan so- 
lución, ni siquiera, a los problemas más urgentes, y que 
habiendo realizado gestiones ante el Ayuntamiento de 
Avilés, han obtenido como única respuesta la inhibición, 
fundamentando ésta en el hecho de que los poblados 
son propiedad de Ensidesa. 

Tramitada la queja, ante el citado Ayuntamiento y an- 
te el Instituto Nacional de Industria (INI) y después de 
analizar los informes remitidos por ambos, procedimos 
a formular una recomendación al Ayuntamiento y a EN- 
SIDESA a fin de que se adoptarán las medidas oportu- 
nas para impulsar decididamente el proceso negociador 
entre ENSIDESA y el Ayuntamiento de Avilés para la 
adecuada delimitación de competencias en cuanto al 
mantenimiento de estos poblados y a la reordenación 
urbanística del entorno. 

Con fecha 25 de octubre de 1991 la citada corpora- 
ción nos di6 traslado del siguiente escrito, en el que se 
acepta la recomendación del Defensor del Pueblo y se 
dice: 

«Con posterioridad a su oficio anterior, en que reco- 
mendaban impulsar el proceso negociador con ENSI- 
DESA, para la adecuada reurbanización de los Poblados 
de Llaranes, Prolongación de Llaranes y Garajes, se han 
realizado los siguientes trámites: 

1.0 Se iniciaron las oportunas negociaciones con 
ENSIDESA para la ejecución de las obras de reurbani- 
zación de los referidos poblados y la cesión posterior 
al Ayuntamiento de todos sus viales y equipamientos. 

2.0 Tales negociaciones cristalizaron finalmente en 
un convenio entre el Ayuntamiento y la referida Empre- 
sa, que fue aprobado por el Pleno Municipal, en sesión 
celebrada el día 18 de abril de 1991. 

3.0 El cumplimiento por ENSIDESA de las estipu- 
laciones del Convenio se ha visto afectado por las cir- 
cunstancias que afecten a dicha Empresa (cambio de 
dirección, constitución de Corporación Industrial, etc.) 
si bien existe clara voluntad de ejecutarlas. En efecto 
se están ultimando las negociaciones con RENFE pa- 
ra terminar la redacción del Proyecto Técnico de las 
obras de ampliación del puente, a que se hace referen- 
cia en la estipulación primera del Convenio, imprescin- 

dible para resolver el enlace de las comunicaciones de 
los poblados con el sistema general de comunicaciones 
de la población, previsto en el Plan General de Ordena- 
ción Urbana. 

Por otro lado, ENSIDESA está procediendo a la ven- 
ta a sus ocupantes de las viviendas de los poblados, que 
ya se han formalizado en gran parte. 

4.0 Queda, pues, patente la voluntad del Ayunta- 
miento y de ENSIDESA de ultimar el proceso negocia- 
dor ya iniciado, cuyo objetivo final no es otro que dotar 
a los poblados de todos los servicios y equipamientos, 
previstos en el Plan General de Ordenación Urbana.» 

Mediante informe de fecha 14 de noviembre de 1991, 
la Empresa Nacional Siderúrgica, S. A. (ENSIDESA) nos 
dio cuenta de las actuaciones realizadas en cumpli- 
miento de la recomendación formulada por esta insti- 
tución. 

Dicho cumplimiento se refleja a través de dos proce- 
sos complementarios: 

- La venta masiva a bajo precio de las viviendas a 

- Los acuerdos con los Ayuntamientos para la reur- 
los inquilinos. 

banización de los poblados. 

El acuerdo entre el Ayuntamiento de Avilés y ENSI- 
DESA se firmó el 19 de abril de 1991, y en el mismo se 
expone que con carácter complementario a la operación 
de venta de las viviendas resulta necesaria una adecua- 
da ordenación urbanística y administrativa de los ex- 
presados Poblados, a cuyo fin el Ayuntamiento de Avilés 
y la Empresa Nacional Siderúrgica, S.  A. han venido 
manteniendo negociaciones encaminadas a conseguir 
la plena integración de tales Poblados en el referido 
Ayuntamiento, mediante la municipalización y consi- 
guiente asunción por el Municipio de los servicios y 
prestaciones correspondientes, que hasta ahora venían 
siendo atendidos por ENSIDESA y a su cargo. 

1. La Empresa Nacional Siderúrgica, S. A. ha pro- 
cedido, como consecuencia de los compromisos asumi- 
dos en el ámbito de las negociaciones mantenidas, a 
redactar un «Proyecto de reparación y adaptación al 
Plan General de Ordenación de las urbanizaciones de 
sus Poblados en el Municipio de Avilésn. Este proyecto 
obra en poder del Ayuntamiento y se acepta por éste 
en poder del Ayuntamiento y se acepta por éste en su 
integridad, comprometiéndose a su aprobación por el 
Pleno Municipal. 

La misma Empresa Nacional Siderúrgica, S. A. está 
redactando, para su presentación en el Ayuntamiento, 
un proyecto complementario del anterior, en el que se 
desarrolla el compromiso asumido en orden a ejecutar 
las obras relativas a la ampliación del puente bajo REN- 
FE en Llaranes, así como las obras de los trazados en 
los tramos viarios de la calle Avilés y Monte Viso. Este 
proyecto, una vez presentado en el Ayuntamiento, será 
aprobado por éste por los trámites exigidos por la nor- 
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mativa urbanística de aplicación, asumiendo en este ac- 
to compromiso expreso en tal sentido. 

ENSIDESA por su parte procederá, una vez aproba- 
dos los anteriores proyectos y obtenidas las oportunas 
licencias de obras, a la ejecución, a su cargo, de las 
obras contenidas en los referidos proyectos, para su ter- 
minación en un plazo aproximado de seis meses a con- 
tar desde el momento de la obtención de las expresadas 
licencias. 

En relación con las fincas que se reseñan en el 
acuerdo y que son propiedad de ENSIDESA, se proce- 
derá, una vez terminadas las obras fijadas en los pro- 
yectos mencionados en la estipulación PRIMERA, a la 
cesión del Ayuntamiento de Avilés de las urbanizacio- 
nes existentes en dichas fincas, las cuales serán objeto 
de recepción formal por dicho Ayuntamiento, compren- 
diéndose dentro de dicha cesión, a título enunciativo 
y no limitativo, los viales, zonas verdes y demás elemen- 
tos configuradores de las mismas, así como las redes 
e instalaciones existentes para la prestación de los ser- 
vicios y suministros a que se refiere la estipulación si- 
guiente. 

La cesión efectuada por ENSIDESA y la consiguien- 
te aceptación por el Ayuntamiento de Avilés, efectua- 
das en los términos anteriormente establecidos, se 
consideran ajustadas a la normativa urbanística, en 
particular en lo referente a cesiones obligatorias. 

Como desarrollo del presente acuerdo se procederá 
por el Ayuntamiento de Avilés y ENSIDESA, una vez ter- 
minadas las obras de urbanización, a formalizar la co- 
rrespondiente escritura pública, en la que se recogerán 
las cesiones de las urbanizaciones en los términos in- 
dicados, los compromisos del Ayuntamiento en orden 
a la asunción y prestación de servicios y suministros 
así como la cesión de la finca a que se refiere la estipu- 
lación CUARTA. 

El Ayuntamiento de Avilés asumirá y, consiguien- 
temente, prestará los servicios y suministros públicos 
que habitualmente prestan los Ayuntamientos como 
propios de su competencia y, en particular, los de lim- 
pieza y recogida de basuras, alcantarillado, alumbra- 
do público, atención y conservación de viales y 
suministro de agua potable, haciéndose igualmente car- 
go de las redes e instalaciones existentes en los referi- 
dos Poblados y destinadas a la prestación de los 
servicios que se municipalizan, siendo de cargo del 
Ayuntamiento su atención, conservación y manteni- 
miento. 

Los anteriores servicios y suministros se prestarán 
por el Ayuntamiento de Avilés a partir de la fecha de 
la firma de la escritura pública a que se refiere la es- 
tiupulación anterior. 

Complementariamente se hace constar que ENSIDE- 
SA tiene entabladas negociaciones con HIDROELEC- 
TRICA DEL CANTABRICO, S.  A., para que esta empresa 
aporte los medios técnicos y materiales adecuados pa- 
ra la debida prestación de los suministros de energía 
eléctrica a viviendas, edificios singulares, zonas depor- 
tivas y alumbrado público, así como que, para el sumi- 

2. 

3. 

nistro de agua potable será necesario desarrollar, antes 
de la terminación de las obras de urbanización, el co- 
rrespondiente acuerdo específico de suministros de 
agua potable, en el marco de los intercambios que ya 
existen entre el Ayuntamiento y Ensidesa sobre este 
Fluido. 

4. Dentro del marco de los anteriores compromisos, 
ENSIDESA cederá al Ayuntamiento de Avilés la finca 
descrita en la estipulación segunda como finca V, de- 
nominada «Zona Deportiva», de 90.000 metros cuadra- 
dos aproximadamente, con las instalaciones en ella 
existentes, en precio simbólico de CINCUENTA MIL 
PESETAS. 

En relación a tal cesión serán de aplicación las si- 
guientes estipulaciones particulares: 

l? La cesión de dicha finca queda condicionada, con 
el carácter de condición esencial determinante de su 
validez y eficacia jurídica futura, a que los bienes ce- 
didos mantengan en el futuro su actual calificación ur- 
banística de «Equipamiento» y destino específico para 
uso deportivo, obligándose el Ayuntamiento de Avilés 
en tal sentido a mantener dicha calificación y destino, 
quedando expresamente convenido que si fueran mo- 
dificados en el futuro, la cesión quedará resuelta de ple- 
no derecho, con la consiguiente reversión a ENSIDESA 
de los bienes objeto de la misma, quedando como de 
su propiedad cualesquiera obras o instalaciones que en 
ellos se hubieran realizado, cualquiera que sea su na- 
turaleza e importe de inversión efectuada, sin abono de 
indemnización compensatoria alguna en razón de las 
mismas. 

El ejercicio de la acción resolutoria que en esta cláu- 
sula se estipula, no afectará en ningún caso a la vali- 
dez y eficacia jurídica de los restantes pactos y 
compromisos contenidos en el presente acuerdo. 

2.a El Ayuntamiento de Avilés asume, con la consi- 
guiente subrogación, los acuerdo actualmente existen- 
tes entre ENSIDESA y diversas entidades, relativos al 
uso de las instalaciones deportivas existentes en la fin- 
ca, acuerdos cuyo contenido manifiesta conocer y 
aceptar. 

3? Se conservarán y respetarán las servidumbres 
actualmente existentes sobre la finca, con particular re- 
ferencia a la carretera que constituye el actual acceso 
a los terrenos en que se encuentra ubicada la denomi- 
nada «Escuela de Aprendices)), en tanto no se ejecuten 
los accesos previstos en el Plan General Municipal de 
Ordenación Urbana, siempre que éstos mantengan, co- 
mo mínimo, las condiciones de tránsito del acceso ac- 
tual tanto en su anchura como en la funcionalidad del 
tráfico. 

Teniendo en cuenta la complejidad y magnitud eco- 
nómica del problema planteado, debe destacarse la bue- 
na disposición de las partes que ha culminado en el 
citado convenio y que permite esperar la pronta solu- 
ción de las cuestiones que motivaron la apertura de este 
expediente. 
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5.3.3. Grandes áreas de expansión industrial 

Otro problema planteado ante esta institución hace 
referencia al régimen transitorio previsto en la Ley 
50/85, de 27 de diciembre, de Incentivos Regionales para 
la Corrección de los Desequilibros Económicos Inter- 
territoriales, en relación con los antiguos planes de in- 
centivación regional, entre los que se encuentran las 
grandes áreas de expansión industrial. 

En desarrollo de esta normativa, el Real Decreto 
570/88 de 3 de junio, de delimitación de la zona de pro- 
moción económica de Castilla y León cerró el plazo para 
la presentación de nuevas solicitudes de los beneficios 
de la gran área de expansión industrial de Castilla y 
León (Disposición Final segunda), y estableció un régi- 
men transitorio para los expedientes en tramitación. 
Por su parte, el Real Decreto 652/88, de 24 de junio, de 
creación y limitación de la zona de promoción econó- 
mica de Andalucía cerró el plazo para la presentación 
de nuevas solicitudes de los beneficios del gran área 
de expansión industrial de Andalucía (Disposición Fi- 
nal tercera) y estableció, asimismo, un régimen transi- 
torio para la tramitación de estos expedientes. 

En las quejas 8920708, 9025690, 9028278 y 9110255 
los interesados exponen que han solicitado los benefi- 
cios previstos en distintas disposiciones legales en re- 
lación con las grandes áreas de expansión industrial de 
Castilla y León, y Andalucía, sin haber obtenido hasta 
la fecha respuesta alguna. 

Estas quejas se tramitaron ante la Dirección Gene- 
ral de Incentivos Económicos Regionales que nos re- 
mitió los preceptivos informes indicando que las 
solicitudes fueron presentadas con anterioridad a la fi- 
nalización del plazo previsto legalmente, por lo que en 
principio resultaba de aplicación lo dispuesto en el 
mencionado régimen transitorio. 

Asimismo, se hacía referencia al acuerdo del Conse- 
jo de Ministros, de fecha 7 de julio de 1989, publicado 
por resolución de la Secretaría de Estado de Economía 
en el «Boletín Oficial del Estadon de 17 de agosto de 
1989 y en el que se decía: 

«Los expedientes de beneficios que se resuelven por 
el presente Acuerdo corresponden todos ellos a solici- 
tudes presentadas con anterioridad ... por lo que los mis- 
mos se tramitan conforme a lo establecido en las 
disposiciones transitorias primera y segunda de la Ley 
50185, de 27 de diciembre, siendo este Acuerdo el últi- 
mo por el que se aprueban este tipo de expedientes, de 
los que en el futuro sólo se resolverán revisiones y mo- 
dificaciones. )) 

Desde la adopción de dicho acuerdo no han sido apm- 
bados nuevos expedientes a pesar de que las normas 
citadas establecen con claridad el régimen legal apli- 
cable a los expedientes en tramitación a su entrada en 
vigor, que no es sino el vigente en el momento en que 
se presentaron las solicitudes, y por tanto, no se alcan- 

za a comprender la razón por la que los citados expe- 
dientes siguen pendientes de resolución. 

Teniendo en cuenta lo anterior, con fecha 22 de octu- 
bre de 1991 nos dirigimos al Secretario General de Eco- 
nomía Internacional y Competencia, del Ministerio de 
Economía y Hacienda, manifestándole que no se justi- 
ficaba la falta de contestación a las solicitudes de los 
interesados, y recordándole lo previsto en el artículo 
94.3 de la Ley de Procedimiento Administrativo en cuan- 
to a la obligación que incumbe a los organismos admi- 
nistrativos de resolver expresamente, en tiempo y 
forma, las peticiones que les sean planteadas. También 
se solicitaba un nuevo informe sobre las causas excep- 
cionales que hubiesen interrumpido la resolución de 
los mencionados expedientes, así como sobre las me- 
didas que estuviera previsto adotpar para su definiti- 
va resolución. 

En la queja 9108594 se planteaba un problema simi- 
lar en relación con una solicitud de subvención al am- 
paro del RD 1460/1981, de 19 de julio, que convocó 
concurso de beneficios en la Gran Area de Expansión 
Industrial de Andalucía. 

Se admitió a trámite esta queja y se solicitó informe 
a la Dirección General de Incentivos Económicos Re- 
gionales. Este centro directivo nos respondió, en fecha 
4 de noviembre de 1991, en términos sustancialmente 
iguales a los mencionados anteriormente, por lo que 
nos dirigimos al Secretario General de Economía In- 
ternacional y competencia reiterándole las manifesta- 
ciones recogidas en nuestro escrito de fecha 22 de 
octubre de 1991. 

Se ha recibido el informe solicitado, pero en él, la ci- 
tada Secretaría General, no da respuesta expresa a las 
cuestiones planteadas, por lo que se resolvió dirigir la 
siguiente sugerencia al Ministro de Economía y Hacien- 
da, después de informale puntualmente del estado de 
la cuestión y de nuestros sucesivos requerimientos a 
los órganos competentes citados: 

«Que por ese Departamento se adopten las medidas 
oportunas para garantizar el derecho a una resolución 
expresa de todos los solicitantes de los beneficios de 
las Grandes Areas de Expansión Industrial, que inicia- 
ron sus expedientes con anterioridad a la finalización 
del plazo de solicitud correspondiente. )> 

5.3.4. Registro de la Propiedad Industrial. Incumpli- 
miento del deber de notificación previa a la de- 
claración de caducidad de los derecha previstos 
en la Ley de Patentes 

Mediante escrito de fecha 7 de febrero de 1991, el pro- 
motor de la queja 9103501 exponía que era titular de 
un modelo de utilidad cuya caducidad fue declarada 
de forma automática por el Registro de la Propiedad 
Industrial con motivo del impago de una anualidad en 
plazo legal, mostrándose,en desacuerdo con la inexis- 
tencia de notificación personal y directa al interesado, 
previa a dicha declaración formal de caducidad. 
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A su escrito de queja, el interesado acompañaba fo- 
tocopia de una contestación del Registro mencionado 
en la que se le informaba que la caducidad de las pa- 
tentes y modelos de utilidad aparecía regulada en los 
artículos 116.1.c) y 161 de la Ley 1111986, de 20 de mar- 
zo, de Patentes, y en el artículo 82 del Real Decreto 
224511986, de 10 de octubre, por el que se aprueba el 
Reglamento para la ejecución de dicha ley, añadiendo 
que «la obligación de abonar las tasas anuales para 
mantener en vigor el expediente le es notificada al in- 
teresado en el certificado-título que se expiden. 

Ante una interpretación restrictiva desde el punto de 
vista de las garantías que nuestro ordenamiento jurí- 
dico reconoce a los ciudadanos en sus relaciones con 
la Administración, el Defensor del Pueblo dirigió una 
Recomendación al Director del Registro de la Propie- 
dad Industrial en la que, tras exponer los hechos y fun- 
damentos legales antes referidos, se manifestaba que 
de una detenida lectura de los preceptos mencionados 
no cabía deducir, a juicio de esta institución, que la ca- 
ducidad aludida debiera producirse de forma automá- 
tica y sin advertencia previa a los afectados, sino que, 
por el contrario, una interpretación adecuada de tales 
normas sólo podía efectuarse poniéndolas en relación 
con los preceptos y principios incluidos en la Ley de 
Procedimiento Administrativo, texto legal de aplicación 
supletoria en esta materia conforme a lo dispuesto en 
el artículo 3 de la citada Ley de Patentes. 

Igualmente, se expresaba que la exigencia legal de no- 
tificación personal y directa a los interesados de los ac- 
tos administrativos que les afecten venía necesariamen- 
te referida, en el presente supuesto, el acto concreto de 
la declaración de caducidad, y por ello, tal exigencia 
no podía estimarse cumplida con la notificación inicial 
de la obligación de abonar las tasas anuales que se in- 
cluía en el certificado-título expedido al interesado. 

En base a lo expuesto, se recomendó a dicha Direc- 
ción que: «En los supuestos de caducidad de patentes 
y modelos de utilidad por falta de pago en tiempo opor- 
tuno de las anualidades y recargos que correspondan, 
se proceda por el Registro de la Propiedad Industrial, 
con carácter previo a la declaración formal de dicha ca- 
ducidad, a notificar en forma a los interesados la ex- 
presada circunstancia, otorgándoles un plazo mínimo 
de diez días a fin de que puedan subsanar los defectos 
señalados ». 

En su preceptiva contestación, y tras aludir al pro- 
cedimiento especial previsto en materia de propiedad 
industrial, así como a la vigencia del artículo 327 del 
Estatuto de la Propiedad Industrial en su texto refun- 
dido de 30 de abril de 1930, que establece el carácter 
oficial de las notificaciones hechas por medio del Bo- 
letín Oficial de la Propiedad Industrial, sin que pueda 
alegarse ignorancia o desconocimiento de ellas en las 
reclamaciones que se formulen, el Director del Regis- 
tro justificaba tal normativa en la cantidad de solici- 
tudes en las distintas modalidades de propiedad 
industrial, que generan un gran número de comunica- 
ciones dentro de las varias incidencias surgidas en el 

procedimiento de examen y concesión, tanto en mate- 
ria de invenciones como en la de signos distintivos. 

No obstante, se manifestaba que el Registro actúa en 
la práctica diaria por medio de notificaciones directas 
y personales, y en dos vertientes: 

1. La gran mayoría de las solicitudes están canali- 
zadas por medio de los Agentes de la Propiedad Indus- 
trial, expertos intermediarios acreditados ante la 
oficina, quienes tienen a su disposición, y ubicada en 
el edificio del organismo, una «mesa» de Agentes, de 
manera que reciben directas comunicaciones, que afec- 
tan a los intereses de su representado. 

2. Respecto a los inventores que actúan sin Agente, 
son notificados previamente a la reglamentaria comu- 
nicación, vía Boletín Oficial de la Propiedad Industrial, 
de las variadas incidencias de su expediente por carta 
certificada con acuse de recibo, en atención a la difi- 
cultad que la materia de patentes entraña para ellos. 
En la práctica origina además gran número de aseso- 
ramientos complementarios a la información recibida 
por carta. 

El Director del Registro finalizaba su informe indi- 
cando que, pese a lo manifestado, no existía inconve- 
niente en intentar mejorar el sistema dentro de las 
posibilidades de medios disponibles. 

Tras examinar con todo detenimiento los fundamen- 
tos expuestos por el Registro de la Propiedad Industrial, 
el Defensor del Pueblo estimó que, sin necesidad de pro- 
mover una modificación de la normativa que regula el 
procedimiento de dicho Registro, era posible una inter- 
pretación que reforzara las garantías que, con carácter 
general, reconoce nuestro ordenamiento a los ciudada- 
nos en sus relaciones con las administraciones públicas. 

En efecto, la previsión contenida en el citado artículo 
327 del Estatuto de la Propiedad Industrial no impide 
que el Registro pueda practicar notificaciones perso- 
nales y directas en aras del refuerzo de garantías antes 
referido. 

Esta medida cobraría especial significación en los su- 
puestos de inventores que actúan sin la intermediación 
de Agente de la Propiedad Industrial, que pueden ver 
reducidas tales garantías por la falta de asistencia téc- 
nica de un profesional acreditado, como ocurrió con el 
promotor de la presente queja. 

De otro lado, el hecho de que este grupo de invento- 
res represente una minoría respecto del total de solici- 
tudes que se tramitan en el Registro, no plantearía 
problemas en cuanto a los medios necesarios para la 
práctica de notificaciones. 

Por ello, el Defensor del Pueblo reiteró la recomen- 
dación formulada, concretando su contenido a la prác- 
tica de notificaciones personales y directas previas a 
la declaración formal de caducidad de patentes y mo- 
delos de utilidad, siempre que sus titulares fueran in- 
ventores que actuaran sin la mediación de Agente de 
la Propiedad Industrial. 

En el momento de elaborar el presente informe, nos 
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encontramos a la espera de recibir contestación al es- 
crito últimamente citado. 

5.4. Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas. 
Incumplimiento del deber de las administracio- 
nes públicas de notificar a los interesados de for- 
ma procesal y directa las resoluciones que afecten 
a sus derechos o intereses 

Por escrito que tuvo entrada en las oficinas de esta 
institución el día 3 de julio de 1990, complementado por 
otro recibido el 14 de enero de 1991, el promotor de la 
queja 9022373 exponía que con fecha 10 de octubre de 
1988 formuló ante el Instituto de Contabilidad y Audi- 
toría de Cuentas una solicitud de inscripción en el Re- 
gistro Oficial de Auditores de Cuentas, de conformidad 
con lo establecido en la disposición transitoria prime- 
ra de la Ley 1911988, de 12 de julio, de Auditoría de 
Cuentas. 

Al no recibir contestación a su solicitud, el interesa- 
do se puso en contacto con el mencionado Instituto, in- 
formándosele de que había sido excluido como auditor 
y de que no podía reclamar por haber transcurrido el 
plazo de recurso. 

Con respecto al fondo de la cuestión planteada, cabe 
señalar que la expresada ley fue dictada con la finali- 
dad de dotar de la máxima transparencia a la informa- 
ción económico-contable de la empresa, atendiendo, 
entre otras razones, a las necesidades derivadas de la 
integración de España en las Comunidades Europeas. 

Entre los diversos aspectos que contempla, interesa 
aquí destacar su artículo 7, que contiene una enume- 
ración de los requisitos que deben reunir los profesio- 
nales que deseen integrarse en el Registro Oficial de 
Auditores de Cuentas como condición necesaria para 
el ejercicio de esta actividad, y la citada disposición 
transitoria primera, que posibilitó la inclusión de los 
profesionales que vinieran desempeñando dicha acti- 
vidad y reunieran los requisitos antes aludidos, con ex- 
cepción del examen de aptitud organizado y reconocido 
por el Estado, otorgando un plazo de tres meses desde 
la entrada en vigor de la ley para pedir la referida in- 
clusión. 

Ante la aparente denegación por silencio administra- 
tivo de la solicitud mencionada, el Defensor del Pue- 
blo se dirigió al Presidente del Instituto de Contabilidad 
y Auditoría de Cuentas solicitando la emisión de infor- 
me sobre los hechos relatados, la tramitación del ex- 
pediente administrativo y el eventual silencio a que se 
ha hecho referencia. 

Se recibió dicho informe en el que, además de expo- 
ner de forma extensa los criterios utilizados por el ins- 
tituto para la admisión de solicitudes de inscripción en 
el Registro de Auditores de Cuentas, el presidente ex- 
presaba lo siguiente: 

«De otro lado, y ante la opción de desestimar median- 
te “silencio administrativo” las solicitudes de inscrip- 

ción de aquellos que no habían acreditado la 
concurrencia de los citados requisitos, dado que se 
aproximaban a la cifra de cincuenta mil, el Instituto de 
Contabilidad y Auditoría de Cuentas procedió a publi- 
car en el “Boletín Oficial del Estado” la resolución de 
su Presidente, de fecha 27 de julio de 1989, de la cual 
se adjunta copia, a la que se acompañaba, mediante 
anexo, el listado de los solicitantes inscritos, así como 
en la que se incluía, en su punto 2?, la desestimación 
expresa de aquellos solicitantes que no figuraban en tal 
listado, motivando, asimismo expresamente, tal exclu- 
sión en la falta de acreditación de los requisitos en que 
se refiere la Ley 2911988, de 12 de julio, de Auditoría de 
Cuentas. 

Contra la citada Resolución, y de acuerdo con lo es- 
tablecido en el artículo 22.3 de la citada Ley pudo in- 
terponerse recurso de alzada ante el Ministro de 
Economía y Hacienda; y así se ha llevado a efecto por 
unos diez mil solicitantes no conformes con la desesti- 
mación de su inscripción en el Registro Oficial de Audi- 
tores de Cuentas.)) 

Mediante escrito de 27 de julio de 1991, esta institu- 
ción formuló ante el Instituto de Contabilidad y Audi- 
toría de Cuentas una sugerencia en los términos que 
se indican a continuación: 

«Del contenido de dicho informe se desprende que 
la solicitud de inscripción en el Registro Oficial de Audi- 
tores de Cuentas, formulada mediante escrito de fecha 
12-9-88, presentado ante este instituto el día 10 de oc- 
tubre siguiente, debe considerarse desestimada por si- 
lencio administrativo, puesto que, si bien se dictó una 
resolución denegatoria que fue publicada en el “Bole- 
tín Oficial del Estado”, la misma no se notificó al inte- 
resado de conformidad con las previsiones contenidas 
en los artículos 79 y 80 de la Ley de Procedimiento Ad- 
ministrativo. 

La exigencia legal de notificar a los interesados de 
forma personal y directa las resoluciones que afecten 
a sus derechos o intereses no puede estimarse cumpli- 
da por la referida publicación en el “Boletín Oficial del 
Estado”, debiendo señalarse que la notificación por 
edictos sólo produce efectos cuando dichos interesados 
son desconocidos o se ignora su domicilio, según lo dis- 
puesto en el número 3 del citado artículo 80 de la Ley 
de Procedimiento Administrativo.» 

Por otra parte, la Resolución de 27 de julio de 1989, 
de ese Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuen- 
tas, dispone en su apartado segundo lo siguiente: 

«Desestimar, al no haber acreditado el cumplimien- 
to de los citados requisitos, el resto de las solicitudes 
no incluidas en la relación adjunta.» 

Esta parca fundamentación, que se limita a una ge- 
nérica referencia al <c incumplimiento de los requisitos 
legales», no está muy ajustada a las previsiones del ar- 
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tículo 43 de la Ley de Procedimiento Administrativo, que 
ordena que sean motivados, «con sucinta referencia de 
hechos y fundamentos de derecho», los actos que limi- 
ten derechos subjetivos, entre los que se debe incluir 
la denegación que motiva las presentes actuaciones, te- 
niendo en cuenta que la no inclusión del interesado en 
el Registro Oficial de Auditores de Cuentas le impide 
el ejercicio de una determinada actividad profesional. 

Las circunstancias expuestas han producido una evi- 
dente situación de indefensión en el señor ..., por cuanto 
la ausencia de notificación del acto en cuestión le ha 
impedido la formulación de los recursos administrati- 
vos correspondientes como paso previo a la vía judicial, 
con vulneración del derecho fundamental a la tutela ju- 
dicial efectiva reconocido por el artículo 24 de nuestra 
Constitución. 

Por ello se sugirió que se procediese a una resolución 
expresa del expediente del reclamante. 

En fecha 12 de septiembre de 1991 se recibió el in- 
forme solicitado, en el que el Presidente del Instituto 
comunicaba la aceptación de la sugerencia formulada 
por el Defensor del Pueblo y que se había procedido 
a notificar al interesado la resolución expresa y moti- 
vada sobre su solicitud de inscripción en el Registro Ofi- 
cial de Auditores de Cuentas, de la cual se adjuntaba 
copia. 

A la vista de este informe, se procedió al cierre de la 
queja. 

5.5. Seguros. Comisión Liquidadora de Entidades Ase- 
guradoras (CLEA) 

Durante el presente año han seguido recibiéndose 
quejas en relación con el funcionamiento de la Comi- 
sión Liquidadora de Entidades Aseguradoras. Estas 
quejas reflejan tres tipos de problemas: el desánimo de 
los reclamantes por no poder hacer efectivo el impor- 
te de sus créditos frente a las compañías aseguradoras; 
la excesiva lentitud que imprime la CLEA a la resolu- 
ción de los procesos de liquidación; la falta de respuesta 
a las solicitudes de información sobre las expectativas 
de cobro de los créditos. 

La primera de las vertientes señaladas tiene una na- 
turaleza jurídico-privada, en la que esta institución no 
puede entrar, por carecer de competencias para ello, 
pero procede señalar que resulta esencial, en este pun- 
to, que el Estado ejerza su actividad fiscalizadora pre- 
via sobre las compañías aseguradoras para evitar que 
se repitan situaciones como las descritas. 

Sin duda, la promulgación del Real Decreto Ley 
1011984, de 11 de julio, por el que se establecen medi- 
das urgentes para el saneamiento del sector de segu- 
ros privados y para el reforzamiento de las actuaciones 
de control y mediante el cual se crea la CLEA, así co- 
mo la de la Ley 3311984, de 2 de agosto, y del Real De- 
creto 202011986, de 22 de agosto, por el que se aprobó 
el Reglamento de la CLEA, constituyen pasos decisivos 
en el imprescindible avance para la mejora de los de- 
rechos de los asegurados, pero esta institución debe ma- 

nifestar, una vez más, que la lentitud y, en consecuencia, 
los retrasos con los que la CLEA viene actuando son 
motivos de preocupación y de inquietud. 

La CLEA dispone de importantes medios personales 
y materiales y, sin embargo, no se garantizan suficien- 
temente los derechos de los afectados por las disolu- 
ciones de las compañías de seguros, a causa de la larga 
duración de los procesos de liquicación -no suficien- 
temente justificada por su complejidad- y, sobre to- 
do, por la falta de información a los afectados. 

Estos problemas se reflejan paradigmáticamente en 
las quejas 8906152,8908517,8903605 y 8804629, que se 
dieron por concluidas, en su día, en coherencia con los 
informes recibidos de la CLEA, de cuyos términos se 
deducía que las respectivas liquidaciones, motivo de la 
reclamación de los promoventes, estaban a punto de re- 
solverse. Durante el presente año ha sido preciso rea- 
brir estos expedientes, porque los interesados se han 
vuelto a dirigir a esta institución para comunicar que 
todavía no se habían producido las liquidaciones a los 
acreedores. 

Así, la primera de las citadas, cuya tramitación se in- 
ció en junio de 1989, tiene su origen en un auto ejecuti- 
vo del Juzgado de Instrucción número 10 de Málaga, 
de fecha 27-3-89, por el que se otorga a don ..., la cuan- 
tía de 356.600 pesetas, en concepto de lesiones y secue- 
las sufridas en accidente cubierto por el vehículo del 
causante «a  reclamarse a través del Ministerio de Eco- 
nomía y Hacienda, Consorcio de Compensación de Se- 
guros». Ello se debía a que la compañía aseguradora 
del vehículo contrario había sido declarada en liquida- 
ción en el año 1986. El promovente de la queja entregó 
la documentación necesaria para la tramitación del ex- 
pediente el 1 de mayo de 1989 y, al parecer, la emplea- 
da que le atendió en aquel momento le dijo que el 
expediente podía estar resuelto en tres o cuatro meses. 

Según comunicación de la CLEA, en respuesta a nues- 
tra solicitud de informe, remitida a esta institución en 
noviembre de 1989, el problema en relación con esta 
queja era que «el mencionado señor no había formula- 
do reclamación alguna», y que se dirigían a él a fin de 
que justificara su crédito ante el liquidador encargado 
de la Comisión, a efectos de su inclusión, si procedía, 
en la relación de acreedores. 

En la 8903605, presentada en la oficina del Defensor 
en abril de 1989, el interesado se queja de que pagó des- 
de 1962 a 1987 los recibos correspondientes a un segu- 
ro de vida y de que tuvo conocimiento de que la 
compañía había quebrado en 1986 a través de la pren- 
sa. En mayo de 1987 presentó su primera reclamación 
ante la CLEA, que en septiembre del mismo año le so- 
licitó la documentación necesaria para la tramitación 
del expediente. 

Casi dos años después y ante la falta de noticias, a 
pesar de haberlas solicitado en tres ocasiones, en una 
de ellas mediante escrito certificado, acudió a esta ins- 
titución. 

Este expediente se consideró cerrado cuando en no- 
viembre de 1989 el Director Gerente de la CLEA nos CO- 
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municó que en esa fecha se dirigían al reclamante para 
que justificara su crédito ante el liquidador delegado 
de la Comisión en la entidad de referencia a efectos de 
su inclusión, si procediera, en la relación de acreedores. 

En la 8906152, el interesado, ante la quiebra de la en- 
tidad aseguradora de su automóvil, tuvo que hacer fren- 
te al pago de las indemnizaciones fijadas en sentencia, 
a causa de un accidente. En diciembre de 1988 se diri- 
gió a la CLEA acompañando la documentación justifi- 
cativa. En junio de 1989, ante la falta de noticias, solicita 
la intervención del Defensor del Pueblo. 

Nuestra investigación se dio por concluida, al haber 
recibido en febrero de 1990 un escrito, del que, como 
en las quejas anteriores, se dio traslado al interesado, 
en el que la CLEA nos comunicaba que no existían an- 
tecedentes del crédito que manifestaba ostentar don ... 
pero que con esa misma fecha se dirgían al interesado, 
a fin de que enviase el justificante de su crédito al de- 
legado de la Comisión en la liquidación de la citada en- 
tidad para la sindicatura de la quiebra. 

El último expediente reseñado (8804269) se inició en 
1988. El interesado manifiesta que ha iniciado expe- 
diente de reclamación ante la CLEA en noviembre del 
año anterior para reclamar la indemnización pendien- 
te con motivo de un accidente sufrido por su hijo, que 
debía haber abonado la aseguradora del vehículo cau- 
sante, según sentencia de la Audiencia Provincial de 
Santander. 

Al no responder al pago la compañía aseguradora, se 
practicó un embargo sobre los bienes de dicha entidad. 

La compañía en liquidación había pagado al intere- 
sado, antes de ser intervenida, el total correspondiente 
al seguro obligatorio de viajeros, quedando pendiente 
el resto, hasta cerca de cinco millones de pesetas. 

La CLEA comunicó al Defensor, en informe de julio 
de 1988, que el crédito del reclamante estaba incluido 
en el pasivo de la compañía en liquidación y en mayo 
de 1989 nos explicó, en contestación a un requerimien- 
to, que a fines de año le podían ofrecer al interesado 
la compra de su crédito. Trasladado este informe al in- 
teresado, se consideró resuelto este expediente, que hu- 
bo que reabrir, como los anteriores, al tener noticias 
de que el asunto no estaba resuelto. 

En consecuencia, nos hemos dirigido de nuevo a la 
CLEA en noviembre del presente año, para solicitar in- 
formación de la liquidación de las compañías relacio- 
nadas con los expedientes descritos. 

Nos hemos referido a estos expedientes porque resul- 
tan muy significativos respecto a la situación denun- 
ciada anteriormente, pero podemos señalar que todas 
las quejas admitidas a trámite durante el presente ejer- 
cicio lo han sido por el mismo motivo: Los retrasos pro- 
ducidos en los procesos de liquidación. 

5.6. Entidades financieras. Banco de España: Servi- 
cio de Reclamaciones 

Como en años anteriores se han continuado recibien- 
do quejas, aunque no muy numerosas, contra determi- 

nadas actuaciones de entidades financieras públicas y 
privadas. 

Las denuncias formuladas en estas quejas se refie- 
ren a asuntos de variada índole: Cobro de intereses abu- 
sivos en créditos bancarios, cobros de comisiones, 
publicidad engañosa, demoras en las transferencias, etc. 

Muchas de estas quejas no han podido ser admitidas, 
en razón a la naturaleza jurídico-privada que regula las 
relaciones contractuales entre las entidades financie- 
ras y sus clientes, lo que lleva a que la resolución de 
los conflictos producidos deba sustanciarse en el ám- 
bito de la jurisdicción civil o penal. 

No obstante, estas entidades están sometidas a una 
serie de controles legales, administrativos y financie- 
ros, que debe ejercer el Banco de España, de acuerdo 
con las previsiones de la Ley 30/1980 de órganos recto- 
res del Banco de España y de la Ley 2611988, de 29 de 
julio, sobre disciplina e intervención de las entidades 
de crédito, por lo que también se ha indicado, en oca- 
siones, a los ciudadanos que han acudido a esta insti- 
tución, la posibilidad de plantear su queja ante el 
Servicio de Reclamaciones del Banco de España, si exis- 
ten indicios de que puede haberse producido una ac- 
tuación no ajustada a las buenas prácticas y usos 
bancarios con perjuicio para el reclamante. 

En el expediente 9025677 se plantea la siguiente si- 
tuación: La interesada, una viuda de economía modes- 
ta, tuvo conocimiento, poco antes del fallecimiento de 
su esposo, de que estaba pendiente de amortizar la su- 
ma de 28.574 pesetas de una hipoteca constituida so- 
bre la vivienda en la que habitaba con su hijo y de que, 
como consecuencia de este impagado, se había inicia- 
do el correspondiente procedimiento ejecutivo y se ha- 
bía procedido a la subasta de la citada finca, que resultó 
adjudicada a la Caja Postal en 102.000 pesetas (105.600 
según la Caja Postal), que cedió sus derechos a su filial 
GESBISA. 

Se le indicó por esta empresa a la interesada que po- 
día recuperar la casa por dos millones, aunque el pre- 
cio de tasación fue de cuatro millones. 

La promovente acudió a esta institución, explicando 
que no podía reunir esta cantidad y que podía encon- 
trarse en la calle. 

Nos dirigimos a la Caja Postal para contrastar las ale- 
gaciones de la interesada, dado lo dramático de la si- 
tuación planteada, aunque no se desprendía 
irregularidad de dicha entidad en la aplicación del pro- 
cedimiento legalmente establecido. 

Con posterioridad, tuvimos conocimiento de que se 
había llegado a un acuerdo transaccional, en acto de 
conciliación celebrado ante el Juzgado de l.a instancia 
número 8 de Madrid, por el que la interesada pudo re- 
cuperar su vivienda familiar por un precio de 800.000 
pesetas, más 500.000 pesetas de gastos y costas judi- 
ciales. 

Una vez en nuestro poder el informe de la Caja Pos- 
tal, se confirmó que no había existido actuación con- 
traria al marco jurídico vigente, aunque se habían 
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producido efectos lamentables para la promovente de 
la queja. 

Esta institución se propone estudiar los procedimien- 
tos de apremio y embargo, a raíz de los últimos pronun- 
ciamientos, aunque las novedades que los mismos 
aportan no se corresponden exactamente con la proble- 
mática que ha motivado esta queja. 

La mayor parte de los expedientes tramitados ante 
el Servicio de Reclamaciones del Banco de España lo 
son por silencio de dicho órgano, una vez transcurri- 
dos los tres meses que contempla la norma novena de 
la circular número 2411987, de 21 de julio. 

«El expediente deberá resolverse en plazo máximo de 
tres meses desde la última actuación que en él conste. 
Si ello no fuera posible, deberán hacerse constar expre- 
samente en el informe final las causas que lo han im- 
pedido. )) 

Existe la dificultad de conocer cuándo se ha produ- 
cido la última actuación para poder valorar si se está 
ante un supuesto de silencio y, en ocasiones, se ha de- 
bido recordar al Servicio de Reclamaciones que habían 
transcurrido más de tres meses y, sin embargo, al co- 
municar la resolución recaída, no se hacían constar las 
causas que habían motivado el retraso. 

Así, en la queja 9105672, admitida por silencio del 
Servicio de Reclamaciones, en expediente iniciado en 
diciembre de 1989, sin que el 24 de diciembre de 1990, 
fecha en la que el interesado acudió al Defensor del Pue- 
blo, hubiera sido notificada la resolución recaída. Se- 
gún comunicación del reclamante, la contestación 
telefónica que recibía era: «El letrado tiene el expe- 
diente)). 

Admitida a trámite esta queja, se recibió el informe 
solicitado el 31 de mayo de 1991 y en él se lee, entre 
otros argumentos, lo siguiente: 

<(En relación con los trámites procedimentales que 
se han seguido en la tramitación del expediente de re- 
clamación de referencia, ponemos en su conocimiento 
que la reclamación fue dada de alta en este Servicio de 
Reclamaciones el día 5 de enero de 1990, una vez remi- 
tida por la sucursal del Banco de España en Bilbao el 
día 4 de enero de 1990; se acusó recibo de la misma el 
día 24 de enero siguiente y el día 25 de enero se proce- 
dió al análisis de la reclamación, siendo enviado escri- 
to al Banco ... en solicitud de alegaciones el día 30 de 
enero. 

Por parte del Banco ... se acusó recibo de la solicitud 
de alegaciones el día 9 de febrero y presentó las mis- 
mas el día 9 de marzo de 1990. 

El día 31 de diciembre de 1990 se emitió la resolu- 
ción de la reclamación, notificándose al interesado el 
día 23 de enero de 1991. 

Finalmente, cúmplenos manifestarle que el Servicio 
de Reclamaciones del Banco de España ha resuelto, du- 
rante el año 1990, 1.230 reclamaciones correspondien- 
tes al año 1989, que quedaron pendientes de resolución 
a 31 de diciembre de 1989, así como 1.357 correspon- 

dientes al año 1990, en total, 2.587 reclamaciones, can- 
tidad que, pensamos, es significativa del esfuerzo y 
dedicación que este Banco de España está prestando 
a la resolución de las quejas de los clientes de las Enti- 
dades de Crédito.)) 

En relación con el expediente 9112187, que también 
se había tramitado con retraso, el Servicio de Reclama- 
ciones nos comunicaba en escrito el 14 de junio de 1991 
los mismos datos ya transcritos, insistiendo en su ar- 
gumentación final. 

En el escrito en el que se agradece el envío de la cita- 
da información, esta institución comunica lo siguien- 
te al Jefe del Servicio de Reclamaciones: 

((De la información remitida se deduce que el Banco 
de España, con posterioridad a la tramitación de este 
expediente, ya ha contestado a la interesada en relación 
con la queja que presentó en julio de 1990, lo cual cele- 
bramos. 
Le agradecemos, asimismo, la información que nos 

remite sobre el número de reclamaciones, pendientes 
unas y varias otras que ese servicio se ha visto obliga- 
do a resolver a lo largo del año, lo que sin duda pone 
de relieve el importante esfuerzo realizado por todas 
las personas dedicadas a ello, pero también pudiera 
considerarse como insuficiencia de medios, humanos 
y materiales, del servicio para poder atender adecua- 
damente a los ciudadanos en sus reclamaciones. 

Con tal motivo, le agradeceríamos que nos precise es- 
ta circunstancia a los efectos de formular, en su caso, 
las recomendaciones que proceda al Banco de España. 
En concreto, le agradeceríamos que nos indique el nú- 
mero de reclamaciones que ha recibido y si, a su jui- 
cio, disponen de medios suficientes para atenderlas 
adecuadamente en tiempo y forma. >> 

En la respuesta solicitada, el jefe del Servicio de Re- 
clamaciones contesta lo que a continuación se repro- 
duce por su interés: 

«En primer término deseo agradecer las amables pa- 
labras que tiene para con el personal de este Servicio, 
verdaderamente vienen trabajando con gran eficacia. 

Con mucho gusto le informo sobre la evaluación del 
Servicio y suficiencia de su dotación. 

El Servicio de Reclamaciones, en cumplimiento del 
mandato contenido en la Orden del Ministerio de Eco- 
nomía y Hacienda de 3 de marzo de 1987, comenzó a 
operar el 1 de septiembre de 1987, la dotación inicial 
fue obviamente experimental en espera de los datos que 
aportase la realidad. Pronto se vio que era necesaria 
un ampliación de medios, ante el cúmulo de reclama- 
ciones presentadas. A ello proveyó el Banco de España 
en un doble sentido: ampliación de plantilla e informa- 
tización completa del Servicio. En este sentido creemos 
poder decir que la oficina es hoy modélica. 

No obstante, tal incremento de medios humanos y 
materiales -se dispuso, incluso, de nuevos locales e 
instalaciones- no provocó de inmediato una agiliza- 
ción proporcional del Servicio, requiriendo un esfuer- 
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zo adicional de su puesta al día. La razón es obvia: 
teniendo el Servicio una estructura piramidal, es de- 
cir, un Jefe, Letrados, Inspectores de Entidades de Cré- 
dito y Ahorro y personal administrativo, los informes 
deben ser examinados y suscritos, en su caso, por la Je- 
fatura, tanto por razones de responsabilidad como de 
unificación de criterios. 

Evidentemente, aún transcurridos pocos años desde 
la creación del Servicio, estimamos se ha ido forman- 
do un cuerpo de doctrina que, al ser conocido por las 
entidades de crédito, puede obviar muchas reclama- 
ciones. 

De otra parte, la Orden Ministerial de 12 de diciem- 
bre de 1989 posibilitó un trámite previo de reclamación 
ante el ((defensor del cliente,, u «órgano equivalente,, 
que las entidades establecieran, lo que desarrolló la Cir- 
cular 811990, de 7 de septiembre, determinando que 
gran parte de las entidades tenga ya establecida esta 
figura. Con ello se consigue no sólo que el cliente se vea 
atendido con mayor rapidez ante cualquier actuación 
errónea o incorrecta de la entidad y, de alguna forma, 
en el seno de la propia organización bancaria, lo que 
beneficia las relaciones recíprocas de confianza, sino 
también la reducción de gran número de reclamacio- 
nes en la medida en que los defensores, sin duda, ac- 
tuarán conforme a aquella doctrina del Servicio. 

Todo ello está dando ya sus frutos, conforme se puso 
de manifiesto en la Memoria del Servicio de Reclama- 
ciones correpondiente al año 1990, que recoge una in- 
formación completa, tanto del número de 
reclamaciones formuladas como de la labor realizada 
por el Servicio. 

En resumen, considero que la dotación del Servicio 
es hoy día suficiente y que en un plazo prudencial po- 
drá despachar los asuntos acumulados, y los nuevos ya 
en tramitación, dentro del término previsto en la Ley 
de Procedimiento Administrativo.» 

6. TRANSPORTES Y COMUNICACIONES 

6.1. Telefónica 

Las quejas relativas al funcionamiento del servicio 
público de teléfonos recibidas en esta institución ha- 
cen referencia a los siguientes grupos de problemas: re- 
trasos en la instalación de teléfonos; deficiencias 
generales del servicio prestado; dificultades en el ex- 
tensión del servicio al ámbito rural; expropiaciones y 
servidumbres. 

Asimismo, como en años anteriores, se han recibido 
numerosas quejas que recogen discrepancias con las 
cantidades facturadas por Telefónica de España. 

6.1.1. Calidad del servicio 

6.1.1.1. Deficiencias generales del servicio prestado 

Son relativamente numerosas las quejas que hacen 
referencia a deficiencias en la calidad del servicio pres- 

tado por Telefónica de España. De entre estas quejas, 
cabe destacar varias presentadas por diversos alcaldes, 
quienes denuncian irregularidades e insuficiencias en 
el funcionamiento de este servicio, que afectan a sus 
respectivos municipios. 

En este sentido, Telefónica, en respuesta a nuestro ofi- 
cio de admisión de la queja 9021199, por la que el Al- 
calde de Moya (Las Palmas) denunciaba el deterioro de 
las comunicaciones tras las entrada en funcionamien- 
to de una nueva central digital en la zona, se compro- 
mete a emprender las modificaciones técnicas precisas, 
<( implementando una segunda vía de transmisión con 
el software necesario,,. 

Asimismo, con motivo de la queja 8919254, en el que 
el Alcalde de Villa de Firgas (Gran Canaria) solicita la 
adopción de medidas tendentes a mejorar la calidad del 
servicio telefónico en su municipio, Telefónica anuncia 
la ((ampliación de sesenta enlaces en la central de esa 
localidad que soluciona las congestiones que dicha cen- 
tral padecía». 

Mediante queja 9024338, el Alcalde de Ribesalbes 
(Castellón) solicita nuestra mediación para que Telefó- 
nica solucione el ((deficiente funcionamiento del ser- 
vicio telefónico en la localidad». En respuesta a nuestro 
correspondiente oficio, dicha empresa expone: 

«El 4 de septiembre de 1990 se recibió un escrito del 
Ayuntamiento sobre anomalías en el servicio telefóni- 
co y, con tal motivo, se efectuó una visita al mismo con 
el fin de poner en su conocimiento las anomalías que 
habían existido en la Central Digital de Onda, de la cual 
depende, informándole al mismo tiempo de la inminen- 
te instalación de 30 enlaces que entraron en servicio 
ese mismo año. 

En dicha visita se estableció una vía de comunica- 
ción directa entre el Ayuntamiento y Telefónica de Es- 
paña, S.A., a través del propio Jefe Provincial de 
Mantenimiento. ,, 

Además de los ejemplos antes expuestos, de reclama- 
ciones de carácter colectivo, se han presentado nume- 
rosas quejas denunciando el inadecuado 
funcionamiento de líneas concretas de teléfono. Este ti- 
po de quejas, de carácter más individual, proceden con 
mayor frecuencia de profesionales y empresarios que 
manifiestan ver obstaculizada su actividad por los fre- 
cuentes problemas que les plantea la calidad de las co- 
municaciones telefónicas. Así, un director de hotel de 
Las Palmas denuncia los perjuicios de imagen y pres- 
tigio que les ocasionan las dificultades que, con relati-. 
va frecuencia, tienen los clientes de su establecimiento 
para entablar comunicación con el exterior del mismo, 
debidas a deficiencias en la central de Las Palmas- 
Guanarteme. 

Por su parte; las quejas 9100233,9108521 y 9108278, 
entre otras, recogen la reclamación de particulares cu- 
yas líneas se ven afectadas por continuos cortes o ave- 
rías reiterativas. En todos los casos, Telefónica contesta 
a nuestros oficios explicando las deficiencias median- 
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te razones técnicas y ofreciendo revisiones exhaustivas 
y seguimiento de las instalaciones implicadas. 

6.1.1.2. Retrasos en la instalación de teléfonos 

El excesivo retraso con el que la Compañía concesio- 
naria atiende las peticiones de teléfonos es motivo fre- 
cuente de queja ante el Defensor del Pueblo. Los casos 
denunciados hacen referencia, en su mayor parte, a de- 
moras de entre uno y dos años desde la formulación 
de solicitud hasta la efectiva instalación de la línea te- 
lefónica. 

No obstante, no dejan de ser frecuentes casos más 
graves en los que los retrasos superan ampliamente di- 
chos plazos. En este sentido, la queja 9100100 recogía 
el problema planteado por un residente en Cabo la Nao 
(Alicante), que tardó aproximadamente cinco años en 
ver atendida su solicitud. En informe dirigido a esta ins- 
titución, Telefónica explicaba: 

«Problemas de permisos para la construcción de la 
red de dispersión mediante soportes aéreos han retra- 
sado la puesta en servicio.)) 

Por su parte, la queja 9108284 hacía referencia a la 
situación de un matrimonio de ciudadanos británicos, 
residentes en Jávea, quienes tenían solicitada la insta- 
lación de una línea telefónica desde enero de 1988, con- 
curriendo en el caso la circunstancia de la avanzada 
edad de los solicitantes y su precario estado de salud, 
lo que hacía necesario el teléfono ante posibles situa- 
ciones de urgencia médica. Esta solicitud quedó debi- 
damente cumplimentada en junio de 1991 tras nuestra 
intervención. 

6.1.2. Telefonía rural 

Los problemas derivados a la extensión del servicio 
telefónico al medio rural han sido objeto constante de 
atención por parte de esta institución, siendo minucio- 
samente recogidos en los sucesivos informes anuales. 

El esfuerzo de Telefónica de España en este campo 
responde a las previsiones y directrices del Real Decreto 
2248184, de 28 de noviembre, sobre extensión del servi- 
cio telefónico en el medio rural, concretado en los do- 
cumentos ((Estrategia de la Extensión del Servicio 
Telefónico en el Medio Rural)), que partiendo de la des- 
cripción de la situación en 1989 establece las corres- 
pondientes previsiones de futuro hasta 1998, y en el 
«Plan de Extensión del Servicio Telefónico en el Medio 
Rural 1988-1991», aprobado por el Gobierno el 29 de 
enero de 1988, en el que se cuantifican las inversiones 
necesarias para alcanzar los objetivos previstos. 

La estrategia de la compañía en el medio rural se de- 
sarrolla básicamente en tres frentes: la creación de zo- 
nas urbanas telefónicas, la instalación de teléfonos 
públicos de servicio (TPS) como elemento de penetra- 

ción del servicio en el medio rural y la atención a la 
demanda de abonos de extrarradio que formule aque- 
lla parte de la población no incluida en las denomina- 
das zonas urbanas. 

Por lo que respecta a la progresiva creación de zonas 
urbanas, con tarifas homogéneas de instalación de 1í- 
nea, el artículo 5.0 del mencionado Real Decreto con- 
templa cuatro etapas, cuyos objetivos están en función 
de la población de hecho, y en la última de ellas se es- 
tablece que estarán consideradas las entidades que al- 
cancen respectivamente el nivel mínimo de cincuenta 
habitantes en su núcleo, o ciento cincuenta en total. 

En este sentido, en respuesta a nuestro oficio de ad- 
misión de la queja 9011263, de una residente en Pela- 
yos del Arroyo (Segovia), localidad que según el censo 
del Instituto Nacional de Estadística cuenta con una 
población de hecho de cuarenta y seis habitantes, Tele- 
fónica de España, argumenta: 

«Como se puede apreciar, esta entidad no cumple el 
nivel mínimo exigido, por lo cual no está contemplado 
en los planes de Extensión del Servicio Telefónico en 
el Medio Rural. 

Respecto a la posibilidad de instalación de líneas en 
régimen de extrarradio, no existe dificultad para su es- 
tudio, bien como solicitudes individualizadas, o median- 
te un concierto con el Ayuntamiento.)) 

Asimismo, y con motivo de la queja 9028249, presen- 
tada por un residente en la localidad de El Campillo 
(Zamora) y relativa a la demora en la atención de soli- 
citudes de líneas en la localidad, Telefónica manifiesta: 

«La localidad de “El Campillo”, al tener una pobla- 
ción comprendida entre cincuenta‘y cien habitantes, es- 
tá contemplada en la cuarta etapa de ejecución del Real 
Decreto 2248184. 

Al ritmo actual del desarrollo de las previsiones de 
dicho Real Decreto, en la provincia de Zamora se ini- 
cia la tercera etapa y está previsto constituir en nueva 
zona urbana “El Campillo” para 1955, ya que hasta el 
momento no se tiene canocimiento del establecimien- 
to de algún convenio con las instituciones autonómica, 
provincial o local que permitiera, en base al artículo 
8.0 del Real Decreto, adelantar el acceso al abono ur- 
bano en la mencionada localidad. )) 

El mencionado Real Decreto 224811984 establecía, 
con independencia de la creación de zonas urbanas te- 
lefónicas, la instalación de TPS, cuya titularidad recae 
en el Ayuntamiento correspondiente, que decide, asimis- 
mo, el lugar más adecuado para su ubicación. 

En este sentido, todos los años son relativamente fre- 
cuentes las quejas de residentes en municipios del ám- 
bito rural, denunciando deficiencias de servicio u otras 
anomalías en relación con estos teléfonos. En muchos 
de los casos, las irregularidades son ajenas a Telefóni- 
ca, ya sea por derivarse de un inadecuado emplazamien- 
to, por abusos de los titulares del local en que se 
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encuentran instalados, limitaciones en el horario en que 
se hallan en funcionamiento, u otras. En estos casos, 
la disponibilidad del servicio público queda seriamen- 
te afectada y en mayor medida al ser dichos teléfonos 
un elemento de penetración del servicio telefónico en 
el medio rural y estar instalados en localidades donde 
muy frecuentemente no existen otras alternativas. En 
todos estos casos, los reclamantes solicitan, cQmo so- 
lución satisfactoria, la instalación de un teléfono pú- 
blico de monedas (TPM). 

A este respecto; con ocasión de la queja 9000998, pre- 
sentada por el Alcalde del Ayuntamiento de Noguerue- 
las (Teruel), solicitando la sustitución del TPS de la 
localidad por un TPM, Telefónica argumenta: 

«El 10 de septiembre de 1985 el Ayuntamiento de No- 
gueruelas solicitó el cambio del TPS a TPM, informán- 
dosele acto seguido que no procedía dicho cambio, 
puesto que según la Orden Ministerial de 29 de junio 
de 1981, la instalación de un TPM (cabina) se efectuará 
de forma complementaria al TPS, cuando el servicio 
cursado así lo requiera, pero no como sustitutorio del 
mismo, no dándose en esta localidad las condiciones 
requeridas para disponer de TPS y TPM, simultá- 
neamente.» 

Efectivamente, la citada Orden Ministerial establece 
que los TPM queden condicionados a la apreciación de 
determinadas circunstancias, figurando en primer lu- 
gar .cuando lo justifique el grado de utilización del TPS 
previamente existente)). Esta institución ha podido 
constatar que este criterio se viene utilizando con ca- 
rácter prioritario, cuando no único, por Telefónica de 
España, pero es obvio que cuando concurren circuns- 
tancias excepcionales que dificultan y en ocasiones im- 
piden la Utilización de los teléfonos públicos de servicio, 
resulta muy difícil que en los casos más graves se al- 
cance la medida de utilización exigida, dado que los en- 
cargados del TPS ponen trabas para su utilización. Ello 
sin acudir al más fundamental argumento de que esta- 
mos ante un supuesto de prestación de servicio públi- 
co en régimen de monopolio, situación ante la que como 
reiteradamente ha insistido esta institución en sus in- 
formes, no cabe invocar con carácter único o priorita- 
rio el principio de la rentabilidad económica a la hora 
de prestar el servicio. 

Recogiendo toda esta problemática, con fecha 8 de 
noviembre de 1991, esta institución formuló la siguiente 
recomendación a la Presidencia de Telefónica de 
España: 

«Que en todos aquellos casos en los que se constate 
la concurrencia de circunstancias que impidan una ade- 
cuada prestación individualizada y a domicilio a los de- 
mandantes del servicio público telefónico, o se derive 
tal circunstancia de las eventuales deficiencias deriva- 
das del emplazamiento o servicio prestado inadecua- 
damente de los teléfonos públicos de servicio (TPS), o 
cuando algunos vecinos lo soliciten y quede justifica- 

do que estas solicitudes están basadas en el hecho de 
que el TPS no cubre sus necesidades de servicio tele- 
fónico, se instale un teléfono público de monedas (TPM) 
que garantice a los ciudadanos afectados la contjnui- 
dad y accesibilidad de las comunicaciones telefónicas. 

Esta institución entiende que circunstancias como las 
descritas constituyen “razones singulares de demanda”, 
suficientes para aconsejar la instalación de un teléfo- 
no público de monedas, tal como prevé el artículo 3.9 
apartado 2.c de la Orden de 29 de junio de 1981. 

Los fines que pretende esta recomendación se con- 
seguirían, en los casos descritos, con la instalación de 
un teléfono protegido de monedas en la vía pública, o 
de un teléfono modular, siempre que en este último ca- 
so el Ayuntamiento acepte la titularidad, gestión y con- 
trol del mismo.)) 

En escrito recibido en esta institución el 16 de enero 
de 1992, Telefónica hace las siguientes consideraciones 
en relación con la recomendación formulada: 

«Telefónica de España, S. A,, es consciente de que los 
Ayuntamientos tienen problemas para encontrar per- 
sonas que atiendan los TPS y que los ciudadanos de las 
localidades en que se presta el servicio mediante tal mo- 
dalidad sufren dificultades por restricciones en los ho- 
rarios y acceso al servicio. 

Por ello, se estudia en este momento una propuesta 
en la línea de su recomendación, para aceptar la susti- 
tución, a petición del titular del TPS, del equipo termi- 
nal actual, por otro de cobro automático con 
recaudación por el propio titular. 

Tan pronto Telefónica de España, S.  A., tome una de- 
cisión sobre el asunto, se la haré llegar con urgencia.)) 

En espera de este nuevo informe, valoramos positi- 
vamente la declaración de intenciones que nos trasla- 
da Telefónica, pero resulta necesario que la misma dé 
paso, en un futuro próximo, a medidas concretas que 
permitan ir superando la insuficiente disponibilidad de 
teléfonos de uso público en el medio rural. 

No obstante, no se nos oculta que la solución del pro- 
blema no viene dada exclusivamente por el progreso 
tecnológico en el campo de la telefonía, que ha permi- 
tido el desarrollo de nuevos teléfonos públicos fiables 
y de bajo coste de mantenimiento, sino que necesita, en 
todo caso, ir acompañada de la asunción por los Ayun- 
tamientos de la parte de responsabilidad que puede co- 
rresponderles, mediante la aceptación de la titularidad 
de estos teléfonos. 

Finalmente, de los problemas que padece la telefo- 
nía rural, el que se traduce año tras año en un mayor 
número de quejas, es el concerniente a la instalación 
de líneas de extrarradio. Las quejas se centran, tanto 
en demoras en la instalación de líneas solicitadas co- 
mo, principalmente, en protestas por la cuantía de la 
cuota de constitución y la forma en la que debe hacer- 
se efectivo su pago, al ser necesario adelantar un 20% 
de la misma en el momento de confirmar la solicitud. 
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La cantidad establecida de 30.800 pesetas por cada 500 
metros o fracción del tendido que sea necesario, desde 
el límite de la zona urbana más próxima, sigue pare- 
ciendo excesiva, a pesar de hallarse congelada desde 
1982. No obstante, el citado Real Decreto 2248/84, con- 
templa un principio de solución a este problema al per- 
mitir que las comunidades autónomas, diputaciones 
provinciales y forales, cabildos y consejos insulares 
puedan intensificar los planes de la compañía en su te- 
rritorio, mediante convenios suscritos y con las consi- 
guientes aportaciones económicas, financiando en 
ciertos casos aquella parte de las cuotas exigidas para 
la conexión del servicio, cuando se trate de zonas de ex- 
trarradio. 

La queja 9116821 hace referencia precisamente a los 
problemas de índole burocrática que secundariamen- 
te pueden derivarse de la suscripción de estos conve- 
nios. Con ocasión de la firma del Convenio Plan Penta' 
en Tarragona, ((Telefónica acepta que las peticiones de 
líneas se canalicen exclusivamente a través de los ayun- 
tamientos afectados por el convenio, no siendo posible 
otra actuación diferente)). En este sentido, el firmante 
de dicha queja, denuncia que teniendo solicitada ante 
Telefónica la instalación de una línea, con anterioridad 
a la firma del citado convenio y en la zona afectada por 
el mismo, cuando comenzaron los trabajos en dicha zo- 
na se le comunicó que únicamente afectaban a las per- 
sonas que hubieran formalizado su solicitud ante el 
ayuntamiento respectivo. A este respecto, Telefónica ma- 
nifiesta: 

«En consecuencia, el único requisito necesario para 
el cumplimiento de la solicitud formulada es su inclu- 
sión en el programa de realizaciones que elabora y pre- 
senta el Ayuntamiento de Mont-Roig del Camp, y si 
existe alguna dificultad para llevar a cabo el indicado 
trámite, no tiene su origen en la voluntad o iniciativa 
de Telefónica, por lo que tampoco se encuentra a su al- 
cance determinar una actuación concreta, que quizá 
fuera aconsejable requerir al Ayuntamiento de Mont- 
Roig del Camp, bien directamente, o a través del Gobier- 
no Civil o la Diputación Provincial.)) 

6.1.3. Atención al usuario 

6.1.3.1. Facturación 

A lo largo de este último año, han seguido recibién- 
dose numerosas quejas de ciudadanos que muestran su 
disconformidad con el número de pasos facturados por 
Telefónica de España. 

La necesidad de que, conforme al artículo 15 del Re- 
glamento de servicio de relaciones con los abonados, 
se siga avanzando en el proceso de implantación de un 
sistema de facturación detallada de las comunicacio- 
nes automáticas, interurbanas e internacionales, cur- 
sadas por los abonados que lo soliciten, ha sido 
reiteradamente defendida por esta institución en los su- 

cesivos informes presentados ante las Cortes Generales. 
No obstante, la implantación generalizada de este ser- 

vicio está condicionada técnicamente a la digitalización 
de la red y, por tanto, al proceso de modernización de 
las centrales telefónicas, que en la actualidad sólo al- 
canza el 30% de las líneas. 

En este sentido, el vigente servicio de información de- 
tallada, sometido a las limitaciones tecnológicas antes 
apuntadas, se concibe en la actualidad como opción que 
requiere el pago de un cargo adicional y alcanza nive- 
les de implantación mínimos. 

Lo adecuado, a juicio de esta institución, sería la pro- 
gresiva extensión, en la medida en que lo permitan los 
condicionantes técnicos, de una nueva factura detalla- 
da que actúe como instrumento de garantía para el 
usuario y que no comporte cargo adicional alguno. 

Por otra parte, el 6 de octubre de 1989, se firmó el 
((Acuerdo Marco para la defensa de los derechos de los 
usuarios del servicio telefónico)), por el Ministerio de 
Sanidad y Consumo, Telefónica de España, Delegación 
del Gobierno en Telefónica y Asociaciones de Consumi- 
dores. Por este acuerdo, Telefónica se adhiere a la ex- 
periencia arbitral del consumo por mecanismo 
extrajudicial, creándose el Consejo de Mediación y Se- 
guimiento del Servicio Telefónico. 

Con fecha noviembre de 1991, dirigimos oficio al Ins- 
tituto Nacional del Consumo, solicitando información 
acerca de la actividad desarrollada desde su creación 
por el mencionado consejo en relación con el actual sis- 
tema de facturación telefónica y, especialmente, acer- 
ca de los asuntos tratados en esta materia y las 
soluciones adoptadas. 

Mediante escrito de fecha 23 de diciembre de 1991, 
el mencionado instituto nos da traslado de lo siguiente: 

((Después de la información facilitada por este Insti- 
tuto en octubre de 1990, el Consejo de Mediación y Se- 
guimiento del Servicio Telefónico se ha reunido para 
tratar sobre la vinculación de Telefónica al Sistema Ar- 
bitral, dándose una valoración positiva a lo que en es- 
te aspecto se ha conseguido. 

Asimismo se ha señalado en el seno del Consejo la 
paulatina superación del deficiente funcionamiento que 
se había detectado en el servicio telefónico del 003. 

Durante este año también han tenido lugar reunio- 
nes de un grupo de trabajo para el estudio de diversos 
temas entre los que destacan los derechos y deberes del 
usuario de telefónica, las reclamaciones o el recibo del 
teléfono, sin olvidar los teléfonos de uso público, el te- 
ma de telefónica como medio de comunicación social 
o información. 

Una vez suscrito el Contrato del Estado con la Com- 
pañía Telefónica, además de incidir sobre temas antes 
tratados, se abordarán otros de interés, como es el de 
la digitalización de la red.)) 

Simultáneamente a la actuación realizada ante el Ins- 
tituto Nacional del Consumo, se solicitó de Telefónica 
de España información sobre los avances experimen- 
tados a lo largo de 1991 en el proceso de digitalización 
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de la red y el grado de cumplimiento de las previsio- 
nes existentes. 

Mediante escrito de fecha 7 de enero de 1992, de esa 
empresa pública, se proporciona la información si- 
guiente: 

((Actualmente, el servicio de información detallada 
se facilita a 13.500 clientes, pero se podría utilizar por 
todos los titulares de líneas telefónicas que pertenez- 
can a Centrales Telefónicas de Tecnológia Digital, sien- 
do de destacar que el porcentaje de líneas telefónicas 
de las citadas características técnicas asciende al 33% 
del total de líneas en servicio, estando previsto alcan- 
zar el 37% a finales del presente año, y el 42% al final 
del año 1993.~ 

Contrastando estos datos con otros aportados con an- 
terioridad por Telefónica de España, se observa que el 
porcentaje de líneas que pertenecen a centrales dota- 
das de tecnología digital se ha visto incrementado, en 
el período noviembre de 1990-enero de 1992, del 24% 
al 33% actual. 

Por otra parte, el servicio de información detallada 
que presta la Compañía, mediante cargo adicional, a los 
usuarios de líneas digitales que lo solicitan ha visto in- 
crementada fuertemente su demanda, en el período 
contemplado. Los apenas 3.000 abonados que solicita- 
ron este servicio en 1989 se han multiplicado hasta al- 
canzar 13.500 en la actualidad, lo que pone de 
manifiesto la creciente preocupación del usuario por 
disponer de información clara y detallada que actúe co- 
mo elemento de garantía de sus derechos. 

6.1.3.2. Abono social 

Se han recibido en esta institución diversas quejas 
expresando desacuerdo con alguno de los límites esta- 
blecidos para poder acceder al Abono Social de Telefó- 

nica. Entre ellas, destacan las firmadas por perceptores 
de pensiones mínimas de jubilación con cónyuge a car- 
go (como es el caso de la 9112554), quienes denuncian 
haber sido inesperadamente excluidos, en los dos últi- 
mos años, del derecho a dicha modalidad subvenciona- 
da de abono, como consecuencia de la aplicación de un 
criterio restrictivo de actualización del límite máximo 
de ingresos que da acceso al abono social. 

Esta modalidad de abono fue creada bajo el nombre 
de ((cuota de abono reducida,,, teniendo como benefi- 
ciarios a aquellos usuarios de Telefónica que ((hayan 
cumplido los sesenta y cuatro años y cuyos ingresos 
anuales no superen las cuatrocientas cincuenta mil pe- 
setas, así como para los abonados cuyos titulares con 
edad inferior a la mencionada estén afectados por in- 
capacidad absoluta para ejercer todo tipo de profesión 
u oficio y que reúnan, además, el resto de las condi- 
ciones ». 

El tope máximo de renta para acceder a esta modali- 
dad de abono fue elevado por la Orden de 25 de marzo 
de 1986 hasta la cifra de 500.000 pesetas, si bien ahora 
se refería a ((ingresos anuales de la unidad familiar», 
manteniéndose el resto de las condiciones. 

Mediante Orden Ministerial de 10 de marzo de 1989, 
el abono particular de cuota reducida pasa a denomi- 
narse ((abono social », ampliándose asimismo, el máxi- 
mo de rentas percibidas (por todos los conceptos) por 
la unidad familiar para poder beneficarse del mismo, 
a la cifra de 600.000 pesetas al año, cuantía que sería 
elevada a 700.000 pesetas en la Orden de 12 de abril de 
1991. 

El Cuadro que se presenta a continuación, relaciona 
la evolución de las pensiones mínimas del sistema de 
la Seguridad Social con la del tope máximo de ingre- 
sos para poder acceder al Abono Social, fijado en las 
sucesivas órdenes de modificación de tarifas. La serie 
contempla los últimos nueve años de vida de esta mo- 
dalidad de abono. 
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Año 
Ordenes 

modificación 
de 

tarifas 

198310. 
5-Marzo 

198410. 
9-Feb rero 

198510. 
27-Marzo 

198610. 
25-Marzo 

198710. 
3-Abril 

Pensión mínima jubilación Pensión mínima jubilación Tope máximo 
clcónyuge a cargo (*) sícónyuge a cargo (*) de ingresos Cobertura 

para acceso del 
al abono abono 

cuanía cuantía cuantía cuantía Social Social 
mensual anual (**) mensual anual (**) 

Pens. mín. cl y 

Pens. mín. cl y 

Pens. mín. c1 y 

Pens. mín. cl y 

Pens. mín. cl y 

23.565 329.910 23.565 329.910 450.000 sl cónyuge a cargo 

26.160 366.240 25.450 356.300 450.000 sl cónyuge a cargo 

29.000 406.000 27.490 384.860 450.000 sl cónyuge a cargo 

32.560 455.840 29.800 417.200 500.000 sl cónyuge a cargo 

35.165 492.310 31.590 442.260 500.000 sí cónyuge a cargo 

1988 1 38.000 1 532.000 1 33.650 1 471.100 
Excluidas pens. mín. 

500.000 cl cónyuge a cargo 

198910. 
10-Marzo 1 42.525 1 595.350 1 36.140 1 505.960 

Pens. mín. cl y 
600.000 sl cónyuge a cargo 

(*) Sistema de la Seguridad Social. 
(**) Calculado en  base a catorce mensualidades. 

199010. 
16-Marzo 

La última columna del cuadro presentado recoge el 
grado de cobertura que el abono social ha ido ofrecien- 
do a los preceptores de pensiones mínimas de la Segu- 
ridad Social a lo largo del tiempo. Se observa que dicha 
cobertura ha alcanzado en todo momento a los precep- 
tores de pensiones mínimas de jubilación sin cónyuge 
a su cargo (siempre suponiendo que no concurre nin- 
gún otro ingreso en la unidad familiar), pero que espo- 
rádicamente ha excluido, sin razón aparente, a los 
beneficiarios de pensiones mínimas de jubilación con 
cónyuge a su cargo. 

Esta circunstancia, que se produjo por primera vez 
en 1988, año en el que no hubo orden de modificación 
de tarifas, fue corregida en 1989 al elevarse el tope má- 
ximo a 600.000 pesetas. Sin embargo, la revalorización 
experimentada en 1990 por las pensiones del sistema 
de la Seguridad Social volvió a dejar fuera de la cober- 
tura del abono social a este colectivo, toda vez que en 
la Orden de 16 de marzo de 1990 de modificación de 
tarifas, no se actualizó el tope de ingresos que permite 
el acceso al mencionado abono. 

Finalmente, mediante la Orden de 12 de abril de 1991, 
se autoriza la elevación de dicho tope de renta hasta 
700.000 pesetas, excluyéndose definitivamente al colec- 
tivo de perceptores de pensiones mínimas de jubilación 
con cónyuge a su cargo, por una diferencia de 2.240 
pesetas. 

Excluidas pens. mín. 
47.010 658.140 1 39.950 1 559.300 600.000 c/ cónyuge a cargo 

Por todo cuanto antecede, esta institución, en uso de 
las facultades que le confiere el artículo 30 de la Ley 
Orgánica 311981, de 6 de abril, acordó recomendar a la 
Presidencia de Telefónica de España que se fije un cri- 
terio de actualización sistemática del tope de renta de- 
terminante del detecho al abono social que garantice, 
en todo, momento, la inclusión en su ámbito de cober- 
tura a los preceptores de pensiones mínimas de jubila- 
ción con cónyuge a cargo, conforme a los importes 
fijados cada año en los distintos sistemas públicos de 
previsión social, siempre que no reciban otro tipo de 
ingresos. 

Mediante escrito de fecha 14 de noviembre de 1991, 
Telefónica de España acepta la recomendación formu- 
lada en los siguientes términos: 

199110. 
12-Abril 1 i0.160 1 702.240 1 42.630 1 596.820 

<(El asunto planteado, coincide con el propósito de Te- 
lefónica de España de regularizar este aspecto con la 
entrada en vigor de nuevas tarifas, estableciendo co- 
mo tope máximo de ingresos de la unidad familiar, el 
equivalente a la pensión mínima de jubilación con cón- 
yuge a cargo, no alterándose el resto de las condicio- 
nes establecidas hasta la fecha. 

Es por tanto, nuestra intención, que elevaremos a la 
Autoridad Normativa (Ministerio de Obras Públicas y 
Transportes), recoger en el nuevo marco tarifario la Re- 
comendación de esa Institución, para que en lo sucesi- 

Excluidas pens. mín. 
700.000 cl cónyuge a cargo 
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vo no se produzcan desfases entre las pensiones 
mínimas y los topes económicos establecidos por Tele- 
fónica para dar derecho al Abono Social.)) 

6.2. Correos 

6.2.1. Aspectos normativos 

Mediante el artículo 99 de la Ley 31/1990, de 27 de 
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 
1991, se crea el organismo autónomo ((Correos y Telé- 
grafos», adscrito al Ministerio de Transportes, Turismo 
y Comunicaciones (hoy Ministerio de Obras Públicas 
y Transportes), dotado de personalidad jurídica y pa- 
trimonio propios, independientes de los del Estado, así 
como plena capacidad jurídica y de obrar para el cum- 
plimiento de sus fines. 

Entre las funciones del organismo autónomo de nue- 
va creación se encuentra la gestión de los servicios bá- 
sicos de correos y, en concreto, la admisión, 
clasificación, curso, transporte y distribución de car- 
tas y tarjetas postales en todas sus modalidades, así co- 
mo los servicios de telegramas, télex y giro postal y 
telegráfico. 

No tendrán la consideración de básicos los restantes 
servicios de correos y telecomunicación que podrán ser 
gestionados, además de por el organismo de nueva crea- 
ción, por otras entidades públicas o privadas, previa 
autorización administrativa. 

No obstante, la palabra Correos y las señas de iden- 
tificación de este servicio no podrán ser utilizadas en 
relación con actividades o bienes que induzcan a con- 
fusión con tal servicio público. Tampoco podrán em- 
plearse rótulos, anuncios, emblemas, sellos fechadores, 
impresos u otros similares a los del Correo. 

La constitución del organismo autónomo ((Correos y 
Telégrafos)), dirigida a posibilitar una prestación más 
eficaz del servicio a su cargo, debe servir de instrumen- 
to para superar las graves insuficiencias actuales en el 
funcionamiento de las comunicaciones postales. 

6.2:2. Calidad del servicio 

6.2.2.1. Deficiencias de carácter general 

Durante el presente año se han seguido recibiendo 
en esta institución quejas que denuncian deficiencias 
de carácter general en el funcionamiento del servicio 
de correos. Estas quejas hacen referencia a demoras en 
el reparto de la correspondencia, así como a insuficien- 
cias de medios materiales y humanos en las oficinas 
de correos. 

Especialmente significativa, en este sentido, es la que- 
ja 9101559 en la que se denunciaba el deficiente fun- 
cionamiento de la Oficina de Correos de Castelldefels 
durante los meses de diciembre de 1990 y enero de 1991, 

concretado en la total ausencia de reparto de corres- 
pondencia en el domicilio del interesado. Admitida a 
trámite, la Dirección General de Correos y Telégrafos, 
en respuesta a nuestro oficio hace, entre otras, las si- 
guientes consideraciones: 

« A  mediados de septiembre del pasado aÍio, por di- 
versas causas (vacaciones, bajas, exámenes, etc.), se re- 
gistró un ligero retraso en la distribución de impresos 
en aquella localidad procediéndose a la contratación 
de tres laborales en funciones de ACR de refuerzo pa- 
ra solucionar la situación, estableciéndose un equipo 
de clasificación en turno de tarde. (...) 

A partir de la contratación de los refuerzos citados 
la acumulación se trasladó a los sectores de reparto, 
contando también con las entradas masivas de impre- 
sos registrados en aquellas fechas. 

Se comprobó entonces que una nueva contratación 
de refuerzo no resolvería definitivamente la situación 
mientras no se dispusiera de local suficiente para la 
Unidad de Reparto. 

Existía por aquella fecha el proyecto de obra, en trá- 
mite de aprobación, de adecuación de nuevos locales 
para ubicación de la Oficina de Correos, hoy ya finali- 
zados y a punto de inauguración, pero dada la urgen- 
cia del caso que se presentaba por aquellos días, al no 
poder esperar más tiempo para la adecuación de los 
locales, se procedió en la primera semana de octubre 
a la búsqueda de local adecuado y suficiente para la 
Cartería el que, una vez hallado y tras la inevitable tra- 
mitación de su alquiler, se ocupó el día 10-11-90. (...) 

Desde principios de octubre hasta el traslado de la 
Cartería al nuevo local la acumulación de impresos se 
incrementó considerablemente. Por la circunstancia de 
la separación de centros de trabajo y para un correcto 
funcionamiento del reparto se procedió al nombramien- 
to provisional de un coordinador de Cartería lo que, con 
el apoyo y asesoramiento de dos componentes de la Ins- 
pección de Reparto de Barcelona desplazados varios 
días a Castelldefels, posibilita un rápido descenso en 
la acumulación si bien no se logra la total puesta al día 
en el reparto de impresos hasta la primera semana de 
febrero de este año debido a las fiestas navideñas. (...) 

Hemos de citar también que en Castelldefels se dis- 
pone de nuevas instalaciones destinadas a la Oficina 
con posibilidad de una pronta puesta en servicio con 
lo que se conseguirá una sensible mejora en la presta- 
ción de los servicios.)) 

Es de esperar que con la anunciada puesta en servi- 
cio de las nuevas instalaciones, se solucionen definiti- 
vamente las insuficiencias en el funcionamiento del 
servicio de Correos en Castelldefels. 

Mediante la queja 9114701, el firmante denunciaba 
el deficiente funcionamiento del servicio de correos en 
la localidad de Elche, con una sola oficina para una po- 
blación cercana a 200.000 habitantes, ubicada en un edi- 
ficio, siempre en opinión del firmante, lúgubre y con 
malas señalizaciones interiores. 
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En su preceptivo informe, la Dirección General de Co- 
rreos y Telégrafos manifiesta lo siguiente: 

«Ciertamente, la población sólo posee una oficina, 
que ocupa una superficie, tras la última ampliación, de 
1.545 m2. En cuanto a la calificación de lúgubre, la Je- 
fatura Provincial de Correos y Telégrafos de Alicante 
no la comparte, a no ser que el reclamante haga refe- 
rencia a las características constructivas del local que 
con un semisótano y tres plantas posee varios pasillos 
y escaleras, lo que lo hacen algo confuso. La citada Je- 
fatura Provincial, no obstante, tomará las medidas ne- 
cesarias para mejorar la señalización de las 
dependencias de atención al público. 

Por otra parte, esta Dirección General, consciente de 
la necesidad de mejorar el servicio, ha previsto la com- 
pra de un nuevo local de 840 m2 sito en la Avda. de la 
Libertad (Carrús), habiéndose anunciado con fecha 
12-7-91 la firma de la escritura de compraventa que se 
realizará en Alicante muy próximamente. 

Tras las obras de adaptación necesarias se pondrá en 
servicio, con lo que la atención a los ciudadanos de El- 
che se verá notablemente mejorada.» 

Por otra parte, y en base a las noticias aparecidas en 
los medios de comunicación en junio de 1991, según las 
cuales en las centrales de correos de Santander y To- 
rrelavega se habrían producido en la fecha indicada, 
importantes depósitos de envíos postales sin repartir, 
esta institución acordó abrir una investigación de ofi- 
cio, en el ejercicio de las competencias que le confiere 
el artículo 9.1 de la Ley Orgánica 311981, de 6 de abril. 

En respuesta a nuestro escrito, la Dirección General 
de Correos y Telégrafos hace las siguientes considera- 
ciones: 

«Los depósitos de correspondencia habidos en San- 
tander y Torrelavega, a principios del pasado mes de 
junio, fueron motivados por los diversos envíos insti- 
tucionales de los Ayuntamientos, Comunidad Autóno- 
ma, tarjetas censales del INE, Ministerio de Hacienda, 
envíos electorales, etc., que se produjeron durante los 
meses de abril y mayo. 

Los picos de tráfico acumulado en Sala de Dirección, 
en correspondencia de primera categoría, se dieron du- 
rante dos días hacia finales de junio y fueron de poca 
importancia. Sí los hubo en correspondencia de segun- 
da categoría, pero quedaron a cero a partir del día 11. 

La Unidad de Reparto, en Clasificación no ha tenido 
depósitos durante todo el mes, en ningún tipo de co- 
rrespondencia. Los Distritos se mantuvieron a cero du- 
rante todo el mes, aunque sí se registraron depósitos 
de correspondencia de segunda categoría (impresos, pu- 
blicidad, etc.). 

En la Oficina de Torrelavega, los picos de tráfico en 
correspondencia de primera categoría fueron alterna- 
tivos y de escasa importancia que quedaron absorbi- 
dos fácilmente, aunque sí registró depósitos en 
correspondencia de segunda categoría. >> 

Analizada esta respuesta, se consideró insuficiente, 
por lo que en octubre de 1991, esta institución se vol- 
vió a dirigir al citado centro directivo solicitando am- 
pliación del informe remitido, con datos más concretos 
sobre los envíos pendientes de reparto y de clasifica- 
ción, al objeto de constatar la efectiva regularización 
de la situación en las mencionadas oficinas. 

Mediante escrito de fecha 10 de diciembre de 1991, 
la Dirección General de Correos y Telégrafos nos pro- 
porciona los datos solicitados sobre volumen de depó- 
sitos en las oficinas de correos de Santander y 
Torrelavega durante los meses de junio a octubre de 
1991. Asimismo, para la normalización total de la situa- 
ción, informa de la formulación de los siguientes pro- 
yectos: 

«En Santander capital, está prevista la creación de 
una nueva Sección de Reparto, así como reformar los 
servicios rurales que dependen directamente de la Je- 
fatura Provincial y que se han convertido en prolonga- 
ción de la ciudad, tales como Soto de la Marina, Loredo 
y Langre. 

En Torrelavega está en estudio la reestructuración de 
las actuales Secciones de Reparto, así como la creación 
de dos nuevas Secciones. 

Además, incorporar a su Unidad de Reparto los ser- 
vicios rurales de Tanos y La Montaña, por ser una pro- 
longación del ámbito urbano de Torrelavega. )> 

Las quejas 9101596, 9105568 y 9110064, recogían los 
problemas del servicio de correos en el barrio de Les 
Roquetes, separado 5 km del núcleo de Sant Pere de Ri- 
bes (Barcelona), y con una población superior a siete 
mil habitantes. Estos problemas, reflejados en nume- 
rosas quejas de ciudadanos, canalizadas a través de una 
asociación de vecinos, llevaron a la Comisión de Gobier- 
no del Ayuntamiento de Sant Pere a pronunciarse so- 
bre la imperiosa necesidad de abrir una oficina auxiliar 
de correos en Les Roquetes. 

En respuesta a nuestro oficio de admisión, la Direc- 
ción General de Correos y Telégrafos, en informe de fe- 
cha 6 de mayo de 1991, manifiesta lo siguiente: 

«Con fecha 18 de marzo pasado se han dirigido por 
esta Dirección General sendas cartas al Sr. Alcalde Pre- 
sidente del Ayuntamiento de Sant Pere de Ribes y al Pre- 
sidente de la Asociación de vecinos de Les Roquetes del 
Garraf, informándoles de la creación de una Oficina 
Auxiliar de Correos y Telégrafos en la localidad de Les 
Roquetes, con independencia de mantener la previsión 
de instalar una nueva Oficina Técnica en Sant Pere de 
Ribes, quedando pendiente de la disponibilidad de los 
locales la instalación de ambas oficinas.» 

Con fecha 27 de mayo de 1991, agradecemos el infor- 
me remitido, comunicando al citado centro directivo 
que quedamos a la espera de que se nos comunique la 
efectiva instalación de las oficinas de nueva creación. 

En noviembre de 1991, y dado que dicha comunica- 
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ción no se ha recibido, se procede a enviar requerimien- 
to a la mencionada Dirección General, recordando la 
obligación de todos los poderes públicos de prestar 
auxilio a esta institución con carácter preferente y ur- 
gente en sus investigaciones, de acuerdo con la Ley Or- 
gánica 3/81, de 6 de abril. 

En oficio, sin fecha ni registro de salida de la Direc- 
ción General de Correos y Telégrafos, recibido en esta 
institución el 15 de enero de 1992, se manifiesta lo si- 
guiente: 

«La Oficina Técnica de Sant Pere de Ribes (Barcelo- 
na), se encuentra creada e incluida en el catálogo de 
puestos de trabajo. 

En cuanto a la disponibilidad de locales, se está tra- 
mitando la adquisición de un local para la instalación 
de los servicios, con cargo a los presupuestos del co- 
rriente año. >> 

Esta respuesta se ha considerado insatisfactoria, por 
cuanto de la misma parece deducirse que todavía no 
se ha producido la puesta en marcha efectiva de la Ofi- 
cina Técnica de Sant Pere de Ribes, y no se hace refe- 
rencia alguna a la nueva Oficina Auxiliar de Correos 
y Telégrafos de la localidad de Les Roquetes. 

En consecuencia, se ha dirigido nuevo oficio al Or- 
ganismo Autónomo Correos y Telégrafos, al objeto de 
que clarifique urgentemente la situación en que se ha- 
llan estos dos proyectos. 

Finalmente, las quejas 9025763, 9108504, 9115513, 
9117049 y otras vienen firmadas por residentes en di- 
versas urbanizaciones o zonas rurales en las que no 
existe servicio de reparto domiciliario de correspon- 
dencia. 

En todos estos casos, se solicitó el correspondiente 
informe al organismo competente, dando cuenta de 
nuestras actuaciones a los interesados. 

6.2.2.2. Pérdidas y expolios de certificados 

Además de las quejas que denuncian deficiencias de 
carácter general en el funcionamiento del servicio de 
Correos, merecen capítulo aparte los problemas inhe- 
rentes a la correspondencia certificada. 

El artículo 16 de la Ordenanza Postal clasifica la co- 
rrespondencia, por las garantías que se le otorgan, en: 

a) correspondencia ordinaria, 
b) correspondencia certificada, 
c) correspondencia asegurada. 

Es correspondencia ordinaria la que se admite para 
su curso y entrega comunes y está acogida a las garan- 
tías de rapidez y seguridad ofrecidas con carácter ge- 
neral. La Administración de Correos no asume 
responsabilidad alguna por la correspondencia ordina- 
ria que se le confíe para su transporte, pero la tendrán 
personalmente los empleados por su negligencia y los 
abusos que cometan. 

Es correspondencia certificada la que previo el pa- 
go de un derecho independiente del porte ordinario del 
envío, se admite y entrega mediante recibo, da lugar a 
operaciones de asiento que la singularizan y su pérdi- 
da, salvo causa de fuerza mayor, da derecho en favor 
del expedidor o, en su defecto a petición del destinata- 
rio, a una indemnización fija e igual para cada objeto. 
El artículo 27.1 del Real Decreto 1323/1990, de 26 de oc- 
tubre, por el que se modifican las tarifas postales tele- 
gráficas elevó el importe de dicha indemnización a 
2.800 pesetas, lo que supuso un 100% de incremento 
respecto a la cuantía anterior. Posteriormente, el Real 
Decreto 1849/91, de 30 de diciembre, actualizó dicha 
cantidad, fijándola en 3.000 pesetas. 

Por otra parte, el punto 6 del citado artículo 16 de la 
Ordenanza Postal, así como el artículo 292 del Regla- 
mento de los Servicios de Correos, establece: 

«La Administración no está obligada a indemnizar 
por deterioro o expoliación de los objetos certificados 
en general. )) 

En este sentido, al usuario le asiste el derecho a co- 
brar una indemnización en el caso de pérdida del en- 
vío certificado, y en cambio no se le reconoce 
compensación alguna en los supuestos de expoliación 
o deterioro de envíos certificados. 

Finalmente, el precitado artículo de la Ordenanza Pos- 
tal define la modalidad de correspondencia asegurada 
como aquélla que mediante el abono de un derecho in- 
dependiente del porte ordinario del envío y del certifi- 
cado, se admite, circula y entrega con garantías 
especiales, contiene los valores expresados en la cubier- 
ta y da origen, en caso de extravío del objeto o de desa- 
parición total o parcial de su contenido, a una 
indemnización equivalente a la cantidad declarada o de- 
saparecida. 

Siguen llegando a esta institución numerosas quejas 
denunciando casos de extravíos y expolios en envíos 
certificados. El problema, reiteradamente puesto de 
manifiesto en nuestros sucesivos informes, también 
afecta a la correspondencia ordinaria. Sin embargo, y 
debido a que ésta no se registra ni anota, consiguiente- 
mente no es posible determinar en cada caso los moti- 
vos de su no entrega, si bien esta institución ha 
recomendado en informes anteriores que se realicen los 
esfuerzos necesarios para mejorar la calidad del servi- 
cio postal, garantizando la seguridad de la correspon- 
dencia. 

En los casos concretos de pérdida o expolio de certi- 
ficados, la actuación de esta institución se circunscri- 
be a la admisión individualizada de las quejas recibidas 
ante la Dirección General de Correos y Telégrafos (ac- 
tualmente Organismo Autónomo Correos y Telégrafos), 
que, tras efectuar las oportunas comprobaciones y en 
el supuesto de que se dé por desaparecido el certifica- 
do, procede a ofrecer al imponente del mismo la indem- 
nización reglamentaria. En algunas ocasiones, el 
interesado muestra su disconformidad con la cuantía 
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de dicha indemnización (3.000 pesetas en la actualidad), 
por entender que los perjuicios económicos ocasiona- 
dos por el extravío no quedan suficientemente cubier- 
tos por dicha cifra. 

Como ejemplo de lo anterior, el firmante de la queja 
9105575 denuncicaba la pérdida de un certificado-carta 
conteniendo un décimo de lotería que resultó premiado. 

En respuesta a nuestro oficio de admisión, la Direc- 
ción General de Correos y Telégrafos hace, entre otras, 
las siguientes consideraciones: 

«Como consecuencia de la imposición del certifica- 
do carta número 31 en Monforte del Cid el 12-12-88, nace 
automáticamente para el imponente el derecho de re- 
clamación previsto en los artículos 286, 289 y 292 de 
nuestro Reglamento de Servicios, ante situaciones co- 
mo la descrita de ausencia de entrega material del en- 
vío al destinatario. 

Tras la preceptiva reclamación efectuada en la Ofici- 
na impositora con el número 1 el 11-01-89, se inician 
los trámites pertinentes, y ante la declaración del des- 
tinatario manifestando no haber recibido la carta co- 
mo ordinaria, acompañada del informe de la Oficina 
de destino poniendo de manifiesto no haber tenido en- 
trada el envío y ante la ausencia de seguimiento de cur- 
so por carecer el certificado del carácter de urgencia 
al darle por desaparecido, se procede a ofrecer al im- 
ponente la indemnización reglamenaria, siendo rehu- 
sada por el mismo. 

A instancias de la Oficina de origen, la Sección de Trá- 
fico Postal pone en conocimiento de aquélla el período 
durante el que se encuentra en vigor a disposición del 
reclamante la citada indemnización (cinco años). 

El 06-02-89, la interesada presenta escrito de queja 
rechazando la indemnización y alegando que el conte- 
nido del envío se cifraba en un décimo de Lotería para 
el sorteo navideño y que éste había resultado agracia- 
do con quince mil pesetas, solicitando a su vez que se 
le devuelva el décimo o el equivalente, y se determinen 
las responsabilidades personales a que hubiere lugar 
en derecho. 

Parece desprenderse que la interesada no fue aper- 
cibida de que con arreglo a lo regulado por el artículo 
13, apartado 15.2, de nuestra Reglamentación, el curso 
de los billetes de Lotería ha de efectuarse preceptiva- 
mente bajo la modalidad de “valor declarado”, mediante 
“pliego de valores”. )) 

La queja 9115378 recogía la denuncia del extravío de 
un paquete postal enviado a Canadá. En su preceptivo 
informe, Correos atribuye la responsabilidad de la pér- 
dida a la administración de Correos canadiense en los 
siguientes términos: 

«El Paquete Postal número 250 se cursó por Barce- 
lona en despacho número 170 en vuelo IB-0701/91 has- 
ta Madrid y desde Madrid a Montreal por el IB-971. 

La Administración canadiense no ha levantado Bole- 
tín de falta, por lo que el citado despacho 170 se reci- 

bió conforme, siendo la responsable de la no entrega 
al destinatario la citada Administración. 

La Administración canadiense no acepta responsabi- 
lidad alguna por la pérdida de paquetes postales den- 
tro de su territorio. 

Consecuente con cuanto se expone, sólo nos queda 
lamentar los perjuicios ocasionados, que son ajenos a 
nuestro servicio, y solamente imputables a la Adminis- 
tración postal canadiense.)) 

La queja 9113452 recoge el caso de un ciudadano que 
el día 23 de abril de 1991 recibió en su domicilio de Ta- 
rragona una carta certificada y urgente enviada desde 
Madrid el día 12 anterior. En dicha carta se le convo- 
caba para unas oposiciones que llevaba varios meses 
preparando y en las que no pudo participar por haber- 
se celebrado el día 21, es decir, dos días antes de la re- 
cepción del certificado, con el consiguiente perjuicio. 

En su preceptivo informe, la Dirección General de Co- 
rreos y Telégrafos afirma lo siguiente: 

«El retraso en la entrega del certificado que nos ocu- 
pa se debió a la actuación irregular de una contratada 
en funciones de cartero, la cual al no encontrar al des- 
tinatario en su domicilio cuando intentó la entrega del 
envío, devolvió éste a la Oficina sin pasar el correspon- 
diente aviso de llegada para que el interesado hubiera 
podido personarse en aquélla para retirarlo. 

Esta contratada cesó el 30 de abril del año en curso, 
figurando nota en su expediente para no ser contrata- 
da de nuevo en lo sucesivo.» 

Con relativa frecuencia, la Dirección General de Co- 
rreos y Telégrafos, en sus informes, a esta institución, 
tiende a trasladar la responsabilidad de las deficien- 
cias denunciadas por los ciudadanos hacia los traba- 
jadores eventuales contratados. Sin embargo, parece 
necesario que, en todo caso, el mencionado centro di- 
rectivo asuma la parte de responsabilidad que pudiera 
corresponderle en la selección y control de este tipo de 
personal. 

Las quejas 9116102, 9116449 y 9117236, entre otras, 
recogen la situación de ciudadanos que se vieron pri- 
vados del ejercicio del derecho al voto por correo, por 
demoras atribuibles a Correos, en la recepción de do- 
cumentación correspondiente. 

Concretamente, el firmante de la queja Q/17236/91 re- 
cibió el certificado solicitado con fecha 29 de mayo, fue- 
ra de plazo para poder ejercer su derecho al voto por 
correo. En respuesta a la reclamación presentada por 
el interesado, la Dirección General de Correos y Telé- 
grafos manifiesta lo siguiente: 

«Por una serie de detalles, de entre los que destacan 
dos días de huelga por parte de IBERIA y una semana 
de huelga por parte de RENFE, el certificado en cues- 
tión, que debió de llegarle a tiempo para ejercer su de- 
recho al voto por correo antes del 24 de mayo, llegó el 
29, sin tiempo para ello. 
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Para determinar si el hecho fue un caso aislado o se 
suele dar con cierta frecuencia, se ha efectuado un con- 
trol de toda la correspondencia dirigida a usted en su 
apartado, sin que se hayan apreciado anomalías o re- 
trasos importantes, de acuerdo con lo manifestado por 
la Jefatura Provincial de Barcelona.,, 

En todo caso, parece necesario que por la Dirección 
General de Correos se adopten las medidas .oportunas, 
al objeto de que los ciudadanos no sean privados de su 
derecho al voto por correo por irregularidades y retra- 
sos atribuibles en última instancia al servicio de 
Correos. 

6.2.3. Otras actuaciones 

La queja 9022343 recogía el caso de un ciudadano que 
afirmaba no haber recibido notificación de unas actas 
de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. Tras 
solicitar la exhibición de los acuses de recibo corres- 
pondientes, pudo comprobar que en los mismos no 
constaba ningún dato identificador de la persona que 
supuestamente recibió el envío, y que las firmas estam- 
padas en los mismos eran, al parecer, unas rúbricas ile- 
gibles no pertenecientes ni al interesado ni a ninguna 
persona de su entorno. 

Admitida la queja ante la Dirección General de Co- 
rreos y Telégrafos, se nos contesta lo siguiente: 

U Esta Dirección General interesó la oportuna inves- 
tigación en relación con los hechos manifestados en la 
queja de referencia, no habiéndose podido determinar 
ninguna conclusión, ya que toda la documentación re- 
lativa a la incidencia descrita fue caducada en su día, 
por haber transcurrido en exceso el plazo de dieciocho 
meses que se conserva este tipo de documentación, de 
conformidad con lo establecido en las disposiciones vi- 
gentes.,, 

Efectivamente, en la Circular de la Dirección Gene- 
ral de Correos de 21 de junio de 1972 se establecen dis- 
tintos plazos para la conservación de la documentación 
relativa a los diversos servicios postales, atendiendo a 
la naturaleza de los mismos. En el supuesto concreto 
de la correspondencia certificada, el plazo de conser- 
vación es de dieciocho meses, sin establecer distinción 
alguna entre los certificados en general y las notifica- 
ciones administrativas, a pesar de la especial 'signifi- 
cación que en este caso tiene la documentación del 
servicio. 

En este sentido, el Reglamento de los Servicios de Co- 
rreos, al regular la correspondencia certificada, esta- 
blece un régimen específico para la entrega de 
notificaciones administrativas, dirigido a garantizar la 
constancia de la recepción en los términos previstos en 
el artículo 80 de la Ley de Procedimiento Administrati- 
vo. Pero este tratamiento diferenciado no tiene su lógi- 
ca correspondencia en la citada Circular de 21 de junio 

de 1972, cuando establece un plazo único de 18 meses 
para la correspondencia certificada, sin considerar la 
especial relevancia que en el supuesto de las notifica- 
ciones administrativas tiene la conservación de la do- 
cumentación acreditativa de la fecha de la recepción, 
así como de la identidad de la persona que se haga car- 
go de la certificación cuando no se trate del propio des- 
tinatario. 

Por ello, esta institución acordó recomendar a la Di- 
rección General de Correos y Telégrafos que por ese cen- 
tro directivo se valore la conveniencia de ampliar el 
plazo de dieciocho meses, previsto en la Circular de 21 
de junio de 1972, para la conservación de la documen- 
tación relativa a la correspondencia certificada cuan- 
do se trate de notificaciones administrativas. 

Mediante escrito de 7 de noviembre de 1991, la men- 
cionada Dirección General informa acerca de la reco- 
mendación formulada en los siguientes términos: 

«Se ha estudiado con el mayor interés la posibilidad 
de hacer efectiva la citada Recomendación, estimándo- 
se que no resulta aconsejable implantar la medida que 
en ella se propugna, por las siguientes razones: 

l.a h s  certificados que contienen notificaciones ad- 
ministrativas tienen un tratamiento común al resto de 
la correspondencia certificada en general, es decir, que 
desde su admisión hasta su entrega van anotados en ho- 
jas y libros con el resto de los certificados, siendo úni- 
camente en las operaciones previas a la entrega de 
dichos certificados-notificaciones a sus destinatarios, 
donde además de cumplir las formalidades estableci- 
das en cada caso para los certificados en general, se ob- 
servan sus normas específicas, con la consecuencia de 
que cualquier ampliación de los plazos de conservación 
de la documentación de servicio relativa a las notifica- 
ciones administrativas afectaría a toda la corresponden- 
cia certificada en general. 

2.a La documentación de servicio correspondiente 
a los envíos certificados es, sin duda, la que alcanza ma- 
yores volúmenes en los servicios de Correos. Por ello, 
si se ampliasen los plazos actuales de permanencia en 
el archivo de la documentación de este tipo de corres- 
pondencia, se incrementaría la documentación a con- 
servar, lo que plantearía problemas de almacenamiento 
en la mayor parte de las oficinas y dependencias al no 
disponer de espacio suficiente para archivar el creci- 
do volumen de documentación generada. 

3.a Para llevar a efecto dicha Recomendación habría 
de singularizarse el curso de las notificaciones admi- 
nistrativas, medida esta que supondría grandes incon- 
venientes en la operativa del servicio de Correos. 

Por otra parte, los plazos de conservación de la do- 
cumentación del servicio fijado en la mencionada Cir- 
cular han resultado totalmente positivos, como lo 
atestigua el hecho de que sean contadas las reclama- 
ciones que se han producido sobre este tema. 

En conclusión, ha de señalarse que no es posible aten- 
der por las razones expuestas la Recomendación for- 
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mulada, si bien, y con el fin de no perjudicar a los 
organismos oficiales y entidades locales que hacen fre- 
cuente uso del envío de notificaciones ni menoscabar 
las garantías debidas a los destinatarios de tales certi- 
ficados, el personal dependiente de esta Dirección Ge- 
neral que tiene a su cargo las entregas extremará su 
cuidado e interés por tratar de conseguir la mayor ope- 
ratividad posible de las mismas.)) 

Aun valorando positivamente la declaración de inten- 
ciones que nos ofrece la Dirección General de Correos 
y Telégrafos, y asumiendo que las razones de gestión 
y los problemas de almacenamiento a los que se remi- 
te pueden responder a la realidad de unas oficinas in- 
fradotadas, no se puede olvidar la especial relevancia 
de este tipo de correspondencia que la diferencia del 
resto de los certificados, y que aconsejaría, por tanto, 
un tratamiento diferenciado no sólo por lo que respec- 
ta a plazos de conservación de la documentación, sino 
también en lo referente a la correcta identificación de 
las personas que se hacen cargo de las certificaciones 
cuando no se trata del propio interesado. 

En síntesis, la Dirección General de Correos sólo 
aporta razones de organización interna para oponerse 
a una medida razonable que beneficiaría a los usuarios 
de Correos. 

En los informes de años anteriores, especialmente en 
los tres últimos, se ha venido insistiendo ante la men- 
cionada Dirección General en la necesidad de empren- 
der importantes reformas al objeto de superar las 
graves deficiencias que padece el servicio de Correos. 

Como parte de esta labor de seguimiento, y con oca- 
sión de diversas quejas recibidas a lo largo de 1991 
(9106963 y otras), con fecha 16 de noviembre de 1991, 
se dirige al Ministerio de Obras Públicas y Transpor- 
tes escrito en el que, partiendo del análisis de los prin- 
cipales problemas e insuficiencias en el funcionamiento 
del servicio de Correos detectados por esta institución, 
así como de la síntesis de las actuaciones realizadas an- 
te la administración competente al objeto de mejorar 
el mismo, se concluye recomendando la adopción de 
medidas urgentes con la finalidad señalada. 

En el mencionado escrito se recogen, como punto de 
partida, las siguientes conclusiones que ya dieron lu- 
gar a una recomendación incluida en el informe anual 
de 1988: 

a) La existencia de una cierta confusión normativa 
en la regulación jurídica del servicio de Correos, carac- 
terizada por su extraordinaria dispersión, por lo que 
se recomendaba que se procediera al estudio y elabo- 
ración de un código de derechos de los usuarios con 
el rango normativo correspondiente, que estableciera 
de manera clara y sistemática la relación de los ciuda- 
danos con el servicio público de Correos. 

b) La pervivencia en el momento actual de dos ca- 
tegorías, la reclamación y la queja, como realidades in- 
dependientes, por lo que se destacaba la necesidad de 
aprobar una normativa integradora que regulase de for- 

ma sencilla y unitaria la tramitación de las reclama- 
ciones de los ciudadanos, bajo un único concepto que 
se aplicaría de un modo uniforme en todas las admi- 
nistraciones de Correos, y que, en última instancia, ac- 
tuaría como instrumento de protección al usuario y de 
mejora del servicio. 

c) La regulación vigente, recogida tanto en el art. 292 
del Reglamento de los servicios de Correos como en el 
art. 16.6 de la ordenanza postal, no reconoce ningún de- 
recho al usuario en los supuestos de deterioro o expo- 
liación, por lo que se recomendaba la modificación de 
dicha regulación normativa, al objeto de que se reco- 
nozca a los usuarios alguna compensación en los ca- 
sos de expoliación o deterioro de envíos certificados. 

d) En lo que se refiere al sistema de indemnizacio- 
nes previsto para el caso de extravío de certificados or- 
dinarios o sin declaración de valor, se recomendaba el 
incremento sustancial de las correspondientes indem- 
nizaciones, por entender que su importe no cubría los 
perjuicios que en la generalidad de los casos padece el 
interesado por la pérdida de su envío. 

e) Los problemas derivados del servicio de Correos 
en zonas rurales y urbanizaciones, agravados por la fal- 
ta de claridad de la normativa existente en este punto 
y los limitados medios personales y materiales con que 
cuenta’la administración de Correos, llevaron a some- 
ter a la consideración de la administración competen- 
te la necesidad de clarificar y objetivar los derechos que 
asisten a los usuarios de Correos según su punto de re- 
sidencia, lo que implica una definición normativa del 
concepto «medio rural». 

Dicha medida tendría que ir encaminada a lograr un 
progresivo acercamiento y equiparación en el trata- 
miento que deben recibir del servicio público de Co- 
rreos los ciudadanos residentes en medios urbanos y 
rurales, a través de la dotación de medios suficientes 
para atender el reparto de correspondencia en las zo- 
nas rurales y en las urbanizaciones. 

En el informe a las Cortes Generales correspondien- 
te a 1989 esta institución insistía en la urgencia de dic- 
tar una normativa clara y unitaria que, superando la 
actual dispersión normativa, pudiera resultar funcio- 
nal para la buena marcha del servicio, y estableciera 
un régimen de derechos y garantías para el usuario. 
También se analizaba el aumento producido, en térmi- 
nos absolutos y relativos, en los expolios y pérdidas de 
envíos postales. Este hecho, más allá de la cuantía y pro- 
cedimiento para indemnizar las pérdidas o sustraccio- 
nes, llevaba a plantear la necesidad de garantizar al 
máximo el derecho constitucional al secreto de las co- 
municaciones postales. 

Especialmente significativa, en relación con las re- 
comendaciones formuladas por esta institución, es la 
creación del organismo autónomo «Correos y Tekgra- 
fos», por el art. 99 de la Ley 3111990, de 27 de diciem- 
bre, de Presupuestos Generales del Estado para 1991. 
Este organismo ha asumido, desde el momento de su 
constitución efectiva, la gestión, entre otros, de los ser- 
vicios básicos de Correos. 
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Esta reorganización, dirigida a posibilitar una pres- 
tación del servicio más eficaz, debe servir de instru- 
mento para superar las graves insuficiencias actuales 
en el funcionamiento de las comunicaciones postales. 

En base a lo que antecede, y teniendo en cuenta la 
persistencia de graves disfunciones en el servicio de Co- 
rreos, que tienen su origen tanto en carencias estruc- 
turales como en una inadecuada regulación legal, en 
el citado escrito de 16 de noviembre de 1991 se formu- 
laron las siguientes recomendaciones: 

«1. Que se proceda, en el más breve plazo posible, 
a dictar la normativa que, superando la actual disper- 
sión, refuerce la posición del usuario frente al servicio 
de Correos, definiendo con claridad sus derechos y ga- 
rantías. 

2. Que se dicten las oportunas normas de desarro- 
llo que permitan que se complete eficazmente la reor- 
ganización del servicio público de Correos. 

3. Que se dote al servicio público de Correos delos 
medios personales y materiales necesarios para supe- 
rar las graves insuficiencias que, en este momento, im- 
piden su correcto funcionamiento. )) 

Mediante oficio de fecha 28 de enero de 1992, la Se- 
cretaría General de Comunicaciones nos da traslado del 
correspondiente informe del Organismo Autónomo Co- 
rreos y Telégrafos contestando a los distintos puntos 
del escrito de esta institución. 

En cuanto a la dispersión normativa, se nos dice lo 
siguiente: 

«Como se señala en el escrito del Defensor del Pue- 
blo, la dispersión de las normas que regulan los servi- 
cios postales, la antigüedad de su Reglamento y las 
modificaciones que ha sufrido su articulado, pueden 
dificultar su conocimiento y aplicación por parte de los 
funcionarios y de los usuarios y clientes de Correos y 
Telégrafos. 

Si bien es cierto que la dispersión normativa apun- 
tada aconsejaría la redacción de un nuevo texto legal, 
no lo es menos que el momento actual puede no ser el 
más oportuno para acometer esta labor. Como conse- 
cuencia de las directrices comunitarias, todavía no su- 
ficientemente concretadas en el Libro Verde Postal, será 
preciso reconsiderar algunos de los principios en los 
que se apoya la actual normativa. Cuando el marco co- 
munitario relativo a la legislación postal sea suficien- 
temente preciso, la Administración española elaborará 
y aprobará un reglamento definitivo que mitigue los 
efectos de la dispersión señalada. 

Pero también se pone de manifiesto que un Regla- 
mento, aun actualizado, no siempre es un elemento 
práctico de consulta, por muy funcional que sea la dis- 
posición de su articulado, y es por ello que Correos y 
Telégrafos pretende publicar una Guía Oficial que con- 
tenga una información ordenada de datos relativos a 
los servicios, de modo que constituya un conjunto de 

facilidades para el usuario, y que será elaborada de for- 
ma inmediata. )> 

Respecto a la pervivencia de dos categorías distintas 
de reclamación, se informa de que se va a establecer 
una categoría única que integre en un solo concepto re- 
clamación y queja, lo que sin duda contribuirá a clari- 
ficar los derechos del usuario en este punto. 

En lo que concierne a la necesidad de actualizar las 
indemnizaciones por pérdida o sustracción de certifi- 
cados mediante las sucesivas modificaciones de tari- 
fas, así como respecto a la importancia de ampliar estos 
mismos derechos del usuario a los supuestos de dete- 
rioro o expoliación de este tipo de envíos, se manifies- 
ta io siguiente: 

«El criterio que viene manteniendo Correos y Telé- 
grafos respecto a las indemnizaciones por pérdida o 
sustracción de certificados ordinarios o sin declaración 
de valor, se fundamenta, de una parte, en que dicha in- 
demnización ha de ser proporcional al derecho satis- 
fecho por el usuario o cliente y, por otra, en que aquélla 
ha de tener un límite máximo en su cuantía. Por ello, 
el Real Decreto 1849/1991, de 30 de diciembre, por el 
que se modifican las tarifas postales y telegráficas, fi- 
jó el importe de la indemnización en 3.000 pesetas, can- 
tidad ésta que será aumentada en las futuras 
modificaciones de las tarifas. 

Aunque, efectivamente, los artículos 16.6 de la Orde- 
nanza Postal y 292 del Reglamento de los Servicios de 
Correos establecen que la Administración no está obli- 
gada a indemnizar por deterioro o expliación de los ob- 
jetos certificados, es cierto que el Real Decreto 
1849/1991, de 30 de diciembre, por el que se modifican 
las tarifas postales y telegráficas, actualmente en vigor, 
establece una indemnización de 3.000 pesetas para los 
supuestos de pérdida o sustracción de certificados na- 
cionales sin declaración de valor. Se entiende por sus- 
tracción el término equivalente de expoliación al que 
se refieren los artículos indicados en la Ordenanza y 
del Reglamento. 

En consecuencia, en aplicación del punto VIGESIMO- 
SEPTIMO del Real Decreto 184911991, de 30 de diciem- 
bre, procede la indemnización en los supuestos de 
expoliación, siendo igualmente aplicable, en dichos ca- 
sos y en los de pérdida de paquetes postales, el conte- 
nido del artículo 385 del Reglamento de los Servicios 
de Correos en relación con el 406 del mismo texto re- 
glamentario. En ambos casos, debe quedar probada la 
responsabilidad de la Administración.» 

En lo que se refiere a los problemas del servicio de 
Correos en el ámbito rural, hace las siguientes consi- 
deraciones: 

«Como punto de partida se señala que en el mes de 
mayo de 1990 se inició la formulación de un Plan Ge- 
neral de Ordenación de la Red de Oficinas y Servicios, 
cuyos puntos determinantes son: 
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a) Un análisis exhaustivo de la situación actual, re- 
ferido: 

- A la actual tipología de las Oficinas y Servicios. 
- A los criterios de aplicación de tal tipología a los 

- A la cobertura actual de la Red de Oficinas y Ser- 
distintos supuestos de población y territorio. 

vicios. 

b) Un estudio general de población y territorio, in- 
cluyéndose las proyecciones lógicas a formular y esta- 
bleciéndose una tipología que, partiendo de la realidad 
geográfica y de la estructura socio-económica de las po- 
blaciones, permita el establecimiento de soluciones ho- 
mogéneas para circunstancias coincidentes. 

c) La formulación de: 

- Una nueva tipología en las formas de atención. 
- Una nueva tipología de Oficinas y Servicios. 
- Unos criterios objetivos de aplicación de las tipo- 

logías de territorio y población. 
- Un modo de Red, como imagen a la que conducir 

todas las actuaciones relativas a la atención de los usua- 
riosíclientes, en cuanto a la estructura y cobertura de 
la Red de Oficinas y Servicios. 

d) La proposición y sanción de las disposiciones de 
los distintos niveles que resulten técnica y legalmente 
necesarias para la efectividad del modelo. 

e) La formulación de programas de actuación a ni- 
vel provincial, conformes al nuevo modelo. 

f) La formulación de un Programa Nacional condi- 
cionado en su efectividad a los momentos permisibles 
según las dotaciones presupuestarias con que se cuente: 

- Para la aportación de locales. 
- Para la aportación de medios de transporte y des- 

- Para la aportación de equipamiento específico y 

- Para las aportaciones de personal. 

plazamiento. 

mobiliario. 

Es evidente que una equiparación de los derechos de 
los ciudadanos residentes en los distintos medios sin 
otra precisión o matización, tiene que pasar por la pre- 
visión presupuestaria de las correspondientes consig- 
naciones para inversión en infraestructura, 
equipamiento y personal, adecuadas para igualar el ni- 
vel de calidad en el medio rural al del medio urbano 
en acceso a los servicios, plazos, oferta de productos, 
etc. 

Correos y Telégrafos acepta la necesidad de mejorar 
la situación actual, en términos generales y más pro- 
fundamente en términos puntuales, y de optimizar la 
gestión de los recursos de toda índole. Igualmente, acep- 
ta la necesidad, conforme a lo expresado en el informe 
del Defensor del Pueblo, de clarificar los derechos de 

los ciudadanos según las circunstancias de sus puntos 
de residencia y de hacer objetiva la aplicación a cada 
núcleo o territorio de los criterios de atención que se 
establezcan en la formulación del Modelo de Red de Ofi- 
cinas y Servicios.)) 

Y finaliza su informe manifestando: 

«Con base en la atribución de competencias al Orga- 
nismo Autónomo contenida en la Ley, y al impulso que 
el desarrollo normativo del citado artículo 99 propor- 
cionará a los Servicios de Correos y Telégrafos -ya ini- 
ciado con la publicación en el Boletín Oficial del Estado 
de 14 de los corrientes, del Real Decreto 176611991, de 
13 de diciembre, por el que se aprueban los Estatutos 
del Organismo Autónomo Correos y Telégrafos-, se dic- 
tarán las disposiciones necesarias en orden a superar 
la dispersión legislativa actual, adoptándose todas las 
medidas necesarias para dotar al nuevo Organismo de 
los medios personales y materiales que faciliten el cum- 
plimiento de sus competencias y garanticen a los usua- 
rios y clientes el adecuado funcionamiento de los 
servicios que presta. N 

Esta institución, consciente de las graves insufucien- 
cias existentes en la prestación del servicio de correos, 
efectuará un seguimiento riguroso del cumplimiento de 
los compromisos aceptados por este Organismo, en res- 
puesta a las recomendaciones formuladas por el Defen- 
sor del Pueblo, al objeto de que puedan ser superadas 
las importantes dificultades que en este momento im- 
piden el correcto funcionamiento de este servicio 
público. 

6.3. RENFE 

Las quejas recibidas en esta institución durante 1991 
referentes a la actividad desarrollada por RENFE, pue- 
den ser clasificadas en los siguientes grupos: las moti- 
vadas por deficiencas en el funcionamiento del servicio 
prestado; las que denuncian la peligrosidad de deter- 
minados pasos a nivel: aquéllas que tienen su origen 
en problemas derivados de la imposición de expropia- 
ciones y servidumbres: y las que ponen de manifiesto 
falta de atención e información al usuario. 

6.3.1. Calidad del Servicio 

Como en años anteriores, se han recibido en esta ins- 
titución numerosas quejas denunciando diversas defi- 
ciencias en el funcionamiento del servicio prestado por 
RENFE, especialmente demoras sufridas por determi- 
nados ,trenes o irregularidades observadas en ciertas 
líneas. 

Así, la queja 9025646 recogía el caso de un ciudada- 
no que había sufrido un retraso superior a dos horas 
en la llegada de su tren, lo que le impidió enlazar con 
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el vuelo que tenía contratado. En informe remitido a 
esta institución, RENFE manifiesta lo siguiente: 

«La Tarifa General dictamina que todo viajero que 
pruebe haber sufrido determinados daños y perjuicios 
por incumplimientos imputables a RENFE de su con- 
trato de transporte, tiene derecho a percibir una indem- 
nización compensatoria, cuya cuantía en ningíin caso 
puede sobrepasar el importe satisfecho por el billete 
y suplementos correspondientes. 

Lo anterior no quiere decir que si los viajeros no es- 
tán de acuerdo, no puedan reclamar judicialmente la 
parte pretendida y no estimada. 

Conforme a lo establecido por la Ley de Ordenación 
de los Transportes Terrestres (LOTT), para el caso de re- 
clamaciones de cuantía inferior a 500.000 pesetas, se- 
ría competencia de la Junta Arbitral del Transporte el 
conocer el asunto y fijar en su caso la indemnización. 

Teniendo en cuenta lo anteriormente expuesto, al re- 
clamante, desde un punto de vista reglamentario debe- 
ría corresponderle una indemnización del orden de 
17.200 pesetas, importe de los billetes y suplementos 
correspondientes. )> 

No obstante, RENFE concluye su informe indican- 
do que, en atención a las especiales circunstancias que 
concurren en este caso, se ha decidido admitir la 
compensación requerida por el viajero. 

Esta solución se consideró satisfactoria, procedien- 
do al archivo de la queja y comunicándoselo al inte- 
resado. 

Por su parte, la queja 9028167 denunciaba diversas 
deficiencias e irregularidades observadas en el funcio- 
namiento de la línea Granada-Cádiz, entre las que el fir- 
mante destacaba frecuentes retrasos, así como la 
necesidad de hacer varios transbordos con las corres- 
pondientes demoras. En respuesta a nuestro oficio de 
admisión, RENFE hace, entre otras, las siguientes con- 
sideraciones: 

«Los trenes regionales que durante los doce meses 
del año 1990 han circulado a su hora o con retrasos no 
superiores a 5 minutos han sido: 

-Línea Granada-Sevilla, el 74.05% 
-Línea Sevilla-Cádiz, el 62.47% 

Estos mismos datos referidos a los cuatro primeros 
meses de 1991, se han convertido en: 

- Línea Granada-Sevilla, el 75.07% 
- Línea Sevilla-Cádiz, el 71.38% 

Se facilitan datos globales por líneas, al no mencio- 
nar el reclamante tren o trenes concretos. 

En la relación Granada-Cádiz no existe una deman- 
da suficiente que justifique la circulación de trenes di- 
rectos que unan dichos puntos, por lo que la 
comunicación entre ambas capitales se hace utilizan- 

do los trenes regionales que cubren el recorrido 
Granada-Sevilla y Sevilla-Cádiz, realizándose transbor- 
do en la estación de Utrera.» 

La información que contienen los datos aportados 
por RENFE no es lo suficientemente completa, por 
cuanto únicamente se refiere al porcentaje de trenes 
que ha sufrido retrasos superiores a cinco minutos, pe- 
ro en ningún caso cuantifica la importancia de dichas 
demoras, ni la distribución temporal de las mismas. 

Sería importante que en el futuro RENFE aporte da- 
tos estadísticos más elaborados, al objeto de poder co- 
nocer con mayor precisión la magnitud de los 
problemas denunciados. 

La queja 9108505, todavía pendiente de contestación 
oficial, denuncia numerusas deficiencias observadas en 
la línea de cercanías Orense-Vigo (Filgueira, Ribadavía 
y Arbo), que la firmante concreta en el sistemático in- 
cumplimiento de los horarios, suciedad en los trenes, 
así como ausencia de calefacción en los mismos. 

Por otra parte, en respuesta a oficio de admisión de 
la queja 9111917, en la que se describían las deficien- 
tes condiciones en que tuvieron lugar dos desplaza- 
mientos en tren, entre Albacete y Valencia, efectuados 
por el firmante durante las fiestas de Fallas de 1991, 
RENFE argumentaba lo siguiente: 

«Aún cuando no existen razones para justificar estos 
hechos, deseamos indicarle que en esta fecha que re- 
sultan ser las de máxima afluencia de viajeros de todo 
el año, se pone en circulación todo el parque de mate- 
rial disponible a pesar de lo cual esta media puede re- 
sultar insuficiente para dar cabida a todos los viajeros.» 

Mediante queja 9118355 se denunciaba una serie de 
incidencias acontecidas el día 24 de junio de 1991 en 
el transcurso de un viaje entre Madrid y Manzanares 
(Ciudad Real), a bordo del tren Regional Exprés núme- 
ro 2130. El mencionado trayecto, de apenas 190 kms., 
experimentó un importante retraso sufriendo los via- 
jeros, entre otras penalidades, fuertes oscilaciones en 
el vagón trasero, un amago de incendio y un total de 
hasta cuatro transbordos, con los consiguientes perío- 
dos de espera en la vía. 

En su preceptivo informe, RENFE reconoce que el 
mencionado trayecto sufrió un retraso de dos horas y 
quince minutos, tardándose mas de cuatro horas en 
completar los 198 kms. del recorrido. Se transcriben 
a continuación algunas de las consideraciones y razo- 
namientos que hace RENFE en su escrito: 

El tren «Regional Exprés» 2130 Madrid-Jaén, salió de 
Madrid Charmartín a las 1850 hs. y de MadridlAtocha 
a las 19:03 hs., con el Electrotrén 432.012. 

Al llegar a Pinto quedó inútil a las 19:23 hs. a causa 
de avería en la suspensión neumática, transbordando 
a las 20:OO hs. en esta estación a los 170 viajeros, a tren 
3194 (Madrid-Puertollano). 

Esta decisión se consideró la más adecuada, ante la 
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dificultad de disponer de autocares en un plazo infe- 
rior al utilizado en el transbordo. 

A las 20:03 hs., el maquinista del tren 2130 consiguió 
dar útil el Electrotrén 432.012 que había quedado ave- 
riado en Pinto, decidiéndose que reanudase la marcha 
y recogiese a los viajeros en Aranjuez. 

A las 21:OO hs., en el Electrotrén 432.012, con 150 via- 
jeros, se produjo una segunda avería en la estación de 
El Romeral, por sobrecalentamiento del sistema de fre- 
nos del coche central, que definitivamente dejó fuera 
de servicio este material. 

Este hecho provocó un pequeño incendio, que fue rá- 
pidamente extinguido con los extintores del tren. 

De acuerdo con el destino final de los viajeros y con 
las ocupaciones de los trenes que pasaban con poste- 
rioridad a la hora de la avería, se transbordaron a: 

Tren Expreso 340 Inín-Algeciras, hasta Alcázar y Man- 

Tren Regional 3002 Madrid-Alcázar de San Juan. 
Al objeto de evitar nuevas incomodidades a los via- 

jeros, se autorizó continuar viaje hasta Jaén al tren Re- 
gional 3002 que, en principio, su destino final era 
Alcázar. 

La salida de Alcázar se realizó a las 22:43 hs., mien- 
tras que la llegada a Manzanares fue a las 23:08 hs., am- 
bos horarios con una demora de 2 horas 15 minutos, 
respecto al previsto para el tren Regional Exprés 2130. 

La cadena de incidencias que se dieron en este tren, 
constituyen de por sí un hecho excepcional, ya que no 
es frecuente que un Electrotrén, con sus revisiones co- 
rrespondientes, como es el caso, se averíe por dos ve- 
ces consecutivas. 

Estas circunstancias excepcionales, provocaron que 
los viajeros fuesen transbordados por tres veces, en las 
estaciones de Pinto, Aranjuez y El Romeral, y que se rea- 
lizase el trayecto de Madrid-Atocha a Manzanares en un 
tiempo de 4 horas 5 minutos.» 

zanares. 

En casos tan graves como el referido, procede deter- 
minar en qué proporción responden los hechos descri- 
tos a circunstancias excepcionales y en qué parte la 
responsabilidad es directamente atribuible a falta de 
coordinación y previsión de la empresa pública, así co- 
mo a un inadecuado mantenimiento del material ferro- 
viario. 

6.3.2. Paso a nivel 

El expediente 9028293 recogía la reclamación de un 
grupo de vecinos de Casariche (Sevilla), que en reitera- 
das ocasiones se habían dirigido infructuosamente a 
RENFE, denunciando el peligro que representan los pa- 
sos a nivel sin guarda, situados aproximadamente en- 
tre los kilómetros 92 y 94 de la línea férrea de Córdoba 
a Málaga. En uno de dichos pasos a nivel fue arrollado 
un vehículo en octubre de 1990, causando la muerte a 
su conductor. 

En su preceptivo informe, de fecha 6 de junio de 1991, 
RENFE hace, entre otras, las siguientes apreciaciones: 

«Con fecha 29-9-90 se ha aprobado el Reglamento que 
desarrolla la Ley de los Tansportes Terrestres que en 
su artículo 234, apartado 3, establece la necesidad de 
elaborar los programas en donde se recogen las actua- 
ciones relativas a Pasos a Nivel. 

Este documento, unido al Plan de Transportes Ferro- 
viarios permitirá, de conformidad con la normativa es- 
pecífica reguladora de los pasos a nivel, fijar cuántos 
y cuáles de los pasos a nivel sin barreras deberán ser 
suprimidos, así como fijar las fechas en que deberá 
efectuarse, estando por tanto pendiente la actuación so- 
bre los mismos de la elaboración y aprobación de los 
distintos programas que deberán ser desarrollados por 
los organismos administrativos competentes, sobre los 
correspondientes ferrocarriles y carreteras y las Em- 
presas Ferroviarias afectadas, correspondiendo dicha 
programación al Ministerio de Obras Públicas y Trans- 
portes con la audiencia de RENFE. 

De los antecedentes que existen en la Gerencia de Pa- 
sos a Nivel de esta Red, se desprende lo siguiente: 

El pasado mes de diciembre por parte de la Geren- 
cia del Eje Sur, se procedió a aumentar, en la medida 
de lo posible, la visibilidad del paso' a nivel donde se 
produjo el accidente a que se hace referencia en el es- 
crito del señor Moriano, como medida cautelar ante el 
problema de visibilidad que se presentaba en dicho pa- 
so a nivel. 

Con anterioridad a esta fecha, por parte de la Geren- 
cia de Pasos a Nivel, en agosto de 1984, se remitió un 
Proyecto Básico al objeto de que por los Ayuntamien- 
tos de Casariche y La Roda de Andalucía, se indicara, 
a dicha Gerencia, la posible aprobación de dicho pro- 
yecto que tenía por objeto la supresión de 3 pasos a ni- 
vel sin guarda, entre los cuales se encuentra el paso en 
que se produjo el accidente a que se hace referencia, 
sin que hasta la fecha se haya tenido contestación por 
parte de dichos Ayuntamientos, titulares dominicales 
de los caminos en que se encuentran ubicados los cita- 
dos pasos a nivel, aprobación necesaria para poder ini- 
ciar la posible contratación de las obras, así como 
acordar la financiación de las mismas. 

Independientemente de lo anterior y en relación con 
el problema de los pasos a nivel sin guarda en general, 
entre los cuales se encuentra el que se hace mención 
en el escrito, se ha podido comprobar que los mismos 
cuentan, desde el punto de vista legal, con la oportuna 
señalización en lo que a RENFE se refiere (señalización 
a la vía), comprobándose asimismo que la señalización 
cuya competencia sería de los titutales de los caminos 
(señalización carretera) adolece de defectos al no con-' 
tar con lo establecido en la legislación vigente sobre 
pasos a nivel.» 

Simultáneamente a la recepción de este oficio, se pro- 
duce, el 7 de junio, un nuevo accidente mortal en uno 
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de los tres pasos a nivel objeto de la queja de referencia. 
A juicio de esta institución, las dificultades de comu- 

nicación con los ayuntamientos de la zona, alegadas por 
RENFE, no deben impedir que se encuentre una solu- 
ción que permita eliminar el peligro que se deriva de 
la poca visibilidad de dichos pasos unida a la alta velo- 
cidad desarrollada en la actualidad por los trenes que 
los transitan. 

En base a lo anterior, en noviembre de 1991, esta ins- 
titución dirigió nuevos oficios a la Presidencia de REN- 
FE, la Dirección General de Infraestructuras del 
Transporte Ferroviario y los ayuntamientos implicados 
en el problema, solicitando información respecto a las 
medidas que pudieran adoptarse en el futuro al objeto 
de evitar nuevos accidentes mortales, así como acerca 
de la viabilidad de suprimir los referidos pasos. 

A lo largo del mes de enero de 1992, se han recibido 
los informes solicitados de la Dirección General de In- 
fraestructuras del Transporte Ferroviario y del ayun- 
tamiento de Casariche. Del contenido de los mismos, 
se deduce que RENFE ha llegado a un acuerdo con ese 
Ayuntamiento, que se compromete a realizar a su car- 
go los caminos de enlace, para construir un paso supe- 
rior que permita la eliminación de estos puntos 
conflictivos, estando previsto que las obras se realicen 
dentro del presente año. 

Por otra parte, el escrito del Ayuntamiento de Casa- 
riche pone de manifesto su desconocimiento de la exis- 
tencia de un proyecto de 1984 para la supresión de estos 
pasos, proyecto que, en cualquier caso, parece que nun- 
ca fue sometido a la aprobación de dicho ayuntamiento. 

Estos extremos no han podido ser contrastados con 
RENFE ya que incomprensiblemente, dicha empresa 
pública, pese a que el problema denunciado ha entra- 
do en vías de solución con la formulación del nuevo pro- 
yecto, no ha contestado a nuestro escrito de fecha 23 
de diciembre de 199 1 ,  por lo que se ha procedido a rei- 
terar el mismo. 

6.3.3. Expropiaciones y servidumbres 

Con relativa frecuencia se reciben en esta institución 
quejas poniendo de manifiesto diversos problemas de- 
rivados de la imposición de servidumbres, desacuer- 
dos con las indemnizaciones para expropiación de 
terrenos para llevar a cabo obras de infraestructura 
de RENFE, demoras en el pago de las mismas, etc. 

La firmante de la queja 9027456 denunciaba la tala 
de árboles, efectuada en una finca de su propiedad por 
parte de los servicios de RENFE. En su preceptivo in- 
forme, dicha empresa pública considera que, dado que 
los siete árboles talados se hallaban a menos de 25 me- 
tros de la vía, y consecuentemente en zona de servidum- 
bre o afección, sería de aplicación el artículo 287.1 del 
Reglamento de Ordenación de los Transportes Terres- 
tres que prevé la posibilidad de autorizar la plantación 
de arbolado en estas zonas ([siempre que no perjudi- 
quen la visibilidad de la línea férrea y de sus elemen- 

tos funcionales, ni originen inseguridad civil en pasos 
a nivel», en tanto que el artículo 295.3.c) del mismo Re- 
glamento prevé considerables sanciones para las in- 
fracciones en esta materia. 

En este sentido, RENFE afirma haber comunicado 
al Ayuntamiento de Tuy en varias ocasiones la necesi- 
dad de transmitir a los particulares que poseyeran ár- 
boles con riesgo de caída sobre la vía férrea la 
necesidad ineludible de talarlos o, en su caso, subro- 
gar dicha actuación en los propios servicios de RENFE, 
sin que exista, por otra parte, previsión indemnizato- 
ria para estas actuacions en zona de protección, ni en 
la Ley de Ordenación del Transporte Terrestre, ni en 
su Reglamento. 

6.3.4. Atención al usuario 

El firmante de la queja 91 13420 manifiesta que la pu- 
blicidad que RENFE hace del producto «tarjeta dora- 
da», al que tienen acceso las personas mayores de 
sesenta años, podría mover a equívocos, al no quedar 
en su opinión suficientemente claras en la misma al- 
gunas de las limitaciones que concurren en la apiica- 
ción del mencionado descuento. 

En concreto, en dicha publicidad se hace constar: 

«La Tarjeta Dorada tiene un descuento fijo. Un des- 
cuento del 40% sobre el precio total del billete, inclu- 
yendo suplementos, independientemente del tren que 
se utilice.» 

Sin embargo, el descuento de la tarjeta dorada se 
aplica sobre la llamada tarifa general, calculada según 
una fórmula genérica a partir de multiplicar la distan- 
cia comercial por determinados coeficientes, y sobre 
los suplementos que correspondan. 

Por lo tanto, en el caso concreto de trenes que dis- 
frutan de «precio global,,, tarifa especial que oferta la 
empresa para promocionar su utilización, el descuen- 
to al que da derecho la tarjeta dorada se sigue aplican- 
do sobre la tarifa general, más suplementos, y no sobre 
el precio final subvencionado del billete, circunstan- 
cia ésta que en opinión del interesado no quedaba su- 
Ficientemente aclarada en la publicidad de dicha 
tarjeta. 

Mediante informe de la Presidencia de RENFE, de 
fecha 10 de septiembre de 1991, se nos confirma que 
la tarjeta dorada está regulada por la Circular núme- 
ro 3 de Viajeros, párrafo 7 . O ,  del 4 de junio de 1990 
:UNE Largo Recorrido) y por la tarifa especial tempo- 
ral 1 ,  artículo 2, párrafo 1 . O ,  de la misma fecha. 

Asimismo, se nos confirma que en el caso de trenes 
con aprecios globales », regulados por las condiciones 
de las circulares 1 1  y 12 de viajeros, no es procedente 
aplicar a los precios finales subvencionados ni el des- 
xento del 40% de la tarjeta dorada, ni ningún otro des- 
2uento. En tal sentido, la citada normativa establece: 
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«Independientemente de estos precios globales, se- 
guirán siendo de aplicación las Tarifas y Reglamenta- 
ciones Especiales con reducciones previstas sobre el 
precio de la Tarifa General, más abono de complemen- 
tarios y reservas correspondientes. )) 

N o  obstante, RENFE reconoce que dicho condicio- 
nante no queda reflejado en el dorso de la tarjeta y “por 
ello podría interpretarse de una manera muy estricta 
que la queja del reclamante tiene algún fundamento». 

A juicio de esta institución, las limitaciones que con- 
curren en el mencionado descuento tampoco quedan 
suficientemente aclaradas en la publicidad de la tar- 
jeta dorada. 

Aun asumiendo que, bajo un aspecto comercial, pue- 
de entenderse como norma común que cuando se esta- 
blecen precios promocionales nb- se aplican 
reducciones sobre ellos y también que en la práctica 
de la publicidad puede ser relativamente habitual, aun- 
que no por ello es menos incorrecto, que se omita al- 
guno de los condicionantes, no debe olvidarse que la 
Ley 2611984, de 19 de julio, General para la Defensa de 
los Consumidores y Usuarios establece en su artículo 
2.c: 

«Son derechos básicos de los consumidores y 
usuarios: 

La información correcta sobre los diferentes produc- 
tos o servicios y la educación y divulgación, para faci- 
litar el conocimiento sobre su adecuado uso, consumo 
o disfrute. )) 

Por ello, esta institución acordó sugerir a la Presi- 
dencia de RENFE que, al objeto de proporcionar al 
usuario de ese servicio público una información lo más 
correcta posible del producto «tarjeta dorada», en las 
futuras campañas publicitarias que puedan empren- 
derse desde esa empresa se ponga especial cuidado en 
clarificar la forma en que se calcula el descuento a que 
da derecho la mencionada tarjeta, recogiendo expre- 
samente las limitaciones y condicionantes que pudie- 
ran afectar al referido descuento. 

Asimismo, se sugiere que los criterios informativos 
anteriormente expuestos sean tenidos en cuenta en fu- 
turas ediciones de la mencionada tarjeta, al objeto de 
clarificar las instrucciones que figuran en el reverso 
de la misma. 

Mediante escrito de fecha 23 de diciembre de 1991, 
de la Presidencia de RENFE, se informa que, analiza- 
da esta sugerencia, se ha decidido tenerla en cuenta pa- 
ra las próximas ediciones de la tarjeta dorada. 

6.4. IBERIA 

El firmante de la queja 901 1351 manifestaba su dis- 
conformidad con el hecho de haberle sido denegada la 
tarjeta de embarque en un vuelo a la República Fede- 

ral de Alemania, por tener el Documento Nacional de 
Identidad y pasaporte caducados. 

Al parecer, requerido el criterio de un agente de la 
policía de servicio en el aeropuerto, éste indica que la 
documentación exhibida es válida para cualquiera de 
los países europeos, excepto Reino Unido, pese a lo cual 
la Compañía le niega el acceso al vuelo. 

Admitida la queja a trámite, en respuesta de fecha 
29 de julio de 1991, IBERIA hace, entre otras, las si- 
guientes consideraciones: 

«El Sr. ... reclamante en el presente expediente, el 
día 3 de marzo de 1990 tenía su pasaporte caducado 
con fecha 13 de julio de 1988 y su DNI caducado con 
fecha 14 de diciembre de 1989. 

Según las normas de la Dirección General de la 
Policía-Comisaría General de Documentación para el 
Control en Fronteras, para el paso de fronteras con el 
DNI, éste tiene que estar en vigor, no aceptándose a ta- 
les efectos el resguardo de renovación, estando Alema- 
nia entre los países que permiten la entrada y estancia 
de hasta tres meses, solamente con el DNI, a los espa- 
ñoles, aunque siempre que este documento esté en vi- 
gor y no caducado. 

Según la publicación TIM (Travel Information Ma- 
nual), Alemania, en la fecha del incidente, permitía la 
entrada con Documento Nacional de Identidad en vi- 
gor, y pasaporte en vigor o que hubiese caducado en 
1989 y 1990, exclusivamente hasta el 31 de diciembre 
de 1990. 

En el caso del pasajero Don ..., el mismo, según su 
propia reclamación, tenía su pasaporte caducado con 
fecha 13 de julio de 1988 y su DNI caducado el 14 de 
diciembre de 1989. En consecuencia tanto por las nor- 
mas específicas de Alemania, como por las vigentes en 
aquel momento, de la Dirección General de la Policía- 
Comisaría General de Documentación, la actuación de 
nuestra Compañía fue absolutamente correcta. 

Por cuanto queda reseñado, entendemos que la ac- 
tuación de esta empresa fue correcta, y que, en todo 
caso, la reclamación vino alentada por la “opinión” del 
Policía de Servicio que desconocía tanto los requisitos 
que figuran en el TIM, como la existencia del télex men- 
cionado, específicamente para la entrada en Alemania 
con pasaportes caducados». 

Esta respuesta se consideró suficiente y así se hizo 
saber a las partes implicadas. 

Por su parte, la firmante de la queja 9105081 denun- 
ciaba que en el transcurso de una escala prevista entre 
dos vuelos de Iberia que, por motivos meteorológicos, 
se prolongó entre los días 21 y 23 de diciembre en el 
Aeropuerto de Málaga, fue objeto del expolio de su 
equipaje. 

En respuesta a nuestro oficio de admisión, Iberia ma- 
nifiesta que a su llegada al Aeropuerto de Melilla, la 
interesada pudo comprobar que faltaba de su equipa- 
je un chaquetón de cuero, valorado en 15.000 pesetas. 
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Formalizado el correspondiente parte de irregularidad 
por la oficina de Iberia en ese aeropuerto, y tras apor- 
tarse los datos necesarios, se procedió a abonar la men- 
cionada cantidad a la interesada con fecha 5 de marzo 
de 1991. 

Al objeto de contrastar diversas informaciones apa- 
recidas en los medios de comunicación, refiriendo una 
serie de incidentes que tuvieron lugar en el Aeropuer- 
to de Madrid-Barajas el día 26 de mayo de 1991, tras 
la cancelación de varios vuelos, incidentes que culmi- 
naron con la intervención de la Guardia Civil, esta ins- 
titución acordó abrir una investigación de oficio ante 
la Presidencia de Iberia. 

Se consideraba entonces que el hecho de que el día 
26 de mayo de 1991 hubiera convocadas elecciones a 
las corporaciones locales y a las asambleas legislati- 
vas de las distintas comunidades autónomas era una 
circunstancia perfectamente conocida y que requería, 
por tanto, la adopción, con la suficiente previsión, de 
las medidas oportunas tendentes a garantizar el nor- 
mal funcionamiento del referido aeropuerto. 

Mediante escrito de fecha 18 de junio de 1991, Ibe- 
ria da cuenta de las medidas adoptadas tendentes a 
conciliar el ejercicio del derecho al voto de sus traba- 
jadores con la prestación, en condiciones normales, del 
servicio público. 

En este sentido, Iberia hace la siguiente reflexión: 

«Correspondía al empresario designar, atendiendo 
a la organización del trabajo, el período en el cual los 
trabajadores habrían de disponer del permiso para 
ejercer su derecho a voto, e incluso, la posibilidad de 
solicitar de tales trabajadores, cuando las necesidades 
del servicio aconsejaran la permanencia de los mismos 
en sus puestos de trabajo, el que voluntariamente lo 
prestaran, ejerciendo su derecho al voto fuera de su 
jornada laboral, sin hacer uso del permiso legal con- 
cedido, en cuyo caso percibirían las horas de permiso 
que le hubieran correspondido en la cuantía de sala- 
riohora base correspondiente a los trabajadores reque- 
ridos, y que voluntariamente aceptaran tal petición)). 

Como consecuencia de la falta de acuerdo con el co- 
mité de empresa del centro de trabajo, Iberia adoptó 
una serie de medidas excepcionales al objeto de redu- 
cir el número de posibles incidencias: 

- Todo el personal iniciaría y finalizaría la jorna- 
da laboral en el Aeropuerto. 
- El uso de los permisos para realizar la votación 

se haría escalonadamente. 
- Se dispuso el cambio de turno, en orden a refor- 

zar el turno “O” -de 18,30 a 01,30 horas- al que no 
correspondían horas para realizar la votación. 
- No concesión de permiso por encima de los ya 

programados. 
- Solicitud de cambio de libranzas de domingo, a 

los representantes de los trabajadores, que no fue acep- 
tado por éstos. 

- Solicitud de renuncia voluntaria al tiempo de vo- 
tación, con la correspondiente compensación eco- 
nómica. 
- Presentación de comprobantes de votación». 

N o  obstante, y ante la inevitabilidad de proceder a 
la cancelación de vuelos, se seleccionaron los mismos 
de acuerdo con los siguientes criterios: 

«- Posicionamiento de aviones y tripulaciones en 
los lugares desde los que debían continuar las líneas 
al día siguiente. 
- Reconsideración de las líneas en las que había tri- 

pulaciones en vuelos de situación. 
- Respeto a las horas de operación de los Aeropuer- 

tos de destino. 
- Atención preventiva a las posibles polarizaciones 

de aviones y/o tripulaciones no controladas por lími- 
tes de actividad de las mismas. 
- Extensión de los límites de actividad, de confor- 

midad con las tripulaciones técnicas, y siempre den- 
tro de la legalidad, pero más allá de las restricciones 
de Convenio». 

Finalmente, se pasa a exponer la serie de incidentes 
producidos tras la cancelación del vuelo IB.95 1 Madrid- 
Nueva York, lo que provocó la negativa de un grupo 
de pasajeros a abandonar el avión. 

Iberia concluye su informe manifestando: 

«Esta empresa ha dispuesto la incoación de un ex- 
pediente tendente a establecer con máxima claridad los 
hechos, y a depurar las responsabilidades a que hubiere 
lugar, en su caso». 

Por considerar que el informe remitido por Iberia no 
proporciona una información precisa respecto a las me- 
didas que se tomarán en adelante al objeto de que la 
correcta atención al usuario del servicio público que- 
de debidamente garantizada, con fecha 30 de octubre 
de 1991, dirigimos nuevo oficio a la Presidencia de di- 
cha empresa pública, solicitando información comple- 
mentaria por lo que respecta a las conclusiones y 
medidas que puedan derivarse del expediente abierto 
a raíz de los sucesos descritos. 

7. ADMINISTRACION SANITARIA. 

7.1. Sistema de salud. 

7.1.1. Ley General de Sanidad: desarrollo regla- 

Continúan formulándose ante esta institución que- 
jas cuyo origen ha de imputarse al todavía insuficien- 
te desarrollo reglamentario de la Ley 1411986, de 25 de 
abril, General de Sanidad, aspecto éste resaltado en los 
últimos informes anuales. 

En este sentido, un representativo número de que- 
jas está en relación con la reforma que la Ley General 

mentario. 
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de Sanidad establece en el ámbito de la asistencia pri- 
maria, configurada organizativamente en torno a los 
equipos de atención primaria y a los centros de salud, 
que deben aumentar su cobertura, hasta llegar a aten- 
der a la totalidad de la población. 

Entre estas quejas, cabe destacar aquellas que hacen 
referencia a los cambios de facultativos, tanto de me- 
dicina general como especialistas, impuestos a los 
usuarios del sistema sanitario público, como conse- 
cuencia de la configuración de las áreas sanitarias con 
arreglo a lo previsto en la citada ley y a la reorganiza- 
ción de los recursos. Tal circunstancia ha propiciado 
que, en ocasiones, se haya asignado a la población ase- 
gurada un centro sanitario notablemente más distan- 
te de su domicilio que aquel en que tradicionalmente 
venían recibiendo la asistencia sanitaria, aspecto éste 
de especial relevancia en los supuestos de enfermos 
crónicos o personas de avanzada edad. 

En tales quejas, se resalta, por otra parte, la imposi- 
bilidad de ejercer el derecho de libre elección de mé- 
dico en la atención primaria del área de salud, 
consagrado en el artículo 14 de la referida Ley Gene- 
ral de Sanidad (quejas 9001362; 9014759; 9112992 y 
otras). 

En estos supuestos, se ha subrayado que, aún reco- 
nociendo que la implantación de las áreas sanitarias 
con arreglo a lo previsto en la Ley General de Sanidad 
requiere, inicialmente y al objeto de poder planificar 
los recursos, la distribución de la población entre los 
distintos centros del área, debería procurarse que la 
asignación de facultativos se efectúe en los centros más 
próximos al domicilio de los asegurados. 

Entre estas quejas, cabe reseñar la relativa a un be- 
neficiario de la Seguridad Social que señalaba que, es- 
tando adscrito a un centro de salud próximo a su 
domicilio, en el que figuraba su historia clínica, fue 
asignado al ambulatorio ((Isla de Oza», de Madrid, dis- 
tante unos 30 minutos andando desde su domicilio y 
sin ningún medio de transporte público. 

Admitida a trámite la queja, en base a los criterios 
antes expuestos, la Dirección Territorial del Instituto 
Nacional de la Salud de Madrid informó que se proce- 
día a asignar al usuario al centro en el que anterior- 
mente recibía la asistencia sanitaria (queja 9014759). 

Igualmente, es de destacar la queja formulada por 
un asegurado de Palma de Mallorca en la que se refe- 
ría a que tradicionalmente había recibido la asisten- 
cia sanitaria en el ambulatorio de ((Capitán Vila)), en 
donde el facultativo de medicina general que le corres- 
pondía había atendido y seguido puntualmente el gra- 
ve proceso de enfermedad que padecía desde el año 
1980, añadiendo que, pese a ello, había sido asignado 
a otro centro, rompiéndose así la relación médico- 
paciente. 

En el informe emitido por la Dirección Territorial 
del Instituto Nacional de la Salud en Baleares, se sig- 
nificó que, no obstante la señalada adscripción de ofi- 
cio, ineludible para la constitución de los nuevos cupos, 
se había procedido a informar al promovente que, por 

respeto a la libre elección de médico en el área de sa- 
lud, podía ejercer tal derecho (queja 91 12992). 

Por el contrario, otra queja en la que el promovente 
refería que el cambio operado en su zona de salud por 
la reforma de la atención primaria había supuesto que 
se le asignara un centro sanitario distante de su domi- 
cilio, aun cuando próximo a él existía otro centro de 
salud, no obtuvo, como en los supuestos anteriores, una 
solución satisfactoria, al informar la Dirección Terri- 
torial del Instituto Nacional de la Salud que, pese a las 
diversas gestiones efectuadas, no era posible llevar a 
cabo el cambio solicitado por el interesado, por sobre- 
carga en el hospital de referencia (queja 9001362). 

Por otra parte, la todavía incompleta implantación 
de equipos de atención primaria ha dado lugar a la for- 
mulación de algunas quejas por profesionales sanita- 
rios del medio rural, en las que se ponían de manifiesto 
el aislamiento profesional, la carencia de medios ma- 
teriales suficientes para el cumplimiento de su función 
y la imposibilidad de poder prestar una asistencia in- 
tegral a la población de la zona. 

En este aspecto, es de destacar la queja formulada 
por el facultativo de medicina general de la isla de la 
Graciosa, en la que se exponía que debía desarrollar 
su actividad profesional durante las 24 horas de todos 
los días de la semana, siendo el único facultativo exis- 
tente en la isla, situación que comportaba un total ais- 
lamiento personal y técnico, con la consiguiente 
repercusión en la asistencia a prestar a la población. 

En el informe emitido, la Dirección General de Re- 
cursos Humanos del Ministerio de Sanidad y Consu- 
mo señaló que estaba prevista la creación de un centro 
de salud en Haría, zona de salud en la que se encuen- 
tra comprendida la citada isla, el cual contribuiría a 
paliar el problema expuesto, al establecerse la rotación 
de un equipo de atención primaria, que cubriría la asis- 
tencia de la zona. 

Al mismo tiempo, la señalada Dirección General in- 
formó que, con el fin de posibilitar una solución más 
rápida del problema planteado, se procedía a impar- 
tir instrucciones a la Dirección Provincian del Institu- 
to Nacional de la Salud de Las Palmas, a fin de que la 
isla de la Graciosa se calificara como punto de espe- 
cial aislamiento y se procediera a la contratación de 
personal médico eventual, con objeto de superar el ais- 
lamiento a que anteriormente se ha hecho referencia 
(queja 9015237). 

Es preciso, por consiguiente, profundizar en el de- 
sarrollo normativo de la Ley General de Sanidad, fa- 
voreciendo la libre elección de médico entre todos los 
facultativos de atención primaria del área, de forma 
paralela a la implantación de la tarjeta individual sa- 
nitaria. 

7.1.2. Derechos de los usuarios del.sistema sanitario 
público. 

En este aspecto, es de destacar que, a lo largo de es- 
tos años, se han venido recibiendo un importante nú- 
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mero de quejas, en relación con los derechos de los 
usuarios de los servicios del sistema sanitario público 
que, respecto de las distintas administraciones públi- 
cas, establece el artículo 10 de la Ley General de 
Sanidad. 

Entre los derechos sobre los que inciden especial- 
mente las quejas formuladas, cabe destacar el relativo 
a la constancia por escrito del proceso de enfermedad, 
a que hace referencia el apartado 1 1  del citado artícu- 
lo de la Ley General de Sanidad, en relación con el de- 
recho de información establecido en el artículo 9 del 
mismo texto legal. 

En ese sentido, los promoventes de las quejas ponen 
de manifiesto que, en algunos centros sanitarios, no 
existe constancia de la documentación clínica adecua- 
da, circunstancia que dificulta la debida información, 
e impide el acceso a la historia clínica. 

El referido artículo 10 de la Ley General de Sanidad, 
en su apartado 1 1 ,  expresa el derecho del paciente a 
que quede constancia por escrito de todo su proceso, 
aspecto éste sobre el que puede afirmarse que en todo 
hospital público o privado existe la correspondiente 
historia clínica, aunque no hay una metodología co- 
mún, fijando las comisiones de historias clínicas los ob- 
jetivos y criterios a seguir en esta materia. 

Por el contrario, en el ámbito de atención primaria 
y en los ambulatorios, queda al arbitrio de cada cen- 
tro el método a seguir, en cuanto a la confección o no 
de historia clínica, circunstancia que produce que la 
existencia de tal documento dependa de la decisión ad- 
ministrativa que, en cada momento, puedan adoptar 
los responsables de tales centros. 

El procedimiento a que se ha hecho referencia en el 
párrafo precedente, puede impedir o, al menos, obsta- 
culizar el desarrollo de las actuaciones oportunas ten- 
dentes a esclarecer las circunstancias que han podido 
concurrir en la asistencia sanitaria prestada, tal y co- 
mo ha podido constatarse en el curso de actuaciones 
desarrolladas por esta institución, a través de las cua- 
les han podido detectarse supuestos en los que no existe 
constancia por escrito del proceso de enfermedad. 

Asimismo, puede dificultar el cumplimiento de la 
obligación de la Administración de dictar, en las recla- 
maciones presentadas ante la misma, la oportuna re- 
solución administrativa, que debe ser notificada al 
interesado en los términos previstos en los artículos 
78 a 80 de la Ley de Procedimiento Administrativo. 

En base a los precedentes fundamentos y resaltan- 
do el contenido del artículo 61 de la citada Ley Gene- 
ral de Sanidad, en mayo de 1991 se dio traslado de tal 
situación al Ministerio de Sanidad y Consumo, solici- 
tando informe sobre las líneas de previsión que, ten- 
dentes a adoptar las medidas precisas que permitan 
garantizar tales derechos en el ámbito extrahospitala- 
río, puedan existir en el citado departamento, sin que, 
hasta la fecha, se haya recibido el informe recabado, 
por lo que se ha procedido a requerir su remisión. 

Por otra parte, y en relación con este importante 
asunto, es de resaltar que continúan formulándose que- 

jas en relación con la falta de cobertura por el sistema 
sanitario público, del derecho relativo al reconocimien- 
to y expedición de certificados médicos exigidos por 
otros organismos de la administración, aspecto este al 
que se hizo detallada referencia en el informe de 1989. 

En el informe que, en su día, emitió el Ministerio de 
Sanidad y Consumo, entre otras consideraciones, se se- 
ñaló que como quiera que cualquier desarrollo posible 
del artículo 10.8 de la Ley General de Sanidad modifi- 
cará los Estatutos de la Organización Médica Colegial, 
se venían manteniendo conversaciones, aún no conclu- 
sas, con dicha corporación. 

Con independencia de significar que el hecho de que 
en los Estatutos Generales de la Organización Médica 
Colegial se encuentren regulados los certificados mé- 
dicos no puede condicionar la eficacia de un derecho, 
que a los usuarios del sistema público de salud les vie- 
ne legalmente reconocido, es de destacar que desde que 
se recibió dicha comunicación no parece haberse pro- 
ducido avance alguno a este respecto, por cuanto esta 
institución no ha recibido otra comunicación del cita- 
do departamento en tal sentido. 

Por ello, esta institución se ha vuelto a dirigir al Mi- 
nisterio de Sanidad y Consumo en solicitud de infor- 
me sobre las medidas que hayan podido preverse para 
la aplicación efectiva del precepto antes citado, insis- 
tiendo en que el mismo establece, en forma inequívo- 
ca, el deber de la administración sanitaria de expedir 
el certificado médico. 

El derecho a que quede constancia por escrito del 
proceso de enfermedad y a recibir, al finalizar la es- 
tancia del usuario en una institución hospitalaria, el 
informe de alta, a que hace referencia el apartado 1 1  
del señalado artículo, ha dado lugar a la realización de 
diferentes actuaciones, en relación con una queja en 
la que exponía haberse infringido tal derecho. 

En concreto, el promovente de la queja refería ha- 
ber estado ingresado en el hospital «La Paz)), de Ma- 
drid, sin que se le hubiera facilitado el correspondiente 
informe clínico, una vez dado de alta. Tal situación se 
resolvió satisfactoriamente, al informar la Dirección 
Territorial del Instituto Nacional de la Salud que se ha- 
bía procedido a enviar al interesado el señalado infor- 
me clínico (queja 9029269). 

Igualmente, el derecho a que se dé, en términos com- 
prensibles, al usuario y a sus familiares o allegados, 
información completa y continuada, verbal y escrita, 
sobre el proceso de enfermedad, incluyendo diagnós- 
tico, pronóstico y alternativas de tratamiento, estable- 
cido en el apartado quinto del citado artículo, motivó 
la tramitación de una queja en la que se detallaba que, 
habiendo fallecido una persona en el hospital ((Nues- 
tra Señora de Covadonga)), de Oviedo, el personal fa- 
cultativo del centro solicitó autorización a la familia 
para efectuar una necropsia, señalando que comuni- 
carían los resultados de tal prueba, información que 
no había sido facilitada, a pesar de los diversos reque- 
rimientos efectuados a tal efecto. 

En el informe emitido por la Dirección Provincial del 
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Instituto Nacional de la Salud de Oviedo, se señaló que 
se había procedido a informar debidamente al promo- 
vente de la queja, resolviéndose satisfactoriamente la 
cuestión planteada (queja 9028967). 

El Real Decreto 52111987, de 15 de abril, por el que 
se aprueba el reglamento sobre estructura, organiza- 
ción y funcionamiento de los hospitales gestionados por 
el Instituto Nacional de la Salud, dedica el artículo 32 
a las funciones del servicio de atención al paciente, y 
en el apartado 3 . O  expresa que alas reclamaciones a que 
hubiere lugar se tramitarán por escrito a través de es- 
te servicio, siendo éstas sometidas a los responsables 
de la división que corresponda, debiendo darles res- 
puestas por escrito, firmadas por el director gerente, 
o persona en quien delegue)). 

El citado Real Decreto establece unas normas regu- 
ladoras muy inconcretas y generales, sin prever, entre 
otros aspectos, los plazos de contestación, circunstan- 
cia que remite supletoriamente a la Ley de Procedi- 
miento Administrativo. 

Intentando superar tal inconcreción, la Dirección Te- 
rritorial del Instituto Nacional de la Salud de Madrid 
elaboró el Oficio Comunicado número 4/91 (21-12), que 
establece los plazos para dictar las resoluciones sobre 
las reclamaciones planteadas, si bien no trata de otros 
aspectos. 

En el curso de las investigaciones desarrolladas co- 
mo consecuencia de la tramitación de quejas, en las que 
se ponían de manifiesto defectos en la organización y 
funcionamiento de instituciones sanitarias, se ha teni- 
do ocasión de analizar, entre otros extremos, la actua- 
ción de dichos servicios de atención al paciente, 
habiéndose constatado la carencia de una capacidad 
efectiva en la tutela y protección de los derechos de los 
usuarios. 

Como consecuencia de lo expuesto, especial mención 
merecen las resoluciones dictadas por los repetidos ser- 
vicios de atención al paciente, que carecen de los ele- 
mentos necesarios para una efectiva protección de los 
derechos de los usuarios, como pueden ser: 

* La información completa sobre las circunstancias 
que dieron lugar a la queja o reclamación, significan- 
do las causas de las mismas, así como las posibles so- 
luciones. 

La información sobre los cauces administrativos 
que seguirá la queja, así como los niveles superiores 
ante los que ejercitar un posible recurso. 

* La información de las posibles acciones jurisdic- 
cionales que el usuario puede emprender, en supues- 
tos de presunta mala práctica profesional. 

* La información sobre las acciones jurisdicciona- 
les, a fin de reclamar el resarcimiento de los daños 
causados. 

* La información al usuario perjudicado sobre los 
servicios sanitarios alternativos, a fin de reparar en lo 
posible los daños ocasionados. 

* La propuesta de medidas correctoras, a fin de con- 

* 

seguir la satisfacción efectiva de los derechos de los 
pacientes. 

* La actuación de oficio en los casos que supongan 
presuntas vulneraciones de los derechos fundamenta- 
les o de aquellos otros recogidos en la Ley General de 
Sanidad. 

* La colaboración, el apoyo y la estrecha comunica- 
ción con la Inspección de Servicios Sanitarios. 

7.1.3. Listas de espera 

En este importante aspecto, es menester, en primer 
término, subrayar la falta de adecuación de los recur- 
sos asistenciales a la demanda de la población, siendo 
fiel reflejo de tal inadecuación la existencia de abulta- 
das listas de espera, que impiden, en algunos casos, ga- 
rantizar una rápida y correcta asistencia sanitaria ante 
situaciones de necesidad. 

Es conocido que, mediante el Real Decreto 1088/1989, 
de 8 de septiembre, se extendió la cobertura de la asis- 
tencia sanitaria de la Seguridad Social a las personas 
que carecen de recursos económicos suficientes, lo que 
ha supuesto un muy importante y positivo progreso so- 
cial. Tal ampliación conlleva, no obstante, un aumen- 
to de la población asegurada y, paralelamente, de la 
demanda asistencial, que no ha tenido el correspon- 
diente reflejo en la estructura de los centros hospita- 
larios o, al menos, en la misma proporción que el 
incremento de la población asegurada. 

En efecto, un apreciable porcentaje de las quejas 
planteadas ante esta institución en materia sanitaria, 
siguen resaltando la excesiva extensión de las listas de 
espera en algunos centros sanitarios. 

De otra parte, es preciso tener en cuenta, además de 
las quejas que plantean tal situación, aquellas otras re- 
ferentes a reintegros de gastos por utilización de me- 
dios ajenos a la Seguridad Social que, en muchos casos, 
se derivan de la excesiva demora en prestarse la asis- 
tencia sanitaria precisa. 

La insuficiencia de especialistas en determinados ser- 
vicios hospitalarios (así, anestesiología y reanimación, 
oftalmología y reumatología) y el elevado porcentaje 
de ocupación de algunos servicios médicos (así, servi- 
cio de traumatología del hospital «Ramón y Cajal)), de 
Madrid), se han puesto de manifiesto en la tramitación 
de otras quejas sobre esta materia. 

Por otro lado, en algunos casos la dilación en las ci- 
taciones para intervenciones quirúrgicas se agrava con 
la repetición de las pruebas clínicas precisas para di- 
chas intervenciones, dado que, en el momento en que 
éstas han de llevarse a cabo, los resultados de las prue- 
bas preoperatorias anteriormente realizadas no son ya 
significativos. 

Igualmente, la reorganización de los servicios sani- 
tarios ha producido, en algún supuesto, una distorsión 
en la gestión de las listas de espera. Así, intervencio- 
nes programadas por especialistas de cupo no se han 
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llevado a cabo por el simple hecho de haberse adscri- 
to al usuario a áreas distintas. 

En este aspecto, es de destacar la investigación ini- 
ciada en relación con una queja, en la que el promo- 
vente señalaba que tradicionalmente había figurado 
adscrito al ambulatorio ubicado en la calle Hermanos 
García Noblejas, de Madrid, subrayando que, en abril 
de 1988, el especialista de oftalmología de dicho am- 
bulatorio diagnosticó que padecía cataratas, por lo que 
fue incluido, inmediatamente, en lista de espera, para 
que le fuera realizada la oportuna intervención qui- 
rúrgica. 

De otra parte, el interesado señalaba que el 11 de di- 
ciembre de 1990 recibió una llamada telefónica en su 
domicilio, al objeto de que aportase determinados da- 
tos para su ingreso y posterior intervención, informán- 
dosele, en el curso de dicha conversación telefónica, 
que al haberse modificado el mapa sanitario y corres- 
ponderle, en la actualidad, el ambulatorio de Morata- 
laz y, consiguientemente, ser distinto el cuadro médico 
oftalmológico, se suspendía la intervención programa- 
da, toda vez que la clave médica del nuevo oftalmólo- 
go era diferente. 

En el informe emitido por la Dirección Territorial 
del Instituto Nacional de la Salud de Madrid, se seña- 
ló que se había procedido a comunicar al interesado 
la posibilidad de ser asistido en el hospital «Ramón y 
Cajal», si bien el promovente indicó que la intervención 
le fue ya practicada en un centro privado, señalándo- 
sele entonces la posibilidad de que le asistía de formu- 
lar solicitud de reintegro de los gastos efectuados. 

Ante tal circunstancia, esta institución resaltó la in- 
cidencia que, respecto de intervenciones quirúrgicas 
programadas por equipos de cupo, podía suponer la 
reorganización sanitaria, subrayando que, en el caso 
concreto comentado, la intervención, programada des- 
de hacía varios años, no se llevó a cabo por el simple 
hecho de haber sido adscrito el usuario, con posterio- 
ridad a la citada programación, a un centro de aten- 
ción especializado distinto. 

En este sentido, se subrayó, asimismo, que los rese- 
ñados cambios no debían repercutir negativamente en 
la situación de aquellos usuarios que permanecen a la 
espera de la intervención quirúrgica prescrita por los 
especialistas médicos, y son ajenos, por otra parte, a 
la incidencia o distorsión que, en su situación clínica, 
puede representar la reorganización sanitaria. 

En un nuevo informe, la señalada Dirección Territo- 
rial indicó que se habían desarrollado diversas actua- 
ciones, entre las que destacan la descentralización de 
la gestión a las once áreas sanitarias y la supresión de 
visados de inspección, así como la voluntad de estable- 
cer las medidas precisas, en orden a obviar problemas 
como el planteado (queja 9100185). 

Como se ha indicado, en el curso de las diferentes 
actuaciones desarrolladas en esta materia, ha podido 
constatarse la persistencia de amplios períodos de es- 
pera, tanto para la realización de pruebas de diagnós- 
tico como de intervenciones quirúrgicas, especialmente 

en las especialidades de oftalmología y traumatología. 
En este aspecto, parece necesario señalar la existen- 

cia de procesos, que si bien pueden demorarse, produ- 
cen graves perjuicios al enfermo, que, al ser incluido 
en amplias listas de espera, se ve privado del bien de 
la salud. 

Igualmente, tal circunstancia se ha puesto de mani- 
fiesto en el acceso a consultas externas de institucio- 
nes sanitarias y en la materialización de tratamientos 
ambulatorios (quejas 9000136; 9018714; 9024123; 
9100339, entre otras). 

En la primera de las quejas citadas, la demora de va- 
rios meses para poder acceder a la consulta externa del 
servicio de neurocirugía del área 11, de Madrid (dis- 
tritos sanitarios de Aranjuez, Arganzuela, Villaverde, 
Carabanchel y Usera), dio lugar a que se planteara tal 
situación a la Dirección Territorial del Instituto Nacio- 
nal de la Salud, que informó que se había procedido 
a reorganizar el señalado servicio, reduciéndose la de- 
mora para consulta a unos quince días. 

En la segunda de ellas, el promovente ponía de ma- 
nifiesto que, habiéndose determinado, por un faculta- 
tivo de medicina general del ambulatorio sito en calle 
Manresa, sln de Madrid, la necesidad de ser sometido 
al oportuno tratamiento rehabilitador, le habían infor- 
mado desconocer cuándo podría iniciarse dicho trata- 
miento debido a la amplia lista de espera existente, 
señalándose, paralelamente, que no podría llevarse a 
cabo hasta transcurridos, al menos, varios meses. En 
el informe emitido por el Instituto Nacional de la Sa- 
lud se indicó, por una parte, la realización de gestio- 
nes tendentes a reducir tal demora y, por otra, que el 
tratamiento prescrito al promovente ya se había 
efectuado. 

En la tercera de ellas, se resaltaban las demoras exis- 
tentes en la consulta de reumatología de un ambulato- 
rio de León, como consecuencia de existir. un solo 
especialista, que pasaba consulta dos días a la sema- 
na, aun cuando el número de enfermos de esta patolo- 
gía era elevado. 

Ante una primera comunicación de la Dirección Pro- 
vincial del Instituto Nacional de la Salud, en la que no 
se exponía con la suficiente claridad el alcance de la 
rxtensión de la lista de espera en la citada especiali- 
dad, ni las medidas que para reducir la misma debían 
stablecerse, se procedió a solicitar la ampliación de 
iicha comunicación, en orden a conocer tales circuns- 
tancias. 

En el nuevo informe emitido, la citada Dirección Pro- 
Iincial señaló que, a partir del 14 de enero de 1991, se 
iabía establecido una consulta diaria de tres horas y 
media, al haber tomado posesión un nuevo facultati- 
10, lo que había originado la reducción de la lista de 
:spera a unos 10 días, añadiéndose que, dentro de los 
ibjetivos del año 1991, se contemplaba la creación de 
)tras tres nuevas plazas de la especialidad, con lo que 
pedaría cubierta la demanda asistencial. 

La notable demora en efectuarse determinadas prue- 
las de diagnóstico, prescritas por los especialistas del 
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ambulatorio «San Simplicio», de Madrid, motivó la ad- 
misión a trámite de la última de las quejas citadas, en 
la que el promovente señalaba que habiéndose deter- 
minado, en el mes de septiembre de 1990, la necesidad 
de efectuar una prueba de fondo de ojos, solicitó du- 
rante dos meses y de forma reiterada citación para la 
realización de la misma, informándosele, en cada oca- 
sión, que no existían hojas de citación, comentario que 
el usuario interpretaba que obedecía a la extensión de 
la lista de espera. 

En el informe emitido por la Dirección Territorial 
del Instituto Nacional de la Salud de Madrid se signi- 
ficó que, en los meses a que hizo referencia el usuario, 
existieron dificultades para poder programar las con- 
sultas, incidencia que ya había quedado subsanada y 
que el promovente fue visto en consulta el 18 de abril 
de 1991, es decir, siete meses después de haberse de- 
terminado la necesidad de efectuar la prueba. 

Por lo que se refiere al ámbito hospitalario, en el in- 
forme del pasado año se hacía referencia a la investi- 
gación iniciada sobre el control de las listas de espera 
en el hospital «Ramón y Cajal», de Madrid, en el que 
se había detectado la existencia de importantes disfun- 
ciones en la gestión de las mismas, así como a la nece- 
sidad de que en el reseñado hospital se adoptaran 
cuantas medidas fueran precisas, a fin de evitar situa- 
ciones como las planteadas ante esta institución. 

En el curso del año 1991, se ha procedido a la finali- 
zación de las actuaciones desarrolladas, al informar a 
la Dirección Territorial del Instituto Nacional'de la Sa- 
lud de Madrid que se habían adoptado las medidas ade- 
cuadas para evitar situaciones como las comentadas. 

En concreto, dicha Dirección Territorial reconocía 
que se habían producido disfunciones en la gestión de 
las listas de espera en ciertos servicios quirúrgicos del 
hospital «Ramón y Cajaln, como cirugía general y di- 
gestivo, si bien, una vez efectuada la oportuna investi- 
gación, no pudo determinarse el punto en el que se 
produjo tal disfunción, añadiéndose que, a fin de evi- 
tar circunstancias como las planteadas ante esta insti- 
tución, se procedía a la recopilación y actualización de 
todas las listas de espera del centro, efectuándose los 
ingresos por orden de antigüedad (quejas 9001757 y 
9002687). 

Las listas de espera en el área de traumatología de 
determinados centros sanitarios, ha dado lugar a la for- 
mulación de un significativo número de quejas, en las 
que se ponía de manifiesto la existencia de notables de- 
moras, que, en algún caso, superaban los dos años, pa- 
ra la realización de intervenciones quirúrgicas 
programadas (quejas 9027440; 9100147 y 9100949, en- 
tre otras). 

En la primera de las citadas quejas, se señalaba que 
habiéndose programado, en enero del año 1989, la opor- 
tuna intervención quirúrgica en el servicio de trauma- 
tología del Hospital de la Seguridad Social de 
Ponferrada (León), no se había efectuado la misma, sin 
que, por otra parte, se conociera la fecha aproximada 
en que podría llevarse a cabo, a pesar de haber trans- 

currido aproximadamente dos años desde dicha pro- 
gramación. 

En el informe emitido por la Dirección Provincial del 
Instituto Nacional de la Salud de León se señaló que 
se había propuesto al paciente la posibilidad de ser in- 
tervenido en otro centro con menor lista de espera, pro- 
puesta que no fue aceptada por el interesado, 
añadiéndose que se procedía a disponer lo preciso pa- 
ra llevar a cabo la intervención quirúrgica. 

En la segunda de las quejas, el reclamante significa- 
ba, igualmente, que se encontraba pendiente de inter- 
vención quirúrgica, que se programó el 9-2-1990, en el 
servicio de traumatología del hospital «Ramón y Ca- 
jal», de Madrid, sin que se hubiera efectuado la mis- 
ma. En el curso de las actuaciones desarrolladas pudo 
constatarse el transcurso de aproximadamente un año 
y medio, desde que se programó la intervención hasta 
que ésta se llevó a cabo, así como problemas en l'a dis- 
ponibilidad de camas del servicio, que agravaron tal 
demora. 

Similar circunstancia se reflejaba en la tercera de las 
reseñadas quejas, en la que el promovente indicaba 
que, como consecuencia del proceso de enfermedad que 
padecía en embas rodillas, en el mes de junio de 1990 
se programó en el centro de traumatología del hospi- 
tal «Virgen de la Arrixacan, de Murcia, la correspon- 
diente intervención, desconociendo cuando podría 
materializarse. A este respecto, la Dirección Territo- 
rial del Instituto Nacional de la Salud de Murcia, in- 
formó que, con fecha 22-4-1991, se había llevado a cabo 
la intervención quirúrgica, es decir, casi un año des- 
pués de haberse determinado su necesidad. 

Otra de las especialidades médicas sobre las que gi- 
ran las quejas formuladas en materia de listas de es- 
pera, es la de oftalmología, habiéndose evidenciado 
notables demoras, que alcanzan incluso varios años, en 
la realización de intervención quirúrgicas pro- 
gramadas. 

Así, es de destacar la situación planteada en una que- 
ja, en la que se detallaba que, con fecha 17 de octubre 
de 1988, se programó la oportuna intervención quirúr- 
gica en el servicio de oftalmología del hospital «Ramón 
y Cajal», de Madrid, sin que se hubiera llevado a cabo, 
aún cuando habían transcurrido tres años desde la se- 
ñalada fecha. Iniciada la oportuna investigación, la Di- 
rección Territorial del Instituto Nacional de la Salud 
manifestó que estaba previsto el ingreso del paciente 
para el día 27 de septiembe de 1991 (queja 91 18532). 

La situación descrita, es decir, la existencia de tiem- 
pos de espera tan dilatados, exige establecer los meca- 
nismos adecuados que permitan una rápida y correcta 
atención sanitaria, que debe ser garantizada puntual- 
mente ante situaciones de necesidad de asistencia. A 
tal efecto, habría de considerarse la implantación de 
medidas tales como la mejor distribución de los recur- 
sos sanitarios, el incremento de la oferta de servicios, 
ya sean propios o concertados, la ampliación del hora- 
rio de la utilización del equipamiento y la optimización 
del uso de los medios existentes. 
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En este sentido, debe recordarse que el artículo 6.4 
de la Ley General de Sanidad impone que las actuacio- 
nes de las administraciones públicas sanitarias estén 
orientadas a garantizar la asistencia sanitaria en todos 
los casos de pérdida de salud, estableciendo el artícu- 
lo 7 de la citada Ley que tales actuaciones estarán re- 
gidas por los principios de eficacia y celeridad. 

De otra parte, no pueden olvidarse los graves perjui- 
cios ocasionados al enfermo, que al ser incluido en las 
largas listas de espera se ve privado del bien de la sa- 
lud, que únicamente puede restablecerse mediante la 
intervención prescrita. 

7. i .4. Centros y servicios concertados 

En esta materia, es de destacar una investigación ini- 
ciada y aún no concluida sobre el procedimeinto esta- 
blecido en el suministro de servicios concertados de 
oxígeno a domicilio. 

Motivo de esta actuación es una queja, en la que el 
promovente refería diversas circunstancias concurren- 
tes en la asistencia sanitaria prestada a un familiar, re- 
saltando la notable demora en la prestación de 
oxigenoterapia a domicilio, a pesar de haberse prescri- 
to, con carácter urgente, por un facultativo de la Se- 
guridad Social. 

En concreto, el reclamante señalaba que, una vez que 
el facultativo de medicina general ordenó la adminis- 
tración, con carácter urgente, de oxígeno al paciente 
y extendió el correspondiente volante para que el es- 
pecialista autorizara tal servicio, se personó en el am- 
bulatorio de Moratalaz, de Madrid, en donde se 
limitaron a facilitarle el número telefónico de la em- 
presa concertada, que, pese a los diferentes requeri- 
mientos efectuados, no suministró tal servicio hasta 
transcurridas ocho horas desde que se determinó su 
necesidad y una vez que el paciente había fallecido. 

Resaltando el largo tiempo transcurrido entre el mo- 
mento en que el facultativo de medicina general deter- 
minó la necesidad de administrar urgentemente 
oxígeno y el momento en que la empresa concesiona- 
ria de oxigenoterapia acudió al domicilio de la pacien- 
te, se dio traslado de la situación planteada a la 
Dirección Territorial del Instituto Nacional de la Sa- 
lud de Madrid. 

En el informe emitido por dicha Dirección Territo- 
rial, sin entrar a valorar las posibles causas que pudie- 
ron propiciar el notable retraso en la prestación del 
servicio, se señalaba que se había procedido a la aper- 
tura de una investigación sobre los hechos y que, una 
vez concluida la misma, se constató que la aplicación 
del oxígeno al paciente no hubiera cambiado sustan- 
cialmente el luctuoso e invariable desenlace, indicán- 
dose que la actuación de todas las personas, empresas 
y organismos fue correcta en las decisiones que se 
adoptaron y en las normas que se aplicaron 

Independientemente de la incidencia que la presta- 
ción del señalado servicio pudiera haber tenido en el 

proceso de enfermedad del paciente, esta institución 
no puede compartir las afirmaciones contenidas en el. 
reseñado informe, circunstancia por la que se prose- 
guiran las actuaciones iniciadas, en orden a evitar si- 
tuaciones como la expuesta. 

En efecto, no puede olvidarse el hecho de que el in- 
teresado demandó asistencia sanitaria, que, por otra 
parte, revestía carácter de urgencia, dispensándose la 
misma con una demora de ocho horas, actuación que, 
en el criterio de esta institución, en modo alguno pue- 
de calificarse de correcta. 

Añádase a ello que resulta absolutamente inexplica- 
ble y criticable de todo punto como habiéndose cons- 
tatado por el órgano administrativo de referencia que 
efectivamente prescrito por el médico de un servicio, 
éste no se prestó por la empresa concertada, no se 
haya instruido un expediente depurador de responsa- 
bilidades y, en su caso, de rescisión del concierto. Re- 
sulta igualmente inaceptable que un desamparo e 
incumplimiento de tal naturaleza se quiera encubrir 
so pretexto de que el resultado final del fallecimiento 
hubiera sido el mismo. Tal argumentación resulta no 
sólo improcedente, pues en el momento de pedirse el 
servicio ese dato no era conocido y, aunque lo fuera, 
no correspondía a la empresa decidir por encima de 
un criterio médico. A nuestro entender, la actuación 
administrativa ha sido en este caso doblemente censu- 
rable, tanto en la no prestación del servicio, como en 
la negativa a extraer las consecuencias administrati- 
vas e incluso penales de un hecho semejante. 

Esta institución además de seguir estudiando en pro- 
fundidad este caso, en sus vertientes administrativa y 
penal, quiere dejar constancia aquí de ello e insistir 
ante la administración para que ejerza, en su caso, su 
potestad sancionadora respecto de dicho servicio con- 
certado (queja 9108301). 

7.1.5. Actuaciones en el ámbito hospitalario 

Continúan formulándose quejas de muy distinto con- 
tenido, referentes a la estructura, organización y fun- 
cionamiento de los centros hospitalarios. 

Entre ellas, puede señalarse la planteada por repre- 
sentantes del colectivo de enfermos diabéticos de Ma- 
drid, en la que se exponía la falta de una adecuada 
estructura para atender las situaciones de urgencia que 
puedan presentar estos enfermos, resaltándose que en 
ninguno de los hospitales de Madrid existe especialis- 
ta de endocrinología de guardia, circunstancia que im- 
pide prestar una adecuada asistencia en tales 
supuestos y ha dado lugar a inadecuadas prácticas 
médicas. 

Sin perjuicio de reconocer la preocupación de la Di- 
rección Territorial del Instituto Nacional de la Salud 
de Madrid por arbitrar las oportunas medidas para tra- 
tar de mejorar la atención de todas las personas con 
diabetes, se planteó ante dicha dirección la viabilidad 
de que, en tanto se estructuran las unidades de diabe- 
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tes en los centros sanitarios de referencia, pueda esta- 
blecerse en algún centro sanitario de la ciudad de 
Madrid un servicio de guardia en la especialidad de en- 
docrinología, para atender las situaciones urgentes que 
puedan presentar los referidos enfermos. 

En tal sentido, se resaltaron las recomendaciones 
efectuadas por la Organización Mundial de la Salud en 
esta materia, especialmente la Declaración de San 
Vicente, en las que, entre otros aspectos, se hace refe- 
rencia a la necesidad de reforzar los centros existen- 
tes de atención a personas con diabetes y a que dicha 
atención sea prestada por facultativos y equipos espe- 
cilizados. 

En el informe emitido por el Instituto Nacional de 
la Salud se hace referencia a que se encuentra en estu- 
dio la posibilidad de establecer un servicio de guardia 
de la especialidad de endocrinología, sin concertarse 
las previsiones existentes, circunstancia por la que pro- 
siguen las actuaciones iniciadas (queja 91 1 1  156). 

Otras quejas versan sobre la necesidad de incremen- 
tar la oferta de servicios asistenciales a la población, 
mediante la reconversión funcional de centros para me- 
dia y larga estancia. 

Así, en una de ellas, se significaba que un enfermo 
diagnosticado de infarto múltiple se encontraba ingre- 
sado en el hospital «Nuestra Señora de la Candelaria)), 
de Santa Cruz de Tenerife, determinando los especia- 
listas de la Seguridad Social que precisaba, para su ade- 
cuada atención, un centro de media o larga estancia, 
a pesar de lo cual fue dado de alta y trasladado a su 
domicilio, al no existir camas libres en los dispositi- 
vos de la Seguridad Social. Sobre ello, la Dirección Pro- 
vincial del Instituto Nacional de la Salud de Santa Cruz 
de Tenerife señaló que el paciente fue ingresado en una 
clínica destinada a enfermos crónicos, resolviéndose 
la situación expuesta (queja 91 10646). 

La dotación de tecnología diagnóstica y terapéutica, 
para garantizar la calidad del servicio y posibilitar la 
actividad asistencial, ha dado lugar, igualmente, a la 
formulación de alguna queja sobre esta materia. 

Así, es de resaltar una queja en la que se refería que, 
como consecuencia de la hipercolesterolemia que pa- 
decía un paciente, éste estaba siendo tratado en el ser- 
vicio de endocrinología del hospital «Virgen de la 
Arrixaca)), de Murcia, siendo sometido a plasmafere- 
sis, tratamiento que ha perdido efectividad y presenta 
algunos riesgos. Asimismo, se añadía que, en la actua- 
lidad, existen otros tipos de tratamiento para estos en- 
fermos con mayor eficacia y menor riesgo que no 
podían aplicarse en el citado hospital, al carecer el mis- 
mo de la tecnología precisa. 

Corroborando lo expuesto, el promovente de la que- 
ja acompañó un informe del jefe del servicio de endo- 
crinología del referido hospital, en el que se señalaba 
que, efectivamente, el primer tratamiento citado se ha- 
bía perfeccionado en los últimos años, no pudiéndose 
aplicar en el servicio por la carencia de la tecnología 
precisa y que la gravedad de la enfermedad aconseja- 
ba este nuevo tratamiento. 

En la comunicación enviada por la Subsecretaría del 
Ministerio de Sanidad y Consumo se resaltaba la solu- 
ción satisfactoria del caso comentado, al haberse efec- 
tuado gestiones ante el servicio de nefrología del 
hospital «Ramón y Cajal)), de Madrid, que cuenta con 
el equipamiento necesario para tratar al paciente, su- 
brayándose, además, que se había dirigido comunica- 
ción a la familia del enfermo, informándole sobre los 
trámites a seguir para recibir el tratamiento que pre- 
cisaba el mismo (queja 9101370). 

De otra parte, los defectos estructurales que presen- 
taban determinados centros hospitalarios, con la con- 
siguiente repercusión en el aspecto asistencial, han 
propiciado, igualmente, la formulación de diversas 
quejas. 

En una de estas quejas, se señalaba la existencia de 
una temperatura inadecuada en el tanatorio del hos- 
pital «Virgen de la Salud)), de Toledo. En el informe 
emitido al respecto por la Dirección Provincial del Ins- 
tituto Nacional de la Salud se indicó que se había pro- 
cedido a realizar las oportunas mejoras en la 
instalación del aire acondicionado del centro, resolvién- 
dose así las incidencias reseñadas (queja 9026222). 

En otra de ellas, se exponía que, como consecuencia 
de las reiteradas averías en la sala de hemodinámica 
del hospital Clínico de Madrid, se producían sucesivas 
suspensiones de intervenciones quirúrgicas programa- 
das. En este sentido, la Dirección Territorial del Insti- 
tuto Nacional de la Salud señaló que se había procedido 
a solicitar la renovación de dicha sala y que se habían 
cursado instrucciones a fin de evitar perjuicios, en to- 
do lo posible a los pacientes, derivándose a los mismos 
a otros hospitales (queja 9108595). 

7.1.6. Actuaciones en el ámbito extrahospitalario 

En este aspecto es menester, en primer lugar, reite- 
rar la necesidad de seguir profundizando en la implan- 
tación generalizada de los equipos de atención 
primaria, previstos en el Real Decreto 13711984, de 1 1  
de enero, sobre estructuras básicas de salud, dotando 
de los oportunos medios de diagnóstico a los centros 
de salud, y superándose la actual diferencia entre la 
población adscrita a dichos equipos y la que mantiene 
la estructura tradicional. 

Es preciso resaltar, no obstante, el progresivo incre- 
mento observado en la implantación de los señalados 
equipos de atención primaria. Así, según la informa- 
ción obtenida, relativa únicamente al territorio gestio- 
nado por el Instituto Nacional de la Salud, el número 
de equipos de atención primaria autorizados ascendía 
a 877, en 30 de noviembre de 1991, lo que significaba 
una cobertura del 72,58 por 100 de la población. 

En cuanto a las actuaciones realizadas en el año 1991, 
puede tan solo destacarse que el deficiente estado del 
consultorio de Villamayor de Armuña (Salamanca),.mo- 
tivó el traslado de la situación planteada al Alcalde Pre- 
sidente del Ayuntamiento, quien informó que, 

- 217 - 



CORTES GENERALES 25 DE ABRIL DE 1992.-SERIE A. NOM. 37 

efectivamente, dicho consultorio presentaba un eviden- 
te grado de deterioro y un mal estado de conservación. 
Asimismo, indicaba que, pese a haberse solicitado rei- 
teradamente subvenciones a los organismos competen- 
tes para construir un nuevo consultorio, tales 
solicitudes no habían sido atendidas, añadiendo que, 
no obstante los escasos recursos disponibles, el Ayun- 
tamiento, consciente de las necesidades del servicio, 
tiene proyectado el derribo del actual consultorio, pa- 
ra la instalación de uno nuevo en un edificio de nueva 
planta, próximo a ser construido (queja 9104388). 

7.1.7. Trasplantes y donación de órganos 

En relación con los trasplantes renales, es de desta- 
car la queja formulada por una asociación, en la que 
se exponía el insuficiente número de trasplantes efec- 
tuados en las islas Baleares, resaltándose que la mitad 
de las extracciones eran enviadas a Barcelona, cuan- 
do podría ser realizado el trasplante en el hospital «Son 
Dureta)), de Palma de Mallorca. 

Sobre ello, el Ministerio de Sanidad y Consumo pu- 
so de relieve que durante el año 1990 se había reanu- 
dado el programa de trasplantes renales en el citado 
hospital, que había sido suspendido en el año 1983, aña- 
diéndose que el envío de las extracciones efectuadas 
en las islas Baleares al hospital de Bellvitge ((Princeps 
d’Espanya», de Hospitalet de Llobregat (Barcelona), 
obedecía al hecho de que ambos hospitales compartían 
las listas de espera de las dos Comunidades Autónomas. 
Asimismo, se señalaba que estaba prevista la asunción, 
por el hospital «Son Dureta», de la totalidad de los tras- 
plantes que precisan los habitantes de las islas, objeti- 
vo que pretendía cumplirse en el año 1992. 

Al mismo tiempo, se señalaba que el número de do- 
naciones, factor limitativo básico, nunca será suficiente 
para efectuar trasplantes a enfermos sometidos a tra- 
tamientos de diálisis y que la actividad de trasplantes, 
así como la obtención de órganos, en función de la po- 
blación de la zona Cataluña-Baleares, es superior a la 
obtenida en otras zonas de España o de los países euro- 
peos de nuestro entorno (queja 9014768). 

Otro de los aspectos planteados en esta materia es 
el relativo al elevado número de trámites admipistra- 
tivos que deben superar los familiaries de los donan- 
tes de órganos, situación que dio lugar a que se 
comunicara tal circunstancia al coordinador nacional 
de trasplantes, que señaló compartir este criterio, re- 
saltándose que se estaban llevando a cabo gestiones con 
el Juez Decano de Madrid, a fin de estudiar la posibili- 
dad de agilizar tales trámites, facilitándose así la ac- 
tuación de aquellas personas que colaboran de forma 
altruista en la donación de órganos (queja 9024392). 

7.1.8. Servicios de urgencia del sistema sanitario 
público 

En esta importante materia, es de resaltar la queja 
formulada por personal sanitario y no sanitario del 

área de urgencias del hospital «Doce de Octubre)), de 
Madrid, en la que se ponía de manifiesto la existencia 
de defectos estructurales en dicha área, fundamental- 
mente la insuficiencia de espacio, con la consiguiente 
repercusión negativa en la asistencia a prestar a los 
usuarios del sistema público. 

En relación con este asunto, es preciso destacar que, 
con ocasión del estudio sobre los servicios de urgen- 
cia del sistema sanitario público, elaborado en el año 
1988 por esta institución, se formuló una recomenda- 
ción, en orden a que, dada la insuficiencia de espacio 
del servicio de urgencias del hospital «Doce de Octu- 
bre», se procediera a redactar y a aprobar un proyec- 
to de ampliación de dicho servicio. 

En contestación a dicha recomendación, el Ministe- 
rio de Sanidad y Consumo, en diciembre de 1989, ma- 
nifestó que se procedía a redactar el proyecto de un 
nuevo edificio de 3.500 metros, exclusivamente para ur- 
gencias, añadiéndose que, previsiblemente, las obras 
se iniciarían en el año 1990. 

Habida cuenta del contenido de la aludida queja, y 
entendiendo que la solución definitiva de la situación 
planteada pasaba, necesariamente, por la construcción 
de una nueva y adecuada área de urgencias, se proce- 
dió a realizar un seguimiento del proyecto de reforma. 

En este sentido, en el curso de la investigación ini- 
ciada se constató que las obras correspondientes se ini- 
ciaron en el mes de enero de 1991, habiéndose 
establecido un plazo de 14 meses para la ejecución de 
las mismas. 

De conformidad con el proyecto de reforma aproba- 
do, el nuevo servicio de urgencia hospitalaria consta- 
rá de: área de urgencias médico-quirúrgicas, área de 
reanimación, área de urgencias traumatológicas, área 
de radiología, área de personal, acceso y apoyos, qui- 
rófanos, áreas de observación y zonas de médicos de 
guardia. 

La reseñada estructura representará una sensible 
mejora de las instalacines en las que, en la actualidad, 
se dispensa la asistencia sanitaria de carácter urgente. 

N o  obstante lo expuesto, es de destacar que el actual 
servicio de urgencias mantiene los defectos estructu- 
rales reflejados, en el año 1988, en el citado estudio so- 
bre los servicios de urgencia del sistema sanitario 
público. 

En este aspecto, únicamente es de destacar la insta- 
lación de un tubo neumático para la entrega y recep- 
ción de pruebas analíticas, que ha permitido disminuir 
la demora existente en disponer del resultado de las 
pruebas, y la potenciación de los recursos asignados 
a la información de los usuarios. 

Por consiguiente, dadas las graves carencias que en 
la actualidad presenta la referida área de urgencias, 
con la consiguiente repercusión negativa, tanto en la 
asistencia a prestar a la población como para el desa- 
rrollo de la práctica profesional, urge acelerar la ter- 
minación de las señaladas obras en curso (queja 
9108 17 1). 
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7.2. Salud Mental 

7.2.1, Situación jurídica y asistencial del enfermo 
mental 

Desde el inicio de las actividades del Defensor del 
Pueblo se ha venido incidiendo, de una manera espe- 
cial, en diversos aspectos relativos a la atención a la 
salud mental y a la asistencia psiquiátrica, dándose 
cuenta de los mismos en los sucesivos informes pre- 
sentados a las Cortes Generales. 

De este modo, y a título meramente ejemplificativo, 
pueden traerse a colación los siguientes aspectos, tra- 
tados en estos informes: 

- La insuficiente cobertura prestada a la atención 
a la salud mental y a la asistencia psiquiátrica por el 
sistema de Seguridad Social. 
- La denegación de las solicitudes de reintegro de 

gastos de asistencia psiquiátrica formuladas por bene- 
ficiarios de la Seguridad Social, en contra de una rei- 
terada jurisprudencia al respecto. 
- La falta de un desarrollo suficiente de las estruc- 

turas extrahospitalarias. 
- La insuficiencia de los dispositivos asistenciales 

de carácter comunitario, con la consecuencia de que 
los enfermos dados de alta hospitalaria sean derivados, 
en ocasiones, hacia los albergues de transeúntes. 
- La conveniencia de establecer los cauces de coor- 

dinación precisos entre las estructuras hospitalarias 
y los dispositivos ambulatorios con el fin de asegurar 
el funcionamiento del principio de continuidad tera- 
péutica. 
- La persistencia de la función de custodia y no te- 

rapéutica de algunos hospitales psiquiátricos. 
- La existencia en hospitales psiquiátricos de un 

significativo porcentaje de pacientes no propiamente 
psiquiátricos, que precisan atenciones de carácter 
social. 
- La necesidad de apoyar, a través de las correspon- 

dientes prestaciones, la reinserción laboral y social de 
los enfermos desinstitucionalizados. 
- La conveniencia de que la administración de jus- 

ticia cuente con los medios suficientes para desarro- 
llar las competencias atribuidas por la Ley 1311983, de 
24 de octubre, respecto de los internamientos de los 
presuntos incapaces. 
- La necesidad de regularizar las situaciones de in- 

ternamientos producidas con anterioridad a la entra- 
da en vigor de dicha ley. 
- Las diferencias del grado de desarrollo de la re- 

forma psiquiátrica según las comunidades autónomas 
y la ausencia, en alguna de ellas, de un enfoque global, 
manteniéndose servicios asistenciales con diferente 
evolución y estructura, dependientes de distintas ad- 
ministraciones, y sin coordinación entre sí. 
- La necesidad de poner en práctica las previsio- 

nes contenidas en el artículo 20 de la Ley General de 
Sanidad. 

De otra parte, se dejó constancia, en los sucesivos in- 
formes, de las visitas que se fueron realizando a dis- 
tintos hospitales psiquiátricos a lo largo de estos años. 

Contándose con estos antecedentes, se consideró que 
era necesario disponer de un conocimiento sistemáti- 
co del desarrollo de la reforma psiquiátrica, que per- 
mitiera obtener una visión más completa de la atención 
a la salud mental. A tal efecto, se realizó, por parte de 
esta Institución, un programa específico de investiga- 
ción, que fue ejecutado desde el mes de junio de 1990 
al mes de octubre de 1991, y al que se ha aludido en 
anteriores apartados de este informe. 

La ejecución del citado programa comportó básica- 
mente el desarrollo de las siguientes actividades: 

- La realización de visitas a 37 establecimientos de 
atención psiquiátrica (17 unidades de psiquiatría de 
hospitales generales y 20 hospitales psiquiátricos), si- 
tuados en la totalidad de las comunidades autónomas 
y dependientes de distintas administraciones públicas 
(Instituto Nacional de la Salud, administraciones auto- 
nómicas, diputaciones provinciales y cabildos y con- 
sejos insulares). 
- La realización, con carácter complementario, de 

visitas a otros 12 centros (3 residencias, 3 pisos prote- 
gidos, 5 hospitales y centros de día y 1 centro de for- 
mación e inserción profesionál). 
- El mantenimiento de entrevistas con aquellas per- 

sonas que, dentro del órgano competente de cada co- 
munidad autónoma, tienen encomendada la 
responsabilidad en el campo de la salud mental, así co- 
mo la obtención de documentación en torno a la ins- 
trumentación de la reforma psiquiátrica y a la 
situación de la estructura asistencial. 
- El análisis de una serie de datos proporcionados 

por los distintos órganos competentes de las comuni- 
dades autónomas, relativos a los centros de interna- 
miento existentes, al número de camas, al número de 
enfermos, a la edad y al tiempo de internamiento de 
la población atendida en estos centros y a la red altar- 
nativa al internamiento psiquiátrico. 

Las actuaciones realizadas desembocaron en la ela- 
boración del documento ((estudio y recomendaciones 
del Defensor del Pueblo sobre la situación jurídica y 
asistencial del enfermo mental en España)), en el que 
se analizan los aspectos siguientes: 

- La situación de la atención a la salud mental y de. 
la asistencia psiquiátrica, examinándose el marco ge- 
neral de la reforma psiquiátrica, los instrumentos nor- 
mativos y planificadores, y la estructura asistencial, 
tanto en lo relativo a los criterios básicos de organiza- 
ción, como a las distintas modalidades de atención 
(asistencia extrahospitalaria, unidades de psiquiatría 
en hospitales generales, hospitales psiquiátricos, dis- 
positivos intermedios y estructuras sociales). 
- Los resultados obtenidos en las visitas realizadas 

a las unidades de psiquiatría de los hospitales genera- 
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les, analizándose la capacidad de las unidades, la si- 
tuación de los hospitales y la ubicación de las unidades 
dentro de ellos, el estado de conservación de las depen- 
dencias, los aspectos estructurales, los recursos huma- 
nos y los aspectos asistenciales. 
- Los resultados obtenidos en las visitas efectuadas 

a los hospitales psiquiátricos, examinándose la capa- 
cidad de los establecimientos y el porcentaje de ocu- 
pación, la situación y medios de transporte, el estado 
de conservación y las condiciones de las instalaciones, 
la población atendida, los recursos humanos, los aspec- 
tos asistenciales, el alojamiento, el servicio de alimen- 
tación y otros aspectos (abono de tasas, asunción del 
coste de las estancias de enfermos crónicos y registro 
e información sanitaria). 
- Los resultados obtenidos en las visitas giradas, 

con carácter complementario, a otros dispositivos (re- 
sidencias, pisos protegidos, hospitales y centros de día 
y centros de formación). 
- Los problemas relativos a los internamientos en 

establecimientos psiquiátricos y a la intervención de 
la administración de justicia. 

A causa de su extensión, no puede recogerse en su 
integridad el estudio elaborado, reproduciéndose, no 
obstante, a continuación las conclusiones obtenidas: 

a) Respecto de la situación de la atención a la salud 
mental y de la asistencia psiquiátrica. 

- Tan sólo cuatro comunidades autónomas (Anda- 
lucía; Asturias; Castilla y León; y Comunidad Valencia- 
na) cuentan con normas en las que se contempla, de un 
modo global, armónico e integral, el marco de la aten- 
ción a la salud mental y la asistencia psiquiátrica. El 
resto de las comunidades cuentan únicamente con dis- 
posiciones que regulan aspectos parciales, han suscri- 
to algún convenio de cooperación o, simplemente, 
carecen de normativa específica en el campo de la sa- 
lud mental. 
- Por el contrario, la mayoría de las comunidades 

autónomas disponen de un plan de salud mental, si bien 
no aprobado formalmente por una norma jurídica, o 
de un documento equivalente. Más en concreto ocho 
comunidades cuentan con el citado plan (Andalucía; Ba- 
leares; Castilla-La Mancha; Castilla y León; Madrid; Na- 
varra; País Vasco; y Comunidad Valenciana), mientras 
que en otras tres existen documentos que, sin llegar a 
ser formalmente un plan, tienen las características ne- 
cesarias para poder ser considerados como sustituti- 
vos de aquél (Asturias; Cataluña; y Galicia). En las seis 
comunidades restantes no existe ningún instrumento 
de planificación. 
- En la organización de los servicios de atención 

a la salud mental y de asistencia psiquiátrica se viene 
aplicando el principio de delimitación territorial como 
base para la ordenación funcional de los recursos, aco- 
modándose así la actuación de las comunidades autó- 

nomas a lo que al respecto propugnaba el Informe de 
la Comisión Ministerial para la Reforma Psiquiátrica. 
N o  obstante, la plasmación de este criterio en el ámbi- 
to normativo y su aplicación práctica es variable se- 
gún las comunidades. 

En cuanto al criterio aplicado para efectuar la dis- 
tribución de los recursos, se acude en la mayoría de 
los casos a la ordenación territorial establecida con ca- 
rácter general en el campo sanitario, si bien algunas 
comunidades han implantado, sobre esta base, una sec- 
torización específica en el campo de la salud mental 
(así, Castilla y León; Murcia; y Navarra). 
- La situación relativa al logro de la integración 

funcional de los recursos dedicados a la atención a la 
salud mental y a la asistencia psiquiátrica es diversa 
según las comunidades autónomas y no se correspon- 
de exactamente con la mayor o menor complejidad que 
para cada una de ellas se deriva de la combinación de 
los distintos factores condicionantes: carácter unipro- 
vincial o pluriprovincial y asunción o no de las funcio- 
nes y servicios del Instituto Nacional de la Salud. 

De este modo, existen comunidades que han logra- 
do la integración funcional de los recursos, acudiendo 
para ello, en caso necesario, a la coordinación de las 
distintas administraciones afectadas (Instituto Nacio- 
nal de la Salud, Comunidad Autónoma, diputaciones 
provinciales) mediante la suscripción de los oportunos 
convenios, mientras que en otras comunidades el ob- 
jetivo se ha logrado tan solo parcialmente, existiendo 
asimismo otros casos en los que es notoria la ausencia 
de instrumentos de coordinación, de modo que no hay 
una conexión institucionalizada entre las distintas ad- 
ministraciones. 
- La misma situación de variedad que se viene ci- 

tando, vuelve a darse respecto de la atención ambula- 
toria, en la que, dejando aparte la actuación de los 
equipos básicos de salud, pueden encontrarse mode- 
los diversos según las comunidades autónomas, en fun- 
ción del modo de asegurar el principio de continuidad 
terapéutica, existiendo incluso, en algunas comunida- 
des autónomas, fórmulas diferentes según las provin- 
cias que integran las mismas. 

Desde el punto de vista cuantitativo, se observa un 
notable avance en la implantación de los dispositivos 
de atención extrahospitalaria de segundo nivel, es de- 
cir, centros y equipos de salud mental, si se tiene en 
cuenta la situación de partida consistente en la casi to- 
tal inexistencia de estos dispositivos. No obstante, la 
situación es diversa según las comunidades autónomas 
en cuanto al grado de desarrollo de estos recursos, exis- 
tiendo casos en los que las previsiones se han cumpli- 
do en su totalidad, mientras que en otros la implan- 
tación de estos equipos es mucho menor, aparte de dar- 
se fuertes desequilibrios territoriales en su distri- 
bución. 

De otra parte, la persistencia de neuropsiquiatras de 
cupo constituye un elemento que distorsiona el mode- 
lo de atención. 

Por último, se han comenzado a implantar progra- 
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mas de atención a la salud mental infanto-juvenil, cu- 
ya ejecución se lleva a cabo a través de diversos 
modelos organizativos, siendo necesario que por las 
distintas comunidades autónomas se acentue la aten- 
ción a este colectivo sobre el que era notoria la falta 
de recursos suficientes antes de iniciarse el proceso de 
reforma psiquiátrica. 
- La valoración del grado de implantación de las 

unidades de psiquiatría en hospitales generales permite 
constatar, una vez más, la diversidad de la situación 
según las comunidades autónomas. 

De este modo, algunas comunidades autónomas dis- 
ponen ya  de un significativo número de unidades en 
hospitales generales (así, Andalucía; Aragón; Asturias; 
Cantabria; Castilla-La Mancha; Castilla y León; Nava- 
rra; País Vasco; y La Rioja), mientras que en otras el 
peso de este tipo de asistencia recae fundamentalmente 
en las unidades de corta estancia de los hospitales psi- 
quiátricos (así, Baleares; Cataluña; y Extremadura). 
- En la mayoría de las comunidades autónomas se 

encuentran en ejecución programas de transformación 
y, en su caso, de superación, de los hospitales psiquiá- 
tricos, si bien presentan distinta configuración y alcan- 
ce, encontrándose asimismo en un diferente grado de 
desarrollo. La consecuencia de todo ello es el acusado 
descenso del número de hospitales psiquiátricos y del 
número de camas en estas estructuras específicas. Pe- 
se a ello, la situación no ha variado sustancialmente 
en algunas comunidades autónomas, de modo que en 
ellas el centro hospitalario dedicado exclusivamente a 
la asistencia psiquiátrica sigue constituyendo el eje de 
la atención a la salud mental. 

Independientemente de estos programas de transfor- 
mación de los hospitales psiquiátricos, existe una no- 
table variación en la dotación de camas de corta y de 
larga estancia entre las diferentes comunidades 
autónomas. 
- El desarrollo de la reforma psiquiátrica se ve con- 

dicionado por la carencia en unos casos, o insuficien- 
cia en otros, de dispositivos intermedios, lo que, aparte 
de distorsionar y frenar el proceso reformador, provo- 
ca limitaciones en el funcionamiento del resto de los 
dispositivos de la atención a la salud mental. Debe sig- 
nificarse, de otro lado, que en la mayoría de los casos 
ni siquiera se ha podido establecer detalladamente la 
necesidad de estas estructuras dentro de la planifica- 
ción de recursos, de modo que su dotación depende, 
en gran medida, de criterios de oportunidad o de ín- 
dole financiera. 

De otra parte, la escasa disponibilidad de estructu- 
ras de carácter social condiciona los planes de desins- 
titucionalización de los pacientes internados en los 
hospitales psiquiátricos. 

b) 
hospitales generales visitadas. 

En relación con las unidades de psiquiatría de los 

- Con tres excepciones (hospital «Virgen Macare- 

na», de Sevilla; hospital «Marqués de Valdecilla», de 
Santander; y hospital «Gregario Marañón», de Madrid), 
la capacidad de las unidades de psiquiatría de los hos- 
pitales generales visitadas se acomoda al criterio con- 
tenido en el informe de la Comisión Ministerial para 
la Reforma Psiquiátrica. 
- La ubicación de las unidades de psqiuiatría den- 

tro del hospital está, en muchos casos, condicionada 
por la escasa disponibilidad de espacio, en especial si 
no se trata de una obra de nueva planta. Este condi- 
cionamiento impide, en ocasiones, la idoneidad de la 
ubicación de la unidad. 
- Con una excepción (hospital «Gregario Marañón», 

de Madrid), las unidades visitadas presentan un ade- 
cuado estado de conservación. 
- Salvo algunas cuestiones de detalle, el alojamien- 

to de los enfermos en estas unidades se realiza en con- 
diciones adecuadas. No obstante, en algunos casos, la 
capacidad de las habitaciones queda desbordada, exis- 
tiendo camas en los pasillos, o en dependencias no des- 
tinadas teóricamente al alojamiento, o instalándose 
una cama más en las habitaciones (así, hospital «Vir- 
gen Macarena)), de Sevilla; hospital Clínico Universi- 
tario de Zaragoza; y hospital Provincial de Toledo). 
- La dotación de equipamiento de las unidades es- 

tá limitada por la falta de espacio antes reseñada, con- 
dicionando las actividades terapéuticas y de ocupación 
del ocio. 
- Se observa una falta de homogeneidad en cuanto 

a los índices personallcama en las unidades visitadas. 
- Se constata la elevada presión sobre la actividad 

asistencia1 desarrollada por estas unidades, que en al- 
gunas de ellas se traduce en un porcentaje de utiliza- 
ción superior al 100%, con las consecuencias antes 
descritas en cuanto a la habilitación de camas en el pa- 
sillo, en otras dependencias, o en las habitaciones, así 
como respecto del funcionamiento del servicio (así, co- 
mo antes se ha indicado, hospital «Virgen Macarena)), 
de Sevilla; hospital Clínico Universitario de Zaragoza; 
y hospital Provincial de Toledo). 
- Se observa una considerable variación en la es- 

tancia media de los pacientes internados en estas uni- 
dades, existiendo algún caso en el que se ha detectado 
la permanencia en ellas de enfermos durante un ele- 
vado número de meses e, incluso, de años (hospital 
«Virgen Macarena», de Sevilla). En los casos de alta es- 
tancia media influye, entre otros factores, la suspen- 
sión de los ingresos en los hospitales psiquiátricos, así 
como la inexistencia de estructuras intermedias, que 
impide la derivación de los enfermos hacia otros dis- 
positivos, alargando el tiempo de estancia en el 
hospital. 
- Se constata asimismo que existe, en ocasiones, 

una falta de coordinación entre los distintos dispositi- 
vos de atención a la salud mental, que se manifiesta 
en que un elevado porcentaje de enfermos ingresados 
en estas unidades acuda directamente a demandar asis- 
tencia, sin que haya la necesaria interreleación con el 
primer nivel de la asistencia especializada. 

- 221 - 



CORTES GENERALES 25 DE ABRIL DE 1992.-sERIE A. NOM. 37 

c) Sobre los hospitales psiquiátricos visitados 

- Una proporción apreciable de los hospitales psi- 
quiátricos se ubica en lugares aislados, lo que no faci- 
lita la integración y el contacto de estos enfermos con 
el entorno, si bien esta circunstancia se ve paliada por 
la disposición, en la práctica totalidad de los casos, de 
medios de transporte que los enlazan con las poblacio- 
nes más próximas. 
- Es muy frecuente la existencia de hospitales so- 

bredimensionados en relación con la población inter- 
nada, lo que se deriva no sólo del proceso de 
desinstitucionalización de pacientes, sino incluso por 
haber sido diseñados inicialmente en función de una 
determinada capacidad que nunca llegó a ser cubierta 
totalmente. 
- Entre las características de la población interna- 

da en los hospitales psiquiátricos destaca el elevado 
promedio de edad, cuya consecuencia es la creciente 
necesidad de asistencia en el aspecto somático. 
- Un significativo porcentaje de los enfermos ingre- 

sados en los hospitales psiquiátricos lleva internado un 
largo tiempo, lo que manifiesta, entre otras cuestiones, 
la función custodial y de asilo, y no terapéutica, que 
tradicionalmente han venido desempeñando estos hos- 
pitales. 
- Es asimismo significativo el porcentaje de pacien- 

tes no propiamente psiquiátricos que están internados 
en los hospitales de esta naturaleza y cuya atención de- 
bería llevarse a cabo a través de otras estructuras, des- 
tacando, en este sentido, las personas con oligofrenia, 
que representan entre una quinta y una cuarta parte 
de los enfermos internados. Esta circunstancia pone 
de manifiesto una vez más la función custodia1 y de asi- 
lo de estos establecimientos. 
- Con independencia de lo anterior, existe en los 

hospitales psiquiátricos un apreciable número de pa- 
cientes acreedores a un tipo de asistencia distinta de 
la prestada en dichos hospitales, si bien las alternati- 
vas para la atención se ven mediatizadas por la insufi- 
ciente dotación de otros dispositivos. 
- Entre los hospitales visitados, hay una gran dis- 

paridad en relación al índice personallusuarios, exis- 
tiendo un amplio abanico, de modo que la plantilla de 
algún establecimiento llega a ser cinco veces superior 
a la de otro, aun cuando la población internada en am- 
bos ofrece un perfil similar. 
- Llama la atención la carencia, en algunos estable- 

cimientos, de personal especializado en psiquiatría, lle- 
gando a existir hospitales psiquiátricos, en los que se 
atiende a varios centenares de enfermos, y que dispo- 
nen tan sólo de un psiquiatra (hospital psiquiátrico: 
<c San Salvador)), de Oña; complejo sanitario provincial 
de Plasencia; y centro residencial y rehabilitador «San 
Rafael», de Castro de Riberas de Lea) o que, incluso, 
carecen de este especialista en su plantilla (unidad re- 
sidencial y rehabilitadora de Alcohete, en Yebes). 
- Los criterios utilizados para la organización fun- 

cional de las unidades asistenciales son diversos, va- 

lorándose en unos casos motivos estrictamente clínicos 
(distribución por diagnósticos), y en otros supuestos, 
razones de otra índole (posible duración de la estan- 
cia; presunta posibilidad de rehabilitación; criterio te- 
rritorial e, incluso, en algunos de ellos, el factor sexual). 
- Entre las actividades rehabilitadoras que se lle- 

van a cabo en los hospitales destacan las relativas a la 
laborterapia y a la terapia ocupacional, que se desa- 
rrollan en la mayoría de los establecimientos visitados. 
Con mayor o menor extensión se realizan actividades 
deportivas, recreativas y culturales, que en algunos ca- 
sos forman parte explícita del programa de rehabili- 
tación. No obstante, es preciso significar que las 
actividades rehabilitadoras se ponen en práctica, en 
muchos casos, tan sólo con una parte de la población 
internada y, más en concreto, con aquellos pacientes 
que presentan posibilidades razonables de reinserción 
laboral y social, con frecuente olvido de otros enfer- 
mos que podrían mejorar aspectos tales como el ajus- 
te social y la autonomía personal. 
- Subsisten en varios de los hospitales visitados 

grandes salas comunes destinadas al alojamiento de los 
pacientes, que llegan incluso a contener hasta 39 ca- 
mas, lo que provoca la absoluta falta de intimidad (así, 
hospital psiquiátrico «Nuestra Señora del Pilar)), de Za- 
ragoza; hospital psiquiátrico de Palma de Mallorca; y 
hospital psiquiátrico «Santa María de las Nieves», de 
Vitoria). 
- Junto a esta circunstancia, es preciso señalar que, 

en general, el alojamiento de los enfermos agudos se 
realiza en dependencias que reúnen mejores condicio- 
nes que las utilizadas por los enfermos crónicos, cuan- 
do la estancia de los primeros se extiende tan sólo por 
unos días o semanas, mientras que los segundos per- 
manecen en el hospital incluso durante varios decenios. 
- Las condiciones de habitabilidad son variables, 

dándose casos de hospitales donde estas condiciones 
son perfectamente adecuadas, mientras que en algu- 
nos hospitales se observan graves deficiencias, tales co- 
mo habitaciones sin ventilación exterior y utilización 
como alojamiento de antiguos cuartos de aislamiento 
que no reúnen las mínimas condiciones exigibles (exi- 
guas dimensiones, ausencia de mobiliario, falta de luz 
artificial, deficiente conservación e, incluso, ausencia 
de cristales en las ventanas). 
- Como regla general, existe intervención médica 

en la determinación y supervisión de la alimentación, 
hallándose, de otra parte, las depedencias destinadas 
a este servicio en correctas condiciones. El almacena- 
miento de los alimentos se efectúa generalmente en 
condiciones adecuadas, si bien en uno de los estable- 
cimientos no existía la necesaria separación entre los 
alimentos y los productos tóxicos, que se almacenaban 
conjuntamente, con el riesgo consiguiente (centro re- 
sidencial y rehabilitador «San Rafael)), de Castro de Ri- 
beras de Leá). 
- El desarrollo predominantemente horizontal de 

las edificaciones donde se ubican los hospitales visita- 
dos significa una importante atenuación del riesgo en 
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casos de incendio y otras emergencias, pero aun así se 
observan carencias, como es, incluso, la inexistencia 
de extintores en algunos hospitales o en algunos pabe- 
llones dentro de ellos. 

- Pese a la existencia de una jurisprudencia cons- 
tante que establece el derecho a los beneficiarios de la 
Seguridad Social a la cobertura, por parte de la mis- 
ma, de los gastos de internamiento en hospitales psi- 
quiátricos, aquellos han de continuar sufragando los 
costes originados por tal concepto, aun cuando el tra- 
tamiento haya sido determinado por los propios espe- 
cialistas de la Seguridad Social. Esta circunstancia, de 
otra parte, ha originado, en algunas comunidades autó- 
nomas o en algunas provincias, discrepancias entre la 
entidad gestora competente y las consejerías o diputa- 
ciones provinciales correspondientes, lo que, en oca- 
siones, tiene una directa influencia negativa en la 
asistencia prestada, al haber determinado la suspen- 
sión de los ingresos en algunos hospitales (centro de 
rehabilitación psiquiátrica de Parayas, en Maliaño- 
Camargo; centro residencial y rehabilitador «San Ra- 
fael», de Castro de Riberas de Lea). 

A todas estas conclusiones deben añadirse las rela- 
tivas a los internamientos efectuados tanto al amparo 
de la legislación civil, como de la legislación penal, pro- 
cesal y penitenciaria, así como a aspectos tales como 
la documentación de las personas con enfermedad 
mental y el derecho de sufragio de estas personas, que 
se recogen extensamente en otros apartados de este 
informe. 

En cuanto a los establecimientos objeto de la inves- 
tigación, fueron visitadas diversas unidades de psiquia- 
tría de hospitales generales dependientes del Instituto 
Nacional de la Salud. 

La unidad de psiquiatría del hospital clínico univer- 
sitario de Zaragoza, si bien dispone de unas habitacio- 
nes de aceptables características, presenta carencias 
como: la instalación, como consecuencia de la fuerte 
presión asistencial, de camas, en dependencias no des- 
tinadas al alojamiento; la existencia únicamente de un 
baño y una ducha para toda la unidad, lo que resulta 
notoriamente insuficiente; y la escasa capacidad de la 
sala de estar. N o  obstante, se informó que estaba pre- 
visto ampliar la unidad, así como instalarla posterior- 
mente en la planta baja. 

En cuanto a los aspectos funcionales, los mismos es- 
tán condicionados por la elevada presión asistencial y 
la inexistencia de estructuras intermedias. 

La unidad de psiquiatría del hospital General de As- 
turias presentaba un estado de conservación correcto, 
pudiendo calificarse como aceptables las condiciones 
de habitabilidad, y debiéndose tan sólo reseñar la es- 
casa capacidad de la sala de visitas, en función de la 
población internada. 

La unidad de psiquiatría del hospital ((Marqués de 
Valdecilla», de Santander, presentaba los inconvenien- 
tes derivados de la antigüedad del edificio en donde se 

ubica, si bien estaba prevista la realización de obras 
de remodelación. 

Desde el punto de vista funcional, merece una espe- 
cial atención la falta de acuerdo entre el Instituto Na- 
cional de la Salud y la Diputación Regional de 
Cantabria sobre qué organismo debe responsabilizar- 
se económicamente de los enfermos ingresados en los 
centros psiquiátricos de media y larga estancia, discre- 
pancia que motivó que la Dirección Regional de Bie- 
nestar Social de la citada diputación determinara que 
no se autorizarían nuevos ingresos o reingresos de pa- 
cientes, afiliados a la Seguridad Social, en centros psi- 
quiátricos de ella dependientes, a no ser que se 
remitiera el correspondiente modelo P-10, sellado por 
la Inspección Médica de la Seguridad Social. 

Tal circunstancia ha producido una notable distor- 
sión en el funcionamiento de la unidad de psiquiatría 
del hospital «Marqués de Valdecillan, siendo de desta- 
car entre otros, los siguientes efectos: la fuerte presión 
asistencial, que se traduce en un elevado porcentaje de 
utilización (121,3% en 1990); la existencia de enfermos 
psiquiátricos en otros servicios del hospital; la perma- 
nencia en la unidad de enfermos crónicos que no pre- 
cisan ya la acción terapéutica de la misma; y la quiebra 
de programas a desarrollar por la unidad (vgr. ruptu- 
ra del protocolo sobre alcoholismo). 

Por su parte, la unidad de psiquiatría del hospital 
«Nuestra Señora de la Montaña)), de Cáceres, si bien 
dispone de unas habitaciones de aceptables caracterís- 
ticas, presentaba algunas deficiencias estructurales, co- 
mo son: la inexistencia de local para el desarrollo de 
actividades de terapia ocupacional; la escasa capaci- 
dad de la sala de estar-comedor en función de la po- 
blación internada, debiéndose tener en cuenta, de otra 
parte, que es la única zona de recreo; el número relati- 
vamente elevado de camas en algunas habitaciones 
-existen tres de ellas con cuatro camas-, lo que con- 
lleva la permanencia en la misma habitación de pacien- 
tes con patologías muy dispares, circunstancia que, en 
el criterio de los especialistas de la unidad, no favore- 
ce el objetivo final de la curación. 

De otra parte, el funcionamiento de la unidad se ve 
mediatizado por el elevado porcentaje de utilización de 
la misma, con la consiguiente presión asistencial, de- 
rivada de la inexistencia de estructuras intermedias y 
de la falta de coordinación con el resto de dispositivos 
de atención a la salud mental. 

La unidad de psiquiatría del hospital clínico de Va- 
lladolid presentaba un buen estado de conservación, 
a excepción de la habitación de aislamiento, que no se 
encontraba en un estado adecuado y precisaba su acon- 
dicionamiento. Las condiciones de las habitaciones en 
cuanto a dimensiones, luminosidad y ventilación son 
correctas. Sin embargo, considerada en su globalidad, 
la unidad presentaba una notoria carencia de espacio, 
lo que tiene una influencia directa en las actividades 
que pueden desarrollar los pacientes internados, que 
prácticamente se limitan a ver la televisión en la sala 
de estar. 
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Se observó, de otra parte, que en el espacio existen- 
te entre las dos puertas que dan acceso a la escalera 
de emergencia estaban almacenados diversos elemen- 
tos que dificultaban el paso y la consiguiente utiliza- 
ción de esta salida en caso de ser necesaria la misma. 

En el orden asistencial, se informó que no existía lista 
de espera, pero se significó que la presión asistencial 
obliga a que los pacientes permanezcan, en ocasiones, 
dos y tres días en el servicio de urgencia antes de po- 
der ser trasladados a la planta. Se indicó asimismo que 
esta presión de los internamientos por vía de urgencia 
ocasiona que apenas se produzcan ingresos pro- 
gramados. 

Como consecuencia de la investigación realizada se 
ha procedido a efectuar un total de 45 recomendacio- 
nes de carácter general para la mejora de la atención 
a la salud mental y de la asistencia psiquiátrica y para 
la mayor garantía de los derechos de los enfermos men- 
tales, así como a dirigir un total de 200 recomendacio- 
nes de carácter puntual a 24 organismos de las distintas 
administraciones públicas, en relación con los estable- 
cimientos visitados (queja 9125665). 

7.2.2. Otras actuaciones relativas a la atención a la sa- 
lud mental 

Entre el resto de las actuaciones desarrolladas en es- 
ta materia, pueden citarse las realizadas con motivo 
de una queja relativa a un menor que padecía una en- 
fermedad persistente de carácter psíquico que le im- 
pedía gobernarse por sí mismo, consistente en 
trastorno de personalidad, psicópata con conducta an- 
tisocial. En concreto, se señalaba que el menor había 
sido objeto de tratamiento psiquiátrico en diferentes 
centros e instituciones (centro de salud mental y bie- 
nestar social de Ibiza y Formentera, hospital psiquiá- 
trico del Consell Insular de Mallorca, hospital «Can 
Misses.», de Ibiza, y centro de observación de Palma de 
Mallorca), si bien los resultados terapéuticos habían 
sido escasos, al carecer Ibiza, lugar de residencia del 
menor, de los recursos adecuados, habiendo determi- 
nado los médicos psiquiatras que le habían atendido 
la necesidad de seguir un tratamiento en un centro es- 
pecializado. 

Al mismo tiempo, se añadía que se habían realizado 
diversas gestiones al objeto de determinar si, en el ám- 
bito comunitario o nacional, existía un centro adecua- 
do en el que poder dispensarse el tratamiento que 
precisaba el paciente, sin que tales gestiones dieran re- 
sultado positivo. 

Admitida a trámite la queja, se dio traslado de la si- 
tuación planteada al Ministerio de Sanidad y Consu- 
mo, resaltando el contenido de los diferentes informes 
clínicos emitidos en relación con el estado de salud del 
paciente, en los que se constataban los problemas psí- 
quicos a que anteriormente se ha hecho referencia, po- 
niéndose de manifiesto, de una parte, la necesidad de 
que el paciente fuera sometido al oportuno tratamien- 

to y, de otra, los escasos resultados terapéuticos obte- 
nidos hasta aquel momento. 

En el informe enviado por el Ministerio de Sanidad 
y Consumo se señaló que el Instituto Nacional de la Sa- 
lud había procedido al análisis exhaustivo de los diver- 
sos informes clínicos y que, a la vista de ellos, se había 
dado cuenta del asunto al Ministerio de Asuntos Socia- 
les, órgano competente en materia de protección jurí- 
dica del menor en la Comunidad Autónoma Balear. 

Asimismo, se subrayaba que, como consecuencia de 
las actuaciones realizadas ante el Ministerio de Asun- 
tos Sociales, el menor se encontraba internado en un 
centro de acogida de Palma de Mallorca, y que su evo- 
lución había sido tan favorable que estaba prevista su 
próxima incorporación a una de las viviendas que tu- 
tela este último Ministerio, en las que residen grupos 
de jóvenes con apoyo constante de profesionales, co- 
mo paso previo a su definitiva integración familiar, to- 
do ello de conformidad con los criterios establecidos 
por los especialistas que han atendido al menor (queja 
9013435). 

Igualmente, la existencia de diversas deficiencias en 
la unidad de psiquiatría del hospital «Nuestra Señora 
de Sonsolesn, de Avila (insuficiente dotación de perso- 
nal de enfermería y de personal subalterno, inexisten- 
cia en el hospital, durante los martes y jueves del 
período vacacional, de especialistas en psiquiatría y ca- 
rencias estructurales de la unidad, que adolece del ade- 
cuado espacio físico y de las oportunas medidas de 
seguridad), puestas de manifiesto en una queja, moti- 
vó que se recabara el preceptivo informe de la Direc- 
ción Provincial del Instituto Nacional de la Salud de 
Avila, solicitándose, al propio tiempo, la documenta- 
ción que sobre el funcionamiento del servicio pudiera 
existir. 

En el informe emitido, la citada dirección provincial 
señaló que había puesto reiteradamente de manifies- 
to a los servicios centrales de la entidad gestora la fal- 
ta de una infraestructura adecuada, tanto material 
como personal, de la citada unidad de psiquiatría, des- 
tacando que la misma no reúne las condiciones míni- 
mas para garantizar su funcionamiento. 

Dado el contenido del informe a que se ha hecho re- 
ferencia en el apartado precedente, se dio traslado de 
la situación al Ministerio de Sanidad y Consumo, re- 
saltando la necesidad de establecer las medidas ade- 
cuadas, tendentes a superar las señaladas deficiencias 
y, consiguientemente, a garantizar una adecuada asis- 
tencia. Se ha recibido en fecha reciente la contestación 
del citado ministerio, la cual se encuentra pendiente 
de ser analizada en el momento de proceder a la ela- 
boración de este informe (queja 9025643). 

7.3.. Asistencia sanitaria 

7.3.1. Prestaciones ortoprotésicas 

En este aspecto, se han formulado ante esta institu- 
ción un significativo número de quejas, en las que se 

- 224 - 



CORTES GENERALES 25 DE ABRIL DE 1992.-sERIE A. NOM. 37 

exponía el problema que representa que el sistema de 
la Seguridad Social no facilite a los asegurados las pró- 
tesis oculares y auditivas, prescritas por los especia- 
listas médicos de dicho sistema (quejas 9028655; 
91 16496; 91 19459 y 91 19885). 

Las direcciones provinciales del Instituto Nacional 
de la Salud desestiman sistemáticamente las solicitu- 
des de reintegro de gastos que, por tal concepto, se for- 
mulan, en razón a que la norma de carácter interno que 
regula esta materia (Circular 1511989, de 19 de diciem- 
bre), no contempla tales prótesis. 

Entre estas quejas, destacan las referidas a niños que 
nacen con sordera profunda o severa, cuyo desarrollo 
integral depende necesariamente de una prótesis audi- 
tiva, que estimule en lo posible la fisiología propia y 
conforme su personalidad, claramente condicionadas 
por el sentido de la audición. 

Igualmente, son de resaltar aquellas otras quejas que 
señalan que, con anterioridad a la publicación de la ci- 
tada circular, el Instituto Nacional de la Salud venía 
implantando las prótesis oculares prescritas por los es- 
pecialistas médicos, al entender que formaban parte 
de las prótesis reglamentarias detalladas en el primer 
inciso del artículo 108 de la Ley General de la Seguri- 
dad Social. 

En relación con la situación planteada, parece con- 
veniente subrayar, de un lado, que la necesidad de ta- 
les prótesis ha sido médicamente establecida por los 
especialistas de la Seguridad Social y, de otro, que, en 
ocasiones, los gastos para su adquisición son despro- 
porcionados en relación con la situación económica de 
quienes han de afrontarlos. 

El artículo seis de la Ley 14/1986, de 25 de abril, Ge- 
neral de Sanidad, parece venir a dar solución a situa- 
ciones como la comentada, al establecer que las 
actuaciones de las administraciones públicas sanitarias 
estarán orientadas a promover las acciones necesarias 
para la rehabilitación funcional y reinserción social del 
paciente. 

En esta línea, el artículo 18 de la citada ley impone 
a las administraciones públicas, a través de los Servi- 
cios de Salud y de los órganos competentes en cada ca- 
so, el desarrollo de actuaciones, tendentes a la 
prestación de los productos terapéuticos precisos. 

Tal exigencia se deriva, por otra parte, en el criterio 
de esta institución, del mandato reflejado en los artí- 
culos 43 y 49 de nuestro texto constitucional, precep- 
to este último que compele a los poderes públicos a 
prestar especial amparo a las personas con minusva- 
lía, a fin de que puedan disfrutar efectivamente de los 
derechos que la Constitución Española otorga a todos 
los ciudadanos. 

Si bien la publicación del catálogo general de espe- 
cialidades de material ortoprotésico, a cargo del Insti- 
tuto Nacional de la Salud, vino a superar la dispersión 
de criterios existentes en la aplicación del contenido 
del artículo 108 de la Ley General de Seguridad Social, 
no parecen existir razones, ni legales ni asistenciales, 
que justifiquen que las reseñadas prótesis, que nece- 

sariamente precisan las personas afectadas, estén ex- 
cluidas del citado catálogo. 

Con base en tales fundamentos, se formuló una re- 
comendación al Ministerio de Sanidad y Consumo, en 
orden a la inclusión, en el catálogo general de especia- 
lidades de material ortoprotésico, de las prótesis audi- 
tivas y oculares, en los supuestos en los que tales 
productos sean prescritos por especialistas de la Se- 
guridad Social. 

En contestación a dicha recomendación, la Secreta- 
ría General para el Sistema Nacional de la Salud del 
citado ministerio señaló que las prótesis oculares y 
auditivas no quirúrgicas están comprendidas en el se- 
gundo párrafo del artículo 108 de la Ley General de la 
Seguridad Social y que, de acuerdo con dicho texto, el 
Instituto Nacional de la Salud no tiene obligación le- 
gal de facilitar dichas prótesis a los beneficiarios de 
la Seguridad Social. 

Asimismo, se indicó que al no existir, en la actuali- 
dad, norma interna vigente para la concesión de pró- 
tesis oculares y auditivas, las direcciones provinciales 
del Instituto Nacional de la Salud desestiman sistemá- 
ticamente las solicitudes de reintegro de gastos por di- 
chas prestaciones. 

De otra parte, se señaló que se había procedido a lle- 
var a cabo un estudio multiprofesional sobre la hipoa- 
cusia infantil, concluyéndose que el diagnóstico precoz 
es posible y el tratamiento protésico factible, aun cuan- 
do requiere un apoyo foniátrico difícil y complejo pe- 
ro efectivo, si bien la sola concesión de una ayuda 
económica protésica no resolvería el complejo 
problema. 

Esta institución no puede compartir el criterio sus- 
tentado por la referida secretaría general en el infor- 
me remitido, en el que, de otro lado, se omite cualquier 
referencia a la Ley General de Sanidad, que determi- 
na que las actuaciones de las administraciones públi- 
cas sanitarias estarán orientadas a promover las 
acciones necesarias para la rehabilitación funcional y 
reinserción social del paciente, imponiendo a las ad- 
ministraciones públicas, a través de los servicios de sa- 
lud, el desarrollo de actuaciones tendentes a la 
prestación de los productos terapéuticos precisos. 

Igualmente, y aun aceptando la complejidad de al- 
gunos tratamientos, no puede compartirse la afirma- 
ción vertida en la comunicación comentada, relativa 
a que la sola concesión de una ayuda económica pro- 
tésica no resolvería el problema planteado, máxime si 
tenemos en cuenta que la necesidad de tales prótesis 
ha sido médicamente establecida por los especialistas 
de la Seguridad Social y que, en ocasiones, los gastos 
para su adquisición son desproporcionados en relación 
con la situación económica de quienes han de afron- 
tarlos (queja 9028655). 

7.3.2. Reintegro de gastos 

Siguen persistiendo las quejas que hacen referencia 
a la demora en sustanciarse los expedientes de reinte- 
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gro de gastos por la Dirección Territorial del Instituto 
Nacional de la Salud de Madrid, aspecto que fue obje- 
to de especial atención en el informe del año 1990. 

Efectivamente, en el curso de las investigaciones 
efectuadas, se constató la existencia de solicitudes de 
reintegro, respecto de las que, a pesar de haber trans- 
currido un largo período de tiempo, que en muchos ca- 
sos alcanza varios años, no se ha dictado resolución 
sobre las mismas, actuación que en modo alguno se 
compadece con al principio de eficacia que exige a la 
Administración el artículo 103 de la Constitución Es- 
pañola. 

Igualmente, se observa que las resoluciones que so- 
bre esta materia dictan las direcciones provinciales del 
Instituto Nacional de la Salud adolecen, con carácter 
general, de la carencia de los requisitos exigidos en la 
Ley de Procedimiento Administrativo. 

En efecto, tales resoluciones se limitan a transcribir 
determinados preceptos legales, ininteligibles para los 
interesados, sin motivar suficientemente la resolución 
dictada, e incluso, en algunos casos, sin cita de aqué- 
llos, remitiéndose genéricamente a la legislación 
aplicable. 

De otra parte, son de destacar aquellas quejas que 
se refieren a supuestos en los que los ciudadanos se 
dirigen reiteradamente a las entidades sanitarias a la 
espera de tratamiento sin conseguirlo, o aquellos en los 
cuales deben aguardar durante amplios períodos de 
tiempo en lista de espera, con menoscabo progresivo 
de su salud, aspectos que la jurisprudencia equipara 
a la denegación injustificada de asistencia prevista en 
el artículo 18 del Decreto 276611967, de 16 de no- 
viembre. 

En este sentido, tales quejas resaltan la desestima- 
ción de las solicitudes de reintegro de gastos formula- 
das por la utilización de medios ajenos a la Seguridad 
Social, aun cuando tal autorización ha venido motiva- 
da por las circunstancias reseñadas en el apartado pre- 
cedente. 

En efecto, en el curso de las investigaciones desarro- 
lladas en este asunto ha podido constatarse que la ac- 
tuación administrativa presenta, en algunos casos, una 
excesiva rigidez en la interpretación dada al citado ar- 
tículo 18 del Decreto 276611967, de 16 de noviembre, 
sin que se corresponda con el criterio jurisprudencial 
sobre esta materia. 

En este sentido, parece razonable pensar que la no- 
table demora en prestarse la asistencia sanitaria, co- 
mo consecuencia de la excesiva extensión de las listas 
de espera, debería permitir al beneficiario acudir a me- 
dios ajenos a la Seguridad Social, con derecho al rein- 
tegro de los gastos satisfechos por tal causa, habida 
cuenta que el retraso desmesurado produce graves per- 
juicios en la vida del paciente y es consecuencia del fun- 
cionamiento anormal del servicio público. 

En el informe del pasado año, se destacó la excesiva 
demora en llevarse a cabo una intervención quirúrgi- 
da (quiste hidatídico), cuya necesidad se determinó el 
15 de abril de 1988, como consecuencia del retraso su- 

frido en la realización de las correspondientes pruebas 
de diagnóstico, pruebas que, como los propios especia- 
listas de la Seguridad Social habían reconocido, se efec- 
túan en un plazo máximo de 15 a 20 días. Tal y como 
se señaló, dicha circunstancia motivó que se formula- 
ra una sugerencia al Ministerio de Sanidad y Consu- 
mo, resaltando el criterio jurisprudencial de que la 
demora excesiva en la prestación es equiparable a la 
denegación injustificada de asistencia, uno de los su- 
puestos contemplados en el referido decreto, máxime 
si se tiene en cuenta que en el caso comentado el ciu- 
dadano se dirigió reiteradamente a diversas entidades 
sanitarias a la espera de tratamiento, sin conseguirlo, 
con menoscabo y perjuicio para su salud. 

En el informe emitido por la Subsecretaría del Mi- 
nisterio de Sanidad y Consumo, se resaltó que el inte- 
resado había iniciado un procedimiento judicial, 
circunstancia esta que, a tenor de lo dispuesto en el ar- 
tículo 17.2 de la Ley Orgánica 311981, de 6 de abril, del 
Defensor del Pueblo, motivó la suspensión de las ac- 
tuaciones iniciadas (queja 8812165). 

En relación con la extensión de las listas de espera, 
en el informe del pasado año se destacaba la investi- 
gación iniciada con ocasión de la admisión a trámite 
de una queja, en la que se exponía que, en el mes de 
mayo de 1988, una paciente acudió al hospital «Virgen 
de la Salud», de Toledo, en donde se efectuaron diver- 
sas pruebas, en el curso de las cuales se advirtió la exis- 
tencia de un quiste, determinándose la necesidad de 
efectuar una biopsia, y siendo incluida la paciente en 
lista de espera. Se añadía, asimismo, que, transcurri- 
do un año sin que tal prueba se efectuara, la interesa- 
da se vio obligada a acudir a medios ajenos a la 
Seguridad Social, en donde, con fecha 23 de septiem- 
bre de 1989, se procedió a la correspondiente interven- 
ción, sin que en ese momento el citado hospital del 
sector público la hubiera citado, ni hubiera dictado re- 
solución sobre la reclamación de reintegro de los gas- 
tos efectuados por tal causa. 

Sobre esta queja, el Ministerio de Sanidad y Consu- 
mo informó que se había elaborado propuesta de re- 
solución, en virtud de la cual se estima la petición 
efectuada por la interesada, en la cuantía de 716.372 
pesetas (queja 9024262). 

Igualmente, han obtenido solución satisfactoria otras 
quejas, en las que se resaltaba que la Administración 
no había atendido las solicitudes de reintegro de gas- 
tos formuladas por distintos conceptos (quejas 
8906758; 8914126 y 9029003). 

En las dos primeras quejas citadas, los promoven- 
tes, personal al servicio de la administración pública 
en el extranjero, se referían al notable retraso con que 
la Dirección Provincial del Instituto Nacional de la Sa- 
lud de Madrid compensaba los gastos de asistencia sa- 
nitaria a dicho personal, reflejándose en la primera de 
ellas que se había informado que no procedía al rein- 
tegro de prestaciones farmacéuticas dispensadas en ré- 
gimen ambulatorio. 

En los informes emitidos por dicho organismo se se- 
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ñaló que se había procedido ya a valorar los expedien- 
tes de compensación de gastos por asistencia sanitaria 
prestada en el extranjero, habiéndose emitido los co- 
rrespondientes documentos presupuestarios. 

En la tercera de estas quejas, se señalaba que, como 
consecuencia de un grave proceso de enfermedad que 
únicamente podía ser tratado en un centro privado, se 
utilizaron por el reclamante medios ajenos a la Segu- 
ridad Social, formulándose solicitud de reintegro de 
gastos, sin que hubiera recaído resolución sobre la mis- 
ma. Sobre ello, la Dirección Territorial del Instituto Na- 
cional de la Salud de Madrid señaló que se había 
resuelto estimar la petición del asegurado en la cuan- 
tía de 1.815.282 pesetas. 

En relación con los desplazamientos de enfermos en 
ambulancias privadas, en diversos &puestos plantea- 
dos ante esta institución ha podido constatarse la in- 
defensión en que se encuentran tales enfermos, que 
siguiendo fielmente las instrucciones de los especialis- 
tas de la Seguridad Social del centro sanitaria en el que 
han sido atendidos en primera instancia, utilizan di- 
chas ambulancias, por insuficiencia o inexistencia de 
medios propios, para su traslado a centro sanitario 
distinto. 

Aun cuando los especialistas médicos reflejan, en el 
correspondiente modelo P.10 o en el informe clínico, 
la necesidad de utilizar tal servicio, el Instituto Nacio- 
nal de la Salud, especialmente la Dirección Territorial 
de Madrid, desestima el reintegro de dichos gastos, con 
base en que no existe justificación médico-quirúrgica 
para el traslado en ambulancia, bien a un centro sani- 
tario bien al domicilio particular, cuando tras el alta 
persisten reducciones anatómicas o funcionales que 
aconsejan tal tipo de traslado (quejas 91 17779; 9105560; 
9108196, entre otras). 

En la primera de estas quejas, el promovente seña- 
laba que su esposa ingresó, con carácter urgente, en 
el hospital de Alicante del Servicio Valenciano de Sa- 
lud, en donde permaneció hasta el día siguiente. 

Dada la gravedad del proceso de enfermedad que pa- 
decía la paciente, el hecho de residir en Madrid y, fun- 
damentalmente, que estaba siendo tratada desde hacía 
tiempo en la clínica «Puerta de Hierro)), de Madrid, los 
especialistas médicos del hospital de Alicante determi- 
naron que debía ser valorada urgentemente en aquel 
centro, extremo este reflejado en el informe clínico emi- 
tido. A causa de la imposibilidad de trasladar a la en- 
ferma en un medio de transporte que no fuera 
ambulancia, los propios especialistas del Servicio Va- 
lenciano de Salud aconsejaron que abonara directa- 
mente el importe del desplazamiento a Madrid en 
ambulancia privada y, posteriormente, reclamara su 
abono. 

En la segunda de las quejas, el reclamante indicaba 
que, como consecuencia del accidente sufrido duran- 
te su estancia en Murcia, fue atendido, en primera ins- 
tancia, en el hospital «Los Arcos)), de la Consejería de 
Sanidad de la Región de Murcia, diagnosticándose frac- 
tura de cadera. Asimsimo, añadía que al ser preciso lle- 

var a cabo la oportuna intervención quirúrgica y, 
consecuentemente, permanecer hospitalizado durante 
algún tiempo, el personal del citado centro le propuso 
el traslado a Madrid, localidad en la que reside, infor- 
mando que el coste del desplazamiento en ambulancia 
correría a cargo de la Seguridad Social, a través del 
sistema de reintegro de gastos. De otra parte, se seña- 
laba que el día 29 de agosto de 1990 se efectuó el tras- 
lado desde el citado hospital «Los Arcos)) al hospital 
«Doce de Octubre)), de Madrid, en donde quedó ingre- 
sado y, posteriormente, fue intervenido y dado de alta 
el 18 de septiembre de 1990, es decir, 21 días después 
de su ingreso. 

En la última queja reseñada se significaba que, en 
el curso de sus vacaciones, una persona se encontró sú- 
bitamente enferma, ingresando en el hospital «Santa 
María del Rosell), de Cartagena, en donde se diagnos- 
ticó que el paciente padecía infarto isquémico de tron- 
cocerebral, determinándose, una vez dado de alta y 
para seguir el tratamiento correspondiente en su loca- 
lidad de residencia, el traslado en ambulancia a su do- 
micilio, tal como consta en el modelo P. 10 expedido por 
los especialistas médicos. 

En todos estos casos, las resoluciones dictadas por 
la Dirección Territorial del Instituto Nacional de la Sa- 
lud de Madrid desestimaron las solicitudes de reinte- 
gro de gastos formuladas por los interesados, aun 
cuando, como se ha indicado, los mismos se limitaron 
a cumplir fielmente las instrucciones dadas por el per- 
sonal de los centros sanitarios en donde fueron asisti- 
dos en primera instancia. 

Ante el significativo número de quejas que sobre es- 
ta materia se venía formulando ante esta institución, 
la indicada dirección territorial encomendó a la Coor- 
dinación Provincial de Inspección de Servicios Sanita- 
rios la elaboración de un informe en el que se hiciera 
una exposición detallada de la base normativa que fun- 
damenta las resoluciones de dicha dirección territorial. 

En el informe emitido por la reseñada Coordinación 
Provincial de Inspección, se señaló que la instrucción 
quinta de la Circular 511986, de la Dirección General 
del Instituto Nacional de la Salud, sobre transporte de 
enfermos, se refería solamente a «cuando se trate de 
recibir asistencia que no sea de urgencia en centros de 
provincia distinta a la de residencia del beneficiario», 
por la que no parecía indicada su aplicación a los su- 
puestos comentados. 

De otra parte, se resaltaba que el traslado a la pro- 
vincia de origen, sea cual sea el estado del paciente, sólo 
puede ser con cargo a la Seguridad Social cuando el 
traslado inicial se deba, precisamente, a motivos sani- 
tarios, lo que no ocurría en las quejas comentadas. 

Por último, y a título de resumen, se indicaba que 
la situación habitual que origina estas reclamaciones 
es la de un paciente con residencia en la Comunidad 
de Madrid, que se encuentra transitoriamente en un lu- 
gar distante de cualquier hospital de la comunidad, pre- 
cisando atención médica por cualquier circunstancia 
y que, tras haberla recibido en el lugar donde se en- 
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cuentra, no está en condiciones físicas de regresar por 
medios ordinarios a su domicilio particular o a un hos- 
pital de la comunidad autónoma donde posteriormen- 
te se complete su asistencia, una vez superada la 
situación de urgencia, añadiéndose que con la norma- 
tiva vigente no es posible resolver de forma estimato- 
ria estos reintegros. 

Independientemente de no poder compartir en su to- 
talidad el criterio expuesto en el reseñado informe, lla- 
ma la atención, especialmente, la afirmación de que el 
traslado a la provincia de origen, sea cual sea el esta- 
do del paciente, sólo puede ser con cargo a la Seguri- 
dad Social cuando el traslado inicial se deba 
exclusivamente a motivos sanitarios. 

Tal criterio conlleva, en los supuestos de desplaza- 
mientos fuera de la residencia habitual, una merma de 
los derechos de los usuarios del sistema sanitario pú- 
blico a las prestaciones sanitarias, que deben disfru- 
tarse en cualquier parte del territorio nacional. 

Por otra parte, las prestaciones que el sistema de la 
Seguridad 'Social ponga a disposición de los sujetos 
protegidos deben dirigirse al restablecimiento de la sa- 
lud, sin que puedan estar mediatizadas por otras con- 
sideraciones, lo que implica que son indiferentes las 
circunstancias que puedan producir la alteración de 
la salud, debiendo dispensarse siempre que sean pre- 
cisas para tal fin. 

En este sentido, por esta institución se estudia la for- 
mulación de una recomendación, en orden a que tales 
desplazamientos sean sufragados por la Seguridad So- 
cial, cuando los mismos se deban a la imposibilidad de 
utilizar otros medios de transporte y sean prescritos 
por los especialistas de la Seguridad Social. 

7.3.3. Dietas por desplazamientos de enfermos y gas- 
tos de traslado de cadáveres 

En esta materia, a la que se ha hecho especial refe- 
rencia en los informes de años anteriores, siguen per- 
sistiendo las quejas que se refieren al problema que 
representa la insuficiencia de las dietas que se abonan 
por desplazamiento de enfermo y acompañante, cuya 
cuantía de 400 pesetas diarias permanece sin revalori- 
zar desde el año 1981, para sufragar los gastos que con- 
lleva el desplazamiento de pacientes a provincia 
distinta de la de origen, cuando el traslado para trata- 
miento médico es decidido por los servicios competen- 
tes de la entidad gestora (quejas 91 10301; 91 11937; 
91 1401 1 y 9120387, entre otras). 

A este respecto, con ocasión de la recepción de que- 
jas de esta naturaleza, se dirigieron comunicaciones a 
la extinguida Secretaría General de Asistencia Sanita- 
ria y a la Subsecretaría del Ministerio de Sanidad y 
Consumo constatando la escasa cuantía de las dietas 
establecidas para enfermos desplazados y preconizan- 
do su actualización, a fin de que puedan cumplir la fi- 
nalidad para la que fueron establecidas. 

En esta línea, la citada secretaría informó que, con 

el fin de dignificar dicha cuantía, se ienía prevista una 
actualización del importe actual. 

No obstante, es preciso significar que el largo tiempo 
transcurrido desde la formulación de dicho informe, sin 
que se haya modificado la situación, agrava, aún más, el 
problema planteado, fundamentalmente en aquellos su- 
puestos en los que los gastos que conlleva el desplazamien- 
to son desproporcionados en relación con la situación 
económica de quienes han de afrontarlos. 

En este aspecto, es de resaltar la difusión, a través 
de los medios de comunicación social, de la especial 
situación en la que se encontraban los familiares de 
unos enfermos ingresados en la unidad de vigilancia 
intensiva de la clínica «Puerta de Hierro», de Madrid, 
que durante varios días y en algún caso hasta cuatro 
meses, permanecían alojados en la sala de espera de 
la citada unidad, situación a la que no es ajena la esca- 
sez en la cuantía de las dietas a que se ha hecho refe- 
rencia. Tal situación motivó la apertura de oficio de 
la correspondiente investigación, dándose traslado de 
la situación a la Dirección Territorial del Instituto Na- 
cional de la Salud de Madrid y a la Secretaría General 
para el Sistema Nacional de la Salud. 

En el informe emitido por la citada dirección terri- 
torial, se señaló, coincidiendo con el criterio sustenta- 
do por esta institución, que los familiares de los 
enfermos no disponen, generalmente, de medios eco- 
nómicos para su hospedaje, dada la escasez de la dieta 
para acompañante. No se ha recibido, en cambio, to- 
davía el informe recabado a la Secretaría General pa- 
ra el Sistema Nacional de la Salud (queja 9120654). 

De otra parte, en relación con el traslado de cadáve- 
res, y tal como se dejó constancia en informes anterio- 
res, en su momento se procedió a formular una 
recomendación al Instituto Nacional de la Salud, pro- 
pugnando la necesidad de adoptar las medidas opor- 
tunas para compensar los gastos de traslado de 
cadáveres de personas fallecidas en localidad distinta 
a la de su residencia habitual, en el caso de que la per- 
sona fallecida se hubiera trasladado para tratamiento 
médico, por decisión de los servicios competentes de 
la entidad gestora. 

En la contestación emitida por la extinguida Secreta- 
ria General de Asistencia Sanitaria del Ministerio de Sa- 
nidad y Consumo, se subrayó que «atendiendo a los 
planteamientos del Defensor del Pueblo, se procederá al 
estudio de las posibilidades económicas para hacer frep 
te a este gasto en los supuestos a que se ha hecho refe- 
rencia y a la elaboración, si ello es posible, de la normativa 
correspondiente que contemple este supuesto. )) 

No obstante tal comunicación, la situación expues- 
ta permanece invariable, sin haberse adoptado medi- 
da alguna tendente a su resolución. 

7.3.4. Prestación farmacéutica de la Seguridad Social 

Uno de los aspectos sobre los que inciden las quejas 
formuladas en esta materia es el relativo al grave pro- 
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blema que representa para los enfermos crónicos ac- 
ceder a la prestación farmacéutica, dado el elevado 
coste de los medicamentos prescritos por los especia- 
listas de la Seguridad Social. 

En este sentido, estos pacientes propugnan que ta- 
les medicamentos deberían tener una aportación redu- 
cida, dado que precisan los mismos periódicamente y 
durante toda su vida. 

En relación con lo expuesto, debe recordarse que la 
Ley General de Sanidad, en su artículo 10.14, recono- 
ce que todos los usuarios tienen derecho a obtener los 
medicamentos y productos sanitarios que se conside- 
ren necesarios para promover, conservar o restablecer 
su salud, en los términos que reglamentariamente se 
establezcan y, en su artículo 18.4, que las administra- 
ciones públicas garantizarán la prestación de los pro- 
ductos terapéuticos precisos. 

Entre estas quejas, cabe destacar la formulada por 
enfermos de Crohn o colitis ulcerosa, en la que se de- 
tallaba la imposibilidad de afrontar el coste económi- 
co de los medicamentos que se vienen prescribiendo 
usualmente para el tratamiento de esta enfermedad, 
dada su elevada cuantía y la periódica necesidad de los 
mismos. 

Resaltando las circunstancias que afectan a estos en- 
fermos y la necesidad de prestar especial atención a 
aquellos grupos de población que, por una u otra cau- 
sa, precisan un programa de atención singular y un ma- 
yor amparo, se dio traslado de la situación planteada 
a la Dirección General de Farmacia y Productos Sani- 
tarios del Ministerio de Sanidad y Consumo. 

En el informe emitido por la citada dirección gene- 
ral se señaló que se estaba llevando a cabo un estudio 
en profundidad de todos los grupos y subgrupos tera- 
péuticos con el fin de que la nueva norma que regula 
la aportación del beneficiario recoja, con aportación 
reducida, aquellos medicamentos que están indicados 
para enfermedades crónicas. Al propio tiempo, se aña- 
día que, dada la complejidad de tal estudio, toda vez 
que existen medicamentos que si bien están indicados 
para patologías crónicas son también utilizados para 
otro tipo de patologías, era difícil concretar fecha pre- 
visible de publicación de la mencionada norma (queja 
9105010). 

Igualmente, durante el año 1991 se han proseguido 
las actuaciones iniciadas con ocasión de la admisión 
a trámite de varias quejas formuladas por asociacio- 
nes de enfermos fenilcetonúricos, a las que se hacía re- 
ferencia en el informe del pasado año. 

En este aspecto, el Ministerio de Sanidad y Consu- 
mo, entre otras consideraciones, señaló que el 20 de ma- 
yo de 1991, en el marco del Consejo Interterritorial del 
Sistema Nacional de Salud, se estudió la problemáti- 
ca planteada por estos enfermos, determinándose que, 
en tanto se llegara a un acuerdo sobre el sistema de 
prestación en el Instituto Nacional de Salud y en los 
diferentes servicios de salud, se había decidido que la 
prestación farmacéutica incluye determinadas dietas, 
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con la aportación de 75 pesetas por parte del benefi- 
ciario (queja 8905588). 

En relación con la preparación de fórmulas magis- 
trales, debe realizarse una especial mención a una que- 
ja, en la que se ponía de manifiesto la falta de los 
debidos requisitos y garantías exigibles en la prescrip- 
ción y dispensación de medicamentos utilizados en de- 
terminadas dietas de adelgazamiento. 

En primer término, se señalaba que en la prepara- 
ción de algunas fórmulas magistrales, utilizadas en este 
tipo de dietas, no se habían observado las normas de 
correcta fabricación y control de calidad, careciendo, 
por otra parte, de información suficiente que garanti- 
ce su adecuada identificación y conservación, así co- 
mo su segura utilización. 

De otra parte, se indicaba la frecuente práctica mé- 
dica de prescribir sustancias medicinales (anorixege- 
nos, productos tiroideos), sin efectuar, previamente, la 
correspondiente exploración ni realizar los oportunos 
análisis, práctica que viene dando lugar a que, en oca- 
siones, personas sometidas a tales dietas presenten 
trastornos de diverso tipo (neurológicos, hipertiroidis- 
mo, etc.). 

Resaltando la necesidad de desarrollar cuantas ac- 
ciones sean precisas, en orden a contribuir a la exis- 
tencia de medicamentos seguros, eficaces y de calidad, 
correctamente identificados y con información apro- 
piada, objetivo primordial de la Ley 25/90, de 20 de di- 
ciembre, del Medicamento, se dio traslado de la 
situación planteada a la Dirección General de Farma- 
cia y Productos Sanitarios del Ministerio de Sanidad 
y Consumo. 

Al mismo tiempo, se procedió a recabar informe so- 
bre las previsiones que pudieran existir en relación con 
la elaboración del formulario nacional previsto en el 
artículo 55 de la citada ley, al entender que el desarro- 
llo de este artículo vendrá a paliar problemas como el 
comentado. 

En el informe emitido por la referida dirección ge- 
neral se señala que se está elaborando, en colaboración 
con las comunidades autónomas, un documento que re- 
coge las normas de correcta fabricación que han de 
cumplir las oficinas de farmacia en la elaboración de 
las fórmulas magistrales y que asimismo regulará la 
información suficiente que garantice su correcta iden- 
tificación y conservación, así como su segura utili- 
zación. 

Igualmente, se indicó que el desarrollo del artículo 
55 de la Ley del Medicamento figura entre los objeti- 
vos prioritarios de la dirección general, si bien requie- 
re previamente la constitución de la Comisión de la 
Real Farmacopea Española, mediante la norma espe- 
cífica que la cree, añadiéndose que, en cualquier caso, 
la disposición transitoria segunda de la repetida ley 
preceptúa literalmente que «en tanto se apruebe y pu- 
blique el Formulario Nacional, la elaboración de fór- 
mulas magistrales y preparados oficinales regulados 
en los artículos 35 y 36, se ajustará a los principios ge- 
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nerales y a las normas técnicas y científicas actualmen- 
te aceptadas,,. 

Por otra parte, el referido informe expone que los me- 
dicamentos prescritos por los facultativos deben ate- 
nerse a las condiciones de calidad, seguridad y eficacia 
que exige la Ley 25/90, de 20 de diciembre, y que, en 
este sentido, la prescripción debe ajustarse a las nor- 
mas técnicas actualmente aceptadas por toda la comu- 
nidad científica, requiriendo la prescripción de un 
medicamento el riguroso estudio clínico del paciente 
al amparo de los más elementales criterios deonto- 
lógicos. 

Asimismo, se subraya que la prescripción indiscri- 
minada de los medicamentos complejos -a los que se 
hacía referencia en la queja formulada- de cuando me- 
nos dudosa eficacia, no parece ajustarse a una prácti- 
ca deontológica, por cuya observancia vela la 
Organización Médica Colegial, y que la violación de los 
principios anteriormente citados puede constituir una 
falta tipificada en la Ley del Medicamento, sobre la que 
procedería iniciar procedimiento sancionador. 

Por último, y en relación con el asunto comentado, 
se resalta que la dirección general se propone difun- 
dir, entre las diferentes administraciones sanitarias y 
las corporaciones profesionales, un amplio informe, de- 
finiendo las pautas a desarrollar (queja 91 10670). 

Independientemente de las medidas reseñadas, a las 
que se hace referencia en el informe emitido, es preci- 
so insistir en la necesidad de agilizar el desarrollo de 
la Ley del Medicamento, instrumento básico para ob- 
viar problemas como el comentado. 

De otra parte, es preciso dejar constancia de la fina- 
lización de las actuaciones iniciadas en relación con la 
situación de un paciente, afecto de demencia senil, res- 
pecto del que los especialistas médicos habían deter- 
minado la necesidad de utilizar colectores de orina, 
producto que no era sufragado por la Seguridad So- 
cial, en base a que la norma de régimen interno que 
regula esta materia establecía que su dispensación 
afectaba exclusivamente a las mujeres. 

Resaltando que la utilización de dichos colectores ha- 
bía sido determinada por los propios especialistas de 
la Seguridad Social, así como que la norma interna so- 
bre esta materia (Resolución de la Dirección General 
del Instituto Nacional de la Salud, de 26 de marzo de 
1987) preveía supuestos excepcionales que justifican 
su dispensación a varones, se dio traslado del asunto 
planteado a la Dirección Territorial del Instituto Na- 
cional de la Salud de Murcia, que apreció la concurren- 
cia de las referidas circunstancias, aprobando la 
prescripción del referido producto (queja 9028860). 

7.3.5. Asistencia odontológica 

Uno de los aspectos sobre los que inciden especial- 
mente las quejas formuladas en los últimos años ante 
esta institución, es el relativo a la atención bucoden- 
tal. En este sentido, un significativo número de usua- 

rios del sistema sanitario público han puesto de 
manifiesto que las enfermedades dentales, debido a su 
alta prevalencia, son una de las principales causas en 
la alteración de la salud, subrayando, paralelamente, 
que tal asistencia debería estar incluida entre las pres- 
taciones de la Seguridad Social (queja 91 14415). 

En efecto, no puede dejarse de soslayar la importan- 
cia de la salud dentral en el conjunto de la salud gene- 
ral de la población y, consiguientemente, la necesidad 
de habilitar los recursos necesarios para que los usua- 
rios reciban la asistencia dental adecuada. 

En este aspecto, deben destacarse los programas de- 
sarrollados por el Departamento de Sanidad y Consu- 
mo del Gobierno Vasco, contemplados en el Decreto 
118/1990, de 24 de abril, mediante los que se garanti- 
za, a toda la población comprendida entre siete y quin- 
ce años, los servicios dentrales necesarios, implantando 
la figura del dentista de cabecera. 

En esta línea, entendemos que todos los servicios de 
salud y organismos competentes en materia sanitaria 
deberían incluir, en sus programas asistenciales, la 
creación de programas que cubran los requerimientos 
básicos de la atención dental, incrementándose hasta 
lograr una asistencia odontológica integral que alcan- 
ce a toda la población. 

7.4. Actividad farmacéutica y control de medica- 
mentos 

A lo largo de estos años se han venido recibiendo un 
importante número de quejas que hacen referencia a 
distintos aspectos de la ordenación sobre instalación 
de oficinas de farmacia, a las que se ha hecho puntual 
referencia en los distintos informes anuales, al tiem- 
po que han dado lugar al desarrollo de las correspon- 
dientes actuaciones. 

Entre las quejas recibidas, cabe destacar aquellas 
que resaltan la interpretación restrictiva que, respec- 
to de la Orden de 2 1 de noviembre de 1979, por la que 
se desarrola el Real Decreto 909/1978, de 14 de abril, 
efectúan el Consejo General y los Colegios Oficiales de 
Farmacéuticos, usualmente en contra de la abundan- 
te y uniforme jurisprudencia del Tribunal Supremo. 

En este sentido, se señala que, pese a que la citada 
Orden de 2 1 de noviembre de 1979 -que estableció im- 
portantes limitaciones al ejercicio de la profesión far- 
macéutica y que se añadieron a las establecidas en el 
Real Decreto que desarrolla- fue declarada no ajus- 
tada a derecho por el reseñado tribunal, por atentar 
contra el principio de jerarquía normativa, además de 
por contravenir los principios «pro apertura), y «pro 
libertate,,, los colegios de farmacéuticos, en los que se 
ha delegado la resolución de los expedientes de auto- 
rización de apertura de oficinas de farmacia, tienen en 
cuenta las restricciones derivadas de tal orden. 

Tal circunstancia -añaden los promoventes de las 
quejas- obliga a las personas interesadas en la aper- 
tura de un nuevo establecimiento a acudir a la juris- 
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dicción contencioso-administrativa, produciendo, de un 
lado, las molestias consiguientes y un elevado coste eco- 
nómico, dada la dilación en la resolución del litigio, y, 
de otro, una innecesaria sobrecarga de la administra- 
ción de justicia. 

Igualmente, se destaca que, si bien el interés gene- 
ral sanitario justifica un reparto equilibrado de los es- 
tablecimientos farmacéuticos en función de las 
necesidades de los usuarios, tal logro se ve condicio- 
nado por el interés privado que normalmente represen- 
ta la oposición de los farmacéuticos ya establecidos a 
la apertura de nuevos establecimientos. 

En esta línea, se subraya la práctica desarrollada por 
algunos farmacéuticos ya instalados, que se personan 
como interesados en el expediente iniciado para la 
apertura de farmacia en una localidad próxima, con el 
único y exclusivo objeto de dilatar el procedimiento es- 
tablecido y retardar, en consecuencia, la apertura de 
otras oficinas cercanas, en detrimento del interés ge- 
neral de un núcleo de cierta entidad de población. 

Por otra parte, otro grupo de quejas, formuladas por 
farmacéuticos en paro, hacen referencia a la exigen- 
cia, por parte de los colegios de farmacéuticos, de pro- 
ceder al pago de elevadas cantidades en concepto de 
cobertura de gastos de tramitación del expediente, 
cuantías que difieren según se trate de uno o de otro 
colegio profesional, circunstancia que, a su juicio, no 
se corresponde con el criterio permisivo con que han 
de favorecerse estos establecimientos si propician una 
prestación más satisfactoria del servicio farmacéuti- 
co en interés de la comunidad. 

Con fundamento en el interés general que en el asun- 
to comentado aparece representado por una adecua- 
da atención farmacéutica, como consecuencia del 
derecho a la protección a la salud consagrado en el ar- 
tículo 43 de la Constitución, el Defensor del Pueblo, tan- 
to en los informes anuales como en actuaciones 
desarrolladas ante la administración sanitaria, ha pues- 
to de manifiesto la inadecuación, en determinados as- 
pectos, del sistema en vigor para la apertura de 
establecimientos.farmacéuticos, resaltando la necesi- 
dad de implantar un nuevo marco jurídico en esta 
materia. 

En este sentido, se ha tenido presente el principio 
«pro apertura)), criterio reiteradamente expuesto por 
la jurisprudencia del Tribunal Supremo, y expresivo 
de la prevalencia del interés público, que resultará me- 
jor atendido cuanto mayor sea el número de oficinas 
de farmacia y más inmediatas estén al vecindario que 
pueda necesitar la asistencia sanitaria. 

Igualmente, se ha considerado lo dispuesto en el ar- 
tículo 53.3 de la Constitución que advierte que los prin- 
cipios rectores de la política social y económica han 
de conformar la práctica judicial y la actuación de los 
poderes públicos, siendo uno de ellos la protección de 
la salud, principio contenido en el artículo 43. Dada la 
trascendental importancia que para dicha protección 
tienen las farmacias, parece claro que de la Constitu- 

ción deriva un principio «pro apertura», en cuanto me- 
dida necesaria para la protección de la salud. 

La misma conclusión cabe extraer atendiendo al ar- 
tículo 9.2 de la Constitución que, al proclamar el prin- 
cipio de igualdad sustancial, exigiría, conforme al 
criterio jurisprudencial, la adopción de medidas que 
compensaran las mayores dificultades que encuentran 
los habitantes de determinadas zonas, por las caracte- 
rísticas de éstas, para obtener la asistencia farmacéu- 
tica, lo que reclamaría una vez más la aplicación del 
principio «pro apertura». 

En definitiva, en el modelo de convivencia que dise- 
ña nuestra Constitución el conflicto de intereses que 
pueda surgir entre los farmacéuticos establecidos, por 
un lado, y las necesidades de la salud de los ciudada- 
nos, por otro, debe resolverse, en el criterio jurispru- 
dencial, a favor de estos. 

En su momento, el Ministerio de Sanidad y Consu- 
mo respondió a esta institución manifestando que se 
encontraba en avanzado estudio una modificación de 
la vigente ordenación legal de la materia que, por otra 
parte, había de hacerse con rango formal de ley, tal y 
como mantuvo el Tribunal Constitucional en la senten- 
cia 8311984, de 24 de julio de 1984, a propósito de una 
cuestión de inconstitucionalidad, promovida ante di- 
cho Tribunal, contra la base XVI, párrafo 9.O, de la Ley 
de 25 de noviembre de 1944, de Bases de la Sanidad 
Nacional. 

Tal previsión se hizo efectiva con la publicación de 
la Ley 25/1990, de 20 de diciembre, del Medicamento, 
que señala los criterios con base en los que las admi- 
nistraciones sanitarias con competencia en ordenación 
farmacéutica deben realizar la ordenación de las ofi- 
cinas de farmacia. 

Resaltando el derecho a la protección de la salud, pa- 
ra el que el servicio farmacéutico tiene una indudable 
trascendencia, en orden a una adecuada atención far- 
macéutica, se dio traslado de las precedentes conside- 
raciones al Ministerio de Sanidad y Consumo y a las 
administraciones sanitarias con competencia en orde- 
nación farmacéutica, recabando informe sobre las pre- 
visiones y líneas de actuación que pudieran existir y 
fueran susceptibles de contribuir a superar las restric- 
ciones a que anteriormente se ha hecho referencia, me- 
diante una nueva regulación, conforme a lo dispuesto 
en el artículo 88 de la Ley 25/1990, de 20 de diciembre. 

Sin perjuicio de la referencia que se realiza en el co- 
rrespondiente apartado de este informe a las contes- 
taciones remitidas por las distintas administraciones 
autonómicas con competencia en la materia, en el in- 
forme emitido por el Ministerio de Sanidad y Consu- 
mo, tras señalarse que las comunidades autónomas que 
han asumido competencias en materia de ordenación 
farmacéutica pueden planificar las oficinas de farma- 
cia, en orden a garantizar una adecuada asistencia far- 
macéutica, se resaltó que la interpretación restrictiva 
que, respecto de la normativa aplicable, efectúan usual- 
mente el Consejo General y los colegios oficiales de far- 
macéuticos, podría solventarse, probablemente, si 
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fueran los órganos correspondientes de las comunida- 
des autónomas los que asumieran el ejercicio de la com- 
petencia decisoria de los expedientes de autorización 
de apertura de oficinas de farmacia, en lugar de dele- 
garle, aplicando en su resolución los principios «pro 
apertura», y «pro libertate,,, en los que se basa la ju- 
risprudencia del Tribunal Supremo en esta materia. 

7.5. Práctica profesional 

En relación con la práctica profesional de los profe- 
sionales sanitarios, esta institución ha venido desarro- 
llando diversas actuaciones, de las que se ha dejado 
constancia en informes anuales anteriores, en orden 
a que la práctica profesional desarrollada por los fa- 
cultativos de centros sanitarios se efectúe con arreglo 
a los niveles mínimos de extensión, calidad y eficacia 
que imperan en la profesión médica en general. 

Igualmente, se ha preconizado la necesidad de pro- 
ceder al desarrollo reglamentario del artículo 13 de la 
Ley General de Sanidad, que determina que el Gobier- 
no aprobará las normas precisas para evitar la mala 
práctica profesional. 

De otra parte, es de resaltar la formalización de un 
contrato de seguro de responsabilidad civil entre el Ins- 
tituto Nacional de la Salud y una compañía asegura- 
dora, que cubre la responsabilidad civil profesional del 
personal al servicio de la Administración del Estado 
por los daños materiales corporales producidos con 
ocasión de la gestión y prestación de la asistencia sa- 
nitaria, en todos y cada uno de los centros dependien- 
tes del citado Instituto, siendo de aplicación a los 
hechos acaecidos a partir del 1 de enero de 1991. 

Durante el período al que se contrae el presente in- 
forme, han sido varias las quejas que, sobre presunta 
mala práctica profesional, se han planteado ante esta 
institución, refiriendo errores de diagnóstico y trata- 
miento en la asistencia prestada por los profesionales 
sanitarios. 

En estos supuestos las actuaciones desarrolladas se 
dirigen a señalar la necesidad de que el órgano admi- 
nistrativo competente lleve a cabo las investigaciones 
oportunas, tendentes a determinar las circunstancias 
que hayan podido concurrir en la asistencia prestada, 
y a valorar los aspectos que integran la presunta mala 
práctica, así como a la necesidad de informar al recla- 
mante acerca del resultado de tales investigaciones 
(quejas 9003426; 9 1 1 1205; 9 1 13249 y 9 1 17924). 

En una de las quejas recibidas sobre esta materia se 
señalaban diversas incidencias acaecidas, como conse- 
cuencia de presunta mala práctica en la asistencia sa- 
nitaria prestada a una paciente en el hospital 
universitario de La Laguna y en el Hospital «Nuestra 
Señora de la Candelaria», de Santa Cruz de Tenerife, 
añadiéndose que, pese a la gravedad de la enferma, se 
había informado a la familia que se procedía a darla 
de alta. 

En el informe emitido por la Dirección Provincial del 

Instituto Nacional de la Salud, se señaló, por una par- 
te, que la Inspección Médica realizó la apertura de una 
información previa, procediéndose, entre otras actua- 
ciones, al estudio de los informes y de las historias clí- 
nicas de los dos centros, y a la comparecencia de las 
personas que atendieron al usuario, si bien en el cur- 
so de la misma no pudo objetivarse una negligencia pro- 
fesional, y, por otra, que la paciente prolongó su 
estancia en el hospital durante mes y medio, hasta el 
alta definitiva (queja 9024169). 

Otras quejas formuladas ante esta institución ponen 
de manifiesto que habiéndose formulado reclamación, 
por presunta mala práctica profesional, la administra- 
ción sanitaria no dicta la oportuna resolución o bien 
que, una vez dictada, su contenido no es congruente con 
las peticiones formuladas (queja 91 18952). 

En la mencionada queja, el promovente exponía que 
la práctica profesional desarrollada en la clínica «Puer- 
ta de Hierro», de Madrid, no se desarrolló adecuada- 
mente, circunstancia por la que, con fecha 23 de marzo 
de 1987, formuló la oportuna reclamación, sin que se 
dictara la correspondiente resolución, motivo por el 
que, con fecha 17 de septiembre de 1990, se vio obliga- 
do a reproducir su reclamación, recibiendo escrito de 
la citada clínica, en el que, sin entrar en el fondo del 
asunto planteado, únicamente se reflejaba que se pro- 
cedía a enviar copia de los informes clínicos que, en 
su día, fueron remitidos a su domicilio. 

Como quiera que del análisis de la documentación 
aportada se deducía la posible existencia de irregula- 
ridades desde el punto de vista administrativo, toda vez 
que la resolución dictada sobre la reclamación plan- 
teada carecía de los debidos requisitos, no desprendién- 
dose de la misma, por otra parte, que se hayan llevado 
a cabo las correspondientes actuaciones, en orden a de- 
terminar las circunstancias concurrentes en la asisten- 
cia sanitaria prestada, se ha iniciado la oportuna 
investigación, no concluida aún. 

De otra parte, en alguna de las quejas formuladas so- 
bre práctica profesional, se pone de manifiesto la ac- 
tuación desarrollada por médicos internos y residentes 
de centros hospitalarios, indicando que no se ha actua- 
do con arreglo a los niveles mínimos de extensión, ca- 
lidad y eficacia que imperan en la profesión médica en 
general. 

En tales quejas se señala la discrepancia entre los 
conocimientos y los métodos empleados por el médi- 
co y los que se estiman adecuados en la práctica médi- 
ca en general, observándose, en el curso de las 
actuaciones desarrolladas por esta institución, que en 
algunos casos la práctica profesional ha sido desarro- 
llada de forma exclusiva por médicos internos y resi- 
dentes. 

En efecto, no es inhabitual que, en los hospitales y 
centros de especialidades dependientes funcionalmente 
de aquéllos, en donde se presta la atención de mayor 
complejidad a los problemas de salud, en algún servi- 
cio o consulta externa la práctica médica sea desarro- 
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llada por médicos internos y residentes, sin supervisión 
alguna del personal especialista del centro. 

En el curso de alguna de estas actuaciones, pudo 
constatarse que no se prestaron los cuidados objetiva- 
mente debidos, calificándose la actuación del médico 
interno como de negligencia con perjuicio sensible pa- 
ra el paciente, tal y como consta en el informe emitido 
por la extinguida Secretaría General de Asistencia Sa- 
nitaria (queja 8810336). 

Tales situaciones motivaron que esta institución di- 
rigiera una recomendación a la extinguida Secretaría 
General de Asistencia Sanitaria, en orden a que se va- 
lorara la conveniencia de dictar las instrucciones opor- 
tunas, al objeto de proceder, con carácter general, a 
supervisar la reseñada práctica profesional de los mé- 
dicos internos y residentes. 

En contestación a dicha recomendación, la Subsecre- 
taría del Ministerio de Sanidad y Consumo señaló las 
medidas de control y supervisión de la actuación pro- 
fesional de estos médicos, establecidas en los centros 
hospitalarios, y que tales profesionales pueden efectuar 
consulta en caso de duda diagnóstica, añadiéndose que 
si, en su momento, esta posibilidad no se ejerce por el 
médico interno, hay que convenir en el carácter per- 
sonal y no institucional de la imputación de la respon- 
sabilidad que pueda generarse. 

Sin perjuicio de reconocer el alcance de las formas 
de control y supervisión de la práctica profesional de 
los médicos internos y residentes, implantadas en los 
centros sanitarios, a las que hace referencia la Subse- 
cretaría del Ministerio de Sanidad y Consumo, es de 
resaltar la situación de tales facultativos, alumnos en 
período de formación en las unidades docentes de los 
hospitales, que, tal como señala el artículo 4.1.a) del 
Real Decreto 12711984, de 11 de enero, desarrollan en 
los centros una práctica profesional programada y su- 
pervisada, a fin de alcanzar de forma progresiva los co- 
nocimientos y la responsabilidad necesarios para 
ejercer la expecialidad de modo eficiente. 

En este sentido, se considera que el deber de cuida- 
do, que informa la relación médico-enfermo, exige que 
aquel esté en posesión de los conocimientos, prepara- 
ción y experiencia práctica necesarios para el estable- 
cimiento de los diagnósticos y la prescripción de los 
tratamientos, ya que la actividad médica debe desarro- 
llarse con criterios profesionales fundamentados en el 
estudio y la experiencia. 

En esta línea, se estima que el citado real decreto, 
al establecer la programación y supervisión de la prác- 
tica profesional de los médicos en período de forma- 
ción, pretende salvaguardar el derecho del enfermo al 
nivel de cuidados que sea razonable y adecuado para 
su salud, sin que tal supervisión puda, en modo algu- 
no, entenderse como una actuación paralela del médi- 
co especialista respecto a la del médico interno. 

N o  puede olvidarse, por otra parte, que las activida- 
des docentes desarrolladas por el personal de planti- 
lla de los centros tienen que ser compatibles con las 

funciones primordiales de la asistencia a la población 
beneficiaria de la Seguridad Social. 

Con base en tales criterios, que motivaron la reco- 
mendación formulada, esta institución entiende que la 
programación y supervisión de los médicos internos y 
residentes debe contemplarse desde una doble óptica. 
Por una parte, desde el punto de vista de formación res- 
ponsable del médico, aspecto al que se hace referen- 
cia en el mencionado informe de la Subsecretaría del 
Ministerio de Sanidad y Consumo y, por otra, en rela- 
ción a la necesidad de que toda institución sanitaria 
ofrezca a los enfermos el nivel óptimo de cuidados que 
requiere el caso concreto. 

Por lo que al primer aspecto se refiere, la vía del mé- 
dico interno y residente, sistema de formación mayo- 
ritariamente hospitalario, permite la adquisición de 
conocimientos prácticos y 'teóricos siguiendo un pro- 
grama docente en centros acreditados. 

No obstante, en tanto se adquiere tal formación es- 
pecializada, se considera, atendiendo a la calidad de 
los servicios médicos, que deberían extremarse las me- 
didas de control y supervisión de las actuaciones de- 
sarrolladas por tales profesionales, que permitan, en 
los supuestos en que el ejercicio de la actividad no se 
efectúe de modo suficiente, al no haberse adquirido to- 
davía el nivel conocimientos necesarios, corregir tal ac- 
tuación, evitándose posibles malas prácticas. 

Resaltando tales fundamentos, con fecha 1 de junio 
de 1991 se dio traslado del asunto al Ministerio de Sa- 
nidad y Consumo, solicitando que se valorara la con- 
veniencia de dictar las instrucciones oportunas, a fin 
de que, en los centros hospitalarios acreditados para 
la docencia, se extremen las medidas de supervisión de 
la reseñada práctica profesional, con objeto de garan- 
tizar que, en todo momento, se ofrezca a los usuarios 
el nivel de cuidados, que el caso concreto requiera, evi- 
tándose así situaciones como las planteadas ante esta 
institución, sin que hasta la fecha se haya recibido el 
informe recabado. 

7.6. Colegiación de profesionales santarios 

En el informe del pasado año se hacía referencia al 
inicio de una investigación en relación con una queja, 
en la que el reclamante refería que, estando en pose- 
sión del correspondiente título homologado por el Mi- 
nisterio de Educación y Ciencia al título español de 
licenciado en odontología, solicitó su incorporación al 
Colegio Oficial de Odontólogos y Estomatólogos de Za- 
ragoza, sin que se hubiera llevado a cabo la incorpora- 
ción, y sin que tan siquiera se hubiera dictado 
resolución sobre la solicitud formulada, a pesar del lar- 
go tiempo transcurrido desde que se presentó tal so- 
licitud. 

Sobre esta queja, el citado colegio profesional ha in- 
formado que el interesado ha causado alta en el Cole- 
gio de Odontólogos y Estomatólogos de la Sexta Región, 
con todos los derechos y obligaciones inherentes a tal 
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incorporación, acuerdo que se ha procedido a notifi- 
car al interesado (queja 9027757). 

7.7. Otros aspectos de la administración sanitaria 

En este apartado se incluyen aquellas otras quejas, 
relativas a aspectos muy diversos de la administración 
sanitaria, que difícilmente pueden encuadrarse en los 
apartados anteriores, dada su variedad. 

Entre estos aspectos, puede destacarse una queja, 
formulada por el representante de los vecinos de una 
urbanización próxima al hospital «Ramón y Cajal)), de 
Madrid, en la que se señalaba que el funcionamiento 
de los servicios de refrigeración y electrógeno del cen- 
tro producía, como consecuencia de no contar con la 
debida insonorización, constantes ruidos, cuyos nive- 
les superaban los permitidos por la legislación vigen- 
te en esta materia. 

Tras varias comunicaciones, respecto de las que es- 
ta institución solicitó ampliación de las mismas, al no 
concretarse la subsanación de la señalada anomalía, 
el Ayuntamiento de Madrid informó que se había pro- 
cedido a dictar orden de clausura de la central térmi- 
ca del citado centro sanitario, que ha de mantenerse 
hasta que se acredite que se han corregido la totalidad 
de las deficiencias observadas. Con posterioridad se ha 
llegado al conocimiento de que en breve plazo preten- 
den subsanarse las anomalías denunciadas, mediante 
la insonorización de los locales correspondientes, en- 
contrándose pendientes de fiscalización, en el momento 
de proceder a la elaboración de este informe, los cré- 
ditos habilitados al efecto (queja 8901594). 

En otras quejas se significa que, en los Últimos ejer- 
cicios, la administración sanitaria manifiesta una in- 
capacidad para afrontar puntualmente la deuda que 
mantiene con empresas o centros sanitarios concerta- 
dos por los suministros o servicios que han venido pres- 
tando, circunstancia que obliga a las empresas o 
centros a estar en permanente provisionalidad en cuan- 
to a las previsiones de tesorería (queja 8905053). 

La falta de la debida coordinación entre los servicios 
médicos y el control de las pruebas solicitadas y efec- 
tuadas, que conllevó la pérdida del resultado de una 
prueba analítica en el ambulatorio de Moratalaz, de 
Madrid, dio lugar a la oportuna investigación, recono- 
ciendo la administración el error padecido y, parale- 
lamente, ofertando al interesado la repetición de la 
prueba (queja 9100034). 

De otra parte, la pretensión formulada por el promo- 
vente de una queja, que manifestaba haber formulado 
solicitud para ser atendido en un centro sanitario dis- 
tinto a aquel en que se le venía asistiendo, al entender 
que los diversos tratamientos impuestos no daban el 
resultado esperado, obtuvo una solución satisfactoria, 
al ser remitido a otro centro, en donde se procedió a 
valorar su situación (queja 9026480). 

Por último, la especial situación de una beneficiaria 
de la Seguridad Social, que manifestó ante esta insti- 

tución que había acudido a la clínica de la Concepción, 
.de Madrid, remitida por el servicio correspondiente del 
hospital universitario de Granada, al objeto de ser in- 
ternada para el oportuno tratamiento, sin que se le pro- 
porcionara cama en la citada clínica, motivó el inicio 
de las correspondientes actuaciones, que finalizaron 
una vez que la enferma fue ingresada (queja 91 11208). 

7.8. Consumo 

Se incluyen en este apartado diversas quejas que co- 
rresponden específicamente a la defensa de los consu- 
midores y usuarios, independientemente de aquellos 
otros aspectos sobre la materia que se tratan en otros 
apartados del presente informe. 

Un número apreciable de quejas en materia de con- 
sumo están referidas a la falta de notificación de las 
resoluciones adoptadas con motivo de la presentación 
de denuncias sobre esta materia. En tales supuestos, 
y entendiendo que esta práctica administrativa es con- 
traria a lo establecido en los artículos 79.1 y 94.3 de 
la Ley de Procedimiento Administrativo, se ha proce- 
dido a su tramitación, requiriendo de la administración 
el correspondiente informe sobre las actuaciones lle- 
vadas a cabo a raíz de las reclamaciones presentadas 
y solicitando de la misma la notificación a los intere- 
sados de las resoluciones adoptadas y las medidas 
adoptadas en orden a la defensa de consumidores y 
usuarios. 

En cuanto a los aspectos concretos tratados duran- 
te el año 1991, debe significarse en relación con la ca- 
lidad y seguridad de los chupetes, asunto sobre el que 
ya se ha hecho referencia en informes anteriores, que 
el Instituto Nacional de Consumo comunicó que se ha- 
bía finalizado por parte de AENOR la redacción de la 
norma experimental PNE/EXP 93-01711 («Seguridad de 
chupetes y tetinas Parte 1, Seguridad mecánica»), sien- 
do los siguientes pasos a seguir la aprobación de di- 
cha norma por el Subcomité de Puericultura y 
posteriormente por el Comité de Normalización. 

Se pone, igualmente, de manifiesto que está en trá- 
mite de discusión, en el seno del Comité Europeo de 
Normalización, una propuesta de norma de seguridad 
de chupetes, por lo que se prevé la próxima aprobación 
de una norma sobre esta materia (queja 8920319). 

De otra parte, en el campo de la salud alimentaria 
se planteó una queja relativa a la indicación, en los pro- 
ductos envasados, del tipo de aceite utilizado. El pro- 
movente estimaba que la mera expresión, en su caso, 
de «envasado en aceite vegetal» impedía la distinción 
de aquellos que pueden tener incidencia negativa en 
los niveles de colesterol en sangre. 

A este respecto, la Dirección General de Salud Ali- 
mentaria del Ministerio de Sanidad y Consumo puso 
de manifiesto que tal indicación no es contraria ni a 
la norma nacional sobre etiquetado, presentación y pu- 
blicidad de los productos alimenticios (Real Decreto 
1122/1988, de 23 de julio) ni a la directiva comunitaria 
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sobre la materia (Directiva 79/112/CEE, de 18 de di- 
ciembre de 1978), agregando que los aceites vegetales, 
por su composición en ácidos grasos, no son suscepti- 
bles de elevar los niveles de colesterol. 

No obstante, se informaba que se sometía a la Comi- 
sión Interministerial para la Ordenación Alimentaria 
la posibilidad de inscribir el tipo de aceite vegetal en 
el envasado de los productos. Con posterioridad, en un 
informe complementario se ponía de relieve que, si bien 
el procedimiento para modificar el anexo de la direc- 
tiva 7911 12 CEE era complejo y laborioso, se conside- 
raba podría ser beneficioso para ciertos consumidores, 
aquejados de intolerancia a determinados alimentos, 
conocer con exactitud los ingredientes contenidos en 
los productos alimenticios que consumen y en este ca- 
so concreto el origen del aceite vegetal utilizado (que- 
ja 9025582). 

8. ADMINISTRACION DE LA SEGURIDAD SOCIAL 
Y ACCION SOCIAL 

8.1. Campo de aplicación, afiliación, altas y bajas 

En el informe de esta institución a las Cortes Gene- 
rales, correspondiente al año 1989, ya se recogía la ne- 
cesidad de delimitar el campo de aplicación del 
Régimen Especial de Empleados del Hogar, como con- 
secuencia de la discordancia existente entre las previ- 
siones contenidas en el artículo 2.1 .b) del Real Decreto 
142411985, de 1 de agosto, por el que se regula la rela- 
ción laboral de carácter especial del servicio de hogar 
familiar, y el artículo 3.1 .a) del Decreto 234611969, de 
25 de septiembre, regulador del citado Régimen Es- 
pecial. 

En tal sentido, se iniciaron actuaciones ante la Se- 
cretaría General para la Seguridad Social, que emitió 
informe al respecto, señalando que se estaban toman- 
do las medidas adecuadas para armonizar los efectos 
del ordenamiento laboral y de la Seguridad Social, de 
forma que quien tuviera acreditada una relación labo- 
ral, común o especial, pudiera encuadrarse en el co- 
rrespondiente régimen de la Seguridad Social. 

Igualmente, se indicaba que era precisa la modifica- 
ción del número dos del artículo 7 de la Ley General 
de la Seguridad Social, en orden a posibilitar la inclu- 
sión en la Seguridad Social, como trabajadores por 
cuenta ajena, de los familiares de los empresarios que 
acreditaran una relación laboral. 

Una vez efectuada dicha modificación, se podría 
abordar una nueva regulación del artículo 3.1.a) del De- 
creto 234611969, de forma que el familiar del cabeza 
de familia, que probara su condición de asalariado y 
realizara labores de servicio del hogar familiar, pudiera 
incorporarse al Régimen Especial de Empleados del 
Hogar. 

La disposición adicional decimocuarta del Decreto 
Ley 711989, de 29 de diciembre, de medidas urgentes 
en materia presupuestaria, financiera y fiscal, modifi- 

có el ya citado artículo 7.2 de la Ley General de la Se- 
guridad Social, sin que, por el contrario, se haya 
procedido a reformar el repetido artículo 3.1 .a) del De- 
creto regulador del Régimen Especial de Empleados 
del Hogar. 

Con posterioridad a dichas actuaciones, se han ve- 
nido planteando algunas quejas ante esta institución, 
en las que los interesados mostraban su disconformi- 
dad con las resoluciones dictadas por las direcciones 
provinciales del Instituto Nacional de la Seguridad So- 
cial, al serles denegadas las pensiones solicitadas, por 
no reunir el período mínimo de cotización exigido, al 
considerar indebidas las cotizaciones efectuadas al re- 
petido régimen especial por los períodos en los que ha- 
bían prestado servicios a cabezas de familia, con los 
que les unía parentesco por afinidad. 

A la vista de las alegaciones formuladas por los inte- 
resados, y teniendo en cuenta las Sentencias del Tri- 
bunal Constitucional 79/1991, de 15 de abril, y 9211991, 
de 6 de mayo, en las que se otorgaba el amparo a las 
recurrentes, reconociéndoles el derecho a no ser dis- 
criminadas en su afiliación al Régimen Especial de la 
Seguridad Social de Empleados del Hogar, por el solo 
hecho de ser parientes del empleador en un grado de- 
terminado, siempre que se acreditara la relación labo- 
ral especial de servicio del hogar familiar, se solicitó 
informe de la Secretaría General para la Seguridad So- 
cial, al objeto de resolver las cuestiones concretas plan- 
teadas en las quejas, así como acerca de si existían 
previsiones de modificación del artículo 3.1.a) del de- 
creto regulador del régimen especial, para su adecua- 
ción a la nueva redacción dada al artículo 7.2 de la Ley 
General de la Seguridad Social, y también a la doctri- 
na contenida en las sentencias antes mencionadas. 

Por el citado centro directivo se ha emitido el infor- 
me solicitado, en el que se señala que la Dirección Ge- 
neral de Ordenación Jurídica y Entidades 
Colaboradoras de la Seguridad Social, como conse- 
cuencia de las consultas que le había formulado la Te- 
sorería General de la Seguridad Social, ha dictado, con 
fecha 18 de octubre de 1991, una resolución por la que 
se viene a dar respuesta a la cuestión suscitada en las 
quejas formuladas, en el sentido de que las exclusio- 
nes del campo de aplicación del régimen especial, a que 
se refiere el artículo 3.1.a) del Decreto 2346/1969, de- 
berán interpretarse de conformidad con lo previsto en 
el artículo 7.2 de la Ley General de la Seguridad So- 
cial, es decir, que la exclusión es ((iuris tantum», en tan- 
to no se pruebe la condición de asalariado del pariente 
de que se trate. 

Asimismo, se informaba que desde la propia secre- 
taría general se han cursado las correspondientes ins- 
trucciones a la Tesorería General y al Instituto 
Nacional de la Seguridad Social, a efectos de que se 
lleve a cabo la oportuna revisión de los expedientes de 
su respectiva competencia, de cuyo resultado se daría 
conocimiento a esta institución. 

Con independencia de que en la práctica se han so- 
lucionado satisfactoriamente las cuestiones planteadas 
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en las quejas, esta institución considera que, por razo- 
nes de seguridad jurídica, resulta necesario dar una 
nueva redacción al tantas veces repetido artículo 3.1 .a) 
del Decreto regulador del Régimen Especial de la Se- 
guridad Social de Empleados del Hogar, para su ade- 
cuación al artículo 7.2 de la Ley General de la 
Seguridad Social, y a la doctrina sentada por el Tribu- 
nal Constitucional (queja 91 19464). 

Aparte de ello, y en relación con las situaciones asi- 
miladas a la de alta, pudo resolverse satisfactoriamente 
el problema derivado de la falta de cobertura de la pres- 
tación de asistencia sanitaria en la situación de conve- 
nio especial. 

En relación con este asunto, puede indicarse que el 
mismo fue en su momento objeto de actuaciones por 
parte de esta institución, de las que se dejó constancia 
en el informe a las Cortes Generales correspondiente 
al año 1986. 

Con posterioridad, en el plan de acción del Ministe- 
rio de Trabajo y Seguridad Social en el área de la Se- 
cretaría General para la Seguridad Social (1987-1990) 
se incluyó la previsión de una medida relativa a la am- 
pliación de la acción protectora comprendida en el con- 
venio especial, incorporando a la misma, con carácter 
voluntario, la prestación de asistencia sanitaria. 

El asunto expuesto fue objeto de distintas comuni- 
caciones entre esta institución y la Secretaría General 
para la Seguridad Social, a causa del retraso en la tra- 
mitación del proyecto de norma, debido a la compleji- 
dad de la misma, hasta que, por fin, la Orden de 18 de 
julio de 1991 reguló la situación de convenio especial, 
incluyendo en la acción protectora del mismo, con ca- 
rácter voluntario, la prestación de asistencia sanitaria 
(queja 8914457). 

8.2. Cotización y recaudación de cuotas 

En materia de cotización al Régimen General de la 
Seguridad Social, se ha recibido un grupo de quejas, 
en las que los reclamantes exponían su desacuerdo con 
las bases máximas de cotización establecidas en el ci- 
'tado régimen para los grupos 6, 7 y 8, correspondien- 
tes a las categorías profesionales de subalternos, 
auxiliares administrativos y oficiales de primera y se- 
gunda, ya que se les estaba dando un tratamiento de- 
sigual en relación con los trabajadores pertenecientes 
a los grupos 1 ,  2, 3 y 4, para los que, en'el año 1990, 
quedó fijada la base máxima en 291.540 pesetas, sin dis- 
tinción alguna entre cada uno de los grupos, circuns- 
tancia que no ocurría con el resto. 

Dicho criterio se mantuvo asimismo en el Real De- 
creto 9/1991, de l l de enero, por el que se establecie- 
ron las normas de cotización a la Seguridad Social para 
1991. 

También, a propósito del sistema de cotización a que 
se ha hecho mención, los interesados manifestaban que, 
de no modificarse los actuales importes de las bases 
máximas de cotización para los grupos de 5 al 12, se 

produciría un trato discriminatorio para los trabaja- 
dores afectados, sin causa aparente que 10s justifica- 
ra, lo que podría vulnerar el principio de igualdad 
consagrado en el artículo 14 de la Constitución. 

Igualmente, los citados trabajadores sufrirían un cla- 
ro perjuicio económico, en los casos en que el salario 
efectivamente percibido fuera superior a la base má- 
xima de cada grupo, lo que también incidiría desfavo- 
rablemente en la determinación del importe de las 
distintas prestaciones, cuando las mismas fueran cau- 
sadas por contingencias comunes. 

A la vista de las alegaciones formuladas en los escri- 
tos de queja, se solicitó el correspondiente informe, que 
fue emitido por la Dirección General de Ordenación Ju- 
rídica y Entidades Colaboradoras de la Seguridad So- 
cial, en el que se señalaba, en primer lugar, la 
normativa aplicable en relación con el establecimien- 
to de las bases máximas de cotización al Régimen Ge- 
neral de la Seguridad Social, tanto en lo que se refiere 
a los topes generales como a los correspondientes a ca- 
da uno de los grupos de cotización, según las distintas 
categorías profesionales. 

De otra parte, se justificaba la necesidad del estable- 
cimiento de las repetidas bases máximas de cotización, 
con el fin de evitar incrementos artificiales en las coti- 
zaciones próximas a las fechas de los hechos causan- 
tes de las prestaciones, incidiendo también en las 
prestaciones causadas esta limitación en el estableci- 
miento de los topes. 

También se hacía referencia a que en un sistema fi- 
nanciero de reparto, como es el caso del sistema espa- 
ñol de Seguridad Social, es necesario establecer 
determinados mecanismos correctores, tanto en la co- 
tización como en las prestaciones, al objeto de conse- 
guir el necesario equilibrio financiero. 

Por último se efectuaban una serie de consideracio- 
nes en relación con las alegaciones concretas formu- 
ladas por los promoventes de las quejas, y, más 
específicamente, sobre el presunto trato discrimiriato- 
rio de que podrían ser objeto los grupos profesionales 
que tuvieran establecida una base máxima de cotiza- 
ción diferenciada, circunstancia que no se produciría 
con el sistema establecido para las cuatro primeras ca- 
tegorías. 

A tal respecto, se resaltaba que existía una corrien- 
te progresiva de equiparación de las bases máximas de 
cotización para las distintas categorías profesionales, 
lo que se ha venido plasmando, en los últimos años, en 
los reales decretos por los que se establece la cotiza- 
ción a la Seguridad Social. 

Teniendo en cuenta que en el citado informe no se 
contenía un pronunciamiento expreso sobre si para el 
año 1992 existía la previsión de extender la repetida 
base máxima a algunos de los grupos de cotización del 
5 al 12, se solicitó informe complementario, al objeto 
de conocer tal extremo. 
Por parte del citado órgano se informó que la políti- 

ca de topes de cotización por categorías profesionales, 
se aplicaba teniendo en cuenta el acuerdo suscrito, en 
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fecha 20 de febrero de 1990, entre el Gobierno y las re- 
presentaciones sindical y empresarial. De acuerdo con 
el mismo, no existía la previsión de nuevas modifica- 
ciones en la estructura de los grupos de cotización por 
categorías profesionales. 

En un escrito posterior, la repetida dirección gene- 
ral informó sobre la sentencia del Tribunal Constitu- 
cional número 7011991, de 8 de abril, en la que se 
resolvía un asunto similar al planteado por los recla- 
mantes en sus quejas. 

En efecto, en la citada sentencia se deniegan los re- 
cursos de amparo interpuestos contra las sentencias 
dictadas por el Tribunal Supremo en recursos 
contencioso-administrativos, por los que se impugna- 
ban los reales decretos 4611984, de 4 de enero, y 111985, 
de 5 de enero, sobre cotización a la Seguridad Social 
en los años 1984 y 1985, respectivamente, por supues- 
tas vulneraciones del principio de igualdad y del dere- 
cho a la tutela judicial efectiva. 

En los fundamentos jurídicos de la repetida senten- 
cia, se analiza la desigualdad en la fijación de las ba- 
ses máximas de cotización para las distintas categorías 
profesionales, sin que se considere tal hecho contra- 
rio al artículo 14 de la Constitución. 

Teniendo en cuenta las circunstancias expuestas, es- 
ta institución dio por concluidas las investigaciones ini- 
ciadas con motivo de las quejas presentadas (queja 
9027260 y catorce más). 

En lo que se refiere a la cotización al Régimen Espe- 
cial Agrario de la Seguridad Social, se ha formulado 
queja por una asociación profesional de agricultores, 
en la que se cuestionaba la cotización al citado régi- 
men por jornadas teóricas, de acuerdo con lo estable- 
cido al respecto en el artículo 44 del Decreto 2 12311 97 1, 
de 23 de julio, por el que se aprueba el texto refundido 
de las leyes 3811966, de 31 de marzo, y 4111970, de 22 
de diciembre, por las que se establece y regula el régi- 
men especial. 

Por parte de la asociación reclamante, se considera- 
ba que el sistema de cotización por jornadas teóricas, 
aplicable a todos los sujetos pasivos de la contribución 
territorial rústica y pecuaria, aunque estén exentos de 
la misma, se efectúa prescindiendo de criterios objeti- 
vos, sin que responda a principios equitativos de dis- 
tribución, pues dicha cotización no tiene incidencia 
alguna en la cuantía de las prestaciones económicas es- 
tablecidas en el régimen especial, como sucede en el 
resto de regímenes que integran el sistema de la Segu- 
ridad Social, en los que existe una relación directa en- 
tre las cotizaciones realizadas y el cálculo de las 
distintas prestaciones. 

De otra parte, también se ponía de manifiesto que 
al cotizar ya los empresarios agrícolas que ocupan a 
trabajadores, por el sistema de jornadas reales, resul- 
ta incoherente que los propietarios de fincas rústicas, 
que no realicen ningún tipo de actividad, soporten par- 
te de la financiación del Régimen Especial Agrario, al 
aplicárseles, sin excepción, el coste de las repetidas jor- 
nadas teóricas. 

A la vista de las alegaciones formuladas, y teniendo 
en cuenta la normativa aplicable al respecto, se solici- 
tó informe de la Secretaría General para la Seguridad 
Social. A tal efecto, se señalaba que, de acuerdo con 
la facultad conferida al Gobierno en la disposición fi- 
nal tercera del Real Decreto-Ley 36/1978, de 16 de no- 
viembre, sobre gestión de la Seguridad Social, la salud 
y el empleo, y con la finalidad de conseguir que los nue- 
vos sistemas de cotización se ajustaran a criterios de 
progresividad, eficacia social y redistribución, el Real 
Decreto 113411979, de 4 de mayo, modificó la cotiza- 
ción al Régimen Especial Agrario, introduciendo la 
obligación de los empresarios que ocupasen a trabaja- 
dores en labores agrarias, de cotizar por cada jornada 
que dichos trabajadores realizaran. 

Dicha modificación, según se justifica en la exposi- 
ción de motivos del citado Real Decreto, se basa en el 
artículo 44.5 del Decreto 212311971, en el que se prevé 
la posibilidad de sustituir el sistema de cotización exis- 
tente por otro, que recaiga fundamentalmente en los 
empresarios que ocupen realmente trabajadores, por 
lo que la intención del legislador era mantener transi- 
toriamente la cotización por jornadas teóricas. No obs- 
tante, tal y como también se ponía de manifiesto en la 
citada exposición de motivos, razones de prudencia 
aconsejaban que la implantación del nuevo sistema de 
cotización por jornadas realmente trabajadas se lleva- 
ra a cabo de forma gradual y paulatina, por lo que, en 
un primer período, se simultanearía con el de jorna- 
das teóricas, sin que, a pesar de haber transcurrido ya 
más de doce años de aplicación conjunta de los dos sis- 
temas, se haya producido la sustitución del primero de 
ellos. 

El citado órgano, en la contestación dada a esta ins- 
titución, tras examinar la normativa por la que se re- 
gula el sistema de cotización empresarial en el Régimen 
Especial Agrario por jornadas teóricas, consideraba 
que en los reales decretos que, cada año, establecen la 
cotización a la Seguridad Social, se viene mantenien- 
do congelada la misma cuantía (55,64 pesetas por jor- 
nada teórica, importe que de acuerdo con la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado para 1992, también 
se prevé para dicho ejercicio), por lo que, en términos 
absolutos y reales, se ha producido una reducción en 
dicha cotización, al mismo tiempo que se ha incremen- 
tando la correspondiente a jornadas reales. 

También se ponía de manifiesto que 1a.presión con- 
tributiva para todas las personas obligadas a cotizar 
al repetido régimen, es menor que la que se aplica a 
los empresarios del régimen general o a los trabajado- 
res incluidos en el Régimen Especial de la Seguridad 
Social de los Trabajadores Autónomos, a pesar de que 
la acción protectora dispensada es equivalente. 

Por último, se señalaba que en el marco de los acuer- 
dos suscritos, en su momento, entre el Gobierno y las 
centrales sindicales, se constituyó un grupo de traba- 
jo para el estudio y análisis del Régimen Especial Agra- 
rio, estando previsto que, entre otros asuntos, se trate 
del régimen económico-financiero del mismo, en el que 
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habría de encuadrarse la cotización por jornadas teó- 
ricas (queja 9119188). 

En esta misma materia, cabe también destacar la 
cuestión planteada en otra queja, en la que el promo- 
vente de la misma mostraba su disconformidad con la 
resolución dictada por la Dirección Provincial de la Te- 
sorería Territorial de Madrid, por la que se declaraba 
extinguido el convenio especial suscrito, con efectos de 
17-12-1973, con la entonces Mutualidad Laboral de la 
Construcción. 

Dicha extinción se había producido por el hecho de 
que el interesado, al causar baja en el Régimen Gene- 
ral de la Seguridad Social, con fecha 16-12-1973, había 
quedado incluido en la Mutualidad Nacional de Previ- 
sión de la Administración Local, al haber adquirido la 
condición de funcionario de una corporación local, por 
lo que le era de aplicación la previsión contenida en 
el artículo 9.b) de la Orden Ministerial de 30-10-1985, 
reguladora del convenio especial en el Sistema de la 
Seguridad Social, al establecer el mismo, como causa 
de extinción del citado convenio, que el interesado que- 
dara comprendido en el campo de aplicación del Régi- 
men General de la Seguridad Social o en algunos de 
los regímenes especiales, cuya acción protectora inclu- 
yera cualquiera de las situaciones o contingencias cu- 
biertas en la indicada situación asimilada a la de alta, 
considerándose, a dichos efectos, que el estar incluido 
en la citada Mutualidad era incompatible con el man- 
tenimiento de la situación de convenio especial. 

De acuerdo con ello, y con efectos de 25-8-1978, se 
daba por extinguido el repetido convenio, con lo que, 
además de quedar imposibilitado el interesado para p 
der acceder a pensión del sistema de Seguridad Social, 
se le perjudicaba económicamente, al no ser objeto de 
devolución las cuotas ingresadas hasta el indicado mes 
de agosto de 1978. 

A la vista de las alegaciones formuladas por el pro- 
movente de la queja, y teniendo en cuenta el criterio 
adoptado en la resolución dictada al efecto, se solicitó 
el preceptivo informe de la Tesorería General de la Se- 
guridad Social, argumentándose al efecto que el pro- 
movente de la queja suscribió el convenio especial, al 
amparo de lo establecido en la Orden de 1 de septiem- 
bre de 1973, en la que, entre otras causas de extinción 
del convenio (art. 9), figura la de que el interesado que- 
de comprendido en el campo de aplicación del Régimen 
General de la Seguridad Social o en alguno de los regí- 
menes especiales, cuya acción protectora incluyera 
cualquiera de las situaciones o contingencias cubier- 
tas en el convenio especial. De acuerdo con ello, hay 
que entender que durante la vigencia de la citada or- 
den, no se ha producido ninguna causa de extinción que 
afecte al interesado, sin que, de otra parte, se conside- 
rara procedente aplicar a dichos efectos el Real Decreto 
21791978, de 25 de agosto, por el que se establece el 
cómputo recíproco de cotizaciones entre la Mutualidad 
Nacional de Previsión de Administración Local y diver- 
sos regímenes del sistema de la Seguridad Social, que, 
al parecer, se había tenido en cuenta para fijar los efec- 

tos de la extinción del convenio (25-8-78), aunque la ci- 
tada disposición entró en vigor el 1 de octubre de 1978. 

De otra parte, la resolución dictada por la Tesorería 
rerritorial se basaba en el artículo 9.b) de la Orden Mi- 
nisterial de 30 de octubre de 1985, por la que se regula 
el convenio especial en el Sistema de la Seguridad SO- 
rial, en el que se prevé, como causa de extinción del 
mismo, que el interesado quede comprendido en el 
campo de aplicación de cualquier régimen de la Segu- 
ridad Social que tenga establecido el reconocimiento 
recíproco de cuotas con el régimen en virtud del cual 
se suscribió el convenio, en este caso el régimen gene- 
ral, siendo también este precepto de dudosa aplicación 
al caso planteado, ya que el sistema de previsión de la 
Mutualidad Nacional de Previsión de la Administración 
Local no puede considerarse como régimen de Seguri- 
dad Social, aunque exista reconocimiento recíproco de 
cuotas con los regímenes que integran el sistema de Se- 
guridad Social. 

Por último, de prosperar el criterio mantenido por 
la Tesorería Territorial en su resolución, se produci- 
rían graves perjuicios económicos al interesado, pues, 
según manifestaba en su escrito, había ingresado cuo- 
tas por un importe de 1.100.000 pesetas, habiéndosele 
informado que solamente procedería la devolución de 
los cinco años inmediatamente anteriores a la fecha de 
notificación de la resolución. 

En el informe emitido por el citado servicio común 
se señalaba que, al no tener la consideración de régi- 
men de la Seguridad Social el sistema de previsión ges- 
tionado por la Mutualidad Nacional de Previsión de la 
Administración Local, solamente había que tener en 
cuenta el Real Decreto 2175/1978, de 25 de agosto, a 
efectos del cómputo recíproco de cuotas, sin que afec- 
tara .a otras cuestiones. 

De otra parte, también se hacía referencia a sendas 
resoluciones dictadas por las ya extinguidas direccio- 
nes generales de Régimen Jurídico y Económico de la 
Seguridad Social, relativas a la concurrencia de la si- 
tuación de convenio especial y alta en la Mutualidad 
de Previsión de la Administración local, manteniéndo- 
se en las mismas el criterio a favor de la vigencia de 
los convenios especiales suscritos por los interesados, 
con anterioridad al 25-8-1978. 

De acuerdo con dicho criterio, se daban instruccio- 
nes a la dirección provincial afectada, al objeto de que 
dictara una nueva resolución, dejando sin efecto la ini- 
cialmente emitida y, consecuentemente, manteniendo 
la vigencia del convenio especial suscrito por el inte- 
resado (queja 9025342). 

Se ha actuado asimismo en el problema expuesto en 
una queja en la que los promoventes ponían de mani- 
fiesto el retraso en el pago de las subvenciones esta- 
blecidas para la contratación de trabajadores para la 
formación, establecidas en la Orden Ministerial de 4 
de abril de 1989. 

Sobre este asunto, el Instituto Nacional de Empleo 
indicó que entre el período de petición de la subven- 
ción y la resolución existe un período de tiempo en que 
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el empresario tiene derecho a la deducción, pero no 
puede hacerla efectiva hasta tanto no reciba la notifi- 
cación, correspondiendo el abano a la Tesorería Gene- 
ral de la Seguridad Social. 

Por ello, se solicitó informe a la citada Tesorería Ge- 
neral de la Seguridad Social, la cual indicó lo siguiente: 

((Desde principios de 1989, y por carecer el Instituto 
Nacional de Empleo de la infraestructura necesaria, 
las Tesorerías Territoriales se han hecho cargo de to- 
das las devoluciones de ingresos indebidos ocasiona- 
das por la no aplicación por parte de los sujetos 
cotizantes de las bonificaciones y subvenciones corres- 
pondientes al mencionado organismo, lo que ha pro- 
vocado un verdadero colapso en la Tesorería Territorial 
de Barcelona, ya que en el caso concreto de las subven- 
ciones que por formación tecnológica concede el Ins- 
tituto Nacional de Empleo, cada concesión de este 
beneficio a una empresa, y por la contratación tempo- 
ral de cada trabajador, ha dado lugar a la apertura de 
un expediente de devolución de ingresos indebidos, da- 
do que estas subvenciones INEM han de ser desconta- 
das de los documentos de cotización, que debido a la 
tardanza de la concesión de las mismas, ya estaban 
pagados. 

A todo esto hay que añadir los numerosísimos expe- 
dientes que se han abierto como consecuencia de las 
bonificaciones que a tenor de los diversos Reales De- 
cretos se concedieron a las empresas y que éstas por 
diversas circunstancias no se dedujeron de los corres- 
pondientes documentos de cotización. 

La acumulación mencionada supone que, en este mo- 
mento, la Tesorería Territorial de Barcelona cuente con 
más de 6.500 expedientes de Devolución de Ingresos in- 
debidos del Régimen General de la Seguridad Social 
pendientes de tramitación, de ellos más de 4.000 están 
ocasionados por la concesión de subvenciones y boni- 
ficaciones del INEM. A éstos hay que añadir los pen- 
dientes en las catorce administraciones descentraliza- 
das (con una media aproximada de 350 expedientes ca- 
da una). 

Aunque a partir de 1990 el Instituto Nacional de Em- 
pleo ha cesado en la colaboración con esta Tesorería 
General de la Seguridad Social respecto al reintegro 
de las subvenciones por formación tecnológica y boni- 
ficaciones a su cargo, el retraso queda como trabajo 
pendiente de las Tesorerías Territoriales. 

Los expedientes se tramitan por riguroso orden cro- 
nológico y las razones expuestas hacen que no puedan 
resolverse en un plazo adecuado a la fecha de so- 
licitud. D 

Estudiado el precitado informe, se solicitó de la Te- 
sorería General de la Seguridad Social que indicase si 
se habían adoptado medidas para la tramitación, en el 
menor plazo de tiempo posible, de los expedientes no 
resueltos en la Dirección Provincial de ese organismo 
en Barcelona, expresándose en la contestación lo si- 
guiente: 

«Ante el excesivo incremento de expedientes de de- 
volución de cuotas (respecto a empresas acogidas a las 
subvenciones de la Orden de 4-4-89), se ha configura- 
do el programa informático «devoling», para acelerar 
su resolución. Esta aplicación está soportada por or- 
denadores personales para facilitar el procedimiento 
y para disponer de un archivo histórico, de rápido ac- 
ceso, para control y consulta de todas las devolucio- 
nes efectuadas, habiéndose reducido de modo 
considerable los expedientes pendientes. 

Por otra parte, a partir de enero de 1990, el INEM 
directamente asumió el reintegro de las subvenciones 
por formación tecnológica, trabajo que hasta entonces 
venía elaborando la Tesorería General. )) (queja 8904450) 

8.3. Prestaciones económicas 

8.3.1. Consideraciones generales 

En primer lugar, debe dejarse constancia de la solu- 
ción de un problema que, desde el año 1983, ha moti- 
vado la formulación de un número de quejas muy 
apreciable. Se trata, más en concreto, de la falta de per- 
cepción de catorce mensualidades de pensión por par- 
te de algunos pensionistas que causaron aquella con 
anterioridad al 1 de agosto de 1985. 

En efecto, el artículo 50 de la Ley 31/1991, de 30 de 
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado pa- 
ra 1992, reconoce, a partir del 1 de enero de dicho año, 
una paga adicional en favor de los pensionistas de los 
Regímenes Especiales de la Seguridad Social de Tra- 
bajadores Autónomos y de Empleados del Hogar que 
no venían percibiendo catorce mensualidades de pen- 
sión al año. 

En desarrollo de esta previsión, la disposición adi- 
cional primera del Real Decreto 211992, de 10 de ene- 
ro, por la que se aprueba la revalorización de pensiones 
de la Seguridad Social para 1992, establece las cator- 
ce mensualidades de pensión en favor de los pensionis- 
tas de los Regímenes Especiales de Trabajadores 
Autónomos, de Empleados del Hogar y del extinguido 
Régimen Especial de Toreros. 

Sobre este asunto, puede recordarse que, tal y como 
se dejó constancia en el informe a las Cortes Genera- 
les correspondiente al año 1983, se remitió en dicho año 
al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social una reco- 
mendación en la que se propugnaba la posibilidad de 
modificar la base reguladora de determinados regíme- 
nes de la Seguridad social, tales como el de Trabaja- 
dores Autónomos y el de Empleados del Hogar, 
teniendo en cuenta el precedente sentado por los De- 
cretos 39511974, de 31 de enero, y 1024/1982, de 22 de 
mayo, relativos a los regímenes especiales Agrario y de 
los Toreros. La recomendación formulada se extendía 
también al estudio de cualquier otra fórmula que po- 
sibilitara la percepción de mensualidades extraordina- 
rias a los pensionistas que, en aquel momento, carecían 
del derecho a las mismas. 
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El proceso de paulatina extensión de las dos mensua- 
lidades extraordinarias a la totalidad de los pensionis- 
tas, a partir de dicho momento, tuvo un primer paso 
en la disposición adicional primera del Real Decreto 
90/1984, de 18 de enero, por la que se reconoció a los 
pensionistas del Régimen Especial Agrario que, en vir- 
tud de las normas vigentes en el momento de su con- 
cesión, solo tuvieran derecho a percibir al año doce 
mensualidades, la percepción de una paga extraor- 
dinaria. 

Más tarde, la Ley 26/1985, de 31 de julio, al modifi- 
car el cálculo de la base reguladora de las pensiones 
de jubilación y de invalidez hizo posible que quienes 
causaran la pensión con posterioridad a la entrada en 
vigor de la citada ley pudieran percibir las dos men- 
sualidades extraordinarias. 

Quedaba, por tanto, subsistente el problema de quié- 
nes habían causado su pensión con anterioridad al 1 
de agosto de 1985, fecha de entrada en vigor de la Ley 
2611985, de 31 de julio, viniendo a aportar una solución 
parcial la Ley de Presupuestos Generales del Estado 
para 1989, al prever el abono de una paga adicional a 
los pensionistas que no vinieran percibiendo las catorce 
mensualidades de pensión. 

La trayectoria seguida en este asunto culmina, co- 
mo se ha indicado, con las previsiones contenidas en 
la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 1992 
y en el Real Decreto 2/1992, de 10 de enero, alcanzán- 
dose la solución completa de un problema que había 
sido reiterado en diversas quejas formuladas por los 
ciudadanos afectados a lo largo del año 1991 (quejas 
91 19415,911955,9119787,9119816,9119863,9119878 
y otras). 

De otra parte, ha alcanzado también una solución sa- 
tisfactoria el problema derivado de la falta de cómpu- 
to recíproco de cotizaciones entre el Régimen de Clases 
Pasivas y los distintos regímenes que integran el siste- 
ma de Seguridad Social. ' 

A tal efecto, debe significarse que la disposición adi- 
cional quinta de la Ley 3011984, de 2 de agosto, dispu- 
so que el Gobierno, mediante real decreto, establecería 
dicho cómputo. No obstante, y tras las previsiones es- 
tablecidas por la Ley 5011984, de 30 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para 1985, la situa- 
ción existente se caracterizaba por la ausencia de una 
auténtica reciprocidad, ya que las cuotas abonadas a 
los regímenes que integran el sistema de Seguridad So- 
cial eran computables a efectos del sistema de clases 
pasivas, mientras que dicho cómputo no actuaba en 
sentido inverso, originándose, por este motivo, un per- 
juicio a aquellos trabajadores que causaban pensión 
en el sistema de Seguridad Social, al no serles compu- 
tados los períodos en que estuvieron incluidos en el ré- 
gimen de clases pasivas. Esta situación fue confirmada 
por el Real Decreto Legislativo 670/1987, de 30 de abril. 

Ante dicha circunstancia, esta institución se dirigió 
en repetidas ocasiones a la Administración, en solici- 
tud de informe sobre la necesidad de desarrollar re- 

glamentariamente lo previsto en la disposición 
adicional quinta de la Ley 3011984, de 2 de agosto. 

Por fin, en el BOE del día 1 de mayo de 1991 apare- 
ció publicado el Real Decreto 691/1991, de 12 de abril, 
sobre cómputo recíproco de cuotas entre regímenes de 
Seguridad Social, aplicable, conforme determina su ar- 
tículo 1 . O ,  a quienes acrediten cotizaciones en el Régi- 
men de Clases Pasivas del Estado y en el Régimen 
General y Regímenes Especiales de la Seguridad So- 
cial o custitutorios de éste. 

De este modo, con la publicación de esta disposición 
ha podido resolverse un problema sobre el que habían 
venido insistiendo ante esta institución los ciudadanos 
afectados (quejas 8802025; 8806668; 8905 190; 8919742; 
9002289; 9009332; 9010668; 9014774; 91 10617 y 
9 1 13954). 

8.3.2. Pensiones de jubilación. 

Durante el año al que se contrae este informe, se han 
seguido recibiendo quejas en las que se continúa ex- 
poniendo la disconformidad de los reclamantes con la 
situación de desigualdad en la que se encuentran aque- 
llos trabajadores que, percibiendo la prestación por de- 
sempleo, se ven obligados a jubilarse anticipadamente 
a partir de los 60 años de edad, por reunir los requisi- 
tos exigidos para ello, respecto de aquellos otros tra- 
bajadores que, al no reunir los requisitos para poder 
acceder a la jubilación anticipada, continúan percibien- 
do el subsidio por desempleo hasta los 65 años de edad, 
en la que se produce su jubilación. 

La citada situación desigual se deriva, en efecto, de 
la aplicación de los correspondientes coeficientes re- 
ductores al anticipar la edad de jubilación, por lo que 
el importe de la pensión queda considerablemente re- 
ducido, pese a que, en la mayoría de los casos, los inte- 
resados reúnen una dilatada carrera de cotizaciones 
que alcanza los 35 años, de modo que el porcentaje apli- 
cable a la base reguladora que les correspondería de 
haberse jubilado a los 65 años de edad, hubiera sido 
del 100 %. Esta circunstancia no acaece, en cambio, 
respecto de aquellos otros trabajadores que, al no reu- 
nir los requisitos para jubilarse de forma anticipada, 
por no haber estado encuadrados en una mutualidad 
laboral de trabajadores por cuenta ajena el 1 de enero 
de 1967 o en cualquier otra fecha con anterioridad, con- 
tinúan percibiendo el subsidio de desempleo hasta la 
edad fijada con carácter general para la jubilación, sin 
verse obligados a acceder anticipadamente a la pensión 
de jubilación. 

Tal y como se dejó constancia en el informe del año 
1989, sobre este asunto se realizaron en su momento 
las correspondientes actuaciones, sin que se hayan 
adoptado las medidas oportunas, por las razones que 
al respecto fueron esgrimidas en su momento por el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, relativas a 
las dificultades existentes para dar una solución satis- 
factoria a esta cuestión y que fueron reflejadas asimis- 
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mo en el informe aludido. Sin embargo, aun 
reconociendo las citadas dificultades, esta institución 
considera que debería estudiarse la posibilidad de 
adoptar las medidas necesarias para encontrar una so- 
lución justa y equitativa al problema reseñado (quejas 
9117220,9118110,9119797,9119857,9122961 yotras). 

De otra parte a lo largo del año 1991, se han recibi- 
do algunas quejas, en las que los interesados manifes- 
taban su desacuerdo con las resoluciones dictadas por 
algunas direcciones provinciales del Instituto Nacio- 
nal de la Seguridad Social, en los expedientes de reco- 
nocimiento de la pensión de jubilación del Régimen 
General, al no haber sido computada, a efectos del cál- 
culo de la base reguladora, la base de cotización corres- 
pondiente al mes en que se ha producido el cese en el 
trabajo por cuenta ajena, cuando éste coincide con el 
último día del indicado mes. 

La determinación de la base reguladora se ha veni- 
do efectuando, de acuerdo con lo establecido en el ar- 
tículo 3.1 de la Ley 2611985, de 31 de julio, sobre 
medidas urgentes para la racionalización de la estruc- 
tura y de la acción protectora de la Seguridad Social, 
dividiendo por ciento doce las bases de cotización del 
interesado durante los noventa y seis meses inmedia- 
tamente anteriores a aquel en que se hubiera produci- 
do el hecho causante de la pensión. 

Teniendo en cuenta que el Tribunal Supremo (Sala 
4.*) en Sentencia de fecha 22 de diciembre de 1990, re- 
caída en virtud de recurso en interés de ley, se había 
pronunciado sobre una cuestión similar a la plantea- 
da en las quejas, en el sentido de computar para el cál- 
culo de la base reguladora de la pensión de jubilación, 
la última mensualidad cotizada, siempre que el cese en 
el trabajo, y consecuentemente, el hecho causante, se 
hubiera producido el último día del mes, se solicitó in- 
forme del Instituto Nacional de la Seguridad Social, 
al objeto de conocer si, en los expedientes de recono- 
cimiento de pensiones de jubilación, se viene aplican- 
do el criterio jurisprudencia1 establecido en la citada 
sentencia, así como el tratamiento dado en los resuel- 
tos con anterioridad a la citada resolución judicial. 

En la contestación dada por la citada entidad gesto- 
ra, se señala que, a la vista de las Sentencias del Tri- 
bunal Supremo de 22 de diciembre de 1990 y 12 de 
febrero de 1991, la Dirección General de Ordenación 
Jurídica y Entidades Colaboradoras de la Seguridad 
Social, dictó resolución, con fecha 16 de febrero de 
1991, transcrita por Circular del propio instituto nú- 
mero 6/1991, de 26 de abril, por la que se adaptaba el 
criterio administrativo al mantenido en las sentencias, 
en el sentido de computar el último mes trabajado en 
la base reguladora de la pensión de jubilación. Se axia- 
día que sobre dicha cuestión se habían dado instruc- 
ciones a todas las direcciones provinciales. 

En lo que se refiere a los efectos dados a la citada 
resolución, lo ha sido a los hechos causantes produci- 
dos con posterioridad al 22 de diciembre de 1990, fe- 
cha de la primera de las sentencias del Tribunal 
Supremo señaladas, por lo que no serían revisables los 

rxpedientes resueltos y firmes con anterioridad a di- 
:ha fecha. 

Teniendo en cuenta que sobre la cuestión de fondo 
planteada en las quejas se han adoptado las medidas 
pertinentes, esta institución ha procedido a dar por fi- 
nalizadas las investigaciones realizadas al efecto (que- 
ja 91 19319). 

6.3.3. Pensiones de invalidez 

Las principales cuestiones relativas a esta prestación 
se refieren a la disconformidad de los interesados con 
las resoluciones dictadas por el Instituto Nacional de 
la Seguridad Social, denegatorias de las pensiones so- 
licitadas, por no reunir el período mínimo de cotiza- 
ción exigible para causar derecho a las mismas, así 
como también la no declaración de invalidez permanen- 
te, o el desacuerdo con el grado de incapacidad reco- 
nocido. 

Igualmente, se han recibido un gran número de que- 
jas relativas a expedientes de revisión de grado de in- 
validez, y, más concretamente, a las revisiones de oficio 
iniciadas por parte del mencionado instituto. 

A este respecto, cabe señalar el problema planteado 
en una de estas quejas, en la que a la interesada le ha- 
bía sido reconocida, en su día, pensión de incapacidad 
permanente total, por sentencia de la entonces magis- 
tratura de trabajo. Con posterioridad, fue solicitada re- 
visión de grado por agravación, siéndole denegada en 
vía administrativa, aunque, mediante sentencia del juz- 
gado de lo social, le fue reconocido el derecho a pen- 
sión de incapacidad permanente absoluta. 

Con anterioridad a dicha resolución judicial, la di- 
rección provincial correspondiente inició expediente 
de revisión de oficio, dictando resolución por la que se 
declaraba la no existencia de invalidez permanente y 
suspendiendo el pago de la pensión que venía percibien- 
do la interesada. 

Ante tal actuación administrativa, fue solicitada la 
ejecución de la última sentencia dictada, oponiéndose 
la dirección provincial por considerar que la reclaman- 
te no se encontraba afecta de grado alguno de incapa- 
cidad, y entendiendo, en consecuencia, que las 
repetidas sentencias no producían efecto alguno. Tal 
hecho dio lugar a que el juzgado de lo social dictara 
providencia, requiriendo y emplazando a la entidad ges- 
tora para que justificara documentalmente el cumpli- 
miento de la sentencia, y advirtiendo expresamente la 
improcedencia del criterio administrativo sustentado, 
ya que las resoluciones judiciales, una vez firmes, de- 
ben ser cumplidas en sus propios términos. Como con- 
secuencia de esta última resolución, se repuso 
nuevamente a la interesada en el pago de la pensión. 

No  obstante, la dirección provincial afectada, sin te- 
ner en cuenta las resoluciones judiciales, inició un nue- 
vo expediente de revisión, dictándose la preceptiva 
resolución en la que se declaraba a la interesada no 
afecta de ningún grado de incapacidad permanente, y 
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suspendiendo definitivamente el pago de la pensión. 
Teniendo en cuenta las circunstancias concurrentes 

en el caso, esta institución admitió a trámite la queja 
ante el citado instituto, por entender que las actuacio- 
nes practicadas por la dirección provincial podrían ha- 
ber sobrepasado los límites normales del ejercicio de 
las competencias atribuidas a la entidad gestora en el 
artículo 1 . O  del Real Decreto 1071/1984, de 23 de ma- 
yo, en materia de revisión periódica de las situaciones 
de invalidez permanente, de modo que se podría haber 
producido un abuso de derecho no amparado por la ley 
(art. 7.2 del Código Civil). 

A tal respecto, también se ponía de manifiesto que 
en la exposición de motivos del citado real decreto se 
señala la necesidad de que las entidades gestoras co- 
nozcan las situaciones de compatibilidad de las situa- 
ciones de invalidez con la percepción de un salario, 
como consecuencia de la realización de actividad labo- 
ral por parte de los pensionistas, lo que justificaba la 
adopción de medidas de seguimiento de dichas situa- 
ciones, así como el control de la permanencia en las 
mismas, circunstancias que no se producían en el ca- 
so planteado por la promovente de la queja. 

Por último, se resaltaba el hecho de que, por parte 
de la dirección provincial competente, no se había da- 
do cumplimiento a la última sentencia dictada por el 
órgano jurisdiccional, teniendo en cuenta el corto pe- 
ríodo de tiempo transcurrido entre la misma y la nue- 
va iniciación de actuaciones para la revisión de grado 
de incapacidad. 

El Instituto Nacional de la Seguridad Social emitió 
el informe solicitado, en el que, tras exponer las dis- 
tintas actuaciones administrativas y judiciales practi- 
cadas en el expediente de revisión de grado de 
incapacidad de la interesada, fijaba el criterio mante- 
nido sobre las revisiones iniciadas de oficio por la en- 
tidad gestora. 

En tal sentido, se estimaba que, si bien la doctrina 
general establecida por los tribunales, sobre el princi- 
pio de los actos propios, se basa en que las entidades 
gestoras de la Seguridad Social carecen de competen- 
cia para revisar los actos declarativos de derechos, exis- 
ten determinadas excepciones a tal cri terio 
jurisprudencial, cuando un precepto con rango de ley 
lo autoriza, circunstancia que se produce en la revisión 
de las declaraciones de invalidez permanente, al estar 
amparada por el artículo 145 de la Ley General de la 
Seguridad Social. 

De acuerdo con ello, sería indiferente que las decla- 
raciones de invalidez se hubieran reconocido previa- 
mente por resolución administrativa o por sentencia 
judicial firme, sin que en este último supuesto se pro- 
duzcan los efectos de cosa juzgada. 

Teniendo en cuenta lo expuesto, no se consideraba 
que por la dirección provincial afectada se hubiera ac- 
tuado con antijuridicidad o irregularidad procesal, si- 
no con un exceso de celo que le había llevado a 
interpretar literalmente la normativa aplicable al res- 
pecto, pues, a efectos de la revisión de la invalidez, un 

aspecto básico a tener en cuenta son los dictámenes mé- 
dicos emitidos, en los que se declaraba la inexistencia 
de invalidez permanente. 

Considerando que dicha interpretación literal no se- 
ría compaginable con las situaciones de pendencia en 
vía jurisdiccional, pues podría llegarse a que por la vía 
de las revisiones de oficio quedaran sin efecto resolu- 
ciones judiciales, como sucedía en el caso planteado 
en la queja, se estimaba oportuno no ejercitar la facul- 
tad revisora, hasta tanto hubiera recaído sentencia del 
juzgado de lo social competente, que podría ser recu- 
rrida, sin acudir a una nueva revisión de oficio inicia- 
da de forma iiiinediata. 

De acuerdo con dicho criterio, se dejaban sin efecto 
las resolucione3 dictadas al respecto, cursándose las 
pertinentes iiisti iicciories al objeto de regularizar las 
prestaciones económicas a que hubieran dado lugar las 
mismas (queja 9013745). 

En esta misma materia de revisión de grado de inva- 
lidez puede citarse una solicitud denegada por la Di- 
rección Provincial del Instituto Nacional de la 
Seguridad Social de León, en razón de que la solicitante 
había cumplido los 65 años de edad, dándose la circuns- 
tancia de que la citada solicitud había sido presenta- 
da dos días antes del cumplimiento de la citada edad. 

Advertido el error cometido, se iniciaron las corres- 
pondientes actuaciones para la revisión de oficio del 
expediente, las cuales, lamentablemente, no pudieron 
culminar favorablemente al producirse el fallecimiento 
de la reclamante (queja 9014579). 

En otro orden de cosas, se tramitaron varias quejas 
en las que se sostenía que la declaración de la situa- 
ción de invalidez en el grado de incapacidad permanen- 
te absoluta, sin derecho a prestaciones, suponía una 
marginación del mundo laboral, al no poder continuar 
cotizando a fin de acceder a la pensión de jubilación, 
citándose en apoyo de lo expuesto, entre otras, las sen- 
tencias del Tribunal Central de Trabajo de 25 de mayo 
de 1985 y 2 de diciembre de 1986, en las que se esta- 
blecía que cuando el trabajador a quien se tramita un 
expediente de invalidez permanente, no cumple los re- 
quisitos exigidos para tener derecho a prestaciones, por 
faltarle algún requisito esencial (alta, carencia, etc.), 
ha de abstenerse el órgano administrativo de calificar 
las secuelas. 

En torno a esta cuestión, el Instituto Nacional de la 
Seguridad Social ha sostenido que habría que estarse 
a lo dispuesto en los artículos 1 . O  y 2.O del Real Decre- 
to 260911982, de 24 de septiembre, que atribuye en vía 
administrativa a dicha entidad gestora la función de 
declarar las situaciones de invalidez permanente en sus 
distintos grados, por lo que, dado el carácter irrenun- 
ciable de esta competencia, deben declararse las situa- 
ciones aun cuando la relación jurídica de seguridad 
social en que se encuentra el interesado no origine de- 
recho a las prestaciones previstas en el artículo 136 de 
la Ley General de Seguridad Social, por no reunirse el 
período de cotización exigido. 

Se añadía además que, de no efectuarse la declara- 
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ción de invalidez permanente, se conculcarían indirec- 
tamente otras normas legales. Así, el interesado que 
continuara trabajando o reanudara el trabajo, cuando 
cubriera el período de cotización exigible, podría ob- 
tener la calificación de invalidez permanente (ya que 
esta calificación no se habría producido con anteriori- 
dad) por las mismas lesiones anteriores y, por tanto, 
obtener el derecho a pensión, con lo que se vulneraría, 
eliminándole, el requisito de la cotización, que queda- 
ría reducido a una mera demora en el inicio del deven- 
go de la prestación. 

A la vista del precitado informe, se solicitó de la Se- 
cretaría General para la Seguridad Social cuál era su 
criterio sobre el asunto planteado. En su respuesta, la 
citada secretaría general indicó que el criterio de jue- 
ces y tribunales sobre el particular no era de pacífica 
aceptación. Así, la actuación de la citada entidad ges- 
tora de la Seguridad Social había sido corroborada en 
sentencias de varios Tribunales Superiores de Justicia, 
cuya tesis se basaba en que en las normas que regulan 
la evaluación y declaración de las situaciones de inva- 
lidez (Real Decreto 2069í1982, de 24 de septiembre y 
Orden de 23 de noviembre de 1982), se atribuyen facul- 
tades de evaluación y declaración sin que, ni expresa 
ni implícitamente, se condicione el reconocimiento de 
la invalidez permanente al pretendido interés del in- 
válido de obtener la correspondiente prestación eco- 
nómica (TSJ de Cataluña, sentendia de 2 de abril de 
1990; TSJ de Baleares, sentencia de 27 de junio de 1990; 
TSJ de Andalucía, sentencia de 24 de julio de 1990; TSJ 
del País Vasco, sentencia de 16 de octubre de 1990). Sin 
embargo, otros Tribunales Superiores de Justicia pro- 
cedían a dejar sin efecto dicha declaración por consi- 
derarla improcedente, dado que, al negársele 
compensaciones pecuniarias al inválido, se le podían 
irrogar perjuicios irreversibles, al dificultarle o impe- 
dirle definitivamente -según sea parcial, total o ab- 
soluta la incapacidad permanente- realizar sus 
actividades laborales u otras distintas por las que po- 
dría seguir cotizando en orden a futuras contingencias 
(TSJ de Madrid, sentencia de 29 de junio de 1990; TSJ 
de Castilla y León sentencia de 28 de junio de 1990; TSJ 
de Aragón, sentencia de 17 de octubre de 1990). 

Como consecuencia de ello, se formuló recurso de ca- 
sación para la unificación de doctrina, ante el Tribu- 
nal Supremo, comunicándose que, en tanto se dictara 
la correspondiente sentencia, el Instituto Nacional de 
la Seguridad Social seguiría actuando en el sentido en 
que lo había venido haciendo, sin perjuicio de que si 
se produjera un pronunciamiento del Tribunal Supre- 
mo que impidiera la calificación de la incapacidad si 
la misma no va a compañada del correlativo derecho 
a causar las prestaciones económicas correspondien- 
tes, se modificara el criterio seguido. 

Con posterioridad, se ha dictado sentencia en el ci- 
tado recurso, en el sentido de que no procede la decla- 
ración de invalidez cuando no se reúnen los requisitos 
para tener derecho a la prestación, por lo que la Se- 
cretaría General para la Seguridad Social ha comuni- 

dado que se está procediendo al estudio de la 
adaptación de los criterios aplicados a las consecuen- 
cias derivadas de tal pronunciamiento judicial (quejas 
890325 1; 8906964; 8907532 y 891 8797). 

Tal y como se dejó constancia en el informe de 1990, 
en dicho año se remitió al Instituto Nacional de la Se- 
guridad Social una sugerencia al objeto de que se pro- 
nunciase, mediante la correspondiente resolución 
expresa, sobre una solicitud formulada por la Compa- 
ñía Telefónica Nacional de España en fecha 3 de ene- 
ro de 1979, a fin de determinar la contingencia de la 
que se derivaba la situación de invalidez permanente 
en la que se encontraba el interesado, fallecido duran- 
te la tramitación de la queja, con Ias consecuencias que, 
en su caso, resultasen de ello en cuanto a la prestación 
percibida en su momento por el interesado y actual- 
mente por su viuda. 

La formulación de tal sugerencia fue motivada por 
entender esta institución que existía una cuestión no 
definitivamente resuelta en el expediente de invalidez 
seguido en su día y a resultas del cual se declaró al re- 
clamante en situación de invalidez, en el grado de in- 
capacidad permanente absoluta, consistiendo la citada 
cuestión en determinar si la contingencia de la que se 
derivaba la situación invalidante era una enfermedad 
común o un accidente laboral. 

La sugerencia fue al fin aceptada por el Instituto Na- 
cional de la Seguridad Social, señalándose al efecto 
que, por parte de la Dirección Provincial de dicho Ins- 
tituto en Valencia, se había solicitado la emisión de dic- 
tamen por la Unidad de Valoración de Incapacidades, 
procediéndose, una vez recibido el mismo, y tras el in- 
forme emitido por la Comisión de Evaluación de Inca- 
pacidades, a dictar la resolución correspondiente 
(queja 8712265). 

También fue aceptada por el Instituto Nacional de 
la Seguridad Social una sugerencia, a la que se hizo 
mención en el informe del año anterior, relativa a la 
revisión de oficio de una resolución, por la que se re- 
conoció al interesado el derecho a pensión de invali- 
dez, por aplicación del convenio hispano-alemán de 
Seguridad Social, conforme a la regla «pro rata tem- 
poris», a fin de reconocerle el derecho a la pensión del 
Seguro Obligatorio de Vejez e Invalidez si la misma fue- 
ra de cuantía superior. Se indicaba, no obstante, que 
la aceptación se refería al criterio a seguir en estos ca- 
sos, ya que en el supuesto concreto del reclamante no 
tendría repercusión favorable (queja 8802456). 

Por último, puede citarse otra queja en la que el in- 
teresado mostraba su disconformidad con la contesta- 
ción recibida en la Dirección Provincial del Instituto 
Nacional de la Seguridad Social en Salamanca, que le 
manifestó no poder proporcionarle copia de su expe- 
diente de invalidez permanente, a efectos de compro- 
bar las bases de cotización tomadas en cuenta para el 
cálculo de su pensión, y ello por haberse resuelto el re- 
ferido expediente por la Dirección Provincial de Cáce- 
res, que no lo remitió por dificultades técnicas. 

Sobre el problema expuesto, por la Dirección Gene- 
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ral del Instituto Nacional de la Seguridad Social se in- 
dicó que el referido expediente había sido remitido 
desde Cáceres a Salamanca, pudiendo el reclamante 
comprobar los datos relativos a la tramitación de la 
pensión de invalidez (queja 9016658). 

8.3.4. Lesiones permanentes no invalidantes 

En el informe de esta institución correspondiente al 
año 1986 fue puesto de manifiesto el problema relati- 
vo a la escasa cuantía de determinadas prestaciones del 
sistema de Seguridad Social, como era el caso del ba- 
remo de lesiones permanentes no invalidantes, cuyo im- 
porte permanecía invariable desde el año 1974. 

Al suprimirse en su momento, tal y como había sido 
recomendado por esta institución, por Orden de 11 de 
mayo de 1988, determinadas situaciones de discrimi- 
nación de sexo en el baremo citado, fueron revisadas, 
como consecuencia de tal medida, algunas de las can- 
tidades fijadas y, más en concreto, las correspondien- 
tes a aquellos epígrafes en los que la pérdida de un 
mismo órgano era indemnizada en una cuantía distin- 
ta según fuera el sexo de la persona afectada. En el año 
al que se contrae este informe, la Orden de 16 de ene- 
ro de 1991 ha procedido, por fin, a un incremento ge- 
neral de las cuantías previstas, a cuyo efecto las 
mismas quedan fijadas en el resultado de multiplicar 
por seis los actuales importes. 

8.3.5. Pensiones de supervivencia 

Sobre esta materia, hay que destacar la cuestión 
planteada en unaqueja, relativa a la determinación de 
la base reguladora de las pensiones de supervivencia, 
cuando el sujeto causante de las mismas tuviera en sus- 
penso el abono de la pensión de jubilación, que previa- 
mente le ha sido reconocida, como consecuencia de la 
realización de nuevos trabajos, por los que se encuen- 
tra en alta en la Seguridad Social, al producirse el fa- 
llecimiento. 

En la resolución dictada por la correspondiente Di- 
rección Provincial del Instituto Nacional de la Seguri- 
dad Social, la base reguladora tenida en cuenta para 
el cálculo de la pensión de viudedad había sido la que 
sirvió para el cálculo de la pensión de jubilación del 
fallecido, criterio con el que no se encontraba de acuer- 
do la interesada, por entender que la mencionada ba- 
se reguladora se tendría que determinar en función de 
las cotizaciones efectuadas por el trabajador con an- 
terioridad a la fecha del hecho causante. 

Considerando que el criterio administrativo mante- 
nido en las resoluciones podría no ser procedente, se 
solicitó informe del Instituto Nacional de la Seguridad 
Social, que, en su contestación, manifestó que en el su- 
puesto a que se refería la queja, había que considerar 
al causante de la pensión de viudedad como trabaja- 
dor en alta, a efectos de cálculo de las prestaciones de 

supervivencia, siempre que dicho sujeto causante reu- 
niera los requisitos exigidos para ello, pues, en caso 
contrario, se le reputaría, con carácter subsidiario, y 
a efectos de la determinación de la base reguladora de 
estas prestaciones, como pensionista de jubilación. 

Teniendo en cuenta que la resolución dictada en el 
caso expuesto no se ajustaba al criterio señalado, se 
procedió a dar las instrucciones necesarias para que 
se efectuara la revisión de las resoluciones adoptadas 
(queja 9029050). 

Por último, la subsanación de dos errores sucesivos 
en la asignación de un número del documento nacio- 
nal de identidad, al coincidir con el que correspondía 
a otras personas, permitió aplicar a la promovente de 
una queja la revalorización de la pensión de viudedad, 
de la que había sido excluida inicialmente por tal cau- 
sa, procediéndose al abono de 80.586 pesetas que se le 
adeudaban en concepto de atrasos por el período de 
enero a octubre de 1989 (queja 8916736). 

8.3.6. Prestaciones por maternidad 

Como se indicó en el informe correspondiente al año 
1989, se había planteado a los Ministerios de Trabajo 
y Seguridad Social y para las Administraciones Públi- 
cas la posible asimilación, por vía reglamentaria, del 
acogimiento familiar a la adopción, a los efectos pre- 
vistos en la Ley 311989, de 3 de marzo, por la que se 
amplía a dieciséis semanas el permiso por maternidad 
y se establecen medidas para favorecer la igualdad de 
trato de la mujer en el trabajo. 
Los citados departamentos ministeriales expresaron, 

sin embargo, su criterio adverso a tal asimilación, en 
base a los siguientes razonamientos: 

a) La falta de distinción en el Código civil entre el 
acogimiento preadoptivo y el acogimiento de otros ti- 
pos, así como la falta de autonomía del primero de 
ellos, con contenido propio y distinto, y sin que la nor- 
mativa autonómica en la que se contempla esta figura 
pueda entenderse como una regulación de la misma, 
al ser la legislación civil competencia del Estado. 

b) Los serios impedimentos con que tropezaría la 
regulación, por parte del Estado, del acogimiento prea- 
doptivo, mediante la reforma del Código civil. Se indi- 
caba además que sería preferible que el plazo para 
formular la adopción fuera más breve y que no fuera 
necesario recurrir previamente al acogimiento. 

c) La imposibilidad de asimilar por v;a reglamen- 
taria el acogimiento a la adopción, por ser el reconoci- 
miento del derecho al permiso por maternidad y otras 
prestaciones materia reservada a la ley y no admitir 
los artículos 1.4 y 2.3 de la Ley 311989 desarrollo re- 
glamentario, al establecer que el permiso se contará 
desde la resolución judicial por la que se constituya la 
adopción. 

A la vista del informe de los citados ministerios, es- 
ta institución consideró necesario recomendar la adop- 
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ción de las iniciativas normativas tendentes a la 
modificación de los artículos 45 y 48 de la Ley 811980, 
de 10 de marzo, del Estatuto de los Trabajadores y del 
artículo 30 de la Ley 3011984, de 2 de agosto, de Medi- 
das para la Reforma de la Función Pública, así como 
de la disposición adicional de la Ley 311989, de 3 de 
marzo, todo ello con el objeto de considerar el acogi- 
miento de menores con fines adoptivos como causa de 
suspensión del contrato de trabajo, o de corícesión del 
permiso en el caso de personas vinculadas por una re- 
lación de naturaleza funcionarial, y, por consiguiente, 
como situación protegida a través de las prestaciones 
comprendidas en el sistema de Seguridad Social, en los 
términos previstos para el período de descanso por 
adopción. 

La citada recomendación se fundamentaba básica- 
mente en los siguientes argumentos: 

a) La sustantividad de la figura del acogimiento fa- 
miliar preadoptivo y la innecesariedad de modificar el 
vigente Código civil para contemplar esta figura. 

En este sentido, puede traerse a colación el preám- 
bulo de la Ley 2111987, de 11 de noviembre, conforme 
al cual la regulación de la figura del acogimiento cons- 
tituye «una novedad importante, que tiene su paran- 
gón en diversos Derechos europeos y que supone dar 
rango legal de primer orden a una institución hasta hoy 
regulada por dispersas normas administrativas)), aña- 
diéndose que «se ha estimado que la figura posee la sus- 
tantividad necesaria para ser digna de incluirse en el 
Código civil ..., la ley procura dotar de un contenidoju- 
rídico, de carácter esencialmente personal, a la rela- 
ción que se crea entre el menor y la persona o personas 
a quienes se le confía...». De este modo, si bien el arti- 
culado de la Ley 2111987, de 1 1  de noviembre, no dis- 
tingue, en forma expresa, entre el acogimiento 
preadoptivo y el acogimiento con otras finalidades, 
tampoco puede olvidarse la paladina declaración con- 
tenida en el preámbulo de dicha ley, cuando señala: «El 
primero de estos principios (de integración familiar) 
lleva consigo que en el futuro la adopción sólo cabrá, 
salvo supuestos muy excepcionales, para los menores 
de edad y que, como figura previa, no imprescindible, 
pero que se espera se utilice con frecuencia, se regula 
el acogimiento familiar con especial detalle. )) 

Por consiguiente, una hermenéutica basada en el es- 
píritu y finalidad de la norma y que contemple conjun- 
tamente el tenor literal de los preceptos y el preámbulo 
del texto legal, lleva a constatar que la finalidad esen- 
cial que el legislador atribuye al acogimiento de me- 
nores es precisamente la de constituir una situación 
previa a la adopción. 

En suma, el legislador, a tenor de la Ley 2111987, de 
1 1  de noviembre, articula un sistema en el que la re- 
gulación del acogimiento se efectúa desde la primor- 
dial consideración de aquél como figura previa a la 
adopción. El acogimiento regulado en el Código civil 
es fundamentalmente el preadoptivo, sin perjuicio de 

que la figura pueda ser utilizada para otros fines. Sin 
embargo el sistema está concebido con flexibilidad, de 
modo que no se impone, con carácter necesario, un pe- 
ríodo de acogimiento como paso previo a la adopción. 
No obstante, el supuesto normal que la Ley 2111987, 
de 1 1  de noviembre, pretende regular es de carácter 
secuencial, de modo que a la adopción preceda el aco- 
gimiento, siendo una excepción el caso inverso. Por úl- 
timo, al ser el acogimiento preadoptivo el regulado 
primordialmente por el Código civil, la figura adqui- 
re, en suma, la suficiente sustantividad, haciendo in- 
necesaria la modificación del Código civil. 

b) Por su parte, la legislación autonómica lleva has- 
ta sus últimas consecuencias la regulación contenida 
en el Código civil, contemplando el acogimiento prea- 
doptivo incluso con carácter necesario. Diversas comu- 
nidades, en efecto, han regulado el acogimiento 
preadoptivo, como sucede en Navarra (Decreto Foral 
9011986, de 25 de marzo); Comunidad Valenciana (De- 
creto 2311988, de 8 de febrero); Galicia (Decreto 
196/1988, de 28 de julio); Castilla y León (Decreto 
5711988, de 7 de abril); Aragón (Decreto 11911988, de 21 
de junio); Castilla-La Mancha (Decreto 14311990, de 18 
de diciembre) y Madrid (Orden 17511991, de 18 de 
marzo). 

c) Resulta necesario armonizar las regulaciones es- 
tablecidas por las Leyes 2111987, de 1 1  de noviembre, 
y 311989, de 3 de marzo. En este sentido, la finalidad 
perseguida por esta última ley, consistente en favore- 
cer el cuidado del menor en los primeros momentos en 
que se produce el contacto con los padres adoptivos, 
se frustra cuando a la adopción precede un período de 
acogimiento, ya que, al no contemplar éste la Ley 
311989, de 3 de marzo, la suspensión del contrato de 
trabajo o el permiso funcionarial tiene lugar, en este 
supuesto, cuando el menor lleva ya incorporado un lar- 
go tiempo a la familia, de modo que la extemporanei- 
dad del disfrute del período de descanso hace inútil la 
finalidad del mismo. Consecuentemente, desde el punto 
de vista de la protección social, no se logra cubrir, por 
mor de la citada extemporaneidad, la situación de ne- 
cesidad prevista en la Ley 3/1989, de 3 de marzo. 

De otra parte, resulta conveniente contemplar el aco- 
gimiento preadoptivo como causa de suspensión del 
contrato de trabajo y de concesión del permiso funcio- 
narial, así como de aplicar 1s correspondiente protec- 
ción social. A esta conclusión lleva, en efecto, la 
consideración de los artículos 39.1 y 41 de la Constitu- 
ción Española, así como la Declaración de Derechos del 
Niño, de 20 de noviembre de 1959, y la Convención so- 
bre los Derechos del Niño, de 20 de noviembre de 1990, 
ratificada por España mediante Instrumento de 30 de 
noviembre de 1990. La solución armonizadora no pue- 
de venir dada, a la vista de todo ello, por hacer innece- 
sario el acogimiento preadoptivo, tal y como se 
afirmaba en el informe remitido por el Ministerio pa- 
ra las Administraciones Públicas, sino, muy al contra- 
rio, por la promoción, desde la perspectiva del interés 
superior del menor, del citado acogimiento, y a  que lo 
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contrario no sería congruente con la intención del le- 
gislador plasmada en el preámbulo de la Ley 21/1987, 
de 1 1  de noviembre, ni se cohonestaría con las carac- 
terísticas esenciales de un sistema de adopción que se 
basa en la utilización, como regla general, del acogi- 
miento como estadio previo a la adopción. 

e) Por último, y en cuanto al rango de disposición 
para implantar la medida recomendada, es menester 
convenir en la necesidad de acudir a una norma con 
fuerza de ley, tal y como se señalaba en el informe emi- 
tido por el Ministerio para las Administraciones Pú- 
blicas. 

Sobre esta recomendación se han recibido las con- 
testaciones del Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial y del Ministerio para las Administraciones 
Públicas, el cual señala en su comunicación: 

«Sin perjuicio de lo ya dicho en nuestro anterior in- 
forme, el Ministerio para las Administraciones Públi- 
cas ha venido propugnando, como consecuencia de las 
sugerencias de esa institución, la aplicación por ana- 
logía del permiso de maternidad en los casos de acogi- 
miento previo a la adopción, dando con ello prioridad 
a la finalidad social de protección al menor frente a 
otras consideraciones jurídicas que pudieran hacerse 
en torno a esta cuestión. 

No obstante, tal y como se ponía de manifiesto en 
nuestro anterior informe era necesaria una modifica- 
ción con rango de ley para que las recomendaciones 
de esa institución pudieran llevarse a la práctica. 

Haciéndose eco del problema, el Grupo Socialista ha 
presentado en el Congreso de los Diputados una Pro- 
posición de Leyspor la que se modifican los artículos 
30.3 y 48.4 de la Ley 30184, de 2 de agosto, de Medidas 
para la Reforma de la Función Pública y Ley 811990 del 
Estatuto de los Trabajadores, respectivamente. 

Esta Proposición, que ha sido informada en sentido 
favorable por dicho Ministerio, salva las dificultades 
derivadas de la configuración legal y efectos civiles del 
acogimiento, estableciendo que el correspondiente per- 
miso, en el supuesto de adopción, podrá disfrutarse a 
elección del funcionario, bien a partir del momento de 
la resolución administrativa o judicial de acogimien- 
to, bien a partir de la resolución judicial por la que se 
constituya la adopción. )> 

En efecto, tal y como se señalaba en el informe trans- 
crito, la proposición de ley citada, cuya toma en consi- 
deración se acordó por el Pleno del Congreso de los 
Diputados, en la sesión del día 12 de noviembre de 1991, 
y que aún permanece en trámite parlamentario, modi- 
fica el artículo 30 de la Ley 30/1984, y el artículo 48 de 
la Ley 8/1980, contemplando el acogimiento como causa 
del permiso funcionaria1 y de la suspensión del contra- 
to de trabajo, y coincidiendo así con la recomendación 
formulada por esta institución (queja 8903604). 

8.3.7. Prestaciones familiares 
Tal y como se señaló en el informe correspondiente 

al año 1990, el artículo 3.O de la Ley 26/1990, de 20 de 

diciembre, al establecer los requisitos exigidos para 
causar las asignaciones por hijos minusválidos a car- 
go, acude al criterio del grado de minusvalía, superan- 
do así la injustificada distinción que se producía entre 
unas y otras personas con minusvalía, a la hora de ac- 
ceder a la extinguida aportación económica por hijos 
minusválidos, cuya regulación estaba inspirada en un 
criterio de naturaleza causal y de enumeración cerrada. 

En relación con ello, se ha planteado, sin embargo, 
el problema que afecta a quienes han visto extinguido 
el derecho a la aportación económica de la Seguridad 
Social por hijos minusválidos, en virtud de lo previsto 
por la disposición transitoria segunda de la Ley 
26/1990, de 20 de diciembre, así como de la disposición 
transitoria del Real Decreto 356/1991, de 15 de marzo, 
que desarrolló la citada ley en materia de prestacio- 
nes por hijo a cargo, y no pueden beneficiarse de la nue- 
va asignación por hijo minusválido a cargo, al no reunir 
el grado mínimo de minusvalía exigido para acceder 
a esta última prestación (queja 9107055). 

Con independencia de este problema de alcance ge- 
neral, se ha intervenido en un supuesto de extinción 
de la aportación económica por hijos minusválidos, en 
el que la Dirección Provincial del Instituto Nacional de 
Servicios Sociales de Cantabria declaró extinguido el 
derecho a la mencionada prestación al no acreditar do- 
cumentalmente el perceptor que continuaba reunien- 
do los requisitos para el reconocimiento del derecho 
a la misma, a requerimiento de dicha dirección pro- 
vincial. 

Con posterioridad a este hecho, el reclamante formu- 
ló nueva solicitud de reconocimiento de la aportación 
económica, reconociéndosele el derecho a la misma 
desde el día 1-3-1990, es decir, desde el día primero del 
mes siguiente al de la solicitud. Formulada reclama- 
ción previa para que se abonara la prestación desde el 
mes de agosto de 1987, en que el interesado dejó de per- 
cibirla, la misma fue desestimada. 

En el criterio de esta institución, sobre el caso plan- 
teado existían dos cuestiones distintas, que afectaba 
una de ellas al aspecto procedimental y la otra al fon- 
do del asunto. 

En cuanto al aspecto procedimental, se observaba 
una contradicción entre las afirmaciones del promo- 
vente, que señalaba no haber recibido en su día notifi- 
cación alguna para que justificara que subsistían los 
requisitos exigidos para continuar percibiendo la apor- 
tación económica, y la aseveración de la Administra- 
ción que indicaba haber remitido dicha notificación. 
Sin embargo, como la Administración no podía probar, 
al parecer por extravío del expediente, la citada remi- 
sión, era preciso atender a las manifestaciones del in- 
teresado, en el sentido de que nunca había recibido la 
correspondiente notificación, teniendo en cuenta pa- 
ra ello el principio general, que se deriva de la juris- 
prudencia del Tribunal Supremo, conforme al cual si 
no aparece acreditado en el expediente cuando tuvo lu- 
gar la notificación, hay que atenerse a las manifesta- 
ciones del interesado respecto de esta circunstancia. 
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De otra parte, el examen del fondo del asunto lleva- 
ba a la misma convicción de la necesidad de reponer 
al interesado en la percepción de la prestación desde 
el momento en que dejó de percibirla en agosto de 1987, 
ya que el artículo 9 de la Orden de 8 de mayo de 1970 
contempla como causa de la pérdida del derecho a la 
aportación la pérdida de las condiciones exigidas pa- 
ra tener derecho a la misma, lo que no puede confun- 
dirse con la mera falta de acreditación de la 
subsistencia de las mismas cuando se ha demostrado 
que estas condiciones siguen dándose. De este modo, 
el incumplimiento de un trámite administrativo no pue- 
de afectar a la subsistencia del derecho a la aportación, 
ni dar lugar a la extinción del derecho, si se demues- 
tra que el interesado continuaba reuniendo las condi- 
ciones exigidas. 

Tampoco la normativa sobre faltas y sanciones de los 
beneficiarios de prestaciones de la Seguridad Social, 
aplicable en el momento en que se produjeron los he- 
chos, tipificaba, entre las infracciones que podían dar 
lugar a la pérdida de las prestaciones, la simple omi- 
sión de una obligación de carácter administrativo. 

Por tanto, no existiendo precepto legal y reglamen- 
tario que amparese la extinción del derecho a la apor- 
tación económica por la causa invocada, era inevitable 
concluir en la necesidad de reparar al interesado en 
la percepción de la misma, supuesta la subsistencia 
ininterrumpida de los requisitos exigidos para su per- 
cepción y sin que a tal efecto sea aplicable el plazo de 
caducidad de un año previsto en el artículo 55 de la Ley 
General de la Seguridad Social, al encontrarnos ante 
una presunta extinción de un derecho y no ante unas 
mensualidades puestas al cobro y no hechas efectivas. 

Por todo ello, se procedió a remitir a la Dirección Pro- 
vincial del Instituto Nacional de Servicios Sociales de 
Cantabria una sugerencia a fin de que se revisara de 
oficio la resolución desestimatoria de la reclamación 
previa formulada y se modificara la fecha de efectos 
de las prestaciones, abonándose al beneficiario las can- 
tidades derivadas de la fijación de la nueva fecha de 
efectos económicos. 

No se ha recibido aún en esta institución la respues- 
ta de la citada Dirección Provincial, pese a haberse re- 
mitido la sugerencia en el mes de marzo de 1991, por 
lo que se ha procedido a requerir dicha contestación 
(queja 9006992). 

8.3.8. Prestaciones por desempleo 

En el informe del año 1990, se indicaba que habían 
sido frecuentes las quejas acerca del requisito de ha- 
ber cotizado durante seis años por la contingencia de 
desempleo, exigible para la obtención del subsidio por 
desempleo de trabajadores mayores de 52 años, y que 
afectaba, fundamentalmente, a los emigrantes retorna- 
dos con cotización en el extranjero. 

Sobre esta cuestión, el Instituto Nacional de Empleo, 
atendiendo al criterio manifestado al respecto por es- 
ta institución, ha modificado su posición inicial, diri- 

giendo instrucciones a sus direcciones provinciales, 
para que, a los efectos de acceder al citado subsidio 
por desempleo de mayores de 52 años, también consi- 
deren computables los períodos cotizados por desem- 
pleo en el extranjero por los emigrantes españoles 
retornados, tanto si la cotización se ha realizado en los 
países comunitarios, como si se ha efectuado en otros 
países, y ello en base a una interpretación extensiva de 
lo dispuesto en el Real Decreto Ley 311984, de 31 de 
marzo, dado que a este supueto no le son de aplicación 
los Reglamentos Comunitarios 140811971 y 57411972, 
de Seguridad Social (quejas 8920984,9005567,9008937, 
9015280 y 9021065). 

De otra parte, la denegación del subsidio por desem- 
pleo, al interpretar la Administración que la interesa- 
da no tenía responsabilidades familiares, ya que las 
menores que convivían con ella lo eran en condición 
de acogimiento preadoptivo, ha permitido, pese a no 
poder actuar en el caso concreto expuesto al haberse 
interpuesto demanda ante el juzgado de lo social, plan- 
tear, de modo general, por aplicación de lo previsto en 
el artículo 17.2 de la Ley Orgánica 311981, de 6 de abril, 
la conveniencia de asimilar la figura del acogimiento 
preadoptivo a la adopción, a los efectos del reconoci- 
miento del derecho al subsidio por desempleo. 

Acerca del asunto expuesto, el Instituto Nacional de 
Empleo ha comunicado que se está procediendo a ana- 
lizar la posible modificación del criterio aplicado a es- 
tas situaciones, estando pendiente, en el momento de 
elaborarse este informe, la adopción de una decisión 
definitiva sobre el asunto (queja 91 14010). 

En los informes de los años 1989 y 1990 se dio cuen- 
ta de la recomendación formulada por esta institución 
sobre revisión de oficio de los expedientes de subsidio 
asistencia1 de desempleo denegados por aplicación del 
requisito establecido en el artículo 7.3 del Real Decre- 
to 62511985, de 2 de abril, cuya nulidad fue declarada 
por la Sentencia del Tribunal Constitucional de 22 de 
diciembre de 1987, recaída en el recurso de amparo 
5311987, que había sido interpuesto por esta institución. 
Tal nulidad había sido corroborada, de otra parte, por 
la Sentencia 7811990, de 26 de abril, también del Tri- 
bunal Constitucional, y por la Sentencia del Tribunal 
Supremo de 26 de marzo de f990. 

Sobre esta recomendación, el Instituto Nacional de 
Empleo comunicó su definitivo criterio adverso a la 
aceptación de la misma, argumentando que la última 
de las sentencias citadas no condenaba a la adminis- 
tración al pago de ninguna cantidad, sin perjuicio de 
que los trabajadores pudieran formular reclamaciones 
individuales, en solicitud del abono de las cantidades 
que estimaran que les son debidas como consecuencia 
de la nulidad declarada. 

Se indicaba, de otra parte, que la Sentencia del Tri- 
bunal Supremo de 26 de marzo de 1990 había sido re- 
currida a través de la formulación de un recurso 
extraordinario de revisión, habiéndose procedido, por 
Auto de 12 de marzo de 1991, a la suspensión de la eje- 
cución de la sentencia. 
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Debe significarse, por último, que por Sentencia del 
Tribunal Supremo de 1 1 de junio de 199 1 ,  se confirmó 
la sentencia recurrida, en cuanto a la declaración de 
ilegalidad del artículo 7.3 del Real Decreto 625/1985, 
de 2 de abril (queja 8806334). 

Puede también reseñarse el abono al reclamante, co- 
mo consecuencia de la tramitación de una queja, de la 
cantidad de 668.403 pesetas, adeudadas a causa del cál- 
culo incorrecto de la prestación por desempleo, en la 
modalidad de pago único, al no haberse incluido en la 
base reguladora los importes correspondientes a las ho- 
ras extraordinarias estructurales (queja 9101020). 

Asimismo, se reconoció la prestación contributiva 
por desempleo a la promovente de una queja, al com- 
probarse que no se le notificó adecuadamente la exi- 
gencia de presentar una determinada documentación 
para completar su expediente, lo que motivó que se p ro  
cediera a la cancelación del mismo (queja 91 17050). 

Por último, se reanudó el abono del subsidio por de- 
sempleo, como consecuencia de la tramitación de una 
queja, al detectarse que, por error, se había dado de 
baja, por colocación, al reclamante, que estaba reali- 
zando un curso de formación profesional (queja 
9017781). 

8.3.9. Régimen unificado de ayudas públicas a dismi- 
nuidos 

El artículo 24.2 del Real Decreto 620/1981, de 5 de 
febrero, sobre régimen unificado de ayudas públicas 
a disminuidos, prevé que la presentación de las solici- 
tudes se efectúe dentro de los tres meses inmediatos 
a la publicación de la disposición en la que, en cada 
ejercicio, se determina concretamente el tipo y la cuan- 
tía de las ayudas. Junto a ello, el apartado siguiente 
contempla la posibilidad de que se admitan y tramiten 
fuera de dicho plazo solicitudes de ayudas en las que 
se dé la circunstancia de que no admitan demora, da- 
da su naturaleza, siempre que la necesidad haya apa- 
recido con posterioridad al plazo de presentación de 
las solicitudes y se acredite documentalmente tal cir- 
cunstancia. De otra parte, en el mismo sentido, el artí- 
culo 3 1 de la Orden de 5 de marzo de 1982, tras regular 
el plazo de presentación de las solicitudes, señala las 
ayudas que, además de las excepcionales, podrán ad- 
mitirse y tramitarse fuera del plazo establecido. 

La denegación, por la Dirección Provincial del Insti- 
tuto Nacional de Servicios Sociales de Zaragoza, de la 
solicitud de una ayuda presentada fuera de plazo, y cu- 
ya motivación radicaba en la «falta de presupuesto pa- 
ra este tipo de ayudas», aconsejó remitir al Instituto 
Nacional de Servicios Sociales -tras una larga y com- 
pleja tramitación de la queja formulada al efecto, en 
el curso de la cual hubieron de solicitarse sucesivos in- 
formes a la citada entidad gestora para esclarecer su- 
ficientemente el asunto expuesto- una recomendación 
a fin de que se valorase la conveniencia de adoptar las 
medidas precisas para disponer del crédito presupues- 

tario necesario que permitiera atender a las solicitu- 
des de ayudas previstas en el artículo 24.3 del Real 
Decreto 620/1981, de 5 de febrero. Para ello, se enfati- 
zaba la contradicción existente entre la inexistencia de 
previsión de crédito y el carácter urgente de las ayu- 
das contempladas en este precepto. 

En su respuesta, la citada entidad gestora señalaba 
que los créditos asignados a los servicios centrales de 
la misma son los que pueden ser aplicados a las solici- 
tudes formuladas conforme a lo previsto en el precep- 
to citado, hasta que se proceda a su redistribución en 
el tercer trimestre, atendiéndose así al mayor número 
de peticiones. No obstante, se indicaba que se adopta- 
rían las medidas oportunas para que pueda disponer- 
se de algún remanente hasta la fecha más avanzada 
posible del ejercicio. 

Respecto de esta recomendación, debe añadirse que, 
al poder afectar a otros organismos competentes para 
la tramitación y resolución de las ayudas contempla- 
das en el Real Decreto 620/1981, de 5 de febrero, se puso 
en conocimiento del Real Patronato de Prevención y de 
Atención a Personas con Minusvalía, teniendo en cuen- 
ta las funciones de coordinación que corresponden al 
mismo (queja 8904093). 

8.3.10. Pensiones extraordinarias derivadas de actos 
de terrorismo 

En el año 199 1 ,  se ha recibido un número apreciable 
de quejas formuladas por personas víctimas de actos 
terroristas, en las que se solicitaba que esta institución 
actuara ante los Poderes Públicos, al objeto de que me- 
diante una disposición de rango adecuado, se amplíen 
los beneficios establecidos en el Real Decreto 
157611990, de 7 de diciembre, por el que se regula la 
concesión en el sistema de la Seguridad Social de Pen- 
siones extraordinarias motivadas por actos de terro- 
rismo, ya que, de acuerdo con lo establecido en la 
disposición transitoria del mismo, los citados benefi- 
cios solamente son de aplicación a supuestos acaeci- 
dos a partir de 1 de enero de 1987, quedando sin 
proteger los beneficiarios de las pensiones causadas 
con anterioridad a la citada fecha. 

Estudiada la cuestión planteada en las citadas que- 
jas, así como otros aspectos relacionados con la pro- 
tección dispensada a las personas afectadas por actos 
de terrorismo, esta institución, de acuerdo con las com- 
petencias que tiene atribuidas, ha considerado la con- 
veniencia de dirigir una recomendación al Ministerio 
de Relaciones con las Cortes y de la Secretaría de Go- 
bierno, en la que, entre otros aspectos, ‘se plantea la 
posibilidad de que, mediante la disposición que resul- 
te procedente, se remuevan los obstáculos actualmen- 
te existentes, derivados de la disposición transitoria del 
ya mencionado Real Decreto 157611990, de 7 de diciem- 
bre, en cuanto a la percepción de estos beneficios, con 
independencia del momento en que se hubieran pro- 
ducido las acciones terroristas. 
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En el momento de la redacción del presente Infor- 
me, no se ha recibido la preceptiva contestación sobre 
la aceptación o no de la Recomendación formulada 
(queja 9122582). 

8.3.11. Incompatibilidad de pensiones 

En materia de incompatibilidad de pensiones, cabe 
hacer mención a las actuaciones realizadas por esta ins- 
titución, en relación con la cuestión planteada en una 
queja, en la que el interesado mostraba su disconfor- 
midad con la suspensión del pago de la pensión de in- 
validez permanente total, reconocida en el año 1967, 
como consecuencia del accidente de trabajo sufrido 
cuando realizaba labores agrarias, por las que se en- 
contraba incluido en el Régimen Especial Agrario, co- 
mo trabajador por cuenta ajena. 

El promovente de la queja había venido percibiendo 
dicha pensión, al mismo tiempo que ejercía una nueva 
actividad, compatible con su grado de incapacidad, y 
por la que había efectuado las cotizaciones correspon- 
dientes al Régimen General de la Seguridad Social, has- 
ta que, con efectos de 1 de abril de 1988, le fue 
reconocida pensión de jubilación, en cuantía de 56.241 
pesetas mensuales. 

Como consecuencia del citado reconocimiento, la co- 
rrespondiente Dirección Provincial del Instituto Nacio- 
nal de la Seguridad Social, consideró que ambas 
pensiones eran incompatibles, requiriendo al interesa- 
do para que formulara opción por una de ellas, lo que 
efectuó en favor de la jubilación del Régimen General. 

De acuerdo con ello, se dictó la pertinente resolución, 
por la que se suspendía, con efectos de 30 de noviem- 
bre de 1988, el pago de la pensión de invalidez perma- 
nente del Régimen Especial Agrario. 

Teniendo en cuenta las alegaciones efectuadas por 
el interesado, y considerando que de acuerdo con la 
normativa vigente, la percepción de ambas pensiones 
era compatible, se solicitó informe de la entidad ges- 
tora, que en su contestación señalaba que, tras tener 
conocimiento de las circunstancias que concurrían en 
el caso, se habían iniciado las oportunas actuaciones 
revisorias, procediéndose en breve plazo a dictar una 
nueva resolución, por la que se repondría al interesa- 
do en el cobro de la pensión de accidente de trabajo 
del Régimen Especial Agrario, por ser compatible con 
la del Régimen General, sin perjuicio de que esta últi- 
ma fuera minorada, al ser calculada computando los 
períodos de cotizaciones efectuadas al repetido régi- 
men especial (queja 91 15200). 

8.3.12. Aspectos procedimentales 

El principal problema expuesto en las quejas recibi- 
das en el año 1991 atañe al retraso en el trámite y re- 
solución de las solicitudes de pensiones no 

contributivas, establecidas en la Ley 2611990, de 20 de 
diciembre. 

Independientemente de la tramitación individual de 
las citadas quejas ante la administración pública com- 
petente, esta institución inició actuaciones de oficio an- 
te el Ministerio de Asuntos Sociales, las Consejerías de 
las diferentes comunidades autónomas con competen- 
cias en la gestión de dichas prestaciones, y la Secreta- 
ría General para la Seguridad Social. 

En el informe emitido por el Ministerio de Asuntos 
Sociales se señalaban las causas que estaban motivan- 
do los retrasos en la gestión de las pensiones mencio- 
nadas, entre las cuales se indicaban las siguientes: 

- El desarrollo normativo de la Ley 2611990, de 20 
de diciembre, que quedó ultimado con la publicación 
de sendos reales decretos: el Real Decreto 35611991, de 
15 de marzo, en materia de prestaciones por hijo a car- 
go, y el Real Decreto 35711991, de 15 de marzo, sobre 
pensiones no contributivas. 

Tal hecho ha supuesto que hasta finales del mes de 
marzo, no se contara con los instrumentos jurídicos ne- 
cesarios para la gestión de las prestaciones. 
- La pluralidad de administraciones competentes 

en la gestión de las pensiones, que corresponde al Ins- 
tituto Nacional de Servicios Sociales y a las comuni- 
dades autónomas que tienen transferidos los servicios 
del citado organismo. Teniendo en cuenta que la Ley 
2611990 autorizó al Gobierno para establecer con las 
restantes comunidades autónomas los correspondien- 
tes conciertos de gestión de las pensiones, se han teni- 
do que seguir diferentes procesos con las mismas, tales 
como la redacción pactada del modelo de concierto y 
su firma con cada una de ellas, el establecimiento del 
procedimiento administrativo para el trámite y reso- 
lución de los expedientes, los cursos de formación a 
funcionarios, los libramientos de los documentos finan- 
cieros, y el trasvase de las prestaciones de la Ley de 
Integración Social de los Minusválidos y de asistencia 
social. 
- El necesario rigor en el procedimiento adminis- 

trativo seguido para el reconocimiento de las repeti- 
das pensiones. 
- La tramitación del crédito presupuestario nece- 

sario para efectuar el pago de las pensiones, teniendo 
en cuenta que, en la fecha de aprobación de la Ley 
2611990, la aportación económica necesaria para su fi- 
nanciación no se encontraba recogida en los Presupues- 
tos Generales del Estado. 

Por último, se ponía de manifiesto, sobre las pensio- 
nes gestionadas directamente por el Instituto Nacio- 
nal de Servicios Sociales, correspondientes a 
beneficiarios de Aragón, Ceuta y Melilla, que en fecha 
16 de julio de 1991, ya se habían reconocido 1.649 pen- 
siones (1 .O63 por nuevas solicitudes, 93 por incorpora- 
ciones de subsidios de la Ley de Integración Social de 
los Minusválidos y 493 procedentes de pensiones pú- 
blicas asistenciales). 
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Por su parte, la Secretaría General para la Seguri- 
dad Social señalaba en su informe las distintas causas 
que habían motivado los retrasos en el trámite y reso- 
lución de las solicitudes, las cuales son coincidentes 
con las ya expuestas por el Ministerio de Asuntos So- 
ciales. 

En lo que se refiere a los expedientes existentes a fe- 
cha 13 de diciembre de 1991, y de acuerdo con los da- 
tos facilitados al citado órgano por las comunidades 
autónomas, de las 242.959 solicitudes presentadas, se 
habían tramitado 73.385 expedientes, de ellos 27.524 
con resolución aprobatoria y 45.861 con resolución de- 
negatoria, por lo que, en aquella fecha, se encontraban 
pendientes 169.544 solicitudes. 

Por lo que específicamente se refiere a la gestión del 
Instituto Nacional de Servicios Sociales, en la citada 
fecha se habían resuelto 5.141 expedientes en Aragón 
(sobre 8.268 solicitudes recibidas), 686 expedientes en 
Ceuta (sobre 1.281 peticiones formuladas) y 682 en Me- 
lilla (sobre 1.436 solicitudes presentadas). 

El citado órgano directivo acompañaba un cuadro, 
que se incluye en el capítulo de este informe relativo 
a las administraciones autonómicas, en el que se deta- 
llan, por comunidades autónomas, el número de soli- 
citudes recibidas y el de expedientes resueltos, en la 
fecha antes indicada (queja 9118154). 

De otra parte, como se ha hecho constar en anterio- 
res informes, especialmente en el correspondiente al 
año 1989, son numerosas las quejas relativas a la tar- 
danza en el reconocimiento y abono de las prestacio- 
nes por desempleo. 

Por ello, se solicitaron del Instituto Nacional de Em- 
pleo datos actualizados sobre el promedio de tiempo 
de la resolución de solicitudes de prestaciones por des- 
empleo, el cual remitió el cuadro que se iiiciuye segui- 
damente: 

DEMORA MEDIA DE RECONOCIMIENTO 
DE PRESTACIONES (en días) 

Total año Total año Total año 
1989 1990 1991 

Provincia 

Alava 
Albacete 
Alicante 
Almería 
Asturias 
Avila 
Badajoz 
Baleares 
Barcelona 
Burgos 
Cáceres 
Cádiz 
Cantabria 
Castellón 
Ciudad Real 
Córdoba 

10 
30 
97 
56 
41 
20 
33 
45 
41 
34 
36 
35 
23 
30 
21 
45 

9 
27 
52 
54 
36 
14 
33 
37 
37 
36 
33 
38 
27 
27 
24 
48 

10 
20 
.62 
35 
34 
15 
35 
34 
30 
37 
40 
34 
27 
33 
27 
53 

Total año Total año Total año 
1989 1990 1991 

Provincia 

Coruña, La 
Cuenca 
Gerona 
Granada 
Guadalajara 
Guipúzcoa 
Huelva 
Huesca 
Jaén 
León 
Lérida 
Lugo 
Madrid 
Málaga 
Murcia 
Navarra 
Orense 
Palencia 
Palmas, Las 
Pontevedra 
Rioja, La 
Salamanca 
SC. Tenerife 
Segovia 
Sevilla 
Soria 
Tarragona 
Teruel 
Toledo 
Valencia 
Valladolid 
Vizcaya 
Zamora 
Zaragoza 
Ceuta 
Melilla 

29 
27 
39 
34 
23 
41 
52 
26 
42 
40 
39 
26 
46 
46 
73 
21 
45 
16 
59 
70 
16 
25 
49 
19 
52 
26 
41 
24 
61 
65 
40 
36 
17 
40 
22 
22 

26 
31 
45 
33 
18 
32 
43 
33 
40 
34 
30 
27 
57 
48 
80 
28 
39 
17 
58 
43 
19 
24 
51 
20 
52 
24 
45 
18 
39 
51 
44 
37 
16 
34 
20 
16 

27 
33 
41 
34 
11 
38 
43 
31 
25 
35 
24 
40 
39 
57 
58 
31 
35 
15 
67 
36 
24 
21 
46 
22 
54 
21 
42 
24 
38 
49 
54 
33 
16 
32 
19 
29 

TOTALES 43 40 38 
~ ~~ 

* Datos hasta el mes de agosto. 

En lo que respecta al término medio de notificücio- 
nes, se informó que las mismas se realizan al mismo 
tiempo que se reconoce la prestación, por estar meca- 
nizadas, debiéndose añadir, no obstante, de 10 a 12 días 
al incluirse en nómina las solicitudes reconocidas en 
el mes en que se cierra la misma, las cuales se ponen 
al cobro y se hacen efectivas, entre los días 10 y 15 de 
cada mes. 

Estudiado el precitado cuadro, se comprueba que, 
aun habiéndose reducido el término medio con respec- 
to a los años 1989 y 1990, el plazo es superior a los 38 
días de media nacional en las direcciones provinciales 
de Alicante, Cáceres, Córdoba, Gerona, Huelva, Lugo, 
Madrid, Málaga, Murcia, Las Palmas, Santa Cruz de Te- 
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nerife, Sevilla, Tarragona, Valencia y Valladolid (que- 
ja 8905834). 

Con independencia de lo anterior, puede dejarse 
constancia de un caso en el que, instada solicitud de 
subsidio por desempleo en abril de 1988, se solicitó, 
en febrero de 1990, informe al Instituto Nacional de 
Empleo, al no haberse resuelto aún la misma. En su 
respuesta, el citado instituto señaló que la tardanza es- 
taba motivada por acreditar el solicitante cotizaciones 
en Francia y en Alemania, no pudiendo los organismos 
de enlace remitir los certificados que se precisaban, por 
no aportarse los números de afiliación del interesado 
en dichos países. Por su parte, el reclamante indicaba 
que tales datos obraban en poder del Instituto Nacio- 
nal de Empleo, por lo que se negaba a proporcionar- 
los. Ante esta situación, y puesto que los citados 
números de afiliación constaban en la documentación 
remitida a esta institución, se proporcionaron los mis- 
mos a la Dirección Provincial del Instituto Nacional de 
la Seguridad Social de Córdoba, informándose que, una 
vez recibida la correspondiente certificación de coti- 
zaciones, se había reconocido la prestación solicitada 
con efectos de 4 de abril de 1988 (queja 8917567). 

En lo que afecta a la tardanza en resolver los expe- 
dientes de prestaciones reguladas, bien por los regla- 
mentos de la Comunidad Económica Europea en 
materia de Seguridad Social, o por los convenios bila- 
terales suscritos por España, aun cuando siguen sien- 
do numerosas las quejas recibidas en tal sentido, pudo 
constatarse, como se señaló en el informe del año 1990, 
que, en su mayor parte, la causa de dicha tardanza era 
imputable al retraso de los organismos extranjeros de 
enlace en enviar la documentación (quejas 9009303; 
9015 164; 9023583; 902397 1; 9024274; 9024634; 9025622; 
9027726; 9028216; 9028639; 91001 17; 9102374 y 
9 103408). 

Entre los problemas de naturaleza procedimental, 
pueden citarse asimismo otra serie de actuaciones rea- 
lizadas en torno a las quejas recibidas. 

A tal efecto, pueden mencionarse, en primer lugar, 
dos quejas relativas a la tardanza del Instituto Nacio- 
nal de Servicios Sociales en resolver sendas reclama- 
ciones interpuestas contra la denegación de 
prestaciones en favor de personas con minusvalía. 

En efecto, en una de estas quejas se exponía que no 
se había resuelto el recurso interpuesto contra una re- 
solución denegatoria del subsidio de garantía de ingre- 
sos mínimos. A este respecto, por el Instituto Nacional 
de Servicios Sociales, se indicó que no se procedió a 
emitir resolución definitiva por coincidir con el perío- 
do de microfilmado de expedientes, sin soporte infor- 
mático para su consulta, efectuado en la Dirección 
Provincial de ese Instituto en Madrid. Se afiadía asi- 
mismo que, al ser de aplicación el artículo 94.1 de la 
Ley de Procedimiento Administrativo, no se produjo in- 
defensión, al no haber optado la interesada por la vía 
del recurso contencioso-administrativo. 

A la vista de lo anterior, y teniendo en cuenta que 
el Defensor del Pueblo se encuentra especialmente vin- 

culado por lo dispuesto en el artículo 17.2, último pá- 
rrafo, de la Ley Orgánica 311981, de 6 de abril, en la 
que se afirma que «... en cualquier caso velará porque 
la Administración resuelva expresamente en tiempo y 
forma, las peticiones y recursos que le hayan sido for- 
mulados», así como por la doctrina sentada por el Tri- 
bunal Constitucional sobre la consideración del 
silencio administrativo como un mecanismo legal crea- 
do exclusivamente en beneficio de los particulares, que 
no puede, en modo alguno, utilizarse de modo tal que 
se convierta en una carga para éstos, se dirigió al cita- 
do organismo un recordatorio del deber legal de resol- 
ver de forma expresa cuantas reclamaciones y recursos 
sean presentados por los administrados, de conformi- 
dad con lo previsto en la Ley de Procedimiento Admi- 
nis t rat ivo (queja 9000994). 

De otra parte, tras una tramitación de más de siete 
meses, pudo resolverse al fin un recurso de alzada pre- 
sentado en el mes de julio de 1990 contra una denega- 
ción de los subsidios de garantía de ingresos mínimos, 
por ayuda de tercera persona y de movilidad y com- 
pensación por gastos de transporte, formulado en el 
mes de julio de 1990, siendo dictada la resolución en 
el mes de febrero de 1991 (queja 9024698). 

Pudo asimismo solucionarse el caso expuesto en una 
queja en la que se indicaba que, en fecha 14 de abril 
de 1988, se presentó, ante la Dirección Provincial del 
Instituto Nacional de la Seguridad Social de Cádiz, una 
solicitud con el fin de que se iniciaran actuaciones pa- 
ra declarar la responsabilidad empresarial por falta de 
medidas de seguridad en la empresa en que prestaba 
sus servicios el trabajador fallecido, sin que se hubie- 
ra dictado resolución por entender la citada dirección 
provincial que debía condicionar los trámites a la re- 
solución que se adoptase por la Dirección Provincial 
de Trabajo y Seguridad Social. 

No obstante, la Dirección General del Instituto Na- 
cional de la Seguridad Social señaló que cursaba es- 
crito a la dirección provincial, al objeto de que adoptase 
el oportuno acuerdo en aplicación de la legislación de 
la Seguridad Social, y en lo que atañe a la responsabi- 
lidad específica de la misma, dado que el procedimien- 
to a seguir es compatible con cualquier otro, ya sea de 
orden civil, penal o administrativo. 

De dicho informe se dio traslado a la promovente, 
la cual, en octubre de 1990, se dirigió nuevamente a esta 
institución, haciendo constar que aún no se había dic- 
tado resolución alguna sobre el caso de referencia, lo 
que motivó una petición de informe complementario 
al Instituto Nacional de la Seguridad Social. 

En fecha 1 de abril de 1991 dicho instituto remitió 
el nuevo informe solicitado, en el que se manifestaba 
que se había procedido a requerir a la Dirección Pro- 
vincial de Cádiz para que dictara la resolución corres- 
pondiente, de conformidad con el artículo 93 de la Ley 
General de la Seguridad Social y la Orden de 23 de no- 
viembre de 1982, de desarrollo del Decreto 2609/1982, 
de 24 de septiembre, sobre evaluación y declaración de 
las situaciones de invalidez en la Seguridad Social. 
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También se comunicaba a la dirección provincial que 
debería trasladar la resolución que, en su caso, deter- 
minara el recargo de prestaciones a la Tesorería Ge- 
neral de la Seguridad Social, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 90 de la Orden de 23 de octu- 
bre de 1986, que desarrolla el Real Decreto 71611986, 
de 7 de marzo, por el que se aprobó el Reglamento Ge- 
neral de Recaudación de los Recursos del Sistema (que- 
ja 8914770). 

Por último, alcanzaron igualmente una solución sa- 
tisfactoria unos casos de tardanza en la tramitación de 
expedientes de pensión de jubilación, solicitada por 
una persona que era pensionista de la Seguridad So- 
cial francesa, de revisión de pensión de vejez del Segu- 
ro Obligatorio de Vejez e Invalidez, y de demora en la 
tramitación de un expediente de invalidez (quejas 
9011165; 9022281 y 9111571). 

8.3.13. Abono de prestaciones 

En este apartado puede traerse a colación la queja 
formulada por un pensionista de jubilación del Régi- 
men Especial Agrario, sector cuenta ajena, que mani- 
festaba encontrarse a la espera de que se le abonase 
la mensualidad y la paga extraordinaria de junio de 
1990, así como el complemento por cónyuge a cargo. 
Acerca de este caso el Instituto Nacional de la Seguri- 
dad Social indicó que, trasladada la reclamación a la 
Dirección Provincial de la Tesorería General de la Se- 
guridad Social, se comunicó que se efectuaba la remi- 
sión de las mensualidades a la entidad bancaria que 
correspondía, al haberse detectado la falta de abono 
de las referidas mensualidades. 

En cuanto al complemento por conyuge a cargo, se 
señalaba que se cursaban instrucciones a la dirección 
provincial de dicha entidad gestora en Tarragona, a fin 
de que se facilitara al interesado modelo oficial de co- 
municación a efectos del referido complemento de mí- 
nimo por cónyuge a cargo (queja 9026623). 

Igualmente, puede señalarse la solución satisfacto- 
ria de un caso en el que se adeudaban al exponente las 
mensualidades de septiembre de 1988 a febrero de 1989 
y de agosto y septiembre de 1989, en concepto de asig- 
nación por hijos a cargo (queja 9008173). 

El retraso en el abono de prestaciones por incapaci- 
dad laboral transitoria, conforme exponía en su queja 
una persona que había sufrido un accidente de traba- 
jo, motivó asimismo la realización de las correspon- 
dientes actuaciones, que finalizaron una vez resuelto 
el asunto planteado (queja 9108736). 

Por último, la presunta tardanza en el abono de un 
subsidio de garantía de ingresos mínimos, así como de 
los atrasos devengados desde la fecha de efectos de la 
prestación, motivó la realización de las oportunas ac- 
tuaciones ante la Dirección Provincial del Instituto Na- 
cional de Servicios Sociales de Madrid, finalizando las 
mismas al abonarse a la reclamante la cantidad de 
876.246 pesetas (queja 9108687). 

8.4. Servicios sociales 

8.4.1. Menores 

En el informe correspondiente al año 1990 se dio 
cuenta de la investigación, realizada a lo largo del ci- 
tado año, sobre la atención a los menores, tanto en el 
ejercicio de la función protectora, como de la función 
reformadora. Se indicaba asimismo que el estudio de- 
rivado de las visitas realizadas a los treinta y ocho cen- 
tros objeto de la investigación se encontraba en fase 
de redacción, avanzándose, no obstante, las conclusio- 
nes extraídas sobre algunos de los aspectos analizados. 

Culminada la redacción del estudio en el mes de ju- 
lio de 1991 se recogen seguidamente, para completar 
lo ya expuesto en el informe de 1990, las recomenda- 
ciones de carácter general que se derivaron de las con- 
clusiones extraídas: 

a) Sobre la función protectora 

- Parece imprescindible que por las administracio- 
nes competentes en la materia se lleve a cabo la corres- 
pondiente planificación de los recursos para la 
protección de los menores, al objeto de lograr la ade- 
cuación de los medios existentes a las necesidades rea- 
les, procediendo, en el caso de que ello fuera preciso 
a causa del sobredimensionamiento de algunos centros, 
a la reconversión parcial del equipamiento para la co- 
bertura de otros fines de carácter social. 
- En aquellas comunidades autónomas en las que 

la protección de menores esté aún apoyada en exceso 
en el internamiento en centros residenciales, habrían 
de adoptarse las medidas oportunas para disponer, en 
un lapso de tiempo razonable, de la suficiente oferta 
de plazas en hogares funcionales, que vengan a susti- 
tuir, en la mayor medida posible, a las plazas de aten- 
ción residencial. 
- Sin perjuicio de dejar constancia del alto grado 

de implantación de la coeducación, debería proseguirse 
la tendencia en este sentido, de manera que los centros 
que en la actualidad se dirigen de modo exclusivo a uno 
de ambos sexos se transformen en centros mixtos. 
- Con el fin de evitar el internamiento en centros 

habría de acentuarse la aplicación de medidas alter- 
nativas para la atención a los menores, tales como las 
medidas de apoyo a la familia y la figura del acogimien- 
to familiar. 

b) Sobre la función reformadora 

- Parece necesario que por las administraciones 
competentes se proceda a la planificación de los recur- 
sos destinados a esta finalidad, con el fin de conseguir 
su adecuación a las necesidades, así como para lograr 
una mejor distribución territorial de los medios, pre- 
viéndose una diversificación de dichos recursos ade- 
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cuada a los distintos tipos de medidas reformadoras 
que puedan ser judicialmente impuestas. 
- En relación con lo anterior, sería además acon- 

sejable una mayor coordinación de las administracio- 
nes autonómicas competentes, a través de fórmulas que 
favorecieran, en lo posible, el óptimo aprovechamien- 
to de los recursos existentes. 
- Que en el supuesto de que se utilicen entidades 

privadas colaboradoras para el cumplimiento de me- 
didas judiciales reformadoras, por las administracio- 
nes competentes se establezcan los mecanismos de 
inspección y control necesarios para garantizar la ade- 
cuada prestación del servicio público que se les enco- 
mienda. 

Por lo que se refiere a los establecimientos objeto de 
la investigación, fueron visitados tres centros depen- 
dientes de la Administración central y, más en concre- 
to, de la Dirección General de Protección Jurídica del 
Menor, del Ministerio de Asuntos Sociales, sito uno de 
ellos en la isla de Mallorca y los dos restantes en la ciu- 
dad de Ceuta. 

Respecto del Centro «Es Pinaret», de Marratxi, no 
se apreciaron, tras la visita efectuada, problemas dig- 
nos de mención, desde el punto de vista estructural. 
Sin embargo, en cuanto a los aspectos funcionales, se 
observaron algunas deficiencias en el campo educati- 
vo, a las que se ha hecho referencia en el apartado re- 
ferente al derecho a la educación. 

Por su parte, el Centro de Primera Acogida, de Ceu- 
ta, desde una perspectiva de conjunto, no presentaba 
graves problemas en cuanto a su estructura y conser- 
vación, salvo en aspectos concretos. Debe señalarse, sin 
embargo, el problema de la inseguridad del estableci- 
miento, que demandaría alguna solución, dificultada, 
no obstante, por la ubicación del establecimiento. 

Por lo que se refiere al personal, parecería convenien- 
te asegurar la actualización de los conocimientos del 
mismo, bien a través de la impartición de los corres- 
pondientes cursos en la ciudad de Ceuta, atendida la 
situación geográfica de esta ciudad, o, en su caso, en 
la forma que se estime más oportuna. 

Particular mención debe hacerse a las denominadas 
habitaciones de retención (utilizadas bien para el cum- 
plimiento de la sanción de aislamiento, bien para in- 
gresar a los menores detenidos por orden gubernativa), 
cuyas condiciones de habitabilidad podían considerar- 
se como manifiestamente inadecuadas al carecer de to- 
da clase de mobiliario, pernoctando los menores en 
colchones ubicados directamente en el suelo. 

Debe tenerse en cuenta, no obstante, que, según la 
información obtenida con posterioridad a la visita, exis- 
tía un proyecto para construir un nuevo centro de re- 
forma en la ciudad de Ceuta que sustituya al centro de 
primera acogida. 

Por último, la visita girada al colegio «Cristo Reyn, 
también de Ceuta, puso de manifiesto la total inade- 
cuación del mismo para cumplir la función residencial 
a la que está destinado, dadas las muy deficientes con- 

diciones de habitabilidad, así como el excesivo núme- 
ro de menores por habitación atendidas las exiguas 
dimensiones de éstas. 

De otra parte, y en cuanto al personal, parece con- 
veniente que se asegure la actualización de conocimien- 
tos de aquél, mediante medidas que tengan en cuenta 
la especial situación geográfica de la ciudad. 

Se ha de tener en cuenta, por último, que existía el 
proyecto de remodelar este establecimiento. 

A todo ello deben añadirse las conclusiones y reco- 
mendaciones relativas a aquellos otros aspectos estu- 
diados, a los que se hace alusión en otros apartados de 
este informe (queja 91 18387). 

8.4.2. Personas con minusvalía 

Entre las quejas recibidas durante el año 1991 pue- 
de hacerse referencia a la dificultad para obtener pla- 
za en residencias para personas con minusvalía, a la 
permanencia de estas personas en centros no adecua- 
dos para su atención o no acordes con las circunstan- 
cias del afectado, y a la expulsión de centros por 
problemas de convivencia con otros usuarios. 

Así, con carácter general, se ha puesto nuevamente 
de manifiesto el problema relativo a la falta de núme- 
ro suficiente de plazas para personas con determina- 
das minusvalías que han superado la etapa de 
escolaridad. Más en concreto, la queja citada se refe- 
ría a las personas autistas, exponiendo la preocupación 
derivada del déficit de plazas para su atención (queja 
9101 543). 

De otra parte, se ha actuado en el caso de una perso- 
na ingresada en un centro, que expresaba que no le co- 
rrespondfa ser atendido en el mismo, por no resultar 
adecuado para su estado físico y mental. Por la direc- 
ción facultativa del centro se manifestó que, una vez 
recibido el tratamiento oportuno y ante su mejoría, el 
interesado era susceptible de estancia en una residen- 
cia de válidos, ingresando finalmente en un centro de 
este tipo del Instituto Nacional de Servicios Sociales 
(queja 9008919). 

En otro de los casos, que afectaba a una persona con 
deficiencia mental, no podía la familia hacer frente a 
los gastos de estancia en el establecimiento en el que 
había ingresado y no se había obtenido respuesta a la 
solicitud de plaza en un centro dependiente del Insti- 
tuto Nacional de Servicios Sociales. Sobre este asun- 
to, tras las actuaciones oportunas, se comunicó que se 
había procedido al ingreso del enfermo en un centro 
ocupacional concertado con el referido organismo (que- 
ja 9026840). 

También se ha actuado en un caso en el que, por un 
familiar de una persona aquejada de lesiones cerebra- 
les graves y con un acusado deterioro psicológico, se 
comunicó que le había sido denegada una plaza en un 
centro de atención a minusválidos, careciendo de la su- 
ficiente motivación la resolución dictada. Contra ella 
interpuso el interesado recurso, no habiéndole sido no- 
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tificada la resolución adoptada. Evacuado por el Ins- 
tituto Nacional de Servicios Sociales el preceptivo 
informe, se puso de relieve que, una vez revisadas las 
valoraciones efectuadas en la denegación inicial, se pro- 
cedía nuevamente a su estudio, siendo el dictamen fa- 
vorable a su ingreso, que se ha producido con 
posterioridad en un centro de dicha entidad gestora 
(queja 91 11233). 

Asimismo, una persona con minusvalía que venía 
siendo atendida en un centro de recuperación de mi- 
nusválidos físicos, dependiente del Instituto Nacional 
de Servicios Sociales, formuló queja por haber sido ex- 
pulsada del referido centro sin que, a su juicio, hubie- 
ra motivo que justificara tal medida. Acerca de este 
caso, la entidad gestora citada remitió informe en el 
que se señalaba que no se trataba de una expulsión, si- 
no de una baja voluntaria por parte del interesado, pu- 
diendo si lo desea solicitar el reingreso (queja 91 17044). 

Por último, por un parapléjico, actualmente interna- 
do en una residencia de ancianos, se relató que había 
sido expulsado de un centro de atención de minusváli- 
dos físicos, habiéndosele denegado la solicitud de rein- 
greso por «mantener la coherencia con la resolución 
de expulsión». Indicaba igualmente que la residencia 
donde se hallaba no se acomodaba ni a su edad ni a sus 
expectativas de rehabilitación. El informe evacuado 
por el Instituto Nacional de Servicios Sociales mani- 
festaba que los motivos de su expulsión y la denega- 
ción del reingreso radicaron en pautas de 
comportamiento del interesado intimidatorias hacia 
otros residentes. No obstante, se indicaba que se esta- 
ba estudiando la oportunidad de dictar una nueva re- 
solución de ingreso en dicho centro, condicionando la 
permanencia del interesado a su correcto comporta- 
miento (queja 91 16198). 

8.4.3. Otros aspectos relativos a los servicios sociales 

En el informe correspondiente al pasado año se alu- 
día a la Orden de 26 de diciembre de 1990, que modifi- 
có el artículo 7.O de la de 15 de marzo de 1989, 
determinando que pudieran ser beneficiarios de las pla- 
zas concertadas en establecimientos termales los pen- 
sionistas de jubilación y de invalidez, así como los de 
viudedad cuando el beneficiario sea mayor de sesenta 
años de edad. En relación con ello, una nueva Orden, 
de 16 de enero de 1991, corrigió la anterior, en el sen- 
tido de que los beneficiarios de otras pensiones tam- 
bién quedarán incluidos entre quienes pueden disfrutar 
de las plazas ofertadas, siempre que, como acaece con 
los pensionistas de viudedad, hayan cumplido los se- 
senta años de edad (queja 9007285). 

De otra parte, obtuvieron una solución favorable las 
quejas formuladas por dos usuarios de la residencia 
de la tercera edad de la Seguridad Social, sita en San- 
ta Cruz de La Palma, a quienes no se les habían abona- 
do los gastos del desplazamiento realizado desde la 
península hasta la citada isla, para incorporarse a la 

mencionada residencia, finalizando las actuaciones con 
el abono de la cantidad adecuada por el Instituto Na- 
cional de Servicios Sociales (quejas 9108934 y 91 11915). 

Por último, la falta de previsión, en la Orden de 9 de 
abril de 1990, por la que se convocó la participación 
en las actividades que integran el programa <i Juventud 
y Naturaleza 1990», de los criterios que habrían de ser- 
vir para efectuar la selección de los aspirantes a que- 
dar incluidos en el mismo, motivó la formulación de 
una queja, finalizando las actuaciones al determinar- 
se en la base quinta del anexo de la Orden de 16 de ma- 
yo de 1991, por la que se convocó el citado programa 
para dicho año, que las plazas convocadas serían ad- 
judicadas por el Instituto de la Juventud, siguiendo el 
orden de presentación de las solicitudes de inscripción 
(queja 9022901). 

8.5. Patrimonio de la Seguridad Social 

En el año 1989, se iniciaron actuaciones por parte 
de esta institución, como consecuencia de una queja 
que afectaba a un centro de recuperación y rehabilita- 
ción que había sido creado por un grupo de mutuas de 
accidentes de trabajo, en régimen de comunidad de do- 
minio. En la citada queja, sustancialmente, se exponía 
que la titularidad patrimonial del citado centro corres- 
pondía a las mutuas agrupadas, aunque de acuerdo con 
lo previsto en la Ley General de la Seguridad Social y 
en el Reglamento General de Colaboración de Mutuas 
de Accidentes de Trabajo, había que entender que era 
patrimonio de la Seguridad Social, de modo que su ti- 
tulación e inscripción correspondía a la Tesorería Ge- 
neral de la Seguridad Social, de acuerdo con lo 
dispuesto en el Real Decreto 25511980, de 1 de febre- 
ro, por el que se atribuía a dicho servicio común la ti- 
tularidad y administración del patrimonio único de la 
Seguridad Social. 

Asimismo, se señalaba en el escrito de queja que se 
estaban incumpliendo las previsiones contenidas en la 
Orden de 2 de abril de 1984, en la que se establecía que 
las mutuas de accidentes de trabajo deberían realizar, 
a partir de los tres meses de su entrada en vigor, la se- 
paración contable de los bienes cuya titularidad corres- 
pondía a dichas entidades, respecto de los que 
constituyen patrimonio de la Seguridad Social, opera- 
ción que no se venía realizando. 

Sobre esta queja, se procedió a solicitar informe de 
la Tesorería General de la Seguridad Sccial, que en su 
contestación ponía de manifiesto las dificultades sur- 
gidas con las mutuas de accidentes de trabajo, en lo 
que se refiere a la titulación y registro de los inmue- 
bles que se encontraban a nombre de las mismas, ya 
que, a pesar de colaborar en la gestión de la Seguri- 
dad Social en las contingencias de accidentes de tra- 
bajo y enfermedades profesionales, mantenían una 
cierta oposición para atribuir al mencionado servicio 
común la titularidad del patrimonio adquirido con fon- 
dos procedentes del 80% del exceso de los excedentes, 
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en el período comprendido entre el 1 de enero de 1967 
y el 1 de diciembre de 1975, lo que iba en contra de lo 
previsto en el artículo 3 . O  del Real Decreto ya citado. 
También se detallaban las distintas actuaciones lleva- 
das a cabo respecto del centro objeto de la queja, que 
habían resultado negativas, al no cumplir la comuni- 
dad de dominio del establecimiento las instrucciones 
cursadas, por lo que se daba cuenta de ello a la enton- 
ces Dirección General de Régimen Económico de la Se- 
guridad Social, para que por el citado centro directivo 
se adoptaran las medidas que resultaran procedentes, 
incluidas las de carácter sancionador, si ello resulta- 
ra preciso. 

A la vista de lo manifestado por el repetido servicio 
común, se solicitó la emisión de informe a la Secreta- 
ría General para la Seguridad Social, que, en su con- 
testación, tras analizar la normativa aplicable en la 
materia, se refería al problema concreto surgido con 
el centro. 

En este sentido, teniendo en cuenta que el centro ha- 
bía mostrado oposición a la titulación a favor de la Te- 
sorería General, negándose reiteradamente a cumplir 
las instrucciones cursadas por la misma, se había da- 
do traslado de la totalidad de las actuaciones practi- 
cadas a la Dirección General de Inspección de Trabajo 
y Seguridad Social (Unidad Inspectora Central de En- 
tidades de la Seguridad Social), requiriendo su actua- 
ción, de acuerdo con las competencias que tiene 
atribuidas y con lo dispuesto en la Ley 811988, de 7 de 
abril, sobre infracciones y sanciones de orden social. 

Asimismo, se indicaba que por parte de la Interven- 
ción General de la Seguridad Social se había realizado 
una auditoría al centro referenciado, en relación con 
su situación y operaciones llevadas a cabo durante el 
ejercicio de 1987, habiéndose emitido el preceptivo in- 
forme, en el que, entre otras cuestiones, se constataba 
la falta de titulación del centro en favor de la Tesore- 
ría General, recomendando la necesaria subsanación 
de dicha situación. 

De las investigaciones realizadas hasta ese momen- 
to, se dio traslado al promovente de la queja, sin que 
se dieran por finalizadas las actuaciones iniciadas, 
puesto que, con posterioridad, se solicitó nuevo infor- 
me de la Dirección General de Inspección de Trabajo 
y Seguridad Social, a la que se dio conocimiento de los 
distintos aspectos planteados en la queja, así como de 
los trámites seguidos ante los organismos ya señalados. 

Por parte de dicha dirección general se dio traslado 
de un amplio informe, en el que se detallaban, a la luz 
de la normativa vigente, los bienes que serían privati- 
vos de las mutuas de accidentes de trabajo y los que 
deberían quedar integrados en el patrimonio único de 
la Seguridad Social. 

En relación con el centro objeto de la queja, se ana- 
lizaba el proceso de su constitución, aportaciones de 
cada una de las mutuas mancomunadas, ingresos ob- 
tenidos por servicios prestados, gastos, así como otros 
aspectos. 

A continuación, se hacía referencia a la situación re- 

gistral del centro, así como al tratamiento jurídico que 
debería darse a los bienes adquiridos, con un porme- 
norizado estudio de la normativa aplicable, en función 
de las fechas de adquisición, señalándose, igualmen- 
te, el procedimiento que debería seguirse para la titu- 
lación e inscripción de los repetidos bienes. 

También fue remitida el acta de advertencia que ha- 
bía sido dirigida a las mutuas de accidentes de traba- 
jo que participaban en la comunidad de dominio, que 
da forma jurídica al centro de recuperación y rehabi- 
litación, en la que se requería a la representación en 
la junta general del centro y, en su caso, en la junta de 
gobierno del mismo, para que planteara y defendiera 
las modificaciones de la situación registral de los bie- 
nes actualmente inscritos a nombre del establecimien- 
to, a fin de que su titulación e inscripción se tramitara 
a nombre de la Tesorería General de la Seguridad So- 
cial. En el acta se significaba que la negativa a prestar 
la indicada colaboración supondría un ilícito adminis- 
trativo, resultando una omisión tipificada como falta 
grave en el apartado 6 del artículo 20 de la Ley 8/1988, 
ya mencionada. 

Igualmente, en la repetida acta se contemplaba la ne- 
cesidad de comunicar fehacientemente las cifras que 
hubieran aportado cada una de las mutuas al centro 
mancomunado, en plazo que finalizaba el 30-6-1990, ins- 
tando también para que en el dicho plazo se realiza- 
ran gestiones ante los órganos de gobierno del centro, 
con el apercibimiento a las mutuas interesadas que la 
falta de remisión de dichos documentos al inspector 
actuante sería considerada como acto de obstrucción 
a la labor inspectora. 

Por parte de esta institución se solicitó un nuevo in- 
forme complementario de la repetida Dirección Gene- 
ral de Inspección de Trabajo y Seguridad Social, al 
objeto de conocer si las mutuas de accidentes de tra- 
bajo afectadas habían dado cumplimiento a las actua- 
ciones requeridas en el acta de advertencia, así como 
si, en caso contrario, se habían adoptado medidas san- 
cionadoras. 

En la respuesta facilitada, la dirección general cita: 
da comunicaba que la junta de gobierno del centro ha- 
bía acordado realizar las gestiones necesarias para la 
normalización de la situación registral de los bienes 
que pertenecían a la Tesorería General de la Seguri- 
dad Social. Asimismo, informaba que, celebraba jun- 
ta general extraordinaria de las mutuas comuneras, se 
había designado a las personas encargadas de realizar, 
en nombre y representación de la comunidad de domi- 
nio, la escritura al citado efecto. 

Por último, se ponía de manifiesto que se encontra- 
ba pendiente, como trámite que impedía a los repre- 
sentantes del centro cumplir con el mandanto recibido 
de la junta general extraordinaria, la elevación a escri- 
tura notarial de los acuerdos de tres mutuas partíci- 
pes, a las que se les había formulado tres 
requerimientos. 

En el mismo sentido, la Secretaría General para la 
Seguridad Social, a la que se le había dado cuenta, por 
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parte de esta institución, de lo informado por la Direc- 
ción General de Inspección de Trabajo y Seguridad So- 
cial, en una nueva contestación confirmaba los 
extremos contenidos en la información remitida por la 
dirección general, manifestando que, una vez que la 
junta de gobierno del centro hubiera acordado formal- 
mente el cambio de titularidad a favor de la Tesorería 
General de la Seguridad Social, podría considerarse re- 
suelta, en la práctica, su situación patrimonial, pues- 
to que únicamente quedarían pendientes de ultimar los 
trámites precisos y de salvar las incidencias que pu- 
dieran presentarse en su realización. 

En consecuencia, en julio de 1991, y al quedar resuel- 
ta satisfactoriamente la cuestión de fondo planteada 
en la queja, se procedió a dar por finalizada la laborio- 
sa y múltiple investigación realizada ante los distintos 
organismos señalados (queja 8902302). 

9. ADMINISTRACION LABORAL 

9.1. Formación profesional 

En este apartado tan sólo cabe reseñar las actuacio- 
nes llevadas a cabo con motivo de la denegación de la 
compulsa o visado de los certificados expedidos, a nom- 
bre de la promovente de una queja, por el centro cola- 
borador del Instituto Nacional de Empleo donde 
aquella había impartido cursos del Plan de Formación 
e Inserción Profesional como profesora. 

Sobre esta queja, la Subdirección General de Servi- 
cios Técnicos del Instituto Nacional de Empleo indicó 
que, en función de la norma reguladora del Plan FIP, 
el Instituto Nacional de Empleo podía acceder a lo so- 
licitado por la exponente y proceder al visado de los 
certificados, circunstancia que puso en conocimiento 
de la reclamante y del área de formación de la corres- 
pondiente Dirección Provincial del Instituto Nacional 
de Empleo (queja 9028064). 

9.2. Colocación y empleo 

Desde el inicio de las actividades de la institución del 
Defensor del Pueblo han comparecido numerosos ciu- 
dadanos presentando quejas relativas a deficiencias en 
la información prestada en las oficinas de empleo. 

Ello dio lugar a que en los sucesivos informes anua- 
les, y especialmente en el del año 1986, se recomenda- 
se la necesidad de reorganizar las actuales oficinas de 
zmpleo, dado que la variedad y complejidad de funcio- 
nes que tienen atribuidas dificultan el funcionamien- 
to eficaz y ágil de sus servicios. Dicha reorganización 
-se añadía- debería estar inspirada por criterios de 
división y separación de funciones y contar con la asig- 
nación de medios materiales y humanos adecuados. 

Con independencia de lo anterior, en el año 1991 se 
tramitaron diversas quejas en las que los ciudadanos 
mostraban su disconformidad con la información re- 

cibida en estas oficinas, a consecuencia de la cual se 
les habían causado perjuicios de distinta índole, como 
eran la denegación de prestaciones o el reconomiento 
de las mismas en fecha posterior a la que les hubiese 
correspondido, con la consiguiente pérdida de canti- 
dades a percibir. 

Por todo ello, y atendiendo a la desconcentración de 
la tramitación de las prestaciones y subsidios por de- 
sempleo, que pasan a ser competencia de las oficinas 
de empleo, se solicitó informe del Instituto Nacional 
de Empleo en orden a conocer si se habían adoptado 
las medidas oportunas a fin de que, tal y como se esta- 
blece en el artículo 9.4. del Convenio número 88 de la 
Organización Internacional del Trabajo, relativo a la 
organización del servicio de empleo, ratificado por Es- 
paña mediante instrumento de 14 de enero de 1960, el 
personal del servicio de empleo reciba formación ade- 
cuada para el desempeño de sus funciones. 

Igualmente, se solicitó que se indicase si las oficinas 
de empleo contaban con un servicio de información, 
suficientemente formado y que adecuara su funciona- 
miento a la Orden de 22 de octubre de 1958, por la que 
se dictan normas para el funcionamiento de las ofici- 
nas de información previstas en el artículo 33 de la vi- 
gente Ley de Procedimiento Administrativo. 

En su contestación, el citado instituto indicó que, a 
efectos de mejorar el servicio a los ciudadanos y dis- 
minuir el plazo que transcurre entre la presentación 
de las solicitudes y el abono de las prestaciones por de- 
sempleo, la Dirección General del Instituto Nacional 
de Empleo, en fecha 14 de marzo de 1991, emitió unas 
instrucciones para el reconocimiento y mecanización 
de las prestaciones por desempleo por las oficinas de 
empleo. Tales instrucciones insisten en las garantías 
de la formación planificada del personal de estas ofi- 
cinas para realizar las nuevas funciones. Se hace no- 
tar, de otra parte, que la función de información ya la 
venían desarrollando las oficinas de empleo puesto que 
eran las unidades encargadas de informar y recoger las 
solicitudes y tramitarlas a las respectivas Subdireccio- 
nes Provinciales de Prestaciones, indicándose además 
que el personal ha venido recibiendo formación ade- 
cuada al puesto que desempeñaba. 

Por su parte, la Subdirección General de Prestacio- 
nes del Instituto Nacional de Empleo remitió, en fecha 
22 de marzo de 1991, a todas las direcciones provin- 
ciales instrucciones por las que se establece el plan ge- 
neral de formación del personal del área de 
prestaciones de las oficinas de empleo, que se ha veni- 
do desarrollando según las previsiones, habiendo afec- 
tado, en el año 1991, a 5.677 personas. 

En relación con el segundo de los asuntos antes ci- 
tados, en la desconcentración operada se otorga una 
posición preeminente al servicio de información al pú- 
blico, señalándose unas iíneas de atención a los usua- 
rios mediante la recepción inicial y, posteriormente, 
con una información personalizada sobre el conjunto 
de los servicios del Instituto Nacional de Empleo. 

La ejecución de estas funciones se realiza por un área 
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específica de recepción, información y tramitación ad- 
ministrativa, que se estima que cumple suficientemente 
los objetivos previstos en el artículo 33 de la vigente 
Ley de Procedimiento Administrativo. 

Por parte de esta institución se continuará efectuan- 
do, a través de las quejas que hagan referencia a este 
asunto, el seguimiento del desarrollo de la función in- 
formativa que llevan a cabo las oficinas de empleo (que- 
jas 9016490, 9022759, 9024966, 9025434, 9026215, 
90273 1 1 ,  9027960). 

Además de lo anterior, se ha actuado en el caso ex- 
puesto en una queja en la que aducía la reclamante que 
no pudo renovar su demanda de empleo en la fecha que 
le correspondía por haber sufrido un accidente, pro- 
cendiendo a personarse en su oficina de empleo días 
después para aportar justificante de la causa de la de- 
mora, a pesar de lo cual fue dada de baja como solici- 
tante de empleo, con la consiguiente pérdida de 
antigüedad en la demanda. 

En el informe emitido por el Instituto Nacional de 
Empleo se significó que la interesada podía recuperar 
la antigüedad como demandante de empleo previa pre- 
sentación del parte de baja correspondiente a la fecha 
en que tenía que renovar la demanda, procediéndose, 
de acuerdo con ello, a subsanar el error y finalizándo- 
se las actuaciones al recuperar la reclamante dicha an- 
tigüedad (queja 9024584). 

Asimismo, se han tramitado algunas quejas relativas 
a la denegación de permisos de trabajo a extranjeros. 
Entre ellas, merece destacarse el caso de una persona 
de nacionalidad turca y de ascendencia sefardí, a quien 
se le había denegado dicho permiso, sin tener en cuen- 
ta las preferencias que establece a este respecto el ar- 
tículo 18.3. de la Ley Orgánica 7/1985. 

Sobre esta queja, la Dirección Provincial de Trabajo 
y Seguridad Social de Barcelona comunicó que había 
sido estimado favorablemente el recurso interpuesto 
por el interesado, por lo que se le había concedido el 
correspondiente permiso de trabajo (queja 9024329). 

Por último, es preciso dejar constancia del notable 
descenso del número de quejas formuladas por traba- 
jadores minusválidos, antiguos empleados de la extin- 
ta sociedad Prodiecu, en relación con su posible 
integración en la Organización Nacional de Ciegos Es- 
pañoles. 

No obstante, debe significarse que, con motivo de la 
tramitación de una de estas quejas, por parte de la Di- 
rección General de la Organización Nacional de Ciegos 
Españoles, sin perjuicio de dejar constancia del inequí- 
voco ánimo de colaboración de la misma con esta ins- 
titución en el esclarecimiento de las quejas que 
formulan los ciudadanos respecto de los actos y resp- 
luciones de dicha organización, se venía a sostener que 
la misma, por su naturaleza jurídica, podría encontrar- 
se fuera de la órbita de atribuciones del Defensor del 
Pueblo, al no hallarse entre los organismos suscepti- 
bles de ser supervisados, conforme a lo previsto en la 
Constitución y en la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril. 

En relación con la citada objeción se consideró ne- 

cesario transmitir a la citada organización las siguien- 
tes consideraciones: 

a) El artículo 54 de la Constitución y la Ley Orgáni- 
ca 3/1981, de 6 de abril (arts. 9 y 28), facultan al Defen- 
sor del Pueblo para iniciar y proseguir de oficio, o a 
petición de parte, cualquier investigación sobre la ac- 
tuación de las administraciones públicas y sus agen- 
tes, entendiendo incluido entre éstos, no solamente al 
personal a su servicio, sino también a quienes osten- 
tan alguna suerte de delegación o concesión a través 
de un acto administrativo habilitante. 

b) Según establece el artículo 1.2.12) de la Ley Regu- 
ladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, 
de 27 de diciembre de 1956, se entenderá por Adminis- 
tración Pública ... «las Corporaciones e Instituciones so- 
metidas a la tutela dei Estado o de alguna Entidad 
local n. 

c) El artículo 1 . O  del Real Decreto 35811991, de 15 
de marzo, establece que «la Organización Nacional de 
Ciegos Españoles es una corporación de derecho pú- 
blico, de carácter social, con personalidad jurídica pro- 
pia y plena capacidad de obrar, que desarrolla su 
actividad en todo el territorio español, bajo el protec- 
torado del Estadon. 

d) En consecuencia, la Organización Nacional de Cie- 
gos Españoles se encuentra dentro del ámbito de la su- 
pervisión de esta institución, al tener la misma la 
naturaleza de corporación de derecho público, corres- 
pondiendo especfficamente a esta institución la cita- 
da supervisión sobre las resoluciones en materia de 
concesión de venta del cupón, dada la naturaleza de ac- 
to administrativo de las mismas. 

Por último, se afiadía que siempre ha sido criterio 
de esta institución mantener una relación directa con 
este tipo de organismos, que simplifica además cual- 
quier otra actuación duplicada a través de los órganos 
ministeriales de tutela y ha facilitado un positivo diá- 
logo entre instituciones en aras de la mejor defensa de 
los legítimos derechos e intereses de los ciudadanos, 
ánimo éste que siempre se ha apreciado en la Organi- 
zación Nacional de Ciegos Españoles, así como en otras 
de idéntica naturaleza jurídica (queja 891 5425). 

Respecto de la recomendación formulada en torno 
a la revisión del Decreto de 26 de julio de 1957, sobre 
trabajos prohibidos a mujeres y a menores, de la que 
se dejó constancia en el inferme del año 1984, es pre- 
ciso señalar que en el Boletín Oficial del Estado del día 
10 de mayo de 1991 se publicó la denuncia por España 
del artículo 84.5 de la Carta Social Europea, a cuyo te- 
nor las partes contratantes se comprometen a prohi- 
bir el empleo femenino en trabajos subterráneos en la 
minería y, en su caso, en cualesquiera otros trabajos 
que no sean adecuados para la mujer por su carácter 
peligroso, penoso e insalubre (queja 8413708 y otras). 

Por último, la falta de contestación a una solicitud 
de ayuda del plan de prestaciones constituido como 
consecuencia del ajuste laboral operado a causa del 
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proceso de reducción de capacidades de laminados en 
caliente, dio lugar a que se dirigiera a la Gerencia Si- 
derúrgica, del Ministerio de Industria y Energía, un re- 
cordatorio del deber de resolver expresamente las 
solicitudes formuladas por los ciudadanos, conforme 
a lo establecido en la Ley de Procedimiento Adminis- 
trativo (queja 9027168). 

9.3. Emigración 

Durante el año 1991 se han recibido diversas quejas 
de españoles de edad avanzada, emigrantes en países 
de ultramar, exponiendo la difícil situación en la que 
se encuentran. 

La exposición de motivos de la Orden Ministerial de 
9 de enero de 1991, sobre protección asistencia1 a los 
emigrantes, señala que la crisis económica que sufren 
muchos de aquellos países y el envejecimiento de las 
colectividades españolas, sin renovación generacional 
al haberse interrumpido el flujo emigratorio hace va- 
rias décadas, ha supuesto que muchos de los emigran- 
tes carezcan de recursos propios para atender a sus 
necesidades básicas, sin poder acudir a sistemas pú- 
blicos de protección social que, o no existen, o resul- 
tan insuficientes. 

En cumplimiento del imperativo de velar especial- 
mente por los derechos económicos y sociales de los 
trabajadores españoles en el extranjero, que el artícu- 
lo 42 de la Constitución impone al Estado, se ha veni- 
do procediendo, a través de las sucesivas órdenes 
ministeriales sobre protección social y programas de 
actuación en favor de los emigrantes, a dotar a los mis- 
mos de una protección, en correlato con el incremen- 
to de protección social que se disfruta en España. 

Este principio de correlación entre el incremento de 
protección social que se disfruta en nuestro país y el 
que deben disfrutar nuestros emigrantes, formulado 
como tal en la exposición de motivos de la Orden Mi- 
nisterial antes citada, se expresa en el artículo l l de 
la Ley 33/1971, de 21 de julio, de emigración, en los si- 
guientes términos: «en los casos en que no existan con- 
venios (multilaterales o tratados y acuerdos con los 
Estados receptores) o por cualquier causa o circuns- 
tancia éstos no cubran determinadas prestaciones de 
la Seguridad Social, el Gobierno, mediante las dispo- 
siciones correspondientes, extenderá su acción protec- 
tora en la materia, tanto a los emigrantes como a sus 
familiares residentes en España)). 

El umbral mínimo de protección social en nuestro 
país se ha incrementado recientemente mediante la Ley 
26/1990, de 20 de diciembre, de prestaciones no con- 
tributivas de la Seguridad Social. Aunque la citada ley 
excluye de su campo de aplicación a los españoles no 
residentes en territorio nacional, se establece en la nue- 
va redacción dada al artículo 7.3 del texto refundido 
de la Ley General de Seguridad Social que «el Gobier- 
no, en el marco de los sistemas de protección social pú- 
blica, podrá establecer medidas de protección social 

a los españoles no residentes en España, de acuerdo 
con las características de los países de residencia». 

Teniendo en cuenta lo anterior, esta institución so- 
licitó al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social in- 
forme sobre la posible existencia de previsiones para 
el desarrollo de medidas de protección social a los es- 
pañoles no residentes en España, en correlación con 
las nuevas prestaciones establecidas por los españoles 
residentes en territorio nacional por la Ley 26/1990, de 
20 de diciembre. 

En su contestación, el Ministerio de Trabajo y Segu- 
ridad Social manifestaba que la aprobación de la Ley 
2611990, de 20 de diciembre, había creado una gran ex- 
pectación entre la colectividad de emigrantes, acerca 
de la posible aplicación automática de esta ley en el 
exterior. Sin errhargo, una mera traslación al exterior 
del sistema de protección establecido podría tener efec- 
tos no deseados, distintos de los que constituyen la fi- 
nalidad del sistema, dado que esa protección en el 
exterior tiene que contemplar las particularidades del 
país de residencia del colectivo al que se aplica, ya que 
la situación de cada país es muy distinta en lo econó- 
mico y en lo social. 

Pese a ello, el Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial manifestaba la clara voluntad de proteger a los 
emigrantes españoles en situaciones de necesidad, se- 
ñalando que no sólo existía la previsión de desarrollar 
el contenido del artículo 7.3 del Texto Refundido de la 
Ley General de la Seguridad Social, sino que se estaba 
ya trabajando en la realización de los estudios necesa- 
rios para determinar el universo protegible y cuantifi- 
car el montante económico, como tareas indispensables 
previas a la reglamentación jurídica que lleve a cabo 
el desarrollo del mencionado precepto (queja 91 13260). 

9.4. Infracciones y sanciones 

Conforme se adelantaba en e1 informe correspondien- 
te al año 1990, se ha dirigido, en el año 1991, una reco- 
mendación al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
con el fin de que se adoptaran las iniciativas normati- 
vas que permitieran graduar las sanciones a los traba- 
jadores eventuales del campo, perceptores del subsidio 
de desempleo, por infracciones de orden social, en aten- 
ción a la negligencia o intencionalidad del sujeto infrac- 
tor, perjuicio causado, cantidad defraudada, así como 
cualquier otra circunstancia que pueda atenuar o agra- 
var la infracción cometida. 

Se recomendaba también que en tanto no se plasma- 
ra este criterio en la correspondiente norma, se impar- 
tieran las instrucciones pertinentes a las inspecciones 
de Trabajo y Seguridad Social y a las direcciones pro- 
vinciales de Trabajo y Seguridad Social para que cuan- 
do tuvier- conocimiento de que un perceptor del 
subsidio de desempleo para trabajadores eventuales 
agrarios hubiera declarado Sin número de jornadas tra- 
bajadas en el mes anterior diferente al declarado por 
los empresarios que le hubieran empleado en dicho 
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mes, se comprobara cuál de las dos declaraciones se 
ajustaba a los hechos. 

Igualmente se recomendaba que en los casos así com- 
probados no se excluyera al infractor del derecho de 
la percepción de cualquier prestación económica du- 
rante un año, salvo en los supuestos en los que se apre- 
ciaran circunstancias agravantes, que habrían de ser 
consignadas en el cuerpo del acta de infracción. Y se 
concluía que en los supuestos en que la incorrecta de- 
claración de las jornadas trabajadas en el mes anterior 
no implicara una efectiva defraudación económica, ni, 
por tanto, compatibilización del subsidio con el traba- 
jo, se considerara la posibilidad de no levantar acta de 
infracción o, en todo caso, que se levantara por la co- 
misión de la infracción leve contemplada en el artícu- 
lo 16 de la Ley 811988, de 7 de abril, sobre infracciones 
y sanciones de orden social. 

El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en la 
contestación remitida, exponía, sustancialmente, que 
dadas las especiales circunstancias de la realidad so- 
cial que regula la normativa sobre las prestaciones de 
desempleo para trabajadores eventuales del campo, la 
modificación normativa que se proponía resultaba di- 
fícilmente compatible con la finalidad de la norma san- 
cionadora. 

No obstante, el citado ministerio manifestaba com- 
partir la preocupación por la amplia problemática que 
encierra el subsidio de desempleo para trabajadores' 
eventuales del campo, y, en esta línea, anunciaba el pro- 
gresivo perfeccionamiento de la regulación. 

Señalaba, sin embargo, el Ministerio de Trabajo y Se- 
guridad Social su acuerdo con las consideraciones ma- 
nifestadas por esta institución, en el sentido que no 
podía ignorarse que el tipo legal sancionador estable- 
ce una presunción que la autoridad sancionadora no 
puede desconocer, si bien la comprobación de los he- 
chos constituye una actuación obligada en todo caso 
y no procede la imposición de las sanciones cuando 
aquella presunción legal de simultaneidad de trabajo 
y percepción del subsidio resulte desvirtuada. 

Por último, manifestaba que podían haber existido 
disfuncionalidades en la actuación sancionadora, co- 
mo casos de posible comprobación insuficiente de he- 
chos o de actas deficientemente fundamentadas. Por 
ello, con el fin de eliminar en lo posible estas situacio- 
nes, se remitía a la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social copia de las recomendaciones formuladas por 
esta institución para su conocimiento. 

Por su parte, en la contestación del Gobierno al in- 
forme de esta institución correspondiente al año 1990, 
se expresa la posibilidad de que en el futuro reglamento 
de desarrollo de la Ley 811988, pueda abordarse y ma- 
tizarse alguno de los aspectos reseñados, teniendo en 
cuenta la recomendación formulada. 

Es de destacar que, si bien en años anteriores a la 
formulación de esta recomendación se recibieron en 
esta institución un gran número de quejas de trabaja- 
dores perceptores de este subsidio, a partir de la fe- 
cha de la contestación del Ministerio de Trabajo y 

Seguridad Social a la citada recomendación no se ha 
recibido ninguna queja más en esta materia, por lo que 
podría deducirse una posible mejora de la actuación 
sancionadora. 

Respecto del fondo de la cuestión planteada en la re- 
comendación, es decir, la necesidad de adecuar las san- 
ciones del orden social a los trabajadores a criterios 
de graduación, tal y como se prevé en relación con las 
sanciones a los empresarios, es de destacar la presen- 
tación, en noviembre de 1991, de una proposición no 
de ley que recoge en sus propios términos la recomen- 
dación formulada por esta institución (queja 8919816). 

Por otra parte, se han recibido algunas quejas rela- 
tivas a la actuación de la Inspección de Trabajo y Se- 
guridad Social, que hacen referencia, fundamentalmen- 
te, a actas de infracción que los reclamantes conside- 
ran injustificadas y a la posible insuficiencia de la ac- 
tividad desarrollada en la comprobación de las 
denuncias formuladas. 

Dentro del primer supuesto, merece destacar la queja 
de un ciudadano que contrató como empleada del ho- 
gar a una persona de nacionalidad peruana que lleva- 
ba residiendo en España desde hacía quince años y 
cuyo permiso de trabajo se encontraba en trámite de 
renovación, habiendo procedido la Inspección de Tra- 
bajo y Seguridad Social a levantar acta de infracción, 
que fue confirmada por la Dirección Provincial de Tra- 
bajo y Seguridad Social de Barcelona. 

Del informe remitido por la citada dirección provin- 
cial, se desprendía que el compareciente había presen- 
tado el 24 de febrero de 1987 solicitud de permiso de 
trabajo para su empleada, a quien ya había tenido a 
su servicio en 1983, constando documentalmente que 
la ciudadana peruana había trabajado legalmente en 
España desde el 20 de abril de 1983. 

Igualmente se constataba que el 30 de noviembre de 
1987 se concedió a dicha trabajadora el permiso de tra- 
bajo inicial, por un año de validez, y que, un mes más 
tarde, un funcionario de la Inspección de Trabajo y Se- 
guridad Social levantó el acta de infracción a la que 
se ha hecho referencia, por falta de permiso de traba- 
jo. Tras la cita de los correspondientes artículos infrin- 
gidos, se imponía una multa de 100.100 pesetas por la 
comisión de una infracción muy grave. 

Sin embargo, ni en la resolución sancionadora de la 
dirección provincial ni en el acta de infracción se ex- 
presaba cuál era la prueba que el expediente adminis- 
trativo, que dio lugar a que se levantara aquélla, 
aportaba para deducir que el reclamante empleara a 
una ciudadana peruana sin haber obtenido previamen- 
te permiso de trabajo, ni cuándo ocurrieron los hechos 
que se denunciaban, debiéndose además tener en cuen- 
ta que el permiso de trabajo ya estaba concedido cuan- 
do se levantó el acta de infracción. 

De otra parte, parecía existir una contradicción, ya 
que del cuerpo del acta podía deducirse que la infrac- 
ción cometida consistía en haber empleado a una tra- 
bajadora extranjera sin contar previamente con el 
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correspondiente permiso de trabajo, cuando en el in- 
forme a la Inspección de Trabajo, que se incluía en uno 
de los resultandos de la resolución sancionadora, se ha- 
cía constar que la carencia del perceptivo permiso de 
trabajo lo era “por no haber sido renovado éste en tiem- 
po y forma». 

A la vista de todo ello, se dirigió a la repetida direc- 
ción provincial una sugerencia para que fuera revisa- 
da de oficio la sanción impuesta, teniendo en cuenta 
lo dispuesto en el artículo 48 del Real Decreto 
1 1  1911986, de 26 de mayo y demás circunstancias del 
caso. 

A tal efecto, se señalaba que, si la dirección provin- 
cial citada entendía que la infracción no era por no ha- 
ber renovado el permiso, habría de tenerse en cuenta 
lo dispuesto en el precepto citado, conforme al cual el 
resguardo acreditativo de haberse presentado la soli- 
citud de permiso de trabajo, en el caso de renovación, 
produce los mismos efectos que el permiso mientras 
no se resuelve el expediente. 

De otra parte, era preciso tener en cuenta que la em- 
pleada de hogar trabajaba en España desde el año 1983, 
debiendo, por tanto, ser tratada, a la hora de disfrutar 
del permiso de trabajo, con la preferencia que la ley 
dispone. Así, el artículo 18.3.f. de la Ley Orgánica 
7/1985, de 1 de julio, establece que tendrán preferen- 
cia para la obtención, y, en su caso, renovación, del per- 
miso de trabajo, entre otros, los iberoamericanos,’ 
preferencia que se concreta en el reglamento de dicha 
ley (Real Decreto 11 19/1986, artículo 39.3.a) de la si- 
guiente forma: Los iberoamericanos sólo necesitan lle- 
var dos años trabajando y residiendo legalmente en 
España en lugar de los cinco comúnmente exigidos, pa- 
ra poder obtener un permiso de trabajo con validez pa- 
ra trabajar en cualquier actividad y ámbito geográfico 
por un período de cinco años (permiso de trabajo cla- 
se c). Todo ello no concordaba con el hecho de que la 
mencionada airección provincial concediera a la ciu- 
dadana pefuana un permiso de trabajo inicial, como 
si fuera a trabajar por primera vez en España, prolon- 
gando así la situación de precariedad que la ley había 
previsto no fuera tal. 

A mayor abundamiento, el convenio de doble nacio- 
nalidad entre España y Perú, de 16 de mayo de 1959, 
establece en su artículo 7 . O  párrafo segundo, que los 
españoles en Perú y los peruanos en España (aunque 
no gocen de doble nacionalidad) pueden ejercer oficios 
y profesiones en las mismas condiciones que los nacio- 
nales (queja 9022046). 

Respecto a la insuficiente investigación de denuncias 
formuladas ante la Inspección de Trabajo, merece re- 
señarse el caso de un ciudadano que exponía que pre- 
sentó ante la Inspección Provincial de Trabajo y 
Seguridad Social de Almería una denuncia contra una 
empresa por falta de alta en el Régimen General de la 
Seguridad Social de determinados trabajadores, inhi- 
biéndose en su día la Inspección de la pertinente in- 
vestigación al argumentar que la cuestión debía de ser 
planteada ante el juzgado de lo social. 

Sobre este asunto, la Dirección Provincial del Minis- 
terio de Trabajo y Seguridad Social en Almería comu- 
nicó que la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, 
a raíz de la solicitud de informe remitida por esta ins- 
titución, había procedido a realizar una investigación 
completa de los hechos denunciados, finalizando las ac- 
tuaciones al levantarse las correspondientes actas de 
liquidación de cuotas (queja 9100094). 

En el mismo sentido, fueron realizadas actuaciones 
respecto de otra queja en la que se señalaba la falta de 
una contestación adecuada a una denuncia formulada 
ante la Inspección Provincial de Trabajo y Seguridad 
Social de Madrid. Revisado el expediente seguido a re- 
sultas de la citada denuncia, se consideró que la inves- 
tigación realizada sobre la misma era insuficiente, de 
modo que por la jefatura de la inspección se ordenó 
la continuación de las actuaciones iniciadas, por lo que, 
de este modo, quedó satisfecha la pretensión del recla- 
mante (queja 9025726). 

Asimismo, puede citarse un caso de falta de alta en 
la Seguridad Social, denunciado ante la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social de Jaén, no realizándose 
por ésta la correspondiente investigación al entender 
que la pretensión debía plantearse previamente ante 
la jurisdicción laboral, ya que la denunciante había de- 
jado de trabajar hacía ya algún tiempo. Ante ello, se 
formuló una sugerencia para que se investigara la de- 
nuncia formulada (queja 9024323). 

9.5. Trabajos de colaboración social 

A lo largo de los últimos años se han venido recibien- 
do diversas quejas de trabajadores empleados par dis- 
tintas administraciones públicas en régimen de 
colaboración social reclamando, en síntesis, iguales o 
similares derechos que el resto de los trabajadores em- 
pleados por la Administración en materia de salario, 
cotización a la Seguridad Social, antigüedad, vacacio- 
nes, etc. 

Solicitada información al respecto a los organismos 
en los que dichos trabajadores prestaban servicios, és- 
tos han sostenido que, en virtud de la normativa legal 
aplicable, los trabajadores de colaboración social no 
son propiamente trabajadores por cuenta de estos or- 
ganismos sino desempleados perceptores del corres- 
pondiente subsidio, dependientes, en cuanto a su 
relación jurídica, del Instituto Nacional de Empleo, por 
Lo que no se considera procedente aplicarles el Esta- 
tuto de los Trabajadores y el convenio colectivo corres- 
pondiente. 

El régimen legal de los trabajos de colaboración so- 
cial parece, en efecto, excluirlos, según criterio de la 
Administración, de cualquier tipo de relación jurídica 
fundada en el trabajo, y ello pese a que la actividad es 
prestada por períodos considerables de tiempo y en 
iguales o similares condiciones que el resto de los tra- 
bajadores. 

Un informe elaborado por la Inspección de Trabajo 
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y Seguridad Social de Sevilla, en septiembre de 1989, 
puede ofrecer una idea cabal de en qué consisten en 
la práctica dichos trabajos de colaboración social, 
cuando indica: «en la actualidad, el número de dichos 
trabajadores empleados en el Ayuntamiento de Sevi- 
lla es de, aproximadamente, 500, y la gran mayoría vie- 
nen a prestar sus servicios en la limpieza de colegios 
públicos, desarrollando sus trabajos en idénticas con- 
diciones que el resto de los trabajadores por cuenta del 
Ayuntamiento, pasando a ser integrados en las cuadri- 
llas correspondientes ... ». 

Conforme a lo expuesto, nos encontramos con unos 
ciudadanos que trabajan para la Administración has- 
ta cuatro años, que es la duración máxima de las pres- 
taciones por desempleo; que reciben por ello una 
contraprestación en dinero, completando así las pres- 
taciones por desempleo hasta el total de la base regu- 
ladora que sirvió para el cálculo de la prestación y 
quedando garantizado, en todo caso, el importe del sa- 
lario mínimo interprofesional; y que, sin embargo, si- 
guen legalmente desempleados y se les aplica el 
régimen jurídico propio de los perceptores de presta- 
ciones por desempleo. En consecuencia, en el ámbito 
de sus relaciones de trabajo reales con el organismo 
que les emplea, carecen de derechos laborales y no les 
es de aplicación ninguna norma legal o paccionada, ya 
sea de naturaleza laboral, estatutaria o civil, que re- 
gule aspectos tales como el horario, los descansos, las 
sanciones, las reclamaciones y recursos, etc., pudien- 
do perder, de no desarrollar su actividad en tales con- 
diciones, no sólo lo que podría denominarse «salario», 
sino también el subsidio de desempleo. 

La ambigüedad de la naturaleza de estos trabajos ra- 
dica en que los mismos, tal y como los configura su nor- 
mativa reguladora, participan de la relación laboral, 
en cuanto prestación de trabajo por cuenta y dentro 
del ámbito de organización de un empresario -en es- 
te caso, la administración--, pero no en cuanto a la 
aceptación de dichos trabajos que se presenta como 
obligatoria. 

Sin embargo, pese a la defectuosa regulación jurídi- 
ca de esta figura, no parece que la misma pueda ser 
considerada como una prestación personal obligatoria, 
ya que de un lado, el trabajo de colaboración social es, 
básicamente, una medida de fomento del empleo, con 
la que se pretende facilitar el empleo de trabajadores 
desempleados financiando una parte del salario en el 
Instituto Nacional de Empleo; y, de otro, la percepción 
económica que reciben estos trabajadores por sus ser- 
vicios puede conceptuarse como salario, conforme a lo 
previsto por el artículo 2 . O  del Decreto 2380/1973, de 
17 de agosto, sobre ordenación del salario. 

Por último, el trabajador, al acabar su adscripción 
puede encontrarse sin trabajo y sin prestación de de- 
sempleo, pues ha agotado la misma mientras realiza- 
ba su trabajo y durante ese tiempo no ha cotizado por 
dicha contigencia para poder generar el derecho a un 
nuevo período de prestaciones. 

Por todo ello, se dirigió al Ministerio de Trabajo y 

Seguridad Social una recomendación, a fin de que se 
adoptaran las iniciativas legales pertinentes para que 
se garantizaran a los participantes en estos trabajos de 
colaboración social los derechos propios de toda rela- 
ción laboral. 

En la contestación dada por el Ministerio de Traba- 
jo y Seguridad Social, después de examinar la base le- 
gal de los trabajos de colaboración social, se concluía 
que no podía aceptarse la recomendación formulada 
por no tratarse de una auténtica relación laboral, no 
ser la situación de los afectados discriminatoria res- 
pecto al resto de perceptores de prestaciones por de- 
sempleo y ser, además, beneficiosa para los que 
participan en ellos. 

Añadía el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
que el trabajo de colaboración social puede tener la 
consideración de una prestación personal obligatoria, 
establecida por ley, al igual que las previstas en la le- 
gislación del régimen local o del régimen penitencia- 
rio, y que, tratándose de obligaciones de hacer, su 
incumplimiento se sanciona con la pérdida del dere- 
cho a las prestaciones cuando el trabajador se niegue 
«infundadamente» a participar en las actividades (o con 
la imposición de una multa o la limitación del derecho 
de comunicación en los otros dos supuestos). 

En relación con todo ello, esta institución debe de- 
jar constancia, con pleno respeto a cualquier otra opi- 
nión diferente, de su desacuerdo con la equiparación 
que se hace entre los trabajos de colaboración social 
y las prestaciones personales obligatorias, como las que 
establece la legislación del régimen local o del régimen 
penitenciario. 

En este sentido, y además de los argumentos ya ex- 
puestos, debe recordarse que la doctrina ha sostenido 
que los trabajos de colaboración social podrían califi- 
carse «de trabajo forzoso, en el sentido del artículo 2 . O  
del Convenio núm. 29 de OIT al no corresponderse con 
ninguno de los supuestos que dicho Convenio excluye 
de tal consideración, y realmente no es otra cosa, ya 
que se trata de un trabajo exigido coactivamente y que 
para el supuesto de no aceptar su realización se deri- 
va como consecuencia negativa la suspensión de la per- 
cepción por un período de seis meses» (cfr. J. 1. García 
Ninet y J. J. Morro López, en Comentarios a las leyes 
laborales. El Estatuto de los Trabajadores. Tomo 1. Ma- 
drid, Edersa, 1980, p. 115). 

Conviene significar, en este sentido, que el Convenio 
núm. 29 de la Organización Internacional. de Trabajo 
obliga, en su artículo 1.1 ., a todo miembro de la orga- 
nización que ratifique el mismo, a suprimir el empleo 
del trabajo forzoso obligatorio en todas sus formas. En 
su artículo 2 . O  se establece que, a los efectos del con- 
venio, la expresión trabajo forzoso u obligatorio no 
comprende: El servicio militar obligatorio; cualquier 
trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones 
cívicas de los ciudadanos; cualquier trabajo o servicio 
que se exija en virtud de sentencia judicial; cualquier 
trabajo o servicio que se exija en casos de fuerza ma- 
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yor; y los pequeños trabajos comunales, no existiendo 
ninguna otra excepción. 

Asimismo, ha de destacarse que el citado artículo 2." 
determina que, salvo las excepciones señaladas, a los 
efectos de ese convenio <(la expresión trabajo forzoso 
u obligatorio designa todo trabajo o servicio exigido 
a un individuo bajo la amenaza de una pena cualquie- 
ra y para el cual dicho individuo no se ofrece volunta- 
riamente)), siendo preciso señalar la existencia de una 
enmienda para que se añadiera, a continuación de «una 
pena cualquiera)), «o de privación de cualquier dere- 
cho o ventaja)), que fue retirada después de haberse de- 
mostrado que la expresión «abarcaba en realidad los 
casos a que se refería la enmiendan (cfr. Código Inter- 
nacional del Trabajo, Ginebra, OIT 1957, p. 1154 (que- 
ja 9010899 y otras). 

9.6. Aspectos procedimentales 

Como se adelantó, en el informe del año 1990, se ha 
procedido a formular una recomendación al Ministe- 
rio de Asuntos Exteriores, para que imparta instruc- 
ciones a las representaciones diplomáticas y consulares 
de nuestro país a fin de que sean recibidos y tramita- 
dos los escritos de carácter administrativo presenta- 
dos por extranjeros, en las mismas condiciones que los 
nacionales. 

Si bien el Ministerio de Asuntos Exteriores no ha res- 
pondido expresamente a dicha recomendación, por lo 
que se ha procedido a requerir la remisión de la opor- 
tuna respuesta, en la contestación del Gobierno al in- 
forme de esta institución del año 1990 se afirma que 
en el nuevo Proyecto de Ley de Régimen Jurídico de 
la Administración Civil del Estado se adaptará la Ley 
de Procedimiento Administrativo a las exigencias que 
imponen la Declaración Universal de Derechos Huma- 
nos y los tratados y acuerdos internacionales ratifica- 
dos por España, lo que evitaría en un futuro el 
problema señalado por esta institución respecto de la 
posición de los extranjeros no residentes en nuestro 
país en el procedimiento administrativo, a la hora de 
presentar documentos en las oficinas consulares espa- 
ñolas (queja 87 10273). 

Con independencia de lo anterior, se han recibido 
quejas sobre la tramitación de ayudas económicas a 
emigrantes ancianos e incapacitados para el trabajo. 

Así, puede citarse el caso de una persona que solici- 
tó esta ayuda en mayo de 1988, siéndole concedida en 
su momento, y que en enero de 1989 volvió a solicitar 
la renovación de la ayuda, no recibiendo contestación 
expresa a esta segunda solicitud. 

Requerido informe a la Embajada de España en Ca- 
racas, en el mismo se exponía que la concesión, en un 
momento dado, de estas ayudas no genera el derecho 
a su percepción futura, como era el caso del compare- 
ciente, a quien, efectivamente, se le había concedido 
en 1988, pero en 1989 no se le pudo hacer efectivo el 
pago por no existir disponibilidades presupuestarias. 

No obstante, informaba que, solicitada de nuevo ayu- 
da por el interesado en agosto de 1989, en esta ocasión 
se le había concedido. Por último, se reconocía que no 
existía constancia de que se le hubiera notificado la de- 
negación de la solicitud de ayuda solicitada en 1989. 

Ante ello, se formuló una recordatoria del deber le- 
gal de dictar resolución expresa sobre las solicitudes 
presentadas por los ciudadanos (queja 9029064). 

Merecen asimismo reseñarse las actuaciones desa- 
rrolladas con motivo de la denegación de una solicitud 
de ayuda económica por parte de la Dirección General 
del Instituto Español de Emigración, sin que figurasen 
en la notificación los recursos que podían presentarse 
contra el acto denegatorio, reconociéndose por dicho 
órgano la omisión en que había incurrido (queja 
902885 1). 

Asimismo, se realizaron las actuaciones correspon- 
dientes en otro caso de denegación de la ayuda solici- 
tada, sobre la que se informó por la Consejería Laboral 
de la Embajada española en la República Argentina 
que, revisado el expediente, se había apreciado un error 
en la tramitación del mismo, al habérsele asignado un 
código informático distinto al que correspondía y que, 
en consecuencia, había elevado un escrito a la Direc- 
ción General del Instituto Español de Emigración, con 
propuesta favorable para que se concediera la ayuda 
económica a la solicitante. Las actuaciones finalizaron 
al comunicar la Dirección General de Migraciones que 
se había concedido la ayuda solicitada (queja 91 17307). 

Por último, se actuó asimismo respecto de un pro- 
blema expuesto en la queja formulada por un ciuda- 
dano argelino, casado con una española en la que 
exponía que no se había resuelto un recurso de reposi- 
ción contra la resolución denegatoria del permiso de 
trabajo, dictada por la Dirección Provincial de Traba- 
jo y Seguridad Social de Valencia. 

Solicitada información de la citada dirección provin- 
cial, ésta contestó argumentando que el recurrente del 
acto denegatorio era persona distinta del solicitante, 
ya que la solicitud la había realizado la empresa corres- 
pondiente y no el ciudadano extranjero. También afir- 
maba esta dirección provincial que no se consideraba 
competente para resolver el recurso de reposición con- 
tra su propia resolución denegatoria, ya que, a resul- 
tas de la documentación obrante en el expediente, se 
deducía que el trabajo para el que se solicitaba permi- 
so habría de realizarse en Alicante, siendo la dirección 
provincial de esa provincia la competente para resol- 
ver el recurso. 

Sin embargo, esta institución considera que las ra- 
zones expuestas no eximían a la citada dirección pro- 
vincial del deber inexcusable de resolver el recurso de 
reposición y ello, en primer lugar, porque la ley no exi- 
ge que exista identidad de personas entre el solicitan 
te inicial de una petición ante la Administración y el 
recurrente del acto que resuelve la petición, pues bas- 
ta, de conformidad con el artículo 113.1 de la Ley de 
Procedimiento Administrativo, que el recurrente sea 
titular de un derecho subjetivo o de un interés direc- 
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to, personal y legítimo en el asunto, circunstancias que 
sin duda concurrirán en el empresario que pretendía 
contratar al trabajador extranjero. Es más, la posible 
irregularidad en el procedimiento administrativo se ha- 
bría dado, en todo caso, al admitirse una solicitud de 
permiso de trabajo presentada por el propio trabaja- 
dor inmigrante, cuando, de conformidad con el artículo 
44 del Real Decreto 119611986, de 26 de mayo, es pre- 
cisamente el empresario que pretenda emplearlo quien 
está obligado a solicitar el permiso. 

En segundo lugar, no puede entenderse que un ór- 
gano administrativo se declare incompetente para re- 
solver un recurso de reposición contra un acto que él 
mismo dictó, pues este recurso, de conformidad con 
el artículo 126 de la Ley de Procedimiento Administra- 
tivo, debe resolverlo el mismo órgano que dictó el ac- 
to recurrido. 

Por otra parte, la aparición de nuevos hechos o do- 
cumentos no recogidos en el expediente originario no 
exime del deber de resolver sino, muy al contrario, obli- 
ga al órgano administrativo a decidir cuántas cuestio- 
nes plantea el expediente (artículoi 117.1 y 118 de la 
Ley de Procedimiento Administrativo). 

Los razonamientos expuestos condujeron a que se di- 
rigiera a la citada dirección provincial un recordato- 
rio de deber legal de dictar resolución expresa de los 
recursos de reposición que sean formulados por cual- 
quier titular de un derecho subjetivo o de un interés 
directo, personal y legítimo en el asunto de que se tra- 
te (queja 8914300). 

10. ADMINISTRACION EDUCATIVA 

10.1. Educación no universitaria 

Los derechos y libertades que la Constitución reco- 
noce en su artículo 27 son objeto de una preferente 
atención por parte del Defensor del Pueblo. Tanto el 
derecho a la educación como la libertad de enseñanza, 
son pilares básicos de una sociedad democrática cuya 
intensidad y extensión indican el grado real de avance 
que en ella se esté dando. 

Sería injusto no reconocer que en este terreno los 
avances han sido notables en los últimos tiempos y que 
hoy la escolarización obligatoria y gratuita alcanza a 
la práctica totalidad de la población a la que afecta. 
No obstante, detenerse aquí sería insuficiente puesto 
que no todos los ciudadanos disponen del derecho a la 
educación y de la libertad de enseñanza con la misma 
intensidad: Todavía el sistema de becas y ayudas al es- 
tudio no proporciona una completa igualdad de opor- 
tunidades frente a la educación; no todos los centros 
docentes reúnen los medios personales y materiales ne- 
cesarios para una enseñanza de calidad; la libre elec- 
ción de centro docente es a veces una utopía; es notable 
la escasez de plazas en los centros universitarios; el sis- 
tema de acceso a la docencia tanto universitaria como 

no universitaria es cuestionado desde diversos puntos 
de vista, etc. 

Estas materias y otras que ya se señalarán constitu- 
yen el contenido más frecuente de las quejas relativas 
a la administración educativa -tanto estatal como 
autonómica- que se reciben en esta institución. A lo 
largo de este epígrafe (y, asimismo, en el correspondien- 
te de comunidades autónomas) se harán constar aque- 
llas quejas que en sí mismas o por su representatividad 
nos han parecido más significativas. 

No obstante, es preciso destacar que omitimos (por 
lo extenso que ello sería) dar cuenta detallada de aque- 
llas quejas concretas en las que nuestra intervención 
contribuyó a zanjar un problema concreto si bien ello 
merece alguna observación. 

Con un grado de colaboración que, en términos ge- 
nerales, ha de calificarse de adecuado por parte del Mi- 
nisterio de Educación son numerosos los centros 
docentes públicos en los que tras nuestra intervención 
se han mejorado las instalaciones, el material didácti- 
co y pedagógico, o se han cubierto plazas vacantes de 
profesores producidas por diversas circunstancias. 

De las numerosas quejas que en materia de denega- 
ción de becas y ayudas al estudio se reciben, así como 
por los retrasos en la resolución de reclamaciones, he- 
mos de decir que en este último aspecto el cien por cien 
de ellas se resuelven favorablemente y más del cincuen- 
ta por ciento de las denegadas se conceden. 

En materia de admisión de alumnos en centros sos- 
tenidos con fondos públicos suelen tener también bue- 
na acogida nuestras intervenciones favoreciéndose así 
la libre elección de centro y la igualdad en el trato de 
los ciudadanos. Otro tanto puede decirse en el acceso 
a centros universitarios con limitación de plazas, y en 
todo lo relativo a los servicios complementarios a la 
educación como son el transporte y los comedores es- 
colares. 

Debemos transmitir pues una impresión positiva de 
nuestra intervención ante la administración educati- 
va y de la respuesta que recibimos, con lo que nos sa- 
tisface pensar en los numerosos ciudadanos que a 
través de nuestra intervención ven resueltos o, al me- 
nos, paliados sus problemas. 

Dicho esto, debemos pasar al análisis de algunos pro- 
blemas concretos, a nuestro entender significativos, en 
los que hemos intervenido a lo largo del año al que se 
refiere este informe. 

10.1.1. Educación infantil / Educación preescolar 

- Escolarización de alumnos de tres años. 
La Ley de Ordenación General del Sistema EdÚcati- 

vo ha venido a configurar la educación infantil como 
una etapa educativa dirigida a los alumnos de hasta 
seis años de edad, y encaminada a contribuir al desa- 
rrollo físico, intelectual, afectivo, social y moral de los 
niños. 

La ley establece que la educación infantil compren- 
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derá dos ciclos, el primero hasta los tres años de edad, 
y el segundo de los tres a los seis años, a cada uno de 
los cuales corresponde la consecución de objetivos di- 
señados en consideración al nivel y a los procesos de 
desarrollo propios de los niños de las respectivas 
edades. 

Aun cuando la ley atribuye a las enseñanzas de este 
nivel carácter voluntario, encomienda a las Adminis- 
traciones públicas la responsabilidad de garantizar la 
existencia de un número de plazas suficiente para ase- 
gurar la escolarización de la población que lo solicite. 

El Real Decreto 986/1991, de 14 de junio, por el que 
se aprueba el calendario de aplicación de la nueva or- 
denación del sistema educativo prevista en el texto le- 
gal mencionado, establece que durante el año 
académico 1991-92 las Administraciones educativas co- 
menzarán la implantación gradual del segundo ciclo de 
la educación infantil que se completará dentro del mar- 
co temporal del calendario establecido en el propio 
Real Decreto (que abarca hasta el curso 1999-2000). 

Por último, el Real Decreto 1330/1991, de 6 de sep- 
tiembre, dentro de las previsiones temporales estable- 
cidas también en el real decreto mencionado, ha fijado 
los aspectos básicos del currículo de la educación in- 
fantil, que han sido desarrollados para el ámbito de ges- 
tión del Ministerio de Educación y Ciencia, integrando 
los aspectos básicos del currículo ya referidos, por el 
Real Decreto 133311991, de 6 de septiembre. 

La Orden de 12 de septiembre de 1991 ha regulado 
finalmente la implantación gradual del segundo ciclo 
de la educación infantil, autorizando al propio tiempo 
la impartición del mismo, ya para este curso, en una 
serie de centros públicos. 

De todos los aludidos datos normativos se despren- 
de que la implantación plena de este nivel educativo, 
que ya se ha iniciado durante este curso, se remite a 
todo el período previsto para la aplicación de las ense- 
ñanzas previstas en la Ley Orgánica General del Siste- 
ma Educativo, que, como ya hemos señalado, abarca 
desde el presente curso 1991-92 hasta el curso acadé- 
mico 1999-2000. 

Ahora bien, aun cuando ias administraciones educa- 
tivas competentes parecen venir autorizadas a diferir 
a lo largo del referido período la adopción de las deci- 
siones normativas o presupuestarias necesidad para 
hacer efectivo el derecho a obtener una plaza de edu- 
cación infantil, reconocido en la Ley de Ordenación Ge- 
neral del Sistema Educativo, lo cierto es que la 
publicación de la misma ha creado en los padres de mu- 
chos alumnos la expectativa de obtener en escolariza- 
ción de dicho nivel ya en el momento en que sus hijos 
se encuentren en la edad de cursarla. 

Tales expectativas se producen, muy especialmente, 
en torno a la escolarización de los niños de tres años 
de edad, cuyos padres parecen ser muy conscientes de 
la decisiva influencia de una pronta escolarización de 
los alumnos en el posterior desarrollo de su proceso 
de socialización y de aprendizaje. 

Así, hemos recibido quejas (9121880, 9122491, 

9122570, entre otras) en las que padres de alumnos de 
la edad referida muestran su disconformidad ante la 
falta de atención, por parte de la Administración edu- 
cativa, a las solicitudes de escolarización de sus hijos 
en los colegios públicos de sus respectivas localidades. 

En dos de las quejas citadas (9121880 y 9122570) los 
reclamantes manifestaban su disconformidad ante la 
decisión adoptada por la dirección provincial compe- 
tente de denegar la escolarización de siete alumnos de 
tres años en .el Colegio Público de la localidad de Ace- 
bo (Cáceres). 

Los promoventes de las referidas quejas hacen refe- 
rencia en sus escritos al número de alumnos matricu- 
lados en el centro, que es de ochenta, y señalan, al 
propio tiempo, que imparten enseñanzas en el mismo 
cinco profesores. 

Todo ello determina una relación media profeso- 
res/alumnos de 1/16, muy inferior a la máxima estable- 
cida en las normas vigentes, e incluso a la más reducida 
prevista en la Ley de Ordenación General del Sistema 
Educativo para el momento de la implantación del nue- 
vo sistema educativo que se regula en dicho texto legal. 

Entienden que en tales condiciones no parecen exis- 
tir razones, deducidas de la matrícula del centro, que 
justifiquen la denegación de la plaza escolar que han 
solicitado en el referido colegio los padres de siete 
alumnos de tres años de la localidad, máxime cuando 
en el pasado curso escolar 1990-91 se procedió en las 
mismas condiciones a la admisión de todos los alum- 
nos de tres años que lo solicitaron. 

Concluyen los interesados manifestando que, a su jui- 
cio, la decisión adoptada significa una regresión res- 
pecto a la línea iniciada en el pasado año académico, 
y además resulta muy difícilmente conciliable con la 
obligación que incumbe a las Administraciones públi- 
cas, en los términos de la ya referida Ley de Ordena- 
ción General del Sistema Educativo, de garantizar la 
existencia de un número de plazas suficientes para ase- 
gurar la escolarización en el nivel de educación infan- 
til de la población escolar que la solicite. 

Ambas quejas han sido admitidas a trámite y, solici- 
tado el oportuno informe de la Dirección Provincial de 
Educación y Ciencia de Cáceres, dicho centro directi- 
vo nos remite en las fechas en que procedemos a la ela- 
boración de este informe una serie de datos en relación 
con las circunstancias que han determinado la adop- 
ción de la decisión que cuestionan los reclamantes que 
a continuación pasamos a transcribir: 

«La composición jurídica del centro escolar de EGB 
“Celedonio García”, de Acebo (Cáceres) es de cinco uni- 
dades escolares, de las cuales cuatro son de EGB y una 
de Preescolar. 

La matrícula del centro es de 82 alumnos (ratio: 16 
alumnos/profesor), distribuidos de la siguiente forma: 

a) Alumnos de EGB 
1 . O  nivel: 7 alumnos 
2.O nivel: 1 1 «  
3 . O  nivel: 3« 
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4 . O  nivel: 7« 
5 . O  nivel: 9« 
6 . O  nivel: 8« 
7 . O  nivel: 9« 
8 . O  nivel: 8« 
b) Alumnos de Preescolar 
4 años: 1 1  alumnos 
5 años: 9 alumnos 

En la localidad hay siete niños de 3 años sin escola- 
rizar. Considerando que el centro escolar de EGB “Ce- 
ledonio García”, de Acebo, no está incluido en el anexo 
de la OM de 12 de septiembre de 1991 que regula la im- 
plantación gradual del segundo ciclo de la educación 
infantil, en el que se relacionan centros y localidades 
en los que se impartirá la educación infantil a los ni- 
ños de 3 años en el presente curso 1991-1992. Conside- 
rando que, según norma establecida por la dirección 
provincial, cuando en un mismo aula de preescolar se 
escolaricen niños de tres, cuatro y cinco años su nú- 
mero no debe ser superior a 20 alumnos por profesor. 

Hay matriculados en el centro ocho alumnos afecta- 
dos de algún tipo de minusvalía o deficiencia (el cen- 
tro no es de integración). 

La adscripción del profesorado del centro es la si- 
guiente: 

* 1 profesor para 1 . O  y 2.O niveles 
(Ciclo Inicial) 
* 1 profesor para 3 . O ,  4 . O  y 5 . O  niveles 
(Ciclo Medio) 
* 2 profesores para 6 . O ,  7.O y 8 . O  niveles (de los cua- 

les uno es especialista en el área de lenguaje y el otro 
en matemáticas y ciencias de la naturaleza) 

* 1 profesora de preescolar. 

La escolarización de los niños de tres años de esta 
localidad alteraría negativamente el actual agrupa- 
miento de alumnos y profesores, por lo que ha pareci- 
do procedente, no autorizar la escolarización de los 
niños de tres años de la localidad de Acebo.» 

Sin duda la decisión de la administración educativa 
se produce dentro de los parámetros normativos más 
arriba enunciados. Con todo, nos ha parecido oportu- 
no hacer referencia a la misma, en la medida en que 
expresa un estado de opinión que, según hemos tenido 
ocasión de comprobar, comparten los padres de mu- 
chos alumnos de estas edades. 

En el mismo sentido la promovente de la queja 
9122491 manifiesta su disconformidad ante la falta de 
atención por parte de la Administración educativa a las 
solicitudes de escolarización de diecisiete niños de tres 
años que solicitaron plaza para el presente curso aca- 
démico 1991-92 en un colegio público de la localidad 
de Cangas de Onís (Asturias). 

En este caso se puso en nuestro conocimiento que 
en su momento se presentaron treinta y siete solicitu- 
des de admisión en el referido centro, de alumnos que, 

dentro del año natural 1992, cumplirían cuatro años. 
Sin embargo, dada la oferta inicial de plazas realizada 
por el centro, sólo se admitió a veinte de los solicitan- 
tes, mientras que el resto de los interesados no obtu- 
vieron su escolarización a pesar de las gestiones 
realizadas con posterioridad, y que a continuación se 
describen. 

Así, por ejemplo, se llevaron a cabo gestiones en el 
propio colegio y en el ayuntamiento de la localidad, pa- 
ra obtener la organización en el centro de la nueva aula 
de preescolar, que parece hacer necesaria el volumen 
de la demanda de plazas de dicho nivel, con dicha fi- 
nalidad se obtuvo la cesión por el ayuntamiento de un 
local en el que podrían organizarse las enseñanzas co- 
rrespondientes, siempre que la Administración educa- 
tiva realizase las aportaciones de material y personal 
docente. 

En este último sentido se han formulado solicitudes 
a la dirección provincial competente, tanto por la di- 
rección del centro docente, como por los padres de los 
alumnos afectados, sin que hasta el momento de po- 
nerse en contacto con esta institución se hubiera obte- 
nido contestación alguna al respecto. 

También en este caso la queja ha sido admitida a trá- 
mite ante la dirección provincial competente, de la que, 
hace escasas fechas, hemos solicitado información res- 
pecto a las alternativas de escolarización que se ofre- 
cen a los alumnos en otros centros de la localidad, y 
sobre la posibilidad de que en el supuesto de que no 
existan tales alternativas, se proceda a la ampliación, 
para este curso, de la oferta de plazas escolares en los 
términos necesarios para atender la demanda 
existente. 

En definitiva, las quejas mencionadas, y otras simi- 
lares que nos han sido planteadas -en todas las cua- 
les hemos procedido a solicitar el informe de los 
órganos educativos competentes en relación con las cir- 
cunstancias determinantes de la decisión adoptada y 
con la posibilidad de arbitrar en cada caso concreto las 
medidas necesarias para proceder a la escolarización 
solicitada por los padres de los alumnos-, nos han per- 
mitido llegar a la conclusión de que éstos, al margen 
de cualquier precisión jurídica respecto al amplio pe- 
ríodo de que disponen las administraciones competen- 
tes para la implantación de la Educación infantil, 
perciben ya en este momento como un derecho, que de- 
ducen de la regulación contenida en la Ley de Ordena- 
ción General del Sistema Educativo, la escolarización 
de sus hijos a la edad de tres años. 

Esto es especialmente así en la medida en que mu- 
chos padres tienen próximo el ejemplo de la escolari- 
zación con carácter experimental de alumnos de tres 
años, que se ha venido produciendo en un cierto nú- 
mero de centros y localidades ya antes de la publica- 
ción de la Ley de Ordenación General del Sistema 
Educativo, y, sobre todo, en cuanto se trata de alum- 
nos procedentes de pequeños núcleos de población, de 
cuyas carencias, y su posible repercusión negativa en 
el proceso educativo de los niños, son conscientes los 
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padres, y en los que, por lo demás, no suelen existir al- 
ternativas para la atención temprana de estos niños 
fuera de su escolarización en el sector público. 

De todo ello los interesados deducen que la Adminis- 
tración está discrirninando a sus hijos al no facilitar, 
en todos los casos, un puesto escolar que, sin embar- 
go, en las mismas condiciones, han venido obteniendo 
otros alumnos en el sector público, o a los que pueden 
acceder con mayor facilidad por razón del mayor vo- 
lumen de la oferta, sea pública o privada, los niños que 
residen en ciudades o en núcleos más importantes de 
población. 

Por lo demás, la propia Ley de Ordenación General 
del Sistema Educativo parece conceder una especial 
trascendencia, en orden a la consecución de la igual- 
dad en el ejercicio del derecho a la educación, al esta- 
blecimiento de las condiciones más favorables para la 
escolarización'durante la educación infantil de todos 
los niños cuyas circunstancias les hacen acreedores de 
actuaciones preventivas y compensatorias. 

Esta institución entiende que una implantación de 
la educación infantil que de alguna manera priorizase 
la escolarización en dicho nivel de los niños residen- 
tes en pequeños núcleos rurales sin otras alternativas 
de escolarización y, en general, de los niños afectados 
por circunstancias que exijan actuaciones de carácter 
compensatorio, respondería tanto a las expectativas de 
los interesados ya expresadas, como a los principios 
de carácter compensador establecidos en la Ley de Or- 
denación General del Sistema Educativo. 

- Prestación de servicios complementarios. 

Una cuestión accesoria a la anterior pero que en oca- 
siones incide de manera Opcisiva y poco favorable en 
las condiciones e, incluso, en la posibilidad real de es- 
colarización de los alumnos que cursan enseñanzas no 
obligatorias, es la que hace referencia a la prestación, 
por parte de la Administración Educativa, de los de- 
nominados servicios complementarios -de transpor- 
te y comedor escolar- a los alumnos que cursan dichas 
enseñanzas. 

En relación con este asunto se nos han planteado que- 
jas de las que se deduce una cierta falta de definición 
en los criterios que se aplican para determinar la obli- 
gatoriedad o el régimen económico de estos servicios. 

Este caso es el del reclamante (9028172) que mani- 
festaba su disconformidad con los términos en que, a 
partir del curso escolar 1989-90, se vienen producien- 
do las distintas decisiones administrativas relaciona- 
das con la prestación de los referidos servicios a su hijo, 
que en el referido curso realizaba 1.O de preescolar. 

El reclamante parece asumir el hecho de que el alum- 
no deba desplazarse todos los días a un centro escolar 
que dista ocho kilómetros de su domicilio, pero se 
muestra en desacuerdo con el hecho de que el pasado 
curso escolar se la negase la posibilidad de utilizar el 
transporte escolar organizado hasta el centro y con que 
en este curso la prestación de este servicio se haya plan- 

teado como un favor personal y no se le concedan las 
ayudas de comedor que, sin embargo, perciben otros 
alumnos en idénticas circunstancias. 

Entiende asimismo el interesado que la situación des- 
crita, es decir, la no prestación de determinados servi- 
cios complementarios o la negativa a conceder las 
ayudas correspondientes, al dificultar su asistencia al- 
ternativa a otros centros docentes, implica una clara 
discriminación para los alumnos de preescolar residen- 
tes en municipios rurales en los que no exista centro 
docente en el que puedan ser escolarizados, contravi- 
niendo con ello el deber que incumbe a las Adminis- 
traciones públicas, en los términos de la reciente Ley 
Orgánica 111990, de 3 de octubre, de Ordenación Ge- 
neral del Sistema Educativo, de asegurar la escolari- 
zación en hetapa de Educación infantil de la población 
que lo solicita. 

La Dirección Provincial de Educación y Ciencia de 
Palencia, de la que solicitamos información en relación 
con el asunto, señalaba en su informe que las ayudas 
de transporte y comedor escolar están previstas sólo 
para los alumnos que cursen enseñanzas obligatorias, 
entre las que no se encuentran las de preescolar/edu- 
cación infantil a que aludía el reclamante. 

El mismo órgano administrativo al que volvimos a 
dirigirnos para solicitar que ampliara su informe ini- 
cial, parecía entender no ya que la prestación de tales 
servicios a los referidos alumnos no podía tener nun- 
ca carácter gratuito, sino incluso que la Administra- 
ción educativa no tenía obligación de asumir en ningún 
caso su prestación a estos alumnos, ni siquiera previo 
pago de su importe por los padres, y esto al margen 
de cualquier consideración respecto a su necesidad pa- 
ra obtener la escolarización del alumno. 

Como la opinión expresada en el último informe men- 
cionado, que se basaba asimismo en el carácter no obli- 
gatorio de los estudios de preescolar, no nos pareció 
suficientemente fundada a la luz de determinadas pre- 
visiones de la Ley de Ordenación General del Sistema 
Educativo, en materia de compensación de las desigual- 
dades en la educación, consideramos necesario solici- 
tar un nuevo informe en relación con el asunto de la 
Secretaría de Estado de Educación. 

Entendíamos, en efecto, que la Ley de Ordenación Ge- 
neral del Sistema Educativo contiene principios de ac- 
tuación de carácter compensador referidos al ámbito 
de la educación infantil de los que muy posiblemente 
deberá inferirse en el futuro, y en el marco de los de- 
sarrollos reglamentarios de esta Ley, una conclusión 
muy diferente a la obtenida por la dirección provincial 
mencionada en base al argumento del carácter no obli- 
gatorio de este nivel. 

Pero sobre todo considerábamos sumamente discu- 
tible la postura expresada por el referido órgano ad- 
ministratiw en relación con la necesidad de que la 
Administración proceda a la prestación -gratuita o 
no- de dichos servicios, necesidad que, a nuestro jui- 
cio, difícilmente podrá cuestianarse en aquellos su- 
puestos en que tales servicios constituyan condición 
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necesaria para obtener la propia escolarización de los 
alumnos en el referido nivel, es decir, entre otras, en 
supuestos como el planteado por el promovente de la 
queja, en el que los alumnos, para su escolarización, 
deben desplazarse a un centro situado fuera de la lo- 
calidad de su residencia. 

Señalábamos en este sentido que tanto el artículo 7.2 
de la ley orgánica mencionada, que atribuye a las Ad- 
ministraciones públicas la función de garantizar la 
existencia de un número de plazas suficiente para ase- 
gurar la escolarización de la población que lo solicite 
-función en la que, sin duda, está implícita la de ha- 
cerlas físicamente accesibles a los alumnos-, como el 
artículo 64 de la propia Ley, parecen apoyar la preten- 
sión que en tal sentido deduce el reclamante. 

Entendíamos que las Administraciones educativas 
tendrían que proporcionar a los alumnos de Peesco- 
lar/Educación infantil, residentes en núcleos de pobla- 
ción en los que no existan las posibilidades de 
escolarización que tienen derecho a esperar, los servi- 
cios de transporte y comedor que resulten necesarios 
para su escolarización alternativa en otras localidades. 

Concluíamos solicitando a la Secretaría de Estado 
que informase respecto a la posibilidad de que los ór- 
ganos competentes de la Administración educativa en 
la línea de los principios de carácter compensatorio 
contenidas en la Ley de Ordenación General del Siste- 
ma Educativo, y entretanto se proceda a su desarrollo 
reglamentario, actúen ya de manera inmediata en el 
sentido que parecen demandar tales principios, proce- 
diendo en consecuencia a la prestación de los servicios 
referidos a los alumnos de educación preescolar que, 
por razón de su procedencia geográfica, precisen de los 
mismos para obtener su escolarización. 

En el informe que nos ha sido remitido se señala, en 
definitiva, que dado que el Real Decreto 986/1991, de 
14 de julio, por el que se aprueba el calendario de im- 
plantación de la nueva ordenación del sistema educa- 
tivo remite el desarrollo del nivel de educación infantil 
a todo el período de implantación de las enseñanzas 
previstas en la Ley de Ordenación General del Siste- 
ma Educativo, el Ministerio de Educación instrumen- 
tará a lo largo de dicho período las disposiciones y 
medidas presupuestarias oportunas para hacer efec- 
tivo el derecho a acceder a dicho nivel educativo. 

Entendemos que con la referida afirmación se elu- 
de contestar a la cuestión realmente planteada hacien- 
do abstracción de los argumentos más arriba 
expresados, en los que basábamos nuestro criterio de 
que podría resultar conveniente la adopción de forma 
inmediata de cuantas medidas exigiese la prestación 
de los referidos servicios a los alumnos de preesco- 
larleducación infantil procedentes de núcleos de pobla- 
ción en los que no existan posibilidades de 
escolarización, que necesitasen de estos servicios pa- 
ra obtener una escolarización que en los términos de 
la Ley de Ordenación General del Sistema Educativo 
cabe entender como compensadora de desigualdades 
iniciales para acceder a la educación obligatoria. 

Nos referíamos en concreto, y ello estaba perfecta- 
mente claro, a situaciones en las que la prestación de 
los servicios mencionados no parecía determinar ini- 
cialmente la asunción de unos mayores costes econó- 
micos por la Administración educativa, al tratarse de 
servicios ya organizados y en funcionamiento, respec- 
to a los que, por lo demás, no planteábamos que debie- 
ran proporcionarse de manera gratuita, sino 
estrictamente la necesidad de que el órgano competen- 
te procediera a su prestación en determinados su- 
puestos. 

En conclusión, y al margen de toda consideración en 
relación con el calendario de implantación del nuevo 
sistema, entendemos que la Ley de Ordenación Gene- 
ral del Sistema Educativo crea expectativas de escola- 
rización para los niños en edad de cursar la educación 
infantil que, en ocasiones se pueden ver frustradas, no 
por carencia de puestos escolares, sino por una falta 
de definición de las circunstancias en que estos alum- 
nos tienen derecho a esperar que se les proporcionen, 
y a obtener en definitiva, la prestación de servicios que 
les son necesarios para acceder físicamente a los cen- 
tros escolares o para completar su permanencia en los 
mismos durante toda la jornada escolar. 

Al amparo de tal indefinición se producen decisio- 
nes denegatorias de dichos servicios que no están ba- 
sadas en prescripción normativa alguna, y que, por lo 
demás, dadas las consideraciones más arriba apunta- 
das, no parecen venir determinadas por limitaciones 
de índole presupuestaria. 

En tales ocasiones -cualquiera que sea el grado de 
imperatividad actual de los preceptos de la Ley Orgá- 
nica General del Sistema Educativo, relativo al nivel 
de educación infantil y de los preceptos que estable- 
cen los principios de carácter compensatorio a que de- 
be ajustarse la actividad educativa-, se impide o 
dificulta gravemente la escolarización de los alumnos 
en edad de cursar enseñanzas no obligatorias, a nues- 
tro juicio, y al menos sobre la base de los datos de que 
disponemos, sin fundamento objetivo alguno. 

Entendemos que el Ministerio de Educación debería 
reconsiderar los criterios expuestos hasta el momen- 
to y que le conducen a postergar o eludir una actitud 
positiva de pronta resolución de un problema que con- 
lleva la prestación de un servicio que nadie pretende 
que sea oneroso para el servicio público educativo y 
en tal sentido recomendamos una vez más que se adop- 
ten las medidas necesarias a este respecto. 

10.1.2. Admisión de alumnos en centros docentes 

Se vienen reproduciendo, como en años anteriores, 
las quejas relacionadas con el proceso de admisión de 
alumnos en los centros docentes sostenidos con fondos 
públicos. 

Como es habitual, los interesados fundan sus quejas 
en esta materia en la existencia de posibles irregulari- 
dades en el desarrollo del procedimiento de admisión 
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en centros concretos o en la aplicación, a juicio de los 
reclamantes incorrecta, del baremo establecido en el 
real decreto vigente en la materia. Como en años ante- 
riores, los reclamantes manifiestan su disconformidad 
con la aplicación de algunos de los criterios de admi- 
sión de alumnos en los centros docentes, específica- 
mente con los de proximidad domiciliaria y con el de 
rentas de la unidad familiar, 'expresando en relación 
con este último su discrepancia respecto a la proceden- 
cia de conceder valor acreditativo en este ámbito a los 
documentos fiscales, cuya aportación a tales efectos se 
prevé en las normas reglamentarias vigentes. 

Ciertamente, la diferente transparencia fiscal de de- 
terminados colectivos en relación con quienes tienen 
tan sólo rentas de trabajo personal en forma de sala- 
rio, puede provocar que en ocasiones, se vean favore- 
cidos en la fase de admisión de alumnos ciudadanos 
con una situación económica más sólida. Sin embargo 
este hecho, repudiable éticamente, ha de ser corregi- 
do mediante una lucha más eficaz contra el fraude fis- 
cal sin que por el momento se vislumbre otro criterio 
para valorar la situación económica familiar que pue- 
da sustituirlo con ventaja. 

- Reproducción del proceso de admisión de alum- 
nos para pasar de preescolar a primer curso de educa- 
ción general básica dentro del mismo centro. 

Con mucha frecuencia se reciben también en esta Ins- 
titución quejas de padres de alumnos que manifiestan 
su malestar ante el hecho de que sus hijos deban so- 
meterse a un nuevo proceso de admisión para iniciar 
la educación general básica en el mismo centro en que 
ya han cursado preescolar. 

Señalan los reclamantes que la reproducción del pro- 
ceso de admisión para que los alumnos ya escolariza- 
dos en un centro cursen en el mismo un nivel educativo 
superior, puede determinar, en el caso de los alumnos 
que no sean efectivamente admitidos al nuevo nivel, 
una ruptura tanto en su proceso de escolarización y 
adaptación a un grupo, como, en ocasiones, en la línea 
educativa hasta entonces seguida, consecuencias que 
no resultan indicadas desde el punto de vista pedagó- 
gico. Entienden, además, que esta necesaria reproduc- 
ción del proceso podría significar una contravención 
de un derecho a la libre elección de centro en virtud 
de la cual ejercitaron en su momento una opción de es- 
colarización que puede verse modificada contra su vo- 
luntad. 

Concluyen expresando su opinión de que, aunque la 
necesidad de garantizar la objetividad en el proceso de 
admisión de alumnos puede hacer necesaria la repro- 
ducción del proceso de admisión en los centros priva- 
dos concertados (que sólo están obligados a aplicar los 
criterios establecidos en la Ley Orgánica reguladora 
del Derecho a la Educación en relación con la admi- 
sión de alumnos en los niveles obligatorios objeto del 
concierto), la misma exigencia no resulta comprensi- 
ble en referencia a los centros docentes públicos que, 

por imperativo de la misma Ley, deben aplicar nece- 
sariamente los criterios y el procedimiento legalmen- 
te establecido para la admisión de alumnos en todos 
los niveles, en cuanto todos estos centros están soste- 
nidos con fondos públicos. 

Como ya hemos hecho constar en anteriores infor- 
mes anuales, a los promoventes de estas quejas veni- 
mos manifestándoles que la actuación del Ministerio 
de Educación y Ciencia en este punto se ajusta a lo es- 
tablecido en el Real Decreto 2375/1985, de 18 de diciem- 
bre, por el que se regulan los criterios de admisión de 
alumnos en los centros docentes sostenidos con fondos 
públicos, en el que se dispone de manera expresa que 
la admisión de alumnos en cada uno de los niveles de 
preescolar, educación general básica, bachillerato y 
formación profesional sostenidos con fondos públicos 
requerirá un nuevo proceso de admisión que no es, sin 
embargo, necesario para continuar en los distintos cur- 
sos de un mismo nivel educativo. 

Como también hemos señalado en alguno de nues- 
tros anteriores informes, manifestamos al propio tiem- 
po a quienes formulan las referidas quejas, que lo 
dispuesto en dicho real decreto no sólo no vulnera el 
derecho a la libre elección de centro docente, sino que, 
además, de acuerdo con lo declarado por el Tribunal 
Constitucional en su sentencia 7711985, de 27 de abril, 
dictada en el recurso previo de inconstitucionalidad 
promovido contra el texto definitivo del Proyecto de 
Ley Orgánica reguladora del Derecho a la Educación, 
debe entenderse que garantiza el.ejercicio de este de- 
recho, al establecer criterios objetivos que impiden, ca- 
so de insuficiencia de plazas, una selección arbitraria 
de los alumnos por parte de los centros. 

No puede, sin embargo, obviarse el dato de que va- 
rias comunidades autónomas con competencias plenas 
en materia educativa, y facultada por la disposición 
adicional primera de la Ley Orgánica del Derecho a la 
Educación para dictar disposiciones de desarrollo en- 
tre otras en materia de admisión de alumnos, han dic- 
tado en sus respectivos ámbitos territoriales 
disposiciones reglamentarias que contemplan la con- 
tinuidad de los alumnos en el centro al que hubieren 
accedido previa aplicación de los criterios legalmente 
establecidos, incluso en el supuesto de cambio de ni- 
vel educativo. 

De este dato, al que expresamente aluden varias de 
las quejas que nos han sido formuladas durante este 
ejercicio, extraen los reclamantes la consecuencia de 
que la regulación vigente en el ámbito de gestión del 
Ministerio de Educación y Ciencia no es la única posi- 
ble en los términos de la Ley Orgánica del Derecho a 
la Educación, y la conclusión de que la aplicación de 
esta última se traduce, a su juicio, sin una clara nece- 
sidad jurídica en un trato mucho menos favorable a la 
continuidad del proceso educativo de los alumnos que 
cursan sus enseñanzas en el repetido ámbito de gestión 
de este departamento. 

Aluden de forma más concreta a lo establecido en el 
Decreto 85/1981, de 20 de marzo, que regula la admi- 
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sión de alumnos en los centros docentes públicos y con- 
certados de Cataluña; en el Decreto 7411986, de 18 de 
marzo, que fija la regulación de la misma materia en 
el País Vasco; y a la más reciente regulación del pro- 
ceso de admisión de alumnos en la Comunidad Foral 
de Navarra para el curso 1991-92, contenida en la Or- 
den Foral 10711991, de 8 de marzo. 

Según se desprende de los datos que hemos recaba- 
do en relación con el tema, el distinto trato normativo 
que se ha concedido a este aspecto de la admisión de 
alumnos en las comunidades mencionadas responde 
siempre a consideraciones de carácter pedagógico, de 
las que las respectivas Administraciones educativas 
han deducido la conveniencia de favorecer la continui- 
dad del proceso de adaptación de los alumnos al pro- 
fesorado y al medio escolar en el que iniciaron su 
actividad docente, y a la idea según la cual, una vez ejer- 
citada al inicio de la educación preescolar una deter- 
minada elección de centro, el alumno pertenece ya a 
la unidad organizativa, en que en definitiva consiste el 
centro escolar, en la que debe transcurrir todo su pro- 
ceso educativo. 

En el caso de alguna de estas comunidades autóno- 
mas sus autoridades educativas aluden, además, a los 
grados de implantación efectiva del nivel de preesco- 
lar y de gratuidad del mismo para explicar el trata- 
miento jurídico concedido al asunto. Así en concreto, 
el Departamento de Educación, Cultura y Deportes de 
la Comunidad Foral de Navarra, entiende que el hecho 
de que en Navarra todos los centros públicos y priva- 
dos tengan enseñanza de Preescolar gratuita, bien por 
ser propia o subvencionada al cien por cien, justifica 
y explica la regulación autonómica en este punto. 

Entendemos que no se encuentra entre nuestras com- 
petencias la de pronunciarnos respecto a la oportuni- 
dad de las fórmulas o soluciones concretas establecidas 
por las Administraciones públicas al desarrollar pres- 
cripciones legales susceptibles de distintos tratamien- 
tos reglamentarios, soluciones para cuya adopción se 
tienen en cuenta, además de los datos estrictamente ju- 
rídicos deducibles del texto legal de que se trate, otros 
como los aducidos por la Administración educativa na- 
varra extraídos de la situación de hecho no siempre 
coincidente a la que deben aplicarse. 

Con todo, no nos parece posible prescindir de las dos 
siguientes consideraciones: 

En primer lugar, que cualquiera que sean las indi- 
caciones pedagógicas en que se fundamenten las res- 
pectivas disposiciones y la distinta situación de hecho 
a que se aplican las normas sobre admisión de alum- 
nos vigentes en el ámbito de las distintas Administra- 
ciones, todas ellas a nuestro juicio deberían garantizar 
suficientemente el ejercicio real del derecho a la libre 
elección de centro a los alumnos que deciden incorpo- 
rarse al sistema educativo ya en el tramo en que tal in- 
corporación es obligatoria. 

Ha de preverse el supuesto de aquellos padres de 
alumnos que, por los motivos que fuesen y dentro de 

la más estricta legalidad, opten por no escolarizar a sus 
hijos en centros sostenidos con fondos públicos hasta 
el comienzo del período de escolarización obligatoria. 
Cabe, por tanto, que se pretenda la escolarización de 
un alumno en un centro cuyas unidades de enseñanza 
primaria tuviesen todas sus plazas cubiertas por alum- 
nos ya escolarizados con anterioridad. De este modo, 
los criterios previstos por la normativa vigente para 
la admisión de alumnos en centros sostenidos con fon- 
dos públicos no cumplirían su fin garantizado del de- 
recho a la libre elección de centro ya que al no llevarse 
a cabo el proceso de admisión al inicio del ciclo de es- 
colarización obligatoria no podrían ser tenidos en 
cuenta. 

En definitiva, la duda que se nos plantea es si el he- 
cho de no escolarizar a un alumno hasta el período obli- 
gatorio puede, en alguna medida, suponer una merma 
en el derecho a la libre elección de centro que la Cons- 
titución a todos reconoce. 

Pues bien, nos parece inevitable contestar negativa- 
mente a la cuestión planteada no sólo por el rango cons- 
titucional del derecho afectado, sino también porque 
la más elemental correlación entre obligación y dere- 
cho indica que es a la obligación de escolarizar a un 
alumno en un período determinado a la que correspon- 
de el derecho de elegir el centro docente donde tal es- 
colarización se lleve a cabo, sin que el aplicar este 
derecho a otros períodos escolares pueda romper esta 
interdependencia mutua. 

No cabe duda que en un sistema educativo público 
con oferta de plazas escolares gratuitas de preescolar 
suficiente y territorialmente bien distribuida, el pro- 
blema tendría menor importancia. Sin embargo, hoy 
por hoy, distamos bastante de ese ideal, puesto que las 
plazas públicas y gratuitas de preescolar (o educacion 
infantil) no cubren toda la demanda y, desde luego, exis- 
ten grandes diferencias territoriales que habría que co- 
rregir. 

Resolver este último problema es obligado para las 
autoridades competentes en materia educativa y a su 
través se conseguiría limitar, cuando no eliminar, la 
incidencia que el derecho a la libre elección de centro 
pueda tener en algunos casos sobre la continuidad del 
proceso educativo de los alumnos escolarizados antes 
de la etapa obligatoria. Sin embargo entendemos que 
aun a costa de ello, no debe minorarse en modo algu- 
no la intensidad del derecho a elegir el centro donde 
se desea escolarizar a un alumno, cuya plenitud debe 
alcanzarse al inicio de la escolarización obligatoria, sin 
más límites que los derivados del ejercicio de igual de- 
recho por parte de los restantes sujetos que lo ostenten. 

Por otra parte, y al margen de la necesidad de corre- 
gir las diferencias que parecen existir entre los distin- 
tos territorios en cuanto al nivel de la oferta pública 
y grauita de plazas de preescolar, la situación a que nos 
venimos refiriendo pone de manifiesto las discrepan- 
cias que suscita entre los ciudadanos el hecho de que 
un mismo precepto legal sea objeto de tratamientos re- 
glamentarios divergentes. 
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- Admisión de alumnos en un centro concertado: 
aplicación del criterio complementario de «ser hijo de 
antiguos alumnos». 

La normativa vigente en materia de admisión de 
alumnos autoriza la aplicación, además de los criterios 
básicos de admisión -rentas de la unidad familiar, 
existencia de hermanos matriculados en el centro y pro- 
ximidad domiciliaria-, otros de carácter comple- 
mentario. 

Algunos de estos criterios vienen predeterminados 
en el propio Real Decreto 237511985, de 18 de diciem- 
bre, aplicable a la admisión de alumnos en el ámbito 
de gestión del Ministerio de Educación y Ciencia, mien- 
tras que otros pueden ser fijados por el órgano de ad- 
misión de cada centro -artículo 1l.d) del Real Decreto 
citado- de acuerdo con criterios objetivos, según se 
señala expresamente en el mismo real decreto y, tal y 
como se precisa en la Orden de 9 de marzo de 1989, 
atendiendo al principio de no discriminación estable- 
cido en la Ley Orgánica del Derecho a la Educación. 

Esta institución consideró necesario durante el pa- 
sado ejercicio precisar ante la Dirección General de 
Centros Escolares la interpretación a nuestro juicio 
más correcta de la facultad concedida a los órganos de 
admisión de los centros por el artículo 1i.d) del real 
decreto a que venimos haciendo referencia. 

La tramitación de una queja (9024725) en la que el 
padre de un alumno de un colegio público de Vallado- 
lid manifestaba su discrepancia respecto a la atribu- 
ción de un punto -en el referido concepto de criterio 
complementario- a los hijos de funcionarios del Mi- 
nisterio de Educación, nos hizo ver la necesidad de re- 
comendar a la citada dirección de una parte que 
advirtiese al consejo escolar del centro de la irregula- 
ridad en que había incurrido al valorar tal circunstan- 
cia, y de otra la conveniencia de instruir a los órganos 
de admisión de los centros respecto a la correcta apli- 
cación del artículo 1l.d) del real decreto mencionado. 

Nos basábamos para ello en que el artículo 11 del 
Real Decreto 237511985 hace referencia expresa a una 
serie de circunstancias que pueden concurrir en el 
alumno o su familia, que habitualmente se traducen 
en dificultades para su integración escolar o para su 
escolarización, y que se pretende compensar facilitan- 
do la admisión de dichos alumnos en el centro docen- 
te de su elección, por el procedimiento de puntuarlas 
a tales efectos. 

La remisión a la decisión de los órganos de admisión 
de los centros de la valoración de otras posibles cir- 
cunstancias objetivas, deben entenderse, a nuestro jui- 
cio, sólo como atribución a éstos de la facultad de 
definir otras situaciones del mismo carácter que, por 
su especial incidencia en el ámbito social en que esté 
situado un centro, o por cualquier otra consideración, 
deban, a juicio de su órgano de admisión, ser valora- 
das a efectos de admisión en el centro de que se trate. 

No cabe pues, de acuerdo con esta interpretación, te- 
ner en cuenta circunstancias o condiciones, como la de- 

nuncia por el promovente de la queja, que no sean 
significativas de situaciones personales, familiares o 
sociales que deban ser objeto de medidas de carácter 
compensador y, cuya valoración, por consiguiente, se 
traduce en una discriminación de quienes no reúnen 
tal condición, efecto contrario al espíritu de la Ley Or- 
gánica del Derecho a la Educación y al tenor literal de 
la Orden de 5 de marzo de 1989, ya mencionada. 

La Dirección General de Centros Escolares, en el in- 
forme que nos ha remitido en torno al tema, manifies- 
ta en líneas generales su conformidad con la 
interpretación mantenida por esta institución, y nos co- 
munica la remisión a las direcciones provinciales del 
departamento para su traslado a los centros docentes 
de unas instrucciones sobre admisión de alumnos en 
centros sostenidos con fondos públicos, fechadas en 11 
de marzo de 1991, en las que, entre otras cosas, se se- 
ñala expresamente lo siguiente: 

«La experiencia acumulada desde la aprobación del 
Real Decreto 237511985, sobre criterios de admisión de 
alumnos, revela que se están produciendo problemas 
de interpretación sobre el modo en que deben aplicar- 
se los criterios prioritarios y complementarios y sobre 
las situaciones que pueden contemplarse para la apli- 
cación del punto complementario de libre disposición 
del consejo escolar. 

A juicio de esta Dirección General, en esta materia, 
deben observarse las siguientes normas: 

a) Los criterios complementarios, contemplados en 
el artículo 11 del Real Decreto 23791985, sólo se ten- 
drán en cuenta cuando, tras la aplicación de los crite- 
rios prioritarios, se produzca un empate a puntos entre 
dos o más solicitudes y este empate deba ser resuelto 
para adjudicar las plazas vacantes. Si una vez aplica- 
dos los criterios complementarios, se mantuviese el em- 
pate se procederá a adjudicar, por sorteo, la plaza o 
plazas vacantes. 

b) Para otorgar el punto complementario previsto en 
el artículo 11, letra d) del Real Decreto 237511985, el 
órgano competente del centro tomará en consideración, 
preferentemente, circunstancias de significado similar 
a las previstas en los apartados a), b) y c) del citado ar- 
tículo 11, es decir, aquellas circunstancias que sean sig- 
nificativas de situaciones personales, familiares o 
sociales que deban ser objeto de medidas de carácter 
compensador. 

De apreciarse circunstancias distintas a las señala- 
das en el párrafo anterior, la Dirección Provincial ve- 
lará para que éstas sean objetivas, no impliquen 
discriminación por razones ideológicas, religiosas, mo- 
rales, sociales, de raza o de nacimiento, y no permitan, 
directa o indirectamente, evadir la aplicación, total o 
parcial, de los criterios contenidos en la Ley Orgánica 
Reguladora del Derecho a la Educación o en el Real De- 
creto 237511985>>. 

Pues bien, a lo largo del año hemos tenido ocasión 
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de instar la observancia de las mencionadas instruc- 
ciones en relación con una queja (91 14410) que nos fue 
formulada por el padre de una alumna, en relación con 
el proceso de admisión de alumnos para el curso 
1991-92 celebrado en un centro privado concertado. 

El reclamante señalaba que el titular del centro ha- 
bía aplicado como criterio complementario de admi- 
sión la circunstancia de ser «hijo o hija de antiguos 
alumnos del centro». 

Entendía que el criterio complementario citado re- 
sultaba gratuitamente discriminatorio para los alum- 
nos cuyos padres no reúnen la referida condición, y que 
no existía, por lo demás, razón alguna que justificase 
su aplicación a efectos de admisión de alumnos en un 
centro. 

En relación con el tema solicitamos en su momento 
el preceptivo informe de la Dirección Provincial del Mi- 
nisterio de Educación y Ciencia de Madrid, haciendo 
notar en la comunicación que al efecto remitimos al 
mencionado centro directivo que tanto la Orden de 9 
de marzo de 1989, sobre procedimiento de admisión de 
alumnos en los centro sostenidos con fondos públicos, 
como las recientes instrucciones de la Dirección Gene- 
ral de Centros Escolares, de 1 1  de marzo último, seña- 
lan algunos principios aplicables a la interpretación del 
artículo 1 1 ,  letra d) del Real Decreto 237511985, sobre 
criterios de admisión de alumnos, que excluyen el es- 
tablecimiento al amparo del referido artículo de crite- 
rios que carezcan de carácter objetivo e impliquen 
vulneración del principio de no discriminación, esta- 
blecido en la Ley Orgánica reguladora del Derecho a 
la Educación. 

En la contestación que se nos ha enviado por la di- 
rección provincial se señala, de acuerdo con la inter- 
pretación que mantiene esta institución, que: 

«El Real Decreto 23791985, de 18 de diciembre, por 
el que se regulan los criterios de admisión de alumnos 
en los Centros Docentes sostenidos con fondos públi- 
cos, determina en su artículo 1 1  los criterios comple- 
mentarios aplicables, definiéndose como tales la 
condición de emigrante retornado, la existencia de mi- 
nusvalías físicas en el alumno y su familia, la situación 
de familia numerosa, así como cualquier otra circuns- 
tancia apreciada por el órgano competente del Centro 
con criterios objetivos. 

Del contenido de este artículo cabe interpretar que, 
para otorgar el punto complementario del artículo 1 1 ,  
letra d) del mencionado precepto, el órgano competente 
del Centro tomará en consideración, preferentemente, 
circunstancias de significado similar a las previstas en 
los apartados a), b) y c) del citado artículo 1 1 ,  es decir, 
aquellas circunstancias que sean justificativas de situa- 
ciones personales, familiares o sociales que deban ser 
objeto de medidas de carácter compensador. )) 

En la misma comunicación se manifiesta que, como 
consecuencia de todos los argumentos anteriores, se 
ha considerado necesario cursar instrucciones al cen- 
tro para que revise el baremo aplicado y excluya del 

mismo la circunstancia cuya valoración cuestionaba el 
promovente de la queja que, de acuerdo con los prin- 
cipios interpretativos deducibles de la Orden Ministe- 
rial de 9 de marzo de 1981 y con las instrucciones de 
1 1  de marzo de 1991 sobre admisión de alumnos en los 
centros docentes sostenidos con fondos públicos, no 
pueda tener la consideración de criterio complemen- 
tario de admisión en los centros docentes sostenidos 
con fondos públicos. 

10.1.3. Ordenación académica 

- Vacío normativo existente en cuanto a la ordena- 
ción académica y titulaciones de las enseñanzas de 
danza. 

Entre las quejas que se nos suelen formular también 
de manera habitual, aunque debemos precisar que no 
son muy numerosas, en relación con retrasos produci- 
dos respecto a la expedición de títulos académicos, nos 
ha sido formulada una queja (9028005) en la que la in- 
teresada denunciaba la falta de expedición del título 
correspondiente a los estudios de danza que había con- 
cluido, con mucha antelación, en el curso académico 

La promovente de la queja manifestaba, en efecto, 
que concluyó sus estudios de Danza Española en el cur- 
so 1984-85, en la entonces Escuela Superior de Arte 
Dramático y Danza, de Madrid, y señalaba que en oc- 
tubre de 1985 solicitó la expedición del diploma corres- 
pondiente para lo que abonó las tasas establecidas. 
Añadía que a partir de 1986 viene dirigiéndose a la se- 
cretaría del citado centro docente para pedir la entre- 
ga del diploma mencionado, sin resultado alguno. 

Señalaba, asimismo, que en principio se adujo como 
causa del retraso producido en la expedición del diplo- 
ma que el Ministerio de Educación y Ciencia estaba es- 
tudiando una determinada modificación de los mismos, 
pero concluía afirmando que cualquiera que sea el mo- 
tivo que impide actualmente su expedición resultaba 
ya excesivo el período de cinco años transcurrido des- 
de que finalizó sus estudios, a lo largo del cual viene 
experimentando innecesarias dificultades en el terre- 
no profesional por el hecho de no poder exhibir el di- 
ploma a que tiene derecho en virtud de los estudios 
cursados. 

Examinada la escasa normativa reguladora de los es- 
tudios de danza, podemos constatar que, con excepción 
de un Decreto -346411974, de 5 de diciembre- en el 
que se regula el acceso a la sección de Danza de la Es- 
cuela de Arte Dramático y Danza de Madrid, no existe 
normativa alguna que se refiera a la ordenación de di- 
chas enseñanzas, establezca su plan de estudios o de- 
termine la denominación de los títulos correspon- 
dientes. 

Obviamente, ante esta ausencia de la necesaria nor- 
mativa reguladora de los planes de estudio y denomi- 
nación de los títulos o diplomas correspondientes y! en 

1984-85. 

-271 - 



CORTES GENERALES 25 DE ABRIL DE 1992.-SERIE A. NOM. 37 

definitiva, de las condiciones de obtención de los mis- 
mos, difícilmente resulta posible proceder a la expe- 
dición de títulos de la referida especialidad, o de la de 
arte dramático, en la misma situación normativa, aun- 
que dichas especialidades vienen cursándose, sin em- 
bargo, en los centros oficiales correspondientes, lo que 
sin duda genera en los alumnos unas expectativas res- 
pecto a los efectos que se derivan de las enseñanzas rea- 
lizadas que no corresponden al actual estado de 
regulación de los mismos. 

La queja formulada fue admitida a trámite, y solici- 
tado inicialmente informe de la Dirección Provincial 
de Educación y Ciencia de Madrid, este centro directi- 
vo nos manifestó que la expedición de títulos o diplo- 
mas de Danza para las entonces escuelas de arte 
dramático y danza se suspendió a raíz de instruccio- 
nes recibidas en tal sentido, en enero de 1986, dé la Sub- 
dirección General de Enseñanzas Artísticas ((por 
encontrarse pendiente de regulación el procedimien- 
to de expedición». 

Efectivamente, la normativa reguladora de las con- 
diciones para la obtención, expedición y homologación 
de títulos académicos y profesionales no universitarios, 
contenida en el Real Decreto 1564/1982, de 18 de junio, 
autoriza al Ministerio de Educación y Ciencia para dic- 
tar las disposiciones necesarias para su aplicación. 

Esta regulación se ha ido produciendo para las dis- 
tintas enseñanzas artísticas, pero no se ha desarrolla- 
do para los estudios de danza y arte dramático. Este 
vacío normativo es, en definitiva, el que impide la ex- 
pedición de títulos de estas especialidades, para lo que 
sería necesario que previamente se aprobaran los pla- 
nes de estudio respectivos y se determinara la deno- 
minación de los títulos y diplomas correspondientes. 

Ante la situación de vacío normativo descrita, esta 
institución consideró necesario formular una recomen- 
dación al Ministro de Educación y Ciencia, en la que 
literalmente proponíamos que aen el contexto de los 
desarrollos reglamentarios necesarios para la implan- 
tación del sistema previsto en la Ley Orgánica 111990, 
de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema 
Educativo, se aborde con carácter prioritario la orde- 
nación de las enseñanzas de danza y de arte dramáti- 
co y se dé tratamiento adecuado a la situación de los 
alumnos que hubiesen cursado con anterioridad estu- 
dios de las referidas especialidades en los centros ofi- 
ciales correspondientes». 

En el escrito que dirigimos al titular del referido de- 
partamento, señalábamos que no podíamos dejar de ha- 
cer notar la necesidad de que dicha regulación se 
incluya entre las que el Ministerio de Educación y Cien- 
cia debe elaborar de manera prioritaria, tal como pa- 
rece demandar inexcusablemente el prolongado vacío 
normativo en que se vienen desarrollando estos estu- 
dios y la reciente promulgación de un texto legal que 
ofrece la base necesaria para proceder a regular urgen- 
temente la ordenación de las enseñanzas a que nos ve- 
nimos refiriendo. Insistíamos, además, en que dicha 
regulación debería dar ya tratamiento adecuado a la 

situación de los alumnos que hubiesen cursado con an- 
terioridad estudios de danza o arte dramático en los 
centros oficiales, mencionados, tema que, a nuestro jui- 
cio, no debería posponerse remitiendo su determina- 
ción a un ulterior desarrollo de la reglamentación que 
se dicte. 

En la contestación que se nos ha remitido, el Minis- 
tro de Educación nos da cuenta, en los siguientes tér- 
minos, de los trabajos ya iniciados en orden a la 
elaboración de la normativa de ordenación de los es- 
tudios de danza y arte dramático: 

«Este Ministerio no es insensible al vacío normativo 
que aún existe en cuanto a ordenación académica y ti- 
tulaciones en las enseñanzas de Danza, lo que ha pro- 
piciado que los diversos centros, aun habiendo 
alcanzado unos importantes niveles de calidad forma- 
tiva, hayan aplicado planes de estudio diferentes en sus 
contenidos y duración. En esta situación de vacío nor- 
mativo resultaba prudente, como V.E. así lo subraya, 
no proceder a expedir titulaciones hasta tanto no exis- 
tiese una ordenación académica definida con carácter 
general. 

No obstante, hay que resaltar que ello no ha supues- 
to indefensión o carencia de efectos para los alumnos 
y alumnas que han superado estas enseñanzas, ya que, 
en todos los casos, se ha aceptado el certificado oficial 
de haber culminado los estudios de Danza, sea cual fue- 
re el centro expedidor de dicho certificado, para obte- 
ner plazas de Profesores vacantes, en régimen de 
interinidad, y para opositar a los distintos Cuerpos de 
Profesores existentes, al margen del reconocimiento pa- 
ra ejercer la profesión de bailarín o bailarina. 

Con independencia de esta medida mitigatoria, el Mi- 
nisterio es consciente de la urgencia y prioridad en la 
solución definitiva de esta situación. En este sentido, 
y en relación con la ordenación futura de estas ense- 
ñanzas, he de manifestar a V.E. que, en la actualidad, 
el Departamento está trabajando, en colaboración con 
las Comunidades Autónomas con competencias educa- 
tivas y con los sectores afectados, en un plan de estu- 
dios que regule, de acuerdo con la legislación vigente, 
las enseñanzas en materia de Danza y de Arte Dramá- 
tico mínimas y obligatorias para todo el territorio na- 
cional y, simultáneamente, el Ministerio de Educación 
y Ciencia está elaborando aquella parte de las enseñan- 
zas de Danza y Arte Dramático que corresponde .fijar 
a cada administración educativa y que, junto con las 
mínimas, constituirán en breve plazo la ordenación aca- 
démica del sector de Danza y Arte Dramático. 

Asimismo, y en cumplimiento de la Disposición Adi- 
cional Cuarta, apartado séptimo, de la Ley de Ordena- 
ción General del Sistema Educativo, el Departamento 
Está elaborando un proyecto de Real Decreto para es- 
tablecer las equivalencias de las titulaciones anterio- 
res a las establecidas en dicha Ley Orgánica y en este 
marco se contemplan las enseñanzas de Arte Dramáti- 
10 y de Danza.» 
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A lo largo del año 1992 esta institución estará pen- 
diente de la solución definitiva de este problema, re- 
quiriendo a las autoridades educativas la aprobación 
de las indispensables disposiciones normativas retra- 
sadas ya en exceso. 

- Alumnos adelantados de curso. 

Prácticamente todos los años en el período que me- 
dia entre la terminación de un curso escolar y el co- 
mienzo del siguiente se reciben en esta institución un 
cierto número de quejas de padres de alumnos que 
cuestionan desde distintos puntos de vista las decisio- 
nes denegatorias adoptadas por la Dirección General 
de Renovación Pedagógica sobre las solicitudes de re- 
gularización de la situación académica de sus hijos que 
han concluido o vienen cursando la educación general 
básica con un año de adelanto respecto a lo que les co- 
rrespondería, de acuerdo con la normativa vigente, por 
razón de su edad cronológica. 

La Ley General de Educación establece en este as- 
pecto que la educación general básica «comprenderá 
ocho años de estudios, cumpliéndose normalmente en- 
tre los seis y los trece años de edadu. 

Dicha prescripción legal ha sido aplicada en sus tér- 
minos más estrictos, de acuerdo con la normativa de 
desarrollo de la ley que sucesivamente ha venido a re- 
gular los distintos aspectos relativos a la ordenación 
académica de este nivel educativo, 

Sin perjuicio de lo anterior, una serie de órdenes mi- 
nisteriales, entre ellas las de 13 de noviembre de 1984 
y de 30 de diciembre de 1986, han contemplado la si- 
tuación de aquellos alumnos que de hecho y a pesar 
de las prescripciones contenidas al respecto en las nor- 
mas vigentes, han cursado la educación general bási- 
ca con un año de adelanto en relación con su edad, 
estableciendo la posibilidad de que los interesados so- 
licitasen en tales casos la regularización de su situa- 
ción académica y facultando a la Administración 
educativa competente para adoptar la solución más 
adecuada en función de los datos académicos y perso- 
nales del alumno. 

La aplicación de las referidas órdenes, al menos de 
acuerdo con los datos de que disponemos al respecto, 
ha sido sumamente restrictiva. Cabe referirse en este 
sentido a las instrucciones para aplicación de la últi- 
ma de las órdenes mencionadas -de 30 de diciembre 
de 1986-, contenidas en la resolución de 7 de abril de 
1987 de la entonces Secretaría General de Educación, 
en cuyo apartado primero se señala lo siguiente: 

«Solamente podrán solicitar adelanto de curso los pa- 
dres o tutores legales para aquellos alumnos que ha- 
yan superado la Educación General Básica con notable 
aprovechamiento, que actualmente se encuentren en 
el octavo nivel y en los que concurran circunstancias 
personales excepcionales, en las que la repetición de 
curso les pueda producir graves perjuicios. )> 

De hecho, según hemos podido constatar con ocasión 
de diversas quejas, la Dirección General de Renovación 
Pedagógica, que asume en estos momentos la adopción 
de las decisiones administrativas en la materia, denie- 
ga casi sistemáticamente la regularización de la situa- 
ción académica de estos alumnos. Ello se produce 
incluso en supuestos en que el rendimiento académi- 
co de los mismos debe calificarse como sobresaliente 
de acuerdo con su expediente personal, y en los que la 
documentación aportada al efecto al referido órgano 
administrativo incluye opiniones facultativas que ava- 
lan un buen nivel de integración del alumno con los de 
superior edad con los que cursa sus estudios, y un ni- 
vel madurativo adecuado también al nivel de las ense- 
ñanzas efectivamente cursadas, datos todos ellos de los 
que parece debería desprenderse una solución positiva. 

En tales casos, sin embargo, la dirección general pa- 
rece entender que no concurren las circunstancias ex- 
cepcionales en consideración a las cuales procede 
conceder la regularización en los términos de las ins- 
trucciones mencionadas y, en definitiva, que no se de- 
riva ningún grave perjuicio en la trayectoria académica 
de los alumnos a los que se deniegue la misma, a pesar 
de que la resolución denegatoria determina la obliga- 
ción para los alumnos de repetir un curso, por razo- 
nes absolutamente ajenas a su rendimiento académico 
objetivo. 

Este criterio interpretativo de la Dirección General 
nos induce a formular dos recomendaciones al respec- 
to, máxime cuando la regulación contenida en la Ley 
de Ordenación General del Sistema Educativo en rela- 
ción con el nivel de educación primaria -«La educa- 
ción primaria comprenderá seis cursos, desde los seis 
a los doce años de edadu- permite suponer que el pro- 
blema se planteará en lo sucesivo en términos simila- 
res a los actuales. 

En primer lugar, nos parece necesario sugerir al re- 
ferido departamento la necesidad de instruir a los ser- 
vicios de inspección competentes en el sentido de que 
extremen al máximo la vigilancia respecto al estricto 
cumplimiento de las normas que establecen la incor- 
poración de los alumnos a los cursbs que les corres- 
pondan por razón de su edad. 
Lo que no parece admisible, y sin embargo se produ- 

ce en muchos de los casos que nos han sido plantea- 
dos (9106998) es que se extreme el rigor al aplicar, con 
todas sus posibles consecuencias negativas para el 
alumno, las prescripciones sobre ordenación académi- 
ca relativas a edad y tiempo de escolaridad en la 
educación general básica, e interpretar muy restricti- 
vamente las normas que permiten regularizar la situa- 
ción de los alumnos que han cursado la educación 
general básica con adelanto respecto a su edad, sin que, 
al propio tiempo, se pongan a contribución todos los 
medios necesarios para subsanar en el momento en que 
se producen irregularidades que en la mayoría de las 
ocasiones tienen su origen ya en los inicios de la esco- 
laridad obligatoria de estos alumnos y que, sin embar- 
go, no siempre son detectadas, como se debería, en el 
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curso del ejercicio ordinario de las funciones que co- 
rresponden a los servicios de inspección técnica de edu- 
cación. 

El seguimiento que hemos realizado de algunos de 
los casos que nos han sido planteados nos permite de- 
ducir, por otra parte, que la Administración educativa 
no adopta en relación con estos alumnos ninguna me- 
dida que garantice la progresión del proceso académi- 
co y educativo de estos alumnos durante el tiempo en 
que deben repetir un curso cuyas enseñanzas ya han 
superado, en los casos a que nos referimos, con un apro- 
vechamiento más que notable, lo que obviamente pa- 
rece igualmente discutible en cuanto a su más adecuada 
formación. 

En algunos casos (9106998) se nos manifiesta que el 
alumno cuya regularización académica se ha denega- 
do, y teóricamente obligado a repetir 8.0 curso de edu- 
cación general básica, cursa con carácter de oyente el 
lCr. curso de Bachillerato. Esta solución, a nuestro jui- 
cio, pospone y, en definitiva, corre el peligro de repro- 
ducir el problema en relación con el nivel educativo 
sucesivo, y entraíía de hecho una forma encubierta de 
atender a la solución de un problema que debería re- 
solverse con fórmulas de pleno derecho. iCuál es la mo- 
tivación de fondo que hace posible que de hecho el 
alumno siga de oyente un curso al que se le niega per- 
tenecer de pleno derecho y con íos correspondientes 
efectos académicos? 

Además de esta posible incongruencia no nos cons- 
ta, que alternativamente al menos, se adopten, ni están 
por lo demás contempladas en las normas de ordena- 
ción educativa que fijan las enseñanzas mínimas para 
el ciclo superior de la educación general básica, medi- 
das tendentes a garantizar la necesaria progresión en 
el proceso educativo del alumno durante el año en que 
se ve obligado a repetir un curso académico, habitual- 
mente el 8.0 de educación general básica, ya superado. 

Sin duda, la Ley de Ordenación General del Sistema 
Educativo ha creado un marco adecuado -oferta di- 
versificada, optatividad, adaptaciones curriculares- 
para que las disposiciones que se dicten en su desarro- 
llo y la propia realidad educativa se adapten en el fu- 
turo a las necesidades de los alumnos con aptitudes 
sobresalientes. 

Sin perjuicio de ello, entendemos que además, y de 
forma inmediata, el Ministerio de Educación y Ciencia 
debería adoptar las medidas necesarias para garanti- 
zar en lo sucesivo la adecuada respuesta educativa a 
los alumnos que, por las circunstancias ajenas a su ren- 
dimiento académico a que nos venimos refiriendo, se 
ven en la necesidad de repetir el idtimo curso de la edu- 
cación general básica. 

10.1.4. Centros docentes 

- Dificultades surgidas en la cesión de solares pa- 
ra la construcción de nuevos centros. 

En ocasiones se dirigen a esta institución represen- 
tantes de distintos sectores de la comunidad educativa 
de un centro docente cuestionando la adopción, por la 
Administración educativa competente, de medidas de 
índole organizativa que, por distintas razones, resultan 
a su juicio perjudiciales para el normal desarroíio de 
la actividad de un centro, o que podrían, a su entender, 
sustituir por otras medidas alternativas más ajustadas 
a los intereses de los alumnos o al objetivo que las mis- 
mas pretenden. 

A los promoventes de estas quejas solemos advertir- 
les del ámbito y carácter de las facultades que corres- 
ponden a las Administraciones públicas en relación con 
la organización de los servicios cuya gestión les está 
encomendada. 

Les maniiestamos, en definitiva, que en el ámbito or- 
ganizativo, y siempre que las decisiones concretas que 
se adopten se produzcan dentro del marco de las com- 
petencias atribuidas a cada órgano y de las disposicio- 
nes vigentes que regulan el sector administrativo de que 
se trate, la Administración dispone de un necesario mar- 
gen de discrecionalidad para la adopción de las medi- 
das o soluciones que juzgue más adecuadas en cada 
caso. 

En determinados supuestos, sin embargo, tales deci- 
siones repercuten de forma directa en las condiciones 
de escolarización de los alumnos, y, en definitiva, en 
el ejercicio por éstos de su derecho a la educación. 

En estos casos solicitamos informacíón del órgano 
administrativo competente respecto a las circunstan- 
cias que han determinado la adopción de una determi- 
nada solución organizativa y sobre las posibles 
alternativas que se hayan manejado y desechado para 
llegar a la decisión final. 

Pues bien, un supuesto de esta índole es el que ini- 
cialmente planteaba el promovente de la queja 9117486, 
presidente de la Asociación de Padres de Alumnos del 
Instituto de Bachillerato Leopoldo Cano de Valladolid. 

El reclamante manifestaba en su escrito el malestar 
de la referida asociación de padres, que según asegu- 
raba compartían otros sectores de la comunidad edu- 
cativa del centro, ante la decisión adoptada por la 
Dirección Provincial del Ministerio de Educación y 
Ciencia de Valladolid en relación con la organización 
de un turno de tarde en dicho Instituto. 

Señalaba en concreto que el referido instituto aco- 
gía ya, en dos turnos de mañana y nocturno, a aproxi- 
madamente 1.500 alumnos. 

El establecimiento de un tercer turno vespertino ade- 
más de significar a su juicio una sobreutilización de 
las instalaciones del centro que repercutiría muy ne- 
gativamente en el estado de las mismas, que se descri- 
bían como de una calidad constructiva muy deficiente 
y en un nivel de deterioro considerable, impediría ade- 
más la realizaci6n de las labores ordinarias de mante- 
nimiento y limpieza en el mismo. 

Además de estas implicaciones poco deseables en el 
estado de las instalaciones y del mantenimiento del cen- 
tro, el reclamante se refería a las consecuencias nega- 

- 274 - 



CORTES GENERALES 25 DE ABRIL DE f992.-SERIE A. NOM. 37 

tivas que la implantación de dicho turno tendría en el 
desarrollo de una parte de las actividades educativas 
del centro -actividades extraescolares, deportivas, de 
recuperación, e t c ,  que venían realizándose precisa- 
mente en el período horario que se va a ocupar por el 
nuevo turno que se programa. 

LQS alumnos del referido nuevo turno deberían ser 
atendidos, según indicaba el reclamante, por los profe- 
sores que componían la actual plantilla del centro que, 
por consiguiente, no podrían dedicar el tiempo nece- 
sario a las actividades complementarias a que hasta 
ahora venían dedicandose. 

Señalaba por otra parte que dado que existía un pro- 
yecto ya muy avanzado para la construcción de otro ins- 
tituto de bachiilerato en el mismo barrio, cuyas obras 
se iniciarían al parecer durante el curso académico 
1991-92, el estabIecimiento de dicho nuevo turno podría 
revestir la forma de alojamiento provisional del mismo 
en las instalaciones del Centro ya existente. Ello per- 
mitiría dotar al nuevo turno de la correspondiente pian- 
tilia de profesores y de nuevos medios presupuestarios 
con los que podría hacer frente a los gastos derivados 
de su funcionamiento y se evitaría en consecuencia al 
menos una parte de los inconvenientes que, segUn en- 
tiende el reclamante, se derivan de su organización. 

Afirmaba incluso que en el barrio existen instaiacio- 
nes correspondientes a centros de educación general 
básica que pueden adaptarse para albergar provisional- 
mente el funcionamiento del nuevo Instituto. 

Solicitado informe de la Dirección Provincial del Mi- 
nisterio de Educación y Ciencia de Valladolid, el men- 
cionado organismo nos remitió una comunicación en 
la que se describían las características constructivas 
del edificio en que está ubicado el instituto, se enume- 
raban los espacios disponibles en el mismo, que se ca- 
lificaban como suficientes para acoger a los grupos del 
nuevo turno y se aludía al importante déficit de plazas 
de bachillerato en la zona en que está situado el insti- 
tuto, y en otras de la capital, como determinante de la 
solución adoptada para el presente curso. 

En relación con este último aspecto de la cuestión se 
concretaba que: 

«El turno vespertino ha existido en otros tres centros 
en el pasado curso a fin de subsanar el déficit de pla- 
zas ante el retraso de la construcción de los nuevos cen- 
tros aprobados, por falta de solares y dificultad de 
cesión por parte del Ayuntamiento», y se precisaba que 
«la Dirección Provincial del Ministerio de Educación 
y Ciencia de Valladolid, dentro del Programa de modi- 
ficación de la Red de Centros públicos de Enseñanzas 
Medias 1991-92, inició los trámites para la creación ju- 
rídica de un nuevo centro (Mixto 14), previsto en la pla- 
nificación provincial para la zona SW (barrios de 
Pajarillos, Pilarica, Belén). Los problemas de disponi- 
bilidad de solar, antes enunciados, hicieron que el Mi- 
nisterio desestimase la creación de un Instituto para 
el curso 1991-92 y, en su lugar, autorizase la puesta en 
marcha de una Extensión, que funcionase como vesper- 

tino, a fin de paliar transitoriamente parte de1 déficit 
de puestos escolares en bachillerato. )) 

En definitiva, la tramitación inicial de la queja pare- 
ce revelar la persistencia de un problema que ya había- 
mos detectado en otras ciudades, y al que hicimos 
mención en nuestro informe anual correspondiente a 
1989, en el que nos referíamos a las dificultades que 
parecían surgir en ocasiones para que los ayuntamien- 
tos cedan los solares necesarios para la construcción 
de nuevos institutos de bachillerato. 

Ya en dicho informe destacábamos la importancia ca- 
pital que a nuestro juicio tenía el probiema, ya que, se- 
gún señalábamos, hasta el momento en que e€ asunto 
se planteó por primera vez en la ciudad de Burgos, la 
totalidad de los institutos de bachillerato públicos ha- 
bían sido edificados en terrenos cedidos por Ias cor- 
poraciones locales. Entendíamos entonces que la 
quiebra de dicha forma de actuación podría determi- 
nar alteraciones significativas en el desarro110 del pro- 
grama de contrucciones escolares del Ministerio de 
Educación y Ciencia, cuyas consignaciones presupues- 
tarias a estos efectos no prevén partidas destinadas a 
la adquisición de solares, y precisábamos que todo ello 
tendría muy especial repercusión en aquellas zonas de 
población de edificación reciente en las que las necesi- 
dades de puestos escolares de este nivel serían acuci,an- 
tes en un futuro próxima 

En relación con el tema que ahora se plantea en la 
ciudad de WladoIid hemos solicitado el informe de su 
ayuntamiento, en fechas todavía próximas al momento 
en que procedemos a la redacción de este informe. Por 
ello, no disponemos por ahora de la versión del ayim- 
tamiento sobre el asunto, ni conocemos cuáles hayan 
sido las dificultades concretas surgidas para la cesión 
por éste de los solares necesarios. 

Sin embargo, tanto este caso como otro similar que 
ha puesto de manifiesto la tramitación de la queja 
9120360, a la que nos referiremos a continuación, in- 
ducen a pensar en una cierta generalización del pro- 
blema y en la conveniencia, por consiguiente, de que 
se abran las vías de cooperación con las corporaciones 
locales en materia de construcciones escolares a que 
se refieren ,la Ley Orgánica reguladora del Derecho a 
la Educación, y más recientemente ia Ley de Ordena- 
ción General del Sistema Educativo, lo que muy posi- 
blemente exigiría el establecimiento, a favor de éstos, 
de mecanismos de compensación económica por par- 
te del Estado. 

La otra queja que sirve para ilustrar la relativa gene- 
ralización del problema a que nos hemos referido, esta 
vez en relación con la construcción de nuevos centros 
públicos de Educación General Básica, es la ya men- 
cionada 9120360, formulada por la Federación de Aso- 
ciaciones de Padres de Alumnos de Ibiza. 

La queja hacía referencia al considerable estado de 
deterioro y a las deficiencias existentes en las instala- 
ciones de los colegios públicos de la isla. 

Además de otros centros concretos que presentaban 
deterioros o problemas de conservación que han sido 
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ya subsanados según hemos podido determinar como 
consecuencia de la tramitación de la queja, en la mis- 
ma se hacía referencia a un centro concreto, el colegio 
público «Portal Noun, cuyas instalaciones se describían 
en los siguientes términos: 

«Una parte de sus instalaciones consiste en tres mó- 
dulos prefabricados instalados con carácter provisio- 
nal a finales del año 1973. 

Los referidos módulos están construidos con unos pa- 
ramentos de paja prensada que, debido a su mal esta- 
do, presentan perforaciones. Su instalación eléctrica se 
encuentra en muy mal estado y también la carpintería 
de cierre. 

Todo ello no sólo hace inhabitables dichos módulos, 
uno de los cuales continúa utilizándose por los alum- 
nos, sino que, además, la combustibilidad de sus mate- 
riales convierte en potencialmente peligrosa su 
existencia dentro del recinto escolar. 

De hecho, uno de ellos sufrió un incendio en el año 
1989 a consecuencia del cual quedó totalmente destrui- 
do, lo que ha obligado a desplazar a una parte del alum- 
nado a las instalaciones de otro centro docente.)) 

El reclamante entiende que sería imprescindible la 
inmediata demolición de los módulos que subsisten y 
la iniciación de las obras necesarias para la construc- 
ción de unas nuevas instalaciones que permitiesen al- 
bergar en las debidas condiciones a todos los alumnos 
del colegio. 

Naturalmente, procedimos a la tramitación de la que- 
ja ante la Dirección Provincial del Ministerio de Edu- 
cación y Ciencia y ante el Ayuntamiento de Ibiza. 

Este último, en su informe, se limita a manifestar que 
los módulos prefabricados, cuyas condiciones de habi- 
tabilidad y seguridad habían sido tan negativamente 
descritas por los reclamantes, habían sido ya demoli- 
dos por orden y a costa del ayuntamiento. 

La dirección provincial, además de confirmar en su 
totalidad la versión de los interesados en relación con 
el estado de las instalaciones del centro, nos asegura 
que «el Ministerio de Educación y Ciencia ha intenta- 
do desde hace más de cinco años la construcción de un 
centro sustitutorio del actual, sin que el Ayuntamiento 
de Ibiza pusiese a disposición, como es preceptivo, el 
solar. Esta dirección provincial dispone de un amplio 
dossier que corrobora lo dicho. 

Resuelto recientemente el problema del solar, la di- 
rección provincial procedió a la redacción de un pro- 
yecto, cuya subasta estará publicada en el Boletín 
Oficial del Estado probablemente antes de que esta res- 
puesta llegue a esa institución. 

El plazo de ejecución de la obra será de unos diez me- 
ses, por lo que este curso 91-92 será el Último en el que 
se utilicen las aulas prefabricadas)). 

Aunque del contenido de este último informe se de- 
duce que los problemas existentes en relación con las 
instalaciones del centro se encuentran en vías de obte- 
ner una solución a corto plazo, también se desprende 

del mismo que dicha solución se ha demorado mucho 
más de lo deseable, con las negativas repercusiones que 
son evidentes sobre las condiciones de escolarización 
de los alumnos, a causa de problemas surgidos en la 
disponibilidad de los solares necesarios, que por últi- 
mo han sido cedidos por el ayuntamiento. 

Aun cuando el problema, de acuerdo con las previ- 
siones existentes, será definitivamente solucionado a 
lo largo de este curso, en el que está prevista la cons- 
trucción del nuevo edificio destinado a albergar al cen- 
tro, hemos considerado conveniente solicitar 
información respecto al carácter de las dificultades 
transitorias surgidas en torno a la disponibilidad de so- 
lares necesarios, información que, por el momento, no 
nos ha sido remitida, ya que, según informa la Direc- 
ción Provincial de Educación en Baleares, la elabora- 
ción de ésta requiere la consulta pormenorizada de 
archivos y documentos para detallar caso por caso el 
carácter de los problemas planteados. 

- Instalaciones deportivas y para la práctica de la 
educación física en colegios públicos de Madrid. 

Continúan sin obtener la necesario solución a lo lar- 
go del período a que se refiere este informe las deficien- 
cias detectadas en algunos colegios públicos de Madrid 
capital, en lo que se refiere a la dotación de las instala- 
ciones necesarias para la práctica de la educación ffsi- 
ca y del deporte. 

Ya en nuestro anterior informe, en el que pormeno- 
rizábamos la gestión de esta institución en el año 1990, 
aludíamos a la tramitación inicial de varias quejas re- 
lacionadas con esta carencia (9013484,9013488,9014984 
y 9015434), en relación con las cuales solicitamos in- 
formación de la Dirección Provincial de Educación y 
Ciencia y del Ayuntamiento de Madrid. 

Los informes recibidos nos han permitido constatar 
que en uno de los casos planteados (9013488) el ayun- 
tamiento, al parecer, en el ejercicio de las funciones de 
mantenimiento y conservación de los colegios públicos 
que le atribuyen las normas vigentes, ha asumido la rea- 
lización de las obras de cerramiento de un porche que 
se ha habilitado como gimnasio. 

En los demás supuestos, sin embargo, después de rei- 
teradas solicitudes de información a la dirección pro- 
vincial y al ayuntamiento mencionados, no ha sido 
posible, no ya alcanzar una solución al asunto, sino, in- 
cluso, determinar la autoridad -educativa o 
municipal- que debe proceder a su adopción. 

En efecto, de las contestaciones recibidas parece de- 
ducirse que la dirección provincial entiende que es el 
Ayuntamiento de Madrid quien debe asumir la dotación 
de las instalaciones deportivas en los colegios públicos 
de la capital. 

A este respecto, se señala que el Ayuntamiento de Ma- 
drid no ha suscrito con el Consejo Superior de Depor- 
tes uno de los acuerdos que se prevén en el convenio 
suscrito entre el Ministerio de Educación y Ciencia y 
la Comunidad de Madrid para el desarrollo del Plan de 
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Extensión de la Educación Física y el Deporte Escolar 
en los centros docentes no universitarios. 

De acuerdo con el informe del mencionado órgano 
de la Administración educativa, debe entenderse que 
es en la referida vía consensual en la que el Consejo 
Superior de Deportes asume los proyectos existentes 
para dotar de instalaciones deportivas o mejorar las 
existentes en los colegios públicos. 

En los demás casos, es decir, en el supuesto de ayun- 
tamientos de la provincia de Madrid que, como en el 
caso del de la capital, no han suscrito convenio con el 
Consejo Superior de Deportes, son aquéllos, por el con- 
trario, los que deben asumir tales proyectos, en crite- 
rio de dicha dirección provincial. 

En el referido informe no se establece claramente si 
este órgano directivo considera que las anteriores apre- 
ciaciones deben hacerse extensivas a la dotación de gim- 
nasio a los colegios públicos que carecen del mismo, 
aunque su condición de instalaciones necesarias para 
la realización de una asignatura que forma parte de los 
planes de estudio del nivel educativo de educación ge- 
neral básica parece que debería traducirse en una so- 
lución diferente. 

Por su parte, el Ayuntamiento de Madrid nos mani- 
fiesta en su informe, al referirse a la carencia de insta- 
laciones deportivas de uno de los colegios públicos a 
que aludían las quejas planteadas, que, a su juicio, la 
construcción de tales instalaciones cae bajo la compe- 
tencia del Ministerio de Educación y Ciencia, al igual 
que la de los edificios escolares. 

Tampoco en el informe del ayuntamiento se hace pro- 
nunciamiento expreso, a pesar de que habíamos solici- 
tado determinadas precisiones al respecto, sobre los 
cometidos que le corresponden en relación con la cons- 
trucción de gimnasio en los colegios públicos. 

De acuerdo con los últimos informes recibidos, nin- 
guna de las dos instancias administrativas consultadas 
considera de su competencia la construcción de insta- 
laciones deportivas en los centros docentes, y ninguna 
de las dos se pronuncia claramente en relación con la 
autoridad -educativa o municipal- a la que corres- 
ponde asumir la dotación de gimnasio en los centros 
públicos que carecen del mismo. 

La normativa vigente encomienda al Ministerio de 
Educación y Ciencia la construcción de los edificios 
destinados a albergar los centros docentes, y estable- 
ce que los edificios de los colegios públicos, una vez 
construidos, serán propiedad del municipio respecti- 
vo, que asume, en relación con los mismos, la realiza- 
ción de los cometidos necesarios para la conservación, 
mantenimiento y vigilancia de los mismos. 

De las actuaciones hasta ahora realizadas parece des- 
prenderse que el ayuntamiento apoya su implícita ne- 
gativa a asumir la dotación de las instalaciones 
referidas en los centros en la consideración de que su 
construcción debe estimarse comprendida en la de los 
edificios escolares propiamente dicha, y en consecuen- 
cia ha de ser asumida por la Administración educativa. 

Por su parte, la Dirección Provincial del Ministerio 

de Educación y Ciencia de Madrid, ante la que hasta 
ahora hemos tramitado las quejas de referencia, alu- 
de, sin mayores especificaciones, a lo establecido en el 
artículo 51 del texto refundido de la Ley de Enseñanza 
Primaria, aprobado por Decreto 19311967, de 2 de fe- 
brero, de acuerdo con el cual los edificios públicos es- 
colares, cualquiera que haya sido el procedimiento de 
su financiación, serán propiedad del municipio en que 
estén situados. 

De este dato normativo, es decir, de la propiedad mu- 
nicipal de los edificios públicos escolares, parece de- 
ducir de manera implícita el referido órgano de la 
Administración educativa que son los ayuntamientos 
propietarios quienes deben subvenir a la dotación de 
las referidas instalaciones en los centros de su pro- 
piedad. 

En consecuencia, dada la falta de acuerdo sobre el 
asunto, hemos considerado necesario solicitar nuevos 
informes de las direcciones generales de Infraestruc- 
turas Deportivas y de Programación e Inversiones, am- 
bas del Ministerio de Educación y Ciencia, en relación 
con los cometidos que les correspondan en relación con 
la dotación de instalaciones deportivas y para la prác- 
tica de la educación física específicamente en el caso 
de los colegios públicos de la ciudad de Madrid. Idén- 
tica información se ha solicitado con respecto a los pro- 
yectos que eventualmente existan en el ámbito de las 
respectivas direcciones generales para dotar de las ins- 
talaciones ya mencionadas a los centros docentes a que 
en concreto se refieren las quejas que nos han sido plan- 
teadas. 

En el momento de redactar este informe no hemos 
recibido todavía respuesta a las comunicaciones a que 
hemos hecho referencia. 

Sin embargo, y con independencia de las actuaciones 
que decidamos tras su estudio detallado al amparo de 
la normativa vigente, queremos evidenciar aquí que el 
desacuerdo entre dos administraciones con obligacio- 
nes en el ámbito educativo está afectando negativamen- 
te a la formación física y deportiva de un considerable 
número de alumnos. 

Ciertamente hay supuestos concretos que la legisla- 
ción no prevé y otros en los que pueden surgir razona- 
bles dudas interpretativas. Para estos casos, dos 
administraciones responsables y sensibles disponen de 
amplios márgenes para arbitrar convenios de coopera- 
ción a través de los cuales se evite que la ausencia o 
la oscuridad de las normas ampare la inacción admi- 
nistrativa. 

10.1.5. Educación Especial 

Siguen siendo significativas las quejas recibidas en 
relación con la deficitaria atención en materia de edu- 
cación especial, tanto en lo referente a la escasez de pla- 
zas escolares de esta naturaleza como a la carencia de 
material especializado en los centros de educación es- 
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pecial o en los centros ordinarios acogidos a progra- 
mas de integración de personas con minusvalía. 

Las situaciones descritas en las quejas que se reci- 
ben en esta materia son tomadas en consideración con 
un particular interés por esta institución, ya que de con- 
firmarse suponen una vulneración del derecho consti- 
tucional a la educación, especialmente amparado en lo 
que se refiere a las personas disminuidas por el ar- 
tículo 49 de la Constitución, así como un incumplimien- 
to de las previsiones contenidas en el Real Decreto 
33411985, de 6 de marzo, de Ordenación de la Educa- 
ción Especial. 

Adicionalmente debe resefiarse que aun cuando este 
apartado se incluya en el capítulo correspondiente a la 
Administración del Estado, no todas las quejas trami- 
tadas, ni aun las que se reseñan, corresponden a cen- 
tros de la competencia del Ministerio de Educación y 
Ciencia, sino que hay otras administraciones implica- 
das, las cuales aparecen oportunamente señaladas en 
el texto. 

En el expediente 91335, la interesada exponía diver- 
sas objeciones contra el sistema de educación especial 
para alumnos disminuidos y, en concreto, contra la apli- 
cacián del mismo por parte de los responsables del cen- 
tro público de integración «Cristóbal Colón,, de Alcalá 
de Henares, donde hasta el curso 1989-90 se encontra- 
ba escolarizado su hijo, que presenta una disfasia re- 
ceptiva. 

Al respecto ponía de manifiesto la reclamante que, 
ante la negativa del citado centro a permitirle a su hijo 
la repetición del curso de 3P de E.G.B. que había reali- 
zado ei pasado año, se había visto obligada, dada la 
ausencia de plazas en otro centro público, a matricu- 
larle en un colegio privado de Madrid capital, en el que 
le habían admitido la matrícula en 2P de E.G.B. 

De la tramitación de la queja se llegó a la conclusión 
de que, tal y como afirmaba la promovente, en la deci- 
sión de negar la posibilidad de repetir curso a su hijo 
habían pesado de forma decisiva factores estructura- 
les del propio centro público de integración «Cristóbal 
Colónn, en detrimento de las necesidades educativas del 
alumno. 

Dicha conclusión quedaba de manifiesto en el infor- 
me elevado por el Director del centro al Servicio de Ins- 
pección Educativa, que la propia Dirección Provincial 
del Ministerio de Educación y Ciencia de Madrid nos 
remitió, en el que se afirmaba 1it:ralmente que de los 
informes previos emitidos al respecto por el orientador, 
la profesora de apoyo y la profesora tutora se despren- 
día que: 

1P 

2P 
Era razonable la petición de los padres. 
La repetición de curso era problemática, pues en 

los niveles inferiores (en 1." y 2.0 de EGB), las cuatro 
aulas contaban ya con dos alumnos de integración 
-cada una-, lo que, según los términos de los infor- 
mes antes citados, t<no permitía ningún margen de ma- 
niobra.. 

Las consideraciones tenidas en cuenta para denegar 
la solicitud de repetición de curso, que por otra parte 
había sido aconsejada por el centro donde el alumno 
recibía apoyo logopédico, impulsaron a los padres a 
trasladar a su hijo, buscando una alternativa que die- 
se satisfacción exclusivamente a las necesidades espe- 
cíficas de su hijo no suficientemente atendidas en el 
centro antes mencionado, aun cuando dicha alternati- 
va resultara doblemente onerosa tanto en el aspecto 
económico, al tratarse de un colegio privado, como en 
el derivado de la lejanía del mismo respecto de su do- 
micilio. 
De estas conclusiones se dio cuenta al Director Pro- 

vincial del Ministerio de Educación y Ciencia de Ma- 
drid, anunciando la inclusión del asunto en este 
informe anual, ya que no cabía proseguir la tramitación 
individualizada de la queja por la decisión de los pa- 
dres de escolarizar a su hijo en un centro privado. 

La promovente de la queja 9118359 planteaba su dis- 
conformidad con el cierre del centro «Pascua1 de An- 
dagoya,, de Vitoria, en el que se encontraba 
escolarizada su hija menor, alegando que la integración 
de los alumnos de dicho centro en el colegio especial 
de eBlas López de Lakua», no garantizaba su adecua- 
da atención, ante la insuficiencia de espacio y medios 
para asegurar el nivel de enseñanza que se impartía en 
el centro clausurado. 

Esta queja actualmente en trámite se encuentra pen- 
diente de que por la Dirección General de Renovación 
Pedagógica del Gobierno Vasco se nos remita informe 
sobre las causas del cierre del centro «Pascua1 de An- 
dagoyan, así como sobre las condiciones de integración 
de los alumnos del mismo en el centro UBlas López de 
Lakua» y sobre las previsiones para garantizar el ade- 
cuado nivel de la educación especial requerida por los 
mismos. 

Asimismo, se encuentran en tramitación las siguien- 
tes quejas: 

- La número 9122133, que versa sobre las graves di- 
ficultades para el traslado de los alumnos del centro 
de educación especial «Eloy Camino,,, afectados por de- 
ficiencias motóricas, dada la ausencia de un medio de 
transporte adecuado a tales minusválidos. 

El primer informe emitido al respecto por la Direc- 
ción Provincial del Ministerio de Educación y Ciencia 
de Albacete admite la existencia del problema plantea- 
do en la queja en los siguientes términos: 

«1. El Centro de Educación Especial «Eloy Camino» 
de Albacete, escolariza un total de 18 alumnos con mi- 
nusvalías motóricas, que hace necesaria la utilización 
permanente por parte de estos alumnos de sillas de 
ruedas 

Para el acceso de estos alumnos al Centro, se viene 
utilizando un transporte escolar urbano, sufragado por 
este Ministerio. 

Cuando se estableció el citado servicio de transpor- 
te escolar, se realizaron las gestiones oportunas, enca- 
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minadas a contratar un vehículo que contara con 
plataforma elevadora, capaz de transportar a este alum- 
nado sin necesidad de moverlos de sus sillas de ruedas. 

Al no existir en el parque de vehículos de esta pro- 
vincia, como puede deducirse de los escritos que se 
acompañan, expedidos por la Consejería de Industria 
y Turismo de la Junta de Comunidades de Castilla-La 
Mancha y por Inspección Técnica de Vehículos de Al- 
bacete, autobuses preparados para dar servicio a mi- 
nusválidos de estas características, no existía más 
alternativa que utilizar un vehículo normal, al cual la 
empresa concesionaria del Servcio dotó de mayor am- 
plitud en el pasillo central, así como cinturones de se- 
guridad en todos los asientos, aún con el inconveniente 
del traslado en brazos, de los alumnos desde sus sillas 
de ruedas a los asientos del autobús y a la llegada al 
Centro la operación inversa en las mismas condiciones. 

2. Consciente esta Dirección Provincial del especial 
probiema que plantea el transporte del hijo de la pro- 
movente de la queja; debido a su corpulencia y peso, 
se han realizado gestiones en el INSERSO, que dispo- 
ne de una furgoneta apropiada para este transporte, y 
desde el día 5 de los corrientes, dicho alumno viene 
siendo transportado sin ningún tipo de problema. 

La situación reseiiada anteriormente, tiene carác- 
ter provisional, puesto que está condicionada a las ne- 
cesidades propias del INSERSO, sin que pueda, por ello, 
considerarse como solución definitiva. 

Para tratar de solucionar definitivamente el transpor- 
te de todos los alumnos afectados por esta minusvalía, 
se está gestionando con Cruz Roja Española, la firma 
de un convenio para que dicha Institución realice el 
transporte total de los alumnos afectados. El citado con- 
venio en estos momentos, se encuentra pendiente de in- 
forme de la Abogacía del Estado, así como de la 
Consejería de Política Territorial de la Junta de Comu- 
nidades de Castilla-La Mancha, en orden a la autoriza- 
ción del vehículo que pudiese destinarse a este fin, para 
el transporte escolar. 

Una vez que se disponga de los dictámenes favora- 
bles de los Organismos citados, se procederá de inme- 
diato a la firma del Convenio de Colaboración entre 
Cruz Roja Española y esta Dirección Provincial, para 
en el más breve plazo posible comenzar a prestar el ser- 
vicio de transporte escolar con las mayores garantías 
y condiciones a estos a1umnos.D 

3. 

A la vista del informe recibido, y dado que no obs- 
tante las diversas gestiones llevadas a cabo por la Ad- 
ministración responsable, aún subsiste el déficit de 
atención denunciado en la queja se ha solicitado la re- 
misión de un nuevo informe tan pronto queden subsa- 
nadas dichas deficiencias de €orina definitiva. 

- La número 9122778 cuya promovente exponía que 
su hijo de 14 años de edad, afectado de una minusvalía 
física, se encuentra escolarizado en el centro de inte- 
gración «Poeta 3uan Ochoa», de Avilés, alegando que 
desde el comienzo del curso y al igual que le ocurriera 

en el pasado en el centro «Virgen de la Luz», se encuen- 
tra solo en un aula y únicamente recibe las clases de 
apoyo durante aproximadanente tres horas a la serna- 
na, permaneciendo el resto del horario escolar solo y 
sin realizar actividad alguna, poniendo de manifiesto 
al margen de lo anterior las graves dificultades, tanto 
para acceder al transporte escolar como para el acce- 
so al aula. 

Alegaba que fueron infructuosas las gestiones inten- 
tadas entre el Ministerio de Educación y Ciencia para 
la eliminación de las barreras arquitectbnicas del cen- 
tro, así como para ia adaptación del autobús de trans- 
porte escolar a las necesidades que plantea la 
utilización del mismo por personas que, como su hijo, 
tienen restringida gravemente su movilidad, 

Tramitada la queja ante la Delegación Provincial el 
Ministerio de Educación y Ciencia en Asturias, se nos 
ha informado, en cuanto a las barreras arquitectbnicas 
existentes en el centro, que ya está ultimada la instaia- 
ción de 'un ascensor que permita el acceso a los minus- 
válidos gravemente afectados en su movlidad a sus 
aulas respectivas, estando pendiente la entrada en fun- 
cionamiento del mismo de las gestiones que se lleven 
a efecto con el ayuntamiento de la localidad para que 
se encargue del mantenimiento del citado ascensor. 

En cuanto al transporte escolar el informe recibido 
llega a la conclusión de que la adaptación de vehículos 
a las necesidades de dichos alumnos es un problema 
genérico que afecta tambikn al resto de la población, 
y cuya solución compete asimismo al Ayuntamiento de 
Avilés. 

En la actualidad sobre estos aspectos se prosigue la 
tramitación de la queja ante 'el citado ayuntamiento. 

- L a  9122890 en la que sus promoventes exponen 
que a sus hijas les ha sido denegada la príjrroga de es- 
coiarización en el centro público «La Granja», de León, 
decisión basada, se&n escrito de la Dirección Provia- 
cial del Ministerio de Educaciún y Ciencia de León del 
pasado 24 de septiembre de 1991, en los informes del 
equipo psicopedagógico y de ia Inspecci6ón Técnica de 
Educación decislón que ha supuesto que ambas a l w -  
nss se encuentren sin escolarizar. Sobre este asunto se 
han iniciado actuaciones recientemente para esclare- 
cer la situacibn concreta, si bien al problema de fondo 
se hace referencia al final de este epígra€e. 
- Finalmente la queja 9124517 presentada por el co- 

lectivo de madres de hijos inínusválidos, escolarizados 
en el eolegio de integración &San 3ernandou de Alge- 
ciras (Cádiz) que denunciaban las siguientes defi- 
ciencias: 

1. Que el referido centro tiene escolarizados a 26 ni- 
ños en el curso 91-92, cuyas edades oscilan entre los 5 
y 15 años, con distintas rninuslralias, entre ellas síndro- 
me de Dawn, autismo, probiemas de crecimiento, pa- 
rálisis cerebral, ceguera, sordera y problemas de 
lenguaje. 

2. Que los únicos apoyos con que cuenta el centro 
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en el momento de dirigirse a nosotros son, según las 
interesadas, dos profesores de apoyo a la integración 
y un equipo volante de atención temprana y apoyo a la 
integración (EATAI) que atiende a los alumnos dos ve- 
ces en semana y un día de sede, apoyo que consideran 
del todo insuficiente, toda vez que se da el caso de que 
algunos reciben únicamente cuatro horas de apoyo a 
la semana, masificados en grupos de hasta siete alum- 
nos, con el consiguiente deterioro de la calidad de la 
enseñanza, situación agravada por la inexistencia de un 
fisioterapeuta. 

3. Que aparte de las anteriores deficiencias el cen- 
tro carece de cuidadores, lo que obliga a los familiares 
a personarse en el colegio para hacer frente a diversas 
necesidades de los niños, en aspectos cuya atención no 
es prestada por los profesores por no estar obligados 
a ello. 

4. Y finalmente se quejan de que siendo el único 
centro de integración de Algeciras, y asistiendo alum- 
nos de todas las zonas de aquella población, no cuenta 
con transporte escolar para ellos. 

Respecto de todo lo anterior se ha solicitado infor- 
me a la Consejería de Educación de la Junta de Anda- 
lucía, Comunidad Autónoma ésta competente en la 
materia, para contrastar la queja planteada en sus di- 
versos aspectos y, en su caso, sugerir la adopción de las 
medidas correctoras oportunas. En las fechas que abar- 
ca este informe aún no se había recibido el informe so- 
licitado. 

Finalmente debe reseñarse la falta de coordinación 
entre los órganos administrativos con competencia en 
materia de educación y los competentes en materia de 
integración social en aquellos supuestos de alumnos su- 
jetos de la educación especial, que habiendo cumplido 
una edad determinada han finalizado su ciclo educati- 
vo siendo necesaria, por la disminución que presentan, 
la continuación de su formación o aprendizaje en cen- 
tros no estrictamente educacionales. 

Esta problemática se ha puesto de manifiesto, entre 
otras, en la queja número 9027589, en la que el promo- 
vente exponía que en julio de 1989, su hijo que contaba 
con 19 años de edad, causó baja en el colegio de educa- 
ción especial «Princesa Sofía», del que había sido alum- 
no desde el año 1975, habiéndosele comunicado que 
para los cursos sucesivos se le proporcionaría plaza en 
un centro apropiado a su situación de oligofrenia. 

Al respecto, afirmaba que por la Comunidad Autóno- 
ma de Madrid le fue asignada plaza en el Colegio «Fray 
Bernardino,,, en el que no llegó a integrarse dada la 
ausencia de autocares en los que pudiera trasladarse 
desde su domicilio, y sin que se le ofreciera ninguna 
solución alternativa que hiciere posible su escolari- 
zación. 

Finalmente indicaba que el pasado 6 de septiembre 
se le había anunciado por parte del Servicio de Minus- 
válidos de la Consejería de Integración Social de la Co- 
munidad Autónoma de Madrid que, en breve, recibiría 
un escrito comunicándole la asignación de una plaza 
en el centro «Angel de la Guarda» en Madrid, dotado 

del necesario servicio de transporte, sin que dicha co- 
municación le hubiere sido remitida en la fecha de in- 
terposición de la queja. 

Tramitada la queja en marzo de 1991 nos comunicó 
la citada consejería que finalmente se había admitido 
al hijo del interesado en el centro «Angel de la Guar- 
da», conforme a la solicitud cursada. 

En cualquier caso, es frecuente que esta institución 
reciba quejas de padres de alumnos con minusvalía psí- 
quicas o físicas severas, los cuales contemplan con su- 
ma inquietud el futuro próximo tras alcanzar sus hijos 
el tope máximo de edad para permanecer escolariza- 
dos en centros de educación especial. La descoordina- 
ción entre los órganos gestores de los centros 
educativos y los centros (de formación, ocupaciones, 
etc.) y el desequilibrio entre la oferta de servicios en 
el primer campo en relación con el segundo produce 
numerosas frustraciones en las expectativas de estas 
personas y, sin duda, limita la eficacia que puedan te- 
ner los recursos públicos invertidos tanto en educación 
especial propiamente dicha como en integración de 
alumnos con minusvalías en centros ordinarios. 

A la vista de ello parece necesaria una perentoria lla- 
mada de atención a las autoridades competentes en la 
materia para que, cuando menos, exísta el grado de 
coordinación suficiente que permita tener prevista la 
salida del sistema educativo de las personas que han 
precisado ayudas especiales y no puedan razonable- 
mente insertarse en la vida laboral y social ordinaria. 

No parece en absoluto razonable prestar una atención 
educativa especial a las personas que lo precisan y que, 
finalizado el proceso educativo hasta donde éste haya 
podido progresar y, en todo caso, cuando estas perso- 
nas están próximas a cumplir los veinte años, no exis- 
ta la suficiente dotación de centros o instituciones 
adecuados (centros especiales de empleo, centros ocu- 
pacionales, talleres ..., etc.) en los que dichas personas 
puedan encontrar acogida en primer lugar y desarro- 
llen las aptitudes que el sistema educativo les haya per- 
mitido adquirir. 

10.1.6. Algunas medidas previas a la implantación del 
nuevo sistema establecido en la Ley de Orde- 
nación General del Sistema Educativo que han 
generado quejas 

Nos vamos a referir en este apartado a determinadas 
decisiones adoptadas por los órganos de la Administra- 
ción educativa competente, que, aunque referidas a ám- 
bitos muy diferentes, parecen tener en común la 
finalidad de avanzar o preparar en cierta medida el te- 
rreno para el momento de la efectiva implantación de 
aspectos concretos de la nueva ordenación del sistema 
educativo contenida en la Ley de Ordenación del Siste- 
ma Educativo. 

En los dos casos a que nos vamos a referir dichas de- 
cisiones han suscitado un amplio grado de disconfor- 
midad en los afectados, que entienden que las mismas 
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se han adoptado sin una base jurídica suficiente, o que 
vulneraban derechos adquiridos por los alumnos y sig- 
nificaban una interrupción de su trayectoria aca- 
démica. 

- Reducción de la relación profesorlalumnos en las 
unidades de primer curso de educación general básica 
de los centros concertados a partir del presente curso 
escolar 1991-92. 

Nos referimos, en primer lugar, a numerosas quejas 
(9116264,9118357,9118517,9119274,9119330, 9119331, 
9119332,9119490, etc.) planteadas, en la mayoría de los 
casos, por asociaciones de padres de alumnos en las que 
los reclamantes manifiestan su disconformidad ante de- 
cisiones adoptadas por determinadas direcciones pro- 
vinciales de Educación y Ciencia, de reducir a treinta 
o treinta y cinco el número de alumnos por aula que 
han podido matricular los centros concertados en ler 
curso de educación general básica, en el presente cur- 
so escolar. 

Los reclamantes entienden en todos los casos que di- 
chas decisiones contravienen los términos de las órde- 
nes de autorización respectivas que suelen contemplar 
la escolarización de hasta cuarenta alumnos por aula, 
así como los de los conciertos suscritos por los centros 
afectados, y señalan que el Real Decreto 98611991, de 
14 de junio, por el que se fija el calendario de aplica- 
ción del nuevo sistema educativo, prevé la implantación 
de la nueva relación profesorlalumnos, establecida en 
la Ley de Ordenación General del Sistema Educativo, 
sólo a partir del curso académico 1992-93. 

Sobres las quejas ya descritas solicitamos en su mo- 
mento el informe de las respectivas direcciones provin- 
ciales, en relación con el fundamento jurídico de las 
decisiones adoptadas. 

En todos los casos las direcciones provinciales adu- 
cen como dato del que inmediatamente derivan las de- 
cisiones de reducción cuestionadas, a unas 
instrucciones de la Dirección General de Centros Es- 
colares, de 21 de marzo de 1991, sobre admisión de 
alumnos, en las que se facultaba a las Direcciones Pro- 
vinciales para establecer el número máximo de alum- 
nos en 1P y 2.0 curso de Preescolar, y en 1P de 
Educación General Básica, de acuerdo con las necesi- 
dades de escolarización de cada zona y la oferta de 
puestos escolares sostenidos con fondos públicos exis- 
tente en las mismas. 

Como fundamento jurídico de las referidas instruc- 
ciones y de las resoluciones dictadas en su cumplimien- 
to, los informes que nos han sido remitidos por las 
diferentes direcciones provinciales se refieren a las fa- 
cultades de programación que corresponden a la Ad- 
ministración educativa, que se habrían traducido, en 
los casos a que aluden los reclamantes, en la reducción 
de la relación profesorlalumnos en el 1:' curso de edu- 
cación general básica de determinados centros concer- 
tados, reducción que sería necesaria además, según se 
asegura, para proceder a una paulatina adaptación a 

la nueva y más reducida relación profesorlalurnnos pre- 
vista en la Ley de Ordenación General del Sistema Edu- 
cativo. 

Pues bien, aun cuando esta institución no pretende 
cuestionar las facultades que en orden a una adecua- 
da programación de la enseñanza corresponden a la Ad- 
ministración educativa, ni la conveniencia de que ésta 
utilice, de la forma más racional y equitativa, los recur- 
sos disponibles, entendemos que la potestad organiza- 
toria de la Administración debe ejercerse siempre en 
el marco que proporcionan las normas vigentes. 

En este sentido, constituye un dato evidente que el 
Real Decreto 98611991, de 14 de junio, por el que se fija 
el calendario de implantación del Sistema Educativo 
previsto en la Ley de Ordenación General del Sistema 
Educativo, establece la necesidad de que los centros se 
ajusten a la nueva relación profesorlalumnos estable- 
cida en dicha ley para la educación primaria, sólo a par- 
tir del curso 1992-93, curso en el que se inicia la 
implantación con carácter general del l F r  ciclo del re- 
ferido nivel educativo. 

Por lo demás, los interesados insisten, específicamen- 
te en los casos de localidades en que el único centro 
concertado es el afectado por la reducción, que con la 
misma se minoran en igual medida sin la necesaria base 
jurídica las posibilidades reales de los padres de ejer- 
citar su derecho a la libre elección de centro docente 
distinto de los creados por los poderes públicos, reco- 
nocido en la Ley Orgánica del Derecho a la Educación. 

En atención a los argumentos anteriores hemos con- 
siderado conveniente solicitar un nuevo informe sobre 
la cuestión planteada a la Dirección General de Centros 
Escolares, del Ministerio de Educación y Ciencia, cen- 
tro directivo del que proceden las instrucciones que de- 
terminaron las decisiones de reducción que cuestionan 
los reclamantes. 

En el momento de elaborarse este informe no se ha- 
bía recibido en esta institución la información solici- 
tada, si bien se ha tenido constancia de una sentencia 
dictada por el Tribunal Superior de Justicia de Canta- 
bria (en principio la primera que recae en esta mate- 
ria), la cual plantea la tesis de que la administración 
educativa no puede legítimamente adoptar decisiones 
que limiten el número de alumnos por unidad concer- 
tada con centros privados. 

A nuestro entender esta doctrina puede plantear se- 
veras dificultades a la planificación educativa que se 
encomienda a las autoridades competentes, puesto que 
sin duda el tratar de alcanzar en todos los centros, tanto 
públicos como privados concertados, una ratio 
profesor-alumnos adecuada tiene capital importancia 
en este terreno. Si fuese precisa una norma con rango 
de ley para hacer como se hace en la LOGSE la deter- 
minación concreta de que a partir de un determinado 
momento no podrá sobrepasarse un número máximo 
de alumnos por aula, la rigidez del sistema será exce- 
siva con un claro perjuicio a una educación de calidad. 

En cualquier caso, y sin perjuicio de los argumentos 
jurídicos que puedan aportarse por la Dirección Gene- 
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ral de Centros Escolares en torno al tema, sí nos pare- 
ce necesario formular una advertencia, quizás 
accesoria, respecto al asunto aquí planteado, pero que 
juzgamos esencial con vistas a garantizar el ejercicio 
de la libertad de elección de centro docente por los pa- 
dres de cara al próximo curso escolar 1992-93. 

En efecto, a partir de dicho curso, de acuerdo con las 
previsiones sobre aplicación de la nueva ordenación del 
sistema educativo, contenidas en el Real Decreto 
98611991, el número máximo de alumnos por aula en 
el primer curso de la educación primaria será de vein- 
ticinco, compromiso que se extenderá a cada uno de los 
cursos siguientes de dicho nivel educativo en los años 
sucesivos. 

La tramitación de las quejas mencionadas no ha per- 
mitido constatar que la reducción decidida para este 
curso, al margen ya del problema de la suficiencia de 
un fundamento jurídico, no era conocida en muchos ca- 
sos por los padres de los alumnos en el momento de 
solicitar la administración de sus hijos en los centros 
afectados, y que, en definitiva, éstos no tenían en dicho 
momento una idea exacta de las posibilidades reales 
de que sus hijos accediesen a los respectivos centros 
docentes. 

Entendemos que esta situación no debería reprodu- 
cirse en ningún caso en el próximo curso escolar, y 
que en consecuencia la Administración educativa de- 
bería adoptar cuantas medidas resulten necesarias 
-comunicación en tiempo oportuno a los centros, ad- 
vertencia a éstos de la necesidad de informar a los pa- 
dres antes de la iniciación del proceso de admisión, e 
incluso supervisión de la efectiva realización por éstos 
de dicha actividad informativa- para garantizar un su- 
ficiente conocimiento por los padres de los términos 
de la oferta de plazas educativas de cada centro. 

- Instrucciones sobre admisión de alumnos en con- 
servatorios oficiales de música para el curso 1990-91. 

También parecen responder a la finalidad más arri- 
ba señalada de preparar la inminente implantación de 
la nueva ordenación prevista en la Ley de Ordenación 
General del Sistema Educativo, en este caso en el ám- 
bito de las enseñanzas de la música, las instrucciones 
sobre admisión de alumnos en conservatorios oficia- 
les de música para el curso 1990-91, dictadas por la Di- 
rección General de Centros Escolares. 

En relación con el contenido de las referencias ins- 
trucciones se dirigieron en su momento a esta institu- 
ción el padre de una alumna (9101585) y la Asociación 
de Padres de Alumnos del Conservatorio oficial de Mú- 
sica de Salamanca (9110671), que manifestaban en los 
dos casos su disconformidad con las consecuencias, a 
su juicio negativas para la continuidad de los estudios 
musicales de algunos alumnos, que se derivaban de la 
aplicación de las referidas instrucciones. 

El promovente de la primera de las quejas mencio- 
nadas nos manifestaba que su hija venía cursando es- 
tudios de soi€eo y piano en el Conservatorio Superior 

de Música de Salamanca, y señalaba que en el curso 
1989-90 aprobó cuarto curso de solfeo y segundo de 
piano. 

Las enseñanzas de solfeo las había realizado como 
alumna oficial del conservatorio; las de piano, ante la 
insuficiencia de plazas para atender toda la demanda 
de matrícula en este instrumento, tuvo que cursarlas 
como alumna libre, para lo que debía formular cada 
curso la necesaria solicitud que le permitiese simulta- 
near la matrícula oficial y libre en el mismo centro. 

Sin embargo, en el siguiente curso académico 1990-91 
no se ha accedido por la Dirección General de Centros 
Escolares a la petición de la alumna de continuar aco- 
giéndose a dicho régimen de simultaneidad, de acuer- 
do, según asegura, con ciertas instrucciones dictadas 
por dicho centro directivo en materia de matrícula y 
admisión de alumnos. 

En consecuencia, al no ser admitida su matrícula co- 
mo libre para tercer curso de piano, tampoco se le ha 
admitido la oficial que pretendió formalizar para la 
asignatura de primero de conjunto coral, lo que, en de- 
finitiva, ha impedido a la alumna continuar durante es- 
te curso los estudios oficiales que venía realizando en 
el centro. 

En el mismo Sentido pero con un planteamiento de 
carácter más general, el presidente de la Asociación de 
Padres de Alumnos del mismo centro se refería a la si- 
tuación problemática en que se encontraban, al comien- 
zo del pasado curso escolar 1990-91, alrededor de 500 
alumnos del conservatorio como consecuencia de la 
aplicación de las referidas instrucciones. 

En concreto, el reclamante afirmaba que las previ- 
siones contenidas en dichas instrucciones han deter- 
minado que una serie de alumnos que no han obtenido 
su matrícula oficial en el instrumento solicitado no ha- 
yan podido tampoco matricularse en solfeo. Señalaba 
que, como consecuencia de la aplicación de las mismas, 
se había denegado la posibilidad de simultanear ma- 
trícula oficial y libre para distintas asignaturas de las 
que se cursan en el conservatorio, lo que en ocasiones 
había producido el efecto de impedir la continuidad de 
los estudios de los solicitantes, cuando la única asig- 
natura en la que hubiesen podido matricularse con ca- 
rácter oficial tenía carácter complementario según las 
aludidas instrucciones. 

Por último, aludia a otra serie de situaciones 
-necesidad de matricularse en un instrumento no de- 
seado para continuar estudios oficiales de asignaturas 
complementarias, o interrupción de fa matrícula ofi- 
cial de alumnos que ya cursan estudios de grado 
superior- que en los términos en que son descritas por 
el reclamante parecían traducirse en interrupciones o 
alteraciones poco deseables en la trayectoria académi- 
ca de un número significativo de alumnos. 

Con la finalidad de poder establecer criterios en tor- 
no a las cuestiones que se planteaban en los casos cita- 
dos, solicitamos el informe de la Dirección General de 
Centros Escolares en relación con el contenido y obje- 
tivos que se prentendían con la aplicación de las ins- 
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trucciones que cuestionaban los promoventes de las 
quejas, así como con las medidas que se hubieran ar- 
bitrado para facilitar a los alumnos la continuidad de 
los estudios musicales iniciados. 

Los datos que se nos proporcionaban sobre el conte- 
nido de las referidas instrucciones, sobre organización 
y funcionamiento de los conservatorios y otros centros 
de enseñanzas artísticas para el curso 1990-91, confir- 
maban efectivamente que, en lo que se refiere a la ad- 
misión y matrícula de alumnos en los conservatorios 
oficiales, las referidas instrucciones no permitían, co- 
mo hasta entonces, compatibilizar la matrícula oficial 
y libre en las distintas asignaturas, posibilidad a cuyo 
amparo muchos alumnos habían cursado como libres 
las enseñanzas correspondientes a instrumentos muy 
demandados -básicamente piano y violín-, en las que 
no existían plazas oficiales suficientes, al tiempo que 
formalizaban su matrícula oficial en otras asignaturas 
complementarias. 

Las referidas instrucciones como venía siendo habi- 
tual en todas las dictadas para los últimos cursos aca- 
démicos, reiteraban la prohibición de aceptar la 
matrícula en segundo y cursos sucesivos de solfeo que 
no fuera unida a la matrícula en un instrumento. 

Según confirma el informe emitido la aplicación con- 
junta de ambas prescripciones han impedido, en con- 
secuencia, a muchos alumnos acogidos hasta ahora al 
régimen de simultaneidad descrito, continuar los estu- 
dios oficiales ya iniciados. 

Aun cuando la comunicación que nos ha sido remiti- 
da abunda en una serie de razones de índole pedagógi- 
ca y administrativa de las que, en definitiva, se 
desprende la intención de reconvertir este tipo de cen- 
tros a las prácticas y formas de actuación comunes al 
conjunto del sistema educativo, a cuya estructura ge- 
neral pretende la Ley de Ordenación General del Siste- 
ma Educativo conectar, entre otras enseñanzas 
artísticas, las de la música, entendemos que la conse- 
cución de los objetivos de racionalización y demás a que 
se alude por la Dirección General de Centros Escola- 
res debería compatibilizarse al máximo con el respeto 
de situaciones, admitidas en consideración a circuns- 
tancias de saturación de los centros dedicados a las en- 
señanzas musicales y, en definitiva, de insuficiencia de 
los medios destinados a este tipo de enseñanzas, que, 
según se desprende de todos los datos de que dispone- 
mos, no han sido, por el momento, superadas. 

En consecuencia debemos recomendar al ministerio 
que la consecución del objetivo de reconducir las prác- 
ticas sobre admisión y matrícula en los conservatorios 
a las que son habituales en el conjunto del sistema edu- 
cativo, debe articularse de manera que no se desconoz- 
can las expectativas de los alumnos de continuar los 
estudios oficiales de música ya iniciados en unas de- 
terminadas condiciones. Este último objetivo puede 
conseguirse, sin duda, dotando a estos centros de los 
nuevos medios necesarios para atender de manera su- 
ficiente al menos la demanda educativa de los alum- 
nos que de hecho se encuentran ya incorporados al 

sistema, o, de no ser ésto posible, aplicando las nuevas 
normas sobre matrícula sólo a los alumnos de nuevo 
ingreso, y dando, en consecuencia, posibilidad al resto 
de los alumnos de concluir sus estudios en las mismas 
condiciones en que lo iniciaron. 

10.1.7. Becas y ayudas al estudio 

El derecho a la educación se ha ido configurando pro- 
gresivamente como un derecho básico cuya provisión 
los Estados han asumido como un servicio público de 
carácter prioritario. 

Los intentos de superación de las limitaciones a este 
derecho, motivadas por la desigualdad de oportunida- 
des de la sociedad española ante la enseñanza, queda- 
ban ya configurados entre los preceptos de la Ley 
14/1970, de 4 de agosto, General de Educación y Finan- 
ciamiento de la Reforma Educativa, al ser reconocido 
expresamente el derecho a las ayudas al estudio para 
evitar cualquier discriminación basada en simples con- 
sideraciones económicas. 

El marco educativo establecido por la Constitución 
Española configuró después el derecho a la educación 
entre los derechos fundamentales susceptibles de es- 
pecial protección, convirtiéndolo así en uno de los de- 
rechos que, según el artículo 53.1, «vinculan a todos los 
poderes públicosu. 

La Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, Reguladora del 
Derecho a la Educación, recogiendo los principios cons- 
titucionales que imperan en el sistema educativo espa- 
ñol, reconoce el derecho de todos a acceder a la 
educación, sin discriminaciones debidas a la capacidad 
económica, nivel social o lugar de referencia. 

Ello necesariamente implica el establecimiento de un 
sistema de ayudas al estudio capaz de lograr que las 
únicas condiciones para el ejercicio del derecho a la 
educación sean las propias aptitudes y la vocación in- 
dividual, desterrando las limitaciones de este derecho 
por motivos económicos. 

En la misma línea la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de oc- 
tubre, de Ordenación General del Sistema Educativo 
prevé la implantación de un sistema de becas y ayudas 
al estudio para la enseñanza post-obligatoria, encami- 
nado a garantizar la igualdad de todos los ciudadanos, 
compensando las condiciones socioeconómicas desfa- 
vorables de los alumnos. 

Junto a lo anterior, se incluye en esta norma el esta- 
blecimiento de los procedimientos de coordinación y 
colaboración necesarios para articular un sistema efi- 
caz de verificación y control de las becas concedidas. 

El actual sistema de becas y otras ayudas al estudio 
de carácter personalizado es el recogido en el Real De- 
creto 229811983, de 28 de julio, en el que los factores 
determinantes de la concesión de becas son la situación 
económica de las unidades familiares y el aprovecha- 
miento académico del alumno. 

A partir del Real Decreto 229811983, el Ministerio de 
Educación y Ciencia fija anualmente la cuantía de las 
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becas, así como los umbrales de renta y patrimonio fa- 
miliar por encima de los cuales desaparece la posibili- 
dad de obtener una beca o ayuda al estudio, y las 
calificaciones mínimas exigibles. 

Las órdenes ministeriales de 7 y 8 de junio de 1990 
recogieron respectivamente los requisitos académicos, 
económicos y procedimentales para la concesión de be- 
cas y ayudas al estudio, así como la convocatoria de be- 
cas en los niveles universitario y medio para el curso 

En lo que se refiere al curso 91/92 se han refundido 
en una única disposición (O. M. de 31-V-91) las dos Ór- 
denes ministeriales que en años recogían los requisi- 
tos académicos, económicos y procedimentales para la 
concesión de becas y ayudas al estudio, así como las 
bases anuales de la convocatoria. 

Como cada año, las diversas actuaciones administra- 
tivas derivadas de la aplicación de los criterios conte- 
nidos en las citadas normas han motivado, una vez más, 
la presentación de un número muy elevado de quejas. 
A continuación se destacan algunos aspectos que con 
mayor incidencia han afectado a las quejas tramitadas, 
así como el seguimiento de algunas de las recomenda- 
ciones que sobre esta materia fueron incluidas en el in- 
forme correspondiente al pasado año. 

1990-91. 

10.1.7.1. La renovación de becas por ciclos académicos 

La actual convocatoria de becas y ayudas al estudio 
recogida en la Orden Ministerial de 31 de mayo de 1991, 
se ha caracterizado por la inclusión de una medida cu- 
ya adopción fue sugerida por esta institución con oca- 
sión del informe anual correspondiente a 1989: la 
extensión a los niveles de enseñanzas medias del siste- 
ma de renovación de becas dentro del mismo ciclo edu- 
cativo, sistema ya aplicado para los niveles 
universitarios desde la convocatoria correspondiente al 
curso 1989-90. 

La adopción de este sistema supone para el alumno 
una mayor garantía de poder culminar el ciclo educa- 
tivo iniciado, sin riesgo de perder antes la beca por ha- 
ber aumentado en pequeña proporción su nivel de renta 
familiar, así como una sensible simplificación de trá- 
mites que facilitan y agilizan el mecanismo de solici- 
tud, al no ser necesario aportar en la misma datos de 
carácter económico, ni tampoco, por tanto, efectuar el 
oportuno estudio y verificación de los mismos por parte 
de la Administración. 

Sin embargo, el beneficio que la aplicación del sis- 
tea de renovación de beca por ciclos confiere a los alum- 
nos que hayan podido ver incrementado su nivel 
económico de un año para otro -lo que supondría, 
cuando menos, una disminución de la beca del año 
anterior-, no es tal para aquéllos cuyo nivel de renta 
ha disminuido lo suficiente como para merecer un com- 
ponente más de beca y, por tanto, una beca de cuantía 
mayor, y ello debido a que la nueva situación 
económico-familiar únicamente es revisada una vez ini- 

ciada por el solicitante la correspondiente vía de recla- 
mación. 

Esta situación aparece reflejada en la queja número 
9022367, presentada por un alumno de la Universidad 
Complutense de Madrid, al que le fue renovada para 
el curso 1989-90 la beca concedida en el anterior, for- 
mada por los componentes de «ayuda para material di- 
dáctico)), y «ayuda por razón de residencia» por un total 
de 215.000 ptas. 

Estudiados los datos económicos adjuntados al es- 
crito de queja, esta institución pudo comprobar que la 
disminución del nivel de la renta familiar del solicitante 
en relación a los años anteriores podían hacerle ade- 
más merecedor del componente de beca denominado 
«ayuda compensatoria», fijado para el curso 1989-90 en 
200.000 ptas. 

Solicitado el oportuno informe, la Dirección General 
de Formación Profesional Reglada y Promoción Edu- 
cativa respondió a esta institución lo siguiente: 

«La concesión de becas por ciclos académicos supo- 
ne la renovación de las mismas modalidades de ayuda 
concedidas en el curso anterior, salvo que el solicitan- 
te acredite que su situación personal o familiar ha su- 
frido una variación que le hace acreedor a conceptos 
de ayuda diferentes, circunstancia que no concurre en 
el alumno de referencia, ya que la negativa de dicha ayu- 
da, en el curso 1988-89, no presentó reclamación algu- 
na. Lo que vuelve a ocurrir en la convocatoria que nos 
ocupa 1989-90 al no constar en la Unidad de Becas de 
la Universidad Complutense ninguna reclamación co- 
rrespondiente a la notificación de la beca otorgada y 
comunicada con fecha 1 de febrero de 1990.)) 

De lo anterior se deducía evidentemente que la situa- 
ción económica del interesado no fue valorada a la ho- 
ra de decidir sobre los componentes de la beca que 
debía otorgársele, habida cuenta que la concesión de 
aquélla, al ser por renovación, suponía la adjudicación 
de los mismos componentes concedidos el curso an- 
terior. 

Con ello debía suponerse que la situación económi- 
ca del interesado únicamente hubiera sido revisada una 
vez iniciada por el mismo la correspondiente vía de re- 
clamación contra la resolución por la que se le notifi- 
có la concesión de las ayudas para material didáctico, 
y por razón de residencia. No obstante, al no haberse 
iniciado por el interesado la referida vía en los plazos 
legalmente establecidos, la resolución mencionada de- 
bía entenderse firme y no susceptible de recurso alguno. 

Sin embargo, esta institución pudo comprobar docu- 
mentalmente que la citada resolución no contenía los 
requisitos que para toda notificación administrativa exi- 
ge el artículo 79.2 de la vigente Ley de Procedimiento 
Administrativo, y en concreto la indicación de si dicha 
resolución éra o no definitiva en la vía administrativa, 
y, en su caso, la expresión de los recursos que contra 
La misma procedieran, órgano ante el que hubieran de 
presentarse y plazo para interponerlos, requisitos es- 
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tos cuya reiterada inobservancia denunciábamos ya en 
el informe correspondiente a 1990, y que motivó la for- 
mulación de una recomendación al Ministro de Edu- 
cación y Ciencia en orden a su cumplimiento. 

Una vez denunciadas ante la Dirección General de 
Formación Profesional ,Reglada y Promoción Educati- 
va tales irregularidades, y recordado a dicho organis- 
mo el deber legal de dar cumplimiento a todos los 
requisitos formales y procedimentales exigidos en la 
Ley de Procedimiento Administrativo, sugerimos al for- 
mulante de la queja que iniciara entonces la vía de re- 
clamación, vía que en ningún caso podía considerarse 
extemporánea, si se atiende al contenido de, entre otras, 
la Sentencia del Tribunal Supremo de 8 de febrero de 
1967: «... procede rechazar la inadmisibilidad del recur- 
so alegado por el defensor de la Administración, por- 
que si el recurso se interpuso fuera de plazo fue porque 
en la notificación que se hizo al recurrente del acuer- 
do objeto de impugnación no se hizo constar los recur- 
sos que contra el mismo procedían, ante qué autoridad 
había de interponerlos y plazo establecido para ello, co- 
mo determina el artículo 79 de la Ley de Procedimien- 
to Administrativo, y requiere para su validez el artículo 
59 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso- 
Administrativa)). 

Esta sugerencia fue plenamente aceptada por la Di- 
rección General de Formación Profesional Reglada y 
Promoción Educativa, desde donde se comunicó a es- 
ta institución que la eventual reclamación del alumno 
sería admitida a trámite y revisado su expediente, sin 
que pudiera ser desestimada por estar presentada fue- 
ra de plazo. 

De todo lo anterior se deduce que la rigurosa obser- 
vancia en las notificaciones administrativas de lo dis- 
puesto en el mencionado artículo 79.2 de la Ley de 
Procedimiento Administrativo adquiere especial rele- 
vancia en los supuestos de renovación de becas por ci- 
clos, dado que, como ha quedado demostrado, es la vía 
de reclamación la única existente para que sea consi- 
derada la situación económico-familiar del solicitante, 
de la que pueda derivarse la necesidad de un eventual 
incremento en la cuantía de la beca que le fue concedi- 
da el año anterior. 

10.1.7.2. Incorrecta aplicación de los criterios de ca- 
rácter económico 

El artículo 7 de la Orden Ministerial de 7 de junio 
de 1990 -sobre requisitos académicos, económicos y 
procedimentales para la concesión de becas y ayudas 
al estudio para el curso 1990191- establecía diversas 
reglas para calcular los umbrales máximos de patrimo- 
nio familiar del solicitante de una beca, por encima de 
los cuales podía ser denegada la concesión de la mis- 
ma, cualquiera que fuera la renta familiar disponible 
per cápita que pudiera resultar al computar los ingre- 
sos anuales de la familia. 

Una de tales reglas, recogida en el apartado 2.a) del 
citado artículo, establecía textualmente lo siguiente: 

«El valor catastral de las fincas urbanas de la fami- 
lia no podrá superar los cuatro millones de pesetas. No 
se tendrá en cuenta para este cómputo la vivienda úni- 
ca habitada por la familia, siempre que el valor catas- 
tral de la misma no exceda de tres millones de pesetas, 
si tal valor no ha sido revisado, a efectos fiscales, entre 
1 de enero de 1983 y 31 de diciembre de 1989, o de cin- 
co millones de pesetas, si fue revisado en dicho perío- 
do. Cuando el valor catastral de dicha vivienda única 
habitada por la familia exceda de estas cantidades, del 
valor catastral de dicha finca se descontarán tres o cin- 
co millones de pesetas, según los casos.» 

A través de noticias aparecidas en medios de comu- 
nicación, esta institución tuvo conocimiento de que los 
jurados de selección de becarios de diversas universi- 
dades podían haber recibido órdenes expresas del Mi- 
nisterio de Educación y Ciencia para interpretar la 
regla mencionada, recogida en el apartado 2.a) del ar- 
tículo 7 de la Orden Ministerial de 7 de junio de 1990, 
en el sentido de aplicar la bonificación que contiene 
-en orden a excluir la vivienda de la familia del soli- 
citante, del cómputo para calcular el valor catastral to- 
tal de sus propiedades urbanas- únicamente en el caso 
de que la familia del solicitante fuera propietaria de 
una sola finca urbana. 

En base a la facultad que a esta institución otorga 
lo dispuesto en el artículo 9.1 de la Ley Orgánica 311981, 
de 6 de abril, por la que se rige, fueron iniciadas de ofi- 
cio las actuaciones precisas para conocer la certeza y 
alcance de las informaciones publicadas (queja n.0 
9114670). 

En el informe requerido al efecto a la Dirección Ge- 
neral de Formación Profesional Reglada y Promoción 
Educativa, dicho centro directivo reconoció haber da- 
do tales instrucciones a los órganos gestores de las be- 
cas como consecuencia de haber interpretado que el 
término «vivienda única habitada por la familia)) po- 
día justificar la exclusión de la bonificación mencio- 
nada a las familias poseedoras de más de una vivienda. 

Esta institución consideró errónea tal interpretación, 
habida cuenta que del propio texto no cabe deducir ex- 
clusión alguna de la bonificación en función del número 
de viviendas de la familia del solicitante, criterio por 
otra parte coincidente con el informe solicitado al efec- 
to por el Ministerio de Educación y Ciencia al Servicio 
Jurídico del Estado, quien entendió que el citado be- 
neficio debía ser aplicado en todo caso al valor catas- 
tral de la vivienda familiar, aun cuando la familia del 
solicitante fuera titular de otras fincas urbanas. 

En virtud de todo lo anterior, esta institución, al am- 
paro de lo dispuesto en el artículo 30.1 de la Ley Orgá- 
nica 3/1981, de 6 de abril, por la que se rige, formuló 
a la Dirección General de Formación Profesional Regla- 
da y Promoción Educativa la siguiente Recomendación: 
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«Que sean revisadas las resoluciones por las que se 
hayan denegado becas o ayudas al estudio en aplica- 
ción de la incorrecta interpretación de lo dispuesto en 
el artículo 7.2 a) de la Orden Ministerial de 7 de junio 
de 1990, sobre requisitos académicos, económicos y pro- 
cedimentales, con el fin de realizar la estimación del 
valor catastral de las fincas urbanas de las familias de 
los solicitantes, a los efectos de decidir sobre la conce- 
sión o no de la beca, de acuerdo con lo establecido le- 
galmente al respecto,» 

La Dirección General de Formación Profesional Re- 
glada y Promoción Educativa aceptó la sugerencia for- 
mulada por esta institución, comprometiéndose 
expresamente a aplicar el criterio correcto en la revi- 
sión no solo de las reclamaciones que hayan sido pre- 
sentadas, sino también, de las que puedan presentarse 
contra las resoluciones que hayan desestimado solici- 
tudes de becas en aplicación del criterio erroneo, así 
como a revisar las resoluciones que, en su caso, hayan 
podido ser desestimatorias de reclamaciones interpues- 
tas contra la aplicación del incorrecto criterio, cuando 
dicha aplicación hubiera sido motivadora de denega- 
ciones de becas. 

Junto a lo anterior, y siguiendo los criterios mante- 
nidos al respecto por esta institución, la Orden Minis- 
terial de 31 de mayo de 1991, -que convoca becas y 
ayudas al estudio de carácter general, para estudios uni- 
versitarios y medios para el curso académico 1991-92, 
y que deroga la normativa que recogía el precepto que 
ha sido analizado en este apartado-, ha modificado el 
texto anterior sustituyendo el término «la vivienda úni- 
ca habitada por la familia», por «la finca urbana que 
constituya la vivienda o residencia habitual de la fami- 
lia», con el fin de evitar en lo sucesivo errores de inter- 
pretación a la hora de valorar la situación patrimonial 
del solicitante de una beca. 

10.1.7.3. Plazo para la devolución de becas revocadas 

El artículo 15.1 del Real Decreto 2298/83, de 28 de ju- 
lio, por el que se regula el sistema de becas y otras ayu- 
das al estudio de carácter personalizado, dispone que 
las adjudicaciones en todo tipo de becas y ayudas al 
estudio podrán ser revisadas mediante expediente ins- 
truido al efecto, cuya resolución podrá dar lugar a la 
pérdida del derecho a la ayuda concedida y devolución 
total de las cantidades indebidamente recibidas en tal 
concepto, cualquiera que sea la época en que la ayuda 
o ayudas fueran disfrutadas y dentro del período legal 
de prescripción. 

A tenor de lo dispuesto en el artículo 20 del real de- 
creto mencionado, corresponde a los órganos centra- 
les de la Administración del Estado las tareas de 
verificación y control de las becas o ayudas adjudica- 
das. Respecto de tales tareas de verificación y control, 
las órdenes ministeriales mediante las que se fijan 
anualmente los requisitos académicos, económicos y 
procedimentales para la concesión de becas y ayudas 

al estudio, recogen las causas y el procedimiento que 
debe seguirse para dictar los acuerdos de revocación 
de tales becas. 

Durante el año 1990 pudimos comprobar que las ci- 
tadas tareas de verificación y control, -que pueden ge- 
nerar la adopción, por parte de la Administración 
Pública educativa, de un acuerdo de revocación de be- 
ca o ayuda al estudio- se venían practicando median- 
te un procedimiento distinto al legalmente previsto, por 
lo que esta institución, haciendo uso de las competen- 
cias que le son reconocidas en la Ley orgánica 311981, 
de 6 de abril, formuló una recomendación al Ministro 
de Educación y Ciencia en orden a que las resolucio- 
nes que pudieran dar lugar a la pérdida del derecho a 
la ayuda concedida y a la devolución de las cantidades 
recibidas indebidamente se dictaran respetando el pro- 
cedimiento legalmente establecido. 

Aceptada por el Ministerio de Educación y Ciencia 
la recomendación formulada, hemos podido verificar 
a lo largo de 1991 que, en cumplimiento de la misma, 
los acuerdos de revocación de beca adoptados por la 
administración pública educativa a los que ha tenido 
acceso esta institución a través de las quejas tramita- 
das, han sido precedidos de los trámites formales y pro- 
cedimentales establecidos legalmente, en lo que 
respecta al órgano competente para realizar tales ta- 
reas, así como a la debida instrucción del expediente 
de revocación, y a la apertura del trámite de vista y 
audiencia del interesado en el mismo. 

Sin embargo, en la tramitación de diversas quejas, he- 
mos comprobado que en algunos acuerdos de revoca- 
ción de becas adoptados por la Dirección General de 
Formación Profesional Reglada y Promoción Educati- 
va, el plazo que se concede al alumno para cumplir la 
obligación de devolver la cantidad recibida indebida- 
mente es mas limitado que el señalado en la disposi- 
ción normativa en base a la cual se ha tramitado el 
expediente de revocación. 

Este supuesto se plantea, entre otras, en la queja nú- 
mero 9119968, relativa a la revocación de la ayuda al 
estudio que previamente le había sido concedida al in- 
teresado para realizar, en el curso 1989-90, los estudios 
de 4.0 de educación física en la Universidad Central de 
Barcelona. 

Examinados los documentos aportados por el recla- 
mante, pudimos comprobar que en el procedimiento de 
revisión que se efectuó de la cantidad concedida en con- 
cepto de beca se había dado cumplimiento estricto por 
parte de la Administración, a cuantas previsiones re- 
coge el artículo 15 del Real Decreto 229811983, por el 
que se regula el sistema de becas y otras ayudas a1 es- 
tudio de carácter personalizado, así como los artículos 
10 y 11 de la Orden Ministerial de 12 de junio de 1989, 
sobre requisitos académicos, económicos y procedimen- 
tales para la concesión de becas y ayudas al estudio pa- 
ra el curso 1989-90, únicas normas aplicables al 
supuesto de referencia. 

No obstante pudimos verificar documetalmente que 
e1 referido expediente fue resuelto mediante Orden Mi- 
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nisterial de 15 de julio de 1991, en la que se acordaba 
revocar parcialmente la ayuda al estudio concedida pa- 
ra el curso 1989-90, y se obligaba al interesado a devol- 
ver la cantidad de 62.000 pesetas en el plazo de un mes 
desde el día siguiente al del recibo de la notificación 
de la citada orden, advirtiendo que, transcurrido dicho 
plazo sin que se hubiese efectuado el ingreso de la ci- 
tada cantidad, se comunicara a la Dirección General del 
Tesoro y Política Financiera para el inicio del corres- 
pondiente procedimiento de reintegro. 

A este respecto debe significarse que el artículo 11.1 
de la Orden Ministerial de 12 de junio de 1989, sobre 
requisitos académicos, económicos y procedimentales 
para la concesión de becas y ayudas al estudio dispo- 
ne textualmente que, en el caso de que del expediente 
instruido se derive la obligación de reintegrar las can- 
tidades recibidas, conforme a lo dispuesto en el artí- 
culo 15.3 del Real Decreto 229811983, de 28 de julio, la 
resolución que recaiga contendrá la información nece- 
saria para que el alumno pueda cumplir la obligación 
de reintegrar en la forma más cómoda y sencilla posi- 
ble, dentro del plazo de tres meses a contar desde la 
notificación del acuerdo de revocación. 

Por tanto, el plazo que debía concederse al interesa- 
do para cumplir la obligación de reintegrar la cantidad 
recibida indebidamente, es, a juicio de esta institución, 
y salvo mejor criterio fundado en derecho, el fijado ex- 
presamente en la citada Orden Ministerial de 12 de ju- 
nio de 1989, sobre requisitos académicos, económicos 
y procedimentales para la concesión de becas y ayudas 
al estudio, por ser ésta la norma en virtud de la cual 
fue concedida la beca y posteriormente incoado el ex- 
pediente de revocación de la misma. 

Por todo cuanto antecede, y al amparo de lo dispues- 
to en el artículo 30.1 de la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de 
abril, por la que se rige esta institución, formulamos 
al Director General de Formación Profesional Reglada 
y Promoción Educativa la siguiente recomendación: 

«Que en lo sucesivo las notificaciones de acuerdos 
de revocación de una beca o ayuda al estudio, en la que 
se contenga la obligación de reintegrar total o parcial- 
mente el importe de una beca, concedida para un cur- 
so académico concreto, recojan cuantos extremos se 
establezcan al respecto en la normativa en base a la cual 
fue concedida la referida beca.» 

Junto con lo anterior, y en virtud de lo dispuesto en 
el mismo precepto de la ley orgánica antes citada, tras- 
ladamos al mencionado centro directivo la siguiente su- 
gerencia: 

«Que sea revisada la resolución de acuerdo de revo- 
cación de beca que le fue notificada a don ... con el fin 
de adecuarla a las instrucciones precisas contenidas al 
respecto en el artículo 11  de la Orden Ministerial de 12 
de junio de 1989, sobre requisitos académicos, econó- 
micos y procedimentales para la concesión de becas y 
ayudas al estudio. 

En contestación a ello la Dirección General de For- 

mación Profesional Reglada y Promoción Educativa co- 
municó la no aceptación de la recomendación y 
sugerencia formulada, dado que, si bien la Orden Mi- 
nisterial de 12 de junio de 1989 («BOE» de 22 de junio 
de 1989) fijaba un plazo de tres meses para devolver la 
cantidad requerida, no obstante y por razón de la es- 
pecialidad de la materia, se aplicó el plazo que al efec- 
to establecía una Orden del Ministerio de Economía y 
Hacienda de 10 de mayo del mismo año, sobre tramita- 
ción de reintegros, publicada en el Boletín Oficial del 
Estado el 7 de junio de 1989. 

Esta Institución discrepa del criterio manifestado por 
la Dirección General de Formación Profesional Regla- 
da y Promoción Educativa para no aceptar la recomen- 
dación y la sugerencia formuladas, toda vez que el 
contenido del artículo 11  de las tantas veces mencio- 
nada Orden del Ministerio de Educación y Ciencia de 
12 de junio de 1989, -sobre requisitos académicos, eco- 
nómicos y procedimentales para la concesión de becas 
y ayudas al estudio-, publicada en el Boletín Oficial 
del Estado de 22 de junio de 1989, no sólo no puede con- 
siderarse derogado, modificado o alterado por una Or- 
den del Ministerio de Economía y Hacienda, fechada 
el 10 de mayo de 1989 y publicada el día 7 de junio de 
1989 en el Boletín Oficial del Estado, sino que además, 
y en todo caso, por razón de la especialidad de la rnate- 
ria, gozaria aquélla de aplicación preferente sobre és- 
ta, en la tramitación de los expedientes de revocación 
de becas o ayudas al estudia 

Por consiguiente, de conformidad con las previsiones 
establecidas al efecto en el artículo 30.2 de la Ley Or- 
gánica 311981, de 6 de abril, y dando continuación a las 
actuaciones practicadas con ocasión de la queja 
9119968, hemos procedido a poner cuanto antecede en 
conocimiento del Ministro de Educación y Ciencia, so- 
licitando su parecer al respecto. 

10.1.7.4. Incumplimiento de los artículos 54 y 71 de la 
Ley de Procedimiento Administrativo en la 
tramitación de solicitudes de beca 

Las convocatorias anuales de becas o ayudas al es- 
tudio establecen expresamente el procedimiento para 
la obtención de las mismas, señalando las normas que 
se refieren a la formulación y presentación de solicitu- 
des, así como los documentos esenciales que deben és- 
tas acompañar. 

Tras señalar que la subsanación de las deficiencias 
que puedan apreciarse en las solicitudes o en la docu- 
mentación que las acompañe debe efectuarse ya desde 
los centros docentes receptores, esta normativa espe- 
cifica además que los órganos gestores de las referidas 
solicitudes pueden requerir los documentos comple- 
mentarios que se estimen precisos para un adecuado 
conocimiento de las circunstancias peculiares de cada 
caso, todo ello con carácter previo a la resolución de 
las solicitudes. 

El procedimiento al que deben ajustarse los órganos 
competentes al respecto para requerir del solicitante 
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la subsanación de deficiencias en la solicitud o en la 
documentación necesaria, se señala en los artículos 54 
y 71 de la vigente Ley de Procedimiento Administrativo. 

En este sentido, el artículo 54 dispone que «Cuando 
en cualquier momento se considere que alguno de los 
actos de los interesados no reúne los requisitos nece- 
sarios, la Administración lo pondrá en conocimiento de 
su autor, concediéndole un plazo de diez días para cum- 
plimentarlo». I 

Asimismo, el artículo 71 establece que «Si el escrito 
de iniciación no reuniera los datos que señala el ar- 
tículo 69, o faltara el reintegro debido, se requerirá a 
quien lo hubiese firmado para que, en un plazo de diez 
días, subsane la falta o acompañe los documentos pre- 
ceptivos, con apercibimiento de que, si así no lo hicie- 
re, se archivará sin más trámite». 

Las formalidades expresamente exigidas en la presen- 
tación de solicitudes de becas y ayudas al estudio de- 
ben entenderse justificadas en la medida que sirvan 
para asegurar el acierto en la resolución de su conce- 
sión o denegación, y su conformidad con la justicia, no 
como obstáculo que dificulte la admisión de la solici- 
tud. Por ello la legislación impone a la Administración 
el deber de dar la oportunidad a los interesados de sub- 
sanar los defectos o de acreditar que reúnen los requi- 
sitos necesarios para obtener un derecho. 

Sin embargo, algunas quejas recibidas durante al año 
1991 (9120408,9123503 y 9110849, entre otras) reflejan 
que algunos órganos gestores de las solicitudes de be- 
cas y ayudas al estudio resuelven los expedientes de- 
negando las becas “por no aportar fotocopia completa 
de la Declaración del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas)) (Queja número 9110849) o “por no 
aportar justificante completo de ingresos por paro ylo 
subsidio por desempleo# (Queja número 9123503), o 
((por no aportar las calificaciones de COUn (Queja nú- 
mero 9120408), resoluciones todas ellas adoptadas, al 
parecer, sin haber sido precedidas del requerimiento 
para que en el plazo de 10 días fueran subsanadas las 
presuntas faltas, tal y como dicta al efecto la Ley de Pro- 
cedimiento Administrativo. 
Lo anterior, además de suponer un incumplimiento 

de lo previsto en las normas vigentes citadas, dilata sen- 
siblemente la tramitación de los expedientes de solici- 
tud de beca, dado que los afectados deben 
necesariamente acudir a la vía de la reclamación -cuya 
duración en el tiempo viene fijándose entre 6 meses y 
un año- para que sea revisada su solicitud adjuntan- 
do a su reclamación o recurso los documentos debidos, 
o bien, como en el caso planteado en la última de las 
qücjas citadas, para convencer a la Administración de 
la imposibilidad de aportar las calificaciones de COU 
exigidas, al no haber realizado nunca tales estudios, si- 
no los correspondientes a formación profesional. 

10.1.7.5. Demoras en la tramitación de los recursos ad- 
ministrativos en materia de becas y ayudas 
al estudio 

Las disposiciones normativas que anualmente reco- 

gen la convocatoria general de becas y ayudas al estu- 
dio, y los requisitos académicos, económicos y 
procedimentales para obtenerlas, reconocen expresa- 
mente el derecho de los alumnos cuya solicitud de be- 
ca haya sido objeto de denegación inicialmente o, como 
resultado de la reclamación formulada, de interponer 
un recurso de alzada ante el Ministerio de Educación 
y Ciencia, que será sustanciado por el Director Gene- 
ral de Formación Profesional Reglada y Promoción 
Educativa, por delegación del Ministro del Depar- 
tamento. 

Como ya expresábamos en el informe correspondien- 
te a 1990, son muy frecuentes las quejas por retrasos 
en la resolución de los recursos en materias referidas 
a la concesión de becas y ayudas al estudio. 

Por tal motivo, con el fin de conocer el alcance de es- 
te problema, así como la situación que efectivamente 
se estuviera dando en la Dirección General de Forma- 
ción Profesional Reglada y Promoción Educativa, co- 
mo servicio encargado de la resolución de los recursos 
administrativos en materia de becas y ayudas al estu- 
dio, esta institución solicitó de la Secretaría de Estado 
de Educación un informe acerca de las previsiones exis- 
tentes en orden a agilizar y poner al día dicho servicio 
y las dotaciones personales con las que cuenten, así co- 
mo aquellas otras que se estimen necesarias para una 
adecuada prestación del servicio. 

En contestación a ello, el órgano consultado remitió 
escrito a esta institución, fechado el 25 de enero de 1991, 
en el que sintéticamente se nos exponía lo siguiente: 

En primer lugar, se hacía referencia a las dificulta- 
des con las que se encontraba la Dirección General de 
Formación Profesional Reglada y Promoción Educati- 
va, dado que esta unidad tramita anualmente cerca de 
un millón de solicitudes de diferentes clases de becas 
y ayudas al estudio, de las cuales obtienen un resulta- 
do final denegatorio de un 26% aproximadamente. 

En segundo lugar, se significaba en el informe cita- 
do que la resolución de los recursos en tiempo y forma 
plantea severas dificultades, tanto por el incremento en 
su número como por la descentralización de competen- 
cias en materia de becas y ayudas al estudio que se ha 
llevado a cabo en favor de las universidades, las direc- 
ciones provinciales y los servicios territoriales de edu- 
cación para acercar esta gestión a los ciudadanos y 
facilitar que la resolución inicial se produzca a la ma- 
yor brevedad posible. Sin embargo, esta descentraliza- 
ción obliga a que, con carácter previo a la resolución 
de los recursos, la Dirección General citada deba soli- 
citar informe a las unidades periféricas que han tra- 
mitado la beca. 

En tercer lugar, se nos informa que la solución final 
del problema pasa necesariamente por el incremento 
de los recursos humanos disponibles en la Dirección 
General de Formación Profesional Reglada y Promoción 
Educativa, para lo cual, al margen de contratar tempo- 
ralmente a personas inscritas en el Instituto Nacional 
de Empleo, se tramitaba la correspondiente petición al 
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Ministerio para las Administraciones Públicas y al Mi- 
nisterio de Economía y Hacienda, pretendiéndose con 
ello dimensionar adecuadamente los servicios en rela- 
ción con las necesidades. 

Esta institución valoró positivamente que en la bús- 
queda de soluciones a las deficiencias puestas de ma- 
nifiesto hubieran sido adoptadas por el Ministerio de 
Educación y Ciencia las primeras medidas correctoras, 
las cuales parecían conferir a este problema razonables 
expectativas de mejora a corto plazo. 

Sin embargo, lejos de disminuir el alcance de estas 
deficiencias a lo largo del año 1991, se fue incremen- 
tando el número de escritos dirigidos a esta institución 
relativos a las demoras, que, según parece, continúan 
siendo excesivas en la tramitación de los recursos ad- 
ministrativos en materia de becas y ayudas al estudio. 

En consecuencia, solicitamos a la Secretaría de Es- 
tado de Educación un informe detallado acerca del nú- 
mero de recursos administrativos en materia de becas 
y ayudas al estudio que se encuentren pendientes de 
resolución, así como exposición de las medidas espe- 
cíficas que estén siendo efectivamente adoptadas y pre- 
visiones existentes al respecto, con indicación de plazos 
concretos para considerar controlado el problema 
descrito. 

Coincidiendo con la redacción del presente informe 
se ha recibido en esta institución la respuesta requeri- 
da, en la que la Secretaría de Estado de Educación nos 
traslada lo siguiente: 

«En relación con el informe solicitado por V. E. acer- 
ca del número de recursos administrativos en materia 
de becas y ayudas al estudio que se encuentran pendien- 
tes de resolución, así como de las medidas específicas 
que están siendo adoptadas y previsiones existentes al 
respecto de plazos concretos, para considerar resuelto 
el problema descrito, cúmpleme informarle de lo si- 
guiente: 

Primero. El origen del problema, como esa Institu- 
ción conoce, radica en el elevado número de recursos 
administrativos planteados, fundamentalmente de al- 
zada,’ en relación con el número de funcionarios ads- 
critos a la sección encargada de sustanciarlos. A 
continuación se detalla una serie estadística de recur- 
sos interpuestos en tres cursos académicos: 

curso académico número de recursos 

198811989 
1989/ 1990 
199011 99 1 

7.906 
7.489 (*) 
7.113 (**) 

(*) No está finalizada la entrada de recursos y no es- 
tán computados los recursos de reposición, por cuan- 
to éste es el curso académico que en este momento se 
está resolviendo. 

(**) Datos estimativos dado que no ha sido aún to- 
talmente informativada la entrada de los mismos. 

En cuanto a la plantilla del personal de la sección en- 
cargada de resolver estos recursos, como ya se antici- 
pó en un anterior informe a V. E., ha sido objeto de 
ampliación recientemente, tanto en su aspecto cuanti- 
tativo como en el cualitativo (potenciación del número 
de funcionarios de los Grupos B y C fundamentalmen- 
te). En estos momentos se está procediendo a la cober- 
tura de dichos puestos mediante concurso de traslados 
e incorporación de funcionarios de las nuevas promo- 
ciones del Cuerpo General de Gestión. 

Segundo. Respondiendo a la pregunta concreta del 
número de recursos administrativos pendientes de re- 
solución en materia de becas y ayudas al estudio, de- 
bemos decir que son todos los del curso 1990/91, por 
cuanto aún estamos resolviendo la convocatoria de cur- 
so 1989/90, de la cual nos quedan pendientes del orden 
de 1.800 recursos aproximadamente que se espera pue- 
dan ser finalizados en el próximo mes de febrero, ya que 
actualmente se están resolviendo entre 800 y 1.000 re- 
cursos mensuales. 

Tercero. Por lo que respecta a la pregunta de qué me- 
didas están siendo adoptadas y previsión de plazos con- 
cretos para considerar solucionado el problema 
descrito, esta Secretaría de Estado de acuerdo con la 
información que le ha sido facilitada por los servicios 
competentes de la Dirección General de Formación Pro- 
fesional Reglada y Promoción Educativa, expone a V. E. 
que las medidas adoptadas, aparte de las descritas en 
materia de personal, se han centrado en la implanta- 
ción de un sistema informático que ha agilizado en gran 
manera la confección material de la resolución de los 
recursos, así como la profundización de la racionaliza- 
ción y normalización de los métodos de trabajo utili- 
zados en la sección correspondiente. Si esa Institución 
lo estima conveniente se pueden facilitar los modelos 
utilizados al respecto tanto en el campo de la informá- 
tica como en el de los métodos de trabajo utilizados. 

Sin dar por concluidos los trabajos realizados hasta 
el momento en los aspectos de informática y métodos 
de trabajo, la mejora en estos dos campos ha permiti- 
do por un lado una mayor agilización en la confección 
material de los recursos, una mayor individualización 
en las contestaciones y esperamos que para la resolu- 
ción de los recursos del curso 1990/91 se produzca un 
acortamiento sensible en el tiempo que se tarda en re- 
solver los recursos de una convocatoria completa». 

El contenido del transcrito informe revela de mane- 
ra inmediata la existencia de un considerable atasco en 
lo que se refiere a la resolución de los recursos plan- 
teados. El simple dato relativo a que las reclamaciones 
contra denegaciones de becas y ayudas al estudio para 
el curso 89/90 no se resuelvan hasta entrado el año 1992 
evidencia un grave desfase temporal que anula o, al me- 
nos, perturba seriamente la finalidad de este instru- 
mento, ya que de poco sirven las becas que son 
reconocidas dos años después de haber sido precisas 
para continuar los estudios. 

Lamentamos por tanto, que esté dándose esta situa- 
ción de todo punto inaceptable y que las medidas adop- 
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tadas en su momento no hayan conducido a los 
resultados deseados a través de los cuales los ciudada- 
nos viesen efectivamente cumplido su derecho a disfru- 
tar de iguales oportunidades ante la educación. Por este 
motivo, se hace necesaria una nueva llamada de aten- 
ción ante este problema, instando a las autoridades edu- 
cativas competentes para que sean adoptadas de 
inmediato todas las medidas precisas para paliar el pro- 
blema antes descrito. 

10.2. Educación Universitaria 

La Ley Orgánica 1111983, de 25 de agosto, de Refor- 
ma Universitaria, concibe la enseñanza superior como 
un servicio público referido a los intereses generales 
de toda la comunidad nacional y de sus respectivas co- 
munidades autónomas. A este fin dota a la Universidad 
de plena autonomía estatutaria, académica, financie- 
ra y docente, a la vez que recoge las competencias que 
la propia Constitución Española atribuye al Estado y 
a las comunidades autónomas, en orden a lograr la 
igualdad de todos los españoles en el ejercicio del de- 
recho al estudio, para dictar las normas básicas del ré- 
gimen estatutario de los funcionarios y establecer las 
condiciones de obtención, expedición y homologación 
de títulos académicos y profesionales. 

Durante el año al que se contrae el presente informe, 
la realidad universitaria ha continuado el proceso de 
reforma iniciado años atrás. Una de las principales in- 
novaciones abordadas ha sido la aprobación, por par- 
te del Gobierno, de las directrices generales propias de 
los planes de estudios de 97 nuevas titulaciones univer- 
sitarias, directrices que deberán guiar a las universi- 
dades españolas en la elaboración de los respectivos 
planes de estudios que en el plazo máximo de 3 años 
deben remitir al Consejo de Universidades para su ho- 
mologación. 

Esta renovación de contenidos en las carreras tradi- 
cionales e implantación de las nuevas titulaciones cons- 
tituye un primer impulso para superar la rigidez y el 
carácter estanco de nuestras actuales carreras univer- 
sitarias acercando así la formación universitaria a la 
realidad social y profesional de nuestro entorno, no solo 
nacional, sino también europea. No obstante esta ini- 
ciativa debe ser continuada atentamente por cada una 
de las universidades, asumiendo sin demora las com- 
petencias que al respecto les han sido encomendadas, 
con el fin de colaborar en la supresión de los obstácu- 
los para la plena libertad de circulación y estableci- 
miento en el ámbito comunitario de los ciudadanos de 
los países de la Comunidad Económica Europea, má- 
xime cuando en virtud de ello ha sido ya regulado, me- 
diante Real Decreto 166511991, de 25 de octubre, el 
sistema general de reconocimiento de los títulos de en- 
señanza superior de los Estados miembros de la Comu- 
nidad Económica Europea que exigen una formación 
mínima de 3 años de duración. 

La Ley de Reforma Universitaria reconoce a la Uni- 

versidad como única institución competente no solo pa- 
ra elaborar los respectivos planes de estudios de las 
nuevas enseñanzas, sino también para expedir los títu- 
los universitarios de carácter oficial y con validez en 
todo el territorio nacional, En este sentido la propia ley, 
ante las eventuales necesidades derivadas de la progra- 
mación general de la enseñanza universitaria, también 
señala la posibilidad de crear y reconocer nuevas uni- 
versidades y centros universitarios que impartan ense- 
ñanzas conducentes también a la obtención de tales 
títulos oficiales. 

En desarrollo de tales previsiones, recogidas expre- 
samente en los artículos 5 y 58.2 de la Ley de Reforma 
Universitaria, el 20 de abril del año al que se contrae 
este informe ha sido publicado el Real Decreto 55711991, 
de 12 de abril, sobre creación y reconocimiento de uni- 
versidades y centros universitarios, estableciendo unas 
normas básicas en las que se recogen, entre otras, las 
condiciones indispensables que deben cumplir los cen- 
tros, en orden a garantizar plenamente la calidad de la 
docencia e investigación universitarias, así como la 
igualdad de oportunidades en el servicio público. 

Asimismo, y en lo que se refiere al establecimiento 
en España de centros extranjeros para impartir ense- 
ñanzas de nivel universitario, conforme a sistemas edu- 
cativos vigentes en estos países, el Real Decreto 
55711991 antes referido precisa un marco jurídico mí- 
nimo que permita el desenvolvimiento de dichas ense- 
ñanzas, sin menoscabo de lo establecido en los tratados 
y convenios suscritos por España, o, a falta de ellos, de 
lo que resulte del principio de reciprocidad. 

Sin perjuicio de los aires innovadores que todo lo an- 
terior parecen conferir al sistema educativo español, 
lo cierto es que numerosos aspectos cuyo desarrollo 
prevé la Ley de Reforma Universitaria continúan aun 
pendientes cuando ya han transcurrido 8 largos años 
desde su aprobación. 

En el momento actual, las principales lagunas en lo 
que afecta al estudio en la universidad son las que se 
refieren al establecimiento de límites máximos de ad- 
misión de alumnos, al acceso a la Universidad, al régi- 
men disciplinario de los estudiantes universitarios y al 
régimen de permanencia en la Universidad, aspectos és- 
tos ya denunciados en anteriores informes anuales, pero 
que volvemos a señalar, por ser los que continúan re- 
flejándose mayoritariamente en las quejas que esta ins- 
titución recibe en relación con el estudio en la 
Universidad. 

10.2.1. El establecimiento de los límites máximos de 
admisión de alumnos en los centros universi- 
tarios 

«El acceso a los centros universitarios y a sus diver- 
sos ciclos de enseñanza estará condicionado por la ca- 
pacidad de aquéllos, que será determinada por las 
distintas universidades, con arreglo a módulos objeti- 
vos establecidos por el Consejo de Universidade s... )> (ar- 

- 290 - 



CORTES GENERALES 25 DE ABRIL DE 1992.--SERIE A. NOM. 37 

tículo 26.2 de la Ley Orgánica 11/1987, de 25 de agosto 
de Reforma Universitaria). 

A pesar de las claras instrucciones recogidas en este 
precepto, y transcurridos ya más de 8 años de vigencia 
de la propia ley, una vez más el procedimiento seguido 
por cada universidad para determinar en el presente 
curso académico la capacidad de sus centros fué, co- 
mo en cursos anteriores, el que previó con carácter pro- 
visional la disposición transitoria primera del Real 
Decreto 94811986, de 9 de mayo, por el que se regulan 
los procedimientos para el ingreso en los centros uni- 
versitarios, ya que continúan sin ser establecidos por 
el Consejo de Universidades los módulos objetivos pa- 
ra que aquéllas puedan determinar la capacidad de sus 
centros. 

Así, en virtud de las previsiones contenidas en la ci- 
tada disposición transitoria primera y en defecto de los 
módulos objetivos referidos, cada universidad solicitó 
del Consejo de Universidades el establecimiento de 1í- 
mites máximos de admisión de alumnos de nuevo in- 
greso para el curso 1991-92, en los centros en los que 
se preveía la existencia de una inadecuación entre su 
capacidad y el número de plazas solicitadas. 

Mediante acuerdo de 21 de junio de 1991, la Comisión 
Académica del Consejo de Universidades resolvió las 
citadas solicitudes presentadas por las universidades 
para sus centros propios, colegios universitarios ads- 
critos y escuelas universitarias adscritas, una vez con- 
siderados los correspondientes informes razonados 
presentados a este efecto. 

El establecimiento de los módulos objetivos por parte 
del Consejo de Universidades, cuya demora esta insti- 
tución viene denunciando en los sucesivos informes que 
anualmente eleva al conocimiento de las Cortes Gene- 
rales, deberían ser abordados sin más dilación, máxi- 
me cuando han sido ya regulados mediante Real 
Decreto 557/1991, de 12 de abril, los requisitos que de- 
ben reunir las universidades para su creación o reco- 
nocimiento, entre los que se incluyen las exigencias 
materiales mínimas en cuanto a espacios docentes e in- 
vestigadores. 

10.2.2. El acceso a la Universidad 

«El estudio en la Universidad de su elección es un 
derecho de todos los españoles en los términos estable- 
cidos en el ordenamiento jurídico. Los requisitos nece- 
sarios para el acceso a la Universidad se regularán por 
ley de las Cortes Generales)) (artículo 25 de la Ley Or- 
gánica 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma Univer- 
sitaria). 

El derecho que este precepto reconoce a acceder al 
centro de enseñanza universitaria libremente elegido 
por el aspirante -y que se integra en el ámbito del de- 
recho a la educación, consagrado por el artículo 27 de 
la Constitución- es sin embargo limitado en el artícu- 
lo siguiente de la propia Ley de Reforma Universitaria, 
en el que se dispone que el acceso a los centros univer- 

sitarios y a sus diversos ciclos de enseñanza está con- 
dicionado por la capacidad de aquéllos, si bien 
simultáneamente confiere a los poderes públicos la 
obligación de promover una política de inversiones ca- 
paz de adecuar dicha capacidad a la demanda social 
de educación superior. 

Lejos de haberse logrado este deseable objetivo, y pe- 
se a que para el curso académico 1991-92 la oferta uni- 
versitaria fué incrementada en 18.030 plazas, de las 
cuales 5.435 correspondieron al primer curso, es lo cier- 
to que la falta de proporcionalidad aun existente entre 
la capacidad de los centros universitarios y la deman- 
da de plazas ha continuado generando, como en años 
precedentes, la presentación de numerosas quejas du- 
rante los meses comprendidos entre junio y octubre de 
1991, por parte de estudiantes que consideran que los 
límites de admisión aplicados contradicen el derecho 
a la libre elección de centro universitario. 

También como en años precedentes, y con ocasión de 
los sucesivos informes anuales presentados ante las 
Cortes Generales, esta institución no puede dejar de re- 
clamar la atención ante un problema de extrema im- 
portancia, cual es la necesidad de lograr el objetivo que 
la Ley de Reforma Universitaria señala para los pode- 
res públicos, de lograr equiparar la capacidad de los 
centros universitarios a la demanda social, a través de 
la adecuada política de inversiones, 

Una vez más, la misión del Defensor del Pueblo ante 
este delicado problema, reflejado en las numerosas que- 
jas recibidas, se ha limitado a comprobar con atención 
el escrupuloso seguimiento, por parte de los distintos 
centros universitarios, de los criterios de valoración y 
prioridad y de los procedimientos legalmente aplica- 
bles para seleccionar a los alumnos aspirantes. 

Con ocasión de los referidos criterios de prioridad, 
en nuestro informe correspondiente a la actividad del 
pasado año destacábamos el criterio relativo a la resi- 
dencia del alumno, como uno de los motivos que más 
quejas había provocado. Con ello, la injusta aplicación 
de este criterio de prioridad por parte de alguna uni- 
versidad motivó a esta institución a la formulación de 
una recomendación -que fué posteriormente acepta- 
da por la universidad afectada-, acerca de que en la 
tramitación de los procedimientos de ordenación de so- 
licitudes de acceso a la universidad y de adjudicación 
de las plazas, fueran rigurosamente respetados, en lo 
sucesivo, las prioridades y los criterios de vaIoración 
y correspondencia establecidos legalmente. 

Pero sobre todo planteabamos la necesidad de intro- 
ducir en el procedimiento de acceso a la Universidad 
una profunda modificación, fundamentalmente tenden- 
te a revisar los criterios de valoración, desterrando 
aquéllos que se apartaran de los méritos puramente 
académicos y supusieran, además, un entorpecimien- 
to al derecho a la libre circulación de los ciudadanos 
en el propio territorio del Estado. 

Con satisfacción pudimos posteriormente comprobar 
una primera intención de lograr este objetivo, al ver in- 
troducido en el Real Decreto 100511991, de 14 de junio 
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-por el que se regulan los procedimientos para el in- 
greso en los centros universitarios-, una cierta reduc- 
ción de los límites que para la movilidad de los 
estudiantes se contenían en el Real Decreto 94311986, 
de 9 de mayo, modificado por el Real Decreto 55711988, 
de 3 de junio, en lo que afecta a los centros en los que 
hubiere una inadecuación entre su capacidad objetiva 
y el número de plazas solicitado, para permitir que los 
estudiantes pudieran cursar estudios en el centro de 
su preferencia, aunque éste se hallara en universidad 
distinta a la que inicialmente les correspondiera, siem- 
pre que estuvieran en posesión de determinadas califi- 
caciones académicas. 

El análisis de las quejas recibidas al respecto, sin em- 
bargo, permite afirmar que la implantación de este sis- 
tema, que ha sido denominado como «distrito 
compartido)), no logra alcanzar todas las espectativas, 
dado que la normativa que lo recoge únicamente prevé 
la reserva de un porcentaje muy reducido de plazas de 
los centros con limitación: un 5% del total. 

Junto a lo anterior parece que aún quedan también 
por resolver algunas cuestiones técnicas sobre la puesta 
en marcha de este sistema, ya que, según reflejan las 
referidas quejas, la adopción del mismo se ha caracte- 
rizado, en el curso 1991/92, por un muy limitado servi- 
co de información ofertado por algunas universidades 
respecto a las instrucciones que los alumnos aspiran- 
tes deban acatar con el fin de beneficiarse del recién 
implantado ((distrito compartido)). 

Por último, aún debemos lamentarnos de que no se 
haya habilitado hasta el momento ningún apartado de 
ayudas especiales e independientes de la oferta global 
de becas y ayudas al estudio, para los estudiantes que 
consigan una plaza universitaria a través de este nue- 
vo sistema de acceso, y necesiten una ayuda económi- 
ca para los gastos derivados de su residencia fuera del 
domicilio habitual. 

Estimamos consecuencia de lo expuesto la oportu- 
nidad de que por parte de los poderes públicos se adop- 
ten las medidas oportunas para que, aceptado sin 
reservas por todas las entidades universitarias, la im- 
plantación de este nuevo sistema de acceso se efectúe 
con carácter completo y definitivo, para que la posibi- 
lidad de elegir cualquier universidad española se acer- 
que a una realidad que favorezca la igualdad de 
oportunidades y la movilidad estudiantil, principios es- 
timulados en la práctica totalidad de la Comunidad 
Europea. 

10.2.3. El Régimen Disciplinario de los estudiantes 
universitarios 

«Las Universidades, a propuesta del Consejo de Uni- 
versidades, establecerán las normas que regulen las res- 
ponsabilidades de los estudiantes, relativas al 
cumplimiento de sus obligaciones académicas ,) (Artí- 
culo 27.3 de la Ley Orgánica 11/1983, de 25 de agosto, 
de Reforma Universitaria). 

Transcurridos 8 largos años desde la entrada en vi- 
gor de este precepto, recogido en la Ley de Reforma Uni- 
versitaria, aún no se ha producido la propuesta, por 
parte del Consejo de Universidades, de las normas que 
deban regular las responsabilidades de los estudiantes. 

Mientras, la normativa que viene aplicándose por las 
Universidades hasta tanto el mandato de la Ley de Re- 
forma Universitaria se desarrolle, es la recogida en el 
Reglamento de Disciplina Académica, aprobado por De- 
creto de 8 de septiembre de 1954 del entonces Ministe- 
rio de Educación Nacional. 

Los preceptos contenidos en este reglamento, uno de 
los cuales señala como falta grave «las manifestacio- 
nes contra la religión y moral católicas o contra los prin- 
cipios o instituciones del Estado)), recogen las normas 
de tramitación del procedimiento, sancionador. Sin em- 
bargo, no se incluyen entre las mismas las garantías ju- 
rídicas procedimentales de la vigente Ley de 
Procedimiento Administrativo, y pese a ello, su aplica- 
ción es preferente, al ser un procedimiento especial to- 
davía en vigor. 

Como ya quedó reflejado en el informe anual del pa- 
sado año, desde esta Institución se formuló en marzo 
de 1990 una recomendación al Ministro de Educación 
y Ciencia, como Presidente del Consejo de Universida- 
des, en orden a que con la máxima urgencia fueran pro- 
puestas a las universidades las normas que regulen las 
responsabilidades de los estudiantes, relativas al cum- 
plimiento de sus obligaciones académicas. 

Esta recomendación fue aceptada por el Consejo de 
Universidades, desde donde se comunicó a esta Insti- 
tución la posibilidad de llevar a la práctica su conteni- 
do antes del inicio del curso 1991-92. 

Sin embargo, las previsiones ofrecidas han sido in- 
cumplidas, por lo que desde este informe debemos ha- 
cer un nuevo llamamiento a los poderes públicos 
responsables, en orden a que, sin demora, se lleve a ca- 
bo el preciso desarrollo del contenido del articulo 27.3 
de la Ley de Reforma Universitaria, exigido por el prin- 
cipio de seguridad jurídica de los estudiantes, quienes 
no sólo tienen derecho a conocer el marco de su activi- 
dad académica, sino que además no deben quedar ex- 
puestos a interpretaciones indebidas, en la aplicación 
de las normas y en el ejercicio de la potestad sanciona- 
dora que la Ley de Reforma Universitaria reconoce a 
las universidades, a causa de un contexto o marco jurí- 
dico no suficientemente definido. 

10.2.4. Los límites de permanencia en la Universidad 

«El Consejo Social de la Universidad, previo informe 
del Consejo de Universidades, señalará las normas que 
regulen la permanencia en la Universidad de aquellos 
Estudiantes que no superen las pruebas correspondien- 
tes en los plazos que se determinen, de acuerdo con las 
Zaracterísticas de los respectivos estudios), (artículo 
27.2 de la Ley Orgánica 1111987, de 25 de agosto, de Re- 
forma Universitaria). 
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La competencia que este precepto atribuye en exclu- 
siva al Consejo Social de cada universidad, -confi- 
gurado en la propia Ley de Reforma Universitaria co- 
mo el órgano colegiado de participación de la sociedad 
en la Universidad- únicamente ha sido efectivamente 
ejercida en siete de las 41 universidades españolas. 

La mayoría de las universidades que han regulado es- 
te aspecto coinciden en la adopción de normas muy ri- 
gurosas con el alumno en el comienzo de la carrera, 
para pasar a una mayor flexibilidad cuando está fina- 
lizándola. 

En este sentido, la práctica totalidad de las normati- 
vas ya elaboradas por los respectivos consejos socia- 
les exigen que el alumno apruebe, en el primer curso, 
al menos una asignatura de las que se haya matricuia- 
do, fijando en seis el número máximo de convocatorias 
por asignatura, a las que se añade una séptima si el 
alumno tiene aprobada al menos dos terceras partes de 
las asignaturas del plan de estudios respectivo. 

Sin embargo, algunas universidades (como por ejem- 
plo las universidades de Valencia, Politécnica de Cata- 
luña, Autónoma de Madrid ...) en las que aún no se ha 
dado cumplimiento al mandato legal respecto a la ela- 
boración de la normativa reguladora de la permanen- 
cia en la Universidad, aún siguen aplicando las normas 
vigentes con anterioridad a la promulgación de la Ley 
de Reforma Universitaria, recogidas en el Decreto Ley 
9/1975, de 10 de julio, para el funcionamiento institu- 
cional de la Universidad, modificado posteriormente 
por el Real Decreto Ley 8/1976, de 16 de junio, y en las 
que se fijaba un límite del número de convocatorias por 
asignatura dentro de los márgenes de un mínimo de 4 
y un máximo de 6. 

La urgente necesidad de que todas las universidades 
desarrollen el contenido del mencionado artículo 27.2 
de la Ley de Reforma Universitaria de 25 de agosto de 
1983, estableciendo los condicionamientos objetivos 
que, presididos por los criterios de seguridad jurídica 
e igualdad, determinen los requisitos de permanencia 
en la Universidad, viene provocando sucesivos llama- 
mientos de atención por parte de esta institución, con 
ocasión de los últimos informes anuales. 

Un año más insistimos en este informe y nos dirigi- 
mos a todas las universidades afectadas, al objeto de 
recordarles, no solo el imperativo legal señalado, sino 
también la necesidad social de que la universidad no 
utilice la flexibilidad y autonomía que le es reconoci- 
da sino para otorgar un auténtico servicio público re- 
ferido a los intereses de la comunidad, garantizando al 
máximo los principios constitucionales del derecho a 
la educación y a la igualdad de oportunidades, y opti- 
mizando al mismo tiempo los recursos económicos que 
la sociedad pone a su disposición. 

10.2.5. El estudio en la Universidad Nacional de Edu- 
cación a Distancia 

El Real Decreto 1287/1985, de 26 de junio, por el que 
se aprueban los Estatutos de la Universidad Nacional 

de Educación a Distancia (UNED), define a esta univer- 
sidad como una institución de derecho público, dota- 
da de personalidad y de plena autonomía, sin más 
límites que los establecidas por la ley. 

Las funciones de la UNED, para el servicio de la so- 
ciedad, además de las generales establecidas por la ley, 
son enumeradas en el tercer artículo del mencionado 
real decreto: 

- Facilitar preferentemente el acceso a la enseñan- 
za universitaria y la continuidad de sus estudios a to- 
das las personas que, estando capacitadas para seguir 
estudios superiores, no puedan frecuentar las aulas uni- 
versitarias por razones laborales, económicas, de resi- 
dencia o cualquier otras de similar consideración. 
- Establecer y desarrollar programas de educación 

permanente, promoción cultural y perfeccionamiento 
profesional. 
- Utilizar las técnicas y experiencias más idóneas 

de enseñanza a distancia, así como ensayar nuevos mo- 
delos educativos en servicio de sus alumnos y también 
de las universidades e instituciones con las que se es- 
tablezcan convenios de colaboración y asistencia. 
- Facilitar la creación de una comunidad universi- 

taria amplia y plural, fundada en unos conocimientos 
científicos y culturales que sirvan de unión y fomen- 
ten el progreso y la solidaridad de las regiones y pue- 
blos de España. - Desarrollar la investigación científica en todos los 
ámbitos y niveles. 
- Impulsar la formación permanente, actualización 

y promoción del personal docente e investigador y de 
administración y servicios de la Universidad. 

Para alcanzar estos objetivos, la UNED ha aplicado 
un modelo educativo que, partiendo de las nuevas teo- 
rías de aprendizaje, considera que la relación directa 
profesor/alumno no es imprescindible, ya que se pue- 
den aprender en solitario determinados contenidos 
científicos, siempre que se use una tecnología adecua- 
da, garante de la calidad y claridad de los mismos, así 
como un mínimo de comunicación docente. 

Desde el comienzo del pasado curso académico vie- 
nen recibiéndose en esta institución numerosos escri- 
tos presentados por estudiantes de la UNED, en los que, 
de forma individual o colectiva, se manifiestan afecta- 
dos por supuestas irregularidades de organización y 
funcionamiento en relación a la docencia o a los exá- 
menes en esta universidad. 

En la mayoría de los casos esta instltución, una vez 
valorados los hechos alegados, sugirió a los interesa- 
dos que hicieran uso del derecho que el artículo 44.7 
del Real Decreto 1287/1985, de 26 de junio reconoce a 
los alumnos de la Universidad Nacional de Educación 
a Distancia, de solicitar y obtener del director del de- 
partamento correspondiente, la revisión y corrección 
de las irregularidades que puedan producirse en los as- 
pectos denunciados. 

Sin embargo, la queja 9026456 planteada por un es- 
tudiante de Derecho de la UNED, residente en Carreira- 
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Ribeira (La Coruña) si motivó el inicio de actuaciones 
por esta institución. El interesado exponía que para el 
curso académico 1990-91, el material didáctico de quin- 
ce asignaturas de entre las 25 que componen la licen- 
ciatura de derecho en dicha universidad no tenían 
establecido el sistema de pruebas de evaluación a dis- 
tancia. 

Esta institución consideró que las pruebas de evalua- 
ción a distancia, como medio fundamental de orienta- 
ción en el estudio independiente, -junto a las pruebas 
presenciales, imprescindible para controlar el rendi- 
miento académico de los alumnos-, constituyen en la 
educación a distancia la pieza principal para conseguir 
un sistema de evaluación que posibilite la necesaria co- 
municación de los contenidos científicos, permitiendo 
al profesor medir el grado de asimilación de los mis- 
mos por parte de los alumnos. 

En este sentido el artículo 92 del Real Decreto 
1287/1985, de 26 de junio dispone que, «Con objeto de 
asegurar la orientación al alumno y control de su ren- 
dimiento académico, la UNED establecerá un sistema 
de evaluación continuada compuesto, como mínimo, 
por pruebas a distancia y pruebas presenciales ... » 

Admitida a trámite la referida queja, y trasladada a 
la UNED, se recibió en esta institución un informe de 
la Secretaría General de dicha universidad, con el si- 
guiente contenido. 

«Si bien es cierto que en quince de las veinticinco 
asignaturas de la licenciatura de Derecho, así como en 
otras asignaturas de otras carreras, no existe un siste- 
ma de pruebas a distancia, hay que tener en cuenta que 
ello es consecuencia del carácter de pura recomenda- 
ción tanto del artículo 92 del Real Decreto 1287/1985, 
de 26 de junio, que aprueba los Estatutos de esta Uni- 
versidad, como de las Propuestas sobre Metodología Di- 
dáctica de la Comisión de Metodología y Medios de 
Educación a Distancia, aprobados por la Junta de Go- 
bierno de esa Universidad. En efecto, se establece cla- 
ramente que la implantación de un sistema de 
evaluación a distancia (así como de otros medios espe- 
cíficos de la educación a distancia, como las denomi- 
nadas unidades didácticas), no constituye más que una 
simple “directriz” o “sugerencia metodológica”, que di- 
ficilmente puede ser impuesta a los Departamentos de 
cada Facultad y Escuela Técnica Superior, a los cua- 
les, conforme al artículo 8 de la Ley Orgánica 1111983, 
de 25 de agosto, de Reforma Universitaria, correspon- 
de la “articulación y coordinación de las enseñanzas 
y de las actividades investigadoras de las Univer- 
sidades. )) 

Esta institución discrepa del criterio manifestado por 
el órgano firmante de dicho escrito, respecto a que el 
mandato normativo que para la UNED recoge el ar- 
tículo 92 del Real Decreto 1287/85, de 26 de junio, pue- 
da considerarse una simple «directriz» o «sugerencia 
metodológica». 

En este sentido, no parece que el tenor literal del ar- 

tículo 92 citado avale tal interpretación cuando en su 
texto se utiliza el término «establecerá» (y no «podrá 
establecer)) o cualquier otro similar) que implica un 
mandato imperativo para la UNED en orden a «asegu- 
rar la orientación al alumno y control de su rendimien- 
ton a través de un sistema de evaluación .compuesto 
«como mínimo» por .pruebas a distancia y pruebas 
presenciales),. Si a ello añadimos que la UNED, según 
sus estatutos tiene como una de sus misiones funda- 
mentales el «facilitar preferentemente el acceso a la en- 
señanza universitaria y la continuidad de sus estudios 
a todas las personas que, ... no puedan frecuentar las 
aulas universitarias...», sería no sólo la interpretación 
literal, sino también la derivada del espíritu y finali- 
dad de la norma, la que nos haría discrepar de la opi- 
nión sustentada por el órgano informante. 

Por consiguiente, tras poner en conocimiento del Rec- 
tor de la UNED las consideraciones que anteceden, nos 
encontramos a la espera de información acerca de si 
es el criterio de éste órgano unipersonal el que se re- 
fleja en el escrito recibido, y, en todo caso, los funda- 
mentos jurídicos en que se base su parecer. 

En relación con este asunto debe señalarse que des- 
de el inicio del presente curso académico las quejas re- 
lativas a éste y otros aspectos similares se repiten con 
progresiva frecuencia. En ellas se denuncian numero- 
sas supuestas deficiencias entre las que los afectados 
destacan las siguientes: material didáctico inadecua- 
do a la modalidad de educación a distancia; práctica 
inexistencia de medios audiovisuales y de nueva tecno- 
logía; falta de coordinación en la distribución del ma- 
terial didáctico existente; contínuas demoras en la 
entrega de calificaciones y en la devolución de las ta- 
sas al alumnado; escasa organización en el sistema de 
tutorías, etc. 

Para evaluar las quejas recibidas en este sentido, es- 
ta institución no ha dejado de tener en cuenta que las 
mismas se refieren a una universidad que ha pasado 
de contar con la cifra de 50.653 alumnos matriculados 
en 1987/88, a 109.498 alumnos en el curso académico 
al que se refieren los reclamantes. Este desmesurado 
crecimiento progresivo en el número de alumnos, cu- 
yo origen más próximo radica en la inexistencia de pla- 
zas en el resto de universidades para atender la 
demanda actual, debe producir inevitablemente alter- 
naciones de infraestructura académica y administra- 
tiva en la UNED, a la cual acuden, con alarmante 
frecuencia, aquellos alumnos que no han logrado pla- 
za en sus distritos universitarios. 

No puede olvidarse, sin embargo, que el modelo edu- 
cativo seguido por la UNED exige que, junto al siste- 
ma de evaluación al que ya nos hemos referido, su 
alumnado cuente con el material didáctico apropiado, 
que incluya materiales escritos, medios audiovisuales, 
apoyos normativos y nuevos recursos tecnológicos, así 
como con las necesarias vías organizadas de consulta 
individualizada y asesoramiento tutorial, a través de las 
cuales pueda realizar con facilidad cualquier consulta 
académica al profesor-tutor de su centro asociado. 
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Junto a lo anterior, debe señalarse que las deficien- 
cias mencionadas, cuando se produzcan han de afec- 
tar negativamente a la calidad de la enseñanza en esta 
universidad, afectando, además, al normal desarrollo 
de las funciones específicas que el artículo 3.0 del Real 
Decreto 1287/1985, de 26 de junio, encomienda a la Uni- 
versidad Nacional de Educación Universitaria entre las 
que se encuentra <(utilizar las técnicas y experiencias 
mas idóneas de enseñanza a distancia, así como ensa- 
yar nuevos modelos educativos en servicio de sus 
alumnos ... )) 

En atención a cuanto antecede, esta institución ha so- 
licitado del rector de la UNED información precisa 
acerca de las cuestiones planteadas, así como sobre las 
dificultades que pueda suponer la adopción de las me- 
didas correctoras necesarias. 

10.2.6. Las universidades españolas ante la Ley de In- 
tegración Social de los Minusválidos 

En el informe de la actividad de esta institución co- 
rrespondiente al pasado año dábamos cuenta de las ac- 
tuaciones iniciadas de oficio para conocer el grado de 
cumplimiento en las universidades públicas españolas 
de las normas vigentes en materia de integracion so- 
cial de los minusválidos, en lo que hace referencia a la 
eliminación de barreras arquitectónicas. 

Los resultados obtenidos tras la investigación prac- 
ticada reflejaban un panorama ciertamente desa- 
lentador: 

Unicamente carecían de barreras arquitectónicas los 
edificios de dos universidades (Carlos 111 y Pública de 
Navarra) de las treinta y tres que fueron consultadas 
(Alcalá de Henares, Alicante, Autónoma de Barcelona, 
Autónoma de Madrid, Barcelona, Cádiz, Cantabria, 
Castilla-La Mancha, Complutense, Córdoba, Extrema- 
dura, Granada, Islas Baleares, La Laguna, Uon, Mála- 
ga, Murcia, Oviedo, País Vasco, Las Palmas de Gran 
Canaria, Politécnica de Cataluña, Politécnica de Madrid, 
Politécnica de Valencia, Salamanca, Santiago de Com- 
postela, Sevilla, Valencia, Valladolid, Zaragoza, Univer- 
sidad Nacional de Educación a Distancia y Universidad 
Internacional Menéndez Pelayo). 

Sin desconocer las dificultades técnicas y especial- 
mente presupuestarias que para los órganos rectores 
de las universidades públicas suponía la inmediata 
puesta en práctica de cuantas directivas de obligado 
cumplimiento contienen las normas sobre supresión de 
barreras arquitectónicas en los edificios que de ellas 
dependen, esta institución, -a la vista de los resulta- 
dos que arrojaba la investigación practicada-, consi- 
deró sin embargo preciso insistir acerca de la necesidad 
de que desde cada una de las universidades afectadas 
fueran asumidas y subsanadas tales deficiencias. 

En consecuencia, esta institución formuló, en el mes 
de mayo de 1991 a las universidades de Alcalá de He- 
nares, Alicante, Autónoma de Barcelona, Autónoma de 

Madrid, Barcelona, Cádiz, Cantabria, Castilla-La Man- 
cha, Complutense de Madrid, Córdoba, Extremadura, 
Granada, Islas Baleares, La Laguna, León, Málaga, Mur- 
cia, Oviedo, País Vasco, Politécnica de Canarias, Poli- 
técnica de Cataluña, Politécnica de Madrid, Politécnica 
de Valencia, Salamanca, Santiago de Compostela, Se- 
villa, Valencia, Valladolid, Zaragoza, Nacional de Edu- 
cación a Distancia y Menéndez Pelayo la siguiente 
recomendación: 

«Que se adopten por cada universidad las medidas 
oportunas para que, de acuerdo a las reglas y condicio- 
nes previstas legalmente, todos sus edificios sean ac- 
cesibles y utilizables por los minusválidos. >) 

Junto a lo anterior, esta institución solicitaba de las 
universidades afectadas la remisión del preceptivo in- 
forme, en el plazo no superior a un mes, en el que se 
pusiera de manifiesto la aceptación de la recomenda- 
ción formulada, o en su caso, las razones para no 
aceptarla. 

Por último, y con el fin de colaborar con la Adminis- 
tración Pública en orden a la salvaguarda de los dere- 
chos y libertades cuya tutela la Constitución 
encomienda al Defensor del Pueblo, y a los efectos que 
fueran considerados oportunos, pusimos en conoci- 
miento de las consejerías de educación de las comuni- 
dades autónomas con competencia en la materia, del 
Consejo de Universidades y de la Secretaría de Estado 
de Universidades e Investigación, cuantos datos fueron 
obtenidos en el curso de las investigaciones practica- 
das, así como las reflexiones que la evaluación de los 
resultados nos habían suscitado, todo ello a la luz de 
los principios básicos que la Constitución Española 
consagra en sus artículos 9.2. y 49. 

Unicamente catorce de las 31 universidades que re- 
cibieron la recomendación formulada al respecto han 
remitido una contestación a esta institución. 

Las diecisiete universidades restantes (Universidad 
de Barcelona, Cádiz, Castilla-La Mancha, Compluten- 
se, Córdoba, Islas Baleares, León, Málaga, Murcia, País 
Vasco, Las Palmas, Politécnica de Valencia, Salaman- 
ca, Sevilla, Valencia, Valladolid y Menéndez Pelayo) han 
guardado silencio no sólo ante la constatación del es- 
tado de sus edificios que incumplen la normativa le- 
gal, sino sobre la propia recomendación, por lo que ha 
de entenderse que las autoridades responsables de es- 
tas universidades o bien no consideran el problema des- 
crito de dificultad y en ocasiones imposibilidad de 
acceso de los disminuidos físicos como digno de aten- 
ción o, por el contrario, conociéndolo tampoco consi- 
deran de interés articular ningún plan a corto o medio 
plazo para resolverlo, como han hecho otras univer- 
sidades. 

En todo caso, una actitud de tan notoria insensibili- 
dad, a la par del incumplimiento de su deber legal de 
contestar al Defensor del Pueblo, debe ser destacada 
en este informe para su debido conocimiento y valo- 
ración 
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La situación de los centros de esas Universidades es 
la siguiente: 

Número total Número de edificios 
de edificios sin barreras arquit. Universidad 

Barcelona 
Cádiz 
Castilla-La Mancha 
Complutense 
Córdoba 
Islas Baleares 
León 
Málaga 
Murcia 
País Vasco 
Las Palmas 
Politécnica de Valencia 
Salamanca 
Sevilla 
Valencia 
Valladolid 
Menéndez Pelayo 

25 
19 
1 1  
39 
13 
6 
9 

20 
25 
45 
16 
29 
44 
26 
14 
20 

2 

21 
2 
4 

15 
O 
2 
7 

14 
3 
6 
5 

24 
3 
4 

14 
10 

O 

Respecto a las respuestas recibidas de las restantes 
universidades (Alcalá de Henares, Alicante, Autónoma 
de Barcelona, Autónoma de Madrid, Cantabria, Extre- 
madura, Granada, La Laguna, Oviedo, Politécnica de 
Cataluña, Politécnica de Madrid, Santiago de Compos- 
tela, Zaragoza y UNED), debe señalarse como altamente 
positivo el resultado global en cuanto a la aceptación 
de las recomendaciones formuladas se refiere, así co- 
mo a los compromisos asumidos por las respectivas 
universidades sobre su puesta en práctica. No obstan- 
te, se pueden citar excepciones en los casos de las res- 
puestas remitidas por las universidades de Cantabria 
y Granada, en las que los respectivos rectores se limi- 
tan a trasladar a esta institución datos complementa- 
rios acerca de los edificios pertenecientes a las mismas, 
si bien del contenido del informe remitido por la últi- 
ma de las universidades citada cabe deducir la acep- 
tación de la recomendación formulada. 

A continuación se sintetizan las respuestas obteni- 
das, así como una breve mención numérica de los da- 
tos recogidos en 1990, respecto al total de edificios de 
los que cada universidad consta, y de éstos, los que ca- 
recen de barreras arquitectónicas: 

Universidad de Alcalá de Henares 

total edificios: 16 
edificios sin barreras arquitectónicas: 4 

El Rector de la Universidad de Alcalá de Henares ha 
comunicado a esta institución la aceptación de la re- 
comendación efectuada, manifestándose sensible res- 
pecto a las cuestiones planteadas, y comunicando que 
se ha encargado a la Oficina Técnica de la Universidad 

la realización de un estudio sobre reformas necesarias 
para conseguir la eliminación de barreras arquitectó- 
nicas en aquellos edificios que no se adaptan, en esta 
materia, a la legislación vigente. 

Universidad de Alicante 

total edificios: 22 
edificios sin barreras arquitectónicas: 13 

Desde la Universidad de Alicante se traslada la in- 
tención de la misma, a través del escrito remitido por 
su Rector, de ir adaptando los edificios que continúan 
con barreras arquitectónicas, a las normativas exigi- 
das al respecto, dentro de los presupuestos de los pró- 
ximos anos. 

Universidad Autónoma de Barcelona 

total edificios: 19 
edificios sin barreras arquitectónicas: 10 

El Rector de la Universidad Autónoma de Barcelo- 
na ha comunicado expresamente a esta institución que 
su universidad acepta firmemente la recomendación 
formulada, y que ha sido ya iniciado por el Area de 
Mantenimiento y Obras Menores de dicha universidad 
el proceso de supresión de barreras arquitectónicas. 

Universidad Autónoma de Madrid 

total edificios: 17 
edificios sin barreras arquitectónicas: O 

Mediante escrito fechado el 21 de junio de 1991, el 
Rector de la Universidad Autónoma de Madrid remite 
el siguiente texto: «Esta Universidad se adhiere total- 
mente a las recomendaciones formuladas, y se compro- 
mete a fomentar las actuaciones en orden a la 
redacción de proyectos para la eliminación de las ba- 
rreras arquitectónicas, de tal modo que posibiliten el 
acceso de los minusválidos a las instalaciones, a la vez 
que se tendrán en cuenta en la redacción de proyectos 
de futuros edificios». 

Universidad de Cantabria 

total edificios: 8 
edificios sin barreras arquitectónicas: O 

En respuesta de la recomendación formulada por es- 
ta institución, el Rector de la Universidad de Cantabria 
se limita a darnos traslado de un breve informe elabo- 
rado por el Jefe de la Unidad Técnica de la Universi- 
dad, referente a las barreras arquitectónicas existentes 
en los edificios de la misma, en el que se actualizan los 
datos obtenidos por esta institución en un primer mo- 
mento a través de la Secretaría de Estado de Universi- 
dades e Investigación, y en el que se reconoce la 
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existencia de 6 edificios pertenecientes a dicha univer- 
sidad, en el que aún existen barreras arquitectónicas 
que dificultan a los minusválidos la movilidad en el in- 
terior de los mismos, así como barreras de acceso en 
5 de éstos. 

Sin embargo, de los datos remitidos no cabe dedu- 
cir si ha sido o no aceptada la recomendación formu- 
lada por esta institución y dirigida al Rector de la 
Universidad de Cantabria el 30 de mayo de 1991, en or- 
den a que se adopten las medidas oportunas para que, 
de acuerdo a las reglas y condiciones previstas legal- 
mente, todos sus edificios sean accesibles y utilizables 
por los minusválidos. 

Universidad de Extremadura 

total edificios: 20 
edificios sin barreras arquitectónicas: 8 

El Rector de la Universidad de Extremadura ha co- 
municado la aceptación de la recomendación formu- 
lada por esta institución, manifestando su intención de 
tomar las medidas oportunas para que los edificios de 
dicha universidad sean accesibles y utilizables por los 
minusválidos. 

Universidad de Granada 

total edificios: 25 
edificios sin barreras arquitectónicas: 14 

Desde el comienzo de la investigación practicada por 
esta institución para conocer el grado de cumplimien- 
to en las universidades españolas de la normativa so- 
bre movilidad y barreras arquitectónicas, la falta de 
colaboración mostrada por el Rector de la Universidad 
de Granada impidió a esta institución conocer los da- 
tos necesarios relativos a dicha universidad, al objeto 
de incluirlos en el cuadro comparativo de universida- 
des recogido en el informe de esta institución corres- 
pondiente a 1990, por lo que quedó en blanco el 
apartado referido a la Universidad de Granada. 

Ello no fue obstáculo, sin embargo, para deducir que 
numerosos edificios de la Universidad de Granada no 
cumplían la citada normativa, por lo que esta institu- 
ción formuló a la citada universidad, al igual que a las 
30 restantes, la recomendación en orden a su adap- 
tación. 

En contestación a la misma, el Rector de la Univer- 
sidad de Granada no ha respondido expresamente 
acerca de su aceptación o no, limitándose a enviar fi- 
nalmente los datos concretos tantas veces requeridos 
por esta institución a lo largo del año 1990, y de los que 
cabe deducir que sobre un total de 25 edificios perte- 
necientes a esta universidad, sólo 14 carecen de barre- 
ras arquitectónicas. 

Sin embargo, del contenido del informe remitido se 
desprende la intención de la Universidad de Granada 
de suprimir las ahora existentes barreras arquitectó- 

nicas, y de impedir su creación en las futuras obras 
nuevas o de reforma. 

Universidad de La Laguna 

total edificios: 17 
edificios sin barreras arquitectónicas: 5 

La Rectora de la Universidad de La Laguna, median- 
te escrito fechado el 24 de junio de 1991, manifestó a 
esta institución su conformidad con la recomendación 
formulada, comunicando que en el presupuesto para 
el ejercicio de 1991 se ha previsto un proyecto de in- 
versión específico para la supresión de barreras en los 
edificios, de cuya ejecución, prevista para 1991 y 1992, 
se informará puntualmente a esta institución. 

Universidad de Oviedo 

total edificios: 39 
edificios sin barreras arquitectónicas: 4 

El Rector de la Universidad de Oviedo respondió pun- 
tualmente a la recomendación formulada por esta ins- 
titución, aceptándola de forma expresa, y haciendo 
constar la voluntad de su universidad de alcanzar, en 
un futuro próximo, la superación de.la totalidad de las 
barreras arquitectónicas aún existentes, para lo cual 
habían sido previstas las siguientes medidas: 

a) Elaborar de modo inmediato, por la oficina téc- 
nica, un estudio y un plan de prioridades de los inmue- 
bles de la Universidad de Oviedo que precisen 
adaptaciones arquitectónicas. 

b) Promover y acometer las obras más urgentes de 
adaptación arquitectónica en los centros y dependen- 
cias universitarias que lo precisen. 

Recabar de otras Administraciones Públicas las 
ayudas o subvenciones que contribuyan a financiar las 
obras referidas, especialmente ante la Junta de Cons- 
trucciones, Instalaciones y Equipo Escolar del Minis- 
terio de Educación y Ciencia. 

Universidad Politécnica de Cataluña 

c) 

total edificios: 21 
edificios sin barreras arquitectónicas: 17 

Desde la Universidad Politécnica de Cataluña se nos 
expresó una «total y absoluta» adopción de la recomen- 
dación efectuada por esta institución, anunciando, ade- 
más, que confiaban poder informar en breve la 
finalización de las obras necesarias para que todos los 
edificios de esta universidad sean accesibles y utiliza- 
bles a los minusválidos. 

Universidad Politécnica de Madrid 

total edificios: 19 
edificios sin barreras arquitectónicas: 17 
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El Rector de la Universidad Politécnica se manifies- 
ta solidario ante la problemática planteada por esta ins- 
titución. Sin embargo, señala que el cumplimiento de 
la recomendación formulada requiere que el Ministe- 
rio de Educación y Ciencia y las comunidades autóno- 
mas en el ámbito de sus respectivas competencias 
faciliten los medios y recursos de carácter económico 
necesarios para que las universidades puedan cumplir 
con su obligación legal de suprimir las barreras arqui- 
tectónicas existentes en sus edificios. 

A este respecto expone que se ha dirigido al Ministe- 
rio de Educación y Ciencia y al Ministerio de Asuntos 
Sociales, solicitando un crédito extraordinario para 
atender esta problemática, sin haber obtenido res- 
puesta. 

Universidad de Santiago de Compostela 

total edificios: 36 
edificios sin barreras arquitectónicas: O 

De la respuesta recibida de la Universidad de San- 
tiago de Compostela cabe deducir la aceptación de la 
recomendación formulada por esta institución, así co- 
mo el esfuerzo ya comenzado por esta universidad pa- 
ra llevar a cabo su cumplimiento, iniciando las obras 
para construcción de accesos exteriores mediante ram- 
pa en cinco de sus edificios. 

Universidad de Zaragoza 

total edificios: 48 
edificios sin barreras arquitectónicas: 27 

El Rector de la Universidad de Zaragoza comunica 
a esta institución que, atendiendo el contenido de la re- 
comendación efectuada, se han dado instrucciones pa- 
ra que se adopten las medidas oportunas al efecto, para 
lo cual se ejecutará un plan director de supresión total 
de las barreras arquitectónicas en los edificios de esta 
universidad. 

Universidad de Educación a Distancia 

total edificios: 4 
edificios sin barreras arquitectónicas: 2 

Desde la UNED se ha informado a esta institución 
que con el fin de dar cumplimiento a la recomendación 
efectuada se ha iniciado un estudio detallado sobre las 
posibilidades técnicas y presupuestarias de subsana- 
ción de las deficiencias detectadas en dos de los cua- 
tro edificios con que cuenta esta universidad, de cuyo 
resultado se dará cuenta a esta institución. 

Junto a lo anterior, se comunica que desde la UNED 
se ha dado traslado de nuestra recomendación a los res- 

pectivos patronados, como órganos responsables de la 
organización y mantenimiento técnico y presupuesta- 
rio de las instalaciones y dependencias de los centros 
asociados de esta universidad. 

Con posterioridad se han recibido en esta institución 
comunicaciones de los centros asociados de la UNED 
en Soria, Navarra, Las Palmas y La Rioja, comunican- 
do el cumplimiento, en todos ellos, de cuanto disponen 
las normas sobre movilidad y barreras arquitectónicas. 
Asimismo, se ha recibido el escrito remitido desde el 
centro asociado de la UNED en Barbastro, en el que se 
comunica la aceptación de la recomendación formula- 
da, indicando que en los dos edificios de que se com- 
pone el centro -uno de ellos fue inaugurado en mayo 
de 1991, y cuenta con un alumno minusválido- hay ba- 
rreras arquitectónicas que impiden o dificultan el ac- 
ceso a los mismos a minusválidos. 

Transcribimos a continuación el contenido íntegro de 
las respuestas recibidas en esta institución de algunos 
de los organismos públicos a los que se dio traslado en 
su día de los resultados obtenidos tras la investigación 
practicada, a los efectos que fueran considerados opor- 
tunos en el ámbito de sus respectivas competencias. 

En este sentido, desde la Consejería de Educación y 
Ciencia de la Junta de Andalucía se ha comunicado a 
esta institución lo siguiente: 

«Hemos recibido el informe correspondiente a la in- 
vestigación, llevada a cabo por la oficina del Defensor 
del Pueblo, acerca del grado de cumplimiento en las 
Universidades Públicas españolas de la eliminación de 
barreras físicas y arquitectónicas para facilitar a los 
estudiantes con minusvalías el acceso a los centros. 

No podemos sino estar de acuerdo con la generali- 
dad de las conclusiones de este informe, aun cuando 
ello implique el reconocimiento de la existencia de una 
falta de sensibilidad social y un sentido de la solidari- 
dad bastante deficitario que afecta no sólo a la Admi- 
nistración pública -lo cual es en sí mismo grave y lo 
acusamos sentidamente por la parte que nos toca a 
nuestra Comunidad-, sino que parece un mal que al- 
canza, de alguna manera, a la comunidad universita- 
ria en su conjunto por el poco interés y el escaso vigor 
con que han dejado oír su voz en este asunto de tanta 
importancia para alguno de los integrantes, aunque 
sean minoría. Y si, como pensamos, el colectivo univer- 
sitario, aun cuando posea características propias y pe- 
culiares, no difiere radicalmente del resto de la 
sociedad a la que pertenece, entonces nos vemos obli- 
gados a concluir, por más que nos pese, que la socie- 
dad en la que vivimos dista de ser ese grupo humano 
unido, generoso, libre y solidario que todos soñamos. 

Aún estamos a tiempo de rectificar y debemos agra- 
decer el toque de atención que nos da el informe que 
ahora nos .ocupa. 

A pesar de los errores y fallos que se pueden descu- 
brir en la práctica, la política educativa de la Junta de 
Andalucía siempre ha hecho de la lucha contra las de- 
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sigualdades una de sus señas de identidad más precia- 
das, y a la cual no vamos a renunciar ahora. 

Desde esta Administración vamos a poner todos los 
medios a nuestro alcance para eliminar todo obstácu- 
lo, empezando por los físicos, que impida o dificulte el 
acceso a la educación a cualquier ciudadano.)) 

Por su parte, la Consejería de Cultura, Educación y 
Ciencia de la Generalitat Valenciana, a través de su ti- 
tular, señalaba cuanto sigue: 

«La Constitución Española, en sus artículos 9.2 y 49, 
contiene un mandato incuestionable dirigido a los po- 
deres públicos, para que hagan posible la integración 
del deficiente, creando las condiciones necesarias,. en 
cada caso, para que estas personas puedan disfrutar sus 
derechos y libertades en condiciones de igualdad real 
con el resto de ciudadanos. En este sentido, la Conse- 
llería de Cultura, Educación y Ciencia valora muy po- 
sitivamente el informe elaborado por esa institución, 
reconoce el poco satisfactorio estado en que aún se ha- 
lla esta cuestión en el ámbito de la educación universi- 
taria de la Comunidad Valenciana y asume el 
compromiso de extremar su colaboración con las co- 
rrespondientes instituciones docentes e investigadoras, 
para alcanzar el grado de consecución más alto posi- 
ble en el objetivo que marca la Constitución y, en su 
desarrollo, la Ley 1311982. 

Consiguientemente, debo informar a VE que, con es- 
ta misma fecha, he dado traslado del referido informe 
a la Dirección General correspondiente, impartiendo las 
órdenes siguientes: 

- Que se recaben los datos necesarios para conocer, 
con toda exactitud, las deficiencias que puedan obser- 
varse en el ámbito docente, en función de lo que dispo- 
ne la Ley 1311982. 
- Que se elaboren los estudios necesarios para de- 

terminar, puntualmente, las modificaciones arquitec- 
tónicas que resulten necesarias y su coste. 

Al propio tiempo, esta Consellería iniciará los con- 
tactos con los demás departamentos del Gobierno va- 
lenciano que tienen encomendado el ejercicio de 
competencias en relación con la integración del defi- 
ciente, para elaborar los instrumentos normativos que 
se estimen necesarios y para mantener una cooperación 
estrecha y eficaz que permita rentabilizar al máximo 
las medidas que hayan de acometerse. 

Finalmente, deseo manifestar a V. E. que mantendré 
puntualmente informada a esa Institución del resulta- 
do de estas actuaciones, siguiendo la línea de colabo- 
ración en todos los asuntos que sean competencia de 
esta Consellería)). 

Por último, el Real Patronato de Prevención y de Aten- 
ción a Personas con Minusvalía, dependiente del Minis- 
terio de Asuntos Sociales nos comunicó, a través de su 
secretario general, que a partir del conocimiento del 
informe elaborado por esta institución en 1990 sobre 

accesibilidad en las universidades españolas, dicho or- 
ganismo ha iniciado una acción orientada a cooperar 
con las universidades españolas para lograr campus y 
sedes accesibles. 

En este sentido, ya se han establecido con el Consor- 
cio Urbanístico de la Ciudad Universitaria de Madrid 
unas bases de trabajo conjunto con un procedimiento 
concreto para el asesoramiento. 

Junto a lo anterior, el Secretario General del Real Pa- 
tronato de Prevención y de Atención a Personas con Mi- 
nusvalía nos ha comunicado que en Madrid se ha 
celebrado ya un ((Curso Básico sobre Accesibilidad al 
Medio Físico: Evitación y Supresión de Barreras Arqui- 
tectónicas, Urbanísticas y del Transporte)) organizado 
por el Real Patronato, y dedicado a arquitectos e inge- 
nieros de las Universidades, al que han acudido profe- 
sionales de los servicios de obras de la Universidad 
Politécnica de Madrid, de la Universidad Nacional de 
Educación a Distancia, de la Universidad Compluten- 
se de Madrid, de la Universidad de Alcalá de Henares, 
de la Universidad Autónoma de Madrid y de la Univer- 
sidad de La Laguna. 

10.2.7. La homologación de los títulos extranjeros de 
educación superior 

Demoras en la tramitación de expedientes 

La Ley Orgánica 1111983, de 25 de agosto, de Refor- 
ma Universitaria, señala en su artículo 32.2 como fun- 
ción del Gobierno la regulación, previo informe del 
Consejo de Universidades, de las condiciones de homo- 
logación de títulos extranjeros. 

Desde la publicación del Real Decreto 8611987, de 16 
de enero, la homologación de títulos extranjeros de edu- 
cación superior se regula a través del procedimiento 
que en dicha disposición se recoge. 

Según prevé el mencionado real decreto, iniciado el 
expediente de homologación, a instancia del interesa- 
do, el Ministerio de Educación y Ciencia somete pre- 
ceptivamente el expediente a informe de la Comisión 
Académica del Consejo de Universidades, quien debe 
emitirlo en el plazo máximo de 3 meses. 

En los expedientes en los que resultan de aplicación 
los tratados o convenios internacionales, en los que Es- 
paña sea parte, y, en su caso, las recomendaciones o 
resoluciones adoptadas por los organismos u organi- 
zaciones internacionales de carácter gubernamental de 
los que España sea miembro, así como en aquellos en 
los que puedan servir de fuentes las tablas de homolo- 
gación de planes de estudio y de títulos aprobados por 
el Ministerio de Educación y Ciencia, la petición de in- 
forme a la Comisión Académica del Consejo de Univer- 
sidades es de carácter facultativo. 

Transcurridos 3 meses sin que la Comisión Académi- 
ca del Consejo de Universidades emita el informe re- 
querido, o una vez recibido éste, el Ministerio de 
Educación y Ciencia debe resolver sobre la homologa- 
ción solicitada en el plazo máximo de otros tres meses. 
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Pese a los breves plazos señalados en la citada nor- 
mativa, se vienen recibiendo en esta institución con ex- 
cesiva frecuencia quejas en las que se denuncian las 
continuas demoras producidas en la tramitación de es- 
tos expedientes de homologación. 

Con ocasión de las investigaciones practicadas tras 
la recepción de varias quejas relativas a este respecto, 
(quejas núms. 9112497 y 9110639 entre otras), tuvimos 
conocimiento, a través de la Secretaría General Técni- 
ca del Ministerio de Educación y Ciencia, de que ello 
era debido al gran aumento de solicitudes producido 
a partir de 1990, año en el que se registró un incremen- 
to del cien por cien en relación con el año anterior, ha- 
biéndose agravado las demoras en el caso concreto de 
los expedientes de homologación de títulos que facul- 
tan para el ejercicio de profesiones reguladas por di- 
rectivas comunitarias -como es el caso de los títulos 
de odontología- al haber sido necesaria la actualiza- 
ción de informes técnicos para garantizar la equipara- 
bilidad entre la formación española y comunitaria y la 
del título extranjero que se pretende homologar. 

Para evitar que estas circunstancias provocarán un 
período aún más dilatado de tramitación, la Secreta- 
ría General Técnica del Ministerio de Educación y Cien- 
cia nos comunicó que ya estaban siendo adoptadas 
diversas medidas, que, en el caso de los títulos de odon- 
tología, se dirigían a la puesta en marcha de un pro- 
grama especial junto con el Consejo de Universidades. 

Esta institución valoró positivamente que desde el Mi- 
nisterio de Educación y Ciencia se hubiera comenza- 
do la búsqueda de soluciones para paliar en lo posible 
los problemas descritos. 

Sin perjuicio de ello, lo cierto es que en los últimos 
meses del año 1991 se han ido incrementando el núme- 
ro de escritos dirigidos a esta institución relativos a las 
dilaciones que, según parece, continúan siendo excesi- 
vas en la tramitación de los expedientes de homologa- 
ción de títulos extranjeros de educación superior 
(quejas 9118204, 9118205, 9119177, 9011294, 9118720, 
8918977, 9027377, 9123226 entre otras). 

Por consiguiente, en el mes de noviembre de 1991 nos 
dirigimos a la Subsecretaría del Ministerio de Educa- 
ción y Ciencia solicitando de su titular la remisión de 
un nuevo informe en el que se expusiera detalladamente 
lo siguiente: 

1.0) Número de expedientes de homologación de tí- 
tulos extranjeros de educación superior que se encuen- 
tran en tramitación en el Ministerio de Educación y 
Ciencia, haciendo distinción de los que se refieran a tí- 
tulos oficiales españoles acreditativos de una especia- 
lización. 

2.0) Número de expedientes pendientes de resolu- 
ción, en cuya tramitación se hayan superado los plazos 
establecidos en el Real Decreto 86/87, de 16 de enero 
(«BOE» de 23 de enero), por el que se regulan las con- 
diciones de homologación de títulos extranjeros de edu- 
cación superior. 

3.0) Número de expedientes que se encuentren ac- 

tualmente a la espera de ser informados por la Comi- 
sión Académica del Consejo de Universidades. 

4.0) Medidas concretas adoptadas para corregir las 
demoras que se están produciendo en la tramitación 
de los citados expedientes. 

5.0) Medidas concretas adoptadas, en acuerdo con 
el Consejo de Universidades, para agilizar la emisión 
de informes en los expedientes de homologación de tí- 
tulos extranjeros de odontología. 

Datos conretos acerca de las previsiones exis- 
tentes respecto de las medidas adoptadas. 

6.0) 

En respuesta a nuestro requerimiento se ha recibi- 
do en esta institución un extenso informe con el siguien- 
te contenido: 

c< 1. Número de expedientes de homologación de tí- 
tulos de educación superior que se encuentran en tra- 
mitación: 8.200, de los cuales: 

- 5.000 (aproximadamente), están pendientes de tra- 
mitación por parte de la Subdirección General de Tí- 
tulos, Convalidaciones y Homologaciones. 
- 3.200 (aproximadamente), están pendientes de que 

el Consejo de Universidades emita dictámenes. Del to- 
tal de este número, solamente una parte de expedien- 
tes (960) han sido remitidos al órgano consultivo. Los 
restantes se encuentran depositados en la unidad de tra- 
mitación a la espera de recibir los dictámenes que se 
emitan en los casos similares que serán aplicados a to- 
dos ellos. 

Del total de expedientes pendientes de emisión de dic- 
támenes, más de 2.200 corresponden a títulos de odon- 

Los expedientes de homologación de títulos extran- 
jeros por los oficiales españoles acreditativos de una 
especialidad, actualmente en tramitación, ascienden 
exactamente a 1.479. 

tólogos. 

2. Expedientes en los que se han rebasado los pla- 
zos previstos en el Real Decreto 86/1987: 

De los 5.000 expedientes que están pendientes de tra- 
mitación por parte de la Subdirección General de Tí- 
tulos, Convalidaciones y Homologaciones, se han 
rebasado los plazos previstos en el real decreto en unos 
1.100 casos aproximadamente, que corresponden a los 
zxpedientes iniciados o que presentaron documenta- 
5ón durante el mes de agosto y parte del mes de julio. 
Los demás corresponden a expedientes presentados du- 
rante los meses de septiembre, octubre y noviembre, 
que aún están dentro de los plazos reglamentarios. 

De los 3.200 expedientes que están a la espera de re- 
zibir informes del Consejo de Universidades, se han re- 
3asado los plazos en 2.200 aproximadamente, los cuales 
Zorresponden a títulos de odontólogos en su mayoría. 

3. Expedientes a la espera de ser informados por el 
Consejo de Universidades: 3.200 (aproximadamente). 
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- 960, remitidos al órgano consultivo. 
- 2.940, en la unidad de tramitación, esperando re- 

cibir los dictámenes de casos similares para aplicación 
del precedente (según se ha indicado con anterioridad). 

4. Medidas adoptadas para corregir las demoras: 

Como ya conoce esa institución, la Secretaría Gene- 
ral Técnica del Departamento ha nombrado expertos en 
las materias propias de las distintas titulaciones, ana- 
lizando y valorando los estudios acreditados por los so- 
licitantes, así como la información de carácter general 
sobre sistemas educativos extranjeros, habiéndose ac- 
tualizado la totalidad de los informes y precedentes que 
se venían utilizando en las resoluciones de homologa- 
ción de títulos extranjeros. 

Por otro lado y en lo que se refiere a la homologación 
de especialidades médicas, se han tomado medidas al 
respecto de orden normativo, habiéndose dictado la Or- ’ 
den de 14 de octubre de 1991 (“BOE” del 23), por la que 
se regulan las condiciones y procedimientos de homo- 
logación de los títulos extranjeros de farmacéuticos y 
médicos especialistas por los correspondientes títulos 
oficiales españoles. Con ella se han establecido plazos 
perentorios para la tramitación de los expedientes. 

5.  Medidas concretas adoptadas de acuerdo con el 
Consejo de Universidades en orden a la agilización de 
la emisión de informes: 

Los expertos a que se ha hecho mención en el punto 
número 4 de este escrito están trabajando coordinada- 
mente con la Comisión Académica del Consejo de Uni- 
versidades. Esta colaboración ha dado ya sus frutos: 

- Se dispone de dictámenes actualizados de un gran 
número de titulaciones, lo cual permite agilizar consi- 
derablemente el proceso de homologación. Como con- 
secuencia, en los dos últimos meses se han otorgado 
un gran número de homologaciones y, aunque aún se 
producen retrasos no deseables, se han reducido signi- 
ficativamente: en el mes de julio el retraso de tramita- 
ción por los distintos negociados era de seis meses, en 
la actualidad se ha reducido a algo más de cuatro 
meses. 
- No se dispone aún de dictámenes relativos a títu- 

los de odontólogo, pero el proceso de análisis y valora- 
ción de los expedientes está muy avanzado, por lo que 
se prevé que en breve plazo comienzen a emitirse los 
informes. 

El mayor retraso con respecto a estos títulos se ha 
debido, de una parte, al volumen de expedientes, evi- 
dentemente superior a cualquier otra titulación, pero, 
sobre todo, a su enorme complejidad: la diversidad de 
países, universidades, planes de estudios y situaciones 
individuales ha dificultado considerablemente la valo- 
ración de estos títulos y la emisión de dictámenes ge- 
nerales -por país y universidad- y precedentes que 
puedan ser utilizados en todos los casos que se presen- 

ten sin necesidad de analizar cada expediente indi- 
vidual. 

6. Datos concretos acerca de las previsiones existen- 
tes respecto de las medidas adoptadas. 

Además de las medidas ya expresadas, se están rea- 
lizando otra serie de mejoras relativas a la infraestruc- 
tura de los servicios encargados de la tramitación de 
los expedientes. En este sentido se está elaborando una 
nueva aplicación informática, que previsiblemente es- 
tará en plena utilización a partir del uno de enero pró- 
ximo. Esta nueva aplicación permitirá un mejor control 
de la documentación y coordinación entre las distintas 
unidades que intervienen en la tramitación, además de 
facilitar considerablemente las tareas puramente me- 
cánicas. Todo ello redundará en la agilización de los trá- 
mites y permitirá la obtención de datos estadísticos sin 
margen de error. 

Asimismo, se ha dotado una unidad de atención al pú- 
blico, encargada de la recepción de visitas, devolución 
de documentos y contestación de consultas telefónicas. 
Esta unidad permitirá una mejor atención al adminis- 
trado, con un horario amplio de visitas; además, des- 
cargará a las unidades de tramitación de la atención 
al público, permitiendo que los funcionarios de las mis- 
mas puedan dedicarse exclusivamente a la tramitación 
de documentos. Se está ultimando la habilitación de lo- 
cales y dotación de equipos informáticos que posibili- 
tará el pleno funcionamiento en breve plazo de esta 
unidad de atención al público. 

Por último, debe señalarse que en los datos estadís- 
ticos que se facilitan no se incluyen los expedientes en 
los que se ha notificado a los interesados que deben 
completar la documentación, sin que hasta el momen- 
to hayan cumplido lo requerido. Se trata de expedien- 
tes no resueltos por causas imputables a los 
interesados. Es difícil cuantificar estos expedientes con 
los medios de que actualmente se dispone, pero su nú- 
mero es elevado, posiblemente superior a los 2.000. 

Con las medidas señaladas en los apartados anterio- 
res, puede afirmarse que en un plazo de tiempo relati- 
vamente breve se va a conseguir una sensible reducción 
de los períodos de tramitación de los expedientes de 
referencia. )) 

De la información aportada por la Subsecretaría del 
Ministerio de Educación y Ciencia se desprende, con 
independencia de cualquier otra consideración, que 
8.200 personas están en la actualidad pendientes de un 
trámite administrativo para poder ejercer en España 
una profesión titulada fruto de estudios cursados en 
el extranjero. No cabe duda que el ejercicio de las com- 
petencias públicas en materia de profesiones tituladas 
exige que el Ministerio de Educación y Ciencia y los res- 
tantes organismos competentes en la materia velen por 
el cumplimiento riguroso de las condiciones que tanto 
la normativa interna española como la normativa co- 
munitaria imponen. 

No obstante lo anterior, no puede perderse de vista 
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que quienes solicitan la homologación de títulos obte- 
nidos en el extranjero padecen previsiblemente una si- 
tuación incierta en el territorio nacional y, por supuesto 
esperan poder ejercer la profesión para la que hayan 
cursado estudios a la mayor brevedad posible, ya que 
este será el medio para solventar sus más que proba- 
ble problema vital. Desde esta perspectiva, a la par que 
rigor en el ejercicio de las funciones públicas de refe- 
rencia, ha de exigirse también la máxima agilidad pa- 
ra evitar demoras innecesarias a quienes cumplan los 
requisitos necesarios para ello. 

Quede aquí pues constancia de esta necesidad sobre 
la que volverá a insistir esta institución constitucional 
tantas veces como considere que sea necesario. 

La homologación de los títulos extranjeros de odon- 
tología 

La libertad de establecimiento de los odontólogos y 
el reconocimiento de sus títulos dentro de la Comuni- 
dad Económica Europea se rige por las directivas 
78/686/CEE y 78/687/CEE, de 25 de julio de 1978, pu- 
blicadas en el Diario Oficial de las Comunidades Euro- 
peas de 24 de agosto de 1978. 

En la última de las citadas directivas se establecen 
criterios acerca del acceso a la actividad de odontolo- 
gía y su ejercicio a los titulares de diplomas, certifica- 
dos u otros títulos que no hayan sido obtenidos en un 
Estado miembro, así como de la formación mínima que 
debe exigirse para autorizarlo. 

En virtud del Tratado de Adhesión de España y Por- 
tugal a las Comunidades Europeas y, en particular, del 
apartado 3 de la parte 11 del anexo XXXII del acta re- 
lativa a las condiciones de adhesión de España y de Por- 
tugal, la libertad de establecimiento de odontólogos 
entre España y los demás Estados miembros se aplazó 
hasta el 31 de diciembre de 1990, con fecha límite. 

En relación con el establecimiento en España de per- 
sonas con títulos de odontología expedidos por terce- 
ros países, y, en particular, por países latinoamericanos, 
el Presidente del Ilustre Consejo General de Colegios 
de Odontólogos y Estomatólogos, mediante escrito re- 
mitido a esta institución (Queja número 9103296), afir- 
maba que el Estado español ha celebrado acuerdos en 
la materia con 19 países, previéndose en doce de ellos 
una convalidación automática. Hasta 1981, la convali- 
dación sólo tenía efectos académicos. Sin embargo, y 
en virtud de la Sentencia de 7 de junio de 1981 de la 
Audiencia Nacional, confirmada el 1 de junio de 1983 
por el Tribunal Supremo, la convalidación permite ac- 
ceder a la profesión y ejercer las mismas actividades 
para las que faculta el título en el país de expedición. 
Al parecer, desde aquella fecha hasta 1990 habían ob- 
tenido la convalidación con efectos profesionales alre- 
dedor de 2.000 titulados de terceros países, 500 de ellos 
de nacionalidad española. 

Según ponía de manifiesto el firmante del escrito, mu- 
chos títulos que habían sido objeto en España de una 
convalidación automática acompañada de una autori- 

zación para ejercer la actividad, equivalían a estudios 
con duración y contenido que no se ajustaban a los cri- 
terios fijados en la Directiva 78/687/CEE, bien por te- 
ner un período de formación de duración inferior a la 
exigida en la directiva, o bien porque en ellos no se im- 
partiesen todas las materias recogidas en su anexo. 

Esta circunstancia, según ha podido comprobar es- 
ta institución, es expresada en algunas órdenes del Mi- 
nisterio de Educación y Ciencia por la que se 
convalidan dichos títulos, en las que se indica que «Ello 
no implica el reconocimiento de que el interesado reú- 
na las condiciones de formación requeridas en las Di- 
rectivas del Consejo de las Comunidades Europeas ». 

Teniendo en cuenta que el aplazamiento de la liber- 
tad de establecimiento de odontólogos entre España y 
los demás Estados miembros había concluido hacía es- 
casos meses, esta institución solicitó en abril de 1991 
a la Dirección General de Enseñanza Superior informa- 
ción acerca de las medidas concretas que hubieran si- 
do adoptadas por los organismos públicos competentes 
para armonizar y coordinar la aplicación de la norma- 
tiva comunitaria y la española en la materia. 

Ya iniciado el año 1992, se recibió finalmente el in- 
forme que había sido solicitado y que emite la Secreta- 
ría General Técnica del Ministerio de Educación y 
Ciencia. 

En esta comunicación se da cuenta por parte del de- 
partamento de los diversos avatares jurídicos y juris- 
diccionales que han tenido lugar en relación con la 
problemática derivada de la homologación en España 
de títulos extranjeros de odontólogo, buena parte de los 
cuales lo han sido como consecuencia de sentencias ju- 
diciales dictadas en favor de los recurrentes y en con- 
tra de la denegación inicial decidida por el 
departamento antes citado. En cualquier caso, para ha- 
cer frente a la problemática que actualmente se viene 
produciendo en el caso de los títulos obtenidos en ter- 
ceros países a los que evidentemente no es aplicable la 
normativa comunitaria en la materia, se nos informa 
que se están llevando a cabo las siguientes actuaciones: 

«- Actualización de todos los dictámenes técnicos 
de los órganos consultivos que se venían aplicando pa- 
ra el reconocimiento de títulos relativos a profesiones 
reguladas por Directivas comunitarias: Actualmente el 
Consejo de Universidades está procediendo al examen 
de los planes de estudios extranjeros de diversas titu- 
laciones, entre las que se encuentra la Odontología, con 
el fin de actualizar los anteriores informes sobre la 
equiparabilidad de los títulos. Ya se han emitido los co- 
rrespondientes a varios de estos países. 
- Regeneración de los Convenios bilaterales que es- 

tablecen cláusulas de automaticidad en el mutuo reco- 
nocimiento de títulos: Ya se ha llegado a un acuerdo 
con la República Dominicana, por el que el Convenio 
suscrito en.1953 ha sido sustituido por otro firmado en  
noviembre de 1988, en el que el reconocimiento de tí- 
tulos se condiciona a una real equiparabilidad de los 
requisitos de formación, reflejada en unas tablas de 
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equivalencias que están en período de estudio y nego- 
ciación. Existen también negociaciones avanzadas al 
respecto con otros países como Argentina y Bolivia.)) 

Homologación de títulos extranjeros acreditativos de 
una especialización 

La disposición adicional segunda del Real Decreto 
8611987, por el que se regulan las condiciones de ho- 
mologación de títulos extranjeros de educación supe- 
rior, remite a disposiciones específicas la homologación 
de títulos extranjeros a los correspondientes títulos ofi- 
ciales españoles acreditativos de una especialización. 

En tanto se produjeran tales disposiciones, la Orden 
de 12 de marzo de 1987 dictó instrucciones en materia 
de expedición y homologación de los citados títulos ofi- 
ciales españoles acreditativos de una especialización. 

En virtud de lo dispuesto en la orden citada, la tra- 
mitación de la homologación de tales títulos se realiza 
a través de la Dirección General de Enseñanza Supe- 
rior de la Secretaría de Estado de Universidades e In- 
vestigación, y en concreto, de la Subdirección General 
de Ciencias de la Salud y Relaciones con Instituciones 
Sanitarias, cuando se trata de especialidades de este 
carácter. 

Durante el año al que se contrae el presente informe 
se han tramitado numerosas quejas (9027377,9116216, 
8918977,9117062,8907497,9011294,9123499,9117062, 
entre otras), relativas a la paralización llevada a cabo 
en la tramitación de numerosos expedientes de homo- 
logación de títulos, una vez remitidos al Consejo Na- 
cional de Especialidades para que la correspondiente 
Comisión Nacional de la Especialidad emitiera el in- 
forme facultativo acerca de la formación efectuada y 
su semejanza o diferencia con el programa formativo 
español. 

Efectuadas las oportunas consultas en la Dirección 
General de Enseñanza Superior, esta institución pudo 
saber que en los expedientes que habían sido informa- 
dos desfavorablemente por la Comisión Nacional de la 
Especialidad respectiva, por no existir equivalencia ple- 
na en cuanto a duración ylo contenido entre el progra- 
ma acreditado por el solicitante y el exigido en España, 
se había optado por demorar la resolución, que sería 
denegatoria a la homologación, hasta tanto fuera pu- 
blicada una próxima normativa -que se encontraba en 
fase de aprobación, y a la que posiblemente podrían 
acogerse los interesados-, que regularía el procedi- 
miento de homologación de estos títulos, y en la que 
se recogerían diversas posibilidades, hasta entonces in- 
existentes, para completar la formación requerida. 

Publicada la Orden Ministerial de 14 de octubre de 
1991, por la que se regulan las condiciones y el proce- 
dimiento de homologación de los títulos extranjeros de 
farmacéuticos y médicos especialistas por los corres- 
pondientes títulos oficiales españoles («BOE» 23 de oc- 
tubre de 1991), esta institución ha cursado la oportuna 
información a los interesados, con el fin de que pue- 

dan beneficiarse de las posibilidades que recoge la ci- 
tada normativa, entre las que se encuentran la 
superación de una prueba teórico-práctica, el poder 
completar formación en España en una plaza acredi- 
tada, o el poder considerar el ejercicio profesional pos- 
terior. 

10.2.8. La incorporación a la Universidad de las 
enseñanzas de graduado social 

El Real Decreto 92111980, de 3 de mayo, por el que 
se regula la ordenación de las enseñanzas de gradua- 
do social y de los centros que la impartan, establecía 
en su disposición adicional segunda que el título de 
Graduado Social obtenido de acuerdo a la reglamenta- 
ción que se efectuaba de tales estudios, equivalía al tí- 
tulo de Diplomado Universitario. 

En aplicación de dicho real decreto, el régimen aca- 
démico de los estudios de graduado social se homolo- 
gó en cuanto a requisitos de acceso, planes de estudios 
y pruebas finales al previsto en la Ley General de Edu- 
cación para los estudios de primer ciclo de la enseñan- 
za universitaria. Todo ello sin perjuicio de que las 
escuelas sociales, centros oficiales en los que se impar- 
tían tales estudios siguieran vinculados orgánica y fun- 
cionalmente al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, mientras que se reservaban al Ministerio de 
Educación y Ciencia las competencias previstas por el 
artículo 136 de la Ley General de Educación. 

Posteriormente, y mediante el Real Decreto 1524/1986, 
de 13 de junio, se estableció la incorporación a la Uni- 
versidad de las enseñanzas de graduado social, de 
acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica 1111983, de 
25 de agosto, de Reforma Universitaria, disponiendo ex- 
presamente que tales enseñanzas se desarrollarían en 
las universidades, y reconociendo el título de Gradua- 
do Social Diplomado, de carácter oficial y validez en 
todo el territorio nacional, a los alumnos que supera- 
ran los estudios universitarios de graduado social. 

A tal fin el mencionado Real Decreto 1524/1986, de 
13 de junio, estableció en su disposición transitoria pri- 
mera, punto uno, que «Con anterioridad al 1 de octu- 
bre de 1987, por el Gobierno y, en su caso, las 
Comunidades Autónomas que tengan reconocidas en 
sus Estatutos competencias en materia de Educación 
Superior, se procederá a la integración de las Gnseñan- 
zas de Graduado Social que se imparten en las actua- 
les Escuelas Sociales en las Universidades que 
corresponda, previo acuerdo con éstas y de conformi- 
dad con lo establecido en el artículo 9 de la Ley de Re- 
forma Universitaria». 

A través de diversas quejas registradas en el año 1991 
(quejas números 9100287 y 9114034, entre otras), un gru- 
po de estudiantes de la Escuela de Graduados Socia- 
les de Madrid, aún dependiente del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, manifestaban su disconfor- 
midad con la obligatoriedad de la superación de una 
prueba de reválida o de un trabajo de fin de carrera pa- 
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ra obtener el título de Diplomado Universitario a que 
se refiere el Real Decreto 1.52411986, de 13 de junio, so- 
bre incorporación a la Universidad de las enseñanzas 
de graduado social. 

La obligatoriedad a que se referían los interesados 
viene recogida, en efecto, en el plan de estudios aún vi- 
gente para las enseñanzas de graduado social imparti- 
das en la Escuela de Graduados Sociales de Madrid, 
que en la actualidad es, de acuerdo a lo dispuesto en 
la disposición transitoria segunda del Real Decreto 
1524186, de 13 de junio antes citado, el aprobado por 
Orden Ministerial de 26 de septiembre de 1980, y ello 
debido a que enseñanzas que en dicha escuela se im- 
parten no han sido aún integradas en la Universidad, 
pese al mandato de integración contenido en la dispo- 
sición transitoria primera punto uno ya mencionada. 

Iniciadas las oportunas actuaciones al respecto re- 
cientemente, en el momento de redactar este informe 
nos encontramos a la espera de la información solici- 
tada por esta institución a la Secretaría de Estado de 
Universidades e Investigación, acerca de los motivos 
que estén impidiendo la integración de las Enseñanzas 
de Graduado Social que se imparten en la Escuela de 
Graduados Sociales de Madrid, conforme a lo dispues- 
to en la Disposición Transitoria Primera punto uno del 
repetido Real Decreto 1524186, de 13 de junio, así como 
las previsiones existentes al respecto. 

10.2.9. Reconocimiento de los estudios superiores de 
confección cursados en el Centro de Enseñan- 
zas Integradas de Zaragoza 

La Resolución de la Dirección General de Servicios 
Sociales del Ministerio de Trabajo, de 21 de octubre de 
1977, autorizó a la extinguida Universidad Laboral de 
Zaragoza, posteriormente transformada en Centro de 
Enseñanzas Integradas, para impartir los denominados 
estudios superiores. Sin embargo, tal autorización no 
atribuía efectos académicos a estos estudios superiores. 

Posteriormente, el Real Decreto 149611987, de 6 de no- 
viembre, sobre obtención, expedición y homologación 
de títulos universitarios (uBOE» de 14 de diciembre), 
recogió la posibilidad de acordar, con carácter excep- 
cional, la convalidación de los estudios carentes de va- 
lor oficial y validez en todo el territorio nacional, 
impartidos por las universidades en uso de su 
autonomía. 

Los estudios superiores de confecci6n cursados en el 
Centro de Enseñanzas Integradas de Zaragoza no eran 
ciertamente susceptibles de beneficiarse de tal posibi- 
lidad excepcional de convalidación, puesto que no po- 
dían considerarse estudios conducentes a la obtención 
de un tftulo o diploma propio de una universidad. Sin 
embargo, al ser el referido centro un establecimiento 
docente habilitado para desarrollar los estudios del pri- 
mer ciclo de educación universitaria, podían conside- 
rarse en éstos cierta identidad con aquéllos. 

Esta circunstancia, unida al reciente establecimien- 

to del título de Ingeniero Técnico Textil con carácter 
oficial y validez en todo el territorio español, nos moti- 
varon a requerir del Ministerio de Educación y Cien- 
cia, a instancias de un colectivo de 760 alumnos del 
Centro de Enseñanzas Integradas de Zaragoza (queja 
8809121) acerca de la posible homologación de los es- 
tudios superiores de confección impartidos en el refe- 
rido centro, con los de Ingeniería Técnica Textil 
aprobados. 

Las actuaciones practicadas concluyeron favorable- 
mente con la publicación, en el Boletín Oficial del Es- 
tado del 9 de agosto de 1991, del Real Decreto 128611991, 
de 2 de agosto, por el que se establece la convalidación 
de los estudios superiores autorizados el 21 de octubre 
de 1977, por los conducentes a la obtención del título 
de Ingeniero Técnico Textil, y en el que se recogen to- 
das las peticiones formuladas por el citado colectivo 
de afectados. 

11. CULTURA 

Con la Ley 1611985, de 25 de junio, del Patrimonio His- 
tórico Español, quedó desarrollado el principio cons- 
titucional de participación y acceso a la cultura, y así 
lo expresan las palabras finales de su preámbulo al re- 
cordar que en un Estado democrático los bienes cultu- 
rales deben estar al servicio de la colectividad, para que 
con su disfrute se acceda a la cultura, que es el camino 
hacia la libertad de los pueblos. 
Y es precisamente la conservación y protección de 

determinados bienes integrantes del Patrimonio Histó- 
rico -cuyo deber corresponde a los poderes piiblicos 
a través de las diversas técnicas administrativas dise- 
ñadas por la Ley 1611985, de 25 de junio-, las medidas 
cuya promoción inquieta más a los ciudadanos que acu- 
den en queja al Defensor del Pueblo, si nos guiamos por 
los escritos llegados a esta institución en el ámbito de 
la cultura. 

Por otra parte, como viene siendo habitual desde ca- 
si el comienzo de la andadura de esta institución, las 
quejas relativas a aspectos culturales y, en especial, 
aquellas que hacen referencia a la conservación y acre- 
centamiento de nuestro Patrimonio Histórico, son ge- 
neralmente promovidas desde asociaciones o colectivos 
de carácter cultural, en contraste con la individualidad 
que caracteriza al resto de reclamaciones de los ciuda- 
danos que acuden al Defensor del Pueblo. 

También como en años precedentes, debe resaltarse 
el escaso número de quejas recibidas respecto de ac- 
tuaciones de las administraciones públicas en materia 
de cultura si bien se ha podido apreciar un ligero as- 
censo del número total de las mismas, en relación con 
los últimos años. 

Finalme.nte debe advertirse que los temas que a con- 
tinuación se tratan afectan no sólo a las competencias 
de la Administracibn del Estado sino también a las de 
las comunidades autónomas cuyos organismos respon- 
sables expresamente se citan. A su vez la problemática 
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que se reseña sobre el Archivo Histórico Nacional pue- 
de reproducirse respecto de otros archivos históricos 
cuyos medios personales y materiales son escasos ya 
que en el reparto de los recursos económicos de los que 
se dispone no suele ser la cultura y las instituciones 
culturales los principales beneficiarios. 

En todo caso, se ha preferido agrupar aquí los temas 
tratados este año relativos a la administración cultu- 
ral sin dispersarlos en otros apartados de este informe. 

11.1. Deficiencias en el Servicio de Reproducción de 
Documentos del Archivo Histórico Nacional 

A través de diversos escritos llegados a esta institu- 
ción en los últimos años, hemos tenido conocimiento 
de algunas deficiencias existegtes en la prestación de 
los servicios propios del Archivo Histórico Nacional y, 
en especial, los referidos bien al acceso directo a los 
documentos allí archivados o al acceso indirecto a tra- 
vés del servicio de fotocopias. 

Entre los diversos supuestos merece destacar el plan- 
teado en la queja 9121534 por un ciudadano residente 
en Chiprana (Zaragoza), quien manifestaba a esta ins- 
titución que, en su momento, solicitó al Ayuntamiento 
de Chiprana que interesase del Archivo Histórico Na- 
cional el envío fotocopiado de una serie de documen- 
tos de los cuales se facilitaba la signatura relativa a su 
localidad y obrantes en la Sección «Ordenes Militares» 
del citado archivo histórico. 

Meses después, en el Ayuntamiento de Chiprana se 
recibió escrito del Jefe del Departamento de Servicios 
Técnicos del Archivo Histórico Nacional, según el cual 
la petición de documentos en fotocopia que se había 
efectuado «pasaba a turno para ser atendida)), consi- 
derándose que el plazo estimado de ejecución sería de 
«tres mesesu y su coste de ~ 5 . 5 0 0  pesetas)) incluidos gas- 
tos de envío, indicándose finalmente la sucursal ban- 
caria donde podía realizar el abono de la cantidad 
indicada. 

A primera vista esta institución consideró que el pla- 
zo de tres meses para llevar a cabo unas determinadas 
fotocopias podía parecer excesivo y contrario al prin- 
cipio de eficacia que debe regir la actuación de las Ad- 
ministraciones Públicas, según ordena el artículo 103 
de nuestra Constitución. Sin embargo, no era ello lo más 
llamativo de la queja planteada ahora analizada, pues- 
to que la solicitud se hiza en fecha 6 de julio de 1988 
y la respuesta del Archivo Histórico Nacional tuvo lu- 
gar con fecha 5 de octubre del mismo año y, pese a los 
tres años largos transcurridos desde entonces y haberse 
pagado la cantidad requerida, nunca habfan sido, al pa- 
recer, enviadas las fotocopias que fueron interesadas 
en su momento. 

Por todo ello, esta institución requirió del Director 
General de Bellas Artes y Archivos del Ministerio de 
Cultura información concreta tanto sobre los supues- 
tos planteados por el reclamante como sobre la situa- 
ción en que se encontrara el Archivo Histórico Nacional 

en lo que se refiere a personal, instalaciones y servi- 
cios que presta, con indicación expresa de los plazos 
habituales que se requieren para la realización de ca- 
da uno de los servicios. 

En respuesta de lo anterior, y coincidiendo con la fe- 
cha de conclusión del presente informe, la Directora de 
los Archivos Estatales del Ministerio de Cultura ha re- 
mitido a esta institución una comunicación con el si- 
guiente contenido: 

«Recabados los datos relativos al retraso sufrido en 
la remisión de reproducción de documentación del 
Ayuntamiento de Chiprana desde el Archivo Histórico 
Nacional en fecha 6 de julio de 1988, inmediatamente 
el A.H.N. procedió a la identificación, no siempre cla- 
ra, y localización de la documentación solicitada, pro- 
cedió a la evaluación económica de la reproducción y 
remitió presupuesto a la Alcaldía de Chiprana en fecha 
5 de octubre de 1988. Con fecha 9 de septiembre de 1990 
el Ayuntamiento procedió al ingreso de la cantidad pre- 
supuestada. Al ser imposible fotocopiar un conjunto im- 
portante de los documentos solicitados, por motivos de 
seguridad y conservación, intentaron en repetidas oca- 
siones ponerse en contacto telefónico con la Sra. Alcal- 
desa, para aclarar algunos puntos concretos de la 
solicitud, sin que se haya podido lograr dicha comuni- 
cación hasta ahora. 

Sin duda el retraso ocurrido por el que presenta re- 
clamación el Ayuntamiento de Chiprana no concuerda 
con la calidad del servicio de reproducción de docu- 
mentos del A.H.N., que está realizando un servicio me- 
dio mensual de 30.000 fotocopias y 20.000 microfilmes 
con un plazo medio de entrega de veinte a treinta días 
por solicitud. Este plazo es superior al deseado y al que 
consideramos debería ser, pero es el mínimo posible 
debido a la escasez de medios humanos que contamos 
en los Archivos del Estado en general y en particular 
para cubrir estos servicios. Por ello desde esta Direc- 
ción de Archivos Estatales planteamos la urgente ne- 
cesidad de dotar a nuestros Archivos de las plantillas 
adecuadas para dar un servicio acorde con la impor- 
tancia del servicio que se debería prestar desde las ins- 
tituciones. 

Le agradecería, por tanto, nos ayuden desde ésa ins- 
titución a lograr nuestras reiteradas solicitudes de re- 
gularización de las plantillas. » 

A la vista de lo manifestado por la Dirección de los 
Archivos Estatales, nos hemos puesto en contacto con 
la Subsecretaría del Ministerio de Cultura a fin de ser 
informados en detalle sobre cuál haya sido la solicitud 
de ampliación de plantilla formulada para estos servi- 
cios y cuál o cuáles el departamento o departamentos 
que hayan formulado objeciones a las mismas, con la 
finalidad de, en su caso, iniciar las actuaciones que es- 
timásemos procedentes a fin de cooperar con el depar- 
tamento citado en la consecución de un más eficiente 
servicio a los ciudadanos en esta materia. 
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11.2. El procedimiento de inscripción en el Registro 
de la Propiedad Intelectual 

En virtud de lo dispuesto en el primer artículo de la 
Ley 2211987, de 11 de noviembre, de Propiedad Intelec- 
tual, la propiedad intelectual de una obra literaria, ar- 
tística o científica corresponde al autor por el solo 
hecho de su creación. Constituye el contenido de este 
artículo la principal innovación en materia del derecho 
de propiedad intelectual del autor, al desaparecer la 
obligatoriedad de inscripción prescrita por la deroga- 
da Ley de Propiedad Intelectual de 10 de enero de 1879, 
y de la sanción de pérdida del derecho que en ella se 
establecía para quienes no la practicasen. 

No  obstante, si bien el reconocimiento de los dere- 
chos de propiedad intelectual deja de estar sujeto a re- 
quisitos formales de ningún tipo, la vigente Ley de 
Propiedad Intelectual faculta a los titulares de tales de- 
rechos para que, como medida especial de protección 
y salvaguarda, procedan a su inscripción en el Regis- 
tro de la Propiedad Intelectual. 

En lo que se refiere al procedimiento de inscripción 
registral, el artículo 130 de la citada Ley 22/1987, en su 
punto 5.0 preceptúa que reglamentariamente sería 
aquél determinado, así como la estructura y funciona- 
miento del Registro de la Propiedad Intelectual. 

Hasta tanto ello se llevara a efecto, la disposición 
transitoria sexta de la Ley de Propiedad Intelectual re- 
conocía la vigencia del Reglamento de 3 de septiembre 
de 1980 y demás normas reglamentarias en materia de 
propiedad intelectual, siempre que no se opusieran a 
lo establecido en dicha ley. 

Junto a lo anterior, la misma disposición transitoria 
establecía expresamente que la normativa vigente so- 
bre la estructura y funcionamiento del Registro de la 
Propiedad Intelectual continuaría en vigor en tanto no 
se produjera el desarrollo reglamentario del título 11, 
libro 111, de la repetida Ley de Propiedad Intelectual, 
relativo al Registro de la Propiedad Intelectual. 

Así las cosas, en el mes de marzo del año al que se 
contrae el presente informe, el autor de una obra cien- 
tífica acudía a esta institución, manifestando que su 
obra no había gozado de la debida protección registral, 
habida cuenta que, ocho meses después de entregada, 
admitida y retenida en el registro provincial de Propie- 
dad Intelectual, para su inscripción provisional, le fue 
devuelta por el Registro General de Propiedad Intelec- 
tual requiriéndose la presentación de un nuevo ejem- 
plar con pie de imprenta completo, para que le fuera 
posteriormente extendido un nuevo registro con la nue- 
va fecha de inscripción y el número correspondiente 
(Queja 9102620). 

Esta institución consideró que los hechos descritos 
podían estimarse consecuencia de la falta de desarro- 
llo reglamentario del procedimiento de inscripción en 
el registro, y de la estructura y funcionamiento del re- 
gistro de los derechos de propiedad intelectual, confor- 
me fue establecido en el artículo 103.5 de la Ley 22/1987, 
de 11 de noviembre. Realizadas las oportunas investi- 

gaciones al respecto ante la Secretaría General Técni- 
ca del Ministerio de Cultura, comprobamos que, en 
efecto, al aplicar la entonces vigente normativa, la obra 
del formulante de la queja fue erróneamente admitida 
por el registro provincial para su inscripción provisio- 
nal, al no cumplir su texto todos los requisitos forma- 
les que en aquélla se exigía, lo cual fue detectado por 
el registro general transcurridos 8 meses desde su 
entrega. 

Al respecto, el Secretario General Técnico en su in- 
forme hacía notar a esta institución, que «no obstante 
ello, en el supuesto de que el Sr. ... se considere perju- 
dicado en sus derechos, podrá ejercitar directamente 
ante la Jurisdicción Civil las acciones oportunas en de- 
fensa de sus intereses, conforme con el artículo 130.2 
de la Ley de Propiedad Intelectual,,. 

Sin perjuicio del posible derecho a ejercer las accio- 
nes y recursos administrativos y, en su caso, jurisdic- 
cionales, que obviamente asiste a quien se considere 
individualmente lesionado por cualquier acto de la Ad- 
ministración Pública, esta institución estimó que la de- 
fensa de los intereses o derechos que presumiblemente 
pudieran ser vulnerables por tales actos tendrían siem- 
pre la debida acogida en esta institución, de conformi- 
dad con las atribuciones que le confiere la Ley Orgánica 
3/1981, de 6 de abril, máxime cuando se dejan transcu- 
rrir plazos tan dilatados como el que dio origen a la 
tramitación de la queja a la que se ha hecho referencia 
aquí. 

A este respecto cabe señalar que, al amparo de lo es- 
tablecido en la Orden de 15 de febrero de 1949, por la 
que se aprueba el Reglamento de orden interior del Re- 
gistro de la Propiedad Intelectual, era misión de la Di- 
rección del Registro General admitir o rechazar las 
inscripciones que las oficinas provinciales del registro 
le remitan y darles instrucciones para que procedan con 
acierto o para que rectifiquen los errores o defectos co- 
metidos al registrar las obras provisionalmente. 

En este sentido debe recordarse que el problema 
planteado por el formulante de la queja tuvo su origen 
rn la inscripción provisional de su obra, efectuada por 
rl Registro Provincial del Servicio Territorial de Cul- 
tura de Valladolid, inscripción que al parecer no debió 
ser admitida, al no constar con pie de imprenta, sien- 
io éste un requisito que debía deducirse exigido por 
:1 Real Decreto de 3 de septiembre de 1980, por el que 
se aprueba el Reglamento para la ejecución de la Ley 
$e 10 de enero 1979, sobre Propiedad Intelectual. 

Merece señalar, en relación a tan errónea actuación, 
4 contenido íntegro del apartado 2." de la Orden de 8 
ie mayo de 1933 (Instrucción Pública y Bellas Artes), 
iictando reglas a los jefes de los registros provinciales 
>ara inscripción de las obras en el Registro de la Pro- 
iedad Intelectual en el que textualmente se disponía 
iue «en lo sucesivo se abstengan de inscribir obras en 
:uya portada o colofón, o cualquier otra clase de im- 
xeso, no conste el pie de imprenta, indicando el lugar 
1 fecha del año de la impresión y el nombre de la im- 
>renta, como datos de su autenticidad),. 
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En cuanto al excesivo período de tiempo transcurri- 
do desde que se produjo la inscripción provisional de 
la obra del formulante de la queja por el registro pro- 
vincial (6 de marzo de 1990), hasta que le fue comuni- 
cada la no admisión de la misma por el registro general 
para su inscripción definitiva (8 de noviembre de 1990), 
debe señalarse su contraste con los breves plazos ex- 
presamente indicados en la Orden de 28 de febrero de 
1955 -por la que se modificaba la legislación sobre la 
inscripción de obras en el Registro General de la Pro- 
piedad Intelectual fijando los plazos máximos de diez 
días para la remisión al registro general de las obras 
inscritas provisionalmente en los registros provincia- 
les, y de otros diez para que éstas sean calificadas por 
el registro general-, a la vez que suponía una clara 
inobservancia del imperativo constitucional que se de- 
riva del artículo 103 de la Constitución, al disponer que 
el principio de eficacia, entre otros, debe orientar la ac- 
tuación de la Administración Pública en la gestión de 
los intereses generales. 

Realmente no parece fácil de explicar que hayan si- 
do necesarios más de 8 meses para el sencillísimo y ele- 
mental trámite de notificación al interesado de la no 
admisión por el registro general de la inscripción pro- 
visional que había efectuado de su obra, lo cual, a nues- 
tro entender, evidencia sin ningún género de dudas una 
inacción administrativa totalmente incompatible con 
el buen servicio que la administración está obligada a 
dar a los ciudadanos que la sostienen a través de sus 
impuestos. 

Debía estimarse consecuencia de todo lo expuesto la 
necesidad de instruir adecuadamente a las oficinas pro- 
vinciales del registro, para que conocieran en todos sus 
extremos la variada legislación referente a la materia, 
hasta tanto se produjera el desarrollo reglamentario del 
procedimiento de inscripción. 

Por último, respecto al Registro General de la Propie- 
dad Intelectual, podía parecer justificada su falta de 
desarrollo reglamentario debido al carácter voluntario 
de la inscripción, instaurado por la Ley 2211987, de 11  
de noviembre. Sin embargo, considerando la función re- 
gistral como una garantía más para la seguridad jurí- 
dica de los derechos de propiedad intelectual relativos 
a las obras y demás producciones protegidas por la Ley 
de Propiedad Intelectual, esta institución estimó que 
tanto el procedimiento de inscripción, como la estruc- 
tura y funcionamiento del registro, merecían una regu- 
lación actualizada presidida por los criterios de eficacia 
y celeridad, evitando así que se produjeran hechos co- 
mo el que motivó la queja que ha sido analizada. 

En virtud de las consideraciones que anteceden, y al 
amparo de lo que disponen el artículo 30.1 de la Ley 
Orgánica 311981, de 6 de abril, por la que se rige esta 
institución, en septiembre de 1991 dirigimos al Secre- 
tario General Técnico del Ministerio de Cultura las si- 
guientes recomendaciones: 

t 

(( 1.") Que se proceda sin demora a determinar regla- 
mentariamente el procedimiento de inscripción, así co- 
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mo la estructura y funcionamiento del Registro General 
de la Propiedad Intelectual. 

2:) Que hasta tanto se publique el nuevo Reglamen- 
to del Registro General de la Propiedad Intelectual, se 
instruyan adecuadamente a las oficinas provinciales del 
Registro de la Propiedad Intelectual para que conozcan 
en todos sus extremos la actual legislación referente a 
la materia. )) 

En el momento de la elaboración del presente infor- 
me no se había recibido el preceptivo escrito al que hace 
referencia el mencionado artículo 30 de la Ley Orgáni- 
ca 3/1981, de 6 de abril, en el que se manifieste por el 
órgano consultado la aceptación o no de las recomen- 
daciones formuladas. 

No  obstante, esta institución ha comprobado la re- 
ciente publicación en el ((Boletín Oficial del Estado)) 
de 9 de noviembre de 1991, del Real Decreto 158411991, 
de 18 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento 
del Registro General de la Propiedad Intelectual. 

De la reciente normativa, en la que a través de 7 ca- 
pítulos se regula el nuevo funcionamiento del registro, 
cabe destacar -en lo que se refiere al asunto que he- 
mos analizado en esta sección-, las precisas previsio- 
nes que establece en orden a considerar como fecha de 
la inscripción, para los efectos que ésta deba producir, 
la fecha de presentación de la solicitud, a condición de 
que la misma reúna los requisitos esenciales previstos 
(datos personales del solicitante o del autor de la obra; 
naturaleza y condiciones del derecho de la propiedad 
intelectual que se inscribe; título y descripción de la 
obra, y declaración de si ha sido o no divulgada), veri- 
ficación que deberán llevar a cabo las oficinas provin- 
ciales en el momento de la presentación de la solicitud, 
debiendo después remitirla al Registro General en el 
plazo máximo de 7 días para su examen y calificación. 

Ciertamente, el problema planteado se ha resuelto y 
el contenido de nuestras recomendaciones ha sido acep- 
tado; sin embargo es muy de lamentar, no ya el incum- 
plimiento del deber legal de responder a esta ins- 
titución constitucional en los plazos que prevé su ley 
orgánica reguladora, sino la carencia de la más elemen- 
tal cortesía administrativa en base a la cual debería ha- 
bérsenos notificado con carácter previo a su 
publicación en el ((Boletín Oficial del Estado» la acep- 
tación de las recomendaciones formuladas. Quede aquí 
constancia de ello para conocimiento y valoración de 
los destinatarios de este informe. 

12. OBRAS PUBLICAS, VIVIENDA Y DOMINIO PU- 
BLICO ESTATAL 

12.1. Las obras públicas y la expropiación forzosa 

Durante el año 1991 las quejas formuladas por los ciu- 
dadanos en relación con el funcionamiento del Minis- 
terio de Obras Públicas y Transportes ha versado, en 
su mayor parte, sobre demoras en el pago de las indem- 
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nizaciones adeudadas por motivos de expropiaciones 
forzosas. 

La importancia cualitativa y cuantitativa de la cues- 
tión resulta evidente a la vista de las quejas específi- 
cas que, como ejemplo de disfunciones administrativas 
se recogen a continuación; así como de la recomenda- 
ción que al respecto efectuó el Defensor del Pueblo al 
Excmo. Sr. Ministro de Obras Públicas y Transportes 
a la que más tarde nos referiremos. 

12.1.1. Quejas sobre la expropiación con ocasión de la 
autovía de Extremadura 

Las obras de construcción de la autovía de Extrema- 
dura han dado lugar a la formación de un importante 
número de quejas por los titulares de los terrenos ex- 
propiados en diversos términos municipales de las pro- 
vincias de Madrid y Toledo: Navalcarnero, Santa Olalla, 
Maqueda, Quismondo, Valmojado, Santa Cruz de Reta- 
mar, Lucillos, etc. 

En las mismas se denunciaba, en primer lugar, la tar- 
danza de la Administración, cuando no existe mutuo 
acuerdo, en formular las hojas de aprecio y remitirlas 
al Jurado Provincial de Expropiación, con el objeto, se- 
gún los formulantes, de provocar una reducción de las 
pretensiones indemnizatorias de los afectados. Otras ve- 
ces, las resoluciones sobre los justiprecios de este ór- 
gano administrativo no se hacen inmediatamente 
efectivas por la Administración expropiante, como es 
el caso de la queja 28255/90. 

Otra cuestión objeto de denuncia se refería a que la 
Administración no indemniza la totalidad de los terre- 
nos ocupados, al considerar como suyos terrenos que 
los reclamantes mantienen que no lo son. La divergen- 
cia de posiciones entre Administración expropiante y 
expropiados tenía su origen en las expropiaciones su- 
fridas por estos últimos con motivo del Plan REDIA de 
Carreteras de 1971. Siendo así que los límites de lo en- 
tonces expropiado era objeto de discrepancia, se hacía 
necesario comprobar los límites de las expropiaciones 
llevadas a cabo desde 1971 con motivo del citado plan, 
a través de la búsqueda de los oportunos expedientes 
para, de esa manera, poder concretar fehacientemente 
los linderos que deban tomarse como referencia de las 
actualmente practicadas, determinar los metros expro- 
piados y, en consecuencia, fijar el justiprecio adecuado. 

Realizada una visita al entonces MOPU en febrero de 
1991 y planteados por dos asesores los anteriores pro- 
blemas, el titular de la Dirección General de Carrete- 
ras se comprometió a resolverlos dando las 
instrucciones pertinentes. Sin embargo, dos cuestiones 
vinieron a interferir en el proceso de resolución de las 
quejas: 

- La formulación de interdictos contra las obras de 
ejecución de la autovía e interposición de querellas cri- 
minales contra altos cargos del departamento por par- 
te de los afectados. La Dirección General de Carreteras 

estimó en mayo de 1991 que en la medida en que los 
procesos abiertos paralizaban el procedimiento expro- 
piatorio, la resolución de las quejas planteadas estaba 
subordinada a la de los procesos judiciales iniciados. 
- El cambio de estructura organizativa y de perso- 

nal, con la creación del nuevo Ministerio de Obras Pú- 
blicas y Transportes, de modo que además de una 
sucesión personal en la Dirección General de Carrete- 
ras, se produce la necesidad de reordenar toda la acti- 
vidad administrativa. 

Todo ello motivó la necesidad de celebrar una nueva 
entrevista sobre las cuestiones planteadas con el equi- 
po de la dirección general, máxime cuando en el pre- 
sente momento algunos reclamantes insisten en el 
impago de las indemnizaciones acordadas por el Jura- 
do Provincial de Expropiación. 

Por otra, en el contexto general de la queja, la ejecu- 
ción de la autovía a su paso por el término de Valmoja- 
do, planteaba un problema conexo a los ya descritos 
dado que las obras de ejecución de la variante de este 
término se encuentran suspendidas por virtud de ac- 
ciones interdictales interpuestas por los afectados. Tras 
diversas gestiones realizadas con el Ayuntamiento de 
Valmojado y la Dirección General de Carreteras, esta 
específica cuestión fue efectivamente abordada en una 
reunión celebrada en la Dirección General de Carrete- 
ras en la cual quedó acreditado lo siguiente: 

- El lfmite físico a partir del cual se han incoado 
los expedientes expropiatorios con motivo de las obras 
de la autovía de Extremadura es correcto. La franja cu- 
ya titularidad pública o privada está en discusión es 
en realidad pública, según consta en los expedientes ex- 
propiatorios que se tramitaron en 1962, no como con- 
secuencia del Plan REDIA, sino por causa de una obra 
de acondicionamiento y ensanche de la carretera. 
- De hecho se han producido errores en el levanta- 

miento de las actas previas a la ocupación tanto en lo 
que se refiere a los límites cuantitativos de las fincas 
ocupadas, como al tipo de cultivos existentes. No obs- 
tante, según testimonio de la dirección general, los erro- 
res producidos han sido ya rectificados en la 
formulación de las hojas de aprecio remitidas por la 
Administración al Jurado Provincial de Expropiación. 

Sin embargo, como quiera que la cuestión de la sus- 
pensión interdictal de las obras seguía en pie, el Direc- 
tor General de Carreteras, siempre que dichas acciones 
fuesen retiradas por los actores asumía el compromi- 
so de comprobar de nuevo la realidad de los terrenos 
ocupados en el caso de que aún hubiese afectados que 
sostuviesen la existencia de errores en 1a.descripción 
de los mismos. Añadía además siempre que se retira- 
ran las citadas acciones, que si hubiera lugar a ello, se 
designaría a uno o a varios funcionarios de los servi- 
cios centrales de la dirección para que se procediese 
a la oportuna revisión de las valoraciones ofrecidas por 
La Administración, tomando como punto de referencia 
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básico las resoluciones del Jurado Provincial de Expro- 
piación. 

Ello supondría retirar del jurado, a instancias de la 
dirección general, las hojas de aprecio no dictamina- 
das por el mismo, con objeto de promover rápidamen- 
te los oportunos mutuos acuerdos así como considerar, 
caso de ser posible, los justiprecios del jurado que sean 
recurridos ante dicho órgano. 

En todo caso se procedería al pago a la mayor breve- 
dad posible a los afectados. 

Sobre la base de este principio de acuerdo concluyó 
la reunión manifestando el alcalde que a la mayor bre- 
vedad posible, comunicaría al Ministerio de Obras Pú- 
blicas y Transportes y al Defensor del Pueblo los 
resultados de su gestión, sin que hasta la fecha se haya 
producido comunicación alguna al respecto. 

Por lo demás y al margen dq la variante de Valmoja- 
do, las actuaciones de esta institución con el Ministe- 
rio de Obras Públicas y Transportes por razón de las 
expropiaciones que tienen lugar con motivo de las obras 
de ejecución de la autovía de Extremadura continúan 
en la actualidad, muy especialmente en lo que se refie- 
re a las demoras en la tramitación de las piezas de jus- 
tiprecio. (Queja 9028255). 

12.1.2. Expropiación de industria. Abono de justi- 
precio 

En fecha 30-5-90 se admitió a trámite la queja 
9010612, acerca del abono del justiprecio fijado por el 
Jurado Provincial de Expropiación de Baleares, con 
ocasión de la expropiación de una industria propiedad 
de la formulante, con ocasión de las obras de «Prolon- 
gación de la Autovía de Levante, Nueva Carretera PM-19, 
p.k. 8,210 al 16,340; tramo: Palma-El Arenal». 

El Jurado Provincial de Expropiación de Baleares dic- 
tó resolución, de 16 de mayo de 1989, fijando un justi- 
precio de 54.240.970 pesetas. 

La Consejería de Obras Públicas y Ordenación del Te- 
rritorio del Gobierno Balear nos había comunicado, en 
su momento, que el correspondiente expediente de jus- 
tiprecio había sido remitido a la Dirección General de 
Carreteras del Ministerio de Obras Públicas y Transpor- 
tes, órgano encargado de ordenar el correspondiente 
pago. 

En fecha 21-2-91 el subsecretario del indicado depar- 
tamento ministerial nos comunicó que se estaba a la 
espera de la habilitación de los créditos del presente 
ejercicio para contraer el gasto. 

Sin embargo, en fecha de 24-9-91, aún no se había pro- 
ducido el abono de la cantidad adeudada, incumplién- 
dose de una forma excesiva los plazos que para el pago 
del justiprecio establece la Ley de Expropiación 
Forzosa. 

Finalmente, el 29 de octubre de 1991 se autorizó el 
gasto correspondiente para abonar al interesado el jus- 
tiprecio por la expropiación de la industria de su pro- 
piedad. 

12.1.3. Expropiación de fincas rústicas. Abono de in- 
tereses de demora 

En fecha 31-7-90 se admitió a trámite ante el Minis- 
terio de Obras Públicas y Transportes, la queja 9015972 
sobre el cumplimiento de la sentencia de la Audiencia 
Territorial de Madrid, de 26 de marzo de 1987, relativa 
al justiprecio de las fincas números 5A, 4,3A, 2-A y 2-B, 
expropiadas a las formulantes con ocasión de la ejecu- 
ción de las obras de ((Desdoblamiento y Transformación 
de la CN-V en Autovía entre Alcorcón y Navalcarnero, 
p.k. 22,7 al 29,3. (Clave 1-M-749))). 

Dicha queja estuvo motivada por la tardanza excesi- 
va en el pago de los intereses de demora de la expro- 
piación de referencia, cuyo correspondiente expediente 
de justiprecio se había iniciado hace más de 10 años. 

En fecha 22-1-91 se anunció a la institución que la in- 
dicada deuda se abonaría en el primer trimestre del 
presente año. Transcurrió el plazo anunciado para el 
pago sin que se procediese al mismo, y, en consecuen- 
cia, al completo cumplimiento de la sentencia antes re- 
ferenciada. 

Hubo de insistirse ante la administración para el 
cumplimiento de este trámite y finalmente, en el últi- 
mo trimestre de 1991, se abonaron los intereses de de- 
mora adeudados, si bien no se notificó a los expropiados 
la oportuna liquidación detallada del cálculo de los in- 
tereses, razón por la que el Defensor del Pueblo solici- 
tó el cumplimiento de dicho trámite. 

12.1.4. Expropiación forzosa. Abono de la cantidad en 
que existe conformidad entre Administración 
y expropiado 

El acta previa a la ocupación de una finca expropia- 
da a la formulante se produjo el 24-9-86. Desde enton- 
ces se tramitó, con incumplimiento de los plazos 
previstos en la Ley de Expropiación Forzosa, el corres- 
pondiente expediente de justiprecio sobre el que, en fe- 
cha 22 de marzo de 1991, recayó resolución al Jurado 
Provincial de Expropiación por la que se valora la fin- 
ca en cuestión en 13.928.250 pesetas. 

La queja 9113081 denunciaba el hecho de que no se 
procediese, en aplicación de lo establecido en el artí- 
culo 50.2 de la vigente Ley de Expropiación Forzosa, a 
la entrega de la indemnización de 4.758.994 pesetas, 
cantidad que constituía el límite en que existía confor- 
midad entre la expropiada y la administración expro- 
piante. 

A dicha concreta alegación, modificada cuantitativa- 
mente tras la referida resolución del jurado, no contestó 
el informe de la Subsecretaría de Obras Públicas y 
Transportes que, por el contrario, aludió a que «actual- 
mente se está ultimando la formación del expediente, 
para remitirlo a la Subdirección de Programas y Pre- 
supuestos para continuar su tramitación». 

Tal respuesta, por su inconcreción, nos obligó a soli- 
citar un informe complementario acerca del momento 
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en que se producirá el pago de la cantidad adeudada 
a la formulante, a la vez que recordábamos al Ministe- 
rio de Obras Públicas y Transportes la necesidad de que 
se cumpliesen las previsiones al respecto de la legisla- 
ción expropiatoria, máxime en casos como el presente, 
generalizados por otra parte a tenor de las numerosas 
quejas en trámite sobre demoras excesivas en el abono 
de los justiprecios, en los que la declaración de urgen- 
cia de la ocupación (artículo 52 LEF) contrasta con la 
posterior lentitud de los trámites tendentes a la deter- 
minación y pago de las indemnizaciones en vía admi- 
nistrativa. 

12.1.5. Expropiación con traslado de poblaciones 

Con motivo del aprovechamiento hidráulico del río 
Limia mediante el proyecto de embalse del Alto Lindo- 
so, que se construye en Portugal, comparecieron ante 
esta institución cincuenta y ocho afectados, por razón 
del procedimiento expropiatorio de los términos mu- 
nicipales de Lovios y Entrimo en beneficio de una em- 
presa concesionaria con domicilio social y actividad 
empresarial en el país vecino. 

La queja 9027502 formulada por los comparecientes 
se apoyaba en lo que consideraban una reducción de 
las garantías que para los expropiados representa la Ley 
de Expropiación Forzosa de 1954, ya que la norma apli- 
cable al caso era el Convenio internacional hispano- 
portugués para el aprovechamiento hidráulico de los 
ríos Miño, Limia, Guadiana y Chanza, que permitía la 
construcción de un embalse en Portugal anegando tie- 
rras españolas, y otro en Zamora, que afectaría a terri- 
torio portugués. 

Así, sostenían: 

A. Que no se les había notificado, por la Dirección 
General de Obras Hidráulicas, del Ministerio de Obras 
Públicas y Transportes, la cantidad a percibir en con- 
cepto de indemninización o justiprecio. 

Que no habían gozado de las necesarias garan- 
tías procedimentales al no habérselas comunicado la 
posibilidad de recurrir tanto en vía administrativa co- 
mo jurisdiccional las resoluciones de la Dirección Ge- 
neral de Obras Hidráulicas decretando la ejecución de 
las expropiaciones acordadas por la Comisión interna- 
cional. 

C. Que no había sido seguido el procedimiento pre- 
visto en los artículos 86 a 96 de la Ley de Expropiación 
Forzosa para los casos de expropiaciones que den lu- 
gar al traslado de poblaciones. 

B. 

Admitida la queja se solicitó el preceptivo informe 
de la Dirección General de Obras Hidráulicas, ya que, 
por los datos contenidos en la queja, podía haberse ar- 
bitrado un procedimiento expropiatorio en el que no 
se aseguraban claramente a los expropiados el conjun- 
to de garantías procedimentales y procesales previstas 
en la regulación ordinaria expropiatoria. 
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Sobre la base de estas consideraciones, la Dirección 
General de Obras Hidráulicas emitió efectivamente un 
informe según el cual el Proyecto de Embalse del Alto 
Lindoso, sobre el río Limia, incluyendo la definición de 
los terrenos afectados, fue aprobado en la IX sesión de 
la Comisión internacional para el aprovechamiento hi- 
dráulico de los ríos Miño, Limia, Tajo, Guadiana y Chan- 
za, celebrada en Lisboa en los días 15 a 17 de noviembre 
de 1967. 

El Reglamento para la constitución de servidumbres 
y para las expropiaciones y ocupaciones que sean ne- 
cesarias en la realización de obras para el aprovecha- 
miento hidráulico en los tramos internacionales de los 
citados ríos, fue aprobado, conjuntamente con el Esta- 
tuto de Funcionamiento de la Comisión Hispano-Por- 
tuguesa, en Consejo de Ministros de fecha 4 de julio de 
1969, produciéndose su entrada en vigor por Decreto 
número 1052, de 6 de mayo de 1971. 

En la reunión de fecha 3 de julio de 1990 de la Sub- 
comisión de Expropiaciones, Servidumbres y Ocupa- 
ciones Temporales, se acordó, por unanimidad, decretar 
la necesidad de ocupación de los terrenos afectados. De 
acuerdo con el artículo 13 del Reglamento, este acuer- 
do es definitivo, al haberse aprobado por unanimidad. 
A pesar de su firmeza, contra dicho acuerdo se presen- 
tó recurso de alzada por algunos expropiados que si- 
gue una tramitación normal. 

El artículo 10 del reglamento establece que, una vez 
declarada al necesidad de ocupación, el concesionario 
efectuará una oferta por escrito a cada propietario, so- 
bre el precio que está dispuesto a pagar. Si se acepta, 
se abona el total de la indemnización, y en caso con- 
trario, el propietario deberá nombrar perito para inten- 
tar llegar a un acuerdo con el nombrado por el 
concesionario. En aquellos casos en que no se llegue 
al total acuerdo, es cuando debe intervenir la dirección 
general. 

En el desarrollo de tal procedimiento se presentaron 
una gran variedad de circunstancias diferentes, habien- 
do realizado la Dirección General de Obras Hidráuli- 
cas las siguientes actuaciones, según los casos: 

1. Si hay conformidad entre concesionario y propie- 
tario, se abona directamente la cantidad convenida, en 
la forma prevista. 

2. Si no hay conformidad en la valoración, un peri- 
to designado por la Administración arbitra el precio 
justo. 

3. En fincas de titularidad desconocida, la dirección 
general publicó edictos en el Boletín Oficial de la pro- 
vincia de Orense y ayuntamientos. 

4. En fincas cuyos titulares estaban ausentes y no 
habían podido recibir oferta del concesionario, se aplica 
el mismo sistema que en el caso anterior. 

5. Si los titulares no contestarion a la oferta, la di- 
rección general les remitió un escrito recordando la 
misma y fijando un plazo para tener en cuenta la valo- 
ración efectuada, contrastada con el informe del peri- 
to designado por la Administración. 
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6.  Para aquellos titulares que rechazaron, sistemá- 
ticamente, todos los escritos remitidos por el concesio- 
nario, la dirección general envió un escrito, 
acompañado de la valoración del concesionario, dan- 
do un plazo para que manifiesten lo procedente, pasa- 
do el cual se aplicarán los mismos criterios de 
valoración del punto anterior. 

Finalmente, la Dirección General de Obras Hidráuli- 
cas señalaba en lo que se refiere al traslado de pobla- 
ción, que el Convenio internacional no lo prevé en 
concreto, pero al contemplar una total indemnización 
de los derechos y una satisfacción íntegra de los per- 
juicios, se incluyen los derivados de este traslado. Aña- 
de que entre las reclamaciones presentadas durante la 
información pública, existen las de doce afectados por 
esta situación, lo cual se ha tenido en cuenta a efectos 
de indemnización, existiendoien el Convenio con el 
Ayuntamiento de Lodios la previsión de nuevas urba- 
nizaciones, aunque parece más lógico llegar a solucio- 
nes personales, respetando la libertad de elección. 

Acreditado, pues, el perfecto ajuste del procedimien- 
to especial establecido por convenio entre España y Por- 
tugal, y ejecutado por la Dirección General de Obras 
Hidráulicas conforme a los principios constituciona- 
les, esta institución procedió, previa comunicación a los 
interesados, a dar por concluida su intervención, sin 
perjuicio de recomendar, en su caso, al Ministerio de 
Obras Públicas y Transportes la máxima celeridad en 
el abono definitivo de las indemnizaciones que, por ra- 
zón de la indicada expropiación, procedan. 

12.1.6. Expropiación forzosa. Acuerdo del Jurado Pro- 
vincial de Expropiación. Declaración de le- 
sividad 

El impago de la indemnización debida por el Minis- 
terio de Obras Públicas y Transportes en razón de la 
expropiación sufrida por el formulante de la queja 
9102121 de una finca de su propiedad, con motivo de 
las obras de ejecución del proyecto ((Variante de la CN-V 
en Talavera de la Reina» (expediente número 3), pese 
a que el Jurado Provincial de Expropiación había fija- 
do el justiprecio hacía ya un año, motivó la interven- 
ción de esta institución. 

Admitida efectivamente la queja sobre la base de una 
eventual infracción del artículo 48 de la Ley de Expro- 
piación Forzosa, el Ministerio de Obras Públicas y 
Transportes informó que con fecha 16-1-90, el Jurado 
Provincial de Expropiación de Toledo dictó resolución 
determinando el justiprecio, Dicha resolución fue con- 
siderada lesiva al interés público por parte de la Admi- 
nistración expropiante, quien procedió a efectuar la 
preceptiva declaración de lesividad de la decisión del 
Jurado; previa al recurso contencioso-administrativo, 
sobre la base de las siguientes dos consideraciones: 

A. La decisión del jurado provincial de Expropia- 
ción tiene carácter ejecutivo, pero dadas las circunstan- 

- 3  

cias y de acuerdo con el artículo 116 de la Ley de 
Procedimiento Administrativo, la autoridad a quien 
compete resolverlo podrá suspender de oficio la ejecu- 
ción del acuerdo recurrido, en el caso de que su ejecu- 
ción pudiera causar perjuicios de imposible o difícil 
reparación. 

B. De acuerdo con la jurisprudencia sobre la cues- 
tión (STS 17-11-83), es preciso consignar el justiprecio, 
cuando se recurra jurisdiccionalmente el acuerdo del 
Jurado provincial y pagar hasta el límite en que exista 
conformidad entre el expropiado y el órgano expropian- 
te, actuación que se realizó por la Administración. 

No obstante, y de modo prácticamente simultáneo, 
el interesado comunicó a esta institución que por los 
mismos hechos que dieron lugar a la formulación de 
la queja (el impago del justiprecio fijado por el jurado) 
otros dos interesados en ese mismo expediente recurrie- 
ron ante el Tribunal Superior de Justicia de Castilla- 
La Mancha el acuerdo dictado por el Jefe de la Demar- 
cación de Carreteras del Estado en Castilla-La Mancha 
por el que se resuelve denegarles el pago del justipre- 
cio fijado por el jurado. 
Como resultado de dicho recurso interpuesto al ampa- 
ro del artículo 8 de la Ley de Protección Jurisdiccional 
de los Derechos Fundamentales de la Persona, en el que 
los demandantes estimaban infrigido el artículo 14 de 
la Constitución, el Tribunal, en su Sentencia número 
226, delcaró que los referidos actos, efectivamente, vul- 
neraban el artículo 14 de la Constitución. 

Habida cuenta de los anteriores antecedentes el De- 
fensor del Pueblo efectuó al Ministerio de Obras Públi- 
cas y Transportes las siguientes consideraciones: 

A. El Tribunal, en el fundamento jurídico segundo, 
desvirtua la alegación plenamente coincidente con la 
contenida en el informe remitido al Defensor del Pue- 
blo, y literalmente transcrita, sostenida por la Adminis- 
tración. Así se puede leer en la sentencia citada. 

((Ciertamente las razones que alega la Administración 
para no realizar el pago del justiprecio señalado por 
el Jurado no pueden ser más desafortunadas, pues con 
ello no sólo olvida el principio general de ejecutorie- 
dad de los actos administrativos, recogido en los ar- 
tículos 33 y 34 de la Ley de Régimen Jurídico de la 
Administración del Estado, 101 y 116 de la Ley de Pro- 
cedimiento Administrativo, y 122 de la Ley Jurisdiccio- 
nal, sino, además, la naturaleza jurídica del proceso de 
lesividad, en el que la entidad que dictó el acto que cons- 
tituye el objeto de la pretensión adopta la posición de 
demandante, no viniendo a constituir la declaración de 
lesividad más que un presupuesto procesal, en cuanto 
tiene sólo el valor de autorizar la admisión y tramita- 
ción del mismo, al corresponder al órgano judicial com- 
petente declarar si, efectivamente, existe lesión y, en 
consecuencia, anular el acto objeto de la misma, por 
lo que la iniciación de un proceso de lesividad no pue- 
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de suponer, en principio, obstáculo alguno a la ejecu- 
ción del acto objeto de la pretensión.» 

Por su parte, el fundamento tercero constituye la ba- 
se argumenta1 en la que se apoya el fallo que declara 
la infracción del artículo 14 de la Constitución: 

«Hay que reconocer que los actores han sido objeto 
de un trato discriminatorio, ya que si la Administración 
ha procedido con carácter general a abonar el precio 
alcanzado de mutuo acuerdo para las fincas de rega- 
dío, sin que en ningún caso haya satisfecho uno infe- 
rior a 280 pesetas/m*., como consta en la co- 
municación del Jefe de la Demarcación de 5 de abril 
de 1991, dirigida a la Sala durante el período probato- 
rio, no existe razón objetiva y razonable para que no pro- 
ceda a ejecutar las resoluciones del Jurado, en los casos 
en que no se pudo llegar al acuerdo y la Administra- 
ción ha visto rectificada su valoración, debiéndose sig- 
nificar además que en el expediente de expropiación 
cuestionado la Administración siguió, en el sistema de 
mutuo acuerdo, el criterio posteriormente señalado por 
e1 Jurado, que hace aún menos explicable la decisión 
recurrida, por lo que, a juicio de la Sala, la misma in- 
fringe el principio de igualdad, al producir una discri- 
minación no amparada por motivo justiprecio. )) 

B. Es lo cierto, sin embargo, que la sentencia dicta- 
da sólo surte efectos, en principio, entre las partes, y 
por tanto no sería aplicable al formulante de la queja. 
No obstante, esta Institución, en sus informes de 1984 
y 1985, propició una interpretación del artículo 86.2 de 
la Ley Jurisdiccional en el sentido de la extensión a ca- 
sos idénticos de los efectos de las sentencias judiciales. 

En los mencionados informes ya se hacía constar que 
mientras la Administración aplica restrictivamente el 
precepto citado, según el cual «la sentencia que anula- 
re el acto o la disposición producirá efectos entre las 
partes y respecto de las personas afectadas por ella», 
sería más equitativo interpretar de otra manera la se- 
gunda frase de ese precepto: cSe introduciría así la dis- 
tinción acuñada por la doctrina francesa entre 
contencioso objetivo y subjetivo, puesto que en deter- 
minadas situaciones jurídicas objetivas, derivadas de 
una regulación estatutaria, la sentencia de lo conten- 
cioso viene a incidir sobre todo un colectivo, sin nece- 
sidad de que cada individuo deba acudir ante los 
tribunales para que éstos reiteren sus sentencias. El va- 
lor de la cosa juzgada queda así reforzado en estos ca- 
sos contribuyendo a una adecuación de la actuación 
administrativa al ordenamiento jurídico». 

Importa destacar que este punto de vista ha sido re- 
cogido por un auto de la Sala Quinta del Tribunal Su- 
premo, de 29 de noviembre de 1985, que sostiene que 
los afectados por una sentencia dictada en un recurso 
contencioso-administrativo en el que no hayan interve- 
nido como partes, no tienen que seguir un nuevo pro- 
ceso contencioso-administrativo para conseguir la 
aplicación de sus efectos. La Administración debe apli- 

car a esos terceros no recurrentes el contenido de la 
sentencia y, en caso negativo, sin necesidad de plantear 
nuevo recurso, pueden acudir a la vía del incidente de 
ejecución de aquella sentencia. 

Sobre la base de estas consideraciones, el Defensor 
del Pueblo dirigió al Ministerio de Obras Públicas y 
Transportes la siguiente sugerencia: 

«Que por el Ministerio de Obras Públicas y Transpor- 
tes se proceda al pago de la indemnización fijada por 
Acuerdo de 16 de enero de 1990, del Jurado Provincial 
de Expropiación de Toledo, en el expediente núm. 3 de 
expropiación forzosa con carácter de urgencia, incoa- 
do con motivo de las obras del Proyecto “Variante de 
Talavera de la Reina en la CN-V”, sobre la base de la 
aplicación a su caso concreto de la Sentencia núm. 226, 
dictada por el Tribunal Superior de Justicia de Castilla- 
La Mancha.» 

La sugerencia formulada se encuentra en estos mo- 
mentos pendiente de ser valorada por el Ministerio de 
Obras Públicas y Transportes. 

12.1.7. Recomendación general sobre el procedimiento 
expropiatorio 

Ante la reiterada presentación de quejas relativas a 
las dificultades y disfunciones que se presentan en los 
procesos expropiatorios de las que las antes expresa- 
das constituyen solamente una pequeña muestra al res- 
pecto, el Defensor del Pueblo consideró oportuno 
iniciar actuaciones de oficio ante el Ministerio de Obras 
Públicas y Transportes, a fin de poner de relieve la ne- 
cesidad de adoptar medidas que paliasen tales defi- 
ciencias. 

Por ello, se dirigió al Ministro de Obras Públicas y 
Transportes la siguiente recomendación: 

«Esta institución, constitucional desde el inicio de su 
funcionamiento, viene recibiendo, con reiteración, quejas 
de ciudadanos que son afectados, en sus bienes y dere- 
chos, por expedientes expropiatorios incoados con mo- 
tivo, básicamente, de la realización de obras públicas 
por la Administración del Estado, dentro de la cual des- 
tacan los organismos dependientes de ese Ministerio 
de Obras Públicas y Transportes. 

Dichas quejas han sido, en el ejercicio de las compe- 
tencias que al Defensor del Pueblo encomienda el ar- 
tículo 54 de la Constitución y la Ley Orgánica 311982, 
de 6 de abril, convenientemente tramitadas, dejando 
constancia de las más significativas en los diferentes 
informes que esta institución ha venido presentado 
anualmente a las Cortes Generales. 

Así, ya en el informe del año 1983, se indicaba, en re- 
lación con. la expropiación de terrenos para la ejecu- 
ción de obras, que: 

“Un volúmen considerable de escritos de queja, aún 
aceptando la legitimidad de las expropiaciones lleva- 
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das a cabo, someten a esta Institución las deficiencias 
de la actividad de las Administraciones expropiantes 
respecto al pago de los justiprecios y de los intereses 
de demora. Muchas de estas expropiaciones se han lle- 
vado a cabo con carácter de urgencia, pero el hecho de 
que el interés público precise de urgente satisfacción, 
justificadora de la medida excepcional que el mismo 
legislador admite, no puede quedar desvinculado de la 
preferencia que tienen las fases de justiprecio y de pa- 
go en estos supuestos, como lógica consecuencia, ex- 
presamente recogida en la ley. 

Todo retraso en el pago de los justiprecios, marginan- 
do las determinaciones legales que impiden tales su- 
puestos, contradice lo dispuesto en el artículo 33 de la 
Constitución en cuanto, si bien ésta admite la privación 
singular de derechos con la correspondiente indemni- 
zación, impone la observancia estricta de las determi- 
naciones contenidas en la legislación expropiatoria.” )) 

En los informes de los años 1984 y 1985, se continua- 
ba exponiendo a las Cortes Generales el conjunto de los 
diferentes problemas que las actuaciones expropiato- 
rias creaban a las personas afectadas por las mismas 
y que, a título enunciativo, se enumeraban en el infor- 
me de 1986 que señalaba: 

a b s  problemas más frecuentemente planteados fue- 
ron: demora en el pago de justiprecios; intereses de de- 
mora; retrasos del Jurado Provincial de Expropiación; 
retasaciones; reversiones; errores en superficie expro- 
piada, etc. 

Las indicadas quejas alegaban, principalmente, in- 
cumplimiento, por parte de diversos órganos expropian- 
tes, de los plazos legales para la determinación o pago 
de los correspondientes justiprecios, así como el impa- 
go de las indemnizaciones por demora en la referidas 
actuaciones administrativas. 

En efecto, la Ley de Expropiación Forzosa, de 16 de 
diciembre de 1954, y su Reglamento, aprobado por De- 
creto de 26 de abril de 1957, establecen una preceptiva 
y precisa cronología (plazos) para la determinación y 
pago de la valoración del bien o derecho expropiado; 
plazo cuyo término incial es el de la firmeza del acuer- 
do por el que se declara la necesidad de ocupación de 
bienes o adquisición de derechos expropiables (artícu- 
lo 25 LEF): Así, se establece un período de quince días 
para la determinación del justo precio por mutuo acuer- 
do (artículo 24 LEF). 

En el supuesto de que no se llegase a tal acuerdo, de- 
berá ser requerido el expropiado para que, en el plazo 
de veinte días, presente hoja de aprecio que, en igual 
plazo de veinte días, habrá de ser aceptada o rechaza- 
da por la Administración expropiante que extenderá, 
en el segundo supuesto, su hoja de aprecio que, junto 
a la totalidad del expediente de justiprecio, pasará al 
Jurado Provincial de Expropiación si el propietario re- 
chaza el precio fundado ofrecido por la Administración 
(artículo 30 y 31 LEF). 

El jurado decidirá ejecutoriamente sobre el justo pre- 

cio en el plazo máximo de ocho días, salvo que, excep- 
cionalmente, se prorrogue hasta quince días: Dicho 
acuerdo y el recurso de reposición contra el mismo ul- 
timan la vía gubernativa, constituyendo su fecha el tér- 
mino incial para la caducidad de la valoración 
establecida (artículo 35 LEF). 

Determinado así el justo precio, se procederá al pa- 
go de la cantidad resultante en el plazo máximo de seis 
meses (artículo 48.1 LEF). Finalmente, la ley establece 
el abono de intereses legales por demora en la deter- 
minación del justo precio (a partir de seis meses desde 
la iniciación legal del expediente expropiatorio); y por 
demora en el pago del mismo (a partir de seis meses 
desde su determinación). Dichos intereses han de abo- 
narse de oficio, sin necesidad de previo requerimiento 
del particular expropiado. Pues bien, tras la tramita- 
ción de las quejas formuladas, se comprobó que las di- 
versas Administraciones expropiantes incumplen en 
exceso y con regularidad los plazos legales de natura- 
Les preceptiva.)) 

Del detenido estudio de todo el conjunto de los ante- 
riores antecedentes, se derivaron las consideraciones 
necesarias que sirvieron de base a la recomendación 
que esta institución realizó al Ministerio para las Ad- 
ministraciones Públicas en octubre de 1987 (recogido 
en el informe de dicho año) para que se elaborase «un 
programa específico tendente a evaluar las actuales dis- 
funciones de los expedientes expropiatorios», así como 
«una guía de la expropiación forzosa)). 

El Ministerio para las Administraciones Públicas 
aceptó dicha recomendación, incluyendo el contenido 
de la misma en un específico programa sobre agiliza- 
ción administrativa desarrollada durante 1988 a través 
de la realización de Inspecciones Operativas de Servi- 
cios, cuya ejecución llevó a cabo la Inspección General 
de Servicios de la Administración Pública. 

De las actuaciones llevadas a cabo por la Inspección 
Operativa de Servicios se detectaron, como disfuncio- 
nes más importantes, aquellas que se incluían en los 
cuatro grupos siguientes: 

- El incumplimiento habitual de los plazos estable- 

- La dilación en la determinación y abono del jus- 

- La renuencia de la Administración a tramitar de 

- La insuficiencia de los derechos de los ciudada- 

cidos por la Ley. 

tiprecio. 

oficio los intereses de demora. 

nos frente al procedimiento expropiatorio. 

Además, pudo comprobarse que el procedimiento or- 
dinario previsto se ha convertido en excepcional, acu- 
diéndose, por parte de la Administración, al 
procedimiento de urgencia como sistema habitual. Así, 
de una muestra de 1.534 expedientes, se comprobó que 
1.409 se tramitaron por el procedimiento de urgencia 
y sólo 125 por el procedimiento por el procedimiento 
ordinario. 
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Este procedimiento de urgencia, cuya tramitación en 
la práctica es realmente lenta, sólo encuentra su justi- 
ficación cuando la ocupación de unos terrenos es ab- 
solutamente necesaria y queda así demostrado en el 
expediente, acreditación que, sin excesiva base real, ha 
venido a convertirse en una práctica administrativa ge- 
neralizada. 

Todo lo anterior, junto con las deficiencias observa- 
das en el funcionamiento de los jurados provinciales 
de expropiación, llevó a esta institución a incluir en su 
informe de 1988 la necesidad de modificar determina- 
dos preceptos de la Ley de Expropiación Forzosa a fin 
de agilizar los trámites procedimentales y las garantías 
reales de los expropiados. 

Dicha recomendación fue asumida por el Ministerio 
de Administraciones Públicas, aún cuando desde enton- 
ces hasta hoy no se ha producido la iniciativa legislati- 
va que venga a resolver las carencias indicadas, 

Por ello, durante los años 1989 y 1990 se siguieron 
planteando numerosas quejas por ciudadanos afecta- 
dos por actuaciones expropiatorias que mostraban que 
a pesar de los esfuerzos de la Inspección de los Servi- 
cios, las disfunciones operativas tantas veces denuncia- 
das y constatadas, se seguían produciendo, con especial 
significación en los procedimientos expropiatorios ini- 
ciados como consecuencia de la ejecución del Plan de 
Autovías por ese ministerio. 

Ello llevó al Defensor del Pueblo a incluir en su últi- 
mo informe presentado, correspondiente al año 1990, 
las siguientes consideraciones: 

« A  pesar de las reiteradas advertencias contenidas, 
sin excepción, en todos nuestros informes anuales, y de 
la específica recomendación que el Defensor del Pue- 
blo dirigió en 1987 a los ministros de Obra  Públicas 
y Urbanismo, y para las Administraciones Públicas, 
quien, con tal motivo, ordenó la realización de una ins- 
pección operativa de servicios, prácticamente nada se 
ha avanzado en el mejoramiento de las irregularidades 
observadas año tras año en los procedimientos expro- 
piatorios. 

Se siguen, en definitiva, inclumpliendo habitualmen- 
te los plazos establecidos en la Ley de Expropiación For- 
zosa y en su Reglamento; el procedimiento de urgencia 
se ha convertido, en la práctica, en el único utilizado. 
Pero lo más grave de todo son las dilaciones o demoras 
en la determinación y abono de los justiprecios, y de 
los intereses de demora, que resultan ser francamente 
excesivas, siendo difícilmente comprensibles las razo- 
nes que impiden remediar ese estado de cosas.)) 

En la actualidad, siguen recibiéndose numerosas que- 
jas de los ciudadanos que no sólo ponen de relieve que 
continúan persistiendo los problemas derivados del in- 
clumplimiento, en muchos casos, del procedimiento ex- 
propiatorio y la lentitud del mismo, sino lo que es más 
grave, que una vez ocupado el bien por la Administra- 
ción para realizar la obra pública, no se paga la indem- 
nización correspondiente a la expropiación, en los 
plazos que determina la ley. 

Sin perjuicio de que éste no es el momento de entrar 
en la descripción minuciosa de las quejas individuales 
que ya están en trámite ante ese ministerio y otras Ad- 
ministraciones, sí quisiéramos llamar la atención so- 
bre el hecho de que la experiencia derivada de la 
constatación de éstas nos permite considerar que el pro- 
blema puede alcanzar ya a varios miles de expedientes 
expropiatorios pendientes de pago. 

No parece necesario insistir ante V. E. con respecto 
a la importancia y trascendencia de estas disfunciona- 
lidades administrativas, pues los ciudadanos, constitu- 
cional y legalmente privados de su propiedad en aras 
del interés general, tienen el legítimo derecho a ser com- 
pensados económicamente no cuando le convenga a la 
Administración, que en todo supuesto de retraso tiene 
preceptualmente que abonar los intereses de demora, 
sino en los plazos que determina la ley, al objeto de que 
no repercuta en economías, en la mayor parte modes- 
tas, la carga que supone una demora de esta naturale- 
za. A la par, el pago de las indemnizaciones en el plazo 
legalmente previsto evitaría al Estado el pago de los in- 
tereses de demora. 

De otra parte, tampoco puede ignorarse el principio 
presupuestario según el cual «no puede adquirirse com- 
promiso de gasto por cuantía superior al importe de 
los créditos autorizados en los estados de gastos, sien- 
do nulos de pleno derecho los actos administrativos y 
las disposiciones generales con rango inferior a la ley 
que infrinjan la expresada norma sin perjuicio de las 
responsabilidades a que haya lugar )) (artículo 60 del 
Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria). 

Dicho principio no se compadece con las argumen- 
taciones generales de ese ministerio de falta de crédi- 
to pam hacer frente al pago de los justiprecios, máxime 
cuando éstos están definitivamente fijados por acto ad- 
ministrativo firme, como es la resolución del jurado 
provincial de expropiación, el cual tiene carácter eje- 
cutivo como consecuencia de su condición de acto ad- 
ministrativo y de la presunción de legalidad y acierto 
(STS de 27 de enero de 1978, 1 de febrero de 1978, 21 
de mayo de 1979 y 28 de noviembre de 1984, entre tan- 
tas otras que confirman una línea jurisprudencia1 ine- 
quívoca). De este modo si las obligaciones económicas 
del Estado nacen de los actos que según derecho las 
generen (artículo 42 de la Ley General de Presupues- 
tos), no es fácilmente comprensible, a la luz del artícu- 
lo 60 del Texto Refundido citado, la falta de tramitacióp 
del pago de los justiprecio por estar éstas a la espera 
de crédito. 

Destacable, asimismo, es, de un lado, la falta de re- 
conocimiento de oficio de los intereses de demora que 
se devengan, tanto por la lentitud en la fijación del jus- 
tiprecio (artículo 56 LEF), como por la falta de pago en 
plazo del justiprecio definitivamente (artículo 57 LEF). 
Y, de otro, la tardanza en el pago de los intereses de de- 
mora fijados, lo que causa nuevos perjuicios a los afec- 
tados al no devengar éstos nuevamente intereses por 
su impago, lo cual podría ser considerado para una fu- 
tura modificación legislativa. 
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También se ha podido constatar un continuo incum- 
plimiento de lo preceptuado en el artículo 50.2 de la Ley 
de Expropiación Forzosa, puesto que los organismos de- 
pendientes de ese ministerio que efectúan expropiacio- 
nes, no proceden a abonar a los expropiados, aunque 
exista litigio o recurso pendiente, la parte del justipre- 
cio en la que exista acuerdo con la Administración. Es- 
to, además de los efectos negativos que produce sobre 
aquéllos, ocasiona detrimentos económicos a las admi- 
nistraciones, puesto que los intereses de demora que 
se devengan giran sobre mayor cantidad, lo que hace 
que aumenten en gran medida. 

De igual modo, a partir de las quejas recibidas en es- 
ta institución se ha apreciado la resistencia de la Ad- 
ministración a cumplir con lo ordenado en los artículos 
54 y 55 de la Ley de Expropiación Forzosa y, en su vir- 
tud, proceder a revertir a íos titulares expropiados los 
bienes objeto de expropiación cuando se cumplen los 
supuestos habilitantes para ello recogidos en el artículo 
54 citado. 

Por último, dentro de la problemática expropiatoria 
que venimos examinando, se hace necesario reseñar 
aquellas quejas que se refieren a la actuación por la vía 
de hecho de muchos contratistas de obras públicas las 
cuales, en ocasiones, se inician sin comprobar si el pro- 
cedimiento expropiatorio ha alcanzado la fase que per- 
mite ocupar las fincas en donde ejecutar las obras, por 
lo que se irrumpe en las propiedades privadas sin títu- 
lo jurídico alguno y sin que la Administración actuan- 
te impida tales actuaciones claramente contrarias a la 
vigente legalidad. 

Sin perjuicio de que esta institución hará referencia 
a todos estos problemas de forma muy especial en su 
próximo informe a las Cortes Generales, quisiéramos 
dejar constancia ante V. E. de la amplitud y trascenden- 
cia de la situación actual, y de los resultados deriva- 
dos de la demora en el pago de los justiprecios y de la 
pasividad en poner en marcha las medidas de reforma 
legislativa que la propia Administración consideró ra- 
zonables y necesarios hace dos años; y RECOMENDAR 
a V. E., de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
30 de la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, que se adop- 
ten con carácter urgente las medidas necesarias para 
dar solución al problema descrito, que afecta ya a un 
gran número de ciudadanos, y que previsiblemente si 
no se resuelve o afronta pronto, afectará en breve a mu- 
chos más.» 

t 

La recomendación transcrita fue aceptada por el Mi- 
nisterio de Obras Públicas y Transportes, quien adop- 
tó las siguientes medidas: 

~1.0  En relación con los retrasos en el pago de los 
justiprecios ya acordados, en materia de obras hidráu- 
licas el esfuerzo de cancelación de expedientes pendien- 
tes ha sido importante al haberse amortizado durante 
1991,9.100 millones de pesetas, con lo que la cantidad 
pendiente prevista a 31-12-91 será sólo de 4.300 millo- 
nes de pesetas, cantidad que no ha podido reducirse 
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más debido a la insuficiente dotación presupuestaria. 
En materia de carreteras, a lo largo de 1991 se ha- 

brán amortizado en su totalidad los expedientes ante- 
riores a 1990, habiéndose abonado en este ejercicio un 
importe aproximado de 22.400 millones de pesetas. Sin 
embargo, las cantidades pendientes a 31-12-91 serán de 
36.000 millones de pesetas, generadas por los expedien- 
tes producidos durante 1991 y, por tanto, con una anti- 
güedad mucho menor que las que han sido abonadas 
durante el ejercicio. 

Es decir, el total destinado (durante 1991) por el Mi- 
nisterio de Obras Públicas y Transportes para la can- 
celación de expedientes de justiprecio pendientes de 
abono, será de 31.500 millones de pesetas. 

En este mismo sentido, debe resaltarse que el esfuer- 
zo realizado por el Ministerio de Obras Públicas y Trans- 
portes a lo largo de 1991 para cancelar expedientes de 
abono de justiprecios pendientes, ha sido financiado, 
ante las restricciones presupuestarias resultantes del 
ajuste del gasto público acordado por el Gobierno, por 
disminución de las anualidades de las obras en curso, 
esto es, demorando en su ejecución las citadas obras. 
Esto constituye una clara manifestación del carácter 
prioritario que para este Ministerio tiene el abono de 
los citados justiprecios. 

Además, y ante la disminución de los créditos de in- 
versión que contiene el Presupuesto de 1992, se han 
planteado diversas iniciativas para intentar paliar la si- 
tuación de los administrados pendientes de la percep- 
ción de justiprecios que les son debidos. Dichas 
medidas han consistido, fundamentalmente, en la soli- 
citud formal efectuada por este Departamento al Mi- 
nisterio de Economía y Hacienda en el curso de la 
elaboración del Anteproyecto de Ley de Presupuestos 
Generales del Estado para 1992, de creación de un 
concepto en el presupuesto de gastos del Ministerio des- 
tinado con carácter específico al abono de expropiacio- 
nes, y con carácter ampliable ante la imposibilidad de 
determinar «a  priori» el importe de éstas. Aunque esta 
iniciativa no ha sido plasmada en el Proyecto de Ley de 
Presupuestos para 1992 es posible que lo sea durante 
su tramitación parlamentaria. 

Ante esta situación, este Departamento está, en es- 
tos momentos, iniciando la elaboración de un expedien- 
te para solicitar la tramitación de un Proyecto de Ley 
de concesión de un suplemento de crédito para hacer 
frente a las cantidades pendientes en el ámbito de las 
obras en carreteras y en el de las obras hidráulicas. ES 
previsible que este expediente pueda ser remitido a la 
consideración del Ministerio de Economía y Hacienda, 
al que corresponde por Ley la tramitación de los ante- 
proyectos de Ley de concesión de suplementos de cré- 
dito, en un breve plazo de tiempo. 

Finalmente, debo indicarle que si estas medidas no 
resultaran efectivas, el Ministerio de Obras Públicas y 
Transportes dará prioridad al pago de expropiaciones 
pendientes en el límite de sus disponibilidades presu- 
puestarias, ralentizando la contratación de obra nue- 
va para atender estas obligaciones. 
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2.0 En relación con otras cuestiones planteadas en 
torno al abono de intereses o al pago de las cantidades 
ya acordadas, es previsible que estos problemas que- 
den solucionados tan pronto como se racionalice la si- 
tuación presupuestaria para el pago de expropiaciones. 

3." Respecto a las actuaciones de hecho que puedan 
haber realizado los contratistas en la ejecución de las 
obras públicas, el Ministerio manifiesta su más firme 
propósito de asegurar la observancia plena de las nor- 
mas reguladoras del procedimiento expropiatorio. Lo 
que por otra parte no es sino el criterio que el Ministe- 
rio ha seguido en todo momento. 

Sin perjuicio de ello, y ante la posibilidad de que exis- 
tan actuaciones aisladas que no puedan ser debidamen- 
te controladas por los órganos de este Ministerio, debe 
en todo momento ponerse de manifiesto a los adminis- 
trados que expresen sus quejas en relación con estas 
cuestiones, los medios de defensa de que el ordenamien- 
to les provee contra cualquier actuación que lesione de 
forma ilícita sus derechos o intereses. 

4.0 En relación con las propuestas de modificación 
de la legislación de expropiación forzosa tendentes a 
agilizar y simplificar los procedimientos expropiato- 
rios, este Departamento manifiesta su más amplia dis- 
posición a colaborar con el Ministerio para las 
Administraciones Públicas o con el Ministerio de Jus- 
ticia en cualquier propuesta tendente a la mencionada 
finalidad. Si bien no se puede olvidar que gran parte 
de las quejas planteadas por los administrados respecto 
a la lentitud de los procedimientos están dedicadas al 
pago del justiprecio, por lo que una vez resuelto este 
aspecto es de prever que el procedimiento tal cual está 
en el presente momento pueda ser considerado sufi- 
ciente. 

En todo caso, tampoco puede olvidarse que el volu- 
men de obra pública desarrollado en los últimos años 
ha motivado una mayor lentitud en la tramitación de 
los procedimientos ante la imposibilidad, por parte de 
los servicios administrativos, de tramitar, de forma ade- 
cuada, el número tan elevado de procedimientos expro- 
piatorios, resultantes, al no haberse podido contemplar 
aumentos significativos en las dotaciones de personal 
y de medios técnicos y materiales para llevarlos a cabo. 

5.0 Por último, indicar que la aplicación del artícu- 
lo 60 de la Ley General Presupuestaria en los procedi- 
mientos expropiatorios no produce los mismos efectos 
que, por ejemplo, en un expediente de contratación to- 
da vez que la ley no exige que existan créditos suficien- 
tes al inicio de los procedimientos expropiatorios, lo 
que puede motivar que, una vez terminados éstos y re- 
conocida la obligación por la determinación del justi- 
precio, no pueda comprometerse el gasto por 
insuficiencia de crédito para ello. Este problema se 
agrava por el hecho de que en un número importante 
de supuestos los justiprecios se determinan por un ór- 
gano de naturaleza especial, cuales son los Jurados Pro- 
vinciales de Expropiación Forzosa, no integrados en la 
estructura del Departamento, y por lo tanto descono- 
cedores de las realidades presupuestarias de los cen- 

tros directivos a quienes en última instancia 
corresponde comprometer el gasto. 

Como conclusión, este Ministerio manifiesta a V. E. 
su voluntad de atender con la máxima prioridad, la si- 
tuación creada por los retrasos habidos en el abono de 
los justiprecios derivados de los expedientes de expro- 
piación resultantes de las obras públicas ejecutadas en 
el ámbito de este Departamento, dentro de sus dispo- 
nibilidades presupuestarias )) (queja 91 19802). 

12.2. Conservación, accesos y otras cuestiones sobre 
carreteras y autovías 

El estado de conservación de las carreteras y, sobre 
todo, cuestiones derivadas de la ejecución del plan de 
autovías dieron lugar a numerosas quejas, de las que 
las expresadas a continuación constituyen una mues- 
tra significativa. 

12.2.1. Contaminación acústica y problemas de segu- 
ridad como consecuencia de la construcción de 
la M-40, en Madrid 

Las obras de ejecución y apertura de la vía interur- 
bana M-40, construida sobre la base del convenio cele- 
brado entre el entonces Ministerio de Obras Públicas 
y Urbanismo, la Comunidad de Madrid y el Ayuntamien- 
to de la capital, han motivado numerosas quejas, bási- 
camente sobre los efectos medioambientales y de 
inseguridad producidos por la mencionada vía. 

En principio, y como quiera que la competencia en 
materia de medio ambiente corresponde en este caso, 
a la Comunidad de Madrid, la inclusión de la presente 
cuestión en el capítulo dedicado a las comunidades 
autónomas, al que en este momento debemos remitir- 
nos, parece plenamente justificado. 

Sin embargo, una reseña de este problema en este ca- 
pítulo no puede ser soslayada dado que la redacción 
del proyecto, la financiación y ejecución de las obras 
corresponde mayoritariamente al Ministerio de Obras 
Públicas y Transportes según Convenio suscrito el 2 de 
diciembre de 1988 (quejas 9112588 y otras). 

12.2.2. Construcción de la variante CN-1, a su paso por 
Aranda de Duero 

Los reclamantes, alcaldes de varias localidades de la 
zona oeste de la Ribera del Duero, presentaron en esta 
institución queja por el hecho de que en la construc- 
ción de la variante de la N-1, a su paso por Aranda de 
Duero, en sus cruces con las carreteras C-619 y P-1102, 
no se había previsto la ejecución de los necesarios en- 
laces con las citadas carreteras, lo que ocasionará gra- 
ves perjuicios a los usuarios de aquéllas y quebrantos 
económicos a los habitantes y pueblos de la zona a que 
sirven dichas carreteras. 
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En favor de su pretensión alegaban lo siguiente: 

- Con la variante prevista se dejaba sin enlace di- 
recto la carretera C-619 que sirve de unión entre la auto- 
vía del Norte y la autovía de Castilla, lo que ha de 
suponer una disfuncionalidad en la unión de ambas 
vías de gran circulación. 
- La opinión favorable expresada al respecto, por 

diferentes autoridades administrativas con competen- 
cias en la materia, como fue el caso de la propia De- 
marcación de Carreteras del Estado en Castilla-León 
Oriental, quienes en su momento consideraron conve- 
niente la construcción de los enlaces que permitiesen 
la adecuada comunicación con la zona oeste de la ribe- 
ra del Duero. 
- El hecho incontestable de que a lo largo de la cons- 

trucción de la autovía del No& se habían venido eje- 
cutando multitud de enlaces directos con otras 
carreteras de menor importancia, por lo que no se en- 
tendía la negativa de dotar del mismo, al menos, a una 
de las dos carreteras. 

Considerando que en la petición de los interesados 
existían argumentos suficientes de interés general pa- 
ra la comarca a que servirían los enlaces solicitados, 
intereses que se centran en el gran potencial de desa- 
rrollo de la zona y en evitar su aislamiento de una de 
las vías de mayor penetración del comercio y turismo 
internacional, se dio traslado al Ministerio de Obras Pú- 
blicas y Thnsportes de las inquietudes presentadas por 
los Alcaldes de la zona, a fin de que las mismas fuesen, 
si así se creía oportuno, convenientemente estudiadas 
y ponderadas. 

El Ministerio de Obras Públicas y Transportes mani- 
festó que la autovía del Norte (N-1) en la zona de Aran- 
da de Duero, consiste en una variante completa de 20 
km. de longitud y cuatro enlaces con 24 pasos a dife- 
rente nivel y consiguientes caminos de servicio para co- 
municar un lado y otro de la citada autovfa, sin que 
ninguna propiedad colindante con ella tenga acceso di- 
recto a la misma. 

Que, asimismo, en el trámite de información pública 
del correspondiente Estudio Informativo se presenta- 
ron alegaciones de diversos ayuntamientos de la zona 
pidiendo enlaces con la nueva carretera de otras ya exis- 
tentes. Razones de seguridad y calidad de la propia 
autovía y el resultado de los estudios de tráfico reali- 
zados, aconsejaron hacer sólo el número de enlaces an- 
tes reseñados y optar por la limitación total de accesos 
igualmente mencionado. 

Lo anterior dio lugar a diferentes problemas de los 
que únicamente subsiste el planteado por los compa- 
recientes ante esa institución, esto es, el referente a los 
enlaces con la reiterada autovfa, de las carreteras C-619, 
de Aranda a Palencia, de titularidad de la Junta de Cas- 
tilla y León y BU.P. 1102, de Aranda a La Aguilera, de 
titularidad de la Diputación Provincial de Burgos. 

En relación a ello, señalaba la Administración Cen- 
tral que ia Junta de Castilla y León, en el trámite de 
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información pública más arriba aludido, encontró ra- 
zonable el que no se hiciera enlace con la C-619, y por 
su parte, la Diputación Provincial de Burgos tampoco 
solicitó enlace alguno con la C-BU-P-1102. 
Los informes técnicos y estudios de tráfico ya cita- 

dos, habían puesto de manifiesto, afirmaba el Ministe- 
rio de Obras Públicas y Transportes, que los tráficos 
a los que teóricamente podría servir el enlace reclama- 
do son de muy escasa entidad, mejorándose además sus 
condiciones de circulación al disponer de la actual cir- 
cunvalación sin los miles de vehículos de paso que irán 
en el futuro por la autovía, al tiempo que se considera- 
ba que la construcción de ese enlace podría suponer 
la incorporación de tráficos de agitación de corto re- 
corrido, no deseables para la fluidez a la autovía y se- 
guridad vial de la misma. 

Por lo que hace al hecho de que la Demarcación de 
Carreteras del Estado en Castilla-León Oriental hubie- 
se señalado la conveniencia de construir los enlaces ob- 
jeto de la presente queja, el Ministerio de Obras 
Públicas y Transportes enunciaba que oficialmente, por 
contra, esta demarcación consideraba que las conexio- 
nes de la autovía con la C-619 y BU-P-1102 no aportan 
mejora al tránsito y sí seguramente entorpecimiento 
por su cercanía al enlace de la N-122, dado que los mo- 
vimientos naturales de los comarcanos son hacia Aran- 
da y su polígono o cercanías, no hacia Burgos o Madrid. 

Por último, el Ministerio de Obras Públicas y Trans- 
portes manifest6 que la construcción de enlaces direc- 
tos sóío se realizan cuando lo requiera la existencia de 
poblaciones o carreteras que, respectivamente, se en- 
cuentran al borde de la autovía y nacen o acaban en la 

Las anteriores manifestaciones de la Administración 
actuante, basadas en criterios y conocimientos técni- 
cos y de experiencia, ponfan de manifiesto que las ar- 
gumentaciones de los reclamantes no .eran 
consideradas como suficientes por el Ministerio de 
Obras Públicas y Transportes para alterar el trazado de 
la N-1 a su paso por Aranda de Duero, sin que ello su- 
pusiese contradicción con el ordenamiento jurídico 
vigente, por lo que al no apreciarse aquélla, ni concul- 
cación de derechos fundamentales, esta institución hu- 
bo de cesar en sus actuaciones, no por ello sin dejar 
de recomendar al referido ministerio la posible ponde- 
ración de las pretensiones de los reclamantes (queja 
9117339). 

N-1. 

12.2.3. Inadecuado estado de conservación de un tra- 
mo de la CN-232 de Vinaroz a Zaragoza 

Se dirigió a esta Institución un usuario habitual de 
la carretera nacional Vinaroz-Zaragoza, indicando que 
en uno de sus viajes y por el inadecuado estado de la 
citada carretera en el, aproximadamente, km. 76 
(Morella-Castellón), en una curva a la izquierda y debi- 
do al mal tiempo atmosférico existente, sufrió un acci- 
dente de circulación, el cual se vio agravado al faltar 
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las defensas laterales lo que le precipitó al terraplén 
de la derecha. 

Asimismo señaló que en su caída por dicho terraplén, 
las defensas que se encontraban allí abandonadas im- 
pactaron con su vehículo, lo que le produjo mayores da- 
ños, que no se hubiesen producido de haber existido 
las necesarias defensas laterales o, cuando menos, és- 
tas hubiesen sido convenientemente retiradas del te- 
rraplén. 

El formulante manifestó que su principal interés con 
la presentación de la queja radicaba en que se tuvie- 
sen en cuenta sus sugerencias y se corrigiesen los de- 
fectos del lugar en que sufrió el accidente, 
devolviéndose, entre otras cosas, las defensas en su lu- 
gar o sustituyéndolas, entre otras más adecuadas, a fin 
de evitar daños a otros usuarios, a la vez que se mejora 
el mantenimiento y trazado de la menciona carretera 
nacional. 

Iniciada, dada su importancia y efectos generales que 
de la misma se podían derivar, la correspondiente in- 
vestigación, el Ministerio de Obras Públicas y Transpor- 
tes, comunicó al Defensor del Pueblo: 

- Que el tramo de carretera donde ocurrió el acci- 
dente se encuentra debidamente señalizado. 
- Que el firme se encuentra en buen estado y que 

el trazado de la carretera está sujeto a estudios de 
mejora. 

Como quiera que el anterior informe no daba cuenta 
del estado de las defensas laterales, ni de la acumula- 
ción de las derribadas en los terrenos colindantes de 
la carretera, se solicitó una ampliación a la informa- 
ción remitida, la cual fue puntualmente evacuada, sig- 
nificando el mencionado ministerio en esta ocasión: 

- Los pormenores del accidente sufrido por el for- 

- Las causas (accidente anterior) por las cuales exis- 

- Concreción de los proyectos de modificación del 

mulante. 

tían defensas laterales derribadas. 

tramo de carretera de referencia. 

Por tanto, al comprobarse la buena disposición ad- 
ministrativa a acondicionar el tramo de carretera don- 
de el interesado había sufrido el accidente, esta 
institución procedió a dar por conclusas sus actuacio- 
nes ante la favorable resolución de la queja planteada, 
informando de ello al reclamante (queja 9027705). 

12.2.4. Inseguridad peatonal en el acceso noroeste de 
la autovía de circunvalación de Alicante 

Diversas asociaciones de vecinos y asociaciones de 
padres de alumnos de colegios de Alicante, expusieron 
al Defensor del Pueblo la situación de inseguridad ge- 
nerada por la apertura al tráfico de vehículos del acce- 
so noroeste de la autovía de circunvalación de Alicante 

a su paso por los barrios «Divina Pastora», «Rabasa» 
y «Tómbola», toda vez que los residentes en los mismos 
han de cruzar reiteradamente tal acceso viario con el 
consiguiente peligro, ya que no existen pasos peatona- 
les elevados sobre dicha vía de circulación rápida, ni 
se construyen las dotaciones que, para resolver la si- 
tuación, prometieron las autoridades competentes. 

Dado el contenido de la queja, se iniciaron actuacio- 
nes ante el Gobierno Civil de Alicante, el Ayuntamien- 
to de esa localidad y el Ministerio de Obras Públicas 
y Transportes, a fin de contrastar las alegaciones for- 
muladas por los interesados y, en especial, los compro- 
misos que, según afirmaban, se habían conseguido con 
el Concejal de Tráfico y el del Area de Servicio del Ayun- 
tamiento de Alicante de no proceder a la apertura a la 
circulación de vehículos de una rotonda existente has- 
ta que la misma no estuviese totalmente urbanizada, 
y con el Gobierno Civil de proponer a la Administra- 
ción del Estado la construcción de esa pasarela. 

Por el Ayuntamiento de Alicante se informó que se 
había cumplido el compromiso contraído por esa cor- 
poración sobre ese acceso, ya que en la rotonda exis- 
tente en el acceso noroeste y en el punto de unión de 
los barrios de Divina Pastora y Rabasa se habían ins- 
talado semáforos, con fases para paso de peatones con 
pulsadores que accionan los propios interesados. 

Una vez efectuadas dichas instalaciones con los ser- 
vicios de energía eléctrica y totalmente efectuada la in- 
fraestructura, se consideró oportuno la apertura de la 
vía, para descongestionar también a dichos barrios del 
tráfico de vehículos que discurría por las calles de los 
mismos, mejorando así su seguridad y tranquilidad. 

Los informes recibidos por el Gobierno Civil de Ali- 
cante y por el Ministerio de Obras Públicas y Transpor- 
tes venían a coincidir en lo esencial; así, se exponía que, 
según estaba previsto en el proyecto de la autovía, las 
obras de construcción de la calzada del citado acceso, 
así como las de una rotonda intermedia y otra final en 
el mismo, ya habían sido ejecutadas. 

Por otro lado, y como consecuencia de las reclama- 
ciones de los vecinos, a petición expresa del gobierno 
civil, se redactó un proyecto para la construcción de una 
pasarela elevada para peatones, habiéndose adjudica- 
do la ejecución del mismo a mediados de 1991. Dicha 
obra fue finalizada en enero de 1992, tal como informó 
a la Institución el Gobernador Civil de Alicante. 

12.2.5. Accesos a establecimientos comerciales afec- 
tados por la construcción de autovías 

El reclamante, en nombre de la Coordinadora Nacio- 
nal de afectados por las autovías, expuso al Defensor 
del Pueblo que al estarse construyendo 'las actuales 
autovías del Plan General de Carreteras sobre la infraes- 
tructura éxistente de las carreteras nacionales, las 
obras realizadas han venido a afectar a distintos comer- 
cios y pequeñas industrias establecidas junto a la ca- 
rretera, previa licencia del Ministerio de Obras Públicas 
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otorgada en su día, al verse cortado el acceso directo 
de que disponían, mediante zanjas, cunetas u otros me- 
dios que invalidan definitivamente tal acceso y sin ar- 
ticularse otros medios de entrada a los referidos 
establecimientos. 

Que esta decisión, tampoco ha sido precedida de no- 
tificación alguna, ni apertura de los correspondientes 
expedientes expropiatorios, encontrándose los propie- 
tarios ante una situación irreversible de paralización 
de su actividad mercantil, que de perdurar llevaría a 
la posible ruina de muchas pequeñas y medianas em- 
presas, que a pesar de las reclamaciones al respecto, 
realizadas por los afectados, el Ministerio de Obras Pú- 
blicas y Transportes no tenía en consideración la exis- 
tencia de dichas industrias, puesto que en la Circular 
306189 P y P' de dicho ministerio, relativa a los accesos 
a zonas de servicio, sólo se ha cQnsiderado como acti- 
vidades a las que mantener las entradas a las ((Estacio- 
nes de Servicio, y no al resto de las industrias 
colindantes con la autovía, lo que supone una evidente 
discriminación. 

Que los problemas señalados afectan a un gran nú- 
mero de empresas en toda la geografía española y que 
sólo en la autovía de Madrid a Cádiz, en donde mayo- 
res problemas se están creando en la actualidad, se 
acercan a setecientas las pequeñas industrias y activi- 
dades comerciales afectadas. 

Ante la incidencia socio-económica que los problemas 
expuestos tenían, se iniciaron las investigaciones pre- 
ceptivas, al tiempo que, personalmente por el Defensor 
del Pueblo, se expuso la situación ante el Ministro de 
Obras Públicas y Transportes. 

Por su parte, la Secretaría General para las Infraes- 
tructuras del Transporte Terrestre remitió el precepti- 
vo informe acerca del tema planteado en el que, en 
estracto, se señalaba: 

«El Ministerio de Obras Públicas y Transportes no ha- 
bía intervenido en la autorización del ejercicio de unas 
determinadas actividades comerciales o industriales a 
las que la presente queja se refiere, habiéndose limita- 
do, en su función de policía de defensa de la carretera, 
a conceder o denegar las pertinentes autorizaciones de 
acceso directo e inmediato a la misma de las correspon- 
dientes instalaciones, autorizaciones otorgadas a pre- 
cario por su condición esencial de revocables. 

Por otro lado, tales empresas al aceptar la referida 
condición de precario asumieron el riesgo de que al- 
guna vez cambiase la situación de acceso directo e in- 
mediato a la carretera sin derecho a indemnización 
alguna, salvo en la hipótesis de la total inutilización del 
acceso, que diera a su vez lugar a la inutilidad de la res- 
pectiva instalación para el fin a que ésta venía siendo 
destinado. 

La solución en los supuestos de que se trata encuen- 
tra su cauce en la reordenación de accesos, expresamen- 
te prevista en el artículo 28 de la vigente Ley 25/88, de 
29 de julio, de Carreteras, reordenación que, conforme 
a la misma, no conlleva indemnización alguna y que téc- 

nicamente se instrumenta bien mediante la construc- 
ción de vías de servicio, bien facilitando el mejor acceso 
posible a través de enlaces, etc. 

La Dirección General de Carreteras ha contemplado 
distintas actuaciones para solucionar los problemas 
presentados sobre accesos existentes antes de la cons- 
trucción de la autovía, mediante la realización de vías 
de servicio. 

Que, por lo que se refiere al caso objeto de queja, se 
han venido realizando actuaciones diversas, entre ellas 
entrevistas con los afectados, visitas de inspección a la 
autovía de Bailén a Andújar, etc. 

Por lo que respecta a las ((Estaciones de Servicios», 
se indicó que tales instalaciones tienen reconociendo 
un derecho de traslado, con arreglo a lo que dispone 
la legislación específica del Ministerio de Industria y 
Energía, Departamento competente en la materia, con- 
cretamente el Reglamento para el Suministro y Venta 
de Gasolinas y Gasóleos de Automoción, aprobado por 
R. D. 645/88 de 24 de junio, por lo que el Ministerio de 
Obras Públicas y Transportes, a través de su Dirección 
General de Carreteras, se ha limitado a fijar, por O. C. 
306189, sobre acceso a zonas de servicio, las condicio- 
nes técnicas que ha de cumplir la instalación tras- 
ladada. 

Por todo lo anterior, y al no existir, en principio, ac- 
tuación administrativa que contradiga regulaciones le- 
gales sobre los accesos a industrias preexistentes en 
carreteras nacionales, se podrían haber dado por con- 
cluidas nuestras actuaciones, pero no obstante, ante la 
grave y negativa incidencia económica que la estricta 
aplicación legal puede ocasionar a las industrias afec- 
tadas, se recomendó al Ministerio de Obras Públicas 
y Transportes la necesidad de insistir en la vía nego- 
ciadora, a fin de tratar de armonizar el interés público 
general prevalente de la construcción de las autovías, 
con el interés particular de los directamente afectados 
por aquélla, con la adopción de todas aquellas accio- 
nes necesarias que permitan, en la medida de lo posi- 
ble, minimizar el deterioro económico de los 
perjudicados. 

Las anteriores recomendaciones fueron acogidas por 
el Ministerio de Obras Públicas y Transportes y, en su 
virtud, se desplazó al lugar de los hechos un alto fun- 
cionario que recorrió la autovía en cuestión acompa- 
ñado de una representación de los afectados, 
resolviéndose con ello los casos individuales razo- 
nables. 

También plantearon los afectados, posteriormente, 
los problemas que estaba acarreando la circunvalación 
de la autovía de la localidad de Bailén, en especial la 
situación de falta de acondicionamiento de los pasos 
agrícolas y caminos de servicio, así como el concreto 
problema de la construcción de un paso inferior en el 
denominado ((Camino de Galapurdín. 

Estos problemas han quedada solucionados, según 
ha comunicado el representante legal de los afectados, 
al haberse llegado al acuerdo, con los delegados del ci- 
tado ministerio, sobre la modificación de sus nudos nor- 
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te y sur, en la construcción del paso inferior de 
Galapurdí y en la habilitación del trazado de la anti- 
gua N-IV como zona de servicio (queja 9118753). 

12.2.6. Accesos a la zona de servicios de la CN-11 si- 
tuada en el término municipal de Medinaceli 
y en otros pueblos de la provincia de Soria 

En fecha 31-10-90, los alcaldes de Medinaceli, Arcos 
de Jalón y Santa María de Huerta (Soria) expusieron 
ante el Defensor del Pueblo los efectos negativos que 
para los indicados pueblos y especialmente para el nú- 
cleo de población denominado Medinaceli-Estación ten- 
dría la finalización de las obras de conversión en 
autovía de la CN-11 Madrid-Barcelona a su paso por las 
indicadas localidades. 

En aquella ocasión, la institución maniestó al Minis- 
terio de Obras Públicas y Transportes su criterio favo- 
rable a buscar una solución que permitiese la viabilidad 
comercial de la zona, dado que la misma subsiste eco- 
nómicamente, de forma casi exclusiva, gracias a los ser- 
vicios que presta a los usuarios de la carretera. Dicho 
criterio fue recogido en el informe anual de 1990. 

A la indicada queja contestó el citado departamento 
ministerial, alegando que el eventual otorgamiento de 
la concesión de un área de servicio en la zona depen- 
día de la futura aprobación de un pliego de condicio- 
nes generales que, en aquella fecha, estaba pendiente 
del preceptivo informe del Consejo de Estado. 

A finales de 1991, sin embargo, el Sr. Alcalde Presi- 
dente del Ayuntamiento de la Villa de Medinaceli in- 
sistió en su pretensión y expuso, asimismo, la necesidad 
de que se construyese un muevo acceso en la zona del 
Molino del tinte, independiente de los proyectados y que 
sirviese también para Azcamellas, considerando insu- 
ficiente la previsión de accesos por el enlace de Fuen- 
caliente, en Los Boliches, o por el nudo de la carretera 
de Soriau. 

Al respecto, manifestó la disconformidad del muni- 
cipio por no haberse previsto un enlace directo a la 
autovía desde la carretera Madrid-Maranchón-Teruel, 
que une la zona norte de España con Valencia, enlace 
que lograría también tener comunicados de forma di- 
recta a las localidades de Salinas y Arbujuelo, evitan- 
do el considerable tráfico que ha de cruzar un paso a 
nivel. 

En cuanto al objetivo de dar viabilidad, mediante la 
concesión del área de servicio u otra medida similar, 
al conjunto de actividades de Medinaceli-Estación, el 
Sr. Alcalde de Madinaceli alegaba que uen las provin- 
cias de Guadalajara y Madrid se han mantenido las in- 
dustrias y polígonos industriales al mismo lado de la 
autovía, posibilidad que se les negaba a ellosu. 

Examinaba de nuevo la cuestih, y habida cuenta de 
las alegaciones de fondo efectuadas por el Ayuntamien- 
to de Medinaceli, así como del hecho evidente de la ne- 
cesidad de ayudar a una zona demográfica y 
geográficamente deprimida del territorio nacional, el 
Defensor del Pueblo manifestó su apoyo a las razona- 

bles peticiones formuladas en el escrito de queja y so- 
licitó que se diera a la cuestión suscitada en aquella el 
mismo tratamiento que a la queja AI-AT/18753/91, for- 
mulada por los afectados de la construcción de la auto- 
vía de Andalucía, en su tramo Bailén-Andújar. 

El Ministerio de Obras Públicas y Transportes no ha- 
bía contestado, en marzo de 1992, al escrito que al res- 
pecto le remitió el Defensor del Pueblo, si bien en una 
entrevista personal de la Adjunta Primera con el Direc- 
tor General de Carreteras, éste anunció su disposición 
a recibir al Alcalde de Medinaceli y tratar con él las 
cuestiones específicas planteadas en la queja (queja 
9023959). 

12.3. Contratos de obra pública 

En esta materia es escaso el número de quejas sobre 
incumplimiento de la Ley de Contratos del Estado y su 
Reglamento. No obstante, se han producido algunas 
quejas al respecto que se recogen, en su caso, en la Sec- 
ción 111 de este informe. 

12.3.1. Demoras excesivas en la devolución de fianzas 
y en las recepciones y liquidaciones de obras 

La Federación de Empresas de la Construcción de Za- 
ragoza, a través de su Presidente, se dirigió a esta insti- 
tución alegando que reiteradamente habían puesto en 
conocimiento de la Dirección Provincial del Ministerio 
de Educación y Ciencia los graves problemas que esta- 
ban sufriendo ciertas empresas constructoras al no ser- 
les devueltas las fianzas depositadas ni recepcionadas 
las obras públicas encargadas una vez concluidas, a pe- 
sar de encontrarse en pleno funcionamiento. 

La citada dirección provincial, al iniciar esta insti- 
tución sus actuaciones, remitió informe relativo a las 
diferentes circunstancias que se daban en cada uno de 
los expedientes de obras a que hacía referencia la que- 
ja planteada; expediente que podían agruparse en tres 
clases: 

- Expedientes en los que ya existía notificada or- 
den de devolución de la fianza prestada en su día por 
los contratistas. 
- Expedientes que se encontraban en trámite en la 

supervisión o en la intervención. 
- Expedientes que aún se hallaban pendientes por 

diferentes motivos, y que requieren tratamiento indi- 
vidualizado. 

En relación con el primer grupo -que tenían dicta- 
da orden de devolución de fianza- procedimos a po- 
ner en conocimiento de los interesados las 
manifestaciones de la dirección provincial, para su co- 
nocimiento y a concluir nuestras investigaciones sobre 
ellas, dado que ha informado que ya habían sido re- 
sueltos. 
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Por lo que hace al segundo y tercero de los agrupa- 
mientos señalados, solicitamos a la dirección provin- 
cial ampliación del informe enviado, en el sentido de 
que indicara cuáles eran las causas del retraso de los 
expedientes que estaban pendientes de la Oficina de Su- 
pervisión de Proyectos o de la Intervención, puesto que, 
por ejemplo, en uno de los expedientes se apreció una 
demora de más de siete meses desde que se envió a su- 
pervisión la liquidación provisional y se informó la li- 
quidación final. 

En el segundo informe recibido, la Administración 
aportaba, en gran medida, los datos solicitados, entre 
los cuales destacaban los referentes a la conclusión de- 
finitiva de la mayoría de los expedientes de contrata- 
ción a que se refiere la presente queja y, en 
consecuencia, se señalaba que se había ordenado la de- 
volución de las correspondientds fianzas, poniendo así 
fin a los perjuicios que se venían causando a los con- 
tratistas por la demora en la devolución señalada, por 
lo que, consecuentemente, concluimos nuestras actua- 
ciones. 

N o  obstante, en algunos de los expedientes se apre- 
ciaron ciertas deficiencas administrativas que causa- 
ron evidentes perjuicios a los contratistas, al no 
efectuarse las recepciones de las obras y las posterio- 
res liquidaciones en los plazos legalmente marcados. 

Todo ello constituía, en general, un incumplimiento 
de los plazos previstos en los artículos 54, 55, 57, 120 
y concordantes de la Ley de Contratos del Estado; y de 
los artículos 170, 173, 176, 364 y coincidentes, que de- 
be ser evitado en los sucesivos, tratando de agilizar la 
actuación administrativa a fin de conseguir su cumpli- 
miento. 

Por lo expuesto, el Defensor del Pueblo, procedió a 
formular la siguiente sugerencia: 

«Que por los servicios administrativos de esa direc- 
ción provincial se adopten las medidas necesarias que 
logren el exacto cumpliminto de los plazos procedimen- 
tales previstos para la tramitación de los expedientes 
de contratación, a fin de evitar demoras imputables a 
los mismos servicios y lograr la pronta recepción y li- 
quidación de las obras y la rápidad devolución de las 
fianzas constituidas por los contratistas, cuando los me- 
cionados retrasos no sean a ellos imputables.» 

Tal sugerencia fue formalmente aceptada por la Di- 
rección Provincial de Zaragoza del Ministerio de Edu- 
cación y Ciencia, si bien, en la práctica se continuaban 
observando expedientes en que tras más de tres años 
de haberse recepcionado las obras, aún continuaban en 
tramitación administrativa sin que se hubiesen devuelto 
las correspondientes fianzas o levantado los avales. 

No obstante lo anterior y que en algunos aspectos no 
se proporcionó a esta institución toda la información 
solicitada, se consideró oportuno el cierre de las actua- 
ciones, no por ello sin dejar de reseñar en este informe 
un resumen de los mismos y la actitud ya vista de la 
Administración de referencia (queja 901 1404). 

12.4. Vivienda 

12.4.1. Retrasos en el pago de ayudas económicas per- 
sonales a adquirentes de vivienda de protección 
oficial 

La queja formulada manifestaba que por el Ministe- 
rio de Obras Públicas y Transportes se demoraba, en 
unos casos, el pago de las denominadas, en el Plan Trie- 
nal de Vivienda 1981-1983, ((Ayudas Económicas Perso- 
nales»; o, en otros, no se reconocía el derecho a 
percibirlas, a pesar de la disposición legal en contra- 
rio que obligaba a ello. 

El elevado número de solicitudes que, al respecto, se 
habían formulado, ofrecían estas características: 

A. Expedientes en los que se reconoce, a determi- 
nados adquirentes de viviendas de protección oficial, 
el derecho a la ((ayuda económica personal)), pero que 
pese a ello y al tiempo transcurrido desde su reconoci- 
miento, aun no se había abonado. 

B. Expedientes en los que se deniega el pago de la 
mencionada ayuda económica, aun a pesar de estar ésta 
reconocida por la comunidad autónoma competente, en 
función de sus facultades de gestión y resolución de las 
solicitudes de ayudas económicas personales. 

C. Expedientes paralizados en su tramitación por 
causas no imputables a los solicitantes, que en su día 
cumplimentaron y aportaron toda la documentación re- 
querida. 

Por otra parte, indicaba el reclamante, en los órga- 
nos de las comunidades autónomas que se cita a conti- 
nuación existían determinadas disfunciones en la 
tramitación de algunos de los expedientes de referencia: 

- Consejerla de Política Territorial y Obras Públi- 

- Consejería de Obras Públicas y Transportes de la 

- Consejería de Obras Públicas, Urbanismo y Trans- 

- Consejería de Política Territorial de la Junta de 

cas de la Región de Murcia. 

Junta de Andalucía. 

portes de la Generalidad Valenciana. 

Castilla-La Mancha. 

Estas disfunciones se concentraban, entre otras, en 
las siguientes: 

- Falta de remisión a la Administración central de 
documentación necesaria para tramitar los referidos 
expedientes de ayuda y obrantes en la administración 
autonómica. 
- No envío al Ministerio de Obras Públicas y Tkans- 

portes de ciertos expedientes de ayudas económicas. 
- Lentitud en la tramitación de los expedientes de 

concesión de ayudas económicas personales por cier- 
tos servicios periféricos de la administración auto- 
nómica. 
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De los informes remitidos por los referidos órganos 
administrativos, se pudo constatar que en muchos ca- 
sos no existían, entre los expedientes de concesión de 
ayuda económica personal, objeto del escrito de que- 
ja, paralizaciones o demoras, puesto que las que se en- 
contraban en suspenso se debían a causas imputables 
a los propios solicitantes de la ayuda, por lo que se pro- 
cedió a dar por conclusas las actuaciones ante las men- 
cionadas administraciones autonómicas. 

En cuanto a los expedientes tramitados por el Minis- 
terio de Obras Públicas y Transportes destacaban las 
siguientes situaciones: 

- Expedientes tramitados con propuesta de gasto 
aprobada pero pendientes de su formalización y pago. 
- Expedientes pendientes de tramitación a la espe- 

ra de documentación complementaria. 
- Expedientes de reciente entrada en el servicio pe- 

riférico correspondiente del Ministerio de Obras Públi- 
cas y Transportes y en tramitación. 
- Expedientes en las que el citado ministerio no re- 

conoce la ayuda económica personal al entender que 
ésta no puede solicitarse con posterioridad al venci- 
miento de la cuarta anualidad de amortización del prés- 
tamo base concedido para la adquisición de la corres- 
pondiente vivienda de proteccibn oficial. 

En relación a las tres primeras agrupaciones de ex- 
pedientes y ante el hecho de que los mismos afectaban 
a gran número de personas, el Defensor del Pueblo su- 
girió al Ministerio de Obras Públicas y Transportes la 
máxima deligencia en la conclusión de los mismos, su- 
gerencia que se incluyó junto con la que más adelante 
se transcribe. 

Por lo que hace a la cuarta categoría y dado que en 
la misma podria apreciarse una actuación administra- 
tiva contraria a los intereses de los ciudadanos, basa- 
da en una aplicación extremadamente rígida y estricta 
de la legislación reguladora de la ayuda económica per- 
sonal, esta institución indicó a dicho ministerio: 

«De un minucioso examen de la legislación regula- 
dora de este tipo de ayudas (Real Decreto Ley 31/78, de 
31 de octubre, Reales Decretos 3148/78; 1707/81 y 
1224/83 y Ordenes Ministeriales de 23 de abril de 1982 
y 11  de enero de 1982), no puede encontrarse, ni el prin- 
cipio de irretroactividad manejado por esa Administra- 
ción, ni la interpretación que se da a la determinación 
de las cuatro primeras anualidades de amortización del 
capital e interés del préstamo base. 

En efecto, ese kninisterio entiende que solicitada la 
ayuda económica personal, una vez transcurridas di- 
chas anualidades, aquélla no puede ser concedida pues- 
to que su plazo de concesión se contrae sólo a los cuatro 
primeros años de amortización del préstamo base con- 
cidido para la adquisición de la vivienda de protección 
oficial. Pero esta interpretación no es acorde con el te- 
nor del artículo 2P de la Orden Ministerial de 11 de ene- 
ro de. 1982 (único que contempla el concepto de las 

cuatro anualidades), puesto que dicho precepto se li- 
mita a fijar la cuantía del préstamo sin interés en que 
consiste la ayuda económica personal (como con pos- 
terioridad hacía el artículo 8.5 del Real Decreto 
328011983, para las subvenciones personales), no esta- 
bleciendo un límite temporal al otorgamiento de la re- 
ferida ayuda económica. 

Por todo ello es claro que aquellas solicitudes reali- 
zadas al amparo de la citada legislación y que cumplan 
con los requisitos específicos fijados en la misma para 
obtener la ayuda económica personal, tiene derecho a 
obtenerla en la cuantía determinada por el artículo 2.0 
de la Orden Ministerial de 11-1-82, con independencia 
de las anualidades del préstamo base ya abonadas por 
el prestatario, puesto que el destino de esta ayuda (ar- 
tículo 30 y 34 del Real Decreto 3148/78) es el facilitar 
el cumplimiento de las obligaciones económicas con- 
traídas para la adquisición de una vivienda de protec- 
ción oficial y no el abono concreto de las primeras 
cuatro anualidades del préstamo base que se haya con- 
cedido. >> 

En base a todo lo anterior, se formuló la siguiente su- 
gerencia: 

«Que se proceda al nuevo estudio de aquellos expe- 
dientes de ayuda económica personal que han sido re- 
sueltos de forma denegatoria por ese ministerio en base 
a la interpretación que del artículo 2 de la orden Mi- 
nisterial de 11 de enero de 1982 realizaba la Dirección 
General de Arquitectura y Vivienda, y se les dé nueva 
tramitación, entendiendo que tal precepto exclusiva- 
mente fija la cuantía de la ayuda económica y no de- 
termina plazo temporal para su concesión. >> 

Esta sugerencia, que fue realizada en el mes de no- 
viembre del pasado año, aún no ha obtenido la debida 
respuesta del Ministerio de Obras Públicas y Transpor- 
tes al tiempo de concluir la presentación de este infor- 
me (iqueja 9024712). 

12.4.2 Rehabilitación de determinadas viviendas so- 
ciales del poblado dirigido de «Los Carmenes- 
Caño Roto». 

La queja en cuestión se inició en 1986 ante la enton- 
ces Consejería de Ordenación del Territorio, Medio Am- 
biente y Vivienda, de la Comunidad de Madrid. 

La postura de dicho órgano autonómico fue, al res- 
pecto, y en esencia, no asumir la rehabilitación públi- 
ca de las viviendas por los siguientes motivos: 

- La Gerencia del Poblado Dirigido de «Los Cárme- 
nes», comoórgano representantivo del poblado (del que 
formaba parte el bloque nP 36 de dicho poblado, hoy 
edificio nP 1. de la CIBorja), se extinguió una vez finali- 
zada la construcción del poblado y formalizadas, con 
los titulares de las viviendas, las correspondientes es- 
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crituras públicas de propiedad, dando así cumplimien- 
to a lo preceptuado en el Decreto de 8 de marzo de 1957, 
nP 5 de la Orden de 8 de noviembre del mismo año, y 
demás disposiciones complementarias. 
- Consecuentemente con lo anterior, las familias 

ocupantes del citado bloque 36 no son, en criterio de 
la administración, adjudicatarios en régimen de acce- 
so diferido a la propiedad, sino propietarios de pleno 
derecho de las viviendas de las que son titulares. 
- Considerando la fecha de calificación del grupo 

como viviendas de renta limitada, de 18 de febrero de 
1969, estimaba la Administración que ha transcurrido 
con exceso el plazo de cinco años para la exigencia de 
la responsabilidad administrativa prevista en el artículo 
153.C.6 del vigente Reglamento de Viviendas de Protec- 
ción Oficial, así como la responsabilidad civil a la que 
se refiere el artículo 1.591 del Código Civil. 
- No obstante, se reconoció el hecho de que, efecti- 

vamente, el edificio presentaba defectos que afectaban 
a la estructura y habitabilidad de las viviendas, dado 
que consta en el IVIMA la existencia del proyecto de 
reparación y conservación redactado por la Organiza- 
ción de Poblados Dirigidos y las reiteradas solicitudes 
formuladas por los afectados para que se llevasen a ca- 
bo las obras en cuestión. 
- Si bien, se decía, la ejecución del proyecto fue con- 

siderada como posible por escrito de 31 de enero de 
1984 de la extinguida Dirección Provincial de Madrid 
del ministerio de Obras Públicas y Urbanismo, con car- 
go a los presupuestos de la Administración, bajo la con- 
sideración de Rehabilitación Pública, al amparo del 
Real decreto 2329183, de 28 de julio, sobre protección 
de la rehabilitación del patrimonio residencial y urba- 
no, norma que exigía la previa formulación de un or- 
den ministerial desarrollando el artículo 31 del citado 
real decreto. Dicha orden ministerial no fue dictada an 
anterioridad al traspaso de las competencias en mate- 
ria de vivienda por el Ministerio de Obras Públicas y 
Urbanismo a la Comunidad de Madrid, ni en el real de- 
creto que regula las transferencias, como ya se ha di- 
cho, se mencionan las competencias sobre las viviendas 
de los poblados dirigidos. 

Planteada la cuestión por el Defensor del Pueblo an- 
te el entonces Ministerio de Obras Públicas y Urbanis- 
mo, éste manifestó que la Administración no había sido 
promotora de los poblados dirigidos, no teniendo, por 
tanto, responsabilidad alguna por las obras realizadas, 
habiéndose limitado su actuación a la tutela de las ge- 
rencias de los poblados dirigidos y a la conkesión de 
préstamos para su construcción. 

A la vista de dicha contestación expresamos las si- 
guientes consideraciones al Ministerio de Obras Públi- 
cas y urbanismo (hoy Transportes): 

~ 1 .  Nos encontramos ante un supuesto en el que la 
lentitud de la actuación administrativa ha perjudica- 
do los derechos de los particulares además de no ha- 
ber seguido los principios generales que han de inspirar 

todo procedimiento administrativo, que suponen la ne- 
cesaria garantía que asiste a los administrados. 

A este respecto hay que señalar que el artículo 103 
de la Constitución establece un imperativo de eficacia 
que ha de ser inherente a la actividad administrativa; 
y, desde un punto de vista de la legislación ordinaria, 
el artículo 29.1. de la Ley de Procedimiento Adminis- 
trativo determina que la actuación de la Administración 
pública ha de desarrollarse con arreglo a las normas 
de economía, celeridad y eficacia. 

Así, aun cuando la propia Ley de Procedimiento Ad- 
ministrativo señala un plazo máximo de seis meses (ar- 
tículo 61) para dictar resolución de un expediente, en 
este caso se da la circunstancia de que han transcurri- 
do, desde la iniciación del mismo, más de cuatro años, 
pudiendo existir responsabilidad por demora en resol- 
ver dicho expediente, de conformidad con lo previsto 
en el artículo 49 de la mencionada Ley. 

2. Con independencia de lo anteriormente manifes- 
tado, y en lo referente a la derogación de que ha sido 
objeto el Real Decreto 2329183 por la promulgación del 
Real Decreto 1494/87, hemos de señalar que en la dis- 
posición derogatoria de este último se determina que 
quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a 
lo dispuesto en el mismo sin perjuicio de que puedan 
seguir aplicándose a las situaciones creadas a su am- 
paro, lo que, a juicio de esta institución, es el supuesto 
que nos ocupa, ya que, si bien los particulares nunca 
llegaron a gozar de los beneficios reconocidos en el Real 
Decreto 2329183, sí detentan un derecho que les fue re- 
conocido por el Ministerio de Obras Públicas y Urba- 
nismo en 1984, cuyos beneficios no se han producido 
hasta la fecha por la única causa de la inactividad e ine- 
ficacia de la Administración pública. 

Así, el Ribunal Constitucional, en Sentencia de 21 de 
enero de 1986, ha señalado que “no puede calificarse 
de razonable una interpretación que prime la inactivi- 
dad de la Administración, colocándola en mejor situa- 
ción que si hubiera cumplido su deber de resolver y 
hubiera efectuado una notificación con todos los requi- 
sitos legales”. 

3. Además, hay que añadir que la figura de la reha- 
bilitación pública, si bien no aparece en el Real Decre- 
to 1494/87 con el carácter que tenía en ei Real Decreto 
2329183, ello no significa que suponga una contradic- 
ción con la nueva normativa, máxime en un supuesto 
en que su no aplicación significa privar a los particu- 
lares de un derecho que se les reconocía por escrito de 
la Dirección Provincial de Obras Públicas y Urbanis- 
mo de Madrid, de 31 de enero de 1984. 

Por último, en lo referente a la posibilidad que se se- 
ñala en el escrito de la Administración de que los for- 
mulantes de la queja se acojan al nuevo régimen de 
rehabilitación protegida, como solución a un problema, 
tenemos que hacer constar que tal variación en la ac- 
tuación a seguir supone un perjuicio para éstos por ra- 
zones obvias; mientras que la figura de la rehabilitación 
pública tiene una repercusión económica en los parti- 
culares en la mínima parte del coste del proyecto, en 
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el régimen de rehabilitación protegida corren de su 
cuenta casi todos los gastos ocasionados por obras, aun 
cuando sea en unas condiciones económicas muy be- 
neficiosas; todo ello hay que tenerlo en consideración 
en el marco en que el problema se encuentra, al tratar- 
se de personas con una reducida capacidad económica. 

Además, se estima que no tiene por qué acogerse a 
nuevo régimen, con los consiguientes riesgos que ello 
supone, cuando tenían reconocido el derecho a la re- 
habilitación de sus viviendas conforme al régimen an- 
terior, aun cuando no se hubiese llevado a cabo. 
En razón de lo expuesto, y del contenido de nuestros 

escritos, esta institución se vio en la necesidad de in- 
sistir en el planteamiento anteriormente efectuado, en 
el sentido de que se subsanasen los perjuicios ocasio- 
nados a los interesados con motivo de la inactividad de 
la Administración pública, adoptándose los acuerdos 
o disposiciones que procediesen al respecto. 

Pues bien, tras diversas gestiones con el Ministerio 
de Obras Públicas y Transportes, se llegó a una solu- 
ción diferente de la propuesta en la sugerencia formu- 
lada, pero que esta Institución estimó adecuada. Así, 
en el mes de julio de 1990 se llegó a un acuerdo entre 
la Comunidad Autónoma (IVIMA), Ministerio de Obras 
Públicas y transportes y Ayuntamiento de Madrid, pa- 
ra llevar a cabo las actuaciones derivadas de la situa- 
ción de ruina declarada en el edificio mencionado. 

En virtud de dicho acuerdo, el IVIMA llevaría a cabo 
la construcción de un nuevo edificio, en sustitución del 
preexistente, contando para ello con la colaboración fi- 
nanciera del Ministerio de Obras Públicas y Transpor- 
tes y el realojo por el Ayuntamiento de Madrid de las 
familias afectadas, entre tanto tuvieran lugar las ope- 
raciones. 

En la actualidad, el edificio deteriorado ha sido de- 
rribado y se ha redactado el proyecto de las nuevas vi- 
viendas, cuya ejecución se espera sea acometida en 
breve por el IVIMA. 

Sobre la base de esta información, esta institución 
dio por concluida su intervención (queja 8603066). N 

12.5. La protección del dominio público estatal: Aguas 
continentales y costas; y otras cuestiones 

12.5.1. Vertidos a la Ría de Mogro, en Cantabria 

Compareció ante la institución un vecino de la loca- 
lidad de Miengo (Cantabria), formulando queja acerca 
de la degradación medioambiental que podía producir- 
se en el Parque Natural de Liencres y en la Ría de Mo- 
gro, por la construcción de unas viviendas que, al 
parecer, no contaban con la preceptiva licencia muni- 
cipal de obra, y la futura ejecución de otros proyectos; 
incidiendo, esencialmente, en los perjuicios que tal si- 
tuación podría provocar en dicha zona al no existir un 
plan claro sobre vertidos. 

Iniciadas las investigaciones correspondientes con la 
Demarcación de Costas de Cantabria y el Ayuntamien- 
to de Miengo, pudimos comprobar la legalidad de las 
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viviendas denunciadas y de los proyectos de construc- 
ción a los que se hacía mención. 

Respecto al plan de vertidos, se nos informó de la 
existencia de una depuradora con capacidad suficien- 
te para tratar los vertidos provenientes de las edifica- 
ciones indicadas. 

No observándose, por tanto, irregularidad alguna en 
la cuestión urbanística suscitada, concluimos las inves- 
tigaciones con la Administración municipal afectada. 

Por lo que se refiere a la Demarcación de Costas, al 
quedar constancia de la existencia de anomalías en los 
vertidos de aguas residuales a la Ría de Mogro, se soli- 
citó de dicho órgano público que, una vez investigado 
el origen de aquéllas y adoptadas las medidas pertinen- 
tes para su solución, lo pusiesen en conocimiento de 
esta institución. 

Al respecto, se nos ha comunicado que en virtud de 
la distribución de competencias establecida en la sen- 
tencia del Ribunal Constitucional de 4 de julio de 1991, 
por la que se resuelve recurso de inconstitucionalidad 
contra la Ley 22/88, de Costas, es la Diputación Regio- 
nal de Cantabria quien debe resolver la cuestión plan- 
teada mediante la autorización al Ayuntamiento de 
Miengo del proyecto de instalación del emisario sub- 
marino, circunstancia que ha sido puesta en conoci- 
miento de dicho ayuntamiento a los efectos 
procedentes. 

Por consiguiente, de nuevo nos hemos dirigido a la 
mencionada administración local solicitando informa- 
ción (queja 8906709). 

12.5.2 Construcciones en la zona de servidumbre en 
La Manga del Mar Menor 

Compareció ante la institución un ciudano residen- 
te en la ciudad de Murcia, formulando queja en la que 
exponía que una empresa inmobiliaria estaba ejecutan- 
do obras ilegales en el Polígono X, entre los hitos 277 
y 286, de la zona marítimo terrestre, en la Manga del 
Mar Menor. 

Dichas obras se iniciaron amparadas por una auto- 
rización de 1 de julio de 1986, de la Dirección General 
de la Marina Mercante, quien, con posterioridad, con- 
cedió una prórroga para su finalización, dado que las 
mencionadas obras quedaron paralizadas por causa no 
imputable a la empresa promotora. 

Solicitada información a la Demarcación de Costas 
de Murcia, nos comunicó que la indicada prórroga, con- 
cedida por resolución de 31 de mayo de 1989, no era 
conforme a la legalidad, ya que al dictarse la indicada 
resolución estaba ya en vigor la Ley de Costas de 28 de 
julio de 1988, por lo que la Dirección General de la Ma- 
rina Mercante no era competente para resolver dicha 
cuestión, incurriendo, al hacerlo, en la causa de nuli- 
dad prevista en el artículo 47.1 de la Ley de Procedi- 
miento Administrativo. 

Sin embargo, dado que las obras estaban ejecutadas, 
se iniciaron los trámites previstos en la disposición tra- 
sitoria 4.a laa de la vigente Ley de Costas, solicitando 
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informe a la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia y al Ayuntamiento de San Javier sobre legali- 
zación de las mismas por razones de interés público. 

Puestos en contacto con las referidas administracio- 
nes públicas, se pudo apreciar que no había acuerdo 
entre los organismos implicados en relación con la le- 
galización de las controvertidas obi-as por razones de 
irregularidades urbanísticas apreciadas en las mismas. 
No obstante lo anterior, el indicado ente local, mediante 
decreto de 21 de mayo de 1990, autorizó al promotor 
para que continuara la ejecución de las obras que en 
su día fueron suspendidas al no ajustarse éstas a la li- 
cencia en su día otorgada, con la condición de que la 
ejecución de aquéllas se ajustara en todo momento al 
proyecto que había sido objeto de la licencia modi- 
ficada. 

Posteriormente, con fecha 31 be julio de 1990, la cor- 
poración local de que se trata, resolvió la incoación del 
correspondiente expediente sancionador por presunta 
infracción urbanística la empresa constructura. 

De los nuevos datos facilitados por la Dirección Ge- 
neral de Puertos y Costas del Ministerio de Obras Pú- 
blicas y Transportes, a quien interesamos información 
sobre la resolución del expediente que se estaba trami- 
tando acerca de la legalización de las obras cuestiona- 
das, deducimos que con fecha 11 de marzo de 1991, se 
había incoado expediente de nulidad de la resolución 
dictada el 31 de mayo de 1989 por la Dirección General 
de la Marina Mercante, autorizando la prórroga en el 
plazo de ejecución de tan repetidas obras. 

Dicho procedimiento de declaración de nulidad, se 
encuentra en la actualidad pendiente de la resolución 
que habrá de adoptarse por la tantas veces menciona- 
da Dirección General de la Marina Mercante en cola- 
boración con la también citada Dirección General de 
Puertos y Costas, en función de la reestructuración de 
departamentos efectuada a través del Real Decreto 
298/1991, de 22 de marzo, dependientes ambas de la Se- 
cretaría General para los Servicios de Transportes; or- 
ganismo a quien nos hemos dirigido solicitando que nos 
informe de la resolución que haya recaído en el proce- 
dimiento al que hemos hecho referencia; y, en el supues- 
to de que ésta haya sido favorable, las medidas que se 
van a adoptar en relación con las controvertidas obras, 
a tenor de lo dispuesto en la disposición transitoria 
cuarta de la vigente Ley de Costas. 

Igualmente, El Defensor del Pueblo se dirigió al Ayun- 
tamiento de San Javier, sugiriéndole que se agilicen los 
trámites reglamentarios precisos, a fin de que, cuanto 
antes, se proceda a dictar la resolución que proceda en 
el expediente sancionador instruido en su día a la so- 
ciedad constructora, por presunta infracción urbanís- 
tica (queja 8918915). 

12.5.3. Vigilancia marítima en el Puerto de Barbate y 
Dique de Conil 

Compareció ante esta institución un técnico de seña- 
les marítimas adscrito al Faro de Trafalgar y encarga- 

do del mismo, para manifestar que la atención y 
mantenimiento del Puerto de Barbate y dique de Conil 
la llevaba a cabo él mismo, por falta de personal cuali- 
ficado de la Comunidad Autónoma andaluza, pese a 
que, según el formulante, el ejercicio de tales funcio- 
nes era competencia de dicha comunidad desde la apro- 
bación del ReaPDecreto 3137/83, de 25 de agosto. 

Ante esta situación, la Dirección General de Puertos 
y Costas del entonces Ministerio de Obras Públicas y 
Urbanismo, dictó una resolución, de 26 de noviembre 
de 1984, por la que accedía a la solicitud del formulan- 
te en el sentido de que con carácter provisional y hasta 
que fueran cubiertas las plazas de funcionarios del 
Cuerpo Técnico Mecánico de Señales Marítimas, que 
fueron transferidas a la Junta de Andalucía, el perso- 
nal de la Agrupación Faro de Trafalgar procediera a la 
asistencia técnica y balizamiento del Puerto de Barba- 
te, a cuyo servicio quedaba adscrito hasta nueva orden. 

Sin embargo, transcurridos más de cinco años des- 
de entonces, la Junta de Andalucía no había cubierto 
las indicadas plazas de funcionarios para el ejercicio 
de las competencias transferidas, lo que al margen de 
otras consideraciones, causaba al formulante de la que- 
ja, según sus manifestaciones, un serio perjuicio al te- 
ner que ejercer funciones que, aunque no le 
correspondían, no podía desatender por el eventual pe- 
ligro que entrañaría para la navegación marítima su 
abandono. 

En esta situación, el afectado había dirigido tres es- 
critos al Ingeniero Jefe de la Demarcación de Costas 
de Andalucía Atlántico para manifestar que carecía de 
instrucciones; que se encontraba solo en la atención y 
mantenimiento del puerto de Barbate y Dique de Co- 
nil; y que declinaba toda responsabilidad por los suce- 
sos que pudieran acaecer. En términos parecidos se 
había dirigido a la entonces Consejería de Política Te- 
rritorial e Infraestructura, de la Junta de Andalucía, 
instando la provisión de las plazas que le fueron trans- 
feridas. 

Pues bien, ninguno de los escritos formulados, todos 
ellos en 1986, recibió, al parecer, contestación, por lo 
que a partir de 1987 el interesado renunció a percibir 
la indemnización por dietas de traslado con el objeto 
de forzar una solución al problema. 

Como quiera que la indicada solución no llegaba, for- 
muló queja ante esta institución, que tanto por las im- 
plicaciones jurídico formales relativas al ejercicio de 
las competencias de las administraciones públicas im- 
plicadas, como por la gravedad de la situación que po- 
dría producirse, de ser ciertas las manifestaciones del 
reclamante, por la desatención del mantenimiento de 
las señales y balizamiento de un puerto marítimo, pro- 
cedió a admitirla y a solicitar informe tanto de la Di- 
rección General de Puertos y Costas, del Ministerio de 
Obras Públicas y Transportes, como de la Consejería 
de Obras Públicas y Transportes, de la Junta de An- 
dalucía. 

Los informes remitidos, por absolutamente contra- 
dictorios, conviene que sean reseñados literamente. Así, 
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la Consejería de Obras Públicas y Transportes, de la 
Junta de Andalucía expuso lo siguiente: 

«De conformidad con lo dispuesto en el párrafo d) del 
Apartado C) del Anexo 1 del Real Decreto 3137/83, de 
acuerdo con el artículo 149.20 de la Constitución espa- 
ñola, el Estado tiene competencia exclusiva en la ilu- 
minación de las costas y señales marítimas, 
correspondiéndole determinar las luces y señales que 
deben constituir el balizamiento de los puertos o ins- 
talaciones marítimas, cuya competencia ostenta la Co- 
munidad Autónoma, así como su modificación o 
supresión. 

Con relación a la manifestación del denunciante so- 
bre el puerto y el dique, se ha de hacer constar que la 
atención y mantenimiento por esta Comunidad es de- 
finitiva y no provisional, atendiendo solamente al bali- 
zamiento. 

En cuanto a las manifestaciones sobre la existencia 
de convocatoria de plazas de funcionarios propios de 
la Junta de Andalucía para el ejercicio de las compe- 
tencias transferidas, se ha de indicar que, sobre tal ex- 
tremo esta Comunidad carece de competencias, por 
cuyo motivo nunca han podido efectuarse convocato- 
ria de provisión de las mismas.» 

La posición del Ministerio de Obras Públicas y Trans- 
portes, totalmente diferente, se condensaba en los si- 
guientes puntos: 

<( 1P La Constitución española, en su artículo 149.20, 
establece que el Estado tiene competencia exclusiva so- 
bre la iluminación de costas y señales marítimas. 

El Reglamento General para desarrollo y ejecu- 
ción de la Ley 2211988, de 28 de julio, de Costas, en su 
artículo 106.2, establece que el Ministerio de Obras Pú- 
blicas y Transportes suministrará las ópticas y repues- 
tos necesarios para ello, correspondiendo a la 
Comunidad autónoma su abono y la responsabilidad 
de su funcionamiento, mantenimiento y conservación 
en los términos previstos en los correspondientes Rea- 
les Decretos de traspaso de funciones y servicios en la 
materia. 

3." Las tres plazas de funcionarios del Cuerpo Téc- 
nico Mecánico de Señales Marítimas fueron transferi- 
das a la Junta de Andalucía por Real Decreto 280311983, 
de 25 de agosto, sobre traspaso de funciones y servi- 
cios a la Comunidad autónoma de Andalucía en mate- 
ria de ordenación del litoral y vertidos al mar. 

4.0 Teniendo en cuenta que la Comunidad autóno- 
ma tiene vacantes los puestos de trabajo transferidos, 
la Dirección General de Puertos y Costas ha venido ocu- 
pándose del mantenimiento de las señales marítimas, 
servicio público de ayuda a la navegación que mejora 
la seguridad de la vida humana en el mar». 

Ante esta discrepancia de criterios sobre la compe- 
tencia de una u otra administración respecto de la cues- 
tión planteada, que obviamente afectaba al principio 
de coordinación entre administraciones públicas, y en 
todo caso a la prestación del servicio y seguridad del 

2.0 

puerto, esta institución procedió a formular una suge- 
rencia dirigida por igual a ambos órganos administra- 
tivos, del siguiente tenor: 

«Que por el Ministerio de Obras Públicas y Transpor- 
tes, y la Consejería de Obras Públicas y Transportes, de 
la Junta de Andalucía, se inste el procedimiento nece- 
sario para la determinación de la competencia en or- 
den al mantenimiento y conservación de las señales 
marítimas del Puerto de Barbate y Dique de Conil, de 
modo que dicho servicio público de ayuda a la navega- 
ción y necesario para asegurar la vida humana en el 
mar, sea eficaz y plenamente prestado)). 

En la actualidad, el Ministerio de Obras Públicas y 
Transporrtes ha contestado a la sugerencia formulada 
en el sentido de su plena aceptación, mientras que la 
Consejería de Obras Públicas y Transportes, de la Jun- 
ta de Andalucía, todavía no ha procedido a aceptarlo 
o rechazarlo. Por consiguiente continuamos las actua- 
ciones con la consejería y seguimos insistiendo en la 
necesidad de que informe sobre la sugerencia 
efectuada. 

12.5.4. Ley de Costas y planeamiento urbanístico en 
Tenerife 

La Asociación Tinerfeña de Amigos de la Naturaleza 
formuló queja en la que se denunciaban distintos he- 
chos que reflejaban la incidencia que la Ley de Costas 
de 29 de julio de 1988 producía en el planeamiento ur- 
banístico de los municipios costeros. 

Ya en el informe presentado ante las Cortes Genera- 
les el pasado año 1990 nos hicimos eco de esta queja 
que figura en la página 451 del mismo. 

Ante la trascendencia del problema planteado, pro- 
seguimos nuestras investigaciones ante el Ministerio de 
Obras Públicas y Transportes, a la vista del contenido 
de la información que nos fue facilitada en un primer 
momento. 

Dado que el artículo 117 de la Ley de Costas estable- 
ce que la Administración del Estado ha de emitir un 
informe preceptivo y vinculante antes de la aprobación 
definitiva de los planes y normas de contenido urba- 
nístico con incidencia en la materia reguladora en la 
Ley de Costas, y como quiera que la falta de solicitud 
de dicho informe constituye un vicio que anula el pro- 
cedimiento de aprobación del citado planeamiento, no 
siendo convalidable a posteriori, como resulta de lo dis- 
puesto en el artículo 53.5 de la Ley de Procedimiento 
Administrativo, se consideró preciso saber cuántos pla- 
nes urbanísticos han sido impugnados por haberse pro- 
ducido dicha omisión, toda vez que la aprobación 
definitiva de los mismos se publica en los correspon- 
dientes boletines oficiales. 

El 28 de enero de 1991, la Dirección General de Puer- 
tos y Costas contestó que desde la entrada en vigor de 
la Ley de Costas, el 29 de julio de 1988, habían sido ob- 
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jeto de recurso en todo el litoral de España, los siguien- 
tes instrumentos urbanísticos: 8 planes generales de 
ordenación urbana, 12 normas subsidiarias, 12 planes 
parciales, un estudio de detalle, y un proyecto de lega- 
lización de una unidad de actuación. 

Haciendo referencia concreta a la isla de Tenerife, co- 
mo se le había solicitado, la dirección general citada, 
manifestó que con anterioridad a la entrada en vigor 
de la Ley de Costas, y en virtud de lo establecido en el 
Real Decreto de 29 de febrero de 1984, sobre traspaso 
de funciones y servicios del Estado en materia de or- 
denación del litoral y vertidos al mar en Canarias, que 
establecía la necesidad de emitir informe preceptivo y 
vinculante por parte de la Administración del Estado 
sobre los planes de reordenación, ese departamento mi- 
nisterial, con motivo del desconocimiento del conteni- 
do del informe emitido o ante la falta de solicitud del 
mismo, procedió a impugnar lbs siguientes instrumen- 
tos de planeamiento: el Plan Parcial de «Las Teresitas», 
de Santa Cruz de Tenerife, el Estudio de Detalle refe- 
rente al Plan Parcial <(Las Palmeras », en el término mu- 
nicipal de Güimar, y las Normas Subsidiarias de Guía 
de Isora. 

Igualmente informó que con posterioridad a la apro- 
bación de la Ley de Costas de 1988, y hasta la fecha de 
dicha contestación, en la citada isla se había plantea- 
do un único recurso referente al Texto Refundido de la 
Revisión de las Normas Subsidiarias de Arafo, si bien1 
merecía mención especial el caso suscitado por las Nor- 
mas Subsidiarias de Valle Gran Rey, ya que sobre las 
mismas se emitió, de conformidad con lo dispuesto en 
los artículos 112.a) y 117 de la citada ley, informe con 
carácter desfavorable, siendo finalmente recogido su 
contenido en el acuerdo de aprobación definitiva de las 
mencionadas normas, por lo cual el Ministerio de Obras 
Públicas y Transportes no consideró necesaria la im- 
pugnación de las mismas. 

Por otro lado esta institución requirió a la Dirección 
General de Puertos y Costas que nos indicara el núme- 
ro de municipios que habían notificado a esa Adminis- 
tración la revisión de sus planes parciales, aprobados 
definitivamente con posterioridad al 1 de enero de 1988 
y antes de la entrada en vigor de la Ley de Costas para 
adaptar sus contenidos a ésta, sin que procediera la in- 
demnización, según lo dispuesto en la disposición tran- 
sitoria tercera de dicha ley. 

Respecto a esta cuestión se informó que esa dirección 
general dirigió a todas las demarcaciones y servicios 
de costas un escrito, en el cual se indicaba que, en cum- 
plimiento de lo previsto en la disposición transitoria 
texcera 2b de la Ley de Costas y octava de su Reglamen- 
to, sería conveniente que se procediera a la revisión de 
los planes parciales afectados por los supuestos previs- 
tos en la indicada disposición transitoria. 

Para ello, también se ha informado que se comunicó 
a las mencionadas demarcaciones y servicios que de- 
bían solicitar de la Comisión Provincial de Urbanismo 
correspondiente y de los ayuntamientos respectivos, 
que les remitiesen una relación de los mencionados pla- 

nes parciales en la que se determinara motivadamente 
si la revisión de los mismos era o no posible sin dar lu- 
gar a indemnización. 

A este respecto, se hizo constar por la Dirección Ge- 
neral de Puertos y Costas que la colaboración de las di- 
ferentes comunicades y ayuntamientos ha sido bastante 
deficiente, dificultando en muchos casos la plena apli- 
cación de la Ley de Costas. 

Anteriormente nos hicimos eco de ello al exponer la 
problemática denunciada en el municipio de Nigrán 
(Pontevedra). 

Otra prueba de lo que se acaba de mencionar es que, 
habiéndose dirigido el Servicio de Costas de Tenerife 
al 12 de febrero de 1990 a los ayuntamientos afectados 
por la Ley de Costas de su demarcación, en el plazo de 
un año no había contestado ninguno, según afirmación 
de la Subdirección General de Costas y Señales Ma- 
rítimas. 

Ante la información facilitada por la Administración 
estatal, esta institución consideró conveniente prose- 
guir con su investigación a fin de conocer las dificulta- 
des o carencias que existían y que impedían una plena 
aplicación de las determinaciones contenidas en la Ley 
de Costas de 1988. 

Así se solicitó un nuevo informe al Ministerio de 
Obras Públicas y Transportes. 

De la contestación dada a las cuestiones concretas 
que se le plantearon se desprende que la Demarcación 
de Costas de Tenerife recibió el inventario de usos cos- 
teros el 10 de julio de 1990 y que la Dirección General 
de costas ha emitido tres informes desfavorables sobre 
las Normas Subsidiarias de Planeamiento del munici- 
pio de El Rosario, a través de los cuales se trata de ga- 
rantizar el cumplimiento efectivo de las disposiciones 
contenidas en la Ley de Costas y su Reglamento. 

Respecto al grado de Cumplimiento de las previsio- 
nes contenidas en la Ley de Costas en las Islas Cana- 
rias la indicada dirección general ha contestado que 
desde la entrada en vigor de la ley hasta el 31 de diciem- 
bre de 1991 ha informado 245 planes y normas de or- 
denación territorial o urbanística, de los cuales 152 
informes han sido desfavorables o para subsanar algu- 
na deficiencia y 93 han sido informados favorablemen- 
te. La evolución en el último año ha sido positiva 
aumentando el número de planes y normas que han ob- 
tenido informe favorable de este centro directivo. 

En cuanto a la poca colaboración prestada por los 
municipios a la Administración del Estado que, según 
se informó a esta institución el 30-3-90, en lugar de coo- 
perar en la ejecución de la legislación de costas busca- 
ban la forma de eludir su aplicación, se solicitó que 
ampliara la información con las ocasiones en que esa 
administración estatal había instado a los ayuntamien- 
tos costeros a que cumplieran con los deberes impues- 
tos no sólo por la Ley de Costas, sino por los artículos 
103.1 de la Constitución, 6 y 10.2 de la Ley 7/85, de 2 
de abril, Reguladora de las Bases de Régimen bcal,  con 
especial incidencia en la isla de Tenerife. No podemos 
conocer cuál es el grado de resistencia de los munici- 
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pios a esa colaboración establecida por la legisla- 
ción ya que no se ha contestado a esta cuestión. 

Por último, dada la alegación de la escasez de perso- 
nal que impedía aplicar con toda su intensidad la Ley 
de Costas a lo largo del extenso litoral español, se soli- 
citó que se informará sobre los puestos de trabajo que 
tenían asignados el ejercicio de funciones encuadrables 
en las competencias que la Ley de Costas ha atribuido 
a la Administración del Estado, con especificación de 
las vacantes existentes. 

De las relaciones de puesto de trabajo comprensivas 
de todo el personal con que están dotadas las distintas 
demarcaciones costeras que han sido facilitadas, se des- 
prende que hay 225 puestos de vigilantes de costas de 
los que están vacantes 75 puestos. En cuanto a Teneri- 
fe resulta que tiene asignados 25 puestos de vigilantes 
de costas de los que están cubiertos 14 (queja 8908083.) 

12.5.5. Contaminación de los Ríos Saja y Besaya, en 
Cantabria 

Las referidas quejas fueron formuladas por el Alcal- 
de de Suances y un vecino de esta localidad, quienes 
señalaban el deterioro progresivo de los ríos y playas 
de Suances, fundamentalmente en la Ría de San Mar- 
tín, como consecuencia de la contaminación de los ríos 
Saja y Besaya. 

Los informes de 1989 y 1990 recogían las actuacio- 
nes a que las mismas dieron lugar por parte del Defen- 
sor del Pueblo. En el presente informe, sin embargo, 
dada la relevancia de la cuestión, es necesario hacer 
referencia a las actuaciones producidas durante el año 
1991. 

En esencia, según se desprendía del estudio técnico 
facilitado por el Ayuntamiento de Torrelavega, esta 
agresión al medio ambiente estaba provocada por los 
vertidos de lejías bisulfíticas efectuados por «Sniace» 
y por otros vertidos producidos por otras tantas facto- 
rías situadas en los márgenes de los ríos citados, con- 
tribuyendo también a tan grave contaminación el 
vertido de aguas residuales que reciben los ríos sin nin- 
gún elemento depurativo de los pueblos y ciudades en- 
clavados en esta cuenca, aumentada, por otra parte, por 
los vertidos provenientes de pequeñas y medianas em- 
presas ubicadas en su entorno, cuyos productos, en oca- 
siones, son altamente contaminantes. 

Por último, se mencionaba que, dada la captación de 
agua que determinada empresa realiza río arriba y por 
encima de los vertidos de lejía bisulfítica a partir de 
este punto y sobre todo en la época estival, lo que dis- 
curre por el río Besaya es exclusivamente toda la car- 
ga contamiante antes expuesta; todo lo cual propicia 
una grave situación ambiental e higiénico-sanitaria que, 
en algunos casos, puede llegar a ser irreversible. 

Admitida a trámite la queja, la institución solicitó in- 
formes al respecto del Ayuntamiento de Torrelavega, Di- 
putación Regional de Cantabria, Demarcación de 

Costas y Confederación Hidrográfica del Norte de 
España. 

De la información facilitada por la Confederación Hi- 
drográfica del Norte de España se apreció que se ha- 
bían iniciado ciertas actuaciones administrativas, en 
cumplimiento del mandato contenido en la Ley de 
Aguas y su legislación de desarrollo, para tratar de so- 
lucionar un problema que viene arrastrándose desde 
hace más de 20 años, atacando los principales focos de 
contaminación conocidos, conminando a las entidades 
responsables de la contaminación a presentar docu- 
mentación sobre sus vertidos de residuos y planes de 
depuración, empresas a las que les fueron otorgadas 
autorizaciones provisionales de vertidos por resolucio- 
nes de 4 de diciembre de 1987, 3 de marzo de 1988 y 
4 de diciembre de 1987, respectivamente. 

Asimismo, la confederación hidrográfica informó que 
se estaban iniciando estudios generales de saneamien- 
to integral, si bien aquella entidad desconocía, en la fe- 
cha de emisión del informe, el alcance y plazos del plan 
que podría proponerse, al tiempo que no constaba a la 
institución que se hubiesen realizado estudios que com- 
prueben que las entidades que disfrutan de una auto- 
rización provisional de vertidos estuviesen realizados 
los mismos con sujeción a dicha autorización. 

Por todo ello, y en cumplimiento de nuestra vigente 
legislación de aguas y de la normativa comunitaria en 
la materia (Directivas 76/464/CEE, 86/280/CEE, 
82/176/CEE, etc.), expresamos al mencionado organis- 
mo de cuenca la necesidad de agilizar las actuaciones 
y trámites conducentes a lograr una mejora sustancial 
de los ríos Saja y Besaya; y de efectuar un adecuado 
seguimiento de los vertidos realizados para, en su ca- 
so, hacer uso de las facultades que la vigente Ley de 
Aguas recoge en sus artículos 96 y 97, a cuyo efecto se 
solicitó por el Defensor del Pueblo información com- 
plementaria sobre los problemas concretos, fácticos y 
de legalidad, de los vertidos efectuados. 

De la información recibida se constató la continua- 
ción de acciones tendentes a la solución de la grave con- 
taminación denunciada; actuaciones entre las que 
destaca la incoación de expedientes sancionadores por 
vertida abusivos a varias empresas, a una de las cua- 
les también se le incoó expediente de caducidad de la 
autorización provisional del vertido que poseía. Sin em- 
bargo, se apreciaron ciertas carencias al consentirse, 
según los datos aportados, que, en el momento del cie- 
rre de este informe, el municipio de Corrales de Buel- 
na y la Empresa Trefilerías Quijano no hayan 
presentado el oportuno anteproyecto de depuración, a 
pesar de haber transcurrido con creces el plazo de cua- 
tro meses concedido, junto con la autorización provi- 
sional, para presentar tal anteproyecto. 

Por otra parte, a la Demarcación de Costas de Canta- 
bria que informó de las causas que habían ocasionado 
la prórroga para la presentación del proyecto de cons- 
trucción de un emisario submarino por la empresa san- 
cionada, se le indicó que, en cualquier caso, la 
construcción del mencionado emisario submarino no 
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es sino uno de los aspectos que se han de contemplar, 
al tiempo que se le solicitó una información comple- 
mentaria sobre los vertidos que, en su zona de compe- 
tencia, estuviesen realizando las empresas emisoras de 
la contaminación, las cuales, según información facili- 
tada por la queja B88/212 de la Comisión de las Comu- 
nidades Europeas, no cuentan con los preceptivos 
anteproyectos de depuración, poseyendo solamente una 
autorización provisional de vertidos. 

La citada demarcación volvió a dar cuenta a esta ins- 
titución del nuevo retraso producido en la tramitación 
del expediente de aprobación dei emisario submarino, 
al tiempo que negaba sus competencias para supervi- 
sar los vertidos industriales o contaminantes que vier- 
ten al cauce de la Ría de San Martín, ya que, según la 
sentencia del Tribunal Constitucional 149/91, sobre la 
Ley de Costas, la competencia para el otorgamiento de 
autorizaciones, vigilancia y cdntrol de los vertidos de 
tierra a mar reside en las comunidades autónomas 
(Fundamento Jurídico 4.0 de la sentencia citada), razón 
por la que se remitieron a la Diputación Regional de 
Cantabria los expedientes sobre medidas correctoras 
iniciadas en relación a los vertidos de determinadas em- 
presas. 

Por su parte, la Consejería de Ecología, Medio Am- 
biente y Ordenación del Territorio de la Diputación Re- 
gional de Cantabria, informó a la institución del interés 
que la diputación regional tenía en conseguir la total 
recuperación medioambiental del entorno de los Ríos 
Saja y Besaya, al tiempo que dio cuenta de los contac- 
tos mantenidos con la Confederación Hidrográfica del 
Norte de España, a fin de recabar su asesoramiento téc- 
nico y su ayuda económica para la resolución del tema 
apuntado. Asimismo, puso de manifiesto la concesión 
de ayuda económica por parte de la CEE (fondos FE- 
DER) para acometer las obras de la primera fase del 
plan de saneamiento de la cuenca del Río Besaya, cu- 
yas obras deberán estar concluidas el 31 de diciembre 
de 1991. 

En consecuencia, y dado que el Defensor del Pueblo 
es consciente de la dificultad técnica y económica de 
la solución definitiva de los problemas medioambien- 
tales del entorno de los Ríos Saja y Besaya, procedió 
a sugerir a esa Administración, dada la importancia y 
antigüedad del problema, la necesidad de agilizar en 
la medida de lo posible la conclusión de las actuacio- 
nes reparadoras ahora emprendidas. 

Por último, el Ayuntamiento de Torrelavega que, co- 
mo el de Suances, alegó, en un primer informe, incapa- 
cidad para la resolución de un problema de tan gran 
magnitud, informó de la imposibilidad legal de aplicar 
la ordenanza fiscal con fin no tributario que ese ayun- 
tamiento había elaborado como instrumento para com- 
batir la contaminación procedente de las empresas 
contaminadoras, pero sin hacer alusión alguna acerca 
de otras acciones legales que pudiera haber iniciado 
con igual finalidad y que, como bien se recogen en los 
fundamentos jurídicos 9 y 10 de la sentencia dictada 
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribu- 

nal Superior de Justicia de Cantabria, en el recurso 
522190, se encuentran a disposición del ayuntamiento, 
a fin de lograr la reducción de las emisiones contami- 
nantes. 

Por todo ello y dado que el Reglamento de Activida- 
des Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas, aproba- 
do por Decreto 241411961, de 30 de noviembre, faculta 
al municipio para que, previo el procedimiento legal- 
mente establecido, dicte las resoluciones pertinentes, 
adoptando las medidas coercitivas dispuestas en su ar- 
tículo 38, si tras el oportuno requerimiento no se hu- 
bieran obedecido las medidas acordadas para la 
desaparición de la contaminación, se formuló al Ayun- 
tamiento de Torrelavega la sugerencia de que se aco- 
giera plenamente la mencionada doctrina 
jurisprudencia1 y, en base a ella, se realizaran las ac- 
tuaciones necesarias para conseguir evitar la contami- 
nación producida por las actividades que carecen de 
las necesarias medidas correctoras. 

Dicha sugerencia fue inicialmente aceptada por el 
Ayuntamiento de Torrelavega, ordenando el alcalde que 
por los servicios ténicos se procediese a dar cumpli- 
miento a la vigente legislación sobre actividades clasi- 
ficadas y se adoptasen, previo los trámites oportunos, 
las resoluciones necesarias que permitan reducir la 
contaminación señalada. 

Informaciones posteriores procedentes de los servi- 
cios administrativos del municipio, pusieron de mani- 
fiesto a esta Institución, la gran dificultad que conlleva 
el llevar a la práctica las antedichas instrucciones, pues- 
to que las mismas han de recaer sobre importantes 
complejos industriales que afectan al entramado indus- 
trial de la región y dado que los Servicios de Laborato- 
rio Municipal fueron transferidos en su día a la 
Diputación Regional de Cantabria a efectos de consti- 
tuir un laboratorio regional para el control de la con- 
taminación de Torrelavega bajo la dependencia de la 
Consejería de Ecología, laboratorio que hasta la fecha 
no ha entrado en funcionamiento. 

No obstante lo anterior, el municipio, en su deseo de 
dar cumplimiento a la normativa vigente, está solici- 
tando de la Diputación Regional de Cantabria la nece- 
saria colaboración a fin de conseguir la erradicación 
de la contaminación de los ríos Saja y Besaya y, por con- 
siguiente, de la Ría de San Martín (quejas 8809999 y 
8809234). 

12.5.6. Obras abusivas en cauce público 

La Comisaría de Aguas dependiente de la Confede- 
ración Hidrográfica del Norte, como consecuencia de 
una denuncia del formulante de la queja acerca de la 
realización de obras ilegales en un cauce público, dic- 
tó la resolución de 5 de febrero de 1988, imponiendo 
al ejecutor de las obras una multa de 50.000 pesetas co- 
mo responsable de la infracción tipificada en el artículo 
315 d) del Reglamento del Dominio Público Hidráuli- 
co, y estableciendo el plazo de un mes para restablecer 
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las cosas a su estado anterior, de forma que las aguas 
que afloraban y discurrían por la finca propiedad del 
infractor siguiesen su curso normal hacia la finca pro- 
piedad del formulante de la queja. 

Contra dicha resolución se interpuso recurso de re- 
posición desestimado por otra de 15 de abril de 1988, 
deviniendo firme, por tanto, el correspondiente acto ad- 
ministrativo, dado que, interpuesto recurso contencioso- 
administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Admi- 
nistrativo de la Audiencia Territorial de Oviedo, el mis- 
mo no fue admitido a trámite por Auto de 13 de diciem- 
bre de 1988. 

Sin embargo, las obras que, en cumplimiento de di- 
cho acto, debían ser realizadas por el infractor no se 
habían ejecutado tres años después de haberse dicta- 
do las resoluciones referidas, razón por la que intervi- 
no el Defensor del Pueblo. 

A requerimiento del mismo, la Confederación Hidro- 
gráfica del Norte informó que en 1989 se elaboró pres- 
puesto de la obra que habría de ejecutarse 
subsidiariamente por la Administración, sin que empre- 
sa alguna se mostrase en disposición de llevarla a efec- 
to, dadas las características de aquélla, por lo que, ante 
la imposibilidad de que el citado organismo pudiese eje- 
cutarla directamente debido a la escasez de medios té- 
nicos y personales, hubo de optarse por otras 
alternativas que pudiesen resolver el conflicto 
planteado. 

Así el 2 de enero de 1990 se dictó resolución impo- 
niendo al obligado una multa coercitiva de 10.000 pe- 
setas y señalándole un nuevo plazo de quince días, para 
restablecer las cosas a su estado primitivo. Asimismo, 
el 16 de abril y 10 de octubre de 1990, se acordó la im- 
posición de otras dos multas coercitivas de 10.000 pe- 
setas y se reiteró la orden de restituir las cosas a su 
estado primitivo, señalándole al efecto un nuevo plazo 
de quince días. 

Sin embargo, girada visita en 1991 al lugar de los he- 
chos por el Ingeniero Encargado de la Oficina de la Con- 
federación Hidrográfica del Norte en Lugo se comprobó 
que no se habían restablecido las cosas a su estado an- 
terior en la parte que afectaba el dominio público hi- 
dráulico, por lo que se anunció la imposición de nuevas 
multas coercitivas. 

Las actuaciones anteriores, cuya inutilidad frente a 
la realización de las obras ordenadas resultaba eviden- 
te, provocaron que el Defensor del Pueblo manifestase 
a la Confederación Hidrográfica del Norte lo siguiente: 

((Desde octubre de 1986, en que se inició el expediente 
sancionador ES-LU-020/86, hasta el momento presen- 
te, no se ha ejecutado en sus propios términos la ini- 
cial resolución de la Comisaría de Aguas, dependiente 
de esa confederación de 5-2-88, que impuso al denun- 
ciado, al margen de una sanción económica por cuan- 
tía de 50.000 pesetas, la obligación de restablecer en 
el plazo de un mes, la situación existente con anterio- 
ridad a la ejecución de obras que distraen el curso de 
las aguas de un cauce público, en el lugar de La Vir- 

tud, parroquia de Mosteiro, Ayuntamiento de Guintin 
(Lugo). 

Durante ese largo período de cinco años se han rea- 
lizado actuaciones tendentes a dicha ejecución, cuya 
ineficacia a la vista del contenido del informe remiti- 
do por esa confederación, resultan evidentes. Entre di- 
chas actuaciones destacamos la imposición de tres 
multas coercitivas de 10.000 pesetas transcurridos dos 
años de la resolución de referencia, las cuales, por cier- 
to, junto con el importe inicialmente impuesto de 50.000 
pesetas, no han sido abonadas por el obligado a ello. 

Por todo lo cual, se reiteró un nuevo informe en el 
que se pusiese de manifiesto la definitiva ejecución de 
la resolución de 5-2-88, adoptada por la Comisaría de 
Aguas en el Expediente ES-LU-020/86, así como de to- 
das y cada una de las posteriores resoluciones admi- 
nistrativas derivadas de la anteriormente mencionada. 

Asimismo, manifestamos que, dadas las circunstan- 
cias, y habida cuenta de lo establecido en el artículo 
103.1 de la Constitución, procedería la ejecución por la 
propia administración de las obras de reposición del 
cauce a su estado original, de acuerdo con lo estable- 
cido en el artículo 338.2 del Reglamento del Dominio 
Público Hidráulico,,. 

La respuesta de la Confederación Hidrográfica del 
Norte fue aceptar la sugerencia del Defensor del Pue- 
blo sobre la ejecución subsidiaria de las obras, a cuyo 
fin se trasladó el presupuesto de ellas al infractor pa- 
ra la consignación de su importe y se anunció la defi- 
nitiva ejecución de las mismas. En cuanto a las multas 
impuestas al infractor se comprobó el pago de las mis- 
mas en vía de apremio (queja 9117716). 

12.5.7. Demora excesiva en la tramitación de una con- 
cesión administrativa de aprovechamiento de 
aguas 

El formulante de la queja manifestó que el 30 de ju- 
nio de 1988 había solicitado de la Comisaría de Aguas 
de la Confederación Hidrográfica de Guadiana, en Ciu- 
dad Real, la correspondiente concesión administrativa 
para aprovechar las aguas del arroyo «Las Povedas)) en 
el término municipal de Alcoba de los Montes (Ciudad 
Real), con destino a poner en riego 100 hectáreas de una 
finca previa la construcción de una presa. 

Igualmente alegó que, después de haber presentado 
el proyecto correspondiente a las obras que se trataba 
de ejecutar, y la documentación a la que se refiere el 
artículo 106.2.a) del Reglamento del Dominio Público 
Hidráulico, se le requirió la aportación de nueva docu- 
mentación complementaria de la anterior, consistente 
en un estudio de impacto ambiental y en un proyecto 
de regadío. 

La anterior alegación ponia de manifiesto que el ex- 
pediente de concesión de aguas de estaba tramitando 
con una gran demora, lo que era causa de perjuicios 
al formulante de la queja por la inversión ya efectuada 
en los proyectos presentados y por no poder explotar 
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con mayor rendimiento económico su finca. Así, de la 
documentación aportada por el mismo, se pudo cons- 
tatar que había transcurrido casi dos años hasta que 
la Confederación Hidrográfica del Guadiana, en fecha 
23 de marzo de 1990, requiriera la mencionada docu- 
mentación complementaria; demora que infringía lo es- 
tablecido en el artículo 61.1 de la Ley de Procedimiento 
Administrativo y artículo 103.1 de la Constitución. 

Por otro lado, el promovente señalaba que se le exi- 
gía un estudio de impacto ambiental para una obra que 
no lo necesitaba, por no estar incluida en el anexo del 
Real Decreto Legislativo 130211986, de 28 de junio, y en 
las especificaciones que el R.D. 1131/88, de 30 de sep- 
tiembre, hace en su anexo 2 en relación con el concep- 
to de ((grandes presas»; así como la presentación de un 
proyecto técnico de regadío, cuando no tenía la seguri- 
dad de que se le fuera a otorgar la concesión después 
de haberlo presentado, ya que eb artículo 57.4 de la Ley 
de Aguas posibilita la discrecionalidad. 

La Confederación Hidrográfica del Guadiana proce- 
dió, finalmente, como consecuencia de nuestra interven- 
ción, a resolver favorablemente el asunto, y expuso al 
Defensor del Pueblo las vicisitudes que habían concu- 
rrido en la tramitación de la solicitud del interesado, 
excusándose por no haber contestado a tiempo los es- 
critos del Defensor del Pueblo, como consecuencia de 
«la gran carga de trabajo que soporta dicha Comisaría 
y de la absoluta escasez de personas que tiene para la 
gestión de una cuenca de 60.000 km*». 

Igualmente reconocía que, dados los pasos y plazos 
obligados por la tramitación de un expediente conce- 
sional de acuerdo con lo previsto en la Ley de Aguas, 
la conclusión del mismo puede demorarse normalmen- 
te por encima de los 20 meses y más tiempo todavía si, 
como había sucedido en el presente caso, se produce 
alguna modificación que obliga a reiniciar el proceso. 
(queja 9018597). 

12.5.8. Cobro indebido de tasa por servicio de riego 
a fincas no dotadas de él 

La reclamante, propietaria de dos parcelas sitas en 
la localidad de Puebla de Montalbán (Toledo), incluidas 
en el ámbito territorial de los riegos de Castrejón, ve- 
nía siendo requerida por la Comunidad de Regantes y 
la Confederación Hidrográfica del Tajo para el abono 
de la tasa por utilización de agua de riego, a pesar de 
que las fincas de su propiedad no se beneficiaban del 
servicio de riego que gestiona la comunidad de regan- 
tes, ya que las obras que la Confederación Hidrográfi- 
ca del Tajo inició hace más de veinte años para 
proporcionarle el agua de riego, quedaron sin concluir. 

Las reclamaciones efectuadas, al respecto, no habían 
producido resultado favorable para la justa pretensión 
de la formulante de la queja. 

Las anteriores manifestaciones dieron lugar a que el 
Defensor del Pueblo iniciase las oportunas investiga- 
ciones ante la Confederación Hidrográfica del Tajo, ad- 

ministración tutelante de las comunidades de regantes 
(artículos 73 y siguientes de la Ley de Aguas), a fin de 
constatar los hechos denunciados y las actuaciones ad- 
ministrativas derivadas de los mismos. 

En trámite de respuesta, la Confederación Hidrográ- 
fica del Tajo nos informó que dicha Administración ha- 
bía convenido con la citada comunidad de regantes que 
los propietarios de fincas ubicadas en los límites de su 
ámbito territorial realizaran las obras necesarias para 
el riego cuando los canales o acequias construidas por 
esta confederación estuvieran situadas a menos de 
250 m. de la finca que se deseara regar, realizando di- 
cha Confederación las obras complementarias para el 
riego de aquellas fincas cuya distancia al canal o ace- 
quia fuere superior a los indicados 250 m., como es el 
caso de las fincas propiedad de la reclamante. 

Realizados por la Confederación Hidrográfica del Ta- 
jo los proyectos oportunos para la ejecución de las 
obras citadas en último lugar, la propia comunidad de 
regantes se opuso a que la confederación acometiera 
tales obras alegando que gran parte de ellas habían si- 
do ya realizadas por los propios propietarios y que de 
otra parte supondría un notable incremento en las ta- 
rifas que habrían de satisfacer. 

Por ello, al comprobar la falta de suministro de agua 
de riego a las tierras de la interesada, los servicios de 
la citada Confederación se dirigieron a la mencionada 
comunidad de regantes para exponerle el problema 
planteado indicando la necesidad de dar de baja del 
elenco de Regantes a la demandante de la queja, lo que 
fue aceptado por la Junta General de la Comunidad de 
Regantes, con lo que se consiguió dar una solución fa- 
vorable a las denuncias de la interesada, al aceptar la 
Confederación Hidrográfica del Tajo las indicaciones 
emanadas del Defensor del Pueblo (queja 9024470). 

12.5.9. Vertidos industriales en el río Zapardiel, en Me- 
dina del Campo, Valladolid 

La Asociación de Consumidores y Usuarios de Medi- 
na del Campo (Valladolid) presentó queja relativa a la 
falta de respuesta expresa por parte de la Confedera- 
ción Hidrográfica del Duero a sus diferentes escritos 
que versaban sobre los vertidos industriales que reci- 
be el río Zapardiel y que en concreto se referían a: 

- empresas que vierten sus residuos en el mismo. 
- clase de vertidos que se realizan y si los mismos 

- expedientes sancionadores incoados. 
- estudio específico sobre los vertidos de la empre- 

son o no previamente depurados. 

sa Fesa en Pozaldez, y otros extremos. 

Asimismo, manifestaban que cuando en distintas oca- 
siones habían comparecido en la citada confederación 
para consultar dichos expedientes, ello no había sido 
finalmente posible porque los referidos expedientes 
nunca se encontraban localizables o los funcionarios 
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encargados de los mismos se encontraban ausentes. 
Iniciadas las correspondientes investigaciones, la 

Confederación Hidrográfica del Duero remitió informe 
a esta institución en el que ponía de manifiesto que ante 
la falta de obligación legal concreta de proporcionar 
información, por la falta de desarrollo del artículo 105 
de la Constitución, y ante la generalidad de la informa- 
ción solicitada por la asociación de consumidores y 
usuarios, por la confederación citada no se consideró 
oportuno acceder a la solicitud de la mencionada aso- 
ciación de consumidores contenida en los escritos que 
aquélla les remitió. 

Ante ello, esta institución consideró que, por lo que 
hace a la falta de desarrollo del artículo 105 de la Cons- 
titución, que el mismo es directamente invocable, pues- 
to que como ha reconocido el Tribunal Constitucional 
en su Sentencia 1811981, de 8 de junio, la reserva de ley 
que efectúa el artículo 105 «no tiene el significado de 
diferir la aplicación de los derechos fundamentales y 
libertades públicas, hasta el momento en que se dicte 
una Ley posterior a la Constitución, ya que, en todo ca- 
so, sus principios son de aplicación inmediata)). 

De otro lado, el Defensor del Pueblo señaló que es ob- 
vio que la aplicación del anterior artículo no puede lle- 
var a una paralización de la Administración ni a 
proporcionar informacion de forma indiscriminada, si- 
no que han de atenderse las peticiones de forma pon- 
derada y proporcional, pero, siempre, dando respuesta 
expresa a las mismas, tal y como prescribe el artículo 
70.1 de la Ley de Procedimiento Administrativo, que re- 
conoce el derecho de toda persona a dirigir instancias 
a la administración y la obligación de éstas a resol- 
verlas. 

Por ello, se formuló a la citada confederación la si- 
guiente sugerencia: 

«Que se resuelvan expresamente los escritos de la 
asociación de consumidores y usuarios, en el sentido 
que, en ponderación de las diferentes circunstancias 
que afectan al caso, sea procedente. 

Que se considere la posibilidad de permitir el acce- 
so personal de algún miembro de la asociación de con- 
sumidores y usuarios a los documentos sobre los cuales 
se solicitó información, a fin de lograr su conocimien- 
to por dicha asociación sin, al tiempo, interferir en la 
marcha normal de esa Administración.)) 

La anterior sugerencia, formulada en relación a la ne- 
gativa de la Administración a proporcionar información 
medioambiental, fue plenamente aceptada y, en base 
a ello se procedió a proporcionar a la asociación de con- 
sumidores y usuarios la información inicialmente so- 
licitada (queja 901071). 

13. PERSONAL AL SERVICIO DE LA ADMINISTRA- 
CION DEL ESTADO 

El volumen de quejas que se reciben en esta institu- 
ción procedentes de personal al servicio de las admi- 

nistraciones públicas y cuyo objeto son aspectos 
concretos de la relación jurídica y profesional que les 
une con ellas, es significativo repecto del total. Este fe- 
nómeno se deriva, aparte de muchas otras causas, del 
mayor y más próximo conocimiento que de la institu- 
ción del Defensor del Pueblo tienen las personas que 
prestan servicio a las distintas administraciones pú- 
blicas. 

Con carácter general, a la hora de admitir o inadmi- 
tir a trámite estas quejas, se considera que la relación 
profesional que vincula a las administraciones públi- 
cas con sus servidores no debe ser objeto de atención 
para el Defensor del Pueblo salvo que el tema tratado 
tenga relevancia directa o indirecta para los ciudada- 
nos a la luz de los criterios de conducta que para la Ad- 
ministración pública impone el artículo 103 de la 
Constitución. No siendo así, esta institución limita sus 
intervenciones a conseguir que el personal al servicio 
de las administraciones públicas tenga expeditas las 
vías de reclamación y de recurso que la legislación le 
concede sin que la inacción o las irregularidades pro- 
cedimentales puedan ser armas usadas por la Admi- 
nistración en contra de sus servidores. 

En diversos apartados de este informe se hará refe- 
rencia expresa a problemas y quejas del personal de las 
distintas administraciones y aun dentro de ellas agru- 
pando los temas en función del colectivo al que se re- 
fieren. Ahora, en primer lugar, pasamos a referirnos a 
los funcionarios de la Administración del Estado con 
carácter general, sin perjuicio de tratar en apartados 
concretos lo problemas relativos a algún colectivo es- 
pecíf ico. 

13.1. Funcionarios de la Administración del Estado: 
Cuestiones comunes 

Como en años anteriores, casi todos los aspectos de 
la vida profesional de los funcionarios públicos, desde 
la convocatoria de pruebas selectivas de acceso hasta 
la jubilación y el reconocimiento de los derechos pasi- 
vos que les correspondan, han sido objeto de quejas. 

Así por ejemplo, según se expondrá más adelante, la 
publicidad de las pruebas selectivas, circunscrita a bo- 
letines oficiales, y los breves plazos de inscripción que 
prevén las convocatorias supone un motivo de queja fre- 
cuente. El resultado de las pruebas y, en particular, el 
acceso de los interesados a los ejercicios realizados y 
al resultado de la corrección de éstos por los tribuna- 
les calificadores sigue generando quejas, si bien la pro- 
blemática de referencia ya ha sido tratada en el informe 
correspondiente al año 1990 y continúa en similares 
términos. 

Las cuestiones que afectan a retribuciones han abun- 
dado, pudiendo destacarse como motivos más frecuen- 
tes de queja los siguientes: diferencias retributivas 
entre puestos de denominación y contenido similar en 
igual o distinto departamento; diferencias retributivas 
entre puestos de contenido parejo desempeñados por 
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personal funcionario o laboral; asignación de ((comple- 
mentos de productividad», publicación en los tablones 
correspondientes de las cuantías de éstos y criterios em- 
pleados para su determinación, etc. 

Los concursos para la provisión de puestos de traba- 
jo son también, con una cierta frecuencia, objeto de 
queja al discrepar los participantes de los resultados 
obtenidos o de las baremaciones de méritos que se ha- 
yan efectuado. A ello hay que añadir la lentitud con la 
que son resueltos los recursos en esta materia (tanto 
los administrativos como los jurisdiccionales), de mo- 
do que la eficacia de estos mecanismos de garantía es 
muy limitada en una materia que precisaría mecanis- 
mos ágiles y directos que decidiesen definitivamente 
las dudas y disputas en plazos muy breves. 

Por decirlo de una manera descriptiva, quien se con- 
sidera con derecho a obtener una vacante que implique 
cambio de localidad, viéndose0 destinado a ‘otro lugar 
y otro puesto de trabajo, es muy probable que, si largo 
tiempo después, le es reconocido su derecho a obtener 
la vacante inicialmente solicitada, no ejerza su derecho 
pues ya no sea ésta de su interés. 

Las reformas que se prevén inmediatas para moder- 
nizar las administraciones públicas y actualizar el pro- 
cedimiento administrativo, podrían emplearse también 
para idear algún mecanismo específico, de gran agili- 
dad, que resolviese las cuestiones suscitadas en la re- 
solución de los concursos de traslado. Incluso nos 
permitimos apuntar la posibilidad de crear algún ór- 
gano administrativo especializado que centralizase la 
resolución de las cuestiones de esta índole que afecta- 
sen a funcionarios de la Administración del Estado, el 
cual cumpliese un doble objetivo: de un lado, solucio- 
nar las controversias rápidamente y en plazo adecua- 
do para que la soluci6n sea eficaz; de otro lado, evitar 
que estas cuestiones sobrecarguen a los tribunales con- 
tenciosos, muchos de los cuales se encuentran co- 
lapsados. 

En informes correspondientes a los años 90 y 91 se 
ha hecho referencia a la variada problemática deriva- 
da del proceso de ufuncionarización» del personal la- 
boral al servicio de la Administración. Pues bien, a lo 
largo de este año también han sido frecuentes las que- 
jas de personal laboral poniendo de manifiesto la ra- 
lentización o incluso paralización de este proceso a 
pesar de las previsiones al efecto contenidas en las le- 
yes de presupuestos de los años 89,90 y 91, en las ofer- 
tas de empleo público y en el Acuerdo del Consejo de 
Ministros de 27 de marzo de 1991. 

Ciertamente no ignoramos las dificultades de toda ín- 
dole que conlleva incorporar a la función pública pre- 
via convocatoria, participación y superación de pruebas 
selectivas públicas, a un considerable y variado núme- 
ro de contratados laborales que ocupan puestos corres- 
pondientes a funcionarios. Sin embargo, es preciso un 
esfuerzo suplementario que adecue la situación real de 
la Administración pública a lo previsto en la Constitu- 
ción tal y como ésta ha sido interpretada por el Tribu- 
nal Constitucional y, además, elimine las diferencias y 

desigualdades que esta diversidad de regímenes jurí- 
dicos genera entre los servidores de la Administración. 

En cualquier caso, tal y como se ha indicado, en las 
quejas planteadas por funcionarios públicos sobre su 
relación profesional y los términos concretos de ésta, 
la institución del Defensor del Pueblo suele ceñir su in- 
tervención a conseguir que los mecanismos de recurso 
funcionen adecuadamente, evitando pronunciarse so- 
bre aquellas materias que afecten a la potestad autoor- 
ganizatoria de la que la Administración ha de disponer 
para la mejor prestación de los servicios. De este mo- 
do, el motivo más frecuente de tramitación de quejas 
en esta materia es la ausencia de respuesta a las recla- 
maciones y recursos que plantea el personal al servi- 
cio de la Administración, infringiéndose con ello lo 
establecido en la vigente ley de procedimiento adminis- 
t rat ivo. 

Así pues, se comprueba que la figura del silencio ad- 
ministrativo negativo es con frecuencia utilizada por 
la Administración de manera opuesta a su finalidad no 
sólo contra los ciudadanos en cuanto a tales, sino tam- 
bién en contra de aquellos otros que la sirven, de ma- 
nera que se produce la paradoja de que sean los propios 
funcionarios quienes perjudiquen a otros funcionarios 
incumpliendo las previsiones garantizadoras de la ley 
de procedimiento administrativo al crear la institución 
del silencio administrativo. 

Al margen de todo lo anterior, en el año al que se con- 
trae este informe, las quejas más reiteradas y que han 
sido objeto de mayor preocupación para la institución 
del Defensor del Pueblo han sido las planteadas por nu- 
merosos ciudadanos contra las convocatorias de prue- 
bas selectivas de acceso a cuerpos o escalas de la 
Administración en las que, con variada intensidad se 
puntuaban como mérito los servicios prestados previa- 
mente en tales cuerpos o escalas. A ello nos referire- 
mos a continuación. 

13.1.1. Los servicios previos como mérito para el ac- 
ceso a la función pública estatal 

Desde los primeros informes anuales esta institución 
ha venido manteniendo que la experiencia previa en la 
función pública de quienes deseen incorporarse a ella 
como personal con vínculo permanente o, más concre- 
tamente, como funcionario de carrera es sin duda un 
mérito cuya posesión puede tenerse en cuenta. Sin em- 
bargo, también consideramos que tal mérito ha de ha- 
cerse valer en las pruebas selectivas que se convoquen 
acreditando de algún modo la experiencia y conoci- 
miento acumulado en el desempeño de los puestos de 
trabajo -que serían, en último extremo, los valores a 
tener en cuenta-, evitándose así que el mérito barema- 
do fuese el simple tiempo transcurrido en el desempe- 
ño de un puesto de trabajo. 

Lo cierto es que, últimamente, los servicios previos 
tienen cada vez más peso específico en las convocato- 
rias de pruebas selectivas sin que éstas se adecuen a 
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conocer el valor real de esos servicios, conformándose 
con atribuir una determinada puntuación en función 
del tiempo durante el cual se hayan prestado servicios. 
De este modo es el tiempo y no la experiencia y conoci- 
mientos acumulados lo que se valora, hecho con el que 
hemos de manifestar nuestra disconformidad. 

En cualquier caso, en sus intervenciones esta insti- 
tución constitucional se atiene a las pautas marcadas 
por el Tribunal Constitucional en las sentencias que a 
lo largo del tiempo ha ido dictando, en las que perfila 
los límites o requisitos mínimos a que deben ajustarse 
las disposiciones legales o reglamentarias reguladoras 
de los procesos selectivos de acceso a la función 
pública. 

En los términos de la referida jurisprudencia cons- 
titucional, interpretativa de los artículos 23 y 103.3 de 
la Constitución, el legislador dispone de un amplio mar- 
gen en la regulación de las pruebas de selección de fun- 
cionarios y en la determinación de cuáles deban ser los 
requisitos y capacidades que se tomarán en considera- 
ción a efectos de acceso a la función pública. 

De la misma jurisprudencia se deduce también, a 
nuestro juicio, que, al ejercitar dicho margen de liber- 
tad, deben respetarse determinados límites deducibles 
de los preceptos constitucionales referidos, que hacen 
necesario, en aplicación del principio de igualdad, que 
los méritos y requisitos que se contemplan en un pro- 
ceso selectivo se establezcan con carácter general «sin 
que sean aceptables preteraciones o acepciones “ad per- 
sonam” en el acceso a las funciones públicas» que des- 
virtuarían el carácter selectivo a que deben responder 
los sistemas de acceso que se prevean. 

Por lo demás, resulta necesario, siempre de acuerdo 
con la jurisprudencia del Alto Tribunal, que toda prue- 
ba o valoración establecida a los efectos selectivos men- 
cionados haga referencia a los principios de mérito y 
capacidad, principios a los que, en la consideración del 
Tribunal, no es ajena la valoración de los servicios pres- 
tados «que puede reflejar la aptitud o capacidad para 
desarrollar una función o empleo público, y supone, 
además, en su desempeño, unos méritos que pueden ser 
reconocidos y valorados ». 

Cierto es que la valoración como mérito de los servi- 
cios previos puede permitir, como ocurre con cualquier 
otro mérito, determinar «a priori» el conjunto de quie- 
nes lo ostentan. Sin embargo, ya ha advertido el Tribu- 
nal Constitucional en su Sentencia 67/89 (en la que 
admite, incluso, que en determinadas circunstancias los 
servicios previos sean el único mérito valorado), que 
ello no autoriza a entender que la toma en considera- 
ción de este mérito se haya hecho para favorecer a per- 
sonas concretas, y se vulneren, por tanto, los principios 
constitucionales de igualdad, mérito y capacidad. 

Conviene precisar, sin embargo, que la jurispruden- 
cia a que se ha hecho referencia surge sobre la base de 
convocatorias de comunidades autónomas (Extremadu- 
ra y Canarias, en concreto) que pretenden resolver a tra- 
vés de ellas la situación excepcional de «Funciones 
públicas propias)), nacidas con anterioridad a la admi- 
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nistración autonómica a la que sirven, y que han debi- 
do regularizar a numeroso personal preexistente. 

Este matiz es, a nuestro juicio, importante puesto que 
se observa una clara tendencia a emplear mecanismos 
propios de estas situaciones extraordinarias en otras 
que no lo son o que lo son por otros motivos. De todos 
modos se va convirtiendo en habitual el otorgar pun- 
tuación al tiempo de servicios previos, con finalidades 
en ocasiones distintas a las que en puridad debieran 
darse, esto es: valorar del modo más adecuado posible 
la experiencia y los conocimientos de quienes ya tie- 
nen experiencia en la administración para que sea la 
función pública e, indirectamente, los ciudadanos quie- 
nes se beneficien de esta circunstancia. 

A lo largo de 1991 las convocatorias de pruebas se- 
lectivas que más quejas han generado han sido las de 
ingreso en el cuerpo de Auxiliares Postales y de Tele- 
comunicación, escala de Clasificación y Reparto, con- 
vocadas en el «BOE» correspondiente al 5 de noviembre 
de 1991, y, especialmente, las pruebas selectivas con- 
vocadas por el Ministerio de Educación y Ciencia y las 
Comunidades autónomas con competencias en materia 
educativa para el ingreso que la función pública docen- 
te de centros públicos no universitarios. 

En lo que hace a las pruebas selectivas para ingreso 
en el Cuerpo de Auxiliares Postales y de Telecomuni- 
cación, la mayor parte de las quejas que fueron formu- 
ladas ponían de manifiesto que, en opinión de los 
promoventes de las mismas, las 6.142 plazas convoca- 
das a oposición libre, tenían como finalidad únicamente 
facilitar el ingreso en los cuerpos y escalas correspon- 
dientes del muy numeroso personal contratado labo- 
ral en el hoy organismo autónomo, y no convocar 
vacantes a las que en términos reales pudieran acce- 
der los ciudadanos de acuerdo conlos principios de mé- 
rito y capacidad que establece la Constitución. 

Como es lógico, no podemos compartir una posición 
tan radical que prejuzga, además, intenciones no com- 
patibles con la igualdad de todos en el acceso a funcio- 
nes y cargos públicos. Ello no obstante, sí consideramos 
que en esta convocatoria, como en otras, la valoración 
que se hace de los servicios previos tiende exclusiva- 
mente a cuantificar temporalmente éstos, sin que se ha- 
ya previsto que las pruebas a celebrar por los opositores 
fuesen de algún modo las que evidenciasen y valora- 
sen estos servicios según sus resultados en el opositor. 

Es posible que los procesos selectivos se complica- 
sen algo, pero en nuestra opinión la valoración de los 
servicios previos en pruebas selectivas de acceso a la 
función pública debería efectuarse mediante la celebra- 
ción de pruebas o supuestos prácticos en los que, quien 
tuviese experiencia en la materia, partiera con una ven- 
taja real que sería finalmente la valoración de sus ser- 
vicios. Por el contrario, suponer que quien durante 
cierto tiempo ha prestado servicios es mejor candida- 
to que otros y merece una mayor puntuación sin que 
medie contrastación alguna de tal extremo, implica que 
el objeto valorado no son los conocimientos, la expe- 
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riencia o el trabajo realmente realizado (o sea, el méri- 
to y capacidad), sino la antigüedad. 

Nos hemos referido antes a las pruebas selectivas pa- 
ra el ingreso en la función pública docente de niveles 
educativos no universitarios, porque fueron estas prue- 
bas convocadas en similares términos por la Adminis- 
tración del Estado y la de las comunidades autónomas 
con competencias plenas en materia educativa las que 
han originado un mayor número de quejas y las que su- 
ponen un ejemplo extremo de lo que hasta aquí se ha 
expuesto. 

La Ley Orgánica 1/1991, de 3 de octubre, de Ordena- 
ción General del Sistema Educativo, establece, entre 
otras, las bases para el ingreso en los cuerpos de fun- 
cionarios públicos docentes de los centros de enseñanza 
no universitaria, y encomienda al Gobierno su desarro- 
llo reglamentario, en los mismos términos que para los 
demás aspectos básicos del régimen estatutario de los 
funcionarios docentes, es decir, en aquellos aspectos 
que sean necesarios para garantizar el marco común 
básico de la función pública docente. 

La misma ley establece, al propio tiempo, determi- 
nadas excepciones de carácter temporal a la regulación 
realizada en materia de acceso a la función pública do- 
cente, y prevé así, además de otras precisiones de ca- 
rácter transitorio en materia de acceso de función 
pública docente, un sistema transitorio de acceso, re- 
gulado en su disposición transitoria quinta, apartado 
2, aplicable a las primeras tres convocatorias de ingre- 
so en la función pública docente que se produzcan des- 
pués de la entrada en vigor de la ley, que «se realizarán 
conforme a un sistema de selección en el que se valo- 
ren los conocimientos sobre los contenidos curricula- 
res que deberán impartir los candidatos seleccionados 
y su dominio de los recursos didácticos y pedagógicos, 
así como los méritos académicos)). 

Entre estos últimos se especifica en el texto legal 
((tendrán una valoración preferente los servicios pres- 
tados en la enseñanza pública». Para la selección de los 
aspirantes se añade en el apartado 2 de la mencionada 
disposición transitoria <(se tendrá en cuenta una valo- 
ración ponderada y global de ambos apartados)). 

La mencionada disposición, y otras previsiones de ca- 
rácter transitorio relacionadas con el acceso a la fun- 
ción pública docente, han sido desarrollados en el Real 
Decreto 574/1991, de 22 de abril, por el que se regula 
transitoriamente el ingreso en los Cuerpos de Funcio- 
narios Docentes a que se refiere la Ley 111991, de 3 de 
octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo. 

En su capítulo VI, al desarrollar el sistema específi- 
co de acceso previsto en la disposición transitoria Quin- 
ta de la ley, el real decreto regula la prueba a que se 
referirá la valoración de los conocimientos sobre los 
contenidos curriculares que deberán impartir los can- 
didatos seleccionados (artículo 20), establece las espe- 
cificaciones básicas a que deberán ajustarse los 
baremos de las convocatorias al valorar la experiencia 
previa en la que, de acuerdo con lo establecido en la 
ley ((tendrán una valoración preferente los servicios 

prestados en la enseñanza pública» (artículo 21), y de- 
fine qué otras circunstancias, además de la experien- 
cia previa, tendrán la consideración de méritos 
académicos a los efectos del referido sistema transito- 
rio de ingreso (artículo 22). 

Se establece, asimismo, que resultarán seleccionados 
aquellos aspirantes que obtengan al menos cinco pun- 
tos -agregando las valoraciones obtenidas en la prue- 
ba específica de conocimientos a que se refiere el 
artículo 20, y la valoración de sus méritos académicos, 
excluida la experiencia docente previa- y obtengan, al 
propio tiempo, un número de orden igual o inferior al 
de plazas ofrecidas (artículo 23). 

En ejecución de éstas y del resto de las prescripcio- 
nes del Real Decreto 574/1991, de 22 de abril, el Minis- 
terio de Educación y Ciencia y los órganos 
correspondientes de las comunidades autónomas han 
convocado durante el pasado curso 1990-91 procesos se- 
lectivos para ingreso en el Cuerpo de Maestros y en los 
cuerpos de Profesores de Enseñanza Secundaria, Pro- 
fesores Técnicos de Formación Profesional, Profesores 
de Escuelas Oficiales de Idiomas, Profesores de Artes 
Plásticas y Diseño, Maestros de Taller de Artes Plásti- 
cos y Diseño y Profesores de Música y Artes Escénicas. 

Pues bien, muy especialmente a raíz de la celebración 
de los respectivos procesos selectivos y de la publica- 
ción, por las comisiones de selección, de las listas de 
candidatos seleccionados, se ha recibido en esta insti- 
tución un número elevado de quejas, formuladas por 
titulados que habían pafticipado en alguno de los re- 
feridos procesos selectivos para ingreso en la función 
pública docente, y que cuestionaban las puntuaciones 
que, en base a las respectivas convocatorias y a lo esta- 
blecido en el Real Decreto 57411991, de 22 de abril, por 
el que se regula transitoriamente el ingreso en la fun- 
ción pública docente, se habían otorgado, en concepto 
de experiencia docente previa, a los aspirantes que ha- 
bían prestado servicios como profesores interinos. 

Esta institución, como ya tuvimos ocasión de poner 
de manifiesto en nuestro último informe a las Cortes 
Generales sobre la actuación del Defensor del Pueblo 
en el año 1990, al examinar las quejas formuladas y la 
normativa y convocatorias que en las mismas se cues- 
tionaban, así como al expresar a los interesados nues- 
tra opinión respecto al contenido de estas últimas, se 
ha atenido, como no podía ser de otra manera, a la doc- 
trina ya establecida por el Tribunal Constitucional a la 
que antes se ha hecho referencia expresa y que aquí da- 
mos por reproducida. 

Es indudable, y así se lo hemos manifestado a los pro- 
moventes que las numerosas quejas que nos han sido 
planteadas, que la referida jurisprudencia ha sido te- 
nida muy presente a la hora de regular el sistema tran- 
sitorio de acceso a la función pública docente a que 
hace referencia la Ley de Ordenación General del Sis- 
tema Educativo, cuyas primeras convocatorias se han 
producido este año. Esta evidencia que inicialmente po- 
dría interpretarse como un punto a favor de las autori- 
dades educativas, no lo es, puesto que, a nuestro juicio, 
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la jurisprudencia ha sido llevada hasta sus extremos 
en lo que se refiere a la valoración de los servicios del 
profesorado interino, motivo por el cual, aun cuando 
la referida normativa y convocatoria se hubieran pro- 
ducido dentro de los amplios límites fijados por el má- 
ximo intérprete de nuestro Texto constitucional 
-cuestión ésta sobre la que no cabe más que esperar 
la resolución de los numerosos recursos jurisdicciona- 
les actualmente en curso-, su aplicación ha suscitado 
un descontento general entre los que han participado 
este año en las primeras convocatorias producidas al 
amparo del sistema transitorio previsto en la ley orgá- 
nica, y desarrollado en el Real Decreto 574í1991. 

En efecto, que un opositor libre acredite su capaci- 
dad obteniendo en ocasiones una excelente puntuación 
en la única prueba específica de conocimientos y, tras 
serle valorado un expediente académico a menudo so- 
bresaliente, no pueda obtener una vacante en benefi- 
cio de otro opositor cuyo resultado en la prueba 
específica de conocimientos sea inferior casi siete pun- 
tos sobre diez, y cuyo expediente académico sea mucho 
menos brillante, y esto por el hecho de haber sido este 
último funcionario interino los últimos cursos, es algo 
que tiene difícil explicación. 

Si a ello añadimos que la prueba específica de cono- 
cimientos se aproxima bastante en su diseño a la labor 
docente ordinaria de impartición de clases, inquieta 
pensar que no sea aquí donde realmente se haga notar 
la experiencia docente y sea necesario el otorgamiento 
de puntuación adicional para hacer valer este mérito. 

Esta institución es consciente, como ya hizo constar 
en el informe a que nos hemos referido, de la convenien- 
cia, desde estrictos planteamientos educativos, de co- 
rregir la situación a que se había llegado a causa del 
recurso a la contratación de personal docente interino 
a que ha venido acudiendo reiteradamente este Depar- 
tamento. 

Entendíamos, asimismq en dicho informe, que los sis- 
temas transitorios de acceso a cuya articulación facul- 
taba la disposición transitoria quinta de la Ley de 
Ordenación General del Sistema Educativo, permitirían 
el establecimiento de sistemas específicos de acceso 
que facilitasen la resolución del problema planteado, 
y señalábamos, por dltimo, que dicho sistema debería 
establecer un equilibrio necesario entre la obtenci6n 
de la finalidad enunciada y el respeto a los principios 
constitucionales de igualdad, mérito y capacidad. 

Lamentablemente, aun cuando en las pruebas selec- 
tivas docentes a que venimos haciendo referencia no se 
hubieran sobrepasado los amplios límites dentro de los 
cuales pueden establecerse pruebas de acceso y deter- 
minarse méritos baremables, es lo cierto que la aplica- 
ción de esta normativa reguladora ha producido, a 
nuestro entender, en algunos casos un resultado injus- 
to que podría ser perjudicial tanto para los adminis- 
trados como para la función pública docente. 

Han sido numerosos, como ya se ha dicho, los recur- 
sos jurisdiccionales que por parte de interesados, tan- 
to individual como colectivamente, se han interpuesto 
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contra las diferentes convocatorias que han tenido lu- 
gar en este año, motivo por el cual, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 17.2. de nuestra ley orgánica 
reguladora, hemos de suspender nuestra posible inter- 
vención en relación con ellas, pues son los órganos ju- 
diciales competentes quienes han de pronunciarse. 

Ello ha sido puesto en conocimiento de los numero- 
sos ciudadanos que han planteado queja ante esta ins- 
titución constitucional en relación con los procesos 
selectivos recientemente celebrados, sin perjuicio de 
manifestar también en nuestros escritos que de acuer- 
do con el propio artículo 17.2, antes citado, esta situa- 
ción no impide que se lleven a cabo las actuaciones 
oportunas sobre los problemas generales planteados en 
las quejas presentadas. 

En virtud de las anteriores consideraciones relacio- 
nadas con los resultados a que ha conducido la aplica- 
ción del Real Decreto 57411991, de 22 de abril, y del dato 
de que el sistema de acceso previsto en el mismo y ya 
utilizado este año debería aplicarse, en principio, a las 
dos próximas convocatorias de acceso a los cuerpos do- 
centes a que se refiere la Ley de Ordenación General 
del Sistema Educativo, hemos considerado oportuno 
formular recientemente al Ministro de Educación y 
Ciencia la siguiente recomendación: 

uQue se lleven a cabo las modificaciones normativas 
precisas a fin de que en las próximas convocatorias a 
los cuerpos de Maestros, Profesores de Enseñanza Se- 
cundaria, Profesores Técnicos de Formación Profesio- 
nal, Profesores de Escuelas Oficiales de Idiomas, 
Profesores de Artes Plásticas y Diseño, Maestros de Ta- 
ller de Artes Plásticas y Diseño y Profesores de Música 
y Artes Escénicas, se asigne a la experiencia docente 
previa en el sector público un valor tal que no impli- 
que la imposición de dificultades extraordinarias a 
quien no la posea para el acceso a la función pública 
docente. m 

En la contestaci6n que nos ha sido remitida, después 
de una serie de precisiones respecto al sistema selecti- 
vo regulado en el Real Decreto 57411991, y en torno a 
los resultados que se han derivado de su aplicación, se 
concluye señalando que udada la vigencia temporal del 
sistema transitorio se están llevando a cabo las actua- 
ciones necesarias a fin de valorar la procedencia de la 
modificación de la normativa aplicable en materia de 
ingreso en la función pública docentem. 

Desde nuestro punto de vista, el párrafo transcrito, 
dada su ambigüedad, no expresa de manera clara cuál 
será la línea de actuación del departamento en torno 
al tema, y en concreto si, tal y como sugerimos en su 
momento, existe o no la intención de proceder a las mo- 
dificaciones normativas ya expresadas en nuestra an- 
terior comunicación, de manera que dichas 
modificaciones resulten aplicables a las dos próximas 
convocatorias que deben producirse de acuerdo con el 
sistema transitorio de acceso, previsto en la Ley de Or- 
denación General del Sistema Educativo, y desarrolla- 
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do actualmente en el Real Decreto 57411991, de 22 de 
abril, ya mencionado. 

En consecuencia, hemos solicitado un nuevo infor- 
me en el que se concrete la incidencia de las actuacio- 
nes que se están llevando a cabo en el ámbito de ese 
departamento con vistas a la modificación de la nor- 
mativa en materia de ingreso en la función pública do- 
cente, en las dos próximas convocatorias que deben 
realizarse de acuerdo con el sistema transitorio previsto 
en la Ley de Ordenación General del Sistema Educati- 
vo, a las que de manera específica se refería nuestra su- 
gerencia de 21 de noviembre último. 

13.1.2. Publicidad y plazo de presentación de solicitu- 
des para participar en pruebas selectivas 

Como se ha dicho anteriormente, un motivo de que- 
ja frecuente es que los interesados en participar en al- 
guna prueba selectiva de ingreso al servicio de la 
Administración tienen dificultades para acceder a las 
convocatorias, tener conocimiento de los requisitos y, 
cumpliéndolos, solicitar su inscripción en el plazo pre- 
visto para ello. Estas dificultades se incrementan en ra- 
zón del aislamiento geográfico relativo que se padezca 
y de si existe o no necesidad de aportar documentación 
acreditativa de méritos baremables en el caso de que 
se trate de ingresos a efectuarse por el sistema de con- 
curso oposición. 

No cabe duda que la Administración del Estado y, en 
particular, el Ministerio para las Administraciones Pú- 
blicas han realizado un notable esfuerzo en estos Últi- 
mos años para mejorar la información a los ciudadanos 
en esta materia. La elaboración y publicación de la ofer- 
ta pública de empleo anual, la predeterminación de los 
plazos en que las pruebas selectivas han de convocar- 
se, comenzar y finalizar (aunque éstos en ocasiones no 
se cumplan) y la labor desarrollada por el Centro de 
Información Administrativa, dependiente del Ministe- 
rio para las Administraciones Públicas, son algunas de 
las medidas adoptadas para lograr que los posibles des- 
tinatarios tengan conocimiento de las plazas que la Ad- 
ministración oferta y se cumpla con ello el principio 
de publicidad en el acceso a las funciones públicas. 

A nadie se le oculta, sin embargo, que el «Boletín Ofi- 
cial del Estado, es un diario al que están suscritos o 
tienen acceso cotidiano un número limitado de perso- 
nas, entre las que no suelen contarse quienes preten- 
dan participar en alguna de las pruebas selectivas que 
se convoquen. Para acceder a este periódico oficial quie- 
nes tengan interés en ello han de desplazarse a centros 
oficiales, a bibliotecas públicas y, en pequeñas locali- 
dades al ayuntamiento, que suele ser el único lugar don- 
de se dispone del «Boletín Oficial del Estado)). De 
cualquier modo, lo normal es que en muchos de los ca- 
sos el «Boletín Oficial, se reciba con varios días de re- 
traso respecto de su fecha de publicación lo que, 
lógicamente, repercute en contra de los interesados en 

participar en pruebas selectivas al ver acortado el pla- 
zo del que disponen para formalizar su solicitud. 

A tenor de las quejas que se reciben, quizá uno de los 
sistemas más frecuentes a través de los cuales se ha- 
cen públicas las ofertas de empleo, es a través de su pu- 
blicidad en las oficinas de empleo dependientes del 
INEM. En ellas es objeto de consulta constante el «Bo- 
letín de Información de Ofertas de Empleo Público)), 
que semanalmente publica el ya citado Centro de In- 
formación Administrativa del Ministerio para las Ad- 
ministraciones Públicas. 

Esta loable iniciativa -que da publicidad no sólo a 
ofertas de vacantes de la Administración del Estado, si- 
no también de las restantes administraciones públicas 
e incluso de las Comunidades Europeas- ve, sin em- 
bargo, limitada su eficacia, por cuanto es frecuente re- 
cibir quejas en el sentido de que cuando este boletín 
se encuentra a disposición del público en las oficinas 
de empleo ya está próxima la fecha de finalización del 
plazo de presentación de solicitudes para participar en 
pruebas selectivas. 

Entendiendo esta institución que la efectividad del 
principio de igualdad en el acceso a la función pública 
requiere que los ciudadanos tengan conocimiento de las 
ofertas de empleo en la administración y dispongan de 
una razonable accesibilidad a dichas ofertas a fin de 
poder participar en ellas cumpliendo los requisitos en 
cada caso establecidos, con ocasión de los expedien- 
tes ..., y 20828/91 nos pusimos en contacto con el INEM 
y con la Dirección General de la Función Pública. 

Ante ambos organismos nuestra pretensión radica- 
ba en conocer los motivos por los que el ya citado 
boletín informativo del Ministerio para las Administra- 
ciones Públicas era recibido con retraso y si se habían 
adoptado medidas al respecto a fin de que este instru- 
mento tuviera plena eficacia. Asimismo, a la Dirección 
General de la Función Pública le solicitábamos infor- 
mación sobre si esta deficiencia se había detectado en 
relación con otros centros o unidades administrativas 
en las que habitualmente se da publicidad a las convo- 
catorias de empleo público. 

En el periodo al que se contrae este informe, el INEM 
no había atendido aún nuestra solicitud de información 
y por parte de la Dirección General de la Función Pú- 
blica se nos comunicó que se daba traslado de nuestro 
escrito a la Inspección General de Servicios de la Ad- 
ministración Pública de quien depende el Centro de In- 
formación Administrativa. 

En cualquier caso, y con independencia del resulta- 
do que tengan nuestras gestiones, queremos dejar cons- 
tancia aquí de este problema planteando la posibilidad 
de que se incrementen los medios destinados a dar pu- 
blicidad a las convocatorias o incluso ampliando el pla- 
zo de veinte días naturales a contar desde el siguiente 
a la aparición de la convocatoria en el «Boletín Oficial 
del Estado» para que los interesados formalicen su ins- 
cripción en la misma. 

- 337 - 



CORTES GENERALES 25 DE ABRIL DE 1992.-SERIE A. NOM. 37 

13.1.3. Cobro de derechos de examen para participar 
en pruebas selectivas 

Con cierta frecuencia se reciben quejas en esta insti- 
tución contra el cobro de derechos de excamen para op- 
tar a puestos de trabajo pertenecientes a cualesquiera 
de las administraciones públicas, tanto en régimen de 
contratación laboral como en régimen de derecho ad- 
ministrativo. 

Las fundamentaciones que se contienen en estas que- 
jas son variadas: 

En algún caso se hace referencia a las dificultades 
que las pesonas en paro o con escasos recursos econó- 
micos tienen para acceder a estos puestos de trabajo, 
generando el cobro de estos derechos de examen una 
desigualdad en su perjuicio: en otros supuestos se ha- 
ce referencia a la desigualdad que supone la diferente 
cuantía que se exige según la plaza, cuerpo o escala a 
la que se aspira a ingresar; otras quejas manifiestan su 
desacuerdo con el hecho de que estos derechos de exa- 
men sean exigidos por algunas administraciones públi- 
cas cuando otras los han suprimido; finalmente -y 
quizá sea ésta la alegación más frecuente- se cuestio- 
na la legalidad del cobro de estos derechos de examen 
por entender que su exigencia no respeta el principio 
de legalidad tributaria al no existir norma de rango su- 
ficiente que ampare tal exacción. 

Al analizar estas quejas no ignoramos que la selec- 
ción de personal funcionario y laboral para las dis- 
tintas administraciones públicas genera unos determi- 
nados costes que es necesario afrontar y que obligan 
al empleo de recursos propios en una actividad que tie- 
ne unos sujetos determinados y concretos. Ahora bien, 
no cabe duda que la publicidad de las convocatorias y 
el respeto a los principios constitucionales de mérito 
y capacidad, tienen como finalidad esencial garantizar 
el principio de igualdad en el acceso a funciones y car- 
gos públicos, beneficiando al propio tiempo a las ad- 
ministraciones ya que, a través de procedimientos 
objetivos, consiguen seleccionar al personal más cua- 
lificado de entre todos aquellos que optan a las plazas 
que se convocan. 

Adicionalmente cabe plantear que no parece desacer- 
tado que la sociedad en general asuma el coste de los 
procesos para seleccionar los mejores candidatos pa- 
ra los puestos de trabajo de carácter público, puesto 
que, sin duda, es la sociedad la beneficiaria última de 
una adecuada elección. Ello sin olvidar que resulta 
cuando menos paradójico que hayan de ser los aspiran- 
tes a un puesto de trabajo los que sufraguen total o par- 
cialmente el coste de la selección. 

En base a las consideraciones expuestas al hilo de 
la tramitación del expediente 91 10044 planteamos al Se- 
cretario de Estado para la Administración Pública las 
cuestiones antes expuestas y le solicitamos su parecer 
sobre la conveniencia de mantener la exigencia del pa- 
go de estos derechos de examen en todas o en algunas 
de las convocatorias para la selección del personal, ya 

sea funcionario de carrera, interino, laboral fijo o 
eventual. 

La respuesta del Ministerio para las Administracio- 
nes Públicas, que se transcribe a continuación, abre el 
camino hacia la supresión del cobro de derechos de exa- 
men en un futuro no muy lejano, si bien no responde 
exactamente a las cuestiones planteadas en nuestro 
escrito. 

Concretamente, se afirma que: 

<<PRIMERO 

El Minister-u para las Administraciones Públicas con- 
sidera que la supresión o reducción de los derechos de 
examen sólo para determinados colectivos, en pariicu- 
lar, para las :)er: ‘mas inscritas en las oficinas del INEM 
plantea una serie de problemas que desaconsejan la 
adopción de esta medida. 

En primer lugar, cabe destacar la dudosa constitu- 
cionalidad de esta iniciativa en relación con el princi- 
pio de igualdad de todos los ciudadanos en el acceso 
a la función pública: La inscripción en el INEM como 
desempleado no puede ser considerada como justifica- 
ción suficiente para eximir del pago de estos derechos; 
la diversidad de situaciones sociolaborales de las per- 
sonas inscritas en el INEM impide establecer una co- 
rrelación directa entre nivel de renta y búsqueda de 
empleo, todo ello sin olvidar que se estaría excluyendo 
con este criterio a las personas que sí tienen empleo 
pero que están interesadas en una mejora laboral o que 
trabajan para poder concluir y costearse unos deter- 
minados estudios. 

En segundo lugar, la utilización de este u otro crite- 
rio alternativo dificultaría tremendamente la admisión 
de candidatos, lo que podría provocar demoras en los 
procesos selectivos 

SEGUNDO 

Aunque no parece que el pago de los llamados dere- 
chos de examen tenga una incidencia directa en la con- 
currencia a la Oferta de Empleo Público, el MAP es 
partidario de enfocar la cuestión en el marco del pro- 
ceso de modernización de la Administración del Esta- 
do en su conjunto. 

Desde este punto de vista, la alternativa de supresión 
de estos derechos para todos los ciudadanos que pue- 
den concursar en la OEP debe valorarse en función de 
los programas que se pongan en marcha para la mejo- 
ra de los procesos selectivos y la promoción interna. 

En todo caso, hay que tener en cuenta que la Admi- 
nistración dejaría de recaudar un voluman de ingresos 
considerable -aproximadamente una media anual de 
250-300 millones de pesetas- con los que se hace frente 
parcialmente al pago de dietas y tribunales. Por consi- 
guiente, de adoptarse esta medida, sería necesario es- 
tablecer mayores dotaciones presupuestarias para la 
selección de personal. 
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En este sentido, sería necesario plantear esta posibi- 
lidad al Ministerio de Economía y Hacienda. 

TERCERO 

Considerando los aspectos citados en el apartado an- 
terior, el MAP está valorando la viabilidad de proceder 
a una supresión de estos derechos para todos los can- 
didatos, encontrándose, por el momento, el tema en 
estudio.)) 

Como ya hemos indicado, la contestación del Minis- 
terio para las Administraciones Públicas abre en su ú1- 
timo punto el cauce hacia una reforma que suprima el 
pago de las cantidades exigidas actualmente como de- 
rechos de examen, circunstancia ésta que nos contra- 
tula, máxime cuando no se ha aportado ninguna 
argumentación al motivo más habitual de las quejas 
que se reciben, esto es, la falta de cobertura legal para 
la exigencia de estas cantidades de dudosa naturaleza 
jurídica. 

No obstante lo anterior, ha de hacerse notar que en 
la comunicación del ministerio no se hace referencia 
a plazo alguno, lo cual pudiera dilatar excesivamente 
la adopción de esta medida. Si ello fuera así, entende- 
mos que podrían adoptarse medidas provisionales de 
cualquier índole tendentes a favorecer a aquellas eco- 
nomías más necesitadas, de manera que el acceso a 
puestos de trabajo en el sector público no supusiese 
ninguna carga económica adicional. 

P 

13.1.4. El plazo posesorio tras el ingreso de funciona- 
rios en cuerpos o escalas por promoción 
interna 

El Reglamento General de Provisión de Puestos de 
Trabajo y Promoción Interna de los Funcionarios Civi- 
les del Estado aprobado por Real Decreto 28/1990, de 
15 de enero, dispone en su artículo 18.1 que el plazo para 
tomar posesión del nuevo destino obtenido será de tres 
días hábiles si este destino radica en la misma locali- 
dad, o de un mes si radica en localidad distinta. A su 
vez añade este mismo reglamento en el punto 4 del mis- 
mo artículo antes citado que «a todos los efectos el pla- 
zo posesorio se considerará como de servicio activo». 

Esta última precisión viene a superar defectos exis- 
tentes en la normativa anterior reguladora de la mate- 
ria que generaba el que, en muchas ocasiones, los 
funcionarios hubiesen de acudir a procedimientos irre- 
gulares para conseguir que en sus títulos de funciona- 
rios y en las habilitaciones correspondientes figurasen 
fechas inmediatas, cuando no simultáneas, de cese y to- 
ma de posesión para que el plazo posesorio de que dis- 
ponían les fuese computado como servicio activo a 
todos los efectos, y de modo particular en lo que se re- 
fiere a las retribuciones. 

No es infrecuente recibir quejas en esta institución 
constitucional procedentes de funcionarios que a tavés 

de los mecanismos previstos en la Ley 30/84, de Medi- 
das para la Reforma de la Función Pública, para for- 
mentar la promoción interna de los funcinarios, 
ingresan en cuerpos o escalas de grupos superiores y 
se encuentran con dificultades a la hora de hacer uso 
del plazo posesorio de que dispongan para acceder a 
su nuevo destino. 

Debe tenerse en cuenta, puesto que ello es significa- 
tivo, que es en el propio decreto regulador de la provi- 
sión de puestos de trabajo donde se trata también lo 
que afecta a la promoción profesional de los funciona- 
rios civiles de la Administración del Estado. Así, el ca- 
pitulo VI1 del mencionado reglamento lleva por título 
«Fomento de la promoción interna» y determina los re- 
quisitos de los que han de disponer los funcionarios pa- 
ra poder hacer uso de esta vía excepcional de ingreso 
en otros cuerpos o escalas. 

Con ocasión del expediente 9121984 tramitamos an- 
te la Dirección General de la Función Pública el caso 
de un funcionario que mediante su participación en 
pruebas selectivas para ingreso de un cuerpo del gru- 
po B, procedente de otro cuerpo del grupo C, se veía en 
la necesidad de trasladarse de Pamplona a Málaga don- 
de se encontraba su nuevo destino, sin que el plazo de 
un mes del que disponía para tomar posesión pudiese 
tener, en ningún caso, el carácter de retribuído a tenor 
de lo establecido en la normativa vigente. 

A nuestro entender, y tras comprobar que efectiva- 
mente no existe previsión normativa para que en el ca- 
so de promoción interna el plazo posesorio sea 
computado como servicio activo a todos los efectos, 
puede resultar contraria esta situación a la filosofía que 
subyace en el fomento de la promoción interna ya que 
comparativamente recibe un peor trato el funcionario 
que cambia el destino en su propio cuerpo que aquel 
otro que tras un considerable esfuerzo personal puede 
acceder a otro cuerpo o escala de grupo superior tras 
superar las correspondientes pruebas selectivas. 

Ya sabemos que puede argumentarse en contra de lo 
anterior que diferente es el cambio de destino de un fun- 
cionario en razón de un concurso de traslados que la 
toma de posesión que ha de efectuar de su primer des- 
tino un funcionario tras ingresar en un cuerpo o esca- 
la de la Administración. Sin embargo, entendemos que 
en los destinos obtenidos por promoción interna tras 
la participación en pruebas selectivas no puede olvi- 
darse que quienes los obtienen son ya funcionarios pú- 
blicos y su vida profesional y económica está 
inmediatamente vinculada a esta circunstancia de ma- 
nera directa. 

En este sentido, nos parece evidente que la normati- 
va reguladora de la materia debiera contener alguna 
previsión concreta que permitiese a los funcionarios 
que han de tomar posesión de un destino obtenido por 
promoción interna, disfrutar de un régimen similar al 
que resulta aplicable a la generalidad de los funciona- 
rios cuando, sin cesar en ningún momento en su con- 
dición de tales, han de tomar posesión de un nuevo 
destino obtenido por concurso. 
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En cualquier caso, en el momento de redactarse este 
informe estamos a la espera del parecer de la Dirección 
General de la Función Pública a la que le ha sido plan- 
teada la cuestión a finales del año 1991. 

13.1.5. La obligación de ocupar una vivienda determi- 
nada en función del puesto de trabajo desem- 
peñado 

El artículo 19 de la Constitución en su párrafo pri- 
mero determina expresamente que «los españoles tie- 
nen derecho a elegir libremente su residencia y a 
circular por el territorio nacional)). A su vez, el artícu- 
lo 139 establece en su número 2 que «ninguna autori- 
dad podrá adoptar medidas que directa o 
indirectamente obstaculicen la libertad de circulación 
y establecimiento de las personas y la libre circulación 
de bienes en todo el territorio español)). 

La legislación vigente en materia de función pública 
establece una limitación razonada a estas libertades 
constitucionales en el artículo 77 de la todavía parcial- 
mente vigente Ley articulada de los Funcionarios Civi- 
les del Estado, el cual establece el deber de los 
funcionarios de residir en el término municipal donde 
radique la oficina, dependencia o lugar donde presten 
sus servicios, obligación ésta que puede ser levantada 
por el subsecretario del departamento cuando existan 
causas justificadas y siempre y cuando ello sea com- 
patible con el exacto cumplimiento de las tareas pro- 
pias del cargo. 

Esta limitación que hemos calificado de razonada es 
conocida previamente por todos íos funcionarios en el 
momento de asumir la obligación de desempeñar un 
determinado puesto de trabajo de modo tal que al acep- 
tar voluntariamente, no ya el ingreso en la función pú- 
blica, sino el desempeño de un puesto de trabajo 
concreto, aceptan también el cumplimiento de esta obli- 
gación cuya justificación última radica en la buena 
marcha de los servicios públicos. 

Sin embargo, con ocasión del expediente 918706 'se 
nos planteó el caso de una funcionaria del Cuerpo Su- 
balterno que tras haber obtenido por concurso un des- 
tino en la Escuela Oficial de Idiomas de Gijón fue 
informada que el desempeño de ese puesto de trabajo 
conllevaba para ella la obligación de residir forzosa- 
mente en la vivienda existente en dicha escuela oficial 
de idiomas, obligación que le venfa dada por ser la fun- 
cionaria la de menor antigüedad de su categoría desti- 
nada en dicha Escuela Oicial de Idiomas donde existían 
otros dos ordenanzas contratados en régimen laboral. 
Esta institución procedió al análisis de la normativa vi- 
gente en la materia en base a la cual la Dirección Pro- 
vincial del Ministerio de Educación y Ciencia en 
Asturias había cursado orden a la funcionaria en cues- 
tión para que fijase su residencia en la vivienda de la 
escuela oficial de idiomas. Esta normativa estaba con- 
tenida en el Decreto 314311971, de 6 de diciembre, por 
el que se aprobó el Reglamento del Cuerpo General Su- 
balterno de la Administración Civil del Estado. 
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El capítulo 5." del citado reglamento bajo el título «De 
las Portería Mayores)) establece en su artículo 17 que 
«en las dependencias, cuyo volumen lo aconseje, o así 
se determine, existirá una portería mayor o consejería 
que será cubierta mediante el sistema de libre desig- 
nación entre funcionarios del Cuerpo Subalterno ads- 
critos al centro)). En el artículo 18 se dispone que «en 
los supuestos en que sea obligatorio vivir en la vivien- 
da, habilitada en la dependencia para el funcionario del 
cuerpo subalterno, de no existir candidato voluntario, 
la designación forzosa recaería en el funcionario más 
moderno )). 

Como es bien sabido, son numerosos los puestos de 
trabajo dependientes de la Administración del Estado 
(secretarías generales de gobiernos civiles, delegacio- 
nes provinciales de hacienda, etc.) que disponen de re- 
sidencia oficial para el titular del correspondiente 
puesto de trabajo. Sin embargo, que la obligación de 
residencia pueda imponerse a un funcionario por el 
simple hecho de pertenencer a un determinado cuer- 
po o escala, como ocurre en el caso de los funcionarios 
del Cuerpo General Subalterno, caso de estar destina- 
do en una dependencia en la que exista vivienda y no 
hallarse otro funcionario más antiguo que quiera ocu- 
parla, nos parece dudosamente compatible con las pre- 
visiones constitucionales relativas a la libertad de 
circulación y de residencia. 

En el caso planteado ante la Dirección Provincial de 
Educación y Ciencia en Asturias no fue necesario con- 
tinuar nuestras actuaciones, puesto que la propia di- 
rección provincial nos informó en su momento que en 
la misma escuela oficial de idiomas se había generado 
una nueva vacante, la cual había sido convocada con 
derecho a vivienda y habiéndose presentado a ella va- 
rios candidatos ya no era preciso instar a la funciona- 
ria que había acudido a esta institución constitucional 
a que ocupase obligatoriamente la vivienda. 

De todos modos, con carácter general, esta institu- 
ción entiende que la obligación de residir en una de- 
terminada vivienda debería en todo caso figurar en las 
convocatorias que se celebrasen como requisito expre- 
so para ocupar un determinado puesto de trabajo, de 
modo y manera que en ningún supuesto se pretendie- 
ra obligar a algún funcionario concreto a ocupar una 
determinada vivienda cuando la antedicha obligación 
no figuraba en la convocatoria en la que tal funciona- 
rio hubiese participado. 

13.1.6. Acumulación de recursos en materia de perso- 
nal en el Organismo Autónomo Correos y Telé- 
grafos 

Ya se ha hecho referencia en algún otro lugar de este 
informe a la escasa efectividad que tienen los mecanis- 
mos de recursos previstos en la normativa vigente en 
materia de personal, puesto que, lamentablemente, los 
plazos de resolución de estos recursos en vía adminis- 
trativa y más aún en vfa contenciosa hacen que la deci- 
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sión final que recaiga, caso de ser favorable al 
funcionario, sea ineficaz por el transcurso del tiempo. 

En lo que se refiere al personal de Correos y Telégra- 
fos, en nuestro informe anual a las Cortes Generales co- 
rrespondientes al año 1990 decíamos textualmente: 

«En resumen, esta institución entiende que desde el 
año 1988 están detectados y expuestos los diversos pro- 
blemas que afectan a este servicio, problemas que se 
centran en dos órdenes, la dispersión normativa y la in- 
suficiencia de medio personales y materiales tratados 
con eficacia. Por ello, sin perjuicio de reconocer el es- 
fuerzo realizado por la Administración, entiende que 
éste es insuficiente, y como resultado continúa gene- 
rando quejas cualitativa y cuantitativamente similares 
a las de años anteriores. 

Individualmente estas quejag van encontrando solu- 
ciones positivas, pero como carácter general seguirán 
produciéndose mientras no se aborde decididamente 
el doble problema normativo y de medios expresado. 
Mientras ese momento llegue, no cabe al Defensor del 
Pueblo otra vía que la tramitación, como se ha venido 
haciendo durante 1990, de las quejas concretas, y el se- 
guimiento esperanzado de la actividad de la adminis- 
tración de correos frente a las disfunciones generales 
que tiene planteadas, y que quedaron señaladas, resul- 
tando inútil su repetición en los sucesivos informes)). 

Pues bien, tras el proceso de reforma iniciado con la 
creación del Organismo Autónomo G Correos y Telégra- 
fos» en la Ley de Presupuestos Generales del Estado pa- 
ra 1991 continúan siendo numerosos los funcionarios 
de Correos que este último año han comparecido ante 
el Defensor del pueblo reclamando no sólo por la pro- 
blemática antes descrita sino contra el uso indebido por 
parte de ese organismo de la ficción jurídica del silen- 
cio administrativo negativo en cuestiones que afectan 
a la gestión del personal. 

No ignoramos, como ya hemos puesto de manifiesto 
en diversas oportunidades, las múltiples dificultades 
de gestión que padece el Organismo Autónomo Correos 
y Telegrafos así como el voluminoso número de funcio- 
narios que tiene a su cargo. Sin embargo, la eficacia real 
del sistema equilibrado de privilegios y garantías en- 
tre la Administración y sus administrados exige que no 
exista descompensación en favor de una o de otros. Pa- 
rece completamente innecesario insistir en que los ad- 
ministrados quedan severamente desprotegidos si todo 
el sistema de recursos administrativos resulta inútil por 
la dilación que padecen los servicios encargados de re- 
solverlos, de modo tal que aquéllos han de acudir a la 
jurisdicción contencioso-administrativa para resolver 
sus problemas. 

En este sentido nos ha preocupado de manera espe- 
cial el haber tenido noticia, a través de algunas quejas 
planteadas por representantes sindicales de funciona- 
rios de Correos y Telégrafos y asimismo a través de al- 
gún medio de comunicación próximo a los funcionarios 
públicos, de que en el momento actual existirían un to- 

tal de 20.000 recursos de reposición interpuestos ante 
esa dirección general, además de otros 7.000 ya en vía 
contenciosa, pendientes de resolución. 

Por todo lo anterior, con ocasión de la tramitación 
del expediente 9123563, iniciado de oficio por esta ins- 
titución, se solicitó al Director General de Correos y Te- 
légrafos informe sobre la situación que efectivamente 
se estuviese dando en los servicios encargados de la re- 
solución de los recursos administrativos y las previsio- 
nes que existiesen en orden a agilizar y poner al día 
dichos servicios, así como los datos que se estimasen 
de interés relativos a las dotaciones de personal tanto 
existentes como los que se considerasen necesarios. 

La respuesta recibida ponía de manifiesto en sínte- 
sis los siguientes aspectos: 

Por una parte, se hacía referencia a la peculiaridad 
de los servicios de correos que en materia de personal 
desde el año 1978 están inmersos en una compleja y no 
muy afortunada reforma legal que ha dado origen a una 
sucesión permanente de recursos y nuevas disposicio- 
nes tendentes a afrontar los fallos de las sentencias, fru- 
to de todo lo cual ha sido la presentación de numerosas 
reclamaciones y recursos en materia de personal. 

En segundo lugar, se reseña que la creación del Or- 
ganismo Autónomo Correos y Telégrafos y su desarro- 
llo estatutario pretende, entre otras'cosas, la creación 
de un área (Gabinete Jurídico) del que dependerían dos 
secciones de recursos a las que se dotaría de infraes- 
tructura material y personal para tratar de poner al día 
estos servicios. 

En cualquier caso, la contestación que nos ha sido 
remitida por la Dirección General de correos y Telégra- 
fos no desvirtúa en absoluto los preocupantes datos que 
habían dado origen a nuestra intervención, y nos hace 
manifestar aquí y ahora que a lo largo del año 1992 lle- 
varemos a cabo un atento seguimiento de esta proble- 
mática hasta que tengamos constancia de que la misma 
ha sido resuelta. 

13.1.7. Retribuciones del personal funcionario desti- 
nado en el extranjero 

La peculiaridad de la función desempeñada y la di- 
versidad de los lugares donde ésta ha de desempeñar- 
se origina que tal y como prevé el número 2 del artículo 
1 de la Ley 30/84, de 2 de agosto, de Medidas para la 
Reforma de la Función Pública, el personal funciona- 
rio destinado en el extranjero disfrute de un régimen 
jurídico peculiar, entre otros aspectos, en lo que se re- 
fiere a sus retribuciones. 

La normativa vigente en la materia está constituida 
en lo fundamental por el Real Decreto 1404/86, modifi- 
cado con posterioridad por el Real Decreto 1239/88, de 
14 de octubre. 

Entre las previsiones específicas que contiene esta 
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normativa para atender a las peculiaridades propias de 
los funcionarios públicos destinados en el extranjero 
se contiene la siguiente en el artículo 5.0: 

(( 1. Los funcionarios destinados en los países en los 
que los estudios cursados en centros públicos pudie- 
ran presentar, por razones de índole lingüística, cultu- 
ral o pedagógica, grandes divergencias con las 
oficialmente vigentes en cada momento en España, po- 
drán obtener una indemnización por cada hijo menor 
de edad efectivamente escolarizado en el país de 
destino. 

2. Los países en los que se tendrá derecho a perci- 
bir la indemnización por educación serán determina- 
dos por el Ministerio de Economía y Hacienda, previo 
informe del Ministerio de Educación y Ciencia.)) 

Pues bien, en el caso planteado en el expediente 
9022610 una funcionaria destinada en la Embajada de 
España en Kuala Lumpur (Malasia) ponía en nuestro 
conocimiento que tras haber solicitado la indemniza- 
ción a que hace referencia el artículo antes transcrito, 
ésta le había sido denegada dado que no habían sido 
desarrolladas las previsiones del citado texto legal. 

Sin embargo, la interesada en el presente caso ponía 
de manifiesto que el sistema público educativo en su 
país de destino se impartía en bahasa malaysa, que es 
el idioma oficial, teniendo además una fortísima in- 
fluencia islámica, al ser el Islam la religión oficial de 
Malasia, con lo que se veía obligada a enviar a sus hi- 
jos a colegios privados británicos, con un coste muy ele- 
vado imposible de sostener con las retribuciones que 
percibía. 

Tramitada esta queja ante el Ministerio de Asuntos 
Exteriores, fuimos informados que nuestra comunica- 
ción se remitía al Ministerio de Economía y Hacienda 
(Dirección General de Costes de Personal y Pensiones 
Públicas) por ser de su competencia el desarrollo del 
artículo 5.0 del Real Decreto antes citado. 

Finalmente, se recibió informe de la dirección gene- 
ral antes citada respecto del caso planteado en el que 
sintéticamente se informa a esta institución constitu- 
cional que no estaba previsto desarrollar normativa- 
mente el artículo 5.0 del Real Decreto 1239/88, motivo 
por el cual la interesada en el presente caso no tendría 
derecho a percibir la indemnización por educación, ni 
menos aún existían previsiones de que su país de des- 
tino (Malasia) estuviese eventualmente incluido en 
aquellos que pudieran dar lugar a tal indemnización 
en favor de los funcionarios allí destinados. 

De la respuesta del Ministerio de Economía y Hacien- 
da se dio traslado a la funcionaria interesada, y tras 
el análisis detallado de la posición mantenida por el Mi- 
nisterio de Economía y Hacienda y las alegaciones for- 
muladas por la funcionaria afectada, nos volvimos a 
poner en contacto con la Dirección General de Costes 
de Personal y Pensiones Públicas, formulando la reco- 
mendación que a continuación se transcribe: 

«El artículo 5.0 del Real Decreto 1404/86 habilita al 
Ministerio de Economía y Hacienda, previo informe del 
Ministerio de Educación y Ciencia, para determinar los 
países en los que los funcionarios destinados en ellos 
pueden obtener una indemnización por cada hijo me- 
nor de edad efectivamente escolarizado en dicho país, 
cuando existan grandes divergencias de naturaleza lin- 
güística, cultural pedagógica entre el sistema educati- 
vo público de su lugar de destino y el vigente en cada 
momento en España.)) 

En su informe antes citado, de fecha 5 de febrero de 
este año, se argumenta que la no aplicación de la pre- 
visión contenida en el mencionado artículo 5.0 se debe 
a que la indemnización por educación se encontraría 
subsumida en los módulos por los que se multiplican 
las retribuciones íntegras de estos funcionarios para 
adecuarlas a las peculiaridades de la función pública 
en el exterior. En concreto, se nos pone de manifiesto 
que 

«... si bien el artícuo 5.0 del Real Decreto 1404/1986, 
citado, prevé la habilitación legal para establecer una 
indemnización independiente por educación para de- 
terminados países, el Ministerio de Economía y Hacien- 
da ha decidido hasta la fecha actual no diferenciar esta 
indemnización de la que se determina, según el ar- 
tículo 3.0 del citado Real Decreto, multiplicando la su- 
ma especificada por dos módulos, de equiparación del 
poder adquisitivo y de calidad de vida, y cuyo carácter 
viene delimitado por el artículo 8.0 del Real Decreto 
140411986, añadido a éste por el artículo 5." del Real De- 
creto 1239/1988, ambos ya citados.)) 

para añadir a continuación que 

«... la indemnización se establece a través del módu- 
lo de calidad de vida, que deriva de la consideración 
de todos los factores que puedan disminuirla con rela- 
ción a España, incluyendo la educación en este conjun- 
to, a través del factor de incomunicación cultural, en 
lugar de utilizar las condiciones de implementación que 
ofrece la habilitación legal del artículo 5.0 del Real De- 
creto 123911988, citado. )> 

Sin embargo, a nuestro parecer, este modo de actua- 
ción es contrario a las previsiones normativas conteni- 
das en la regulación de las retribuciones de los 
funcionarios destinados en el exterior y, además, com- 
porta unos resultados que no pueden calificarse de idó- 
neos desde el punto de vista de la equidad. 

En efecto, el Real Decreto 1404/1986, modificado por 
el Real Decreto 1239/1988, regula de manera indepen- 
diente la estructura y procedimiento para la determi- 
nación de las retribuciones de los funcionarios 
destinados en el extranjero (artículos 2 y 3) separándo- 
las claramente de las denominadas << indemnizaciones 
por representación y educación)), que tienen una natu- 
raleza diferente (artículos 4 y 5). 
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El principio rector de la regulación de las retribucio- 
nes del personal que presta servicios en el exterior es 
que éstas sean atribuidas por los mismos conceptos y 
cuantía que con carácter general retribuyen al resto de 
los funcionarios públicos. Ahora bien, el hecho de pres- 
tar servicios en el exterior a la Administración espa- 
ñola conlleva para la generalidad de los funcionarios 
modificaciones, tanto en la calidad de vida como en el 
poder adquisitivo que se puede alcanzar con las retri- 
buciones que se prevén con carácter general para to- 
dos los funcionarios públicos. Por este motivo, con toda 
lógica, se prevé con carácter general que a las retribu- 
ciones que corresponden al personal destinado en el ex- 
terior se apliquen unos módulos multiplicadores a 
través de los cuales se compense la diferente calidad 
de vida y se equipare su poder aquisitivo con aquel que 
disfrustan los funcionarios qu5 prestan servicios en el 
territorio nacional. 

Al margen de lo anterior, determinados puestos de 
trabajo en determinados países pueden originar que el 
funcionario que presta servicios en el exterior deba lle- 
var a cabo gastos significativos de representación o 
tener singulares dificultades para escolarizar adecua- 
damente a sus hijos. La evidencia de estos hechos dio 
lugar a que la normativa reguladora de las retribucio- 
nes del personal que presta servicios en el exterior pre- 
vea la existencia de indemnizaciones para los gastos de 
representación e indemnizaciones en razón de los gas- 
tos que origina la escolarización de íos hijos en países 
en los que el sistema educativo sea significativamente 
distinto. 

El artículo 6.1 del Real Decreto 1239/1988 alude es- 
pecíficamente a las indemnizaciones por representa- 
ción y educación como conceptos independientes de los 
restantes conceptos retributivos a los que se aplican los 
módulos de equiparación del poder adquisitivo y de ca- 
lidad de vida al determinar que son todos ellos los úni- 
cos conceptos retributivos que pueden percibir los 
funcionarios afectados por el real decreto citado. En 
cualquier caso, para esta institución resulta evidente 
que si la indemnización por educación pudiera subsu- 
mirse en uno de los conceptos que integran el módulo 
de calidad de vida (incomunicación cultural) sería inú- 
til la previsión especial de esta indemnización que se 
contiene en el artículo 5.” del real decreto que regula 
la materia. 

Con independencia de lo anterior, consideramos que 
la interpretación que se lleva a cabo en el informe que 
en su momento remitió esa dirección general conduce 
a resultados que no son idóneos desde el punto de vis- 
ta de la equidad. Nos referimos aquí, en concreto, al he- 
cho de que no distinguir la incomunicación cultural 
(perteneciente al módulo de calidad de vida) de la in- 
demnización por graves divergencias entre la enseñan- 
za del país en cuestión y la vigente en cada momento 
en España, implica indemnizar por igual a los funcio- 
narios sin tener en cuenta su situación familiar, es de- 
cir, con independencia de que tengan o no hijos en edad 
escolar. 
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Ello, en nuestra opinión, contradice abiertamente no 
sólo la naturaleza propia de la indemnización, sino tam- 
bién su rgulación literal, dado que el artículo 5.1 del 
Real Decreto 1404/1986 dispone expresamente que los 
funcionarios podrán obtener la indemnización a la que 
venimos haciendo referencia “por cada hijo menor de 
edad efectivamente escolarizado en el país de destino». 

En base a todo lo anterioir, y de acuerdo con lo esta- 
blecido en el artículo 30.1 de la Ley Orgánica 311981, 
de 6 de abril, por la que se rige esta institución consti- 
tucional, formulamos la siguiente RECOMENDACION: 

“Que, de acuerdo con la habilitación contenida en el 
número 2 del artículo 5.0 del Real Decreto 1404/1986, 
modificado por el Real Decreto 1239/1988, por el que 
se regula el régimen de retribuciones de los funciona- 
rios detinados en el extranjero, se solicite informe al 
Ministerio de Educación y Ciencia y se determinen los 
países en los que los funcionarios tengan derecho a per- 
cibir la indemnización por educación estableciéndose 
la cuantía de ésta.» 

Lamentablemente el Ministerio de Economía y Ha- 
cienda no ha sido sensible a las argumentaciones pues- 
tas de manifiesto hasta aquí, y recientemente ha 
respondido a nuestra recomendación poniendo de ma- 
nifiesto que no considera oportuno por el momento de- 
sarrollar la indemnización por educación a que ya 
hemos hecho referencia en base fundamentalmente a 
que la cuantía de las retribuciones que perciben los fun- 
cionarios en el exterior, sin desarrollarse este capítu- 
lo, tienen un volumen adecuado a las posibilidades 
presupuestarias. 

Desde luego esta institución no considera proceden- 
te pronunciarse sobre la adecuación o inadecuación en 
la cuantía de las retribuciones correspondientes al per- 
sonal que presta servicio en el exterior, pero ello no obs- 
tante reiteramos plenamente las argumentaciones 
expuestas hasta aquí ya que en nuestra intención nun- 
ca hubo otra finalidad que compensar a quienes se en- 
contraban en una determinanda situación (con hijos en 
edad escolar en un país con un sistema educativo radi- 
calmente distinto del nuestro) por unos gastos que ne- 
cesariamente se ven obligados a efectuar. Ello es por 
tanto algo diferente de la valoración que merezca para 
el Ministerio de Economía y Hacienda la cuantía de las 
retribuciones que, en general, perciben los funcionarios 
destinados en el exterior. 

13.2. Personal militar 

13.2.1. Integración de escalas en la Ley 17/1989, de 19 
de julio 

Del conjunto de quejas tramitadas sobre este asun- 
to, resulta como denominador común la preocupación 
manifestada por quienes han comparecido ante esta ins- 
titución, sobre el proceso de integración de escalas que 
se viene ejecutando por el Ministerio de Defensa a raíz 
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de la promulgación de la Ley 1711989, de 19 de julio, Re- 
guladora del Régimen del Personal Militar Profesional. 

Esta institución ha considerado siempre dos aspec- 
tos singulares en esta cuestión. Por un lado, la especial 
complejidad que conlleva el tratamiento de las escalas 
del personal militar profesional cuando se trata de pro- 
ceder a una reconducción de las mismas, con criterios 
de adaptación de plantillas y, en suma, reducción de 
efectivos; y por otro lado, el respeto al criterio de dis- 
crecionalidad que preside todo este tipo de actuacio- 
nes no ya sólo en el ámbito de la administración militar 
sino de la Administración general. 

No obstante, se ha seguido con especial atención el 
proceso de desarrollo de disposiciones de carácter re- 
glamentario dictadas al amparo de la ley mencionada. 
Este proceso debería estar conformado por aquellos re- 
glamentos que efectivamente permitan la aplicación en 
bloque del conjunto de disposiciones que naturalmen- 
te correspondan a cada uno de los apartados de la Ley. 

Así el Real Decreto 1385/90, de 8 de noviembre, que 
aprueba el Reglamento General de Adquisición y Pér- 
dida de la Condición Militar y de Situaciones Adminis- 
trativas del Personal Militar Profesional, el Real Decreto 
1622/90, de 14 de diciembre por el que se aprueba el 
Reglamento General de Evaluaciones, Clasificaciones 
y Ascensos del Personal Militar Profesional, el Real De- 
creto 1637/90, de 20 de diciembre, por el que se aprue- 
ban las normas reglamentarias de Integración de 
Escalas de las Fuerzas Armadas, el Real Decreto 255/91, 
de 1 de marzo de Adaptación de las Leyes de Plantillas 
de las Fuerzas Armadas a la estructura de cuerpos, es- 
calas y empleos que dispone la Ley 17/89, de 19 de ju- 
lio, el Real Decreto 1445/90, de 7 de septiembre por el 
que se crea el servicio de asistencia religiosa en las 
Fuerzas Armadas y se dictan normas sobre su funcio- 
namiento, el Real Decreto 1494/91, de 11 de octubre, por 
el que se aprueba el Reglamento General de Retribu- 
ciones del Personal de las Fuerzas Armadas, el Real De- 
creto 832/91 por el que se constituyen las Juntas 
Superiores de los Cuerpos Comunes de las Fuerzas Ar- 
madas y los Organos de Evaluación correspondientes, 
son precisamente disposiciones de desarrollo a las que 
nos hemos referido que constituyen un núcleo norma- 
lizado dentro de la propia Ley. 

Pero frente a ellas comienza a detectarse la aparición 
de una normativa, que sin entrar a valorar la oportuni- 
dad de la misma, puede provocar precisamente, por su 
contenido un cierto grado de confusión, dispersando 
el nivel de información que los profesionales de las 
Fuerzas Armadas desean tener con relación a sus ex- 
pectativas de carrera, lo que origina que se dirijan a 
esta institución planteando cuestiones relativas al pro- 
ceso de integración y de ascensos dentro de las escalas 
integradas, que no pueden ser atendidas, bien por res- 
peto a ese principio de discrecionalidad al que hemos 
hecho referencia, bien porque se encuentran sometidas 
a recursos contencioso-administrativos que originan la 
suspensión de la intervención de esta institución. 

Sirva de ejemplo de este tipo de disposiciones la re- 

ciente promulgación del Real Decreto 11/92, de 17 de 
enero, de Normas de Aplicación de los Requisitos de 
Tiempo para el Ascenso que determina el Real Decreto 
1622/90, de 14 de diciembre, en el que se pone de relie- 
ve, en su propio preámbulo, el carácter de transitorie- 
dad de sus disposiciones, que ((eviten la falta de 
continuidad en los ascensos del personal de las Fuer- 
zas Armadas permitiendo alcanzar los efectivos auto- 
rizados ». 

Por otra parte, este tipo de disposiciones basadas fun- 
damentalmente en lograr desarrollar los procesos pre- 
vistos en la Ley 17/89, incorporan mecanismos como el 
establecido en el artículo 4 párrafo 2.0 del real decreto 
citado, que añaden un elemento de complejidad, al uti- 
lizar «una fórmula matemática)) para alcanzar a medio- 
largo plazo los objetivos que se persiguen a través de 
la fijación de lo que se denomina «un calendario de 
adaptación ». 

En suma esta institución recomienda al Ministerio 
de Defensa facilitar lo más posible un nivel de infor- 
mación y una claridad en todo el proceso, lo que evite 
una situación de hecho que se está detectando en los 
últimos meses como es que un número ya importante 
de profesionales de las Fuerzas Armadas, vía justicia 
rogada, obtienen el reconocimiento de los derechos por 
ellos alegados ante los tribunales, alterando el orden 
de los escalafonamientos, lo que origina un proceso 
abierto permanente de reescalafonamiento. 

Esta problemática, debe ser tenida en cuenta a la ho- 
ra de elaborar otras disposiciones de desarrollo, pero 
fundamentalmente, debe atender a la incidencia que las 
resoluciones judiciales puedan ir teniendo en el con- 
junto de esta normativa para evitar que ello contribu- 
ya a situaciones diferenciadoras que pudieran afectar 
al principio de igualdad. 

13.2.2. Mutilados 

Al haber continuado abierto durante 1991 el proceso 
previsto en la Ley Reguladora del Régimen de Perso- 
nal Militar Profesional, prorrogado en la Ley General 
de Presupuestos para 1991, de pase a la situación de re- 
tirados de todos los miembros del Cuerpo de Mutila- 
dos, estos han continuado planteando quejas acerca de 
la problemática que afectaba al conjunto de su situa- 
ción administrativa. 

Por un lado se han tramitado expedientes relativos 
a los retrasos en la concesión de ascensos o en la valo- 
ración de las mutilaciones y, por otro, se han tramita- 
do quejas sobre la falta de información a los 
componentes de este cuerpo acerca de la situación real 
en que iban a quedar una vez se hiciera efectivo su pa- 
se a la situación de retirado, previsto para el 1 de ene- 
ro de 1992.. 

Mención especial merece la petición de recurso de 
inconstitucionalidad contra la disposición transitoria 
sexta de la Ley 31/1990, de 27 de diciembre, de Presu- 
puestos General del Estado para 1991, al estimar que 

- 344 - 



CORTES GENERALES 25 DE ABRIL DE 1992.-SERIE A. NOM. 37 

con la prórroga y los condicionantes retributivos que 
la misma establecía, se vulneraban sus derechos adqui- 
ridos y se establecía un tratamiento diferenciado que, 
a su juicio, vulneraba el principio de igualdad estable- 
cido en el artículo 14 de la Constitución española. 

Esta cuestión se aborda más pormenorizadamente en 
el capítulo correspondiente a las peticiones de recur- 
sos de inconstitucionalidad. 

13.2.3. Tiempos máximos para la renuncia a la condi- 
ción de militar 

Ha sido significativo durante este año, la existencia 
de varias quejas planteando el problema general de la 
resolución desestimatoria o el silencio administrativo, 
por parte del Ministerio de Defepsa, a las peticiones de 
baja en el servicio activo, en unos casos mediante la re- 
nuncia a la condición de militar de carrera y en otros 
solicitándose la excendencia voluntaria por motivos 
particulares. 

Así, en la queja 9116922, con relación a la compare- 
cencia de un capitán de Sanidad, que había solicitado 
la baja, ésta no se ha producido hasta que, finalmente, 
ha sido concedida a través de la correspondiente sen- 
tencia dictada en lo Contencioso-Administrativo, aun 
cuando para la ejecución de dicha sentencia esta insti- 
tución ha debido de intervenir ante el Ministerio de De- 
fensa para que se llevara a efecto. 

Resulta igualmente relevante la queja 9102241, en el 
que un oficial del Cuerpo Jurídico Militar, después de 
haber solicitado su baja en las Fuerzas Armadas y hasta 
tanto se producía la resolución correspondiente, era 
destinado a la Escuela Naval Militar, produciéndose con 
ello una situación de confusión en el propio interesa- 
do que originó la intervención de esta institución, al ob- 
jeto de que se acelerase el proceso administrativo, por 
el que finalmente se le concedió la baja, en evitación 
de que esa confusión pudiese conllevar el incumpli- 
miento de sus obligaciones y con ello la posible impo- 
sición de una sanción vía disciplinaria. 

Por otro lado, en el expediente 9024595, el compare- 
ciente manifestaba que habiendo planteado ante el Mi- 
nisterio de Defensa su renuncia y consiguiente petición 
de baja en las Fuerzas Armadas, al estar casado con una 
ciudadana finlandesa y desear trasladarse a ese país, 
ésta le ha sido denegada sistemáticamente por no te- 
ner el tiempo de servicios efectivos señalado en la ley 
antes citada. 

Planteada la cuestión ante el Ministerio de Defensa, 
éste contestó lo siguiente: 

<<Los artículos 65 y 100.1 de la Ley 1711989, de 19 de 
julio, han establecido un tiempo de servicios efectivos 
de 15 años, que ha de entenderse máximo, para que los 
militares profesionales puedan solicitar la renuncia a 
la condición de militar de carrera o la situación mili- 
tar de excedencia voluntaria. 

El Real Decreto 1385/1909, de 8 de noviembre, desa- 

rrolla los criterios sentados a tal fin por la expresada 
ley en los artículos citados, estableciendo un período 
de cuatro años de servicios efectivos para la escala y 
empleo del señor interesado. 

Hasta que no ha existido desarrollo reglamentario, 
el criterio de este Departamento ha sido no conceder 
aquellas situaciones a quien no podía acreditar el pe- 
ríodo máximo de servicios. 

Por lo que se refiere al caso del ciudadano compare- 
ciente se ha comprobado que ha cumplido el tiempo exi- 
gido para su empleo y escala, y que por Resolución 
723118535190, de fecha 13 de diciembre, se le han con- 
cedido dos meses de licencia por asuntos propios, pa- 
ra su traslado a Finlandia, con el fin de resolver en este 
tiempo su petición de renuncia.)) 

13.2.4. Expedientes disciplinarios 

Dentro de la línea mantenida por esta institución de 
verificar en los expedientes disciplinarios, si se respe- 
tan las garantías procedimentales, cabe destacar la que- 
ja número 9027820, en la que se planteaba que frente 
a la imposición de un correctivo a un suboficial, éste 
interpuso el correspondiente recurso, a la vez que inte- 
resaba la suspensión de la sanción impuesta durante 
el tiempo de tramitación del recurso al amparo de lo 
determinado en el artículo 54 de la Ley Orgánica 12/85, 
de Régimen Disciplinario de las Fuerzas Armadas. 

Esta queja, que ya fue planteada en el informe del 
año pasado, recibió durante este año la correspondien- 
te respuesta del Ministerio de Defensa, el cual sólo con- 
cretaba la confirmación del correctivo impuesto en su 
día por el Jefe del Estado Mayor, sin hacerse alusión 
al porqué no se había resuelto en el plazo de 5 días, que 
señala el artículo 54 de la Ley Orgánica 12/85, la peti- 
ción de suspensión de la sanción impuesta. 

Solicitado nuevo informe al Ministerio de Defensa, 
al no estar conformes con la respuesta recibida, se ha 
participado a esta institución que la cuestión plantea- 
da sobre la no suspensión del correctivo durante la 
tramitación del recurso se encuentra pendiente del co- 
rrespondiente informe de la Asesoría Jurídica General. 

Recientemente se ha requerido de ese Departamen- 
to información sobre el estado de las actuaciones. 

13.2.5. Requisitos de convocatorias para el ingreso en 
los centros docentes militares de formación 

Como ya se hacía referencia en el informe del pasa- 
do año, en el expediente 9019292 y otros, se han recibi- 
do en esta institución escritos suscritos por ciudadanos 
que hacían referencia a los requisitos establecidos pa- 
ra el acceso a las academias militares. 

En concreto, los interesados manifestaban su discon- 
formidad con uno de los requisitos de la convocatoria 
para el acceso a la Academia General Básica de Subo- 
ficiales del Ejército de Tierra, publicada el 18 de mayo 
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de 1990, que exige no haber sido eliminado en tres con- 
vocatorias anteriores, al estimar que el mismo pudie- 
ra infringir el derecho a la igualdad reconocido en el 
artículo 14 de la Constitución Española. 

Estudiadas con detenimiento las alegaciones formu- 
ladas por los reclamantes y consultados los anteceden- 
tes jurídicos que son de aplicación, se decidió la 
admisión a trámite de estas quejas. 

En el escrito que fue remitido al Ministerio de De- 
fensa, de fecha 21 de noviembre de 1990, esta institu- 
ción ponía de relieve una serie de consideraciones en 
base a las cuales se entiende que la inclusión del re- 
quisito de no haber sido eliminado en convocatorias an- 
teriores, previsto en el artículo 14 del Reglamento 
General de Ingreso en los Centros Docentes Militares 
de Formación y de Acceso a la Condición de Militar de 
Empleo, pudiera no ser acorde con los principios cons- 
titucionales de igualdad, mérito y capacidad que han 
de regir el acceso a la función pública. 

En contestación a esta petición de informe, el Minis- 
terio de Defensa sostuvo, de un lado, que «la decisión 
sobre el límite de convocatorias para el acceso a la Aca- 
demia de Suboficiales se ha adoptado en función de la 
necesidad de dotar a las Fuerzas Armadas de las per- 
sonas mejor preparadas para desempeñar sus come- 
tidos» y, de otro, que «el cómputo de las tres convoca- 
torias se ha de iniciar a partir de la entrada en vigor 
del Real Decreto 56211990, de 4 de mayo, no teniendo, 
en consecuencia, efectos retroactivos». 

A juicio de esta institución, la información propor- 
cionada no ofrece una respuesta adecuada a los argu- 
mentos jurídicos expuestos en su día, sobre la posible 
no adecuación del requisito sobre límite de convocato- 
rias para el acceso a la función pública militar con los 
principios constitucionales antes citarlos, habida cuenta 
que el argumento esgrimido por ese departamento, re- 
ferente a la finalidad perseguida de seleccionar a los 
mejores aspirantes es común a cualquier proceso se- 
lectivo y entendiendo, como ya fue manifestado, que la 
consecución de este objetivo no guarda relación con el 
número de convocatorias, sino que el mismo se logra 
mediante la superación de las distintas pruebas en las 
que el aspirante ha de demostrar que reúne los conoci- 
mientos exigidos. 

Por otra parte, esta institución entiende que las es- 
peciales características de los cometidos y funciones 
a desempeñar por los miembros de las Fuerzas Arma- 
das habían sido tomadas en consideración a la hora de 
fijar los requisitos y condiciones generales para el in- 
greso en las academias militares y, en este sentido, ya 
se puso de relieve que el requisito de límite de edad, 
previsto también con carácter general en el Real Decre- 
to 56211990, comporta un criterio de selección que se 
adecúa plenamente a las necesidades y singularidades 
de la función militar. 

Por todo lo anterior, y en virtud de lo previsto en el 
artículo 28.2 de la Ley Orgánica del Defensor del Pue- 
blo, se recomendó al Ministerio de Defensda que se es- 
tudiara la modificación del Real Decreto 56211990, de 
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4 de mayo, en lo relativo a la supresión del requisito pre- 
visto en el artículo 14 de no haber sido eliminado en 
tres convocatorias anteriores. 

En el momento de la elaboración de este informe no 
se ha recibido la contestación a la citada recomen- 
dación. 

13.2.6. Retrasos en el cumplimiento de prestaciones 
económicas 

En el expediente 9026101 se planteaba que tras el pa- 
se a la situación de retiro por inutilidad física de un 
teniente de Infantería por sufrir un atentado terroris- 
ta en marzo de 1977, y tras serle reconocido en el año 
1990 por la Subdirección de Costes de Personal y Pen- 
siones Militares del Ministerio de Defensa el derecho 
a cobrar una indemnización de 3.577.783 pesetas, el Mi- 
nisterio de Economía y Hacienda dilató el pago de di- 
cha indemnización durante casi un año a consecuencia, 
según informó el mismo departamento, de la discrepan- 
cia planteada ante la Intervención General de la,Admi- 
nistración del Estado por los departamentos de Defensa 
y hacienda, con relación a lo dispuesto en el artículo 
49.9 del texto refundido de la Ley de Clases Pasivas del 
Estado que impide la percepción de cantidades en con- 
cepto de indemnización por el régimen de clases pasi- 
vas del Estado, junto con las pensiones extraordinarias 
de jubilación o retiro. 

Al parecer esta cuestión ha sido el único motivo del 
retraso en el pago de la indemnización que finalmente 
se hizo efectiva en el mes de febrero de este año. 

Otro aparato singular, dentro de esta temática, lo 
compone el número importante de quejas (9100553 y 
otras) en las que se han planteado por los interesados 
que, habiéndose solicitado la compensación económi- 
ca que reconoce la disposición adicional cuarta de la 
Ley 35180, de 26 de junio, en su condición de mutila- 
dos, hasta la fecha no se había obtenido respuesta po- 
sitiva, por lo que ante la intervención de esta 
institución, el Ministerio de Defensa manifestó que la 
inclusión en los presupuestos generales del Estado de 
las dotaciones correspondientes a estas compensacio- 
nes habían sido sistemáticamente desestimadas por el 
Ministerio de Economía y Hacienda, por lo que se han 
iniciado gestiones ante dicho Ministerio presentando 
los correspondientes informes de la Intervención Ge- 
neral y de la Asesoría Jurídica General, a fin de que és- 
tos manifiesten cuál va a ser la solución que se va a dar 
al problema. 

Recientemente, el Ministerio de Defensa ha informa- 
do a esta institución que hasta la fecha no tenía una 
respuesta concreta del Ministerio de Economía y Ha- 
cienda. 

13.2.7. Viviendas 

Aunque en un número considerablemente inferior al 
del año pasado, se han recibido quejas relativas a la uti- 
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lización de viviendas militares, fundamentalmente co- 
mo consecuencia de la aplicación del Real Decreto 
175/90, de 20 de diciembre, por el que se crea el Insti- 
tuto para la Vivienda de las Fuerzas Armadas y se su- 
prime el Patronato de Casas Militares. 

En este sentido, cabe destacar dos tipos de quejas di- 
refenciadas. Por un lado aquellas relativas a la imposi- 
ción de correctivos, como consecuencia de 
procedimientos administrativos de desahucios en los 
que las personas implicadas se negaban a cumplir la 
orden de desalojo de las viviendas. 

Y, por otro, aquellas quejas relativas al problema de 
aplicación directa del real decreto que supono, en unos 
casos, abandonar la vivienda o, en otro, tener que rei- 
niciar el proceso de solicitud con arreglo a los nuevos 
criterios del real decreto antes citado. 

Con relación al primer grupo, durante este año se ha 
finalizado la queja 9027965, habiéndose archivado el 
expediente por falta grave incoado contra un sargento 
primero del Cuerpo de Suboficiales de la Armada, por 
haberse apreciado la prescripción de falta disciplinaria. 

No obstante, esta queja originó que durante 1991, es- 
ta institución dirigiese un escrito al Ministerio de De- 
fensa haciendo ciertas consideraciones sobre el cambio 
sustancial que había supuesto en el régimen jurídico 
de viviendas militares la entrada en vigor del Real De- 
creto 175/1990. Fundamentalmente en dicho escrito se 
razonaba que el cambio de toda la filosofía, que anima 
al nuevo sistema, debía conllevar el que los posibles ex- 
pedientes disciplinarios, por la negativa a las órdenes 
de desalojo, se archivasen al haber desaparecido el an- 
tiguo régimen que contemplaba las viviendas más pa- 
ra los fines de acción social de los ejércitos, que para 
las necesidades del servicio a través de criterios como 
la operatividad o el apoyo logístico. 

Los razonamientos de la institución se basaban, así 
mismo, en el propio documento elaborado en su día por 
el Ministerio de Defensa denominado ((información so- 
bre el nuevo Régimen de Viviendas Militares», en don- 
de el propio departamento reconocía que «la falta de 
aplicación durante anos de las normas del reglamento 
de adjudicación de esas viviendas del Patronato, pre- 
vistas para el desalojo, ha provocado que en la percep- 
ción de los interesados, lo que ha sido costumbre de 
hecho se haya transformado en derecho, aunque se ca- 
rece de todo amparo legal para ello». 

En el escrito dirigido al Ministerio de Defensa, se po- 
nía de manifiesto que la continuación de los expedien- 
tes disciplinarios basados en el régimen de viviendas 
derogado, podía afectar a principios constitucionales 
como el de legalidad o el de seguridad jurídica. 

Con relación al segundo grupo de quejas, se ha dado 
traslado al Ministerio de Defensa de los mismo, a efec- 
tos únicamente informativos, a la espera de la aplica- 
ción del propio Real Decreto, que actualmente se 
encuentra suspendida por decisión de los tribunales. 

13.2.8. Otras quejas 

En el informe del año 1990, quedó planteada la que- 
ja 9027293, que hacía referencia a la baja en una resi- 
dencia militar de un joven al que se le había apreciado 
un síndrome epiléptico, y que según habían puesto de 
manifiesto sus familiares dicha baja había sido acor- 
dada por el coronel director del centro, aún cuando de 
los informes clínicos presentados se desprendía que el 
muchacho debía de seguir un régimen de vida escolar 
y familiar normal. 

En la contestación dada por el Ministerio de Defen- 
sa se pone de manifiesto que dicha baja obedecía a la 
imposibilidad material de ofrecer al joven el cuidado 
y atención necesarias, a la vista del régimen de inter- 
nado que se sigue en estas residencias y que, en todo 
caso, se le había hecho el ofrecimiento de que pudiera 
continuar sus estudios en un instituto público, próxi- 
mo a la residencia. 

13.3 Personal de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
del Estado. 

Las quejas durante este año de miembros de las Fuer- 
zas y Cuerpos de la seguridad del Estado, han echo re- 
ferencia fundamentalmente a aspectos relativos a las 
condiciones del ejercicio de su actividad, a retrasos en 
la tramitación de solicitudes sobre materia estatutaria, 
a los problemas planteados en sus relaciones con las 
Mutuas Benéficas, y a la problemática planteada en la 
aplicación del régimen disciplinario, sobre todo en el 
caso de la Guardia Civil. 

Hay que resaltar las quejas planteadas por ciudada- 
nos que de una u otra forma desean incorporarse a es- 
tos Cuerpos, ya puestas de manifiesto en otros informes, 
relativas al ingreso en el Cuerpo Nacional de Policía y, 
concretamente, a la exigencia de tener cumplido el ser- 
vicio militar para poder acceder a dicho Cuerpo. 

Así, en la queja 8916798, la respuesta dada por el Mi- 
nisterio del Interior a la solicitud de informe de esta 
institución se concretó en que dicha exigencia del cum- 
plimiento del servicio militar arranca de la previsión 
que hace el Real Decreto 1593/1988, de 16 de diciem- 
bre, y que tiene su razón de ser en la necesidad de con- 
tar con un personal operativo, pues de no exigirse el 
servicio militar, inmediatamente después de efectuar- 
se la incorporación al colectivo de cada promoción, se 
podría producir una baja masiva de sus integrantes, lo 
que ocasionaría graves perjuicios. 

Consideramos, no obstante, que la nueva orientación 
que ha dado a este asunto la reciente Ley del Servicio 
Militar posibilitará la incorporación al Cuerpo Nacio- 
nal de Policía y a las policías autónomas de personas 
que, aun no teniendo el servicio militar, pueden ver re- 
conocido el cumplimiento del mismo, si permanecen in- 
tegrados en estos cuerpos durante un período de cinco 
años, tal y como señalan las disposiciones finales de 
la aludida ley. 
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De la misma manera se han planteado quejas relati- 
vas a las diferencias en las condiciones físicas requeri- 
das para acceder al Cuerpo de la Guardia Civil en sus 
dos vertientes de voluntariado especial (guardia civil 
auxiliar y guardia civil profesional). 

Con relación a esta cuestión el informe remitido por 
el Ministerio de Defensa señala la necesidad de exigir 
como requisito una talla física superior distinta, en es- 
tas dos formas de ingresar en la Guardia Civil, a fin de 
garantizar los cometidos relacionados con el orden pú- 
blico, que requieran una mayor presencia física a quie- 
nes los han de desempeñar, como es el caso de los 
guardias civiles profesionales (8902873, 8903833, 
8912679). 

En el ámbito disciplinario es importante destacar la 
queja 9119298, tramitada a raiz de la comparecencia an- 
te esta institución de varias organizaciones sindicales 
del Cuerpo Nacional de Policía a consecuencia de una 
serie de incidentes que se produjeron en junio del pa- 
sado año en el transcurso de una manifestación desa- 
rrollada por agentes de policia en Madrid. 

A consecuencia de los mismo, se ordenó la instruc- 
ción de varios expedientes disciplinarios y la suspen- 
sión cautelar de empleo y sueldo de un número 
importante de agentes. 

Esta institución valorando las competencias del Mi- 
nisterio del Interior y el ámbito discrecional en mate- 
ria disciplinaria que le faculta para la incoación de los 
correspondientes expedientes disciplinarios puso de 
manifiesto al mismo la necesidad de que en todo caso 
estos expedientes gocen de todas las garantías jurídi- 
cas y no produzcan indefensión en los expedientados, 
de manera que su instrucción sea personalizada y aten- 
diendo, en cada caso, las circunstancias concurrentes 
al respecto. 

Recientemente, la Dirección General de la Policía ha 
emitido un informe en el que pone de manifiesto ha- 
berse levantado las supensiones provisionales sin ago- 
tar el plazo máximo previsto en la ley, así como que se 
han adoptado las garantías debidas que permitan una 
aplicación justa de las sanciones que puedan derivar- 
se de los expedientes. 

Merece destacarse igualmente la queja 9122306, en 
la que un miembro de la Guardia Civil compareció po- 
niendo de manifiesto que, encontrándose de baja para 
el servicio por su estado anímico depresivo, fue sancio- 
nado con un arresto domiciliario de 15 días, por ine- 
xactitud en el cumplimiento de las órdenes recibidas. 

Solicitado el correspondiente informe a la Dirección 
General de la Guardia Civil, se ha puesto de relieve que 
el correctivo impuesto lo ha sido por una presunta fal- 
ta grave del artículo 39 del Régimen Disciplinario de 
las Fuerzas Armadas que, posteriormente, fue transfor- 
mada en una falta leve del Régimen Disciplinario de la 
Guardia Civil, al estar esta ley más favorable al san- 
cionado. 

En todo caso, la sanción impuesta inicialmente por 
el Régimen Disciplinario de las Fuerzas Armadas, que- 
dó en suspenso hasta que se acordó la que procedía con 

arreglo al nuevo Régimen Disciplinario de la Guardia 
Civil. 

Asimismo, en la queja 9123251, compareció otro 
miembro de dicho cuerpo poniendo de manifiesto que, 
como consecuencia de la petición que formuló, de cam- 
bio de destino por razones de enfermedad sobreveni- 
da, a causa de las circunstancias que concurren en sus 
servicios, la Dirección General ordenó su comparecen- 
cia en el servicio de psicología y psiquiatría por pre- 
sentar «una conducta anormal». 

El compareciente pone de manifiesto que no consi- 
deraba procedente el que ante su solicitud de cambio 
de destino se le sometiese a ese reconocimiento y se 
presumiese la existencia de una posible alteración 
psíquica. 

Solicitada información a la Dirección General, ésta 
pone de manifiesto que la posible patología que presen- 
taba el interesado se podía deber a las condiciones del 
servicio que venía prestando y que, no obstante, por el 
servicio de psicología y psicotecnia de la Guardia Ci- 
vil, se hacía constar que el transtorno que sufre se ha- 
ya en proceso de remisión y que no tiene entidad 
suficiente para eximirle del plazo de mínima permanen- 
cia que había solicitado. 

De igual forma, en la queja 9114334 compareció otro 
guardia civil participando a esta institución que fue 
sancionado con 14 días de arresto por falta leve, a con- 
secuencia de ausentarse del destino por un plazo infe- 
rior a 24 horas, cuando en el momento de la imposición 
del correctivo se encontraba afectado por una profun- 
da depresión y en situación de baja médica, justificán- 
dose que su baja en el destino fue para atender a su 
madre enferma y que por la urgencia del caso no llegó 
a poner en conocimiento de su superior jerárquico su 
marcha. 

Solicitada información de la dirección general se se- 
ñala que la sanción impuesta fue como consecuencia 
de la falta cometida por el interesado al ausentarse de 
su destino sin la preceptiva autorización, estando en ese 
momento, en situación de alta para el servicio. 

Con relación al Cuerpo Nacional de Policía es impor- 
tante destacar la queja 9114343, en la que un miembro 
de este cuerpo manifiesta que había sido sancionado 
con un total de 2 años y 11  meses de suspensión de fun- 
ciones por la comisión de dos faltas graves, constatán- 
dose por esta institución la dolencia que padecía, por 
lo que, tras solicitar el correspondiente informe del Mi- 
nisterio del Interior se sugirió la posibilidad de que se 
modificase la situación de suspensión de empleo y suel- 
do en la que se encontraba, con otra más acorde con 
las condiciones psíquicas relativas a su tratamiento y 
a su dolencia, ya que esa suspensión estaba causando 
un perjuicio irreparable a la familia. 

El Ministerio del Interior manifestó que por el Direc- 
tor de la Seguridad del Estado, en ejercicio de las fa- 
cultades delegadas por el Ministro, resolvería sobre la 
propuesta de suspensión de las sanciones y analizaría, 
en consecuencia, en base a su patología, determinar la 
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procedencia o no de pasarle a la situación de segunda 
actividad. 

Recientemente se ha puesto de relieve que, en breve, 
la comisión de valoración procederá a examinar el ca- 
so del interesado por si es procedente su baja en el ser- 
vicio por enfermedad. 

A lo largo de 1991 se han recibido diversas quejas de 
miembros, tanto de la Policía como de la Guardia Ci- 
vil, en asuntos relativos al reconocimiento de pensio- 
nes y derechos pasivos (9110653, 9103039, 9112515, 
9101413), con el denominador común de un retrasa im- 
portante en la correspondiente resolución de sus peti- 
ciones. 

Todas estas quejas fueron tramitadas ante el órgano 
administrativo respectivo, haciendo hincapié en la ne- 
cesidad del deber que incumbe a todas las administra- 
ciones, conforme al artículo 94.3 de la Ley de Proce- 
dimiento Administrativo, de dictar en tiempo y forma 
la correspondiente resolución expresa a las reclamacio- 
nes que se plantean, teniendo constancia esta institu- 
ción de que las mismas han sido, finalmente, resueltas. 

Otra cuestión suscitada a lo largo de este año en el 
ámbito de la Guardia Civil, ha sido la relativa a la dis- 
conformidad manifestada con el trato desigual exiten- 
te en el paso a la reserva activa entre oficiales y 
suboficiales y los posibles perjuicios que ello conlleva 
(8912041, 9024265, 9010835). 

En este supuesto, esta institución ha puesto de ma- 
nifiesto a los interesados cómo, por parte del Ministe- 
rio de Defensa, se estaba llevando a cabo la tramitación 
de las solicitudes de quienes les corresponde acogerse 
a la previsión de la Ley 4/1990, de 29 de junio, de Pre- 
supuestos Generales del Estado para 1990, que permi- 
te, finalmente, un trato más igualitario, con relación a 
la situación de reserva activa para los miembros de la 
Guardia Civil, previsión ésta que esta institución había 
impulsado a lo largo de otros años ante el número de 
quejas que habían puesto de manifiesto la posible de- 
sigualdad. 

Por otro lado, en la queja 9104841, la persona com- 
pareciente, funcionario del Cuerpo Nacional de Policía, 
puso de manifiesto su disconformidad con la decisión 
por la que se acordó su traslado de la Comisaría Cend 
tro a la Comisaría de Arrabal, ambas de Zaragoza, al 
considerar que este cambio de destino fue como con- 
secuencia de denunciar presuntas irregularidades co- 
metidas por policías locales con motivo de una 
detención. 

Al parecer, la razón esgrimida para el traslado por 
necesidad del servicio no tenía justificación y la caren- 
cia de personal en la comisaría en la que se hallaba ads- 
crito ha sido cubierta en muchas ocasiones mediante 
suplencia por funcionarios precisamente de la comisa- 
ría a la que fue trasladado. 

En el informe remitido a esta institución por el Mi- 
nisterio del Interior, se pone de relieve que el cambio 
obedece a una pequeña restructuración efectuada en 
las comisarías de distrito, justificada por las necesida- 
des e incidencias de los servicios. 

Por otra parte, se manifiesta en el informe que no ha 
sido un cambio de destino, sino un cambio de puesto 
de trabajo en un mismo destino. 

Especial atención se ha prestado a las cuestiones 
planteadas en torno al régimen de vida, no ya sólo de 
los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de la Seguri- 
dad del Estado, sino de sus familias y, fundamentalmen- 
te, de miembros de la Guardia Civil. 

En este sentido, la problemática por la utilización de 
las casas cuartel y de los pabellones que a lo largo de 
diversas quejas se pone de manifiesto, se centra en tor- 
no a las situaciones que se crean al tener que abando- 
nar estas viviendas como consecuencia de su pase a la 
situación de reserva. 

Así, en la queja 9029041 compareció un guardia civil 
retirado por inutilidad física, quien debía abandonar 
el pabellón de unidad una vez agotado el plazo de de- 
salojo y la prórroga correspondiente, cuando aún no se 
había señalado la correspondiente pensión ni había re- 
cibido prestación económica alguna, por lo que esta ins- 
titución intervino acerca de la dirección general a fin 
de que se paralizase ese desalojo, al menos, hasta que 
le fuese señalada la pensión de retiro correspondiente, 
circunstancia ésta admitida por la Dirección General 
de la Guardia Civil. 

Pero quizá, donde el problema de los pabellones se 
agudiza es en la propia consideración de los mismos 
como vivienda, frente a su condición de acuartelamien- 
to o establecimientos militares y que en algunos casos 
implica serios problemas a la hora de poder ejercitar 
determinados derechos, como lo pone de manifiesto la 
queja 9024323, en la que una limpiadora contratada en 
un cuartel de la Guardia Civil al serle rescindido su con- 
trato e iniciadas las correspondientes acciones judicia- 
les, pone de manifiesto los problemas surgidos con la 
Inspección Provincial de Trabajo y Seguridad Social a 
la hora de determinar el nivel de facultades dentro de 
estos establecimientos de la Inspección para levantar 
las correspondientes actas de liquidación por falta de 
cotizaciones a la Seguridad Social. 

La Dirección General de la Guardia Civil ha informa- 
do que, efectivamente, corresponde al Ministerio de Tra- 
bajo y Seguridad Social, a través de la Inspección de 
Trabajo, la ejecución de esas inspecciones aun cuando 
las mismas deban de estar sometidas a las correspon- 
dientes autorizaciones por parte de los responsables de 
cada acuartelamiento previamente a que se llevan a ca- 
bo, lo que, sin embargo, se contradice con el informe 
emitido por el Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial, que entiende carecer de facultades para llevar a 
cabo este tipo de inspecciones en Establecimientos Mi- 
litares. 

Por ello, recientemente, se ha remitido al Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social una sugerencia para que, 
por parte de la dirección general copetente, se fije el 
criterio a seguir en las inspecciones que se deban efec- 
tuar en las Casas-Cuartel de la Guardia Civil. 

En otro caso, como en la queja 9029040, la cuestión 
se centra en las deficiencias que presentan las casas- 
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cuartel en todo el territorio nacional, por lo que esta 
institución ha interesado del Ministerio del Interior, qué 
medidas iban a ser adoptadas para paliar dichas defi- 
ciencias. 

En este sentido, la dirección general ha informado 
que existe un puntual conocimiento de la deficiencias 
que presentan todas las casas-cuartel de España y se 
dedican importantes partidas presupuestarias a repa- 
rar los desperfectos y construir otras nuevas; no obs- 
tante lo anterior, se indica que con frecuencia no son 
suficientes para conservarlas en el estado deseable. 

Asimismo, en dicho informe se señala, que con el fin 
de paliar estos problemas, se cursaron instrucciones 
para que a la mayor brevedad posible, se autorice a 
quienes así lo interesen a residir con sus respectivas 
familias fuera de las casas-cuartel. 

Es importante señalar la queja 9005512, en cuanto 
pone de manifiesto, las deficiencias que presentan los 
inmuebles en los que prestan sus servicios miembros 
del Cuerpo Nacional de Policía, concretamente en la Co- 
misaría de Sanlúcar de Barrameda (Cádiz). 

Solicitado el correspondiente informe del Ministerio 
del Interior, éste indicó que dichas dependencias poli- 
ciales son provisionales y que dada su situación no pa- 
rece procedente acometer obras o reparaciones en las 
mismas, acelerándose, no obstante, los trámites para 
disponer de un solar en el que construir unas nuevas 
dependencias. 

En este sentido, cabe destacar las deficiencias que 
reúnen las dependencias de la comisaría de Algeciras; 
ésta se encuentra en pésimas condiciones, sin mobilia- 
rio y con graves carencias higiénico-sanitarias. 

Así, asesores de esta Institución se personaron en la 
citada comisaría con motivo de una investigación so- 
bre la aplicación de la Ley Orgánica 7/85, de l de julio, 
sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros en 
España. 

Como consecuencia de la misma, comparecieron dis- 
tintos miembros del Sindicato Unificado de Policía (ex- 
pediente 912521 1), poniendo de relieve lo siguiente: 

«El estado de dejadez de los calabozos dependientes 
de esta comisaría es, bajo cualquier punto de vista, la- 
mentable, toda vez que diariamente y durante el trans- 
curso del año, se hacinan en ellos multitud de detenidos 
que en ocasiones rebasan la capacidad real de los mis- 
mos, como lo demuestra el hecho que durante el año 
en curso han pasado por tales dependencias 2.651 de- 
tenidos. 

Que no solamente consiste el problema en el hacina- 
miento, sino que como consecuencia de ello se derivan 
problemas que atentan contra la salud, tanto de los de- 
tenidos, como de los encargados de su custodia, pues 
debido a la falta de higiene, por carecer de habitácu- 
los para ello, hay ocasiones en que la pestilencia es tal, 
que es casi imposible soportarlo, máxime en la época 
veraniega, haciéndole constar que, este Sindicato en rei- 
teradas ocasiones ha reclamado que se desinfecte con 
más asiduidad, así como que sean pintados, sin que en 
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la mayoría de las ocasiones hayan hecho caso a las ci- 
tadas peticiones. 

Que no solamente consiste en el hacinamiento de por 
sí que ya es grave, sino la poca ventilación que tienen 
las dependencias señaladas y sus aledaños. 

Por último, quisiéramos manifestarle que toda la co- 
misaría en sí es un problema, pues incluso hasta los 
ciudadanos que vienen constantemente a interponer de- 
nuncias, se ven amenazados al tener que “hacer espe- 
ras” en el vestíbulo en unión de los presuntos 
delincuentes que van a ser detenidos, eso sin contar con 
la pestilencia proveniente de los calabozos por las ra- 
zones que ya hemos relatado.. 

Sería importante, por ello, proceder a una remode- 
lación de este tipo de establecimientos, cuyo estado 
afecta no sólo a la buena imagen del servicio público 
que presta la Policía, sino también a las condiciones ge- 
nerales en que los miembros de las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad del Estado deben prestar su servicio. 

En la queja 9123531, un miembro de la Guardia Civil 
pone de manifiesto cómo en la comandancia donde 
presta sus servicios, existe un grupo de miembros del 
cuerpo dedicados a actividades muy distintas de las que 
les corresponden, como son las de albañil, pintor, pe- 
luquero, barrendero, camarero e incluso un asistente 
al servicio de un oficial. 

La queja ha sido admitida a trámite y se ha solicita- 
do el correspondiente informe a la Dirección General 
de la Guardia Civil que, recientemente, ha justificado 
la existencia de este tipo de servicios, en determinadas 
unidades del instituto, para evitar con ello la entrada 
de pesonas ajenas en las dependencias oficiales y la pre- 
sencia de miembros del cuerpo en establecimientos pú- 
blicos. 

Asimismo, se indica en este informe que se han cur- 
sado instrucciones precisas para que ningún funciona- 
rio del cuerpo pueda ser empleado en servicios 
domésticos, tales como ordenanzas o asistentes. 

En la queja 9022999, en la que un guardia civil falle- 
ció a consecuencia de un disparo ocurrido dentro del 
acuartelamiento, esta institución, tras recabar distin- 
tos informes de la Dirección General, ha formulado la 
sugerencia de que se proceda a instruir el correspon- 
diente expediente de declaración de derechos pasivos 
a favor de los padres del fallecido, por entender que la 
previsión del Decreto 1647/1977, que reformó el artículo 
34 del Reglamento para la aplicación de los derechos 
pasivos al personal militar, supone el que se tramiten 
este tipo de expedientes, siempre que quepa la duda ra- 
zonable de un posible fallecimiento en acto de servicio, 
al objeto de que los herederos legales del fallecido ten- 
gan la posibilidad de ejercer sus derechos para el re- 
conocimiento de la correspondiente pensión. 

Con relación a la queja 9022386, que esta institución 
ya había tramitado, sobre la posible indefensión de un 
alumno de la Academia de la Guardia Civil de Ubeda, 
al haber causado baja en la misma por una presunta 
desviación de poder, al reiterarse un nuevo informe a 
esta Dirección General sobre determinados aspectos de 
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esta queja, esta institución, sin perjuicio de manifes- 
tar que ha suspendido su intervención al estar someti- 
do el asunto a los tribunales, hizo saber a la Dirección 
General, que a pesar de las circunstancias tan especia- 
les que concurren en el mismo, no ha encontrado una 
eficaz colaboración por parte de ese organismo en el 
seguimiento de la propia queja, por lo que se haría cons- 
tar así en este informe anual. 

Por otra parte, se han venido recibiendo escritos de 
miembros y familiares de la Guardia Civil en los que 
se ponen de manifiesto diversos problemas con relación 
a la Asociación Mutua Benéfica del Cuerpo, actualmen- 
te en período de liquidación. 

Entre las quejas planteadas, un primer grupo hace 
referencia a la obligatoriedad existente, al menos has- 
ta marzo del pasado año, de pertenecer a la citada Aso- 
ciación, sin posibilidad de interrumpir el pago de la 
cuota de afiliación, y pone de manifiesto la falta de pres- 
taciones, la lentitud en su concesión y el hecho de la 
desproporción de las cuotas pagadas por empleos en 
relación con los sueldos respectivos; por último, un ter- 
cer grupo incide en el desconocimiento por parte de los 
afectados de cuáles van a ser las medidas que se adop- 
ten en la liquidción de la asociación a raíz del Real De- 
creto 259191, de l de marzo, y si esta disolución va a 
permitir recibir las correspondientes prestaciones ya 
reconocidas, y en su caso, recuperar, en alguna forma, 
las cantidades entregadas como mutualistas hasta el 
día 1 de marzo. 

A la vista de la amplitud de las cuestiones suscita- 
das, esta institución se dirigió al Ministerio del Inte- 
rior, al objeto de recabar información general sobre las 
quejas planteadas en los dos primeros grupos y una in- 
formación más concreta con relación al proceso de li- 
quidación de la Asociación Mutua de la Guardia Civil, 
iniciado a raíz del real decreto aludido, a los fines de 
que todos sus integrantes conozcan cuál va a ser el des- 
tino que se dé al patrimonio de la misma y podrán ser- 
les reconocidos los derechos que individualmente les 
corresponda, sin que se cree, por otra parte, una situa- 
ción de inseguridad jurídica. 

Recientemente se ha recibido el correspondiente in- 
forme del Ministerio del Interior en el que se señala, 
entre otros aspectos, que, hasta el momento de disolu- 
ción de la asociación mediante Real Decreto 259/91, de 
1 de marzo, se venían concediendo, normalmente, los 
beneficios de la previsión social a los asociados y sus 
familias, tales como pensiones complementarias de re- 
tiro, viudedad, etc. 

En relación a las prestaciones para adquisiciones de 
viviendas, se concedían siempre que hubiese disponi- 
bilidad de fondos. 

En cuanto a las cuotas que se abonaban, éstas eran 
calculadas tomando como referencia el sueldo y grado 
de cada empleo y aplicándosele a los mismos el coefi- 
ciente 1,65%. 

En relación a la Comisión Liquidadora, se señala que 
la misma se haya constituida y está coordinada por un 
General de División del Cuerpo. 

Se pone, asimismo, de relieve que la Dirección Gene- 
ral de la Guardia Civil viene ejerciendo la labor de tu- 
tela e inspección que le señala el Real Decreto. 

Por último, y en relación al proceso de liquidación, 
se indica que, en el mes de junio de 1991, se inició una 
primera fase de la liquidación, con relación a los pen- 
sionistas, viudas y huérfanos y que en el mes de octu- 
bre se inició la segunda para el resto de los mutualistas. 

No obstante lo anterior, esta institución continuará 
efectuando un seguimiento de todas las circunstancias 
y condiciones que concurran en esta disolución para 
garantizar los derechos de los asociados. 

13.4. Función pública docente 

Son porcentualmente bastante numerosas las quejas 
que se reciben procedentes de personal funcionario que 
ejerce labores docentes, especialmente en los niveles 
educativos básicos y medios. Por este motivo hemos 
considerado oportuno agrupar bajo el epígrafe U Fun- 
ción pública docente)) algunas de las cuestiones que he- 
mos considerado de mayor interés, respecto de las 
cuales ha intervenido la institución del Defensor del 
Pueblo a lo largo del año 1991, al que se contrae este 
informe. 

No obstante, conviene advertir aquí que ya se ha he- 
cho referencia a una cuestión que afecta de manera es- 
pecial a la función pública docente cual es el régimen 
provisional de ingreso en dicha función pública regu- 
lada por el Real Decreto 57411991, de 22 de abril, cuya 
aplicación a través de diversas convocatorias, tanto en 
el territorio competencia del Ministerio de Educación 
y Ciencia como en lo gestionado por las comunidades 
autónomas con competencias plenas en materia edu- 
cativa, ha dado lugar a muy numerosas quejas y a la 
formulación de una recomendación que ha sido antes 
citada en el apartado 13.2. del presente informe. 

13.4.1. Profesores afectados por «merma de fa- 
cultades)) 

Se vienen recibiendo en esta institución numerosas 
quejas de padres de alumnos que manifiestan su dis- 
conformidad con la permanencia en tareas docentes de 
profesores a quienes consideran incapaces del desem- 
peño de su función por estar afectados notoriamente 
de algún tipo de desequilibrio o de lo que ha venido 
en denominarse, más genéricamente, «merma de fa- 
cultades)). 

Consideraban los padres de los alumnos, promoven- 
tes de las quejas, que tales profesores no se encuentran 
en las debidas condiciones para impartir docencia por 
ser incapaces de mantener un mínimo clima docente 
en sus aulas, aun cuando -por lo general- puedan 
prestar un servicio útil en otro tipo de tareas. Entien- 
den que, de mantener a estos profesores en la tarea es- 
trictamente lectiva, los alumnos padecen un notable 
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quebranto en su formación académica y se vulnera de 
ese modo el derecho a la educación que les asiste. Soli- 
citan, en consecuencia, que dichos profesores sean re- 
levados de la obligación de impartir clase y sean 
sustituidos por otros. 

En ocasiones, quienes comparecen ante esta institu- 
ción son esos mismos profesores supuestamente afec- 
tados de tales procedimientos. 

Estos manifiestan su disconformidad con el hecho de 
que les haya ordenado por la dirección provincial res- 
pectiva que dejen de impartir clases para ser destina- 
dos a «tareas de apoyo» que, normalmente, se concretan 
en trabajo personal del profesor en la biblioteca o en 
otra dependencia del centro. 

Periódicamente suelen reivindicar estos profesores 
su derecho a impartir clases y desempeñar las funcio- 
nes para las que fueron públicamente seleccionados en 
su día e incorporados a la función pública. Si se les 
aconseja u ordena un reconocimiento médico entien- 
den que el mismo oculta una voluntad torcida y culpa- 
ble de apartarles de sus plazas y, según su terminología, 
de confiscarles las mismas. 

Por otra parte, de la documentación obrante en esta 
institución parece concluirse que los directores provin- 
ciales dudan entre atender los requerimientos de los 
padres de los alumnos en el sentido de que estos profe- 
sores sean apartados del ejercicio docente y permitir 
a éstos que sigan impartiendo clase para no tener que 
adoptar una resolución que no pueden motivar debi- 
damente, pues si bien es verdad que la salvaguarda de 
los derechos de los alumnos parece justificar la sepa- 
ración -de la actividad docente- del profesor afecta- 
do por merma de facultades, también es cierto que no 
existe texto legal en que fundamentar el acuerdo por 
el que se impida a dichos profesores la impartición de 
clases y se les ordene dedicarse a otras tareas de apoyo. 

Ha de tenerse en cuenta además que el vacío legal 
que pesa sobre la situación descrita se hace sentir más 
en un momento en que, como el presente, las plantillas 
de profesorado han experimentado un extraordinario 
incremento y ello conlleva un aumento muy notable de 
casos como los que se han descrito cuyo alcance preci- 
so es sin duda conocido por el departamento afectado. 

Aunque el problema que nos ocupa puede afectar a 
todo el ámbito de la función pública, tiene una inciden- 
cia muy especial en el campo de la docencia, no sólo 
por la naturaleza de la función a desempeñar sino por 
las dificultades que presenta el determinar qué otras 
tareas pueden ser encomendadas al profesor que se en- 
cuentre en la situación que se considera. 

En el pasado fue regulada esta materia -en cuanto 
al profesorado de institutos nacionales de enseñanza 
media se refiere- por la Orden Ministerial de 21 de ju- 
nio de 1958 («BOE» de 24 de julio) por la que se aprue- 
ba el Reglamento a que han de ajustarse los expedientes 
instruidos por merma de facultades. La citada orden 
perdió su vigencia en virtud del alcance derogatorio de 
la disposición final tercera de la Ley articulada de Fun- 
cionarios Civiles del Estado, de 7 de febrero de 1964. 

Por otra parte, su ámbito de aplicación era excesivamen- 
te limitado. 

En cuanto al profesorado de Educación General Bá- 
sica, el artículo 81 de la Ley de Educación Primaria, 
vigente después de la promulgación de la Ley General 
de Educación sólo a título reglamentario, contempla la 
posibilidad de que los maestros con capacidad física 
suficiente pero que tuviesen disminuidas sus faculta- 
des para la función docente ordinaria, fuesen agrega- 
dos a la inspección, previa instrucción del oportuno 
expediente. 

Este precepto debe también estimarse derogado, a 
nuestro juicio, por las precisiones sobre acceso y pro- 
visión de puestos de trabajo de función inspectora edu- 
cativa contenidas en el Real Decreto 152411989, de 15 
de diciembre, por el que se regulan las funciones y or- 
ganizaciones del Servicio de Inspección Técnica de Edu- 
cación y se desarrolla el sistema de acceso a los puestos 
de trabajo de la función inspectora educativa. 

Ya en noviembre de 1988 el estudio de las quejas que 
se nos habían planteado y de la situación normativa 
descrita nos llevaron a formular una recomendación al 
Ministerio de Educación y Ciencia en el sentido de que 
en el plazo más breve posible y previo los estudios que 
se considerasen necesarios, se procediese a regular la 
situación de los profesores afectados de merma de fa- 
cultades para el desempeño de la función docente en 
los niveles de Educación General Básica y Enseñanzas 
Medias. 

En el informe que sobre el tema nos fue remitido por 
el Subsecretario del Departamento, de 24 de enero de 
1989, se admitía que resultaba «de urgente necesidad 
la aprobación de una norma de adecuado rango que 
contemple a todo el personal docente no universitariou. 

Se precisaba, asimismo, que a sería necesario elabo- 
rar un cuadro de enfermedades que pudieran derivar- 
se del ejercicio de la función docente y diseñar 
programas de recuperacibn para las mismas, cuyo de- 
sarrollo se podría llevar a efecto a través de los corres- 
pondientes convenios con organismos provinciales o 
regionales de salud». 

Se añadía que dichas medidas y otras subsiguientes 
((requerirán la intervención de autoridades y especia- 
listas de los Ministerios de Sanidad, Hacienda, Traba- 
jo y Seguridad Social, así como del Ministerio para las 
Administraciones Públicas)). 

«Por todo ello, este Ministerio va a comenzar a dis- 
cutir toda esta problemática con los Sindicatos, en la 
Mesa sectorial de negociación para el personal docen- 
te en centros públicos no universitarios, con la preten- 
sión de llevar posteriormente las conclusiones de la 
misma a una mesa técnica interministerial, a fin de en- 
contrar la adecuada solución que permita aunar los de- 
rechos de los profesores con el derecho fundamental 
a la educación de los alumnos.)) 

Pues bien, en estos momentos, ya a punto de concluir 
el año 1991 y transcurridos, por consiguiente, casi dos 
años desde que se nos aseguraba la iniciación de las 
labores previas a la elaboración de la disposición que 
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el Subsecretario de Educación y Ciencia coincidía con 
esta institución en calificar de urgentemente necesa- 
ria, no disponemos de ningún dato respecto a la efecti- 
va iniciación el desarrollo de las labores preparatorias 
mencionadas, ni sobre su posible concreción en docu- 
mento alguno. 

Desde luego, salvo determinada previsión contenida 
en un Pacto de 15 de febrero de 1990 entre el Ministe- 
rio de Educación y Ciencia y los sindicatos de profeso- 
res, a la que después nos referiremos, el asunto no ha 
obtenido reflejo hasta ahora en decisión o disposición 
administrativa alguna. 

Más recientemente, en nuestro informe anual de 1990, 
pusimos de manifiesto la a nuestro juicio inadecuada 
utilización que, según habíamos podido constatar, se 
venía realizando de los procedimientos disciplinarios 
en relación con los profesores afectados por los proble- 
mas a que nos estamos refiriendo. 

En efecto, resulta relativamente frecuente que en al- 
gunos de estos supuestos las autoridades educativas 
acudan a la incoación de expedientes disciplinarios, cu- 
ya tramitación se prolonga mucho más de lo que exige 
la depuración de los hechos y posibles responsabilida- 
des de los encausados, con la finalidad según entende- 
mos de propiciar la permanencia de los afectados en 
la situación de apartamiento de sus funciones y, en de- 
finitiva, de la docencia, en que se traduce la adopción 
de la medida cautelar de suspensión provisional. 

A la larga, algunos de los expedientes se sobreseen, 
no sin que antes se haya impuesto a los profesores afec- 
tados, en ocasiones durante períodos muy prolongados, 
el apartamiento de las funciones docentes propias de 
su cuerpo, otros concluyen con la adopción de medi- 
das sancionadoras, que según nos permite asegurar el 
seguimiento efectuado en varios casos no logran la so- 
lución deseable a la situación planteada. 

Durante el ejercicio a que se refiere este informe una 
queja formulada en relación con la materia que esta- 
mos discutiendo (9027270) nos ha dado ocasión de rei- 
terar ante el Subsecretario de Educación y Ciencia la 
necesidad de que se proceda a la más urgente regula- 
ción de la situación de los profesores afectados por li- 
mitaciones de tipo físico o psíquico o por problemas 
de relación con el medio escolar. 

La promovente de la queja, profesora de Educación 
General Básica destinada en el Colegio de Prácticas de 
Huesca, se refería en su escrito a la prolongación ex- 
perimentada en la tramitación del expediente discipli- 
nario que le fue incoado por acuerdo del Subsecretario 
de Educación y Ciencia de 25 de marzo de 1988, y no 
se resolvió hasta el 16 de enero de 1990, fecha en la que, 
superados con exceso todos los plazos establecidos en 
el vigente Reglamento de Régimen Disciplinario de los 
funcionarios de la Administración del Estado, aproba- 
do por Real Decreto 3311986, de 10 de enero, se acordó 
imponer a la reclamante la sanción de suspensión de 
funciones por un período de dos meses. 

Manifestaba asimismo su disconformidad con el 
acuerdo de la Dirección Provincial de Educación y Cien- 

cia en Huesca, adoptado el 14 de septiembre de 1988, 
por el que se decidió su apartamiento del ejercicio de 
la docencia, y su adscripción, a partir de la fecha men- 
cionada, a tareas de investigación educativa, que a ins- 
tancias de la reclamante se concretaron en un posterior 
escrito de ese centro directivo del día 21 del mismo mes 
y año, en su adscripción al Instituto de Estudios Atoa- 
ragoneses, en el que continuaba realizando los referi- 
dos cometidos en el curso académico 90-91. 

La reclamante concluía señalando que ante las refe- 
ridas irregularidades, y basándose asimismo en otras 
que se exponían en el escrito de interposición, formu- 
ló recurso de reposición ante el Ministerio de Educa- 
ción y Ciencia, contra el acuerdo sancionador más 
arriba referido, y añadía que en las fechas de finales 
de 1990 en que se dirigía a nosotros todavía no había 
recaído resolución sobre dicho recurso, no obstante ha- 
berse interpuesto el mismo el l l  de abril de 1990, me- 
diante escrito presentado en la Dirección Provincial de 
Educación y Ciencia de Huesca. 

La queja fue admitida a trámite inicialmente ante la 
Secretaría General Técnica del Ministerio de Educación 
y Ciencia y ante la Dirección Provincial del Departa- 
mento en Huesca, de los que solicitamos los informes 
que estimamos oportunos. 

El contenido del primero de los informes recibidos 
de la dirección provincial en el que se señalaba que no 
podía informar de los pormenores de la tramitación del 
expediente disciplinario incoado a la reclamante, que 
fue instruido por la Inspección General de Servicios del 
departamento determinó una nueva solicitud de infor- 
me por nuestra parte al subsecretario del departamen- 
to, respecto a las circunstancias que motivaron la 
irregular prolongación del expediente disciplinario a 
que aludía la queja planteada. 

Por el momento, a pesar de nuestra insistencia no he- 
mos podido obtener una versión completa y detallada 
de la evolución de los sucesivos trámites del expediente. 

Recientemente hemos socilitado nuevas aclaraciones 
en este sentido a la Subsecretaría del departamento, 
que todavía no nos han sido remitidas en el momento 
en que redactamos este informe. 

En sucesivos informes de la Dirección Provincial del 
Ministerio de Educación y Ciencia de Huesca, de la que 
solicitamos también de forma reiterada información 
precisa respecto al fundamento jurídico de la decisión 
de mantener a la reclamante apartada de la docencia, 
que ésta aseguraba había sido adoptada por dicho cen- 
tro en septiembre de 1988, después de hacerse referen- 
cia a las circunstancias de hecho que motivaron la 
adopción del acuerdo, se aludía como base jurídica del 
mismo al Real Decreto 216911984, de 28 de noviembre, 
de atribución de competencias en materia de personal, 
y a previsiones contenidas en el Pacto de 15 de febrero 
de 1990 suscrito entre el Ministerio de Educación y 
Ciencia y los sindicatos de profesores, al que ya nos he- 
mos referido, y en la Orden de 9 de junio de 1989 por 
la que se aprueban instrucciones de organización y fun- 

- 353 - 



CORTES GENERALES 25 DE ABRIL DE 1992.-SERIE A. N Ú M .  37 

cionamiento, entre otras, de los centros de Educación 
General Básica, Preescolar y Educación Especial. 

Ninguno de los instrumentos jurídicos mencionados 
proporciona a nuestro juicio cobertura jurídica para 
la adopción de decisiones como la que ha afectado a 
la interesada, consistentes en el apartamiento forzoso 
de la profesora de su función docente y en su adscrip- 
ción con el mismo carácter a una institución de inves- 
tigación -Instituto de Estudios Altoaragoneses- en la 
que la interesada prestó servicios hasta que se autori- 
zó su vuelta al centro de su destino definitivo esta vez 
adscrita a funciones de apoyo a la dirección. 

Todo ello pone de nuevo de manifiesto la precariedad 
jurídica con que se producen las decisiones de aparta- 
miento de la docencia de profesores afectados por las 
situaciones que ya hemos explicado suficientemente a 
lo largo de este apartado, dada la inexistencia de una 
norma del rango suficiente que aborde el problema, pre- 
viendo las distintas situaciones posibles en relación con 
el mismo y estableciendo las medidas y soluciones que 
deban ser adoptadas por las autoridades educativas en 
cada una de ellas, tal y como exigen los más elementa- 
les postulados del principio de seguridad jurídica. 

En consecuencia, hemos señalado de nuevo al Sub- 
secretario de Educación y Ciencia la necesidad de pro- 
ceder a una urgente regulación de la situación de estos 
profesores, y al tiempo hemos solicitado información 
sobre el estado en que se encuentran los trabajos pre- 
paratorios de cuya iniciación se nos informó en su mo- 
mento, y respecto a las previsiones existentes en orden 
a la aprobación de la norma necesaria para dar el tra- 
tamiento adecuado al problema que, hemos insistido, 
debería producirse con la mayor urgencia. 

13.4.2. Habilitación del profesorado de Educación Ge- 
neral Básica 

Ya en nuestro informe correspondiente al ejercicio 
de 1990 hacíamos referencia a los procesos de habili- 
tación del profesorado de Educación General Básica 
que se habían realizado en el ámbito de las distintas 
administraciones educativas, con carácter previo a la 
aplicación del nuevo sistema de provisión de puestos 
de trabajo previstos en el Real Decreto 895/1989, de 14 
de julio. 

También entonces señalábamos que, según nos había 
permitido deducir el examen de las quejas que nos ha- 
bían sido presentadas en relación con el asunto de la 
habilitación del profesorado, su desarrollo había sido 
correcto en líneas generales, y la actuación administra- 
tiva relacionada con los mismos se había producido en 
términos acordes con las normas reguladoras de los re- 
feridos procesos. 

Aludíamos al mismo tiempo a la excepción que pa- 
recía representar la queja (9028263) formulada por un 
grupo de profesores de Zaragoza, especialistas en filo- 
logía, lengua castellana e inglés, que cuestionaban las 
habilitaciones de lengua inglesa concedidas a determi- 

nados profesores de Educación General Básica, titula- 
dos por la Escuela Universitaria de Zaragoza, que 
habían cursado en dicha escuela la especialidad de 
francés, de acuerdo con el plan de estudios de 1971. 

Dichos profesores habían sido habilitados en la es- 
pecialidad de inglés en base a la documentación apor- 
tada en la que constaba el hecho de haber esudiado la 
lengua inglesa durante un cuatrimestre del tercer cur- 
so, y a la denominación que figuraba en el título que 
aportaban que les acreditaba como ((Diplomados en 
Lengua Española e Idiomas Modernos ». 

N o  parece necesario reproducir aquí los argumentos 
en que fundaban su disconformidad los promoventes 
de la queja, o el contenido de los informes procedentes 
del director de la Escuela de Formación del Profesora- 
do de Educnció~i General Básica de la Universidad de 
Zaragoza y del vicerrector de la misma, que aportaban 
en apoyo de los mismos, a todos los cuales hicimos re- 
ferencia detallada en nuestro anterior informe. 

Sí parece oportuno señalar que de todos ellos pare- 
cía deducirse que los profesores que habían cursado la 
especialidad de francés en la referida escuela de acuer- 
do con el plan de estudios más arriba mencinado, no 
poseían los conocimientos necesarios para obtener su 
habilitación para impartir el idioma inglés que les ha- 
bía sido concedida, y la conveniencia de corregir la si- 
tuación ante los posibles efectos negativos que de la 
misma podían derivarse para la calidad de la en- 
señanza. 

Tramitada la queja ante la Dirección Provincial del 
Ministerio de Educación y Ciencia de Zaragoza, este 
centro directivo, después de explicar las circunstancias 
en que se produjo la habilitación de estos profesores, 
se mostraba partidario de proceder a modificar el con- 
tenido de los acuerdos adoptados, lo que, a su juicio, 
requería la revisión de oficio de los mismos, a cuyo efec- 
to, según se señalaba, se habían remitido todos los an- 
tecedentes del tema a los servicios centrales del 
departamento. 

Pues bien, nos resulta satisfactorio destacar que el 
Subsecretario de Educación y Ciencia, ante el que con- 
tinuamos la tramitación de la queja, nos ha comunica- 
do en octubre último la anulación de las habilitaciones 
indebidamente concedidas. 

Según nos informó previamente determinados escri- 
tos inicialmente considerados como de denuncia o re- 
clamación por la dirección provincial hubieron de ser 
calificados como recurso de alzada contra los acuer- 
dos de habilitación de los profesores a que nos venimos 
refiriendo dictados por dicho centro directivo. 

Una vez cumplimentado el trámite de audiencia a los 
interesados, que impone el artículo 91 de la Ley de Pro- 
cedimiento Administrativo, cuya sustanciación, según 
asegura la subsecretaría, ha revertido cierta compleji- 
dad dado el número de profesores afectados por las im- 
pugnaciones formuladas se ha dictado resolución sobre 
los referidos recursos en cuya vía, como ya hemos se- 
ñalado, se ha procedido a anular las habilitaciones en 
la especialidad de filología, lengua castellana e inglés, 
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concedidas a los profesores que en el curso de sus es- 
tudios de diplomatura sólo habían cursado enseñanzas 
de dicho idioma durante un cuatrimestre. 

13.4.3. Contratación de personal interino docente pa- 
ra desempeñar plazas de Educación Especial 

Nos referimos ahora a una queja (8914391) cuya tra- 
mitación nos ha permitido confirmar las disfunciones 
que en ocasiones se derivan de la aplicación del siste- 
ma de contratación preferente que se prevé en las últi- 
mas convocatorias para la provisión de puestos de 
trabajo en régimen de interinidad aprobadas por la 
Subsecretaría del Ministerio de Educación y Ciencia. 

La promovente de la queja, profesora de Educación 
General Básica, nos manifestaba su disconformidad con 
los resultados que para quienes poseen titulaciones re- 
conocidas por el Ministerio de Educación y Ciencia en 
el campo de la Educación Especial, se derivan de la 
aplicación de determinados criterios de preferencia a 
efectos de contratación de personal docente interino. 

Señalaba la interesada, en concreto, que la preferen- 
cia que en las sucesivas convocatorias para personal in- 
terino se da a quienes hayan prestado servicios con 
anterioridad en determinadas condiciones de duración 
y continuidad, viene determinando, en relación con las 
plazas de Educación Especial, que se contrate con pre- 
ferencia a quienes, aun no poseyendo titulaciones es- 
pecíficas para ello, forman parte de las denominadas 
listas preferentes, y que se posponga a los profesores 
que poseen las titulaciones adecuadas pero no forman 
parte de dichas listas. 

Entendía la reclamante que ese resultado es contra- 
rio a lo establecido en el Real Decreto 33411985, de 6 
de marzo, de Ordenación de la Educación Especial, que 
exige que los profesores que impartan dichas enseñan- 
zas estén en posesión de titulaciones específicas reco- 
nocidas por el Ministerio de Educación y Ciencia. 

La queja fue admitida a trámite ante la Dirección Ge- 
neral de Personal y Servicios, del Ministerio de Educa- 
ción y Ciencia, centro directivo del que solicitamos el 
oportuno informe con fecha 26 de abril de 1990. 

Desde entonces venimos instando de manera reitera- 
da la remisión del informe solicitado, que finalmente 
nos ha sido enviado a finales de septiembre de 1991. 

En la comunicación que por último hemos recibido 
de la Dirección General de Personal y Servicios, se se- 
ñala que, en líneas generales, la provisión de puestos 
de trabajo de Educación Especial se produce atendien- 
do al principio de especialización: 

«En lo que atañe a la provisión -en sentido amplio- 
de los puestos de trabajo de Educación Especial, este 
Departamento se ha atenido al principio de especiali- 
zación. 

En el primer nivel de provisión, cuál es el de la co- 
bertura en virtud de concurso, y en propiedad definiti- 

va, de aquellos puestos por funcionarios de carrera, al 
principio de especialidad rige con absoluto rigor. 

Para optar en concurso a vacante de Educación Es- 
pecial (en sus dos vertientes, de Pedagogía Terapéutica 
y de Audición y Lenguaje) se requiere estar en posesión 
de titulaciones específicas que supongan una especia- 
lización en estas materias. Y ello ha sido así incluso con 
anterioridad al Real Decreto 895/1989, de 14 de julio 
(«BOE» del 20), que regula la provisión de puestos de 
trabajo en Centros Públicos de Preescolar, Educación 
General Básica y Educación Especial, pues desde ha- 
ce ya tiempo los puestos de Educación Especial han ve- 
nido siendo cubiertos a través de concursos específicos 
dirigidos a especialistas. 

El segundo nivel de cobertura de puestos vacantes, 
ya no con carácter definitivo pero, asimismo, por fun- 
cionarios de carrera, se concreta en el sistema de colo- 
cación de Profesores propietarios provisionales, 
colocación que se realiza en aquellos puestos que no 
han sido cubiertos por el sistema del concurso. 

Las distintas Instrucciones de la Subsecretaría de co- 
mienzo de curso, sientan los criterios de colocación de 
provisionales y, desde largo tiempo, han venido contem- 
plando que dichos Profesores sólo puedan ser destina- 
dos a puestos de Educación Especial en el caso de 
poseer la especialización requerida. 

Hay que indicar que, a la hora de sentar los criterios 
de colocación de provisionales, hubo de ponderarse la 
situación de los distintos colectivos que componen es- 
te grupo y establecer una preferencia entre ellos a la 
hora de optar a vacante (provisionales que han perdi- 
do el destino definitivo por supresión del mismo, clau- 
sura o causa análogas; provisionales que nunca han 
obtenido propiedad definitiva, ordenados por la mayor 
antigüedad de la promoción a que pertenecen; reingre- 
sados con destino provisional, etc.). 

Aun así, y frente al principio general de preferencia 
por colectivos, para la cobertura de puestos de Educa- 
ción Especial se ha venido manteniendo el criterio de 
exigir especialización. 

El esquema de la cobertura de puestos de Educación 
Especial que han venido ofreciendo las instrucciones 
de comienzo de curso se sistematiza del siguiente modo: 

- Oferta a los colectivos de provisionales con la sal- 
vedad de que el Profesorado incluido en los mismos sólo 
podrá ser destinado a una unidad de Educación Espe- 
cial en el caso de estar en posesión de la titulación re- 
querida. 
- Caso de que este Profesorado no fuera suficiente 

para cubrir la totalidad de las plazas vacantes de Edu- 
cación Especial, se convocarían concursos provincia- 
les para que puedan acceder a los mismos, en comisión 
de servicios, aquellos Profesores de Educación Gene- 
ral Básica que estén prestando servicios en Centros de 
régimen ordinario dentro de la provincia (siempre que 
no estuvieran ya prestando servicios en Educación Es- 
pecial) y que reúnan, asimismo, los requisitos de espe- 
cialización. 
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Sólo en el caso de que aún existiesen vacantes de Edu- 
cación Especial que cubrir habría que acudirse a los 
Profesores de fuera del sistema, entrando aquí en jue- 
go la selección de personal interino». 

Ahora bien, en lo que se refiere a esta última forma 
de provisión de vacantes de Educación Especial por 
funcionarios interinos, tema al que específicamente se 
refería nuestra solicitud de informe, se nos señalaba 
que en este tercer y último nivel de cobertura, como 
consecuencia del acuerdo que en nomviembre de 1988 
se suscribió con los sindicatos del sector para garanti- 
zar durante al menos tres cursos la estabilidad del pro- 
fesorado interino, pudo ocurrir que en algún supuesto 
hubiese de asignarse vacante a algún profesor interi- 
no que no fuese especialista en educación especial an- 
tes que a otro profesor especialista que no estuviese 
amparado por el acuerdo de estabilidad al que se ha 
hecho referencia. 

Comprendemos el objetivo de evitar la precariedad 
en el conjunto de la función pública, que se ha propues- 
to el Ministerio de Educación y Ciencia, el cual, desde 
luego, consideramos ajustado a las necesidades del sis- 
tema educativo. 

Sin embargo, lo que no podemos considerar jurídi- 
camente adecuado ni compatible con la calidad exigi- 
ble de las prestaciones educativas que asume dicho 
departamento en el ámbito de la Educación Especial 
es que este último objetivo se articule de tal manera 
que haga posible la contratación para plazas de la re- 
ferida especialidad de profesores que carecen de las 
cualificaciones necesarias para su desempeño, contra- 
viniendo con ello lo expresamente establecido en los 
preceptos del Real Decreto 33411985, de 6 de marzo, de 
Ordenación de la Educación Especial, en los que se re- 
gulan las cualificaciones exigibles de los profesores que 
desarrollen su labor docente en este ámbito. 

En este sentido entendemos que la garantía de esta- 
bilidad que se contiene para un sector de profesores in- 
terinos en el Acuerdo de noviembre de 1988 y el Pacto 
de 15 de febrero de 1990, suscritos entre el Ministerio 
de Educación y Ciencia y los sindicatos de profesores, 
no debe entenderse ni aplicarse más allá de lo que per- 
miten las normas que rigen la ordenación de los dis- 
tintos ámbitos educativos, ni en concreto en lo que hace 
referencia al asunto que nos ocupa, de las exigencias 
sobre cualificación docente establecidas en el Real De- 
creto 33411985, más arriba referido. 

El desarrollo educativo de los alumnos con necesi- 
dades educativas especiales se obtiene a lo largo de un 
prolongado proceso que requiere las contribuciones 
muy especializadas de distintos profesionales, entre 
ellos docentes, que posean los conocimientos específi- 
cos necesarios. 

Por ello, es de todo punto inexplicable que el proce- 
so educativo ni siquiera de un mínimo número de es- 
tos alumnos se vea negativamente afectado por la 
aplicación de mecanismos de contratación de personal 
docente que permitan la intervención en el mismo de 

profesores que carecen de la especialización necesaria 
para desempeñar eficazmente los cometidos que se les 
asignen en el desarrollo de dicho proceso. 

Todas las anteriores consideraciones nos han lleva- 
do a concluir la necesidad de recomendar a la Subse- 
cretaría del Ministerio de Educación y Ciencia la 
conveniencia de que las precisiones de futuras instruc- 
ciones sobre provisión de puestos de trabajo en régi- 
men de interinidad sobre contratación preferente de 
determinados profesores se produzcan en términos que 
sean conformes con los requisitos sobre cualificación 
del profesorado en el ámbito de la Educación Especial 
contenidos en el Real Decreto 33411985, de 6 de marzo. 

13.4.4. Solicitudes de reducción de jornada y de dis- 
frute de las vacaciones anuales retribuidas tras 
la finalización de licencias de maternidad 

La tramitación de algunas quejas nos ha puesto de 
manifiesto que por parte de diversas unidades depen- 
dientes del Ministerio de Educación y Ciencia se utili- 
zan criterios, a nuestro juicio restrictivos, en la 
concesión de solicitudes de reducción de jornada o de 
disfrute de vacaciones anuales retribuidas tras la fina- 
lización de licencias de maternidad. 

En relación con la posibilidad de obtener reduccio- 
nes de jornada de trabajo, la Ley 3011984, de 2 de agos- 
to, de Medidas para la Reforma de la Función Pública, 
en su artículo 30.1.f) establece lo siguiente: 

«Quien por razones de guarda legal tenga a su cui- 
dado directo algún menor de seis años o a un dismi- 
nuido psíquico o físico que no desempeñe actividad 
retribuida, tendrá derecho a una disminución de la jor- 
nada de trabajo en un tercio o un medio, con la reduc- 
ción proporcional de sus retribuciones. )> 

El tenor literal del precepto transcrito, que no esta- 
blece condicionamiento alguno a su ejercicio, parece 
avalar el derecho de quienes lo soliciten a obtener, en 
todo caso, la reducción solicitada, siempre que concu- 
rra alguno de los supuestos de hecho en consideración 
a los cuales se prevé la posibilidad de dicha reducción. 

Sin embargo, el criterio de acuerdo con el cual viene 
actuando, por ejemplo, la Dirección Provincial de Ma- 
drid, ante la que hemos tramitado algunas de las que- 
jas formuladas en la materia, excluye la concesión de 
tales reducciones a los funcionarios docentes cuando 
las mismas se solicten sólo para períodos parciales que 
excluyan el período de vacaciones escolares y no abar- 
quen por consiguiente el curso completo de 1 de sep- 
tiembre a 31 de agosto siguiente. 

La dirección provincial mencionada afirma que las 
decisiones denegatorias adoptadas en relación con las 
solicitudes formuladas en los referidos términos se atie- 
nen al contenido de las instrucciones recibidas de la 
Dirección General de Personal y Servicios de ese De- 
partamento. 
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En los términos de las referidas instrucciones los ór- 
ganos competentes pueden acceder a las solicitudes de 
reducción que se refieran a todo el curso íntegro, que 
se entiende comienza el 1 de septiembre y concluye el 
31 de agosto siguiente, y también a las solicitudes de 
reducción que abarquen trimestres completos, pero se 
considera que cualquier otro tipo de solicitud parcial 
que se circunscriba a los períodos de actividad esco- 
lar en que los docentes deben realizar una jornada par- 
tida, es decir de 1 de octubre al 31 de mayo siguiente, 
incurrirían en abuso de derecho, figura jurídica previs- 
ta en el artículo 7 del Código Civil y de aplicación ge- 
neral a todo el ordenamiento jurídico, y por 
consiguiente no deben ser atendidas. 

Esta institución entiende que cualquier limitación de 
un derecho reconocido debe estar prevista en una nor- 
ma de rango adecuado, y no debe considerarse como 
tal la figura del abuso del derecho consagrada en nues- 
tro Código Civil, porque este límite intrínseco se fun- 
damenta en el modo de usar las facultades que la ley 
otorga a un sujeto. Dicho «modo» viene definido bien 
por la intención de perjudicar de la acción, bien por- 
que el exceso o anormalidad del ejercicio del derecho 
produce un perjuicio a la sociedad o a la economía. Si 
consideramos que el derecho a la disminución de la jor- 
nada de trabajo por razones de guarda legal es abusi- 
vo, deberíamos modificar la norma, pero mientras no 
se modifique, lo único que se puede considerar como 
abusivo es el ejercicio concreto que del derecho b g a  
en cada caso un determinado sujeto. 

Por lo tanto, si se entiende que tanto el servicio pú- 
blico educativo como las peculiares características de 
la función pública docente -expresamente reconoci- 
das éstas en el artículo 1.2 de la Ley 3011984- así lo 
exigen, deberían dictarse las normas específicas que de- 
terminasen cuáles sean en concreto las limitaciones que 
hayan de imponerse al personal docente en el disfrute 
de su derecho a obtener una jornada reducida. Actuar 
como hasta ahora vienen haciendo en algún supuesto 
los órganos del Ministerio de Educación y Ciencia en- 
cargados de la gestión de un personal, esto es, restrin- 
giendo a un determinado sector de funcionarios 
públicos el ejercicio de un derecho de manera general 
no prevista en normal alguna, resulta contrario a las 
exigencias de los principios de legalidad y de seguri- 
dad jurídica. 

Una situación similar en cuanto a su repercusión res- 
trictiva en la definición del ámbito del derecho corres- 
pondiente es la que venimos comprobando que se 
produce como consecuencia de la interpretación que 
vienen manteniendo los mismos órganos gestores men- 
cionados en relación con la posibilidad de que las fun- 
cionarias docentes cuya licencia por alumbramiento se 
produzca durante el período de vacaciones escolares 
puedan, a continuación, disfrutar de la vacación anual 
retribuida. 

La Ley de funcionarios civiles del Estado, texto ar- 
ticulado aprobado por Decreto 315/1964, de 7 de febre- 

ro, en su artículo 68, establece en relación con la 
vacación anual retribuida lo siguiente: 

«Todos los funcionarios tendrán derecho a disfrutar, 
durante cada año completo de servicio activo, de una 
vacación retribuida de un mes, a los días que en pro- 
porción le correspondan si el tiempo de servicio fue 
menor. )) 

El artículo 71.2 de la misma Ley señala en relación 
con las licencias por embarazo o alumbramiento: 

«Se concederán licencias, en caso de embarazo, por 
el plazo que reglamentariamente se determine. )) 

Por su parte, el Decreto 1949/1967, de 20 de julio, so- 
bre licencias por alumbramiento prevé en el párrafo se- 
gundo de su artículo 5: 

«La vacación retributiva regulada en el artículo 68 
de la misma Ley, podrá disfrutarse a continuación de 
la licencia por alumbramiento, siempre que a la fun- 
cionaria no le haya correspondido con anterioridad den- 
tro del año natural.), 

De las normas transcritas, que resultan de aplicación 
a las funcionarias docentes, se deduce que la ley reco- 
noce a dichas funcionarias el derecho a disfrutar de una 
vacación anual retribuida y de las licencias previstas 
en caso de embarazo, así como que en su normativa de 
desarrollo se contempla la posibilidad de que la refe- 
rida vacación anual se disfrute a continuación de la li- 
cencia por alumbramiento «siempre que a la 
funcionaria no le haya correspondido con anterioridad 
dentro del año natural)). 

La interpretación más obvia del inciso transcrito es 
que se pretende impedir que al amparo de la posibili- 
dad de disfrute continuado de la vacación anual, que 
se establece en el artículo ya referido, se pretendan acu- 
mular períodos vacacionales distintos del correspon- 
diente al año en curso o ya efectivamente disfrutados. 
Con dicha finalidad se precisa que tal acumulación pro- 
cederá siempre que a la funcionaria no le haya corres- 
pondido con anterioridad dentro del año natural, es 
decir, que es el período vacacional correspondiente al 
año en curso y no efectivamente disfrutado durante el 
mismo el único que procede acumular. Tal es al menos 
la interpretación que del referido inciso vienen reali- 
zando los correspondientes órganos gestores al aplicar- 
lo a las funcionarias públicas de cuerpos distintos a los 
docentes. 

Sin embargo, de acuerdo con una cierta interpreta- 
ción que mantiene la Dirección General de Personal y 
Servicios y normalmente aplican las direcciones pro- 
vinciales del departamento, a las funcionarias docen- 
tes no se les concede la acumulación del período de 
vacación anual al previo de licencia por alumbramien- 
to cuando tal acumulación implique el disfrute del pri- 
mero fuera de los meses de julio y agosto. 
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En los términos de la referida interpretación dado 
que el calendario lectivo libera de la impartición de cla- 
ses durante los meses de julio y agosto, tales fechas de- 
ben reputarse como período vacacional para el personal 
docente y en consecuencia, según concluye la referida 
interpretación, debe estimarse de plena aplicación a las 
funcionarias docentes, que de acuerdo con el artículo 
5 del referido decreto pretendan disfrutar sus vacacio- 
nes fuera de dichos meses, el inciso final del mismo ar- 
tículo que impide la acumulación de las vacaciones en 
los supuestos en que correspondiera disfrutarlas con 
anterioridad dentro del año natural. 

Esta institución admite que puedan derivarse dificul- 
tades organizativas o de otra índole del ejercicio por 
las funcionarias docentes de la facultad de acumula- 
ción que reconoce el referido precepto, especifícamen- 
te en aquellos supuestos en que hace posible su disfrute 
fuera de los meses de vacación escolar. Asimismo, esta 
institución entiende que quizás el ejercicio de tal facul- 
tad por dichas funcionarias debiera ser objeto del tra- 
tamiento específico que posiblemente requieran la 
peculiaridad del servicio público docente y el régimen 
de vacaciones docentes. 

Sin embargo no se puede entender como jurídicamen- 
te correcto que tal especificidad se imponga sobre la 
base de una interpretación que, forzando la literalidad 
del precepto, no respeta la intención y finalidad más 
evidente del mismo -permitir la acumulación de las 
vacaciones anuales salvo que se hubiesen disfrutado ya 
con anterioridad en el mismo año natural- y que, ade- 
más, no alude a precepto alguno del que se deduzca que 
la vacación anual retribuida «corresponda» efectiva- 
mente o esté establecida y deba disfrutarse necesaria- 
mente por el personal docente en determinado período 
anual. 

Tampoco alude la referida interpretación al condicio- 
namiento -necesidades del servicio- a que legalmente 
está sujeta la determinación del período en que se dis- 
fruten las vacaciones anuales, condicionamiento que 
sin duda permitiría paliar las consecuencias organiza- 
tivas más graves que se derivasen del ejercicio de la fa- 
cultad de acumulación a que nos venimos refiriendo 
y haría innecesario recurrir a interpretaciones limita- 
tivas en virtud de las cuales se impide necesariamente 
su ejercicio en determinadas circuns- 
tancias. 

En los dos supuestos a que nos hemos referido pare- 
ce que la necesidad de adecuar el contenido de deter- 
minados preceptos definidores de derechos de los 
funcionarios públicos a las peculiares exigencias deri- 
vadas de la gestión del personal docente ha llevado al 
Ministerio de Educación y Ciencia a sendas interpre- 
taciones restrictivas del ejercicio de tales derechos que 
en todo caso, y siempre que resultasen deducibles y tu- 
viesen un apoyo suficiente en la legislación vigente, de- 
berían establecerse en normas del adecuado nivel 
reglamentario que regulasen las especificidades a que 
queda sujeto su ejercicio por el personal docente. 

Todos los argumentos más arriba expresados han si- 
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do expuestos por esta institución al Subsecretario de 
Educación y Ciencia, al que sobre la base que según en- 
tendemos proporcionan los mismos, hemos considera- 
do necesario formular una recomendación del tenor 
literal siguiente: 

«Que de estimarse necesarias, en consideración a las 
peculiaridades del personal docente, las precisiones que 
impliquen limitaciones respecto al ejercicio por los fun- 
cionarios docentes de los derechos que con carácter ge- 
neral se reconocen a los funcionarios públicos en las 
normas vigentes, se establezcan, siempre que exista ha- 
bilitación legal suficiente, en disposiciones del adecua- 
do nivel normativo. >) 

En el informe que nos ha sido remitido por el subse- 
cretario en relación con la recomendación formulada 
se manifiesta lo siguiente: 

«En relación con la posibilidad de obtención de re- 
ducción de jornada de trabajo para los funcionarios do- 
centes, por razones de guarda legal, pese a que la Ley 
30/84 no establece ningún condicionamiento, la Direc- 
ción General de Personal y Servicios de este Ministe- 
rio ha considerado oportuno conceder automática- 
mente aquellas que se soliciten bien por un curso com- 
pleto, o bien para un trimestre. Sin embargo, para aque- 
llas solicitudes de reducción de jornada inferior a tres 
meses, el criterio adoptado es restrictivo ya que el ser- 
vicio público docente exige una continuidad en la pres- 
tación y una homogeneidad en la impartición de las 
clases que, en caso contrario, se verían totalmente de- 
terioradas en perjuicio de los alumnos.» 

La Instrucción de la Dirección General de Personal 
a la que alude el escrito del Defensor del Pueblo, tiene 
como objetivo unificar el criterio mantenido sobre es- 
te aspecto, en aras a la seguridad jurídica. N o  se hace 
alusión alguna al ((abuso de derecho» sino que se ad- 
junta resolución desestimatoria de un recurso emitido 
por el Servicio de Recursos que aplica al caso concre- 
to el argumento del abuso de derecho (artículo 7 del Có- 
digo Civil). De ahí que la Dirección General de Personal 
y Servicios no considera abuso de derecho la petición 
de reducción de jornada que no coincida con un trimes- 
tre o un curso escolar completo, sino que lo considera 
inadecuado para asegurar la continuidad del servicio. 

Por otro lado, debe tenerse en cuenta que el régimen 
jurídico del funcionario docente es necesariamente dis- 
tinto al del resto de los funcionarios por la propia na- 
turaleza del servicio público educativo. 

Así, del mismo modo que el colectivo docente tiene 
más del doble de días vacacionales que el resto de los 
funcionarios, y que tiene su jornada reducida, respec- 
to a éstos (al menos en lo que a horas presenciales se 
refiere), es lógico que el criterio para la concesión de 
tales reducciones a la jornada de por sí reducida de cla- 
ses, se establezca en relación con el carácter continuo 
que debe caracterizar al servicio público educativo. 
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N o  obstante, se atenderá cualquier sugerencia de esa 
Institución respecto a esta línea de actuación que esta 
Subsecretaría considera adaptada tanto a criterios de 
legalidad como de oportunidad, salvo opinión en contra. 

Para evitar cualquier error interpretativo, próxima- 
mente la Dirección General de Personal y Servicios va 
a enviar a todas las Direcciones Provinciales una Ins- 
trucción por la que se solicite se restrinjan las denega- 
ciones de reducción de jornada por guarda legal a 
aquellos casos en que se aprecie efectivamente abuso 
de derecho. 

En cuanto a la posibilidad de acumulación de los pe- 
ríodos vacacionales y de la derivada del régimen de li- 
cencia por alumbramiento se manifiesta lo siguiente: 

- El artículo 74 de la Ley de Funcionarios Civiles 
del Estado establece: “El período en que se disfruten 
las vacaciones y la concesión de licencia por razones 
de estudio y asuntos propios, cuando proceda, se su- 
bordinará a las necesidades del servicio”. 
- Si tenemos en cuenta el artículo 1.2 de la Ley 

3011984 y su previsión de que podrán dictarse normas 
específicas para adecuarlas a las peculiaridades del 
personal docente, resulta de aplicación la normativa re- 
guladora de la organización y funcionamiento de los 
Centros Docentes. Según ésta, al personal docente le co- 
rresponde disfrutar de sus vacaciones anuales retribui- 
das única y exclusivamente dentro del período no 
lectivo, es decir julio y agosto. 
- Este criterio ha sido el utilizado a la hora de in- 

terpretar el Decreto 1949/1967, de 20 de julio, al ampa- 
ro del informe de la Comisión Superior de Personal de 
21 de noviembre de 1990 emitido sobre consulta reali- 
zada sobre el tema por esta Dirección General. Según 
el mismo, el párrafo 2 del artículo 5 del mencionado 
Decreto 1945/1967: “ ... la vacación retribuida podrá dis- 
frutarse a continuación de la licencia por alumbramien- 
to siempre que a la funcionaria no le haya 
correspondido con anterioridad dentro del año natu- 
ral”, supone que en el ámbito docente el disfrutar de 
esa vacación anual retribuida corresponde exclusiva- 
mente al período no lectivo, sin que pueda suspender 
el disfrute de la misma y trasladarlo a período lectivo. 
No obstante, esta Subsecretaría admitirá cualquier su- 
gerencia de esa institución». 

Una vez estudiado el contenido del informe que nos 
ha sido enviado, nos hemos dirigido de nuevo al Sub- 
secretario de Educación y Ciencia para establecer en 
relación con el mismo las precisiones que detallamos 
a continuación y que nos han llevado a insistir en la opi- 
nión, ya expresada en nuestra recomendación inicial, 
de que la línea de actuación que actualmente siguen en 
la materia los órganos de gestión de personal del de- 
partamento, en cuanto impone a los funcionarios do- 
centes restricciones al ejercicio de derechos 
reconocidos con carácter general a los funcionarios, no 
establecidas en norma alguna que las autorice, debe es- 
timarse jurídicamente incorrecta y contraria a las exi- 

gencias que se derivan de los principios de legalidad 
y seguridad jurídica. 

En nuestra comunicación al Subsecretario de Edu- 
cación y Ciencia ponemos especial énfasis en mostrar 
nuestro total acuerdo sobre el hecho de que la función 
pública docente pueda justificar la necesidad de mo- 
dular determinados derechos propios de los funciona- 
rios para adecuar su ejercicio a las necesidades de la 
educación. En este sentido, no nos opondríamos en nin- 
gún caso a que se dictasen las normas legales del ran- 
go que fuese necesario para regular las especialidades 
de la función pública docente, de manera que los Órga- 
nos gestores pudiesen adoptar en todos los casos las 
medidas más oportunas con la cobertura legal impres- 
cindible. 

Distinto es lo que a nuestro entender viene aconte- 
ciendo en los supuestos planteados, ya que en ellos se 
están utilizando determinadas figuras o instituciones 
jurídicas para solventar problemas concretos que re- 
quieren una regulación específica, eludiendo la apro- 
bación de la misma con lo que, al margen de otras 
deficiencias, se ven disminuidos los derechos de las per- 
sonas afectadas por este tipo de decisiones. 

En consecuencia, y dado que no podemos estimar 
adecuadamente justificada la negativa a admitir nues- 
tra recomendación que, según entendemos está implí- 
cita en el informe recibido de la Subsecretaría de 
Educación y Ciencia, hemos decidido hacer una refe- 
rencia al asunto en este informe, tal y como preceptúa 
el artículo 30.2 de la Ley orgánica 311981, de 6 de abril, 
del Defensor del Pueblo. 

13.4.5. Derecho a casa-habitación de los profesores de 
Educación General Básica 

Con una cierta frecuencia se plantean ante esta ins- 
titución quejas que formulan profesores de Educación 
General Básica, relacionadas con la obligación muni- 
cipal de proporcionar viviendas gratuitas a los profe- 
sores del referido nivel educativo. 

La mencionada obligación tiene su origen en lo esta- 
blecido en los artículos 51 y 52 de la ley de Enseñanza 
Primaria, preceptos que deben entenderse vigentes, si- 
quiera sea a título reglamentario, de acuerdo con lo pre- 
visto en la disposición final cuarta de la Ley General 
de Educación. 

En ocasiones los promoventes de estas quejas mues- 
tran su disconformidad con las decisiones sobre adju- 
dicación de las referidas viviendas, que deben adoptar 
las autoridades educativas respectivas, que, a juicio de 
los reclamantes, no se ajustan a los criterios que de- 
ben presidir dichas adjudicaciones. 

En otros casos, los promoventes de estas quejas de- 
nuncian ante esta institución situaciones sobrevenidas 
después de dichas adjudicaciones -no utilización de 
las viviendas por los profesores adjudicatarios, adqui- 
sición por éstos de otras viviendas dentro del 
municipio- que, a su entender, deberían determinar 
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una revisión de las adjudicaciones efectuadas y a la po- 
sibilidad de que otros profesores accediesen al benefi- 
cio que significa el disfrute de las referidas viviendas, 
y que, según aseguran, han hecho notar sin resultado 
ante las autoridades educativas competentes para de- 
cidir en la materia. 

La base fáctica y jurídica en que se fundamentan es- 
tas quejas es de muy distinta entidad, como también 
lo son los resultados que se desprenden de su tramita- 
ción en aquellos casos en que consideramos oportuno 
iniciarla. 

Ahora bien, viene planteándosenos también en esta 
materia una serie de quejas de las que sí nos ha sido 
posible deducir la existencia de un problema de carác- 
ter general, relacionado con la distinta interpretación 
que realizan los ayuntamientos y la Administración edu- 
cativa de los términos en que debe entenderse vigente 
la mencionada obligación municipal. 

Nos referimos a quejas, entre ellas la más reciente 
(9101830) en las que los reclamantes, adjudicatarios de 
alguna de las referidas viviendas, describen distintas 
formas de actuación municipal que en general podrían 
calificarse de entorpecedoras del ejercicio por los pro- 
fesores de su derecho a disfrutar la vivienda adju- 
dicada. 

Así, los ayuntamientos se niegan a hacer entrega a 
los adjudicatarios de las llaves de las viviendas, reali- 
zan respecto a las mismas actuaciones que las inutili- 
zan temporal o definitivamente para su uso como tales, 
las destinan a albergar algún servicio municipal o sim- 
plemente las alquilan a vecinos del municipio. 

Nos estamos refiriendo naturalmente a viviendas pro- 
piedad de los ayuntamientos respectivos, que, situadas 
dentro o fuera del propio recinto escolar, están juridi- 
camente afectadas a su utilización como viviendas por 
profesores de Educación General Básica. En ocasiones 
han sido construidas, como los edificios destinados a 
albergar los colegios públicos, por la Administración 
educativa que después ha cedido su propiedad el ayun- 
tamiento, en otros casos el propio ayuntamiento ha ha- 
bilitado para tal uso viviendas de su propiedad, pero 
en todos los supuestos a que nos estamos refiriendo se 
trataría, en definitiva, de viviendas afectadas al uso do- 
cente mencionado. 

En la mayoría de los casos que se nos han planteado, 
los ayuntamientos parecen actuar utilizando vías de he- 
cho para dificultar o impedir la utilización por los 
maestros de las viviendas que les han sido adjudicadas, 
en otros menos frecuentes los ayuntamientos adoptan 
acuerdos de desafectación de las viviendas del uso do- 
cente a que estaban destinadas. 

Tales acuerdos de desafectación se producen sobre 
la base de una interpretación jurídica según la cual en- 
tienden los ayuntamientos que tanto los artículos 137 
y 140 de la Constitución que garantizan la autonomía 
de los municipios, como los preceptos aplicables al ca- 
so del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, 
aprobado por Real Decreto 137211986, de 13 de junio, 
en los que se regula el procedimiento a seguir por los 

ayuntamientos para la desafectación de sus bienes de- 
maniales, facultan a estos últimos para proceder por 
sí mismos a adoptar las decisiones relativas a la desa- 
fectación de sus bienes. 

En la referida interpretación, que se basa, además, 
en pronunciamientos contenidos en sentencias del Tri- 
bunal Supremo y de otras instancias jurisdiccionales 
que se citan expresamente por los ayuntamientos -STS 
de 11 de febrero de 1983 y de 23 de diciembre de 1987-, 
la solicitud a la autoridad educativa de la autorización 
previa a la desafectación de los inmuebles y edificios 
públicos escolares que se establece en el Real Decreto 
60511987, de 10 de abril y en la Orden de 4 de junio del 
mismo año, tendría el carácter de mero trámite nece- 
sario para integrar el procedimiento de desafectación, 
cuyo resultado en ningún modo resulta vinculante pa- 
ra la autoridad local, dado el principio constitucional 
de autonomía municipal ya mencionado. 

Por último, entienden los ayuntamientos, de acuer- 
do con datos normativos extraídos de la Ley regulado- 
ra de las Bases de Régimen Local -Ley 711985, de 2 de 
abril- y de las leyes que sucesivamente se han ido apro- 
bando en materia educativa, que dichos textos legales 
sólo les obligan a ((cooperar con la Administración edu- 
cativa en la creación, construcción y sostenimiento de 
los centros docentes públicos» -artículo 25.2.11) de la 
Ley 711985, de 2 de abril-, ((cooperación ... entre la Ad- 
ministración local y la Administración del Estado ... tan- 
to en servicios locales como en asuntos de interés 
común» que, en los términos del artículo 57 de la mis- 
ma ley (( se desarrollará con carácter voluntario, bajo 
las formas y en los términos previstos en las leyes». A 
estos últimos efectos, el artículo 71 de la Ley 711985, de 
2 de abril, establece que asolo por medio de una ley se 
podrán establecer servicios que representen cargas eco- 
nómicas para las entidades locales o determinar obli- 
gaciones que tengan por objeto costear o subvencionar 
anteciones de las restantes Administraciones públicas». 

En definitiva, dado el nivel reglamentario a que de- 
ben entenderse reducidos los preceptos de la Ley de En- 
señanza Primaria, no pueden entenderse que su artículo 
51 tenga rango normativo suficiente para imponer a las 
entidades locales las cargas económicas que se derivan 
de la cesión gratuita de viviendas a los profesores de 
Educación General Básica. 

Por su parte, la Administración educativa entiende, 
autorizada también por pronunciamientos de los tri- 
bunales, entre ellos el más reciente contenido en la Sen- 
tencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, de 17 
de julio de 1990, que, cualquiera que sea el ámbito y 
las consecuencias con que debe entenderse la autono- 
mía municipal consagrada en la Constitución, éstas de- 
ben ser establecidas por la vía normativa adecuada, 
debiendo entenderse subsistente en tanto no sea expre- 
samente modificada la legislación precedente en todos 
aquellos casos en que su contenido no choque total y 
frontalmente con el texto constitucional. 

Así debe entenderse plenamente vigente el derecho 
a casa-habitación de los profesores de Educación Ge- 
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neral Básica declarado expresamente subsistente en la 
disposición transitoria novena de la Ley General de 
Educación y en la disposición final cuarta de la mis- 
ma ley que, de modo más genérico, declara la vigencia, 
con carácter reglamentario, de cuantas disposiciones 
regulen las materias objeto de la ley, disposiciones que 
no han sido derogadas por los posteriores textos lega- 
les promulgados en materia educativa. 

De la misma manera resulta también en absoluto 
aplicable a la desafectación de las viviendas adscritas 
a su utilización por el referido colectivo docente el pro- 
cedimiento de autorización previa a la desafectación de 
los inmuebles y edificios públicos escolares estableci- 
do en el Real Decreto 60511987, de 10 de abril, y de la 
Orden de 4 de junio de 1987, ya mencionados, que im- 
pone la obtención por los ayuntamientos de la autori- 
zación de la autoridad educativa como requisito 
necesario para proceder a la referida desafectación. 

Los datos expresados ponen de manifiesto la existen- 
cia de un desacuerdo interpretativo sobre los términos 
de la subsistencia de un derecho definido en la norma- 
tiva específicamente educativa y respecto a la medida 
en que las administraciones locales deban asumir las 
cargas que se derivan de su ejercicio, situación que se 
traduce en muchas ocasiones en actuaciones contradic- 
torias de las administraciones públicas -locales y 
educativas- implicadas que afectan muy negativamen- 
te a los docentes afectados que, en definitiva, se encuen- 
tran en tales ocasiones ante una clara situación de 
indefinición respecto al ejercicio de su derecho a dis- 
frutar de una casa-habitación. 

La situación descrita afecta de manera negativa al 
principio de seguridad jurídica que debe regir en éste 
como en cualquier otro aspecto el Estatuto jurídico de 
los funcionarios docentes. Entendemos, por consiguien- 
te, que las administraciones implicadas en el tema de- 
berían realizar un esfuerzo para llegar a un acuerdo 
interpretativo en este punto que permita formas de ac- 
tuación coordinada en la materia, más compatibles con 
el principio de seguridad jurídica mencionado. 

13.5. Personal estatutario al servicio de las institucio- 
nes sanitarias de la Seguridad Social 

13.5.1. Marco jurídico 

En informe de años anteriores ya se puso de relieve 
la falta de adecuación del régimen jurídico del perso- 
nal estatuario al servicio de las instituciones sanitarias 
de la Seguridad Social. Esta falta de adecuación se ma- 
nifiesta, entre otros aspectos, en la profusión de nor- 
mas y en su diversificación por grupos profesionales, 
así como en la regulación frecuentemente parcial de las 
diversas cuestiones que conforman la relación de este 
personal con la Administración. 

Así, dada la falta de desarrollo reglamentario del ar- 
tículo 84 de la Ley General de Sanidad se procedió a 
efectuar diversas recomendaciones, manifestando el Mi- 

nisterio de Sanidad y Consumo, aparte de aceptar las 
mismas, el propósito de proceder a una regulación uni- 
forme del sistema de provisión de plazas. Esta previ- 
sión se ha llevado a efecto mediante la aprobación del 
Real Decreto 11811991, de 25 de enero, sobre selección 
de personal estatutario y provisión de plazas en las ins- 
tituciones sanitarias de la Seguridad Social, que esta- 
blece, entre otros aspectos, tal y como se había 
recomendado por esta institución, un tratamiento igual 
en la valoración de los servicios prestados. 

No obstante, esta disposición, si bien procede a una 
regulación uniforme de los sistemas de acceso, preci- 
sa de un desarrollo que concrete los criterios genera- 
les plasmados en su articulado. Entre las materias que 
necesitan tal desarrollo, cabe indicar las referidas a la 
cobertura de plazas vacantes de personal sanitario no 
facultativo de asistencia especializada. 

Igualmente, en otros ámbitos de esta relación esta- 
tutaria, como es el régimen retributivo, se observan no- 
torias diferencias según el tipo de personal a que 
afectan y sobre las que es preciso, asimismo, proceder 
a su homogeneización. 

13.5.2. Provisión de puestos de trabajo 

El complejo sistema seguido de la .adjudicación de 
plazas de personal estatutario, la diversidad de méri- 
tos tenidos en cuenta y la acreditación de los mismos 
es causa harto frecuente de impugnaciones ante la Co- 
misión Central de Reclamaciones del Ministerio de Sa- 
nidad y Consumo y de la presentación de quejas ante 
esta institución. 

Un ejemplo de estas reclamaciones puede ser la for- 
mulada por una auxiliar de enfermería que no obtuvo 
plaza en un concurso abierto y permanente efectuado 
por la Dirección Provincial del Instituto Nacional de la 
Salud en Ceuta, al no serle valorado un título de auxi- 
liar sanitario expedido por la Diputación General de 
Aragón, no habiéndose dictado además resolución ex- 
presa en la reclamación interpuesta por tal motivo. So- 
licitado informe de la referida dirección provincial, fue 
facilitada la resolución de la Comisión Central de Re- 
clamaciones, estimatoria de la pretensión de la promo- 
vente, a la par que ?e era notificada la misma a la 
reclamante, en cumplimiento del deber, que compete 
a la administración, de dictar resolución expresa. 

Dicha resolución sigue el principio, de general apli- 
cación a las adjudicaciones de plazas de personal esta- 
tutario cuya gestión no se haya trasferido a las 
comunidades autónomas, de reconocer y valorar los 
cursos o diplomas de auxiliar sanitario expedidos por 
organismos autonómicos que han asumido competen- 
cias antes reservadas a la Administración del Estado 
u organismos de ella dependiente, hoy en día extingui- 
dos, como es el caso concreto del Instituto Nacional del 
Bienestar, adscrito en su día al Ministerio de Cultura. 

Resuelto por ello, tanto el aspecto sustantivo de la va- 
loración de méritos como el procedimental de la noti- 
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ficación de la oportuna resolución, se procedió a la 
finalización de las actuaciones con resultado favorable 
a la pretensión de la promovente (queja 9027732). 

No sólo respecto del personal sanitario se han for- 
mulado quejas a la cobertura de puestos de trabajo, si- 
no que también lo han sido respecto de los procesos 
destinados a puestos de personal no sanitario y, más 
concretamente, referidas al personal que integra la de- 
nominada función administrativa de las instituciones 
sanitarias de la Seguridad Social. 

En concreto, se recibió una queja relativa a la cober- 
tura de una plaza de jefe de sección, de carácter admi- 
nistrativo, en el hospital «La Princesa», de Madrid, por 
una persona que no reunía presuntamente los requisi- 
tos en cuanto a grupo de clasificación, establecidos en 
la convocatoria. Solicitado informe de la extinguida Di- 
rección General de Recursos Humanos, Suministros e 
Instalaciones del Ministerio de Sanidad y Consumo, se 
puso de relieve que la citada adjudicación se había efec- 
tuado a favor de una persona no adscrita al Grupo C 
de los definidos en el Real Decreto Ley 3/1987, de 11 de 
septiembre, por lo que se impartían instrucciones a la 
Dirección Territorial del Instituto Nacional de la Salud 
en Madrid, en orden a su subsanación. Si bien dicho 
informe fue remitido en abril de 1991, por la promo- 
vente de la queja se puso de manifiesto, con posteriori- 
dad, que, aunque se procedió al cese de la persona 
irregularmente nombrada, no se han realizado las ac- 
tuaciones subsiguientes para la debida cobertura de la 
plaza, con perjuicio de quienes acudieron al referido 
concurso. Por ello, prosiguen las actuaciones oportu- 
nas en orden a la definitiva solución de este asunto (que- 
ja 9028003). 

En relación con la toma de posesión de las plazas ad- 
judicadas, y hasta la promulgarijn del Real Decreto 
118/1991, de 25 de enero, los diferentes regímenes esta- 
tutarios regulaban de modo distinto las consecuencias 
previstas para los supuestos en los que no se tomaba 
posesión en el plazo reglamentario. Así, mientras que 
para el personal facultativo la imposibilidad de concur- 
sar se extendía a un período de un año, para el perso- 
nal auxiliar sanitario tal período se elevaba a dos años. 
El citado real decreto ha venido a aportar una solución 
al asunto, recogiendo un tratamiento homogéneo de es- 
tas situaciones (queja 9017817). 

Las adjudicaciones de plazas de personal sanitario 
no facultativo de las instituciones sanitarias de la Se- 
guridad Social, en particular, y del personal estatuta- 
rio en general, son frecuentemente impugnadas, con lo 
que dichas adjudicaciones no devienen firmes hasta 
que no se procede a la resolución de los citados recur- 
sos. Las dilaciones originadas por dichos procesos im- 
pugnatorios han llevado, ante la ausencia de normas o 
criterios generales sobre este asunto y ante la inciden- 
cia negativa que esta situación tiene sobre la actividad 
asistencial, a diversas direcciones provinciales del Ins- 
tituto Nacional de la Salud a proceder a la toma de po- 
sesión provisional de dichas plazas. Ahora bien, dado 
que no hay un criterio homogéneo sobre este aspecto 
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se producen situaciones de desigualdad ante supues- 
tos idénticos. 

Así en relación con una queja, referida a una plaza 
de técnico especialista en radiología en un ambulato- 
rio de Murcia, la Subsecretaría del Ministerio de Sani- 
dad y Consumo comunicó que se había expedido un 
nombramiento provisional, así como la inmediata re- 
solución de la impugnación por la Comisión Central de 
Reclamaciones (queja 9101487). 

Por el contrario, la Dirección Provincial del Instituto 
Nacional de la Salud de Zaragoza, que hasta el mes de 
diciembre de 1989 procedía a la toma de posesión pro- 
visional del personal sanitario no facultativo, ante el 
bloqueo sistemático de las adjudicaciones de plazas a 
causa de las impugnaciones efectuadas, a partir de la 
citada fecha ha limitado las tomas de posesión provi- 
sional al personal que accede a plaza únicamente por 
el turno de méritos. 

Esta situación se ha puesto de relieve a raíz de la tra- 
mitación de una queja, sobre la que se está a la espera 
del preceptivo informe de la administración, compren- 
sivo de los motivos que ostentan el referido trato dife- 
renciador (queja 9115677). 

En el informe del pasado año, se hacía referencia a 
la formulación de una sugerencia y un recordatorio de 
deberes legales a la Dirección Provincial del Instituto 
Nacional de la Salud, de Madrid, en orden a que, en los 
procesos selectivos de personal sanitario no facultati- 
vo desarrollados por dicha dirección provincial, se diera 
cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 54 de la Ley 
de Procedimiento Administrativo. 

Precedente inmediato de la sugerencia y recordato- 
rio formulados fue una queja en la que se señalaba que, 
en el desarrollo del concurso abierto y permanente, no 
se había valorado un diploma acreditativo de un curso 
realizado, por el hecho de no constar en el mismo las 
horas lectivas, sin que se notificara tal defecto formal, 
a efectos de su subsanación. 

En un primer informe, el Instituto Nacional de la Sa- 
lud señaló que no se había procedido a valorar el certi- 
ficado del curso realizado por la promovente, por no 
constar en el mismo las horas lectivas totales, subra- 
yándose que la reclamante debía de conocer dicho re- 
quisito, que claramente figura en el correspondiente 
baremo. 

Por el contrario, en un segundo informe, la citada di- 
rección provincial indicó que la Comisión de Selección 
de Personal Sanitario no Facultativo de Madrid viene 
observando lo dispuesto en el reseñado artículo 54 de 
la Ley de Procedimiento Administrativo, añadiendo, por 
otra parte, que se le comunicó verbalmente a la intere- 
sada el defecto que presentaba el certificado por ella 
presentado. 

Independientemente de la falta de correspondencia 
existente entre los dos informes emitidos, se procedió 
a resaltar, una vez más, que cuando el órgano adminis- 
trativo ante el que se tramita un procedimiento obser- 
ve que alguno de los actos de los interesados han 
incurrido en algún defecto, debe poner en conocimien- 
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to de los mismos tales defectos y conceder un plazo de 
10 días para su subsanación. 

Al mismo tiempo, se significó que el defecto formal 
al que hacía referencia la promovente de la queja, es 
un defecto procedimental subsanable por lo que la ad- 
ministración ha de fijar un plazo concreto de 10 días 
y sólo cuando dicho plazo haya transcurrido podrá 
adoptar las medidas concretas y expresamente adver- 
tidas en forma al interesado. 

Igualmente, se señaló que la Ley de Procedimiento 
Administrativo exige que las notificaciones se realicen 
mediante oficio, carta, telegrama o cualquier otro me- 
dio que permita tener constancia de la recepción, de 
la fecha y de la identidad del acto notificado, requisi- 
tos que, a tenor de los informes emitidos, parecían no 
haberse cumplido. 

Con base en estos nuevos razonamientos, se procedió 
a reiterar la necesidad de adoptar las medidas refleja- 
das en la sugerencia y recordatorio formulados, sin que 
se haya recibido aún comunicación al respecto (queja 
8911887). 

13.5.3 Traslados de personal 

El mantenimiento de criterios diferentes en cuanto 
al orden de prelación en supuestos de traslado de cen- 
tro de trabajo dentro de la misma localidad, entre la 
Subdirección General de Personal Estatutario del Mi- 
nisterio de Sanidad y Consumo y la Dirección Provin- 
cial del Instituto Nacional de la Salud en Toledo, en 
perjuicio de la promovente de una queja, dio lugar a 
las correspondientes actuaciones de esta institución. En 
efecto, si bien la referida Subdirección estimó favora- 
blemente la reclamación planteada por una trabajado- 
ra del hospital «Virgen de la Salud», de Toledo, dicha 
dirección provincial no procedió a su cumplimiento en 
base a una malentendida coherencia con los criterios 
previos utilizados para los traslados de personal reali- 
zados con anterioridad al servicio de lavandería cen- 
tralizado de dicha localidad. Comunicada la 
contradicción existente a la extinta Dirección General 
de Recursos Humanos, Suministros e Instalaciones del 
Ministerio de Sanidad y Consumo, se procedió a efec- 
tuar el traslado de la interesada, de acuerdo con el cri- 
terio de esta institución, concordante con el mantenido 
por la subdirección general antes referida (queja 
9022564). 

13.5.4. Selección de personal interino y eventual 

Con motivo de una queja planteada por un facultati- 
vo de medicina general que optaba a un contrato de in- 
terinidad, convocado por la Dirección Provincial del 
Instituto Nacional de la Salud en Salamanca, se puso 
de relieve la exclusión de dichas pruebas de aquellos 
facultativos que no estuvieran colegiados con una an- 
telación mínima de un año natural. Así, la selección del 
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personal médico a contratar por la citada dirección pro- 
vincial se efectuaba en base a las normas de organiza- 
ción y funcionamiento del colectivo de médicos en paro, 
cuyo artículo 48 determina que en el supuesto de que 
se cause baja en el Colegio Oficial de Médicos de Sala- 
manca o de otra provincia, deberá transcurrir un pe- 
ríodo mínimo de un año natural desde la fecha en que 
se produjo la nueva incorporación al Colegio Oficial de 
Médicos de dicha provincia, para poder solicitar la nue- 
va inclusión en la bolsa de demanda de empleo. 

La aplicación de tal precepto, que produjo la exclu- 
sión del promovente de la lista definitiva para provisión 
de plazas interinas de medicina general, se intentaba 
justificar por la necesidad de garantizar a todo el co- 
lectivo de médicos en paro la igualdad de oportu- 
nidades. 

Sin embargo, el principio de igualdad en el acceso 
a las funciones y cargos públicos, consagrado en el ar- 
tículo 23.2 de la Constitución, ha de ponerse en nece- 
saria conexión con los principios de mérito y capacidad 
en el acceso a las funciones públicas del artículo 103.3 
del texto constituciona¡(STC 19311987, de 9 de diciem- 
bre). Tales principios exigen que los sistemas de selec- 
ción sean abiertos, con concurrencia de todos los 
aspirantes, permitiendo llevar a cabo la valoración del 
mérito y capacidad acreditados por cada uno de ellos. 

Por lo tanto, el procedimiento establecido por la ci- 
tada dirección provincial obstaculizaba la igualdad que 
ha de regir la celebración de cualquier prueba objeti- 
va, al excluirse, durante un período de tiempo de un año, 
a otros aspirantes legitimados para acceder a las pla- 
zas, dado que se configuraba como circunstancia exclu- 
yente la sola razón de no haber transcurrido un período 
mínimo de un año natural desde que se produjo la in- 
clusión en el colegio profesional, independientemente 
de los elementos de mérito y capacidad, y de la volun- 
tad de los interesados de participar en los procesos de 
selección que pudieran desarrollarse en el citado pe- 
ríodo de un año. 

Así pues, la necesidad de .no crear desigualdades que 
sean ajenas, no referidas o incompatibles con los cita- 
dos principios constitucionales exige que los correspon- 
dientes criterios selectivos no vulneren la más 
elemental garantía de igualdad, de modo que no que- 
de lesionado el principio de capacidad, que junto al de 
mérito, rige y disciplina el acceso a la función pública. 

Por consiguiente, no puede ser considerado un demé- 
rito o fala de capacidad pesonal, el simple hecho de no 
haber transcurrido un año desde la incorporación al 
colegio profesional, como tampoco es la citada circuns- 
tancia compatible con el principio de igualdad procla- 
mado por el artículo 14 del texto constitucional, en 
tanto en cuanto se coloca en situación distinta a los co- 
legiados, en función de la fecha de incorporación, sin 
que concurra una causa objetiva y razonable que justi- 
fique tal diferencia de tratamiento. 

Asimismo, tampoco se corresponde el criterio esta- 
blecido con lo dispuesto en el artículo 139.2 de la Cons- 
titución, según el cual ninguna autoridad puede 

- 363 - 



CORTES GENERALES 25 DE ABRIL DE 1992.-SERIE A. NOM. 37 

adoptar medidas que, directa o indirectamente, obsta- 
culicen la libertad de circulación y establecimiento de 
las personas en todo el territorio nacional. 

Por todo ello, se procedió a formular una recomen- 
dación en orden a que se valorase la oportunidad y con- 
veniencia de adoptar las medidas que resultasen 
precedentes, al objeto de que en los procedimientos se- 
lectivos de personal médico a contratar, desarrollados 
por la Dirección Provincial del Instituto Nacional de la 
Salud en Salamanca se permitiese la concurrencia de 
todas aquellas personas interesadas, independiente- 
mente del período de tiempo que hubiera transcurri- 
do desde su incorporación al colegio profesional, 
respetándose así los principios constitucionales de 
igualdad, mérito y capacidad. 

Esta recomendación fue aceptada por el órgano ad- 
ministrativo afectado a la par que se señalaba que es- 
taba en vías de negociación un acuerdo conjunto para 
contrataciones temporales con las centrales sindicales. 

Asimismo, por la Dirección General de Recursos Hu- 
manos y Organización del Ministerio de Sanidad y Con- 
sumo se manifestó la total y absoluta coincidencia con 
la recomendación formulada, dictándose instrucciones 
a la dirección general, así como a las direcciones terri- 
toriales y provinciales, del Instituto Nacional de la Sa- 
lud para hacerla efectiva (queja 9112037). 

13.5.5. Sistema retributivo 

La diversidad de regímenes retributivos que ya se 
apuntó en el apartado relativo al marco jurídico del per- 
sonal estatutario, se pone especialmente de manifies- 
to entre el personal que percibe sus emolumentos en 
función de los asegurados o población asignada y aquel 
cuyas retribuciones no están en función de este factor. 

Con independencia de esta consideración general, es 
preciso dejar constancia de otras cuestiones tratadas 
con motivo de las quejas tramitadas durante el año 
1991. 

Así, la falta de la percepción de liquidaciones sala- 
riales ante un cambio en la domiciliación bancaria de 
dicho haberes, ocasionó que se solicitase información 
a la Dirección Provicional del Instituto Nacional de la 
Salud en Las Palmas, indicándose por la misma que el 
cambio en la domiciliación bancaria había surtido efec- 
tos respecto de las retribuciones de pago periódico 
(mensualidades) pero no de las liquidaciones finales 
(atrasos), las cuales se habían transferido a la entidad 
bancaria originariamente designada por el trabajador. 
Como quiera que los defectos en la organización inter- 
na de los órganos administrativos no deben redundar 
en perjuicio de los ciudadanos se requirió de dicha en- 
tidad gestora la adopción de las medidas tendentes a 
la disponibilidad de dichas cantidades en la entidad 
bancaria designada por el promovente. Conforme a es- 
ta observación, la entidad desarrolló las actuaciones 
oportunas en orden a hacer efectiva la disponibilidad 
de los devengos salariales correspondientes (queja 
8811013). 

Asimismo, se actuó en un caso relativo a los descuen- 
tos a efectuar en nómina por cotizaciones a la Seguri- 
dad Social, planteado por una auxiliar de enfermería 
en situación de especial en activo como técnico espe- 
cialista y a la que venía reteniéndose, desde la fecha de 
autorización de tal situación, las cantidades correspon- 
dientes en concepto de contingencia por desempleo. So- 
licitado informe a la extinguida Dirección General de 
Recursos Humanos, Suministros e Instalaciones del Mi- 
nisterio de Sanidad y Consumo, se constató que se ha- 
bía incurrido en tal error por la inclusión de la 
promovente en la nómina de personal temporal, que co- 
tiza por tal contingencia, procediéndose seguidamen- 
te a su subsanación (queja 9026419). 

A raíz de otra reclamación se ha puesto de relieve la 
dificultad relativa a la acreditación y correspondiente 
abono de las retribuciones devengadas por trabajos ex- 
traordinarios. En el presente caso, dichas actividades, 
desarrolladas en el año 1983, fueron inicialmente im- 
pagadas por falta de acreditación de la oportuna auto- 
rización, motivo por el cual la intervención general de 
la Seguridad Social formuló reparos al expediente pro- 
movido por la Dirección General del Instituto Nacio- 
nal de la Salud. Aportada posteriormente por el 
interesado documentación acreditativa de la efectiva 
realización de los trabajo extraordinarios y solicitado 
informe complementario de la referida intervención, se 
reconoció el derecho a la percepción de las retributi- 
ciones correspondientes, instándose a la dirección ge- 
neral de la entidad gestora la iniciación de expediente 
de convalidación del gasto ante el Consejo de Ministros. 
Dicha entidad ha manifestado, en el sentido indicado, 
la promoción del indicado expediente (queja 8607432). 

13.5.6. Reconocimiento de servicios previos a efectos 
de antigüedad. 

El Real Decreto 1181/1989, de 29 de septiembre, si 
bien ha resuelto de modo satisfactorio el trato desigual 
preexistente entre el personal estatutario y el personal 
funcionario, respecto del reconocimiento de servicios 
previos en la administración pública, homologando a 
estos efectos a ambos grupos, presenta en su aplicación 
diversos inconvenientes prácticos. Entre ellos, cabe ci- 
tar el problema de determinar el órgano administrati- 
vo que ha de proceder al reconocimiento y tramitación 
consiguiente de los efectos económicos que apareja, ha- 
bida cuenta de los proceso de transferencias en mate- 
ria sanitaria y el paso, en algunos casos, de este 
personal, mientras se sustancian sus reclamaciones, a 
la situación de jubilado. 

En este sentido, fue tramitada una queja referida a 
un facultativo jubilado, que prestaba sus servicios al 
Insituto Nacional de la Salud en la provincia de Mála- 
ga. Iniciada la oportuna investigación, por la Ssecreta- 
ría General de Asistencia Sanitaria del Ministerio de 
Sanidad y Consumo se entendió que correspondía rea- 
lizar las actuaciones al Servicio Andaluz de Salud co- 
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mo entidad subrogada en los derechos y obligaciones 
del Instituto Nacional de la Salud, en virtud de las 
transferencias efectuadas con efectividad de 1 de ene- 
ro de 1984, si bien hay que resaltar que la jubilación 
del referido facultativo se realizó en fecha 31 de octu- 
bre de 1982. 

A raíz de las gestiones efectuadas, el Servicio Anda- 
luz de Salud puso de relieve que el citado facultativo 
nunca fue transferido a dicha comunidad autónoma y 
que el Instituto Nacional de la Salud había sido conde- 
nado por sentencia. 

Expuestas estas consideraciones a la subsecretaría 
del ministerio de Sanidad y Consumo, la misma acep- 
tó que correspondía al Instituto Nacional de la Salud 
realizar las actuaciones subsiguientes en orden a de- 
terminar las diferencias económicas resultantes, cuya 
repercusión en la pensión de jubilación habrá de ser 
apreciada por el Instituto nacional de la Seguridad So- 
cial, finalizando las actuaciones con resultado satisfac- 
torio para el promovente (queja.8900763). 

Una situación similar se ha producido en la tramita- 
ción de otra queja, relativa al reconocimiento de los ser- 
vicios previos prestados por un facultativo jubilado, 
como interino especialista en radiología por un perío- 
do de seis años y nueve meses. Dada la inactividad del 
Instituto Nacional de la Salud, amparándose en la con- 
dición de jubilado del interesado y efectuadas por esta 
institución las actuaciones oportunas, la dirección ge- 
neral de dicha entidad gestora cursó las instrucciones 
correspondientes a fin de certificar los servicios, en or- 
den a la regularización de la pensión de jubilación del 
promovente (queja 9022659). 

Otro supuesto prácticamente idéntico, pero referido 
al reconocimiento de los servicios prestados en la Guar- 
dia Civil, por una persona incluida, en su momento, en 
el estatutode personal no sanitario de la Seguridad So- 
cial y en situación actual de jubilación, se puso de re- 
lieve con ocasión de la tramitación de otra de las quejas 
recibidas. 

En efecto, el promovente solicitó el reconocimiento 
del período comprendido entre 1 de abril de 1950 y el 
30 de septiembre de 1977, durante el que había presta- 
do servicios en la Guardia Civil, mediante peticiones 
sucesivas ante la entidad gestora a lo largo de los años 
1985-1990, sin resultado alguno. 

Sobre ello, cabe indicar que, con anterioridad a la pu- 
blicación del Real Decreto 118111989, de 29 de septiem- 
bre, la extinguida Dirección General de Recursos 
Humanos, Suministros e Instalaciones del Ministerio 
de Sanidad y Consumo había aceptado la recomenda- 
ción de esta institución en orden a una interpretación 
amplia del concepto «funcionario», comprensiva de per- 
sonal estatutario al servicio de las instituciones sani- 
tarias de la Seguridad Social, posibilitando con ello la 
aplicación a este personal de la Orden de 2 de enero 
de 1985, de instrucciones sobre la cuantía de retribu- 
ciones y gastos de personal. 

Recabado informe de la antes expresada Dirección 
General de Recursos Humanos se puso de relieve que 

se había procedido a resolver en sentido positivo la so- 
licitud de reconocimiento de servicios previos y a liqui- 
dar los atrasos correspondientes (queja 9105076). 

13.6. Personal laboral 

13.6.1. Selección de personal 

Entre las quejas tramitadas durante el año al que se 
refiere este informe, destaca la formulada contra el sis- 
tema de selección de peones establecido por el Orga- 
nismo Autónomo Aeropuertos Nacionales por 
considerar que las pruebas físicas, en las que partici- 
paron más de cinco mil personas, eran peligrosas y, en 
la opinión del promovente, degradantes. 

Estas pruebas consistían, entre otras, en levantar una 
carga de 50 kg. de peso, transportarla a través de un 
tablón de 30 cm. de ancho, transportar seis metros en 
línea recta un bidón de 200 litros de volumen con 80 
litros de agua en una carretilla de mano, mover a bra- 
zo tres metros en línea recta un bidón con cien litros 
de agua, levantar con las dos manos un peso de cua- 
renta kilos cinco veces consecutivas, cavar zanjas, etc ..., 
todo ello a la velocidad propia de un concurrido con- 
curso competitivo. 

En su informe, el órgano afectado consideraba que 
no existía ninguna norma legal que delimitara los pe- 
sos máximos de carga con procedimientos mecánicos 
o manuales, entendiendo por ello que los fijados para 
estas pruebas selectivas eran los racionalmente ad- 
mitidos. 

Esta institución, a la vista de los hechos descritos y 
de los argumentos de la Dirección General de Aeropuer- 
tos Nacionales, consideró necesario dirigir a dicho or- 
ganismo una recomendación en la que se recordaba la 
existencia de normas legales sobre limitación de pesos 
máximos en los trabajos de transporte en carretillas 
manuales. En efecto, la Orden de 2 de junio de 1961 es- 
tablece que «queda prohibida la utilización en los puer- 
tos, muelles, fábricas, talleres y en general, en todo 
lugar de trabajo, de sacos, fardos o cualquier utensilio 
para el transporte, carga y descarga de mercancías que 
haya de hacerse a brazo, cuyo peso en carga sea supe- 
rior a 80 kg. de peso». Igualmente hay que tener en 
cuenta la Recomendación n.0 128 de 7 de junio de 1967 
de la Organización Internacional de Trabajo, que esta- 
blece que el peso máximo de carga que puede ser trans- 
portada manualmente por un trabajador adulto del 
sexo masculino debe ser inferior a 55 kg. 

Por otra parte, y a título indicativo, debe citarse el 
Decreto de 26 de julio de 1957, que, en su artículo Lf), 
prohibe a los menores de 18 años trabajos de transporte, 
empuje o arrastre de cargas que representen un esfuer- 
zo superior al necesario para mover en rasante de ni- 
vel los pesos, incluido el vehículo, que superen, en el 
transporte a brazo los 20 kg. y en el transporte con ca- 
rretilla los 40 kg. 

Teniendo en cuenta que las prohibiciones e indica- 
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ciones anteriores se refieren a la realización de traba- 
jos en la jornada normal, debe concluirse que los 
ejercicios realizados literalmente contra reloj y en si- 
tuación de competencia generalizada, podrían implicar 
riesgo para la salud de los participantes. 

Hay que tener en cuenta, además, que para la reali- 
zación de trabajos que impliquen gran esfuerzo físico 
es de todo punto recomendable que los trabajadores pa- 
sen previamente por un examen médico, para recono- 
cer su aptitud a fin de evitar que personas no 
suficientemente capacitadas se expongan al riesgo que 
implican estos esfuerzos, como lo establece la Recomen- 
dación no 128 de la OIT. 

Por todo ello, esta institución recomendó a la Direc- 
ción General del Organismo Autónomo Aeropuertos Na- 
cionales que, antes de elaborar las bases de las 
convocatorias para selección de personal en las que en 
los ejercicios incluidos en las mismas se establezcan 
pruebas de velocidad, fuerza y resistencia física, se ob- 
tenga el asesoramiento del servicio médico de empre- 
sa, y, en su caso, del Instituto Nacional de Seguridad 
e Higiene en el Trabajo. 

El Organismo Autónomo Aeropuertos Nacionales ha 
respondido de forma positiva a la recomendación for- 
mulada, anunciando la inmediata reducción del peso 
de carga y traslado de carretilla y señalando que mo- 
dificará la redacción de las futuras bases de convoca- 
torias en el sentido de incorporar en su elaboración a 
personal técnico del servicio médico de empresa o del 
Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Traba- 
jo (queja 9008681). 

Merece también destacarse el caso de unos ciudada- 
nos que el día 13 de enero de 1986 se presentaron a las 
pruebas de selección, convocadas por Resolución de la 
Subsecretaría del Ministerio de Obras Públicas y Ur- 
banismo, de 9 de octubre de 1985, para cubrir puestos 
de trabajo como personal laboral para el desarrollo de 
funciones de operador informático de máquinas bási- 
cas en el Instituto para la Promoción Pública de la Vi- 
vienda. 

El acta del tribunal calificador fue publicada en el 
tablón de anuncios de dicho ministerio, figurando en 
la lista de aspirantes aprobados los dos promoventes 
de la queja. Sin embargo, los mismos no fueron llama- 
dos para cubrir las plazas obtenidas en el proceso de 
selección, y habiendo puesto en conocimiento esa situa- 
ción anómala en varias ocasiones ante la Subsecreta- 
ría del Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo, no 
obtuvieron contestación alguna. 

Solicitado el oportuno informe, la citada subsecre- 
taría realizó un relato sucinto de los hechos, resultan- 
do de éstos que por resolución de 13 de junio de 1986 
se habían anulado las pruebas selectivas realizadas, por 
haberse podido comprobar ciertas anomalías en su de- 
sarrollo. La misma resolución ordenaba la repetición 
de las pruebas, pero este hecho no fue comunicado a 
los interesados. De otra parte, la resolución de la sub- 
secretaría no fue cumplida por los órganos que debían 
hacerlo, de modo que la Dirección General de la Vivien- 

da no propuso el nombramiento de vocal para el tribu- 
nal calificador hasta un año después, y hasta pasados 
tres años no facilitó los nombres de las personas ad- 
mitidas en la convocatoria, para que fueran citadas de 
nuevo a examen, pese a los múltiples requerimientos 
de la subsecretaría para que lo hiciera. 

Finalizaba su informe la subsecretaría llegando a la 
conclusión de que no era ya posible convocar nuevas 
pruebas por no estar actualmente incluidas las plazas 
de operador de máquinas básicas en las relaciones de 
puestos de trabajo, al haberse extinguido el Instituto 
para la Promoción Pública de la Vivienda (queja 
8811410). 

En otra de las quejas, se exponía que habiéndose pre- 
sentado el reclamante a unas pruebas selectivas, con- 
vocadas por el Ministerio de Asuntos Exteriores, para 
cubrir una plaza de analista de información, y tras 
aprobar el primer ejercicio, fue suspendido en el segun- 
do por no presentarse al mismo, siendo el motivo 
-según manifestaba- el no haber sido debidamente in- 
formado de la fecha de celebración del citado ejerci- 
cio, realizado el 5 de abril de 1989. 

Sobre esta queja, se solicitó información a la Direc- 
ción General del Servicio Exterior del Ministerio de 
Asuntos Exteriores a fin de conocer cuál fue el medio 
de notificación al interesado de la fecha del segundo 
ejercicio, contestando la misma en el sentido que se ha- 
bía remitido un telegrama al domicilio del reclamante 
el día 3 de abril, y acompañando al informe fotocopia 
de la orden interna dada por el Subdirector General de 
Personal para que fuera tramitado el telegrama. De nue- 
vo se solicitó a la Dirección General del Servicio Exte- 
rior que remitiera justificante del envío del citado 
telegrama, contestando ésta que pasados seis meses, co- 
mo era el caso, las copias de estos telegramas se des- 
truían, por lo que no se podía aportar el mencionado 
documento. 

A la vista de ello, se solicitó al Director Provincial de 
Correos información sobre si entre los días 3 ,4  y 5 de 
abril de 1989 se recibió en la oficina de correos de Ala- 
gón (Zaragoza), localidad de residencia del interesado, 
telegrama procedente del Ministerio de Asuntos Exte- 
riores dirigido al mismo y si, en su caso, dicho telegra- 
ma le fue notificado al destinatario. 

La mencionada dirección provincial contestó negán- 
dose a proporcionar la información solicitada porque 
(centraría en colisión con la garantía del secreto de las 
comunicaciones, en especial las postales y telegráficas, 
recogido en el artículo 18.3 de la Constitución y apoya- 
do por el Reglamento del Servicio de Correos y Telé- 
grafos ». 

Ante la denegación de la información solicitada, es- 
ta institución se vio en la necesidad de dirigirse al Di- 
rector General de Correos y Telégrafos, exponiendo las 
disposiciones legales que confieren a esta institución 
facultades para recabar cualquier tipo de información 
a los órganos de la administración en relación con sus 
actividades. 

Además, dado que la negativa a aportar la informa- 
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ción solicitada se argumentaba en la necesidad de pro- 
teger el derecho de los ciudadanos al secreto de sus 
comunicaciones postales, se procedió, en este sentido, 
a manifestar que la actuación de esta institución se ha- 
bía iniciado a petición del interesado, y que lo que esta 
institución pretendía conocer era un acto administra- 
tivo de notificación, sujeto, por tanto, al principio de 
publicidad de la actuación administrativa (artículo 1 O 

de la Ley 911968, de 5 de abril). Se trataba, pues, de una 
notificación que, de conformidad con el artículo 206 del 
Reglamento del Servicio de Correos, ha de presentarse 
en sobre abierto o sin sobre. Por otra parte, la informa- 
ción recabada afectaba a un archivo o registro admi- 
nistrativo, y en este sentido el artículo 105 de la 
Constitución establece el acceso de los ciudadanos a 
los mismos, salvo en lo que afecte a la seguridad y de- 
fensa del Estado, la averiguación de los delitos y la in- 
timidad de las personas. Por tanto, el hecho de que esta 
institución sepa si un acto administrativo fue notifica- 
do, no puede afectar, en modo alguno, a la intimidad 
de las personas. 

Por otra parte, la queja presentada por el interesado 
afecta a la actuacion del servicio público de correos, 
en cuanto podía estar en duda si la comunicación or- 
denada llegó efectivamente a su destinatario. Sostener 
que esta institución no puede comprobar, mediante el 
examen de los registros, si los telegramas o resto del 
correo certificado ha sido entregado a sus destinata- 
rios, sería excluir al Servicio de Correos de las faculta- 
des de supervisión de esta institución en lo referente 
a la prestación del servicio público que tiene enco- 
mendado. 

A raíz de este requerimiento, la Dirección General de 
Correos y Telégrafos informó que, realizada la oportu- 
na investigación, se había comprobado que no existía 
constancia en la oficina de correos de Alagón de que 
se hubiera remitido al reclamante por aquellas fechas 
(abril de 1989) ningún telegrama. 

A la vista de lo anterior, esta institución remitirá en 
breve una sugerencia al Ministerio de Asuntos Exterio- 
res para que se adopten las medidas precisas para re- 
poner al interesado en los derechos que le asisten, 
debiéndose, por otra parte, dejar constancia de la in- 
exactitud de la afirmación realizada por la Dirección 
General del Servicio Exterior del Ministerio de Asun- 
tos Exteriores en torno a la remisión del telegrama co- 
rrespondiente, tal y como se desprende de la 
información proporcionada por el servicio de correos 
(queja 8911957). 

Respecto a participantes que aprobaron pruebas de 
selección de personal y, sin embargo, no fueron contra- 
tados, merece destacar una queja firmada por dos per- 
sonas que prestaban servicios en la Dirección Provincial 
del Instituto Nacional de la Seguridad Social de Bar- 
celona como auxiliares administrativos y en horario de 
tarde, mediante contrato eventual de seis meses, cele- 
brado al amparo del Real Decreto 2104/1984, de 21 de 
noviembre. Poco antes que finalizaran dichos contra- 
tos, se presentaron a unas pruebas selectivas convoca- 

das por el propio Instituto Nacional de la Seguridad 
Social, también para la categoría de auxiliar adminis- 
trativo, pero con horario flexible de mañana, y las su- 
peraron. Sin embargo, siguiendo instrucciones de la 
secretaría general de la entidad gestora, no se suscri- 
bieron con ellos los contratos de trabajo correspondien- 
tes a las pruebas superadas, ni se les comunicaron por 
escrito las razones por las que no se tomó en cuenta 
la propuesta de los órganos de selección. 

Solicitado el preceptivo informe de la citada secre- 
taría general sobre las razones de tal decisión y la for- 
ma en que fue comunicada a los interesados, se 
respondió que los contratos aún vigentes lo eran para 
una función específica y determinada, no pudiéndose- 
les cambiar de función cuando ya la conocían y mayor 
era su rendimiento. Por otra parte, se añadía que los 
interesados aceptaron, cuando suscribieron estos con- 
tratos, que el horario sería de tarde. 

Sobre ello y aunque se comparta la preocupación que 
se manifiesta por la Secretaría General del Instituto Na- 
cional de la Seguridad Social sobre la necesidad de op- 
timizar el rendimiento del personal contratado, es 
preciso señalar que esta institución no puede compar- 
tir las razones que llevaron a la misma a no tener en 
cuenta la propuesta de los órganos de selección. 

En efecto, es necesario tener presente que la presta- 
ción de trabajo es libre, conforme declara el artículo 
1." del Estatuto de los Trabajadores, pudiendo el tra- 
bajador en todo momento extinguir el contrato de tra- 
bajo por decisión unilateral, mediante el preaviso 
correspondiente (art. 94.4 de dicho Estatuto). En este 
sentido, conviene considerar que los trabajadores cita- 
dos no pretendían cambiar de función y horario ape- 
lando a las facultades organizativas de la administra- 
ción, como parecía darse a entender en el informe re- 
mitido, sino que, ejerciendo el derecho que el artículo 
23.2 de la Constitución les reconoce, optaron por pre- 
sentarse a las pruebas selectivas y acceder a otro puesto 
de trabajo distinto tal que ya tenían, puesto que cum- 
plían las condiciones y requisitos que establecía la con- 
vocatoria, derecho que el Instituto Nacional de la 
Seguridad Social no podía restringir so pretexto de que 
los interesados estaban vinculados por el órgano con- 
vocante de la plaza mediante contrato de trabajo. 

Si los reclamantes tenían derecho a participar en las 
pruebas selectivas convocadas por el Instituto Nacio- 
nal de la Seguridad Social, igualmente lo tenían a com- 
petir por el puesto en condiciones de igualdad con los 
demas aspirantes y a que el órgano de selección pro- 
pusiera la contratación de éstos en atención, exclusi- 
vamente, a criterios de mérito y capacidad. 

En definitiva, el órgano encargado de la selección pro- 
puso la contratación de los reclamantes y la Adminis- 
tración, sin justificar su decisión ni comunicárselo a 
los aspirantes seleccionados, no procedió a su contra- 
tación. A este respecto, reiterada jurisprudencia del Tri- 
bunal Supremo viene estableciendo que las propuestas 
de los órganos de selección son vinculantes para la Ad- 
ministración en cuanto a la apreciación técnica y obje- 
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tiva del mérito y la capacidad de los aspirantes, no 
pudiendo ésta revisar las propuestas que formulen si 
no es por razones de legalidad. 

En este caso, la negativa de la entidad gestora a con- 
tratar a los reclamantes, implicó la contratación de 
otros aspirantes que demostraron menor mérito y ca- 
pacidad, lo que entraría en colisión con el artículo 103.3 
de la Constitución, que impone que el acceso a la fun- 
ción pública se realice en atención a los criterios de mé- 
rito y capacidad, principio aplicable tanto a la selección 
de funcionarios como de contratados laborales al ser- 
vicio de las administraciones públicas. 

Por último, se planteaba en el informe el hecho de 
que, en el supuesto de formalizarse un nuevo contrato 
eventual con los interesados, se pudiera infringir el ar- 
tículo 3.2.b) del Real Decreto 210411984, de 21 de no- 
viembre, que establece una duración máxima de seis 
meses para este tipo de contratos, y, en consecuencia, 
pudieran devenir en contratos por tiempo indefinido. 

En efecto, en numerosas ocasiones trabajadores no 
fijos al servicio de las administraciones públicas han 
visto confirmada por los tribunales su pretensión de 
convertir su relación laboral en contrato de duración 
indefinida cuando el contrato o los contratos tempora- 
les suscritos lo hubieran sido en fraude de ley. 

Sin embargo, conviene recordar que la jurispruden- 
cia del Tribunal Supremo ha establecido con claridad 
que, salvo supuestos expresamente calificados de in- 
cumplimiento, las irregularidades en que puedan incu- 
rrir las administraciones públicas en la contratación 
temporal del personal a su servicio no pueden deter- 
minar, por la simple inobservancia de alguna de las for- 
malidades, del término o de los requisitos aplicables 
a las prórrogas, la atribución, con carácter indefinido, 
de un puesto de trabajo. 

Pero, en todo caso, en el presente supuesto, la forma- 
lización a los interesados de un nuevo contrato even- 
tual no implicaba infracción de norma laboral alguna, 
pues no se trataba de la prórroga del anterior más allá 
de los seis meses que prohíbe el artículo 3.2 b) del Real 
Decreto 210411984, antes señalado, sino de la formali- 
zación de un contrato distinto. 

En mérito de cuanto antecede, se sugirió al Instituto 
Nacional de la Seguridad Social que se adoptaran las 
medidas oportunas para reponer a los interesados en 
su derecho a ser contratados, conforme a la propuesta 
formulada por el órgano de selección. 

La citada entidad gestora contestó a la sugerencia ex- 
poniendo que no se estimaba conveniente tenerla en 
cuenta en el caso de los intereses, dado que uno de los 
reclamantes formalizó con la Dirección Provincial de 
Barcelona un contrato al amparo del artículo 3.0 del 
Real Decreto 210411984, de 21 de noviembre, a partir del 
19 de noviembre de 1990, habiendo sido rescindido a 
petición suya el 1 de febrero de 1991. En cuanto al otro 
reclamante, tenía un nuevo contrato en vigor desde el 
19 de diciembre de 1990, al amparo del Real Decreto 
198911984, de 17 de octubre. Todo ello -concluía- sin 

perjuicio de que lo sugerido fuera tenido en cuenta en 
futuras ocasiones (queja 8919650). 

Quede, no obstante, aquí constancia de la actuación 
irregular de dicha dirección provincial en este caso 
concreto. 

En cuanto a la inclusión, como mérito preferente o 
excluyente, en las bases de las convocatorias, del requi- 
sito de residir en una determinada localidad o comu- 
nidad autónoma, debe significarse que la recomenda- 
ción realizada al respecto a la Dirección Provincial del 
Instituto Nacional de la Salud de Santa Cruz de Tene- 
rife, a la que se hizo referencia en el informe del año 
1990, no fue aceptada por la misma, argumentando para 
ello que, en su criterio, quedaban garantizados los prin- 
cipios de mérito y capacidad, no teniendo carácter de- 
cisivo el requisito de la residencia (queja 8918902). 

Por último, la falta de contestación de diversas recla- 
maciones formuladas en relación con una convocato- 
ria de pruebas de aptitud para cubrir plazas de admi- 
nistradores de hogares de pensionistas ha motivado la 
remisión de una sugerencia al Instituto Nacional de 
Servicios Sociales, debiéndose reseñar sobre este asun- 
to que el origen del mismo se remonta el 20 de diciem- 
bre de 1972, fecha en que se realizó la convocatoria por 
la entonces Delegación Provincial del Servicio de Mu- 
tualidades Laborales de Badajoz y sin que las siete re- 
clamaciones, de diversa naturaleza, formuladas por el 
interesado (la primera de ellas en fecha 6 de noviem- 
bre de 1974) hayan sido nunca contestadas. 

No se ha recibido aún la respuesta del Instituto Na- 
cional de Servicios Sociales, pese a que la sugerencia 
fue remitida a dicha entidad gestora en el mes de mar- 
zo de 1991, por lo que se ha procedido a requerir a la 
misma la remisibn de su preceptiva contestación (que- 
ja 8811510). 

13.6.2. Retribuciones 

En esta materia puede indicarse que se presenta con 
relativa frecuencia el caso de trabajadores al servicio 
de las administraciones públicas que teniendo recono- 
cida una determinada categoría laboral, realizan, sin 
embargo, de forma permanente, funciones propias de 
una categoría laboral superior. Al no reconocerles la 
administración el derecho a ostentar la categoría co- 
rrespondiente a la función que realmente desempeñan, 
reclaman los trabajadores en vía judicial el reconoci- 
miento de esta categoría superior o, en su defecto, el 
abono de los salarios conforme al trabajo realmente eje- 
cutado. 

Al venir generalmente determinado en convenio co- 
lectivo la forma concreta de promoción profesional, los 
juzgados de lo social no reconocen el derecho de estos 
trabajadores a adquirir una nueva categorfa profesio- 
nal por el mero transcurso del tiempo en su desempe- 
ño, aunque'les reconocen, en cambio, el derecho a 
percibir el salario correspondiente a la categoría supe- 
rior que efectivamente desempeñan. 
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Como consecuencia de lo anterior, se dan muchos ca- 
sos de trabajadores que, año tras año, se ven obligados 
a reclamar los salarios que tienen derecho a percibir 
ante los juzgados de lo social, sin que la administración 
adopte medidas que resuelvan este permanente con- 
flicto. 

Este era precisamente el caso relatado en una queja, 
formulada por un trabajador que, pese a haber obteni- 
do una sentencia del Tribunal Central de Trabajo, en oc- 
tubre de 1988, reconociéndole que, efectivamente, 
realizaba trabajos de categoría superior, se veía obli- 
gado, año tras año, a instar una nueva declaración ju- 
dicial para cobrar su salario, en la cantidad que le 
correspondía por el trabajo efectivamente realizado. 

Solicitado informe al respecto al entonces Ministe- 
rio de Obras Públicas y Urbanismo, el mismo insistió 
en que la sentencia del Tribunal Central de Trabajo no 
reconocía al trabajador el derecho a seguir percibien- 
do en el futuro las diferencias salariales por realización 
de trabajos de superior categoría, limitándose a las can- 
tidades ya devengadas. 

Sin embargo, esta institución pudo comprobar, a tra- 
vés de la documentación aportada por el reclamante, 
que, con posterioridad a la sentencia del Tribunal Cen- 
tral de Trabajo, el juzgado de lo social n.0 12, de Ma- 
drid, había condenado, en sendas sentencias, dictadas 
en los años 1989 y 1990, al citado ministerio, a abonar 
al compareciente las diferencias salariales entre la ca- 
tegoría profesional que ostenta y la de titulado de gra- 
do medio que efectivamente desempeña, y ello en base 
a que el interesado sigue realizando las mismas funcio- 
nes que motivaron el pronunciamiento del Tribunal 
Central de Trabajo. 

Por consiguiente, el hecho de que, mediante un pro- 
nunciamiento judicial, se desestimara la demanda de 
reclasificación de categoría profesional interpuesta por 
el promovente, no obsta a que la administración cum- 
pla con la obligación establecida en el artículo 23.3 del 
Estatuto de los Trabajadores, que determina que cuan- 
do un trabajador desempeñe funciones de categoría su. 
perior, pero no proceda legal o convencionalmente el 
ascenso, atendrá derecho a la diferencia retributiva en- 
tre la categoría asignada y la función que efectivamen- 
te realice». 

Era necesario concluir, por todo ello, que el ministe- 
rio afectado estaba obligado a abonar la retribución del 
puesto de trabajo que efectivamente venía desempeñan- 
do el trabajador, lo que se debía efectuar de forma re- 
gular, evitando así que el incumplimiento por parte de 
la administración obligue al promovente a tener que de- 
mandar, año tras año, el abono de las diferencias retri- 
butivas, cuando no se habían modificado los supuestos 
de hecho en que se fundaron las sentencias. 

En base a lo anteriormente expuesto se sugirió al ci- 
tado ministerio que procediera, de forma regular, al 
abono del salario correspondiente a la función profe- 
sional que de forma efectiva realiza el reclamante, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 23.3 del 

Estatuto de los Trabajadores y en el artículo 16 del con- 
venio colectivo aplicable. 

En la contestación a esta sugerencia se manifestó que, 
atendiendo a la misma, se había dictado resolución por 
la subsecretaría del ministerio, reconociendo al intere- 
sado el abono de 445.697 pesetas, en concepto de dife- 
rencias salariales por trabajos de superior categoría 
durante el período de tiempo comprendido entre julio 
de 1990 y julio de 1991 (queja 8904927). 

Un problema idéntico fue planteado por un trabaja- 
dor del Instituto de Investigación y Tecnología Agraria 
y Alimentaria, formulándose asimismo una sugerencia 
en términos similares, siendo también aceptada la mis- 
ma por dicho instituto (queja 9026078). 

En cuanto al resto de los problemas expuestos en las 
quejas tramitadas durante el año 1991, merece desta- 
carse el caso de un trabajador de FEVE, jubilado en 
diciembre de 1987, quien solicitaba que le fuera abo- 
nada una determinada cantidad, en concepto de dietas 
de comidas reconocidas en convenio y sobre las que se 
había pronunciado el juzgado de lo social en sentencia 
dictada en conflicto colectivo. Sobre esta queja, la di- 
rección de FEVE contestó señalando que, a la vista de 
lo expuesto por esta institución, se había abonado al 
compareciente los atrasos solicitados, que ascendían 
a la cantidad de 120.060 pesetas (queja 9002564). 

Por último, un grupo de becarios del Instituto Nacio- 
nal de Seguridad e Higiene en el Trabajo, cuya beca era 
de un año y cuya dotación mensual ascendía a 125.000 
pesetas, formuló queja al percibir las asignaciones men- 
suales con varios meses de retraso. 

Solicitado informe al Instituto Nacional de Seguri- 
dad e Higiene en el Trabajo, éste manifestó que, en tan- 
to no se estableciera por el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social un procedimiento más ágil y más bre- 
ve para el pago de las becas, y mientras el citado insti- 
tuto continuase siendo un órgano de carácter 
administrativo, sujeto a la legislación vigente en mate- 
ria presupuestaria, los pagos debfan recorrer un largo 
ciclo de fiscalización e intervención, por lo que no era 
posible abonar las becas puntualmente. 

Sin embargo, esta institución, partiendo de la obli- 
gación de abonar las becas al vencimiento de cada mes, 
estima que podrían utilizarse mecanismos que, sin vul- 
nerar la legalidad presupuestaria, permitieran el pago 
puntual de las obligaciones. Ello sería posible si el pro- 
cedimiento de pago mensual no se iniciara, como en la 
actualidad, el último día de cada mes, sino con la ante- 
lación suficiente, y, en este sentido, se formuló una su- 
gerencia al organismo afectado. 

El Instituto Nacional de Seguridad Social e Higiene 
del Trabajo significó en su contestacibn que adoptaría 
aquellas medidas que, estando a su alcance, no vulne- 
raran el cumplimiento de la normativa vigente, seña- 
lándose, no obstante, que el abono mensual quedaba 
condicionado al correcto cumplimiento de las obliga- 
ciones y asiduidad del becario, de modo que la inicia- 
cibn del procedimiento con anticipación al vencimiento 
del pago mensual podfa poner en tela de juicio la vali- 
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dez del certificado mismo, ya que los tutores tendrían 
que dar conformidad a un cumplimiento futuro cuya 
realidad ignoran (queja 91 10522). 

13.6.3. Procedimiento sancionador 

En este aspecto, merece destacarse la queja de un tra- 
bajador temporal del servicio de correos que había si- 
do sancionado con la suspensión del derecho a 
concurrir a pruebas selectivas por un período de dos 
años, pese a que no se había dictado resolución expre- 
sa en el expediente sancionador, ni se había comuni- 
dado, en consecuencia, al afectado la imposición de la 
sanción, requisitos esenciales, según el artículo 43 del 
convenio colectivo aplicable y el artículo 58.2 del Esta- 
tuto de los Trabajadores, para que las sanciones ten- 
gan efectividad. 

Solicitado informe a la Dirección General de Correos, 
la misma informó que durante la última contratación 
del compareciente, se detectaron varias irregularidades 
en el trabajo desarrollado por éste, incoándose el opor- 
tuno expediente disciplinario. Señalaba además que, 
tras las actuaciones pertinentes, se declararon proba- 
dos una serie de hechos imputables al interesado, que 
serían determinantes para constituirle en responsable 
de una falta de carácter grave. Ahora bien, dado que a 
la conclusión del expediente el trabajador se encontra- 
ba desvinculado de la administración, se había enten- 
dido que la sanción que pudiera corresponderle 
carecería de efectividad, por lo que se procedió a de- 
cretar el archivo de las actuaciones, adoptándose las 
medidas pertinentes en orden a futuras contrataciones. 

A la vista de lo expuesto, se señaló a la Dirección Ge- 
neral de Correos y Telégrafos que la terminación del 
contrato temporal del interesado no impedía la conclu- 
sión del expediente sancionador, máxime cuando una 
de las sanciones previstas para las faltas graves y que 
precisamente se había adoptado, como es la exclusión 
de participar en pruebas selectivas, despliega su efec- 
tividad precisamente cuando el contrato de trabajo ya 
ha concluido. De otra parte, se destacó que la sancio- 
nes impuestas a los trabajadores son recurribles en vía 
judicial, por lo que la falta de notificación al interesa- 
do puede contravenir el derecho de todas las peronas 
a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales 
en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, que 
proclama el artículo 24.1 de la Constitución. 

Por todo ello, se remitió al citado órgano directivo una 
sugerencia para que le fuera reconocido al reclamante 
el derecho a concurrir en condiciones de igualdad a las 
pruebas de seleccibn de personal y a fin de que no fue- 
ran tenidas en cuenta en orden a futuras contratacio- 
nes otras faltas que las sancionadas de la forma 
legalmente procedente. 

La sugerencia formulada fue aceptada por la Direc- 
ción General de Correos y Telégrafos (queja 9025968). 

13.6.4. Personal laboral al servicio de la Administra- 
ción en el exterior 

La deficiente regulación de la situación laboral de los 
trabajadores al servicio de la administración en el ex- 
terior ha quedado de manifiesto a través de la tramita- 
ción de distintas quejas durante durante el año 1991. 

En este sentido, existe, por un lado, el problema de 
la ausencia de norma que regulen los procedimientos 
y criterios de la selección de este personal, ya que la 
disposición adicional del Real Decreto 2223/1984, de 19 
de diciembre, prevé que la selección de este tipo de per- 
sonal se regirá por normas específicas, sin que se haya 
dictado hasta el momento norma alguna en tal sentido. 

Esta ausencia de normativa específica, sin embargo, 
no ha impedido a esta institución formular a la Secre- 
taría General de la Agencia Española de Cooperación 
Internacional el recordatorio del deber legal de acomo- 
dar las notificaciones a los participantes en los proce- 
sos de selección de personal, que vayan a prestar 
servicios en los programas de cooperación para el de- 
sarrollo, a los requisitos contemplados en el artículo 
79 de la Ley de Procedimiento Administrativo. Este re- 
cordatorio fue formulado al comprobarse que las noti- 
ficaciones a los participantes en estos procesos de 
selección, por las que se les comunicaba que no habían 
superado el mismo, no contenían indicación alguna so- 
bre si el acto que se notificaba era definitivo o no en 
vía administrativa, ni, en su caso, la expresión de los 
recursos que contra el mismo procedieran, órgano an- 
te el que tuvieran que presentarse y plazo para inter- 
ponerlos (queja 8917129). 

De otra parte, atendida la importancia de las normas 
de procedimiento en materia de selección de personal, 
como elemento de reducción de la discrecionalidad, lo 
que se acrecienta por el amplio margen que gozan los 
tribunales calificadores para sus valoraciones, se con- 
sideró oportuno solicitar al Ministerio para las Admi- 
nistraciones Públicas información sobre las previsiones 
que pudieran existir en orden al cumplimiento de lo 
previsto en la disposición adicionada del Real Decreto 
222311984, de 19 de diciembre, antes citada. 

En su respuesta, el Ministerio para las Administra- 
ciones Públicas señalaba que no se había desarrollado 
por el momento la previsión de la disposición adicio- 
nal del Real Decreto 2223/1984, y que la selección del 
personal no funcionario con destino en el extranjero se 
regía por analogía o con carácter supletorio por la le- 
gislación de funcionarios o, en general, del personal al 
servicio de la administración. 

Tras resaltar la diversidad y complejidad de este co- 
lectivo de personal, se añadía que, en lo referente a los 
cooperantes españoles en el extranjero, se había plan- 
teado en varias ocasiones la necesidad de aprobar un 
estatuto del cooperante, sin que este proyecto se haya 
perfilado aún definitivamente. Por otra parte, se seña- 
laba la existencia de ministerios (Economía y Hacien- 
da y Asuntos Exteriores) que tienen sus propias normas 
para la contratación de su personal laboral en el exte- 
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rior, y se concluía que la casuística es enorme en este 
terreno, existiendo también lagunas normativas en di- 
versos aspectos. 

Añadía en su informe el Ministerio para las Adminis- 
traciones Públicas que en el seno de la Mesa de Nego- 
ciación de personal laboral de la administración se 
había constituido un grupo de trabajo específico sobre 
los asuntos que afectan al personal laboral en el exte- 
rior, asegurando, por último, que se iba a continuar en 
la línea de trabajar en la unificación y normalización 
jurídica de este colectivo. 

Como ejemplo de los problemas que acarrea a este 
personal la deficiente regulación jurídica de este sec- 
tor, ha de señalarse una queja en la que se exponía que 
el interesado fue contratado temporalmente por el Mi- 
nisterio de Asuntos Exteriores como traductor, siendo 
destinado en la Misión de España ante la Organización 
de Naciones Unidas. 

Una vez finalizado el contrato, el interesado solicitó 
al Instituto Nacional de Empleo, en septiembre de 1989, 
las prestaciones por desempleo a que tenía derecho. Pa- 
ra realizar tal solicitud tuvo serias dificultades toda vez 
que no pudo aportar varios de los documentos reque- 
ridos al efecto: contrato de trabajo, boletines de coti- 
zación a la Seguridad Social y recibos de salario, ya que 
el Ministerio de Asuntos Exteriores sólo le facilitaba 
el certificado de empresa. Ante tales circunstancias, el 
interesado interpuso una denuncia ante la Inspección 
de Trabajo, por incumplimiento de las obligaciones em- 
presariales que la falta de entrega de la documentación 
reglamentaria pudiera significar, y para evitar la pres- 
cripción de su derecho a las prestaciones por de- 
sempleo. 

En el informe emitido por la Inspección de Trabajo, 
en relación con la mencionada denuncia, se manifesta- 
ba la imposibilidad de exigir la formalización por es- 
crito del contrato de trabajo porque ello debió solici- 
tarse mientras se encontraba el mismo en vigor, sin que 
le asista al trabajador tal derecho una vez que el con- 
trato haya finalizado, añadiendo que la certificación ex- 
tendida por el Ministerio de Asuntos Exteriores, en la 
que se acreditaba que había prestado sus servicios co- 
mo contratado temporal, cumplía los requisitos para 
justificar la situación legal de desempleo y la duración 
temporal del contrato. 

Por otra parte, el citado ministerio facilitó un certi- 
ficado al interesado en el que se acreditaban sus cuo- 
tas de Seguridad Social, señalando que no se entrega- 
ban al mismo fotocopias del boletín de cotización por 
no confeccionarlo el ministerio. 

Sin embargo, a pesar de la mencionada acreditación, 
el Instituto Nacional de Empleo, a través de su Direc- 
ción Provincial de Sevilla, resolvió denegar las presta- 
ciones por desempleo en base a la falta de presentación 
de copia del contrato de trabajo. 

Finalmente, el juzgado de lo social declaró que las 
certificaciones del Ministerio de Asuntos Exteriores 
probaban suficientemente que existió una relación de 
trabajo de carácter temporal, y que el reclamante te- 

nía, como consecuencia de ello, derecho a percibir pres- 
taciones por desempleo. 

Ante tal circunstancia, se solicitó informe del Minis- 
terio de Asuntos Exteriores sobre la falta de formali- 
zación escrita del contrato, circunstancia que fue 
justificada por dicho ministerio en la contratación del 
interesado con arreglo a la legislación norteamerica- 
na y al amparo del artículo 10.6 del Código Civil, que 
no exige requisitos formales de ningún tipo. 

Se señalaba, de otra parte, que, aun en el supuesto 
de que a la relación laboral mantenida le fuera de apli- 
cación la legislación española, el artículo 8.0 del Esta- 
tuto de los Trabajadores admite la forma oral para la 
contratación, aunque la parte contratada puede solici- 
tar su formalización por escrito, lo que no había ocu- 
rrido en este caso concreto. Asimismo, el Real Decreto 
2104/1984, de 21 de noviembre, sobre los contratos de 
duración determinada, en su artículo 6.0, sólo exige, bajo 
declaración de nulidad, la forma escrita, para los con- 
tratos de interinidad o por lanzamiento de nueva acti- 
vidad, lo que no era el caso, remitiéndose a lo dispuesto 
en el artículo 8.0 del Estatuto de los Trabajadores, sal- 
vo que se tratase de obtener la subvención que para di- 
chos contratos existe, lo que no había sucedido. 

Junto a la anterior, es preciso dejar constancia de otra 
queja, formulada con motivo de la presentación de una 
denuncia ante la Inspección de Trabajo y Seguridad So- 
cial, contra el Ministerio de Asuntos Exteriores, por no 
facilitar contrato escrito al personal laboral destinado 
en la embajada, representaciones y oficinas dependien- 
tes de ese ministerio en Francia. 

Sobre esta queja, la Inspección de Trabajo y Seguri- 
dad Social contestó que, ante las dudas sobre si era o 
no de aplicación la legislación española a estas relacio- 
nes de trabajo, se había solicitado informe al Ministe- 
rio de Asuntos Exteriores, del que se concluía que, no 
existiendo contrato de trabajo que acreditara el lugar 
de su celebración y teniéndose que prestar los servi- 
cios en el extranjero, no era de aplicación a los recla- 
mantes la legislación española, y como consecuencia, 
no era competente la inspección para intervenir. 

En relación con esta circunstancia y antes de pasar 
a efectuar una serie de consideraciones sobre el fondo 
del asunto, es menester dejar constancia de la extrañe- 
za que produce la actuación de la Inspección de Traba- 
jo y Seguridad Social, al solicitar informe sobre la 
legislación aplicable precisamente al órgano adminis- 
trativo que había sido denunciado, en lugar de proce- 
der por sí misma al análisis del citado extremo. 

La primera cuestión que se planteaba en las quejas 
reseñadas radicaba en la legislación aplicable a este ti- 
po de contratos, a fin de determinar si la administra- 
ción venía obligada o no a formalizar el citado contrato 
de trabajo por escrito. A este respecto, debe sostenerse 
que, conforme a lo previsto por el artículo 1.4 del Esta- 
tuto de los Trabajadores, la legislación española ha de 
aplicarse a los contratos de trabajo celebrados entre la 
administración y personas de nacionalidad española 
que presten servicios en el exterior en dos supuestos: 
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a) cuando el contrato se realice en España; y b) cuan- 
do, pese a realizarse en el extranjero, las partes se so- 
metan expresamente a la legislación española. 

En este sentido, el artículo 8.2 del Estatuto de los Tra- 
bajadores establece la obligatoriedad de formalizar por 
escrito todos los contratos de trabajo de españoles al 
servicio de empresas españolas en el extranjero, a los 
que sea de aplicación la legislación nacional. Así pues, 
la celebración de los contratos en España supone, con- 
forme a la normativa anteriormente citada, el criterio 
básico para determinar la aplicabilidad de la legisla- 
ción laboral española y, por tanto, la obligatoriedad de 
celebración escrita de los contratos laborales, así co- 
mo los derechos que tal legislación confiere a los tra- 
bajadores en sus disposiciones de derecho necesarios, 
a los cuales éstos no pueden renunciar. 

Por todo ello, no se puede deducir que la falta de con- 
trato de trabajo escrito indique que la legislación apli- 
cable es la del lugar de la prestación de servicios. 

A mayor abundamiento, los juzgados de lo social han 
declarado en los litigios entre la administración espa- 
ñola y sus trabajadores en el exterior que, al no existir 
constancia de contrato de trabajo escrito que permita 
esclarecer el lugar de celebración del mismo y carecien- 
do de pruebas que acrediten que la relación laboral se 
concertó en país extranjero, procede la aplicación de 
la legislación española. 

De otra parte, hay que tener también en cuenta que 
el Real Decreto 223411981, de 20 de agosto, establece, 
en su artículo 1.9 que el personal español contratado 
al servicio de la administración española en el extran- 
jero, quedará incluido en el Régimen General de la Se- 
guridad Social, exceptuándose esta regla, únicamente, 
para aquellos casos en que el trabajador opte expresa- 
mente por la Seguridad Social y ello resulte posible en 
virtud de las normas de derecho internacional o inter- 
nas aplicables. 

Por último, en el criterio de esta institución, la ad- 
ministración debería contribuir a obviar el problema 
derivado de la ambigüedad que se produce, como con- 
secuencia del desconocimiento del lugar de celebración 
del contrato, mediante la formalización del mismo por 
escr'ito. 

Por todo ello, se remitió al Ministerio de Asuntos Ex- 
teriores una recomeqdación para que se valorara la con- 
veniencia y oportunidad de que sean formalizados por 
escrito todos los contratos de trabajo realizados con el 
personal en el servicio exterior, y en los mismos se de- 
je constancia expresa del lugar de celebración y, en su 
caso, de la legislación a la que se someten las partes, 
entregándose asimismo copia de dicho contrato a los 
trabajadores. 

Hay que destacar que el Ministerio de Asuntos Exte- 
riores ha aceptado la recomendación, comunicando 
que, en el futuro, los contratos de trabajos que realice 
ese ministerio con personal laboral se harán por escri- 
to, y se entregará copia de dicho contrato a los trabaja- 
dores (quejas 8907293 y 9010295). 

13.6.5 Otros aspectos relativos al personal laboral 

En este apartado, puede traerse a colación la queja 
de una trabajadora perteneciente a la bolsa de trabajo 
del Instituto Nacional de Servicios Sociales para reali- 
zar sustituciones por vacaciones y por bajas del perso- 
nal fijo, en el Centro de Atención de Minusválidos 
Físicos de Pozoblanco (Córdoba) , quien significaba, en- 
tre otras cosas, la existencia de retrasos generalizados 
en la formalización de los contratos. 

Solicitado informe a la citada entidad gestora, la mis- 
ma explicó que, al tratarse de un centro de gestión cen- 
tralizada, por su ubicación en provincia en la que no 
existe dirección provincial del Instituto Nacional de 
Servicios Sociales, al haberse traspasado a la Comuni- 
dad Autónoma de Andalucía las funciones y servicios 
de este organismo, y tampoco tener lugar la delegación 
de competencias, la formalización de los contratos en 
cuestión únicamente podía ser llevada a efecto por el 
director general del instituto. 

Se añadía que para evitar, en lo posible, estas situa- 
ciones, la Orden de 31 de octubre de 1990 incluía, en 
su artículo 9P, apartado quinto, una delegación para for- 
malizar contratos, entre otros, de interinaje, a los di- 
rectores de estos centros (queja 9100244). 

13.7 Sistemas de protección social del personal al ser- 
vicio de la Administración del Estado 

13.7.1. Gestión 

Los problemas que plantea la gestión de la D G de C 
de P y P P han sido reiteradamente expuestos en las me- 
morias anuales de esta institución. 

En la correspondiente a 1986 se recogía el contenido 
de un escrito de dicho centro gestor en el que se mani- 
festaba que el acortamiento de los plazos de tramita- 
ción en el reconocimiento de pensiones se encontraba 
en vías de próxima realización mediante una suficien- 
te dotación de pesonal y una mayor implantación de 
los procedimientos informáticos. 

En los informes de 1988, 1989 y 1990 se sugería por 
el Defensor del Pueblo la conveniencia de que se lleva- 
se a cabo en este centro directivo una Inspección Ope- 
rativa de Servicios a fin de conocer las causas reales 
de los problemas detectados. 

La situación que deriva del incumplimiento de los 
plazos legales en el reconocimiento de prestaciones por 
parte de la D G de P y P P es grave si tenemos en cuen- 
ta que la jurisdicción económico-administrativa, revi- 
sora de los acuerdos adoptados por dicho centro 
directivo, se caracteriza también por su lentitud en la 
reolución de reclamaciones. Si a ello añadimos el tiem- 
po que la jurisdicción contencioso-administrativa puede 
invertir en la resolución de un eventual recurso, resul- 
ta que el plazo que debe esperar un solicitante de pen- 
sión para obtener una resolución definitiva puede 
alcanzar los 8-10 años. 
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En nuestro informe correspondiente a 1988 apunta- 
mos una posible solución a estas demoras mediante el 
establecimiento de un procedimiento ágil y rápido que, 
con la mayor simplificación de trámites, permitiera dic- 
tar resoluciones provisionales a través de las cuales los 
beneficiarios pudieran percibir un importe de pensión 
de forma inmediata, todo ello sin perjuicio de que, una 
vez que el expediente estuviera completo y la resolu- 
ción fuese definitiva, se efectuaran las regularizacio- 
nes y liquidaciones que procediesen. Esta posibilidad 
ya aparecía regulada, en el ámbito del derecho social, 
en la Orden del Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial de 14 de julio de 1982, sobre resoluciones provisio- 
nales y abono de anticipos en materia de prestaciones 
de la Seguridad Social, cuyo esquema, con las adapta- 
ciones precisas a las especialidades del régimen de cla- 
ses pasivas, propusimos entonces como solución válida 
al problema al que nos venimos refiriendo. 

La expresada propuesta se ha materializado en la Re- 
solución de 2 de septiembre de ‘1991, de la D G de P y 
P P, por la que se regula un sistema de anticipos de can- 
tidades a cuenta de las pensiones de clases pasivas, dic- 
tada en virtud de la autorización contenida en el 
artículo 47 de la Ley 31/1990, de 27 de diciembre, de Pre- 
supuestos Generales del Estado para 1991. 

El artículo 51 de la Ley 31/1991, de 30 de diciembre, 
de Presupuestos Generales del Estado para 1992, ha me- 
jorado las condiciones en las que se reconocen estos an- 
ticipos al disponer que los pagos a cuenta podrán 
alcanzar hasta el 100 por 100 del importe de la pensión 
de que se trate. 

Es preciso esperar a que las previsiones de esta re- 
solución lleven un tiempo en práctica para poder valo- 
rar su eficacia. No obstante, se observa una cierta 
complejidad del procedimiento previsto en la misma, 
por lo que su desarrollo pudiera agravar la situación 
de colapso existente en la D G de C y de P P si no se 
adoptan medidas complementarias. De otro lado, la li- 
mitación temporal de los anticipos a seis meses, con 
posible extensión a nueve, puede resultar problemáti- 
ca, cuando tenemos constancia, por las quejas presen- 
tadas por los solicitantes de prestaciones, así como por 
los informes recibidos de la Administración, de que, en 
algunos casos, las demoras en el reconocimiento y pa- 
go de pensiones rebasan dichos plazos. 

En todo caso, según la información de la que dispo- 
nemos en el momento de cerrar el presente informe, los 
expresados anticipos se están reconociendo con regu- 
laridad. 

Se han realizado diversas reuniones de trabajo con 
los responsables del centro gestor, en las que se nos ha 
hecho saber que la D G de C de P y P P está efectuando 
una revisión de procedimientos. 

Este centro directivo, en contestación a una recomen- 
dación del Defensor del Pueblo motivada por la demo- 
ra en el reconocimiento de pensiones y a la que más 
adelante se aludirá, incluye la siguiente declaración de 
intenciones: 

«... se ha abordado un ambicioso proyecto de refor- 
ma de la Organización de Clases Pasivas, partiendo de 
un análisis interno de todos los programas y procesos 
adminitrativos en orden a su racionalización y simpli- 
ficación. Proyecto que se espera esté ultimado antes de 
concluir el presente año, y del que se dará cumplida in- 
formación al Defensor del Pueblo. 

Con la puesta en funcionamiento del plan citado, que 
conlleva la modificación del vigente Reglamento de Cla- 
ses Pasivas -que se espera ultimar a mediados de 
1992- así como con la necesaria dotación material y 
humana -propiciada por la autorización de la amplia- 
ción de 1ocales.y por la nueva Relación de Puestos de 
Trabajo de Clases Pasivas- se acometerá la reforma de 
la estructura de la Organización de Clases Pasivas y se 
posibilitará el objetivo final de que no medien tiempos 
significativos entre las solicitudes de pensión y los pa- 
gos a los interesados. 

Con la adopción e implantación de las medidas ex- 
puestas se espera obtener similares resultados que los 
que pudieran derivarse de una Inspección Operativa de 
Servicios, según ha venido recomendado esa Alta Ins- 
titución.» 

Es preciso que esta inspección interna se traduzca 
en resultados positivos en un plazo razonable, a cuyo 
efecto esta institución hará un pormenorizado segui- 
miento. No podemos olvidar que la D G de C P y P P vie- 
ne anunciando mejoras inminentes en su 
funcionamiento desde el año 1986, y si bien es cierto 
que se han producido avances significativos en la ges- 
tión de las solicitudes de pensión de determinados gru- 
pos, especialmente el de funcionarios públicos, todavía 
subsisten colectivos como los militares republicanos y 
los ex-presos políticos que deben soportar plazos de tra- 
mitación incompatibles con el principio de eficacia de 
las administraciones públicas previsto en el artículo 
103.1 de la Constitución. 

13.7.2. Pensiones generales de clases pasivas 

13.7.2.1. Cómputo recíproco de cotizaciones 

El artículo 72 del Reglamento General del Mutualis- 
mo Administrativo, aprobzdo por Decreto 843/1976, de 
18 de marzo, previó el establecimiento de un cómputo 
recíproco de cotizaciones que garantiza la conservación 
de los derechos en curso de adquisición de los mutua- 
listas que hubieran efectuado cotizaciones a otros re- 
gímenes de la Seguridad Social. 

La Ley 3011984, de 2 de agosto, de Medidas para la 
Reforma de la Función Pública, insistió nuevamente en 
este aspecto al establecer en su disposición adicional 
segunda lo siguiente: ((El Gobierno determinará me- 
diante Real Decreto el cómputo recíproco de cotizacio- 
nes entre el Régimen de Seguridad Social de los 
funcionarios públicos y los distintos regímenes del Sis- 
tema de la Seguridad Social.» 
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El artículo 28.4.d) de la Ley 5011984, de 30 de diciem- 
bre, de Presupuestos Generales del Estado para 1985, 
y el artículo 32.1.e) del Real Decreto Legislativo 
67011987, de 30 de abril, por el que se aprobó el texto 
refundido de la Ley de Clases Pasivas del Estado, esta- 
blecieron una regulación que permitía, bajo determi- 
nadas condiciones, computar en dicho régimen de 
clases pasivas las cotizaciones efectuadas en la Segu- 
ridad Social. Sin embargo, no se contempla la posibili- 
dad inversa, es decir, computar las cotizaciones de 
clases pasivas en el sistema de la Seguridad Social 
cuando la pensión se solicitaba con arreglo a este 
último. 

En nuestro informe correspondiente a 1984 ya plan- 
teamos esta cuestión, manifestando entonces la nece- 
sidad de establecer un régimen completo y uniforme 
de coordinación para la aplicación unificada de los di- 
versos regímenes de pensiones públicas. 

En la memoria de 1985 expusimos que el efectivo 
cómputo recíproco de cotizaciones debía garantizar la 
perfecta correspondencia de efectos de las cotizaciones 
vertidas por el beneficiario en uno u otro sistema. En 
dicho año, esta institución dirigió una recomendación 
en tal sentido al entonces Ministerio de la Presidencia 
y al Ministerio de Economía y Hacienda, recibiendo una 
contestación alentadora de la antigua Dirección Gene- 
ral de Gastos de Personal, en la que se informaba lo si- 
guiente: 

«Se está trabajando por este Centro, en Presidencia, 
Trabajo y Seguridad Social, Justicia y Administración 
Territorial, en la preparación de un Real Decreto, que 
en desarrollo de la disposición adicional quinta de la 
Ley 3011984, de 2 de agosto, y teniendo en cuenta las 
recomendaciones de esa Institución, establezca en el 
ámbito de los regímenes de Seguridad Social referidos 
a funcionarios públicos un verdadero mecanismo de 
cómputo recíproco, análogo al que actualmente está es- 
tablecido en el concierto internacional para los traba- 
jadores por cuenta ajena. El indicado grupo de trabajo 
está presidido y coordinado por la Dirección General 
de Régimen Jurídico de la Seguridad Social de la Se- 
cretaría General para la Seguridad Social y los traba- 
jos se encuentran bastante avanzados, habiéndose 
comenzado hace ya más de dos meses. Este mecanis- 
mo nuevo sustituirá al actual mecanismo imperfecto 
de cómputo, establecido en la Ley 5011984, de 30 de di- 
ciembre, de Presupuestos para 1985, introduciéndose 
las modificaciones legislativas oportunas en el Proyecto 
de texto refundido de Clases Pasivas del Estado, de pró- 
xima remisión al Consejo de Estado.» 

En los informes de 1986 y 1987 se insistía nuevamente 
en esta cuestión, ante la falta de cumplimiento total de 
las previsiones a que nos hemos referido. 

Finalmente, el Real Decreto 69111991, de 12 de abril, 
sobre cómputo recíproco de cuotas entre regímenes de 
Seguridad Social, ha venido a resolver este problema. 

La complejidad de la elaboración de esta norma re- 

glamentaria, que puede explicar el considerable retra- 
so sufrido en su promulgación, se manifiesta, entre 
otros aspectos, en el hecho de que se apruebe a propues- 
ta conjunta de los Ministerios de Economía y Hacien- 
da, Trabajo y Seguridad Social, Defensa y para las 
Administraciones Públicas, con informe de la Comisión 
Superior de Personal y del Consejo de Estado. 

En su exposición de motivos, y tras referirse a las dis- 
posiciones de rango legal que antes hemos menciona- 
do, así como a los artículos 6 y 9 del texto refundido 
de la Ley General de la Seguridad Social de 30 de ma- 
yo de 1974, que preveían fórmulas generales de coordi- 
nación de acciones entre las entidades y servicios del 
Sistema de la Seguridad Social y los demás organismos 
que cumplan funciones afines, se expresa la convenien- 
cia de profundizar en el desarrollo de aquellas previ- 
siones legales, dotando de unidad a la materia bajo dos 
directrices esenciales: permitir la mayor amplitud en 
cuanto a su ámbito de aplicación personal y facilitar 
una gestión ágil y simplificada. Para ello, el citado Real 
Decreto 69111991 contempla dos criterios de ordenación 
básicos: extender su aplicación al personal funciona- 
rio de la Administración Militar, de la de Justicia, de 
las Cortes y del Tribunal Constitucional, además de los 
funcionarios de la Administración Civil del Estado, y 
atribuir a un solo régimen, normalmente el último, los 
períodos de cotización no superpuestos que se totalicen. 

13.7.2.2. Funcionarios jubilados con anterioridad a 1 
de enero de 1985 

En el ejercicio al que se refiere el presente informe 
se han seguido recibiendo quejas de funcionarios jubi- 
lados antes del 1 de enero de 1985, en las que ponen 
de manifiesto su incomprensión ante el deficiente ni- 
vel de protección que les ofrece el régimen de clases 
pasivas en comparación con los funcionarios jubilados 
conforme al nuevo texto refundido de 30 de abril de 
1987. 

La contestación dada por el Defensor del Pueblo a 
los firmantes de estas quejas ha insistido en la correc- 
ta actuación de la Administración, que se ha limitado 
a aplicar la legislación correspondiente a cada caso en 
función de la fecha del hecho causante de la pensión 
(cumplimiento de los 65 años en los supuestos de jubi- 
lación forzosa por edad). 

No obstante, muchos de los afectados se han vuelto 
a dirigir a esta institución manifestando su desacuer- 
do con esta justificación formalista e insistiendo en que 
la modificación legislativa ha supuesto la consagración 
de un trato diferenciado a los funcionarios según su 
edad, con vulneración del principio de igualdad reco- 
nocido en el artículo 14 de nuestra Constitución. 

Aun cuando no resulte admisible cuestionar la liber- 
tad del Poder Legislativo para modificar el ordenamien- 
to jurídico y determinar el momento a partir del cual 
serán de aplicación las nuevas normas, es preciso re- 
conocer que la frustración reflejada en las quejas de 
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muchos de los afectados resulta de todo punto com- 
prensible. 

Por ello, a raíz de la queja 9121560, el Defensor del 
Pueblo decidió dirigirse a la administración competente 
proponiendo una solución intermedia que, al menos, 
permitiese reducir las diferencias de importe entre las 
pensiones antiguas y las nuevas, formulando la siguien- 
te recomendación al Ministro de Economía y Hacienda: 

«La reforma del régimen de clases pasivas del Esta- 
do operada a través de la Ley 5011984, de 30 de diciem- 
bre, de Presupuestos Generales del Estado para 1985, 
y del Real Decreto Legislativo 67011987, de 30 de abril, 
por el que se aprobó el texto refundido regulador de 
dicho régimen, ha dado lugar a que, en los últimos años, 
se haya recibido en esta institución un elevado núme- 
ro de quejas formuladas por funcionarios que, con mu- 
chos años de dedicación al servicio de las administra- 
ciones públicas, y tras acceder a la situación de jubila- 
ción o retiro con anterioridad a 1 de enero de 1985, 
muestran su desacuerdo con las considerables diferen- 
cias existentes entre las cuantías de sus pensiones y las 
de los jubilados con posterioridad a la fecha indicada, 
estimando que su caso constituye una “discriminación 
por razón de edad”. 

Este problema fue ampliamente expuesto en el infor- 
me anual del Defensor del Pueblo a las Cortes Genera- 
les correspondiente a 1989, año en el que se recibieron 
un total de 650 quejas sobre esta cuestión. 

Como VE conoce, la nueva regulación estableció una 
relación directa entre el número de años de servicios 
prestados por el funcionario y el importe de su pensión, 
terminando con el sistema anterior que reconocía un 
mismo porcentaje del 80% para todos, con independen- 
cia del tiempo de servicios y siempre que se superase 
el período de carencia de nueve años. 

No parece preciso insistir en que esta reforma era ab- 
solutamente necesaria, estableciendo un régimen de 
protección más justo y más acorde con el sistema de 
cálculo de pensiones existente en el ámbito de la Segu- 
ridad Social. 

Las diferencias de importe a que nos venimos refi- 
riendo se fueron incrementando en los años posterio- 
res a la aprobación de los textos legales antes men- 
cionados al reconocerse, en sucesivas leyes de Presu- 
puestos Generales del Estado, sustanciosas mejoras a 
los jubilados por el nuevo régimen, con olvido de los 
que lo hicieron por el anterior y que, por su larga dedi- 
cación a la función pública y atendiendo a razones de 
justicia, podrían ser merecedores de una atención es- 
pecial por parte del legislador. 

Ciñéndonos a la evolución experimentada por la es- 
cala de porcentajes de cálculo incluida en el número 
1 del artículo 31 del texto refundido de la Ley de clases 
pasivas del Estado, la Ley 411990, de 29 de junio, de Pre- 
supuestos Generales del Estado para 1990, estableció 
en su artículo 47.6 una nueva modificación de tal esta- 
la, fijando un porcentaje superior al 80% para los fun- 

cionarios con antigüedades iguales o superiores a los 
30 años. 

Por ello, esta institución estima que el reconocimiento 
de un mayor porcentaje de revalorización anual a los 
jubilados o retirados antes del 1 de enero de 1985, siem- 
pre que hubieran completado un número de años de 
servicios igual o superior a 30, estaría más que justifi- 
cado en orden a la reducción de las diferencias se- 
ñ a 1 a d a s. 

La posibilidad de diferencias a los pensionistas a la 
hora de fijar el porcentaje anual de incremento de sus 
pensiones, según la legislación que determinara en su 
momento el cálculo de las mismas, no es nueva en nues- 
tro ordenamiento jurídico. 

En efecto, a raíz de la promulgación de la Ley 2611985, 
de 31 de julio, de medidas urgentes para la racionali- 
zación de la estructura y de la acción protectora de la 
Seguridad Social, se fijaron incrementos distintos pa- 
ra las pensiones causadas al amparo de esta ley y las 
que lo fueron con arreglo a la legislación anterior, si 
bien en este caso el problema era inverso al supuesto 
que nos ocupa, dado que eran las nuevas pensiones las 
que sufrían limitaciones que no afectaban a las reco- 
nocidas con anterioridad. 

Así, los Reales Decretos 42/1986, de 10 de enero, y 
262011986, de 24 de diciembre, de revalorización de pen- 
siones de la Seguridad Social para los años 1986 y 1987, 
respectivamente, contemplaron porcentajes de aumento 
diferentes para las distintas pensiones, según se hubie- 
ran calculado conforme a una u otra legislación. 

Todas las consideraciones apuntadas son de plena 
aplicación a las pensiones de clases pasivas reconoci- 
das en favor de familiares de funcionarios públicos, 
siempre que su cálculo se hubiera efectuado conforme 
a la legislación en vigor a 31 de diciembre de 1984.~ 

En consecuencia, se recomendó que por el Ministe- 
rio de Economía y Hacienda se promoviese el recono- 
cimiento de un mayor porcentaje de revalorización 
anual a las pensiones del régimen de clases pasivas del 
Estado calculadas conforme a la legislación vigente a 
31 de diciembre de 1984, siempre que los causantes hu- 
bieran prestado un mínimo de 30 años de servicios en 
las administraciones públicas. 

En escrito de 11 de febrero de 1992, el citado depar- 
tamento ministerial comunicó la no aceptación de la 
recomendación formulada, aduciendo que la filosofía 
que subyace en la revalorización anual de las pensio- 
nes responde a que las mismas mantengan a lo largo 
del tiempo su poder adquisitivo de origen, además de 
que se producirían agravios comparativos sobre otros 
colectivos de pensionistas de la Seguridad Social, lo que 
provocaría reivindicaciones por parte de estos grupos. 

El informe concluía indicando que no parecía acon- 
sejable la adopción de medidas como la propuesta pa- 
ra clases pasivas. 

Esta institución seguirá estudiando el problema que 
dio origen a la citada recomendación, y teniendo en 
cuenta los argumentos que se contienen en el informe 
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referido, valorará la conveniencia de plantear una nue- 
va recomendación en esta materia. 

13.7.2.3. Militares y personal de las fuerzas de segu- 
ridad del Estado que, con posterioridad a su 
retiro, prestaron servicios en un destino civil 

En el año 1991 se han recibido siete quejas de afec- 
tados por un problema que ya fue tratado en nuestro 
informe anual de 1989 y que tiene su origen en la dis- 
posición transitoria cuarta de la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado para 1985, en la que, tras estable- 
cerse la incompatibilidad entre la percepción simultá- 
nea de haberes pasivos y retribuciones por trabajo 
activo en la Administración pública, se dispuso que «en 
ningún caso los servicios a la Administración que di- 
cho personal hubiera venido prestando con posteriori- 
dad a haber sido declarado retirado darán origen a 
haber pasivo alguno, sin perjuicio de que a su término 
se tengan en cuenta para una eventual mejora del de 
retiro. )) 

En estas quejas se refleja la frustración de este gru- 
po de funcionarios que, durante años, prestaron servi- 
cios y cotizaron al régimen de clases pasivas sin ningún 
tipo de limitación, y a la hora de jubilarse obtienen tan 
sólo una pequeña mejora en su originaria pensión de 
retiro por acumulación de los trienios perfeccionados 
en el destino civil. 

La disposición parcialmente transcrita fue sustitui- 
da por la también transitoria cuarta del texto refundi- 
do de clases pasivas de 30 de abril de 1987, redactada 
en términos similares. 

En este problema cobra especial significación el he- 
cho de que las limitaciones expuestas sólo afectan a los 
que, durante la prestación de los servicios civiles, coti- 
zaron al régimen de clases pasivas. Por el contrario, los 
que lo hicieron al sistema de la Seguridad Social, co- 
mo es el caso del personal que trabajó en organismos 
autónomos, no se ven afectados por tales limitaciones, 
causando la correspondiente pensión si reúnen los re- 
quisitos establecidos en la legislación reguladora de la 
Seguridad Social. Además, esta última pensión es com- 
patible con la originaria de retiro, cuyo pago se reha- 
bilita una vez que se produce el cese en el servicio 
activo. 

13.7.2.4. Jubilación forzosa a los 65 años y ausencia 
de indemnización 

Desde la entrada en vigor de la Ley 3011984, de 2 de 
agosto, de Medidas para la reforma de la Función Pú- 
blica, han sido constantes las quejas de funcionarios 
afectados por la anticipación de la edad de jubilación 
forzosa a los 65 años. 

No obstante, en el año 1991 se ha reducido significa- 
tivamente el número de quejas en esta materia, proba- 

blemente porque el transcurso del tiempo ha facilitado 
una mayor aceptación por los funcionarios de su nue- 
va situación estatutaria. 

Las quejas recibidas insisten en las expectativas crea- 
das por diversas sentencias del Tribunal Constitucio- 
nal que, tras declarar la constitucionalidad de la nueva 
edad de jubilación forzosa, apuntaba la posibilidad de 
reconocer por vía legal algún género de compensación. 

Por otra parte, la pérdida de vigencia de las cuatro 
mensualidades de ayuda previstas en la disposición 
transitoria quinta de la Ley 5011984, de Presupuestos 
Generales del Estado para 1985, ha motivado algunas 
quejas de funcionarios jubilados a partir de agosto de 
1989, mes en el que finalizaron los cinco años inicial- 
mente previstos para su reconocimiento. 

13.7.3. Pensiones especiales derivadas de la guerra ci- 
vil 1936-1939 

13.7.3.1. Pensiones de orfandad de la Ley 511979, de 
18 de septiembre 

Se han recibido distintas quejas suscritas por per- 
ceptoras de pensión de orfandad con arreglo a la Ley 
5/1979, todas ellas mayores de edad no incapacitadas, 
en las que muestran su desacuerdo con la congelación 
del importe de dicha pensión. 

Estas quejas no se han admitido a trámite al no ob- 
servarse una actuación irregular de la Administración 
pues, efectivamente, el referido importe no ha sufrido 
variación desde 198 1, recogiéndose expresamente su 
no revalorización en las sucesivas leyes de Presupues- 
tos Generales del Estado. 

Esta congelación tiene su justificación en la ausen- 
cia de un límite de edad para este tipo de huérfanos, 
lo que contrasta con los fijados para pensiones de or- 
fandad en los regímenes comunes de protección social 
existentes en nuestro ordenamiento jurídico (18 años 
en la Seguridad Social y 21-23 en el régimen de clases 
pasivas del Estado). 

Lo anterior no es obstáculo para que estos huérfa- 
nos puedan acudir, si no cuentan con otros ingresos, 
a los mecanismos asistenciales habilitados por el Es- 
tado en favor de todos los ciudadanos. 

De esta congelación están exentos, en todo caso, los 
huérfanos incapacitados para el trabajo desde antes de 
cumplir los 21 ó 23 años. 

13.7.3.2. Mutilados civiles y excombatientes 

Las quejas recibidas en esta materia no han sido es- 
pecialmente significativas, lo que es, con toda proba- 
bilidad, una consecuencia de las importantes mejoras 
reconocidas al colectivo a través del artículo 39 de la 
Ley 3111990, de 27 de diciembre, de Presupuestos Ge- 
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nerales del Estado para 1991, en el que se elevan las 
pensiones de los mutilados civiles a fin de que su im- 
porte alcance el 70% de las reconocidas a los mutila- 
dos excombatientes. 

La mayor parte de las cuestiones planteadas se re- 
fieren a demoras en la tramitación de expedientes por 
parte de la D. G. de C. de P. y P. P., o en la resolución 
de reclamaciones formuladas ante el Tribunal 
Económico-Administrativo Central, sobre todo en los 
supuestos de revisión de lesiones por agravación. 

También se ha planteado algún caso de concurren- 
cia de pensiones y de pérdida del complemento al mí- 
nimo cuando el mutilado percibía con anterioridad 
alguna otra pensión con cargo a cualquiera de los re- 
gímenes públicos de previsión social. 

En este punto, cabe referirse a la queja núm. 
8905064, sobre pensión de mutilación concurrente. 

En escrito recibido en esta institución el 19 de mayo 
de 1989, el firmante exponía que era perceptor de una 
pensión de jubilación de la Seguridad Social y de otra 
como inválido de guerra al amparo del Real Decreto 
4311978, de 21 de diciembre, y Ley 3511980, de 26 de ju- 
nio, estando ambas prestaciones afectadas por el lími- 
te máximo fijado anualmente en las leyes de 
Presupuestos Generales del Estado para el importe de 
las pensiones públicas que perciba un mismo titular. 

Como consecuencia de la aplicación del citado tope 
y del menor importe de las pagas extraordinarias en 
la segunda de las pensiones mencionadas, el interesa- 
do percibía una cuantía, en cómputo anual, inferior a 
la que consideraba tener derecho, solicitando la inter- 
vención del Defensor del Pueblo para que se le abona- 
ra esta diferencia. 

En fecha 27 de julio de 1989 se solicitó informe de 
la D. G .  de C .  de P. y P. P., la cual contestó por escrito 
del día 26 de enero siguiente en el que, tras reflejar los 
importes de las pensiones reconocidas al interesado, 
se expresaba que se había practicado la oportuna re- 
ducción proporcional en aplicación de las normas so- 
bre el límite máximo de la cuantía de las pensiones 
públicas reconocidas al mismo titular. 

Asimismo, se manifestaba que la reclamación del 
promotor era errónea por cuanto la paga que percibía 
al amparo del Real Decreto Ley 4311978 se componía 
de dos conceptos: yna retribución básica a pagar en 14 
mensualidades anuales y un tramo de pensión por mu- 
tilación abonable en 12 mensualidades que, por tanto, 
quedaba al margen del cómputo de las pagas extraor- 
dinarias. 
A la vista de esta contestación y tras un estudio en 

profundidad de la compleja normativa que, en las su- 
cesivas leyes de Presupuestos Generales del Estado, re- 
gula la concurrencia de pensiones, con fecha 30 de 
octubre de 1990, el Defensor del Pueblo dirigió una su- 
gerencia al centro gestor en la que expresaba lo si- 
guiente: 

«De las actuaciones practicadas se desprende que el 
31 de diciembre de 1986 el Sr. A. era perceptor de pen- 

sión al amparo del Real Decreto-Ley 4311978, de 21 de 
diciembre, y de la Ley 3511980, de 26 de junio, por su 
condición de Inválido de guerra. Con efectos de 1-01-87, 
la Seguridad Social le reconoció una pensión de jubi- 
lación cuyo importe era preciso adaptar por aplicación 
del valor máximo de las pensiones públicas estableci- 
do en las sucesivas leyes de Presupuestos Generales del 
Estado. El Instituto Nacional de la Seguridad Social 
redujo proporcionalmente la nueva pensión conforme 
al criterio establecido en la Ley 5011984, de 31 de di- 
ciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 
1985. Esta reducción fue incorrecta por cuanto la Ley 
2111986, de 23 de diciembre, de Presupuestos Genera- 
les del Estado para 1987, terminó con el criterio de re- 
ducción proporcional, estableciendo que tal reducción 
se aplicaría a la nueva o nuevas pensiones reconocidas 
y disponiendo que «en ningún caso... se aplicará reduc- 
ción alguna al importe de las pensiones públicas ante- 
riormente percibidas por el titular de que se trate, en 
función del señalamiento inicial de una u otra pensio- 
nes nuevas y del límite máximo de percepción)) (art. 
31.2 párrafo 2.' de la Ley 21/86 citada). Pese a ello, y 
en base a razones de eficacia administrativa, la Sección 
de Nóminas de Pensiones Especiales de esa dirección 
general dio por buena la reducción practicada por la 
entidad gestora de la Seguridad Social, adaptando la 
cuantía de la pensión de mutilación sin reparar en el 
perjuicio que se ocasionaba al interesado, dado el im- 
porte inferior que tienen las pagas extraordinarias co- 
rrespondientes a esta última pensión. 

De lo expuesto cabe concluir que la Seguridad So- 
cial está abonando al Sr. A. una cuantía superior a la 
que legalmente corresponde, por lo que resulta impro- 
cedente la solución que sugiere esa dirección general 
en el sentido de que debe ser dicha Seguridad Social 
la que pague al interesado la diferencia que reclama. 
Antes al contrario, esta institución estima que la me- 
jor solución pasa por la estricta aplicación de la lega- 
lidad vigente, lo que obliga a que ese centro gestor 
abone al Sr. A, su pensión de inválido de guerra en su 
totalidad, sin perjuicio de la necesaria adaptación pos- 
terior de la pensión de la Seguridad Social, que habrá 
de hacerse en cómputo anual a fin de evitar el proble- 
ma que ha motivado la presente queja, así como de las 
liquidaciones que, en su caso, proceda hacer al inte- 
resado. )) 

En consecuencia, se sugirió a dicho centro que se 
efectuara un nuevo cálculo de la pensión que como in- 
válido de guerra recibía don J. A. H., abonándose la to- 
talidad de su importe conforme al artículo 31.2 de la 
Ley 21/86, antes citada, todo ello sin perjuicio de 
la adaptación posterior de la pensión que percibía de 
la Seguridad Social y de las liquidaciones que, en su 
caso, debieran ser practicadas. 

Mediante escrito de 22 de abril de 1991, la D. G. de 
C. de P. y P. P. comunicó al Defensor del Pueblo la acep- 
tación de su sugerencia en los siguientes términos: 

- 377 - 



CORTES GENERALES 25 DE ABRIL DE 1992.-SERIE A. NÚM.  37 

«Examinado el expediente del Sr. A. y la sugerencia 
objeto de su escrito, los Servicios competentes de este 
Centro directivo van a proceder a abonar al interesa- 
do, a partir de la nómina del próximo mes de mayo, el 
importe total, sin reducción, de la pensión de Mutila- 
do de Guerra, con deducción de lo percibido desde la 
fecha de arranque correspondiente a la nueva liqui- 
dación. 

Simultáneamente se dará traslado de esta resolución 
a la Dirección Provincial del Instituto Nacional de la 
Seguridad Social, para que por ese Organismo se efec- 
túe la adaptación y consiguiente minoración del impor- 
te mensual y pagas extraordinarias de la pensión que 
el Sr. A. percibe con cargo a la Seguridad Social, a fin 
de que la suma de ambas pensiones no supere el lími- 
te máximo de percepción de pensiones públicas fijado 
para cada año por la Ley de Presupuestos Generales 
del Estado. 

Todo ello de conformidad con la sugerencia expues- 
ta por VE en el escrito de referencia.)) 

13.7.3.3. Aplicación de la Ley 3711984, de 22 de octu- 
bre, de reconocimiento de derechos y servi- 
cios prestados a quienes durante la guerra 
civil formaron parte de las Fuerzas Armadas, 
Fuerzas de Orden Público y Cuerpo de Ca- 
rabineros al servicio de la 11 República es- 
pañola 

De las quejas recibidas en 1991, formuladas por so- 
licitantes o beneficiarios de las prestaciones contem- 
pladas en esta ley, cabe deducir la existencia de los 
problemas siguientes: 

13.7.3.3.1. Demoras en haplicación de la Sentencia 
núm. 116/1987, de 7 de julio de 1987, del 
Tribunal Constitucional 

Las quejas de este apartado han sido las más nume- 
rosas entre las referidas a pensiones públicas gestio- 
nadas por el Ministerio de Economía y Hacienda. 

Los reclamantes son, en su práctica totalidad, per- 
ceptores de pensión conforme a la Ley 4611977, de 15 
de octubre, de Amnistía, o bien conforme al título 11 
de la Ley 37/1984, ya citada. 

Como es sabido, esta última ley se estructuró en dos 
títulos, siendo el primero de aplicación a los militares 
del ejército republicano que consolidaron su empleo 
con anterioridad al 18 de julio de 1936, y el segundo 
a los que ingresaron en dicho ejército entre la fecha 
indicada y el 1 de abril de 1939, obteniendo un empleo 
o grado militar de, al menos, suboficial, así como a los 
que en igual período hubieran ingresado al servicio de 
la República como miembros de las Fuerzas de Orden 
Público y Cuerpo de Carabineros. 

Conforme al artículo 2 de la ley, el personal inclui- 

do en el título 1 pasaba a la situación militar de retira- 
do, con los derechos y obligaciones inherentes a la 
misma y con el empleo que, por antigüedad, habrían 
alcanzado de haber continuado en servicio activo has- 
ta la fecha en que, por edad, les hubiera correspondi- 
do el pase a la precitada situación militar. 

Por el contrario, al personal incluido en el título 11 
se le reconocía, conforme al artículo 5, una pensión 
equivalente al mínimo de jubilación para mayores de 
65 años vigente en cada momento en el régimen gene- 
ral de la Seguridad Social. 

El criterio temporal a que se ha hecho referencia, que 
determinaba la inclusión de los militares republicanos 
en uno u otro título, fue objeto de una cuestión de in- 
constitucionalidad promovida por un grupo de ciuda- 
danos que, aunque ingresaron en el Arma de Aviación 
de la República con posterioridad al 18 de julio de 1936, 
lo hicieron como militares profesionales, pues a todos 
ellos les fueron concedidos sus empleos militares con 
carácter efectivo y a título definitivo y no de forma pro- 
visional, habiendo sido escalafonados, también en for- 
ma definitiva, conjuntamente con los militares 
profesionales que ingresaron en el arma antes de la fe- 
cha citada. 

En su planteamiento de la cuestión de inconstitucio- 
nalidad, el tribunal proponente aducía: 

«... la Ley 3711984 establece un régimen de derechos 
claramente diferenciados para cada una de las dos si- 
tuaciones que contempla y, al distinguir dos grupos en- 
tre los militares al servicio de la República según que 
hubieran ingresado en el mismo antes o después del 
18 de julio de 1936, valorando exclusivamente un dato 
cronológico, sin tener en cuenta otras circunstancias 
objetivas que acrediten la profesionalidad de unos y 
otros, incurre en una clara discriminación, puesto que 
la profesionalidad ha de derivarse de la legalidad ob- 
jetiva vigente en cada momento y no de un mero dato 
temporal. )) 

En la mencionada Sentencia 11611987, el Tribunal 
Constitucional estimó parcialmente la cuestión de in- 
constitucionalidad, al entender que la distinción de tra- 
to mantenida en la ley entre los funcionarios civiles y 
los funcionarios del ejército republicano que obtuvie- 
ron con carácter efectivo su empleo con posterioriciad 
al 18 de julio de 1936 vulneraba el principio de igual- 
dad contenido en el artículo 14 de la Constitución, ra- 
zonando en la forma siguiente: 

«... una vez que el legislador ha aplicado el criterio 
de la profesionalidad a los funcionarios civiles de la 
República, para hacerles acreedores a la plenitud de 
los derechos reconocidos por la legislación de amnis- 
tía, sin atender al momento de su incorporación a la 
Administración o, lo que es igual, sin referencia algu- 
.Iia a si dicha incorporación se produjo antes o después 
del comienzo de la guerra civil, el principio de igual- 
dad obliga a la aplicación de idéntico criterio a los fun- 
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cionarios militares profesionales, cualquiera que haya 
sido la fecha -anterior o posterior al 18 de julio de 
1936- de sus nombramientos o de la consolidación de 
sus empleos con carácter definitivo.» 

En las quejas referidas a esta materia, los afectados 
manifiestan haber solicitado los beneficios reconoci- 
dos en el título 1 de la Ley 37/1984, por estimar que de- 
ben ser considerados como militares profesionales, sin 
que, al cabo de varios meses e incluso años, se hayan 
resuelto sus peticiones. 

N o  es difícil imaginar las expectativas que la senten- 
cia comentada generó en el amplio colectivo de bene- 
ficiarios del título 11 de la Ley. Así, en una serie de 
contestaciones recibidas de la D. G. de C. de P. y P. P., 
y tras exponer las circunstancias particulares de cada 
caso concreto, se expresa que la sentencia ha dado lu- 
gar a un número aproximado de 83.000 solicitudes de 
inclusión en el título 1 de la Ley, añadiendo que las mis- 
mas serán ((estudiadas y resueltas en el plazo más bre- 
ve posible». 

La situación descrita llevó al Defensor del Pueblo a 
formular, en fecha 17 de julio de 1991, una recomen- 
dación ante el Director General de Costes de Personal 
y Pensiones Públicas, en los términos que se indican 
a continuación: 

«... esta institución debe insistir en su preocupación 
acerca de los plazos de resolución de estos expedien- 
tes, cuando cuatro años después de producirse la Sen- 
tencia del Tribunal Constitucional 116/87, de 7 de julio, 
del total de 83.000 solicitudes formuladas, la registra- 
da con el número 7.530 se encuentra aún pendiente de 
estudio y resolución, cuando “se tramitan por riguro- 
so orden de incoación”. Si tomamos como punto de par- 
tida el momento en que se dictaron las instrucciones 
de servicio para la revisión de estos expedientes con- 
forme a la citada sentencia, serían precisos no menos 
de doce años para la resolución de todas las solicitu- 
des, según los plazos que vienen observándose. 

Resulta obligado, por otra parte, hacer hincapié en 
que la edad de los causantes y, con frecuencia, su es- 
tado físico y situación económica, no permite más di- 
laciones. Por todo ello, esta institución, en virtud de 
las competencias conferidas por el artículo 30 de la Ley 
Orgánica 3/1981, ya citada, ha resuelto formular a V.I. 
la siguiente RECOMENDACION: 

«Que a la mayor brevedad se adopten las medidas 
necesarias para asegurar la resolución de todos estos 
expedientes en un plazo razonable, atendiendo a las cir- 
cunstancias y derechos de los peticionarios. >> 

Ante la ausencia de contestación en el plazo previs- 
to en el artículo 30 de la Ley Orgánica 311981, de 6 de 
abril, del Defensor del Pueblo, mediante escrito de fe- 
cha 12 de septiembre de 1991 se reiteró ante la D. G. 
de C. de P. y P. P. la recomendación transcrita. 

Finalmente, el centro gestor contestó mediante es- 
crito de 5 de noviembre de 1991, en el que indicaba: 

«La recomendación a que se hace referencia -“que 
a la mayor brevedad se adopten las medidas necesa- 
rias para asegurar la resolución de todos estos expe- 
dientes en un plazo razonable, atendiendo a las 
circunstancias y derechos de los peticionarios”- y que 
queda centrada en el colectivo de militares de la Re- 
pública que teniendo reconocido el Título 11 de la Ley 
37/1984 o la Ley 46/1977, de Amnistía, solicitan el re- 
conocimiento del Título 1 de la citada Ley 3711984, es 
plenamente compartida, aceptada y asumida por este 
Centro. 

Con carácter general, y a la vista de los plazos y trá- 
mites que señala la normativa vigente, ha de significar- 
se que no se producen retrasos, dignos de mención, 
respecto del colectivo de funcionarios que se jubilan 
al servicio del Estado por cumplimiento de la edad le- 
galmente establecida, no obstante lo cual se están es- 
tableciendo cuantos mecanismos correctores son 
necesarios para evitar cualquier tipo de retraso entre 
el último sueldo de activo y el primer haber pasivo. 

Cuestión muy distinta es la que se deriva de la deno- 
minada legislación especial de guerra. No obstante lo 
cual ha de tenerse también en cuenta que desde las pri- 
meras normas en la materia (1976) hasta el presente 
se han resuelto más de 340.000 expedientes de este ti- 
po de pensiones. Y que también, respecto de ellas, han 
operado múltiples modificaciones legislativas (compa- 
tibilidad entre pagas extraordinarias, supresión de in- 
compatibilidades de pensiones en favor de las “viudas 
de guerra”, igualación entre todas las pensiones de las 
“viudas de guerra” que reconoce este Centro y entre 
éstas y las mínimas de viudedad de Seguridad Social, 
aproximación entre la cuantía de las pensiones de los 
mutilados civiles de guerra y los mutilados excomba- 
tientes, modificación del sistema de cálculo de las pen- 
siones en favor de los “militares de la República” no 
profesionales en función de los distintos empleos al- 
canzados durante la guerra, etc.) que han obligado a 
este Centro a mantener los expedientes que gestiona 
y tramita en un proceso de revisión continua. 

Y es cuestión muy distinta, como se dice, porque aun- 
que la normativa aplicable es dispersa y cambiante -lo 
que hace ciertamente penosa la gestión- han incidi- 
do en la misma, además, sentencias contradictorias de 
los Tribunales que en nada han contribuido a clarifi- 
car la difícil situación planteada. 

Entre ellas cobra especial significación la Sentencia 
del Tribunal Constitucional 116/1987, de 7 de julio, que 
declaró parcialmente inconstitucionales dos artículos 
de la Ley 37/1984, de 22 de octubre, de reconocimiento 
de derechos y servicios prestados a quienes, durante 
la guerra civil, formaron parte de las Fuerzas Arma- 
das, Fuerzas del Orden Público y Cuerpo de Carabine- 
ros al servicio de la 11 República española. 

La vulgarización del contenido de la citada Senten- 
cia (todos los militares de la República son profesio- 
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nales) abre unas expectativas enormes en el colectivo 
de referencia (Ley 37/1984) así como en otros colecti- 
vos que ya disfrutaban pensión, desde antiguo, por apli- 
cación de la normativa anterior de indulto y amnistía 
(Ley 4611977). De tal manera que de las 3.500 solicitu- 
des recibidas, originariamente, en este Centro al am- 
paro del Título 1 de la Ley 37/1984 (militares 
profesionales), a partir de la publicación de la reitera- 
dísima Sentencia, se pasa a más de 83.000, en su prác- 
tica totalidad, de personas que ya tienen reconocida 
pensión, si bien como “no profesionales” (Título 11 de 
la Ley 37/1984) o como “funcionarios civiles” (Guardias 
de Asalto con Ley 46/1977). 

Las líneas precedentes sólo quieren hacer llegar a esa 
Alta Institución, la problemática que se plantea respec- 
to del retraso en el reconocimiento de determinadas 
pensiones, que no puede hacerse extensivo, sin mati- 
ces, al conjunto de las que reconocen y abonan los ser- 
vicios de Clases Pasivas. 

En todo caso este Centro está avanzando en la adop- 
ción de medidas tendentes a solucionar los problemas 
que tiene planteados. 

Algunas de ellas ya han sido adoptadas -creación 
de un Servicio específico para este tipo de expedien- 
tes con tres secciones y utilización intensiva de los pro- 
cesos informáticos- y han posibilitado que a 1 de 
septiembre de 1991 se hayan resuelto 29.758 expedien- 
tes de Título 1 de la Ley 3711984, de los que 13.462 son 
desestimaciones de los derechos pretendidos y, por en- 
de, confirmaciones de la no profesionalidad de los so- 
licitantes, manteniendo la pensión reconocida por el 
Título 11 de la reiterada Ley 3711984. 

Por otra parte se ha iniciado un plan de realización 
de horas extraordinarias intensivas, con una duración 
de dos meses, de funcionarios cualificados en la reso- 
lución de estos expedientes, que se espera logre tam- 
bién resultados muy interesantes. 

Asimismo, y dentro de este tipo de medidas mera- 
mente coyunturales, se va a intensificar la resolución 
de expedientes negativos, dado el elevado número de 
ellos que adolecen de falta de pruebas en los nombra- 
mientos como “militares profesionales”. 

Con independencia de lo anterior, se ha abordado un 
ambicioso proyecto de reforma de la organización de 
Clases Pasivas, partiendo de un análisis interno de to- 
dos los programas y procesos administrativos en or- 
den a su racionalización y simplificación. Proyecto que 
se espera esté ultimado antes de concluir el presente 
año y del que se dará cumplida información al Defen- 
sor del Pueblo. 

Con la puesta en funcionamiento del plan citado, que 
conlleva la modificación del vigente Reglamento de Cla- 
ses Pasivas -que se espera ultimar a mediados de 
1991-, así como con la necesaria dotación material y 
humana -propiciada por la autorización de la amplia- 
ción de locales y por la nueva Relación de Puestos de 
Trabajo de Clases Pasivas- se acometerá la reforma 
de la estructura de la Organización de Clases Pasivas 
y se posibilitará el objetivo final de que no medien tiem- 

pos significativos entre las solicitudes de pensión y los 
pagos a los interesados. 

Con la adopción e implantación de las medidas ex- 
puestas se espera obtener similares resultados que los 
que pudieran derivarse de una Inspección Operativa 
de Servicios, según ha venido recomendando esa Alta 
Institución. 

... parece conveniente, no obstante, analizar el argu- 
mento que efectúa el Defensor del Pueblo, con ocasión 
de la queja que da lugar a la sugerencia, y que condu- 
ce a afirmar que “serían precisos no menos de doce 
años para la resolución de todas las solicitudes...”, to- 
mando como punto de referencia el tiempo transcurri- 
do en la resolución de un determinado expediente 
(identificado por una referencia numérica, la 7.530, so- 
bre el conjunto total de 83.000 expedientes) y la afir- 
mación de este Centro en cuanto a que las solicitudes 
“se tramitan por riguroso orden de incoación”. 

Pues bien, en este tipo de expedientes no existe una 
referencia numérica única (del 1 al 83.000), sino que 
la ordenación de los mismos se efectúa según colecti- 
vos de solicitantes o beneficiarios de la pensión, de tal 
manera que cada uno de ellos queda identificado por 
“pares de dígitos”, comunes al colectivo de pertenen- 
cia y a continuación se expresa el número ordinal que 
corresponda. 

Así, en los expedientes en favor de causantes del Tí- 
tulo 11 de la Ley 3711984, los dígitos 46/48 identifican 
a un miembro de las Fuerzas Armadas; los 46/44 iden- 
tifican a un Carabinero: y los 46/46 identifican a un 
miembro de las Fuerzas de Orden Público, figurando 
a continuación el número de expediente según su or- 
den de incoación. 

Similar clasificación existe para las viudas de este 
personal ya fallecido cuando se publicó la Ley 3711984 
(vgr. 47/47 identifica a una viuda de un miembro de las 
Fuerzas Armadas; etc.). Análoga, y diferente, clasifica- 
ción se utiliza para las viudas de quienes teniendo re- 
conocido el Título 11, y habiendo fallecido con 
posterioridad, solicitan pensión (vgr. 47/48 identifica 
a una viuda de miembro de las Fuerzas Armadas que 
ya tuvo reconocido por este Centro el derecho a pen- 
sión). En estos supuestos, además, se mantiene idénti- 
co el número ordinal que se designó, en su momento, 
al expediente del causante del derecho a pensión. 

Por otra parte, cuando cualquier beneficiario del Tí- 
tulo 11 solicita, a su vez, el Título 1, a los pares de dígi- 
tos identificativos de su colectivo originario (46148, 
46/44, 47/47, 47/48, etc.) se adiciona otro par, en fun- 
ción del colectivo “profesional” al que pudiera encua- 
drarse, manteniendo idéntico el número ordinal 
asignado originariamente a su expediente. 

Todo lo anterior conduce a que el número ordinal que 
figura al final de la larga referencia de un expediente 
de este tipo, alude al momento en que se presentó su 
primera instancia ante este centro, y no a las ulterio- 
res vicisitudes que haya atravesado el mismo, cuya re- 
ferencia es de orden meramente doméstico sin 
repercusión fuera de Clases Pasivas.)) 
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En línea con lo manifestado por la D. G. de C. de P. 
y P. P., el Defensor del Pueblo ha tenido conocimiento 
del contenido sustancial del Plan de Actuación de la Or- 
ganización de'clases Pasivas para el año 1992, en el que 
se incluyen, entre otros, los siguientes objetivos: 

- Reducir a la mitad el volumen de expedientes pen- 
dientes de pensiones militares, lo que supondrá la re- 
solución en 1992 de unos 27.00 expedientes. 
- Conseguir, en el último trimestre de 1992, la re- 

solución de los expedientes de pensiones especiales de 
guerra en un plazo máximo de 30 días. 
- Resolver el 75% de los expedientes pendientes del 

Título 11 de la Ley 3711984, lo que representa unos 
12.750 expedientes. 
- Estudio de todos los expedientes pendientes de 

indemnización por años de privación de libertad, lo que 
supone unos 51.000 expedientes. 
- Resolución de todos los expedientes de indemni- 

zaciones por años de privación de libertad, que tengan 
completa la documentación. Su número puede ascen- 
der a unos 40.310 expedientes. 

Como ya indicamos en otro apartado del presente in- 
forme, esta institución seguirá con el máximo interés 
el desarrollo del citado plan, esperando que produzca 
resultados apreciables dentro del año 1992. 

13.7.3.3.2. Demoras producidas en el reconocimien- 
to de pensiones de viudedad derivadas de 
la Ley 4611977, de Amnistía, y de la Ley 
3711984, citada 

Durante el año 1991 se han recibido una serie de que- 
jas planteadas por viudas de perceptores de pensión 
de jubilación conforme a los dos textos legales men- 
cionados, en las que denunciaban una excesiva e injus- 
tificada demora en el reconocimiento de sus pensiones 
de viudedad. 

Entre ellas se encuentra la queja núm. 9105075, en 
la que la promotora exponía que su difunto marido fue 
perceptor de pensión por su condición de guardia de 
seguridad y asalto al servicio de la 11 República, hasta 
su fallecimiento ocurrido en junio de 1989. Con tal mo- 
tivo, la interesada solicitó, en el mes de agosto siguiente 
y a través de un habilitado de clases pasivas, la pen- 
sión de viudedad que pudiera corresponderle, sin que, 
al cabo de 18 meses, se hubiera resuelto su petición. 

Admitida la queja y solicitado el correspondiente in- 
forme, la D. G. de C. de P. y P. P. manifestó en escrito 
de 31 de mayo de 1991 lo siguiente: 

«... El esposo de la Sra. C. F., Don A. P. A., miembro 
del antiguo Cuerpo de Seguridad y Asalto, era titular, 
hasta su fallecimiento, de una pensión derivada de la 
aplicación de la amnistía prevista en la Ley 4611977, de 
15 de octubre. 

... antes de su fallecimiento, el Sr. P. A., acogiéndose 
a la Sentencia 11611987, del Tribunal Constitucional ... 
solicitó el reconocimiento de pensión por el Título 1 de 
la Ley 37/84. Ello supone la consideración de militar 
profesional y la reconstrucción de la hipotética carre- 
ra profesional que podría haber perfeccionado hasta 
la edad del retiro. 

... al fallecer el Sr. P. A., el expediente de la Sra. C. 
F. se ha incorporado al del causante, ya que en primer 
lugar debe resolverse la petición al amparo del Título 
1 que formuló el causante y, a continuación transmitir 
la pensión que se fije a la viuda.» 

Ante esta contestación, el Defensor del Pueblo for- 
muló, en fecha 19 de julio de 1991, una sugerencia en 
la que, tras referirse al informe transcrito, se ex- 
presaba: 

«Del contenido de dicho informe, se desprende que 
la demora aludida tiene su origen en la existencia de 
una solicitud de aplicación de los beneficios del Títu- 
lo 1 de la Ley 37/1984, de 22 de octubre, formulada por 
el causante con anterioridad a su fallecimiento y que, 
según el criterio de ese centro directivo, debe ser re- 
suelta con carácter previo y, a continuación, transmi- 
tir la pensión que se fije a la viuda. 

El resultado práctico del criterio expuesto es que, a 
los ya dilatados plazos que ese centro gestor invierte 
con carácter general para el reconocimiento de pensio- 
nes, se añade ahora la demora suplementaria que su- 
pone la necesaria reconstrucción de la hipotética 
carrera profesional que podría haber perfeccionado el 
causante hasta alcanzar la edad de retiro, con los con- 
siguientes perjuicios para los familiares con derecho 
a pensión. 

Hay que señalar, además, que este problema afecta 
a un colectivo caracterizado por su avanzada edad, cu- 
yos integrantes manifiestan con frecuencia su razona- 
ble temor a no poder disfrutar en vida los beneficios 
que la ley les reconoce.)) 

En razón a lo expuesto, se sugirió al órgano directi- 
vo que en los casos de fallecimiento de pensionistas que 
tuvieran pendiente de resolución alguna solicitud o re- 
clamación que, de ser estimada, tendría efectos sobre 
la cuantía de su pensión, se procediese por esa direc- 
ción general al reconocimiento inmediato de las pen- 
siones en favor de los familiares que pudieran 
corresponder y hubieran sido solicitadas. Dichas pen- 
siones deberían ser calculadas en función de la cuan- 
tía percibida por el causante en la fecha de su 
fallecimiento, sin necesidad de esperar a que su peti- 
ción pendiente fuera resuelta y sin perjuicio de las rec- 
tificaciones y liquidaciones que procediese practicar 
si la citada petición resultara finalmente estimada. 

Al no recibir contestación del centro directivo en el 
plazo previsto, la sugerencia transcrita fue reiterada 
mediante escrito de fecha 7 de octubre de 1991. 

Finalmente, la D. G .  de C. de P. y P, P. contestó por 
escrito de 5 de noviembre de 1991, en el que expresaba: 
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«La sugerencia que se formula es plenamente com- 
partida por esta Dirección General, quien está tratan- 
do, por todos los medios a su alcance, de conseguir el 
objetivo final de que no medien tiempos significativos 
entre las solicitudes de pensión y su pago a los inte- 
resados. )> 

Tras insistir en las medidas adoptadas con carácter 
general en orden al acortamiento de los plazos de re- 
conocimiento de pensiones, el centro gestor añadía: 

«Centrando la respuesta en la SUGERENCIA que se 
efectúa, cabe decir que se está de acuerdo con la filo- 
sofía que en ella subyace, respecto del abono inmedia- 
to de cantidades en favor de los derechohabientes de 
los pensionistas fallecidos, si bien en el caso concreto 
que da lugar a la SUGERENCIA (viudas de Guardias 
de Asalto, pensionistas al amparo de la Ley 4611977, de 
15 de octubre, de Amnistía) aquella filosofía entra en 
colisión con el número tres, del artículo 53, de la Ley 
de Presupuestos Generales del Estado para 1988, toda 
vez que, a partir de 1 de enero de 1988, no se pueden 
reconocer derechos pasivos por la Ley 4611977, en fa- 
vor del personal del antiguo Cuerpo de Seguridad y 
Asalto, o de sus familiares, sino que tales derechos ha- 
brán de ser reconocidos según lo dispuesto en la Ley 
3711984. Situación que obliga a este Centro, en estos 
supuestos, a transformar la pensión reconocida al am- 
paro de la Ley 4611977 en otra, distinta, al amparo de 
la Ley 3711984, primero en favor del causante y segun- 
do en favor de sus derechohabientes. 

En este contexto cobra especial significación la Re- 
solución de esta Dirección General de 2 de septiembre 
(“BOE” del siguiente día 6), que desarrolla un sistema 
de anticipos de cantidades a cuenta de las pensiones 
de Clases Pasivas, que responde a la autorización con- 
ferida a este Centro por la vigente Ley de Presupues- 
tos Generales del Estado para 1991, y de la que se 
acompaña fotocopia. 

Dicha disposición permite a este Centro que, median- 
do petición expresa al respecto, se pueda abonar en nó- 
mina, con carácter inmediato, una determinada 
cantidad de dinero a cuenta de la pensión definitiva que 
se reconozca en favor del beneficiario en un momento 
posterior. 

La medida, a juicio de este Centro, es de especial in- 
terés para los pensionistas de viudedad cuyos causan- 
. tes venían percibiendo el correspondiente haber pasivo, 
de tal manera que, producido el fallecimiento de los 
mismos y advertidos los servicios correspondientes de 
Clases Pasivas, el derechohabiente tenga acceso a una 
parte de la pensión del causante, como anticipo a cuen- 
ta de la que definitivamente se reconozca en su favor. 
Medida que, a su vez, puede dar plena satisfacción a 
la sugerencia que efectúa el Defensor del Pueblo. 

Finalmente significo a V.E. que en el Proyecto de Ley 
de Presupuestos, presentado por el Gobierno a las Cor- 
tes, figura una ampliación de las cuantías de anticipos 

a cuenta de las pensiones, tratando de que las mismas 
se aproximen a las que finalmente correspondan.,) 

Con respecto a este último punto, como se ha seña- 
lado anteriormente, el artículo 51 de la Ley de Presu- 
puestos Generales del Estado para 1992 amplió los 
importes de estos anticipos que, según la información 
de la que disponemos, se están reconociendo con re- 
gularidad. 

13.7.3.3.3. Criterios de interpretación sobre la profe- 
sionalidad 

Conforme a lo que quedó reflejado en el punto 2.1 
anterior, la Sentencia de 7 de julio de 1987, del Tribu- 
nal Constitucional, estableció la profesionalidad de los 
militares del ejército de la 11 República como dato de- 
terminante a efectos de su inclusión en el Título 1 de 
la Ley 37/1984. 

Algunas de las quejas recibidas en esta materia han 
puesto de manifiesto desacuerdos de los interesados 
en los criterios de interpretación del concepto de “pro- 
fesionalidadn utilizados por la D. G .  de C. de P. y P. P. 
del Ministerio de Economía y Hacienda. 

Entre las quejas que se citan a continuación se in- 
cluyen las recibidas en los últimos meses de 1990 que, 
o bien fueron tramitadas en 1991 o, habiéndose trami- 
tado con anterioridad, no se dispuso del correspondien- 
te informe de la Administración hasta una vez iniciado 
el ejercicio a que se refiere la presente memoria. 

La queja núm. 9029270 fue formulada por un percep- 
tor de pensión conforme al Título 11 de la Ley 37184 que, 
en fecha 5 de febrero de 1988, había solicitado su in- 
clusión en el título 1 de dicho texto legal por conside- 
rarse profesional, sin que, al cabo de casi tres años, se 
hubiera resuelto su petición. 

En la contestación del centro gestor se manifestaba: 

«... a raíz de la publicación de la Sentencia 11611987, 
del Tribunal Constitucional, el Sr. S .  S. solicitó el re- 
conocimiento de su pensión con arreglo al Título 1 en 
lugar del citado Título 11, por entender que le asistía 
el derecho a ser considerado militar profesional. 

Esta nueva solicitud ha sido desestimada por cuan- 
to no ha quedado confirmada su condición de militar 
profesional al no acreditar que su ingreso se produje- 
ra con carácter permanente o definitivo en las Fuer- 
zas Armadas, con la posterior integración, por decisión 
del órgano administrativo correspondiente, en el esca- 
lafón profesional de algún Cuerpo, Escala o Arma de 
las mismas. )) 

La queja núm. 9102246 planteó un supuesto similar 
al anterior en el que el interesado formuló su solici- 
tud de nuevo reconocimiento de pensión el 2 de sep- 
tiembre de 1988, presentando reclamación en queja el 
día 17 de enero de 1990, sin haber obtenido contes- 
tación. 
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En su informe, la D. G. de C. de P. y P. P. indicaba: 

«... En el caso del Cuerpo de Carabineros sucede que, 
con carácter general, quienes cumplen la condición de 
“profesionalidad” son aquellos que ingresaron en el 
Cuerpo con anterioridad a la convocatoria de 27 de fe- 
brero de 1937, pues los que ingresaron a partir de di- 
cha fecha, y al amparo de esa convocatoria, lo hicieron 
de forma provisional “por el tiempo de duración de la 
campaña” y hasta la terminación de la misma, debien- 
do ser considerados a estos efectos como “no profesio- 
nales” o como militares “no funcionarios”. )) 

En la queja núm. 9023303, recibida a través del De- 
fensor del Pueblo Andaluz, se emitió informe por la Di- 
rección General mencionada en el que, tras manifestar 
que el expediente del interesado carecía de prueba que 
acreditara la graduación de, al menos, suboficial de las 
fuerzas armadas de la 11 República durante la guerra 
civil española, se añadía: 

«De la documentación que figura en el expediente se 
desprende su condición de Delegado Político de Com- 
pañía, cargo que, a tenor de la legislación aplicable, no 
puede considerarse suficiente para reconocer la pen- 
sión solicitada, salvo que el Sr. S .  R. aporte documen- 
tación en la que conste que hubiera sido confirmado 
en el empleo de Comisario Político una vez pasados seis 
meses de actuación como Delegado, lo que aún puede 
realizar, toda vez que su expediente continúa abierto, 
ya que en caso contrario, lamentablemente, habrá que 
procederse a la resolución desestimatoria de su so- 
licitud. )> 

Sobre esta misma cuestión, en la contestación oficial 
correspondiente a la queja núm. 9024497, el centro in- 
formante manifestaba: 

«... los cargos de Delegados Políticos no tienen asi- 
milación a empleo o graduación militar, equiparación 
que sí tiene lugar con aquellos que fueron nombrados 
Comisarios, ya que éstos en el momento de ser desti- 
nados a las diferentes Unidades militares adquirían la 
asimilación al empleo militar del Jefe de Unidad. Así, 
el comisario de Compañía se asimilaba a Capitán, el 
Comisario de Batallón a Comandante, etc., y ello se 
efectuaba en aplicación de una disposición del Minis- 
terio de la Guerra de fecha 29 de enero de 1937.)) 

En ambos casos, se trasladó a los interesados esta 
información, procediéndose al cierre de las quejas. 

La queja núm. 9027537, recibida a través del Sindic 
de Greuges de Catalunya, fue formulada por un fun- 
cionario de Correos jubilado que solicitó el reconoci- 
miento de los beneficios de la Ley 37/84. En la 
información facilitada por la D. G. de C. de P. y P. P. 
se indicaba lo siguiente: 

«El motivo de su solicitud radica en haber servido 

durante la guerra civil en la Estafetas del Correo en 
Campaña. Sin embargo, los funcionarios integrantes 
del Servicio de Correos de Campaña, como es el pre- 
sente caso, no ingresaron como militares en el Ejérci- 
to de la República, por el contrario, conservaron SU 

carácter de personal de la Dirección General de Correos 
y su misión consistió en asegurar las relaciones posta- 
les entre el Ejército y el resto del país, de forma que 
para ello tuvieron que desplazarse junto a las tropas, 
aunque no formaron parte de las mismas. 

Por lo tanto, se trata de un personal militarizado y, 
como tal, asimilado a la jerarquía militar, en cuanto 
a tal jerarquía, es decir, a los efectos de mando y de 
la disciplina militar. 

Los funcionarios adscritos al “CORREO EN CAMPA- 
ÑA”, como todos aquellos funcionarios adscritos a ser- 
vicios públicos estratégicos que hubieron de ser 
“militarizados”, por causa de la excepcionalidad de la 
guerra, en el momento de su jubilación pasan a perci- 
bir su correspondiente Pensión de Jubilación cuya cau- 
sa viene determinada en los servicios prestados al 
Estado en sus respectivos Cuerpos, Escalas, Plazas, 
Empleos o Categorías, de acuerdo con la normativa de 
Derechos Pasivos vigentes en el momento del hecho 
causante. 

Tal es el caso del Sr. S .  A. que como anteriormente 
se indicó, percibe su pensión de jubilación en cuyo 
cálculo se tuvieron en cuenta los servicios prestados 
como funcionario de correos durante la guerra, y por 
ello no puede ser titular de otra pensión, que tuviera 
su causa en idénticos hechos.)) 

Todas las interpretaciones sobre el concepto de «pro- 
fesionalidad)) que han quedado reflejadas en este apar- 
tado se han considerado correctas por esta institución, 
habiéndose comunicado oportunamente a los inte- 
resados. 

13.7.3.3.4. Medios de prueba 

Del total de quejas tramitadas por demoras en el re- 
conocimiento de los beneficios previstos en la Ley 
37/1984, en 31 casos se pusieron de manifiesto las difi- 
cultades sufridas por algunos solicitantes para acre- 
ditar su pertenencia a las fuerzas o institutos armados 
durante la 11 República española. 

Estas dificultades han sido objeto de constante preo- 
cupación para esta institución y así se hizo constar en 
los informes correspondientes a los últimos años. 

En el de 1987 ya se reflejaban los obstáculos que e n  
contraban estas personas para conseguir la documen- 
tación que acreditara sus nombramientos durante la 
pasada guerra civil, la cual no se encontraba en los ar- 
chivos judiciales, bibliotecas y otros organismos, al ha- 
ber desaparecido por el transcurso del tiempo. 

En la memoria de 1988 nos referíamos a la sugeren- 
cia formulada por el Defensor del Pueblo ante la D. G .  
de C. de P. y P. P. a fin de que se adoptaran los meca- 
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nismos normativos oportunos para solventar los pro- 
blemas que se originaban a los militares republicanos 
en cuanto a la existencia de medios de prueba. 

En el informe de 1989 expusimos que, como iniciati- 
va derivada de la sugerencia a que se ha hecho alusión, 
la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 1989 
autorizaba al Gobierno para regular los elementos de 
prueba en los procedimientos administrativos de reco- 
nocimiento de los beneficios establecidos en el artícu- 
lo 4 de la Ley 3711984. 

Este proceso culminó con la publicación del Real De- 
creto 64711989, de 9 de junio, en cuya exposición de mo- 
tivos se hacía referencia expresa a las ((reiteradas 
peticiones y sugerencias del Defensor del Pueblo», de- 
terminándose los nuevos medios de prueba admisibles 
cuando no fuera posible la acreditación por otras vías. 

La principal innovación de esta norma fue la admi- 
sión de las actas notariales de notoriedad y declaracio- 
nes judiciales para perpetua memoria como medios de 
prueba válidos para acreditar los hechos en que los so- 
licitantes de pensión al amparo de la Ley 37/84 se ba- 
saban para formular sus peticiones. 

El decreto comentado ha constituido, sin duda, un 
importantísimo avance para la solución de estos pro- 
blemas, permitiendo la resolución favorable de un con- 
siderable número de expedientes que se encontraban 
paralizados por esta causa. 

En las quejas números 9024105 y 9024461, recibidas 
y tramitadas en 1990, pero con informe de la Adminis- 
tración emitido en 1991, así como en la núm. Q/67/91, 
la D. G. de C. de P. y P. P. comunicó a esta institución 
que los expedientes de los promotores carecían inicial- 
mente de pruebas documentales que les acreditaran, 
al menos, como suboficiales de las fuerzas armadas de 
la 11 República durante la guerra civil española. 

El centro gestor continuaba informando que, a raíz 
de la entrada en vigor del Real Decreto 647/89, los in- 
teresados aportaron los medios de prueba complemen- 
tarios establecidos en el mismo para los casos en que 
no haya constancia oficial del nombramiento, siendo 
resueltos favorablemente y practicándose los trámites 
de consignación del pago de la pensión y alta en 
nómina. 

La queja núm. 8910887, recibida a través del Justi- 
cia de Aragón, ha sido objeto de una larga tramitación 
que ha puesto de manifiesto los problemas a los que 
se refiere el presente apartado. Inicialmente, el inte- 
resado manifestaba haberse dirigido al Archivo Histó- 
rico Nacional de Salamanca solicitando copia de su 
nombramiento o cualquier otra documentación que 
acreditase su condición de suboficial al servicio del 
ejército de la República durante la guerra civil 1936-39, 
sin haber obtenido contestación. 

En diciembre de 1989 se informó al promotor de la 
admisión de su queja, indicándole que debía solicitar 
de forma inmediata la pensión que pudiera correspon- 
derle, por haberse establecido el día 31 de dicho mes 
y año como fecha límite para acogerse a los beneficios 
del título 11 de la Ley 3711984, y ello aunque no dispu- 

siera de los documentos de prueba necesarios, que po- 
dría incorporar a su expediente en un momento 
posterior. Asimismo, se le adjuntaba una relación de 
organismos a los que se podía dirigir en petición de su 
nombramiento como sargento del ejército republica- 
no, así como una copia parcial del Real Decreto 
64711989, sobre medios de prueba. 

En la contestación oficial recibida del Archivo His- 
tórico de Salamanca, se informó a esta institución de 
lo siguiente: 

«Con fecha 16/07/86 el Sr. L. L. solicitó por primera 
vez de este Archivo documentación justificativa de la 
graduación por él alcanzada durante la guerra civil es- 
pañola. Tras la oportuna búsqueda, se le contestó en 
sentido negativo con fecha 1911 1 del mismo año 86. 

Con fecha 24/02/89, el Sr. L. L. reitera la solicitud for- 
mulada y contestada en el año 1986. Asimismo, el 
04/05/89 vuelve a dirigirse al Archivo en los mismos 
términos. 

Dado el retraso que, durante parte del año 1989, ha 
existido en dar contestación al volumen de solicitudes 
recibidas, ha sido criterio de este Archivo unir las pe- 
ticiones que lo fueran de la misma persona y dar con- 
testación a la primera y más antigua de las cartas 
recibidas. De tal manera que, en el caso del Sr. L. L. 
la solicitud recibida en marzo se contestó el 07/09 del 
mismo año, no considerando necesario, por tanto, vol- 
ver a contestar en ese mismo mes a la recibida en el 
mes de mayo, y que es objeto de su reclamación.)) 

En octubre de 1990 se remitió oficio a la D. G. de C. 
de P. y P. P. interesando información sobre el estado 
de tramitación del expediente del promotor, petición 
que fue reiterada el dfa 25 de marzo de 1991 ante la 
ausencia de contestación en plazo legal. 

Finalmente, en abril de 1991 se recibió el informe so- 
licitado en el que el centro gestor, tras indicar que el 
expediente del interesado carecía de pruebas que acre- 
ditaran su condición de, al menos, suboficial de las 
fuerzas armadas al servicio de la 11 República duran- 
te la guerra civil española, comunicaba lo siguiente: 

«... con la entrada en vigor del Real Decreto 64711989, 
de 8 de junio, el Sr. L. L. puede aportar como medio 
de prueba, el Acta notarial de notoriedad o la declara- 
ción judicial para perpetua memoria, tramitada de 
acuerdo con la legislación notarial y procesal corres- 
pondiente, en que se haga constar la pertenencia del 
causante de los derechos a los ejércitos de la RepiLbli- 
ca, así como el empleo o grado militar que hubiera ob- 
tenido, además de certificado del Archivo Histórico 
Nacional de Salamanca donde conste que no existe do- 
cumento alguno de la época referido al causante. 

Estos medios de prueba serán valorados por los ser- 
vicios correspondientes de este Ministerio, que deter- 
minarán si quedan suficientemente acreditados los 
hechos, atendiendo preferentemente a si los testigos in- 
tervinientes en las actas judiciales o notariales perte- 
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necieron a la misma Unidad del causante de los 
derechos y si, a su vez, los mismos tienen concedidos 
a su favor dichos derechos o, al menos, solicitados, a 
las circunstancias de tiempo y lugar de los hechos que 
se trate de probar y a los datos históricos contrasta- 
dos de que, por cualquier conducto, pudieran dispo- 
ner. )) 

Toda esta información fue convenientemente trasla- 
dada al promotor de la queja, al que se indicó que que- 
dábamos a la espera de recibir la resolución definitiva 
que, en su momento, se dicte por los servicios compe- 
tentes del Ministerio de Economía y Hacienda. 

13.7.3.3.5. Plazo de solicitud de las pensiones previs- 
tas en el Título 11 de la Ley 3711984 

Durante los últimos años han sido constantes, aun- 
que no especialmente numerosas, las quejas suscritas 
por solicitantes de pensión al amparo del Título 11 de 
la Ley 3711984 que vieron desestimadas sus peticiones 
por haberlas presentado fuera de plazo. 

En el año 1991 se han recibido 13 quejas sobre esta 
cuestión. No obstante, el número de solicitudes extem- 
poráneas presentadas ante la D. G. de C. de P. y P. P., 
según la información facilitada por la misma, supera 
las 3.000. 

Estas circunstancias llevaron al Defensor del Pueblo 
a dirigir una recomendación al Ministro de Economía 
y Hacienda, en los términos siguientes: 

«El artículo 7 de la Ley 3711984, de 22 de octubre, 
de reconocimiento de derechos y servicios prestados 
a quienes durante la guerra civil formaron parte de las 
Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden Público y Cuerpo 
de Carabineros de la República, dispuso inicialmente 
que, para la obtención de los beneficios establecidos 
en el Título 11 de dicho texto legal, sería requisito im- 
prescindible la previa inscripción de los interesados en 
el registro administrativo creado al efecto en ese Mi- 
nisterio de Economía y Hacienda, otorgando un plazo 
de tres meses a contar desde la entrada en vigor de la 
propia ley para que los solicitantes procedieran a tal 
inscripción. 

El artículo 27.1 de la Ley 4611985, de 27 de diciem- 
bre, de Presupuestos Generales del Estado para 1986, 
estableció que, a partir de 1 de enero de 1986, las per- 
sonas que pudieran acogerse a los beneficios recono- 
cidos en el citado Título 11 de la Ley 3711984 y no los 
hubieran solicitado dentro del plazo inicialmente pre- 
visto o se les hubiera desestimado su solicitud por ha- 
berla formulado extemporáneamente, podrían instar 
su reconocimiento sin limitación de plazo y siempre de 
acuerdo con la legislación correspondiente. El mismo 
precepto añadía que, en todo caso, los efectos econó- 
micos de estos derechos se contarían desde el primer 
día del mes siguiente al de la presentación de la so- 
licitud. 

El artículo 53.1 de la Ley 3711988, de 28 de diciem- 
bre, de Presupuestos Generales del Estado para 1989, 
dispuso que el 31 de diciembre de 1989 quedaría defi- 
nitivamente cerrado el plazo de solicitud de los bene- 
ficios establecidos en el artículo 4 de la Ley 37/1984, 
sin perjuicio de los derechos que pudieran causarse con 
posterioridad a dicha fecha. 

La situación ha permanecido invariable desde la pu- 
blicación de esta última norma, por lo que en la actua- 
lidad continúa cerrada la posibilidad de solicitar 
pensiones conforme al Título 11 de la Ley 3711984. 

Durante el año 1991 esta institución ha recibido di- 
versas quejas de afectados por la limitación de plazo 
referida. No obstante, según la información recibida 
de la Dirección General de Costes de Personal y Pen- 
siones Públicas de ese Departamento, el número de so- 
licitudes extemporáneas presentadas ante dicho centro 
gestor supera las 3.000. 

El artículo 10 del Real Decreto 1033/1985, de 19 de 
junio, por el que se desarrolló la Ley 3711984, estable- 
ció que las pensiones de su Título 11 gozarían de los be- 
neficios contemplados en el artículo 10 del texto 
refundido de derechos pasivos del personal militar y 
asimilado de las Fuerzas Armadas, la Guardia Civil y 
la Policía Armada, aprobado por Decreto 121 111972, de 
13 de abril, añadiendo que esta última norma sería, en 
todo caso, de apIicación supletoria en la materia. 

El expresado artículo 10 del Decreto 1211/1972 dis- 
pone en sus números 1 y 2 que el derecho a las pensio- 
nes es irrenunciable, inalienable e inembargable, y que 
el no ejercicio del derecho en la forma y plazos esta- 
blecidos quedará sometido a los efectos de la prescrip- 
ción que en el mismo texto se regulan. 

Este último inciso remite al artículo 14 del decreto 
citado, cuyos números 2,3  y 4 disponen textualmente: 

“2. Los derechos reconocidos por esta Ley podrán 
ejercitarse en cualquier momento posterior al hecho 
que los hizo nacer. 

3. No obstante, si el derecho se ejercitase después 
de transcurrido cinco años, contados a partir del día 
siguiente al de su nacimiento, los efectos económicos 
solamente se producirán a partir del día primero del 
mes siguiente al de la presentación de la oportuna so- 
licitud. 

4. Caducará el derecho al cobro de las pensiones re- 
conocidas por el no ejercicio del mismo durante cinco 
años, y por falta de presentación, dentro del mismo pla- 
zo, de la documentación necesaria para la inclusión en 
nómina.” 

De otro lado, la limitación de plazo que nos ocupa 
resulta contradictoria con el principio general recogi- 
do en el artículo 6.2 del Real Decreto Legislativo 
67011987, de 30 de abril, por el que se aprobó el texto 
refundido de la Ley de Clases Pasivas del Estado, se- 
gún la corrección de errores publicada en el “Boletín 
Oficial del Estado” del día 18 de julio de 1987, que dis- 
pone que los derechos pasivos son imprescriptibles, 
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con remisión a lo previsto en el siguiente artículo 7 res- 
pecto a la caducidad de sus efectos. 

Asimismo, las pensiones de jubilación, viudedad y or- 
fandad son también imprescriptibles en el sistema de 
la Seguridad Social, de conformidad con los artículos 
156 y 165 del Decreto 206511974, de 30 de mayo, por 
el que se aprobó el texto refundido de la Ley General 
de la Seguridad Social. 

Todas las consideraciones expuestas permiten con- 
figurar a las pensiones, en general, como derechos sub- 
jetivos de contenido económico, percepción periódica 
y carácter vitalicio. Por ello, el establecimiento de un 
plazo de solicitud que, una vez agotado, impida el ejer- 
cicio de tales derechos resulta, a juicio de esta institu- 
ción, contradictorio con su propia naturaleza jurídica. 

En este sentido, el nuevo plazo fijado por la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado para 1989 ha su- 
puesto, en la práctica, la derogación de los beneficios 
reconocidos a las pensiones del Título 11 de la Ley 
3711984 en sus propias normas reguladoras, y de los 
reconocidos con carácter general en los textos legales 
de aplicación a los distintos regímenes públicos de pre- 
visión social. )) 

En consecuencia, se formuló al Ministro de Econo- 
mía y Hacienda la recomendación de «que por ese de- 
partamento se promueva la oportuna modificación 
legislativa a fin de suprimir la limitación del plazo de 
solicitud de los beneficios reconocidos por el Título 11 
de la Ley 3711984, de 22 de octubre, mediante la dero- 
gación, a tal efecto, del artículo 53.1 de la Ley 3711988, 
de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Es- 
tado para 1989)). 

Toda esta información fue convenientemente trasla- 
dada al promotor de la queja, al que se indicó que que- 
dábamos a la espera de recibir la resolución definitiva 
que, en su momento, se dicte por los servicios compe- 
tentes del Ministerio de Economía y Hacienda. 

Por escrito de 31 de enero de 1992, el Ministro de Eco- 
nomía y Hacienda comunicó al Defensor del Pueblo que 
se estaban realizando los estudios necesarios para una 
respuesta fundamentada en breve plazo, respuesta que, 
en el momento de cerrar el presente informe, no ha te- 
nido entrada en esta institución. 

13.7.4. Otras prestaciones gestionadas por la organi- 
zación de Clases Pasivas (indemnización pre- 
vista en la disposición adicional decimoctava 
de la Ley 411990, de 29 de junio, de Presupues- 
tos Generales del Estado para 1990) 

En el año 1991 se han tramitado un total de 130 que- 
jas referidas a la indemnización prevista en favor de 
quienes sufrieron prisión como consecuencia de los su- 
puestos contemplados en la Ley 4611977, de 15 de oc- 
tubre, de Amnistía. 

La disposición adicional mencionada reconoció ta- 
les beneficios a quienes sufrieron privación de liber- 

tad en establecimientos penitenciarios durante tres o 
más años, siempre que tuvieran cumplida la edad de 
65 años el 31 de diciembre de 1990. 

Si el causante del derecho hubiese fallecido y cum- 
pliera los requisitos citados, tendrá derecho a la indem- 
nización el cónyuge supérstite pensionista de viudedad 
por tal causa. 

La propia disposición adicional estableció que a la 
correspondiente solicitud debía acompañarse la deci- 
sión judicial o resolución administrativa que aproba- 
se la aplicación de la amnistía, así como la certificación 
acreditativa de los períodos efectivos de tiempo de per- 
manencia en prisión, expedida por la autoridad peni- 
tenciaria civil o militar que corresponda. 

El plazo de presentación de solicitudes quedó defi- 
nitivamente cerrado el 31 de diciembre de 1990. 

La mayor parte de las quejas se refieren a desacuer- 
dos con los requisitos legales que han quedado apun- 
tados. 

Así, la queja número 91 14390, planteó un supuesto 
en el que a la interesada le faltaban tan sólo 12 días 
para completar el período mínimo de tres años previs- 
to en la disposición comentada, alegando otro período 
de 15 días que permaneció detenida en un cuartel de 
la Guardia Civil y que, al parecer, no le será computa- 
do por no tratarse de un establecimiento penitenciario. 

Las quejas números 9108624, 9111217, 9111919 y 
91 12920 fueron planteadas por ciudadanos que sufrie- 
ron diversos períodos de privación de libertad en cam- 
pos de concentración y batallones disciplinarios, cuyas 
solicitudes fueron también desestimadas por no tratar- 
se de establecimientos penitenciarios. En una de dichas 
quejas el interesado manifestaba que una interpreta- 
ción restrictiva de la disposición adicional ignoraría 
la singularidad de las dramáticas circunstancias deri- 
vadas de la guerra, en las que la relación de presos re- 
basaba en mucho la capacidad de alojamiento de las 
prisiones. 

En la queja número 91 14945, la firmante mostraba 
su desacuerdo con el hecho de no haber podido acce- 
der a la indemnización en su condición de cónyuge su- 
pérstite del causante, al no ser perceptora de pensión 
de viudedad por tal causa. 

Otras quejas hacen referencia a las demoras de la Di- 
rección Genera1 de Instituciones Penitenciarias en la 
expedición de los certificados de tiempo de permanen- 
cia en prisión. 

Entre ellas destaca la queja número 91 17499, que fue 
formulada por una viuda cuyo difunto marido sufrió 
privación de libertad al término de la guerra civil es- 
pañola en el Penal de Ocaña (Toledo), en la Prisión de 
Santa Engracia (Madrid) y en la Prisión Provincial de 
Murcia. Habiendo solicitado ante la Dirección General 
citada una certificación acreditativa de los períodos de 
tiempo efectivo de permanencia en prisión, se le con- 
testó que no aparecían datos de su paso por Ocaña y 
Santa Engracia. Por el mismo centro se le comunicó 
que tampoco existían datos de su estancia en la prisión 
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de Murcia, datos que, posteriormente y tras una bús- 
queda más cuidadosa, fueron localizados. 

Admitida la queja, el Secretario General de Asuntos 
Penitenciarios informó en escrito de 14 de octubre de 
1991 en el que, tras exponer las múltiples gestiones 
efectuadas para la expedición de la certificación soli- 
citada, manifestaba lo siguiente: 

«El tiempo acreditado en el certificado emitido por 
el Centro Penitenciario de Murcia comprende desde el 
3 de junio de 1939 hasta el 28 de abril de 1942, fecha 
en que es excarcelado en libertad atenuada, concedién- 
dose posteriormente la libertad condicional el 3 1 de oc- 
tubre de 1949. 

Las fechas de ingreso y de libertad condicional coin- 
ciden exactamente con lo facilitado por la solicitante, 
que omite la fecha de excarcelación en libertad 
atenuada. 

Los certificados de Ocaña 1 y Madrid 1 acreditan pe- 
ríodos parciales y ya acreditados en el certificado que 
emite el Centro Penitenciario de Murcia. 

Ocaña 1 17.06.1939 hasta 26.04.1940 
Madrid 1 29.05.1.940 hasta 01.07.1940.)) 

Estas dificultades en la expedición de certificados 
provocaron que algunos potenciales beneficiarios per- 
dieran el derecho a la indemnización por no haber pre- 
sentado la solicitud en el plazo anteriormente citado. 

Las quejas números 9100960,9101472 y 91 11760 fue- 
ron formuladas por solicitantes de indemnización que 
vieron sus peticiones desestimadas por haberlas pre- 
sentado fuera de plazo. En sus escritos manifestaban 
su desacuerdo con la existencia de tan exiguo plazo, 
solicitando su ampliación. 

Debemos referirnos, por último, a las numerosas que- 
jas recibidas en relación con las demoras de la D. G. 
de C. de P. y P. P. en el reconocimiento y pago de la 
indemnización. 

La queja número 9117178, formulada por un repre- 
sentante de la Asociación Catalana de expresos Políti- 
cos, tuvo su origen en las 1.300 solicitudes de 
indemnización que presentaron entre julio y septiem- 
bre de 1990, de las que, al cabo de varios meses, sólo 
se habían resuelto positivamente nueve de ellas. (Que- 
ja admitida y pendiente de contestación oficial.) 

Las quejas número 9117548 y 9118039 plantearon sen- 
dos supuestos de retraso en el pago de indemnizacio- 
nes ya reconocidas. Dichos reconocimientos se 
produjeron en enero de 1991 y, al cabo de seis meses, 
todavía no se había materializado el abono de las su- 
mas correspondientes. (Queja admitida y pendiente de 
contestación oficial.) 

Tras un análisis en profundidad de todas las circuns- 
tancias que han quedado descritas, el Defensor del Pue- 
blo acordó dirigir una recomendación al Ministro de 
Economía y Hacienda, en los términos que se indican 
a continuación: 

«La disposición adicional decimoctava de la Ley 
411990, de 29 de junio, de Presupuestos Generales del 
Estado para 1990, regula la concesión de indemnizacio- 
nes a favor de quienes sufrieron prisión como 'conse- 
cuencia de los supuestos contemplados en la Ley 
4611977, de 15 de octubre, de Amnistía. 

Esta previsión legal ha dado lugar a que en esta ins- 
titución se haya recibido un número considerable de 
quejas suscritas por ciudadanos que muestran su de- 
sacuerdo con los requisitos fijados por dicha norma pa- 
ra el reconocimiento de los derechos que contempla. 

Entre los diversos aspectos cuestionados por los pro- 
motores de tales quejas, interesa a esta institución des- 
tacar los dos siguientes: 

A) Excesiva rigidez del plazo de presentación de so- 
licitudes que, conforme al apartado 4 de la disposición 
comentada, quedó definitivamente cerrado el 31 de di- 
ciembre de 1990. 

A este respecto, y tras confirmar nuestra impresión 
de que el referido plazo de solicitud ha sido verdadera- 
mente exiguo, queremos poner de manifiesto ante VE 
que la redacción del apartado 3 de la citada disposi- 
ción adicional ha generado una serie de malentendidos 
que han privado a algunos de los potenciales beneficia- 
rios de ver reconocidos sus derechos. 

En efecto, el apartado 3 mencionado dispone que el 
reconocimiento y abono de la indemnización correspon- 
derá a la Dirección General de Costes de Personal y Pen- 
siones Públicas del Ministerio de Economía y Hacienda, 
ante quien deberá presentar la correspondiente solici- 
tud el causante del derecho o, en caso de fallecimien- 
to, el cónyuge supérstite de éste, añadiendo que a dicha 
solicitud deberá acompañarse la decisión judicial o re- 
solución administrativa que apruebe la aplicación de 
la amnistía, así como la certificación acreditativa de los 
períodos efectivos de tiempo de permanencia en pri- 
sión, expedida por la autoridad penitenciaria civil o mi- 
litar que corresponda. Dicha certificación podrá 
suplirse por la emitida por el Instituto Nacional de la 
Seguridad Social en aquellos supuestos en que fue de 
aplicación la Ley 18/1984, de 8 de junio, sobre recono- 
cimiento como años trabajados a efectos de la Seguri- 
dad Social de los períodos de prisión sufridos como 
consecuencia de los supuestos contemplados en la Ley 
de Amnistía, ya citada. 

Por su parte, el punto 4 de la tan citada disposición 
estableció, como ya se ha indicado, que el plazo de pre- 
sentación de solicitudes quedaría definitivamente ce- 
rrado el 31 de diciembre de 1990, sin perjuicio de la 
posterior aportación de la documentación referida en 
el punto 3 anterior. 

La multiplicidad de órganos y organismos implica- 
dos en este proceso, unida a la premura del plazo de 
solicitud y a las demoras en la expedición de certifica- 
dos por parte de las administraciones competentes, die- 
ron lugar a que algunos de los posibles beneficiarios, 
a veces inducidos erróneamente por informaciones pro- 
venientes de la propia administración, entendieran de 
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forma equivocada que la solicitud podía ser presenta- 
da en cualquiera de los organismos competentes para 
la emisión de las certificaciones imprescindibles para 
ver reconocida la indemnización. 

Todas estas circunstancias han supuesto la pérdida 
del derecho a indemnización por presentación extem- 
poránea de la solicitud en los casos que han quedado 
descritos, provocando situaciones concretas de injus- 
ticia que, a nuestro entender, pueden quedar resueltas 
con la adopción de determinadas medidas que se pro- 
pondrán más adelante. 

B) Difícil justificación del requisito exigido al cón- 
yuge supérstite en el apartado 2 de la misma disposi- 
ción, en el sentido de que, además de reunir otras 
condiciones, debe ser «pensionista de viudedad por tal 
causa» para acceder a la indemnización. 

Sobre este aspecto, se han recibido en esta institu- 
ción algunas quejas suscritas por viudas solicitantes 
de indemnizaciones que, reuniendo los demás requisi- 
tos previstos en la norma, han visto desestimadas sus 
peticiones por no ser perceptoras de pensión de viude- 
dad generada por el mismo causante. 

La expresada exigencia legal, de justificación verda- 
deramente dudosa, ha merecido para las afectadas el 
calificativo de discriminatoria, por excluir el derecho 
a indemnización cuando, precisamente por la ausencia 
de pensión de viudedad, estaría más justificado. 

Entendida la discriminación como toda distinción 
perjudicial a pretexto de hechos no imputables al indi- 
viduo, es preciso referirse aquí a la reiterada jurispru- 
dencia del Tribunal Constitucional con respecto al 
principio de igualdad reconocida por el art. 14 de nues- 
tra Constitución. 

La Sentencia de 2 de julio de 1981 («B.O.E.» del día 
20) expresó que ala igualdad (sólo) es violada cuando 
la desigualdad está desprovista de una justificación ob- 
jetiva y razonable, y la existencia de dicha justificación 
debe apreciarse en relación con la finalidad y efectos 
de la medida considerada, debiendo darse una relación 
razonable de proporcionalidad entre los medios emplea- 
dos y la finalidad perseguida». 

Por su parte, la Sentencia de 22 de noviembre de 1982 
(«B.O.E.» del día 10 de diciembre) estableció que «la 
existencia de diferencias en el trato jurídico no signifi- 
ca por sí sola violación del art. 14 de la Constitución, 
siempre que la diferencia posea una justificación razo- 
nable, de acuerdo con el sistema de valores que la Cons- 
titución consagra». 

Por ello, se finaliza recomendando al Ministro de Eco- 
nomía y Hacienda: 

«A) Que ese departamento se promueva la modifi- 
cación de la disposición adicional decimoctava de la Ley 
411990, de 29 de junio, de Presupuestos Generales del 
Estado para 1990, en línea con lo ya previsto en el art. 
66.5 de la Ley de Procedimiento Administrativo, de for- 
ma que todas las solicitudes presentadas de buena fe 
ante cualquiera de los órganos u organismos implica- 

dos en el proceso, aunque lo hubieran sido con algún 
defecto formal, sean consideradas como formuladas 
dentro del plazo previsto en el punto 4 de dicha dispo- 
sición adicional. 

B) Que por ese departamento se promueva, asimis- 
mo, la pertinente modificación normativa a fin de su- 
primir el inciso final del apartado 2 de la repetida 
disposición adicional, posibilitando el que las viudas 
puedan percibir la indemnización que corresponda, aun 
cuando no sean “pensionistas de viudedad por tal cau- 
sa”, abriéndose un nuevo plazo para que el colectivo 
afectado por dicha modificación formule las oportunas 
solicitudes. )> 

En escrito de 27 de diciembre de 1991, el Ministro de 
Economía y Hacienda informó al Defensor del Pueblo 
de la existencia de una enmienda de adición de una nue- 
va disposición adicional al proyecto de Ley de Presu- 
puestos Generales del Estado para 1992, de contenido 
similar a la recomendación formulada. 

Efectivamente, la también disposición adicional de- 
cimoctava de la citada Ley ha modificado el régimen 
legal de las indemnizaciones a que nos estamos refirien- 
do, en línea con lo interesado por esta institución. 

En consecuencia, se comunicó la aceptación de di- 
cha recomendación a los interesados, acordándose el 
archivo de sus expedientes, una vez solucionado el pro- 
blema que había motivado las quejas. 

13.7.5. Mutualidades de funcionarios 
de la Seguridad Social 

La sugerencia remitida al Instituto Nacional de Ser- 
vicios Sociales, relativa a la devolución de cantidades 
detraídas en concepto de cuotas a la Mutualidad de Pre- 
visión de Funcionarios del Mutualismo Laboral, de la 
que se dio cuenta en el informe de 1990, fue aceptada 
por dicha entidad gestora, comunicándose al respecto 
que se procedía a tramitar expediente a los efectos de 
la devolución de las cantidades retenidas en dicho con- 
cepto, no efectuándose en lo sucesivo las retenciones 
correspondientes (queja 8812074). 

SECCION 111. COMUNIDADES AUTONOMAS 

1. JUSTICIA 

Las dos únicas comunidades autónomas a las que han 
sido transferidas las competencias en relación con los 
medios materiales para el funcionamiento de la Admi- 
nistración de Justicia han sido las de Cataluña y País 
Vasco. A continuación se exponen las investigaciones 
mas significativas llevadas a cabo al respecto, así co- 
mo las realizadas ante los colegios de abogados de ca- 
taluña, al existir en esta comunidad una normativa 
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específica de colegios profesionales que determina un 
funcionamiento autónomo de aquéllos. 

A. En el presente informe hemos dejado ya constan- 
cia de la preocupación de esta institución por la falta 
de coordinación que ha podido apreciarse entre el Mi- 
nisterio de Justicia y la Generalidad de Cataluña, en re- 
lación con las competencias que han sido objeto de 
transferencia en relación con el servicio público judi- 
cial, que está repercutiendo de forma desfavorable en 
su adecuada prestación en el territorio de esta comu- 
nidad autónoma. 

Por Real Decreto de 20 de julio de 1990, se produjo 
el traspaso a la Generalidad de Cataluña de las funcio- 
nes del Estado en materia de provisión de medios ma- 
teriales y económicos para el funcionamiento de la 
Administración de Justicia. 

En relación con este Real Decreto se están producien- 
do deficiencias de interpretación entre las administra- 
ciones central y autonómica relativas, fundamental- 
mente, a los edificios de nueva planta, como en segui- 
da se verá al examinar las investigaciones realizadas 
que han determinado que esta institución se dirija a am- 
bas, poniendo de manifiesto lo insostenible de esta si- 
tuación, que demanda un esfuerzo conjunto para 
encontrar soluciones satisfactorias en beneficio del in- 
terés público. 

De todo ello se ha informado al Consejo General del 
Poder Judicial que ha manifestado también en su últi- 
ma memoria su preocupación al respecto. 

Las investigaciones mas destacables sobre órganos 
jurisdiccionales de Cataluña, a las que ya se ha hecho 
referencia, tenían como causa su deficiente funciona- 
miento motivado en gran parte por sus inadecuadas ins- 
talaciones o por carencia de medios materiales. 

Ello ha determinado que esta institución se haya di- 
rigido a la Generalidad de Cataluña, solicitando infor- 
mación sobre las instalaciones de algunos órganos 
jurisdiccionales: Juzgados de Primera Instancia e Ins- 
trucción de Sant Boi de Llobregat, Reus, Vilanova y la 
Geltrú, Gavá, Martorell, El Prat de Llobregat, Rubí, Vi- 
llafranca del Penedés, Sant Feliú de Llobregat, Santa 
Coloma de Gramanet, así como los Juzgados de Instruc- 
ción núms. 40 a 44 de Barcelona. 

En todos estos casos, la investigación permanece 
abierta tanto ante la Generalidad de Cataluña como an- 
te el Ministerio de Justicia, a los que se ha instado a 
adoptar medidas coordinadas que permitan dar solu- 
ción a la grave situación planteada en los edificios ju- 
diciales mencionados (quejas 8819519, 9103728 y 
9119005). 

B. En cuanto a las investigaciones abiertas ante co- 
legios de abogados de Cataluña destaca una relativa al 
de Barcelona, al que en el mes de julio de 1990 dimos 
traslado de la queja presentada por un ciudadano y que 
fue previamente investigada ante la Fiscalía General del 
Estado. 

Se trataba de un proceso de separación matrimonial 

en el que el reclamante actuaba como demandado, ha- 
biéndole sido designado un letrado de oficio pertene- 
ciente a dicho colegio. 

Este letrado presentó fuera de plazo el escrito de con- 
testación a la demanda de su defendido, por lo que el 
juzgado hubo de declarar su rebeldía, no habiendo po- 
dido, en consecuencia, ser oído, en su proceso de sepa- 
ración. 

A pesar de haberse reiterado en diversas ocasiones 
la remisión de la información solicitada no se ha reci- 
bido hasta un año después, en 1991, y en ella se acredi- 
ta la realidad de los antecedentes expuestos. 

Estos hechos han determinado que por el Colegio de 
Abogados de Barcelona se haya incoado expediente dis- 
ciplinario a la letrada de oficio designada al reclamante. 

Nuestra investigación permanece, por tanto, todavía 
abierta (8903735). 

C. La competencia sobre medios materiales para el 
funcionamiento de la administración de Justicia fue 
transferida a la Comunidad Autónoma del País Vasco 
por Real Decreto de 6 de noviembre de 1987. 

Durante el curso del año 1991 puede destacarse una 
investigación significativa relativa a la situación de los 
juzgados de Baracaldo. 

Las quejas recibidas ponían de manifiesto deficien- 
cias existentes en el funcionamiento de los juzgados de 
esta localidad, alguna de las cuales hacía referencia a 
las competencias transferidas mencionadas. 

Por ello, sin perjuicio de que el Defensor del Pueblo 
se dirigiera también al Consejo General del Poder Ju- 
dicial, al Ministerio de Justicia, a la Fiscalía General 
del Estado y al Colegio de Abogados de Vizcaya, en las 
materias de su competencia -tal y como ha quedado 
expuesto en apartados anteriores-, se solicitó también 
información de la Comunidad Autónoma del País Vas- 
co, en relación con las deficiencias existentes en las ins- 
talaciones de los juzgados de este partido judicial que 
no permitían que pudieran instalarse oficinas o despa- 
chos destinados a los miembros del Ministerio Fiscal, 
por lo que, como se manifestaba en el informe previa- 
mente remitido a esta institución por la Fiscalía Gene- 
ral del Estado, mientras no existiera local adecuado, el 
trabajo de los fiscales tendría que seguir siendo reali- 
zado desde la sede de la Fiscalía en el Tribunal Supe- 
rior de Justicia, sito en Bilbao, con los perjuicios que 
ello conllevaba para el ejercicio ágil y eficaz de la ac- 
tuación del Ministerio Público. 

Recientemente, se ha recibido el informe solicitado 
de la Comunidad Autónoma del País Vasco, en el que 
se manifiesta que desde mediado de 1989, en que se 
inauguraron nuevos locales para dos juzgados de ins- 
trucción y dos de primera instancia de este partido ju- 
dicial, quedaron a disposición de la Fiscalía dos salas 
con una superficie total de 60 m2, que hasta el momen- 
to no han sido ocupadas por el Ministerio Fiscal. 

Dado el contenido de este informe debe reabrise la 
investigación iniciada en relación con este extremo an- 
te la Fiscalía General del Estado (9015413). 
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2. ORDENACION DE LA ACTIVIDAD ECONOMICA 

2.1. Agricultura 

Como consecuencia lógica de las competencias asu- 
midas por las comunidades autónomas, son pocas las 
quejas planteadas ante esta institución que afecten al 
ámbito de actuación de la Administración Central, y que 
se refieran a problemas del sector agrario. 

Este reparto de las responsabilidades públicas y de 
los campos de actuación, entre la Administración del 
Estado y las Comunidades Autónomas, exige el desa- 
rrollo de mecanismos de coordinación eficaces que 
permitan superar las disfunciones advertidas, especial- 
mente en los casos en que el traspaso de servicios y fun- 
ciones se ha materializado en una fecha próxima. Este 
problema se pone de manifiesto en la queja 9118385, 
a la que nos referimos más adelante. 

También se han producido disfunciones derivadas de 
transferencias de servicios entre órganos de la propia 
Administración del Estado. Este es el caso planteado 
en la queja 9100347 a la que hacemos referencia a con- 
t inuación. 

2.1.1. Concentración Parcelaria 

En relación con los procesos de concentración par- 
celaria, siguen presentándose quejas en esta institución 
que plantean la disconformidad de los afectados con 
la extensión, calidad o situación de las parcelas que les 
han sido adjudicadas. Estas cuestiones sólo son inves- 
tigadas en aquellos casos en que existen indicios de una 
actuación irregular de la Administración, o cuando el 
interesado se ha dirigido a la misma, formulando un 
recurso o solicitando información, sin haber obtenido 
la correspondiente resolución o respuesta. 

Pero al margen de la inevitable disconformidad de 
algunos de los afectados en un proceso de esta natura- 
leza, en que pueden entrar en conflicto los intereses ge- 
nerales con los particulares, la preocupación de esta 
institución, ya recogida en informes anteriores, se cen- 
tra en que la Administración respete el procedimiento 
legalmente establecido, y especialmente en la riecesi- 
dad de informar correctamente a los propietarios de 
sus derechos en cada una de las fases del proceso, evi- 
tando, así, cualquier confusión que pueda producirles 
indefensión. 

Un problema distinto, pero también relacionado con 
la concentración parcelaria, es el planteado en la que- 
ja 9100953 en relación con el incumplimiento, por la 
Consejería de Agricultura de la Junta de Comunidades 
de Castilla-La Mancha, de la ejecución de una serie de 
trabajos pendientes en la zona de concentración par- 
celaria de «El Vicario» (Ciudad Real). El interesado se 
había dirigido en diversas ocasiones a la citada Conse- 
jería en nombre de su madre Doña E. M. M., y había si- 

do informado, el 18 de septiembre de 1989, de la 
próxima aprobación del proyecto para la realización de 
los citados trabajos, sin que hasta el momento de for- 
mular su queja se hubiesen iniciado los mismos. 

En la tramitación de este expediente, nos dirigimos 
a la Consejería de Agricultura, que con fecha 2 de ju- 
nio de 1991 nos remitió informe en el que se dice: 

«En la actualidad los Servicios Técnicos de esta Con- 
sejería de Agricultura están elaborando un proyecto pa- 
ra la eliminación de pedrizas y otros obstáculos en 
algunas fincas de la zona regable de El Vicario (Ciudad 
Real) entre las que se encuentra la de Doña E. M. M. 

El citado proyecto, que estará ultimado el próximo 
mes de julio, se ejecutará en el último trimestre del pre- 
sente ejercicio, con lo que quedará atendida la petición 
formulada en su día por la interesada.» 

Teniendo en cuenta lo manifestado por la citada Con- 
sejería con fecha 18 de septiembre de 1989 y el conte- 
nido del oficio transcrito, ha transcurrido tiempo 
suficiente para que los servicios técnicos elaboren un 
proyecto de esta naturaleza, razón por la cual nos diri- 
gimos de nuevo al citado departamento autonómico, 
con fecha 20 de septiembre de 1991. Al no recibir con- 
testación, se ha reiterado a la Consejería de Agricultu- 
ra de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha 
la petición de que, a la mayor urgencia, se confirme la 
solución definitiva del problema. 

El citado órgano administrativo nos ha comunicado, 
en respuesta a este último requerimiento, que el pro- 
blema ha quedado solucionado, por lo que se ha proce- 
dido al archivo de nuestras actuaciones. 

Durante el presente ejercicio han continuado las ac- 
tuaciones en relación con algunos expedientes inicia- 
dos en años anteriores, pero que, por la naturaleza del 
problema planteado, exigieron ser tramitados ante va- 
rias administraciones. Es el caso de la queja 8918930, 
formulada por la propietaria de una finca en el térmi- 
no municipal de Sotorribas (Cuenca). Dicha finca lin- 
da con otra administrada por el ICONA, sita en el 
término municipal de Zarzuela, en la que el citado Ins- 
tituto ha procedido a instalar una valla metálica, inva- 
diendo el terreno propiedad de la interesada. 

Iniciadas las investigaciones ante la Consejería de 
Agricultura de la Junta de Comunidades de Castilla-La 
Mancha, de la información remitida se desprendía que 
en la citada finca habían confluido dos actuaciones ad- 
ministrativas: 

a. Un proceso de concentración parcelaria en el que 
se efectuó la entrega de las fincas de reemplazo en fe- 
cha 31 de diciembre de 1966 y se adjudicó a la recla- 
mante la parcela objeto de reclamación, otorgándole la 
escritura, que le confiere todos los derechos de la pro- 
piedad inmueble. 

En el deslinde del monte de utilidad pública se 
utilizó una línea divisoria entre los dos términos mu- 

b. 
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nicipales diferente a la empleada al hacer la concen- 
tración parcelaria, por lo que el Servicio de Montes, 
Caza y Pesca, en nombre del Ayuntamiento de Zarzue- 
la, reclama como de su propiedad la superficie que,a 
su vez, figura en la escritura otorgada como pertene- 
ciente a la reclamante y al término municipal de Soto- 
rribas. 

A la vista de lo anterior, solicitamos informe comple- 
mentario de la citada Consejería sobre las medidas 
adoptadas para la solución del problema planteado. En 
respuesta a esta solicitud se nos remitió un nuevo ofi- 
cio en el que se argumentaba que correspondía al Ayun- 
tamiento de Zarzuela la iniciación del correspondiente 
expediente para el nuevo deslinde de los términos mu- 
nicipales. 

A requerimiento nuestro, el Ayuntamiento de Zarzue- 
la remitió informe de fecha 29 de junio de 1991 mani- 
festando que el acto de amojonamiento realizado con 
carácter firme por O.M. de 23 de febrero de 1970, se- 
gún se desprende del examen de los antecedentes do- 
cumentales, resulta correcto y ajustado a derecho, 
adjuntando un informe de la abogacía del Estado del 
año 1969 en relación con este asunto, así como el acta 
de amojonamiento del citado monte de utilidad públi- 
ca levantada con ocasión de la reclamación formulada 
por el Ayuntamiento de Sotos, actualmente Sotorribas, 
sobre el deslinde de los términos municipales. 

Por su parte, el Ayuntamiento de Sotorribas nos co- 
municó mediante escrito de fecha 23 de mayo de 1991, 
que iniciaba las gestiones oportunas tanto con el Ayun- 
tamiento de la Zarzuela, como con los Servicios de Mon- 
tes y Estructuras Agrarias de la Delegación Provincial 
de Agricultura, a fin de dar solución al problema 
planteado. 

Con posterioridad, nos hemos vuelto a dirigir al Ayun- 
tamiento de Sotorribas a fin de que nos informase so- 
bre el resultado de las gestiones realizadas. 

Asimismo, se remitió nuevo escrito a la Consejería de 
Agricultura de la Junta de Comunidades de Castilla-La 
Mancha, manifestándole que, dada la previsible dura- 
ción de un expediente de delimitación de términos mu- 
nicipales y teniendo en cuenta los perjuicios causados 
al interesado, entendíamos que lo conveniente sería que 
por la citada administración se arbitrara una solución 
que, evitando la costosa tramitación del expediente de 
deslinde, permitiese la reparación de los daños y per- 
juicios causados al interesado. 

Con fecha 7 de febrero de 1992 se ha recibido escrito 
de la citada Consejería comunicándonos que, en línea 
con la propuesta realizada por esta institución, se ha- 
bía arbitrado una solución que daba satisfacción al in- 
teresado y que se formalizaba en el acuerdo suscrito 
por el Secretario de la Delegación Provincial de Cuen- 
ca y la propietaria de la finca objeto del conflicto. 

En consecuencia, se ha comunicado al interesado la 
resolución favorable del problema planteado, una vez 
aceptada la propuesta realizada por esta institución y 
se ha remitido a la Administración oficio de agradeci- 
miento por la colaboración prestada. 

2.1.2. Incumplimiento del deber de la 
Administración de dictar resolución expresa 

Mediante escrito presentado ante el Gobierno Civil 
de Burgos el día 12 de noviembre de 1990 y recibido 
en esta institución el día 16 siguiente, el promotor de 
la queja 9027804 se dirigió al Defensor del Pueblo ma- 
nifestando que en fecha 26 de junio de 1989 formuló 
ante el Servicio Territorial de la Consejería de Agricul- 
tura y Ganadería de la Junta de Castilla y León en Bur- 
gos una solicitud de ayuda para la mejora de la eficacia 
de las estructuras agrarias conforme al Real Decreto 
80811987, de 19 de junio. 

Esta norma, dictada en aplicación del Reglamento 
(CEE) 797/1985, del Consejo, estableció una acción co- 
mún con el fin de mejorar la eficacia de las explotacio- 
nes y contribuir a la evolución de sus estructuras, 
asegurando, al mismo tiempo, la conservación perma- 
nente de los recursos naturales de la agricultura, se- 
gún expresión de su exposición de motivos. 

La solicitud mencionada venía referida a las ayudas 
especiales para la primera instalación de agricultores 
jóvenes por vía individual, previstas en el artículo 12 
del Real Decreto citado, y a ella se acompañaban una 
memoria explicativa de la inversión a realizar, una se- 
rie de facturas por diversos conceptos y otros docu- 
mentos. 

En fecha 7 de agosto de 1989 se requirió al interesa- 
do a fin de que aportara el contrato de arrendamiento 
de fincas convenientemente liquidado por la adminis- 
tración tributaria con respecto al Impuesto de Trans- 
misiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documen- 
tados, requerimiento que fue cumplimentado el día 17 
siguiente. 

En los meses de abril y mayo de 1990, el solicitante 
realizó un curso de ((Incorporación a la empresa agra- 
ria», cumpliendo el compromiso previsto en el artícu- 
lo 2.2.c del Decreto para que los agricultores jóvenes 
reúnan el requisito de capacitación profesional sufi- 
ciente. 

Como transcurrieran los meses sin recibir notifica- 
ción alguna, el interesado se puso en contacto telefóni- 
co con el servicio competente a fin de conocer el estado 
de tramitación de su solicitud. Tras un primer momento 
en el que su expediente estuvo extraviado, se le infor- 
mó finalmente de que el mismo había sido anulado en 
fecha 30 de noviembre de 1989 y que no se le practica- 
ría la notificación aludida. 

Admitida la queja, por escrito de 15 de enero de 1991, 
el Defensor del Pueblo se dirigió al Consejo de Agricul- 
tura y Ganadería de la Junta de Castilla y León intere- 
sando el traslado de cuanta información obrara en su 
poder con respecto al supuesto descrito. 

En fecha 19 de febrero siguiente se recibió el infor- 
me solicitado, en el que la Dirección General de Estruc- 
turas Agrarias de la citada Consejería se expresaba en 
los siguientes términos: 

(( 1P La solicitud de ayuda, no puede haber sido anu- 
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lada, porque, en ningún momento se concedió, en base 
al informe desfavorable del Servicio Territorial de Bur- 
gos (sic). 

Aparte de los defectos encontrados en el expe- 
diente y que se relacionan en el informe emitido por 
el funcionario D..., el no haber podido acreditar duran- 
te el tiempo de tramitación del expediente el requisito 
de dos años de experiencia profesional ..., fue causa 
automática de inadmisión del expediente de solicitud 
de ayuda, por lo que, ante la imposibilidad real de po- 
der subsanar este vicio, el expediente de ayuda núm ..., 
se suspendió su tramitación por improcedente )> (sic). 

Por su parte, el Consejero añadía que ((examinados 
los informes que se adjuntan, en su contenido no se 
aprecia la existencia de actuaciones u omisiones cons- 
titutivas de infracción o faltas administrativas». 

Mediante escrito de 22 de junio de 1991, el Defensor 
del Pueblo dirigió una sugerencia a la Consejería de 
Agricultura y Ganadería de la Junta de Castilla y León 
en la que, conforme a lo establecido en el artículo 94 
de la Ley de Procedimiento Administrativo sobre el de- 
ber de la Administración de dictar resolución expresa 
y a la obligación del Defensor del Pueblo de velar por 
el cumplimiento de dicho deber, según dispone el artí- 
culo 17.2 de su Ley Orgánica reguladora, se interesaba 
que por dicha Consejería se adoptaran las medidas ne- 
cesarias a fin de resolver de manera expresa y motiva- 
da la solicitud de ayuda presentada por el promotor de 
laqueja, con posterior notificación al interesado de la 
resolución recaída, con las formalidades y requisitos 
establecidos por los artículos 79 y 80 de la Ley de Pro- 
cedimiento Administrativo. 

Con fecha 18 de septiembre de 1991 se recibió la pre- 
ceptiva contestación, en la que el Consejero informaba 
de lo siguiente: 

2.0 

((Recibido con fecha 26 de julio pasado su escrito 
núm. de registro de salida 033365, referente al expedien- 
te 9027804 tramitado por queja formulada ante esa ins- 
titución por Don 1. G. A. y en contestación al mismo 
debo informarle que el 11 de febrero de 1991 fue resuel- 
ta favorablemente por esta Consejería de Agricultura 
y Ganadería la concesión de ayuda solicitada por Don 
1. G. A. el 14 de diciembre de 1990 para su instalación 
como agricultor joven, al haberse rehecho toda la do- 
cumentación y corregido las anomalías procedimenta- 
les que concurrirían en el expediente anterior que 
motivó la queja ante el Defensor del Pueblo.» 

La resolución de la solicitud presentada en su día por 
el interesado se consideró satisfactoria por esta insti- 
tución, acordándose el archivo de la queja. 

2.2. Subvenciones a la ganadería 

En la queja 9100390 el firmante expone que la Con- 
sejería de Agricultura y Pesca de la Junta de Andalu- 
cía le reconoció la prima solicitada para la campaña 

1987 como productor de caprino, bajo el compromiso 
de mantener el mismo número de cabras exigibles hasta 
el 8 de junio de 1988. No obstante, con fecha 8 de julio 
del mismo año, la Delegación Provincial de Málaga de 
la citada Consejería, levantó acta de control, firmada 
de conformidad por el interesado, de la que se deducía 
que el número de cabras elegibles controladas era, en 
seis unidades, inferior al de las declaradas en su día. 
En base al acta mencionada, el Servicio Nacional de 
Productos Agrarios, del Ministerio de Agricultura, Pes- 
ca y Alimentación dictó resolución de fecha 21 de ju- 
nio de 1990 anulando la ayuda concedida en su día, y 
requiriéndole a reintegrar el importe de la prima. 

Teniendo en cuenta que el acta de control se realizó 
un mes después de haber expirado el plazo del compro- 
miso suscrito, nos dirigimos a la citada Consejería so- 
licitando el correspondiente informe, que nos fue 
remitido con fecha 9 de abril de 1991, y en el que se dice: 

((Aunque la Delegación Provincial de Málaga realizó 
el acta de control, de conformidad con el interesado, 
un mes después de cumplirse el plazo de compromiso 
de mantenimiento del rebaño, esta circunstancia fue de- 
bida por haberse detectado el gran incremento en el nú- 
mero de cabezas para el que se solicitaba prima, en 
varias provincias de esta Comunidad, sobre las solici- 
tadas en la campaña anterior, es decir la de 1986. 

De acuerdo con esta acta de control y por Resolución 
de esta Dirección General, con fecha 2 de octubre de 
1988 se le deniega la prima, comunicándole la denega- 
ción, las causas que la motivaron, e indicándole que du- 
rante un mes, a contar desde el día en que recibiera la 
notificación, podría interponer recurso de reposición 
ante el organismo que la denegó. Pese a todo ello, el so- 
licitante no hizo uso de este derecho, lo que motivó la 
no revisión posterior de su expediente de ayuda, y ade- 
más convirtió el acto administrativo en un acto en fir- 
me y consecuentemente esta Dirección General informó 
al SENPA que iniciara contra el solicitante un expedien- 
te de reclamación de la prima cobrada indebidamente. 

Posteriormente, una vez reclamado por aquel Orga- 
nismo el reintegro del importe correspondiente a la ci- 
tada ayuda, se reciben sucesivos escritos del perceptor 
solicitando la anulación del reintegro de la prima y con- 
siguientemente de la denegación propuesta. >> 

La argumentación de ese centro directivo es, cuando 
menos, discutible. Efectivamente, el solicitante no hi- 
zo uso de su derecho a interponer recurso de reposi- 
ción impugnando la resolución de la citada Dirección 
General y el acto administrativo adquirió firmeza, pe- 
ro no parece admisible que se pacte un compromiso de 
mantener el mismo número de cabezas de ganado has- 
ta una fecha determinada y, más tarde, anular la ayu- 
da concedida en base a un control realizado con 
posterioridad a la finalización del plazo fijado y mu- 
cho más tratándose de una persona de economía muy 
modesta y, por tanto, sin posibilidades reales de utili- 
zar los mecanismos legales de interposición de los re- 
cursos. 
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Teniendo en cuenta lo expuesto, nos hemos dirigido 
a la Dirección General de Agricultura, Ganadería y 
Montes de la Consejería de Agricultura y Pesca de la 
Junta de Andalucía formulando una sugerencia en el 
sentido de que se proceda a revisar de oficio la resolu- 
ción de fecha 2 de octubre de 1988 por la que se dene- 
gaba la prima al reclamante, estando a la espera del 
informe solicitado. 

En otra queja, la 9102751, se plantea un problema re- 
lacionado con una subvención solicitada al Patronato 
Madrileño de Areas de Montaña, para la construcción 
de una nave destinada a establo de ganado en el muni- 
cipio de Torrelaguna (Madrid). El interesado presentó 
ante el citado organismo la correspondiente licencia 
municipal, así como el proyecto, realizado por ingenie- 
ros del IRYDA, en el que se calculaba la estructura de 
la construcción teniendo en cuenta la instalación de un 
tejado de fibrocemento. Dicho proyecto recibió el visto 
bueno del Patronato y en consecuencia se realizaron las 
obras conforme al mismo. 

Posteriormente, el Patronato informó favorablemen- 
te acerca de la concesión de la subvención solicitada, 
pero haciendo constar que quedaba condicionada a la 
presentación de un nuevo proyecto que contemplara la 
instalación de teja árabe en la cubierta. El cumplimien- 
to de esta exigencia implicaba la necesidad de refor- 
zar toda la estructura del edificio, incrementando su 
coste en cinco millones de pesetas. 

Tramitada la queja ante el Patronato Madrileño de 
Areas de Montaña, este organismo nos remitió informe 
de fecha 30 de agosto de 1991 en el que se recogen las 
siguientes manifestaciones: 

«Desde 1988 el PAMAM establece una línea de ayu- 
das dirigidas a empresas privadas para la promoción 
del sistema productivo en la Sierra Norte. 

La finalidad perseguida es la de impulsar la iniciati- 
va empresarial en la zona, mediante un sistema de ayu- 
das económicas dirigidas a subvencionar proyectos de 
inversión promovidos por empresas cuyos centros de 
trabajo estén ubicados en el ámbito de la Sierra. 

Los proyectos que se lleven a cabo deben respetar en 
cualquier caso las características tipológicas de la zo- 
na, cumpliendo la normativa urbanística vigente. 

En relación a este tema es necesario acondicionar los 
materiales, colores y texturas tanto de la fachada co- 
mo de la cubierta a los tradicionales de la zona, enten- 
diendo como tradicionales los tonos terrosos de las 
fachadas y las cubiertas con teja árabe.» 

Por lo que se refiere al problema concreto planteado 
por el reclamante, manifiesta: 

«Ante lasituación que se produce, el PAMAM propo- 
ne una solución a Don A. U. H., que consiste en incre- 
mentar la subvención concedida para acondicionar la 
cubierta a los requerimientos exigidos. 

Finalmente, hay que señalar que las condiciones exi- 
gidas a Don A. U. H., son normas de carácter general 

y que han sido aplicadas y seguidas en otros proyectos 
de inversión en naves industriales (instalación quese- 
ra en Torremocha, en Torrelaguna, etc ...). 

En el año 1988, se concedió una subvención para fi- 
nanciar una nave ganadera en La Acebeda, renuncian- 
do el peticionario a dicha concesión por no serle 
rentable la instalación de la cubierta con teja árabe. 

Por tanto consideramos que Don A. U. H. no puede 
obtener un trato de favor que supondría un agravio 
comparativo con otros empresarios de la Sierra Norte.» 

Una vez analizada la respuesta de la Administración, 
y considerando que su actuación fue correcta se acor- 
dó cerrar el expediente de referencia, comunicándose- 
lo así al interesado. 

2.3. Efectos sobre el entorno de las actividades 
industriales o mineras 

La queja 8905174 plantea el problema que afecta a 
los vecinos de Lourizán, en el término municipal de Pon- 
tevedra, derivado de los ruidos, malos olores, daños en 
inmuebles y otras agresiones ambientales, causadas por 
los residuos de diversas empresas, con instalaciones en 
el margen izquierdo de la ría de Pontevedra. 

Tramitada la queja ante la Consejería de Ordenación 
del Territorio y Obras Públicas de la Junta de Galicia, 
este órgano nos remitió informe de fecha 3 de octubre 
de 1989 en el que se detallaban las medidas adoptadas 
en el período 1975-1985 dirigidas a corregir la conta- 
minación y con las que se consiguió una importante me- 
joríá ambiental. N o  obstante se señalaba la necesidad 
de adoptar nuevas medidas correctoras, adecuadas a 
las exigencias medioambientales requeridas tanto por 
la Junta de Galicia, como por la Administración cen- 
tral y la Comunidad Económica Europea. 

Por su parte el Ayuntamiento de Pontevedra, nos re- 
mitió informe sobre la cuestión planteada, en el que 
puede leerse: 

(( 1.0 La Parroquia de Lourizán situada en el margen 
izquierdo de la ría de Pontevedra, se encuentra afecta- 
da por la contaminación de la ría, agravada por el em- 
plazamiento de industrias en la zona, lo cual se pretende 
solucionar a través de un plan integral para saneamien- 
to de la ría promovido por la Xunta de Galicia por ex- 
ceder de las competencias municipales y carecer de 
recursos los municipios limítrofes para una solución 
definitiva. 

2.0 A tal efecto ya se instalaron colectores de las 
aguas residuales de la ciudad para una conducción has- 
ta una depuradora a instalar en Placeres (Parroquia de 
Lourizán). 

3.0 Por otra parte, también se aprobó el pliego de 
bases para la adjudicación del proyecto y ejecución de 
obra de la depuradora de aguas residuales con un pre- 
supuesto estimativo de más de 750 millones de ptas., 
el cual será ejecutado íntegramente por la Xunta de Ga- 
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licia, la cual tiene formalizado un convenio con la em- 
presa Celulosas para la instalación de un emisario 
submarino desde la depuradora. 

4.0 Además el día 24 de julio pasado se concedieron 
licencias a la empresa nacional de Celulosas para la ins- 
talación de una planta de tratamiento de agua de apor- 
tación a la fábrica, en Lourizán, y para la instalación 
de una caldera de recuperación de materia seca. 

En consecuencia, el problema de contaminación de 
la ría es real y se están adoptando medidas para un sa- 
neamiento, de conformidad con el programa promovi- 
do por la Consellería de Ordenación del Territorio y 
Obras Públicas de la Xunta de Galicia, cooperando es- 
ta administración municipal dentro de sus posibilida- 
des técnicas y económicas, muy limitadas en relación 
con la importancia del problema a solucionar.» 

Posteriormente, el interesado dirigió nuevo escrito a 
esta institución, ampliando el contenido de su queja ini- 
cial, en relación con el funcionamiento de la industria ... 
El Ayuntamiento de Pontevedra, a nuestro requerimien- 
to, amplió la información suministrada anteriormen- 
te, haciendo constar, por un lado, que la instalación de 
la citada industria estaba constituida por elementos 
desmontables, pudiendo considerarse como provisio- 
nal, y, por otro, que ocasionaba agresiones medioam- 
bientales consistentes en el vertido de residuos de 
hormigón, que al fraguar y endurecerse formaban un 
bloque de considerables dimensiones, y en emisiones 
de polvo de cemento, al no disponer de medios adecua- 
dos para garantizar su captación. 

Con fecha 20 de febrero de 1991, el ingeniero jefe de 
los servicios técnicos municipales emitió informe en el 
que se decía: 

«La industria en cuestión produce emisiones de pol- 
vo fundamentalmente de cemento y arena, si bien quien 
suscribe no dispone de elementos para cuantificarlos, 
resultando sin embargo evidente su deposición en el en- 
torno próximo a la industria. Parece evidente que es pre- 
ciso proceder a la corrección del estado actual, 
concediendo o no la licencia preceptiva, a la vista de 
un proyecto de legalización en el que habrán de espe- 
cificar las medidas correctoras oportunas, para evitar 
disfunciones en el medio ambiente.» 

En la respuesta de la corporación municipal se ma- 
nifestaba, asimismo, que teniendo en consideración la 
limitación técnica de los servicios municipales y con- 
siderando que este tipo de actividades económicas cons- 
tituye uno de los campos en que con mayor fuerza 
incide el artículo 45 de la Constitución, se había remi- 
tido el día cinco de abril pasado, a la Delegación Pro- 
vincial de la Consejería de Presidencia y Administración 
Pública la totalidad del expediente incoado con el fin 
de que por personal cualificado de ese organismo y en 
el marco de las competencias medioambientales asu- 
midas por la comunidad autónoma, se emitiesen los co- 
rrespondientes informes técnicos y pluridisciplinarios 

sobre la repercusión de industria en cuestión sobre su 
entorno y, en su caso, se solicitasen de otros organis- 
mos de la Junta de Galicia con competencias en esta 
cuestión ambiental, con el fin de que este asunto que 
afecta a los diversos poderes públicos pudiese ser so- 
lucionado por las administraciones públicas con suje- 
ción a la vigente configuración legislativa en materia 
de protección del medio ambiente, garantizándose, con 
la debida integración procedimental, los derechos de 
los ciudadanos. 

El expediente incoado en relación con la actividad de 
la mencionada industria se encuentra pendiente de la 
emisión del diagnóstico del laboratorio medioambien- 
tal de la Consejería de Industria, siendo necesario en 
este caso considerar la competencia compartida que 
existe en materia de actividades clasificadas entre la 
alcaldía y la comunidad autónoma. En este sentido de- 
be señalarse que en el momento de cerrar este informe 
está pendiente de recibirse en esta institución un nue- 
vo informe del Ayuntamiento de Pontevedra en el que, 
en base al citado diagnóstico del laboratorio de la Con- 
sejería de Industria, se comuniquen las medidas adop- 
tadas para la solución del problema planteado. 

En la queja 9004818 se plantean los problemas deri- 
vados de la explotación minera de otra empresa en la 
provincia de León. El aprovechamiento de los recursos 
mineros se extiende por el subsuelo del casco urbano 
de Langre, lo que ha provocado daños en la pavimenta- 
ción del pueblo, en las casas y en las instalaciones del 
suministro de agua. 

Una vez admitida a trámite la queja, nos hemos diri- 
gido a la Consejería de Economía y Hacienda de la Jun- 
ta de Castilla y León, que no ha remitido, hasta la fecha, 
el preceptivo informe, a pesar de ser requerida para ello 
el 22 de febrero y el 2 de agosto de 1991. 

2.4. Gas Madrid 

Las quejas recibidas en 1991 sobre la actividad de la 
empresa Gas Madrid, S. A., hacen referencia a cortes 
de suministro por haber detectado defectos en las ins- 
talaciones, problemas derivados de la falta de presión 
en el suministro de gas, disconformidad por no haber 
podido acceder a las subvenciones de Gas Madrid, en 
concepto de ayuda y financiación de las reparaciones 
realizadas en las instalaciones, o meras discrepancias 
con la política de inspecciones y cortes de suministro 
de Gas Madrid. 

En este sentido, los problemas sufridos por distintas 
personas y asociaciones de vecinos, como consecuen- 
cia de operaciones de revisión de las instalaciones do- 
mésticas para el suministro de gas, efectuadas por Gas 
Madrid, S. A., llevaron a esta institución a formular, en 
su día, una recomendación a la Consejería de Econo- 
mía de la Comunidad Autónoma de Madrid. Como res- 
puesta a la misma, y en lo que se refiere al problema 
concreto de las inspecciones, la Comunidad de Madrid 
se comprometió a las siguientes actuaciones como parte 
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de los convenios suscritos con la empresa Gas Madrid, 
asociaciones de consumidores y de vecinos, a lo largo 
de enero de 1990: 

a. Información lo más amplia posible a los usuarios 
por parte de las asociaciones, de Gas Madrid, S. A. y 
de la Comunidad de Madrid. 

b. Gratuidad de las inspecciones. 
c. Ritmo de inspección de 300 instalaciones indivi- 

duales diarias. 
d. Prioridad operativa a los usuarios que tengan el 

suministro del gas cortado. 
e. Establecimiento de la hoja de inspección que se 

entregará al usuario detallando de forma expresa y 
exacta dónde se encuentra la fuga o fugas y posibles 
deficiencias de la instalación, salvo que las averías se 
encuentren en instalaciones empotradas. 

f. Asistencia de Gas Madrid en las zonas afectadas 
por inspecciones, mediante oficinas móviles. 

g. Asistencia de Gas Madrid a las comunidades de 
propietarios y usuarios individuales sobre presupues- 
to de reparación, contenido, calidad y rapidez de ac- 
tuación. 

Reanudación del suministro en el plazo máximo 
de un día hábil desde la comunicación a Gas Madrid 
de la certificación del fin de los trabajos. 

i. Control de las empresas instaladoras en todo el 
proceso operativo por parte de la Administración y de 
Gas Madrid, S. A. 

h. 

En el contexto de esta labor de seguimiento de la ac- 
tividad de Gas Madrid, S.  A., y con motivo de diversas 
quejas recibidas (9117776 y otras), esta institución de- 
cidió, en junio de 1991, abrir una nueva investigación 
de oficio ante la Dirección General de Industria, Ener- 
gía y Minas, de la Comunidad de Madrid, interesándo- 
se por el estado de catorce mil instalaciones receptoras 
de gas que, según noticias aparecidas en los medios de 
comunicación, tenían cortado en la fecha el suminis- 
tro de gas. En oficio remitido por dicho centro directi- 
vo con fecha 18 de junio de 1991, se informaba, entre 
otros extremos, de lo siguiente: 

«La cifra de más de 14.000 instalaciones receptoras 
individuales de gas ciudad, privadas de suministro en 
Madrid por defectos críticos encontrados con ocasión 
de las revisiones periódicas que realiza la compañía su- 
ministradora es una cifra estimada, ya que todos los 
días laborables se producen renovaciones de suminis- 
tro a usuarios que han reparado sus instalaciones y, sin 
embargo, como continúa la acción inspectora, se pro- 
ducen nuevos cortes de suministro a instalaciones en 
las que en la inspección se detectan defectos críticos, 
por lo que la cifra de los que cada día tienen privado 
el suministro es oscilante, alrededor de la expresada por 
V. S., pero naturalmente no son los mismos usuarios 
los afectados. Sin embargo, es preciso hacer las acla- 
raciones siguientes: 

La magnitud de esta cifra tiene que considerarse te- 
niendo en cuenta que Gas Madrid, S. A., tiene en la ac- 
tualidad unos 480.000 usuarios por lo que dicha cifra 
supone aproximadamente el 3% del total. 

El total de usuarios privados de suministro se com- 
pone de dos sumandos: uno, de alrededor del 40% 
corresponde a instalaciones que se cortan inmediata- 
mente por el grave riesgo que supone su estado y otra, 
aproximadamente el 60%, son instalaciones que en su 
momento se dejaron en “aptitud de uso provisional”, 
con un plazo para corregir uno o varios defectos gra- 
ves que ha vencido sin haber sido reparados ... 

La empresa Gas Madrid, S. A., hasta 1988 venía cum- 
pliendo con su obligación de inspeccionar el 25 por 
ciento de los usuarios cada año siguiendo un criterio 
“condicional”, que aprovechaba todas y cada una de las 
actividades de la compañía, altas, averías, cambios de 
contador, obras, cambios de contrato, avisos de “olor 
a gas”, etc., y otro aleatorio, puramente al azar en todo 
el ámbito de su distribución. 

Esta Dirección General, interpretando que el espíri- 
tu de la disposición mencionada (Real Decreto 3484/83) 
es que cada cuatro años se hagan inspecciones de to- 
das las instalaciones receptoras a las que suministra 
la empresa y, entendiendo que con los criterios indica- 
dos no se garantizaba este objetivo, ya que aunque al- 
gunas instalaciones se inspeccionasen con mucha 
menos separación en el tiempo, otras no habían sido 
nunca inspeccionadas, exigió a Gas Madrid, S. A. que 
los sustituyera por otro “sistemático” sobre el espacio 
territorial en que se encuentran sus abonados. 

La aplicación de este criterio sistemático requiere 
que se entre a inspeccionar barrio por barrio a todos 
los usuarios, con lo que los cortes de suministro se con- 
centran temporalmente en determinadas zonas en las 
que muchos de los afectados tienen contacto entre sí, 
con lo que la sensibilización se agudiza y se magnifica 
el problema, con su consiguiente reflejo en la prensa, 
que en algunos momentos ha llegado a producir un cier- 
to estado de alarma social. 

Ante esta situación las actuaciones de la Consejería 
de Economía, a través de esta Dirección General, han 
tenido dos vertientes, por una parte tratar de disminuir 
los motivos de insatisfacción, procurando una dismi- 
nución de los cortes de suministro hasta donde lo 
permite la seguridad y por otra canalizar las reclama- 
ciones, creando un foro de encuentro sobre los secto- 
res implicados, usuarios, empresas suministradoras, 
empresas instaladoras y Administración, para buscar 
soluciones rápidas a las suspensiones de suministro y 
difundir la información necesaria para que los usua- 
rios tengan un conocimiento adecuado de las circuns- 
tancias e implicaciones que convergen en el problema. 

Así se dictó, por esta Dirección General, una Instruc- 
ción sobre revisiones a efectuar en instalaciones en ser- 
vicio con gas más ligero que el aire, en la que se 
descendió a detalles no contemplados en la reglamen- 
tación vigente en cuanto al procedimiento a seguir en 
las inspecciones, la forma de realizar las pruebas de 
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estanquidad y la valoración de ésta en relación con lo 
que debe ser considerado fuga de gas. 

Por otro lado, es de destacar que las revisiones pe- 
riódicas de las instalaciones de gas en edificios habi- 
tados, tanto las efectuadas por las empresas 
suministradoras como las realizadas por los usuarios, 
son exigencias de seguridad que deben realizarse con 
total independencia de cual sea el tipo de gas suminis- 
trado (gas ciudad, gas natural o gas propano-butano) 
y, desde luego, son independientes de las operaciones 
relativas al cambio de gas suministrado (conversión). 
Y ello es así aunque, en algunos casos aislados, se ha- 
ya coincidido en el tiempo en la realización de las ope- 
raciones relativas a las revisiones periódicas y las de 
conversión. D 

Con fecha 23 de octubre de 1991, dirigimos nuevos 
oficios a Gas Madrid, S.  A. y a la Consejería de Econo- 
mía de la Comunidad de Madrid, demandando infor- 
mación complementaria sobre el tema concreto de las 
inspecciones, así como acerca del funcionamiento del 
plan de ayudas y subvenciones para la reforma de las 
instalaciones domésticas receptoras de gas. 

En su informe de 18 de noviembre de 1991, Gas Ma- 
drid exponía una serie de medidas adoptadas al objeto 
de minimizar las molestias que para los usuarios pu- 
dieran derivarse del plan de inspecciones en marcha, 
plan que, en cumplimiento de la reglamentación vigen- 
te, pretende aumentar la seguridad de las instalacio- 
nes receptoras de gas. 

En este sentido, se nos indicaba que las visitas de ins- 
pección que realizaba Gas Madrid, S. A. eran siempre 
anunciadas previamente, primero por carta dirigida a 
cada abonado, y posteriormente mediante avisos colo- 
cados en lugares visibles de cada uno de los edificios 
que han de ser inspeccionados. 

En todo caso, se extiende la oportuna «Hoja de Ins- 
pección)), en la que se indican los defectos encontrados, 
plazo para la reparación, y la situación en que queda 
la instalación, esto es, con suministro interrumpido o 
en estado de uso provisional. Este último estado pue- 
de convertirse en interrupción de suministro si, en vi- 
sita posterior, no se han corregido las fugas o defectos 
en el plazo señalado. 

Por otra parte, Gas Madrid, S. A. nos informaba de 
que, con el fin de que el suministro de gas estuviera in- 
terrumpido el menor tiempo posible, se habían incre- 
mentado los recursos humanos y materiales destinados 
a revisar las instalaciones ya modificadas y a la reanu- 
dación del suministro, y se estaba fomentando la for- 
mación de nuevos instaladores para aumentar la oferta 
al abonado y reducir la carga de trabajo de la plantilla 
existente. 

De este modo, tan pronto como el abonado entrega 
el preceptivo certificado, expedido por la empresa ins- 
taladora que ha realizado la reparación, se procede a 
efectuar las comprobaciones reglamentarias y, en su ca- 
so, a la reanudación del suministro interrumpido. 

Según las cifras que aportaba Gas Madrid en el cita- 

do informe, el número de abonados con el suministro 
interrumpido era de 9.000 aproximadamente, en no- 
viembre de 1991, cifra que suponía un 1,7% del total 
de abonados de esta sociedad. Esta cifra varía en fun- 
rión del estado de las instalaciones a revisar con res- 
pecto a la normativa vigente. 

Por otra parte, la Consejería de Economía de la Co- 
munidad de Madrid, mediante informe de 14 de 
noviembre de 1991, nos proporciona diversos datos so- 
bre el funcionamiento del denominado fondo para la 
reparación de instalaciones de los usuarios de Gas Ma- 
drid, creado a principios de 1990 con objeto de ayudar 
a quienes por su nivel de ingresos no pudieran sufra- 
gar los costes de la reparación de su instalación indi- 
vidual o común de gas. 

De los datos aportados por la mencionada Conseje- 
ría, se deduce que durante la primera etapa de funcio- 
namiento de este plan de ayudas, que comprende 1990 
y la primera mitad de 1991, fueron concedidas un total 
de 6.585 subvenciones, de las cuales, 2.636 correspon- 
dían al primer semestre de 1991. 

Con objeto de realizar las labores de información y 
gestión de las subvenciones solicitadas, estuvo abierta 
al público la Oficina Coordinadora del Gas, dependiente 
de Gas Madrid y de las asociaciones ciudadanas firman- 
tes de los acuerdos. Sin embargo, problemas de gestión 
derivados del elevado número de solicitudes presenta- 
das, aconsejaron a los responsables de la misma elimi- 
nar entre las funciones de esta oficina la atención 
directa al usuario, traspasando la responsabilidad de 
esta labor a las asociaciones ciudadanas. 

Dado el grado de implantación alcanzado por esta ofi- 
cina y la importancia de la función informativa que ve- 
nía realizando, parecería razonable que se procediera 
a dotarla de los medios materiales y humanos preci- 
sos para que pudiera continuar realizando laborales de 
información directa al ciudadano. 

3. ADMINISTRACION SANITARIA 

3.1. Sistema de salud 

3.1.1. Listas de espera 

Durante el año 1991, además de realizar diversas ac- 
tuaciones en relación con las listas de espera existen- 
tes en establecimientos gestionados por el Instituto 
Nacional de la Salud, se ha actuado asimismo respec- 
to de otros casos que afectan a centros gestionados por 
los servicios de salud de las administraciones autonó- 
micas, que se refieren especialmente al ámbito hospi- 
talario. 

Así, deben reseñarse las actuaciones desarrolladas 
respecto de la extensión de la lista de espera de ciru- 
gía digestiva del Hospital ((Carlos Haya)), de Málaga, 
con ocasión de la investigación iniciada en relación con 
un usuario que permanecía, desde el 1 de agosto de 
1990, incluido en tal lista con carácter preferente, sin 

- 396 - 



CORTES GENERALES 25 DE ABRIL DE 1992.-sERIE A. NOM. 37 

que se hubiera llevado a cabo la correspondiente inter- 
vención quirúrgica. 

En un primer informe, el Servicio Andaluz de Salud 
indicó que no era posible anticipar la fecha de la inter- 
vención programada, dado el elevado número de pacien- 
tes incluidos en lista de espera con carácter preferente. 
Ante tal comunicación, esta institución resaltó que la 
existencia de otras patologías más graves que, obvia- 
mente, deben tener un tratamiento prioritario, en mo- 
do alguno podía soslayar el largo tiempo transcurrido 
desde que se programó la intervención comentada y la 
legítima pretensión del promovente, resaltando, por otra 
parte, la incidencia que representaba la existencia de 
un elevado número de enfermos de carácter preferen- 
te pendientes de que se llevaran a cabo las intervencio- 
nes quirúrgicas prescritas, circunstancia que, a juicio 
de esta institución, exigía la adopción de las medidas 
precisas para reducir tales listas y, consiguientemen- 
te, superar la gravedad de la situación expuesta. 

En un segundo informe, el referido Servicio de Sa- 
lud señaló que el paciente fue intervenido el 3 de mayo 
de 1991, añadiéndose que se había procedido a dictar 
instrucciones, en orden a agilizar las listas de espera 
existentes en los centros dependientes del Servicio An- 
daluz de Salud, a través del establecimiento de progra- 
mas específicos, consistentes básicamente en la 
utilización a tiempo completo de los quirófanos exis- 
tentes, en horario de mañana y tarde (queja 9023110). 

Llama asimismo la atención la demora superior a tres 
años, observada en el servicio de oftalmología del Hos- 
pital ((Gregario Marañón», de Madrid, con ocasión de 
la tramitación de una queja, en la que se exponía el gra- 
ve deterioro físico que presentaba un usuario del sis- 
tema sanitario, como consecuencia de la falta de visión 
en ambos ojos, añadiéndose que habían transcurrido 
tres años desde que los especialistas médicos determi- 
naron la necesidad de efectuar la intervención quirúr- 
gica y se programó la misma en el citado hospital. 

A lo expuesto, debe añadirse, tal y como consta en la 
queja planteada, el hecho de que, en varias ocasiones, 
se efectuaron al paciente las oportunas pruebas preo- 
peratorias, sin que se realizara la intervención, circuns- 
tancia que obligaba a la repetición de tales pruebas. 

En el informe emitido por la Consejería de Salud de 
la Comunidad de Madrid, se señaló que, en fecha 20 de 
septiembre de 1991, el paciente fue intervenido quinír- 
gicamente, practicándosele una extracción extracapsu- 
lar con implantación de lente intraocular de cámara 
posterior en ambos ojos (queja 9119851). 

También cabe destacar la investigación iniciada en 
relación con la asistencia prestada a un usuario que, 
como consecuencia de la pérdida de visión en el ojo iz- 
quierdo, acudió al Hospital General de Elda, en donde, 
previas las oportunas pruebas, se le diagnosticó «des- 
prendimiento de retina con membrana subretiniana y 
retinosquisis », determinándose la necesidad de efec- 
tuar vitectromia, técnica que, tal y como consta en es- 
crito emitido por el jefe del servicio de admisión del 
centro, no podía llevarse a cabo en los hospitales de re- 

ferencia, debido a las largas listas de espera, informán- 
dosele al paciente sobre la posibilidad de utilizar 
medios ajenos a la Seguridad Social y, paralelamente, 
sobre la vía del reintegro de gastos. 

Una vez recabada la información oportuna, esta ins- 
titución dirigió una recomendación al Servicio Valen- 
ciano de Salud, en orden a que se adoptaran las 
medidas precisas, tendentes a establecer los oportunos 
programas de reducción de tiempos de espera, en la rea- 
lización de la reseñada técnica, intensificándolos en 
aquellas instituciones sanitarias en que la demanda o 
presión asistencial así lo aconsejara, y garantizándose, 
en estos supuestos, el derecho a la protección de la sa- 
lud y a la atención sanitaria, sin que, en el momento 
de elaborar ete informe, se haya recibido la correspon- 
diente contestación, por lo que se ha requerido el en- 
vío de la misma (queja 9022734). 

En concreto, debe concederse un especial relieve a 
la excesiva extensión de la lista de espera del citado 
Hospital General de Elda. Esta circunstancia fue puesta 
de manifiesto en una queja en la que el reclamante in- 
dicaba que su hijo fue intervenido quirúrgicamente el 
2 de enero de 1987, realizándose un enclavado intrame- 
dular y determinándose la necesidad de retirar tal en- 
clavado, una vez transcurrido un año desde la 
intervención, operación que todavía no se había efec- 
tuado, a pesar de haber pasado cuatro años desde que 
se indicó tal necesidad. En el informe emitido por el 
Servicio Valenciano de Salud sobre esta queja, se se- 
ñaló, en abril de 1991, que se había resuelto el proble- 
ma planteado por el promovente, al haberse llevado a 
cabo la intervención quirúrgica (queja 9029015). 

3.1.2. Actuaciones en el ámbito hospitalario 

Entre las actuaciones desarrolladas puede hacerse 
mención, en primer lugar, a una queja, todavía en tra- 
mitación, en la que se exponía que en ningún centro sa- 
nitario de la provincia de Jaén se permite que la mujer 
embarzada esté acompañada durante el parto, circuns- 
tancia que impide al padre compartir el trascendental 
acto del nacimiento de su hijo. 

Esta institución, compartiendo la legítima pretensión 
de los promoventes, entiende que, en estos supuestos, 
deberían armonizarse los evidentes logros obtenidos 
con la atención hospitalaria al parto y las exigencias 
derivadas de la organización asistencial con unas me- 
didas que tengan en cuenta la especial situación de los 
padres ante el nacimiento del hijo. 

En tal sentido, se considera que debería arbitrarse 
los mecanismos necesarios que permitan el efectivo 
ejercicio individual de los derechos de los usuarios, en- 
tre los que debería figurar el que acaba de reseñarse, 
con el fin de mejorar la calidad asistencial y el trato 
individual de todos y cada uno de los ciudadanos. 

Con base en tales fundamentos, se dió traslado de la 
situación planteada al Servicio Andaluz de Salud, re- 
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cabando informe sobre la viabilidad de adoptar las me- 
didas oportunas que permitan a la mujer, como 
paciente y usuaria de los servicios sanitarios, estar 
acompañada durante el parto, salvo que éste sea ins- 
trumental. 

Según consta en el informe que ha emitido el citado 
Servicio de Salud, se ha comunicado el criterio de esta 
institución a los hospitales del sector público de la pro- 
vincia de Jaén, afirmando las direcciones de dos de 
ellos que no existe incoveniente en proceder en la for- 
ma señalada, siempre y cuando sea un parto de evolu- 
ción favorable y el acompañante haya estado ligado a 
la evolución del embarazo y esté perfectamente concien- 
ciado ante las situaciones que se puedan presentar en 
el transcurso del mismo. 

Por el contrario, y respecto de otro hospital, se seña- 
la que el servicio de obstetricia y ginecología no reúne 
las condiciones necesarias para que la gestante esté 
acompañada en el momento del parto, siendo preciso, 
para poder lograr tal objetivo, acometer determinadas 
reformas estructurales (queja 9108174). 

En otra de las quejas que se señalaban, entre otros 
aspectos, deficiencias en el Hospital General Básico de 
Antequera, relativas al volumen de la megafonía y al 
sistema de distribución de las comidas. Sobre ello, el 
Servicio Andaluz de Salud significó que se estaba pro- 
cediendo al análisis del servicio de alimentación del 
hospital, con el fin de dar solución a las cuestiones plan- 
teadas por el promovente, así como haberse cursado las 
órdenes oportunas para disminuir el volumen de la me- 
gafonía del centro (queja 9113912). 

La falta de adecuación de los recursos a la demanda 
asistencial, a la que se hacía referencia en una queja 
en el que el promovente exponía que, precisando trata- 
miento de diálisis debía desplazarse, tres veces por se- 
mana, a un centro hospitalario distante 70 km. de su 
domicilio, cuando próximo a su residencia existe un 
hospital, en el que únicamente se dispensa tratamien- 
to de hemodiálisis a pacientes con antígeno negativo, 
dió lugar a plantear tal situación al Servicio Valencia- 
no de Salud. 

En un primer informe, el citado Servicio de Salud ma- 
nifestó que la solución al problema planteado pasaba 
necesariamente por la adecuación de una sala para pa- 
cientes con antígenos positivos, con la dotación del ma- 
terial necesario para instalar dos monitores, 
añadiéndose que las previsiones del hospital se dirigen 
a la atención de pacientes con antígeno negativo. 

Resaltando la especial situación del promovente, y la 
necesidad de mejorar la accesibilidad a las prestacio- 
nes sanitarias, así como la existencia de otros enfermos 
en idéntica situación, se solicitó informe complemen- 
tario, en orden a conocer las medidas que, tendentes 
a superar la limitación comentada, pudieran esta- 
blecerse. 

En un nuevo informe, el referido Servicio de Salud 
señaló que se había procedido a solicitar un incremen- 
to de la plantilla del hospital, para afrontar un progra- 
ma de diálisis para los enfermos con antígeno positivo 

del distrito, solicitud que sería tenida en cuenta en los 
presupuestos del año 1992, con lo que se resolverá sa- 
tisfactoriamente el asunto planteado (queja 9127702). 

En otra de las quejas, se hacía referencia, entre otras 
cuestiones, a la inadecuada estructura del servicio de 
radiodiagnóstico del Hospital «Gran Vía» de Castellón. 

En el informe emitido por el Servicio Valenciano de 
Salud se resaltó la existencia de un proyecto de ejecu- 
ción de reformas en el hospital, en el que se habían con- 
siderado las carencias existentes en el servicio de 
radiología (queja 8916759). 

Por último, puede hacerse alusión a otra de las que- 
jas en la que el promovente refería que, como conse- 
cuencia del accidente de tráfico sufrido, su hijo fue 
ingresado en el Hospital de la Seguridad Social de Ta- 
rragona, en el que permanecía en estado vegetativo, ha- 
biendo informado los especialistas médicos la 
necesidad de trasladar al enfermo a otro centro, desti- 
nado a pacientes crónicos, que carecía de la necesaria 
estructura para poder dispensar el tratamiento que pre- 
cisaba su hijo. Añadía, por otra parte, que si bien se ha- 
bía valorado la posibilidad de llevar al paciene a su 
domicilio, se habían encontrado dificultades para ga- 
rantizar una adecuada asistencia, no contándose con 
el correspondiente e indispensable material de en- 
fermería. 

En el informe emitido por el Instituto Catalán de la 
Salud, se señaló que se había procedido a continuar la 
hospitalización del paciente en régimen domiciliario, 
de acuerdo con la familia, prestándose la asistencia por 
personal especializado del señalado Hospital de Tarra- 
gona, al haberse adoptado la solución de que la fami- 
lia alquilase una vivienda próxima al hospital, a la que 
directamente acude un equipo de enfermería y rehabi- 
litación para dispensar los cuidados que precisa el pa- 
ciente, resolviéndose así satisfactoriamente la 
pretensión planteada en relación con la asistencia sa- 
nitaria que precisaba el enfermo (queja 9024534). 

. 

3.1.3. Actuaciones en el ámbito extrahospitalario 

En el ámbito extrahospitalario, puede hacerse alusión 
a las actuaciones desarrolladas con ocasión de la tra- 
mitación de una queja, en la que se exponía el elevado 
número de trámites y requisitos que debía cumplir un 
enfermo diabético, exclusivamente para la adquisición 
de los medicamentos y productos precisos, la cual exi- 
gía no menos de once desplazamientos al ambulatorio 
de la localidad de Dos Hermanas (Sevilla), cada dos me- 
ses durante toda la vida del paciente, lo que represen- 
taba, aparte de los permisos obligados para ausentarse 
de su trabajo, una media de once horas mensuales, to- 
do ello sin tener en cuenta las visitas médicas al espe- 
cialista de endocrinología para el control de la 
enfermedad y su tratamiento. 

Resaltando la necesidad de establecer las medidas 
oportunas, tendentes a la simplificación de los trámi- 
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tes y requisitos a que se hacía referencia en la queja, 
se dió traslado de la situación planteada al Servicio An- 
daluz de Salud, que informó que se habían simplifica- 
do tales trámites, obviándose los frecuentes 
desplazamientos que los enfermos se veían obligados 
a efectuar. 

Al mismo tiempo, el reseñado Servicio de Salud sig- 
nificó que en los centros de salud de la red sanitaria 
de Andalucía está protocolizada la atención al enfermo 
de diabetes, de forma que el paciente acude al centro 
aproximadamente una vez al mes para el control de su 
proceso, asesoramiento y seguimiento en el autocuida- 
do y retirada de recetas de medicamentos y material 
para el autocontrol, añadiéndose, por otra parte, que 
se estaba procediendo a desarrollar un programa de 
atención integral al paciente diabético en Andalucia, en 
orden a homogeneizar, coordinar y racionalizar toda la 
atención a estos pacientes (queja 9100982). 

Igualmente, es de subrayar la queja planteada por el 
padre de uno de los doce menores que estaban siendo 
tratados en la Unidad de Día de Psiquiatría Infantil del 
Hospital de la Cruz Roja de Madrid, en la que se refe- 
ría al cierre de la citada unidad, en donde los meno- 
res, que padecen patologías psiquiátricas graves, venían 
recibiendo un tratamiento integral, con excelentes re- 
sultados. 

A este respecto, se puntualizaba la inexistencia de al- 
ternativas al cierre de la referida unidad, al no existir 
en la Comunidad de Madrid centros que pudieran dis- 
pensar la asistencia que precisaban los menores, cir- 
cunstancia que produciría el estancamiento en su 
desarrollo emocional y cognitivo. Asimismo, se indica- 
ba que, habiendo acudido los padres a diferentes cen- 
tros de salud mental del Servicio Regional de Salud de 
la Comunidad de Madrid, se les había recomendado 
que, dado el carácter de tales centros y la imposibili- 
dad de atender con garantías las patologías que presen- 
taban los menores, acudieran a centros especializados, 
los cuales, de carácter privado, tenían ocupadas sus pla 
zas, y, además, su coste excedía de las posibilidades eco- 
nómicas de los afectados. 

La situación planteada en dicha queja motivó que se 
diera traslado del problema a la Consejería de Salud 
de la Comunidad de Madrid, resaltando las líneas pro- 
gramáticas del informe de la Comisión Ministerial pa- 
ra la Reforma Psiquiátrica, en el que se destaca la 
prioridad de la atención a la salud mental infantil y ju- 
venil, así como las especiales características del pro- 
ceso evolutivo del menor, que hacen necesaria una 
visión interdisciplinar. 

En la contestación de dicha Consejería se informó so- 
bre la puesta en marcha de un hospital de día infantil 
en el Hospital del Niño Jesús, de Madrid, el cual viene 
funcionando con normalidad, así como acerca de la 
creación de una plaza de psiquiatría, para garantizar 
la continuidad de los tratamientos, con lo que ha que- 
dado solucionado satisfactoriamente el problema ex- 
puesto (queja 9100742). 
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3.2. Salud Mental 

En el marco de la investigación realizada durante el 
año 1991 sobre la atención a la salud mental, de cuyos 
aspectos se ha dejado constancia al tratar de la Admi- 
nistración del Estado (queja 9125665), fue analizada la 
situación actual de la reforma psiquiátrica en cada Co- 
munidad Autónoma, visitándose asimismo diversos es- 
tablecimientos psiquiátricos dependientes de distintas 
administraciones autonómicas. 

Seguidamente se deja constancia de las línesa esen- 
ciales de la situación existente en cada comunidad autó- 
noma y de los principales resultados obtenidos en las 
visitas realizadas a los establecimientos psiquiátricos 
dependientes de las administraciones autonómicas, sin 
perjuicio de las referencias que al respecto se contie- 
nen en otros apartados de este informe. Como conse- 
cuencia de las actuaciones desarrolladas se formularon, 
como se ha señalado anteriormente, las correspondien- 
tes recomendaciones. 

a. Andalucía 

Así, respecto de Andalucía, cabe indicar que el esque- 
ma básico sobre el que se desarrolla la reforma psiquiá- 
trica y los instrumentos sobre los que se lleva a cabo 
están contenidos en el Decreto 38811988, de 20 de di- 
ciembre, sobre ordenación de los servicios de atención 
a la salud mental, y en la Orden de 14 de diciembre de 
1989, de desarrollo del mismo. 

En esta línea, debe señalarse que, en el año 1984, se 
puso en marcha un proceso general de reforma de la 
asistencia psiquiátrica, articulándose tres tipos de ac- 
tuaciones: 

- El desmantelamiento de los ocho hospitales psi- 
quiátricos mediante la desinstitucionalización del má- 
ximo número de pacientes ingresados y la transferencia 
a los servicios sociales de aquellos enfermos acreedo- 
res a este tipo de asistencia. 
- La implantación escalonada de una nueva red de 

servicios. 
- El desarrollo, desde estos servicios, de un nuevo 

modelo de funcionamiento basado en la salud mental 
comunitaria. 

Al mismo tiempo, se procedió a clasificar a los usua- 
rios de los hospitales psiquiátricos en función de la uni- 
dad asistencia1 que requerían (unidad geriátrica, 
unidad de deficiencia mental, unidad de rehabilitación). 

Traducción cuantitativa de este proceso es la dismi- 
nución de la población internada en las unidades de lar- 
ga estancia de los hospitales psiquiátricos, que pasó de 
2971 personas en el año 1984 a 590 en el año 1991. Asi- 
mismo, se ha producido una acentuada reducción de 
los ingresos, con una baja presencia de nuevos pacien- 
tes entre la población institucionalizada. 

Pese a los avances experimentados en la implantación 
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de la nueva estructura de atención, el análisis compa- 
rativo entre los objetivos propuestos y los dispositivos 
existentes ofrece un insuficiente desarrollo en determi- 
nadas estructuras, como son unidades de rehabilita- 
ción, hospitales de día y comunidades terapeúticas, 
aspecto que distorsiona el tipo de asistencia propues- 
to como objetivo. 

En relación con la actividad asistencial de las uni- 
dades de psiquiatría de los hospitales generales, debe 
señalarse el elevado porcentaje de utilización de algu- 
no de ellos, con la consiguiente distorsión en la asis- 
tencia sanitaria a prestar (vgr. unidad del Hospital 
«Carlos Haya», de Málaga, con un porcentaje de utili- 
zación del 95,4% en el año 1990; unidad del Hospital 
«Virgen del Rocío», de Sevilla, con un porcentaje de 
137,4% en el citado años; y unidad del Hospital «Vir- 
gen Macarena», de Sevilla, con un porcentaje del 110,3% 
en dicho año). 

Las visitas efectuadas en Andalucía se centraron en 
una unidad de psiquiatría de un hospital general, dos 
hospitales psiquiátricos, un hospital de día y un piso 
protegido. 

La unidad de psiquiatría del Hospital «Virgen Ma- 
carena», de Sevilla, presenta, en términos generales, 
unas aceptables características en cuanto a su estruc- 
tura, excepción hecha de la inexistencia de comedor y 
de áreas residenciales independientes de la de aloja- 
miento, si bien se ha observado apreciables disfuncio- 
nes en la actividad asistencial y en el funcionamiento 
de la unidad. 

Así, por lo que se refiere a la actividad asistencial, 
es de señalar que diariamente existen de 3 a 7 camas 
con pacientes en el pasillo, por inexistencia de camas 
libres, y que en la unidad permanecen varios enfermos 
crónicos, desde hace largos meses, e incluso alguno más 
de dos años, que no precisan la acción terapeútica del 
servicio. 

Por lo que respecta al funcionamiento de la unidad 
es de subrayar, igualmente, que asume la demanda asis- 
tencial de un significativo porcentaje de usuarios de 
otras áreas; que la vía de acceso al centro es diversa, 
sin la conveniente interrlación con el primer nivel de 
asistencia especializada; y que la sección de psiquia- 
tría infantil del hospital asume la asistencia ambula- 
toria de pacientes, sin ninguna coordinación con la 
unidad de salud mental infantil existente en el área. 

Las aceptables características a las que se ha hecho 
mención son asimismo predicables del hospital de día, 
dependiente de la unidad, debiéndose señalar, no obs- 
tante, que este hospital es el único recurso de esta na- 
turaleza existente en Sevilla. 

En cuanto al Hospital Psiquiátrico «Miraflores », tam- 
bién en Sevilla, puede indicarse que su estructura es 
adecuada, excepción hecha de la falta de refrigeración 
en las habitaciones, si bien presenta algunas insuficien- 
cias, como pueden ser la inexistencia en terapia ocu- 
pacional y de áreas recreativas para la población 
internada, lo que favorece las actitudes pasivas de los 
usuarios del centro. 

Por lo que se refiere a la población internada, y de 
conformidad con un reciente estudio efectuado por es- 
pecialistas del centro, es de precisar que un apreciable 
porcentaje de la misma es acreedor a otro tipo de asis- 
tencia, fundamentalmente de carácter social, que no 
puede llevarse a cabo por la carencia de estructuras su- 
ficientes. 

Debe también dejarse constancia de la implantación 
de programas de rehabilitación, en aras a conseguir el 
objetivo final, fijado por la Consejería de Salud, de de- 
sinstitucionalizar a los pacientes. A tal efecto, se ha pro- 
cedido a evaluar a la población residente, con objeto 
de elaborar programas de rehabilitación acordes con 
los resultados de dicha evaluación, si bien tales progra- 
mas se dirigen, fundamentalmente, a la población que 
se ha considerado que cuenta con mayores posibilida- 
des de reinserción y no a la totalidad de la misma. 

Se visitó asimismo un piso protegido anexo al hospi- 
tal, que cuenta con unas excelentes instalaciones. 

Por último en relación con el Hospital Psiquiátrico 
de El Puerto de Santa María, debe señalarse que, junto 
a la existencia de dependencias que gozan de acepta- 
bles características, se encuentran otras que presentan 
algunas carencias. Entre éstas, pueden resaltarse: la es- 
casa capacidad de algunas habitaciones, en función del 
número de enfermos en cada una de ellas; los ostensi- 
bles desperfectos en la pintura de las paredes; la ine- 
xistencia de baños geriátricos; y la existencia de dos 
cuartos de aislamiento, de dimensiones reducidas, que 
carecen de marco y cristales, disponiendo únicamente 
de las rejas del hueco de las ventanas. 

De otra parte, es de destacar la periódica reunión de 
un equipo multidisciplinar, que analiza la situación que 
presenta cada uno de los pacientes, desarrollándose 
programas dirigidos a aquellos con mayores posibili- 
dades de rehabilitación. 

b. Aragón 

Respecto a esta Comunidad Autónoma, debe señalar- 
se que no dispone de un plan de salud mental, ni se 
cuenta con un documento que pueda considerarse co- 
mo sustitutivo del mismo, si bien el Acuerdo de 21 de 
junio de 1986, de la Diputación General de Aragón, por 
el que se establecen las bases para la reforma psiquiá- 
trica en la Comunidad Autónoma de Aragón, recoge los 
criterios de ordenación sanitaria en materia de salud 
mental. 

La existencia de diferentes administraciones públi- 
cas con competencias en materia de salud mental, con- 
lleva la existencia de actuaciones divergentes en la 
ordenación de los servicios asistenciales. Así, la Dipu- 
tación General de Aragón ha procedido a transformar 
el Hospital Psiquiátrico «Nuestra Señora del Pilar», su- 
primiendo los ingresos, la unidad de admisión y las con- 
sultas externas, con la finalidad de convertir el citado 
centro en un centro asistencial de salud mental, de ca- 
rácter polivalente. Por el contrario, el resto de hospita- 
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les psiquiátricos existentes en la Comunidad Autónoma, 
cuya titularidad corresponde a las Diputaciones Pro- 
vinciales, mantiene su estructura tradicional. 

De otra parte, la visita efectuada al citado Hospital 
«Nuestra Señora del Pilar)), de Zaragoza, permitió cons- 
tatar el elevado número de enfermos alojados en los 
dormitorios de cada uno de los pabellones, consisten- 
tes en salas rectangulares en donde se ubican de 13 a 
18 camas, una próxima a la otra, lo que no permite la 
más mínima intimidad. 

Al mismo tiempo, es de resaltar la inexistencia, en la 
mayor parte de los dormitorios, de mesillas, taquillas 
y sillas, cuya instalación, además sería imposible en al- 
guna sala por falta de espacio. 

Igualmente, debe destacarse la inexistencia de uni- 
dad de terapia ocupacional y la escasa implantación de 
actividades de laborterapia. 

Una de las características de la población internada 
es su notable envejecimiento y el largo período de tiem- 
po que permanece ingresada en el hospital. 

En relación a la plantilla de personal, puede desta- 
carse la escasa dotación de personal de enfermería, que 
impide cubrir el servicio de asistencia permanente. Si- 
milar consideración cabe otorgar a la dotación de per- 
sonal auxiliar sanitario, que, en ocasiones, produce que 
exista un solo auxiliar de enfermería en pabellones en 
los que se alojan hasta 58 enfermos. 

Se observaron asimismo deficiencias en las medidas 
de protección contra incendios, dado que se limitan a 
un solo extintor por planta y a una única toma de agua 
en planta baja, careciendo de la suficiente presión pa- 
ra ser utilizados por el servicio de bomberos, en caso 
de emergencia, los hidrantes ubicados en el exterior de 
cada pabellón. 

c. Asturias 

El examen de la situación de la reforma psiquiátrica 
en Asturias muestra que esta comunidad autónoma 
cuenta con una norma que regula de forma global e in- 
tegral la organización y funcionamiento de los corres- 
pondientes servicios (Decreto 81/1986, de 11 de junio). 

El proceso cje reforma, iniciado en el año 1983, se en- 
cuentra en fase avanzada, habiéndose establecido una 
red de servicios extrahospitalarios, con la pretensión 
de convertir a los centros de salud mental en el eje del 
sistema de atención. En estos centros existen unidades 
específicas de atención infantil y juvenil. 

De otra parte, dentro del proceso de superación del 
Hospital Psiquiátrico Regional, en octubre de 1989 se 
cerraron las unidades destinadas a la admisión de pa- 
cientes agudos del citado hospital. Al disponerse de una 
red de unidades de psiquiatría en hospitales generales, 
todos los ingresos se producen en estas unidades. 

Es destacable también la dotación de recursos inter- 
medios, que completan la oferta terapéutica de los cen- 
tros de salud mental y de las unidades de psiquiatría 
de los hospitales generales. 

Mediante la integración funcional de los recursos de 
la Comunidad Autónoma y del Instituto Nacional de la 
Salud, se ha logrado configurar una red de salud men- 
tal única e integrada, en la que los profesionales se ads- 
criben a las áreas y no a servicios o dispositivos 
determinados, ejerciendo su actividad simultáneamente 
en diversos dispositivos. 

En cuanto al Hospital Psiquiátrico Regional de As- 
turias, el estado de conservación de las instalaciones 
y del mobiliario puede estimarse, en términos genera- 
les, como correcto, a salvo de algunas excepciones de 
detalle. 

La accesibilidad de las instalaciones presenta una si- 
tuación divergente, ya que mientras que uno de los pa- 
bellones destinados al alojamiento tiene resuelto este 
aspecto, al contar con una entrada a nivel del suelo y 
con un ascensor con dimensiones suficientes para 
transportar camillas, el acceso al otro pabellón se efec- 
túa a través de una escalera y no cuenta con ascensor. 

La asistencia psiquiátrica es proporcionada por los 
mismos especialistas que prestan servicio en cada área 
de salud y que, por tanto, desarrollan sus funciones tan- 
to en el ámbito extrahospitalario, como en el hospi- 
talario. 

Se fijan programas individuales de rehabilitación pa- 
ra cada paciente, llevándose a cabo actividades de la- 
borterapia y de terapia ocupacional.. Algunos pacientes 
desarrollan actividades fuera del hospital. 

Para la prestación de la asistencia sanitaria de carác- 
ter somático se cuenta con dos médicos internistas, de- 
rivándose en caso necesario a los pacientes al Hospital 
General de Asturias. Según la información recibida, se 
realiza a todos los pacientes un reconocimiento con pe- 
riodicidad anual. 

El hospital no dispone de cocina, estando clausura- 
do el pabellón anteriormente destinado a tal menester, 
así como a comedores. El servicio de alimentación es 
prestado, bajo contrata, por una empresa. 

Los residuos se almacenan en contenedores, situados 
en un lugar habilitado al efecto. 

Dispone el hospital de dependencias para la ocupa- 
ción del ocio, si bien no cuenta con equipamiento de- 
portivo. Conforme a la información recibida, parece 
existir una paulatina disminución en la frecuencia de 
las actividades que se desarrollan, no existiendo una 
programación de las mismas y efectuándose éstas a pro- 
puesta de cada equipo asistencial, al haber dejado de 
funcionar una comisión de ocio que existía con ante- 
rioridad. 

Por último, en lo que atañe a las medidas de protec- 
ción contra incendios, las mismas se limitan a la dis- 
posición de extintores, si bien se observó la ausencia 
de los mismos en uno de los pabellones destinados al 
alojamiento. 

Con independencia de lo anterior se visitaron el ho- 
gar protegido y el centro de día anexos al Hospital Psi- 
quiátrico, encontrándose en buen estado las 
instalaciones y sin que se observaran problemas dig- 
nos de mención. 
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Asimismo, se giró visita a una residencia para minus- 
válidos psíquicos, ubicada en uno de los pabellones del 
hospital, cedido a tal fin, encontrándose las instalacio- 
nes en unas condiciones adecuadas. 

Por último, se visitó también un centro de formación 
e inserción profesional, sito en Noreña, donde seguían 
dos cursos un total de 32 personas. 

d. Baleares 

Existen en Baleares al menos cinco tipos de adminis- 
traciones públicas con competencias en salud mental, 
sin que ninguna de ellas asuma un enfoque global del 
conjunto de necesidades de la población. 

La estructura actual de la atención a la salud men- 
tal sugiere los siguientes comentarios: 

- La inexistencia de una oferta pública de camas pa- 
ra enfermos psiquiátricos en hospitales generales en la 
isla de Mallorca, de modo que la hospitalización de en- 
fermos agudos en esta isla se efectúa exclusivamente 
en el hospital psiquiátrico. 
- La desigual e insuficiente estructura de la asis- 

tencia primaria en salud mental, habida cuenta que los 
equipos de salud mental atienden a 125.000 personas 
y los neuropsiquiatras asisten a 480.000 personas. 
- La falta de la debida conexión entre el hospital 

psiquiátrico y las estructuras de asistencia primaria. 
Por otra parte, es de significar que, excepción hecha 

de un piso de integración, ubicado en el recinto del hos- 
pital psiquiátrico, no existen en la Comunidad Autóma 
estructuras intermedias. 

e. Canarias 

Las redes de asistencia a la salud mental en Canarias, 
dependientes de las distintas administraciones compe- 
tentes en la materia, no se encuentran aún integradas 
funcionalmente. Ello implica el funcionamiento inde- 
pendiente de las mismas, la ausencia de cauces de co- 
nexión y la falta de complementariedad de los recursos, 
observándose asimismo carencias notorias en las dis- 
tintas estructuras asistenciales. Tal situación se produ- 
ce, entre otras causas, por la inexistencia de un plan 
de salud mental y la ausencia, igualmente, de convenios 
entre las administraciones intervinientes. 

La dotación de recursos actualmente existente pone 
de relieve la deficiente cobertura de las estructuras pri- 
marias, que únicamente abarcan al 55% de la pobla- 
ción, la insuficiencia de unidades de agudos en 
hospitales generales, la pervivencia del modelo tradi- 
cional basado en la asistencia dispensada por el hospi- 
tal psiquiátrico y la notoria carencia de estructuras 
intermedias. 

Ante este panorama, las previsiones de actuación de 
la comunidad autónoma se dirigen según la informa- 
ción obtenida, a la elaboración de un plan de salud men- 

tal que implique la integración funcional de los 
recursos, a la formalización de convenios entre las ad- 
ministraciones competentes, a la extensión de los equi- 
pos de salud mental, fundamentalmente en la provincia 
de Las Palmas, a la creación de unidades en tres hospi- 
tales generales, con un total de 60 camas, así como a 
la implantación de estructuras intermedias, entre ellas 
7 hogares asistidos. 

f. Cantabria 

Esta comunidad autónoma no dispone de plan de sa- 
lud mental, si bien, según información facilitada, esta- 
ba previsto presentar un proyecto de Ley a la Asamblea 
General de Cantabria sobre esta materia. 

De otra parte, respecto del funcionamiento de los re- 
cursos existentes, es importante señalar que, con ante- 
rioridad al mes de agosto de 1988, los ingresos 
psiquiátricos agudos se centralizaban en la unidad de 
psiquiatría del Hospital General «Marqués de Valdeci- 
lla», desde donde, una vez efectuada una valoración de 
los enfermos ingresados, eran trasladados los pacien- 
tes, si procedía, a los centros psiquiátricos de Cueto y 
de Parayas, remitiéndose la correspondiente historia 
clínica. 

A partir de la señalada fecha, y como consecuencia 
de la falta de acuerdo entre el Instituto Nacional de la 
Salud y la Diputación Regional de Cantabria sobre qué 
organismo debía msponsabilizarse económicamente de 
los enfermos ingresados en los centros psiquiátricos de 
media y larga estancia, se produjo la práctica supre- 
sión de los ingresos en estos centros y, paralelamente, 
una notable presión asistencia1 en la unidad de psiquia- 
tría del Hospital «Marqués de Valdecillan, de Santan- 
der, que distorsiona notablemente su funcionamiento. 

Además de la falta de la debida coordinación entre 
las diferentes administraciones públicas con competen- 
cia en materia de salud mental, es preciso resaltar la 
inexistencia en la comunidad autónoma de estructuras 
intermedias. 

Por otra parte, la visita realizada al Centro de Reha- 
bilitación Psiquiátrica de Parayas en Maliaño-Camargo, 
permitió constatar el sobredimensionamiento del mis- 
mo, circunstancia que se pone especialmente de mani- 
fiesto al observar los diferentes servicios comunes, de 
amplias dimensiones y excelentemente dotados, que 
fueron diseñados para una mayor población. 

En este sentido, es de destacar que el hospital tiene 
una capacidad de 314 camas, si bien únicamente per- 
manecen en funcionamiento 114 de ellas, es decir, el 
36% de las totales. De otra parte, debe señalarse que 
el centro cuenta con pabellones que nunca fueron uti- 
lizados y que, en la actualidad, permanecen cerrados. 

Por lo que atañe a la estructura del establecimiento, 
cabe calificar la misma de aceptable, si bien aquellas 
unidades que nunca fueron ocupadas presentan el 1ó- 
gico deterioro por el transcurso del tiempo. 

Por último, es de resaltar, con base en los estudios 
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clínicos desarrollados por la Diputación Regional de 
Cantabria, que el 45% de los enfermos internados en 
el centro son susceptibles de reinserción, si bien la 
ausencia de estructuras intermedias, ya comentada, 
condiciona esta posibilidad. 

g. Castilla-La Mancha 

Aunque Castilla-La Mancha carece de un plan de sa- 
lud mental y las disposiciones normativas sobre la ma- 
teria son de carácter fragmentario y referidas 
fundamentalmente a la salud infantil y juvenil, el de- 
nominado «proyecto de coordinación de la asistencia 
a la salud mental en la Comunidad Autónoma de 
Castilla-La Mancha)), elaborado por la Consejería de Sa- 
nidad, Bienestar Social y Trabajo de la Junta de Comu- 
nidades en el año 1984, establece el esquema territorial 
de esta asistencia y los dispositivos con que ha de con- 
tar cada circunscripción territorial prevista. Así se pre- 
vé en el sector sanitario (ámbito territorial con una 
población entre 150.000 y 200.000 habitantes) una uni- 
dad de hospitalización de corta estancia en el hospital 
general y hogares post-cura como estructuras rehabi- 
litadoras de carácter básico. 

En el subsector sanitario (ámbito territorial compren- 
sivo de una población de 50.000 habitantes) se prevé la 
asistencia ambulatoria, hospital de día y taller ocupa- 
cional. Y en el ámbito provincial se establece la unidad 
residencial y rehabilitadora como estructura de larga 
estancia para pacientes no susceptibles de desinstitu- 
cionalización. 

Sobre la dotación existente en la actualidad, debe sig- 
nificarse que los equipos ambulatorios de atención al 
adulto, pese a su incremento en el período 1983-1988 
(de 4 se pasa a 22), son todavía insuficientes para la sa- 
tisfacción de las necesidades reales, dado que la cober- 
tura obtenida sólo alcanza al 62% de la población. 

De las unidades infanto-juveniles, cuya previsión era 
de 10, quedan 3 de ellas por entrar en funcionamiento. 

Se registran notables avances en la instalación de uni- 
dades de psiquiatría en los hospitales generales, como 
apreciable ha sido también la evolución de las unida- 
des residenciales y rehabilitadoras, que en el período 
referido han disminuido sus camas en un 55% y sus es- 
tancias en un 61%. 

Debe resaltarse, no obstante, la notoria carencia de 
dispositivos alternativos a la hospitalización, con las 
consecuencias que de ello se derivan. 

Así, conforme al estudio realizado por la Dirección 
General de Salud Pública de la Junta de Comunidades, 
en un 42% de los enfermos ingresados no está justifi- 
cada su permanencia, apreciándose que deberían ser 
atendidos en residencias, pisos protegidos o residencias 
asistidas. Respecto de otro 13%, si bien momentánea- 
mente queda acreditada la necesidad del internamien- 
to, se estima podrían ser atendidos en el futuro en 
residencias o pisos protegidos. Sólo en un 45% de los 

casos se considera que no hay alternativa posible a la 
unidad residencial y rehabilitadora. 

En cuanto a la coordinación de los diversos disposi- 
tivos, se han formalizado convenios de cooperación de 
ámbito regional (suscrito entre la Junta de Comunida- 
des y el Instituto Nacional de la Salud en 1987) y pro- 
vincial (suscritos por la Junta de Comunidades y las 
cinco Diputaciones entre los años 1987 y 1989). Fruto 
de tales convenios es la creación de una comisión re- 
gional de seguimiento, que ha adoptado la decisión de 
integrar funcionalmente los recursos de la Junta de Co- 
munidades y del Instituto Nacional de la Salud en las 
provincias de Cuenca y Guadalajara. 

En cuanto a los establecimientos visitados, sobre la 
Unidad Residencial y Rehabilitadora de Alcohete, en Ye- 
bes (Guadalajara), cabe indicar, respecto del estado de 
las instalaciones, que este aspecto está condicionado 
por la antigüedad de la edificación (año 1926), si bien 
fue objeto de una notable remodelación en el año 1985. 
Así, entre las deficiencias cabe señalar: fachadas en mal 
estado, rejas en las ventanas, zonas en desuso, caren- 
cia o deterioro en el mobiliario, carencia de conexión 
a la red de abastecimiento de agua potable, deterioros 
en la pintura interior, insuficiente limpieza de suelos 
y servicios, abandono de las zonas ajardinadas, escasa 
capacidad de la zona de duchas, ausencia de baños ge- 
riátricos e insuficiente dotación de aseos. 

No obstante, el esfuerzo por mantener en unas ade- 
cuadas condiciones el centro se manifiesta, entre otras, 
en las siguientes obras o mejoras: instalación de con- 
troles de enfermería en planta, establecimiento de dos 
cafeterías, instalación de ascensor, vallado del períme- 
tro hospitalario, asfaltado de acceso y establecimiento 
de controles de entrada y salida. 

En cuanto a la dotación de personal, destaca la ca- 
rencia de especialistas de psiquiatría en plantilla. Por 
el contrario, dispone de tres de los cuatro terapeutas 
ocupacionales existentes en la Comunidad Autónoma. 
Pese a ello, todos están adscritos al turno de mañana. 
Asimismo, la escasez de auxiliares sanitarios y de clí- 
nica ocasiona la dificultad de llevar a cabo las funcio- 
nes que les son propias. 

Sobre las actividades de laborterapia hay que signi- 
ficar que, pese a la excelente dotación de los diversos 
talleres, los mismos no son utilizados prácticamente 
por los enfermos ingresados, sino por los usuarios del 
centro ocupacional próximo. 

h. Castilla y León 

El análisis realizado en relación con la situación exis- 
tente en Castilla y León permitió constatar que el pro- 
ceso de reforma presenta una especial dificultad, 
derivada de la previa existencia de cuatro redes, acre- 
centándose esta dificultad al contar con un número 
apreciable de establecimientos de titularidad privada. 

La reforma se ha apoyado en la suscripción de con- 
venios entre las distintas administraciones implicadas 
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(Instituto Nacional de la Salud; Junta de Castilla y León; 
Diputaciones Provinciales), así como en la creación de 
estructuras de coordinación. De otra parte, Castilla y 
León es una de las pocas comunidades autónomas que 
cuenta con un instrumento normativo que regula de 
una forma global, armónica e integral la atención a la 
salud mental (Decreto 8311989, de 18 de mayo). 

Los objetivos básicos de la reforma emprendida con- 
sisten en dar prioridad a la atención extrahospitalaria, 
reducir la demanda de hospitalización y reestructurar 
los hospitales psiquiátricos, estableciendo áreas dife- 
renciadas y disminuyendo el número de camas, todo 
ello con la finalidad última de integrar en una las cua- 
tro redes existentes y de incorporar los servicios de psi- 
quiatría a la red sanitaria general. 

En cuanto a la situación de los recursos para la aten- 
ción a la salud mental, se han establecido la casi tota- 
lidad de los equipos previstos para la atención 
ambulatoria, aunque no todos están al completo res- 
pecto del personal con que deben contar. Se han pro- 
ducido, de otra parte, notables avances en el 
establecimiento de las unidades de psiquiatría en hos- 
pitales generales, que están en funcionamiento en la 
mayoría de las áreas. Por lo que se refiere al proceso 
de transformación de los hospitales psiquiátricos (bá- 
sicamente a través de la diferenciación de una unidad 
sanitaria y de una unidad residencial), se había culmi- 
nado o se encontraba en fase avanzada en cinco hospi- 
tales, no habiéndose procedido aún a su implantación 
en los otros cuatro hospitales (uno público y tres pri- 
vados). Existían, si bien es en este aspecto donde se re- 
gistra un mayor retraso en el establecimiento de 
dispositivos que posibiliten una alternativa al interna- 
miento en los hospitales psiquiátricos. 

i. Cataluña 

La situación actual de la atención a la salud mental 
y a la asistencia psiquiátrica en Cataluña presenta una 
gran complejidad, al existir cinco redes asistenciales, 
de carácter público, dependientes del Instituto Catalán 
de la Salud y de las cuatro Diputaciones Provinciales 
y regidas cada una de ellas por criterios diferentes, 
aparte de contar con un importante equipamiento de 
titularidad privada, vinculado a la red de utilización pú- 
blica mediante los correspondientes conciertos. 

No existe apenas desarrollo normativo de la comu- 
nidad autónoma en materia de salud mental, ni se cuen- 
ta aún con un instrumento planificador. Existen, no 
obstante, algunos documentos preparatorios de dicho 
instrumento, de los que, entre otras circunstancias, se 
desprende que la subsistencia de los hospitales psiquiá- 
tricos no es puesta en cuestión, ni se propugna su to- 
tal desaparición, optándose, por el contrario, por una 
reestructuración y modernización que lo convierta en 
una institución terapéutica y rehabilitadora, todo ello 
sin perjuicio de reducir el número de camas de los 
mismos. 

De otra parte, en el marco de dicho programa, se vi- 
sitó la unidad de psiquiatría del Hospital de Bellvitge 
uPrinceps &Espanya», de Hospitalet de Llobregat. 

Esta unidad no presentaba problemas reseñables en 
relación con su estructura y estado, teniendo unas con- 
diciones de habitabilidad que podían conceptuarse co- 
mo adecuadas. Tan sólo se observó el almacenamiento 
de objetos ante las salidas de emergencia, por lo que 
se recomendó que se cursaran las instrucciones preci- 
sas para evitar tal circunstancia, con el fin de que el 
paso por estas salidas no estuviera obstruido en caso 
de ser necesaria su utilización. 

Por otro lado, se recomendó asimismo la posible 
adopción de las medidas oportunas para que las acti- 
vidades de terapia ocupacional pudieran ser llevadas 
a cabo en dependencias destinadas específicamente a 
tal fin, ya que las mismas se realizaban en el comedor 
de la unidad. 

j. Extremadura 

En el ámbito hospitalario, los recursos de salud men- 
tal existentes en Extremadura se limitan a dos hospi- 
tales psiquiátricos y a dos unidades de psiquiatría de 
hospitales generales, sin que existan estructuras inter- 
medias. 

En este aspecto, cabe resaltar la existencia de varias 
administraciones públicas con competencias en mate- 
ria de la atención a la salud mental, sin que ninguna 
de ellas asuma un enfoque global del conjunto de ne- 
cesidades de la población. Cada una de estas adminis- 
traciones mantiene servicios psiquiátricos, con 
diferente evolución, estructura y tipo de demanda, sin 
existir un denominador común que asegure una actua- 
ción coordinada de la misma. Por otra parte, no existe 
un plan de salud mental, sin que tan siquiera se hayan 
iniciado actuaciones para su elaboración. 

A modo de conclusión, puede señalarse, además de 
la falta de coordinación entre los diferentes dispositi- 
vos, la inexistencia de estructuras y recursos interme- 
dios y la precariedad e insuficiencia de la estructura 
asistencia1 existente. 

k. Galicia 

Por lo que se refiere a Galicia, desde una perspecti- 
va general, puede afirmarse que, en el ámbito de la aten- 
ción primaria, si bien se ha desarrollado un número 
relativamente apreciable de dispositivos, no existe una 
homogeneidad en los mismos, ya que una parte de ellos 
se deriva de las iniciativas adoptadas por la mayoría 
de los hospitales psiquiátricos de Galicia en la década 
de los setenta y se centra en la creación de dispensa- 
rios comarcales dependientes de dichos hospitales y 
atendidos por personal de los mismos que se desplaza 
periódicamente a tal efecto, conformando así un mo- 
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delo hospitalocéntrico. Junto a éste, se ha desarrolla- 
do otro modelo consistente en el establecimiento de 
unidades de salud mental, dotadas de su propio 
personal. 

En cuanto a la hospitalización, se cuenta con unida- 
des de psiquiatría en hospitales generales en cuatro de 
las nueve áreas de salud en que la comunidad autóno- 
ma está dividida, faltando en especial este dispositivo 
en las áreas de La Coruña y de Orense, donde sería ne- 
cesaria su implantación con la mayor celeridad posi- 
ble. Se observa, de otra parte, una disminución en el 
número de camas de los hospitales psiquiátricos pú- 
blicos. Por su parte, el grado de implantación de estruc- 
turas intermedias es aún escaso. 

Se ha realizado un esfuerzo para disponer de un nú- 
mero mínimo de dispositivos para la asistencia infan- 
til y juvenil, existiendo actualmente unidades en la 
mayoría de las áreas de salud. 

No dispone aún la comunidad autónoma del corres- 
pondiente plan de salud mental, si bien existe un do- 
cumento básico para su elaboración, en el que se 
contienen las líneas básicas del modelo que pretende 
implantarse, fundamentado en los centros de salud 
mental, como eje del sistema. 
La normativa vigente es aún escasa, si bien se encuen- 

tra en tramitación ante el Parlamento de Galicia un pro- 
yecto de ley de salud mental, junto al cual se aprobará 
el plan de salud mental. Constituirá, por tanto, un im- 
pulso importante para la implantación del nuevo mo- 
delo de salud mental y asistencia psiquiátrica la 
aprobación del citado proyecto. 

En otro orden de cosas, el Servicio Gallego de Salud 
está desarrollando una labor destacable en la norma- 
lización documental y, en especial, en la implantación 
de un sistema de información y evaluación sanitaria, 
con un registro de casos, que ya se ha comenzado a apli- 
car en dos áreas de salud. 

Por lo que se refiere a las visitas realizadas, la lleva- 
da a cabo a la unidad de psiquiatría del Hospital de Cal- 
de, en Lugo, permitió constatar el buen estado de 
conservación de las instalaciones, así como sus adecua- 
das condiciones. Unicamente cabe reseñar que en tres 
habitaciones individuales, que se utilizan usualmente 
para aislar a los enfermos más conflictivos, no se dis- 
pone de luz natural, ni de ventilación directa, al tener 
inhabilitadas las ventanas, por razones de seguridad y 
de protección del propio enfermo, circunstancia que de- 
bería modificarse mediante la instalación de cristales 
del material adecuado. 

Se visitó asimismo el Hospital «Dr. Cabaleiro Goas», 
de Toén (Orense), que, desde el punto de vista estructu- 
ral, se encuentra, en términos generales, en correctas 
condiciones de utilización. N o  obstante, resulta preci- 
so señalar el problema derivado de la falta del suficien- 
te mobiliario y del deficiente estado de alguno de sus 
elementos. De otra parte, el hospital dispone de algu- 
nas medidas de protección contra incendios y de eva- 
cuación (sistema de alarma, luces de emergencia, 
extintores, escalera de emergencia), no existiendo, por 

:1 contrario, ni las señalizaciones correspondientes, ni 
.m plan para casos de emergencia. 

La confección de la alimentación puede estimarse co- 
mo muy correcta, si bien debe resaltarse que en el mo- 
mento de la visita no existía un control dietético de la 
dimentación por parte de personal especializado. Las 
instalaciones (comedores, cocinas, almacenes) pueden 
:onsiderarse como adecuadas. El sistema de almace- 
namiento y evacuación de residuos es correcto. 

Se presta asistencia sanitaria de carácter somático 
En el hospital, realizándose una analítica completa al 
ingreso de los pacientes. 

Se realizan asimismo actividades de laborterapia. El 
hospital dispone de instalaciones deportivas cuyo es- 
tado, con alguna excepción, es correcto. El estableci- 
miento cuenta con un animador social. 

El análisis de la actividad asistencia1 del hospital se 
ve obstaculizado por la falta de un suficiente soporte 
documental. No obstante, según la información obte- 
nida, apenas existen personas con deficiencia mental 
internadas. De otra parte, el hospital atiende tanto a en- 
Eermos con sintomatología aguda, como a pacientes con 
cuadros cronificados. Esta penuria documental sobre 
la actividad desarrollada contrasta con la documenta- 
ción de los aspectos clínicos, que puede valorarse sa- 
tisfactoriamente. 

1. Madrid 

Los recursos asistenciales en el campo de la salud 
mental en la Comunidad de Madrid se hallan integra- 
dos funcionalmente, con independencia de su titulari- 
dad, en una red gestionada por el Servicio de Salud 
Mental de la Consejería de Salud. Dichos recursos con- 
figuran una red con una aceptable dotación en cada uno 
de los niveles asistenciales. Cabe, no obstante, poner de 
manifiesto la inadecuada configuración de las unida- 
des de psiquiatría del Hospital Gregorio Marañón, cu- 
ya capacidad se aleja de las cifras aconsejadas por el 
informe de la Comisión Ministerial para la Reforma Psi- 
quiátrica, y la necesidad de incrementar los recursos 
intermedios y sociales. Estas carencias son recogidas 
en el plan de actuaciones elaborado por dicho Servi- 
cio de Salud Mental, previéndose su subsanación. 

En cuanto a los establecimientos psiquiátricos visi- 
tados en esta comunidad, puede indicarse, respecto de 
la unidad de psiquiatría del Hospital MGregorio Mara- 
ñón», de Madrid, la elevada proporción de ingresos por 
vía de urgencia, lo que podría suponer la existencia de 
disfunciones en la canalización de enfermos desde el 
nivel de atención ambulatoria, así como el elevado ín- 
dice que representan los reintegros, revelador de la in- 
suficiencia de estructuras intermedias. 

De otra parte, puede citarse la insuficiente dotación 
de los locales de consulta habida cuenta del número 
de profesionales y de enfermos, así como las carencias 
en las condiciones de habitabilidad a causa de defec- 
tos en la conservación (filtraciones de agua), la escasez 
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y la mala distribución de los aseos, y las deficiencias 
en la refrigeración. 

Se observa, por último, la ausencia de actividades de 
terapia ocupacional por falta de cobertura de las pla- 
zas previstas. 

Por otra parte, respecto del hospital de día de esta 
unidad, aparte de dejarse constancia del estado correc- 
to de las instalaciones, debe significarse la falta de 
terapeuta ocupacional, siendo sus funciones desarro- 
lladas por un auxiliar de clínica con conocimientos en 
la materia. 

Respecto del Hospital Psiquiátrico de Madrid, debe 
dejarse constancia de las adecuadas condiciones de alo- 
jamiento y de asistencia. 

m. Murcia 

El análisis realizado respecto de la situación existente 
en la Región de Murcia, llevó a constatar la aprobación 
de normas sobre la sectorización de la asistencia, a par- 
tir del mes de enero de 1991. Esta sectorización se 
refiere tanto al ámbito extrahospitalario, como al hos- 
pitalario. N o  dispone, de otra parte, la comunidad autó- 
noma de un plan de salud mental. 

La red de asistencia extrahospitalaria ha alcanzado 
ya un desarrollo reseñable. Para la hospitalización se 
dispone de una unidad de agudos en el Hospital Gene- 
ral de Murcia, así como de dos unidades de corta es- 
tancia y de otra de estancia media en el Hospital 
Psiquiátrico «Román Alberca», estando prevista la pues- 
ta en funcionamiento de unidades en otros hospitales. 

Cabe indicar, de otra parte, que de los 572 enfermos 
que se encontraban internados en el año 1987 en el Hos- 
pital ((Román Alberca», 486 pasaron a ser atendidos por 
el Instituto de Servicios Sociales de la Región de Mur- 
cia, a cuyo efecto se estableció el Centro Residencial 
((Luis Valenciano», con el objeto de acoger a los'enfer- 
mos crónicos que venían siendo atendidos en el hospi- 
tal psiquiátrico. Con tal motivo, el recinto de este 
hospital fue dividido en dos partes, permaneciendo en 
una de ellas el Hospital Psiquiátrico «Román Alberca», 
mientras que el resto fue ocupado por el Centro Resi- 
dencial «Luis Valenciano». 

En lo que respecta a los establecimientos visitados, 
la unidad de psiquiatría del Hospital General de Mur- 
cia se encontraba en un excelente estado, siendo, no obs- 
tante, de indicar, como excepción, uno de los despachos 
en el que pudo apreciarse la existencia de una elevada 
temperatura que no podía ni siquiera ser paliada por 
el sistema de aire acondicionado y que impedía su uti- 
lización. 

En cuanto al Hospital Psiquiátrico «Román Alberca», 
la visita efectuada permitió constatar la necesidad de 
llevar a cabo diversas mejoras, en especial en el pabe- 
llón de subagudos o de estancia media, relativos sin- 
gularmente a la mejor dotación de mobiliario, a la 
reforma de los aseos para dotarlos de las suficientes 
condiciones de intimidad y a la adoptación de las me- 
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didas oportunas para evitar las situaciones derivadas 
de la existencia de un excesivo número de camas en al- 
gunas habitaciones, debiendo estudiarse al efecto la po- 
sible reapertura, en caso necesario, de la planta 
segunda con la consiguiente previsión, si fuere menes- 
ter, del personal necesario. 

Se constató, de otra parte, que era necesario adoptar 
las medidas oportunas para eliminar las barreras ar- 
quitectónicas existentes, así como, si fuera posible, ex- 
tender a todas las dependencias la instalación de aire 
acondicionado, teniendo en cuenta el clima de la zona. 
Se precisaría asimismo una mejora del sistema de pro- 
tección contra incendios y de actuación en casos de 
emergencia. 

Asimismo, se observó la conveniencia de resolver cier- 
tos problemas derivados de la peculiar situación del 
hospital en relación con el contiguo Centro Residencial 
«Luis Valenciano». Así, al ser confeccionadas las comi- 
das en este último centro, se constató la necesidad de 
proceder a la adquisición de carros térmicos para trans- 
portar los alimentos elaborados en la cocina del cen- 
tro residencial. 

En relación con lo expuesto, debe señalarse, no obs- 
tante, la ejecución de un proyecto de obras que resol- 
vería alguno de estos problemas. De este modo, y de 
acuerdo con la información recibida, en el pabellón de 
enfermos agudos se instalaría un montacargas, se ex- 
tendería a todas las habitaciones la instalación de aire 
acondicionado, se efectuarían variaciones en el control 
de enfermería, se realizarían diversas modificaciones 
estructurales y se habilitarían nuevos vestuarios del 
personal en el semisótano. En el pabellón de media es- 
tancia se instalaría un ascensor, se extendería el aire 
acondicionado a todas las dependencias, se empotra- 
rían las tuberías, se habilitaría una escalera de incen- 
dios y se realizarían otras reformas estructurales. Por 
último, en el pabellón de dirección y administración se 
remodelaría la sala de reuniones y se habilitaría una 
nueva biblioteca. 

En otro orden de cosas, según la información recibi- 
da, las estancias en el Hospital uRomán Alberca» y en 
la unidad de psiquiatría del Hospital General no reci- 
ben el mismo tratamiento económico, produciéndose 
así una desigualdad en función del lugar de residencia 
dentro de la comunidad autónoma, ya que, al estar sec- 
torizada la atención, ésta se produce en uno o en otro 
establecimiento en función de dicho lugar, por lo que 
sería necesario adoptar las medidas oportunas para 
otorgar un mismo tratamiento económico a las estan- 
cias en ambos establecimientos. 

La visita efectuada se amplió, de otra parte, al cen- 
tro de día anexo al Hospital «Román Alberca», instala- 
do desde 1984 en un módulo dedicado específicamente 
a tal menester y en el mismo recinto del hospital, dis- 
poniendo de 65 plazas. La visita permitió comprobar 
el adecuado estado de las instalaciones. En el proyecto 
de obras antes citado se contemplaba la habilitación 
de dos talleres nuevos en este centro de día. 

Por lo que se refire al Centro Residencial «Luis Va- 
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lenciano)), mientras que algunas dependencias del mis- 
mo se encuentran en muy buenas condiciones, otros 
pabellones precisan, desde el punto de vista estructu- 
ral, ser remodelados para mejorar las condiciones de 
habitabilidad. Esta necesidad se da especialmente res- 
pecto del pabellón de hombres 11, cuyo estado es muy 
deficiente. 

De otra parte, el sistema de protección contra incen- 
dios se encontraba correctamente instalado en las de- 
pendencias ya renovadas, pero presentaba notorias 
deficiencias en el resto de las instalaciones, siendo pre- 
ciso además disponer de un plan de actuación en ca- 
sos de emergencia. 

n. Navarra 

En la Comunidad Foral de Navarra destaca el hecho 
de que todos los recursos públicos en materia de sa- 
lud mental se hallen integrados en una sola red no so- 
lo funcionalmente sino también desde el punto de vista 
orgánico, correspondiendo la titularidad a la adminis- 
tración foral. 

La estructura, distribución y actividad de tales recur- 
sos quedó establecida en el plan de salud mental apro- 
bado en el año 1985. 

La coordinación entre las estructuras y la canaliza- 
ción de pacientes no ofrece problemas, siendo prueba 
de ello los siguientes datos, referidos a 1990: un 60% 
de pacientes que acuden a centros de salud han sido 
previamente asistidos por los equipos de atención pri- 
maria; sólo un 23% de pacientes vistos en centros de 
salud mental es derivado hacia unidades de hospitali- 
zación; y un 42% de las altas clínicas producidas en el 
hospital psiquiátrico lo han sido por derivación a resi- 
dencias asistidas o a estructuras intermedias de salud 
mental. 

Las estructuras actualmente existentes son: 8 centros 
de salud mental, 2 unidades de psiquiatría en hospita- 
les generales con 54 camas, 438 camas en el hospital 
psiquiátrico, 35 camas concertadas correspondientes 
a la unidad de psiquiatría de la Clínica Universitaria, 
2 hospitales de día con 40 plazas, 2 centros de día con 
32 plazas y 9 pisos/hogares protegidos con 54 plazas. 

En cuanto a los centros sanitarios visitados, no se han 
observado incidencias dignas de mención en las uni- 
dades de psiquiatría del Hospital «Virgen del Camino)) 
y del Hospital General de Navarra, ambos de Pamplo- 
na, siendo correctas las condiciones de asistencia y alo- 
jamiento de los enfermos ingresados. 

Sobre el Hospital Psiquiátrico «San Francisco Ja- 
vier)), también de Pamplona, es preciso señalar su dis- 
tribución en cuatro áreas funcionales, habiéndose 
inaugurado en el año 1990 una clínica psicogeriátrica 
(adscrita a la unidad de geriatría). Asimismo, estaban 
próximas a su finalización, en el momento de la visita, 
las obras de nueva planta de una residencia geriátrica 
con una capacidad prevista de 75 plazas. Igualmente, 
y con posterioridad a la visita, se ha procedido a la ads- 

cripción funcional del área de deficiencia mental al Ins- 
tituto Navarro de Bienestar Social, que ha brevisto las 
partidas presupuestarias oportunas para acometer las 
obras tendentes a la mejora de las instalaciones, habi- 
da cuenta de la vetustez de las zonas destinadas al alo- 
jamiento de estos pacientes, en contraste con las 
correctas condiciones de habitalidad del resto de las 
unidades. 

En efecto, en este área, que consta de cuatro pabe- 
llones, los enfermos se alojan, en su práctica totalidad, 
en salas-dormitorio que, por el número de camas y la 
ausencia de mobiliario, no cuentan con unas condicio- 
nes mínimas de habitabilidad. De otra parte, el dete- 
rioro de las instalaciones se pone igualmente de relieve 
en las zonas comunes de aseo. 

Sobre el resto de aspectos estudiados (asistencia, ac- 
tividades rehabilitadoras y lúdicas, hostelería, etc.) no 
cabe formular observaciones dignas de mención. 

ñ. País Vasco 

Si bien no dispone el País Vasco de un plan de salud 
mental formalmente aprobado, diseña la estructura de 
la asistencia a la salud mental a través de documentos 
internos de la Consejería de Sanidad y Consumo, de- 
nominados << bases técnicas para la reforma de la aten- 
ción psiquiátrica y la promoción de la salud mental» 
y «plan estratégico de los servicios de salud mental», 
elaborados en el año 1990. En ellos se procede, entre 
otros aspectos, a la determinación de los programas en 
función de la estructura sanitaria que ha de ejecutarlos. 

Efectuada en el año 1988 la transferencia del Insti- 
tuto Nacional de la Salud, todos los dispositivos sani- 
tarios de la comunidad autónoma, incluidos los de 
salud mental, se hallan integrados funcionalmente en 
el Servicio Vasco de Salud, lo que elimina los proble- 
mas de coordinación entre las distintas administra- 
ciones. 

La dotación de recursos está constituida por 41 cen- 
tros de salud mental, 162 camas en las unidades de psi- 
quiatría de cuatro hospitales generales, 4 hospitales 
psiquiátricos públicos con 906 camas, 894 camas en 
hospitales psiquiátricos privados, y 6 hospitaleslcentros 
de día con 160 plazas, así como 23 alojamientos prote- 
gidos con 180 plazas de capacidad. 

En cuanto a los centros visitados, sobre la unidad de 
psiquiatría del Hospital «Santiago Apóstol», de Vitoria, 
no cabe resaltar circunstancias dignas de mención. 

Respecto del Hospital Psiquiátrico «Santa María de 
las Nieves», de Vitoria, puede indicarse que el edificio, 
que comparte con la residencia de la tercera edad del 
mismo nombre, se destinará a Universidad del País Vas- 
co, y que para la construcción de un nuevo hospital es- 
tán comprometidas presupuestariamente las partidas 
oportunas en los ejercicios económicos 1991 a 1993. 

Dada la antigüedad del inmueble, y pese a las refor- 
mas llevadas a cabo en su distribución interior, la es- 
tructura del mismo limita las posibilidades de mejora 
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y, por ello, las condiciones de habitabilidad no pueden 
estimarse globalmente como correctas. Así, perviven 
salas-dormitorio con un número elevado de camas, lo 
que priva de intimidad a los enfermos en ellas aloja- 
dos. Ejemplos de ello son salas de 30 camas en la zona 
de rehabilitación (hombres) y de 21 camas, separadas 
por mamparas, en la zona de rehabilitación (mujeres). 
Los esfuerzos llevados a cabo para evitar tal masifica- 
ción mediante la compartimentación de los dormito- 
rios, y a causa del diseño obsoleto del edificio, han 
concluido en algunos casos en habitaciones de reduci- 
do espacio, o carentes de ventilación e iluminación 
natural. 

Por otra parte, las actividades de terapia ocupacio- 
nal se efectúan, fundamentalmente, con los enfermos 
de las unidades de corta-media estancia. Asimismo, y 
en cuanto a las actividades lúdicas, no se realizan tur- 
nos de vacaciones o excursiones con los enfermos de 
las unidades de gerontopsiquiatría. 

Por último, pese a la asunción de los criterios conte- 
nidos en el Informe de la Comisión Ministerial para la 
Reforma Psiquiátrica y la adopción de medidas para 
la modificación del régimen custodia1 del hospital psi- 
quiátrico -prueba de ello es la creación de una uni- 
dad residencial destinada a enfermos susceptibles de 
ser derivados hacia unidades intermedias, que cuenta 
con 12 plazas-, las características de la población in- 
ternada revelan su progresivo envejecimiento, su difí- 
cil desinstitucionalización (por edad y años de 
permanenca en el hospital) y la tendencia a la cronifi- 
cación de pacientes agudos, cuyo período de estancia 
es notablemente superior a las previsiones para unida- 
des de este tipo. 

o. La Rioja 

Debe señalarse, en primer término, que esta comu- 
nidad no dispone de plan de salud mental, ni existe 
constancia de la realización de actuaciones preparato- 
rias a tal fin. 
Los recursos existentes en la misma se concretan en 

cuatro centros de salud mental, una unidad de psiquia- 
tría en hospital general y un hospital psiquiátrico, sin 
que existan estructuras intermedias para una adecua- 
da atención a los pacientes. 

De otra parte, es de destacar que, en fecha 1 de julio 
de 1988, se paralizaron los ingresos de enfermos en el 
hospital psiquiátrico, centralizándose los mismos, en 
lo sucesivo, en la unidad de corta estancia del hospital 
general. Ello supuso una profunda transformación del 
citado hospital psiquiátrico, al suprimirse la unidad de 
admisión y las consultas externas. 

Las visitas realizadas se refirieron a la unidad de psi- 
quiatría del Hospital General de La Rioja, en Logroño, 
y al Hospital Psiquiátrico ((Reina Sofían, en Lardero. 

Por lo que se refiere a la citada unidad de psiquitría, 
es de destacar el elevado porcentaje de ocupación, que 
alcanzaba el 85% en 1989, circunstancia que distorsio- 

na notablemente el funcionamiento del servicio. Asimis- 
mo, se constató la notable presión que sobre la unidad 
ejerce el área de urgencias y, paralelamente, el escaso 
número de enfermos ingresados que proceden de las 
unidades de salÚd mental de atención primaria. A ello 
debe añadirse la inexistencia de estructuras interme- 
dias, que agrava la distorsión mencionada. 

Si bien puede considerarse que la zona de alojamien- 
to de la unidad cumple con los requisitos mínimos exi- 
gibles, es de destacar la inexistencia de zonas de estar 
o de recreo, circunstancia que obliga a utilizar el pasi- 
llo como teórica zona de estar. No obstante lo expues- 
to, debe señalarse que, de conformidad con la 
información facilitada, se va a proceder a la ampliación 
del servicio de psiquiatría, estando ya presupuestadas 
las correspondientes obras. 

Por lo que respecta al Hospital Psiquiátrico ((Reina 
Sofía», de Lardero, cabe calificar, en términos genera- 
les, de aceptable el estado de las instalaciones y del mo- 
biliario, si bien debe destacarse el sobredimensiona- 
miento y, consecuentemente, la infrautilización del cen- 
tro, circunstancia que se pone especialmente de mani- 
fiesto al observar los diferentes servicios comunes, de 
amplias dimensiones y excelentemente dotados, que 
fueron diseñados para una mayor población. 

En relación con la población internada en el hospi- 
tal psiquiátrico, es de resaltar el elevado promedio de 
edad, y el hecho de que el 75,33% de los pacientes in- 
gresados no tienen sintomatología que justifique su in- 
greso hospitalario, tal y como han puesto de manifiesto 
los especialistas del centro. 

En relación con la plantilla de personal del hospital 
psiquiátrico, es de señalar la inexistencia de terapeu- 
tas ocupacionales y la insuficiente dotación en la cate- 
goría de ATS, dado que únicamente existen cinco 
profesionales de esta categoría, que prestan servicio en 
turno de mañana, lo que conlleva que durante 17 ho- 
ras el centro carezca de servicio de enfermería. 

Por último, puede destacarse la escasa implantación 
de actividades de laborterapia, la inexistencia de uni- 
dad de terapia ocupacional y la carencia de un progra- 
ma reglado de actividades socioterepéuticas, lo cual 
propicia actitudes pasivas por parte de los usuarios del 
centro, que permanecen durante gran parte del día sin 
desarrollar actividad alguna. 

p. Comunidad Valenciana 

La situación actual del proceso de reforma en la Co- 
munidad Valenciana se caracteriza por el notable avan- 
ce en la implantación de las unidades de salud mental 
en el ámbito de la atención extrahospitalaria. 

Por el contrario, faltan aún por establecerse muchas 
de las unidades de psiquiatría en hospitales generales 
previstas en el plan de salud mental. Asimismo, es es- 
casa aún la implantación de las estructuras interme- 
dias, así como de los recursos socioasistenciales, que 
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puedan ofrecer una alternativa a la hospitalización psi- 
quiátrica. 

En el plano de la gestión, el objetivo consiste en uni- 
ficar la misma en el Servicio Valenciano de Salud. Sin 
embargo, no se ha producido aún la transferencia de 
los recursos de los que son titulares las Diputaciones 
Provinciales, lo que comporta ciertos problemas en el 
funcionamiento de las estructuras de atención a la sa- 
lud mental. 

Para superar estas dificultades, se han suscrito sen- 
dos convenios con las Diputaciones de Castellón y de 
Valencia, no habiéndose firmado aún, en el momento 
de la visita, el convenio con la Diputación Provincial de 
Alicante. Se ha procedido igualmente a la sectorización 
de la atención a la salud mental. 

Desde el punto de vista territorial, existe un diferen- 
te grado de desarrollo del proceso de reforma según la 
provincia, estando más avanzado en la de Castellón. 

En cuanto a los hospitales psiquiátricos, el plan de 
salud mental previó su clausura y su sustitución por 
estructuras alternativas. Permanecen, sin embargo, en 
funcionamiento los hospitales de Bétera (Valencia) y de 
la Santa Faz (Alicante). 

Por otra parte, es preciso resaltar que, aparte de un 
instrumento de planificación, la Comunidad Valencia- 
na dispone de una norma jurídica (Decreto 148/1986, 
de 24 de noviembre), que regula de forma sistemática 
y global la atención a la salud mental y la asistencia 
psiquiátrica, siendo una de las escasas comunidades 
en las que se da esta circunstancia. 

Entre los establecimientos visitados en esta comuni- 
dad autónoma figura la unidad de psiquiatría del Hos- 
pital Clínico de Valencia, cuyas instalaciones 
presentaban, desde el punto de vista estructural, un es- 
tado que podía considerarse correcto. 

3.3. Asistencia sanitaria 

3.3.1. Universalización de la asistencia sanitaria 

En el año al que se refiere este informe se ha apro- 
bado por la Generalidad de Cataluña el Decreto 
178/1991, de 30 de julio, de universalización de la asis- 
tencia sanitaria pública. 

Este Decreto reconoce a todos los ciudadanos resi- 
dentes en Cataluña el derecho a la asistencia sanitaria 
pública, en los términos que prevé dicha disposición. 
Para ser titular de este derecho es preciso estar empa- 
dronado y residir en un municipio de Cataluña, no te- 
ner la obligación legal de cotizar a la Seguridad Social 
o a cualquier otro sistema de previsión sanitaria públi- 
ca, no ostentar la condición de beneficiario de un régi- 
men público de asistencia sanitaria y cumplir las 
obligaciones que se determinan para el acceso a la asis- 
tencia sanitaria pública prevista en el Decreto. 

El acceso a la asistencia sanitaria será voluntario, se 
realizará en condiciones de igualdad con el resto de la 
población protegida por el sistema sanitario público y 

las personas que se acojan a est,a posibilidad deberán 
colaborar a la financiación del sistema. 

3.3.2. Prestación farmacéutica de la Seguridad Social 

En relación con la recomendación formulada por esta 
institución, en orden a incluir, en el catálogo de efec- 
tos y accesorios de la prestación farmacéutica de la Se- 
guridad Social, las jeringas que, para el oportuno 
tratamiento, precisan los diabéticos, a la que se hizo re- 
ferencia en el informe del pasado año y que fue acep- 
tada por el Ministerio de Sanidad y Consumo, es preciso 
resaltar la situación descrita en una queja, en la que 
se señalaba que las jeringas entregadas por el Servi- 
cio Andaluz de Salud a enfermos diabéticos insulino- 
dependientes debían ser reutilizadas, al haberse 
establecido el criterio de que cada una de las jeringas 
podía ser usada hasta seis veces por cada enfermo. 

En el informe emitido, el Servicio Andaluz de Salud 
señaló que el Consejo Interterritorial de Salud acordó, 
en octubre de 1990, facilitar jeringas y agujas según ne- 
cesidades reales a todos los diabéticos insulinodepen- 
dientes, quedando resuelto con este acuerdo el 
problema planteado (queja 8810559). 

3.3.3. Reintegro de gastos 

En este apartado, es preciso hacer mención a una re- 
solución dictada por el Servicio Valenciano de Salud, 
mediante la que se desestimó la solicitud de reintegro 
de gastos formulada por el promovente de una queja, 
en base a que «la asistencia que le prestaron no reunía 
el carácter de urgencia vital» y a que «directa y expre- 
samente se ha dirigido a una asistencia de carácter pri- 
vado y al margen de la Seguridad Social sabiendo de 
antemano que los gastos que se produjeran serían de 
su única y exclusiva cuenta al renunciar tácitamente 
a los servicios que le correspondían dentro de la 
misma». 

En el caso al que se refería la citada resolución, el 
paciente acudió, el 22 de mayo de 1989, al Hospital Ge- 
neral de Elda, donde se le informó que no podía llevar- 
se a cabo la intervención que precisaba, debido a las 
largas listas de espera, informándosele sobre la vía del 
reintegro de gastos. 

Por consiguiente, no cabe señalar que el asegurado 
utilizó medios distintos a los asignados, ni que libre y 
voluntariamente acudió a la medicina privada, al acae- 
zer tal circunstancia por la falta de asistencia por par- 
te de la Seguridad Social, a la que directamente se 
dirigió, y ante la urgencia del caso. 

En consecuencia, por parte del reclamante no exis- 
tió deseo o interés preferente por ser atendido por ser- 
vicios médicos ajenos a la Seguridad Social, sino que 
ante la imposibilidad de tratamiento en la misma, de- 
bido a las largas listas de espera, se vio obligado a acu- 
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dir a la medicina privada en búsqueda de la asistencia 
correcta. 

En esta línea, es de destacar la aceptación por la ju- 
risprudencia de que la demora excesiva en la presta- 
ción es equiparable a la denegación injustificada de 
asistencia, uno de los supuestos contemplados en el ar- 
tículo 18 del Decreto 2766/1967, de 16 de noviembre, que 
permite la reclamación del abono de gastos a las enti- 
dades gestoras por la utilización de servicios médicos 
ajenos a la Seguridad Social. 

Así, es sabido que en la doctrina resulta ser cuestión 
pacífica entender como casos de denegación injustifi- 
cada de asistencia las deficiencias estructurales o de 
organización hospitalaria, la carencia de instalaciones 
adecuadas y la demora excesiva en la prestación, entre 
otros. 

Con base en tales fundamentos, se ha procedido a di- 
rigir una sugerencia al Servicio Valenciano de Salud, 
en orden a que se adopten las medidas oportunas, ten- 
dentes a satisfacer la solicitud de reintegro de gastos 
formulada por el promovente de la queja, por entender 
que la utilización de medios privados le fue por dene- 
gación de asistencia adecuada en la Seguridad Social, 
cuya prestación era además urgente, y ser, consiguien- 
te, uno de los supuestos legales que permiten el reinte- 
gro de gastos. No se ha recibido aún la correspondiente 
contestación (queja 9022734). 

3.3.4. Prestaciones ortoprotésicas 

En este apartado puede reseñarse una queja en la que 
se exponía que el Servicio Valenciano de Salud no asu- 
mía el coste de una lente esclero-corneal, prescrita por 
los especialistas médicos. Sobre ello, dicho Servicio de 
Salud informó, inicialmente, que en el ámbito de la Co- 
munidad Valenciana no se contemplaba la concesión 
de tal prótesis, añadiendo que no existía reglamenta- 
ción aprobada, ni dotación presupuestaria para próte- 
sis dental y especiales. 

Dado el contenido del reseñado informe, esta insti- 
tución resaltó que la denegación sistemática de las so- 
licitudes, tal y como venía procediendo el Servicio 
Valenciano de Salud, equivalía a la no aplicación prác- 
tica de la norma, dejando, por consiguiente, vacío de 
contenido el párrafo final del artículo 108 del texto re- 
fundido de la Ley General de la Seguridad Social. Por 
otra parte, se subrayó que deberían modificarse los cri- 
terios 'seguidos en la aplicación del referido precepto 
y desarrollarse las previsiones correspondientes, que 
permitieran a los usuarios acceder a las prestaciones 
calificadas en el precepto como especiales. 

En un nuevo informe, el Servicio Valenciano de Sa- 
lud señaló que si bien, hasta la fecha, no se había apli- 
cado el precepto comentado, tal circunstancia obedecía, 
en primer lugar, a que las disposiciones presupuesta- 
rias no han. permitido su aplicación y, en segundo lu- 
gar, a que se está trabajando para desarrollar en el 
ámbito de la Comunidad Valenciana el marco norma- 

tivo que especifique el tipo de ayudas y la cuantía de 
las prótesis dentarias y especiales, si bien todavía no 
se había perfilado definitivamente, circunstancia por 
la que se proseguirán las actuaciones iniciadas en esta 
materia (queja 9001610). 

3.4. Acceso a las prestaciones sanitarias 

La Ley General de Sanidad, en su artículo 16, deter- 
mina que las normas de utilización de los servicios sa- 
nitarios serán iguales para todos, independientemente 
de la condición en que se acceda a las mismas. 

En este aspecto, mención especial merece la formu- 
lación de una queja, en la que se exponía que la deman- 
da asistencial formulada por la población residente en 
la localidad de Torrevieja (Alicante) se atendía en los 
centros sanitarios de dicho municipio cuando el usua- 
rio estaba censado en el mismo, derivándosele al cen- 
tro de especialidades de Orihuela cuando afectaba a 
beneficiarios que, aún siendo residentes, no figuraban 
censados. 

En el informe que inicialmente emitió el Servicio Va- 
lenciano de Salud, si bien se reconocía la inadecuada 
planificación de recursos humanos, se pretendía justi- 
ficar la situación expuesta en base a que se descono- 
cía la demanda asistencial que podía generar la 
población no censada. 

Aun comprendiendo los problemas técnicos que, en 
relación con una adecuada planificación sanitaria, pue- 
den derivarse de la existencia de un importante segmen- 
to de la población que no radica permanentemente en 
el citado municipio, no puede, sin embargo, compartirse 
el criterio comentado, que conlleva un diferente trata- 
miento, en el acceso a las prestaciones sanitarias, por 
el simple hecho de estar o no censado en un municipio. 

En efecto, no se puede olvidar la legítima pretensión 
del promovente, que residiendo habitualmente duran- 
te largos períodos de tiempo en el municipio de Torre- 
vieja, en el que existen centros sanitarios adecuados 
para el tratamiento de su enfermedad, se ve obligado 
a desplazarse a otro municipio, distante treinta y tres 
kilómetros, cada vez que precisa asistencia sanitaria. 

Asimismo, es de destacar la especial situación de es- 
tos usuarios, muchos de ellos afectados por enferme- 
dades crónicas y de avanzada edad, que necesitan 
frecuentemente los oportunos cuidados médicos. 

En tal sentido, los servicios sanitarios deben prestar- 
se de modo que se facilite a todos los usuarios igual 
oportunidad en el uso de los mismos, circunstancia que 
exige a los poderes públicos establecer la adecuada or- 
ganización para dar satisfacción a este principio. 

Expuesto lo anterior, es de destacar que las presta- 
ciones que dispensan los servicios públicos de salud 
tienen que estar basadas en la igualdad de trato para 
todos los sujetos protegidos, sin que, en el criterio de 
esta institución, puedan introducirse otras diferencias 
que no sean las necesidades de la asistencia. 
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En esta línea, se considera que los reseñados princi- 
pios deben presidir la formulación de los planes y pro- 
gramas sanitarios, que, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, elaboren las Comunidades Autónomas, 
siendo un aspecto esencial de los mismos la determi- 
nación de índices o criterios mínimos, que permitan 
evaluar las necesidades de medios materiales y huma- 
nos y fijar objetivos en materia de prevención, protec- 
ción, promoción y asistencia sanitaria. 

La exigencia de estar censado en la referida locali- 
dad de Torrevieja, requisito imprescindible para que la 
población residente en dicho municipio pueda ser asis- 
tida en los servicios sanitarios existentes en él, conlle- 
va, en el criterio de esta institución, un diferente 
tratamiento en el acceso a los citados servicios, basa- 
do exclusivamente en circunstancias personales no re- 
feridas o conectadas con las necesidades de asistencia 
sanitaria. 

El reseñado tratamiento diferenciador podría dificul- 
tar la consecución de la igualdad real en el acceso a 
los medios protectores de la salud, tal y como señala 
el artículo 3.2 de la Ley 1411986, de 25 de abril, General 
de Sanidad. 

Por otra parte, no puede compartirse el criterio ex- 
puesto en el informe emitido, conforme al cual, si bien 
se reconoce la inadecuada planificación de recursos hu- 
manos, se pretende justificar la misma en base a que 
se desconoce la demanda asistencia1 que puede gene- 
rar la población no censada. En efecto, se considera que 
existen factores que permiten aproximarse a la deman- 
da real, como pueden ser,’entre otros, la presión ejerci- 
da por dicha población en el centro de especialidades 
de Orihuela, la formulación de reintegro de gastos por 
utilización de medios ajenos a la Seguridad Social, etc. 

Con base en tales fundamentos, se dirigió una reco- 
mendación al Servicio Valenciano de Salud, para que 
se adoptaran las medidas oportunas, a fin de que, en- 
tre los criterios que sustenten la planificación de los 
recursos sanitarios asignados al municipio de Torrevie- 
ja, se contemple en todo momento la demanda asisten- 
cial real, es decir, la ejercida por la población residente, 
independientemente de que esté o no censada, supri- 
miéndose el diferente e injustificado tratamiento a que 
se ha hecho referencia. 

En contestación a dicha recomendación, el Servicio 
Valenciano de Salud manifestó su total coincidencia 
con la argumentación contenida en la recomendación 
formulada, resaltando, paralelamente, que se procedía 
a cursar instrucciones a la dirección de atención pri- 
maria del área, al objeto de que por la misma se adop- 
taran las medidas precisas para canalizar la demanda 
de asistencia sanitaria en condiciones de igualdad pa- 
ra todos los ciudadanos, estén o no censados en el mu- 
nicipio (queja 9010314). 

3.5. Actividad farmacéutica y control de medica- 
mentos 

Con motivo de las actuaciones iniciadas en torno a 
la apertura de oficinas de farmacia, a que se ha hecho 

alusión en el apartado correspondiente de la Adminis- 
tración del Estado, fueron solicitados informes, además 
del Ministerio de Sanidad y Consumo, a las adminis- 
traciones autonómicas con competencia en la materia. 

Entre los informes recibidos, adquiere una especial 
relevancia el emitido por el Departamento de Sanidad 
y Seguridad Social de la Generalidad de Cataluña, en 
el que se señalaba que, en el ejercicio de las competen- 
cias ostentadas por el Departamento, se analizaba la 
evolución del criterio jurisprudencial, hoy en día cla- 
ramente “pro apertura)) en la instalación de nuevas ofi- 
cinas de farmacia, por el que se intenta primar el 
interés general de un mejor servicio sanitario sobre los 
intereses particulares de los farmacéuticos ya instala- 
dos, añadiéndose que tal criterio es aludido repetida- 
mente en las resoluciones dictadas por‘ el 
Departamento, si bien es elevado el número de recur- 
sos que se interponen en esta materia, motivados, en 
ocasiones, por los intereses existentes. 

Por la misma razón -se añadía- cabe explicar la 
oposición, tanto en vía administrativa, como jurisdic- 
cional, de los farmacéuticos ya establecidos a la aper- 
tura de nuevos establecimientos, en ocasiones con el 
objetivo de dilatar el procedimiento. 

Se señalaba igualmente la importancia de solucionar 
estos problemas y que, para ello, el Departamento ha- 
bía elaborado un proyecto de Ley de ordenación farma- 
céutica, por el que se pretendía garantizar una 
adecuada asistencia sanitaria a la población, a través 
de una redacción puntual de su articulado, intentando 
con ello que la intervención jurisdiccional, tan abun- 
dante en esta materia, sea mínima. 

En esta línea, se indicaba que la idea básica del cita- 
do proyecto era llevar a cabo una planificación racio- 
nal de las oficinas de farmacia y, para ello, se partía 
del área básica de salud, combinando este concepto con 
el cómputo de habitantes para la autorización de nue- 
vas oficinas y siguiendo un criterio objetivo y simple, 
a fin de evitar lagunas y problemas interpretativos, que 
no conducen sino a la inseguridad jurídica y a incre- 
mentar el número de recursos. 

A tal efecto, se puntualizaba que se clasificaban las 
áreas básicas de salud, en el citado proyecto de ley, en 
áreas urbanas, áreas de montaña y áreas rurales y se- 
miurbanas, a efectos de facilitar la instalación de nue- 
vas oficinas de farmacia en aquellas zonas que puedan 
tener una mayor dificultad de comunicación y garan- 
tizar así una adecuada atención farmacéutica a toda 
la población, independientemente de cual sea su lugar 
de residencia. 

De otra parte, se indicaba que otro de los problemas 
detectados en la tramitación de los recursos es la pa- 
ralización de los procedimientos, en ocasiones con el 
único objetivo de retardar el establecimiento de una 
nueva oficina de farmacia, por parte de los farmacéu- 
ticos ya instalados, y que, para evitar tal circunstancia, 
el proyecto de ley disponía que se concedería la auto- 
rización a la persona que lo haya solicitado, evitando, 
cuando el procedimiento se haya iniciado a instancia 
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de un farmacéutico, los concursos de farmacéuticos, 
que podrían dar pie a innumerables recursos, a la vez 
que se preveía la posibilidad de adoptar medidas cau- 
telares para evitar paralizaciones innecesarias. 

Al mismo tiempo, se señalaba que, al objeto de evi- 
tar ambigüedades y recurrir siempre a datos objetivos, 
se había sustituido el criterio seguido por la normati- 
va vigente en el cómputo de habitantes, por un criterio 
que consiste en añadir a la población del área básica 
un 10% de los alojamientos turísticos con que se cuente. 

Por último, se resaltaba que con el proyecto de Ley 
de Ordenación Farmacéutica se había pretendido un 
planteamiento global de toda la atención farmacéuti- 
ca en Cataluña y, en concreto, por lo que respecta a nue- 
vas oficinas de farmacia, evitar los problemas 
observados en la aplicación de la normativa vigente. 

Las previsiones anteriores se hicieron efectivas con 
posterioridad, al aprobarse por el Parlamento de Cata- 
luña la Ley 31/1991, de 13 de diciembre, de Ordenación 
Farmacéutica de Cataluña. 

Por su parte, el Departamento de Sanidad del Gobier- 
no Vasco manifestó que era consciente de la singular 
problemática que genera la aplicación del régimen ju- 
rídico vigente sobre oficinas de farmacia, contenido en 
el Real Decreto 90911978, y en sus órdenes ministeria- 
les de desarrollo, añadiendo que la intervención de la 
Consejería determinó una distribución de competencias 
con los colegios de farmacéuticos del País Vasco, por 
la que la administración autonómica se reservaba el co- 
nocimiento de los recursos administrativos frente a las 
resoluciones colegiadas. 

Asimismo, y en relación con los planteamientos sus- 
tentados por esta institución, se resalta que el Depar- 
tamento de Sanidad está dispuesto a iniciar la 
elaboración de un proyecto que diseñe el marco jurídi- 
co de la atención farmacéutica en el País Vasco, toman- 
do como objetivo y referencia una atención 
farmacéutica inserta dentro del proyecto más amplio 
de atención sanitaria. 

En tal sentido, y respecto de las oficinas de farma- 
cia, se señala que es necesario efectuar una profunda 
modificación de la normativa actual, para lo cual se han 
iniciado actuaciones para la delimitación del modelo 
de servicios farmacéuticos, de los criterios de planifi- 
cación sanitaria (módulos poblacionales y de accesibi- 
lidad, criterios de propiedad en el acceso a la 
titularidad, etc.), y de los criterios sanitarios y asisten- 
ciales de funcionamiento, subrayándose, a título de re- 
sumen, que se pretende efectuar una profunda 
transformación que no se limite a readaptar los esque- 
mas del citado Real Decreto 909/1978. 

En cuanto a la Comunidad Valenciana, la Consejería 
de Sanidad y Consumo indicó que, por parte de los tres 
colegios de farmacéuticos de la Comunidad, se han ve- 
nido exigiendo a los peticionarios de apertura de nue- 
vas oficinas de farmacia determinadas cantidades en 
concepto de cobertura de gastos de tramitación de los 

- 

expedientes y que, si bien la Consejería interpretó que 
tales exacciones podrían venir amparadas por el artí- 
culo 6 de la Ley 211974, de 13 de febrero, de Colegios 
Profesionales, en consideración a la reciente jurispru- 
dencia se ha variado el criterio inicial, pasando a esti- 
mar los recursos de aquellos solicitantes que entienden 
no ajustada a derecho la exigencia de tales percep- 
ciones. 

Por último, se significa que se han mantenido reunio- 
nes con los servicios jurídicos y de ordenación farma- 
céutica de la Consejería, tendentes al establecimiento 
de una regulación más favorecedora de la atención far- 
macéutica, si bien hasta la fecha no existe todavía nin- 
gún anteproyecto elaborado, aun cuando hay un elevado 
interés en conseguir en la comunidad autónoma una 
normativa legal más acorde con la tulela de la salud 
pública. 

3.6. Limitación en la venta y uso del tabaco 

Durante el año 1991 se han seguido formulando que- 
jas en relación con las medidas destinadas a reducir 
la inducción al consumo de tabaco y respecto de los le- 
gítimos derechos a la protección de la salud de los no 
fumadores, subrayándose el incumplimiento de las me- 
didas legales establecidas. 

Sobre esta materia, se intervino en un asunto expues- 
to en una queja, en la que se indicaba que en un centro 
docente de Castellón de la Plana se infringía lo dispues- 
to en el a rtículo séptimo del Real Decreto 19211988, de 
4 de marzo, informando la administración que se ha- 
bía efectuado una visita de inspección al centro esco- 
lar, en el curso de la cual no se había observado 
infracción en cuanto a la delimitación de zona de fu- 
madores, si bien se habían constatado incidencias res- 
pecto de las hojas de reclamaciones, circunstancia que 
ha dado lugar al traslado del expediente a la sección 
de sanciones y recursos, por si procediera la incoaccibn 
de expediente sancionador (queja 9025468). 

Puede citarse también en este sentido otra queja, en 
la que se señalaba que, como consecuencia de la inob- 
servancia del marco legal sobre limitación en la venta 
y uso del tabaco en una academia, se había formulado 
una reclamación al Servicio Regional de Salud de la Co- 
munidad de Madrid, comunicando dicho Servicio que 
se procedería a efectuar visita de inspección, sin que 
taí actuación se hubiera llevado a cabo, y persistiendo 
la situación detallada en la reclamación. 

En el informe emitido por la Consejería de Salud de 
iicha comunidad, se señaló que se había procedido a 
girar visita de inspección al centro denunciado por el 
promovente, en respuesta a la demanda de informe for- 
mulada por esta institución, comprobándose la existen- 
ria de una zona de fumadores convenientemente 
señalada y no observándose indicios de consumo de ta- 
baco en el resto de las zonas de la academia (queja 
3027924). 
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3.7. Otros aspectos relativos a la administración 
sanitaria 

En relación con las potestadese sancionadoras que 
competen a la administración sanitaria sobre el perso- 
nal a su servicio, se ha puesto de relieve, como supues- 
to puntual, una falta de concordancia entre la sanción 
impuesta y la realmente sufrida por un veterinario ti- 
tular. Consistiendo en una suspensión de empleo y suel- 
do por un período de tres meses, la misma se prolongó, 
por una defectuosa gestión administrativa, treinta y cin- 
co días más. Es significativo hacer constar que dicha 
sanción fue cumplida en el año 1983 y que el referido 
funcionario fue jubilado en el año 1987. Sobre este ca- 
so, habida cuenta de las competencias que en el momen- 
to del cumplimiento de la sanción ostentaban diversas 
administraciones (Ministerio de Sanidad y Consumo y 
Consejería de Sanidad y Consumo de la Junta de Ex- 
tremadura) se formuló una sugerencia en el sentido de 
que la primera de ellas procediera al reconocimiento 
del derecho del interesado a la incorporación a su pla- 
za una vez transcurrido el plazo por el que se impuso 
la sancibn, por cuanto en aquel momento era titular de 
la potestad disciplinaria, y la segunda asumiera la re- 
percusión económica de tal reconocimiento, ya que te- 
nía asignadas las dotaciones presupuestarias aplicables 
a los sanitarios locales. 

Aceptada la sugerencia por el Ministerio de Sanidad 
y Consumo en el aspecto que le concernía y realizadas 
las actuaciones oportunas, la Junta de Extremadura ha 
entendido que, por carecer en aquel momento de las fa- 
cultades de gestión de personal, así como por la falta 
de vinculación con el funcionario, dada su condición 
de jubilado, no le compete la asunción del coste econó- 
mico de la actuación de otras administraciones pú- 
blicas. 

Como quiera que no se considera ajustado a derecho 
el criterio mantenido por dicha Junta, esta institución 
proseguirá las actuaciones conducentes al reconoci- 
miento económico de la parte de sanción sufrida en ex- 
ceso por el promovente (queja 8415891). 

3.8. Consumo 

En el campo de la defensa de los consumidores y 
usuarios, y sin perjuicio de las quejas recogidas en otros 
apartados de este informe, puede hacerse alusión, en 
primer lugar, a una queja sobre los perjuicios origina- 
dos por la utilización de un bronceador. 

Las actuaciones llevadas a cabo con motivo de esta 
queja fueron iniciadas con la Dirección General de Con- 
sumo de la Junta de Comunidades de Castilla-La Man- 
cha, por haberse adquirido el producto en esta 
comunidad autónoma. Con posterioridad, el expedien- 
te fue remitido por dicho organismo a la Comunidad 
de Madrid, al radicar en esta comunidad autónoma la 
empresa distribuidora del producto. Finalmente, el ex- 
pediente fue incoado por la Dirección General de Con- 

sumo de la Consejería de Bienestar Social de Murcia, 
por estar ubicada en esta región la empresa fabricante. 

Esta última Dirección General remitió informe en el 
que se señalaba que se había procedido a imponer una 
sanción, al haberse detectado irregularidades en la co- 
mercialización de dicho cosmético, notificándose la re- 
solución adoptada al promovente de la queja, por lo que, 
a la vista de todo ello, se dieron por finalizadas las ac- 
tuaciones, tras la larga y compleja tramitación reseña- 
da (queja 8711765). 

En relación con la queja formulada sobre la prácti- 
ca comercial llevada a cabo por una empresa editorial, 
consistente en el cargo de artículos no rechazados ex- 
presamente por el cliente, fueron finalizadas las actua- 
ciones ya descritas en el informe del año 1990. En el 
mismo se ponía de relieve cómo el Instituto Nacional 
de Consumo compartía el criterio de esta institución 
en el sentido de considerar que tal práctica podría vul- 
nerar la letra y espíritu del artículo 10 de la Ley 2611984, 
de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumi- 
dores y Usuarios. Como fruto del traslado de la opor- 
tuna documentación a la Dirección General de 
Consumo de la Comunidad de Madrid, se ha comuni- 
cado la incoacción de expediente a dicha editorial por 
presunta infracción administrativa en materia de de- 
fensa del consumidor (queja 9003169). 

Con independencia de lo anterior, se ha intervenido 
en sendos casos en los que se observaban defectos pro- 
cedimentales en la tramitación de las denuncias formu- 
ladas ante los órganos competentes en materia de 
defensa del consumidor y del usuario. 

En este sentido, se intervino ante la Dirección Gene- 
ral de Consumo y Disciplina del Mercado de la Gene- 
ralidad de Cataluña, en relación con la falta de 
notificación de la resolución recaída en reclamación 
formulada ante el Servicio Territorial de Comercio y 
Consumo de Tarragona, basada en la reparación defec- 
tuosa de un vehículo. 

Dado que por la citada Dirección General únicamen- 
te se indicaba, en el informe remitido, que no había lu- 
gar a la iniciación de actuaciones contra le empresa 
denunciada, sin hacer manifestación alguna sobre la 
resolución adoptada y su notificación al promovente, 
se solicitó información complementaria. En la nueva 
contestación se ponía de manifiesto que se había dic- 
tado resolución de archivo del expediente, procedién- 
dose a la correspondiente notificación al interesado. 
Dado que sobre la omisión de este trámite versaba el 
motivo de la queja se procedió a la finalización de las 
actuaciones (queja 9010046). 

De nuevo la ausencia de la notificación de la resolu- 
ción, recaída en una reclamación dirigida a la Direc- 
ción General de Consumo de la Consejería de Economía 
de la Comunidad de Madrid, motivó las actuaciones de- 
sarrolladas con ocasión de otra queja, relativa a la re- 
paración defectuosa de un automóvil. Por la citada 
Dirección General se manifestó que, efectuada inspec- 
ción a la empresa comercial, no se puso de relieve, en 
un primer momento, ninguna infracción administrati- 
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va. Seguidamente, y a causa de la aportación de nue- 
vos datos que ampliaban la denuncia inicial, se giró una 
nueva inspección en la que se constataron infracciones 
administrativas, por lo que se inició la instrucción de 
expediente sancionador, comunicándose dicha incoac- 
ción a la interesada (queja 9027941). 

4 .  ADMINISTRACION DE LA SEGURIDAD SOCIAL 
Y ACCION SOCIAL 

4.1. Prestaciones económicas 

La mayoría de las quejas tramitadas en esta materia 
se refieren a la tardanza en la resolución de las solici- 
tudes de distintas prestaciones, en especial de las pen- 
siones no contributivas de la Seguridad Social, de las 
pensiones asistenciales, y de las prestaciones en favor 
de las personas con minusvalía. 

Como ha quedado reseñado en el capítulo de este in- 
forme relativo a la Administración del Estado, la tar- 
danza en la tramitación de las pensiones no 
contributivas de la Seguridad Social, establecidas por 
la Ley 2611990, de 20 de diciembre, motivó la apertura 
de oficio de una investigación sobre las causas de tal 
demora. 

En el curso de las actuaciones desarrolladas, y con 
independencia de los informes solicitados al respecto 
al Ministerio de Asuntos Sociales y a la Secretaría Ge- 
neral para la Seguridad Social, se procedió asimismo 
a recabar la correspondiente información de las Con- 
sejerías competentes de las comunidades autónomas, 
teniendo en cuenta la intervención de las mismas en es- 
ta materia, bien por haber asumido las funciones del 
Instituto Nacional de Servicios Sociales, bien por ha- 
ber suscrito, con el Ministerio de Asuntos Sociales, a 
excepción de Aragón, conciertos para la gestión de es- 
tas prestaciones, de acuerdo con lo previsto por la dis- 
posición adicional cuarta, número dos, de la Ley 
2611990, de 20 de diciembre. 

En los informes emitidos por cada una de ellas, se 
señalan las causas que han motivado la tardanza en la 
tramitación y resolución de los expedientes, debidas, 
fundamentalmente, a la recepción de las solicitudes pre- 
sentadas ante las Direcciones Provinciales del Institu- 
to Nacional de Servicios Sociales: al establecimiento 
del procedimiento a seguir en el trámite de los expe- 
dientes: a la selección y formación de funcionarios; a 
la implantación de los procesos informáticos: y a la 
transferencia de los créditos necesarios para la finan- 
ciación de estas pensiones. 

Igualmente, los distintos órganos competentes faci- 
litaron los datos sobre el estado de tramitación de los 
expedientes. Con posterioridad se han recibido nuevos 
datos actualizados al 13 de diciembre de 1991, envia- 
dos por la Secretaría General para la Seguridad Social, 
con remisión del cuadro que se incluye seguidamente 
y del que se desprende que un total de 242.959 solici- 

tudes presentadas, se habían resuelto 73.385 expedien- 
tes, es decir; el 30 por 100 de aquéllas (expediente 
9118154). 

En el ámbito de las pensiones asistenciales previs- 
tas en favor de las personas mayores de 66 años y en- 
fermas o incapacitadas para el trabajo, pudo concluirse 
satisfactoriamente una queja en la que se observaba un 
retraso en la resolución de una solicitud de pensión de 
enfermedad, dándose la circunstancia de que se habían 
formulado reparos por la intervención. Una vez subsa- 
nada la situación, al comprobarse la concurrencia de 
los requisitos exigidos para acceder a la prestación, se 
dictó de la resolución correspondiente por la Delega- 
ción Provincial de la Consejería de Trabajo y Servicios 
Sociales de la Junta de Galicia, en La Coruña (queja 
9028728). 

Por lo que se refiere a las prestaciones que estable- 
ció en favor de las personas con minusvalía la Ley 
13/1982, de 7 de abril, la excesiva tardanza (17 meses 
en un caso y 24 meses en el otro) observada en la tra- 
mitación de las respectivas solicitudes, motivó la remi- 
sión de sendos recordatorios a la Delegación Provincial 
de la Consejería de Trabajo y Servicios Sociales de la 
Junta de Galicia, en La Coruña, y a la Delegación Te- 
rritorial de Servicios Sociales de la Consejería de Tra- 
bajo y Seguridad Social de la Generalidad Valenciana, 
en Valencia, en torno al deber legal de ajustarse, en la 
tramitación de estos expedientes, al plazo máximo de 
seis meses, conforme a lo dispuesto por el artículo 61 
de la Ley de Procedimiento Administrativo (quejas 
9004398 y 9011706). 

Se formuló asimismo una sugerencia, dirigida a la 
Gerencia Provincial del Instituto Andaluz de Servicios 
Sociales en Málaga, a fin de que se dictara la corres- 
pondiente resolución expresa en una solicitud de ayu- 
da de tercera persona presentada en junio de 1989, ya 
que la misma no había sido contestada. Respecto de es- 
ta sugerencia, la citada Gerencia Provincial comunicó 
que en octubre de 1991 se había dictado la correspon- 
diente resolución, en sentido desestimatorio. 

Con independencia de la aceptación de esta sugeren- 
cia, prosiguen las actuaciones iniciadas con motivo de 
esta queja, respecto del problema general de la tardanza 
en la resolución de las solicitudes de prestaciones en 
esta Gerencia Provincial (queja 8907215). 

De otra parte, la falta de resolución expresa de un re- 
curso de alzada interpuesto, en fecha 19-5-1990, contra 
la resolución denegatoria de una ayuda de apoyo a la 
integración familiar y social de menores y a mujeres 
con cargas familiares no compartidas, motivó la inter- 
vención de esta institución, dictándose en fecha 
8-4-1991, es decir, a los once meses de ser formulado 
el recurso, la oportuna resolución por la Consejería de 
Integración Social de la Comunidad de Madrid (queja 
9019276). 

Además de las quejas referidas a los aspectos proce- 
dimentales, es preciso dejar constancia de las actuacio- 
nes desarrolladas sobre un caso en que el promovente 
discrepaba del nivel de renta tomado en consideración 
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para proceder a las denegación de una solicitud de sub- 
sidio de movilidad y compensación por gastos de trans- 
porte. Dichas actuaciones concluyeron con la' revisión 
de oficio del expediente, por parte de la Delegación Te- 
rritorial de Servicios Sociales de la Consejería de Tra- 
bajo y Seguridad Social de la Generalidad Valenciana, 
en Alicante, reconociéndose el derecho a la citada pres- 
tación, con efectos económicos desde el 1 de diciem- 
bre de 1988 (queja 9025858). 

4.2. Servicios sociales 

4.2.1. Menores 

En el curso de las actuaciones desarrolladas con mo- 
tivo de la investigación realizada en torno a la atención 
de los menores (queja 9118387), fueron visitados diver- 
sos centros dependientes de distintas administraciones 
autonómicas. 

Así, en Andalucía, se visitaron tres establecimientos 
dependientes del Instituto Andaluz de Servicios So- 
ciales. 

El colegio <<Jesús Redentor», de Almería, iba a ser ce- 
rrado, en la fecha de la visita, para efectuar obras de 
remodelación, al haberse detectado problemas de ci- 
mentación. Con independencia de lo anterior, no se ob- 
servaron problemas dignos de mención en los aspectos 
estructurales y funcionales. 

Por otra parte, respecto del colegio «San Miguel)), de 
Granada, con independencia de los problemas deriva- 
dos de la ubicación del centro, desde el punto de vista 
estructural no se detectaron graves problemas. En cuan- 
to a los aspectos funcionales, se observó que no existía 
un control dietético de la alimentación, siendo, además, 
necesario adoptar diversas medidas para mejorar la 
atención médica dispensada a los menores. 

En relación con este centro es preciso hacer constar 
que ha permanecido cerrado desde julio de 1990 hasta 
marzo de 1991, para realizar obras de adecuación. 

Por último, la visita efectuada al colegio aSanto Ros- 
tro», de Jaén, permitió constatar que las condiciones 
de habitabilidad y conservación de este centro eran la- 
mentables, no considerándose, en absoluto, apto para 
el fin al que estaba destinado. 

Por lo que se refiere a los aspectos funcionales, se ob- 
servaron, entre otras circunstancias, la inexistencia de 
un control dietético de la alimentación, la falta de rea- 
lización de controles médicos periódicos a los meno- 
res, deficiencias en el sistema de almacenamiento y 
evacuación de residuos y la falta de desarrollo de acti- 
vidades de educación sanitaria. 

La observación previa que se realizaba al menor a su 
ingreso, debe calificarse de incompleta por cuanto abor- 
daba exclusivamente aspectos educativos y sociales. 

En Aragón, se visitó la Casa Tutelar «Buen Pastor», 
de Zaragoza, estimándose que, desde un punto de vista 
estructural, este centro era adecuado en cuanto a su es- 

tado de conservación, si bien es de reseñar la infrauti- 
lización del establecimiento. 

La Casa Juvenil de Sograndio fue el centro visitado 
en Asturias, pudiéndose constatar como consecuencia 
de la vista que, desde el punto de vista estructural, el 
centro no se encuentra en malas condiciones, aunque 
existan ciertas deficiencias. Se observan, en cambio, al- 
gunos problemas en los aspectos funcionales, sobre los 
que pueden citarse, entre otros, la falta de un control 
dietético de la alimentación, la ausencia de realización 
de actividades de educación sanitaria, las escasas ac- 
tividades recreativas y culturales que se llevan a cabo 
y la falta de coordinación existente entre maestros, edu- 
cadores y dirección. 

La observación previa del menor a su ingreso no 
atiende los aspectos psicológicos, no existiendo, de otra 
parte, un seguimiento personalizado de la evolución del 
menor. 

En Canarias, las actuaciones desarrolladas se centra- 
ron en la visita al centro «San Miguel)). 

En cuanto a los aspectos estructurales, se trataba de 
un Centro de grandes dimensiones que se encontraba 
infrautilizado por el escaso número de menores que al- 
bergaba. 

La desorganización de su funcionamiento interno, 
que pudo apreciarse durante la visita, impidió que pu- 
diera obtenerse información sobre el número exacto de 
menores internados. Por otra parte, «adscritos» al cen- 
tro, se encontraban treinta y ocho menores respecto a 
los cuales no existía control en cuanto a su ubicación 
en otros centros o en sus familias, pese a correr a car- 
go del presupuesto del centro. 

Pudo observarse la existencia de conflictos labora- 
les de la plantilla sobre el contenido de sus funciones 
específicas que repercutían desfavorablemente en la 
educación de los menores internados. 

No existía control dietético de la alimientación. 
Tampoco pudo apreciarse que existiera un control 

médico exhaustivo, periódico y frecuente de los meno- 
res internados ni que existiera constancia documental 
e individual de este seguimiento médico. Tan sólo se 
contaba con un informe médico inicial de realización 
reciente. No se llevaban a cabo actividades de educa- 
ción sanitaria ni se encontraba previsto tratamiento es- 
pecífico para los menores toxicómanos. 

No se realizaba observación de carácter multidisci- 
plinar del menor a su ingreso. Si bien existía un equi- 
po de esta naturaleza con competencia provincial, éste, 
en el momento de la visita, había comenzado reciente- 
mente a realizar esta observación previa sin que hubie- 
ra remitido informe alguno al centro. 

No existía programación educativa, cultural ni re- 
creativa de carácter general del centro, ni proyectos edu- 
cativos individualizados de cada menor. 

No existía un control documental de las salidas y en- 
tradas de los menores durante su internamiento. 

Al no estar previsto ningún medio de transporte ex- 
terno, algunos menores acudían a sus clases fuera del 

- 
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centro andando distancias largas, sin ser conocida es- 
ta circunstancia por el director. 

Los tres talleres ocupacionales existentes no se utili- 
zaban por los menores. Al parecer y según se informó, 
alguno de estos talleres se utilizaba por el maestro del 
mismo para realizar tareas privadas con material 
propio. 

La biblioteca y el gimnasio, en adecuadas condicio- 
nes, permanecían cerrados y sin utilizar. 

Existían unas celdas de aislamiento, cuyas inacepta- 
bles condiciones habían determinado una orden de 
clausura de la administración competente, que, sin em- 
bargo, se econtraban abiertas y no efectivamente clau- 
suradas. 

Pudo apreciarse también una sección de habitacio- 
nes similares a las utilizadas habitualmente por los me- 
nores que carecían de cristales, no reuniendo, por tanto, 
condiciones de habitabilidad adecuadas. El uso reciente 
de una de estas habitaciones pudo comprobarse duran- 
te la visita. 

Las deficiencias apreciadas en el funcionamiento de 
este centro determinaron la remisión al Presidente del 
Gobierno de Canarias de un informe específico sobre 
el mismo, en el que se contenían una serie de recomen- 
daciones, sobre las que en su momento se recibió la 
oportuna contestación. En esta respuesta, se señalaba 
que estaba en marcha el proyecto de sustitución del es- 
tablecimiento por microcentros donde los menores pue- 
dan tener una atención personalizada. Según la 
información obtenida con posterioridad, el citado pro- 
yecto había sido ya ejecutado. 

Tres fueron los establecimientos dependientes de la 
administración autonómica visitados en Cantabria. 

En cuanto a la residencia ((Capitán Palacios», sita en 
Santander, las condiciones físicas y de mantenimiento 
del centro eran buenas, si bien cabría destacar la falta 
casi total de signos externos en las habitaciones que de 
alguna manera dieran calor y personalidad a los espa- 
cios íntimos de los menores (libros, posters, juguetes, 
etc.). También destacaba la casi total ausencia de ele- 
mentos decorativos en las zonas comunes. 
Por lo demás, únicamente podía resaltarse la conve- 

niencia de que se llevara a cabo un control dietético de 
la alimentación, así como la de mejorar las condicio- 
nes de las instalaciones deportivas. 

Respecto de la residencia «Santa Teresa», también de 
Santander, en el aspecto estructural, puede señalarse 
que las condiciones del centro eran las adecuadas, de- 
biendo reseñarse que se observaba un mayor cuidado 
que en el centro «Capitán Palacios», destacable en la 
decoración, tanto de las zonas comunes, como de los 
dormitorios (posters, cuadros, cortinas, juguetes, etc.). 
En cuanto a los aspectos funcionales, podía Únicamente 
resaltarse la conveniencia de que se llevara a efecto el 
control dietético de la alimentación por parte de per- 
sonal especializado. 

Por último, la visita al hogar «La Alberician, sito asi- 
mismo en Santander, permitió observar la adecuación 
y buenas condiciones del centro, pudiendo constatar- 

se las ventajas derivadas de la atención dispensada en 
pequeños núcleos que reproducen un ambiente fa- 
miliar. 

En Castilla-La Mancha fueron visitados dos estable- 
cimientos, situados ambos en Ciudad Real. 

Tras la visita efectuada a la residencia «San Rafael,,, 
se consideró que, desde un punto de vista estructural, 
el centro se encontraba, en líneas generales, en muy 
buenas condiciones. De otra parte, la impresión gene- 
ral sobre su funcionamiento era francamente positiva, 
existiendo únicamente un problema puntual relativo al 
deficiente sistema de almacenamiento y evacuación de 
residuos, que precisaba mejorarse. 

Respecto del centro «Nuestra Señora del Prado», no 
se observaron problemas que pudieran conceptuarse 
como graves, aunque existían algunas cuestiones con- 
cretas que era preciso resolver, relativas al almacena- 
miento y evacuación de residuos, al almacenamiento de 
productos tóxicos o peligrosos y al acondicionamiento 
de la piscina del centro. 

En relación con las recomendaciones efectuadas, se 
recibió la contestación de la Consejería de Bienestar 
Social de la Junta de Comunidades de Castilla-La Man- 
cha, en la que se indicaba que las deficiencias obser- 
vadas en los dos establecimientos visitados en esta 
comunidad habían sido corregidas. Se informaba asi- 
'mismo que se estaba construyendo en la ciudad de Al- 
bacete un centro de carácter regional, adecuado a la 
función rehabilitadora que debe cumplir. Se expresa- 
ba, por último, que los criterios recogidos en el estu- 
dio realizado inspiraban también un proyecto de Ley 
de Atención a la Infancia que se estaba redactando pa- 
ra la remisión a las Cortes Regionales de Castilla-La 
Mancha. 

Cuatro establecimientos fueron visitados en Castilla 
y León, ubicados dos de ellos en León y los dos restan- 
tes en Salamanca. 

El hogar «Suero de Quiñones», de León, se encontra- 
ba, en líneas generales, en buenas condiciones. No obs- 
tante, sería conveniente efectuar alguna reparación, así 
como contar con un mobiliario más adecuado en los 
dormitorios de los menores, ya que estas habitaciones 
son poco acogedoras. 

En otro orden de cosas, se observaban la ausencia de 
un control dietético de la alimentación, por parte de 
personal especializado en nutrición. 

En términos generales, la Casa Familiar ((Santa Ma- 
rían, también de León, presentaba unas condiciones 
aceptables, teniendo, de otra parte, las ventajas de los 
pequeños núcleos de tipo familiar en cuanto a la aten- 
ción a los menores y siendo de reseñar únicamente la 
insuficiencia del sistema de calefacción. 

Respecto del centro «Los Molinosde Termes», de Sa- 
lamanca, aunque desde el punto de vista estructural 
presentaba un estado aceptable, parecería convenien- 
te adoptar una serie de medidas para su mejora. De otra 
parte, la existencia de un inmueble de reciente construc- 
ción, sin utilización actual, ya que únicamente se usan 
las cocinas y el comedor, exigiría la adopción de las me- 
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didas oportunas para proporcionarle un destino 
apropiado. 

Por último, pese a que la guardería <<Los Charros», 
también de Salamanca, presentaba, desde una perspec- 
tiva estructural, un estado que, en general, podía con- 
ceptuarse como adecuado, se consideraba preciso que 
se adoptaran las medidas necesarias para solucionar 
las deficiencias que se observaban en las instalaciones, 
dada la antigüedad del inmueble. 

En Cataluña, se realizaron visitas a cinco estableci- 
mientos. 

Tras la visita efectuada al centro «L'Espigol», de Bar- 
celona, se estimó que las condiciones del centro eran 
las adecuadas, tanto desde el punto de vista estructu- 
ral, como funcional. 

En cuanto al centro uLa Ginesta)), también de Barce- 
lona, sus condiciones eran plenamente adecuadas, de- 
biéndose únicamente señalar que el personal obligado 
a ello carecía de carnet de manipulación de alimentos. 

De otra parte, la impresión obtenida tras la visita al 
centro «L>Esperanca», sito asimismo en Barcelona, lle- 
vaba a la convicción de que se hallaba en excelentes con- 
diciones estructurales y de funcionamiento. 

Respecto del centro N Josep Pedragosan, de Palau de 
Plegamans, se han de resaltar las deficientes condicio- 
nes de habitabilidad de las instalaciones correspondien- 
tes a uno de los tres grupos de menores atendidos en 
el centro, dada la mala conservación de las dependen- 
cias correspondientes (habitación y sala de estar), así 
como la ausencia de mobiliario. 

Por último, las condiciones materiales y funcionales 
del centro &Alzina», también de Palau de Plegamans, 
se estimaron, tras la visita efectuada, como muy ade- 
cuadas para el fin al que el establecimiento está des- 
tinado. 

Las actuaciones desarrolladas en Extremadura se 
centraron en la visita al centro «San Juan Bautista)), 
de Badajoz. 

Este centro presentaba un problema general de ele- 
vada temperatura en verano, debido a sus característi- 
cas arquitectónicas, problema que resultaba más 
acusado en el módulo dedicado a cocina-comedor por 
su hermeticidad. Se observaba, de otra parte, el aban- 
dono de algunas instalaciones como eran el jardín, el 
campo de fútbol y la pista de atletismo, considerándo- 
se que se deberían adoptar las medidas oportunas pa- 
ra su utilización, incluso si fuere menester por personas 
ajenas al centro. 

En el aspecto positivo, se consideraba que existía una 
gama amplia de actividades recreativas y culturales y 
que el módulo de alojamiento se encontraba en buenas 
condiciones de habitabilidad. 

De los establecimientos existentes en Galicia, fue vi- 
sitado el centro «Castrosenin», de Mourente (Ponteve- 
dra), respecto del que, pese a que presentaba problemas 
de carácter estructural, a causa de la existencia de al- 
gunos defectos de construcción, se estimó que, en ge- 
neral, el espacio y las buenas condiciones de 
habitabilidad propiciaban una estancia suficientemente 

confortable a los menores internados, siendo de rese- 
ñar, no obstante, el bajo índice de utilización, derivado 
con probabilidad de su sobredimensionamiento (el cen- 
tro contaba con una capacidad de 114 plazas y en el mo- 
mento de la visita sólo estaban ocupadas 10). Sin duda 
por esta causa, y conforme a la información obtenida 
con posterioridad a la visita, el centro había sido clau- 
surado, estando proyectado destinarlo a residencia de 
la tercera edad y previéndose la construcción de un mó- 
dulo de reforma en otro establecimiento. 

Cuatro centros fueron visitados en Madrid. 
El centro «Sagrado Corazón)), sito en la ciudad de Ma- 

drid, se encontraba instalado en un edificio de recien- 
te construcción y, en términos generales, podía 
calificarse el estado de las instalaciones y del mobilia- 
rio como adecuado, sin que tampoco se observaran pro- 
blemas dignos de mención en el plano funcional. Debe, 
no obstante, destacarse que el centro carecía de regla- 
mento de régimen interior en el momento de la visita. 

En cuanto al centro «Altamira», situado en esta mis- 
ma ciudad, el edificio en el que se encontraba ubicado 
había sido recientemente reformado, encontrándose en 
buenas condiciones de conservación, sin que, de otra 
parte, se considerara que existieran problemas de or- 
den funcional que demandaran la adopción de medi- 
das para su corrección. 

Por su parte, el centro «Renasco», también de Madrid, 
pese a estar ubicado en un edificio antiguo, se encon- 
traba, en términos generales, en un estado aceptable. 
No obstante, y aunque la zona de dormitorios estaba 
remozada, se apreciaban deficiencias en el mobiliario. 
Asimismo, debe significarse que el gimnasio contaba 
con un material deportivo escaso y en condiciones pre- 
carias. 

A tenor de la información proporcionada durante la 
visita, la dotación económica destinada a la alimenta- 
ción podría considerarse insuficiente. 

Por último, el centro «Casa Familia)), ubicado, como 
los anteriores, en la ciudad de Madrid, había sido inau- 
gurado en fecha reciente, encontrándose en fase de equi- 
pamiento y estimándose como muy adecuado para la 
finalidad a la que está asignado. 

En Murcia, fue visitado el centro «Santo Angel», si- 
tuado en la capital de la Región. 

La valoración global de este centro ofrecía algunas 
dificultades, dado que se encontraba en remodelación. 
en el momento de la visita. Teniendo en cuenta esta cir- 
cunstancia, el centro no presentaba problemas graves, 
debiéndose reseñar el próximo traslado de los meno- 
res a uno de los hogares previamente remodelados. 

Como aspecto positivo, podía citarse la buena impre- 
sión sobre la asistencia médica prestada. 

La visita realizada, en Navarra, a dos hogares infan- 
tiles, sitos en Villava, permitió comprobar que sus con- 
diciones estructurales y funcionales eran plenamente 
adecuadas, constatándose, de otra parte, las ventajas 
que presenta la modalidad de atención en pequeños nú- 
cleos de ambiente familiar. 

En La Rioja fueron visitados, dos establecimientos, 
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una residencia y una guardería, situados ambos en 
Logroño. 

De acuerdo con las observaciones realizadas en la vi- 
sita efectuada a la residencia «Iregua», de Logroño, se 
estimó que la misma reunía las condiciones adecuadas 
para la finalidad a la que está destinada, encontrándo- 
se en un óptimo estado de conservación. 

De otra parte, la guardería «La Cometa», también de 
Logroño, por su reciente inauguración, reunía inmejo- 
rables condiciones para el desarrollo de la atención a 
los menores. 

Las actuaciones llevadas a cabo dieron lugar a la for- 
mulación de las correspondientes recomendaciones so- 
bre cada uno de los establecimientos visitados. 

Además de la investigación sobre la atención a los me- 
nores, debe señalarse que una actuación del Servicio 
Territorial de Bienestar Social de la Junta de Castilla 
y León, en León, que no se acomodaba, en el criterio 
de esta Institución, a lo dispuesto en los artículos 160 
y 161 del Código Civil, aconsejó que se dirigiera a di- 
cho servicio una advertencia, a fin de que en lo sucesi- 
vo se abstuviera de adoptar medidas que supusieran 
la restricción o suspensión del ejercicio del derecho de 
visitar y de relacionarse con sus hijos menores que los 
citados preceptos reconocen al padre y a la madre, de- 
biendo, en todo caso, instar del órgano judicial compe- 
tente la adopción de las medidas que, conllevando la 
citada restricción o suspensión, se estimen convenien- 
tes para la protección del interés superior del menor. 

Con la formulación de esta advertencia no se preten- 
día juzgar la conveniencia o no de las medidas adopta- 
das desde la perspectiva del interés superior del menor, 
sino el cauce utilizado para la aplicación de las mis- 
mas, desde el momento en que es al órgano judicial 
competente al que, conforme a los preceptos mencio- 
nados, corresponde la eventual decisión de armonizar 
el derecho reconocido al padre y a la madre y el citado 
interés del menor, procediendo, en su caso, a la restric- 
ción o suspensión de aquél, en el supuesto de que así 
lo demandara la prevalencia del mencionado interés 
(queja 9028302). 

4.2.2. Tercera edad 

En relación con la recomendación efectuada en su día 
por esta institución respecto de las residencias públi- 
cas y privadas de la tercera edad (queja 8808137), pue- 
den destacarse algunas novedades acaecidas durante 
el año 1991. 

Así, es preciso resaltar la aprobación, en Asturias, de 
la Ley 7/1991, de 5 de abril, de asistencia y protección 
al anciano, que, en la línea propugnada por la recomen- 
dación formulada, regula, entre otros aspectos, las con- 
diciones y requisitos de los establecimientos, el régimen 
para su autorización, registro y acreditación, el régimen 
de precios, el régimen de acceso a los establecimien- 
tos de titularidad pública, los derechos y deberes de los 
residentes, la inspección y control, y el régimen sancio- 

nador, además de establecer la figura del Letrado De- 
fensor del Anciano. 

Por Decreto 22/1991, de 7 de marzo, se han regulado 
en Baleares las condiciones y requisitos mínimos para 
la apertura y funcionamiento de centros, servicios o es- 
tablecimientos residenciales para la tercera edad. 

De otra parte, en el informe del año 1990 se indicaba 
que estaba en preparación en Castilla-La Mancha un De- 
creto por el que se regularían las características de los 
centros de servicios sociales, así como una Orden de 
desarrollo específico sobre las residencias de la terce- 
ra edad. 

En relación con lo indicado, puede señalarse que por 
sendos Decretos 5911991 y 6011991, ambos de 7 de mar- 
zo, se aprobaron, respectivamente, normas sobre el re- 
gistro de entidades y centros de servicios sociales de 
la Comunidad Autónoma y Castilla-La Mancha y sobre 
autorización y acreditación de centros y establecimien- 
tos de servicios sociales, incluidas las residencias de 
la tercera edad. 

Por estar asimismo relacionado con la recomenda- 
ción formulada, puede asimismo citarse la aprobación, 
en Castilla y León, del Decreto 97/1991, de 25 de abril, 
sobre inspección y régimen sancionador en materia de 
acción social. 

Por su parte, el Instituto de Servicios Sociales de la 
Región de Murcia aprobó, en fecha 7 de enero de 1991, 
unas normas provisionales de régimen interior de las 
residencias de la tercera edad de Espinardo y «Virgen 
del Rosario)), de Alhama. 

Asimismo, puede traerse a colación la aprobación, en 
Navarra, del Decreto Foral209/1991, de 23 de mayo, por 
el que se desarrolla la Ley Foral911990, de 13 de noviem- 
bre, sobre el régimen de autorizaciones, infracciones 
y sanciones en materia de servicios sociales. 

Además de lo anterior, puede citarse la solución fa- 
vorable de una queja formulada por un usuario de la 
residencia de la tercera edad de la Seguridad Social, 
sita en Santa Cruz de La Palma, a quien no se le habían 
abonado los gastos por el desplazamiento efectuado pa- 
ra incorporarse a la citada residencia. Las actuaciones 
llevadas a cabo finalizaron al informar el Instituto An- 
daluz de Servicios Sociales que había sido efectuada 
la transferencia de 24.600 pesetas, importe del corres- 
pondiente billete de avión, a la cuenta corriente indi- 
cada por el reclamante (queja 9111914). 

4.2.3. Personas con minusvalía 

A causa de la situación de abandono en que se en- 
contraba una persona tetrapléjica que había recibido 
asistencia sanitaria en el Hospital «La Fe», de Valen- 
cia, se realizaron actuaciones ante la Dirección Gene- 
ral de Servicios Sociales de la Consejería de Trabajo 
y Seguridad Social de la Generalidad Valenciana. 

Por dicho organismo se comunicó que se había pro- 
cedido al ingreso de dicha persona en la residencia mix- 
ta de la tercera edad de Carlet, en tanto se localizase 
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para la misma un centro más adecuado al tipo de defi- 
ciencia. Igualmente se resaltaba que la integración de 
la afectada en la referida residencia se estaba produ- 
ciendo con normalidad (queja 9100273). 

5. ADMINISTRACION EDUCATIVA 

5.1. Admisión de alumnos 

En relación con la actuación de la Comunidad Foral 
de Navarra en el ámbito educativo, nos parece necesa- 
rio destacar una queja relacionada con la aplicación de 
la normativa de admisión de alumnos por un Instituto 
de Bachillerato de Tudela, que nos fue planteada por 
el padre de una alumna de la localidad en los siguien- 
tes términos: 

Durante el curso académico 1989-90 la hija del recla- 
mante estuvo matriculada en primer curso de Bachi- 
llerato en un colegio privado de la referida localidad. 

Según añade el padre de la alumna, ante los proble- 
mas de adaptación escolar experimentados por su hi- 
ja a lo largo de dicho curso, decidió solicitar su 
preinscripción para el curso siguiente, otra vez en pri- 
mero de Bachillerato, en un Instituto de la misma lo- 
calidad de Tudela. 

La plaza le fue denegada, aun cuando, al parecer, exis- 
tían en el centro plazas vacantes, ante lo cual el intere- 
sado formuló la reclamación oportuna, que fue resuelta 
por el órgano competente de la Consejería del Depar- 
tamento de Educación, Cultura y Deportes del Gobier- 
no de Navarra, mediante escrito de 11 de octubre de 
1990, que ordenaba la escolarización de la alumna en 
el instituto solicitado, y que, según asegura el reclaman- 
te, no le fue notificada hasta el 20 de noviembre si- 
guiente. 

El promovente de la queja continúa señalando que 
cuando se presentó en el instituto para formalizar la 
matrícula, la directora del centro le manifestó que, da- 
do el tiempo transcurrido desde la fecha 12 de noviem- 
bre de 1990 en que la referida resolución había sido 
comunicada al centro, se había entendido que la alum- 
na había renunciado a la matrícula, que por lo tanto 
ya no era posible realizar. 

El interesado manifiesta a continuación que, dado lo 
avanzado de las fechas, y ante el temor de que su hija 
perdiese nuevamente el año, decidieron matricularla en 
un instituto de Logroño, solución que le resulta muy 
costosa por lo que desearía que su hija se matriculase 
para el próximo curso 1991-92 en el instituto de Tudela 
en el que la Administración educativa navarra le reco- 
noció derecho a obtener plaza. 

La queja fue tramitada ante el Departamento de Edu- 
cación, Cultura y Deportes del Gobierno de Navarra, 
que había asumido, en fechas todavía recientes, com- 
petencias plenas en materia educativa. 

Del contenido del informe y de la documentación que 
nos fueron remitidas por el Departamento navarro, se 

deducía que, efectivamente, el instituto de bachillera- 
to en el que pretendía su admisión la hija del reclaman- 
te para volver a cursar primer curso del referido nivel, 
denegó la admisión de la alumna no obstante existir pla- 
zas vacantes para el curso solicitado, y también que el 
Servicio de Ordenación e Inspección Educativa de di- 
cho Departamento, como consecuencia del ejercicio por 
la interesada de la vía de reclamación prevista en las 
disposiciones vigentes en la materia, ordenó en octu- 
bre de 1990, de acuerdo con dicha normativa, la esco- 
larización de la alumna en el Instituto de Bachillerato 
«Benjamín de Tudela),. 

De la información proporcionada por el mismo ór- 
gano administrativo se desprendía también que el Con- 
sejo Escolar del centro, remitiéndose a la decisión 
previamente adoptada con carácter general de no ad- 
mitir alumnos repetidores procedentes de otros centros 
salvo casos muy excepcionales y justificados, protestó 
formalmente la referida resolución y de hecho hizo ca- 
so omiso al mandato contenido en el mismo cuando la 
alumna se personó en el centro para formalizar su ma- 
trícula de acuerdo con la resolución administrativa ya 
referida que, según se admite en el informe recibido, 
le fue notificada muy tardíamente, alegándose por la 
directora del centro que dadas las fechas en que solici- 
taba dicha formalización se había entendido que la 
alumna había renunciado a la matrícula y por tanto no 
era posible acceder a su realización. 

Entiende esta institución que la decisión de no ad- 
misión de determinados alumnos adoptada por el men- 
cionado Consejo Escolar viene a introducir un criterio 
de carácter discriminatorio abiertamente contrario a 
los principios de objetividad y no discriminación que 
presiden la regulación contenida en la Ley Orgánica del 
Derecho a la Educación en relación con la admisión de 
alumnos en centros docentes sostenidos con fondos pú- 
blicos y contradice además lo establecido en precep- 
tos concretos de la propia ley y de sus disposiciones de 
desarrollo que obligan a admitir necesariamente a to- 
dos los alumnos que reúnan los requisitos necesarios 
para acceder al nivel de que se trate siempre que, co- 
mo en el caso planteado por el reclamante, existan en 
el centro plazas suficientes para atender todas las de- 
mandas que se formulen. 

Sólo en el supuesto, que no concurre en el caso plan- 
teado, de que no existiesen plazas para todos los solici- 
tantes, la admisión de alumnos resulta condicionada, 
en consideración al número de plazas disponibles, de- 
cidiéndose en tal caso la admisión de los alumnos ne- 
cesariamente por aplicación de los criterios de 
admisión que vienen predeterminados en la propia ley, 
ninguno de los cuales permite excluir a los alumnos por 
razón de su rendimiento siempre que, como la hija del 
reclamante, reúnan los requisitos académicos necesa- 
rios para realizar el curso para el que pretenden ser ad- 
mitidos. 

En consecuencia, la decisión adoptada por el Conse- 
jo Escolar del centro con carácter general, de no admi- 
sión de alumnos repetidores, en base a la cual se denegó 
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ia admisión de la hija del reclamante, no podía consi- 
derarse, a nuestro juicio, como pretendía el referido 
Consejo Escolar, como una manifestación del ejercicio 
de las facultades que en orden a la admisión de alum- 
nos reconoce la Ley Orgánica del Derecho a la Educa- 
ción a dichos órganos de gobierno: sino como una clara 
extralimitación en el ejercicio de dicho cometido, que 
en los términos del artículo 41.c) de la ley Orgánica men- 
cionada debe realizarse en todo caso «con sujeción es- 
tricta a lo establecido en esta ley y disposiciones que 
la desarrollan» obviamente contravenidas por el acuer- 
do a que nos venimos refiriendo. 

Sin embargo, la Administración educativa navarra no 
realizó, como hubiese sido imprescindible, ninguna nue- 
va actuación tendente a advertir al Consejo Escolar de 
la ilegalidad en que había incurrido al adoptar el refe- 
rido acuerdo, y al aplicarlo en el caso concreto de la 
hija del reclamante, ni reafirmó la necesidad de que, 
en consecuencia, se diese exacto cumplimiento a la re- 
solución dictada en torno a la escolarización de la 
alumna. 

Antes bien, el informe recibido del Departamento 
competente se refiere literalmente a la protesta del Con- 
sejo Escolar como formulada «en defensa de sus com- 
petencias en la admisión de alumnos)) y en un exceso 
de benevolencia entiende la actuación del mismo co- 
mo consecuencia de «la escasa receptividad de estos 
órganos a la escolarización de alumnos procedentes o 
escolarizados en centros privados)). 

Esta institución consideró necesario manifestar al ti- 
tular del Departamento que no podía entenderse acep- 
table la actuación seguida por el órgano competente en 
el tema al que nos venimos refiriendo. Ante todo, por 
lo que significa de tolerancia de una decisión claramen- 
te ilegal y contraria al derecho de libre elección de cen- 
tra del promovente de la queja procedente de un órgano 
de gobierno de un centro público, y, además, por ha- 
berse permitido que a la postre prosperase la aplica- 
ción de dicha decisión en abierta contradicción con una 
resolución administrativa que ordenaba taxativamen- 
te la escolarización de la alumna en el centro. 

En consecuencia, procedimos a formular las siguien- 
tes sugerencias al Consejero de Educación, Cultura y 
Deportes del Gobierno de Navarra: 

1P Que se advirtiese al Consejo Escolar del centro 
de la ilegalidad en que había incurrido al adoptar el 
acuerdo de no admisión de alumnos repetidores a que 
nos venimos refiriendo y de la consiguiente anulación 
en vía de reclamación de cuantas decisiones se adop- 
ten en base al mismo. 

2.0 Que se ordenase al centro la inmediata ejecución 
de la resolución dictada el 11 de octubre de 1990, en 
la vía de reclamación mencionada y la admisión, en con- 
secuencia, de la alumna en el centro citado para el pre- 
sente curso académico 1991-92 y que se advirtiese, 
asimismo, a los cargos directivos del centro de las con- 
secuencias que se prevén en la normativa vigente para 
los supuestos de inobservancia de las órdenes recibi- 

das o de su cometido.de cumplir y hacer cumplir las 
leyes y disposiciones vigentes. 

Por el momento, y a pesar de nuestra insistencia, no 
hemos obtenido contestación a las sugerencias formu- 
ladas, a pesar de haber transcurrido el plazo estable- 
cido para ello en la Ley Orgánica 311981, de 6 de abril, 
del Defensor del Pueblo. 

Por consiguiente, hemos considerado necesario in- 
cluir una referencia al asunto en este informe, tal y co- 
mo se prevé en el artículo 30.2. de la Ley Orgánica 
Reguladora de esta institución, entendiendo que no sólo 
es censurable públicamente la actuación del Consejo 
Escolar del Instituto ({Benjamín de Tudela)), sino tam- 
bién la finalmente adoptada por el Consejero de Edu- 
cación, Cultura y Deportes del Gobierno de Navarra. 

No obstante, esta institución continúa su actuación 
indagatoria con la Presidencia de dicha Comunidad en 
orden a determinar la razón del silencio de la Conseje- 
ría en materia que afecta al derecho fundamental a la 
educación de un ciudadano y constatar si la irregula- 
ridad ha persistido pese a todo. 

Ya en el año 1990, con ocasión de una queja (9010401) 
en la que la reclamante solicitada la intervención de es- 
ta institución en relación con un problema de silencio 
administrativo, tuvimos ocasión de conocer actuacio- 
nes de una comisión municipal de escolarización, rea- 
lizadas por ésta en el curso del proceso de admisión de 
alumnos en centros docentes para el curso académico 
1990-91, actuaciones que, según ya entonces entendi- 
mos, podían exceder de las competencias que en rela- 
ción con el referido proceso atribuye a estas comisiones 
la normativa sobre admisión de alumnos vigente en el 
ámbito territorial de la Comunidad valenciana. 

En efecto, al explicarnos las circunstancias en las que 
procedió a formular una reclamación que todavía no 
había sido contestada por el Servicio Territorial de Edu- 
cación correspondiente, señalaba la interesada que la 
referida comisión municipal decidió no dar por válidas 
las listas de alumnos admitidos y no admitidos elabo- 
radas por el Consejo Escolar del centro mencionado y 
dar un plazo a dicho Consejo Escolar para que proce- 
diese a una nueva baremación ajustada a determina- 
dos acuerdos dictados por la propia comisión 
municipal de escolarización. 

Ante la nueva decisión del Consejo Escolar de man- 
tener las listas elaboradas, excepto en el caso de un 
alumno en que se entendió que se había producido un 
error en la baremación inicial, la comisión municipal 
realizó por si misma, según afirma la reclamante, la ba- 
remación de los alumnos y elaboró las listas de acuer- 
do con las cuales se procedió a la admisión de alumnos 
para el curso 1990-91 en el colegio público más arriba 
mencionado. 

La interesada entendió que la actuación de la comi- 
sión municipal de escolarización de Elda contravenía 
lo establecido tanto en la Ley Orgánica del Derecho a 
la Educación, como en el Decreto 11/86, de 10 de febre- 
ro del Consell de la Generalitat Valenciana, en el que 
se establecen los criterios para la admisión de alum- 
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nos en centros docentes no universitarios sostenidos 
con fondos públicos, que atribuyen a los Consejos Es- 
colares la competencia para decidir respecto a la ad- 
misión de alumnos en los centros públicos, por lo que 
formuló la reclamación oportuna ante el Servicio Te- 
rritorial de Educación competente, ante cuya falta de 
resolución solicitaba la intervención de esta institución. 

En el informe que sobre el asunto nos remitió la Con- 
sejería de Cultura, Educación y Ciencia de la Generali- 
dad Valenciana, ante la que tramitamos la queja, se 
mantenía una interpretación de los preceptos -del Real 
Decreto 1111986, de 10 de febrero, por el que se regulan 
los criterios de admisión de alumnos en los centros do- 
centes no universitarios sostenidos con fondos públi- 
cos, y de la Orden de 21 de abril del mismo año, dictada 
en desarrollo del anterior- en los que se regulaban los 
cometidos correspondientes a las comisiones munici- 
pales de escolarización y a las comisiones de distrito 
en el proceso de admisión de alumnos en los centros, 
que esta institución consideró muy discutible jurídi- 
camente. 

Entendía la Consejería que de lo establecido en los 
aludidos preceptos se deduce que las citadas comisio- 
nes tienen competencias para revisar de oficio las de- 
cisiones de los Consejos Escolares de los centros en 
materia de admisión de alumnos y para corregirlas 
cuando no se ajusten a lo establecido en las disposicio- 
nes reguladoras de la materia en esa comunidad. 

Sin embargo, a juicio de esta institución, ni el tenor 
literal de los preceptos contenidos en las dos disposi- 
ciones mencionadas -que atribuyen a las referidas co- 
misiones funciones de planificación y coordinación de 
los procesos de admisión de alumnos- ofrecen base 
objetiva para entender atribuidas tales competencias 
revisoras a las referidas comisiones, ni, por lo demás, 
resulta jurídicamente aceptable semejante interpreta- 
ción, que contraría lo expresamente señalado en el ar- 
tículo 13 del Decreto 1111986 mencionado, según el cual 
el Consejo Escolar del Centro es el órgano competente 
para decidir respecto a la admisión de alumnos en los 
Centros Públicos, y lo establecido, antes, en el mismo 
sentido en la propia Ley Orgánica Reguladora del De- 
recho a la Educación. 

El único supuesto en que, de acuerdo con la norma- 
tiva aplicable en la Comunidad Valenciana, las referi- 
das comisiones podrían proceder a revisar las 
decisiones de los Consejos Escolares, sería el de formu- 
lación por los interesados de las reclamaciones a que 
se refiere el artículo 14 de la Orden más arriba citada, 
en cuya vía obviamente, las facultades revisoras de di- 
chas comisiones deben entenderse referidas al caso con- 
creto planteado por el interesado autor de la 
reclamación y no al conjunto de las actuaciones en que 
haya consistido el proceso de admisión en el centro de 
que se trate. 

Nuestra interpretación se basaba, además de en los 
términos literales de los preceptos aplicables al caso 
-de la Ley Orgánica mencionada y de las disposicio- 
nes reglamentarias también referidas dictadas para el 
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ámbito territorial de la Comunidad Valenciana- en la 
consideración de que los Consejos Escolares de los cen- 
tros, órganos de gobierno con participación de los dis- 
tintos sectores de la comunidad escolar, no son órganos 
administrativos en sentido estricto, ni pueden por ello 
entenderse jerárquicamente subordinados, ni sujetos 
sus actos a revisión de oficio, por ninguna instancia ad- 
ministrativa ajena al propio consejo. 

Todo ello sin perjuicio de que, al mismo tiempo, la 
necesidad de garantizar, en beneficio de los alumnos, 
que las decisiones de estos últimos en materia de ad- 
misión se ajusten a lo establecido en la Ley Orgánica 
reguladora del Derecho a la Educación y en sus dispo- 
siciones de desarrollo, haya determinado la necesidad 
de abrir vías de reclamación, como las previstas en las 
disposiciones de desarrollo dictadas para la Comuni- 
dad Valenciana, que en el contexto descrito deben, a 
nuestro juicio, entenderse con las limitaciones más arri- 
ba señaladas. 

La interpretación que hemos expuesto fue traslada- 
da a la Consejería de Cultura, Educación y Ciencia de 
la que, al propio tiempo, solicitábamos determinadas 
precisiones respecto a las circunstancias concretas, in- 
fracciones de la normativa aplicable o cualquier otra, 
que hubiesen determinado la decisión de la comisión 
municipal de realizar una nueva baremación, y ante la 
que insistíamos, por último, en la necesidad de que se 
diese contestación expresa a la recIamación formula- 
da ante el Servicio Territorial competente por la pro- 
movente de la queja. 

En la nueva comunicación recibida, cuyo contenido 
nos permitió considerar resuelta la situación de silen- 
cio administrativo en relación con la que se había soli- 
citado nuestra actuación, la Consejería aseguraba 
compartir la interpretación de esta institución en cuan- 
to a la limitación de las facultades revisoras de las co- 
misiones municipales de escolarización a aquellos 
supuestos en que los interesados formulen las reclama- 
ciones contra los acuerdos sobre admisión de alumnos 
adoptados por el órgano competente de los centros pre- 
vistas en la normativa vigente en el ámbito de la Co- 
munidad Valenciana. 

Sin embargo, se mantenía al propio tiempo la opinión 
de que en la referida vía de reclamación dichas comi- 
siones podrían rectificar íntegramente todas las bare- 
maciones otorgadas por el Consejo Escolar de un 
centro, en aquellos supuestos en que se apreciase una 
aplicación indebida de los criterios legales de admisión. 

Esta institución ha considerado necesario manifes- 
tar también en esta ocasión a la Consejería Valenciana 
su desacuerdo con la concepción de las facultades re- 
visoras de las comisiones de escolarización que se ex- 
presa en el referido escrito. 

En efecto, sin duda es cierto que el examen que de- 
ban realizar dichas comisiones con ocasión de una con- 
creta reclamación puede poner de manifiesto la 
existencia de deficiencias que afecten en su conjunto 
a la regularidad de todo el proceso de admisión lleva- 
do a cabo en un determinado centro. 
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Sin embargo, parece cuando menos discutible que en 
tales supuestos las comisiones municipales de escola- 
rización puedan rectificar íntegramente el proceso de 
admisión realizado por los órganos de los centros do- 
centes a quienes está encomendada dicha competencia. 

Es evidente que en tales casos las comisiones de es- 
colarización podrán anular las posibles actuaciones in- 
correctas de los Consejos Escolares, pero parece que 
inicialmente corresponde a estos últimos la reproduc- 
ción de dichas actuaciones y, en definitiva, la rectifica- 
ción material de las actuaciones indebidamente 
realizadas. 

Entendemos, por el contrario, que una interpretación 
como la mantenida por la Consejería llevaría a admi- 
tir como jurídicamente correcta la realización por di- 
chas comisiones de funciones que van más allá de las 
estrictamente revisoras que le están encomendadas en 
la normativa de esa Comunidad, en cuyo ejercicio, ade- 
más, vendrían a sustituir a los Consejos Escolares de 
los centros al adoptar decisiones, en materia de admi- 
sión de alumnos, que corresponden en rigor a los ór- 
ganos competentes de los centros, de acuerdo con la 
referida normativa y con las prescripciones contenidas 
en la Ley Orgánica reguladora del Derecho a la Edu- 

. cación. 
En consecuencia, nos hemos vuelto a dirigir recien- 

temente al Consejero de Cultura, Educación y Ciencia 
de la Comunidad Valenciana expresándole las nuevas 
precisiones interpretativas que hemos expuesto más 
arriba. 

Entendemos, en efecto, que al margen ya de su inci- 
dencia sobre el caso concreto que nos fue planteado en- 
su día por el promovente de la queja a la que hemos 
venido refiriéndonos, resulta del mayor interés para 
asegurar la corrección de actuaciones futuras en ma- 
teria de admisión de alumnos que se proceda a definir 
en términos jurídicamente correctos los límites respec- 
tivos de las competencias de los órganos de admisión 
de los centros docentes y de las facultades revisoras de 
las comisiones que se prevén en la normativa específi- 
ca de la Comunidad Autónoma Valenciana. 

Por lo demás, la actuación de la misma comisión mu- 
nicipal de escolarización de Elda ha dado lugar más 
recientemente a la formulación de nuevas quejas ante 
esta institución (9119811; 9121721; 9121722 y 9121723), 
relativas a su intervención en el proceso de admisión 
de alumnos en un centro concertado de la referida lo- 
calidad para el curso escolar 1991-92. 

La primera de las mencionadas quejas a la que aho- 
ra vamos a referirnos (9119811) ha sido planteada por 
la madre de un alumno de Elda que nos manifiesta su 
disconformidad ante la actuación seguida por la comi- 
sión municipal de escolarización y por el Director del 
Servicio Territorial correspondiente en relación con su 
solicitud de una plaza escolar para su hijo en un cen- 
tro concertado de la localidad. 

Señala la reclamante que dentro de los plazos esta- 
blecidos solicitó la escolarización de su hijo en primer 
curso de Educación General Básica en el centro con- 

certado de la localidad de Elda en el que ya cursaba 
estudios su hermano. 

En función de la documentación presentada acredi- 
tativa de la situación del alumno en relación con los 
distintos criterios valorables a efectos de admisión, el 
Consejo Escolar del centro procedió a la baremación 
de la solicitud del alumno, otorgándole nueve puntos, 
y a su admisión en concurrencia con el resto de los so- 
licitantes. 

Añade que la comisión municipal de escolarización 
decidió anular la admisión del hijo de la reclamante y 
de otros alumnos, según se manifestó en un comunica- 
do dirigido al Consejo Escolar del centro por existir «in- 
dicios de domicilios simulados a la hora de justificar 
el domicilio habitual del solicitante». 

Afirma la interesada que tal actuación se produjo sin 
haberse advertido a los solicitantes de las posibles de- 
ficiencias o discordancias apreciadas en la documen- 
tación presentada al efecto y sin dar a los interesados 
oportunidad de subsanarlas tal y como preceptúa el ar- 
tículo 54 de la Ley de Procedimiento Administrativo. 

Añade que aun en el caso de que no se atribuyese va- 
lor probatorio a la documentación aportada para acre- 
ditar el domicilio del alumno a éste le correspondía en 
todo caso un punto por el crierio de proximidad domi- 
ciliaria, de acuerdo con el baremo establecido en el De- 
creto 11/1986, de 10 de febrero, regulador de la materia, 
que unido a los otros cinco obtenidos por aplicación 
del resto de los criterios de admisión da un total de seis 
puntos, puntuación con la que otros solicitantes obtu- 
vieron su admisión en el centro, tal y como acredita la 
reclamante mediante certificación del Consejo Escolar 
del centro. 

La reclamante concluye señalando que contra la anu- 
lación decidida por la comisión municipal de escolari- 
zación formuló en su momento las oportunas 
reclamaciones ante la propia Comisión y ante el Servi- 
cio Territorial en Alicante de la Consejería de Cultura, 
Educación y Ciencia, que fueron desestimadas en los 
dos casos y por último, con fecha 8 de agosto último, 
el recurso de alzada ante la citada Consejería, que se 
le indicó como procedente por el aludido Servicio Te- 
rritorial, y que todavía no ha sido objeto de resolución 
por dicho centro directivo. 

En definitiva, la queja planteada y las demás formu- 
ladas contra la intervención de la comisión de escola- 
rización de Elda en el proceso de admisión de alumnos 
en el presente curso escolar, viene a poner de manifiesto 
una nueva actuación anuladora de la comisión muni- 
cipal de escolarización que también en esta ocasión pa- 
rece exceder de los cometidos, de carácter planificador 
y de coordinación, que le corresponden, de acuerdo con 
la normativa sobre admisión de alumnos vigente en el 
ámbito territorial de la Comunidad Autónoma Valen- 
ciana, e invadir además el ámbito competencia1 que el 
Decreto 1111986, de 10 de febrero, del Consejo de la Ge- 
neralidad Valenciana, y la propia Ley Orgánica regula- 
dora del Derecho a la Educación atribuyen a los 
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órganos de los centros competentes en materia de ad- 
misión. 

Las quejas han sido tramitadas ante la Consejería Va- 
lenciana competente, ante la que hemos reiterado la opi- 
nión de esta institución sobre el tema de fondo que, de 
nuevo, se nos ha planteado, solicitando al propio tiem- 
po el informe de dicho centro directivo respecto a la 
postura interpretativa que recientemente hemos preci- 
sado ante la referida Consejería y sobre las circunstan- 
cias concurrentes en el caso concreto objeto de la nueva 
queja, instando al propio tiempo la pronta resolución 
del recurso formulado por la reclamante. 

En el informe que recientemente nos ha remitido la 
Consejería de Cultura, Educación y Ciencia de la Ge- 
neralidad Valenciana se manifiesta lo siguiente: 

«Una vez vistos los escritos remitidos por V.E. respec- 
to a la interpretación de la normativa que regula la ad- 
misión de alumnos en la Comunidad Valenciana, en 
concreto, el Decreto 1111986, de 10 de febrero, del Con- 
se11 de la Generalitat Valenciana, y la Orden de 15 de 
marzo de 1988, de la Consellería de Cultura, Educació 
i Ciencia, y vistos los recursos de alzada presentados 
por padres de alumnos, por parte de esta Consellería 
se va a proceder de forma inmediata a resolver los mis- 
mos en el sentido indicado en los escritos remitidos por 
esa Institución. 

Igualmente se van a iniciar los estudios pertinentes, 
para, en su caso, proceder a la modificación de la cita- 
da normativa, en previsión de interpretaciones erróneas 
en el futuro,)) 

Una vez examinado el contenido de la comunicación 
recibida, esta institución ha considerado necesario so- 
licitar de la referida Consejería un informe complemen- 
tario en el que se nos informe más detalladamente de 
los términos de las resoluciones recaídas en los recur- 
sos de alzada interpuestos por los promoventes de las 
quejas a que nos estamos refiriendo, así como de la evo- 
lución de los trabajos de elaboración y, en su momen- 
to, del contenido concreto de la modificación de la 
normativa reguladora de la admisión de alumnos en 
centros de estudio, cuyo estudio según se asegura ha 
iniciado la Consejería. 

Parece, no obstante al menos inicialmente que el re- 
ferido órgano administrativo admite la interpretación 
sostenida por esta institución y detallada a lo largo de 
este apartado, interpretación a la que, según parece de- 
ducirse del informe remitido, se habrían ajustado las 
resoluciones dictadas sobre los recursos formulados 
por los padres de los alumnos afectados por la anula- 
ción del proceso de admisión para este curso, y en ba- 
se a la que se procedería al estudio de la necesidad de 
una eventual modificación de la normativa vigente en 
la materia. 

5.2. Enseñanza de la lengua autonómica 

Con una relativa frecuencia se presentan ante esta 
institución quejas, que habitualmente formulan los pa- 

dres de los alumnos afectados, en las que se cuestiona 
la decisión de implantar en determinados centros do- 
centes una línea de enseñanza en valenciano o con el 
hecho de que sus hijos deban estudiar la lengua valen- 
ciana como una asignatura más de los planes de estu- 
dios de ciertos niveles educativos (9103543, 9118093). 

Según nos resulta posible deducir en la mayor parte 
de los casos de los propios términos en que se nos for- 
mulan las quejas, en la inmensa mayoría de los supues- 
tos que se nos plantean, las decisiones administrativas 
a que aluden los reclamantes se ajustan a lo estableci- 
do en la normativa específica vigente en la materia, con- 
tenida básicamente en la Ley 411983, de 23 de 
noviembre, de uso y enseñanza del valenciano, y en el 
Decreto 7911984, de 30 de julio, sobre aplicación de la 
referida ley en el ámbito de la enseñanza no universi- 
taria en la Comunidad Valenciana. 

En ocasiones, especialmente en los supuestos de im- 
plantación de una única línea de enseñanza en valen- 
ciano en un centro docente, cuando los términos en que 
se plantea la queja no nos permiten tener la seguridad 
de que tal implantación se ha producido de acuerdo con 
el procedimiento establecido y respetando los derechos 
de determinados alumnos a recibir enseñanzas en su 
lengua materna, o cuando los reclamantes apuntan la 
existencia de problemas de escolarización de alumnos 
a causa del desacuerdo surgido entre sus padres y las 
autoridades educativas, procedemos a solicitar infor- 
me de estas últimas con la finalidad de determinar la 
corrección y adecuación a las normas vigentes de la de- 
cisión adoptada. 

También en la mayor parte de estos casos, una vez 
contrastada la información que nos proporciona la 
autoridad educativa valenciana, podemos constatar que 
la actuación seguida en los distintos casos es jurídica- 
mente correcta y respetuosa con los derechos de los 
alumnos. 

No parece ser éste el caso, sin embargo, en lo que se 
refiere a la queja a la que a continuación nos referimos 
(9028066) que nos parece necesario destacar no por re- 
presentativa de un problema de índole general, que co- 
mo hemos tratado de expresar no podemos considerar 
que se produzca -al menos sobre la base de los datos 
que nos proporcionan las quejas que nos plantean los 
ciudadanos-, sino por la no deseable repercusión ne- 
gativa que, al parecer, está teniendo el problema denun- 
ciado en el proceso educativo de algunos alumnos.de 
un colegio público de Valencia. 

La promovente de la queja a la que nos referimos, ma- 
dre de un alumno de segundo curso de Preescolar de 
la localidad de Manuel (Valencia), se dirigía a nosotros, 
ya a punto de concluir el primer trimestre del curso 
1990-91, señalando que, a su juicio, no se había adopta- 
do la decisión adecuada para garantizar el derecho de 
su hijo y de otros alumnos del referido curso a conti- 
nuar enseñanzas en su lengua materna, el castellano, 
en la que habían iniciado su escolaridad el curso an- 
terior. 

Señalaba que a través de una comunicación recibi- 
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da del Consejo Escolar en septiembre de 1990, los pa- 
dres de los alumnos fueron informados que a partir del 
curso 1990-91 y en los cursos primero y segundo de 
preescolar se implantaría en el centro la enseñanza en 
valenciano, garantizándose, no obstante, a los padres 
que lo solicitaran un distinto tratamiento lingüístico. 

La promovente de la queja afirma, sin embargo, que 
en el presente curso académico se han formado dos gru- 
pos de alumnos de segundo de preescolar, y que en am- 
bos hay alumnos cuyos padres desean que sigan las dos 
distintas líneas lingüísticas posibles, lo que a su juicio, 
no garantiza debidamente el derecho de los alumnos 
a recibir enseñanzas en la lengua que cada uno de ellos 
utiliza habitualmente. 

Tramitada la queja ante la Consejería de Cultura, 
Educación y Ciencia de la Generalidad Valenciana, és- 
ta nos contestó en los siguientes términos, de los que, 
a nuestra vez, dimos traslado a la reclamante: 

«Esta Consejería de Cultura, Educación y Ciencia 
mantiene como una constante en su línea de actuación, 
disponer las medidas necesarias para que todos los 
alumnos puedan cursar la enseñanza, a su elección, en 
cualquiera de las dos lenguas oficiales en el ámbito te- 
rritorial de nuestra Comunidad. Naturalmente, una dis- 
tribución racional y eficaz de los recursos disponibles, 
si bien permite atender en la mayor parte de las oca- 
siones los deseos de las familias, exige, en otros limita- 
dos casos, escolarizar a ciertos alumnos dentro de 
grupos que mayoritariamente han elegido una opción 
lingüística diferente. 

Cuando esta situación se produce, puedo garantizar 
a V. E. que los escolares reciben un tratamiento peda- 
gógico y una atención complementaria por parte de sus 
profesores, que compensa las eventuales dificultades 
que esta escolarización pudiera añadir a su proceso ma- 
durativo y de aprendizaje, al tiempo que, por parte del 
centro, se observa un escrupuloso respeto a la volun- 
tad manifestada por los padres o tutores, permitiendo 
que el alumno se exprese, tanto oralmente como por es- 
crito, en la lengua cuya utilización le resulte más có- 
moda y facilitándole las explicaciones de manera 
individualizada siempre que resulta necesario». 

Después de aludir a algún precedente jurispruden- 
cial que avalaría este tipo de solución organizativa, el 
informe recibido concluye afirmando: 

«Dado que tan sólo son cuatro los alumnos cuyos pa- 
dres, en la actualidad, han manifestado el deseo de que 
aquéllos desarrollen en castellano la enseñanza, pare- 
ció aconsejable agrupar a los alumnos por orden alfa- 
bético, sin que intervinieran en la distribución de éstos 
en dos aulas otros criterios que, de un modo u otro, vi- 
nieran a significar una discriminación por razones lin- 
güísticas. Por otra parte, los alumnos que se expresan 
ordinariamente en castellano son objeto de la atención 
especial a que me he referido con anterioridad, así co- 
mo de un seguimiento puntual por parte de la inspec- 
ción educativa». 

Trasladado el informe transcrito a la promovente de 
la queja, ésta se ha dirigido recientemente a esta insti- 
tución realizando una serie de precisiones en cuanto 
a los procedimientos a que se acudió para implantar 
en el centro la línea de enseñanza en valenciano, según 
las cuales habría existido una cierta imposición de la 
misma a alumnos de segundo de Preescolar que habían 
ya iniciado su escolaridad en castellano. 

Pero, sobre todo, manifiesta de manera categórica que 
no es cierto, como se asegura en el informe recibido, 
que los alumnos del centro que como su hijo han sido 
escolarizados en grupos que mayoritariamente han rea- 
lizado una opción lingüística diferente, hayan recibido 
el tratamiento pedagógico y la atención complementa- 
ria por parte de sus profesores a que se alude por la 
Consejería Valenciana. 

Señala que, desde luego, ni su hijo ni los otros tres 
alumnos del grupo cuyos padres han optado por la en- 
señanza en castellano, reciben la atención complemen- 
taria en dicha lengua a que se refiere esa Consejería 
y añade que, a lo largo del curso 1990-91, una buena par- 
te del tiempo dedicado a la actividad escolar estos cua- 
tro alumnos han permanecido aislados sin participar 
en las actividades generales del grupo que se desarro- 
llaban en valenciano. 

En fechas todavía próximas hemos solicitado un in- 
forme complementario de la autoridad educativa valen- 
ciana, respecto al procedimiento seguido en el ámbito 
del centro docente para adoptar la decisión de implan- 
tación de la línea de enseñanza en valenciano en el cen- 
tro, así como sobre las condiciones en que se haya 
desarrollado la escolarización de los alumnos a que se 
refiere la queja durante el pasado curso escolar 1990-91. 

Al propio tiempo hemos instado de la referida auto- 
ridad educativa el más atento seguimiento de las con- 
diciones en que se produzca la escolarización de los 
alumnos durante el presente curso académico, en el que 
iniciarán su escolaridad obligatoria, de cuyo resulta- 
do pedimos que se mantenga puntualmente informa- 
da a esta institución. 

5.3. Personal docente 

5.3.1. Acceso a destinos con carácter definitivo de pro- 
fesores que han ingresado en el Cuerpo de pro- 
fesores agregados de Bachillerato por el sistema 
de acceso libre a plazas en valenciano 

Se han dirigido a nosotros varios profesores agrega- 
dos de Bachillerato que en su momento concurrieron 
y superaron el proceso selectivo convocado por la Or- 
den de 15 de abril de 1989, de la Consejería de Cultura, 
Educación y Ciencia de la Generalidad Valenciana, de- 
nunciando ante esta institución las dificultades que vie- 
nen experimentando para obtener los destinos 
definitivos a que entienden tener derecho. 

Nos referimos, entre otras, a las quejas 9112457, 
9118071,9120366,9121334 y 9121335, en todas las cua- 
les los reclamantes manifiestan lo siguiente: 
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En la base común 8.7 de la Orden de 15 de abril de 
1989, de la Consejería de Cultura, Educación y Ciencia, 
por la que se convocó el proceso selectivo en virtud del 
cual los interesados ingresaron en el referido cuerpo, 
se especifica lo siguiente: 

«Los destinos que se les adjudiquen tendrán carác- 
ter provisional, siendo en plazas en valenciano quienes 
hayan concurrido a plazas de acceso libre en valencia- 
no. Todos los opositores quedan obligados a participar 
en los siguientes concursos de provisión que se convo- 
quen hasta obtener un destino definitivo dentro del ám- 
bito de gestión directa de la Consejería de Cultura, 
Educación y Ciencia; quienes hayan concurrido a pla- 
zas de acceso libre en valenciano lo obtendrán en pla- 
zas en las que la enseñanza se ha de impartirse en este 
idioma. )> 

Pues bien, los reclamantes consideran que, a su jui- 
cio, la Administración educativa valenciana no ha da- 
do adecuado cumplimiento a las previsiones contenidas 
en la base de la convocatoria transcrita. 

Entienden, en efecto, que los destinos provisionales 
que en la actualidad desempeñan no corresponden a 
plazas en valenciano, tal y como resulta exigible de 
acuerdo con la referida base y añaden que a pesar de 
haber participado atendiendo a lo que en la misma ba- 
se se imponía, en dos sucesivos concursos de traslados 
-convocados por órdenes de 21 de septiembre de 1989 
y 19 de octubre de 1990- no han obtenido destino de- 
finitivo, aunque según señalan, sí lo han conseguido 
otros profesores que superaron el mismo proceso se- 
lectivo y que obtuvieron puestos inferiores al suyo. 

Los interesados entienden que con ello se contraría 
lo establecido en las dos convocatorias de concurso 
mencionadas, en las que se señalaba que los profeso- 
res en la situación de los interesados debían participar 
necesariamente en los respectivos concursos de tras- 
lados y que «concurrirán con cero puntos y por el or- 
den obtenido en la oposición)). 

Los reclamantes entienden, por lo demás, como ina- 
ceptable la razón que se les ha expresado verbalmente 
por los distintos servicios de esa Consejería 
-inexistencia de plazas en valenciano- para explicar 
el resultado negativo obtenido en los dos mencionados 
concursos y su adscripción provisional a plazas que no 
corresponden a las características exigibles por razón 
de la forma de ingreso del interesado en la función pú- 
blica docente. 

A este respecto señalan que no resulta comprensible 
ni responde a las exigencias de la coherencia y del prin- 
cipio de eficacia a que debe responder toda actuación 
administrativa, que se convoque un proceso selectivo 
para cubrir plazas de distintas asignaturas en las que 
la función docente debe realizarse en valenciano y que 
posteriormente se niegue a los interesados la posibili- 
dad de obtener un destino definitivo, alegando que ta- 
les plazas no existen. 

En la comunicación que hemos recibido de la Con- 

sejería de Cultura, Educación y Ciencia de la Comuni- 
dad Valenciana, de la que solicitamos información en 
relación con el tema que planteaban las quejas men- 
cionadas, se admite que es cierta la situación denun- 
ciada por los reclamantes al manifestarse que «por el 
momento y hasta que no se materialicen las previsio- 
nes de esta Consejería de Cultura, Educación y Cien- 
cia en el catálogo de puestos docentes, no existen plazas 
de las plantillas pertenecientes a las Enseñanzas Me- 
dias que hayan sido definidas como de enseñanza en 
valenciano ni, consiguientemente, pueden ser ofertadas 
con tal carácter en los concursos de traslados». 

En el propio informe se señala que, sin embargo, «en 
algunos institutos se han organizado líneas de enseñan- 
za en valenciano, en función de la voluntad manifesta- 
da por los alumnos, o en su caso por sus padres o 
tutores, y de la cualificación ligüística del profesorado 
disponible en el centro. Precisamente son esas plazas 
vacantes, aun sin haber sido catalogadas legalmente co- 
mo de enseñanza en valenciano, las que se ofertan a es- 
tos profesores, que tienen preferencia para ocuparlas ». 

Y se añade que «una vez que se haya ultimado la plani- 
ficación de puestos escolares que supone el mapa es- 
colar de la Comunidad Valenciana, actualmente en 
elaboración, todos los puestos de naturaleza docente 
quedarán convenientemente catalogados, ofreciéndose 
las vacantes en los correspondientes concursos de tras- 
lados con especificación de la lengua a que correspon- 
den y, al propio tiempo, exigiendo de los profesores que 
a ellas pueden optar la acreditación de aquellos requi- 
sitos legales exigibles,,. 

Pues bien, a pesar de las últimas precisiones conte- 
nidas en el informe que más arriba hemos trascrito - 
de las que parece desprenderse que han tratado de re- 
ducirse en lo posible las dificultades experimentadas 
por el grupo de docentes a que se refiere la queja, así 
como que la Administración educativa valenciana está 
trabajando en la línea necesaria para dar una solución 
definitiva a la situación planteada- no podemos sino 
manifestar que no parece explicable la situación que 
se viene imponiendo a estos profesores, que contra to- 
da lógica les impide la obtención del destino definitivo 
en plazas de valenciano que tenían derecho a esperar 
de acuerdo con las bases de la convocatoria selectiva 
cuya superación les permitió acceder a la función pú- 
blica docente. 

En efecto, desde nuestro punto de vista debe enten- 
derse que si un órgano administrativo convoca un pro- 
ceso de selección de funcionarios capaces de impartir 
enseñanza en determinada lengua, es porque pretende 
cubrir una serie de plazas respecto a las que previamen- 
te se ha definido la necesidad de que la enseñanza se 
imparta en la misma. 

Tal es por lo demás la secuencia lógica que parece 
debe derivarse del principio de eficacia a que debe ajus- 
tarse la actuación administrativa, del que se despren- 
de, según entendemos, el imperativo de que los medios 
personales o de otra índole necesarios para el adecua- 
do ejercicio de la actuaciún administrativa se recaben 
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sólo en el momento en que dichos medios sean preci- 
sos y puedan ser por todos los conceptos susceptibles 
de utilización para la función específica a que estaban 
destinados o, en todo caso cuando se prevea que tal po- 
sibilidad de utilización va a ser inmediata. 

Por otra parte la propia efectiva de las expectativas 
que generan en los interesados la participación y su- 
peración de un proceso selectivo de acceso a la función 
pública conducen a nuestro juicio a la misma con- 
clusión. 

Sin embargo, según se señala en el informe que nos 
ha sido remitido por la Consejería de Cultura, Educa- 
ción y Ciencia, en el catálogo de puestos docentes que 
administra dicha Consejería no existen plazas de las 
plantillas pertenecientes a las enseñanzas medias que 
hayan sido definidas como de enseñanza en valencia- 
no, circunstancia que impide que puedan ser ofertadas 
con tal carácter en los concursos de traslados. 

Pues bien, entendemos que la aplicación por la Ad- 
ministración educativa valenciana de mecanismos or- 
ganizados como los aludidos, que al definir los puestos 
de trabajo docente contribuyen a objetivar las necesi- 
dades en materia de personal y a racionalizar la apli- 
cación de 'los medios disponibles, no debería haberse 
dilatado hasta tal punto que, más de dos años después 
de que por la misma Administración educativa se ha- 
yan seleccionado funcionarios docentes de bachillera- 
to para ocupar vacantes en las que la enseñanza deba 
impartirse en Valenciano, esta última circunstancia de- 
finitoria de plazas, todavía no haya obtenido el necesa- 
rio reflejo en los instrumentos de organización 
mencionados. 

En consecuencia, hemos considerado necesario for- 
mular a la Consejería de Cultura, Educación y Ciencia 
la siguiente recomendación: 

«Que se agilicen las labores de elaboración y se pro- 
ceda en el más breve plazo que sea posible a la defini- 
ción en el correspondiente catálogo de las plazas que 
correspondan a las enseñanzas medias en las que la en- 
señanza deba impartirse en valenciano, de manera que 
puedan ser ofertadas con tal carácter en el próximo con- 
curso general de traslado que convoque esa Consejería. )> 

En los momentos en que procedemos a la elaboración 
de este informe no nos ha sido remitido todavía la res- 
puesta de la administración, expresiva de la aceptación 
de la recomendación formulada o de las razones en que 
se base su no aceptación, que de acuerdo con lo pre- 
visto en el artículo 30 de la Ley Orgánica 311981, de 6 
de abril, del Defensor del Pueblo, hemos solicitado del 
titular de la referida Consejería. 

5.3.2. Provisión de sustituciones de personal laboral 
en escuelas infantiles 

Una queja (9029134) formulada por la asociación de 
padres de alumnos de una escuela infantil de la locali- 

dad de Onil, relacionada con problemas surgidos para 
la provisión de sustituciones de personal de la escuela 
en situación de baja laboral, nos permitió determinar 
que en el ámbito de la Comunidad Valenciana viene 
aplicándose a tales efectos una normativa que, si pue- 
de resultar adecuada a otros sectores administrativos, 
se revela como muy poco ajustada a las necesidades es- 
pecíficas de este tipo de centros docentes. 

La asociación promovente de la queja al solicitar 
nuestra intervención se refería a los problemas que ve- 
nía determinando para el regular funcionamiento del 
centro la tardanza con que se proveían a la sustitución 
del personal docentes o de servicios de la escuela, que 
por distintas causas dejaba de prestar servicios, defi- 
nitiva o temporalmente, en la misma. 

Más en concreto, aludían al cese de las tres limpia- 
doras de la escuela al comenzar el curso 1990-91, y al 
hecho de que no se incorporó nuevo personal de lim- 
pieza al centro hasta transcurridos dos meses y medio, 
lo que originó las consiguientes deficiencias en las ins- 
talaciones de la escuela. 

Añadían que en los primeros días del mes de noviem- 
bre de 1990 había causado baja en el centro la educa- 
dora de apoyo, y a mediados del mismo mes un 
miembro del personal de cocina, todo lo cual se notifi- 
có en su momento al Servicio Territorial competente, 
y, según señala la asociación, a la Consejería, sin que, 
trascurridos prácticamente dos meses en la fecha en 
que se dirigían a nosotros se hubiese producido a su 
sustitución. 

Por último, aludía al deterioro que esto último supo- 
ne para el adecuado desarrollo de las actividades del 
centro, ya que al carecer de la mencionada educadora 
de apoyo, la atención de los alumnos en caso de ausen- 
cia o enfermedad de la que les está asignada, obliga a 
modificar las actividades del resto de las aulas y de- 
termina el incumplimiento de las actividades pro- 
gramadas. 

En el informe que solicitamos de la Consejería de Cul- 
tura, Educación y Ciencia, ante la que procedimos a tra- 
mitar la queja, se asegura que ésta ha de atenerse «en 
lo que se refiere a la sustitución de las bajas de perso- 
nal al servicio del Consejo de la Generalitat Valencia- 
na, al procedimiento establecido por la Orden conjunta 
de 30 de mayo de 1990, de las Consejerías de Econo- 
mía y Hacienda y Administración Pública, cuyo artículo 
primero permite cubrir vacantes en los siguientos su- 
puestos: 

- Cuando se trate de procesos de incapacidad labo- 
ral transitoria cuya duración se presuma por el Secre- 
tario General superior a treinta días. 
- Licencias por maternidad. 
- Permisos sin sueldo superiores a treinta días. 

De este régimen queda exceptuado el personal docen- 
te y sanitario, pero resulta plenamente aplicable al per- 
sonal que se ocupa en las warderías infantiles de tareas 
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de limpieza o cocina, así como a las educadoras de 
apoyo )). 

Por lo que se refiere al caso concreto que plantea la 
queja, se asegura que en base a la anterior normativa 
la Consejería, ((desde el momento en que tuvo conoci- 
miento de las situaciones de baja laboral producidas 
en la escuela infantil de Onil, procedió a iniciar los trá- 
mites correspondientes para las sustituciones, que per- 
mitieron la incorporación de una educadora el 8 de 
enero pasado, de una cocinera el 4 de febrero y, final- 
mente, el 1 de marzo se ordenó la incorporación de una 
tercera sustituta para funciones de educadora de 
apoyo ». 

Por nuestra parte, dado que de la información reci- 
bida se desprendía que la tardanza en la cobertura de 
las sustituciones del personal laboral de las escuelas 
infantiles, que viene a confirmar la comunicación re- 
cibida obedecía no a problemas puntuales sino a con- 
dicionamientos derivados de la normativa que debía 
aplicar la Consejería, consideramos necesario dirigir- 
nos de nuevo a esta última en relación con la posibili- 
dad de que se propusiese a las Consejerías competentes 
-de Economía y Hacienda y de Administración 
Pública- la modificación de la Orden de 30 de mayo 
de 1990, en términos que hicieran posible una cober- 
tura de las sustituciones del personal en baja laboral 
en los centros docentes, y de manera especial en las es- 
cuelas infantiles más ágil y, en definitiva, más ajusta- 
da a las necesidades específicas de los centros docentes. 

En relación con todo ello, el Consejero de Cultura, 
Educación y Ciencia nos ha asegurado que «ha dado 
las instrucciones necesarias para que la Secretaría Ge- 
neral de esta Consejería inicie los estudios necesarios, 
con el asesoramiento y apoyo de los Departamentos an- 
tes mencionados, con el objetivo de que el Gobierno Va- 
lenciano pueda elaborar los instrumentos normativos 
que permitan, ante circunstancias como las que ponen 
de relieve los promoventes de la queja, una actuación 
puntual, rápida y, en definitiva, más eficiente)). 

Hasta el momento no disponemos de dato alguno res- 
pecto a la efectiva modificación de la normativa a que 
aludía el último informe recibido, a pesar de que he- 
mos instado de la Administración educativa valencia- 
na que nos mantenga informados de cuantas 
actuaciones se realicen en orden a la elaboración y 
aprobación de la disposición que permite superar las 
disfunciones que parecen producirse en el ámbito do- 
cente como consecuencia de la aplicación de la Orden 
por la que se viene regulando la provisión de sustitu- 
ciones del personal en situación de baja laboral. 

5.4. Transporte escolar 

En el curso del ejercicio a que se refiere este Infor- 
me se nos ha planteado una queja en relación con un 
problema de transporte escolar en la Comunidad Autó- 
noma de Extremadura, cuya tramitación nos ha permi- 
tido inferir que la situación respondía a problemas más 

amplios relacionados con la conservación y manteni- 
miento de una parte significativa de las vías de comu- 
nicación de la referida Comunidad autónoma, tema en 
relación con el cual hemos considerado oportuno ins- 
tar la utilización de las vías de cooperación que pare- 
cen necesarias para su solución. 

La queja a que nos referimos (9026085) fue plantea- 
da por el presidente de la asociación de padres de alum- 
nos de un colegio público de la localidad de Galisteo 
(Cáceres). 

El reclamante manifestaba que aproximadamente el 
cincuenta por ciento de los alumnos del centro proce- 
den de distintas fincas agrícolas diseminadas por to- 
do el término municipal de Galisteo, y que para acudir 
al mismo precisan inexcusablemente recurrir al tras- 
porte escolar. 

Señalaba que desde el año 1984 vienen denunciando 
ante la Dirección Provincial de Educación y Ciencia, pa- 
ra que trasladase su denuncia a los organismos com- 
petentes en relación con el tema, el mal estado de los 
caminos y accesos a las mencionadas fincas y la peli- 
grosidad y dificultades que de todo ello se derivan pa- 
ra los transportes escolares. 

Concluía afirmando que con el paso del tiempo y an- 
te la ausencia total de medidas correctoras del proble- 
ma, los caminos habían ido deteriorándose hasta tal 
punto que el transportista que prestaba el servicio has- 
ta el pasado curso se había negado desde el día 1 de 
octubre de 1991 a realizar en lo sucesivo una de las dos 
rutas que tenía encomendadas, por lo que desde dicha 
fecha veinticinco alumnos del centro se veían en la im- 
posibilidad de acudir al colegio, sin que por la mericio- 
nada Dirección Provincial se ofreciese solución alguna 
para asegurar la escolarización de los alumnos 
afectados. 

Solicitada información en relación con el asunto plan- 
teado de la Dirección Provincial del Ministerio de Edu- 
cación y Ciencia de Cáceres, este centro directivo, en 
su contestación, además de referirse a las medidas 
adoptadas para la solución del problema planteado en 
el ámbito estrictamente educativo, señalaba que venía 
requiriendo de los órganos administrativos competen- 
tes -Confederación Hidrográfica del Tajo y Junta de 
Extremadura- la adopción de las medidas correcto- 
ras necesarias para subsanar el mal estado de los ca- 
minos a que aludía la queja planteada. 

Añadía la Dirección Provincial que todas estas ges- 
tiones no habían obtenido el resultado deseado, y que 
la Confederación Hidrográfica -a la que inicialmente 
corresponde la realización de las labores regulares y 
periódicas que al parecer son necesarias dadas las ca- 
racterísticas de los caminos y de la zona en la que es- 
tán ubicados los mismos, para su mantenimiento en un 
razonable estado de transitabilidad- no venía asumien- 
do, sin embargo, la realización de dichas labores en la 
medida en que sería necesario para garantizar la refe- 
rida finalidad. 

En definitiva, el problema planteado parecía tener su 
origen en circunstancias relacionadas con el deficien- 
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te estado de conservación de una red de caminos cuyo 
mantenimiento parecía inicialmente encomendado a la 
Confederación Hidrográfica a que se hacía referencia 
en el informe recibido de la Administración educativa. 

En consecuencia, consideramos conveniente solicitar 
de la Subsecretaría del entonces Ministerio de Obras 
Públicas y Urbanismo la información necesaria en re- 
lación con la forma en que la referida Confederación 
Hidrográfica del Tajo procedía a efectuar los cometi- 
dos de mantenimiento de la red de caminos a que alu- 
día la queja, así como respecto a la posibilidad de que 
en lo sucesivo el mencionado organismo procediese, en 
la medida en que resultare de su competencia, a impri- 
mir una mayor regularidad y periodicidad a tales acti- 
vidades, de manera que dichos caminos resultasen 
habitualmente practicables a lo largo del curso esco- 
lar, y se evitase la reproducción de los problemas de 
transporte y, en definitiva, de los problemas surgidos 
para la adecuada escolarización de algunos alumnos, 
que motivaban la intervención de esta institución. 

En el informe de la Confederación Hidrográfica del 
Tajo que nos fue remitido por la Subsecretaría del Mi- 
nisterio de Obras Públicas y Urbanismo se manifesta- 
ba’ lo siguiente: 

«Los caminos a que se refiere el reclamante fueron 
construidos entre los años 1960 y 1964, al amparo del 
Plan Coordinado de Riegos del Alagón, con un objetivo 
exclusivamente agrícola y de conservación de los cana- 
les de riego. 

Los gastos de construcción de esta red de caminos, 
así como los de explotación y conservación, son sufra- 
gados por los beneficiarios del riego de la zona en la 
proporción que les corresponde, de acuerdo con el ar- 
tículo 21 1 del Reglamento del Dominio Público Hidráu- 
lico aprobado por Real Decreto 849/1986, de 11 de abril 
(“BOE” 30.4). 

La evolución de la zona regable ha traído consigo que 
estos caminos se hayan transformado en auténticas vías 
de comunicación entre núcleos urbanos, con lo que su 
misión actual supera con mucho aquella para la que 
fueron construidos, que era exclusivamente la de ser- 
vicio a las fincas y accesos para conservación y vigi- 
lancia de las obras. 

Las Comunidades de Regantes se vienen negando sis- 
temáticamente a sufragar, por medio de las tarifas, 
unos gastos que, según su criterio, no corresponden es- 
trictamente a inversiones necesarias para la utilización 
de las aguas. 

La red de caminos en estas circunstancias supera los 
tres mil kilómetros en la provincia de Cáceres, y dado 
que la utilización de los mismos supera ampliamente, 
como queda dicho, su cometido inicial, esta Confede- 
ración se ha dirigido con reiteración a la Junta de Ex- 
tremadura a fin de solventar el problema existente. 

Entre tanto, y en la medida en que lo permiten las 
posibilidades inversoras de la Dirección General de 
Obras Hidráulicas y de la propia Confederación, se han 
efectuado obras sobre más del veinte por ciento de los 

citados caminos a fin de eliminar blandones, bacheo 
general y mejora de trazados. 

En la actualidad, se ha aprobado el Proyecto de ba- 
cheo del Camino General número 4, el más importan- 
te, por un importe de 8.456.329 pesetas, y está en fase 
de tramitación el de Obras de Acondicionamiento, en- 
sanche y refuerzo de dicho Camino General por importe 
de 281.271.325 pesetas.» 

Esta institución es consciente de que es este un pro- 
blema que por su envergadura difícilmente habrá es- 
capado a la consideración de los distintos organismos 
y administraciones públicas implicados en su solución. 

Sin embargo, hemos considerado necesario dirigir- 
nos de nuevo al Subsecretario del actual Ministerio de 
Obras Públicas y Transportes para encarecer la nece- 
sidad de que dicho Departamento promueva las fórmu- 
las de colaboración entre la Comunidad autónoma y la 
Confederación Hidrográfica competentes que parecen 
requerir la mejor solución de la situación planteada. 

5.5. Derechos y deberes de los alumnos 

Ya en el informe en el que dábamos cuenta de nues- 
tra actuación a lo largo del año 1990 nos referíamos a 
una queja (9010057) formulada por la madre de un 
alumno de Bachillerato de una localidad de Pontevedra, 
en la que la reclamante denunciaba irregularidades pro- 
ducidas en el curso de la instrucción de un expediente 
sancionador a su hijo. 

Como ya entonces señalábamos, la queja fue admiti- 
da a trámite, y solicitado informe sobre el tema de la 
Consejería de Educación y Ordenación Universitaria de 
la Junta de Galicia, ésta, ante nuestra insistencia y des- 
pués de sucesivas comunicaciones, procedió a remitir- 
nos copias de los documentos en que se tradujo la 
instrucción del expediente al alumno. 

Parece necesario ante todo precisar, para establecer 
una más exacta valoración de la actuación sancionado- 
ra del centro a que se refiere la queja, que el expedien- 
te sancionador a que a continuación nos referimos se 
inició por acuerdo de la dirección del mismo, una vez 
anuladas por la Delegación Provincial competente las 
sanciones que habían sido impuestas al alumno por los 
mismos hechos, que habían sido decididas sin la pre- 
via instrucción del expediente sancionador que precep- 
túa el Real Decreto 154311988, de 28 de octubre, sobre 
derechos y deberes de los alumnos. 

Pues bien, según nos permitió constatar el estudio 
de la documentación remitida, también en la reproduc- 
ción del expediente se incurrió en una serie de irregu- 
laridades a nuestro juicio muy significativas, en cuanto 
reducían sustancialmente las posibilidades de reacción 
jurídica de los padres del alumno ante las distintas ac- 
tuaciones que sucesivamente se iban produciendo en 
el curso de su tramitación, y que ya tuvimos también 
ocasión de detallar en nuestro anterior informe, 

Los datos obtenidos de la tramitación de la queja des- 
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crita y de otras similares que se nos han planteado pro- 
ducidas también en el ámbito de gestión de la referida 
Comunidad autónoma, nos han permitido deducir que 
los órganos de los centros docentes competentes para 
la realización de las distintas actuaciones en que con- 
siste la instrucción de expedientes sancionadores a los 
alumnos carecen o no poseen en la medida que sería 
deseable los conocimientos jurídicos necesarios para 
proceder a una correcta aplicación de la normativa san- 
cionadora. 

En consecuencia, y aunque nos constaba también la 
adopción por algunos órganos de la Administración 
educativa de Galicia de medidas tendentes a obtener 
un mejor conocimiento del procedimiento aplicable por 
parte de los órganos sancionadores de los centros do- 
centes, hemos entendido que podría contribuir de ma- 
nera más directa a la consecución de este objetivo que 
la referida Administración educativa estableciese, al 
propio tiempo, algún tipo de intervención de la Inspec- 
ción Técnica de Educación a lo largo de la instrucción 
al menos de determinados expedientes sancionadores, 
que dejando a salvo las facultades atribuidas en el or- 
den sancionador a los órganos competentes de los cen- 
tros, se dirigiera exclusivamente a garantizar la 
adecuación a la normativa vigente de las actuaciones 
de dichos órganos, asesorando a los mismos respecto 
a su correcta aplicación. 

Dicha intervención nos parece especialmente nece- 
saria en aquellos supuestos y al menos desde el momen- 
to procedimental en que se proponga la imposición a 
los alumnos de sanciones que afecten al ejercicio de su 
derecho a la educación o impidan una escolaridad 
regular. 

En el mismo sentido nos habíamos dirigido ya al Mi- 
nistro de Educación y Ciencia que nos había asegura- 
do que se darían las instrucciones necesarias para 
articular una adecuada intervención de la inspección 
técnica educativa, dentro de su ámbito de gestión. 

En consecuencia, hemos formulado a la Consejería 
de Educación y Ordenación Universitaria de la Comu- 
nidad de Galicia una recomendación del siguiente te- 
nor literal: 

«Que esa Consejería curse las instrucciones necesa- 
rias para que los servicios de Inspección Técnica de 
Educación, dependientes de ese centro directivo, actúen 
-con carácter asesor y la finalidad de garantizar una 
correcta aplicación de la normativa vigente- en la ins- 
trucción de, al menos, aquellos expedientes sanciona- 
dores en que por razón de la conducta inicialmente 
imputada puedan llegar a imponerse a los alumnos san- 
ciones que afecten a su derecho a la educación o inci- 
dan en su regular escolarización. >) 

La referida recomendación ha sido aceptada en sus 
propios términos por la Consejería de Educación y Or- 
denación Universitaria, que según nos asegura ha pro- 
cedido a dictar las instrucciones necesarias al respecto. 

5.6. Ayudas al estudio 

Nos parece necesario hacer referencia, en relación 
con la gestión de la Comunidad Autónoma de Madrid 
en el ámbito educativo, a una queja (9114396) formula- 
da por un ciudadano que solicitó en su momento su par- 
ticipación en uno de los cursos del Programa de 
Formación Técnica Profesional 1991, organizados por 
la Consejería de Educación de la referida comunidad 
autónoma, y que se mostraba en desacuerdo con la apli- 
cación, a efectos de admisión en dichos cursos, de una 
serie de criterios que no habían sido explicitados en la 
convocatoria. 

La tramitación de la queja que pasamos a describir 
con mayor detalle a continuación, nos hizo ver la nece- 
sidad de formular una recomendación en relación con 
la gestión, y específicamente con la selección de los par- 
ticipantes en dichos cursos. 

El reclamante manifestaba en un escrito que en su 
momento solicitó su preinscripción en uno de los cur- 
sos del Programa de Formación Técnico Profesional 
1991 que gestionaba la Consejería de Educación en la 
Comunidad de Madrid. 

Señalaba que ni en la «Guían para cumplimentar la 
solicitud de preinscripción de dichos cursos, ni en el 
propio modelo de solicitud se precisaba en ningún mo- 
mento que fuese necesaria la aportación del volante del 
Instituto Nacional de Empleo acreditativo del tiempo 
de permanencia en la situación de paro. 

Sin embargo, según continuaba el interesado, después 
de haber sido admitida su solicitud de preinscripción 
se le notificó que no había sido seleccionado para la 
realización del curso ya que, dado el número de instan- 
cias recibidas, los participantes en los referidos cursos 
habían sido seleccionados de acuerdo, entre otros cri- 
terios, con el de antigüedad en el paro que el reclamante 
no tenía acreditada. 

Del contenido del informe recibido de la Consejería 
de Educación ante la que tramitamos la queja se dedu- 
cía que ésta no tenía establecido ningún procedimien- 
to para dar publicidad general a los criterios que fuesen 
a tenerse en cuenta a efectos de la concesión de plazas 
en los cursos del programa mencionado. 

En efecto, en los términos del informe remitido por 
la Consejería el conocimiento por los solicitantes de los 
criterios aplicables a efectos de selección de participan- 
te en lou referidos cursos se reducía al que según se ase- 
gura se proporcionaba a los interesados que acudían 
al servicio de información que comunicaba a quienes 
lo solicitaban qué colectivos tenían prioridad para ac- 
ceder a las plazas de formación. Asimismo, se admite 
en el rcferido informe que los criterios concretos apli- 
cados a los efectos de admisión a que nos venimos re- 
firiendo, cuando el número de solicitantes superaba al 
de plazas convocadas, tenían carácter interno, aún cuan- 
do el resultado de su aplicación podía ser conocido por 
cualquier ciudadano que lo solicitara. 

Esta institución ha entendido que la forma de actua- 
ción descrita por la Consejería de Educación no resul- 
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ta admisible, en cuanto no responde en la medida 
necesaria a la transparencia que, a nuestro juicio, de- 
bería presidir la selección de participantes en dichos 
cursos. 

En efecto, no parece ajustarse a las exigencias que, 
según entendemos, se derivan del referido principio, el 
hecho de que el asignarse las plazas para participar en 
los cursos del programa ya mencionado se aplicasen 
determinados criterios de preferencia, y se valorase la 
situación de los solicitantes en relación con tales cri- 
terios sólo en el supuesto de que éstos aportasen docu- 
mentos acreditativos de la misma, cuando la aplicación 
de tales criterios y la necesidad de su acreditación do- 
cdmental no se habían especificado previamente, por 
algún procedimiento de publicidad de carácter general. 

En el mismo sentido tampoco puede obviarse, a nues- 
tro juicio, la consideración de que la participación en 
los cursos a los que nos venimos refiriendo tiene una 
indudable repercusión a efectos de obtención de cuali- 
ficaciones profesionales que son objeto de una impor- 
tante demanda laboral y, en consecuencia, a efectos de 
la consecución de empleo, todo lo cual parece imponer 
la mayor transparencia en la selección de quienes de- 
ban participar en dichos cursos. 

En consecuencia, consideramos necesario formular 
a la Consejería de Educación de la Comunidad de Ma- 
drid una recomendación en el sentido de que cuantas 
actuaciones se realicen en lo sucesivo en relación con 
los cursos del Programa de Formación Técnico- 
Profesional cuya gestión asume dicha Consejería, y en 
concreto con la selección de los participantes en los 
mismos, se ajuste a las exigencias que se derivan de la 
necesidad de garantizar la mayor transparencia en di- 
cha selección. 

Cuando procedemos a redactar este Informe no nos 
ha sido remitido todavía el informe solicitado de dicha 
Consejería sobre la aceptación de la recomendación for- 
mulada o, en otro caso, de las razones en que se base 
su no aceptación. 

6. Cultura 

6.1. Supuesta destrucción de inmuebles protegidos in- 
cluidos en el Conjunto Histórico-Artístico del cas- 
co antiguo de Cartagena (Murcia) 

La asociación de vecinos del casco antiguo de la ciu- 
dad de Cartagena denunciaba que, al parecer, en los ú1- 
timos años había sido sistemáticamente autorizada y 
consentida la destrucción, mediante derribo, de gran 
parte del catálogo arquitectónico que motivó su decla- 
ración de conjunto histórico-artístico de carácter na- 
cional, mediante Real Decreto de 12 de diciembre de 
1980. 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 20 de la 
Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico 
Español, la declaración de conjunto histórico del cas- 
co antiguo de la ciudad de Cartagena, como bien de in- 

terés cultural, determinaría la obligación para el 
municipio de dicha ciudad, de redactar un Plan Espe- 
cial de Protección del área afectada por la declaración, 
Plan que debió haber sido informado favorablemente 
por la Administración competente (en este caso la Con- 
sejería de Cultura, Educación y Ciencia de la Región 
de Murcia) para la protección de tales bienes. 

Aprobado el Plan Especial de Protección, y en apli- 
cación a lo dispuesto en la referida Ley del Patrimonio, 
el ayuntamiento sería el competente para autorizar di- 
rectamente las obras que desarrollaran el planeamiento 
aprobado, siempre que afectaran a inmuebles que no 
fueran monumentos ni jardines históricos ni estuvie- 
ran comprendidos en su entorno, debiendo dar cuenta 
a la administración competente de las autorizaciones 
o licencias concedidas en el plazo máximo de 10 días 
desde su otorgamiento. 

En caso de que las supuestas obras se hubieran rea- 
lizado al amparo de licencias contrarias al Plan apro- 
bado, serían ilegales, y la administración competente 
podría ordenar su reconstrucción con cargo al organis- 
mo que hubiera otorgado la licencia, y ello sin perjui- 
cio de lo dispuesto en la legislación urbanística sobre 
responsabilidades por infracciones. 

Sobre la base de las disposiciones legales citadas, nos 
dirigimos al Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de 
Cartagena, y al Consejero de Cultura, Educación y Cien- 
cia de la Región de Murcia, en solicitud de información 
sobre los supuestos de hecho denunciados ante esta ins- 
titución y la realidad de los mismos, así como sobre las 
actuaciones y decisiones que se adoptaran al respecto, 
en el ámbito de sus respectivas competencias. 

Desde el Ayuntamiento de Cartagena se remitió un 
oficio, en respuesta de nuestra solicitud en el que úni- 
camente se comunicaba que u.. .  los derribos de edifi- 
cios catalogados sólo se autorizan previa declaración 
firme de ruina y autorización de la Dirección General 
de Cultura de la Comunidad Autónoma de Murcia ... » y 
se expresaba la imposibilidad de informar mas amplia- 
mente «... al no concretarse, en el escrito, la demolición 
de algún inmueble catalogado de forma puntual, que 
se haya efectuado sin la tramitación de declaración de 
ruina del edificio ... » 

Por su parte el Consejero de Cultura, Educación y Tu- 
rismo dirigió a esta institución un informe que permi- 
tió a esta institución conocer los siguientes datos: 

- El conjunto histórico-artístico de Cartagena fue 
declarado por Real Decreto 3046/1980, de 12 de diciem- 
bre. El instrumento urbanístico que protege este con- 
junto histórico es el Plan General Municipal de 
Ordenación en su Adaptación y Revisión referente al 
«Casco Antiguo y Transición» de 1988 y que tiene el ca- 
rácter de Plan Especial de Protección, tal y como esta- 
blece el artículo 20.1 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, 
del Patrimonio Histórico español. Dado su carácter de 
Plan Especial, es por lo que, según establece el artícu- 
lo 20.4 de la Ley 1611985 antes mencionada, el Ayunta- 
miento de Cartagena es competente para autorizar 
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directamente las obras que desarrollen el planeamien- 
to aprobado, excepto en inmuebles que sean monumen- 
tos, jardines históricos e inmuebles que estén 
comprendidos en su entorno. 
- Respecto a las denuncias concretas de destrucción 

sistemática de parte del catálogo de inmuebles prote- 
gidos, fue revisado y actualizado el catálogo a lo largo 
del primer semestre de 1991, constatándose lo siguiente: 

a. Se ha autorizado demolición en los casos de edi- 
ficios sin interés e incluidos dentro del conjunto histó- 
rico, notificando el Ayuntamiento de Cartagena las 
autorizacones o licencias concedidas dentro del plazo 
de 10 días (artículo 20.4). En el período 1988-91 se han 
demolido 21 inmuebles sin interés (no catalogadas). 

b. Asimismo, se ha producido a la demolición en el 
caso de edificios catalogados cuando era verdadera- 
mente inviable su conservación, previos informes favo- 
rables de las Instituciones consultivas y con Resolución 
del Director General de Cultura. 

c. En los casos de demoliciones no autorizadas, en 
el ejercicio de las competencias autonómicas se han 
abierto, desde 1988, tres expedientes sancionadores. 

- Por último, esta institución fue conocedora de que, 
dado que el Plan General actualmente en vigor plan- 
tea contradicciones en los temas de conservación ar- 
queológica y arquitectónica, se está estudiando por el 
Ayuntamiento de Cartagena una modifiación del mis- 
mo para todo el conjunto histórico, en colaboración con 
la Consejería de Política Territorial y la Consejería de 
Cultura de la Región de Murcia. 

Mediante el contacto con la asociación ciudadana que 
motivó el inicio de nuestras actuaciones, seguiremos 
la evolución de este asunto por si en el futuro fuera pre- 
cisa de nuevo nuestra intervención. 

6.2. Obras de restauración de la mezquita Aljama de 
Córdoba 

La comunidad islámica de Al-Andalus se dirigió a esta 
institución manifestando que se estaban practicando 
unas obras de restauración de la mezquita Aljama de 
Córdoba sin contar con un equipo de restauradores cua- 
lificado ni con el asesoramiento técnico adecuado. 

Trasladada la queja al Consejero de Cultura y Medio 
Ambiente de la Junta de Andalucía, se puso en conoci- 
miento de esta institución que las obras de referencia 
corresponden a un proyecto encargado por la misma 
Consejería, y las realiza la Sociedad Estatal V Cente- 
nario, en virtud del convenio de colaboración suscrito 
entre ambos organismos, mediante el cual, entre otras 
estipulaciones, la Consejería entrega a la Sociedad Es- 
tatal el proyecto aprobado así como el presupuesto de 
las obras, procediendo la Sociedad Estatal a contratar 
tanto la ejecución como la dirección facultativa de las 
mismas, con las siguientes condiciones: 

- Los técnicos directores de obra son designados 
por la Consejería. 
- Las empresas adjudicatarias son designadas por 

la Sociedad Estatal, debiendo contar para ello con el 
informe favorable de la Consejería. 

En base a estas estipulaciones, la Sociedad Estatal 
tiene contratadas a las siguientes personas y empresas 
para la ejecución de las obras: 

- Arquitectos Directores: arquitectos con probada 
experiencia y conocimientos en el campo de restaura- 
ción de monumentos y que han proyectado y dirigido 
otras fases de obra en el mismo edificio. 
- Empresa constructora que tiene la clasificación 

exigida para la contratación de obras del Estado, gru- 
po K-7, monumentos histórico-artísticos. 

El proyecto conforme al cual se desarrollan las obras 
fue autorizado por la Dirección General de Bienes Cul- 
turales, que es el órgano competente para autorizar las 
obras en los inmuebles declarados bienes de interés 
cultural. 

A la vista del informe citado y considerando que, se- 
gún lo manifestado en él, han cumplido las administra- 
ciones públicas con el cometido que tienen legalmente 
asignado, se procedió a dar por finalizadas las actua- 
ciones iniciadas en su momento. 

6.3. Obras de iluminación en la catedral de León 

A través de noticias aparecidas en medios de comu- 
nicación, esta instit.ución tuvo conocimiento de la de- 
nuncia efectuada por el Cabildo de la Catedral de León 
en el sentido de que diversas obras de restauración e 
iluminación llevadas a cabo en los últimos tiempos es- 
tarían afectando de manera negativa y grave a la inte- 
gridad física y artística de este importante monumento. 

Sobre la base de esta noticia y al amparo de la facul- 
tad que a esta institución otorga lo dispuesto en el ar- 
tículo 9.1 de la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, se 
acordó la asunción de oficio de las investigaciones con- 
ducentes a un mejor conocimiento de los hechos des- 
critos. 

A este fin, y a la luz de lo establecido en los artículos 
1, 9 y 18 de la Ley Orgánica 3/1981, antes mencionada, 
requerimos a los organismos públicos competentes la 
remisión de información detallada respecto de los he- 
chos denunciados y la realidad de los mismos. 

En el moemtno de concluir el presente informe, se 
recibió comunicación de la Consejería de Cultura y Tu- 
rismo de la Junta de Castilla y León, con el siguiente 
contenido: 

«Ante las noticias de la prensa de que el ayuntamiento 
de León tiene elaborado un proyecto para la ilumina- 
ción de de la catedral, la Comisión Territorial de Patri- 
monio Cultural de León en sesión de 21 de febrero de 
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1991 consideró procedente dirigirse a dicha corpora- 
ción recordando la necesidad de tramitar ante la mis- 
ma, cualquier obra que pretenda realizarse en un 
monumento o conjunto histórico. 

El Ayuntamiento de León con fecha 13 de marzo de 
1991 remite el citado proyecto sobre el cual la Ponen- 
cia Técnica de la Comisión Territorial en sesión de 14 
de marzo de 1991 emite informe que básicamente dice: 

a) Iluminación exterior: 

Alternativas a los báculos de 10 m. 
Propuesta de posponer de actuación en el atrio y ne- 

En cuanto al claustro, necesidad de posponer la ac- 
cesidad de eliminar el proyector de luz de luna. 

tuación hasta que se finalice su restauración. 

bl Iluminación interior: 

El cableado deberá seguir las juntas aportando mues- 
tra de color. 

c) Consideraciones finales: 

Sin prejuzgar la valoración final, se plantea la ido- 
neidad de los criterios de espectacularidad. 

El citado informe es considerado procedente por la 
propia Comisión Territorial en la sesión celebrada el 
mismo día 14. 

Presentado anexo al proyecto de iluminación la Co- 
misión Territorial, oído el informe de la Ponencia Téc- 
nica, en sesión de 25 de abril de 1991 acordó autorizar 
con modificaciones la iluminación exterior, proponien- 
do modificar los cables bajo las vidrieras de las naves 
laterales y no autorizando actuaciones en el claustro. 

La citada Comisión Territorial conoce asimismo la 
colocación de un carril de focos sobre una inscripción 
de la capilla de Santa Teresa, y tras visita de inspec- 
ción e informe de la Ponencia Técnica consideró pro- 
cedente que debe ser modificada la instalación de los 
focos y manifiesta su desconformidad con el escaso cui- 
dado y respeto al edificio. 

La Ponencia Técnica de la Comisión Territorial en se- 
sión de 17 de mayo de 1991 tras evaluar el proyecto de 
iluminación acuerda solicitar la suspensión cautelar de 
las obras y la creación de una comisión de expertos. 

Con fecha 21 de mayo de 1991 la Delegada Territorial 
de la Junta de Castilla y León, suspende cautelarmen- 
te las obras. 

La Dirección General con fecha 7 de junio de 1991 de- 
signa a los representantes de la Comisión de expertos. 

Con fecha 11 de junio la Delegada Territorial solicita 
del Cabildo de la catedral de León informe sobre da- 
ños producidos en varios elementos escultóricos de di- 
cho monumento con motivo de las obras de iluminación 
del mismo. El solicitado informe se recibe con fecha 21 
de junio de 1991 y del mismo se desprende que los da- 
ños referenciados en general, no tienen su causa en las 

obras de iluminación sino en la fragilidad y naturale- 
za de las esculturas. 

El Cabildo de la catedral con fecha 26 de junio de 1991 
presenta ante la Dirección General de Patrimonio y Pro- 
moción Cultural escrito de observaciones en relación 
con el proyecto referenciado y con los problemas deri- 
vados de su ejecución, así como de otras obras realiza- 
das en la catedral. 

La citada Dirección General el 1 de julio de 1991 
acuerda avocar la competencia delegada en la Comisión 
Territorial de Patrimonio Cultural de León en la reso- 
lución de los expedientes referidos a la Santa Iglesia 
Catedral de León. 

La Comisión Mixta Junta de Castilla y León Obispos 
de la Iglesia Católica de Castilla y León acordó con fe- 
cha 8 de julio de 1991 la coordinación exclusiva de to- 
das las actuaciones sobre la catedral de León a través 
de la Comisión Mixta. 

Realizada visita a las obras referenciadas por la Di- 
rección General de Patrimonio y Promoción Cultural, 
con asistencia del Cabildo Catedralicio y el Ayuntamien- 
to de León, éste con fecha 1 de agosto de 1991 presenta 
escrito en el que comunica las fases del proyecto y eje- 
cución de la iluminación citada. A dicho escrito se acu- 
sa recibo desde la Dirección General quedando a la 
espera de la presentación del proyecto. 

Con fecha 15 de octubre de 1991, se reunió el Grupo 
de Trabajo de la Comisión Mixta Junta de Castilla y 
León-Obispos. Asunto monográfico: Catedral de León. 

Por resolución de la Dirección General de Patrimo- 
nio y Promoción Cultural de 16 de octubre de 1991, se 
autoriza con carácter temporal y efímero el proyecto 
“Exposición de Fondos Musicales en la Iglesia de Cas- 
tilla y León: Las Edades del Hombre (León) 1991”. co- 
mo instalación efímera, ninguno de los elementos que 
integran su montaje, habrá de permanecer en el tem- 
plo una vez finalizada la exposición. 

La iluminación de la exposición será independiente 
de la del edificio no debiendo utilizarse esta última co- 
mo parte integrante de aquélla, dado que constituye una 
instalación realizada con criterios inadecuados y no 
autorizada, pesando sobre ella una suspensión de obras. 

La Dirección General citada al tener conocimiento de 
que en la cubierta del claustro de la catedral de León 
se han instalado sin autorización elementos de ilumi- 
nación, con fecha 24 de octubre de 1991, ordena al De- 
legado Territorial de la junta de Castilla y León, en León 
la suspensión cautelar de la obra, efectuando el segui- 
miento y control de la misma a fin de asegurar su cum- 
plimiento. 

Con fecha 22 de octubre de 1991, se recibe Anexo 1 
al proyecto de alumbrado de la catedral, remitido por 
el Ayuntamiento de León. 

El Grupo de Trabajo de la Comisión Mixta citada es- 
tá convocada con el fin de estudiar el proyecto arriba 
reseñado. >> 

Del informe remitido por el Consejero de Cultura y 
Turismo de la Junta de Castilla y León cabe deducir la 
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correcta actuación de dicha Administración Autonómi- 
ca en el cumplimiento de las competencias de inspec- 
ción que sobre Patrimonio Histórico-Artístico y 
Monumental le confiere la Ley Orgánica 411983, de 25 
de febrero, de Estatuto de Autonomía de Castilla-León 
de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 19, 20,22, 
37 y 39 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, de Patrimonio 
Histórico Español. 

Junto con lo anterior, de los datos aportados por el 
órgano informante se desprende que la integridad del 
bien protegido no parece encontrarse en la actualidad 
en situación de riesgo, habiéndos tomado por la Junta 
de Castilla y León diversas medidas para que las obras 
de iluminación que se estaban practicando continúen 
su curso de acuerdo a lo que la Ley de Patrimonio His- 
tórico Español prevé sobre conservación de los bienes 
de interés cultural. 

6.4. Rehabilitación del Mercado del Este, en San- 
tander 

La asociación cultural «Iniciativa Ciudadana para la 
Rehabilitación del Mercado del Este» denunció ante es- 
ta institución la pasividad administrativa en el mante- 
nimiento y conservación del Mercado del Este, cuya 
declaración como <(bien de interés cultural)), realizada 
por el Consejo de Ministros por Resolución de 13 de 
enero de 1986, había sido objeto de un conflicto de com- 
petencia ante el Tribunal Constitucional, promovido por 
el Consejo de Gobierna de Cantabria y posteriormente 
retirado. 

La queja así formulada planteaba el problema de 
coordinación de las diversas Administraciones públi- 
cas, estatal, autonómica y municipal, cuyas competen- 
cias inciden en un mismo espacio, tal y como resulta 
de la Ley 16/1985, de 25 de junio, reguladora del Patri- 
monio Histórico Español. 

Admitida la queja se solicitó informe de las tres ad- 
ministraciones aludidas en orden a la determinación 
del estado de conservación del Mercado del Este y del 
efectivo ejercicio de las competencias que la Ley 1611985 
atribuye a cada una de ellas. 

La Consejería de Cultura, Educación y Deportes ma- 
nifestó en el informe evacuado que se había procedido 
al cierre y limpieza interior del edificio, el cual se des- 
tinaría probablemente a Escuela Taller Regional, a te- 
nor de las negociaciones habidas entre el Presidente de 
la Diputación Regional de Cantabria y el Ayuntamien- 
to de Santander. Finalmente, en los presupuestos de la 
Comunidad Autónoma para 1990, se preveía un crédi- 
to de 40.000.000 de pesetas destinado al proyecto de re- 
habilitación de la mencionada edificación. 

Por su parte, el Ministerio de Cultura informó lo si- 
guiente: 

a. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 
6Pa) de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio 
Histórico Español, las competencias en materia de con- 

servación del patrimonio histórico de Cantabria corres- 
ponden a los servicios competentes de la Diputación 
Regional de Cantabria (Dirección Regional de Cultura 
y Educación, Consejería de Cultura, Educación y De- 
portes). 

b. La declaración de bien de interés cultural, con la 
categoría de monumento, del edificio del Mercado del 
Este en Santander, se hizo a instancia del Ministerio 
de Cultura, ante la decisión de los órganos competen- 
tes de la Comunidad autónoma de no incoar expedien- 
te de declaración del citado bien de interés cultural, que 
eran los encargados de efectuar dicho trámite, según 
lo establecido en el citado artículo 6Pa), de ejercitar di- 
chas competencias, según consta en la Resolución de 
incoación de la Dirección General de Bellas Artes y Ar- 
chivos de 13 de enero de 1986. 

Considerando que de la información recibida queda- 
ba clara la actuación de las administraciones implica- 
das en cuanto al ejercicio de sus competencias y al 
objetivo último de conservación y mantenimiento de un 
bien declarado de interés cultural con la categoría de 
monumento, esta institución procedió a dar por con- 
cluida su intervención (queja 9022755). 

7. ORDENACION DEL TERRITORIO, URBANISMO Y 
VIVIENDA 

7.1. Expropiación urbanística en el polígono Valdeber- 
nardo, Madrid 

La presente queja tiene como inmediato anteceden- 
te la Orden de la Consejería de Política Territorial, de 
21 de diciembre de 1989 («BOE» 29 de diciembre), adop- 
tada en relación con el «Proyecto de delimitación y ex- 
propiación de Valdebernardo norte y sur (PAU 4)», cuyo 
objetivo fundamental es paliar la escasez de suelo re- 
sidencial de viviendas de protección oficial en el tér- 
mino municipal de Madrid. 

En virtud de la misma, se aprobó inicialmente el in- 
dicado proyecto, con un superficie de 294,80 hectáreas; 
se determinó la ejecución del mismo por el procedi- 
miento expropiatorio de tasación conjunta, con la im- 
plícita declaración de urgencia de la ocupación de los 
bienes y derechos afectados (art. 52 Ley de expropia- 
ción Forzosa, conforme a lo establecido en los artícu- 
los 138 de la Ley del Suelo, 202 y 203 de su Reglamento 
de Gestión); y se sometió a información pública el ex- 
pediente, con citación personal de los titulares afecta- 
dos por la expropiación, entre los que se encontraban 
los formulantes de la queja. 

Los hechos alegados por los mismos y confirmados 
explícita o implícitamente por el informe remitido al 
Defensor del Pueblo por la Consejería de Política Te- 
rritorial, se concretaban en que no se habían produci- 
do, transcurridos casi dos años desde la formación del 
oportuno expediente expropiatorio, los esenciales trá- 
mites de traslado de los expedientes de justiprecio al 
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Jurado Provincial de Expropiación, y de abono de la 
cantidad que, ofrecida por la Administración en tal con- 
cepto, debe ser entregada a los expropiados en razón 
de lo dispuesto en el artículo 50.2 de la Ley de Expro- 
piación Forzosa. 

Establecidos tales elementos fácticos, resultó que en 
lo referente al pago a cuenta del justiprecio, se había 
solicitado del IVIMA, entidad beneficiaria de la expro- 
piación, en fecha 17 de junio de 1991, la correspondiente 
dotación económica para hacer frente a dicha obliga- 
ción legal; afirmándose, respecto a la remisión del ex- 
pediente de justiprecio al Jurado Provincial de 
Expropiación de Madrid, que dicho trámite había de 
cumplimentarse con posterioridad a la formalización 
<<del acta de ocupación y pago a los propietarios». 

Por lo que respecta a la primera cuestión, referida 
al efectivo reconocimiento del derecho de los expropia- 
dos a que se les entregue la indemnización hasta el 1í- 
mite en que exista conformidad entre aquéllos y la 
Administración, quedando en todo caso subordinada di- 
cha entrega provisional al resultado de lo que se deci- 
diese a la postre en vía administrativa o jurisdiccional, 
el Defensor del Pueblo manifestó que, siendo positivo 
el hecho de que se hubiese solicitado del IVIMA la apor- 
tación dineraria para hacer frente a dicha obligación, 
era lo cierto que dicha solicitud se había producido ca- 
torce meses depués de que la Consejería, por Resoly- 
ción de 19 de abril de 1990, desestimase la valoración 
efectuada por los expropiados, siendo previsible, con- 
siderando la falta de concreción del informe al respe- 
to, que transcurriese otro largo período de tiempo hasta 
hacer efectivo el pago parcial del justiprecio en los tér- 
minos establecidos en el artículo 50.2 de la Ley de Ex- 
porpiación Forzosa. 

En cuanto al traslado de los expedientes expropiato- 
rios al Jurado Provincial de Expropiación de Madrid, 
disentimos de la interpretación legal de la Comunidad 
Autónoma de Madrid respecto a la previa necesidad de 
formalización de las actas de ocupación de los bienes 
y derechos expropiados. 

En efecto, nos encontramos en presencia de una ex- 
propiación urbanística, seguida por el procedimiento 
de tasación conjunta, en la que, a tenor de lo dispuesto 
en los artículos 138.3.0, y 140.1 de la Ley sobre Régimen 
del Suelo y Ordenación Urbana (TR aprobado por Real 
Decreto 1346/1976, de 9 de abril), y 202.8, 205.1 y 209.1 
del Reglamento de Gestión Urbanística, la toma de po- 
sesión de los bienes expropiados, mediante el levanta- 
miento de las actas de ocupación que proceden, se ha 
de efectuar con posterioridad a la determinación y pa- 
go del justiprecio, exigiendo aquélla, en caso de dicre- 
pancia sobre el valor del bien entre la Administración 
y el expropiado, el traslado del expediente al Jurado 
Provincial de Expropiación, sin cuya decisión valorati- 
va no es posible ocupar el bien expropiado. 

Por tanto, y teniendo en cuenta el carácter supleto- 
rio de la Ley de Expropiación Forzosa y de su Regla- 
mento en la cuestión planteada, el órgano 
administrativo encargado de la tramitación de los exp- 

dientes de justiprecio debió remitirlos al Jurado Pro- 
vincial de Expropiación de Madrid inmediatamente 
después del rechazo, por parte de los propietarios, de 
la valoración de la Administración expropiante y, en to- 
do caso, dentro de los seis meses posteriores a ese mo- 
mento (artículo 61.1 LPA). 

En el supuesto de que sea de aplicación el procedi- 
miento extraordinario del artículo 52 de la Ley de Ex- 
propiación Forzosa, al que se alude en la Orden de esa 
Consejería de Política Territorial de 21 de diciembre de 
1989, señalamos que, con independencia de la duda que 
ofrece su aplicación al presente caso, la declaración de 
urgencia está en contradicción con la comprobada len- 
titud de los trámites efectuados hasta el momento; y, 
en todo caso, el expediente expropiatorio, en sus fases 
de ocupación, levantamiento del acta previa a la ocu- 
pación, formulación de las hojas de depósito previo, 
ocupación efectiva y consiguiente remisión de los ex- 
pedientes de justiprecio (en su caso al Jurado Provin- 
cial de Expropiación), no puede demorarse en su 
tramitación, en principio, más de seis meses por exi- 
gencia del referido artículo 61.1 de la Ley de procedi- 
miento Administrativo. 

Al no haberse actuado así, se han vulnerado los prin- 
cipios de celeridad y legalidad a que ha de someter su 
actuación la Administración Pública por imperativo, en- 
tre otros, del artículo 103.1 de la Constitución. 

Por las razones expuestas el Defensor del Pueblo su- 
girió a la Consejería de Política Territorial de la Comu- 
nidad Autónoma de Madrid que, en relación con la 
expropiación del Polígono de Valdebernardo norte-sur, 
ordenase el inmediato pago a cuenta de la parte de jus- 
tiprecio en la que existe conformidad con los expropia- 
dos, así como el traslado de los correspondientes 
expedientes de justiprecio al Jurado Provincial de Ex- 
propiación de Madrid. 

La respuesta de dicho órgano administrativo fue fa- 
vorable a la sugerencia del Defensor del Pueblo quien, 
a la vista del último informe remitido al respecto, pu- 
do constatar que la gestión de todo el Polígono de Val- 
debernardo se ha llevado a cabo con unos razonables 
índices de celeridad y eficacia administrativas (queja 
9117641). 

7.2. Expropiación forzosa para la nueva carretera de 
interconexión de Aravaca-Pozuelo, en Madrid 

La formulante de la queja manifestó la demora del 
Jurado Provincial de Expropiación de Madrid en la re- 
visión del justiprecio de una finca de su propiedad con 
ocasión de las obras del proyecto «Nunca carretera de 
interconexión Aravaca-Pozuelo con la Carretera de Cas- 
tillan, expropiada por la Consejería de Política Territo- 
rial de la Comunidad Autónoma de Madrid. 

El correspondiente expediente de justiprecio tuvo en- 
trada en el Jurado Provincial de Expropiación en fecha 
22 de noviembre de 1989, de conformidad con lo esta- 
blecido en el artículo 31 de la Ley de Expropiación For- 
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zosa, sin que un año después se hubiese dictado la 
correspondiente resolución, tal como, asimismo, esta- 
blece el artículo 34 de la mencionada Ley. 

Esta demora excesiva en dictar resolución motivó la 
admisión a trámite de la queja y la solicitud de infor- 
mación al Jurado Provincial de Expropiación Forzosa 
de Madrid. 

Como resultado de tales actuaciones con fecha 13 de 
marzo de 1991, el Jurado Provincial se constituyó a fin 
de justipreciar la indicada finca. En la resolución de 
justiprecio se aceptó el precio de 600 pesetas m2 soli- 
citado por la expropiada, acuerdo que se fundamentó 
en las valoraciones precedentes dadas por el Jurado y 
por el propio organismo expropiante en otros expedien- 
tes del mismo proyecto y por ser los terrenos idénticos 
al terreno que ahora se justipreciaba. 

Por su parte, el Servicio de Expropiaciones de la Di- 
rección General del Suelo de la Consejería de Política 
Territorial de la Comunidad Autónoma de Madrid, re- 
quirió al Jurado la remisión de la pieza de valoración 
del expediente de referencia, al objeto de proceder al 
pago del justiprecio. Resuelta, por tanto, favorablemen- 
te la queja formulada, dimos por conclusas nuestras 
actuaciones (queja 9022630). 

7.3. Obras de reparación en viviendas de promoción 
pública, en Madrid 

Como consecuencia de la remodelación del barrio de 
Palomeras fueron adjudicadas, en noviembre del año 
1986, unas viviendas de promoción pública en la Avda. 
de Pablo Neruda. 

Con motivo de un vendaba1 ocurrido en el mes de 
abril de 1987, se derrumbó un arco decorativo produ- 
ciéndose daños en el techo del garaje de las citadas vi- 
viendas, personándose al día siguiente, a peitición de 
los vecinos, funcionarios del IVIMA, quienes asegura- 
ron que procederían a la reparación inmediata de los 
daños ocasionados. 

Dado que el tiempo transcurría y el citado ente pú- 
blico no procedía a la reparación anunciada, el intere- 
sado y, en otras ocasiones, el presidente de la 
mancomunidad de propietarios de las viviendas afec- 
tadas se dirigieron al citado instituto solicitando que 
fuesen reparados los desperfectos cuanto antes, ya que 
temían que, según quedó el techo del garaje, se pudie- 
sen producir desprendimientos con el consiguiente pe- 
ligro para los usuarios del mismo. 

La falta de una eficaz respuesta de la administración 
dio lugar a la formulación de queja ante el Defensor 
del Pueblo en agosto de 1990. 

Tras nuestra intervención, el Instituto de la Vivien- 
da de Madrid nos comunicó la realización de las si- 
guientes actuaciones: 
- Inmediata reparación de los daños provocados 

por la caída del arco decorativo. 
- Sustitución del arco decorativo: está incluida SU 

ejecución en el proyecto que lleva por título: «Elabo- 

ración de análisis, diagnóstico y propuesta de actua- 
ción para la finalización del proceso de Barrios en 
Remodelación», proyecto que se ejecutará en un futu- 
ro próximo. 

A la vista de ello hemos solicitado, una vez más, al 
IVIMA que nos envíe nuevo informe confirmándonos 
la ejecución de la orden de obra de reparación efectua- 
da. (Queja 9022415). 

7 . 4 .  Ejecución subsidiaria de obras impuestas por 
resolución sobre salubridad e higiene en un edi- 
ficio de viviendas en Madrid 

Ante esta institución compareció una vecina de Ma- 
drid formulando queja sobre la falta de ejecución de 
la resolución dictada por el Instituto de la Vivienda de 
Madrid el 4-2-85, por la que se ordenaba la realización 
de obras de reparación, por razones de habitabilidad, 
de la finca en la que residía (expediente VL-530/84). 

Confirmados los hechos alegados, y a la vista del in- 
forme remitido por el IVIMA al Defensor del Pueblo, 
efectuamos al indicado organismo las siguientes con- 
sideraciones legales: 

A. Los artículos 9 y 103.1 de nuestra Constitución 
consagran el principio de legalidad con el sometimiento 
pleno a la Ley y al Derecho de la Administración Pú- 
blica; disponiendo, por otra parte, el artículo 4 de la 
Ley de Procedimiento Administrativo, que la compe- 
tencia es irrenunciable y que se deberá ejercer preci- 
samente por los órganos administrativos que la tengan 
atribuida como propia. 

Partiendo de tales principios, el IVIMA debería ejer- 
citar plenamente las competencias que le están confe- 
ridas por la legislación reguladora de las condiciones 
de habitabilidad e higiene de las viviendas y de la con- 
servación y mantenimiento adecuado de los edificios, 
especialmente reflejadas en el Real Decreto 11511984, 
de 19 de enero, y en el artículo 18 1.2 de la Ley del Suelo. 

Al respecto, el artículo 10.3 del Reglamento de Dis- 
ciplina Urbanística preceptúa que el organismo que or- 
dene la ejecución de las obras necesarias para 
conservar las condiciones de salubridad y seguridad 
adecuadas de la vivienda o edificación, procederá a la 
incoación del expediente sancionador con imposición 
de multa, si hubiese transcurrido el plazo otorgado al 
propietario sin haberlas ejecutado. 

Sin embargo, del informe remitido a esta institución 
se desprendía que el IVIMA no aplicó el artículo 10.3 
del Reglamento de Disciplina Urbanística en su totali- 
dad, como hubiese sido lo consecuente. Así, los propie- 
tarios no fueron advertidos que en el caso de persistir 
en el incumplimiento de la orden de ejecución dada, 
el contenido de la misma se llevaría a cabo por el or- 
ganismo requirente, con cargo al obligado, a través del 
procedimiento de ejecución subsidiaria previsto en la 
Ley de Procedimiento Administrativo. 

B. De acuerdo con lo establecido en los menciona- 
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dos artículos 181 de la Ley del Suelo; 10.3 del Regla- 
mento de Disciplina Urbanística; 155.d) y 168 del 
Decreto 2114/68, de 24 de julio; y a tenor de la remi- 
sión que tales preceptos indican en cuanto a la ejecu- 
ción subsidiaria regulada en el artículo 104 de la Ley 
de Procedimiento Administrativo, sugerimos al Insti- 
tuto de la Vivienda de Madrid que llevase a cabo las 
obras ordenadas, cumplimentándose así el precepto an- 
tes señalado. 

También se indicó al IVIMA que la legislación prevé 
que el coste de la ejecución subsidiaria sea cargado a 
los propietarios que no han actuado y que esa Admi- 
nistración tenía atribuida la potestad de cobrar la co- 
rrespondiente deuda contraída, con prelación y 
preferencia a otras que pudieran tener tales propieta- 
rios pudiendo utilizar el apremio sobre los patrimonios 
de quienes incumplieron la orden dada el 4-2-85, con- 
firmada el 21-5-87 y reiterada el 30-1-89. 

En respuesta a dicha sugerencia, el IVIMA manifes- 
tó que la legislación aplicable al caso, fundamentalmen- 
te el decreto de 23 de noviembre de 1940 atiene un 
carácter residual)) y «no contempla la posibilidad de 
la ejecución subsidiaria)), suponiendo la eventual uti- 
lización de esta técnica administrativa «una discrimi- 
nación en el “modus operandi” de ese organismo, que 
podría ser invocado por otros muchos administrados 
que se encuentran en situación similar ... ». 

El Defensor del Pueblo expresó su disconformidad 
con la indicada argumentación jurídica, en base a los 
siguientes fundamentos jurídicos: 

A. El mencionado decreto de 23 de noviembre de 
1940, sobre reorganización de la Fiscalía de la Vivien- 
da, está plenamente en vigor, como lo demuestra el he- 
cho de que en el mismo se haya fundamentado 
jurídicamente la resolución de 4 de febrero de 1985, 
confirmada posteriormente en alzada por el Consejo 
de Gobierno de la Comunidad de Madrid. 

B. Dicha disposición reglamentaria ha de comple- 
mentarse con lo dispuesto en el artículo 181 de la Ley 
del Suelo que dispone que los ayuntamientos y, en su 
caso, los demás organismos competentes, entre los que 
hay que incluir al IVIMA, deben ordenar la ejecución 
de las obras necesarias para conservar las condiciones 
de seguridad y salubridad de las edificaciones. 

C .  El citado precepto se desarrolla reglamentaria- 
mente en el artículo 10.3 del Reglamento de Discipli- 
na Urbanística, que prevé para el supuesto que 
contemplamos, en caso de resistencia del obligado e 
ineficacia de las multas coercitivas, la ejecución por 
la propia Administración de las obras ordenadas, con 
cargo a aquél, a través del procedimiento previsto en 
la Ley de Procedimiento Administrativo (artículos 104 
y 106). 
D. Estas últimas normas reguladoras de la ejecución 

subsidiaria son obviamente aplicables aun en el su- 
puesto de que la orden de realización de obras se haya 
motivado exclusivamente en el decreto de 23 de no- 

viembre de 1940, por deducirse así del contenido del 
artículo 1 .O de la Ley de Procedimiento Administrativo. 

E. En todo caso, carecería de sentido, desde la pers- 
pectiva de los principios de celeridad, eficacia y lega- 
lidad que han de regir la actividad administrativa (art. 
103.1 de la Constitución española), dictar una resolu- 
ción y luego no utilizar con prontitud todos los meca- 
nismos previstos en derecho para su efectiva ejecución. 

En el supuesto de hecho objeto de la queja, observa- 
mos que han transcurrido siete años desde que se in- 
coó el expediente 530184, y en tan dilatado período de 
tiempo sólo se han impuesto dos multas coercitivas de 
10.000 y 25.000 pesetas, sucesivamente, lo que pone en 
evidencia una falta de eficacia del funcionario o fun- 
cionarios encargados de la ejecución de referencia y 
una incongruencia en el actuar administrativo que, por 
una parte, ordena la ejecución de obras, por entender 
que existen razones de salubridad y seguridad justifi- 
cativas de las mismas, y, por otra, actúa con excesiva 
lentitud y con clara ineficacia en llevar a la práctica 
dicha decisión administrativa. 

F. Finalmente, debemos manifestar qúe esta Insti- 
tución entiende las razones alegadas por el IVIMA, pe- 
ro no puede compartirlas, ya que, desde el momento 
en que existan deficientes condiciones de salubridad 
y seguridad en un edificio, como el citado Instituto con- 
sideró existían en el inmueble a que se refiere la que- 
ja, el interés público requiere una subsanación, por 
exigencias no ya del decreto de 23 de noviembre de 1940 
sino de la posterior legislación urbanística antes men- 
cionada, la cual, y hasta tanto no sea eventualmente 
modificada con ocasión de la reforma de la Ley de 
Arrendamientos Urbanos, ha de ser fielmente aplica- 
da por la Administración Pública, en el caso plantea- 
do en la queja y en todos los que se produzcan, por 
imperativo de lo dispuesto en los artículos 9 y 103 de 
la Constitución. 

Tras la anterior exposición de los fundamentos jurí- 
dicos con los que esta Institución mostraba su discre- 
pancia con la interpretación dada por el IVIMA a la 
normativa aplicable en el presente caso, se solicitó que, 
a la vista de los mismos, se valorase la conveniencia 
de aceptar y desarrollar el contenido de nuestra suge- 
rencia. 

En la contestación recibida se justifica la no ejecu- 
ción subsidiaria por parte del IVIMA en que se trata 
de una vivienda libre por la que sólo procede la impo- 
sición de multas coercitivas, y ello con una interpreta- 
ción extensiva de las competencias que tiene atribuidas 
por el Decreto de 23 de noviembre de 1940, sobre ha- 
bitabilidad e higiene de viviendas y por el Decreto 54/84 
de 17 de mayo de transformación de la Fundación Pro- 
vincial de la Vivienda en el organismo autónomo Ins- 
tituto de la Vivienda de Madrid. 

A la anterior conclusión llega dicha administración 
autonómica después de manifestar que no procede apli- 
car la legislación de vivienda de protección oficial por 
ser una vivienda no sujeta a este régimen, ni la legisla- 
ción urbanística por no ser de su competencia sino del 
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ayuntamiento la ejecución de las obras necesarias pa- 
ra conservar las adecuadas condiciones de salubridad 
de los edificios. 

Por Último, el IVIMA justifica su no actuación me- 
diante la ejecución subsidiaria en que éste es un pro- 
cedimiento de ejecución forzosa que puede utilizar o 
no la administración, ya que es una potestad discrecio- 
nal otorgada por el artículo 104 en conexión con el ar- 
tículo 102, ambos de la Ley de Procedimiento 
Administrativo. (Queja 89 101 57). 

7.5. Ejecución subsidiaria por obras ilegales en vi- 
vienda de protección oficial, en Madrid 

La presente queja versaba sobre la inejecución por 
el IVIMA de su resolución de 16 de diciembre de 1985, 
por la que se acordaba imponer a un particular, bene- 
ficiario de una vivienda de protección oficial, una multa 
de 100.000 pesetas y la obligación de desmontar una 
estructura auxiliar construida con posterioridad al 
otorgamiento de la calificación definitiva de la vi- 
vienda. 

Admitida la queja, por incumplimiento de los ar- 
tículos 106 de la Ley de Procedimiento Administrati- 
vo, y 168 del Reglamento de Viviendas de Protección 
Oficial, sobre la ejecución forzosa de los actos admi- 
nistrativos, el IVIMA manifestó que «la ejecución sub- 
sidiaria prevista en el artículo 168 del Reglamento de 
Viviendas de Proteccion Oficial con carácter general 
en caso de incumplimiento o paralización de las obras 
por el sancionado, se restringe en el Real Decreto 
3148178, de 10 de noviembre, a supuestos de ejecución 
de obras de nueva planta cuando el interés general así 
lo requiera». 

La discrepancia de esta institución con el citado ar- 
gumento dio lugar a la formulación de las observacio- 
nes del siguiente tenor: 

«Entendemos que el artículo 59 del Real Decreto 
3148178, no supone una limitación a la adopción de me- 
didas por vía de ejecución subsidiaria a los supuestos 
de ejecución de obras de nueva planta, ya que en el ar- 
tículo 58 del mismo Real Decreto se contempla la eje- 
cución forzosa efectuando una remisión al artículo 104  
de la Ley de Procedimiento Administrativo con carác- 
ter general para todas las resoluciones, de lo que se de- 
duce que ,el artículo 59 viene a ser únicamente una 
contemplación específica de unos supuestos concretos. 

Por otra parte, la disposición final primera de dicho 
texto legal previene que en las materias no reguladas 
por el Real Decreto 3 148178, se aplicará la legislación 
de protección oficial establecida en el Texto Refundi- 
do de 2 de noviembre de 1976, y el Reglamento de Vi- 
viendas de Protección Oficial de 21 de julio de 1978. 

Tal Reglamento, en su artículo 155, apartado d), se- 
ñala la posibilidad de resolver un expediente sancio- 
nador imponiendo la realización de las obras de 

reparación y conservación y las necesarias para aco- 
modar la edificación al proyecto aprobado y las orde- 
nanzas técnicas y normas constructivas que le sean 
aplicables, continuando el artículo 168 que de no eje- 
cutarse las obras en el plazo señalado o en la prórroga 
concedida en su caso, o si se paralizaran sin causa jus- 
tificada, se procederá a la ejecución subsidiaria de és- 
tas, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado b) del 
artículo 104 de la Ley del Procedimiento Administra- 
tivo, sin perjuicio de remitir si procediese testimonio 
a la jurisdicción ordinaria, por si estimara la concu- 
rrencia de responsabilidades de orden penal en la ac- 
tuación del expediente. 

En cualquier caso, las obras se han de realizar por 
cuenta y a costa del promotor o propietario sanciona- 
do, pudiendo la Administración proceder a la exacción 
cautelar y anticipada a reserva de la liquidación defi- 
nitiva del importe de los daños y perjuicios ... » 

En razón de lo expuesto, el Defensor del Pueblo su- 
girió al IVIMA «que diese las órdenes oportunas a fin 
de que se proceda a la ejecución del contenido de la 
Resolución de fecha 16 de diciembre de 1986, proce- 
diéndose, incluso, a la ejecución subsidiaria de la mis- 
ma en el supuesto de que el sujeto sancionado no la 
efectúe voluntariamente ». 

A la sugerencia formulada, el IVIMA expuso una se- 
rie de argumentos de conformidad con los cuales en- 
tendía que no era posible su aceptación en sus propios 
términos. Tales argumentos eran en síntesis los si- 
gu ien t e s : 

El artículo 168 del Reglamento de Viviendas de Pro- 
tección Oficial, si bien abarca el supuesto de la queja 
planteada, es de utilización potestativa para la Admi- 
nistración, ya que el artículo 58 del Real Decreto Ley 
31/1978 «autoriza en cualquier caso a la Administra- 
ción a imponer multas coercitivas encaminadas a con- 
seguir el cumplimiento de las resoluciones recaídas en 
el expediente sancionador, además de utilizar la eje- 
cución subsidiaria, siempre que así lo permita la na- 
turaleza de la obligación impuesta. 

Por otra parte, la aceptación de la sugerencia del De- 
fensor del Pueblo generaría, según el IVIMA, una dis- 
criminación en el umodus operandi» que podría ser 
invocado por otros administrados que se encuentran 
en similar situación, conculcándose al tiempo el ar- 
tículo 14 de la Constitución relativo a la igualdad de 
todos los españoles. 

Las razones así expuestas no podían estimarse ade- 
cuadas, como no lo han sido en relación con otras que- 
jas, tanto por razones prácticas -no se acreditaba el 
cumplimiento de la resolución de 16 de diciembre de 
1986-, como, sobre todo, por el fundamento teórico 
de la actuación administrativa estimado por esta ins- 
titución desacertado. De ahí que se procediera a insis- 
tir en la sugerencia formulada sobre la base de la 
siguiente fundamentación: 
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A. Frente a la manifestación hecha en el informe en 
el sentido de que el Real Decreto 3148/78, de 10 de no- 
viembre, puede haber derogado el artículo 168 del Re- 
glamento de Viviendas de Protección Oficial, debe 
señalarse que no se está ante un problema de deroga- 
ción, sino de interpretación sistemática de las normas 
a las que hace referencia el artículo 3.1 del Código Ci- 
vil. El artículo 168 no puede estar derogado por la sen- 
cilla razón de que nada en él se opone a lo dispuesto 
en los artículos 58 y 59 del Real Decreto 3148/78, y por 
tanto no se cumple el supuesto de hecho para la apli- 
cación del artículo 2.2 del Código Civil. Estos dos pre- 
ceptos se limitan a desarrollar una casuística que el 
artículo 168 aborda en términos más generales. En to- 
do caso, los indicados artículos no podrían derogar en 
modo alguno y en virtud del principio de jerarquía nor- 
mativa, consagrado en el artículo 9.3 de la Constitución 
española, el artículo 1.4 del mismo texto legal. 

B. Tampoco puede compartirse la idea de que la ad- 
ministración no esté obligada a acudir a la ejecución 
subsidiaria para el cumplimiento de las resoluciones 
dictadas en expedientes sancionadores tramitados por 
infracción del régimen legal que regule las viviendas 
de protección oficial. Por el contrario, el ejercicio de 
las potestades administrativas y, por tanto, la ejecu- 
ción forzosa de los actos, no es voluntaria para la ad- 
ministración, sino obligada siempre que se dé el 
supuesto de hecho de la aplicación de la norma. En es- 
te sentido, el término «podrá» significa que tiene la po- 
testad, no que sea libre o no de ejercerla, ya que por 
mandato de la ley ((deberían ejercerla. 

Diferente es, y en este punto podemos convenir con 
la posición mantenida en la contestación a la sugeren- 
cia formulada, que el interés público en el cumplimien- 
to de la legalidad puede satisfacerse, en los términos 
de los artículos 58 y 59 del Real Decreto 3148178, de 
10 de noviembre, tanto a través de multas coercitivas 
como a través de la ejecución forzosa, siendo necesa- 
rio este último procedimiento en caso de no dar resul- 
tado el primero, ya que en definitiva, el interés público 
definido en la Ley no es renunciable. Puede convenir- 
se igualmente que la técnica de la multa coercitiva pue- 
de ser, de un lado, menos gravosa para el infractor que 
a través de este sistema de coerción puede ajustar su 
actividad a la legalidad, y, de otro, menos gravosa pa- 
ra la propia administración que se puede ver abocada 
a sufragar con fondos del erario público la corrección 
de las infracciones cometidas por un particular. Sin 
embargo, no puede olvidarse que la ejecución subsidia- 
ria puede sufragarse antes de la ejecución con cargo 
al patrimonio del infractor por el procedimiento pre- 
visto en el Reglamento General de Recaudación (ar- 
tículo 106 de la Ley de Procedimiento Administrativo, 
en conexión con el artículo precedente del mismo tex- 
to legal). 

C. Tampoco puede admitirse que la aceptación de la 
sugerencia formulada por esta institución obligue al 
IVIMA a una actuación discriminatoria en el «modus 
operandi)) que podría ser invocada por otros adminis- 
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trados y que conculcaría el artículo 14 de la Constitu- 
ción española. La igualdad que proclama el artículo 24 
es la igualdad ante la Ley, y sin perjuicio de lo señala- 
do en la letra B anterior, precisamente, el objeto de la 
presente queja es el cumplimiento de la Ley, no otra 
cosa. No es la ley la que discrimina a unos u otros ciu- 
dadanos, sino, eventualmente, la actuación administra- 
tiva que no la aplica. Por otro lado, es perfectamente 
lógico que los ciudadanos que se encuentren en una si- 
tuación similar invoquen una actuación como la suge- 
rida, ya que es una actuación legalmente prevista y por 
tanto debida para la administración en los términos an- 
tes descritos. 

Finalmente, y al margen de estas consideraciones, de- 
be recordarse que en la sugerencia formulada no se in- 
voca la ejecución subsidiaria como único medio para 
la ejecución de la resolución de 16 de diciembre de 
1986. El tenor literal de la sugerencia insta a «que se 
proceda a la ejecución del contenido de la Resolución 
de fecha 16 de diciembre de 1986, procediéndose, in- 
cluso, a la ejecución subsidiaria de la misma en el su- 
puesto de que el sujeto sancionado no la efectúe 
voluntariamente ». N o  es necesario señalar que dentro 
de esta sugerencia cabe tanto el recurso a la multa coer- 
citiva como a la ejecución subsidiaria. De lo que en de- 
finitiva se trata es del cumplimiento de una resolución 
administrativa. 

Por lo anteriormente expuesto, procedimos a insis- 
tir ante el Instituto de la Vivienda de Madrid, y con los 
matices expuestos, sobre la aceptación o rechazo de la 
sugerencia formulada, solicitando, al tiempo, informa- 
ción sobre los resultados de la multa o multas coerci- 
tivas impuestas, en orden a la satisfacción de la 
resolución de 16 de diciembre de 1986, sin perjuicio de 
la necesidad de recurrir incluso a la ejecución subsi- 
diaria en el caso de que las sucesivas multas no fuesen 
suficientes para restaurar la legalidad infringida. (Que- 
da 8912948). 

7.6. Deficiencias en la construcción de viviendas de 
protección oficial, en Castilla-León 

Se  dirigió a esta. institución una comunidad de pro- 
pietarios de Medina del Campo (Valladolid), alegando 
determinadas irregularidades en relación con el expe- 
diente sancionador VP-VA-42/83, por presuntas infrac- 
ciones al régimen jurídico de viviendas de protección 
oficial. Al parecer, existía una resolución por la que se 
obligaba a la empresa promotora a ejecutar determi- 
nadas obras de reparación en el edificio de su pro- 
piedad. 

Examinado el contenido del informe remitido por la 
Consejería de Fomento de Castilla y León, se observó 
que en la tramitación de la denuncia formulada en fe- 
cha 10 de febrero de 1983 por la comunidad de propie- 
tarios formulante de la queja, se había producido una 
demora que esta institución sugirió fuese subsanada 
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a la mayor brevedad posible, ya que la resolución de- 
finitiva del expediente en cuestión se produjo en fecha 
22 de noviembre de 1985; es decir, transcurridos dos 
años desde la iniciación del mismo. Asimismo, se com- 
probó que el recurso de alzada presentado por la 
empresa promotora contra la citada resolución sancio- 
natoria no había sido objeto de resolución expresa, a 
pesar de haber transcurrido dos años desde su forma- 
lización. 

Por ello, se rogó al Consejero de Fomento que dicta- 
ra las órdenes oportunas a fin de que fuera resuelto 
expresamente, tal como obligaban los artículos 94.3 de 
la Ley de Procedimiento Administrativo y 38 de la Ley 
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, el recur- 
so de alzada interpuesto contra la resolución de 22 de 
noviembre de 1985, cuya ejecución forzosa por la ad- 
ministración, en lo referente a la realización de las 
obras impuestas a la empresa constructora resultaba 
obligada, aun antes de dictarse resolución del recurso 
de alzada, a tenor de lo establecido en los artículos 101 
y ss. de la Ley de Procedimiento Administrativo y en 
la legislación específica reguladora del régimen jurí- 
dico de viviendas de protección oficial. 

A la vista del contenido de la nueva información fa- 
cilitada por la indicada Consejería en su escrito de 
18-1-88, esta institución procedió a dar por conclusas 
las investigaciones iniciadas con ocasión de la queja. 
Sin embargo, posteriormente, se volvió a dirigir al De- 
fensor del Pueblo la comunidad de propietarios seña- 
lando que, a pesar de la resolución dictada el 13 de 
enero de 1988 por l a  Consejería, en expediente VP- 
VA-42/83, la situación continuaba subsistiendo ya que 
no se había ejecutado dicha resolución. Ello motivó que 
el 28 de junio de 1989 procediésemos a la reapertura 
de la queja por lo que se solicitó al Consejero de Fo- 
mento que nos informara al respecto. 

Dado que la indicada Consejería no contestaba so- 
bre cuál era el estado del problema planteado en la que- 
ja, se requirió el informe solicitado el 2-7-91. 

Mientras se esperaba la preceptiva información de 
la Consejería de Fomento, los interesados remitieron 
otros dos escritos en los que se manifestaba que, ante 
la inoperancia observada, la comunidad de propieta- 
rios había comenzado las obras de reparación de las 
deficiencias de construcción denunciadas en 1983, to- 
da vez que la situación del tejado, principalmente, im- 
pedía seguir esperando a que por la promotora se 
procediera a corregir las mismas, tal y como se le ha- 
bía ordenado en aquel año 1983 por la citada Adminis- 
tración autonómica y ratificado en la resolución del 
expediente sancionador resuelto en 1985. 

A este respecto, se procedió a efectuar las siguien- 
tes consideraciones: 

- El artículo 58 del Real Decreto 314811978, de 10 
de noviembre, por el que se desarrolló el Real Decreto 
3111978, de 31 de octubre, sobre Política de Vivienda, 
dispone expresamente que la ejecución de las resolu- 
ciones recaídas en los expedientes sancionadores po- 

drán realizarse mediante la aplicación de las medidas 
de ejecución forzosa establecidas en el artículo 104 de 
la Ley de Procedimiento Administrativo. Estas medi- 
das son: el apremio sobre el patrimonio, la ejecución 
subsidiaria, la multa coercitiva y la compulsión sobre 
las personas. 
- También se concreta en el citado artículo 58 que 

se autoriza, en cualquier caso, a la Administración pú- 
blica competente -en este supuesto, la Consejería de 
Fomento- a imponer multas coercitivas encaminadas 
a conseguir el cumplimiento de las resoluciones recaí- 
das en el expediente sancionador, además de utilizar 
la ejecución subsidiaria siempre que así lo permita la 
naturaleza de la obligación impuesta. 
- La falta de realización de la ejecución subsidia- 

ria por parte de esa administración ha dado lugar a un 
grave retraso en la subsanación de las deficiencias 
constructivas detectadas, con el consiguiente perjuicio 
para los interesados. Tal negativa no podía producir- 
se alegando la inexistencia presupuestaria que sólo 
puede ser un obstáculo transitorio derivado de una im- 
previsión, dado que la generalización de esos supues- 
tos dejaría vacío de contenido el apartado b) del 
artículo 104 de la mencionada ley procedimental, a lo 
que había que añadir que los artículos 105 y 106 de di- 
cho texto legal regulan el sistema para que el sancio- 
nado satisfaga la cantidad líquida derivada de la 
ejecución subsidiaria, e incluso la exacción cautelar an- 
tes de la ejecución y a reservas de la liquidación defi- 
nitiva. 

Por tanto, procedimos a hacer uso de la facultad con- 
ferida a esta institución formulando el siguiente recor- 
datorio de deberes legales: 

«Que por esa administración se proceda a dar las Ór- 
denes oportunas a fin de que se adopten las medidas 
tendentes a conseguir la ejecución de la resolución del 
expediente sancionador adoptada en noviembre de 
1985, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 58 del 
Real Decreto 3148/1978, de 10 de noviembre, en rela- 
ción con el artículo 104 de la Ley de Procedimiento Ad- 
minist rativo. 

Por otra parte, se debería estudiar la posibilidad de 
incoar el expediente oportuno a fin de resarcir a la co- 
munidad de propietarios de Medina del Campo de .los 
costes que han conllevado las obras de reparación, to- 
da vez que se han originado por el anormal funciona- 
miento de los servicios correspondientes de la 
administración pública, con independencia de la posi- 
bilidad de repercutir tales indemnizaciones a la empre- 
sa promotora. )> 

Como contestación a dicho recordatorio de deberes 
legales, la Consejería de Fomento se limitó a comuni- 
car que ya se informó sobre este asunto el 28 de agos- 
to de 1989 y que no se tenía constancia de que se 
hubieran realizado las obras que deberían haberse lle- 
vado a cabo en el inmueble, sin que se aportara un in- 
forme en el que se expresaran las actuaciones llevadas 
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a cabo en consonancia con el contenido del recordato- 
rio de deberes legales, o las razones que se tuvieran pa- 
ra la no aceptación de dicho contenido. 

Dado que nuestro escrito de 26 de diciembre de 1990 
precisamente se fyndamentó en una actuación admi- 
nistrativa que no se había desarrollado conforme a lo 
previsto en la normativa aplicable, y como quiera que 
desde el informe de 28 de agosto de 1989 no había va- 
riado esa situación, es por lo que entendimos que esa 
administración persistía en no adecuar su comporta- 
miento a lo estipulado por el ordenamiento jurídico pa- 
ra estos casos. 

Así se lo hicimos constar en nuestro escrito de 
10-12-91 del cual no se ha obtenido respuesta. (Queja 
8704225). 

Compareció ante la institución un ciudadano con do- 
micilio en Villamuriel de Cerrato (Palencia), formulan- 
do queja en relación con la no ejecución de la 
resolución de fecha 9 de mayo de 1986, recaída en el 
expediente sancionador VP-12/85, por infracción al ré- 
gimen jurídico de viviendas de protección oficial, que 
impuso a una empresa una multa de 2 1.600.000 pese- 
tas y la obligación de efectuar determinadas obras de 
reparación en las viviendas. 

Recabada la información correspondiente, tuvimos 
conocimiento que dicha resolución había sido recurri- 
da en alzada por la empresa sancionada, recayendo re- 
solución desestimatoria en fecha 23 de junio de 1987, 
sin que, cuatro años después, se hubiese procedido a 
la ejecución forzosa de la resolución, en lo referente 
a la realización de las obras de reparación por parte 
de la empresa constructora, y en aplicación de los ar- 
tículos 101, 104 y 106 de la Ley de Procedimiento Ad- 
ministrativo y 163 del Reglamento de Viviendas de 
Protección Oficial. 

En fecha 25 de junio de 1990, la institución requirió 
al órgano público competente, por segunda vez conse- 
cutiva, para que hiciera uso de todos los mecanismos 
legalmente previstos para la ejecución en forma directa 
o subsidiaria, de la resolución de 23 de junio de 1987; 
requerimiento que fue reiterado en el mes de octubre 
del mismo año. 

Idéntica situación se planteó, posteriormente, con 
otra queja referida a la misma empresa promotora, a 
quien, en virtud de resolución de fecha 9 de mayo de 
1986, recaída en el expediente sancionador VP-20182, 
se le impuso una elevada sanción pecuniaria junto con 
la obligación de efectuar obras de reparación, de de- 
terminados defectos en la construcción. 

Recurrida igualmente en alzada la referida resolu- 
ción, con fecha 17 de junio de 1987 se procedió por el 
Consejero de Obras Públicas y Ordenación del Terri- 
torio, hoy de Fomento, a resolver el recurso interpues- 
to; actuaciones estas últimas de las que no había tenido 
conocimiento el reclamante, siendo éste el motivo por 
el que solicitaba la intervención del Defensor del 
Pueblo. 

Una vez recibida la información tantas veces solici- 
tada, se pudo apreciar, en relación con el expediente 
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VP-12/85, que la administración pública actuante, an- 
te la resistencia de la empresa expedientada para eje- 
cutar las obras de reparación ordenadas mediante la 
resolución de fecha 23 de junio de 1987, había impues- 
to algunas multas coercitivas de escasa cuantía. 

En relación con ello, recordamos a la administración 
autonómica actuante, que la legislación que regula las 
viviendas de protección oficial prevé, además de las 
sanciones impuestas, la potestad de imponer a los auto- 
res de infracciones muy graves una sanción comple- 
mentaria consistente en inhabilitar a promotores y 
constructores para intervenir en la formación de pro- 
yectos o en la construcción de viviendas de protección 
oficial. 

Por lo que respecta al expediente sancionador 
VP-20182, de la información facilitada al Defensor del 
Pueblo se observó una grave irregularidad en el pro- 
cedimiento administrativo seguido, toda vez que la re- 
solución de fecha 17 de junio de 1987, no fue notificada 
en su momento, incumpliéndose la obligación que con 
carácter general viene establecida en el artículo 79 de 
la Ley de Procedimiento Administrativo. Dicha irregu- 
laridad se subsanó mediante la pertinente notificación 
de la resolución indicada a los interesados el 13 de no- 
viembre de 1990. 

En definitiva, ambos expedientes sancionadores, ini- 
ciados hace prácticamente diez años, no habían finali- 
zado con el cumplimiento de las resoluciones recaídas 
en los mismos, en el momento de cierre del presente 
informe, lo cual pone en evidencia una clara inefica- 
cia de la Consejería de Fomento para ejecutar en sus 
propios términos las resoluciones o actos dictados en 
cumplimiento de la legislación sobre viviendas de pro- 
tección 'oficial. (Queja 8613782). 

7 .7 .  Silencio administrativo en relación con una re- 
solución denegatoria de una subvención a ad- 
quirente de vivienda de protección oficial, en 
Cas tilla-León 

Con fecha 13 de febrero de 1990, el formulante de la 
queja presentó un recurso de reposición ante la Con- 
sejería de Fomento de la Junta de Castilla y León, con- 
tra la resolución desestimatoria del recurso de alzada 
por él interpuesto contra la resolución de 16 de noviem- 
bre de 1989 del Servicio Territorial de Fomento, dene- 
gatoria de una subvención personal para la adquisición 
de una vivienda de protección oficial solicitada al am- 
paro del Plan Cuatrienal 1984-88. 

A juicio del formulante -y así lo fundamentaba en 
su recurso- procedía otorgar la subvención, ya que, 
aun cuando fue solicitada en 1989, estaba referida a 
una situación creada, consolidada y con derecho a sub- 
vención dentro del Plan 1984-88. 

Como quiera que el recurso de reposición no fue, se- 
gún el formulante, contestado por la administración, 
planteó queja ante esta institución solicitando su in- 
tervención. 
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En consecuencia, se procedió, una vez admitida la 
queja, a solicitar informe de la Consejería de Fomento 
de la Junta de Castilla y León, sobre si el recurso de 
reposición había sido o no objeto de resolución y noti- 
ficado al interesado conforme a las exigencias del ar- 
tículo 79 de la Ley de Procedimiento Administrativo. 
Ello, con independencia del fondo de la cuestión, esto 
es, del derecho a la subvención, que debería ser exa- 
minada a la luz de la resolución recaída. 

Recibido el informe solicitado, la Consejería de Fo- 
mento manifestó que el recurso de reposición no ha- 
bía sido resuelto al estimarse que los derechos del 
interesado no habían padecido en absoluto, ya que en 
virtud del artículo 54 de la Ley de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa debió entender desestima- 
do el recurso, quedando expedita la vía jurisdiccional. 

La referida respuesta dio lugar a una sugerencia del 
Defensor del Pueblo sobre la obligación de dictar una 
expresa resolución al recurso formulado por el recla- 
mante, ya que, a tenor de lo dispuesto en el artículo 
9.4.3 de la Ley de Procedimiento Administrativo «la de- 
negación presunta no excluirá el deber de la Adminis- 
tración de resolver expresamente». 

La Junta de Castilla y León aceptó nuestra sugeren- 
cia y resolvió expresamente el recurso de reposición 
interpuesto por el interesado, si bien desestimó la pre- 
tensión del mismo por entender que «habiendo formu- 
lado el interesado su petición en el año 1989, más 
concretamente el 20 de julio de ese año, era plenamen- 
te de aplicación a su petición la normativa del Real De- 
creto 224/1989, de 3 de marzo, y del examen del artículo 
12.2.O e se desprende que en este caso concreto el pre- 
cio de adquisición fue superior al regulado, no proce- 
diendo por ello la concesión de la subvención 
solicitada, sin que sea tampoco de aplicación, como pre- 
tendía el recurrente, la aplicación de la disposición de- 
rogatoria del mencionado Real Decreto, prevista 
únicamente para aquellas peticiones formuladas en el 
año anterior que se encontrasen pendientes de resol- 
ver en fecha de publicación del Real Decreto 224/1989 
de 3 de marzo, circunstancia que no se da en este caso». 

Dado que la resolución denegatoria se encontraba ra- 
zonablemente fundada en la interpretación del Real De- 
creto 224/1989, de 3 de marzo, la institución, sobre la 
base de lo dispuesto en el artículo 117.3 de la Consti- 
tución estimó procedente el cierre de su intervención, 
al haberse resuelto la pretensión del reclamante en que- 
ja para que se resolviera el recurso interpuesto. (Que- 
ja 9024072). 

7.8. Desocupación de vivienda de protección oficial, 
en Castilla-León 

La queja alegaba que se había denunciado, sin efec- 
to alguno, ante la Consejería de Fomento de la Junta 
de Castilla-León, en su Delegación Territorial de León, 
la no ocupación de una vivienda de protección oficial. 

La citada Consejería remitió informe sobre el asun- 

to planteado en el que se observaba que el Servicio Te- 
rritorial de León no había procedido a tramitar 
adecuadamente el expediente de desahucio incoado, 
puesto que la denuncia que lo inició databa del mes de 
enero de 1987 y si bien se había realizado alguna ac- 
tuación, después de tres años y medio, no se había dic- 
tado una resolución expresa, lo cual, si bien se debía, 
según dicho Servicio Territorial, a una falta de medios 
humanos, no representaba una correcta actuación ad- 
ministrativa. 

En efecto, el artículo 30 del Real Decreto 2960/1976, 
de 12 de noviembre, prevé el desahucio en los casos en 
que las viviendas adjudicadas no constituyan domici- 
lio permanente del beneficiario, lo que también está 
previsto en el artículo 3 . O  del Real Decreto 3148/78, de 
10 de noviembre, que señala la obligatoriedad de des- 
tinar a domicilio habitual y permanente, y nunca a se- 
gunda residencia, las viviendas de protección oficial 
adjudicadas; contemplando, por su parte, el artículo 
153 del Decreto 21 1411968, de 24 de julio, aplicable en 
virtud de lo ordenado por la disposición transitoria 1 1  
del Real Decreto 3148/78, como infracción grave al ré- 
gimen de viviendas de protección oficial el mantener 
habitualmente deshabitada la vivienda. 

Por lo expuesto, la institución formuló un recorda- 
torio de deberes legales acerca de la necesidad de con- 
cluir el expediente de desahucio incoado contra el 
beneficiario de la vivienda y a adoptar las resolucio- 
nes que procedan. 

El anterior recordatorio fue aceptado por la Conse- 
jería de Fomento de la Junta de Castilla-León, conclu- 
yendo el expediente de desahucio y realizando las 
actuaciones necesarias tendentes a lograr la plena dis- 
ponibilidad de la vivienda de protección oficial recu- 
perada a fin de darle el uso social para el que fue 
construida. (Queja 90075 15). 

7.9. Protección del patrimonio histórico-artístico, en 
Castilla-León 

La queja se inició ante la falta de atención de la Con-. 
sejería de Educación y Cultura a las reiteradas denun- 
cias que un vecino de la localidad de Arenas de San 
Pedro (Avila) había presentado por la construcción de 
un edificio de viviendas en una zona monumental del 
citado municipio, en vulneración de los criterios y le- 
gislación protectoras del patrimonio histórico-artístico. 

Iniciadas las correspondientes investigaciones, la ci- 
tada administración autonómica informó que iba a or- 
denar a su delegación periférica en Avila la adopción 
de las medidas que impidiesen que se afectase, con la 
construcción del citado edificio, la zona histórico- 
artística de referencia, por lo que se dio por conclui- 
das nuestras actuaciones al haber logrado el inicio de 
las pertinentes medidas administrativas. 

No obstante, la Delegación Territorial de Avila de la 
Consejería de Educación y Cultura, no realizó actua- 
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ción alguna tendente a impedir la realización de las 
obras. 

Por tanto, se solicitó de la administración una expli- 
cación acerca de por qué las acciones protectoras no 
se habían realizado. 

De los informes recibidos, pudo apreciarse una fal- 
ta de diligencia en la actuación del Servicio Territorial 
de Cultura de Avila, puesto que desde que se iniciaron 
las actuaciones relativas a las mencionadas irregula- 
ridades, en diciembre de 1988, y se acordaron las mo- 
dificaciones contempladas en el acuerdo de 9 de 
febrero de 1989 de la Comisión Territorial de Avila de 
Patrimonio Cultural, fue necesario que en múltiples 
ocasiones (26-06-89, 09-10-89, 28-1 1-89, 16-01-90 y 
07-05-90) la Dirección General de Patrimonio y Promo- 
ción Cultural de la Consejería de Educación y Cultura 
instase a dicha Delegación Territorial la adopción de 
medidas que corrigiesen las actuaciones que vulnera- 
ban la legalidad, lo cual dio lugar a la incoación de un 
expediente sancionador por infracción de la Ley 
1611985, del Patrimonio Histórico español. 

La Consejería no remitió al Defensor del Pueblo in- 
formación convincente acerca de cuáles fueron las cau- 
sas que ocasionaron la actuación antes señalada y, en 
su caso, del funcionario o autoridad presuntamente 
responsable de la misma, tal y como se le solicitó. 

En consecuencia, transcurridos dos años y medio 
desde la denuncia por el reclamante en queja a la Con- 
sejería de Educación y Cultura, respecto a la edifica- 
ción de referencia, aún no se había logrado la 
adecuación de aquélla, salvo por lo que hace a la pen- 
diente de la cubierta, a la vigente legislación sobre pa- 
trimonio histórico artístico. 

Por ello, se sugirió a dicha Consejería, en julio de 
199 1 ,  que se adoptasen las medidas necesarias que con- 
siguiesen la rápida y eficaz conclusión del expediente 
sancionador (con respecto del plazo marcado en el ar- 
tículo 61.1 de la Ley de Procedimiento Administrativo) 
y, en base a ello, se lograse que el edificio denunciado 
cumpla con la normativa de protección del patrimonio 
histórico-artístico; al tiempo que, si procede en dere- 
cho, se depurasen las responsabilidades disciplinarias 
que pudieran existir como consecuencia de la trami- 
tación del expediente sancionador de referencia, todo 
ello de conformidad con lo establecido en el Real De- 
creto 3311986, de 10 de enero, por el que se aprobó el 
Reglamento de Régimen Disciplinario de los funciona- 
rios públicos. 

A esta sugerencia, la Consejería de Educación y Cul- 
tura dio respuesta cinco meses después, limitándose 
a señalar que a fines de octubre de 1991 se habían avo- 
cado las competencias desconcentradas en la Delega- 
ción Territorial de la Junta de Castilla y León en Avila 
en relación al expediente sancionador antes menciona- 
do, sin que el mismo estuviese, a la fecha del informe 
remitido, aún en poder de la referida Consejería, por 
lo que este expediente iniciado a finales de 1990, toda- 
vía continúa sin ser concluido pese a la antigüedad de 

las denuncias originales y del tiempo transcurrido des- 
de su incoación. 

Por todo ello se reiteró a la administración autonó- 
mica citada, la sugerencia que esta institución le ha- 
bía remitido en julio de 1991, al tiempo que se le 
indicaba que la presente queja iba a ser incluida en es- 
te informe anual a los efectos oportunos. (Queja 
8902 1 13). 

7.10. Indemnización por ocupación de hecho con oca- 
sión de la construcción de una carretera, en 
Aragón 

En el año 1986, y con motivo de la ejecución del pro- 
yecto de la variante del Puerto del Pino, (2-138 de Bar- 
bastro a Francia por Broto, la Diputación General de 
Aragón expropió una finca al formulante de la queja 
en el p.k. 18.420 al 40.970, tramo El Grado-Abizanda, 
finca núm. 54, parcela 190, polígono 2, El Grado 
(Huesca). 

Como consecuencia de dicha expropiación la empre- 
sa adjudicataria de la obra invadió sin permiso la casi 
totalidad de la finca del interesado con herramientas, 
máquinas, casetas prefabricadas, etc., por un período 
de dos años. 

Tras diversos intentos de indemnización, la empre- 
sa ofreció al expropiado 50.000 pesetas, cantidad cla- 
ramente insuficiente para cubrir los daños. 

Por su parte, la Diputación General de Aragón con- 
testó a la reclamación de indemnización del interesa- 
do manifestando que, de acuerdo con el pliego de 
cláusulas administrativas generales, son de cuenta del 
contratista cuantos gastos e indemnizaciones se pro- 
duzcan por la ocupación temporal de los terrenos. 

Sobre la base de estos datos y de los documentos re- 
mitidos, esta institución admitió la queja formulada 
contra la Diputación General de Aragón por el intere- 
sado, y solicitó un informe que tuviera en cuenta las 
siguientes consideraciones: 

1." Es claro que se ha producido una ocupación tem- 
poral de la finca del interesado, independiente de los 
terrenos afectados por la expropiación de parte de su 
finca, tal y como se desprende del artículo 108.2 de la 
Ley de Expropiación Forzosa. 

2." Que la indemnización pueda corresponder en úl- 
tima instancia a la empresa contratista nada tiene que 
ver con el hecho de la ocupación temporal. La relación 
contractual afecta tan sólo a la administración y al con- 
tratista, en absoluto a terceros, para los cuales quien 
ocupa temporalmente es la propia administración ti- 
tular de la obra y de los terrenos expropiados. 

3." Consecuentemente, corresponde de oficio a la 
propia administración iniciar el procedimiento expro- 
piatorio que exige el artículo 1 1.2 de la Ley de Expro- 
piación Forzosa, para determinar la indemnización y 
efectuar el pago de los daños causados al interesado. 
Ello con independencia de que, a tenor del pliego de 
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cláusulas administrativas generales, la Administración 
exija esa cantidad al contratista. 

Recibido el informe solicitado por la Dirección Ge- 
neral de Carreteras y Transporte, en el mismo se ma- 
nifestaba lo siguiente: 

1.O La empresa contratista ha dispuesto de todo el 
terreno expropiado, tanto para la ejecución del proyec- 
to como para satisfacer las necesidades temporales im- 
puestas por la mencionada ejecución. 

De esta manera, el terreno expropiado tiene una do- 
ble composición: 

a) El necesario para el trazado de la nueva carretera. 
b) Los restos de finca, con base en cuanto determi- 

nan los artículos 24 de la Ley de Expropiación Forzo- 
sa, y 22.1 de su Reglamento de ejecución. 

2 . O  Si la empresa contratista ha ocupado temporal- 
mente el terreno de propiedad particular, no siendo ne- 
cesario para el fin de las obras, habrá sido por 
conveniencia de la empresa. En consecuencia, tal ocu- 
pación es totalmente ajena a la administración, y el par- 
ticular dispone del cauce adecuado en el ordenamiento 
jurídico para demandar a la empresa contratista. 

3.O El Defensor del Pueblo ha sobrepasado los lími- 
tes que impone a su actuación el artículo 18 de su Ley 
Orgánica reguladora, en el escrito dirigido en mayo del 
1990 a la Dirección General de Carreteras, ya que en 
su parte final prejuzga los hechos objeto de investi- 
gación. 

Las alegaciones efectuadas en el anterior informe 
dieron lugar a la formulación de una sugerencia a la 
Dirección General de Carreteras y Transportes, basa- 
da en las siguientes reflexiones: 

1.O La empresa contratista ha dispuesto o puede dis- 
poner de todo el terreno expropiado para la ejecución 
del proyecto, pero no más, de modo que si se han ocu- 
pado más terrenos de los expropiados para poder eje- 
cutar la obra, se ha producido una ocupación de 
carácter temporal, cuya regulación se encuentra en el 
artículo 108.2 de la Ley de Expropiación Forzosa. Ahora 
bien, si es incuestionable la necesidad de tales ocupa- 
ciones temporales, no es menos cierto que las mismas 
han de dar lugar a un procedimiento ajustado a lo pre- 
visto en la propia Ley de Expropiación Forzosa en su 
capítulo 11 del título 11 (necesidad de ocupación de los 
bienes). Por otra parte, y esto es lo esencial, la indica- 
da operación es indemnizable en los términos de los 
artículos 112 y siguientes de la Ley de Expropiación 
Forzosa, de modo que si el procedimiento no ha sido 
iniciado de oficio, se está produciendo una ocupación 
de hecho que, al ser denunciada por el interesado, de- 
be dar lugar a la incoación del expediente correspon- 
diente. 

En este sentido, no parecía adecuada la referencia 
que el órgano administrativo contratante de la obra ha- 
cía a los artículos 24 de la Ley de Expropiación Forzo- 

sa, y 22.1 de su Reglamento de ejecución. El primero 
de estos artículos regula la determinación del justipre- 
cio por mutuo acuerdo entre las partes, lo que da lu- 
gar al cierre de esta pieza separada. El artículo 22.1 
del Reglamento aprobado por Decreto de 26 de abril 
de 1957, faculta al sujeto expropiado de una parte de 
una finca de su propiedad para solicitar la expropia- 
ción del total, cuando la explotación de la parte resul- 
tante devenga antieconómica. Como se puede observar, 
nada tienen que ver ninguno de estos dos preceptos con 
la ocupación temporal de una finca ni, por tanto, con 
el objeto de la queja. 

2.' Del punto anterior se desprende claramente que 
la actuación de la empresa contratista no debe consi- 
derarse como perteneciente al puro terreno privado, 
y ello con independencia de que la ocupación fuera o 
no necesaria para la causa y fin de las obras de ejecu- 
ción de la variante del Puerto del Pino. En efecto, si 
la ocupación era necesaria, estamos ante el supuesto 
de una ocupación temporal que debía haber dado lu- 
gar -si es que efectivamente la ocupación se ha 
producido- al procedimiento arriba reseñado. Si, por 
el contrario, la ocupación no era necesaria, estamos an- 
te un supuesto de responsabilidad. 

Ahora bien, tal responsabilidad no necesariamente 
tiene que dirimirse en vía civil ordinaria demandando 
a la empresa contratista, sino que puede depurarse 
-en el caso, insistimos, de que la ocupación de terre- 
nos de propiedad privada se haya producido- en vía 
administrativa, y, en su caso, ante los tribunales 
contencioso-administrativos. 

En este sentido, el artículo 134 del Reglamento Ge- 
neral de Contratación del Estado, de 25 de noviembre 
de 1975, determina en qué supuestos son responsabi- 
lidad del contratista y en cuáles de la administración, 
los daños causados a terceros como consecuencia de 
la ejecución de obras. Pero lo verdaderamente impor- 
tante es (punto 3 del artículo 134 citado) que las recla- 
maciones de terceros se presentaran ante el órgano de 
contratación, el cual decidirá sobre la reclamación 
planteada y sobre a quién corresponde la indemni- 
zación. 

Dicho acuerdo es impugnable ante la jurisdicción 
contencioso-administrativa. Por tanto, como se des- 
prende del precepto citado, la eventual ocupación no 
es «ajena totalmente)) a esa administración, en cuanto 
«no tiene arte ni parte)). Y ello porque, como es cono- 
cido perfectamente la ejecución de la variante se hace 
por el contratista por cuenta de esa Administración, 
en su nombre, como agente, delegado o mandatario de 
ella (artículo 28.4.b) de la Ley de Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa), razón por la cual, el Re- 
glamento de contratación no considera esta cuestión 
de índole civil. 

3." Esta institución no ha prejuzgado, en absoluto, 
los hechos objeto de la queja. Sencillamente ha acep- 
tado como cierta la contestación (de la cual tiene co- 
pia) del Sr. Ingeniero Director de las Obras, que remitió 
el 7 de abril de 1989, al formulante de la queja, en el 
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sentido de que su reclamación debía dirigirse a la em- 
presa contratista. Por los argumentos ya expuestos, tal 
respuesta no parece totalmente ajustada a derecho, ra- 
zón por la que la última parte del escrito de esta insti- 
tución, dirigido a esa Dirección General de Carreteras 
en mayo de 1990, se halla plenamente justificada. De 
prejuzgar los hechos, esta Institución ni habría abier- 
to una investigación sumaria e informal, ni habría so- 
licitado un informe de la Dirección General de 
Carreteras. 

Como conclusión a esta línea de razonamiento, el De- 
fensor del Pueblo procedió a formular la siguiente su- 
gerencia: 

<<Comprobada en su caso la ocupación de terrenos 
de propiedad particular del interesado, esa Dirección 
General de Carreteras y Transportes inicie el procedi- 
miento previsto en el artículo 108 y siguientes de la Ley 
de Expropiación Forzosa, o el del artículo 134 del Re- 
glamento General de Contratación, según el caso. >> 

La sugerencia recibió, por parte de la Dirección Ge- 
neral de Carreteras y Transportes, una serie de obje- 
ciones formales sin pronunciarse sobre la aceptación 
o rechazo del fondo de la misma. Las objeciones eran 
de la siguiente índole: 

a) Cabe preguntarse si sería correcta (desde el pun- 
to de vista legal) la apertura y prosecución del proce- 
dimiento previsto en los artículos 108 y siguientes de 
la Ley de Expropiación Forzosa, después de que el pro- 
yecto ha sido ejecutado en su totalidad. 

b) En relación con el procedimiento previsto en el 
artículo 134 del Reglamento General de Contratación, 
la formulación y trámite de una reclamación es, con 
independencia del derecho sustantivo que se pretenda 
hacer efectivo, un derecho procedimental cuyo ejerci- 
cio corresponde a una decisión del interesado. 

Sin embargo, y en relación con la corrección de la 
apertura del procedimiento previsto en el artículo 108 
y siguientes de la Ley de Expropiación Forzosa, una vez 
que el proyecto ha sido ejecutado en su totalidad, no 
parecía necesario que hubiera que recordar a esa Di- 
rección General: 

a) Que el procedimiento legalmente establecido pa- 
ra las ocupaciones temporales es el procedimiento ge- 
neral expropiatorio, según dispone el artículo l l l .2. de 
la Ley de Expropiación Forzosa, con la peculiaridad de 
que el fin esencial, casi exclusivo del mismo, es la fija- 
ción del justiprecio. 

b) Que el indicado procedimiento debe ser incoado 
e impulsado de oficio por la propia administración (en 
este sentido también los artículos 67 y 74 de la Ley de 
Procedimiento Administrativo) con independencia de 
que se haya concluido o no la obra. En caso contrario 
nos encontraríamos ante la adopción de un acto pres- 
cindiendo total y absolutamente del procedimiento le- 
galmente establecido para ello (artículo 47 de la Ley 

de Procedimiento Administrativo), causando un daño 
económico sin reparación, no admitido ni por el artí- 
culo 33.3. de la Constitución española, ni por la Ley de 
Expropiación Forzosa desde su primer artículo. 

Por lo que se refiere a la incoación a instancia del 
interesado del procedimiento del artículo 134 del Re- 
glamento de Contratación, de nuevo parecería ocioso 
recordar, si no es por la sorprendente contestación re- 
cibida, que el interesado dedujo reclamación ante el 
Servicio Provincial de Carreteras y Transportes de la 
Diputación General de Aragón en Huesca, el 1 de mar- 
zo de 1989, que el indicado servicio remitió la recla- 
mación a la Dirección General de Carreteras y 
Transportes, según escrito de 9 de marzo, notificado 
al interesado, y que esa Dirección General dirigió al in- 
teresado escrito de fecha 7 de abril que se consideró 
inadecuado por esta institución por las razones expues- 
tas en la sugerencia efectuada. 

Por lo que a esa Dirección General le consta el inte- 
resado ejerció el derecho procedimental al que se re- 
fiere en su objeción formal, y no se puede considerar 
que se le dio una respuesta adecuada. 

En consecuencia, despejadas las objeciones forma- 
les, se procedió a reiterar a la Dirección General de Ca- 
rreteras y Transportes la sugerencia formulada, que 
fue aceptada, finalmente, por la Diputación General de 
Aragón, quien, en fecha 12 de diciembre de 1991, co- 
municó al Defensor del Pueblo la iniciación del proce- 
dimiento previsto en el artículo 134 del Reglamento de 
Contratación. (Queja 90071 14). 

7.1 1 .  Defectos en la construcción en vivienda de pro- 
tección oficial, en Aragón 

La existencia de defectos en la construcción de unas 
viviendas de protección oficial, objeto de denuncia en 
abril de 1985, dio lugar a una resolución dictada el 7 
de septiembre de 1987 por el Jefe del Servicio Provin- 
cial de Urbanismo, Arquitectura y Vivienda, de la Di- 
putación General de Aragón, por la que se imponía a 
la empresa promotora la obligación de subsanarlos, así 
como una sanción de 500.000 pesetas por la comisión 
de una infracción muy grave al régimen jurídico de las 
viviendas de protección oficial. Dicha resolución, en el 
año 1990, fecha de formulación de la queja al Defen- 
sor del Pueblo, estaba sin ejecutar en sus propios 
términos. 

Sobre la base de lo prevenido en el artículo 19 de la 
Ley Orgánica 311981, de 6 de abril, reguladora del De- 
fensor del Pueblo, se realizó, el 27 de noviembre, una 
visita de comprobación de los términos en los que se 
fundamentaba la queja, ante la Dirección General de 
Arquitectura del Departamento de Ordenación Terri- 
torial, Obras Públicas y Transportes, de la Diputación 
General de Aragón. 

El titular del indicado órgano administrativo expre- 
só la imposibilidad de mostrar el expediente adminis- 
trativo relativo a la queja por no tenerlo bajo su 
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custodia en ese momento, manifestando que toda in- 
formación le fuera solicitada por escrito, declaración 
en la que se ratificó reiteradamente. 

No obstante, en la indicada visita pudo constatarse 
que los defectos de construcción de las viviendas obje- 
to del escrito de queja no habían sido subsanados. 

Preguntado el Director General por la posibilidad de 
ejecución subsidiaria de las obras para la subsanación 
de los defectos, en los términos establecidos en los ar- 
tículos 167 y 168 del Reglamento para la aplicación de 
la Ley sobre Viviendas de Protección Oficial, contestó 
que no procedería a la ejecución subsidiaria; respues- 
ta que, independientemente de otras consideraciones, 
resultaba, cuando menos, paradójica, ya que en la re- 
solución desestimatoria del recurso de alzada inter- 
puesto por la empresa promotora, se invocaban 
obligaciones legales derivadas del Reglamento de Vi- 
viendas de Protección Oficial. Sin embargo, cuando el 
propio Reglamento impone esa misma obligación, con 
carácter subsidiario, a la administración, ésta parece 
desconocerla o manifiesta expresamente no estar dis- 
puesto a cumplirla. 

Posteriormente, y ante la negativa del Director Ge- 
neral de Arquitectura de la Diputación General de Ara- 
gón a facilitar el acceso al correspondiente expediente, 
con ocasión de la visita efectuada por un representan- 
te del Defensor del Pueblo, se solicitó formalmente la 
información que no fue proporcionada, en relación con 
los siguientes puntos: 

a) Estado de tramitación de los expedientes SZ.57185, 
SZ.57185, SZ.39188 y SZ.40188, todos ellos relativos, se- 
gún manifestación del Director General de Arquitec- 
tura, a los defectos de la construcción de las viviendas 
objeto del escrito de queja. 

b) Medidas adoptadas o que van a adoptarse en re- 
lación con los defectos en la construcción de las vivien- 
das en cuestión y, muy específicamente, si se van a 
adoptar medidas de ejecución subsidiaria en los tér- 
minos de los artículos 167 y 168 del Reglamento para 
la aplicación de la Ley de Viviendas de Protección 
Oficial. 

Asimismo, de todas las incidencias antes descritas 
y de la solicitud de informe se dio traslado al Presidente 
de la Diputación General de Aragón, el cual a través 
de la Consejería de Ordenación Territorial, Obras Pú- 
blicas y Transportes evacuó el mismo según el cual se 
ha procedido a: 
- Dirigir orden escrita a los Servicios Técnicos pa- 

ra que elaboren presupuesto del importe y gastos que 
supone la ejecución de las obras de reparación orde- 
nadas por la Administración en los expedientes 
SZ-57/88, SZ-39/88 y SZ-40185, para su exacción caute- 
lar y previa a su ejecución por la Administración a cos- 
ta del interesado. 
- Dirigir escrito a la Sección 3.a del Registro Mer- 

cantil solicitando información de la situación de la so- 
ciedad promotora: si se halla disuelta, y en tal caso, los 
datos de los administradores a la fecha de disolución; 

o, si se encuentra en fase de liquidación, y en este su- 
puesto, datos de los liquidadores y del capital. 

Finalmente, el citado informe insiste muy especial- 
mente que en el ánimo del titular de la Dirección Ge- 
neral de Arquitectura no estaba el entorpecer ni evitar 
la colaboración en la investigación realizada con mo- 
tivo de la visita realizada el 27 de noviembre y que lo 
que se produjo en realidad fue algún mal entendido por 
parte de dicha Autoridad, debiéndose entender la reac- 
ción del gestor en términos de una reacción humana 
comprensible cuando se ve en la imposibilidad de con- 
seguir los objetivos que se ha marcado. 

Sobre la base de esta información esta institución 
procedió a cerrar definitivamente su intervención, no 
sin antes dejar aquí constancia de la anómala y entor- 
pecedora conducta del indicado Director General de Ar- 
quitectura de la Diputación General de Aragón. (Queja 
9028017). 

7.12. Salubridad e higiene de una vivienda, en As- 
turias 

El formulante de la queja residía en una vivienda de 
protección oficial situada en Formiguera-Cabojal, Fi- 
garedo, que le fue adjudicada por su empresa. Al en- 
contrarse la misma en mala situación de salubridad e 
higiene, presentó la oportuna denuncia ante la Conse- 
jería de Ordenación del Territorio, Urbanismo y Vivien- 
da del Principado de Asturias, sin que hubiera obtenido 
resultado positivo alguno. 

En el informe remitido al Defensor del Pueblo por 
la Administración se indicaba que la resolución orde- 
nando las obras pertinentes para la corrección de las 
deficiencias denunciadas se encontraba recurrida en 
súplica por la empresa; sin embargo, dado el carácter 
inmediatamente ejecutivo de los actos administrativos, 
no se hacía mención a si la indicada resolución se ha- 
bía hecho efectiva por parte de la empresa propieta- 
ria de las viviendas. 

Requerida en tal sentido la Consejería competente, 
se manifestó al Defensor del Pueblo que, al no haberse 
acreditado la realización de las obras de reparación ni 
la existencia del juicio de desahucio, se había comen- 
zado, con fecha 14 de noviembre de 1989, a imponer 
multas coercitivas para forzar el cumplimiento de las 
obras de reparación. 

Sin embargo, tales medidas coercitivas fueron ine- 
ficaces ya que, habiéndose ordenado por el Director Re- 
gional de Vivienda y Arquitectura el 19 de julio de 1988, 
la ejecución de las obras necesarias para la corrección 
de las deficiencias constatadas en materia de seguri- 
dad y salubridad, y habiéndose expresado en un infor- 
me emitido por el Servicio de Promoción Privada, 
Viviendas Libres, el 19 de enero de 1989, que «lo de- 
mostrado es la falta de habitabilidad y la necesidad de 
reparaciones urgentes y graves, y la resistencia y pasi- 
vidad de la propiedad a hacer las reparaciones opor- 
tunas», era lo cierto que en abril de 1990 la situación 
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de la vivienda seguía siendo la misma y que la empre- 
sa propietaria de aquella persistía en no cumplir la re- 
solución dictada hacía año y medio. 

Ante tales circunstancias, dado el tiempo transcurri- 
do y la actitud de la propiedad, se indicó a la adminis- 
tración autonómica que debería haber procedido 
conforme establece el artículo 10 del Reglamento de 
Disciplina Urbanística para estos casos y, en su virtud, 
las citadas obras ordenadas, calificadas de carácter ur- 
gente y necesario, se deberían haber llevado a cabo por 
el organismo requirente, con cargo al obligado, a tra- 
vés del procedimiento de ejecución subsidiaria previsto 
en la Ley de Procedimiento Administrativo. 

Por otra parte, en 10 de diciembre de 1990 nos diri- 
gimos al Presidente del Consejo de Gobierno del Prin- 
cipado de Asturias, solicitando información acerca de 
la resolución del recurso de súplica planteado, dado 
que, según la Consejería, no procedía la ejecución sub- 
sidiaria de tales obras hasta que no fuera resuelto el 
mencionado recurso de súplica interpuesto el 5 de agos- 
to de 1988. 

La indicada comunicación dio lugar a la resolución 
desestimatoria del recurso y a la iniciación de la eje- 
cución de la resolución originaria del mismo. (Queja 
88 1 1607). 

7.13. Demora en la resolución de un recurso de súpli- 
ca sobre vivienda de protección oficial, en As- 
turias 

El reclamante, en nombre y representación de los 
propietarios de varios edificios de una promoción de 
viviendas de protección oficial realizada en el barrio 
de La Carisa de Oviedo, se dirigió a esta institución re- 
clamando su intervención ante la Consejería de Orde- 
nación del Territorio, Urbanismo y Vivienda (hoy 
Infraestructuras y Vivienda) por la paralización y con- 
siguiente falta de resolución del recurso de súplica 
planteado en 1987 en el expediente sancionador incoa- 
do por la citada Consejería ante el promotor de los edi- 
ficios de vivienda de protección oficial antes indicadas. 

Este expediente sancionador se había incoado como 
consecuencia de las deficiencias aparecidas en los ci- 
tados edificios, las cuales tenían como consecuencia la 
inundación, con aguas residuales, de los sótanos o plan- 
tas bajas de los edificios señalados, lo que ocasionaba 
graves problemas de salubridad e higiene, así como mo- 
lestias derivadas de las malas obras que dichos anega- 
mientos producían. 

La presente queja se inició en octubre de 1989 y en 
enero del siguiente año la citada Consejería informó 
a la institución que el expediente sancionador de refe- 
rencia y el recurso de súplica en él obrante, se encon- 
traban pendientes de resolución del Consejo de 
Gobierno del Principado de Asturias, puesto que éste 
era el órgano competente para dictar la oportuna re- 
solución en el referido recurso. 

Como consecuencia de lo anterior, se oficio a la Pre- 

sidencia del Principado de Asturias a fin de recabar la 
información pertinente acerca de las causas de parali- 
zación y falta de resolución del mencionado recurso de 
súplica. En base a ello se logró que en el mes de sep- 
tiembre de 1990 se dictase la oportuna resolución del 
recurso de súplica de referencia, resolución que orde- 
naba retrotraer las actuaciones administrativas al mo- 
mento procedimental de prueba, a fin de dar a las 
partes (reclamante y promotor) los plazos necesarios 
para proponer y ejecutar las que tuviesen por conve- 
niente. 

Por ello, y para continuar en el ejercicio de nuestras 
competencias en la presente queja, se sugirió a la Pre- 
sidencia del Principado de Asturias la conveniencia de 
agilizar los trámites procedimentales y las necesarias 
investigaciones técnicas, a fin de lograr, en breve tiem- 
po, una resolución congruente con la realidad de los 
supuestos de hecho del expediente sancionador que ve- 
nimos comentando. 

Ante lo anterior, la Consejería de Ordenación del Te- 
rritorio, Urbanismo y Vivienda puso de manifiesto a 
esta Institución que ante lo contradictorio de los infor- 
mes que cada parte había aportado como prueba, se 
solicito del Colegio de Arquitectos de Asturias la de- 
signación de un arquitecto para que evacuase el infor- 
me técnico necesario, el cual también fue solicitado de 
los propios servicios técnicos de la administración. 

Por fin, el pasado mes de septiembre de 1991 se dic- 
tó resolución en el expediente sancionador que se vie- 
ne comentando, ordenando a la promotora de las 
viviendas la realización de determinadas obras de su- 
presión de las deficiencias existentes, con lo que, tras 
un largo proceso, reactivado con la intervención de esta 
institución, se ha conseguido la conclusión del expe- 
diente sancionador. (Queja 891 1673). 

7.14. Deficiencias en la construcción de un edificio de 
vivienda de protección oficial, en Almería 

Ante esta institución compareció un vecino de Alme- 
ría exponiendo que desde el año 1980 se vienen denun- 
ciando ante la Delegación Provincial en Almería de la 
Consejería de Obras Públicas y Transportes las graves 
deficiencias de construcción de un edificio de protec- 
ción oficial, sin que se haya conseguido la subsanación 
de las mismas. 

De la documentación aportada por el interesado y de 
los datos contenidos en la contestación que la indica- 
da Delegación Provincial efectuó a nuestro escrito de 
inicio de la correspondiente investigación, se pudo com- 
probar que, como consecuencia de la visita de inspec- 
ción girada al edificio en cuestión por sus servicios 
técnicos, a primeros del año 1981 se ordenó a la em- 
presa constructora que procediese a subsanar las de- 
ficiencias que se habían constatado. 

Como quiera que no se efectuaron las referidas re- 
paraciones, se incoó un expediente sancionador al cons- 
tructor en junio de 1981 en el que, después de 11 
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actuaciones que constan en el mismo, se produce una 
paralización en julio de 1983 una vez que se formuló 
por el instructor la propuesta de resolución. 

Tras la intervención del Defensor del Pueblo se con- 
sigue que el 17.6.88 se dicte la resolución al expedien- 
te sancionador por la que se impone una multa al 
constructor por infracción muy grave al régimen de vi- 
viendas de protección oficial y se le ordena que subsa- 
ne las deficiencias observadas. 

De los diversos informes que fueron remitidos a es- 
ta institución por la Consejería de Obras Públicas se 
desprendía que los defectos en la construcción no ha- 
bían sido reparados por quien estaba obligado a ello 
y que por los órganos centrales de esa Consejería no 
se atendía la solicitud de 23 de noviembre de 1988 de 
la Delegación Provincial de que se habilitase la vía eco- 
nómica con la que se pudiesen ejecutar subsidiariamen- 
te tales obras, ya que éstos habían optado utilizar la 
imposición de multas coercitivas como medio para con- 
seguir la ejecución forzosa de la resolución del expe- 
diente sancionador. 

Ante ello, el Defensor del Pueblo sugirió al Conseje- 
ro de Obras Públicas y Transportes que una vez que 
se había decidido recurrir al procedimiento de impo- 
sición de multas coercitivas al constructor como me- 
dio de constreñir la voluntad del mismo, se deberían 
reiterar las mismas y graduar su cuantía de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 58 del Real Decreto 
3148/78 de 10 de noviembre sobre política de vivienda 
de protección oficial. 

También se le sugirió que ese mismo artículo y el 168 
del Real Decreto 21 14/68, de 23 de julio que aprueba 
el Reglamento de Vivienda de Protección Oficial pre- 
vén la posibilidad de que se pueda utilizar la ejecución 
subsidiaria para lo que cabe la exacción cautelar de los 
daños y perjuicios que tal ejecución comporte. 

El 23 de octubre de 1991, la referida Consejería con- 
testa a esa sugerencia manifestando que después de di- 
versos intentos de notificación al constructor no se 
tenía constancia de que éste conociera que el recurso 
de alzada que había interpuesto el 29-7-88 contra la re- 
solución del expediente sancionador había declarado 
inadmisible por extemporáneo el 7-3-90. 

También expone que, como el artículo 163 del Regla- 
mento de Viviendas de Protección Oficial dispone que 
«se suspenderá la ejecución de la resolución cuando 
se haya interpuesto recurso contra ella ... » y el artícu- 
lo 100 de la Ley de Procedimiento Administrativo, se- 
ñala que no se iniciará ninguna actuación material que 
limite derechos de los particulares sin que previamente 
se haya adoptado la decisión que le sirva de fundamen- 
to jurídico, no se podía proceder a la ejecución forzo- 
sa del acto administrativo dictado en junio de 1988, 
considerándose como correcta la actuación de dicha 
administración autonómica. 

Esta institución no puede compartir tal criterio, ya 
que las deficiencias constructivas del referido edificio 
reiteradamente denunciadas desde el año 1980, conti- 
núan sin ser reparadas a finales de 199 1 ,  porque no se 

ha podido localizar al constructor obligado, para co- 
municarle que una resolución recaída a primeros de 
1990, declaraba no admisible un recurso que había in- 
terpuesto veinte meses antes contra una sanción que 
culminaba un expediente que tardó 7 años en tra- 
mitarse. 

A la Consejería se le indicó la posibilidad de poner 
fin a esta situación de no reparación de las deficien- 
cias mediante la utilización de la forma de notificación 
prevista en el artículo 80.2 y 3 de la Ley de Procedimien- 
to Administrativo, modalidad que también podía utili- 
zar, llegado el caso, para comunicar las multas 
coercitivas que había decidido imponer al constructor. 
Todo ello sin perjuicio de proceder a la ejecución sub- 
sidiaria para atender lo más pronto posible a los ciu- 
dadanos afectados. (Queja 8803328). 

7.15. Abono de intereses de demora por expropiación 
forzosa, en Galicia 

Del escrito de queja, formulada en 1985, se deducían 
los siguientes hechos: 

1 .  A la interesada le fueron expropiadas unas fincas 
en Santiago de Compostela. 

2. El 21 de mayo de 1980 se hizo efectivo el pago del 
justiprecio, mediante talón del Banco de España, por 
la Dirección Provincial del MOPU de La Coruña. 

3. A pesar de haberse reclamado por escrito a la ad- 
ministración en numerosas ocasiones el pago de los in- 
tereses devengados, y de estar reconocido el derecho 
a su percepción en sentencia de 15 de febrero de 1978, 
éstos no se habían hecho efectivos, once años después 
de su devengo. 

El derecho a percibir interés de demora está expre- 
samente recogido en el artículo 57 de la Ley de Expro- 
piación Forzosa y 73 de su Reglamento y no exige 
reclamación escrita, por as'í reconocerlo numerosas 
sentencias del Tribunal Supremo, entre otras la Sen- 
tencia de 17-10-79. 

Admitida a trámite la queja, se efectuaron numero- 
sas actuaciones entre el Ministerio de Obras Públicas 
y Urbanismo, toda vez que este Departamento comu- 
nicaba en sus sucesivos informes que se iba a proce- 
der al pago de los intereses de demora que le 
correspondieran a la expropiada. 

Después de varias suspensiones de las actuaciones 
referentes a esta queja hasta que por la administración 
competente se comunicará la definitiva resolución del 
problema planteado en la misma, y transcurridos 15 
meses de la última suspensión con el Ministerio, por 
éste se informó que se había vuelto a requerir a la Junta 
de Galicia que remitiera el expediente de los intereses 
de las fincas afectadas por la expropiación para poder 
fiscalizar el gasto y proceder a su abono. 

Dada la demora existente, la interesada se dirigió de 
nuevo al Defensor del Pueblo el 29 de diciembre de 
1989. 
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En dicho escrito exponía que el Instituto Gallego de 
la Vivienda y Suelo le había solicitado unos documen- 
tos que ya había entregado en su día, consistentes en 
una copia de la Sentencia del Tribunal Supremo que 
fijó la valoración definitiva de su vivienda y que impu- 
so específicamente la obligación de pagar intereses so- 
bre el aumento del justiprecio, y en una copia del acta 
de pago complementaria correspondiente a dicho 
aumento. 

Igualmente hacía referencia a que, desde el 16 de sep- 
tiembre de 1988, estaba esperando a que se remitiera 
a Madrid la propuesta de fijación de intereses, tal y co- 
mo se aseguró en el escrito que la Dirección General 
de la Vivienda de la Junta de Galicia envió a esta insti- 
tución y que motivó que se procediera a suspender la 
tramitación de su queja. 

Teniendo en cuenta el contenido de este escrito de 
la Dirección General de la Vivienda, y la manifestación 
efectuada por la interesada de que había gastado tiem- 
po y dinero en buscar tales documentos, siendo su re- 
sultado infructuoso, se informó al Instituto Gallego de 
la Vivienda y Suelo que la sentencia requerida se ha- 
llaba recogida en el repertorio de jurisprudencia de la 
editorial Aranzadi, con el marginal núm. 350 del volu- 
men 1 de 1978. 

Tras nuevos requerimientos por parte de esta insti- 
tución, el Director General para la Vivienda y Arqui- 
tectura nos comunicó que, culminada la tramitación 
económico-administrativa del oportuno expediente, con 
fecha 17 de abril de 1991 se había librado a la Comuni- 
dad Autónoma de Galicia la cantidad de 1.105.1 1 1 pe- 
setas para su abono a la interesada. 

Con ello se finalizaron unas actuaciones que, tras un 
persistente seguimiento, ha dado lugar a que la promo- 
vente de la queja pudiera cobrar unas cantidades or- 
denadas por una sentencia del Tribunal Supremo, 
dictada el 15 de febrero de 1978. (Queja 8505899). 

7.16. Contrato de obra pública, en Castilla-La Mancha 

La queja manifestaba que desde el año 1987, se ve- 
nía reclamando de la Dirección General de Bellas Ar- 
tes del Ministerio de Cultura, la recepción y liquidación 
definitiva de la obra de restauración de la iglesia y 
claustro del convento de Escalona (Toledo), finalizada 
en abril de 1985, así como la devolución del aval que 
la empresa contratista depositó para responder de la 
ejecución de la obra, situación que persistía con la Con- 
sejería de Educación y Cultura de la Junta de Comuni- 
dades de Castilla-La Mancha,' que había asumido las 
competencias al respecto, en razón de las correspon- 
dientes transferencias autonómicas. 

El referido órgano autonómico contestó al Defensor 
del Pueblo que, en junio de 1989, se procedió a la re- 
cepción provisional de la obra, citando a tales efectos 
a las personas relacionadas en el artículo 170 del Re- 
glamento General de Contratación. El resultado de la 
recepción fue negativo, al observarse por el facultati- 

vo representante de la administración determinadas 
humedades en las obras que impedían su entrega al uso 
público. 

Manifestamos, al respecto, que, según el artículo 54 
de la Ley de Contratos del Estado, artículo 170 de su 
Reglamento y 71 del Pliego de Cláusulas Administrati- 
vas, la recepción provisional debió hacerse al mes si- 
guiente de la terminación de la obra, es decir, en el mes 
de marzo de 1985 y no en el mes de junio de 1989, re- 
traso que, según la citada legislación, debía dar lugar, 
en su caso, al resarcimiento de los perjuicios irroga- 
dos al contratista. 

En todo caso, en cuanto al tema de las humedades 
aparecidas, era determinante comprobar la existencia 
o no en el proyecto de unidades de obra necesarias pa- 
ra la eliminación de las mismas, así como la actuación 
pericia1 del arquitecto director de la obra, razón por 
la que se pidió a la Consejería que solicitase un infor- 
me al mencionado arquitecto. 

La misma contestó favorablemente dicha sugerencia 
del Defensor del Pueblo y manifestó al respecto que al 
no haberse personado la dirección facultativa en el acto 
de recepción provisional de las obras, no había podi- 
do determinarse si las obras se efectuaron, en el tema 
de las humedades, conforme a las prescripciones del 
proyecto, ignorándose, en consecuencia, a quien debía 
imputarse la responsabilidad de que, realizadas aqué- 
llas, no se hubiese resuelto el problema de la humedad 
de infiltración existente en los muros del convento y 
la suciedad de la fachada. 

La Consejería comunicó al Defensor del Pueblo que 
se había formulado un nuevo requerimiento al direc- 
tor facultativo de la obra para que acudiese al próxi- 
mo acto de recepción provisional en el que debería 
determinarse si los defectos encontrados en la obra 
eran o no imputables al contratista. 

Realizada de nuevo la recepción, se comunicó al De- 
fensor del Pueblo que, según informe emitido, en ma- 
yo de 1991, por el arquitecto director de la obra, se 
había estimado que las causas que motivaron el acta 
de recepción negativa de 19 de junio de 1990 no resul- 
taban imputables al contratista, que en todo momen- 
to actuó ajustándose al proyecto redactado por el 
director de la obra. 

En consecuencia, se procedió a efectuar un nuevo ac- 
to de recepción provisional de las obras y, tras el mis- 
mo, a realizar las operaciones de liquidación del 
contrato y devolución del aval que garantizaba su co- 
rrecta ejecución, momento en el cual dimos por con- 
clusas nuestras actuaciones. (Queja 8902347). 

7.17. Abono de justiprecio y ocupación de terrenos no 
expropiados, en Cantabria 

En fecha 13.2.90, se procedió al levantamiento del ac- 
ta de ocupación de una finca del término municipal de 
Villacarriedo, afectada de expropiación por el proyec- 
to de ((Mejora de trazado. Carretera S-561, ramal de la 
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N-634 al Convento de Villacarriedo. P.K. 0,OO al P.K. 
15.2. Tramo: Saron-Villacarriedo». 

En el momento de la admisión a trámite de la queja 
no se había procedido a la determinación en vía admi- 
nistrativa del justiprecio, la cual tenía, dado el carác- 
ter de urgencia de la expropiación que nos ocupa, 
carácter preferente y urgente, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 25 y siguientes de la Ley de 
Expropiación Forzosa, ignorando esta institución si se 
había remitido, en su caso, el correspondiente expedien- 
te de justiprecio al Jurado Provincial de Expropiación. 

Al margen de la anterior cuestión, el formulante de 
la queja alegaba, por una parte, que se habían ocupa- 
do 1.244 m2 más de la superficie de la finca expropia- 
da, que ascendía a 326 m2, habiéndose realizado en 
aquéllos movimientos de tierra y obras de fábrica, así 
como su ocupación con maquinaria, depósito de mate- 
riales, etc.; y, por otra, que se había procedido a la de- 
molición de una pared de piedra que cerraba la finca 
y una portilla de acceso a la misma. 

Tales actuaciones, no amparadas, según el formulan- 
te, por los correspondientes proyectos de obra y expro- 
piación, se habían efectuado sin el previo conocimiento 
del compareciente y, por tanto, sin su autorización ni 
tolerancia, habiéndose producido, en definitiva, una m o  
dificación del trazado de la carretera hacia la finca del 
formulante de al menos 4 metros respecto al trazado 
contemplado en el proyecto aprobado. 

Finalmente, se manifestaba en la queja que las nu- 
merosas reclamaciones efectuadas por el formulante 
ante la empresa constructora, el órgano administrati- 
vo regional encargado del expediente, la Consejería de 
Obras Públicas, Vivienda y Urbanismo de la Diputación 
Regional y la Presidencia de la misma no habían obte- 
nido hasta ese momento respuesta alguna. 

La queja fue admitida en fecha 31 de octubre de 1991, 
habiendo sido reconocidos los hechos en que se basa- 
ba por la Diputación Regional de Cantabria, quien co- 
municó al Defensor del Pueblo que se mantuvo con el 
formulante una entrevista personal, en la que se le die- 
ron disculpas por la ocupación realizada sin su consen- 
timiento y se acordó la inclusión en el expediente de 
justiprecio de la totalidad del terreno expropiado, de 
la parte temporalmente ocupada y de la reconstrucción 
del muro derruido, quedando en consecuencia la que- 
ja resuelta favorablemente en cuanto a la pretensión del 
reclamante. (Queja 9122505). 

7.18. Modificación de intereses en préstamo a 
adquirentes de vivienda de protección oficial, en 
Andalucía 

Compareció ante esta institución la adquirente de una 
vivienda de protección oficial, quien manifestó que con 
fecha 24 de octubre de 1988 había solicitado ante la De- 
legación Provincial de la Consejería de Obras Públicas 
y Transportes, de la Junta de Andalucía, en Cádiz, la 
rectificación de la modalidad del crédito vivienda que 

había solicitado, en el sentido de que el interés que de- 
bía aplicársele por sus rendimientos era del 6% para 
las dos primeras anualidades, el 8% para las tres si- 
guientes y el 11% durante las cinco primeras anuali- 
dades y el 11,75% durante el resto. 

La citada Delegación Provincial resolvió en escrito 
de fecha 30 de noviembre de 1988, que su caso estaba 
incluido en el artículo 1 del Real Decreto 2569/86, de 
5 de diciembre. Dicho artículo prescribe que son ingre- 
sos familiares anuales los ingresos brutos obtenidos por 
el titular de la vivienda en el año anterior al de la cele- 
bración del contrato. De ello deducía la reclamante que 
le habían considerado como ingresos los 2.609.300 pe- 
setas de ventas, y no los rendimientos netos que ascen- 
dieron a 614.848 pesetas. Sin embargo, la interesada 
estimaba que los ingresos brutos aludidos en el artí- 
culo citado se referían a los de los trabajadores por 
cuenta ajena, es decir, a su sueldo bruto, antes del pa- 
go del Impuesto de la Renta (retenciones) y de la cuota 
de la Seguridad Social. Sin embargo, los ingresos de los 
empresarios deben ser considerados como el resulta- 
do de restar de las ventas los gastos inherentes al ne- 
gocio (compras, luz, teléfono, etc.). 

En este sentido, el artículo 4 de la Orden de 11 de oc- 
tubre de 1988, dictado al amparo del Real Decreto 
1494/87, establece que los ingresos brutos procedentes 
de actividades empresariales están constituidos por los 
rendimientos íntegros minorados en el importe de las 
compras realizadas, arrendamientos de instalaciones 
y remuneraciones del personal asalariado. 

Admitida la queja por esta institución, y sobre la ba- 
se de un eventual incumplimiento del artículo 4 de la 
Orden de 11 de octubre de 1988, se solicitó el precepti- 
vo informe al Delegado Provincial en Cádiz de la Con- 
sejería de Obras Públicas y Transportes, de la Junta de 
Andalucía, la cual contestó a nuestra solicitud afirman- 
do sucintamente que no eran de aplicación a la intere- 
sada las condiciones de financiación reguladas por el 
Real Decreto 1494/87, de 4 de diciembre, complemen- 
tado por la Orden de 11  de octubre de 1988, razón por 
la que no era. posible acceder a su solicitud. 

La parquedad de la respuesta obtenida determinó que 
esta institución solicitara de la Delegación citada un 
pronunciamiento expreso sobre la posibilidad de apli- 
car al caso concreto de la interesada el Real Decreto 
1494/87, y la Orden de 11 de octubre de 1988, por exis- 
tir una razón de analogía o identidad de razón. A esta 
nueva solicitud la Delegación Provincial contestó que, 
efectivamente, así existe una identidad de razón que per- 
mite la aplicación analógica del Real Decreto 1494/87 
y la Orden de 11 de octubre de 1988 a su caso concreto». 

Confirmada de esta manera la posición que esta ins- 
titución trataba de introducir sobre la base de lo dis- 
puesto en el artículo 4.1 del Código Civil, a efectos de 
su consideración por la Delegación Provincial, se pro- 
cedió a formular la siguiente sugerencia: 

«Que en aplicación del Real Decreto 1494/87, de 4 de 
diciembre, sobre medidas de financiación de actuacio- 
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nes protegibles en materia de vivienda, y la Orden de 
11 de octubre de 1988, que tiene por objeto adecuar los 
niveles de ingresos de los titulares de actividades em- 
presariales a efectos de las condiciones de financiación 
reguladas en el Real Decreto indicado, se busquen las 
fórmulas oportunas para aplicar al caso planteado por 
la reclamante, el cómputo establecido en el artículo 4 
de la Orden, a efectos de determinar la financiación que 
realmente le corresponde. )> 

Del contenido de la sugerencia y de las actuaciones 
seguidas se dio traslado a la Consejería de Obras Pú- 
blicas y Transportes, de la Junta de Andalucía, encon- 
trándonos en estos momentos pendientes de su 
contestación en el sentido de la aceptación o rechazo 
de la misma. (Queja 8913599). 

7.19. Incumplimiento del proyecto de edificación de 
un edificio de vivienda de protección oficial, en 
Andalucía 

Compareció ante la institución un ciudadano residen- 
te en la localidad de Marbella (Málaga), formulando 
queja en relación con las irregularidades detectadas en 
unas viviendas de protección oficial en las que la em- 
presa constructora había sustituido la tubería de co- 
bre prevista en el proyecto y memoria de calidades por 
otra de hierro, en la instalación de fontanería. 

La Delegación Provincial de Málaga de la Consejería 
de Obras Públicas y Transportes, con fecha 28 de abril 
de 1983, dictó resolución en el expediente sancionador 
MA-VP 65/82, incoado contra la inmobiliaria expedien- 
tada, imponiéndosele una sanción pecuniaria, así co- 
mo la obligación de realizar las obras necesarias para 
adecuar las ya realizadas al proyecto aprobado; reso- 
lución que desestimada en alzada devino firme el 11 de 
enero de 1984. 

La pretensión del reclamante consistía en obtener de 
la administración actuante que adoptara las medidas 
precisas tendentes a conseguir la ejecución de la reso- 
lución recaída por parte de la empresa constructora, 
puesto que en el momento de formular la queja habían 
transcurrido seis años desde que se dictó dicho acto ad- 
ministrativo. 

Recibido el informe requerido al efecto, se compro- 
bó que por la mencionada administración pública se 
habían adoptado medidas al respecto, tales como la im- 
posición de varias multas coercitivas, si bien tales me- 
didas coactivas previstas en el artículo 107 de la Ley 
de Procedimiento Administrativo, no habían sido efec- 
tivas puesto que las obras en su día ordenadas seguían 
sin ejecutarse. 

Ante tal situación, estimamos procedente recordar a 
la Administración pública actuante que, además de la 
medida adoptada, el artículo 104 de la referida ley pro- 
cedimental prevé otros medios de ejecución forzosa de 
los actos administrativos incumplidos y, entre ellos, la 
ejecución subsidiaria, instrumento jurídico que permi- 

te a la Administración realizar por sí misma o a través 
de un tercero la ejecución de las obras, a cargo del obli- 
gado por el acto que se trata de ejecutar, a quien pue- 
de exigírsele con carácter cautelar, el previo abono de 
las cantidades previstas, a reserva de la correspondiente 
liquidación definitiva del importe de los gastos, daños 
y perjuicios ocasionados, según lo preceptuado en el 
artículo 106 de la ya precitada Ley. 

Asimismo se hizo referencia al precepto 168 del Re- 
glamento de Viviendas de Protección Oficial y al 58 del 
Real Decreto 314811978, de 10 de noviembre, sobre Po- 
lítica de Vivienda, que contemplan esta medida de eje- 
cución previa de las resoluciones recaídas en los 
expedientes sancionadores, cuando el expedientado no 
ejecutase las obras ordenadas en el plazo señalado en 
la prórroga en su caso concedida. 

Por último, sobre la base de los argumentos jurídi- 
cos expuestos, se formuló a la Delegación Provincial de 
Málaga de la Consejería de Obras Públicas y Transpor- 
tes, una sugerencia en el sentido de que se tuviera en 
cuenta otras medidas de ejecución forzosa de las reso- 
luciones recaídas en expedientes sancionadores, con- 
templadas tanto en la Ley de Procedimiento 
Administrativo como en la normativa que regula las vi- 
viendas de protección oficial, al objeto de que se pu- 
diera finalizar el procedimiento iniciado hace 
aproximadamente 8 años y evitar mayores perjuicios 
a los afectados por la deficiente construcción de las vi- 
viendas, objeto de la presente queja. 

Dicha sugerencia fue aceptada por la administración 
pública actuante. 

En todo caso, quiere dejarse constancia aquí, a la vis- 
ta de la frecuencia de quejas que plantean situaciones 
como la anteriormente descrita, de la conveniencia de 
aplicar con mayor frecuencia por parte de la Adminis- 
tración la sanción de inhabilitación temporal de dos a 
diez años para intervenir en la construcción de vivien- 
das de protección oficial en calidad de promotor o cons- 
tructor de las obras, prevista en el artículo 155 del 
Reglamento de Viviendas de Protección Oficial. (Queja 
9013439). 

7.20. Contrato de obra pública, en Murcia 

La presente queja se admitió a trámite como conse- 
cuencia de la alegación de la empresa contratista de las 
obras de reforma del Real Alcázar de Vera Cruz de Ca- 
ravaca de la Cruz, en Murcia, de que la Consejería de 
Política Territorial y Obras Públicas de la Región de 
Murcia, a pesar de haberse realizado la recepción pro- 
visional de las obras en 1985, no había procedido a la 
liquidación de la obra, a la devolución del aval, ni a la 
recepción definitiva de las obras, tal como ordena la 
Ley de Contratos del Estado. 

El órgano administrativo implicado alegó que la no 
realización de tales actuaciones era debida a la apari- 
rión de determinadas humedades localizadas en distin- 
tas zonas del inmueble restaurado. 
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Dichas humedades dieron lugar a una orden de eje- 
cución de obras necesarias para su desaparición, obras 
que, al menos en su totalidad, no fueron ejecutadas por 
la empresa, dado que ésta entendía que las humedades 
no eran imputables a la misma, por no derivarse su sub- 
sanación del proyecto aprobado por la propia Adminis- 
tración y en base al cual se efectuó la adjudicación del 
correspondiente contrato de obras. 

El Defensor del Pueblo estimó conforme a derecho, 
tras el examen de la documentación correspondiente, 
la postura de la empresa contratista y sugirió la devo- 
lución del correspondiente aval y el pago de la liquida- 
ción de las obras que procediese. 

La Consejería de Política Territorial y Obras Públi- 
cas de la Región de Murcia aceptando el criterio de la 
institución, recabó del arquitecto del proyecto y direc- 
tor de obras un certificado de que las humedades apa- 
recidas no tenían relación con las obras ejecutadas y, 
en consecuencia, no eran imputables a la empresa. 

Dicha certificación fue emitida por el técnico men- 
cionado, por lo que se procedió, aceptándose el crite- 
rio del Defensor del Pueblo, a la recepción definitiva 
de las obras y a la aprobación y pago de la cantidad 
adeudada en concepto de liquidación de las mismas y 
a la devolución del aval depositado en su momento, co- 
mo garantía del cumplimiento contractual que asumía 
la empresa adjudicataria de las obras. (Queja 8902563). 

7.21. Establecimiento de actividad no permitida en 
vivienda de protección oficial, en Extremadura 

Un vecino de la localidad de Coria (Cáceres), formu- 
ló queja en la que exponía que debajo de su vivienda, 
sometida al régimen jurídico de protección oficial, se 
desarrollaba determinada actividad generadora de mo- 
lestias, sin contar con la preceptiva licencia municipal. 

Asimismo, destacaba el uso indebido que se había da- 
do a la citada vivienda, ya que, al ser de protección ofi- 
cial no podía tener otro destino que el domicilio 
habitual y permanente del propietario o arrendatario 
de la misma, infringiéndose en consecuencia, entre 
otros preceptos, el artículo 3 del Real Decreto 314811978, 
de 10 de noviembre, sobre Política de Vivienda. 

Solicitados los preceptivos informes de la Conseje- 
ría de Obras Públicas, Urbanismo, Transportes y Me- 
dio Ambiente de la Junta de Extremadura y del 
Ayuntamiento de Coria, se pusieron en marcha los ins- 
trumentos jurídicos adecuados tendentes a resolver la 
cuestión suscitada. 

Tales medidas consistieron, por parte de la citada ad- 
ministración autonómica, en la incoación de un expe- 
diente sancionador al propietario de la vivienda por no 
destinarla a domicilio habitual. 

Por lo que respecta a la competencia municipal, su 
actuación se había concretado en la adopción de un 
acuerdo, en el sentido de proceder a la medición de los 
ruidos emitidos en el domicilio del afectado, si bien ello 
no había podido llevarse a efecto, entre otros motivos, 

por la negativa del vecino reclamante a autorizar la en- 
trada de los técnicos competentes a su vivienda, acti- 
tud que denotaba aparentemente una escasa 
colaboración con la administración municipal. 

Sin perjuicio de las consideraciones expuestas, co- 
mo quiera que la cuestión suscitada seguía existiendo 
y las molestias producidas persistían ocasionando im- 
portantes perjuicios para el reclamante y su familia, 
según este último manifestó en nuevas comunicaciones 
al Defensor del Pueblo, continuamos las actuaciones 
con los órganos públicos indicados, solicitando de la 
mencionada Consejería que nos diera cuenta del resul- 
tado del expediente sancionador que se estaba trami- 
tando de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 61 de 
la Ley de Procedimiento Administrativo. 

Por lo que respecta al Ayuntamiento de Coria, le su- 
gerimos que la medición de ruidos se efectuara en las 
horas indicadas por el formulante a quien, asimismo, 
pedimos que facilitara la entrada a su domicilio a los 
técnicos municipales encargados de realizar la expre- 
sada medición, trámite reglamentario necesario a los 
efectos de determinar si la actividad debía ser califi- 
cada como molesta. 

Resultado de tales actuaciones fue el cese de la acti- 
vidad molesta, momento en el que dimos por conclu- 
sas nuestras actuaciones. (Queja 9027845). 

7.22. Tarifas por abastecimiento domiciliario de agua 
a veinticinco municipios de la Comunidad 
Valenciana 

El presidente de la Asociación de Consumidores del 
País Valenciano, expuso al Defensor del Pueblo que, a 
pesar de sus reclamaciones, la Dirección General de Co- 
mercio, de la Consejería de Industria, Comercio y Tu- 
rismo, de la Comunidad Autónoma Valenciana, no había 
comunicado a la Asociación que preside si las empre- 
sas suministradoras de agua de más de veinticinco mu- 
nicipios de la Comunidad habían fijado unilateralmente 
las tarifas de agua para el consumo humano, sin me- 
diar previa autorización por parte de la Comisión de 
Precios. 

Asimismo, indicaba que la citada Dirección General 
no había informado, a pesar de las solicitudes, sobre 
las sanciones impuestas en los tres últimos años res- 
pecto a la fijación de tarifas de agua para el consumo 
humano no autorizado previamente por la Comisión de 
Precios en diferentes municipios y núcleos urbanos de 
la Comunidad Valenciana. 

Las anomalías denunciadas por la Asociación resul- 
taban, según la misma, perfectamente detectables a tra- 
vés de los expedientes de la Comisión de Precios, así 
como de los datos que constan en diversos registros co- 
mo el industrial y el sanitario, o en la Delegación de 
Hacienda. 

Admitida la queja, la Consejería de Industria, Comer- 
cio y Turismo informó al Defensor del Pueblo sobre la 
situación tarifaria de las poblaciones reseñadas en la 
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queja, y de las visitas de inspección realizadas duran- 
te 1990 a los pozos denunciados, requiriendo a aque- 
llos que carecían de tarifas para que solicitaran la 
aprobación de las mismas por la Comisión de Precios 
y levantándose las oportunas actas que se remitieron 
a la Consejería de Sanidad y Consumo, competente en 
materia de defensa del consumidor. 

Solicitada finalmente de esta última Consejería in- 
formación sobre los resultados de las actas de inspec- 
ción levantadas por la Consejería de Industria, 
Comercio y Turismo, nos comunicó que se abrieron di- 
ligencias previas que en diez casos dieron lugar a su 
archivo al no detectarse indicios racionales de infrac- 
ción por las respectivas empresas. En ocho casos más 
se detectaron pequeñas irregularidades, lo que dio lu- 
gar al apercibimiento y necesidad de subsanación a las 
empresas respectivas. Finalmente, en cinco casos se in- 
coaron expedientes sancionadores por razón de infrac- 
ción en materia de defensa de consumidores y usuarios, 
los cuales se hallan en trámite en su fase de pliego de 
cargos. 

Comprobado por esta institución que las irregulari- 
dades en la fijación de tarifas de suministro de agua 
en diversas localidades de la Comunidad Valenciana es- 
taban siendo objeto de diversas medidas de policía y 
sancionadoras por los órganos de Gobierno de la Co- 
munidad Autónoma, procedió al cierre de su interven- 
ción previa comunicación a la administración y a la 
asociación denunciante. (Queja 8813414). 

7.23. Insuficiencia en el servicio de abastecimiento de 
agua, en Madrid 

Ante esta institución compareció una vecina de Ma- 
drid, formulando una queja que versaba sobre la falta 
de presión del agua que es suministrada por el Canal 
de Isabel 11 tanto a su vivienda como a otras pertene- 
cientes a la misma calle del barrio de Chamberí. 

Admitida a trámite la queja, iniciamos las actuacio- 
nes ante el citado organismo. 

En su informe, el Canal de Isabel 11 manifestó que 
el Reglamento para el Servicio y Distribución de las 
Aguas del Canal de Isabel 11, aprobado por Decreto 
292211975, de 31 de octubre («B.O.E.» n." 272, de 
13-11-75), garantiza en el artículo 4.0 el caudal y la PO- 

tabilidad, y establece en su artículo 7." que la previsión 
en los puntos de suministro quedará sujeta a las varia- 
ciones técnicas de la red general de distribución, sien- 
do responsabilidad del usuario ajustar el rango de la 
misma a sus necesidades. 

También expresó que la Dirección General de Indus- 
tria, Energía y Minas de la Comunidad de Madrid, des- 
de el mes de mayo de 1989 y en aplicación de la 
normativa sobre instalaciones interiores para suminis- 
tro de agua, viene exigiendo la instalación de grupos 
de sobreelevación a partir de dos alturas, lo que impli- 
caba que el Canal de Isabel 11 debía garantizar presión 
suficiente para llegar a la segunda planta de una edifi- 
cación, según reconocía el propio organismo. 

A la vista de ello, esta institución se dirigió a la indi- 
cada Dirección General para que informara sobre las 
dificultades técnicas o de otra índole que impedían que 
no pudiera exigirse al Canal de Isabel 11 que garantiza- 
ra una mayor presión del suministro de agua, a fin de 
que se beneficiaran muchas viviendas situadas por en- 
cima de la segunda planta de los edificios de Madrid. 

En el informe que remitió dicha Dirección General 
en un primer momento no se abordaba la cuestión plan- 
teada que afecta al ejercicio de las competencias que 
tiene asumidas, ya que se limitó a hacer mención a de- 
terminados preceptos del Reglamento del Canal de Isa- 
bel 11, en virtud de los cuales el problema planteado 
en la queja correspondía resolverlo al propio Canal por 
ser de su competencia. 

Ello motivó que se solicitara un nuevo informe en el 
que se contestara a si se podía modificar la normativa 
actualmente vigente, a la cual se acoge el Canal, o exis- 
tía alguna razón de carácter técnico que lo impidiera. 

En este último informe, la Dirección General de In- 
dustria se ratificó en que el Canal de Isabel 11 no ga- 
rantiza la presión, según su Reglamento de Servicio y 
Distribución de Aguas, y expresó que, de forma genéri- 
ca, todo inmueble con más de dos alturas debería dis- 
poner de un medio propio de sobreelevación. 

Todo lo anteriormente expuesto suscitó, en definiti- 
va, la cuestión de una eventual modificación de la nor- 
mativa vigente que garantizara el adecuado nivel en la 
presión del agua suministrada por el Canal de Isabel 
11 a los usuarios de la Comunidad de Madrid, por lo 
que procedimos a efectuar a tal efecto, como fundamen- 
tación de la sugerencia que en tal sentido se formuló, 
las siguientes consideraciones: 

Primera. El artículo 7 del Reglamento para el Ser- 
vicio y Distribución del Canal de Isabel 11, de 31 de oc- 
tubre de 1975, dispone que la presión en los puntos de 
suministro quedará sujeta a las variaciones técnicas de 
la red general de distribución, correspondiendo, por 
tanto, al Canal determinar cuál es la presión que ha de 
existir en los puntos de suministro de cada inmueble, 
ya que la misma depende de la presión que tenga la red 
general de distribución y las arterias. 

Por otra parte, la Orden de 9 de diciem- 
bre de 1975 establece las condiciones mínimas que de- 
ben exigirse a las instalaciones interiores de los 
edificios para un correcto funcionamiento del sumi- 
nistro. 

Dichas normas son, en principio, aplicables, salvo si- 
tuaciones excepcionales, a las edificaciones construi- 
das con posterioridad a la entrada en vigor de la 
indicada Orden, por lo que un ingente número de edi- 
ficios podría verse afectado, dada su fecha de construc- 
ción, por deficiencias en el suministro de agua, siendo 
razonable, por tanto, exigir respecto de los mismos que 
el Canal de Isabel 11 les garantice la presión suficiente, 
en función del número de viviendas, el estado de las 
instalaciones interiores y el número de plantas de los 
mismos. 

Segunda. 
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Tercera. En cuando a la exigencia de grupos de so- 
breelevación a partir de las dos alturas, el artículo 1.6 
de la mencionada Orden de 9 de diciembre de 1975 es- 
tablece que «el suministro de agua por la presión de 
la red queda garantizado, en general, por el suminis- 
trador, para todos los abastecimientos cuya altura, a 
la entrada del tubo ascendente o montante respecto al 
nivel de la calzada en el lugar donde se efectúa la aco- 
metida, sea igual o inferior a lo establecido en particu- 
lar para cada red de abastecimiento». 

En casos especiales, el suministrador comunicará la 
altura que corresponda. Los suministros con entrada 
de su tubo ascendente o montante a nivel superior de 
la altura garantizada deberán disponer de un medio 
propio de sobreelevación. 

De lo anteriormente expuesto se deducía claramen- 
te, y así se lo comunicamos a la Dirección General de 
Industria, que era de su competencia la fijación de la 
altura a partir de la cual es necesario contar con un 
medio propio de sobreelevación y hasta ese nivel debía 
el Canal garantizar el suministro directo de agua por 
la presión de la red. El que este nivel de agua se encuen- 
tre establecido actualmente en 25 metros de columna 
de agua a presión en el contador de la acometida, es 
porque así se decidió en su momento, no habiéndose 
expresado a esta institución, a pesar de nuestro reque- 
rimiento, la eventual existencia de razones técnicas que 
impidan que no se pueda fijar unos metros más de co- 
lumna de agua a presión en determinadas zonas de la 
red de abastecimiento, o que justifique que se garanti- 
ce la presión sólo hasta la segunda planta de los edifi- 
cios, cuando la inmensa mayoría de los construidos en 
Madrid superan con creces este número de plantas. 

Igualmente manifestamos a la citada Dirección Ge- 
neral que debía tener presente que la exigencia de la 
instalación de un grupo de sobreelevación establecida 
en la Orden de 1975 no podía aplicarse, por lo general, 
a los edificios construidos con anterioridad al mes de 
abril de 1976, ya que dicha Orden no les afecta, por lo 
que, concluimos, que el Canal de Isabel 11 está obliga- 
do a garantizar el suministro de agua con presión sufi- 
ciente a todas las plantas de tales edificios. 

Por lo expuesto, procedimos a formular una sugeren- 
cia consistente en que mediante el ejercicio de las com- 
petencias que están conferidas a la Dirección General 
de Industria, Energía y Minas, en virtud de las cuales 
se exigió en el mes de mayo de 1989 al Canal de Isabel 
11 que garantizara una presión de agua suficiente para 
llegar a la segunda planta de los edificios, se modifica- 
ra tal exigencia en el sentido de que el citado Canal ase- 
gurara que el agua llegase con presión a todas las 
plantas de aquellas viviendas a las que no les es de apli- 
cación la obligación de instalar un grupo de sobreele- 
vación. 

La indicada sugerencia no fue aceptada por la Comu- 
nidad Autónoma de Madrid quien alegó que «se care- 
cían de las suficientes funciones y competencias que 
validarían la normativa que, en su caso, se esta- 
bleciera ». 

Esta institución lamenta el criterio de la Dirección 
General de Industria, Energía y Minas, que respeta, pe- 
ro no puede compartir, toda vez que corresponde a esa 
Dirección General acordar las directrices a que ha de 
sujetarse la actuación del Canal, velar por su cumpli- 
miento y el de sus obligaciones para los usuarios se- 
gún el artículo 77.1." del Reglamento del Canal de Isabel 
11. (Queja 8919179). 

7.24. Rehabilitación urbana del polígono Los 
Palmerales, de Elche, Alicante 

En el año 1985, la junta vecinal del polígono Los Pal- 
merales, formuló queja acerca de las irregularidades 
existentes en el indicado polígono, en Elche, consisten- 
tes en deficiencias de construcción en las viviendas, en 
su día construidas por la Obra Sindical del Hogar y Ar- 
quitectura y carencia de equipamientos comunitarios. 

La investigación iniciada concluyó al ser informada 
la institución de la existencia de un convenio suscrito 
el 5 de julio de 1986 entre la Consejería de Obras Pú- 
blicas, Urbanismo y Transportes de la Generalitat Va- 
lenciana, el Ayuntamiento de Elche y las asociaciones 
vecinales, en el que se establecían unos compromisos 
en orden a solucionar los diferentes problemas denun- 
ciados. 

Sin embargo, según planteó de nuevo años después 
la mencionada asociación vecinal, tales compromisos 
no se habían cumplido, lo que motivó una nueva inter- 
vención del Defensor del Pueblo ante la Administración 
pública competente, consistente, entre otras actuacio- 
nes, en una visita de inspección efectuada por aseso- 
res de la institución al Instituto Valenciano de la 
Vivienda, órgano gestor de las viviendas que nos ocu- 
pa y el Ayuntamiento de Elche. 

En relación con los compromisos adquiridos por di- 
cho Instituto se pudo comprobar que únicamente que- 
daban por finalizar las obras de reparación y conexión 
de los conductos de ventilación de 120 viviendas al ne- 
garse determinados adjudicatarios a permitir la entra- 
da a la empresa contratista, si bien se tiene previsto 
adoptar las medidas pertinentes para proceder a su re- 
solución. Asimismo resta por ejecutar la modificación 
de las arquetas de aguas residuales cuyo proyecto está 
en estudio. 

Por otra parte, se han realizado determinadas 
actuaciones no convenidas, tales como el cerramiento 
de las escaleras, instalación de antenas colectivas, ade- 
cuación para la instalación del gas butano, así como 
obras de rehabilitación de las viviendas. 

Por parte del Ayuntamiento de Elche, se ha procedi- 
do a dotar al mencionado polígono de los equipamien- 
tos comunitarios determinados en el referido convenio, 
como ha sido la construcción de un parque, instalación 
de una guardería infantil que próximamente va a ser 
ampliada, un centro juvenil y un polideportivo, etc. 

En cuanto a las futuras actuaciones, se tiene proyec- 
tado instalar una nueva escuela infantil, una iglesia 
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pendiente en todo caso de la negociación entre la Con- 
sejería de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes de 
la Generalitat Valenciana y el Obispado respecto de la 
parcela destinada a ello y, posiblemente, un centro am- 
bulatorio, si bien hay que destacar que la asistencia sa- 
nitaria está suficientemente cubierta por la existencia 
de dos centros en las inmediaciones de dicho polígono. 

Por último, se considera igualmente suficiente los lo- 
cales comerciales destinados a cubrir las necesidades 
básicas de la población. 

En conclusión, cabe deducir que tanto el Instituto Va- 
lenciano de la Vivienda como el Ayuntamiento de El- 
che están llevando a cabo cuantas actuaciones se 
derivan de los compromisos en su día adquiridos me- 
diante el convenio de fecha 5 de julio de 1986, que se 
consideran suficientes y adecuados a los medios eco- 
nómicos y humanos de que disponen las referidas Ad- 
ministraciones, así como a la realidad social existente 
en el polígono de viviendas sociales de Los Palmerales. 

Por todo ello, esta Institución entiende que el asunto 
objeto de queja está en vías definitivas de solución. 
(Quejas 8809640 y 8901858). 

7.25. Obras abusivas en el cauce de un río, en Galicia 

Un vecino de Mazaricos, La Coruña, se había dirigi- 
do reiteradamente a la Consejería de Ordenación del 
Territorio y Obras Públicas, de la Junta de Galicia, so- 
licitando la ejecución de la resolución dictada el 3 de 
diciembre de 1985, por la que se ordenaba a un tercero 
la demolición de las obras ilegales que interrumpían 
el curso de las aguas. 

Solicitando el oportuno informe a la Administración 
autonómica, nos comunicó que el 31 de enero de 1991 
se había concedido al infractor un plazo de 15 días pa- 
ra que procediese a la demolición voluntaria de lo in- 
debidamente construido, señalando que, en caso de que 
ello no fuese efectuado, la demolición se realizaría sub- 
sidiariametne por la Administración. 

Seis meses después, el formulante de la queja nos co- 
municó que la resolución continuaba sin ejecutarse. 

Esta nueva comparecencia dio lugar a una investiga- 
ción en profundidad sobre la tramitación del expediente 
administrativo objeto de la denuncia y queja, resultan- 
do lo siguiente: 

- El denunciante era concesionario de un aprove- 
chamiento de 100 l/seg. de agua del río Do Prado (Re- 
soluciones de 13 de julio del 73 y 20 de febrero del 81) 
y se consideraba perjudicado por las obras que en su 
día realizó el denunciado, consistentes en la sustitución 
de una presa existente de tierra y piedras por otra de 
hormigón, razón por la cual se abrió por la Comisaría 
de Aguas de la Confederación Hidrográfica del Norte 
de España un expediente sancionador. 
- Tales obras abusivas fueron confirmadas por in- 

formes de la guardería fluvial y el propio Ayuntamien- 
to de Mazaricos. 

- Como resultado de tal expediente, el día 3 de di- 
ciembre de 1985 se dictó por el Comisario de Aguas re- 
solución en la cual, además de la imposición de multas, 
se concedió al denunciado el plazo de un mes para pro- 
ceder al derribo de la citada presa efectuada en el cau- 
ce del río A Tramoeira. 
- La resolución fue recurrida y confirmada de nue- 

vo por la del Director General de Obras Hidráulicas, 
por resolución de 17 de julio de 1986. 
- En octubre de 1986 se propone la iniciación de un 

expediente de ejecución subisidiaria, concediéndose al 
infractor un nuevo plazo de un mes para la ejecución 
voluntaria. 
- Con motivo del traspaso de competencias del Es- 

tado a la Junta de Galicia, en materia de gestión de los 
recursos hidráulicos en las cuencas interiores de Gali-' 
cia (Real Decreto 30.12.1986), el expediente se traslada 
a la Consejería de Ordenación del Territorio y Obras 
Públicas, correspondiendo en su seno a la Dirección Ge- 
neral de Obras Públicas, iniciar, de acuerdo con lo es- 
tablecido en el artículo 106 de la Ley de Procedimiento 
Administrativo, el anunciado expediente de ejecución 
subsidiaria, a cuyo efecto, y según establece el artícu- 
lo 232.4 del Reglamento del Dominio Público Hidráuli- 
co, se apercibe al afectado, concediéndosele un nuevo 
plazo de quince días para que proceda a la ejecución 
voluntaria. 

Tras la intervención del Defensor del Pueblo, y des- 
pués de transcurridos más de seis años desde la denun- 
cia de las obras abusivas, la Dirección General de Obras 
Públicas de la Consjería de Ordenación del Territorio 
y Obras Públicas inició el expediente de ejecución sub- 
sidiaria contra el denunciado, quien reaccionó interpo- 
niendo un recurso contencioso-administrativo ante el 
Tribunal Superior de Justicia de Galicia. 

Sin embargo, considerando el contenido de los artí- 
culos 101 y 102 de la Ley de Procedimiento Administra- 
tivo, siendo una resolución firme y no existiendo 
constancia de haberse dictado providencia para la pa- 
ralización del trámite del expediente sancionador por 
parte del Tribunal Superior de Justicia de Galicia, la 
Junta de Galicia, procederá, en aplicación del artículo 
106 de la Ley de Procedimiento Administrativo y del ar- 
tículo 323.4 del Reglamento del Dominio Público Hi- 
dráulico, a la ejecución subsidiaria de la resolución. 

La señalada ejecución subsidiaria, según información 
recabada de la Secretaría General Técnica de la Con- 
sejería correspondiente, aún no ha sido llevada a efec- 
to ante la dificultad de realización (dotación 
presupuestaria, contratación de la empresa construc- 
tora), pero es voluntad de aquélla efectuarla en el más 
breve plazo posible. (Queja 8918196). 

7.26. Actuación sustitutoria de la Junta de Castilla- 
León en materia de disciplina urbanística en 
Segov i a  

El formulante alegaba que a pesar de los acuerdos 
adoptados por el Ayuntamiento de Aldea Real, Segovia, 
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el 11 de agosto de 1986 y 12 de junio de 1987, no se pro- 
cedía a corregir las obras ilegales realizadas por un ve- 
cino en el camino que une la carretera SG,211 con el 
camino de Escalona del Prado. 

El Ayuntamiento de Aldea Real alegó, en esencia, an- 
te el Defensor del Pueblo lo siguiente: 

«Que dicho municipio es una localidad de 442 habi- 
tantes, pequeño y singular de la geografía de España, 
cuyo único funcionario en la actualidad es el Sr. Al- 
guacil. 

Como el 80% de los de la provincia de Segovia, care- 
ce de cualquier norma urbanística de planeamiento. >> 

Ante la alegada escasez de medios para corregir la 
ilegalidad urbanística denunciada, la institución se di- 
rigió a la Junta de Castilla-León, para que, de confor- 
midad con el artículo 184.4 de la Ley del Suelo, 
procediese a sustituir la competencia que, en materia 
urbanística, tienen en primera instancia los ayunta- 
mientos. 

A la anterior petición, la Comisión Provincial de Ur- 
banismo de Segovia, el día 30 de octubre de 1991, exa- 
minó el asunto reseñado, adoptándose sobre el mismo 
el acuerdo que, en parte, se transcribe: 

«Por la ponencia técnica se da cuenta de la investi- 
gación que la oficina del Defensor del Pueblo ha ini- 
ciado, en relación con unas obras presuntamente 
ilegales realizadas en el camino de Escalona, dentro del 
casco urbano de Aldea.Rea1. Ante la respuesta del Ayun- 
tamiento indicando su carencia de medios para inves- 
tigar los hechos, el Defensor del Pueblo se ha dirigido 
al Excmo. Sr. Consejero de Fomento de la Junta de 
Castilla-León a fin de que proceda al ejercicio de la com- 
petencia urbanística, en vía sustitutoria. 

Los hechos denunciados consisten en la construcción 
de un muro de cerramiento de parcela sin licencia mu- 
nicipal de obras. 

En fecha 11.6.87, el Alcalde de Aldea Real ordenó la 
paralización de las mismas, concediéndole un plazo de 
dos meses para solicitar la oportuna licencia. 

Dicha orden no se cumplió y en abril de 1988 se pro- 
dujeron nuevas denuncias sobre la continuación y fi- 
nalización de las obras paralizadas. 

Con estos antecedentes y conocida la propuesta de 
la ponencia técnica que concluye que se ha producido 
una infracción urbanística consistente en la realización 
de obras de cerramiento, sin la preceptiva licencia mu- 
nicipal; visto el escrito del Defensor del Pueblo y tenien- 
do en cuenta la vigente legislación del Suelo y el 
Decreto 243/1988, de 15 de diciembre, sobre desconcen- 
tración de funciones ... en los Delegados Territoriales de 
la Junta de Castilla y León, la Comisión Provincial de 
Urbanismo adoptó por unanimidad el siguiente 
acuerdo: 

1. Proponer al Ilmo. Sr. Delegado Territorial que al 
amparo del artículo 185 de la Ley sobre Régimen del 

Suelo y Ordenación Urbana, requiera al interesado pa- 
ra que solicite la licencia municipal de obras corres- 
pondiente en el plazo de dos meses desde que reciba 
la comunicación. Este requerimiento se comunicará al 
Alcalde en el plazo de tres días. 

2. Proponer al Ilmo. Sr. Delegado Territorial la in- 
coación de un expediente sancionador al vecino por la 
realización de obras sin licencia municipal. 

3. Comunicar estos acuerdos a la Oficina del Defen- 
sor del Pueblo, a través de la Dirección General de Ur- 
banismo y Calidad Ambiental.» (Queja 8807376). 

8. MEDIO AMBIENTE 

8.1. Incendio forestal en la Sierra de la Culebra, 
Cast illa-León 

El Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Figuerue- 
la de Arriba (Zamora), formuló queja ante el Defensor 
del Pueblo mediante la remisión de la moción aproba- 
da por el citado Ayuntamiento, en su sesión de 31 de 
agosto de 1991, sobre el desastre ecológico producido 
por el incendio forestal que tuvo lugar recientemente 
en la Sierra de la Culebra, así como otros aspectos re- 
lacionados con los consorcios forestales y las medidas 
de protección ecológica del referido espacio natural 
protegido. 

Los hechos alegados, previa visita de inspección al 
citado municipio por parte de un asesor al servicio de 
la institución, pueden concretarse de la siguiente 
manera: 

En julio del presente año se produjo un grave in- 
cendio forestal en la Sierra de la Culebra, incluida en 
el Plan de Espacios Naturales Protegidos de Castilla y 
León por Ley 811991, de 10 de mayo, de las Cortes de 
Castilla y León. 

Dicho incendio afectó, según diversas estimaciones, 
a una superficie de entre 6.500 y 10.500 hectáreas de 
terreno en el que se ubican árboles de considerables 
dimensiones, dada la antigüedad de su plantación, así 
como diferentes especies animales, entre otras jabalíes, 
ciervos, lobos y fauna menor. 

El incendio, al parecer, se inició en territorio portu- 
gués, si bien, inmediatamente, por la dirección del vien- 
to, se extendió en su práctica totalidad por territorio 
español. 

2. El primer conato fue rápidamente sofocado a tra- 
vés del único retén existente en la zona. Sin embargo, 
durante la noche, se reavivó, adquiriento tan enorme 
proporción que cuando, a las cinco horas aproximada- 
mente, se personaron efectivos para sofocarlo, su efec- 
to devastador era prácticamente imparable. 

La primera cuestión que denuncia el escrito de que- 
ja se refería, por tanto, a la falta de ágil y eficaz res- 
puesta de la administración autonómica para hacer 
frente al incendio en los momentos iniciales, así como 
al hecho de que no se utilizase un retén de vigilancia 
para prevenir su reproducción del incendio. 

1. 
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3. En segundo lugar, la queja del Ayuntamiento de 
Figueruela de Arriba denunciaba la falta de adopción 
de medidas preventivas contra incendios en la zona. En 
concreto señalan las siguientes: 

- Inexistencia en el término municipal de retenes 
adecuados para fuegos pequeños. El único que existe 
está compuesto por escasas personas y un solo vehículo. 
- Situación de los cortafuegos sin tener en cuenta 

el régimen de vientos de la zona, lo que, en definitiva, 
aceleró los efectos del incendio. 
- Falta de renovación periódica de tales cortafue- 

gos, cubiertos de hierba reseca propagadora del fuego, 
por no haberse procedido a su limpieza desde hace 
años. 

4. Los efectos del incendio, cuya genérica descrip- 
ción ya se ha hecho, fueron particularmente importan- 
tes desde la perspectiva socio-económica, ya que se 
produjo la destrucción de una gran cantidad de made- 
ra, destinada, mediante las correspondientes entresa- 
cas, a su venta, en beneficio, fundamentalmente, dado 
el carácter público o particular de los montes afecta- 
dos por el fuego, de los vecinos y otros propietarios de 
una zona caracterizada por una economía altamente de- 
primida. 

En tal sentido, se alegaba que los consorcios celebra- 
dos en su momento con el ICONA, hoy competencia de 
la Junta de Castilla-León, han sido ampliamente incum- 
plidos, tanto por lo que respecta al derecho de aprove- 
chamiento y explotación del arbolado mientras dura el 
concierto (talas de entresaca), como en lo referente a 
algunas obligaciones que, en virtud de los mismos, asu- 
mió la Administración pública: conservación, cuidado, 
vigilancia, gestión y administración, liquidación de 
cuentas y gastos, etc.; siendo particularmente destaca- 
ble las obligaciones impuestas por la Ley 8111968, de 
5 de diciembre, sobre incendios forestales; y el Decre- 
to 376911972, de 23 de diciembre, por el que se aprobó 
su Reglamento. 

5. Finalmente, se manifiesta en la moción munici- 
pal una protesta contra las repoblaciones faunística lle- 
vadas a cabo en la Sierra de la Culebra, con la 
introducción de especies no autóctonas (lobos, cruces 
con chacales africanos) y la excesiva protección de aves 
depredadoras; factores que, en conjunto, están redu- 
ciendo, se afirmaba, la fauna tradicional de la sierra 
(conejo, liebre, perdiz, codorniz, tórtola, paloma), im- 
pidiendo la utilización del terreno para actividades ga- 
naderas y de agricultura, propias de la zona, y sin 
contar, al respecto, con el consentimiento o, al menos, 
con la consulta, de quienes voluntariamente, sean par- 
ticulares o ayuntamiento, consorciaron en su momen- 
to los montes. 

En respuesta a tales alegaciones, el ICONA contestó 
al Defensor del Pueblo lo siguiente: 

«La prevención y extinción de incendios forestales es 
competencia exclusiva de la Junta de Castilla y León, 

conforme establece la Constitución y su Estatuto de 
Autonomía, habiendo sido el instrumento de transferen- 
cia de la misma el Real Decreto 150411984, de traspaso 
de funciones y servicios del Estado a la Comunidad 
Autónoma de Castilla y León en materia de conserva- 
ción de la naturaleza. 

Por todo ello, cualquier deficiencia que pudiera exis- 
tir en cuanto a las medidas preventivas, corresponde 
su justificación a la citada Comunidad Autónoma de 
Castilla y León. 

Por otra parte, es necesario resaltar que la Sierra de 
la Culebra es una de las zonas de alto riesgo de incen- 
dios forestales, por la recurrencia de éstos, en su ma- 
yor parte debida a descuidos en quema de pastos y 
tierras agrícolas. No es de extrañar que se haya produ- 
cido un incendio procedente de los territorios limítro- 
fes de Portugal, cuyas características sociológicas son 
semejantes a las de sus vecinos españoles. Por ello, de 
acuerdo con las autoridades correspondientes de la 
Junta de Castilla y León, el ICONA ha establecido una 
base aérea con aviones de carga en tierra en Rosinos, 
al pie, precisamente, de la Sierra de la Culebra, que ope- 
raron primero en Portugal, a petición de las autorida- 
des de aquel país, y, después, con la ayuda de los aviones 
anfibios con base en Matacán, Labacolla y Torrejón, 
cuando el incendio penetró en territorio español. La 
operatividad de los medios aéreos fue muy limitada, de- 
bido al fuerte viento reinante durante los días del in- 
cendio. 

Finalmente, es preciso señalar, aunque resultaría in- 
necesario por lo absurdo de la imputación, que se han 
introducido especies no autóctonas con cruces de lo- 
bos y chacales africanos, cuya viabilidad biológica des- 
conocemos. Esta última afirmación es muy significativa 
pues refleja la profunda contradicción que existe en una 
población proclive a quemar los pastizales de su entor- 
no y con ellos los escasos bosques que quedan, tras una 
ingente tarea de repoblación forestal realizada en los 
años pasados en la Sierra de la Culebra y las nuevas 
corrientes conservacionistas que comienzan, sin duda, 
a influir en estas poblaciones. 

Ello hace que se trate de trasladar los conflictos en- 
tre ganaderos y forestales hacia asuntos tan poco se- 
rios como el mencionado de cruzar chacales africanos 
con lobos ibéricos y, sobre todo, a acusar de excesiva 
protección a las aves predadoras que se hallan en peli- 
gro de extinción y a cuya protección estamos obligados 
tanto por nuestra propia legislación como por los con- 
venios internacionales a los que España está adherida. 

Por su parte el Consejero de Medio Ambiente y Or- 
denación del Territorio de la Junta de Castilla y León 
remitió un informe sobre las circunstancias en que se 
produjo el incendio de la Sierra de la Culebra, así co- 
mo las copias de los consorcios realizados con los Ayun- 
tamientos de la zona, manifestando que se habían 
cumplido las obligaciones contenidas en los mismos. 

En lo referente al incendio mencionado, merecen des- 
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tacarse las siguientes manifestaciones de la Junta de 
Castilla y León: 

«- Durante la mañana del día 27 de julio fue detec- 
tado por nuestros vigilantes un incendio en Portugal, 
que terminó entrando en la provincia de Zamora por 
Riomanzanas a las 15 horas de dicho día. Se dio por 
controlado a las 21 horas del mismo día y por extingui- 
do a las 24 horas. 
- El domingo 28, se introduce, sobre las 12 de la ma- 

ñana, un nuevo foco de fuego, procedente también de 
Portugal, por una repoblación joven que hacía fronte- 
ra, distante más de 1 km. del incendio descrito en el 
punto anterior. 

A las 13 horas, y vista la gravedad del foco, se da avi- 
so a los hidroaviones de Matacán, y a las 14 horas em- 
pezó a actuar uno de estos aviones anfibios sobre el 
incendio. Los hidroaviones tardaron, pues, 1 hora en 
actuar. 

- La superficie afectada por los incendios fue de 
3.710 Has. de pinar, más otras 2.497 Has. de otras espe- 
cies arbustivas y arbóreas. Ambos incendios provinie- 
ron de Portugal y parece ser que fueron iniciados 
intencionadamente. 
- Queda claro que el incendio del día 28 no fue con- 

tinuación o rebrote del día anterior, sino un nuevo in- 
cendio. Abundando, además, que en el incendio del día 
27, y antes de darlo por extinguido, se procedió a dar 
una pasada con bulldozer en su perímetro sur, como 
defensa de un encinar .existente, y regado abundante- 
mente por la zona más próxima (1 km.) por donde se 
introdujo el fuego del día 28. 
- Toda la Sierra de la Culebra contaba con los cor- 

tafuegos que, en condiciones normales, hubiesen hecho 
posible una lucha eficaz contra el incendio, pero la ve- 
locidad del viento, superior a 20 nudos, hizo que las lla- 
mas alcanzasen dimensiones espectaculares, con 
alturas iguales al doble de la total del arbolado, y por 
convección y dispersión de elementos incandescentes, 
como ocurrió varias veces, se prendiesen laderas que 
distaban 200 e incluso 300 metros del borde del fuego, 
saltando, incluso, por encima de los equipos de ex- 
tinción. 
- Los efectos de los incendios, cuya genérica des- 

cripción ya se ha hecho, son importantes desde la pers- 
pectiva económica, ya que se ha producido una gran 
pérdida de madera que, llegado el turno de corta, hu- 
biese sido aprovechada y distribuido su importe en fun- 
ción de los coeficientes de reparto que figuran en los 
consorcios o contratos, que en el caso de Figueruela es 
del 35% para dicho municipio. 
- En cuanto a trabajos de prevención y extinción, 

comunicamos a VE que un guarda forestal tiene resi- 
dencia en Figueruela y que, además, en dicho término 
municipal existe una torreta de vigilancia, con 12 ho- 
ras diarias ininterrumpidas de observación durante la 
campaña de incendios, y, asimismo, una cuadrilla de 
retén tiene su ubicación en Figueruela.» 

El Defensor del Pueblo consideró no desvirtuadas en 
su totalidad las razones expresadas en la queja por el 
Ayuntamiento de Figueruela de Arriba acerca de la in- 
suficiencia de medios y la falta de una rápida y eficaz 
respuesta al incendio declarado en la Sierra de la Cu- 
lebra y expresó la necesidad de mejorar los dispositi- 
vos de lucha contra incendios en la zona. 

La respuesta a tales manifestaciones, así como el re- 
sultado de nuestra investigación sobre el cumplimien- 
to de los consorcios forestales entre la administración 
autonómica y el ayuntamiento reclamante, no es posi- 
ble recogerla aquí, por no haber finalizado en su tota- 
lidad nuestra actuación al respecto en el momento del 
cierre del presente informe. (Queja 9121657.) 

8.2. Protección de El Palmeral de Elche, en la 
Comunidad Valenciana 

Con motivo de la aplicación, por parte del Patronato 
de El Palmeral de Elche, de la Ley 1/1986, de 9 de ma- 
yo, de la Generalidad Valenciana, por la que se regula 
la tutela de El Palmeral de Elche, así como de su nor- 
ma de desarrollo aprobada por Decreto número 133/86, 
de 10 de noviembre, comparecieron en esta institución 
los representantes de diversas asociaciones de agricul- 
tores y cultivadores de palmeras de Elche presentan- 
do queja con las alegaciones que a continuación se 
expresan: 

1. La Junta Gestora del Patronato de El Palmeral de 
Elche, creada por el Decreto 133/86, de la Generalidad 
Valenciana, en desarrollo de la Ley 1/86, de 9 de mayo, 
aplicaba dicha legislación de protección y fomento de 
la palmera datilera sin haber procedido previamente, 
según ordena el artículo 2P de la citada Ley, a la califi- 
cación de los huertos de palmeras o de los grupos de 
palmeras diseminadas objeto de protección. 

Asimismo, la Generalidad Valenciana sobrepasó 
el contenido de la ley al dictar el Decreto 133/86, pues 
el mismo, en contra de lo previsto en la Ley 1/86, en sus 
disposiciones transitorias primera y segunda, extien- 
de la protección referida, de forma absoluta y sin in- 
coación particularizada de expediente para cada 
plantación a proteger, a todas las plantaciones existen- 
tes, en clara conculcación de la ley mencionada. 

3. La junta gestora del Patronato de El Palmeral de 
Elche y más concretamente su presidente, habían in- 
coado expedientes sancionadores con manifiesta incom- 
petencia, en opinión de los reclamantes, puesto que 
entendían que la potestad sancionadora recogida por 
la Ley 1/86 (artículo 13) corresponde en exclusiva al Pa- 
tronato (artículo ll.h.), sin que la misma pueda ser de- 
legada en un órgano gestor. 

En dichos expedientes se aplicaban los tipos de 
faltas recogidos en los artículos 46.5 y 46.6, los cuales 
exigen, para su aplicación, que exista Decreto de cali- 
ficación que determine los usos permitidos, lo que no 
se daba en ningún caso, pues aún no se había procedi- 

2. 

4. 
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do a la calificación de ninguna explotación, al tiempo 
que el párrafo segundo del artículo 46.7 atenta contra 
el propio tenor de la Ley 1/86 (artículo 13.1.), que en nin- 
gún precepto recoge como falta la compraventa de 
palmeras. 

5.  En la concesión de guías para el transporte de 
palmeras datileras se concedía un tiempo excesivamen- 
te breve (2 días), que en la mayoría de las ocasiones no 
resulta suficiente para su transporte, por causas tales 
como días festivos, retrasos de la empresa de transpor- 
te, etc., sin que se encuentre razón técnica o legal que 
justifique tan breve plazo. 

6. Por agentes municipales, siguiendo instrucciones 
de la junta gestora del Patronato de El Palmeral, se pro- 
cedía al decomiso de palmeras, que se encontraban en 
fase de trasplante o venta, sin seguir procedimiento al- 
guno expropiatorio, sin que exista causa o razón para 
ello y sin indemnización, con el quebrantamiento del 
preceptivo régimen legal, ocasionando a los propieta- 
rio daños económicos y, en ocasiones, la pérdida de las 
palmeras que son depositadas en el suelo durante mu- 
chos días. 

7. La falta de desarrollo del artículo 21 del Decreto 
133/86, en lo referente a la regulación de la plantación 
y explotación de los viveros de palmeras datileras, les 
causaba pérdidas económicas al no poder acceder a 
ayudas agrícolas, al rechazar el Instituto de Semillas 
y Plantas de Vivero de la Generalidad Valenciana el aco- 
gimiento de los viveros de plantas datileras y no desa- 
rrollar aún dichas funciones el Patronato de El 
Palmeral. 

Estas manifestaciones de los reclamantes fueron 
puestas en conocimiento de la Consejería de Cultura, 
Educación y Ciencia de la Generalidad Valenciana y del 
Ayuntamiento de Elche en trámite de admisión de la 
queja. 

El Ayuntamiento de Elche no remitió, en el plazo pre- 
visto para ello, el correspondiente informe, por lo que 
hubo de ser requerido en tal sentido. Ante tal requeri- 
miento, el alcalde se personó en esta institución a fin 
de facilitar la información solicitada. 

En la entrevista personal efectuada, el alcalde infor- 
mó al Defensor del Pueblo que todas las medidas adop- 
tadas, tanto por el Patronato de El Palmeral de Elche, 
como por la policía municipal, estaban encaminadas 
en todo momento a preservar la riqueza biológica y cul- 
tural que para el pueblo de Elche representan las pal- 
me,ras, y protegerlas de intereses especulativos que 
pusieran en peligro su existencia. 

Asimismo, el alcalde indicó que la solicitud de infor- 
me de esta institución la entendía cumplimentada con 
el escrito enviado por el Patronato de El Palmeral de 
Elche, del que el alcalde es presidente, a lo cual esta 
institución le significó que ello no podía entenderse así 
y que el Ayuntamiento de Elche, como tal organismo 
independiente, debía proceder a remitir el pertinente 
informe, el cual, pese a tal requerimiento personal, no 
ha sido enviado. 

Por su parte la Consejería de Cultura, Educación y 
Ciencia de la Generalidad remitió un extenso escrito en 
el que ponderaba la actuación administrativa, la nece- 
sidad de realizar actuaciones que evitasen la desapari- 
ción de El Palmeral de Elche (testimonio de un singular 
aspecto de la historia económica y social del pueblo va- 
lenciano) y la no muy amplia colaboración prestada por 
los cultivadores y propietarios para la aplicación de la 
legislación protectora. 

Tras un detenido estudio del expediente de la queja, 
esta institución realizó a la Consejería de Cultura, Edu- 
cación y Ciencia la siguiente sugerencia en aras a la me- 
jor aplicación de la legislación protectora: 

«1. Que se proceda a calificar individualmente los 
bienes protegidos por la Ley 111986, de 9 de mayo, pre- 
viamente a la aplicación del régimen protector recogi- 
do en el mismo. 

Que se estudie la posibilidad de dar un plazo más 
dilatado de tiempo a las guías de transporte de palme- 
ras, que sirva tanto a los intereses de la administración 
como a las necesidades de los administrados. 

3. Que se limiten las medidas subsidiarias por fal- 
ta de ejecución de las acciones que se imponen a los 
titulares de los bienes objeto del régimen contenido en 
la citada normativa, a aquéllas previstas en la misma 
(artículo 33) y más congruentes con la protección y man- 
tenimiento de los huertos y grupos de palmeras. 
4. Que se desarrolle en el menor tiempo posible el 

artículo 21 del Decreto 133/1986, relativo a la planta- 
ción y explotación de viveros de palmeras datileras, a 
fin de evitar a los labradores afectados perjuicios in- 
necesarios y se informe a esta institución sobre las cau- 
sas de la demora en su desarrollo.» 

2. 

Esta sugerencia fue favorablemente acogida por la 
Generalidad Valenciana que ha manifestado que se van 
a realizar estudios tendentes a la propuesta de la adop- 
ción de medidas que logren una mejor aplicación de la 
legislación protectora de El Palmeral de Elche. (Queja 
9013291). 

8.3. Vertedero de residuos sólidos urbanos, en Can- 
tabria 

La presente queja recogía las denuncias que sobre la 
inadecuada utilización del vertedero El Mazo 
(Torrelavega-Santander), se formularon ante el Ayunta- 
miento de Torrelavega y la Consejería de Ecología, 
Medio Ambiente y Ordenación del Territorio de la Di- 
putación Regional de Cantabria, por incumplir, a jui- 
cio de los denunciantes, la legislación de residuos 
sólidos urbanos y la de actividades molestas, insalu- 
bres, nocivas y peligrosas. 

Dada la importancia del tema indicado, el mismo fue 
incluido en el informe de 1990 que esta institución pre- 
sentó a las Cortes Generales señalándose en aquél que: 
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«De la investigación efectuada se constató, de un lado, 
que el citado vertedero se ajustaba a las prescripcio- 
nes técnicas estipuladas por la legislación comunita- 
ria y por la nacional específica de residuos sólidos 
urbanos, y, de otro, que si bien se había iniciado el ex- 
pediente de concesión de licencia de actividad clasifi- 
cada, el mismo no había concluido, por lo que aquél 
carecía de la necesaria licencia de actividad, contem- 
plada en el Decreto 241411961, de 30 de noviembre, con- 
tradiciendo con ello el artículo 5.2 de la Ley 4211975, 
de 19 de noviembre, sobre desechos y residuos sólidos 
urbanos. 

Por lo expuesto, formulamós al alcalde presidente del 
Ayuntamiento de Torrelavega la sugerencia de que por 
los órganos competentes del municipio se dictasen las 
resoluciones necesarias tendentes a concluir el expe- 
diente de actividad clasificada, relativo al vertedero El 
Mazo adoptándose, entre tanto y si procediese, las ac- 
tuaciones preventivas pertinentes; y que, asimismo, se 
realizase un mayor control del citado vertedero, a fin 
de evitar daños al medio ambiente.,, 

Con posterioridad, se recibió en la institución el in- 
forme sobre el mencionado vertedero elaborado por la 
Consejería de Ecología, Medio Ambiente y Ordenación 
del Territorio de la Diputación Regional de Cantabria, 
del cual pudo concluirse que esta administración auto- 
nómica había desarrollado diversas actuaciones ten- 
dentes a la sustitución de dicho vertedero por otro 
adecuado a las prescripciones técnicas y legislativas vi- 
gentes, sin que las citadas actuaciones, por causa de 
la oposición vecinal y municipal, hubieran surtido 
efecto. 

Que, por ello, el vertedero El Mazo, continuaba en fun- 
cionamiento en unas condiciones medioambientales 
muy deficientes y sin adecuación a la vigente legisla- 
ción, al no contar con la preceptiva licencia de apertu- 
ra contemplada tanto en el Decreto 2414/1961, como en 
la Ley 42/1975, de desechos y residuos sólidos urbanos. 

Como quiera que dichas normas legales prevén facul- 
tades subsidiarias, respecto de las ejercidas primaria- 
mente por los ayuntamientos, en las administraciones 
supramunicipales (en este caso, las comunidades autó- 
nomas) para adecuar las actividades no ajustadas a de- 
recho mediante la imposición de las medidas 
correctoras necesarias, se indicó a la citada Conseje- 
ría que tenía facultades para lograr que la actividad del 
vertedero se ajustase, mediante la adopción de dichas 
medidas, a la vigente legislación. 

Por ello, sin dejar de destacar la importante labor que 
la Consejería está llevando a cabo para dar una solu- 
ción definitiva y global al problema de los residuos en 
la Comunidad de Cantabria y de la trascendencia que 
sobre ello tendrá el proyecto aprobado el pasado 12 de 
diciembre de 1990 por la CEE, esta Institución sugirió 
a la misma la realización de las necesarias acciones con- 
cretas, tanto ante el Ayuntamiento de Torrelavega, pa- 
ra lograr la finalización del expediente de actividad 
clasificada del vertedero El Mazo, como ante el propie- 

tario del mismo, en el caso de que el Ayuntamiento de 
Torrelavega no actuase puntualmente, tendentes a lo- 
grar que el citado vertedero deje de producir efectos 
nocivos contra el medio ambiente. 

A la anterior resolución la Consejería de Ecología, 
Medio Ambiente y Ordenación del Territorio del Gobier- 
no de Cantabria, remitió escrito poniendo de manifiesto 
que ya se había adjudicado la construcción de un com- 
plejo de valoración de residuos sólidos e industriales 
no especiales que dará solución a los problemas deri- 
vados del vertedero de El Mazo. 

Señalando, además, la citada Consejería, que se es- 
taba negociando con la coordinadora antivertedero de 
Zurita, promovente de la presente queja, la ubicación 
definitiva de la planta, cuya construcción permitirá el 
acondicionamiento ambiental y posterior sellado del 
vertedero de El Mazo. 

Por todo lo manifestado, que es de suponer que si se 
cumple posibilite en un futuro cercano la solución de 
los problemas creados por el vertedero de El Mazo, es- 
ta institución procedió a cerrar, por el momento, sus 
actuaciones con la referida Consejería del Gobierno 
cántabro. 

Por último conviene poner de relieve que la resolu- 
ción enviada al Ayuntamiento de Torrelavega fue asu- 
mida en sus propios términos por el citado municipio, 
ordenando a los servicios técnicos municipales la adop- 
ción, de un lado, de las actuaciones necesarias a fin de 
concluir el expediente de actividades clasificadas ini- 
ciado en su día, y, de otro, de un mayor control de los 
vertidos que se realizan a fin de preservar al medio am- 
biente de daños. (Queja 8800148). 

8.4. Contaminación de los ríos Torio y Bernesga, por 
las aguas residuales procedentes de la ciudad de 
León y su alfoz 

Los reclamantes, en número superior a mil, vecinos 
de los municipios de Onzonilla, Vega de Infanzones y 
Villaturiel, situados en los márgenes del río Bernesga, 
al sur de la ciudad de León, denunciaron ante esta ins- 
titución la gravísima contaminación que sufre el cita- 
do río junto con el Torio, con motivo de los vertidos que 
de las aguas residuales sin tratamiento adecuado rea- 
lizan el municipio de León y otros municipios de su 
alfoz. 

Dicha contaminación, alegaban, se agrava de forma 
importante en verano como consecuente del estiaje de 
los ríos, lo que provoca importantes molestias y peli- 
gros, no solo a los habitantes de los municipios citados, 
sino también a la economía de los mismos, como con- 
secuencia de la depreciación de sus productos agríco- 
las, la caída del turismo, la devaluación del precio de 
los terrenos, etc. 

Ante la trascendencia de los hechos relatados, se ini- 
ciaron actuaciones ante el Ayuntamiento de León, la 
Consejería de Medio Ambiente y la Confederación Hi- 
drográfica del Duero, organismos que nos remitieron 
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los correspondientes informes, de los cuales deben re- 
señarse los siguientes extremos. 

El Ayuntamiento de León manifestada que los verti- 
dos que se realizan en el Municipio de León a los ríos 
Bernesga y Torio, corresponden a las aguas residuales 
de los municipios de León, San Andrés del Rabanedo, 
Villaquilambre y parte del de Santovenia de la Valdon- 
cina. Estos vertidos de aguas residuales no han recibi- 
do depuración alguna previa a su salida a los cauces 
fluviales. 

La Junta de Castilla y León, en colaboración con los 
citados ayuntamientos, y de forma especial con el de 
León, redactó el Plan Director de Saneamiento de León 
y su alfoz en el año 1987. En este Plan de Saneamiento 
se contemplan las medidas que han de adoptarse para 
la depuración de las aguas residuales de todos estos 
municipios. Medidas de toda índole, tanto técnicas co- 
mo económicas y jurídicas. 

La Junta de Castilla y León, con la colaboración del 
Ayuntamiento de León, ha redactado el proyecto de 
construcción de los emisarios que conducirán las aguas 
residuales de León y su alfoz hasta la depuradora que 
vaya a construirse. Este proyecto se redactó a finales 
de 1990, está prevista la contratación de las obras co- 
rrespondientes al mismo en el año de 1991, por lo que 
verosímilmente cabe esperar que en este año se contrate 
por parte de la Junta de Castilla y León el proyecto de 
la estación depuradora, así como la construcción de la 
misma. 

Por su parte, la Confederación Hidrográfica del Duero 
indicaba que la disminución de los daños a la calidad 
del agua sólo puede conseguirse con la depuración ade- 
cuada en la correspondiente depuradora. Las aguas re- 
siduales del Ayuntamiento de León no cuentan con 
depuración alguna y se vierten directamente a los ríos 
Bernesga y Torio. 

Recientemente el Ayuntamiento de León y los que 
componen su alfoz se han constituido en mancomuni- 
dad a efectos de abordar el problema de la depuración 
de las aguas residuales. En recientes reuniones presi- 
didas por el Gobernador Civil de León, a las que han 
asistido representantes de este organismo y de los ayun- 
tamientos aguas abajo, se ha podido constatar el inte- 
rés que parece por fin ha tomado el Ayuntamiento de 
León sobre este asunto. Por ello la Confederación Hi- 
drográfica del Duero tiene abierto expediente sancio- 
nador al Ayuntamiento de León por incumplimiento de 
la autorización de vertido y está a la espera de la remi- 
sión del proyecto definitivo de las obras de depuración 
para establecer los plazos y condiciones del vertido. 

Por último, la Consejería de Medio Ambiente y Orde- 
nación del Territorio de la Junta de Castilla y León ma- 
nifestaba que el Ayuntamiento de León vierte sus aguas 
residuales a los ríos Torio y Bernesga sin sistema de 
depuración colectiva que corrija la contaminación del 
conjunto de los vertidos. Conscientes tanto el Ayunta- 
miento de León como la Junta de Castilla y León del 
problema planteado por estos vertidos en los cauces de 

los dos ríos, plantearon en estrecha colaboración el Plan 
Director de Saneamiento de León y su alfoz. 

En dicho Plan se recogen las actuaciones a realizar 
para la depuración de los vertidos municipales, que en 
esencia consisten en mejoras en la red de alcantarilla- 
do y construcción del colector emisario para conducir 
todas las aguas residuales a la estación depuradora de 
aguas residuales, que debe también construirse. 

En la actualidad, y englobadas estas actuaciones den- 
tro del marco del Plan Regional de Saneamiento apro- 
bado por la Junta de Castilla y León, ya se ha realizado 
la contratación para la construcción del colector emi- 
sario, lo que presupone un rápido inicio, y se ha encar- 
gado la redacción del proyecto básico de estación 
depuradora para iniciar, tras su entrega, el expediente 
de contratación de las obras correspondientes. 

A la vista de las actuaciones en marcha para solucio- 
nar el problema, la institución mantendrá en suspen- 
so su intervención hasta comprobar la efectividad de 
aquéllas, no sin antes dejar constancia del hecho ex- 
traordinario que supone que una capital de provincia 
no disponga aún a finales de 1991 de ningún procedi- 
miento de depuración de sus aguas residuales y verti- 
dos, los cuales son arrojados a los ríos sin más, lo que 
está suponiendo una gravísima infracción de lo dispues- 
to en las normas vigentes sobre materia del medio am- 
biente. (Queja 9016121). 

8.5. Vertedero de residuos sólidos urbanos, en Extre- 
madura 

Desde 1986 el formulante de la queja venía denun- 
ciando ante la Junta de Extremadura y el Ayuntamien- 
to de Burguillos del Cerro (Badajoz), las insalubres 
condiciones del vertedero existente en la indicada lo- 
calidad, sin que cinco años más tarde el problema hu- 
biese sido resuelto. 

La admisión de la queja, que se enmarcaba en el con- 
texto de un problema generalizado detectado por esta 
Institución, cual es el de las condiciones de los verte- 
deros de residuos urbanos, cuya solución exige actua- 
ciones coordinadas por parte de las diversas 
administraciones públicas, determinó la solicitud de in- 
formación contrastada sobre el objeto de la queja al 
Ayuntamiento de Burguillos del Cerro, a la Consejería 
de Sanidad y Consumo, y a la Agencia de Medio Am- 
biente, ambas de la Junta de Extremadura. 

El ayuntamiento informó que el vertedero no tenía 
incoado expediente conforme al Reglamento de Activi- 
dades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas. No 
obstante, añadía, las basuras eran incineradas para evi- 
tar la transmisión de olores y enfermedades. 

Independientemente de aguardar los informes soli- 
citados de los órganos de la Junta de Extremadura, la 
contestación del Ayuntamiento de Burguillos del Cerro 
dio pie a las siguientes consideraciones, que abocaron 
a la formulación de una sugerencia: 
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«La incineración de residuos y basuras por procedi- 
mientos físicos se incluye como actividad molesta, cla- 
sificada con el número 522-6 en la relación decimal del 
Nomenclator anejo al Reglamento de Actividades Mo- 
lestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas, siendo su cali- 
ficación como tal independiente de que el vertedero sea 
de gestión municipal directa. 

Es cierto que el Reglamento de Actividades Molestas, 
Insalubres, Nocivas y Peligrosas, de 1961, trata de ase- 
gurar el ajuste a la legalidad de las actividades califi- 
cadas a través de la doble técnica de la licencia y de 
la inspección administrativa, obviando la posibilidad 
de que una Administración pública, singularmente un 
Ente local, realice por sí mismo la actividad. 

Para resolver este problema el Decreto 2183/68, de 16 
de agosto, extendió la aplicación del Reglamento de Ac- 
tividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas a 
las actividades ejecutables directamente por órganos 
oficiales. Más específicamente, su artículo 4 prevé el 
procedimiento para el ejercicio legítimo de la actividad 
por parte de la Entidad local. Dicho procedimiento exi- 
ge, básicamente, tres trámites: 

1." Elaboración de un proyecto técnico y memoria 

2." Información pública por plazo de diez días. 
3P Dictamen de la entonces Comisión Provincial de 

Servicios Técnicos, cuyas competencias corresponden 
hoy a la Comisión Regional de Actividades Molestas, In- 
salubres, Nocivas y Peligrosas, dependiente de la Jun- 
ta de Extremadura.)) . 

descriptiva por el titular de la Entidad local. 

Sobre la base expuesta se procedió, a sugerir al Ayun- 
tamiento que se incoase el procedimiento previsto en 
el artículo 4 del Decreto 2183/68, de 16 de agosto, para 
ajustar la actividad de eliminación de basuras mediante 
incineración del vertedero municipal de Burguillos del 
Cerro al Reglamento de Actividades Molestas, Insalu- 
bres, Nocivas y Peligrosas, adoptando, entre tanto, las 
medidas necesarias para evitar la transmisión de olo- 
res, y, eventualmente, de enfermedades y contaminación 
ambiental. 

Por su parte, la Consejería de Sanidad y Consumo ha- 
bía instado del Ayuntamiento de Burguillos del Cerro, 
desde 1986, la presentación de un proyecto de vertede- 
ro para su posterior estudio por la Comisión Regional 
de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligro- 
sas, indicándole la necesidad de, entre tanto, enterrar 
los residuos o incinerarlos. En 1989 esa Consejería dio 
traslado de sus actuaciones a la Agencia de Medio Am- 
biente, organismo competente por razón de la materia 
a partir de esa fecha. 

El informe técnico realizado por la Agencia de Me- 
dio Ambiente pone de manifiesto que el vertedero mu- 
nicipal no cuenta actualmente con licencia de apertura 
de la Comisión Regional de Actividades Molestas, In- 
salubres, Nocivas y Peligrosas; no reúne los requisitos 
de idoneidad de suelos; se asienta sobre un relleno de 
material arenoso; existe circulación de aguas superfi- 

ciales por la zona de vertido; no cuenta con cerramien- 
to perimetral ni recogida de lixiviados; finalmente, los 
humos generados pueden afectar ocasionalmente al de- 
nunciante. 

No obstante, indicaba dicha Agencia que la Junta de 
Extremadura ha aprobado el Plan Director de Residuos 
Sólidos Urbanos de Extremadura, que contempla la 
clausura y sellado del actual vertedero de Burguillos 
del Cerro y el traslado para la eliminación de los resi- 
duos generados al centro de tratamiento de Los Santos 
de Maimona. 

Finalmente, el Ayuntamiento de Burguillos del Cerru 
dio traslado a esta Institución del Acuerdo de la Comi- 
sión de Gobierno por el que se solicita de la Agencia 
de Medio Ambiente una subvención para proceder al 
cerramiento del recinto del vertedero municipal para 
evitar cualquier contacto directo con las fincas circun- 
dantes. (Queja 9015316). 

8.6. Vertidos al mar por una refinería de petróleo en 
Santa Cruz de Tenerife 

En el informe anual a las Cortes Generales corres- 
pondiente a 1990 (página 469) se hacía mención a esta 
queja, formulada por la asociación tinerfeña de ami- 
gos de la naturaleza, sobre la situación de contamina- 
ción del mar en el sector de costa ocupado por las 
instalaciones de una refinería en Tenerife. 

Continuando con lo expuesto en el mismo, hemos de 
manifestar que de la última información facilitada por 
la Dirección Territorial de Santa Cruz de Tenerife de 
la Consejería de Industria y Energía se desprendía que 
esa Consejería no tiene competencias en la materia, to- 
da vez que las mismas están atribuidas al Servicio Hi- 
dráulico de la Consejería de Obras Públicas y 
Urbanismo, respecto a la autorización de vertidos al 
mar, y a la Dirección General del Medio Ambiente en 
cuanto a otras actuaciones complementarias. 

Como quiera que el Servicio Hidráulico ya ejercitó 
su competencia al haber autorizado los actuales verti- 
dos al mar, el hecho de que mediante los mismos se pue- 
da introducir una cierta contaminación marina es 
motivo para que intervenga la Dirección General del 
Medio Ambiente, por se el organismo competente para 
controlar «a posteriori)) el cumplimiento de las condi- 
ciones contenidas en la citada autorización, por lo que 
también se le ha solicitado que informe al respecto. 

La Dirección General de Medio Ambiente y Conser- 
vación de la Naturaleza del Gobierno de Canarias in- 
formó que, en la zona del muelle de la Hondura y sus 
aledaños confluyen vertidos industriales y urbanos, 
procedentes tanto de la refinería como de otras indus- 
trias ubicadas en el polígono «Costa Sur». Igualmente 
inciden en esa zona las aguas residuales de Santa Cruz 
de Tenerife y La Laguna; vertidos del área portuaria y 
los residuos sólidos vertidos donde está el Lazareto. 

El Defensor del Pueblo ha constatado que como con- 
secuencia de la tramitación de esta queja se habían pro- 
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ducido requerimientos a empresas, como la refinería, 
una papelera y la empresa municipal de aguas, lo que 
motivó la adopción de medidas que van a dar lugar a 
una mejora del área. Asimismo se anunció la puesta en 
funcionamiento de un sistema de recogida, transporte 
y tratamiento de aceites usados, en aplicación de la Ley 
20186, Básica de Residuos Tóxicos y Peligrosos. 

Sin embargo, la Junta de Canarias no informó al De- 
fensor del Pueblo del grado de cumplimiento por par- 
te de la empresa contaminante, en particular, y del resto 
de las industrias, en general, de las obligaciones im- 
puestas por el artículo 18 y anexo 111 del Real Decreto 
833/1988, de 20 de julio, ni tampoco de las medidas que 
la Administración autonómica había adoptado al res- 
pecto para exigir la pronta y estricta observancia de tal 
norma, por lo que se solicitó que se ampliarán tales ex- 
tremos. 

De la contestación recibida se desprende que la indi- 
cada compañía ha venido remitiendo a la administra- 
ción la declaración anual de control y seguimiento de 
residuos tóxicos y peligrosos, si bien no consta que lo 
hayan hecho las restantes empresas igualmente obliga- 
das a ello, a las que, pese a ello, no se les ha incoado 
los preceptivos expedientes sancionadores por tal in- 
cumplimiento. 

Asimismo, la Consejería de Política Territorial del Go- 
bierno de Canarias informó al Defensor del Pueblo que 
viene remitiendo anualmente a las empresas produc- 
toras y gestoras de residuos tóxicos circulares solici- 
tando la información necesaria para elaborar un plan 
director de residuos tóxicos y peligrosos para Canarias. 
(Queja 8904856). 

8.7. Contaminación atmosférica derivada de una cen- 
tral térmica, en Canarias 

Desde el año 1989, se han venido siguiendo actuacio- 
nes con el Gobierno de Canarias, en relación con las 
quejas 8900234 y 8812723, formuladas ante la institu- 
ción, acerca de la grave contaminación atmosférica exis- 
tente en el valle de Jinamar, como consecuencia del 
funcionamiento de una central eléctrica. 

En relación con dicha situación, a la que ya se hizo 
referencia en los informes de 1989 y 1990, la Conseje- 
ría de Industria y Energía del Gobierno de Canarias ins- 
truyó 15 expedientes sancionadores contra la empresa 
infractora, alegando la imposibilidad de clausurar la 
citada central térmica por las repercusiones negativas 
que ello tendría sobre el abastecimiento eléctrico de la 
isla. 

Como resultado de la tramitación de los indicados ex- 
pedientes, la compañía eléctrica titular fue objeto de 
la imposición de cinco sanciones por un importe de 
250.000,300.000,250.000,300.000 y 200.000 pesetas, co- 
mo consecuencia de que el nivel de emisión de partí- 
culas a la atmósfera sobrepasaba los límites máximos 
establecidos en el apartado 1.2. del Anexo IV del De- 
creto 83311975, de 6 de febero, que desarrolla la Ley de 

22 de diciembre, de 1972, sobre Protección del Ambiente 
Atmosférico. 

De la información recibida posteriormente, se des- 
prende que unos expedientes han sido objeto de sobre- 
seimiento, otros se encuentran pendientes de resolución 
judicial al haber sido interpuesto por la indicada com- 
pañía eléctrica recurso contencioso-administrativo, que- 
dando aún pendientes de la correspondiente resolución 
administrativa dos del total de los 15 expedientes en su 
día incoados. 

Por último, en relación con el funcionamiento clan- 
destino de los grupos IV y V de la referida central ca- 
be destacar que no se ha podido otorgar la autorización 
definitiva por cuanto la compañía eléctrica en cuestión 
no cumple con la normativa vigente de protección del 
ambiente atmosférico, a pesar de los reiterados reque- 
rimientos efectuados para su cumplimiento. 

A la vista de la situación expuesta, se ha solicitado 
de la Dirección Territorial de Las Palmas de la Conse- 
jería de Industria y Energía del Gobierno de Canarias 
información sobre las resoluciones recaídas en los ex- 
pedientes números 11 y 14, así como de la ejecución de 
las sanciones impuestas a esta central eléctrica. 

Al mismo tiempo, en cuanto al funcionamiento irre- 
gular de los grupos IV y V, solicitamos que nos comu- 
nique si se han utilizado los mecanismos legales 
previstos para conseguir que la empresa infractora 
adopte las medidas correctoras necesarias que posibi- 
liten la reducción de los contaminantes emitidos por 
dichas instalaciones. 

A tal efecto, se recordó la posibilidad prevista en el 
artículo 107 de la Ley de Procedimiento Administrati- 
vo de imponer multas coercitivas reiteradas en lapsos 
de tiempo que sean suficientes a fin de que se proceda 
a la ejecución de determinados actos; y, dependiendo 
de la gravedad de la contaminación denunciada, se in- 
dicó la posibilidad de utilizar el mecanismo de la eje- 
cución subsidiaria, realizando la exacción cautelar en 
el patrimonio del obligado al cumplimiento de la reso- 
lución, a expensas de la liquidación definitiva. 

Transcurridos más de tres años desde que se inicia- 
ron estas actuaciones y constatada la situación de ab- 
soluta infracción continuada y contumaz de la 
legislación vigente en la materia por parte de esta cen- 
tral eléctrica y aun respetando la necesidad de no inte- 
rrumpir la prestación del servicio público de 
electricidad que suministra, no se entiende la actitud 
de pasiva condescendencia de las distintas administra- 
ciones con competencia en la materia, en cuanto a obli- 
gar a la empresa a aplicar las medidas correctoras de 
la contaminación por muy costosas que sean (Queja 
8812723). 

8.8. Protección de un monumento arqueológico, en 
Cartagena 

En Cartagena, existe un monumento funeario del si- 
glo 1 denominado Torreciega, que fue declarado de in- 
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terés nacional por Real Decreto de 3 de junio de 1931, 
estableciéndose un radio de protección de zona ajardi- 
nada de quinientos metros en su entorno, por Real De- 
creto de 23 de noviembre de 1963. 

Con motivo de la realización de las obras de amplia- 
ción de la carretera Cartagena-San Javier, se invadió 
parte de este terreno destinado a zona verde, lo que mo- 
tivó la formulación de la queja ante el Defensor del 
Pueblo. 

La Dirección General de Cultura de la Consejería de 
Cultura, Educación y Turismo de la Región de Murcia 
ordenó, como medida cautelar, la paralización de las 
citadas obras a fin de evitar él daño difícilmente repa- 
rable que supondría su ejecución. 

Como medida alternativa, se propuso un cambio en 
el trazado de la carretera, al objeto de que se respetase 
la distancia establecida entre la misma y el menciona- 
do monumento, solución que no fue admitida por la Di- 
rección General de Carreteras y Puertos de la 
Consejería de Política Territorial y Obras Públicas, or- 
denándose la continuación de las mismas, si bien sola- 
mente en las zonas que no afectasen directamente al 
referido enclave, conforme un acuerdo adoptado por 
ambos departamentos. 

En cuanto a la intervención del Ayuntamiento de Car- 
tagena en el asunto planteado, quedó constancia del in- 
cumplimiento por parte del mismo de uno de los 
requisitos fundamentales del acuerdo que suscribió con 
la Dirección General de Carreteras y Puertos, previa- 
mente a la ejecución de las obras, consistente en el de- 
rribo de dos edificios que sobresalen en la carretera, 
cuya demolición haría factible el retranqueo de la mis- 
ma, al objeto de que Torreciega no se viera afectada ne- 
gativamente. 

Dicho incumplimiento fue en parte lo que motivó la 
realización del trazado actual, objeto del problema sus- 
citado. 

La mencionada alcaldía sostiene en la actualidad, sin 
embargo, que la solución adoptada en su día consistente 
en la demolición de los edificios indicados no se consi- 
dera la más adecuada, ya que, entre otras razones, ape- 
nas se consigue distanciar la carretera del citado 
monumento. 

Por ello, propone que por la Dirección General de Ca- 
rreteras, Dirección General de Cultura de la Región de 
Murcia y el propio Ayuntamiento de Cartagena, se es- 
tudie la elaboración de un nuevo proyecto que garanti- 
ce la ejecución correcta y de auténtica protección del 
monumento citado, indicando como una de las posibles 
soluciones la creación de una rotonda ajardinada con 
un diámetro mínimo de 30 metros, cuyo centro sería 
el monumento existente. Dicho proyecto, además de ser 
más eficaz, argumentaba, no afectaría a casa alguna, 
lo que supondría un coste económico menor al no te- 
ner que proceder en un principio a la expropiación de 
las citadas viviendas y consiguiente demolición. 

Según los últimos datos que al respecto nos ha faci- 
litado el Ayuntamiento de Cartagena, se están realizan- 
do las gestiones necesarias con algunos propietarios de 

viviendas afectadas por las cuestionadas obras, para la 
adquisición por compra-venta de las mismas, y, de es- 
te modo, evitar el tener que recurrir a la vía expropia- 
toria como instrumento para conseguir la adquisición 
de las citadas fincas; procedimiento que de llevarse a 
cabo exigiría previamente una modificación puntual del 
Plan General de Ordenación Urbana. (Queja 8809374). 

8.9. Contaminación acústica y problemas de seguri- 
dad como consecuencia de la construcción de la 
M-40, en Madrid 

Las obras de ejecución y apertura de la vía interur- 
bana M-40, construida sobre la base del convenio cele- 
brado entre el entonces Ministerio de Obras Públicas 
y Urbanismo, la Comunidad Autónoma de Madrid y el 
ayuntamiento de la capital, han motivado diversas de- 
nuncias, básicamente sobre los efectos medioambien- 
tales y la inseguridad producidos por la mencionada 
vía. 

En principio, y como quiera que la competencia en 
materia de medio ambiente corresponde en este caso, 
como veremos más adelante, a la Comunidad de Ma- 
drid, la inclusión de la presente cuestión en el capítu- 
lo dedicado a las comunidades autónomas parece 
plenamente justificada. Sin embargo, dado que el pro- 
yecto de ejecución y financiación de la M-40 es el re- 
sultado de un convenio suscrito entre las tres 
administraciones públicas por cuyo territorio atravie- 
sa la citada vía, no parece que deba enfocarse la pre- 
sente queja desde una perspectiva unilateral sino desde 
la triple intervención administrativa realizada. 

Desde el punto de vista medioambiental, dos han si- 
do los tramos que, singularmente, han dado lugar a la 
formulación de quejas: la travesía de la M-40 por el ba- 
rrio de San Lorenzo y el proyecto de ejecución de obra 
de la indicada vía entre las carreteras nacionales V y 
VI, cuya denominación técnica es c( Distribuidor oeste 
- Tramos: Enlace de El Barrial en la A-6 - Enlace de Mon- 
tepríncipe en la M 5 11 - Enlace con la N-V y con el dis- 
tribuidor Sur». 

El nivel de ruidos producido por el tráfico, superior 
según los formulantes al que exige una mínima calidad 
de vida, y el grado de contaminación atmosférica, que 
no ha podido ser paliado por la plantación de especies 
vegetales de hoja caduca, son las cuestiones que afec- 
tan al barrio de San Lorenzo. 

En cuanto al proyecto de ejecución del tramo que de- 
be unir las carreteras nacionales V y VI, se sostiene que 
el estudio realizado por la Dirección General de Carre- 
teras de la Comunidad Autónoma de Madrid, que ha 
servido de base para la evaluación y declaración de im- 
pacto ambiental por la Agencia de Medio Ambiente de 
la misma comunidad, debió realizarse por los órganos 
homólogos de la Administración del Estado al tratarse 
de una carretera de competencia estatal. La cuestión 
toma su importancia, alegan los formulantes, de la in- 
suficiencia del aludido estudio conforme a las exigen- 
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cias de los artículos 2 a 5 del Real Decreto Legislativo 
1302/86 de evolución de impacto ambiental y Reglamen- 
to para su desarrollo de 1988, por lo que no quedan pa- 
liados los impactos por emisiones de contaminación 
atmosférica y ruidos que el proyecto conlleva. 

En el terreno de la seguridad dos han sido las cues- 
tiones planteadas. La primera hace referencia a las con- 
diciones de seguridad de los núcleos urbanos afectados 
por la carretera y, concretamente, el barrio de San Lo- 
renzo. Así, se manifiesta a esta institución que pese a 
la proximidad de la carretera a las viviendas, la cerca- 
nía de un colegio y el desnivel existente de siete metros 
entre las viviendas y la calzada, no se han adoptado me- 
didas de seguridad a ambos lados de la misma. La in- 
dicada proximidad ha determinado, por otra parte, la 
construcción de un colector a menos de dos metros de 
las viviendas lo que, según los formulantes, pone en pe- 
ligro su cimentación. La segunda de las cuestiones, re- 
lativa a la seguridad, está referida a la dinámica del 
tráfico rodado, de modo que a la altura del kilómetro 
veintidós de la autovía en dirección a Talavera se pro- 
ducen numerosos accidentes a consecuencia de la inun- 
dación frecuente del carril izquierdo de la calzada. 

Finalmente, han sido objeto de queja otras cuestio- 
nes colaterales afectantes de nuevo al barrio de San Lo- 
renzo, como son la ausencia de suficientes pasarelas de 
comunicación entre las dos zonas del barrio divididas 
por la autovía, de modo que se ha producido una cier- 
ta incomunicación entre las mismas y la construcción 
de la Gran Vía de Hortaleza que, según los formulan- 
tes, ha suprimido las zonas de expansión de San Lore- 
zo produciendo una merma casi absoluta de las plazas 
de estacionamiento de vehículos hasta entonces exis- 
tentes. 

El carácter de las quejas pone de manifiesto un ám- 
bito de cuestiones referidas a la concepción y ejecución 
globales de la M-40, por lo que esta institución decidió 
darles un tratamiento unitario y solicitar información 
a las administraciones públicas suscriptoras del con- 
venio para ejecución de accesos a Madrid en los supues- 
tos que incidían en el ámbito de sus competencias. 

Las respuestas recibidas hasta el momento han sido 
de índole muy diferente. Así, y por lo que se refiere al 
ámbito de problemas propios del barrio de San Loren- 
zo, mientras la Consejería de Política Territorial de la 
Comunidad de Madrid afirma que el Ministerio de 
Obras Públicas y Transportes y el ayuntamiento de la 
capital son las administraciones competentes por ra- 
zón de la materia para enviar el informe solicitado, el 
Ayuntamiento de Madrid señala que es el citado minis- 
terio quien debe cumplimentar la información reque- 
rida ya que es el encargado tanto de la redacción del 
proyecto, como de la dirección y financiación de las 
obras, mientras que al propio ayuntamiento sólo le co- 
rresponde, de acuerdo con el convenio, la cesión de 
suelo. 

Sólo el Ministerio de Obras Públicas y Transportes 
ha contestado de un modo pormenorizado sobre su ac- 
tuación en los siguientes términos: 

1.0 El colector fue construido con toda clase de pre- 
cauciones, sin que se ocasionaran daños a los edificios 
próximos. La situación actual es la misma que en los 
edificios de Madrid, con los servicios situados en las 
aceras. 

2.0 En cuanto a las medidas de seguridad adopta- 
das, el barrio de San Lorenzo se encuentra a un lado 
de la calzada y en desnivel respecto de la M-40, por lo 
que se ha construido una barrera rígida de hormigón 
y sobre ella una cerca metálica para su protección. Del 
otro lado de la vía, en la zona industrial en la que se 
encuentra el colegio, no existe desnivel, por lo que la 
separación de la autovía se produce mediante una va- 
lla metálica. 

3." Por motivos ornamentales, se procedió a la plan- 
tación de la mediana, en el espacio comprendido entre 
las barreras. Fuera de esta zona, las plantaciones son 
competencia de los servicios municipales. 

4." Se han efectuado mediciones del nivel de ruidos 
y como resultado de los mismos el Ayuntamiento de Ma- 
drid ha convocado un concurso para la redacción de un 
proyecto para la instalación de pantallas antirruidos en 
el tramo próximo al barrio de San Lorenzo. El anuncio 
del concurso se publicó en el «BOE» del día 20 del mes 
de septiembre. 
5P El barrio de San Lorenzo queda en una margen 

de la autovía y la zona industrial en la otra. El barrio 
se comunica con el colegio mediante una pasarela pea- 
tonal, y ambas partes se unen mediante el paso supe- 
rior del Camino de Cárvacas, construido sobre la 
autovía. 

6P La desaparición de las zonas de posibles estacio- 
namientos de vehículos por la construcción de la Gran 
Vía de Hortaleza es de la incumbencia municipal. La 
M-40 ha ocupado los terrenos estrictamente necesarios 
para la construcción de las calzadas, de acuerdo con 
el planeamiento municipal. 

En cuanto a la posible insuficiencia del estudio de 
impacto ambiental e incompetencia de la Agencia de 
Medio Ambiente de la Comunidad de Madrid para efec- 
tuar su declaración en el proyecto que une a las CN-V 
y VI, de nuevo el Ministerio de Obras Públicas y Trans- 
portes informó que según el artículo 5." del Real De- 
creto Legislativo 1302/86 y el Real Decreto 1131/88, que 
desarrolla el artículo 4.0 del mismo Texto Legal, el ór- 
gano competente para formular la preceptiva declara- 
ción de impacto ambiental es aquel que ejerza las 
funciones ambientales en la administración pública 
donde resida la competencia sustantiva para la reali- 
zación o autorización del proyecto, esto es, en el caso 
que nos ocupa en la Comunidad de Madrid. 

Las respuestas recibidas, con independencia de su va- 
loración concreta, ponen de manifiesto la existencia de 
problemas reales, especialmente de índole medioam- 
biental, en los cuales se ve afectada la competencia de 
los tres entes territoriales, quienes no formulan en to- 
do caso juicios convergentes sobre el ámbito de la 
propia responsabilidad y de la de las otras administra- 
ciones concernidas. 
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Ahora bien, en la medida en que las obras de finan- 
ciación y ejecución de la M-40 son el resultado de un 
convenio suscrito por tres administraciones públicas 
no parece que pueda soslayarse que el resultado final 
de la obra es, en cierta medida, imputable a todas y ca- 
da una de ellas. 

En consecuencia y sobre la base de la información 
obtenida, el Defensor del Pueblo ha estimado la conve- 
niencia de realizar una investigacion sobre el terreno 
de los efectos medioambientales de la autovía M-40, ya 
en sus tramos proyectados, ya en los ejecutados, y ce- 
lebrar entrevistas con los representantes de la adminis- 
tración estatal, autonómica y local en orden a paliar 
los efectos menos deseables de la autovía. 

En concreto y dado que el convenio suscrito para la 
financiación y ejecución de la M-40 ha creado una Co- 
misión mixta de seguimiento y control del proyecto y 
obras, la investigación que se realice se efectuará a tra- 
vés de la mencionada comisión (Quejas 9112588 y 
otras). 

8.10. Protección medioambiental y urbanística del 
Parque Nacional de Doñana y su entorno 

En anteriores informes presentados por esta institu- 
ción, se ha hecho referencia a diversas cuestiones rela- 
tivas a la eficaz protección del Parque Nacional de 
Doñana. 

Concretamente, en el Informe correspondiente a 1984 
se incluían los problemas relativos a la puesta en prác- 
tica efectiva del Real Decreto 359184, de 8 de febrero, 
por el que se modificaba el Plan General de Transfor- 
mación de la zona regable de Almonte-Marismas y la 
regeneración hídrica del Parque. 

Esta importante cuestión y otras relativas al parque 
y su entorno, como el cumplimiento de los artículos 5 
y 8 de la Ley 9111978, sobre diversas funciones del Pa- 
tronato, problemas derivados de la confección del Plan 
Rector de Uso y Gestión, que fue solucionado con la 
aprobación del Real Decreto 242111984, de 12 de diciem- 
bre, y diversos aspectos más concretos relativos a la ex- 
plotación de recursos de esta zona, fueron abordados 
en varias reuniones celebradas en aquellas fechas en 
Sevilla, entre las instituciones del Defensor del Pueblo, 
del Defensor del Pueblo Andaluz y las demás adminis- 
taciones con competencia en el Parque, con resultados 
satisfactorios como consta en dichos informes. 

Desde entonces, diversas normativas han venido a 
completar el marco jurídico aplicable a esta zona de 
alto valor ecológico, así, entre otras, cabe significar el 
Plan Director Territorial de Coordinación de Doñana 
y su Entorno, aprobado por Decreto 18111988, la Ley 
811989, de 27 de mayo de Conservación de los Espacios 
Naturales y de la Flora Silvestre, así como la Directiva 
79/409 de la Comunidad Europea sobre conservación 
de las aves silvestres, que establece la obligación de con- 
servar el hábitat de las especies incluidas en el anexo 
1 de la misma. 

Otras cuestiones que inciden sobre el Parque han si- 
do planteadas, tanto ante el Defensor del Pueblo Anda- 
luz como ante esta institución. 

En el primer caso, el Defensor del Pueblo Andaluz 
ha intervenido en aspectos de equipamiento urbanísti- 
co y sanitario de Mazagón y Matalascañas, habiendo 
solicitado informe al Ayuntamiento de Almonte sobre 
un amplio catálogo de cuestiones que afectan desde la 
limpieza y reparación del alcantarillado interior del nú- 
cleo de población, actividades molestas, hasta labores 
de vigilancia de la policía local e infraestructura urba- 
nística en la playa de Matalascañas. 

Dentro de la mutua colaboración entre ambas insti- 
tuciones, el Defensor del Pueblo Andaluz ha comuni- 
cado, que muchas de las deficiencias observadas están 
en vías de solución, al mismo tiempo que indica que 
se ha creado una comisión de seguimiento para Mata- 
lascañas, integrada por representantes municipales, re- 
presentantes hoteleros, comerciantes y propietarios. 

Por otra parte, la asociación para la supervivencia de 
la naturaleza ANDALUS, presentó escrito ante el Defen- 
sor del Pueblo en el que formulaba las siguientes con- 
sideraciones (9010659): 

El Plan General de Ordenación Urbana de Almonte, 
aprobado en 1985, clasificó como suelo urbanizable no 
programado el sector de El Asperillo (788 Ha.), con des- 
tino a uso residencial turístico para más de 30.000 ha- 
bitantes y equipamiento complementario. Dicho sector 
goza de un gran valor ecológico, dadas sus caracterís- 
ticas geomorfológicas (dunas estabilizadas), la belleza 
de su paisaje y la riqueza de su flora y su fauna, cons- 
tituyendo una franja costera, de 1 km. aproximado de 
profundidad, por 7,s km. de largo, colindante parcial- 
mente con el Parque Nacional de Doñana y el Parque 
Natural del Entorno de Doñana. 

El Plan Director Territorial de Coordinación de Do- 
ñana y su Entorno 'de 1988, modificó la clasificación 
del mencionado sector, que pasó a tener la condición 
de suelo urbanizable programado. Tras ello, se inició 
la tramitación del correspondiente plan parcial y pos- 
terior proyecto de urbanización, habiéndose decidido 
impulsar su urgente ejecución en la sesión plenaria ce- 
lebrada por el Ayuntamiento de Almonte el 12 de di- 
ciembre de 1989, y en sesiones posteriores. 

De llevarse a la práctica el mencionado proyecto, se 
podrían producir importantes impactos negativos en 
los ecosistemas de la red de espacios protegidos de Do- 
ñana: eliminación de las dunas litorales de El Asperi- 
110, que constituyen un importante hábitat para 
multitud de especies de aves protegidas; impacto esté- 
tico y paisajístico; merma de los recursos hídricos del 
Paque Nacional de Doñana, cuyo nivel freático ya ha 
descendido en zonas próximas a El Rocío, quedando 
previsiblemente también afectado al complejo de aguas 
litorales del Abalorio, situado al norte de la zona urba- 
nizable; incremento de los niveles de contaminación de 
las aguas marítimas y de las continentales subterrá- 
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neas; mayor tránsito de vehículos por la C-445 Huelva- 
Matalascañas y C-445 Almonte-Matalascañas; aumen- 
to del peligro de incendios, etc. 

Dado que la configuración de los proyectos urbanís- 
ticos y su impacto medioambiental había sido someti- 
do al dictamen de una comisión de expertos, esta 
institución suspendió sus actuaciones en espera de que 
fuese evacuado el mismo. Con independencia de ello 
nos dirigimos en su momento al Instituto Nacional pa- 
ra la Conservación de la Naturaleza solicitando una in- 
formación general sobre la situación planteada, 
estándose a la espera del mismo que hemos reiterado. 

Parece oportuno significar, a la espera de un análi- 
sis en profundidad de dicho dictamen por las adminis- 
traciones competentes, que las previsiones de 
desarrollo urbano y uso turístico hacia el futuro, de- 
berían contemplar, prioritariamente, el impacto am- 
biental, al encontrarse la zona ubicada dentro de un 
parque natural y limítrofe a un parque nacional, coor- 
dinando las estrategias de conservación y desarrollo y 
aplicando con todo su rigor la normativa de disciplina 
urbanística de la que, hasta ahora, no se ha hecho el 
debido uso. 

9. PERSONAL AL SERVICIO DE LAS ADMINISTRA- 
CIONES AUTONOMICAS 

Las quejas en la materia objeto de este epígrafe no 
difieren mucho de las que afectan a la Administración 
del Estado o a la Administración Local. Suelen afectar 
a casi todos los aspectos de la vida profesional del per- 
sonal autonómico y el motivo de tramitación más fre- 
cuente suele ser la ausencia de respuesta de las 
autoridades competentes en la materia a las reclama- 
ciones y recursos que el personal plantea. 

Posiblemente las pruebas selectivas de acceso sean 
el motivo más frecuente de queja aunque la mayor in- 
cidencia del problema parece afectar a la selección del 
personal laboral, como se verá más adelante. No obs- 
tante, también la selección del personal funcionario es 
objeto de queja especialmente en aquellas convocato- 
rias a través de las cuales se trata de resolver el pro- 
blema del personal que viene prestando servicios en la 
comunidad autonóma de que se trate con carácter pre- 
vio a la constitución de su propia función pública. 

Este asunto es un reflejo más de la preocupante ten- 
dencia a la que en otro lugar de este informe se ha he- 
cho referencia de valorar desmesuradamente los 
servicios previos como mérito para el ingreso en la fun- 
ción pública cuya extensión y generalización, sin justi- 
ficación cierta, pone en crisis el principio consti- 
tucional de igualdad de todos los ciudadanos aplicado 
al acceso a funciones y cargos públicos. 

Cierto es que, como ha venido a decir el Tribunal 
Constitucional, la resolución de situaciones extraordi- 
narias como son las que han afectado a los funciona- 
rios preautonómicos pueden justificar el empleo de 
recursos extraordinarios. Pero como ya hemos puesto 

de manifiesto al hablar del personal al servicio de la 
Administración del Estado, lo que preocupa a esta ins- 
titución es la generalización de mecanismos de acceso 
excepcionales a situaciones que no lo son. 

Al margen de lo anterior, ha de tenerse en cuenta una 
cuestión que afecta con carácter general al personal 
funcionario que presta servicios en las comunidades 
autónomas integrado en su función pública propia, fru- 
to de las transferencias operadas para la construcción 
del estado de las autonomías, en el que, pese a nuestro 
empeño, no hemos obtenido resultados concretos. 

Nos estamos refiriendo a la movilidad interautonó- 
mica de aquel personal que en su origen ingresó en 
cuerpos o escalas de carácter nacional y ahora perte- 
nece a la función pública de cualquier comunidad 
autónoma. 

A este problema nos vamos a referir en primer lugar, 
sin perjuicio de tratar también otras cuestiones que 
afectan al personal al servicio de las comunidades autó- 
nomas con vínculos jurídicos de naturaleza no esta- 
tutaria. 

9.1. Restricciones del derecho a la movilidad 

Desde 1988 veníamos ocupándonos del problema 
planteado por las importantes restricciones en el ejer- 
cicio del derecho a la movilidad por parte de aquellos 
colectivos de funcionarios estatales que, como conse- 
cuencia de la configuración autonómica del Estado, y 
al ser transferidos junto con la función que venían de- 
sempeñando, se han visto privados de sus derechos, 
unos a reingresar en localidades distintas de aquellas 
donde tenían concedida la excedencia en el momento 
de la transferencia y otros a trasladarse mediante con- 
curso a otras Comunidades Autónomas, ante la inexis- 
tencia de convocatorias que lo hicieran posible. 

Dicha situación la han venido poniendo de manifies- 
to durante todos estos años diversos colectivos integran- 
tes de los cuerpos sanitarios titulares del Estado 
(médicos, veterinarios, farmacéuticos, matronas y ATS), 
así como numerosos funcionarios del cuerpo de guar- 
das forestales del Estado. 

Todos ellos han coincidido en denunciar la ausencia, 
casi absoluta, de convocatorias generales de traslado, 
así como la práctica llevada a cabo por las comunida- 
des autónomas de convocar concursos de traslado en 
su ámbito territorial, de los que, expresamente, se ex- 
cluye la participación de aquellos funcionarios que no 
tengan destino provisional o definitivo en la respecti- 
va comunidad autónoma. 

Esta situación entraña la posible vulneración de di- 
versos preceptos reguladores del régimen estatutario 
de los funcionarios, aprobados en el ejercicio de las 
competencias atribuidas en exclusiva al Estado por el 
artículo 149.1.18 de la Constitución. 

Es fundamental, a estos efectos, recordar que el ar- 
tículo 17 de la Ley 30/84, proclama el derecho a la mo- 
vilidad de los funcionarios en los siguientes términos: 
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uCon el fin de lograr una mejor utilización de los re- 
cursos humanos, los puestos de trabajo de la Adminis- 
tración del Estado y de las Comunidades Autónomas 
podrán ser cubiertos por funcionarios que pertenezcan 
a cualquiera de estas Administraciones Públicas, de 
acuerdo con lo que establecen las relaciones de pues- 
tos de trabajo». 

Dado el carácter de base del régimen estatutario que 
tiene el precepto transcrito, no puede admitirse que 
quede convertido, como de hecho ha sucedido hasta 
ahora, en un mero principio programático, y por ello 
su aplicación ha de entenderse en relación con lo dis- 
puesto en el artículo 26 de la Ley 12/1983, del Proceso 
Autonómico del siguiente tenor literal: 

« l .  Los funcionarios a que se refiere el artículo an- 
terior podrán participar en los concursos que convo- 
quen las Comunidades Autónomas para la provisión de 
sus puestos de trabajo, en igualdad de condiciones con 
el resto de funcionarios propios de aquéllas. 

2. Transcurridos dos años desde su transferencia o 
traslado a las Comunidades Autónomas, los funciona- 
rios podrán participar en los concursos de traslado que 
convoque el Estado para cubrir puestos de trabajo va- 
cantes en sus servicios. 

3. Con la misma limitación temporal, los funciona- 
rios podrán participar en los concursos de traslado que 
convoquen otras Comunidades Autónomas distintas de 
las de destino. Al convocar dichos concursos, éstas de- 
berán reservar un tercio de las plazas para funciona- 
rios transferidos o trasladados a otras Comunidades 
Autónomas. El derecho preferente a la adjudicación de 
dichas plazas es personal y no podrá ser ejercido a par- 
tir del séptimo año de la transferencia o traslado. 

4. Finalizado este último plazo, los funcionarios po- 
drán concursar en igualdad de condiciones a las pla- 
zas vacantes de las Comunidades Autónomas. El 
régimen de estos traslados será el previsto en el artí- 
culo 24 de la presente Ley.» 

Al respecto, resulta muy significativo el pronuncia- 
miento del Ribunal Constitucional que reconoce expre- 
samente el carácter de básico de este último precepto 
en los siguientes términos: 

«El artículo 33 (esta referencia debe entenderse he- 
cha al artículo 26 del texto definitivo) reconoce el de- 
recho de los funcionarios transferidos a participar en 
los concursos de traslado convocados por la Comuni- 
dad Autónoma a la que pertenecen, por el Estado o por 
otras Comunidades Autónomas, garantizando así la mo- 
vilidad vertical y horizontal de dichos funcionarios. Es- 
ta  movilidad resulta facilitada mediante el 
reconocimiento de un derecho preferente, aunque limi- 
tado en el tiempo, a la adjudicación de las plazas con- 
vocadas por otras Comunidades. En definitiva, se trata 
de una norma complementaria que de alguna manera 
viene a paliar el carácter forzoso de las adscripciones 
y traslados de los funcionarios afectados por la trans- 
ferencia de servicios. 

El título competencia1 del Estado para regular esta 
materia se encuentra también en el artículo 149.1.18 de 
la Constitución,..» 

En el informe de 1989 se aceptaba como posible el 
debate sobre la conveniencia de fomentar o desincen- 
tivar la movilidad de los funcionarios públicos de las 
distintas administraciones, cuestión que, en último tér- 
mino y según se establece en la normativa vigente, que- 
daría diferida a lo que se establezca en las relaciones 
de puestos de trabajo que cada organismo o entidad pú- 
blica ha de elaborar, pues será en esa relación donde 
se especificará si a la plaza o vacante de que se trate 
podrían concurrir o no funcionarios de distintas admi- 
nistraciones públicas. Pero tal aceptación no impedía 
la formulación del juicio de esta institución sobre lo 
notoriamente injusto que resulta que quienes con ca- 
rácter forzoso pasaron a prestar servicios en las diver- 
sas comunidades autónomas, no hayan tenido, largo 
tiempo después de su transferencia, ni tan siquiera una 
oportunidad de trasladarse a otra comunidad autóno- 
ma distinta de aquella a la que fueron transferidos, ni 
tengan expectativas de que tal traslado pueda llevarse 
a cabo en un plazo razonable. 

De los argumentos expuestos se desprende la nece- 
sidad de una actuación perentoria del Ministerio para 
las Administraciones Públicas a través de la Comisión 
de Coordinación de la Función Pública a la que el ar- 
tículo 8 de la Ley 3011984 (precepto que tiene asimis- 
mo el carácter de básico) atribuye el encargo de 
U... coordinar la política de personal de la Administra- 
ción del Estado y de las Comunidades Autónomas pa- 
ra formar el plan de oferta de empleo público y 
proponer las medidas que sean precisas para ejecutar 
lo establecido en las bases del régimen estatutario de 
los funcionariosu. Esta actuación debería encaminar- 
se de forma prioritaria a llevar a cabo las convocato- 
rias de concursos de traslado que fueren precisas para 
que los funcionarios del Estado transferidos forzosos 
a las comunidades autónomas que no hayan podido par- 
ticipar en concursos de ámbito nacional pudieran ha- 
cerlo por primera vez. 

Pues bien, la situación permanece inalterable sin que 
se haya dado paso alguno en pos de la solución del pro- 
blema y ello a pesar de nuestra insistencia ante el Mi- 
nisterio para las Administraciones Públicas que no ha 
obtenido hasta el momento más que respuestas dilato- 
rias, la última de las cuales nos ha llegado mediante 
informe del propio ministro que, todavía en noviembre 
de 1991, viene a concluir su informe con el siguiente 
párrafo: 

«No obstante, el Ministerio para las Administracio- 
nes Públicas impulsará, a través de los órganos de en- 
cuentro correspondientes, el análisis conjunto de los 
problemas expuestos por esa Institución, así como de 
las posibles alternativas para adoptar, en su caso, una 
solución consensuada a los mismos. >> 
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Dicha respuesta, difícilmente entendible a estas al- 
turas tras tantos años de haberse planteado el phble- 
ma y las posibles soluciones al mismo, resulta más 
difícil de aceptar si nos atenemos a la argumentación 
previa de la anterior conclusión, del siguiente tenor 
literal: 

«En el caso de las Comunidades Autónomas, corres- 
ponde a las mismas determinar los puestos de sus res- 
pectivas organizaciones que pueden ser ofertados a 
funcionarios de otras Administraciones, ya se trate de 
puestos transferidos o de nueva creación, sin que exis- 
ta la posibilidad legal de que la Administración del Es- 
tado pueda establecer criterio alguno al respecto. 

De esta forma, aunqve en el ámbito de la Adminis- 
tración estatal rige a efectos de provisión y movilidad 
el Real Decreto 2811990, esta norma do es aplicable a 
las Comunidades Autónomas, en las cuales estos extre- 
mos están regulados por la normativa de desarrollo de 
sus propias leyes de función pública. 
En consecuencia, lo que no resulta viable desde el 

punto de vista de la constitucionalidad, es que la Ad- 
ministración del Estado invada la competencia autonó- 
mica convocando, con decisión unilaterial, a concurso 
puestos para su provisión por funcionarios transferi- 
dos a las Comunidades Autónomas, tal y como sería el 
caso de los sanitarios locales, guardas forestales y ATS 
visitadores del Cuerpo Sanitario del extinguido INP. 

Aclarado este extremo, debe indicarse a esa Institu- 
ción que la Administración del Estado ni se opone, ni 
se ha opuesto en ningún momento a que las Comuni- 
dades Autónomas convoquen concursos ofertando pla- 
zas a funcionarios, transferidos o no, pertenecientes a 
otras Comunidades Autónomas. Lo que sucede es que 
este tipo de ofertas no se han producido debido a una 
circunstancia que no conviene olvidar: existe un pro- 
ceso de consolidación de las burocracias autonómicas 
que se articula a través de la integración de funciona- 
rios en los Cuerpos y Escalas propias de cada Comuni- 
dad, regularización de puestos de trabajo mediante la 
celebración de las correspondientes convocatorias pú- 
blicas, selección de personal propio, y acceso a la 
respectiva función pública del personal interino y con- 
tratado administrativo de las mismas Comunidades 
Autónomas. 

Teniendo en cuenta la falta de competencia estatal 
y las circunstancias antes comentadas, resulta eviden- 
te que deben ser las propias Comunidades Autónomas 
las que de común acuerdo se pronuncien acerca de la 
oportunidad de que la Administración del Estado coor- 
dine las iniciativas en esta materia, convocando concur- 
sos de ámbito nacional para funcionarios transferidos 
a las Comunidades Autónomas pertenecientes a una de- 
terminada área sectorial o funcional.» 

Ante una argumentación de esta naturaleza sólo ca- 
be recordar que aún sigue vigente el mandato conteni- 
do en la Ley 3011984, de u... velar por la observancia en 
las demás Administraciones Públicas de las leyes o dis- 
posiciones estatales que les sean directamente aplica- 

bles» (art. 4-2.0) y de coordinar y proponer, a través de 
la Comisión de Coordinación de la Función Pública 
u... las medidas que sean precisas para ejecutar lo es- 
tablecido en las bases del régimen estatutario de los 
funcionarios», que no parece pueda ser ignorado por 
el Ministerio para las Administraciones Públicas, pese 
a que hasta el momento no ha mostrado la decisión e 
intensidad de actuación adecuadas para resolver el 
problema. 

9.2. Personal estatutario al servicio de las institucio- 
nes sanitarias de la Seguridad Social 

9.2.1. Provisión de puestos de trabajo 

En esta materia se ha procedido a tramitar una que- 
ja relativa a los mecanismos de cobertura de plazas de 
personal no facultativo, en la que se señalaba que el Ser- 
vicio Valenciano de Salud no había valorado un título 
de auxiliar sanitario local, expedido por la Diputación 
Provincial de Almería. 

Dicha denegación se basaba en que el baremo que es- 
tablece el artículo 33 del Estatuto del personal sanita- 
rio no facultativo de las instituciones sanitarias de la 
Seguridad Social hace únicamente referencia al diplo- 
ma que sobre este tipo de cursos otorgaba el Instituto 
Nacional de Bienestar, organismo ya desaparecido. 

Sobre esta queja, se procedió a solicitar informe al 
Servicio Valenciano de Salud, haciéndose constar que 
otros servicios de salud valoraban el referido tipo de 
cursos, dando validez a los títulos expedidos por las di- 
putaciones provinciales. En la contestación recibida se 
puso de relieve la conformidad con dicho criterio, por 
lo que se había procedido a dictar instrucciones en or- 
den a valorar como mérito el diploma en cuestión (queja 
9024768). 

9.2.2. Retribuciones 

En relación con esta materia, se puso de manifiesto 
por la ex-esposa de un trabajador del Servicio Valen- 
ciano de Salud que se había suspendido el abono de la 
pensión alimenticia reconocida a su favor, pese a que 
se producían puntualmente las retenciones en la nómi- 
na de su ex-cónyuge. Las cantidades adeudadas, hasta 
el momento de la presentación de la queja, compren- 
dían el período de marzo de 1990 a marzo de 1991, ha- 
biendo resultado infructuosas las gestiones efectuadas 
por la promovente para la reanudación del pago de la 
pensión y el abono de los atrasos. 
En el informe remitido sobre esta queja por el Servi- 

cio Valenciano de Salud se ponía de manifiesto que di- 
cha anomalía obedecía a un error informático y que se 
había dado las instrucciones precisas para abonar a la 
interesada las cantidades atrasadas y regularizar en lo 
sucesivo su percepción (queja 9021298). 
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9.2.3. Reconocimiento de servicios previos a efectos 
de antigüedad 

Respecto del reconocimiento de servicios previos 
prestados a la administración por el personal estatu- 
tario, puede reseñarse una queja formulada por un fa- 
cultativo, en la que se expresaba que no se había 
procedido a dictar resolución sobre la solicitud de di- 
cho reconocimiento, por el período de 1 de octubre de 
1963 a 31 de diciembre de 1968, trabajado como interi- 
no en el Hospital Clínico Universitario de Valencia. 

Solicitado informe al Servicio Valenciano de Salud, 
se comunicó que se había prgcedido a la resolución del 
expediente en sentido favorable y al abono de las can- 
tidades adeudadas por tal concepto (queja 9019485). 

9.3. Personal laboral 

9.3.1. Selección de personal 

Entre las quejas tramitadas durante el año 1991, pue- 
de destacarse, en primer lugar, una de ellas en la que 
exponía el reclamante que se había presentado a unas 
pruebas selectivas para cubrir un puesto de trabajo 
como técnico superior farmacéutico en el Hospital 
uGregorio Marañón», de Madrid, mostrando su discon- 
formidad porque el tribunal calificador se había cons- 
tituido sin contar con la mayoría de sus miembros y 
porque no se había dado respuesta expresa a la impug- 
nación de la resolución adoptada por dicho tribunal. 

De conformidad con. el artículo 17 del convenio co- 
lectivo de aplicación, el tribunal de selección debería 
estar formado por seis miembros de la administración 
y tres miembros designados por los representantes de 
los trabajadores en la comisión paritaria. Sin embar- 
go, el tribunal quedó constituido en primera convoca- 
toria sólo por tres personas, y, pese a ello, realizó las 
pruebas correspondientes y propuso la contratación de 
quien finalmente fue seleccionado. 

En el informe remitido por la Consejería de Salud de 
la Comunidad de Madrid se señalaba que en ninguna 
parte se establecía la necesidad de que existiera quó- 
rum, ni ningún tipo de condición para que pudiera cons- 
tituirse el tribunal, pudiendo, por tanto, hacerlo con 
cualquier número de sus miembros. De otra parte, en 
dicho informe no se respondía a la cuestión planteada 
por esta institución sobre la ausencia de resolución ex- 
presa a la impugnación formulada por el interesado 
contra la resolución del tribunal, por lo que se dedu- 
cía que dicha respuesta no había existido. 

Debe añadirse, de otra parte, que si bien es cierto que 
el convenio colectivo no abordaba las cuestiones refe- 
rentes al quórum y forma de tomar las decisiones por 
los tribunales de selección, no es menos cierto que la 
convocatoria de pruebas selectivas, sus bases y las ac- 
tuaciones de los tribunales de selección son actos ad- 
ministrativos y, por tanto, susceptibles de recurso en 
el plazo y forma establecidos en la Ley de Procedimien- 
to Administrativo. 

Asimismo, los tribunales de selección son órganos co- 
legiados de la administración a los que son de aplica- 
ción los artículos 9 y siguientes de la mencionada ley. 
De este modo el artículo 11 de la Ley de Procedimiento 
Administrativo indica, en su apartado primero, que «el 
quorum para la válida constitución del órgano colegia- 
do será el de la mayoría absoluta de sus comp’onentes», 
y en su apartado segundo añade: «si no existiera quó- 
rum, el órgano se constituirá en segunda convocatoria, 
veinticuatro horas después de la señalada para la pri- 
mera. Para ello será suficiente la asistencia de la terce- 
ra parte de sus miembros y, en todo caso, en níimero 
no inferior a tres». 

Por último, procedería tener en cuenta que, de con- 
formidad con el artículo 94.3 de la Ley de Procedimien- 
to Administrativo, la denegación presunta de una 
petición formulada ante la administración no excluye 
el deber de ésta de dictar una resolución expresa. 

Por todo ello, esta institución dirigió a la Dirección 
General de Salud de la Comunidad Autónoma de Ma- 
drid un recordatorio del deber legal de dictar resolu- 
ción expresa respecto de las peticiones formuladas por 
los ciudadanos, así como de ajustar las normas de pro- 
cedimiento y de formación de la voluntad de los órga- 
nos colegiados a lo establecido en el capítulo segundo 
del título primero de la Ley de Procedimiento Adminis- 
trativo (queja 8911633). 

De otra parte, la falta de contestación a un recurso 
formulado contra los resultados de unas pruebas se- 
lectivas motivó que se dirigiera a la Consejería de Cul- 
tura y Bienestar Social de la Junta de Castilla y León 
un recordatorio de deber de resolver expresamente los 
recursos presentados por los ciudadanos, conforme a 
lo previsto en la vigente Ley de Procedimiento Admi- 
nistrativo (queja 8810421). 

Fue tramitada asimismo una queja en la que un ciu- 
dadano exponía que presentó una solicitud de acceso 
a pruebas selectivas para cubrir una plaza de técnico 
fotógrafo en el Hospital General de Asturias, aplazán- 
dose las pruebas por resolución de 9-5-1989, de la Con- 
sejería de Presidencia del Principado, informándose 
que dicho aplazamiento duraría aproximadamente cua- 
tro meses. Sin embargo, en la fecha de presentación de 
la queja (noviembre de 1990) las mencionadas pruebas 
no habían sido aún convocadas. 

Se solicitó información a la citada Consejería, acer- 
ca de si se cobró a los solicitantes algún tipo de canti- 
dad en concepto de examen y la situación actual y 
perspectivas respecto de la fecha de la convocatoria de 
las pruebas. 

La Consejería de Presidencia informó al respecto que 
la resolución de 9 de mayo de 1989, por la que se sus- 
pendió la celebración de las pruebas selectivas convo- 
cadas, tuvo como causa las negociaciones que 
culminaron con el convenio suscrito entre el Instituto 
Nacional de la Salud y la Comunidad Autónoma para 
la gestión del Hospital General de Asturias, publicado 
en el «Boletín Oficial del Principado» del 3 de enero de 
1990. En dicho convenio se atribuye al Instituto Nacio- 
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nal de la Salud la gestión del repetido hospital y la de- 
terminación del número de personas que han de prestar 
servicios en él. Por ello la selección de personal había 
dejado de ser función de la Comunidad Autónoma, que, 
en consecuencia, no ha incluido ninguna plaza de tal 
adscripción en sus ofertas de empleo público de 1990 
y 1991. 

Concluía su informe la Consejería anunciando que 
inmediatamente se procedería de oficio a la devolución 
de documentos y tasas de inscripción (900 pesetas) a 
los aspirantes (queja 9018283). 

9.3.2. Retribuciones 

Como en anos anteriores, se han recibido en 1991 
quejas que denuncian retrasos en el abono de retribu- 
ciones, en especial de personas contratadas temporal- 
mente, estando la mayoría de ellas motivadas por el 
complejo sistema de pago de salarios que impera en la 
administración. 

En este sentido, puede hacerse alusión a una queja 
presentada por trabajadores de la Consejería de Emi- 
gración y Acción Social de la Junta de Extremadura, 
quienes exponían que percibían sus salarios con me- 
ses de retraso e, incluso, una vez vez finalizados sus con- 
tratos eventuales. 

Sobre esta queja, la Consejería citada manifestó que, 
efectivamente, se habían producido retrasos en el abo- 
no de los salarios durante el primer trimestre de 1991 
e informó sobre las diferentes medidas acordadas con 
los representantes sindicales para resolver la situación 
(queja 9111573). 

Otra de las quejas tramitadas en esta materia dio lu- 
gar a la remisión, a la Consejería de Cultura y Bienes- 
tar Social de la Junta de Castilla y León, de un 
recordatorio del deber de abonar el salario puntual y 
documentalmente, conforme establece el artículo 29.1 
del Estatuto de los Trabajadores. Debe añadirse sobre 
este asunto que el mismo se solventó de forma satis- 
factoria para la promovente de la queja, al aprobarse 
por la citada Consejería una resolución por la que, a 
la vista de las sentencias dictadas en favor de la intere- 
sada, en materia de percepción de salarios, se recono- 
cía la relación laboral existente, con los derechos 
derivados de la misma (queja 9019503). 

SECCION IV. MUNICIPIOS Y PROVINCIAS 

1. BIENES Y SERVICIOS DE LAS CORPORACIONES 
LOCALES 

1.1. Bienes 

1.1.1. Las calles de las denominadas «urbanizaciones 
privadas», como bienes de uso público local 

Los vecinos de una colonia de Madrid, con el fin de 
disuadir a los conductores que, sin pertenecer a dicha 

colonia, la atravesaban para evitarse la aglomeración 
de vehículos en vías alternativas, decidieron instalar un 
sistema de cerramiento de algunas de sus calles, con 
la intención de impedir el paso a los no residentes. 

Tal decisión se ejecutó sin previa licencia municipal, 
razón por la cual el Ayuntamiento de Madrid dictó una 
orden municipal de demolición y de inmediata apertu- 
ra al tráfico rodado de las calles afectadas. 

La cuestión debatida en la queja, y que enfrentaba 
al Ayuntamiento de Madrid y a los vecinos, era la de 
si los viales de la colonia habrían de ser considerados 
de uso público, como afirmaba la Junta Municipal de 
Distrito de Chamartín, o, por el contrario, de propiedad 
privada, tesis sustentada por los vecinos. 

El interés del asunto, por otra parte, trascendía del 
caso concreto planteado en la queja, dada la prolifera- 
ción, en muchas partes del territorio nacional, de las 
denominadas «urbanizaciones privadas)), cuyos resi- 
dentes, con frecuencia, amparados por la pasividad mu- 
nicipal, dificultan o impiden, mediante sistemas 
disuasorios de control (guardias de seguridad que exi- 
gen la identificación a la entrada, barreras móviles, ga- 
ritas fijas, etc.), la libre circulación de los no residentes 
por las calles o viales de dichas urbanizaciones, cuyo 
destino, en todo caso, dada su obligada inserción en la 
ciudad)), es la de ser bienes de dominio público, de uso 
común y general. Su utilización, por tanto, ha de ser 
absolutamente libre, sean o no residentes de la urbani- 
zación sus usuarios, constituyendo un deber irrenun- 
ciable de los ayuntamientos ejercer, en toda su plenitud 
y eficacia, la potestad de recobrar para todos la tenen- 
cia de tales bienes demaniales. 

En cualquier caso, dado que existía la posibilidad ju- 
rídica de que, al menos, algunos viales de la colonia fue- 
sen bienes privativos del común de propietarios de 
aquélla, se solicitó un informe al Ayuntamiento de Ma- 
drid, al objeto de constatar, entre otros extremos, si las 
viales que atraviesan esta colonia estaban incluidas en 
el Inventario y Registro de Bienes Municipales que, pre- 
ceptivamente, ha de ser llevado por todas las corpora- 
ciones locales, en cumplimiento de lo establecido en el 
artículo 86 del Texto Refundido de las disposiciones le- 
gales vigentes en materia de régimen local y en los ar- 
tículos 17 y siguientes del Real Decreto 13720986, de 
13 de junio, que aprobó el Reglamento de Bienes de las 
Entidades Locales. 

Recibido el informe municipal, procedimos al cierre 
del expediente, dado que, si bien no figuraban las ca- 
lles en cuestión en el citado inventario, se argumenta- 
ba, en esencia, que las referidas calles o viales eran 
bienes de uso público local, por establecerlo así el ar- 
tículo 3.1. del Reglamento de Bienes de las Entidades 
Locales, de 13 de junio de 1986, que da la indicada cali- 
Ficación, entre otros, a «los caminos, plazas, calles, pa- 
seos, parques ..., y demás obras públicas de 
aprovechamiento o utilización generales, cuya conser- 
vación y policía sean de la competencia de la entidad 
local ». Dicha competencia, afirmaba el Ayuntamiento 
de Madrid, ha venido siendo ejercida por el mismo, co- 
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mo lo demuestra la periódica conservación del alum- 
brado público, la limpieza viaria, las reparaciones en 
la red de riego, etc., servicios y obras ejecutados, todos 
ellos, con cargo al presupuesto municipal. 

A las anteriores razones, que por su obviedad hacían 
innecesarias, a criterio de esta institución, mayores pre- 
cisiones, hubo que añadir, ante la negativa de los veci- 
nos formulantes de la queja a admitir la decisión del 
Defensor del Pueblo, las siguientes fundamentaciones 
jurídicas. 

Así, en primer lugar, en un nuevo informe elaborado 
por la propia institución, se aludía a lo dispuesto en 
el artículo 344 del Código Civil , a cuyo tenor a son bie- 
nes de uso público, en las provincias y los pueblos, los 
caminos provinciales y los vecinales, las plazas, calles, 
fuentes y aguas públicas, los paseos y las obras públi- 
cas de servicio general, costeadas por los mismos pue- 
blos o provincias». 

Dicho precepto, expresión de una inmemorial tradi- 
ción de nuestro derecho, se reitera en el artículo 132.2 
de la Constitución, en relación con los artículos 79.3 y 
74.1, respectivamente, de la Ley Reguladora de las ba- 
ses de Régimen Local, aprobada por Ley 711985, de 2 
de abril, y del Texto Refundido de Disposiciones Lega- 
les Vigentes en Materia de Régimen Local, aprobado 
por Real Decrete0 Legislativo 781/1986, de 18 de abril. 

Sentado lo anterior, manifestamos a los formulantes, 
partiendo del hecho de la construcción del área urba- 
na que nos ocupa en el año 1927 (artículo 2 de los Esta- 
tutos de esta Sociedad Cultural-Vecinal y del uso común 
y general de las calles que la configuran desde enton- 
ces), que el artículo 8.4.c) del Reglamento de Bienes de 
las Entidades Locales prevé la adquisición por usurpa- 
ción, por parte de las entidades locales y con arreglo 
al derecho civil, «del dominio de una cosa que viniere 
estando destinado a un uso o servicio público o 
comunal ». 

En cualquier caso, y ante la postura del Ayuntamiento 
de Madrid, la declaración de que se ha producido se- 
mejante efecto jurídico o, por el contrario, la relativa 
a que los viales cuyo cerramiento parcial se pretende, 
son de propiedad privada, con el correlativo reconoci- 
miento de la facultad de condicionar el paso de terce- 
ros, constituye una cuestión que escapa a la 
competencia del Defensor del Pueblo, a la de los órga- 
nos de la Administración central del Estado, como es 
el caso del Tribunal Económico Administrativo de Ma- 
drid aludido en la queja como consecuencia de su re- 
solución de 27 de septiembre de 1973, que reconocía 
el carácter de bienes privados de los viales en cuestión, 
e, incluso, a la de los tribunales de la jurisdicción 
contencioso-administrativa, debiendo ser planteada la 
cuestión, en su caso, ante los tribunales del orden ju- 
risdiccional civil. 

Pero mientras tal declaración jurisdiccional no se 
produjese, es lo cierto que la resolución municipal de 
suprimir el cerramiento móvil de las calles y dejarlas 
expeditas para su libre uso por todos, gozaba de la pre- 
sunción de legalidad y del privilegio de autotutela ad- 

ministrativa. Dicho mecanismo que otorga a los bienes 
de la Administración un <(status» privilegiado, legitima- 
ba, en suma, la actuación del Ayuntamiento de Madrid 
al recuperar la posesión perdida de las referidas calles 
sin necesidad de ejercitar acción judicial alguna, tras- 
ladándose a los particulares afectados por dicho acto 
recuperatorio la carga de impugnarlos jurisdiccio- 
nalmente. 

En apoyo de tal afirmación cabe citar, entre otras, la 
sentencia de la Sala Cuarta (Cont. Adm.), del Tribunal 
Supremo, de 2 de junio de 1987 (Aranz. 5914), cuyo fun- 
damento de derecho segundo, por su clara adecuación 
al supuesto de hecho planteado en la queja, reflejamos 
a continuación: 

«Si bien el artículo 55 del Reglamento de Bienes de 
las Corporaciones Locales habilita a las entidades de 
este carácter a recobrar por sí la tendencia de sus bie- 
nes de dominio público en cualquier tiempo, dada su 
naturaleza privilegiada y estrictamente posesoria, la ju- 
risprudencia de este Tribunal -Sentencias de 13 de oc- 
tubre de 1981 (R. 4141), 5 de diciembre de 1983 
(R. 6333), 3 de junio de 1985 (R. 3201), 31 de julio y 23 
de septiembre de 1986 (R. 7063 y 5974)- ha exigido pa- 
ra su ejercicio la evidencia de la posesión pública de 
los bienes cuya recuperación se actúe a través de este 
privilegiado procedimiento, llamado por la doctrina 
“interdictum propio’’ y en el cual no se trata de formu- 
lar un juicio sobre la propiedad del bien, sino de de- 
fender su posesión de indiscutible uso o servicio 
público, frente a la perturbación o usurpación de que 
hubiese sido objeto ... No pudiendo, pues, estimarse pro- 
bado que la vía cuya recuperación se pretende por la 
Corporación, constituya un bien de su pertenencia ni 
la afección del mismo al uso público, es claro que, sin 
perjuicio de cual sea la verdadera naturaleza del terre- 
no a que este litigio se refiere, cuestión reservada a los 
Tribunales de la Jurisdicción Civil, procede la desesti- 
mación del recurso y en consecuencia confirmar la ac- 
tuación recuperatoria llevada a cabo por el 
Ayuntamiento. )) 

Por último, ha de tenerse en cuenta que la cesión de 
viales constituye una obligación de nuestro derecho ur- 
banístico que sin ninguna duda existía en la época en 
que se construyó la colonia, y que tiene su reflejo le- 
gislativo actual, en los artículos 83.3., 84.3. y 85.2. del 
Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y 
Ordenación Urbana, aprobada por Real Decreto de 9 
de abril de 1976, que impone a los propietarios de sue- 
lo urbano y urbanizable ceder gratuitamente a los ayun- 
tamientos respectivos, entre otros, los terrenos 
destinados a viales, parques y jardines públicos. Dicho 
precepto configura deberes legales que, asimismo, han 
tenido su reciente reflejo en el artículo 9 de la Ley de 
25 de julio de 1990, sobre Reforma del Régimen Urba- 
nístico y Valoraciones del Suelo; cabiendo deducir de 
la inclusión de las calles que atraviesan la colonia en 
el Plan General de Ordenación Urbana de Madrid de 
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1985, y en anteriores figuras de planeamiento, que en 
su momento se dio cumplimiento a la indicada obliga- 
ción legal. (Queja 8915434). 

1.1.2. Ingreso en la hacienda local del Ayuntamiento 
de Villasur de Herreros, en Burgos, del produc- 
to derivado de la expropiación de bienes co- 
munales 

En su momento, se admitieron a trámite las quejas 
números 8811036, 8920712, 9023000 y 9027888, en re- 
lación con las indemnizaciones abonadas por la Con- 
federación Hidrográfica del Duero en compensación 
por la expropiación forzosa de los bienes comunales y 
de propios de los pueblos afectados por la construcción 
del pantano de Uzquiza. 

Con tal motivo, se solicitaron informes al Ayunta- 
miento de Villasur de Herreros, a la Confederación Hi- 
drográfica del Duero, al Gobierno Civil de Burgos y a 
la Consejería de Presidencia y Administración Territo- 
rial de la Junta de Castilla y León. 

Examinado el contenido de los mismos, así como el 
conjunto de los documentos obrantes en los expedien- 
tes de las quejas, se dedujeron las siguientes conside- 
raciones: 

1. Por acuerdo del Consejo de Ministros de 5 de ju- 
lio de 1974, se decretó el traslado de las poblaciones 
de las localidades de Villorrobe, Uzquiza y Herramel, 
en Burgos, afectadas por la construcción de la presa 
de Uzquiza en el río Arlanzón. 

2. Dicho traslado poblacional dio lugar al oportu- 
no expediente expropiatorio, de conformidad con lo es- 
tablecido en el artículo 86 y siguientes de la Ley de 
Expropiación Forzosa. 

En su virtud, se abonaron a los afectados por la ex- 
propiación las indemnizaciones derivadas de la priva- 
ción de sus bienes y derechos singulares, así como de 
los perjuicios indirectos ocasionados por el traslado. 

Asimismo, se procedió al pago de las indemnizacio- 
nes ocasionadas por la expropiación de los bienes co- 
munales y de propios de las entidades locales 
mencionadas, las cuales fueron incorporadas, por De- 
creto de la Junta de Castilla y León 15811988, de 21 de 
julio, al municipio de Villasur de Herreros. 

Estas últimas indemnizaciones pecuniarias fue- 
ron entregadas, según se acredita por una certificación 
expedida por la Confederación Hidrográfica del Due- 
ro, a quienes, hasta el momento de la entrada en vigor 
del Decreto 15811988, de 21 de julio, de incorporación 
del municipio de Villorobe al de Villasur de Herreros, 
ostentaban la representación de las entidades locales 
afectadas por la expropiación, algunos de los cuales 
continuaron recibiendo pagos por el concepto referen- 
ciado con posterioridad al cese en sus respectivos car- 
gos públicos. 

4. Tales cantidades, en todo o en parte, han venido 
siendo administradas y, al parecer, repartidas entre al- 

3. 

gunos de los vecinos expropiados, por quienes fueron 
alcalde de Villorobe y alcalde pedáneo de Uzquiza. 

Así se desprende de lo manifestado por la alcaldía de 
Villasur de Herreros en el escrito de 9 de agosto de 
1989, remitido a instancia de esta institución. 

5. Conectado con todo lo anterior, consideramos re- 
levante manifestar que la desaparición, por incorpora- 
ción, del Ayuntamiento de Villorobe no dio lugar, como 
en derecho era exigible, según cabe deducir del artícu- 
lo 4.2. de1,Reglamento de Población y Demarcación Te- 
rritorial de las Entidades Locales, a la correspondiente 
rendición de cuentas e ingreso, en su caso, del efectivo 
dinerario existente en la hacienda local del municipio 
absorbente. 

Prueba de tal afirmación la constituye la certifica- 
ción, de 21 de septiembre de 1990, expedida por el men- 
cionado Ayuntamiento, así como las manifestaciones 
que al respecto se hacen en el escrito referenciado en 
el apartado anterior. 

6. De lo anteriormente expuesto, puede inferirse, por 
una parte, que la Confederación Hidrográfica del Due- 
ro siguió efectuando pagos, por la expropiación de los 
bienes comunales y de propios, a quienes, a partir de 
la efectividad del Decreto de 21 de julio de 1988, care- 
cían de la representación legal del Ayuntamiento de Vi- 
ll,orobe y de la Junta Vecinal de Uzquiza; y, por otra, 
que las cantidades abonadas por tal concepto no fue- 
ron ingresadas en las arcas del municipio absorbente, 
como en derecho procedía, sino que, al menos en par- 
te, se distribuyeron directamente entre algunos de los 
antiguos vecinos de los pueblos afectados por la expro- 
piación. 

7. Respecto a la primera cuestión, y habida cuenta 
de lo dispuesto en el artículo 21 de la Ley Reguladora 
de Bases del Régimen Local, no podían recibir pagos 
quienes, como consecuencia de la extinción de los en- 
tes locales de Villorobe y Uzquiza, dejaron de ostentar 
la condición de alcalde y alcalde pedáneo, respectiva- 
mente, de aquéllos. 

Relacionado con lo anterior, al indicado ayuntamien- 
to, según establecen, entre otros, el artículo 92 a) de la 
mencionada Ley y los artículos 44 c), 45,80.2 y 71.3, del 
Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, le co- 
rresponde la potestad de recobrar por sí la tenencia de 
los bienes y derechos pertenecientes, en el momento de 
la incorporación, al municipio de Villorobe. 

Dicha facultad, a la vista de la documentación exis- 
tente en esta institución, no parece haberse ejercitado 
agotando todos los medios a que hace referencia el ar- 
tículo 71.3 del citado Reglamento de Bienes de las En- 
tidades Locales. 

Finalmente, y en cuanto al producto de las indemni- 
zaciones abonadas por la expropiación de los bienes co- 
munales y patrimoniales de los entes locales incorpo- 
rados a Villasur de Herreros, cabe deducir, a tenor de 
lo establecido en el artículo 98.3 del citado Reglamen- 
to de Bienes, que dicho producto ha de destinarse a la 
prestación de servicios en beneficio de los vecinos afec- 
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tados por la expropiación que fijaron su residencia en 
Villasur de Herreros. 

Dicho criterio fue, en su momento, sustentado por los 
servicios jurídicos de la Consejería de Presidencia y Ad- 
ministración Territorial de la Junta de Castilla y León, 
en el documento que se adjunta. 

En razón de lo expuesto, el Defensor del Pueblo efec- 
tuó al Ayuntamiento de Villasur de Herreros las' si- 
guientes sugerencias: 

«Primera. Que, en cumplimiento de lo establecido 
en el artículo 70.2 del Reglamento de Bienes de las En- 
tidades Locales, aprobado por Real Decreto 137211986, 
de 13 de junio, se proceda a ejercer las acciones que 
en derecho correpondan para recuperar el producto de- 
rivado de las expropiaciones de los bienes comunales 
y de propios de las entidades locales de Villorobe, Uz- 
quiza y Herramel, extinguidas con ocasión de la cons- 
trucción del pantano de Uzquiza. 

Segunda. Dado que no obran en poder de esta ins- 
titución todos los documentos necesarios y fehacien- 
tes para valorar, desde el punto de vista jurídico-penal, 
las conductas objeto de la presente queja, se ruega a 
esa corporación que, en su caso, adopte los acuerdos 
que al respecto procedan, en ,virtud de lo establecido 
en el inciso final del artículo 71.3 del citado Reglamento. 

Tercera. Finalmente, y en cuanto al destino de las 
cantidades de que tratan las quejas que eventualmen- 
te se recuperen, se sugiere que, de conformidad a lo dis- 
puesto en el artículo 98 del Reglamento de Bienes, se 
destinen a la prestación de servicios públicos y comu- 
nitarios en beneficio de los antiguos vecinos afectados 
por la expropiación, que se residenciaron en esa lo- 
calidad. )) 

Hasta la fecha no se ha recibido ninguna contesta- 
ción del Ayuntamiento de Villasur de los Herreros en 
la que se refleje la aceptación o disconformidad del con- 
tenido de nuestra sugerencia. (Queja 8920712). 

1.1.3. Cesión del uso de un bien municipal de carác- 
ter patrimonial 

El reclamante expuso su disconformidad con el pro- 
cedimiento seguido por el Ayuntamiento de Torreloba- 
tón, en Valladolid, en la adjudicación de una vivienda, 
propiedad de dicha corporación municipal, ya que la 
misma se había producido sin tener en cuenta las con- 
diciones sociales de los diversos solicitantes y sin ajus- 
tarse a los preceptos legales que regulan la adminis- 
tración y uso de los bienes patrimoniales locales. 

De las manifestaciones contenidas en el informe que 
el ayuntamiento citado remitió a esta institución, se de- 
ducía, en efecto, que se había procedido a la adjudica- 
ción de la mencionada vivienda de propiedad 
municipal, sin ajustarse a lo previsto en el Reglamento 
de Bienes de las Entidades Locales, al no haberse ob- 
servado las formalidades previstas en el mismo para 
este tipo de adjudicaciones. 

Así, el artículo 92 de dicho Reglamento, prevé que el 
arrendamiento y cualquier otra forma de cesión de uso 
de bienes patrimoniales, deberá regirse, en lo relativo 
a la preparación y adjudicación del necesario contra- 
to, por la normativa reguladora de la contratación de 
las corporaciones locales. 

Lo anterior exige la necesaria observancia de los ar- 
tículos 11  1 y siguientes del Texto Refundido de las dis- 
posiciones legales vigentes en materia de régimen local 
(Real Decreto Legislativo 787/86), que regulan el proce- 
dimiento de contratación de las entidades locales y se- 
ñalan que la adjudicación de los contratos se hará 
necesariamente por alguno de los sistemas previstos de 
subasta, concurso o contratación directa, siendo pre- 
ceptiva aquélla si la duración de la cesión es superior 
a 5 años (lo que parece darse en el caso planteado al 
tener duración indefinida el contrato firmado con el ad- 
judicatario de la citada vivienda) o el precio estipula- 
do excediese del 5% de los recursos ordinarios del 
presupuesto. 

De otro lado, y aun en el caso de que, por haberse fi- 
jado en el contrato una duración menor de cinco años 
o su precio no excediese del límite señalado, se pudie- 
ra haber adjudicado el uso de la vivienda mediante el 
sistema de contratación directa, el municipio de Torre- 
lobatón debió haber tenido en cuenta el artículo 120 
del Texto Refundido citado y, además de comprobar que 
se cumplía alguna de las causas que justifican el uso 
de la adjudicación directa, haber consultado antes de 
la adjudicación al menos con tres posibles adjudicata- 
rios (contratistas). 

Por ello, se formuló al citado municipio la sugeren- 
cia de que se diesen las órdenes oportunas, a fin de que 
se estudiase la posibilidad de revisar el expediente de 
adjudicación de la vivienda de propiedad municipal re- 
señada, y se procediese a realizar la concesión de su 
uso de la forma legalmente prevista, tanto en el Regla- 
mento de Bienes de las Entidades Locales, como en el 
Texto Refundido de las disposiciones vigentes en ma- 
teria de régimen local. 

Nuestra anterior resolución no fue aceptada por el 
ayuntamiento, sin que en su respuesta denegatoria se 
incluyan argumentos que desvirtuaran los fundamen- 
tos de nuestra sugerencia. (Queja 8919973). 

1.1.4. Recuperación de oficio de parte de un camino 
local, en Cáceres 

El interesado promovió ante el Ayuntamiento de Cal- 
zadilla de Coria, en Cáceres, un procedimiento de re- 
cuperación de oficio de parte de la superficie de un 
camino afecto al dominio público, como consecuencia 
de la concentración parcelaria llevada a cabo en el ci- 
tado municipio. 

El mencionado camino, de uso público, daba acceso 
a la finca del formulante y debía tener una anchura, 
según el propio IRYDA, de cinco metros en toda su lon- 
gitud. Pues bien, la realidad concreta era que el men- 
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cionado camino tenía una anchura entre mojones de 
3,80 m., en su parte más estrecha, y de 4,20 m. en su 
zona más ancha. 

A consecuencia de ello, el Ayuntamiento de Calzadi- 
Ila inició un expediente de recuperación de la parte 
usurpada del camino citado, según quedó acreditado 
por la notificación de 30 de abril de 1987, dirigida por 
el alcalde de esa localidad al reclamante. Sin embargo, 
según manifestó este último Defensor del Pueblo, no se 
procedió a la resolución definitiva del mismo, razón por 
la que solicitó la intervención de esta institución. 

Admitida la queja en cuanto se planteaba la posibili- 
dad del no ejercicio de las prerrogativas del ayunta- 
miento en cuanto a la investigación, deslinde y recupe- 
ración de los bienes de dominio público municipal, pre- 
vistas en los artículos 44 y siguientes del Reglamento 
de Bienes de las Corporaciones Locales, se procedió a 
solicitar el preceptivo informe al Ayuntamiento de Cal- 
zadilla. 

Reconocido por el ayuntamiento la usurpación del ca- 
mino público, procedimos a realizar la siguiente suge- 
rencia: 

aCon independencia de la negativa del Servicio de Ex- 
tensión y Reforma Agraria a efectuar un amojonamien- 
to del camino objeto de la queja, la cuestión de fondo 
hace referencia, de una parte, a si ha sido usurpado el 
mismo y, de otra, en el caso de que la primera respues- 
ta sea afirmativa, a quién corresponde proteger y pre- 
servar la titularidad y fines (uso público) de un camino 
municipal. 

En relación con la primera cuestión, resulta proba- 
do en la sentencia n.0 8/86, del Juez de Distrito de Co- 
ria, recaída en juicio verbal civil, que el camino de cinco 
metros de anchura en toda su longitud ha quedado re- 
ducido a 3,80 metros en su parte más estrecha, y 4,20 
metros en la más ancha. A la luz de esta sentencia, po- 
cas dudas puede ofrecer que el dominio público ha si- 
do efectivamente usurpado. 

En cuanto a la segunda cuestión, en la medida en que 
el camino es de titularidad municipal, corresponde al 
Ayuntamiento de Calzadilla recuperar por sí mismo la 
zona de camino usurpada. Y ello, al margen de que el 
camino fuera practicado por el IRYDA como consecuen- 
cia del procedimiento de concentración parcelaria afec- 
tante al término municipal de Coria y de la 
transferencia de competencias del IRYDA al Servicio 
de Extensión y Reforma Agraria. 

Por consiguiente, se sugirió al ayuntamiento que pm- 
cediese a utilizar las prerrogativas que los artículos 44, 
70 y concordantes de la Ley Reguladora de Bases de Ré- 
gimen Local otorga a los entes locales, para recobrar 
por sí mismos los bienes de dominio público municipal. 

La sugerencia así formulada dio lugar a la celebra- 
ción de un pleno del Ayuntamiento de Calzadilla, que 
se ratificó en su posición y reiteró su opinión de que 
la Comunidad Autónoma de Extremadura aclararse la 
cuestión de qué vecino había usurpado el camino pú- 

blico, momento en el que el ayuntamiento ejercerá la 
acción correspondiente de recuperación de oficia 

La respuesta recibida ponía de manifiesto una posi- 
ción de la Corporación doblemente negativa para los 
intereses municipales. De un lado, de un modo difícil- 
mente comprensible, se condiciona el ejercicio de una 
potestad propia y plena a la intervención previa de un 
organismo de la comunidad autónoma que no es ni ne- 
cesario ni legalmente exigible. En realidad el ayunta- 
miento puede recabar por sí mismo sus bienes de 
dominio público (artículo 70 del Reglamento de Bienes), 
así como ejecutar el deslinde de los bienes de su perte- 
nencia cuyos límites apareciesen imprecisos o sobre los 
que existieren indicios de usurpación (artículo 56.1 del 
Reglamento), por lo que el acuerdo del pleno refleja una 
cierta debilidad institucional poco encomiable. De otro 
un bien de dominio público cuya afectación a un régi- 
men jurídico exorbitante se justifica por constituir el 
soporte del ejercicio de un uso público o un servicio 
público, resulta abandonado a la apropiación meramen- 
te privada del mismo. 

En consecuencia, la renuencia del ayuntamiento a 
ejercer sus potestades realizando la sugerencia formu- 
lada, con los efectos antes descritos ha merecido su in- 
clusión en el presente informe anual (queja 9027337). 

1.1.5. Usurpación de bienes de dominio público en 
Manzanares el Real, Madrid 

Con fecha 24 de noviembre de 1990 esta institución 
admitió una queja formulada por un vecino de Manza- 
nares el Real, Madrid, en la que manifestaba haber de- 
nunciado reiteradamente ante el citado ayuntamiento, 
entre otras cuestiones, la apropiación de bienes de ti- 
tularidad pública en una urbanización de esta lo- 
calidad. 

Alegaba que el ayuntamiento se había inhibido de to- 
das las denuncias formuladas por razón de las siguien- 
tes infracciones: 

1.0 Cercado continuo de las parcelas de su propie- 
dad, apropiándose de los terrenos de una calle inscri- 
tos en el Registro de la Propiedad de Colmenar Viejo 
a nombre del Ayuntamiento de Manzanares el Real y 
destinados en el Plan a viales. 

2.0 Instalación en la calle mencionada de señales de 
tráfico sin autorización municipal. 

3.0 Cercado de los doce metros de la parcela n.0 44, 
propiedad del reclamante, que dan a esta calle sin po- 
sibilidad para el propietario de tener salida a la misma. 

4.0 Construcción de una vivienda nueva sobre los te- 
rrenos cercados, incluidos los destinados a vial. 

Evacuado el informe solicitado, esta institución pro- 
cedió a suspender sus actuaciones ya que el Ayunta- 
miento sostenía que el terreno al que se refería la queja 
era objeto de litigio ante los tribunales, actualmente en 
fase de apelación. 

Sin embargo, un nuevo escrito del formulante de la 
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queja ponía de manifiesto que la cuestión «subíndice» 
era, en realidad, un interdicto de obra nueva que afec- 
taba a un derecho de paso entre particulares, no inci- 
diendo en el deber de la Administración de recuperar 
sus bienes, por lo que insistía en los motivos de su 
queja. 

Con motivo de este último escrito se solicitó del Ayun- 
tamiento de Manzanares el Real, el 28 de agosto de 1991, 
una nueva petición de informe sobre el contenido de 
la acción interdictal y las cuestiones objeto de la queja 
formuladas en nuestra primera petición de noviembre 
de 1990. 

E€ Defensor del Pueblo mantuvo una entrevista per- 
sonal con el Alcalde del Municipio, a quien expuso la 
exigencia legal de contestar los informes solicitados por 
la Institución, así como una serie de consideraciones 
respecto a la postura, contraria a la legalidad, susten- 
tada por la corporación que presidía acerca del silen- 
cio administrativo. El citado Alcalde, tras indicar su 
reciente acceso al cargo, expresó al Defensor del Pue- 
blo su intención de modificar la actitud de escasa co- 
laboración con el Defensor del Pueblo y la relativa al 
incumplimiento del deber de contestar expresamente 
las solicitudes y reclamaciones de los ciudadanos. 

Finalmente, el ayuntamiento envió el informe solici- 
tando en el que manifestaba que los inmuebles objeto 
de la queja son de cesión obligatoria como consecuen- 
cia de la urbanización, la cual no ha sido recibida por 
el ayuntamiento al no haberse ejecutado la urbaniza- 
ción. De todo ello añade el ayuntamiento, ha sido in- 
formado el formulante.por acuerdo de 27 de noviembre 
de 1991. Razón por la cual esta institución dio por con- 
cluida su intervención (queja 9025758). 

1.2. Servicios 

1.2.1. Deficiencias en la coordinación entre adminis- 
traciones públicas en materia de extinción de in- 
cendios, en Salamanca 

El Defensor del Pueblo tuvo conocimiento de que en 
la madrugada del día 12 de marzo de 1991 se produjo 
la muerte de un niño como consecuencia del incendio 
ocurrido en su vivienda familiar, ubicada en la locali- 
dad de Las Veguillas (Salamanca), y de la tardanza en 
acudir al lugar del siniestro del servicio de bomberos 
del Ayuntamiento de Salamanca. 

El Gobierno Civil, a requerimiento de la institución, 
dio traslado de las gestiones realizadas en la noche de 
los hechos para que acudieran al lugar de los mismos 
los bomberos de la ciudad de Salamanca, de la suge- 
rencia que efectuó el 7 de marzo de 1990 a la Diputa- 
ción Provincial de que se creara un servicio provincial 
o comarcal de extinción de incendios y salvamento, así 
como de los cauces establecidos con el ayuntamiento 
para recabar la presencia de los bomberos municipa- 
les en determinados siniestros. 

Por su parte, la Diputación Provincial expuso a la ins- 

titución la situación planteada en los municipios de la 
provincia respecto a la prestación del servicio de extin- 
ción de incendios, a cuyo efecto se estaban adoptando 
las siguientes medidas: 

- Negociación de un nuevo convenio con el Ayunta- 
miento de Salamanca que supondría la ampliación del 
servicio de esa localidad a otros municipios de la pro- 
vincia próximos a la misma. 
- Cooperación de la Diputación con diversos muni- 

cipios para la dotación adecuada de medios materia- 
les y personales que contribuyan a evitar sucesos como 
el que provocó la apertura de oficio de la presente queja. 
- En cuanto a la información facilitada por el Ayun- 

tamiento de Salamanca hay que destacar la referente 
al documento suscrito el 15 de marzo de 1991 con la 
Diputación Provincial, en virtud del cual se prorroga- 
ba la vigencia del convenio de. 16 de julio de 1990 en 
materia de extinción de incendios hasta tanto se alcan- 
zara la firma del nuevo convenio que se estaba nego- 
ciando. 

De acuerdo con los datos aportados por las referidas 
administraciones, esta institución recomendó que ta- 
les negociaciones fueran culminadas a la mayor breve- 
dad, a fin de sustituir el actual régimen de 
provisionalidad por un marco más estable en la pres- 
tación de este servicio esencial que asegurara, en cier- 
ta medida, su cobertura en determinados municipios 
próximos a la capital. 

Igualmente, el Defensor del Pueblo manifestó que ese 
nuevo acuerdo podría conseguirse bajo el espíritu de 
cooperación y coordinación de las competencias atri- 
buidas por el ordenamiento jurídico tanto a la Diputa- 
ción Provincial como al Ayuntamiento y con respeto a 
los ámbitos competenciales respectivos, tal como seña- 
lan los artículos 7, 10, 26.3, 36 y 55 de la Ley 7/85, de 
2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local. 

Por último, a la Diputación Provincial se le indicó que, 
además de los municipios situados en el área de in- 
fluencia de la capital, había otros muchos en la provin- 
cia que no se iban a beneficiar directamente del 
acuerdo anteriormente mencionado, dada la distancia 
geográfica, escasez de comunicaciones, rapidez en la 
propagación del fuego, etc. 

Por tal razón, se insistió ante esa Administración lo- 
cal para que se profundizara en la prestación de un ser- 
vicio de carácter supramunicipal de extinción de 
incendios que superara las deficiencias de los parques 
comarcales ahora existentes, ya que la propia natura- 
leza del fuego hace que se precise que los medios ma- 
teriales y humanos dedicados a la extinción de 
incendios estén más próximos a esos municipios leja- 
nos de la ciudad de Salamanca. 

En cuanto a los demás extremos derivados de la po- 
sible responsabilidad administrativa por la deficiente 
prestación del servicio de extinción de incendios en el 
caso investigado en esta queja, esta institución consi- 
deró que no procedía realizar pronunciamientos con- 
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cretos, ya que estaban interviniendo los tribunales de 
justicia (Queja 9108462). 

1.2.2. Deficiencias en la prestación de servicios míni- 
mos municipales a los trabajadores temporeros 
asentados en Bañares, La Rioja 

La Confederación Sindical de Comisiones Obreras 
formuló queja ante el Defensor del Pueblo en relación 
con la precaria situación de los trabajadores tempore- 
ros asentados en el término municipal de Bañares, en 
La Rioja, así como respecto a determinadas circunstan- 
cias expresivas de una actitud discriminatoria hacia los 
mismos. 

Dada la trascendencia de las alegaciones formuladas, 
se efectuó una inmediata visita de inspección, por par- 
te de asesores de la institución, al lugar de los hechos, 
constatándose lo siguiente: 

1. Durante muchos años y con ocasión de la cam- 
paña agrícola de recolección de la patata en La Rioja 
Alta, han acudido al término municipal de Bañares nu- 
merosos trabajadores de otras zonas del territorio na- 
cional que, ante la falta de mano de obra agrícola local, 
han prestado sus servicios laborales a los numerosos 
empresarios agrícolas de la zona. 

Tales trabajadores temporeros se caracterizan por su 
pertenencia, en su mayor parte, al colectivo gitano y por 
el hecho de ir acompañados en sus desplazamientos 
anuales a La Rioja- por sus familiares directos. 

El establecimiento de los mismos, con ocasión de la 
actividad descrita, tiene lugar en campamentos de ca- 
rácter no permanente, autorizados por las autoridades 
locales y dotados de los imprescindibles servicios mí- 
nimos de habitabilidad e higiene. 

2. Sin embargo, durante la campaña agrícola de 
1991, el Ayuntamiento de Bañares decidió, refrendado 
por los vecinos del munipio a los que se había efectua- 
do una consulta a principios del mes de julio de 1991, 
no ceder la finca en la que tradicionalmente se produ- 
cía la acampada, por considerar que la misma no cum- 
plía las condiciones establecidas en la Orden 
Ministerial de 28 de julio de 1966, del extinguido Mi- 
nisterio de Información y Turismo; y que, en definiti- 
va, las bases de acampada no reunían las condiciones 
de salubridad e higiene necesarias, ni el municipio con- 
taba con la infraestructura suficiente para atender a 
un número tan elevado de personas como el que año 
tras año se establecía en el mismo. 

Prohibidos en consecuencia tales asentamientos, la 
alcaldía propuso, como medida alternativa, dado el he- 
cho evidente de que como en años anteriores los traba- 
jadores temporeros y sus familiares iban a acudir al 
municipio para la recolección de la patata, que los agri- 
cultores contratantes proporcionasen a aquéllos aloja- 
mientos. 

3. No obstante, la realidad fue que tal prohibición 
no fue efectiva, ya que, según los datos, facilitados por 

la Cruz Roja, de la totalidad de 478 personas (106 fami- 
lias) asentadas en esa localidad, 152 se instalaron en 
12 pabellones, constituyendo el resto acampadas en va- 
rias fincas particulares, en condiciones de suma pre- 
cariedad. 

Ante tal hecho consumado, el ayuntamiento, para evi- 
tar situaciones desagradables y propiciar unas buenas 
relaciones de convivencia entre los vecinos del pueblo 
y los trabajadores transeúntes, dictó, en fecha 1 de agos- 
to de 1991, un Bando municipal por el que se hacía una 
llamada a los convecinos para que en todo momento die- 
sen muestras de solidaridad, respeto, educación y to- 
lerancia con las personas que irían a trabajar al 
municipio. 

4. En todo caso, producida la acampada, se originó 
una situación cuyas características más relevantes, 
constatadas por los asesores del Defensor del Pueblo, 
fueron las siguientes: 

a) Deficiente prestación del servicio de agua, cuyo 
suministro durante cuatro horas por la mañana -de 
8 a 12 horas-, obviamente, no ha sido suficiente para 
satisfacer las necesidades de higiene personal y lavan- 
dería de los trabajadores y sus familiares. 

b) Carencia absoluta de alumbrado en el exterior e 
interior de las tiendas. 

c) Falta de adecuación de las tiendas instaladas por 
los propios trabajadores a las más elementales condi- 
ciones de habitabilidad y seguridad. 

d) Falta de instalación de los servicios comunes 
existentes en campañas anteriores, tales como fregade- 
ros, duchas, sanitarios, casetas destinadas a la presta- 
ción de asistencia sanitaria de apoyo, etc. 

e) En materia educativa, se pudo constatar que, efec- 
tivamente, se habían producido ciertas deficiencias, 
pues hasta primeros del mes de octubre no se pudie- 
ron incorporar plenamente todos los niños en edad es- 
colar a la escuela pública, al considerar el 
ayuntamiento que los locales que en años anteriores se 
habían cedido para tal fin, con capacidad para 50 ni- 
ños, eran insuficientes para acoger a los aproximada- 
mente 80 niños que en la presente campaña se 
encontraban en el municipio. 

Tal circunstancia motivó que por orden municipal se 
cerrara la escuela al día siguiente de su apertura, creán- 
dose cierta tensión entre los trabajadores y el ayunta- 
miento quien requirió la intervención de la Guardia 
Civil a la Delegación del Gobierno de La Rioja. 

Dicha presencia, que adquirió un carácter de perma- 
nencia ante la puerta de la escuela, dio lugar a una si- 
tuación incómoda por parte de los temporeros, quienes 
se sentían continuamente vigilados. 

f )  Por último, pudo comprobarse la existencia de va- 
llas en las calles de acceso a la plaza del pueblo, lo que 
dificultaba la libre circulación de los vehículos de los 
trabajadores. Semejante medida se justificó por la Al- 
caldía, por la excesiva velocidad a que circulaban en 
el casco urbano algunos vehículos de los trabajadores. 
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Asimismo, se alegó que la misma afectaba por igual a 
vecinos y no residentes. 

5. La situación creada provocó la intervención de la 
Delegación del Gobierno en La Rioja quien,’con carác- 
ter preventivo, había intentado disuadir al Ayuntamien- 
to de Bañares de su postura contraria a permitir los 
inevitables asentamientos de los trabajadores. 

En efecto, ante el hecho consumado de la llegada y 
acampada de aquéllos, se adoptaron, improvisadamen- 
te, a instancia del Delegado del Gobierno en La Rioja, 
una serie de medidas a fin de paliar en lo posible la gra- 
ve situación creada, orientadas en las siguientes líneas 
básicas de actuación: 

1.0) Conseguir, mediante la relación entre la Direc- 
ción Provincial de Educación y el Ayuntamiento de Ba- 
ñares, la cesión de los locales que habitualmente 
sirvieron de escuela, durante los meses de septiembre 
y octubre, para los hijos de los temporeros. 

Sin embargo, no fue posible que la citada corpora- 
ción local autorizase el establecimiento de instalacio- 
nes provisionales al objeto de atender plenamente las 
necesidades educativas de su población. 

2.0) Obtener, en lo posible, una mejora de las condi- 
ciones de vida de las personas acampadas posibilitan- 
do la reanudación del suministro de agua de una fuente 
pública próxima a la acampada que había sido clau- 
surada. 

3.”) Prestar una especial atención a los aspectos re- 
lativos al mantenimiento del orden público y de la se- 
guridad ciudadana en la zona, mediante el aumento de 
la presencia policial en la misma. 

En relación a ello, ha de indicarse que fue requerida 
la actuación de la fuerza pública para el desalojo de 
los trabajadores asentados ilegalmente, sin que dicha 
petición fuera atendida por carecer la Delegación del 
Gobierno de atribuciones para ello. 

A la vista de los antecedentes expuestos, puede con- 
cluirse que la actitud contraria del Ayuntamiento de Ba- 
ñares a aceptar la propuesta de la Delegación del 
Gobierno, consistente en aplazar, hasta el próximo año, 
la decisión de no permitir los asentarnientos, dando 
tiempo suficiente para encontrar otras alternativas, ori- 
ginó una situación muy grave para los trabajadores 
asentados en el municipio, quienes vivieron durante los 
dos meses, aproximadamente, de duración de la cam- 
paña en condiciones de absoluta precariedad. 

En este sentido, ha de estimarse que dicha situación 
atentó contra la dignidad de las personas, derecho fun- 
damental reconocido en el artículo 10 de la Constitu- 
ción Española que, junto a otros, son fundamento del 
orden político y la paz social. 

Por otra parte, la no autorización de los asentamien- 
tos introdujo elementos nuevos en la forma en la que 
tradicionalmente han venido produciéndose aquéllos; 
lo que hace temer que en próximos años dicha actitud 
pueda ser susceptible de repetirse en otras localidades 
cercanas receptoras de mano de obra temporera y, en 
especial, en Santo Domingo de la Calzada, cuyos veci- 

nos han manifestado sus quejas y protestas por las ba- 
ses ubicadas en su municipio durante la última 
campaña. 

En razón de lo expuesto y habida cuenta que por la 
idiosincracia y cultura de las personas que integran el 
colectivo de trabajadores temporeros, se van a seguir 
produciendo acampadas masivas en las diferentes lo- 
calidades donde se produce anualmente la recolección 
de la patata, esta institución consideró necesario que 
por las administraciones públicas con competencias en 
la materia, se encuentren nuevas y más definitivas so- 
luciones para años posteriores. 

A tal fin, sería conveniente la adopción de las medi- 
das necesarias para que los asentamientos se produz- 
can en condiciones dignas, facilitando a tal efecto las 
dotaciones de los servicios mínimos indispensables, ta- 
les como suministro de agua y luz, duchas, sanitarios, 
lavabos, tiendas de campaña, etc., máxime si tenemos 
en cuenta que los intereses económicos de la región y 
la producción agrícola de esos municipios son los que 
generan la demanda de esa mano de obra temporera 
y en consecuencia el proceso migratorio, de cuyos efec- 
tos y encauzamiento no pueden desatenderse los agri- 
cultores, individualmente y a través de sus 
organizaciones representativas, los vecinos y responsa- 
bles de los ayuntamientos a donde acuden a trabajar 
estas personas. 

Por ello, procedimos a formular la siguiente recomen- 
dación al Alcalde Presidente del Ayuntamiento de Ba- 
ñares y al Delegado del Gobierno de La Rioja: 

«Que se valore la conveniencia, en orden a la prepa- 
ración de futuras campañas para la recolección de la 
patata por los trabajadores temporeros en La Rioja Al- 
ta, de constituir una comisión que, compuesta por la 
Delegación de Gobierno de La Rioja, los ayuntamien- 
tos afectados, las consejerías correspondientes de la Co- 
munidad Autónoma, los organismos dependientes de la 
Administración Central con competencias en la mate- 
ria, la Cruz Roja y los representantes de los empresa- 
rios agrícolas y de los trabajadores temporeros, estudie 
la adopción de las medidas necesarias para que en los 
años sucesivos no vuelva a repetirse en ninguno de los 
municipios donde se establecen aquéllos, la grave si- 
tuación creada en la presente campaña en el munici- 
pio de Bañares. 

Tales medidas podrían ser las siguientes: 

1. Que, con independencia de las obligaciones que 
en materia de alojamiento se prevén en el convenio co- 
lectivo del sector, y teniendo en cuenta que los trabaja- 
dores temporeros objeto del escrito de queja van 
acompañados de sus familiares, se promueva que los 
empresarios agrícolas contratantes de trabajadores 
temporeros, adquieran el compromiso de facilitarles a 
éstos y a sus familiares, en su caso, alojamientos dig- 
nos en los inmuebles de su propiedad. 

2. De no conseguirse lo anterior o con carácter com- 
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plementario a dichas medidas, estimamos que sería ne- 
cesario la creación de uno o varios campamentos 
temporales, con los servicios mínimos indispensables, 
financiados por todas las partes implicadas en la reso- 
lución del problema. 

3. Igualmente, parece conveniente que en el supues- 
to de que por causas diversas se produzca en un deter- 
minado municipio una mayor concentración de 
trabajadores temporeros, se estudie la posibilidad de 
establecer fórmulas compensatorias con el objeto de 
que el ayuntamiento afectado pueda hacer frente a una 
situación que debe ser compartida por todos aquellos 
municipios que se benefician de dicha mano de obra. 

4. En cualquier caso, los ayuntamientos en que se 
ubiquen trabajadores temporeros y sus familiares de- 
berán asegurar a los mismos, al margen del carácter 
legal o ilegal de la acampada, el libre uso de los servi- 
cios de dominio público locales, tales como plazas, ca- 
lles, fuentes ... de conformidad con lo preceptuado en 
el artículo 3 del Reglamento de Bienes en relación con 
los artículos 79.3. de la Ley Reguladora de Bases de Ré- 
gimen Local y 74.1. del Texto Refundido de Régimen 
hcal.  )> 

Dicha recomendación fue aceptada por la Delegación 
del Gobierno de la Comunidad Autónoma de La Rioja 
y por el Ayuntamiento de Bañares, si bien este último 
efectuó las siguientes consideraciones: 

- N o  obstante los datos facilitados por la Cruz Ro- 
ja, en determinados momentos de la campaña hubo más 
de 800 trabajadores temporeros acampados ilegalmente 
en diferentes solares del municipio. 
- El cierre de la escuela se produjo a causa de la 

sobrecarga de los locales que habitualmente cede di- 
cho ayuntamiento y ante la negativa de los responsa- 
bles en materia educativa a racionalizar la afluencia 
de niños, limitándola a los familiares de los trabajado- 
res que estuviesen desarrollando su trabajo en Baña- 
res, a fin de responsabilizarse formalmente de la 
seguridad de los niños escolarizados. 
- La situación de precariedad de la acampada ya fue 

advertida por la alcaldía que se produciría, en reunio- 
nes celebradas con anterioridad al inicio de la campa- 
ña por las administraciones públicas implicadas, y, por 
otra parte, con representantes de la Confederación Sin- 
dical de Comisiones Obreras, «solicitando apoyo y co- 
laboración que, de haberse facilitado, hubiese evitado 
que los trabajadores se hayan visto obligados a vivir 
en las condiciones expuestas». 
- En cuanto al alojamiento de los trabajadores tem- 

poreros en locales propiedad de los agricultores con- 
tratantes, significa que dicha medida ya se ha puesto 
en práctica en la referida campaña, si bien no se han 
obtenido resultados muy positivos, ya que numerosos 
trabajadores se negaron a aceptar por razones diver- 
sas los alojamientos ofrecidos. En este sentido precisa 
que, en todo caso, dicha medida únicamente afectaría 
a aquellos trabajadores que son contratados por los 
agricultores de Bañares. 

- Por último, se manifestó la importancia que para 
la alcaldía tiene el conseguir el bienestar de los traba- 
jadores temporeros que durante los tres meses que du- 
ra la campaña son vecinos del municipio de Bañares, 
a cuyo fin van dirigidas cuantas directrices y normas 
emanan del mismo (queja 9121972). 

1.2.3. Ocupación por la vía de hecho de una finca par- 
ticular, en Lubrín, Almería, para el abasteci- 
miento de agua a población. 

La reclamante, propietaria por herencia de una fin- 
ca en Lubrín (Almería), denunció ante esta institución 
que el Ayuntamiento de Lubrín había ocupado de for- 
ma irregular y sin autorización por su parte, la citada 
finca a fin de realizar en ella sondeos para el alumbra- 
miento de agua y construir, posteriormente, un pozo de 
captación de aquéllos, lo que la obligó a presentar an- 
te el juzgado de instrucción competente la denuncia 
oportuna, que dio origen a auto por el que se ordenaba 
al citado municipio la desocupación de la citada finca 
al carecer éste del necesario título jurídico para su ocu- 
pación. 

Asimismo alegaba la denunciante que tal ocupación 
había ocasionado daños en la finca por valor de 345.000 
pesetas, sin que pese a sus reiteradas reclamaciones, 
la corporación de referencia le hubiese resarcido de 
ellos. 

En la correspondiente investigación llevada a cabo, 
pudo apreciarse que las obras denunciadas habían da- 
do comienzo por impulso de dicho municipio, al osten- 
tar una autorización firmada por la abuela de la 
reclamante, que no era la propietaria de la finca, sino 
únicamente su usufructuaria; autorización que se otor- 
gó, según maninfestó la citada señora en las correspon- 
dientes diligencias policiales, ante la advertencia del 
primer teniente de alcalde del citado Municipio de que 
se expropiaría la finca. 

La intervención judicial decretando la paralización 
de las obras y la desocupación de la finca suscitó el a b e  
no de los daños causados a la formulante, a cuyo efec- 
to se hizo una sugerencia por el Defensor del Pueblo 
al Ayuntamiento de Lubrín. 

La indicada sugerencia ha sido aceptada por el cita- 
do municipio, el cual se encuentra dispuesto a reparar 
los dados causados en cuanto la titular de la finca auto- 
rice la entrada en la misma. 

Como quiera que las obras reseñadas estaban inclui- 
das en el Plan de Obras Provincial de la Diputación de 
Almería, se iniciaron, también con esta corporación, las 
correspondientes actuaciones, al denunciar la recla- 
mante que la citada Diputación aprobó el día 8 de fe- 
brero de 1988 el proyecto y pliego de condiciones de la 
obra de abastecimiento a Lubrín, sin contar con los pre- 
ceptivos permisos de los titulares de los lugares donde 
se iba a aforar el agua de abastecimiento, pese a lo cual 
adjudicó la realización de dichas obras a la empresa 
concesionaria y firmó con ella el correspondiente con- 

- 478 - 



CORTES GENERALES 25 DE ABRIL DE 1992.-SERIE A. NOM. 37 

trato el día 20 de mayo de 1988,5 días después que las 
obras hubieran comenzado. 

Asimismo, dicho expediente carecía de la autoriza- 
ción de apertura que ha de otorgar la Sección de Mi- 
nas, y del permiso de investigación y concesión de 
caudales. 

La Diputación Provincial remitió a esta institución 
informes con fechas 24 de enero y 10 de junio de 1991, 
en los que se podían apreciar que las obras se habían 
acometido sin contar con la fundamentación jurídica 
suficiente, desprendiéndose de los informes remitidos 
ciertas contradicciones. 

En efecto, en el escrito de dicha Diputación de 24 de 
enero, se afirmaba que «después de la firma del con- 
trato de obra, que se celebró el 20 de mayo de 1988, se 
iniciaron las mismas, según acta de comprobación de 
replanteo, el día 30 del mismo mes...», afirmación con- 
traria a la realidad de los hechos, puesto que según 
consta en diligencias policiales iniciadas por la Guar- 
dia Civil de Lubrín, las obras tuvieron inicio el 15 de 
mayo, esto es, 5 días antes de la firma del contrato y 
15 antes de la fecha indicada en el informe. 

También pudo apreciarse, de los citados informes, 
que en dichas obras faltaban la autorización de aper- 
tura de la Sección de Minas y el permiso de investiga- 
ción y concesión de caudales, necesario en todo 
proyecto de alumbramiento de aguas, puesto que la Di- 
putación, a pesar de las 2 peticiones expresas de esta 
institución, no justificó en ningún momento la existen- 
cia de dichas autorizaciones. 

Que ante lo anteriormente transcrito no cabía opo- 
ner por la Diputación actuante, las motivaciones que 
su Delegación de Obras Públicas indicaba en el escrito 
del 10 de junio, puesto que las mismas no podían justi- 
ficar el que se obviaran las prescripciones legales y 
se iniciasen unas obras que ocasionaron daños en la 
finca de la reclamante, que aún no han sido indemni- 
zados, y que traían causa de un inadecuado funciona- 
miento de esa Administración, lo que en base al artículo 
106.2 de la Constitución, de los artículos 40 y siguien- 
tes de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración 
del Estado y de los artículos 121 y siguientes de la Ley 
de Expropiación Forzosa, hace necesario que tales da- 
ños sean convenientemente reparados. 

Por todo ello, se sugiró a la Diputación Provincial de 
Almería que procediese a: 

1. Comprobar los daños causados en la finca de re- 
ferencia por la realización de las obras que en ella se 
iniciaron sin cumplir todos los requisitos legalmente 
previstos y estudiar, en su caso, la indemnización que 
corresponda. 

2. Iniciar la información reservada prevista en el ar- 
tículo 23 del Real Decreto 33/1986, de 10 de enero, que 
aprobó el Reglamento de Disciplina de los funcionarios 
de la Administración del Estado, por si, en la confec- 
ción del informe de esa Diputación del 24 de enero de 
1991, pudiera apreciarse la comisión de falta discipli- 

naria al relatar hechos que no se ajustaban a la 
realidad. 

La anterior sugerencia fue atendida por la Diputa- 
ción Provincial y, en base a ella, se dictaron las oportu- 
nas órdenes para comprobar los daños que pudieran 
haberse causado en la finca de referencia por las obras 
objeto de la presente queja, así como para iniciar una 
información reservada mediante la que comprobar si 
en la tramitación del expediente de obras del sondeo 
señalado pudiera apreciarse la comisión de alguna falta 
sancionable. 

Por lo anterior, esta institución procedió a suspen- 
der sus actuaciones en tanto la citada Diputación rea- 
lizaba las acciones indicadas y daba cuenta de ellas al 
Defensor del Pueblo. Sin embargo, transcurrido el pla- 
zo previsto y ante la falta de comunicación del resul- 
tado de las citadas actuaciones, esta institución se ha 
visto en la necesidad de requerir a dicha administra- 
ción la remisión del preceptivo informe, del cual nos 
encontramos a la espera de su recepción (queja 
9024791). 

1.2.4. Equipamientos mínimos de agua y alcantarilla- 
do en Vigo 

Ante esta institución compareció un vecino de Vigo, 
Pontevedra, exponiendo, en su nombre y en el de 24 per- 
sonas más, todas ellas residentes en el barrio de Cam- 
beses, en su zona de «Puente», que, a pesar de sus 
continuas reclamaciones al Ayuntamiento de Vigo, no 
procedían a arreglar las graves deficiencias del alcan- 
tarillado en dicha zona, lo que producía que las aguas 
fecales se atrancasen en los pasos de agua potable de 
los promoventes, con los consiguientes graves daños pa- 
ra la salud de los mismos. 

El ayuntamiento comunicó, en su informe de 18 de 
agosto de 1988, que se había iniciado la ejecución de 
un nuevo alcantarillado de toda la zona y que la dura- 
ción de la misma no sería superior a dos meses, de 
acuerdo con el proyecto y presupuesto redactado. 

En un nuevo escrito dirigido a esta institución, el 
interesado comunicó que el problema que había dado 
lugar a la presente queja continuaba subsistiendo, to- 
da vez que, a pesar de haberse iniciado las obras, las 
mismas habían sido abandonadas a los pocos días, lo 
cual motivó que se solicitara un nuevo informe al Ayun- 
tamiento de Vigo. 

Recibido el mismo, se dio traslado de su contenido 
al interesado, quien manifestó su discrepancia, ya que 
algunos vecinos no habían procedido a conectar sus de- 
sagües al nuevo colector construido, a pesar de la re- 
solución municipal que les instaba a ello, por lo que 
seguía subsistiendo el problema que originó la queja. 

El alcantarillado es un servicio público municipal de 
obligatoria prestación por el ayuntamiento, según es- 
tablece el artículo 26.1.a) de la Ley 7/85, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases de Régimen Local, cuya pres- 
tación y establecimiento puede ser exigida por los ve- 
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cinos, según el artículo 18.1.g) de dicha ley. Por otro lado, 
también es obligatoria su recepción por los vecinos, exi- 
giéndose la acometida cuando exista una red pública 
de distribución a una distancia del inmueble inferior 
a 100 metros, según se deduce de la Orden de 29 de fe- 
brero de 1944. 

Al ayuntamiento se le indicó que tenía instrumentos 
jurídicos para obligar a los vecinos a que engancharan 
los desagües de sus viviendas al nuevo colector, para 
lo cual podía hacer uso de los medios de la ejecución 
forzosa e, incluso, podía llegar a la exigencia de respon- 
sabilidades por desacato a la autoridad. 

Por tal razón, se solicitó un nuevo informe en el que 
se indicara si existía algún vecino que todavía continua- 
ra desaguando inadecuadamente sus aguas residuales 
y, en caso afirmativo, razones por las que no se había 
evitado esa situación. 

El ayuntamiento comunicó en un informe posterior 
que, por la Empresa Municipal de Abastecimiento de 
Aguas de Vigo, se había procedido a la conexión de las 
redes domiciliarias de alcantarillado al colector de re- 
ferencia, situado en el barrio de ROUCO, al no proceder 
algunos vecinos a efectuar las acometidas ordenadas 
por la alcaldía. 

El interesado remitió un nuevo escrito al Defensor 
del Pueblo manifestando que el problema que motivó 
su queja se había solucionado, y agradeciendo la inter- 
vención de la institución (queja 8804666). 

1.2.5. Equipamientos mínimos en Pomar de Valdivia, 
Palencia 

La comunidad de vecinos de Respenda de Aguilar, 
ubicada en el término municipal de Pomar de Valdivia 
(Palencia), denunció la carencia de un adecuado abas- 
tecimiento domiciliario de agua potable, situación que 
ya había sido expuesta a la corporación en varias oca- 
siones. 

Asimismo, alegaba que ese servicio público munici- 
pal, que tiene el carácter de mínimo y obligatorio, po- 
dría ser prestado por el ayuntamiento si se aprovechara 
un manantial existente a sólo 1.630 metros del citado 
pueblo y que está enclavado en el término municipal 
de Juncal. 

Solicitado el oportuno informe al mencionado ayun- 
tamiento, se informó que, únicamente en época estival, 
se registran asentamientos y, en base a ello, el ayunta- 
miento, debido a sus escasos medios económicos, soli- 
citó de la Diputación Provincial de Palencia la 
cooperación necesaria para llevar a cabo el servicio de 
<(abastecimiento domiciliario de agua potable », median- 
te su inclusión en los Planes Provinciales de Obras y 
Servicios, confeccionándose a tal efecto una memoria 
valorada. 

Pese a ello, y dado que existen otras trece entidades 
locales en dicho término municipal que sí están habi- 
tadas y que requieren también de la implantación de 
servicios mínimos y obligatorios, la Diputación Provin- 
cial no incluyó el proyecto de abastecimiento de agua 

para Respenda de Aguilar al considerar prioritario sa- 
tisfacer las necesidades del resto de las entidades ha- 
bitadas. 

En su informe, el alcalde manifestó también que era 
propósito firme de esa corporación el atender las in- 
quietudes y sugerencias de los veraneantes de Respen- 
da de Aguilar en cuanto las disponibilidades 
rconómicas del ayuntamiento lo permitan, así como se- 
guir solicitando su inclusión dentro de los Planes de 
Dbras y Servicios. 

Esta queja es un ejemplo de lo que sucede en los mu- 
nicipios pequeños y, en especial, en la mitad septentrio- 
nal de España, donde, a una escasa población, se añade 
la dispersión de los diversos núcleos de población. 

Por otro lado, los escasos recursos económicos y téc- 
nicos de tales municipios no pueden atender las exigen- 
zias de los vecinos, o de los habitantes estacionales, de 
que se presten unos servicios públicos mínimos para 
dotarse de una cierta calidad de vida. (Queja 9025584). 

1.2.6. Corte del abastecimiento de agua a un vecino de 
Llanes, Asturias 

Compareció ante la institución un vecino de la loca- 
lidad de Villa Caldueño, del Concejo de Llanes, formu- 
lando queja en la que exponía que por el Ayuntamiento 
de Llanes se había cortado el suministro de agua a su 
domicilio en el año 1985. Desde entoces, venía reclaman- 
do el restablecimiento del indicado servicio sin obte- 
ner resultado alguno. 

Habida cuenta que entre las competencias munici- 
pales se encuentra la obligación de prestar, entre otros 
servicios mínimos, el suministro de agua a los vecinos, 
según disponen los artículos 25 y 26 de la Ley Regula- 
dora de Bases de Régimen Local, esta institución ini- 
ció las investigaciones correspondientes con el indicado 
Ayuntamiento de Llanes. 

Recibido informe de dicha alcaldía, así como de la 
Junta Vecinal de Villa Caldueño, pudimos apreciar que 
el motivo que dio lugar a la adopción de tal medida ha- 
bía sido que el reclamante no había dado cumplimien- 
to a los pactos vecinales referentes tanto a la aportación 
económica como laboral tendentes a la ejecución de las 
obras de traída de agua al municipio, pues se conside- 
raba que lo contrario produciría un agravio compara- 
tivo con el resto de los afectados. 

Igualmente, se justificaba dicha actuación aducien- 
do que el interesado adeudaba una determinada canti- 
dad de dinero por motivos diversos y, además, se negaba 
a ceder un muro de su propiedad, afectado por la obra 
de ampliación del camino de Villa a Parada. 

Ante tal situación, nos dirigimos a la mencionada cor- 
poración local indicándole que, con independencia de 
los motivos alegados, el suministro de agua domicilia- 
ria en ningún caso podría ser entendido como una con- 
traprestación a otras obligaciones contraídas por el 
interesado, significando, asimismo, los procedimientos 
legales que, en su caso, habría de seguirse con el fin 
de hacer efectiva, de un lado, las deudas contraídas por 
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el reclamante y, de otro, la obtención del muro de su 
propiedad necesario para poder ejecutar las obras de 
ampliación referidas. 

Aceptando en parte tales propuestas, el ya mencio- 
nado ente local inició expediente expropiatorio en re- 
lación con el controvertido muro, a la vez que nos 
comunicaba que se iba a proceder a incoar procedi- 
miento de apremio para el cobro de las deudas contraí- 
das por el interesado con la junta vecinal, si bien seguía 
manteniendo el criterio de condicionar la prestación 
del servicio de abastecimiento de agua, a la obtención 
del tantas veces mencionado muro. 

A la vista de la persistente'actitud de la administra- 
ción municipal actuante, se ha insistido por parte de 
esta Institución en el carácter obligatorio que tiene di- 
cho servicio municipal de conformidad con lo dispuesto 
en el precepto ya señalada de la normativa que regula 
la Administración local, resaltando que, dado su carác- 
ter esencial, obliga a extremar el cuidado en todos los 
casos en que, como la supresión del suministro de agua, 
tienden a privar al vecino de un servicio que no sólo 
tiene derecho a utilizar, sino a exigir su prestación, se- 
gún el artículo 18.l.g) de la ya citada Ley 7/1985, Regu- 
ladora de las Bases de Régimen Local, de 2 de abril. 

Así pues, sobre la base de la fundamentación jurídi- 
ca expuesta, hemos formulado una resolución en for- 
ma de sugerencia a la administración informante, en 
el sentido de que, sin perjuicio de que se adopten los 
procedimientos reglamentariamente establecidos para, 
de un lado, expropiar un terreno propiedad del vecino, 
formulante de la queja, el cual es necesario para pro- 
ceder a la ampliación del camino desde Villa a Parada; 
y, de otro, la vía de apremio para cobrar las cantidades 
que el mismo adeuda y que son exigibles legalmente 
(lo que no ocurre con las cantidades reclamadas por fes- 
tejos dado el carácter voluntario y no de exacción fis- 
cal que significa tal ingreso), se proceda a regularizar 
el servicio obligatorio de abastecimiento de agua do- 
miciliaria al interesado. 

El Ayuntamiento de Llanes nos ha comunicado que 
en muchos pueblos del Concejo de Llanes, entre los que 
se encuentra la localidad de Villa Caldueño, el servi- 
cio de aguas se cubre y gestiona tradicionalmente por 
los propios vecinos, participando el ayuntamiento, uni- 
camente, con ayudas y asesoramiento técnico, por lo 
cual no puede actuar de forma contraria a lo acordado 
por el vecindario. 

N o  obstante, con independencia de los conflictos sur- 
gidos en el pasado con el formulante, dicha alcaldía 
acepta la mencionada resolución que procurará sea 
cumplida por los vecinos de la citada localidad median- 
te el restablecimiento del servicio de agua domicilia- 
ria al interesado. (Queja 8906721). 

1.2.7. Seguridad contra incendios del Teatro Español 
y recuperación para el uso general y público de 
la plaza de Santa Ana, en Madrid 

Las referidas quejas planteaban, por una parte, las 
carencias del Teatro Español, de titularidad municipal, 

25 DE ABRIL DE 1992.-SERIE A. NUM. 37 

desde la perspectiva de la seguridad contra incendios, 
y, en segundo lugar, la colocación en la plaza de Santa 
Ana de terrazas de veladores, anejos a los estableci- 
mientos de hostelería ubicados en el lugar, y de enor- 
mes jardineras de cemento que ocupaban una 
considerable superficie de aquella. 

En cuanto a esta última cuestión, los reclamantes pu- 
sieron de manifiesto la incoherencia del Ayuntamien- 
to de Madrid y de la Junta de Distrito Centro, en 
particular, al suprimir el mercado de artesanía existen- 
te en la plaza, actuación que, en su momento, dio lugar 
a serias advertencias de legalidad por parte de esta ins- 
titución (quejas 8915584 y 8916428: páginas 496-501, del 
informe 1990), ya que dicha supresión estuvo sustan- 
cialmente motivada, según el ayuntamiento, por razo- 
nes de seguridad en el supuesto de que se provocase 
un incendio en el Teatro Español que hiciese necesa- 
ria la intervención de los servicios municipales de ex- 
tinción de incendios. 

En definitiva, y según la motivación aducida por el 
Ayuntamiento para la supresión del mercadillo al aire 
libre, la plaza de Santa Ana tenía que estar libre de im- 
pedimentos físicos (puestos de los artesanos) para que 
pudiesen eventualmente maniobrar los vehículos y per- 
sonal del servicio de bomberos. No obstante este im- 
pecable razonamiento, suprimido el mercado, el 
ayuntamiento permitió la colocación de terrazas por 
parte de algunos bares de la zona y procedió a instalar 
enormes jardineras en aquella. A todo esto, la produc- 
ción de un incendio el 14 de julio de 1991 en el Teatro 
Español puso en evidencia la facilidad de acceso de los 
bomberos, a pesar de que la plaza se encontraba, ese 
día, en una gran parte vallada, como consecuencia de 
las obras de remodelación acometidas en la misma. 
Aquellos actuaron con prontitud y eficacia, lo que po- 
nía en evidencia que igual podrían haber actuado de 
seguir en el lugar los puestos de venta de artesanía de- 
salojados de la plaza. 

Expuestas dichas razones al Ayuntamiento de Ma- 
drid, éste manifestó, sin contradecir de manera argu- 
mentalmente sólida lo anteriormente expuesto, que las 
terrazas denunciadas estaban amparadas por la «Or- 
denanza Reguladora de Quioscos y Terrazas de Velado- 
res», aprobada por el Ayuntamiento Pleno en la sesión 
de 25 de marzo de 1988, ya que, por una parte las licen- 
cias concedidas en su día se encontraban tácitamente 
prorrogadas (art. 36 de la Ordenanza), y, por otra, las 
instalaciones hosteleras ubicadas en la plaza cumplían 
con las determinaciones de seguridad previstas en 
aquélla (art. 6.0 2.0). En cuanto a las jardineras se deci- 
ció su supresión, según se constató en la visita de un 
representante de la institución a la plaza de Santa Ana. 

Por tanto, reducido el objeto de la queja a la existen- 
cia de las terrazas-bares, la institución, frente a la ar- 
gumentación municipal expresada en su informe de 15 
de febrero de 1991, teniendo en cuenta fundamental- 
mente las razones manifestadas en su momento por el 
ayuntamiento para la supresión del mercado de arte- 
sanía que existía en el lugar, mantuvo el criterio de que 
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la recuperación del mismo para el vecindario, especial- 
mente para niños y ancianos, en una zona caracteriza- 
da por un acusado déficit de espacios libres, y la 
protección del Teatro Español, en caso de emergencia, 
aconsejaban también la supresión de las terrazas y el 
mantenimiento íntegro del espacio urbano de que se 
trata en la forma y uso que tradicionalmente tuvo. 

A la anterior fundamentación, que apelaba a la su- 
peración de lo que esta institución considere como ac- 
tuación incongruente de la Junta de Distrito de Centro 
respecto a la que adoptó con ocasión de la ocupación 
de la plaza por puestos de venta de artesanía, se aña- 
dió un argumento de estricto derecho positivo, cual es 
la previsión contenida en el artículo 8 de la menciona- 
da ((Ordenanza de Quioscos y Terrazas de Veladores)), 
a cuyo tenor «en ningún caso podrá autorizarse la ins- 
talación de terrazas de veladores, mesas, sillas o toldos 
dependientes de establecimientos hoteleros de carác- 
ter permanente, cuando el establecimiento y la terraza 
de veladores estén separados por calzada de rodaje de 
vehículos ». 

Y dado que en el presente caso las terrazas de vela- 
dores eran dependientes de establecimientos perma- 
nentes, encontrándose aquéllas y éstos separados por 
calzada de rodaje de vehículos, resultaba obligada la 
aplicación de la prohibición contenida en el menciona- 
do precepto; razón por la que se sugirió la revocación 
de las licencias otorgadas en su momento, y tácitamente 
prorrogadas, para la colocación de terrazas de velado- 
res en la plaza de Santa Ana, y la recuperación de la 
misma, de forma libre y gratuita, para el vecindario. 

El Ayuntamiento de Madrid contestó, que udado lo 
avanzado de la actual temporada, a punto de finalizar, 
se considera que su consideración y estudio deberá te- 
nerse presente para la próxima temporada)), respuesta 
que originó la petición de un nuevo informe sobre la 
cuestión, que expresase con precisión las razones jurí- 
dicas que amparaban el establecimiento de terrazas en 
la plaza. Dicho informe no había sido cumplimentado 
por el Ayuntamiento de Madrid en el momento de cie- 
rre del presente informe. 

En cuanto a la seguridad interna del edificio del Tea- 
tro Español, compareció ante la institución la Sección 
Sindical de UGT del Ayuntamiento de Madrid, denun- 
ciando fundamentalmente que el edificio que ubica el 
teatro, carecía de las condiciones necesarias para pro- 
teger a sus ocupantes, sean trabajadores o usuarios, 
frente a los riesgos originados por un eventual incendio. 

En concreto, se manifiestan en la queja las siguien- 
tes deficiencias al respecto: 

1. El edificio no estaba adecuadamente comparti- 
mentado en sectores de incendio independientes, situa- 
ción que afectaba especialmente a las zonas de 
almacenes de decorados, talleres, vestuario y atrezzo. 

2. Las zonas de foso y contrafoso, rodeadas de ma- 
teriales altamente combustibles, no estaban protegidas 
con materiales ignífugos. 

3. Las dependencias de servicio de teatro carecían 

de los adecuados elementos de evacuación: señalización 
e iluminación para el caso de emergencia, obstáculos 
en los pasillos, cierre con candado de las puertas de sa- 
lida de emergencia a la plaza de Santa Ana cuando no 
hay representación teatral. 

Igualmente, afectando esto al público en general, se 
alegaba el cierre durante las representaciones y por or- 
den del director del teatro, de las'puertas de salida a 
la calle Echegaray. 

4. Otras instalaciones de protección contra incen- 
dios (cortina de agua en foso y contrafoso; bocas de in- 
cendio; grupo electrógeno; sistemas de detección y 
alarma; telón de acero separador de sala y escenario; 
depósito de reserva de agua contra incendios, etc.), ca- 
recían de adecuado mantenimiento y control periódi- 
co de su correcto funcionamiento, siendo destacable la 
afirmación de que no existían detectores de fugas de 
gas en el cuarto de calderas, ni funcionaban los rocia- 
dores de extinción automática del escenario y foso, el 
grupo electrógeno que garantizase en situación de 
emergencia un alumbrado autónomo y el telón de ace- 
ro o cortina contra el fuego separador de sala y es- 
cenario. 

Finalmente, se alegaba la falta de elaboración de 
un plan de emergencia y evacuación del edificio. 

5. 

Ante la trascendencia de tales denuncias, en fecha 15 
de julio de 1991, representantes del Defensor del Pue- 
blo, realizaron una visita de inspección, con el objeto 
de conocer la situación tras el incendio ocurrido el 14 
de julio, así como comprobar la existencia de las ade- 
cuadas medidas contra incendios. 

Con tal ocasión, se recorrieron detenidamente las de- 
pendencias del teatro y tuvo lugar una reunión de tra- 
bajo en la que estuvieron presentes, además de los 
representantes de la institución, el concejal de seguri- 
dad del Ayuntamiento de Madrid; el gerente del Teatro 
Español; el director del departamento de prevención de 
incendios del Ayuntamiento de Madrid; el jefe de sec- 
ción de régimen interior del Ayuntamiento de Madrid 
y el director de conservación de edificación (Sección 
de Edificios Protegidos). 

En la indicada reunión se dio cuenta de los siguien- 
tes aspectos referentes al tema objeto del escrito de 
queja: 

1. Compartimentación del teatro. 

Dicha compartimentación, como elemento de protec- 
rión contra el fuego, existía en el proyecto primitivo del 
teatro de 1967. Posteriormente, publicada la Norma Bá- 
sica contra incendios de 1982, los servicios administra- 
tivos de protección civil solicitaron la adecuación del 
teatro a la nueva normativa, habiéndose efectuado nue- 
vas obras de compartimentación durante 1990 y 1991. 
En tal sentido, se comprobó la existencia de un telón 
metálico que, cumpliendo su función de aislar el esce- 
nario del patio de butacas, evitó que el fuego del día 
14 de julio adquiriese graves proporciones. 
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2. Zona foso y contrafoso. 

Estaba tratada con pintura y materiales ignífugos, no 
existiendo en dicha zona muebles o elementos que pu- 
diesen resultar perturbadores en caso de evacuación. 
De hecho, en el referido incendio, los bomberos entra- 
ron por allí y no existió impedimento alguno para su 
actuación. 

3. Dependencias de servicio del teatro. 

Los candados se ponen, por seguridad, cuando el Tea- 
tro está cerrado y no hay público. Cuando hay público 
se eliminan. Razones de seguridad nocturna (un solo 
vigilante y varias salidas) así lo aconsejan. Las puertas 
se abren por dentro, incluidas las 4 de la calle Echega- 
ray. Una de ellas, la del escenario, aludida en la queja, 
no está considerada salida de emergencia. 

4. Cortina de agua; bocas de grupo electrónico, etc. 

Se manifestó por los representantes municipales que 
había existido un adecuado mantenimiento y control 
periódico durante el último año y medio, por dos com- 
pañías privadas, como lo demostraba el hecho de que 
durante el incendio funcionasen todas las previsiones, 
y no tuviesen que utilizarse las instalaciones manua- 
les contra incendios (extintores, etc.). 

5. Plan de evacuación. 

Su inexistencia constituía la mayor deficiencia obser- 
vada por el Defensor del Pueblo. Al respecto, el ayunta- 
miento aseguró que en un inmediato futuro dicho plan 
estaría aprobado, promesa que será objeto de segui- 
miento por la institución (quejas 9018976 y 9115486). 

1.3. Servicios sanitarios 

1.3.1. Situación jurídica y asistencia1 del enfermo 
mental 

En el marco del programa de investigación sobre la 
situación de la atención a la salud mental en España, 
desarrollado durante el año 1991, y cuyas líneas gene- 
rales han sido expuestas en el capítulo dedicado a la 
Administración del Estado (queja 9125665), fueron vi- 
sitados diversos establecimientos psiquiátricos depen- 
dientes de distintas Diputaciones Provinciales y 
Cabildos y Consejos Insulares, formulándose, asimis- 
mo, las correspondientes recomendaciones. 

Así, respecto del Hospital Psiquiátrico de Palma de 
Mallorca, dependiente del Consejo Insular, puede des- 
tacarse la notable antigüedad del área destinada a en- 
fermos crónicos, y las acusadas carencias que, en 
cuanto a su funcionalidad, ofrecen las instalaciones. 

Entre estas carencias, puede señalarse la existencia 
de salas-dormitorios, en donde se ubica un elevado nú- 

mero de camas (hasta 39 en uno de los casos), escasa- 
mente separadas entre sí, situación que conlleva la 
quiebra de la intimidad de los pacientes; la inexisten- 
cia de armarios y de puertas en algunas habitaciones; 
la escasez de servicios en algunos pabellones; las os- 
tensibles deficiencias en pintura, sillas, sillones y en 
otro mobiliario; la precariedad de las áreas de estar y 
alojamiento en diversos pabellones; las zonas de du- 
chas, notablemente deterioradas y alejadas del área de 
alojamiento; y la carencia de instalaciones recreativas 
en todos los pabellones destinados a enfermos crónicos. 

Por el contrario, el área de administración, las con- 
sultas externas y el área destinada a enfermos agudos 
o de corta estancia presentan unas mejores condicio- 
nes, pudiendo calificarse sus características como acep- 
tables. 

Por lo que se refiere a la plantilla de personal del cen- 
tro, es de destacar que los catorce médicos psiquiatras 
que figuran en la misma prestan servicio en turno de 
mañana, no existiendo servicio de urgencia de carác- 
ter psiquiátrico en la isla de Mallorca. No obstante, y 
según la información facilitada, está previsto constituir 
este servicio de urgencia. De otra parte, y en función 
del número y características de la población interna- 
da en cada pabellón, cabe calificar como ajustada la 
estructura de turnos del personal auxiliar sanitario, 
siendo claramente insuficiente en alguna unidad. 

Otra de las características a resaltar es la diversidad 
en la procedencia de los enfermos asistidos en el hos- 
pital, existiendo un significativo porcentaje de usuarios 
que acceden directamente, sin que el nivel primario ha- 
ya evaluado el problema ni establecido una orientación 
diagnóstica. Igualmente, no existe un criterio único en 
la asistencia y control de los enfermos dados de alta 
en el centro, dándose a los mismos la opción de ser tra- 
tados en las consultas externas del hospital o bien en 
un centro de salud mental. 

Entre las técnicas contempladas en el hospital para 
el tratamiento de los pacientes, merece una mención 
especial la utilización del electrochoque, técnica que, 
según información facilitada, se utiliza de forma espo- 
rádica y siempre con fines terapéuticos, si bien se lle- 
va a cabo sin anestesia. 

Por último, es de destacar la existencia de una sec- 
ción de psiquiatría infantil en el hospital psiquiátrico, 
unidad que, según el criterio expuesto por la Conseje- 
ría de Sanidad y Seguridad Social en el «Plan de Sa- 
lud Mental de las Islas Baleares)), no tiene ninguna 
justificación científica ni técnica, al considerarse que 
la asistencia psiquiátrica infantil debe prestarse fun- 
damentalmente en el marco de la asistencia primaria 
y, en caso de hospitalización, en los servicios de pedia- 
tría del hospital general. 

Fue asimismo visitado el piso protegido existente den- 
tro de la estructura de este hospital psiquiátrico y des- 
tinado a pacientes clínicamente estables y con mayores 
alternativas de desinstitucionalización, pudiendo con- 
siderarse como aceptables las características de sus ins- 
talaciones. 
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En Canarias, fueron visitados una serie de estableci- 
mientos psiquiátricos dependientes del Cabildo Insu- 
lar de Tenerife. 

Así, respecto de la unidad de psiquiatría del Hospi- 
tal Universitario de Tenerife, en La Laguna, puede in- 
dicarse: la elevada proporción de los ingresos por vía 
de urgencia (90% del total), así como la existencia de 
lista de espera; la elevada proporción de reingresos, que 
puede indicar la deficiente dotación de estructuras in- 
termedias; la insuficiencia de la sala de estar de la uni- 
dad, conformada por un ensanchamiento del pasillo y 
que es utilizada igualmente como comedor; y la no rea- 
lización de actividades de terapia ocupacional, forza- 
da por la carencia de espacios dedicados a este fin, así 
como de personal de la referida categoría profesional. 

Sobre el Hospital Psiquiátrico de Tenerife, hay que 
hacer constar, en primer lugar que este establecimien- 
to acometió, en el año 1989, la elaboración y ejecución 
de un plan estratégico, cuya finalidad fue la incardina- 
ción del mismo en el sistema asistencial y la acomoda- 
ción de su estructura y actividad a las directrices del 
Informe Ministerial para la Reforma Psiquiátrica. Apar- 
te de ello, las incidencias puestas de relieve con oca- 
sión de la visita se centraron en la existencia de notorias 
diferencias en las condiciones de habitabilidad entre 
el pabellón de agudos y el resto de los destinados a hos- 
pitalización, que datan del siglo XIX. Aunque el esta- 
do de conservación, en términos generales, no es 
susceptible de crítica, el diseño estructural incide ne- 
gativamente en las referidas condiciones. 

En este sentido, hay que indicar que el alojamiento 
actual, en las unidades de media y larga estancia, se 
produce en algunos casos en habitaciones interiores y 
próximas a los motores de las cámaras de refrigeración, 
de utilización ininterrumpida, con las evidentes moles- 
tias que ello supone. Por su parte, los pabellones de psi- 
cogeriatría y de deficiencia mental cuentan con habi- 
taciones con un elevado número de camas que, dada 
su capacidad y superficie, anulan la intimidad de los 
enfermos. Por último, los aseos del último pabellón ci- 
tado presentan averías y deterioros que limitan osten- 
siblemente su adecuada funcionalidad. 

No obstante, hay que indicar que se está procedien- 
do a ejecutar obras de nueva planta y remodelaciones, 
que subsanarán dichas deficiencias. 

Sobre la actividad asistencial, no cabe formular ob- 
servaciones dignas de mención. 

También fue visitado el centro de día anexo al hospi- 
tal psiquiátrico, de reciente inauguración, pudiendo es- 
timarse como excelentes las condiciones de las 
instalaciones. 

Se visitó, por último, un hogar asistido, sito en La La- 
guna, donde se alojaban once personas procedentes del 
hospital psiquiátrico y cuyas condiciones de habilita- 
bilidad pueden considerarse como adecuadas, siendo 
óptimos, según la información obtenida, los resultados 
obtenidos en la aplicación del programa de actuación 
de este hogar, en los aspectos de autonomía individual, 
relaciones sociales y cuidado personal. 

En Castilla-La Mancha, fueron visitadas la unidad de 
psiquiatría del Hospital Provincial y la Unidad Residen- 
cial y Rehabilitadora, sitas ambas en Toledo y depen- 
dientes de la Diputación Provincial. 

Sobre la unidad de psiquiatría del Hospital Provin- 
cial de Toledo, cabe significar su elevado índice de ocu- 
pación (117,9% en el año 1990), que obedece, según los 
datos obtenidos, a la deficiente coordinación con los dis- 
positivos de atención primaria, así como a la práctica 
inexistencia de recursos asistenciales alternativos. Es- 
ta elevada presión asistencial ha forzado a la instala- 
ción de terceras camas en habitaciones destinadas 
teóricamente a dos enfermos. 

De otra parte, las actividades de terapia ocupacional 
se hallan limitadas por el insuficiente espacio destina- 
do a este fin. 

Sobre la Unidad Residencial y Rehabilitadora de To- 
ledo, puede resaltarse la inadecuación de su plantilla 
de personal, que es insuficiente en la categoría de ATS, 
auxiliares de clínica y nula en la de terapeutas ocupa- 
cionales y administrativos. 

También puede destacarse el escaso grado de implan- 
tación de las actividades rehabilitadoras, dadas las li- 
mitaciones en las dotaciones humanas y materiales 
para esta finalidad. En efecto, a la carencia de terapeu- 
tas ocupacionales ha de añadirse la inexistencia de ta- 
lleres de laborterapia y la limitación de las actividades 
desarrolladas. Los enfermos que realizan estas activi- 
dades no superan ordinariamente la cifra de doce, es 
decir, un 14% del total. 

En cuanto a las instalaciones, debe destacarse la uti- 
lización de dependencias (biblioteca, cafetería), ubica- 
das en la residencia asistida contigua a la unidad. 

En Castilla y León, fue visitado el Hospital Psiquiá- 
trico «San Salvador)), de Oña, dependiente de la Dipu- 
tación provincial de Burgos. 

El estado de conservación de las instalaciones de es- 
te hospital, pese a la antigüedad del edificio, puede es- 
timarse como correcto, con la excepción de las 
instalaciones dedicadas a cocinas y a almacenes, que 
precisarían la realización de mejoras. 

Las condiciones de ventilación e iluminación de las 
dependencias destinadas al alojamiento pueden califi- 
carse como adecuadas, econtrándose asímismo el mo- 
biliario en buen estado. Idénticas circunstancias se dan 
en las instalaciones dedicadas a comedor. 

De la información obtenida en el curso de la visita 
se desprende la existencia de un control médico de la 
alimentación desde el punto de vista dietético. Por el 
contrario, se observaron deficiencias en el sistema de 
almacenamiento y evacuación de residuos,al carecer- 
se de contenedores con cierre hermético. 

El hospital cuenta con instalaciones para la presta- 
ción de la asistencia sanitaria de carácter somático, sin 
perjuicio de la derivación del paciente al hospital ge- 
neral de la Diputación Provincial cuando ello sea 
preciso. 
En cuanto a las actividades de rehabilitación, si bien 

están condicionadas por el elevado promedio de edad 
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de los pacientes, se realiza alguna actividad de labor- 
terapia, desempeñando algunos enfermos trabajados 
fuera del hospital y estando gestionado el quiosco de 
la localidad por pacientes del mismo. El establecimien- 
to cuenta, además, con instalaciones deportivas, recre- 
tivas y culturales, sin perjuicio de realizar actividades 
en el exterior, contando a tal efecto con un microbús. 

E1 análisis de la composición de la plantilla lleva a 
constatar la existencia de un único psiquiatra en un hos- 
pital psiquiátrico de más de 500 camas. La situación 
del hospital, a 60 kms. de la capital de la provincia, po- 
dría explicar, en parte, la ausencia de psiquiatras, al no 
cubrirse, según la información obtenida, las plazas ofer- 
tadas. Esta ubicación debe ponerse, de otra parte, en 
relación con las dificultades de comunicación con di- 
versas zonas de la provincia, por lo que, para paliar es- 
ta circunstancia y promover la relación de los enfermos 
con sus familiares, se utiliza el microbús del estableci- 
miento para distribuir periódicamente a los pacientes 
en sus domicilios, al objeto de que tengan contacto con 
sus familias. 

En cuanto a la población internada, existe un buen 
número de pacientes, en especial personas de la terce- 
ra edad y personas con deficiencia mental, que serían 
susceptibles de atención en otros tipos de estableci- 
mientos (centros de atención a minusválidos psíquicos 
y residencias asistidas). El análisis de la evolución de 
los ingresos muestra una escasa movilidad y rotación 
de los pacientes, debiendo destacarse su elevado pro- 
medio de edad, así como la institucionalización de los 
mismos, que claramente puede observarse en el tiem- 
po de internamiento (439 de los 564 pacientes llevaban 
internados más de diez años). 

Por último, pese a la existencia de proyectos de rees- 
tructuración, la situación del hospital no se acomoda- 
ba aún, en el momento de la visita, a la normativa 
aprobada al efecto por la Junta de Castilla y León, .si 
bien noticias posteriores ofrecían indicios de que la 
reestructuración del establecimiento podría acelerar- 
se en breve plazo. 

En Cataluña, fue visitado el Hospital Psiquiátrico de 
Salt, dependiente de la Diputación Provincial de Gero- 
na. La visita efectuada y el análisis de la documenta- 
ción obtenida permitió constatar que el establecimiento 
atiende tanto a enfermos agudos (3 unidades), como a 
enfermos crónicos o de larga estancia (9 unidades). La 
mayoría de los pabellones presentan un estado de con- 
servación y unas condiciones de habitabilidad que pue- 
den estimarse, en términos generales, como correctas, 
salvo detalles aislados. Son excepción, sin embargo, al- 
gunos pabellones que aún no han sido remodelados y 
conservan una estructura antigua, con grandes salas 
contiguas, sin pasillos, en las que se ubican hasta quin- 
ce camas. Dado que la mayoría de los pabellones son 
de una sola planta, es escaso el riesgo en casos de in- 
cendio. El hospital, sin embargo, no cuenta con plan de 
emergencia y las medidas para este supuesto se con- 
cretan en elementos de extinción y sistema de alarma 
en algunas dependencias. 

Desde el punto de vista asistencial, las unidades de 
corta estancia se encuentran sectorizadas, circunstan- 
cia que, por el contrario, no se da en las unidades de 
larga estancia. 

Se realizan actividades de laborterapia, formando 
parte de este programa las actividades recretivas, de- 
portivas y culturales, que tienen un amplio desarrollo 
y se ejecutan de forma abierta al exterior. No existen, 
sin embargo, programas individuales de rehabilitación, 
fijándose las actividades en reuniones del equipo de la- 
borterapia y de personal de los pabellones. 

La asistencia sanitaria de carácter somático se pres- 
ta en el hospital, que cuenta con un especialista en me- 
dicina interna, derivándose en caso necesario a los 
pacientes del Hospital Provincial. Con perioricidad 
anual, se realiza un reconocimiento a los pacientes in- 
gresados. 

En cuanto al alojamiento, debe insistirse en la cir- 
cunstancia, ya reseñada, de la subsistencia, en algunos 
pabellones no remodelados, de grandes salas, que ca- 
recen de las imprescindibles condiciones para garan- 
tizar un mínimo grado de intimidad. 

Puede valorarse positivamente la situación del hos- 
pital en materia de alimentación, contándose con el ase- 
soramiento de un especialista en dietética y habiéndose 
realizado los estudios dietéticos correspondientes pa- 
ra la determinación de los menús. Los comedores, cu- 
yas condiciones son correctas, están distrubuidos en 
los distintos pabellones, habiéndose resuelto adecua- 
damente el transporte de los alimentos, al disponerse 
de carros térmicos. Salvo en algún aspecto que debe- 
ría subsanarse, como es la carencia de campana extrac- 
tora, las condiciones de las cocinas son también 
correctas, sin que, de otra parte, existan problemas dig- 
nos de mención en cuanto al almacenaje de alimentos 
y a la evacuación de residuos. 

En cuanto a la capacidad del hospital, ha existido una 
paulatina disminución del número de camas de larga 
estancia, que desde 895 en el año 1970 han pasado a 
447 en el año 1990. 

Por lo que se refiere a la población internada en las 
unidades de larga estancia, puede destacarse el eleva- 
do promedio de edad, el número relativamente impor- 
tante de pacientes no propiamente psiquiátricos, en 
especial de personas con deficiencia mental, que po- 
drían ser objeto de atención en otros dispositivos, y el 
alto promedio de años de internamiento. 

El personal del hospital presta también asistencia en 
la red sectorizada de atención extrahospitalaria esta- 
blecida por la Diputación Provincial, garantizando así 
la continuidad asistenicial. Dicha red ambulatoria que 
depende del Hospital Psiquiátrico de Salt, cuenta, co- 
mo principal dispositivo, con dispensarios comarcales, 
atendidos por equipos multiprofesionales del hospital. 
Dispone, además, de algunos centros de día. 

En Extremadura, la visita al Complejo Sanitario Pro- 
vincial de Plasencia, dependiente de la Diputación Pro- 
vincial de Cáceres, permitió observar la existencia de 
deficiencias, tanto estructurales, como de organización 
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y de funcionamiento. Ello determinó la remisión de una 
comunicación a la citada Diputación Provincial, en la 
que se resaltaban estas deficiencias., 

Como positiva cabe calificar la respuesta de la Dipu- 
tación Provincial de Cáceres, al informar que se había 
iniciado un plan general de estructuración del complejo 
sanitario, que se ejecutaría en tres fases sucesivas, 
creándose dos areas claramente diferenciadas: clínico- 
asistencia1 y residencial. 

Entre las medidas contempladas en el referido plan 
cabe destacar, respecto de la unidad de internamiento 
de corta estancia, la independización de la unidad, por 
medio de una puerta de entrada y vallado del jardín; 
la instalación de una pequeña biblioteca; la mejora de 
las instalaciones lúdicas, así como de un parque que 
permita a los enfermos pasear dentro del recinto; y la 
reforma de los dormitorios. 

En cuanto a la unidad de psicogeriatría, es preciso 
resaltar la mejora de los aseos, incluyendo la dotación 
de baños geriátricos; la renovación de la conducción 
de agua, electricidad y calefacción; la creación de con- 
troles de enfermería y salas de visitas; y la recupera- 
ción del uso de los gimnasios, para destinarlos al fin 
que les es propio. 

Por su parte, en la residencia de enfermos psíquicos, 
se preveía la financiación de las obras de conducción 
de agua, calefacción y electricidad, así como la susti- 
tución de techos y la reforma de aseos; el saneamien- 
to, la pintura y la impermeabilización de dormitorios 
y salas; la independización de los dormitorios por me- 
dio de puertas; la instalación de controles de enferme- 
ría; la renovación del mobiliario; la creación de un área 
de servicios generales, que contará con cafetería y sa- 
las de recreo; y la instalación de escaleras laterales de 
emergencia. 

En Galicia, fue visitado el Centro Residencial y Re- 
habilitador «San Rafael», de Castro de Riberas de Lea 
(Lugo), dependiente de la Diputación Provincial de Lu- 
go, pudiéndose comprobar que la parte remodelada del 
mismo se encuentra en adecuadas condiciones. Por el 
contrario, resultan absolutamente inadecuadas las con- 
diciones de otras unidades del establecimiento, siendo 
exiguas las dimensiones de algunas habitaciones, defi- 
cientes las condiciones de iluminación natural y de ven- 
tilación de otras habitaciones, y escasa o nula la 
iluminación artificial en otras dependencias destina- 
das al alojamiento. De otra parte, se observa la escasez 
de mobiliario en algunas dependencias, así como el mal 
estado del mismo en otras. 

Más en concreto, los graves problemas de las condi- 
ciones de alojamiento se acentúan en determinados as- 
pectos, como son: la existencia de habitaciones, cuyas 
ventanas no dan al exterior del edificio, sino al pasillo, 
con la consiguiente falta de intimidad y deficiente ven- 
tilación; la utilización como habitaciones de los anti- 
guos cuartos de aislamiento que no reúnen las mínimas 
condiciones de habitabilidad; la existencia de cristales 
rotos en algunas dependencias, los cuales no pueden 
ser repuestos dado el estado de las ventanas; la caren- 

cia de cristal en la ventana de uno de los antiguos cuar- 
tos de aislamiento, existiendo indicios de que, pese a 
ello, el mismo continuaba siendo usado como habita- 
ción; y el estado muy deficiente de algunos aseos. 

Con independencia de lo anterior, tanto la red de ca- 
lefacción, como la red eléctrica, presentan, según la in- 
formación obtenida, deficiencias que deberían ser 
subsanadas. 

En otro orden de cosas, pese a la disminución de ries- 
go que se deriva del desarrollo horizontal de las insta- 
laciones, se observan graves deficiencias en el sistema 
de protección contra incendios, ya que el establecimien- 
to ni siquiera dispone de extintores convenientemente 
distribuidos. 

Se realizan en el hospital actividades de labortera- 
pia, si bien no existen programas individuales de reha- 
bilitación fijados por escrito, salvo en el caso de algunos 
pacientes que siguen rehabilitación a domicilio. Por su 
parte, las instalaciones para las actividades recreativas, 
deportivas y culturales se encuentran en buenas con- 
diciones, siendo únicamente de reseñar el deficiente es- 
tado de alguna de las salas de estar y la falta de 
mobiliario en alguna de estas dependencias. Se llevan 
a cabo actividades tanto dentro como fuera del estable- 
cimiento. 

La asistencia sanitaria de carácter somático se pres- 
ta en el mismo establecimiento, derivándose a los en- 
fermos en caso necesario al Hospital General de Lugo. 
Se realizan reconocimientos periódicos, cada seis me- 
ses, a los enfermos ingresados, aparte de llevar a cabo 
la identificación de grupos de riesgo para su tratamien- 
to específico. 

En la determinación y supervisión de los menús no 
existe intervención de un especialista en dietética, aun- 
que sí de los médicos generales del hospital. Las insta- 
laciones en las que se encuentran ubicados los 
comedores y las cocinas se hallan, en términos genera- 
les, en condiciones adecuadas, como también lo están 
las cámaras frigoríficas. Por el contrario, se observó que 
no existe la adecuada separación del almacenaje de ali- 
mentos y de productos de limpieza, incluso de natura- 
leza tóxica, por lo que deberían adoptarse las medidas 
precisas para solventar esta situación. El sistema de 
evacuación de residuos se ha modificado recientemen- 
te, contándose en la actualidad con contenedores de cie- 
rre hermético. 

En cuanto a la plantilla de personal, llama la aten- 
ción la existencia de un solo psiquiatra, constituyendo 
esta circunstancia un grave problema, por su prolon- 
gación en el tiempo, que carece de una fácil solución, 
ya que, según la información obtenida, no se cubren las 
plazas ofertadas. 

En el curso de la visita pudo observarse la existen- 
cia de dos enfermos provistos de camisas de fuerza, por 
lo que se recomendó que por parte de los servicios co- 
rrespondientes del establecimiento se procediera al es- 
tudio de las posibles alternativas que pudieran, en su 
caso, evitar tal situación. 

Debe significarse, por último, que desde el mes de ju- 
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nio de 1988 se ha suspendido la admisión de nuevos en- 
fermos en el hospital, con la excepción de aquellos 
internados por orden judicial. 

Por último, en la Comunidad Valenciana, se visitó el 
Hospital Psiquiátrico de Bétera, dependiente de la Di- 
putación Provincial de Valencia, sobre el que es preci- 
so comenzar reseñando que en la actualidad se 
encuentra tan sólo parcialmente en funcionamiento, es- 
tando clausurados muchos de los módulos que integra- 
ban el establecimiento. De la magnitud de las 
instalaciones puede dar idea la existencia en el recinto 
del hospital de un hotel de seis plantas que nunca lle- 
gó a entrar en funcionamiento. Sería conveniente, por 
tanto, dar una utilización a las instalaciones que per- 
mitan su uso para las finalidades que se consideren con- 
venientes, evitándose así la infrautilización del centro. 

El estado de conservación de las instalaciones que 
actualmente se utilizan puede considerarse como co- 
rrecto en términos generales. Igual acaece con el mo- 
biliario. Se observan, sin embargo, algunas deficiencias 
en cuanto a las medidas de protección contra incendios 
y de actuación en caso de emergencia, si bien es preci- 
so tener en cuenta la disminución del riesgo que se de- 
riva de la construcción modular del hospital y de su 
escaso desarrollo en altura. 

El servicio de alimentación se presta por una empre- 
sa privada mediante contrata, existiendo supervisión 
médica desde el punto de vista dietético y realizándo- 
se el traslado de los alimentos en furgón isotérmico. No 
se observan problemas dignos de mención en el alma- 
cenamiento de los alimentos, siendo, de otra parte, co- 
rrecto el sistema de evacuación de residuos. 

La asistencia médica de carácter somático se lleva a 
cabo en el centro, prestándose la externa en el Hospi- 
tal General de la Diputación. Se realizan controles mé- 
dicos tanto al ingreso en el hospital como de forma 
periódica. 

Por lo que se refiere a las actividades rehabilitado- 
ras, y en relación con los enfermos crónicos, se fijan 
programas individuales para cada paciente. Sin embar- 
go, en el pabellón donde se alojan las personas con de- 
ficiencia mental profunda, se había efectuado, en el 
momento de la visita, la valoración de los mismos, pe- 
ro faltaban aún por fijar los objetivos y por determi- 
nar los programas. El hospital cuenta, de otra parte, con 
una amplia gama de instalaciones deportivas y re- 
creativas. 

En cuanto a la actividad asistencial, no se produje- 
ron en el año 1990 nuevos ingresos de pacientes en las 
unidades de larga estancia, centrándose los mismos en 
las unidades de atención a enfermos agudos. Se obser- 
va la paulatina disminución de la población de pacien- 
tes crónicos atendida por el hospital. 

1.3.2. Otras actuaciones relativas a la atención a la sa- 
lud mental 

Con independencia de la ejecución del programa de 
investigación sobre la situación de la atención a la sa- 

lud mental en España, se realizaron actuaciones, tam- 
bién en el ámbito de la asistencia psiquiátrica, respecto 
del Hospital «Santa Isabel)), de León. 

En efecto, la difusión, por diferentes medios de co- 
municación social, de la existencia de diversas deficien- 
cias, tanto estructurales como funcionales, en el citado 
hospital psiquiátrico, obra social de una caja de aho- 
rros y concertado con la Diputación Provincial de León, 
motivó la apertura de oficio de la correspondiente in- 
vestigación, dándose traslado de la situación plantea- 
da a la Consejería de Cultura y Bienestar Social de la 
Junta de Castilla y León. A este respecto, a la vez que 
se señalaba la gravedad de la situación expuesta, en la 
que se ponía de manifiesto la omisión de la adecuada 
asistencia a los enfermos ingresados en el citado cen- 
tro, se resaltaba la urgente necesidad de adoptar cuan- 
tas accion es fueran precisas para obviar tal 
inadecuación. 

La citada Consejería informó a esta institución que 
se había procedido a realizar una inspección en el re- 
ferido hospital psiquiátrico y que, una vez concluida la 
misma, se habían formulado diferentes recomendacio- 
nes para lograr una adecuada asistencia a los pacien- 
tes ingresados. Entre estas recomendaciones, tal y como 
consta en el exhaustivo y pormenorizado informe re- 
mitido, se encuentran: 

- La creación de una comisión paritaria, con obje- 
to de realizar el seguimiento de las recomendaciones 
formuladas. 
- Que con carácter inmediato, se reorganice el sis- 

tema de atención a las urgencias, a fin de dar cobertu- 
ra asistencial durante las 24 horas del día. 
- Que se deberá constituir una junta facultativa en 

el sanatorio, en la que estén representados los diversos 
estamentos asistenciales (médicos, psicólogos, ATS, asis- 
tentes sociales, auxiliares, etc.), que deberá elaborar y 
presentar un borrador de reglamento de régimen inte- 
rior y organigrama del establecimiento. 
- Que, por la dirección médica, debía asumirse la 

responsabilidad de las órdenes sobre la organización 
asistencial, evitándose la emisión de comunicados ge- 
néricos. 
- Que la comisión paritaria determinará la viabili- 

dad de las consultas externas del centro y, en su caso, 
su coordinación con la red pública de salud mental. 
- Que el titular del establecimiento deberá presen- 

tar un borrador de convenio de posible transferencia 
del sanatorio a la Junta de Castilla-León. 
- Que deberán cubrirse las vacantes existentes en 

la plantilla del centro, así como que la comisión proce- 
derá a estudiar la adecuación de tal plantilla. 
- Que la comisión paritaria deberá proceder al es- 

tudio de la adecuación del proyecto de obras existente 
a las necesidades de la población asistida (número de 
camas por habitación, aseos, salas de terapia, etc.) 
- Que, con carácter inmediato, se deberá habilitar 

una sala de consulta en cada una de las unidades del 
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sanatorio, a fin de que se pueda proceder a un trabajo 
más sistemático con los pacientes. 
- Que, por parte de la dirección médica del estable- 

cimiento, debe procederse a la propuesta de reestruc- 
turación del mismo, que incluirá, como mínimo, el 
diagnóstico de la institución, en el que se haga referen- 
cia a las condiciones sanitarias, sociales, psiquiátricas, 
humanas y legales de los internados y a la reordena- 
ción funcional de la institución, de modo que quede di- 
ferenciada una área residencial y un área propiamente 
sanitaria, de conformidad con lo establecido en el ar- 
tículo 10 del Decreto 834989, de 18 de mayo, de la Jun- 
ta de Castilla-León, sobre organización y funciona- 
miento de los servicios de salud mental y asistencia psi- 
quiátrica. 
- Que la reestructuración del centro deberá estar 

culminada en la segunda quincena del mes de diciem- 
bre de 1991. 
- Que debe procederse a la diferenciación de una 

unidad de hospitalización para pacientes agudos, que 
no superará las 25 camas, y que deberá ser atendida 
por un equipo específico y tener índices de rendimien- 
to asistencia1 apropiados. 
- Que por la junta facultativa del centro deberá pro- 

cederse a elaborar modelos de documentos clínicos (his- 
toria clínica, órdenes de tratamiento, documentos de 
ingreso y alta, etc.) 
- Que, igualmente, debe procederse a la actualiza- 

ción de la historia clínica de cada paciente, en la que 
deberá constar su estado clínico actual y los programas 
,de rehabilitación oportunos. 

Debe, por último, significarse que, en fecha 19 de di- 
ciembre de 1991, se suscribió un convenio entre la Di- 
putación Provincial de León, la Consejería de Cultura 
y Bienestar Social de la Junta de Castilla y León y la 
entidad titular del Hospital Psiquiátrico <<Santa Isabel », 
en el que se resalta que, a'partir del mes de enero de 
1992, se iniciará la transferencia del reseñado centro 
sanitario a la Junta de Castilla y León, comprometién- 
dose la entidad titular del establecimiento a efectuar 
la reconversión del mismo, de acuerdo con las recomen- 
daciones anteriormente aludidas (queja 91 17408). 

1.4. Servicios sociales 

En el curso de la investigación realizada en torno a 
la atención de los menores (queja 9118387), fueron vi- 
sitados algunos establecimientos dependientes de dis- 
tintas administraciones locales. 

Más en concreto, en la visita realizada al Llar de la 
Infancia, de Palma de Mallorca, dependiente del Con- 
sejo Insular, no se observaron problemas dignos de 
mención tanto en los aspectos estructurales como fun- 
cionales. 

En Vizcaya, fueron visitados dos establecimientos, de- 
pendientes de la Diputación Foral. 

De la visita efectuada al centro «Sagrada Familia)), 

de Bilbao, se desprendía que el mismo reunía condicio- 
nes adecuadas para cumplir la finalidad a la que está 
destinado, debiéndose reseñar tan solo que, según la in- 
formación recibida, no se procedía, con la periodicidad 
necesaria, a efectuar las operacions necesarias de de- 
sinfección, desratización y desinsectación. 

De otra parte, la impresión obtenida en la visita efec- 
tuada al hogar funcional, sito en Munguía, llevó a la 
convicción de que este hogar reunía unas excelentes 
condiciones, tanto estructurales, como funcionales, pa- 
ra la finalidad que debe cumplir. 

Por último, también se visitó el Hogar Provincial de 
Alicante, dependiente de la Diputación Provincial, no 
observándose deficiencias notables, ya que el mismo 
se estimó como adecuado -dejando a salvo su gran 
tamaño- en cuanto a los aspectos estructurales, si bien 
existían algunos problemas de naturaleza funcional que 
era preciso solucionar y que se referían, más en con- 
creto, al control dietético de la alimentación y a la coor- 
dinación entre los distintos equipos del establecimiento. 
De otra parte, se observó que el centro carecía de re- 
glamento de régimen interior. 

2. TRIBUTOS 

2.1. Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI) 

De las quejas recibidas en 1991, relativas a este im- 
puesto, las que han sido admitidas a trámite hacen re- 
ferencia a las siguientes cuestiones: notificaciones de 
valores catastrales incorrectos, errores en la determi- 
nación de otros elementos del impuesto y devolución 
de ingresos indebidos. 

Se ha producido un elevado índice de inadmisiones 
determinado porque muchos reclamantes planteaban 
su disconformidad con el valor atribuido a las vivien- 
das de su propiedad como consecuencia de una revi- 
sión catastral, no habiéndose producido, a juicio de esta 
institución actuación irregular por parte de la Admi- 
nistración competente. Sobre esta cuestión volveremos 
más adelante en el epígrafe 2.1.2. dedicado al estudio 
de las revisiones de los valores catastrales. 

2.1.1. Aspectos normativos. La gestión del impuesto 

El 'mpuesto sobre Bienes Inmuebles es un tributo 
directo, de carácter real, regulado por la Ley 39/1988, 
de 28 de diciembre, de Haciendas Locales. La titulari- 
dad y competencia de la gestión tributaria, se encuen- 
tra atribuida, en relación con sus tributos propios, a 
los entes locales por lo dispuesto en el artículo 106 de 
la Ley de Bases de Régimen Local. Sin embargo, la ho- 
mogeneidad de este gravamen, exige su articulación so- 
bre un soporte registra1 o catastral, lo que obliga a 
diferenciar dos esferas de gestión, la catastral general 
y la tributaria específica. La primera se refiere a las 
operaciones de determinación física de los inmuebles, 
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mediante la delimitación del suelo urbano y rústico, la 
definición de áreas económicamente homogéneas don- 
de se localizan los inmuebles, su identificación indivi- 
dualizada y la asignación de valores. La segunda esfera 
de gestión, que antes denominábamos tributaria espe- 
cífica, comprende la concesión o denegación de bene- 
ficios fiscales, la liquidación de deudas tributarias, la 
emisión de instrumentos de cobro, la resolución de ex- 
pedientes de bajas y devoluciones de ingresos indebi- 
dos, así como la información al contribuyente en las 
citadas materias. 

El nexo fundamental de unión entre ambas esferas 
de gestión lo constituye el padrón a que hace referen- 
cia el artículo 77 de la Ley de Haciendas Locales, en 
relación con el artículo 78 de la misma ley. Este padrón, 
de periodicidad anual, cuya colaboración es de compe- 
tencia estatal, está constituido por censos comprensi- 
vos de los bienes inmuebles, separando los de natura- 
leza rústica y urbana, sujetos pasivos y valores catas- 
trales y, por tanto, suministra datos de trascendencia 
fiscal. El artículo 77 de la Ley de Haciendas Locales se- 
ñala que el impuesto se gestiona a partir del padrón 
y que éste estará a disposición del público en los res- 
pectivos ayuntamimentos, estableciéndose así una ga- 
rantía para los interesados que les posibilita la correc- 
ción o subsanación de errores. 

En relación con las competencias de los ayuntamien- 
tos, que son las enumeradas anteriormente al analizar 
la esfera de gestión tributaria, y teniendo en cuenta la 
escasa capacidad de gestión que en muchos casos tie- 
nen éstos, la legislación vigente prevé la posibilidad de 
que puedan delegarse en favor de la respectiva Comu- 
nidad Autónoma, o de otras entidades locales, así co- 
mo que se arbitren mecanismos de colaboración con 
la Administración Central, o con las entidades antes 
citadas. 

Un número considerable de las quejas recibidas plan- 
tean la existencia de errores en la determinación de los 
distintos elementos del impuesto, y tienen su origen tan- 
to en la complejidad de la gestión catastral como en la 
descoordinación que en muchos casos se manifiesta en- 
tre las esferas de gestión antes mencionadas. Sobre el 
análisis de algunos de los errores más frecuentes vol- 
veremos más adelante en el epígrafe 2.1.3. 

2.1.2. Revisión de los valores catastrales 

Como señalábamos en el análisis inicial de la trami- 
tación de las quejas referentes al IBI, el elevado índice 
de inadmisiones viene determinado porque 33 recla- 
mantes planteaban su disconformidad con el valor atri- 
buido a una vivienda de su propiedad como 
consecuencia de una revisión catastral, no habiéndose 
producido, a juicio de esta institución, actuación irre- 
gular por parte de la Administración competente. De 
ellas, 25 tienen su origen en una incorrecta interpreta- 
ción de lo dispuesto en el artículo 70 de la Ley 31/1990 
de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del es- 

tado para 1991, que revoca y deja sin efecto la totali- 
dad de los valores catastrales, fijados para surtir efecto 
a partir del 1 de enero de 1991, resultantes de las po- 
nencias de valores publicadas durante los tres prime- 
ros trimestres de 1990. 

Esta disposición no afectaba a las revisiones catas- 
trales realizadas con anterioridad a 1990 que son efi- 
caces desde el citado ejercicio, lo que ha determinado 
la inadmisibilidad de estas quejas, ya que según lo que 
establecía el artículo 270 del Texto Refundido de las dis- 
posiciones legales vigentes en materia de Régimen Lo- 
cal, las nuevas bases imponibles determinadas por la 
Administración Tributaria tenían efectividad a partir 
de la iniciación del semestre natural siguiente al de su 
publicación por edictos, con independencia de que su 
notificación en forma individual a cada contribuyente 
se realizase con posterioridad. 

Por su parte el artículo 70 de la Ley 3911988 de 28 de 
diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, esta- 
blece que las ponencias de valores serán publicadas por 
edictos dentro del primer semestre del año inmediata- 
mente anterior a aquél en que deban surtir efecto los 
valores catastrales resultantes de las mismas, y que és- 
tos deberán ser notificados individualmente a cada su- 
jeto pasivo antes de la finalización del año 
inmediatamente anterior a aquél en que deban surtir 
efecto. Sin embargo, en la disposición transitoria segun- 
da de dicha Ley, se establece que el impuesto sobre bie- 
nes inmuebles comenzará a exigirse en todo el territorio 
nacional, a partir de 1 de enero de 1990, teniendo en 
cuenta los valores catastrales vigentes en la fecha indi- 
cada a efectos de la contribución territorial urbana, 
hasta tanto no se proceda a la fijación de los mismos 
con arreglo a las nuevas normas, por lo que las revisio- 
nes de valores catastrales realizadas durante el año 1989 
están exclusivamente sujetas a lo dispuesto en la legis- 
lación anterior a la Ley de Haciendas Locales. 

En la queja 9112252, se plantea un problema deriva- 
do de la descoordinación entre la Gerencia Territorial 
del Centro de Gestión Catastral y Cooperación Tribun- 
taria de Santa Cruz de Tenerife, y el Ayuntamiento de 
Breña Baja, en relación con la exposición pública de 
la recomendación del catastro de rústica. El interesa- 
do nos manifestaba en su escrito, que con fecha 21 de 
enero de 1991 se había publicado en el Boletín Oficial 
de la Provincia un anuncio de la citada gerencia comu- 
nicando que estaba expuesto a información pública en 
el mencionado ayuntamiento el catastro de rústica du- 
rante quince día hábiles. N o  obstante, cuando el inte- 
resado se personó el día 29 del mismo mes y año en las 
oficinas municipales, le comunicaron que el plazo ha- 
bía finalizado cuatro días antes. 

Tramitada la queja ante la Gerencia Territorial, este 
organismo nos remitió informe de fecha 13 de septiem- 
bre de 1991 en el que nos manifestaba lo siguiente: 

«En este sentido, le participo que, una vez compro- 
bada la queja citada, se ha procedido a reabrir el plazo 
de exposición pública de la correspondiente documen- 
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tación del CatastrQ de Rústica del citado municipio me- 
diante publicación de anuncio en el BOP de 2 de agosto 
de los corrientes, así como a dirigir al quejante (sic) el 
escrito cuya copia se adjunta, quedando, de este modo, 
debidamente atendida la queja formulada. >, 

Es de agradecer la celeridad con la que la gerencia 
ha procedido a rectificar la irregularidad denunciada, 
que se derivaba de su descoordinación con la citada cor- 
poración, y que no sólo afectaba al reclamante, sino a 
todos los propietarios relacionados en la documenta- 
ción catastral. 

El Centro de Gestión Catastral había remitido al Bo- 
letín de la Provincia, con fecha 2 de enero, para su ur- 
gente publicación, el anuncio de exposición al público 
de los documentos catastrales, en la creencia de que su 
publicación tendría lugar antes del día 10 de enero, fe- 
cha en la que se inició la exposición pública. Estos do- 
cumentos estuvieron expuestos hasta el día 26 de enero, 
y durante este plazo, un técnico de la empresa adjudi- 
cataria de los trabajos de confección del nuevo catas- 
tro atendió a todas las personas que acudieron a 
comprobar la corrección de los datos catastrales ex- 
puestos. No obstante, la publicación en el Boletín Ofi- 
cial de la Provincia no se produjo hasta el día 21 de 
enero, lo que determinó la necesidad de reabrir el pla- 
zo de exposición pública mediante la publicación de un 
nuevo anuncio en el Boletín Oficial de la Provincia. 

En los trabajos de revisión catastral es frecuente que 
aparezcan disfunciones derivadas de la insuficiente do- 
tación de personal de las gerencias territoriales. Así, 
la dedicación a los trabajos de revisión catastral del per- 
sonal adscrito a dichas gerencias dificulta la realiza- 
ción de otras tareas que, como en el caso de la 
tramitación de los recursos y reclamaciones, coinciden 
en el tiempo con los primeros. En relación con este pro- 
blema (queja 9112166) la Gerencia Territorial de Santa 
Cruz de Tenerife del Centro de Gestión Catastral y Coo- 
peración Tributaria nos remite informe, con fecha 18 
de septiembre de 1991, sobre la demora en la resolu- 
ción de un recurso presentado contra una valoración 
catastral, en el que puede leerse lo siguiente: 

«En lo que se refiere al informe que se solicita sobre 
la tramitación del expediente citado, le participo que 
como consecuencia de las revisiones catastrales en cur- 
so en esta Gerencia desde el pasado 1986, se han for- 
mulado por los interesados un volumen ciertamente 
elevado de recursos y reclamaciones, que no ha sido po- 
sible absorber adecuadamente dadas las prioridades 
que suponen los trabajos de revisión catastrales, así co- 
mo la escasa cobertura de la plantilla de personal de 
la Gerencia en años anteriores, ocasionada por conti- 
nuados traslados de personal derivados de los corres- 
pondientes concursos. Todo ello ha originado que, a 
principios de año, existiera un volumen de recursos por 
resolver ciertamente importante. Ahora bien, en el pre- 
sente año se han elaborado planes especiales de actua- 
ción al respecto, los cuales están empezando a dar 
resultados notablemente favorables.» 

Otro ejemplo significativo es el recogido en la queja 
9008994, en el que la Gerencia Territorial de Cuenca del 
Centro de Gestión Catastral y Cooperación Tributaria, 
en relación con un recurso presentado contra una va- 
loración catastral, nos remitió informe de fecha 10 de 
julio de 1990 en el que podía leerse: 

«La actualización del catastro urbano de Campillo de 
Altobuey fue adjudicada a una empresa privada, por 
no disponer esta Gerencia de medios para efectuarla, 
habiéndose realizado ya la entrega de trabajos en la fe- 
cha de interposición del recurso citado, por lo que ha 
quedado pendiente hasta que los planes de trabajo y 
las posibilidades presupuestarias permitieran una nue- 
va adjudicación de trabajos en este municipio. 

Entre la contratación de trabajos efectuada por la Ge- 
rencia en el segundo semestre de 1989, se ha incluido 
el término de Campillo de Altobuey, entregándose a la 
empresa adjudicataria el recurso de don EMA, entre la 
restante documentación pendiente del municipio, te- 
niéndose conocimiento de que ya ha sido visitada la fin- 
ca, pero no se ha emitido informe técnico aún sobre la 
misma. 

En el momento en que se reciba la documentación 
técnica cumplimentada por la empresa se procederá a 
la resolución del recurso y su notificación al contribu- 
yente citado, lo que se prevé para el segundo semestre 
del presente ejercicio.» 

Posteriormente, y como quiera que a pesar del tiem- 
po transcurrido seguía pendiente la resolución del re- 
curso interpuesto por el interesado, nos dirigimos de 
nuevo a la citada Gerencia solicitando nuevo informe, 
que nos fue remitido con fecha 22 de julio de 1991 y 
en el que se decía: 

«El informe técnico, del que dependía la resolución 
del citado expediente no ha sido emitido hasta el 12 de 
junio de 1991 por el Servicio de Inspección y Valora- 
ción Urbana de esta Gerencia, que ha debido esperar 
para emitirlo a recibir la documentación técnica del 
municipio por parte de la empresa adjudicataria de los 
trabajos catastrales en el mismo. 

A la vista del informe se dictó acuerdo de resolución 
con fecha 17 de junio, que fue intervenido en 20 de ju- 
nio y formalizado su escrito de notificación en 2 de ju- 
lio, que fue remitido al Ayuntamiento de Campillo de 
Altobuey para que procediese a su notificación formal. 

Hasta el momento no ha sido devuelto el justificante 
de la notificación a este Servicio de Gestión, por lo que 
se ha contactado con el Ayuntamiento, que ha manifes- 
tado que esta Resolución ya ha sido notificada el 12 de 
julio último y que procedían a enviar el justificante a 
vuelta de correo.» 

2.1.3. Errores en la determinación de los elementos del 
impuesto 

Los errores en la determinación de los distintos ele- 
mentos del impuesto, como consecuencia de datos ca- 
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tastrales incorrectos constituyen un problema que tiene 
su origen en la complejidad de la actividad catastral, 
en los procedimientos y medios utilizados para la revi- 
sión y actualización de los datos, así como en la defi- 
ciente coordinación que se manifiesta en algunos casos 
entre las esferas de gestión catastral y tributaria. 

En este punto debe distinguirse entre los ermres rec- 
tificables, que serían los derivados de la gestión catas- 
tral y que supondrían la modificación de datos cuya 
exactitud constara o se hubiera hecho constar oportu- 
namente ante la Administración, aplicándose por tan- 
to los criterios generales previstos en el artículo 156 de 
la Ley General Tributaria, y los casos legalmente con- 
siderados como variación física, jurídica o económica 
que sólo producen efectos en el ejercicio siguiente a 
aquél en el que son declarados. 

En el expediente 9109014 se ponen de manifiesto las 
consecuencias de estos errores -en este caso, en la de- 
terminación del propietario- que desembocan en un 
procedimiento de apremio contra persona distinta de 
la obligada a soportar la carga tributaria, problema que 
se agrava por los retrasos producidos en la resolución 
de este tipo de recursos como consecuencia de la pre- 
ceptiva intervención del Centro de Gestión Catastral en 
la revisión de los datos catastrales. 

En el expediente 9101389 el firmante expone que en 
los recibos emitidos por el Ayuntamiento de Colmenar 
de Oreja, por contribución territorial urbana, y por' 
otros tributos municipales, existe un error en la deter- 
minación del sujeto pasivo que no ha podido subsanar 
pese a sus reiterados intentos, y que posiblemente por 
este error no han podido ser atendidos en la entidad 
bancaria en la que están domiciliados. Manifiesta, asi- 
mismo, que habiendo intentado efectuar el pago en las 
oficinas del citado ayuntamiento, no ha sido posible 
porque, según le ha manifestado, «el período de cobran- 
za ya ha pasado y los recibos están bajo llave y hasta 
nueva cobranza no se puede dar ninguno». 

Admitida a trámite esta queja, nos dirijimos a la men- 
cionada corporación que, dando contestación a nues- 
tro oficio, manifestaba: 

«1.O El recibo de contribución urbana fue remitido, 
como consecuencia de la domiciliación bancaria firma- 
da por el contribuyente, a la sucursal 1193 de la Caja 
de Madrid, quien lo devolvió a los servicios de Recau- 
dación de este Ayuntamiento por incorriente. 

Que los errores habidos en dichos recibos de ur- 
bana, o en aquellos otros que gestiona el Ministerio de 
Hacienda, deben ser subsanados ante la Delegación de 
Hacienda de Madrid, en la CI Guzmán el Bueno, pues 
este Ayuntamiento sólo tiene asumida la función recau- 
datoria de los mismos, quedando en poder de la expre- 
sada Delegación las restantes funciones, gestión de 
padrones, emisión de recibos, etc. Será a partir de 1992 
cuando el Ayuntamiento asuma todas las competencias 
y, entre ellas, la de corregir los errores vertidos en pa- 
drones y recibos. 

3.0 Esta Alcaldía ha tenido conocimiento de que, 

2.0 

efectivamente, Don M. M. M. se ha personado en las ofi- 
cinas del Ayuntamiento para proceder al pago de sus 
impuestos, pero lo ha hecho en un momento en que ha- 
bía concluido el período de pago en voluntaria, y los 
servicios de recaudación estaban procediendo a un re- 
cuento de valores y confeccionando las relaciones cer- 
tificadas de deudores, por lo que, lógicamente, no se le 
pudo atender. 

Es evidente, por otra parte que el primer interesado 
en hacer efectivos los recibos es el Ayuntamiento, pues 
sólo con ese dinero se pueden mantener los servicios 
públicos y acometer las obras que esta ciudad necesita. 

En consecuencia, ruégole traslade a Don M. M. M. la 
intención de solucionar el problema que tiene plantea- 
do con su loable y ejemplar voluntad de pagar sus im- 
puestos y le comunique, como haré yo personalmente, 
las disculpas de esta Administración y de su personal 
si no se le ha podido atender con celeridad.» 

En este caso se ponen de manifiesto las dificultades 
que pueden afectar a un contribuyente, como conse- 
cuencia de la dualidad de esferas de gestión a la que 
hacíamos referencia en el epígafe 2.1.1., de forma que 
la subsanación de un error, así como la corrección de 
sus efectos, en este caso el impago del impuesto en pe- 
ríodo voluntario y la iniciación de la vía de apremio, 
exige una tramitación paralela ante la corporación mu- 
nipal y los órganos de la Administración central. 

No obstante, teniendo en cuenta la buena disposición 
del ayuntamiento, se consideró correcta la contestación 
transcrita, y así se hizo saber al interesado trasladán- 
dole el resultado de las investigaciones realizadas, sin 
perjuicio de que, en el supuesto de no resolverse defi- 
nitivamente el problema planteado, se proceda en su 
día a instar a las administraciones afectadas a coordi- 
nar sus actuaciones de forma que no resulten lesiona- 
dos los derechos de los contribuyentes. 

2.1.4. Devolución de ingresos indebidos 

En la queja 9024834 el reclamante manifiesta que tie- 
ne domiciliado el pago de los recibos de la contribu- 
ción territorial urbana y otros arbitrios municipales, 
desde el año 1970, en una entidad bancaria. A pesar de 
ello, los recibos correspondientes al ejercicio de 1989 
no han sido presentados al cobro, siendo posteriormen- 
te notificadas las correspondientes liquidaciones con 
recargo de apremio. Tramitada la queja con fecha 21 de 
noviembre de 1990 y no habiéndose recibido en esta ins- 
titución el preceptivo informe de la administración, se 
cursó requerimiento a la Consejería de Hacienda y Eco- 
nomía del Gobierno de La Rioja con fecha 28 de febre- 
ro de 1991. 

El 8 de abril del presente año se recibió en esta insti- 
tución un escrito sin membrete, ni sello de registro de 
salida, fechado en Logroño el 2 de abril de 1991 del que 
transcribimos el texto íntegro: 
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«En relación con el escrito, cuya fotocopia adjunto, 
tengo a bien informarle, que el expediente de Don 
A. R. E., se tramita conjuntamente con otros supuestos 
similares en la actualidad. 

Tales supuestos son de devolución de unos apremios 
cobrados indebidamente. )) 

Teniendo en cuenta que esta institución se había di- 
rigido a la Consejería de Economía y Hacienda del Go- 
bierno de La Rioja, y que coincide el nombre del inte- 
resado, cabe suponer que la comunicación transcrita 
ha podido ser remitida por ese departamento autonó- 
mico. No obstante, nos resistimos a creer que la citada 
administración pueda haber remitido al Defensor del 
Pueblo, en cumplimiento de lo preceptuado en la Ley 
Orgánica 34981, de 6 de abril, un oficio en el que no 
se identifica ni el funcionario o autoridad firmante, ni 
el departamento que lo remite, ni consta el sello de re- 
gistro de salida. Teniendo en cuenta lo expuesto nos he- 
mos dirigido de nuevo a la citada consejería, acompa- 
ñando copia del escrito recibido y solicitando una acla- 
ración sobre su procedencia. 

Por otra parte, y en relación con el problema plan- 
teado por el interesado, debe señalarse que estas dis- 
funciones en la gestión de los tributos se han puesto 
de manifiesto en numerosas quejas recibidas en esta 
institución, especialmente en relación con los tributos 
de cobro periódico por recibo en los que no es precep- 
tiva la notificación individualizada de las sucesivas li- 
quidaciones. 

Efectivamente, la domiciliación del pago de los tri- 
butos en entidades financieras puede originar nume- 
rosos errores derivados en la trammitación masiva de 
recibos, que en algunos casos serán imputables a la ofi- 
cina recaudadora, y, por tanto, antes de iniciar la vía 
de apremio, éstas deberían hacer las comprobaciones 
oportunas sobre la naturaleza de la incidencia que ha 
dado lugar al impago del recibo. 

2.2. Impuesto sobre vehículos de tracción mecánica 
(IVTM) 

Entre los problemas planteados en las quejas recibi- 
das en relación con este impuesto, los más relevantes 
son el relacionado con las transferencias de vehículos, 
y en concreto con lo previsto en el artículo 247 del Có- 
digo de la Circulación, y el relativo a la disparidad de 
criterios entre lo regulado en el RD 2140/85, de 9 de oc- 
tubre, en cuanto a la consignación de la potencia fiscal 
en el certificado de características ténicas de los vehí- 
culos y lo considerado por el RD 1576/89 en relación 
con el cálculo de la potencia fiscal a los efectos del 
IVTM. 

2.2.1. Transferencias de vehículos 

A los efectos de la determinación del sujeto pasivo 
del impuesto, en los casos de transferencias de vehícu- 

los, no es suficiente que el vendedor notifique a Tráfi- 
co la transmisión para que la titularidad quede 
modificada en el registro de la Dirección General, sien- 
do necesario que el adquirente confirme la transferen- 
cia. Esta cuestión dio origen a una recomendación que 
se formuló con ocasión del informe a las Cortes Gene- 
rales del ejercicio pasado. 

Entre las quejas recibidas durante el presente ejer- 
cicio es especialmente significativa, en relación con este 
problema, la 9113886 en la que la interesada plantea que 
el Ayuntamiento de Madrid, en base a los datos apor- 
tados por la Dirección General de Tráfico, le reclama 
el impuesto sobre los vehículos de tracción mecánica, 
correspondiente al año 1991, por un vehículo que fue 
legalmente transferido con anterioridad. 

Admitida la queja, nos dirigimos a la citada Direc- 
ción General, con objeto de contrastar las alegaciones 
formuladas por la interesada y conocer la exacta situa- 
ción de la cuestión planteada. Con fecha 21 de junio de 
1991, dicho centro directivo nos remite informe en el 
que puede leerse. 

((De acuerdo con el artículo 247 del Código de la Cir- 
culación, toda persona natural o jurídica deberá comu- 
nicar la transferencia dentro de los diez días hábiles 
siguientes a la misma, a la Jefatura de Tráfico de la pro- 
vincia en la que tenga su domicilio o aquélla en la que 
fue matriculado el vehículo, por medio de una decla- 
ración en la que se haga constar nombre, apellidos y 
domicilio del adquirente, la fecha de la transmisión y 
si fue con reserva de dominio o de cualquier otro dere- 
cho sobre el vehículo. Al no tener constancia en el re- 
gistro de esta Dirección General de dicha transferencia, 
sigue siendo considerada como titular del vehículo 
transmitido en tanto no se inscriba el mismo a nom- 
bre de otra persona.)) 

Nos pusimos de nuevo en contacto con la reclaman- 
te que nos remitió fotocopia de la notificación de trans- 
ferencia del vehículo, con fecha de registro de entrada 
de la Jefatura de Tráfico de Madrid, de 9 de octubre de 
1990. 

El 24 de julio siguiente, dimos traslado del citado do- 
cumento a la Dirección General, que nos remitió nue- 
vo informe en el que se manifestaba lo siguiente: 

«En contestación a su escrito del pasado 24 de julio, 
sobre la queja formulada ante esa institución por do- 
ña MCMB, sobre transferencia del vehículo que fuera 
propiedad de dicha señora, le participo que aun cuan- 
do doña MCMB ha obrado correctamente en la notifi- 
cación de transferencia a la Jefatura Provincial de 
Tráfico, el poseedor del citado vehículo no ha efectua- 
do todavía la correspondiente transferencia, por lo que 
en los antecedentes que obran en esta Dirección Gene- 
ral, sigue siendo titular del mismo la mencionada do- 
ña MCMB. 

Con objeto de solventar la reclamación que le formula 
el Ayuntamiento de Madrid, del impuesto sobre vehí- 
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culos de tracción mecánica, debe indicársele a la inte- 
resada que presente escrito de alegaciones ante dicho 
Ayuntamiento, acompañado de la fotocopia .de notifi- 
cación de transferencia de vehículos, que presentó an- 
te la referida Jefatura Provincial, o bien que interese 
del aquirente de su vehículo la inmediata transferen- 
cia del vehículo de su propiedad.» 

Estudiado detenidamente el informe transcrito, se 
consideró procedente agradecer su envío al centro di- 
rectivo competente y comunicarle que habíamos resuel- 
to dirigirnos al Secretario General Técnico del Minis- 
terio del Interior para formular una recomendación cu- 
yos términos se trasladaron a -la citada Dirección 
General. 

En la misma fecha nos dirigimos al Ministerio del In- 
terior explicando los trámites seguidos en la precedente 
reclamación y exponiendo lo siguiente, respecto a los 
informes de la Dirección General de Tráfico: 

«En relación con lo manifestado en los citados infor- 
mes, queremos significarle que en el primero de ellos, 
se hace depender la no inscripción de la transferencia 
en el registro de vehículos del supuesto incumplimien- 
to por la interesada de las obligaciones previstas para 
el transmitente en el artículo 247 del Código de la Cir- 
culación. Sin embargo, en el segundo, se considera que 
la notificación de la transferencia por el vendedor no 
produce efecto registral alguno, hasta tanto no se con- 
firme la transferencia por el comprador. 

Esta aparente contradicción en los informes del ci- 
tado centro directivo, parece tener su origen en la am- 
bigüedad del artículo 247 del Código de la Circulación 
que en su apartado 1.3. establece que el transmitente 
seguirá siendo considerado como titular del vehículo 
transferido, en tanto no se inscriba el vehículo a nom- 
bre de otra persona, en el caso de que hubiera incum- 
plido las obligaciones señaladas en los párrafos 1.1. y 
I.2., pero no prevé efecto alguno cuando las citadas obli- 
gaciones hubieran sido cumplidas por el vendedor, sin 
que el comprador cumpla con lo preceptuado en el 
apartado 111 del citado artículo. 

El criterio seguido por la Dirección General de Trá- 
fico, es hacer extensivo lo previsto en el apartado 1.3. 
del artículo 247 a los supuestos en los que el vendedor 
ha obrado correctamente en la notificación de la trans- 
ferencia a la Jefatura Provincial de Tráfico, lo que oca- 
siona frecuentes problemas, tanto en lo que se refiere 
a la determinación del sujeto pasivo del impuesto so- 
bre vehículos de tracción mecánica, como en lo que 
afecta a la responsabilidad que, en su caso, pudiera atri- 
buírsele por las infracciones a las normas de circula- 
ción, cometidas por el adquirente. 

Con independencia del caso concreto que da origen 
a este expediente, se han tramitado en esta institución 
numerosas quejas planteadas por personas que habien- 
do transferido su vehículo siguen recibiendo notifica- 
ciones relacionadas con el impuesto citado, o con 
sanciones derivadas de infracciones a las normas de cir- 

culación. En la mayoría de los casos, la raíz del proble- 
ma se encuentra en el incumplimiento por parte del 
adquirente de las obligaciones establecidas en el apar- 
tado 111 del artículo 247 de Código de la Circulación. 
Y aunque existen procedimientos previstos tanto para 
identificar al conductor responsable en el caso de las 
infracciones, como para impugnar la liquidación noti- 
ficada, en el caso del impuesto, no parece razonable ha- 
cer recaer, en dichos procedimientos, la carga de la 
prueba de que el vehículo ha sido transferido sobre el 
transmitente, así como otros efectos injustificadamen- 
te gravosos para una persona que ha cumplido con to- 
das sus obligaciones legales. >, 

Por ello se recomendó que se estudiase la convenien- 
cia de completar las previsiones contenidas en la ac- 
tual normativa reguladora de las transferencias de 
vehículos, de forma que en el caso de cumplimiento por 
parte del transmitente de las obligaciones recogidas en 
los párrafos 1.1 y 1.2 del artículo 247 del Código de la 
Circulación, no siga figurando, en ningún caso, como 
titular registral del vehícuo transferido. 

La Secretaría General Técnica del Ministerio del In- 
terior nos ha remitido escrito de contestación a la re- 
comendación formulada, manifestando que, sin 
perjuicio de que la normativa sobre transferencias se 
aborde y regule con más precisión en el futuro Regla- 
mento de Vehículos que se elabore en desarrollo de la 
Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos de Motor 
y Seguridad Vial, el vigente artículo 247 del Código de 
la Circulación permite solucionar los problemas plan- 
teados actualmente. 

En este sentido, se argumenta que lo que sucede en 
la práctica es que muchas veces no se cumple o no se 
aplica correctamente el citado artículo 247, ya que el 
vendedor se limita en la mayoría de los casos a notifi- 
car la transferencia en la Jefatura de Tráfico de acuer- 
do con lo dispuesto en el punto 1.2. del referido 
precepto, pero no aporta al tiempo algún documento 
que acredite el cumplimiento de lo preceptuado en el' 
punto 1.1. del mismo artículo. 

Una vez analizadas las manifestaciones anteriores he- 
mos considerado necesario reiterar la recomendación 
formulada haciendo las siguientes consideraciones: 

Primera. El artículo 247 del Código de la Circula- 
ción establece las obligaciones para el vendedor del ve- 
hículo. La primera (punto 1.1.) supone la entrega contra 
recibo al adquirente del permiso de circulación, en el 
que se haya hecho constar en el reverso la palabra 
«Transferido», así como el nombre, apellidos y domici- 
lio del adquirente, la fecha de la transmisión y su fir- 
ma reconocida. La segunda consiste en notificar la 
transferencia, dentro de los diez días hábiles siguien- 
tes a la misma, a la Jefatura de Tráfico. La primera obli- 
ga al vendedor en relación con el comprador, y la 
segunda al vendedor en relación con la Jefatura de 
Tráfico. 

De lo anterior no se deduce, en ningún ca- 
so, que el comprador deba aportar a la Jefatura de Trá- 

Segunda. 
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fico documentó alguno junto a la notificación de la 
transferencia, y de hecho no es práctica habitual infor- 
mar a los interesados de la conveniencia de aportar el 
documento acreditativo de la entrega del permiso de 
circulación al adquirente. 

En los informes remitidos a esta institución por la 
Dirección General de Tráfico con anterioridad a la re- 
comendación formulada no se hacía mención alguna 
a esta supuesta obligación, sino que se limitaban a ar- 
gumentar en base al incumplimiento por parte del ad- 
quirente del vehículo de la obligación de solicitar la 
inscripción, o bien al incumplimiento por parte del ven- 
dedor de la obligación de notificar la transferencia. 

En el informe remitido por esa Dirección 
General se afirma que la normativa vigente sobre trans- 
ferencias, contenida en el artículo 247 del Código de la 
Circulación, permite solucionar este tipo de problemas, 
no existiendo, a juicio de ese centro directivo, un vacío 
legal. 

No obstante, es evidente que la redacción del citado 
artículo, por su ambigüedad, viene dando lugar a in- 
terpretaciones distintas, como se pone de manifiesto en 
el informe de esa Dirección General, de 24 de julio de 
1991 en el que se afirmaba que aun cuando la transmi- 
tante había obrado correctamente al haber notificado 
la transferencia del vehículo a la Jefatura Provincial de 
Tráfico, seguía figurando como titular del mismo, ya 
que el adquirente no había efectuado todavía la corres- 
pondiente transferencia. 

En relación con este mismo problema en la queja 
9028662 se plantea el caso de una persona que, habien- 
do entregado su vehículo como parte del pago al adqui- 
rir uno nuevo, continúa figurando como titular del 
mismo a todos los efectos, por lo que ha sido conside- 
rado sujeto pasivo del impuesto en los años sucesivos 
a la transmisión. 

Esta queja fue tramitada al objeto de contrastar las 
alegaciones formuladas por el interesado, ante el Ayun- 
tamiento de Villafranca de Córdoba y ante la Jefatura 
Provincial de Tráfico de la misma provincia. En el in- 
forme de la corporación municipal se manifiesta que 
el referido vehículo se encuentra dado de alta y por tan- 
to figura en los listados cobratorios por el concepto de 
impuesto sobre vehículos de tracción mecánica, toda 
vez que, como es preceptivo, no se ha recibido en este 
ayuntamiento la comunicación de baja por parte de la 
Jefatura Provincial de Tráfico. 

En el informe remitido,por la citada Jefatura Provin- 
cial se transcribe el artículo 247 del Código de la Cir- 
culación y se añade el siguiente comentario: 

Tercera. 

«Por todo ello, si el titular que ha incumplido la nor- 
mativa legal, no aporta prueba testifical o documental, 
que justifique la transferencia -concretamente en el 
caso que nos ocupa, por ejemplo, contrato de compra- 
venta donde conste que el vehículo fue entregado co- 
mo parte del pago- esta Jefatura repite, sin dichas 
pruebas, no puede asignar ni privar de titularidad, de 
un modo arbitrario y sin fundamento jurídico alguno.» 

En algunos casos, como en el puesto de manifiesto 
en la queja 9011505 los errores en la determinación del 
sujeto pasivo se producen con independencia de los da- 
tos que figuran en el registro de vehículos de la Dele- 
gación Provincial de Tráfico. En este caso el interesado 
ha solicitado al Ayuntamiento de Carreño (Asturias) la 
devolución del importe del impuesto correspondiente 
a los ejercicios de 1983, 1984 y 1985. 

A pesar de que el vehículo figura registrado a nom- 
bre de otra persona el ayuntamiento no ha resuelto so- 
bre la solicitud de devolución planteada, limitándose 
a acordar la anulación de los recibos de los años 1986 
y 1987. 

Admitida la queja, nos dirigimos a la citada corpo- 
ración solicitando informe, que nos es remitido con fe- 
cha 12 de febrero de 1991 y en el que se manifiesta que 
han sido resueltas todas las instancias presentadas por 
el compareciente, aceptando o no su requerimiento pero 
siendo contestadas y notificadas pertinentemente. No 
obstante, de la documentación que se adjunta al cita- 
do informe se desprende que sigue sin resolverse la so- 
licitud de devolución que fue planteada por el 
interesado con fecha 20 de febrero de 1988. En base a 
lo expuesto nos hemos dirigido nuevamente a la citada 
corporación recordándole la obligación de resolver ex- 
presamente sobre la devolución del impuesto de los 
ejercicios 1983 a 1985. Asimismo, hemos remitido es- 
crito al interesado informándole de las actuaciones rea- 
lizadas, así como dándole traslado de la recomendación 
formulada en relación con las transferencias de ve- 
hículos. 

2.2.2. Consignación de la potencia fiscal de los ve- 
hículos 

En la 8903353 el interesado expone que es propieta- 
rio de un vehículo marca Peugeot, Modelo 205, tipo 
XLD, con una potencia fiscal de 12 C. V. E Sin embar- 
go, el Ayuntamiento de Madrid, a efectos del Impuesto 
de Circulación, atribuye al vehículo una potencia fis- 
cal de 12,3 C. V. E, lo que supone un incremento sus- 
tancial en la cuota del impuesto. Con fecha 30 de enero 
de 1990, solicitó del ayuntamiento la reconsideración 
de dicha valoración, sin obtener respuesta de dicha cor- 
poración. 

Dando respuesta a nuestra solicitud, recibimos infor- 
me del citado Ayuntamiento de Madrid, en el que se 
dice: 

«La cuestión que ya se había planteado respecto del 
anterior Impuesto de Circulación de Vehículos, cuya ta- 
rifa tenía el mismo texto que el actual Impuesto, fue 
también resuelta, tanto en reiteradas sentencias de los 
Tribunales como en resoluciones del Ministerio de Ha- 
cienda, en el mismo sentido de que no se podían des- 
preciar las fracciones de caballo fiscal que 
correspondiera al vehículo, a los efectos de fijación de 
las cuotas. 
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El problema, que debía haber quedado definitivamen- 
te resuelto, se vino a complicar con la publicación del 
Real Decreto 214011985, de 9 de octubre, sobre homo- 
logación de tipos de vehículos, remolques y semirremol- 
ques, partes y piezas de los mismos, que establecía en 
uno de sus apéndices que, para rellenar los impresos 
correspondientes “se consignará la potencia fiscal en 
C. V. F., despreciando los decimales resultantes de apli- 
car la expresión correspondiente del Código de la Cir- 
culación”. )) 

Esta disposición que no debería haber tenido, en prin- 
cipio, ningún efecto en relación con el Impuesto sobre 
Vehículos de Tracción Mecánica, ha inducido, sin em- 
bargo, a error a los contribuyentes pues, a su amparo, 
algunas fábricas constructoras de automóviles no ha- 
cen constar en la tarjeta de características técnicas de 
vehículos los caballos fiscales con los dos decimales an- 
tes indicados, con lo que el interesado desconoce la po- 
tencia fiscal verdadera al matricular un coche nuevo. 

Otras fábricas de coches, en cambio, sí que hacen 
constar los decimales en la tarjeta de características 
técnicas con lo en estos coches la dificultad anterior 
no se plantea. 

El Ministerio de Economía y Hacienda, en el mismo 
sentido, sigue estimando la necesidad de que consten 
las fracciones decimales en la potencia fiscal como pue- 
de comprobarse en las Ordenes que publica anualmente 
sobre los precios medios de venta para la autoliquida- 
ción de las transmisiones de vehículos usados. 

Finalmente, conviene añadir que el Real Decreto Le- 
gislativo 33911990, de 2 de marzo, por el que se aprue- 
ba el texto articulado de la Ley sobre Tráfico, 
Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial es- 
tablece, en su disposicion transitoria, que hasta la en- 
trada en vigor de las normas que se dicten para su 
desarrollo, se aplicarán como Reglamento de la misma 
el Código de la Circulación, aprobado por Decreto de 
25 de septiembre de 1934, y disposiciones complemen- 
tarias, en la medida de que no se opongan a lo que en 
ella se establece. 

Después de analizar las distintas implicaciones del 
problema planteado, con fecha 13 de febrero de 1991 
nos dirigimos al entonces Ministerio de Industria y 
Energía, en la línea de lo que ya se había manifestado 
en la recomendación formulada sobre este tema con 
ocasión del informe a las Cortes Generales correspon- 
diente a 1990, y, en consecuencia, insistiendo en la con- 
veniencia de modificar el criterio seguido por el Real 
Decreto 2140/85, de 9 de octubre, en cuanto a la expre- 
sión de la potencia fiscal en CVP en las tarjetas ITV, 
despreciando los decimales resultantes de aplicar la ex- 
presión correspondiente del Código de la Circulación. 

Dando respuesta a nuestro escrito el Ministerio de 
Industria y Energía nos remitió informe, de fecha 14 
de marzo de 1991, en el que se decía: 

((En contestación relacionado con el expediente 
8903353 tramitado a instancia de Don L. J. A. B., le co- 
munico que, según informe de la Dirección General de 

Política Tecnológica de este Departamento, está en trá- 
mite la oportuna modificación del Real Decreto 2140/85, 
de 9 de octubre, a fin de que el criterio seguido por es- 
te Real Decreto, en cuanto a la consignación en el cer- 
tificado de características técnicas del vehículo de la 
potencia fiscal en CVF expresa despreciando los deci- 
males resultantes de aplicar la expresión correspon- 
diente del Código de la Circulación, esté en 
concordancia con el establecimiento en el Real Decre- 
to 1576/1989, cuyo artículo 3.0 indica que la potencia 
fiscal se calculará, conforme a lo dispuesto en el ar- 
tículo 260 del Código de la Circulación, con dos deci- 
males aproximados por defecto.)) 

Posteriormente se recibe nuevo escrito del Director 
General de Servicios del Ministerio de Industria, Co- 
mercio y Turismo, en el que se dice: 

«Sobre la tramitación de la disposición de este De- 
partamento que modifique el Real Decreto 2140/8S de 
9 de octubre, a la cual se hacía referencia en el escrito 
de esta Dirección General de 13 de marzo de 1991, re- 
mitido a VI, le comunico que, según informe de la Di- 
rección General de Política Tecnológica, en la 
actualidad ya está elaborada la propuesta de Orden mo- 
dificando dicho Real Decreto, la cual se enviará a la Se- 
cretaría General Técnica para su informe preceptivo, 
y una vez obtenido éste, se elevará al Excmo. Sr. Minis- 
tro de este Departamento para su aprobación.)) 

Una vez en vigor la modificación anunciada del cita- 
do Real Decreto, quedará resuelto el problema plantea- 
do, en la línea de lo recomendado por el Defensor del 
Pueblo, evitándose, así, la confusión derivada de la uti- 
lización de dos criterios distintos para la consignación 
de la potencia fiscal de los vehículos, lo que viene in- 
duciendo a error en los adquirentes de vehículos en 
cuanto a la carga fiscal que deben soportar en su con- 
dición de propietarios de los mismos. 

2.2.3, Errores en las liquidaciones 

En la queja 9110261 el firmante expone que con fe- 
cha 19 de mayo de 1990 presentó recurso contra una 
providencia de embargo en base a no haber sido noti- 
ficada la correspondiente liquidación. Al parecer, el 
Ayuntamiento de Madrid había expedido el correspon- 
diente recibo con un error en el domicilio del contri- 
buyente. 

Una vez tramitado el expediente, recibimos oficio de 
la citada corporación, en el que se manifestaba que Don 
G. B. M. presentó declaración de alta en ICV el 15 de ju- 
nio de 1984 y que, conforme a los datos declarados, se 
practicó liquidación por el año 1984, con cuota de 8.898 
pesetas que correspondía a la potencia fiscal declara- 
da, que fue pagada por el reclamante. 

Como consecuencia de la declaración y liquidación 
antedicha, el vehículo generó recibo de matrícula en el 
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ejercicio 1985 con los siguientes errores: a) cuota inco- 
rrecta, por importe de 3.900 pesetas, cuando a la po- 
tencia fiscal del vehículo, le correspondía una cuota de 
9.150 pesetas para el citado ejercicio. Este error fue co- 
rregido en el año 1986, emitiéndose el recibo de dicho 
ejercicio y los siguientes, con cuota correcta, b) error 
en el domicilio fiscal, apareciendo el número 125 de la 
Calle R, en vez del número 11 declarado por el contri- 
buyente, error que no fue subsanado hasta el año 1989; 
no obstante, el recibo fue pagado en período voluntario. 

Con posterioridad se practicó liquidación comple- 
mentaria del ejercicio 1985, por importe de 5.250 pese- 
tas correspondiente a la diferencia entre la cuota 
ingresada y la que correspondía al vehículo según la 
potencia declarada. Esta liquidación recogía asimismo 
el domicilio fiscal incorrecto y fue pagada por el recla- 
mante en vía de apremio. 

En el Registro de la Sección correspondiente, cons- 
taba asimismo que con fecha 23 de enero de 1986, se 
inició expediente de reclamación contra la liquidación 
antedicha. 

Aun cuando el recibo del año 1986 fue emitido con 
cuota correcta y domicilio incorrecto, el mismo fue sa- 
tisfecho por el contribuyente en período voluntario. 

No obstante, se generó liquidación complementaria 
(improcedente) por el citado ejercicio, igualmente con 
domicilio incorrecto, que fue pagada por el contribu- 
yente en vía de apremio y reclamada el 6 de agosto de 
1988. 

Los recibos correspondientes a los ejercicios 1987 y 
1988, fueron asimismo emitidos con domicilio incorrec- 
to y reclamados en vía de apremio en fecha 13 de mayo 
de 1990 y 26 de marzo de 1991, y, posteriormente satis- 
fechos, mediante embargo de cuenta corriente. 

Aun cuando el escrito de fecha 6 de agosto de 1988 
impugnaba de forma expresa la liquidación comple- 
mentaria del ejercicio 1986, aportaba la documentación 
referente a la liquidación complementaria emitida por 
el ejercicio 1985, por lo que la misma debía entenderse 
impugnada tácitamente, e interrumpida, en consecuen- 
cia, la prescripción. 

La citada liquidación fue practicada improcedente- 
mente, ya que el recibo emitido y pagado en período 
voluntario, aun cuando contenía un cuota inferior a la 
que correspondía al vehículo, adquirió firmeza, no de- 
biendo ser revisado su importe, a tenor de lo dispues- 
to en el artículo 110 de la Ley de Procedimiento 
Administrativo y el artículo 56 de la Ley Reguladora de 
la Jurisdicción Contencioso Administrativa, ya que en 
todo caso, para la revisión, habría resultado preciso 
acudir a esta jurisdicción, previa declaración de le- 
sividad. 

Asimismo procedía la anulación de la liquidación 
complementaria practicada por el ejercicio 1986, que 
además de lo expuesto en el punto anterior, incurrió 
en duplicidad con el recibo emitido y pagado con tari- 
fa correcta. 

Los recargos de apremio satisfechos por los ejerci- 
cios 1987 y 1988 eran igualmente anulables, ya que los 

recibos fueron emitidos con error en el domicilio del 
contribuyente, error no imputable al mismo, que lo ha- 
bía declarado correctamente, sino sólo a la administra- 
ción municipal. 

Por todo lo expuesto, el Ayuntamiento de Madrid pro- 
puso al órgano competente la devolución de la totali- 
dad de los importes pagados por las liquidaciones 
complementarias de los años 1985 y 1986 y los recar- 
gos de apremio pagados por los ejercicios 1987 y 1988, 
la cual una vez aprobada, sería notificada al interesa- 
do en la forma debida. 

Debe destacarse la corrección de la respuesta dada 
por la citada corporación, así como su actitud, al recti- 
ficar los errores e irregularidades cometidos en la tra- 
mitación del expediente. Teniendo en cuenta que se 
habían corregido las deficiencias denunciadas por el 
reclamante, se ha procedido a archivar el expediente 
y a comunicar al interesado el resultado favorable de 
nuestra intervención. 

2.2.4. Determinación del sujeto pasivo del impuesto 

La falta de coordinación entre las Direcciones Pro- 
vinciales de Tráfico y los ayuntamientos origina fre- 
cuentemente problemas en la determinación del sujeto 
pasivo del impuesto. Este problema se pone de mani- 
fiesto en la queja 9018280, en la que se expone que una 
baja en Tráfico tramitada en el año 1985 no se comuni- 
ca al Ayuntamiento de Colmenar Viejo hasta el año 
1988, lo que ha originado que, por la oficina de Recau- 
dación Municipal del Ayuntamiento de Colmenar Vie- 
jo, se haya procedido al embargo de las cuentas 
corrientes del interesado por el supuesto impago del 
Impuesto Municipal de Circulación correspondiente a 
los ejercicios de 1986 y 1987. El vehículo fue transferi- 
do con fecha 23 de diciembre de 1985, como así consta 
en los registros de la Jefatura Provincial de Tráfico de 
Madrid, y, con fecha 16 de septiembre de 1988, el inte- 
resado se dirigió a ese Ayuntamiento, exponiendo los 
hechos y solicitando la devolución de las cantidades em- 
bargadas, así como el resarcimiento de los gastos y per- 
juicios sufridos. 

En la respuesta dada por el Ayuntamiento al oficio 
dirigido por esta institución se decía entre otras cosas: 

«Visto el expediente del citado vehículo, se observa 
que efectivamente fue Baja en Tráfico el 23 de diciem- 
bre de 1985. Esta Baja no se ha recibido en Colmenar 
Viejo hasta el año 1988 por cuya causa figuró el men- 
cionado vehículo en los Padrones de los años 1986,1987 
y 1988. 

La deuda correspondiente a los ejercicios 1986 y 1987 
asciende a 2.325 pesetas, incluido el recargo del 10 por 
100 y costas. Esta cantidad debe serle devuelta, previa 
presentación de los recibos al efecto.» 

Considerando correcta la contestación dada por la ci- 
tada corporación, se acordó dar por finalizada nuestra 
intervención. 
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2.3. Otros tributos 

2.3.1. Tasas 

En la queja 9020124, se plantea un problema que afec- 
ta a la naturaleza misma de las tasas. El Ayuntamiento 
de Puig (Valencia) exige desde el año 1984 el pago de 
una tasa de incendios con carácter general, e indepen- 
dientemente de la prestación efectiva del servicio. Una 
vez tramitada la queja, el citado Ayuntamiento nos re- 
mite informe, de fecha 12 de marzo pasado, al que se 
adjunta la Ordenanza de la mencionada tasa. Analiza- 
da la misma, se concluye que lo previsto en su artículo 
2.4 por lo que a continuación se explica, entra en con- 
tradicción tanto con lo dispuesto en el artículo 26.1 de 
la Ley General Tributaria, en su nueva redacción, dada 
por la Ley 8189, de 13 de abril, de tasas y precios públi- 
cos, como con el artículo 20 de la Ley 3911988, de 20 
de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales. En 
ambas normas, se define el hecho imponible de las ta- 
sas, como la prestación de un servicio o la realización 
de una actividad que se refiera, afecte o beneficie de 
modo particular al sujeto pasivo. Las citadas normas 
están refiriéndose a la prestación de servicios y, por tan- 
to, la mera existencia del mismo, no es suficiente para 
constituir el hecho imponible de una tasa. 

En el artículo 2.0 de la citada ordenanza se define el 
hecho imponible y el sujeto pasivo de la tasa en los tér- 
minos que a continuación se transcriben: 

«Hecho imponible. Está determinado por la utiliza- 
ción de cualesquiera de los servicios a que se refiere 
el número 2 del artículo 1.0 anterior y la obligación de 
contribuir nacerá por el servicio de prevención gene- 
ral, por el hecho de estar establecido, dispuesto y en 
estado de alerta permanente el servicio, para acudir sin 
demora a cualquier lugar donde sea precisa su ac- 
tuación. 

La asistencia concreta, prestada en caso de incendio 
no originará obligación alguna de contribuir respecto 
de los bienes de las personas naturales o jurídicas que 
satisfagan los derechos regulados en esta Ordenanza. 

Sujeto pasivo. Están obligados al pago las per- 
sonas naturales o jurídicas propietarias o poseedoras 
de edificios, en el sentido más amplio de la palabra: 
sean cualesquiera los elementos de que estén construi- 
dos, los lugares en que se hallen emplazados y el uso 
a que se destinan, aun cuando por la forma de su cons- 
trucción sean perfectamente transportables y aun cuan- 
do el terreno sobre el que se hallen situados no 
pertenezca al Propietario o poseedor de la construcción, 
y de las instalaciones comerciales e industriales asimi- 
lables a edificios, como diques, tanques, cargaderos y 
otros análogos.» 

2. 

Estudiado lo precedente, esta institución consideró 
necesario dirigirse a la citada corporación haciendo las 
siguientes consideraciones: 

((PRIMERA: En el artículo 26.1 de la Ley General Tri- 
butaria, en su nueva redacción dada por la Ley 811989, 
de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos, así como 
en el artículo 20 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, 
reguladora de las Haciendas Locales, se define el he- 
cho imponible de la tasa como la prestación de un ser- 
vicio o la realización de una actividad que se refiera, 
afecte o beneficie de modo particular al sujeto pasivo. 
Prescindiendo del análisis de las circunstancias que de- 
limitan la tasa del precio público, por ser irrelevantes 
al objeto que pretendemos, queremos destacar que las 
citadas normas están refiriéndose a la prestación efec- 
tiva de servicios, y por tanto la mera existencia del mis- 
mo no es suficiente para constituir el hecho imponible 
del gravamen. 

SEGUNDA: En el régimen jurídico anterior a la Ley 
de Haciendqs Locales, recogido en el Título VIII, del 
Real Decreto Legislativo 7811986, de 18 de abril, se de- 
limitaba el hecho imponible como la prestación de ser- 
vicios o la realización de actividades de la competencia 
municipal que benefician especialmente a personas de- 
terminadas o, aunque no les beneficien, les afecten de 
modo particular, siempre que, en este último caso, la 
actividad municipal haya sido motivada por dichas per- 
sonas directa o indirectamente. 

A los efectos de la exigencia de la prestación efectiva 
del servicio no ha existido, por tanto, variación alguna 
derivada de las modificaciones legislativas de 1988 y 
1989, por lo que debe entenderse que la aspiración de 
convertir la mera existencia de un servicio en hecho im- 
ponible de una tasa, no es susceptible de tener acogi- 
da en el ordenamiento jurídico español, por ser 
contraria a la naturaleza misma del gravamen. 

TERCERA: El sujeto pasivo de una tasa no puede ser 
el poseedor o propietario de un edificio por el mero he- 
cho de serlo. En este sentido el artículo 23 de la Ley 
3911988 establece que tendrán la condición de sustitu- 
tos del contribuyente, en las tasas establecidas por ra- 
zón de servicios que afecten o beneficien a los 
ocupantes de viviendas o locales, los propietarios de di- 
chos inmuebles, quienes podrán repercutir, en su ca- 
so, las cuotas sobre los respectivos beneficiarios. No 
cabe, por tanto, establecer una relación genérica entre 
la titularidad de un bien inmueble y la condición de su- 
jeto pasivo de una tasa, con independencia de cuales- 
quiera otras circunstancias. 

CUARTA La citada ordenanza establece que la obli- 
gación de contribuir nacerá por el servicio de preven- 
ción general, por el hecho de estar establecido, 
dispuesto, y en estado de alerta permanente, para acu- 
dir sin demora a cualquier lugar. Con independencia 
de lo argumentado anteriormente en relación con la 
consideración de la mera existencia de un servicio co- 
mo hecho imponible de una tasa, existe una contradic- 
ción entre la delimitación que se hace del sujeto pasivo, 
en base al único y exclusivo criterio de la propiedad y 
posesión de edificios, y la extensión de los potenciales 
beneficiarios, especialmente, cuando un incendio afecta 
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a bienes de mayor valor, como la vida o la integridad 
física de las personas.)) 

Las manifestaciones anteriores no obstan para que 
esta institución valore positivamente el esfuerzo de ese 
municipio al promover, en el ámbito de las competen- 
cias atribuidas por el art. 25 de la Ley de Bases del Ré- 
gimen Local, un servicio de prevención y extinción de 
incendios, aun no cumpliendo las condiciones de obli- 
gatoriedad previstas en el art. 26 de la citada Ley. 

No obstante lo anterior, se consideró procedente for- 
mular a la citada corporación la siguiente recomen- 
dación: 

«Que se proceda a modificar la ordenanza n.0 31 de 
ese Ayuntamiento de forma que el hecho imponible de 
la tasa lo constituya la prestación efectiva del servicio, 
y que sean sujetos pasivos las personas físicas o jurí- 
dicas que soliciten el mismo o que resulten beneficia- 
das o afectadas por su prestación efectiva.» 

Estamos a la espera de recibir el informe solicitado. 
Otra queja significativa en relación con esta materia 

es la 9119145 formulada por la Asociación de Propieta- 
rios Extranjeros, planteando que numerosos residen- 
tes en el municipio de Benidoleig han recibido una 
notificación del ayuntamiento que transcribimos lite- 
ralmente: 

«Por la presente se le comunica que en la Secretaría 
de este Ayuntamiento existen recibo/s de Basura y Fies- 
tas pendientels de pago por Vd. 

Por todo lo cual, pongo en su conocimiento, que si 
en el plazo de 15 días a partir de la recepción de esta 
carta, no pasa por la referida Secretaría a liquidar la 
mencionada deuda se le impondrá al total de suls reci- 
bo/s el 20% en el primer aviso, el 50% en el segundo 
aviso y el 100% en el tercer aviso. 

En caso de no ser atendido el tercer aviso se proce- 
derá a CORTAR el agua, teniendo que abonar si quiere 
volver a conectar con la Red General, el importe de una 
nueva acometida, más los gastos que ésta ocasione de 
su conexión». 

A la vista del sorprendente contenido de dicho escri- 
to nos hemos dirigido a la mencionada corporación so- 
licitando que nos remita copia de las ordenanzas 
fiscales de las tasas cuya liquidación se ha notificado, 
así como que nos informe sobre el número de escritos 
de este tenor que han sido notificados, y sobre las me- 
didas que se adopten para corregir la irregularidad co- 
metida. 

Se ha recibido el informe solicitado, en el que no se 
da respuesta expresa a la cuestión planteada, por lo que 
nos hemos dirigido de nuevo al Alcalde Presidente de¡ 
Ayuntamiento de Benidoleig, solicitándole un nuevo in- 
forme en el que se expliciten las medidas que la corpo- 
ración piensa adoptar para corregir las irregularidades 
advertidas. 

2.3.2. Contribuciones especiales 

En relación con este asunto se han recibido treinta 
y ocho quejas, de las cuales treinta y cuatro han sido 
admitidas. Entre éstas, destacan por su importancia los 
treinta y dos expedientes abiertos en relación con la im- 
posición de contribuciones especiales para la obra de 
la depuradora de abastecimiento de agua potable a do- 
micilio por un importe total aproximado de 17 millo- 
nes de pesetas, en el Ayuntamiento de Aguilar de 
Campoo (queja 9106888 y otras). 

Los interesados manifiestan que tal imposición de 
contribuciones especiales no se ajustaba a derecho, ya 
que no puede entenderse que la determinación de los 
sujetos pasivos se haga en base al criterio de la propie- 
dad de bienes inmuebles de naturaleza urbana. Por otra 
parte, el criterio de distribución de estas contribucio- 
nes se hace, al parecer,'exclusivamente en base al va- 
lor catastral de los inmuebles con independencia de si 
éstos tienen o no acometida de agua. En base a estos 
razonamientos, los interesados sugieren que las obras 
sean costeadas con fondos o ingresos no tributarios, y 
que, en su caso, la repercusión sobre los vecinos se hi- 
ciese mediante un suplemento o recargo sobre el pre- 
cio del suministm de agua potable, ya que de esta forma 
el pago sería diferido en el tiempo y el coste de la obra 
sufragado en proporción al consumo o beneficio real. 

Estas quejas fueron admitidas con fecha 11 de mayo 
de 1991, al objeto de contrastar las alegaciones formu- 
ladas por los interesados y conocer la exacta situación 
de la cuestión planteada. Posteriormente, con fecha 15 
de julio de 1991 se requirió a la citada corporación pa- 
ra que remitiese el preceptivo informe, que nos fue re- 
mitido en diciembre de 1991. 

Estudiado el contenido del mismo se consideró que 
la actuación del Ayuntamiento de Aguilar de Campoo 
no infringe lo dispuesto en la Ley de Haciendas Loca- 
les en lo que se refiere a la  cuota y devengo de las con- 
tribuciones especiales. 

En la queja 9022616 se plantea que el Ayuntamiento 
de Gijón, transcurridos varios años, tenía pendiente de 
resolución un recurso interpuesto por la interesada con- 
tra la exacción resultante de un expediente de aplica- 
ción de contribuciones especiales. Esta actitud de la 
corporación se veía agravada por el hecho de que, trans- 
curridos siete años desde la interposición del recurso, 
se hizo efectiva la garantía prestada por el contribuyen- 
te, mediante aval bancario, y que dicha aplicación de 
la garantía se hizo con independencia del incumpli- 
miento por parte de la administración de su obligación 
de resolver expresamente el recurso planteado y de la 
posible prescripción de la deuda tributaria. 

Tramitada la queja ante el citado ayuntamiento, y tras 
dos requerimientos, el Alcalde Presidente del Ayunta- 
miento de Gijón ha remitido el preceptivo informe, co- 
municando que se había resuelto la pretensión de Doña 
E.R.L. y acompañando fotocopia del Decreto de la Al- 
caldía en el que se accedía a la petición formulada por 
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la interesada y, en consecuencia, a la devolución de 
306.409 pesetas. 

3. MEDIO AMBIENTE Y ACTIVIDADES CLASI- 
FICADAS 

3.1. Planta de tratamiento de residuos urbanos en Car- 
tagena, Murcia 

La empresa concesionaria de la planta de tratamiento 
de residuos sólidos urbanos de El Gorguel, Cartagena, 
había sido objeto, por parte de la Agencia de Medio Am- 
biente y la Naturaleza de la Región de Murcia, de la im- 
posición, en fecha 6-3-89, de las siguientes medidas 
correctoras de los malos olores originados por la ac- 
tividad: 

a) Removida periódica de la materia orgánica, tan- 
to en la fase inicial de fermentación como en la de al- 
macenamiento. 

b) Control de la temperatura, humedad y reaccio- 
nes bioquímicas de las masas en fermentación y alma- 
cenamiento estableciendo de forma precisa un 
programa de manejo de tales materiales en función de 
la intensidad de los olores. 

c) Presentación de un proyecto-programa de gestión 
del citado vertedero. 

El incumplimiento de tal resolución dio lugar a la for- 
mulación de una queja ante el Defensor del Pueblo por 
parte de un vecino, cuyas alegaciones contra la ubica- 
ción de dicha planta de tratamiento, por considerar que 
iba a estar muy próxima a unas viviendas, no fueron 
aceptadas por el Ayuntamiento de Cartagena. 

Ante la constatación por los servicios técnicos del 
ayuntamiento y de la Agencia para el Medio Ambiente 
y la Naturaleza de que se seguían produciendo las mo- 
lestias por no haberse introducido completamente las 
medidas correctoras impuestas a la empresa concesio- 
naria, se indicó al ayuntamiento citado que una vez que 
se había actuado con arreglo a lo previsto en los artí- 
culos 36 y 37 del Reglamento de Actividades Molestas, 
Insalubres, Nocivas y Peligrosas, se debía haber incoa- 
do un expediente sancionador a dicha empresa confor- 
me establece el artículo 38 y siguientes del citado 
Reglamento, ya que se habían agotado los plazos otor- 
gados sin que se hubieran adoptado las medidas correc- 
toras ordenadas. 

Por otro lado, como quiera que en el informe que ha- 
bía remitido la Agencia para el Medio Ambiente y la Na- 
turaleza se afirmaba que se había comprobado que la 
puesta en marcha de esas medidas correctoras sólo po- 
drían paliar en una mínima medida el problema de las 
molestias, es por lo que se indicó al Ayuntamiento de 
Cartagena que se deberían estudiar otras posibles so- 
luciones para los vecinos afectados. 

En dicho informe se presuponía una falta de efica- 
cia de las medidas correctoras impuestas, dado que la 

cuest@fi esencial era la ubicación del vertedero en un 
lugar en el que ya existían varias viviendas y un res- 
taurante perteneciente al promovente. 

Por tanto, y con independencia de la resolución del 
preceptivo expediente sancionador y sin perjuicio de 
las posibles sanciones o clausuras temporales que, en 
su caso, se adopten, se consideró conveniente indicar 
al Ayuntamiento de Cartagena que se estudiara la pro- 
cedencia de trasladar esa actividad a otro lugar en el 
que no existieran viviendas próximas. 

Igualmente, se sugirió que en el supuesto de que se 
decidiera no trasladar la ubicación de esa planta de re- 
siduos, podría tenerse en cuenta la presentación del in- 
teresado y otros afectados, la cual fue propuesta por 
la propia Agencia para el Medio Ambiente y la Natura- 
leza, de que se les indemnice con el fin de trasladar sus 
residencias y negocios a otro lugar. 

Una vez estudiado el contenido de la respuesta que 
el Ayuntamiento de Cartagena dio a las anteriores su- 
gerencia, la institución consideró que no se aportaban 
elementos núevos que desvirtuaran los términos de la 
denuncia formulada por el reclamante ni argumentos 
jurídicos suficientes que alteraran la fundamentación 
de tales sugerencias. (Queja 8602971.) 

3.2. Urbanización en el entorno del.Parque Natural de 
Cazorla, Segura y Las Villas, en Jaén 

Compareció ante esta institución una asociación eco- 
logista, exponiento su oposición al proyecto de cons- 
trucción de un complejo turístico hotelero en el término 
municipal de Quesada (Jaén), con capacidad de 750 a 
1.000 plazas, toda vez que, por encontrarse en las pro- 
ximidades del Parque Natural de Cazorla, Segura y Las 
Villas, podría tener un efecto negativo sobre el mismo. 

En apoyo de la afirmación de que la ubicación elegi- 
da para tal proyecto turístico no era la más idónea, ad- 
juntaba a la queja documentación con informes 
emitidos por diferentes científicos. 

Admitida a trámite la queja, se solicitó la correspon- 
diente información al Ayuntamiento de Quesada quien 
manifestó que se habían seguido escrupulosamente to- 
dos los trámites o requisitos necesarios establecidos en 
la normativa vigente y en las propias normas subsidia- 
rias del municipio. 

El 17 de julio de 1989 -continuaba exponiendo el 
ayuntamiento- se produjo por el Pleno de la Corpora- 
ción la declaración de interés social preceptiva para la 
recalificación del suelo. Se publicó este acuerdo en el 
Boletín Oficial de la Provincia el día 3 de agosto y se 
abrió el plazo de alegaciones previsto en la Ley del Sue- 
lo. El plazo transcurrió sin alegaciones. 

Una vez presentado en el ayuntamiento el proyecto 
básico de ejecución, fue remitido a la Delegación Pro- 
vincial de la Consejería de Obras Públicas y Transpor- 
tes de la Junta de Andalucía, a la Confederación 
Hidrográfica del Guadalquivir y a la Junta Rectora del 
Parque Natural de Cazorla, Segura y Las Villas. Este 
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organismo no era competente por estar la construcción 
fuera del perímetro del parque natural y la remisión 
al mismo obedeció a un compromiso personal del al- 
calde para que al proyecto se incorporasen todas las su- 
gerencias necesarias para que se realizara «el mejor 
complejo posible desde todos los puntos de vistan. 

La Junta Rectora se inhibió de informar y se remitió 
al Consejo Provincial de Medio Ambiente. 

Con fecha 7 de noviembre de 1990, la Comisión Pro- 
vincial de Urbanismo devolvió, informando favorable- 
mente, el proyecto básico de ejecución, con algunas 
recomendaciones al ayuntamiento. 

Con fecha 13 de diciembre de 1990, el Pleno del ayun- 
tamiento concedió licencia de obras para realizar la 
«construcción de un complejo turístico hotelero, que 
comprende edificio para hotel, 30 refugios de cazado- 
res y 40 bungalowsm. 

Entre las condiciones particulares impuestas están 
las siguientes: 

«Deberá unirse al proyecto de ejecución un estudio 
del impacto ambiental que comprenda las medidas co- 
rrectoras para paliarlo. 

Se dará cumplimiento a lo comunicado por Comisa- 
ría de Aguas, en su escrito número 6.288, de 13-11-90, 
y la Delegación Provincial de la Consejería de Obras Pú- 
blicas y Transportes en el suyo número 11.584, de 29 
de octubre, que la promotora conoce.» 

Por último, el Ayuntamiento de Quesada manifesta- 
ba que aunque no existía la figura legal pretendida por 
las organizaciones ecologistas de (colchón protector» 
la administración municipal estaba siendo rigurosa- 
mente exigente en este caso para evitar posibles impac- 
tos negativos como lo prueba las consultas a 
organismos que se han realizado voluntariamente y las 
condiciones particulares impuestas en la concesión de 
la licenia. 

A la vista de lo informado y al considerarse que no 
se había producido ninguna vulneración de la legisla- 
ción urbanística y de la del medio ambiente, esta insti- 
tución procedió a dar por conclusas sus investigaciones. 
(Queja 9 101003.) 

3.3. Utilización de viales internos del Parque Natural 
La Devesa-Albufera, en Valencia 

Se denunció ante el Defensor del Pueblo que a pesar 
de la existencia de una legislación contraria y de infor- 
mes ecológicos también contrarios, el Ayuntamiento de 
Valencia estaba permitiendo la circulación rodada de 
vehículos por el interior del Parque Natural La Devesa- 
Albufera, lo cual, a juicio del denunciante, ocasionaba 
graves perjuicios a la fauna que habita dicho parque 
natural, al tiempo que impedía la adecuada conserva- 
ción del mismo. 

Admitida a trámite la queja, el Ayuntamiento de Va- 
lencia manifestó que el mtivo de la apertura era la pe- 

tición de la Jefatura Provincial de Tráfico de Valencia 
de habilitar los mismos a fin de conseguir una mayor 
fluidez en la circulación de vehículos en los accesos al 
Saler y a la zona PerellólCullera. 

No obstante, el citado informe nada apuntaba sobre 
las posibles soluciones alternativas, ni aportaba estu- 
dios de los impactos que dicha apertura ocasiona en 
La Devesa-Albufera, ni, en su caso, de los planos, estu- 
dios o proyectos realizados o en realización para la eli- 
minación de los impactos negativos que tal circulación 
pudiera ocasionar. 

En base a lo anterior el Defensor del Pueblo remitió 
a la corporación valenciana la siguiente recomendación: 

«Si bien, en principio, la solicitud de la Dirección Ge- 
neral de Tráfico de Valencia podría ser una justifica- 
ción suficiente, dada la ausencia de elementos de juicio 
que permitieran apreciar la oportunidad de tal medi- 
da, esta institución entiende que la apertura de dichos 
viales pudiera influir negativamente en el objetivo de 
conseguir una rápida y eficaz protección de La Albufe- 
ra y su entorno y no está claro que pueda contribuir 
a la conservación de los ecosistemas naturales ni a la 
preservación de todos los valores naturales y ecológi- 
cos del parque natural. 

Por todo ello, y si a pesar de los anteriores principios 
fuese de todo punto imprescindible la apertura de los 
mencionados viales, se hace necesario que ese ayunta- 
miento minimice al máximo las consecuencias negati- 
vas que de ello puedan derivarse mediante una 
evaluación adecuada, en colaboración con las demás 
administraciones competentes en la conservación del 
parque natural, del impacto ambiental producido por 
el aumento de la circulación interna en el mismo y la 
adopción de medidas suficientes para ello, que habrían 
de partir del Plan Especial del parque natural e inclu- 
so podrían conllevar a la modificación, del mismo, pa- 
ra lograr el necesario mantenimiento y conservación 
del Parque Natural. )> 

Esta recomendación fue reflejada en el informe anual 
que esta institución elevó en 1990, a las Cortes Ge- 
nerales. 

Sobre dicha recomendación el Ayuntamiento de Va- 
lencia no ha manifestado su postura, pese a los dife- 
rentes requerimientos que desde esta institución se han 
realizado tanto por escrito como telefónicamente, si 
bien, en la última conversación mantenida con el Se- 
cretario General de la Corporación, éste ha entendido 
la necesidad de que el municipio adopte una posición 
concreta sobre la citada resolución, que deberá ser co- 
municada al Defensor del Pueblo. 

Asimismo, dicho funcionario adelantó a esta institu- 
ción que el vial interno del parque natural que, en los 
días de gran congestión en la carretera de la costa que 
da servicio a la zona PerellólCullera, se pone en servi- 
cio, es un vial con una longitud no superior a los 250 
metros y que transcurre por una zona que podría ser 
calificada de semidesértica y con escasa o nula exis- 
tencia de fauna. Señala que, si este vial es utilizado co- 
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mo vía de escape y auxilio para el retorno a Valencia 
capital de los vehículos de emergencia, es porque de 
esta forma, puede superarse la congestión del tráfico 
circulatorio antes citado y darse el conveniente servi- 
cio de auxilio a aquellas personas que lo necesiten. 

Por último, el Secretario General señaló que en bre- 
ve plazo se remitiría al Defensor del Pueblo el informe 
que, en respuesta a la recomendación efectuada, el 
Ayuntamiento de Valencia está obligado a remitir. 

No obstante lo anterior, tras dos meses de espera, y 
al no recibirse el informe antes mencionado, se efectuó 
una visita de inspección al propio ayuntamiento. 

La Secretaría General insistió una vez más, en los de- 
seos de colaboración del Ayuntamiento de Valencia, y 
que reclamaría de inmediato los informes pendientes 
a fin de remitirlos a esta institución. 

Colaboración que dio sus resultados con el informe 
remitido en enero de 1992 por la Alcaldesa de Valencia 
en el que se ponía de manifiesto la necesidad de man- 
tener abierto el vial interno del Parque de la Dehesa a 
fin de preservar y asegurar vidas humanas, cohones- 
tando ello con la defensa de la naturaleza, acomodan- 
do tal apertura a las directivas de la Comunidad. 

También señalaba el ayuntamiento valenciano la falta 
de recursos económicos para hacer frente a la conser- 
vación del Parque de la Dehesa, máximo cuando la pro- 
pia Generalidad Valenciana, administración que 
declaró la protección del parque, no facilita apoyo eco- 
nómico de ningún tipo. 

Por último, se reseñaba en el informe enviado, que 
tampoco las demás administraciones implicadas en el 
entorno del Parque de la Dehesa (Diputación Provincial 
de Valencia -titular de la carretera Nazaret-Oliva-; 
Ministerio de Obras Públicas y Transportes -titular de 
la carretera N-340 que no ha sido objeto de desdobla- 
miento pese a la gran intensidad del tráfico de 
vehículos- y Agencia de Medio Ambiente),'proporcio- 
nan apoyo a la necesaria dotación de infraestructuras 
que permitiría el cierre definitivo de los viales internos. 

En conclusión, y dado las razones expuestas de pre- 
servación de vidas humanas, necesaria utilización de 
los viales como vía de emergencia, etc., junto con la ac- 
titud municipal de conectar dicha preservación con la 
defensa de la naturaleza, se consideró oportuno el dar 
por concluidas nuestras actuaciones sin dejar de suge- 
rir al Ayuntamiento de Valencia que trate de minimi- 
zar las acciones que pudieran causar graves daños al 
entorno ambiental. (Queja 8806276). 

3.4. Explotación de una cantera de caliza con daños 
al medio ambiente y utilización abusiva de un 
camino de titularidad pública en Oviedo 

Comparecieron ante la institución unos vecinos de 
San Juan de Priorio y de Oviedo, formulando queja en 
la que exponían que en la explotación de una cantera 
caliza a cielo abierto, sita en terrenos de Santa Marina 
de Piedramuelle y de las parroquias de San Juan de 

Priorio y Sograndio, pertenecientes al municipio de 
Oviedo, se estaba produciendo un grave deterioro del 
medio ambiente con supresión de masas arbóreas y 
afectando a un terreno calificado urbanísticamente co- 
mo de protección especial. 

Igualmente, manifestaban que la citada explotación 
minera no cumplía con las prescripciones establecidas 
en el Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, 
Nocivas y Peligrosas, produciendo molestias a los ve- 
cinos de las viviendas próximas, lo cual se puso tam- 
bién en conocimiento del Ayuntamiento de Oviedo en 
la correspondiente denuncia. 

Con objeto de contrastar las alegaciones formuladas 
por los promoventes, el Defensor del Pueblo solicitó un 
informe sobre los siguientes extremos: 

- Resultado de las mediciones de los ruidos provo- 
cados por las cargas explosivas utilizadas en las cante- 
ras y de las emisiones de polvo que afectan a las 
viviendas colindantes. 
- Resultado de la verificación del cumplimiento de 

la normativa urbanística aplicable, en especial del Ca- 
pítulo 1 del Título V del Plan General de Ordenación 
de ese municipio. 
- Informe sobre el impacto que dicha explotación 

supone para las masas arbóreas colindantes, incluidas 
en una zona de especial protección. 

La investigación iniciada dio lugar, por parte del 
Ayuntamiento de Oviedo, a la información y actuacio- 
nes que a continuación se expresan: 

Se denunció por el reclamante el estado de la carre- 
tera que une una cantera de caliza con la N-634, circuns- 
tancia confirmada por informe de la Sección de Vías, 
Tráfico y Transportes en el que se señalaba que tal ca- 
rretera era prácticamente intransitable, debido al pa- 
so de camiones procedentes de la cantera. 

Por Decreto de la Alcaldía de 6-3-91, se acordó reque- 
rir a la empresa titular de la explotación la realización 
de las actuaciones pertinentes para mantener el buen 
estado de la carretera municipal reseñada, con adver- 
tencia, de que, en su caso se procedería a la limitación 
del tonelaje de los vehículos que circularan por la mis- 
ma. Asimismo, se propuso la imposición de sanción por 
importe de 15.000 pesetas, en concepto de infracción 
de las Ordenanzas Municipales. 

Con fecha 104-91, el administrador de la sociedad for- 
muló alegaciones a la propuesta de imposición de san- 
ción y recurso de reposición contra el requerimiento 
de ejecución de actuaciones para el buen estado de la 
carretera, sobre el que informó la Sección de Vías, Trá- 
fico y Transportes, señalando que la carretera debía ser 
conservada por la empresa, al ser ésta quien la estro- 
peaba con el paso de camiones, que, a su vez, provoca- 
ban exceso de polvo, razón por la que debía mantenerla 
limpia, impidiendo que se produjera tanto polvo como 
barro; asimismo, se indicó que en tal carretera no se 
había realizado ningún tipo de obra, referida a la sub- 
sanación de las deficiencias que afectaban a aquélla. 
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Dado el incumplimiento de los preceptos contenidos 
en las ordenanzas municipales de limpieza de vías pú- 
blicas y recogida de basuras y en aplicación de las nor- 
mas vigentes en materia de régimen local, se dictó por 
el Ayuntamiento de Oviedo una resolución ratificando 
el Decreto de la Alcaldía de 6-3-91 y requiriendo la adop- 
ción de las medidas necesarias, en el plazo de 10 días, 
para la limpieza y buen estado de la carretera que une 
la cantera con la N-634, con advertencia de que, en ca- 
so de incumplimiento, se procedería a la limitación del 
tonelaje de los vehículos que circulen por ella. 

Posteriormente, girada visita de inspección, se infor- 
mó al Defensor del Pueblo que desde el último infor- 
me municipal de 29 de julio de 1991 hasta el día 2 de 
septiembre de 1991, los daños habían aumentado con- 
siderablemente, teniendo el camino que une las Caldas 
con los Fuexos completamente cortado por escombros 
en varios puntos, piedras de unas 15 Tns, aproximada- 
mente, así como un relleno de tierras que cierra com- 
pletamente el camino. 

Por todo lo expuesto, se propuso la inmediata parali- 
zación de las obras, así como la recuperación del ca- 
mino municipal. 

Asimismo, se informó que además de la carretera mu- 
nicipal que partiendo de la cantera entronca con la 
N-634, se estaba utilizando la parte alta del camino mu- 
nicipal de «Carballedo», que se encontraba hormigo- 
nado y en buen estado pero que no estaba preparado 
para soportar el tráfico de camiones de 26 Tns de peso. 

La empresa afectada, a instancia municipal, presen- 
tó un proyecto de reparación del camino, que fue apro- 
bado por el ayuntamiento y ordenada su ejecución en 
15 días, por Decreto de 10-10-91. 

En cuanto a la solicitud del Defensor del Pueblo acer- 
ca del posible impacto de la cantera de caliza en las ma- 
sas arbóreas colindantes, se informó lo siguiente: 

«No es posible, por carecer de los medios adecuados, 
la realizacón de un estudio de impacto serio. Este po- 
dría exigirse a la empresa que realiza la explotación pre- 
viamente a la concesión de la licencia. 

Como información técnica, sin el rigor del estudio de 
impacto, se puede afirmar que la gran cantidad de pol- 
vo que se aprecia en las hojas de los árboles así como 
el tráfico de vehículos pesados y las vibraciones de las 
voladuras, repercuten de forma negativa en el equili- 
brio biológico de la zona, al variar la intensidad lumi- 
nosa que reciben las plantas y disminuir por lo tanto 
la actividad fotosintética. 

Asimismo la disminución del número de insectos y 
animales de todo tipo, puede afectar gravemente a la 
reproducción de las especies existentes en la zona al di- 
ficultar la polinización. 

Por lo anteriormente expuesto estimanos existe un 
impacto real de la explotación sobre las masas arbó- 
reas colindantes, si bien su importancia debería ser va- 
lorada mediante un estudio de impacto ambiental, tal 
como recoge el Real Decreto 1302/86, de 28 de junio.» 

Respecto, a la incidencia acústica y emisiones de pol- 

vo se manifestó que el órgano competente para velar 
por la adecuada utilización de las cargas explosivas era 
el Servicio de Minas de la Consejería de Industria del 
Principado de Asturias y que se estimaba que existía 
un impacto real de la explotación sobre las masas ar- 
bóreas colindantes y molestias por polvo a los vecinos, 
si bien se alegaba que su importancia debería ser va- 
lorada mediante un estudio de impacto ambiental. 

A la vista de la información facilitada y del conteni- 
do de la documentación remitida por los promoventes 
de la queja, se consideró conveniente solicitar del Ayun- 
tamiento de Oviedo un nuevo informe en el que se con- 
testara a las siguientes cuestiones concretas: 

- Las medidas adoptadas por esa Administración lo- 
cal en orden a legalizar, desde el punto de vista urba- 
nístico, el funcionamiento de esa cantera, de acuerdo 
con lo interesado por la Consejería de Ordenación del 
Territorio, Urbanismo y Vivienda en el escrito que re- 
mitió a ese Ayuntamiento. 
- Las medidas adoptadas para adecuar a lo dispues- 

to en la normativa reguladora de las actividades clasi- 
ficadas dicha cantera, ya sea con el fin de que obtenga 
la oportuna licencia o con el objetivo de que las medi- 
das correctoras impuestas sean realmente observadas. 
- Las medidas ordenadas para que el impacto en el 

entorno natural de esa cagtera sea menos desfavorable. 
- Por último, la valoración municipal de la ejecu- 

ción de las obras de reparación del camino a Priorio 
(acceso a la cantera de Cárcaba) por parte de la empre- 
sa titular de la misma. 

Hay que hacer constar que todavía no se ha remiti- 
do esta nueva información requerida. (Queja 91 19773). 

3.5. Actividades de carga y descarga durante la madru- 
gada en Valencia 

En abril de 1990, se admitió a trámite la presente que- 
ja formulada por una ciudadana de Valencia, quien ex- 
puso que debajo de su vivienda existía un 
supermercado, que efectuaba los trabajos de carga y 
descarga de 1 a 3 de la madrugada y, a veces, a partir 
de las 6 de la mañana. En tales ocasiones se trasladan 
los productos desde los camiones a las vitrinas del su- 
permercado, ocasionando molestias a la formulante de 
la queja y a otros vecinos del inmueble. 

Cuando aquella acudió al Defensor del Pueblo había 
agotado sucesivos intentos de solucionar el problema 
por la vía del diálogo con la empresa propietaria del 
supermercado. Asimismo, no habían tenido resultado 
práctico alguno la intervención sucesiva de los miem- 
bros de la Policía Municipal del Ayuntamiento de Va- 
lencia. 

El conflicto planteado debía ser resuelto desde la 
perspectiva de la Ley de la Comunidad Autónoma Va- 
lenciana 3/1989, de 2 de mayo, de actividades clasifica- 
das, que exige la insonorización de los locales de las 
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características del denunciado, así como en función de 
la Ordenanza o Bandos municipales de carga y 
descarga. 

El Defensor del Pueblo en abril de 1990 se dirigió al 
Ayuntamiento de Valencia solicitando la emisión de un 
informe sobre los hechos denunciados. Fueron necesa- 
rios tres requerimientos para que dicha obligación le- 
gal se cumpliese, lo que tuvo lugar año y medio después 
de nuestra solicitud en noviembre de 1991. 

El informe de la alcaldía, en efecto, confirmaba ple- 
namente la denuncia de la formulante y expresaba que 
inspeccionado el almacen del supermercado, se había 
comprobado que carecía del más elemental acondicio- 
namiento acústico, siendo éste, únjcamente, el que pro- 
porcionaba la propia estructura del edificio, por lo que 
aún cuando no se apreció en el momento de la visita, 
es del todo punto previsible dados los resultados de las 
mediciones efectuadas que se trasmitan los ruidos por 
voces, golpes, etc., durante la descarga y distribución 
de productos en el interior del almacén, etc. 

Por todo ello, a requerimiento del Defensor del Pue- 
blo, el Ayuntamiento de Valencia, por resolución de su 
Alcaldía de 6 de noviembre de 1991, ordenó a la empre- 
sa titular de la actividad la adopción en el plaza de quin- 
ce días de determinadas medidas correctoras: 
instalación de ruedas silenciosas en las carretillas 
transpalets; eliminación de la plancha de hierro situa- 
da en el paso desde almacén a zona de venta; ejecución 
del aislamiento acústico de la mna de almacén a fin de 
garantizar la no transmisión de ruidos; revisión de los 
motores, tanto de cámaras frigoríficas como de cual- 
quier otro, a fin de eliminar todo tipo de vibraciones 
o zumbidos procedentes de los mismos, etc. 

Asimismo se inició un expediente sancionador con- 
tra la empresa en aplicación de los artículos 11 y si- 
guientes de la Ley de la Generalidad Valenciana 3/89 
de 2 de mayo de Actividades Clasificadas. (Queja 
9004104). 

3.6. Prestación de servicios médicos radiactivos en 
una clínica privada, en Orense 

La comunidad de propietarios de un edificio de vi- 
viendas sito en Orense, formuló queja manifestando que 
en la planta baja y sótano del expresado edificio, se ejer- 
cían actividades de prestación de servicios médicos (clí- 
nica; instalación de rayos X; scanner...), sin disponder 
de la oportuna licencia de actividad, lo que había da- 
do lugar a un Decreto municipal, de 27 de octubre de 
1989, ordenando el cese inmediato de la actividad de 
referencia, resolución que fue reiteradamente incum- 
plida por sus destinatarios y no ejecutada por el Ayun- 
tamiento de Orense. 

El Defensor del Pueblo solicitó de la indicada corpo- 
ración local copia íntegra del expediente administrati- 
vo relacionado con la actividad denunciada. Su examen 
puso de manifiesto la emisión de informes varios, por 
parte, entre otros órganos muncipales, del Servicio de 

Arquitectura, de la Secretaría General de ese ayunta- 
miento y del Departamento de Gestión y Promoción Ur- 
banística. 

Se,planteaba, por una parte, la falta de adecuación 
del local en que se realizaba la actividad al Plan Gene- 
ral de Ordenación Urbana de Orense, que prohibía la 
actividad de clínica en planta sotano. Dicho aspecto era 
de cuestionable determinación, dada la ubicación físi- 
ca del local, que permitía su consideración como plan- 
ta baja, visto desde una determinada perspectiva viaria, 
o como planta sótano, visto desde otra. 

Dado que, por otra parte, se alegaba un eventual pe- 
ligro radiológico para los vecinos del inmueble y con- 
siderando la transcedencia ciudadana que adquirió el 
asunto en la ciudad de Orense, un asesor de la institu- 
ción junto a un representante del Valedor do Pobo efec- 
tuaron una visita al edificio en cuestión y al 
Ayuntamiento de Orense. 

Con ocasión de la misma se pudo comprobar que el 
Consejo de Seguridad Nuclear, en fecha 6-1 1-89, había 
inspeccionado el local, en cumplimiento de lo dispues- 
to en el artículo 29 de la Ley 25/1964, de Energía Nu- 
clear, informando favorablemente sobre la autorización 
de funcionamiento de una instalación radiactiva con fi- 
nes de radiodiagnóstico (scanner), autorización que se 
produjo por resolución de la Dirección General de la 
Energía del Ministerio de Industria y Energía, de fecha 
28 de diciembre de 1989. Igualmente, vista la configu- 
ración arquitectónica exterior del local, se constató la 
facilidad de acceso y de evacuación del mismo por parte 
de los servicios de bomberos, en el hipotético supues- 
to de un incendio. Esta eventualidad era el fundamen- 
to de la prohibición que contenía el Plan General de 
Ordenación Urbana de Orense de ejercer actividades 
de clínica en planta sotano. 

No obstante, como irregularidad administrativa, se 
advirtió que la solicitud de licencia para ampliación del 
consultorio médico que con anterioridad existía en el 
local, efectuada, en fecha 16-9-89, por la empresa titu- 
lar de la nueva y más amplia actividad, no había sido 
objeto de respuestas expresa por parte de la adminis- 
tración municipal que, en definitiva, infringía, con su 
actitud pasiva, su deber legal de dictar una resolución 
expresa sobre la licencia solicitada y de cumplir su pro- 
pio decreto de 27-10-89 de cese inmediato de la ac- 
tividad. 

El Ayuntamiento de Orense aceptó nuestras adverten- 
cias de legalidad y anunció su propósito de someter su 
actuación al principio de legalidad. 

Finalmente, en noviembre de 1991 comunicó a la ins- 
titución el acuerdo de legalizar la actividad objeto de 
denuncia. (Queja 9010307). 

3.7. Molestias procedentes de empresa de artes gráfi- 
cas en Alcalá de Henares, Madrid 

La compareciente señalaba en su escrito de queja 
que, a pesar de sus continuas denuncias, el municipio 
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de Alcalá de Henares no procedía a corregir las múlti- 
ples molestias que producía una industria de artes grá- 
ficas, tanto por la emisión de humos y gases tóxicos, 
como por los ruidos procedentes de la maquinaria que 
afectaba no sólo a las viviendas colindantes, sino a una 
guardería infantil, a un ambulatorio de la Seguridad 
Social y a un Colegio de EGB cercanos a la misma. 

Iniciadas las correspondientes investigaciones ante 
el citado ayuntamiento, y tras varios requerimientos di- 
rigidos al mismo para que facilitase al Defensor del 
Pueblo toda la información necesaria para evaluar el 
contenido de la queja, se informó que la industria en 
cuestión carecía de la preceptiva licencia de apertura 
y ello a pesar de que el expediente de su concesión se 
inició el 2 de septiembre de 1988, apareciendo el mis- 
mo paralizado desde el requerimiento de adopción de 
medidas correctoras realizada el 9 de febrero de 1990. 

Tales circunstancias suponían una conculcación de 
la vigente legislación en materia de actividades clasi- 
ficadas, representada por el Reglamento de Activida- 
des Molestas, Insalubes, Nocivas y Peligrosas, que, en 
su artículo 29, señala la obligatoriedad de que toda ac- 
tividad clasificada cuente con la oportuna licencia mu- 
nicipal, sin la que no podrá entrar en funcionamiento; 
lo que reitera el artículo 34 del propio Reglamento, que 
tampoco permite el funcionamiento de este tipo de in- 
dustrias, aun cuando se posea licencia, si no se ha com- 
probado (( in situ» por funcionario técnico competente 
el cumplimiento de las exigencias técnicas impuestas 
con la licencia. 

Dichas advertencias de legalidad se expresaron al 
ayuntamiento implicado, junto con la observación de 
que se había superado en exceso el plazo de seis meses 
legalmente previsto para tramitar y finalizar, en con- 
diciones normales, un expediente administrativo. 

Por todo lo cual y en cumplimiento de las funciones 
que esta institución tiene encomendadas, se sugirió al 
Ayuntamiento de Alcalá de Henares que por los servi- 
cios competentes del municipio se procediese a concluir 
el expediente de solicitud de concesión de licencia de 
actividad clasificada, adoptándose las medidas 
oportunas. 

A dicha sugerencia el citado municipio alcalaino re- 
mitió informe señalando que se había procedido a rea- 
lizar una inspección técnica a la industria referida y 
a obligar a la misma a adoptar ciertas medidas correc- 
toras, las cuales fueron, posteriormente, conveniente- 
mente adoptadas por aquella, por lo que se le concedió 
la licencia provisional de funcionamiento. 

Asimismo, el informe señalado ponía de manifiesto 
que se habían mantenido conversaciones con las par- 
tes implicadas (vecinos y empresas), en base a las cua- 
les se acordó buscar un nuevo emplazamiento para la 
indutria de artes gráficas a que nos venimos refirien- 
do, para lo cual se tomaron los oportunos acuerdos ur- 
banísticos. 

Por Último, el informe enviado desde el Ayuntamien- 
to de Alcalá de Henares, concluía indicando que desde 
la adopción de las medidas comentadas no se habían 

recibido nuevas quejas de los vecinos interesados, por 
lo que, tanto en razón a esto último, como en base a las 
medidas antes transcritas, esta institución consideró 
oportuno dar por concluidas sus actuaciones ante el 
resultado favorable que las mismas habían obtenido. 
(Queja 9001786). 

3.8. Molestias derivadas de un colegio privado y peli- 
gro por existencia de un depósito de combustibles, 
en Madrid 

En los bajos de un edificio, se alegaba en el escrito 
de queja, existe un colegio privado, cuyo funcionamien- 
to produce molestias a los vecinos por los ruidos de las 
clases y de las labores de limpieza, así como un cons- 
tante peligro por la existencia de un depósito fuel-oil 
para la calefacción, con deficiencias constatadas por 
los servicios técnicos municipales. 

Las denuncias presentadas ante la Junta Municipal 
de Distrito de La Latina, decía la formulante, no habían 
dado lugar a la corrección de la insuficiente insonori- 
zación de las aulas y pasillos del colegio, y tampoco se 
habían instalado las medidas correctores impuestas por 
el Decreto de 14 de marzo de 1990 para subsanar el pe- 
ligro por las deficiencias de la calefacción. 

De la información facilitada por el Ayuntamiento de 
Madrid se produjeron las siguientes consideraciones: 

- Desde el año 1988, y de forma reiterada, se había 
venido denunciando ante la Junta Municipal de Distri- 
to de La Latina tales molestias y situación de peligro. 
- Como consecuencia de esas denuncias, y una vez 

que se constató la existencia de esas deficiencias, el con- 
cejal de distrito decretó, el 14 de marzo que 1990, que 
cesara la actividad hasta que no estuviesen subsana- 
das las mismas e introducido las medidas correctoras 
que se indicaban, para lo cual se otorgó el plazo de un 
mes. 
- Sin embargo, dicha resolución, en el momento de 

admitirse la queja, no había sido llevada a la práctica 
por el Ayuntamiento de Madrid. 

Como se puede apreciar en la sucesión cronológica 
de los hechos, el cumplimiento por parte del ayunta- 
miento de los trámites previstos en los artículos 37 y 
38 del Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, 
Nocivas y Peligrosas, se estaba efectuando de una for- 
ma que no respondía a los principios inspiradores de 
la actuación administrativa consagrados en el artículo 
103 de la Constitución; 29,76 y 77 de la Ley de Procedi- 
miento Administrativo; así como en los artículos 150, 
167 y 168 del Reglamento de Organización, Funciona- 
miento y Régimen Jurídico de las Entidades bcales. 

La falta de celeridad en la actuación administrativa 
entrañaba, en este caso, una mayor responsabilidad, 
pues no se conocía si se había eliminado la situación 
de peligro que amenzaba a los alumnos de ese centro 
escolar y a los vecinos. 
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Por lo expuesto, procedimos a formular el correspon- 
diente recordatorio de deberes legales, a fin de que por 
los servicios correspondientes, y sin mayores dilacio- 
nes, se comprobase que se habían introducido las me- 
didas correctas que fueron impuestas por el decreto de 
14 de marzo de 1990, y que las mismas fueran eficaces, 
procediéndose, en caso contrario, al cumplimiento de 
lo dispuesto en el artículo 40 del Reglamento de Acti- 
vidades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas. 

De la contestación dada por el ayuntamiento a nues- 
tro recordatorio de deberes legales no se pudo deducir 
que dicha corporación hubiera procedido a adoptar al- 
guna de las medidas establecidas en los artículos 38 y 
40 del Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, 
Nocivas y Peligrosas, las cuales, precisamente, están 
previstas para cuando los titulares de las actividades 
clasificadas incurran en las circunstancias que se da- 
ban en este caso. Por tal razón, se rogó que se informa- 
ra sobre las medidas que efectivamente se hubieran 
adoptado. 

Igualmente se solicitó al Ayuntamiento de Madrid 
que nos comunicara si se habían subsanado la totali- 
dad de las anomalías existentes, ya que parecía que con- 
tinuaba sin haberse eliminado por completo la 
situación de peligro que fue denunciada por primera 
vez en 1988. 

Hasta la fecha la indicada corporación no ha remiti- 
do el nuevo informe solicitado. (Queja 9003506). 

3.9. Deficiente insonorización de establecimientos pú- 
blicos en Pilar de la Horadara, Alicante 

La queja exponía la pasividad municipal ante las mo- 
lestias por ruidos que causaban diversos locales ubi- 
cados en la plaza central del núcleo de población La 
Torre de la Horadada, del término municipal de Pilar 
de la Horadada, como consecuencia de la deficiente o 
nula insonorización de esos establecimientos ya que 
funcionaban como discotecas sin estar autorizados pa- 
ra ella. 

Los hechos expuestos en esta queja, muy frecuentes 
en los municipios turísticos, se comunicaron al Ayun- 
tamiento de Pilar de la Horadada para que emitiera un 
informe sobre los mismos, así como sobre otras cues- 
tiones concretas que se plantearon. 

Tras el estudio del informe y de la documentación re- 
mitida a esta institución, se consideró conveniente ma- 
nifestar al citado ayuntamiento que las medidas 
correctoras impuestas para conseguir el aislamiento e 
insonorización de los establecimientos denunciados ha- 
bían resultado insuficientes, así como que se había ob- 
servado el incumplimiento de los acuerdos municipales 
imponiendo la obligación de establecer unos limitado- 
res de potencia del sonido musical, para que el nivel 
sonoro transmitido al exterior o edificaciones colindan- 
tes no superara los 35 dB (A). 

La situación descrita suponía, pues, una vulneración 
del artículo 13 de la Ley 311989, de 2 de mayo, de Activi- 

dades Calificadas para la Comunidad Autónoma Valen- 
ciana, que tipifica como falta grave el desarrollar una 
actividad sin sujeción a las normas propuestas en el 
proyecto presentado para obtener la licencia o sin ob- 
servar los condicionamientos que se impusieron al otor- 
garla, y el no corregir las deficiencias observadas y que 
hayan dado lugar a una sanción previa de las conside- 
radas como leves. 

Por lo expuesto, sugerimos a la alcaldía que se estu- 
diase la procedencia de, en virtud de lo dispuesto en 
los artículos 13 y ss. de la Ley de 2 de mayo de 1989 
de la Comunidad Valenciana, incoar y tramitar los co- 
rrespondientes expedientes sancionadores a los citados 
establecimientos, dado el incumplimiento de las pres- 
cripciones contenidas en los Decretos dictados por el 
ayuntamiento en el mes de septiembre de 1989, sin per- 
juicio de que, hasta tanto recaigan las resoluciones que 
sean procedentes, se puedan adoptar las medidas cau- 
telares que se consideren convenientes para evitar que 
se sigan produciendo las aludidas molestias. (Queja 
90091 16). 

3.10. Establecimiento-bar sin licencia municipal y 
causante de constantes y graves molestias, en 
Parla, Madrid 

El reclamante en queja exponía que desde hacía más 
de 2 años y medio, venía denunciando reiteradamente 
ante el municipio de Parla (Madrid), la apertura de un 
establecimiento-bar en la urbanización de la comuni- 
dad de propietarios que representaba, establecimien- 
to que no contaba con la preceptiva licencia municipal 
y que producía constantes y graves molestias, sin que 
a pesar de ello el citado ayuntamiento hubiese realiza- 
do actuación alguna tendente a corregir los hechos de- 
nunciados. 

Iniciadas las correspondientes investigaciones ante 
la falta de actuación municipal, se apreció una falta de 
colaboración del citado municipio para con esta insti- 
tución, pues a pesar de los diferentes requerimientos 
que se le hicieron, el Ayuntamiento de Parla tardó más 
de 8 meses en enviar el preceptivo informe. 

En cuanto al tema de fondo se constató que el bar 
denunciado carecía de licencia de apertura, teniendo 
incoado expediente sancionador. Dicho bar sólo se 
abría en temporada veraniega, por lo que en los momen- 
tos en que la policía municipal realizó una visita de ins- 
pección al mismo, no pudo comprobar si se producían 
D no molestias al realizarse la visita cuando aquél se 
encontraba sin actividad. 

En definitiva, se apreció que el municipio de Parla 
había consentido que en época veraniega el bar de re- 
ferencia ejerciese su actividad sin ostentar la oportu- 
na licencia municipal de apertura, lo que era contrario 
al Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, No- 
civas y Peligrosas, que obliga a los ayuntamientos a im- 
pedir que se realicen actividades clasificadas sin la 
preceptiva licencia municipal y sin que se efectúe la co- 
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rrespondiente visita de inspección técnica que ponga 
de manifiesto la adecuación de las instalaciones a las 
prescripciones legislativas. 

Así pues, se sugirió al Ayuntamiento de Parla que por 
sus servicios técnicos se procediese a impedir el ejer- 
cicio del bar denunciado por la reclamante, hasta tan- 
to éste, como ordena el Reglamento de Actividades 
Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas, obtuviese 
la preceptiva licencia de apertura y fuese efectuada la 
necesaria visita técnica de comprobación de la idonei- 
dad del establecimiento. 

Que, asimismo, se diese la tramitación procedimen- 
tal legalmente prevista al expediente sancionador in- 
coado y se dictase la resolución definitiva que proceda 
y, posteriormente, se ejecute aquélla. (Queja 9014460). 

3.11. Construcción de nave de ganado en Villaquilam- 
bre, León 

El Ayuntamiento de Villaquilambre (León) consintió 
la construcción de una nave de ganado en pleno casco 
urbano, colindando con la vivienda del reclamante, sin 
que la citada nave ganadera contase con las oportunas 
licencias de obra y apertura, lo que entrañaba una gra- 
ve conculcación de la vigente legislación urbanística y 
de actividades clasificadas. 

El citado ayuntamiento, tras sucesivos requerimien- 
tos, manifestó al Defensor del Pueblo que había orde- 
nado paralizar las obras e incoado un expediente 
sancionador, lo cual no impidió que la nave fuese defi- 
nitivamente concluida. 

Todo ello suponía una infracción del artículo 178 de 
la Ley del Suelo, así como de los artículos 184 y 185 de 
la indicada Ley, que ordenan la legalización o demoli- 
ción de la construcción ilegalmente construida, por lo 
que sugerimos al ayuntamiento que se adoptasen todas 
las medidas legalmente previstas a fin de reparar la le- 
galidad vulnerada con la construcción sin licencia de 
una nave en el núcleo urbano de Villarrodrigo de las 
Regueras, de conformidad a lo previsto en los artícu- 
los 184 y 185 de la Ley del Suelo. 

La mencionada sugerencia, pese a los dos requeri- 
mientos enviados desde esta institución, aún no ha re- 
cibido la pertinente respuesta del municipio señalado, 
por lo que se desconocen los criterios adoptados por 
aquél. (Queja 8916732). 

3.12. Molestias derivadas del funcionamiento de un 
restaurante-marisquería, en Soto del Barco, As- 
turias 

La actividad empresarial de restaurante-marisquería, 
sita en los bajos de un inmueble de la localidad astu- 
riana de Soto del Barco, carecía de las medidas de in- 
sonorización previstas en el Reglamento de Actividades 
Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas, motivo por 
el que se dirigió a la institución un vecino del indicado 

inmueble solicitando nuestra intervención para solu- 
cionar el problema. 

La intervención del Defensor del Pueblo permitió 
constatar que el local carecía de licencia de apertura. 

Ello condujo a que se iniciase, por tanto, el corres- 
pondiente expediente, dando cumplimiento a los requi- 
sitos que se determinan en los artículos 29 y siguientes 
del Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, 
Nocivas y Peligrosas. 

El expediente se remitió, una vez cumplidos los an- 
teriores requisitos, a la Agencia de Medio Ambiente del 
Principado de Asturias, quien emitió informe favora- 
ble, calificando la actividad de molesta, y señalando co- 
mo medidas correctoras las del proyecto técnico y anexo 
unido. 

Efectuadas las obras necesarias de subsanación de 
las molestias, la Agencia de Medio Ambiente del Prin- 
cipado de Asturias comprobó uin situ» las condiciones 
del establecimiento, emplazándose a tal acto, tanto al 
propietario del establecimiento, como a los propieta- 
rios de viviendas o apartamentos sitas en el edificio, 
así como al arquitecto técnico del ayuntamiento. 

Dicha inspección constató la persistencia de las de- 
ficiencias acústicas denunciadas, por lo que el titular 
de la actividad procedió a efectuar nuevas obras de in- 
sonorización, cuya eficacia esta vez fue satisfactoria pa- 
ra el reclamante. 

El Defensor del Pueblo consideró resuelto el proble- 
ma y procedió al cierre de su investigación. (Queja 
8905859). 

3.13. Instalación de granja sin la preceptiva licencia 
de actividad, en Toques, La Coruña 

El Ayuntamiento de Toques no había ejecutado su De- 
creto de 24-10-88, por el que se ordenaba el cese y clau- 
sura de la instalación de una granja sita en el lugar de 
Villamor de Arriba, existiendo, además, un reiterado in- 
cumpiimiehto por parte de los titulares de las obliga- 
ciones impuestas tanto por la legislación aplicable 
como por el ayuntamiento. 

La Comisión Provincial de Medio Ambiente, informó 
desfavorablemente la licencia de actividad clasificada 
solicitada para dicha granja. 

Confirmados tales hechos, el Defensor del Pueblo ex- 
presó a la corporación local objeto de la queja lo si- 
guiente: 

La interesada se opuso desde un principio a la cons- 
trucción y puesta en funcionamiento de la citada granja 
iercana a su domicilio y, a pesar de los informes des- 
Favorables y reiterados decretos de cierre y clausura, 
dictados por ese ayuntamiento, la misma siguió fun- 
zionando. 

Ello implica un incumplimiento de lo dispuesto en 
los artículos 1, 4 y 7.2 del Reglamento de Actividades 
Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas, de 30 de no- 
viembre de 1961. 
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Por todo ello, la institución efectuó un recordatorio 
de deberes legales a dicho ayuntamiento, a fin de que 
observara y aplicara a la citada instalación pecuaria el 
contenido de los anteriores preceptos. 

El ayuntamiento remitió las Últimas actuaciones rea- 
lizadas en relación con dicha actividad y el Defensor 
del Pueblo, teniendo en cuenta que no era posible la le- 
galización de la misma por encontrarse ubicada junto 
a un núcleo de población, sugirió al ayuntamiento que 
adoptara las medidas correspondientes encaminadas 
a ejecutar materialmente los decretos de clausura de 
la actividad en cuestión. 

Desafortunadamente debimos poner fin a nuestras 
investigaciones porque el Ayuntamiento de Toques no 
aceptó el contenido del recordatorio de deberes lega- 
les que se le había formulado. (Queja 8912678). 

3.14. Insalubridad derivada del funcinamiento de una 
industria mejillonera, en Villanueva de Arosa, 
Pontevedra 

Dos vecinos de Villanueva de Arosa, Pontevedra, for- 
mularon queja con motivo de las molestias producidas 
por una industria mejillonera. Dicha actividad, pese a 
haber sido precintada en virtud de las reclamaciones 
presentadas ante el ayuntamiento, continuaba funcio- 
nando, sin haberse efectuado medida correctora algu- 
na parte del titular de la misma. 

Recibido el informe municipal, se pudo comprobar 
que desde el 15 de diciembre de 1988 no se había adop- 
tado acuerdo alguno en orden al cumplimiento del Re- 
glamento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas 
y Peligrosas, por lo que se formuló una resolución en 
forma de recordatorio de deberes legales a fin de que 
por el titular de la actividad que nos ocupa y de con- 
formidad con el artículo 38 del citado Reglamento se 
adoptasen las medidas pertinentes; resolución que mo- 
tivó el informe emitido por la citada corporación local 
aceptando plenamente el recordatorio formulado, dan- 
do lugar, por tanto, a la conclusión de nuestras actua- 
ciones con dicha administración municipal. 

No obstante lo anterior, se dirigió de nuevo a esta ins- 
titución uno de los vecinos interesados manifestando 
que la actividad, objeto de queja, continuaba desarro- 
llándose. 

La alcaldía nos informó al respecto que la actividad 
de cocedero de mejillón se había trasladado a otro lu- 
gar si bien el producto trabajado en el mismo era lle- 
vado a las cámaras frigoríficas ubicadas en el primitivo 
lugar de La Basella, pendientes de legalización admi- 
nistrativa. 

De nuevo la interesada insistió en la persistencia de 
las molestias y ruidos ocasionados por las citadas cá- 
maras frigoríficas, por lo que, en fecha 5 de diciembre 
de 1990, sugerimos al Ayuntamiento de Villanueva de 
Arosa que, previa la pertinente inspección, se adopta- 
sen algunas de las medidas sancionatorias previstas en 
el artículo 38 del Reglamento de Actividades Molestas, 

Insalubres, Nocivas y Peligrosas, requiriendose, a su 
vez, al titular causante de las molestias para que corri- 
giese las deficiencias técnicas observadas en los pro- 
yectos aportados al expediente de actividad y, de esta 
forma, concluir su tramitación que determinaría la pro- 
cedencia o no de la continuidad de la actividad objeto 
de la presente queja. 

El ayuntamiento ha contestado, después de diversos 
requerimientos relativos a la aceptación o rechazo de 
la sugerencia realizada, que la Comisión de Gobierno 
Municipal de 15-12-91, ha informado favorablemente la 
solicitud de licencia de apertura y documentación téc- 
nica sobre las medidas correctoras presentadas por el 
titular de la mencionada actividad, estando actualmen- 
te pendiente del preceptivo informe que al respecto ha 
de emitir la Comisión Provincial de Urbanismo. 

En todo caso, la licencia no será otorgada hasta tan- 
to no se haya comprobado la adopción de las medidas 
previstas en el proyecto técnico y el perfecto ajuste a 
la legalidad de la actividad, objeto de la queja. 

Esta institución ha solicitado al Ayuntamiento de Vi- 
llagarcia de Arosa que nos comunique la resolución de- 
finitiva del expediente de concesión de licencia y el 
regular funcionamiento de la actividad denunciada. 
(Queja 8803876). 

3.15. Exceso de ruidos procedentes de un estableci- 
miento, en Madrid 

Compareció ante la institución una vecina de Madrid, 
formulando queja acerca de las molestias producidas 
por la tienda de confección de caballero instalada en 
la planta baja del inmueble donde se ubica su vivien- 
da, hecho que había denunciado ante la Junta Munici- 
pal del Distrito de Ciudad Lineal sin haber obtenido 
resultado alguno. 

Recibida información municipal, se pudo comprobar 
que la actividad denunciada no contaba con la precep- 
tiva licencia de apertura tanto por la actividad en sí mis- 
ma, como por la instalación de aire acondicionado en 
el establecimiento donde ésta se desarrolla. 

A la vista de ello y ante la inactividad de dicha cor- 
poración local en cuanto a las medidas a adoptar para 
evitar las molestias producidas, se procedió a formu- 
lar un recordatorio de deberes legales al amparo de los 
artículos 33,34 y 35 del Reglamento de Actividades Mo- 
lestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas, en el sentido 
de que se procediera a la clausura de la indicada acti- 
vidad, hasta tanto le fuese concedida la mencionada li- 
cencia de apertura. 

Aceptada dicha resolución por el ayuntamiento refe- 
rido y, en consecuencia, solucionada favorablemente la 
cuestión planteada mediante la concesión de la opor- 
tuna licencia municipal, se procedió a dar por conclu- 
sas las investigaciones. 

Sin embargo, con motivo de un nuevo escrito presen- 
tado por la interesada manifestando que los ruidos ori- 
ginados por la señalada actividad superaban los niveles 
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permitidos por las Ordenanzas, al carecer dicho local 
de las medidas correctoras pertinentes, reiniciamos las 
actuaciones con dicha administración municipal, quien 
nos comunicó que a la vista del resultado de la medi- 
ción de ruidos efectuada por el Servicio de Medio Am- 
biente de la Junta Municipal del Distrito de Ciudad 
Lineal se había obligado a la empresa a instalar un to- 
pe fijo en los equipos de música y megafonía para li- 
mitar la emisión de ruidos a los topes autorizados. 

Una vez comprobada la efectividad de dicha medida, 
se procedió a la concesión de licencia de funciona- 
miento. 

Concluidas de nuevo las investigaciones efectuadas 
por esta institución, sin embargo, tuvieron que ser, una 
vez más, objeto de seguimiento al comunicarnos por ter- 
cera vez la interesada que las molestias ocasionadas por 
la controvertida actividad no habían cesado; hecho que 
demuestra mediante la aportación de un informe de la 
mencionada Junta Municipal en el que, entre otros ex- 
tremos, consta que se ha requerido a la Empresa FE- 
NOSA para que subsane las deficiencias apreciadas en 
el funcionamiento del transformador ubicado en el só- 
tano de la finca, dado que los ruidos y vibraciones 
transmitidas superan lo establecido en el Libro 1 de la 
Ordenanza General de Protección del Medio Ambiente 
Urbano. 

De conformidad con el último informe emitido por 
el Ayuntamiento de Madrid, en el que se confirma el 
correcto funcionamiento del indicado centro transfor- 
mador, previa visita de inspección girada por los téc- 
nicos de Unión Eléctrica Fenosa, S.  A., e igualmente de 
la actividad dedicada a la venta de confecciones, hemos 
procedido a dar por concluida la investigación, al con- 
siderar que la cuestión planteada por la fomulante se 
ha solucionado favorablemente. (Queja 8812107). 

3.16. Obras sin licencia en el Parque Regional de la 
Cuenca Alta del Manzanares 

La Federación Coordinadora para la Defensa de las 
Aves y Hábitats, con sede en Madrid, formuló queja ante 
la Institución con motivo de la realización por la em- 
presa RENFE en el año 1989 de unas obras con movi- 
mientos de tierras en una zona del Parque Regional de 
la Cuenca Alta del Manzanares, en el término munici- 
pal de Las Rozas, sin obtener la debida autorización y 
sin informar al Patronato del citado Parque de la eje- 
ción de las mismas, requisito indispensable estableci- 
do en el artículo 9 de la Ley 1/1985, de 23 de enero, del 
Parque Regional de la Cuenca Alta del Manzanares. 

Entendiendo la asociación indicada que tales obras 
podrían producir un grave impacto ambiental con el 
consiguiente deterioro de la zona, denunció estos he- 
chos ante la Agencia del Medio Ambiente de la Comu- 
nidad de Madrid, no adoptándose medida alguna al 
respecto. 

Iniciada la correspondiente investigación, la referi- 
da Agencia del Medio Ambiente nos informó que a me- 

diados del mes de junio de 1988 RENFE comenzó obras 
de movimientos de tierras, excavación de trincheras y 
depósito de materiales en el paso de la red ferroviaria 
por la zona de transición del parque regional en el tér- 
mino municipal de Las Rozas, sin haber solicitado el 
previo informe del Patronato del parque regional (ar- 
tículo 9.l.c) de dicha Ley. 

Tales hechos fueron puestos en conocimiento del re- 
ferido Patronato en su reunión de la Comisión Perma- 
nente de fecha 22 de junio de 1988, acordándose dirigir 
escritos a RENFE, al Ayuntamiento de Las Rozas y a 
la Consejería de Política Territorial, comunicándoles 
que por parte de la indicada empresa se debía solici- 
tar el oportuno informe del Patronato, previa remisión 
del proyecto oportuno. 

En el Pleno del Patronato celebrado el 20 de septiem- 
bre de 1988, se adoptó el acuerdo de que fuese la Agen- 
cia del Medio Ambiente quien recabase información y, 
posteriormente, en sesión celebrada el 14 de diciembre 
de 1989, la asociación ecologista propuso que se inicia- 
sen trámites de denuncia formal contra RENFE por las 
obras ilegales realizadas. 

Concluía dicho informe manifestando que, pese a las 
diversas reiteraciones efectuadas, no se había recibido 
comunicación alguna por parte de dicha empresa pú- 
blica, en relación con el escrito dirigido requiriéndole 
para que se solicitara informe del Patronato, previa re- 
misión del proyecto oportuno. 

Ante los hechos expuestos, esta Institución se dirigió 
de nuevo a la precitada Agencia del Medio Ambiente, 
solicitando que nos informara acerca de las actuacio- 
nes que corresponda adoptar una vez que RENFE le 
hubiese remitido la información solicitada. 

Ante la falta de respuesta a dicho informe, cuya soli- 
citud fue efectuada el 3 de junio de 1991, se requirió 
nuevamente a la indicada administración pública el 27 
de agosto de 1991, interesando la remisión urgente del 
mismo. 

Hasta la fecha no se ha tenido conocimiento por es- 
ta institución de la información solicitada. (8920440.) 

3.17. Defectuosa insonorización de una discoteca, e 
inactividad de la Administración al respecto, en 
Gandía 

Se formuló queja acerca de las molestias ocasiona- 
das por una discoteca, dado el altísimo nivel sonoro de 
la actividad, que funciona hasta altas horas de la ma- 
drugada. Las numerosas denuncias, efectuadas desde 
hace más de seis años, no habían provocado actuación 
eficaz alguna por parte del Ayuntamiento de Gandía. 

De la información facilitada por dicho ayuntamien- 
to, se desprendía que la actividad en cuestión disponía 
de licencia municipal como sala de baile, otorgada por 
resolución de la alcaldía de fecha 3 de noviembre de 
1982 e, igualmente, de autorización definitiva de aper- 
tura como sala de fiestas, por resolución del Gobierno 
Civil de fecha 16 de junio de 1983. 
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Sin embargo, carecía de la preceptiva licencia de ac- 
tividad clasificada, en su modalidad de molesta, dado 
el tenor literal del artículo 3 del Reglamento de Activi- 
dades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas, y de 
la inclusión del tipo de actividad de que se trate en el 
Nomenclator Anexo, al citado Reglamento. 

El ayuntamiento entendió, no obstante, que dicha ac- 
tividad estaba regulada en el Reglamento de Espectá- 
culos Públicos de 3 de mayo de 1935 y exenta de 
calificación como molesta. 

El Defensor del Pueblo no compartió el anterior cri- 
terio, por no considerarlo ajustado a derecho, dados los 
inequívocos términos al respecto del Reglamento Ge- 
neral de Policía de Espectáculos Públicos y Activida- 
des Recreativas de 27 de agosto de 1982, del Reglamento 
de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligro- 
sas, de 20 de noviembre de 1961, y de la ley 311989, de 
2 de mayo, de Actividades Clasificadas de la Comuni- 
dad Valenciana. 

Se formuló, por tanto, una sugerencia a la corpora- 
ción municipal actuante, en el sentido de que se estu- 
diara la conveniencia de adecuar la actividad dedicada 
a discoteca, mediante la instrumentación de procedi- 
miento establecido a la mencionada Ley 3/1989, de 2 de 
mayo, así como a inspeccionar la cafetería existente en- 
tre el citado local y la vivienda del formulante, a los 
efectos que procedieran. 

En cuanto a los ruidos execesivos denunciados por 
el formulante, en octubre de 1991, se efectuó, finalmen- 
te, después de más de seis años desde la denuncia in- 
cial, una medición acústica en el dormitorio del 
formulante, en la madrugada de un sábado, arrojando 
unos resultados en decibelios muy superiores al nivel 
máximo establecido. 

Este dato dio lugar a una visita de asesores de la ins- 
titución, en noviembre de 1991, al propio Ayuntamien- 
to de Gandía, a quien se le expuso la gravedad de la 
denuncia y la ineficacia de los servicios técnicos mu- 
nicipales competentes en la materia, y se manifestó que 
la queja iba dirigida contra el funcionamiento, sin la 
correcta insonorización, de la discoteca, y no respecto 
a la cafetería existente entre aquella y la vivienda del 
formulante. 

El Secretario del ayuntamiento, que afirmó descono- 
cer la cuestión, prometió adoptar medidas urgentes que 
diesen satisfacción a la justa pretensión del formulan- 
te de la queja. 

Tales medidas se han concretado, según nos ha co- 
municado dicha alcaldía con posterioridad, en la adop- 
ción de un decreto por el que se ha resuelto realizar una 
nueva visita al domicilio del interesado mientras fun- 
ciona la actividad de la mencionada discoteca ante la 
presencia simultanea de todas las partes interesadas 
y, en función del contenido del informe técnico sobre 
medición de ruidos, se aplicarán las medidas correc- 
toras precisas y, en su caso, la sugerencia efectuada por 
esta institución. (Queja 8806661). 
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3.18. Concentración de bares y molestias a los veci- 
nos, en Medina del Campo, Valladolid 

Se dirigió nuevamente a esta institución, el presidente 
de una comunidad de Medina del Campo, Valladolid, 
con motivo de la queja que tenía planteada en relación 
con las molestias producidas por una serie de bares, 
tanto por su falta de adecuación, como por la instala- 
ción de terrazas y música exterior, presumiblemente, 
sin autorización municipal. 

Admitida y tramitada la queja por el Defensor del 
Pueblo, se procedió a solicitar el oportuno informe al 
Ayuntamiento de Medina del Campo, quien nos comu- 
nicó el 16 de agosto de 1990, que los bares de referen- 
cia habían sido amonestados y no constaban, desde 
entonces, nuevas denuncias de los vecinos. La presen- 
te queja fue objeto de referencia en el informe de 1990. 

Sin embargo, a finales de 1990, el interesado insistió 
en que el problema que dio lugar a su queja continua- 
ba subsistiendo, al persistir las molestias denunciadas 
originalmente, puesto que los bares de referencia no ha- 
bían adoptado las medidas correctoras necesarias y, 
además, continuaban instalando terrazas en la calza- 
da de la calle, lo que dificultaba en gran manera el trán- 
sito por la misma. 

En contestación a los reiterados escritos del Defen- 
sor del Pueblo, el alcalde, pidiendo disculpas, en pri- 
mer lugar, por la demora en la contestación manifestó 
a la institución que se habían realizado todas las ges- 
tiones posibles para tratar de coordinar y compatibili- 
zar el derecho al ejercicio de una actividad empresarial 
(artículo 38 de la Constitución) con el derecho a un me- 
dio ambiente adecuado (artículo 45 de la Constitución), 
con múltiples reuniones en el despacho de la alcaldía 
con los vecinos y los propietarios de los bares: con es- 
critos a estos propietarios sobre la moderación en los 
ruidos; con iniciación de expedientes sancionadores 
que se encuentran en trámite, e, incluso, con el cierre 
de algún establecimiento por un incumplimiento de la 
Legislación de actividades clasificadas; con un bando 
de la alcaldía para que se respetara el horario de cie- 
rre y se redujesen los ruidos a límites tolerables, con- 
trolando totalmente las licencias de terrazas que se 
concedieron durante la temporada de verano. 

Las medidas adoptadas contribuyeron, en definitiva, 
a reducir de forma sustancial las molestias denuncia 
das en el escrito de queja, por lo que se dieron por con- 
clusas nuestras actuaciones. (Queja 8807708). 

3.19. Ruido procedente de sirenas de ambulancias y 
actividad de hostelería clandestina, en Madrid 

En las referidas quejas se denunciaba, respectiva- 
mente, la instalación, sin licencia municipal, de una 
cafetería-restaurante, que ocasionaba graves y constan- 
tes molestias al vecindario; y el funcionamiento de un 
parque de ambulancias que, además de carecer de li- 
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cencia, producía asimismo ruidos y molestias a los 
vecinos. 

En ambos casos, las comunidades de propietarios 
afectadas se habían dirigido repetidamente al Ayunta- 
miento de Madrid sin que se adoptasen las medidas le- 
galmente previstas en el Reglamento de Actividades 
Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas y en la Or- 
denanza General de Protección del Medio Ambiente Ur- 
bano, aprobada por el Ayuntamiento Pleno en sesión 
de 24 de julio de 1985, que, entre otras materias, regu- 
la específicamente las perturbaciones producidas por 
los ruidos, estableciendo los niveles tolerables, tanto 
en el ambiente exterior en función de las distintas zo- 
nas contempladas por el Planeamiento Urbanístico, co- 
mo en los interiores en razón al uso de cada edificio, 
haciendo especial referencia a las medidas de aisla- 
miento acústico. 

En el caso de las ambulancias, los vecinos afectados 
alegaban que durante todo el año, desde las 7.00 horas 
de la mañana hasta las 1.30 de la madrugada, eran in- 
soportablemente percibidas las estridentes sirenas de 
los mencionados vehículos. 

Por su parte, la comunidad de propietarios denun- 
ciante de la cafetería-restaurante alegó que en 1985 ha- 
bían dirigido escritos a la Junta Municipal del Distrito 
de Salamanca oponiéndose a la apertura e instalación 
de un negocio de hostelería en el local denunciado, ne- 
gocio que, a la postre y después de un traspaso del ini- 
cial propietario del local, se estableció de forma 
clandestina. Ocurrieron, en suma, varias incidencias al 
respecto y los vecinos fueron atendidos por funciona- 
rios de la mencionada Junta Municipal. Sin embargo, 
la falta de una eficaz medida en relación con su pre- 
tensión, les hizo acudir al Defensor del Pueblo. 

Tras la intervención de la institución se adoptaron, 
finalmente, por la administración municipal las dos si- 
guientes medidas: 

- Decreto de clausura de la actividad de parque de 
ambulancia, por no encontrarse aquélla amparada por 
la preceptiva licencia de apertura y no ajustarse a lo 
dispuesto en las Ordenanzas Municipales. 
- Decreto de clausura del local destinado a 

cafetería-rxstaumte y su posterior precintado, por ca- 
recer, asimismo, de licencia dicha actividad. 

A la vista de la actuación favorable en relación con 
las quejas referenciadas, por parte del Ayuntamiento 
de Madrid, dimos por conclusas nuestras actuaciones. 
(Quejas 9014462 y 9022430). 

4. URBANISMO Y VIVIENDA 

4.1. Incumplimiento del deber de urbanizar una ca- 
lle en el polígono 39 A, del Plan General de Orde- 
nación Urbana de Alcalá de Henares, Madrid 

La formulante alegó, en 1986, la deficiente urbaniza- 
ción del entorno ciudadano en que vivía, carente, en- 

tre otras infraestructuras, del adecuado alumbrado 
público. 

Dicha situación era consecuencia del incumplimien- 
to, por parte de la sociedad promotora de la urbaniza- 
ción del Polígono 39 A, de Alcalá de Henares, de las 
obligaciones y cargas que al respecto impone la legis- 
lación urbanística. 

En el curso de la tramitación de la queja, expresa- 
mos al citado ayuntamiento, entre otras observaciones 
de legalidad, que el derecho a edificar sólo es predica- 
ble cuando están cumplidos los correlativos deberes y 
cargas o, al menos, está asegurado su cumplimiento sa- 
tisfactoriamente, no debiendo existir un abandono de 
la tutela y control de la administración competente en 
materia de gestión y disciplina urbanística. 

Para asegurar el cumplimiento de los deberes im- 
puestos por el planeamiento urbanístico o asumidos en 
virtud de convenios con la administración pública ac- 
tuante, la Ley del Suelo establece, como requisito pre- 
vio y usine que nonm para la aprobación definitiva de 
los planes y proyectos de urbanización de iniciativa pri- 
vada, la consignación de las garantías suficientes para 
el exacto cumplimiento de las obligaciones del pmmo- 
tor y el señalamiento, a tal fin, de los medios económi- 
cos de toda índole. 

Finalmente, dirigimos al Ayuntamiento de Alcalá de 
Henares un recordatorio de deberes legales tendente 
a que por los propietarios de los solares y terrenos afec- 
tados por la urbanización se cumpliesen y ejecutasen 
los deberes urbanísticos asumidos con la aprobación 
del planeamiento correspondiente; o que, en caso de in- 
cumplimiento, se procediese a la ejecución de las ga- 
rantías depositadas para asegurar el cumplimiento de 
tales obligaciones. 

En su respuesta, la Comisión de Gobierno en noviem- 
bre de 1991 informó al Defensor del Pueblo de la efec- 
tiva ejecución de obras de urbanización de la calle en 
que habitaba la formulante de la queja, y de otras ac- 
tuaciones urbanísticas en ,la zona. (Queja 8510138). 

4.2. Obras sin licencia en Madrid 

Compareció ante esta institución un vecino de Ma- 
drid exponiendo que, desde el año 1985, había remiti- 
do diversos escritos a la Junta Municipal de Distrito 
de Salamanca, en los que se instaba la resolución del 
expediente sancionador 79-246-85, relativo a unas obras 
realizadas sin licencia en un edificio que afectaban a 
su seguridad y salubridad, sin haber obtenido contes- 
tación expresa a los mismos ni haberse adoptado las 
medidas oportunas al respecto. 

Una vez admitida a trámite la queja, de la informa- 
ción facilitada por el Ayuntamiento de Madrid se de- 
dujo que, efectivamente, se habían realizado obras sin 
licencia para acondicionar un local en dicha finca, con 
destino a la venta de antigüedades, y que el expedien- 
te, iniciado en 1986, se encontraba, cinco años después, 
en fase de propuesta de resolución. 
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Esta circunstancia y otros datos de trascendencia ju- 
rídica extraídos del examen del referido expediente, dio 
lugar a la siguiente sugerencia: 

«Primero. El expediente sancionador número 
79-246-85 se inició el 29 de enero de 1986, por tanto, han 
transcurrido más de cinco años sin que se haya dicta- 
do aún la correspondiente resolución. En este sentido, 
hay que tener en consideración que el artículo 61 de 
la Ley de Procedimiento Administrativo, que establece 
un plazo máximo de 6 meses de duración de los expe- 
dientes administrativos, plazo que, obviamente, no ha 
sido respetado, por lo que de conformidad con el con- 
tenido del precepto señalado se puede, incluso, exigir 
responsabilidad al funcionario instructor del expedien- 
te citado. En iguales términos se expresa el Reglamen- 
to de Organización, Funcionamiento y Régimen 
Jurídico de las Entidades Locales. 

Segundo. Igualmente se desprende que no se ha da- 
do respuesta expresa a los numerosos escritos que el 
interesado ha venido remitiendo a la Junta Municipal 
de Distrito de Salamanca, ni se ha atendido adecuada- 
mente su contenido, por lo que no se ha respetado lo 
establecido en los artículos 83,89 y 94 de la Ley de Pro- 
cedimiento Administrativo; 180 y 181 del ROFFUEL; y 
artículo 185 de la Ley del Suelo. 

Tercero. Como quiera que la realización de esas 
obras ha sido con el fin de ampliar una actividad que 
se venía desarrollando en un local preexistente, la Jun- 
ta Municipal del Distrito de Salamanca también ha de- 
bido exigir la solicitud de modificación de la anterior 
licencia de funcionamiento, máxime si esta actividad 
consiste en un almacenaje, exposición y venta de anti- 
güedades y pinturas, ya que ello podría considerarse 
como peligroso, con lo que sería susceptible de ser in- 
cluida en el nomenclator del Reglamento de Activida- 
des Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas. n 

Por lo expuesto, procedimos a formular la siguiente 
sugerencia: 

.Que, se considere la conveniencia de ordenar a la 
Junta Municipal del Distrito de Salamanca que, a su 
mayor brevedad posible, adopte las medidas adecuadas 
a fin de resolver, conforme a derecho proceda, el expe- 
diente sancionador 79-246-85, iniciado el 29 de enero 
de 1986. 

Que, de acuerdo con el artículo 185 de la Ley del Sue- 
lo, se proceda a restablecer el orden urbanístico en la 
finca y a amparar la actividad que realmente se viene 
desarrollando en esa tienda de antigüedades con la 
oportuna modificación de la licencia de actividad cla- 
sificada como peligrosa o, en otro caso, inocua. 

Que, a los efectos de lo previsto en el artículo 20 de 
la Ley Orgánica de esta institución, se facilite la iden- 
tificación del funcionario instructor del expediente san- 
cionador citado y que se dé cuenta al promovente de 
la queja del resultado de las distintas actuaciones que 
se adopten.# 

El Alcalde de Madrid aceptó la sugerencia de que se 
procediese con la mayor celeridad a resolver el expe- 
diente sancionador iniciado el 29 de enero de 1986, y 
en consecuencia el ayuntamiento inició las actuaciones 
previstas en los artículos 185 de la Ley del Suelo y 23 
de la Ley de la Comunidad de Madrid de Disciplina Ur- 
banística, tendentes al restablecimiento de la legalidad 
urbanística vulnerada por la realización de las obras 
denunciadas. (Queja 9027157). 

4.3. Ejecución de obras ilegales en Las Rozas, Madrid 

El Ayuntamiento de Las Rozas dictó un Decreto de 
fecha 6 de julio de 1989, ordenando la demolición de 
obras, por ser ilegales e ilegalizables, en una Urbani- 
zación. 

Posteriormente, ante el incumplimiento del referido 
Decreto, con fecha 5 de octubre de 1989, se incoó expe- 
diente sancionador contra el propietario de la finca de- 
nunciada, sin que desde esta fecha se hubiese tenido 
notificación alguna al respecto. 

El referido ayuntamiento alegó ante el Defensor del 
Pueblo que el expediente instruido en virtud de la de- 
nuncia presentada por el reclamante se encontraba en 
fase de inspección técnica de las obras ejecutadas, cu- 
ya realización estaba pendiente de que el denunciado 
permitiese el acceso a la finca, o, alternativamente, se 
obtuviese el preceptivo mandamiento judicial de entra- 
da domiciliaria. 

Con posterioridad, y como consecuencia de la inter- 
vención del Defensor del Pueblo, en fecha 17 de diciem- 
bre de 1990, dictó resolución tipificando como muy 
grave la infracción cometida por el sancionado, consis- 
tente en la ejecución de obras en contra de la expresa 
denegación de la licencia de obras solicitadas por aquél, 
a la vez que se acordaba la demolición de las mismas 
a costa del infractor y se ratificaba la multa por importe 
de 200.000 pesetas, impuesta por Decreto de dicha Al- 
caldía de 6 de julio de 1989. 

El cumplimiento de la resolución dictada en todos 
sus términos fue, posteriormente, objeto de supervisión 
por parte del Defensor del Pueblo. En concreto la de- 
molición decretada por resolución de fecha 6 de junio 
de 1991, no se había efectuado por haberse interpues- 
to recurso de reposición. 

En razón de lo expuesto, se ha formulado un recor- 
datorio de deberes legales al Ayuntamiento de Las Ro- 
zas, en el sentido de que a la mayor brevedad posible 
se proceda a dictar resolución en el indicado recurso 
y, de acuerdo con ella, en su caso, se impulse de forma 
inmediata las actuaciones necesarias a fin de que se eje- 
cute sin más dilación la orden de demolición de las 
obras ilegalmente construidas; aplicando, si ello fuera 
necesario, la ejecución subsidiaria de las mismas, de 
conformidad con lo dispuesto en la normativa aplica- 
ble. (Queja 8920501). 
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4.4. Desprendimientos de rocas que afectaban a la se- 
guridad de unas viviendas en Cartagena, Murcia 

El propietario de una vivienda situada en la Playa del 
Portús, en Cartagena, en la ladera del Monte de la Ca- 
silla, denunció que la misma y otras más se encontra- 
ban amenazadas por los desprendimientos de m a s  que 
esporádicamente se producen de dicho monte. 

El Ayuntamiento de Cartagena, había decretado, con 
fecha 14 de febrero de 1989, el desalojo inmediato de 
las once viviendas afectadas, sin que se haya realizado 
ninguna actuación sobre los propietarios del citado 
monte para que obren de acuerdo con las obligaciones 
impuestas en el artículo 181 de la Ley del Suelo y 10 
del Reglamento de Disciplina Urbanística. 

Solicitado al Ayuntamiento de Cartagena un informe 
en el que se contestara, entre otros extremos, a los he- 
chos alegados por el promovente de la queja, se pudie- 
ron deducir las siguientes consideraciones: 

- Los propietarios del Monte no habían llevado a ca- 
bo la obligacibn de mantener las adecuadas condicio- 
nes de seguridad del mismo, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículo 181.1 de la Ley del Suelo, de 
9 de abril de 1976, y 10.1 del Reglamento de Disciplina 
Urbanística, de 23 de junio de 1978. 
- No se había incoado ningún expediente sanciona- 

dor a los propietarios del monte, con la imposicibn del 
la correspondiente multa, al no haber cumplido con lo 
ordenado por la Alcaldía en su Decreto de 20 de abril 
de 1989. 
- Por último, debe tenerse en cuenta que no sola- 

mente se estaba privando a los propietarios de las vi- 
viendas afectadas del uso y disfrute de las mismas sino 
que, también, se estaba privando a cualquier ciudada- 
no del uso y disfrute de la zona de la playa, que se en- 
contraba clausurada desde el mes de agosto de 1989. 

Por razón de lo anteriormente expuesto, se formuló 
un recordatorio de deberes legales al Ayuntamiento de 
Cartagena sobre la urgente adopción de las medidas 
previstas en el artículo 10.3 del Reglamento de Disci- 
plina Urbanística, a fin de que cesara definitivamente 
la situación de peligro por desprendimiento de rocas 
sobre las casas y usuarios de la playa, así como para 
que se pudiera restablecer el uso y disfrute de las ca- 
sas y zona de las playas afectadas. 
En la contestación dada por el ayuntamiento con fe- 

cha 1-7-91, se aclaró que el plazo de un mes dado a los 
propietarios lo fue para que adoptaran medidas de pre- 
caución y seguridad y no para que realizaran las actua- 
ciones pertinentes que aseguraran la consolidación 
definitiva del monte. 

También se refería dicha corporación en su último 
informe a que se estaba a la espera de obtener la finan- 
ciación suficiente que permitiera ejecutar el proyecto 
de obras redactado por el ayuntamiento para evitar los 
peligros de desprendimientos de rocas. 

Ante el contenido de la información facilitada esta 

institución comunicó al Ayuntamiento de Cartagena 
que procedía a concluir las actuaciones iniciadas con 
motivo de esta queja, ya que se consideraba que no se 
aportaban elementos nuevos que alteraran el funda- 
mento de nuestro recordatorio de deberes legales por 
cuanto después de dos años no se había dado una solu- 
ción al problema continuando el interesado y otros ve- 
cinos con sus viviendas clausuradas y porque seguía 
sin ser incoado ningún expediente sancionador a los 
propietarios del monte que incumplieron sus deberes 
legales de conservación y la orden dada por el ayunta- 
miento el 20 de abril de 1989. 

Por último, se indicó al ayuntamiento que la demora 
en ejecutar el proyecto de ejecución de las obras de con- 
solidación redactada en junio de 1990 podía conllevar 
que el mismo quedase desfasado en cuanto a su presu- 
puesto. (Queja 9003395). 

4.5. Ejecución subsidiaria de demolición de obras ile- 
gales, en Madrid 

Ante esta institución compareció un vecino de Ma- 
drid, exponiendo que, mediante un Decreto de fecha l 
de junio de 1990, el Concejal Presidente de la Junta de 
Distrito de La Latina había ordenado suspender la efi- 
cacia de su anterior Decreto de 7 de mayo, por el que 
se iba a proceder a la demolición por vía sustitutoria 
de unas obras ilegalmente construidas, y para lo cual 
un juzgado de instrucción de los de Madrid había dic- 
tado un auto por el que se autorizaba la entrada en el 
domicilio del vecino infractor. 

Las obras se habían realizado en el año 1983 y tras 
la tramitación del expediente sancionador, por el Ce- 
rente Municipal de Urbanismo se desestimó el recurso 
de reposición presentado por el interesado contra la re- 
solución de 13 de marzo de 1985, por la que se ordena- 
ba la demolición de lo ilegalmente construido y se le 
imponía la correspondiente multa. 

El Ayuntamiento de Madrid remitió un informe en 
el que, de forma pormenorizada, se relacionan las ac- 
tuaciones municipales que se habían venido producien- 
do desde el 7 de febrero de 1983, en que se denunciaron 
tales obras, hasta el presente. 

A la vista del contenido de esas actuaciones, la insti- 
tución puso de manifiesto ante el Ayuntamiento de Ma- 
drid el carácter escasamente eficaz de los servicios 
muncipales encargados de resolver el asunto plantea- 
do en la queja, ya que, después de los decretos de para- 
lización de las obras, órdenes de la legalización de las 
mismas, incoacción y tramitación del correspondiente 
expediente sancionador, órdenes de demolición por el 
infractor, procedimiento de contratación de una empre- 
sa para ejecutar subsidiariamente la demolición, rei- 
terados intentos de entrada en el domicilio y 
consecución de una autorización judicial para ello, en 
la actualidad la situación permanecía en el mismo es- 
tado que en el año 1983, a pesar de haber transcurrido 
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más de ocho años desde la ejecución de las obras 
ilegales. 

Por tal motivo, sugerimos al Alcalde de Madrid el in- 
mediato restablecimiento de la legalidad urbanística in- 
f ringida. 

La sugerencia fue aceptada y el ayuntamiento comu- 
nicó al Defensor del Pueblo la ejecución de las obras 
de demolición por acción sustitutoria previa solicitud 
de una nueva autorización judicial de entrada en do- 
micilio o de rehabilitación del auto anteriormente dic- 
tado. (Queja 9028926). 

4.6. Infracciones urbanísticas en una urbanización de 
inciativa particular, de Paracuellos del Jarama, 
Madrid 

Ante esta institución se formuló una queja referente 
a las irregularidades urbanísticas que se estaban de- 
sarrollando en una urbanización, enclavada en el mun- 
cipio madrileño de Paracuellos del Jarama. 

Esta urbanización tiene su origen en un parcelación 
de suelo calificado como rústico por el Plan General 
del Area Metropolitana de Madrid. 

Dado su carácter ilegal, fue incluida en el anexo de 
la Ley de la Comunidad de Madrid 9/85, de 4 de diciem- 
bre, especial para el tratamiento de las actuaciones ur- 
banísticas ilegales. 

Por la inspección urbanística de la Comunidad de Ma- 
drid se denunciaron las obras de ejecución de infraes- 
tructuras urbanizadoras que estaban llevando a cabo 
en terrenos respecto de los cuales todavía no se había 
aprobado el preceptivo plan parcial ni el correspondien- 
te proyecto de urbanización. Tampoco contaban con la 
necesaria licencia muncipal. 

La Consejería de Policía Territorial, procedió a la sus- 
pensión de tales obras, por subrogación, ya que el ayun- 
tamiento no las paralizó en el plazo establecido cuando 
se le comunicó la posible infracción urbanística que se 
estaba realizando. 

Como quiera que a pesar de la orden de suspensión 
las obras continuaron ejecutándose, el Consejero orde- 
nó el inmediato precinto de los materiales, maquina- 
rias e instalaciones. 

Una vez que el Ayuntamiento de Paracuellos del Ja- 
rama aprobó el proyecto de urbanización correspon- 
diente, se procedió al levantamiento de la suspensión. 

A la vista del contenido de la queja y de la informa- 
ción facilitada por el ayuntamiento citado, se recordó 
a éste la obligación de ejercer las competencias que en 
materia urbanística le han sido conferidas entre las que 
están, la tutela de la actuación de la junta de coopera- 
ción de la urbanización, la participación en los órga- 
nos rectores de ésta en defensa de los intereses del 
municipio, la inspección urbanística con la imposición 
de las sanciones que procedieran, entre otras. 

También se le indicó que esta institución no compar- 
tía su pretensión de que siguiera actuando la Comuni- 
dad de Madrid hasta el total restablecimiento de la 

legalidad urbanística vulnerada. La razón de ello estri- 
baba en que según los artículos 184,225 y 226 de la Ley 
del Suelo y los artículos 21 y 19 de la Ley de Disciplina 
Urbanística.de la Comunidad de Madrid, la competen- 
cia originaria para hacer cumplir la normativa urba- 
nística en vigor la tiene atribuida el ayuntamiento, más 
concretamente el alcalde, y sólo se produce la subro- 
gación por la Consejería de Política Territorial cuando 
tales competencias municipales no han sido debida- 
mente ejercitadas. De aquí que se recordara al Ayunta- 
miento de Paracuellos del Jarama que no podía hacer 
una dejación de sus competencias e inhibirse por com- 
pleto en esta materia para que fuera la comunidad autó- 
noma la que siguiera interveniendo. 

Por último, se le formuló una sugerencia en el senti- 
do de que incrementara la vigilancia y tutela de las ac- 
tividades de la junta de compensación de la 
urbanización, a fin de que se adecúen en todo momen- 
to a lo previsto en la qormativa urbanística aplicable, 
y cumpla con los deberes que le han sido impuestos a 
la misma por el plan parcial y proyecto de urbaniza- 
ción del polígono en que se encuentra enclavada. 

El ayuntamiento todavía no ha contestado a esta su- 
gerencia a pesar de haber sido requerida la remisión 
de un informe en el que refleje su posicionamiento al 
respecto. (Queja 9027914). 

4.7. Infracción urbanística en Madrid 

En 1988 un vecino de Madrid se dirigió a esta insti- 
tución para poner de manifiesto que por parte del ayun- 
tamiento, tanto de la Gerencia Municipal de Urbanismo, 
como de la Junta Municipal de Chamartín, no se ha- 
bían adoptado las medidas necesarias para corregir las 
infracciones urbanísticas cometidas en un inmueble al 
proceder a su reforma, infracción que consistió, entre 
otras cosas, en demoler uno de los jardines de la casa, 
cortando y arrancando árboles y setos sin la precepti- 
va licencia muncipal. 

A la vista de lo manifestado por el reclamante, pro- 
cedió la administración de la queja, oficiando al orga- 
nismo de referencia para que nos informase al respecto. 

Recibida la contestación del ayuntamiento, y no obs- 
tante la misma, se procedió a girar visita a la Junta Mu- 
nicipal del Distrito de Chamartín para precisar algunos 
aspectos del expediente administrativo. En concreto, to- 
dos los informes técnicos obrantes en el mismo consi- 
deraban que la conversión del jardín en aparcamiento 
constituía una infracción del planeamiento vigente, sal- 
vo el evacuado finalmente por la Gerencia Municipal 
de Urbanismo, considerando que tales obras se halla- 
ban amparadas en una licencia otorgada para construir 
en la indicada finca una cámara bufa, razón por la que 
finalmente no se cuestionó la legalidad de las obras. 

Ahora bien, la investigación realizada arrojaba como 
resultado una de estas dos posibilidades: 

a) O bien la licencia otorgada, de 15 de julio de 1986, 
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no ampara las obras del aparcamiento, debiendo pro- 
cederse a su demolición conforme al artículo 184 de la 
Ley del Suelo. 

b) O bien la licencia se otorgó en contravención de 
las determinaciones del Plan General de Ordenación Ur- 
bana de Madrid (determinaciones de carácter obliga- 
torio a tenor de la Ley del Suelo), ya que tanto el edificio 
como la parcela de referencia se encuentran protegidos 
con el nivel 2 del catálogo de edificios del Plan, lo que 
implica la extensión de la protección no sólo al inmue- 
ble, sino al arbolado y jardinería existentes en ella (ar- 
tículos 8.2.5 y 8.3.3). 

Por otra parte, una nueva comparecencia del denun- 
ciante, así como la propia visita girada a la Junta Mu- 
nicipal, puso de manifiesto que en la misma finca la 
promotora antes indicada había realizado, durante el 
verano de 1983, obras interiores consistentes en la unión 
de cuatro viviendas y su conversión en planta diáfana 
con destino a oficinas sin haber obtenido la preceptiva 
licencia. 

En consecuencia, con fecha 19 de junio de 1989, se 
formuló una sugerencia al Ayuntamiento de Madrid del 
siguiente tenor literal: 

a) Que se den las órdenes oportunas en orden al 
cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 184 de la 
Ley del Suelo, procediendo a la legalización de las obras 
interiores realizadas sin licencia. 

b) En cuanto a las obras de conversión del jardín 
en aparcamiento, que se acuerden las resoluciones per- 
tinentes para dar cumplimiento a lo dispuesto en el ar- 
tículo 187 de la Ley del Suelo. 

Sin embargo, la sugerencia formulada no fue acep- 
tada por el Ayuntamiento de Madrid, sobre la base de 
una serie de consideraciones que giraban en torno a un 
argumento básico y dos afirmaciones categóricas, a 
saber: 

a) Las obras interiores de unión de cuatro vivien- 
das para su conversión en planta diáfana fueron ejecu- 
tadas antes del 31 de octubre de 1980, razón por la que 
había que considerar prescrita la infracción urbanís- 
tica por transcurso del plazo de un año del artículo 230 
de la Ley del Suelo, al no ser aplicable el plazo de cua- 
tro años previsto en el artículo 9 del Real Decreto Le- 
gislativo 1611981. 

Las obras del exterior, consistentes en la conver- 
sión del jardín de la finca en aparcamiento, están am- 
paradas en la licencia número 528/86/12023, concedida 
el 25 de junio de 1986. 

En todo caso, el Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid admitió a trámite, con fecha 13 de diciembre 
de 1989, recurso contencioso-administrativo interpuesto 
por el reclamante contra la resolución del recurso por 
obras sin licencia, por lo que, en aplicación del artícu- 
lo 17.2 de la Ley Orgánica del Defensor del Pueblo, de- 
berían ser paralizadas las presentes actuaciones. 

b) 

c) 

Las afirmaciones contenidas en el informe del ayun- 
tamiento mostraban claramente una voluntad escasa- 
mente coincidente con la recomendación de esta 
Institución, además de una plena conciencia de las in- 
fracciones cometidas sin la intención de enmendarlas, 
ya que la contestación denotaba la decisión firme e irre- 
vocable de mantener actos administrativos dictados 
contra la ley. 

En tales circunstancias esta institución comunicó al 
ayuntamiento la inclusión de este asunto en el presen- 
te informe anual, sobre la base de las siguientes consi- 
deraciones: 

1P Frente a la sugerencia formulada en el sentido 
de proceder a la revisión de oficio de la licencia otor- 
gada para las obras de conversión del jardín en esta- 
cionamiento para vehículos, no se ofrece argumento 
alguno que se oponga al esgrimido por esta institución, 
según el cual, puesto que la parcela sita en dicha di- 
rección se encuentra incluida con el nivel 2 en el catá- 
logo de edificios protegidos del Plan General de Madrid, 
la licencia ampara una infracción grave a tenor del ar- 
tículo 326 de la Ley del Suelo, en relación con los artí- 
culos 54, 75 y siguientes del Reglamento de Gestión 
Urbanística. 

En este sentido sólo puede estimarse que la Junta Mu- 
nicipal ha obviado sus facultades de revisión de oficio 
de una licencia otorgada contra las previsiones del Plan 
con pleno conocimiento de causa y sin argumento le- 
gal alguno que ampare su inactividad. 

En relación con el plazo de prescripción de la 
infracción cometida por realización de obras interio- 
res, estima la Junta Municipal que las obras se conclu- 
yeron antes del 30 de octubre de 1981, por lo que no es 
aplicable el plazo de prescripción de cuatro años pre- 
visto en el artículo 9 del Real Decreto Ley 6/1981, sino 
el de un año conforme a la antigua redacción del artí- 
culo 185 de la Ley del Suelo. 

Sin embargo, según consta en diversos documentos 
del expediente que conoce perfectamente esa Junta Mu- 
nicipal, las obras interiores fueron realizadas en el ve- 
rano de 1983, por lo que es perfectamente aplicable el 
plazo de cuatro años de prescripción para exigir la le- 
galización de las obras, conforme al artículo 9 del Real 
Decreto Ley citado. Como quiera que desde el 17 de oc- 
tubre de 1984 se están produciendo denuncias del in- 
teresado y desde tal fecha no ha sido paralizada la 
actividad administrativa, no cabe considerar prescrito 
el plazo para exigir la legalización de las obras. Ha si- 
do la propia administración municipal la que ha esta- 
do consintiendo la permanencia de la infracción 
denunciada. 

3P Añade la Junta Municipal que el Tribunal Supe- 
rior de Justicia de Madrid ha admitido a trámite, con 
fecha 13 de diciembre de 1989, recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por el interesado contra la 
resolución del recurso por obras sin licencia, por lo que 
se considera que, en aplicación del artículo 17.2 de la 

2.0 
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Ley Orgánica del Defensor del Pueblo, «deberían ser pa- 
ralizadas las presentes actuaciones)). 

Debe recordarse en este sentido que la formulación 
del recordatorio de deberes legales se efectuó en junio 
de 1989, y, por tanto, con anterioridad a la interposi- 
ción del recurso contencioso-administrativo, y que, si 
bien paralizamos nuestras actuaciones en razón de lo 
dispuesto en el artículo 17.2 de nuestra Ley Orgánica 
reguladora, ahora que tan insistente como rápidamen- 
te se solicita por el ayuntamiento, también procedemos, 
de conformidad con el artículo 30 de la Ley Orgánica 
311981, y dentro del máximo respeto a las decisiones de 
los jueces y tribunales que integran el poder judicial, 
a incluir este asunto en el informe anual a las Cortes 
Generales, dando cuenta al interesado. 

Finalmente, sobre el litigio planteado recayó, el 2 de 
julio de 1991, Sentencia núm. 417, de la Sección Prime- 
ra de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri- 
bunal Superior de Justicia de Madrid, cuya copia fue 
atentamente remitida a esta institución por el propio 
Tribunal Superior y en cuyos fundamentos puede lite- 
ralmente leerse lo siguiente: 

«CUARTO: ... Es cierto que una mínima coordinación 
del quehacer administrativo y una resolución en un pla- 
zo prudente de la acción ejercitada por el demandante 
ante la Administración hubiese impedido la consuma- 
ción de una tan manifiesta infracción urbanística, pe- 
ro lo cierto es que los inexplicables retrasos, la 
confusión y la desidia administrativa desembocaron en 
un acto de concesión de una licencia en contra del pla- 
neamiento porque se fundaron en un hecho irreal, cual 
es la inexistencia del jardín, cuando su realidad y ca- 
racterísticas se demostraron en el propio expediente ad- 
ministrativo ... 

QUINTO: Al ser manifiestamente ilegal la licencia de 
obras, otorgada por la Gerencia Municipal de Urbanis- 
mo del Ayuntamiento de Madrid, no puede limitarse és- 
te, al resolver la acción ejercitada por el demandante, 
a la apreciación en uno de sus fundamentos de tal he- 
cho, limitándose a dirigir una nota interior de servicio 
para que, en su caso, se proceda conforme a lo dispuesto 
por los artículos 224.2 del Texto Refundido de la Ley 
de Régimen del Suelo, y 91.1 del Reglamento de Disci- 
plina Urbanística, sino que, en cumplimiento de lo dis- 
puesto concordadamente por los artículos 187.1 y 224.2 
del citado Texto Refundido, 109 y siguiente de la Ley 
de Procedimiento Administrativo, y 36 a 39, 44 y 91.1 
del Reglamento de Disciplina Urbanística, debió incoar 
cualquiera de los procedimientos previstos por el artí- 
culo 110 de la Ley de Procedimiento Administrativo con 
el fin de restablecer la legalidad urbanística, y, al no 
haberlo llevado a cabo, pues cuando se ejercitaron las 
pertinentes acciones por el demandante no habían 
transcurrido cuatro años desde la fecha de concesión 
de la mentada licencia ilegal, la Sala debe ordenar al 
Ayuntamiento demandado que incoe tal procedimien- 
to con el fin de revisar y anular la licencia concedida 

hasta llegar a la demolición de las obras realizadas que 
Zonstituyeron infracción urbanística, con las demás 
ionsecuencias legales y reglamentariamente previstas 
cn los citados preceptos, estimando así parcialmente 
y con el referido alcance la súplica del escrito de 
demanda. 

SEXTO: La actuación municipal, tanto durante la tra- 
mitación del expediente administrativo, como al soste- 
ner la conformidad a Derecho de su proceder en este 
juicio, ha sido manifiestamente temeraria, pues, a pe- 
sar de aceptar la manifiesta infracción urbanística que 
supuso la concesión de la licencia de obras, que ampa- 
ró las ejecutadas anteriormente sin licencia y contra 
el planeamiento vigente, no dio satisfacción a las pre- 
tensiones del demandante, obligándole injustificada- 
mente a acudir a los Tribunales, lo que le hace 
merecedor de la imposición de todas las costas causa- 
das en este juicio, conforme a lo dispuesto por el artí- 
culo 131.1 de la Ley de esta jurisdicción.)) 

Consecuentemente con los anteriores fundamentos 
la sentencia, estimando en parte la demanda ordena al 
Ayuntamiento de Madrid «que incoe el procedimiento 
pertinente, previsto legalmente, con el fin de revisar y 
anular la licencia de obras concedida por la Gerencia 
Municipal de Urbanismo con fecha 25 de junio de 1986, 
en el expediente administrativo núm. 528/86/12023, al 
constituir esta licencia una manifiesta infracción ur- 
banística, hasta llegar, si procediese, a la demolición 
de las obras realizadas, sin perjuicio de las responsa- 
bilidades que fuesen exigibles legalmente, y, asimismo, 
debemos condenar y condenamos al Ayuntamiento de 
Madrid, al pago de todas las costas procesales causa- 
das en este juicio por su manifiesta temeridad)). 

Con la anterior sentencia ha venido a confirmarse ple- 
namente el criterio y sugerencias del Defensor del Pue- 
blo que el ayuntamiento se negó tan pertinaz como 
inexplicablemente a aceptar, consintiendo una situa- 
ción de ilegalidad urbanística manifiesta. 

Es este el momento de que a la vista de la resolución 
judicial y el expediente administrativo se recuerde a la 
administración municipal la posibilidad de que inicie 
las actuaciones legales oportunas para corregir el da- 
ño causado y en todo caso para depurar las responsa- 
bilidades funcionariales que pudiesen decantarse de 
toda la tramitación de este expediente. (Queja 8801457). 

4.8. Permuta urbanística de solares en Las Palmas de 
Gran Canaria 

En 1990 compareció ante esta institución una veci- 
na de Las Palmas de Gran Canaria exponiendo su opo- 
sición al expediente de permuta de la parcela 211 de 
la Avda. Marítima, por la finca denominada «El Moral)), 
sita en la Barriada de San Juan. Aquella parcela, afir- 
maba la formulante, está destinada, según el planea- 
miento en vigor, al uso de equipamiento, y era utilizada 
de forma cotidiana desde hacía más de veinte años co- 
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mo aparcamiento público por cientos de ciudadanos, 
dada su situación estratégica en el centro de la ciudad. 

La permuta denunciada, objeto del expediente núme- 
ro 1.469, incurría, según el escrito de queja, en presun- 
tas infracciones legales, destacando al respecto la falta 
de causa del contrato (se niega la supuesta paralización 
de obras ya iniciadas, y correlativos perjuicios en la fin- 
ca «El Moral», por parte de determinada promotora, co- 
mo elemento motivador de la permuta), y el criterio 
utilizado para valorar los bienes permutados, valora- 
ción que implicaba, dado el sucesivo aumento del vo- 
lumen edificable de la parcela 211 y su cambio de 
calificación urbanística (de uso para equipamiento a 
uso residencial), un claro perjuicio económico para la 
hacienda municipal. En todo caso, y es esto lo esencial, 
la formulante manifestaba su oposición al destino re- 
sidencial previsto para la parcela en cuestión, alegan- 
do en tal sentido que los propios técnicos urbanistas 
del Ayuntamiento desaconsejaron el cambio de uso y 
que, con ocasión de la exposición pública del proyecto 
de Plan General de Ordenación Urbana de la ciudad, 
los correspondientes planos de situación indicaban que 
la parcela mencionada era y seguiría siendo de equi- 
pamiento. 

Tras diversas vicisitudes, y recibido finalmente el in- 
forme solicitado al Ayuntamiento de Las Palmas de 
Gran Canaria, nos manifestó lo siguiente: 

1.0 Las fincas que iban a ser objeto de permuta, fin- 
ca «El Moral», y las parcelas números 211 y 307 de la 
Avda. Marítima del Norte, de titularidad municipal, te- 
nían una valoración similar según informes técnicos: 
61.783.190 la primera, y 59.513.550 las de la Avda. Ma- 
rítima. 

2.0 Sin que se hubiese formalizado la permuta, el 
Ayuntamiento instó la revocación de la permuta de la 
parcela 307 con el fin de negociar la misma con los pro- 
pietarios de una estación de suminitro de carburantes 
existente junto al Teatro Pérez Galdós. Ello obligó, den- 
tro del trámite de revisión del Plan General de Ordena- 
ción Urbana, a concentrar la edificabilidad prevista 
para la parcela 307 en la 211, liberando a aquélla de la 
edificabilidad prevista para permitir la construcción 
de una estación de combustible. 

La resolución definitiva del Plan General por la 
Consejería de Política Territorial del Gobierno de Ca- 
narias, que estableció’las determinaciones urbanísti- 
cas definitivas para la parcela 211, fue recurrida en 
reposición por un colectivo de vecinos, entre ellos la in- 
teresada, siendo estimado parcialmente y otorgando 
una nueva ordenación urbanística para la indicada 
parcela. 

4.0 Con fecha 27 de julio y 28 de septiembre de 1990, 
el Pleno del Ayuntamiento acordó suscribir con los re- 
presentantes de la finca «El Moral» un convenio por el 
que consideraban concluidas las cuestiones derivadas 
del expediente de permuta con el objetivo de poder for- 
malizarlo en escritura pública. 

3.0 

Estimando formalmente adecuada la información ob- 
tenida, esta institución procedió al cierre de las actua- 
ciones, dando cuenta de ello a la interesada y al 
Diputado del Común. (Queja 9001281). 

4.9. Denuncia de infracciones legales de las normas 
de planeamiento de Llanes, Asturias 

En el mes de mayo de 1991 tuvo entrada en esta ins- 
titución una queja suscrita por el presidente de la agru- 
pación de vecinos y amigos de Llanes en la que, en 
nombre de la asociación, denunciaba determinadas 
irregularidades que afectaban a las Normas Subsidia- 
rias de Planeamiento Urbanístico aprobadas por el 
Ayuntamiento de Llanes y, al parecer, sometidas a la 
Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del 
Principado de Asturias para su aprobación definitiva. 

Las irregularidades alegadas podían clasificarse bá- 
sicamente en dos grupos, a saber: aquellas que afectan 
al procedimiento de elaboración y aprobación de las 
Normas Subsidiarias, y aquellas otras que aparente- 
mente contravienen prescripciones materiales del or- 
denamiento aplicable, esto es, las Directrices 
Regionales de Ordenación del Territorio emanadas del 
Principado y las prescripciones contenidas en la vigente 
Ley de Costas y Texto Refundido de la Ley del Suelo de 
1976. 

La gran cantidad de aspectos planteados en la queja 
determinó que esta institución solicitara sendos infor- 
mes sobre las cuestiones planteadas tanto del ayunta- 
miento como de la Consejería de Medio Ambiente y 
Urbanismo del Principado. 

El primer informe recibido -evacuado por la 
Consejería-, ponía de manifiesto que las normas de 
Llanes no habían podido ser aún objeto de estudio por 
problemas formales de la documentación remitida por 
el ayuntamiento, de modo que la Comisión todavía no 
había podido pronunciarse sobre su aprobación defi- 
nitiva. Por su parte el Ayuntamiento, respecto del cual, 
e igualmente de la Comisión de Urbanismo y Ordena- 
ción del Territorio del Principado, conviene resaltar la 
máxima colaboración ofrecida a esta institución duran- 
te la tramitación de la queja, solicitaba el establecimien- 
to de un término flexible para evacuar la información 
solicitada dado su volumen y complejidad (planos de 
gran formato, etc.). 

Debido a tales razones se acordó realizar una visita 
a las mencionadas entidades comprobándose sobre el 
terreno la conformación urbanística que las referidas 
Normas Subsidiarias asignan al ámbito territorial de 
aplicación. 

De la visita indicada, así como del examen de las Nor- 
mas y de los terrenos afectados, pudieron extraerse di- 
versas conclusiones que a continuación se exponen. 

La configuración territorial, en primer lugar, que las 
Normas Subsidiarias prevén para el Consejo de Llanes 
ha variado sustancialmente a través de los sucesivos trá- 
mites de elaboración -aprobación inicial, provisional 
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y definitiva- como consecuencia de las alegaciones for- 
muladas por los particulares y de las observaciones 
que, en última instancia, ha realizado la Comisión de 
Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado 
de Asturias. En este sentido cabe señalar que se ha re- 
ducido considerablemente la intensidad de usos y ti- 
pología inicialmente previstos tanto en suelo urbano 
(Posada, Barro, Celorio, Llanes) como en el suelo apto 
para urbanizar, especialmente: Celorio, La Talá, Pancar, 
La Portilla, Posada, etc. 

En este punto, sin embargo, debe mencionarse que 
se han observado diversos enfoques de los organismos 
competentes en cuanto a las observaciones de fondo 
realizadas por la Comisión de Urbanismo para la apro- 
bación definitiva de las Normas. La cuestión estriba en 
determinar si, además de las observaciones de mera le- 
galidad, el órgano de la comunidad autónoma puede 
formular antes de la aprobación definitiva observacio- 
nes de oportunidad, sin que ello invada la competen- 
cia municipal en cuanto a la aprobación de Planes. Pues 
bien, debe manifestarse que en este punto de actuación 
de la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Terri- 
torio del Principado de Asturias coincide con jurispru- 
dencia casi unánime según la cual el urbanismo 
constituye una competencia compartida, no exclusiva, 
de los municipios, pudiendo los órganos competentes 
de las comunidades autónomas introducir modificacio- 
nes en el Planeamiento respecto de aquellas determi- 
naciones urbanísticas que no afecten al mero interés 
local. 

En cuanto a los vicios formales que pudieran haber- 
se producido a lo largo de la tramitación administrati- 
va de las normas, efectivamente han podido detectarse 
mínimas deficiencias en lo que se refiere a los sucesi- 
vos trámites de información pública, debido sobre to- 
do a la complejidad y alto grado de participación 
ciudadana en el procedimiento y a los sucesivos cam- 
bios que las mencionadas Normas han ido sufriendo 
a lo largo de este proceso. En todo caso este dato no 
debe, a juicio de esta institución, empañar la diligen- 
cia y buen hacer de la corporación municipal en cuan- 
to al deseo de informar a la ciudadanía (incluso 
propietarios residentes en el continente americano) so- 
bre las determinaciones contenidas en las Normas y la 
definición del contenido urbanístico de la propiedad de 
los directamente afectados por el plan. 

En este mismo sentido, el Acta de la Reunión celebra- 
da por la Comisión de Urbanismo del Principado de As- 
turias de 5 de diciembre de 1991 pone claramente de 
manifiesto que «no cabe apreciar en las mismas (se re- 
fiere a las diversas informaciones públicas) deficiencia 
formal que pueda constituir causa invalidante». 

Con independencia de ello, debe llamarse la atención 
sobre las características del acuerdo de aprobación de- 
finitiva, cuyo contenido, en algunos aspectos, no deja 
de plantear un problemático encaje dogmático. Señala 
el Acta citada: «... El Pleno acuerda la aprobación defi- 
nitiva de la Revisión de las Normas Subsidiarias de Pla- 
neamiento de Llanes con el alcance previsto en el 

artículo 56 de la Ley del Suelo, a reserva de la obliga- 
ción municipal de introducir las modificaciones y co- 
rregir las deficiencias que este Acuerdo determina y 
señala, siendo necesario elaborar de inmediato un tex- 
to único del documento que deseche las partes del mis- 
mo que han quedado sin efecto a raíz de los sucesivos 
Acuerdos aprobatorios, que ensamble los elementos 
normativos ahora dispersos en diferentes lugares y que 
recoja con claridad la ordenación resultante ... )) 

Añade el Acta, que la Comisión de Urbanismo y Or- 
denación del Territorio del Principado de Asturias con- 
sidera necesario que «se abra en y por el Ayuntamiento 
un período de información pública durante el cual se 
expondrá al público el expediente y la totalidad del do- 
cumento con las modificaciones y correcciones dima- 
nantes del presente Acuerdo, a fin de que quien lo 
estime conveniente pueda manifestar su opinión y su- 
gerencias sobre cualquier extremo que considere de in- 
terés o sobre la totalidad del documento». 

En todo caso, y al margen de lo peculiar de esta de- 
claración, a cuyo tenor se aprueban definitivamente las 
Normas que, sin embargo, han de someterse de nuevo 
al trámite de información pública, parece indudable 
que las dudas que pudiera haber sobre la tramitación 
de las normas quedan obviadas por el acuerdo citado. 

Relacionado con las cuestiones anteriores queda pen- 
diente el capítulo del respeto de las Normas Subsdia- 
rias al conjunto de normas materiales que con carácter 
general o sectorial producen una ordenación o tienen 
un impacto sobre el territorio, a saber: la legislación 
urbanística general, las Directrices Regionales de Or- 
denación del Territorio y la legislación de costas. 

En realidad, este punto podría no tener una contes- 
tación unívoca por esta institución si contemplara las 
diversas fases de elaboración de las Normas que, sin 
embargo y como ya se ha señalado, han ido ofreciendo 
modelos territoriales y urbanísticos sensiblemente di- 
ferentes. 

Ahora bien, como.quiera que es la configuración de- 
finitiva de las Normas la que, lógicamente, tiene que 
ser objeto de estas conclusiones, debe decirse que el 
Acuerdo de la Comisión Regional no deja lugar a du- 
das sobre el ajuste a la legalidad de las Normas: acuer- 
do que se apoya además en los diversos informes del 
Ayuntamiento, de la Demarcación de Costas y de la pro- 
pia Comisión, entre otros, que han ido jalonando su ela- 
boración y que obran en el expediente. 

Así en cuanto un análisis pormenorizado de las Nor- 
mas Subsidiarias con las prescripciones de la Ley del 
Suelo y las Directrices Regionales arroja una correcta 
adecuación de aquéllas a éstas. En definitiva las posi- 
bles discripancias planteadas han podido derivar el in- 
tento de aplicar normas o directrices propias de suelo 
urbanizable y no urbanizable a lo que con claridad 
constituye suelo urbano. En cuanto a la legislación de 
costas el informe de 26 de noviembre de 1991 de la De- 
marcación de Costas del Estado en Asturias es conclu- 
yente al informar favorablemente las meritadas 
Normas Subsidiarias. 
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Sobre la base de la investigación realizada y tras las 
conclusiones expuestas esta institución dio por confor- 
mes las diversas actuaciones administrativas informan- 
do de ello a los interesados. (Queja 9113892). 

4.10. Daños producidos con ocasión de la construc- 
ción de un aparcamiento subterráneo en Madrid 

La presente queja fue iniciada de oficio ante las gra- 
ves perturbaciones que los residentes en una edifica- 
ción unifamiliar estaban sufriendo como consecuencia, 
presumiblemente, de las obras de construcción de un 
aparcamiento subterráneo colindante con aquélla. De 
estas perturbaciones tuvo conocimiento esta institución 
mediante la intervención de una asociación de vecinos 
de Campamento y se concretaban en los siguientes 
hechos: 

- Que, presuntamente, las obras de referencia pro- 
dujeron a la edificación indicada, que con anterioridad 
y pese a su antigüedad de más de 20 años no presenta- 
ba daño alguno, entre otros daños, numerosas grietas 
en parámetros verticales; roturas de solados y alicata- 
dos; desajustes de puertas y ventanas; rotura de las ins- 
talaciones de calefacción, electricidad, agua y 
saneamiento; y agrietamiento de la cubierta con apa- 
rición de goteras. 

Tras dos requerimientos dirigidos al Ayuntamiento 
de Madrid, éste remitió informe desde el Gabinete Téc- 
nico de la Alcaldía Presidencia en el que indicaba, en 
esencia: 

1.  Que las referidas obras de construcción contaban 
con la preceptiva licencia municipal. 

2. Que las deficiencias existentes en la finca no fue- 
ron producidas directamente por las obras de construc- 
ción, «sino por el lógico asentamiento que se produce 
al vaciado del mismo)). 

3. Que no obraba en poder del municipio informe 
técnico presentado por la parte afectada sobre las de- 
ficiencias denunciadas. 

De las anteriores manifestaciones, esta institución en- 
tendió que la causa directa de los daños de referencia, 
según reconocía el propio Ayuntamiento de Madrid, fue 
el vaciado del terreno necesario para las obras de cons- 
trucción del aparcamiento y que de no haberse reali- 
zado dicho vaciado no habrían aparecido los 
desperfectos en la vienda de referencia, por lo que era 
clara la relación de causa-efecto entre el vaciado (obra 
necesaria para la construcción) y los daños aparecidos, 
así como la responsabilidad de los promotores y titu- 
lares de la obra en aquéllos. 

Por ello, en base a lo anterior y ante la manifestación 
administrativa de caracer de informe pericia1 de los 
afectados y obrando éste en esa institución, se conti- 
nuó la investigación de la presente queja solicitando del 

Ayuntamiento de Madrid un nuevo informe que pusie- 
se de manifiesto, de un lado, las actuaciones empren- 
didas a fin de exigir a los responsables de los daños 
ocasionados por el vaciado del aparcamiento o, en su 
caso, de la compañía aseguradora que cubra tal ries- 
go, la reparación de la vivienda y, de otro, la situación 
actual de la red de alcantarillado en la zona del apar- 
camiento y su conexión con la vivienda afectada, todo 
ello acompañado de copia de los informes técnicos de 
ese muncipio sobre los hechos denunciados. 

A lo anterior el Ayuntamiento de Madrid remitió nue- 
vo informe en el que se ponían de manifiesto, funda- 
mentalmente, las siguientes circunstancias: 

1. Que las obras de construcción del aparcamiento 
de referencia son de iniciativa privada, cuentan con la 
preceptiva licencia municipal de obras y, en todo mo- 
mento, han estado supervisadas por los técnicos mu- 
nicipales. 

2. Que la red de saneamiento en la zona de las obras 
indicadas, y de la vivienda afectada por éstas, se en- 
cuentra en perfecto estado y no recibe, por falta de co- 
nexión debida a la propiedad de la citada vivienda, las 
aguas residuales de ésta. 

Por ello, al tratarse de actuaciones privadas y al ser 
concedidas las licencias muncipales <(salvo el derecho 
de propiedad y sin perjuicio de tercero)), como indica 
el artículo 12 del Reglamento de Servicios de las Cor- 
poraciones Locales, esta Institución tuvo que, en cum- 
plimiento de la Ley 3/1981, de 6 de abril, por la que nos 
regimos, dar por concluidas sus actuaciones al no po- 
der entrar a conocer relaciones privadas entre parti- 
culares. (Queja 9024760). 

4.11. Urbanización privada clandestina en Piedrahita, 
Avila 

Compareció ante la institución la comisión de veci- 
nos de una urbanización de Piedrahita, Avila, formu- 
lando queja en relación con la inactividad por parte del 
ayuntamiento de la mencionada localidad ante las di- 
versas reclamaciones efectuadas con motivo de las irre- 
gularidades existentes en la urbanización, consistentes, 
fundamentalmente, en la falta de alumbrado público, 
así como otras deficiencias de infraestructura, pavi- 
mentación de las calles, alcantarillado, etc. 

Recibido el informe municipal solicitado al respec- 
to, resultó que la urbanización de que se trata se había 
desarrollado de forma ilegal o clandestina por un pro- 
motor actualmente en paradero desconocido. 

Dicha situación puso en evidencia el inadecuado fun- 
cionamiento de los servicios muncipales encargados del 
control y cumplimiento de la disciplina urbanística, ya 
que, se permitió el surgimiento de una urbanización en 
suelo no urbanizable con manifiesta infracción, entre 
otros, de los artículos 86,52 a 54 y 57 de la Ley del Suelo. 

No obstante, partiendo de este hecho y ante la venta 
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de las parcelas ilegalmente configuradas a terceros ad- 
quirentes, parece que lo que procedía era legalizar di- 
cha situación, debiéndose entender que son los 
propietarios de los terrenos afectados por la actuación 
urbanística quienes, a tenor de lo establecido, entre 
otros, en el artículo 120 de la Ley del Suelo, deben su- 
fragar los costes de la Urbanización en los términos pre- 
cisos que se detallan en el artículo 122 de la 
mencionada ley; obras de viabilidad, sanenamiento, su- 
ministro de agua y energía eléctrica, alumbrado públi- 
co; debiendo entenderse, al respecto, que tales 
propietarios han de subrogarse en el lugar y puesto del 
promotor de la edificación, en razón de lo establecido, 
por analogía, en el artículo 88 de la Ley del Suelo. 

Otro aspecto de la cuestión suscitada, según se pudo 
apreciar del indicado informe remitido por el Ayunta- 
miento de Piedrahita, fue la ejecución de obras por par- 
te de algunos propietarios de parcelas edificadas, 
consistentes en la construcción de un jardín en la par- 
te delantera de la casa, zona destinada, según proyecto 
del constructor, a acera. 

Tales actuaciones que fueron efectuadas sin licencias 
y, al parecer, en terrenos eventualmente destinados a 
su cesión obligatoria, exigen, frente al criterio de dicho 
ente local que sostiene el carácter reglamentario de la 
licencia municipal de obras, cuya concesión, por tan- 
to, ha de otorgarse sin perjuicio de terceros, actuacio- 
nes complementarias de raparación de la legalidad 
urbanística, por infracción de lo establecido en el artí- 
culo 178 de la ya citada Ley del Suelo, debiendo, en con- 
secuencia, dicho Ayuntamiento proceder en los 
términos prefijados en el artículo 184 de la tan repeti- 
da normativa. 

Por consiguiente, y en razón de lo expuesto, procedi- 
mos a formular al Ayuntamiento de Piedrahita la si- 
guiente sugerencia: 

Que se proceda a la legalización de la urbani- 
zación ilegal ordenando, por tanto, salvo que procedie- 
se su demolición, la finalización de las obras de 
urbanización, a costa del promotor o, por subrogación, 
de los actuales adquirentes. 

2." Que, mediante las inspecciones oportunas, se ini- 
cien, en sus casos, expedientes sancionadores por la 
construcción de obras abusivas no prescritas y, asimis- 
mo, si no fuese posible su legalización, se ordene la de- 
molición de las obras a costa de los interesados, en 
cumplimiento todo ello de lo establecido en el artículo 
184 de la Ley del Suelo, y artículo 29 del Reglamento 
de Disciplina Urbanística.), 

Al no recibirse contestación sobre la aceptación o no 
de esa sugerencia se incluye la queja en el presente in- 
forme. (Queja 8920477). 

<< 1.0 

4.12. Obras ilegales en Sacecorbo, Guadalajara 

Compareció en esta Institución una vecina de Sace- 
corbo, Guadalajara, señalando que el día 14 de marzo 

de 1989 denunció ante el citado ayuntamiento la reali- 
zación, por parte de un vecino colindante, de ciertas 
obras que no contaban con la preceptiva licencia mu- 
nicipal, sin que pese a ello, y a las reiteradas denuncias 
de la interesada, dicho municipio realizase actuación 
alguna tendente a corregir la citada irregularidad ur- 
banística. 

El Ayuntamiento de Sacecorbo, tras varias reiteracio- 
nes desde esta institución, remitió el informe precepti- 
vo acerca de la queja planteada, del cual se pudo 
constatar la realidad de la infracción denunciada y la 
falta de actuación municipal ante la misma; alegando, 
asimismo, que se encontraba con graves dificultades pa- 
ra poner en conocimiento del vecino autor de las obras 
sin licencia las diferentes resoluciones administrativas 
dictadas a raíz de la intervención del Defensor del Pue- 
blo, dado el defecto físico de sordomudez padecido por 
le citado vecino. 

En cuanto a la cuestión de fondo, el ayuntamiento ma- 
nifestó que las obras ejecutadas eran legalizables, por 
ajustarse a la legislación urbanística, tras la presenta- 
ción del oportuno proyecto técnico, razón por la que, 
tras sugerirse al ayuntamiento la legalización de aque- 
llas y procederse a la misma, se dieron por conclusas 
nuestras actuaciones. (Queja 9015801). 

4.13. Deficiencias en una urbanización en Mijas, 
Málaga 

La reclamante, en representación de determinados 
propietarios de viviendas adosadas en una urbaniza- 
ción de Mijas (Málaga), expuso ante esta institución las 
deficiencias que afectan a dichas viviendas, las cuales, 
pese a haber sido objeto de reclamación ante el Ayun- 
tamiento de Mijas y la Confederación Hidrográfica del 
Sur de España, desde el momento en que empezaron 
a ser habitadas, no habían sido aún resueltas. 

Tales anomalías denunciadas fueron las siguientes: 

- Deficiencias de saneamiento producidas porque 
la red de saneamiento y alcantarillado existente no son 
capaces de absorber ni el agua de lluvia ni las aguas 
fecales al no disponer de un colector del diámetro su- 
ficiente para dicha recogida, lo que provoca un rebosa- 
miento por las arquetas que se encuentran en los 
semisótanos de las indicadas casas. 

En relación con ello, el ayuntamiento había efectua- 
do obras de infraestructura para la canalización de las 
aguas hacia la depuradora, si bien, a juicio de los afec- 
tados, no habían sido eficaces, toda vez que con moti- 
vo de las nuevas lluvias caídas, se volvieron a inundar 
los sótanos de aguas fecales a través de las arquetas. 
- Contaminación de las aguas, producida por las 

aguas residuales provinientes de la red de alcantarilla- 
do, así como falta de presión de la misma, debido esto 
último a que el diámetro de la tubería general es me- 
nor del que le corresponde en función del volumen de 
aquéllas. 
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- Falta de alumbrado de la calle, haciéndola intran- 
sitable por la noche. 
- Existencia de roedores y mosquitos alrededor de 

las precitadas viviendas, debido a la deficiente infraes- 
tructura de saneamiento y a la proximidad de la zona 
de residuos urbanos a las viviendas afectadas. 

La Comisión de Gobierno del Ayuntamiento de Mi- 
jas acordó requerir a la entidad mercantil, promotora 
de la urbanización de que se trata, para que subsanara 
todas las anomalías detectadas, de acuerdo con los in- 
formes técnicos municipales y, a su vez, ordenar la pa- 
ralización de las obras que se estaban ejecutando, hasta 
tanto quedasen subsanadas tales deficiencia o se ga- 
rantizasen convenientemente. 

No obstante lo anterior y pese a los numerosos in- 
tentos de los pripietarios afectados de llegar a un acuer- 
do con la Alcaldía mencionada, no se ha solucionado 
el asunto planteado. 

Ante tal situación, se han iniciado investigaciones con 
el Ayuntamiento de Mijas y, de otro lado, con la Confe- 
deración Hidrográfica del Sur de España ante la pre- 
sunción de que los locales comerciales que se estaban 
construyendo en la urbanización ocupen la cuenca de 
un arroyo. (Queja 9026155). 

4.14 Obras ilegales sobre zona verde en Jávea, 

La reclamante denunció ante esta institución que por 
parte de ciertas empresas constructoras se estaban rea- 
lizando obras de movimientos de tierra y urbanización 
en la zona verde situada entre una urbanización de Be- 
nitachell y Granadella, con el consiguiente grave dete- 
rioro de la referida zona, sin que pese a ello y a la 
denuncia que la interesada realizó personalmente en el 
Ayuntamiento de Jávea, este hubiese procedido a im- 
pedir tales obras y conseguir la restauración de la zo- 
na verde dañada, haciendo, con ello, dejación de sus 
competencias urbanísticas. 

El Ayuntamiento de Jávea informó al Defensor del 
Pueblo que, tras la inspección de las obras denuncia- 
das, decretó la paralización de las mismas en agosto de 
1990. 

Sin embargo, la institución constató la falta de reso- 
lución del expediente sancionador incoado con motivo 
de los hechos denunciados, habiéndose incumplido en 
exceso por el Ayuntamiento de Jávea los plazos legal- 
mente previstos en los artículos 61.1 y 133 a 137 de la 
Ley de Procedimiento Administrativo. 

Por lo expuesto, sugerimos al alcalde de Jávea que 
repusiese la zona verde a la situación existente antes 
que sobre la misma se efectuasen las obras irregula- 
res, y se dictase la procedente resolución en el expedien- 
te sancionador iniciado al efecto. 

La mencionada sugerencia, pese al tiempo transcu- 
rrido y al requerimiento enviado desde esta institución, 
aún no ha merecido respuesta del ayuntamiento. (Que- 
ja 9025265). 

Alicante 

4.15. Actuaciones de legalización de una Urbanización 
en Pulpi, Almería 

La queja referenciada, relativa a ciertas deficiencias 
e irregularidades de una urbanización situada en Pul- 
pi (Almería), se admitió a trámite, solicitándose el pre- 
ceptivo informe al Ayuntamiento de Pulpi. 

El ayuntamiento hizo llegar a la institución el infor- 
me preceptivo sobre las irregularidades y deficiencias 
denunciadas, en el cual se señalaban los pasos proce- 
dimentales que se habían dado a fin de aprobar los ins- 
trumentos urbanísticos que afectaban a dicha 
urbanización] así como el estado de conservación en 
que se encontraba la misma. 

Del estudio detenido de la documentación aportada 
por el ayuntamiento y por el reclamante, se apreciaron 
infracciones del ordenamiento urbanístico, las cuales 
se pusieron de manifiesto ante el ayuntamiento en el 
recordatorio de deberes legales que se formuló el día 
6 de marzo de 1990 y que, en esencia, se transcribió en 
el informe de 1990. 

En dicho recordatorio se señalaba, entre otros extre- 
mos, la ilegalidad que, a juicio de esta institución, su- 
ponía la construcción de chalets sin las preceptivas 
licencias municipales, las cuales cabía presuponer in- 
existentes al no haberse aportado por el ayuntamiento 
justificación de su libramiento. 

En todo caso, aun existiendo formalmente aquellas 
licencias, las mismas estaban afectadas de un vicio de 
anulabilidad, por incumplimiento del artículo 41 del 
Reglamento de Gestión Urbanística, cuyo párrafo pri- 
mero obligaba a que estuviese aprobado el proyecto de 
reparcelación o compensación como condición previa 
para poder edificar en suelo urbanizable antes de con- 
cluir las obras de urbanización, proyecto que no fue 
aprobado sino hasta junio de 1989, con lo que lo hasta 
entonces construido, existiesen o no licencias de obras, 
contradecía la vigente legalidad. 

Posteriormente, el ayuntamiento discrepó de esta in- 
terpretación, alegando que al tratarse de una promo- 
ción relativa a un solo propietario no era necesario el 
proyecto de compensación. Sin embargo, pudo apreciar- 
se que el propio municipio conocía la necesidad del ci- 
tado proyecto y el hecho de que existían varios 
propietarios de los terrenos afectados por el plan 
parcial. 

Tras recibir el informe municipal en el que se indi- 
caba que el ayuntamiento había iniciado actuaciones 
ante la promotora tendentes a conseguir la adecuada 
finalización de la urbanización, se consideró oportuno, 
proceder a la suspensión de nuestras actuaciones, ya 
que el Ayuntamiento de Pulpi estaba adoptando medi- 
das legales y materiales para regularizar la situación 
y, de esta manera, corregir las deficiencias urbanísti- 
cas denunciadas. 

Con posterioridad a la inclusión de la presente que- 
ja en el informe de 1990 a las Cortes Generales, se giró 
visita de inspección a la citada urbanización y al pro- 
pio Ayuntamiento de Pulpi, en el cual fueron atendidos 
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los asesores de esta institución, en entrevista personal, 
por el alcalde y el secretario general de la corporación. 

En dicha entrevista, los representantes municipales 
explicaron que su actuación fue guiada por el propósi- 
to de no perjudicar las legítimas expectativas de terce- 
ros adquirentes, y que existía la firme voluntad 
municipal de concluir definitivamente las obras de la 
citada urbanización, a cuyo efecto se había firmado re- 
cientemente un convenio con los promotores de aqué- 
lla, quienes se comprometieron a tener concluida la 
obra que aún falta por realizar, en el plazo máximo de 
un año. 

Cabe concluir, que, a pesar de los escasos medios pre- 
supuestarios y humanos con que cuenta el Ayuntamien- 
to de Pulpi, la entrega de sus concejales y funcionarios, 
con su alcalde a la cabeza, en la resolución de los pro- 
blemas urbanísticos de aquella localidad, hace ser cier- 
tamente optimista al respecto y ello debe ser destacado 
especialmente. (Queja 8800456). 

4.16. Deficiencias urbanísticas y otras cuestiones en 
una urbanización de Vilaseca y Salou, Tarragona 

Se inició la queja por denuncia del presidente de la 
entidad urbanística de conservación de la urbanización 
señalando la falta de dotación de los servicios mínimos 
imprescindibles (alumbrado, recogida de basuras, vigi- 
lancia, etc.) por parte del citado municipio a la urbani- 
zación representada, así como la existencia de ciertas 
irregularidades en el cobro de las tasas y contribucio- 
nes municipales relacionadas con la urbanización. 

Tras el estudio de los informes municipales solicita- 
dos, que hubieron de ser varios ante la falta de concre- 
ción y la escasez de los primeramente recibidos, y de 
la documentación complementaria enviada por el re- 
clamante, pudieron constatarse los siguiente hechos: 

- La citada urbanización contaba desde 1982, con 
la oportuna entidad urbanística de conservación. 
- El Ayuntamiento de Vilaseca y Salou no había re- 

cepcionado definitivamente las obras de urbanización 
de la misma, si bien se había hecho cargo, por acuerdo 
plenario de 30-6-88, del alumbrado público. 
- Se prestaban a la citada urbanización los servi- 

cios de limpieza viaria, vigilancia y recogida de basu- 
ras, al tiempo que la red de saneamiento se encontraba 
enlazada con la municipal de igual tipo. 

La mayoría de los propietarios deseaban mante- 
ner en funcionamiento la entidad urbanística de con- 
servación de la urbanización hasta tanto el municipio 
se hiciese cargo definitivo de las obras de urbanización 
y de los servicios comunes esenciales. 

En la revisión del Plan General de Ordenación 
Urbana se preveía la apertura de nuevos accesos de la 
urbanización al núcleo urbano de La Pineda. 

El suministro de agua ya se realizaba desde la 
red municipal y que habían sido firmados los necesa- 

- 

- 

- 

rios contratos con la entidad concesionaria de aquel su- 
ministro. 
- No constaba que se hubiese resuelto expresamen- 

te el recurso de reposición del reclamante de fecha 20 
de mayo de 1989. 

N o  se había dado respuesta al escrito de aquél 
de fecha 23 de junio de 1990 que había tenido entrada 
en la corporación, como acreditaba el sello de fechas 
que en el mismo figura. 

De todo ello se apreció que por parte del citado mu- 
nicipio se estaban realizando actuaciones tendentes a 
lograr una adecuada dotación de medios y servicios a 
la urbanización, si bien aquéllas parecían desarrollar- 
se de forma lenta, y en cierta medida descoordinada, 
sin lograr la recepción definitiva de las obras de urba- 
nización, a fin de conseguir su plena integración en el 
núcleo urbano. 

A este respecto se señaló al ayuntamiento que tanto 
la legislación estatal (artículos 46 del Reglamento de 
Planeamiento, 53 del de Gestión Urbanística) como la 
autonómica (Ley sobre Protección de la Legalidad Ur- 
banística y su Reglamentación de Desarrollo) prevén la 
suficiente concreción de los compromisos entre promo- 
tores (o propietarios futuros) y la administración ac- 
tuante (ayuntamientos básicamente) en orden a la 
necesaria conservación de las obras de urbanización, 
las cuales han de ser recepcionadas por los ayuntamien- 
tos (artículo 180 del Reglamento de Gestión Urba- 
nística). 

Y que dicha recepción pone fin a la obligación de con- 
servar las obras de urbanización, recepción que no pue- 
de ser demorada indefinidamente en el tiempo, si no 
que ha de tener una duración máxima determinada, se- 
gún ha señalado la jurisprudencia (S. T. S.  de 5 de fe- 
brero de 1985), por lo que era conveniente que el 
municipio de Vilaseca y Salou concretase tal plazo y 
su desarrollo temporal. 

En otro orden de cosas, se reseñó, en orden a lo dis- 
puesto en los artículos 70 y 94.3 de la Ley de Procedi- 
miento Administrativo, que por la administración local 
habían de resolverse expresamente, tanto el recurso de 
reposición interpuesto el 20 de mayo de 1989, contra 
el acuerdo de la entidad urbanística de conservación 
del 25 de marzo de igual año, como el escrito del inte- 
resado del 23 de junio de 1990. 

Por todo ello se creyó conveniente formular al muni- 
cipio la siguiente sugerencia: 

Que como continuación a la labor que ese 
municipio viene desarrollando en torno al adecuado 
equipamiento de la urbanización, se realicen las actua- 
ciones precisas tendentes a recepcionar las obras de ur- 
banización en el plazo y mediante los acuerdos que se 
precisen. 

Segundo. Que se resuelva expresamente el recurso 
de reposición planteado por el interesado el 20 de ma- 
yo de 1989 contra el acuerdo de la entidad urbanística 
de Conservación del 25 de marzo de igual año y el es- 
crito del 23 de junio de 1990.» 

- 

«Primero. 
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A esta sugerencia el Ayuntamiento de Vilaseca y Sa- 
lou respondió indicando que aceptaba la misma y pro- 
cedería a su cumplimiento, por lo que dimos por 
conslusas nuestras actuaciones ante la favorable aco- 
gida de la resolución de referencia. (Queja 8805954). 

4.17. Deficiencias urbanísticas en urbanización priva- 
da de Fuentenovilla, Guadalajara 

Se inició la presente queja, por denuncia del presi- 
dente de la comunidad de Propietarios de una urbani- 
zación ante el Ayuntamiento de Fuentenovilla 
(Guadalajara) por las deficiencias urbanísticas que de- 
nunciaba, entre las que cabe destacar: 

- deficiente suministro de agua potable; 
- falta de alcantarillado; 
- falta de asfaltado de las calles; 
- deficiente alumbrado público. 

Ante la anterior denuncia se ofició al ayuntamiento 
citado, el cual tras ser requerido desde esta institución, 
evacuó un informe de contenido impreciso, lo que obli- 
gó a solicitar del municipio un nuevo informe sobre las 
garantías que se exigieron en su día al promotor de la 
urbanización, así como informe pericia1 sobre el esta- 
do real del residencial, desde el punto de vista urba- 
nístico y dotación de servicios. 

El resultado de la información fue el siguiente: 

1. El Ayuntamiento de Fuentenovilla, ante el incum- 
plimiento por parte del promotor de sus obligaciones 
urbanísticas recogidas en el artículo 53 de la Ley del 
Suelo y concordantes del Reglamento de Planeamien- 
to Urbanístico, no hizo uso de las facultades previstas 
en los artículos 181 y 223 de la Ley del Suelo, ante los 
incumplimientos citados, ordenando la ejecución de las 
obras necesarias, utilizando incluso, la vía de apremio 
para hacer efectivas dichas obras. 

2. El citado municipio era conocedor de la falta de 
potabilidad del agua que se suministraba, sin que, a pe- 
sar de ello, adoptase las soluciones pertinentes a pe- 
sar del peligro que para la salud representa tal falta de 
potabilidad. Estando esta falta de actuación en contra 
de lo preceptuado en la Reglamentación Técnico- 
sanitaria de 18 de junio de 1982, de abastecimiento y 
control de calidad de las aguas potables de consumo 
público. 

En base a todo ello, se envió al Ayuntamiento de Fuen- 
tenovilla la siguiente sugerencia: 

«Que se adopten las resoluciones que en derecho pro- 
cedan a fin de conseguir, de un lado, la dotación, por 
parte del promotor, de los servicios mínimos previstos 
incluso mediante la vía de apremio; y, de otro, la nece- 
saria potabilidad del agua que se consume en dicho nú- 
cleo urbano, todo ello en cumplimiento de la vigente 
legislación. )) 

Al mismo tiempo se ofició a la Consejería de Política 
Territorial de la Junta de Comunidades de Castilla-La 
Mancha, a fin de conocer si ésta había o no ejercitado, 
ante el incumplimiento constatado del ayuntamiento, 
las potestadades urbanísticas de forma subsidiaria a 
tenor de lo dispuesto en los artículo 213 y 218 de la Ley 
del Suelo. 

La mencionada Consejería remitió escrito señalan- 
do que no consideraba oportuno, por desproporciona- 
do e inadecuado, el hacer uso de las facultades previstas 
en los citados preceptos de la Ley del Suelo. 

Por último, tras un detenido estudio de las razones 
alegadas por la mencionada administración autonómi- 
ca de la importancia de los hechos denunciados y de 
las posibilidades reales de actuación de la administra- 
ción autonómica, se ofició nuevamente a ésta para que 
informase al Defensor del Pueblo sobre las medidas de 
colaboración y asesoramiento que hubiese emprendi- 
do o pudiesen ser iniciados, para la resolución de los 
problemas a que se contrae la presente queja. 

A esta nueva solicitud de informe no se ha obtenido, 
hasta el momento de redactar esta memoria, respues- 
ta de la administración autonómica, lo que ha obliga- 
do a requerirle el envío de la misma. (Queja 8911782). 

4.18. Obras ilegales en Vigo, Pontevedra 

La presente queja, que data de 1986, se inicio por de- 
nuncia del reclamante sobre la falta de actuación del 
municipio de Vigo ante sus reclamaciones contra la rea- 
lización de obras irregulares realizadas por un vecino 
de su inmueble que vulneraban la normativa urbanís- 
tica vigente en tal fecha. 

Admitida a trámite la denuncia del interesado, se re- 
cibió informe del Concejo de Vigo en el que se daba 
cuenta de las infracciones urbanísticas en que incu- 
rrían las citadas obras (falta de licencia municipal y de 
retranqueos a linderos) y de que se habían incoado los 
correspondientes expedientes sancionadores y de de- 
molición de lo indebidamente construido, los cuales es- 
taban pendientes de la resolución definitiva que iba a 
ser dictada en breves fechas. 

Ante las manifestaciones anteriores, que denotaban 
la voluntad decidida del ayuntamiento de solucionar 
el tema planteado, esta institución procedió a dar por 
concluidas sus actuaciones. 

No obstante lo 'ánterior, posteriormente volvió a re- 
mitir escrito el reclamante (abril de 1988) señalando que 
pese a las manifestaciones de la alcaldía de Vigo, las 
obras ilegales continuaban sin ser demolidas. Por ello, 
se reiniciaron las actuaciones ante el citado ayunta- 
miento, el cual envío nuevo informe en el que se in- 
dicaba: 

- que al sujeto infractor se le había impuesto mul- 
ta pecunaria por la realización de obras ilegalmente, 
concluyendo así el expediente sancionador; 
- que la Comisión de Gobierno de la corporación 
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había adoptado el 23 de junio de 1986 acuerdo de de- 
molición de lo indebidamente construido. 

Dicho informe, no obstante, no indicaba los motivos 
o causas por los cuales el acuerdo citado no había sido 
ejecutado, motivo por el cual desde esta institución se 
requirió a la corporación actuante información sobre 
tales extremos. 

La mencionada información no fue facilitada sino 
hasta enero de 1990, tras múltiples requerimientos for- 
mulados por el Defensor del Pueblo, lo que denotaba 
una clara actitud poco colaboradora con esta institu- 
ción por parte del Ayuntamiento de Vigo. 

En dicha información se manifestaba que: 

<(El estado actual de lo indebidamente construido es 
exactamente igual al que constaba en el año 1985, es 
decir, no ha sido derribado. 

Examinado el expediente, se observa que la notifica- 
ción del acuerdo de demolición no ha sido efectuada 
de una forma personal y directa como exige la Ley vi- 
gente, sino a través de la correspondiente diligencia de 
notificación por cédula. 

La sanción impuesta en el expediente sancionador ha 
sido satisfecha por el interesado. 

En el momento de su realización la parcela no esta- 
ba calificada como Suelo Urbano regulado por la Or- 
denanza 4.A. del Plan General de Ordenación Urbana, 
en la que se permite el aprovechamiento secundario de 
garajes o construcciones auxiliares o posteriores sin re- 
tranqueos pero sólo de una planta de 3 m. de altura má- 
xima y superficie no superior del 20% de la ocupada 
por el edificio principal. 

En la actualidad, con la aprobación del Plan Gene- 
ral de Ordenación Urbana de 1988, los terrenos se en- 
cuentren calificados como urbanos e incluidos dentro 
de un PERI, por lo que, en definitiva, tanto la edifica- 
ción principal como la auxiliar se encuentran fuera de 
ordenación. 

Por último, se recuerda que ante el pequeño grado de 
desarrollo del Plan General de 1971 en la zona, el con- 
junto de infracciones urbanísticas leves como la que 
nos ocupa es muy elevado en su número y, ante los im- 
pedimentos que todos los administrados ponen a la ac- 
ción inspectora prohibiéndoles el acceso a sus 
viviendas, en los casos en que ya existe una infracción 
consolidada en el momento de la denuncia, la adminis- 
tración municipal no ejecuta en sus propios términos 
los acuerdos de demolición, posibilitando, eso sí, a los 
denunciantes que en defensa de sus derechos ejerciten 
la acción que le otorga el artículo 236 de la vigente Ley 
del Suelo para exigir la demolición ante los tribunales 
ordinarios. >> 

De la lectura del informe enviado se apreció que ese 
ayuntamiento no había procedido a ejecutar en sus pro- 
pios términos el acuerdo de la Comisión de Gobierno 
de 23 de junio de 1986, por el que se ordenaba la de- 
molición de las obras de referencia, lo que suponía una 
alteración del ordenamiento aplicable. 
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Asimismo, de dicho escrito se desprendía que el con- 
cejo de Vigo, en este caso, había hecho una dejación 
de sus obligaciones y competencias al no proceder a 
realizar una actuación de policía urbanística adecua- 
da y necesaria en todo el municipio para impedir y, en 
su caso, corregir determinados actos urbanísticos ile- 
gales, al tiempo que se hacía incurrir en onerosos gas- 
tos a particulares al obligarles a recurrir a los 
tribunales ordinarios a fin de incentivar la actuación 
administrativa. 

A este respecto, el artículo 101 de la Ley de Procedi- 
miento Administrativo indica claramente que los ac- 
tos y acuerdos de las autoridades y organismos de la 
Administración serán inmediatamente ejecutivos, lo 
que viene ratificado por el artículo 208 del Reglamen- 
to de Organización, Funcionamiento y. Régimen Jurí- 
dico de las Entidades Locales. 

En este orden de cosas, el artículo 25.d) de la Ley Re- 
guladora de las Bases de Régimen Local, indicaque el 
municipio ejercerá en todo caso competencias en ma- 
teria de disciplina urbanística, lo que obliga al mismo 
a realizar todas aquellas actuaciones necesarias para 
reparar el orden urbanístico conculcado cuando ello 
suceda. 

Por lo expuesto, se formuló al citado municipio la si- 
guiente sugerencia: 

«Que por los servicios competentes del ayuntamien- 
to de la digna presidencia de V. 1. se tomen las medi- 
das oportunas para proceder a dar cumplimiento 
concreto al acuerdo señalado en el cuerpo de este es- 
crito, al tiempo que se realiza una adecuada labor de 
disciplina urbanística a fin de restablecer el orden ju- 
rídico conculcado. )) 

Nuestra sugerencia fue aceptada por el Ayuntamien- 
to de Vigo, el cual, incluso, comunicó a esta institución 
la fecha prevista para efectuar el derribo de las obras 
indebidamente construidas, por lo que procedimos a 
concluir nuestras actuaciones ante la resolución, en 
principio, definitiva de la queja planteada por el recla- 
mante en su día. 

No obstante, éste ha comunicado últimamente al De- 
fensor del Pueblo que la mencionada demolición aún 
no se ha llevado a cabo, por lo que se han tenido que 
reactivar las investigaciones ante el Ayuntamiento de 
Vigo, que, en este tema, está mostrando una actitud po- 
co conforme con la vigente legislación urbanística, al 
no dar cumplimiento a una resolución firme de 1986 
(queja 8603544). 

4.19. Incumplimiento del plan parcial de una urbani- 
zación, en el Rincón de la Victoria, Málaga 

En su día compareció ante la institución el presiden- 
te de la comunidad de propietarios de la urbanización 
formulando queja en relación con las presuntas infrac- 
ciones urbanísticas que se habían producido, al haber- 
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se incumplido por los promotores el Plan Parcial y el 
Proyecto de Urbanización, respectivamente, consisten- 
te, fundamentalmente en las siguientes irregularidades: 

- Práctica inexistente de aceras. 
- Red de saneamiento incompleta. 
- Viales del Plan Parcial no ejecutados e invadidos. 
- Mala ejecución de la red de administración del su- 

ministro de agua y electricidad, en numerosos puntos 
coincidentes, paralelas o superpuestas. 
- No se han efectuado reservas sociales, dotaciones 

comunitarias de la urbanización, ni cesión del ayunta- 
miento de las viales, zonas verdes, etc. 

De otro lado, manifestaba que la referida corpora- 
ción local no había accedido a recepcionar las obras 
de infraestructura del señalado complejo urbanístico 
al no reunir éste las condiciones exigidas, extremo és- 
te con el que los interesados muestran su disconfor- 
midad, en tanto en cuanto son los promotores quienes 
están obligados a llevar acabo los compromisos ad- 
quiridos. 

Según indicaba el representante de la referida urba- 
nización, la última actuación efectuada por la alcaldía 
referenciada fue en fecha 8 de mayo de 1984, median- 
te la cual se notificaba al anterior presidente de dicha 
comunidad, que se había solicitado informe a la Man- 
comunidad de Municipios de la Costa del Sol oriental. 

Tales hechos motivaron que esta institución, consi- 
derando que parecía haber quedado incumplido el ar- 
tículo 45 del Reglamento de Disciplina Urbanística, en 
cuanto a las competencias que tiene la administración 
de realizar el control e interpretación de la legalidad 
urbanística y la determinación y calificación de las in- 
fracciones, en relación con los artículos 51 y siguien- 
tes del citado Reglamento, iniciase investigaciones con 
el ayuntamiento de Rincón de la Victoria y, a su vez, 
con la Delegación Provincial de Málaga de la Conseje- 
ría de Obras Públicas y Transportes. 

Por su parte, el Ayuntamiento del Rincón de la Vic- 
toria nos informó en su día que, de conformidad con 
el acuerdo adoptado por la Comisión de Gobierno de 
fecha 18 de abril de 1990, se había solicitado de la Di- 
putación Provincial de Málaga la ayuda técnica nece- 
saria para proceder a la investigación de las 
irregularidades presuntamente cometidas, significan- 
do que una vez que se tuviera conocimiento exacto de 
las indicadas deficiencias, se actuaría de conformidad 
con lo dispuesto en la normativa aplicable. 

Recibido el informe municipal, tras haber sido reque- 
rido con fecha de octubre de 1990 y abril de 1991, co- 
municándonos que aún no se había podido determinar 
las infracciones denunciadas ni por tanto adoptar las 
medidas oportunas, toda vez que la Diputación Provin- 
cial de Málaga no le había remitido el estudio de las 
infracciones y anomalías existentes en las infraestruc- 
turas de la urbanización procedimos a dirigirnos nue- 
vamente a la ya mencionada corporación local en fecha 
5 de julio de 1991, solicitando que tan pronto obrase 

en su poder el estudio mencionado, nos comunicase el 
resultado del mismo, así como las medidas que proce- 
de adoptar para subsanar las irregularidades objeto de 
queja. 

Al propio tiempo, enviamos escrito a la Diputación 
Provincial de Málaga, sugiriéndole que en función de 
las competencias que tiene atribuidas por la Ley Re- 
guladora de Bases de Régimen Local, se facilite al ayun- 
tamiento mencionado la ayuda solicitada, con el fin de 
que por el mismo se impulsen las actuaciones necesa- 
rias tendentes, en su caso, a restablecer el orden jurí- 
dico infringido. 

A la vista del informe evacuado por el Servicio de 
Vías y Obras de la indicada Diputación Provincial, acer- 
ca del estado de la urbanización citada, en el que se 
señalan las deficiencias observadas tanto en el estado 
físico de las obras como en su correspondencia con las 
obras proyectadas y soluciones técnicas a adoptar, se 
ha solicitado del Ayuntamiento de Rincón de la Victo- 
ria que nos comunique las medidas que se han adopta- 
do tendentes a subsanar las anomalías comprobadas 
en dicha urbanización. 

Igualmente, nos hemos dirigido a la Delegación Pro- 
vincial de Málaga de la Consejería de Obras Públicas 
y Transportes, dándole cuenta del resultado de las ú1- 
timas actuaciones realizadas, a los efectos que proce- 
dan (queja 9018429). 

4.20. Actuación irregular en edificio protegido, en 
Madrid 

Los arrendatarios de un local comercial ubicado en 
un edificio incluido en el Catálogo de edificios prote- 
gidos de Madrid, denunciaron ante la Institución el de- 
salojo que habían sufrido como consecuencia de la 
realización de ciertas obras, en. principio, de consoli- 
dación del edificio. 

De la investigación efectuada se constató el continuo 
y reiterado incumplimiento, por los titulares de la pro- 
piedad, de las distintas órdenes que el Ayuntamiento 
de Madrid dictó para la corrección de las actuaciones 
irregulares emprendidas y la definitiva conclusión de 
unas obras de acondicionamiento que permitiesen la 
reapertura de la cafetería de la reclamante, desaloja- 
da por orden de la Gerencia Municipal de Urbanismo 
desde el 24 de junio de 1987. 

Todas las distintas actuaciones municipales llevadas 
a cabo, tales como orden de realización de obras de for- 
ma subsidiaria de 26 de abril y 28 de junio de 1988; de 
paralización de obras abusivas de 18 de julio de 1988; 
de precinto de las obras de 5 de octubre de 1988, 12 
de enero y 26 de junio de 1989; no lograron conseguir 
que la propiedad del edificio de referencia concluyese 
las obras de acondicionamiento que desalojaron a la 
reclamante de su negocio de cafetería por un plazo, ini- 
cialmente, de un mes y medio; ni tampoco lograron im- 
pedir los graves perjuicios irrogados a los titulares de 
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la cafetería y demás comuneros, al extenderse el pla- 
zo de desalojo durante más de tres años. 

De otro lado, se comprobó que con fecha 9 de agosto 
de 1989, más de dos años después del inicio de las 
obras, y en contra del parecer de la sección técnica de 
licencias de la zona del plan especial, se concedió a la 
propiedad del inmueble licencia de obras para la adap- 
tación y legalización de obra de reestructuración par- 
cial, constatándose, asimismo, que la promotora de las 
obras incumplió diversas determinaciones de la licen- 
cia concedida, realizando obras no amparadas por 
aquélla, sin que lo señalado supusiese la adopción, por 
parte del Ayuntamiento de Madrid, de las necesarias 
medidas de reparación de la legalidad conculcada. 

Por las razones expuestas, se sugirió al Ayuntamiento 
de Madrid que por los servicios competentes se estu- 
diasen y adoptasen las resoluciones necesarias para, 
en primer lugar, reponer a la interesada en su situa- 
ción anterior de titular de una actividad de cafetería 
y, si procediese, se le reparasen los daños causados; y, 
en segundo, se recondujesen a la vigente legislación ur- 
banística las obras en ejecución en el edificio, corri- 
giendo los usos abusivos y demás irregularidades 
comprobadas. 

La anterior sugerencia no fue aceptada por el Ayun- 
tamiento de Madrid alegando para ello diversos pre- 
ceptos de la Ley del Suelo (arts. 181.1, 181.2, 183.4 y 
183.5) y del Reglamento de Disciplina Urbanística (arts. 
10.3 y 1 1 . 1 )  a fin de señalar que el municipio estaba le- 
gitimado para ordenar el desalojo de los ocupantes del 
local comercial de cafetería, al tiempo que adolecía de 
falta de competencia para reponer, a los titulares de 
la cafetería de referencia, en el uso de la cafetería que 
por orden municipal se había tenido que abandonar. 

Asimismo, el Ayuntamiento de Madrid entendía co- 
rrecta su actuación de vigilancia y corrección de las 
diferentes irregularidades urbanísticas comprobadas 
en las obras efectuadas y no compartía la sugerencia 
remitida por lo que se instaba a la Corporación madri- 
leña a iniciar acciones que reparasen de forma rápida 
y eficaz la legalidad vulnerada. 

Al considerar esta institución que las alegaciones pre- 
sentadas por el Ayuntamiento no desvirtuaban el con- 
tenido de nuestra sugerencia, se procedió a dar por 
concluidas las investigaciones iniciadas en su día, co- 
municando al citado municipio la inclusión de las mis- 
mas en el presente informe (queja 8909710). 

4.21. Obras de consolidación en un edificio, en 
Madrid 

La presente queja fue formulada con posterioridad 
al seguimiento de un proceso contencioso- 
administrativo por el que la propiedad de un inmue- 
ble de Madrid solicitó la revisión de unas resoluciones 
de 17 de enero y 20 de junio de 1980. La segunda, de- 
sestimatoria de un recurso de reposición, de la Geren- 
cia Municipal de Urbanismo del Ayuntamiento de 

Madrid, denegando la solicitud de declaración de rui- 
na de la casa en que habita la formulante de la queja. 

La Sala de lo Contencioso-Administrativo de la ex- 
tinguida Audiencia Territorial de Madrid, en fecha 
7-1 2-83, declaró contrarias a derecho tales resolucio- 
nes y las anuló, reconociendo, en su lugar la ruina del 
inmueble en cuestión. 

Apelada la sentencia, el Tribunal Supremo, por sen- 
tencia de 30-6-87, revocó dejando sin efecto la anterior 
sentencia y confirmando las resoluciones de la Geren- 
cia Municipal de Urbanismo del Ayuntamiento de 
Madrid de 17 de enero y 20 de junio de 1980, denegato- 
rias de la declaración de ruina, amparada en el artícu- 
lo 183. 2 c) de la Ley del Suelo, solicitada por la 
propiedad del inmueble. 

Con posterioridad a dicha sentencia, se dictó, en fe- 
cha 7-6-88 una orden de ejecución de obras dirigida a 
la propiedad del inmueble, cuya falta de ejecución dio 
lugar a la formulación de una queja ante el Defensor 
del Pueblo. 

La intervención de la institución dio lugar a que, en 
mayo de 1991, el Ayuntamiento de Madrid comunica- 
se al Defensor del Pueblo que ante la reiterada deso- 
bediencia y falta de cumplimiento de lo ordenado por 
parte de la propiedad del inmueble, se había propues- 
to la apertura de expediente sancionador y la actuación 
sustitutoria en la adopción de las medidas de seguri- 
dad más urgentes, con cargo a la propiedad, con obje- 
to de evitar riesgos y daños a personas o cosas (queja 
8800973). 

4.22. Adjudicación de una vivienda municipal a fami- 
lia gravemente afectada por las deficientes con- 
diciones de salubridad e higiene de su vivienda, 
en Murcia 

Ante esta institución compareció un vecino de Espi- 
nardo, manifestando las deficientes condiciones de sa- 
lubridad e higiene que existían en la vivienda en que 
habitaba, la cual había sido alquilada a éste por el 
Ayuntamiento de Murcia. 

Igualmente manifestaba que, desde 1985 venía soli- 
citando de ese ayuntamiento una vivienda de protec- 
ción oficial, dadas las penosas condiciones de 
habitabilidad y falta de espacio que se daban en la que 
vivía, sin que se hubieran aceptado las reclamaciones 
que había presentado por disconformidad con las pun- 
tuaciones que le habían ido asignando en esos años. 

Admitida a trámite esta queja, nos dirigimos al Ayun- 
tamiento de Murcia en solicitud de la correspondien- 
te información al respecto. 

En el informe remitido por esa corporación local se 
exponían las circunstancias que habían concurrido en 
la tramitación de la solicitud de una vivienda de pro- 
tección oficial, de promoción pública municipal, for- 
mulada por el interesado, y la puntuación obtenida por 
el mismo, la cual resultó insuficiente para ser adjudi- 
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catario de una de las 226 viviendas de que constaba la 
referida promoción. 

Por su parte, el formulante de la queja envió otro es- 
crito a esta institución, al cual se acompañaba de un 
vídeo grabado de una emisión que sobre su problema 
de vivienda, efectuó un programa regional de televisión 
en el que se insistía en las peculiaridades que concu- 
rrían en su caso. 

Ante tales datos, esta institución remitió un escrito 
al Ayuntamiento de Murcia, en el que se expusieron 
unas consideraciones sobre esta situación, las cuales 
se transcriben a continuación. 

((Ciertamente nos encontramos ante una situación en 
la que ha confluido una deficiente actuación del inte- 
resado que, por ignorancia o por confianza en el actuar 
de las personas intervinientes en el proceso de adjudi- 
cación, no ha reflejado en su solicitud, y posterior re- 
clamación, las reales circunstancias que tenía y que 
podían haber sido objeto de una mayor puntuación; y, 
por otra parte, se ha producido una deficiente actua- 
ción de la Administración que no ha suplido esa ausen- 
cia de adecuada defensa de sus intereses por el propio 
solicitante y, tal vez, le ha perjudicado.)) 

Así, por ejemplo, en el informe emitido por URBA- 
MUSA se expone que el solicitante «no hace constar en 
su solicitud el motivo por el cual precisa la vivienda, 
ya que ha dejado todos los casilleros de este apartado 
en blanco)). Pues bien, ante este error del solicitante 
se debió haber actuado conforme establece el artículo 
10 del Real Decreto 38/1985, de 28 de mayo, de la Con- 
sejería de Política Territorial y Obras Piíblicas, que re- 
gula la adjudicación de viviendas de promoción pública 
en la Región de Murcia, otorgándose un plazo de diez 
días para la subsanación de los errores u omisiones que 
presentaba dicha solicitud. De esta forma, quizá, el in- 
teresado habría obtenido una mejor puntuación. 

Otro ejemplo lo tenemos en la intervención de la asis- 
tente social y el técnico municipal que verificó las con- 
diciones de la vivienda ocupada por el solicitante. 

Según afirma el formulante de la queja, la asistente 
social tenía suficiente conocimiento de su verdadera 
situación, hasta tal punto que le sugirió que ella cum- 
plimentaría el contenido de la solicitud de acuerdo con 
tal situación. 

Sin embargo, no informó adecuadamente de la com- 
posición familiar o de las condiciones de cónvivencia 
de esa familia. 

Así, se observa que no han sido puntuadas dos pers- 
nas (el suegro y la cuñada) que hubiese supuesto 20 
puntos, ni los dos puntos que se asignan en el Anexo 
11 del Decreto 3811985 por cada ascendiente que convi- 
va con el cabeza de familia. 

Igualmente, se podría haber informado de que las 
cinco personas que habitan en esa vivienda usaban un 
único dormitorio, con los consiguientes problemas que' 
ello conlleva. 

Aunque este aspecto no puede ser objeto de puntua- 

ción, sí es de tener en cuenta para calificar las pecu- 
liaridades del presente caso. 

En cuanto a la actuación del técnico municipal que 
verificó las condiciones de la vivienda, hay que mani- 
festar que se limitó a lo alegado por el formulante de 
la reclamación, es decir, a medir la superficie útil de 
la casa pero no informó de las condiciones de deficiente 
habitabilidad que se daban en uno de lod dos dormito- 
rios, lo que motiva que no pueda usarse por los mo- 
radores. 

De otra forma, se computaron como superficie Útil 
unos metros que en realidad no eran objeto de uso, da- 
da la humedad y el estado de las paredes. 

Al haber informado que la superficie útil de la vivien- 
da era de 43,26 m2., se privó al interesado de 200 pun- 
tos, ya que para cinco personas el límite estaba en 43 
m2, según el baremo. 

Ciertamente la vivienda sobrepasa en 26 m2 el lími- 
te computable, pero ello no es sino otro ejemplo del cú- 
mulo de coincidencias negativas que se han producido 
en este caso. 

A la vista de cuanto se ha expuesto, y teniendo pre- 
sente que en el proceso de baremación de las solicitu- 
des y adjudicación de las viviendas han intervenido 
personas que desconocían la situación real del solici- 
tante, y no tenían porqué investigar las circunstancias 
no alegadas por el mismo ni, hasta cierto punto, suplir 
las deficiencias en que hubiera incurrido el propio in- 
teresado, es por lo que esta institución formula una su- 
gerencia en vez de señalarle a esa administración las 
posibles irregularidades administrativas que pudieran 
existir en este caso. 

Reconociendo la ingente labor que han tenido las per- 
sonas intervinientes en el estudio, selección y barema- 
ción de las numerosas solicitudes que han debido 
presentarse para esa promoción de viviendas, y tenien- 
do en cuenta que, en gran medida, la falta de una ma- 
yor puntuación es imputable al propio interesado, lo 
cierto es que esa familia se encuentra en la situación 
anteriormente descrita que es, cuando menos, mere- 
cedora de una atención urgente. 

Por todo lo anteriormente expuesto procedimos a for- 
mular la siguiente sugerencia: 

«Que, por los servicios competentes del Ayuntamien- 
to que V. 1. preside, se estudie la conveniencia de revi- 
sar la puntuación obtenida por el interesado, a fin de 
adecuar la misma a su situación real y a las circuns- 
tancias familiares actuales, con los consiguientes efec- 
tos que de ello se deriven en cuanto a su posición en 
la lista de espera; o bien entregarle, mientras tanto, 
otra vivienda más adecuada; o proceder a la revisión 
de su reclamación por si, de esta forma, resultara ad- 
judicatario de esa promoción, por tener una puntua- 
ción suficiente para ello. >) 

Con fecha 24 de septiembre de 1991, el Ayuntamien- 
to de Murcia informó que, por acuerdo de la Comisión 
de Gobierno de 28 de febrero, se le había adjudicado 
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al interesado una vivienda municipal, en la cual se ha- 
bía constatado que residía con su familia, y ello aten- 
diendo a la sugerencia formulada en su momento por 
el Defensor del Pueblo (queja 9007009). 

4.23. Obras de conservación de vivienda en alquiler, 
en Madrid 

Compareció ante la institución una vecina de Madrid, 
formulando queja en la que exponía que en virtud de 
denuncia presentada en el año 1985 contra la propie- 
taria de la vivienda que habitaba en calidad de arren- 
dataria, se iniciaron actuaciones por la Junta Municipal 
del Distrito de Chamberí a fin de que aquélla procedie- 
ra a la ejecución de determinadas obras de conser- 
vación. 

Como quiera que dicha propietaria hacía caso omi- 
so a la orden de obras decretadas, con fecha 28 de sep- 
tiembre de 1989, se incoó expediente sancionador a la 
titular de la indicada vivienda, formulándose el 22 de 
diciembre de 1989, previos los trámites reglamentarios, 
propuesta de resolución por la que se imponía una san- 
ción pecuniaria más la obligación de realizar las obras 
en su día ordenadas. 

Con posterioridad a dicho trámite, al parecer, se pro- 
dujo la paralización del indicado expediente sanciona- 
dor, toda vez que la interesada no había tenido 
conocimiento de la correspondiente resolución y, en 
consecuencia, las obras ordenadas seguían sin eje- 
cutarse. 

De las investigaciones efectuadas con el Ayuntamien- 
to de Madrid, se pudo conocer que, efectivamente, se 
había producido paralización en el procedimiento se- 
guido contra la denunciada debido a que ésta se encon- 
traba ausente de su domicilio. Una vez localizada, sin 
embargo, se procedió con fecha 16 de abril de 1991 a 
notificarle dicha propuesta. 

En relación con la posibilidad legalmente prevista 
de proceder a la ejecución subsidiaria en caso de in- 
cumplimiento de la resolución dictada, se nos ha in- 
formado por el Ayuntamiento de Madrid que la Junta 
Municipal de Chamberí no puede hacer frente a dicha 
medida sustitutoria, dada la falta de presupuesto ha- 
bilitado a tal efecto. 

De los últimos datos facilitados por la mencionada 
corporación local, se desprende que la orden de ejecu- 
ción de obras no se ha cumplido, por lo que se había 
procedido a notificarle a la obligada a ello un Decreto 
del Concejal Presidente de la citada Junta ordenando 
la realización de las obras de referencia y la imposi- 
ción de una multa por valor de 150.000 pesetas, de con- 
formidad con el contenido de la propuesta en su día 
dictada. Dicha resolución no fue objeto de recurso al- 
guno por parte de la sancionada, por lo que se ha ele- 
vado a definitiva. 

A la vista de los antecedentes expuestos, hemos for- 
mulado una resolución al Ayuntamiento de Madrid, in- 

dicándole que si la propietaria de la vivienda objeto de 
queja sigue manteniendo su actitud de hacer caso omi- 
so a los requerimientos efectuados en orden a la eje- 
cución de obras, se proceda a dar cumplimiento a la 
resolución dictada, realizando las obras ordenadas por 
cualquiera de los medios establecidos en el artículo 104 
de la Ley de Procedimiento Administrativo (queja 
900458 1). 

4.24. Obras de conservación en viviendas sociales, de 
titularidad municipal, Madrid 

El interesado presentó queja en relación con los gra- 
ves daños que se aprecian en las viviendas de una co- 
lonia municipal, consistentes en el mal estado de 
infraestructura de tejados, cristaleras, etc., habiéndo- 
se efectuado numerosas reclamaciones y denuncias. 

Admitida a trámite la misma, se iniciaron las corres- 
pondientes investigaciones tendentes al esclarecimien- 
to de los hechos alegados por el promovente ante la 
presidencia del Ayuntamiento de Madrid. 

A este respecto, con fecha 22 de septiembre de 1988 
se solicitó que informara sobre el contenido de la que- 
ja, del cual el propio ayuntamiento dio traslado a la em- 
presa municipal de la vivienda el 30 de septiembre. 

A la vista de la información facilitada, esta Institu- 
ción comunicó al Ayuntamiento, el 25 de enero de 1989, 
que se suspendían las actuaciones hasta tanto se remi- 
tiera un nuevo informe con el resultado de la visita de 
inspección que se iba a realizar a las viviendas y del 
informe del control de calidad de las obras que había 
llevado a cabo una empresa. 

Según consta en la documentación obrante en esta 
queja, en varias ocasiones esta institución ha requeri- 
do al ayuntamiento y, a su vez, éste a esa entidad a que 
remitiera el informe que estaba pendiente. 

En concreto, con fecha 31 de enero, 8 y 22 de junio, 
26 de septiembre, 27 de octubre y 28 de noviembre de 
1989, se dirigieron a la Gerencia desde el Ayuntamien- 
to de Madrid otras tantas notas de servicio interior re- 
quiriendo el citado informe. Igualmente sucedió con 
las enviadas los días 9 de febrero, 25 de marzo, 1 de 
octubre y 20 de diciembre de 1990, así como las remi- 
tidas el 8 de febrero y 1 1  de abril de 1991. 

A pesar de la insistencia demostrada por el Gabine- 
te Técnico de la alcaldía de Madrid, la cual respondía 
a la mostrada por esta institución, hasta la fecha no 
ha cumplimentado la Empresa Municipal de la Vivien- 
da la información recabada. 

Por otro lado, en nuevos escritos que el interesado 
ha presentado ante esta institución se expone que el 
problema que dio lugar a su queja continúa subsistien- 
do, ya que no se han realizado las correspondientes ins- 
pecciones y reparaciones de los graves daños 
aparecidos en las viviendas de la colonia municipal con- 
sistentes en el mal estado de la infraestructura de los 
tejados, cristaleras, etc. (queja 8807868). 
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5. TRAFICO URBANO, RESPONSABILIDAD PATRI- 
MONIAL Y OTRAS CUESTIONES 

5.1. Multas por incumplimiento de la obligación de 
identificar al conductor responsable de una in- 
fracción de tráfico, en Madrid 

Con ocasión de una infracción de tráfico por indebi- 
do estacionamiento en una calle de Madrid, el Ayunta- 
miento requirió a la entidad mercantil propietaria del 
vehículo, para que identificase al conductor responsa- 
ble de la infracción con la advertencia legal de que, en 
caso de incumplir dicha obligación, sería sancionada 
con una multa de 50.000 pesetas. 

Tal requerimiento no fue adecuadamente cumpli- 
mentado, según el ayuntamiento, por la empresa titu- 
lar del vehículo denunciado, razón por la cual se 
impuso a la misma una sanción de 50.000 pesetas. 

Contra la indicada resolución sancionatoria se inter- 
puso el oportuno recurso de reposición que fue objeto 
de desestimación por resolución del Jefe del Departa- 
mento de Gestión Integrada de Multas de fecha 25-4-91. 

La cuestión planteada en la queja afectaba al princi- 
pio de proporcionalidad en el ejercicio de la potestad 
sancionadora de la administración, ya que habiéndo- 
se impuesto a la infracción principal, consistente en 
el indebido estacionamiento en la vía pública, una mul- 
ta de 25.000 pesetas, la infracción adjetiva, relativa al 
incumplimiento de la obligación de identificar al con- 
ductor responsable, fue sancionada con una multa de 
50.000 pesetas. 

Al respecto, el Defensor del Pueblo manifestó al 
Ayuntamiento de Madrid que el artículo 67.1, en rela- 
ción con el artículo 72.3 del Texto Articulado de la Ley 
sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Se- 
guridad Vial, aprobado por Real Decreto legislativo 
339/90, de 2 de marzo, establece una graduación de las 
multas para el supuesto de infracciones graves de hasta 
50.000 pesetas, por lo que lo más equitativo en el caso 
planteado en la queja sería no superar, en ningún ca- 
so, la cantidad de 25.000 pesetas impuestas por la san- 
ción principal de estacionamiento indebido en la vía 
pública. 

Frente a la postura mantenida por esta institución, 
el Ayuntamiento de Madrid argumentó en esencia lo 
siguiente: 

- La infracción tipificada en el mencionado artículo 
72.3, no es accesoria, sino que tiene entidad propia e 
independiente y afecta a objetivos fundamentales de 
la ley, teniendo, por tanto, perfiles propios que serán 
los que, en definitiva, sirvan de pauta a la administra- 
ción para graduar las sanciones. Prueba de carácter 
autónomo de la infracción es el hecho de estar tipifi- 
cada como grave, con independencia de la graduación 
de la infracción de la que trae su origen. 
- El concejal responsable del área, en ejercicio de 

las atribuciones que le fueron delegadas por el alcal- 

de presidente, por decreto de 25 de abril de 1990, fijó 
la cuantía provisional de esta infracción en 50.000 pe- 
setas (ésta es también la cuantía fijada para la infrac- 
ción por la Dirección General de Tráfico), en 
cumplimiento de lo previsto en el párrafo 2.O del núm. 
1 del artículo 67 de la Ley de Seguridad Vial. La fija- 
ción de dicha cuantía en su grado máximo, tiene su jus- 
tificación en la necesidad de evitar que mediante el 
incumplimiento premeditado de la obligación previs- 
ta en el artículo 72 se traten de evitar los rigores lega- 
les de infracciones que pudieran tener prevista una 
sanción más elevada. 
- La cuantía de la sanción, por incumplimiento a 

la obligación prevista en el tan citado artículo 72.3, no 
debe estar condicionada, de forma esencial, por la 
cuantía de la sanción que la origina. 
- En el caso que nos ocupa, aunque exista un es- 

crito con apariencias de cumplimiento, de su simple 
lectura parece que se deduce un deliberado propósito 
de entorpecimiento de la actuación de la administra- 
ción contra el responsable de la infracción, actitud que 
impidió la tramitación del correspondiente expedien- 
te contra el presunto infractor, que, de esta forma, se 
verá libre de las consecuencias previstas en el artícu- 
lo 69, a la hora de verse involucrado en otro posible 
expediente sancionador. 

Un caso similar al referenciado se planteó en la que- 
ja 9120872, en la que se impuso al conductor del ve- 
hículo una multa de 5.000 pesetas por estacionar en 
lugar reservado señalizado con placas y al propietario 
del vehículo 50.000 pesetas por incumplir la obligación 
de identificar en tiempo y forma al conductor res- 
ponsable. 

En ambos supuestos, y al margen de los casos con- 
cretos planteados en las quejas, el Defensor del Pue- 
blo expresó que la cuantía de la sanción por no 
identificar al conductor infractor podría afectar, en de- 
terminados supuestos, al principio de proporcionali- 
dad en el ejercicio de la potestad sancionadora de la 
administración (queja 91 13541). 

5.2. Retirada indebida de un vehículo por el servicio 
de grúa municipal, en Madrid 

El reclamante compareció ante esta institución de- 
nunciando que el día 2 de junio de 1991 dejó debida- 
mente aparcado su vehículo, poseedor de la tarjeta de 
residente que le permite el estacionamiento sin la li- 
mitación temporal de la Ordenanza Reguladora del 
Aparcamiento, sin que en sus alrededores existiese in- 
dicación alguna de prohibir aparcar. 

Al día siguiente, comprobó que su vehículo seguía 
convenientemente aparcado, sin que tampoco existie- 
sen indicios o señales de aparcamiento prohibido. 

Al ir a retirar su vehículo el día 4 por la tarde, advir- 
tió que el mismo no estaba allí, por lo que procedió a 
denunciar su sustracción ante la comisaría de policía 
competente, la cual inició el correspondiente atestado 
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y procedió a recabar información de la grúa munici- 
pal por si ésta había retirado el vehículo, actuación que 
resultó negativa. 

No obstante, en veces sucesivas, a lo largo de la tar- 
de del día 4, volvió a recabar informe al servicio de la 
grúa municipal sobre el paradero de su vehículo, el cual 
informó en todo momento que el citado vehículo no ha- 
bía sido retirado por el mencionado servicio. 

Más tarde, informado por el portero de un edificio 
cercano al lugar de estacionamiento, supo que en una 
cercana legación diplomática, la noche del lunes, se ha- 
bía celebrado una recepción y por ello la grúa munici- 
pal había retirado los vehículos aparcados en sus 
proximidades. 

A la vista de la anterior información, volvió a reca- 
bar información del servicio de grúa municipal, el cual, 
tras ser advertido de la citada recepción oficial en la 
embajada, comentó: «que el vehículo había ido de pa- 
seo al fútbol», queriendo indicar que estaba situado 
frente al estadio. 

De todo lo anterior pudo apreciarse que el servicio 
de grúa municipal procedió a retirar, sin previo aviso 
de la celebración de la mencionada recepción, un ve- 
hículo adecuadamente aparcado, al tiempo que no só- 
lo no informó de ello cuantas veces fue requerido, sino 
que tampoco, con posterioridad, retornó el vehículo a 
su lugar de origen, dejándolo abandonado en otra lo- 
calización, además de contestar de forma inadecuada1 
al ciudadano que se dirigió a dicho servicio. 

Ante los anteriores hechos, el Defensor del Pueblo 
recabó del Ayuntamiento de Madrid la preceptiva in- 
formación como trámite de admisión de la queja plan- 
teada por el denunciante. 

Por su parte, el municipio madrileño remitió exten- 
sa documentación acompañada de informe, del que pu- 
do constatarse que el Ayuntamiento de Madrid 
consideraba correcta su actuación en base a determi- 
nadas circunstancias que acaecieron en torno a la re- 
tirada del vehículo del reclamante de las proximidades 
de la embajada, puesto que indicaba que no se señali- 
zó con la antelación necesaria la prohibición de esta- 
cionar en el lugar donde se hallaba el vehículo del 
reclamante, debido a la premura con que se solicitó el 
servicio para despejar los alrededores de la citada le- 
gación extranjera, a fin de poder celebrar en ella, con 
las debidas garantías de seguridad, ciertos actos con- 
memorat ivos. 

Manifestando que dicha falta de antelación se debió, 
según el propio Concejal Presidente de la Junta Muni- 
cipal, a cierta impericia del personal a su servicio, es 
decir, que una falta de coordinación de los servicios 
municipales ocasionó que no se avisara con la debida 
anticipación a los titulares de los vehículos estaciona- 
dos y que éstos no pudiesen retirar sus vehículos, pro- 
vodándoles, con ello, molestias y perjuicios que 
deberían haber sido evitados con una diligente actua- 
ción administrativa. 

En segundo lugar, se señalaba, por parte del Ayun- 
tamiento de Madrid, que no puede constatarse una ina- 

decuada atención de los servicios de información 
telefónica, los cuales, según el interesado, no le infor- 
maron debidamente sobre la situación de su vehículo 
y, según el Ayuntamiento, actuaron adecuadamente al 
no haberse probado la deficiente atención indicada por 
el reclamante. 

Si bien es cierto que en este caso no puede probarse 
la exactitud de las manifestaciones del reclamante, no 
es menos cierto que la propia policía municipal reco- 
noce que en ocasiones se producen deficiencias en la 
información facilitada a los ciudadanos que solicitan 
información sobre la localización de sus vehículos re- 
tirados de la vía pública, lo que en cierta medida po- 
dría dar verosimilitud a lo denunciado por el 
interesado. 

En tercer lugar, la corporación madrileña hacía hin- 
capié en la necesidad de retirar los vehículos estacio- 
nados junto a la embajada extranjera en base a criterios 
de seguridad y en aplicación del artículo 292, aparta- 
do 111, b) 11) del Código de la Circulación, el cual seña- 
la literalmente que podrá retirarse un vehículo: 

«Cuando se halle estacionado en el itinerario o es- 
pacio que haya de ser ocupado por una comitiva, des- 
file, procesión, cabalgata, prueba deportiva u otra 
actividad de relieve, debidamente autorizada. )) 

El contenido del anterior precepto parece pensado, 
y así lo ratifica el artículo 44.5 de la Ordenanza de Cir- 
culación para la Villa de Madrid al referirse a «actos 
públicos» en lugar de a «actividades de relieve», fun- 
damentalmente, para supuestos en que la vía pública 
haya de ser ocupada ella misma por alguno de los even- 
tos citados o por alguna actividad de relieve debida- 
mente autorizada que haya, igualmente, de efectuarse 
en la propia vía pública, lo que no se compadece debi- 
damente con la celebración de un acto conmemorati- 
vo en el interior de un edificio (supuesto de la recepción 
en la legación extranjera). 

Por último, el ayuntamiento relataba que la actua- 
ción de la policía municipal en los hechos denunciados 
se realizó con el mayor celo y prontitud para garanti- 
zar .la seguridad de cuantas personalidades asistieron 
al acto celebrado en la embajada, y con sujeción a los 
principios de actuación contenidos en el artículo 4 de 
la Ley de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

Al respecto hubo de significarse por parte de esta ins- 
titución que, según el precitado artículo, la actuación 
de las fuerzas de seguridad se realizará con la decisión 
necesaria y sin demora cuando de ello dependa evitar 
un daño grave, inmediato e irreparable, circunstancias 
que no parecen concurrir en el supuesto de que no se 
retire un vehículo debidamente estacionado y cuya pre- 
sencia es constatada por la policía municipal muchas 
horas antes, lo que permite realizar las necesarias in- 
vestigaciones, de que se realice el acto conmemorati- 
vo que, presuntamente, pueda resultar afectado por tal 
vehículo. 

El precepto indicado continúa señalando que la ac- 
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tuación de las fuerzas de seguridad se basará en los 
principios de congruencia, oportunidad y proporciona- 
lidad de los medios a su alcance, principios que exigen 
que se utilicen todos los medios disponibles, como son, 
archivos en que constan los titulares de los vehículos, 
traslado de los vehículos a calles adyacentes y próxi- 
mas a aquellas en que se presta el servicio, como pro- 
piamente indica la circular 11/21/05/87/3 de la policía 
municipal en su punto 22.b, devolución de los vehícu- 
los a los lugares de los que fueron retirados, etc. 

Por todo lo anterior, se recomendó al Ayuntamiento 
de Madrid que en posteriores actuaciones similares a 
la que era objeto de la presente queja, se adoptasen las 
medidas necesarias para evitar molestias y perjuicios, 
similares a los ahora denunciados, a los vecinos afec- 
tados, entre las que pueden señalarse: 

- Aviso anticipado, en todos los casos con un míni- 
mo de 48 horas, de todos aquellos eventos que obliguen 
a despejar vías públicas, dado que el artículo 40 de la 
Ordenanza de Circulación para la Villa de Madrid per- 
mite el estacionamiento continuado durante 48 horas 
en el mismo lugar de la vía pública. 
- Utilización de los diversos registros municipales 

a fin de conocer los titulares de los vehículos que ha- 
yan de ser retirados, y notificarles, individualmente, 
la necesidad de desplazar el vehículo de su lugar de es- 
tacionamiento. 

Traslado, en cumplimiento de las propias normas 
municipales, de los vehículos retirados a calles o a es- 
tacionamientos públicos cercanos a aquella en que se 
preste el servicio de la policía municipal. 
- Señalización, mediante el correspondiente anun- 

cio, de que el vehículo ha sido trasladado, con indica- 
ción del lugar de destino de aquél. 
- Devolución, transcurrido el evento que obligó a 

la retirada de los vehículos, de éstos a su lugar origi- 
nario, mediante el uso de los mismos medios utiliza- 
dos para su retirada. 

La anterior recomendación aún no ha recibido con- 
testación por parte del Ayuntamiento de Madrid, por 
lo que al cierre del presente informe no es conocida la 
postura de la citada Corporación (queja 91 17221). 

5.3. Procedimiento de adjudicación de puestos de he- 
lados y refrescos en la vía pública, en Madrid 

La denominada asociación de vendedores profesio- 
nales de helados y refrescos, compareció ante la Insti- 
tución denunciando la falta de coordinación y 
uniformidad de los procedimientos para la adjudica- 
ción de puestos para la venta de helados y refrescos 
en la vía pública. 

Como alegaciones concretas, al respecto, la queja ma- 
nifestaba lo siguiente: 

1 .O No se cumple la vigente Ordenanza, de 26 de ju- 
nio de 1986, reguladora de la venta de helados y refres- 
cos en la vía pública. 

2 . O  No se exigen los mismos requisitos en las diver- 
sas juntas municipales encargadas de la adjudicación 
de los puestos. Así, en algunas juntas se exige estar da- 
do de alta en la Seguridad Social como trabajadores 
autónomos y tener licencia fiscal, y en otras se omite 
este requisito. 

3." El sistema de adjudicación tampoco es único pa- 
ra todas las juntas, ya que en algunos casos el criterio 
determinante es la antigüedad; en otros el sorteo, y, fi- 
nalmente, a veces, un baremo. 

Admitida la queja y solicitado el preceptivo informe 
del Ayuntamiento de Madrid, quedó acreditado que las 
reivindicaciones formuladas fueron tratadas personal- 
mente en innumerables ocasiones con representantes 
de la asociación reclamante, dando lugar a una instruc- 
ción de servicio dirigida a las Juntas Municipales de 
Distrito, por la que se unificaban los criterios para la 
selección de adjudicatarios de los indicados puestos de 
venta, valorando sus condiciones socioeconómicas y, 
a partir de las mismas, utilizando el sistema de sorteo 
como el más ecuánime e imparcial posible para las ad- 
judicaciones solicitadas cuando el número de empla- 
zamientos esté limitado y exista un número de 
peticionarios mayor al de los mismos. 

En cuanto a la denuncia según la cual gran parte de 
los adjudicatarios de los puestos para la temporada 
91-92 no cumplía, una vez adjudicado el puesto, el plie- 
go de condiciones, ocupando, superficies diferentes a 
las autorizadas, manifestó el ayuntamiento que no se 
ajustaba a la realidad por cuanto las autorizaciones que 
se expiden en materia de puestos de helados van refe- 
ridas al puesto en sí, sin especificar superficies, que 
se condicionan a las generales para todos los situados 
en vía pública (queja 8804345). 

5.4. Control del ganado sin dueño conocido en zonas 
rurales de La Coruña, en Galicia 

La existencia de ganado vacuno salvaje en la zona 
montañosa que abarca parte de los términos munici- 
pales de Lousame, Dodro, Rianxo y Rois, todo ellos per- 
tenecientes a la provincia de La Coruña, dio'lugar a las 
formulación de una queja al Defensor del Pueblo en la 
que se alegaba la pasividad de la Administración pú- 
blica frente a los daños que las llamadas reses mostren- 
cas o sin dueño conocidos causaban en las propiedades 
ajenas. 

El problema tenía largos antecedentes y ya el Keal 
Decreto de 24 de abril de 1905, todavía vigente, esta- 
bleció medidas concretas para solucionarlo. 

En el caso concreto de la queja, con posterioridad 
a la intervención de la institución, se adoptaron las si- 
guientes medidas: 

La Consejería de Agricultura, Ganadería y Montes de 
la Junta de Galicia, dictó la Orden de 2 de enero de 1991 
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por la que se establecen las normas para el desarrollo 
de las Campañas de Seneamiento Ganadero, y en cuya 
virtud se hizo obligatoria la identificación y saneamien- 
to de todo el ganado vacuno, ovino y caprino de Gali- 
cia, prohibiéndose la circulación y asistencia a ferias 
y mercados del que carezca de número individual de 
identificación y documentación acreditativa de su sa- 
neamiento. 

Por otra parte, se reiteró la previsión legal de que 
ningún propietario de ganado de monte sin sanear pue- 
da optar a subvención alguna de la Consejería de Agri- 
cultura, Ganadería y Montes, pudiendo ser sancionado 
en aplicación de lo previsto en el Reglamento de Epi- 
zootias de 4 de febrero de 1955 y Real Decreto 
166511976 de actualización de sanciones. 

Ahora bien, la definitiva solución del problema co- 
rrespondía a los alcaldes de los ayuntamientos, en don- 
de existe este tipo de ganado, únicos competentes, de 
acuerdo con el artículo 2 1 de la Ley de Régimen Local 
y 4 1,13 del Reglamento de Funcionamiento de las Cor- 
poraciones Locales, para, por medio de bandos y coor- 
dinación de todas las partes interesadas o afectadas, 
controlar, identificar y sanear el ganado de monte. 

Por ello, con independencia de la indicada orden que 
fue precedida de la adopción de normas complemen- 
tarias sobre la campaña de saneamiento ganadero en 
los municipios afectados por la queja, y de la realiza- 
ción de una encuesta para evaluar la relevancia del pro- 
blema en las cuatro provincias gallegas, se sugirió, por 
parte de la Junta, que se publicasen bandos en los mu- 
nicipios afectados, según modelo elaborado por la Di- 
rección General de Montes y Medio Ambiente Natural. 

Con fecha 20-6-91, fue publicado el referido Bando 
en todos los lugares y parroquias del término munici- 
pal del Concello de Rois, contra el que se había formu- 
lado la queja que nos ocupa, lo que dio lugar a la 
conclusión de nuestras actuaciones. 

En virtud del mismo se adpotaron, entre otras, las 
siguientes normas: 

1) Obligación de quienes se encontrasen reses sin 
dueño conocido, extraviadas o perdidas, de presentar- 
las a la alcaldía. 

2) Las reses aprehendidas, que se encuentren sanas, 
permanecerán a disposición de sus dueños 15 días, 
transcurridos los cuales se procederá a su pública su- 
basta. Para la retirada de dichos animales los que ale- 
guen ser dueños deberán satisfacer los daños causados 
por tales reses, si existiesen, y en todo caso la canti- 
dad de 500 pesetas por día y res, en concepto de gas- 
tos de mantenimiento. 

3) Las reses enfermas serán sacrificadas previo 
acuerdo de la Junta Local de Sanidad. 
4) Excepcionalmente, si las reses por su peligrosi- 

dad presentasen especiales dificultades para su captu- 
ra, podrán ser sacrificadas donde se encuentren. 

5) En base al Real Decreto 1.372/86, de 13 de junio, 
específicamente los artículos 94 y ss., se estableció que 
las reses capturadas en bienes comunales, que no per- 

tenezcan a los vecinos con derecho a aprovechamien- 
to de los mismos, permanecerán únicamente 8 días a 
disposición de quienes aleguen ser sus propietarios 
(queja 8804248). 

5.5. Ocupación de hecho, sin indemnización de unos 
terrenos de propiedad particular, en Níjar, 
Almería 

La compareciente denunció ante el Defensor del Pue- 
blo que el Ayuntamiento de Níjar, Almería, por vía de 
hecho y sin contar con autorización de la interesada, 
había procedido a ocupar parte de su propiedad, sita 
junto al Camino Viejo de Vera, con las obras de am- 
pliación del mismo, causando graves daños en el arbo- 
lado y destruyendo el cerramiento existente. 

Ante sus reclamaciones, la alcaldía reconoció los he- 
chos acaecidos, al tiempo que prometió indemnizar los 
daños ocasionados en el arbolado. 

En cuanto al cerramiento afectado por las obras, el 
ayuntamiento se resistió a su reparación y, a la pos- 
tre, sustituyó el existente por otro de altura insuficiente 
y de menor longitud de la debida. 

Las anteriores alegaciones, en trámite de admisión, 
fueron trasladadas al Ayuntamiento de Níjar quien no 
desvirtuó las alegaciones de la interesada, puesto que 
no justificó la ocupación de la propiedad privada, el 
título jurídico que el municipio de Níjar pudiese osten- 
tar sobre la misma, ni dio cuenta de la reparación de 
los daños causados, pese al ofrecimiento por escrito 
que la alcaldía remitió a la reclamante. 

Así pues, pudo apreciarse que la corporación muni- 
cipal había conculcado la vigente legislación, tanto por 
la ocupación de hecho de terrenos particulares, como 
por la falta de reparación de los daños ocasionados en 
aquéllos. 

En efecto, al no existir título jurídico para ocupar 
los terrenos de la interesada, se vulneró el artículo 33.3 
de la Constitución, así como la Ley y el Reglamento de 
Expropiación Forzosa que obligan a que cualquier pri- 
vación singular de la propiedad privada haya de reali- 
zarse a través del correspondiente expediente expro- 
piatorio y mediante la correspondiente indemnización, 
lo que en el presente caso no había tenido lugar, pues- 
to que se habían ocupado terrenos propiedad de la in- 
teresada sin su consentimiento expreso; sin haberse 
incoado el oportuno expediente; y sin que hubiese me- 
diado la necesaria indemnización. 

De otro lado, también el Ayuntamiento de Níjar ob- 
vió lo preceptuado por el artículo 106.2 de la Constitu- 
ción, los artículos 40 y 41 de la Ley de Régimen Jurídico 
de la Administración del Estado y los artículos 121 y 
122 de la Ley de Expropiación Forzosa, que establecen 
la responsabilidad administrativa por causa del fun- 
cionamiento de los servicios públicos y el correlativo 
derecho de los titulares de los derechos lesionados a 
exigir su indemnización y resarcimiento. 

Por lo expuesto, se sugirió al municipio que por los 
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órganos competentes del mismo se procediese a incoar 
el correspondiente expediente expropiatorio a fin de 
abonar a la interesada la indemnización que le corres- 
ponde por la ocupación de su propiedad; y que, asimis- 
mo, se procediese a reparar los daños ocasionados, 
como consecuencia de las obras de ampliación del Ca- 
mino de Vera, en la finca de la reclamante, reponien- 
do el cerramiento destruido e indemnizando el valor 
de los árboles arrancados. 

Dicha sugerencia no fue aceptada por el citado mu- 
nicipio, el cual entendía, sin argumentos que desvirtua- 
ran nuestra resolución, que tal indemnización no debía 
tener lugar al tratarse de la ampliación de un camino 
público de uso general (queja 9029042). 

5 . 6 .  Responsabilidad patrimonial por daños perso- 
nales a un ciudadano de Valladolid 

Un vecino de Valladolid alegó ante el Defensor del 
Pueblo que desde el año 1985 venía reclamando de la 
administración pública la indemnización de los daños 
y perjuicios ocasionados como consecuencia del acci- 
dente sufrido en las inmediaciones de un hipermerca- 
do; accidente que se produjo al caer en un pozo de 
registro, situado en dicho lugar, que no contaba con 
protección alguna ni señalización de su existencia. 

Los órganos y entes administrativos a los que se ha- 
bía dirigido el formulante de la queja declinaron su res- 
ponsabilidad al respecto. 

El pozo a que hacía referencia el interesado forma- 
ba parte de un colector de desagüe proveniente del es- 
tadio; colector que entroncando con el existente en una 
autovía cercana, efectúa el desagüe de la zona del hi- 
permercado. 

El terreno donde se encontraba ubicado el pozo cau- 
sante del accidente era de titularidad municipal, según 
se desprendía de la amplia documentación remitida y, en 
particular, en escrito firmado por el Delegado de Gobier- 
no en la Comunidad de Castilla y León en el que se le 
comunicaba al interesado que el Centro de Gestión Ca- 
tastral y Cooperación Tributaria había informado que los 
terrenos de que se trata forman parte de las instalacio- 
nes del nuevo estadio del titularidad municipal. 

Llegados a este punto, estimamos que podría apre- 
ciarse la existencia de responsabilidad patrimonial de 
la administración pública en los hechos acaecidos, da- 
da la relación de causa-efecto producida entre el he- 
cho que se le imputaba y el daño ocasionado, pues, de 
haber estado señalizado el pozo de registro o debida- 
mente protegido mediante una rejilla o tapa de hormi- 
gón el accidente no se hubiese producido, circunstancia 
que constituye condición indispensable para que pue- 
da atribuirse a aquélla el deber de resarcir dicho da- 
ño. En consecuencia, la administración debía proceder 
al pago de la indemnización debida en cumplimiento 
del principio consagrado en nuestra norma fundamen- 
tal, artículo 106, en relación con los artículos 40 y si- 
guientes de la Ley de Régimen Jurídico de la 
administración del Estado. 

Así pues, una vez admitida la existencia de respon- 
sabilidad administrativa por daños, la cuestión que se 
planteaba era conocer a qué administración concreta 
correspondía asumir tal responsabilidad, ya que el 
ayuntamiento, aun siendo titular del terreno donde se 
había producido el hecho desencadenante de los pos- 
teriores acontecimientos, alegaba en su descargo que 
la controvertida obra fue recibida el 25 de enero de 
1988 y, por tanto, hasta esa fecha sería la Comunidad 
de Castilla-León la titular de la misma y, consiguiente- 
mente, quien venía obligada a resarcir al interesado en 
los términos debidos. 

A la vista de ello, si bien una definitiva declaración 
de esta naturaleza sólo puede venir determinada por 
una resolución judicial firme, cabría no obstante la po- 
sibilidad de considerar, en todo caso, sobre la base de 
los hechos expuestos a la corporación municipal como 
responsable, junto con la Consejería de Fomento de la 
Junta de Castilla-León, de los daños producidos al re- 
clamante, en cumplimiento del mandato constitucio- 
nal contenido en el artículo 103, relativo a los 
principios de coordinación y colaboración que han de 
presidir las relaciones entre las diferentes Administra- 
ciones Públicas, no pudiendo en caso alguno perjudi- 
car a los particulares la descoordinación adminis- 
trativa. 

Por consiguiente, formulamos una sugerencia al 
Ayuntamiento de Valladolid y a la Consejería de Fo- 
mento de la Junta de Castilla-León, en el sentido de que 
por ambos órganos públicos, presuntamente implica- 
dos en la cuestión debatida en la queja, se considere 
la posibilidad, en función del principio de coordinación 
y colaboración que han de presidir las relaciones de 
las diferentes administraciones públicas, según viene 
contemplado en el artículo 103 de la Constitución Es- 
pañola y asimismo regulado en el artículo 55 de la Ley 
Reguladora de Bases de Régimen Local, de examinar 
de forma conjunta la cuestión suscitada a los efectos 
de poder llegar a una solución que dé cumplida satis- 
facción al derecho que asiste al perjudicado de ser re- 
sarcido debidamente por los perjuicios causados, de 
conformidad con el artículo 106 de nuestra norma fun- 
damental, en relación con los artículos 40 y siguientes 
de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del 
Estado. 

La Consejería de Fomento no ha aceptado la suge- 
rencia formulada, insistiendo, una vez más, en su fal- 
ta de responsabilidad en relación con los daños 
derivados del accidente sufrido por el reclamente. 

En cuanto al Ayuntamiento de Valladolid, se le ha 
requerido, por segunda vez, a fin de que nos remita el 
preceptivo informe sobre la aceptación o no de la cita- 
da resolución (queja 89031 18). 

5.7. Actuación de la policía municipal ante un caso 
de mendicidad, en Madrid 

El formulante alegó ante el Defensor del Pueblo que 
habiendo encontrado una persona tirada en la calle por 
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la noche en Madrid, llamó telefónicamente a la policía 
municipal, ya que en otras situaciones había atendido 
las llamadas de auxilio realizadas por el reclamante en 
favor de personas en situación de pobreza y margina- 
ción, que se encontraban en idénticas circunstancias. 
Sin embargo, en el caso concreto de la queja, le comu- 
nicaron que el citado servicio ya no era realizado por 
la policía municipal, proporcionándole el teléfono 
900-100333 del Servicio de Información y Emergencia 
de la Comunidad de Madrid, organismo, según la poli- 
cía municipal, competente para las situaciones como 
las narradas en la presente queja. 

Solicitada información a la Consejería de Integración 
Social de la Comunidad de Madrid, ésta informó que 
no ostentaba competencia en el traslado de personas. 

Ante lo anterior, que podría, en su caso, denotar una 
inactuación de la policía municipal, se solicitó del 
Ayuntamiento la emisión de un informe acerca de la 
queja planteada, a fin de contrastar las alegaciones for- 
muladas por el promovente. 

La Concejalía del Area de Seguridad y Policía Muni- 
cipal informó lo siguiente: 

En el librolregistro existente en el «092» no existe 
constancia alguna, en las fechas indicadas, de la llama- 
da telefónica del formulante, aunque al tratarse como 
parece de una información sin posterior intervención 
de patrulla no quedan registradas tales incidencias, no 
existiendo tampoco la grabación de esta llamada al ha- 
ber sido reutilizada la cinta soporte, dado el tiempo 
transcurrido. 

Con fecha 17 de mayo de 1990 desapareció la Unidad 
de Asistencia Social, encargada de tales servicios, al 
ser estas funciones asumidas por el Area de Servicios 
Sociales de este ayuntamiento, lo que se da a conocer 
a todo el cuerpo por su publicación en la Orden Gene- 
ral núm. 10911990, de 16 de mayo, concretamente en 
su artículo 2 . O ,  que además en su párrafo segundo aña- 
de: «En cuanto a casos de recogida de traslados de in- 
digentes se pondrá el caso en conocimiento de SITADE, 
teléfono 9001100333, calle Ruiz, 9. 

El servicio creado por dicha área, consiste en una 
unidad móvil de emergencias sociales (UMES) que en- 
tre otras misiones tiene especialmente encomendado 
la atención de «personas adultas que se encuentran 
mendigando, durmiendo en la calle, el metro o pasos 
subterráneos», según aparece en el prospecto facilita- 
do a tal efecto y cuya fotocopia se acompaña, servicio 
que «recoge las llamadas de los ciudadanos durante las 
24 horas del día». 

Que la UMES se requerirá a través del Servicio So- 
cial de Información Telefónica y Atención de Emergen- 
cia (SITADE), llamando al teléfono 9001100333. 

Que todo lo dicho no es óbice para que los servicios 
de esta policía municipal presten cuanta colaboración 
sea precisa a los funcionarios de SITADE, quienes es- 
tablecerán en cada caso, las medidas a tomar, ajustán- 
dose estas actuacioneskolaboraciones a las instruc- 
ciones que aparecen en la Circular de Secretaría Ge- 

neral 28.01.09.89SG y sus dos Anexos, que se remitie- 
ron al Defensor del Pueblo. 

A la vista de la respuesta y previa sugerencia de que 
situaciones como las descritas en la queja no vuelvan 
a producirse, damos por conclusas nuestras actua- 
ciones. 

6. Personal al servicio de las Corporaciones Locales 

Como ya se ha indicado al hablar del personal al ser- 
vicio de la Administración del Estado y asimismo al tra- 
tar los temas relativos al personal al servicio de las 
comunidades autónomas, las quejas recibidas en la ma- 
teria son frecuentes y afectan a casi todos los aspec- 
tos, de la vida profesional de estos servidores públicos. 

Como particularidad puede afirmarse que en el ám- 
bito local se da una mayor incidencia de quejas que tie- 
nen como objeto las pruebas selectivas de ingreso en 
las corporacines locales que en otros sectores, tenien- 
do como elemento común casi todas ellas la disconfor- 
midad de los interesados con la actuación de los 
tribunales o comisiones de selección. 

Los motivos de este fenómeno son variados, pero qui- 
zá la raíz del problema estribe en la proximidad de es- 
tas administraciones públicas -especialmente las de 
menor tamaño- a las personas que pretenden incor- 
porarse a ellas, con situaciones próximas muchas ve- 
ces al conocimiento personal, y en la falta de instru- 
mentos técnicos que objetiven la selección de personal, 
como serían las relaciones de puestos de trabajo, una 
mayor publicidad de las convocatorias y un mejor ase- 
soramiento técnico-jurídico. 

En cualquier caso, a todo ello se hará referencia en 
los epígrafes que a continuación se desarrollan, en los 
cuales se analizan algunos problemas de carácter ge- 
neral que, a nuestro entender, tienen una particular sig- 
nificación en la problemática que afecta al personal que 
presta servicios en las corporaciones locales. 

Finalmente, ha de advertirse que dentro de esta sec- 
ción se incluyen los temas relativos al régimen de pro- 
tección social del personal funcionario al servicio de 
las corporaciones locales, aún cuando la gestión de las 
prestaciones protectoras corresponda en su mayor par- 
te a órganos pertenecientes a la Administración del Es- 
tado y en concreto a la Mutualidad Nacional de 
Previsión de la Administración Local (MUNPAL), orga- 
nismo dependiente del Ministerio para las Administra- 
ciones Públicas. Sin embargo, a pesar de esta depen- 
dencia orgánica, por razones sistemáticas a nuestro en- 
tender evidentes se ha considerado oportuno incluir 
aquí esta materia. 

6.1. Personal funcionario 

6.1.1. Ausencia de relaciones de puestos de trabajo en 
las Corporaciones Locales 

En el informe del pasado año destinábamos un epí- 
grafe específico -el número 17.4.1- a reiterar los pro- 
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blemas derivados de la falta de aprobación de las 
preceptivas relaciones de puestos de trabajo por par- 
te de las corporaciones locales, problemas que a su vez 
habíamos puesto de manifiesto en los informes de años 
anteriores. 

En concreto, por las quejas recibidas en esta insti- 
tución se había detectado que la ausencia de las rela- 
ciones de puestos de trabajo se estaban utilizando en 
ocasiones para laboralizar discrecionalmente puestos 
de trabajo que, según los criterios fijados en la senten- 
cia del Tribunal Constitucional núm. 99/87, dictada con 
ocasión del recurso de inconstitucionalidad interpuesto 
contra la Ley 3011984, de Medidas para la Reforma de 
la Función Pública, deberían estar atribuidos para su 
desempeño a funcionarios públicos, contrariándose así 
el criterio jurisprudencia1 y legal en la materia. Asimis- 
mo, la ausencia de relaciones de puestos de trabajo es- 
taría imposibilitando la propia promoción interna de 
funcionarios de las propias corporacines locales, me- 
canismo éste que viene expresamente reconocido en el 
169.2 del texto refundido de la legislación vigente en 
materia de régimen local. Por último, también se esta- 
ría impidiendo el ejercicio del derecho de movilidad 
horizontal que se reconoce a los funcionarios de la Ad- 
ministración local en el artículo 17 de la Ley 3011984, 
de Medidas para la Reforma de la Función Pública. 

Tras una amplia referencia a las nocivas consecuen- 
cias de la falta de aprobación de las citadas relaciones 
de puestos de trabajo dejábamos constancia de las res- 
puestas recibidas del Ministerio para las Administra- 
ciones Públicas, órgano a quien corresponde tanto la 
iniciativa para el desarrollo reglamentario en esta ma- 
teria como la vigilancia del cumplimiento de las nor- 
mas estatales que resultan de aplicación y, en concreto, 
nos referíamos a una primera respuesta de fecha 26 de 
junio de 1990 del siguiente tenor: 

«Primero. El Ministerio para las Administraciones 
Públicas está desarrollando una serie de actuaciones 
para establecer los criterios que, en lo concerniente a 
Relaciones de Puestos de Trabajo, provisión de los mis- 
mos, movilidad y carrera administrativa, faciliten el 
cumplimiento por las Corporaciones Locales, de los ar- 
tículos 90.2 de la Ley de Bases de Régimen Local y 126.4 
del Texto refundido. 

Entre otras actuaciones destacan las siguientes: 
1 .  Se está trabajando en la elaboración de uh pro- 

yecto de Real Decreto sobre selección, que se encuen- 
tra ya bastante avanzado. 

Esta normativa contendrá las reglas básicas y los 
programas mínimos a que debe ajustarse el procedi- 
miento de selección de los funcionarios locales. 

2. Se han iniciado ya los estudios necesarios para la 
preparación de otro Real Decreto, en el que se estable- 
cerán las normas básicas reguladoras de las plantillas 
y la carrera administrativa en el ámbito de la Función 
Piíblica Local, con inclusión de preceptos relativos a 
puestos de trabajo, distribución de funciones, estruc- 
tura de la función pública, provisión y carrera. 

Segundo. Finalmente, y en lo relativo a las Relacio- 
nes de Puestos de Trabajo, el criterio del Ministerio pa- 
ra las Administraciones Públicas es el de abordar con 
una mayor prudencia, la elaboración de una normati- 
va sobre el particular, ya que ésta deberá tener en cuen- 
ta no sólo la complejidad y heterogeneidad de nuestra 
Administración Local, sino también la concurrencia 
competencia1 que existe en materia de Régimen Local. 

Entretanto, el criterio del Ministerio para las Admi- 
nistraciones Públicas es el de que las Corporaciones 
Locales se atengan a lo establecido en la normativa es- 
tatal sobre la materia y que, a pesar de no tener carác- 
ter básico, sirve de pauta y orientación para la 
confección de relaciones de puestos de trabajo en la 
Administración Local. 

A este respecto, no cabe argumentar que las obliga- 
ciones que sobre este particular atribuye la legislación 
básica en materia de régimen local a las Corporacio- 
nes Locales se encuentran diferidas hasta que el Go- 
bierno apruebe los Reglamentos correspondientes, ya 
que la normativa estatal no básica sobre función pú- 
blica tiene, en todo caso, carácter supletorio respecto 
del personal al servicio de otras Administraciones Pú- 
blicas. >> 

Del contenido del informe transcrito, y especialmen- 
te de lo manifestado en el apartado segundo del mis- 
mo se deducía la coincidencia de la posición del 
Ministerio para las Administraciones Públicas con la 
mantenida por esta institución según la cual, y con 
arreglo a las normas actualmente vigentes, existe la 
obligación de las corporaciones locales de aprobar sus 
relaciones de puestos de trabajo, con arreglo a los cri- 
terios fijados en el artículo 15 de la Ley 30/1984. 

Como consecuencia de lo anterior, correspondería al 
citado ministerio, en aplicación de lo dispuesto en el 
artículo 4-2.O de la Ley 30/84, adoptar las medidas ne- 
cesarias para velar por el cumplimiento de dicho de- 
ber, y ello sin perjuicio de las medidas que pudieren 
adoptarse para el desarrollo reglamentario de los pre- 
ceptos legales ahora en vigor, que como se ha dicho re- 
sultan ya directamente aplicables. 

No obstante, y dado que por parte de algunos de los 
ayuntamientos implicados en las quejas tramitadas por 
esta Institución se mantenía una postura de resisten- 
cia a aprobar las relaciones de puestos de trabajo ale- 
gando la inexigibilidad de tal actuación en tanto no se 
desarrollaron reglamentariamente los artícuIos 90.2 de 
la Ley de Bases de Régimen Local y el artículo 126.4 
del Texto Refundido, nos dirigimos nuevamente al Mi- 
nisterio para las Administraciones Públicas en solici- 
tud de información complementaria, especificando las 
instrucciones dadas en orden a la fiscalización de la 
actuación de las corporaciones locales en esta mate- 
ria, así como sobre la actividad del propio departamen- 
to en orden al desarrollo reglamentario que le compete 
según los preceptos antes mencionados de la legisla- 
ción sobre régimen local. 
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Este segundo informe, de fecha 29 de enero de 1991, 
decía literalmente lo que sigue: 

«El artículo 16 de la Ley 3011984, de 2 de agosto, im- 
pone a todas las administraciones públicas el deber de 
elaborar las relaciones de puestos de trabajo existen- 
tes en su organización. No obstante, tal y como mani- 
fiesta el Ayuntamiento de Leganés, el artículo 15 de la 
misma ley carece de carácter básico, por lo que no es 
de aplicación ni a las comunidades autónomas ni a las 
corporaciones locales. 

Por otra parte, el carácter supletorio que el artículo 
1 de.la citada Ley 30184 atribuye a su articulado res- 
pecto al personal de las administraciones públicas no 
comprendido en su ámbito de aplicación, entra en con- 
tradicción con el artículo 90.2 de la Ley 711985, de 2 
de abril, de Bases del Régimen Local, que encomienda 
al Estado la elaboración de las normas por las cuales 
hayan de confeccionarse las relaciones de puestos de 
trabajo. 

En consecuencia, aunque el Ministerio para las ad- 
ministraciones públicas considera que los criterios con- 
tenidos en el citado artículo 15 pueden servir a las 
corporaciones locales de pauta u orientación para la 
elaboración de sus correspondientes relaciones de 
puestos de trabajo, en la línea seguida ya por algunos 
ayuntamientos, esta posibilidad no puede concebirse 
como una obligación, sino como una solución transi- 
toria hasta que el Estado dicte la normativa específi- 
ca a la que se refiere la Ley de Bases del RégimenLocal. 

En cuanto al establecimiento por el Estado de dicha 
normativa, hay que señalar que se trata de una tarea 
compleja, no sólo por la heterogeneidad que caracte- 
riza a la administración local española, sino porque es 
necesario solucionar con carácter previo algunos pro- 
blemas concretos que afectan al personal al servicio 
de las corporaciones locales, y en particular, la selec- 
ción y provisión de puestos de los funcionarios con ha- 
bilitación de carácter nacional. 

A este respecto, ya se ha puesto en conocimiento de 
la Institución que se encuentra elaborado y negociado 
con la FEMP un proyecto de Reglamento que solucio- 
nará este problema. 

Con este tema resuelto, se estará en condiciones de 
iniciar, sobre la base de los trabajos que está llevando 
a cabo la Dirección General de la Función Pública (se- 
lección, carrera y elaboración de plantillas), las con- 
versaciones oportunas con las comunidades autónomas 
y la FEMP para establecer, de forma coordinada, la nor- 
mativa para la elaboración de las relaciones de pues- 
tos de trabajo en el ámbito local.» 

Pues bien, transcurrido un año más, nuevamente se 
constata que la situación se mantiene en idénticos tér- 
minos en que se encontraba al redactarse el informe 
del año 1990: 

- De un lado sigue habiendo numerosos ayunta- 
mientos sin aprobar sus respectivas relaciones de pues- 
tos de trabajo, como se pone de manifiesto por las 

quejas que se siguen recibiendo, siendo de destacar la 
persistente postura del Ayuntamiento de Leganés, que 
como ya se dijo en anteriores informes fue uno de los 
primeros contra quienes se presentaron quejas en es- 
te sentido y cuya actuación durante 1991 ha dado lu- 
gar a la tramitación de una nueva queja, la número 
8910871 por nombramiento indebido para cubrir even- 
tualmente una plaza vacante, de una funcionaria que 
no reunía los requisitos de titulación requeridos para 
el desempeño del puesto en cuestión, queja que dio lu- 
gar a la formulación de un recordatorio de deberes le- 
gales reiterando nuestra postura repetidamente 
manifestada con ocasión de otras quejas similares. 
- De otro lado siguen sin aprobarse las normas de 

desarrollo reglamentario previstas al efecto en los ar- 
tículos 90.2 de la Ley de Bases de Régimen Local y 126.4 
del Texto Refundido de las disposiciones vigentes en 
materia de régimen local. 
- Y finalmente, no tenemos noticia alguna de que, 

en defecto de las normas reglamentarias a que se ha 
aludido en el párrafo anterior, por parte del Ministe- 
rio para las Administraciones Públicas se haya adop- 
tado medida alguna, en ejercicio de las facultades de 
fiscalización que le confiere el artículo 4.2 de la Ley 
30184, para compeler a las corporaciones locales a cum- 
plir las obligaciones que se derivan de las previsiones 
contenidas en las Leyes 30184, y 23/88, respectivamen- 
te, que resultan aplicables, como ya se ha dicho repe- 
tidas veces, tanto en función de la remisión contenida 
en el artículo 90.2.O (inciso final) de la Ley de Bases de 
Régimen Local, como por su carácter supletorio res- 
pecto del régimen jurídico de todos los funcionarios 
no incluidos en el ámbito estricto de dichas leyes. 

En consecuencia, y persistiendo la anómala situa- 
ción, nos vemos en la obligación de incluir este asunto 
en el presente informe, en cumplimiento de las previ- 
siones contenidas en el último inciso del artículo 30.1 
de nuestra ley orgánica reguladora, por entender que 
siendo posible una solución positiva -y a nuestro en- 
tender necesaria por las razones repetidamente 
expuestas- ésta no se ha conseguido, tanto por la 
resistencia de las Corporaciones Locales implicadas co- 
mo por la inacción del Ministerio para las Administra- 
ciones Públicas. 

6.1.2. Publicación de las plantillas presupuestarias y 
de las relaciones de puestos de trabajo 

Relacionada con el tema tratado en el punto anterior 
está la probiemática que se planteó a raíz de la trami- 
tación por parte de esta institución constitucional del 
expediente 903569 y cuyo tema de fondo era la falta de 
publicación íntegra, o lo que es lo mismo, la publica- 
ción tan sólo en extracto, de las modificaciones de la 
plantilla presupuestaria aprobadas en su momento por 
el Pleno del Ayuntamiento de Madrid. 

El interesado puso en nuestro conocimiento en este 
expediente que en el Boletín Oficial del Ayuntamiento 
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de Madrid de 18 de enero de 1990 se habían publicado 
en extracto tres acuerdos del Pleno de dicha Corpora- 
ción, de fecha 29 de septiembre todos ellos (acuerdos 
números 24,25 y 26), sobre modificación de plantillas 
y consiguiente incremento de gasto, sin que dicha pu- 
blicación se hubiese efectuado de forma íntegra en el 
Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma, contravi- 
niéndose con ello la normativa vigente al respecto. 

Esta institución considera que, ante la ausencia de 
relaciones de puestos de trabajo, el conocimiento pú- 
blico y pleno de las plantillas presupuestarias y sus mo- 
dificaciones es un instrumento de extrema utilidad 
para objetivar tanto la selección de personal funciona- 
rio como la provisión de los diversos puestos de traba- 
jo que figuren en las citadas plantillas. Por otra parte, 
se consideró conveniente tramitar la queja planteada 
sobre la base del tenor literal del artículo 127 del tex- 
to refundido de las disposiciones vigentes en materia 
de régimen local, el cual establece literalmente que 
«una vez aprobada la plantilla se remitirá copia a la 
Administración del Estado, y en su caso, a la Comuni- 
dad Autónoma respectiva, dentro del plazo de 30 días, 
sin perjuicio de su publicación íntegra en el Boletín Ofi- 
cial de la Provincia, junto con el resumen del presu- 
puesto 

Tras haber solicitado la pertinente información al 
Ayuntamiento de Madrid, éste respondió inicialmente 
que consideraba cuando menos discutible el que las 
modificaciones de la plantilla presupuestaria estuvie- 
sen sometidas al requisito de la publicación íntegra en 
el Boletín Oficial de la Provincia (o en este caso en el 
Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma) ya que, a 
su entender] esta obligación venía referida tan sólo a 
la aprobación inicial de la plantilla pero no a las mo- 
dificaciones de ésta que pudiesen acordarse. Ante ello, 
y en base a la conveniencia de dotar a las modificacio- 
nes de plantillas, como ya se ha dicho, de la máxima 
publicidad, esta institución formuló al Ayuntamiento 
de Madrid la recomendación que a continuación se 
transcribe con las argumentaciones que en la misma 
se contienen: 

«Primera. El artículo 22.2.i) de la Ley 711985 dispo- 
ne que corresponde al Pleno Corporativo la aprobación 
de la plantilla de personal, plantilla que se aprueba 
anualmente a través del Presupuesto (artículo 90 Ley 
71 1985). 

Segunda. El artículo 127 del Texto Refundido de las 
disposiciones legales vigentes en materia de régimen 
local establece que “Una vez aprobada la plantilla se 
remitirá copia a la Administración del Estado, y en su 
caso, a la Comunidad Autónoma respectiva, dentro del 
plazo de 30 días, sin perjuicio de su publicación ínte- 
gra en el B. O.P., junto con el resumen del Presu- 
puesto”. 

Tercera. El artículo 126.3 del propio Texto Refun- 
dido prevé que “La modificación de la plantilla duran- 
te la vigencia del Presupuesto requerirá el 

cumplimiento de los trámites establecidos para la mo- 
dificación de aquél”. 

Cuarta. La Ley 3911988, de 28 de diciembre, regu- 
ladora de las Haciendas Locales señala en su artículo 
160 que “2. En todo caso la aprobación de las transfe- 
rencias de crédito entre distintos grupos de función co- 
rresponderá al Pleno de la Corporación salvo cuando 
las bajas y altas afecten a créditos de personal”. “4. Las 
modificaciones presupuestarias a que se refiere este 
artículo, en cuanto sean aprobadas por el Pleno, segui- 
rán las normas sobre información, reclamaciones, re- 
cursos y publicidad a que se refieren los artículos 150, 
151 y 152 de la Ley.” 

Quinta. Una interpretación lógica y sistemática de 
todos los preceptos anteriormente referenciados, y la 
concurrencia del hecho cierto de que las modificacio- 
nes de la plantilla a que se refiere el promovente de la 
queja han sido acordadas por el Pleno del Ayuntamien- 
to, llevan a considerar el caso que aquí se plantea en- 
tre los supuestos del artículo 160.4.’ de la Ley 3911988. 

Consecuentemente con todo cuanto antecede, y al 
amparo de lo previsto en el artículo 30.1 de la Ley Or- 
gánica 311981, de 6 de abril, por la que nos regimos, 
se formula a V. E. la siguiente RECOMENDACION: 

Que se proceda por V. E. a la adopción de las medi- 
das que sean pertinentes para someter las modificacio- 
nes de la plantilla de la corporación a los trámites sobre 
información y publicidad] previstos en el artículo 150 
de la Ley 3911988, de 28 de diciembre, de forma que se 
posibilite la fiscalización de tales actos por los intere- 
sados, todo ello de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 160.4 de la propia Ley reguladora de las Ha- 
ciendas Locales, en relación con el resto de los precep- 
tos a que se ha aludido en el cuerpo del presente 
escrito. )) 

A la recomendación formulada por esta Institución 
respondió a finales de septiembre de 1991 el Alcalde- 
Presidente del Ayuntamiento de Madrid mediante es- 
crito en el que comunicaba que ala Concejalía de Régi- 
men Interior y Personal acepta la recomendación 
formulada por el Defensor del Pueblo, y en lo sucesivo 
se procederá a la adopción de las medidas pertinentes 
para someter las modificaciones de la plantilla de la 
corporación a los trámites sobre información y publi- 
cidad, previstos en el artículo 150 de la Ley 3911988, 
de 28 de diciembre. 

6.1.3. Irregularidades en el acceso y cobertura de 
puestos de trabajo 

En el informe del pasado año dejábamos constancia 
de la queja 9017894, admitida a trámite por presuntas 
irregularidades en un concurso de traslados del Ayun- 
tamiento de Zaragoza. 

La tramitación de dicho expediente ponía de mani- 
fiesto una sustancial modificación de las bases de la 
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convocatoria por un órgano incompetente para ello, así 
como otras posibles anomalfas en la valoración de mé- 
ritos baremables que venían a predeterminar la deci- 
sión de seleccionar a un determinado candidato, a 
quien se permitió concursar sin siquiera estar en po- 
sesión de la titulación requerida para el desempeño del 
puesto de trabajo, en detrimento de la interesada. 

Las actuaciones llevadas a cabo durante 1991 nos han 
permitido constatar, la existencia de numerosas defi- 
ciencias e irregularidades procedimentales, algunas de 
las cuales siniieron de base para que el Tribunal Su- 
perior de Justicia de Aragón dictara sentencia estima- 
toria de la pretensión de la promovente de la queja. 
Habiéndose producido resolución judicial, las actua- 
ciones de esta institución se paralizaron de inmediato 
en cumplimiento de lo preceptuado al respecto en su 
Ley Orgánica reguladora, paralización que no se pro- 
dujo con anterioridad por cuanto ni la interesada en 
el expediente ni el Ayuntamiento de Zaragoza, pese a 
las numerosas comunicaciones mantenidas, informó al 
Defensor del Pueblo sobre que la cuestión de fondo es- 
tuvieses sometida a la decisión de los tribunales. 

Al margen de ello, el contenido de los informes reci- 
bidos del Ayuntamiento de Zaragoza, en este supues- 
to, parciales, incompletos y sin ceñirse a las diversas 
cuestiones planteadas, ha evidenciado una actitud de 
la citada Corporación muy lejana de la que sería pro- 
cedente a fin de cumplir la obligación que afecta a to- 
dos los poderes públicos de auxilio con carácter 
preferente y urgente al Defensor del Pueblo en sus in- 
vestigaciones e inspecciones, hecho éste del que deja- 
mos constancia, en cumplimiento de lo previsto en el 
artículo 24.1 de nuestra Ley Orgánica. 

Significativa en esta materia resulta la queja núme- 
ro 9027533, en la que el interesado planteaba la exis- 
tencia de diversas irregularidades en el proceso 
selectivo convocado por el Ayuntamiento de Villavicio- 
sa (Asturias), para cubrir una plaza de celador de la Re- 
sidencia Municipal <( Nuestra Señora del Portah. 

El detenido análisis de todos los datos aportados por 
el promovente de la queja, así como de la documenta- 
ción recibida del propio Ayuntamiento de .Villavicio- 
sa, ha llevado a esta institución a la convicción de que 
en el desarrollo de dicha prueba selectiva no se han res- 
petado los principios de igualdad, mérito y capacidad 
que constitucionalmente deben regir en el acceso a la 
función pública. Basamos esta convicción en el análi- 
sis de los criterios utilizados para calificar los ejerci- 
cios de los diversos aspirantes, cuyo examen 
comparativo indica claramente la predeterminación 
por parte del tribunal seleccionador del candidato a 
quien debería adjudicarse la plaza, y que finalmente 
fue seleccionado, en detrimento del mejor derecho de 
otro de los aspirantes, el promovente de la queja, cu- 
yos méritos demostrados en las pruebas objetivas ha- 
bía sido claramente superiores. 

Esta queja ha puesto de manifiesto, por otra parte, 
el problema del excesivo margen de discrecionalidad 
concedido en ocasiones a los órganos de selección pa- 

ra valorar las entrevistas personales, margen cuya mag- 
nitud puede desvirtuar, como asf sucedió en el último 
caso planteado, la vigencia de los principios constitu- 
cionales que deben regir el acceso a la Función Públi- 
ca, toda vez que la asignación de un alto número de 
puntos en la única prueba que no tiene carácter obje- 
tivo desfigura los resultados de los otros ejercicios de 
carácter objetivo y, mucho más, si nos atenemos a la 
incidencia real de dicha prueba subjetiva respecto del 
global de la oposición. 

En concreto, en el caso de la queja de referencia, pa- 
ra el candidato seleccionado la puntuación obtenida en 
la entrevista fue prácticamente el 50 % de su puntua- 
ción total, habiendo gozado el Tribunal de un margen 
de maniobra tal, respecto de la puntuación compara- 
tiva de ambos candidatos, que se posibilitó finalmen- 
te asignarle la plaza a uno de ellos por una diferencia 
de apenas unas décimas, sobre otro aspirante que ha- 
bía demostrado su mejor preparación en las pruebas 
objetivas, aun cuando por razones que aún se encuen- 
tran pendientes de determinar y sobre las que investi- 
gamos en la actualidad, tal circunstancia no hubiere 
tenido su fiel reflejo en las puntuaciones. 

Otro de los aspectos denunciados en las quejas reci- 
bidas es la falta de adecuación de las bases de deter- 
minadas convocatorias a los requisitos exigibles para 
el acceso a los respectivos cuerpos. 

Como ejemplo, las quejas números 9022270 y 
91 1 1  185 se admitieron a trámite por plantear el inte- 
resado su disconformidad con el contenido de las ba- 
ses elaboradas por el Ayuntamiento de Madrid para el 
acceso a plazas de Sargentos del Servicio de Extinción 
de Incendios, por entender que las mismas vulneraban 
las previsiones de la Ley 3011984 (art. 25), al permitir 
la participación en las correspondientes pruebas selec- 
tivas a candidatos que no reunían los requisitos míni- 
mos de titulación requeridos para el desempeño de 
plazas del Grupo C. 

Constatado lo anterior y considerando que las Bases 
impugnadas resultarían nulas de pleno derecho por ser 
contrarias a la ley, de conformidad con lo previsto en 
el artículo 47.2 de la Ley de Procedimiento Adminis- 
trativo, en relación con los artículo 23.1.O, 26 y 28 de 
la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del 
Estado, se ha procedido recientemente a poner de ma- 
nifiesto lo anterior ante la citada corporación, a quien 
se ha solicitado asimismo informe sobre los resultados 
de las pruebas efectuadas, con especificación de los as- 
pirantes que finalmente hayan sido seleccionados así 
como de la titulación que ostente cada uno de ellos. 

6.1.4. Utilización abusiva del silencio administrativo 
negativo 

Con toda seguridad el tema más frecuentemente tra- 
tado en los informes anuales de la institución del De- 
fensor del Pueblo desde 1983 hasta el presente ha sido 
la ficción jurídica del silencio administrativo, la cual, 
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utilizada de manera irregular, cuando no abusiva, por 
parte de cualesquiera administraciones públicas, ha da- 
do origen a un volumen muy considerable de quejas y 
asimismo ha sido la causa de la admisión a trámite e 
investigación de muchas otras. Como ya se ha reitera- 
do, la mayor parte de las quejas que plantea el perso- 
nal funcionario al servicio de las administraciones 
públicas se tramitan, precisamente, al comprobarse 
que los mecanismos legales de recurso previstos por 
el ordenamiento para hacer valer sus reclamaciones de 
carácter profesional se encuentran entorpecidos por 
un uso indebido del silencio administrativo que dilata 
extraordinariamente la resolución de los problemas re- 
mitiéndolos a menudo a la lenta vía del contencioso ad- 
ministrativo. 

La próxima reforma del régimen jurídico de las ad- 
ministraciones públicas y del procedimiento adminis- 
trativo común en todas ellas parece ser que aborda una 
nueva regulación de la figura del silencio administra- 
tivo tendente a evitar esta utilización irregular o abu- 
siva. Bienvenida será esta nueva regulación puesto que, 
como ha ocurrido en el supuesto que a continuación 
se reseña, algunas autoridades públicas se niegan a 
aceptar que el silencio administrativo negativo nunca 
puede ser utilizado en perjuicio de los ciudadanos co- 
mo una técnica de defensa de la propia Administración. 

En el supuesto al que aquí hacemos referencia, va- 
rios funcionarios (expedientes 891721, 8918303 y 
9051 10) del Ayuntamiento de Marín (Pontevedra) se di- 
rigen a esta Institución solicitando su intervención a 
efectos de conseguir respuesta a varios escritos conte- 
niendo peticiones o reclamaciones que habían formu- 
lado con su situación profesional al alcalde de dicho 
ayuntamiento. 

Pues bien, fue preciso que esta institución iniciase 
su intervención en enero de 1990 hasta finalizarla ahora 
mismo con la incorporación del asunto de referencia 
en el texto de este informe anual, con lo cual han trans- 
currido prácticamente 25 meses en los cuales se han 
formulado diversos requerimientos y, por supuesto, se 
ha recordado al Alcalde de Marín el deber legal que le 
incumbe de responder de manera expresa a las peti- 
ciones y recursos que le sean formulados tal y como 
ordena taxativamente el artículo 94 de la Ley de Pro- 
cedimiento Administrativo, sin que hayamos consegui- 
do resultado positivo alguno puesto que tal autoridad 
no ha resuelto de manera expresa las peticiones en su 
momento formuladas por los interesados. Por este mo- 
tivo fue preciso finalizar nuestra intervención con una 
comunicación recientemente remitida al Alcalde del 
Ayuntamiento de Marín cuyo texto, en lo que interesa, 
fue del siguiente tenor: 

«De todos sus escritos se desprende la persistencia 
de esa alcaldía en considerar el silencio administrati- 
vo negativo como un derecho de la Administración fren- 
te a los administrados, y ello a pesar de los reiterados 
recordatorios de deberes legales que esta institución 
le ha dirigido en orden a conseguir la resolución ex- 

presa de cuantas reclamaciones y recursos tenían pre- 
sentados los promoventes de las quejas arriba 
reseñadas, en base a la concepción mantenida por es- 
ta institución, respecto de dicha figura procedimental 
y fundamentada en reiterada jurisprudencia del Tri- 
bunal Supremo confirmada por el propio Tribunal 
Constitucional. 

Según esta jurisprudencia que, en nuestra opinión, 
debiera ser tenida en cuenta por S. S., el silencio ad- 
ministrativo es un mecanismo legal creado exclusiva- 
mente en beneficio de los particulares que no puede, 
en modo alguno, utilizarse como se está haciendo por 
esa alcaldía, de forma que se convierta en una carga 
para estos. En concreto el silencio administrativo ne- 
gativo, es una ficción jurídica de carácter estrictamente 
procesal, creado por la ley para garantizar al adminis- 
trado el acceso a la justicia frente a la pasividad admi- 
nistrativa, sin que pueda interpretarse tal institución 
jurídica de modo tal que se convierta en un arma que 
la administración emplee contra los beneficiarios pre- 
vistos por el legislador alterando así la voluntad. 

Lo anteriormente expuesto, unido a la excesiva de- 
mora en contestar a nuestras sucesivas peticiones de 
informe, evidencia una actitud por parte de ese ayun- 
tamiento muy lejana a la que sería procedente, de con- 
formidad con la obligación que afecta a todos los 
poderes públicos de auxiliar con carácter preferente 
y urgente al Defensor del Pueblo en sus investigacio- 
nes e inspecciones y, en consecuencia, procederemos 
a incluir este asunto en nuestro próximo informe anual 
a las Cortes Generales, de conformidad con lo previs- 
to en el artículo 24.1 de nuestra Ley Orgánica regu- 
ladora. B 

Quede aquí pues constancia de la actitud del alcal- 
de de Marín 

6.1.5. Protección social de los funcionarios locales 

Como se advirtió al principio, la Mutualidad Nacio- 
nal de Previsión de la Administración Local (MUNPAL) 
es un organismo dependiente del Ministerio para las 
Administraciones Públicas que gestiona la mayor par- 
te de los mecanismos de prestación de los que estos fun- 
cionarios disfrutan. Sin embargo, razones elementales 
de sistemática nos han llevado a incluir esta materia 
dentro del epígrafe relativo al personal al servicio de 
las corporaciones locales. 

Sintéticamente cabe informar que la problemática 
que afecta a la MUNPAL no es muy diferente de aque- 
lla que afecta a otros regímenes de protección social 
de funcionarios no incluidos en el régimen general de 
la Seguridad Social. Es decir: los expedientes que de- 
terminan el derecho a cualquiera de las prestaciones 
son tramitados con una lentitud en general injustifi- 
cable; la intensidad de tales prestaciones es menor que 
la de otros colectivos de personal al setvicio de las dis- 
tintas administraciones públicas acogidos al régimen 
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general de la Seguridad Social; y, en general, la diver- 
sidad de regímenes jurídicos y las Instituciones parti- 
culares de la protección social de los funcionarios 
locales genera una complejidad normativa y un apara- 
to administrativo que muy probablemente sea inne- 
cesario. 

En este sentido debe tenerse en cuenta que la Dispo- 
sición Final Segunda. 1 de la Ley reguladora de las Ba- 
ses del Régimen Local estableció ya en 1985 que estos 
funcionarios habrían de tener la misma protección so- 
cial en extensión e intensidad que la que se dispensase 
a los funcionarios públicos de la Administración del Es- 
tado,, debiendo estar además integrados en el sistema 
de Seguridad Social. 

A estas cuestiones apuntadas y a sus perspectivas de 
futuro se hará referencia a continuación. 

6.1.5.1. Homologación del régimen de protección so- 
cial de los funcionarios locales 

Ya durante el año 1990, pero especialmente durante 
1991 han sido numerosísimas las quejas de funciona- 
rios locales planteando la discriminación en su régi- 
men de protección social, respecto de la otorgada a los 
funcionarios de la Administración del Estado. Discri- 
minación que, a su vez, constituiría un incumplimien- 
to por parte del Gobierno de las previsiones de la 
disposición final segunda número 1 ,  de la Ley Regula- 
dora de las Bases de Régimen Local respecto de la ho- 
mologación, tanto en extensión como en intensidad, de 
la protección social de ambos colectivos de funcio- 
narios. 

En ese sentido alegaban los reclamantes que, aun 
cuando anualmente las sucesivas Leyes de Presupues- 
tos Generales del Estado contienen referencias al com- 
promiso de equiparación total de los respectivos 
regímenes de previsión social, tal actuación se difiere 
de año en año, manteniéndose transitoriamente una si- 
tuación de desigualdad gravemente dañosa para los in- 
teresados y sin justificación alguna y más a la vista del 
mandato contenido en la Ley Reguladora de Bases de 
Régimen Local, a que antes se ha hecho referencia. 

Asimismo afirmaban que la desigualdad de protec- 
ción en contra de los funcionarios locales va acompa- 
ñada, contradictoriamente, con unas superiores 
cotizaciones de estos respecto de los funcionarios de 
la Administración del Estado. 

Por todo lo expuesto, esta institución resolvió plan- 
tear este asunto ante el Ministro para las Administra- 
ciones Públicas a quien se solicitó informe, entre otros 
extremos, sobre las previsiones existentes acerca del 
cumplimiento efectivo del mandato contenido en la an- 
tes referida disposición final segunda números 1 y 2 
de la Ley Reguladora de Bases de Régimen Local que 
literalmente establecen lo que sigue: 

«Los funcionarios públicos de la Administración lo- 
cal tendrán la misma protección social, en extensión 

e intensidad, que la que se dispense a los funcionarios 
públicos de la Administración del Estado y estará in- 
tegrada en el Sistema de Seguridad Social. 

La aportación de los funcionarios de la Administra- 
ción local para la financiación de su Seguridad Social 
será la misma que se establezca para los funcionarios 
públicos de la Administración del Estado, cuando sea 
idéntica la acción protectora. >> 

El informe solicitado nos fue remitido el 6 de julio 
de 1991 en los siguientes términos: 

«La Disposición Final Segunda de la Ley 711985, re- 
guladora de las Bases del Régimen Local, estableció, 
tal y como dicen los interesados, que los funcionarios 
de la Administración Local han de tener la misma pro- 
tección social, en extensión e intensidad que la que se 
dispense a los de la Administración del Estado, deter- 
minando asimismo que la contribución para la finan- 
ciación de la Seguridad Social será también la misma 
cuando se equipare la acción protectora. 

No obstante, en el momento de entrada en vigor de 
la Ley, el régimen de MUNPAL resultaba más benefi- 
cioso que el establecido para los funcionarios de la Ad- 
ministración del Estado, por lo que esta circunstancia 
aconsejó, teniendo en cuenta la resistencia opuesta por 
el colectivo afectado, que las medidas legislativas opor- 
tunas para llevar a cabo la precisión de la citada Dis- 
posición Final no se adoptasen de.forma inmediata y 
que las adoptadas a partir de 1987 tuvieran carácter 
parcial, al afectar únicamente al colectivo de nuevo in- 
greso y reducirse exclusivamente a las pensiones. 

Sin embargo, como consecuencia de las reformas 
producidas en los dos últimos años en el Régimen de 
Clases Pasivas, principalmente en lo que se refiere a 
la modificación de la tabla de porcentajes, y en parti- 
cular, del hecho de que a partir de enero de 1990, se 
alcanzan con 35 o más años el 100% del haber regula- 
dor, así como a la paralela congelación de los haberes 
reguladores de las denominadas “mejoras” a 3 1 de di- 
ciembre de 1982, tanto las Entidades Afiliadas como 
los propios asegurados a MUNPAL, han demandado 
con insistencia la homologación total de este régimen 
con el de los funcionarios de la Administración del 
Estado. 

A tales efectos y con la finalidad de llevar a cabo di- 
cha homologación, por acuerdo del Consejo General de 
la MUNPAL, se creó a finales de 1989, una Ponencia 
Técnica, integrada por representantes de la Adminis- 
tración, Sindicatos y Federación Española de Munici- 
pios y Provincias, que ha venido estudiando los 
criterios, circunstancias y condiciones que han de ser 
tenidos en cuenta para la adopción de las medidas le- 
gislativas de reforma y cuyas conclusiones finales se- 
rán presentadas al Consejo General de MUNPAL en la 
próxima sesión que celebre este órgano de vigilancia 
y control. 

De la decisión y, en su caso, de las medidas que va- 
yan a adoptarse a propuesta del citado órgano dare- 
mos cumplida información a esa Institución.» 
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A la vista del informe transcrito cursamos nueva so- 
licitud, ante el Ministerio para las Administraciones Pú- 
blicas, de información sobre las medidas que se fueren 
adoptando en orden a la preceptiva homologación, ha- 
biéndose recibido, con fecha 3 de diciembre de 1991, 
el informe que a continuación transcribimos lite- 
ralmente: 

«De acuerdo con la Disposición Final Segunda de la 
Ley de Bases del Régimen Local, el régimen de previ- 
sión social de los funcionarios locales ha de tener un 
contenido equiparable al de seguridad social de los fun- 
cionarios de la Administración del Estado, tanto en lo 
que se refiere a prestaciones como a los potenciales be- 
neficiarias y cotización. Pero ello no significa que esa 
identificación de contenidos deba hacerse, necesaria- 
mente, en el ámbito de un mismo régimen de seguri- 
dad social, ni menos aún, que ese régimen tenga que 
ser de forma obligada el de clases pasivas del Estado. 

Por otra parte, la Ley General de Seguridad Social, 
que en su artículo 10 enumera los regímenes especia- 
les que encuadran a diversos colectivos socioprofesio- 
nales, entre ellos, los de los funcionarios públicos, 
faculta al Gobierno en el apartado 5 del mismo artícu- 
lo para disponer, en orden a la unidad del sistema, la 
integración en el Régimen General de cualquiera de los 
regímenes especiales, excepto los que han de regirse 
por leyes específicas. 

Este es el caso de MUNPAL cuya regulación y, en con- 
secuencia, su integración en el Régimen General, de- 
be efectuarse mediante norma con rango de ley. 

Esta consideración es la que ha llevado al Consejo 
General de la Entidad, órgano colegiado de participa- 
ción en el control y vigilancia de MUNPAL, compuesto 
por representantes de la Administración del Estado, de 
las Entidades Locales y de los funcionarios, a encomen- 
dar al Director de MUNPAL la tarea de iniciar los 
estudios y conversaciones tendentes a definir los tér- 
minos, condiciones y plazos en que podría llevarse a 
cabo la integración del Régimen Especial de los Fun- 
cionarios de la Administración Local en el Régimen Ge- 
neral de la Seguridad Social. 

En la misma línea de actuaciones, se inscribe la ac- 
tual redacción del Proyecto de Ley de Presupuestos Ge- 
nerales del Estado para 1992, cuya Disposición 
Transitoria Tercera autoriza al Gobierno para que pue- 
da proceder a la integración del colectivo incluido en 
el ámbito de aplicación del citado régimen especial en 
el Régimen General, en las condiciones, términos y pla- 
zos que se determinen reglamentariamente. 

Hay que tener en cuenta, finalmente, que en cuanto 
se produzca la aprobación del citado Proyecto de Ley 
se iniciará un proceso que, como es obvio, presenta una 
serie de aspectos socioeconómicos y jurídicos cuya de- 
finición y análisis requiere un tratamiento en profun- 
didad. En este sentido, las sucesivas decisiones que se 
adopten pueden exceder del ámbito de competencias 
de la propia Mutualidad.» 

En consecuencia seguimos a la espera de que de for- 
ma definitiva se adopten las medidas necesarias para 
lograr la efectiva equiparación del régimen de protec- 
ción social de los funcionarios locales, respecto de la 
reconocida al resto de los funcionarios públicos. 

6.1.5.2. Tardanza en la resolución de los expedientes 
de prestaciones 

Otro de los temas reiterados en nuestros informes 
anuales es el de la excesiva demora en la resolución de 
expedientes de prestaciones por parte de la MUNPAL, 
retrasos que han dado lugar en el último año, al igual 
que en años anteriores, a la tramitación de numerosas 
quejas -entre ellas las números 894056, 899645, 
8920367,90261 18,9026967,9027140,9027381,913493, 
914867, 917004, 918720, 9112028, 9115826, 91 15883, 
91 16267,9118680,9120367,9120548,9120663,9122213, 
91 22650- todas ellas correspondientes a beneficiarios 
cuyas prestaciones les han sido reconocidas tras un 
procedimiento que se ha dilatado por un plazo supe- 
rior al año. La demora en alguno de estos expedientes 
ha llegado a superar los dos e incluso los tres años, en 
aquellos supuestos en los que hubo de procederse al 
cómputo recíproco de cuotas cuando el funcionario lo- 
cal habfa cotizado asimismo a la Seguridad Social. 

Esta situación se agrava más si cabe cuando el be- 
neficiario disconforme con la resolución mutual recu- 
rre en vía administrativa supuestos en los que, a la 
tardanza en resolver el expediente inicial, se suma la 
demora asimismo excesiva en resolver el correspon- 
diente recurso de reposición. 

Significativa resulta la queja 8920367, cuyo objeto 
de admisión lo constituía originariamente la demora 
en la tramitación de un expediente de jubilación ini- 
ciado el 19 de diciembre de 1988. 

El primer informe recibido de la MUNPAL nos co- 
municaba que de conformidad con la Disposición Adi- 
cional de los Estatutos Mutuales, la MUNPAL había 
dictado, con fecha 9 de enero de 1990, resolución pro- 
visional, por la que se reconocía al interesado, como 
anticipo a cuenta, la pensión de jubilación en su cuan- 
tía mínima, establecida en 1989, para las prestaciones 
de igual naturaleza, en 36.140 pesetas mensuales, y se 
nos anuncia que dicho importe se abonaría al intere- 
sado hasta la resolución definitiva de su expediente, 
que sería adoptada por la Mutualidad a la mayor bre- 
vedad posible. 

Dado que en la fecha de emisión de dicho informe 
había transcurrido más de un año desde la iniciación 
del expediente y éste aún no se hallaba concluido, so- 
licitamos nueva información sobre las causas de la de- 
mora observada recibiéndose nuevo informe en el cual 
se nos comunicaba que el 10 de abril de 1990 se había 
dictado resolución definitiva del expediente cuya tra- 
mitación había durado, por tanto, más de dieciséis 
meses. 

En dicho informe, emitido el 27 de febrero de 1991 
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se indicaba que el interesado había recurrido en repo- 
sición con fecha de 9 de mayo de 1990 y sin que pese 
al tiempo transcurrido se hubiere resuelto ni se nos 
aclarasen los motivos de esta dilación, lo cual nos mo- 
vió a solicitar nuevo informe, que fue recibido el 4 de 
julio de 1991, comunicándonos que la resolución del 
recurso había recaído el 19 de junio de 1991, es decir, 
más de trece meses después de su interposición, y más 
de treinta meses después de iniciarse el expediente. 

En cuanto a las causas del retraso en la resolución, 
tanto del expediente como del recurso, el propio Mi- 
nistro para las Administraciones Públicas nos comu- 
nicaba que: «La demora responde a las causas que se 
han venido poniendo en conocimiento de esa Institu- 
ción, en relación con el funcionamiento de la Mutuali- 
dad en general, disfunciones que dieron lugar a una 
Inspección Operativa de Servicios cuyas recomenda- 
ciones se encuentran actualmente en fase de implan- 
tación. D 

Por poner otro ejemplo cabe citar la queja número 
91 15826 cuya tramitación sirvió para comprobar que 
el recurso de reposición interpuesto por el beneficia- 
rio de una pensión de jubilación por invalidez, con fe- 
cha 18 de octubre de 1989, no fue resuelto hasta el 28 
de junio de 1991, es decir que fueron precisos más de 
20 meses para obtener una resolución definitiva en vía 
administrativa. 

En resumen puede afirmarse que la anómala situa-’ 
ción puesta de relieve año tras año persiste aún, sin que 
se haya observado una mejora sustancial como conse- 
cuencia del plan que nos anunció el pasado año el Mi- 
nistro para las Administraciones Públicas tendente a 
agilizar y mejorar la calidad del trabajo administrati- 
vo en lo relativo al trámite y reconocimiento de las 
prestaciones mutuales, plan entre cuyas medidas se nos 
adelantaban, y así lo hicimos constar en el informe del 
pasado año, la elaboración de un manual de procedi- 
mientos, la descentralización de la formación inicial de 
los expedientes, y el establecimiento de un proceso flui- 
do entre los servicios centrales y provinciales para re- 
solver las incidencias acaecidas en los expedientes en 
trámite. 

6.1.5.3. Reintegro de las pólizas del seguro total 

Sí se ha observado, en cambio, una sustancial mejo- 
ra en la resolución de los expedientes de reintegro de 
las pólizas del seguro dotal a partir de la modificación 
introducida en el procedimiento para el reintegro de 
las mismas, como consecuencia de su preceptiva can- 
celación, de conformidad con la disposición transito- 
ria sexta de la Orden de 27 de diciembre de 1984. 

Dicha modificación introducida por Orden de 6 de 
septiembre de 1991, desarrollada por la Resolución 
MUNPAL de 7 de octubre de 1991, supone una agiliza- 
ción del proceso de devolución ya iniciado, que según 
reflejamos en pasados informes se encontraba colap- 
sado, y la aprobación de ambas normas citadas ha po- 

sibilitado, según el último informe recibido del 
Ministro para las Administraciones Públicas, la pues- 
ta en marcha de la devolución de las pólizas del segu- 
ro dotal, estando previsto que el grueso del proceso, 
aproximadamente unas 10.000 solicitudes acumuladas 
en la Mutualidad desde la aprobación de la Orden de 
diciembre de 1984 hasta septiembre de 1991, quede ul- 
timado a finales de enero de 1992. 

En la actualidad estamos pendientes de comprobar 
que, efectivamente, se han cumplido las previsiones 
puestas de manifiesto por la MUNPAL. 

6.2. Personal laboral 

6.2.1. Selección de personal 

En el año 1991, se han recibido quejas por la inclu- 
sión como mérito, en las bases de las convocatorias de 
las pruebas de selección de personal, de determinadas 
condiciones personales, que pudieran vulnerar los prin- 
cipios de igualdad, mérito y capacidad. 

Así, un cuidadano formuló una queja porque la se- 
lección de personal laboral no permanente se realiza- 
ba por la Diputación Provincial de Badajoz sin la previa 
publicación de los criterios o baremos de puntuación 
de los méritos alegados por los aspirantes. 

Acerca de esta queja, la citada Diputación Provincial 
informó que la selección de personal laboral de carác- 
ter temporal se realiza publicándose en dos diarios el 
anuncio de la convocatoria, en la que se indica el nú- 
mero de puestos de trabajo ofertados y la duración de 
los contratos. 

En el caso de selección de personal no cualificado 
-añadía la Diputación- no se establecen pruebas se- 
lectivas, puntuándose exclusivamente las circunstan- 
cias familiares, personales y, en general, sociales y 
económicas de los aspirantes, sin que del informe re- 
mitido se pudiera deducir si dichas circunstancias eran 
valoradas en base a un baremo previo o quedaban a la 
libre apreciación de la comisión de valoración. 

Según criterio de esta institución, la selección de per- 
sonal al servicio de las administraciones públicas con 
carácter temporal, puede no estar sometida a los rigu- 
rosos procedimientos de selección del personal fijo, da- 
do el carácter de urgencia que prima en los mismos y 
la temporalidad, generalmente muy corta, de su dura- 
ción, que harían estériles esos procedimientos, pues 
cuando se culminaran ya no tendrían razón de ser. 

Sin embargo, ello no evita que en estos procedimien- 
tos deban garantizarse, en todo caso, los principios de 
igualdad, mérito y capacidad, así como el de publici- 
dad, como señalan el artículo 19.1 de la Ley 30/1984, 
de 2 de agosto, y el artículo 31.2 del Real Decreto 
2223/1984, de 19 de diciembre, por el que se aprueba 
el Reglamento General de Ingreso del Personal al Ser- 
vicio de la Administración del Estado, de aplicación su- 
pletoria para las demás administraciones, según su 
artículo 1 . O  
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Esta institución no desconoce las dificultades que, 
en ocasiones, pueden presentarse a la hora de estable- 
cer un baremo objetivo que facilite seleccionar, me- 
diante el procedimiento del concurso, aspirantes a 
puestos de trabajo no cualificados en los que las exi- 
gencias profesionales son escasas. Por ello, el sistema 
de concurso no es quizás el más adecuado en estos ca- 
sos para garantizar los principios de igualdad, mérito 
y capacidad que exige la ley, y de ahí que acaso fuera 
conveniente utilizar otros procedimientos. 

No obstante, las circunstancias familiares y econó- 
micas, con independencia de las difíciles situaciones 
que en ocasiones existen y que merecen sin duda la ade- 
cuada protección por parte de los poderes públicos, no 
son por sí mismas acreditativas del mérito y capaci- 
dad exigido para desempeñar un puesto de trabajo en 
las administraciones públicas. 

Al establecerse estas condiciones como único crite- 
rio de selección puede quebrantarse el principio de mé- 
rito, pues se considera como tal, por ejemplo, el 
número de hijos a cargo del aspirante o la situación 
de desempleo, cuando la selección debe atender a la 
concurrencia de condiciones objetivas que demuestren 
una mayor idoneidad para el puesto de trabajo y no ex- 
clusivamente una mayor necesidad de ingresos econó- 
micos del aspirante. De otra parte, puede conculcarse 
asimismo el principio de capacidad, porque las circuns- 
tancias sociales y familiares no justifican por sí solas 
la aptitud o suficiencia para el ejercicio de las funcio- 
nes del puesto de trabajo, que es a lo que debe atender 
la selección. Y por último, puede vulnerarse el princi- 
pio de igualdad, pues prevalece una discriminación por 
circunstancias personales o sociales en el acceso a un 
empleo público. 

En atención a lo anteriormente expuesto, esta insti- 
tución dirigió una recomendación a la Diputación Pro- 
vincial de Badajoz para que todos los procesos de 
selección de personal al servicio de la misma se reali- 
cen garantizando los principios de igualdad, mérito y 
capacidad, así como el de publicidad, de forma que las 
circunstancias sociales y familiares de los aspirantes 
no sean el único criterio o el criterio determinante de 
la selección. No se ha recibido aún contestación a esta 
recomendación, habiéndose procedido, por tanto, a re- 
querir nuevamente aquélla (queja 8918404). 

Debe reseñarse, de otro lado, la queja formulada con- 
tra un proceso de selección de personal laboral en el 
Ayuntamiento de Sant Quirze del Vallés (Barcelona), 
convocado en septiembre de 1989, sin que hasta la fe- 
cha de presentación de la queja ante esta institución 
(29-7-1990) se hubieran publicado las listas de admiti- 
dos y excluidos. 

En un primer informe, el citado ayuntamiento con- 
sideraba ajustado a derecho paralizar el proceso selec- 
tivo referenciado, hasta que se emitiera una resolución 
firme sobre la reclamación presentada, evitando así 
que se generasen derechos y que se conculcasen cua- 
lesquiera principios constitucionales. 

Con posterioridad se informó que el ayuntamiento 

en pleno había revocado definitivamente las bases pa- 
ra la provisión de plazas en atención a que en la deter- 
minación de los méritos a alegar por los aspirantes se 
primaba en exceso la antigüedad de los interinos y de 
los contratados (queja 9024279). 

Merece también destacarse la queja de un ciudada- 
no que mostraba su disconformidad acerca de lo que 
consideraba un trato discriminatorio contra los varo- 
nes en la convocatoria de pruebas selectivas realiza- 
das por la Diputación Provincial de Málaga, al amparo 
del programa uparados de larga duración 1990~. 

En dicha convocatoria, el sistema de selección era 
el de concurso, puntuándose los siguientes méritos: a) 
edad, hasta un máximo de cuatro puntos; b) antigüe- 
dad en el desempleo, hasta cuatro puntos; c) ser mu- 
jer, hasta cuatro puntos, según tiempo en desempleo, 
siendo compatible con la puntuación obtenida por el 
concepto anterior; d) experiencia en un puesto similar 
al convocado, hasta tres puntos. 

Dado que las bases de la convocatoria de la Diputa- 
ción Provincial de Málaga se ajustaban en lo fundamen- 
tal, a lo previsto en el citado programa de la Junta de 
Andalucía, esta institución consideró necesario dirigir- 
se a la misma. 

A tal efecto, cabe comenzar indicando que el progra- 
ma de ayudas para parados de larga duración de la Jun- 
ta de Andalucía (Decreto 24911987, de 14 de octubre, 
modificado por Decreto 104íí990, de 20 de marzo), es- 
tablece unas ayudas a cargo de la Dirección General 
de Cooperativas y Empleo, consistentes en el 100 por 
100 de los costes de la mano de obra y cotización em- 
presarial a la seguridad social por seis meses, en fa- 
vor de las administraciones públicas y entidades sin 
ánimo de lucro que contraten a parados de larga du- 
ración que no perciban el subsidio de desempleo, pri- 
mando en especial a quienes sean mayores de 45 años 
o mujeres que deseen reincorporarse al mercado de 
trabajo. 

Sin poner en duda la posibilidad de definir como no 
discriminatorias cualesquiera medidas especiales des- 
tinadas a compensar la situación de personas que, por 
diversas razones (sexo, edad, minusvalía), precisen la 
adopción de medidas positivas, no es menos cierto que, 
en lo referente a la selección de personal al servicio de 
las administraciones públicas, la Constitución, en su 
artículo 103.3, y la Ley 3011984, de 2 de agosto, de me- 
didas para la reforma de la función pública, en su ar- 
tículo 19, han acotado con precisión el juego del 
principio de igualdad, al exigir que la selección se rea- 
lice en atención exclusiva al mérito y a la capacidad 
de los aspirantes. 

De este modo, podría considerarse, en el criterio de 
esta institución, que la edad, el sexo, o la condición de 
desempleado, difícilmente acreditan por sí mismos, y 
con preferencia sobre los conocimientos o experiencia 
profesional, el mayor mérito y capacidad de los aspi- 
rantes a un puesto de trabajo en la administración 
pública. 

La Consejería de Trabajo de la Junta de Andalucía 
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informó, en relación con esta cuestión, que mediante 
la aprobación del Decreto 61/1991, de 12 de marzo, el 
criterio que había motivado la actuación de esta insti- 
tución, había sido expresamente derogado (queja 
9100356). 

Puede asimismo citarse la queja formulada por un 
ciudadano que había participado en el proceso de se- 
lección de auxiliar de bombero, convocado por la Di- 
putación Provincial de Málaga, consistente en dos 
pruebas, una teórica y otra práctica, valorables cada 
una de O a 10 puntos. Señalaba dicho ciudadano que 
había superado ambas pruebas y según la media de la 
puntuación obtenida le correspondería haber sido con- 
tratado. Sin embargo, el tribunal había decidido reali- 
zar la propuesta de contratación tomando en cuenta 
solamente el resultado del segundo ejercicio. 

La Diputación Provincial de Málaga respondió a la 
solicitud de informe, dando cuenta que había sido re- 
suelto positivamente el recurso presentado por el in- 
teresado y se había procedido a su contratación (queja 
902683 5). 

También es destacable el caso de otro ciudadano que 
indicaba que la selección de aspirantes para cubrir una 
plaza de auxiliar administrativo en el Ayuntamiento de 
Villaescusa (Zamora) se había realizado mediante vo- 
tación en el pleno de la corporación. 

El informe emitido por el ayuntamiento en relación 
con esta queja, cuya tramitación no ha finalizado aún, 
indicaba que ala selección de los candidatos se llevó 
a efecto por el Pleno del ayuntamiento en base a unos 
requisitos mínimos establecidos -garantía de los prin- 
cipios de mérito y capacidad- según se deduce del ban- 
do de la Alcaldía de fecha 1-7-1989, en el que señala los 
siguientes: titulación de graduado escolar; conocimien- 
tos: cultura general y mecanografía. El pleno de la cor- 
poración, a la vista de las solicitudes presentadas y 
estimando que todos los candidatos reúnen los requi- 
sitos exigidos y -un dato fundamental que afecta a to- 
dos los pequeños ayuntamientos- no disponiendo del 
personal ni de los medios técnicos necesarios para lle- 
var a cabo una constatación objetiva de los méritos ale- 
gados por los aspirantes, optó por el sistema de 
selección electiva, es decir, mediante votación» (queja 
9029208). 

Por último, debe dejarse constancia de la aceptación, 
por parte del Ayuntamiento de La Garrovilla (Badajoz), 
de una recomendación, de la que se dejó constancia en 
el informe de 1990, relativa a que en los procesos de 
selección para la cobertura de puestos de trabajo se 
eliminara como requisito la residencia de los aspiran- 
tes en el municipio (queja 8901255). 

6.2.2. Retribuciones 

En esta materia, puede citarse una queja formulada 
por unos trabajadores del Ayuntamiento de Jaráiz de 
la Vera (Cáceres), en la que denunciaban un significa- 
tivo retraso por parte del ayuntamiento en el abono de 

deudas salariales, así como la falta de cotización em- 
presarial a la Seguridad Social y a la Mutualidad Na- 
cional de Previsión de la Administración Local, y la 
falta de entrega al Ministerio de Economía y Hacien- 
da de las retenciones, por el Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas. 

El ayuntamiento citado informó al respecto que, al 
tomar posesión la nueva corporación el 27 de enero de 
1990, se comprobó la existencia de una deuda salarial 
y de Seguridad Social de 300 millones de pesetas, por 
lo que se solicitó un crédito al Banco de Crédito Local 
por un importe de 30 millones de pesetas con el que 
se hizo frente a las cuotas sindicales descontadas a los 
trabajadores, y no entregadas, hasta enero de 1990, a 
los salarios correspondientes a enero de 1990, a los 
atrasos no pagados de 1989, y a otros conceptos, que- 
dando pendiente de pago la deuda con la Seguridad 
Social por valor de 10 millones de pesetas, con el Mi- 
nisterio de Economía y Hacienda por valor de 4 millo- 
nes de pesetas y con la Mutualidad Nacional de 
Previsión de la Administración Local por valor de 34 
millones de pesetas (queja 900485 1). 

CAPITULO 111 

EL EJERCICIO DE LA LEGITIMACION 
PARA CONCURRIR ANTE EL TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL 

1. RECURSOS DE INCONSTITUCIONALIDAD 

1.1. Sentencia recaída en el recurso interpuesto con- 
tra la Ley Orgánica 1111985, de 2 de agosto, de Li- 
bertad Sindical 

El 8 de noviembre de 1985, el Defensor del Pueblo 
interpuso recurso de inconstitucionalidad contra el pá- 
rrafo segundo de la Disposición Adicional Tercera de 
la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad 
Sindical, por estimar que, al remitir a la determinación 
reglamentaria «lo que haya de entenderse por estable- 
cimientos militares», a los efectos de la restricción de 
la actividad sindical establecida en el párrafo prime- 
ro, podía vulnerar el artículo 81.1 de la Constitución, 
en relación con los artículos 53.1 y 28 de la misma. 

El 13 de mayo de 199 1, el Tribunal Constitucional dic- 
tó sentencia por la que decidía desestimar el recurso, 
declarando que dicho párrafo no es inconstitucional in- 
terpretado en el sentido que se acoge en el fundamen- 
to jurídico cuarto de la misma, que es el siguiente: 

N En principio, no puede negarse cierta razón al De- 
fensor del Pueblo cuando sostiene que la fórmula de 
remisión normativa que emplea el precepto legal re- 
currido carece, en sí misma, de términos o elementos 
expresivos que, de alguna forma, delimiten el ámbito 

- 543 - 



CORTES GENERALES 25 DE ABRIL DE 1992.-SERIE A. NOM. 37 

dentro del cual deba ser ejercido el poder reglamenta- 
rio que se habilita, y que, por tanto, nos podemos en- 
contrar, ante una remisión abierta que deslegaliza la 
materia sobre la que recae, infringiendo el artículo 81.1 
de la Constitución, siendo también cierto que una de- 
finición desorbitada del concepto, cuya determinación 
se deja al reglamento, pudiera también vulnerar ma- 
terialmente los derechos de igualdad y libertad sindi- 
cal garantizados por los artículos 14 y 28.1 de la misma 
Constitución. 

Sin embargo, no podemos compartir la tesis del De- 
fensor del Pueblo, puesto que ésta solamente puede 
fundarse en una rígica interpretación literal a la que 
no es dable concederle prevalencia sobre la interpre- 
tación finalista y sistemática que merece el precepto 
legal recurrido. A tal efecto, si se pone éste en cone- 
xión con otras normas del ordenamiento positivo que 
se refieren a la misma materia, resulta fácil estable- 
cer que la finalidad que persigue la LOLS, al prohibir 
la actividad sindical en el interior de los “estableci- 
mientos militares”, es la preservación de la neutrali- 
dad sindical de las Fuerzas Armadas y así se deduce 
inmediatamente de las normas que regulan materias 
conexas dentro de la ordenación jurídica de las mis- 
mas, como son el Real Decreto-Ley 1011977, de 8 de fe- 
brero, que expresamente prohíbe, en su artículo 1 
“actividades políticas o sindicales dentro de los recin- 
tos, establecimientos, buques y aeronaves de las Fuer- 
zas Armadas” y la Ley 8511978, de 28 de diciembre, 
aprobatoria de las Reales Ordenanzas de las Fuerzas 
Armadas, cuyo artículo 182 obliga al militar a mante- 
ner su neutralidad, no sólo absteniéndose de partici- 
par en actividades políticas o sindicales, sino también 
“no tolerando aquéllas que se refieran a grupos políti- 
cos o sindicales dentro de los recintos militares”. Por 
lo tanto, no puede abrigarse duda alguna de que la fi- 
nalidad de la limitación impuesta por la Disposición 
Adicional Tercera de la LOLS se asienta en el citado 
principio de neutralidad, que a su vez, al igual que otros 
particulares rasgos organizativos de la institución mi- 
litar, encuentra su justificación en los fines que el ar- 
tículo 8 de la Constitución encomienda a las Fuerzas 
Armadas (SSTC 97/85, 107/86, 161/87 y 77/88). 

Por otro lado, el concepto de “establecimiento mili- 
tar” no es creado por la LOLS, sino que viene consa- 
grado en anteriores normas, como son entre otras, la 
Disposición Final Séptima de la Ley 89/1980, de 10 de 
marzo, del Estatuto de los Trabajadores, que habilitó 
al Gobierno para regular la prestación de trabajo del 
personal civil no funcionario dependiente de estable- 
cimientos militares, en forma que fuese compatible 
“con la debida salvaguarda de los intereses de la de- 
fensa nacional” y el Real Decreto 2205/80, de 13 de ju- 
nio, dictado en uso de esa habilitación legal, cuyo 
artículo l.b), matizado por el 2.1, se refiere al concep- 
to de “establecimientos militares”. 

En virtud de ello, resulta evidente que el concepto 
legal de “establecimiento militar” no es un concepto 
que pueda ser desarrollado por la potestad reglamen- 

taria de forma ilimitada, sino que se trata de un con- 
cepto que, en el conjunto del ordenamiento jurídico en 
que se produce la habilitación, encuentra bases deli- 
mitadoras del alcance y objeto de la delegación, que 
constituyen un estándar discemible en atención al cual 
el concepto se configura como suficientemente prede- 
terminado, y permite que la remisión al reglamento ten- 
ga por objeto un desarrollo complementario de tipo 
técnico, que por su carácter organizativo justifica la 
llamada de la ley al reglamento para precisar el con- 
cepto de que se trata y, por ello, que esa remisión sea 
adecuada a la previsión de reserva legal del artículo 
81.1 de la Constitución, según la doctrina citada. 

En consecuencia, la interpretación sistemática que 
se deja expuesta conduce a la desestimación del recur- 
so, sin que a esta conclusión pueda eficazmente opo- 
nerse que un eventual desarrollo reglamentario que, 
en uso de la habilitación legal que nos ocupa, determi- 
nase un concepto de “establecimiento militar” excesi- 
vamente amplio, más allá de los límites que se derivan 
de la expresada interpretación, podría vulnerar la re- 
serva de ley orgánica, puesto que, además de los tér- 
minos hipotéticos en que se mueve tal alegación, 
nuestra resolución ha de ajustarse a la pretensión de- 
ducida en el recurso -inconstitucionalidad del párra- 
fo segundo de la Disposición Adicional Tercera de la 
LOLS por vulneración de la reserva legal prevista en 
los artículos 81.1, en relación con el 53.1 de la 
Constitución- y, en este ámbito, es claro que la posi- 
ble extralimitación en el desarrollo del concepto de “es- 
tablecimiento militar” en que pueda incurrir el poder 
reglamentario carece de incidencia en este recurso, sin 
perjuicio, claro está, del control jurisdiccional que, en 
tal caso, se recabe de los Tribunales ordinarios y, si p r o  
cediere, de este Tribunal por la vía subsidiaria del re- 
curso de amparo para proteger los derechos a la 
igualdad y libertad sindical, si se estimase que éstos 
han sido vulnerados por la determinación que de tal 
concepto haya hecho el Reglamento. )> 

Tras dictarse esta sentencia queda pendiente que el 
Tribunal resuelva el recurso interpuesto contra la Ley 
411986, de 8 de enero, sobre cesión de bienes del patri- 
monio sindical acumulado. 

1.2. Solicitudes de interposición de recursos de in- 
constitucionalidad 

El Defensor del Pueblo, oída la Junta de Coordina- 
ción y Régimen Interior, ha decidido no interponer re- 
curso de inconstitucionalidad en los supuestos que a 
continuación se relacionan, por los fundamentos que 
en cada resolución se indican. 

1.2.1. Ley Orgánica 11/1991, de 17 de junio, del Régi- 
men Disciplinario de la Guardia Civil 

Siete ciudadanos estimaban infringidos los artículos 
8 y 104 de nuestra norma suprema, en cuanto que el 

- 544 - 



CORTES GENERALES 25 DE ABRIL DE l992.-SERIE A. NOM. 37 

artículo 1 de esta ley no especifica a qué Reales Orde- 
nanzas se refiere y no hace referencia ese mismo ar- 
tículo al Reglamento Orgánico de la Guardia Civil al 
que sí se hace en la exposición de motivos. Contravie- 
nen a su vez los artículos 7.6 y 8.10 de dicha norma el 
derecho a circular libremente por territorio español, 
consagrado en el artículo 19 de la Constitución. 

Asimismo, consideran infringidos el artículo 18.1 de 
la Constitución al establecerse en esta norma una san- 
ción al guardia civil que se embriague fuera de servi- 
cio. También el derecho de sindicación establecido en 
el artículo 28 de la carta magna quedaría vulnerado por 
el artículo 9.6 que sanciona a los guardias civiles que 
promuevan sindicatos o partidos políticos. 

A juicio de los interesados, el artículo 10 en relación 
con el 13 (sanción con privación de libertad) podría vul- 
nerar el artículo 25.3 de la Constitución Española. 

Se consideran también infringidos los artículos 17 
y 24 de la Constitución por los artículos 18.2 y 35 de 
la citada Ley. 

Fundamentos de la resolución 

A los efectos de la presente resolución procede, en 
primer lugar, determinar el marco jurídico en el que 
se desenvuelve el nuevo Régimen Disciplinario de la 
Guardia Civil, y, en segundo término, a analizar las du- 
das de constitucionalidad planteadas por el peticiona- 
rio con relación a determinados artículos del mismo. 

A. Con relación al análisis global es preciso señalar 
la existencia de dos principios básicos que condicionan 
cualquier razonamiento sobre la constitucionalidad no 
de sus preceptos. 

Estos principios son, de una parte, que la Guardia 
Civil es un instituto armado de naturaleza militar y, 
de otra, que derechos y deberes fundamentales reco- 
nocidos en la Constitución a todos los ciudadanos es- 
tán limitados o sujetos a restricciones para quienes se 
hayan integrado en este tipo de institutos y en gene- 
ral, a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. 

Con relación al primero, es preciso decir que la na- 
turaleza de instituto armado de naturaleza militar atri- 
buida a la Guardia Civil viene dada, no sólo por el 
artículo 28 de la Constitución Española y afirmada en 
la propia exposición de motivos de la Ley Orgánica 
1111991, de 17 de junio, del Régimen Disciplinario de 
la Guardia Civil, sino también, por la propia la Ley Or- 
gánica 211986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad del Estado, que desarrolla el artículo 
104.2 de la Constitución Española, y que viene avala- 
da por el propio Tribunal Constitucional, cuando se- 
ñala en su Sentencia 3111985, de 5 de marzo (FJ5): 

N ... la Constitución contempla como ajustado a la mis- 
ma el que la Ley pueda sujetar a la disciplina militar 
a los institutos armados.» 

Este carácter de Instituto armado de naturaleza mi- 
litar conlleva la configuración de un régimen discipli- 
nario de carácter específico, e incide en el ejercicio de 
los derechos constitucionalmente reconocidos a los 
miembros de estos cuerpos. 

Por otra parte, esa configuración específica obliga 
a que las relaciones de los miembros de los institutos 
Armados de naturaleza militar estén presididas por el 
concepto de la disciplina y la subordinación, como ha 
señalado el Tribunal Constitucional en su Sentencia 
194í1989, de 16 de noviembre (FJ5): 

«El mantenimiento de la disciplina en las relaciones 
internas de subordinación y supraordenación de un ins- 
tituto armado de naturaleza militar y estructurado je- 
rárquicamente pertenece al ámbito estrictamente 
castrense. D 

Es, igualmente, la disciplina, el elemento imprescin- 
dible que sirve para fijar el marco en el que esas rela- 
ciones deben entenderse y que afecta al ejercicio de los 
derechos fundamentales de la Constitución por los 
miembros de los institutos armados. 

Así, el Auto 37511983, de 30 de julio, del Tribunal 
Constitucional dice: 

((Disciplina que, indudablemente, condiciona el ejer- 
cicio por los militares de las libertades públicas ... » 

El reflejo práctico de este principio tiene su concre- 
ción en el hecho de que se den regímenes disciplina- 
rios distintos en relación con el conjunto de los 
funcionarios públicos, de tal forma que las infraccio- 
nes y sanciones vienen establecidas, precisamente, te- 
niendo en cuenta su específica naturaleza. 

Sentado estos principios generales, cabe deducir que 
el nuevo Régimen Disciplinario de la Guardia Civil pre- 
tende responder a las características propias del Ins- 
tituto, es decir, el de ser un cuerpo de naturaleza 
militar, lo que ha supuesto que el legislador haya to- 
mado como punto de referencia el Régimen Discipli- 
nario de las Fuerzas Armadas, regulado por la Ley 
Orgánica 1211985, de 27 de noviembre. Ello, a su vez, 
implica admitir que se produzcan limitaciones y res- 
tricciones a determinados derechos y libertades fun- 
damentales y que se contemplen exigencias de 
comportamiento que, en otros regímenes disciplinarios 
no pueden darse. 

Efectivamente, no es lo mismo el Régimen Discipli- 
nario para un funcionario de la Administración civil, 
que para un miembro del Cuerpo Nacional de Policía 
o un miembro de la Guardia Civil. 

A cada uno de ello se les exige un comportamiento, 
reflejado precisamente en los tipos de infracciones y 
sus correspondientes sanciones, más adecuado a las 
funciones que Constitucionalmente le están encomen- 
dadas en orden al mantenimiento de la seguridad ciu- 
dadana y de protección del ejercicio de los derechos 
y libertades de los ciudadanos. 
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De otra parte, en ningún momento el Tribunal Cons- 
titucional ha dudado de la constitucionalidad de la nor- 
mativa específica de las Fuerzas Armadas para su 
aplicación a la Guardia Civil. 

Lo único que el Tribunal Constitucional ha exigido 
ha sido la promulgación de un Régimen Disciplinario 
específico para la misma, como se desprende del FJ 3 
de la Sentencia del Tribunal Constitucional 19411989, 
de 16 de noviembre, cuando dice: 

«De la no mención de la Guardia Civil en la Consti- 
tución no se sigue que el legislador tenga vedado por 
la misma atribuir naturaleza militar al citado institu- 
to, sino, por el contrario, el reconocimiento de un ám- 
bito de disponibilidad del legislador en orden a la 
definición y configuración de la Guardia Civil.» 

B. Por todo lo anterior y en relación a la argumen- 
tación de los promoventes del recurso, caben hacer las 
siguientes consideraciones: 

- El interesado alega presunta infracción de los ar- 
tículos 8 y 104 de la Constitución española por el ar- 
tículo 1 .O del Régimen Disciplinario de la Guardia Civil, 
al no especificar dicho régimen qué Reales Ordenan- 
zas son las protegidas por el mismo, ni constar tampo- 
co la protección por este régimen del Reglamento 
Orgánico de la Guardia Civil. 

Esta institución entiende que en la actualidad la 
Guardia Civil cuenta con un marco estatutario de ca- 
rácter transitorio que, lógicamente, está conformado 
por normas pertenecientes al ámbito de las Fuerzas Ar- 
madas. La legalidad de ese marco no puede ponerse en 
duda, ya que la argumentación formulada, por el Tri- 
bunal Constitucional, en su Sentencia 194/1989, de 16 
de noviembre (FJ4), con relación a la aplicación del Ré- 
gimen Disciplinario en la Guardia Civil, es perfecta- 
mente extensible a este supuesto. 

En dicha sentencia se afirma: 

«La normativa aplicable a la Guardia Civil será la 
propia de las Fuerzas Armadas mientras no se prevea 
otra propia o singularidades específicas. )) 

Ello, en ningún caso, supondrá equiparar la Guardia 
Civil a las Fuerzas Armadas o que aquel instituto se en- 
cuentre integrado en la estructura de las mismas, pe- 
ro dará coherencia, además, a la previsión legal del 
artículo 7.3 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, 
cuando establece: «la Guardia Civil sólo tendrá consi- 
deración de fuerza armada en el cumplimiento de las 
misiones de carácter militar que se le encomienden, de 
acuerdo con el ordenamiento jurídico». 

En cuanto al argumento esgrimido de falta de refe- 
rencia en el artículo 1 .O al Reglamento Orgánico de la 
Guardia Civil, es obvio que el mismo es en este momen- 
to «lege ferendan y que, por tanto, no puede ser objeto 
de protección jurídica cuando no existe en el mundo 
del Derecho. 

No obstante, en el momento en que sea promulgado, 
esa protección estará garantizada por el propio artí- 
culo 1 .  O cuando señala que «el Régimen Disciplinario 
de la Guardia Civil, tiene por objeto garantizar la ob- 
servancia de la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad, Reales Ordenanzas y demás normas que ri- 
gen la institución, así como el cumplimiento de las ór- 
denes, de conformidad con su carácter de instituto 
armado de naturaleza militar y estructura jerarquiza- 
da con independencia de la protección penal que a to- 
do ello corresponda». 

En consecuencia, no cabe apreciar la inconstitucio- 
nalidad del artículo 1 . O  del Régimen Disciplinario de 
la Guardia Civil, en relación con los artículos 8 y 104 
de la Constitución Española. 

- El interesado alega presunta infracción del artí- 
culo 19 de la Constitución Española por los artículos 
7.6 y 8.10 del Régimen Disciplinario de la Guardia Ci- 
vil, al establecerse como infracción, en su condición de 
falta leve y falta grave, la ausencia del destino o resi- 
dencia sin el correspondiente permiso, limitándose así 
la libertad de circulación por el territorio nacional. 

Esta institución considera que la vulneración del de- 
recho fundamental a la libre circulación no parece adu- 
cible en este caso, toda vez que ese principio 
constitucional supone el impedir a un ciudadano po- 
derse trasladar de un lugar a otro dentro del territo- 
rio nacional. Tal circunstancia no se desprende de los 
artículos 7.6 y 8.10 del Régimen Disciplinario de la 
Guardia Civil, ya que la presunta limitación es en rea- 
lidad una obligación, dimanante del régimen estatuta- 
rio singularizado, deducido de la condición de Instituto 
armado de naturaleza militar de la Guardia Civil, den- 
tro del cual la disponibilidad para el servicio de todos 
sus miembros es un principio general consustancial a 
la dependencia y subordinación en que se desarrolla 
su función. 

Por otra parte, la limitación o restricción de ciertos 
derechos fundamentales, para preservar la disciplina, 
ha sido declarada constitucional por el Alto Tribunal, 
en su Auto 3791983, de 30 de julio, ya citado, y reco- 
nocido por la doctrina, con la sola condición de que 
esos límites se fijen por ley. 

Por lo que se refiere al derecho contenido en el artí- 
culo 19 de la Constitución, el artículo 12.3 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 19 de 
diciembre de 1966, prevé la posibilidad de establecer 
restricciones al derecho de libre circulación de toda 
persona por el territorio del Estado, siempre que las 
mismas se encuentren previstas en una ley y en aten- 
ción a otros bienes constitucionalmente protegidos, co- 
mo la seguridad nacional, el orden público o los 
derechos y libertades de terceros. 

No obstante lo anterior, estas limitaciones al ejerci- 
cio del derecho a circular libremente por el territorio 
nacional, que afecta a los miembros de la Guardia Ci- 
vil, han de ser las imprescindibles para el ejercicio de 
las misiones constitucionalmente reconocidas a este 
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instituto, debiendo estar objetivadas sin que se posi- 
bilite, mediante normas reglamentarias sobre permi- 
sos, un amplio margen de discrecionalidad de la 
autoridad correspondiente ni vengan a instaurar estas 
normas una prohibición del ejercicio del derecho re- 
conocido por la constitución a estos ciudadanos. 

No hay que olvidar que, sin perjuicio del principio 
de disponibilidad permanente a que antes se ha hecho 
referencia, estos funcionarios gozan de un ámbito de 
relaciones personales y familiares que ha de respetar- 
se y que una extralimitación de este tipo de limitacio- 
nes afectaría no sólo al libre desenvolvimiento de su 
personalidad, y dignidad, además de al propio artícu- 
lo 19 de la Constitución española, sino a terceras per- 
sonas que en ningún caso están sujetas al principio de 
disciplina inherente a estos cuerpos. 

Los promoventes utilizan, por otra parte, el argumen- 
to de la deserción en aras a poner de manifiesto la po- 
sible desigualdad en el régimen disciplinario, entre el 
soldado de reemplazo que presta su servicio en filas 
en los ejércitos, con el guardia civil auxiliar que, sien- 
do igualmente soldado de reemplazo, cumple su servi- 
cio en el Cuerpo de la Guardia Civil. 

A este respecto, hay que señalar que no pueden con- 
fundirse dos ámbitos distintos, como son el penal y el 
disciplinario. Efectivamente, la deserción es un delito 
del Código Penal Militar, previsto en el artículo 120, 
que tiene su fundamento tradicional en la ausencia del 
destino por parte del soldado, frente al tipo del artícu- 
lo 119 que es el abandono de destino previsto para el 
oficial y suboficial. 

Significa ello que cualquier modificación que se ha- 
ga en estos tipos delictivos afectará por igual a un 
miembro de las Fuerzas Armadas, sea o no profesio- 
nal, como a un miembro de la Guardia Civil, sea guar- 
dia auxiliar o no, ya que el Código Penal Militar es de 
aplicación tanto en las Fuerzas Armadas como en la 
Guardia Civil. 

Sin embargo, cuando nos referimos al ámbito disci- 
plinario, parece lógico que el tratamiento sea distinto 
desde el momento que constitucionalmente se ha re- 
conocido la opción al legislador de que establezca re- 
gímenes diferentes para las Fuerzas Armadas y para 
la Guardia Civil. 

El guardia civil auxiliar, integrado temporalmente 
en el Cuerpo, cumple su servicio militar bajo las con- 
diciones de exigibilidad que el legislador ha previsto 
en el nuevo Régimen Disciplinario. 

En todo caso, esta circunstancia no es obstáculo pa- 
ra que el guardia civil auxiliar reciba el mismo trato 
que el soldado de reemplazo en otros ámbitos de los 
que configuran la prestación del servicio militar, co- 
mo es el caso de la cobertura de accidentes, donde el 
Real Decreto 1234190, de 1 1  de octubre, de pensiones 
e indemnizaciones por accidente durante el servicio mi- 
litar, engloba tanto a quienes se encuentran en los Ejér- 
citos como a quienes prestan el servicio en la Guardia 
Civil. 

En consecuencia, no cabe apreciar la inconstitucio- 

nalidad de los artículos 7.6 y 8.10 del Régimen Disci- 
plinario de la Guardia Civil en relación con el artículo 
19 de la Constitución. 

- El promovente alega presunta infracción del ar- 
tículo 18.1 de la Constitución por los artículos 7.20 y 
8.22 del Régimen Disciplinario de la Guardia Civil, al 
sancionar al guardia civil que fuera del servicio se em- 
briague. 

Esta institución considera que la exigencia de un es- 
pecial comportamiento a los miembros de la Guardia 
Civil viene avalada por los argumentos ya expuestos, 
constituyendo esta conducta una garantía de las fun- 
ciones que le encomienda la Constitución de defensa 
de los derechos fundamentales de los ciudadanos. 

En este sentido, el artículo 5.4 de la Ley Orgánica 
211986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Segu- 
ridad del Estado, dispone que deberán llevar a cabo sus 
funciones con total dedicación debiendo intervenir 
siempre en cualquier tiempo y lugar, se hallaren o no 
de servicio, en defensa de la ley y de la seguridad ciu- 
dadana, por lo que parece adecuada la exigencia de un 
comportamiento más estricto, sin perjuicio de poder- 
se hacer también otro tipo de consideraciones sobre 
el carácter de agente de la autoridad que tienen estos 
funcionarios, en todo caso, así como la facultad de por- 
tar armas permanentemente. 

Además, esta exigencia se extiende a otros colecti- 
vos que no tienen naturaleza militar, como es el caso 
del Cuerpo Nacional de Policía. Así, el artículo 7.19 del 
Real Decreto 884/1989, de 14 de julio, por el que se 
aprueba el Reglamento de Régimen Disciplinario del 
Cuerpo Nacional de Policía, considera falta grave «em- 
briagarse fuera del servicio cuando afecte a la imagen 
de la policía o de la función pública o consumir dro- 
gas tóxicas, estupefacientes o sustancias psico- 
trópicas ». 

No obstante, si el promovente, con su argumentación, 
tratase de poner de manifiesto que con los artículos 
7.20 y 8.22 del Régimen Disciplinario de la Guardia Ci- 
vil se podría vulnerar el derecho a la intimidad como 
consecuencia de actos de embriaguez llevados a cabo 
por miembros de este Cuerpo, fuera de servicio, en su 
domicilio, es evidente que para la constatación de esos 
actos presumiblemente objeto de corrección en vía dis- 
ciplinaria, habría, con carácter previo, que excepcio- 
nar el domicilio de todo guardia civil del principio 
constitucional de inviolabilidad del mismo. 

Esta circunstancia no es considerable por cuanto el 
domicilio del guardia civil, esté situado o no en una 
casa-cuartel, se halla constitucionalmente protegido y 
tiene la consideración, a todos los efectos, de domici- 
lio particular, como así lo ha reconocido a esta insti- 
tución la propia Dirección General de la Guardia Civil, 
con motivo de la tramitación de distintas quejas y las 
recomendaciones que en su día se le remitieron al 
respecto. 

En consecuencia, no parece que pueda entenderse in- 
fringido el artículo 18.1 de la Constitución por los ar- 
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tículos 7.20 y 8.22 del Régimen Disciplinario de la 
Guardia Civil. 

- El interesado alega infracción del artículo 28 de 
la Constitución Española, sobre el derecho de sindica- 
ción de la Guardia Civil, por el artículo 9.6 del Régi- 
men Disciplinario de la Guardia Civil, ya que sanciona 
a los guardias civiles que promuevan sindicatos o par- 
tidos políticos. 

Esta institución considera que es cierto que el artí- 
culo 28.1 de la Constitución consagra el principio ge- 
neral de que «todos tienen derecho a sindicarse 
libremente». Pero este principio de carácter general es 
matizado en cuanto a su extensión, al añadir: «La ley 
podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho 
a las Fuerzas o Institutos Armados, o a los demás Cuer- 
pos sometidos a disciplina militar». 

La Ley Orgánica 1111985, de libertad sindical, en su 
artículo 1 . O ,  punto 3, exceptúa del ejercicio de los de- 
rechos sindicales a los «miembros de las Fuerzas Ar- 
madas y de los Institutos Armados de carácter militar». 

Ello supone una concreción legislativa de la autori- 
zación contenida en el artículo 28.1 de la Constitución, 
para limitar el expresado derecho de sindicación, cir- 
cunstancia que también se encuentra en normas simi- 
lares de Derecho comparado, por razones de diversa 
índole, como la necesidad de garantizar la neutralidad 
política de dichos Institutos o la dificultad de conci- 
liar debidamente la jerarquía y disciplina militar con 
la libertad sindical. 

Por otro lado, el Pacto Internacional de derechos eco- 
nómicos, sociales y culturales, de 16 de diciembre de 
1966 (ratificado por España el 27 de abril de 1977), en 
su artículo 8 garantiza en los apartados a) y c) el dere- 
cho de toda persona a fundar sindicatos y afiliarse al 
de su elección, así como el derecho de esos sindicatos 
a funcionar sin obstáculos, con las únicas limitaciones 
«que prescriba la Ley y sean necesarias en una sacie- 
dad democrática en interés de la seguridad nacional 
o del orden público o para la protección de los dere- 
chos y libertades ajenas». 

Seguidamente, establece con carácter general el de- 
recho de huelga, ejercido de conformidad con las le- 
yes de cada país. Pero el número 2.O de ese mismo 
artículo 8 admite la posibilidad de someter a ((restric- 
ciones legales el ejercicio de tales derechos por los 
miembros de las Fuerzas Armadas, de la Policía, o de 
la Administración del Estado)). 

Por su parte, el Convenio Europeo para la protección 
de los derechos humanos y de las libertades fundamen- 
tales, de 4 de noviembre de 1950, se refiere, con ampli- 
tud, al derecho de sindicación, sin aludir al de huelga, 
pero contiene referencia a u restricciones legítimas al 
ejercicio de aquel derecho para los miembros de las 
Fuerzas Armadas, Policía o Administración del 
Estadon. 

El Convenio sobre la libertad sindical y la protección 
del derecho de sindicación, de 1948 (adoptado por la 
OIT el 9 de julio de 1948, ratificado por España el 29 

de marzo de 1977, «BOE» de 1 1  de mayo), determina 
en su artículo 9.O: 

«Uno. La legislación nacional deberá determinar 
hasta qué punto se aplican a las Fuerzas Armadas y a 
la Policía las garantías previstas en el presente 
Convenio. 

Dos. De conformidad con los principios estableci- 
dos en el párrafo 8 del artículo 19 de la Constitutción 
de la OIT, la ratificación de este Convenio por un miem- 
bro no deberá considerarse que menoscaba en modo 
alguno las leyes, sentencias, costumbres o acuerdos ya 
existentes que concedan a los miembros de las Fuer- 
zas Armadas y de la Policía garantías prescritas por el 
presente Convenio. >> 

El Convenio sobre derecho de sindicación y negocia- 
ción colectiva de la OIT, de 28 de junio de 1951 (ratifi- 
cado por España el 29 de noviembre de 1969, «BOE» 
de 28 de septiembre de 1971), preceptúa en su artículo 
5: 

«La legislación nacional deberá determinar el alcan- 
ce de las garantías previstas en el presente Convenio 
en lo que se refiere a su aplicación a las Fuerzas Ar- 
madas y a la Policía.» 

El Convenio número 151, referente a las relaciones 
de trabajo en la Administración pública, de 1978, adop- 
tado por la OIT el 27 de junio de 1978 (ratificado por 
España el 12 de diciembre de 1984), contiene en su ar- 
tículo 1 la determinación de que debe de aplicarse a 
todas las personas empleadas por la Administración 
pública, sin perjuicio de que la legislación nacional de- 
termine «hasta qué punto las garantías previstas son 
aplicables a las Fuerzas Armadas y a la Policía». 

Por otro lado, el artículo 15 de la Ley Orgánica 
211986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Segu- 
ridad del Estado señala taxativamente que «los miem- 
bros de la Guardia Civil no podrán pertenecer a 
partidos políticos o sindicatos ... ». 

Finalmente, la afirmación que los promoventes del 
recurso hacen sobre las Sentencias del Tribunal Cons- 
titucional 13/1985, de 5 de marzo, y 93/1986, de 7 de ju- 
lio, no parecen tener en consideración que la Guardia 
Civil es un instituto armado de naturaleza militar y que, 
por tanto, su régimen disciplinario está imbuido de este 
carácter, lo que lleva a mantenerle, en este aspecto, fue- 
ra del ámbito de la Administración civil. 

Esta afirmación se corrobora con la lectura de la Sen- 
tencia del Tribunal Constitucional número 3 1/1985, de 
5 de marzo (FJ 5), cuando dice: 

«La Constitución contempla como ajustado a la mis- 
ma el que la Ley pueda sujetar a la disciplina militar 
a los Institutos Armados o a otros Cuerpos, por lo que 
no puede afirmarse que la aplicación del régimen dis- 
ciplinario sancionador de carácter militar a los Cuer- 
pos y Fuerzas de Seguridad del Estado sea contrario 
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a la Constitución, aun cuando ello suponga excluirlos 
en este aspecto de la Administración Civil.» 

En consecuencia, no cabe hablar de inconstituciona- 
lidad del artículo 9.6 del Régimen Disciplinario de la 
Guardia Civil, en relación con el artículo 28 de la Cons- 
titución. 

El interesado alega infracción del artículo 25.3 de 
la Constitución española con el artículo 10, en relación 
con el artículo 13 del Régimen Disciplinario de la Guar- 
dia Civil, en cuanto se imponen sanciones que, directa 
o subsidiariamente, implican privación de libertad. 

En este sentido el FJ 8 de la Sentencia 2111981, ya 
citada, determina: 

«La Constitución española reconoce la singularidad 
de Régimen Disciplinario militar. Del artículo 25.3 se 
deriva ,a sensu contrario que la Administración mili- 
tar puede imponer sanciones que, directa o subsidia- 
riamente, impliquen privación de libertad. )> 

De nuevo hay que incidir en el argumento reiterada- 
mente expuesto de que el Régimen Disciplinario de la 
Guardia Civil asume los principios inspiradores del Ré- 
gimen Disciplinario para las Fuerzas Armadas, por ser 
un instituto de naturaleza militar, y que la imposición 
de sanciones que impliquen restricciones a las liber- 
tades lo son en función de ese carácter militar y han 
de responder al objetivo de preservar la subordinación 
jerárquica y la disciplina dentro del Cuerpo. 

Como ya se ha señalado, la exclusión del ámbito de 
la Administración civil de este Cuerpo, en lo que se re- 
fiere al Régimen Disciplinario, no es contrario a la pro- 
pia Constitución Española y permite, en consecuencia, 
la imposición de sanciones que restrinjan la libertad. 

Por tanto, no se considera infringido el artículo 25.3 
de la Constitución por el artículo 10, en relación con 
el artículo 13 del Régimen Disciplinario de la Guardia 
Civil. 

- El interesado alega infracción de los artículos 17 
y 24 de la Constitución Española por el artículo 18.2 
del Régimen Disciplinario de la Guardia Civil, al po- 
derse acordar la reclusión o detención durante 48 ho- 
ras para mantener la disciplina y la subordinación, sin 
que quepa recurso contra esta privación de libertad. 

De igual manera, entiende el interesado, en el punto 
7.O de sus alegaciones, que se infringen los mismos ar- 
tículos de la Constitución por el artículo 35 del Régi- 
men Disciplinario de la Guardia Civil al poder la 
autoridad administrativa acordar la privación de liber- 
tad preventiva, con motivo de la incoación de un expe- 
diente por falta grave sin que contra esta decisión se 
pueda interponer recurso, ni se le informe de la causa 
de la detención. 

En primer lugar, y por lo que se refiere a la posible 
vulneración del artículo 17 de la Constitución Españo- 
la, cabe señalar que el mismo es fundamentalmente el 

soporte del principio penal por el que toda detención, 
para la averiguación de un delito, debe de ser someti- 
da al conjunto de garantías jurídicas que el propio ar- 
tículo recoge, pero no parece que pueda ser utilizado 
este precepto constitucional como lo hace el promoven- 
te en referencia al Régimen Disciplinario de la Guar- 
dia Civil. 

La tajante diferencia entre ámbito disciplinario y ám- 
bito penal no sólo es una consecuencia constitucional, 
sino que ha sido proyectada en la reserva contenida en 
el Instrumento de Ratificación del Convenio para la 
Protección de los Derechos Humanos y las Libertades 
Fundamentales, de 4 de noviembre de 1950. 

De otra parte, tanto el artículo 18.2 como el 35 son 
una transcripción del apartado 2 del artículo 18 y artí- 
culo 45 del Régimen Disciplinario de las Fuerzas Ar- 
madas, ya que las acciones inmediatas tendentes a 
((recuperar» la disciplina perdida ante una insubordi- 
nación deben contar con medios efectivos que desde 
el punto de vista legal siempre se han contemplado. 

Por tanto, la restricción de libertad que prevén los 
artículos 18.2 y 35 del Régimen Disciplinario de la 
Guardia Civil ha de entenderse como un elemento en- 
tre otros para dotar de contenido real y efectivo al con- 
cepto de disciplina militar, evitando así la posible 
comisión de delitos. 

A este respecto, el propio Tribunal Constitucional se- 
ñala, en su Sentencia 2111981, de 15 de junio (F9), lo 
siguiente: 

«En el ámbito militar, en el que la subordinación je- 
rárquica y la disciplina constituyen valores primordia- 
les, el procedimiento de carácter disciplinario no 
puede, por su propia naturaleza, quedar sometido a las 
garantías procesales, generalmente reconocidas para 
los procesos judiciales, pues su razón de ser reside en 
la prontitud y rapidez de la reacción frente a las infrac- 
ciones de la disciplina militar. )> 

No obstante lo anterior, esta institución entiende la 
necesidad de que la medida prevista en el artículo 18.2 
del Régimen Disciplinario de la Guardia Civil sólo de- 
be de ser tomada en aquellos casos en los que, tal co- 
mo previene este artículo, haya de restablecerse la 
disciplina y la subordinación con un grado de inmedia- 
tez que no permita con anterioridad la normal aplica- 
ción de los procedimientos previstos para las faltas 
leves y graves en este mismo Régimen Disciplinario. 

En este sentido, debe quedar claro que la utilización 
de esta medida debe conllevar siempre la correspon- 
diente apertura, con carácter inmediato a la adopción 
de la misma, de un procedimiento de los previstos en 
el Régimen Disciplinario, al objeto de que pueda acre- 
ditarse que aquella medida fue tomada, únicamente, 
con el fin de evitar otro mal mayor y para que la per- 
sona corregida pueda formular las alegaciones opor- 
tunas en su defensa. 

Ha de tenerse en cuenta que esa medida ha de tener 
una naturaleza accesoria de un procedimiento sustan- 
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tivo en el que se depure la presunta responsabilidad 
disciplinaria de un miembro de la guardia civil, sin que 
pueda adoptarse con carácter general, ya que ello su- 
pondría una quiebra del principio de legalidad de de- 
litos, faltas y sanciones administrativas, al no estar 
vinculada a una conducta prohibida en el ordenamiento 
jurídico e imputable a un funcionario. 

Todo ello sin perjuicio de que esta medida de correc- 
ción, desde el mismo momento de su aplicación, cuen- 
te con las garantías judiciales constitucionalmente 
reconocidas. 

En cuanto a la posible vulneración del artículo 24, 
hay que poner de relieve que, si bien los artículos 18.2 
y 35 del Régimen Disciplinario de la Guardia Civil no 
contemplan la posibilidad de recursos de forma expre- 
sa, esta institución considera que, como reiteradamen- 
te ha señalado el Tribunal Constitucional, no se trata 
de supuestos de inconstitucionalidad, sino de interpre- 
tación y aplicación de la legalidad ordinaria, debien- 
do interpretarse los mismos de manera integradora con 
el resto del ordenamiento jurídico y, en consecuencia, 
afirmar la necesidad ineludible de amparar estos su- 
puestos con las garantías constitucionalmente recono- 
cidas. (Sentencia 101/91 de 13 de mayo.) 

En todo caso, esta circunstancia no es más que el re- 
flejo de la técnica seguida por el legislador, en el Régi- 
men Disciplinario, al remitir de forma expresa el 
tratamiento de los recursos a un título específico, en' 
concreto el VI, que bajo la denominación de Recursos 
señala, en su artículo 63, la posibilidad de interponer 
los recursos de alzada y reposición en los términos pre- 
vistos en los artículos siguientes. 

Por tanto, no se consideran infringidos los artículos 
17 y 24 de la Constitución por los artículos 18.2 y 35 
del Régimen Disciplinario de la Guardia Civil, que han 
de entenderse siempre teniendo en cuenta la aplicación 
de las ineludibles garantías constitucionales para la 
protección de los derechos y libertades fundamenta- 
les de las personas. 
- El interesado alega infracción del artículo 117.5 

de la Constitución española por los artículos 64.3, 65 
y 66 del Régimen Disciplinario de la Guardia Civil, al 
someter al control de la jurisdicción militar la revisión 
de las sanciones establecidas en el mismo. 

La Sentencia del Tribunal Constitucional número 
194/1989, de 16 de noviembre (FJ 6),  señala que: 

<i El control jurisdiccional de una sanción correspon- 
diente a una falta por acciones contra esa disciplina, 
que en la Guardia Civil es la disciplina militar, está in- 
cluido en el ámbito estrictamente castrense.» 

No puede olvidarse que en la actualidad el principio 
constitucional de unidad jurisdiccional es ya un hecho, 
tras la reforma operada en el ámbito militar, al haber- 
se incardinado la organización judicial militar dentro 
del Poder Judicial, como lo prueba la existencia de la 
Sala V del Tribunal Supremo que, en razón a un crite- 
rio de especialidad en el conocimiento de los asuntos, 

y conformada por magistrados y miembros del Cuer- 
po Jurídico Militar, la hace idónea para conocer de 
aquellos recursos previstos por las leyes contra las san- 
ciones disciplinarias de carácter militar como lo son, 
obviamente, las del Régimen Disciplinario de la Guar- 
dia Civil. 

Por tanto, no se considera infringido el artículo 117.5 
de la Constitución por los artículos 64.3, 65 y 66 del 
Régimen Disciplinario de la Guardia Civil. 

1.2.2. Ley 1811990 de 17 de diciembre sobre reforma 
del Código civil en materia de nacionalidad 

Diversas asociaciones de emigrantes exponen su dis- 
conformidad con el contenido de la Ley 18/1990, y en 
particular contra los artículos 24, 26 y disposición tran- 
sitoria segunda y tercera. 

Fundamentan su petición en primer lugar en que la 
pérdida de la nacionalidad española que hace la cita- 
da ley en su artículo 24, vinculada a los emancipados 
que residiendo habitualmente en el extranjero adquie- 
ran voluntariamente otra nacionalidad o utilicen exclu- 
sivamente la nacionalidad extranjera que tuvieran 
atribuida antes de la emancipación, podría conculcar 
el artículo 11.2 de la Constitución española por cuan- 
to que establece este último que ningún español de ori- 
gen podrá ser privado de su nacionalidad y en general 
los artículos 14 y 42 del citado texto. 

En segundo lugar, consideran que se establece un 
factor de discriminación en la pérdida de nacionalidad 
española en los supuestos previstos en los números 1 
y 2, párrafo 1 del artículo 24 respecto a la situación pre- 
vista en el segundo párrafo del número 2 del citado ar- 
tículo. 

Observan también que el artículo 26 establece una 
cierta, discrecionalidad en la apreciación por parte de 
la Administración de las circunstancias que concurren 
en cada caso, cuando del texto constitucional se des- 
prende que dicha materia debiera ser objeto de regu- 
lación por ley. 

Y, por último, entienden que la fijación de plazos pa- 
ra la opción establecidos en las disposiciones transi- 
torias podría resultar insuficiente dado que se trata de 
residentes extranjeros y que las posibilidades de op- 
ción deberían configurarse como derechos ilimitados 
y no condicionado su ejercicio en el tiempo. 

Fundamentos de la resolución 

A. Para decidir la procedencia o no de interponer 
recurso de inconstitucionalidad es necesario, a falta de 
doctrina sentada por el Tribunal Canstitucional sobre 
la materia, y concretamente sobre el artículo 1 1, pro- 
ceder en primer lugar a la exégesis del citado precepto. 

Esta norma establece lo siguiente: 

<i 1. La nacionalidad española se adquiere, se con- 
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serva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la 
ley. 

2. Ningún español de origen podrá ser privado de 
su nacionalidad. 

3. El Estado podrá concertar tratados de doble na- 
cionalidad con los países iberoamericanos o con aque- 
llos que hayan tenido o tengan una particular 
vinculación con España. En estos mismos países, aun 
cuando no reconozcan a sus ciudadanos un derecho re- 
cíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder 
su nacionalidad de origen. )? 

De este precepto se desprende que la adquisición, 
conservación y pérdida de la nacionalidad será de 
acuerdo con lo que la ley establezca. Como es sabido, 
la remisión a la ley por parte del texto constitucional 
supone en términos generales una desconstitucionali- 
zación que en este caso viene justificada por la necesi- 
dad de dejar al margen de la rigidez constitucional un 
tema que puede estar vinculado a materias tan varia- 
bles como tratados internacionales, costumbres y otras 
razones de oportunidad o conveniencia. Esta descons- 
titucionalización también parece deseable por la difi- 
cultad que adquiere la nacionalidad al multiplicarse 
la complejidad de las relaciones entre Estados. 

Dicho esto en términos generales, lo que procede pre- 
guntarnos es si esta reserva de ley abarca toda la ma- 
teria relativa a la nacionalidad o sólo un aspecto' 
determinado de la misma. 

A nuestro modo de ver, sólo se reserva a la ley la re- 
gulación de la creación y extinción del vínculo, es de- 
cir, son las causas y condiciones de adquisición o 
pérdida del estatus lo que debe regularse precisamen- 
te por ley, y es concretamente en el apartado 2 del ar- 
tículo 11 de la Constitución donde se establecen los 
límites de esta remisión al decir que los españoles de 
origen no podrán ser privados de su nacionalidad. 

Este apartado implica una prohibición que se dirige 
a los tres poderes del Estado, y como destinatario más 
importante al Poder legislativo. El mandato que con- 
tiene supone una limitación de las posibilidades del 
Parlamento al inhabilitarle en concreto para la crea- 
ción de causas de privación a los nacionales de origen, 
poniendo en línea el ordenamiento español con el ar- 
tículo 15.2 de la Declaración de Derechos Humanos, 
que veta la privación arbitraria de la nacionalidad. 

Del tenor literal de este precepto, por lo tanto, se des- 
prende y se hace necesario distinguir los supuestos de 
pérdida de nacionalidad de los supuestos de privación 
de nacionalidad, pues aunque unidos en relación de gé- 
nero a especie (la privación es una causa de pérdida 
de la nacionalidad), es precisamente la diferenciación 
entre ambos lo que ha justificado la aparición del apar- 
tado 2.O del artículo 11, como se pone de manifiesto 
en las discusiones sobre el contenido del precepto en 
el dictamen de la Comisión Constitucional del Senado. 

La privación de la nacionalidad es un acto del Esta- 
do mediante el cual se sanciona a alguien, sin o contra 
su voluntad, con la pérdida de su nacionalidad. En cam- 

- 5  

bio el concepto de pérdida engloba también los supues- 
tos de desnacionalización bien como pérdida legal 
automática a partir de un determinado acontecimien- 
to, bien por haber adquirido voluntariamente otra na- 
cionalidad. Hay que tener en cuenta que al ser los 
Estados los encargados de fijar unilateralmente y con 
un amplio margen de discrecionalidad los criterios de 
atribución y pérdida de la propia nacionalidad se pro- 
ducen frecuentes conflictos positivos y negativos en la 
materia, conflictos que, como se ha escrito autoriza- 
damente, son simplemente de hecho, porque el dere- 
cho de toda persona a poseer una nacionalidad debe 
lógicamente completarse con el principio general de 
que normalmente no se ostenta simultáneamente más 
de una. 

La Constitución ha consagrado como prohibición ab- 
soluta la privación de la nacionalidad a españoles de 
origen, dejando por contraste evidente que sí puede 
afectar a los naturalizados y a los demás supuestos de 
pérdida. En última instancia parece que se debe con- 
cluir que la privación de nacionalidad tiene siempre 
un cierto matiz sancionador que no puede englobar ne- 
cesariamente todos los supuestos de desnacionaliza- 
ción, como los producidos por adquisición voluntaria 
de otra nacionalidad, utilización exclusiva de la nacio- 
nalidad extranjera o renuncia expresa a la nacionali- 
dad española. En estos casos no estaríamos ante un 
supuesto de privación, sino de pérdida de la naciona- 
lidad española como consecuencia de actuaciones vo- 
luntarias del ciudadano cuya determinación 
corresponde a la ley, según el primer apartado del ar- 
tículo 11. 

Por tanto, no parece posible articular la incompati- 
bilidad del artículao 24, apartado 2.O, párrafo 1.O, de 
la citada norma con la Constitución, porque la aplica- 
ción de los supuestos que contempla no conllevan la 
privación mediante un acto voluntario del Estado de 
la nacionalidad a los españoles de origen, sino la pér- 
dida se ocasiona cuando, teniendo otra nacionalidad 
desean no optar libremente por seguir ostentando la 
española. Asimismo, hay que tener en cuenta que de 
la interpretación literal del apartado 1.' de este ar- 
tículo 24, se desprende que los emancipados que resi- 
dan habitualmente en el extranjero, pueden no perder 
la nacionalidad española, a no ser que usen exclusiva- 
mente la extranjera. 

B. En segundo lugar, consideran que la pérdida de 
la nacionalidad española, en los supuestos previstos en 
los apartados primero y segundo del artículo 24, esta- 
blece un factor de discriminación no amparado cons- 
titucionalmente respecto a la situación prevista en el 
segundo párrafo del segundo apartado del mismo ar- 
tículo. 

El último apartado del artículo 11 de la Constitución, 
contiene directrices básicas que deben inspirar la ac- 
titud de nuestro ordenamiento frente a supuestos que 
se consideran especiales. Es decir, impone una excep- 
ción en el tratamiento general para diversos Estados 
a los que no se les aplica el principio general de la pér- 
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dida de la nacionalidad española por la adquisición de 
otra. 

La Constitución, al decir «El Estado podrá...», auto- 
riza al poder legislativo para que excepcionalmente y 
en países con los que tenemos tradicionales vinculacio- 
nes especiales, no se imponga para solucionar los con- 
flictos positivos el principio general de la pérdida de 
la nacionalidad española a quienes adquirieron volun- 
tariamente otra. 

Ya se ha dicho que la Constitución no prohíbe al le- 
gislador establecer un régimen específico de doble na- 
cionalidad con los países a los que se refiere el apartado 
3 del artículo 1 1  de la Constitución, de modo que este 
principio de excepcionalidad concretado en el artícu- 
lo 24 de la ley no puede contradecir tampoco, como in- 
voca el Consejo, el derecho fundamental del artículo 
14 de la Constitución. 

El artículo 24 de la Ley 18/1990 plasma una actua- 
ción constitucional legítima del legislador democráti- 
co. El término «podrá» del artículo 1 1  le habilita para 
optar dentro del marco normativo por una serie de paí- 
ses frente a otros y de esta opción no puede despren- 
derse discriminación alguna, es decir que en sí mismo 
el artículo 24.2 en su último apartado no lo considera- 
mos arbitrario, esto es, creador de una diferencia irra- 
zonable. 

Llegamos así al interrogante que suscita la determi- 
nación de los países a los que alude la citada norma. 
Determinación difícil, porque el constituyente utiliza 
conscientemente, según cabe deducir de los debates, 
una fórmula poco concreta en mayor medida cuando 
dice «países que hayan tenido o tengan una peculiar 
vinculación con España». Este enunciado otorga un am- 
plio margen de competencia discrecional, que no arbi- 
traria, al poder legislativo para que concrete los países 
con los que excepcionalmente podrían darse casos de 
doble nacionalidad. 

Por otra parte, la invocación al artículo 14 y las con- 
sideraciones que hacen parecen expresar su disconfor- 
midad con que sean unos países y no otros los 
beneficiados por la excepción del artículo 24.2, párra- 
fo segundo, es decir, parecen opinar que hay otros paí- 
ses con la misma o mayor vinculación con España que 
deberían incluirse en la relación. 

Ante esto debemos señalar que el párrafo 3.' del ar- 
tículo 1 1 de la 1 Norma \ Fundamental (no supone un 
mandato al legislador para que aplique la excepción a 
todos los españoles de origen residentes en un país que 
haya tenido o tenga una particular vinculación con Es- 
paña, sino una excepción a la regla general que el Es- 
tado podrá concretar, dentro del marco jurídico, con 
una cierta discrecionalidad. 

Hay que tener en cuenta que la igualdad ante la ley 
que consagra el artículo 14 de la Constitución no im- 
plic, en modo alguno, como reiteradamente ha defen- 
dido el Tribunal Constitucional, la necesidad de que 
todos los ciudadanos de origen español en países con 
especiales vinculaciones con España se encuentren 
siempre y ante cualquier circunstancia en condiciones 

de absoluta igualdad, pues esta igualdad real cuya pro- 
cura encomienda la Constitución (art. 9.2) a todos los 
poderes públicos y que es una finalidad propia del Es- 
tado social y democrático de Derecho, no impide que, 
en la práctica y más en conflictos positivos de nacio- 
nalidad, se requiera la adopción de determinados me- 
dios por el Estado según sea el momento, el lugar o la 
circunstancia. 

En todo caso la relación de países del artículo 24 de 
la Ley 1811990 y el fin que con ella se pretende alcan- 
zar parece razonable y enmarcable entre aquellos su- 
puestos que no inciden en la discriminación contenida 
en el artículo 14 de la Constitución. No obstante el le- 
gislador podrá extender a otros Estados con caracte- 
rísticas de vinculación equiparable el beneficio de la 
doble nacionalidad. Extensión que en modo alguno que- 
daría vedada ni encontraría obstáculo en el artículo i 1 .  

Cabe concluir que el legislador puede en principio 
establecer diferencias de tratamiento para adquirir la 
doble nacionalidad a españoles de origen y a sus des- 
cendientes, fundamentalmente porque no es un dere- 
cho sino una excepción a la prohibición general, cuya 
aplicación requiere tener en cuenta la situación jurí- 
dica de estas personas como resultado de la aplicación 
de las normas internacionales que regulan las relacio- 
nes entre Estados. 

Por ejemplo, la situación jurídica de nuestros resi- 
dentes en las Comunidades Europeas no es equipara- 
ble a su situación en otros países. El nacional de un 
Estado miembro que resida o se encuentra en otro Es- 
tado miembro, sin ser un extranjero tampoco es un ciu- 
dadano nacional y si el proceso de integración 
comunitaria llega a consolidarse, el estatuto del ciu- 
dadano comunitario perderá todo lo que aún mantie- 
ne de excluyente respecto del nacional; por lo tanto no 
puede haber en el artículo 24 lesión del principio de 
igualdad porque éste sólo impide al legislador estable- 
cer diferencias arbitrarias e irrazonables cuando las 
situaciones son equiparables. Solamente hay discrimi- 
nación cuando se da un trato arbitrariamente desigual 
a lo que es esencialmente igual. 

En consecuencia ha de ser el legislador quien deci- 
da cuáles han de ser los supuestos de doble nacionali- 
dad, con los requisitos y en los términos que se 
consideren pertinentes, dentro del marco del aparta- 
do 3." del artículo 1 1 .  

C. Se invoca también el artículo 42 de la Constitu- 
ción como vulnerado de forma general por el artículo 
24 de la ley que comentamos. En primer término hay 
que reconocer que la naturaleza de los principios rec- 
tores de la política social y económica que recoge el 
Capítulo 111 del Título 1 de nuestra Constitución hace 
improbable que una norma legal cualquiera pueda ser 
inconstitucional por omisión, esto es, por no atender 
aisladamente considerado el mandato de los poderes 
públicos y en especial al legislador. 

Por supuesto que no cabe excluir que la relación en- 
tre algunos de estos principios y los derechos funda- 
mentales (señaladamente el de igualdad) haga posible 

- 552 - 



CORTES GENERALES 

un examen de este género (por ejemplo la Sentencia del 
Tribunal Constitucional 155/1987), ni tampoco que el 
principio rector sea utilizado como criterio para resol- 
ver sobre la constitucionalidad de una acción positiva 
del legislador, cuando ésta se plasma en una norma de 
notable incidencia sobre una entidad (emigrantes y des- 
cendientes) constitucionalmente protegida. Pero no es 
éste el caso. 

La protección de los trabajadores españoles en el ex- 
tranjero (art. 42 de la Constitución) es un mandato al 
legislador que éste debe cumplir, pero no necesaria- 
mente otorgando el mismo tratamiento jurídico a to- 
dos los trabajadores españoles en todos los países «con 
particular vinculación con España», ni en cada norma 
o institución jurídica particular relacionada con esta 
materia, sino procurando que del conjunto del orde- 
namiento jurídico aplicable a los emigrantes de cada 
país se consiga un resultado global de protección. 

Además pudiera considerarse, como ha sido reitera- 
damente señalado por la doctrina, que «las salvaguar- 
das de los derechos económicos y sociales de los 
trabajadores españoles en el extranjero», es un enun- 
ciado sometido para su efectividad a la concurrencia, 
junto a la voluntad del Estado español de la del país 
de residencia de nuestros emigrantes. Es decir, la ta- 
rea impuesta al Estado por el artículo 42 tiene una im- 
portancia fundamental si tenemos presente que está 
directamente relacionada con los artículos 93 y 96, por- 
que el valor que los tratados y convenios internacio- 
nales alcanzan en nuestro ordenamiento jurídico una 
vez que son publicados (pacta sunt recipienda), resul- 
ta ser decisivo para realizar la finalidad del precepto 
constitucional que comentamos. 
D. Se observa finalmente que en el artículo 26 de la 

Ley 18/1990 se establece una cierta discrecionalidad en 
la apreciación por la Administración de las circunstan- 
cias que concurren en cada caso y que la fijación de 
los plazos para la opción en las disposiciones transito- 
rias podría resultar insuficiente. 

Como hemos señalado, la primera característica del 
derecho a la nacionalidad en la Constitución española 
es el alto grado de desconstitucionalización de acuer- 
do con las modernas corrientes constitucionalistas y 
que el significado último de este principio de reserva 
de ley es el de asegurar que la regulación de los ámbi- 
tos de libertad que corresponden a los ciudadanos de- 
pende exclusivamente de la voluntad de sus 
representantes, por lo que tales ámbitos han de que- 
dar exentos de la acción del ejecutivo y, en consecuen- 
cia, de sus productos normativos propios que son los 
reglamentos. 

Por lo tanto, podría tratarse de una discrecionalidad 
prohibida por la Constitución si la citada ley remitie- 
ra a un reglamento la regulación de los aspectos que 
se consideran esenciales. Pero ello no es así. 

El artículo 26 autoriza a la Administración para que 
en determinados supuestos y valorando las circunstan- 
cias dispense a emigrantes, hijos de emigrantes o ca- 
sos particulares del requisito de residencia en España. 
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El citado artículo no autoriza a la Administración pa- 
ra que regule el requisito, sólo le autoriza a que pueda 
dispensarlo y esta autorización se fundamenta razona- 
blemente en la necesidad de particularizar la aplica- 
ción del requisito de residencia en beneficio de algunos 
emigrantes o sus descendientes. 

E. Tampoco puede considerarse como lesivo al de- 
recho del artículo l l ,  los plazos que establecen las dis- 
posiciones transitorias para realizar la opción a la 
nacionalidad española de las personas cuyo padre o ma- 
dre hubiesen sido originariamente españoles y nacidos 
en España o sean españoles a la entrada en vigor de 
esta ley. El hecho de considerarlos insuficientes no es 
suficiente como para tenerlos por inconstitucionales. 
Solamente podrían serlo si los plazos fueran tan cor- 
tos que imposibilitaran de forma general y objetiva la 
realización del derecho, lo que no es el caso. 

En cuanto a la valoración de los plazos, ha de tener- 
se también en cuenta que quienes perdieron la nacio- 
nalidad española por razón de emigración en cualquier 
momento anterior a la Ley 5111982, o bien durante su 
vigencia, pudieron haberla recuperado, o en su caso 
conservado, conforme al régimen excepcional que en 
ella se establecía durante el tiempo que dicha norma 
ha permanecido en vigor. 

1.2.3. Ley 2511990, de 20 de diciembre, del Medi- 
camento 

Un ciudadano estima que el artículo 88.1.a) de la Ley 
2511 990, contiene una discriminación contraria al ar- 
tículo 14 de la Constitución, que, en perjuicio de los 
farmacéuticos se derivaría del sometimiento de la aper- 
tura de las oficinas de farmacia a lo establecido en la 
planificación general realizada al efecto, atendiendo a 
criterios de distancias y habitantes en contraposición 
con lo que acaece respecto a otros profesionales libe- 
rales, no sujetos a planificación alguna en el ejercicio 
de su profesión. 

Fundamentos de la resolución 

A la hora de examinar la cuestión que se plantea, es 
menester traer a colación, como primera providencia, 
el párrafo noveno de la base XVI de la Ley de 25 de 
noviembre de 1944, de Bases de la Sanidad Nacional, 
que señalaba lo siguiente: 

«Queda regulado y limitado en el territorio nacional 
el establecimiento de oficinas de farmacia, incluso con 
las amortizaciones que se crean precisas, dejando a sal- 
vo los intereses de la propiedad...)) 

Este precepto fue objeto de la cuestión de inconsti- 
tucionalidad 8011983, promovida por la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial 
de Valencia, que fue resuelta por la Sentencia del Tri- 
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bunal Constitucional 831984, de 24 de julio de 1984. 
Es preciso, en consecuencia, analizar el contenido de 
esta sentencia, ya que la doctrina en ella contenida re- 
sulta aplicable «mutatis mutandi» al supuesto que aho- 
ra se examina. 

Los fundamentos invocados por la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial 
de Valencia para apoyar la resolución adoptada se re- 
fieren básicamente a: 

- La posible contradicción del bloque normativo 
examinado con el principio de igualdad y no discrimi- 
nación que proclama el artículo 14 de la Constitución, 
al llevar el sistema a la imposibilidad de hecho de ac- 
ceder todos los titulares a las oficinas de farmacia po- 
sibles, así como al acceso a las mismas, no por sistemas 
selectivos o de antigüedad, sino en base a las posibili- 
dades económicas que permitan satisfacer el traspaso 
de la oficina. 
- La posible contradicción de las limitaciones es- 

tablecidas para la apertura de oficinas de farmacia, en 
función del número de habitantes y distancias entre los 
establecimientos, con lo dispuesto en el artículo 35 de 
la Constitución, que reconoce el derecho de todos los 
españoles al trabajo y a la libre elección de profesión 
u oficio, lo que se confirmaría con lo dispuesto en el 
artículo 36 del texto constitucional, ya que el mismo 
trata de la regulación del ejercicio de las profesiones 
tituladas, pero no de impedimento o restricción de su 
ejercicio, no pudiendo desprenderse del precepto que 
se pueda negar el ejercicio de una profesión titulada 
a quien posee el correspondiente título. 
- La posible contradicción del precepto en cuestión 

con el principio de libertad de empresa, reconocido por 
el artículo 38 de la Constitución, dado que nos encon- 
tramos ante una profesión liberal. 

En su sentencia, se plantea el Tribunal Constitucio- 
nal, en primer lugar, la posible vulneración del artícu- 
lo 14 de la Constitución, señalando al respecto que «la 
igualdad real, cuya procura encomienda la Constitu- 
ción (art. 9.2) a todos los Poderes Públicos ... no impi- 
de que, en la práctica, el ejercicio de determinadas 
actividades requiera la posesión de determinados me- 
dios», añadiéndose que «configurado en la forma que 
hoy lo está el ejercicio de la actividad de dispensación 
al público de las especialidades farmacéuticas, ni pue- 
de entenderse que sea contrario al principio de igual- 
dad ante la ley subordinar ese ejercicio a la posesión 
de un determinado título académico, ni afecta a tal 
principio el hecho de que los titulares que quieran ejer- 
cer su profesión como titulares de una oficina de far- 
macia hayan de contar con los medios propios para 
instalarla». 

Seguidamente, examina el Tribunal Constitucional 
la posible contradicción con los artículos 35.1 y 38 de 
la Constitución, recordando a tal efecto que «son nu- 
merosísimas las normas de nuestro Derecho que dis- 
ciplinan, regulan y limitan el ejercicio de profesiones 
y oficios, imponiendo para ello multitud de requisitos 

diversos ... Nada hay, por tanto en la Constitución que 
excluya la posibilidad de regular y limitar el estable- 
cimiento de oficinas de farmacia». 

En tercer lugar, y por lo que se refiere a la presunta 
vulneración del artículo 36 del texto constitucional, se 
señala en la sentencia que el ejercicio de las profesio- 
nes tituladas «es impensable sin la existencia de una 
ley que las discipline y regule su ejercicio». 

Con base en todo lo anterior, el Tribunal Constitu- 
cional declara que la base XVI, párrafo 9.O, de la Ley 
de 25 de noviembre de 1944, de Bases de Sanidad Na- 
cional, es constitucionalmente legítima en cuanto dis- 
pone que «queda regulado y limitado en el territorio 
nacional el establecimiento de oficinas de farmacia». 

Es menester, sin embargo, señalar que, en cambio, 
el Tribunal Constitucional considera contraria a la 
Constitución y derogada por ella la citada base en cuan- 
to habilita al Gobierno para establecer libremente por 
vía reglamentaria esta regulación y limitación, argu- 
mentando, en este sentido, el carácter genérico de la 
habilitación contenida en la misma. No obstante, ni es- 
ta cuestión es invocada por el promovente, ni resulta 
necesario, en este momento, su examen en relación con 
el precepto debatido. 

Examinada la sentencia del Tribunal Constitucional 
de 24 de julio de 1984, es preciso volver a la argumen- 
tación expuesta por el promovente, basada en la pre- 
sunta vulneración del artículo 14 de la Constitución al 
establecer una limitación a la apertura de oficinas de 
farmacia, colocando así en una posible situación dis- 
criminatoria a los farmacéuticos respecto de otros pro- 
fesionales liberales. 

Como se ha visto anteriormente, la sentencia del Tri- 
bunal Constitucional de 24 de julio de 1984 analiza la 
posible vulneración del principio de igualdad no des- 
de esta perspectiva, sino desde la diferenciación den- 
tro de los propios farmacéuticos, primordialmente en 
función de la posesión de los medios económicos sufi- 
cientes para instalar una oficina de farmacia. 

Por el contrario, la argumentación expuesta por el 
promovente en su escrito se encuentra en relación con 
el examen que de los articulos 35.1 y 38 de la Constitu- 
ción se realiza en la citada sentencia. Pues bien, como 
antes se ha indicado el Tribunal Constitucional señala 
nítidamente que unada hay ... en la Constitución que ex- 
cluya la posibilidad de regular y limitar el estableci- 
miento de oficinas de farmacia», sin que, de otro lado, 
el derecho garantizado en el artículo 35.1 sea el de «de- 
sarrollar cualquier actividad, sino el de elegir libremen- 
te profesión u oficio» y sin que, además, en el artículo 
38 «se reconozca el derecho a acometer cualquier em- 
presa sino sólo el de iniciar y sostener en libertad la 
actividad empresarial M. 

De todo ello se desprende que tampoco existe una 
vulneración del principio de igualdad proclamado por 
el artículo 14 de la Constitución española por el hecho 
de que la apertura de oficinas de farmacia esté some- 
tida a determinadas limitaciones, que no existen para 
el ejercicio de otras profesiones liberales, debiéndose 
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además tener en cuenta a este respecto la ausencia de 
una identidad de supuestos, ya que los términos de 
comparación se centran en el ejercicio de profesiones 
distintas, lo que imposibilitaría, en cualquier caso, una 
vulneración del artículo 14 de la Constitución al no dar- 
se la premisa esencial para la violación del principio 
de igualdad, ya que no nos encontraríamos ante unos 
mismos supuestos. 

Con independencia de lo anterior, y para confirmar 
este criterio, la tan repetida sentencia del Tribunal 
Constitucional de 24 de julio de 1984, tras indicar que 
ala regulación de las distintas profesiones, oficios o ac- 
tividades empresariales en concreto, no es por tanto 
una regulación del ejercicio de los derechos constitu- 
cionales garantizados en los artículos 35.1 ó 38», seña- 
la que «el ejercicio de las profesiones tituladas, a las 
que se refiere el artículo 36 de la Constitución Espa- 
ñola ... es impensable sin la existencia de una ley que 
las discipline y regule su ejercicio», añadiendo que, da- 
da la naturaleza del precepto, la reserva de ley que se 
deriva del artículo 36 de la Constitución española «es 
bien distinta de la general que respecto de los derechos 
y libertades se contiene en el artículo 53.1 de la Cons- 
titución Española y que, en consecuencia, no puede 
oponerse aquí al legislador la necesidad de preservar 
ningún contenido esencial de derechos y libertades que 
en ese precepto no se proclaman, y que la regulación 
del ejercico profesional, en cuanto no choque con otros 
preceptos constitucionales, puede ser hecha por el le- 
gislador en los términos que tenga por conveniente». 

En conclusión, de lo expuesto se desprende que, de 
una parte, el Tribunal Constitucional en su sentencia 
83/84, de 24 de julio de 1984, declara que se acomoda 
a la Constitución la imposición de limitaciones al es- 
tablecimiento de oficinas de farmacia, sin que, de otra 
parte, se estime que exista una vulneración del princi- 
pio de igualdad proclamado por el artículo 14 de la 
Constitución por el hecho de que esta limitación con- 
lleve una regulación diferente del ejercicio de la pro- 
fesión farmacéutica y del de otras profesiones. 

Por todo ello, y con pleno respeto a cualquier otra 
opinión diferente, no se han encontrado motivos sufi- 
cientes para que esta institución, en uso de la legiti- 
mación que le confiere el artículo 162.1.a) de la 
Constitución española y el artículo 32.1 de la Ley Or- 
gánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitu- 
cional, interponga recurso de inconstitucionalidad 
contra el artículo 88.l.c) de la Ley 291990, de 20 de di- 
ciembre, del Medicamento. 

1.2.4. Ley 2611990, de 20 de diciembre, por la que se 
establecen en la seguridad social prestaciones 
no contributivas 

El Presidente de una coordinadora de talleres de mi- 
nusválidos psíquicos solicita del Defensor del Pueblo 
que interponga recurso de inconstitucionalidad en ba- 
se a los siguientes fundamentos: 

En primer lugar, afirma que la ley 26/1990 discrimi- 
na a la persona minusválida y a su independencia per- 
sonal, por cuanto que «configura al minusválido como 
un número económico, no como una persona, al esta- 
blecer su cuantificación económica dentro de lo que 
denomina unidad económica)). Ello vulnera para el pro- 
movente los artículos 9.1 y 29 del Códivo civil; 1 ,  3, 7 
y 14 de la Ley 1311982, de Integración Social de los Mi- 
nusválidos, y 10, 14 y 49 de la Constitución Española. 

En segundo lugar, se produce discriminación en la 
invalidez, según sea contributiva o no, por la existen- 
cia de dos definiciones del mismo concepto. No  cita el 
interesado ningún precepto constitucional. 

En tercer lugar se afirma la presunta discriminación 
a la familia, al introducirse el concepto de ((unidad eco- 
nómica» haciendo depender el derecho a pensión de la 
carencia de recursos de los demás familiares allegados 
que conviven con él, además del presunto beneficiario. 

Por último, se argumenta la presunta inconstitucio- 
nalidad de la Disposición Final que faculta al Gobier- 
no para elaborar un texto refundido, señalando que al 
tratarse de derechos fundamentales de la persona, la 
citada regulación deberá efectuarse a través de una 
norma con rango de Ley Orgánica y no a través de de- 
legación legislativa. 

Fundamentos de la resolución 

A. El análisis de la primera de las argumentaciones 
del promovente requiere, para centrar la cuestión de- 
batida, eliminar de entrada el examen de la invocada 
vulneración de los artículos 9.1 y 29 del Código Civil, 
así como de los artículos 1 ,  3 , 7  y 14 de la Ley 1311982, 
de 7 de abril, de Integración Social de los Minusváli- 
dos, desde el momento en que, de conformidad con lo 
previsto por el artículo 27.1 de la Ley Orgánica 211979, 
de 3 de octubre, los procedimientos de declaración de 
inconstitucionalidad tienen por objeto el enjuiciamien- 
to de la conformidad o disconformidad de las leyes, dis- 
posiciones o actos con la Constitución y no, como es 
obvio, la conformidad o disconformidad de una ley con 
otra norma del mismo rango legal. 

El examen de la primera de las argumentaciones an- 
tes citadas debe, por consiguiente, constreñirse a la 
presunta vulneración de los artículos 10, 14 y 49 de la 
Constitución española, que se invocan por el pro- 
movente. 

El primero de estos preceptos proclama, como fun- 
damentos del orden político y de la paz social, la dig- 
nidad de la persona, los derechos inviolables que le son 
inherentes, el libre desarrollo de la personalidad y el 
respeto a la ley y a los derechos de los demás. 

De acuerdo con la argumentación del promovente, 
la configuración contenida en la Ley 2611990, de 20 de 
diciembre, consistente en tomar en consideración los 
recursos familiares y no los estrictamente personales 
para el cálculo del límite de renta, que no debe sobre- 
pasarse para adquirir derecho a la pensión no contri- 
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butiva, atentaría contra el artículo 10 de .la 
Constitución. 

En relación con la presunta vulneración del citado 
artículo, es menester indicar que el promovente no se- 
ñala las razones por las que considera que se produce 
la misma, ni, por otra parte, puede advertirse que se 
produzca la violación del mismo en razón de la opción 
del legislador en favor de la toma en consideración de 
la unidad familiar y no de cada persona aisladamente 
considerada para configurar el requisito relativo al 1í- 
mite de renta establecido para adquirir derecho a la 
pensión no contributiva. No se alcanza a advertir, en 
efecto, que la opción por el citado criterio pueda ir en 
detrimento de la dignidad de la persona, de los dere- 
chos inviolables que le son inherentes, del libre desa- 
rrollo de la personalidad o del respeto a la ley. 

El promovente señala, de otra parte, la presunta vul- 
neración del artículo 14 de la Constitución, ya que en 
su criterio la opción del legislador por la citada confi- 
guración supondría una discriminación por una con- 
dición o circunstancia personal o social. En relación 
con esta presunta tacha de inconstitucionalidad es me- 
nester comenzar recordando que, conforme a la doc- 
trina del Tribunal Constitucional, el principio de 
igualdad «no prohíbe que el legislador contemple la ne- 
cesidad o conveniencia de diferenciar situaciones dis- 
tintas y de darles un tratamiento diverso ... lo que 
prohíbe el principio de igualdad jurídica es la discri- 
minación, como declara de forma expresa el artículo 
14 de la Constitución; es decir, que la desigualdad de 
tratamiento legal sea injustificada por no ser razona- 
ble» (sentencia de 10-1 1-1981). 

A juicio del promovente, la opción del legislador por 
el criterio de la unidad familiar constituiría una situa- 
ción discriminatoria, pero, al igual que sucediera res- 
pecto del artículo 10 antes examinado, tampoco se 
señala en qué consiste la citada discriminación. La exis- 
tencia de ésta, en efecto, requeriría la comparación en- 
tre dos supuestos, con el fin de juzgar si la desigualdad 
de tratamiento es injustificada e irrazonable y, por con- 
siguiente, resulta discriminatoria. En el caso examina- 
do, sin embargo, no existen dos términos de 
comparación, de modo que no puede llegarse a adivi- 
nar respecto a qué otra situación se produce la discri- 
minación que se aduce. 

La norma discutida, en efecto, tiene por objeto, en- 
tre otros, el de implantar unas pensiones de jubilación 
y de invalidez no contributivas, cuyo acceso queda so- 
metido a diversos requisitos, entre los que figura el de 
que la renta de la familia de la que forma parte el pre- 
sunto beneficiario no sobrepase un determinado lími- 
te. Efectuándose una única regulación del citado 
requisito, sin que se introduzca diferencia alguna en 
la misma, es inevitable concluir en la inexistencia de 
la situación discriminatoria denunciada, ya que no exis- 
ten dos tratamientos legales distintos de los que pue- 
da derivarse dicha discriminación que, por pura 
hipótesis, deviene imposible. 

El primero de los argumentos esgrimidos por el pro- 

movente, finaliza con la invocación del artículo 49 de 
la Constitución, a cuyo tenor «los poderes públicos rea- 
lizarán una política de previsión, tratamiento, rehabi- 
litación e integración de los disminuidos físicos, 
sensoriales y psíquicos, a los que prestarán la atención 
especializada que requieran y los ampararán especial- 
mente para el disfrute de los derechos que este título 
otorga a todos los ciudadanos)). 

Acerca de este precepto, el promovente señala la vul- 
neración derivada, una vez más, de la toma de consi- 
deración de la unidad económica como base para el 
cálculo del límite de renta que permite el acceso a las 
prestaciones establecidas por la Ley 2611990, de 20 de 
diciembre. 

Tampoco en este caso resulta precisa una prolija ar- 
gumentación para llegar a la conclusión de que el artí- 
culo 49 de la Constitución ofrece al legislador un marco 
amplio dentro del que aquel puede optar por muy dis- 
tintas soluciones para llevar a cabo la política en fa- 
vor de las personas con minusvalía y el amparo especial 
que en el precepto se proclaman, sin que en dicho artí- 
culo se prejuzgue la exacta configuración de un deter- 
minado requisito para acceder a la protección 
establecida. 

B. El segundo de los razonamientos que el promo- 
vente trae a colación atañe a la presunta discrimina- 
ción que se derivaría de la distinta definición que de 
la invalidez da el artículo 2.' de la Ley 2611990, de 20 
de diciembre, en función del carácter contributivo o 
no de la prestación correspondiente. Según el intere- 
sado «no se trata de un tema meramente semántico o 
gramatical, sino de otorgar distinto tratamiento según 
se haya contribuido o no, pese a que se trata de un mis- 
mo concepto y una misma realidad». 

En relación con esta presunta tacha de inconstitu- 
cionalidad, es menester recordar de nuevo que, de con- 
formidad con la doctrina del Tribunal Constitucional, 
requiere como requisito previo una igualdad de situa- 
ciones ante las que se produzca un tratamiento dife- 
renciado no justificado por no ser objetivo ni razonable 
(sentencia de 10-7-1981, entre otras). 

En el presente supuesto no existe una vulneración 
del principio de igualdad desde el momento en que nos 
encontramos ante dos realidades distintas, cuyo tra- 
tamiento diferente está justificado. En efecto, la inva- 
lidez protegida a través de la modalidad contributiva 
es primordialmente una incapacidad laboral, definién- 
dose, por tanto, la misma en relación con la disminu- 
ción o anulación de la capacidad de trabajo. Por el 
contrario, la invalidez protegida mediante la modali- 
dad no contributiva hace referencia a un criterio más 
amplio, que abarca la capacidad física, psíquica o sen- 
sorial en su integridad y de la cual, el laboral es tan 
sólo uno de los factores a tomar en consideración. 

El carácter contributivo o no de la modalidad pro- 
tectora precisamente justifica la diferencia en el tra- 
tamiento que opera la citada Ley 2611990, de 20 de 
diciembre, por cuanto el citado carácter contributivo 
se deriva del desarrollo de una actividad laboral que 
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conlleva la obligación de realizar las correspondientes 
cotizaciones, de modo que la naturaleza contributiva 
de la modalidad protectora y el criterio laboral para 
definir la invalidez van lógicamente unidos, sin que, por 
el contrario, tal cosa suceda en la modalidad no con- 
tributiva, ante la ausencia de una actividad laboral 
preexistente. 

C. En tercer lugar, el promovente aduce la existen- 
cia de una presunta vulneración del artículo 39 de la 
Constitución Española, ya que, en su criterio, al intro- 
ducirse la figura de la ((unidad económica)) y hacerse 
depender el reconocimiento de la pensión no sólo de 
la carencia de recursos por parte del presunto benefi- 
ciario, sino también de la de los demás familiares, hasta 
el segundo grado de consanguinidad, que con él convi- 
van, se discrimina a la familia, que pasa a ser un obs- 
táculo para percibir la pensión, extremo que no se da 
si la convivencia lo es con otras personas no unidas por 
lazos familiares, por muy íntima que sea la relación, 
infringiéndose así el artículo 39 de la Constitución, en 
relación con el artículo 32 de la misma. 

Sobre esta alegación es preciso señalar, en efecto, 
que el artículo 2 de la Ley 2611990, de 20 de diciembre, 
introduce en la Ley General de la Seguridad Social un 
nuevo artículo 137 bis, sometiendo el derecho a las pen- 
siones no contributivas al requisito de carácter de ren- 
tas o ingresos suficientes, y señalando, entre otros 
extremos, que si el solicitante convive con otras per- 
sonas en una misma unidad económica, únicamente se 
entenderá cumplido el requisito de la carencia de ren- 
tas o ingresos suficientes cuando la suma de los de to- 
dos los integrantes de aquélla sea inferior al límite de 
acumulación de recursos que se establece. Se señala, 
por último, que «existirá unidad económica en todos 
los casos de convivencia de un beneficiario con otras 
personas, sean o no beneficiarias, unidas con aquél por 
matrimonio o por lazos de parentesco de consanguini- 
dad hasta el segundo grado». 

De acuerdo con lo expresado por el promovente, exis- 
tiría una vulneración del artículo 39 de la Constitución 
española, que obliga a los poderes públicos a asegurar 
la protección social, económica y jurídica de la fami- 
lia, en relación con el artículo 32 que proclama el de- 
recho a contraer matrimonio, ya que, al computarse 
las rentas o ingresos de las personas que convivan con 
el presunto beneficiario, únicamente se tomarán en 
consideración las de aquellas unidas con el mismo por 
un vínculo matrimonial o por lazos de consanguinidad 
hasta el segundo grado, actuando, por tanto, los ingre- 
sos de estas personas en sentido restrictivo para el ac- 
ceso a la pensión, mientras que no se aplicará tal 
restricción en los casos en los que existiendo dicha con- 
vivencia no hay vínculo matrimonial o la citada situa- 
ción de parentesco por consanguinidad. 

En relación con lo expuesto por el promovente, de- 
be señalarse que, de conformidad con la doctrina del 
Tribunal Constitucional, <(sin necesidad de interrogar- 
se... acerca de si “la protección social económica y ju- 
rídica de la familia” ... podría alcanzar, en principio, 

tanto a la familia matrimonial como a la no fundada 
en el matrimonio, es claro que dicho precepto no esta- 
blece ni postula por sí solo una paridad de trato en to- 
dos los aspectos y en todos los órdenes de ias uniones 
matrimoniales y no matrimoniales. Por ello, no serán 
incompatibles con el artículo 39.1 de la Constitución 
aquellas medidas de los poderes públicos que otorguen 
un trato distinto y más favorable a la unidad familiar 
basada en el matrimonio que a otras unidades convi- 
venciales, ni aquellas otras medidas que faciliten o fa- 
vorezcan el ejercicio del derecho constitucional a 
contraer matrimonio (art. 32.1 de la Constitución), 
siempre, claro está, que con ello no se coarte ni se difi- 
culte irrazonablemente al hombre y a la mujer que de- 
cidan convivir more uxorion (Sentencia de 15 de 
noviembre de 1990, fundamento jurídico segundo). 

La aplicación de esta doctrina podría llevar, en efec- 
to, a la conclusión de la existencia de una vulneración 
del principio de igualdad proclamado por el artículo 
14 de la Constitución, al otorgar un tratamiento legal 
distinto y más favorable a las situaciones de conviven- 
cia de hecho respecto de las situaciones derivadas de 
un vínculo matrimonial o del parentesco por consan- 
guinidad, así como a la existencia de una violación del 
artículo 39 de la Constitución, en relación con el artí- 
culo 32 de la misma, puesto que, de acuerdo con la doc- 
trina del Tribunal Constitucional (en especial, la 
sentencia antes referenciada) es constitucionalmente 
posible otorgar una paridad de trato a las uniones de 
hecho y a las matrimoniales, pero lo que no resulta ad- 
misible desde el punto de vista constitucional es colo- 
car a estas últimas en una situación perjudicial 
respecto de las primeras. 

Todo ello podría inducir a cuestionar la constitucio- 
nalidad del artículo 137 bis, apartado cuarto de la Ley 
General de la Seguridad Social, introducido en este tex- 
to legal por el artículo 2.’ de la Ley 26/1990, de 20 de 
diciembre, por vulnerar los artículos 14 y 39, en rela- 
ción con el artículo 32, todos ellos de la Constitución. 

Examinados los citados artículos desde la perspec- 
tiva de los principios constitucionales, se puede afir- 
mar que ello no es, sin embargo, así. En este sentido, 
no cabe desconocer cual es la naturaleza y finalidad 
del precepto. Este, en efecto, no pretende directamen- 
te excluir de la protección a quienes estén unidos por 
vínculo matrimonial o por lazos de consanguinidad y, 
paralelamente, incluir en la misma a las uniones cua- 
simatrimoniales o a quienes convivan sin estar unidos 
por lazos de consanguinidad. Lo que se pretende, por 
el contrario, es subordinar el derecho a la pensión al 
requisito de que el solicitante no rebase un determi- 
nado límite de renta, lo que es ciertamente congruen- 
te con la naturaleza asistencia1 de la prestación. 

Para el cálculo de las rentas e ingresos computables 
a efectos de la aplicación de dicho límite, no se toma- 
rán únicamente los recursos personales del solicitan- 
te, como acaecía respecto de los subsidios de garantía 
de ingresos mínimos o por ayuda de tercera persona, 
incluidos en el sistema que, en favor de las personas 
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con minusvalía, implantó la Ley 13/1982, de 7 de abril, 
por efecto de la Sentencia del Tribunal Supremo de 10 
de abril de 1986; sino también los recursos de las per- 
sonas que conviven con el solicitante, como sucede con 
la pensión asistencia1 de las personas mayores de se- 
senta y seis años o incapacitadas para el trabajo, re- 
gulada por el Real Decreto 2620/1981, de 24 de julio, 
aplicando el criterio de las economías de escala. 

Con independencia del juicio que pueda merecer, fue- 
ra del ámbito de la estricta constitucionalidad, una u 
otra opción, la cuestión estriba, por tanto, en saber si 
resulta objetivo y razonable computar únicamente los 
recursos de las personas que convivan con el solicitante 
y estén unidas por vínculo matrimonial o por paren- 
tesco por consanguinidad hasta el segundo grado, y no 
computar, por el contrario, las rentas e ingresos de 
quienes conviven con el solicitante, pero en las que no 
se da la circunstancia reseñada. 

Pues bien, la explicación de esta restricción a las per- 
sonas unidas por vínculo matrimonial o por consangui- 
nidad hasta el segundo grado, viene dada, en criterio 
de esta institución y con pleno respeto a cualquier otra 
opinión diferente, por la obligación alimenticia que im- 
pone el artículo 143 del Código Civil y que justamente 
alcanza a los cónyuges, y a los ascendientes y descen- 
dientes, así como a los hermanos, lo que explicaría el 
cómputo de los recursos de los convivientes con el so- 
licitante que estuvieran unidos con él en razón de ma- 
trimonio o por lazo de parentesco de consanguinidad 
hasta el segundo grado, así como la exclusión de quie- 
nes, conviviendo con el solicitante, no estuvieran en al- 
guna de las circunstancias indicadas, ante la 
inexistencia de obligación alimenticia alguna hacia 
aquél. 

La Ley 2611990, de 20 de diciembre, no somete, por 
tanto, el derecho a la pensión no contributiva al requi- 
sito de no tener familiares obligados a prestar alimen- 
tos conforme a lo establecido en la legislación civil o, 
teniéndolos, que carezcan de la posibilidad material de 
cumplir dicha obligación, conforme sucede con la pen- 
sión asistencial regulada por el Decreto 2620/1981, de 
24 de julio. Sin embargo, el carácter asistencial de la 
pensión y, en definitiva, el requisito relativo a los ali- 
mentos civiles, viene, en cierto modo, a introducirse 
en otra forma, al someter el derecho a la misma a un 
determinado límite de recursos para cuyo cálculo se 
toman en consideración las rentas o ingresos de los fa- 
miliares obligados a prestar alimentos conforme al Có- 
digo Civil. 

De este modo, y siempre partiendo de la naturaleza 
asistencial de la prestación, puede llegarse a la conclu- 
sión de que la diferencia de tratamiento legal entre, por 
una parte, las unidades convivenciales en las que exis- 
te un vínculo matrimonial o lazos de consanguinidad 
y, por otra, aquellas en las que no se dan estas circuns- 
tancias, no está exenta de la imprescindible objetivi- 
dad y razonabilidad, desde el momento en que quienes 
conviven sin estar unidos por vínculo alguno, ya sea 
matrimonial o de parentesco por consanguinidad, ca- 

recen de obligación alimenticia alguna. Desde este pun- 
to de vista, no puede aducirse la existencia de una 
vulneración del artículo 14 de la Constitución, al estar 
justificada la diferencia establecida, como tampoco la 
de los artículos 32 y 39. 

D. Por último, el promovente cuestiona la Disposi- 
ción Final Primera de la Ley 26/1990, de 20 de diciem- 
bre, en la que se autoriza al Gobierno para que en el 
plazo de dos años proceda a elaborar un texto refundi- 
do que regularice, aclare y armonice la citada ley con 
otros textos legales. En este sentido, afirma el promo- 
vente que esta previsión es inconstitucional, ya que tan- 
to la Ley 26/1990, de 20 de diciembre, como el resto de 
las normas que se citan, se refieren a derechos funda- 
mentales de la persona, de modo que deberían ser ob- 
jeto de regulación mediante una norma con rango de 
ley orgánica. 

Acerca de esta argumentación, es menester señalar 
que con independencia del alcance que haya de darse 
al contenido de un texto refundido, es lo cierto que ni 
en Ley 26/1990, de 20 de diciembre, ni en ninguno de 
los textos legales a que se hace mención en el aparta- 
do primero de la disposición adicional citada, se regu- 
lan derechos fundamentales y libertades públicas que 
exijan ser desarrollados por ley orgánica, conforme al 
artículo 81 de la Constitución, por lo que ha de con- 
cluirse la necesidad de no compartir la argumentación 
del promovente. 

1.2.5. Ley 31/1990, de 27 de diciembre, de Presupues- 
tos Generales del Estado para 1991 

Artículo 41 

Cinco ciudadanos con escritos idénticos, suscritos 
con anterioridad a la publicación de la ley, manifies- 
tan SU desacuerdo con que la evolución anual confor- 
me a las sucesivas leyes de Presupuestos Generales del 
Estado, del tope máximo de pensiones no se ha ajusta- 
do a la evolución seguida por el Indice de Precios al 
Consumo (IPC). 

Entienden los interesados que se opone al artículo 
40.1 de la Constitución Española, que las leyes de Pre- 
supuestos «para aliviar a los más necesitados reducen 
las pensiones de los más desahogados, cosa que sería 
plausible si fuera dentro del conjunto de todos los es- 
pañoles. Pero es solamente dentro del colectivo de pen- 
sionistas, que ya vieron mermados sus ingresos al 
causar baja en el servicio activo)). 

Consideran que no es justo el recorte de pensiones 
y que al existir otros casos en que éste no existe se vul- 
neraría el artículo 14 de la Constitución. Asimismo, 
creen contrario al artículo 50 de la Carta Magna el es- 
tablecimiento de un tope máximo para las pensiones, 
así como que tal limitación «recae sobre un colectivo 
que por diferentes razones no puede defenderse)). 
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Fundamentos de la resolución 

A. La doctrina muy elaborada por el Tribunal Cons- 
titucional en numerosas sentencias sobre el alcance del 
principio de igualdad ante la ley, se condensa en torno 
a los siguientes rasgos esenciales: 

- No toda desigualdad de trato en la ley supone una 
infracción del artículo 14 de la Constitución. Sólo cuan- 
do aquella desigualdad introduce una diferencia entre 
situaciones que pueden considerarse iguales y carece 
de una justificación objetiva y razonable. 
- El principio de igualdad exige que a iguales su- 

puestos de hecho se apliquen iguales consecuencias ju- 
rídicas, debiendo considerarse iguales dos supuestos 
de hecho cuando la utilización o introducción de ele- 
mentos diferenciadores sea arbitraria o carezca de fun- 
damento racional. 
- El principio de igualdad no prohíbe al legislador 

cualquier desigualdad de trato sino sólo aquellas desi- 
gualdades que resulten artificiosas o injustificadas por 
no venir fundadas en criterios objetivos y suficiente- 
mente razonables de acuerdo con criterios o juicios de 
valor generalmente aceptados. 
- Es constitucionalmente lícita la diferenciación 

cuando, además de serlo el fin que con ella se persi- 
gue, las consecuencias jurídicas que resultan de la dis- 
tinción son adecuadas y proporcionadas a dicho fin, de ' 
modo que la relación entre la medida adoptada y el fin 
perseguido ((supere un juicio de proporcionalidad en 
sede constitucional, evitando resultados especialmen- 
te gravosos o desmedidos». 

B. Los principios reconocidos en el capítulo terce- 
ro de la Constitución en el que se insertan los artícu- 
los 40.1 y 50, invocados por los promoventes, de 
acuerdo con el artículo 53.3 de la Constitución «infor- 
marán la legislación positiva, la práctica judicial y la 
actuación de los poderes públicos». 

Entre la legislación positiva promulgada en relación 
con el contenido del artículo 40.1 cabe citar la Ley 
5111980, de 8 de octubre, Básica de Empleo y la Ley 
3111984, de 2 de agosto, de protección por desempleo. 
Pero también, por ejemplo, el Real Decreto 1194/1985, 
de 17 de julio, por el que se anticipa la edad de jubila- 
ción, como medida de fomento del empleo. 

N o  puede considerarse pertinente, en relación con 
el problema planteado, la invocación del artículo 40.1 
de la Constitución. Sí cabría referirse al artículo 41, 
en cuanto este impone a los poderes públicos el deber 
de mantener «un régimen público de Seguridad Social 
para todos los ciudadanos, que garantice la asistencia 
y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de 
necesidad ... ». 

El artículo 50 de la Constitución según el cual «los 
poderes públicos garantizarán, mediante pensiones 
adecuadas y periódicamente actualizadas, la suficien- 
cia económica a los ciudadanos durante la tercera 
edad», nos conduce entre otras disposiciones, informa- 

das por este principio, a la Ley 2611985, de 31 de julio, 
de medidas urgentes para la racionalización de la es- 
tructura y de la acción protectora de la Seguridad So- 
cial, o a la normativa en materia de Clases Pasivas del 
Estado, entre la que cabe destacar la Ley 5011984, de 
30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Esta- 
do para 1985, la Ley 3011984, de 2 de agosto, de medi- 
das para la reforma de la función pública. 

El establecimiento de un límite, con carácter gene- 
ral según el cual el conjunto de pensiones públicas que 
puede percibir una sola persona no podría superar una 
cuantía determinada, estuvo motivado por la necesi- 
dad de lograr una redistribución de los recursos pú- 
blicos que favoreciera a los pensionistas con ingresos 
más bajos. La cuantía se fijó inicialmente en 187.950 
pesetas, en la Ley 4411983, de 28 de diciembre, y se ha 
mantenido en la misma cifra hasta el ejercicio 1988, 
modificándose posteriormente para cada año en las su- 
cesivas Leyes de Presupuestos Generales del Estado. 

Así, la Ley 31/1990, de 27 de diciembre, de Presupues- 
tos Generales del Estado para 1991, se limita a revisar 
-al alza- la cuantía de la limitación en el señalamien- 
to inicial de pensiones públicas, cuyo régimen se en- 
cuentra regulado en la legislación vigente en materia 
de Clases Pasivas. 

C. Quedaría, pues, por examinar si es constitucional- 
mente admisible el establecimiento de un límite el se- 
ñalamiento inicial de las pensiones públicas. A este 
respecto, a partir de una serie de cuestiones de incons- 
titucionalidad suscitadas por diversas Magistraturas 
de Trabajo y el Tribunal Central de Trabajo, sobre las 
constitucionalidad del establecimiento de un tope má- 
ximo para las pensiones públicas, el Tribunal Consti- 
tucional, en Sentencia de 21 de julio de 1987, se 
pronunció en los términos siguientes: 

N Existe, sin duda, una cierta correspondencia entre 
cotización y prestación, pero no es de índole estricta- 
mente matemática, ni puede equipararse con la que de- 
riva de una relación contractual, como ocurre en el 
seguro privado, pues el régimen de prestaciones de la 
Seguridad Social no es un régimen contractual, del que 
lo diferencian radicalmente las notas de universalidad, 
obligatoriedad y uniformidad; se trata de un régimen 
legal que tiene como límites, entre otros, el respeto al 
principio de igualdad, la prohibición de la arbitrarie- 
dad y el derecho a la asistencia y a prestaciones socia- 
les suficientes para situaciones de necesidad que 
garantiza el artículo 41. CE. 

»La conexión inmediata y directa entre la cotización 
y la pensión, propia del régimen contractual, no existe 
en el Régimen General de la Seguridad Social, en el que 
las prestaciones a que el asegurado tiene derecho son 
diversas, sin que de la limitación o reducción de una 
de ellas pueda concluirse que se haya producido una 
privación de derechos si el bloque de derechos y pres- 
taciones se mantiene en su conjunto. 

»Los afiliados a la Seguridad Social no ostentan un 
derecho subjetivo a una cuantía determinada de las 
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pensiones futuras, es decir, de las pensiones respecto 
de las cuales no se ha producido el hecho que las causa. 

»Una ley de presupuestos no tiene sólo por objeto la 
aprobación de la previsión de ingresos y de las autori- 
zaciones de gastos del Estado sino que también pue- 
den incluirse regulaciones directamente relacionadas 
con aquella previsión y autorizaciones o con los crite- 
rios de política económica que en ellos se sustentan.» 

A partir de aquí, con independencia del grado de 
acuerdo con el criterio del legislador, ya no se trata de 
determinar la constitucionalidad o inconstitucionali- 
dad de la norma. 

Disposición transitoria sexta 

Varios miembros del Cuerpo de Mutilados de gue- 
rra por la Patria solicitan que se haga uso de la legiti- 
mación del Defensor del Pueblo para interponer 
recurso de inconstitucionalidad contra la Disposición 
Transitoria sexta de la Ley 3111990 en base a las si- 
guientes alegaciones: 

- Con la aplicación del apartado primero de dicha 
disposición «se crea una situación de inseguridad ju- 
rídica en la aplicación de la Ley 17/1989, toda vez que 
se puede estar sujeto a posibles prórrogas durante años 
venideros n'. 
- Con dicha aplicación «se vulneran parte de los de- 

rechos fundamentales contemplados en la Constitución 
y que no pueden ser recuperados de conformidad con 
lo dispuesto para la situación de retirado en el artícu- 
lo 224 de las Reales Ordenanzas de las Fuerzas 
Armadas ». 

Con la aplicación del punto tres de la citada disposi- 
ción «se infringe lo previsto en el artículo 14 de la Cons- 
titución, ya que se permanece en situación de activo 
y por tanto sujeto a la jurisdicción y disciplina militar 
estando sujeto igualmente a descuentos legales por un 
tiempo que después no se tendrá en cuenta para el se- 
ñalamiento de sus haberes pasivos, toda vez que la si- 
tuación legal será la de retirado (a efectos del 
señalamiento de haberes pasivos)». 

Con ello «se crea una nueva situación militar no pre- 
vista en la Ley 17/89 ni en la Ley 511796 con indepen- 
dencia absoluta ante el poder legislativo». 

Fundamentos de la resolución 

A efectos de la resolución con la que finaliza este es- 
crito, se han tenido en cuenta los argumentos si- 
guientes: 

A. La primera'alegación hace referencia a la crea- 
ción de una situación de inseguridad jurídica para las 
personas afectadas por la aplicación de la Disposición 
Transitoria Sexta, apartado l.', de la nueva normati- 

va, ante la posibilidad de que en un futuro se produje- 
ran nuevas prórrogas de la permanencia en activo del 
personal perteneciente al Cuerpo de Mutilados de Gue- 
rra por la Patria. 

Se afirma la vulneración del principio de seguridad 
jurídica fundamentada en un posible evento futuro, sin 
que exista base alguna para considerar que se trata de 
una condición que, irremediablemente, haya de cum- 
plirse, no existiendo, ni tan siquiera, argumentos para 
plantearse la duda de que la aplicación de la norma en 
cuestión se prorrogue en años venideros. 

Por tanto, la incertidumbre alegada carece de fun- 
damento, requisito sin el cual no se vulnera el princi- 
pio contenido en el artículo 9.3 de la Constitución, 
según reiterada jurisprudencia del Tribunal Constitu- 
cional. 

En efecto, la doctrina del Tribunal Constitucional es- 
tablece, entre otras, en Sentencia 27/81, que el princi- 
pio de seguridad jurídica «... es suma de certeza y 
legalidad, jerarquía y publicidad normativa, irretroac- 
tividad de lo no favorable, interdicción de la arbitra- 
riedad, pero que si se agotara en la dicción de estos 
principios no hubiera precisado de ser formulada ex- 
presamente. La seguridad jurídica es la suma de estos 
principios, equilibrada de tal suerte que permita pro- 
mover, en el orden jurídico, la justicia y la igualdad, 
en libertad». 

En este sentido, la Sentencia 65/87 del Tribunal Cons- 
titucional determina que u... por lo que se refiere a si 
ha habido, con ocasión del precepto impugnado vulne- 
ración del principio de seguridad jurídica debe partir- 
se en primer lugar de que la norma que examinamos 
constituye un mandato cierto, publicado y preciso, y 
que, por ello, no puede considerarse como generadora 
de incertidumbre o inseguridad, en cuanto a su conte- 
nidon. Así, en el presente supuesto se dan las condicio- 
nes establecidas por el Tribunal por cuanto que, la 
Disposición Transitoria Sexta supone un mandato cier- 
to y preciso, al aplazar un año más el pase a situación 
de retirado; ha sido publicado en el ((Boletín Oficial del 
Estado», en fecha 28 de diciembre de 1990; y por últi- 
mo, no puede considerarse como generadora de incer- 
tidumbre o inseguridad, toda vez que, como ya se ha 
indicado, no existe fundamento alguno para conside- 
rar que la situación pueda variar de hecho en un futuro. 

A mayor abundamiento, hay que tener en cuenta que 
la propia naturaleza del ordenamiento jurídico impli- 
ca su resistencia a ser congelado en un momento his- 
tórico determinado, ya que debe responder a la 
realidad social de cada momento, como instrumento 
de progreso y perfeccionamiento. 

B. El artículo 224 de las Reales Ordenanzas de las 
Fuerzas Armadas establece: ((Los militares retirados 
mantendrán, con arreglo a lo que determine la ley, los 
derechos del personal en activo y recuperarán aqué- 
llos a los que renunciaron voluntariamente al incorpo- 
rarse a la vida militar. 

Los servicios de acción social de las Fuerzas Arma- 
das prestarán la debida atención a dichos militares y 
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a las familias de aquellos que hayan fallecido, especial- 
mente en los problemas de vivienda, educación y otras 
necesidades de vida». 

Por lo que respecta a la posible vulneración que la 
Disposición Transitoria Sexta puede suponer del cita- 
do precepto para los derechos fundamentales del Cuer- 
po de Mutilados de Guerra por la Patria, hay que 
señalar que, precisamente, en el mismo se establece 
que los derechos de los militares retirados se manten- 
drán con arreglo a lo que determine la ley, y es una ley 
que viene en el presente caso a regular los derechos en 
cuestión. 

No cabe aducir, por tanto, la falta de rango norma- 
tivo de la Ley de Presupuestos para efectuar la modi- 
ficación legislativa que nos ocupa por dos razones. 
Desde el punto de vista material, no se puede deducir 
de las prescripciones constitucionales una exclusión de 
la Ley de Presupuestos de toda materia distinta de la 
regulación de ingresos y gastos del sector público, a 
pesar de resultar incompatible con el papel que debe 
cumplir la Ley reguladora de Presupuestos. De otra 
parte, y desde un punto de vista formal, no se puede 
alegar la incapacidad de la Ley de Presupuestos para 
introducir la tan citada modificación legislativa, ya que 
nos encontramos ante una disposición con rango for- 
mal de Ley, y como tal, capaz de derogar las normas 
con rango inferior o igual al suyo, por lo que se respe- 
ta el principio de reserva legal de la materia y el prin- 
cipio de jerarquía normativa. 

Por las razones expuestas no es infrecuente que, a 
pesar del carácter de especialidad material de las le- 
yes de presupuestos, se introduzcan a través de las mis- 
mas todo tipo de modificaciones legislativas, ya que su 
configuración progresiva como medio de dirección de 
la política económica supone la inclusión constante en 
el articulado de dichas leyes de disposiciones norma- 
tivas no asimilables al estado de gastos y previsión de 
ingresos presupuestarios, pero de conveniente regula- 
ción conjunta con ese núcleo, por su relación técnica 
con el mismo, como es el presente supuesto al tratar- 
se de la regulación de unos derechos de contenido eco- 
nómico que afectan a los Presupuestos Generales. 

Prueba de ello es la numerosa jurisprudencia del Tri- 
bunal Constitucional sobre la materia, entre otras Sen- 
tencia 134/87, de 21 de julio, y Sentencia 65/87, de 21 
de mayo. 

Quedaría, pues, por examinar si con la aplicación 
del punto tres de la Disposición Transitoria Sexta se 
produce una discriminación de los militares del Cuer- 
po de Mutilados de Guerra por la Patria frente al res- 
to de los militares, cuyos descuentos legales se tienen 
en cuenta a efectos del señalamiento de sus haberes pa- 
sivos en los términos del artículo 14 de la Constitución. 

Una lectura aislada del apartado 3 podría dar lugar 
a pensar que no se tendrán en cuenta los incrementos 
percibidos a lo largo del período comprendido entre 
el 1 de enero y el 31 de diciembre de 1990, lo que su- 
pondría la aplicación retroactiva de la nueva disposi- 
ción, afectando a situaciones que se habrían producido 

C. 

antes de la entrada en vigor de la misma. Pero las nor- 
mas no pueden considerarse aisladamente, sino que 
han de interpretarse dentro de su contexto, de confor- 
midad con lo dispuesto en el artículo 3.1 del Código 
Civil. 

Así, carece de sentido efectuar una afirmación sobre 
lo que previsiblemente supondría la aplicación del men- 
cionado apartado 3.O aisladamente, toda vez que, en se- 
guimiento de los preceptos que regulan la 
interpretación normativa, hay que estar al contenido 
conjunto de las mismas para que su aplicación supon- 
ga la plasmación práctica de la voluntad del legislador, 
de esta forma hay que considerar que el apartado 3.O 
está en relación con el apartado 2 . O  de la Disposición 
Transitoria Sexta, siendo el incremento previsto en el 
apartado 2.O el que establece una limitación, al no te- 
ner en cuenta el incremento retributivo correspondien- 
te a 1991 a efectos del señalamiento inicial de la 
pensión como en la medida que supere el límite que en 
su consideración de pensión pública le corresponde. 

Una vez aclarado este extremo, se analizan a conti- 
nuación los motivos por los que se considera que no 
se produce la discriminación alegada con la consiguien- 
te infracción del precepto constitucional mencionado. 

En materia de pensiones públicas, tanto de seguri- 
dad social como de clases pasivas, la doctrina científi- 
ca y la jurisprudencia del Tribunal Constitucional ha 
distinguido siempre entre expectativas de derechos y 
derechos públicos subjetivos. Siguiendo esta doctrina 
estaremos ante expectativas de derechos cuando no se 
haya consolidado la pensión o no se haya producido el 
hecho causante de la misma. Por el contrario, en el su- 
puesto de que se hubiese consolidado la pensión o se 
hubiera producido el hecho causante de aquélla esta- 
remos ante verdaderos derechos públicos subjetivos. 

Esta distinción tiene gran importancia, toda vez que 
el derecho público subjetivo constituye un título jurí- 
dico mientras que la expectativa de derecho carece de 
tal consideración, lo que implica unas consecuencias 
de gran trascendencia, ya que en el caso del derecho 
público subjetivo no sólo existe un título jurídico que 
conlleva la posibilidad de exigir el cumplimiento del 
derecho que es en sí mismo, sino que, además, al estar 
incorporado al patrimonio del sujeto que lo ostenta, só- 
lo puede ser limitado o excluido mediante una conver- 
sión en el equivalente económico, sin la cual se podría 
producir por la vía de hecho una privación de un dere- 
cho de contenido patrimonial que encuentran su pro- 
tección en el artículo 33 del texto constitucional, 
situación de imposible realización en materia de expec- 
tativas de derecho al no constituir éstas título jurídi- 
co alguno. 

Por consiguiente, no estamos ante derecho público 
subjetivo, puesto que no se ha producido todavía el he- 
cho causante de la pensión, ya que las personas perte- 
necientes al Cuerpo de Mutilados de Guerra por la 
Patria y afectadas por la nueva normativa se encuen- 
tran en el momento de entrada en vigor de la misma 
en situación de activo, sin que se den los presupuestos 
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de hecho necesarios para el pase a situación de retiro 
y, en consecuencia, se trata de expectativas de derecho 
en las que no existiría derecho a una cuantía concreta 
de una pensión futura que se percibirá a partir del 1 
de enero de 1992. 

Este ha sido el criterio del Tribunal Constitucional, 
entre otras en Sentencia 134/1987, referido a afiliados 
a la Seguridad Social, al establecer que no se ostenta 
un derecho subjetivo a una cuantía determinada de 
pensiones futuras, es decir, de aquéllas respecto a las 
cuales no se ha producido un hecho causante. 

Desde esta perspectiva no cabe establecer una com- 
paración a efectos de aplicación del artículo 14 de la 
Constitución Española, entre personas que se encuen- 
tran en situaciones distintas, distinción basada en que 
unas han consolidado derechos pasivos y otras no han 
iniciado su derecho al devengo de los mismos. 

La mencionada igualdad, según la doctrina elabora- 
da por el Tribunal Constitucional, ha de entenderse en 
función de las circunstancias que concurren en cada 
supuesto concreto en relación con el cual se invoca. 
Puede decirse, pues, que el principio de igualdad en- 
cierra una prohibición de discriminación, de tal ma- 
nera que ante situaciones iguales deben darse 
tratamientos iguales. Sólo podría aducirse la quiebra 
de este principio cuando dándose los requisitos previos 
de una igualdad de situaciones entre los sujetos afec- 
tados por la norma, se produce un tratamiento diferen- 
te de los mismos. Pero como reiteradamente ha 
establecido dicho Tribunal, no toda desigualdad de tra- 
to supone discriminación, y en este caso la diferente 
posición de los sujetos explica esa desigualdad que se 
fundamenta en el título jurídico que ostentan los que 
han generado su derecho a pensión frente a los que ca- 
recen del mismo (Sentencias 77/88, 23/81). 

Respecto a la falta de consideración de los descuen- 
tos legales correspondientes al año 1991, en el momento 
del señalamiento de los haberes pasivos de los milita- 
res afectados por la norma, hay que manifestar que, 
a pesar de que en épocas anteriores haya existido una 
relación entre cuota y prestación, ésta hoy en día no 
es automática, y dicha adecuación no puede utilizarse 
como criterio para la determinación de la validez de 
las normas, lo que posibilita la producción de descuen- 
tos legales sin que posteriormente sean tenidos en 
cuenta para el establecimiento de la prestación, es de- 
cir, para el señalamiento de la pensión. 

A mayor abundamiento, la garantía de actualización 
periódica no supone obligatoriamente el incremento 
anual de todas las pensiones, ni tan siquiera la conge- 
lación de la cantidad percibida puede considerarse que 
infrinja los preceptos constitucionales ni en lo referen- 
te al principio de igualdad del artículo 14, ni en lo re- 
lativo a la adecuación de las pensiones del artículo 50. 

Por último, en cuanto a la alegación efectuada, 
referente a la creación de una nueva situación militar 
no prevista en la Ley 17/89, hay que tener en cuenta 
que no se crea una situación nueva, sino que se pro- 
rroga la ya existente, además de que tal situación vie- 

D. 

ne establecida por una ley facultada para ello, como 
es la Ley de Presupuestos Generales del Estado, según 
se ha indicado anteriormente en el cuerpo de este mis- 
mo escrito. 

Disposición Adicional 15 

Una asociación de empresas de ingeniería y consul- 
toras, solicitan la interposición de recurso de incons- 
titucionalidad contra la Disposición Adicional 
Decimoquinta de la Ley 31/90, por posible vulneración 
de los artículos 14 y 134.2 de la Constitución; y solici- 
ta asimismo que el Defensor del Pueblo se dirija al Go- 
bierno o al Congreso de los Diputados para la 
modificación de la Ley en los términos sugeridos en su 
escrito. 

Alegan en defensa de la inconstitucionalidad de di- 
cha norma, que discrimina a las empresas consultoras 
que por contrato elaboran proyectos de obras para las 
Administraciones públicas y al imponerles un régimen 
de responsabilidad contractual y de eventual incapa- 
citación que difiere esencialmente del establecido en 
la legislación preexistente para el resto de los contra- 
tos administrativos. 

Argumentan que la disposición citada, no formaba 
parte del proyecto de ley del Gobierno, sino que sur- 
gió de una enmienda pactada por un Grupo Parlamen- 
tario durante la tramitación en el Senado y por tanto 
no tiene relación con la Ley de Presupuestos y al no 
constituir ni supresión, ni modificación, ni adición a 
la materia propuesta por el Gobierno ((constituye por 
su naturaleza jurídica una auténtica proposición de ley 
que no se ha tramitado de acuerdo con los preceptos 
reglamentarios aplicables a esta forma de iniciativa le- 
gislativa)). 

Por último, consideran que la disposición introduce 
un cambio esencial de legislación de contratos del 
Estado. 

Fundamentos de la resolución 

Hemos de señalar, como advertencia preliminar, que 
el tiempo que hemos dispuesto para la fundamentación 
de la resolución, a tenor de la complejidad e importan- 
cia de la decisión, es escaso, debido a la tardanza en 
recibir el escrito. No obstante, fundamentamos nues- 
tra resolución con los siguientes argumentos: 

A. La doctrina, muy elaborada por el Tribunal Cons- 
titucional en numerosas sentencias sobre el alcance del 
principio de igualdad ante la ley, se condensa en torno 
a los siguientes rasgos esenciales: 

- No toda desigualdad de trato en la ley supone una 
infracción del artículo 14 de la Constitución. Sólo cuan- 
do aquella desigualdad introduce una diferencia entre 
situaciones que pueden considerarse iguales y carece 
de una justificación objetiva y razonable. 
- El principio de igualdad exige que a iguales su- 
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puestos de hecho se apliquen iguales consecuencias ju- 
rídicas, debiendo considerarse iguales dos supuestos 
de hecho cuando la utilización o introducción de ele- 
mentos diferenciadores sea arbitraria o carezca de fun- 
damento racional. 
- El principio de igualdad no prohíbe al legislador 

cualquier desigualdad de trato, sino sólo aquellas de- 
sigualdades que resulten artificiosas o injustificadas 
por no venir fundadas en criterios objetivos y suficien- 
temente razonables de acuerdo con criterios o juicios 
de valor generalmente aceptados. 
- Es constitucionalmente lícita la diferenciación 

cuando, además de, serlo el fin que con ella se persi- 
gue, las consecuencias jurídicas que resultan de la dis- 
tinción son adecuadas y proporcionadas a dicho fin, de 
modo que la relación entre la medida adoptada y el fin 
perseguido ((supere un juicio de proporcionalidad en 
sede constitucional, evitando resultados especialmen- 
te gravosos o desmedidos». 

La desigual naturaleza de los contratos a los que se 
refiere la disposición cuya impugnación se pretende 
arranca del reconocimiento expreso de su singularidad 
en la existencia de una normativa específica para su 
regulación. 

Estos contratos se rigen por el Decreto 1005/1974, de 
4 de abril, y supletoriamente por las disposiciones que 
la legislación de contratos del Estado. dedica a la con- 
tratación administrativa y, en particular, las referen- 
tes al contrato de obras. 

Por tanto, que las diferentes consecuencias jurídicas 
que se derivan para los contratistas no puedan, sin más, 
ser calificadas de arbitrarias puesto que desde el obje- 
to mismo del contrato es distinto el supuesto. 

Por otra parte, entre otros fundamentos racionales de 
la especificidad de los contratos de asistencia técnica 
para la elaboración de proyectos de obras respecto a 
otros tipos de contrato, cabe señalar que, precisamen- 
te por su objeto, sólo se perfeccionarán en la ejecución 
de las obras proyectadas, lo que justifica, por ejemplo, 
que frente al régimen general de los contratos de asis- 
tencia técnica, cuya vigencia es de un año, puedan te- 
ner la misma duración del contrato de obras, cuando 
sean complementarios de éstos. 

B. La doctrina del Tribunal Constitucional en diver- 
sas sentencias, entre otras la STC 6511987, citada en el 
dictamen del Sr. Juristo sobre el alcance de las leyes 
de Presupuestos, se condensa en torno a la afirmación 
de que siendo las previsiones del artículo 134.2 de la 
Constitución un contenido mínimo de los presupues- 
tos no es concebible que ese contenido tenga carácter 
exclusivo y excluyente, de modo que una ley de Presu- 
puestos no tiene sólo por objeto la aprobación de la pre- 
visión de ingresos y las autorizaciones de gastos del 
Estado, sino que también pueden incluirse regulacio- 
nes directamente relacionadas con aquella previsión y 
autorizaciones o con los criterios de política económi- 
ca que en ellos se sustentan. 

En el FJ 5.0 de la referida STC, citado también en el 

dictamen, se refiere a ala posibilidad de que la inclu- 
sión injustificada de materias no relacionadas con la 
disciplina presupuestaria» pudiera suponer una ((res- 
tricción ilegítima de las competencias del poder legis- 
lativo, al disminuir sus facultades de examen y 
enmienda sin base constitucional», supuesto, por tan- 
to, diametralmente opuesto al que nos ocupa donde se 
trata de una enmienda introducida por un grupo par- 
lamentario en el Senado. 

No obstante, la invocación de la STC con el fin de con- 
cluir que no existe relación alguna directa ni indirecta 
entre la materia objeto de regulación y la Ley de Pre- 
supuestos tiene lugar atendiendo a que en el FJ y STC 
citados señala el Tribunal: 

«... cuando tal cuestión se plantee, será necesario exa- 
minar si las regulaciones contenidas en el articulado 
de la Ley de Presupuestos se encuentran relacionadas 
directamente, como se señalaba en la STC 63/1986 cita- 
da, bien con las previsiones de ingresos y habilitacio- 
nes de gasto, bien con los criterios de política general 
en que las previsiones presupuestarias se sustentan. )> 

La disposición impugnada, que se refiere a contra- 
tos con empresas consultoras para la elaboración de 
proyectos de obras, se desarrolla en cuatro apartados: 

Subsanación por el contratista de los defectos, insu- 
ficiencias técnicas, errores materiales, omisiones e in- 
fracciones de preceptos legales o reglamentarios que 
le sean imputables. 

Posibilidad de la Administración para establecer un 
sistema de penalidades cuando el presupuesto de eje- 
cución de la obra previsto en el proyecto se desvíe en 
más de un 2 20%. 

Posibilidad de inclusión en el pliego de cláusulas ad- 
ministrativas particulares, la exigencia de la responsa- 
bilidad solidaria del contratista y el autor por los daños 
y perjuicios que se originen durante la ejecución de las 
obras por defecto o insuficiencias técnicas del proyecto. 

Posibilidad de suspensión temporal de la clasifica- 
ción del contratista consultor o de incapacidad para 
contratar con la Administración cuando incurra en las 
anteriores penalizaciones administrativas o responsa- 
bilidades. 

Al referirse a contratos que tienen por objeto la re- 
dacción de proyectos de obras es evidente que su con- 
tenido se pone de manifiesto en la ejecución 
subsiguiente, del contrato de ejecución de obras, cuyas 
condiciones de modificación están tasadas por la Ley 
y Reglamento de Contratos del Estado, con evidentes 
consecuencias presupuestarias directas. 

Así, el artículo 148 del RCE impone a la Administra- 
ción el abono al contratista de los daños y perjuicios 
que éste pueda efectivamente sufrir como consecuen- 
cia de la suspensión de las obras por espacio superior 
a una quinta parte del plazo del contrato, supuesto que, 
obviamente, podría producirse como consecuencia de 
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defectos, insuficiencias técnicas o errores del proyec- 
to con evidente repercusión presupuestaria. 

Conforme al artículo 149 del RCE, la Administración 
sólo podrá acordar modificaciones en el proyecto de 
obras cuando sean consecuencia de nuevas necesida- 
des o causas técnicas imprevistas, al tiempo de elabo- 
rar proyectos, lo que tendrá como efecto la modificación 
del plazo de ejecución del presupuesto. 

Por otra parte, y sólo por ejemplo, si de acuerdo con 
el artículo 62 de la LGP, los créditos para gastos que 
en el último día del ejercicio presupuestario no estén 
afectados al cumplimiento de obligaciones ya recono- 
cidas, quedarán anulados de pleno derecho y confor- 
me al artículo 63 de la misma Ley «con cargo al estado 
de gastos de cada presupuesto sólo podrán contraerse 
obligaciones derivadas de adquisiciones, obras, servi- 
cios ... que se realicen en el año natural del ejercicio pre- 
supuestario». La trascendencia presupuestaria de las 
responsabilidades a que se refiere la disposición adi- 
cional decimoquinta de la Ley 3111990, tanto directa 
cuanto indirecta, por no limitarse a ellos, en sí mismos, 
los efectos de su ejecución, puede establecerse con 
claridad. 

C. La pretendida modificación sustancial en mate- 
ria de contratación administrativa, quedaría limitada 
a la concreción, para los contratos de asistencia técni- 
ca para la elaboración de proyectos de obras, de deter- 
minados detalles de los pliegos de cláusulas0 
administrativas particulares, en algunos aspectos, y en 
otros a concretar responsabilidades ya exigibles con 
arreglo a la legislación supletoria aplicable. 

El Decreto 1005/1974, de 4 de abril, por el que se re- 
gulan los contratos de asistencia que celebre la Admi- 
nistración del Estado y sus organismos autónomos con 
empresas consultoras o de servicios, determina en su 
artículo 4.0 los elementos que, como mínimo, deberán 
contener los pliegos de cláusulas administrativas par- 
ticulares: 

a. Objeto de la asistencia. 
b. Condiciones detalladas de ejecución. 
c. Plazo de ejecución. 
d. Presupuesto de gasto máximo o indicativo que se 

prevea para el contrato, de acuerdo siempre con los cré- 
ditos presupuestarios de que se disponga. 

e. La forma de pago a la empresa. 
f. Las penalidades por incumplimiento del plazo de 

g. Garantías que debe prestar la empresa. 
h. Causas especiales de resolución del contrato. 
i. Cláusulas y prescripciones técnicas modificables 

ejecución de la prestación. 

y sus límites. 

Del examen detallado del contenido del apartado uno 
de la disposición adicional decimoquinta hay que con- 
cluir que no es sino una especificación de «las condi- 
ciones detalladas a que haya de ajustarse la ejecución». 

El artículo 53 de la LCE prevé que cuando el contra- 
to se resuelva por culpa del contratista le será incauta- 

da la fianza y deberá, además, indemnizar a la 
Administración los daños y perjuicios, por lo que, res- 
pecto a la legislación supletoria, no implica novedad 
sustancial. 

La responsabilidad por los vicios ocultos a que se re- 
fiere el apartado tres de la disposición, que en razón 
a las características de estos contratos se pondrán de 
manifiesto durante la ejecución o explotación de las 
obras, que en esta disposición se establece en diez años, 
de acuerdo con el artículo 56 de la LCE -legislación 
supletoria aplicable- alcanzaba a quince años. 

D. Queda por último la cuestión de la naturaleza de 
la enmienda introducida por el Grupo Parlamentario 
en el Senado y si, como propone el Sr. Garrido Falla, 
debiera considerarse, con mayor propiedad, como pro- 
posición de ley. 

A este respecto, prescindiendo de que el punto de par- 
tida para la argumentación sobre esta cuestión, consiste 
en dar por cierta la afirmación de que la disposición 
adicional decimoquinta no guarda relación alguna con 
la Ley de Presupuestos, cabe decir que, de acuerdo con 
el artículo 151.5 del Reglamento del Senado, correspon- 
de a su Presidente la resolución de las controversias so- 
bre la calificación de las proposiciones de ley y 
enmiendas, lo que independientemente de que se ha- 
yan o no suscitado diferencias de criterio en este caso 
concreto, no deja de ser una manifestación del ejerci- 
cio de la potestad conferida por el artículo 72 de la 
Constitución, según el cual las Cámaras establecen sus 
propios reglamentos. 

Ello sitúa la cuestión, no en la valoración de la cons- 
titucionalidad o incostitucionalidad de la tan repetida 
norma, sino en una valoración de la constitucionalidad 
de la tramitación de los proyectos de ley que conforme 
al mandato constitucional (artículo 89) se regulará por 
los reglamentos de las Cámaras. 

1.2.6. Ley 10/1991, de 4 de abril, sobre Potestades Ad- 
ministrativas en materia de espectáculos 
taurinos 

Uno de los promoventes solicita sea recurrida por vi- 
cio de incostitucionalidad la totalidad de la Ley 10/1991, 
de 4 de abril, a excepción de su artículo 12, que instau- 
ra la Comisión Consultiva Nacional de Asuntos Tauri- 
nos, por entender que vulneraría los artículos 149.2 y 
149.29, 43.3, 46, 31 y 14 de la norma suprema. 

B. El otro promovente, en base a un planteamiento 
diferente, manifiesta que esta Ley infringiría los ar- 
tículos 81.1, 19 y 27.2 del texto constitucional. 

Fundamentos de la resolución 

A. Para analizar los presuntos vicios de inconstitu- 
cionalidad alegados contra la Ley 10/91, de 4 de abril, 
sobre potestades administrativas en materia de espec- 
táculos taurinos, se ha tomado en consideración los ra- 
zonamientos jurídicos siguientes: 
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Por lo que se refiere a las alegaciones vertidas por 
D. ..., parece indicado proceder a un estudio de cada una 
de las consideraciones jurídicas vertidas en su escrito, 
obviando así la simple manifestación de presunta in- 
constitucionalidad global de la Ley. 

Por lo que se refiere a su primer argumento es evi- 
dente que el artículo 148 de la Constitución atribuye 
a las comunidades autónomas competencias sobre es- 
tas materias en cuanto a la fiesta de los toros compor- 
ta un espectáculo público y que la disposición adicional 
que se cuestiona deja a salvo la competencia específi- 
ca del Estado al preveer que las disposiciones especí- 
ficas que dicten las comunidades autónomas lo serán 
«sin perjuicio de las facultades atribuidas al Estado». 

Esta competencia exclusiva del Estado lo será, en 
efecto, en la vertiente del espectáculo taurino que afecta 
a la seguridad pública (artículo 149.1.29) y sin perjui- 
cio de la obligación del Estado de fomentar la cultura 
(artículo 149.2). 

Esta doble vertiente de la materia que se analiza, que 
parte de una debida armonización entre las competen- 
cias atribuidas al Estado y a las comunidades autóno- 
mas sobre espectáculos taurinos, aleja las dudas 
suscitadas sobre la remisión de parte de esta regula- 
ción a las disposiciones específicas de las comunida- 
des autónomas, sin que se pueda cuestionar aquí o 
plantear un juicio de inconstitucionalidad sobre el te- 
nor de cada una de estas disposiciones autónórnicas, 
que requiere un análisis concreto en el momento cons- 
titucional oportuno. 

Por lo que se refiere a las consideraciones antes ex- 
puestas en el sentido de que la Ley comentada no con- 
tiene una serie de disposiciones que, a juicio de la 
persona reclamante, serían necesarias para regular esta 
materia, hay que afirmar, con la reiterada jurispruden- 
cia del Tribunal Constitucional, que no cabe apreciar 
arbitrariedad en la norma que se impugna cuando re- 
presenta una opción del poder legislativo para confi- 
gurar cierta materia. 

En este sentido, la sentencia de 29 de julio de 1986 
del Tribunal Constitucional (fundamento décimoocta- 
vo), expone lo siguiente: 

aciertamente en un régimen constitucional también 
el poder legislativo está sujeto a la Constitución, y es 
misión de este Tribunal velar porque se mantenga esta 
sujeción, que no es más que otra forma de sumisión a 
la voluntad popular, expresada esta vez como poder 
constituyente. Ese control de la constitucionalidad de 
las leyes debe ejercerse, sin embargo, de forma que no 
imponga constricciones indebidas al poder legislativo 
y respete sus opciones políticas)). 

Tampoco es parámetro adecuado para valorar la po- 
sible inscontitucionalidad de una ley su comparación 
con otras normas del ordenamiento que regula mate- 
rias distintas. 

La invocación que se hace sobre posible infracción 

del artículo 14 de la Constitución tampoco aparece fun- 
dada jurídicamente. 

En efecto, sin perjuicio de considerar que han de ser 
las personas, como titulares de derechos subjetivos, las 
que se vean garantizadas con el derecho a la igualdad 
y el principio de no discriminación, y no la fiesta na- 
cional, como se hace en el escrito que comentamos, me- 
rece, también, destacarse la reiterada jurisprudencia 
del Tribunal Constitucional sobre este principio. 

Según esta jurisprudencia, el principio de igualdad 
no prohíbe al legislador cualquier desigualdad de tra- 
to sino sólo aquellas desigualdades que resultan arti- 
ficiosas o injustificadas por no venir fundadas en 
criterios objetivos y suficientemente razonables. 

B. Por lo que se refiere a la pregunta inconstitucio- 
nalidad de la ley por infracción del artículo 81.1, al no 
revertir ésta el rango de orgánica, también hay que traer 
a colocación la jurisprudencia del Alto Tribunal. 

Según esta jurisprudencia (así sentencia de 22 de fe- 
brero de 1982), el artículo 81.1 de la Constitución se re- 
fiere al desarrollo «directo» de los derechos 
fundamentales, evitando así que el ordenamiento jurí- 
dico se convierta en una mayoría de leyes orgánicas y, 
en definitiva, una petrificación de aquél en beneficio 
de quienes, en su momento dado, gozasen de la mayo- 
ría parlamentaria suficiente. 

Planteada así la cuestión, no resulta necesario afir- 
mar que, incluso, las leyes orgánicas puedan ser obje- 
to de un desarrollo reglamentario, evitándose así que 
este tipo de fuente suponga una alteración en las rela- 
ciones normales entre la ley y el reglamento ejecutivo 
(sentencia del Tribunal Constitucional 7711985, de 27 de 
junio). 

Resulta evidente, por otra parte, que la previsión del 
artículo 2, número 3, párrafo tercero de la Ley 1011991, 
de 4 de abril, sobre potestades administrativas en ma- 
teria de espectáculos taurinos, no supone una restric- 
ción a la libertad de circulación sino, por el contrario, 
una garantía para su ejercicio, al garantizar las condi- 
ciones de seguridad de las personas y bienes y evitan- 
do perturbaciones innecesarias del uso común de los 
lugares de tránsito público. 

Finalmente, en el escrito remitido por D, no se hace 
ningún tipo de consideraciones jurídicas, únicas que 
se han de valorar para el posible plantemiento de un 
recurso de inconstitucionalidad, sobre las preguntas 
vulneraciones por esta ley de los artículos 15 y 17.2 de 
la Constitución. 

1.2.7. Ley 1111991, de 8 de abril, de Organización y Con- 
trol de las Emisoras Municipales de Radiodifu- 
sión Sonora 

El presidente de una asociación de radiodifusión pri- 
vada se pronuncia contra el párrafo 2.0 del artículo 3 
de esta ley, por estimar que se produce, a su juicio, una 
discriminación contraria al artículo 14 de la Constitu- 
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ción ya que las emisoras privadas han de financiarse 
exclusivamente a través de los ingresos que obtengan 
por publicidad mientras que las municipales podrán 
hacerlo también a cargo de los presupuestos mun- 
cipales. 

Esta misma circunstancia alteraría el equilibrio de 
mercado y provocaría una ruptura del principio de li- 
bertad de competencia que es una consecuencia del 
principio de libertad de empresa recogido en el artícu- 
lo 38 de nuestra carta magna. 

En último lugar argumenta que las emisoras muni- 
cipales pueden recibir ayudas estatales prohibidas por 
el artículo 92 del Tratado de Roma de 25 de marzo de 
1957, constitutivo de la Comunidad Económica 
Europea. 

Fundamentos de la resolución 

A. Procediendo en orden inverso a aquél en el cual 
se han resumido los motivos de incostitucionalidad que 
se alegan, procede analizar el último de ellos, esto es, 
la pregunta contradicción entre el artículo 3.2 de la Ley 
1111991, de Organización y Control de las Emisoras Mu- 
nicipales de Radiodifusión Sonora, y el artículo 92 del 
Tratado de Roma. 

Pues bien, si se tiene en cuenta que lo solicitado por 
el promovente es el ejercicio de la legitimación que os- 
tenta el Defensor del Pueblo para interponer un recur- 
so de inconstitucionalidad, no parece que esta alegación 
pueda ser tomada en consideración. 

En efecto, la alegación formulada -en cuyo fondo nos 
abstenemos de entrar-, no plantea un problema de 
constitucionalidad sino de colisión entre normas de de- 
recho interno y el texto de un tratado internacional sus- 
crito por España. N o  se trata, por tanto, de contrastar 
la adecuación de una norma con el texto constitucio- 
nal, sino que se plantea una polémica de naturaleza y 
carácter diferentes cuyo planteamiento ha de hacerse 
ante otros órganos distintos del Tribunal Constitucio- 
nal para los que no ostenta legitimación el Defensor del 
Pueblo. 

Así las cosas, no parece asumible el motivo de recur- 
so aquí analizado ni procede en este momento su aná- 
lisis de fondo puesto que no sería argumentable a 
efectos del eventual planteamiento de un recurso de in- 
constitucionalidad. 

La segunda alegación que se formula considera 
que la doble vía de financiación prevista por, el artícu- 
lo 3.2 de la Ley 11/1991 para las emisoras municipales 
(vía presupuestos municipales o vía publicidad) «... al- 
tera el equilibrio de mercadon y «provoca una ruptura 
del principio de libertad de competencia que es una 
consecuencia del principio de libertad de empresa re- 
cogido en el artículo 38 de nuestra Carta Magna». 

Aunque el texto constitucional no la define, cabe en- 
tender que la libertad de empresa es aquélla que «per- 
mite la creación o establecimiento de industria o 
comercio a toda persona» (Cazorla Prieto), si bien el Tri- 

B. 

bunal Constitucional ha advertido que este precepto no 
ha de interpretarse autónomamente sino en consexión 
con otros preceptos constitucionales (STC 37/81, funda- 
mento jurídico 2). 

Siguiendo esta doctrina, y sin apartarnos un ápice 
de la legalidad del texto constitucional, se advierte que 
la libertad de empresa ha de darse en un estado «SO-  

cial» y democrático de derecho (artículo 1 CE), en el que 
los poderes públicos han de facilitar la participación 
de todos los ciudadanos en la vida política, económi- 
ca, cultural y social (artículo 9 CE), donde la propiedad 
privada ha de cumplir una «función social» (artículo 
33 CE) y donde para todo ello se reconoce la iniciativa 
pública en la actividad económica (artículo 128.2 CE) 
autorizándose al Estado a planificar la economía (artí- 
culo 131 CE) puesto que toda la riqueza del país en sus 
distintas formas y sea cual fuere su titularidad está su- 
bordinada al interés general (artículo 128.1 CE). 

En este marco la propia Constitución prevé de ma- 
nera expresa que el Estado y los entes públicos sean 
titulares de medios de comunicación social, encomen- 
dándose a la ley de regulación de su organización y con- 
trol parlamentario, la garantía de acceso a estos medios 
de los grupos sociales y políticos significativos, el res- 
peto al pluralismo de la sociedad y a las diversas ien- 
guas de España (artículo 20.3 CE). 

En palabras del propio Tribunal Constitucional, 

«El artículo 20 de la Constitución, en sus distintos 
apartados, garantiza el mantenimiento de una cornu- 
nicación pública libre, sin la cual quedarían vaciados 
de contenido real otros derechos que la Constitución 
consagra, reducidas a formas hueras las instituciones 
representativas y absolutamente falseado el principio 
de legitimidad democrática que enuncia el artículo 1.2 
de la Constitución, y que es la base de toda nuestra or- 
ganización jurídico política ... >) (SE 6/81, Fundamento 
Jurídico 3). 

Entre estas garantías del artículo 20 citado está la 
posibilidad expresamente reconocida de que el Estado 
y los entes públicos sean titulares de medios de comu- 
nicación social; medios que, como se profundizará más 
adelante, tienen caracteres y limitaciones específicas 
que los diferencian claramente de los medios de comu- 
nicación social de titularidad privada. 

Así pues está claro que los municipios, en cuanto en- 
tidades públicas integrantes del Estado, pueden ser ti- 
tulares de medios de comunicación social (entre ellos 
emisoras radiofónicas) y su organización y control de- 
ben establecerse por medio de una ley, que es cabal- 
mente lo que hace la Ley 1111991 contra cuyo artículo 
3.2 se solicita la interposición de recurso de inconsti- 
tucionalidad. 

Ciertamente el legislador al decidir la organización 
de las emisoras municipales podría haber optado por 
una fórmula distinta de la elegida, de modo, por ejem- 
plo, que la financiación fuese exclusiva con cargo a los 
presupuestos municipales (sin entrar por tanto en el 
mercado de la publicidad) o bien mediante el cobro de 
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algún canon o tasa a los usuarios del servicio radio- 
fónico. 

Parece más difícil pensar que cupiese una fórmula 
puramente economicista qqe vinculase la pervivencia 
de las emisoras municipales al éxito económico de la 
empresa, ya que con ello no se garantizarían los fines 
que un medio de comunicación social de titularidad pú- 
blica ha de cumplir. Pero en definitiva, la elección de 
una fórmula u otra forma parte de la «acción política» 
en base a la cual el legislador opta entre varias solu- 
ciones posibles, según criterios de oportunidad y con- 
veniencia, elección ésta que puede ser objeto de crítica 
política pero que no ser reputada en sí misma de in- 
constitucional. 

De este modo, y refiriéndonos ya en concreto a la ale- 
gación de inconstitucionalidad aquí analizada, no pa- 
rece que la elección que el legislador ha hecho de una 
financiación de naturaleza mixta para las emisoras mu- 
nicipales, siguiendo el mandato que se contiene en el 
artículo 20.3 de la Constitución, pueda considerarse 
contraria al principio de libertad de empresa si este de- 
recho se interpreta de manera integrada con los restan- 
tes preceptos constitucionales -tal y como ha 
establecido el Tribunal Constitucional- y si no se pier- 
den de vista los caracteres específicos de los medios pú- 
blicos de comunicación sobre los que ahora se harán 
algunas reflexiones más. 

El fundamento de recurso que con más insisten- 
cia se reitera en la solicitud formulada por el promo- 
vente hace referencia a la eventual vulneración del 
principio de igualdad proclamado por el artículo 14 de 
la Constitución, que se habría producido al tratar la ley 
de manera desigual a las emisoras municipales y a las 
privadas en lo que respecta a su financiación. 

En este sentido se afirma en el escrito del promovente 
que «a través de la norma reseñada [artículo 3.2 de la 
Ley 11/1991] se produce una clara discriminación de las 
emisoras de titularidad privada, frente a las emisoras 
de titularidad municipal, toda vez que justamente por 
una condición, como es la de la titularidad (pertencer 
a los ayuntamientos), se permite a las emisoras muni- 
cipales una doble vía de financiación: por un lado, pre- 
supuestos municipales y, por otro lado, la publicidad. 
Por el contrario, las emisoras privadas sólo pueden fi- 
nanciarse a través de la publicidad. En consecuencia, 
se produce una quiebra del principio de igualdad, que 
reconoce el citado artículo 14 de la Constitución, con 
el perjuicio que ello entraña para la emisoras de radio 
de titularidad privada». 

Como bien afirma el promovente de la solicitud de 
recurso de inconstitucionalidad, es constante la juris- 
prudencia del Tribunal Constitucional en el sentido de 
que el principio de igualdad prohíbe toda discrimina- 
ción en la ley o en la aplicación de la ley; discrimina- 
ción que se produce siempre que dos supuestos de 
hecho iguales reciben un tratamiento diferente sin una 
justificación objetiva y razonable. 

De igual modo, afirma el Tribunal que la existencia 
de justificación objetiva y razonable impide tachar de 

C. 

discriminatorio al trato desigual, no existiendo tampo- 
co discriminación en el trato desigual cuando los su- 
puestos de hecho no son idénticos. 

De este modo, parece que el análisis de este argumen- 
to pasa por constrastar si la posición de las emisoras 
municipales y las privadas es idéntica y si existen ele- 
mentos objetivos y razonables que pudieran justificar 
un trato desigual. 

Ya hemos adelantado que a nuestro entender los me- 
dios de comunicación social de titularidad pública y, 
en concreto, las emisoras municipales de radiodifusión 
sonora, tienen algunos caracteres diferenciadores res- 
pecto de estos mismos medios cuando son de titulari- 
dad privada. Es ahora momento de profundizar en ello. 

Para empezar, de nuevo ha de tenerse presente que, 
según el propio Tribunal Constitucional (STC 6/81, fun- 
damento jurídico 3 y STC 12/82, fundamentos jurídicos 
3 y 6) sin una comunicación pública libre ... «no hay so- 
ciedad libre, ni soberanía popular», motivo por el que, 
sin duda, la radiodifusión ha sido calificada como «ser- 
vicio público esencial)) cuya titularidad corresponde al 
Estado, sin que esta calificación sea ni tan siquiera 
«cuestionable» (STC 79/82, fundamento jurídico 3). En 
este sentido recuerda el Tribunal que: 

«El artículo 1.92 de la Ley 4/1980, de 10 de enero, con- 
sagra el principio de que la radiodifusión y la radiote- 
levisión son ‘servicios públicos esenciales’, cuya 
titularidad corresponde al Estado. La consideración de 
la televisión como un servicio público esencial la fun- 
damenta el legislador en la concepción que al respecto 
mantiene y que manifiesta paladinamente en el preám- 
bulo de dicha ley. Se dice allí que tanto la televisión co- 
mo la radiodifusión son un vehículo esencial de 
información y de participación política de los ciudada- 
nos, de formación de la opinión pública, de coopera- 
ción con el sistema educativo, de difusión de la cultura 
española y de sus nacionalidades y regiones y de me- 
dio de contribución para que la libertad y la igualdad 
sean efectivas. Todo ello permite afirmar que la confi- 
guración de la televisión como servicio público, aun- 
que no sea una afirmación necesaria en nuestro orden 
jurídico-político, se encuentra dentro de los poderes del 
legislador. )> 

Así las cosas y en consonancia con lo anterior, los po- 
deres públicos están obligados a conseguir que este ser- 
vicio público esencial alcance a todos los ciudadanos 
y cumpla las elevadas finalidades que se le asignan. Pa- 
ra ello hay, en lo que aquí interesa, una doble vía de 
actuación: por un lado, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 20.3 de la Constitución, dictando las nor- 
mas precisas que regulen la organización y el control 
parlamentario de los medios de titularidad pública, al 
tiempo que se garantice el acceso a ellos de los grupos 
sociales y políticos significativos, el respeto al plura- 
lismo de la sociedad y a las diversas lenguas de Espa- 
ña; y, por otro, sustituyendo la iniciativa privada cuando 
razones de cualquier índole lo aconsejen y, desde lue- 
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go, siempre que ésta no garantice el que todos los ciu- 
dadanos reciban este servicio público esencial. 

Posiblemente por esto el artículo 3 de la vigente Ley 
de Ordenación de las Telecomunicaciones (Ley 3111987) 
establece que el Estado asegurará la extensión y el uso 
general de los servicios públicos de telecomunicación. 
A su vez, la exposición de motivos de la ley cuya impug- 
nación se pretende, justifica su aparición en el hecho 
de que «todavía quedan grandes zonas del territorio na- 
cional carentes de cobertura radiofónica de carácter lo- 
cal», lo que hace aparecer «... la necesidad de facilitar 
la prestación de tal servicio por medio de emisoras de 
radiodifusión sonora de titularidad municipal ... ». 

Al margen de lo anterior, algunas normativas secto- 
riales establecen cargas o limitaciones a los medios de 
comunicación social de titularidad pública en razón de 
sus fines, que no afectan a los medios de titularidad pri- 
vada. Así, por ejemplo, la vigente ley electoral general 
(Ley Orgánica 511985, de 19 de junio) dedica una sec- 
ción íntegra (la IV) del capítulo VI del título 1 a la auti- 
lización de medios de comunicación de titularidad 
pública para la campaña electoral» proclamando, en- 
tre otras cosas, el derecho de partidos, federaciones, 
coaliciones y agrupaciones electorales a espacios gra- 
tuitos de propaganda en las einisoras de radio de titu- 
laridad pública, y prohibiendo a éstas (y a los restantes 
medios de comunicación públicos) la contratación de 
espacios de publicidad electoral. 

En resumen, las emisoras radiofónicas municipales 
se caracterizan por prestar un servicio público esen- 
cial; se justifican en la existencia de zonas del territo- 
rio nacional sin cobertura radiofónica local; a través 
de una norma con rango de ley, se regula su organiza- 
ción y control y se garantiza el acceso a ellas de todos 
los grupos sociales y políticos y el respeto a las diver- 
sas lenguas de España: se las somete a concretas y es- 
pecíficas restricciones en base a su titularidad pública: 
y no tienen como fundamento o finalidad la obtención 
de beneficios económicos aunque presten servicios va- 
lorables en el tráfico mercantil. 

Pues bien, salvo el gestionar un servicio público esen- 
cial a través de una concesión administrativa, ninguna 
de las restantes notas es inherente a las emisoras pri- 
vadas de radiodifusión aun cuando por variados moti- 
vos pudieran participar de alguna o algunas de ellas. 

Reteniendo la idea anterior, conviene traer a colación 
ahora la jurisprudencia del Tribunal Constitucional en 
lo que se refiere a la vinculación del legislador al prin- 
cipio de igualdad proclamando por el artículo 14 y a 
la existencia de circunstancias objetivas y razonables 
que puedan justificar un trato desigual ante la ley. Di- 
ce el Tribunal en su sentencia 22/81 (fundamento jurí- 
dico 3) y reitera en muchas otras posteriores (por 
ejemplo 6/84, 162/85, 8/86 ... entre otros) que: 

«Ahora bien, aunque es cierto que la igualdad jurí- 
dica reconocida en el artículo 14 de la Constitución vin- 
cula y tiene como destinatario no sólo a la 
administración y al Poder Judicial sino también al Le- 

gislativo, como se deduce de los artículos 9 y 53 de la 
misma, ello no quiere decir que el principio de igual- 
dad contenido en dicho artículo implique en todos los 
casos un tratamiento legal igual con abstracción de 
cualquier elemento diferenciador de relevancia jurídi- 
ca. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha se- 
ñalado, en relación con el artículo 14 del Convenio para 
la protección de los derechos humanos y de las liber- 
tades fundamentales, que toda desigualdad no consti- 
tuye necesariamente una discriminación. El artículo 14 
del Convenio Europeo -declara el mencionado Tribu- 
nal en varias de sus sentencias- no prohíbe toda dife- 
rencia de trato en el ejercicio de los derechos y 
libertades: la igualdad es sólo violada si la desigualdad 
está desprovista de una justificación objetiva y razona- 
ble, y la existencia de dicha justificación debe apreciar- 
se en relación a la finalidad y efectos de la medida 
considerada, debiendo darse una relación razonable de 
proporcionalidad entre los medios empleados y la fi- 
nalidad perseguida. ,, 

En el presente caso, de acuerdo con la doctrina ex- 
puesta y en base a las diferencias antes señaladas en- 
tre las emisoras radiofónicas municipales (de 
titularidad pública) y las de titularidad privada, no pa- 
rece que pueda entenderse vulnerado el principio de 
igualdad en el tratamiento que la Ley 1111991 otorga a 
la financiación de las emisoras municipales de radio- 
difusión sonora. 

1.2.8. Ley 911990 de 8 de noviembre reguladora de la 
Hacienda de la Comunidad de Madrid 

El promovente plantea su disconformidad con la nor- 
mativa citada solicitando alternativamente, bien que se 
sugiera al Consejo de Gobierno de la Comunidad de Ma- 
drid (( reconsidere el mandato legal contenido en la dis- 
posición transitoria 1.2 de la Ley 9/90, de 8 de 
noviembre, reguladora de la Hacienda de la Comuni- 
dad de Madrid, poniéndolo en conocimiento de la Asam- 
blea, para evitar situaciones discriminatorias, con la 
posible vulneración de derechos individuales consagra- 
dos en la Constitución ... » o bien que se haga uso de la 
legitimación de esta institución constitucional interpo- 
niendo recurso contra la ley autonómica ya citada. 

Como fundamento de su petición el interesado alega 
que la disposición de referencia de la Ley 911990 pudiera 
ser contraria al principio constitucional de igualdad 
por varios motivos: 

A. Porque se omite «a qué tipo de funcionarios de 
carrera puede afectar la integración» al no especificarse 
este aspecto en el apartado 1 de la disposición transi- 
toria primera; 

B. Porque no se prevé la integración de aquellos fun- 
cionarios que, como el compareciente, están prestan- 
do servicios en otra Administración pública aun cuando 
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pertenezcan al Cuerpo de Técnicos Superiores de Ad- 
ministración General: y 

C. Porque, según manifiesta literalmente el promo- 
vente, «al aludir el apartado c) al ejercicio de puestos 
de trabajo de categoría no inferior a jefatura de servi- 
cio, entraña una situación discriminatoria y de privi- 
legio toda vez que el actual sistema de provisión de 
puestos de trabajo de categoría superior a jefatura de 
servicio son provistos por el procedimiento de libre de- 
signación en el que no quedan debidamente garantiza- 
dos, frente a otros interesados, los principios de mérito 
y capacidad)). 

Fundamentos de la resolución 

Tanto a efectos de decidir sobre la procedencia o im- 
procedencia de interponer recurso de inconstitucíona- 
lidad contra esta ley como a efectos de formular o no 
la sugerencia que el interesado propone, resultará de 
suma utilidad repasar la doctrina sentada en la mate- 
ria por el Tribunal Constitucional en la Sentencia 
99/1987, de 11 de junio, recaída en el recurso de incons- 
titucionalidad número 763/84 contra determinados pre- 
ceptos de la Ley 30/84, de 2 de agosto, de Medidas para 
la Reforma de la Función Pública. 

En lo que aquí interesa el Tribunal Constitucional 
sienta de manera clara y terminante que «el primer in- 
ciso del artículo 103.3 de la Constitución ha reservado 
a la ley la regulación de la situación personal de los fun- 
cionarios públicos y de su relación de servicios o “ré- 
gimen estatutario”, por emplear la expresión que figura 
en el artículo 149.1.18 de la misma Norma Fundamen- 
tal». Continúa afirmando el Tribunal (F. J. 3 C.) que di- 
fícilmente puede definirse «a priori» el ámbito material 
en cuyo contorno debe entenderse comprendido lo que 
sea el régimen estatutario de los funcionarios públicos, 
pero no le cabe duda alguna de que dentro de este con- 
torno se incluye la legislación relativa a la adquisición 
y pérdida de la condición de funcionario, a las condi- 
ciones de promoción en la carrera administrativa y a 
las situaciones que en ésta puede darse, a los derechos 
y deberes y responsabilidad de los funcionarios y a su 
régimen disciplinario «así como a la creación e integra- 
ción, en su caso, de cuerpos, y escalas funcionariales ... » 

Así pues, para el Tribunal Constitucional no ofrece 
duda que crear cuerpos o escalas y determinar quié- 
nes han de integrarse en ellas es una materia que se en- 
cuentra reservada a la ley, y en la que no puede entrar 
sin habilitación suficiente el poder ejecutivo al formar 
parte de lo que cabe considerar como régimen estatu- 
tario de los funcionarios públicos. 

Por otro lado, el Tribunal Constitucional en esta sen- 
tencia, así como en otras anteriores (S. T. C. 57/82) pre- 
cisa que «esta normación, en vitud de la reserva 
constitucional a la que se viene haciendo referencia, ha- 
brá de ser dispuesta por el legislador en términos ta- 
les que “ ... sea reconocible en la ley misma una 
determinación material suficiente de los ámbitos así 

concluidos en el estatuto funcional, descartándose, de 
este modo, todo apoderamiento explícito o implícito a 
la potestad reglamentaria para sustituir a la norma de 
ley en la labor que la Constitución le encomienda”» 

Es necesario por tanto, al objeto de determinar si el 
principio de reserva de ley ha sido vulnerado, «apre- 
ciar si en los preceptos concretos que se impugnan se 
ha incurrido o no por referencia a esta reserva consti- 
tucional, en una “deslegalización encubierta’:.. ,, (S. T. C. 
99/87, FJ. 3. C.). 

Finalmente es también doctrina sentada por el Tri- 
bunal Constitucional en la Sentencia 99/87, mantenien- 
do aquella tesis que se inicia en la Sentencia 27/81 y 
que se depura posteriormente en el número 66/85 
(FJ.1.0), que la elección por el legislador de una deter- 
minada opción técnico-jurídica entre varias constitu- 
cionalmente posibles no puede ser tachada 
inmediantamente de inconstitucional o de arbitraria 
puesto que «la noción de arbitrariedad no puede ser 
utilizada por la jurisprudencia constitucional sin intro- 
ducirse muchas correcciones y matizaciones en la cons- 
trucción que de ella ha hecho la doctrina del Derecho 
administrativo, pues no es la misma situación en la que 
el legislador se encuentra respecto a la Constitución, 
que aquella en que se halla el Gobierno como titular 
del Poder reglamentario, en relación con la ley». 

De este modo, concluye el Tribunal Constitucional en 
el fundamento jurídico 4.0 de la sentencia 99/87 que «si 
el Poder Legislativo opta por una configuración legal 
de una determinada materia o sector del ordenamien- 
to -en este caso público- no es suficiente la mera dis- 
crepancia jurídica -ínsita en otra opción- para tachar 
a la primera de arbitraria, confundiendo lo que es ar- 
bitrio legítimo con capricho, inconsecuencia o incohe- 
rencia creadoras de desigualdad o de distorsión en los 
efectos legales, ya en lo técnico legislativo, ora en situa- 
ciones personales que se crean o estimen permanentes)). 

Repasada la doctrina del Tribunal Constitucional en 
la materia, quizá no sea inconveniente retener ahora lo 
que en la práctica determina la normativa de la Ley 
9/1990 cuya impugnación se pretende. En síntesis se- 
ría lo siguiente: 

Se crea dentro de un cuerpo preexistente pertenecien- 
te al grupo A, una nueva escala en la que será requisito 
poseer titulación universitaria superior para desempe- 
ñar las funciones que se asignen a las plazas de la mis- 
ma puesto que éstas serán de nivel superior y próximas 
al ámbito patrimonial, económico-financiero y tri- 
butario. 

A efectos de dar virtualidad a la creación de esta es- 
cala, se determina concretamente quiénes han de inte- 
grarse en ella, que en este caso serán: los funcionarios 
de carrera que en el momento de entrar en vigor la ley 
estén en posesión de un título universitario superior, 
se encuentren prestando servicios en la Comunidad de 
Madrid y hayan ejercido funciones en el ámbito patri- 
monial económico-financiero y tributario mediante el 
desempeño de puestos de trabajo con categoría no in- 
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ferior a jefe de servicio o asimilado en la comunidad 
autónoma durante al menos un año ininterrumpida- 
mente como funcionario de carrera. 

Como quiera que la ley difícilmente puede entrar en 
mayores precisiones de carácter individualizado se ha- 
bilita al ejecutivo (Consejo de Gobierno) para que dic- 
te los correspondientes decretos de integración 
individualizada con efectos desde la entrada en vigor 
de la ley. 

Pues bien, la Sentencia 99187 declaró inconstitucio- 
nales varios preceptos de la Ley 30184 de Medidas para 
la Reforma de la Función Pública y en lo que aquí inte- 
resa, varios lo fueron por suponer una deslegalización 
encubierta de materias reservadas a la Ley. 

En concreto, el artículo 22.2 de la Ley 30/84 en su re- 
dacción originaria habilitaba al Gobierno para fijar los 
criterios, requisitos y condiciones con arreglo a los cua- 
les los funcionarios a la Administración civil del Esta- 
do podrían integrarse en otro cuerpo o escala de su 
mismo grupo. Dado que esta remisión era incondicio- 
nal y sin mayores precisiones fue por este motivo de- 
clarada inconstitucional. 

Asimismo, por poner otro ejemplo, fueron declarados 
inconstitucionales los apartados 3 y 4 del artículo 27 
en la medida en que también sin mayores precisiones 
y de manera incondicional se autorizaba al Gobierno 
para unificar cuerpos o escalas o declararlos a extin- 
guir cuando así lo exigiese un proceso general de ra- 
cionalización de las estructuras de la Administración 
pública. 

Por el contrario fue declarada plenamente constitu- 
cional la disposición adicional 9 de la Ley 3011984, la 
cual, con la finalidad de racionalizar las estructuras ad- 
ministrativas, llevó a cabo la creación, unifica.ción e in- 
tegración de diversos cuerpos y escalas de funcionarios 
en otros nuevos y diferentes. Según explica el propio 
Tribunal en su sentencia, no fue posible reputar de in- 
constitucional a esta disposición adicional 9, porque el 
vehículo utilizado -norma con rango de ley- era el 
adecuado al principio de reserva de ley y la norma le- 
gal además tenía una fundamentación objetiva cual era 
racionalizar los cuerpos y escalas de la Administración 
pública. 

1.2.9. Ley de Cataluña 2211990 de 28 de diciembre so- 
bre modificación de los límites de la zona peri- 
férica de protección del Parque Nacional de 
Aigües Tortes y Lago de Sant Maurici 

Una asociación de defensa de la naturaleza solicita 
la posibilidad de plantear recurso contra esta norma, 
a su juicio lesiva tanto para el medio ambiente como 
para la seguridad jurídica. 

Fundamentos de la resolución 

En lo referente a la existencia de un eventual vicio 
de inconstitucionalidad por carecer la Generalidad de 

Cataluña de competencias legislativas sobre los espa- 
cios naturales protegidos calificados de parques nacio- 
nales, se ha de afirmar que el Parque Nacional de 
Aigüestortes y Lago San Mauiricio, creado por Decre- 
to de 21 de octubre de 1955, de acuerdo con la Ley de 
Parques Nacionales de 1916, fue afectado por la Ley del 
Parlamento de Cataluña 7/1988, de 30 de marzo, de re- 
clasificación del mismo, y excluido de la lista de Par- 
ques Nacionales del Estado por la disposición adicional 
primera de la Ley estatal 4/1989, de 27 de marzo, de Con- 
servación de los Espacios Naturales y de la Flora y Fau- 
na Silvestres; todo ello de conformidad con lo 
establecido por la legislación de la Generalidad de Ca- 
taluña sobre espacios naturales de protección especial. 

Por otra parte, siguiendo con el contraste lógico de 
compatibilidad entre la ley cuya impugnación se pre- 
tende y la Constitución, cabe apreciar que, aun sin ci- 
tarlo, la petición de interposición del recurso de 
inconstitucionalidad por parte del Defensor del Pueblo, 
parece fundamentarse en la vulneración del artículo 
9.3. de la Constitución, en relación con el artículo 45 
de la misma, que garantiza el principio de interdicción 
de la arbitrariedad de los poderes públicos. 

Semejante, aunque presunta, afirmación, sin embar- 
go, ha de hacerse con cautela, dada la dificultad de apli- 
cación práctica que presenta el concepto de la 
interdicción de la arbitrariedad, sobre el que el Tribu- 
nal Constitucional en su sentencia 10811986, de 26 de 
julio, ha declarado: «La calificación de “arbitraria” da- 
da a una ley a los efectos del artículo 9.3 exige ... una 
cierta prudencia. La ley es la “expresión de la volun- 
tad popular”, como dice el preámbulo de la Constitu- 
ción y como es dogma básico de todo sistema 
democrático. Ciertamente, en un régimen constitucio- 
nal, también el poder legislativo está sujeto a la Cons- 
titución y es misión de este Tribunal velar porque se 
mantenga esa sujeción, que no es más que otra forma 
de sumisión a la voluntad popular, expresada esta vez 
como poder constituyente. Ese control de la constitu- 
cionalidad de las leyes debe ejercerse, sin embargo, de 
forma que no imponga constricciones indebidas al po- 
der legislativo y respete sus opciones políticas. El cui- 
dado que este Tribunal ha de tener para mantenerse 
dentro de los límites de ese control ha de extremarse 
cuando se trata de aplicar preceptos generales e inde- 
terminados, como es el de la interdicción de la arbitra- 
riedad, según han advertido ya algunas de sus 
sentencias (STC 2711981 de 20 de julio y 6611985, de 23 
de mayo). Así, al examinar un precepto legal impugna- 
do desde ese punto de vista, el análisis se ha de cen- 
trar en verificar si tal precepto establece una 
discriminación, pues la discriminación entraña siem- 
pre una arbitrariedad, o bien, si aun no estableciéndo- 
la, carece de toda explicación, sin que sea pertinente 
un análisis a fondo de todas sus eventuales conse- 
cuencias». 

El anterior razonamiento conduce, en definitiva, a en- 
fatizar, con la doctrina científica, que el Tribunal Cons- 
titucional, al apreciar el concepto comentado, no puede 
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sustituir el juicio de oportunidad política concretado 
en la ley, juicio que es una competencia exclusiva de 
los órganos legislativos, en este caso, del Parlamento 
de Cataluña, en virtud de su ((libertad de configuración 
normativas que, en términos mucho más amplios que 
los de una simple discrecionalidad administrativa, les 
corresponde, como ha señalado, aludiendo a las dife- 
rencias sustanciales que existen entre la ley y la Cons- 
titución, por una parte, y aquélla y el reglamento, por 
otra, la STC 66/1985, de 23 de mayo (FJ1). 

1.2.10. Ley 1711990, de 29 de diciembre, de Presupues- 
tos Generales de la Comunidad de Castilla-León 
para 1991 

La federación de servicio públicos de un sindicato ar- 
gumenta que lo establecido en el artículo 23 de esta ley 
sería contrario a la regulación que de la misma mate- 
ria se contiene en diversas disposiciones de rango in- 
ferior a esta norma. 

También señala que lo establecido en el artículo 23 
sería contrario al principio de igualdad, por cuanto los 
funcionarios nombrados para el desempeño de un car- 
go de confianza política resultan privilegiados por es- 
te hecho sobre los demás funcionarios públicos. 

Esta actuación podría ser además contraria al artí- 
culo 103 de. nuestra norma suprema en cuanto que el 
ejercicio de un cargo político no supone especial méri- 
to o capacidad en el desempeño de funciones públicas, 
de modo que esta medida sería ajena a la objetividad 
con que la Administración pública ha de servir a los 
intereses generales. 

Manifestaba asimismo que a través del artículo 23, 
se estarían modificando disposiciones que tienen el ca- 
rácter de Bases del Régimen Estatutario de la Función 
Pública contenidas en la Ley 3011984 de Medidas para 
la Reforma de la Función Pública, modificada por Ley 
2311988, con lo que se estaría vulnerando la competen- 
cia exclusiva del Estado para dictar estas bases, esta- 
blecida en el artículo 149.1.18 de la Constitución 
española. 

Fundamentos de la resolución 

Manteniendo el orden en el que hemos agrupado las 
argumentaciones en base a las cuales se solicita la in- 
terposición del recurso de inconstitucionalidad, se ha- 
rá referencia, en primer lugar, a la alteración que el 
artículo 23 de la Ley 17/1990 produciría en el régimen 
vigente establecido por diversas normas dictadas por 
el Ejecutivo estatal autonómico con rango de decreto. 

Es de todo punto evidente que, a efectos de la consti- 
tucionalidad o inconstitucionalidad que aquí se trata, 
resulta totalmente irrelevante que una ley estatal o auto- 
nómica establezca en su articulado disposiciones que 
contradigan lo establecido anteriormente por otras nor- 

mas con rango inferior a la ley, dictadas tanto por el 
Ejecutivo estatal como por el Ejecutivo autonónico. 

Por obvias razones de jerarquía normativa, una ley 
aprobada por el Parlamento de una comunidad autó- 
noma puede, en cualquier caso, modificar el régimen 
que tenga establecido cualquier norma dictada por ór- 
ganos o autoridades de la Administración autonómica, 
siendo inaceptable cualquier limitación que a este prin- 
cipio pretenda establecerse. Lo contrario sería admitir 
la existencia en nuestro orden constitucional del llama- 
do ({principio de reserva reglamentaria)), a tenor del 
cual determinadas regulaciones estarían constitucio- 
nalmente reservadas al Ejecutivo, sin que el Parlamen- 
to pudiese entrar en ellas. 

Tampoco es de recibo el argumento según el cual el 
artículo cuya impugnación se pretende estaría modifi- 
cando el régimen establecido por un real decreto esta- 
tal (en particular el Real Decreto 284990, por el que se 
aprueba el Reglamento de Puestos de Trabajo y Promo- 
ción Profesional) y ello por razones también evidentes 
de competencia y ámbito territorial y material de apli- 
cación de ambas normas, no debiendo olvidarse en es- 
te punto que el real decreto al que se ha hecho 
referencia tan sólo es de aplicación supletoria para los 
funcionarios al servicio de la Administración autonó- 
mica y que ésta, por su parte, es plenamente compe- 
tente para dictar las normas reguladoras de su propia 
función pública, de acuerdo con las bases del régimen 
estatutario que haya aprobado la legislación estatal. 

Pasando ya al estudio de la segunda línea argumen- 
tal a que se ha hecho referencia, relativa a la posible 
vulneración de principio de igualdad consagrado en el 
artículo 14 de nuestra Norma Fundamental, resulta 
obligado remitirse a la muy numerosa y constante ju- 
risprudencia el Tribunal Constitucional en torno a es- 
te principio. 

Son muchas las sentencias del Tribunal Constitucio- 
nal en las que se insiste vehementemente en la necesa- 
ria identidad de situaciones que ha de darse para que 
un trato desigual de las mismas deba ser considerado 
atentatorio al principio de igualdad. El axioma que ha- 
bitualmente formula el Tribunal Constitucional es el si- 
guiente: el principio de igualdad exige un trato igual 
para quienes se encuentren en idéntica situación, si 
bien «no prohíbe que el legislador contemple la nece- 
sidad o conveniencia de diferenciar situaciones distin- 
tas y de darle un tratamiento diverso ... » (STC de 10 de 
noviembre de 1981) puesto que, como también afirma 
el Triunal Constitucional en su sentencia de 14 de julio 
de 1982 

«... el artículo 14 de la Constitución, al establecer el 
principio general de que los españoles son iguales an- 
te la ley, establece un derecho subjetivo a obtener un 
trato igual, impone una obligación a los poderes públi- 
cos de llevar a cabo ese trato igual y, al mismo tiempo, 
limita el poder legislativo y los poderes de los órganos 
encargados de la aplicación de las normas jurídicas.)) 
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Ahora bien, como en la misma sentencia afirma el 
Tribunal, 

«... la igualdad a que el artículo 14 se refiere ... no 
comporta necesariamente una igualdad material o 
igualdad económica real y efectiva. Significa que a los 
supuestos de hecho iguales deben serles aplicadas unas 
consecuencias jurídicas que sean iguales también y que 
para introducir diferencias entre los supuestos de he- 
cho tiene que existir una suficiente justificación de tal 
diferencia, que aparezca al mismo tiempo como funda- 
da y razonable, de acuerdo con criterios y juicios de va- 
lor generalmente aceptados. )> 

En definitiva, para lo que aquí interesa, la cuestión 
radica en comprobar si el diferente trato que para de- 
terminados funcionarios públicos contiene el artículo 
23 de la Ley 1711990, de la Comunidad Autónoma de Cas- 
tilla y León se basa en alguna fundamentación objeti- 
va y razonable. 

Pues bien, a nuestro entender, el funcionario públi- 
co de carrera que es llamado para desempeñar pues- 
tos de especial responsabilidad o de confianza en la 
cúpula de la organización de la propia administración 
pública por los responsables políticos de ésta, y que 
permanece en el desempeño de estos puestos un míni- 
mo de dos años continuados o tres interrumpidos, ad- 
quiere un bagaje de carácter profesional que le 
diferencia de otros funcionarios públicos que no hayan 
desempeñado en ningún momento este tipo de puestos 
ni hayan asumido las responsabilidades que ello 
conlleva. 

No  cabe duda que la identidda ideológica o la con- 
fianza política pueden influir y de hecho influyen en 
que sean unos determinados funcionarios los llamados 
a ejercitar cierto tipo de puestos públicos de especial 
responsabilidad; pero ello no resta en absoluto fuerza 
al argumento según el cual el desempeño continuado 
en un período de tiempo más o menos extenso de un 
puesto de confianza o responsabilidad genera en el fun- 
cionario de carrera un cierto matiz diferencial con res- 
pecto a otros que no lo hayan desempeñado. 

Desde esta perspectiva, entendemos que se dan los 
requisitos que la jurisprudencia constitucional exige 
para que sea constitucionalmente admisible un trato 
diferente a los destinatarios de la norma cuya impug- 
nación se pretende, puesto que existe una justificación 
objetiva y razonable para ello. 

La última de las argumentaciones que han sido rese- 
ñadas en el inicio de este texto hacía referencia a la po- 
sible vulneración de las bases del régimen estatutario 
de los funcionarios públicos por parte del artículo 23 
de la tan citada Ley 17/1990, de la Comunidad Autóno- 
ma de Castilla y León. 

En particular, la vulneración sería contra el artículo 
21 de la Ley 3011984, el cual regula la promoción profe- 
sional de los funcionarios públicos detallando las for- 
mas de adquisición y consolidación del grado personal 

y los mecanismos de garantía del nivel del puesto de 
trabajo. Expresamente, el artículo 1.3 del mismo texto 
legal atribuye al artículo 21 citado el carácter de base 
del régimen estatutario de los funcionarios públicos, 
por lo que habría sido dictado al amparo del artículo 
149.1.18 de la Constitución y, en consecuencia, resulta- 
ría aplicable al personal de todas las administraciones 
públicas. De este modo, el régimen establecido por el 
artículo 23 de la Ley 1711990 al crear una forma no pre- 
vista en la Ley 30/1984, de Medidas para la Reforma de 
la Función Pública, de consolidar un determinado gra- 
do personal, estaría alterando el régimen previsto en 
ésta y, por lo tanto, no respetando un precepto que tie- 
ne el carácter de base del régimen estatutario de los 
funcionarios públicos. 

Planteada la cuestión en estos términos, lo que se de- 
bate es si ha sido respetada la competencia exclusiva 
del Estado para dictar las bases del régimen estatuta- 
rio de los funcionarios públicos, tema éste de natura- 
leza específicamente competencial, pues, de un modo 
directo, lo que habrá de salvaguardarse -caso de exis- 
tir infracción- será la competencia exclusiva del Es- 
tado para dictar estas bases. 
Lo anterior hace que surja de manera inmediata la 

duda de si la vía adecuada para enfrentarse a la vulne- 
ración constitucional que eventualmente podría haber- 
se producido pasa por la utilización del recurso de 
inconstitucionalidad o si, por el contrario, debe acudir- 
se al planteamiento de un conflicto de competencias. 
La respuesta a esta cuestión tiene una importancia de- 
cisiva por cuanto el Defensor del Pueblo sí está legiti- 
mado para interponer recurso de inconstitucionalidad 
pero no lo está para plantear conflictos de compe- 
tencias. 

Pues bien, el artículo 59 de la vigente Ley Orgánica 
2/1979, de 3 de octubre, reguladora del Tribunal Cons- 
titucional, determina expresamente que el citado Tri- 
bunal «entenderá de los conflictos que se susciten sobre 
las competencias o atribuciones asignadas directamen- 
te por la Constitución, los estatutos de autonomía o las 
leyes orgánicas u ordinarias dictadas para delimitar los 
ámbitos propios del Estado y las comunidades autóno- 
mas y que opongan (entre otras posibilidades) al Esta- 
do con una o más comunidades autónomas...». Parece 
claro que el tema objeto de debate en este punto debe 
entenderse incluido en este precepto, pues, como ya ha 
quedado reseñado, lo que se discute es el respecto al 
orden competencial que la Constitución establece en 
su título VIII, el cual habría sido vulnerado por una ley 
autonómica al contenerse en ésta un precepto modifi- 
cador de una base del régimen estatutario de los fun- 
cionarios públicos. 

De este modo, al quedar enmarcada en el ámbito de 
los conflictos constitucionales de competencia la cues- 
tión respecto de la cual se solicita la interposición de 
recurso de inconstitucionalidad por parte del Defensor 
del Pueblo, ha de concluirse necesariamente que no re- 
sulta legalmente posible atender a la petición que se 
formula. 
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1.2.11. Ley Foral 1311990, de 31 de diciembre, de pro- 
tección y desarrollo del patrimonio forestal de 
Navarra 

Un grupo de 434 vecinos del Valle del Roncal consi- 
dera que la filosofía que inspira la ley foral pudiera 
atentar contra el derecho a la propiedad privada reco- 
nocido en el artículo 33.1 de la Constitución, en tanto 
que en el párrafo 14 de la exposición de motivos se di- 
ce que la decisión sobre el modo de utilización de los 
bienes es competencia de los poderes públicos y no for- 
ma parte de las facultades dominicales. 

Argumentan la eventual vulneración del principio de 
igualdad que pudier derivarse, por una parte, del dife- 
rente tratamiento dado a las explotaciones forestales 
respecto al que reciben en la legislación de otras comu- 
nidades autónomas, y por otra, como consecuencia el 
contenido de los artículos 67.1, que exige una inversión 
no inferior al 20 por ciento del importe de los aprove- 
chamientos a los titulares de montes o terrenos fores- 
tales y 22.2 que impone en los montes catalogados que 
al menos un 5 por ciento de su superficie será conser- 
vada sin actuación humana, lo que consideran discri- 
minatorio frente a los propietarios de solares urbanos 
o suelos agrícolas y una negación de la propiedad 
privada. 

Fundamentos de la resolución 

A. Efectivamente el artículo 33.1 de la Constitución 
reconoce el derecho a la propiedad privada y a la he- 
rencia, sin embargo el apartado 2 del mismo artículo 
dispone que la función social de estos derechos deli- 
mitará su contenido de acuerdo con las leyes. 

Los preceptos a los que se imputa la posible vulne- 
ración de la garantía constitucional del derecho a la pro- 
piedad privada, establecen determinadas cargas o 
limitaciones para asegurar la conservación de los mon- 
tes catalogados. Y los montes catalogados, ya sean los 
declarados de utilidad pública o los de titularidad pri- 
vada que hayan sido declarados montes protectores, lo 
son, precisamente por razones de interés general. 

En uno y otro caso la declaración e inclusión en el 
catálogo, se hará mediante procedimiento administra- 
tivo en el que deberán ser oídos los afectados y demás 
garantías previstas en la ley. 
B. El artículo 50 de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 

de agosto, de reintegración y amejoramiento del Régi- 
men Foral de Navarra, incluye entre las materias de 
competencia exclusiva de Navarra, en virtud de su ré- 
gimen foral, tanto sobre el desarrollo legislativo y la eje- 
cución de la legislación básica del Estado en materia 
de montes de propiedad de particulares como respec- 
to a los montes cuya titularidad pertenezca a la Comu- 
nidad Foral, municipios, concejos y demás entidades 
administrativas de Navarra. 

Por su parte el artículo 40 atribuye a la Comunidad 
Foral, las potestades legislativa, reglamentaria, inspec- 

tora y revisora en aquellas materias de competencia ex- 
clusiva y, asimismo, dispone la preferencia del Derecho 
navarro sobre cualquier otro, en las materias de com- 
petencia exclusiva, de modo que el Derecho del Esta- 
do, tendrá carácter supletorio, en defecto de aquél, en 
congruencia con el artículo 149.3 de la Constitución. 

C. La reiterada jurisprudencia del Tribunal Consti- 
tucional, en numerosas sentencias sobre el alcance del 
principio de igualdad ante la ley, se condensa en torno 
a los siguientes rasgos esenciales: 

- No toda desigualdad de trato en la ley supone una 
infracción del artículo 14 de la Constitución. Sólo cuan- 
do aquella desigualdad introduce una diferencia entre 
situaciones que pueden considerarse iguales y carece 
de una justificación objetiva y razonable. 
- El principio de igualdad exige que a iguales su- 

puestos de hecho se apliquen iguales consecuencias ju- 
rídicas, debiendo considerarse iguales dos supuestos 
de hecho cuando la utilización o introducción de ele- 
mentos difenmciadores sea arbitraria o carezca de fun- 
damento racional. 
- El principio de igualdad no prohíbe al legislador 

cualquier desigualdad de trato sino sólo aquellas desi- 
gualdades que resulten artificiosas o injustificadas por 
no venir fundadas en criterios objetivos y suficiente- 
mente razonables de acuerdo con criterios o juicios de 
valor generalmente aceptados. 
- Es constitucionalmente lícita la diferenciación 

cuando, además de serlo el fin que con ella se persigue, 
las consecuencias jurídicas que resultan de la distin- 
ción son adecuadas y proporcionadas a dicho fin, de 
modo que la relación entre la medida adoptada y el fin 
perseguido (<supere un juicio de proporcionalidad en 
sede constitucional, evitando resultados especialmen- 
te gravosos o desmedidos ». 

La Ley Foral 1311990, se limita, a ejercitar en el ám- 
bito de sus competencias exclusivas, la potestad legis- 
lativa en materia de montes, sin que quepa apreciar que 
su específica regulación, distinta de las de otras comu- 
nidades autónomas carezca de justificación en cuanto 
las peculiaridades de su patrimonio forestal, pueden 
exigir un tratamiento diferente. 

1.2.12. Ley del Parlamento de Galicia 4/1991, de 8 de 
marzo, de Reforma de la Ley 411988, de 26 de 
mayo, de la Función Pública de Galicia 

La presidenta de una Junta de Personal de los Servi- 
cios Periféricos de la Administración del Estado soli- 
cita que «en base a lo determinado en el artículo 
149.1.18 de la Constitución española que regula las com- 
petencias exclusivas del Estado en esta materia y en or- 
den a evitar que se conculque el contenido de los princi 
pios que encierran los preceptos de la Constitución in- 
vocados, estime la procedencia de la solicitud de decla- 
ración de inconstitucionalidad del apartado 1P de la 
disposición transitoria décima, el número 3 de la mis- 
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ma y disposición transitoria decimotercera números 1 
y 2». 

Fundamentos de la resolucion 

Al tratarse de dos cuestiones de naturaleza y alcan- 
ce diferentes parece necesario llevar a cabo un estudio 
separado de cada una de ellas. 

A. Empezando por el final, procede analizar la ob- 
jeción que se formula contra la disposición transitoria 
13.2, la cual, como ya se ha dicho, prevé la celebración 
de un concurso para la provisión de los puestos de tra- 
bajo que aun figurando en la relación de puestos que 
ha de aprobarse como correspondientes a funcionarios, 
no estén ocupados por éstos, concurso en el que sólo 
podrán participar los funcionarios que en la fecha de 
su convocatoria estén desempeñando un puesto de tra- 
bajo en la Administración autonómica. 

Según manifiesta literalmente en su escrito la Presi- 
denta de la Junta de Personal de los Servicios Periféri- 
COS de la Administración del Estado en La Coruña, lo 
que procedería «de acuerdo con la normativa vigente 
y los antecedentes aplicados en la Administración del 
Estado ... » sería «un acoplamiento -no concurso- de 
los funcionarios de carrera de la Administración del Es- 
tado transferidos en la situación administrativa de ser- 
vicios en la comunidad autónoma a las relaciones de 
puestos de trabajo». Una vez realizado este acoplamien- 
to, a juicio de la Presidenta de la Junta de Personal ha- 
brá de convocarse un concurso abierto que respetase 
plenamente la movilidad entre administraciones públi- 
cas y los principios de igualdad, mérito y capacidad en 
el acceso a la función pública, todo lo cual no se esta- 
ría dando mediante el procedimiento previsto en la dis- 
posición transitoria cuya constitucionalidad se discute. 

Pues bien, no cabe duda que la finalidad de la nor- 
mativa aquí tratada es racionalizar y reordenar la fun- 
ción pública de la Comunidad Autónoma de Galicia en 
la que prestan servicios funcionarios del Estado trans- 
feridos, funcionarios propios de la comunidad autóno- 
ma y, asimismo, personal transferido o personal 
seleccionado por la propia comunidad autónoma que 
no reúne la condición de funcionario de carrera al es- 
tar desempeñando su puesto de trabajo como personal 
interino o contratado de carácter administrativo. 

Es verdad, como afirma la promovente de esta soli- 
citud de recurso de inconstitucionalidad, que en oca- 
siones anteriores en la Administración del Estado o en 
algunas administraciones autonómicas esta reordena- 
ción de la función pública se ha llevado a cabo mediante 
el acoplamiento del personal existente a las relaciones 
de puestos de trabajo que se han elaborado, con poste- 
rior redistribución de los efectivos mediante la convo- 
catoria de concursos de traslado de carácter general. 
Sin embargo, esto no es más que una opción técnica en- 
tre otras varias posibles entre las que puede optarse, 
sin que la elección deba reputarse por sí misma como 
inconstitucional. Es decir, si el legislador autonómico 

en la ordenación de su propia función pública ha opta- 
do por una regulación transitoria determinada para 
adecuar a las necesidades actuales una función públi- 
ca lastrada con algunas disfunciones provenientes de 
su propia creación y de la fase preautonómica, puede 
hacerlo legítimamente siempre y cuando respete las ba- 
ses del régimen estatutario de la función pública ya que 
éstas son competencia exclusiva del Estado. 

Así pues, el único elemento en base al cual podría 
plantearse la interposición de un recurso de inconsti- 
tucionalidad sería en defensa de la competencia exclu- 
siva del Estado para dictar las bases del régimen 
estatutario de la función pública, según establece el ar- 
tículo 149.1.18 de la Constitución, recurso éste que ocul- 
taría un auténtico conflicto de competencias tramitado 
bajo la apariencia de recurso de inconstitucionalidad 
al ser un conflicto surgido de una disposición con ran- 
go de ley. 

Sin analizar en absoluto la procedencia o improce- 
dencia del planteamiento del recurso en este caso, re- 
sulta evidente que la defensa de la competencia 
exclusiva del Estado en contra de alguna comunidad 
autónoma no es cuestión respecto de la que deba pro- 
nunciarse la institución del Defensor del Pueblo, pues- 
to que existen otros sujetos legitimados más idóneos 
para el planteamiento de este tipo de recurso. 

B. Pasando ya al análisis de la disposición transito- 
ria décima, se comprueba que ésta pretende regulari- 
zar la situación del personal transferido por el Estado 
en régimen de contratación administrativa o como fun- 
cionarios interinos y el personal interino seleccionado 
por la propia Administración autónomica mediante su 
acceso a la condición de funcionario de carrera, a tra- 
vés de la participación y superación de un concurso- 
oposición en el que podrían participar los funcionarios 
de carrera de la Administración autonómica «que reú- 
nan los requisitos necesarios ..., valorándoseles los ser- 
vicios prestados y otros méritos». 

La objeción que se formula contra esta regulación pa- 
rece centrarse exclusivamente en que no se prevé para 
los funcionarios de la Administración del Estado su po- 
sible participación en estas pruebas selectivas valorán- 
doseles los servicios prestados al igual que se hace con 
los funcionarios de la Administración autonómica. 

De acuerdo con la doctrina fijada por el Tribunal 
Constitucional en relación con la igualdad en el acce- 
so a las funciones y cargos públicos y, de manera par- 
ticular, en algunas regulaciones específicas para la 
reordenación de funciones públicas de comunidades 
autónomas en situación similar a la de aquí tratada (por 
ejemplo, y entre otras, sentencia número 67/89, de 18 
de abril) puede el legislador establecer concursos en 
los que, de manera específica o incluso única se valo- 
ren algunos o algún mérito concreto que tenga carác- 
ter objetivo y esté relacionado con la función pública 
a desempeñar, sin que este hecho pueda reputarse con- 
trario o atentatorio al principio de igualdad. Asimismo, 
esta doctrina ha establecido que la posibilidad de de- 
terminar concretamente quiénes reúnen los méritos va- 
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lorables tampoco resulta contraria al principio de 
igualdad, puesto que, como afirma la sentencia del Tri- 
bunal Constitucional número 148/86, de 25 de noviem- 
bre, y confirma la ya citada sentencia 67189, de 18 de 
abril, «lo que resultaría contrario al derecho reconoci- 
do en el artículo 23.2 de la Constitución es cualquier 
reserva, explícita o encubierta de funciones públicas 
"ad personam" o la adscripción personal a personas in- 
dividualmente seleccionadas, pero no la identificación 
de modo abstracto y en virtud del hecho objetivo de ha- 
llarse ocupando determinadas plazas ». De este modo, 
prosigue afirmando el Tribunal, ala consideración co- 
mo mérito de la antigüedad en un empleo o función no 
podría considerarse como referencia individualizada y 
concreta de por sí lesiva al derecho a la igualdad». 

A nuestro entender, toda esta doctrina resulta per- 
fectamente aplicable a la disposición transitoria déci- 
ma de la Ley 4/91 del Parlamento de Galicia. En efecto, 
esta disposición transitoria prevé la celebración de un 
concurso-oposición que de manera expresa califica co- 
mo «libre», lo cual quiere decir que todos los sujetos 
que reúnan los requisitos que se establezcan podrían 
participar en él, y determina que en su convocatoria ha- 
brán de respetarse los criterios de mérito y capacidad 
y que se valorarán los servicios efectivos prestados por 
el personal contratado administrativo interino al que 
se refiere la citada disposición transitoria. 

Ahora bien, si a esta previsión normativa el legisla- 
dor autonómico, por razones de ordenación de la pro- 
pia función pública respecto de las que no podemos 
pronunciarnos, ha considerado oportuno añadir otra 
previsión tendente a propiciar la participación de los 
funcionarios propios a través de la valoración en la 
fase de concurso de los servicios prestados a la admi- 
nistración autonómica, ha de entenderse que está ac- 
tuando en el marco de su autonomía política y de su 
competencia legislativa, razón por la cual no parece que 
haya motivos que justifiquen la intervención del Defen- 
sor del Pueblo. 

Podría haberlos si se impidiese la participación en 
las pruebas selectivas de los funcionarios del Estado 
o de cualquier otra colectividad, o si se valorasen mé- 
ritos ajenos a la contrastación de la capacidad de los 
aspirantes. Pero no es así como queda dicho, ya que, se- 
gún dispone la norma analizada, las pruebas selectivas 
son «libres» y su convocatoria habrá de respetar los cri- 
terios de «mérito y capacidad)), señalándose como úni- 
ca predeterminación que, entre otros méritos posibles, 
se valoraran los servicios prestados por el personal con- 
tratado e interino de la comunidad autónoma y por los 
funcionarios de su propia función pública. 

En resumen, el legislador ha previsto la celebración 
de un concurso-oposición cuya convocatoria por impe- 
rativo de la ley establecerá que sean valorados, entre 
otros méritos, los servicios prestados a la Administra- 
ción autonómica del personal contratado e interino a 
que la disposición transitoria hace antes referencia y 
del funcionario de carrera de la propia Administración 
autonómica, decisión ésta que no debe reputarse con- 

traria a los principios constitucionales de igualdad, mé- 
rito y capacidad a que se ha hecho antes referencia, 
emanada del Tribunal Constitucional en temas simila- 
res a los aquí tratados. 

2. RECURSOS DE AMPARO 

De todas las solicitudes de interposición de recurso 
formuladas conviene destacar en este apartado las que 
a continuación quedan reflejadas. 

2.1. Solicitud de recurso remitida por el Tribunal 
Constitucional 

El Presidente de la Sala Segunda del Tribunal Consti- 
tucional, en virtud con lo dispuesto en el artículo 46.l.a) 
de la Ley Orgánica 211979, de 3 de octubre, acordó dar 
cuenta a esta institución de la solicitud formulada ante 
el alto tribunal por un ciudadano. 

De la documentación remitida por el Tribunal Cons- 
titucional se desprende que el interesado presentó es- 
crito manifestando su intención de interponer demanda 
de amparo contra sentencia de la sección sexta de la 
Audiencia Provincial de Madrid desestimatoria de re- 
curso de apelación contra la dictada por un juzgado de 
instrucción en causa por un delito de desacato. 

Al objeto de formalizar dicha demanda interesada el 
nombramiento de abogado y procurador del turno de 
oficio, si bien en su escrito inicial el recurrente recu- 
saba expresamente al Consejo General de la Abogacía 
para emitir informes o dictámenes sobre la sostinibili- 
dad del amparo. 

Habida cuenta de que la intervención del Consejo Ge- 
neral de ia Abogacía es indispensable según la legisla- 
ción vigente para proceder a la designación de abogado 
de oficio, el Tribunal Constitucional dictó providencia 
por la que se ponía de manifiesto la imposibilidad de 
acceder a lo solicitado, y se acordaba remitir los ante- 
cedentes a esta institución por si decidiere ejercer la 
acción para la que está facultada. 

El Defensor del Pueblo, oída la Junta de Coordina- 
ción y Régimen Interior en cumplimiento de lo dispues- 
to en el artículo 18.1.b del Reglamento de Organización 
y Funcionamiento acordó no ejercitar la legitimación 
conferida. 

2.2. Solicitud de recurso remitida por el Consejo Ge- 
neral de Ingenieros Técnicos de Obras Públicas 
referida a sus atribuciones profesionales 

Compareció también el presidente del Consejo Gene- 
ral de Colegios de Ingenieros Técnicos de Obras Públi- 
cas solicitando el inicio de la acción de amparo contra 
una sentencia en la que se denegaba a estos ingenieros 
capacidad técnica para redactar dos proyectos de am- 
pliación de abastecimiento de agua a determinados mu- 

- 575 - 



CORTES GENERALES 25 DE ABRIL DE 1992.-SERIE A. NOM. 37 

nicipios. Los comparecientes aducían que esta 
sentencia, referida a las atribuciones profesionales de 
este colectivo, vulneraba el principio constitucional de 
igualdad. 

Aun cuando se acordó no ejercitar la acción de am- 
paro se da cuenta en el presente informe de la resolu- 
ción remitida a los reclamantes, por cuento su 
pretensión, referida a las atribuciones profesionales de 
arquitectos e ingenieros técnicos, ha sido abordada por 
esta institución en distintos informes, y continúa sin 
resolverse. 

ANTECEDENTES 

En abril de 1986, el presidente del Colegio de Inge- 
nieros Técnicos de Obras Públicas solicitó que el De- 
fensor del Pueblo interpusiera recurso de 
inconstitucionalidad contra la Ley 1211986, de 1 de abril, 
sobre regulación de atribuciones profesionales de los 
arquitectos e ingenieros técnicos. 
b s  dictámenes jurídicos aportados por los reclaman- 

tes para avalar su solicitud, contenían las siguientes ale- 
gaciones: 

La Ley 1211986, de 1 de abril, disponía en su artícu- 
lo 2.3. 

«Corresponden a los Ingenieros Técnicos de Obras 
Públicas todas las atribuciones profesionales descritas 
en el apartado primero de este artículo, en relación a 
sus especialidades respectivas, con sujeción, en cada 
caso, a las prescripciones de la legislación reguladora 
de Obras Públicas. D 

Y establecía en la disposición final segunda: 

«Conforme a lo previsto en el número 3 del artícu- 
lo 2 de la presente, por ley se regularán las interven- 
ciones profesionales de los Ingenieros Técnicos de 
Obras Públicas, cuando se trate de carreteras, puertos, 
ingeniería de costas, infraestructuras de centrales ener- 
géticas y de ferrocarriles, presas y obras hidráulicas.» 

Estos preceptos, a juicio de los reclamantes, vulne- 
raban el principio de igualdad ante la ley, consagrado 
en el artículo 14 de la Constitución Española, en cuan-. 
to implicaban una discriminación para los Ingenieros 
Técnicos de Obras Públicas, respecto a las demás ra- 
mas de Ingeniería Técnica, ya que a éstas se les confia- 
ban todas las atribuciones descritas en el artículo 2.1 
de la misma Ley 1211986, mientras que los reclamantes 
quedaban en situación de subordinación y dependen- 
cia, respecto a los ingenieros superiores de su especia- 
lidad, al mantenerse la vigencia de la específica 
legislación en materia de Obras Públicas. 

Por otra parte, la remisión a la normativa vigente en 
Obras Públicas quebrantaba, a su juicio, lo preceptua- 
do en el artículo 36 de la Constitución, en la medida 
en que éste exige que el ejercicio de las profesiones ti- 

tuladas se regule siempre mediante normas con rango 
de ley. 

Se denunciaba, igualmente, la posible violación del 
artículo 53.1 del texto constitucional, desde el momen- 
to en que la Ley 1211986 regulaba un derecho fundamen- 
tal, esto es, el derecho al trabajo o profesión, en este 
caso de los Ingenieros Técnicos de Obras Públicas, ga- 
rantizado por los artículos 35 y 36 de la Constitución, 
y cuyo «contenido esencial», en una regulación con ran- 
go de ley, debe ser siempre respetado, lo que se que- 
braba en la ley impugnada. 

Por último, lo dispuesto en esos preceptos de la Ley 
1211986 infringía, según las alegaciones del Colegio, el 
artículo 9.3 de nuestra norma fundamental, garantiza- 
dor del principio de seguridad jurídica, desde el mo- 
mento en que tales preceptos se remitían a la compleja 
normativa jurídica vigente, o a una futura ley, cuyo con- 
tenido no se determinaba con la indispensable concre- 
ción, ni la fecha de su promulgación, con lo que se 
originaba una grave inseguridad jurídica para los re- 
clamantes. 

11. El Defensor del Pueblo, oída la Junta de Coordi- 
nación y Régimen Interior, según preceptúa el artícu- 
lo 18.1.b del Reglamento de Organización y 
funcionamiento, adoptó la resolución que a continua- 
ción se transcribe, y que fue comunicada en su momen- 
to a los reclamentes. 
- Adecudamente interpretada, la Ley 1211986 respe- 

ta el “contenido esencial” de la profesión de los Arqui- 
tectos e Ingenieros Técnicos.» 

En efecto, en el artículo 1 de la misma se determina 
que todos los profesionales de ese grado «una vez cum- 
plidos los requisitos establecidos por el ordenamiento 
jurídico, tendrán la plenitud de facultades y atribucio- 
nes en el ejercicio de su profesión, dentro del ámbito 
de su respectiva especialidad técnica». 

Y en su artículo 2.1 se especifican cuáles son las atri- 
buciones profesionales de todos los Ingenieros Técni- 
cos, dentro de su respectiva especialidad, desde la 
redacción y firma de proyectos, hasta la dirección de 
toda clase de industrias o explotaciones. 

En este aspecto, se cumple lo dispuesto en los ar- 
tículos 36 y 53.1 de la Constitución, sobre regulación 
por norma legal del contenido esencial del derecho de 
todos los Ingenieros Técnicos, incluidos, por consi- 
guiente, los de Obras Públicas, al ejercicio de su profe- 
sión, sin excepción alguna, como seguidamente se 
analiza. 

De lo contrario, es decir, si por las normas actualmen- 
te vigentes, u otras futuras, sobre regulación del ejer- 
cicio de la profesión de Ingenieros Técnicos de Obras 
Públicas, se establecieran limitaciones que afectaran 
a ese «contenido esencial)) de su profesión, existiría vio- 
lación de lo dispuesto en los artículos 36 y 53.1 de la 
Constitución. 

Concordantemente, y siempre en una interpretación 
integradora, como procede, de los artículos 1 y 2.3 de 
la Ley 1211986, es de subrayar que en este último se ex- 

- 576 - 



CORTES GENERALES 25 DE ABRIL DE 1992.-SERIE A. NOM. 37 

presa categóricamente que «corresponden a los Inge- 
nieros Técnicos de Obras Públicas todas las 
atribuciones profesionales descritas en el apartado pri- 
mero de este artículo, en relación a sus especialidades 
respectivas, con sujeción, en cada caso, a las prescrip- 
ciones de la legislación reguladora de las Obras Pú- 
blicas ». 

Es evidente que esa referencia final, en el apartado 
3.“ del artículo 2, a las prescripciones de la legislación 
reguladora de las Obras Públicas, no pueden en modo 
alguno considerarse con una limitación al principio bá- 
sico de que los Ingenieros Técnicos de Obras Públicas 
les corresponden todas las atribuciones profesionales 
que se describen en el apartado primero del mismo ar- 
tículo 2, con la sola especificidad determinada en la dis- 
posición final segunda, donde se contiene una explícita 
remisión a lo preceptuado en el número tercero del ar- 
tículo 2.9 según el cual, por ley, se regularán las inter- 
venciones profesionales de dichos Ingenieros Técnicos 
de Obras Públicas, pero solamente ((cuando se trate de 
carreteras, puertos, ingeniería de costas, infraestruc- 
tura de centrales energéticas y de ferrocarriles, presas 
y obras hidráulicas ». 

Sobre esos puntos concretos, la ley que en su día se 
dicte, tendrá que respetar, so pena de incurrir en in- 
constitucionalidad, el “contenido esencial’’ del derecho 
de los Ingenieros Técnicos de Obras Públicas al ejerci- 
cio de su profesión, en armonía con lo establecido en 
el artículo 2.1 de la ley objeto de impugnación. 

En otros términos, la mencionada expresión final del 
apartado tercero del artículo 2 de la ley que se analiza: 
«con sujeción, en todo caso, a las prescripciones de la 
legislación reguladora de las obras públicas», ha de ser 
necesariamente interpretada, por coherencia legislati- 
va, a la luz de los siguientes criterios: 

a. La legislación de Obras Públicas vigente o la que 
se dicte en el futuro, si contradice el expresado «conte- 
nido esencial,, de la profesión de Ingenieros Técnicos, 
no podrá aplicarse a los Ingenieros Técnicos de Obras 
Públicas, en virtud de lo dispuesto en los artículos 1 
y 2.3 de la propia Ley 12/1986; y, sobre todo, como con- 
secuencia de la eficacia derogatoria de la disposición 
final cuarta de esta ley, a cuya luz han de considerarse 
derogadas «cuantas disposiciones de igual o inferior 
rango sobre atribuciones profesionales de Ingenieros 
y Arquitectos Técnicos se opongan a lo establecido en 
la presente ley». Tal derogación afecta a todas las nor- 
mas que conciernan a los Ingenieros Técnicos de Obras 
Públicas, puesto que en dicha disposición derogatoria 
no se contiene excepción alguna. 

En consecuencia, han de considerarse derogadas 
cuantas normas actuales rijan en materia de Obras Pú- 
blicas, si con contrarias a lo establecido, sobre atribu- 
ciones de los Ingenieros Técnicos de Obras Públicas, 
en los artículos 1.0 y 2.3 de la Ley 12/1986, sin perjuicio 
de lo que establezca, en su día, la ley que se prevé en 
la disposición final segunda, para determinado tipo de 
Obras Públicas, de mayor envergadura. 

b. Si el legislador, al promulgar la Ley 1211986, hu- 
biera pretendido excluir a los Ingenieros Técnicos de 
Obras Públicas del «contenido esencial» de las atribu- 
ciones que se señalan en el artículo 2.1, hubiera tenido 
que emplear la misma fórmula que se utiliza en la dic- 
posición adicional respecto a los Arquitectos e Ingenie- 
ros Técnicos «vinculados a la Administración pública 
por una relación de servicios de naturaleza jurídico- 
administrativa, los cuales se regirán por sus respecti- 
vas normas estatutarias», que es un supuesto totalrnen- 
te diferente del que concierne a los Ingenieros Técnicos 
de Obras Públicas (que no sean funcionarios de la Ad- 
ministración pública). 

c. Por consiguiente, ha de insistirse en que la futu- 
ra ley reguladora de intervenciones profesionales de los 
Ingenieros Técnicos de Obras Públicas, en lo que cabe 
denominar «macro obras públicas», taxativamente des- 
critas en la disposición final segunda, sólo puede refe- 
rirse a ellas, y puede considerarse como una especi- 
ficidad «objetiva y razonable» por razones de su enver- 
gadura y de la conexión que tengan con las especiali- 
dades cursadas en las Escuelas respectivas, pero sin 
que en ningún caso viole el «contenido esencial» del de- 
recho a la profesión, dimanante de los concretos títu- 
los académicos de cada profesional. 

En este sentido ha de tenerse presente la doctrina sen- 
tada por el Tribunal Constitucional, en su sentencia nú- 
mero 83/1984, de 24 de julio, cuando expresa: «Si bien 
el tenor literal del artículo 53.1 de la Constitución Es- 
pañola, que se refiere a todos los derechos y libertades 
reconocidos en el Capítuclo 11 del Título 1, impone la 
reserva de ley y al legislador la obligación de respetar 
el contenido esencial de tales derechos y libertades, es 
evidente que no hay «contenido esencial» constitucio- 
nalmente garantizado de cada profesión, oficio o acti- 
vidad empresarial concreto»; y más adelante puntuali- 
za: «que la regulación de estas profesiones, en virtud 
de mandato legal, está expresamente reservado a la ley. 
También es claro, sin embargo, que, dada la naturaleza 
del precepto, esta reserva específica es bien distinta de 
la general que respecto de los derechos y libertades se 
contiene en el artículo 53.1 de la Constitución Españo- 
la y que, en consecuencia, no puede oponerse aquí al 
legislador la necesidad de preservar ningún contenido 
esencial de derechos y libertades que en ese precepto 
no se proclaman, y que la regulación del ejercicio pro- 
fesional, en cuanto no choque con otros preceptos cons- 
titucionales, puede ser hecha por el legislador en los 
términos que tenga por conveniente. 

- En consecuencia con lo expuesto, ha de evaluar- 
se el principio de igualdad ante la ley y no discrimina- 
ción, consagrado por el artículo 14 de la Constitución, 
y su respeto por la Ley 12/1986, objeto de impugnación. 

A la luz de una muy reiterada jurisprudencia del Tri- 
bunal Constitucional, no puede inferirse que en la re- 
gulación dada por la Ley 12/1986 a las atribuciones de 
los Ingenieros Técnicos de Obras Públicas, se quebrante 
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el invocado principio de igualdad ante la ley y no dis- 
crimación, constitucionalmente consagrado por el 
artículo 14 de nuestra Norma Suprema, puesto que la 
única diferencia o especificidad en las atribuciones de 
dichos Ingenieros Técnicos se habrá de ceñir, según la 
disposición final segunda, a las calificables como «ma- 
cro obras públicas», respecto a las que el legislador en- 
cuentre motivos objetivos y razonables para establecer, 
siempre por ley, y que respete el ({contenido esencial» 
de la profesión de dichos Ingenieros Técnicos de Obras 
Públicas, determinados requisitos y exigencias en fun- 
ción de su titulación académica y de su respectiva es- 
pecialidad técnica, como expresa el artículo 1 de la ley 
objeto de impugnación. 

En este aspecto importa recordar, entre otras muchas, 
lo sentado por las sentencias del Tribunal Constitucio- 
nal, en interpretación de dicho artículo 14 de nuestra 
norma suprema, doctrina que se recoge en la senten- 
cia 611984, de 24 de enero, según la cual: 

«La doctrina sentada por este Tribunal en relación 
al artículo 14 de la Constitución a partir de su senten- 
cia 22/1981, de 2 de julio, fundamento jurídico tercero, 
en la cual se indicaba que el principio de igualdad con- 
tenido en el artículo 14 de la Constitución no implica 
en todos los casos un tratamiento legal igual con abs- 
tracción de cualquier elemento diferenciador de tras- 
cendencia jurídica; y se añadía -siguiendo la doctrina 
señalada por el Tribunal Europeo de los derechos 
humanos- que la igualdad sólo es violada si la desi- 
gualdad está desprovista de una justificación objetiva 
y razonable en relación a la finalidad y efectos de la me- 
dida considerada, debiendo darse una relación razona- 
ble de proporcionalidad entre los medios empleados y 
la finalidad perseguida», sancionada, también por 
la sentencia 9311984, de 16 de octubre, y la sentencia 
9911984, de 5 de noviembre, entre otras muchas. 

111. Haciendo uso de la facultad atribuida por el ar- 
tículo 28.2 de la Ley Orgánica 311981, de 6 de abril, por 
el Defensor del Pueblo formuló una recomendación al 
Presidente del Gobierno sobre el desarrollo de la Ley 
12/1986, de 1 de abril. 

En ella se consideraba necesario la promulgación, en 
el menor plazo de tiempo posible, de la futura ley re- 
guladora de las intervenciones profesionales de los In- 
genieros Técnicos de Obras Públicas prevista en la 
disposición final segunda de la Ley 12/1986, para evi- 
tar quebranto al principio de seguridad jurídica que 
sanciona el artículo 9.3 de la Constitución. 

De igual manera se hizo constar que se consideraba 
necesario, por un lado, que el desarrollo reglamenta- 
rio y los actos de aplicación de la ley cuestionada se 
debían ajustar a una interpretación que respetase ple- 
namente el contenido esencial del derecho de los recla- 
mantes, según lo prescrito en el artículo 2.1 de la propia 
ley, respetando de tal manera lo previsto en el artículo 
53.1 de la Constitución, así como que se considerasen 

derogadas las normas vigentes, de cualquier rango, que 
contradijeran lo dispuesto en la Ley 1211986, de 1 de 
abril, según lo dispuesto en su disposición final cuarta. 

Esta recomendación se incluyó en los informes pre- 
sentados ante las Cortes Generales correspondientes a 
la gestión realizada por el Defensor del Pueblo duran- 
te 1986, 1987 y 1989. 

En contestación a esta recomendación, el Presiden- 
te del Gobierno, como ya conoce el Colegio de Ingenie- 
ros Técnicos de Obras Públicas, comunicó a esta 
institución lo siguiente: 

«La Ley 1211986, nació con una vocación de cierta pro- 
visionalidad, no sólo porque deja para futuras regula- 
ciones legales aspectos importantes (la determinación 
de aspectos no esenciales de las atribuciones profesio- 
nales de Arquitectos e Ingenieros de Obras Públicas, ni- 
vel Técnico, tanto en el ejercicio profesional privado 
como en el sometido a un régimen funcionarial), sino 
también porque todas las profesiones (no solamente las 
técnicas) y sus respectivos colegios, necesitan una re- 
gulación radicalmente distinta de la actual, producto 
de un régimen político diferente y fuera del contexto 
europeo. 

El Tratado de Adhesión a las Comunidades Europeas 
nos impone la adecuación de nuestra legislación en ese 
campo -como en otros muchos- a los principios de 
libre mercado y libre circulación de factores. 

Por todo ello, tenga por seguro que en el ánimo de 
la Presidencia del Gobierno está el proyecto de comple- 
tar, urgentemente y dentro del ámbito de sus compe- 
tencias, la normativa sobre atribuciones profesionales, 
recogiendo las recomendaciones hechas por esa impor- 
tante institución que usted representa.» 

IV. El 10 de junio de 1991 comparece nuevamente 
ante el Defensor del Pueblo el Presidente del Colegio 
de Ingenieros Técnicos de Obras Públicas manifestan- 
do que, reunidos en Consejo General todos los Decanos 
de Ingeniería Técnica de Obras Públicas han acordado 
solicitar al Defensor del Pueblo que interponga recur- 
so de amparo contra la sentencia dictada el catorce de 
mayo de 1991 por la sección tercera de la Sala tercera 
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supre- 
mo, que desestima el recurso de apelación interpuesto 
por la representación del Colegio, y en la que se denie- 
ga a los Ingenieros Técnicos de Obras Públicas capaci- 
dad técnica para redactar dos proyectos de ampliación 
de abastecimiento de agua a determinados municipios. 

En la referida sentencia la Sala declara que el artí- 
culo 2P.3 de la citada Ley 1211986 dice que las atribu- 
ciones de los Ingenieros Técnicos de Obras Públicas les 
corresponden con sujeción en cada caso a las prescrip- 
ciones de la legislación reguladora de las obras públi- 
cas, y en la disposición final segunda se prevé que por 
ley se regularán las intervenciones profesionales de los 
Ingenieros Técnicos de Obras Públicas cuando se tra- 
te, entre otras materias, de presas y obras hidráulicas. 

En consecuencia, mientras no se lleve a efecto la or- 
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denación prevista en la Ley 1211986 ya citada, las ac- 
tuaciones profesionales de los Ingenieros Técnicos de 
Obras Públicas en materia de obras hidráulicas ha de 
entenderse sujeta a la legislación existente y en ella al 
Decreto de 23 de noviembre de 1956 que aprueba el Re- 
glamento Orgánico del Cuerpo de Ingenieros de Cami- 
nos, Canales y Puertos, cuyo artículo 1." atribuye a esos 
Ingenieros el «estudio, dirección, inspección, vigilan- 
cia y construcción de las obras...)) 4a. que exijan el me- 
jor aprovechamiento de todas las aguas públicas. 

La generalidad de los términos de esta disposición 
no permite, pues, hacer distinciones según la importan- 
cia mayor o menor de esas obras sino que vienen a atri- 
buir en esa materia una competencia exclusiva a los 
expresados Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos. 

A juicio de los reclamantes, la Sala ha aplicado un 
precepto, el artículo 2.3 de la Ley 12/1986, que es incons- 
titucional por vulnerar el principio de igualdad garan- 
tizado en el artículo 14 y otros preceptos 
constitucionales, por lo que solicitan que el Defensor 
del Pueblo interponga recurso de amparo ante el Tri- 
bunal Constitucional. 

PROCEDENCIA 

De la argumentación contenida en el dictamen jurí- 
dico presentado por los reclamantes, parece despren- 
derse que la mencionada vulneración del principio de 
igualdad se reputa, en primer término, de la propia Ley 
1211986, de 1 de abril, y en concreto de su disposición 
final segunda, en relación con el artículo 2.3, y de la 
sentencia del Tribunal Supremo en la medida en que 
aplica sus previsiones, en segundo término. 

A este respecto, y como esta institución tuvo ya oca- 
sión de señalar en el acuerdo por el que se resolvió no 
interponer recurso de inconstitucionalidad contra la 
Ley 12/1986, de 1 de abril, los preceptos citados de di- 
cha Ley no vulneran el principio constitucional de igual- 
dad, tal y como ha sido configurado porr la 
jurisprudencia constitucional. 

En efecto, como en aquel acuerdo se decía, el princi- 
pio constitucional de igualdad no implica en todos los 
casos un tratamiento igual con abstracción de cualquier 
elemento diferenciador de relevancia jurídica, por lo 
que no toda desigualdad constituye necesariamente una 
discriminación. Debe apreciarse discriminación tan só- 
lo cuando la desigualdad esté desprovista de una justi- 
ficación razonable (por todas, sentencia del Tribunal 
Constitucional 9911984, de 5 de noviembre). 

A la vista de lo expuesto, se concluía en dicho acuer- 
do que la regulación que en la Ley 1211986 se efectua- 
ba de las atribuciones de los Ingenieros Técnicos de 
Obras Públicas no vulneraba el mencionado principio 
constitucional, puesto que la única diferencia o espe- 
cificidad en las atribuciones de dichos Ingenieros Téc- 
nicos se habrá de ceñir, según la disposición final 
segunda, a las obras relacionadas en la misma, entre 
las que se encuentran las intervenciones profesionales 

en materia de obras hidráulicas, concepto en el que de- 
bemos incluir los proyectos de ampliación de abaste- 
cimiento de agua a municipios, objeto de la Sentencia 
del Tribunal Supremo, de 14 de mayo de 1991, sobre la 
que se solicita la interposición del recurso de amparo 
por parte del Defensor del Pueblo. 

En consecuencia, la sentencia cuya impugnación pre- 
tende al haber realizado una específica aplicación de 
la ley mencionada y de la legislación a la que aquélla 
indirectamente se remite en su disposición final segun- 
da no puede tampoco vulnerar el precepto constitucio- 
nal mencionado. 

Desde otro punto de vista, la omisión hasta el momen- 
to del desarrollo legislativo previsto en dicha disposi- 
ción final puede, sin duda, incidir negativamente en la 
órbita del principio constitucional de seguridad jurí- 
dica -no susceptible de ser invocado en amparo-, pero 
carece de trascendencia, por las razones indicadas, en 
relación con el también principio constitucional de 
igualdad. 

Esta es, además, la tesis sostenida por el Tribunal 
Constitucional, entre otras, en su sentencia 4911983, de 
1 de junio, en la que se niega trascendencia alguna en 
el principio de igualdad a un incumplimiento de un 
mandato legal consistente en desarrollar normativa- 
mente una concreta relación laboral de carácter es- 
pecial. 

En consecuencia, y a la vista de 10 expuesto, no pro- 
cede acceder el ejercicio de la legitimación que esta Ins- 
titución ostenta para la interposición del recurso de 
amparo solicitado. 

CAPITULO IV 

OTRAS ACTUACIONES INSTITUCIONALES 

A. El Defensor del Pueblo ha mantenido e intensi- 
ficado durante 1991 la colaboración con los Comisio- 
nados parlamentarios de las comunidades autónomas. 
Resulta así que en dicho período, el Defensor del Pue- 
blo Andaluz remitió a esta institución 219 expedientes; 
el Diputado del Común, 223; El Síndic de Greuges, 103; 
el Justicia de Aragón, 56; el Ararteko, 60, y el Valedor 
do Pobo, 33, todos ellos en materias no comprendidas 
en sus respectivas competencias. En estos casos, el De- 
fensor del Pueblo les ha informado puntualmente so- 
bre la tramitación y el resultado de las gestiones 
realizadas. 

Además, y en desarrollo de lo establecido en la Ley 
3611985, de 6 de noviembre, sobre prerrogativas y ga- 
rantías de las figuras similares al Defensor del Pueblo 
y régimen de colaboración y coordinación de las mis- 
mas, a finales del mes de febrero de 1991 se suscribió 
con el Síndic de Greuges un Acuerdo de Cooperación 
y Coordinación entre las dos instituciones, encamina- 
do a ampliar y concretar el marco de cooperación en- 
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tre ellas, y a evitar una eventual duplicidad de actuación 
que comprometa la efectiva protección de los derechos 
del ciudadano. Posteriormente se han intensificado con 
los restantes comisionados parlamentarios las conver- 
saciones en orden a la suscripción con ellos de acuer- 
dos similares al convenido con el Síndic de Greuges. 

B. Dentro del marco de la colaboración institucio- 
nal, el Defensor del Pueblo estableció, a fines de sep- 
tiembre de 1991, un convenio con la Universidad 
Carlos 111 de Madrid para la creación de la Cátedra 
((Joaquín Ruiz-Giménez» de estudios sobre el Defensor 
del Pueblo, con la finalidad de promover y apoyar la 
investigación y formación sobre los sistemas de garan- 
tías no jurisdiccionales de los derechos constituciona- 
les y de supervisión de las administraciones públicas. 
Y ello a través de diversas líneas básicas de actuación, 
tales como la formación académica en las materias 
científicas objeto del convenio, la investigación básica 
y aplicada, la extensión universitaria o los servicios de 
asistencia técnico-jurídica especializada, por medio de 
estudios, dictámenes o informes. 

Como primera actuación, la Cátedra <( Ruiz-Giménez» 
de estudios sobre el Defensor del Pueblo convocó y de- 
sarrolló, a finales del año 1991 unas jornadas denomi- 
nadas ((Diez años del Defensor del Pueblo, problemas 
y perspectivas». Dichas jornadas se estructuraron en 
cuatro ponencias, de acuerdo con el siguiente pro- 
grama: 

Primera Ponencia: «Defensor del Pueblo y Parlamen- 
to». Actuó como ponente don Fernando Sainz Moreno, 
catedrático de Derecho Administrativo. 

Segunda Ponencia: ((Intervención del Defensor del 
Pueblo en Procedimientos Jurisdiccionales ». Actuó co- 
mo ponente don Luis Aguiar Luque, catedrático de De- 
recho Constitucional. 

Tercera Ponencia: «El Defensor del Pueblo como Ins- 
titución de Control de la Administración Pública». Ac- 
tuó como ponente don Luciano Parejo Alfonso, 
catedrático de Derecho Administrativo. 

Cuarta Ponencia: ((Defensor del Pueblo y Administra- 
ción de Justicia». Actuó como ponente don Carlos Gra- 
nados Pérez, magistrado del Gabinete Técnico del 
Tribunal Supremo. 

La dirección de las Jornadas y la redacción de sus 
conclusiones quedaron a cargo de don Gregorio Peces- 
Barba Martínez, presidente de la Comisión Gestora de 
la Universidad Carlos 111. 

C. En el ámbito de las relaciones exteriores, el De- 
fensor del Pueblo ha desarrollado en gran parte su ac- 
tividad a través de los Institutos Internacionales que 
integran los diversos niveles territoriales. 

Así, como miembro del Consejo de Dirección del In- 
ternational Ombudsman Institute, con sede en Alberta 
(Canadá), que integra el foro mundial para estas insti- 
tuciones, el Defensor del Pueblo asistió en el mes de 
mayo de 1991 a la reunión convocada en San Juan de 
Puerto Rico, en la que tras el estudio de diversas po- 

nencias, se iniciaron los trabajos preparatorios de la 
Conferencia mundial que, como cada cuatro años, ten- 
drá lugar el próximo mes de octubre en Viena. Se ha 
realizado en el marco de este Instituto un importante 
esfuerzo para la integración en el mismo de las institu- 
ciones similares que van apareciendo en Hispano- 
américa. 

En cuanto al Instituto Europeo del Ombudsman, con 
sede en Insbruck (Austria), se han seguido durante 1991 
los trabajos de modificación de estatutos de este orga- 
nismo internacional, en la idea de aclarar la condición 
parlamentaria de sus miembros con derecho a voto. Pa- 
ra ello, el Defensor del Pueblo convocó una reunión sec- 
torial en Madrid y asistió, posteriormente, representado 
por sus adjuntos, a una reunión del Consejo de Direc- 
ción, celebrada en Florencia, el pasado mes de noviem- 
bre, quedando preparado el proyecto de nuevos 
estatutos que, normalmente] serán aprobados por la 
Asamblea General que deberá reunirse en Viena el pró- 
ximo mes de octubre. 

El Defensor del Pueblo ha desarrollado también una 
labor intensa en relación con los países hispanoameri- 
canos, en conexión con el Instituto Latinoamericano del 
Ombudsman, con sede en Caracas. Así, ha continuado 
manteniendo ininterrumpidos contactos con el Procu- 
rador de Guatemala, única institución similar que hasta 
ahora funciona en este ámbito territorial. Tras sucesi- 
vos intercambios técnicos y de asesoramiento, se reci- 
bió en Madrid al nuevo Procurador, don Ramiro de León 
Carpio, con el que se han establecido variadas líneas 
de apoyo y cooperación. El pasado mes de octubre, el 
Defensor del Pueblo se desplazó a Bolivia, invitado por 
el Gobierno de este país, dentro del marco de las Jor- 
nadas organizadas por el Capítulo Boliviano del Om- 
budsman, con el apoyo del Instituto de Cooperación con 
Iberoamérica. Posteriormente hubo de asistir a los en- 
cuentros organizados en Méjico, Argentina y Paraguay 
en los últimos meses de 1991. 

Actualmente, dichos cuatro países tienen avanzados 
proyectos para la creación de figuras similares al De- 
fensor del Pueblo, de carácter nacional que, fundamen- 
talmente, esperamos sean una realidad durante el 
presente año 1992. 

Finalmente, se están estudiando posibles formas de 
apoyo y cooperación con las iniciativas que en esta mis- 
ma dirección se proyectan en Chile, Uruguay y El Sal- 
vador. Como consecuencia de estas relaciones, el 
Instituto Latinoamericano, a propuesta de varios de los 
Capítulos nacionales que lo integran, ha nombrado re- 
cientemente al Defensor del Pueblo miembro de su or- 
ganización. 

D. En el marco del Parlamento Europeo, convoca- 
das por su Comisión de Peticiones, se celebraron, du- 
rante 1991, dos reuniones, a las que concurrió el 
Defensor del Pueblo. Así, el 19 de marzo, con asisten- 
cia de los ombudsmanes europeos, y en la sede del Par- 
lamento de Bruselas, se abordó y estudió la evaluación 
del funcionamiento y resultados prácticos de la coope- 
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ración y colaboración entre instituciones para el inter- 
cambio de peticiones que, dirigidas a un órgano 
determinado, podría, en interés de los ciudadanos, ser 
atendidas de un modo más eficaz por otro órgano, con- 
tinuando las perspectivas establecidas en anteriores 
reuniones similares. En esta ocasión, además, en reu- 
nión previa, se facilitó y examinó la información corres- 
pondiente al estado de tramitación del procedimiento 
para la creación de un Ombudsman europeo, proceso 
seguido por iniciativa de Dinamarca y España. En es- 
tas reuniones en el Parlamento Europeo la Adjunta Pri- 
mera representó al Defensor del Pueblo. 

Posteriormente, los días 27 y 28 de mayo, represen- 
tado por los Adjuntos, el Defensor del Pueblo asistió 
a una nueva reunión de la Comisión de Peticiones del 
Parlamento Europeo, en la sede del Parlamento de Ca- 
taluña, en Barcelona, en la que tras debatirse dos po- 
nencias, se procedió a estudiar la situación de diversas 
peticiones tramitadas ante la Comisión del Parlamen- 
to Europeo referidas a actuaciones en España. 

E. El 16 de noviembre de 1991, el Defensor del Pue- 
blo, invitado por el Ministerio de Asuntos Exteriores, 
y dentro de la Delegación española, presentó ante el Ple- 
nario de la Tercera Conferencia para Seguridad y Coo- 
peración en Europa, sobre la Dimensión Humana, 
celebrada en Moscú, una extensa intervención referi-, 
da a las características esenciales del Defensor del Pue- 
blo y sus funciones en el marco constitucional para la 
protección de los derechos fundamentales de las per- 
sonas y el control del buen funcionamiento de las ad-. 
ministraciones públicas. 

Posteriormente, el Pleno de la Conferencia hizo suya 
una propuesta de la Delegación española, de conformi- 
dad con la cual, y con la colaboración de la Oficina de 
Elecciones Libres de Varsovia, tendrá lugar en Madrid, 
el próximo año, una reunión de todos los omnbudsma- 
nes parlamentarios y nacionales de los países miem- 
bros de la Conferencia, así como de representantes de 
organizaciones similares en donde no exista ombuds- 
man, a invitación del Defensor del Pueblo español. Ac- 
tualmente, esta institución está organizando dicha 
reunión que, normalmente, tendrá lugar en los últimos 
días del próximo mes de mayo de 1992. 

F. Finalmente, los días 7 y 8 de noviembre de 1991, 
tuvo lugar en Florencia la Tercera Mesa Redonda con 
los ombudsmanes europeos, organizada por el Secre- 
tariado General del Consejo de Europa, a la que asis- 
tió el Defensor del Pueblo representado por sus 
Adjuntos, En ella, y con la representación de diversos 
trabajos escritos, se abordaron las siguientes ponencias: 

- Los derechos del enfermo. 
- Igualdad entre mujeres y hombres. 
- Cooperación con los ombudsmanes de los Esta- 

dos miembros, y entre ellos y el Consejo de Europa. 

APENDICE ESTADISTICO 

1. INTRODUCCION 

En 1991 se han recibido 25.730 quejas y se han ini- 
ciado 63 actuaciones de oficio. En este apéndice las ac- 
tuaciones de oficio se contabilizan de forma conjunta 
con las quejas por cuanto, con la única excepción de 
la admisión, el resto de su tramitación no difiere de 
ellas. 

La asignación a las áreas establecidas por Resolución 
del Defensor del Pueblo comunicada a esas Cortes Ge- 
nerales el 8 de abril de 1988 es la siguiente, debiendo 
hacerse constar que tal asignación es previa al examen 
sobre su admisión o rechazo. 

Area 1. Función Pública, administración 
educativa y cultura . . . . . . . . . . .  10.596 (1) 

Area 2. Defensa e Interior . . . . . . . . . . . .  6.179 (2) 

Area 3. Justicia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  2.207 
Area 4. Administración económica . . . . .  2.571 (3) 
Area 5. Administración y ordenación 

territoriales . . . . . . . . . . . . . . . .  1.781 (4) 
Area 6. Trabajo, Seguridad Social 

1 y Sanidad . . . . . . . . . . . . . . . . . .  2.459 (5) 

En cuanto a los rasgos básicos de las personas que 
se han dirigido al Defensor del Pueblo, debe destacar- 
se lo siguiente: 

i 

- El 99,27% de las quejas se ha formulado de for- 
ma individual y, el 0,73% por más de una persona. 
- El 99,37% de las quejas, ha sido formulado por 

personas físicas, y el 0,63% corresponde a asociacio- 
nes, agrupaciones, etc. 
- La edad de l a  personas que han formulado que- 

jas este año varía entre 14 y 92 años, siendo la edad me- 
dia de 49 años. Un 32% son mayores de 60 años y la 
proporción de menores de 40 años alcanza el 37,2%. 
- Persiste como en años anteriores una mayor pre- 

sencia de hombres (64,67%) que de mujeres (35,32%). 
- Respecto al estado civil, la proporción de casados 

es del 58,7% (frente al 64,5% del año anterior); los sol- 
teros alcanzan el 24,2% y los separados o divorciados 
6,8%. Permanece estable la proporción de viudos 10,2% 
(el 74% de este colectivo son mujeres). 
- Ha aumentado la proporción de trabajadores 

(36,26%) en tres puntos respecto al año anterior, los mis- 
mos que han disminuido los jubilados que son el 
29,71%; 11,20% de parados; 7,96% se dedican exclusi- 
vamente a labores del hogar; 4,14% estaban en prisión 
(ha habido un incremento de 1,4%); 2,40% de estudian- 
tes y 0,83% cumplían el servicio militar. 

(1) 8.843 de ellas corresponden a nueve grupos de ciudadanos que pre- 
sentaron quejas idénticas, si bien de forma individual. 
(2) De igual modo, 4.951 corresponden a dos grupos. 
(3) 
(4) 
(5) 

515 corresponden a un grupo. 
326 corresponden a un grupo. 
75 corresponden a un grupo. 
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- El tipo de trabajo o profesión del 83% que lo de- 
clara es 25,6% trabajan para la Administración públi- 
ca (3,6% son cuadros superiores y 13,9% cuadros 
medios); 13,8% son trabajadores cualificados y 13,4% 
no cualificados; 10,6% autónomos o pequeños empre- 
sarios; 9,8% profesionales liberales; 8,8% empleados 
subalternos; 9,2% cuadros medios y 3,1% directivos, to- 
dos ellos en empresas privadas; y el 4,2% trabajadores 
agrícolas. 
- La distribución según el nivel de estudios reali- 

zados es la siguiente: el 18% dice no tener estudios; 
28,8% con estudios primarios; 8% con bachiller ele- 
mental; 8,5% formación profesional; 10,6% bachiller su- 
perior; 11,3% estudios universitarios de grado medio 
y 14,7% con estudios superiores. 
- El 46% dice tener ingresos económicos en su ho- 

gar inferiores a 100.000 pesetas (el año anterior era un 
60%); el 37,7% ingresos entre 100.000 y 200.000 pese- 
tas y un 16,2% más de 200.000 pesetas (10% el año an- 
terior). 

2. Procedencia Geográfica de las quejas 

El 98,42% procede del territorio nacional, y el 1,12% 
del extranjero (el 0,45 restante se corresponde con las 
anuladas por duplicidades). En cuanto a la distribución 
por comunidades autónomas y provincias de las que 
proceden del territorio nacional, es la que aparece en 
el cuadro siguiente: 

Provincia Número % sobre la % sobre 
Comunidad Autónoma de quejas comunidad el total 

Alava 84 8,20 0,33 
Guipúzcoa 497 48,49 1,93 
Vizcaya 444 43,32 1,72 

CA Del País Vasco 1.025 3,97 

Barcelona 
Girona 
Lleida 
Tarragona 

947 66,22 3,67 
219 15,31 0,85 
120 8,39 0,47 
144 10,07 0,56 

CA de Cataluña 1.430 

La Coruña 340 23,35 1,32 

Orense 226 15,52 0,88 
Pontevedra 344 23,63 1,33 

Lugo 546 .37,50 2,12 

CA de Galicia 1.456 5,64 

Almeyía 179 5,17 0,69 
Cádiz 526 15,20 2,04 
Córdoba 381 11,Ol 1,48 
Granada 372 10,75 1,44 
Huelva 491 14,19 1,90 

~ 

Provincia Número % sobre la 96 sobre 
Comunidad Aut6noma de quejas comunidad el total 

Jaén 260 7,51 1,Ol 
Málaga 668 19,31 2,59 
Sevilla 583 16,85 2,26 

CA de Andalucía 3.460 13,41 

Principado de Asturias 689 2,67 

Cantabria 345 1,34 

CA de la Rioja 229 0,89 

Región de Murcia 432 1,67 

Alicante 489 22,13 1,90 

Valencia 1.403 63,48 5,44 
Castellón 318 14,39 1,23 

Comunidad Valenciana 2.210 8,57 

Huesca 210 18,SO 0,81 

Zaragoza 645 56,83 2,50 

CA de Aragón 1.135 4,40 

Albacete 89 7,94 0,35 
Ciudad Real 343 30,60 1,33 
Cuenca 228 20,34 0,88 
Guadalajara 106 9,46 0,4 1 

355 31,67 1,38 Toledo 

CA Castilla-La Mancha 1.12 1 4,35 

Teruel 280 24,67 1,09 

- - -  

Las Palmas 429 47,93 1,66 
Santa Cruz de 
Tenerife 466 52,07 1,81 

CA de Canarias 895 3,47 
- - -  

Comunidad Foral de 
Navarra 184 

~~ 

0,7 1 

Badajoz 418 49,47 1,62 
427 50,53 1,66 Cáceres 

CA de Extremadura 845 3,28 
- - -  

CA de las Islas 
Baleares 368 1,43 

CA de Madrid 5.779 22,41 

Avila 136 3,73 033  
Burgos 576 15,80 2,23 
León 475 13,03 1,84 
Palencia 30 1 8,26 1,17 
Salamanca 592 16,24 2,30 
Segovia 111 3,05 0,43 
Soria 134 3,68 0,52 
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Provincia Número % sobre la 96 sobre 
Comunidad Autónoma de quejas comunidad el total 

~ ~~ 

Valladolid 734 20,14 2,85 
586 16,08 2,27 Zamora 

CA de Castilla y León 3.645 14,14 

Ceuta 59 0,23 
Melilla 79 0,3 1 

- - -  

Número de quejas por cien mil habitantes según 
comunidades autónomas* 

Comunidad Autónoma del País Vasco . . . . . .  48,83 
Comunidad Autónoma de Cataluña . . . . . . . .  23,80 
Comunidad Autónoma de Galicia . . . . . . . . . .  53,92 
Comunidad Autónoma de Andalucía . . . . . . .  49,69 
Principado de Asturias . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  62,86 
Cantabria . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  65,58 
Comunidad Autónoma de La Rioja . . . . . . . . .  86,41 
Región de Murcia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  41,30 
Comunidad Valenciana . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  56,69 
Comunidad Autónoma de Aragón . . . . . . . . . .  93,64 
Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha 68,18 
Comunidad Autónoma de Canarias . . . . . . . .  55,90 
Comunidad Foral de Navarra . . . . . . . . . . . . .  35,3 1 
Comunidad Autónoma de Extremadura . . . .  80,86 
Comunidad Autónoma de las Islas Baleares . 49,79 
Comunidad Autónoma de Madrid . . . . . . . . . .  117,lO 
Comunidad Autónoma de Castilla 
y León . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  142,60 

Ceuta . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  8032 
Melilla . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  12 1,53 

Media Nacional . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  65,09 

3. ADMISION DE LAS QUEJAS 

La fase de admisión de las quejas tiene como objeto 
la comprobación de los requisitos formales exigidos 
por el artículo 54 CE y la Ley Orgánica del Defensor 
del Pueblo (actuación de los poderes públicos, existen- 
cia de indicios de irregularidad administrativa, escri- 
to firmado, etc.). La cifra de quejas en condiciones de 
pasar esta fase a lo largo de 1991 ha sido de 29.162. Pa- 
ra llegar a esta cifra es preciso añadir al número total 
de quejas del año (25.793), las que el 1 de enero se en- 
contraban pendientes de estudio del año anterior 
(2.441) y aquellas otras en las que el interesado aportó 
la información complementaria que le fue solicitada 
(928). 

De las 29.162 se han examinado 26.860 y quedan pen- 
dientes de estudio 2.302, siendo el resultado del exa- 
men de admisión: 

*Poblaci6n de hecho, según el avance de resultados del Censo de Pobla- 
ción 1991. 

Quejas admitidas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  6.449 
Quejas rechazadas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  .19.758 
Solicitada información complemen- 
taria al interesado pendiente de 
llegar el 31-12-91 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  536 

1 17 

26.860 

Anuladas por duplicidades . . . . . . . . . . . . . . . .  

Es necesario dejar constancia de que estas cifras se 
refieren al total de las quejas, es decir, incluyen las que 
se formulan por colectivos de ciudadanos de manera 
idéntica, si bien individualmente. Tales quejas, cuan- 
do son muy numerosas, introducen sesgos en la esta- 
dística que es necesario tener en cuenta. Por ello, si 
bien la tasa de admisión en sentido estricto se sitúan 
en el 24,60% debido al peso relativo de algunos colec- 
tivos muy numerosos, efectuada la corrección corres- 
pondiente alcanza el porcentaje del 33,03, similar al de 
años anteriores. 

La incidencia de cada una de las causas de inadmi- 
sión se señalan en forma de porcentaje, calculado so- 
bre el número de las quejas rechazadas de 1991 y 
corregido en virtud del mismo criterio ya expresado. 

Causas de inadmisión 

Período de tiempo superior a un año . . . . . .  
No actuación de los poderes públicos . . . . . .  
Intervención judicial .................... 
Autoridades administrativas en asuntos de su 
competencia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Sentencia firme . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Quejas anónimas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Resueltas proporcionando información al 
promovente . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Falta de reclamación ante la admón. siendo 
necesaria . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Por no apreciarse indicios de irregularidad 
administrativa . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Por falta de interés legítimo . . . . . . . . . . . . . .  
Posible mala fe o perjuicio a terceros . . . . . .  
Mando de la Defensa Nacional . . . . . . . . . . . .  
Carencia de fundamento . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Inexistencia de pretensión . . . . . . . . . . . . . . . .  
No contestación a ampliación de datos . . . . .  

0,33 
7,64 
8,06 

0,33 
7,74 
0,lO 

32,48 

2,03 

38,60 
0,27 
0,02 
0,06 
0,29 
1,54 
0,50 

En el caso de las quejas inadmitidas se comunica al 
promovente los motivos que dan lugar a ello, informán- 
dole, cuando es posible, sobre las vías más oportunas 
para ejercitar su acción a juicio del Defensor del Pue- 
blo. Esta labor de información se concreta, además, en 
las visitas atendidas en la oficina de información al pú- 
blico, que en 1991 ascendieron a 3.723, y las consultas 
telefónicas resueltas por esta misma oficina, que 'so- 
brepasaron las 6.000. 
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4. INVESTIGACIONES Y RESULTADOS 

El conjunto de investigaciones llevadas a cabo a lo 
largo de 1991 afecta a un total de 13.664 quejas. Tal ci- 
fra se compone de las 6.101 en tramitación el 1 de ene- 
ro de 1991, más las 6.449 admitidas a lo largo del año, 
más 1 .1  14 concluidas en años anteriores, cuya investi- 
gación, al tener conocimiento de nuevos datos, se con- 
sideró necesario reanudar. 

En el cuadro número 1 se detallan, según los distin- 
tos organismos a que se refieren, la situación de las 
quejas, tanto las que permanecen en tramitación a 3 1 
de diciembre de 1991, como las concluidas a lo largo 
del año. 

Cuadro N . O  1: Quejas en tramitación y concluidas a 31 
de diciembre de 1991 

Datos globales 

En trámite Concluidas Total 

Consejo General del 
Poder Judicial . . . . . .  25 

Por intermedio del Fiscal 
General del Estado . . 496 

Administración central 4.609 
Administraciones 
autonómicas . . . . . . . .  659 

Administraciones locales 784 
Otras entidades públicas 144 
Quejas con investiga- 
ciones en varios orga- 
nismos . . . . . . . . . . . . .  1.55 1 

Total . . . . . . . . . .  8.268 

22 47 

326 822 
2.633 7.242 

1.096 1.755 
654 1.438 
109 253 

556 2.107 

5.396 13.664 
-- 

Los cuadros números 2 y 3, deben considerarse co- 
mo ampliación del anterior, ya que en ellos se recoge 
el detalle de la Administración central según cada mi- 
nisterio y el de las administraciones autonómicas se- 
gún cada comunidad. 

Cuadro n.” 2: Quejas en tramitación y concluidas a 31 
de diciembre de 1991 

Detalle de la Administración central 
~ ~ 

En trámite Concluidas 

M. de Asuntos Exterio- 
res . . . . . . . . . . . . . . .  

M. de Justicia . . . . . . .  
Mi de Defensa . . . . . . .  
M. de Economía y Ha- 

cienda . . . . . . . . . . . . .  
M. del Interior . . . . . .  
M. de O. Públicas y 

Transportes . . . . . . .  

22 23 
190 118 
323 (1) 477 (6) 

628 418 
421 (2) 205 

235’(3) 122 

Total 

45 
308 
800 

1 .O46 
626 

357 

En trámite Concluidas Total 

M. de Educación y 
Ciencia . . . . . . . . . . .  392 (4) 270 662 

‘M. de Trabajo y S .  So- 
cial . . . . . . . . . . . . . . . .  268 286 554 

M. de Industria, Com. 
y Turismo . . . . . . . . .  14 10 24 

M. de Agric., Pesca y 
Aliment. 25 18 43 

M. de Administracio- 
nes Públicas . . . . . . .  1.820 (5) 500 (7) 2.320 

M. de Transp., Turis- 
mo y Comun. (*) 27 34 61 

M. de Cultura . . . . . . .  9 3 12 
M. de Sanidad y Con- 

sumo . . . . . . . . . . . . .  184 1 1 1  295 
M. de Relaciones con 

las Cortes y Secreta- 
ría del Gobierno . . .  3 4 7 

M. de Asuntos Sociales 48 34 82 

Total . . . . . . . . .  4.609 2.633 7.242 

(*) Hasta su desaparicibn el 11 de marzo de 1991. Estas quejas han pa- 
sado a los organismos ue han asumido las cbmpetencias correspondien- 
tes pero, para mayor jaridad, se incluyen aquí. 

(1) En esta cifra se incluyen 2 grupos de quejas idénticas, uno de 81 

(2) En esta cifra se incluye un grupo de 159 quejas idénticas, agrupa- 

(3) Corresponde a un grupo de 57 quejas. 
(4) Corresponde a un grupo de 126 quejas. 
(5) Corresponde a un grupo de 1.757 quejas. 
(6) Corresponde a un grupo de 290 quejas. 
(7) Corresponde a un grupo de 415 quejas. 

y otro de 70, agrupados para su tramitación. 

das para su tramitaci6n. 

Cuadro n.03: Quejas en tramitación y concluidas a 
31 de diciembre de 1991 

Detalle de las administraciones autonómicas 

CA de Andalucía . . . . .  
CA de Aragón . . . . . . .  
CA de las Islas Ba- 
leares . . . . . . . . . . . . .  

CA de Canarias . . . . . .  
Cantabria . . . . . . . . . . .  
CA de Castilla-La 
Mancha . . . . . . . . . . .  

CA de Castilla y León 
Cataluña . . . . . . . . . . . .  
CA de Extremadura . . 
CA de Galicia . . . . . . .  
CA de Madrid . . . . . . .  
Región de Murcia . . . .  
Yomunidad Foral de 
Navarra . . . . . . . . . . . .  

VA del País Vasco . . .  
Principado de Asturias 

En trámite Concluidas 

114 67 
16 5 

8 3 
37 21 
16 8 

22 611 (1) 

65 40 
44 25 
27 22 
38 34 

139 129 
17 14 

7 2 
16 6 
15 17 

Total 
. <  

181 
21 

1 1  
58 
24 

633 
105 
69 
49 
72 

268 
31 

9 
22 
32 
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En trámite Concluidas Total 

CA de la Rioja . . . . . . .  8 4 12 
Comunidad 
Valenciana 70 88 158 

659 1.096 1*755 Total 

(1) En esta cifra se incluye un grupo de 594 quejas idénticas agrupadas 
para su tramitación. 

En los cuadros números 4, 5 y 6, se recogen resulta- 
dos de la actuación llevada a cabo por el Defensor del 
Pueblo, en relación con las quejas que ha concluido, se- 
ñalándose, si de sus investigaciones se desprende, que 
la Administración obró correctamente, si a pesar de no 
hacerlo, posteriormente subsanó su error o, si por el 
contrario, mantiene su postura. La columna de totales 
del cuadro número 4, coincide con el total de quejas 
concluidas del cuadro número 1. 

Cuadro n." 4: Resultados de las actuaciones 

Datos globales 

Actuac. 
correc. 

Subsa- 
nación 

No subsa- 
nación Otros Total 

Consejo General del Poder judicial . . . . . . . . . . . . . .  
Por intermedio del Fiscal General del Estado 
Administración central . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Administraciones autonómicas . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Administraciones locales . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Otras entidades públicas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Quejas con investigaciones en varios organismos . . 
Diligencias de Archivo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

. . . . .  
5 

203 
1.362 

329 
420 
75 

147 

11 
96 

649 
737 
170 
26 
57 

6 
22 

54 1 
6 

10 
6 

20 

5 
81 
24 
54 

2 
1 

33 1 

22 
326 

2.633 
1 .O96 

654 
109 
225 
33.1 

Total 
~ ~~ ~~~ 

2.541 1.746 61 1 498 5.396 

Cuadro número 5: Resultados de las actuaciones. 

Detalle de la Administración central 

Actuac. Subsa- No Subsa- 

Correc. nación nación 
Otros Total 

M. de Asuntos Exteriores . . . . . . . . . . .  
M. de Justicia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
M. de Defensa . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
M. de Economía y Hacienda . . . . . . . .  
M. del Interior . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
M. de Obras Públicas y Transportes . 
M. de Educación y Ciencia . . . . . . . . .  
M. de Trabajo y Seguridad Social . . .  
M. de Industria, Comercio y Turismo 
M. de Agricultura, Pesca y Alimen- 

M. de Administraciones Públicas . . . .  
M. de Transp., Turismo y Comunica- 

ciones . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
M. de Cultura . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
M. de Sanidad y Consumo . . . . . . . . . .  
M. de Relaciones con las Cortes 

y Secretaría del Gobierno . . . . . . .  
M. de Asuntos Sociales . . . . . . . . . . . . .  

Total . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

tación 

- 

10 
66 

405 (1) 
23 1 
118 
64 

175 
154 

9 

10 
34 

(*) 24 
1 

49 

2 
10 

9 
26 
64 

104 
64 
48 
81 

114 

6 
46 

8 
1 

58 

1 
19 

1 
25 

1 
80 
3 
4 
1 

1 
419 (2) 

1 
2 

1 
2 

3 
1 
7 
3 

20 
6 

13 
18 
1 

1 
1 

2 

2 

3 

23 
118 
477 
418 
205 
122 
270 
286 

10 

18 
500 

34 
3 

111 

4 
34 

1.362 649 54 1 81 2.633 

*) Hasta el 1 1  de marzo de 1991. 
1 )  En esta cifra se incluyen 290 quejas idénticas, agrupadas para su tramitación. 
2) Idem. 415 quejas. 
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~ Otras Resoluciones 

El Defensor del Pueblo puede formular, además, 
otros tipos de resoluciones de acuerdo con lo precep- 
tuado en la Ley Orgánica 311 98 1,  de 6 de abril. Se trata 
de los requerimientos que se remiten cuando algún or- 
ganismo administrativo no envía el informe solicitado 
por el Defensor del Pueblo; de los recordatorios de de- 
beres 1egales;.de las advertencias, etc. El total de reso- 
luciones de este tipo formuladas durante el año de 
1991, ha sido de 1893. 

Cuadro número 6: Resultados de las actuaciones. 

Detalle de las Administraciones Autonómicas 

Actuac. Subsa- No Subsa- Otros Total 
Correc. nación nación 

CA de Andalucía . . . . . . . . . . . . . . . . . .  37 24 1 5 67 
CA de Aragón . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  2 2 1 5 
CA de las Islas Baleares . . . . . . . . . . . .  3 3 
CA de Canarias . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  1 1  7 3 21 
CA de Cantabria . . . . . . . . . . . . . . . . . .  5 1 1 1 8 
CA de Castilla-La Mancha . . . . . . . . . .  10 601 (1) 61 1 
CA de Castilla y León . . . . . . . . . . . . . .  23 16 1 40 
CA de Cataluña . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  13 8 2 2 25 
CA de Extremadura . . . . . . . . . . . . . . .  13 9 22 
CA de Galicia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  20 12 2 34 
CA de Madrid . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  102 21 2 4 129 
Región de Murcia . . . . . . . . . . . . . . . . .  8 5 1 14 
Comunidad Foral de Navarra . . . . . . .  2 2 
CA del País Vasco . . . . . . . . . . . . . . . . .  4 1 1 6 
Principado de Asturias . . . . . . . . . . . . .  1 1  6 17 
CA de la Rioja . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  3 1 4 
Comunidad Valenciana . . . . . . . . . . . . .  62 23 3 88 

Total . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  329 737 6 24 1 .O96 

( 1 )  En esta cifra se incluyen 594 quejas idénticas agrupadas para su tramitaci6n. 

I Sugerencias 
5. Resoluciones Adoptadas. 

Recomendaciones 1 Mediante este tipo de resoluciones, el Defensor del 
Pueblo, sin Que exista irregular actuación administra- - 
tiva previa, insta a la administración a que modifique 
un acto administrativo concreto o acuerde determina- 
do acto o se abstenga de resolver. 

A continuación se recoge el estado numérico de este 
tipo de resoluciones. 

Se trata de resoluciones por medio de las cuales el 
Defensor del Pueblo, con fudamento en los principios 
constitucionales, manifiesta a la administración o al 
órgano legislativo competentes la conveniencia de pro- 
ceder a dictar una determinada norma legal o modifi- 
car las existentes en razón a su necesaria adecuación 
a la Constitución, los pactos y tratados internaciona- 
les ratificados por España, o con objeto de colmar un 
determinado vacío normativo, o evitar una contradic- 
ción entre distintas normas vigentes. 

A continuación se recogen las resoluciones de este 
tipo formuladas a lo largo de 1991 según el estado en 
que se encuentran a 3 i de diciembre, con expresión del 
órgano destinatario. 

Formulad. Acept. Rechaz. Pend. -- 
Administración 

Administraciones 

Administraciones 

Otras Entidades 

central . . . . . . . . .  36 19 7 10 

autonómicas . . . .  1 1  5 2 4 

locales . . . . . . . . .  2 2 

públicas . . . . . . . .  7 4 3 -- 
Total . . . . . . . .  56 28 9 19 

Formulad. Acept. Rechaz. Pend. ---- 
Administración 
central . . . . . . . . .  34 12 6 16 

Administraciones 
. . . .  autonómicas 21 2 19 

Administraciones 
locales . . . . . . . . .  95 8 19 68 

Total . . . . . . . .  150 22 25 103 
-- 
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